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IÍÚMBHO  1* 

DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  COSTES 

CONGRESO  DE  LOS  DIPDTAD08 


DE  APERTURA  DE  LAS  CORTES 


CELEBRADA  EN  EL  PALACIO  DEL  SENADO  EL  JUEVES  1.'  DE  DICIEMBRE  DE  1887 


D.  Agustín  de  Burgos. 

Marqués  da  Cayo  del  Rey. 

Conde  de  Bañuelos. 

Conde  de  Almaraz. 

Conde  de  Maceda. 

Señores  Diputados . 

D.  Manuel  Benayas. 

D.  Francisco  Ansatdo. 

D.  Carlos  Rodríguez  Batista, 
ü.  Juan  Rosell. 

D.  Ramón  Cepeda. 

D.  Francisco  Romero  Robledo. 
D.  Francisco  Santa  Cruz. 

D.  Manuel  Eguilior. 

O.  Antonio  Domínguez  Alfonso. 
D.  Félix  García  Gómez. 

Conde  de  Toreno, 

D.  Juan  Navarro  Reverter. 

Suplentes. 

D.  Antonio  Barroso. 

D.  Manuel  Ibarra. 

D.  Francisco  Agustín  Silvela. 

D.  Agustín  Isa  Serna. 

D.  Julián  Zugasti. 

D.  Pegerto  Pardo  Baimonte. 


Reunidos  los  Sres.  Senadores  y Diputados  en  el 
salón  de  sesiones  á las  dos  de  la  tarde,  ocupó  la  silla 
de  la  Presidencia  el  Sr.  Presidente  del  Senado  Mar- 
qués de  la  Habana,  y en  las  de  los  Secretarios  toma- 
ron asiento  los  Sres.  Diputados  D.  Gabino  Bugallal, 
D.  Francisco  Ansaldo,  D.  José  Sánchez  Guerra  y Don 
Tomás  Sancho. 

Se  leyeron  las  siguientes  listas  de  los  Sres.  Sena- 
dores y Diputados  que  componían  las  Comisiones  en- 
cargadas de  recibir  y despedir  á SS.  MM.  y AA.  RR. 

PARA  RECIBIR  Y DESPEDIR  Á SS.  MM. 

Señores  Senadores. 

Marqués  de  Campo. 

D.  Francisco  Laso  y Salido. 

Duque  de  Baena. 

Marqués  de  Aycrbe. 

D.  Severiano  Arias  y Giner. 

Conde  de  Canga-ArgüellesI 

Conde  de  Casa-Valencia. 

D.  Francisco  de  Cárdenas. 

D.  Francisco  Alonso  Rubio. 

Marqués  de  Aguilar  de  Campoó. 

Suplentes . 

Marqués  de  Castrofuerte. 

D.  Pedro  Calderón  y Herze. 

Marqués  de  Cerralbo. 
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PARA  RECIBIR  Y DESPEDIR  Á SS.  A A.  RR. 

Señores  Senadores. 

D.  Félix  S.  Alfonzo. 

Conde  de  Ccrvera. 

D.  Angel  Barroeta. 

D.  Alberto  Bosch. 

D.  José  García  Barzanallana. 

Barón  de  Benifayó. 

Conde  de  Guaqui. 

I).  Ciemencio  Donaire. 

Suplentes. 

D.  Matías  López. 

D.  Eduardo  Alonso  Colmenares. 

Marqués  de  Heredia. 

Conde  de  la  Patilla. 

Señores  Diputados . 

D.  Tirso  Rodrigañez. 

D.  Rafael  Mocares. 

D.  José  Alvarez  Marino. 

Conde  de  Vilana. 

I).  Juan  Maiuquer. 

1).  José  Arrando. 

Suplentes. 

Duque  de  Tamames. 

Marqués  de  Flores- Dávila. 

D.  Ezequiel  Ordonez. 

Concluida  la  lectura  de  las  anteriores  listas,  el  se- 
ñor Presidente  invitó  á las  Comisiones  á estar  dis- 
puestas para  el  desempeño  de  sus  respectivos  encar- 
gos; y antes  de  que  el  estampido  del  canon  anuncia- 
se la  salida  de  SS.  MM.  del  Real  Palacio,  dejaron 
aquellas  el  salón,  precedidas  de  los  maceros,  suspen- 
diéndose entretanto  la  sesión. 

Al  entrar,  con  las  respectivas  Comisiones,  en  el 
expresado  salón  S.  A.  la  Infanta  Doña  Isabel,  y pocos 
minutos  después  SS.  MM.  el  Rey  y la  Reina  Regente, 
acompañados  de  los  Ministros  y Jefes  de  Palacio,  fue- 
ron saludados  con  nutridos  vivas.  Después  de  ocupar 
el  Trono  SS.  MM.  y de  lomar  asiento  S.  A.  la  Infanta, 
lo  hicieron  también  los  Sres.  Senadores  y Diputados 
en  sus  respectivos  puestos,  permaneciendo  en  pió  á 
uno  y otro  lado  los  Ministros  y Jefes  de  Palacio. 

Acto  seguido  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros puso  en  manos  de  la  Reina,  y S.  M.  leyó,  el 
siguiente  discurso: 

«Señores  Senadores  y Diputados:  Grande  esmi  con- 
suelo al  verme  entre  vosotros,  por  la  confianza  que 
me  anima  de  hallar  en  vuestra  constante  solicitud  el 
auxilio  de  que  tanto  lié  menester  para  cumplir  los 
altos  deberes  que  ¿i  la  Providencia  plugo  imponerme 
como  Madre  del  augusto  Huérfano  que  ciñe  la  Corona 
y como  depositaría  de  sus  Reales  prerrogativas. 

A nuestros  comunes  sentimientos  corresponde,  y 
me  complazco  en  recordarlo,  el  generoso  pueblo  es- 
pañol, cuyas  demostraciones,  tan  espontáneas  como 
afectuosas,  colmando  de  gratitud  mi  corazón,  han  pa- 
tentizado, durante  mi  visita  á las  provincias  del  Cen- 


tro y Norte  de  la  Península,  su  inquebrantable  espí- 
ritu monárquico  y su  amor  á la  sagrada  Persona  del 
Rey,  heredero  de  tantas  glorias  y símbolo  de  justas 
esperanzas  para  la  moble  Nación  que  hoy  bendice  y 
amx>ara  su  inocencia. 

Asegurada  está  la  paz  interior,  y de  gran  cordia- 
lidad son  nuestras  relaciones  con  los  demás  Estados 
del  inundo.  A este  resultado  no  se  llega  sino  por  el 
concierto  de  los  intereses  recíprocos,  que  siempre  ba 
buscado  nuestro  país  por  medio  de  una  política  exte- 
rior franca  y honrada.  Especialmente,  solo  debo  po- 
ner en  vuestro  conocimiento  que  el  Sultán  de  Ma- 
rruecos, seguro  de  la  leal  amistad  que  le  profeso,  ha 
acudido  á mí  solicitando  una  nueva  reunión  de  la  Con- 
ferencia que  ya  tuvo  lugar  en  Madrid  en  1880,  á fin 
de  que  las  Potencias  signatarias  de  aquellos  acuerdos 
los  examinen  de  nuevo,  teniendo  en  cuenta,  como  Es- 
paña siempre  quiso,  la  prosperidad  de  aquel  Imperio 
y el  prestigio  de  su  Soberano. 

Así,  asentado  el  orden  público  sobre  firme  base  y 
desembarazada  en  su  natural  desenvolvimiento  la  po- 
lítica exterior,  puede  mi  Gobierno  dedicarse,  con 
vuestro  concurso,  al  cumplimiento  de  su  programa, 
lo  mismo  en  lo  que  se  refiere  á la  garantía  eficaz  de 
los  derechos  individuales,  que  á la  exlension  y pleni- 
tud que  debe  alcanzar  el  sufragio  electoral  en  los  pue- 
blos libres;  y podéis  vosotros,  Sres.  Diputados  y Se- 
nadores, consagraros  por  entero  á ultimar  los  proyec- 
tos civiles  y militares  pendientes  de  aprobación  en 
anteriores  legislaturas,  y á íesolver  los  Arduos  |pro- 
blemas  que  en  el  orden  administrativo,  económico  y 
social  lian  de  ser  objeto  de  vuestras  tareas,  y muy 
particularmente  los  que  atañen  á la  agricultura  y á 
la  industria,  tan  afligidas  en  estos  tiempos  por  un 
cúmulo  de  circunstancias,  no  ya  privativas  de  Espa- 
ña, sino  europeas  y basta  universales.  A este  efecto, 
mi  Gobierno  os  presentará  los  proyectos  oportunos 
conforme  lo  exija  en  cada  caso  la  necesidad,  y la  pru- 
dencia lo  aconseje,  para  mitigar  al  monos  las  conse- 
cuencias de  aquellos  males,  cuando  no  fuere  posible 
su  absoluto  remedio. 

Gada  dia  soy  deudora  al  Sumo  Pontífice  de  mayo- 
res muestras  de  estimación  á nuestro  país  y de  carino 
á mi  Persona  y á la  de  mi  augusto  Hijo,  contribu- 
yendo, por  modo  tan  expresivo,  á mantener  la  inti- 
midad de  relaciones  en  que  la  Santa  Sede  y el  Gobier- 
no español  viven,  para  bien  de  la  Iglesia  y del  Estado. 

Un  celo  fervoroso,  que  solo  se  inspire  en  el  pa- 
triotismo más  puro,  necesitamos  todos  desplegar  cons- 
tantemente para  que,  en  nuestros  ricos  territorios  de 
Ultramar,  la  noble  bandera  de  España  se  mantenga 
tan  alta  como  siempre  estuvo,  sin  que  puedan  des- 
lustrarla jamás  arrebatos  de  la  pasión.  Cuba  y Puerto- 
Rico  gozan  boy  de  iguales  prerrogativas  que  las  de- 
más provincias  españolas;  y si  algunas  tristezas  las 
afligen,  como  las  padecen  también  sus  hermanas  de 
la  Península,  bijas  son  de  los  tiempos  difíciles  que 
en  la  actualidad  atraviesan  todas  las  Naciones;  pero 
nosotros,  levantando  y dirigiendo  fijamente  el  pensa- 
miento al  bien  de  la  Patria,  debemos  confiar  en  el 
éxito,  cuando  busquemos,  con  firme  y leal  propósito 
de  encontrarlo,  el  remedio  oportuno:  que  nunca  han 
de  faltar  á la  raza  española  aquellas  condiciones  que 
la  sirvieron  en  otras  edades  para  dominar  con  fortuna 
crisis  más  árduas. 

Así  nos  mostramos  boy  en  nuestras  posesiones  de 
Oceanía,  en  donde  el  ejército  y la  armada,  respondien- 
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do,  como  siempre,  á la  confianza  que  en  ellos  tiene 
depositada  la  Nación,  y al  desvelo  con  que,  en  unión 
del  Parlamento,  procuro  la  satisfacción  de  sus  legíti- 
mas aspiraciones,  tan  en  armonía  con  los  altos  inte- 
reses do  la  Patria,  han  dado  muestras  por  igual  de  su 
valor  y de  sus  virtudes  militares,  obteniendo  triunfos 
señalados,  así  en  Mindanao  como  en  Joló,  y aperci- 
biéndose ahora  mismo  para  hacer  respetar  nuestra 
bandera  en  la  isia  de  Ponapé,  en  la  que  durante  el 
último  verano  han  ocurrido  escenas  de  dolor  y actos 
de  rebeldía.  Pero,  en  medio  de  la  amargura  que  tan 
tristes  sucesos  me  producen,  puedo  anunciaros  que  la 
sumisión  de  aquellos  naturales  se  ha  adelantado  á la 
manifestación  de  nuestra  fuerza;  y en  estos  instantes, 
fuera  de  toda  duda  la  legitimidad  y el  libre  ejercicio 
de  nuestra  soberanía,  los  propios  rigores  que  pida  con 
imperio  la  justicia,  no  han  de  empañar  aquel  hermoso 
sentimiento  de  humanidad  y aquel  alto  espíritu  de 
civilización  y de  progreso  que  fueron  siempre  los  ras- 
gos distintivos  de  nuestra  legislación  colonial. 

Señores  Diputados  y Senadores:  Confío  en  que, 
con  la  ayuda  de  Dios  y la  clara  conciencia  de  nues- 
tros deberes  respectivos,  y animados  todos  por  el  es- 
píritu progresivo  «le  nuestros  tiempos,  conseguiremos 


satisfacer  el  constante  anhelo  del  pueblo  español,  que, 
sobreponiéndose  A inmerecidas  desdichas,  se  afana 
con  noble  tesón  por  la  seguridad,  enaltecimiento  y 
prosperidad  de  la  Patria.» 

Terminada  la  lectura  del  precedente  discurso, 
S.  Mi.  la  Reina  Regente  se  dignó  entregarlo  al  señor 
Ministro  de  Gracia  y Justicia  para  la  formación  do 
las  copias  auténticas  que  del  mismo  documento  han 
de  ser  remitidas  á los  Cuerpos  Golegisladorcs  y para 
su  inmediata  publicación  en  la  Gacela  del  Gobierno. 

Acto  continuo  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  recibió  de  S.  M.  la  Reina  Regente  laórden, 
que  inmediatamente  cumplió,  de  proclamar  su  Real 
mandato,  en  esta  forma: 

«S.  Si.  la  Reina  Regente  me  manda  declarar  que 
quedan  legalmcntc  abiertas  las  Górtcs  de  1887  á 88.» 

Puestos  en  pié  todos  los  concurrentes,  SS.  MM.  y 
Alteza  salieron  del  salón  en  la  misma  forma  y con 
iguales  aclamaciones  con  que  fué  recibida  su  en- 
trada en  él. 

Y después  que  regresaron  las  Comisiones  encar- 
gadas de  acompañar  á SS.  MM.  y A.,  el  Sr.  Presi- 
dente levantó  la  sesión.  Eran  las  tres. 
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PRESIDENCIA  DE  EDAD  DEL  SEÑOR  DON  JOAQUIN  ORIOL 


SESION  DEL  VIERNES  2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 

SUMARIO.  Abres©  á las  dos  menos  cuarto.=Se  lee  por  el  Sr.  Secretario  Sánchez  Guerra  el  Acta  do  la 
junta  proparatora,  y es  aprobada.=Ddse  cuenta  de  los  Sres.  Diputados  que  han  presentado  recientemente 
nota  de  sus  domicilios  en  Secretaría.=Se  lee  el  art.  16  del  Reglamonto,  que  traía  de  la  constitución  del 
Congroso.=El  Sr.  Presidente  manifiesta  queShallándose  en  Madrid  273  Sres.  Diputados,  se  esta  en  el  caso 
de  proceder  á la  constitución  definitiva  del  Congreso.=Se  leen  los  artículos  del  Reglamento  relativos  á este 
punto,  y se  procede  á la  elección  de  Presidente,  resultando  elegido,  por  161  votos,  el  Sr.  Martos.=Acto 
seguido  se  procedo  a la  elección  de  Vicepresidentes,  y quedan  elegidos  los  Sres.  Ruiz  Capdepon,  por  152 
votos;  Maura,  por  113;  Canalejas,  por  106,  y Cárdenas,  por  52.=Procódese  á la  elección  de  Secretarios,  y 
resultan  elegidos  los  Sres.  Sánchez  Arjona  (D.  Luis),  Arias  do  Miranda,  Conde  do  Sallent  ó Ibarra.=El  Se- 
ñor Gutiérrez  de  la  Vega  protesta  contra  esta  elección,  y pide  que  se  declare  nulo  el  escrutinio;  se  promue- 
ve con  este  motivo  un  incidente,  en  que  toman  parto  los  Sres.  Ministro  de  la  Gobernación,  Gutiérrez  de  la 
Vega,Montilla  y otros  varios,  que  piden  la  palabra  reclamando  que  se  cumpla  ostrictamento  el  Reglamen- 
to.=El  Sr.  Presidente  de  edad  manifiesta  que  el  Reglamrnto  se  ha  cumplido,  y declara  electos  los  cuatro 
Sres.  Secretarios  proclamados,  en  el  mismo  órdon  en  que  se  han  leido.=El  Sr.  Presidente  D.  Cristino 
Martos  y los  Secretarios  pasan  á ocupar  sus  puestos.=Discurso  del  Sr.  Presidente. =Observaciones  del 
Sr.  Montilla  sobre  la  constitución  do  la  Mesa.=Contestacion  del  Sr.  Presidente.=  Proposición  de  voto 
de  gracias  ¿ la  Mesa  interina. =E1  Sr.  Montilla  pide  la  palabra  en  contra.=El  Sr.  Presidente  manda  loor 
el  art.  13  del  Roglamento.=Discurso  del  Sr.  Montilla  en  contra  de  la  propuesta  de  la  Mosa.=Obser va- 
ciónos del  Sr.  Presidente.=Di8curso  del  Sr.  Sánchez  Guerra  como  individuo  de  la  Mesa  interina.=El 
Sr.  Montilla  pide  que  se  escriban  las  ultimas  palabras  del  proopinanto.=Discursos  de  los  Sres.  Presi- 
dente y Sánchez  Guerra  sobro  esto  incidente.=El  Sr.  Montilla  se  da  por  satisfecho.==Discurso  del  señor 
Gutiérrez  de  la  Voga.=Se  pone  a votación  el  voto  de  gracias,  y queda  acordado  nominalmente  por  136 
votos  contra  17.=A  propuesta  de  la  Mesa  el  Congreso  acuerda  que  comiencen  las  sesiones  á las  dos  do 
la  tarde.=El  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  reproduce  los  proyectos  del  Gobierno  que  quedaron 
pendientes  en  la  última  legislatura. =Se  procede  al  despacho  ordinario  de  la  lectura  do  los  decretos 
expedidos  desde  la  terminación  de  la  legislatura  anterior;  y en  virtud  de  los  que  so  refieren  d los  nom 
bramientos  para  cargos  públicos  hechos  a favor  de  algunos  Sres.  Diputados,  el  Congreso  declara  vacantes 
los  distritos  de  Badajoz,  Granollers  y Guía,  y acuorda  se  proceda  en  ellos  á elecciones  parcialos,  así 
como  en  los  de  Sagunto  y Valencia  de  Don  Juan.=Orden  del  dia  para  mañana:  eloccion  directa  de  las 
Comisiones  de  actas  é incompatibilidades,  y sorteo  de  Secciones,=Se  levanta  la  sesión  a las  cinco  y 
veinte  minutos. 
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2 DE  DICIEMBRE  DE  1387 


Se  abrió  á las  dos  menos  cuarto,  ocupando  la 
silla  de  la  Presidencia  como  de  mayor  edad  el  señor 
D.  Joaquin  Oriol,  y las  de  Secretarios,  como  más  jó- 
venes, los  Srcs.  D.  José  Sánchez  Guerra,  D.  Francisco 
Ansaldo,  T).  Gabino  Bugallal  Araujo  y D.  Tomás  San- 
cho y Canas. 


El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  Un  8r.  Secre- 
tario se  servirá  leer  el  Acta  de  la  Junta  preparatoria. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Bugallal):  Dice  así: 

Junta  preparatoria  celebrada  el  SO  de  Noviembre 
de  i 887. 

Reunidos  á las  doce  y cuarto  de  la  tarde  en  el 
salón  de  sesiones  del  Palacio  del  Congreso  los  seño- 
res Diputados  existentes  en  Madrid,  el  Sr.  D.  Enrique 
de  Orozco  y de  la  Puente  ocupó  la  silla  de  la  Presiden- 
cia por  ser  el  primevo  de  los  comprendidos  en  la  lista 
formada  por  la  Secretaría,  quien  dispuso  que  el  se- 
ñor Mayor  leyera  el  decreto  de  convocatoria  de  las 
Górtes,  la  lista  de  los  Sres.  Diputados  que  habían  re- 
mitido las  señas  de  sus  domicilios  y los  arts.  2.°,  3.° 
y 4.°  del  Reglamento. 

El  Real  decreto  dice  así: 

«Usando  de  la  prerrogativa  que  me  corresponde 
con  arreglo  al  art.  32  de  la  Constitución  del  Estado,  y 
de  conformidad  con  lo  propuesto  por  mi  Consejo  de 
Ministros,  en  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don 
Alfonso  XIII,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  ven- 
go en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  l.°  Se  declaran  terminadas  las  sesiones 
de  las  Cortes  en  la  presente  legislatura. 

Art.  2.°  Las  Cortes  del  Reino  se  reunirán  en  la 
capital  de  la  Monarquía  el  dia  l.°  del  próximo  mes  de 
Diciembre. 

Dado  en  Palacio  á 3 de  Noviembre  de  1887.=Ma- 
ría  Cristina.=El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Los  artículos  del  Reglamento  son  los  siguientes: 

«Art.  2.°  El  dia  antes  de  la  sesión  de  apertura 
de  las  Córtes,  á las  doce  de  la  mañana,  se  reunirán 
los  Diputados  en  el  Palacio  del  Congreso  á puerta 
cerrada. 

La  Secretaría  pondrá  de  antemano  sobre  la  mesa 
la  lista  de  los  Diputados  que  hubieren  presentado  sus 
actas. 

Art.  3.°  El  primero  de  la  lista  de  entre  los  Dipu- 
tados presentes  ocupará  la  silla  de  la  Presidencia,  y 
declarando  abierta  la  sesión,  dispondrá  que  por  el 
Oficial  mayor  de  la  Secretaría  se  lea  la  convocatoria 
de  las  Córtes,  la  lista  de  los  Diputados  y los  artículos 
del  Reglamento  que  hacen  referencia  á la  sesión. 

Art.  4.°  Acto  continuo  ocupará  la  silla  de  la  Pre- 
sidencia el  mayor  de  edad  entre  los  Diputados  pre- 
sentes, y las  de  los  Secretarios  los  cuatro  más  jóve- 
nes; se  sacarán  por  suerte  las  Comisiones  que  hubie- 
ren de  acompañar  al  Rey  y Personas  Reales  á su  en- 
trada y salida  en  el  edificio  señalado  para  la  apertu- 
ra, y se  levantará  la  sesión.» 

Lista  de  los  Sres . Diputados  que  han  remitido  d la  Se- 
cretaria nota  de  su  domicilio 

Sres.  D.  Enrique  de  Orozco  y de  la  Puente. 

Marqués  de  la  Vega  de  Armijo. 

D.  Manuel  Pedregal  y Cañedo. 

D,  Juan  Navarro  Reverter. 


Sres.  D.  José  Jesús  Pedreño. 

1).  Lorenzo  García  Benito. 

D.  Víctor  Balaguer. 

D.  Antonio  García  Alix. 

1).  Francisco  Lastres. 

D.  Antonio  Ramos  Calderón. 

D.  Enrique  Fernandez  Peral. 

D.  Eduardo  de  Peralta  y Mendez. 

1).  José  Sánchez  Guerra. 

D.  Raimundo  Fernandez  Villaverde. 

D.  Andrés  Mellado. 

Conde  de  Xiquena. 

D.  Francisco  Ansaldo  y Otálora. 

D.  Teolindo  Soto  y Barro. 

D.  Angel  Mansi. 

D.  Antonio  Matos. 

D.  Enrique  Fernandez  Alsina. 

1).  Martin  Larios  y Larios. 

D.  Juan  Salvador  Herrando. 

1).  Fernando  de  León  y Castillo. 

D.  Manuel  de  la  Torre  Ortiz  y Gil. 

D.  Rafael  Cabezas. 

I).  Manuel  Gómez  Mario. 

Marqués  de  Valdeterrazo. 

1).  Francisco  Martínez  Brau. 

D.  Juan  Candías. 

D.  Anselmo  de  Córdoba. 

Conde  de  Sallen t. 

Marqués  de  Teberga. 

D.  Antonio  Ferratges. 

1).  Francisco  Romero  Robledo. 

D.  Demetrio  Alonso  CastriUó. 

D.  Gustavo  Morales. 

1).  Primitivo  Mateo  Sagasta. 

D Fernando  O’Lawlor. 

D.  Antonio  Cánovas  del  Castillo. 

I).  Femando  Romero  Gilsanz. 

D.  Enrique  Bushell. 

Conde  de  Torrepando. 

I).  Federico  Bas  y Moró, 
i).  Luis  Aparicio  López. 

D.  José  Garnica. 

D.  Eduardo  Ortiz  y Casado. 

Marqués  de  Aguilar. 

D.  Celso  García  de  la  Riega. 

D.  Manuel  Benayas. 

D.  Miguel  Villalva  Hervás. 

D.  Francisco  Santa  Cruz. 

I).  Santiago  de  Angulo. 

D.  Manuel  Eguiiiór  y Llaguno. 

D.  José  Canalejas  y Mendez. 

D.  Joaquin  Marín  y Garbonell. 

D.  Salvador  de  Albacete. 

Conde  de  Toreno. 

I).  Luis  de  León  y Cataumber. 

D.  Luis  Díaz  Moreu. 

Marqués  de  Flores-Dávila. 

D.  José  María  de  Ulioa,  Marqués  de  Castro- 
Serna. 

I).  Eduardo  Ruiz  García  de  Hita. 

D.  José  Moncasi  Gudós. 

D.  Félix  Coll  y Moncasi. 

D.  Félix  Martínez  Villasante. 

I).  José  María  Gcllcruelo. 

D.  José  González  y Gonzalez-Blanco. 

I).  Antonio  Barroso  y Castillo. 

D.  Antonio  Soler  Bou. 
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Sres.  D.  Francisco  Cañamaque. 

D.  Alberto  Aguilera  y Velasco. 

D.  Manuel  Alcalá  clcl  Olmo. 

D.  Miguel  de  la  Guardia. 

D.  Bernardo  de  Frau. 

D.  Diego  Suarez  Sánchez. 

D.  Gumersindo  de  Azcárate. 

D.  Manuel  Becerra. 

Conde  de  Revilla  Gigedo. 

D.  Joaquín  Oriol. 

D.  Francisco  Sauz  Riobó. 

D.  Protasio  Gómez. 

D.  Amalio  Gimeno  Cabañas. 

D.  Juan  Al  varado. 

D.  Manuel  Danvila. 

D.  Antonio  Sánchez  Gampomanes. 

D.  Julio  Vizcarrondo  y Coronado. 

D.  Fernando  de  Llera  y Díaz. 

D.  José  Diez  Macuso. 

D.  Juan  Fabra  y Floreta. 

D.  Vicente  Perez  y Perez. 

D.  Antonio  Dabán. 

I).  Gristino  Mártos. 

D.  Manuel  Allende  Salazar. 

I).  Manuel  Rodríguez. 

D.  José  Antonio  Gutiérrez  de  la  Vega. 
D.  Gabiño  Bugallal  Araujo. 

D.  Julián  Gasildo  Arribas. 

D.  Antonio  Maura  Montaner. 

D.  Francisco  Silvela. 

D.  Ramón  Rodríguez  Correa. 

D.  Francisco  de  Laiglesia. 

D.  Rafael  Ruiz  Martínez. 

D.  Fernando  Cos-Gayon. 

D.  Joaquín  Fiol  y Pujol. 

D.  Luis  Manuel  de  Pando. 

Vizconde  de  Campo-Grande. 

D.  Miguel  Villanueva  y Gómez. 

D.  José  Cárdenas  Criarte. 

D.  Gabriel  de  la  Puerta  y Ródenas. 

D.  Emilio  Sánchez  Pastor. 

Conde  de  Gomar. 

D.  Pablo  Cruz. 

D.  Cándido  Martínez. 

D.  Rafael  Monares  Yusa. 

1).  Manuel  Grande  de  Vargas. 

D.  Luis  Villano  va. 

D.  José  Santiago  Gallego  Díaz. 

D.  Augusto  Mosquerra. 

D.  Francisco  Toda. 

D.  Juan  Muñoz  y Vargas. 

D.  Joaquin  González  Fiori. 

D.  Santos  López  Pelegrin. 

D.  Lamberto  Martínez  Asenjo. 

D.  Eduardo  Baselga. 

D.  Emilio  Castelar. 

D.  Antonio  Botija. 

D.  Emilio  Navarro  y Ochotcco. 

D.  Cárlos  Groizard  y Coronado. 

D.  José  Hernandez-Prieta. 

D.  Francisco  Gorostidi. 

D.  Eduardo  Gobian  y Roffignac. 

D.  Enrique  Santana. 

IX  Román  Laá  y Rute. 

D.  Venancio  González. 

D.  Julio  Burell  y Cuéllar. 

D#  José  Perreras. 


Sres.  D.  Práxedes  Mateo  Sagasta. 

D.  Cárlos  Prat  y Julián. 

D.  isidro  Boixader. 

D.  Jerónimo  Rodríguez  Yaglie. 

D.  Ramón  Cepeda  y Montoro. 

D.  Benedicto  Antequera, 
ü.  Luis  del  Rey. 

Conde  de  Vilana. 

Marqués  del  Badillo. 

D.  Eduardo  Martínez  del  Campo. 

D.  Tomás  Montejo  y Rica. 

D.  Antonio  Domínguez  Alfonso. 

D.  Antonio  Cari  jo  Lara. 

D.  Teodoro  Baró. 

D.  Segismundo  Moret  y Prcndergast. 

D.  Nicolás  Ara  vaca. 

D.  Antonio  Vázquez  y Lopez-Amor. 

D.  Gaspar  Salcedo. 

D.  Federico  Pons. 

D.  Emilio  Nieto. 

D.  Veremundo  Ruiz  de  Galarreta. 

D.  Vicente  Santamaría  de  Paredes. 

D.  Manuel  González  Longoria. 

D.  Agustín  de  Soto  Martínez. 

D.  Juan  Maluquer. 

D.  Rafael  Fernandez  de  Soria. 

D.  José  Cort  y Gosalvez. 

D.  Julián  de  Zugasli  y Saenz. 

Sr.  Conde  de  Niebla. 

D.  Federico  La  viña. 

D.  Juan  Rossell  y Rubert. 

D.  Manuel  García  Iñiguez. 

D.  Vicente  Nunez  de  Velasco. 

D.  José  de  Oñate. 

D.  Luis  Pidal  y Mon  (Marqués  de  Pidal). 
D.  Fernando  Jaque  te. 

D.  Faustino  Rodríguez  San  Pedro. 

D.  Germán  Gamazo  y Calvo. 

D.  Juan  Montilla  y Adan. 

D.  Marcial  González  de  Lafuente. 

D.  Manuel  Alonso  Martínez. 

D.  Vicente  Alonso  Martínez. 

D.  Gil  María  Fabra. 

D.  Federico  Arredondo  y Ramiro. 

D.  Vicente  Chapa. 

D.  Fermín  Vior  y Travieso. 

D.  José  F.  Vergez. 

D.  Manuel  Cassola. 

D.  Manuel  María  del  Valle. 

D.  Juan  Rózpide  y Beriz. 

D.  Julián  Suarez  Inclán. 

D.  Alfonso  González. 

I).  Javier  Los  Arcos. 

D.  Tirso  Rodrigañez  y Sagasta. 

Conde  de  Heredia  Spínola. 

* D.  Mariano  González  Dueñas. 

D.  Trifino  Gainazo. 

D.  Juan  García  del  Castillo. 

D.  Manuel  de  Azcárraga. 

D.  Joaquín  López  Dóriga. 

D.  Francisco  Calvo  Muñoz. 

D.  Alejandro  Pidal  y Mon. 

D.  Eduardo  Surga  y León. 

D.  Trinitario  Ruiz  Gapdepon. 

D.  José  Bosch  y Serrahima. 

D.  Lorenzo  Alvarez  Capra. 

D.  José  del  Perojo, 


8 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


Sres.  D.  Rafael  María  de  Labra. 

I).  Ezequiel  Ordoñez. 

I).  Cárlos  Rodríguez  Batista. 

D.  Félix  García  Gómez. 

I).  Santos  de  Isasa. 

D.  Eleuterio  Maissonnave. 

B.  Emilio  Drake  de  la  Cerda. 

D.  Eduardo  Garrido  Estrada. 

D.  Pegerto  Pardo  Balmonte. 

D.  Juan  Talero. 

D.  Ricardo  Becerro  de  Bengoa. 
Duque  de  Tamames. 

I).  Manuel  rbarra  y Cruz. 

O.  Luis  de  Landecho  y Urríes. 

1).  Genaro  de  la  Parra. 

D.  Cipriano  Garijo  y Aljama. 

D.  Angel  Ávílés. 

D.  Cárlos  Navarro  y Rodrigo. 
l>.  Francisco  Ruiz  Villegas. 

I).  Manuel  Crespo  Quintana. 

D.  Senén  Cánido  y Pardo. 

1).  Juan  José  López  y Rodríguez. 

D.  Fidel  García  Lomas. 

D.  Francisco  Pí  y Margal l. 

D.  Carlos  Gaste!. 

D.  Juan  Anglada  y Ruiz. 

D.  Octavio  Ouarfcero. 

B.  Angel  Urzaiz. 

D.  Francisco  Agustín  Silveia. 

P.  Antomo  Vázquez  Queípo. 

D.  José  Arrando  y Ballester. 

D.  José  Gutiérrez  Agüera. 

Conde  de  Peña- Ramiro. 

D.  Manuel  Fernandez  Capetillo. 

D.  Agustín  de  la  Serna  y López. 

D.  José  de  Granda  y González. 

1).  Joaquín  López  Puigcerver. 

I).  Laureano  Delgado  Alférez. 

D.  Eugenio  Montero  Ríos. 

D.  Eduardo  Vincenti. 

D.  Ramón  María  Badarán. 

D.  Isidoro  Recio  y Sánchez  de  I pola. 
D.  Luis  Lamas  Varóla. 

D.  Federico  Ochando  y Clnimilias. 
1).  Wenceslao  Martínez. 

D.  José  López  Domínguez. 

D.  Enrique  Arroyo. 

D.  Pedro  Parias. 

D.  Félix  Suarez  Inclán. 

D.  Rafael  Prieto  y Caule?. 

D.  José  Mariano  Gallardo  Tovar. 
Duque  de  Almodóvar  del  Rio. 

I).  Andrés  Ochando 
D.  Joaquín  Muñoz  Chaves. 

D.  Juan  Manuel  Guerrero. 

D.  José  Muro. 

D.  Benigno  Alvarez  Bugallal. 

D.  Luis  Sánchez  Arjona. 

D.  Tomás  Sancho  y Cañas. 

D.  José  Alvarez  Marino. 

D.  Eduardo  de  Aguirre. 

D.  Jerónimo  Anión  Ramírez. 
h>.  Mariano  Agreia. 

D.  Amós  Salvador. 

D.  Marcos  Ussia. 

D.  José  Vilaseca  y Mogaz. 

Total,  *270. 


Enseguida  el  St  Orozco  y de  la  Puenta  invitó  ai 
Sr.  Diputado  de  más  edad  entre  los  presentes  á.  que 
ocupase  la  silla  de  la  Presidencia  y las  de  Secretarios 
á los  cuatro  más  jóvenes;  y concurrieudo  esta  circuns- 
tancia, para  el  primer  cargo  en  el  Sr.  D.  Joaquín  Oriol 
y para  los  segundos  en  los  Sres.  D.  José  Sánchez  Gue- 
rra, D.  Francisco  Ansaldo,  D.  Gabino  Bugallal  Araujo 
y D.  Tomás  Sancho  y Cañas,  ocuparon  dichos  señores 
sus  respectivos  puestos. 

Se  leyó  una  comunicación  del  Sr.  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  dando  cuenta  de  que  S.  M.  la 
Reina  Regente  del  Reino  había  dispuesto  que  la  se- 
sión Regia  de  aperlura  de  Córtes  tenga  lugar  maña- 
na l.°  de  Diciembre  en  el  Palacio  del  Senado  á las 
dos  de  la  tarde. 

Se  procedió  al  sorteo  de  los  Sres.  Diputados  que 
con  igual  número  de  Sres.  Senadores  lian  de  formar 
las  Comisiones  encargadas  de  recibir  y despedir  á 
SS.  MM.  y AA.  RR.  á su  entrada  y salida  del  Palacio 
del  Senado,  habiendo  designado  la  suerte  á los  seño- 
res siguientes 

Comisión  de  Sres.  Diputados  designados  por  la  suerte 
para  recibir  y despedir  á SS.  MM.  á su  entrada  y sa- 
lida del  Palacio  del  Senado  el  dia  de  la  sesión  liéyia  de 
apertura  de  las  Cortes. 

Sres.  Benayas. 

Ansaldo. 

Rodríguez  Batista. 

Rosell. 

Cepeda. 

Romero  Robledo. 

Santa  Cruz. 

Eguilior. 

Domínguez  Alfonso. 

García  Gómez. 

Toreno  (Conde  de). 

Navarro  Reverter. 

Suplentes . 

Sres.  Barroso. 

í barra. 

Silvela  (D.  Francisco  Agustín). 

La  Serna. 

Zugasti. 

Pardo  Balmonte. 

Comisión  de  Sres.  Diputados  designados  por  la  suerte 
para  recibir  y despedir  á SS.  A A.  RR.  á su  entrada  y 
salida  del  Palacio  del  Senado  el  dia  de  la  sesión  Régia 
de  apertura  de  las  Cortes. 

Sres.  Rodrigañez. 

M onares. 

Alvarez  Marino. 

Vilana  (Conde  de). 

Maluquer. 

Arrando. 

Suplentes. 

Sres.  Tamames  (Duque  de). 

Florez  Dávila  (Marques  de). 

Ordoñez. 

El  Sr.  Presidente  invitó  á los  Sres.  Diputados  á 
que  concurriesen  mañana  al  Palacio  del  Senado  en 
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traje  de  ceremonia  y á la  hora  designada;  y d las  Co- 
misiones, con  la  anticipación  conveniente  para  cum- 
plir su  encargo,  levantando  la  sesión  á las  doce  y 
treinta  y cinco  minutos  de  la  tarde.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Bugallal):  ¿Se  aprueba  el 
Acta? 

Queda  aprobada. 


El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  Se  va  á leer 
la  lista  de  los  Srcs.  Diputados  cuyos  nombres  se  han 
inscrito  en  la  Secretaría,  para  su  rectificación.» 

Leída  y rectificada,  dijo 

El  Sr.  SECRETARIO  (Bugallal):  Los  Sres.  Dipu- 
tados que  han  remitido  nota  de  su  domicilio,  después 
de  la  Junta  preparatoria,  son  los  siguientes: 

D.  Crescente  García  San  Miguel. 

D.  Elias  Reza  Marquina. 

D.  Emilio  Alvear. 


El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  Se  va  á proce- 
der á la  lectura  de  los  artículos  del  Reglamento,  re- 
lativos d la  elección  de  la  Mesa  definitiva. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Bugallal):  El  art.  15  dice 
así: 

«En  la  segunda  y ulteriores  legislaturas  se  cons- 
tituirá desde  luego  definitivamente  el  Congreso,  si 
se  hubiere  presentado  el  número  competente  de  Di- 
putados. En  otro  caso  se  constituirá  interinamente 
hasta  la  reunión  de  dicho  número.» 

El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  Han  tomado 
asiento  407  Sres.  Diputados,  y hallándose  presentes 
273,  se  va  á proceder  d la  elección  definitiva  de  la 
Mesa  con  arreglo  á los  artículos  de  que  se  va  á dar 
cuenta. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Bugallal):  Dicen  así: 

«Art.  5.°  Al  dia  siguiente  de  la  apertura  de  las 
Cortes,  á las  doce  de  la  mañana,  celebrará  su  prime- 
ra sesión  el  Congreco,  presidido  por  el  mismo  Presi- 
dente y con  los  mismos  Secretarios  que  en  la  prepa- 
ratoria. 

Se  leerá  nuevamente  la  lista  de  los  Diputados 
para  rectificarla,  y se  procederá  d nombrar  la  Mesa 
interina. 

Esta  Mesa  se  compondrá  de  un  Presidente,  cua- 
tro Vicepresidentes  y cuatro  Secretarios,  y desempe- 
ñará su  encargo  hasta  la  constitución  definitiva  del 
Congreso. 

Art.  6.°  La  votación  se  hará  por  papeletas,  que 
los  Diputados,  llamadas  por  lista,  entregarán  al  Pre- 
sidente, el  cual  las  depositará  en  una  urna. 

Art.  7.°  Concluida  la  lista,  y hecha  dos  veces  por 
un  Secretario  la  pregunta  de  «si  falta  algún  Diputado 
por  votar,»  se  procederá  al  escrutinio,  que  se  verifi- 
cará extrayendo  el  Presidente  las  papeletas  de  la  urna, 
y después  de  haberlas  leido  las  entregará  á un  Secre- 
tario para  que  lo  haga  en  alta  voz.  Los  demás  Secre- 
tarios formarán  lista  exacta  de  la  votación  con  todos 
sus  incidentes. 

Art.  8.*  Para  la  elección  de  Presidente  se  escri- 
birá un  solo  nombre  en  cada  papeleta,  y quedará  ele- 
gido el  que  obtuviere  mayoría  absoluta  de  votos. 

Art.  9.°  No  resultando  elección,  se  repetirá  la  vo- 
tación entre  los  dos  que  más  se  hubieren  aproximado 
á la  mayoría,  quedando  elegido  el  que  obtuviere  ma- 
yor número  de  votos. 


Art.  10.  En  los  casos  de  empate  decidirá  la  cir- 
cunstancia de  haber  sido  antes  Presidente  ó Vicepre- 
sidente, la  de  haberlo  sido  por  más  tiempo,  y por  úl- 
timo, la  suerte. 

Art.  11.  Los  cuatro  Vicepresidentes  se  nombra- 
rán en  un  mismo  acto,  escribiendo  cuatro  nombres 
en  cada  papeleta,  y quedando  elegidos  por  orden  de 
votos  los  cuatro  que  obtuvieren  mayor  número. 

Art.  12.  Para  la  elección  de  Secretarios  se  escri- 
birán solo  dos  nombres  en  cada  papeleta,  quedando 
elegidos  por  orden  de  votos  los  cuatro  que  obtuvie- 
ren mayor  número  de  ellos. 

En  caso  de  empate,  asi  en  esta  elección  como  en 
la  de  Vicepresidentes,  se  observará  lo  dispuesto  en 
el  art  1 0. 

Art.  1 3.  Las  papeletas  en  blanco,  las  ilegibles,  las 
que  contuvieren  nombres  de  Diputados  no  presen- 
tados ó de  los  que  quedan  fuera  de  elecion  cuando 
ésta  se  repite,  serán  nulas;  pero  servirán  para  com- 
putar el  número  de  Diputados  presentes. 

Si  alguna  contuviere  nombres  legibles  é ilegibles, 
se  leerán  y computarán  aquellos. 

Cuando  una  papeleta  contuviera  más  nombres  do 
los  necesarios,  se  leerán  solo  y compu taran  por  su 
órden  los  que  correspondan  según  la  elección,  y los 
demás,  se  reputarán  no  escritos. 

La  que  contuviere  ménos  nombres  de  los  necesa- 
rios, será  válida. 

Concluida  la  votación,  los  elegidos  ocuparán  sus 
puestos.» 

El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  En  cumpli- 
miento de  los  artículos  que  acaban  de  leerse,  se  pro- 
cede á la  elección  de  Presidente.» 

Verificado  el  escrutinio,  dio  el  resultado  si- 


guiente: 

Número  de  votantes i 64 

Mitad  más  uno 83 

Votos  obtenidos  por  el  Sr.  Martos.  . 161 

En  blanco 3 


El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  Queda  procla- 
mado Presidente  del  Congreso  el  Sr.  Martos. 

Se  procede  á la  elección  de  Vicepresidentes.» 
Verificado  el  escrutinio,  dió  el  siguiente  resultado 

Número  de  Sres.  Diputados  que  toma- 


ron parte  en  la  votación 199 

Mitad  mas  uno 100 

Votos  obtenidos  por  el  Sr.  Ruiz  Cap- 

depon 152 

Maura 113 

Canalejas 106 

Cárdenas 52 

En  blanco 2 

Nula 1 


El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  Quedan  pro- 
clamados, primar  Vicepresidente,  D.  Trinitario  Ruiz 
Capdepon;  segundo  Vicepresidente,  D.  Antonio  Maura; 
tercer  Vicepresidente,  D.  José  Canalejas,  y cuarto 
Vicepresidente,  D.  José  de  Cárdenas. 

El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  Se  procede  á la 
elección  de  Secretarios.» 

Verificado  el  escrutinio,  resultó  que  habían  lo- 
mado parte  en  la  votación  229  Sres.  Diputados,  ha- 
biendo obtenido  votos  los  señores 
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Sánchez  Arjona 106 

Arias  de  Miranda 98 

Conde  de  Sallent 97 

Ibarra 86 

Groizard 1 


y resultando  dos  papeletas  en  blanco  y dos  nulas. 


El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  ¿Para  qué,  se- 
ñor Diputado? 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Sobre  el  es- 
crutinio. Para  hacer  una  protesta  sobre  el  escrutinio 
de  que  se  acaba  de  dar  cuenta. 

Ruego  al  Sr.  Presidente  que  mande  revisar  las 
papeletas  de  cuyo  resultado  acaba  de  darse  lectura 
por  el  Sr.  Secretario,  y se  convencerá  de  que  ha  sido 
votado  algún  otro  candidato  por  más  de  tres,  de  cinco 
ó de  seis  Sres.  Diputados,  y de  esto  no  se  ha  dado  lec- 
tura á la  Cámara. 

La  cosa  tiene  importancia,  porque  en  este  sitio 
todas  las  operaciones  deben  revesLir  gran  seriedad,  y 
es  un  mal  ejemplo  el  que  se  da  desde  estas  alturas  á 
las  elecciones  de  las  provincias  y de  los  pueblos  el 
que  empiece  por  falsearse  aquí  el  régimen  represen- 
tativo, que  debemos  ser  los  primeros  en  acatar  y cum- 
plir, siendo  fieles  intérpretes  de  las  leyes  y los  re- 
glamentos. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Señores  Diputados,  doloroso  me  es  dirigir  por  pri- 
mera vez  la  palabra  á la  Cámara  con  motivo  de  este 
incidente. 

Entiendo  yo  que  la  Mesa  elegida  con  arreglo  á las 
prescripciones  parlamentarias,  y la  dignísima  perso- 
na que  en  este  momento  la  preside,  que  tiene  por  des- 
gracia suya,  que  no  es  fortuna  ser  más  viejo  que  los 
demás,  derecho  á ser  Presidente,  debieran  merecer  de 
todos  los  individuos  de  la  Cámara  aquel  respeto,  aque- 
lla consideración  que  se  debe  en  todas  partes  á los 
represen  tan  tas  de  la  Asamblea.  (Muy  bien.)  Y las  pa- 
labras pronunciadas  por  el  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega, 
perdóneme  S.  S.  que  se  lo  diga,  no  convienen  entera 
mente  con  este  deber  de  respeto  á la  Asamblea,  de 
respeto  á la  persona  que  ocupa  ese  sitial,  de  respeto  á 
las  personas  que  le  acompañan  y de  amor  al  sistema 
parlamentario,  en  que  han  de  inspirarse  mayoría  y 
minorías;  que  no  se  cumple  pronunciando  desde  los 
primeros  momentos,  con  razón  ó sin  razón...  (Varios 
Sres.  Diputados  de  la  izquierda : Con  razón.) 

Señores,  no  hay  motivo  para  enfadarse  tan  pronto; 
que  hora  vendrá  para  ello,  y me  parece  prematuro 
que  entremos  en  un  debate  de  estas  condiciones  por 
una  cuestión  de  escasísima  importancia. 

Yo  no  sé  si  alguno  de  los  Sres.  Secretarios  se  ha 
equivocado,  y si  ha  dejado  de  leer  alguna  papeleta; 
pero  entiendo  que  la  cuestión  no  tiene  importancia  y 
que  el  Sr.  Secretario  que  se  baya  equivocado  lo  de- 
clarará, y si  hay  que  leer  cuatro,  seis  ú ocho  votos 
que  se  hayan  dado  á alguna  individualidad,  sea  la  que 
sea,  se  leerán  caso  de  que  existan,  que,  repito,  lo 
ignoro. 

¿Qué  importancia  tiene  esto,  ni  cómo  ha  de  sig- 


nificar falla  de  respeto  á intereses  de  ninguna  clase? 
Ignoro  el  hecho;  pero,  aunque  con  dolor,  tengo  que 
protfislar  de  la  forma,  de  la  entonación  y de  la  clasi- 
ficación que  ha  hecho  el  Sr.  Gutiérrez  déla  Vega  con 
un  sentimiento  que  yo  respeto,  pero  á mi  ver  poco 
conveniente  al  decoro  de  la  Asamblea  y hasta  á las 
condiciones  de  carácter  de  S.  S.,  que  yo  soy  el  primero 
en  estimar. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Pido  la  pa- 
labra para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Me  extraña 
mucho,  cuando  yo  no  he  dirigido  cargo  alguno  al 
Gobierno  ni  á la  mayoría,  que  el  Sr.  Ministro  de  la 
Gobernación  se  levante  en  nombre  de  la  mayoría  y en 
nombre  del  Gobierno  á defender  una  deficiencia  de  la 
Mesa.  (El  Sr.  Sánchez  Guerra  pide  la  palabra.) 

Yo  respeto  en  todo  lo  que  vale  y debo  respetar  á 
la  Presidencia  de  edad,  pero  entiendo  que  sobre  todos 
los  respetos  parlamentarios  están  los  respetos  que  se 
deben  á la  ley;  y nosotros  debemos  consideración  an- 
tes que  á los  malos  procedimientos  de  gobierno  y 
parlamentarios,  atas  leyes  del  país,  fiutendemos,  pues, 
que  es  un  abuso  el  que  se  ha  cometido;  y como  yo  be 
tenido  la  atención  de  acercarme  á la  Mesa  personal- 
mente á llamar  la  atención  del  Sr.  Secretario  que  es- 
taba leyendo  las  papeletas  y formando  la  lista,  y lla- 
marle la  atención  acerca  de  que  habiéndose  dado 
diferentes  votos  á un  determinado  candidato,  entre 
ellos  el  mió,  y notando  que  no  aparecía  su  nombre  en 
la  lista,  convenia  que  se  rectificase  la  equivocación; 
al  comprender  que  esa  falta  no  era  casual  sino  que 
había  intención  de  cometerla,  al  darse  lectura  del  es- 
crutinio, en  el  cual  por  equivocación  ó por  lo  que 
quiera  que  sea  se  han  dejado  de  incluir  los  cuatro, 
seis  ú ocho  votos  dados  á un  determinado  candidato, 
be  entendido  que  había  un  abuso,  que  debia  denun- 
ciarlo, y así  lo  be  hecho;  y el  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación, tan  amante  como  es  de  la  legalidad,  ha 
debido  ser  el  primero  en  amparar  mi  derecho  y tra- 
tar de  llevar  á la  mayoría  los  sentimientos  de  justicia 
que  yo  reclamaba  y que  estaban  aquí  violados  por  las 
operaciones  de  la  Mesa. 

Empiezo,  pues,  por  mantener  lo  que  acabo  de  de- 
cir, y pido  que  el  escrutinio  se  revise  ó anule,  porque 
creo  que  se  ha  faltado  á la  verdad  y á los  procedi- 
mientos reglamentarios  al  verificarlo  como  lo  ha  he- 
cho la  Mesa.  (Los  Sres.  Sánchez  Guerra , Rodríguez  Co- 
rrea  y el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  piden  la  pa- 
labra.) 

El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  El  Sr.  Ministro 
de  la  Gobernación  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
El  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  comprenderá  que  para 
juzgar  los  hechos  basta  saber  que  ni  el  Gobierno  ni 
la  mayoría  tienen  en  esto  interés  de  ninguna  clase. 
Desconozco  en  absoluto  el  hecho,  así  como  ignora- 
ba que  S.  S.  se  hubiera  acercado  á la  Mesa,  y por 
consiguiente,  sobre  la  cuestión  en  toda  su  integridad 
nada  babia  yo  de  decir;  pero  me  hallaba  obligado  d 
protestar  de  las  palabras  que  S.  S.  lia  pronunciado 
con  cierto  tono  de  acusación;  protesta  que  estoy  se- 
guro que  S.  S.,  si  se  bailare  en  mi  puesto,  hubiera 
formulado,  viéndose  en  la  imprescindible  necesidad 
de  pronunciar  las  palabras  que  yo  be  pronunciado. 
Su  señoría  me  conoce,  y sabe,  no  solo  mi  amor  al  sis- 
tema parlamentario,  del  que  somos  copartícipes  ma- 
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yoría  y minorías,  sino  á las  leyes  y á los  respetos  á 
todos  debidos,  y por  tanto  ha  de  creer,  como  todos, 
que  aspiro  á que  el  sistema  parlamentario  se  realice 
con  la  mayor  pureza. 

Por  lo  que  se  refiere  á la  cuestión  en  su  integridad, 
entiendo  que  Lodos  estamos  conformes,  y que  acerca 
de  esto  no  cabe  duda.  Por  eso,  si  S.  S.  se  hubiera  li- 
mitado á hacer  notar  que  habia  un  error  ó una  equi- 
vocación, yo  no  me  hubiera  levantado  á decir  sino  que 
el  error  ó la  equivocación  se  rectificara;  pero  S.  S. 
comprenderá,  que  habiendo  formulado  su  pensaraien. 
to  en  forma  de. acusación,  no  podía  yo  ménos  de  con- 
signar mi  protesta  frente  á las  palabras  que  S.  S.  ha 
pronunciado. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  No  puedo  com- 
placer á 8.  S.,  porque  con  arreglo  ai  Reglamento 
tengo  que  dar  posesión  á la  Mesa  elegida  por  la  Cá- 
mara. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  La  protesta 
está  consignada  ante  la  Cámara,  y si  ésta  quiere  des- 
cartarse de  la  protesta,  usando  del  derecho  de  la  fuer- 
za, el  país  juzgará. 

El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  Su  señoría 
podrá  continuar  el  debate  cuando  haya  tomado  pose- 
sión la  Mesa  elegida  por  la  Cámara. 

Ahora,  doy  gracias  al  Sr.  Ministro  do  la  Gober- 
nación por  las  palabras  que  ha  tenido  la  bondad  de 
pronunciar,  que,  con  respecto  á mí,  las  considero  in- 
merecidas. 

Debo,  sin  embargo,  hacer  constar  que,  cumplien- 
do mi  deber  de  Presidente,  tal  como  lo  entiendo,  he 
ido  leyendo  las  papeletas  antes  de  pasarlas  á los  se- 
ñores Secretarios,  y que  no  he  notado  omisión  nin- 
guna. 

Por  lo  demás,  ya  lie  hecho  el  escrutinio  y la  pro- 
clamación de  las  dignas  personas  que  han  sido  elegi- 
das, las  cuales  vendrán  á tomar  posesión  de  sus  pues- 
tos, y S.  S.  podrá  continuar  entonces  este  debate. 

El  Sr.  SANCHEZ  GUERRA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE  DE  EDAD:  No  hay  palabra. 

Quedan  proclamados:  primer  Secretario,  Sr.  Sán- 
chez Arjona;  segundo,  Sr.  Arias  de  Miranda;  tercero, 
Sr.  Conde  de  Sallent,  y cuarto,  D.  Manuel  Ibarra.  (El 
Sr.  Montilla : Pido  la  palabra  contra  la  proclamación 
de  Secretarios.)  Por  consecuencia,  ruego  á ios  seño- 
res nombrados  vengan  á tomar  posesión  de  sus 
puestos. 

El  Sr.  MONTILLA:  Señor  Presidente,  he  pedido 
la  palabra. 

El  Sr.  SANCHEZ  CAMPOMANES:  Ese  escruti- 
nio es  nulo. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Que  se  lean 

esas  papeletas.  (El  Sr.  Martas  ocupa  la  Presidencia.) 

El  Sr.  presidente  (Martos):  Señores  Diputados, 
el  Reglamento  ordena  que  proclamados  ,que  sean  los 
individuos  que  lian  de  constituir  la  Mesa  del  Congre- 
so, tomen  posesión  de  sus  cargos;  hecha  la  proclama- 
ción de  todos  los  individuos  de  la  Mesa,  ios  elegidos 
han  tenido  la  honra  de  tomar  esta  posesión  conforme 
á Reglamento.  Ahora  exigirían  de  mí  la  gratitud  y 
la  cortesía  dar  ante  todo  las  gracias  al  Congreso;  pero 
han  pedido  la  palabra  algunos  Sres.  Diputados  á pro- 
pósito de  la  proclamación  hecha  por  la  Mesa  interi- 
na, por  la  Mesa  de  edad.  Si  yo  me  dejara  llevar  de 
mi  propio  estímulo,  empezaría  por  dar  las  gracias  ai 


Congreso,  rogando  á los  señores  que  han  pedido  la 
palabra  que  me  permitieran  esta  prioridad  en  cum- 
plimiento de  tan  grato  deber;  pero  yo  conozco  la  irre 
gularidad  que  puede  ofrecer  el  caso  estando  pendien- 
te un  debate  y pedida  la  palabra  por  algunos  señores 
á propósito  del  escrutinio  de  Secretarios.  De  consi- 
guiente, dejo  á la  elección  del  Sr.  Montilla  el  que  el 
Presidente  cumpla  con  un  deber  reglamentario  ó que 
pregunte  á S.  S.  para  qué  ha  pedido  la  palabra. 

El  Sr.  MONTILLA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MONTILLA:  Señor  Presidente,  si  vo  me 
dejase  llevar  de  los  propios  impulsos,  dejaría,  desdo 
luego,  dar  á S.  S.  las  gracias  al  Congreso;  pues  de 
ese  modo  tendría  la  satisfacción  de  que  S.  S.  cum- 
pliera con  la  costumbre  reglamentaria,  y además  el 
placer  de  escuchar  el  discurso  elocuente,  como  todos 
los  suyos,  que  ha  de  brotar  de  sus  labios ; pero  como 
la  cuestión  que  ha  planteado  el  Sr.  Gutiérrez  de  la 
Vega  envuelve,  á mi  juicio,  una  protesta  contra  la 
constitución  deíiuitiva  de  la  Mesa,  yo  veo  por  tal 
modo  lesionado  en  primer  término  el  prestigio  de 
S.  S.  como  Presidente  de  esta  Cámara  si  se  dirige  á 
la  misma  antes  de  que  se  haya  dilucidado  de  un  modo 
claro  y preciso. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Montilla,  ya  veo  yo 
que  S.  S.  desea  usar  de  su  derecho  antes  que  el  Pre- 
sidente cumpla  con  su  deber;  pero  entiéndase  que  ha 
de  usar  S.  S.  de  su  derecho,  el  cual  no  consiste  en 
empezar  por  consignar  razonamientos  literalmente  y 
á propósito  de  un  debate  incidental. 

El  Reglamento  ofrece  medios  para  que  ios  Dipu- 
tados puedan  aspirar  á obtener  la  satisfacción  de  sus 
deseos;  los  tiene  también  en  este  caso;  pero  yo  no  pue- 
do dar  la  palabra  á S.  S.  sino  para  que  use  de  uno 
de  esos  medios  reglamentarios.  Puede  irlo  preparando 
S.  S.  entretanto,  ya  que  no  por  atención  dei  Sr.  Mon- 
lilla,  y lo  siento  mucho,  por  mi  derecho  y por  mi  de- 
ber, voy  á dar  las  gracias  al  Congreso,  y voy  á darlas 
por  mí,  respecto  de  cuya  elección  no  se  ha  suscitado 
protesta  alguna.  Pero  si  todavía  se  pretendiese  hacer 
extensiva  á la  elección  de  Presidente  la  protesta  que 
se  ha  indicado  con  relación  á la  elección  de  Secreta- 
rios, quiere  decir  que  habria  hablado  al  Congreso  par- 
tiendo de  un  supuesto,  hoy  por  hoy  legal,  que  podría 
desvanecerse  más  tarde.  Nadie  habría  perdido  en  esto 
sino  el  Congreso  mismo,  que  tendría  que  oirme,  y yo 
en  cambio  habría  tenido  la  satisfacción  y el  placer 
de  dar  las  gracias  á la  Cámara. 

Verdaderamente,  Sres.  Diputados,  que  no  conozco 
precedente  alguno  que  haya  colocado  al  Presidente 
del  Congreso  en  situación  tan  difícil  como  esta  en  que 
yo  me  veo,  porque  no  puedo  desconocer  que  hay  en 
los  iniciadores  dei  asunto  que  por  ahora  acaba  de  ter- 
minar, más  prisa  en  ventilar  el  caso  que  en  oir  la  pa- 
labra del  Presidente.  Por  eso  serán  muy  breves  las 
que  diga,  tanto  más,  cuanto  que  siempre,  Sres.  Di- 
putados, os  hablo  con  alguna  emoción,  y esta  emoción 
es  más  grande  ahora;  que  si  siempre  está  producida 
por  el  respeto  que  os  debo,  ahora  está  acrecentada 
por  la  gratitud  que  embarga  mi  ánimo  cuando  por 
tercera  vez  asciendo  á este  sitial  por  la  autoridad  de 
vuestros  votos;  gratitud  tan  grande  de  mí  para  con 
vosotros,  que  verdaderamente  tiene  que  ser  inextin- 
guible, así  como  veo  que  va  siendo  inextinguible 
también  vuestra  benevolencia  conmigo. 

Yo,  Sres.  Diputados,  entiendo  no  venir  obligado  á 
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hacer  un  programa  presidencial.  Dentro  de  los  lími- 
tes de  este  Reglamento,  yo  he  reconocido  amplia- 
mente el  derecho  de  todos  los  Sres.  Diputados;  y 
como  he  dicho  en  otra  parce,  creyendo  que  el  Presi- 
dente de  una  Cámara  de  Diputados  es  la  encarnación 
viva  del  Reglamento,  y que  el  Reglamento,  y por 
tanto  el  Presidente,  en  todo  caso  de  duda  han  de  es- 
tar del  lado  de  las  minorías,  yo  he  procurado  ser 
siempre,  y seré  en  lo  sucesivo,  el  sosten,  la  garantía 
y el  amparo  de  las  minorías;  esperaudo  que,  asi  como 
en  las  legislaturas  anteriores,  tas  minorías  correspon- 
dan también  con  deferencia  parecida  a esta...  iba  á 
decir  bondad  y no  estaría  bien  dicho;  á este  cariño 
con  que  yo  les  trato;  porque  es  bien  que  este  sistema 
parlamentario,  para  producir  sus  frutos,  que  á veces 
son  laboriosos  y difíciles,  funde  sus  resoluciones  en 
sentimientos  de  amor  y no  en  sentimientos  de  hosti- 
lidad y de  odio,  para  que,  satisfecho  cada  cual  en  la 
medida  de  su  derecho,  y no  solo  en  la  medida  de  su 
derecho,  sino  en  el  límite  del  ancho  arbitrio  presi- 
dencial, de  que  ha  expuesto  aquí  y ante  el  país  cuan- 
tas razones  tuviere  para  abonar  su  proceder,  venga- 
mos luego  serena  y tranquilamente  á la  resolución 
por  los  votos,  que  es  la  única  que  hasta  ahora  se  re 
conoce  en  todo  sistema,  y especialmente  en  éste  que 
es  el  más  adelantado  de  todos,  sin  que  nadie  proteste, 
ni  tenga  para  ello  motivos  dentro  ni  fuera  de  la  Cá- 
mara, de  la  validez  y de  la  justicia  de  las  decisiones 
parlamentarias.  Con  esto  habrá  ganado  autoridad  este 
sistema,  que  bien  lo  va  necesitando,  porque  surgen 
de  aquí  y de  allí  enemigos  comunes,  enemigos  nues- 
tros, enemigos  nuestros,  miosy  de  todos,  porque  son 
al  fin  los  enemigos  del  sistema  parlamentario. 

Y no  digo  más,  Sres.  Diputados;  algunas  conside- 
raciones que  pudieran  ser  interesantes  en  punto  á la 
calidad  y á la  grandeza  de  los  beneficios  obtenidos  y 
á las  esperanzas  que  tenemos  de  obtenerlos  mayores 
mediante  nuestra  tolerancia,  nuestra  moderación  y 
nuestro  espíritu  de  concordia,  sin  perjuicio  ni  menos- 
cabo de  las  respectivas  opiniones,  tendría  yo  que  ha- 
ceros- pero  no  está  la  Cámara  para  ello  ni  yo  tampo- 
co. Contad,  Sres.  Diputados,  contad  con  el  cumpli- 
miento de  mi  deber  para  llevar  adelante  vuestros  tra- 
bajos; yo  cuento  con  vosotros.  Dios  nos  ayude  á todos 
para  trabajar,  como  hemos  venido  trabajando,  por  la 
paz,  por  el  sosiego  y por  el  progreso  y el  bien  de  esta 
madre  nuestra,  de  esta  generosa  Nación  española,  á 
la  cual  parece  que  más  amamos  cuantos  más  bienes 
ha  perdido  y cuanto  está  más  necesitada  y es  más  me- 
recedora de  las  debidas  compensaciones. 


El  Sr.  Presidente  dei  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasta):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Presidente  del  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasta):  El  Gobierno  de  S.  M.  tiene  la  honra  de  re- 
producir todos  los  proyectos  de  ley  que,  debidos  á su 
iniciativa,  quedaron  pendientes  en  la  legislatura  an- 
terior. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Quedan  reproducidos. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Queda  constituido  el  Con- 
greso de  los  Diputados  en  la  legislatura  de  1887-88. 
Se  pondrá  en  conocimiento  del  Gobierno  de  S.  M.  y 
del  Senado. 


El  Presidente  propone  un  voto  de  gracias  para  la 
mesa  de  edad. 

El  Sr.  MONTILLA:  Pido  la  palabra  en  contra. 

El  Sr.  PRESIDENTE : Tiene  la  palabra  el  señor 
Montilla. 

El  Sr.  MONTILLA:  Señores  Diputados,  no  he  va- 
riado de  opinión  después  de  oir  la  elocuente  palabra 
del  Sr.  Presidente. 

Aunque  el  Reglamento  no  sea  explícito  en  cuanto 
se  refiere  al  derecho  de  los  Diputados  para  reclamar 
sobre  la  constitución  de  la  Mesa,  sigo  creyendo  que 
cualquier  representante  del  país  puede,  en  uso  de  su 
legítimo  derecho,  reclamar  contra  la  elección  del 
Presidente,  de  los  Vicepresidentes  ó de  los  Secretarios, 
cuando  se  proclama  el  resultado  del  escrutinio,  por- 
que, de  lo  contrario,  se  daria  el  inusitado  caso  de  ser 
éste  el  único  sitio,  la  única  Asamblea  deliberante,  en 
que  no  se  pudiera  reclamar  contra  las  elecciones  que 
en  la  misma  se  verifican. 

No  determina,  es  cierto,  el  Reglamento  el  círculo 
en  que  se  desenvuelve  esa  facultad  del  Diputado  para 
hacer  aquella  reclamación;  pero  aunque  el  Reglamen- 
to no  lo  diga,  ¿es  ó no  evidente  que  exige  determina- 
das condiciones,  y fija  cierto  formalismo  para  las 
elecciones  de  Presidente,  Vicepresidentes  y Secreta- 
rios? ¿Es  que  cuando  quizás  se  falta  por  la  Mesa  inte- 
rina á esas  condiciones,  no  cabe  más  recurso  que  de- 
cir: queda  constituida  la  Mesa  definitiva? 

En  este  momento  recuerdo  un  caso  igual  ocurri- 
do en  una  sesión  á la  que  no  tenía  yo  la  honra  de 
asistir  como  Diputado,  pero  que  presencié  desde  esa 
tribuna.  (Señalando  la  de  la  prensa.) 

En  aquella  ocasión  hubo  un  debate  que  impidió 
la  constitución  del  Congreso  por  no  haber  obtenido 
uno  de  los  Vicepresidentes  el  número  de  votos  que 
determina  el  caso  segundo  del  art.  35  del  Reglamen- 
to. Hubo  lina  discusión  ámplia;  no  dejó  su  puesto  el 
Sr.  Garda  Camba,  que,  según  recuerdo,  era  Presidente 
de  la  Mesa  interina,  y no  vino  ciertamente  el  señor 
López  de  Ayala,  que  era  el  Presidente  elegido  y sobre 
cuya  elección  no  había  duda,  á pronunciar  el  discur- 
so de  gracias,  ahogando  la  voz  de  ios  Diputados  de 
oposición  (cuyo  jefe  era  entonces  el  actual  Sr.  Presiden- 
te del  Consejo  de  Ministros)  que  protestaban  contra  la 
elección  de  aquel  Vicepresidente.  El  Reglamento , es 
verdad,  nada  dice;  pudo  haberse  presentado,  pues,  el 
Sr.  Ayala,  coger  la  campanilla,  reducir  al  silencio  á 
los  Diputados  y hacer  uso  del  derecho  que  en  esta 
tarde  hemos  visto  ejercer  al  Sr.  Presidente,  dando 
gracias,  cuando  hay  pendiente  una  protesta  sobre  la 
constitución  de  la  Mesa,  y declarando  después,  sin 
haber  oido  á los  Diputados  que  formulan  dicha  pro- 
testa, que  la  Mesa  queda  definitivamente  constituida. 

Sobre  esto  hago,  por  tanto,  formal  y solemne  pro- 
testa; porque  no  ha  podido  el  Sr.  Presidente  consti- 
tuir la  Mesa  cuando  sobre  esa  constitución  hay  pen- 
diente una  reclamación  de  los  Sres.  Diputados. 

Nada  dice  el  Reglamento;  ¿pero  no  puede  faltarse 
á él  en  la  elección  de  Presidente,  Vicepresidentes  ó 
Secretarios?  ¿Cuándo  liay  derecho  á reclamar?  ¿Es 
cuando  se  declare  que  la  Mesa  queda  definitivamente 
constituida?  Pues  entonces  el  derecho  queda  reducido 
á la  protesta  que  yo  formulo  en  este  momento,  y 
que  entrego  á vuestra  conciencia  y á la  opinión  del 
país;  porque  esto  que  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobcrna- 
j cion  puede  parecer  cuestión  baladí  y pequeña,  es  cosa 
I grave  para  el  país,  que  reclama  con  ánsia  y con  ur- 
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goiicia  el  cumplimiento  en  todas  partes  de  la  ley,  que 
no  se  cumple,  por  desgracia,  en  ninguna  parte. 

Encuéntrome,  con  efecto,  que  hay  aquí  Diputa- 
dos, entre  ellos  el  que  os  dirige  la  palabra,  que  han 
depositado  en  la  urna  una  candidatura  para  Secreta- 
rio, de  la  cual  en  el  escrutinio  no  so  ha  dado  lectu- 
ra; porque  yo  he  votado,  Sr.  Presidente,  un  nombre 
para  Secretario,  el  cual  resulta  con  su  voto,  y otro 
dignísimo  Diputado,  á quien  proponía,  resulta  que  no 
aparece  con  ningún  voto. 

¿Qué  puede  haber  sucedido?  El  Sr.  Gutiérrez  de 
la  Vega  ya  lo  expresó  en  la  forma  y manera  más  co- 
rrecta que  podía  exponerlo  á la  Mesa  interina;  dijo: 

«in  duda  por  equivocación,  sin  duda  por  do  haberlas 
leído  el  Sr.  Secretario,  que  había  papeletas  en  que  se 
proponía  á algún  otro  Sr.  Diputado,  de  las  cuales  no 
se  había  dado  cuenta.  Yo  pedí  que  se  revisaran  esas 
papeletas,  y esto  está  dentro  del  sentido  común;  pero 
se  levantó  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  á decir 
que  esto  era  una  falta  de  respeto  á la  Mesa  y al  sis- 
tema parlamentario. 

No  comprendo  en  qué  pueda  estar  la  falta.  ¿No 
pueden  haberse  equivocado  los  Sres.  Secretarios  de 
edad?  ¿No  pueden  haber  dejado  de  incluir  el  nombre 
de  ese  dignísimo  Diputado?  Pues  si  no  ha  sido  equi- 
vocación, Sr.  Presidente,  ¡cómo  se  presta  esto  A cierto 
género  de  consideraciones!  Aquí,  en  la  Mesa  del  Con- 
greso, al  comenzarse  las  sesiones,  se  empieza  ya  con 
una  mistificación,  y esto  sucede  en  un  país  donde  se 
falsea  constantemente  el  sistema  electoral. 

Bien  sé  yo  que  mis  palabras  no  tienen  ya  ninguna 
realidad,  porque  el  Sr.  Presidente  ha  declarado  cons- 
tituida definitivamente  la  Mesa.  Definitivamente  está 
constituida,  porque  sois  la  mayoría;  pero  ante  la  opi- 
nión os  emplazo.  Aquí  hay  muchos  Diputados  que 
hemos  votado  un  candidato  para  Secretario,  y su 
nombre  no  resulta  en  el  escrutinio:  la  opinión  que 
juzgue  si  nosotros  hemos  cumplido  con  nuestro  deber 
formalizando  esta  solemne  protesta 

El  Sr.  PRESIDENTE  : Se  va  á leer  el  art.  13  del 
Reglamento. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Dice  así: 

« Art.  1 3.  Las  papeletas  en  blanco,  las  ilegibles,  las 
que  contuvieren  nombres  de  Diputados  no  presenta- 
dos ó de  los  que  quedan  fuera  de  elección , cuando 
ésta  se  repite,  serán  nulas;  pero  servirán  para  com- 
putar el  número  de  Diputados  presentes. 

Si  alguna  contuviere  nombres  legibles  é ilegibles, 
so  leerán  y computarán  aquellos. 

Guando  una  papeleta  contuviera  más  nombres 
de  los  necesarios,  se  leerán  solo  y computarán  por 
su  únten  los  que  correspondan  según  la  elección,  y 
los  demás  se  reputarán  no  escritos. 

La  que  contuviere  ménos  nombres  de  los  necesa- 
rios, será  válida. 

Concluida  la  votación,  los  elegidos  ocuparán  sus 
puestos.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Concluida  la  votación,  los 
elegidos  liemos  ocupado  nuestros  puestos.  (El  Sr.  Gu~  I 
fierres  ele  la  Vega:  Los  elegidos  sin  protesta.)  Los  ele- 
gidos hemos  ocupado  nuestros  puestos:  el  Sr.  Monti- 
11a,  con  ocasiou  de  la  pregunta  de  rúbrica  hecha  por 
la  Mesa  respecto  del  voto  de  gracias  para  la  Mesa  de 
edad,  ha  consumido  un  turno  á su  entera  satisfacción 
y ha  podido  consignar,  como  lo  ha  hecho,  su  protes- 
ta. Cuaudo  el  Sr.  Montilla  no  ha  llegado  más  allá,  no 
lo  habrá  considerado  conveniente,  y yo  se  lo  estimo  á 


S.  S.,  porque,  verdaderamente,  el  asunto,  en  todo  cjso, 
no  valía  la  pena  de  un  voto  de  otra  naturaleza.  (Ru- 
mores en  la  isquiercla.)  Levantándose  á la  región  de 
los  priucipios,  ¡quién  duda  que  tendría  gran  impor- 
tancia este  debate,  si  fuesen  exactos  los  hechos  que 
aquí  se  alegaD!  (Rumores  en  la  minoría  reformista. — 
El  Sr.  Gutierres  de  la  Vega:  ¡Como  que  son  exactos!) 

Orden.  No  puede  el  Presidente  hacer  una  apre- 
ciación más  correcta  ni  más  considerada,  porque  de 
una  parte  está  el  respeto  á la  Mesa  de  edad,  y de 
otra  parte  la  voz  de  un  Sr.  Diputado.  Equiparándolas 
poco  más  ó ménos,  el  Presidente  tiene  con  el  Dipu- 
tado toda  aquella  consideración  qne  el  Diputado  le 
merece,  y no  entiende  por  cierto,  como  no  sea  por  la 
anticipada  viveza  do  las  naturales  pasiones  que  en 
este  sitio  animan  á los  contendientes,  que  hayan  po- 
dido estas  palabras  suyas  despertar  reclamaciones. 

Señores  Diputados”  yo  digo  pues,  que  dado  que 
fuesen  exactos  estos  hechos,  tendrían  una  grande 
importancia  según  la  calidad,  los  propósitos  y los 
resultados  de  los  hechos  mismos;  pero  en  este  caso, 
como  en  todos  los  que  tocan  al  derecho  penal,  hay 
que  considerar  los  dos  elementos:  la  intención  y el 
daño;  y aquí  verdaderamente  si  hubiese  habido  al- 
guna alusión...  (Rumores.)  Orden,  Sres.  Diputados: 
¡buena  manera  de  empezar  nuestras  relaciones  par- 
lamentarias, cuando  el  primer  dia  en  que  con  toda 
consideración  me  dirijo  á vosotros,  á cada  instante 
pretendéis  turbarme  con  vuestras  interrupciones! 
(Aprobación.)  Digo,  pues,  que  en  todo  caso  aquí  la 
prudencia  y la  moderación  del  Sr.  Montilla  en  el 
procedimiento  (que  eso  no  impide  para  nada  la  vive- 
za en  las  expresiones)  demuestran,  ó mucho  me  equi- 
voco, que  el  Sr.  Montilla  no  atribuye  al  caso  la  im- 
portancia tan  grande  que  muchos  de  los  que  le  han 
oido  pretenden  darle.  En  suma,  el  caso  se  reduce  á 
esto:  una  afirmación  del  Sr.  Montilla;  una  denega- 
ción hasta  ahora  de  la  Mesa  de  edad,  y una  recla- 
mación que  no  pasa  de  protesta  que  hace  el  señor 
Montilla.  Y no  dando  por  consiguiente  materia  pro 
pia  para  el  voto,  se  reduce  á que  el  Congreso  quede 
enterado  de  su  protesta  después  de  oir  á S.  S. 

Tiene  la  palabra  el  Sr.  Sánchez  Guerra. 

El  Sr.  SANCHEZ  GUERRA:  La  he  pedido,  señor 
Presidente,  en  el  instante  en  que  oí  al  digno  Diputado 
déla  minoría  reformista  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vegahacer 
idéntica  protesta  á la  que  acaba  de  hacer  el  Sr.  Mon- 
tilla, y la  he  pedido  aun  comprendiendo  la  situación 
dificilísima  en  que  había  de  encontrarme  al  usarla, 
porque  yo  que  en  este  sagrado  recinto  reconozco  no 
tener  autoridad  alguna  cuando  se  discuten  otro  gé- 
nero de  cuestiones,  me  siento  con  una  grande  auto- 
ridad frente  al  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega,  frente  al  se- 
ñor Montilla  y frente  á toda  la  digna  minoría  refor- 
mista, cuando  aquello  que  está  puesto  en  tela  de 
juicio  es  mi  dignidad,  mi  seriedad  y mi  formalidad, 
unida  á la  seriedad,  á la  formalidad  y á la  dignidad  de 
los  dignísimos  compañeros  que  han  formado  conmigo 
la  Mesa  de  edad.  Yo  tengo  que  decir,  pues,  á los 
Sres.  Gutiérrez  de  la  Vega  y Montilla,  que  frente  á la 
afirmación  de  SS.  SS.  de  que  ha  habido  en  esa  urna, 
y por  consiguiente  se  han  debido  escrutar,  papeletas 
que  conteniao  el  nombre  de  otro  Sr.  Diputado,  y de 
las  cuales  no  se  ha  leído  ninguna,  yo  tengo  que  decir, 
que  frente  á esa  afirmación  opongo  una  absoluta,  ter- 
minante y enérgica  denegación. 

La  votación,  según  el  Reglamento  previene,  es  y 
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no  puede  ménos  de  ser  secreta , y se  hace  bajo  la  fé 
esclusiva  de  los  Secretarios  que  componen  la  Mesa,  y 
del  Presidente  llamado  á presidirla;  y yo,  que  por  una 
circunstancia  reglamentaria  he  pasado  rápidamente 
por  uno  de  los  puestos  de  dicha  Mesa , y que  era  el 
encargado  de  la  lectura  de  las  papeletas,  acompañado 
en  esa  misión,  por  cierto,  de  un  digno  representante 
de  la  respetable  minoría  conservadora,  bajo  la  ga- 
rantía de  aquella  fé,  repito  mi  absoluta  denegación. 

El  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  afirma  que  lia  puesto 
en  la  urna  una  papeleta  que  contenía  un  nombre  que 
no  selia  leído.  La  votación  es  secreta,  y el  Sr.  Gu- 
tiérrez de  la  Vega  la  publica;  pues  yo  insisto  en  decir 
A S.  S.  que  la  tai  papeleta  no  ha  existido,  porque  si 
se  hubiera  introducido  en  la  urna  se  habría  leido  lo 
mismo  que  las  demás;  y prueba  de  ello  es  esa  alte- 
ración que  ha  habido  en  la  Mesa  definitiva,  de  la  cual 
no  hay  ejemplo,  y que  consiste  en  haber  obtenido  un 
Secretario  de  una  minoría  mayor  votación  que  uno 
de  los  de  la  mayoría. 

Por  lo  demás,  y acerca  de  las  reticencias  que  ha 
empleado  el  Sr.  Mantilla  al  indicar  que  no  sabia  á 
qué  podría  obedecer  la  conducta  que  nos  atribuye, 
yo  tengo  que  decir,  que  ciertas  consideraciones  no 
son  realmente  de  este  sitio,  porque  si  á considera- 
ciones fuéramos,  también  yo  cuando  veo  á S.  S.  to- 
mar la  palabra  en  defensa  de  la  sinceridad  del  su- 
fragio y de  la  moralidad,  también  hago  interiores 
consideraciones  que  me  callo  por  respeto  al  Parla- 
mento. 

El  Sr.  MONTILLA:  Pido  la  palabra,  porque  antes 
que  nada  hay  aquí  una  cuestión  de  dignidad  y de 
honor  para  mí,  y ruego  á la  Mesa  que  se  escriban  las 
últimas  palabras  pronunciadas  por  el  Sr.  Sánchez 
Guerra.  [Murmullos.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  ¿Cuáles  son  las  palabras? 
[Murmullos.) 

¿No  será  posible  que  el  Presidente  conteste  á la 
reclamación  de  un  Sr.  Diputado? 

Señor  Montilla,  sírvase  V.  S.  citar  las  palabras  A 
que  se  refiere. 

El  Sr.  MONTILLA:  Señor  Presidente,  las  últimas 
palabras  pronunciadas  por  el  Sr.  Sánchez  Guerra,  que 
todo  el  Congreso  ha  escuchado,  y de  las  cuales  ha- 
brán tomado  nota  los  señores  taquígrafos,  si  no  re- 
cuerdo mal,  eran:  que  cuando  me  oia  hablar  de  sin- 
ceridad electoral  y de  moralidad...  (Varios  señores 
Diputados : Electoral.)  Dispensen  los  Sres.  Diputados; 
esta  es  una  cuestión  que  debe  ventilarse  exclusiva- 
mente entre  el  Sr.  Sánchez  Guerra  y yo.  Señor  Sán- 
chez Guerra,  ¿se  referia  S.  S.  á la  moralidad  electoral? 
(El  Sr.  Sánchez  Guerra:  Como  soy  exacto  cumplidor 
del  Reglamento,  cuando  termine  S.  S.  le  contestaré.) 
Las  palabras  han  sido,  pues,  que  cuando  yo  hablaba 
de  sinceridad  electoral  y de  moralidad  se  callaba  por 
respeto  al  Parlamento. 

Estas  palabras,  Sr.  Presidente,  particularmente 
las  últimas,  porque  en  lo  que  se  refiere  á sinceridad 
electoral  me  tiene  sin  cuidado  lo  que  pueda  decir  el 
Sr.  Sánchez  Guerra,  toda  vez  que  yo  no  he  tenido  nin- 
guna participación  en  elección  alguna,  y ni  siquiera 
he  sido  nunca  gobernador  de  provincia,  encierran  una 
cuestión  de  honra  para  mí,  y yo  ruego  que  se  escri- 
ban esas  palabras  y que  se  sigan  los  trámites  regla- 
mentarios. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Presidente  no  ha  oido 
palabra  alguna  que  se  refiriese...  (Rumores.)  ¿No  puede 


hablar  tampoco  el  Presidente,  según  es  consiguiente 
en  una  de  estas  circunstancias,  que  puede  tener  grave 
resultado,  porque  siempre  los  tiene  en  el  órden  parla- 
mentario este  linaje  de  asuntos? 

Señor  Diputado  Montilla,  el  Presidente  no  ha  oido 
de  labios  del  Sr.  Sánchez  Guerra  palabra  alguna  que 
tocase  A la  moralidad  de  S.  S. 

Dice  esto  el  Presidente  en  uso  de  su  derecho  y en 
cumplimiento  de  su  deber,  mal  reconocido  por  lo  que 
veo;  dice  esto  el  Presidente,  sin  perjuicio  de  dar  la 
palabra  al  Sr.  Sánchez  Guerra,  para  que  después  de 
sus  manifestaciones  ó explicaciones,  siga,  si  há  lugar 
á ello,  la  reclamación  del  Sr.  Montilla  el  curso  regla- 
mentario. 

El  Sr.  SANCHEZ  GUERRA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  SANCHEZ  GUERRA:  El  Sr.  Presidente, 
entre  tantas  y tantas  condiciones  que  le  enaltecen, 
tiene  naturalmente  siempre  la  de  oir  muy  bien.  Ha 
oido,  por  lo  tanto,  perfectamente  las  palabras  que  yo 
he  dicho,  y no  tengo  que  añadir  más  sino  que  esas 
palabras  han  sido  la  contestación  que  me  creí  en  el 
caso  de  dar  A aquella  reticencia  del  Sr.  Montilla, 
cuando  decía  que  se  prestaba  A tristes  consideracio- 
nes el  hecho  de  que  la  primera  vez  que  se  pasan  estos 
umbrales  se  dieran  espectáculos,  no  recuerdo  el  cali- 
ficativo que  S.  S.  empleó,  como  el  que  S.  S.  censura- 
ba. A esas  palabras,  A esa  reticencia,  he  opuesto  yo 
las  frases  que  antes  pronuncié.  Naturalmente,  refi- 
riéndome A la  moralidad  electoral,  porque  conocedor, 
á pesar  de  ser  esta  la  primera  vez  que  tengo  la  honra 
de  ocupar  estos  escaños,  de  los  altos  respetos  que  se 
deben  al  Parlamento,  y que  yo  constantemente  guar- 
do, aunque  hubiera  sido  otra  mi  intención,  no  hubiera 
podido  emplear  nunca  aquí  otras  palabras. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Pido  la  pa- 
labra para  una  alusión  pei'sonal. 

El  Sr.  MONTILLA:  También  yo  la  pido  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Montilla  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  MONTILLA:  Si  no  he  entendido  mal,  el  se- 
ñor Sánchez  Guerra  ha  manifestado  que  se  referia  á 
la  moralidad  electoral;  sin  embargo,  al  terminar  las 
palabras  que  acaba  de  dirigir  al  Congreso,  S.  S.  lia 
dejado  entender,  ó yo  no  comprendo  bien  el  castella- 
no, un  concepto  que  equivaldría  á las  siguientes  pa- 
labras: Yo  sostendré  esas  frases  fuera  del  Parlamento. 
(Ruynores;  muchos  Sres . Diputados:  No,  no.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden.  Esas  palabras  que 
S.  S.  atribuye  al  Sr.  Sánchez  Guerra,  hubieran  sido 
un  reto,  como  el  de  aquel  que  estando  en  sociedad, 
y por  respeto  á ella,  le  dijera  A uno  de  los  contertu- 
lios: échese  Vd.  á la  calle  conmigo.  (Risas);  y el  Presi- 
dente está  aquí,  entre  otras  cosas,  para  no  consentir 
esos  retos  entre  los  Sres.  Diputados,  y para  dejar  este 
puesto  el  dia  en  que,  siendo  testigo  de  esos  retos,  y 
reclamando  la  sanción  penal  del  Congreso  para  su  au- 
tor, uo  la  obtuviese  del  mismo.  Por  lo  tanto,  el  Pre- 
sidente no  hubiera  permitido  tales  palabras  sin  atajar 
inmediatamente  en  su  discurso  al  Sr.  Sánchez  Gue- 
rra, y sin  pedir  en  seguida  la  sanción  del  Congreso  en 
sesión  secreta.  No  ha  dicho,  pues,  esas  palabras  el 
Sr.  Sánchez  Guerra;  S.  S.  ha  dicho  que  nunca  se  ha 
querido  referir,  ni  se  lia  referido  más  que  á la  morali- 
dad política;  porque  aunque  otra  fuese  su  intención, 
que  no  ha  dicho  que  lo  fuera,  aun  en  ese  caso,  to- 
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davía  conoce  lo  bastante  los  respetos  que  se  deben  al 
Parlamento,  para  no  proferir  palabra  alguna  en  ofen- 
sa de  la  moralidad  de  nadie.  Ya  ve  S.  S.  cuánta  di- 
ferencia hay  entre  decir  esto,  y decir:  yo  estoy  dis- 
puesto á responder  de  esas  palabras  fuera  de  aquí. 

Eso  no  se  puede  decir,  ni  permitir  que  se  diga,  y 
en  este  punto  aténgase  S.  S.  á mis  palabras,  como  de 
seguro  se  atiene  el  Sr.  Sánchez  Guerra.  ¿No  es  verdad 
que  se  atiene  á ellas  S.  S.,  Sr.  Sánchez  Guerra? 

El  Sr.  SANCHEZ  GUERRA:  A cuanto  diga  el 
Sr.  Presidente. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Señor  Pre- 
sidente, tenía  pedida  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Queda  terminado  el  inci- 
dente entre  el  Sr.  Sánchez  Guerra  y el  Sr.  Montilla. 

El  Sr.  MONTILLA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  MONTILLA:  Tengo  una  satisfacción  en 
haberme  equivocado;  y aceptando  desde  luego  la  in- 
terpretación que  ha  dado  el  Sr.  Presidente  á las  pa- 
labras del  Sr.  Sánchez  Guerra,  doy  como  terminado 
por  mi  parte  este  asunto. 

Pero,  rectificando  al  Sr.  Sánchez  Guerra  que,  como 
Secretario  de  la  Mesa  ha  opuesto  una  denegación  ro- 
tunda á la  afirmación  hecha  por  cinco  ó seis  señores 
Diputados,  de  que  se  han  depositado  en  la  urna  de- 
terminadas candidaturas  que  no  han  resultado  en  el 
escrutinio,  yo  propondría  al  Sr.  Presidente,  como  la 
única  prueba  pertinente,  el  recuento  de  las  papeletas 
depositadas  para  la  elección  de  Secretario,  y que  di- 
cho recuento  se  llevara  á cabo,  bien  por  la  Mesa  ac- 
tualmente constituida,  bien  por  una  Comisión  ó por 
cualquiera  de  los  procedimientos  que  S.  S.  estimara 
más  oportunos,  como  una  prueba,  repito,  de  la  afir- 
mación sostenida  por  estos  Sres.  Diputados.  Si  las 
papeletas  han  desaparecido  de  la  mesa,  sin  que  esto 
pueda  ofender  á nadie,  porque  no  es  ese  mi  ánimo, 
yo  renuncio  desde  luego  á la  prueba,  dejando  el  asun- 
to abandonado  al  fallo  imparcial  de  la  opinión  pú- 
blica. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Yo  celebro  que  la  prueba 
no  sea  ya  físicamente  posible,  porque  deploraría  que 
se  ensayase.  Este  género  de  pruebas  acabaría  con  el 
prestigio  del  sistema  parlamentario  (Rumores);  y digo 
que  acabaría  con  el  prestigio  del  sistema  parlamen- 
tario, lo  mismo  si  de  la  prueba  resultara  el  error  que 
si  resultara  desmentida  la  prolesta:  en  los  dos  casos. 
De  consiguiente,  queda  terminado  este  incidente. 

El  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  tiene  la  palabra,  pero 
antes  he  de  añadir  algo.  Yo  me  habia  equivocado  como 
orador,  no  como  Presidente,  que  el  Presidente  no  se 
equivoca,  y cuando  se  equivoca  se  va;  pero  en  fin,  yo 
me  habia  equivocado  en  una  apreciación  relativa  al 
Sr.  Montilla.  Decia  el  Sr.  Montilla  que  no  presentaba 
materia  de  votación,  y es  verdad  que  no  la  presenta 
S.  S.;  pero  la  presenta  el  Presidente,  porque  á pro- 
pósito de  la  pregunta  que  ha  hecho,  resultará  sancio- 
nada ó condenada  la  conducta  de  la  Mesa  de  edad. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Señor  Presi- 
dente, yo  entiendo  que  es  mucho  más  grave  para  el 
prestigio  dol  sistema  parlamentario  que  ciertos  abu- 
sos por  ser  deficiente  la  prueba  queden  en  la  oscuri- 
dad, que  lo  seria  el  que  se  acreditaran  perfecta  y cla- 
ramente á los  ojos  de  todos.  Por  eso  hice  la  protesta 


en  tiempo  oportuno,  después  de  guardar  la  cortesía 
de  acercarme  á ver  las  listas  de  votación  que  llevaban 
los  Sres.  Secretarios,  y de  llamar  la  atención  sobre  la 
deficiencia  de  ellas;  y cuando  se  estaba  dando  lectura 
del  resultado  del  escrutiuio,  protesté  contra  su  vali- 
dez y aduje  á la  Presidencia  la  indicación  de  que  en 
aquel  momento  crítico  se  podia  hacer  la  prueba  con 
las  papeletas  que  estaban  sobre  la  mesa,  para  que  se 
desvaneciera  el  error,  si  habia  error,  y si  era  mali- 
cia, se  castigara. 

Entiendo,  pues,  que  no  se  podia  usar  de  la  pala- 
bra con  más  oportunidad,  ni  haber  llenado  mejor 
todas  las  reglas  de  la  corteeía.  La  Mesa  no  tuvo  por 
conveniente  que  las  papeletas  fueran  revisadas.  Cons- 
taba que  estos  votos  se  habían  dado;  y eu  lugar  de 
una  satisfacción,  cual  cumplia,  diciendo  que  habia 
sido  un  error,  una  equivocación  ó una  omisión  cual- 
quiera, que  todo  esto  pudieran  decir,  los  señores  de 
la  Mesa  han  tenido  la  valentía  de  decir  que  ha  sido 
una  superchería  nuestra  protesta...  (Rumores)  y que 
eu  esas  papeletas  no  constaban  los  votos  emitidos  á 
favor  de  determinados  candidatos; 

El  Sr.  PRESIDENTE:  No  envenenemos  un  de- 
bate ya  apaciguado  y terminado. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Señor  Pre- 
sidente, la  protesta  la  hice  á tiempo.  Entendia  que  la 
Mesa  era  la  más  interesada  en  velar  por  el  prestigio 
del  régimen  parlamentario.  La  Mesa  entendió  lo  con- 
trario, y la  mayoría  lia  aplaudido  la  conducta  de  la 
Mesa:  pero  mi  protesta  queda  viva,  y me  siento;  el 
país  ver  i en  vuestra  conducta  reflejada  la  que  se  dice 
practican  los  Ayuntamientos  rurales.  Buen  ejemplo; 
después  de  esto,  es  una  burla  querer  castigar  en  los 
pequeños,  abusos  que  cometéis  vosotros  amparados 
del  cargo  de  Diputados. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Mesa  procedió  como 
entendió  mejor  y más  arreglado  á verdad;  y si  proce- 
dió ó no  de  esta  suerte,  ahora  vamos  á verlo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  ¿Acuerda 
el  Gongreso  un  voto  de  gracias  para  la  Mesa  interina?)) 

Habiéndose  pedido  por  suficiente  número  de  seño- 
res Diputados  que  la  votación  fuera  nominal,  así  se 
verificó,  quedando  aprobado  dicho  voto  de  gracias 
por  136  votos  contra  17,  en  la  forma  siguiente: 

Señores  que  dijeron  sí: 

Sánchez  Arjona. 

Arias  de  Miranda. 

Ibarra. 

Alonso  Martínez. 

Balaguer. 

Delgado  (D.  Laureano). 

Fiol. 

Nuñez  de  Velasco. 

Castroserna  (Marqués  de). 

Guerrero. 

Córdoba. 

Cuartero. 

Boixader. 

Serna  y López. 

León  y Gataumber. 

Crespo  Quintana. 

Garijo  Lara. 

Ferreras. 

Peralta. 

Groizard. 
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Torre  Ortiz. 

Ruiz  de  Gaiarrela. 

García  del  Castillo. 

Saarez  Inclán  (D.  Julián). 
García  Alix. 

Ochando  |D.  Andrés). 

González  Blanco. 

Laá. 

Llera. 

Fabra  (D.  Gil  María). 

Baró. 

Navarro  Reverter. 

Eguilior. 

Sánchez  Pastor. 

Botija. 

Martínez  Villasante. 

Pineda. 

Arredondo. 

Gómez  (D.  Protasio). 

Sagasta  (1).  Primitivo). 
Aulequera. 

Surga. 

Aguilera. 

Canalejas. 

Martínez  Aquerreta. 

López  Pelegrin. 

Bosch  y Serrahima. 

González  de  la  Fuente. 
Rodríguez  Correa. 

Drake. 

Florez-Dávila  (Marqués  de/. 
Barroso. 

Grande. 

González  Fiori. 

Azcárraga. 

Angulo. 

Láviña. 

Calvo  y Muñoz. 

Fernandez  Peral. 

Almodóvar  del  Rio  (Duque  de). 
Ruiz  Capdepon. 

Suarez  Inclán  (D.  Félix). 

Chapa. 

Rodríguez  Yagíie. 

García  Benito. 

Alonso  Martiuez  (D.  Vicente 
Jaramillo. 

Muñoz  Vargas. 

Guitian. 

Arrando. 

V incent  i. 

Fernandez  de  Soria. 

Ramos  Calderón. 

Martínez  Asenjo. 

Gutiérrez  Más. 

J i mono. 

Rosell. 

Rey. 

González  (I).  Alfonso). 

Alvarez  Capra. 

Silvela  (D.  Francisco  Agustín). 
González  Dueñas. 

Maura. 

Rodríguez  (D.  José) 

Búrgos. 

Fernandez  Alsina. 

Parias. 


Ballesteros. 

Godo. 

Martínez  (D.  Cándido). 

Fabra. 

Arroyo  (D.  Enrique). 

Badarán. 

Ortiz  y Casado. 

López  (D.  Juan  José). 

Valle. 

Cruz. 

Martin  Rernal. 

Vergez. 

Villanueva. 

Pcrez  Galdós. 

Morales. 

Ramoneda. 

Santamaría. 

García  Lomas. 

Soto. 

Mansi  (D.  Angel). 

Martínez  del  Campo. 

Guardia. 

Vázquez  y López 
Domínguez  Alfonso. 

Martin  Toro. 

Perez  (D.  Sebastian). 

Prieto  de  la  Torre. 

Avilé  s. 

Gamazo  (D.  Germán). 

Aparicio. 

Sanz  Riobó. 

Pardo  Balmonto. 

Perojo. 

Mellado. 

Vega  de  Armijo  (Marqués  de  la). 
Benayás. 

García  Iñiguez. 

Talero. 

Bureil. 

Fabra  y Floreta. 

García  de  la  Riega. 

Ruiz  García  de  Hita. 

Cort. 

Ruiz  Martínez. 

Merelles. 

Matos. 

Santana. 

Hernández  Prieta. 

Sr.  Presidente. 

Total,  136. 

Señores  que  dijeron  no: 

Sánchez  Campomanes. 

Alvarez  Marino. 

Gutiérrez  de  la  Vega. 

Martínez  Brau. 

Ordoñez. 

Montilla. 

Pons. 

Dávila. 

0‘Lawlor. 

Baselga. 

Muro. 

Villalha  llervás. 

Azcárate. 

Peñalba. 
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Pedregal. 

Prieto  y Caules. 
Becerro  de  Bengoa. 
Total,  17. 


A propuesta  del  Sr.  Presidente,  el  Congreso  acor- 
dó que  las  sesiones  empezaran  á las  dos  de  la  tarde. 


Dióse  cuenta  y el  Congreso  quedó  enterado  de  la 
siguiente  comunicación: 

«Presidencia,  del  Conseto  de  Ministros. — Exce- 
lentísimos Sres.:  El  Jefe  superior  de  Palacio  me  dice 
con  fecha  de  ayer  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  SS.  MM.  el  Rey  y la  Reina  Regen- 
te (Q.  D.  G.)  y su  augusta  Real  Familia  se  traslada- 
rán al  Real  Sitio  de  San  Ildefonso  el  dia  12  del  ac- 
tual, á las  ocho  de  la  mañana. » 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  couocimiento.  Dios  guarde  á 
V.  EE.  muchos  años.  Madrid  10  de  Julio  de  1887.= 
Práxedes  Mateo  Sagasta.=Seüores  Diputados  Secre- 
tarios del  Congreso.); 


Igualmente  lo  quedó  de  las  siguientes: 
«Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. — Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino  se  ha  servido  expedir 
el  Real  decreto  siguiente: 

«En  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al- 
fonso XIII  y como  Reina  Regente  del  Reino  vengo  en 
disponer  que  durante  la  ausencia  de  D.  Mauuel  Gas- 
sola,  Ministro  de  la  Guerra,  se  encargue  del  despa- 
cho de  este  Ministerio  D.  Rafael  Rodríguez  de  Arias, 
Ministro  do  Marina. 

Dado  en  el  Real  Sitio  de  San  Ildefonso  á i 2 de 
Julio  de  !887.=María  Cristina.=El  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  conocimiento.  Dios  guarde  á 
V.  EE.  muchos  años.  Madrid  12  de  Julio  de  1887.= 
Práxedes  Mateo  Sagasta.=Señores  Diputados  Secre- 
tarios del  Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. — Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino  se  ha  servido  expedir 
el  Real  decreto  siguiente: 

«En  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al- 
fonso XIII  y como  Reina  Regente  del  Reino  vengo 
en  disponer  que  durante  la  ausencia  de  I).  Fernando 
León  y Castillo,  Ministro  de  la  Gobernación,  se  encar- 
gue del  despacho  de  este  Ministerio  D.  Segismundo 
Moret  y Prendergast,  Ministro  de  Estado. 

Dado  en  el  Real  Sitio  de  San  Ildefonso  á 1 5 de 
Julio  de  1887  —María  Cristina.=El  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

De  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  trasladarlo 
á Y.  EE.  para  su  conocimiento.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  años.  Madrid  15  de  Julio  de  1887.=Práxedes 
Mateo  Sagasta.=Seuores  Diputados  Secretarios  del 
Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. — Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino  se  ha  servido  expedir 
el  Real  decreto  siguiente: 

«Habiendo  regresado  á Madrid  el  Ministro  de  la 
Guerra  D.  Manuel  Gassola  y Fernandez,  en  nombre  de 
mi  augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII  y como  Rei- 
na Regente  del  Reino,  vengo  en  disponer  se  encargue 
nuevamente  de  dicho  Ministerio. 

Dado  en  el  Real  Sitio  de  San  Lldefonso  á l.°  do 
Agosto  de  1887.=María  Cristina.=El  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  conocimiento.  Dios  guarde  á 
Y.  EE.  muchos  años.  Madrid  l.°  de  Agosto  de  1887. 
Práxedes  Mateo  Sagasta.=*Señores  Diputados  Secre- 
tarios del  Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. —Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino  se  ha  servido  expedir 
el  Real  decreto  siguiente: 

«Habiendo  regresado  á Madrid  el  Ministro  de  la 
Guerra,  D.  Manuel  Gassola  y Fernandez,  en  nombre 
de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII  y como 
Reina  Regente  del  Reiuo,  vengo  en  disponer  que  Don 
Rafael  Rodríguez  Arias,  Ministro  de  Marina,  cese  en 
el  despacho  interino  de  aquel  Ministerio,  quedando 
muy  satisfecha  del  celo,  inteligencia  y lealtad  con 
que  lo  ha  desempeñado. 

Dado  en  el  Real  Sitio  de  San  lldefonso  á l.°  de 
Agosto  de  1887.=María  Cristina.=*E!  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á Y.  EE.  para  su  conocimiento.  Dios  guarde  á 
Y.  EE.  muchos  años.  Madrid  l.°  de  Agosto  de  1887. 
Práxedes  Mateo  Sagasta.=Señores  Diputados  Secre- 
tarios del  Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  df.  Ministros. — Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  se  lia  servido  expedir 
el  Real  decreto  siguiente: 

«En  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al- 
fonso XTIT,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo 
en  disponer  que  durante  la  ausencia  de  D.  Rafael 
Rodríguez  Arias,  Ministro  de  Marina,  se  encargue 
del  despacho  de  este  Ministerio  D.  Manuel  Cassola  y 
Fernandez,  Ministro  de  la  Guerra. 

Dado  en  el  Real  Sitio  do  San  Ildefonso  á t.°  de 
Agosto  de  1887.=María  Cristina.=El  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  conocimiento.  Dios  guarde  á 
V.  EE.  muchos  años.  Madrid  l.°  de  Agosto  de  1887.= 
Práxedes  Mateo  Sagasta.=Excmos.  Sres.  Diputados 
Secretarios  del  Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. — Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expedir 
el  Real  decreto  siguiente: 
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«En  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al- 
fonso XI H,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo 
en  disponer  que  D.  Manuel  Cassola  y Fernandez,  Mi- 
nistro de  la  Guerra,  cese  en  el  despacho  interino  del 
Ministerio  de  Marina,  quedando  muy  satisfecha  del 
celo,  inteligencia  y lealtad  con  que  lo  ha  desempe- 
ñado. 

Dado  en  el  Real  Sitio  de  San  Ildefouso  á 10  de 
Agosto  de  1887.=Marfa  Cristina.=El  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  conocimiento  y efectos  con- 
siguientes. Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  San 
Ildefonso  10  de  Agosto  de  1887.  = Práxedes  Mateo 
Sagasta.=Excmos.  Srcs.  Diputados  Secretarios  del 
Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. — Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nom 
bre  la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expe- 
dir el  Real  decreto  siguiente: 

«Ed  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al- 
fonso XIII,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo 
en  disponer  que  D.  Rafael  Rodriguez  Arias,  Ministro 
de  Marina,  se  encargue  nuevamente  de  este  Minis- 
terio. 

Dado  en  el  Real  Sitio  de  San  Ildefonso  á 1 0 de 
Agosto  de  1887.=María  Cristina.=El  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  orden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  conocimiento  y efectos  con- 
siguientes. Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  San 
Ildefonso  10  de  Agosto  de  1887.  = Práxedes  Mateo 
Sagasta.=Señores  Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. — Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expedir 
el  Real  decreto  siguiente: 

«En  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al- 
fonso XIII,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo 
en  disponer  que  D.  Segismundo  Moret  y Prendergast, 
Ministro  de  Estado,  cese  en  el  despacho  interino  del 
Ministerio  de  la  Gobernación,  quedando  muy  satisfe- 
cha del  celo,  inteligencia  y lealtad  con  que  lo  ha 
desempeñado. 

Dado  en  el  Real  Sitio  de  San  Ildefonso  á 10  (le 
Agosto  de  1887.=María  Gristina.=EL  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  conocimiento  y efectos  con- 
siguientes. Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  San 
Ildefonso  10  de  Agosto  de  1887.  = Práxedes  Mateo 
Sagasta. =Excmos.  Sres.  Diputados  Secretarios  del 
Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros.  — Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reiuo,  se  ha  servido  expe- 
dir el  Real  decreto  siguiente: 

«En  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al-  1 
fonso  XIII,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo 
en  disponer  que  D.  Fernando  León  y Castillo,  Minis- 


tro de  la  Gobernación,  se  encargue  nuevamente  de 
este  Ministerio. 

Dado  en  el  Real  Sitio  de  San  Ildefonso  á 1 0 de 
Agosto  de  1 8S7.=María  Cristina.=El  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  conocimiento  y efectos  consi- 
guientes. Dios  guarde  á y.  EE.  muchos  años.  San 
Ildefonso  10  de  Agosto  de  1 887.=  Práxedes  Mateo 
Sagasta.  = Excmos.  Sres.  Diputados  Secretarios  del 
Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. — Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expe- 
dir el  Real  decreto  siguiente: 

«En  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al- 
fonso XIII,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en 
disponer  que  durante  la  ausencia  de  D.  Joaquin  Ló- 
pez Puigcerver,  Ministro  de  Hacienda,  se  encargue 
del  despacho  de  este  Ministerio  D.  Cárlos  Navarro  y 
Rodrigo,  Ministro  de  Fomento.» 

Dado  en  San  Sebastian  á 22  de  Agosto  de  1887.= 
María  Cristina.=El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  conocimiento  y electos  con- 
siguientes. Dios  guarde  á y.  EE.  muchos  años.  San 
Sebastian  22  de  Agosto  de  1887.=Práxedes  Mateo 
Sagasta.  = Señores  Diputados  Secretarios  del  Con- 
greso. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros.  — Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expe- 
dir el  Real  decreto  siguiente: 

«Habiendo  regresado  á Madrid  el  Ministro  de  Ha- 
cienda D.  Joaquin  López  Puigcerver,  en  nombre  de 
mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Alfonso  XIII,  y como 
Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en  disponer  se  en- 
cargue nuevamente  de  dicho  Ministerio. 

Dado  en  San  Sebastian á 9 de  Setiembre  de  1887.= 
María  Cristina.=El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  par- 
ticipar á V.  EE.  para  su  conocimiento  y efectos  co- 
rrespondientes. Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  antis. 
San  Sebastian  9 de  Setiembre  de  1 887.=Práxedes  Ma- 
teo Sagasta.=Señores  Diputados  Secretarios  del  Con- 
greso. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros.  — Exce- 
lentísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G .),  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expe- 
dir el  Real  decreto  siguiente: 

«Habiendo  regresado  á Madrid  el  Ministro  de  Ha- 
cienda D.  Joaquin  López  Puigcerver,  en  nombre  de 
mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Alfonso  XIII,  y como 
Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en  disponer  que  Don 
Cárlos  Navarro  y Rodrigo,  Ministro  de  Fomento,  cese 
en  el  despacho  interino  de  aquel  Ministerio,  quedando 
muy  satisfecha  del  celo,  inteligencia  y lealtad  con 
que  lo  ha  desempeñado. 

Dado  en  San  Sebastian  á 9 de  Setiembre  de  1 887.= 
Maia  Gristina.=El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros Práxedes  Mateo  Sagasta.» 
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Lo  que  de;  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á Y.  EE.  para  su  conocimiento  y efectos  consi- 
guientes. Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  anos.  San 
Sebastian  9 de  Setiembre  de  1887.=Práxedes  Mateo 
Sagasta.=Señores  Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


Presidencia  del  Consejo^  de  Ministros.  — Exce- 
lentísimo Sr.:  El  Ministro  ele  Estado  me  dice,  con 
fecha  12  del  actual,  lo  que  sigue: 

«Su  Majestad  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre 
S.  M.  la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  dignado  ex- 
pedir con  esta  fecha  el  Real  decreto  siguiente: 

«En  atención  á las  relevantes  circunstancias  que 
concurren  en  D.  Fernando  de  León  y Castillo,  Minis- 
tro de  la  Gobernación,  vengo  en  nombrarle  mi  emba- 
jador extraordinario  y plenipotenciario  cerca  de  la 
República  francesa.» 

Lo  que  tengo  la  honra  de  comunicar  á V.  EE.  para 
su  conocimiento  y efectos  consiguientes.  Dios  guarde 
á V.  E.  muchos  años:  Madrid  22  de  Noviembre  de 
1887.=Pr¿íxedes  Mateo  Sagasta.=Señor  Presidente 
de  la  Comisión  de  gobierno  interior  del  Congreso  de 
los  Diputados. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. — Exce- 
lentísimo Sr.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nomnre 
la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servipo  expedir  el 
Real  decreto  si  guíenle: 

«En  atención  á las  circunstancias  que  concurren 
en  D.  José  Luis  Albareda,  mi  embajador  extraordina- 
rio y plenipotenciario  cerca  de  la  República  francesa 
y Ministro  que  ha  sido  de  Fomento,  en  nombre  de  mi 
augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y como  Reina 
Regente  del  Reino,  vengo  en  nombrarle  Ministro  de 
la  Gobernación. 

Dado  en  Palacio  á 12  de  Noviembre  de  1887.= 
María  Cristina.=El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros. Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

De  Real  órden  lo  participo  á V.  E.  para  su  cono- 
cimiento y efectos  correspondientes.  Dios  guarde  A 
V.  E.  muchos  anos.  Madrid  12  de  Noviembre  de  1887. 
Práxedes  Mateo  Sagasta.=Senor  Presidente  de  la  Co- 
misión de  gobierno  interior  del  Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros.  — Exce- 
lentísimo Señor:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino  se  ha  servido  expedir 
el  Real  decreto  siguiente: 

«Usando  de  la  prerrogativa  que  me  compete  con 
arreglo  al  art.  36  de  la  Constitución,  en  nombre  de 
mi  augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y como  Reina 
Regente  del  Reino,  vengo  en  nombrar  Presidente  del 
Senado  para  la  próxinfa  legislatura  á D.  José  Gutié- 
rrez de  la  Concha,  Marqués  de  la  Habana. 

Dado  en  Palacio  á 28  de  Noviembre  de  1887.= 
María  Gristina.=El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  la  honra  de  par- 
ticipar á V.  E.  para  su  conocimiento  y efectos  con- 
siguientes. Dios  guarde  á V.  E.  muchos  años.  Madrid 
28  de  Noviembre  de  l£87.=Práxedes  Mateo  Sagasta. 
Señor  Presidente  de  la  Comisión  de  gobierno  interior 
del  Congreso  de  los  Diputados. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. — Exce- 
lentísimo Sr.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expedir 
el  Real  decreto  siguiente: 

«Usando  de  la  prerrogativa  que  me  compete  con 
! arreglo  al  art.  36  de  la  Constitución;  en  nombre  de 
mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Alfonso  XIII,  y como 
Reina  Regente  del  Reiuo,  vengo  en  nombrar  Vice- 
presidentes del  Senado  para  la  próxima  legislatura  á 
1).  Tomás  María  Mosquera;  D.  Francisco  de  Paula 
Pavía  y Pavía;  D.  Cristóbal  Colon  de  la  Cerda,  Duque 
de  Veragua,  y D.  Gaspar  Nuñez  de  Arce. 

Dado  en  Palacio  á 28  de  Noviembre  de  1887.= 
María  Cristina.=El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  el  honor  de  tras- 
ladar á V.  E.  para  su  conocimiento  y el  de  ese  Cuer- 
po Colegislador.  Dios  guarde  á V.  E.  muchos  años. 
Madrid  28  de  Noviembre  de  1887.=Práxedes  Mateo 
Sagasta.=Señor  Presidente  de  la  Comisión  del  gobier- 
no interior  del  Congreso. 


Quedó  sobre  la  Mesa  durante  tres  sesiones,  pa- 
sando después  al  Archivo,  la  siguiente  comunicación 
y el  contrato  á que  se  refiere. 

«Ministerio  de  Ultramar. — Excmos.  Sres.:  Su  Ma- 
jestad el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre  la  Reina  Re- 
gente del  Reino,  se  ha  servido  expedir  el  Real  decre- 
to siguiente: 

«A  propuesta  del  Ministerio  de  Ultramar,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  de  conformidad 
con  lo  consultado  por  la  Sección  de  Ultramar  del 
Consejo  de  Estado,  en  nombre  de  mi  augusto  Hijo 
Don  Alfonso  XIII  y como  Reina  Regente  del  Reino, 
vengo  en  aprobar  el  adjunto  contrato  celebrado  con 
el  Banco  Español  de  la  isla  de  Cuba  encomendán- 
dole la  administración  y recaudación  del  impuesto 
de  consumos  de  ganados  en  la  Isla,  con  arreglo  á la 
antorizazion  otorgada  por  el  art.  9.°  de  la  ley  de  5 
de  Agosto  del  año  último.  De  este  decreto,  se  dará 
cuenta  á las  Cortes.» 

Dado  en  San  Ildefonso  á 30  de  Julio  de  1887.= 
María  Cristina.=El  Ministro  de  Ultramar,  Víctor  Ha- 
laguer.» 

De  Real  órden  tengo  la  honra  de  comunicarlo  á 
V.  EE.  acompañando  copia  del  contrato  de  que  se 
trata  para  conocimiento  de  ese  alto  Cuerpo  Colegis- 
lador. Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  2 
de  Agosto  de  1887.=Victor  Balaguer.=Señores  Di- 
putados Secretarios  del  Congreso.» 


Se  acordó  repartir  á los  Sres.  Diputados  los  ejem- 
plares á que  se  refiere  la  siguiente  comunicación: 
«Ministerio  de  Hacienda. — Excmos.  Sres.:  De  ór- 
den de  S.  M.  y para  conocimiento  de  los  Sres.  Dipu- 
tados tengo  la  honra  de  pasar  á manos  de  V.  EE. 
cuatrocientos  ejemplares  de  los  presupuestos  gene- 
rales del  Estado,  correspondientes  al  año  económico 
1887-88.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid 
20  de  Agosto  de  1 887.=Joaquin  López  Puigcerver. 
Señores  Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 
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Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  incompatibi- 
lidades las  siguientes  comunicaciones: 

«Presidencia  del  Consejo  de  Ministros* — Exce- 
lentísimo Sr.:  El  Ministro  de  la  Gobernación  me  dice 
con  fecha  de  ayer  lo  siguiente: 

«A  los  efectos  prevenidos  en  la  ley  de  incompa- 
tibilidades parlamentarias  de  7 de  Marzo  de  1880  y ¡ 
ile  órden  de  la  Reina  Regente  del  Reino,  en  nombre 
S.  M.  el  Rey  (Q.  1).  G.)  tengo  la  honra  de  participar  á 
V.  E.  que  los  individuos  que  al  márgen  se  expresan, 
son  los  únicos  funcionarios  dependientes  de  este  Minis- 
terio que  á la  vez  son  Diputados  á Górtes,  expresándose 
las  fechas  de  sus  nombramientos  y cargos  que  des- 
empeñan, sin  que  ningún  otro  Diputado  haya  obte- 
nido por  este  Centro  ministerial  durante  el  interreg- 
no parlamentario,  empleo,  pensión,  comisión  con  suel- 
do, ascenso,  honor  ni  condecoración  de  ninguna  clase. 

Lo  que  tengo  el  honor  de  trasladar  á V.  E.  para 
su  conocimiento  y efectos  correspondientes.  Dios  guar- 
de á V.  E.  muchos  años.  Madrid  22  de  Noviembre 
de  l887.=Praxedes  Mateo  Sagasta.=Señor  Presi- 
dente de  la  Comisión  de  gobierno  interior  del  Con- 
greso de  los  Diputados. 

Individuos  que  se  citan. 

Don  Adolfo  Merelles  y Caula,  Subsecretario  de  es- 
te Ministerio,  nombrado  por  Real  decreto  fecha  22  de 
Octubre  de  1886. 

Don  Angel  Mansi,  director  general  de  correos  y 
telégrafos,  nombrado  por  Real  decreto  de  9 de  Di- 
ciembre de  1885. 

Don  Teodoro  Baró,  director  general  de  Beneficen- 
cia y Sanidad,  nombrado  por  Real  decreto  de  27  de 
Junio  de  1886. 

Don  Francisco  de  Asís  Pacheco,  director  general 
de  Administración  local  nombrado  por  lleal  decreto 
de  l.°  de  Noviembre  de  1887. 

Don  José  Bernárdino  Fernandez  de  Velasco,  Du- 
que de  Frías,  gobernador  civil  de  esta  provincia,  nom- 
brado por  Real  decreto  de  15  de  Octubre  de  1886. 


Ministerio  de  Fomento. — Excmos.  Sres.:  En  cum- 
plimiento de  lo  prevenido  por  la  Presidencia  del  Con- 
sejo de  Ministros  en  Real  órden  fecha  1 0 del  actual, 
adjunta  tengo  el  honor  de  remitir  á ese  alto  Cuerpo 
Colegislador  una  relación  detallada  de  los  funciona- 
rios dependientes  de  este  Ministerio  que  se  hallan  in- 
vestidos con  el  cargo  de  Diputados  d Górtes;  manifes- 
tándoles á la  vez  que  durante  el  interregno  parlamen- 
tario no  se  ha  concedido  por  este  Centro  á ningún 
Sr.  Diputado,  empleo,  pensión  ni  comisión  alguna  que 
sea  retribuida  con  fondos  del  Estado,  así  como  tam- 
poco, honores  ni  condecoraciones  de  ninguna  clase. 
l>ios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  26  de  No- 
viembre de  1887.=Cárlos  Navarro  y Rodrigo.=Sc- 
üores  Diputados  Secretarios  del  Congreso. 

Ministerio  de  Fomento. — Excmos.  Sres.:  Al  Di- 
rector general  de  instrucción  pública  digo  con  esta 
fecha  lo  que  sigue: 

«limo.  Sr.:  En  vista  de  lo  que  determina  la  Real 
órden  de  carácter  general  de  11  de  Abril  de  1876, 
S.  M.  la  Reina  Regente,  en  nombre  de  su  augusto 
Hijo  Don  Alfonso  XIII  (Q.  D.  G.),  ha  resuelto  que  tan 
luego  como  D.  Miguel  de  la  Guardia  y Corencia  tome 


posesión  del  cargo  de  catedrático  numerario  de  dere- 
cho civil  español,  común  y foral  de  la  Universidad 
de  Valencia  se  le  considere  en  situación  de  excedente 
con  dos  tercios  de  sueldo,  á fin  de  que  continúe  desem- 
peñando su  misión  de  Diputado  á Górtes,  origen  de  la 
excedencia.» 

Lo  que  de  Real  órden  traslado  á V.  EE.  para  su 
conocimiento  y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  años.  Madrid  l.°vde  Julio  de  1887.=Cárlos 
Navarro  y Rodrigo.=Seüores  Secretarios  del  Congre- 
so de  los  Diputados. 


Ministerio  de  Fomento. — Excmos.  Sres.:  Al  Di- 
rector general  de  instrucción  pública  digo  con  fecha 
1 0 de  Mayo  pasado  lo  que  sigue: 

«limo.  Sr.:  En  vista  de  lo  que  determina  la  Real 
órden  de  carácter  general  de  11  de  Abril  de  1876, 
S.  M.  la  Reina  Regente,  en  nombre  de  su  augusto  Hijo 
Don  Alfonso  XIII  (Q.  D.  G.),  ha  resuelto  que  al  cate- 
drático de  la  Facultad  de  Ciencias  de  la  Universidad 
de  Valencia  D.  Julián  López  Chavarri  se  le  considere 
en  situación  de  excedente,  con  dos  tercios  del  sueldo 
que  disfruta,  por  haber  jurado  el  cargo  de  Diputado 
á Córtes.» 

De  Real  órden  lo  traslado  á V.  EE.  para  su  cono- 
cimiento y efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á 
V.  EE.  muchos  años.  Madrid  30  de  Junio  de  1887.= 
Carlos  Navarro  y Ilodrigo.=Señores  Secretarios  del 
Congreso  de  los  Diputados. 


Ministerio  de  Fomento. — Excmos.  Sres.:  Al  di- 
rector general  de  instrucción  pública  dije  con  fecha 
1 0 de  Mayo  lo  siguiente: 

«limo.  Sr.:  En  vista  de  lo  que  determina  la  Real 
órden  de  carácter  general  de  11  de  Abril  de  1876, 
S.  M.  la  Reina  Regente,  en  nombre  de  su  augusto 
Iíijo  D.  Alfonso  XIII  (Q.  I).  G.),  ha  resuelto  que  al 
catedrático  de  la  Facultad  de  medicina  de  la  Uni- 
versidad de  Valencia,  D.  Amalio  Jimeno  y Cabañas 
se  le  considere  en  situación  de  excedente  con  dos 
tercios  del  sueldo  que  disfruta,  por  haber  jurado  el 
cargo  de  Diputado.» 

De  Real  órden  lo  traslado  á V.  EE.  para  su  cono- 
cimiento y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE.  mu- 
chos años.  Madrid  30  de  Junio  de  1887.=Gárlos  Na- 
varro y Rodrigo.=Señores  Secretarios  del  Congreso 
de  los  Diputados. 


Ministerio  de  Hacienda. — Excmos.  Sres.:  En  cum- 
plimiento de  la  Real  órden  de  10  del  actual,  expedida 
por  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  en  la  cual 
se  interesa  la  remisión  á esa  Secretaría  de  una  nota 
expresiva  de  los  Sres.  Diputados  que  durante  el  inte- 
rregno parlamentario  hubiesen  obtenido  por  este 
Centro  empleo,  pensión,  destino  ó comisión  con  suel- 
do, ascenso  que  no  sea  de  escala  cerrada,  honor  ó 
condecoración  de  cualquier  clase,  así  como  también 
de  una  lista  de  los  funcionarios  del  mismo  que  osten- 
ten el  cargo  de  Diputado,  tengo  el  honor  de  manifes- 
tar á V.  EE.  que  en  el  primer  caso  se  encuentran  los 
señores  que  se  expresan  en  la  nota  adjunta  núm.  1, 
y en  el  segundo  los  de  la  nota  núm.  2. 
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De  lleal  orden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su  co- 
nocimiento y efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á 
V.  EE.  muchos  anos.  Madrid  1 1 de  Noviembre  de 
1887.=Joaquin  López  Puigcerver.=Senores  Diputa- 
dos Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  df.  la  Guerra. — Exemos.  Sres.:  En 
vista  de  la  Real  orden  fecha  10  del  actual,  dirigida  á 
este  Centro  por  la  Presidencia  del  Consejo  de  Minis- 
tros y en  cumplimiento  á lo  prevenido  en  la  vigente 
ley  de  incompatibilidades  parlamentarias,  el  Rey  (que 
Dios  guarde)  y en  su  nombre  la  Reina  Regente  del 
Reino,  ha  tenido  á bien  disponer  se  participe  á V.  EE. 
que  el  Diputado  á Cortes  D.  Antonio  Sánchez  Campo- 
manes,  coronel  de  caballería,  ha  obtenido  durante  el 
interregno  parlamentario  la  Cruz  sencilla  de  San 
Hermenegildo  por  haber  cumplido  los  plazos  prefija- 
dos en  el  reglamento. 

De  Real  órden  lo  digo  á V.  EE.  para  su  conoci- 
miento y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE.  mu- 
chos años.  Madrid  24  de  Noviembre  de  !887.=Ma- 
nuel  Cassola.=Señores  Secretarios  del  Congreso  de 
los  Diputados. 


Ministerio  de  Marina. — Exemos.  Sres.:  De  órden 
de  8.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre  la  Reina 
Regente  del  Reino,  y en  cumplimiento  á la  comuni- 
cada por  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros 
con  fecha  10  del  actual,  tengo  el  honor  de  manifestar 
á*  V.  EE.  que  durante  el  interregno  parlamentario  no 
ha  obtenido  por  conduelo  de  este  Ministerio  ningún 
Sr.  Diputado,  empleo,  pensión,  destino  ó Comisión 
con  sueldo,  ascenso  que  no  sea  de  escala  cerrada,  ho- 
nor, ni  condecoración  de  ninguna  clase;  siendo  ai 
mismo  tiempo  adjunta  una  nota  expresiva  de  los  fun- 
cionarios dependientes  de  este  Centro  que  ostentan  el 
cargo  de  tales  Diputados. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.— Madrid 
23  de  Noviembre  de  1887.=  Rafael  Rodríguez  de 
Arias.=Señores  Secretarios  del  Congreso  de  los  Di- 
putados. 


Ministerio  de  Ultramar. — Exemos.  Sres.:  De  Real 
órden  y en  cumplimiento  de  la  expedida  por  la  Presi- 
dencia del  Consejo  de  Ministros  con  fecha  10  del  ac- 
tual, adjunta  tengo  el  honor  de  remitir  á V.  EE.  re- 
lación de  los  funcionarios  dependientes  de  este  depar- 
tamento que  ostentan  el  cargo  de  Diputados  á Cortes, 
debiendo  asimismo  manifestar  á V.  EE.  que  ningún 
Sr.  Diputado  á Córtes  ha  obtenido  por  este  Ministerio 
empleo,  pensión  ó gracia  alguna  durante  el  actual  in- 
terregno parlamentario. 

Dios  guarde  á Y.  EE.  muchos  aüós.=Madrid  28 
de  Noviembre  de  1887.=Victor  nalaguer.=Señores 
Secretarios  del  Congreso  de  los  Diputados. 


Se  acordó  quedase  sobre  la  mesa  durante  tres  se- 
siones, pasando  después  al  Archivo,  la  siguiente  co- 
municación: 

«Ministerio  de  Ultramar. — Exemos.  Sres.:  S.  M. 
la  Reina  Regente  del  Reino  se  ha  servido  expedir  el 
Real  decreto  siguiente: 

«En  vista  de  las  razones  expuestas  por  el  Ministro 


de  Ultramar,  usando  de  la  autorización  concedida  por 
el  art.  9.*  de  la  ley  de  5 de  Agosto  ultimo,  en  nom- 
bre de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y 
como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en  disponer 
lo  siguiente: 

Artículo  l.°  Desde  l.°  de  Julio  próximo  venidero 
se  cobrará  en  la  isla  de  Cuba  el  impuesto  sobre  con- 
sumo de  ganado  á razón  de  25  centavos  de  peso  por 
cada  ocho  kilógramos  de  carne,  con  la  deducción  de 
los  despojos  que  se  viene  haciendo  en  la  actualidad. 

Art.  2.°  El  Ministro  de  Ultramar  dictará  las  ór- 
denes necesarias  para  la  ejecución  de  este  decreto, 
del  que  se  dará  cuenta  á las  Córtes  del  Reino. 

Dado  en  Palacio  á 30  de  Junio  de  1887.=María 
Cristina.=El  Ministro  de  Ultramar,  Victor  Balaguer.» 

De  Real  órden  tengo  la  honra  de  comunicarlo  á 
V.  EE.  en  cumplimiento  del  art.  2.°  del  preinserto 
Real  decreto.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años. 
Madrid  30  de  Junio  de  1887.=  Víctor  Balaguer.= 
Señores  Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado  de  las 
siguientes  comunicaciones: 

«Ministerio  de  la  Gobernación. — Exemos.  Seño- 
res: S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  y en  su  nombre  la  Reina 
Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expedir  con  esta 
fecha,  el  siguiente  Real  decreto: 

«Habiendo  acordado  el  Congreso  de  los  Diputados 
que  se  proceda  á la  elección  parcial  de  un  Diputado 
á Córtes  en  el  distrito  de  Marchena,  provincia  de  Se- 
villa; vistos  los  arts.  76,  112  y 1 13  de  la  ley  electo- 
ral de  28  de  Diciembre  de  1878;  en  nombre  de  mi 
augusto  Hijo  el  Rey  I).  Alfonso  XIII,  y como  Reina 
Regente  del  Reino,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
El  domingo  24  del  actual,  se  procederá  á la  elec- 
ción parcial  de  un  Diputado  á Córtes  en  el  distrito 
de  Marcheua,  provincia  de  Sevilla. 

Dado  en  Palacio  á l.°  de  Julio  de  l887.=María 
Cristina.=El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fernando 
de  León  y Castillo.» 

L)e  Real  órden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su 
nonocimiento  y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  años.  Madrid  l.°  de  Julio  de  1887.  = Fer- 
nando de  León  y Castillo.  = Señores  Diputados  Se- 
cretarios del  Congreso. 


Ministerio  de  la  Gobernación. — Exemos.  Seño- 
res: S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  y en  su  nombre,  la  Reina 
Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expedir  con  esta 
fecha  el  siguiente  Real  decreto: 

«Habiendo  acordado  el  Congreso  de  los  Diputados 
que  se  proceda  á la  elección  parcial  de  un  Diputado 
á Córtes  en  el  distrito  de  Mérida,  provincia  de  Bada- 
joz; vistos  los  arts.  76,  1 12  y 113  de  la  ley  electoral 
de  28  de  Diciembre  de  1878;  en  nombre  de  mi  au- 
gusto Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y como  Reina 
Regente  del  Reino,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
El  domingo  31  del  actual  se  procederá  á la  elec- 
ción parcial  de  un  Diputado  á Córtes  en  el  distrito  (le 
Mérida,  provincia  de  Badajoz. 

Dado  en  Palacio  á 5 (le  Julio  de  1887.=María 
Gristina.=Ei  Ministro  de  la  Gobernación,  Fernando 
de  León  y Castillo.» 

De  Real  órden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su  co- 
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nocimiento  y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  aííos.  Madrid  5 de  Julio  de  1887.= Fernán  do 
de  León  y Castillo.=Señores  Diputados  Secretarios 
del  Congreso. 


Ministerio  de  la.  Gobernación. — Excmos.  Seño- 
res: S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  y en  su  nombre,  la  Reina 
Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expedir,  con  esta 
fecha,  el  siguiente  Real  decreto: 

«Habiendo  acordado  el  Congreso  de  los  Diputados 
que  se  proceda  á la  elección  parcial  de  un  Diputado 
á Cortes  en  el  distrito  de  Cervera,  provincia  de  Falen- 
cia; vistos  los  arts.  76,  112  y 113  de  la  ley  electoral 
de  28  de  Diciembre  de  1878;  en  nombre  de  mi  au- 
gusto Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XOT,  y como  Reina 
Regente  del  Reino,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
El  domingo  3 1 del  actual,  se  procederá  á la  elec- 
ción parcial  de  un  Diputado  á Córtes  en  el  distrito  de 
Cervera,  provicia  de  Palencia. 

Dado  en  Palacio  á 5 de  Julio  de  1887.=María 
Cristina —El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fernando 
de  León  y Castillo.» 

De  Real  orden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su  co- 
nocimiento y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  años.  Madrid  5 de  Julio  de  1887.=Fernando 
de  León  y Castillo.=Señores  Diputados  Secretarios 
del  Congreso. 


Ministerio  de  la  Gobernación. — Excmos.  Seño- 
res: S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre  la  Reina 
Regente  del  Reino,  se  lia  servido  expedir,  con  esta  fe- 
cha, el  siguiente  Real  decreto: 

«Habiendo  acordado  el  Congreso  de  los  Diputados 
que  se  proceda  á la  elección  parcial  de  un  Diputado 
á Córtes  en  el  distrito  de  San  Sebastian,  provincia  de 
Guipúzcoa;  vistos  los  arts.  76,  112  y 113  de  la  ley 
electoral  de  28  de  Diciembre  de  1878;  en  nombre  de 
mi  augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y como  Rei- 
na Regente  del  Reino,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
El  domingo  3 1 del  actual,  se  procederá  á la  elec- 
ción parcial  de  un  Diputado  á Córtes  en  el  distrito 
de  San  Sebastian,  provincia  de  Guipúzcoa. 

Dado  en  Palacio  á 5 de  Julio  de  l887.=Maria 
Cristina.=El  Ministro  de  la  Gobernación,  Femando  de 
León  y Castillo.» 

De  Real  órden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su  co- 
nocimiento y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  años.  Madrid  5 de  Julio  de  1887.=Fernando 
de  León  y Castillo.=Señores  Diputados  Secretarios  del 
Congreso. 


Ministerio  de  la  Gobernación. — Excmos.  Seño- 
res: S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  jG.),  y en  su  nombre  la  Reina 
Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expedir,  con  esta  fe- 
cha, el  siguiente  Real  decreto: 

«Habiendo  acordado  el  Congreso  de  los  Diputados 
que  se  proceda  á la  elección  parcial  de  un  Diputado 
á Córtes  en  el  distrito  de  Dénia,  provincia  de  Alicaute; 
vistos  los  arts.  76,  1 12  y 113  de  la  ley  electoral  de 
28  de  Diciembre  de  1878;  en  nombre  de  mi  augusto 
Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y como  Reina  Regente  i 
delReino,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

El  domingo  3 1 del  actual,  se  procederá  á la  elec- 
ción parcial  de  un  Diputado  á Córtes  en  el  distrito 
de  Dénia,  provincia  de  Alicaute. 


Dado  en  Palacio  á 5 de  Julio  de  1887.=María 
Cristina.=El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fernando 
de  León  y Castillo.» 

De  Real  órden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su  co- 
nocimiento y demás  efectos.  Dios  guarde  á Y.  EE. 
muchos  años.  Madrid  5 de  Julio  de  1887.=Fernan- 
do  de  León  y Gastillo.=Señores  Diputados  Secreta- 
rios del  Congreso. 


Ministerio  de  la  Gobernación. — Excmos.  Seño- 
res: S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  y en  su  nombre  la  Reina 
Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expedir,  con  esta  fe- 
cha el  siguiente  Real  decreto: 

«Redactado  el  art.  4.°  de  la  ley  de  incompatibili- 
dades parlamentarias  de  7 de  Marzo  de  1880  en  la 
nueva  forma  que  contiene  el  único  de  la  de  31  de 
Julio  del  presente  año,  publicado  en  la  Gaceta  de  4 de 
Agosto  siguiente,  y á fin  de  uniformar  y asegurar  de 
un  modo  conveniente  la  puntualidad  y exactitud  en 
el  cumplimiento  de  dicho  artículo  en  nombre  de  mi 
augusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII  y como  Reina 
Regente  del  Reino  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  i.°  Verificadas  unas  elecciones  genera- 
les ó parciales  de  Diputados  á Cortes,  todo  funciona- 
rio público,  sea  ó no  compatible,  que  fuere  elegido 
Diputado,  remitirá  al  Ministerio  de  que  dependa  su 
nombramiento,  un  oficio  participando  el  cargo  ó em- 
pico que  desempeña,  y el  distrito  por  donde  ha  sido 
electo. 

Art.  2.°  El  Centro,  después  de  acusar  en  el  acto 
recibo  de  dicha  comunicación  al  interesado  y de  tras- 
ladarla á la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  la 
remitirá  original  á la  Secretaria  del  Congreso  de  los 
Diputados,  la  que  también  acusará  á su  vez  el  recibo 
al  Centro  comunicante. 

Art.  3.°  Todo  Diputado  electo  que  fuere  funcio- 
nario público,  al  presentar  su  acta  en  el  Congreso, 
acompañará  á ella  el  citado  acuse  de  recibo  que  por 
el  respectivo  Miuisterio  se  le  baya  dirigido. 

Dado  en  Palacio  á 27  de  Octubre  de  188?.=Ma- 
ría  Cristina.=El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fer- 
nando de  León  y Castillo.» 

De  Real  órden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su  co- 
nocimiento y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE.  mu- 
chos años.  Madrid  27  de  Octubre  de  1887.==Fernan- 
do  de  León  y Castillo.=Scuores  Diputados  Secreta- 
rios del  Congreso. 


Ministerio  de  la  Gobernación.  —Excmos.  Seño- 
res: La  Reina  Regente  del  Reino,  ea  nombre  de  8.  M. 
el  Rey  (Q.  D.  G.),  se  ha  dignado  expedir  por  este  Mi- 
nisterio el  Real  decreto  siguiente: 

«En  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al- 
fonso Xííí,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en 
admitir  la  dimisión  que,  fundada  en  el  mal  estado  de 
su  salud,  me  ha  presentado  D.  Ramón  Rodríguez  Co- 
rrea del  cargo  de  director  general  de  Administración 
local,  declarándole  cesante  con  el  haber  que  por  cla- 
sificación le  corresponda  y quedando  satisfecha  del 
celo  é inteligencia  con  que  lo  lia  desempeñado. 

Dado  en  Palacio  á l.°  de  Noviembre  de  1887.= 
Malla  Cristina.=El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fer- 
nando de  León  y Castillo.» 

De  órden  de  S.  M.  lo  comunico  á V.  EE.  para  su 
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conocimiento  y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  anos.  Madrid  i.°  de  Noviembre  de  1887.= 
Fernando  de  León  y Castillo.=Senores  Diputados  Se- 
cretarios del  Congreso. 


Lando  que  habiendo  aceptado  el  cargo  de  director 
general  de  Propiedades  y Derechos  del  Estado,  re- 
nunciaba el  de  Diputado  por  el  distrito  de  Valencia 
de  Don  Juan,  provincia  de  León. 


Ministerio  de  la  Gobernación. — Excmos.  Seño- 
res: La  Reina  Regente  del  Reino,  en  nombre  de  S.  M.  el 
Rey  (Q.  D.  G.),  se  ha  dignado  expedir  por  este  Minis- 
terio el  Real  decreto  siguiente: 

«En  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  D.  Al- 
fonso NI1T,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo 
en  nombrar  director  general  de  Administración  lo- 
cal, con  la  categoría  de  jefe  superior  de  Administra- 
ción civil,  á D.  Francisco  de  Asís  Pacheco,  Diputado 
á Córtes. 

Dado  en  Palacio  á i.°de  Noviembre  de  1887.= 
María  Cristina.=El  Ministro  de  la  Gobernación,  Fer- 
nando de  León  y Castillo.» 

De  órden  de  S.  M.  lo  traslado  á V.  EE.  para  su 
conocimiento  y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  años.  Madrid  l.°  de  Noviembre  de  1887.= 
Fernando  de  León  y Castillo.=Señores  Diputados  Se- 
cretarios del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmo.  Señor: 
De  Real  órden  y en  cumplimiento  del  art.  2.°  de  la 
ley  de  incompatibilidades,  tengo  el  honor  de  partici- 
par á V.  E.  que  con  fecha  4 de  Abril  último  ha  sido 
nombrado  presideute  de  la  Audiencia  de  Logroño 
1).  Carlos  Ramírez  Lobato,  Diputado  por  Badajoz — 
Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.=Madrid  16  de 
Junio  de  1887.=Manuel  Alonso  Martinez.=Excelen- 
lísimo  Sr.  Presidente  del  Congreso  de  los  Diputados.» 


Igualmente  quedó  enterado  el  Congreso  de  otra 
comunicación  del  Sr.  Pacheco,  participando  que  ha- 
biendo aceptado  el  cargo  de  director  general  de  Ad- 
ministración local,  renunciaba  el  de  Diputado  á Cór- 
tes por  el  distrito  de  Sagunto,  provincia  de  Valencia. 


Igualmente  quedó  enterado  el  Congreso  de  una 
comunicación  del  Sr.  Urzaiz  paticipando  que  habien- 
do aceptado  el  cargo  de  Subsecretario  del  Ministerio 
de  la  Gobernación  renunciaba  ai  de  Diputado  á Cór- 
tes por  el  distrito  de  Lalin,  provincia  de  Pontevedra. 


El  Congreso  oyó  con  sentimiento  una  comunica 
cion  de  D.  Francisco  de  Zabálburu  participando  el 
fallecimiento  de  su  señor  hermano  D.  Mariano,  Dipu- 
tado á Córtes  por  el  distrito  de  Muía,  provincia  de 
Múrcia. 


Se  acordó  pasar  á la  Comisión  correspondiente 
una  comunicación  del  señor  gobernador  civil  de  la 
provincia  de  Córdoba,  acompañando  una  instancia  de 
la  Diputación  provincial  pidiendo  se  declaren  excep- 
tuados déla  contribución  de  consumos  y recargos  mu- 
nicipales los  establecimientos  de  beneficencia  de  dicha 
ciudad  y su  provincia  dependientes  de  la  referida 
Córporacion. 


Se  mandó  pasaran  á la  Comisión  de  actas  las  si- 
guientes credenciales  presentadas  en  Secretaría  desde 
Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de  ¡ el  5 de  Julio  próximo  pasado  hasta  hoy  dia  de  la 
una  comunicación  del  Sr.  Alonso  Castrillo,  manifes-  j fecha. 


Números. 


NOMBRES. 


465  D.  Alvaro  López  Mora 

466  D.  Josó  Fernandez  de  Velasco,  Duque  de  Frias. 

467  D.  Eduardo  Romero  Paz 

468  D.  José  de  Castro  y López 

469  D.  Cándido  Ruiz  Martínez 

470  D.  Pascual  Goicoechea  y Peyret 

471  D.  Elíseo  Siberga  y Sali 

472  D.  Fermín  Calbeton  y Blanchon 

473  D.  Antonio  Zambrana  y Vázquez 

474  D.  Basilio  Díaz  del  Villar 


DISTRITOS.  PROVINCIAS. 


Padrón 

Cervera 

Dénia 

Mérida 

Marchena 

Habana 

Matanzas 

San  Sebastian. . . . . 

Guipúzcoa. 

Habana 

Matanzas , 

El  Congreso  quedó  enterado  de  la  siguiente  co- 
municación: 

«Al  Congreso  de  los  Diputados. — EL  Senado  ha 
celebrado  en  este  dia  la  Junta  preparatoria  para  la 
próxima  legislatura,  abierta  bajo  la  Presidencia  del 
Sr.  Senador  D.  Vicente  Hernández  de  la  Rúa,  como 
el  de  más  edad  entre  los  presentes,  quien  la  cedió 
al  que  suscribe,  nombrado  para  este  cargo  por  Real 
decreto  de  28  del  corriente,  y ejerciendo  el  de  Secre- 
tarios, como  más  jóvenes,  los  infrascritos. 


Y el  Senado,  en  Junta  preparatoria,  lo  participa 
al  Congreso  de  los  Diputados. 

Palacio  del  Senado  30  de  Noviembre  de  1 887.= 
El  Marqués  de  la  Habana,  Presidente.=El  Conde  de 
Cervera.=Alberto  Bosch.=El  Marqués  de  Perijaá.= 
Antonio  Martin  y Murga.» 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  actas  una  ex- 
posición de  D.  Justo  Tomás  Delgado,  candidato  por 
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el  distrito  de  Dénia,  provincia  de  Alicaute,  acompa- 
ñando varios  documentos  relativos  á la  elección  par- 
cial verificada  en  el  mencionado  distrito. 


EL  Congreso  queda  enterado  de  que  el  Sr.  Conde 
de  Niebla  no  podía  asistir  á la  sesión,  por  una  des- 
gracia de  familia. 


igualmente  quedó  enterado  de  las  siguientes  co- 
municaciones: 

«Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seno* 
res:  De  Real  órden  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  el  adjunto  ejemplar  ori- 
ginal de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido  san- 
cionar S.  M.  la  Reina  Regen  Le  (Q.  D.  G.),  estableciendo 
una  estación  telegráfica  en  Ezcaray  (Logroño).  Dios 
guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  17  de  Junio  de 
1887.=Manuel  Alonso  Martinez.=Señores  Diputados 
Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á Y.  EE.  el  adjunto  ejemplar  origi- 
nal de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido  sancio- 
nar S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  prorrogando 
por  cinco  años  la  de  17  de  Abril  de  1883  sobre  mine- 
rales de  la  isla  de  Cuba.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos 
años.  Madrid  17  de  Junio  de  1887.=Maiiiiel  Alonso 
Martinez.=Señores  Diputados  Secretarios  del  Con- 
greso. 


«Ministerio  de  Gracia  y Justicia.— Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  el  adjunto  ejemplar  ori- 
ginal de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido  san- 
cionar S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  sobre  exen- 
ción de  pago  del  impuesto  de  grandezas  y títulos  á 
D.  Augusto  Plasencia,  Conde  de  Santa  Bárbara.  Dios 
guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  17  de  Junio 
de  1887.=Manucl  Alonso  Martinez.=Señores  Dipu- 
tados Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden.  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  los  adjuntos  ejemplares 
originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se  ha  ser- 
vido sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  in- 
cluyendo en  el  plan  de  carreteras  la  de  Tineo  á Pa- 
redes, la  de  Carballino  á Silleda,  la  de  Arla  á Santa 
Margarita  hasta  Inca  y la  de  Grullos  á Peñailor.  Dios 
guarde  á Y.  EE.  muchos  años.  Madrid  17  de  Junio 
de  1887.=Manuel  Alonso  Martinez.=Señores  Dipu- 
tados Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  los  adjuntos  ejempla- 
res originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se  ha 
servido  sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  del  Rei- 


no (Q.  D.  G.),  incluyendo  en  el  plan  general  de  carre- 
teras la  de  Ay  ora  á Albacete,  la  de  Cariñena  á Esca- 
tron  y la  de  Duañez  á Ateca.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  años.  Madrid  17  de  Junio  de  1887.=Manuel 
Alonso  Martinez.=Señores  Diputados  Secretarios  del 
Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á Y.  EE.  los  adjuntos  ejemplares 
originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se  lia  ser- 
vido sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  1).  G.),  au- 
torizando la  construcción  de  un  ferro  carril  económi- 
co de  Alcoy  ai  puerto  de  Gandía;  la  prolongación  del 
de  las  minas  de  Triano  desde  Ortuella  hasta  el  barrio 
de  Memerea;  incluyendo  en  el  plan  de  carreteras  la 
de  la  estación  de  Minaya  á la  de  Madrid  á Albacete, 
la  de  Artesa  á Monlblanch,  á Santa  Colonia  de  Que- 
ralt,  la  de  la  Roda  á fícija,  la  que  partiendo  de  la  de 
Tarragona  á Pont  de  Armentera  empalme  con  otra 
en  Masó,  la  de  Gidones  al  valle  de  Regumiei,  y de 
Montenegro  de  Cameros  á Yilloslada,  la  del  puente  de 
San  Salvador  al  de  Soliá,  la  de  Baltanás  á la  de  Ca- 
món á Lerraa,  y otra  de  Torqucmada  á Cordobilla  la 
Real,  la  de  Plasencia  á Oropesa,  la  de  Mazuecos  á 
Baeza,  la  prolongación  hasta  Hiendelaencina  de  la  de 
Brihuega  á Jadraque  y de  la  de  Paiencia  á Tortoles 
hasta  Aranda  de  Duero;  incluyendo  en  el  plan  gene- 
ral la  de  Torrclavega  á Oviedo  hasta  la  estación  del 
ferro-carril  de  León  á Gijon,  la  de  Calasparra  á Milla, 
la  de  Albalate  del  Arzobispo  á Cortes,  la  de  Almazan 
á Agredas  y la  de  Alcalá  de  Guadaira  á Moron.  Dios 
guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  i 7 de  Junio 
de  1887.— Manuel  Alonso  Martinez.=Señores  Diputa- 
dos Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
ros:  De  Real  órden  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  el  adjunto  ejemplar 
original  de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido 
sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  fijando 
las  fuerzas  navales  para  las  atenciones  del  servicio 
durante  el  año  económico  de  1887-88.  Dios  guarde  á 
V.  EE.  muchos  años.  Madrid  29  de  Junio  de  1887.= 
Manuel  Alonso  Martinez.=Señores  Diputados  Secre- 
tarios del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia.-  Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  los  adjuntos  ejemplares 
originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se  ha  ser- 
vido sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  auto- 
rizando al  Gobierno  para  la  venta  ó permuta  de  los 
edificios  destinados  á atenciones  de  Guerra,  y fijando 
la  fuerza  del  ejército  permanente  para  1887-88.  Dios 
guarde  á Y.  EE.  muchos  años.  Madrid  29  de  Junio  de 
1887.=Manuel  Alonso  Martinez.=Sefiores  Diputados 
Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  los  adjuntos  ejemplares 
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originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se  ha  ser- 
vido sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  \Q.  D.  G.),  es- 
tableciendo la  forma  de  satisfacer  sus  débitos  i la 
Hacienda  las  Diputaciones  y Ayuntamientos;  condo- 
nando A D.  Balbino  Cortés  y Morales  la  cantidad  que 
ha  satisfecho  al  Tesoro  como  intereses  de  demora  en 
el  pago  del  alcance  que  hubo  de  contraer  siendo  Cón- 
sul general  de  España  en  Argel;  concediendo  al  Ayun- 
tamiento de  Barcelona  un  anticipo  de  2 millones  de 
pesetas  con  destino  á los  gastos  de  la  Exposición  de 
1888,  y sobre  presupuestos  generales  del  Estado  para 
el  año  económico  1887-88.  Dios  guarde  á V.  EE.  mu- 
chos años.  Madrid  29  de  Junio  de  1887.=Manuel 
Alonso  Mar  ti  ne  z . =Seuores  Diputados  Secretarios  del 
Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  orden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  A Y.  EE.  los  adjuntos  ejemplares 
originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se  ha  ser- 
vido sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G ),  auto- 
rizando la  concesión  de  un  ferro  carril  de  Aranjuez 
á Villarejo  de  Salvanés,  é incluyendo  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  la  de  Fornells  al  embarcadero  de 
Cala-Galdana,  la  del  puente  de  Santa  Lucía  á la  esta- 
ción de  Viérnoles,  la  de  Calauda  á Cerollera,  la  de 
García  A Tortosa,  la  de  la  Barca  de  Algete  al  Casar 
de  Talamanca  y de  Ajalvir  al  mismo  Casar;  dos  de 
tercer  órden  en  la  isla  de  Ibiza,  la  de  Pació  del  Rio  á 
Layosa,  y las  de  Penaflel  A Montemayor  y de  Encinas 
de  Esgueva  á Pesquera.  Dios  guarde  A V.  EE.  muchos 
años.  Madrid  29  de  Junio  de  l887.=Manuel  Alonso 
Martinez.=Señorcs  Diputados  Secretarios  del  Con- 
greso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden  y para  ios  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  el  adjunto  ejemplar  ori- 
ginal de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  lia  servido  san- 
cionar S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  reformando 
el  art.  4.°  de  la  de  incompatibilidades.  Dios  guarde  á 
V.  EE.  muchos  años.  Madrid  29  de  Junio  de  1887.= 
Manuel  Alonso  Martinez.=Señores  Diputados  Secre- 
tarios del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  A V.  EE.  el  adjunto  ejemplar 
original  de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido 
sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G. ),  ex- 
ceptuando de  la  venta  el  salto  de  agua  que  la  ciu- 
dad de  Gerona  tiene  sobre  la  acequia  de  Monar.  Dios 
guarde  á Y.  EE.  muchos  años.  Madrid  3 de  Julio  de 
l887.  = Manuel  Alonso  Martinez.=  Señores  Diputa- 
dos Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  los  adjuntos  ejemplares 
originales  de  las  leyes  que  con  esta  lecha  se  ha  ser- 
vido sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  con- 
cediendo derechos  pasivos  á los  maestros  y maestras 
de  escuelas  públicas  de  primera  enseñanza  y derogan- 


do el  art.  10  de  la  ley  de  instrucción  pública.  Dios 
guarde  á Y.  EE.  muchos  años.  Madrid  3 de  Julio  do 
i887.=Maimel  Alonso  Martinez.=Señores  Senadores 
Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia.— Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  el  adjunto  ejemplar  ori- 
ginal de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido  san- 
cionar S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  1).  G.),  sobre  erec- 
ción de  una  estatua  á D.  Alfonso  XII.  Dios  guarde  A 
V.  EE.  muchos  años.  Madrid  3 de  Julio  de  1887.= 
Manuel  Alonso  Marlinez.=Señores  Diputados  Secre- 
tarios del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  A Y.  EE.  el  adjunto  ejemplar  ori- 
ginal de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido  san- 
cionar S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.G.),  sobre  reforma 
de  los  arau celes  de  los  registradores  de  la  propiedad. 
Dios  guarde  A Y.  EE.  muchos  años.  Madrid  3 de  Ju- 
lio de  1887.=Manuel  Alonso  Martinez.=Señores  Di- 
putados Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  los  adjuntos  ejemplares 
originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se  ha  ser- 
vido sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  in- 
cluyendo en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Sari- 
ñena  A Barbastro  y otra;  la  continuación  hasta  Huetc 
de  la  de  Tortuera  A Alcocer,  la  de  KAbade  A Moncelos, 
una  desde  Herrera  del  Duque  a Talavera  y otra  de 
Puerto  Rey  al  Puerto  de  San  Vicente,  dos  en  la  pro- 
vincia de  Guadalajara,  la  de  Azumara  A Puente  de 
Otero,  la  del  Alto  de  las  Atalayas  á Fortuna,  y auto- 
rizando la  concesión  de  un  ferro-carril  de  Játiva  A 
Alcoy.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  3 
de  Julio  de  i8S7.=Manuel  Alonso  Martinez.  = Seño- 
res Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á Y.  EE.  el  adjunto  ejemplar 
original  de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido 
sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  refor- 
mando varios  artículos  de  la  ley  electoral  para  Di- 
putados A Cortes.  Dios  guarde  á Y.  EE.  muchos 
años.  Madrid  8 de  Julio  de  1887.=  Manuel  Alonso 
Martinez.=Señores  Diputados  Secretarios  del  Con- 
greso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  el  adjunto  ejemplar  ori- 
ginal de  la  ley  que  con  esta  fecha  se  ha  servido  san- 
cionar S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  autorizando 
al  Gobierno  para  invertir  en  la  posesión  de  Vista- 
Alegre  la  cantidad  de  250.000  pesetas  con  objeto  de 
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instalar  en  ella  el  Asilo  de  inválidos  del  trabajo.  Dios 
guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  8 de  Julio  de 
1887.=Manuel  Alonso  Martinez.=Señores  Diputados 
Secretarios  del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  orden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  los  adjuntos  ejempla- 
res originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se  ha 
servido  sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.), 
ampliando  el  crédito  para  la  extinción  de  la  langosta; 
concediendo  dos  suplementos  de  crédito  ai  presu- 
puesto del  Ministerio  de  Marina,  y varias  trasferen- 
cias  en  los  de  Estado,  Guerra  y Fomento,  correspon- 
dientes al  ano  económico  de  1886-87,  y concediendo 
también  trasferencias  y suplementos  de  crédito  al 
presupuesto  de  gastos  de  las  contribuciones  y rentas 
públicas  de  dicho  ano  económico.  Dios  guarde  á 
V.  EE.  muchos  años.  Madrid  8 de  Julio  de  1887.= 
Manuel  Alonso  Martinez.=  Señores  Diputados  Secre- 
tarios del  Congreso. 


Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden,  y para  los  efectos  oportunos,  tengo 
el  honor  de  remitir  á V.  EE.  los  adjuntos  ejemplares 
originales  de  las  leyes  que  con  esta  fecha  se  ha  ser- 
vido sancionar  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.),  in- 
cluyendo en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Al- 
cañiz  á Cantavieja,  la  de  Yiliada  á Terradillos  y de 
Cisneros  á la  de  Villafolfo,  la  de  Casinos  á Aras  de 
Alpuente,  la  de  Castiiruiz  á la  de  Villanueva  de  Ca- 
meros, declarando  de  interés  general  de  segundo  ór- 
den el  puerto  de  San  Marcos  de  Icod  (Canarias),  de- 
clarando de  servicio  general  el  ferro-carril  de  San- 
güesa á Soria,  y sustituyendo  la  subvención  en 
obligaciones  de  ferro-carriles  concedidas  al  del  Cam- 
pamento á Málaga  por  otra  en  metálico.  Dios  guarde 
á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  8 de  Julio  de  1887.= 
Manuel  Alonso  Martinez.=Señores  Diputados  Secre- 
tarios del  Congreso. 


Seguidamente  se  leyeron  y quedaron  publicadas 
en  el  Senado  como  leyes,  acordándose  que  pasaran  al 
Archivo,  las  sancionadas  por  S.  M.,  á saber: 

Sobre  los  presupuestos  generales  del  Estado,  co- 
rrespondientes al  año  económico  1887-88.  (Véase  el 
Apéndice  1 ,°  al  Diario  núm.  5,  sesión  del  2 de  Diciem- 
bre de  i 887.) 

Estableciendo  la  forma  de  pago  de  los  débitos  á 
la  Hacienda  pública  de  los  Ayuntamientos  y Dipu- 
taciones provinciales.  (Véase  el  Apéndice  2/  á este 
Diario.) 

Condonando  á D.  Balbino  Cortés  y Morales  los  in- 
tereses de  demora  que  ha  satisfecho  durante  la  tra- 
mitación de  un  expediente  de  alcance  de  que  se  le 
declaró  responsable  siendo  cónsul  en  Argel.  (Véase  el 
Apéndice  3.°  á este  Diario.) 

Concediendo  al  Ayuntamiento  de  Barcelona  un 
anticipo  de  2 millones  de  pesetas  para  los  gastos 
de  la  Exposición  universal  que  se  ha  de  celebrar 
en  Abril  próximo.  (Véase  el  Apéndice  4.°  á este  Dia- 
rio.) 


Declarando  exento  del  pago  del  impuesto  sobre 
grandezas  y títulos  á D.  Augusto  Plasencia  y Fari- 
ñas, Conde  de  Santa  Bárbara.  (Véase  el  Apéndice  5.°  á 
este  Diario.) 

Autorizando  al  Gobierno  para  reformar  el  arancel 
de  los  registradores  de  la  propiedad.  (Véase  el  Apén- 
dice 6.°  á este  Diario.) 

Sobre  erección  de  una  estátua  ecuestre  al  Rey 
Don  Alfonso  XII.  (Véase  el  Apéndice  7.°  á este  Diario.) 

Exceptuando  de  la  venta  el  salto  de  agua  que  la 
ciudad  de  Gerona  tiene  sobre  la  acequia  Monár. 
(Véase  el  Apéndice  8.°  d este  Diario.) 

Autorizando  al  Gobierno  para  adoptar  las  medi- 
das necesarias  á fin  de  conseguir  la  extinción  de  la 
langosta  en  las  provincias  invadidas,  prescindiendo 
de  las  formalidades  prescritas  en  la  ley  de  10  de  Ene- 
ro de  1879.  (Véase  el  Apéndice  9.°  á este  Diario.) 

Sobre  concesión  de  dos  suplementos  de  crédito  al 
presupuesto  del  Ministerio  de  Marina  y varias  tras- 
ferencias en  los  de  Estado,  Guerra  y Fomento,  corres- 
pondientes al  año  económico  1886-87.  (Véase  el  Apén- 
dice 10.°  A este  Diario.) 

Sobre  concesión  de  trasferencias  y suplementos 
de  crédito  al  de  gastos  de  las  contribuciones  y rentas 
públicas,  correspondiente  á 188G-87.  (Véase  el  Apéu- 
dice  ll.°íí  este  Diario.) 

Reformando  la  ley  electoral  para  Diputados  á Cor- 
tés. (Véase  el  Apéndice  12.°  á este  Diario.) 

Sobre  establecimiento  de  una  estación  telegráfica 
en  Ezcaray.  (Véase  el  Apéndice  13.°  A este  Diario.) 

Sobre  autorización  para  invertir  250.000  pesetas 
en  las  obras  de  instalación  del  Asilo  de  inválidos  del 
trabajo.  (Véase  el  Apéndice  14.°  á este  Diario.) 

Fijando  la  fuerza  del  ejército  permanente  para  el 
servicio  del  Estado  durante  el  año  económico  1887-88. 
(Véase  el  Apéndice  15.Q  á este  Diario.) 

Sobre  venta  ó permuta  de  los  edificios  y fincas 
destinados  á atenciones  de  Guerra.  (Véase  el  Apén- 
dice i 6.°  á este  Diario.) 

Fijando  las  fuerzas  navales  para  la  Península,  is- 
las de  Cuba  y Puerto-Rico  y Archipiélago  filipino 
durante  el  año  económico  1887-88.  (Véase  el  Apén- 
dice 17.°  á este  Diario.) 

Reíórmaudo  el  art.  4.°  de  la  de  incompatibilidades 
del  cargo  de  Diputado  con  el  de  funcionario  público. 
(Véase  el  Apéndice  18.°  á este  Diario.) 

Concediendo  vacaciones  á los  maestros  y maestras 
de  escuelas  de  instrucción  pública.  (Véase  el  Apéndice 

19. °  á este  Diario.) 

Sobre  derecho  de  jubilación  de  los  maestros  y 
maestras  de  las  escuelas  públicas.  (Véase  el  Apéndice 

20. w  á este  Diario.) 

Prorrogando  el  plazo  concedido  en  el  art.  2.°  de  la 
ley  de  17  de  Abril  de  1883.  (Véase  el  Apéndice  2\.°  á 
este  Diario.) 

Carreteras: 

De  Peñafiel  á Montemayor,  y Encinas  de  Esgueva 
á Pesquera.  (Véase  el  Apéndice  22.°  á este  Diario.) 

De  Pació  á Layosa.  (Véase  el  Apéndice  23.°  á este 
Diario.) 

Dos  de  tercer  órden  en  la  isla  de  Ibiza.  (Véase  el 
Apéndice  24.°  A este  Diario.) 

De  la  Barca  de  Algete  ai  Casar  de  Talamanca,  y 
la  de  Ajalvir  ai  mismo  punto  que  la  primera.  (Véase 
el  Apéndice.  25.°  A este  Diario.) 

De  García  á Tortosa.  (Véase  el  Apéndice  26.°  A este 
Diario.) 
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Do  Calanda  á las  inmediaciones  de  Cerollera.  (Ve fa- 
se el  Apéndice  27.°  á este  Diario.) 

Del  ¡mea Le  de  San  La  Lucía  á la  estación  de  Viér- 
noles.  (Véase  el  Apéndice  28.°  d este  Diario.) 

Del  puerto  de  Fornells  al  embarcadero  de  Cala 
Galdana,  y las  prolongaciones  de  otras  carreteras  ya 
construidas  en  la  isla  de  Menorca,  (véase  el  Apéndice 
29.0  á este  Diario.) 

De  Tinco  á Paredes.  (Véase  el  Apéndice  30.°  á este 
Diario.) 

De  Grullos  al  puente  de  Peñaílor.  ( Véase  el  Apén- 
dice 31.°  á este  Diario.) 

Prolongación  basta  Inca  de  la  de  Artá  á Santa 
Margarita.  (Véase  el  Apéndice  32.°  á este  Diario.) 

De  Carballino  á Silleda.  (Véase  el  Apéndice  33.°  d 
este  Diario.) 

De  A y ora  á Albacete.  (Véase  el  Apéndice  34.°  á 
este  Diario.) 

De  Duañez  A Ateca.  (Véase  el  Apéndice  35.®  á este 
Diario.) 

De  Cariñena  á Escatron  á Bujaraloz.  ( Véase  ¿¿Apén- 
dice 36.°  á este  Diario.) 

De  la  estación  de  Villada  A Torrad  i líos  y la  de  Gis- 
neros  á empalmar  con  la  de  Viliafolfo  ;í  Lagartos. 

( Véase  el  Apéndice  37.°  d este  Diario.) 

De  Casinos  á Aras  de  AlpuenLe  en  la  general  de 
Valencia  á Ademuz.  (Véase  el  Apéndice  38.°  d este 
Diario.) 

De  Galtiiruiz  A Villanueva  de  Cameros.  (Véase  el 
Apéndice  39.°  á este  Diario.) 

De  la  estación  de  Minayaáempalmarconlade  Ma- 
drid A Albacete.  (Véase  el  Apéndice  40.°  á este  Diario.) 

De  Artesa  á Montblauch,  en  el  kilómetro  51 , A en- 
lazar en  Sarreal  con  la  de  Montblauch  á Santa  Colo- 
ma de  Queralt.  (Véase  el  Apéndice  41. 6 d este  Diario.) 

De  La  Roda  ¿i  Ecija.  (Véase  el  Apéndice  42  * á este 
Diario.) 

De  la  de  Tarragona  á Pont  de  Armen  tora  en  las 
inmediaciones  de  Secuitas,  A empalmar  en  la  de  Masó 
con  la  de  Tarragona  á la  de  Alcover  A Santa  Cruz  de 
Calafell.  (Véase  el  Apéndice  43.°  á este  Diario.) 

De  Cidones  al  valle  de  Regumiel  y de  Montenegro 
de  Cameros  A Villoslada.  (Véase  el  Apéndice  44.°  á es- 
te Diario.) 

Del  Puente  de  San  Salvador  al  de  Soliá.  (Véase  el 
Apéndice  45.Q  á este  Diario.) 

De  Baltanás  A ia  de  Cardón  A Lerma,  y de  Tor- 
quemada  A Gordovilla  la  Real.  (Véase  el  Apéndice  46.° 
á este  Diario.) 

De  Plasencia  á enlazar  en  Oropesa  con  el  ferro- 
carril del  Tajo.  (Véase  el  Apéndice  47.°  á este  Diario.) 

Del  puente  de  Mazuccos  á Baeza.  (Véase  el  Apén- 
dice 48.°  d este  Diario.) 

De  Brihuega  á Jadraque.  (Véase  el  Apéndice  49.°  á 
este  Diario.) 

De  Paiencia  A Tortoles.  (Véase  el  Apéndice  50.°  d 
este  Diario.) 

De  Torrelavcga  A Oviedo  A la  estación  del  ferro- 
carril de  León  á Gijon.  (Véase  el  Apéndice  51.°  á este 
Diario.) 

De  Calasparra  á Muía  y un  ramal  que  desde  el 
primero  de  dichos  pueblos  empalme  con  el  de  Cieza  á 
Muía.  (Véase  el  Apéndice  52.°  d este  Diario.) 

De  Albalate  del  Arzobispo  A Córtes.  (Véase  el  Apén- 
dice 53.°  á este  Diario.) 

De  A lmazan  A Agreda.  (Véase  el  Apéndice  54.°  á 
este  Diario.)  ! 


Déla  de  AlcalA  de  Guadaira  á Moron.  (Véase  el 
Apéndice  55.°  á este  Diario.) 

De  Sariñena  A Barbastro  y desdo  la  de  Selgna  A 
Angües  á San  Román.  (Véase  el  Apéndice  56.°  á este 
Diario.) 

D e Alcocer  (Guadalajara)  á la  estación  de  Huete 
(Cnenca).  (Véase  el  Apéndice  57.°  á este  Diario.) 

De  Rábade  á Moncclos.  ( Véase  el  Apéndice  58.°  d 
este  Diario.) 

De  Herrera  del  Duque  á Talavera  de  la  Reina,  y de 
Herrera  del  Duque  al  Puerto  de  San  Vicente.  (Véase 
el  Apéndice  59.°  d este  Diario.) 

Dos  de  tercer  orden  en  la  provincia  de  Guadala- 
jara. ( Véase  el  Apéndice  60.°  d este  Diario.) 

De  Azumara  al  Puente  de  Otero.  ( Véase  el  Apéndice 
6i.°  á este  Diario.) 

De  Las  Atalayas  a Fortuna.  (Véase  el  Apéndice  G2.rt 
d este  Diario.) 

Declarando  puerto  de  interés  general  de  segundo 
orden  el  de  San  MArcos  de  la  villa  de  Icod.  ( Véase  el 
Apéndice  63.°  á este  Diario.) 

Ferro-carriles. 

Autorizando  la  construcción  de  un  ferro-carril  de 
vía  estrecha  que  partiendo  de  la  línea  del  de  Madrid 
A Alicante,  en  el  kilómetro  47,  termine  en  Villarejo  de 
Sal  vanes.  (Véase  el  Apéndice  64.°  d este  Diario.) 

Declarando  de  servicio  general  el  ferro-carril  que 
partiendo  de  Sangüesa,  en  el  del  puerto  de  Pasagcs 
á Jaca,  termine  en  Soria.  (Véase  el  Apéndice  65.°  á 
este  Diario.) 

Sustituyendo  la  subvención  en  obligaciones  de 
ferro-carriles,  concedida  al  del  Campamento  A Málaga 
por  otra  en  metálico.  (Véase  el  Apéndice  66.°  d este 
Diario.) 

Autorizando  la  construcción  de  un  ferro-carril 
económico  de  Alcoy  á Gandía.  (Véase  el  Apéndice  67.° 
d este  Diario.) 

Autorizando  á la  Diputación  provincial  de  Vizcaya 
para  prolongar  basta  Memerea  el  ferro-carril  do 
Triano.  (Véase  el  Apéndice  G8.°  d este  Diario.) 

Autorización  para  construir  un  ierro-carril  de  vía 
ancha  que  empalmando  en  JA  ti  va  con  la  línea  de  Al- 
mansa  á Valencia  y Tarragona, se  dirija  á Alcoy.  (Véa- 
se el  Apéndice  69.°  á este  Diario.) 

Autorizando  A la  Diputación  provincial  de  Cádiz, 
á realizar  un  sorteo  de  lotería  con  cuyos  productos 
se  atenderá  A los  gastos  de  la  Exposición  nacional  ma- 
rítima. (Véase  el  Apéndice  70.°  á este  Diario.) 


Proyectos  de  ley  del  Gobierno  reproducidos  por  el  señor 
Presidente  del  Cornejo  de  Ministros. 

Dictámen  de  ia  Comisión  referente  al  proyecto  de 
ley  sobre  redención  de  censos  y cargas  perpetuas  de 
la  propiedad  territorial.  ( Véase  el  Apéndice  7 1.°  d este 
Diario.) 

Dictámen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  so- 
bre crédito  agrícola.  (Véase  el  Apéndice  72.°  d este  Dia- 
rio.) 

Proyecto  de  ley  municipal,  presentado  por  el  señor 
Ministro  de  la  Gobernación.  (Véase  el  Apéndice  73.°  á 
este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de 
la  Gobernación,  reformando  la  provincial  de  29  de 
Agosto  de  1882.  ( Véase  el  Apéndice  74.°  á este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  reproducido  por  el  Sr.  Ministro 
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de  Ultramar,  sobre  el  Gobierno  general  de  la  isla  de 
Cuba.  (Véase  el  Apéndice  75.°  á este  Diario.) 

Dictámen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de 
ley  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa.  ( Véase  el  Apéndice  76.°  á este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  Si\  Ministro  de 
Hacienda,  sobre  timbre  del  Estado.  ( Véase  el  Apéndice 
77.°  d este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de 
Hacienda,  dividiendo  la  contribución  de  inmuebles, 
cultivo  y ganadería  en  tres,  denominadas  «contribu- 
ción sobre  la  propiedad  rustica,  contribución  sobre  los 
edificios  y solares,  é impuesto  especial  sobre  la  gana- 
dería.» (Véase  el  Apéndice  78.°  a este  Diario.) 

Dictamen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de 
ley  sóbrela  constitutiva  del  ejército.  ( Véase  'el  Apén- 
dice 79.°  d este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de 
la  Guerra,  suprimiendo  las  retenciones  sobre  los  suel- 
dos de  los  jefes,  oficiales  y clases  asimiladas  del  ejér- 
cito, y creando  un  Banco  militar  de  préstamos.  (Véase 
el  Apéndice  80.°  á este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de 
Ultramar,  reduciendo  la  cuota  de  contribución  que 
determina  el  derecho  á ser  inscrito  como  elector  para 
Diputado  á Cortes  en  Cuba  y Puerto-Rico,  y refor- 
mando la  actual  división  electoral  en  dichas  provin- 
cias. (Véase  el  Apéndice  81.°  áeste  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de 
Hacienda,  aprobando  el  convenio  celebrado  con  el 
Banco  de  España,  relativo  á los  servicios  de  la  deuda 
flotante  del  Tesoro  y Tesorería  del  Estado.  (Véase  el 
Apéndice  82.°  á este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de 
Estado,  solicitando  la  facultad  de  ratificar  el  conve- 
nio de  comercio  y navegación  ajustado  entre  España 
y los  Países-Bajos,  firmado  en  esta  corte  el  8 de  «T li- 
nio de  1887.  (Véase  el  Apéndice  83.°  á este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  presentado  por  el* Sr.  Ministro  de 
la  Gobernación,  concediendo  una  pensión  á Doña  Isa- 
bel Alemany,  viuda  de  D.  Miguel  Alcmany.  (Véase  el 
Apéndice  84.°  á este  Diario.) 

Dictámen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de 
ley,  remitido  por  el  Senado,  autorizando  á la  Diputa- 
ción provincial  de  Madrid  para  contratar  un  emprés- 
tito que  no  exceda  de  25  millones  de  pesetas,  con 
destino  á obras  públicas.  (Véase  el  Apéndice  85.°  d 
este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado,  sobre 
prolongación  de  una  carretera  de  tercer  órden  en  la 
provincia  de  Palencia.  (Véase  el  Apéndice  86.°  á este 
Diario.) 

Proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado,  inclu- 
yendo en  el  plan  general  de  carreteras  una  que  par- 
tiendo de  la  estación  de  Villalumbroso  enlace  con  la 
de  Viliada  á Carrion.  (Véase  el  Apéndice  87.°  á este 
Diario.) 

Proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado,  sobre  in- 
clusión en  el  plan  general  de  carreteras  de  una  de 
tercer  órden  que  partiendo  de  Gamporrobles  enlace  en 
Carboneras  con  la  de  Tarancon  á Teruel.  (Véase  el 
Apéndice  88.°  á este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado,  sobre  pro- 
tección al  cultivo  del  ramio.  ( Véase  el  Apéndice  89.°  á 
este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado,  sobre  in- 
clusión en  el  plan  general  de  carreteras  del  Estado  de 


una  que  partiendo  de  la  general  de  Soria  á Logroño 
termine  en  Mansilla.  (Véase  el  Apéndice  90.°  á este 
Diario.) 

Proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado,  sobre  in- 
clusión en  el  plan  general  de  carreteras  de  una  que 
partiendo  de  la  de  Zamora  á Fermoselle  terrniue  en 
Carbellino.  (Véase  el  Apéndice  91.°  á este  Diario.) 

Dictámen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de 
ley  del  Senado  autorizando  al  Gobierno  para  refundir 
y armonizar  la  ley  sobre  organización  del  Poder  ju- 
dicial. (Véase  el  Apéndice  92.°  á este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado,  eximien- 
do de  contribución  los  terrenos  y edificios  de  la  aso- 
ciación de  caridad  «La  Constructora  Benéfica.»  (Véase 
el  Apéndice  93.°  d este  Diario.) 

Dictámen  de  la  Comisión,  reproducido  por  el  señor 
Ministro  de  Ultramar,  referente  al  proyecto  de  ley 
autorizando  al  Gobierno  para  publicar  un  Código  civil 
con  sujeción  á las  condiciones  y bases  que  en  el  mis- 
mo se  establecen.  (Véase  el  Apéndice  94.°  á este  Diario.) 

Dictamen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de 
ley,  remitido  por  el  Senado,  relativo  á las  bases  para 
la  reforma  del  Código  penal.  (Véase  el  Apéndice  95.® 
á este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente  por  este 
Cuerpo  Colegislador,  sobre  inclusión  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  de  una  que  partiendo  de  la  de  Sala- 
manca termine  en  Fuentesauco  en  la  provincia  de 
Zamora.  (Véase  el  Apéndice  96.°  á este  Diario.) 

Dictámen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de 
ley  sobre  los  presupuestos  generales  del  Estado  en  la 
isla  de  Puerto-Rico,  correspondientes  al  año  econó- 
co  de  1887-88.  (Véase  el  Apéndice  97.°  á este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de 
Ultramar,  sobre  los  presupuestos  generales  del  Esta- 
do para  la  isla  de  Cuba,  correspondientes  al  año  eco- 
nómico de  1887-88.  (Véase  el  Apéndice  98.°  á este 
Diario.) 

Dictámen  de  la  Comisión  permanente  de  exámen 
de  las  cuentas  generales  del  Estado  sobre  las  del  ejer- 
cicio económico  de  1869-70.  (Véase  el  Apéndice  99.° 
á este  Diario.) 

Dictámen  de  la  Comisión  permanente  de  exámen 
de  las  cuentas  generales  del  Estado  sobre  las  del  ejer- 
cicio económico  de  1870-71.  (Véase  el  Apéndice  100.° 
á este  Diario.) 

Proyecto  de  ley,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de 
Hacienda  sobre  aprobación  de  cuentas  definitivas  del 
Estado,  correspondientes  al  año  económico  de  1879-80. 
(Véase  el  Apéndice  101.°  d este  Diario.) 


Se  acordó  se  archivase  la  copia  á que  se  refiere 
la  siguiente  comunicación: 

«Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Se- 
ñores: En  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  cere- 
monial aprobado  para  el  solemne  acto  de  la  apertura 
de  las  Córtes  del  Reino,  de  Real  órden  paso  á manos 
de  V.  EE.  la  adjunta  copia  certificada  del  discurso 
leido  por  S.  M.  la  Reina  Regente  (Q.  D.  G.)  en  la  se- 
sión Régia  de  este  dia.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos 
años.  Madrid  l.°  de  Diciembre  de  1887.=Manuel 
Alonso  Martinez.=Señores  Diputados  Secretarios  del 
Congreso.» 


A propuesta  del  Sr.  Presidente,  el  Congreso  acordó 
se  procediese  á la  elección  parcial  de  un  Diputado 
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en  cada  nao  de  los  distritos  de  Sagunto  y Valencia 
de  Don  Juan. 


El  Sr.  Presidente  manifestó  que  con  arreglo  al 
art.  206  del  Reglamento  cesaban  en  el  cargo  de  Di- 
putados los  Sres.  D.  Cárlos  Ramírez  Lobato,  D.  An- 
tonio Perratges  y D.  Fernando  León  y Castillo.  Por 
tanto,  se  acordó  que  se  procediera  á elecciones  par- 


ciales en  los  distritos  de  Granollers  y Guia,  que  re- 
presentaban los  Sres.  Fcrratges  y León  y Castillo. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  maña- 
na á las  dos,  seguu  acaba  de  acordar  el  Congreso: 
Elección  directa  por  el  Congreso  de  la  Comisión  de 
actas  y de  la  Comisión  de  incompatibilidades,  y sor- 
teo de  Secciones. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  cinco  y veinte  minutos. 


CIENTO  UN  APENDICES 
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I)  E LOS  DI  PUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  i¡  publicada  en  este  Cuerpo  Colcgislador , sobre  los 
presupuestos  generales  del  Estado,  correspondientes  ai  año  económico  1887-88. 


Señora:  Las  Cortés  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  conceden  créditos  para  los  gastos 
del  Estado  durante  el  año  económico  1887-88  basta 
la  suma  de  pesetas  856.419.017,  distribuida  por  ca- 
pítulos en  la  forma  que  expresa  el  adjunto  estado 
letra  A,  y con  las  probables  alteraciones  que  deter- 
mina el  art.  3.° 

Los  ingresos  para  el  mismo  año  económico  se  cal- 
culan en  pesetas  850.596.753,  cuyo  pormenor  detalla 
el  adjunto  estado  letra  B. 

Art.  2.°  Se  autoriza  en  el  cap.  14,  art.  1.*,  ((Perso- 
nal de  las  Fábricas  de  tabacos»  de  la  sección  octava, 
«Ministerio  de  Hacienda,»  el  crédito  necesario  para  sa- 
tisfacer los  haberes  del  administrador,  contador  é ins- 
pector primero  de  labores  dé  las  actuales  Fábricas, 
cuyas  plazas  se  considerarán  subsistentes  ínterin  dure 
la  entrega  al  contratista. 

Art.  3.°  Se  consideran  ampliados  hasta  una  suma 
igual  al  importe  de  las  obligaciones  que  se  reconoz- 
can y liquiden  durante  el  ejercicio  del  presupuesto, 
los  créditos  consignados  en  el  estado  letra  A,  que  á 
continuación  so  expresan: 

L°  En  la  sección  3.a,  «Obligaciones  generales  del 
Estado,»  el  del  cap.  12,  «Entretenimiento  déla  deu- 
da flotante  del  Tesoro.» 

2. °  En  la  sección  4.a,  «Cargas  de  justicia,»  el  del 
cap.  l.°,  «Obligaciones  corrientes,»  por  el  importe  de 
las  rentas  correspondientes  al  año  del  presupuesto,  de 
las  cargas  que  durante  el  mismo  se  declaren  subsis- 
tentes. 

3. °  Todos  los  de  la  sección  5.a,  «Clases  pasivas.» 

4. °  En  las  secciones  4.a  y 5.a,  «Obligaciones  de  los 
departamentos  ministeriales,  Ministerios  de  la  Gue- 


I rra  y Marina,»  los  de  los  capítulos  á que  correspondan 
las  obligaciones  por  diferencias  de  raciones  de  alto 
precio  á precio  ordinario;  por  haberes  de  navegación 
ai  regreso  de  Ultramar;  por  suministro  de  pueblos 
cuando  haya  dispensa  de  exceso  en  el  plazo  de  pre- 
sentación de  comprobantes;  por  premios  de  constancia; 
por  cruces  pensionadas;  por  relief;  por  sueldos  que 
manden  abonar  sentencias  absolutorias,  y por  prime- 
ras puestas  de  vestuario  correspondientes  á ejercicios 
anteriores  que  se  reconozcan  y liquiden  en  1887-88, 
las  cuales,  por  tener  declarado  el  carácter  de  prefe- 
rencia, se  contraerán  en  haberes  del  capítulo  y ar- 
tículo de  este  presupuesto  á que  respectivamente  co- 
rrespondan. siendo  satisfecho  su  importe  con  la  mis- 
ma aplicación,  siempre  que  reúnan  todas  las  con- 
diciones reglamentarias  y no  hayan  prescrito  por 
caducidad. 

5. °  Si  las  bajas  consignadas  como  probables  en  el 
presupuesto  del  Ministerio  de  la  Guerra  al  llnal  del 
cap.  I.°,  art.  4.°;  del  cap.  3.Q,  artículo  único;  del  capí- 
tulo 4.°,  art.  l.°;  del  cap.  5.°,  art.  l.°;  del  cap.  7.°,  ar- 
tículos l.°,  2.°  y 4.°,  y del  cap.  8.°,  art.  2.°,  no  se  lu- 
cieran efectivas  en  su  totalidad,  los  créditos  que  en 
los  citados  capítulos  y artículos  se  figuran,  en  una 
suma  igual  á la  diferencia  entre  la  baja  calculada  y 
la  que  en  definitiva  se  obtenga. 

6. °  En  la  sección  7.a,  «Ministerio  de  Fomento.» 
art.  2.°  del  cap.  19,  «Material  de  agricultura  y mon- 
tes,» concepto  «Repoblación,  fomento  y mejora  de 
los  montes  públicos,»  en  una  cantidad  igual  á la  di- 
ferencia entre  el  crédito  de  40.000  pesetas  y el  im- 
porto de  lo  que  se  recaude  por  el  impuesto  del  1 por 
100  sobre  el  aprovechan-nonio  de  los  mismos  montes, 
creado  por  la  ley  de  1 1 de  Julio  de  187  7. 

7. °  En  la  sección  8.a,  «Ministerio  de  Hacienda,» 
los  del  art.  8.°  de  los  capítulos  10  y 1 1;  los  del  art.  5,° 


2 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


del  cap.  28,  si  por  cuenta  de  la  Hacienda  fuera  pre- 
ciso administrar  el  impuesto  de  consumos,  eu  algunas 
otras  capitales  de  provincia  distintas  de  las  compren- 
didas eu  el  presupuesto  en  dicha  sección;  y los  del 
cap.  25,  art.  2.*,  «Diferencias  de  cambios  en  el  pago 
de  intereses  de  la  deuda  exterior  y quebrantos  en  el 
extranjero.» 

8.°  En  la  sección  9.a,  «Gastos  de  las  contribucio- 
nes y rentas  públicas,»  los  del  cap.  4.°,  art.  2.°,  «Pre- 
mios de  expendicion  de  efectos  timbrados;»  los  del 
cap.  6.°,  art.  2.°,  «Premios  de  expendicion  de  cédulas 
personales;»  los  del  cap.  8.°,  art.  í.°,  «Comisiones  é 
indemnizaciones  á los  administradores  de  loterías,»  y 
los  del  cap.  22,  artículo  único,  «Ganancias  de  los  ju- 
gadores,» si  los  ingresos  que  se  realicen  por  las  ren- 
tas respectivas  exceden  de  los  calculados  en  el  estado 
letra  fí\  los  del  cap.  12  para  gastos  de  administración 
de  los  bienes  del  Estado  en  general;  los  del  cap.  24, 
art.  3.°,  «Premios  á los  partícipes  de  multas  satisfe- 
chas en  papel  de  pagos  al  Estado;»  los  de  los  capítu- 
los 17  y 20  para  personal  y material  del  resguardo 
de  consumos,  en  el  caso  de  que  la  Hacienda  tenga  que 
administrar  el  impuesto  en  otras  capitales  de  provin- 
cia distintas,  además  de  las  comprendidas  en  el  pre- 
supuesto; y los  del  cap.  3 1 para  premios  de  ventas, 
de  investigación,  Boletines  y derechos  de  los  peritos 
tasadores,  si  el  impulso  que  se  diera  á la  desamorti- 
zación hiciera  insuficientes  los  que  se  fijan  en  el  pre- 
supuesto. 

Art.  4.°  En  lo  sucesivo,  la  acuñación  de  monedas 
de  oro,  plata  y bronce  se  hará  con  estricta  sujeción 
á las  disposiciones  de  los  arts.  2.u,  3.°,  4.°  y 5.°  del  de- 
creto-lev de  19  de  Octubre  de  1868. 

Art.  5.°  El  premio  de  cobranza  abonable  en  lo  su- 
cesivo á los  recaudadores  del  impuesto  de  cédulas 
personales  en  las  capitales  de  provincia  podrá  fijarse 
en  un  8 por  100  como  máximum,  según  la  importan- 
cia de  los  rendimientos  en  el  distrito  respectivo,  en 
vez  del  3*40  que  consigna  el  art.  8.°  de  la  ley  de  31 
de  Diciembre  de  1881,  que  queda  derogado. 

Art.  6.°  La  Dirección  general  de  establecimientos 
penales  formará  parte  en  adelante  del  Ministerio  de 
Gracia  y Justicia,  en  cuyo  presupuesto  se  consignará 
el  crédito  necesario  para  los  servicios  que  aquella  tie- 
ne á su  cargo. 

Art.  7.°  Los  gastos  de  las  inspecciones  de  ense- 
ñanza, de  las  Escuelas  normales  de  maestros  y maes- 
tras y de  los  Institutos  provinciales  de  segunda  en- 
señanza se  satisfarán  en  lo  sucesivo  por  el  Estado;  y 
como  consecuencia,  se  aplicará  al  presupuesto  el  im- 
porte de  todos  I03  derechos  por  matrículas,  títulos  y 
cualquiera  otro  concepto  que,  salvo  por  razón  de  ejer- 
cicios de  exámenes  ó grados,  paguen  los  alumnos  que 
aspiren  á los  títulos  concedidos  por  los  citados  esta- 
blecimientos, ó que  reciban  su  enseñanza  en  ellos,  á 
cuyo  efecto  estos  ingresos  se  verificarán  en  papel  de 
pagos  al  Estado. 

También  ingresará  en  el  Tesoro  por  fovmaliza- 
cion  el  importe  de  las  rentas  que  por  bienes  propios 
disfrutan  los  mismos  establecimientos,  continuando 
estos  bienes  administrados,  como  en  la  actualidad,  por 
los  directores  de  los  Institutos,  pero  bajo  la  inspección 
del  Estado. 

Para  realizar  este  precepto,  la  Hacienda  pública 
entregará  mensuaimente  á los  directores  de  los  Ins- 
titutos cartas  de  pago  de  valor  igual  á las  rentas 
correspondientes  en  parte  de  pago  de  los  devengos 


por  personal  y material  de  los  mismos  estableci- 
mientos. 

Art.  8.°  El  Estado  cobrará  directamente  de  los 
Municipios  una  cantidad  igual  á la  que  corresponde 
en  la  actualidad  á éstos  por  los  servicios  menciona- 
dos, entregando  á los  mismos  trimestralmente  por 
tales  valores  las  correspondientes  cartas  de  pago,  que, 
á su  vez,  los  Municipios  entregarán  á las  Diputacio- 
nes provinciales  en  pago  del  respectivo  contingente 
provincial. 

Para  cumplir  este  precepto,  las  Diputaciones  pro- 
vinciales remitirán  á las  dependencias  de  Hacienda 
un  estado  ó certificación  en  que  consten  las  cuotas 
que  corresponden  actualmente  á todos  sus  Munici- 
pios por  el  sostenimiento  do  las  Inspecciones  de  pri- 
mera enseñanza,  de  las  Escuelas  Normales  y de  los 
Institutos  incorporados.  En  vista  de  estas  certifica- 
ciones, la  Hacienda  retendrá  á cada  Municipio,  de  los 
recargos  sobre  la  contribución  territorial,  una  canti- 
dad igual  á la  cuota  certificada,  entregando  en  equi- 
valencia de  ella  una  caria  de  pago,  la  cual  será  en- 
tregada por  el  mismo  Municipio  á la  Diputación  pro- 
vincial como  valor  electivo  correspondiente  á los 
servicios  dichos. 

En  las  provincias  de  Alava,  Guipúzcoa  y Vizcaya 
el  Estado  cobrará  directamente  de  las  Diputaciones 
provinciales  las  cantidades  á que  se  refiere  el  párrafo 
l.°  de  este  artículo. 

También  se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
l.°  de  este  artículo  la  provincia  de  Navarra,  cuya  Di- 
putación continuará  atendiendo,  por  encargo  del  Go- 
bierno, á estos  gastos  de  enseñanza. 

Art.  9.°  Durante  el  año  económico  1887-88  se 
reduce  el  tipo  de  imposición  por  la  contribución  de 
inmuebles,  cultivo  y ganadería  sobre  la  riqueza  rús- 
tica en  50  céntimos  por  100  á los  pueblos  que  ac- 
tualmente satisfacen  el  17*50,  y en  80  céntimos  á los 
que  pagan  al  respecto  de  23  por  100,  quedando  vi- 
gentes estos  tipos  para  las  riquezas  urbana  y pecuaria, 
y reducidos  para  la  rústica  á 17  y 22*20  por  100  res- 
pectivamente. 

El  Gobierno  abrirá  dentro  del  año  económico 
1887-88  una  información  sobre  las  causas  que  deter- 
miuan  la  crisis  pecuaria  por  que  vienen  atravesando 
algunas  regiones  de  España. 

Art.  10.  A partir  del  l.°  de  Julio  de  este  ano 
el  señalamiento  de  cuotas  de  la  contribución  indus- 
trial á las  industrias  á que  se  refiere  el  núm.  l.°  de 
la  tarifa  2.a  unida  al  reglamento  de  1 3 de  Julio  de 
1882,  se  reformará  aumentando  el  25  por  100  de  la 
cuota  que  actualmente  le  está  señalada. 

Igualmente  se  reformarán  los  núms.  4 y 5 de  la 
misma  tarifa,  redactándose  en  la  forma  siguiente: 

«Núm.  4.  Pagarán  el  12*50  por  100  de  las  uti- 
lidades líquidas  que  obtengan,  los  Bancos  de  emisión 
y descuentos,  ya  operen  sobre  bienes  inmuebles,  ya 
sobre  valores  moviliarios. 

Las  Sociedades  por  acciones,  excepto  las  mineras 
y de  seguros  comprendidas  en  las  tablas  de  exencio- 
nes, pagarán  el  10  por  100  de  las  utilidades  expre- 
sadas. 

Núm.  5.  Pagarán  el  6*25  por  100  (le  las  utili- 
dades líquidas  que  obtengan  las  Compañías  de  ferro- 
carriles y las  dedicadas  á la  navegación.» 

Art.  1 1.  Las  liquidaciones  del  impuesto  de  dere- 
chos reales  por  las  obligaciones  hipotecarias  (pie  so 
emitan  en  lo  sucesvo  por  las  Sociedades,  se  girarár 
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á 040  por  100  del  capitaL  que  representen,  conforme 
á lo  dispuesto  sobre  esLe  particular  en  el  párrafo  13 
del  art.  2.°  de  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881. 

Art.  12.  El  importe  del  impuesto  que  grava  el 
precio  según  tarifa  de  los  billetes  de  viajeros  y re- 
gistro de  mercancías  en  los  trasportes  por  motor  de 
sangre,  podrá  concertarse  entre  la  Administración  de 
la  Hacienda  y las  Empresas  de  diligencias  y demás 
vehículos  de  dicha  clase,  teniendo  en  cuenta  el  nú- 
mero de  viajes  que  verifiquen  los  trasportes  periódi- 
cos, pudiendo  bonificarse  como  máximum  una  mitad 
en  los  billetes  de  viajeros,  y graduando  de  común 
acuerdo  el  rendimiento  que  pueda  obtenerse  por  el 
registro  de  mercancías. 

Art.  13.  Los  azúcares,  mieles,  aguardientes,  cafés, 
chocolates  y cacaos  que  sean  producto  y procedan  de 
Cuba,  Puerto-Rico,  islas  Filipinas  ú otras  de  laOcea- 
nía,  dependientes  de  éstas,  se  admitirán  libres  de  de- 
rechos arancelarios  cuando  sean  conducidos  directa- 
mente en  bandera  nacional  á la  Península  é islas  Ba- 
leares. 

Cuando  los* expresados  artículos  sean  conducidos 
eu  bandera  extranjera,  satisfarán  los  derechos  esta- 
blecidos en  la  Ley  de  30  de  Junio  de  1882,  haciéndose 
las  rebajas  graduales  que  aun  faltan  de  las  que  la 
misma  determina.  En  el  año  1890  el  Gobierno,  oidas 
las  Cámaras  de  comercio,  Corporaciones  económicas 


del  país  y demás  que  estime  oportuno,  propondrá  á 
las  Cortes  un  proyecto  de  ley  para  resolver  el  trato 
definitivo  que  la  bandera  extranjera  haya  de  tener  en 
el  tráfico  y navegación  entre  la  Península  y sus  pro- 
vincias ultramarinas. 

Los  que  sean  producto  y procedan  de  Filipinas, 
si  son  conducidos  en  bandera  extranjera,  satisfarán 
la  quinta  parte  de  los  derechos  señalados  para  Cuba 
y Puerto-Rico. 

EL  concierto  que  actualmente  rige  con  los  fabri- 
cantes de  azúcar  de  las  provincias  de  Almería,  Gra- 
nada y Málaga,  se  reducirá  en  un  quinto  do  su  im- 
porte á partir  de  I .°  de  Julio  del  presente  año. 

Los  que  puedan  celebrarse  en  lo  sucesivo  en  la 
Península  é Islas  adyacentes,  así  como  el  adeudo  del 
impuesto  en  caso  de  no  celebrarse  concierto,  se  subor- 
dinarán á esta  base. 

Los  azúcares  de  nuestras  Antillas  y de  Filipinas, 
inferiores  al  núm.  14  de  la  escala  holandesa,  que  se 
introduzcan  para  ser  refinados  en  la  Península,  ob- 
tendrán al  ser  exportados  la  devolución  del  impuesto 
transitorio  y municipal  que  hubieran  satisfecho.  Para 
calcular  éste,  se  aumentará  el  peso  de  la  cantidad 
exportada  en  un  20  por  100  por  razón  de  mermas. 

Art.  14.  Las  provincias  de  Alava,  Guipúzcoa  y 
Vizcaya  contribuirán  en  lo  sucesivo  con  arreglo  al 
siguiente  estado: 


Por  inmuebles, 
cultivo 
y ganadería. 

Por  industrial 
y de  comercio. 

Por  derechos 
reales  y trasmi- 
sión de  bienes. 

Por 

papel  sellado. 

Por  consumos. 

TOTAL. 

Alava 

575.000 

58.194 

15.030 

21.651 

207.000 

876.875 

Guipúzcoa 

789.254 

229.139 

G0.5G4 

24.552 

478.175 

1.581.684 

V izcaya 

905.008 

323.178 

95.512 

33.793 

573.732 

1.931.223 

Totales 

2.2G9.2G2 

G10.511 

171. 10G 

79.990 

1.258.907 

4.389.782 

Serán  compensables  con  los  respectivos  cupos  las  cantidades  que  á continuación  se  expresan: 


Por  recaudad  fin,  A roxon  do  i*62 

Por  premio 

1 

Por  interés  y amor  ti  radon  del 
capital  invertido  ou  la  construcción 

por  100  y OM7  por  rectificación  do 
uiuillanvinluntoa,  <5  sean  3*09  «>bro 

de  cobranm  y recaudación 

Por  sostenimiento 

do  carreteras  do  cante  Uir  general 
í y couservaciou  do  las  mismas 

TOTAL. 

la  cifra  de  inmueble»,  cultivo 
y ganadería. 

de  3*75  sobre  la  cifra 
de  la  industrial. 

de  miquolctcs  y miñones. 

ínterin  estot  servido*  se  hallen  & 
cargo  do  las  pmvindon. 

Alava 

1 7.767*50 

2.182*27 

» 

327.293*23 

347.243 

Guipúzcoa 

24.387*90 

8.592*70 

41.185 

523.851*40 

598*017 

Vizcaya 

27.964*70 

12.1 19*10 

36.500 

567.990*20 

644.574 

Totales 

70.120*10 

22.894*07 

77.685 

1.419.134*83 

1.589.834 

Las  Diputaciones  provinciales  responderán  en  todo 
tiempo  al  Estado  del  importe  Lotal  de  los  cupos  que 
cada  provincia  debe  satisfacer. 

El  ingreso  y formalizacion  de  las  cantidades  que 
deberán  abonar  las  expresadas  proviucias,  se  verifi- 
cará en  la  respectiva  Delegación  de  Hacienda  por 
cuartas  partes,  dentro  del  mes  siguiente  al  venci- 
miento de  cada  trimestre,  quedando  sujetas  (lidias 
Corporaciones,  si  retrasaran  el  cumplimiento  de  esta 
obligación,  á los  procedimientos  de  apremio  estable- 


cidos ó que  se  establezcan  contra  deudores  del  Es- 
tado. 

Los  descuentos  sobre  sueldos  de  empleados  pro- 
vinciales y municipales,  honorarios  de  los  registra- 
dores de  la  propiedad,  cédulas  personales,  minas,  ta- 
rifas de  viajeros  y mercancías,  y descuento  de  25  por 
100  sobre  cargas  de  justicia,  seguirán  realizándose 
como  hasta  aquí. 

Cualquiera  otra  nueva  contribución,  renta  ó im- 
plicad, que  las  leyes  de  presupuestos  sucesivas  esta- 
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blezcan,  obligarán  también  á las  provincias  referidas 
en  la  cantidad  que  les  corresponda  satisfacer  al  Es- 
tado, y se  harán  efectivas  en  la  forma  que  el  Gobierno 
determine,  oyendo  previamente  á las  respectivas  Di- 
putaciones provinciales. 

Las  cuotas  señaladas  en  el  cuadro  del  párrafo  l.° 
podrán  modificarse,  oyendo  á las  Diputaciones,  por 
alteraciones  sensibles  en  la  riqueza  de  las  provincias, 
ó cu  las  bases  de  imposición  consignadas  en  los  pre- 
supuestos del  Estado,  en  la  proporción  que  corres- 
ponda á aquellas  alteraciones. 

Para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  ante- 
riormente consignadas,  las  Diputaciones  de  las  tres 
provincias  se  consideran  investidas,  no  solo  de  las 
atribuciones  establecidas  en  la  ley  provincial,  sino  de 
las  que  con  posterioridad  al  Real  decreto  de  28  do 
Febrero  de  1878  han  venido  disfrutando. 

Art.  1 5.  Se  autoriza  al  Ministro  de  Hacienda  para 
crear  dos  séries  de  títulos  de  la  deuda  perpetua  interior 
y exterior  al  4 por  1 00,  del  valor  nominal  de  1 00  y 200 
pesetas,  destinados  exclusivamente  al  canje  por  otros 
de  las  séries  E y F que  hoy  existen.  El  canje  se  veri- 
ficará á instancia  de  los  tenedores  dentro  del  límite 
que  el  Gobierno  señalo  y prévio  depósito  de  los  títu- 
los que  hayan  de  ser  canjeados  y pago  de  toda  clase 
de  gastos  que  origine  la  emisión  de  los  nuevos  valo- 
res y el  canje. 

Realizado  éste,  se  inutilizarán  los  valores  reci- 
bidos. 

Art.  16.  Se  refunde  en  la  planta  del  personal  de 
la  Secretaría  del  Ministerio  de  Hacienda  la  de  la  Ins- 
pección general  del  ramo,  y en  lo  sucesivo,  las  visitas 
á las  oQcinas  de  las  provincias  se  girarán  por  los 
funcionarios  de  la  misma  Secretaría  ó de  las  Direc- 
ciones y Centros  generales  que  designe  el  Ministro  de 
Hacienda. 

Art.  17.  Se  autoriza  al  Ministro  de  Estado: 

1 . °  Para  organizar  la  categoría  de  los  represen- 
tantes de  España  en  el  extranjero,  según  lo  aconsejen 
las  necesidades  del  servicio  ó lo  exija  la  reciprocidad 
internacional. 

2. °  Para  que,  sin  aumento  en  el  presupuesto,  rec- 
tifique la  clasificación  de  los  Consulados  con  relación 
A la  importancia  y desarrollo  del  comercio  y de  los 
intereses  nacionales. 

3. °  Para  utilizar  los  servicios  de  todo  ó parte  del 
personal  de  las  carreras  diplomática  y consular  que 
resulte  excedente  por  la  supresión  de  los  cargos  que 
origine  la  reorganización  de  los  servicios,  destinán- 
dole al  Ministerio  ó á las  Legaciones  y Consulados  que 
necesiten  aumento;  cuyos  nombramientos  se  sujeta- 
rán á las  prescripciones  de  las  leyes  orgánicas  de  di- 
chas carreras. 

Los  créditos  asignados  en  los  capítulos  respectivos 
del  presupuesto  á las  atenciones  que  puedan  sufrir 
reforma  en  virtud  de  esta  autorización}  se  aplicarán 
ai  pago  del  personal  que  se  nombre  para  auxiliar  el 
servicio  dentro  de  los  correspondientes  artículos. 

4. °  Para  destinar  las  cantidades  que  para  alquilar 
las  fincas  se  consignen  en  el  cap.  11  á la  adquisi- 
ción de  inmuebles  convenientes  para  la  residencia  de 
los  representantes  de  España. 

Los  aspirantes  á agregados  diplomáticos  que  ha- 
yan ingresado  en  la  carrera  en  virtud  del  Real  de- 
creto de  10  de  Febrero  de  1886  y Real  órden  de  2 de 
Junio  de  1887  y con  anterioridad  á la  promulgación 
de  esta  ley,  y vienen  desde  su  ingreso  prestando  ser- 


vicios al  Estado  sin  nota  desfavorable,  se  declaran 
agregados  diplomáticos. 

Art.  18.  Las  presidencias  de  las  Secciones  del 
Consejo  de  Estado  se  conferirán  en  lo  sucesivo  á ex- 
Ministros,  entendiéndose  reformada  en  este  sentido  la 
legislación  vigente,  y solo  en  este  caso  tendrán  de- 
recho al  sueldo  de  20.000  pesetas  que  se  señala  en 
esta  ley. 

Art.  19.  Se  autoriza  al  Gobierno  para  invertir  en 
obras  de  complemento  de  la  cárcel-modelo  de  está 
corLe  la  cantidad  que  resulte  sobrante  de  la  liquida- 
ción definitiva  que  se  esta  practicando,  y siempre  que 
su  importe  no  exceda  de  80.000  pesetas. 

Art.  20.  Quedan  reducidos  los  derechos  de  carga 
establecidos  sobre  el  hierro  en  lingotes  á la  cantidad 
de  25  céntimos  de  peseta  y 50  respectivamente  en  la 
navegación  de  segunda  y tercera  clase. 

Art.  21.  Durante  los  seis  primeros  meses  del  año 
económico  1887-88,  los  dueños  de  lincas  adjudicadas 
ó que  se  adjudiquen  á la  Hacienda  publica,  podrán 
retraerlas  pagando  el  principal  del  descubierto  que 
hubiera  producido  ó produzca  la  adjudicación,  y todos 
los  gastos  del  expediente. 

Art.  22.  Durante  el  año  económico  1887-88  con- 
tinuarán recargadas  las  tarifas  de  la  contribución 
industrial  y de  comercio  que  aprobó  el  Real  decreto 
de  13  de  Julio  de  1882,  con  el  10  por  100,  en  susti- 
tución del  impuesto  equivalente  á ios  suprimidos  so- 
bre la  sal. 

Art.  23.  Desde  l.°  de  Julio  de  1887  se  refunden 
en  uno  solo  los  dos  impuestos  que  gravan  los  hono- 
rarios de  los  Registradores  de  la  propiedad,  el  cual 
se  cobrará  sobre  las  dos  terceras  partes  de  dichos  ho- 
norarios, en  la  siguiente  forma: 

A los  de  primera  y segunda  clase,  el  16  por  100; 

A los  de  tercera,  el  15  por  100,  y 

A los  de  cuarta  clase,  que  no  perciban  asignación 
del  Tesoro,  el  14  por  100. 

Art.  24.  Se  autoriza  la  permanencia  de  las  ofici- 
nas y servicios  que  deben  suprimirse  con  motivo  de 
la  creación  de  las  Administraciones  subalternas  de 
Hacienda  hasta  el  dia  en  que  éstas  se  establezcan,  así 
como  el  pago  de  aquellas  obligaciones  transitorias 
con  aplicación  á los  créditos  de  los  capítulos  10  y 1 1 
de  la  sección  8.a,  destinados  al  personal  y material 
de  las  referidas  Administraciones  subalternas. 

Art.  25.  Los  ingenieros  del  Cuerpo  de  minas  su- 
ministrarán á la  Hacienda,  en  las  épocas  y del  modo 
que  se  determinará  oportunamente,  ios  datos  nece- 
sarios para  la  formación  de  las  estadísticas  indispen- 
sables á la  cobranza  dol  canon  por  razón  de  superficie 
y las  cifras  que  revelen  las  cantidades  de  minerales 
extraídas  de  las  distintas  minas  y la  riqueza  media 
de  aquellos  para  la  mejor  percepción  por  el  Erario  del 
impuesto  dei  l por  100  sobre  el  producto  bruto. 

A esle  fin  se  dictarán  las  disposiciones  ministeria- 
les conducentes  al  objeto  por  ios  departamentos  de 
Hacienda  y Fomento,  sin  que  en  ellas  se  pueda  alte- 
rar ni  la  índole  de  los  tributos,  ni  la  clasificación  por 
la  cual  se  satisfacen  hoy  los  mismos. 

Art.  26.  Se  autoriza  al  Gobierno  para  modificar 
la  ley  de  18  de  Mayo  de  18(53  y la  disposición  9.a  dei 
arancel  vigente,  a fin  de  que  se  admitan  con  fran- 
quicia de  derechos  en  la  Península  é Islas  adyacentes 
los  produc  tos  de  los  terrenos  que  España  posee  en  el 
campo  de  Melilla,  y para  fijar  las  condiciones  nece- 
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sa'riaa  con  objeto  de  garantir  los  derechos  de  la  Ha- 
cienda. 

Art.  27.  Se  fija  en  la  cuarta  parte  del  total  im- 
porte del  presupuesto  de  gastos  el  máximum  de  la 
deuda  flotante  del  Tesoro  (pie  se  contraiga  en  el  año 
económico  de  1887-88  para  cubrir  obligaciones  del 
mismo.  Se  autoriza  al  Gobierno  dentro  de  esc  límite 
para  adquirir  sumas  á préstamo  ó verificar  cual- 
quiera operación  del  Tesoro,  incluso  la  emisión,  ne- 
gociación ó pignoración  de  las  delegaciones  sobre  los 
ingresos  del  presupuesto  corriente,  ó los  productos  de 
una  contribución  ó renta  determinada  creadas  por  la 
ley  de  24  de  Junio  de  1885;  pero  solo  en  los  casos  de 


guerra  ó de  grave  alteración  del  orden  público  podrá, 
sin  autorización  especial,  traspasar  el  limite  lijado 
para  allegar  recursos  en  concepto  de  deuda  flotante. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  Y.  M. 

Palacio  del  Senado  28  de  Junio  de  1887.=Scüora. 
A L.  R.  P.  de  Y.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana,  Pre- 
siden te.=J osé  Abascal,  Senador  Secretario.=El  Mar- 
qués de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de  la 
Ton  e y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor  de 
Rn  bianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  léy— María  Cristina.=PaIacio 
29  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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PRESUPUESTO  DE  GASTOS  CORRESPONDIENTE  AL  ARO  ECONÓMICO  1887-88. 


OBLIGACIONES  GENERALES  DEL  ESTADO. 


CHKDITOS  PRESUPUESTOS. 

Capítulos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesetas.  Pesetas. 


SECCION  PRIMERA.— CASA  REAL. 


l.° 

Unico. 

Dotación  de  S.  M.  ei  Iley 

» 

7.000.000 

2.° 

» 

ile  S.  A.  II.  la  Princesa  de  Astúrias 

» 

500.000 

3.° 

» 

de  S.  A.  la  Infanta  Dona  María  Isabel 

» 

250.000 

4." 

» 

de  S.  A.  la  Infanta  Doña  María  de  la  Paz  Juana 

» 

150.000 

5." 

» 

de  S.  A.  la  Infanta  Doña  María  Eulalia  Fran- 

cisca do  Asís 

» 

150.000 

6." 

de  S.  A.  la  Infanta  Doña  María  Luisa  Fernanda 

» 

250.000 

7.® 

» 

de  S.  M.  la  Reina  Dona  Isabel 

)) 

750.000 

8.® 

de  S.  M.  el  Rey  D.  Francisco  de  Asís 

» 

300.000 

9.350.000 

SECCION  SEGUNDA.— CUERPOS  COLEGISLADORES. 

Senado. 

1." 

Unico. 

Personal  de  las  oficinas  del  Senado 

» 

314.500 

2." 

)> 

Material  de  ídem  id 

» 

611.535 

926.035 

Congreso. 

3.® 

Unico. 

Personal 

» 

539.670 

4.® 

» 

Material 

» 

483.500 

► A 

i). 

» 

Material  extraordinario 

350.000 

1.373. 170 

RESÚMEN. 

Senado 

026.035 

Congreso 

1.373.170 

2.299. 205 


SECCION  TERCERA. — DEUDA  PÚBLICA. 
Parte  primera.— Deuda  del  Estado. 


DEUDA  CONSOLIDADA. 

l.r  Unico.  Intereses  de  la  deuda  consolidada  al  5 por  100  recono- 


cida á los  Estados-Unidos  de  América » 

II."  Intereses  de  la  deuda  perpélua  al  4 por  100  exterior.  . 78.846.040 

2.”  Idem  id.  interior 77.848.599 

3."  Idem  de  inscripciones  intrasíeribles  á favor  de  Corpora- 
ciones civiles 14.446.847 

4."  Idem  id.  ;i  favor  de  Cofradías  y obras  pías » 

5.°  Idem  id.  á favor  del  Clero  por  la  permutación  de  sus 

bienes » 


Unico.  Amortización  de  residuos  de  deuda  perpétua » 


» 


171.141.486 

50.000 


171.191.486 
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CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Capítulos. 

Articuloa.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

Por  artículos. 

Pesetas. 

Por  capítulos. 
Pesetas. 

4.° 

Anterior 

DEUDA  AMORTIZADLE- 

i 1.”  Anualidad  para  intereses  y amortización  de  la  deuda  al 

4 por  100 

( 2.°  Comisión  de.  1 '/«  por  100  al  Banco  de  España  por  el 

servicio  del  paso  trimestral  de  intereses  y amortiza- 
ción de  esta  deuda 

» 

86.841.750 

1.085.522 

171.191.486 

87.927.272 

6.408.170 

120.784 

167.644 

100.000 

)) 

5.' 

j 1 .“  Intereses  de  la  deuda  del  2 por  100  amortizadle  exterior. 

1 2.°  Amortización  de  idem 

1.023.170 

5.385.000 

6.” 

j l.°  Intereses  de  acciones  de  obras  públicas 

í 2.°  Amortización  de  idem 

26.638 

94.146 

7.° 

j l.°  Intereses  de  acciones  de  carreteras 

I 2.”  Amortización  de  idem 

15.626 

152.018 

8.° 

9.° 

Unico.  Amortización  de  la  deuda  procedente  del  personal.  . . . 
» Idem  de  los  créditos  pendientes  de  pago  convertibles 

en  deuda  del  4 por  1 00  amortizable 

» 

)) 

10 

» ídem  de  los  primeros  décimos  del  empréstito  do  1 75  mi- 
llones de  pesetas 

» 

)) 

11 

12 

Parts  segunda. — Deuda  dol  Tesoro. 

Uuico.  Anualidad  para  intereses  y amortización  de!  préstamo 
de  la  casa  llotbscliild  sobre  la  venta  de  azogues . . . 
» Para  entretenimiento  de  la  deuda  flotante  del  Tesoro. . 

» 

)) 

265.915.356 

3.750.000 

5.000.000 

8.750.000 

13 

Ejercicios  cerrados. 

Unico.  Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo 

» 

196.396 

RECAPITULACION. 

Parte  primera.— Deuda  del  Estado 

Idem  segunda. — Deuda  del  Tesoro 

Ejercicios  cerrados 

265.91 5.356 
8.750.000 
196.396 

274.861.752 

l.°  | 

\ 

SECCION  CUARTA.— CARGAS  DE  JUSTICIA. 
Obligaciones  corrientes. 

f 1 Oficios  y derechos  enajenados 

2.°  Recompensas  por  salinas 

1 3.°  Asignaciones  censuales  sobre  terrenos  y derechos  del 

1 Estado 

| 4.°  Recompensas  por  derechos,  rentas  y servicios..  . . , 

5.°  Censos  y pensiones  afectos  A lincas  del  Estado 

f>.°  Rentas  vitalicias 

^ 7.°  Condonaciones 

627.853 

21.636 

230.187 

655.614 

24.764 

135.000 

450.000 

2.145.054 

22.112 

275 

, j 

Obligaciones  atrasadas. 

l.°  Oficios  y derechos  enajenados 

1 3.*  Asignaciones  censuales  sobre  terrenos  y derechos  del 

1 Estado 

5.°  Censos  y pensiones  alectos  á fincas  del  Estado 

14.024 

3.188 

4.900 

3." 

Unico.  Oficios  de  la  fe  pública  enajenados  de  la  Corona 

» 

2.167.441 
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DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Capitules.  Artículos. 

Por  artículos.  Por  capítulos. 

Peseta *.  Pesetas. 

SECCION  QUINTA.— CLASES  PASIVAS. 


Obligaciones  corrientes. 


ÍI.°  Pensiones  remuneratorias 414.088 

2 ."  Regulares  exclaustrados 015.637 

3."  Legiones  extranjeras 20.000 

4.°  Convenidos  de  Ver  gara 3.315 

5.”  Monte-pío  militar 10.481.461 

6.°  civil 8.020.288 

7.°  Mesadas  de  supervivencia 41.363 

8.°  Retirados  de  Guerra  y Marina  y cniccs  pensionadas. . . 23.870.1 46 

9.°  Jubilados  de  todos  los  Ministerios 4.927.078 

10  Cesantes  de  idem 1.804.412 

' 11  Pensiones  de  secuestros 11.340 


50.209.728 


RESÚMEN. 


/• 


Sección  1.* — Casa  Real 9.350.000 

2.a — Cuerpos  Colegisladores 2.299.205 

3.a— Deuda  pública 274.861.752 

4.a — Cargas  de  justicia 2.167.441 

5.a — Clases  pasivas 50.209.728 


338.888.126 


3 
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OBLIGACIONES  DE  LOS  DEPARTAMENTOS  MINISTERIALES. 


SECCION  PRIMERA. 


PRESIDENCIA  DEL  CONSEJO  DE  MINISTROS. 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Oaoitidos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  artículos.  Por  capítulos. 

r Pesetas,  Pesetas . 


Presidencia. 

1. "  Sueldo  del  Ministro,  abonable  solo  en  el  caso  de.  que  el 

Presidente  del  Consejo  de  Ministros  no  ocupe  otro  de- 
partamento ministerial 30.000 

2. ”  Personal  de  ba  Subsecretaría 81.500 

111.500 

1 Material  de  la  Subsecretaría  de  la  Presidencia  y gastos 

de  representación  del  Presidente SO. 000 

2."  Para  los  gastos  que  lia  de  ocasionar  la  reparación  y con- 
servación del  edificio,  renovación  ó compostura  del 
mobiliario,  alumbrado,  esterado,  combustible  de  leña 
y carbón,  del  Palacio  do  la  Presidencia  del  Consejo 

de  Ministros 40.000 

120.000 

231.500 

Consejo  de  Estado. 


ST  Unico.  Personal  del  Consejo  de  Estado » 879.625 

,o  I 1."  Material  y gastos  de  representación 35.000 

I 2.“  Para  los  que  ha  de  ocasionar  la  custodia  y alumbrado 

del  edificio  de  los  Consejos 2.834 

37.834 

917.459 


ItESÜMEN. 


Presidencia 231.500 

Consejo  de  Estado 917.459 


1.148.959 


APÉNDICE  1.”  AL  NÚM.  2 
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SECCION  SEGUNDA. 


Capítulos,  Artículos. 


MINISTERIO  DE  ESTADO 

DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 


CREDITOS  PRESUPUESTOS. 


Por  artículos. 

Pesetas. 


Por  capítulos. 
Pesetas. 


/ 

f 


1. ® 

2. " 

3. ° 

4. ® 

5. ° 
0.® 

7. ® 

8. ° 


Sueldo  del  Ministro 

Personal  de  la  Secretaría 

del  Archivo 

de  la  portería 

Sueldo  del  introductor  de  embajadores.. 
Personal  de  la  Interpretación  de  lenguas 

de  la  Sección  administrativa . . 

de  la  Sección  de  Cancillería . . . 


30.000 
178.500 

29.000 
36.200 

12.500 

43.500 
39.900 

6.000 


2.” 


3. 


O 


Unico.  Material  de  la  Secretaría,  Interpretación  de  lenguas  y 


Sección  administrativa » 

1. ®  Personal  del  Cuerpo  diplomático 1.554.000 

2. *  del  Cuerpo  consular 1.088.500 


4." 


( 1. 
i 2. 


Material  del  Cuerpo  diplomático 
del  Cuerpo  consular.  . . 


129.538 

299.500 


5.®  Unico.  Personal  de  la  Sección  de  correos  de  gabinete 

g o | 1 .“  Material  do  la  misma 

f 2.®  Gastos  de  viaje  y estafeta 


» 

1.500 

6.070 


7. ® 

8. ® 

9.® 


Unico.  Personal  del  Tribunal  de  la  Rota . . . 

» Material  del  mismo 

1 .°  Personal  de  las  Ordenes 

( 2.®  Idem  de  la  Secretaría  de  las  mismas 


» 

» 

25.000 

7.250 


1 . “  Material. — Gastos  extraordinarios  de  las  Ordenes 

2. ® Idem  ordinarios  de  las  mismas 


11 


Gastos  de  viaje  y habilitaciones 

extraordinarios  de  las  Legaciones  y Consulados. 

de  la  correspondencia  oficial  procedente  del  ex- 
tranjero  

r de  suscriciones  é impresiones 

de  alquileres  y reparaciones  de  edificios  del  Es- 
tado   

de  vigilancia 

del  servicio  general  de  telégrafos 

Exploraciones  geográficas 

Instalaciones  de  las  Cámaras  do  comercio  en  el  extran- 
jero  

Gastos  de  las  Comisiones  de  arbitraje 


12 


13 


Ejercicios  cerrados. 

Unico.  Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo 

PATRONATO  DE  LA  OBRA  PÍA  DE  LOS  SANTOS  LUGARES  DE 
JERUSALEN. 

1. ®  Personal  de  la  iglesia  de  San  Francisco  el  Grande.  . . 

2. ® de  la  Conservaduría  de  la  iglesia  y edificio.. 

3. ®  Un  inspector  general  del  patronato 


15.000 

6.000 


360.000 
205.500 

20.000 

45.000 

69.000 

120.000 

45.000 
100.000 

40.000 

25.000 


» 


13.500 

9.000 

3.000 


375.600 

67.500 


"2.642.500 


429.038 

28.000 


7.570 

140.500 

10.000 


32.250 


21.000 


1.029.500 


15.000 


25.500 


4 


4.823.958 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 


Capítulos.  Artículos. 

DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesetas.  Pesetas. 

Anterior. . . 

4.823.958 

3. ' 

4. * 

5. * 
0.” 


14 


lü 


1 1 


Material  de  la  iglesia  de  San  Francisco 

de  la  Conservaduría  é Inspección 

de  la  Hospedería  de  los  misioneros 

de  los  Colegios  y Misiones 

de  la  iglesia  y escuela  en  Argel 

Asignación  al  vicecomisario  apostólico  de  la  Orden 

Franciscana 

Gastos  de  traslación  de  los  religiosos  á Tierra  Santa, 

Marruecos,  Colegios,  etc 

Honorarios  del  arquitecto 

Gastos  extraordinarios  por  quebranto  de  giro,  portes  y 

correspondencia  general 

Compra  de  objetos  sagrados  y ornamentos  para  las  Mi- 
siones y Colegios 

de  Santuarios  para  las  Comisarías,  trasportes, 

cajones,  etc 


0.000 

7.000 

3.000 
320.000 

16.000 

1.500 

12.000 

4.500 

4.000 


50.000 


40.000 


15  Unico.  Gastos  extraordinarios  del  Patronato 


» 


464.000 

108.700 


5.396.658 
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SECCION  TERCERA. 


MINISTERIO  DE  GRACIA  Y JUSTICIA. 


OapíluloB.  Artículos. 


DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 


CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 


Por  artículos. 
Pesetas. 


Por  capítulos. 
Pesetas . 


t.° 


3. ° 

4. '’ 


V 


r 


1. ° 

2. u 

3. ° 

4. ° 
5.4 
6.’ 


~ O 

/. 


1.° 

2.° 

3. * 

4. ° 


1. ° 

2. “ 

3." 

Unico. 


i.4 

2.” 

3.° 


1. ° 

2. ° 

3. ° 

4. " 
5. 9 

Unico. 


Obligaciones  civiles. 

PERSONAL  DEL  MINISTERIO. 

Sueldo  del  Ministro 

del  Subsecretario 

Personal  de  la  Subsecretaría 

del  Archivo  y Cancillería 

de  la  Imprenta  de  la  Colección  Legislativa  .... 

de  la  Dirección  general  de  los  Registros  civil 

y de  la  propiedad  y del  Notariado 

Asignación  á los  registradores  de  la  propiedad  cuyos 
honorarios  no  lian  excedido  en  un  quinquenio  de 
3.000  pesetas 

MATERIAL  DEL  MINISTERIO. 

Material  do  la  Secretaría,  Comisión  de  Códigos,  Archi- 
vo, Cancillería  y Real  sello  de  Castilla 

de  la  Biblioteca  especial  de  Códigos  y textos 

legales 

de  la  estadística  judicial,  registro  de  penados 

é Imprenta  ile  la  Colección  Legislativa 

Gastos  reproductivos  de  la  Colección  Legislativa  y Real 

sello  de  Castilla 

Material  y gastos  de  la  Dirección  de  los  Registros 

Gastos  reproductivos  de  la  misma 

TRIBUNAL  SUPREMO  DE  JUSTICIA. 

Personal  del  Tribunal  Supremo 

administrativo  del  mismo 

idem  de  la  Fiscalía  

Material  del  Tribunal  Supremo 

AUDIENCIAS  V JUZGADOS. 

Personal  de  Audiencias  territoriales 

• de  Audiencias  de  lo  criminal 

de  Juzgados 

administrativo  de  las  Audiencias  territoriales. 

Material  de  Audiencias  territoriales 

de  Audiencias  de  lo  criminal 

do  Juzgados 

Alquileres  de  edificios 

Gas  los  de  policía  judicial 

Obras  en  el  Palacio  de.  Justicia  y demás  edificios  civiles. 


30.000 
12.500 
369.750 
6G.000 
1 1.000 

133.000 


91.100 


78.500 

7.500 

33.250 

40.000 
50.300 

80.000 


680.250 

24.850 

14.400 


2.524.205 

4.741.500 

2.869.590 

118.600 

140.536 

256.250 

173.480 

5.000 

11.250 


713.350 


289.550 


719.500 

73.900 


10.253.895 


586.516 

160.000 


12.796.71  1 


16  2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 


Capítoloa.  Urticales.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  articuloa.  Por  capítulos. 

Pesetas.  Pesetas . 

Anterior » 12.796.711 


CASTOS  DIVERSOS  DE  JUSTICIA. 


1. "  Comisiones  y visitas 15.000 

2. “  Médicos  forenses  y laboratorios  de  medicina  legal 59.000 


i 3."  Gastos  del  Juzgado  de  guardia  y material  del  Archivo 
8.’  < de  cárceles  de  Madrid 10.080 

1 «O  T l • • r . A A A A A A 


4. *  Indemnización  á testigos C00.000 

5. "  Gastos  por  diligencias  judiciales  en  el  extranjero 1 0.000 

6. “  Imprevistos 35.000 

729.080 

ESTABLECIMIENTOS  PENALES. 


9.° 


10 


Personal. 

1. "  Administración  central 

2. °  Establecimientos  penales 

Material. 

1 . "  Administración  central 

2. ”  Idem  de  establecimientos  penales. 


EJERCICIOS  CERRADOS. 

1 1 Unico.  Obligaciones  que  carecen  do  crédito  legislativo. 


150.750 

595.047*50 

745.797*50 


50.000 

3.337.GG9 

3.387.G69 


135*48 


17.659.392*98 


Obligaciones  eclesiásticas. 


CUJ.TO  y CLERO. 

Clero  catedral 6. 275.500 

Exceso  de  dotación  á varios  capitulares 2.200 

Capellanes  excedentes  en  las  catedrales 5.799*04 

Clero  colegial 458.100 

Capillas  Reales 102.000 

Clero  parroquial,  beneficial  y colegial  suprimido 20.977.883 

Dotación  á jubilados 1 9.258*6 1 


Culto  catedral 1.055.000 

Gastos  de  administración  y visitas 257.500 

Culto  colegial 1 1 7.000 

parroquial 7.957.997 

Seminarios  y bibliotecas 1.319.750 

Gastos  de  administración  diocesana 317.385 

Culto  y conservación  del  santuario  de  Monserrat  y tem- 
plo casa  natal  de  Santa  Teresa  de  Jesús  en  Avila. . . 22.500 

Castos  imprevistos 40.000 

Biblioteca.  Colombina 4.500 

Ofrenda  al  Apóstol  Santiago , Patrón  tutelar  de  España . i 2.3 1 8 

Palacios  episcopales 6.635 


RELIGIOSAS  EN  CLAUSURA. 


27.840.740*65 


11.110.585 


14  Unico.  Personal  de  religiosas,  capellanes  y sacristanes 

15  » Material  de  ídem  id 


» 882.538*60 

» 1.191.130 


TRIBUNALES  T OFICINAS. 


16  tínico.  Personal  del  Tribunal  de  las  Ordenes  militares. 

17  » Material  del  mismo 


» 70.750 

» 4.500 


41.100.244*25 


APÉNDICE  l.°  AL  NÚM.  2 
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Capítulos.  Articnlos. 


DESIGNACION  DE  LOS  CASTOS. 


CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 


Por  artículos. 

Pesetas. 


Por  capítulos. 
Pesetas. 


18 


19 


1." 

2.® 

3. ° 

4. " 


1. " 

2. ® 


20  Unico. 


Anterior 

CONGREGACIONES  RELIGIOSAS. 

Instituto  de  San  Vicente  de  Paul 

de  San  Felipe  Neri 

de  las  Hijas  de  la  Caridad 

Colegios  profesionales  de  Padres  Escolapios 

OBRAS  Y OTROS  GASTOS. 

Reparación  de  templos,  conventos,  palacios  episcopales' 

y Seminarios  conciliares 

Gastos  de  instrucción  de  expedientes  de  reparación  de 
templos  en  las  Juntas  diocesanas 

Ejercicios  cerrados. 

Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo  


41.100.244*25 


57.500 
42.000 
19.100 
2 5.000 


G50.000 

66.000 


143.600 


716.000 


61.418*77 


42.021.263*0! 


RESUMEN. 

Obligaciones  civiles 17.659.392*98 

Idem  eclesiásticas 42.021.263*02 


59.680.656 


5 


Capítulos.  Artículos. 


Per  capítulos. 

PfiMtíH!, 


r 

2 « ) 


7.’ 


9.° 

10 


II 


I 2 


1. ° 

2. ° 

3/ 

4. ° 

5. ° 

6. * 


2,“ 

3.” 


3.779.401 


4.“ 

Unico. 

1." 

2.° 

3> 

4.° 

1. ° 

2. ° 

z: 


Unico. 

1. ° 

2. " 

3.° 


6.° 

7. ° 

8. ° 
9.“ 
10 

1. ” 

2. " 

Unico. 

» 


l.° 


APÉNDICE  l.°  AL  NÚM.  2 

SECCION  CUARTA. 

MINISTERIO  DE  I,A  QUERRA. 

CRÉDITOS  PIU'JSUPUKáTOS. 

DESIGNACION  DE  EOS  GASTOS.  Por  srticulos. 

‘ Pesetas. 

Servicio  general. 

Sueldo  del  Ministro 30.000 

Personal  de  la  Subsecretaría  del  Ministerio 394.920 

del  Consejo  Supremo  de  Guerra  y Marina 229.075 

de  las  Direcciones  generales  de  las  armas  6 

institutos 1.329.206 

de  la  Junta  consultiva  do  Guerra 36G.950 

Cuerpo  auxiliar  de  oficinas  militares 1.338.250 

Diferencias  de  sueldo  y pensiones  de  cruces  afectas  á 
este  capitulo 91.000 

Gastos  é impresiones  del  Ministerio  de  la  Guerra 220.000 

del  Consejo  Supremo  de  Guerra  y Marina 25.495 

de  las  Direcciones  generales  de  las  armas  é ins- 
titutos  112.000 

de  la  Junta  consultiva  de  Guerra 21.250 

Estado  Mayor  general  del  ejército » 

Cuerpos  permanentes  del  ejército 69.816.255 

Establecimientos  de  instrucción  militar 2.250.134 

Reclutamiento  del  ejército 577.100 

Cuerpo  de  inválidos 87 1 .'845 

Personal  de  las  Capitanías  generales,  Gobiernos  y Co- 
mandancias militares 466.738 

Cuerpos,  oficinas  y establecimientos  en  los  distritos  mi- 
litares  6.903.547 

Establecimientos  penales 99.513 

Servicio  especial  de  las  plazas  de  Africa  y fronteras. . 17.946 

Gastos  de  material  de  los  distritos  militares » 

Material  de  subsistencias  militares 15.483.603 

de  acuartelamiento,  alumbrado  y combustible.  2.785.545 

de  campamento 125.000 

de  hospitales 2.505.722 

de  trasportes  militares 1.629.446 

de  artillería 7.500.638 

de  ingenieros 6.209.864*25 

Cria  caballar 438.492 

Remonta 1.498.355 

Alquileres  de  edificios  militares 583.989 

Comisiones  activas  y extraordinarias  del  servicio 1.709.250 

.leles  y oficiales  en  situación  de  reemplazo 743.016 

Gastos  diversos » 

Cruces  pensionadas » 

Guardia  civil. 

Personal  de  la  Dirección  general 120.725 

de  planas  mayores  y tercios 17.4 10.333 

Material  de  la  Dirección  general 6.750 

Provisión  de  pienso  y utensilio 1.190.26? 
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378.745 

5.288.586 


73.515.334 


7.487.744 

440.529 


38. 760.654*25 


2.452.266 

430.000 

241.860 

132.775.119*2  5 


17.531.058 


1.197.012 
I 8.728.070 


20  2 DE  DICIEMBRE  DE  1867 


r.KKDITOS  PRESUPUESTOS. 

Capítoles.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesetas.  Pesetas . 


Ejercicios  cerrados. 


1 3 Unico.  Obligaciones  que  carecen  (le  crédito  legislativo 


Consejo  de  redenciones  y enganches  militares. 

1 4 Unico.  Personal  del  Consejo  de  redenciones  del  servicio  militar. 

1 5 » Material  de  idem  id 

16  » Premios  de  enganches  y reenganches 


Obras  autorizadas  por  disposición  do  la  loy  do  presu- 
puestos de  1869-70  y resoluciones  posteriores. 

1. °  Adicional.  Debo  considerarse  como  crédiLo  de  este  capítulo  una 

suma  igual  al  producto  de  la  venta  de  los  terrenos  y 
edificios  que  el  ramo  de  Guerra  haya  entregado  ó 
entregue  al  de  Hacienda  con  arreglo  al  art.  09  de 
la  ley  de  presupuestos  de  1 1 de  Julio  de  1877 

Anticipaciones  á formalizar. 

2. °  Adicional  Para  librar  las  cantidades  que  exija  el  servicio  en  casos 

de  guerra,  alteración  del  orden  público  ú otros  en  que 
no  sea  posible  verificarlo  con  aplicación  á capítulo 
determinado,  y á reserva  de  reintegrar  estas  sumas 
durante  el  ejercicio,  ó de  formalizarlas  con  cargo á los 
capítulos  del  presupuesto  por  donde  hayan  de  acre- 
ditarse los  haberes  respectivos.  (No  necesita  crédito 
este  capítulo,  porque  las  mismas  cantidades  que  con 
aplicación  á él  se  satisfagan  deben  reintegrarse  con 
cargo  á los  diferentes  capítulos  del  presupuesto).. . . 

Incidencias  de  cumplidos  del  ejército. 

3. °  Adicional.  Para  satisfacer,  con  arreglo  á la  orden  de  15  de  No- 

viembre de  1873,  las  cuotas  do  500  pesetas  á 24 
cumplidos  del  ejército,  á cuyo  número  podrán  elevar- 
se ios  expedientes  que  se  resuelvan  en  sentido  favo- 
rable y las  nuevas  reclamaciones  que  se  presenten.  . 


» 065.574475 


» 193.550 

» 50.000 

» 5.918.953  . 

G.162‘503 


» 


h 


12.000 


RESÚMEN. 


Servicio  general 1 32.775. 1 1 9*25 

Guardia  Civil 18.728.070 

Ejercicios  cerrados 665.574‘75 

Consejo  de  redenciones  y enganches  militares G.  182.500 

Obras  autorizadas  por  la  ley  de  presupuestos  de  1 860-70 

y resoluciones  posteriores » 

Anticipaciones  á formalizar » 

incidencias  de  cumplidos  del  ejército 12.000 


158.343.2G7 
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SECCION  QUINTA. 

MINISTERIO  DE  MARINA. 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS 

Oapi  tul  os. 

Artículos. 

DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

Por  artículos. 
Pesetas. 

Por  capítulos. 

Pesetas. 

PERSONAL  DE  LA  ADMINISTRACION  CENTRAL. 

i.# 

i # 

Sueldo  del  Ministro 

Dependencias  del  Ministerio 

30.000 

571.768 

601.768 

MATERIAL  DE  LA  ADMINISTRACION  CENTRAL. 

2.° 

Unico. 

Depeudencias  del  Ministerio 

» 

106.030 

3.°  < 

1." 

1 2.” 

3.° 

! 4.° 

5.° 

PERSONAL  DE  LA  FUERZA  ARMADA  Y SERVICIO  GENERAL 
DE  LA  FLOTA. 

Fuerzas  navales 

Cuerpo  de  infantería  de  marina 

Departamentos  y arsenales 

Cuerpos  pcrmauentes  de  la  Armada  y Escuelas 

Hospitales 

5.5 16.365 
2.073.772 
2.620.928 
2.084.736 
178.946 

12.474.747 

5.193.171 

4.°  1 

l.° 

1 2.° 

1 3." 

4.° 

MATERIAL  DE  LA  FUERZA  ARMADA  Y SERVICIO  GENERAL 
I)E  LA  FLOTA. 

Fuerzas  navales 

Cuerpo  de  infantería  de  marina 

Departamentos  y arsenales 

Hospitales 

3.730.273 

985.253 

199.452 

278.193 

PERSONAL  DE  LAS  PROVINCIAS  MARÍTIMAS. 

5.° 

Unico. 

Provincias  marítimas  y sus  servicios 

» 

1.863.373 

MATERIAL  DE  LAS  PROVINCIAS  MARÍTIMAS. 

6.” 

Unico. 

Provincias  marítimas  y sus  servicios 

» 

338.050 

PERSONAL  DE  LOS  ESTABLECIMIENTOS  DE  LA  MARINA. 

7." 

Unico. 

Establecimientos  cien  tíñeos " 

» 

304.290 

8." 

Unico. 

GASTOS  DE  LOS  RAMOS  PRODUCTIVOS. 

Material 

y> 

158.250 

CONSTRUCCIONES,  CARENAS.  ACOPIOS,  REEMPLAZOS  T GASTOS 
GENERALES. 

9.° 

1 

[ 2.” 

Caronas,  reparaciones,  conservación,  reemplazos  y otros 

gastos 

Nuevas  construcciones  de  buques 

3.796.993 

19.000.000 

22.796.993 

EJERCICIOS  CERRADOS. 

10 

Unico. 

Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo: 

Para  formalizaciones 9 i 5.070 

Y para  pago  de  acreedores - 

)> 

135.650 

It 

12 

Unico. 

CONSEJO  DE  REDENCIONES. 

Personal 

Material 

» 

550.000 

50.000 

44.572.322 


6 
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SECCION  SEXTA. 

MINISTERIO  DE  LA  GOBERNACION. 

CREDITOS 

PRESUPUESTOS. 

Capítulos. 

Artículos. 

DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

Por  artículos. 

Pesetas. 

Por  capítulos. 
Pesetas. 

Servicio  general. 

i.° 

t.° 

2.° 

Sueldo  del  Ministro 

Personal  de  la  Secretaría 

30.000 

707.750 

2.® 

V 

r.  ® 

Unico. 

» 

1 l-° 

Material  de  la  Secretaría 

Personal  de  Gobiernos  de  provincias 

Material  de  ídem 

» 

)) 

223.500 

• O/  ./  UU 

624.980 

1.235.125 

5.° 


C.° 


7.” 


8.” 


10 


2.°  Alquileres,  obras  y reparos. 

1. "  Personal  de  la  Dirección  general  de  seguridad 

2. " de  la  Administración  provincial 

1. °  Gastos  de  oficio,  gratificaciones,  alquileres, utensilio,  etc. 

2. °  Trasportes,  pluscs  y gastos  extraordinarios  de  vigilan- 

cia, etc 

3. "  Socorros,  suministros,  estancias  en  los  hospitales,  etc.. 

1. "  Personal  de  beneficencia  general 

2. °  de  establecimientos  de  Madrid 

3. ° de  provincias 

1 . “  Material  de  beneficencia  general 

2. °  de  establecimientos  de  Madrid 

3. "  de  provincias 

Adicional.  Gastos  de  la  linca  titulada  Vista-Alegre 

1. ®  Personal  de  la  Secretaria  del  Real  Consejo  do  Sanidad. 

2. ° do  los  puertos  y lazaretos 

3. "  del  Instituto  de  vacunación 

4. ”  Obligaciones  eventuales 

1 Material  de  la  Secretaría  del  Real  Consejo  de  sanidad.. 
2.”  Servicios  del  ramo  en  las  dependencias  centrales  y lo- 
cales  


109.319 


14 


4. °  — de  estafetas  ambulantes 

5. °  de  peatones  y carteros 

1. °  Material  central  y provincial  de  correos..  . 

2. “  Conducciones  terrestres  y marítimas 

3. °  Castos  de  olicio  y obligaciones  diversas. . . 

4. “  Servicios  internacionales  6 indemnizaciones 


615.750 

2.040.000 

398.950 

7.048.071 

357.500 

275.000 


138.280 

4.133.450 

172.695 

660.000 

10.500 

17.750 

151.018 

10.500 

9.250 

817.619 

29.401 

574.253 

28.000 

631.500 

17.500 
15.000 

1.500 

444.075 


332.819 

4.271.730 

843.195 

179.268 

1.430.523 

692.000 

445.575 


11 

Unico. 

Personal  de  telégrafos 

4.995.635 

12 

» 

Material  de  ídem 

...  » 

2.828.367 

í 

Personal  de  la  Dirección  general  de  correos 

250.750 

| 2.° 

de  la  Administración  central 

318.250 

13 

í 3-° 

de  la  Administración  provincial 

4.375.500 


8.079.521 


31.071.988 
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2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Oapitalos.  Artículc-3.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesetas.  Pesetas. 


Guardia  civil. 

15  Unico.  Alquileres,  obras  y oíros  gastos » 746.000 

Ejercicios  cerrados. 

10  Unico.  Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo » 107.541*99 


RESÚMEN. 

31.071.938 

746.000 

107.541*99 


Servicio  general. . . 

Guardia  civil 

Ejercicios  cerrados 


31.985.529*99 


APÉNDICE  1.”  AL  NÚM.  2 
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SECCION  SETIMA 


Capítulos* 


1. ° 

2. ° 


3.° 

r 


5.” 


7. ® 

8. * 


9." 


10 


11 


12 


Por  capítulos. 
Pesetas. 


701.750 

106.200 


629.900 

60.000 


1.497.850 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 

__  CRÉDITOS  PRESUPUESTOS, 

Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  artículos. 

_____  resetas. 

Servicio  general. 

ADMINISTRACION  CENTRAL. 

Unico.  Personal  del  Ministerio » 

» Material  de  idem » 

ADMINISTRACION  PROVINCIAL 

Unico.  Personal „ 

» Material » 

Instrucción  pública. 

GASTOS  GENERALES. 

!•*  Personal 345.250 

2."  Sueldos  de  los  profesores  excedentes  y ascensos  regla- 
mentarios á los  profesores  de  Escuelas  especiales. . . 260.245 

605.495 

Baja  por  el  movimiento  del  personal.. . . 15.000 

Unico.  Material » 

PRIMERA  ENSEÑANZA. 

Unico.  Personal » 

1. °  Material  ordinario 360.539 

2. ®  Para  fomento  de  la  instrucción  popular. 8 1 1.000 

SEGUNDA  ENSEÑANZA. 

1. ”  Personal  de  Institutos 3.432.039 

2. "  de  Escuelas  de  artes  y olidos 335.375 

3. ® de  comercio 263.125 

4.030.539 

Baja  por  el  movimiento  del  personal. . . 125.000 

1. ”  Material  de  Institutos 259.895 

2. ”  de  Escuelas  de  artes  y oficios 273.500 

3. ” de  comercio 79.000 

ENSEÑANZA  SUPERIOR  Y PROFESIONAL. 

1 •'  Personal  de  Universidades  y Escuelas  especiales 3.585.073 

2.® de  Academias 44.910 

3.630.583 

Baja  por  el  movimiento  del  personal. . . 105.000 

1. ”  Material  de  Universidades  y Escuelas  especiales 523.725 

2. ® de  Academias 175.250 


590.495 

473.625 


1.205.799 

1.171.539 


3.905.539 


612.395 


3.525.583 

698.975 


7 


12.183.950 


26 


2 BE  DICIEMBilE  DE  18S7 


Capítulos. 


13 

14 

15 

16 


17 


18 


19 

20 
21 

22 

23 

24 


CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 


Artículos.  DESIGNACION  I)E  LOS  GASTOS.  Porartioulos.  Por  capítulos. 

Pesetas.  Pesetas. 

Anterior 12.183.950 


Bellas  Artes. 

Unico.  Personal 

» Material 

Archivos,  Bibliotecas,  Muscos  y Propiedad  literaria. 

Unico.  Personal 

» Material 

Construcciones  civiles. 

l.°  Indemnizaciones  personales 

2/  Obras 


Agricultura,  Industria  y Comercio. 


3.128.050 


1.518.553 

4.646.603 


Obras  públicas. 

GASTOS  GENERALES. 


|l.°  Personal  facultativo 3.14.7.000 

2.°  de  la  Junta  consultiva 36.500 

3.°  del  Depósito  de  planos 5.750 

4.°  — del  servicio  general 630.750 

3.820.000 

i 1."  Material  de  la  Junta  consultiva 10.000 

( 2.*  de  obligaciones  generales 632.450 

642.450 


CARRETERAS. 

# 

1. °  Material  de  estudios  y nueva  construcción 24.87 1.253 

2. ®  de  reparación 3.000.000 

3. “ de  conservación 19.441.523 

47.312.776 

FERRO-CARRILES. 

Unico.  Personal » 762.500 

1. "  Material  de  estudios  y obras  nuevas 15.125.000 

2. ° de  las  Inspecciones  facultativas  y administra- 

tivas  '. 251.250 

15.376.250 


1.  Personal  del  Consejo  superior  de  Agricultura,  indus- 


tria y Comercio 32.500 

2. " del  servicio  agronómico  y montes 1.958.500 

3. °  — de  Industria 1.113.000 

4. °  de  Comercio 24.050 


1. ”  Material  de  gastos  generales 28.400 

2. ° del  servicio  agronómico  y montes *.  1.050.773 

3. ”  de  Industria 436.380 

4. ” do  Comercio 3.000 


» 415.000 

» 244.500 


» 639.175 

» 283.550 


180.000 

4.905.000 

5.085.000 


18.851.175 


67.913.976 
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Capítulos. 


25 

26 

27 

28 


29 

30 

31 

32 


CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Artículos.  DESIGNACION  1)E  EOS  GASTOS.  Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesetas.  Pesetas. 


Anterior 67.913.976 

APROVECHAMIENTO  I>P.  AGUAS,  RIOS  Y CANALES. 

Unico.  Personal » 133.110 

l l.°  Material  de  estudios  y obras  nuevas 2.232.054 

| 2.°  dé  reparación 150.000 

f 3.°  de  conservación  y explotación 234.420 

2.616.474 

NAVEGACION  MARÍTIMA. 

Unico.  Personal » 535.500 

í l.°  Material  de  puertos 4.125.000 

2.°  de  faros 861.125 

( 3.°  — de  boyas  y valúas 90.000 

5.076.125 

70.275.185 


Geografía,  estadística  y pesas  y medidas. 
INSTITUTO  GEOGRAFICO  Y ESTADÍSTICO. 


Unico.  Personal » 1.459.120 

»>  Material.. » 1.074.575 

» Gastos  generales » 54.000 

2.587.695 

Ejercicios  cerrados. 

Unico.  Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo » 53.859!38 


RESUMEN. 


Servició  general 1.497.850 

lustruccion  pública 18.851.175 

Agricultura,  Industria  y Comercio 4.646.603 

Obras  públicas 76.275.185 

Geografía,  estadística  y pesas  y medidas 2.587.695 

Ejercicios  cerrados 53.859‘38 


103.9 12.367‘38 
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SECCION  OCTAVA. 


' MINISTERIO  DE  HACIENDA. 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Capítulos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  artículos.  Por  capítulos" 

Pesetas.  Pesetas. 


Gastos  do  la  Administración  central. 


2.° 

3." 


1. ° 

2. " 


;V 


Unico. 

» 

1. ° 

2. " 

3.“ 


5.” 


5. ° 

6. ° 

7. ” 

8. " 
9.° 
10 
l i 
12 
13 


14 

15 

16 

1. ” 

2. ° 

3. ° 

4. ° 


G.° 

7. ° 

8. ° 
9.° 
10 
i 1 
12 
13 


14 

15 

16 


Sueldo  del  Ministro 30.000 

Personal  de  la  Secretaría 321.750 

— de  las  Delegaciones  de  Hacienda  de  España  en 

el  extranjero 246.750 


Material  de  la  Secretaría 1 12.000 

de  las  Delegaciones  de  Hacienda  de  España  en 

el  extranjero 46.000 


Personal  del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino » 

Material  de  idem  id » 

Personal  de  la  Dirección  general  del  Tesoro  público. . . 1 67.250 

—  de  la  Tesorería  central 89.500 

de  la  Intervención  general  de  la  administra- 
ción del  Estado 557.750 

de  la  Contaduría  central 106.000 

de  la  Dirección  general  de  la  deuda 462.250 

de  la  Junta  de  Clases  pasivas 222.250 

de  la  Dirección  general  de  Contribuciones.  . . 352.500 

de  la  de  Aduanas 243.750 

de  la  de  Rentas  estancadas 281.250 

de  la  de  Propiedades  y derechos  del  Estado.  . 280.500 

de  la  de  Impuestos 110.250 

de  la  de  la  Caja  general  de  depósitos 213.750 

de  la  Ordenación  de  pagos  por  obligaciones  del 

Ministerio  de  Estado 44.750 

de  la  de  Gracia  y Justicia 88.750 

de  la  de  Gobernación 90.750 

—  de  la  de  Fomento 109.500 


Material  de  la  Dirección  general  del  Tesoro  público.. . 19.000 

de  la  Tesorería  central 7.575 

de  la  Intervención  general  de  la  Administra- 
ción del  Estado 30.000 

— de  la  Contaduría  central 7.000 

de  las  dependencias  de  la  Dirección  general 

de  la  deuda  pública 30.000 

de  la  Junta  de  clases  pasivas 15.000 

de  la  Dirección  general  de  Contribuciones. . . 19.000 

de  la  de  Aduanas 24.000 

de  la  de  Rentas  estancadas 1 7.000 

‘le  la  de  Propiedades  y derechos  del  Estado. . 12.000 

de  la  de  Impuestos 12.000 

de  la  de  la  Caja  general  de  depósitos 12.000 

de  la  Ordenación  de  pagos  por  obligaciones 

del  Ministerio  de  Estado. 5.400 

de  la  de  Gracia  y Justicia 6.000 

de  la  de  Gobernación 10.000 

— de  la  de  Fomento 12.000 


598.500 


158.000 

932.125 

34.500 


3.420.750 


237.975 


8 


5.381.850 


30 
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CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Capítulos.  Artículos. 

DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesetas.  Pesetas. 

Anterior » 

7. ®  Unico.  Personal  de  la  Dirección  general  de  lo  Contencioso  y 

del  Cuerpo  de  Abogados  del  Estado . » 

8. °  » Material  de  idem  id » 

9. "  » Gastos  de  visitas  ordinarias  y extraordinarias  que  acuer- 

den el  Ministro  y los  delegados  de  Hacienda » 


Glastos  de  la  Administración  provincial. 


/ 1.*  Delegados  de  Hacienda 428.250 

2. °  Personal  de  las  Administraciones  de  Contribuciones  y 

Rentas 2.083.500 

3. ®  de  las  Administraciones  de  Propiedades  c Im- 

puestos  1.129.125 

14.®  de  las  Intervenciones  de  Hacienda. 1.916.875 

5.®  de  las  Tesorerías  de  idem G23.G25 

6.®  Para  el  servicio  de  almacenes  de  efectos  en  las  capitales 

de  provincia 143.125 

7.®  de  las  Administraciones  de  Aduanas  y depó- 
sitos  .' 1.974.443 

8.® de  las  Administraciones  y fielatos  do  consumos.  25.500 

9." de  la  intervención  del  impuesto  transitorio  so- 
bre azúcares  en  las  provincias  no  concertadas.  12.500 

1 0 de  las  Administraciones  subalternas  de  Ha- 
cienda  1.488.400 

II  de  Tesorería 19.050 

12 de  las  Intervenciones  de  idem  id G69.500 

1 3 — de  Ingenieros  de  la  industria  fabril  ó Inspec- 
tores de  partido 9G0.500 


I 1.®  Material  de  las  Delegaciones  de  Hacienda 30.500 

! 2.®  de  las  Administraciones  de  Contribuciones  y 

Rentas 83.075 

I 3.®  de  las  Administraciones  de  Propiedades  ó Tm- 

1 puestos 53.150 

1 4.®  de  las  Intervenciones  do  Hacienda 112.750 

j 5.®  — — de  las  Tesorerías  de  idem G 1.1 90 

J 6.® de  los  Almacenes  de  efectos  en  las  capitales  de 

j provincia 10.438 

| 7.® délas  Administraciones  de  Aduanas  y Depósitos  G7.864 

I 8.®  de  las  Administraciones  y fielatos  de  consumos.  9.000 

9.®  de  la  Intervención  del  impuesto  sobre  azúca- 
res en  las  provincias  no  concertadas 500 

10  de  las  Administraciones  subalternas  de  Ha- 
cienda  218.300 

' 1 1 Gastos  de  locomoción  de  los  ingenieros  encargados  do 

inspeccionar  la  industria  fabril 18.750 


12 

13 

14 


15 


16 

17 

18 


Unico.  Personal  de  la  Fábrica  nacional  del  timbre 

» Material  de  idem  id 

I I .®  Personal  de  las  Fábricas  de  tabacos  (suprimido) 

1 2.® de  los  depósitos  de  tabacos  de  produCóión  na- 
cional (suprimido) 

Unico.  Gastos  de  escritorio  de  las  Fábricas  de  tabacos  (supri- 
mido)   

» Personal  de  la  Fábrica  de  sal  de  Torrcvieja. 

» Gastos  de  escritorio,  visitas  y otros  de  idem 

I 1 .“  Personal  administrativo  do  la  Gasa  de  Moneda 

i 2.® facultativo  de  idem 


» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

54.875 

GO.OOO 


f 


5.381.850 


558.750 

25.300 


100.000 

6.065.900 


11.474.393 


666.4 1 7 
91.125 
4.000 

» 


» 


» 

22.800 

1.625 


114.875 


12.375.235 
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• 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Oapitulos.  Artículos. 

DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesetas.  Pesetas. 

19 

Unico. 

20 

i i.” 

? 2.° 

á 1 ° 

21 

í 2/' 

22 

Unico. 

23 

» 

24 


t.° 

o.° 

3.° 


25  j 


20 


1. ° 

2. ° 


1. ° 

2. “ 

3. ° 

4. " 

r,.* 

c.° 

7. ° 

8. “ 

9.° 


27 


1. ° 

2. ° 


Anterior 

Material  de  las  oficinas  de  la  Casa  de  Moneda 

Personal  de  las  minas  de  Almadén 

de  la  Intervención  del  arriendo  de  las  de  Li- 
nares  

Material  de  las  minas  de  Almadén 

de  la  Intervención  del  arriendo  de  las  de  Li- 
nares  

Personal  para  la  conservación  de  las  Fábricas  de  sal 

suprimidas 

Material  de  idem  id 


Gastos  generales  comunes  á la  Administración  cen- 
tral y provinoial. 

Gastos  ordinarios  de  todos  los  servicios  de  la  deuda  pú- 
blica  

varios  y gratiilcaciones  á los  cónsules  de  Espa- 
ña en  Bruselas,  Lisboa  y Amsterdam 

Para  formalizar  los  gastos  cansados  en  la  instalación  de 
la  Delegación  de  Hacienda  en  Berlín  y aper- 
tura de  la  Bolsa  á los  valores  españoles.  . . 

Gastéis  de  movimiento  de  fondos  por  giros  y remesas. . 
Diferencias  de  cambios  en  el  pago  de  intereses  de  la  deu- 
da exterior  y quebrantos  en  el  extranjero 

Gastos  del  arreglo  de  archivos  y demás  extraordinarios 
que  acuerde  la  Intervención  general  de  la  Ad- 
ministración del  Estado 

de  impresiones  y encuadernación  de  cuentas, 

presupuestos,  libros  y documentos  de  contabi- 
lidad  

de  los  documentos  de  contabilidad  que  remita  la 

Dirección  del  Tesoro  á las  oficinas  provin- 
ciales  

de  impresión  y encuadernación  de  documentos 

de  contribuciones 

de  contabilidad  y administración  de  impuestos. 

de  impresiones  que  disponga  la  Dirección  de 

Rentas  estancadas 

de  idém  id.  la  Dirección  de  propiedades  y dere- 
chos del  Estado 

de  idem  id.  la  Dirección  de  la  Caja  general  de 

depósitos 

de  idem  id.  para  el  servicio  do  la  Secretaría,  Or- 
denación y Contaduría  de  la  Junta  de  Clases 
pasivas. 

Gastos  de  impresión  y encuadernación  de  las  estadísti- 
cas relativas  al  comercio  exterior  y de  ca- 
botaje  

de  publicación  de  las  tablas  de  valores  y de  las 

Memorias  comerciales  á cargo  de  la  Junta  de 
aranceles 


12.375.235 

>»  6.300 

182.5G3 

25.750 

208.313 

6.100 

600 

6.700 

» 1.500 

» 60 


12.598.108 


62.900 

7.500 


100.000 

170.400 

450.000 

2.000.000 

2.450.000 


50.000 


139.000 


5.500 

5.000 

3.000 

5.000 
5.000 

10.000 


5.000 

227.500 


15.000 


4.500 

19.500 


2.867.400 
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2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


Capítulos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 


CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Por  artículos.  Por  capítulos. 

Peseta?.  Pesetas. 


A hterior. 


8.° 


Alquileres  del  edificio  núm.  14  déla  calle  de  Torija 
arrendado  para  oficinas  de  la  Dirección  general  de  la 

deuda 

Alquileres,  obras  y reparos  de  la  Fábrica  de  sal  de,  To- 

rrevieja 

de  las  Administraciones  y almacenes  de 

Aduanas  y Depósitos 

de  todas  las  dependencias  de  Hacienda,  y 

compra  y composición  de,  mobiliario. . . 
de  las  Administraciones  y fielatos  de  consu- 
mos  

de  las  Administraciones  subalternas  de  Ha- 
cienda  

de  las  Fábricas  de  tabacos  (suprimido) 

Obras  y reparos  en  edificios  de  propiedad  del  Estado  á 
cargo  ile  la  Dirección  general  do  Propiedades 


í I.®  Gastos  diversos  de  las  Administraciones  de  aduanas.. . 

1 2.®  de  escritorio  y adquisición  delibros  y publicacio- 

) nos  para  la  Junta  de  aranceles  y valoraciones. 

> 3.® eventuales  en  general 


» 


30.000 
10.000 
i 40.000 

270.000 
2.500 

220.000 
» 

300.000 

175.000 

2.500 

54.000 


2.867.400 


981.500 


231.500 

4.080.400 


Ejercicios  eorrados. 

30  Unico.  Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo » 57.2 1 2 


RESÚMEN. 


Gastos  de  la  Administración  central 0.065.000 

de  la  Administración  provincial 12.598.108 

generales,  comunes  á la  Administración  central 

y provincial 4.080.400 

Ejercicios  cerrados 5 7.2 1 2 


22.801.620 
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SECCION  NOVENA. 

GASTOS  DE  LAS  CONTRIBUCIONES  Y RENTAS 

PÚBLICAS. 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Capítulos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

Por  artículos. 

Por  capítulos. 

Pesetas. 

Pesetas. 

2." 

3.° 


Unico. 

» 

1. ° 

2. ° 

3.” 

1.® 

2.® 

1.® 

2.® 

3.® 


5.® 


0.® 

7. ® 

8. ” 

9.® 

10  l 

" I 

.1 


o. 

6.® 


1. ® 

2. ® 

1. ” 

2. ® 

1. ® 

2. ” 

Unico. 

1.® 

2.® 

3.® 

1. ® 

2. ® 


2." 

3. ® 

4. ® 


Matorial  de  fabricación,  explotación,  trasportes,  ex- 
pendicion  y demás  gastos  de  las  rentas  y propiedades 
del  Estado. 

Premios  de  cobranza,  impresiones  de  guías,  visitas  y 

otros  gastos  del  impuesto  de  minas 

Gastos  do  impresiones  y oficinas  para  la  administración 

del  Boletín  oficial  de  Hacienda 

Gastos  de  fabricación  del  timbre  del  Estado 

Compra  de  primeras  materias 

Adquisición  y entretenimiento  de  máquinas  y prensas. 

Portes  de  papel  sellado  y efectos  timbrados  de  todas 

clases 

Premios  de  expendicion 

Compra  de  tabacos  en  rama  para  todas 

las  labores 

Portes  y fletes  hasta  las  Fábricas  y en- 

l re  las  mismas 

Gastos  de  fabricación  y adquisición  de  | 

efectos  para  todas  las  labores 

Portes  y fletes  desde  las  Fábricas  á los  ) Suprimidos. 

puntos  de  expendicion ...... 

Premios  de  expendicion  de  tabacos. . . 

Compra  de  tabacos  elaborados  en  la  I 

isla  de  Cuba 

Para  ampliación  de  Fábricas  y com- 
pra de  máquinas,  útiles  y artefactos. 

Gastos  de  fabricación  de  cédulas  personales  y recuento 

de  las  caducadas 

Premios  de  expendicion 


Gastos  de  fabricación  de  sales 

de  repeso,  inutilización  y otros  que  ocurran. . . . 

Comisiones  é indemnizaciones  á los  administradores  de 

loterías 

Gastos  diversos  de  idem 

Gastos  de  administración  del  Giro  mútuo  del  Tesoro . . 

Gastos  generales  de  la  Casa  de  Moneda 

Para  acuñación  de  oro  y plata 

Para  reacuñación  de  moneda  de  plata  desgastada 


Gastos  de  explotación  de  las  minas  de  Almadén 

de  la  intervención  del  arriendo  de  las  de  Linares. 

Gastos  de  administración  de  los  bienes  del  Estado  á car- 
go del  Ministerio  de  Hacienda  y de  la  Direc- 
ción general  de  Propiedades 

de  los  del  Clero 

de  los  de  secuestros  de  particulares 

de  los  del  Patrimonio  que  fué  de  la  Corona .... 


100.000 

352.000 


375.000 

4.000 


1.754.540 

165.250 

» 

23.800 

900.000 

1.000.000 

1.679.760 

300 


57.200 

55.000 

800 

5.000 


» 

4.000 

» 

10.125 

154.000 

683.426 

31.100 

868.526 

70.000 

1.035.000 

1.105.000 

452.000 

379.000 


1.919.790 

427.980 


1.923.800 

1.680.060 


118.000 


9 
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2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Capítulos.  Artículos. 

DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesetas.  Pesetas. 

Resguardos. 

1. ”  Personal  del  Cuerpo  de  Carabineros 14.040.792 

2. "  del  Resguardo  de  puertos 534.283 


1. *  Material  del  Cuerpo  de  Carabineros 401.000 

2. " del  Resguardo  de  puertos 08.970 


15  Unico.  Personal  de  vigilancia  de  salinas » 

10  i» del  Resguardo  especial  de  realas  estancadas.  » 

1 7 » del  de  consumos » 

1 8 » del  de  azúcares  en  las  provincias  no  concertadas  » 

19  » Material  del  Resguardo  especial  de  rentas  estancadas.  » 

20  » del  de  consumos » 

21  » del  de  azucarasen  las  provincias  no  concertadas  » 

Minoración  de  ingresos. 

22  Unico.  Ganancias  de  loterías » 

23  » Subvenciónalas  corporaciones  y establecimientos  de 

beneficencia  en  equivalencia  d los  productos  que  ob- 
tenían de  las  rifas  suprimidas » 

l.°  Premios  á los  denunciadores  de  las  contribuciones  6 
^ impuestos 12.500 

24  ' á los  aprehensores  de  tabacos,  y gastos  de  con- 

I falencias  en  el  extranjero  (suprimido) » 

\ 3.“  á los  partícipes  de  multas  satisfechas  en  papel 

de  pagos  al  Estado 50.000 


25  Unico.  Indemnizaciones  de  derechos  de  aduanas  por  matcrialde 

obras  públicas .* » 

/ I ."  Premios  de  cobranza  y otros  gastos  de  la  contribución 

21»  1 de  inmuebles,  cultivo  y ganadería 4.349.200 

( 2.°  Castos  de  rectificación  de  amillaramicntos  y otros  pro- 
pios de  la  contribución 849.120 


27  Unico.  Castos  diversos  de  la  contribución  industrial » 

28  » Primas  por  construcción  de  buques  y exportación  de 

azúcares  refinados » 

29  ><  Gastos  que  ocasiono  la  inspección  del  Gobierno  cerca 

del  arrendatario  del  monopolio  de  la  fabricación  y 

venta  del  tabaco »> 

30  » Devolución  de  ingresos  de  ejercicios  cerrados  por  con- 

tribuciones, rentas  o impuestos  extinguidos » 


Gastos  afectos  al  producto  de  las  ventas  de  bienes 
desamortizados. 


...  I I.”  Premios  de  ventas 125.000 

i 2."  de  investigación 40.000 


32  Unico.  Gastos  generales  de  ventas,  publicación  de  Boletines  ofi- 

ciales, derechos  de  peritos  tasadores,  apeos  y deslinde 
de  finca? » 

33  » Devolución  de  ingresos  de  ejercicios  cerrados  por  anu- 

lación de  ventas  y redenciones  de  censos,  abono  de 


intereses,  indemnizaciones,  exceso  ó duplicación  de 
pagos  que  se  verifiquen  durante  el  período  natural 
de  este  presupuesto.  (Se  considerará  como  crédito  de 
este  capítulo  una  cantidad  igual  al  importe  do  las 
obligaciones  que  se  reconozcan  y liquiden.) » 


440.570 

23.250 

41.250 
64.000 

43.250 
682 

4.000 

2.500 


15.194.577 


55.9G0.000 


1 .266.670 


62.500 


5.198.320 

1.378.740 

50.000 

150.000 

18.851 

64.085.081 


165.000 

40.000 


» 
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GR  fe  DITOS  PRESUPUESTOS. 

Capítulos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  artículos.  ~ Por  capítulos. 

Pesetas.  Pesetas. 


Anterior » 205.000 

34  Unico.  Comisión  sobre  el  importe  de  las  obligaciones  de  com- 

pradores de  bienes  nacionales  que  se  realicen  por  los 

Bancos „ 250.000 

3T>  » Adquisición,  construcción  y reparación  de  edificios  para 

el  servicio  del  Estado,  conformo  á lo  dispuesto  en  la 
ley  de  21  de  Diciembre  de  1870.  (Se  considerará 
como  crédito  presupuesto  el  importe  de  las  ventas 

de  aquellos  que  no  convenga  conservar.) » >, 


455.000 


Ejercicios  cerrados. 

36  Unico.  Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo » 400.572‘69 


EESÚMEN. 

Material  de  fabricación,  explotación,  trasportes,  expen- 
dicion  y demás  gastos  de  las  rentas  y propiedades  del 


Estado. . •. 8.888.281 

Uesguardos 15.194.577 

Minoración  de  ingresos 64.085.081 

Gastos  generales  de  ventas  de  bienes  desamortizados. . . 455.000 

Ejercicios  cerrados  400.572‘69 


89.023.51 1 ‘09 
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SECCION  DÉCIMA. 


COLONIA  DE  FERNANDO  PÓO. 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS, 

Capítulos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  artículos.  ' Por  capítulos. 


— — ^ Pése/as.  Pesetas. 

I;uico.  Unico.  Puní  satisfacer  los  gastos  que  se  pagaban  por  las  Cajas 

de  Cuba  y Puerto-Rico » üüti.000 


10 
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RESUMEN  GENERAL  DEL  PRESUPUESTO  DE  GASTOS. 


OBLIGACIONES  GENERALES  DEL  ESTADO 


PESETAS. 


Sección  1.a  Casa  Real 

■ 2.*  Cuerpos  Colegisladórés 

3.”  Deuda  pública 

4.”  Cargas  de  .justicia. . . . 

— 5.*  Clases  pasivas 


9.350.000 

2.299.205 

274.861.752 

2.167.441 

50.209.728 

338.888.126 


OBLIGACIONES  BE  LOS  DEPARTAMENTOS  MINISTERIALES. 


¡Sección  1.a  rresidencia  del  Consejo  de  Ministros 1.148.959 

2.“  Ministerio  de  Estado 5.396.658 

3.®  j de  Gracia  y Justicia 59.680.656 

4.® de  la  Guerra 158.343.267 

5.® de  Marina 44.572.322 

6.» ele  la  Gobernación '. 31.985.529*99 

7.® de  Fomento 103.912.367*38 

8.® de  Hacienda 22.80 1.620 

9.®  Gastos  de  las  contribuciones  y rentas  públicas 89.023.51  1 ‘69 

10  Colonia  de  Fernando  Póo 666.000 

517.530.891 


856.419.017 


Palacio  del  Senado  28  de  Junio  de  1887.=E1  Marqués  de  la  Habana,  Presiden te.= José  Abascal,  Senador 
Secrelario.=El  Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de  la  Torre  Villanueva,  Senador  Secretario. 
El  Señor  de  Rubiancs,  Senador  Secretario. 
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ESTADO  LETRA  B. 


PRESUPUESTO  DE  INGRESOS  CORRESPONDIENTE  AL  AÑO  ECONOMICO  1887-88. 

DESIGNACION  DE  LOS  INGRESOS.  pesetas. 


Valores  á cargo  de  la  Dirección  general  de  Contribuciones. 

Contribución  de  inmuebles,  cultivo  y ganadería 177.000.000 

industrial  y de  comercio 43.000.000 

Parte  de  los  recargos  municipales  que  ha  (le  aplicarse  al  Estado  en  reembolso  de  los  gastos 

de  primera  y segunda  enseñanza 3.075.362 

Impuesto  de  derechos  reales  y de  trasmisión  de  Bienes 3 1.000.000 

de  minas. — Cánon  por  razón  de  superficie  y i por  100  del  producto  bruto 3.500.000 

sobre  grandezas  y títulos,  honores  y condecoraciones.  . 700.000 

Arbitrios  de  los  puertos  trancos  de  Canarias 450.000 

Derechos  obvencionales  de  los  Consulados  y demás  ingresos  de  Estado 1.983.000 

Publicaciones  oficiales  de  Gracia  y Justicia  y Fomento 15.000 

Ingresos  del  Ministerio  de  la  Guerra 173.000 

del  de  Fomento  (Carreteras,  Escuela  de  agricultura,  etc.) 50.000 

del  de  la  Gobernación  y de  los  Establecimientos  penales 1.212.000 

Recursos  eventuales 980.000 

Alcances  de  varias  clases  y ramos 100. 000 

Intereses  de  6 por  100  sobre  fondos  distraídos  de  su  legítima  inversión 15.000 

Atrasos  hasta  fin  de  1849 40.000 


263.293.362 

Valores  á cargo  de  la  Dirección  general  do  Impuestos. 

Impuesto  de  cédulas  personales 8.000.000 

sobre  sueldos  y asignaciones  del  Estado 15.800.000 

Donativo  del  clero  y monjas 3.000.000 

Impuesto  sobre  los  sueldos  de  los  empleados  provinciales  y municipales 1.700.000 

sobre  las  cargas  de  justicia 1 10.000 

sobre  los  honorarios  de  los  registradores  de  la  propiedad 300.000 

sobre  las  tarifas  de  viajeros  y de  mercancías 12.000.000 

sobre  el  azúcar  de  producción  nacional  peninsular 550.000 

de  consumos 93.000.000 

Recursos  eventuales 25.000 

Alcances  de  dichos  impuestos 5.000 

Intereses  de  0 por  100  sobre  fondos  distraídos  de  su  legítima  inversión 100.000 

Atrasos  hasta  fin  de  1 849 1.000 

10  por  100  de  administración  de  partícipes 132.000 


134.723.000 

Valores  á cargo  de  la  Dirección  general  de  Aduanas. 

j Derechos  de  importación 94.000.000 

I Impuesto  de  carga 3.400.000 

i de  descarga 3.600.000 

i de  viajeros 300.000 

; Derechos  menores 700.000 

Renta  de  Aduanas.,  v de  cuarentena  y lazareto 160.000 

j Parte  de  la  Hacienda  en  las  multas  y cu  las  mercancías  abandonadas.  400.000 

I Impuesto  sobre  los  derechos  que  se  satisfagan  en  pagarés 13.000 

I sobre  los  géneros  coloniales 28.400.000 

Derecho  extraordinario  sobre  el  valor  de  algunas  mercancías  en  el 

* comercio  exterior  y otros  varios  conceptos 3.900.000 

\ Derechos  de  aduanas  por  material  de  obras  públicas » 


134.973.000 


11 
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2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 

DESIGNACION  DE  LOS  INGRESOS. 

PESE  TAS. 

Anterior 

Recursos  eventuales 

Alcances 

Intereses  de  6 por  100  sobre  fondos  distraídos  de  su  legítima  inversión, 
Atrasos  hasta  fin  de  1849 


Valores  á cargo  de  la  Dirección  general  de  Rentas  estancadas. 

i Papel  sellado 

Timbre  del  Estado.  ] Varios  productos 

I Licencias  de  uso  de  armas,  caza  y pesca 

Tabacos.  (Producto  líquido  que  debe  garantizar  el  contratista) 

Sales 

Loterías 

Recursos  eventuales 

Alcances : . • 

Intereses  de  6 por  100  sobre  fondos  distraídos  de  su  legítima  inversión 


Valores  á cargo  do  la  Dirección  general  de  propiedades  y derechos  del  Estado. 

■RENTAS. 

Minas  de  Almadén 

de  Linares.— Producto  del  arriendo 

Rentas  de  los  bienes  del  Estado  en  general 

de  las  fincas  al  servicio  de  la  Administración. . . . 

Producto  de  canales  y navegación  fluvial 

de  montes  y plantíos 

del  Patrimonio  que  fué  de  la  Corona 


Productos  en  admi- 
nistración de  las 
fincas  y rentas  del ' 
Estado 


550.000 
9.000 

705.000 
133.390 

70.000 


Rentas  de  los  bienes  del  clero  á metálico  por  venta  de  frutos 

Idem  de  Cruzada. — Producto  líquido 

Producto  en  administración  de  las  lincas  de  secuestros 

120  por  100  de  la  renta  de  propios 460.000 

10  por  100  de  aprovechamientos  forestales 821.000 

Consignaciones  para  archivos  y bibliotecas 73.000 

Asignación  de  las  empresas  de  ferro-carriles  para  gastos 

de  inspección 1.045.000 

por  reintegro  de  los  gastos  de  depósitos  de 

aduanas 51.650 

Intereses  de  demora  por  productos  de  propiedades  y dere- 
chos del  Estado 194.000 

Subvenciones  que  deben  satisfacer  las  provincias  de  Mála- 
ga y Valencia  en  reintegro  de  los  gastos  de  la  guardería 

rural 879.000 

Derechos  de  liquidación  del  impuesto  de  derechos  reales.  500.000 
i Rentas  de  los  bienes  de  los  Institutos  de  segunda  enseñan- 
za á formalizar  en  pago  de  sus  obligaciones 283.351 


Recursos  eventuales 

Alcances 

Intereses  de  6 por  100  sobre  fondos  distraídos  de  su  legítima  inversión 
Atrasos  hasta  lin  de  1849 


PRODUCTO  DE  LA.  VENTA  DE  BIENES  DESAMORTIZADOS 

Ventas  anteriores  á l.°  de  Mayo  de  1855. — Obligaciones  á metálico  que  se  for- 
malicen  4.000 

Plazos  al  contado,  vencimientos  del  segundo  semestre  de  1887  y primero  de 
1888,  y descuentos  de  los  posteriores  por  ventas  y redenciones  anteriores  al 

2 de  Octubre  de  1858 12.500 

por  ventas  y redenciones  hechas  desde  2 de  Octubre  de  1858  hasta  lin 

de  Junio  de  1876,  que  se  realicen  á metálico,  incluso  las  procedentes  de  bie- 
nes del  Patrimonio  de  la  Corona 20.000 


134.973.000 

8.000 

17.000 

2.000 


135.000.000 


48.800.000 

90.000.000 

1.220.950 

77.005.000 
30.000 

200.000 

7.000 


217.262.950 


6.955.000 

400.000 


1.467.390 

650.000 

2.695.000 

2.000 


4.307.001 

93.700 

250 

7.000 

20.000 


16.597.341 


36.500 


16.597.341 
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DESIGNACION  DE  LOS  INGRESOS. 

PESETAS. 

Anterior 36.500  16.597.341 

Vencimientos  del  segundo  semestre  de  1887  y primero  de  1888  por  ventas  y 

redenciones  á metálico  desde  l.°  de  Julio  de  1876 30.000 

Plazos  al  contado  y descuentos  por  las  ventas  de  bienes  del  Estado  en  general 

que  se  realicen  á metálico  desde  l.°  de  Julio  de  1876 10.000.000 

Ventas  de  salinas,  fábricas  y demás  propiedades  afectas  al  estanco 700.000 

de  edificios  y material  inútil  de  arsenales  y maestranzas  de  los  ramos  de 

Guerra  y Marina 214.000 

Producios  de  ventas  de  cuarteles,  edificios  y terrenos  cedidos  por  el  ramo  de 

Guerra 3.600 

Conceptos  extraordinarios  por  ventas  y redenciones 81.000 


Atrasos  basta  fin  de  1858  por  pagarés  de  ventas  y redenciones » 

Productos  de  ventas  de  edificios  públicos  y de  las  diferencias  que  se  obtengan 
á favor  del  Estado  en  las  permutaciones  que  se  realicen  por  consecuencia 

de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  21  de  Diciembre  de  1876 » 

Trasmisión  y redención  de  censos  solicitadas  con  arreglo  á la  ley  de  11  de 

Julio  de  1878  y Real  decreto  de  5 de  Junio  de  1886 6.000.000 

17.065.100 


33.662.441 


Valores  d cargo  de  la  Dirección  general  del  Tesoro  público. 


Reintegros  de  ejercicios  cerrados  de  época  corriente 5.000.000 

Giro  múluo  del  Tesoro 640.000 

Casa  de  Moneda 1.000.000 

Derechos  de  custodia  de  efectos  públicos  en  la  Caja  de  depósitos 1 80.000 

Publicaciones  oficiales  y Boletín  de  Hacienda 10.000 

Recursos  eventuales 3.000.000 

Alcances 20.000 

Intereses  de  6 por  100  sobre  fondos  distraídos  de  su  legítima  inversión 4.000 

Atrasos  hasta  fin  de  1840 1.000 

Producto  de  la  redención  del  servicio  militar 16.500.000 

del  de  la  marina 300.000 


26.655.000 

RECURSO  EXTRAORDINARIO. 

Valor  de  las  existencias  de  tabaco  en  1.*  de  Julio  de  1887 40.000.000 


66.655.000 


EESÚMÜN. 


Valores  á cargo  do  la  Di 
rece  ion  general 


850.596.753 


Ide  contribuciones 263.293.362 

de  impuestos 134.723.000 

de  aduanas 1 35.000.000 

de  rentas  estancadas 217.262.950 

de  propiedades  y derechos  del  Estado.  33.662.44 1 

del  Tesoro  público 66.655.000 


Palacio  del  Senado  28  de  Junio  de  1887.=E1  Marqués  de  la  Habana,  Presiden  le.  = José  Abascal,  Senador 
Secretario.  =E1  Marqués  de  Moudéjar,  Senador  Sccrctario.=José  de  la  Torre  y Villauueva,  Senador  Secrcta- 
)'io.=El  Señor  do  llubiaucs,  Senador  Secretario. 
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PRESUPUESTO  PARA  EL  AÑO  ECONOMICO  1887-88. 


Relación  de  los  servicios  que  por  su  naturaleza  -pueden  eooicjir  ampliaciones  de  crédito,  y d los  que 
se  entenderá  limitada  la  facultad  concedida  al  Gobierno  por  la  ley  de  administración  y contabili- 
dad de  la  Hacienda  pública  para  acordar  suplementos  de  crédito  cuando  no  estén  reunidas  las 
Cortes,  formada  con  arreylo  á lo  dispuesto  en  el  art.  4.°  de  la  ley  de  2o  de  Junio  de  1880. 

OBLIGACIONES  DE  LOS  DEPARTAMENTOS  MINISTERIALES. 

SECCION  PRIMERA.— PRESIDENCIA  DEL  CONSEJO  DE  MINISTROS. 

Capitales.  Articalos. 


3.* 

C.° 


II 


15 


6. 

7. ” 

8. “ 


19 


7.° 


8.fc 

10 


t.u 

2.° 

f 

2.° 

1.° 

2.* 

V 

4. ° 

5. ° 
G.° 

7. ° 

8. ° 
9.° 
10 

Unico. 


Unico. 

I.° 

a: 


1. ° 

2. " 
4> 
5.” 
10 
2.° 

Unico. 


1.° 

2.° 


Reparación  y conservación  del  edificio,  renovación  y compostura  del  mobiliario,  alum- 
brado y combustible  del  Palacio  de  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros 

SECCION  SEGUNDA.-  MINISTERIO  DE  ESTADO. 

Personal  del  Cuerpo  diplomático. 

del  Cuerpo  consular. 

Material  de  la  sección  de  correos  de  gabinete. 

Gastos  de  viaje  de  ideiri. 

Gastos  de  viaje  y habilitaciones  del  Cuerpo  diplomático  y consular. 

extraordinarios  de  las  Legaciones  y Consulados. 

de  la  correspondencia  oficial  procedente  del  extranjero. 

de  suscriciones  é impresiones. 

de  alquileres  y reparaciones  de  edificios  del  Estado. 

de  vigilancia. 

del  servicio  general  de  telégrafos. 

de  exploraciones  geográficas. 

de  instalaciones  de  las  Cámaras  de  comercio  en  el  extranjero. 

de  l.as  Comisiones  de  arbitrajes. 


Gastos  extraordinarios  del  patronato  de  la  Obra  Pía  de  los  Santos  Lugares  de  Jerusalen. 
SECCION  TERCERA.— MINISTERIO  DE  GRACIA  Y JUSTICIA. 

om.io ACIONES  CIVILES. 

Alquileres  de  edificios. 

Gastos  de  poiieia  judicial. 

Obras  en  los  edificios  civiles. 

Comisiones  y visitas. 

Indemnización  de  testigos. 

OBLIGACIONES  ECLESIÁSTICAS. 

Reparación  extraordinaria  de  tomillos,  conventos,  palacios  episcopales  y Seminarios  con- 
ciliares. 

SECCION  CUARTA.— MINISTERIO  DE  LA  GUERRA. 

Material  de  subsistencias  militares. 

de  acuartelamiento,  alumbrado  y combustible. 

de  hospitales. 

de  trasportes  militares. 

Alquileres  de  edificios  militares. 

Jefes  y oficiales  en  situación  de  reemplazo. 

Cruces  pensionadas. 

SECCION  QUINTA.— MINISTERIO  DE  MARINA. 

Material  de  fuerzas  navales. 

del  cuerpo  de  infantería  de  marina. 


i? 
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SECCION  SEXTA.— MINISTERIO  DE  LA  GOBERNACION 


Capítulos.  Artículos. 


2.® 

4." 

6.“ 

14 


2.“  Calamidades  públicas. 

2.’  Alquileres  de  edificios  para  Gobiernos  que  no  ocupen  103  del  Estado 
2."  Gastos  extraordinarios  de  vigilancia. 

2.°  Conducciones  terrestres  y marítimas. 

SECCION  SÉTIMA.— MINISTERIO  DE  FOMENTO. 

2."  Material  de  las  obras  de  construcciones  civiles. 

SECCION  OCTAVA. — MINISTERIO  DE  HACIENDA 


24 


25 


1." 

1.® 

2.® 


Castos  generales  de  todos  los  servicios  de  la  Deuda  pública. 

Gastos  del  movimiento  de  fondos  por  giros  y remesas. 

Diferencias  de  cambio  en  el  pago  de  intereses  de  la  Deuda  exterior  y quebrantos  en  el  ex- 
tranjero. 

Alquileres  de  la  Fábrica  de  sal  de  Torrevieja. 

de  las  Administraciones  de  aduanas  y depósitos. 

de  todas  las  demás  dependencias  de  Hacienda  y compra  y composición  de  mo- 
biliario. 

de  las  Administraciones  y Fielatos  de  consumos. 

de  las  Administraciones  subalternas  de  Hacienda. 

de  las  Fábricas  de  tabacos  (en  el  caso  de  no  llevarse  á efecto  el  arriendo). 

Obras  y reparos  en  edificios  de  propiedad  del  Estado  á cargo  de  la  Dirección  de  propie- 
dades. 


SECCION  NOVENA.— GASTOS  DE  LAS  CONTRIBUCIONES  Y RENTAS  PÚBLICAS. 


3.° 


4.° 


6.” 

7. ” 

8. ® 

10 

22 

24 

26 

27 


1.® 

2.' 

i> 

2.° 

Unico. 


s 


2 “ 
!> 
2." 
1." 
1.” 
2.° 
3.’ 

Unico. 

1.® 

2.® 

3.® 

1.® 

2.® 

Unico. 


Gastos  de  fabricación  del  timbre  del  Estado. 

Compra  de  primeras  materias. 

Portes  de  papel  sellado  y efectos  timbrados  de  todas  clases. 

Premios  de  expendicion. 

Coste  de  adquisición,  trasporto,  fabricación  y expendicion  de  tabacos;  ampliación  de  Fá- 
bricas y compra  de  máquinas,  útiles  y artefactos  (en  el  caso  de  no  llevarse  á efecto  el 
arriendo). 

Premios  de  expendicion. 

Gastos  de  fabricación  de  sales. 

de  repeso,  inutilización  y otros. 

Comisiones  é indemnizaciones  á los  administradores  de  loterías. 

Gastos  generales  de  la  Gasa  de  Moneda. 

Acuñación  de  moneda  de  oro  y plata. 

Reacuñación  de  moneda  de  plata  desgastada. 

Ganancias  de  loterías. 

Premios  á los  denunciadores  de  las  contribuciones  ó impuestos. 

á los  apijiebensores  de  tabacos,  y gastos  de  confidencias  en  el  extranjero  (en  el  caso 

de  no  llevarse  á efecto  el  arriendo). 

á los  partícipes  de  multas  satisfechas  en  papel  de  pagos  al  Estado. 

Premios  de  cobranza  y otros  de  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y ganadería. 

Gastos  de  rectificación  de  amillaramientos. 

Castos  diversos  de  la  contribución  industrial. 


Palacio  del  Senado  28  de  Junio  de  1887,=E1  Marqués  de  la  Habana,  Prcsidenlc.=.Tos6  Abascal,  Senador 
Secrctario.=El  Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario —José  de  la  Torre  y Villanueva,  Senador  Socrela- 
rio.=El  Señor  de  Rubianes,  Senador  Secretario. 
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Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  estableciendo 
la  forma  de  pago  de  los  débitos  á la  Hacienda  pública  de  los  Ayuntamientos  y 

Diputaciones  provinciales . 


Señora.:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROVECTO  DE  LEY 

Artículo  l.°  Las  Diputaciones  provinciales  y los 
Ayuntamientos  que  se  hallen  en  descubierto  con  el 
Tesoro  público  por  obligaciones  de  los  presupuestos 
de  los  años  económicos  anteriores  á 1885  á 8G,  que- 
dan obligados  desde  la  publicación  de  la  presente  ley 
á incluir  en  sus  respectivos  presupuestos  de  gastos, 
;í  contar  desde  el  adicional  que  formen  para  1887-88, 
el  crédito  necesario  para  satisfacerlos,  por  trimestres 
vencidos,  en  seis  anualidades,  sin  que  en  ningún  caso 
pueda  exceder  dicho  crédito  del  15  por  100  de  sus 
presupuestos  anuales  de  ingresos,  entendiéndose  en 
este  caso  prorrogado  el  plazo  hasta  la  extinción  de  los 
débitos. 

Las  Diputaciones  provinciales  y los  Ayuntamien- 
tos que,  en  cumplimiento  de  las  disposiciones  legales 
vigentes,  hayan  incluido  en  sus  presupuestos  ordina- 
rios de  gastos  para  el  año  económico  de  1887-88  la 
totalidad  de  sus  débitos  al  Tesoro  público,  podrán 
optar  á las  ventajas  de  esta  ley,  bien  pagándolos  al 
contado  dentro  del  plazo  que  más  adelante  se  deter- 
mina para  utilizar  el  beneficio  de  las  condonaciones, 
ó bien  entendiéndose  limitada  la  consignación  del 
importe  total  de  sus  descubiertos  á la  sexta  parte  de 
los  mismos  ó al  15  por  100  de  los  ingresos  presu- 
puestos, seguu  los  casos. 

Art.  2.®  Los  gobernadores  civiles  cuidarán  de  que 
se  comprenda  en  los  presupuestos  provinciales  la  par- 
tida equivalente  á la  sexta  parte  del  débito  que  re- 
sulte á las  Corporaciones,  ó el  15  por  100  del  presu- 
puesto que  deba  percibir  la  Hacienda,  y no  aprobarán 


los  municipales  sin  oir  antes  á los  delegados  de  Ha- 
cienda acerca  de  si  se  contiene  en  ellos  el  importe  de 
lo  que  corresponda  al  Tesoro  público  por  el  período  á 
que  se  reíieran. 

Art.  3."  Los  débitos  por  cualquier  concepto  y pe- 
ríodo, que  estén  sin  puntualizar  por  faltas  de  contabi- 
lidad, serán  inmediatamente  liquidados,  compután- 
dose en  esta  operación  á las  Corporaciones  deudoras 
los  créditos  reconocidos  y liquidados  á su  favor  con- 
tra el  Estado. 

Lo3  débitos  que  por  virtud  de  estas  liquidaciones 
resulten  en  definitiva  á favor  del  Tesoro  público,  se 
satisfarán  en  la  misma  forma  que  establecen  los  ar- 
tículos anteriores,  contándose  para  ellos,  desde  la  fe- 
cha de  esta  ley,  el  plazo  de  prescripción  establecido 
en  el  art.  7.°  de  la  de  31  de  Diciembre  de  1881. 

Art.  4.”  Las  Corporaciones  que  satisfagan  antes  del 
30  de  Junio  del  año  próximo  1888  la  totalidad  de  sus 
atrasos  por  contribuciones,  rentas  é impuestos,  obten- 
drán las  siguientes  bonificaciones:  50  por  100  por  los 
correspondientes  hasta  fin  del  presupuesto  de  1874-75, 
y 25  por  100  por  los  coutraiios  durante  los  presu- 
puestos de  1875-7G  al  de  1884-85  inclusive. 

Art.  5.°  A los  fines  del  artículo  anterior,  las  Di- 
putaciones provinciales  y los  Ayuntamientos  podrán 
disponer  de  las  inscripciones  intransferibles  de  deuda 
perpétua  al  4 por  100,  procedentes  de  sus  bienes  ena- 
jenados y de  los  capitales  de  esta  procedencia  que 
tengan  consignados  en  la  Caja  general  de  depósitos. 
Dichas  inscripciones  se  convertirán  para  su  enajena- 
ción por  el  Tesoro  en  títulos  al  portador,  y se  admiti- 
rán al  precio  medio  de  la  cotización  oficial  del  mes 
anterior  al  en  que  se  solicite  la  compensación.  En  el 
expediente  especial  que  se  instruirá  al  efecto,  será  pe- 
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cosariamente  oido  el  delegado  de  Hacienda  antes  de 
que  recaiga  la  resolución  del  Cobierno. 

Las  Corporaciones  provinciales  ó municipales  no 
podrán  hacer  uso  del  derecho  que  les  concede  el  ar- 
tículo 19  de  la  ley  de  l.°  de  Mayo  de  1855  mientras 
se  hallen  en  descubierto  con  el  Tesoro. 

Art.  0.°  El  cobro  en  cada  trimestre  de  las  canti- 
dades que  correspondan  á la  Hacienda  se  verificará 
dentro  de  los  plazos  reglamentarios;  pero  si  á pesar 
de  esta  prescripción  resultaren  descubiertos  al  termi- 
nar el  presupuesto,  se  procederá  desde  luego  á la  ins- 
trucción de  expedientes  contra  las  Corporaciones  deu- 
doras, para  averiguar  si  por  su  parte  ha  habido  omi- 
sión, descuido,  negligencia  ó indebida  aplicación  de 
los  ingresos,  en  cuyo  caso  serán  declarados  responsa- 
bles los  individuos  que  las  compongan,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  2*2  de  la  ley  de  administración 
y contabilidad  de  25  de  Junio  de  1870. 


Art.  7.c  Los  gobernadores  civiles  y los  delegados 
de  Hacienda  serán  responsables  de  las  infracciones 
que  cometan  ó consientan  contra  lo  dispuesto  en  los 
artículos  anteriores. 

Art.  8.°  Los  Ministros  de  la  Gobernación  y de  Ha- 
cienda dictarán  las  disposiciones  convenientes  para  el 
cumplimiento  de  esta  ley. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  20  de  Junio  de  1887.=Scñora. 
A L.  R.  P.  de  Y.  M,=El  Marqués  de  la  Habana,  Pre- 
sidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=J osé  de 
la  Torre  Villanueva,  Senador  Secrelario.=El  Marqués 
de  Mondéjar.  Senador  Secretario.=El  Señor  de  Ru- 
biaues,  Senador  Secretario. 

Pnblíquese  como  ley.=María  Cristina.— Palacio 
29  de  Junio  de  1 887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  3."  AL  NÚM.  2 


DE  LAS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegís  la/lor,  condonando 
á l).  Balbino  Corles  y Morales  los  intereses  de  demora  que  ha  satisfecho  durante 
la  tramitación  de  un  expediente  de  alcance  de  que  se  le  declaró  responsable  sieñdo 

cónsul  en  Argel. 


Señora:  Las  Corles  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.®  Se  condonan  á D.  Balbino  Cortés  y 
Morales  las  3.092  pesetas  38  céntimos  que  lia  satis- 
fecho al  Tesoro  como  intereses  de  demora  en  el  pago 
del  alcance  de  9.500  que  le  fueron  sustraídas  siendo 
cónsul  general  de  España  en  Argel,  habiéndolas  sa- 
tisfecho en  totalidad,  y cuyos  intereses  se  aumenta- 
ron por  efecto  de  la  tramitación  del  expediente,  que 
no  permitió  acceder  á la  pretensión  del  interesado  de 
que  se  le  sujetase  á descuento  de  sus  haberes  pasivos 
antes  de  ser  declarado  responsable. 


Art.  2.*  El  Ministro  de  Hacienda  dictará  las  ór- 
denes convenientes  para  la  devolución  de  dicha  can- 
tidad, en  los  términos  que  por  la  legislación  vigente 
corresponda. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  25  de  Junio  de  1887.=8eño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente— José  Abascal,  Senador  Secretario. =EI 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Sccretario.=El  Señor 
de  Rubiancs,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.= Palacio 
29  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 


% 


APÉNDICE  4.”  AL  NÚM.  2 


DE  LAS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  concediendo 
al  Ayuntamiento  de  Barcelona  un  anticipo  de  2 millones  de  pesetas  para  los 
gastos  de  la  Exposición  universal  que  se  ha  de  celebrar  en  Abril  próximo.  , 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  concede  una  trasferencia  de  cré- 
dito de  2 millones  de  pesetas  del  art.  I.°  del  capí- 
tulo 15  de  la  sección  sétima  del  presupuesto  vigente, 
al  art.  2.°  del  cap.  12  de  la  misma  sección,  cu  con- 
cepto de  anticipo  A la  ciudad  de  Barcelona,  para  ha- 
cer frente  á los  gastos  de  la  Exposición  universal  que 
ha  de  celebrarse  en  el  mes  de  Abril  próximo. 

Art.  2.°  El  Ayuntamiento  de  dicha  ciudad  rein- 
tegrará al  Estado  la  mencionada  cantidad  con  los  be- 
neficios líquidos  que  resulten  de  la  Exposición,  á 
cuyo  efecto  deberá  dar  cuenta  de  sus  gastos  é in- 
gresos. 

Art.  3.°  Si  los  beneficios  líquidos  no  llegan  á al- 
canzar el  total  importe  del  anticipo,  lo  mismo  que 
en  el  caso  de  que  tales  beneficios  no  existan,  el  Ayun- 
tamiento de  Barcelona  reintegrará  al  Estado  el  75  por 
100  del  adelanto  que  le  hace,  pagándolo  en  seis  pla- 
zos iguales  y en  los  seis  años  siguientes,  á contar 
desde  el  siguiente  á aquel  en  que  haya  terminado  la 


Exposición,  consignando  la  cantidad  correspondiente 
en  el  presupuesto  respectivo. 

Art.  4.°  El  Ayuntamiento  de  Barcelona  invertirá 
en  premios  á los  expositores  una  suma  que  no  podrá 
bajar  de  250.000  pesetas. 

Art.  5.°  El  Gobierno  organizará  los  servicios  ne- 
cesarios para  garantir  la  buena  gestión  financiera  y 
técnica  de  la  Exposición,  y para  que  estén  represen- 
tadas en  el  certamen  las  colecciones  de  productos  de 
los  centros  oficiales  que  de  el  dependen,  cargándose 
los  gastos  que  las  instalaciones  oficiales  originen, 
con  carácter  do  subvención,  á la  partida  que  consti- 
tuye el  anticipo  de  que  habla  el  art.  l.° 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  do  V.  M. 
Palacio  del  Senado  20  de  Junio  de  l887.=Señú- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.—El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. =José  Abascal,  Senador  Secrctario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
29  de  Junio  de  Í887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Mauuel  Alouso  Martínez. 


. 
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DIARIO 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  declarando 
cuerdo  del  jingo  del  impuesto  sobre  grandezas  y títulos  á /).  A ugusto  Plasencia  y 

Fariñas,  Conde  de  Santa  Bárbara. 


SbSíora:  Las  Córtes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  releva  al  coronel  de  ejército, 
teniente  coronel  retirado  del  cuerpo  de  artillería,  Don 
Augusto  Plasencia  y Fariñas,  del  pago  del  impuesto 
especial  establecido  por  Real  decreto  de  28  de  Diciem- 
bre de  184G  y recargo  del  33  por  1 00  autorizado  so- 
bre aquel  por  la  base  1.a,  apéndice  letra  E de  la  ley  del 
presupuesto  de  ingresos  de  26  de  Diciembre  de  1872, 
por  la  merced  de  título  del  Reino  de  Conde  de  Santa 
Bárbara,  creado  á favor  del  mismo  por  Real  decreto 


de  7 de  Marzo  de  1887;  entendiendo  que  la  releva- 
ción es  personal,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo 2."  del  art.  10  del  citado  decreto. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  18  de  Mayo  de  1887.=8efio- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secretario.  =El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.— José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secrctario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  6.°  AL  NÚM.  2 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  autorizando 
al  Gobierno  para  reformar  el  arancel  de  los  Registradores  de  la  propiedad. 


Señora.:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M. 
para  reformar  el  arancel  de  los  registradores  de  la 
propiedad  y el  art.  343  de  la  ley  hipotecaria,  que  for- 
ma parte  del  mismo  arancel,  estableciendo  cuotas 
graduales  en  las  inscripciones,  certificados  y demás 
operaciones  retribuidas  que  á dichos  funcionarios  in- 
cumben, atendido  el  valor  de  las  fincas  ó derechos 
impuestos  sobre  ellas  que  se  trasmitan  ó á que  las 
indicadas  operaciones  se  refieran. 


Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  Y.  M. 

Palacio  del  Congreso  28  de  Junio  de  1887.= 
Senora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=Gristino  Martos,  Pre- 
dente.=Luis  Sánchez  Arjoua,  Diputado  Secretario.= 
i Manuel  Ibarra,  Diputado  Secretario.  =?  Diego  Arias 
de  Miranda,  Diputado  Secretario. =El  Conde  de  Sa- 
llen!, Diputado  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cri9tina.=Paiacio 
3 de  Julio  de  1887. =E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APENDICE  7.°  AL  NÚM.  2 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M..  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador.  sobre  erección 
de  una  estátua  ecuestre  al  Rey  Ü.  Alfonso  XII. 


Señora:  La»  Corles  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  En  nombre  de  la  Nación  española  se 
erigirá  una  estátua  ecuestre  de  bronce  al  inolvidable 
y malogrado  Monarca  Don  Alfonso  XII,  delante  del 
Palacio  Real  y centro  de  la  plaza  llamada  de  la  Ar- 
mería, ó donde  designe  su  augusta  Viuda  8.  M.  Doña 
María  Cristina,  Regente  del  Reino. 

Art.  2.°  Para  atender  á los  gastos  que  origine  la 
erección  de  esta  estátua,  se  abrirá  una  suscricion  na- 
cional voluntaria,  y el  Gobierno  contribuirá  para  ella 
con  la  cantidad  de  250.000  pesetas,  que  se  consigna- 
rán con  carácter  de  crédito  permanente,  hasta  que  el 


monumento  se  termine,  en  ios  presupuestos  genera- 
les del  Estado. 

Art.  3.°  Una  Comisión  nombrada  por  el  Gobierno, 
dispondrá  todo  lo  que  sea  necesario  para  la  ejecución 
de  la  presente  ley. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  28  de  Junio  de  1887.=Se- 
ñora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=Cristino  Martos,  Prcsi- 
dente.=Luis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secretario.= 
Manuel  Ibarra,  Diputado  Secretario.=I)iego  Arias  de 
Miranda,  Diputado  Secretario.=El  Conde  de  Sallent, 
Diputado  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Gristina.=Palacio 
3 de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi-. 
cia,  Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  8.*  AL  NÚM.  2 


CONGRESO  DE  EOS  DIPUTADOS 


Ij’H  sancionada  por  S.  M.,  y publicada,  en  esle  Cuerpo  Co legislador,  exceptuando 
de  la  venta  el  sallo  de  agua  que  la  ciudad  de  Gerona  tiene  sobre  la  acequia  Monár. 


Señora;  Las  Córtcs  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  exceptúa  de  la  venta  dispuesta 
por  las  leyes  da  desamortización  el  salto  de  agua  que 
sobre  la  acequia  Monár  posee  la  ciudad  de  Gerona, 
perteneciente  á los  propios  de  la  misma,  y cuya  fuer- 
za motriz  utiliza  boy  para  molinos. 

Art.  2.°  El  Ayuntamiento  de  Gerona  aplicará  la 
fuerza  expresada  en  el  articulo  anterior,  para  dar  mo- 
vimiento á la  maquinaria  necesaria  para  producir 
la  electricidad,  aplicándola  al  alumbrado  público  de 
aquella  capital. 

Art.  3.°  Si  después  de  instalado  el  alumbrado  eléc- 
trico cesare  de  utilizarse  para  dicho  objeto  durante 


seis  meses  consecutivos  la  fuerza  hidráulica  que  al 
mismo  se  destina  en  virtud  del  articulo  anterior,  en 
todo  el  tiempo  que  esto  suceda  quedará  nula  la  ex- 
cepción concedida,  y el  Estado  se  incautará  para  su 
enajenación  de  la  propiedad  exceptuada. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  Y.  M. 

Palacio  del  Congreso  28  de  Junio  de  1887  — Se- 
ñora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=Cristino  Mar  tos,  Presi- 
dente.=Luis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secretario.= 
Manuel  Ibarra,  Diputado  Secrctario.=Diego  Arias  de 
Miranda,  Diputado  Secretario.=El  Conde  de  Sallent, 
Diputado  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
3 de  Julio  de  188 *.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martinez. 
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APÉNDICE  0.®  AL  NÚM.  2 


DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  COSTES 

CONCíliESU  DE  LOS  DIPUTADOS 


Lnj  mimo  nada  por  S.  M.,  y publicada  cu  este  Cuerpo  Colegisla, dar,  autorizando 
al  Gobierno  para  adoptar  las  medidas  necesarias  á fin  de  conseguir  la  erUncion 
de  la  langosta  en  las  provincias  invadidas,  prescindiendo  de  las  formalidades 
prescritas  en  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  autoriza  al  Gobierno  para  que,  pres- 
cindiendo de  las  formalidades  prescritas  en  la  ley  de 
10  de  Enero  de  1879  y reglamento  para  su  ejecución 
de  21  de  Julio  del  mismo  año,  adopte  las  medidas  é 
invierta  los  recursos  concedidos  y que  por  esta  ley  se 
conceden  para  la  extinción  de  la  langosta  en  las  pro- 
vincias invadidas,  con  toda  la  urgencia  posible. 

Art.  2.°  Se  amplía  hasta  un  millón  de  pesetas  el 
crédito  de  300.000  concedido  al  Gobierno  con  este  fin 
por  la  ley  de  21  de  Abril  último. 

Art.  3,Q  El  Gobierno,  además  de  presentar  el  pro- 


yecto de  ley  más  á propósito  para  conseguir  aquel  ob- 
jeto de  una  manera  permanente,  dará  cuenta  á las 
Cortes  del  uso  que  haya  hecho  de  la  presente  autori- 
zación. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  Y.  M. 

Palacio  del  Senado  4 de  Julio  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. =José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Viiianueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de.  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquesc  como  ley.— Jtfaria  Cristina. =Palacio 
3 de  Julio  de  I887.=EI  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en -este  Cuerpo  Colcr/islalor,  sobre  concesión 
de  dos  suplementos  de  crédito  al  presupuesto  del  Ministerio  de  Marina  y varias 
transferencias  en  los  de  Estado,  Guerra  y Fomento,  correspondientes  al  año 

económico  1886-87. 


Señora:  Las  Cortos  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY 

Articulo  1 .”  En  la  sección  segunda,  «Ministerio  de 
Estado,»  del  presupuesto  de  Obligaciones  délos  depar- 
tamentos ministeriales,  correspondiente  al  año  eco- 
nómico 1886-87,  se  concede  una  trasferencia  de  cré- 
dito de  60.000  pesetas  del  cap.  6.°,  art.  2.°,  «Gastos  de 
viaje  de  los  correos  de  gabinete,»  al  cap.  11,  «Gastos 
diversos,»  aplicándose  30.000  pesetas  al  art.  1.", 
«Gastos  de  viaje  y habilitaciones,»  y las  30.000  res- 
tantes al  art.  ü.“,  «Gastos  de  vigilancia.» 

Art.  2.”  En  la  sección  cuarta,  «Ministerio  de  la 
Guerra,»  del  citado  presupuesto,  se  conceden  trast'e- 
rencias  de  crédito  por  la  suma  de  86.786  pesetas  1 1 
céntimos,  que  se  aplicarán  al  cap.  7.°,  art.  9.°,  «Gas- 
tos de  remonta,»  y se  deducirán  de  los  capítulos  y 
artículos  siguientes:  43.046  pesetas  53  céntimos  del 
cap.  4.°,  art.  I.°,  «Cuerpos  permanentes  del  ejército;» 
4.000  pesetas  del  cap.  5.°,  art.  2.°,  «Cuerpos,  oficinas 
y establecimientos  en  los  distritos  militares;»  38.363 
pesetas  47  céntimos  del  cap.  7.°,  art.  l.°,  «Material  de 
subsistencias  militares,»  y 1.376  pesetas  1 1 céntimos 
del  art.  2.“,  también  del  cap.  7.°,  «Material  de  acuar- 
telamiento, alumbrado  y combustible.» 

Art.  3.°  Se  conceden  al  presupuesto  del  Ministe- 


rio de  Marina  del  referido  año  económico  1S86-87  dos 
suplementos  de  crédito:  uno  de  508.380  pesetas  al 
cap.  3.",  art.  2.°,  «Personal  de  infantería  de  marina,» 
y otro  de  202.277  pesetas  al  cap.  4.°,  art.  2.°,  «Ma- 
terial del  mismo  cuerpo.» 

Art.  4.”  En  la  sección  sétima,  «Ministerio  de  Fo- 
mento,» del  mismo  presupuesto,  se  trasüeren  1 8.000 
pesetas  del  cap.  21,  art.  2.°.  «Material  de  faros,»  al 
cap.  20  artículo  único,  «Personal  del  mismo  ser- 
vicio. » 

Art.  5."  El  importe  de  los  suplementos  de  crédito 
á que  se  refiere  el  art.  ■i.'1,  se  cubrirá  con  los  recur- 
sos extraordinarios  procedentes  de  las  suprimidas 
Cajas  especiales  y con  la  deuda  flotante  del  Tesoro,  si 
aquellos  no  bastaran  á cubrir  las  obligaciones  del  pre- 
supuesto en  ejercicio. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  4 de  Julio  de  1 S87.=Seno— 
ra.==A  L.  11.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Socretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario. =José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=  María  Gristina.=Palacio 
8 do  Julio  de  1887. =El  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez, 
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APÉNDICE  11.°  AL  NÜM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  M y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre  concesión 
de  trasfercmias  y suplementos  de  crédito  al  de  gastos  de  las  contribuciones  y 
rentas  públicas,' correspondiente  á 1886-87. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY 

Artículo  l.°  En  la  sección  novena,  «Gastos  de  las 
contribuciones  y rentas  públicas,»  del  presupuesto 
correspondiente  al  año  económico  1886-87,  se  con- 
ceden las  siguientes  trasferencias  de  crédito:  65.150 
pesetas  al  cap.  4.°.  art.  2.°,  «Premios  do  expendio  ion 
de  efectos  timbrados,»  y 354.61  1 pesetas  al  cap.  5.°, 
art.  2.°,  «Compra  de  tabacos  en  rama  de  Filipinas,» 
deduciéndoselas  4 1 9.76 1 pesetas  á que  ascienden  am- 
bas partidas,  en  esta  forma:  1 42.239  peseLas  del  ca- 
pítulo 3.°,  art.  2.°,  «Compra  de  primeras  materias  para 
la  elaboración  de  efectos  timbrados,»  21.919  del  ar- 
ticulo 3.°  del  mismo  capítulo,  «Adquisición  y en 
Retenimiento  de  máquinas  y prensas,»  10.740  del 
cap.  4.a,  art.  l.°,  «Portes  de  papel  y efectos  timbra- 
dos,» y 244.863  del  cap.  22  artículo  único,  » Ganan- 
cias de  loterías.» 

Art.  2.°  En  la  misma  sección  y presupuesto,  se 


conceden'dos  suplementos  de  crédito:  uno  de  2 . 9 8 8. 7 74 
pesetas  20  céntimos  ai  cap.  5.°,  art.  2.°,  «Compra 
de  tabacos  en  rama  de  Füipiuas,»  y 526.891  pesetas 
75  céntimos  al  art.  4.°  del  mismo  capítulo,  «Pre- 
mios de  elaboración  de  tabacos.» 

Art.  3.°  El  importe  de  dichos  suplementos  de  cré- 
dito se  cubrirá  cou  los  recursos  procedentes  de  las 
suprimidas  Cajas  especiales  que  se  vienen  aplicando 
al  presupueto;  y si  éstos  no  fueran  suficientes,  con 
la  deuda  flotante  del  Tesoro. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  4 de  Julio  de  1887.=Seño- 
ra.— A L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueya,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Gristina.=Palacio 
8 de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APENDICE  12.°  AL  NÚM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colcgislador,  reformando 

la  electoral  para  Diputados  á Corles. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY 

REFORMANDO  LOS  ARTÍCULOS  7.°,  10,  I l 4 Y 1 I 7 DE  LA 
LEY  ELECTORAL  PABLA  DIPUTADOS  Á CÓRTES. 

Artículo  7.°  Son  condiciones  indispensables  para 
ser  admitido  como  Diputado  en  el  Congreso,  las  si- 
guientes: 

1.a  Reunir  las  calidades  requeridas  en  el  art.  29 
dé  la  Constitución  en  el  dia  en  que  se  verifique  la  elec- 
ción en  el  distrito  electoral. 

Haber  sido  elegido  y proclamado  electo  en  un 
distrito  electoral,  ó en  el  Congreso,  con  arreglo  á las 
disposiciones  de  esta  ley  y A las  del  Reglamento  del 
mismo  Cuerpo. 

3. a  No  estar  inhabilitado  por  cualquier  motivo  de 
incapacidad  personal  para  obtener  el  cargo  en  el  dia 
cu  que  se  verifique  la  elecciou. 

4. "  No  estar  comprendido  en  ninguno  de  los  casos 
de  incompatibilidad  que  establece  la  ley. 

Art.  10.  La  incapacidad  relativa  que  se  establece 
en  el  artículo  anterior  subsistirá  basta  un  año  des- 
pués de  que  hubiere  cesado  por  malquiera  causa  el 
motivo  que  la  produce. 

Art.  1 1 4.  El  Congreso,  en  uso  de  la  prerrogativa 
que  le  compete  por  el  art.  34  de  la  Constitución,  exa- 
minará y juzgará  de  la  legalidad  de  las  elecciones 
por  los  trámites  que  determine  su  Reglamento,  y ad- 
mitirá como  Diputados  á los  que  resulten  legalmeuLe 
Regidos  y proclamados  en  los  distritos  si  rcuucn  la 
capacidad  personal  necesaria  para  ejercer  el  cargo  y 
no  están  comprendidos  en  las  incompalibilidades  que 
declara  la  ley. 


Art.  117.  Los  Diputados  electos  que  hubieren 
sido  proclamados  en  las  Juntas  de  escrutinio  de  los 
distritos  deberán  presentar  la  credencial  de  su  nom- 
bramiento en  la  Secretaría  del  Congreso  dentro  de  ios 
dos  primeros  meses  de  la  legislatura,  á contar  desde 
el  dia  de  la  reunión  de  las  Cortes,  si  los  elegidos  lo 
fueren  en  elecciones  generales.  Para  los  elegidos  en 
elección  parcial  este  plazo  empezará  á contarse  desde 
el  dia  en  que  conste  en  la  Secretaría  del  Congreso  su 
proclamación  por  la  .Tunta  de  escrutinio. 

Para  los  Diputados  electos  en  las  provincias  de 
Ultramar,  ya  sea  en  elecciones  generales  ó en  par- 
ciales, los  términos  que  señala  el  precedente  párrafo, 
serán  de  tres  meses,  pudiendo  ampliarse  este  plazo 
por  acuerdo  de  la  Cámara,  si  por  accideute  de  mar 
que  haya  impedido  ó dificultado  la  comunicación,  fue- 
se necesario. 

Se  entenderá  que  renuncia  el  cargo  de  Diputado 
electo  ó presunto  el  que  no  presentare  su  credencial 
en  el  Congreso  dentro  de  los  términos  prefijados,  y se 
declarará  en  su  consecuencia  la  vacante,  después  de 
haber  resuelto  sobre  la  legalidad  de  la  elección  lo  que 
proceda. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  30  de  Junio  de  1887.=Seuora. 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secrelario.=El 
Marqués  do  Mondéjar,  Senador  Secretario. =J osé  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Sccretario.=El  Señor 
í de  Rutó  anes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  le  y.= María  Cristina.==Palaeio 
8 de  Julio  de  I887.=Ei  Ministro  de  Gracia  y .Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  13.“  AL  NÚM.  2 


DE  LAS 


bey  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  esle  Cuerpo  Colegislador,  sobre  esta- 
blecimiento de  una  estación  telegráfica  en  Ezcaray . 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  establecerá  en  la  villa  de  Ezcaray 
(provincia  ile  Logroño)  una  estación  telegráfica  por 
cuenta  del  Estado. 

Art.  El  Ministro  de  la  Cobernacion  dispondrá 
lo  conveniente  para  cumplimentar  el  artículo  ante- 
rior tan  luego  como  sean  aprobados  los  presupuestos 
generales  del  Estado  para  el  próximo  ano  económico. 


Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  Y.  M. 

Palacio  del  Senado  14  de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  =¿osé  Abascal,  Senador  Secrctario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Paiacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martinez. 


í 
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APÉNDICE  14.°  Al  NÜM.  2 


Ley  sancionarlo  por  S.  i\L,  1/  publicada  en  este  Cuerpo  Colegiala  lor,  sobre  autori- 
zación para  invertir  ‘250.000  pesetas  en  las  obras  de,  instalación  del  Asilo  de 

inválidos  del  trabajo. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  auLoriza  al  Ministro  de  la  Gober- 
nación para  invertir  en  las  obras  necesarias  para  la 
reparación  del  Palacio  Nuevo  de  Vista- Alegre  é insta- 
lación en  el  mismo  del  Asilo  de  inválidos  del  trabajo, 
creado  por  Real  decreto  de  1 1 de  Enero  de  1887,  la 
cantidad  de  250.Ü0Ó  pesetas,  tomándola  de  los  bienes 
y valores  afectos  al  reintegro  al  Tesoro  del  precio  de 
la  posesión  de  Vista-Alegre. 

Art.  2.°  El  Ministro  de  la  Gobernación  formará  y 
remitirá  al  de  Hacienda  una  relación  de  los  valores 
de  que  hubiere  hecho  uso  para  realizar  la  suma  de 
250.000  pesetas,  y dictará  cuantas  disposiciones  sean 
necesarias  para  que  activándose  las  investigaciones  y 
la  declaración  de  caducidad  de  las  fundaciones  de  be- 
neficencia particular  que  no  respondan  al  objeto  do 
su  institución  por  cualquiera  de  las  causas  que  se 
detallan  en  la  instrucción  de  27  de  Abril  de  1875, 
pueda,  antes  de  L°  de  Julio  de  1890,  completarse  la 
garantía  de  2.500.000  pesetas  ofrecida  para  reintegro 
del  precio  que  ha  de  pagarse  por  la  posesión  de  Vista- 
Alegre. 

Art.  3.v  En  el  referido  Asilo  ingresarán  tan  solo 
los  inválidos  del  trabajo  que  reúnan  las  siguientes 
circunstancias: 

1/  Estar  absolutamente  incapacitados  para  el 
trabajo.  i 

2.4  Ser  solteros  ó viudos  sin  hijos  menores  de 
edad. 

3. “  Que  no  sufran  padecimiento  crónico. 

4. *  No  tener  derecho  á reclamar  por  el  daño  su- 
frido indemnización  de  los  patronos  ó empresarios, 
ó no  haber  podido  hacerlo  efectivo. 


Art.  4.°  Los  que  no  reúnan  las  circunstancias  l.\ 
2.*  y 3.a  podrán  recibir  el  socorro  en  su  domicilio, 
con  arreglo  á las  bases  del  artículo  transitorio. 

Art.  5.°  Los  que  tengan  hijos  mayores  de  edad, 
según  la  posición  y condiciones  de  éstos,  podrán  re- 
cibir el  socorro  en  su  domicilio  ó ingresar  en  el  Asilo. 

Art.  6.°  Así  la  provisión  de  las  vacantes  desde  el 
momento  efe  abrirse  el  Asilo  como  la  concesión  de 
socorros  á domicilio,  se  llevarán  á cabo  mediante 
concurso  público,  que  se  anunciará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  y en  los  Boletines  oficiales  de  las  provincias, 
tomándose  en  cuenta  la  entidad  y naturaleza  del  daño 
recibido  y la  fechado  la  inutilización,  y publicándo- 
se la  resolución  razonada  en  la  Gaceta  de  Madrid . 

ARTÍCULO  TRANSITORIO. 

Si  los  recursos  de  que  disponga  la  Junta  de  patro- 
nos creada  por  Real  decreto  de  1 1 de  Enero  de  este 
año,  no  alcanzasen  para  socorrer  á todos  los  inutili- 
zados, ya  en  el  Asilo,  ya  en  su  domicilio,  la  expresa- 
da Junta  los  distribuirá  equitativamente,  dando  pre- 
ferencia á los  inutilizados  totalmente  sobre  los  que 
lo  estén  solo  para  determinados  trabajos,  y á los  obre- 
ros casados  y con  hijos  menores  sobre  los  solteros  ó 
viudos  sin  ellos. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  4 de  Julio  de  1887.=Señóra. 
A L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana,  Pre- 
sidente.^ osé  Abascal,  Senador  Secretario.=El  Mar- 
qués de  Mondéjar,  Senador  Secreta rio.=J osé  de  la 
Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.  ==E1  Señor  de 
Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Gristina.=Palacio 
8 de  Julio  de  1887.=EI  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  16.°  AL  NÚM.  2 


DIABIO 


DE  LAS 


Ley  sancionada  por  S.  M. , y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  fijando  la 
fuerza  del  ejército  permanente  para  el  servicio  del  Estado  durante  el  año 

económico  1887-88. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  t.°  La  fuerza  del  ejército  activo  de  la 
Península  para  el  año  económico  1887  á 1888  se  fija 
en  1 00.022  hombres. 

Art.  2.°  En  el  período  de  instrucción  de  los  re- 
clutas de  nuevo  ingreso  podrá  elevarse  dicha  fuerza 
hasta  125.000  hombres  si  su  sostenimiento  lo  con- 
sienten las  economías  realizadas  durante  el  ejercicio 
en  los  créditos  presupuestos  para  esta  atención,  ha- 
ciendo uso  el  Gobierno  de  la  facultad  de  anticipar  li- 
cencias temporales  dentro  del  tercer  ano  de  servicio 
en  las  filas,  que  le  concede  la  ley  de  reclutamiento  y 
reemplazo  del  ejército  de  1 1 de  Julio  de  1885. 


Art.  3.°  La  fuerza  de  los  ejércitos  de  Ultramar 
será:  de  19.858  hombres  para  el  de  la  isla  de  Cuba, 
de  3.1 60  para  el  de  la  de  Puerto-Rico  y de  8.753  para 
el  de  las  Filipinas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  20  de  Junio  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.— losé  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
29  de  Junio  de  1887.=EI  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martinez. 


^ •>  ¿r  : - - 
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APÉNDICE  16/  AL  NÚM.  2 


DE  LAS 

t 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre  venia 
ó per  muía  de  los  edificios  y fincas  destinados  á atenciones  de  Guerra. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1/  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para 
vender  ó permutar  todos  los  edificios  y fincas  desti- 
nados á atenciones  de  Guerra,  que  por  su  mal  estado, 
disposición  ó construcción  impropia  del  uso  á que  se 
dedican,  hallarse  mal  situados,  valor  considerable  de 
üus  solares  ú otras  causas,  convenga  enajenar  ó cam- 
biar con  ventaja  para  los  servicios  militares. 

Art.  2.°  Las  enajenaciones  á que  se  refiere  el  ar- 
ticulo anterior  se  luirán  directamente  por  el  ramo  de 
Guerra  con  acuerdo  dei  Consejo  de  Ministros,  prévia 
la  subasta  pública  si  se  tratare  de  venta,  y verificán- 
dose las  permutas  en  la  forma,  manera  y condiciones 
que  más  beneficiosa  se  considere  para  los  intereses 
del  Estado,  y que  más  rápidamente  conduzca  al  ob- 
jeto de  esta  ley. 

Art.  3.°  El  producto  de  las  ventas  y permutas  que 
se  vayan  realizando  ingresará  en  las  Tesorerías  de 
Hacienda  con  aplicación  á Rentas  públicas  del  presu- 


puesto que  estuviese  cu  ejercicio,  y quedará  á dispo- 
sición del  ramo  de  Guerra  para  los  fines  que  deter- 
mina el  artículo  siguiente. 

Art.  4.°  Los  créditos  del  material  de  ingenieros 
dei  presupuesto  correspondiente  al  ano  económico  en 
(pie  se  verifiquen  los  ingresos  por  las  ventas  y per- 
mutas de  que  se  trata,  se  considerarán  ampliados  en 
una  suma  igual  á la  de  los  productos  obtenidos,  la 
cual  se  destinará  á la  construcción  de  nuevos  edificios 
militares  ó d grandes  reformas  én  los  existentes  que 
los  habiliten  para  llenar  cumplidamente  su  objeto. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  dei  Senado  22  de  Junio  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  llábana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  8ecrctario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  $ccretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. =E1  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=Maria  Gristina.=Palacio 
29  de  Junio  de  1887.=Ei  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Mauuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  17.“  AL  NÚM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegís  la  dor,  fijando  las 
fuerzas  navales  para  la  Península,  islas  de  Cuba  y Puerto-Rico  y Archipiélago 
filipino  durante  el  año  económico  1887-88. 


Señora:  Las  Górtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Las  fuerzas  navales  que  para  aten- 
ciones generales  del  servicio,  policía  y vigilancia  de 
las  aguas  jurisdiccionales  de  la  Península  é Islas  ad- 
yacentes, estaciones  navales  de  la  América  del  fiur 
y Golfo  de  Guinea  deben  figurar  durante  el  año  eco- 
nómico de  1887  á 1888,  serán  las  siguientes: 

Tres  buques  de  primera  clase,  armados  para  todo 
el  año. 

Tres  buques  de  primera  clase,  armados  para  cua- 
tro meses. 

Cuatro  buques  de  segunda  clase,  armados  para 
todo  el  año. 

Un  buque  de  tercera  clase,  armado  para  todo 
el  año. 

Buques  afectos  á comisiones  especiales  y resguardo 
mar  i timo. 

Dos  buques  de  tercera  clase,  armados  para  todo 
el  año. 

Un  buque  de  tercera  clase,  de  vela,  armado  para 
cuatro  meses. 

Veinte  cañoneros,  armados  para  todo  el  año. 

Dos  pontones,  armados  para  todo  el  año,  uno  en 
Fernando  Póo  y otro  en  Algeciras. 

Fuerzas  sutiles . 

Una  lancha  de  vapor,  armada  para  todo  el  año. 

Cuarenta  y ocho  escampavías,  armadas  para  todo 
el  año. 


Torpederos . 

Un  caza-torpederos,  armado  por  cuatro  meses. 

Trece  torpederos,  armados  por  dos  meses. 

Comisión  hidrográfica. 

Un  vapor  de  ruedas,  armado  por  todo  el  año. 

Escuelas  permanentes. 

Una  fragata,  escuela  de  artilleros  de  mar,  armada 
por  todo  el  año. 

Una  fragata,  escuela  de  aspirantes  de  marina,  ar- 
mada por  todo  el  año. 

Una  fragata,  escuela  de  guardias  marinas,  armada 
por  todo  el  año. 

Una  corbeta,  escuela  de  aprendices  marineros,  ar- 
mada por  todo  el  año. 

Fuerzas  de  reserva . 

Un  buque  de  primera  clase,  en  cuarta  situación 
económica  por  todo  el  ano. 

Tres  depósitos  dotantes,  escuelas  de  marinería, 
armados  por  todo  el  año. 

Art.  2.°  Para  las  tripulaciones  de  los  buques  com- 
prendidos en  el  artículo  anterior  y cubrir  el  servicio 
de  los  arsenales  y departamentos  marítimos  de  la  Pe- 
nínsula, se  fijan  6.990  marineros  y 4.693  soldados  de 
infantería  de  marina. 

Estación  naval  del  Sur  de  América. 

Un  buque  de  segunda  clase,  armado  por  todo  el 
año. 


2 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


Isla  de  Cuba . 

Art.  3.°  Las  fuerzas  navales  para  el  año  económico 
citado,  serán  las  siguientes: 

Dos  buques  de  segunda  clase,  armados  para  todo 
el  año. 

Doce  cañoneros,  armados  para  todo  el  año. 

Un  torpedero,  armado  para  cuatro  meses. 

Fuerzas  sutiles. 

Cuatro  lanchas  de  vapor,  armadas  para  todo  el  año. 

Art.  4.°  Para  las  tripulaciones  de  los  buques  com- 
prendidos en  el  artículo  anterior  y estaciones  navales, 
se  fijan  1.367  marineros  y 317  soldadcs  de  infantería 
de  marina. 

Puerto-Rico. 

Art.  5.°  Las  fuerzas  navales  de  la  isla  de  Puerto- 
Rico,  durante  elfaño  económico  citado,  serán  las  si- 
guientes: 

Un  buque  í\ea  tercera  clase, «-armado  para'Hodo  el 
año. 

Art.  6.°  Para  la  tripulación  del  buque  compren- 
dido en  el  artículo  anterior  y atenciones  de  la  pro- 
vincia, se  fijan  103  marineros. 

Islas  Filipinas. 

Art.  7.°  Las  fuerzas  navales  para  el  servicio,  poli- 
cía y vigilancia  de  las  aguas  jurisdiccionales  de  las 
islas  Filipinas  durante  el  citado  ano  económico,  serán 
las  siguientes: 

Un  buque  de  primera  clase,  armado  para  lodo  el 
año. 

Dos  buques  de  segunda  clase,  armados  para  todo 
el  año. 

Cuatro  buques  de  tercera  clase,  armados  para  todo 
el  año. 

Doce  cañoneros,  armados  para  todo  el  año. 


Trasportes . 

Un  trasporte  de  segunda  clase,  armado  para  todo 
el  año. 

Dos  trasportes  de  tercera  clase,  armados  para  todo 
el  año. 

Fuerzas  sutiles. 

Cuatro  lanchas  de  vapor,  armadas  para  todo  el  año. 

Ponto>ies. 

Tres  pontones,  situados  en  Joló,  Yap  (Carolinas)  y 
Subig,  armados  por  todo  el  año. 

Comisión  hidrográfica. 

Un  buque  de  tercera  clase,  armado  para  todo  el 
año. 

Art.  8.°  Para  las  tripulaciones  de  los  buques  com- 
prendidos en  el  artículo  anterior  y cubrir  el  servicio 
del  arsenal  de  Cavite,  divisiones  y estaciones  navales, 
se  fijan  2.362  marineros  y 559  soldados  de  infantería 
de  marina. 

Fernando  Póo. 

Art.  9.rt  Las  fuerzas  navales  para  el  Golfo  de  Gui- 
nea durante  el  año  económico  citado,  serán  las  si- 
guientes: 

Un  cañonero,  un  ponlon  y una  lancha  de  vapor, 
armados  para  todo  el  año. 

Art.  10.  Para  las  tripulaciones  de  los  buques 
comprendidos  en  el  artículo  anterior,  se  fijan  93  ma 
vineros. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  25  de  Junio  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden te.= José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario. =3 osé  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Sanador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=Macía  Cristina.=Palacio 
29  de  Judío  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APENDICE  18.*  AL  NÚM.  2 


DE  LAS 


Ij'ij  sancionada  por  S.  M.,  1/  publicada  en  esle  Cuerpo  Colcgislador,  reformando 
ti  arl.  4."  de  la  de  incompatibilidades  del  cargo  de  Diputarlo  con  d de  funcionario 


Bsñoiu:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  El  arl.  4.°  de  la  ley  de  incompa- 
tibilidades vigente,  quedará  redactado  de  esta  forma: 
«Elniimero  do  Diputados  con  empleos  compatibles 
que  tomen  asiento  en  el  Congreso  no  podrá  exceder 
de.  40.  Si  fuere  elegido  mayor  número  de  ellos,  la  suer- 
te decidirá  cuáles  han  de  quedar.  Al  efecto,  así  que 
se  verifiquen  las  elecciones  generales  y antes  del  dia 
señalado  para  la  apertura  de  las  Córtes,  el  Gobierno 
remitirá  á la  Secretaría  del  Congreso  la  lista  de  todos 
ios  funcionarios  que  hayan  sido  elegidos  Diputados. 
El  Congreso  examinará  cuáles  ejercen  cargos  compa- 
tibles, y si  resultaren  más  de  40,  se  procederá  á sor- 
tearlos dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  á su  cons- 
titución definitiva,  declarando  vacantes  ios  distritos 
de  los  excedentes,  á no  ser  que  éstos  renuncien  sus  em- 
pleos, cargos  ó destinos  dentro  de  los  quince  dias  si- 
guientes 


Si  en  elecciones  parciales  es  elegido  algún  funcio- 
nario compatible,  el  Gobierno  lo  comunicará  inmedia- 
tamente después  del  escrutinio  general  al  Congreso, 
y el  elegido  tomará  asiento  en  éste  si  no  estuviere 
completo  el  número  de  los  40;  pero  si  lo  estuviere,  se 
declarará  vacante  el  distrito,  á no  ser  que  el  electo 
renuncie  al  empico  dentro  de  los  quince  días  siguien- 
tes al  en  que  fuere  aprobado  el  dictamen  de  la  Comi- 
sión de  incompatibilidades. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  25  de  Junio  de  1887.=Seúo- 
ra.=A  L.  11.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidentc.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=Ei 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario. =Josó  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secrelario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  CrisLina.=Palaciu 
29  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉWDICE  19."  AL  1TÚM.  2 


DIA  !¡l< ) 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Cokgislador,  concediendo 
vacaciones  á los  maestros  y maestras  de  las  escuelas  de  instrucción  pública . 


Señora:  Las  Cortes  ban  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY 

Articulo  1.*  Las  Escuelas  públicas  de  todas  cla- 
ses y grados  de  la  primera  enseñanza,  vacarán  du- 
rante cuarenta  y cinco  dias  en  el  curso  del  año. 

Arl.  2.®  El  Ministro  de  Fomento  adoptará  las  me- 
didas oportunas  para  la  ejecución  del  anterior  pre- 
cepto. y para  que  durante  el  liempo  destinado  á va- 
cación se  celebren  en  cada  provincia  conferencias  y 
reuniones  encaminadas  á favorecer  la  cultura  general 
y profesional  de  los  maestros  y maestras. 


Arl..  3."  Queda  derogado  el  art.  10  de  la  ley  de  9 
de  Setiembre  de  1857. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  ;í  la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  21  de  Abril  de  1887.= 
Señora. = A L.  R.  P.  de  V.  M.=Cristino  Marios,  Pre- 
siden te.=I.uis  Ranches  Arjona,  Diputado  Secretario. 
Manuel  [barra,  Diputado  Secrctario.=Diego  Arias  de 
Miranda,  Diputado  Secretario.— El  C.  de  Sallent,  Di- 
putado Secretario. 

Publíquese  como  ley,  María  Cristina.=Palacio  3 
de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justicia, 
Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  20.°  AL  NÚH.  2 


DIARIO 

DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


iey  sancionarla  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre  derecho 
de  jubilación  de  los  maestros  y maestras  de  las  escuelas  públicas. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Los  maestros,  maestras  y auxiliares 
en  propiedad  de  todas  las  escuelas  públicas  de  pri- 
mera enseñanza,  tendrán  derecho  á jubilación  desde 
Ia  de  Enero  de  1 838  con  arreglo  á la  presente  ley. 
De  igual  manera  las  viudas  obtendrán  derecho  á pen- 
sión, y á orfandad  los  hijos  legítimos  de  aquellos  que 
hubiesen  sido  jubilados  ó fallecido  eu  el  ejercicio  de 
su  profesión,  entendiéndose  huérfanos  para  los  efectos 
de  esta  ley  los  hijos  de  maestra  que  hubiere  fallecido 
aunque  viva  el  padre.  Este  derecho  se  reconoce  á ios 
hijos  varones  menores  de  1 6 años  y á las  hijas  solteras. 

Los  actuales  maestros  y maestras  que  careciendo 
de  título  ó certilicado  de  aptitud  contasen  quince  años 
de  servicios  en  la  enseñanza  pública  á la  fecha  de  esta 
ley,  obtendrán  los  mismos  derechos.  En  lo  sucesivo 
solo  podrán  concederse  á los  que  posean  título  pro  - 
fesional de  maestro  desde  el  dia  que  lo  acrediten. 

Art.  2.°  El  reglamento  para  la  ejecución  de  esta 
ley  determinará  las  condiciones  de  la  declaración  de 
derechos  pasivos,  con  sujeción  estricta  á las  siguien- 
tes bases: 

1. a  La  escala  de  jubilaciones  se  establecerá  con 
arreglo  á los  períodos  de  veinte,  veinticinco,  treinta  y 
treinta  y cinco  años  de  servicio. 

2. a  No  habrá  jubilación  superior  á 2.000  pesetas, 
y en  ningún  caso  excederá  de  las  cuatro  quintas  par- 
tes del  sueldo  regulador. 

3. a  Las  pensiones  de  viudedad  y orfandad  consis- 
tirán en  dos  tercios  de  la  jubilación  que  hubiera  co- 
rrespondido al  finado. 

á.u  La  declaración  de  derechos  á que  se  refiere  el 
artículo  anterior  se  entenderá  sin  perjuicio  de  los  que 


puedan  corresponder  á los  maestros  y demás  funcio- 
narios de  la  primera  enseñanza  pública  en  los  Monte- 
píos municipales  ó provinciales  á cuyo  sostenimiento 
contribuyen. 

Art.  3.°  Los  fondos  para  atender  al  pago  de  estas 
jubilaciones  y pensiones  serán: 

1 Una  subvención  que  el  Gobierno  consigne  cada 
año  en  los  presupuestos  generales  del  Estado,  la  cual 
no  bajará  de  125.000  pesetas. 

2. °  El  10  por  100  de  la  suma  total  á que  ascienda 
el  presupuesto  del  material  de  enseñanza  de  las  es- 
cuelas de  instrucción  primaria. 

3. °  El  producto  de  los  haberes  personales  corres- 
pondientes á las  escuelas  vacantes  hasta  el  nombra- 
miento de  los  interinos. 

4/’  El  importe  de  la  mitad  de  los  sueldos  asigna- 
dos á ios  maestros  que  sirvan  interinamente  escuelas 
públicas,  siempre  que  su  dotación  exceda  de  500  pe- 
setas anuales. 

5.°  El  importe  del  descuento  de  3 por  100  sobre 
el  sueldo  de  los  maestros,  maestras  y auxiliares  com- 
prendidos en  el  art.  1 que  gozan  de  los  beneficios  de 
esta  ley. 

El  Gobierno,  oyendo  á la  Junta  que  se  crea  por 
el  art.  5.°,  y en  vista  de  los  resultados  obtenidos  cada 
cinco  años,  reducirá  el  anterior  descuento  á la  suma 
que  considere  necesaria;  pero  solo  será  responsable 
del  pago  de  estas  atenciones  hasta  donde  alcancen  los 
fondos  consignados  en  la  presente  ley. 

Art.  4.°  Las  Juntas  provinciales  de  instrucción 
pública  recaudarán  desde  el  próximo  año  económico 
de  1887-88  las  cantidades  que  se  determinan  en  los 
párrafos  2.°,  3.°,  4.°  y 5.°  del  art.  3.°,  y las  depositarán 
en  cuenta  corriente  de  trasferencia  en  el  Banco  de 
España  ó en  las  sucursales  del  mismo. 

Art.  5/  Se  crea  una  Junta  central  de  derechos  pa- 


o 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


sivos  del  magisterio  de  instrucción  primaria,  á la  cual 
corresponderá:  el  cobro  de  la  subvención  del  Estado, 
la  declaración  de  los  referidos  derechos,  la  adminis- 
tración de  los  fondos,  su  distribución  y la  ordenación 
y pago  de  jubilaciones  y pensiones  en  los  puntos  que 
considere  necesarios. 

Nombrará  la  Junta  el  Ministro  de  Fomento,  y se 
compondrá  de  un  presidente  que  sea  ex-Minislro,  un 
vicepresidente,  que  lo  será  el  director  general  de  Ins- 
trucción pública,  y de  nueve  vocales:  uno,  consejero 
de  Instrucción  pública;  otro  de  la  Junta  de  pensiones 
civiles;  otro  del  Cousejo  dei Banco  de  España;  otro  que 
sea  jefe  administrativo  del  Monte  de  Piedad  y Caja  de 
Ahorros  de  Madrid;  otro  que  sea,, ó haya  sido,  rector 
de  Universidad;  otro  que  sea  ó haya  sido  director  de 
Escuela  normal;  dos  maestros  de  Escuelas  públicas 
residentes  en  Madrid,  y un  vocal  secretario,  que  lo 
será  el  jefe  del  Negociado  de  primera  enseñanza  de  la 
Dirección  general. 

Serán  honorííicos  los  anteriores  cargos,  y se  abo- 
nará el  tiempo  de  su  desempeño  como  hecho  en  el 
servicio  del  Estado.  Los  individuos  de  esta  Junta  per- 
cibirán 25  pesetas  en  concepto  de  dietas  de  asisten- 
cia, cuyo  importe  se  pagará  con  cargo  al  presupuesto 
del  Ministerio  de  Fomento,  sin  que  el  total  pueda  ex- 
ceder del  valor  de  12.000  pesetas  anuales. 

El  reglamento  Ajará  la  plantilla  del  personal  auxi- 
liar, y el  local  para  oficinas  lo  facilitará  gratuitamente 
el  Ministerio  de  Fomento. 

Art.  6.ü  Las  jubilaciones  y pensiones  serán  satis- 
fechas trimestralmente  por  nóminas  que  formarán 
las  Juntas  provinciales  de  instrucción  publica,  las 
cuales  rendirán  cuenta  documentada  por  trimestres 


de  los  ingresos  realizados  y de  los  pagos  hechos  coa 
aplicación  áeste  servicio. 

Art.  l.°  La  Junta  central  examinará  estas  cuen- 
tas, y publicará  en  los  meses  de  Enero  y Julio  de  cada 
año  el  resúmen  general  del  semestre  anterior  y una 
Memoria  dei  resultado  de  sus  gestiones. 

Art.  8.°  La  Junta  depositará  en  el  Banco  de  Espa- 
ña en  cuenta  corriente  de  trasferencia  las  cantidades 
excedentes. 

Art.  9.°  La  Junta  queda  autorizada  para  admitir 
los  donativos  ó legados  en  dinero  ó efectos  públicos 
con  destino  al  fondo  que  se  crea  por  el  art.  3.° 

Art.  1 0.  Si  cualquiera  de  los  causababicntes  falle- 
ciere antes  de  cumplir  los  veinte  años  de  servicio,  se 
devolverán  á su  viuda  ó hijos  las  cantidades  que  hu- 
biere abonado  por  razón  del  descuento  de  su  sueldo, 
y en  caso  de  no  existir  aquellos,  quedarán  á beneficio 
del  fondo  general. 

Art.  11.  El  Ministro  de  Fomento  queda  encarga- 
do de  la  ejecución  de  esta  ley  y de  publicar  el  regla- 
mento correspondiente. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  28  de  Mayo  de  1887.= 
Señora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=Cristino  Martos,  Presi- 
dente.=Luis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secretarie.= 
Manuel  Ibarra,  Diputado  Sccretario.=Diego  Arias  de 
Miranda,  Diputado  Secretario.=El  C.  de  Sallent,  Di- 
putado Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
3 de  Julio  de  1 S87.=EI  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia. Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  21.°  AL  NÚM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  prorrogando 
el  plazo  concedido  en  el  arl.  2.°  de  la  ley  de  17  de  Abril  de  1883. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  El  art.  2.°  de  la  ley  de  17  de 
Abril  de  1883  sobre  minerales  de  la  isla  de  Cuba  se 
entenderá  prorrogado  por  otros  cinco  años. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 
Palacio  del  Senado  15  de  Juuio  de  l887.=Seño- 


ra.— A L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidcnte.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secrelario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  liubianes,  Senador  Secretario. 

Publiquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martiuez. 
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APÉNDICE  22.”  AL  NÚM.  2 


CONGEESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M-,  y publicada  < 
m el  plan  general  de  carreteras  la  de 

Esgueva  á 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declaran  incluidas  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado: 

1. *  La  que  partiendo  de  Peñafiel  y atravesando 
los  términos  municipales  de  Manzanillo,  Laugayo, 
Cogeccs  del  Monte  y Torrescarcela,  termine  en  Mon- 
tcmavor  con  la  provincial  de  Tudela  de  Duero  á Vi- 
toria. 

2. *  La  que  partiendo  de  Encinas  de  Esgueva  y 
atravesando  los  términos  municipales  de  Piñel  de 
Abajo  empalme  en  Pesquera  de  Duero  con  la  de  Pe- 
ñafiel  A Dueñas. 


n este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
Peñafiel  á Montemayor , y Encinas  de 
Pesquera. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc 
cion  de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  18  de  Mayo  de  1887. =Se— 
ñora.=Á  L.  R.  P.  de  Y.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario. =Kl 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secrelario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=Mar£a  Cristiua.=Palacio 
29  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martincz. 
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CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Coleyislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Pació  d Layosa. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  i.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  órden  que, 
partiendo  de  la  de  Nadela  á Quiroga,  en  Pació  del 
Rio,  en  el  pueblo  de  Rubian,  y pasando  por  los  lu- 
gares de  Abeleira  y Tuimil,  enlace  en  el  pueblo  de 
Layosa  con  la  carretera  de  la  estación  de  Bóveda  al 
Incio. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  22  de  Junio  de  l887.==Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario. = El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíqucse  como  lcy.=María  Cristina— Palacio 
29  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  i j publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  dos  de  tercer  orden  en  la  isla  de  Ibiza. 


Señora:  Las  CÓrtes  hau  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1.®  Se  incluyen  en  el  plan  general  de 
carreteras  del  Estado  dos  de  tercer  órden  en  la  isla 
de  Ibiza.  provincia  de  Baleares:  una  que  partiendo  de 
San  Miguel  vaya  á San  Cárlos  por  Santa  Gertrudis  y 
Santa  Eulalia,  y otra  que  partiendo  de  San  José  vaya 
á Portinaits  por  San  Antonio,  Santa  Inés , San  Mateo, 
San  Miguel  y San  Juan. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  22  de  Junio  de  1887.=Seño- 
ra.— A L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Prcsidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Moudéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  lcy.=María  Cris  tina. = Palacio 
29  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  25.°  AL  NÚM.  2 

DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CÚBTES 


CONGKIÍSO  DE  LOS  DIPUTADOS 


ley  sn añonada  por  S.  M.,  y publicada  en  cale  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
rn  el  plan  general  de  carteleras  la  de  la,  ¡larca  de  Algele  al  Casar  de  Talamanca , 
y la>  de  Ajalvir  al  mismo  pindó  que  la  primera. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluyen  en  el  plan  general  de 
carreteras  del  Estado  dos  de  tercer  órden:  una  que, 
partiendo  de  la  Barca  de  Algete,  sobre  el  rio  Jarama, 
en  la  provincia  de  Madrid,  y pasando  por  Fuentelsaz, 
empalme  en  el  Casar  de  Talamanca,  provincia  de  Gua- 
dalajara,  con  la  carretera  de  dicha  ciudad  á Colmenar 
Viejo,  y otra  que,  partiendo  de  Ajalvir  y pasando  por 
Alalpardo,  pueblos  también  de  la  provincia  de  Ma- 
drid, termine  en  el  mismo  punto  que  la  primera. 

Al  t.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 


en  cuenta  lo  prevenido  en  el  Real  docreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  22  de  Junio  de  t887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  deV.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden  te.= José  Abascal,  Senador  Secrelario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Pulilíquese  como  ley.=Maria  Crislina.=Palacio 
29  de  Junio  de  1887. =E1  Ministro  de  Cracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M . \¡  publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  García  á Torlosa. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  PE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  pian  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  orden,  en 
la  provincia  do  Tarragona,  que  partiendo  del  pueblo 
de  García,  en  el  punto  más  próximo  á la  estación  de 
los  ferro-carriles  directos  de  Madrid  á Zaragoza  y 
Barcelona,  pase  por  el  pueblo  de  Mora  la  Nueva  y 
termine  en  la  ciudad  do  Tortosa,  procurando  que  el 
trayecto  recorra  la  orilla  izquierda  del  rio  Ebro  y sea 
utilizadle  para  la  sirga;  carretera  que  deberá  llamar- 
se  de  García  á Tortosa  por  Mora  la  Nueva. 


Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  cons- 
trucción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  25  de  Junio  de  1887.=Seuo- 
ra=.A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar.,  Senador  Secretario.— Tosé  de 
la  Torre  y Vilianueva,  Senador  Secretario. =E1  Señor 
de  Rubianeá,  Senador  Secretario. 

Publíquesc  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
29  de  Junio  de  1887.=EI  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martinez. 
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APÉNDICE  27/’  AL  NÚM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Calanda  á las  inmediaciones  de  j crol  lera. 


Señora:  lias  Cortes  hau  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1."  Se  incluirá  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  que  partiendo  de  la  de  primer  orden  de 
Alcolea  del  Pinar  á Tarragona,  en  la  villa  de  Calanda, 
provincia  de  Teruel,  empalme  en  la  de  segundo  orden 
de  Zaragoza  á Castellón,  en  las  inmediaciones  de  Ce- 
rollera,  pasando  por  Ginebrosa  y Cañada. 

Ari.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc. 
cion  de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  25  de  Junio  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Yillánueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publiques©  como  ley.=Maria  Cristina.  =Palaci  o 
29  de  Junio  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  28.'’  AL  NÚM.  2 


¡«ARIO 

DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


ifíij  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  del  puente  de  Santa  Lucía  á la  estación  de 

Viérnoles. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.®  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  orden  que 
partiendo  del  puente  de  Santa  Lu  lía,  en  la  do  Cabe  - 
zon  de  la  Sal  á Reiuosa  (provincia  de  Santander),  y 
pasando  por  Mazcuerras,  Ibio  y Ruicorbo,  termine  en 
la  estación  de  Viérnoles  del  ferro-carril  del  Norte,  en 
la  misma  provincia. 

Art.  2."  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  20  de  Junio  de  1887.=Seüo- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.— El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Sccrctario.=El  Señor 
de  Rubiaues,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=Maria  Cristina.=Palacio 
29  de  Junio  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  29.°  AL  NtTM.  2 


íiff/  sancionada  por  S.  M . , y publicada  en  cslc  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
m el  plan  general  de  carreteras  la  del  puerto  de  Fomells  al  embarcadero  de  Cala 
(roldana,  y las  prolongaciones  de  otras  carreteras  ya  construidas  en  la  isla  de 

Menorca. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.®  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  urden  en  la 
isla  de  Menorca,  que  partiendo  del  puerto  de  Fomells 
conduzca  por  el  Coll  de  Santa  Agueda  y el  puente  de 
San  Belloch  al  embarcadero  de  Cala  Galdana. 

Art.  2.®  Se  incluye  también  en  dicho  plan  la  pro- 
longación de  las  siguientes  carreteras  de  la  propia 
Isla,  ya  construidas: 

De  la  de  segundo  órden  de  Mahon  á Cindadela, 
hasta  los  andenes  de  ambos  puertos; 

De  la  de  tercer  órden  de  Mahon  á Villalcárlos  hasta 
el  faro  de  la  entrada  del  puerto; 

De  la  de  tercer  órden  de  Mahon  á San  Luis,  hasta 
el  embarcadero  de  la  Cala  de  Alcanfor; 


De  la  de  tercer  órden  de  Mahon  á Sau  Clemente, 
hasta  el  embarcadero  de  la  Cala  Emportée. 

Y de  la  de  tercer  órden  de  Foruells  á San  Cristó- 
bal, hasta  el  embarcadero  de  San  Aldeodato. 

Art.  3.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  188G  dictaudo  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  20  de  Junio  de  IS87.=Seño- 

ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Sonador  Sécretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. =E1  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
29  de  Junio  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martinez. 


APÉNDICE  30.°  AL  NÚM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre  inclu- 
sión en  el  plan  general  de  carreteras  de  una ; de  tercer  orden  de  Tinco  á Paredes. 


Señora:  Las  Cortes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  de  tercer  órden  que  partiendo  de  Tinco, 
pase  por  San  Roque,  Casa  del  Puerto,  Las  Tabiernas, 
Folguerúa,  Villatresmil  y Llaneccs,  y termine  en  Pa- 
redes. 

Art.  2.“  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  11  de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secretario.— El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario. =José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubiancs,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.— El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  8I.°  AL  NÚH.  2 


Ley  sancionada  por  S.  ñl. , y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Grullos  al  puente  de  Pchaflor. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1."  Se  incluye  eu  el.plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órdeu  que  partiendo 
de  Grullos,  en  la  de  Právia  á este  punto,  ha  de  ir  di- 
rectamente al  puente  antiguo  de  Peñaflor,  enlazando 
con  la  carretera  de  Oviedo  á Grado. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1880  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  31  de  Mayo  de  l887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.— El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  82.°  AL  NTJM.  2 

DIARIO 

DE  LAS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colcgislador,  incluyendo 
m el  plan  general  de  carreteras  la  prolongación  hasta  Inca  de  la  de  Arta  á 

Santa  Margarita. 


Señora:  Las  Córtcs  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.’  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras, en  la  isla  de  Mallorca,  la  prolongación  hasta 
Inca  de  la  de  Arta  á Santa  Margarita,  pasando  por 
í/lubi. 

Art.  2.*  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
cu  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  18  de  Mayo  de  l887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marques  de  la  Habana, 
Presidente.  = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario. =José  de 
la  Torre  y Villanneva,  Senador  Secretano.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=Maria  Oristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  33.”  AL  NÚM.  2 


COIGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  san  donad  a por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegís  lador , incluyendo 
en  el  plan  general  de  carraleras  la  de  Carballino  á Sillada. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  del  Estado  la  que  partiendo  de  la  de 
Carballino,  provincia  de  Orense,  y pasando  por  Incf'o,  l 
Villatuxe  y la  Iglesia  de  Cortejada,  termine  en  Si  He- 
lia, provincia  de  Pontevedra,  cruzando  el  límite  de  las 
dos  provincias  entré  el  lugar  de  Guazo  y las  Casas  de 
Espino. 

Art.  '2."  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 


ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  14  de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.==A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.^ José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secrctario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Hubianes,  Senador  Secretario. 

Publiquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  I887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  94.°  AL  NÚM.  2. 


Ley  sancionada  por  S.  31.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  variando  el 
trazado  de  la  carretera  de  Áyora  á Albacete. 


Señora:  Las  Córte*  han  aprobado  el  siguiente 
PROVECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.  La  carretera  de  tercer  órden  que  par- 
tiendo de  la  de  Almansa  ;í  Cofreutes,  desde  Ayora, 
pase  por  Car  celen,  Alaloz  y Casas  de  Juan  Nuñez  para 
unirse  en’  Albacete  con  la  de  Jaén  A Cuenca,  seguirá 
tu  trazado  directo  desde  Casas  de  Juan  Nudez  por  el 
lamino  más  corto  á Albacete,  entrando  en  dicha  ca- 
pital por  la  puerta  de  San  Antonio. 

Art.  L*  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
;u  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

V el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  1 1 de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  = José  A Pascal , Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. =;E1  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publiquese  como  lcy.=María  Cris  lina.  ^Palacio 
17  de  Junio  de  I8S7.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia Manuel  Alonso  Martínez. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ixy  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  esle  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  car  reí  eras  una  de  thiañez  á Alera. 


Sen-ora:  Las  Cortea  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.®  Re  declara  incluida  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado  la  de  tercer  orden  si- 
guiente: 

Una  que  partiendo  de  Duaüez,  empalmando  en  la 
que  va  de  Soria  a Galatayud,  pase  por  Gomara  y Dezu 
á terminar  en  Ateca. 

Avt.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  1 1 de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M — El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = Jóse  Abascal,  Senador  Secretario. =E1 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquesc  como  ley.=María  Cristina —Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=;E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  36.°  AL  NÚM.  2. 


DE  LAS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Cariñena  á Escatron  á fíujaraloz. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.”  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras,  entre  las  de  tercer  órden,  una  que 
partiendo  de  la  de  Cariñena  á Escatron,  y pasando  por 
.Sástago,  vaya  á empalmar  en  Bujaraloz  con  la  de  Ma- 
drid á Francia. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 


ciembre de  1880  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  1 1 de  Mayo  de  1887.=Scño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana. 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario. =E1 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.— José  de 
la  Torre  y Vilanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubiaues,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=Maria  Cristina.=P alacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  37.°  AL  NUM.  2. 


DE  LAS 


ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colcgislador,  incluyendo 
ni  d plan  general  de  carreteras  la  de  la  estación  de  Villada  á Terradülos  y la  de 
Cisneros  d empalmar  con  la  de  Villafolfo  á Lagartos. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declaran  incluidas  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  las  de  tercer  orden  siguientes,  en 
la  provincia  de  Falencia: 

1/  Una  que  partiendo  de  la  estación  de  Villada, 
cu  el  ferro-carril  del  Noroeste,  y pasando  por  Villélga 
y San  Martin  de  la  Fuente,  empalme  en  Terradillos 
ron  la  carretera  de  Sáhagun  á Saldaba. 

2/  Otra  desde  Cisneros.  por  San  Román  y Villa— 
león,  á,  empalmar  en  el  punto  más  conveniente  con 
la  de  Villafolfo  á Lagartos. 


Art.  -2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  30  de  Junio  de  !887.=Seño- 
ra.=A  L.  U.  F.  de  V.  M.=El  Marqués  do  la  Habana. 
Presiden  te. = José  Abascal,  Senador  Secretario.  =El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=Josc  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=Kl  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Ptiblíquese  como  ley.=María  Gristina.=Palacio 
8 de  Julio  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  de  Casinos  á Aras  de  Alpuente  en  la  general 

de  Valencia  d Ademuz. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.*  Se  autoriza  la  construcción  de  una 
carretera  que,  partiendo  del  pueblo  de  Casinos  y pa- 
sando por  Alcublas,  Audilla,  La  Ycsa  y Aldeas  de  Al- 
imente, se  reúna  en  Aras  de  Alpuente  á la  general  de 
Valencia  á Ademuz. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
eu  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  do  V.  M. 

Palacio  del  Senado  30  de  Junio  de  1887.=8eño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marques  de  la  Hahana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secretario.  =E1 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.— José  do 
la  Torre  y ViUanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  lcy.=María  Cristina.=Palacio 
8 de  Julio  de  1887.— EL  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  39.°  AL  NÚM.  2. 


DIARIO 


DE  LAS 


SESIONES  DE  CORTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  esle  Cuerpo  Colegislado r,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carceleras  la  de  Caslilruiz  4 Villanueva  de  Cameros. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  del  Estado  la  de  tercer  órden  si- 
guiente: 

Una  que  partiendo  de  la  de  Agreda  á Soria  en  el 
término  de  Castilruiz,  pase  por  Fuentestrun,  Trébago, 
Magaña,  Fuentes,  San  Pedro  Manrique  y La  Cuesta  á 
empalmar  en  la  villa  de  Yanguas,  y de  ésta  por 
Diustes  ¡í  la  de  Villanueva  de  Cameros  con  la  de  To- 
rrecilla. 

Arl.  2.”  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 


presente  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1 88ü  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas.  . 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  1."  de  Julio  de  l887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. =José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.  = José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario. =E1  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.— María  Cristina.  =Palacio 
8 de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


/ 


APÉNDICE  40.°  AL  NÚM.  2. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


//■//  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colcgislador,  incluyendo 
r,n  el  plan  general  de  carreteras  una  desde  la  estación  de  Mi  naya  á empalmar  con 

la  de  Madrid  á Albacete. 


Señora.:  Las  Corles  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  orden  que  partiendo 
de  la  estación  de  Miuaya,  en  la  vía  férrea  de  Madrid 
á Alicante,  empalme  con  la  carretera  general  de  Ma- 
drid, por  Ocaña,  á Albacete  y Cartagena. 

Art.  *2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cueuta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  regias  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  saucion  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  1 1 de  Mayo  de  J887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  Y.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario —José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Seoretario.=El  Señor 
de  Rubiancs,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=Maria  Gristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  41.°  AL  NÍTM.  2. 


DE  DAS 


bey  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  declarando 
comprendida  en  el  plan  general  de  carecieras  una  que  partiendo  de  la  de  Artesa 
á Montblanch,  en  el  kilómetro  51 , vaya  á enlazar  en  Sarreal  con  la  ele  Monlblanhc 

á Sania  Coloma  de  Queralt. 


Señora:  Las  Cortes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  comprendida  en  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  óulen 
que  partiendo  de  la  de  Artesa  d Montblanch,  en  el 
kilómetro  51,  pasando  el  pueblo  de  Belltall,  vaya  di- 
rectamente d Sarreal,  d enlazar  con  la  de  Montblanch 
á Santa  Coloma  de  Queralt. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrd  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 


ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  d la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  11  de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario —El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secrela.no. 

Publíquese  como  ley.=Maria  Cris  tina. =Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  42."  AL  KÚM.  2. 

DIARIO 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Coleyislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  de  tercer  orden  de  La  ¡toda  d Erija. 


Señora:  Las  Oórtes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1 Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  que  partiendo 
de  La  Roda  y pasando  por  Estepa,  Herrera,  Marina- 
leda  y El  Rubio,  termine  en  Ecija  (Sevilla). 

Art.  1."  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  IS86  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  11  de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secrctario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.— José  de 
la  Torre  y Villanucva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubiancs,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  43.'  AL  NÚM.  2. 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  esle  Cuerpo  Coleqislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  que  partiendo  de  la  de  Tarragona  á Pont  de 
Armehtera  en  las  inmediaciones  de  Secuilas,  empalme  en  la  de  Masó  con  la  de 
Tarragona  á la  de  Alcover  á Santa  Cruz  de  Calafell. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1.®  Se  declara  incluida  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  órdcn 
que  partiendo  de  la  carretera  de  Tarragona  á Pont  de 
Armentcra,  en  las  inmediaciones  de  Secuitas,  vaya  d 
empalmar  en  la  de  Masó  con  la  de  Tarragona  á la  (le 
Alcover  á Santa  Cruz  de  Calafell,  atravesando  )a  ca- 
rretera general  de  Tarragona  á Lérida  por  Valls,  en 
las  inmediaciones  de  Vallmoll,  debiendo  comenzarse 
inmediatamente  los  estudios,  y su  construcción  una 
vez  terminados  aquellos. 


Art.  2.*  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  1 1 de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publiquese  como  ley.— María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 


. 


APÉNDICE  44.°  AL  NÚM.  2. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  osle  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  las  de  Cidones  al  valle  de  Iteyumiel  y de  Monte- 
negro de  Cameros  á Villoslada, 


Señora:  Las  Cortes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  I Se  incluirán  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  entre  las  de  tercer  orden,  en  la 
provincia  de  Soria,  una  que  partiendo  de  Cidones  pase 
por  Molinos  de  Duero,  Salducro  y Duruelo  y termiue 
cu  el  valle  de  Regumiel,  empalmando  con  la  carre- 
tera de  Búrgos,  y otra  que  partiendo  del  pueblo  de 
Montenegro  de  Cameros  termine  en  Villoslada,  empal- 
mando con  la  carretera  de  Logroño. 

Art.  2.”  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 


en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  parala  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  1 1 de  Mayo  de  l887.=Seño- 
ra.=A  L.  IL  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secrctario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.— El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristiua.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 


-4 


* 


APÉNDICE  45.°  AL  NÉM.  2. 


DIARIO 

DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S . M y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  del  Cuente  de  San  Salvador  al  de  Solía. 


Señora:  Las  Górtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  ele  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  orden,  en  la  provin- 
cia de  Santander,  que  partiendo  del  puente  de  San 
Salvador,  en  la  de  Muriedas  á Bilbao,  y pasando  por 
el  pueblo  de  Liaño,  termine  en  el  puente  de  Solía,  en 
la  de  Guarnizo  A Villacarriedo. 

Avt.  2.®  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  11  de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.==El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secrelario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Yillanueva,  Senador  8ecrclario.=El  Señor 
de  Rubiancs,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Crislina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  46.°  AL  NÚM.  2. 


DIARIO 

DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  inclu  yendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  de  Baltands  á la  de  Carrion  á Lerma,  y 

otra  de  Torquemada  á Cordobilla  la  Real. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  i .°  Se  declaran  incluidas  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado  las  de  tercer  órden  si- 
guientes: 

1. a  Desde  Daltanás  al  punto  más  conveniente  de 
la  carretera  de  Carrion  a Lerma,  posando  por  Anti- 
güedad y Espinosa  de  Cerrato,  provincia  de  Pa- 
tencia. 

2. a  Desde  Torquemada  á Cordobilla  la  Real. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 


en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  parala  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  Y.  M. 

Palacio  del  Senado  15  de  Junio  de  1887.=Seno- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Sécrétario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.==María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  47.°  AI.  NÚM.  2. 


Ley  sancionada  por  S.  M y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  que  partiendo  de  Plasmcia  enlace  en  Oropesa 

con  el  ferro-carril  del  Tajo. 


Señora:  Las  Córtes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1.”  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  del  Estado  una  de  tercer  orden  que 
partiendo  de  Plasencia  y pasando  por  Cuacos,  Jaran- 
dina y Yillanueva  de  la  Vera,  enlace  en  Oropesa  con 
el  ferro-carril  del  Tajo. 

Art.  2.®  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  15  de  Junio  de  1887.=Seiio- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=.José  de 
la  Toi-rc  y Yillanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  48.°  AL  NÚM.  2. 


DE  LAS 


CONGEESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el,  plan  general  de  carreteras  la  del  puente  de  Mazuccos  á Baeza. 


Señora:  Las  Cortes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 .*  Se  incluirá  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  orden  que  partiendo 
del  puente  de  Mazuecos,  en  la  de  Albánchez  á Ubeda, 
termine  en  Baeza. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  188f>  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 


Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  15  de  Junio  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  deV.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presi d ente. = José  Abascal,  Seuador  Secretario.=  El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.— losó  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  llubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina —Palacio 
17  de  Junio  de  1887. =E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  49.°  AL  NÚM.  2. 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  prolon  gación  hasta  Hiendelaencina  de  la  de 

iirihuega  á Jadraque. 


SkSora.:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.°  Se  incluirá  en  el  plan  general  de 
carreteras,  entre  las  de  tercer  órdeu,  la  prolongación 
hasta  Hiendelaencina  de  la  de  Brihuega  á Jadraque, 
incluida  ya  eu  dicho  plan  general. 

Art.  2.a  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  ejecución 
de  obras  públicas. 


Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  14  de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secrelario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.— El  Señor 
de  Rublanes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracio  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  60.°  AI.  NÚM.  2. 


CONGRESO  I)E  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  prolongación  hasta  Aranda  de  Duero  de  la  de 

Falencia  á Tortoles. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  La  carretera  de  tercer  órden  que 
partiendo  de  Falencia,  y pasando  por  Baltanás,  ter- 
mina hoy  en  Tórtolos,  se  continuará  en  la  misma 
forma  por  Villovela,  Olmedilla,  la  Horra,  Ventosilla 
y Villalba,  hasta  enlazar  en  Aranda  de  Duero  con  la 
general  de  Madrid  A Francia,  incluyéndose  esta  pro- 
longación en  el  plan  general  de  las  del  Estado. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  11  de  Mayo  de  1887.=Scüo- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Sccretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  llubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887. =E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  51. ° AL  NÚM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este.  Cuerpo  Colegislndor,  prolongando 
la  carretera  de  Torrelavega  á Oviedo  á la  estación  del  ferro-carril  de  León  á Gijon. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  La  carretera  ele  segundo  orden  de 
Torrelavega  á Oviedo,  que  se  ha  dado  por  terminada 
en  la  Tenderina,  al  empalmar  con  la  de  Adán  ero  á 
Gijon,  se  continuará  hasta  la  estación  del  ferro-carril 
de  León  á Gijon,  precediéndose  sin  demora  al  estudio 
del  trayecto  entre  la  Tenderina  y dicha  estación. 


Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  AL 
Palacio  del  Senado  31  de  Mayo  de  1887.— Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.— José  Abascal,  Senador  Secretario.  =E1 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  SccreLario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=Maria  Gristiua.=Palacio 
1 7 de  Junio  de  1887.=EI  Miuistro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martinez. 


Lpaj  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  esle  Cuerpo  Colegislado r,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  de  tercer  orden  de  Calasparra  d Muta  g un 
ramal  que  desde  el  primero  de  dichos  pueblos  empalme  con  el  de  Cieza  á Muía. 


Señora:  Las  Górtes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.6  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  una  de  tercer  órden  desde  Galaspa- 
rra  (Murcia)  á Muía,  y un  ramal  que  partiendo  del 
primero  de  dichos  pueblos  vaya  á empalmar  con  la 
fie  Cieza  d Muía,  ya  en  construcción. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  parala  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  l.°  de  Junio  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  II.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Seoretario.=Ei 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.  = José  de 
la  Torre  y Yillauueva,  Senador  Secretario.=Et  Señor 
de  R ubi  anes,  Senador  Secretario. 

Publíquesc  como  fey;==  María  Cristina.» Palacio 
17  de  Junio  de  18S7.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martines. 
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Leu  sancionada  por  S.  M y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Alba  late  del  Arzobispo  á Corles. 

Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  de  ley. 

Artículo  1.”  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras  del  Estado  la  de  tercer  orden  que 
partiendo  de  la  de  Albalate  del  Arzobispo  y pasando 
por  los  pueblos  de  Oliete  y Ariño,  enlace  con  la  del 
Estado  en  Córtes. 

Arl.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
eu  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  1 1 de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villarmeva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubiaues,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Gristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  64.°  AL  NÚM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  M.t  y publicaría  en.  este  Cuerpo  Colegisl.ador , declarando 
comprendida  en  el  plan  general  de  carreteras  una  ríe  Alnvizan  á Agreda. 


Señora:  Las  Córtes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.°  Se  declara  comprendida  en  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  una  que  partiendo 
ile  Almazán,  provincia  de  Soria,  termine  en  Agreda, 
pasando  por  los  términos  de  los  pueblos  de  Viana, 
Sepas,  Borjabad,  lionises,  Tejado,  Goimara,  Caray, 
Xoviercos  y Obega. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  11  de  Mayo  de  I887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.  = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondé, jar,  Senador  Secretario.— losé  de 
la  Torre  y Yillanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  55.”  AL  NÜM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  una  que  partiendo  de  la  de  Alcalá  de  Guadaira 

termine  en  Moran. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  que  partiendo 
de  la  casilla  de  peones  camineros  situada  en  el  trozo 
segundo  de  la  sección  segunda  de  la  carretera  de  se- 
gundo órden  de  Alcalá  de  Guadaira  al  ferro-carril  de 
Córdoba  á Málaga,  enlace  en  la  villa  de  Morón  con  la 
que  de  este  último  punto  se  dirige  á Pruna  (Sevilla). 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  menta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  11  de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra  — A L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario. =José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publiquese  como  ley.=Maria  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1 88 7.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 


■■ 


i * ' 


- v - 


APÉNDICE  68."  AL  NÚM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  esle  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
en  el  pión  general  de  carceleras  la  de  Sariñena  A fíarbaslro,  y otra  desde  la  de 

Selgua  á Angües  á San  Román. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  .el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.a  Se  declaran  incluidas  en  el  plan  ge- 
neral de  carreteras  del  Estado  las  siguientes  do  ter- 
cer órden  en  la  provincia  de  Huesca: 

1.a  Una  que,  partiendo  de  Sariñena  pase  por  Cap- 
desaso,  Huerto,  Peralta  de  Alcofea,  Berbegai  y For- 
nidos, termine  en  Barbastro. 

Otra  que  partiendo  de  la  carretera  de  tercer 
órden  de  Selgua  á Angües,  pase  por  Laperdiguerá  y 
Soluenga,  y vaya  á enlazar  en  San  Román  con  la  ca- 
rretera de  Muesca  á Barbastro. 

Art.  í.*  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 


en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  A la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  30  de  Junio  de  I887.=^e- 
nora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=Cri$tino  Martos,  Presi- 
dente.=Lnis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secretario.  = 
Manuel  Ibarra,  Diputado  Secretario.=Diego  Arias  de 
Miranda,  Diputado  Secretario.=  El  Conde  de  Sallent, 
Diputado  Secretario. 

Publíquese  como  lev.=María  Cristina. =Palacio 
3 de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gra  'ia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  57.°  AI*  NÜM.  2 


MARIO 


DE  LAS 


l.ey  sancionada  por  S.  M.,  y publicada i en  este  Cuerpo  Colegislador,  incluyendo 
ai  el  plan  general  de  car  teleras  la  prolongación  desde  la  de  Alcocer  f GuadalttjaraJ 

á la  estación  de  Huele  ( Cuenca J. 


Señora:  Las  Córtes  lian  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 Se  incluirá  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  la  prolongación  desde  Alcocer, 
provincia  de  Guadalajara,  hasta  la  estación  de  Huele, 
en  la  de  Cuenca,  de  la  carretera  de  tercer  órden,  del 
plan  general  en  construcción,  titulada  de  Tórtuera  á 
Alcocer,  pasando  el  rio  Guadiela,  que  divide  las  dos 
provincias,  por  los  puentes  de  Alcocer  y siguiendo 
por  los  términos  de  los  pueblos  Alcujate,  Cañave- 
radas, Villalba  del  Rey,  Moncalbillo  y estación  de 
Iluete,  en  la  linea  férrea  de  Aranjuez  á Cuenca. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 


en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  28  de  Junio  de  l887.=Se- 
ñora.—A  L.  R.  P.  de  V.  M.=Cristino  Marios,  Presi- 
dente.=Luis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secretario.= 
Manuel  Ibarra,  Diputado  Secretaño.=l)iego  Arias  de 
Miranda,  Diputado  Secretario.=El  Conde  de  Sallent, 
Diputado  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Paiacio 
3 de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  68.°  AL  NÚM.  2 


DIARIO 

DE  LAS 


Lrtj  sancionada  por  S.  ij  publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre  adición 
m el  plan  general  de  carreteras  de  una  de.  tercer  únten  en  la  provincia  de  Lugo, 
que  se  denominará  de  Rábadc  á Moncelos. 


Señora:  Las  Cortes  lian  aprobado  el  siguiente. 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1 .w  Se  adiciona  á las  carreteras  de  la  pro- 
vincia de  Lugo,  que  figuran  en  el  plan  general  de  las 
ilei  Estado,  una  de  tercer  órden,  que  se  denominará 
de  Rábade  á Moncelos,  pasaudo  por  las  Ferias  del 
Monte  y San  Estéban. 

Art.  2.v  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1880  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  7 de  Mayo  de  1887. =Se- 
fiora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=Cristino  Martos,  Presi- 
deute.=Luis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secretario^ 
Manuel  Ibarra,  Diputado  Secretario. =E1  C.  de  Sallent, 
Diputado  Secretario. 

Publíquese  como  léy.=Maria  Cristina.=Palacio 
3 de  Julio  de  1887.=EI  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


I 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Lcij  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegisla dor , sobre  inclu- 
sión en  el  plan  general  de  carreteras  dedos  en  las  provincias  de  Cáccrcs  y Toledo; 
la  primera  de  Herrera  del  Vaque  á Talavera  de  la  Reina,  y la  segunda  de 
Herrera  del  Duque  al  Puerto  de  San  Vicente. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 ,°  Se  incluyen  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  dos  de  tercer  orden  en  las  pro- 
viudas  de  Cáceres  y Toledo:  la  primera,  que  partien- 
do de  la  carretera  de  Herrera  del  Duque  á Talavera 
de  la  Reina,  cerca  de  dicho  Herrera  y en  el  punto  de 
empalme  que  se  crea  más  conveniente,  conduzca  á 
•JLogrosán;  y la  segunda,  que  desde  la  propia  carre- 
tera de  Herrera  del  Duque,  y punto  próximo  á Puerto 
Rey,  cruzando  la  de  Navaliermosa  á Logrosán  y pa- 
sando por  el  Campillo  de  la  Jara,  enlace  con  la  de 
Jarandina  al  Puerto  de  San  Vicente. 


Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Abril  de  1887.=Seíiora. 
A L.  R.  P.  de  V.  M.=Cristino  Martos,  Presidente.= 
Luis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secreiari o. =M an u e 1 
Ibarra,  Diputado  Secretario.=Diego  Arias  de  Miran- 
da, Diputado  Secretario.=El  O.  de  Sallent,  Diputado 
Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
3 de  Julio  de  18S7.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  60.°  AL  NÚM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  M , y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislad, o)\  sobre  Írtela  - 
a ion  en  el  plan  general  de  carreteras  de  dos  de  tercer  orden  en  la  provincia  de 

Guada  lujara . 


Señora:  Las  Córtes  lian  aprobado  ei  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Desde  esta  lecha  formarán  parte  del 
plan  de  carreteras  de  tercer  orden  del  Estado,  en  la 
provincia  de  Guadalajara,  la  que  partiendo  del  kiló- 
metro 139  de  la  de  Albaladejito  á Guadalajara  pase 
por  Chiloechcs  y el  Pozo  á empalmar  en  el  punto  más 
conveniente  de  la  de  Aranzueque  á Mondéjar,  en  el 
valle  del  Tajuña,  y la  que  partiendo  del  kilómetro  134 
de  la  misma  carretera  de  segundo  órden  de  Albala- 
dejito á Guadalajara,  pase  por  Lupiana  á empalmar 
cu  el  punto  más  conveniente  de  ia  de  Brihuega  á la 
Armuña,  entre  Valfermoso  y Tomellosa. 


Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Abril  de  1887.=Se- 
ñora.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=Cristino  Martos,  Presi- 
dente. =Luis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secretario.= 
Manuel  Ibarra,  Diputado  Secretario.=Diego  Arias  de 
Miranda,  Diputado  Secretario¿=Ei  Conde  de  Sallent, 
Diputado  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
3 de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


. 


APÉNDICE  61.°  AL  NÚM.  2 


Ley  sancionada  por  S.  /)/.,  y publicado  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre  inclu- 
sión de  la  carretera  de  Azumara  ai  Puente  de  Otero. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 .°  Se  adiciona  á las  carreteras  de  la  pro- 
vincia de  Taigo  que  figuran  cu  el  plan  general  de  las 
del  Estado  una  de  tercer  órden,  que  se  denominará 
de  Azumara  (en  la  de  Lugo  á Rivadeo  por  Meira),  á 
empalmar  con  la  provincial  de  Villalba  á Fonsagrada 
en  Puente  de  Otero,  pasando  por  la  villa  de  Castro 
de  Rey. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Abril  de  1 887.=*=Seüora. 
A L.  R.  P.  de  V.  M.=Cristino  Marios,  Presidente.= 
Luis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secretario.=Manuel 
Ibarra,  Diputado  Secretario.=Diego  Arias  de  Miran- 
da, Diputado  Secretario.=El  C.  de  Sallent,  Diputado 
Secretario. 

Publíquese  como  lcy.=María  Cristina.=Palacio 
3 de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  62.°  AL  NÜM.  2 


DE  LAS 


CONGRESO  PE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  >/.,  i¡  publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre  inclu- 
sión en  el  plan  general  de  carreteras  de  la  de  las  Atalayas  á Fortuna. 


Señora:  Las  Corles  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  incluye  en  el  plan  general  de 
carreteras  del  Estado  una  de  tercer  órden,  en  la  pro- 
vincia de  Murcia,  que  partiendo  de  la  de  Alicante  á 
esta  ciudad  desde  la  subida  al  Alto  de  las  Atalayas, 
termine  en  Fortuna,  pasando  por  el  Cuello  de  la  Ti- 
naja y Salinas  de  Rambla  Salada. 


Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Abril  de  l887.=Señora. 
A L.  R.  P.  de  V.  M.==Cristino  Marios,  Presidente.= 
Luis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secretario.= Manuel 
Ibarra,  Diputado  Secrelario.=Diego  Arias  de  Miran- 
da, Diputado  Secretario.— El  C.  de  Salleut,  Diputado 
Secretario. 

Pubifquese  como  ley.=María  CrisLiná;=Palacio 
3 de  Julio  de  i 88 7.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  C3.°  AL  NÚM.  2 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


U\ ¡ sancionada  por  S.  M. , y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  declarando 
¡merlo  de  interés  general  de  segundo  orden  el  de  San  Múreos  de  la  villa  de  Ieod. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  tínico.  Se  declara  de  interés  general  do 
segundo  órden  el  puerto  de  San  Marcos  de  la  villa  de 
Icod  (Canarias). 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 
Palacio  del  Senado  l.°  de  Julio  de  1887.=Seño- 


ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden te.=J osé  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario —El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
8 de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  64.°  AL  NÚM.  2 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Le  y sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegís  kulor,  autorizando 
la  construcción  de  un  ferro- carril  de  vía  estrecha  que  partiendo  de  la  línea  del 
de  Madrid  á Alicante,  en  el  kilómetro  47,  termine  en  Villarejo  de  Salvanés. 


Señora:  Las  Ciórtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para 
otorgar  la  concesión,  sin  subvención  del  Estado,  de 
tm  ferro-carril  de  vía  estrecha  que  partiendo  de  la 
línea  férrea  de  Madrid  A Alicante,  en  el  kilómetro  47, 
y pasando  por  Yillaconejos,  Chinchón,  Colmenar  de 
Oreja  y Belmonte  de  Tajo,  termine  en  Villarejo  de 
Salvanés,  del  cual  es  peticionario  D.  Francisco  Cué- 
llar  y Ballesteros. 

Art.  2.°  Este  ferro-carril,  cuya  concesión  se  hará 
por  noventa  y nueve  anos,  se  declara  de  utilidad  pú- 
blica, y por  lo  tanto,  con  derecho  A la  expropiación 
forzosa  y á los  beneficios  que  el  art.  2 1 de  la  ley  ge- 
neral de  ferro-carriles  otorga  A las  empresas  de  in- 
terés general. 


Art.  3.°  La  construcción  se  ejecutará  con  arreglo 
al  proyecto  presentado  y con  las  modificaciones  que 
acuerde  el  Ministerio  de  Fomento,  debiendo  dar  prin- 
cipio las  obras  dentro  de  los  seis  meses  siguientes  A 
la  fecha  de  la  concesión,  y quedar  terminadas  A los 
tres  años  de  haber  empezado. 

Y el  Senado  lo  presenta  A la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  20  de  Junio  de  1887.=Seño- 
j ra.=A  L.  R.  P.  deV.  M.=El  Marqués  déla  Habana, 
¡ Presidente. = José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.  =José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secrctario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.— María  Gristina.=Palacio 
29  de  Junio  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  65.°  AL  NÚM.  2 


CONGBESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


¡jjl  sancionada  por  S.  31.,  y publicada  en  cslc  Cuerpo  Colegislador,  declarando 
de  servicio  general  el  ferro -carril  que  par  lie  ¡ido  de  Sangüesa,  en  el  del  puerto  de 

Pasuges  á Jaca,  termine  en  Soria. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  I)E  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  de  servicio  general  el 
ferro-carril  que  partiendo  de  Sangüesa  en  el  del  puer- 
to de  Pasages  á Jaca,  y pasando  por  Gastejon,  termine 
en  Soria. 

Art.  2.°  El  Gobierno  queda  autorizado  para  otor- 
gar en  pública  subasta  la  concesión  de  esta  línea,  pré- 
via  aprobación  del  proyecto  presentado  y petición  de 
cualquier  particular  ó Compañía  que  solicite  la  con- 
cesión, garantida  con  el  correspondiente  depósito  con 
arreglo  á las  disposiciones  vigentes. 

Art.  3.°  EsÉsferro-carril percibirá  una  subvención 
igual  á la  de  los  comprendidos  en  el  plau  general,  así 
como  la  exención  de  los  derechos  de  aduanas  para  el 
material  de  la  construcción  y de  la  explotación  por  el 
tiempo  y en  la  forma  que  prescriben  las  leyes  y re- 
glamentos. 


Art.  4.®  Las  Corporaciones  provinciales  y muni- 
cipales & quienes  interese  la  construcción  de  esta  lí- 
nea, podrán  otorgar  al  concesionario  todas  aquellas 
subvenciones  directas  ó indirectas  que  consideren 
convenientes  con  arreglo  á lo  que  disponen  las  leyes. 

Art.  5.°  El  Gobierno  fijará  los  plazos  para  la  eje- 
cución de  la  línea  y las  demás  condiciones,  de  acuer- 
do con  la  ley  general  y disposiciones  vigentes. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  S.  M. 

Palacio  del  Senado  30  de  Junio  de  1887.=Seuo- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.==El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley —María  Cristina.=Palacio 
8 de  Julio  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  66.°  AL  NÚU.  2 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  EOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , sustituyendo 
la  subvención  en  obligaciones  de  ferro-carriles,  concedida  al  ferro-carril  de  El 
Campamento  á Málaga,  por  otra  en  metálico. 


Sentora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  El  ferro-carril  do  El  Campamento 
á Málaga,  en  equivalencia  del  auxilio  que  según  su 
ley  de  concesión  debía  cobrar  en  obligaciones  del 
Estado  por  ferro-carriles,  recibirá  28.800  pesetas  de 
subvención  por  kilómetro,  que  será  pagada  en  metá- 
lico y sin  reducción  alguna,  á medida  que  avancen 
las  obras,  en  la  misma  forma  que  dispone  su  ley  de 
concesión,  que  en  todo  lo  demás  queda  subsistente, 
sin  que  en  ningún  caso  pueda  cobrar  el  referido  ferro- 
carril en  un  mismo  año  más  de  la  mitad  del  importe 
total  de  dicba  subvención. 

La  disposición  legal  que  antecede  anulando  todo 


lo  que  contrario  á ella  resulte  en  los  expedientes  res- 
pectivos, se  aplicará  á los  ferro-carriles  que  estando 
comprendidos  en  la  misma  ley  de  concesión  de  7 de 
Marzo  de  1 873,  tienen  en  suspenso  el  pago  del  auxilio 
que  debe  darles  el  Estado. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  30  de  Junio  de¿  !887.=Seiio- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.=José  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publiquese  como  ley.*=María  Cristina.=Palacio 
8 de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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b'.ij  sancionada  por  S.  /!/.,  y publicada  en  eslc  Cuerpo  Colegislador,  autorizando 
la  construcción  de  un  ferro-carril  económico  de  Alcoy  á Gandía. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.°  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para 
otorgar  á I).  Donato  Gómez  Trevijauo,  vecino  de  Ma- 
drid. la  concesión  para  la  construcción  y explotación, 
sin  subvención  del  Estado,  de  un  ferro-carril  econó- 
mico que,  partiendo  do  la  ciudad  de  Alcoy,  termine  en 
el  puerto  de  Gandía,  pasando  por  los  términos  de  Con- 
ccntaina,  Muro  y Villalonga. 

Este  camino  se  considerará  de  utilidad  pública 
para  los  efectos  de  la  expropiación  forzosa,  y disfru- 
tará de  las  demás  exenciones  y privilegios  que  las 
leyes  conceden  y puedan  conceder  á los  de  su  clase. 

I.a  concesión  se  hará  por  noventa  y nueve  años. 

Art.  2.°  Se  sujetará  la  concesión  al  proyecto  fa- 
cultativo que  el  Sr.  Gómez  Trevijauo  tiene  presentado 
en  el  Ministerio  de  Fomento,  y las  obras  se  ejecutarán 
con  arreglo  al  mismo,  si  fuese  aprobado  por  dicho 


Ministerio,  ó con  las  modificaciones  que  se  acuerdo 
introducir. 

Art.  3."  Los  trabajos  para  la  ejecución  de  esta  lí- 
nea darán  principio  al  ano  de  la  fecha  de  otorgada  la 
concesión,  y deberán  quedar  terminados  á los  cinco 
años,  A partir  de  dicha  fecha. 

Art.  4.°  El  concesionario  cumplirá  en  la  construc- 
ción y explotación  las  prescripciones  de  la  ley  vi- 
gente. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  1."  de  Junio  de  I887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  Y.  M.=El  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.— José  Abascal,  Senador  Secretario.  = El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario —José  de 
la  Torre  y Villanucva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario. 

Publiquesc  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 
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APÉNDICE  68.°  AL  NÜM.  2 


DE  LAS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  esle  Cuerpo  Golegislador,  autorizando 
á la  Diputación  provincial  de  Vizcaya  para  prolongar  hasta  Memerea  el  ferro- 
carril de  Triano. 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1."  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para 
otorgar  á la  Exorna.  Diputación  provincial  de  Viz- 
caya, concesionaria  del  ferro-carril  de  las  minas  de 
Triano  á la  ria  de  Bilbao,  construido  y explotado  con  ¡ 
arreglo  á la  ley  de  1 9 de  .lunio  de  1859,  la  concesión 
ile  la  prolongación  de  la  mencionada  línea  desde  Or- 
tuella  al  barrio  de  Memerea,  término  municipal  de 
San  Julián  de  Musques,  sin  subvención  directa  del 
Estado. 

Art.  2.°  El  ferro-carril  de  Triano  y su  prolonga- 
ción podrán  destinarse,  no  solo  al  trasporte  de  mine- 
ral, sino  también  al  de  viajeros  y mercancías,  y se 
declara  de  utilidad  pública,  con  derecho  á la  expro- 
piación forzosa,  así  como  al  aprovechamiento  y ocu- 
pación de  los  terrenos  de  dominio  público  y demás 
beneficios  consignados  en  la  ley  de  ferro-carriles  de 
23  de  Noviembre  de  1877. 

Art.  3.°  La  prolongación  de  la  línea  férrea  se  cons- 
truirá con  arreglo  al  proyecto  que  se  apruebe  por  el 
Ministerio  de  Fomento,  según  los  estudios  que  la 
Excma.  Diputación  provincial  de  Vizcaya  ha  presen- 


tado en  dicho  Centro,  prévia  la  fianza  del  1 por  100 
del  importe  del  presupuesto. 

Art.  4.°  La  Diputación  provincial  de  Vizcaya  pre- 
sentará en  el  Ministerio  de  Fomento  los  planos  de  las 
obras  ejecutadas,  en  el  ferro  carril  minero  de  Triano, 
entre  Ortuella  y el  Desierto  y las  de  ampliación  y re- 
forma que  fueren  oportunas  para  habilitarlo  para  el 
trasporte  de  viajeros  y mercancías,  así  como  las  ta- 
¡ rifas  y bases  para  la  percepción,  debiendo  unas  y 
otras  obtener  la  aprobación  superior  antes  de  comen- 
zarse esta  explotación. 

Art.  5.°  La  concesión  del  nuevo  ramal  de  Orlue- 
11a  al  citado  barrio  de  Memerea  se  hará  por  noventa 
y nueve  años,  con  el  derecho  de  introducir  el  mate- 
rial fijo  y móvil,  adeudando  por  las  tarifas  vigentes 
para  las  líneas  de  servicio  general. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  31  de  Mayo  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=E1  Marqués  de  la  Habana, 
Presiden te.=  José  Abascal,  Senador  Secrctario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario.—.) osé  de 
la  Torre  y Villanueva,  Senador  Secretario.=El  Señor 
de  ltubianes,  Senador  Secretario. 

Publíquese  como  ley.=María  Cnstina.=Palacio 
17  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  60.°  AL  NÚM.  2 


DE  LAS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador,  sobre  autoriza- 
ción para  construir  un  [erro-carril  de  vía  ancha  que  empalmando  en  Jálivacon 
la  línea  de  Almdnsa  d Valencia  y Tarragona,  se  dirija  á Alcoy. 


Señora:  Las  Córtes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para 
otorgar  á D.  José  Campo,  Marqués  de  Campo,  la  con- 
cesión para  construir  sin  subvención  del  Estado  y 
explotar  un  ferro-carril  de  vía  ancha  que  empalman- 
do en  Játiva  con  la  linca  de  Almansa  á Valencia  y 
Tarragona,  se  dirija  á Alcoy,  pasando  por  Genovés, 
Beniganin,  Albaida  y Ontenienle. 

Art.  2."  Este  l'erro-carril  se  declara  de  utilidad 
pública  para  los  efectos  de  la  expropiación  forzosa  y 
aprovechamiento,  por  parte  del  concesionario,  de  los 
beneficios  á que  se  refiere  el  capítulo  4.°,  artículos  30 
y 31  de  la  ley  de  23  de  Noviembre  de  1877. 

Art.  3.®  La  concesión  se  hace  por  término  de  no- 
venta y nueve  años. 


Art.  4.®  Las  obras  darán  principio  dentro  de  los 
i ocho  dias  siguientes  á la  fecha  de  la  concesión,  y 
• terminarán  en  el  plazo  que  se  Üje  por  el  Ministerio  de 
Fomento  en  el  correspondiente  pliego  de  condiciones, 
atendida  la  importancia  de  esta  concesión. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  presenta  á la 
sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Congreso  30  de  Junio  de  1887. =Se- 
¡ ñora.— A L.  R.  P.  de  V.  M.=Gristino  Marios,  Presi- 
denle.=Luis  Sánchez  Arjona,  Diputado  Secretario. = 
Manuel  Ibarra,  Diputado  Secretario.=Diego  Arias  de 
Miranda,  Diputado  Secretario.=El  Conde  de  Sallent, 
Diputado  Secretario. 

Publíqucse  como  lcy.=María  Cristina.=Palacio 
3 de  Julio  de  1887.=El  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martínez. 


APÉNDICE  70.”  AL  NÚM.  2 


DIARIO 


DE  LAS 


:U'. 


CONGBESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Ley  sancionada  por  S.  M.,  y publicada  en  este  Cuerpo  Colegislador , incluyendo 
en  el  plan  general  de  carreteras  la  de  Alcañez  á Canlameja . 


Señora:  Las  Cortes  han  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.”  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  que  partiendo 
de  Alcañiz,  en  la  provincia  de  Teruel,  y pasando  por 
Agua  viva,  Mas  de  las  Matas,  Castellote,  Bordon  y Mi- 
rnmbel,  empalme  en  Cantavieja  con  la  que  se  dirige 
de  Iglesuela  á Aliaga  en  la  propia  provincia. 

Alt.  2.”  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 


Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  presenta  á la  sanción  de  V.  M. 

Palacio  del  Senado  30  de  Junio  de  1887.=Seño- 
ra.=A  L.  R.  P.  de  V.  M.=EL  Marqués  de  la  Habana, 
Presidente.=José  Abascal,  Senador  Secretario.=El 
Marqués  de  Mondéjar,  Senador  Secretario,— José  de 
la  Torre  y Villauueva.,  Seuador  Secretario.=El  Señor 
de  Rubianes,  Senador  Secretario.. 

Publíquese  como  ley.=María  Cristina.=Palacio 
8 de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, Manuel  Alonso  Martinez. 
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APÉNDICE  71.°  AL  NÚM.  2 


DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CHITES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Dictdmen  de  la  Comisión  ( reproducido ) referente  al  proyecto  de  ley  sobre  redención 
de  censos  y cargas  perpétuas  de  la  propiedad  territorial. 


AL  CONGRESO. 

La  importancia  que  entraña  el  proyecto  de  ley  de 
redención  de  censos,  presentado  en  3 de  Julio  de  1886 
por  el  Sr.  Ministro  de  Fomento;  la  gravedad  que  en- 
terra el  problema  que  en  el  mismo  se  resuelve,  y la 
mesura  y discreción  con  que  deben  estudiarse  todas 
aquellas  cuestiones  que,  como  la  que  en  el  proyecto 
se  veutila,  se  relacionan  más  ó ménos  directamente 
con  el  estado  de  la  propiedad  de  un  país,  son  motivos 
suficientes  para  justificar  el  detenimiento  con  que  la 
Comisión  nombrada  para  dar  dictamen  ha  examina- 
do, en  virtud  del  cumplimiento  de  su  deber,  dicho 
proyecto  de  ley. 

Cuestión  grave  y compleja  es  la  que  nos  ocupa; 
por  eso,  en  todo  tiempo  ha  sido  juzgada  con  singu- 
lar parsimonia  por  todas  las  escuelas  sociológicas, 
prontas,  ménos  en  este  asunto,  á lanzarse  por  el  ca- 
mino del  idealismo  y á dejarse  arrebatar  por  los  vue- 
los de  la  fantasía,  y por  todos  los  partidos  políticos 
que,  con  mayor  ó menor  fortuna  y acierto,  han  con- 
siderado un  deber  suyo  libertar,  no  solo  ai  hombre, 
sino  á la  tierra,  realizando  de  esta  suerte  una  saluda- 
ble trasformacion  social. 

iniciado  el  problema  de  la  redención  de  foros  á 
principios  del  siglo  XVII;  resuelto  en  parte,  merced 
i la  omnipotencia  del  clero,  mediante  la  Real  cédula 
de  17  de  Abril  de  1744,  que  es  la  ley  11,  tít.  5.v,  li- 
bro l.°  de  la  Novísima,  por  la  cual  se  declaraban  nu- 
los los  contratos  de  foros  que  el  clero  hubiere  cele- 
brado, y se  ordenaba  el  despojo  de  los  colonos  en  aque- 
llos toros  que  los  tribunales  habian  anulado;  agravado 
considerablemente  por  el  semillero  de  pleitos  de  des 
pojo  que  tal  cédula  provocó;  alarmados  los  labrado- 
res  y revuelto  el  pais,  fué  preciso  ceder  al  universal 


descontento  que  originó  tan  durísima  como  impolítica 
ley;  que  estos  y no  otros  calificativos  merece,  no  solo 
al  autor  del  proyecto  objeto  de  nuestro  dictámen,  sino 
á cuantos  la  han  juzgado.  ¿Cómo  acceder  al  clamoreo 
del  pueblo  trabajador?  ¿Qué  medida  era  la  más  con- 
veniente y oportuna? 

Los  tribunales  no  fallaban  de  idéntico  modo,  pues 
mientras  que  la  Real  Cancillería  de  Valladolid  se  in- 
clinaba á la  renovación,  las  Reales  Audiencias  de  Ga- 
licia proveian  en  el  sentido  de  los  despojos;  las  Cor- 
poraciones eclesiásticas  tampoco  marchaban  de  acuer- 
do, pues  si  unas  se  apiadaban  de  los  foreros,  otras 
precipitaban  los  despojos,  temerosas  de  la  anulación 
de  aquella  Real  cédula.  En  la  reunión  del  reino  de 
Galicia  de  1759  se  suscitó  esta  cuestión,  originándose 
entonces  el  famoso  expediente  seguido  por  el  Sr.  Mar- 
qués del  Bosque  Florido,  en  nombre  del  Reino,  y por 
las  Ordenes  de  San  Benito  y San  Bernardo,  en  unión 
del  Conde  de  Altamira  en  representación  de  los  sos- 
tenedores de  la  Real  cédula. 

El  expediente  terminó  con  la  justificada  Real  pro- 
visión de  Gárlos  III  de  10  de  Mayo  de  1763,  mandando 
suspender  todos  los  pleitos  pendientes  sobre  este  ob- 
jeto y disponiendo  que  se  pagase  el  canon  como  hasta 
entonces,  « Ínterin  que  por  S.  M.,  á consulta  del  Con- 
sejo de  Castilla,  se  resuelva  lo  que  sea  de  su  agrado.» 

Desde  aquella  fecha  la  situación  de  la  propiedad 
foral  en  Galicia  y Astúrias  viene  siendo  interina,  las 
Górtes,  los  Reyes  y los  Gobiernos  han  intentado  salvar 
esta  interinidad,  mas  todo  en  vano;  los  intereses  son 
tan  opuestos  y las  opiniones  tan  divergentes,  que  á 
pesar  de  la  urgencia  de  la  solución  y de  la  uniformi- 
dad que  reina  respecto  á la  conveniencia  de  dar  tér- 
mino á tan  peligrosa  interinidad,  nadie  ha  alcanzado 
la  gloria  que  está  reservada  á quen  resuelva  el  pro- 
blema de  la  redención  de  censos. 
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La  situación  es  interina,  y así  lo  reconocen  la  Real 
resolución  de  17  de  Abril  de  1801  y la  del  Consejo 
de  17  de  Enero  de  1805,  que  son  las  leyes  22  y 24, 
título  15,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  las 
cuales  declaraban  la  redimibilidad  de  todo3  los  cen- 
sos, y excptuaban  los  Toros  con  la  cláusula  de  «por 
ahora , y hasta  la  revisión  del  expediente  general  ins- 
truido en  su  razón.» 

El  Poder  legislativo  ha  esquivado  unas  veces  y 
discutido  recelosamente  otras  la  solución  del  proble- 
ma hasta  1873,  en  que  éste  adquirió  fuerza  y vigor 
mediante  á lo  dispuesto  en  las  leyes  de  20  de  Agosto 
y 16  de  Setiembre  de  1873,  en  esas  leyes  cuyo  prin- 
cipio generador  y cuyo  objeto  final  acaso  son  justos, 
y de  seguro  corresponden  á las  necesidades  de  los 
tiempos,  pero  cuyos  medios  pugnan  con  derechos,  in- 
tereses y costumbres  que  constituyen  un  estado  so- 
cial que  ni  debe  desatenderse  por  el  legislador,  ni 
puede  desvanecerse  y borrarse  al  solo  impulso  de  una 
disposición  legal,  sin  grave  riesgo  de  ofender  la  justi- 
cia y lastimar  respetables  y seculares  intereses,  como 
dijo  un  eminente  jurisconsulto,  y cuyas  peligrosas  y 
atrevidas  bases  no  prevalecieron  más  que  en  el  corto 
plazo  de  seis  meses,  pues  se  susjiendieron  sus  efectos 
en  virtud  del  decreto  de  20  de  Febrero  de  1874,  ese 
decreto  hermoseado  por  brillante  exposición  de  moti- 
vos y acatado  con  satisfacción  general  en  el  país  del 
foro,  pues  supo  atajar  el  mal  antes  de  que  adquiriese 
graves  proporciones. 

Ante  tales  precedentes  y lecciones,  sería  imper- 
donable falta  y punible  error  dejarse  arrastrar  por 
halagadoras  utopias,  de  las  cuales  ha  huido  la  Comi- 
sión, sin  que  esto  suponga  que  abandona  el  honroso 
puesto  que  ansia  ocupar  en  la  vanguardia  de  las  es- 
cuelas reformadoras  y redentoristas  que  allá  por  los 
años  de  1865  tuvieron  en  este  Congreso  tan  valerosos 
paladines  como  el  Diputado  Sr.  D.  Justo  Pelayo  Cues- 
ta. La  Comisión  ha  cedido  únicamente  á la3  convic- 
ciones que  tiene  sobre  estas  materias,  nacidas  del  pro- 
pio estudio  y de  su  experiencia  personal;  por  eso  vie- 
ne á proponerlas  al  Congreso  con  la  fe  y la  energía 
que  se  sostiene  toda  causa  propia. 

No  cree  preciso  la  Comisión  entrar  en  una  expo 
sicion  histórica  sobre  el  contrato  del  foro,  de  origen 
y procedencia  tan  discutido;  que  es  tan  luminoso  el 
proceso  que  á este  punto  dedica  el  proyecto  de  ley, 
que  podría  calificarse  semejante  exposición  como  un 
vano  alarde  de  inoportuna  erudición,  ó como  un  pue- 
ril pugilato  de  citas  y opiniones. 

A la  Comisión  corresponde,  sí,  aceptar  la  opinión 
general , que  acata  y admite  los  beneficios  que  en  su 
época  primitiva  prestaron  los  foros,  á cuyo  amparo 
se  verificó  la  explotación  agrícola  de  los  inmensos 
cotos  de  la  propiedad  territorial , acumulados  en  ma- 
nos muertas. 

Los  terrenos  eriales  se  convirtiron  en  hermosas 
tierras  de  labor  cultivables;  el  trabajador  adquirió 
con  su  trabajo  hogar  para  la  familia  y sustento  para 
la  vida;  el  país,  en  suma,  encontró  en  el  foro  elemen- 
tos de  cultura  y de  bienestar. 

Por  desgracia  el  foro,  rico  manantial  antes,  se 
convirtió  más  tarde  en  origen  de  infortunios,  en  pro- 
fundo motivo  de  malestar,  en  lamentable  rémora  del 
progreso  agrícola  y en  grave  peligro  social. 

La  propiedad  carece  de  la  más  esencial  de  sus 
bases,  ó sea  la  seguridad;  las  garantías  que  le  am- 
paran son  deleznables:  urge,  por  tanto,  resolver  uu 


asunto  que  reviste  á la  par  los  signos  de  un  proble- 
ma económico  y social. 

Las  instituciones  deben  desaparecer  cuando  las 
necesidades  sociales  que  las  originaron  han  dejado 
de  existir;  de  otra  suerte,  su  mantenimiento  llega  á 
ser  perjudicial  y funesto;  por  ello,  habiéndose  tras- 
formado el  modo  de  ser  de  la  propiedad,  caminando 
la  legislación  por  modernos  derroteros,  y habiéndose 
adulterado  el  contrato,  forzoso  es  convenir  en  que  el 
foro  ha  cumplido  ya  su  misión,  y debe  dejar  paso  libre 
á otras  instituciones  de  derecho,  y al  desenvolvimien- 
to de  las  fuerzas  productoras  del  país. 

El  agricultor  trabaja  en  vano,  pues  á pesar  de  la 
perseverancia,  distiutivo  de  la  raza  galáica,  no  puede 
romper  las  cadenas  que  le  sujetan  á la  tierra  también 
esclava,  y vive  en  perfecta  dependencia  respecto  de 
las  clases  que  perciben  rentas. 

No  se  ajusta  al  criterio  de  la  libertad,  ni  es  el 
ideal  de  la  justicia,  como  ya  se  dijo  en  esta  Cámara 
con  general  aplauso,  semejante  desequilibro  y falta 
de  armonía  entre  los  intereses  de  dos  clases  impor- 
tantes de  la  sociedad.  El  forero  no  es  el  cultivador 
arrendatario,  sino  la  víctima  de  la  tierra  cuando  ésta 
no  responde  á sus  sudores;  un  juicio  de  prorrateo  pue- 
de reducir  á cero  el  capital  aforado;  el  forisla  se  ve 
envuelto  en  las  redes  judiciales  para  obtener  muchas 
vecer  su  renta,  y desconoce  los  términos  donde  radi- 
ca su  dominio  directo  en  multitud  de  casos. 

La  división  de  la  propiedad,  beneficiosa  cuando  se 
encierra  dentro  de  ciertos  límites,  liega  á ser  funesta 
cuando  adquiero  las  proporciones  que  ha  llegado  á 
adquirir  en  Galicia,  y máxime  cuando  viene  aumen- 
tando en  cada  generación  con  el  natural  desarrollo  de 
las  particiones  en  las  herencias,  sin  cortapisa  alguna 
desde  que  la  condición  de  temporalidad  en  los  con- 
tratos no  pudo  hacerse  efectiva,  y desde  que  quedó 
anulada  por  el  decreto  de  27  de  Setiembre  de  1820  y 
la  ley  de  30  de  Agosto  de  1836,  la  que  en  los  foros 
llamados  de  pacto  y providencia  prohibía  la  división 
de  los  bienes  que  los  constituían. 

Multiplicadas  las  pensiones,  y dividido  hasta  lo 
infinito  el  suelo,  dificultando  de  esta  suerte  todo  pro- 
greso agrícola  y todo  régimen  hipotecario,  y hacien- 
do imposible  todo  proyecto  de  crédito  territorial,  la 
propiedad,  según  la  frase  de  un  eminente  juriscon- 
sulto, «es  un  cáos  en  que  no  hay  derecho  seguro  ni 
posesión  exenta  de  peligro.» 

El  triste  estado  de  la  propiedad  en  Galicia  está 
pintado  de  mano  maestra  por  dicho  jurisconsulto  ga- 
llego; por  eso  juzgamos  oportuno  exponer  á la  con- 
sideración del  Congreso  los  términos  que  al  efecto 
emplea. 

«Sobrepuestas  y amalgamadas  entre  sí,  decía  en 
aquel  excelente  escrito  D.  José  María  Castro  Bolaüo, 
las  pensiones  forales  y subforales,  rentas  frumentarias, 
misas  y más  cargas  piadosas,  se  extendieron  sobre  todo 
el  suelo  de  Galicia,  hasta  el  punto  de  que  en  algunas 
localidades  se  encuentra  con  dificultad  un  palmo  de 
terreno  que  no  esté  gravado  con  una,  dos  ó más.  Pre- 
guntad al  labrador  por  las  rentas  que  paga  anual- 
mente, y oiréis  una  extensa  relación  en  que  figuran 
dos  ó tres  dominios,  es  decir,  acreedores  por  derechos 
de  foro  y subforo,  otros  tantos  que  cobran  ciertas 
medidas  de  frutos  (ventas  en  saco),  impuestas  por  él 
ó por  sus  antepasados  sobre  los  bienes,  y por  añadi- 
dura tal  vez  alguna  ó algunas  misas  de  aniversario. 
Esto  sucede  precisamente  cu  uu  país  en  que  por  un 
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concurso  fatal  de  circunstancias,  se  dividen,  despe- 
dazan y reducen  á partículas  impalpables  los  case- 
ríos, las  fincas  por  reducidas  que  sean,  las  barracas, 
y lo  que  es  más  extraño,  los  árboles  mismos,  pues 
hay  distritos  en  que  un  porcionero  recoge  las  casta- 
ñas que  ’se  desprenden  de  las  ramas  del  Norte,  por 
ejemplo,  y otro  las  que  caen  de  las  del  Sur.  Es  visto 
que  siendo  las  pensiones  cargas  reales,  corren  forzo- 
samente la  suerte  de  las  fincas  á que  están  afectas;  y 
deaqui  el  haberse  fraccionado  también,  hasta  el  punto 
deque  muchas  se  pagan  por  cuartillos  de  fruto  á un 
colector  llamado  Cabezalero , que  está  encargado  de 
recaudar  estas  pequeñas  fracciones,  reunirlas  y entre- 
garlas á los  que  tienen  el  derecho  de  percibir  las  ren- 
tas. Y no  es  esto  solo:  la  desamortización  vino  á aumen- 
tar estos  inconvenientes,  pues  ya  no  es  solo  el  dominio 
útil  el  que  se  divide,  sino  también  el  directo,  que  en 
general  era  de  mayorazgos  ó pertenecía  á corporacio- 
nes eclesiásticas;  y como  los  bienes  y rentas  de  estas 
procedencias  se  dividen  y subdividen,  es  consiguiente 
que  suceda  lo  mismo  con  las  pensiones.  Asi  es,  que 
fraccionadas  para  el  pago,  se  fraccionan  también  y se 
fraccionarán  más  de  dia  en  dia  para  la  cobranza;  y 
siguiendo  las  cosas  en  este  estado,  llegará  el  tiempo 
en  que  no  puedan  entenderse  los  que  pagan  con  los 
que  cobran,  ni  unos  ni  otros  entre  sí. 

Lo  que  vemos  todos  los  dias  es,  que  en  general, 
no  puede  el  rentero  soportar  la  carga  que  le  abruma; 
y esto  por  dos  razones.  En  primer  lugar,  la  produc- 
ción de  las  fincas  no  corresponde  con  la  importancia 
de  las  pensiones,  porque  al  imponerse  una  se  oculta- 
ron las  anteriores,  ó hubo  ligereza  en  los  contratantes 
al  calcular  la  producción  anual  de  los  bienes.  Los  po- 
seedores, por  otra  parte  en  la  imposibilidad  de  hallar 
otro  medio  para  pagar  la  renta  de  un  ano  escaso  ó 
cubrir  otras  atenciones  urgentes,  adoptaron  el  de  im- 
poner rentas  frumentarias,  ó el  de  ir  vendiendo  finca 
por  finca  libres  de  pensión,  cargando  en  este  caso  con 
todas  las  del  caserío;  así  es,  que  las  pagan  por  bienes 
que  no  poseen,  mientras  que  son  otros  los  que  explo- 
tan y utilizan  las  fincas. 

En  condiciones  tan  desventajosas  abre  el  labrador 
un  concurso  de  acreedores  todos  los  años  en  la  reco- 
lección de  cada  cosecha;  todos  se  apresuran  entonces 
t exigir  sus  respectivas  rentas,  y todos  tomen  llegar 
tarde,  porque  saben  por  experiencia  que  los  últimos 
no  encuentran  ya  qué  cobrar. 

Tal  vez  lo  consiguen  en  los  años  de  mediana  co- 
secha, aunque  á duras  penas  y sin  dejar  al  pagador 
mas  que  la  simiente  para  la  siembra  del  año  que  si- 
gue y los  frutos  menores  para  su  alimentación  y la 
de  su  familia:  pero  cuando  sobrevienen  cosechas  po- 
bres, el  labrador  que  posee  todavía  algunas  fincas 
apela  al  recurso  sabido  de  venderlas.  De  este  modo 
paga  las  rentas,  sale  del  dia  y vive  un  año  más;  pero 
su  situación  económica  se  complica,  y en  un  porve- 
nir mas  ó méuos  lejano  tiene  que  sucumbir  bajo  el 
peso  insoportable  de  la  carga  que  imprudentemente 
se  impuso.  Llegado  este  caso,  que  llega  al  fin,  se  pre- 
senta francamente  en  quiebra,  abandona  los  bienes 
uos  cuales  no  pueden  pasar  á otras  irmnos  sin  llevar 
sobre  sí  todas  sus  cargas),  y tenemos  ya  una  familia 
mas  de  mendigos  que  viven  sobre  el  país  y se  han 
perdido  definitivamente  para  el  trabajo.  Esto  es  lo  que 
sucedió  en  el  año  1852,  que  ha  dejado  una  huella  tan 
Profunda  en  la  memoria  de  todos  los  gallegos;  lo  que  < 
esta  sucediendo  actualmente  en  los  distritos  viníco-  ! 


las,  castigados  por  el  oidium , y lo  que  sucederá  siem- 
pre en  circunstancias  análogas.  No  nos  hagamos  ilu- 
siones; la  pérdida  de  la  cosecha  de  un  año  provocará 
siempre  una  crisis  económica  y social  en  Galicia  si  no 
se  ataca  el  mal  en  su  origen. 

Los  socorros  de  la  caridad  particular  y las  sub- 
venciones del  Gobierno  podrán  sin  duda  atenuarlo, 
pero  quedará  siempre  el  gérmen  para  reproducirlo  en 
la  primera  ocasión,  porque  lo  que  está  en  la  natura- 
leza de  las  cosas  es  forzoso  é inevitable. 

Tampoco  es  envidiable  en  este  órden  de  cosas  la 
posición  del  hacendado.  Prescindiendo  de  los  gastos 
y sacrificios  que  lleva  siempre  consigo  una  adminis- 
tración complicada  y dividida  sobre  diversas  locali- 
dades y personas,  dejamos  dicho  ya  que  solo  á duras 
penas  consigue  cobrar  sus  rentas  en  los  años  de  co- 
secha mediana.  En  los  pobres  tiene  que  hacer  una 
evolución  costosa  y prolongada;  el  rentero  no  posee 
bienes  muebles  ni  raíces,  porque  vendió  todos  ó los 
más  del  caserío  en  la  forma  que  dejamos  indicada;  es 
preciso,  pues,  dirigir  la  reclamación  contra  terceros 
poseedores  y pedir  lo  que  en  el  lenguaje  del  país  se 
llama  prorrateo , es  decir,  la  distribución  de  las  pen- 
siones entre  todas  las  fincas  afectas,  y el  nombramiento 
de  colector  ó cabezalero  que  ha  de  recaudar  todas  las 
fracciones  y pagar  la  totalidad  al  acreedor.  Para  esto 
es  preciso  identificar  las  fincas,  lo  cual  ofrece  á veces 
dificultades  insuperables,  porque  habiendo  pasado 
aquellas  por  diferentes  poseedores,  se  dividieron  y 
subdividieron,  variaron  de  forma  y producción,  y es 
difícil  demostrar  que  son  las  mismas  que  contienen 
los  documentos.  El  que  quiere  evitar  estos  inconve- 
nientes, tiene  que  repetir  con  frecuencia  los  apeos  y 
y prorrateos,  y en  cada  una  de  estas  operaciones  gasta 
la  renta  de  dos  ó tres  años;  y no  es  esto  solo:  tiene 
que  habérselas  también  con  otros  que  pretenden  de- 
rechos análogos,  y discutir  con  ellos  la  preferencia, 
sosteniendo  pleitos  costosos  y prolongados.  De  este 
modo  la  vida  del  hacendado  es  una  lucha  sin  tregua, 
una  série  continua  de  contrariedades,  gastos  y sin- 
sabores. 

Y cuenta  con  que  el  mal  tomará  cada  dia  mayo- 
res proporciones  á medida  que  se  vayan  desarrollan- 
do más  y más  la  división  y subdivisión  de  la  propie- 
dad particular.  No  sabemos  lo  que  sucederá  en  una 
fecha  más  ó ménos  remota,  porque  nos  está  cerrado 
el  libro  del  porvenir;  pero  no  vacilamos  en  asegurar 
que  está  en  el  interés  de  los  hacendados  el  procurar 
que  cese  un  estado  de  cosas  que  es  para  su  propiedad 
una  amenaza  permanente.» 

Después  de  tan  luminosos  conceptos,  y circuns- 
cribiéndonos al  progreso  agrícola,  digamos  con  mon- 
sieur  de  Neufchateau,  refiriéndonos  á los  entorpeci- 
mientos que  al  mismo  opone  el  fraccionamiento  de  la 
propiedad  en  pequeñas  parcelas,  cada  una  de  ellas 
gravada  con  la  parte  alícuota  del  canon:  «el  cultivo 
no  puede  tener  más  desenvolvimiento  y desarrollo  del 
que  tendría  un  niño  sujeto  á la  cuna  con  ligaduras  de 
hierro.» 

¿Por  qué,  pues,  no  conciliar  los  intereses  y dere- 
chos de  todos?  ¿Por  qué,  pues,  no  terminar  con  el  foro 
sin  lesionar  ios  derechos  adquiridos?  ¿Por  qué  no  liber- 
tar al  labrador  de  los  vejámenes  del  foro,  de  la  renta 
y de  la  usura?  ¿Por  qué  no  indemnizar  al  señorío, 
dándole  medios  de  lanzar  á más  firmes  especulacio- 
nes los  capitales  de  sus  antepasados? 

Quizás  parezca  aventurado  y temerario  y hasta 
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un  alarde  de  osadía  el  afirmar  que  la  Comisión  se 
propone,  aceptando  el  proyecto  de  ley,  dar  fin  á la 
interinidad  sin  lesión  de  derecho  alguno  y con  apro- 
bación, si  no  unánime,  que  no  es  casi  humano  alcan- 
zar esto,  de  la  mayoría  del  país. 

La  Comisión,  para  proceder  con  método,  ha  creído 
conveniente  detener  en  primer  término  su  atención 
en  el  análisis  del  fin  primordial  que  se  propone  reali- 
zar el  proyecto  de  ley  de  redención  de  censos. 

Por  fortuna,  le  ha  sido  esta  fácil  tarea,  pues  lo  ha 
encontrado  definido  de  la  manera  más  precisa  y clara 
en  los  conceptos  que  á continuación  copiamos  del 
proyecto: 

«Este  tiende  principalmente  á arreglar  el  estado 
de  la  propiedad  territorial  en  los  países  del  foro,  Gali- 
cia, Astúrias  y parte  de  León;  pues  aunque  los  di- 
versos censos  que  reconoce  el  derecho,  hállanse  ad- 
mitidos y extendidos,  con  muy  variados  nombres,  y 
rigiéndose  por  reglas  distintas  en  las  diferentes  pro- 
vincias de  España,  unas  que  guardan  la  legislación 
general  de  Castilla,  otras  que  se  gobiernan  por  legis- 
laciones propias,  en  ninguna  parte  como  en  aquella 
región,  y muy  señaladamente  en  Galicia,  han  llegado 
á tener  las  cuestiones  jurídicas  que  suscita  la  propie- 
dad y derechos  censuales  las  relaciones  entre  censua- 
listas y consuarios,  la  importancia  de  un  problema 
social,  y problema  que  hace  siglo  y cuarto  se  han 
propuesto,  sin  atreverse  á resolverlo,  ó haciéndolo  con 
poco  fruto,  nuestros  legisladores  y Gobiernos.  Pero 
para  que  la  ley,  si  bien  dada  para  una  situación  es- 
pecialísima,  no  revista  el  carácter  poco  atractivo  ú 
odioso  del  privilegio,  y los  censuarios  de  Galicia  no 
resulten  en  particular  más  favorecidos  que  los  de  otras 
provincias  de  España,  que  cuando  más  se  rigen  en 
cuanto  á redenciones  por  las  leyes  de  la  Novísima 
Recopilación,  el  proyecto  generaliza  sus  favores  y 
quiere  que  en  todas  ellas  puedan  redimirse  las  rentas 
y prestaciones  perpétuas,  y que  se  atempere  su  re- 
dención á los  tipos  y forma  que  ahora  se  establecen, 
por  demandarlo  así  la  equidad. 

La  redención,  que  tiende  á mejorar  lo  presente,  no 
es  la  abolición,  cuyo  fin  es  rayarlo  para  siempre,  se- 
pultarlo como  antigualla  inútil  en  el  olvido.  No  por- 
que se  declaren  redimibles  los  foros  habrán  de  prohi- 
birse, de  excluirse  de  la  ley  civil,  como  el  feudo  y 
otras  instituciones,  encarnación  de  una  época,  que 
viven  exclusivamente  de  su  aliento  y que  con  la  mis- 
ma desaparecen,  aplastadas  ó dejadas  atrás,  por  el 
carro  del  progreso.  Ni  se  compadecería  eso  con  la  li- 
bertad de  contratación,  cara  al  hombre  y uno  de  los 
predilectos  objetos  de  las  legislaciones  modernas,  ni 
porque  hayan  indudablemente  pasado  los  buenos 
tiempos,  por  decirlo  así,  los  que  le  fueron  más  propi- 
cios ai  foro,  á la  enfitéusis  en  general;  contratos  y te- 
nencias que  realizaron  entonces  como  otros  no  pudie- 
ran, fines  agrícolas  y sociales  importantísimos,  podrá 
sin  embargo  asegurarse  que  se  ha  cerrado  ya  su  ciclo 
y se  ha  agotado  en  absoluto  su  virtud.  El  foro,  la  en- 
fitéusis son,  sí,  procedimientos  extraordinarios  que 
corresponden  á situaciones  económicas  extraordina- 
rias, y que  la  marcha  reposada  de  la  civilacion  hace 
cada  vez  más  rara,  pero  sin  que  se  arribe  á suprimir- 
las nunca  por  completo:  siempre  habrá  propietarios 
que  no  tengan  recursos  ó vagar  ó pericia  para  una 
explotación  cultural,  y no  quieran  renunciar  tampoco 
del  todo,  y enajenar  sus  derechos;  siempre  se  encon- 
trarán cultivadores  á quienes  no  arredren  esfuerzos 


para  acometer  esa  explotación  porque  carezcan  de 
medios  con  que  adquirir  por  de  luego  las  tierras  so- 
bre que  haya  de  instalarse. 

Pero  los  enunciados  contratos  están  llamados  á 
modificarse  profundamente,  á acomodarse  á las  nece- 
sidades de  los  tiempos  actuales,  de  las  corrientes  que 
hoy  arrastran  á la  legislación;  los  perpétuos  á seme- 
jarse al  censo  reservativo;  los  temporales  á retroce- 
der hácia  el  arrendamiento,  que  á su  vez  progresa 
para  convertirse  en  un  derecho  real;  el  foro,  sobre 
todo,á  salir  del  terreno  vacilante  de  la  costumbre 
indecisa,  para  asentarse  sobre  la  base  firme  de  una 
ley  que  enmiende  defectos,  cercene  lo  caido  general- 
mente en  desuso  ó que  no  sea  merecedor  de  observan- 
cia, y fije  con  precisión  las  relaciones  jurídicas  de  las 
partes. 

No  es  tal  la  tarea  de  este  proyecto,  ni  la  misión 
del  Ministerio  que  lo  presenta,  y que  en  tanto  puede 
acometer  la  cuestión  de  foros  en  cuanto  que  el  es- 
tado actual  de  la  propiedad  raíz  oponga,  como  en 
Galicia  opone,  obstáculo  sério  á los  adelantos  cultu- 
rales y al  asentimiento  del  crédito  rural,  constitu- 
yendo la  principal  faz  jurídica  allí  (que  ninguno  de 
los  que  dicen  relación  al  hombre  dejan  de  tener  este 
aspecto)  del  problema  agrícola.  A lo  demás  proveerá 
debidamente  el  Ministerio  que  tiene  á su  cargo  el 
cuidado  y dirección  de  los  importantes  y delicados 
trabajos  de  la  codificación.  Por  esta  consideración,  el 
proyecto  se  ha  abstenido  de  tocar  nada  de  lo  que  se 
refiere  á la  ordenación  del  contrato,  ni  siquiera  á los 
otros  medios  por  que  se  extingue,  diferentes  de  la 
redención,  alguno  de  los  cuales,  el  de  la  consolida- 
ción por  retracto,  utilizado  éste  Ampliamente  por 
plazo  largo,  que  nunca  sería  tanto  (y  no  es  ocioso  el 
recuerdo)  como  el  de  los  dos  años  concedidos  por  Jus- 
tiniano  (Nov.  120,  cap.  l.°)  en  favor  para  ciertos  ca- 
sos de  la  enfiteusis  eclesiástica,  el  patrón  justamente 
del  foro  puede  cooperar  en  gran  manera  á la  solución 
de  la  cuestión  foral. 

Mas  ésta  demanda,  y con  urgencia,  procedimien- 
tos más  enérgicos  y eficaces  que  el  retracto,  de  mo- 
roso resultado.  Y no  se  diga  que  las  provincias  inte- 
resadas nada  solicitan,  que  los  foreros  no  reclaman 
formalmente  la  redención;  porque  fuera  de  que  el  le- 
gislador no  ha  de  aguardar  á que  se  formule  la  queja 
para  acudir  al  remedio  del  mal  que  conoce,  se  olvi- 
dan todos  de  que  la  cuestión  de  foros  se  halla  en  si- 
suacion  provisional,  en  estado  meramente  de  interi- 
nidad; pero  no  ya  de  la  interinidad  creada  por  ia  prag- 
mática del  Consejo  de  Castilla  de  1763,  sino  de  la 
causada  por  el  decreto  de  20  de  Febrero  de  1874;  y 
que  pudiera  muy  bien  suceder  que  viniese  un  Go- 
bierno ó una  situación  que  apreciara  las  cosas  de  otra 
manera,  y procedente  ó pasable  siquiera  la  legislación 
de  1873,  no  tendría  entonces  otro  óbice  ni  otro  traba- 
jo que  el  de  derogar  aquél  y dejar  libre  curso  á ésta. 
La  prudencia,  pues,  la  utilidad  de  los  mismos  dueños, 
directos  ó censualistas,  veda  mayores  dilaciones. 

No  se  trata  por  tanto  en  este  proyecto  de  deter- 
minar si  el  contrato  de  foro  debe  permitirse  para  lo 
sucesivo,  ni  de  las  condiciones  á que  debe  someterse 
ni  de  si  se  debe  ó no  consentir  el  subforo,  ni  de  con- 
ciliar la  indivisibilidad  de  los  bienes  aforados  con  las 
disposiciones  que  rigen  sobre  herencias,  ni  de  cómo 
se  han  de  inscribir  en  el  Registro  de  la  propiedad  los 
foros  anteriores  á 1763,  pues  cuestiones  son  esas  que 
en  otros  proyectos  de  ley  se  resolverán. 
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Quédense  para  esos  proyectos  las  disposiciones 
filosóficas  y jurídicas,  y atengámonos  á las  sociales 
y económicas. 

Después  de  tan  clara  exposición  de  ideas,  á la 
Comisión  corresponde  declarar  que  encuentra  perfec- 
tamente ajustado  á su  criterio  el  que  palpita  en  el 
proyecto,  por  lo  que  respecta  al  fin  esencial  que  se 
propone. 

Una  vez  conocido  éste,  forzoso  es  analizar  como 
lógica  consecuencia  el  medio  que  adopta  el  proyecto 
para  la  realización  de  sus  fines,  puesto  que  de  la  opor- 
tunidad y conveniencia  del  medio  habrá  de  depender 
la  favorable  ó perjudicial  solución  del  problema.  Di- 
versas han  sido  y son  las  opiniones  que  reinan  en  este 
punto,  lo  cual  no  es  realmente  extraño  si  se  conside- 
ra que  de  la  adopción  de  uno  ú otro  depende  el  por- 
venir del  labrador  y la  justa  ó lesiva  indemnización 
del  señorío. 

Tres  son  los  sistemas  6 soluciones  que  merecen 
íí  juicio  de  la  Comisión  ser  anotados  para  examinarlos, 
puesto  que  los  demás  no  lian  merecido  ser  apadrina- 
dos por  escuela  ó colectividad  alguna,  pereciendo  con 
la  individualidad  que  les  dió  vida  y ser. 

La  reversión,  la  continuación  del  statu  quo  y la 
redención;  lié  aquí  los  tres  sistemas  que  vienen  lu- 
chando y siendo  el  lema  de  combate  de  las  escuelas 
Torales.  ¿Por  cuál  se  decide  el  proyecto  de  ley,  y cuál 
acepta  la  Comisión? 

Por  la  redención;  que  no  otro  sistema  puede  veuir 
d resolver  favorablemente  el  estado  de  la  propiedad  y 
ofrecer  garantías  á los  dos  dominios;  y al  efecto  va- 
mos á demostrarlo. 

La  reversión  equivaldria  á arrojar  á los  azares  de 
la  miseria  á todo  un  pueblo  de  infelices  trabajadores, 
que  veríanse  obligados,  no  sabemos  si  á abandonar 
cou  lágrimas  en  los  ojos  y el  dolor  en  el  corazón,  el 
sitio  donde  yacen  sepultados  sus  padres,  y el  produc- 
to de  su  trabajo,  ó á resistir  el  desjjojo  hasta  entregar 
su  vida  en  la  demanda. 

La  reversión  llcvaria  á las  manos  del  dominio  di- 
recto lo  que  éste  ni  de  vista  siquiera  conoce,  y una 
de  dos,  ó lo  entregada  de  nuevo  al  colono  ó lo  culti- 
vada sin  acierto  y con  daño  de  sus  intereses. 

La  reversión,  que  no  se  decretó  en  los  tiempos  de 
Cários  Iíí  por  juzgarse  entonces  peligrosa  é inconve- 
niente, ¿es  hoy  el  remedio  de  tanto  mal?  ¿La  opinión 
se  ha  pronunciado  en  su  favor? 

La  Comisión  declara  y conüesa  que  no  conoce  es- 
cuela alguna  moderna  que  la  defienda;  y se  com- 
prende, porque  ni  social,  jurídica  ni  políticamente  es 
admisible. 

El  pueblo  encontraría  en  ella  justificación  para 
realizar  actos  que  en  Galicia  se  repugnan,  y para  lan- 
zar frases  relativas  á la  propiedad,  que  allí  nunca  se 
oyeron,  dicho  sea  en  honra  de  aquellos  habitantes. 

No  hay  escuela  que  en  esta  cuestión  sostenga  un 
criterio  inflexible  y se  someta  á las  exigencias  del 
rigorismo  jurídico,  de  ese  rigorismo  cuya  resolución 
vendría  á condensarse  en  la  frase  de  lo  pactado)  pac- 
tado. 

Aun  admitiendo  que  la  Real  provisión  de  1763, 
bai°  e*  punto  de  vista  de  aquel  rigorismo,  implicase 
un  despojo,  considérese  que  han  pasado  más  de  cien 
años,  es  decir,  tiempo  sobrado  para  legitimar,  no  un 
acto  de  aquella  naturaleza,  acatado  y solicitado  por  la 
mayoría  del  país,  sino  hasta  el  despojo  de  una  Nación. 

La  propiedad  viene  girando  sobre  aquella  resolu- 


ción, y á su  sombra  se  ha  creado  un  estado  legal , y se 
han  arraigado  los  derechos  de  los  foreros. 

Por  otra  parte,  mediante  la  desamortización  civil 
y eclesiástica  lian  pasado  los  derechos  délos  primiti- 
vos aforantes  á manos  de  quienes,  al  adquirir  el  do- 
minio directo,  han  creído  tener  solo  un  derecho  á la 
renta  foral,  nunca  al  derecho  de  reversión. 

Si  faltase  á nuestra  opinión  alguna  autoridad,  ven- 
dría á robustecerla  la  del  Congreso  agrícola  celebrado 
en  Santiago  en  Julio  de  1864,  célebre  por  la  brillan- 
tez de  sus  discusiones,  pues  en  ellas  tomaron  parte 
unas  400  personas,  lo  más  florido  del  país  gallego, 
votándose  entre  sus  conclusiones  la  imposibilidad  de 
la  reversión. 

Alguien  sostiene  la  reversión;  pero  no  con  el  fin 
de  retener  las  tierras  en  el  dominio  directo,  sino  con 
el  de  recabar  el  reconocimiento  de  lo  que  entiende  un 
derecho,  para  después  entregar  de  nuevo  los  bienes 
al  forero,  mediante  un  contrato  de  arrendamiento. 

Parten  los  pocos  que  así  piensan,  considerando 
esta  opinión  bajo  el  punto  de  vista  que  es  posible  dis- 
cutirle, de  un  error,  de  confundir  el  foro  temporal 
con  el  arriendo;  error  que  se  desvanece  al  considerar 
que  el  foro  supone  una  desmembración  de  la  propie- 
dad, llámese  dominio  útil  ó como  se  quiera. 

El  forero  vino  siempre  ejerciendo  actos  de  domi- 
nio, ora  enajenando,  previo  el  requerimiento  para  el 
tanteo  y el  pago  subsiguiente  del  laudemio,  ora  im- 
poniendo servidumbre  é hipotecas  sobre  la  misma 
cosa,  ora  disponiendo  de  ella  mortis  causa. 

También  sostienen  aquellos  á quienes  venimos  re- 
firiéndonos, que  hay  uuos  foros  que  son  solo  arrien- 
dos, y otros  que  son  censos. 

Error  craso  que  procede  de  asignar  los  foros  per- 
petuos á los  concedidos  por  los  monacales,  y los  tem- 
porales á los  otorgados  por  los  demás  señores,  aque- 
llos versando  sobre  fincas  incultas,  y estos  sobre  fin- 
cas ya  reducidas  á cultivo. 

Los  foros,  como  la  enfitéusis  que,  á pesar  de  ser 
ordinariamente  perpétua  puede  ser  temporal,  pues  la 
ley  de  Partidas  (28,  tít.  8.°,  P.  5),  la  jtizga  principal- 
mente como  tal,  pueden  ser  temporales  ó perpétuos, 
sin  que  esto  quiera  decir  que  no  tengan  la  misma  na- 
turaleza jurídica. 

Dedúcese  de  todo  esto,  que  los  foros  implican  una 
enajenación  de  derechos  dominicales,  toda  vez  que  los 
foreros  quedaban  habilitados  por  el  pacto  foral  para 
vender  los  bienes  aforados,  con  las  limitaciones  del 
tanteo,  retracto  y laudemio,  lo  cual  es  muy  distinto 
de  las  condiciones  que  puedan  estipularse  en  el  arrien- 
do, y de  las  reservas  que  en  el  mismo  se  establezcan. 

No  basta  decir  que  del  arriendo  inscrito  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad  nace,  como  en  el  foro,  una 
acción  real,  pues  esto  no  tiene  otro  alcance  que  opo- 
ner aí  adquiriente  de  la  finca  que  tratase  de  desahu- 
ciar al  arrendatario,  la  excepción  de  su  contrato  ins- 
crito, ese  derecho  de  época  bien  reciente,  puesto  que 
lo  ha  creado  la  ley  hipotecaria. 

Viene  á vigorizar  esta  nuestra  tésis  la  que  sus- 
tentaba en  la  exposición  de  motivos  la  Comisión  de 
Códigos,  ó sea  la  de  que  ni  los  arrendamientos  por 
largo  espacio  de  años,  ni  aquellos  en  que  se  hayan 
hecho  considerables  anticipaciones,  son  generadores 
de  un  derecho  real,  quedando  siempre  limitados  á 
una  Obligación  personal. 

No  es  nuestra  misión,  porque  el  fin  del  proyecto 
de  ley  no  lo  exige,  entrar  en  el  estudio  del  aspecto 
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jurídico  del  contrato  de  foro;  baste  solo  y para  defen- 
sa de  nuestras  conclusiones,  rechazar  teorías  que, 
como  la  expuesta,  no  concuerdau  con  nuestro  criterio. 
Conviene,  sin  embargo,  ya  que  de  esto  tratamos,  ci- 
tar algunos  textos  que,  como  los  siguientes,  pasan 
por  verdaderas  autoridades  en  la  materia. 

Molina,  después  de  definir  el  contrato  de  enfitéu- 
sis,  dice:  «Este  contrato  sé  llama  en  Galicia  foro  hic 
contratas  apelatur  lasitane  aforanisentop > y al  propie- 
tario se  le  dice  «Señorío,  Lasitane  dicitar  6 senhorio.» 

Castro  Bolaño  sustenta  esta  misma  opinión,  y en 
la  notable  obra  de  Gil,  Legislación  de  censos , se  dice: 
«Que  es  achaque  bastante  general  imaginar  diferen- 
cias de  concepto,  donde  solo  las  hay  de  palabra;  que 
el  foro  realmente  es  la  enñtéusis,  y que  lo  mismo  que 
en  ésta,  hay  foros  temporales  y perpétuos.» 

Resulta,  pues,  según  la  opinión  ilustrada  del  país, 
que  el  foro  es  el  enfitéusis  mismo,  y que  nadie  dudó 
esto,  hasta  que  por  razones  de  distinta  índole  y qui- 
zás con  no  buena  intención,  se  le  atribuyó  carácter 
feudal,  siendo  así  que  para  refutar  esta  Lésis,  basta 
recordar  que  el  feudo,  según  la  definición  de  la  ley 
de  Partida  (ley  2.a,  libro  26,  tít.  84),  se  otorga  con  pos- 
tura prometiendo  el  vasallo  al  señor  de  facerle  servicio 
á su  costa  é á su  misión  con  cierta  contia  de  caballeros 
ó de  omes  é otro  servicio  señalado , jamás  se  conoció  en 
Galicia;  que  si  bien  es  cierto  que  existieron  muchos 
señoríos  jurisdiccionales  y territoriales,  concedidos  en 
gracia  á servicios  extraordinarios  por  la  Corona  á las 
Corporaciones  ó particulares,  también  lo  es  que  el  se- 
ñor jurisdiccional  amalgamaba  con  la  pensión  foral 
la  prestación  real  ó personal  que  por  aquel  concepto 
le  correspondía.  Vienen  también  en  nuestro  auxilio 
las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  que,  ora  nos  ha- 
blan de  contrato  de  foro  como  igual  al  de  enfitéusis, 
ora  definen  el  foro  en  los  mismos  términos  que  po- 
dría definirse  la  enfitéusis. 

Para  mayor  claridad,  copiemos  la  sentencia  de  17 
de  Diciembre  de  1872.  Dícese  en  ella:  «que  los  con- 
tratos primitivos  de  foros  que  se  conocen  en  Galicia 
se  otorgan  libremente  por  las  partes,  y en  su  virtud 
el  aforante,  dueño  absoluto  de  la  finca,  se  reserva  el 
dominio  directo,  traspasando  el  útilaZ  foratorio)  obli- 
gándose éste  á pagar  á aquel  cierta  pensión  periódica 
en  reconocimiento  del  dominio  directo.» 

Luminosa  es  la  escursion  histórica  que  sobre  este 
contrato,  como  institución  de  derecho  hace  el  proyec- 
to; por  eso  queda  la  Comisión  dispensada  de  tal  tarea, 
y se  limita  á recordar  el  párrafo  del  mismo  que  dice: 

«El  foro,  es,  pues,  el  arcaico  precario  ó préstamo , 
de  origen  y uso  eclesiástico,  que  se  va  modificando 
lentamente  por  la  influencia  callada  y permanente  de 
las  doctrinas  romano-canónicas,  y que  en  el  siglo  xv, 
cuando  aun  no  se  habia  desprendido  por  completo 
del  marco  feudal,  se  vació  de  lleno  en  el  molde  de  la 
enfitéusis  eclesiástica  justinianea.  Los  que  vemos  có- 
mo por  efecto  de  la  asombrosa  rapidez  con  que  pro- 
cede en  nuestros  dias  el  comercio,  los  contratos  mer- 
cantiles se  desenvuelven  y trasforman  en  pocos  años, 
no  debemos  extrañar  el  proceso  marcado  que  se  ope- 
ra en  el  seno  de  las  tinieblas  de  la  Edad  Media,  y en 
el  largo  período  de  mil  años.» 

Cumplida  definición  del  foro  es  la  precedente,  y 
desvanecidas  quedan  las  dudas  ó creencias  de  los  que 
entienden  que  el  proyecto  concede  algún  carácter 
feudal  al  foro,  puesto  que,  como  hemos  visto,  única- 
mente CQn  un  alto  sentido  histórico,  y remontándose 


á los  tiempos  en  que  nació  el  contrato,  se  limita  el 
proyecto  á tomar  en  cuenta  todos  los  elementos  que 
entonces  se  agitaban,  y tenían  por  tanto  que  influir  en 
las  nuevas  instituciones. 

Terminada  esta  digresión  jurídica,  que  ha  creído 
la  Comisión  era  oportuno  intercalar  en  su  dictámen 
para  combatir  funestos  errores,  corresponde  entrar 
en  el  exámen  del  segundo  de  los  medios  que  con  ca- 
rácter de  sistema  se  sostiene  por  algunos;  nos  referí- 
mos  á la  prolongación  indefinida  del  statu  quo.  Para 
hacer  el  juicio  de  este  sistema  rápida  y concretamen- 
te, conviene  á la  Comisión  formular  las  siguientes 
preguntas,  que  servirán  de  pi'emisa  á la  exposición 
del  juicio  que  aquel  le  merece. 

¿Sería  solución  declarar  la  perpetuidad  de  los 
contratos  actuales?  ¿Sería  conveniente  legalizar  el 
statu  quod  La  contestación  no  ofrece  duda;  basta  para 
ello  fijarse  en  los  efectos  que  ha  producido  desde 
1763  acá. 

Si  los  efectos  han  sido  beneficiosos,  legalícese  el 
statu  quo\  si  han  sido  perjudiciales,  cese  de  una  vez. 

La  Comisión  ha  expuesto  ya  el  estado  actual  de 
la  propiedad  en  la  región  del  foro;  no  es  por  tanto 
oportuno  insistir  de  nuevo;  que  no, gusta  recordar 
daños  y descubrir  heridas  aun  vivas.  La  razón  cul- 
minante para  combatir  el  statu  quo  es  que  se  opone 
al  progreso  agrícola,  puesto  que  impide  la  renovación 
del  cultivo,  y liga  á la  tierra  á producir  lo  pactado ; 
error  económico  que  selo  la  pobreza  tiene  como  con- 
secuencia. 

Por  eso  dice  el  proyecto: 

«Por  su  parte  el  crédito  agrícola,  de  naturaleza  di- 
ferente del  anterior,  pues  solo  en  la  más  ámplia  acep- 
ción de  la  frase  puede  también  ser  inmueble,  puesto 
que  en  la  propia,  y según  la  nomenclatura  científica 
en  uso,  es  personal  y moviliario,  se  resiente  así  bien 
de  este  anormal  órden  de  cosas  que  traba  el  haber 
mueble  del  cultivador  y le  somete  á inesperadas  re- 
clamaciones y eventuales  responsabilidades  legales, 
destruyendo  así  el  quicio  fundamental  de  todo  crédi- 
to no  usuario,  que  es  la  precisión  de  cálculos  y segu- 
ridad en  el  pago. 

Guando  un  cultivo  no  es  remunerados  es  ley  de 
economía  rural  y de  buen  sentido  que  se  sustituya 
por  otro  que  lo  sea.  Los  progresos  de  la  agricultura 
pueden  aconsejar  la  introducción  de  algunes  hoy  des- 
conocidos, y que  efectúen  una  revolución  general  cul- 
tural, como  en  su  tiempo  operó  el  maíz  y la  patata. 
Y la  competencia  que  á la  región  del  foro,  Galicia  y 
Astúrias,  se  le  vino  encima  no  más  que  por  la  aper- 
tura á la  circulación  de  las  vías  férreas  que  la  ponen 
en  contacto  inmediato  con  otras  provincias  más  pro- 
picias para  el  cultivo  cereal,  y la  internacional  que 
una  rebaja  cualquiera  en  las  tarifas  á la  hora  ménos 
pensada  ocasione,  y la  de  todos  esos  otros  países  que 
surgen  en  América,  en  la  Oceanía,  en  Asía,  en  la  mis- 
ma abrasada  Africa,  del  seno  de  una  naturaleza  vir- 
gen, á la  vida  de*Ta  civilización,  y para  tomar  pre- 
ponderante parte  en  el  comercio  universal,  competen- 
cia que  otras  agriculturas  más  adelantadas  que  la 
española  contemplan  con  ojos  azorados,  habrán  de 
obligar  en  plazo  no  lejano  al  cambio  de  los  métodos 
y al  estudio  de  las  verdaderas  fuerzas  productivas  de 
cada  región  agrícola,  á fin  de  no  producir  más  qne 
aquello  para  que  suelo  y clima  sean  idóneos  y cons- 
tituyan ramo  de  riqueza  del  país,  y no  como  tantas 
veces  ahora,  modo  de  ir  viviendo  eo  la  miseria  y de 
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procrear  hijos  para  la  emigración.  Mas  ¿cómo  hacer 
estas  trasformaciones  culturales  é industriales,  im- 
puestas probablemente  más  que  recomendadas  por  el 
rigor  de  las  circunstancias,  por  los  términos  fatales 
del  mismo  terrible  problema  de  la  existencia,  allí 
donde  la  tierra  se  halla  encadenada  perpétuamente  y 
bajo  el  yugo  de  determinados  cultivos  y afecta  al 
pago  de  especialísimas  rentas?» 

Decretar  la  interinidad  y declarar  firme  el  con- 
cepto de  perpetuidad  inmutable,  seria  una  insensatez 
cuando  lomas  permanente  é inmutable  ha  pasado  á 
ser  transitorio  y mudable,  y cuando  hay  colectivida- 
des que,  bajo  el  pretexto  de  que  haya  quien  tal  pre- 
tenda, encuentran  justificados  los  lemas  de  liquida- 
ción social  y de  nacionalización  de  la  tierra . 

¿Qué  resta,  pues?  ¿Qué  sistema  se  amolda  á las 
exigencias  actuales?  Ya  lo  ha  expresado  la  Comisión; 
el  rescate,  la  redención,  bien  en  pró  del  dominio  di- 
recto, bien  en  favor  del  útil,  si  redención  puede  lla- 
marse la  primera. 

La  redención  no  es  el  despojo,  no  es  la  hostilidad 
á los  dueños  directos;  que  tan  erróneo  es  dar  todo  ai 
trabajo  y nada  al  capital,  como  vice  versa;  y tan  per- 
judicial combatir  la  tiranía  del  capital  sobre  el  tra- 
bajo, como  proclamar  la  tiranía  del  trabajo  sobre  el 
capital. 

Aceptado  el  sistema  de  la  redención,  conviene  cir- 
cunscribir la  discusión  á favor  de  qué  dominio  debe 
decretarse,  á pesar  de  que,  á juicio  de  la  Comisión,  el 
dilema  no  ofrece  duda. 

La  redención  á favor  del  directo  equivaldría  á una 
reversión  más  ó ménos  hipócrita;  puesto  que,  en  últi- 
mo término,  el  forero  vendría  á realizar  lo  más  temi- 
ble, ó sea  elabondono  de  sus  tierras;  seria  sacrificar 
lo  más  á lo  ménos;  sembrar  la  discordia  y atraer  to- 
dos los  peligros  de  los  despojos. 

Por  otra  parte,  propietarios  habría  que  no  ten- 
drían caudal  bastante  para  consolidar  el  dominio, 
máxime  si  á la  indemnización  tuviesen  que  añadir 
los  cuantiosos  gastos  de  las  tasaciones  y deslindes 
necesarios  al  objeto. 

Además,  no  siendo  iguales  los  derechos  de  los  dos 
dominios,  no  pueden  apreciarse  de  la  misma  manera 
el  capital  que  el  trabajo,  ni  sería  fácil  aquilatar  dón- 
de empiezan  las  mejoras  realizadas  por  el  forero,  y 
cómo  deberían  ser  recompensadas.  No  piden  los  fo- 
ristas  la  redención  á su  favor,  no  solo  por  las  razones 
expuestas,  sino  porque  no  estando  habituados  al  tra- 
bajo de  las  tierras,  ni  conociendo  sus  condiciones,  sa- 
ben que,  ó arriesgarían  inútilmente  sus  capitales,  ó 
tendrían  que  cederlos  de  nuevo.  Corresponde  redimir 
al  que  tiene  una  carga,  no  al  que  la  impone:  por  esto, 
la  Comisión  propone  la  redención  á favor  del  útil, 
salvando  el  capital  del  dominio  directo. 

No  es  nueva  ni  original  esta  tésis  que,  aparte  de 
que  en  la  cuestión  d(3  foros  nada  hay  ya  nuevo,  tam- 
poco sería  del  agrado  de  la  Comisión  apoyar  teorías 
que  no  hubieran  recibido  la  sanción  de  la  crítica, 
dada  la  importancia  que  reviste,  á su  juicio,  el  pro- 
blema foral. 

Propuesta  esta  redención  tímidamente  en  sus  al- 
b°res,  apuntada  en  el  proyecto  de  Código  civil  de  1851, 
legalizada  en  1873,  sostenida  en  esta  Cámara  y en  el 
^nado  unánimemente,  e3  hoy  la  única  solución  que 
se  pide  y se  sostiene,  salvo  ligeras  variantes,  más  de 
iorma  que  de  fondo. 

Como  dice  el  proyecto, 


«Ya  Don  Felipe  II  declara  redimibles  ciertos  cen- 
sos frumentarios  de  Galicia,  Astúrias  y León,  que  so- 
ñaban ser  perpétuos.  (Novísima  Recopilación,  ley  5.a, 
título  15,  libro  10.)  Don  Cárlos  III,  legislando  sobre 
casas  de  Madrid  en  1770,  autorizó  á los  enfitéutas  y 
prescribió  el  modo  y cuantía  para  redimir  los  cánones 
perpétuos  que  gravasen  sus  edificios  (Ibid,  ley  12.)  Y 
preocupado  Don  Garlos  IV  por  el  pensamiento  de  dis- 
minuir la  circulación  de  les  vales,  y subordinando  la 
legislación  civil  á estas  miras  financieras,  concedió 
permiso  en  1799  (ley  21)  para  redimir  con  tales  títu- 
los, no  tan  solo  los  censos  perpétuos,  y al  quitar,  sino 
que  también  los  cánones  eníitéuticos,  así  rústicos 
como  urbanos,  segun  se  expresa  por  menor  en  los 
minuciosos  reglamentos  que  en  1801  y 1805  se  pu- 
blicaron para  llevar  la  facultad  á efecto  (leyes  22  y 
24),  y que  si  derogado  el  último  cu  1818,  vino  á con- 
firmar después  sus  disposiciones  principales  la  ley 
de  3 de  Mayo  de  1823,  restablecida  en  1837. 

El  reglamento  de  1805,  ó sea  la  ley  24,  título  15, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  contiene  en  su 
segundo  capítulo  el  siguiente  interesantísimo  pasaje, 
sobre  el  que  cumple  parar  la  atención:  «Declaro  que 
no  podrán  redimirse  los  foros  temporales , como  los 
del  reino  de  Galicia  y principado  de  Astúrias,  por 
ahora , y mientras  que  el  Consejo  acuerde  y me  con- 
sulte, con  vista  del  expediente  general  instruido  en  su 
razón,  lo  que  estimare  conveniente.» 

Alguien  objetará  que  la  anterior  disposición,  así 
como  la  pragmática  de  1763,  no  se  referia  A los  fo- 
ros perpétuos,  pero  no  podrá  fundar  en  sólidas  bases 
tal  objeción,  puesto  que  aquellas  disposiciones  no  ver- 
saban sobre  si  ciertos  foros  eran  temporales  ó perpe- 
tuos, sino  sobre  si  el  foro  temporal  debia  ó no  reno- 
varse, y además  no  es  creíble  que  el  legislador  pre- 
tendiese no  conceder  la  calidad  de  redimibles  á los 
temporales,  habiendo  sido  otorgada  á los  otros. 

El  Tribunal  Supremo  en  sentencia  del  30  de  Oc- 
tubre de  1863  ha  venido  á sancionar  esta  teoría,  con- 
siderando de  hecho  perpétuos  todos  los  foros,  así  los 
anteriores  á 1763  como  los  posteriores  á esta  fecha, 
es  decir,  los  otorgados  con  pleno  conocimiento  y con- 
ciencia de  que  estaba  pendiente  la  resolución  sobre 
si  era  condición  natural  del  contrato  la  renovación. 
Demostrada  la  redimibilidad  de  los  foros,  y que  debe 
verificarse  la  redención  por  el  dominio  útil,  ha  llega- 
do el  momento  de  estudiar  las  condiciones  sobre  que 
debe  girar. 

La  Comisión  debe,  al  llegar  á este  punto,  copiar 
el  siguiente  párrafo  del  proyecto  de  ley: 

«La  redención  no  debe  ser  el  despojo  de  los  cen- 
sualistas, sino  la  adquisición  por  justo  precio  de  su 
propiedad  potestativa  en  los  censuarios  y fundada  en 
la  mente  de  la  ley,  en  razones  de  utilidad  pública, 
mucho  más  manifiesta  en  este  caso  que  en  tantos 
otros  en  que  se  aplica  la  de  expropiación  forzosa  por 
solo  el  embellecimiento  de  una  plaza  ó la  regularidad 
de  una  calle.» 

¿Lesiona  esta  expropiación  los  derechos  del  direc- 
to y merma  su  capital? 

Cree  la  Comisión  que  no  está  justificada  tal  queja, 
porque  muerto  el  derecho  de  comiso,  abolido  el  des- 
pojo y considerada  imposible  la  reversión,  réstale  solo 
al  señor  el  cánon,  el  laudemio  y los  retractos. 

La  redención  por  el  precio  capitalizado  de  la  ren- 
ta es  lo  justo  y lo  equitativo. 

No  quiere  el  proyecto  una  expropiación  violenta; 


3 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


por  so  no  determina  nada  que  no  se  hubiese  deter- 
minado ya  para  los  censos  en  general  y aun  para  la 
enütéusis. 

El  proyecto  no  le  obliga  á redimir  al  forero,  como 
no  se  le  obligó  al  enfitéuta;  el  proyecto  lija  tipos  de 
capitalización,  como  se  fijaron  por  los  cánones  enfi- 
téuticos,  y esos  tipos  son  uniformes  como  lo  fueron 
para  estos.  No  hay,  pues,  en  el  proyecto  absurdos  ju- 
rídicos, ni  es  cierto  que  suponga  una  expropiación 
sin  previa  indemnización  y sin  prévia  tasación. 

Aceptado  el  principio  de  la  redención  en  pro  del 
útil,  corresponde  fijar  el  tipo  y la  forma  sobre  que  lia 
de  girar,  puntos  ambos  de  gran  controversia.  El  ava- 
lúo es  difícil  de  fijar  en  todas  las  expropiaciones,  pero 
indudablemente  debe  armonizarse  con  el  valor  co- 
rriente, y satisfacer  á la  par  el  perjuicio  que  sufre 
todo  el  que  sin  voluntad  es  objeto  de  aquella.  Muchas 
variantes  ha  experimentado  el  tipo , pues  mientras 
que  si  es  muy  alto  nadie  redimida , porque  equival- 
dría á pagar  la  renLa  foral  en  condiciones  ventajosas  á 
todas  las  demás,  siendo  muy  bajo  se  perjudicaría  á 
los  censualistas;  preciso  es  por  tanto  adoptar  un  tér- 
mino medio,  desechando  el  tipo  del  i4/*  por  100  déla 
Novísima,  para  los  censos  enfltéuticos,  el  de  3 por  100 
que  ofrecía  el  Código  civil  de  1851,  igual  al  que  se 
aplica  al  censo  consiguativo ; el  del  6 por  100  de  la 
ley  de  20  de  Agosto  de  1873,  y el  de  las  35  anuali- 
dades que  para  los  de  primer  grado  señalaba  el  pro- 
yecto de  foros  presentado  en  el  Senado  en  1877. 

El  proyecto  de  ley,  tomando  por  base  el  producto 
en  bruto  de  la  posesión,  fija  el  de  100  de  capital  por 
5 por  100  de  renta  para  los  foros;  el  de  51/*  para  los 
primeros  subforos,  y el  de  6 para  las  demás  rentas,  ó 
sea  descontando  el  importe  de  las  contribuciones,  el 
3l75  por  100,  4 y 4f50  por  100. 

Considerando  la  gran  baja  que  ha  experimentado 
la  propiedad  rural  y especialmente  en  Galicia  por  la 
depreciación  de  los  cereales,  y tomando  en  cuenta  las 
razones  ya  expuestas,  la  Comisión  acepta  los  tipos  del 
proyecto. 

Ahora  bien;  ¿debe  capitalizarse  el  laudemio  en 
unión  del  canon,  ó por  separado? 

La  Comisión  cree  deber  recordar  las  prescripcio- 
nes legales  que  existen  sobre  la  materia,  y para  ello 
le  basta  trascribir  las  siguientes  líneas  del  proyecto: 

«Gran  disparidad  reina  en  leyes  y proyectos  sobre 
el  fondo  y sobre  los  detalles  de  esta  cuestión  inciden- 
tal. Mientras  que  la  ley  recopilada  ordenaba  que  todos 
los  derechos  dominicales  [f adiga,  tanteo , laudemio  ó 
luismo,  comiso  y otros)  bajo  el  nombre  de  derecho  de 
laudemio , se  estimaren,  A falta  de  convención  ó cos- 
tumbre, en  la  cantidad  que  al  3 por  100  anual  pro- 
dujese en  veinticinco  años  el  laudemio  legal  de  la 
cincuentena  parte  del  valor  de  la  finca,  rebajadas  sus 
cargas,  ó sea  el  2*/3  por  100  de  su  precio  líquido,  ca- 
pítulos 6.°  á S.°  de  la  ley  24,  título  15,  libro  10),  la 
Hacienda  al  poner  en  venta  los  censos  enfltéuticos  y 
foros  de  la  desamortización,  prescindió  para  evaluar- 
los de  lo  que  importasen  tal  ó tales  derechos.  Y si  el 
proyecto  de  Código  civil  de  1857,  y la  proposición  de 
ley  sobre  foros  de  1864,  y la  ley  de  1873,  no  compu- 
taban el  laudemio,  el  proyecto  aprobado  por  el  Sena- 
do en  1878  establece  que  al  capital  que  arroje  la  pen- 
sión se  agregue  el  laudemio  legal  ó el  estipulado;  y 
por  demás  sería  decir  que  no  hay  mayor  acuerdo  en 
los  informes  emitidos  y en  los  escritos  de  los  publi- 
cistas sobre  la  materia.» 


El  laudemio,  prestación  sin  base  fija,  verdadera 
espoliacion  y de  odioso  origen,  no  puede  admitirse 
para  ser  capitalizado,  consista  en  dar  la  quinta,  la 
décima,  la  vigésima  ú otra  parte  cualquiera  del  valor 
de  la  cosa  vendida  al  dominio  directo,  porque  basta 
que  una  finca  se  venda  media  docena  de  veces  y en 
cada  una  se  pague  la  quinta  parte  del  valor,  para  pa- 
gar  más  del  valor  de  la  misma. 

Es  un  derecho  eventual,  no  solo  por  lo  que  res- 
pecta á la  época  en  que  debe  hacerse  efectivo,  sino 
por  su  desconocido  valor,  y además  de  eventual  in- 
justo; esto,  sin  contar  aquellos  casos  en  que  p£r*iia- 
ber  mediado  lo  que  se  conocía  con  el  calificativo  de 
guantes  puede  considerarse  satisfecho  el  precio  de  la 
cosa.  Descartado  esto,  conviene  fijar  la  forma  en  que 
ha  de  realizarse  la  redención,  si  en  distintos  plazos  ó 
en  uno  solo,  si  por  torales  enteros  ó divididos,  y si  ha 
de  verificarse  en  un  período  de  tiempo  determinado 
ó cuando  se  quiera.  El  proyecto  de  ley,  que  ha  huido 
de  todo  empirismo  y de  todo  criterio  radical  para  no 
aparecer  sospechoso,  ni  á directos,  ni  á útiles,  ha  to- 
mado en  cuenta  los  derechos  de  ambos,  el  respeto  al 
capital,  y sobre  todo  los  reducidos  recursos  de  ios 
foreros.  De  aquí  lo  que  dice  el  proyecto  al  hablar  del 
modo  de  realizársela  redención: 

«La  redención  quiere  el  proyecto  se  verifique  en 
general  para  torales  enteros  y en  un  pago  único,  si 
otra  cosa  no  estipulan  los  contratantes,  haciendo  ley 
en  la  materia.  Las  leyes  de  la  Novísima  Recopilación 
y la  de  señoríos  de  1823  autorizaban  la  redención  por 
partes  (por  mitad  ó por  tercias),  contrapeso  á los  ti- 
pos señalados,  onerosos  á los  redimentes. 

La  de  1873  también  la  permitía,  pero  con  agra- 
vio ya  del  derecho  de  ios  censualistas.  No  deben  de 
ser  éstos  de  peor  condición  que  cualquiera  otro  pro- 
pietario á quien  por  causa  de  utilidad  pública  se  le 
expropia  y al  que  manda  la  ley  se  le  indemnice  pré- 
viamente  de  lodo  el  valor  de  lo  expropiado,  iva  reden- 
ción en  plazos  irrógales  perjuicios,  pues  el  lucro  en 
los  negocios  suele  darse  al  compás  del  capital  inver- 
tido. Y como  entregaron  los  bienes  ó el  capital  de 
una  vez,  y no  en  diferentes  plazos,  así,  de  igual  suer- 
te, es  justo  sean  reintegrados. 

Por  la  misma  y aun  aquí  más  poderosa  razón,  re- 
sulta vejatorio  obligar  á los  directos  ó censualistas  á 
admitir  se  fraccione  el  cárion  y se  les  rediman  separa- 
das ciertas,  siquiera  sean  importantes,  prorratas;  que 
era  otro  de  los  defectos  de  la  ley  de  1873,  que  más 
concitó  las  protestas  de  los  propietarios.» 

La  Comisión  entiende  que  el  pago  á plazos  supon- 
drá una  merma  para  el  capital,  y es  contrario  ai  es- 
píritu que  domina  en  todas  las  leyes  de  expropiación 
forzosa,  por  lo  cual  acepta  lo  propuesto  por  «el  proyec- 
to, así  como  acepta  tambieD,  juzgándolo  una  mera 
defensa  del  dominio  directo,  la  siguiente  conclusión 
del  proyecto: 

«Si  alguno  ó algunos  de  los  pagadores  quisieren 
redimir,  y los  otros  no,  no  parece  justo  se  sacrifiquen 
los  derechos  del  propietario  al  espíritu  ó prurito  de 
redención,  y constreñirle  á que,  por  el  interés,  si  se 
quiere  microscópico,  de  un  pagador,  tenga  que  des- 
hacer un  foral,  ó enajenarle  para  que  otro  simplemente 
se  subrogue  en  la  integridad  de  sus  derechos.  La  re- 
dención se  entenderá,  según  el  proyecto,  obligatoria 
cuando  los  solicitantes  representen  á lo  ménos  la  mi- 
tad del  útil,  ó de  otro  modo  satisfagan  la  mitad  de 
la  pensión.  Aun  en  tal  caso,  se  concede  al  señor  di- 
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recto,  si  fuere  en  su  grado,  el  derecho  alternativo  de 
exigir  la  redención  total,  con  cesión  de  todos  sus  de- 
rechos al  redimente  para  cobrar  de  los  copartícipes 
la  parte  restante  del  cánon,  ó consentir  la  redención 
parcial  y continuar  en  el  cobro  del  remanente.  Pero 
ya  haya  redimido  la  totalidad  el  pagador,  ya  el  dueño 
se  haya  quedado  con  el  resto  de  la  renta,  rota  para  el 
efecto  de  la  redención  la  unidad  censual,  cada  uno  de 
los  demás  pagadores  jfSdní  en  cualquier  tiempo  re- 
dimir de  aquel  ó de  este  su  correspondiente  prorrata 
y al  mismo  tipo  que  hubiera  servido  de  norma  para 
el  primitivo  contrato  de  redención.» 

De  esta  suerte  entiende  la  Comisión  queda  tam- 
bién destruido  el  argumento  primordial  de  los  ene- 
migos de  Ja  redención,  es  decir,  de  los  que  la  juzgan 
un  despojo  para  el  directo  y un  peligro  para  el  útil, 
puesto  que  careciendo  de  dinero  los  foreros,  han  de 
verse  obligados  á ser  víctimas  de  la  usura  para  poder 
redimir. 

El  proyecto  ha  atendido  con  gran  solicitud  á este 
extremo,  ya  no  imponiendo  la  obligación  de  redimir 
on  un  plazo  determinado,  ya  proponiendo  la  creación 
de  instituciones  bancarias  y otros  medios  de  protec- 
ción contra  la  usura,  bien  extendida  por  desgracia  en 
Galicia,  y no  por  causa  de  la  redención,  que  casi  nunca 
allí  existió,  sino  por  causas  derivadas  del  estado  ac- 
tual de  la  propiedad.  Atiende  el  proyecto  á un  sin  nu- 
mero de  detalles,  que  no  juzga  preciso  estudiar  la 
Comisión  y sí  solo  exponer  á la  ligera,  para  manifes- 
tar su  conformidad;  cales  son  las  prescripciones  rela- 
tivas á la  sustanciácion  que  los  expedientes  de  reden- 
ción lian  de  llevar,  á la  exención  de  derechos  reales, 
al  cómputo  que  ha  de  aceptarse  para  la  capitalización 
de  las  pensiones  que  se  satisfagan  en  frutos,  y A la 
conveniencia  de  capitalizar  de  nuevo,  puesto  que  tra- 
tándose de  redimir  la  renta  actual,  lo  lógico  es  esto, 
y no  atenerse  A los  capilales  que  figuren  en  las  escri- 
turas de  imposición  de  los  respectivos  censos  ó en  las 
do  adquisición,  excepto  cuando  el  capital  se  hubiera 
impuesto  en  calidad  de  censo  redimible. 

El  proyecto,  y esto  es  también  digno  de  mención, 
aunque  teme  qué,  como  todo  en  lo  humano,  se  presLe 
á abuso  el  uso  de  las  ventajas  que  concede,  no  cree 
que  debe  inspirarse  la  iey  en  un  espíritu  de  suspica- 
cia; y por  esto,  no  adopta  en  vista  de  Lal  creencia,  la 
prescripción  de  la  ley  de  20  de  Agosto  de  1873  (ar- 
tículo 2.°),  que  «al  declarar  intrasferible  de  por  sí  solo 
el  derecho  de  redimir,  con  razón  fundada,  porque  no 
es  derecho  ese  sustancial,  sino  anejo  A la  calidad  de 
pagador  que  tenga  el  redimente,  prohibía  A éste  que 
enajenara  los  predios  en  cuyo  beneficio  hubiese  recaí- 
do la  redención  durante  los  cuatro  años  siguientes,  y 
tojo  la  pena  de  nulidad  de  los  contratos  otorgados  en 
contravención  del  precepto.» 

Era  eslo  una  traba  A la  libertad  de  contratación, 
y además  de  resultado  inútil,  porque  lo  que  no  saliese 
de  manos  del  redimente  por  venta,  podría  salir  por 
hipoteca  ú otro  medio. 

El  proyecto  acepta,  como  única  cortapisa  para  el 
redimente,  la  disposición  6.a  del  art.  1618  de  la  ley 
de  enjuiciamiento  civil;  por  ésta,  aquel  contraerá  en 
la  escritura  de  redención  la  obligación  de  no  separar 
durante  seis  anos  los  dominios  directo  y útil  de  los 
bienes  liberados,  é imponer  sobre  los  mismos  algún 
censo.  La  necesidad  podrá  inducirle  A su  venta  ó A su 
hipoteca,  y eslo  es  de  respetar  siempre;  pero  no  lia 
menester  de  apelar  para  salir  de  apuros  A gravarlos 


con  censos,  cuando  lo  corriente  de  la  legislación  se 
encamina,  ya  que  no  A su  supresión,  sí  A dar  facili- 
dades para  que  desaparezcan  la  generalidad  de  los  ac- 
luales,  que  agobian  A la  propiedad,  y se  ponga  ésta 
en  las  condiciones  normales  de  la  integridad  de  sus 
derechos. 

La  Comisión  enriende  que,  después  de  lo  ya  estu- 
diado, quedan  resueltas  todas  las  dudas  y desvanecidos 
todos  los  recelos  que  los  más  pesimistas  pueden  abri- 
gar respecto  al  fin  del  proyecto;  que  es  este  tan  com- 
pleto, que  no  parece  sino  que  se  ha  propuesto  ir  reco- 
giendo cuanto  se  ha  dicho  y escrito  en  pro  y en  con- 
tra de  la  materia  para  analizarlo  con  exquisita  escru- 
pulosidad, y después  aceptar  lo  mejor. 

El  proyecto  propone  con  valentía  la  solución  única 
del  problema;  la  escuda  con  una  sólida  argumenta- 
ción, y no  deja  tras  de  sí  obstáculo  que  no  baya  ven- 
cido y barrera  que  no  haya  salvado. 

lia  Comisión  cree  haber  cumplido  fielmente  con 
sus  deberes  al  exponer  á la  consideración  del  Congre- 
so los  principales  fundamentos  en  que  apoya  su  dic- 
támen,  en  un  todo  favorable  A la  aprobación  dei  pro- 
yecto de  ley  de  redención  de  censos;  pero  no  terminará 
su  cometido  sin  rendir  un  testimonio  de  su  adhesión 
al  principio  y al  espíritu  que  informa  dicho  proyecto; 
principio  y espíritu  que  responde  y se  amolda  al  que 
informa  todo  cuanto  se  realiza  en  armonía  con  las  ten- 
dencias del  presente  siglo. 

Asociemos  el  capital  y el  trabajo,  organicemos  la 
propiedad  en  el  sentido  de  las  ideas  políticas  y econó- 
micas de  las  escuelas  modernas,  emancipemos  social- 
mente una  clase  ya  emancipada  políticamente,  y rom- 
pamos las  cadenas  de  una  colonia  agrícola  de  más  de 
cien  mil  cultivadores;  que  estos  nuestros  ideales  son 
ya  gratas  realidades  en  todo  el  mundo  civilizado. 

Inglaterra  ha  borrado  de  su  régimen  agrícola  los 
restos  del  feudalismo;  Portugal  ha  resuelto  la  reno- 
vación del  x>raco  ó foró\  Alemania  emancipó  ya  sus 
colonos;  Rusia  sus  siervos,  y Francia,  por  ley  de  la 
Convención,  libertó  las  personas  y el  territorio. 

Respecto  á España,  justo  es  confesar,  en  honor  de 
la  Patria,  que  ha  mantenido  enérgicamente  ese  mis- 
mo espíritu  regenerador,  borrando  los  dictados  de  se- 
ñor y vasallo,  aboliendo  la  desvinculacion  y decre- 
tando la  desamortización  civil  y eclesiástica.  Urge, 
pues,  dar  gloriosa  cima  á esa  política  reformadora, 
utilizando  los  medios  de  la  ley,  deponiendo  pasiones 
y resolviendo  la  cuestión  en  los  términos  que  propone 
el  proyecto  de  ley  de  redención  de  censos,  puesto  que 
acomodándose  aquellos  A la  conveniencia  del  país  y A 
los  dictados  de  la  justicia,  encarnan  en  la  realidad  de 
la  vida  y poseen  todo  el  vigor  y toda  la  eficacia  que 
exige  la  elevada  misión  que  se  propone  el  proyecto  y 
la  Comisión,  ó sea  el  de  romper  para  siempre  la  es- 
pecial servidumbre  en  que  todavía  yace  parte  del  te- 
rritorio nacional. 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Mientras  que  el  Código  civil  ó una 
ley  especial  sobre  la  materia  no  determine  las  condi- 
ciones A que  lia  de  sujetarse  en  lo  sucesivo  el  contrato 
de  foro  peculiar  de  las  provincias  de  los  antiguos  rei- 
nos de  Calicia,  León  y principado  de  Astúrias,  todos 
los  foros  y sublóros  otorgados  basta  entonces  con  ca- 
rácter temporal,  bien  por  plazo  determinado,  bien  por 
plazo  indeterminado,  como  cierto  número  de  voces  ó 
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vidas  de  Reyes,  se  reputarán  para  los  efectos  de  esta 
ley  de  duración  indefinida  y como  si  se  hubiesen  con- 
traído con  cláusula  de  perpetuidad. 

Art.  2.°  Se  declaran  redimibles  todas  las  rentas  y 
pensiones  conocidas  en  dichas  provincias,  ú otras  cua- 
lesquiera donde  existieren,  con  los  nombres  de  foros, 
subforos,  foros  frumentarios,  rentas  en  saco  ó sisas  y 
derechuras. 

Art.  3.°  Son  igualmente  redimibles,  y se  regirán 
para  el  caso  por  la  presente  ley,  todas  las  demás  pen- 
siones y cargas  de  carácter  perpéluo  que  pesan  sobre 
la  propiedad  inmueble  de  España,  ora  procedan  de  en- 
íitéusis,  ora  de  derecho  de  superficie,  ora  de  censo  re- 
servativo ó consignativo  y sea  cualquiera  la  denomi- 
nación bajo  que  fueren  conocidas. 

Art.  4.°  La  redención  se  hará  en  la  manera  y for- 
ma que  determinen  las  partes,  y á falta  de  convenio 
de  las  mismas,  se  sujetará  á las  siguientes  reglas. 

Art.  5.°  El  dominio  directo  ó derecho  que  haya 
el  censualista  en  los  foros,  enfitóusis,  derecho  de  su- 
perficie y censo  reservativo,  se  redimirá  al  respecto  de 
100  de  capital  por  5 de  renta  ó pensión. 

En  los  subforos  y subenfitéusis  de  primer  grado, 
la  redención  de  la  correspondiente  carga  se  efectuará 
en  la  proporción  de  100  de  capital  por  cada  5 7*  de 
renta. 

Y en  la  de  100  de  capital  por  cada  G de  renta,  en 
los  subforos  y subenfitéusis  de  ulteriores  grados,  fo- 
ros frumentarios,  censos  consignativas  y en  todas 
aquellas  otras  rentas  que  sin  conocerse  su  título  de 
imposición  y bienes  afectos  descansen  únicamente  en 
la  posesión  de  pago. 

Art.  C>.°  No  obstante,  si  el  foro  ó censo,  de  cual- 
quier clase  que  sea,  se  hubiese  constituido  como  re- 
dimible, se  atemperará  la  redención  al  capital  y reglas 
que  consten  en  el  título  de  imposición. 

Art.  7.°  Las  rentas  pagaderas  en  frutos,  vino  ú 
otra  cualquiera  especie  de  las  que  se  miden  ó pesan, 
se  capitalizarán  conforme  al  precio  medio  que  la  uni- 
dad de  medida  ó peso  de  la  respectiva  especie  haya 
tenido  en  el  térmico  municipal  donde  se  verifique  el 
pago,  en  el  decenio  anterior  al  año  de  la  redención,  ó 
á la  ejecución  de  esta  ley,  á elección  del  señor  directo 
ó censualista. 

En  cualquiera  caso,  los  años  que  en  dicho  térmi- 
no municipal  hayan  sido  notoriamente  estériles  con 
respecto  á la  especie  de  que  se  trate,  no  se  incluirán 
en  la  cuenta,  la  que  se  completará  con  otros  tantos 
anteriores. 

Si  las  medidas  que  por  contrato  ó costumbre  ri- 
giesen para  la  percepción  de  la  renta  fuesen  las  de 
otro  término  municipal,  se  harán  entre  unas  y otras 
las  debidas  reducciones. 

Art.  8.°  Los  servicios  personales  ó de  otra  clase 
que  figuren  estipulados  en  los  contratos  de  foro  y 
análogos,  y cuyo  cumplimiento  se  halle  en  vigor,  así 
como  las  prestaciones  que  consistan  en  gallinas,  car- 
neros, pescado  y otras  especies  semejantes  no  sujetas 
á medida  ó peso,  se  evaluarán  según  la  equivalencia 
marcada  en  la  escritura  de  constitución  ó con  que  vi- 
niesen pagándose;  y en  defecto  de  estos  medios  de  jus. 
tiprecio,  con  arreglo  al  promedio  que  en  el  decenio 
que  sirva  de  base  hayan  tenido  en  el  término  muni- 
cipal del  lugar  del  pago  los  salarios,  servicios  ó pres- 
taciones de  igual  clase  á los  que  se  quieran  redimir. 

Art.  9.°  Las  pensiones  ó rentas  que  consistan  en 
\ina  parte  alícuota  de  los  frutos,  como  la  mitad,  el 


tercio,  el  quinto,  etc.,  ya  respondan  á una  ordenada 
producción  anual,  ya  sean  completamente  eventuales 
y en  general  todas  las  demás  prestaciones  que  no  haya 
términos  para  apreciarlas  de  otra  suerte,  se  somete- 
rán á tasación  de  peritos. 

Art.  10.  Si  la  pensión  se  hubiese  constituido  ec 
calidad  de  libre  de  contribuciones  por  quedar  éstas  á 
cargo  del  forero  ó censuario,  se  le  adicionará  para  ca- 
pitalizarla el  importe  del  promedio  que  en  el  decenio 
escogido  hayan  tenido,  seguu  la  cartilla  evaluatoria, 
las  rentas  de  la  especie  redimible  en  el  expresado  tér- 
mino municipal. 

Art.  11.  La  redención  habrá  de  hacerse  en  mi 
pago  único  y por  forales  ó rentas  enteros;  pero  si  el 
estado  posesorio  de  los  últimos  veinte  años  fuere  el 
de  satisfacerse  el  cánón  en  fracciones  sueltas,  cada 
una  de  éstas  podrá  ser  objeto  de  una  redención  es- 
pecial. 

Art.  12.  Si  los  diversos  pagadores  de  un  foro  ó 
censo,  requeridos  extrajudicialmente  ó en  acto  conci- 
liatorio por  el  partícipe  ó los  partícipes  que  deseen  la 
redención,  no  se  avinieren  unánimemente  á hacerla, 
será  obligatoria  para  el  señor  directo  ó censualista  si 
él  ó los  que  la  solicitaren  satisfacen  la  mitad  ó más 
del  cánon  ó renta  redimible. 

Se  reserva,  sin  embargo,  al  dueño  directo  ó cen- 
sualista el  derecho  de  exigir  de  los  que  la  soliciten  la 
redención  total,  ó admitir  solamente  la  parcial,  coo- 
tinuando  en  el  cobro  de  la  parte  de  renta  no  redimida. 

Art.  13.  Si  la  pensión  hubiere  de  redimirse  en 
totalidad  pofc  algunos  de  los  interesados,  tan  solo,  y 
no  se  pusiesen  de  acuerdo  sobre  quién  deba  suplir  la 
parte  de  capital  correspondiente  á las  prorratas  de  los 
que  no  rediman,  recaerá  tal  obligación  y derecho  en 
el  que  viniese  siendo  cabezalero,  ó si  no  fuese  de  los 
redimentes,  en  el  que  entre  ellos  resulte  mayor  pa- 
gador. 

Art.  1 4.  El  á quien  correspondiere  quedará  subro- 
gado al  dueño  directo  ó censualista  en  sus  derechos, 
y a él  deberán  concurrir  los  consortes  que  no  hayan 
redimido  con  sus  respectivas  cuotas,  de  que  el  mayor 
pagador  se  hará  cabezalero. 

Art.  15.  En  todo  tiempo,  cualquiera  de  éstos  po- 
drá redimir  su  prorrata  al  mismo  tipo  que  se  haya  ve- 
rificado la  redención  total  del  foral  ó renta,  recom- 
poniéndose en  seguida  la  unidad  de  pago  de  la  reuta 
remanente  en  la  manera  establecida  en  el  artículo 
anterior. 

Igual  derecho  tendrán  los  pagadores  que  no  ha- 
yan redimido,  y se  observará  el  mismo  régimen  cuan- 
do el  directo  ó censualista  haya  optado  por  la  reden- 
ción parcial,  según  la  reserva  que  se  le  hace  en  el 
segundo  apartado  del  art.  12. 

Art.  16.  Son  jueces  competentes  para  entender 
en  los  expedientes  y cuestiones  de  redención,  los  de 
primera  instancia  ó magistrados  ó tribunales  que  pu- 
dieren sustituir  d esta  categoría,  y á cuyo  territorio 
pertenezca  el  lugar  donde  por  contrato  ó costumbro 
se  haga  el  pago  de  las  pensiones. 

Art.  1 7.  Los  expedientes  se  tramitarán  en  papel 
de  oficio  y como  actos  de  jurisdicción  voluntaria.  Si 
se  formalizase  oposición,  se  sustanciará  por  el  proce- 
dimiento que  la  ley  de  enjuiciamiento  civil  tiene  es- 
tablecido para  los  juicios  de  menor  cuantía. 

Art.  18.  Si  á un  foral,  ó conjunto  de  bienes,  ó 
prédio  solo,  gravasen  diferentes  pensiones,  foral,  sub- 
forales  ó censuales,  pagaderas  en  un  mismo  término 
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municipal  y los  pagadores  desearen  redimirlas  todas 
de  una  vez,  podrán  ejecutarlo  en  un  mismo  acto  y es- 
critura. 

Art.  19.  En  las  escrituras  (le  redención  habrá  de 
expresarse  siempre,  bajo  la  responsabilidad  de  los  no- 
tarios que  las  autoricen,  la  Obligación  en  que  quedan 
constituidos  los  redimentes  de  no  separar  los  domi- 
nios directo  y útil  de  ios  bienes  redimidos,  ó acen- 
suarlos durante  el  plazo  de  seis  anos, 

Art.  20.  Se  declaran  exentas  del  pago  del  impues- 
to de  derechos  reales  ú otro  tributo  por  traslación  de 
dominio  que  le  sustituya  las  redenciones  totales  ó 
parciales  que  se  verifiquen  por  consecuencia  de  la 
presente  ley. 

Art.  21.  No  adeudarán  tampoco  derechos  reales 
ú otros  fiscales  análogos  las  hipotecas  que  sobre  los 
bienes  afectos  á foros  ó gravados  con  cargas  se  otor- 
guen á favor  de  las  instituciones  de  crédito  territo- 
rial ó agrícola  que  se  dediquen  á procurar  su  reden- 
ción. 

Art.  22.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes  sobre 


redención  de  censos  y pensiones  de  propiedad  particu- 
lar, en  cuanto  so  opongan  á la  presente,  y en  su  tota- 
lidad las  de  20  de  Agosto  y 16  do  Setiembre  de 
1873. 

Art.  23.  Eos  expedientes  y juicios  no  ultimados 
que  por  efecto  del  decreto  de  20  tic  Febrero  de  1874 
quedaron  en  suspenso,  podrán  continuar  en  el  estado 
en  que  se  bailaban  en  aquella  fecha,  siempre  que  los 
entonces  redimentes,  ó sus  causahabientes  manifes- 
taren su  voluntad  de  atemperarse  á las  condiciones 
de  esta  ley,  y hubiere  posibilidad  para  ello;  en  otro 
caso,  así  como  los  á la  sazón  fenecidos,  se  entenderán 
caducados. 

Art.  24.  La  presente  ley  no  empezará  á regir 
hasta  los  cuatro  meses  de  su  promulgación,  fecha 
que,  para  evitar  incertidumbres,  se  precisará  por  Real 
decreto  anejo. 

Palacio  del  Congreso  4 de  Diciembre  de  1886.= 
Joaquín  González  Fiori,  presidente.=José  María  Ce- 
lleruelo.= Antonio  Barroso  y Castillo.  = Fduardo  Go- 
bian.=Eduardo  Vincenti,  secretario. 
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DE  LAR 


ESIONES  BE  COSTES 


WNGKEÜU  M LOS  DIPUTADOS 


pirfámm  de  lo  Comisión  ( reproducido y referente  (ti  proyecto  de  ley  sobre  crédito 

agrícola. 


AL  CONGRESO. 

Sobre  las  discusiones  do  los  asuntos  múltiples 
que  diariamente  solicitan  la  atención  de  las  Cortes, 
sobresale  sin  cesar  el  rumor  de  los  lamentos  que  de 
un  extremo  á otro  del  país  exhalan  todos  los  que 
con  el  esfuerzo  de  sus  brazos,  con  sus  tierras  ó con 
sus  capitales  viven  dedicados  á la  producción  agra- 
ria. No  logran  los  braceros  ver  satisfechas  sus  más 
apremiantes  necesidades:  llegan  los  propietarios  cul- 
tivadores al  término  de  sus  afanes  viendo  destruido 
el  capital  y mermado  el  patrimonio  en  que  cifraron  el 
sustento  y el  porvenir  de  sus  familias:  y como  cons- 
tituye la  agricultura  la  primera  industria  de  la  Na- 
ción y de  ella  viven  la  inmensa  mayoría  de  sus  habi- 
tantes, y el  consumo  de  estos  es  casi  el  único  merca- 
do de  cuanto  los  demás  producen,  su  malestar  es  una 
calamidad  pública,  que  atrae  poderosamente  la  aten- 
ción de  cuantos  tienen  por  deber  el  cuidado  de  la  po- 
lítica. De  su  consideración  ha  nacido  sin  duda  el  pro- 
yecto sobre  el  fomento  del  crédito  agrícola  presentado 
por  el  Gobierno  de  S.  M.  y que  la  Comisión  ha  tenido 
la  honra  de  estudiar. 

Evidente  es,  que  mal  tan  grave,  que  afecta  á un 
organismo  en  que  entran  elementos  tan  variados  y 
tan  complejos,  no  puede  liarse  á un  solo  remedio. 
Mientras  la  instruccion.pública  no  haya  popularizado 
los  conocimientos  y el  arte  agronómicos  de  los  países 
más  adelantados;  mientras  el  Estado  no  realice  en  los 
campos  la  paz  y la  seguridad  personal,  mientras  los 
impuestos  sean  abrumadores  y las  instituciones  mi- 
litares absorban  para  sí  la  flor  dé  la  juventud  y de  la 
riqueza,  y hasta  que  por  un  Divel  más  alto  de  la  edu- 
cación nacional  no  se  ennoblezcan  el  trabajo  modes- 
to y perseverante  y la  previsión  y el  ahorro,  que  son 
su$  inseparables  auxiliares,  adolecerán  la  agricultura 
y la  propiedad  territorial,  á pesar  de  los  empíricos 


paliativos  que  para  compensar  tamañas  desventajas, 
se  busquen  en  el  régimen  arancelario. 

Vencer  estas  causas  de  penuria  es  labor  de  muchos 
anos  para  el  Gobierno,  y para  todo  el  cuerpo  de  la  Na- 
ción; pero  aun  con  ellas  y á su  pesar,  mejorará  inmeu- 
sameute  la  situación  de  los  agricultores,  si  logran  uti- 
' lizar  toda  la  virtualidad  de  sus  propias  fuerzas,  fecun- 
dadas por  el  crédito,  que  aplicado  á la  Hacienda  públi- 
ca, al  comercio  y á la  industria,  ha  obrado  maravillas 
que  oscurecen  cuanto  nos  legó  la  suma  de  los  siglos, 
y que  hasta  ahora  ha  sido  estéril  para  el  trabajo  huma- 
no, en  su  manifestación  primera  y más  general  y nece- 
saria. Aunque  han  pasado  los  tiempos  en  que  ante  la 
esplendidez  de  los  fenómenos  del  crédito  fué  ilusión 
general  la  de  que  era  algo  independiente  de  la  rique- 
za tangible,  y que  por  medio  de  signos  y artificios 
podia  crearse  por  voluntad  de  los  Gobiernos  y por 
fuerza  de  la  ley,  nuevo  capital  y otros  valores  que  no 
fueran  los  ganados  con  el  sudor  del  rostro,  como  es 
condición  de  nuestra  especie,  siempre  habrá  de  reco- 
nocerse, y los  hechos  lo  demuestran  de  continuo,  que 
al  movilizarse  en  virtud  del  crédito  los  capitales  exis- 
tentes multiplican  su  efecto  en  proporción  de  la  cir- 
culación de  su  signo,  y que,  al  descontar  y dar  exis- 
tencia cambiable  á lo  que  todavía  no  la  ha  tenido  ma- 
terial, se  trae  al  momento  presente  con  su  fuerza  pro- 
ductiva lo  que  de  otro  modo  permanecería  solo  po- 
tencial é inerte. 

En  su  significación  genuina  y primitiva,  el  crédito 
ha  acompañado  siempre  á la  agricultura,  por  ley  de 
la  organización  económica  más  sencilla;  y los  con- 
tratos, que  el  derecho  ha  reconocido  con  los  nombres 
de  mútuo,  precario,  comodato,  arrendamiento,  apar- 
cería, hipoteca,  prenda  y censo,  no  son  más  que  otros 
tantos  fenómenos  de  crédito.  Pero  si  en  la  esencia  es 
lo  mismo,  por  el  desarrollo  y variedad  que  ha  toma- 
do en  él  comercio  y en  la  producción  industrial,  re- 


2 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


presentado  por  letras,  pagarás  á la  orden,  billetes, 
cheques,  obligaciones,  reconocimientos,  resguardos  y 
multitud  de  títulos  de  seguridad  y cambio,  que  las 
modernas  leyes  han  autorizado,  aparece  cosa  total- 
mente diversa  y ha  desenvuelto  el  progreso  material, 
que  es  la  nota  característica  de  nuestro  siglo.  Ai  cré- 
dito dispensado  en  esta  forma  y con  esta  amplitud  es 
d lo  que  aspira  la  agricultura  para  no  estar  en  peores 
condiciones  que  las  demás  industrias;  y para  obtener- 
lo, requiere  que  se  ensanchen  los  moldes  del  derecho 
cuanto  sea  necesario  para  dar  cabida  en  el  órden  ci- 
vil á esas  nuevas  relaciones,  y que  se  vigoricen  sus 
sanciones  cuanto  conveiuga  para  darles  seguridad. 

Ninguna  diversidad  sustancial  puede  marcarse 
entre  los  trabajos  que  el  agricultor  realiza  y dirige 
en  el  gran  laboratorio  de  la  naturaleza,  y los  que  el 
industrial  lleva  á cabo  en  los  talleres  de  sus  fábri- 
cas; ni  entre  las  obras  que  se  construyen  para  el  sa- 
neamiento, el  riego,  el  sosten  ó la  vialidad  de  las  fin- 
cas rústicas,  y los  de  clase  análoga  que  se  ejecutan 
con  un  objeto  público;  ni  entre  las  compras  y ventas 
que  hace  el  labrador  para  alimento  de  su  granjeria  y 
para  la  liquidación  de  sus  beneficios,  y las  que  se 
verificau  en  las  manufacturas  que  adquieren,  prime- 
ras materias  para  llevarlas  trasformadas  al  mercado. 
Las  diferencias  son  circunstanciales:  consisten  en  la 
mayor  lentitud  de  las  operaciones  agrícolas,  en  la 
menor  cuantía  de  las  compra-ventas  de  los  labrado- 
res, y en  la  falta  de  instrucción  y de  hábitos  en  éstos 
para  las  combinaciones  y el  uso  del  crédito.  Obje- 
ciones vanas,  para  dificultar  por  más  tiempo  á los 
agricultores  y á sus  asimilados  el  acceso  á las  esfe- 
ras del  crédito  en  las  mismas  condiciones  que  á los 
comerciantes,  porque  la  lentitud  de  la  producción 
agraria  puede  ser  compensada  con  la  renovación  del 
signo  de  crédito,  y en  todo  caso  por  la  aplicación  al 
crédito  destinado  á aquellas  evoluciones  más  tardías 
de  los  fondos,  siempre  en  parte  inmovilizados  en  la 
banca  más  activa;  la  pequenez  de  las  transacciones 
por  la  asociación  que  presentara  masas  de  negocio 
más  cuantiosas  y más  sólidas  que  las  mayores  fortu- 
nas particulares;  y la  falta  de  instrucción  y de  hábi- 
tos mercantiles,  por  agencias  intermedias,  cooperati- 
vas é independientes,  que  en  los  pueblos  que  nos  han 
precedido  en  este  camino,  sustituyen  con  gran  ven- 
taja aquellas  cualidades  personales. 

Así  lo  ha  comprendido  felizmente  el  proyecto  pre- 
sentado por  el  Sr.  Ministro  de  Fomento,  que  la  Co- 
misión reproduce  sin  alteración  alguna  esencial;  y 
huyendo  del  escollo  de  tratar  el  crédito  agrícola, 
como  una  función  del  Estado,  y de  aprisionarlo  en 
monopolios,  privilegios  y reglamentaciones  que  lo 
ahogarían,  procura  saturarlo  de  la  atmósfera  de  li- 
bertad que  es  indispensable  á las  iniciativas  econó- 
micas y atiende  á dar  forma  de  derecho  á todos  los 
elementos  de  confianza  con  que  el  trabajo  pueda  so- 
licitar ai  capital,  para  que  satisfecho  éste  de  la  ga- 
rantía que  se  le  ofrezca,  y convencido  de  que  ha  de 
encontrar  en  los  tribunales  la  protección  necesaria 
por  procedimientos  expeditos,  se  entregue  sin  reculo 
á la  circulación,  que  es  su  vida.  Quiere,  en  una  pala- 
bra, mercantilizar  el  crédito  de  los  agricultores,  colo- 
carlo en  la  esfera  que  puede  llamarse  de  derecho  co- 
mún, porque  el  derecho  común  y propio  del  crédito 
es  el  del  comercio. 

Traza  al  efecto  en  títulos  separados:  el  carácter  de 
los  institutos  de  crédito  agrícola,  las  garantías  que 


le  sirven  do  fundamento,  el  Registro  que  es  preciso 
organizar  para  dar  consistencia  á las  mismas  garau- 
tías,  el  órden  de  preferencia  con  que  en  caso  de  con- 
flicto deben  graduarse  diversas  obligaciones  de  crédi- 
to  agrícola,  el  procedimiento  judicial  con  que  estas 
hayan  de  hacerse  efectivas,  y la  protecion  indirecta 
que-  han  de  merecer  del  Estado.  No  obstante  su  apa- 
rente sencillez,  materia  Lan  vasta  tiene  multiplicados 
enlaces  con  todos  los  aspectos  del  derecho,  y de  se- 
guirla en  todas  sus  ramificaciones  babria  que  entrar 
profundamente,  no  solo  en  el  civil  y mercantil,  sino 
también  en  el  procesal  y administrativo.  El  proyecto 
evita  cuanto  es  posible  esta  tendencia,  y solo  trae  á 
la  deliberación  del  Congreso  lo  que  en  todos  estos  ór- 
denes es  indispensable  para  su  objeto,  dejando  en  su 
actual  estado  las  instituciones  relacionadas  con  las  re- 
formas que  entraña,  y reservando  para  otras  leyes  el 
armonizarlas  de  modo  más  completo  con  el  presente 
dictamen,  si  liega  á alcanzar  autoridad  legal. 

Be  Zo?  institutos  do  crédito  agrícola  y sus  operaciones. 

Enumera  el  proyecto  las  varias  operaciones  del 
crédito  agrícola  que  se  propone  organizar,  compren- 
diendo en  ellas  con  criterio  amplísimo  cuantas  reco- 
nocen los  economistas  como  adecuadas  al  fomento  de 
la  producción  agraria  por  medio  de  capitales,  hoy  ale- 
jados de  ella  y las  circunscribe:  en  el  préstamo  con 
garantía  real,  por  el  término  de  cinco  años,  en  el  des- 
cuento, por  el  de  noventa  dias,  y en  las  concesiones  de 
crédito  por  el  de  un  año,  plazos  latos  y aun  suscepti- 
bles los  últimos  de  renovaciones  y prórrogas,  y hie- 
ra de  los  cuales  el  crédito  de  producción  pierde  en 
verdad  su  especial  concepto,  para  convertirse  en  una 
inversión  inmobiliaria  ó en  un  crédito  de  consumo, 
que  caen  propiamente  en  la  esfera  del  derecho  civil. 
Permitiendo  á las  Sociedades  y asociaciones  que  ha- 
yan de  dedicarse  á este  tráfico  la  libertad  más  com- 
pleta para  determinar  su  forma  y las  relaciones  de 
sus  fundadores,  les  atribuye  sin  excepción  el  carácter 
mercantil,  que  es  peculiar  de  su  naturaleza  y las  su- 
jeta al  Código  de  comercio,  no  solo  corno  supletorio 
de  lo  ordenado  en  sus  estatutos  para  su  régimen,  ad- 
ministración y liquidación,  sino  forzosamente  en  cuan- 
to á su  constitución,  libros  y contabilidad,  como  ga- 
rantía social  necesaria  para  prevenir  en  los  límites 
de  lo  prudente  los  abusos  de  la  especulación  y del 
agio. 

Consecuente  el  proyecto  con  la  norma  enunciada 
de  no  hacer  en  el  derecho  establecido  más  reformas 
que  las  estrictamente  necesarias  para  su  objeto,  sella 
abstenido  de  regular  la  existencia  de  las  asociaciones 
cooperativas  de  crédito,  á pesar  de  que  de  ellas  debe 
principalmente  esperarse,  por  lo  que  modernamente 
se  ha  visto  en  los  Bancos  de  anticipos  de  Schulzc  l)e- 
litsch  y en  los  Bancos  populares  y Cajas  de  ahorros  de 
Italia,  el  desarrollo  del  crédito  agrícola,  y sobre  todo, 
la  base  con  que  le  puedan  otorgar  sus  favores  ios  gran- 
des establecimientos  privilegiados,  y deja  esta  mate- 
ria para  una  legislación  especial  de  las  Sociedades  ó 
asociaciones  de  capital  variable,  en  que  así  puedan  le- 
ner  cabida  las  de  crédito  agrícola,  como  las  que  lo 
hayan  de  prestar  al  público  en  general  y las  de  pro- 
ducción y de  consumo,  tan  importantes  bajo  otros  pun- 
tos de  vista.  Quedan  entre  tanto  estas  colectividades 
sin  más  cánon  que  el  de  la  convención  de  que  naz- 
can, á tenor  de  la  ley  de  1 9 de  Octubre  de  1 869,  y quo 
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las  reglas  generales  del  derecho  civil  y las  especiales 
del  Código  de  comercio  en  cuanto  á su  constitución, 
libros,  contabilidad. 

Tampoco  se  lian  desarrollado  por  la  misma  razón 
las  disposiciones  de  policía  y seguridad  que  requie- 
ren los  almacenes  generales  de  depósito,  ni  las  refe- 
rentes á la  admisión  y venta  en  ellos,  como  es  preci- 
so hacerlo,  si  esta  institución  se  ha  de  extender  y ha 
de  prosperar  has  La  en  las  pequeñas  localidades.  Solo 
contiene  en  este  punto  el  proyecto  el  precepto  exigi- 
do con  más  urgencia  en  el  movimiento  de  los  nego- 
cios, de  que  los  resguardos  respectivos  puedan  di- 
vidirse para  su  expedita  negociación  eu  cheques  ó ta- 
lones. 

Pero  en  cuanto  á la  esfera  de  acción  de  todas  estas 
entidades,  dedicadas  en  general  al  crédito  agrícola,  es 
forzoso  desde  luego  ensanchar  el  círculo  eu  que  el  Có- 
digo de  comercio  las  encierra;  porque  si  hubiesen  de 
limitarse  á operar  con  su  capital  propio  y á desti- 
narlo exclusivamente  á la  agricultura,  puede  asegu- 
rarse que  sería  cliílcil  su  existencia  como  empresa  de 
lucro,  y que  quizás  ninguna  llegase  á crearse  en  mu- 
cho tiempo,  como  lo  demuestra  palpablemente  lo  su- 
cedido desde  la  publicación  del  referido  Código. 

Los  depósitos  y las  cuentas  corrientes  con  interés 
son  la  vida  y el  principal  alimento  de  estos  institutos, 
según  enseña  la  experiencia  de  Escocia,  de  Alemania 
y de  Italia,  que  es  donde  el  crédito  agrícola  se  ha  des- 
arrollado principalmente  con  carácter  propio  y en 
escala  importante.  Por  este  medio  han  absorbido  los 
bancos  de  aquellos  pueblos  los  ahorros  del  país  en 
cantidades  individualmente  pequeñas,  que  han  lle- 
gado á componer  caudales  enormes,  que  en  diversas 
formas  y á precio  moderado,  en  relación  con  el  ser- 
vido á los  depósitos,  han  distribuido  por  todo  el  te- 
rritorio, enriqueciéndole  sobre  manera.  Así  como 
observa  elocuentemente  el  Ministro  de  Fomento  en  el 
preámbulo  de  su  proyecto,  obrando  los  Bancos  en  su 
función  propia  de  intermediarios  entre  el  público  acree- 
dor y el  público  deudor,  con  su  carácter  de  comer- 
ciantes del  crédito,  han  podido  derramar  sobre  el 
trabajo  cual  lluvia  benéfica  y en  cantidad  inmensa  y 
eu  coudiciones  que  parezcan  imposibles,  los  capitales 
dormidos  del  país. 

Es  preciso,  igualmente,  que  no  estén  circunscri- 
tos estos  establecimientos  á los  negocios  relacionados 
con  la  agricultura.  Es  esto  desdo  luego  una  conse- 
cuencia de  la  facultad  de  recibir  depósitos  y cuentas 
corrientes,  pues  exigiendo  esta  operación  por  su  na- 
turaleza reintegros  constantes,  requieren  una  cartera 
á corto  plazo  y fácilmente  realizable,  que  son  preci- 
samente ias  circunstancias  que  se  echan  de  ménos 
en  ei  papel  agrícola,  por  lo  tardío  de  las  evoluciones 
á que  se  refiere,  y por  la  novedad  del  crédito  de  for- 
mas mercantiles  entre  los  agricultores.  Es  necesario, 
pues,  como  recomienda  el  citado  preámbulo  y per- 
mite el  articulado  del  proyecto,  que  en  el  activo  de 
estas  Sociedades  entren  en  abundancia  efectos  á corto 
plazo  y á toda  hora  negociables,  que  han  de  ser  eu 
su  mayor  parte  del  comercio,  y cou  los  cuales  se 
compense  la  relativa  tardanza  de  muchos  de  los  de 
naturaleza  agrícola,  que  tienen  en  cambio  condicio- 
nes de  solidez  y de  certeza,  que  no  aventajan  aque- 
llos. Confirma  esta  opinión  el  contraste  que  ofrecen 
los  pocos  Bancos  que  se  fundaron  en  Italia  con  objeto 
de  servir  exclusivamente  al  crédito  agrícola  y con 
arreglo  á la  ley  de  21  de  Julio  de  1800,  á pesar  de 


sus  privilegios  para  la  emisión  y para  los  impuestos 
con  la  vida  exuberante  que  á su  lado  ostentan  las 
Cajas  de  ahorros  y los  Bancos  populares,  que  buscan 
al  crédito  en  todas  sus  manifestaciones. 

Aun  así,  no  tendrían  los  establecimientos  de  cré- 
dito agrícola  un  desenvolvimiento  fácil;  si  no  pudieran 
emitir  eu  equivalencia  de  aquellos  créditos,  de  más 
tarda  realización,  obligaciones  á igual  plazo  con  las 
combinaciones  de  amortización  escalonada,  que  la  prác- 
tica ha  vulgarizado,  para  mantener  su  estimación  cons- 
tante en  el  mercado.  Por  este  medio,  autorizado,  para 
las  Sociedades  de  crédito  general,  se  mantiene  el  equi- 
librio del  activo  y del  pasivo,  se  evitan  los  mayores 
peligros  de  ias  crisis  del  crédito,  y se  solicita  la  in- 
versión de  capitales,  y ahorros  dispuestos  á renunciar 
á un  reintegro  inmediato  á cambio  de  un  interés  más 
subido.  A esta  necesidad  obedece  la  facultad  que  el 
proyecto  concede  á sus  institutos,  de  crear  obligacio- 
nes á término,  salvando  las  exigencias  de  la  concesión 
otorgada  al  Banco  Hipotecario  de  España,  en  cuanto 
á las  cédulas  hipotecarias  ai  portador. 

De  las  garantías . 

Considera  el  proyecto  como  base  del  crédito  agrí- 
cola, al  igual  del  que  merece  el  hombre  en  las  demás 
industrias  y en  todas  las  situaciones  de  la  vida,  en 
primer  término,  la  honradez  del  que  lo  solicita,  su  de- 
ber y su  propósito  de  cumplir  con  la  Obligación  que 
contrajo  en  provecho  propio  ó de  otro,  y la  sanción 
legal  de  esta  relación  de  derecho;  en  una  palabra,  la 
responsabilidad  personal  efectiva,  en  segundo  lugar, 
las  cosas  inmuebles  ó muebles,  que  accesoriamente  ó 
por  artificios  legales  se  afectan  con  la  mayor  firme- 
za posible  á la  satisfacción  de  aquella  obligación,  la 
hipoteca  y la  prenda. 

Bajo  estos  tres  aspectos  desenvuelve  ei  proyecto 
del  Sr.  Ministro,  y acepta  también  la  Comisión  reglas 
sencillas  y expeditas,  conformes  cou  los  precedentes 
en  nuestro  derecho  y algunas  complementarias  indis- 
pensables para  dar  todo  su  valor  á tales  garantías. 

En  cuanto  á la  responsabilidad  personal,  la  ase- 
gura cumplidamente  en  lo  posible,  atribuyéndole  fuer- 
za ejecutiva  conlra  todos  los  firmantes  de  los  efectos, 
á la  orden,  endosados  ó adquiridos  por  las  institucio- 
nes del  crédito  agrícola,  como  si  tales  efectos  lo  fue- 
ren de  comercio,  requisito  esencial  para  que  sobre 
ellos  puedan  negociar  establecimientos  de  esta  índole. 
Robustecerá  también  vigorosamente  la  responsabili- 
dad personal  á los  efectos  del  crédito  concedido  fre- 
cuentemente al  descubierto,  según  la  práctica  de  los 
Bancos  de  Escocia  y de  los  Bancos  de  anticipos  de 
Schulze  Delitsch,  la  eficacia  de  la  fianza  que  estable- 
ce el  proyecto,  permitiendo  exigirla  directamente  del 
fiador  que  aparezca  serlo  en  el  registro  del  crédito 
aerícola,  en  el  acto  que  venza  la  obligación  principal 
sin  recibir  excepción  de  excusión,  si  al  mismo  tiempo 
no  se  asegura  ei  pago  por  el  principal  obligado. 

En  cuanto  á la  constitución  y efectividad  del  de- 
recho de  hipoteca,  no  hace  el  proyecto  variación  al- 
guna. Da  aquí  por  reproducidas  la  Comisión  las  bien 
pensadas  consideraciones  que  acompañan  al  proyecto 
ministerial  sobre  la  importancia  que  el  uso  de  ésta 
garantía  podrá  tener,  estimada  por  establecimientos 
que,  inmediatos  á la  propiedad  y conocedores  de  las 
verdaderas  circunstancias  de  la  misma  y de  sus  due- 
ños, podrán  prescindir  del  rigorismo  reglamentario 
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con  que  un  gran  establemiento  central  tiene  que 
proceder  para  no  perjudicar  los  intereses  de  sus  ac- 
cionistas; y sobre  los  recursos  que  la  pequeña  propie- 
dad, cultivada  directamente  por  sus  dueños,  encontra- 
rá en  estas  condiciones  para  mejorar  el  cultivo;  re- 
cursos mayores,  si  por  medio  df3  la  asociación  logra 
ofrecer  responsabilidades  de  carácter  mixto,  real  y 
personal,  superiores  para  el  crédito  á los  que  puede 
presentar  el  Banco  más  sólido. 

Mis  dificultad  ofrece  la  garantía  moviliaria,  la 
que  representa  el  conjunto  de  cosas  y derechos  que 
el  agricultor  posee  con  independencia  del  suelo.  Uni- 
dos á éste  por  accesión  y por  las  llamadas  hipotecas 
legales,  es  preciso  desligarles  ante  el  crédito,  de  estos 
lazos,  si  éste  ha  de  darles  valor;  v de  que  lo  tienen  en 
realidad  inmenso,  no  cabe  duda,  si  se  atiende  á que 
en  ellos  están  comprendidos  el  capital  de  explotación, 
los  ganados,  las  mejoras  y las  cosechas,  que  en  gran 
número  de  casos,  si  no  en  la  mayor  parte,  importan 
más  que  el  suelo  mismo.  Es  necesario  también  hacer 
compatible  la  existencia  de  esta  garantía  real  con  su 
libre  manejo  por  el  agricultor  como  instrumento  de 
producción,  pues  si  el  crédito  hubiere  de  cimentarse 
sobre  el  acto  material  de  desapoderar  de  ella  al  deu- 
dor, quedaría  en  el  mismo  momento  paralizado  su 
trabajo  y se  habria  llevado  la  muerte  donde  se  pre- 
tendió fomentar  la  vida;  sería  su  uso  económicamente 
imposible. 

EL  proyecto  provee  á estas  exigencias  del  crédito: 

1. °  Limitando  la  hipoteca  al  inmueble  en  las  con- 
diciones que  tiene  cuando  se  constituye,  y reservando 
para  baso  de  nuevo  crédito  los  muebles  que  á él  se 
adhieran  posteriormente  siempre  que  puedan  separar- 
se las  mejoras  que  puedan  estimarse  con  independencia 
de  la  finca,  y los  frutos  ó sus  rentas  equivalentes.  No 
se  aparta  en  esto  del  principio  de  especialidad  funda- 
mental de  la  ley  hipotecaria;  coloca  al  propietario 
deudor  en  cuanto  á la  finca  hipotecada  en  las  mismas 
condiciones  de  derecho  que  el  tercer  poseedor  de  ella, 
y mantiene  toda  la  eficacia  del  pacto  en  la  extensión 
que  estuvo  en  la  mente  de  los  que  lo  celebraron. 

2. °  Declarando  inscribible  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  y por  lo  tanto  eficaz  contra  terceros  todo 
arrendamiento  que  conste  ciertamente  por  escritura 
pública,  ó por  estar  incorporado  al  Registro  del  cré- 
dito agrícola.  La  ley  hipotecaria  ya  reconoció  la  jus- 
ticia y la  conveniencia  de  dar  á los  arrendatarios  esta 
seguridad  cuando  hubiesen  adelantado  tres  rentas  ó 
más,  ó lo  fueran  por  seis  años,  á fin  de  que  no  pu- 
diesen ser  burlados  por  la  mala  fe  del  arrendador  ó 
envueltos  en  la  desgracia,  que  le  obligase  á enajenar 
su  finca  en  caso  de  no  poder  imponer  condiciones 
al  adquirente.  El  proyecto  no  hace  más  que  desarro- 
llar esta  base  de  aquella  ley,  aplicándola  como  es 
justo  á todos  los  contratos,  cualquiera  que  sea  su  tiem- 
po, por  la  misma  razón  de  moralidad,  y porque  sin  la 
fijeza  del  arrendamiento  por  el  tiempo  estipulado, 
está  verdaderamente  en  el  aire  el  crédito  del  cul- 
tivador. 

3. °  Concediendo  á éste  hipoteca  legal  para  asegu- 
rar el  cobro  de  las  mejoras  que  haya  hecho  por  nece- 
sidad para  la  conservación  del  inmueble,  y supliendo 
en  forma  la  falta  del  propietario  en  el  cumplimiento 
de  esta  obligación  de  su  cargo,  y para  el  de  las  útiles 
que  baya  llevado  á cabo  con  su  autorización  expresa 
ó tácita.  En  este  punto,  y respecto  del  derecho  de  re- 
tener en  los  casos  de  mejoras  necesarias  y de  las  úti- 


les expresamente  autorizadas,  no  hace  el  proyecto  más 
que  fijar  lo  establecido  en  las  leyes  de  las  Partidas, 
que  reconocieron  al  arrendatario  el  derecho  de  rcco' 
brar  las  misiones  hechas  en  pró  de  la  finca  arrendada 
y en  el  poseedor  de  cosa  ajena,  y en  el  comodatario 
el  de  retenerla  hasta  ser  pagado  de  lo  gastado  para 
su  conservación;  y se  adoptan  los  temperamentos  do 
mayor  prudencia  y respeto  á la  propiedad,  atribuyen- 
do al  propietario  la  opcion  de  pagar  lo  pactado  ó "solo 
el  importe  de  la  mejora  subsistente  en  término  del 
arrendamiento,  y no  obligándole  á pagar  sino  con  lo^ 
aumentos  anuales  de  rendimiento  en  los  casos  eu  qu» 
la  autorización  para  las  mejoras  no  haya  sido  expre- 
samente otorgada. 

4.”  Estableciendo  el  derecho  de  prenda  en  la  for- 
ma de  quedar  ésta  confiada  al  deudor,  con  arreglo 
también  á las  leyes  de  Partida,  que,  á pesar  de  la  de- 
finición de  este  conLrato,  expresamente  y por  repeti- 
das referencias  admitieron  su  constitución  sin  real 
desapoderamiento  de  la  cosa.  Así  podrán  ofrecerse  en 
garantía  los  frutos,  los  ganados  y todo  el  material 
moviliario  agrícola,  sin  separarlo  de  la  explotación  en 
que  esté  produciendo  todo  su  efecto  útil. 

Este  derecho  de  prenda  en  esta  forma,  en  general 
voluntario,  le  otorga  el  proyecto  por  uii  procedimien- 
to, fácil  á favor  del  vendedor  de  semillas,  abonos,  ga- 
nados y de  todo  lo  que  se  invierta  en  la  explotación 
agrícola,  sobre  las  mismas  cosas  vendidas  para  ase- 
gurar su  precio,  medida  conveniente  á la  vez  á los 
intereses  de  aquel  y al  crédito  dé  los  agricultores. 

Ocasionado  el  contrato  de  prenda,  y más  cuando 
esta  queda  en  poder  del  deudor,  á fraudes  en  perjui- 
cio de  otros  acreedores,  atiende  el  proyecto  á darle 
autenticidad  y pleno  vigor  mediante  su  inscripción 
en  el  Registro  agrícola,  que  por  su  publicidad  lo  hace 
notorio  á cuantos  pueda  interesar,  y fija  de  manera 
indudable  su  fecha. 

Completan  esta  sección  disposiciones  encamina- 
das á procurar  la  conservación  de  las  cosas  dadas  en 
prenda,  ya  estén  en  poder  del  acreedor,  ya  en  alma- 
cenes públicos,  ya  á disposición  de  su  dueño,  y la 
persecución  de  las  que  se  distrajeren,  determinando 
ios  derechos  de  intervención  y de  reintegro  de  unos 
y de  otros  y el  procedimiento  más  fácil  para  hacerlos 
efectivos.  La  multiplicidad  de  negocios  de  esta  clase, 
si  el  crédito  toma  sobre  el  moviliario  agrícola  el  vue- 
lo que  ha  alcanzado  en  la  industria  y el  comercio, 
exige  la  regulación  de  estas  relaciones,  dentro  del 
respeto  de  la  contratación  y de  la  tendencia  mani- 
fiesta de  la  jurisprudencia  y sancionada  en  el  Código 
de  comercio,  de  limitar  las  acciones  que  entorpecen 
la  libre  circulación  de  las  cosas  muebles. 

Del  Registro  del  crédito  agrícola. 

La  constitución  de  la  prenda  sin  desplazamiento, 
precisa,  cual  se  ha  dicho,  la  existencia  de  un  Registro 
en  que  conste  el  modo  de  este  contrato  en  equivalen- 
cia de  la  tradición  real. 

El  proyectólo  amplía  á recibir  la  inscripción  vo- 
luntaria de  todas  las  obligaciones  que  hayan  de  afec- 
tar preferentemente  á la  responsabilidad  personal  y 
moviliaria  del  agricultor,  y las  aventaja  por  el  orden 
de  su  fecha  y dentro  del  propio  concepto  de  cada  una 
á las  que  no  hayan  sido  inscritas.  Y estableciendo  el 
principio  de  que  del  acto  de  dicha  inscripción  arranca 
i su  eficacia  contra  terceros  qim  hayan  asegurado  sus 
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derechos  por  este  medio,  crea  una  base  firme  del 
crédito  cuanto  puede  serlo  el  personal  y moviliario, 
porque  da  medio  de  que  el  público,  con  la  inspección 
del  Registro  de  una  parte  y de  otra  la  apreciación  del 
capital  aparente  del  agricultor,  haga  A toda  hora  ba- 
lance de  su  solvencia  probable. 

Respecto  de  la  organización  de  estas  oficinas,  opta 
el  provecto  por  crearlas  en  todos  los  Juzgados  muni- 
cipales, por  la  doble  razón  del  carácter  local,  que  es 
propio  de  esta  especie  de  crédito  y de  la  competencia 
c imparcialidad  que  es  de  esperar  en  estos  funciona- 
rios, A quienes  ya  está  confiado  el  registro  civil,  que 
es  el  acto  notarial  más  importante  que  puede  ofre- 
cerse, y deja  para  reglamentos  administrativos  todo 
lo  que  se  refiere  A su  conservación,  inspección  y sos- 
tenimiento. 

En  cuanto  A la  manera  de  verificarse  las  inscrip- 
ciones y su  cancelación,  lija  reglas  sencillas  y prác- 
ticas cuanto  es  posible,  teniendo  presentes  las  cir- 
cunstancias más  frecuentes  de  las  personas  que  han 
de  utilizarlas,  su  conocimiento  recíproco  y la  poca 
importancia  de  cada  una  de  las  transacciones  en  la 
generalidad  de  los  casos. 

De  tos  privilegios  sobre  el  moviliario  agrícola , y orden  de 
su  prelacion . 

Carecería  una  ley  de  crédito  agrícola  de  todo  re- 
sultado si  no  mirase  con  especial  atención  al  término 
de  las  operaciones  á que  se  propone  dar  vida,  A la  sa- 
tisfacción por  el  deudor  de  los  anticipos  de  diversas 
clases  que  se  le  hayan  hecho,  y en  caso  de  conflicto 
entre  créditos  diferentes,  no  determinase  con  claridad 
su  respectiva  preferencia;  porque  en  último  término, 
el  crédito  no  es  otra  cosa  que  la  seguridad  adquirida 
por  el  capitalista,  de  que  el  anticipo  que  hace  al 
industrial  ha  de  ser  puntualmente  reintegrado.  Por 
lo  tanto,  aunque  respete  como  cuestión  de  derecho 
rivil  general  la  graduación  de  toda  especie  de  obliga- 
ciones en  cuanto  pesen  sobre  la  universalidad  del  pa- 
trimonio, no  puede  excusarse  de  tratar  bajo  este 
punto  de  vista  de  las  que  hayan  de  hacerse  efectivas 
sobre  los  productos  de  la  explotación  agrícola  y sobre 
los  elementos  de  toda  clase  aportados  A ella. 

En  cuanto  A los  primeros,  salvando  por  su  órden 
el  proyecto  los  privilegios  dei  Estado,  del  asegurador 
y del  almacenista,  porque  sus  servicios  han  recaído 
on  beneficio  de  los  demás  acreedores  tanto  como  del 
dueño  de  la  cosa  misma,  atribuye  preferencia  gra- 
dual: al  señor  directo  y al  arrendador  por  las  dos  úl- 
timas pensiones  ó rentas  y la  corriente,  A los  acreedo- 
res por  semillas  y gastos  de  cultivo,  A los  prendarios 
sin  desplazamiento,  y A los  comunes,  siempre  que  sus 
créditos  estén  inscritos  en  el  Registro  de  crédito  agrí- 
cola. 

Ea  exposición  del  Sr.  Ministro  desenvuelve  ma- 
gistralmente las  razones  de  limitar  A dos  pensiones  ó 
rentas  el  privilegio  del  señor  directo  y del  arrenda- 
dor, y la  Comisión  los  acepta  por  completo,  siguiendo 
rl  precedente  de  la  ley  hipotecaria  al  reducir  A igual 
tiempo  la  hipoteca  por  intereses  pactados  y la  segu- 
ridad sobre  la  finca  censida  por  réditos  de  censo. 

ha  Comisión  reconoce  el  carácter  especial  de  los 
créditos  por  semillas  y por  gastos  de  cultivos,  que 
parecen  entrañar  participación  en  los  frutos  por  su 
medio  obtenidos,  y la  consideración  de  que  es  com- 
ponente de  este  grupo  el  trabajo  personal,  que  siem- 


pre ha  merecido  singular  preferencia.  Los  pospone  sin 
embargo  al  arrendador,  porque  tiene  en  cuenta,  ade- 
más de  la  razón  jurídica,  de  que  la  tierra  aportada 
por  éste  es  un  elemento  tan  esencial  como  el  que  más 
en  el  fenómeno  de  la  producción,  y considerados  ais- 
ladamente, el  más  importante  en  la  generalidad  de  los 
casos,  las  consideraciones  prácticas  déla  conveniencia 
de  la  buena  armonía  entre  el  propietario  y el  colono, 
que  no  debe  turbarse  por  ingerencias  de  otros  ele- 
mentos, y de  que  antepuestos  al  propietario  aquellos 
créditos,  se  veria  obligado  éste  en  cada  caso  de  con- 
flicto A discutir  una  liquidación  complicada,  lo  cual 
le  llevaría  por  efecto  contrario  A revestir  sus  contra- 
tos de  condiciones  gravosas  para  el  colono  y en  últi- 
mo término  perjudiciales  A su  crédito  y A la  produc- 
ción. 

No  militan  estos  argumentos  en  favor  del  privile- 
gio del  propietario  sobre  los  ganados,  maquinas  y de- 
más muebles  aportados  A la  explotación  en  frente  de 
los  demás  acreedores  especiales,  que  el  proyecto  co- 
loca en  preferente  lugar,  ó sea:  después  del  Estado  y 
del  asegurador,  el  prendario  que  tiene  la  cosa  en  su 
poder,  el  dueño  del  ganado  dado  A aparcería,  el  ven- 
dedor del  ganado,  máquinas,  etc.,  por  el  precio  no  pa- 
gado, y los  acreedores  prendarios  sin  desplazamiento; 
por  que  tal  preeminencia  del  arrendador  no  arranca 
de  la  naturaleza  de  las  cosas,  como  razonadamente  ex- 
pone el  tan  repetido  preámbulo,  sino  de  la  predilec- 
ción que  por  razones  económicas  é históricas  que  han 
pasado,  mereció  A las  leyes  la  relación  del  propietario 
con  el  colono  en  comparación  de  otras  que  antes  fue- 
ron de  poca  importancia,  y que  hoy  la  tienen  capital 
en  beneficio,  no  solo  del  colono,  sino  también  del  mis- 
mo propietario  y sobre  todo  de  la  prosperidad  general. 

Be  la  ejecución  de  las  obligaciones  agrícolas . 

Guiada  la  Comisión,  como  el  Ministró,  del  propó- 
sito de  simplificar  la  administración  de  la  justicia,  en 
cuanto  A la  realización  de  las  obligaciones  de  crédito 
agrícola  se  refiere,  al  efecto  de  lograr  la  mayor  ra- 
pidez v baratura,  que  cu  último  término  se  traducen 
en  la  seguridad,  que  es  base  del  crédito,  y de  apar- 
tarse lo  ménos  posible  de  los  procedimientos  conoci- 
dos, propone:  que  sea  el  de  juicio  verbal  ante  los  jue- 
ces municipales,  el  que  se  adopte  para  decidir  todas 
las  cuestiones,  queno  excedan  por  su  cuantía  de  1.500 
pesetas,  llegándose  así  al  límite  fijado  para  esta  ju- 
risdicción por  el  Código  de  comercio,  y el  ejecutivo 
ú ordinario  ante  los  jueces  de  primera  instaucia  se- 
gún la  naturaleza  del  título,  cuando  pasen  de  aquella 
cantidad. 

En  cuanto  Alas  obligaciones  hipotecarias,  ningu- 
na razón  plausible  hay  para  no  extender  A las  que  se 
otorguen  A favor  de  los  establecimientos  que  ordena 
esta  ley,  la  ejecución  expedita  concedida  para  las  ins- 
tituciones de  crédito  territorial  por  el  decreto-ley  de 
5 de  Fcbrovo  de  18G9.  Este  mismo,  con  ligeras  modi- 
ficaciones, se  aplica  para  la  liquidación  de  la  prenda 
A domicilio,  que  tanta  semejanza  tiene  con  la  hqiote- 
ca  inmueble. 

Respecto  de  la  prenda  común  y do  la  cosa  deposi* 
lacla  en  almacenes  generales,  no  cree  la  Comisión 
que  la  procedencia  de  crédito  agrícola  sea  motivo  bas- 
tante para  distinguirla,  al  efecto  de  que  se  trata,  de 
la  que  es  aneja  al  crédito  ordinario  ó al  mercantil; 
que  el  intentarlo  producirla  cu  la  práctica  dificulta- 
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des  de  más  gravedad  que  los  beneficios  á que  se  as- 
pira; y que  es  preferible  dejar  esta  materia  á una  ley 
general,  que  regule  los  requisitos  de  la  liquidación 
de  las  prendas  comunes,  concillando  los  intereses  del 
crédito  y la  garantía  necesaria  de  los  deudores. 

De  la  protección  especial  de  los  institutos  de  crédito 
agrícola . 

Siendo,  como  se  ha  dicho  antes,  principio  funda- 
mental, de  que  han  partido  el  Sr,  Ministro  y la  Comi- 
sión, que  el  crédito  no  es  una  función  del  Estado,  sino 
un  lazo  necesario  de  la  sociabilidad  humana,  que  es- 
pontáneamente crece  y se  desarrolla  con  la  cultura 
general  y con  el  progreso  económico  de  los  pueblos, 
es  parco  el  proyecto  en  medidas  de  privilegiada  pro- 
tección. Entiende  la  Comisión  que  lo  que  verdadera- 
mente incumbe  á la  ley  es  dar  fijeza  y eficacia,  según 
su  naturaleza  y en  armonía  con  los  ideales  de  dere- 
cho á las  múltiples  relaciones  con  que  este  fenómeno 
se  determina;  y que  si  lo  ha  logrado,  podrá  desarro- 
llarse plenamente,  aun  sin  necesidad  de  auxilios,  que 
por  grandes  que  fuesen  en  sí  mismos,  siempre  resul- 
tarían insignificantes  para  la  inmensidad  que  el  cré- 
dito agrícola  del  país  más  pobre  representa. 

Es  este  no  obstante  el  lugar  adecuado  de  estable- 
cer la  exención  de  tributos  para  los  establecimientos 
de  crédito  agrícola  durante  los  primeros  anos,  al 
igual  de  lo  concedido  por  las  leyes  generales  de  Ha- 
cienda para  las  nuevas  industrias,  y por  las  de  fo- 
mento de  la  población  rural  para  la  fundación  de  co- 
lonias. 

En  cuanto  al  apoyo  que  á las  instituciones  de  cré- 
dito agrícola  puedan  prestar  las  Dixni  raciones  provin- 
ciales y Ayuntamientos,  por  su  representación  y con- 
tacto inmediato  con  las  necesidades  locales  y por 
ser  los  últimos  la  personificación  de  colectividades 
en  gran  número  de  casos  casi  exclusivamente  agrí- 
colas, y gestores  además  de  los  pósitos,  la  primera  y 
más  importante  muestra  de  organización  del  crédito 
agrícola  en  los  albores  de  la  Edad  moderna  y en  los  si- 
glos sucesivos,  consecuente  elproyecto  con  el  sistema 
de  respetar  los  otros  ramos  de  la  legislación,  le  esta- 
blece en  principio,  determina  las  garantías  que  estos 
institutos  han  de  reunir  para  merecer  tal  apoyo,  y 
refiere  á las  leyes  correspondientes  su  modo  y medi- 
da, dentro  de  la  base  de  que  no  se  han  de  sobreponer 
al  interés  y á la  iniciativa  particular  los  capitales  de 
la  administración  ni  su  consiguiente  tutela. 

Por  igual  motivo  respecto  de  las  Cajas  de  aho- 
rros patrocinadas  por  la  Administración  pública  que 
tan  prodigiosamente  crecen  en  las  Naciones  más  ade- 
lantadas, y que  eu  la  nuestra  se  observa  tambieu  que 
tienen  plétora  de  capitales  y dificultad  para  invertir- 
los en  él  préstamo  prendario  de  sus  estatutos,  se  es- 
tablece la  fegla  general,  que  habrá  de  ser  desenvuel- 
ta en  su  ley  peculiar,  de  que  después  de  atender  á la 
obligación  preferente  de  sus  préstamos  á las  clases 
menesterosas  que  alía  en  estos  establecimientos  el  in- 
terés económico  con  la  caridad,  dediquen  sus  capita- 
les á los  anticipos  de  Crédito  real  á los  agricultores: 
operación  que  fructuosamente  practican  en  Italia  y 
que  tan  adecuada  es  para  la  inversión  de  ahorros,  que 
buscan  seguridad  y crecimiento,  sin  exigir  general- 
mente la  movilidad  que  los  depositados  en  los  Bancos 
mercantiles. 

Concluye  el  proyecto  facilitando  a sus  institutos 


la  emisión  de  cédulas  hipotecarias,  mediante  conve- 
nio con  el  Banco  Hipotecario  de  Espaua.  El  conoci- 
miento particular  de  las  garautías  y de  los  deudores 
ha  de  permitir,  como  se  lia  dicho  antes,  á las  insti- 
tuciones locales  ampliar  sus  créditos  sobre  hipoteca 
á límites  mucho  más  dilatados  que  los  que  el  Banco 
admite  y dentro  de  los  cuales  sin  embargo  ten»a 
completa  seguridad.  La  Comisión  que  entiende  esta 
diferencia  puede  dejar  campo  bastante  para  una  in- 
demnización ó una  comisión  que  compense  la  cesión 
parcial  libremente  estipulada  del  privilegio  del  Ban- 
co, á favor  de  una  Sociedad  ó localidad  determina- 
das, en  ventaja  de  ambos  institutos  y del  público 
siempre  interesado  en  la  multiplicación  de  los  instru- 
mentos de  crédito. 

Estas  explicaciones,  en  muchos  puntos  ampliadas 
en  la  exposición  del  Sr.  Ministro,  bastap  para  dar  idea 
del  plan  y alcance  de  las  disposiciones  á que  se  refie- 
ren. Si  son  acertadas,  desarrollarán  rápida  y cuantió, 
sámente  la  riqueza  agraria,  que  es  la  principal  base 
del  bienestar  general  en  el  órden  económico;  y en  la 
misma  proporción  estirparán  la  plaga  de  la  usura, 
que,  cual  brotan  en  los  terrenos  insanos  las  plantas 
maléficas,  crece  frondosa  en  los  pueblos  qué  no  logran 
dar  en  sus  leyes  asiento  al  crédito  noblemente  dis- 
pensado y firmemente  garantido,  la  plaga  de  la  usura, 
que  empezando  por  corroer  las  virtudes  privadas, 
concluye  por  encender  los  odios  de  clase  y por  cons- 
tituir un  peligro  social  inmediato. 

Por  lo  expuesto,  la  Comisión  tiene  la  honra  de  so- 
meter á la  aprobación  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

TITULO  I. 

De  los  institutos  de  crédito  agrícola  y sus  operaciones . 

Artículo  l.°  Para  los  efectos  de  esta  ley  se  consi- 
deran institutos  de  crédito  agrícola,  y en  tal  concepto 
gozarán  de  los  beneficios  que  la  misma  les  otorga,  to- 
dos los  establecimientos  y Compañías,  cualquiera  que 
sea  su  nombre,  organización  y forma,  Bancos  comunes 
ó mútuos,  Monte-píos  de  labradores,  Sindicatos  de  agri- 
cultores, Cajas  de  ahorros,  ó Sociedades  cooperativas 
en  general,  que  dediquen  por  lo  ménos  la  mitad  de 
su  capital  social  y la  tercera  parte  de  los  depósitos 
que  reciban  y empréstitos  que  contraten  á operacio- 
nes de  crédito  agrícola. 

Art.  2.°  Son  operaciones  de  crédito  agrícola  las 
siguientes: 

1. a  Prestar  en  metálico  ó en  especie,  por  un  plazo 
que  no  exceda  de  cinco  anos,  á propietarios  de  lincas 
rústicas,  cultivadores,  ganaderos  ó explotadores  de 
alguna  industria  rural;  y á las  colectividades  forma- 
das por  los  mismos  con  destino  á la  agricultura: 

A.  Sobre  prendas  fácilmente  realizables,  como  cé- 
dulas hipotecarias,  productos  depositados  en  los  al- 
macenes del  mismo  establecimiento,  ó en  los  genera- 
les, ó en  poder  de  persona  solvente; 

n.  Sobre  hipotecas  ú otras  garantías  inmuebles 
que  pueda  sancionar  la  ley ; 

C.  Sobre  frutos  pendientes  y cogidos,  cosechas, 
plantaciones,  arbolado,  ganados,  máquinas  é instru- 
mentos agrarios,  en  la  manera  que  establece  esta  ley. 

2. a  Vender  á plazo  á los  mismos,  ó adquirir  en 
común  por  cuenta  de  los  socios  y para  ellos,  semillas, 
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abonos,  aperos,  máquinas,  ganados,  y en  general 
cuanto  sea  elemento  de  las  industrias  agrícolas. 

o.tt  Descornar  y garantir  con  su  firma,  para  faci- 
litar su  descuento  ó negociación,  letras,  pagarés,  res- 
guardos de  depósito,  facturas  de  trabajo  y otros  ei’ec- 
Los  exigibles  ai  plazo  máximo  de  noventa  dias,  que 
sean  pertenecientes  á los  propietarios,  y demás  enun- 
ciados en  el  número  primero. 

4. a  Abrir  cuentas  corrientes á las  propias  personas 
sobre  provisión  previa  y créditos  de  Caja  ó al  descu- 
bierto ó sobre  garantías  reales  ó personales  por  el  pla- 
zo de  un  ano,  prorrogadle  á voluntad  del  instituto. 

5. a  Descontar  las  reñías  y pensiones  de  los  pro- 
pietarios ó dueños  directos  de  predios  rústicos;  pa- 
garles, subrogándose  en  sus  derechos,  por  cuenta  de 
jos  arrendatarios  ó cnfiteutas  correspondientes;  en- 
cargarse del  pago  de  los  impuestos  debidos  por  los 
propietarios,  cultivadores  ó industriales  rurales,  y en 
general  hacer  por  cuenta  de  estas  personas  toda  clase 
de  cobros  y pagos. 

G.a  Favorecer  la  roturación  y mejora  del  suelo,  la 
desecación,  saneamiento  y riego  de  terrenos,  la  repo- 
blación de  montes  y el  desarrollo  de  la  agricultura,  y 
otras  industrias  relacionadas  con  ella. 

7/  Facilitar  á los  cultivadores  la  adquisición  de 
fincas  rústicas  y casas  rurales  de  vivienda  ó labranza, 
y á los  propietarios  la  redención  de  las  cargas  que 
pesan  sobre  la  propiedad  rústica. 

8.a  Establecer  almacenos  públicos  ó cooperativos 
de  frutos  y productos  de  las  industrias  agrícolas,  para 
facilitar  su  venta,  empeño  ó negociación. 

Art.  3.°  El  Gobierno,  oido  el  Consejo  de  Estado, 
podrá  incluir  en  la  precedente  tabla  Laxativa  de  ope- 
raciones de  crédito  agrícola  que  dan  derecho  á los 
beneficios  de  esta  ley,  otras  ya  en  uso  ó que  inventa- 
re el  ingenio  mercantil  y resulten  merecerlo. 

Art.  4.°  Los  Bancos  ó Sociedades  de  crédito  agrí- 
cola podrán  tener  fuera  de  su  domicilio  agentes  que 
respondan  por  sí  de  la  solvencia  de  los  propietarios, 
colonos  ó industriales  agrícolas  que  soliciten  el  auxi- 
lio del  establecimiento,  poniendo  su  firma  en  el  efecto 
que  éste  hubiere  de  descontar  ó endosar. 

Art.  5."  Dichos  Bancos  y Sociedades  consignarán 
en  sus  estatutos  las  regias  que  estimen  convenientes 
para  su  régimen,  administración  y liquidación,  suje- 
tándose en  lo  que  no  hubieren  previsto  á las  disposi- 
ciones generales  del  Código  de  comercio,  y atempe- 
rándose siempre  á las  que  ordenan  su  constitución  y 
los  libros  y contabilidad  mercantil. 

Art.  G.°  Estos  institutos  podrán  emitir  y negociar, 
para  subvenir  A las  operaciones  de  crédito  agrícola, 
Aligaciones  á término  con  interés,  con  prima  ó sin 
ella,  correspondientes  á su  capital  desembolsado  y 
valores  de  su  cartera  y amortizables  en  la  forma  que 
>us  estatutos  consignen.  Pueden  ser  simples,  prenda- 
rias (5  hipotecarias,  según  que  tuvieren  por  garantía 
la  del  capital  del  establecimiento,  ó además,  y espe- 
cialmente, la  de  los  créditos  á favor  del  mismo,  ase- 
gurados con  prenda  ó con  hipoteca  que  hubiesen  mo- 
tivado la  emisión. 

El  límite  de  ésta  será  trazado  por  el  de  la  garantía 
correspondiente,  y así  el  valor  total  de  las  prendarias 
0 ^9  hipotecarias  no  podrá  exceder  del  de  los 

créditos  de  la  respectiva  clase  que  tenga  en  cartera 
d establecimiento. 

En  tanto  que  dure  el  privilegio  del  Banco  Hipote- 
cario de  España,  y á no  mediar  con  el  mismo  con-  i 


cierto,  las  obligaciones  hipotecarias  serán  precisamen- 
te nominativas.  Las  simples  y las  prendarias  pueden 
ser  también  al  portador. 

Los  resguardos  que  expidan  los  almacenes  públi- 
cos ó cooperativos  de  frutos  y productos  agrícolas, 
podrán  tener  la  forma  de  libretas  de  talones  ó cheques 
para  trasmitir  en  fracciones  los  valores  depositados. 

TITULO  n. 

De  las  garantías. 

Art.  7.°  Las  garantías  sobre  que  operen  estos  es- 
tablecimientos pueden  ser  personales,  hipotecarias  ó 
prendarias.  Podrán  igualmente  admitir  la  combina- 
ción de  unas  con  otras  para  mayor  seguridad  ó para 
reforzarlas  debidamente. 

Art.  8.n  Las  obligaciones  que  afecten  solo  á la 
responsabilidad  personal  del  deudor,  inscritas  en  el 
registro  de  crédito  agrícola,  tendrán  preferencia  so- 
bre las  de  su  clase  no  inscritas,  para  perseguir  los 
bienes  de  toda  especie  que  aquel  tenga  en  la  demar- 
cación del  registro.  La  predación  entre  las  inscritas 
se  determina  por  el  órden  de  fechas  de  inscripción. 

Art.  9.°  El  aval  ó endoso  puesto  por  los  estableci- 
mientos de  crédito  agrícola  ó sus  representantes,  ó 
por  los  agentes  á que  se  refiere  el  art.  4.°  en  los  paga- 
rés y electos  negociables  del  propietario,  cultivador  ó 
industrial  agrícola,  y la  negociación  de  estos  efectos 
á favor  do  los  mismos  establecimientos  ó de  sus  re- 
presentantes y agentes  mencionados,  darán  derecho 
al  portador  para  reclamar  su  pago  directa  y ejecuti- 
vamente el  dia  del  vencimiento,  de  cualquiera  de  los 
firmantes. 

Art.  10.  Los  pagarés  y efecLos  mencionados,  ya 
los  conserve  el  establecimiento,  ya  se  negocien  por  él, 
producirán  á su  vencimiento  la  acción  ejecutiva  que 
corresponda,  con  arreglo  á la  ley  de  enjuiciamiento 
civil,  contra  los  bienes  del  propietario,  cultivador  ó in- 
dustrial agrícola  que  los  haya  suscrito. 

Art.  11.  La  fianza  personal  inscrita  en  el  registro 
del  crédito  agrícola  que  no  tenga  pacto  especial  que 
lo  impida,  puede  exigirse  desde  que  haya  vencido  y 
no  se  haya  satisfecho  la  obligación  afianzada. 

El  beneficio  de  excusión  solo  podrá  utilizarlo  el 
fiador  demandado,  señalando  bienes  del  deudor  prin- 
cipal, que  por  su  cantidad  y por  no  estar  afectos  pre- 
ferentemente á otras  responsabilidades,  sean  suficien- 
tes para  que  con  ellos  se  haga  pago  de  la  deuda,  y ase- 
gurando los  gastos  necesarios  para  hacer  este  efectivo. 

Art.  12.  La  seguridad  y preferencia  de  las  hipo- 
tecas sobre  predios  rústicos  y edificios  destinados  á 
las  industrias  rurales,  se  regirá  por  las  disposiciones  de 
la  ley  hipotecaria,  con  las  modificaciones  siguientes: 

l.ft  Salvo  el  caso  del  pacto  expreso,  la  hipoteca  no 
comprenderá: 

Los  muebles  que  se  hayan  colocado  permanente- 
mente para  adorno,  comodidad  ó para  el  servicio  de 
alguna  industria  agrícola,  siempre  que  puedan  sepa- 
rarse, sin  deterioro,  del  predio  ó edificio. 

Las  mejoras  que  consistan  en  nuevas  plantaciones, 
obras  de  riego  ó desagüe,  de  reparación,  seguridad, 
trasforrnacion.  comodidad,  adorno  ó elevación  de  ios 
edificios  y cualesquiera  otras  semejantes. 

Los  frutos  que  al  tiempo  de  hacerse  efectiva  la 
obligación  hipotecaria  estuvieren  pendientes  ó ya  co- 
gidos, aunque  no  levantados,  y las  rentas  vencidas  y 
no  satisfechas. 
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Las  indemnizaciones  debidas  por  el  seguro  de  las 
cosas  anteriormente  enumeradas  en  caso  de  siniestro. 

2.11  El  arrendatario  que  lo  sea  en  virtud  de  escri- 
tura pública  ó contrato  inscrito  en  el  registro  del 
crédito  agrícola,  tiene  hipoteca  legal  sobre  la  linca 
arrendada  y el  derecho  de  retenerla  para  hacer  efec- 
tivo el  importe  de  las  mejoras  que  haya  realizado  con 
autorización  del  dueño,  consignada  en  el  mismo  con- 
trato ó en  forma  equivalente,  y el  de  los  reparos  ur- 
gentes y necesarios  para  el  uso  y servicio  de  la  finca 
que  ejecute  después  de  requerir  en  vano  al  dueño.  En 
el  primer  caso,  si  no  hay  estipulación  especial,  cum- 
ple el  propietario  su  Obligación  abonando  á su  arbi- 
trio los  gastos  de  la  mejora  ó el  aumento  de  valor 
que  en  virtud  de  la  misma  haya  quedado  en  la  finca 
al  terminar  el  arrendamiento. 

3.a  Concédese  también  al  arrendatario  hipoteca 
legal,  pero  no  derecho  de  retener  para  asegurar  el 
resarcimiento  de  las  demás  mejoras  necesarias  y úti- 
les que  realice  sin  prohibición  expresa  que  conste  en 
el  contrato  ó en  el  registro  del  crédito  agrícola.  El 
propietario  tiene  para  su  pago  la  misma  opcion  con- 
signada en  el  párrafo  anterior.  Si  no  hubiese  acuerdo 
sobre  la  forma  del  pago,  el  colono  solo  podrá  cobrar- 
se en  los  aumentos  anuales  de  rendimiento  hasta  la 
total  extinción  de  su  crédito. 

4.11  A la  inscripción  de  la  hipoteca  á que  se  refie- 
ren los  dos  párrafos  anteriores,  es  aplicable  lo  dispues- 
to en  los  arts.  50  y 60  de  la  ley  hipotecaria,  conside- 
rándose al  arrendatario  como  refraccionario.  Para  que 
pueda  perjudicarse  á terceros  que  tengan  inscritos 
con  anterioridad  derechos  reales  sobre  la  finca  mejo- 
rada, habrán  de  observarse  las  prescripciones  de  los 
arts.  Gl  y siguientes  hasta  el  64  inclusive  de  la  men- 
cionada ley. 

5. *  Las  hipotecas  expresadas  en  los  párrafos  2.°  y 
3."  pueden  subhipotecarse  con  la  restricción  del  nú  - 
mero  8."  del  art.  107  de  la  ley  citada. 

6. “  Los  arrendamientos,  por  cualquier  término 
que  fueren,  de  prédios  rústicos  y de  edificios  destina- 
dos á las  industrias  agrarias  que  consten  en  escritu- 
ra pública  ó en  documento  privado,  acta  ó manda- 
mientos judiciales  inscritos  en  el  registro  del  cré- 
dito agrícola,  pueden  inscribirse  en  el  de  la  propiedad 
para  el  efecto  de  perjudicar  á tercero. 

Art.  13.  El  contrato  de  prenda  común,  ó sea  el 
constituido  por  tradición  ó desapoderamiento  de  la 
cosa  ofrecida  en  garantía,  cuando  se  halle  inscrito  sin 
obstáculo  en  el  registro  del  lugar  de  la  explotación  á 
que  corresponde  la  cosa  empeñada,  da  preferencia  ab- 
soluta sobre  la  prenda  al  que  la  tenga  en  su  poder  ó 
en  el  de  un  tercero  para  asegurar  la  obligación  prin- 
cipal, y solo  podrá  impugnarse  su  validez  por  fraude 
imputable  «al  acreedor  prendario. 

Art.  1 4.  La  prenda  puede  quedar  confiada  al  deu- 
dor; pero  su  eficacia  contra  terceros  en  esta  forma, 
depende  de  su  inscripción  en  el  ftegistro  del  crédito 
agrícola. 

Pueden  empeñarse  especialmente  de  este  modo 
los  frutos  pendientes  de  los  árboles;  las  cosechas  en 
pié;  las  plantaciones,  viñedos,  olivares,  bosques  ma- 
derables y corta  de  leñas;  los  productos  agrícolas  re- 
cogidos; las  máquinas,  aperos  y animales  empleados 
en  la  explotación;  los  ganados  de  cria  y ceba  y los 
rebaños  en  general  y sus  productos;  los  objetos  mué 
bles  colocados  permanentemente  para  adorno,  co- 
modidad ó servicios  industriales  eu  un  edificio  rural 


aunque  esté  destinado  á la  habitación  del  agricul- 
tor y su  familia,  y en  general  todos  los  que  las  leyes 
consideran  inmuebles  por  accesión  ó por  destiuo. 
siempre  que  fuere  posible  su  separación,  sin  deterioro 
del  predio. 

Art.  15.  La  prenda  constituida  en  esta  forma  atri- 
buye preferencia  al  que  la  obtiene  por  el  orden  del 
tiempo  de  su  inscripción  sobre  lodos  los  otros  acree- 
dores, salvo  los  privilegios  que  se  enumeran  en  el  ti- 
tulo 4.”,  para  realizar  en  ella  su  crédito  mientras  no 
haya  salido  del  poder  del  deudor  ó do  un  tercero  que 
la  haya  adquirido  maliciosamente. 

Art.  16.  El  vendedor  al  contado  de  semillas,  abo- 
nos, máquinas,  ganados,  y en  general  de  todo  loque 
sea  elemento  de  la  producción  agrícola  ó de  sus  in- 
dustrias accesorias,  á quien  no  se  satisfaga  todo  el 
precio,  podrá  pedir  anotación  del  derecho  de  prenda 
confiada  al  deudor  sobre  las  mismas  cosas  vendidas, 
dando  fianza  suficiente  para  responder  de  los  perjui- 
cios si  no  justificare  sus  asertos. 

Esta  anotación  caduca  si  antes  de  quince  dias  no 
se  convierte  en  inscripción  del  mismo  derecho,  ó no 
se  acredita  haber  incoado  el  correspondiente  juicio 
para  obtener  ésta  ó el  pago.  En  el  mismo  término  ca- 
ducará la  fianza,  si  no  se  pide  la  indemnización  délos 
perjuicios  causados  por  la  anotación. 

El  mismo  derecho  y con  iguales  condiciones  tiene 
el  vendedor  á plazo  de  los  expresados  objetos,  para 
asegurar  así  el  privilegio  que  esta  ley  le  otorga  sobre 
los  mismos. 

El  juicio  correspondiente  para  convertir  la  ano- 
tación en  inscripción  y para  reclamar  la  indemniza- 
ción eu  su  caso,  será  el  verbal  ante  el  juez  municipal, 
si  la  obligación  á que  se  refiere  no  excede  de  1.500 
pesetas,  y el  ordinario  en  los  demás  casos. 

Art.  17.  El  dueño  de  cosa  dada  en  prenda  común, 
el  acreedor  prendario  de  prenda  confiada  al  deudor, 
ó el  tenedor  de  un  resguardo  de  depósito  en  almacén 
general  que  tengan  noticia  de  que  la  prenda  ó cosa 
almacenada  se  destruye,  corre  peligro  de  grave  dete- 
rioro, ha  sido  enajenada,  empeñada  á otra  persona  ú 
ocultada,  ó de  que  se  han  empleado  medios  para  su 
ocultación  ó enajenación,  puede  pedir  á su  elección 
que  se  ponga  inmediatamente  en  guarda  de  un  ter- 
cero hasta  que  se  cumplan  los  fines  del  contrato, ola 
resolución  y cumplimiento  de  éste,  como  si  el  plazo 
estuviere  ya  vencido. 

Si  el  valor  de  la  cosa  no  excede  de  1.500  pesetas, 
resolverá  esta  cuestión  en  juicio  verbal,  y sin  recurso 
alguno,  el  juez  municipal  del  lugar  de  la  prenda  ó del 
almacén.  Si  excede  de  este  valor,  el  juez  de  primera 
instancia  por  el  procedimiento  establecido  para  los 
interdictos  de  retoñar  y recobrar. 

Los  extremos  que  el  demandante  hade  justificar, 
son:  su  derecho  á la  cosa  según  el  contrato,  y el  pe- 
ligro ó realidad  de  su  destrucción,  deterioro  pérdida, 
ocultación  ó enajenación. 

En  defecto  de  conformidad  de  las  partes  sobre  la 
persona  á quien  so  ha  de  encargar  la  guarda,  la  nom- 
brará el  juez  en  la  sentencia,  y la  reemplazará  des- 
pués si  fuere  preciso. 

Art.  18.  Las  cosas  muebles  ó ganados  dados  en 
prenda  que  se  enajenaren  fraudulentamente,  así  como 
los  sustraídos  ó robados,  podrán  ser  reclamados  por 
quien  tenga  eu  ellos  derecho  y reivindicados  por  sus 
dueños  de  los  que  los  hayan  adquirido  con  conoci- 
miento del  fraude  ó del  delito. 
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Constituye  presunción  del  conocimiento  del  frau- 
de ó del  delito  para  los  efectos  civiles: 

1. °  La  existencia  de  rótulos,  marcas  ó contrase- 
ñas que  demuestren  ostensiblemente  su  propiedad  ó 
responsabilidad  á favor  de  persona  distinta  de  la  que 
las  baya  enajenado. 

2. °  La  adquisición  fuera  del  lugar  de  la  explota- 
ción agrícola  ó pecuaria  á que  correspondan,  de  ga- 
nados que  uo  lleven  certificado  que  acredite  que  el 
que  los  conduce  puede  disponer  libremente  de  ellos. 

Esta  última  presunción  cosa,  y se  requiere  prue- 
ba perfecta  del  conocimiento  del  fraude  ó del  delito 
que  el  adquirente  cuando  la  adquisición  se  haya  veri- 
ficado en  ferias  ó mercados. 

Art.  19.  Las  disposiciones  de  esta  ley  no  alteran 
las  responsabilidades  civiles  y penales  que  son  efec- 
to délos  delitos  do  estafa,  hurto  y demás  que  puedan 
cometerse  sobre  las  cosas  á que  la  misma  se  refiere, 
A cuyo  efecto  se  declara  aplicable  á la  enajenación  ó 
empeño  que  haga  el  deudor  de  la  prenda  confiada  á 
su  cuidado  la  penalidad  establecida  en  el  segundo 
párrafo  del  art.  550  del  Código  penal  vigente. 

TITULO  III. 

Del  registro  del  crédito  agrícola. 

Art.  20.  En  todos  los  Juzgados  municipales  de  la 
Península  é Islas  adyacentes,  á no  ser  que  hubiese 
más  de  uno  en  alguna  población,  en  cuyo  caso  será 
cu  el  que  determine  el  reglamento,  habrá  á cargo  de 
sus  secretarios,  y bajo  la  inspección  del  respectivo 
juez,  una  oficina  pública  que  se  titulará:  «Registro 
del  crédito  agrícola,»  cuyo  objeto  es  la  inscripción,  y 
por  medio  de  ella  la  seguridad  de  todas  las  obliga- 
ciones de  los  agricultores,  ganaderos  y demás  dedi- 
cados á las  industrias  agrícolas. 

Art.  21.  Eu  este  registro  se  inscribirán: 

1. °  Los  contratos  de  crédito  agrícola,  bien  sean 
simples,  bien  garantizados  por  fiadores,  bien  asegu- 
rados con  prenda. 

2. "  Los  contratos  de  arrendamiento  de  fincas  rús- 
ticas, de  aparcería  agrícola  ó pecuaria,  de  precario,  y 
cualquiera  otro  bilateral  de  explotación  de  tierras  ó 
utilización  y cuidado  de  ganados  ajenos. 

3. “  Todos  los  demás  contratos  de  que  se  derive 
privilegio,  cuya  inscripción,  para  que  obste  á terce- 
ro, requiere  esta  ley. 

Art.  22.  La  inscripción  es  potestativa  en  las  par- 
tes interesadas  en  los  contratos;  pero  mientras  no  se 
verifique,  no  perjudicarán  á tercero. 

Art.  23.  Las  obligaciones  inscritas  tienen  prefe- 
rencia por  el  orden  de  las  fechas  de  su  iuscripcion 
sobre  todas  las  posteriores  de  su  clase  y sobre  las  an- 
teriores no  inscritas. 

Art.  24.  Es  Registro  competente  el  del  distrito 
municipal  de  la  explotación  agrícola  á que  corres- 
pondan los  bienes  á que  ha  de  referirse  la  inscripción, 
cuando  esta  uo  afecte  á bienes  determinados,  ol  del 
domicilio  del  deudor. 

Si  se  quisiere  asegurar  los  beneficios  de  la  ins- 
cripción en  bienes  de  diversas  explotaciones  agríco- 
las ó pecuarias  ó sus  asimiladas,  sitas  en  diferentes 
Municipios,  deberá  hacerse  la  inscripción  en  cada 
uno  de  los  correspondientes  Registros. 

La  inscripción  no  da  preferencia  respecto  de  los 
bienes  que  se  encuentren  fuera  del  distrito  municipal 
del  Registro  en  que  se  haya  verificado,  á no  justifi- 


carse que  se  han  trasladado  desde  ésto  con  fraude  de 
que  sean  partícipes  los  terceros. 

Art.  25.  La  inscripción  ha  de  referirse  á escritu- 
ra pública,  á documento  privado  ó á mandamiento  ó 
manifestación  judicial. 

Será  breve  y sumaria,  conteniendo  claramente  en 
extracto  las  cláusulas  capitales  del  contrato  ó de  la  re- 
solución judicial,  para  que  se  comprenda  la  obligación 
que  se  asegura  y la  persona  á cuyo  favor  se  contrae. 

Si  se  refiere  á escritura  pública,  se  mencionará  el 
protocolo  de  su  original;  si  á mandamiento  ó acta  ju- 
dicial, el  tribunal,  secretaría  y expediente  de  que 
proceda. 

Los  documentos  privados  no  podrán  inscribirse 
sin  el  consentimiento  ó reconocimiento  de  la  parte  á 
quien  perjudiquen,  que  se  supondrá  por  su  firma  cu 
el  asiento  de  inscripción,  ó la  de  dos  testigos  si  no 
supiere  ó no  pudiere  firmar.  Do  los  documentos  priva- 
dos se  archivará  una  copia  literal  eu  la  oficina  del  re- 
gistro, rubricada  por  el  secretario  y sellada  con  el 
del  Juzgado. 

La  manifestación  judicial  se  verificará  por  acta 
que  suscribirán  el  juez  municipal  del  respectivo  Re- 
gistro, los  interesados,  si  saben  ó pueden  hacerlo,  y 
el  secretario,  y se  depositará  en  el  archivo  general 
del  J uzgado.  A esta  acta  habrá  de  referirse  la  nota 
de  inscripción  del  registro. 

Art.  2G.  Las  inscripciones  y anotaciones  se  can- 
celarán por  sentencia  judicial  y por  la  voluntad  de 
las  partes,  expresada  cou  la  misma  solemnidad  exi- 
gida para  su  constitución.  Eu  las  obligaciones  á tér- 
mino, se  considerarán  canceladas  de  derecho  trascu- 
rridos dos  meses  desde  el  dia  de  su  vencimiento  sin 
haberse  renovado  ó prorrogado.  En  las  que  no  lo  ten- 
gan determinado,  la  inscripción  en  este  caso  se  en- 
tenderá caducada  dos  meses  después  del  vencimiento 
de  los  términos  de  los  núms.  2.°  y 4.“  del  art.  2.” 
de  esta  ley. 

Art.  27.  El  registro  es  público.  El  funcionario  en- 
cargado de  su  conservación  pondrá  de  manifiesto  la 
parte  del  mismo  que  se  le  pida,  mediante  el  abono  de 
los  derechos  de  arancel;  pero  no  se  librará  certifica- 
ción de  su  contenido,  sino  á los  que  en  las  mismas 
inscripciones  aparezcan  con  un  interés  legítimo. 

Art.  28.  El  reglamento  determinará  el  modo  de 
llevar  el  registro  y el  arancel  correspondiente,  sobre 
las  bases  de  la  sencillez  y del  menor  gravámen  posi- 
bles de  los  que  hayan  de  utilizar  su  servicio. 

TITULO  IV. 

De  los  privilegios  sobre  el  moviliario  agrícola  xj  del  órele», 
de  su  prelaciaii. 

Art.  29.  Gozan  de  privilegio  especial  sobre  los  fru- 
tos pendientes  y cogidos,  cosechas,  plantíos,  arbola- 
dos y corta  de  leñas,  eu  el  siguiente  orden: 

L°  El  Estado,  la  Provincia  y el  Municipio  por  el 
importe  de  la  última  anualidad  de  los  impuestos  que 
afecten  á dichos  bienes. 

2.°  El  asegurador  por  la  anualidad  cu  que  se  hu- 
biere producido  la  cosecha  asegurada  cuando  el  se- 
guro es  á prima  fija  ó por  el  dividendo  correspon- 
diente siendo  mútuo,  y por  los  dos  últimos  dividen- 
dos ó primas  si  el  seguro  versase  sobre  arbolado  ó 
plantaciones  de  vida  mayor  que  las  ordinarias  cose- 
chas. 
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3. °  El  almacén  general  ó cooperativo  de  depósito 
sobre  los  frutos  en  él  depositados,  por  los  gastos  de 
trasporte  que  hubiese  abonado  y ix>r  los  de  almace- 
naje y conservación  de  los  frutos. 

4. °  El  señor  directo  por  las  dos  últimas  rentas  en 
descubierto  y la  corriente. 

5. °  El  arrendador  del  predio  que  haya  producido 
los  frutos,  por  las  dos  últimas  rentas  y la  corriente, 
indemnización  de  daños  causados  en  la  finca  por  el 
colono  y reparos  á que  se  hubiere  obligado  éste. 

0. °  Los  acreedores  por  semillas  y gastos  de  culti- 
vo y recolección,  sobre  los  frutos  de  la  cosecha  á que 
se  refieren. 

Entre  los  gastos  de  cultivo  so  comprenden  los 
salarios  de  operarios  y sueldos  de  criados  de  labranza 
y guardas,  devengados  los  primeros  en  las  labores  de 
aquella  cosecha  ó durante  su  período  los  últimos,  el 
alquiler  de  máquinas  y animales  empleados  en  los 
trabajos  del  campo;  el  cánon  de  riego,  los  abonos  na- 
turales, comunes  y de  granja,  y los  abonos  químicos 
y productos  destinados  á enmiendas,  considerados  es- 
tos últimos  en  cuanto  á su  valor  como  si  fuesen  co- 
munes en  la  proporción  necesaria  para  producir,  se- 
gún la  experiencia  del  país,  el  efecto  de  una  cosecha 
ordinaria. 

En  concurso  de  los  varios  acreedores  de  esta  ca- 
tegoría de  privilegios,  tendrán  preferencias  los  que  lo 
sean  por  gastos  de  recolección,  y cobrarán  á prorrata 
todos  Jos  restantes. 

7.°  Los  acreedores  prendarios  sin  desplazamiento, 
según  el  orden  cronológico  en  que  aparezcan  inscritos 
sus  créditos  en  el  Registro. 

Art.  30.  Gozan  de  privilegio  especial  sobre  los 
ganados,  máquinas,  aperos  y demás  muebles  que  ten- 
gan la  consideración  legal  de  inmuebles  por  destino, 
que  expresa  el  segundo  párrafo  del  art.  14,  los  si- 
guientes, por  el  orden  de  su  numeración: 

1. °  El  Estado,  la  Provincia  y el  Municipio  en  igua- 
les términos  que  los  establecidos  en  el  artículo  anterior. 

2. °  El  asegurador  sobre  la  cosa  asegurada,  por 
las  primas  de  los  dos  últimos  anos  ó por  los  dos  últi- 
mos dividendos  repartidos,  en  el  caso  de  que  el  se- 
guro sea  mutuo. 

3. °  El  acreedor  prendario  común  sobre  la  cosa 
que  tiene  en  su  poder. 

4. °  El  dueño  del  ganado  dado  en  aparcería  sobre 
los  productos  repartibles  del  mismo,  por  la  parte  que 
le  corresponde. 

5. °  El  vendedor  del  ganado,  máquinas,  aperos  y 
muebles  que,  aunque  de  colocación  permanente  en  un 
edificio  rural,  puedan  separarse  de  él  sin  deterioro 
sobre  estas  mismas  cosas,  por  el  todo  ó parte  de  su 
precio  no  pagado. 

6. °  Los  acreedores  prendarios  sin  desplazamiento 
sobre  las  cosas  que  se  hayan  afectado  en  prenda  y 
con  arreglo  á la  antigüedad  de  la  fecha  del  registro 
de  sus  créditos. 

7. °  El  arrendador,  en  los  mismos  términos  y por 
iguales  conceptos  que  consigna  ei  privilegio  núme- 
ro 5.°  del  artículo  anterior. 

Guando  el  contrato  (le  arrendamiento  se  baya  ins- 
crito en  el  Registro,  el  arrendador  tendrá  preferencia 
sobre  los  acreedores  prendarios  expresados  en  el  nú- 
mero anterior  que  se  hayan  constituido  tales  des- 
pués de  la  inscripción  del  arrendamiento. 

Art.  3 1 . Cesan  todos  estos  varios  privilegios  cuan- 
do los  muebles  ó semovientes  sobre  que  recaen  han 


salido  del  poder  del  deudor  con  la  salvedad  estable- 
cida en  el  art.  18. 

Art.  32.  Los  acreedores  privilegiados  se  entieu- 
den  subrogados,  por  el  mismo  orden  de  sus  privile- 
gios, al  deudor  asegurado  en  el  cobro  de  la  indemni- 
zación debida,  caso  de  siniestro  de  la  cosa  sobre  que 
recaiga  el  privilegio. 

Art.  33.  Para  que  los  privilegios  del  arrendador, 
acreedores  por  semillas,  gastos  de  cultivo  y recolec- 
ción, á excepción  de  los  que  lo  sean  por  trabajo  per- 
sonal que  se  relacionan  en  el  art.  29  y todos  los  que 
comprende  el  siguiente,  á excepción  del  Estado  y 
del  asegurador,  puedan  perjudicar  á los  privilegia- 
dos de  las  categorías  sucesivas  que  constaren  en 
el  registro  del  crédito  agrícola,  deben  hallarse  ins- 
critos en  éste  los  contratos  de  que  tales  privilegios 
se  deriven. 

Art.  34.  Los  privilegios  que  tengan  por  esta  ley 
término  marcado,  pueden  prorrogarse  convencional- 
mente  por  un  período  igual;  pero  sin  que  la  amplia- 
ción perjudique  en  ningún  caso  á otros  privilegiados 
que  hubieren  ya  inscrito  con  fecha  anterior  su  dereclio. 

Art.  35.  El  señor  directo,  el  arrendador  y en  ge- 
neral los  diversos  acreedores  privilegiados,  excepto 
el  Estado,  la  Provincia  y el  Municipio,  pueden  renun- 
ciar en  todo  ó parte  á su  privilegio,  y cederlo  á cual- 
quier otro  acreedor  por  título  agrícola;  actos  que  para 
que  surtan  el  lleno  de  sus  efectos  deben  registrarse. 

Art.  36.  El  que  esté  al  corriente  en  el  pago  de  las 
obligaciones  privilegiadas,  puede  acreditarlo  por  me- 
dio de  los  correspondientes  recibos  ó certificados,  é 
inscribirlo  así  en  el  registro  creado  por  esta  ley  como 
base  de  su  crédito. 

Art.  37.  Es  juez  competente  para  conocer  de  la 
inteligencia  y ejecución  de  los  contratos  de  crédito 
agrícola  y de  sus  incidencias  el  municipal  del  lugar 
en  que  hubieren  sido  inscritos,  el  del  cumplimiento 
de  la  obligación  ó el  del  domicilio  del  deudor  á elec- 
ción del  demandante  si  la  cantidad  exigible  no  exce- 
de de  1.500  pesetas,  y en  otro  caso,  el  respectivo  ci  í 
primera  instancia.  El  procedimiento  á que  se  suje- 
tará el  juez  municipal,  será  el  de  juicio  verbal  con  los 
recursos  correspondientes.  El  aplicable  por  el  juez 
de  primera  instancia,  el  ejecutivo  ó el  ordinario  se- 
gún los  casos. 

Art.  38.  El  juez  municipal  puede  decretar  el  em- 
bargo preventivo  en  los  casos  en  que  proceda  cuando 
se  solicite  así  al  proponer  la  demanda,  si  la  deuda  no 
excede  de  1.500  pesetas. 

Art.  39.  Si  la  obligación  no  tiene  desde  luego  ca- 
rácter ejecutivo,  puede  prepararse  la  ejecución  y ase- 
gurarse por  medio  de  embargo  preventivo,  con  arre- 
glo á las  disposiciones  de  los  títulos  1 4 y 1 5 de  la  ley 
de  enjuiciamiento  civil. 

Art.  40.  Las  instituciones  de  crédito  agrícola  ten- 
drán igual  derecho  que  las  de  crédito  territorial,  de 
exigir  el  pago  de  sus  créditos  hipotecarios  en  la  for- 
ma que  se  determina  en  el  decreto-ley  de  5 de  Fe- 
brero de  1869. 

Art.  41 . Para  la  realización  por  la  vía  ejecutiva 
de  los  créditos  asegurados  con  prenda  que  conserve 
en  su  poder  el  deudor,  se  observará  el  mismo  proce- 
dimiento en  cuanto  sea  aplicable,  y salvas  las  modi- 
ficaciones siguientes: 

Vencido  ei  plazo  del  capital  ó intereses,  y no  áil" 
tisl’echa  la  deuda,  ei  instituto  de  crédito  agrícola  re- 
querirá por  escrito  ai  deudor  para  que  verifique  el  pago* 
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Si  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  éste  no  hu- 
jjiera  tenido  lugar,  el  Instituto  pediré  al  juez  compe- 
tente el  embargo  y posesión  interina  de  los  muebles 
pignorados,  y autorización  para  su  venta. 

En  la  oportuna  providencia  que  decrete  al  efecto 
*1  juez,  y que  habrá  de  anotarse  en  el  registro  del 
crédito  agrícola,  señalará  á la  par  al  deudor  el  tér- 
mino de  quince  dias  para  que  salde  su  compromiso, 
con  apercibimiento  de  que  trascurrido  que  sea,  queda 
ci  establecimiento  en  libertad  para  continuar  en  la  po- 
sesión y aprovechamiento  interino  de  la  prenda,  ó para 
venderla  en  pública  almoneda,  sin  más  trámite  ni  in- 
tervención judicial. 

El  juez  no  autorizará  la  venta  de  cosechas  pen- 
dientes en  tanto  que  no  lleguen  al  período  ordinario 
de  su  madurez. 

Art.  42.  Concurriendo  diferentes  acreedores,  se 
estará  para  la  preferencia  en  el  x?ago  á lo  determinado 
en  el  titulo  precedente  sobre  enumeración  y órdeu  de 
los  privilegios. 

Eos  otros  acreedores  cobrarán  por  el  órden  de 
inscripción  de  sus  contratos  en  el  registro  del  crédito 
agrícola»  y con  preferencia  á los  no  inscritos,  aun 
cuando  fuese  poslerior  su  crédito. 

Para  los  demás  casos  regirán  las  reglas  del  dere- 
cho cornil  n. 

TITULO  VI. 

De  la  protección  especial  de  los  Institutos  de  crédito 
agrícola . 

Art.  43.  Los  institutos  de  crédito  agrícola  estarán 
exentos  durante  los  cinco  primeros  anos  de  su  esta- 
blecimiento como  tales  Institutos  de  crédito  agrícola, 
del  impuesto  de  derechos  reales  y de  la  contribución 
industrial  y de  comercio,  por  todas  las  operaciones  de 
crédito  que  ejecuten  y estén  comprendidas  en  el  an- 
tículo  2.°  de  esta  ley. 

Art.  44.  Los  Ayuntamientos  y las  Diputaciones 
provinciales  podrán  estimular  los  InsLitulos  de  cré- 
dito agrícola  y favorecer  su  desarrollo,  asegurando 
un  mínimum  de  interés  á las  acciones  de  los  mismos, 
ó subvencionando  de  cualquier  otro  modo  á las  expre- 
sadas sociedades  y asociaciones,  según  permitan  las 
leyes  generales  de  Administración  local,  pero  siempre 
sobre  la  base  de  que  en  ellas  ha  de  preponderar  la 


participación  de  los  particulares  sobre  los  auxilios  de 
las  instituciones  administrativas. 

Art.  45.  Para  obtener  los  beneficios  expresados 
en  los  dos  artículos  anteriores,  la  sociedad  ó asocia- 
ción á quien  hayan  de  otorgarse,  ha  de  someter  ai  exa- 
men de  la  Administración  pública  sus  estatutos  y el 
resultado  de  su  gestión  desde  que  se  hubiere  esta- 
blecido, que  ha  de  ser  por  lo  menos  un  año  antes  de 
la  petición.  El  Gobierno  autorizará  la  concesión  de  es- 
tos beneficios  prévio  informe  de  ios  Municipios  y Di- 
putaciones provinciales  interesados  y del  Consejo  su- 
perior de  agricultura,  industria  y comercio,  siempre 
que  por  los  estatutos  y por  la  experiencia  de  la  ges- 
tión social  aparezcan  pfeudenoialmeiite  asegurados  los 
intereses  de  la  sociedad  ó asociación. 

Art.  40.  El  Banco  Hipotecario  de  España  podrá 
auxiliar  á las  sociedades  y asociaciones  mutuas  de 
crédito  agrícola  en  sus  negociaciones  sobre  propiedad 
territorial: 

1. °  Permitiéndoles  la  emisión  de  cédulas  hipote- 
carias al  portador  con  las  limitaciones  c indemniza- 
ción que  pacten. 

2. °  Encargándose  de  emitir  por  cuenta  de  estas 
sociedades  y asociaciones,  mediaute  la  comisión  que 
estipulen,  séries  especiales  de  cédulas  que  unan  á la 
garantía  hipotecaria  de  las  propiedades  á que  corres- 
pondan y á la  de  la  sociedad  ó asociación  por  cuya 
cuenta  la  emisión  se  haga,  la  subsidiaria  del  capital 
social  del  Banco. 

Art.  47.  Será  inversión  preferente  para  los  cau- 
dales de  las  Cajas  de  ahorros  establecidas  bajo  la  pro- 
tección de  la  Administración  pública,  después  de  los 
préstamos  á las  ciases  necesitadas  con  arreglo  á sus 
estatutos,  la  de  anticipos  A los  agricultores  y á sus 
asimilados,  con  garantía  pignoraticia  ó hipotecaria. 

DISPOSICION  FINAL. 

Art.  48.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes,  Rea- 
les decretos,  reglamentos  y órdenes  que  se  opongan 
á lo  establecido  en  la  preseute  ley. 

Palacio  del  Congreso  22  de  Diciembre  de  1886. 
José  Canalejas  y Mendez,  presidente.=José  de  Cár- 
nica. =Alberto  Aguilera.  = Benigno  Quiroga  López 
Ballesteros.=Andrés  Mellado.=Vicente  Santamaría 
de  Paredes,  secretario. 


APÉNDICE  73.°  AL  NÚM.  2 


DIARIO 


DE  LAS 


SESIONES  DE  COBTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proywlo  de  ley  municipal  ( reproducido ) presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  la 

Gobernación. 


A I-AS  CORTES. 

El  actual  proyecto  de  ley  muuicipal  es  sustan- 
cialinente  el  mismo  que  el  Ministro  que  suscribe  tuvo 
el  liouor  de  presentar  á las  Cortes  cu  la  sesión  del  16 
de  Diciembre  de  1882.  Ai  revisarlo,  solo  se  han  intro- 
ducido en  él  ligeras  reformas,  aclarando  algunos  pun- 
tos, aceptando  en  varios  el  método  ó la  redacción  de 
los  diversos  proyectos  que  con  posterioridad  se  han 
formulado,  y trascribiendo  en  lo  que  se  refiere  A em- 
préstitos de  los  Municipios,  el  capítulo  correspon- 
diente del  proyecto  de  ley  de  gobierno  y administra- 
ción local,  presentado  en  Diciembre  de  1884,  y que 
í su  vez  concordaba  en  la  materia  con  otros  proyec- 
tos anteriores. 

Aparte  de  estas  modificaciones,  solo  contiene  el 
proyecto  la  de  haber  consignado  como  disposiciones 
transitorias  los  preceptos  del  primitivo  sobre  la  ca- 
pacidad electoral  para  las  elecciones  de  concejales, 
con  objeto  de  impiantar  desde  luego  esta  ampliación 
del, sufragio,  sin  perjuicio  de  lo  que  sobre  ese  punto 
resuelvan  definitivamente  las  Córtes  ai  discutir  y 
acordar  la  ley  electoral  para  toda  ciase  de  cargos, 
que  id  Gobierno,  cumpliendo  los  compromisos  políti- 
cos que  tiene  contraidos,  ha  de  someter  también  á 
sus  deliberaciones. 

No  es,  pues,  necesario  que  al  reproducir  aquel 
proyecto  con  las  alteraciones  indicadas,  se  expongan 
de  nuevo  los  fundamentos  de  las  reformas  que  se  pro- 
ponen respecto  A la  legislación  vigente. 

Basta  recordar  que  las  más  importantes  se  refie- 
ren A ensanchar  los  límites  del  sufragio,  establecien- 
do para  las  elecciones  municipales  la  misma  capaci- 
dad electoral  decretada  por  las  Córtes  en  la  ley  de  29 
de  Agosto  de  1882  para  las  Diputaciones  provincia- 

y á encomendar  exclusivamente  A los  Ayuntar 
alientos  la  elección  de  sus  alcaldes  y tenientes;  A des- 


centralizar la  administración  municipal,  haciendo 
que  las  alzadas  gubernativas  terminen  por  regla  ge- 
neral en  las  Diputaciones  provinciales,  sin  desaten- 
der por  esto  las  facultades  que  la  Constitución  enco- 
mienda al  Gobierno  para  corregir  las  extralimitacio- 
nes y velar  por  los  intereses  generales,  y A reforzar 
como  medida  correlativa  A esa  descentralización  las 
prescripciones  que  tienden  A moralizar  la  gestión  de 
los  Ayuntamientos,  y á hacer  fácilmente  exigible  la 
responsabilidad  personal  en  que  puedan  incurrir  sus 
individuos. 

Dentro  de  estas  líneas  generales  se  encaminan  to- 
das las  reformas  A los  mismos  fines,  procurando  dotar 
á los  pueblos  de  una  administración  emanada  direc- 
tamente en  todas  sus  partes  de  los  votos  de  los  admi- 
nistrados, libre  en  la  gestión  de  sus  peculiares  inte- 
reses y personalmente  responsable  de  sus  actos. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  expuestas  ya 
con  mayor  extensión  al  presentar  el  proyecto  de  1882, 
el  Ministro  que  suscribe,  autorizado  por  S.  M.,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  tiene  el  honor  de 
proponer  A las  Córtes  la  aprobación  del  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY  MUNICIPAL 

TITULO  PRIMERO. 

De  los  términos  municipales  y de  sus  habitantes. 

CAPITULO  PRIMERO. 

De  los  términos  municipales. 

Artículo  l.°  Es  Municipio  la  asociación  legal  de 
todas  las  personas  que  residen  en  un  término  muni- 
cipal. 

Su  representación  legal  corresponde  al  Ayunta- 
miento. 
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Al  t.  2."  Son  circunstadcias  precisas  para  consti- 
tuir Municipio: 

!•*  Que  no  baje  de  2.000  el  número  de  sus  habi- 
tantes residentes. 

2. '1  Que  tenga,  ó se  le  pueda  señalar,  un  territo- 
rio proporcionado  á las  necesidades  de  su  población. 

3. a  Que  pueda  sufragar  los  gastos  municipales 
obligatorias  con  los  recursos  ordinarios. 

Los  actuales  Municipios  podrán  subsistir,  sin  em- 
bargo, tal  como  hoy  se  hallan  constituidos,  aun  cuan- 
do no  reúnan  la  primera  circunstancia. 

Art.  3.u  Los  términos  municipales  pueden  ser  su- 
primidos por  agregación  total  á uno  ó varios  térmi- 
nos colindantes,  y pueden  ser  alterados  por  segrega- 
ción de  parte  de  un  término,  bien  sea  para  consti- 
tuir, por  sí  ó con  otra  ú otras  porciones,  Municipio 
independiente,  ó bien  para  agregarse  á uno  ó á varios 
de  los  términos  colindantes. 

Art.  4.“  Procede  la  supresión  de  un  Municipio  y 
su  agregación  á otro  ó á varios  de  los  colindantes: 

1. “  Cuando  no  retina  las  circunstancias  2.a  ó 3.a 
del  art.  2.° 

2. °  Cuando  por  no  llegar  á 2.000  el  número  de 
sus  habitantes  residentes,  ó por  otros  motivos  funda- 
dos, lo  acuerden  los  Ayuntamientos  interesados  y la 
mayoría  de  los  vecinos  del  Municipio  de  cuya  supre- 
sión se  trate. 

3. "  Cuando  por  ensanche  y desarrollo  de  edifica- 
ciones lleguen  á reunirse  los  pueblos  y no  sea  fácil 
determinar  sus  límites  para  ios  efectos  administrati- 
vos y económicos,  en  términos  que  resulten  perjui- 
cios notorios  para  la  Hacienda  municipal  de  uno  de 
los  dos  pueblos. 

En  este  caso,  el  Municipio  que  tonga  ménos  po- 
blación de  derecho  se  agregará  siempre  al  mayor. 

Art.  5.“  Procede  la  segregación  de  parte  de  un 
término  para  agregarla  á otro  ú otros  existentes, 
cuando  lo  acuerden  la  mayoría  de  los  vecinos  de  la 
porción  que  haya  de  segregarse  y los  Ayuntamien- 
tos de  los  Municipios  á que  haya  de  agregarse,  siem- 
pre que  la  segregación  pueda  tener  electo  sin  perju- 
dicar los  intereses  legítimos  del  resto  del  Municipio 
primit  ivo,  y reúna  este,  después  de  verificada,  las  con- 
diciones expresadas  en  el  art.  2." 

Guando  una  parte  de  un  término  municipal  sepa- 
rada de  la  capital  del  mismo  se  halle  próxima  á otra 
población  de  mayor  vecindario  y de  distinto  término, 
procederá  también  la  segregación  de  aquella  parte  del 
primer  término  para  agregarla  al  segundo,  cuando 
de  la  proximidad  resulten  perjuicios  notorios  para  la 
Hacienda  municipal  de  uno  ó de  los  dos  pueblos. 

La  segregación  de  parte  de  un  término  municipal 
para  constituir  por  sí  ó en  unión  de  otras  porciones 
de  términos  colindantes  Municipio  independiente, 
puede  hacerse  mediante  acuerdo  de  la  mayoría  do  los 
vecinos,  de  las  partes  interesadas  y de  todos  los  Ayun- 
tamientos, siempre  que  no  se  perjudiquen  intereses 
legítimos  de  ninguno  de  los  pueblos,  y que  tanto  los 
nuevos  términos  que  hayan  de  formarse,  como  los 
primitivos,  reúnan  las  condiciones  expresadas  en  el 
art.  2.° 

Art.  6.  Los  expedientes  sobre  suspensión  ó segre- 
gación de  Municipios  y términos  se  incoarán  por  la 
Diputación  provincial,  de  oficio,  por  excitaooín  dol 
gobernador  de  la  provincia  ó á instancia  dol  Ayun» 
miento  ti  de  la  mayoría  de  los  vecinos  de  cualquiera 
do  ios  pueblos  interesado!»,  U Diputación  remitir;!  *1 


proyecto  de  reforma,  con  un  plano  de  la  misma  y una 
Memoria  en  que  exprese  la  causa  do  las  comprendi- 
das en  los  dos  artículos  anteriores  que  la  motive,  á 
cada  uno  de  los  Ayuntamientos  para  que  la  expongan 
al  público  por  término  do  treinta  dias,  con  objeto7 de 
que  los  vecinos  puedan  presentar  por  escrito  cuantas 
observaciones  estimen  oportunas.  Dentro  del  mismo 
plazo,  el  Ayuntamiento  hará  constar  en  el  expediente 
la  voluntad  do  la  mayoría  de  ios  vecinos  del  término 
ó de  las  porciones  interesadas,  en  los  casos  en  que  su 
acuerdo  sea  necesario,  empleando  para  ello  los  proce- 
dimientos que  considere  más  conducentes  según  la 
localidad. 

Trascurrido  el  término  de  treinta  dias,  el  Ayun- 
tamiento, dentro  de  otro  plazo  igual,  dictará  acuerdo 
sobre  el  proyecto,  y remitirá  el  expediente  á la  Dipu- 
tación con  lodos  los  antecedentes  y documentos  jus- 
tificativos de  su  acuerdo. 

La  Diputación  resolverá,  y su  acuerdo  será  ejecu- 
tivo cuando  sea  adoptado  de  conformidad  con  los 
Ayuntamientos  interesados. 

Cuando  la  Diputación  no  resuelva  de  conformidad 
con  éstos;  cuando  los  Ayuntamientos  interesados  no 
estuvieren  conformes  entre  sí,  ó cuando  la  mayoría 
de  los  habitantes  de  los  grupos  de  población  que  ha- 
yan de  agregarse  no  estuviese  de  acuerdo  con  su  res- 
pectivo Ayuntamiento,  se  otorgará  en  el  expediente 
el  recurso  de  alzada  contra  el  acuerdo  de  la  Diputa- 
ción para  ante  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  el  cual 
propondrá  la  resolución  definitiva  al  Consejo  de  Mi- 
nistros, prévio  informe  de  la  Dirección  del  Instituto 
geográfico  y audiencia  del  Consejo  de  Estarlo  ea 
pleno. 

Art.  7.°  Resuelto  ejecutoriamente  el  expediente 
de  agregación  ó segregación,  los  Ayuntamientos  in- 
teresados practicarán  de  común  acuerdo  el  deslinde 
de  los  términos  y la  división  de  bienes,  aprovecha- 
mientos, usos  públicos  y crédi/os,  sin  perjuicio  de  los 
derechos  de  propiedad  y servidumbres  públicas  exis- 
tentes. 

Si  no  hubiese  acuerdo,  se  observará  lo  dispuesto 
en  el  art.  12. 

Art.  8.“  Ningún  "término  municipal  podrá  perte- 
necer á distintas  jurisdicciones  de  un  mismo  orden. 

Art.  9."  Guando  parte  de  un  término  municipal 
seagregue  áotro  de  distinto  partido  judicial  por  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  5.°,  la  agregada  pasará  á 
formar  parte  del  partido  judicial  á que  corresponda 
el  Ayuntamiento  á que  se  agregue. 

Art.  10.  Para  hacer  pasar  un  término  municipal 
de  un  partido  judicial  á otro,  se  oirá  á los  Ayunta- 
mientos del  pueblo  y de  las  cabezas  de  partido,  á la 
Diputación,  al  gobernador  y al  Ministerio  de  Gracia 
y Justicia. 

La  resolución  del  expediente  corresponde  al  Mi- 
nisterio do  la  Gobernación,  con  audiencia  de  las  Sec- 
ciones de  Gobernación  y Gracia  y Justicia  dei  Con- 
sejo de  Estado. 

Art.  1 1.  En  todo  término  municipal  que  se  com- 
ponga de  varios  pueblos  ó grupos  de  población,  habrá 
uno  con  el  carácter  de  capital,  en  donde  estarán  las 
Gasas  Consistoriales,  residirá  el  secretario  del  Ayun- 
tamiento y se  custodiarán  los  papeles  y documentos 
del  Archivo  y Secretarla. 

Para  trasladar  la  capital  del  término  munieij'M 
se  requiere  ol  nowlo  doi  Ayuntamiento  7 (lo  lo  IM* 
yoria  de  loa  voolnoa  dei  Municipio. 
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Ei  expediente  será  resuelto  ejecutoriamente  por 
la  Diputación  provincial  cuando  lucre  unánime  ei 
acuerdo  del  Ayuntamiento.  En  otro  caso  el  acuerdo  de 
la  Diputación  será  apelable  para  ante  el  Ministerio  de 
la  Gobernación. 

Art.  12.  Las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  los 
límites  de  dos  ó más  términos  municipales  deberán 
someterse  á la  resolución  de  la  Diputación  provincial 
cuando  los  Ayuntamientos  de  que  se  trate  correspon- 
dan á una  sola  provincia,  ó á la  del  Ministerio  de  la 
Gobernación  si  pertenecieren  á provincias  distintas. 

En  uno  y otro  caso,  las  resoluciones  de  la  Di- 
putación provincial  ó del  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción causarán  estado,  y contra  ellas  solo  cabrá  en 
su  caso  ei  recurso  contencioso -administrativo,  que 
podrán  ejercitar  los  Ayuntamientos  y propietarios  in- 
teresados. 

CAPITULO  ÍL 

Be  los  habitantes  en  términos  municipales. 

Art.  13.  Los  habitantes  de  un  término  municipal 
se  dividen  en  residen  Les  y transeúntes. 

Los  residentes  se  subdividen  en  vecinos  y domi- 
ciliados. 

Art.  14.  Es  vecino  todo  español  emancipado  que 
reside  habitualmente  en  un  término  municipal. 

Es  también  vecino  todo  extranjero  que  baya  ob- 
tenido carta  de  naturalización  y se  encuentre  en  el 
caso  del  párrafo  anterior. 

Es  domiciliado  todo  español  que,  sin  estar  eman- 
cipado, reside  habitualmente  en  el  término,  forman- 
do parte  de  la  casa  ó familia  de  un  vecino. 

Es  transeúnte  todo  el  que,  no  estando  compren- 
dido en  los  párrafos  anteriores,  se  encuentra  en  el 
término  accidentalmente. 

Los  militares  en  servido  activo  tendrán  siem- 
pre el  concepto  de  transeúntes,  sea  cual  fuere  el  tiem- 
po de  su  residencia. 

Art.  1 5.  Todo  español  ha  de  constar  empadronado 
como  vecino  ó domiciliado  en  algún  Municipio  para 
poder  hacer  uso  de  sus  derechos  civiles  ó políticos. 

El  que  tuviere  residencia  alternativa  en  varios 
Municipios,  optará  por  la  vecindad  en  uno  de  ellos. 

Nadie  puede  ser  vecino  de  rnás  de  un  pueblo;  si 
alguno  se  hallare  inscrito  en  el  padrón  de  dos  ó más 
pueblos,  se  estimará  como  válida  la  vecindad  última- 
mente declarada,  quedando  desde  entonces  anuladas 
las  anteriores. 

Art.  10.  La  cualidad  de  vecino  es  declarada  de 
oficio,  ó á¡ instancia  de  parte,  por  el  Ayuntamiento 
respectivo. 

Art.  1 7.  El  Ayuntamiento  declarará  de  oficio  ve- 
cino á todo  español  emancipado  que  en  la  época  de 
formarse  ó rectificarse  el  padrón  lleve  dos  años  de  re- 
sidencia fija  en  el  término  municipal. 

También  hará  igual  declaración  respecto  & los  que 
en  las  mismas  épocas  ejerzan  cargos  públicos  que 
exijan  residencia  fija  en  el  término,  aun  cuando  no 
hayan  completado  los  dos  años. 

Se  entenderá  hecha  la  declaración  de  oficio  en  ei 
hecho  de  incluir  á un  individuo  con  el  carácter  de 
vecino  en  ei  padrón. 

Art.  1 8.  El  Ayuntamiento,  en  cualquier  época  del 
ano,  declarará  vecino  á todo  el  que  lo  solicito,  sin  que 
por  olio  quedo  exento  do  satisfacer  las  cargas  muni-  : 
0 ídfi  le  correspondan  hasta  la  fecha  de  la  do*  j 
waolon  on  el  pueblo  do  su  Anterior  residencia» 


El  solicitante  ha  de  probar  que  lleva  en  el  térmi- 
no una  residencia  efectiva  continuada  por  espacio  de 
seis  meses  á lo  ménos,  y que  reúne  las  demás  con- 
diciones del  art.  15. 

Art.  19.  Contra  la  resolución  del  Ayuntamiento 
acordando  ó negando  la  declaración  de  vecindad,  po- 
drá cualquiera  de  los  interesados  en  ella  recurrir  á 
la  Diputación  provincial  dentro  de  los  ocho  dias  si- 
guientes á la  notificación  del  acuerdo,  debiendo  aque- 
lla dentro  del  mes  siguiente  dictar  resolución,  que 
será  ejecutiva. 

Art.  20.  Las  anteriores  disposiciones  sobre  vecin- 
dad solo  se  refieren  á los  españoles  ó extranjeros  na- 
turalizados; debiendo  estarse,  por  lo  que  á los  demás 
extranjeros  hace  referencia,  á las  leyes  especiales  dic- 
tadas ó que  en  lo  sucesivo  se  dictaren  sobre  naciona- 
lidad. 

CAPITULO  III. 

Del  empadronamiento. 

Art.  21.  Es  obligación  de  los  Ayuntamientos  for- 
mar el  padrón  de  todos  los  habitantes  existentes  en 
su  término,  con  expresión  de  su  calidad  de  vecinos, 
domiciliados  ó transeúntes,  nombre,  parentesco  con  el 
cabeza  de  familia,  naturaleza,  religión,  nacionalidad, 
tiempo  de  residencia,  vecindad  de  los  transeúntes, 
puntos  donde  se  encuentran  los  ausentes,  edad,  esta- 
do, profesión  y demás  circunstancias  que  la  estadís- 
tica exija  y el  Gobierno  determine. 

En  el  empadronamiento  se  hará  también  constar 
los  habitantes  que  sepan  leer  y escribir,  para  justi- 
ficar lo  cual  deberán  firmar  las  hojas  de  inscripción 
todos  los  individuos  en  quienes  concurra  aquella  cir- 
cunstancia. 

Respecto  de  los  que  se  hallaren  ausentes  ai  tiem- 
po de  llenarse  dichas  hojas,  se  harán  constar  por  nota 
puesta  en  las  mismas,  bajo  la  responsabilidad  del  ca- 
beza de  familia,  si  saben  leer  y escribir. 

Art.  22.  Cada  cinco  años  se  hará  un  nuevo  em- 
padronamiento, el  cual  será  rectificado  por  apéndices 
todos  los  años  intermedios,  en  ei  mes  de  Diciembre, 
con  las  inscripciones  de  oficio  ó á instancia  de  parte, 
y las  eliminaciones  por  incapacidad  legal,  defunción 
ó traslación  de  vecindad  ocurridas  durante  el  año. 

Los  que  cambien  de  vecindad,  los  padres  ó tuto- 
res de  los  que  se  incapaciten  y los  herederos  y testa- 
mentarios de  los  finados,  están  obligados  á dar  al 
Ayuntamiento  la  declaración  correspondiente,  dentro 
del  plazo  de  quince  dias,  para  que  tenga  efecto  la  eli- 
minación. 

La  omisión  en  el  cumplimiento  de  estas  obliga- 
ciones se  castigará  por  los  alcaldes  con  multa  de  5 á 
25  pesetas. 

Art.  23.  Hecho  el  empadronamiento  quinquenal 
ó su  rectificación  anual,  el  Ayuntamiento  formará 
dos  listas  en  extracto;  una  que  exprese  las  altera- 
ciones ocurridas  durante  el  año,  y otra  comprensiva 
de  todos  los  habitantes  que  resulten  en  el  distrito  al 
ultimarse  la  operación. 

Estas  listas  se  publicarán  antes  del  1.®  de  Enero, 
y estarán,  así  como  el  empadronamiento  y rectifica- 
ciones, á disposición  de  cuantos  quieran  examinar- 
los, en  la  Secretaria  del  Ayuntamiento,  todos  Iqs  dias 
y horas  útiles. 

Art,  24,  En  los  quince  primeros  dias  de  Enoro,  el 
Ayuntamiento  wolMrA  las  reclamaciones  que  cual-» 
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quier  residente  en  el  término  hiciere  contra  el  em- 
padronamiento ó sus  rectificaciones,  y resolverá  acer- 
ca de  ellas  en  lo  restante  del  mes,  consignando  en  el  ¡ 
libro  de  actas  el  acuerdo  que  tome  respecto  á cada 
interesado,  á quien  lo  comunicará  por  escrito  inme- 
diatamente. 

Cuando  las  reclamaciones  tengan  por  objeto  el  que 
se  consigne  en  el  empadronamiento  que  un  habitante 
sabe  ó no  leer  y estribir,  el  Ayuntamiento,  antes  de 
dictar  resolución,  llamará  al  interesado  y le  hará  leer 
y escribir  en  su  presencia. 

La  declaración  hecha  por  el  Ayuntamiento  sobre 
esta  circunstancia  especial,  no  excluye  las  reclama- 
ciones que  puedan  hacerse  en  tiempo  y forma  oportu- 
nos Cuando  se  trate  de  la  inclusión  ó exclusión  de  los 
interesados  en  el  censo  electoral. 

Art.  25.  Contra  la  decison  del  Ayuntamiento  pro- 
cede recurso  de  alzada  para  ante  la  Diputación  pro- 
vincial. 

El  recurso  será  entablado  ante  el  alcalde  dentro 
de  los  tres  dias  siguientes  á la  notificaciaiulel  acuerdo. 

El  alcalde  remitirá  sin  dilación  alguna  el  expe- 
diente á la  Diputación  provincial. 

La  Diputación,  en  término  de  un  mes,  resolverá 
ejecutivamente  en  vista  de  las  razones  alegadas  por 
los  interesados  y el  Ayuntamiento,  y comunicará  á 
éste  su  fallo  con  los  fundamentos  de  hecho  y de  de- 
recho en  que  se  hubiere  apoyado;  después  de  lo  cual, 
y hechas  en  la  semana  siguiente  las  rectificaciones  á 
que  hubiere  lugar,  se  declarará  ultimado  el  padrón  y 
se  publicarán  las  listas  rectificadas. 

Art.  26.  El  padrón  es  un  instrumento  público  y 
fehaciente,  que  servirá  para  todos  los  efectos  de  la 
presente  ley,  de  la  provincial  y de  la  electoral,  salvo 
la  prueba  legal  mente  hecha  en  contrario. 

Los  Ayuntamientos  remitirán  al  gobernador  de  la 
provincia  en  el  último  mes  de  cada  año  económico 
un  resúmen  duplicado,  certificado  por  ei  secretario 
y visado  por  su  presidente,  del  número  de  vecinos 
domiciliados  y transeúntes,  clasificado  en  la  forma 
que  para  el  censo  de  población  determine  el  Cobierno. 

El  gobernador  elevará  uno  de  los  ejemplares  al 
InstiluLo  geográfico  y estadístico  para  todos  los  efec- 
tos que  se  relacionen  con  el  censo. 

CAPITULO  IV. 

De  los  derechos  y de  las  obligaciones  de  los  habitante 
en  los  términos  municipales. 

Art.  27.  Todo  el  que  recurra  á la  autoridad  mu- 
nicipal tiene  derecho  á exigir  del  secretario  un  res- 
guardo en  que  conste  la  demanda  ó la  queja,  y la 
fecha  y la  hora  en  que  hubiere  sido  presentada,  cu- 
yas circunstancias  deberán  consignarse  también  al 
pié  djjl  documento  en  presencia  del  interesado  y en 
los  registros  de  la  Secretaría. 

Art.  28.  Todos  los  habitantes  de  un  término  mu- 
nicipal tienen  acción  y derecho  para  reclamar  con- 
tra los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos,  así  como  para 
denunciar  y perseguir  criminalmente  á los  alcaldes, 
concejales  y vocales  de  la  Asamblea  de  asociados  en 
los  casos,  tiempo  y forma  que  esta  ley  prescribe. 

Art.  29.  Todos  los  vecinos  tienen  participación 
en  los  aprovechamientos  comunales  y en  los  dere- 
chos y beneficios  concedidos  al  pueblo,  así  como  es- 
tán sujetos  á las  bargas  de  todo  género  que  para  los 


servicios  municipales  y provinciales  se  impongan,  en 
la  forma  y proporción  que  esta  ley  determina. 

Los  vecinos  no  entrarán  en  el  disfrute  de  la  parte 
que  en  los  aprovechamientos  les  haya  sido  adjudica- 
da,  salvo  lo  dispuesto  en  la  regla  3.a  del  art.  69,  sino 
en  cuanto  acrediten  estar  al  corriente  en  el  pago  de 
todas  sus  obligaciones  con  el  presupuesto  rnunicipaL 

Art.  30.  Para  cuanto  se  refiere  á la  administra- 
ción económica  municipal  y á los  derechos  y obliga- 
ciones que  de  ella  emanan  respecto  á los  residentes, 
tendrán  la  consideración  de  propietarios  por  las  fin-, 
cas  que  labren,  ocupen  ó administren,  los  siguientes: 

1 /'  Los  administradores,  apoderados  ó encargados 
ne  los  propietarios  forasteros,  sin  perjuicio  de  los  ca- 
sos siguientes,  ya  sea  que  por  cuenta  y en  nombre 
de  éstos  se  bailen  al  frente  de  algún  establecimiento 
agrícola,  industrial  ó mercantil  abierto  en  el  término, 
ó ya  se  limiten  á la  cobranza  y recaudación  de  rentas. 

2. °  Los  colonos,  arrendatarios  ó aparceros  de  fin- 
cas rústicas,  residan  ó no  en  el  término  los  propieta- 
rios ó administradores. 

3. °  Los  inquilinos  de  fincas  urbanas  cuando  es 
tuvieren  arrendadas  á una  sola  persona,  y su  dueño, 
administrador  ó encargado  no  residiere  en  el  término 

Art.  31.  Los  extranjeros  gozarán  de  los  derechos 
que  les  corresponden  por  los  tratados  ó por  la  ley  es- 
pecial de  extranjería. 

TITULO  II. 

Del  gobierno  y organización  de  I03  Municipios. 

CAPITULO  PRIMERO. 

De  los  Ayuntamientos  y Juntas  municipales . 

Art.  32.  En  todo  término  habrá  un  Ayuntamien- 
to y una  Junta  municipal. 

Art.  33.  Ei  gobierno  interior  de  cada  término  mu- 
nicipal corresponde  á un  Ayuntamiento,  compuesto <ie 
concejales,  divididos  en  cuatro  categorías: 

Alcaide. 

Tenientes. 

Síndico. 

Regidores. 

Los  concejales  serán  elegidos  por  los  habitantes 
del  Municipio  á quienes  la  ley  electoral  reconozca 
este  derecho,  y en  la  forma  que  la  misma  determina, 
y los  alcaldes,  tenientes  y síndicos,  serán  elegidos  por 
los  concejales. 

Art.  34.  La  Junta  municipal  estará  compuesta: 

1. °  De  todos  los  concejales  del  Ayuntamiento. 

2. °  De  una  Asamblea  de  vocales  asociados  eu  nú- 
mero igual  al  de  concejales,  con  la  excepción  que  es- 
tablece el  art.  48. 

Esta  Asamblea  será  designada  en  la  forma  que 
expresa  ei  capítulo  3.°  de  este  título. 

CAPITULO  II. 

De  la  organización  de  los  Ayuntamientos. 

Art.  35.  Los  términos  municipales  se  dividirán 
en  distritos  y barrios. 

El  censo  de  la  población  determina  el  número  de 
concejales  correspondiente  á cada  Municipio,  y el  de 
tenientes  de  alcalde;  el  número  de  alcaldes  y tenicn- 
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tes  determina  el  de  los  distritos  en  que  se  divide  cada 
término,  y el  número  de  residentes  en  cada  uno  de 
estos  distritos  determina  el  número  de  barrios,  todo 
conforme  á los  siguientes  artículos. 

Art.  36.  El  número  de  tenientes  y regidores  y el 
de  distritos  se  ajustará  á la  siguiente  escala: 


Alcaldes 

Tenientes... 

Regidores. . 

i 

Total  de  con- 
cejales  

Distritos. ... 

Hasta  500  residentes. . . 

1 

» 

5 

6 

i 

De  501  á 800... 

i 

» 

6 

7 

i 

801  á 1.000... 

1 

1 

6 

8 

2 

1.001  á 2.000... 

i 

2 

6 

9 

2 

2.001  á 3.000... 

i 

2 

7 

10 

2 

3.001:1  4.000... 

i 

2 

8 

11 

2 

4.001  á 5.000... 

1 

2 

9 

12 

2 

5.001  á 6.000... 

i 

2 

i 10 

13 

2 

6.001  ¡i  7.000... 

i 

3 

i io 

14 

3 

7.001á  8,000... 

i 

a 

ó 

11 

15 

3 

8.001  :1  9.000... 

1 

3 

! '2 

16 

3 

9.001  á 10.000... 

1 

3 

! 13 

17 

3 

10.001  d 12.000... 

1 

4 

1 13 

18 

4 

12.001  á 14.000... 

i 

4 

14 

19 

4 

14.001  :1  16.000... 

i 

4 

1 1 5 

20 

4 

16.001:1  18.000... 

i 

4 

i 16 

21 

4 

18.001  á 20.000... 

i 

5 

¡ 16 

22 

5 

20.001  :1  22.000... 

i 

5 

i I? 

23 

5 

22.001  :1  24.000... 

l 

5 

i 18 

24 

5 

24.001  :1  26.000... 

l 

5 

19 

25 

5 

26.001  á 28.000... 

1 

6 

19 

26 

6 

28.001  á 30.000... 

1 

6 

20 

27 

6 

30.001  á 32.000... 

1 

6 

21 

28 

6 

32.001  á 34.000... 

1 

G 

22 

29 

6 

34.001  á 36.000... 

1 

7 

22 

30 

7 

36.001  á 38.000... 

1 

7 

23 

31 

7 

38.001  á 40.000... 

1 

7 

24 

32 

7 

40.001  á 45.000... 

1 

8 

24 

33 

8 

45.001  á 50.000... 

1 

8 

25 

34 

8 

50.001  a 55.000... 

1 

8 

26 

35 

8 

55.001  4 60.000... 

1 

8 

27 

36 

8 

60.001:1  65.000... 

1 

8 

28 

37 

8 

65.001  :1  70.000... 

1 

9 

28 

38 

9 

70.001  :1  75.000... 

1 

9 

29 

39 

9 

75.001  á 80.000... 

1 

9 

30 

40 

9 

80.001  d 85.000... 

1 

9 

31 

41 

9 

85.001  á 90.000... 

1 

9 

32 

42 

9 

90.001  á 95.000... 

1 

10 

32 

43 

10 

95.001  :i  100.000.. . 

1 

10 

33 

44 

10 

100.001  d 120.000.. . 

1 

10 

34 

45 

10 

120.001  :í  140.000... 

1 

11 

34 

46 

11 

140.001  d 160.000.. . 

1 

11 

35 

47 

11 

160.001  á 180.000... 

1 

12 

35 

48 

12 

180.001  á 200.000.. . 

1 

12 

36 

49 

12 

200.001  en  adelante. . 

1 

12 

37 

50 

12 

,Los  distritos  en  que  se  divida  cada  término  serán 
próximamente  iguales  en  número  de  habitantes. 

Art.  37.  Cada  distrito  se  dividirá  en  barrios  cuan- 
do contenga  más  de  4.000  habitantes. 

bos  barrios  de  cada  distrito  serán  próximamente 
guales  en  población,  y cada  barrio  quedará  compren- 
dido en  un  solo  distrito. 

Todo  grupo  de  poblaron  separado  del  casco  del 


pueblo  por  una  distancia  mayor  de  un  kilómetro, 
constituirá  barrio,  sea  el  que  fuere  el  número  de  sus 
habitan  les. 

En  cada  barrio  habrá  un  alcalde  del  mismo,  nom- 
brado por  el  Ayuntamiento  de  entre  los  electores  que 
tengan  en  él  su  residencia  fija. 

En  los  pueblos  á que  se  refiere  el  cap.  2.°  del 
LíL.  4.°  de  esta  ley,  desempeñará  sus  funciones  de  al- 
calde de  barrio  el  presidente  de  la  Junta  que  debe 
elegirse  en  conformidad  á los  arts.  87  y siguientes, 
y no  podrá  ser  removido  sino  por  las  causas  que  se 
expresan  en  esta  ley  para  los  alcaldes  y tenientes. 

Art.  38.  La  primera  división  del  término  en  dis- 
tritos y barrios  se  hará  por  el  Ayuntamiento,  confor- 
me á las  prescripciones  de  los  artículos  anteriores;  y 
solo  podrá  ser  alterada  en  el  caso  de  que,  per  el  tras- 
curso del  tiempo,  no  corresponda  á las  condiciones  y 
circunstancias  expresadas. 

Art.  39.  Pueden  ser  concejales  los  vecinos  del 
pueblo  que  siendo  electores  lleven  cuatro  años  por  lo 
ménos  de  residencia  fija  en  el  término  municipal  y 
sepan  leer  y escribir. 

No  necesitan  este  tiempo  los  naturales  del  pueblo 
que,  después  de  una  ausencia  más  ó ménos  prolonga- 
da, hayan  vuelto  á obtener  declaración  de  la  vecindad. 

En  los  pueblos  menores  de  400  vecinos  solo  será 
necesaria  la  condición  de  saber  leer  y escribir  para 
los  alcaldes,  tenientes  de  alcalde  y síndico. 

Art.  40.  En  ningún  caso  pueden  ser  concejales: 

1 . °  Los  diputados  provinciales. 

2. *  Los  diputados  á Córtes  ni  los  Senadores,  ex- 
cepto en  la  capital  de  la  Monarquía. 

3. °  Los  que  cesen  en  el  cargo  de  concejales,  des- 
pués de  haberlo  desempeñado  cuatro  años  consecu- 
tivos. 

Esta  incapacidad  durará  solamente  dos  años. 

4. °  Los  jueces,  fiscales  y secretarios  de  Juzgados 
municipalas;  los  escribancs,  notarios,  secretarios  de 
Ayuntamiento,  recaudadores  de  contribuciones,  re- 
gistradores de  la  propiedad  y otros  funcionarios  cu- 
yos cargos  estén  declarados  incompatibles  con  el  de 
concejal  por  leyes  especiales. 

5. a  Los  militares  en  activo  servicio,  los  oficiales 
generales  en  situación  de  cuartel,  los  jefes  y oficiales 
en  la  de  reemplazo,  ni  los  soldados  en  la  de  reclutas 
disponibles. 

6. °  Los  que  desempeñen  funciones  públicas  retri- 
buidas, aun  cuando  hayan  renunciado  el  sueldo.  Ex- 
ceptúanse  los  funcionarios  que  estén  en  posesión  de 
cargos  obtenidos  en  virtud  de  oposición  en  los  res- 
pectivos distritos  municipales. 

7. °  Los  que  tengan  parte  en  servicios,  contratas 
ó suministros  por  cuenta  del  Ayuntamiento  y sus 
fiadores. 

8. °  Los  deudores  como  segundos  contribuyentes 
á los  fondos  municipales,  provinciales  ó generales,  de- 
clarados tales  por  resolución  ejecutiva  contra  quie- 
nes se  baya  expedido  apremio. 

9. °  Los  que  por  sí  mismos  ó como  apoderados  ó 
representantes  de  otro  tengan  contienda  administra- 
tiva ó judicial  pendiente  con  el  Ayuntamiento  ó con 
los  establecimientos  que  se  hallan  bajo  su  dependen- 
cia ó administración. 

Art.  41.  En  cualquier  tiempo  en  que  después  de 
la  elección  adquiera  un  concejal  alguna  de  las  cua- 
lidades expresadas  en  el  artículo  anterior,  la  incapa- 
cidad que  cada  una  de  ellas  lleva  consigo  producirá 
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su  efecto»  y aquel  en  quien  concurra  perderá  inme- 
diatamente el  cargo. 

La  declaración  de  incapacidad  corresponderá  en 
este  caso  al  Ayuntamiento,  con  la  excepción  del  ar- 
tículo 216,  debiendo  ser  tomado  el  acuerdo  en  sesión 
extraordinaria,  para  la  cual  se  cite  al  interesado,  y 
oyendo  préviamente  sus  explicaciones  ó defensas  si 
concurriere. 

El  acuerdo  del  Ayuntamiento  será  ejecutivo,  sin 
necesidad  de  ratificación,  si  el  interesado  no  interpu- 
siere recurso  de  alzada  para  ante  la  Comisión  provin- 
cial, dentro  de  los  tres  dias  siguientes  á su  notifica- 
ción. 

La  Comisión  provincial  resolverá  definitivamente 
en  sesión  pública  convocada  al  efecto,  prévia  citación 
del  interesado,  y contra  su  acuerdo  no  procederá  re- 
curso alguno  en  la  vía  gubernativa. 

Art.  42.  Las  elecciones  de  concejales  se  verifica- 
rán el  primer  domingo  del  mes  de  Mayo,  sujetándose 
á lo  dispuesto  en  la  ley  electoral. 

Art.  43.  Si  por  cualquier  motivo  no  se  hubiese 
nombrado  el  nuevo  Ayuntamiento  para  el  primer  dia 
del  mes  de  Julio,  seguirá  el  del  año  anterior  hasta 
que  la  elección  se  verifique  y tome  posesión  el  nue- 
vamente nombrado. 

Art.  44.  Los  Ayuntamientos  se  renovarán  por  mi- 
tad de  dos  en  dos  años,  saliendo  en  cada  renovación 
los  concejales  más  antiguos. 

En  los  casos  de  renovación  ordinaria  ó extraordi- 
naria ó de  elección  parcial,  la  elección  de  los  conce- 
jales se  hará  por  los  mismos  colegios  electorales  que 
hubiesen  hecho  la  de  los  salientes. 

Art.  45.  Se  procederá  á la  elección  parcial  cuan- 
do medio  año  antes,  por  lo  ménos,  de  las  elecciones 
ordinarias,  ocurran  vacantes  que  asciendan  á la  ter- 
cera parte  del  número  total  de  concejales. 

Si  las  vacantes  ocurrieren  después  de  aquella  épo- 
ca, ó dentro  de  ella  ascendieren  al  número  indicado, 
serán  cubiertas  interinamente  hasta  la  primera  elec- 
ción ordinaria  por  los  que  el  gobernador  designe  de 
los  (pie  en  épocas  anteriores  hayan  pertenecido  por 
elección  al  Ayuntamiento. 

La  designación  deberá  recaer  en  los  que  hayan 
sido  elegidos  concejales  en  alguna  de  las  dos  eleccio- 
nes más  próximas,  y que  figurasen  en  la  mitad  supe- 
rior de  la  escala  por  órden  del  número  de  votos  ob- 
tenidos. 

Los  concejales  interinos  no  tendrán  más  atribu- 
ciones que  las  de  asistir  con  voz  y voto  á las  sesiones 
del  Ayuntamiento,  y no  podrán  ser  nombrados  alcal- 
des, tenientes  ni  síndicos  mientras  haya  concejales 
propietarios. 

En  ningún  caso  gozarán  de  los  derechos  electora- 
les concedidos  por  las  leyes  á los  concejales  propie- 
tarios. 

Art.  46.  Los  Ayuntamientos  darán  cuenta  de  to- 
das las  vacantes  al  gobernador,  el  cual,  cuando  estas 
asciendan  á la  tercera  parte  del  total  de  concejales,  y 
en  el  preciso  término  de  diez  dias,  nombrará  los  con 
cejales  interinos  ó mandará  proceder  á la  elección 
dentro  de  un  plazo  que  no  baje  de  quince  dias  ni  ex- 
ceda de  veinte,  contados  desde  que  el  acuerdo  sea 
comunicado  al  Ayuntamiento  respectivo,  ajustándose 
á lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior. 

Art.  47.  Para  los  efectos  de  esta  ley,  en  cuanto  al 
tu  ruó  de  salida,  serán  considerados  los  electos  en  casos 
de  vacante  como  los  concejales  á quienes  reemplacen. 


CAPITULO  III. 

Dfí  la  organización  de  la  Jaula  municipal. 

Art.  48.  Los  vocales  de  la  Asamblea  de  asociados 
que  con  el  Ayuntamiento  constituye  la  Junta  muni- 
cipal conforme  al  art.  34,  serán  designados  por  sor- 
teo entre  los  contribuyentes  del  término. 

Se  exceptúan  los  Municipios  de  ménos  de  800  ha- 
bitantes, en  los  cuales  todos  los  vecinos  contribuyen- 
tes  tendrán  el  carácter  de  vocales  asociados. 

Art.  49.  Serán  iucluidos  en  el  sorteo  todos  los  ve- 
cinos que  hayan  de  contribuir  por  repartimiento  á 
sufragar  las  cargas  municipales,  y donde  no  hubiere 
repartimiento,  los  que  paguen  contribución  directa 
ai  Estado. 

Quedan,  sin  embargo,  exceptuados  los  que  no  ten- 
gan capacidad  para  ser  concejales,  los  que  lo  fueren 
á la  sazón,  sus  socios  y parientes  dentro  del  tercer 
grado  civil,  y los  empleados  y dependientes  del  Ayun- 
tamiento. 

En  los  pueblos  que  no  excedan  de  2.000  habitan- 
tes, la  exclusión  por  parentesco  se  limitará  al  segun- 
do grado. 

Art.  50.  Para  hacer  la  designación  de  los  vocales, 
los  contribuyentes  serán  repartidos  en  secciones,  en 
conformidad  á las  siguientes  reglas: 

1. a  El  número  de  secciones  será  determinado  en 
una  de  las  cuatro  primeras  sesiones  que  celebre  el 
Ayuntamiento  después  de  la  renovación  bienal,  en 
conformidad  al  vecindario  del  pueblo  y á la  cuantía 
y clase  de  riqueza  del  mismo,  no  siendo  en  ningún 
caso  menor  que  el  de  la  tercera  parte  de  los  conce- 
jales. 

2. a  Ingresarán  en  cada  sección  los  vecinos  cuyo 
origen  de  renta,  profesión  ó industria  tenga  entre  sí 
más  analogía  con  arreglo  á las  agremiaciones  y cla- 
sificaciones para  el  pago  de  las  contribuciones  direc- 
tas, de  suerte  que  los  individuos  de  una  misma  dase 
contributiva  no  formen  parte  de  secciones  diferentes. 
Los  vecinos  que  contribuyan  por  más  de  uu  concep- 
to ó acumulen  dos  ó más  industrias,  ingresarán  en 
uua  sección  á su  elecciOD. 

3. a  En  las  poblaciones  donde  no  se  pueda  hacer 
distribución  de  clase  por  ser  uniforme  el  concepto 
contributivo  de  sus  habitantes,  ó por  no  tener  ramos 
industriales  cuya  importancia  exija  la  formación  de 
una  sección  especial,  la  división  de  éstas  tendrá  lu- 
gar por  calles,  barrios  ó parroquias. 

Esto  mismo  se  verificará  cuando  alguna  de  las 
secciones  formadas  según  la  regla  anterior  resultare 
tan  numerosa  que  comprenda  por  sí  sola  la  cuarta 
parte  del  número  de  los  vocales  asociados  de  la  Junta 
municipal. 

4. a  A cada  sección  se  designará  el  número  de 
vocales  ó asociados  que  corresponda  en  proporción 
al  importe  de  las  contribuciones  ó repartimientos 
municipales  que  paguen  todos  sus  individuos,  rela- 
cionado con  el  total  que  se  pague  en  el  término  mu- 
nicipal. 

Art.  51.  El  Ayuntamiento,  antes  de  finalizar  el 
primer  mes,  contado  desde  su  constitución,  publica- 
rá el  resultado  de  la  formación  de  secciones,  contra 
I el  cual  podrá  reclamar  cualquier  interesado  en  el 
término  de  ocho  dias,  para  ante  la  Diputación  pro- 
vincial. 

La  Diputación  resolverá  necesariamente  dentro 
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de  los  quince  dias  siguientes,  y su  acuerdo  será  eje- 
cutivo. 

Art.  52.  Ultimará  así  la  formación  de  secciones 
el  Ayuntamiento  en  sesión  pública  anunciada  con 
dos  dias  de  anticipación  en  la  forma  ordinaria  y una 
hora  antes  en  el  misino  dia,  á toque  de  campana  ó 
por  los  medios  que  se  estimen  más  adecuados  en  cada 
localidad;  procederá  al  sorteo  de  los  vocales  asocia- 
dos entre  las  secciones,  y hará  inmediatamente  pu- 
blicar el  resultado. 

La  Junta  deberá  quedar  definitivamente  consti- 
tuida dentro  del  segundo  mes  siguiente  á la  consti- 
tución del  Ayuntamiento. 

Los  elegidos  desempeñarán  su  cargo  durante  todo 
el  bienio  de  su  elección  y hasta  que  quede  constitui- 
da la  Junta  en  el  siguiente. 

Art.  53.  El  Ayuntamiento  admitirá  y resolverá 
cu  término  de  ocho  dias  las  excusas  y oposiciones, 
procediendo  á nuevo  sorteo,  si  hubiese  lugar,  sin 
perjuicio  del  recurso  de  alzada  para  ante  la  Comisión 
provincial  en  la  forma  establecida  en  el  art.  65  de 
esta  ley. 

Art.  54.  Siempre  que  ocurra  una  vacante  en  el 
número  de  vocales  asociados,  se  procederá  á nuevo 
corteo  en  la  sección  á que  corresponda  aquélla,  con 
las  formalidades  del  art.  52,  á fin  de  que  siempre  esté 
completo  su  número. 


TITULO  III. 


De  la  constitución  de  los  Ayuntamientos. 

Arl.  55.  El  primer  dia  del  año  ecouómico,  des- 
pués de  hecha  la  elección  ordinaria,  cesarán  en  sus 
cargos  los  concejales  salientes  y Lomarán  posesión 
los  electos. 

El  presidente  del  Ayuntamiento  saliente  concu- 
rrirá á este  acto  para  recibir  á los  nuevos  concejales 
é instalarlos  en  sus  cargos,  y se  retirará  en  seguida 
cou  los  demás  concejales  salientes  (pie  hubieren  asis- 
tido al  acto. 

Art.  56.  Reunido  el  nuevo  Ayuntamiento  bajo  la 
presidencia  interina  del  concejal  de  más  edad,  el  se- 
cretario leerá  la  lista  de  los  concejales  elegidos,  co- 
locándolos por  el  órden  del  número  de  votos  que  cada 
uno  haya  obtenido.  Si  contra  esta  lista  se  hiciere  al- 
guna reclamación  sobre  el  órden  en  que  los  conce- 
jales hayan  sido  colocados,  se  confrontará  con  el  acta 
general  de  escrutinio,  y sin  más  trámites  ni  discusión 
alguna  se  aprobará  por  el  Ayuntamiento,  ó se  acor- 
dará hacer  en  el  acto  en  ella  las  modificaciones  pro- 
cedentes. 

Si  resultaran  dos  ó más  concejales  elegidos  por 
i.nuil  número  de  votos,  cubrirá  turno  el  de  más  edad. 

Art.  57.  Inmediatamente  procederá  el  Ayunta- 
miento á la  elección  de  alcalde,  verificando  la  vota- 
ron por  medio  de  papeletas  que  los  concejales,  por 
unten  de  votos,  irán  depositando  uno  á uno  en  la  urna 
destinada  al  efecto. 

Terminada  la  votación,  el  presidente  sacará  de  la 
uina  las  papeletas  una  á una,  leyendo  en  voz  alta  su 
contenido.,  que  el  secretario  del  Ayuntamiento  ano- 
bna  en  el  acta.  Los  concejales  tienen  derecho  para 
examinar  y reconocer  en  el  acto  las  papeletas. 

Quedará  elegido  el  que  tenga  mayoría.  En  caso  de 


empate  se  repetirá  la  votación;  y si  hubiese  segundo 
empate,  decidirá  la  suerte. 

Si  resultare  elegido  algún  concejal  que  no  sepa 
leer  y escribir,  la  elección  será  nula  y se  procederá 
á nueva  votación. 

Art.  58.  Proclamado  por  el  presidente  interino  ci 
resultado  de  la  votación,  el  elegido  pasará  á ocupar 
la  presidencia,  y recibirá  las  insignias  de  su  cargo. 

En  seguida,  por  el  mismo  órden,  v uno  por  uno, 
se  procederá  á la  elección  de  tenientes! 

terminada  la  elección  de  los  tenientes,  el  Ayun- 
tamiento elegirá  un  síndico  de  entre  los  individuos  de 
su  seno. 

Es  aplicable  á ambas  elecciones  lo  dispuesto  en  el 
ullimo  párrafo  del  artículo  anterior. 

Art.  59.  Hechas  estas  elecciones  y dada  posesión 
por  el  alcalde  de  los  cargos  de  tenientes  y de  síndico 
á los  concejales  electos,  el  Ayuntamiento  se  declarará 
constituido  y señalará  los  dias  y horas  en  que  ha  de 
celebrar  sus  sesiones  ordinarias,  que  no  serán  ménos 
de  una  por  semana. 

Art.  60.  En  la  primera  sesión  ordinaria,  el  Ayun- 
tamiento nombrará  de  entre  los  electores  á los  alcal- 
des de  barrio.  Los  nombrados  desempeñarán  el  cargo 
de  alcaldes  de  barrio  hasta  la  próxima  renovación 
del  Ayuntamiento,  si  antes  no  fueran  separados  por 
éste. 

Arl.  61.  En  la  misma  sesión  fijará  el  Ayunta- 
miento el  número  de  Comisiones  permanentes  en  que 
lia  de  dividirse,  confiando  á cada  una  todos  los  nego- 
cios generales  de  uno  ó más  ramos  de  los  que  la  ley 
pone  á su  cargo,  y determinará  el  número  de  indivi- 
duos de  que  han  de  componerse. 

Tomados  estos  acuerdos,  se  procederá  inmediata- 
mente á la  elección  de  personas  en  votación  secreta 
y por  papeletas,  quedando  elegidos  los  que  obtuvie- 
ren mayor  número  de  votos,  y decidiendo  la  suerle  en 
caso  de  empate. 

Art.  62.  En  cualquier  tiempo  en  que  el  Ayunta- 
miento lo  estime  conveniente,  podrá  nombrar  Comi- 
siones especiales,  que  serán  elegidas  como  las  perma- 
nentes; pero  cesarán  concluido  que  sea  su  encargo. 

Cuando  nn  alcalde,  teniente  ó síndico  fuere  electo 
para  una  Comisión,  será  su  presidente. 

Art.  63.  Las  vacantes  de  alcaldes,  tenientes  y sin- 
dico, serán  cubiertas  en  la  forma  que  disponen  los  ar- 
tículos 57  y 58. 

Art.  64.  La  investidura  de  alcalde,  teniente  ó sín- 
dico, y los  cargos  de  concejales  y de  vocales  asocia- 
dos, son  gratuitos,  honoríficos  y obligatorios,  y por 
lo  tanto  irrenunciables. 

Pueden,  sin  embargo,  excusarse  de  ser  concejales: 

1. °  Los  mayores  de  sesenta  anos  y los  físicamente 
impedidos. 

2. °  Los  que  hayan  sido  Senadores,  Diputados  á 
Cortes,  diputados  provinciales  ó concejales  hasta  dos 
anos  después  de  haber  cesado  en  sus  respectivos 
cargos. 

Art.  65.  Los  interesados  presentarán  individual- 
mente sus  excusas  ante  el  Ayuntamiento  en  la  prime- 
ra sesión  que  éste  celebre  después  de  constituido, 
acompañando  los  documentos  que  juzguen  necesa- 
rios en  apoyo  de  su  pretensión. 

La  Corporación  municipal,  en  la  segunda  sesión, 
admitirá  ó desechará  la  excusa,  y dará  copia  del 
acuerdo  al  interesado,  pudiendo  éste  alzarse  del  mis- 
mo para  ante  la  Comisión  provincial,  dentro  de  los 
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ocho  dias  siguientes.  Contra  la  resolución  que  esta 
adopte  no  se  dará  recurso  alguno. 

Fuera  de  la  época  determinada  en  este  artículo, 
no  podrán  alegarse  ni  serán  admitidas  las  excusas  á 
que  se  refiero  el  núm.  2.°  del  artículo  anterior. 

Art.  66.  Los  alcaldes,  tenientes  y regidores  no 
tendrán  como  tales  tratamiento  alguno  especial. 

Fin  las  capitales  de  provincia  de  primera  clase 
pueden  los  Ayuntamientos,  con  la  Asamblea  de  aso- 
ciados, conceder  al  alcalde  para  gastos  de  represen- 
tación la  cantidad  que  estimen  necesaria,  siempre  que 
no  exceda  de  la  que  disfrute  el  gobernador  con  el 
mismo  objeto. 

El  alcaide,  los  tenientes  y los  alcaldes  de  barrio 
usarán,  como  símbolo  de  su  autoridad,  las  insignias 
que  el  reglamento  determine. 

TITULO  IV. 

Do  la  administración  municipal. 

CAPITULO  PRIMERO. 

D3  Ioa  atribuciones  de  los  Ayuntamientos. 

Art.  67.  Corresponde  á los  Ayuntamientos  el  go- 
bierno, dirección  y administración  de  los  intereses 
peculiares  de  los  respectivos  Municipios,  ejerciendo 
para  ello  las  funciones  que  por  las  leyes  les  están  co- 
metidas. 

Su  tratamiento  es  el  impersonal. 

Art.  68.  Es  de  la  exclusiva  competencia5]  de  los 
Ayuntamientos  cuanto  tenga  relación  con  los  objetos 
siguientes: 

l.°  Creación  y establecimiento  de  servicios  mu- 
nicipales referentes  al  arreglo  y ornato  de  la  vía  pu- 
blica, comodidad  del  vecindario,  fomento  de  sus  in- 
tereses materiales  y morales  y seguridad  de  las  per- 
sonas y propiedades,  á saber: 

1.  Apertura  y alineación  de  calles  y plazas  y de 
toda  clase  de  vías  de  comunicación. 

IL  Empedrado,  alumbrado  y alcantarillado. 

III.  Surtido  de  aguas. 

IV.  Paseos  y arbolados. 

V.  Establecimientos  balnearios,  lavaderos,  mer- 
cados y mataderos. 

VI.  Cementerios  municipales. 

VII.  Ferias,  mercados  y policía  de  abastos. 

VIII.  Edificios  municipales  y en  general  toda  cla- 
se de  obras  públicas  necesarias  para  el  cumplimiento 
de  los  servicios,  con  sujeción  á la  legislación  especial 
de  obras  públicas. 

IX.  Vigilancia  y guardería  rural. 

2. °  Policía  urbana  y rural,  ó sea  cuauto  tenga  re- 
lación con  el  buen  orden  y vigilancia  de  los  servicios 
municipales  establecidos,  cuidando  de  la  vía  pública 
en  general  y limpieza  de  la  población. 

3. °  Aprovechamiento,  cuidado  y conservación  de 
todas  las  fincas,  bienes  y derechos  pertenecientes  al 
Municipio  y establecimientos  que  de  él  dependan. 

Art.  69.  Corresponde  asimismo  exclusivamente  á ; 
los  Ayuntamientos  arreglar  para  cada  ano  la  divi- 
sion,  aprovechamiento  y disfrute  de  los  bienes  comu-  j 
nales  del  pueblo,  con  sujeción  á las  siguientes  reglas, 
de  conformidad  siempre  con  lo  prevenido  cu  las  leyes 
especiales: 


1 Guando  los  bienes  comunales  no  se  presten  á 
ser  utilizados  en  igualdad  de  condiciones  por  todos 
los  vecinos  del  pueblo,  el  disfrute  y aprovechamien. 
to  será  adjudicado  en  pública  licitación  entre  los  mis* 
mos  vecinos  exclusivamente,  prévias  las  tasaciones 
necesarias  y la  división  en  lotes  si  á ello  hubiere 
lugar. 

2. °  Si  los  bienes  fueren  susceptibles  de  utilización 
general,  el  Ayuntamiento  verificará  la  distribución 
de  los  productos  entre  todos  los  vecinos,  formando  al 
efecto  divisiones  ó lotes,  que  adjudicará  á cada  uno 
con  arreglo  á cualquiera  de  las  tres  bases  siguientes: 

Por  familias  ó vecinos. 

Por  persouas  ó habitantes. 

Por  la  cuota  de  repartimiento,  si  lo  hubiere. 

3. °  La  distribución  por  vecinos  se  hará  con  es- 
tricta igualdad  entre  cada  uno  de  ellos,  sea  cual  fue- 
re el  número  de  individuos  de  que  conste  su  familia, 
ó que  vivan  en  su  compañía  y bajo  su  dependencia! 

La  distribución  por  personas  se  hará  adjudicando 
á cada  vecino  la  parte  que  le  corresponda  en  propor- 
ción al  número  de  habitantes  residentes  de  que  conste 
su  casa  ó familia. 

La  distribución  por  la  cuota  de  repartimiento  se 
verificará  entre  los  vecinos  sujetos  á su  pago,  adju- 
dicando á cada  uno  la  parte  que  en  proporción  á la 
cuota  repartida  le  corresponda.  En  este  caso  se  adju- 
dicará á los  vecinos  pobres  exceptuados  del  pago  una 
proporción  que  no  exceda  de  la  que  corresponde  al 
contribuyente  por  cuota  más  baja. 

4. ®  En  casos  extraordinarios,  y cuando  las  aten- 
ciones del  pueblo  así  lo  exijan,  puede  el  Ayuntamien- 
to acordar  la  subasta  entre  vecinos  de  los  aprovecha- 
mientos comunales  propiamente  dichos,  ó fijar  el  pre- 
cio que  cada  uno  ha  de  satisfacer  por  el  lote  que  le 
haya  sido  adjudicado. 

Art.  70.  Asimismo  les  corresponde  exclusiva- 
mente: 

1. °  Nombrar  y separar,  con  sujeción  á lo  dis- 
puesto en  la  presente  ley  y en  las  especiales,  á todos 
los  empleados  y dependientes  pagados  de  los  fondos 
municipales,  y que  sean  necesarios  para  la  realización 
de  los  servicios  que  están  á su  cargo,  con  la  excep- 
ción del  núm.  5 del  art.  74. 

2. °  Acordar  la  venta  en  pública  subasta  de  los  te- 
rrenos sobrantes  de  la  vía  pública  cuando  constituyan 
solar  edificable,  y de  los  efectos  inútiles. 

3. °  Ceder  por  venta  ó permuta  las  parcelas  que 
por  sí  solas  no  constituyan  solar,  debiendo  ser  la 
venta  por  subasta  entre  los  propietarios  colindantes 
cuando  hubiese  más  de  uno  que  desee  adquirirla. 

Arl.  71.  Todos  los  acuerdos  tomados  por  los  Ayun- 
tamientos en  asuntos  de  su  exclusiva  competencia,  ó 
sean  aquellos  á que  se  refieren  los  artículos  anterio- 
res, sou  inmediatamente  ejecutivos,  sin  perjuicio  de 
la  responsabilidad  civil  ó criminal  en  que  puedan 
haber  incurrido  los  concejales  que  los  hayan  adop- 
tado. 

Art.  72.  Corresponde  también  álos  Ayuntamien- 
tos acordar  por  si  ó con  la  Asamblea  de  asociados,  en 
los  términos  que  más  adelante  se  expresarán,  y non 
sujeción  á las  leyes  especiales,  todo  lo  concerniente 
á los  fines  y servicios  siguientes: 

1. °  Composición  y conservación  de  los  caminos 
vecinales. 

2. °  Policía  de  seguridad,  donde  el  Gobierno  ñola 
tenga  establecida. 
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3.°  Instrucción  primaria. 

4.0  Instituciones  de  beneficencia. 

5.°  Asistencia  médica. 

0. a  Higiene  y salubridad  del  pueblo  y policía  de 
toda  clase  de  cementerios. 

7. °  Asociación  con  otros  Ayuntamientos. 

8. °  Establecimientos  de  prestaciones  personales. 

9. °  Hacienda  municipal,  ó sea  determinación,  re- 
partimiento, recaudación,  inversión  y cuenta  de  todas 
las  rentas  del  Municipio  y de  los  arbitrios  é impues- 
tos necesarios  para  la  realización  de  los  servicios  mu- 
nicipales. 

Art.  73.  Los  acuerdos  que  adopten  los  Ayunta- 
mientos en  los  asuntos  ¿i  que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior serán  ejecutivos,  aunque  contra  ellos  se  inter- 
ponga recurso  de  alzada  para  ante  la  Diputación  pro- 
vincial, excepto  en  el  caso  previslo  en  el  art.  191. 

Art.  74.  Necesitan  la  aprobación  del  gobernador, 
oida  la  Comisión  provincial,  para  ser  ejecutivos  los 
acuerdos  que  adopten  los  Ayuntamientos  sobre: 

1. w  Formación  ó modificación  de  ordenanzas  mu- 
nicipales de  policía  urbana  y rural. 

2. u  Reforma  ó supresión  de  establecimientos  mu- 
nicipales de  beneficencia  ó instrucción. 

3. °  Podas  ó cortas  en  los  montes  municipales, 
con  sujeción  á la  ley  y reglamento  del  ramo. 

4. °  Aprovechamiento  de  aguas  públicas  que  estén 
dentro  de  sns  Facultades. 

r,.°  Nombramiento  de  los  dependientes  del  Muni- 
cipio que  por  su  cargo  hayan  de  usar  armas. 

Art  75.  Necesitan  para  su  validez  la  aprobación 
de  la  Diputación  provincial  los  contratos  relativos  á 
enajenación  ó permuta  de  edificios  municipales,  in- 
útiles para  el  servicio  á que  estuvieren  destinados,  y 
á créditos  particulares  a favor  del  Municipio  y Ios- 
acuerdos  de  los  Ayuntamientos  de  pueblos  menores 
de  4.000  habitantes  para  entablar  pleitos  á nombre 
del  Municipio. 

No  es  necesaria  autorización  para  utilizar  los  in- 
terdictos de  retener  ó recobrar,  y los  do  obra  nueva 
ó vieja,  ni  para  seguir  los  pleitos  en  que  el  Ayunta- 
miento fuere  demandado. 

Art.  7f>.  Es  necesaria  la  aprobación  del  Gobierno, 
previo  informe  de  la  Diputación  provincial  y del  Con- 
sejo de  Estado,  para  la  validez  de  todos  los  contratos 
relativos  á enajenaciones  ó permutas  de  los  bienes 
inmuebles  del  Municipio,  no  mencionados  en  el  ar- 
tículo anterior,  derechos  reales,  títulos  de  la  deuda 
pública  y acciones  ú obligaciones  de  sociedades  de 
crédito  ó de  ferro-carriles  ú obras  públicas,  y á pig- 
noración de  estos  valores  ó constitución  de  hipotecas 
sobre  aquellos  bienes. 

Art.  77.  Siempre  que  en  los  casos  enumerados  en 
los  artículos  anteriores  sea  preciso  obtener  la  autori- 
zación ó aprobación  del  gobernador,  de  la  Diputación 
provincial  ó del  Gobierno,  el  alcalde  cuidará  de  remi- 
lirlos  antecedentes  dentro  de  un  plazo  que  no  exceda 
de  ocho  dias,  contados  desde  la  fecha  del  acuerdo. 

El  gobernador  ú la  Diputación  provincial  resolve- 
rán lo  que  proceda,  dentro  del  plazo  de  treinta  dias, 
contados  desde  el  recibo  do  los  antecedentes;  y con- 
tra su  acuerdo  podrán  acudir  en  alzada  los  Ayunta- 
mientos interesados,  dentro  de  otro  plazo  igual,  para 
ante  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  el  cual,  con  au- 
diencia del  Consejo  de  Estado,  resolverá  sin  ulterior 
recurso  en  un  plazo  que  no  exceda  de  sesenta  dias. 

Dentro  de  este  mismo  plazo  dictará  el  Gobierno 


el  acuerdo  que  proceda  cuando  sea  necesaria  su  apro- 
bación. 

Art.  78.  La  prestación  personal  se  concede  como 
auxilio  para  fomentar  las  obras  públicas  municipa- 
les de  toda  especie:  los  Ayuntamientos  con  las  Jun- 
tas de  asociados  tienen  facultad  para  imponerla  á 
todos  los  habitantes  mayores  de  i 6 y menores  de  50 
años,  exceptuando  los  acogidos  en  los  establecimien- 
tos de  caridad,  los  militares  en  activo  servicio  y los 
imposibilitados  para  el  trabajo. 

El  número  de  dias  no  excederá  de  veinte  al  año  ni 
de  cuatro  consecutivos,  siendo  redimible  cada  uno  por 
el  valor  que  tengan  los  jornales  en  cada  localidad,  el 
cual  se  fijará  en  el  acto  de  acordarse  la  prestación. 

Art.  79.  Es  obligación  para  todos  los  Ayunta- 
mientos la  formación  ó adopción  de  ordenanzas  de 
policía  urbana  y rural. 

Cuando  el  gobernador  no  apruebe  sus  acuerdos 
sobre  formación  ó modificación  de  las  mismas,  y el 
Ayuntamiento  insistiese  en  ellos,  la  resolución  cíe  los 
puntos  á que  se  refiera  la  discordia  corresponderá  al 
Gobierno  previa  consulta  ai  Consejo  de  Estado. 

Ni  en  ellas  ni  en  los  reglamentos  v disposiciones 
que  los  Ayuntamientos  dicten  para  su  ejecución,  se 
contravendrá  á las  leyes  generales  del  país. 

Las  penas  qué  por  infracción  de  las  ordenanzas  y 
reglamentos  impongan  los  Ayuntamientos,  solo  pue- 
den ser  multas  que  no  excedan  de  las  señaladas  en  el 
Código  penal  para  la  corrección  de  las  faltas  cuyo  co- 
nocimiento y castigo  corresponda  á las  autoridades 
administrativas,  con  el  resarcimiento  del  daño  cau- 
sado c indemnización  de  gastos,  y arresto  de  un  dia 
por  cada  5 pesetas  en  caso  de  insolvencia. 

Para  la  exacción  de  las  mullas  y resarcimientos 
ó indcmuizaciones,  se  procederá  en  conformidad  á los 
arts.  205  y 207.  El  juez  municipal  desempeñará 
las  funciones  que.  en  el  último  de  estos  artículos  se 
encomiendan  al  de  primera  instancia. 

Contra  la  imposición  de  la  multa  ó la  determina- 
ción del  importe  do  los  resarcimientos  ó indemniza- 
ciones, puede  el  multado  reclamar  ante  el  gobernador 
de  la  provincia  dentro  del  término  de  los  ocho  dias 
siguientes  al  de  la  notificación  del  acuerdo  en  que  se 
le  haya  impuesto. 

Art.  80.  Los  Ayuntamientos  pueden  representar 
acerca  de  los  negocios  de  su  competencia  á la  Dipu- 
tación y Comisión  provincial,  al  gobernador,  al  Go- 
bierno y á las  Córtes. 

Si  las  autoridades  por  cuyo  conducto  dirijan  las 
representaciones  no  las  dieren  curso  en  el  término  de 
ocho  (lias,  los  Ayuntamientos  podrán  repetirlas  en 
queja  directamente  á los  Poderes  públicos. 

Art.  81.  Es  obligación  de  los  Ayuntamientos  el 
atemperarse  para  dictar  sus  resoluciones,  aun  cuan- 
do se  trate  de  asuntos  declarados  en  esta  ley  de  su 
exclusiva  competencia,  á las  disposiciones  legales  de 
carácter  general  y á lo  prevenido  en  la  presente  ley 
ó en  otras  especiales,  ajustándose  además,  en  los  asun- 
tos en  que  obren  por  delegación,  á las  instrucciones 
que  el  Gobierno  les  comunique. 

Art.  82.  Los  Juzgados  y Tribunales  no  admitirán 
interdictos  contra  las  providencias  administrativas  do 
los  Ayuntamientos  y alcaldes  en  los  asuntos  de  su 
competencia. 

Los  interesados  pueden  utilizar  para  su  derecho 
los  recursos  establecidos  gn  el  capítulo  l.°  del  titu- 
lo G.°  de  esta  ley. 
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CAPITULO  TL 

De  las  asociaciones  de  los  Ayuntamientos. 

Art.  83.  Los  Ayuntamientos  pueden  formar  con 
los  inmediatos  asociaciones  y comunidades  para  cual- 
quiera de  los  fines  siguientes:  construcción  y conser- 
vación de  cementerios  municipales  y caminos  veci- 
nales, guardería  rural,  policía  de  seguridad,  instruc- 
ción,  asistencia  medica,  aprovechamientos  vecinales 
y cualesquiera  otros  objetos  de  su  exclusivo  interés. 

Estas  asociaciones  y comunidades  serán  siempre 
voluntarias;  pero  ios  Municipios  que  uo  pu  lían  aten- 
der con  sus  recursos  , ordinarios  á los  gastos  obligato- 
rios y no  logren  cubrirlos  mediante  la  asociación  con 
otros  Municipios,  se  considerarán  comprendidos  en  el 
niim.  3.°  del  art.  2.°  para  los  electos  del  art.  4.u 

Las  asociaciones  y comunidades  estarán  regidas 
por  una  Junta  compuesta  de  un  delegado  por  cada 
Ayuntamiento,  presidida  por  un  vocal  que  la  Junta 
elija,  que  celebrará  alternativamente  sus  reuniones 
en  las  respectivas  cabezas  de  los  términos  municipa- 
les asociados. 

La  Junta  formará  las  cuentas  y presupuestos,  que 
serán  sometidos  á las  municipales  de  cada  pueblo,  y 
en  defecto  de  aprobación  de  todas  ó de  alguna,  al  go- 
bernador, oyendo  necesariamente  á la  Comisión  pro- 
vincial. 

Art.  84.  El  Gobierno  de  S.  M.  cuidará  de  fomen- 
tar y proteger  por  medio  de  sus  delegados  las  aso- 
ciaciones y comunidades  de  Ayuntamientos  para  los 
fines  que  se  mencionan  en  el  artículo  anterior  ú otros 
servicios  de  índole  ánáloga,  sin  perjuicio  de  los  de- 
rechos adquiridos  basta  boy. 

Cuando  se  produzcan  reclamaciones  sobre  la  ma- 
nera como  actualmente  son  administradas  las  anti- 
guas comunidades  de  tierra,  el  Gobierno,  oyendo  al 
Consejo  de  Estado,  podrá  someter  dichas  comunida- 
des á lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  salvas  las 
cuestiones  relativas  á los  derechos  de  propiedad  has- 
ta hoy  adquiridos  que  quedan  reservadas  á los  tri- 
bunales de  justicia. 

Art.  85.  Cuando  la  mayoría  de  los  Ayuntamien- 
tos partícipes  en  una  comunidad  de  tierras  lo  acuer- 
de, podrá  dividirse  para  su  aprovechamiento  el  terre- 
no mancomunado. 

Las  cuestiones  que  sobre  la  división  se  susciten 
se  resolverán  en  la  forma  establecida  en  el  artículo 
anterior. 

CAPITULO  III. 

De  ¿a  administración  de  los  pueblos  agregados  á un 
término  municipal . 

Art.  80.  Los  pueblos  que  formando  con  otros  tér- 
mino municipal,  tengan  territorio  público,  aguas, 
pastos,  montes  ó cualesquiera  derechos  que  les  sean 
peculiares,  conservarán  sobre  ellos  su  administración 
particular. 

Art.  87.  Para  esta  administración  nombrarán  bie- 
nalmente  una  Junta,  que  se  compondrá  de  un  presi- 
dente y de  dos  ó cuatro  vocales,  elegidos  directamen- 
te unos  y otros  por  los  vecinos  del  pueblo  y de  entre 
ellos  mismos. 

Serán  cuatro  los  vocales  para  los  pueblos  de  00  ó 
más  vecinos,  y dos  cuando  sea  menor  el  vecindario. 

Art.  88.  La  elección  de  presidente  y vocales  in- 
dicados se  hará  con  arreglo  á la  ley  electoral,  pero 


sin  que  trascurran  más  dé  ocho  dias  desde  la  constU 
! lucion  del  Ayuntamiento  del  término,  él  cual  cuidará 
j de  la  ejecución. 

Art.  80.  Elegidos  los  trés  ó cinco  individuos  pára 
la  Junta,  corresponderá  el  cargo  de  presidente  á quien 
haya  obtenido  más  votos,  y si  hubiere  empate,  deci- 
dirá la  suerte. 

Art.  90.  Serán  tachas  para  la  elección  de  indivi- 
duos de  la  Junta,  con  relación  al  pueblo  respectivo, 
las  mismas  que  establece  esta  ley  para  los  cargos  mu- 
nicipales. 

Art.  01.  El  Ayuntamiento  del  término  respectivo, 
inspeccionará  la  administración  particular  á que 
refiere  este  capíluló,  bien  por  su  iniciativa  ó ya  á 
sólicítcd  de  dos  ó más  vecinos  del  pueblo  interesado, 
y tendrá  para  lodos  los  electos  de  ésta  ley  el  carador 
de  superior  jerárquico  de  la  Junta. 

Art.  97.  La  administración  y la  inspección  ex- 
presadas, así  como  las  facultades,  obligaciones  y res- 
ponsabilidades de  la  Junta  y de  sus  vocales,  se  arre- 
glarán á las  prescripciones  de  la  présente  ley  en  todo 
lo  que  no  se  halla  determinado  én  este  capítulo. 

CAPITULO  IV. 

De  ¿as  sesiones  y del  modo  de  funcionar  los  Ayunta- 
mientos. 

Art.  93.  Las  sesiones  del  Ayuntamiento  sétfán 
públicas.  Solo  lo  serán  secreLas  cuando  así  lo  acuerde 
la  mayoría  de  los  concejales  asistentes,  por  ser  los 
asuntos  que  en  ellas  hayan  de  trátárse  relativos  ¡d 
orden  público,  régimen  interior  de  la  Corporación  ó 
por  afectar  al  decoro  de  ésta  ó de  cualquiera  de  sus 
miembros. 

Las  sesiones  se  celebrarán  precisamente,  pena  de 
nulidad,  en  las  Casas  Consistoriales,  salvo  los  casos 
de  fuerza  mayor. 

Estarán  constantemente  anunciadas  en  la  parte 
exterior  de  la  Casa  Consistorial  y en  los  sitios  de  cos- 
tumbre los  dias  y horas  en  que  deban  celebrarse  las 
sesiones  ordinarias. 

Art.  94.  Los  alcaldes,  tenientes  y demás  conce- 
jales están  obligados  á concurrir  puntualmente  á to- 
das las  sesiones,  no  impidiéndoselo  justa  causa,  que 
acreditarán  en  su  caso. 

La  falta  de  asistencia  hace  incurrir  por  cada  vez 
en  una  multa,  con  arreglo  á la  siguiente  escala: 

Eu  los  pueblos  de  más  de  100.000  ha- 


bitantes  25  pesetas. 

Idem  de  más  de  GO.üOO 15 

Idem  de  más  de  30.000 5 

Idem  de  más  de  15.000 4 

Idem  de  más  de  8.000 2 

En  los  demás I 


Esta  disposición  es  aplicable  á los  vocales  de  la 
Junta  municipal  y de  la  Asamblea  de  asociados;  pero 
las  multas  serán  por  cantidad  doble  por  las  faltas  de 
asistencia  á sesión  que  baya  habido  que  convocar  de 
nuevo  por  no  concurrir  á la  primera  citación  número 
suficiente  para  celebrarla. 

Art.  95.  Tanto  el  Ayuntamiento  como  la  Junta 
municipal  y la  Asamblea  de  asociados,  en  toda  sesión, 
antes  de  entrar  á tratar  sobre  los  asuntos  que  hayan 
de  ser  objeto  de  la  misma,  examinarán  las  excusas  de 
los  individuos  de  su  seno  que  habiendo  sido  citados 
rio  baya  ti  asistido,  y resolverán  si  deben  ú no  ser  ad- 
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mitidas,  imponiéndoles  en  otro  caso  la  correspon- 
diente multa,  que  deberá  hacerse  electiva  por  el  al- 
calde dentro  de  los  ocho  dias  siguientes,  sin  perjuicio 
de  que  el  interesado  pueda  acudir  en  alzada  ante  la 
Diputación  provincial. 

Art.  96.  El  concejal  que  faltare  á tres  sesiones 
consecutivas  del  Ayuntamiento  ó Junta  municipal,  y 
fuese  por  ello  multado  con  arreglo  á lo  dispuesto  en 
los  dos  artículos  anteriores,  se  entenderá  que  ha  in- 
currido en  reincidencia  para  los  efectos  del  artícu- 
lo 202. 

ArL.  97.  Los  alcaldes,  tenientes  y demás  conceja- 
les' tienen  voz  y voto  en  las  sesiones  y acuerdos  del 
Ayuntamiento. 

Son  responsables  por  los  acuerdos  que  autoricen 
con  su  voto,  sin  ([lie  por  ningún  concepto  les  sea  per- 
mitido abstenerse  de  emitirlo. 

Art.  98.  La  presidencia  de  las  sesiones  del  Ayun- 
tamiento corresponde  al  alcalde.  En  su  defecto,  pre- 
sidirán los  tenientes  por  el  orden  en  que  bayan  sido 
elegidos,  conforme  ai  art.  58,  y á falta  de  todos  pre- 
sidirán los  regidores  por  el  orden  de  la  lista  á que  so 
refiere  el  art.  56. 

Fd  gobernador  preside  sin  voto  cuando  asiste  á 
las  sesiones  del  Ayuntamiento. 

ArL.  99.  El  alcalde  podrá  convocar  á sesión  ex- 
traordinaria cuando  lo  juzgue  oportuno,  y debe  ha- 
cerlo siempre  que  se  lo  prevenga  el  gobernador,  la 
Diputación  ó Comisión  provincial,  ó lo  reclame  la  ter- 
cera parte  de  los  concejales. 

Art.  100.  En  toda  convocatoria  para  sesión  ex- 
traordinaria se  expresarán  los  asuntos  que  hayan  de 
tratarse  en  ella,  y no  podrá  el  Ayuntamiento  ocupar- 
se de  ningún  otro  en  la  misma  sesión. 

Las  convocatorias  se  harán  por  escrito  con  dos 
dias  de  anticipación  por  lo  ménos,  á no  ser  en  los  ca- 
sos de  mayor  urgencia,  y los  acuerdos  quedarán  su- 
jetos á ratificación  en  la  sesión  ordinaria  inmediata. 

Art.  101.  Toda  sesión  con  carácter  de  ordinaria 
que  se  celebre  fuera  de  los  dias  señalados  conforme 
al  art  59  de  esta  ley  con  la  excepción  de  que  trata 
el  art.  102,  asi  como  cualquiera  extraordinaria  no  con- 
vocada por  el  alcalde  en  la  forma  y con  las  circuns- 
tancias que  previenen  los  artículos  anteriores,  es  nula 
y sin  ningún  valor,  y nulos  también  los  acuerdos  en 
ella  tomados. 

También  serán  nulos  los  acuerdos  que  se  adopten 
oq  sesiones  extraordinarias  sobre  asuntos  no  anun- 
ciados eu  la  convocatoria. 

Art.  102.  Para  que  haya  sesión  se  requiere  la 
presencia  de  la  mayoría  del  total  de  concejales  en 
ejercicio. 

Si  en  la  primera  reunión  no  hubiere  numero  su- 
ficiente para  celebrar  sesión,  se  liará  nueva  citación 
l-ara  4ÍOí*  dias  después,  expresando  la  causa,  y los  que 
concurran  pueden  tomar  acuerdo  siempre  que  pasen 
do  la  tercera  parte. 

Art.  103.  Todo  asunto  sobre  que  haya  de  resol- 
ver el  Ayuntamiento,  será  primero  discutido  v luego 
votado. 

Se  entiende  acordado  lo  que  votaren  la  mitad  más 
uno  de  los  concejales  presentes  en  .sesión. 

Ln  caso  de  empate  se  repetirá  la  votación  en  la 
próxima,  ó en  la  misma  si  el  asunto  tuviere  el 
carácter  de  urgente,  á juicio  de  los  asistentes;  y si 
aquel  se  reprodujere,  el  voto  del  que  presida  será  de- 
C18|V0*  Si  presidiere  el  gobernador  de  la  provincia,  de- 
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oidirá  el  voto  de  aquel  concejal  á quien  sin  esa  cir- 
cunstancia Correspondería  la  presidencia. 

Art.  1 04.  Las  votaciones  serán  nominales  cuando 
no  se  trate  de  asuntos  relativos  á los  mismos  conce- 
jales ó á personas  de  su  familia  dentro  del  cuarto 
grado,  en  cuyo  caso  serán  secretas,  debiendo  salir  de 
la  sesión  mientras  se  discuta  y vote  el  asunto  el  con- 
cejal interesado. 

Art.  105.  El  presidente  no  podrá  levantar  la  se- 
sión antes  de  la  hora  reglamentaria  mientras  haya 
asuntos  señalados  en  la  órden  del  dia,  á no  ser  por 
causa  de  alteración  de  Arden  público. 

Art.  106.  De  cada  sesión  se  extenderá  por  el  se- 
cretario del  Ayuntamiento  uu  acta  en  que  han  de 
constar  los  nombres  del  presidente  y demás  conceja- 
ies  presentes,  los  asuntos  que  se  trataren  y lo  resuelto 
sobre  ellos,  el  resultado  de  las  votaciones  y la  lisLa  de 
las  nominales  cuando  las  hubiere. 

Siempre  constará  en  el  acta  la  opinión  de  las  mi- 
norías y sus  fundamentos. 

El  acta  de  cada  sesión  será  firmada  por  los  con- 
cejales que  hubieren  concurrido  á ella  y por  el  secre- 
tario, dentro  de  los  dias  siguientes  á su  aprobación. 

El  acta  de  la  sesión  inaugural  de  cada  Ayunta- 
miento será  firmada  por  todos  los  que  á ella  concu- 
rran, expresando  los  que  no  sepau  firmar. 

Art.  107.  El  libro  de  actas  del  Ay  un.  amiento  es 
un  documento  público  y fehaciente,  y ningún  acuerdo 
que  no  conste  explícita  y terminantemente  en  el  acta  de 
la  sesión  en  que  se  haya  adoptado  tendrá  valor  alguno. 

Este  libro  estará  foliado  y extendido  en  papel  del 
sello  correspondiente,  y todas  sus  hojas  llevarán  la 
rúbrica  del  alcalde  y el  sello  del  Ayuntamiento. 

Art.  108.  Los  Ayuntamientos  están  obligados  á 
facilitar  á ios  que  las  pidieren  copias  ó certificacio- 
nes de  sus  actas,  acuerdos  y documentos  que  existan 
en  los  Archivos  municipales,  siempre  que  no  sean  de 
carácter  reservado  ó no  so  hayan  tomado  los  acuerdos 
en  sesión  secreta,  no  pudiendó  exigirse  á ios  peticio- 
narios más  que  ei  pago  de  los  derechos  que  estuvie- 
ren establecidos  como  arbitrio  sobre  expedición  de 
certificados. 

Art.  109.  A fin  de  cada  mes  en  las  capitales  de 
provincia  y de  partido  y pueblos  que  tengan  más  de 
4.000  habitantes,  y de  cada  trimestre  en  los  demás, 
se  formará  por  el  secretario  un  extracto  de  los  acuer- 
dos tomados  por  el  Ayuntamiento  durante  el  mismo, 
y aprobado  por  la  Corporación,  se  remitirá  al  gober- 
nador de  la  provincia  para  su  inserción  en  el  Boletín 
oficial . 

Art.  110.  Las  reglas  anteriores  se  aplicarán  á las 
actas  y sesiones  de  la  Junta  municipal  y á las  de  la 
Asamblea  de  vocales  asociados.  Se  llevarán  sus  acias 
en  libros  separados  de  las  del  Ayuntamiento  y con 
análogas  formalidades,  precauciones  y requisitos,  sal- 
vo lo  en  contrario 'dispuesto  por  esta  ley. 

ArL  111.  Los  trámites  de  instrucción  y discusión 
no  servirán  nunca  de  excusa  á los  Ayuntamientos  para 
dilatar  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  las 
leyes  les  imponen. 

CAPITULO  V. 

De.  las  funciones  administrativas  de.  los  alcaldes , tenien- 
tes, síndicos , regidores  y alcaldes  de  barrio. 

Art.  112.  El  alcalde  tiene  el  carácter  de  presiden- 
te del  Ayuntamiento,  y además  el  de  delegado  del  Go- 
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bicrno  en  el  termino  municipal,  cuando  el  Gobierno 
no  haga  uso  de  las  facultades  que  le  confiere  el  ar- 
tículo 224. 

Art.  113.  Gomo  presidente  del  Ayutamiento  co- 
rresponde al  alcalde: 

1. °  Llevar  el  nombre  y representación  de  la  Cor- 
poración municipal  en  todos  ios  asuntos,  salvas  las 
facultades  concedidas  al  sindico. 

2. °  Presidir  las  sesiones  y dirigir  las  discusiones, 
excepto  en  el  caso  previsto  en  el  art.  98. 

3. °  Publicar,  ejecutar  y hacer  cumplir  los  acuer- 
dos del  Ayuntamiento  cuando  fueren  ejecutivos,  pro- 
cediendo, si  fuere  necesario,  por  la  vía  de  apremio  é 
imponiendo  multas,  que  en  cingun  caso  excederán  de 
las  que  establece  el  art.  79,  y arresto  por  insolvencia. 

4. °  Suspender  la  ejecución  de  los  acuerdos  de  los 
Ayuntamientos  en  los  casos  previstos  por  los  artícu- 
los 191  al  193  de  esta  ley. 

r>.°  Trasmitir  á la  Diputación  provincial  y ai  go- 
bernador de  la  provincia,  según  lo  que  en  esta  ley  so 
prescribe,  los  acuerdos  del  Ayuntamiento  que  requie- 
ran la  aprobación  superior  para  ser  ejecutivos  y pu- 
blicarlos, ejecutarlos  y hacerlos  cumplir  cuando  la 
obtuvieren. 

G.°  Elevar  a la  Diputación  provincial,  á la  Comi- 
sión ó al  gobernador  de  la  provincia,  dentro  de  los  pla- 
zos legales,  los  expedientes  en  que  se  hubiere  inter- 
puesto recurso  de  alzada  contra  el  acuerdo  dictado 
por  el  Ayuntamiento. 

7. °  Remitir  al  tribunal  contencioso-administrati- 
vo  de  primera  instancia  los  expedientes  que  por  éste 
le  sean  reclamados  y facilitarle  todos  ios  demás  da- 
tos y documentos  que  le  pida. 

8. °  Trasmitir  á quien  corresponda  las  exposicio- 
nes que  los  Ayuntamientos,  en  uso  de  su  derecho,  hi- 

’cieren  á la  Diputación  ó Comisión  provincial,  al  go- 
bernador de  la  provincia,  Gobierno  ó á las  Córles. 

9. °  Dirigir  todo  lo  relativo  á la  policía  urbana  y 
rural,  dictando  al  efecto  los  bandos  y disposiciones 
que  tuviere  por  conveniente,  conforme  á las  ordenan- 
zas y resoluciones  generales  del  Ayuntamiento  en  la 
materia. 

10.  Autorizar  los  enterramientos  en  los  cemente- 
rios del  Municipio  y vigilar  para  qne  en  ellos  y en  los 
demás  se  cumplan  las  prescripciones  sanitarias  vi- 
gentes. 

1 1.  Dirigir  y vigilar  la  conducta  de  todos  los  de- 
pendientes del  ramo  de  policía  urbana  y rural,  casti- 
garlos con  suspensión  de  empleo  y sueldo  hasta  trein- 
ta días,  y proponer  su  destitución  al  Ayuntamiento. 

1?.  Ejercer  todas  las  funciones  propias  de  orde- 
nador y jefe  de  la  inversión  de  fondos  municipales  y 
su  contabilidad. 

13.  inspeccionar,  activar  y dirigir  en  lo  econó- 
mico y gubernativo  las  obras  y los  establecimientos 
de  beneficencia  y de  instrucción  pública  costeados 
con  fondos  municipales,  con  sujeción  A las  leyes  y 
disposiciones  para  su  ejecución. 

1 4.  Suspender  con  justa  causa  al  secretario  y con- 
tador del  Ayuntamiento,  dando  cuenta  á éste  en  la 
sesión  más  próxima  para  que  la  confirme  ó la  levan- 
te, é incoar  los  oportunos  expedientes  de  destitución 
cuando  A juicio  del  Ayuntamiento  existieren  méritos 
para  ello. 

15.  Presidirlos  remates  y subastas  para  ventas, 
arrendamientos  y servicios  municipales,  ajustándose 
a las  disposiciones  qne  regulen  estos  actos. 


1 G.  Cuidar  de  que  se  presten  con  exactitud  los 
servicios  de  bagajes,  alojamientos  y demás  cargas  pú- 
blicas. 

17.  Desempeñar  cuantas  funciones  especiales  le 
confieran  las  leyes  y reglamentos. 

Art.  1 1 4.  Corno  delegado  del  Gobierno,  corres* 
ponde  al  alcaide: 

1. °  Cuidar  de  la  conservación  del  orden  público 
en  aquellos  puntos  en  que  no  exista  gobernador  ni 
delegado  especial,  x^oniéndose  para  ello  de  acuerdo 
con  las  autoridades  deL  orden  militar  y judicial. 

2. °  Cumplir*  y cuidar,  bajo  su  responsabilidad,  de 
que  se  cumplan  por  el  Ayuntamiento  las  leyes  y dis- 
posiciones de  sus  superiores  jerárquicos  y de  las  an* 
toridades  militares  que  se  refieran  á individuos  del 
ejército  ó á servicios  del  ramo  de  Guerra. 

3. °  inspeccionar  todo  lo  relativo  al  ramo  de  sa- 
nidad é higiene,  tomando  las  providencias  que  estime 
necesarias  para  la  conservación  de  la  salud  pública, 
con  arreglo  á la  legislación  del  ramo. 

4. °  Garantizar  A todos  los  habitantes  del  pueblo 
el  ejercicio  de  sus  derechos. 

5. °  Auxiliar  á toda  clase  de  autoridades  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  prestándoles  el  concurso  que 
le  reclamen,  y falicitar  á los  tribunales  todos  los  (la- 
tos y documentos  que  le  pidan. 

G.°  Ejercer  las  demás  atribuciones  que  le  están 
conferidas  por  esta  ley  ú otras  especiales. 

Art.  1 1 5.  Cuando  los  alcaldes  necesiten  entrar  en 
el  domicilio  de  un  habitante  en  el  pueblo  para  cum- 
plir algún  acuerdo  del  Ayuntamiento  sobre  policía  ó 
sanidad,  ó para  inspeccionar  el  exacto  cumplimiento 
de  las  ordenanzas  municipales,  solicitarán  la  oportu- 
na autorización  del  juez  de  primera  instancia  en  las 
poblaciones  donde  lo  hubiere,  ó del  juez  municipal  en 
caso  contrario,  los  cuales  deberán  concederla  siem- 
pre que  aparezca  demostrada  la  necesidad,  pudicnrlo 
acompañar,  cuando  lo  considere  conveniente,  al  fun- 
cionario administrativo  que  haya  de  practicar  la  vi- 
sita ó inspección  domiciliaria. 

Art.  11G.  Donde  solo  hubiere  un  teniente,  el  al- 
calde y el  teniente  tendrán  cada  uno  á su  cargo  uno 
de  los  distritos  en  que  se  haya  dividido  el  término 
municipal. 

Donde  hubiere  más  de  un  teniente,  los  distritos 
se  dividirán  solo  entre  los  tenientes. 

Art.  1 1 7.  Los  tenientes  ejercerán  cada  uno  en  su 
distrito  las  funciones  que  la  ley  atribuye  ai  alcalde, 
bajo  la  dirección  de  éste,  como  jefe  superior  de  la  ad- 
ministración municipal. 

Los  alcaldes  de  barrio  están  á las  órdenes  (le  los 
tenientes  y ejercen  la  ixirte  de  funciones  administra- 
tivas que  éstos  les  deleguen. 

Art.  118.  Corresponde  al  síndico: 

1. °  Representar  al  Municipio  en  todos  ios  juicios 
en  que  esté  interesado,  pudiendo,  cuando  se  baile  al 
efecto  autorizado  por  el  Ayuntamiento,  otorgar  los 
poderes  necesarios. 

El  síndico  no  podrá  promover  ningún  litigio  ni 
personarse  en  los  que  se  promuevan  contra  el  Ayun- 
tamiento sin  que  éste  lo  acuerde. 

2. °  Censurar  y revisar  todas  las  cuentas  y presu- 
puestos municipales. 

Art.  119.  El  alcalde  necesita  licencia  del  gober- 
nador para  ausentarse  de  su  término  por  más  de  ocho 
dias,  debiendo  expresar  en  la  solicitud  el  nombre  del 
teniente  ó concejal  á quien  corresponda  sustituirle. 
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En  ningún  caso  dejará  de  dar  aviso  previo  al  que 
haya  de  reemplazarle,  y además  lo  comunicará  por 
escrito  al  Ayuntamiento  cuando  la  ausencia  exceda 
do  dos  dias. 

Esto  último  tendrá  también  lugar  cuando  por 
asunto  urgente  tuviese  precisión  do  ausentarse  antes 
de  poder  obtener  licencia  del  gobernador. 

Art.  120.  Los  tenientes  de  alcalde  necesitan  para 
ausentarse  por  más  de  ocho  dias  licencia  del  Ayun- 
tamiento, y en  caso  de  urgencia,  podrá  autorizarles 
para  ello  el  alcalde,  dando  cuenta  al  Ayuntamiento. 

Art.  121.  Los  alcaldes  de  barrio  no  pueden  au- 
sentarse nunca  del  de  su  cargo  por  más  de  veinti- 
cuatro lioras  sin  licencia  del  alcalde,  quien  designa- 
rá persona  que  los  reemplace  durante  su  ausencia. 

Art.  122.  Los  tenientes  reemplazarán  al  alcalde 
cu  todas  sus  atribuciones,  y los  regidores  á los  te- 
nientes por  el  orden  establecido  en  el  art.  98  en  ca- 
sos de  ausencias,  enfermedades  ó vacantes  interinas. 

Art.  123.  No  pueden  los  concejales  sin  licencia 
del  Ayuntamiento  ausentarse  en  dia  de  sesión  ordina- 
ria ó extraordinaria,  ni  por  más  tiempo  que  el  que 
medie  entre  dos  ordinarias. 

Solo  se  podrá  conceder  licencia  á la  par,  á la 
cuarta  parte  del  número  total  de  concejales. 

Art.  124.  Los  concejales  desempeñarán  sus  fun- 
ciones dentro  del  término  municipal,  sin  que  para  su 
ejercicio  puedan  ser  obligados  por  nadie  a salir  de  él. 

CAPITULO  VI. 

De  los  secretarios  de  Ayuntamiento. 

Art.  125.  Todo  Ayuntamiento  tendrá  un  secreta- 
rio pagado  de  sus  fondos. 

Art.  126.  Su  nombramiento  y separación  tendrá 
lugar  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  la  ley  orgánica  de 
la  carrera  de  Administración  local. 

Art.  127.  No  pueden  ser  secretarios  en  propiedad 
ni  interinamente: 

l.°  Los  concejales. 

Los  notarios  y escribanos,  en  tanto  que  des- 
empeñen las  funciones  de  estos  cargos. 

3. °  Los  empleados  activos  de  todas  clases. 

4. °  Los  particulares  ó facultativos  que  tengan 
contratos  ó compromisos  de  servicios  con  el  Ayun- 
tamiento ó común  de  vecinos. 

o.°  Los  que  directa  ó indirectamente  tengan  par- 
t'i  en  servicios,  contratas  ó suministros  por  cuenta 
del  Municipio. 

6*°  Los  que  por  sí  ó como  apoderados  ó repre- 
sentantes de  otro,  tengan  pendiente  cuestión  admi- 
nistrativa ó judicial  con  el  Ayuntamiento  ó con  los 
establecimientos  que  se  bailen  bajo  su  dependencia 
ó administración. 

L Los  deudores  á fondos  municipales  como  se- 
gundos contribuyentes. 

El  cargo  de  secretario  es,  sin  embargo,  compati- 
ble con  cualquier  otro  cargo  municipal  retribuido,  y 
con  el  disfrute  de  pensión,  retiro  ó jubilación,  cuando 
el  total  de  los  haberes  no  exceda  de  Í.250  pesetas 
anuales. 

Art,  128.  Las  obligaciones  de  los  secretarios  de 
Ayuntamiento  son: 

L Llevar  un  registro  diario,  foliado  y numerado, 
cuyas  hojas  rubricará  ei  alcalde,  de  todos  los  docu- 
mentos que  tengan  ingreso  y salida  en  la  Secretaría, 


y otro  registro  historial  con  las  mismas  formalidades 
y por  orden  alfabético,  de  los  expedientes  y asuntos 
en  que  intervenga. 

2. u  Consignar  en  ei  registro  diario,  y por  nota 
puesta  al  pié  de  todas  las  solicitudes  que  se  dirijan 
al  Ayuntamiento,  la  fecha  de  la  presentación,  y dar 
cuenta  de  ellas  ai  alcaide,  y en  el  historial  los  acuer- 
dos que  se  dicten  en  cada  expediente. 

3. "  Asistir  sin  voz  ni  voto  á todas  las  sesiones  de 
la  Corporación  municipal  para  darle  cuenta  de  la  co- 
rrespondencia y de  los  expedientes,  en  la  forma  y orden 
que  el  presiden  Le  le  prevenga. 

4. 1 Redactar  el  acta  de  cada  sesión;  leerla  al  prin- 
cipio de  la  siguiente,  y aprobada  que  sea,  hacerla  tras- 
cribir fielmente  en  ei  libro  destinado  al  efecto,  cui- 
dando de  recoger  las  firmas,  como  previene  el  artículo 
100,  y estampando  la  suya  entera  en  ei  lugar  corres- 
pondiente. 

5. °  Preparar  los  expedientes  para  los  trabajos  de 
las  Comisiones  y la  resolución  del  Ayuntamiento. 

6.  Anotar  bajo  su  firma  en  cada  expediente  la 
resolución  del  Ayuntamiento. 

7. °  Extender  las  minutas  de  los  acuerdos  y reso- 
luciones de  la  Corporación  municipal  y de  las  Comi- 
siones en  su  caso. 

8. °  Preparar  los  expedientes,  anotar  las  resolu- 
ciones y extender  las  minutas  de  los  acuerdos  del  al- 
calde cuando  no  hubiere  secretario  especial  al  efecto. 

9. °  Cersificar  de  todos  los  actos  oficiales  del  Ayun- 
tamiento y del  alcalde  donde  no  hubiere  secretario 
especial,  y expedir  las  certificaciones  á que  hubiere 
lugar. 

Estas,  sin  embargo,  para  ser  valederas,  requieren 
el  V.°  B.°  del  alcalde. 

1 0.  Dirigir  y vigilar  á los  empleados  de  la  Secre- 
taría, de  que  es  jefe,  imponiéudoles  las  correcciones 
á que  se  hagan  acreedores  hasta  ia  de  suspensión  de 
sueldo  por  quince  dias,  y proponer  su  separación  al 
Ayuntamiento  cuando  hubieren  cometido  alguna  falta 
que,  á su  juicio,  mereciese  aquella  pena. 

1 1.  Auxiliar  á las  Juntas  periciales,  sin  retribu- 
ción especial  en  la  confección  de  amillaramientos  y 
repartos. 

12.  Residir  en  el  pueblo  cabeza  del  término  mu- 
nicipal. 

13.  Cualquier  otro  encargo  que  las  leyes  le  atri- 
buyan ó el  Ayuntamieeto  le  confiare  dentro  de  la  es- 
fera y objeto  de  su  empleo. 

Art.  1 2 9.  Donde  no  hubiere  archivero,  será  cargo 
del  secretario  custodiar  y ordenar  el  archivo  muni- 
cipal. Formará  inventario  con  sus  índices  de  todos 
los  papeles  y documentos,  y lo  adicionará  cada  ano 
con  un  apéndice,  del  cual,  así  como  del  inventario, 
remitirá  copia  con  el  V.°  B.°  del  alcalde  á la  Diputa- 
ción provincial. 

Art.  130.  En  los  Ayuntamientos  en  que  no  hubie- 
re contador,  será  cargo  del  secretario  el  desempeño 
de  las  funciones  que  á aquel  encomienda  la  ley. 

Art.  131.  El  secretario  del  Ayuntamiento  io  será 
de  la  Junta  municipal  y de  la  Asamblea  de  asociados. 

Art.  132.  Los  Ayuntamientos,  dentro  de  sus  fa- 
cultades, pueden  imponer  á sus  secretarios  las  correc- 
ciones disciplinarias  que  procedan  por  las  faltas  ó 
abusos  que  cometiereu  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  y 
no  dieren  lugar  á expediente  de  suspensión  ó separa- 
ción, ó á proceso  crimiuai  contra  los  mismos. 

Art.  133.  Los  secretarios  del  Ayuntamiento  lo  se- 
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rán  del  alcalde;  pero  en  las  capitales  de  provincias  y 
en  los  pueblos  de  más  de  25.000  habitantes,  el  alcal- 
de tiene  facultad  para  nombrar  un  secretario  espe- 
cial, cuyo  sueldo  será  determinado  por  la  Junta  mu- 
nicipal. 

Art.  134.  Los  secretarios  de  Alcaldía,  donde  los 
hubiere,  quedarán  en  cuanto  á responsabilidad  igua- 
lados á los  del  respectivo  Ayuntamiento,  salvas  las 
diferencias  consiguientes  en  la  parte  de  atribuciones. 

TITULO  V. 

De  la  Hacienda  municipal. 

CAPITULO  PRIMERO. 

De  ¿os  presupuestos  municipales . 

Art.  135.  El  ano  económico  municipal  será  el 
mismo  que  rija  para  los  presupuestos  y cuentas  ge- 
nerales de  la  Nación. 

Son  aplicables  n la  Hacienda  municipal  las  dispo- 
siciones de  la  ley  de  contabilidad  general  del  Estado, 
en  cuanto  no  se  opongan  á la  presente. 

Art.  136.  Los  Ayuntamientos  formarán  todos  los 
años  un  presupuesto  que  comprenda  los  gastos  que 
por  cualquier  concepto  hayan  de  hacerse  y los  ingre- 
sos destinados  á cubrirlos.  Al  efecto,  constituirán  de 
su  seno  una  de  las  Comisiones  permanentes  de  que 
habla  el  art.  61,  la  cual  redactará  y presentará  al 
Ayuntamiento  en  el  noveno  mes  de  cada  año  econó- 
mico el  proyecto  de  presupuesto  para  el  siguiente. 

Art.  137.  Cuando  para  cubrir  atenciones  impre- 
vistas, satisfacer  alguna  deuda  ó para  cualquier  otro 
objeto  de  importancia  no  determinado  en  el  presu- 
puesto ordinario,  sean  insuílcientes  los  recursos  con- 
signados en  éste,  los  Ayuntamientos  formarán  un 
presupuesto  extraordinario  en  la  misma  forma  y por 
el  mismo  procedimiento  determinado  para  los  ordi- 
narios. 

Art.  138.  Las  deudas  de  los  pueblos  que  no  cstu 
vieren  aseguradas  con  prenda  ó hipoteca,  no  serán 
exigibles  á los  Ayuntamientos  por  los  procedimientos 
de  apremió,  salvo  las  estipulaciones  que  én  contrario 
puedan  hacerse  en  los  casos  que  las  leyes  autoricen. 

Guando  algún  pueblo  fuere  condenado  al  pago  de 
una  cantidad,  el  Ayuntamiento,  en  el  término  de  diez 
dias  después  de  ejecutoriada  la  sentencia,  procederá 
á formar  un  presupuesto  extraordinario,  á no  ser  que 
el  acreedor  convenga  en  aplazar  el  cobro  de  modo 
que  puedan  consignarse  en  los  presupuestos  ordina- 
rios sucesivos  las  cantidades  necesarias  para  el  pago 
del  capital  y rédito  estipulado. 

Art.  i 30.  Si  los  recursos  de  que  pueda  disponer 
el  pueblo  no  fueran  suficientes  á cubrir  sus  deudas, 
ó no  creyese  el  Ayuntamiento  posible  recargar  las 
cuotas  impuestas  á los  vecinos,  y los  acreedores  no 
se  conformaren  con  los  medios  que  se  les  ofrezcan 
para  realizar  sus  créditos,  se  remitirá  el  expediente  á 
la  Diputación  provincial  á fin  de  que,  oyendo  á los 
interesados,  disponga  lo  conveniente  para  que  tengan 
efecto  los  pagos,  sin  perjuicio  de  la  competencia  de 
los  tribunales  ordinarios  para  resolver  acerca  de  la 
legitimidad  y prelacion  de  los  créditos. 

Art.  140.  No  pueden  ser  aplicados  al  pago  y cum- 
plimiento de  servicios  ú obligaciones  permanentes 
los  recursos  consignados  en  los  presupuestos  extraor- 
dinarios ni  los  recursos  del  presupuesto  ordinario  al 
pago  de  atcucióhos  uo  cousi guadas  en  el  mismo. 


Art.  141.  El  proyecto  de  presupuesto,  ya  sea  or- 
dinario, adicional  ó extraordinario,  aprobado  por  el 
Ayuntamiento,  previa  censura  del  sindico,  quedará 
expuesto  al  público  cu  la  Secretaría  del  Ayuntamiento 
por  espacio  de  quince  dias  desde  la  fecha  en  que  se 
haga  el  el  anuncio  en  la  forma  ordinaria. 

Art.  142.  La  Junta  municipal  fijará  definitiva- 
mente el  presupuesto,  y acordará  los  arbitrios  a pro- 
puesta del  Ayuntamiento. 

Art.  143.  La  Junta  municipal  se  reunirá  previa 
citación  personal  y anuncio  en  la  forma  que  estable- 
ce  el  art.  1 73,  y deberá  resolver  antes  del  1 5 de  Mayo. 

Art.  144.  Para  formar  acuerdo  es  necesario  el 
voto  de  la  mayoría  absoluta  del  total  de  vocales  que 
componen  la  Junta.  Si  no  se  reúne  este  numero  en  la 
primera  sesión,  se  procederá  á nueva  convocatoria 
para  ocho  dias  después,  y en  ella  formará  acuerdo  la 
mayoría  de  los  concurrentes. 

En  los  pueblos  menores  de  800  habitantes,  forma- 
rá acuerdo  el  volo  de  la  mitad  más  uno  de  los  con- 
currentes, si  éstos  llegan  á la  cuarta  parte  por  lo 
ménos  del  número  total  de  vecinos  que  tengan  dere- 
cho á componer  la  Junta.  En  caso  de  no  reunirse  este 
número,  se  procederá  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el 
párrafo  anterior. 

Art.  145.  Los  acuerdos  de  la  Junta  son  apelables 
para  ante  la  Diputación  provincial  cuando  por  ellos 
se  infringiere  alguna  disposición  legal. 

Contra  las  resoluciones  de  la  Diputación  provin- 
cial no  cabra  recurso  alguno  en  la  vía  gubernativa. 

Art.  146.  Son  en  todo  caso  ejecutivos,  con  apro- 
bación de  la  Junta  municipal,  y sin  perjuicio  de  los 
ulteriores  recursos  á que  según  esta  ley  hubiere  lu- 
gar, los  presupuestos  extraordinarios  formados  para 
atender  á las  medidas  sanitarias  de  absoluta  urgen- 
cia en  las  calamidades  públicas  y obras  de  carácter 
perentorio,  cuando  el  importe  no  exceda  de  2 péselas 
50  céntimos  por  vecino,  ni  de  la  tercera  parte  del 
presupuesto  ordinario. 

Art.  147.  Terminado  ei  año  económico,  quedarán 
anulados  los  créditos  abiertos  y no  invertidos  duran- 
te su  ejercicio. 

Durante  el  período  de  ampliación,  que  terminará 
el  31  de  Diciembre,  se  ultimarán  las  operaciones  de 
cobranza  de  los  arbitrios  presupuestos,  y las  de  liqui- 
dación y pago  de  los  servicios  realizados  durante  el 
año.  Las  resultas  que  quedaren  después  de  este  perío- 
do, serán  objeto  de  un  presupuesto  adicional,  previas 
las  consiguientes  liquidaciones,  que  se  terminarán 
durante  el  mes  siguiente. 

Art.  14S.  Todos  los  Ayuntamientos  remitirán  al 
Gobierno  de  S.  M.  por  conducto  de  los  gobernadores 
civiles,  resúmenes  de  sus  presupuestos  de  gastos  é 
ingresos  definitivamente  aprobados,  y una  copia  lite- 
ral de  los  mismos  al  gobernador,  dentro  de  los  ocho 
dias  siguientes  á su  aprobación  definitiva. 

Si  en  el  presupuesto  hubiere  dejado  de  consignar- 
se algún  gasto  ó ingreso  necesario,  ó los  impuestos 
establecidos  se  hallaren  en  oposición  con  el  sistema 
tributario  del  Estado,  el  gobernador  devolverá  los  pre- 
supuestos al  Ayuntamiento  para  que  éste  subsane  el 
defecto. 

SECCION  PRIMERA. 

Do  los  gastos. 

Art.  1 49.  I .os  presupuestos  ordinarios  contendrán 
precisamente  las  partidas  necesarias  para  alcudsr  y 
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llenar  los  servicios  que,  según  esta  ley  ú otras  espe- 
ciales, sean  obligatorios  para  los  Ayuntamientos. 

Art.  150.  También  se  consignarán  en  los  presu- 
puestos ordinarios  las  partidas  necesarias  para  aten-  ¿ 
tler  á los  gastos  siguientes: 

1. °  Personal  y material  de  las  dependencias  y ofi- 
cinas. 

2. °  Pensiones,  ceusos  y cargas  de  justicia  que  pe- 
sen sobre  los  fondos  municipales,  así  como  las  deu- 
das reconocidas  y liquidadas,  intereses  y amortiza- 
ción de  préstamos  y consecuencias  de  contratos. 

3. °  Fomento  dei  arbolado. 

4. °  Medios  preventivos  y de  socorro  contra  incen- 
dios y de  salvamento  en  las  poblaciones  marítimas. 

5. °  Conservación  del  cementerio  municipal. 

G.°  Suscricion  ai  Boletín  oficial  de  la  provincia  en 
todos  los  Ayuntamientos,  y á la  Gaceta  de  Madrid  en 
las  cabezas  de  partido  y pueblos  que  excedan  de  2.000 
habitantes. 

7. °  Lns  impresiones,  anuncios  y demás  necesario 
para  la  publicación  de  los  actos  municipales. 

8. °  Gastos  carcelarios. 

9. °  Asistencia  módica  y farmacéutica  á los  pobres. 

10.  El  contingente  del  Municipio  en  la  asocia- 
ción con  otros,  cuando  la  tengan  establecida  conforme 
al  art.  83. 

1 1.  GonLingenle  del  Municipio  en  el  repartimiento 
provincial. 

Los  Ayuntamientos  consignarán  en  sus  presu- 
puestos por  este  concepto  una  cantidad  igual  á la 
que  le  hubiere  sido  repartida  en  el  ano  económico  an- 
terior, sin  perjuicio  de  cubrir  la  diferencia  por  medio 
de  un  presupuesto  extraordinario,  si  fuere  mayor  la 
que  le3  reparte  la  Diputación  al  formar  el  presupues- 
to provincial. 

12.  Una  partida  para  imprevistos  y calamidades 
públicas,  que  no  exceda  del  10  por  100  dei  presu- 
puesto de  gastos,  de  la  cual  no  podrá  disponerse  sin 
acuerdo  en  cada  caso  dei  Ayuntamiento  que  se  liará 
constar  por  nota  autorizada  por  el  secretario  en  los 
libramientos  respectivos. 

SECCION  SEGUNDA. 

De  los  ingresos. 

Art.  151.  Se  consignarán  necesariamente  como 
ingresos: 

L°  Rentas  y productos  procedentes  de  bienes,  de- 
rechos ó capitales  que  por  cualquier  concepto  perte- 
nezcan al  Municipio  ó A los  establecimientos  de  bene- 
ficencia, instrucción  y otros  análogos  que  de  él  de- 
pendan, y que  hayan  de  vencer  y realizarse  dentro 
del  año  económico  correspondiente. 

2.°  Atrasos  por  los  mismos  conceptos  que  no  se 
hayan  declarado  irrealizables  en  el  oportuno  expe- 
diente, ó sobre  los  cuales  no  se  haya  concedido  con- 
donación ó moratoria. 

Art.  152.  El  valor  de  los  aprovechamientos  co- 
munales enajenados  ó distribuidos  entre  los  vecinos, 
será  incluido  en  los  presupuestos  municipales  de  in- 
gresos, y figurará  en  los  de  gastos  el  valor  de  los  lo- 
tes adjudicados  ó repartidos  por  título  lucrativo. 

Art.  153.  Podrán  también  figurar  como  ingresos: 

I.°  Arbitrios  é impuestos  municipales  sobre  de- 
terminados servicios,  obras  ó industrias,  aprovecha- 
mientos de  la  vía  pública  y de  policía  urbana  y rural, 
y multas  ó indemnizaciones  por  iu fracción  do  las  or- 
denanzas municipales  y bandos  de  policía. 


2. °  Los  recargos  sobre  los  cupos  de  la  contribu- 
ción de  inmuebles,  cultivo  y ganadería,  sobre  las  cuo- 
tas de  la  de  subsidio  industrial  y de  comercio,  y sobre 
los  cupos  del  impuesto  de  consumos  que  autoricen  las 
leyes  vigentes  de  presupuestos  generales  del  Estado. 

3. "  El  impuesto  especial  sobre  el  consumo  de 
aquellos  artículos  no  comprendidos  en  las  tarifas  que 
rijan  para  el  Estado. 

4. °  Un  repartimiento  general  entre  todos  los  ve- 
cinos y hacendados,  en  proporción  á los  medios  y fa- 
cultades de  cada  uno. 

Art.  154.  Los  Ayuntamientos  solo  podrán  acudir 
al  repartimiento  general  cuando  los  demás  recursos 
consignados  en  los  artículos  anteriores  no  basten  para 
cubrir  los  gastos  municipales. 

El  repartimiento  no  será  considerado  como  recurso 
ordinario  para  los  efectos  del  núm.  3.°  del  art.  2.°, 
cuando  su  importe  represente  la  tercera  parte  ó más 
del  presupuesto  de  ingresos  del  Municipio. 

Art.  155.  Con  preferencia  al  repartimiento  gene- 
ral á que  se  refiere  el  párrafo  4.°  del  art.  153,  podrán 
los  Ayuntamientos  destinar  exclusivamente  A los  gas- 
tos de  guardería  rural,  conservación  de  caminos  ve- 
cinales, empedrado  y alumbrado  en  las  poblaciones, 
el  producto  que  se  obtenga  de  la  venta  de  rastrojeras 
y otros  desperdicios  de  cosechas  en  terrenos  de  pro- 
piedad particular,  siempre  que  así  se  acuerde  por  los 
propietarios  ó colonos  en  una  Junta  general  de  labra- 
dores, que  se  formará  sobre  la  base  de  la  Junta  mu- 
nicipal, y será  presidida  por  el  alcalde. 

Se  observarán  respecto  de  este  arbitrio  las  reglas 
siguientes: 

1 .a  Los  acuerdos  que  con  este  objeLo  se  adopten 
no  obligarán  sino  á los  que  contribuyan  A ellos  con 
su  voto  afirmativo.  Los  propietarios  que  disientan, 
quedarán  libres  para  enajenar  los  pastos  y desperdi- 
cios de  cosechas  de  sus  fincas  ó para  acotarlas,  á fin 
de  evitar  su  disfrute,  estando  en  todo  caso  obligados 
á anunciarlos  por  medio  de  mojones,  anuncios,  carte- 
les ú otros  signos. 

2. a  Cuando  el  acuerdo  para  utilizar  este  arbitrio 
sea  unánime  ó cuando  reúna  la  mayoría  de  votos  de 
propietarios  ó colonos,  y sus  terrenos  compongan 
también  la  mayor  extensión  dentro  del  término  mu- 
nicipal, se  procederá  á la  venta  en  común  y en  públi- 
ca subasta,  ó en  la  forma  que  la  Junta  de  labradores 
acuerde,  de  los  pastos  ó desperdicios  de  cosechas,  y se 
aplicará  el  ingreso  que  se  obtenga  á los  gastos  mu- 
nicipales expresados  anteriormente,  repartiéndose  el 
sobrante  ó resto,  si  lo  hubiere,  entre  los  propietarios 
ó colonos,  y formándose  un  prorrateo  que  demuestre 
el  gravámen  que  por  este  concepto  corresponda  A cada 
una  de  las  hectáreas"  de  terrenos  que  figuren  en  el 
amillaramiento. 

3. a  Entre  los  propietarios  que  hayan  disentido, 
negándose  á contribuir  por  este  medio  al  levantamien- 
to de  las  cargas  municipales  expresadas,  se  hará  un 
repartimiento  á metálico,  á fin  de  que  las  hectáreas 
de  terreno  y fracciones  de  hectárea  correspondientes 
A cada  uno,  contribuyan  con  una  cantidad  igual  á 
las  de  sus  convecinos  para  el  levantamiento  de  dichas 
cargas. 

4. a  Una  vez  aceptado  el  acuerdo  por  un  propieta- 
rio, no  podrá  retirar  su  consentimiento  por  causas  ul- 
teriores, aunque  éstas  dependan  de  la  administración 
del  ingreso  y de  su  aplicación  á ios  gastos  á que  esté 
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•>/  La  Junta  de  labradores  será  convocada  por 
anuncios  y pregones  públicos  en  la  forma  en  que  ha- 
bitualmente se  den  á conocer  las  disposiciones  de  la 
autoridad  en  la  localidad  respectiva,  y su  celebración 
se  preparará  formándose  por  el  secretario  de  Ayun- 
tamiento una  lista  certificada  con  relación  al  amilla- 
ramicnto,  expresándose  la  extensión  superficial  que 
cada  uno  de  aquellos  tenga  inscrita  en  el  mismo. 

6. a  Cuando  los  propietarios  adheridos  al  acuerdo 
representen  ménos  de  la  mitad  de  los  terrenos  apro- 
vechables, no  se  podrá  utilizar  este  medio  de  cubrir 
los  gastos,  y el  Ayuntamiento  apelará  á los  demás 
establecidos  eu  esta  ley  que  no  hubiesen  ya  utilizado 
en  su  presupuesto,  incluso  el  repartimiento  general 
entre  Lodos  los  vecinos  y hacendados. 

7. a  Solo  podrán  concurrir  á la  Junta  de  labrado- 
res los  propietarios  y los  colonos  que  tengau. estipu- 
lado en  sus  contratos  que  el  aprovechamiento  de  los 
pastos  y desperdicios  de  cosechas  ha  de  quedar  en 
beneficio  suyo,  y en  este  caso  no  concurrirán  los  pro- 
pietarios por  las  mismas  fincas. 

Art.  156.  Los  Ayuntamientos  que  no  puedan  cu- 
brir el  déficit  de  sus  presupuestos  con  los  ingresos 
mencionados  en  los  artículos  anteriores,  podrán  acu- 
dir á otros  impuestos,  recargos  ó arbitrios,  además 
de  los  enumerados,  siempre  que  no  graven  los  recar- 
gos autorizados  sobre  las  contribuciones  directas,  con 
la  aprobación  del  Gobierno,  que  oirá  para  concederla 
al  Consejo  de  Estado. 

Art.  157.  Para  el  cumplimiento  del  caso  l.°  del 
art.  153,  se  observarán  las  reglas  siguientes: 

1. a  Solo  será  autorizado  el  establecimiento  de  ar- 
bitrios sobre  aquellas  obras  ó servicios  costeados  con 
los  fondos  municipales  cuyo  aprovechamiento  no  se 
efectúe  por  el  común  de  vecinos,  sino  por  personas 
ó clases  determinadas,  siempre  que  los  interesados 
no  lo  hayan  adquirido  anteriormente  por  título  one- 
roso, así  como  sobre  industrias  que  se  ejerzan  en  la 
vía  pública  ó en  terrenos  y propiedades  del  pueblo; 
entendiéndose  que  el  Ayuntamiento  no  podrá  atri- 
buirse monopolio  ni  privilegio  alguno  sobre  aquellos 
servicios,  sino  lo  que  sea  necesario  para  la  salubridad 
pública. 

2. a  En  conformidad  á lo  dispuesto  en  la  regla  pre- 
cedente. puede  autorizarse  el  establecimiento  de  ar- 
bitrios sobre  los  objetos  siguientes: 

Aprovechamiento  y abastecimiento  de  aguas  para 
usos  privados. 

Alcantarillado. 

Portazgos,  pontazgos  y barcajes,  cuando  los  me- 
dios de  comunicación  por  cuyo  aprovechamiento  se 
exijan  pertenezcan  exclusivamente  al  pueblo. 

Establecimientos  balnearios  en  aguas  públicas. 

Guardería  rural. 

Establecimientos  de  enseñanza  secundaria,  supe- 
rior ó especial,  costeados  con  fondos  municipales. 

Licencias  para  construcción  de  edificios. 

Colocación  de  vallas,  puntales  y asnillas. 

Canalones  que  viertau  á la  vía  pública. 

Anuncios  en  las  fachadas,  balcones  y sobre  la  vía 
pública. 

Mataderos. 

Puestos  públicos  y sillas  en  plazas,  calles,  férias, 
mercados  y paseos. 

Alquiler  de  pesas  y medidas,  si  bien  el  arbitrio 
no  podrá  exigirse  á los  que  de  común  acuerdo  utili-  1 


cen  pesas  y medidas  contrastadas  de  la  exclusiva  pr0- 
: piedad  del  comprador  ó del  vendedor. 

Repeso. 

Enterramientos  en  los  cementerios  municipales 

Coches  destinados  al  servicio  público  y de  scrvL 
cios  funerarios,  y carros  de  trasporte  en  el  interior 
de  las  poblaciones. 

Coches  y caballerías  de  lujo. 

Perros. 

Caza  existeute  en  las  dehesas  boyales  y demás 
fincas  de  aprovechamiento  común. 

Pastos  y aprovechamientos  comunes,  sin  que  por 
ello  pierdan  los  bienes  esLe  carácter. 

Expedición  de  certificaciones  de  actos  del.  Ayun- 
tamiento, ó documentos  que  exisLan  en  sus  archivos. 

Parte  que  conceden  las  leyes  en  la  expedición  dé 
documentos  de  vigilancia,  licencias  de  caza  y pesca 
Y de  navegación,  y flote  en  los  rios  y aprovechamiento 
de  aguas. 

3. a  En  ningún  caso  pueden  ser  objeto  de  arbitrios 
los  servicios  siguientes: 

Aprovechamiento  y abastecimiento  de  aguas  para 
uso  comunal. 

Alumbrado  público. 

Aceras  y empedrados. 

Vigilancia  pública. 

Beneficencia. 

Instrucción  pública  elemental. 

Limpieza,  sin  perjuicio  de  los  aprovechamientos  á 
que  diere  lugar. 

Y otros  de  igual  naturaleza. 

4. n  Se  autoriza  la  creación  de  arbitrios  por  razón 
de  vigilancia  sobre  la  venta  de  bebidas  espirituosas  ó 
fermentadas,  bien  sea  en  establecimientos  ó puestos 
fijos,  ó bien  por  mercaderes  ambulantes,  traginerosó 
por  los  mismos  cosecheros  ó fabricantes;  sobre  cafés, 
fondas,  botillerías,  posadas,  hospederías  y otros  esta- 
blecimientos del  mismo  carácter;  sobre  casas  de  ba- 
ños; sobre  toda  clase  de  espectáculos  públicos,  y so- 
bre juegos  permitidos. 

El  importe  de  estos  arbitrios  no  podrá  exceder  del 
10  por  100  de  la  cuota  con  que  las  industrias  men- 
cionadas contribuyan  al  Estado. 

5. ft  Los  derechos  de  mataderos  se  acumularán  á 
los  de  consumo  cuando  los  hubiere. 

6. a  Los  arbitrios  que  los  municipios  establezcan 
haciendo  uso  de  las  facultades  que  por  esta  ley  se  les 
conceden,  no  podrán  coartar  el  principio  constitucio- 
nal de  la  libertad  profesional  é industrial. 

Y 7.°  El  pago  de  multas  é indemnizaciones  se  hará 
en  un  papel  especial  que  la  Hacienda  emitirá  para  el 
caso,  y entregará  á los  Ayuntamientos  que  lo  solici- 
ten, cobrando  sobre  él  por  razón  de  sello  un  derecho 
que  no  exceda  del  10  por  100  de  su  valor. 

Art.  158.  Para  el  cumplimiento  del  párrafo  ter- 
cero del  art.  153,  los  Ayuntamientos  se  ajustarán  a 
las  prescripciones  contenidas  en  la  instrucción  vigen- 
te sobre  consumos,  y á las  demás  disposiciones  dicta- 
das ó que  en  lo  sucesivo  se  dictaren  por  el  Ministerio 
de  Hacienda. 

En  ningún  caso  podrán  exceder  los  impuestos  que 
se  establezcan  del  20  por  100  del  valor  de  las  espe- 
cies gravadas. 

Art.  159.  Para  el  cumplimiento  del  párrafo  4.° 
del  art.  153,  se  observarán  las  reglas  que  A continua- 
ción se  expresan: 

Primera.  El  repartimiento  general  será  extensivo 
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á las  personas  siguientes  por  todas  las  utilidades  que 
tengan  en  el  término,  sea  cual  fuere  su  naturaleza: 

1. °  A los  vecinos  del  término  municipal. 

2. °  A los  propietarios  forasteros  que  según  el  ar- 
tículo 30  tengan  consideración  de  vecinos. 

3. °  A los  que  según  el  mismo  artículo  tengan  el 
concepto  y consideración  de  propietarios. 

4. °  A los  colonos,  arrendatarios  ó aparceros  de 
fincas  rústicas  que  no  residan  en  el  término. 

Las  utilidades  que  procedan  de  pensiones,  intere- 
ses de  capitales,  sueldos  ó rentas  públicas,  serán  im- 
putadas á sus  poseedores  en  el  pueblo  donde  residan. 

Quedan  exceptuados  del  repartimiento  los  pobres 
de  solemnidad,  los  acogidos  en  los  establecimientos 
do  beneficencia,  las  clases  de  tropa  de  tierra  y mar 
cuando  estén  en  activo  servicio,  y los  generales,  jefes 
y oficiales  que  las  manden  en  esta  situación. 

Segunda.  Para  fijar  la  utilidad  imponible  de  cada 
contribuyente,  se  procederá  con  arreglo  á las  siguien- 
tes bases: 

1. a  A los  propietarios  de  fincas  urbanas  se  les  va- 
luará como  utilidad  imponible  el  importe  de  las  ren- 
tas que  por  este  concepto  perciban  ó las  que  pudieran 
percibir,  atendidas  la  naturaleza  y condiciones  de  las 
lincas,  si  están  ocupadas  por  ellos  mismos  ó por  otros 
que  no  paguen  renta. 

2. a  A los  propietarios  que  labren  fincas  rústicas, 
ó en  su  caso  los  colonos,  arrendatarios  ó aparceros, 
se  les  imputará  una  suma  igual  á vez  y media  el  im- 
porte de  la  renta  que  produzca  la  finca  ó que  pudiere 
producir,  según  los  tipos  medios  del  pueblo,  si  es- 
tuviera arrendada. 

3. *  Cuando  los  propietarios  de  las  fincas,  ya  sean 
rústicas  ó urbanas,  no  sean  vecinos  del  término,  se 
rebajará  de  la  utilidad  imponible  un  quinto  de  la  su- 
ma á que  según  las  bases  anteriores  debiera  ascender. 

4. a  A los  que  perciban  sueldos,  pensiones,  censos 
ó intereses  de  cualquiera  clase  ó procedencia,  se  les  va- 
luará como  utilidad  líquida  el  importe  de  estas  sumas. 

5. a  A los  comerciantes,  industriales  y demás  com- 
prendidos en  las  tarifas  de  la  contribución  industrial, 
se  les  valuará  la  utilidad  imponible  en  proporción  á 
la  cuota  que  por  este  concepto  satisfagan  al  Estado, 
no  bajando  de  cinco  ni  excediendo  de  veinte  veces  el 
importe  de  la  misma  cuota,  con  arreglo  á las  escalas 
que  según  la  naturaleza  de  cada  industria  determine 
el  Gobierno;  pero  sin  que  en  ningún  caso  pueda  exi- 
girse al  interesado  mayor  cantidad  que  aquella  á que 
ascienda  el  recargo  que  autoricen  las  leyes  sobre  el 
cupo  para  el  Tesoro. 

0.a  A los  Bancos  y Sociedades  se  les  valuará  la 
utilidad  imponible  por  la  que  resultare  justificada  en 
los  balances  é inventarios,  pudiendo  también  servir 
de  base  el  capital  social  aportado. 

Las  sucursales  se  considerarán  como  Compañías 
distintas  para  los  efectos  del  repartimiento,  de  tai 
uiodo,  que  cada  centro  contribuya  en  el  punto  donde 
se  halle  establecido,  y solo  por  el  capital  con  que  fun- 
cione. 


Las  utilidades  procedentes  de  Compañías  no  son 
imputables  á los  socios  accionistas  para  el  pago  del 
repartimiento. 


7.a  Los  jornaleros  y braceros,  y en  general  todos 
los  que  vivan  de  un  salario  eventual,  contribuirán  en 
razón  de  la  tercera  parte  de  la  suma  á que  segun 
costumbre  de  cada  localidad  pueda  alcanzar  por  tér- 
mino medio  su  haber  durante  el  año. 


8. a  Cuando  no  sea  posible  conocer  la  utilidad  de 
algún  vecino  se  hará  la  evaluación,  sin  perjuicio  de 
lo  dispuesto  en  la  regla  tercera  de  este  artículo,  te- 
niendo en  cuéntalos  signos  exteriores  de  riqueza,  tales 
como  el  valor  del  mueblaje,  alquiler  de  la  casa,  nú- 
mero de  criados  y .oíros  análogos. 

9. a  De  la  utilidad  valuada  á cada  vecino  ó hacen- 
dado se  deducirá  en  todo  caso  el  importe  de  la  con- 
tribución directa  que  pague  al  Estado  ó del  descuen- 
to que  sufra  en  su  pensión  ó sueldo. 

Tercera.  La  determinación  de  la  utilidad  imponi- 
ble se  verificará  por  los  mismos  con  tribuyen  tes,  reu- 
nidos en  secciones,  en  la  forma,  que  el  cap.  3.°,  tí- 
tulo 2.°  de  esta  ley  dispone. 

Cada  sección  formará  una  relación  que  comprenda 
las  utilidades  de  todos  sus  iudivíduos,  procurando 
especificar  en  lo  posible  la  naturaleza  y número  de 
los  objetos  que  las  produzcan. 

Cuarta.  Los  individuos  de  cada  sección  designa- 
dos por  el  sorteo,  procediendo  como  síndicos  y reuni- 
dos con  el  Ayuntamiento,  examinarán  y comprobarán 
estas  relaciones,  resolviendo  las  reclamaciones  á que 
dieren  lugar  y fijando  la  cantidad  total  imponible. 

La  Juntá  repartirá  lo  que  á cada  sección  corres- 
ponda, bien  sea  por  el  tanto  por  ciento  proporcional 
á la  utilidad  total  valuada,  ó por  categorías  fijas. 

Quinta.  Los  síndicos  de  cada  sección  verificarán 
y comunicarán  el  repartimiento  á los  individuos  de  la 
misma.  El  Ayuntamiento  resolverá  las  reclamaciones 
á que  este  repartimiento  diere  lugar. 

Sexta.  Todas  las  operaciones  de  evaluación  y re- 
partimiento serán  publicadas  en  la  forma  ordinaria,  y 
se  comunicarán  además  en  la  Secretaría  del  Ayunta- 
miento á todo  interesado  que  lo  solicitare. 

Sétima.  Contra  las  decisiones  del  Ayuntamiento  y 
de  la  Junta  de  evaluación  se  establece  recurso  de  agra- 
vios para  ante  la  Diputación  provincial.  El  recurso 
habrá  de  entablarse  dentro  de  los  quince  dias  siguien- 
tes á la  publicación,  y no  obstará  para  el  pago  de  la 
cuota  repartida,  ínterin  no  recaiga  resolución  defi- 
nitiva. 

Tanto  estas  reclamaciones  como  las  que  se  inten- 
ten por  las  operaciones  de  cada  sección,  habrán  de 
fundarse  en  hechos  concretos,  precisos  y determina- 
dos, aduciendo  las  pruebas  necesarias  para  su  justi- 
ficación; y se  presentarán  al  alcalde,  que  dentro  del 
término  de  ocho  dias  las  remitirá  á la  superioridad. 

Octava.  El  repartimiento  comprenderá  un  tanto 
de  aumento  que  no  exceda  del  6 por  100  de  la  cuota 
total  para  gastos  de  distribución,  cobranza  y partidas 
fallidas. 

Quedan  exentos  del  pago  de  este  aumento  los  con- 
tribuyentes que  satisfagan  anticipadamente  sus  cuo- 
tas por  trimestres,  semestres  ó anualidades  en  las 
Depositarías  de  los  respectivos  Municipios,  y se  les 
descontará  en  el  segundo  y tercer  caso  el  tanto  por 
ciento  anual  que  se  fije  por  razón  del  anticipo. 

Novena.  Los  propietarios  y los  colonos,  arrenda- 
tarios, aparceros  ó inquilinos  arreglarán  por  medio  de 
contratos  particulares  la  proporcionen  que  sobre  cada 
uno  lia  de  pesar  la  cuota  repartida  á éstos  por  razón 
de  las  fincas,  y la  forma  y tiempo  de  indemnizarse 
entre  sí  de  esta  cuota.  A falta  de  contrato,  será  de 
abono  á los  inquilinos,  al  hacer  el  pago  de  la  renta, 
el  importe  total  de  la  cuota,  y á los  colonos,  arrenda- 
tarios ó aparceros  los  dos  tercios  de  la  misma. 

Art.  160.  Se  concede  recurso  de  agravios  á todos 
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los  interesados  para  ante  la  Diputación  provincial, 
cuando  las  cuotas  señaladas  á los  arbitrios  ó impues- 
tos de  toda  clase  no  guarden  relación  con  la  impor- 
tancia del  servicio,  industria  ú objeto  á que  se  apli- 
quen, ó con  los  demás  establecidos  en  el  pueblo. 

La  resolución  que  dicte  la  Diputación  causará  es- 
tado, y contra  ella  no  se  dará  recurso  alguno  en  la 
vía  gubernativa. 

CAPITULO  II 

De  la  recaudación , distribución  y cuenta  de  los  fondos 

municipales 

Art.  161.  La  recaudación  y administración  de  los 
fondos  municipales  está  á cargo  de  los  respectivos 
Ayuntamientos,  y se  efectuará  por  sus  agentes  y de- 
legados. 

La  recaudación  se  verificará,  sin  embargo,  por  los 
agentes  y delegados  de  la  Administración  central 
cuando  se  trate  de  recargos  sobre  las  contribuciones 
generales  del  Estado,  y lo  prevengan  así  las  disposi- 
ciones especiales  dictadas  por  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda. 

Art.  162.  Cuando  la  recaudación  de  los  fondos 
municipales  se  haga  directamente  por  los  Ayunta- 
mientos, ó por  sus  agentes  ó delegados,  se  ingresará 
semanalmente  en  la  Caja  municipal  el  producto  de  la 
recaudación,  para  lo  cual  se  cortará  la  cuenta  de  ésta 
á las  doce  de  la  mañana  del  sábado,  dejando  para  in- 
gresar en  la  semana  siguiente  la  recaudación  de  la 
tarde. 

Cuando  la  recaudación  se  haga  por  agentes  de  la 
Administración  central,  éstos  verificarán  mensual- 
mente  el  ingreso  de  sus  productos  en  las  Cajas  mu- 
nicipales, sin  perjuicio  de  la  liquidación  trimestral 
que  deben  hacer  las  oficinas  de  Hacienda  de  la  pro- 
vincia con  los  Ayuntamientos  y con  los  recaudadores. 

Art.  163.  Los  Ayuntamientos  disponen  para  la 
recaudación  de  los  impuestos  municipales  de  todos 
los  medios  de  apremio  que  establecen  las  leyes  y dis- 
posiciones aplicables  á la  cobranza  de  contribuciones 
y rentas  del  Estado,  ejerciendo  los  alcaldes  las  atri- 
buciones que  dichas  instrucciones  confían  á los  dele- 
gados de  Hacienda  en  las  provincias,  y los  jueces 
municipales  las  que  á los  de  primera  instancia,  con- 
ceden dichas  leyes. 

Art.  164.  La  distribución  é inversión  de  los  fon- 
dos se  acordará  mensualmente  por  el  Ayuntamiento, 
con  sujeción  á los  presupuestos,  debiendo  remitirse 
una  copia  del  acta  al  Gobierno  de  provincia  en  el 
mismo  dia  ó al  siguiente. 

Asimismo  se  hará  todos  los  meses  el  arqueo  de 
los  fondos  municipales  , á presencia  del  ordenador  ó 
del  contador,  dospues  de  confrontar  los  libros  de  In- 
tervención con  los  de  Caja,  y de  fijar  de  conformidad 
el  saldo  ó existencia,  levantándose  la  correspondiente 
acta  por  triplicado,  que  firmarán  el  alcalde,  el  conta- 
dor y el  depositario  en  un  libro  talonario,  del  cual 
quedará  la  matriz  en  la  Secretaría  del  Ayuntamiento, 
remitiéndose  un  talón  al  gobernador  de  la  provincia 
en  el  mismo  dia,  y conservando  el  tercero  el  deposi- 
tario. 

Art.  165.  En  todas  las  Secretarías  de  los  Gobier- 
nos de  provincia  se  creará  un  Negociado  especial  de 
contabilidad  municipal,  en  el  cual  se  abrirá  anual- 
mente á cada  Ayuntamiento,  su  carpeta,  encabezada 


con  copia  del  presupuesto  respectivo,  y en  cuyo  ín- 
dice se  harán  constar  según  se  reciban  las  actas  ta- 
lonarias de  arqueo  y los  documentos  á que  se  refie- 
ren los  arts.  172,  176  y 177. 

A esta  carpeta  se  unirán  también,  inscribiéndose 
en  su  índice,  los  presupuestos  adicionales  y extraor- 
dinarios que  se  formen  y aprueben  dentro  del  ejerci- 
cio económico. 

Las  carpetas  á que  se  refiere  este  artículo  estarán 
siempre  á disposición  de  la  Diputación  y de  la  Comi- 
sión provincial. 

Art.  166.  La  ordenación  de  pagos  corresponde  al 
alcalde. 

La  intervención  estará  á cargo  del  contador  don- 
de le  hubiere,  y en  su  defecto  se  ejercerá  por  el  se- 
cretario. 

En  los  Municipios  cuyo  presupuesto  ordinario  de 
gastos  exceda  de  50.000  pesetas,  habrá  necesaria- 
mente un  contador  pagado  de  los  fondos  municipales. 

El  nombramiento  y separación  de  los  contadores 
tendrá  lugar  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  la  ley  or- 
gánica de  la  carrera  de  Administración  local. 

Art.  167.  Los  Ayuntamientos  nombran  y sepa- 
ran libremente  á los  depositarios  y agentes  para  la 
recaudación  de  todas  las  rentas  y arbitrios  del  Muni- 
cipio. 

A las  mismas  Corporaciones  corresponde  también 
señalar,  bajo  su  responsabilidad,  la  retribución  que 
aquellos  empleados  hayan  de  disfrutar  y las  fianzas 
que  deban  prestar. 

Si  en  el  pueblo  no  hubiese  persona  que  quisiera 
encargarse  de  la  custodia  de  fondos,  el  cargo  de  de- 
positario será  declarado  concejil  y obligatorio;  pero 
no  llevará  aneja  la  prestación  de  fianzas,  y los  gastos 
que  originare  serán  de  cuenta  del  Municipio,  quedan- 
do, sin  embargo,  sujeto  el  depositario  á la  responsa- 
bilidad civil  ó criminal  en  que  pueda  incurrir  por  su 
gestión. 

Art.  1 68.  Los  agentes  de  la  recaudación  munici- 
pal son  responsables  ante  el  Ayuntamiento,  quedán- 
dolo éste  civilmente  para  con  el  Municipio,  caso  de 
negligencia  ú omisión  probada,  ó cuando  resultare 
por  cualquier  motivo  ilusoria  la  fianza  prestada,  sin 
perjuicio  de  los  derechos  que  contra  aquellos  se  pue- 
dan ejercitar. 

Art.  169.  Siempre  que  sea  sustituido  un  deposi- 
tario por  otro,  se  verificará  un  arqueo  especial  para 
la  entrega  de  los  fondos  en  la  forma  establecida  para 
los  arqueos  mensuales  en  el  art.  1 64,  que  se  cumplirá 
en  todas  sus  partes. 

Art.  170.  Todos  los  fondos  municipales  ingresa- 
rán precisa  y directamente  en  la  Caja  del  Ayunta- 
miento, cuyas  tres  llaves  custodiarán  el  depositario, 
el  alcalde  y el  contador. 

Cuando  el  Ayuntamiento  no  disponga  de  local  se- 
guro para  colocar  la  Caja,  podrá  ésta  establecerse  en 
la  casa  del  depositario,  si  asi  lo  acuerda  la  Corporación. 

En  ningún  caso  podrán  verificarse  ingresos  en  po- 
der del  depositario,  del  alcalde  ni  de  ningún  concejal 
bajo  recibos  parciales,  y si  se  dieren,  no  servirán  de 
resguardo  á los  interesados. 

El  único  documento  fehaciente  pava  que  éstos  pue- 
dan justificar  ingresos  hechos  en  la  Caja  municipal, 
es  la  carta  de  pago  que  debe  expedir  el  depositario 
conforme  al  artículo  siguiente. 

Art.  171.  Los  libros  de  entrada  y salida  de  cau- 
dales, de  intervención  y caja , y en  general  todos  los 
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destinados  á la  contabilidad  de  los  Municipios,  se  lle- 
varán en  la  forma  y se  ajustarán  á los  modelos  que 
determine  ci  Gobierno  en  las  instrucciones  correspon- 
dientes. 

Art.  172.  El  contador,  auxiliado  si  fuere  necesa- 
rio por  el  secretario  y demás  dependientes  del  Ayun 
tamiento,  formará  en  la  primera  quincena  del  mes 
de  Enero  las  cuentas  correspondientes  al  año  econó- 
mico anterior,  y con  los  documentos  justificativos, 
serán  sometidas  al  Ayuntamianto,  previa  censura  del 
síndico,  en  la  sesión  ordinaria  más  próxima  al  20  de 
Enero. 

Será  Obligación  del  secretario  remitir  al  Gobierno 
de  provincia,  antes  del  25  de  Enero,  certificación  del 
acta  de  la  sesión  en  que  se  hayan  presentado  las  cuen- 
tas, ó negativa  en  su  caso. 

Art.  173.  Fijadas  definitivamente  las  cuentas  por 
el  Ayuntamiento,  serán  pasadas  con  el  dictámen  del 
sindico  y los  documentos  justificativos  para  su  revi- 
sión y censura  á la  Asamblea  de  vocales  asociados 
de  la  Junta  municipal. 

Esta,  en  el  primer  dia  útil  del  mes  de  Febrero  si- 
guíente,  se  reunirá  en  la  casa  del  Ayuntamiento  bajo 
la  presidencia  del  alcalde,  asistiendo  el  secretario,  y 
nombrará  una  Comisión  de  su  seno  para  que,  exami- 
nando las  cuentas,  emita  su  dictámen  en  término  que 
no  exceda  de  quince  dias. 

Durante  el  plazo  que  medie  desde  la  aprobación 
de  las  cuenLas  por  el  Ayuntamiento  hasta  la  reunión 
déla  Junta  municipal,  estarán  aquellas  de  manifiesto 
en  la  Secretaría,  y cualquier  vecino  puede  examinar- 
las y formular  por  escrito  sus  observaciones,  que  se- 
rán comunicadas  á la  Junta. 

Art.  174.  Las  sesiones  que  la  Junta  dedique  á la 
discusión  del  dictámen  de  la  Comisión,  serán  presi- 
didas por  un  vocal  que  la  misma  elija  en  la  sesión  á 
que  se  refiere  el  segundo  párrafo  del  artículo  an- 
terior. 

Art.  175.  Examinadas  y discutidas  las  cuentas, 
y practicadas  cuantas  diligencias  é informaciones 
crea  necesarias  la  Junta,  se  reunirá  ésta  á puerta  ce- 
rrada, y sin  asistencia  de  los  concejales,  en  la  segun- 
da quincena  de  Febrero,  para  acordar  y votar  por  ma- 
yoría absoluta  su  dictámen  definitivo. 

Este  dictámen  irá  suscrito  por  todos  los  concu- 
rrentes sea  cual  fuere  su  opinión  particular,  que  pue- 
den no  obstante  salvar  por  medio  de  un  voto  escrito, 
el  cual  original  quedará  unido  al  expediente,  hacién- 
dose constar  así  en  el  acta. 

Art.  176.  Las  cuentas  quedan  definitivamente 
aprobadas,  salvo  el  recurso  establecido  en  ese  mis- 
mo artículo  si  obtienen  el  voto  de  la  mayoría  absolu- 
ta del  total  de  vocales  que  componen  la  Asamblea, 
debiendo  extenderse  el  acuerdo  de  aprobación  en  acta 
duplicada,  que  firmarán  todos  los  concurrentes;  y en 
el  mismo  dia  se  remitirá  al  gobernador  de  la  provin- 
cia, en  pliego  certificado,  el  ejemplar  separado  del 
libro. 

En  otro  caso,  y en  el  de  protestas  por  infracción 
de  ley  ó malversación  de  fondos,  volverán  al  Ayunta- 
miento, el  cual  hará,  por  escrito,  las  observaciones 
que  estime  oportunas;  y unidas  al  original,  devolverá 
el  expediente  á la  Asamblea,  la  cual,  con  su  informe, 
adoptado  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  los  dos  artículos 
anteriores,  pasará  todos  los  documentos  para  su  apro- 
bación definitiva  á la  Diputación  provincial,  dentro 
de  los  quince  dias  siguientes  ai  voto  de  la  Asamblea. 
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Las  sesiones  de  las  Diputaciones  provinciales  en 
que  se  examinen  cuentas  municipales,  deberán  nece- 
sariamente ser  presididas  por  el  gobernador. 

El  acuerdo  de  la  Diputación  causará  estado  en  la 
vía  gubernativa. 

Art.  177.  Los  Ayuntamientos  publicarán  por  me- 
dio de  edictos,  al  principio  de  cada  trimestre,  nn  esta- 
do de  la  recaudación  é inversión  de  sus  fondos  duran- 
te el  anterior,  firmado  por  el  alcalde,  el  contador  y el 
depositario. 

En  las  obras  públicas  que  se  hagan  por  adminis- 
tración se  publicará  semanalmente,  y en  igual  for- 
ma, nota  de  los  gastos  causados,  firmada  por  el  al- 
calde, el  contador  y el  depositario,  especificando  el 
pormenor  de  los  jornales,  materiales  vendedores,  con- 
Iralistas,  sitio  de  la  obra  y demás  circunstancias  aná- 
logas. 

Las  firmas  del  alcalde  y contador  en  los  estados 
y cuentas  á que  se  refieren  los  párrafos  anteriores, 
significarán  su  conformidad  con  arreglo  á los  libros 
de  intervención. 

En  la  Secretaría  estarán  de  manifiesto  todo  el  ano, 
en  los  dias  y horas  úLiles,  á cualquier  vecino,  y con 
especialidad  á los  vocales  de  la  Asamblea  de  asocia- 
dos, las  cuentas  y documentos  originales,  de  las  cua- 
les el  Ayuntamiento  permitirá  sacar  apuntes  y copias. 

Las  cuentas  cuya  data  exceda  de  125.000  pesetas 
y los  estados  de  recaudación  y pagos  referentes  á las 
mismas,  serán  impresos  en  extracto  que  comprenda 
el  dictámen  de  la  Junta  y las  observaciones  del  Ayun- 
tamiento, y se  pondrán  en  venta  al  público.  De  los 
estados  y cuentas  á que  se  refiere  el  presente  artícu- 
lo, se  remitirá  un  duplicado  en  el  dia  de  su  publica- 
ción al  gobernador  de  la  provincia. 

Art.  1 78.  Los  Ayuntamientos  remitirán  al  Gober- 
nador una  copia  íntegra,  certificada  por  el  secretario, 
con  el  V.°  B.°  del  alcalde,  de  las  cuentas  definitiva- 
mente aprobadas,  con  las  actas  literales  de  la  Junta 
municipal,  la  cual  se  unirá  en  la  Secretaría  del  Go- 
bierno á la  carpeta  correspondiente,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 165. 

CAPITULO  m. 

Del  crédito  municipal. 

Art.  170.  Como  recurso  extraordinario,  los  Ayun- 
tamientos podrán  acudir  al  crédito  en  los  casos  y con 
las  garantías  que  determina  esta  ley. 

Art.  180.  Pueden  los  Municipios  apelar  al  crédito 
en  cualquiera  de  las  formas  siguientes: 

t.R  Por  préstamo  con  hipoteca. 

2. a  Por  empréstito  que  contraten  con  Bancos,  So- 
ciedades, Compañías  ó particulares. 

3. a  Por  emisión  de  cédulas  de  crédito  que  hagan 
los  mismos  Ayuntamientos. 

Art.  181.  Los  casos  en  que  los  Municipios  pue- 
den considerarse  autorizados  para  acudir  al  crédito, 
son  aquellos  en  que  se  trate: 

1. °  De  la  ejecución  de  una  obra  ó servicio  públi- 
co que  tenga  por  objeto  librar  á la  población  de  una 
calamidad  ó peligro,  como  la  desecación  de  un  pan- 
tano, el  desvío  de  un  cauce,  la  defensa  de  un  rio  ú 
otros  servicios  análogos. 

2. °  De  la  ejecución  de  obras  ó servicios  de  carde- 
terpermanente,  cuyas  utilidades  sean  bastantes,  cuan- 
do ménos,  á cubrir  la  cuantía  de  los  sacrificios  que 

I el  préstnmo  haya  de  imponer  al  Ayuntamiento. 


20 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


3.a  De  la  unificación  de  varias  deudas,  siempre 
que  la  operación  resulte  beneficiosa  para  los  intereses 
municipales. 

Art.  182.  Cualquiera  que  sea  la  causa  que  obli- 
gue á acudir  al  crédito,  no  se  podrá  hacer  uso  de  éste 
por  mayor  suma  que  la  que  consientan,  deducido 
el  importe  de  sus  gastos  obligatorios,  los  ingresos 
del  Municipio  para  asegurar  el  reintegro  del  capital 
é intereses  en  los  plazos  que  se  estipulen. 

Art.  183.  Para  la  validez  de  los  acuerdos  que  so- 
bre esta  materia  adopten  los  Ayuntamientos,  se  re- 
quiere la  autorización  del  Gobierno,  prévia  instruc- 
ción de  expediente,  en  el  cual  informarán  la  Comisión 
provincial,  la  Sección  de  la  Diputación  á que  el  asunto 
por  analogía  corresponda,  el  gobernador  y el  Consejo 
de  Estado  en  pleno,  ó en  Sección  de  Gobernación,  se- 
gún la  importancia  del  préstamo  y su  objeto. 

Art.  184.  Las  obligaciones  que  por  este  medio 
contraigan  los  Ayuntamientos,  pueden  tener  la  hipo- 
teca de  sus  bienes  inmuebles,  ó la  garantía  de  los  tí- 
tulos de  la  deuda  pública,  acciones  ú obligaciones  de 
Bancos,  Compañías  ó Sociedades  que  posean,  así  como 
el  producto  de  determinados  arbitrios,  y los  recargos 
sobre  las  contribuciones  directas  de  que  puedan  dis- 
poner con  arreglo  á la  ley. 

Cuando  los  Ayuntamientos  obliguen  al  pago  de 
un  préstamo  el  producto  de  sus  arbitrios  ó los  recar- 
gos sobre  las  contribuciones  de  que  habla  el  párrafo 
anterior,  habrá  de  figurar  forzosamente  la  parte  de 
los  mismos  que  comprometan  en  sus  presupuestos 
por  todo  el  tiempo  que  sea  necesario  á enjugar  el  dé- 
bito, no  permitiéndoseles  hacer  gastos  voluntarios  sin 
que  acrediten  tener  cubierto  ese  servicio. 

Art.  185.  La  cantidad  necesaria  para  atender  al 
pago  de  intereses,  amortización  anual  ó devolución 
total  ó parcial,  según  se  conviniese,  de  los  préstamos 
á que  se  refiere  este  capítulo,  se  consignará  como 
gasto  obligatorio  en  los  presupuestos. 

Art.  i 86.  Las  obligaciones  contraidas  por  los 
Ayuntamientos  en  virtud  de  la  facultad  que  les  con- 
cede este  capítulo,  serán  exigibles  por  la  vía  de 
apremio. 

Para  los  efectos  de  este  artículo  se  considerará  tí- 
tulo ejecutivo  aquel  eu  que  conste  la  obligación,  si 
no  fuese  impugnado  en  debida  forma  ¿íor  el  Ayunta- 
miento. 

TITULO  VI. 

Recursos  y responsabilidades  que  nacen  en  los 
actos  do  los  Ayuntamientos. 

CAPITULO  PRIMERO. 

Recursos  contra  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos. 

Art.  187.  Los  acuerdos  que  dicten  los  Ayunta- 
mientos á que  se  refieren  los  arts.  68,  69  y 70,  son 
inmediatamente  ejecutivos,  aun  cuando  por  ellos  se 
infrinja  esta  ú otra  ley. 

En  este  caso  podrán  los  que  se  consideren  lesio- 
nados en  sus  derechos  acudir  contra  dichos  acuerdos 
mediante  demanda  ante  el  juez  competente  ó ante  el 
tribunal  contencioso-administrativo  de  primera  ins- 
tancia, según  lo  que,  dada  la  naturaleza  del  asunto 
dispongan  las  leyes. 

El  juez  ó tribunal  que  entienda  en  el  asunto  pue- 


de suspender  por  primera  providencia,  á petición  del 
interesado,  la  ejecución  del  acuerdo  apelado,  cuando 
á su  juicio  proceda,  para  evitar  un  perjuicio  irrepa- 
rable. 

La  demanda  habrá  de  interponerse  dentro  de  los 
treinta  dias  siguientes  á la  notificación  del  acuerdo 
y pasado  este  plazo  sin  haberlo  verificado,  quedará 
aquel  consentido  y firme. 

Art.  188.  El  tribunal,  al  dictar  sentencia,  hará 
declaración  expresa  respecto  á si  el  Ayuntamiento 
al  dictar  el  acuerdo  objeto  de  la  impugnación,  proce’ 
dió  ó no  con  negligencia  inexcusable  ó mala  fe  noto- 
ria; reservará  en  estos  casos  al  particular,  cuyos  de- 
rechos hayan  sido  vulnerados,  la  acción  para  recla- 
mar de  los  concejales  que  adoptaron  el  acuerdo,  la 
correspondiente  indemnización  de  danos  y perjuicios* 
y si  entendiere  que  se  han  hecho  culpables  de  alguii 
delito,  mandará  pasar  el  tanto  de  culpa  al  tribunal 
competente. 

La  cuantía  de  las  indemnizaciones  quedará  siem- 
pre reservada  para  que  se  fije  en  el  perjuicio  declara- 
tivo correspondiente. 

Art.  189.  Contra  los  acuerdos  que  dicten  los 
Ayuntamientos  en  los  asuntos  á que  se  refiere  el  ar- 
ticulo 72,  y en  general  contra  todos  aquellos  en  que 
no  esté  expresamente  declarado  el  recurso  que  pueda 
interponerse  ó que  no  procede  ninguno,  se  concedo 
recurso  de  alzada  para  ante  la  Diputación  provincial 
á cualquiera,  sea  ó no  residente  en  el  pueblo,  que  se 
considere  perjudicado  por  la  ejecución  del  acuerdo. 

Estos  recursos  serán  formulados  dentro  de  los 
quince  dias  siguientes  á la  notificación  ó publicación 
del  acuerdo  ante  el  alcalde  respectivo,  el  cual,  bajo 
su  personal  responsabilidad,  queda  obligado  á remi- 
tir la  instancia  á la  Diputación  por  conducto  del  go- 
bernador de  la  provincia  en  término  de  ocho  dias,  con 
los  informes  que  crea  necesarios. 

Art.  190.  Los  acuerdos  que  dicte  la  Diputación 
confirmando  ó revocando  los  apelados,  causarán  esta- 
do en  la  vía  gubernativa,  y contra  ellos  solo  podrá 
interponerse  en  los  casos  en  que  proceda  recurso  con- 
tencioso-administrativo ante  el  tribunal  de  primera 
instancia,  dentro  de  los  treinta  dias  siguientes  á la 
notificación  del  acuerdo. 

Art.  191.  Si  los  Ayuntamientos  dictaren  ó ejecu- 
taren algún  acuerdo  sobre  los  asuntos  á que  se  re- 
fieren los  arts.  74,  75  y 76,  sin  haber  obtenido  la 
aprobación  que  en  ellos  se  declara  necesaria,  ó tras- 
pasando sus  límites,  cualquiera  residente  en  el  pue- 
blo podrá  acudir  en  queja  al  gobernador  de  la  provin- 
cia, el  cual  suspenderá  la  ejecución  del  acuerdo  y exi- 
girá al  Ayuntamiento  la  responsabilidad  en  que  hu- 
biere incurrido. 

Contra  la  decisión  del  gobernador  podrán  los 
Ayuntamientos  acudir  en  alzada  al  Gobierno,  confor- 
me á lo  establecido  en  el  segundo  párrafo  del  art.  77, 
pudiendo  solo  versar  el  recurso  sobre  no  ser  el  acuer- 
do de  ios  que  necesitan  ajirobacion  ó sobre  la  exten- 
sión de  la  concedida. 

Art.  192.  El  alcalde,  y si  éste  no  lo  hiciere,  el 
gobernador  de  la  provincia,  está  obligado  á suspender 
por  sí,  ó á instancia  de  cualquier  residente  en  el  pue- 
blo, la  ejecución  de  los  acuerdos  del  Ayuntamiento 
dictados  en  asuntos  que,  según  esta  ley  ú otras  es- 
peciales, no  sean  de  la  competencia  del  Ayuntamien- 
to, y la  de  los  que  dictcare  en  los  asuntos  á que  se 
refieren  los  arts.  74,  75  y 76,  sin  haber  obtenido 
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autorización  ó aprobación  que  en  ellos  se  declara 
necesaria  ó traspasando  sus  límites. 

La  suspensión  será  razonada,  con  expresión  con- 
creta y precisa  de  las  disposiciones  legales  en  que  se 
funde. 

Art.  193.  El  alcalde  suspenderá  también  la  eje- 
cución de  los  acuerdos  á que  se  refiere  el  art.  189, 
cuando  de  ella  hubiere  de  resultar  perjuicio  irrepa- 
rable en  los  derechos  de  un  tercero. 

La  suspensión,  en  esle  caso,  se  acordará  solamen- 
te cuando  el  interesado  lo  solicitare,  reclamando  al 
mismo  tiempo  contra  el  acuerdo  para  ante  la  Dipu- 
tación provincial. 

Art.  194.  Suspendido  ó apelado  algún  acuerdo  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  los  arts.  191,  192  y 193, 
remitirá  el  alcalde  los  antecedentes  al  gobernador  de 
la  provincia  en  el  término  de  ocho  dias,  para  los  fines 
que  hubiere  lugar. 

Art.  195.  Los  alcaldes  y gobernadores  son  perso- 
nalmente responsables  de  los  danos  y perjuicios  inde- 
bidamente originados  por  la  ejecución  ó suspensión 
de  los  acuerdos  de  aquellas  Corporaciones. 

Esta  responsabilidad  sera  siempre  declarada  por 
la  autoridad  ó tribunal  que  en  último  grado  haya  re- 
suelto el  expediente,  y se  hará  efectiva  por  los  tribu- 
nales ordinarios  en  la  forma  que  las  leyes  determinen. 

Art,  196.  Contra  los  acuerdos  que  dicten  los 
Ayuntamientos  en  los  asuntos  á que  se  refieren  los 
arts.  68,  69  y 70  de  esta  ley,  podrán  los  gober- 
nadores entablar  recurso  contencioso-administrativo 
ante  el  tribunal  de  primera  instancia,  dando  para  ello 
las  instrucciones  necesarias  al  fiscal  cuando  por  aque- 
llos acuerdos  se  infringiere  alguna  ley  y se  cansare 
algún  perjuicio  á los  intereses  generales. 

Este  recurso  habrá  de  ser  interpuesto  dentro  de 
los  treinta  dias  siguientes  á la  fecha  en  que  el  gober- 
nador tuviese  noticia  del  acuerdo,  entendiéndose  que 
tiene  noticia  de  él  al  publicarse  el  extracto  semestral 
en  el  Boletín  de  la  provincia. 

CAPITULO  II. 

Dependencia  y responsabilidad  de  los  concejales 
y de  sus  agentes . 

Art.  197.  El  Ministro  de  la  Gobernación  es  el  jefe 
superior  de  los  Ayuntamientos  y el  único  autorizado 
para  trasmitirles  las  disposiciones  que  deban  ejecutar 
en  cuanto  no  se  refiera  á las  atribuciones  exclusivas 
de  estas  Corporaciones. 

Art.  198.  Los  Ayuntamientos,  alcaldes  y conce- 
jales, en  todos  los  asuntos  que  la  ley  no  les  comete 
exclusiva  é independientemente,  están  bajo  la  autori- 
dad y dirección  administrativa  de  la  Diputación,  de 
la  Comisión  y del  gobernador  de  la  provincia. 

Art.  199.  Los  alcaldes  y concejales  incurren  en 
responsabilidad: 

1. °  Por  infracción  manifiesta  de  la  ley  en  sus  ac- 
tos ó acuerdos,  bien  sea  atribuyéndose  facultades  que 
no  les  competan,  abusando  de  las  propias  iv  omitien- 
do el  cumplimiento  de  sus  deberes  legales. 

2. °  Por  desobediencia  al  Gobierno  en  los  asuntos 
en  que  proceden  por  delegación  y bajo  la  dependen- 
cia de  éste. 

3. °  Por  desobediencia  ó desacato  á sus  superiores 
jerárquicos,  considerándose  tales  para  este  objeto  los 
gobernadores  militares  de  las  provincias  y los  capi- 
tanes generales  de  los  distritos  en  los  asuntos  en  que 


obren  los  alcaldes  por  delegación  ó encargo  de  estas 
autoridades. 

4.°  Por  negligencia  ú omisión  de  que  pueda  re- 
sultar perjuicio  á los  intereses  ó servicios  que  están 
bajo  su  custodia,  informalidad  en  la  contabilidad, 
abuso  ó malversación  en  la  administración  de  sus 
fondos. 

Art.  200.  La  responsabilidad  será  exigible  á los 
alcaldes,  concejales  y funcionarios  dependientes  del 
Municipio,  ante  la  Administración  ó ante  los  Tribuna- 
les, según  la  naturaleza  de  la  acción  ú omisión  que 
la  motive,  y solo  será  extensiva  á los  vocales  que 
hubiesen  tomado  parte  en  ella. 

Art.  201.  Cuando  el  alcalde,  los  tenientes  ó los 
concejales  de  un  Ayuntamiento  se  hicieren  culpables 
de  hechos  ú omisiones  punibles  administrativamente, 
incurrirán,  según  los  casos,  en  las  penas  de  amones- 
tación, apercibimiento,  multa  ó suspensión,  y siem- 
pre en  la  indemnización  de  los  gastos  que  ocasione 
el  reparar  la  falta  ó la  omisión  cometida. 

La  imposición  de  estas  penas,  excepto  la  de  sus- 
pensión, que  solo  podrá  ser  acordada  por  el  goberna- 
dor, corresponderá  á éste  ó á la  Diputación  provin- 
cial. 

Art.  202.  Procede  la  amonestación  en  los  casos 
de  error,  omisión  ó negligencia  leves,  no  mediando 
reincidencia  y siendo  de  fácil  reparación  el  daño  cau- 
sado. 

Procede  el  apercibimiento  en  los  casos  de  reinci- 
dencia en  falta  reprendida,  y en  los  de  extralimita- 
cion  de  poder,  abuso  de  facultades  ó negligencia  in- 
excusable, cuyas  consecuencias  no  sean  irreparables 
ó graves. 

Procede  la  multa  siempre  que  las  leyes  y dispo- 
siciones generales,  con  arreglo  á las  mismas,  lo  de- 
terminen, y en  los  casos  de  reincidencia  en  faltas  cas- 
tigadas con  apercibimiento,  y de  extralimitacion, 
abuso  de  autoridad,  negligencia  ó desobediencias  gra- 
ves, que  no  exijan  la  suspensión  ni  produzcan  res- 
ponsabilidad criminal. 

Procede  la  suspensión: 

En  los  casos  de  reincidencia  en  faltas  castigadas 
ya  con  multa. 

En  los  casos  de  extralimitacion  grave  con  carác- 
ter poiitico,  acompañada  de  cualquiera  de  las  circuns- 
tancias siguientes: 

i. 11  Haber  dado  publicidad  al  acto. 

2. °  Excitar  á otras  Corporaciones  á cometerlas. 

3. *  Desconocer  la  autoridad  del  Gobierno. 

4. a  Producir  la  alteración  del  órden  público. 

Y por  último,  en  los  casos  de  abuso,  falta  de  for- 
malidad legal  en  la  contabilidad  ó malversación  en 
la  administración  de  sus  fondos. 

Art.  203.  Para  la  imposición  y exacción  de  las 
multas  se  tendrán  presentes  las  reglas  siguientes: 

1.a  La  declaración  de  la  pena  corresponde  á la 
Diputación  provincial  ó al  gobernador  de  la  provin- 
cia, oyendo  ai  interesado. 

2/  No  se  impondrá  ninguna  sin  resolución  por 
escrito  y motivada. 

3. a  La  providencia  se  comunicará  por  escrito  al 
multado;  del  pago  se  le  expedirá  el  competente  re- 
cibo. 

4. a  Las  multas  y los  apremios  se  cobrarán  en  pa- 
pel del  sello  correspondiente. 

5. a  Las  multas  serán  precisamente  pagadas  del 
peculio  particular  de  los  multados, 
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6.a  Las  multas  serán  extensivas  á todos  los  con- 
cejales que,  según  esta  ley,  sean  responsables  por  el 
acto  ó acuerdo  que  las  motive. 

Art.  204.  El  máximun  de  la  cuota  de  las  multas 
que  pueden  imponerse  á los  alcaldes  y regidores  por 
las  faltas  en  que  respectivamente  incurran,  según  lo 
prescrito  en  la  presente  ley,  será  proporcional  al  nú- 
mero de  concejales  de  cada  pueblo,  en  la  forma  si- 
guiente: 


Número  de  concejales. 

Alcaldes. 

Pesetas. 

Regidores. 

Pesetas. 

6 á 9 

1 7‘  50 

7‘50 

10  á 16 

37‘50 

20 

17  á 24 

125 

50 

25  á 32 

175 

75 

33  á 40 

250 

100 

41  á 50 

375 

125 

Art.  2 OiS.  Para  el  pago  de  toda  multa  se  conce- 
derá un  plazo  proporcionado  á la  cuantía  de  la  mis- 
ma, y que  no  baje  de  diez  dias  ni  exceda  de  veinte, 
pasado  el  cual  procede  el  apremio  contra  los  moro- 
sos. El  apremio  no  será  mayor  de  5 por  100  diario 
del  total  de  la  multa,  sin  que  exceda  eu  ningún  caso 
el  duplo  de  la  misma. 

Art.  206.  Contra  la  imposición  de  la  multa  puede 
el  interesado  alzarse  para  ante  el  Ministerio  de  la  Go- 
bernación, que  resolverá  lo  que  estime  procedente  sin 
ulterior  recurso. 

En  caso  de  ser  declarada  improcedente  la  impo- 
sición de  la  multa,  serán  impuestas  las  costas  y da- 
ños causados  por  su  exacción  á la  autoridad  que  la 
ordenó,  sin  que  sirva  de  excusa  la  obediencia  en  los 
casos  de  infracción  clara  y terminante  de  una  ley. 

Art.  207.  Eu  ningún  caso  se  expedirán  comisio- 
nados de  ejecución  contra  los  alcaldes  y concejales 
para  la  exacción  de  multas. 

Cuando  ocurra  el  caso  previsto  eu  el  art.  205,  y 
los  multados  dejasen  de  satisfacer  la  multa,  no  obs- 
tante el  apremio,  el  gobernador  oficiará  al  juez  de 
primera  instancia  del  partido,  expresando  la  causa 
que  ha  motivado  la  imposición  de  la  multa  y la  cuan- 
tía y liquidación  de  ésta,  y requiriendo  su  autoridad 
para  hacerla  efectiva. 

El  juez  procederá  á la  exacción  por  los  trámites 
de  la  vía  de  apremio. 

Art.  208.  Para  hacer  efectiva  la  indemnización  de 
gastos  á que  se  refiere  el  art.  201,  se  procederá  en  la 
forma  establecida  para  la  multa. 

Art.  209.  La  suspensión  gubernativa  de  los  alcal- 
des, tenientes  ó concejales,  la  acordará  el  gobernador, 
oida  la  Comisión  provincial.  La  suspensión  habrá  de 
acordarse  nominalmente  y en  expediente  separado 
para  cada  uno  de  los  individuos  que  hayan  de  sufrir- 
la, sin  que  pueda  imponerse  colectivamente  á toda  la 
Corporación  ó á una  parte  de  ella,  aunque  sea  común 
la  falta  que  la  motive. 

Art.  210.  La  resolución  del  gobernador  será  in- 
mediatamente ejecutiva;  pero  el  gobernador  habrá  de 
dar  cuenta  de  ella  al  Gobierno,  elevando  los  expedien- 
tes de  suspensión  al  Ministerio  de  la  Gobernación 
dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  acuerdo. 

Art.  211.  Si  el  Gobierno  entiende  que  la  suspen- 
sión no  es  procedente,  revocará  por  sí  y dentro  de 
quince  dias  el  acuerdo;  en  caso  contrario,  pasará  el 


expediente  al  Consejo  de  Estado,  oido  el  cual,  y en  un 
plazo  que  no  exceda  de  cincuenta  dias,  dictará  la  re- 
solución definitiva,  contra  la  cual  no  se  dará  ulterior 
recurso.  Declarada  improcedente  la  suspensión,  ó tras- 
currido el  anterior  plazo  sin  haber  resuelto  el  Gobier- 
no, los  concejales  suspensos  volverán  á posesionarse 
por  sí  mismos  de  sus  cargos,  asistiendo  desde  luego 
á las  sesiones,  si  bien  quedando  sujetos  en  el  último 
caso  á las  resultas  del  acuerdo  que  se  adopte. 

Si  se  declarase  procedente  la  suspensión  y el  Go- 
bierno entendiese  que  los  suspensos  han  incurrido  en 
responsabilidad  criminal,  mandará  pasar  los  antece- 
dentes al  Juzgado  ó Tribunal  competente. 

Este,  prévias  las  actuaciones  en  derecho  necesa- 
rias, decretará  la  destitución,  sin  perjuicio  de  las 
demás  penas  á que  hubiere  lugar,  cuando  apareciese 
que  los  concejales  se  han  hecho  culpables  de  algún 
delito. 

En  uno  y otro  caso,  el  decreLo  del  Gobierno  será 
publicado  en  la  Gaceta  de  Madrid  y en  el  Boletín  ofi- 
cial de  la  provincia,  con  inserción  de  los  dictámenes 
del  Consejo  de  Estado. 

Art.  212.  Una  vez  publicado  el  decreto  declaran- 
do procedente  la  suspensión  y mandando  pasar  los 
antecedentes  á los  tribunales  de  justicia,  los  conceja- 
les continuarán  suspensos  durante  treinta  dias  más; 
y si  dentro  de  ellos  fueren  declarados  procesados,  no 
volverán  al  ejercicio  de  sus  cargos  en  tanto  que  no 
recaiga  sentencia  absolutoria  ejecutoria  ó se  dicte 
auto  de  sobreseimiento. 

Art.  213.  La  suspensión  gubernativa  de  los  con- 
cejales no  excederá  de  sesenta  dias. 

Pasado  este  plazo  sin  que  se  hubiese  mandarlo 
proceder  á la  formación  de  causa  ó pasados  treinta 
dias  desde  este  acuerdo  sin  que  el  tribunal  los  declare 
procesados,  sé  hará  saber  á los  concejales  interinos, 
y volverán  los  suspensos  de  hecho  y de  derecho  al 
ejercicio  de  sus  funciones.  Los  que  les  hubieren 
reemplazado  serán  considerados  como  culpables  de 
usurpación  de  atribuciones  si  ocho  dias  después  de 
espirado  aquel  plazo,  habiéndoseles  hecho  saber  ó sido 
requeridos  por  los  concejales  propietarios,  continua- 
sen ejerciendo  funciones  municipales. 

Art.  2 i 4.  Los  alcaldes  y concejales  no  pueden  ser 
destituidos  sino  en  virtud  de  sentencia  ejecutoria  de 
juez  ó tribunal  competente. 

Este  lo  será  el  que  ejerza  la  jurisdicción  ordina- 
ria en  lo  criminal  en  el  territorio  á que  corresponda 
el  distrito  municipal  de  que  aquellos  formen  parte. 

Art.  215.  Decretará  el  juez  ó tribunal  la  suspen- 
sión de  los  concejales  procesados  de  oficio  ó á instan- 
cia de  parte,  cuando  apareciesen  motivos  racionales 
para  creer  que  han  cometido  delito  que  el  Código 
penal  castigue  con  suspensión  de  cargo  ó derechos 
políticos,  y lo  pondrá  en  conocimiento  del  Ayunta- 
miento y del  gobernador  de  la  provincia. 

Art.  216.  Cuando  por  virtud  de  suspensión  de 
concejales  acordada  por  el  gobernador  ó por  el  juez  ó 
tribunal  competente,  no  quedase  número  suficiente 
en  el  Ayuntamiento  para  celebrar  sesión,  se  llamará, 
para  que  interinamente  lo  completen,  á los  individuos 
á que  se  refiere  el  párrafo  segundo  del  art.  45. 

Los  concejales  interinos  podrán  tomar  parte  en  la 
resolución  de  expedientes  de  incapacidad  de  los  con- 
cejales propietarios,  debiendo  limitarse  el  Ayunta- 
miento, cuando  no  quede  suficiente  número  de  pro- 
pietarios para  tomar  acuerdo  sobre  aquel  particular, 
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á elevar  el  expediente  á la  Comisión  provincial  para 
que  adopte  la  resolución  que  estime  procedente. 

Art.  217.  Las  vacantes  ocurridas  en  un  Ayunta- 
miento por  destitución  legal  de  sus  vocales,  serán  cu 
biertas  en  la  forma  que  dispone  el  art.  45. 

Art.  218.  Los  alcaldes  y concejales  que  por  sen- 
tencia ejecutoriada  fueren  absueltos,  volverán  á ocu- 
par sus  cargos  si  durante  el  procedimiento  no  les  hu- 
biese correspondido  cesar,  mediante  lo  dispuesto  en 
el  art.  44,  teniendo  efecto  respecto  á ellos  lo  dispues- 
to en  el  art.  213. 

Art.  219.  Los  concejales  destituidos  estarán  in- 
habilitados para  ejercer  este  cargo  durante  seis  años, 
;l  no  ser  que  en  la  sentencia  hayan  sido  inhabilitados 
por  más  tiempo  con  arreglo  al  Código  penal. 

Art.  220.  Los  alcaldes  de  barrio  están,  relativa- 
mente á los  Ayuntamientos,  en  la  misma  dependen- 
cia jerárquica  que  los  alcaldes  y tenientes  respecto  á 
los  gobernadores. 

Les  son,  por  tanto,  aplicables  las  disposiciones  del 
presente  título  en  cuanto  á la  responsabilidad,  salvas 
las  modiíicacioues  siguientes: 

1.a  Las  multas  que  se  les  impongan  no  podrán 
exceder  de  10  pesetas. 

V Para  la  suspensión,  basta  la  órden  del  alcalde; 
pero  para  la  destitución  se  necesita  el  acuerdo  del 
Ayuntamiento. 

La  suspensión  no  excederá  del  plazo  de  dos  sesio- 
nes ordinarias  del  Ayuntamiento. 

3.4  La  absolución  no  les  da  derecho,  pero  sí  les 
rehabilita  para  ser  repuestos  en  su  cargo. 

Art.  22 1 . Todos  los  agentes  del  Ayuntamiento  por 
él  nombrados  y pagados  están  sujetos  á su  obedien- 
cia, y son  responsables  gubernativamente  ante  el  mis- 
mo con  sujeción  á esta  ley,  y judicialmente,  ante  los 
tribunales,  por  los  delitos  y faltas  que  cometieren. 

Art.  222.  Además  de  los  recursos  administrativos 
establedidos  por  la  presente  ley,  cualquier  vecino  ó 
hacendado  del  pueblo  tiene  acción  ante  los  tribunales 
de  justicia  para  denunciar  y perseguir  criminalmente, 


y éstos  podrán  perseguir  de  oficio  á los  alcaldes,  con- 
cejales y vocales  asociados,  siempre  que  éstos  en  el 
establecimiento,  distribución  y recaudación  de  los  ar- 
bitrios ó impuestos  se  hayan  hecho  culpables  de  frau- 
de ó de  exacciones  ilegales,  y muy  especialmente  en 
los  casos  siguientes: 

1*°  Si  cualquiera  de  ios  concejales  y vocales  aso- 
ciados, en  el  año  que  lo  son,  pagan  una  cuota  menor 
por  repartimiento,  impuesto  ó licencia,  comparada 
con  el  año  anterior  al  desempeño  de  su  cargo,  siendo 
igual  ó superior  la  cantidad  total  repartible,  á ménos 
de  probar  que  han  sufrido  en  su  riqueza  disminución 
bastante  d justificar  aquella  baja. 

2.°  Cuando  el  producto  total  de  ios  repartimientos 
y arbitrios  distribuidos  excediese  de  la  cantidad  pre- 
supuesta y 6 por  100  de  recargo,  autorizado  por  la 
regla  octava,  art.  159  de  esta  ley. 

Cuando  las  cuotas  determinadas  por  los  arbi- 
trios^ fuesen  superiores  á lo  que  la  ley  permite. 

4.  Cuando  establecieren  y recaudaren  cualquier 
clase  de  impuestos  no  comprendidos  en  la  presente 
ley,  ni  en  la  de  presupuestos  generales  del  Estado. 

Cuando  sin  los  requisitos  establecidos  en  las 
leyes  y reglamentos  sobre  la  contribución  territorial 
manasen  las  cifras  de  la  riqueza  imponible  de  cual- 
quier vecino  ó forastero  ó las  suyas  propias. 

6*  Cuando  se  dejaren  de  incluir  en  el  presupuesto 


j ó de  ingresar  en  la  Caja  municipal  al  hacerlos  efecti- 
vos, algunos  de  los  recursos  ó rentas  permanentes 
de  la  Municipalidad. 

Los  tribunales  de  justicia,  una  vez  probado  el 
hecho,  y sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  Código 
penal,  harán  las  declaraciones  siguientes: 

Primer  caso.  Imposición  de  doble  cuota  á los  cul- 
pables. 

Segundo  y tercer  caso.  Anulación  del  reparti- 
miento en  lo  que  exceda  á la  cantidad  autorizada,  y 
devolución  de  las  recaudadas,  con  multa  igual  al  ex- 
ceso, mancomunadamente  impuesta  á los  concejales 
y asociados  culpables. 

Cuarto  caso.  Anulación  del  arbitrio  impuesto  y 
devolución  de  las  cantidades  recaudadas , con  multa 
igual  á su  importe,  exigida  en  la  forma  expresada  en 
el  caso  anterior. 

Quinto  y sexto  caso.  Anulación  de  los  acuerdos, 
con  multa  igual  al  perjuicio  ocasionado  é indemni- 
zación al  Estado,  Municipio  y particular  que  lo  haya 
sufrido. 

TITULO  VII. 

Gobierno  político  do  los  distritos  municipales. 

Art.  223.  El  alcalde  es  el  representante  del  Go- 
bierno, y en  tal  concepto  desempeñará  todas  las  atri- 
buciones que  las  leyes  le  encomienden,  obrando  bajo 
la  dirección  del  gobernador  de  la  provincia,  conforme 
aquellas  determinen,  así  en  lo  que  se  refiere  á la  pu- 
blicación y ejecución  de  las  leyes  y disposiciones 
generales  del  Gobierno  ó del  gobernador  y Diputación 
provincial,  como  en  lo  tocante  al  órden  público  y á 
las  demás  funciones  que  en  tal  concepto  se  le  con- 
fieran. 

Si  el  alcalde,  requerido  por  el  gobernador,  se  ne- 
gare á cumplir  alguna  de  las  obligaciones  á que  el 
presente  artículo  se  refiere,  ú omitiese  hacerlo  en  el 
plazo  legal,  el  gobernador  puede  cometer  su  ejecu- 
ción al  juez  municipal  del  pueblo  ó cualquiera  de  sus 
suplentes  ó á un  delegado  especial. 

Esta  delegación  se  limitará  ai  tiempo  y á los  ca- 
sos absolutamente  precisos,  y no  envuelve  facultad 
alguna  para  intervenir  en  ninguno  de  los  actos  del 
Ayuntamiento. 

Art.  224.  En  todo  lo  relativo  al  Gobierno  político 
del  distrito  municipal,  la  autoridad,  deberes  y res- 
ponsabilidad del  alcalde  son  independientes  del  Ayun- 
tamiento respectivo. 

El  Ministro  de  la  Gobernación,  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  anterior,  y sin  que  el  alcalde 
pierda  las  facultades  que  le  corresponden  como  pre- 
sidente del  Ayuntamiento,  podrá  nombrar,  cuando  lo 
considere  conveniente,  un  delegado,  que  tendrá  en  el 
término  municipal  las  atribuciones  enumeradas  en  el 
art.  1 1 4 y las  demás  de  índole  análoga  que  en  la  de- 
legación se  le  confieran. 

Art.  225.  Los  tenientes  de  alcalde,  en  sus  distri- 
tos respectivos,  obran  siempre  por  delegación  y bajo 
la  dirección  del  alcalde,  como  representantes  del  Go- 
bierno, de  igual  modo  que  aquel  lo  es  en  el  término 
municipal. 

Art.  226.  Los  alcaldes  de  barrio,  en  los  suyos  res- 
pectivos, ejercerán  las  funciones  de  gobierno  político 
que  con  arreglo  á las  leyes  les  deleguen  los  tenientes 
de  alcalde,  conformándose  con  las  disposiciones  del 
alcalde  y del  gobernador  de  la  provincia. 
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Art.  227.  Por  las  faltas  que  en  el  desempeño  (le 
sus  funciones  gubernativas  en  lo  político  cometieren 
los  alcaldes  y tenientes,  podrán  ser  amonestados, 
apercibidos  y multados  los  alcaldes  por  el  goberna- 
dor de  la  provincia,  los  tenientes  por  el  primero  y el 
gobernador  igualmente,  en  los  términos  que  se  pre- 
vienen en  el  cap.  2.°,  tít.  6.°  de  esta  ley. 

DISPOSICIONES  GENERALES. 

Art.  228.  Los  recursos  que  en  la  vía  gubernativa 
se  interpongan  contra  las  providencias  de  los  alcaldes 
y los  acuerdos  del  Ayuntamiento  ó Junta  municipal, 
se  presentarán  ante  aquella  Autoridad. 

A todo  recurrente  se  le  facilitará  recibo  en  el  acto 
de  presentar  el  recurso,  haciendo  constar  la  fecha  en 
que  se  haya  presentado  y el  objeto  del  mismo. 

Art.  229.  Los  alcaldes,  dentro  del  plazo  de  los 
ocho  dias  siguientes  al  de  la  presentación  de  todo 
recurso,  lo  remitirán  al  gobernador,  Comisión  ó Dipu- 
tación provincial  para  ante  quien  se  baya  interpuesto, 
uniendo  su  informe  ó el  de  la  Corporación  que  haya 
dictado  el  acuerdo  y todos  los  antecedentes  que  for- 
men el  expediente. 

Si  por  cualquier  causa  el  alcalde  no  cumpliera 
con  lo  preceptuado  en  este  artículo,  los  interesados 
podrán  acudir  en  queja  al  gobernador,  el  cual,  ade- 
más de  imponer  al  alcalde  moroso  la  oportuna  co- 
rrección disciplinaria,  deberá  reclamar  desde  luego 
el  recurso  y el  expediente  para  remitirlos  á la  Corpo- 
ración á quien  corresponda  conocer  de  la  alzada. 

Art.  230.  Todos  los  términos  que  se  establecen 
en  esta  ley  son  fatales  é improrrogables;  comenzarán 
á contarse  desde  el  día  siguiente  á la  notificación,  y 
no  se  comprenderán  en  ellos  los  dias  de  fiesta  religio- 
sa ó nacional. 

Art.  231.  Las  resoluciones  gubernativas  cuyo 
cumplimiento  incumba  á los  alcaldes,  las  providen- 
cias que  éstos  dicten  y los  acuerdos  del  Ayuntamien- 
to ó Junta  municipal  que  puedan  afectar  á los  dere- 
chos ó intereses  de  algún  particular  ó corporación, 
se  notificarán  á los  interesados  dentro  de  los  tres  dias 
siguientes  á su  fecha,  por  medio  de  cédula  que  debe- 
rá contener: 

1. ®  La  expresión  de  la  naturaleza  y objeto  del  ex- 
pediente, y los  nombres  y apellidos  de  los  interesa- 
dos en  el  mismo. 

2. °  Copia  literal  de  la  providencia  ó resolución 
que  haya  de  notificarse. 

3. °  El  nombre  de  la  persona  á quien  deba  hacerse 
la  notificación. 

4. °  La  fecha  en  que  ésta  se  hace  y la  firma  del 
funcionario  que  la  verifique. 

Esta  cédula  será  entregada  al  interesado  ó Corpo- 
ración con  quien  dicha  notificación  se  entienda,  ó á 
sus  representantes,  haciéndose  constar  la  entrega  en 
el  expediente  por  diligencia  firmada  por  el  que  la  re- 
ciba ó por  dos  testigos,  y autorizada  por  el  secretario, 
expresando  en  ella  necesariamente  el  dia  y la  hora  en 
que  les  haya  sido  entregada  la  cédula. 

Cuando  no  se  encontrase  en  su  domicilio  al  inte- 
resado, la  cédula  será  entregada  al  pariente  más  cer- 
cano, familiar  ó criado,  mayor  de  1 4 anos,  que  se  ha- 
llare en  la  habitación  del  que  hubiese  de  ser  notifica- 
do, y si  no  se  encontrare  á nadie  en  ella,  al  vecino 
más  próximo  que  fuere  habido. 

Se  acreditará  en  el  expediente  la  entrega  por  me- 
dio de  diligencia,  en  la  que  se  hará  constar  el  nom- 


bre, estado  y ocupación  de  la  persona  que  reciba  la 
cédula,  su  relación  con  la  que  deba  ser  notificarla,  y 
la  obligación  que  aquella  tiene,  que  le  hará  saber  el 
funcionario  que  practique  la  notificación  de  entre- 
garle la  cédula  así  que  regrese  á su  domicilio.  Dicha 
diligencia  será  firmada  por  aquel  funcionario  y por 
la  persona  que  reciba  la  cédula,  y si  ésta  no  supiese 
ó no  quisiera  firmar,  por  dos  testigos. 

Art.  232.  Cuando  se  ignorase  el  paradero  de  la 
persona  que  haya  de  ser  notificada,  se  fijará  la  cédu- 
la durante  tres  dias  en  el  lugar  designado  paia  los 
anuncios  en  las  Casas  Consistoriales,  lo  cual  se  hará 
constar  en  el  expediente  por  medio  de  diligencia,  que 
deberá  autorizar  el  secretario,  y será  firmada  por  do» 
vecinos  de  la  población,  mayores  de  edad. 

Art.  233.  El  secretario  del  Ayuntamiento  será 
personalmente  responsable,  por  los  perjuicios  que 
puedan  irrogarse,  bien  á la  Administración  municipal, 
bien  á los  particulares  ó Corporaciones  interesados, 
cuando  procedan  de  defecto  legal  en  la  forma  en  que 
hayan  sido  hechas  las  notificaciones. 

Art.  234.  En  la  parte  exterior  de  toda  Casa  Con- 
sistorial habrá  un  sitio  destinado  para  la  fijación  de 
anuncios  y edictos,  á la  altura  conveniente,  para  que 
puedan  éstos  ser  leídos  cómodamente. 

En  los  casos  en  que  por  esta  ley  se  previene  que 
un  anuncio  ó documento  esté  de  manifiesto  al  públi- 
co, se  acreditará  en  el  expediente  respectivo  por  me- 
dio de  una  diligencia,  en  la  que,  bajo  su  responsabi- 
lidad personal,  así  civil  como  criminal,  acreditarán 
el  hecho  de  haber  estado  expuesto  al  público  durante 
el  plazo  legal,  el  alcalde,  el  síndico  y el  secretario. 

DISPOSICIONES  ADICIONALES. 

1. a  Quedan  derogadas  todas  las  leyes  y disposicio- 
nes anteriores  relativas  al  régimen  municipal. 

2. a  El  Gobierno  dictará,  con  arreglo  á esta  ley,  los 
reglamentos  necesarios  para  su  ejecución. 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

1. a  Interin  se  establezca  por  una  ley  especial  la 
forma  en  que  ha  de  administrar  su  hacienda  el  Ayun- 
tamiento de  Madrid,  queda  autorizado  para  establecer, 
bajo  la  aprobación  directa  del  Gobierno,  con  audien- 
cia del  Consejo  de  Estado,  todos  los  arbitrios  é im- 
puestos que  sean  acomodables  á las  condiciones  es- 
peciales de  la  riqueza  y de  los  medios  contributivos 
con  que  cuenta  la  capital,  y que  no  puedan  disminuir 
los  ingresos  que  para  el  Tesoro  público  se  hallen  es- 
tablecidos por  las  leyes  de  presupuestos  del  Estado. 

2. a  Si  para  la  fecha  en  que,  con  arreglo  á esta  ley, 
hayan  de  hacerse  las  primeras  elecciones  municipa- 
les no  se  hallare  promulgada  una  nueva  ley  electo- 
ral, tendrán  derecho  á votar  concejales  y á ser  ins- 
critos como  electores  en  las  listas  del  censo  electoral 
de  los  respectivos  Municipios  los  que  pueden  votar, 
diputados  provinciales,  conforme  á la  ley  de  29  de 
Agosto  de  1882,  y cada  elector  no  podrá  inscribir  cu 
su  papeleta  más  nombres  de  candidatos  que  los  que 
corresponden  ai  número  total  de  los  concejales  que 
deba  elegir  su  colegio,  en  la  proporción  que  señala  el 
art.  42  de  la  ley  municipal  de  2 de  Octubre  de  1877. 
En  todo  lo  demás  regirá  la  ley  electoral  de  20  de  Agos- 
to de  1870. 

Madrid  11  de  Julio  de  188G.=E1  Ministro  déla 
Hobernacion,  V.  González. 
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Proyecto  de  ley  ( reproducido ),  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación, 
reformando  la  provincial  de  29  de  Agosto  de  1882. 


A LAS  CORTES. 

Al  presetar  á las  Corles  un  proyecto  de  reforma 
de  la  ley  provincial  vigente,  no  se  propone  el  Gobier- 
no introducir  alteración  alguna  en  el  régimen  y ad- 
ministración de  las  'provincias.  Trata  solo  de  suplir 
algunas  omisiones  que  ha  revelado  la  experiencia,  de 
aclarar  la  redacción  de  artículos  que  han  sido  inter- 
pretados á veces  con  muy  distinto  criterio  del  que  se 
tuvo  en  cuenta  al  formularios,  y de  desarrollar  el  con- 
tenido de  otros  con  disposiciones  que,  sin  modificar- 
los en  su  esencia,  acentúen  el  sentido  liberal  con  que 
el  Gobierno  entiende  que  deben  aplicarse. 

El  carácter  de  la  mayor  parte  de  estas  reformas 
no  exige  una  exposición  detenida  de  sus  fundamentos, 
y en  muchos  casos,  como  en  todo  lo  que  se  refiere  á 
los  turnos  para  el  ejercicio  de  los  cargos  de  la  Comi- 
sión provincial,  á la  declaración  de  que  éstos  constitu- 
yen funciones  inherentes  al  de  diputado,  á las  dietas 
de  indemnización  por  asistencia  á las  sesiones  y á los 
acuerdos  adoptados  en  las  extraordinarias,  el  proyecto 
se  limita  á ajustar  las  prescripciones  de  la  ley  a lo 
que  está  ya  establecido  por  la  jurisprudencia.  Del 
mismo  modo  basta  anunciarlas  para  dejar  fijado  el  fin 
á que  responden  las  reformas  que  se  proponen  en  los 
artículos  que  tratan  de  las  correcciones  gubernativas, 
declarando  que  no  pueden  imponerse  colectivamente 
á las  Corporaciones,  sino  que  se  han  de  aplicar  nomi- 
nal y separadamente  á los  individuos  responsables, 
para  evitar  así  abusos  á que  la  actual  redacción  de  la 
ley  puede  prestarse ; en  los  que  se  refieren  al  nom- 
bramiento y atribuciones  de  los  diputados  interinos, 
limitando  sus  funciones  á las  puramente  administra- 
tivas, sin  que  puedan  traspasarlas  ni  intervenir  en 
las  elecciones  de  Senadores,  que  perderían  su  carác- 
ter de  elección  de  segundo  grado,  si  pudieran  tomar 


parte  en  ellas  los  diputados  provinciales  que  no  de- 
bieran el  cargo  á los  votos  del  cuerpo  electoral  de  sus 
distritos;  en  los  relativos  al  nombramiento  de  los  go- 
bernadores de  provincia,  alejando  dol  ejercicio  de  es- 
tos cargos  á los  que  puedan  tener  intereses  políticos 
en  la  comarca  por  su  residencia  habitual  en  ella  ó 
por  haberla  representado  en  Górtes;  y en  las  disposi- 
ciones que  tienden  á dar  mayor  estabilidad  y á exigir 
más  competencia  y práctica  en  los  asuntos  adminis- 
trativos á los  secretarios  de  los  Gobiernos  de  provin- 
cia, señalando  para  su  nombramiento  y separación 
condiciones  que  han  de  influir  seguramente  en  el  me- 
jor servicio. 

Entre  las  reformas  contenidas  en  el  proyecto,  me- 
recen, sin  embargo,  especial  mención  las  que  se  re- 
fieren al  ejercicio  de  la  facultad  que  el  art.  22  de  la 
ley  confiere  á los  gobernadores,  á las  cuestiones  de 
competencia  en  los  juicios  criminales,  y al  reparti- 
miento que  pueden  acordar  las  Diputaciones  entre  los 
pueblos  de  la  provincia  cuando  las  rentas  y arbitrios 
propios  no  basten  para  cubrir  sus  gastos. 

El  art.  22  de  la  ley  actual,  que  tiene  su  precedente 
en  los  10  y 1 1 de  la  de  25  de  Setiembre  de  1863,  ha 
sido  á veces  interpretado  en  términos  que  han  dado 
lugar  á justas  reclamaciones  de  la  opinión  y á que  el 
partido  liberal  contrajera  en  la  oposición  el  compro- 
miso de  proponer  su  reforma.  Claramente  se  deduce 
de  su  texto,  que  solo  pueden  aplicarse  las  multas  de 
que  trata,  á la  represión  de  las  faltas  que  se  mencio- 
nan en  el  mismo  y en  los  casos  en  que  no  tengan  otra 
penalidad  señalada  por  las  leyes.  Es,  pues,  indudable 
que  aquel  artículo  no  puede  tener  aplicación  á los 
acuerdos  de  las  Diputaciones  ó Ayuntamientos,  ni  á 
los  actos  de  sus  individuos  que  estén  sujetos  alas  res- 
ponsabilidades y correcciones  establecidas  en  las  le- 
yes orgánicas  por  que  se  rigen,  á los  escritos  publi- 
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cados  por  medio  de  la  prensa,  que  solo  pueden  ser 
punibles  conforme  á la  legislación  común  contenida 
en  los  preceptos  del  Código  penal,  ni  en  general  álos 
hechos  que  se  hallen  prohibidos  y castigados  por  el 
Código  ó por  leyes  especiales.  Pero  la  diversa  inter- 
pretación que  en  la  práctica  se  ha  dado  á aquel  ar- 
tículo, mueve  al  Gobierno  á proponer  que  su  redac- 
ción se  modifique,  consignando  claramente  estos 
principios,  para  que  no  puedan  reproducirse  los  he- 
chos que  hoy  hacen  necesaria  esta  reforma. 

En  análogas  razones  se  funda  la  aclaración  conte- 
nida en  el  proyecto  respecto  á las  competencias  de 
atribuciones  en  los  juicios  criminales,  declarando  que 
los  gobernadores  solo  podrán  suscitarlas  cuando  el 
castigo  de  los  hechos  está  expresamente  reservado 
por  las  leyes  á los  funcionarios  de  la  Administración. 
La  circunstancia  de  no  haberse  publicado  reglamen- 
tos para  la  ejecución  de  las  leyes  provinciales  que 
han  regido  con  posterioridad  á la  de  25  de  Setiembre 
de  1863,  ha  hecho  que  venga  aplicándose  en  la  ma- 
teria el  art.  54  del  dictado  para  la  ejecución  de  aque- 
lla ley,  que  no  solo  autorizaba  las  contiendas  de  com- 
petencia en  el  caso  antes  citado,  sino  también  cuando 
debiera  decidirse  por  la  autoridad  administrativa  al- 
guna cuestión  previa  de  cuya  resolución  dependiese 
el  fallo  que  hubieren  de  pronunciar  los  tribunales. 
Con  esta  base,  y considerando  como  cuestiones  previas 
las  relativas  á declarar  si  un  funcionario  público  ó 
agente  de  la  Administración  ha  obrado  en  el  cumpli- 
miento de  su  deber  en  el  ejercicio  legítimo  de  su  car- 
go ó en  virtud  de  obediencia  debida,  ha  venido  á res- 
tablecerse virtualmente  en  la  práctica  el  principio  de 
la  necesidad  de  una  autorización  prévia  para  que  los 
tribunales  puedan  procesar  á los  funcionarios  y agen- 
tes administrativos,  sobreponiendo  así  el  criterio  de 
los  superiores  jerárquicos  á la  apreciación  y al  fallo 
de  los  tribunales,  á quienes  por  las  leyes  fundamen- 
tales del  país  corresponde  la  potestad  exclusiva  de 
aplicar  las  leyes  en  los  juicios  criminales.  Aquel  prin- 
cipio, que  fuó  terminantemente  derogado  por  el  ar- 
tículo 30  de  la  Constitución  de  1869,  no  tiene  hoy 
tampoco  mantenedores  que  lo  sustenten  abiertamente, 
como  lo  demuestra  el  hecho  de  no  haberse  intentado 
desenvolver  en  una  ley  el  precepto,  contenido  en  el  ar- 
tículo 77  de  la  Constitución  que  hoy  rige  por  ningu- 
no de  los  partidos  políticos  que  desde  que  fué  pro- 
mulgada han  influido  en  el  Gobierno;  y el  que  actual- 
mente lo  ejerce,  estima  necesario  consagrar  en  la  ley 
estas  doctrinas,  para  que  mientras  aquel  precepto  de 
la  Constitución  no  se  ejecute,  no  puedan  tampoco  mer- 
marse por  caminos  indirectos  las  atribuciones  que 
son  propias  de  los  tribunales  de  justicia. 

La  ley  de  enjuiciamiento  criminal  dicta  las  reglas 
á que  éstos  deben  atenerse  cuando  sea  necesario  que 
la  Administración  resuelva  en  la  vía  gubernativa  ó 
contenciosa  alguna  cuestión  prejudicial,  y nunca  pue- 
den tener  este  carácter  las  que  constituyen  causas  de 
justificación  ó de  exención  de  responsabilidad  que  se 
hallan  comprendidas  en  el  Código,  y cuya  aprecia- 
ción, como  la  de  todos  sus  preceptos,  corresponde  á 
los  mismos  tribunales.  De  este  modo  los  particulares 
podrán  ejercer  sus  derechos  con  la  confianza  que  ha 
de  inspirarles  la  seguridad  de  que  las  autoridades  y 
agentes  de  la  Administración  han  de  quedar  someti 
dos  en  sus  actos  al  fallo  de  los  tribunales  encargados 
de  castigar  todas  las  trasgresiones  de  las  leyes,  y des- 
de otro  punto  de  vista  no  podrán  verse  privados  aque- 


llos funcionarios  de  los  derechos  de  defensa  que  las 
leyes  confieren  por  igual  á todos  los  ciudadanos. 

En  cuanto  á la  tercera  de  las  reformas  sobre  que 
el  Ministro  que  suscribe  ha  llamado  particularmente 
la  atención  de  las  Córtes,  basta  decir  que  consiste  en 
señalar  un  límite  proporcional  al  presux>uesto  de  in- 
gresos do  cada  Municipio  para  la  cuota  que,  confor- 
me al  art.  117  de  la  ley,  pueden  exigir  las  Diputacio- 
nes cuando  no  alcancen  con  sus  recursos  propios  á 
cubrir  los  gastos  de  la  provincia.  EsLe  límite  se  ha 
fijado  en  un  30  por  100,  teniendo  en  cuenta  que  en  la 
actualidad  no  exceden  de  esa  proporción  los  reparti- 
mientos acordados  en  35  provincias,  habiendo  solo 
cuatro  que  lo  traspasan;  y que  si  bien  las  Diputacio- 
nes han  de  tener  una  conveniente  latitud  en  el  ejer- 
cicio de  aquella  facultad  por  responder  la  cuota  del 
repartimiento  á la  distinta  organización  de  Los  servi- 
cios comunes  en  cada  una  de  las  provincias,  no  debe 
llegar  á absorber  los  recursos  municipales  con  per- 
juicio de  los  intereses  peculiares  de  cada  localidad. 

Estas  son  las  reformas  contenidas  en  el  proyecto. 
Al  promulgarse  en  los  términos  que  las  Cortes  acuer- 
den las  leyes  electoral,  municipal  y de  organización 
y atribuciones  de  los  tribunales  contencioso-adraL 
nistrativos,  que  por  el  Gobierno  le  serán  también  so- 
metidas, habrán  de  introducirse  en  la  ley  provincial 
vigente  otras  reformas  que  sean  consecuencia  de  los* 
preceptos  que  en  ellas  se  contengan;  y á este  fin  res- 
ponde la  autorización  que  se  solicita  en  el  art.  2 o para 
publicar  un  nuevo  texto  de  la  ley,  ajustando  su  re- 
dacción á aquellas  modificaciones. 

Fundado  en  las  consideraciones  expuestas,  el  Mi- 
nistro que  suscribe,  autorizado  por  S.  M.,  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Ministros,  tiene  el  honor  de  propo- 
ner á la  aprobación  de  las  Córtes  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  La  ley  provincial  de  29  de  Agosto  do 
1882  continuará  en  vigor  con  las  modificaciones  con- 
tenidas en  las  siguientes  disposiciones: 

1. a  Cuando  haya  de  ser  sustituido  en  el  cargo  de 
vocal  de  la  Comisión  provincial  un  diputado  que  haya 
entrado  en  ella  en  el  cuarto  turno,  le  reemplazará  el 
del  turno  primero  á quien  corresponda. 

El  diputado  provincial  que  siendo  vocal  de  la 
Comisión  fuese  elegido  presidente  de  la  Diputación, 
ó el  que  desempeñando  estas  funciones  deba  entrar  «i 
formar  parte  de  la  Comisión  por  corresponderle  en 
turno,  podrá  optar  por  uno  ú otro  cargo;  si  optase  por 
el  de  presidente,  será  sustituido  en  la  Comisión  por 
aquel  á quien  corresponda,  segun  la  regla  general,  y 
ocupará  el  lugar  de  éste  para  los  turnos  sucesivos. 

2. a  I ^as  funciones  de  vocal  de  la  Comisión  provin- 
cial son  inherentes  al  cargo  de  diputado,  y no  podrán 
excusarse  ni  renunciarse  separadamente  de  éste. 

3. a  Los  vocales  de  la  Comisión  provincial  no  po- 
drán reclamar  más  que  una  dieta  por  cada  dia  en  que 
asistan  á sesión,  aunque  se  celebre  más  de  una  en  un 
mismo  dia. 

4. a  Se  incluirán  en  el  art.  15  de  la  ley,  y por  tan- 
to, podrán  ser  nombrados  gobernadores,  los  oficiales 
del  Consejo  de  Estado  que,  habiendo  ingresado  en  el 
Cuerpo  por  oposición,  hayan  prestado  diez  ó más  ano* 
de  servicios  en  el  mismo. 

5. a  No  podrán  ser  nombrados  gobernadores  de  una 
provincia  los  que  figuren  como  electores  en  cualquic- 
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ra  de  sus  distritos,  ni  los  que  hayan  sido  Senadores  ó 
Diputados  por  ella  dentro  de  los  cuatro  anos  siguien- 
tes á la  fecha  en  que  hayan  cesado  en  estos  cargos. 

6. a  En  cada  Gobierno  de  provincia  habrá  un  se- 
cretario con  el  sueldo  que  determinen  las  leyes  de 
presupuestos. 

El  nombramiento  se  hará  por  el  Ministro  de  la 
Gobernación,  prévio  concurso  anunciado  en  la  Gaceta 
de  Madrid,  con  plazo  de  treinta  dias,  y habrá  de  re- 
caer en  persona  mayor  de  30  años  que  tenga  alguna 
de  las  condiciones  siguientes: 

Primera.  Ser  ó haber  sido  secretario  de  Gobierno 
de  provincia  durante  dos  ó más  años. 

Segunda.  Haber  desempeñado  durante  cuatro  años 
destino  de  la  Administración,  obtenido  por  oposición 
y para  el  que  se  exija  la  cualidad  de  licenciado  en  de- 
recho civil  ó administrativo. 

Tercera.  Haber  desempeñado  durante  diez  años 
destinos  de  la  Administración  y ser  licenciado  en  de- 
recho civil  ó administrativo. 

Los  secretarios  nombrados  por  concurso,  con  arre- 
glo á las  disposiciones  anteriores,  no  podrán  ser  des- 
tituidos sino  por  resolución  motivada  del  Ministro  de 
la  Gobernación,  prévio  informe  del  gobernador  <le  la 
provincia  y audiencia  del  interesado,  y de  la  Sección 
de  Gobernación  del  Consejo  de  Estado. 

7. a  El  párrafo  primero  del  art.  22  será  sustituido 
por  los  dos  siguientes: 

«También  deberá  reprimir  los  actos  contrarios  á 
la  moral  ó á la  decencia  pública  y las  faltas  de  obe- 
diencia ó de  respeto  á su  autoridad,  pudiendo  impo- 
ner para  ello  multas  que  no  excedan  de  500  pesetas, 
á no  estar  autorizado  para  mayor  suma  por  leyes  es- 
peciales. 

Solo  podrá  hacer  uso  de  esta  facultad  para  casti- 
gar los  actos  contrarios  á órdenes  ó disposiciones 
emanadas  de  su  autoridad,  y que  no  tengan  penalidad 
señalada  en  el  Código  ó en  otras  leyes  vigentes.» 

8. a  Los  gobernadores  no  podrán  suscitar  contien- 
das de  competencia  en  lo  criminal,  cuando  se  funden 
en  la  existencia  ó calificación  de  hechos  ó circuns- 
tancias que  según  las  prescripciones  del  Código  pe- 
nal sean  constitutivas  de  delito,  ó eximentes,  atenuan- 
tes ó agravantes  de  la  responsabilidad  criminal  del 
agente. 

9. a  Contra  la  resolución  de  la  Diputación  provin- 
cial, anulando  ó declarando  la  validez  de  alguna  elec- 
ción, procederá  recurso  ante  el  tribunal  contencioso- 
administrativo  de  primera  instancia. 

10. a  Serán  nulos  los  acuerdos  que  se  adopten  en 
sesiones  extraordinarias  sobre  asuntos  no  anunciados 
en  la  convocatoria  pero  válidos  los  que  recaigan  so- 
bre los  comprendidos  en  ella. 

11. a  La  cuota  que  por  repartimiento  para  cubrir 
los  gastos  provinciales  se  señale  á cada  Municipio,  no 
podrá  exceder  del  30  por  100  de  su  presupuesto  de 
ingresos. 

12. a  Los  diputados  provinciales  interinos,  nom- 
brados con  arreglo  ai  art.  58  de  la  ley,  no  tendrán 
más  atribuciones  que  las  de  asistir  con  voz  y voto  á 


las  sesiones  de  la  Diputación,  y no  podrán  obtener 
cargos  dentro  de  la  misma  mientras  haya  diputados 
propietarios,  ni  ejercer  en  ningún  caso  los  derechos 
electorales  que  á éstos  confieran  las  leyes. 

La  designación  de  diputado  interino  habrá  de  re  - 
caer  en  persona  que  haya  sido  diputado  provincial 
por  elección  del  mismo  distrito  á que  corresponda  la 
vacante  en  alguna  de  las  dos  elecciones  anteriores 
más  próximas;  y solo  si  no  lo  hubiere  ó no  aceptase 
el  cargo,  podrán  ser  designados  los  ex-diputados  del 
distrito  por  elecciones  más  remotas. 

En  el  nombramiento  de  cada  diputado  interino  se 
expresará  el  nombre  del  propietario  á quien  susti- 
tuya. 

No  podrá  dictarse  la  incapacidad  de  ios  diputados 
provinciales  suspensos  ínterin  dure  la  suspensión. 

1 3.a  Las  correcciones  gubernativas  que  autoriza 
la  ley  no  podrán  imponerse  colectivamente  á las  Di- 
putaciones ó Comisiones  provinciales.  Serán  siempre 
individuales,  y se  impondrán  nominalmcnte  en  expe- 
diente separado  á cada  uno  de  los  diputados  respon- 
sables, aunque  haya  sido  cometida  por  varios  ó por 
todos  los  de  la  Corporación  la  falta  que  les  motive. 

14.a  En  Gran  Canaria,  Menorca  y Cartagena  los 
delegados  serán  permanentes,  y la  autoridad  del  pri- 
mero será  extensiva  á todo  el  territorio  de  las  islas 
Gran  Canaria,  Lanzarotc  y Fuerteventura,  la  del  se- 
gundo á la  de  la  isla  de  Menorca,  y la  del  tercero  á 
las  poblaciones  de  Cartagena,  La  Union  y Herrerías, 
con  sus  correspondientes  distritos  mineros;  todo  sin 
perjuicio  de  la  autoridad  do  los  respectivos  goberna- 
dores. 

Art.  2.°  Ei  Ministro  de  la  Gobernación  publicará 
un  nuevo  texto  de  la  ley  provincial  de  29  de  Agosto 
de  1882  con  las  reformas  contenidas  en  el  artículo 
anterior  y las  que  sean  consecuencia  de  las  leyes  mu- 
nicipal y electoral,  luego  que  éstas  sean  promul- 
gadas. 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS. 

Hasta  que  se  publique  la  ley  sobre  organización 
y procedimiento  de  los  tribunales  contencioso-admi- 
nistrativos,  las  Comisiones  provinciales  continuarán 
ajustándose  para  el  conocimiento  de  los  negocios  de 
aquella  índole  á lo  dispuesto  en  los  arts.  90  al  98 
de  la  ley  de  25  de  Setiembre  de  1863  y en  el  regla- 
mento aprobado  por  Real  decreto  de  l.°  de  Octubre 
de  1845. 

Mientras  aquella  ley  no  se  publique,  continuarán 
las  Audiencias  conociendo  de  los  recursos  contra  los 
acuerdos  que  dicten  las  Diputaciones  provinciales, 
auulando  ó declarando  la  validez  de  alguna  elección. 
Ei  recurso  se  tramitará  ante  la  Sala  de  gobierno  por 
el  procedimiento  establecido  para  los  negocios  con- 
tencioso-administrativos  de  primera  instancia,  y de  ia 
sentencia  de  la  Sala  podrá  apelarse  ante  el  Consejo  de 
Estado. 

Madrid  12  de  Julio  dé  1886.=EI  Ministro  de  1a 
Gobernación,  Venancio  González. 
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Proyecto  ele  ley  (reproducido ) sobre  el  Gobierno  general  de  la  isla  de  Cuba. 


A LAS  CORTES. 

Conforme  con  los  fundamentos  expuestos  y con 
las  prescripciones  contenidas  en  el  proyecto  de  ley 
del  Gobierno  general  de  la  isla  de  Cuba,  presentado 
al  Congreso  en  20  de  Marzo  de  1882,  el  Ministro  que 
suscribe,  autorizado  por  S.  M.,  y de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Ministros,  tiene  la  honra  de  someterlo  de 
nuevo  á la  deliberación  de  las  Córtes. 

PROYECTO  DE  LEY 

DEL  ÚOMERNO  GENERAL  DE  LA  ISLA  DE  CUBA. 

Artículo  l.°  La  autoridad  superior,  representante 
del  Gobierno  de  la  Nación  en  la  isla  de  Cuba,  es  él 
gobernador  general. 

Ejerce  como  v ice-real  patrono  las  facultades  in- 
herentes al  patronato  de  Indias. 

Tiene  el  mando  superior  de  las  fuerzas  armadas 
de  mar  y tierra  de  la  Isla,  sujetas  respectivamente  á 
las  ordenanzas  generales  de  marina  y á las  que  rigen 
para  el  ramo  de  guerra. 

Es  delegado  de  los  Ministerios  de  Ultramar,  de 
Estado,  de  la  Guerra  y de  Marina. 

Todas  las  demás  autoridades  de  la  Isla  le  están 
subordinadas. 

Art.  2.°  El  gobernador  general  publica,  ejecuta  y 
hace  que  se  observen  las  leyes,  decretos  y disposicio- 
nes de  carácter  general,  siempre  que  deban  tener  apli- 
cación á las  provincias  de  su  mando,  así  como  los 
tratados  y convenios  internacionales,  y da  cumpli- 
miento á las  demás  órdenes  que  le  comuniquen  los 
Ministerios,  de  que  es  delegado,  para  el  gobierno  y ad- 
ministración de  aquellas  provincias,  participándolo 
fll  Ministerio  de  Ultramar. 


Vigila  é inspecciona  todos  los  ramos  del  servicio 
público  del  Estado  en  la  Isla,  y da  cuenta  á los  Mi- 
nisterios de  lo  que  juzgue  oportuno  advertir  en  los 
asuntos  de  su  respectiva  competencia. 

Robre  negocios  de  política  exterior  se  corresponde 
con  los  representantes  y agentes  diplomáticos,  y con 
los  cónsules  de  España  en  América. 

Puede  suspender  la  ejecución  de  la  pena  capital 
cuando  la  gravedad  de  las  circunstancias  así  lo  exi- 
giere, y la  urgencia  del  caso  no  diere  lugar  á solici- 
tar y obtener  de  S.  M.  el  indulto,  oyendo  el  parecer 
(le  las  autoridades  superiores  de  la  Isla,  reunidas  en 
Consejo. 

Puede  también,  oido  el  parecer  del  Consejo  de  au- 
toridades, suspender,  bajo  su  responsabilidad,  en  cir- 
cunstancias extraordinarias,  cuando  no  le  sea  dable 
comunicarse  con  el  Gobierno  supremo,  las  garantías 
expresadas  en  los  arts.  4.°,  5.°,  6.°  y 0.°,  y párrafos 
primero,  segundo  y tercero  del  1 3 de  la  Constitución 
de  la  Monarquía. 

Art.  3.°  El  gobernador  general  ejercerá  todas  las 
demás  atribuciones  que  las  leyos  le  señalen  ó le  dele- 
gue el  Gobierno  supremo. 

Art.  4/  Le  corresponde  también,  como  jefe  supe- 
rior de  todos  los  ramos  civiles  de  la  administración 
pública: 

Primero.  Mantener  la  integridad  de  la  jurisdic- 
ción administrativa,  con  arreglo  á las  disposiciones 
que  rigen  en  materia  de  competencias  de  jurisdicción 
y atribuciones. 

Segundo.  Dictar  las  disposiciones  generales  nece- 
sarias para  el  cumplimiento  de  las  leyes  y reglamen- 
tos y para  el  gobierno  y administración  de  la  Isla, 
dando  de  ellas  cuenta  al  Ministerio  de  Ultramar. 

Tercero.  Proponer  al  Gobierno  cuanto  concierna 
al  fomento  de  los  intereses  morales  y materiales  y no 
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sea  de  la  competencia  de  las  corporaciones  y autori- 
dades provinciales  ó municipales. 

Cuarto.  Señalarlos  establecimientos  penales  en  que 
se  deba  cumplir  las  condenas,  disponer  el  ingreso  en 
ellosde  los  penados,  y designar  también  el  punto  decon- 
finamiento, cuando  los  tribunales  impongan  esta  pena. 

Quinto.  Suspender  por  causa  justificada  en  expe- 
diente á los  funcionarios  de  la  Administración  cuyo 
nombramiento  corresponda  al  Gobierno,  dando  á éste 
cuenta  inmediata,  y proveer  interinamente  las  vacan- 
tes con  arreglo  á las  disposiciones  vigentes;  y 

Sexto.  Conceder  y negar  la  autorización  para  pro- 
cesar á los  funcionarios  del  orden  administrativo,  con 
arreglo  á las  leyes. 

Art.  5.°  El  gobernador  general  se  entienda  y co- 
munica directamente  con  los  Ministerios  de  que  es  re- 
presentante y delegado  en  la  Isla,  y por  su  conducto 
habrán  ele  corresponderse  las  autoridades  de  cada 
ramo  con  los  respectivos  Ministerios  en  ios  casos  en 
que  deban  hacerlo  con  sujeción  á las  disposiciones 
vigentes. 

Art.  6.°  El  gobernador  general  podrá  modificar  ó 
revocar  sus  providencias,  excepto  las  que  hayan  sido 
confirmadas  por  el  Gobierno,  las  declaratorias  ó re- 
conocecloras  de  derechos,  las  que  hayan  servido  de 
base  á alguna  sentencia  judicial  ó contencioso-admi- 
nistrativa,  las  que  adopte  acerca  de  su  competencia, 
y las  en  que  conceda  ó niegue  autorización  para  pro- 
cesar. 

Art.  7.°  Las  providencias  del  gobernador  general 
dictadas  en  materia  de  gobierno  ó en  el  ejercicio  de 
sus  facultades  discrecionales,  y las  que  tengan  carác- 
ter general  ó reglamentario,  pueden  sor  revocadas  ó 
reformadas  por  el  Gobierno  supremo,  cuando  éste  las 
juzgue  contrarias  á las  leyes,  reglamentos  ó disposi- 
ciones de  carácter  general,  ó inconvenientes  para  el 
gobierno  y buena  administración  de  la  Isla:  y también 
cuando  contra  ellas  se  eleven  reclamaciones,  ó de  un 
particular  que  considere  lastimados  sus  derechos, 
siempre  que  éstos  no  hayan  de  sujetarse  á la  declara- 
ción correspondiente  en  la  vía  contenciosa  ante  el 
Consejo  de  administración,  ó do  una  corporación,  ó 
del  mismo  gobernador  general,  que  entendieren  per-  * 
judicados  los  intereses  de  la  Administración. 

Art.  8.°  Contra  las  resoluciones  del  gobernador 
general  que  causen  estado,  procede  el  recurso  con- 
tencioso-administrativo  según  las  disposiciones  vi- 
gentes. 

Art.  9.°  El  gobernador  general  será  nombrado  y 
separado  en  Real  decreto  expedido  por  la  Presidencia 


del  Consejo  do  Ministros  y con  acuerdo  de  ésto,  á 
propuesta  del  Ministro  de  Ultramar. 

Art.  10.  No  podrá  hacer  entrega  de  su  cargo  ni 
ausentarse  de  la  Isla  sin  expreso  mandato  del  Go- 
bierno. 

Art.  11.  En  caso  de  muerte,  ausencia  ó imposibi- 
lidad, será  reemplazado  por  el  general  segundo  cabo 
mientras  el  Gobierno  no  designare  la  persona  que  haya 
de  sustituirle  interinamente. 

Si  la  ausencia  inere  solo  de  la  capital  de  la  Isla 
continuará  desempeñando  su  cargo  desde  el  punto  en 
que  se  halle;  sin  perjuicio  de  lo  cual  podrá  autorizar 
á los  jefes  de  los  diversos  ramos  para  el  despacho 
los  asuntos  de  su  respectiva  incumbencia  que  sean 
de  mera  tramitación  y de  la  resolución  del  Gobierno 
general.  Si  iueren  de  la  resolución  del  Gobierno  su- 
premo, la  tramitación  corresponderá  al  general  se- 
gundo cabo. 

Art.  12.  De  la  responsabilidad  en  que  incurriere 
el  gobernador  general,  con  arreglo  á las  disposiciones 
del  Codigo  penal,  por  los  delitos  que  cometiere  duran- 
te el  desempeño  de  su  cargo,  conocerá  en  única  ins- 
tancia la  Sala  torcera  del  Tribunal  Supremo. 

Queda  suprimido  el  juicio  de  residencia. 

Art.  13.  El  gobernador  general  reunirá  en  Con- 
sejo á las  autoridades  superiores  de  la  Isla  en  los 
casos  en  que  las  leyes  así  lo  dispongan  y en  los  de- 
más en  que  él  lo  juzgue  conveniente. 

lias  autoridades  convocadas  serán:  el  Obispo  de  la 
Habana  ó el  Arzobispo  de  Santiago  de  Cuba,  si  se  ha- 
llare presente;  el  comandante  general  del  apostadero; 
el  general  segundo  cabo;  el  presidente  y ci  fiscal  de 
la  Audiencia  de  la  Habana,  y el  director  general  de 
Hacienda. 

Los  acuerdos  de  este  Consejo  se  harán  constar  eu 
actas  firmadas  por  los  concurrentes,  de  que  certifica- 
rá el  secretario  del  Gobierno  general  en  un  libro 
abierto  al  efecto;  y de  ellas  se  sacarán  dos  copias,  una 
para  remitir  al  Ministerio  que  corresponda  la  resolu- 
ción tomada,  y otra  para  el  de  Ultramar. 

Cualquiera  que  sea  el  acuerdo  ó parecer  del  Con- 
sejo, queda  el  gobernador  general  en  libertad  de  re- 
solver lo  que  crea  conveniente,  sin  que  el  fundar  su 
determinación  en  la  consulta  ie  exima  de  responsa- 
bilidad. 

Art.  1 4.  Quedan  derogadas  todas  las  disposicio- 
nes que  se  opongan  á la  presente  ley. 

Madrid  12  de  Julio  de  1886.==E1  Ministro  de  Ul- 
tramar, Germán  Gamazo. 
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CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Dictamen  de  la  Comisión  ( reproducido ) referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  cuntencioso-adminislraliva . 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  entender  en  el  pro- 
yecto de  ley  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa,  habiendo  oido  en  audiencia 
pública  y en  conferencias  privadas  los  pareceres  de 
todas  aquellas  personas  competentes  que  se  han  dig- 
nado acudir  ú su  llamamiento,  y después  de  numero- 
sas reuniones  consagradas,  ya  ai  más  minucioso  exi- 
men de  tan  difícil  materia,  ya  á procurar  términos 
de  avenencia  entre  las  diversas  opiniones  manifesta- 
das, tiene  el  honor  de  presentar  al  Congreso  el  si- 
guiente dictámen  como  resultado  de  sus  trabajos. 

Tres  cuestiones  envuelve  el  total  problema  de  lo 
contencioso-administrativo,  á saber:  la  de  su  natura- 
leza y objeto,  la  de  organización  de  sus  tribunales  y 
la  de  su  procedimiento. 

Determinar  el  concepto  de  lo  contencioso- admi- 
nistrativo y los  límites  que  lo  distinguen  de  otro  gé- 
nero de  materias,  es  la  cuestión  que  primeramente  se 
impone  en  el  orden  lógico,  pues  de  su  existencia  y 
naturaleza  ha  de  derivarse  la  especialidad  de  su  orga- 
nización, y de  sus  trámites,  por  lo  cual  entiéndela 
Comisión  que  debe  comenzar  la  ley  por  un  título  con- 
sagrado á este  fin,  llevando  á él  las  disposiciones  gene- 
rales sobre  procedencia  del  recurso  que  en  el  proyecto 
aparecen  envueltas  en  la  designación  de  la  competen- 
cia de  los  tribunales,  y repetidas  al  tratar  de  cada  uno 
de  ellos,  completándolas  con  aquellas  explicaciones 
que  juzga  necesarias  para  establecer  con  la  posible 
claridad  tan  complejo  y delicado  asuuto. 

Imposible  es  la  enumeración  de  todos  los  casos  en 
que  debe  proceder  el  recurso  contencioso-administra- 
tivo;  96  enunciados  fijaba  Cormenin  en  sus  Cuestiones 


de  derecho  administrativo , y ni  agotan  la  materia  sobre 
que  pueda  versar  este  recurso,  ni  en  cada  uno  de  ellos 
se  señalan  todos  los  matices  de  diferenciación  entre  lo 
administrativo  y lo  civil,  y dentro  de  lo  primero  entre 
lo  discrecional  y lo  reglado. 

Establecido  lo  contencioso-administrativo  en  Es- 
paña el  año  1845  al  constituirse  el  Consejo  Real  y los 
Consejos  provinciales,  apareció  el  conocimiento  de  sus 
cuestiones  como  una  de  tantas  facultades  de  estos 
Cuerpos  consultivos;  y aunque  al  reorganizar  el  Con- 
sejo de  Estado  y los  Consejos  de  proviucia  las  leyes  de 
1860  y 1863,  respectivamente,  procuraron  concretar 
la  materia  conteucioso-adrniuistrativa,  no  fijaron  de 
un  modo  cíaro  reglas  generales  de  procedencia,  enu- 
merando los  casos  en  que  podian  conocer  de  tales  ne- 
gocios, como  enumeraban  aquellos  otros  del  órden 
meramente  administrativo  en  que  debian  ser  oidos. 
Leyes  y reglamentos  posteriores  sobre  materias  espe- 
ciales, han  aumentado  los  casos,  y así  la  legislación 
vigente  en  España  carece  de  aquella  generalidad  que 
siempre  debe  adornar  al  derecho  positivo,  y es  tanto 
más  importante,  cuanto  más  complejas  y variadas  son 
las  cuestiones  que  deben  ser  resueltas  con  fijo  y uni- 
forme criterio. 

Cumple  á una  ley  especial  sobre  lo  contencioso- 
administrativo  establecer  principios  y señalar  carac- 
tóres,  cuya  omisión  pudiera  disculparse  en  otras  dis- 
posiciones legales,  principalmente  encaminadas  á otros 
fines.  Por  eso,  tanto  el  proyecto  del  Sr.  Cánovas  del 
Castillo  reproduciendo  el  de  la  Junta  de  reformas  ad- 
ministrativas nombrada  en  1879,  aprobado  por  el  Se- 
nado en  1885,  como  la  proposición  de  ley  presentada 
en  la  misma  Cámara  por  el  Sr.  Gallostra  y otros  se- 
ñores Senadores,  como  el  actual  proyecto  á que  se 
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refiere  osle  dictamen,  fijan  las  reglas  generales  de 
procedencia  del  recurso,  sin  hacer  una  enumeración 
ile  casos  y mencionando  solamente  aquellos  que  son 
de  carácter  excepcional. 

Opina  la  Comisión  que  las  reglas  contenidas  en 
estos  proyectos  requieren  mayor  esclarecimiento,  y 
ha  tratado  de  completarlas,  sintetizando  la  jurispru- 
dencia del  Consejo  de  Estado,  que  con  notable  acierto 
ha  llenado  el  vacío  de  la  legislación  positiva,  así  como 
la  opinión  de  los  autores,  que  presenta  ya  bastante 
uniformidad  en  este  punto. 

Desde  que  Vivieu,  en  polémica  célebre,  evidenció 
la  diferencia  que  existe  entre  la  poteslad  administra- 
tiva discrecional  y la  reglada,  afirmando  resuelta- 
mente que  solo  los  actos  emanados  de  esta  pueden 
ser  materia  contencioso-admmistrativa,  quedó  cientí- 
ficamente definido  el  principio  fundamental  que  de- 
termina la  índole  de  este  recurso;  pues  fuera  de  él 
aparecen:  de  una  parte,  el  ejercicio  del  Poder  admi- 
nistrativo, no  sometido  á reglas  preexistentes  que  li- 
miten su  libertad  de  acción,  y de  otra,  los  actos  de  la 
Administración,  no  obrando  como  Poder  público,  sino 
como  persona  jurídica  al  nivel  do  ios  particulares. 

La  idea  do  lo  contencioso-administraLivo  surge, 
pues,  del  concepto  de  la  Administración  como  Poder 
público,  el  Poder  ejecutivo  del  Estado,  no  procediendo 
discrecionalmcntc,  sino  debiendo  acomodarse  en  sus 
actos  á ciertas  reglas  ó limitaciones  señaladas  por 
una  ley,  un  reglamento  ú oirá  disposición  anterior,  y 
cuando  al  obrar  en  el  ejercicio  de  esta  autoridad  re- 
glada vulnera  un  derecho  de  carácter  administrativo 
que  dichas  reglas  ó limitaciones  amparan  y protegen. 

La  Comisión  cree  haber  acertado  al  traducir  en 
fórmulas  legales  estos  principios,  que  teórica  y prác- 
ticamente fijan  la  naturaleza  del  recurso  contencioso- 
administrativo,  y solamente  quebranta  el  rigor  de  la 
doctrina  respecto  á los  contratos  de  servicios  y obras 
públicas,  manteniéndolos  en  la  jurisdicción  conten- 
cioso-administrativa  por  razones  particulares,  que  así 
se  derivan  del  estado  actual  (le  la  organización  y pro- 
cedimientos judiciales,  como  de  las  disposiciones  y 
prácticas  administrativas,  y a reserva  de  que  reformas 
posteriores  permitan  con  el  tiempo  encomendar  tales 
cuestiones  á la  competencia  de  los  tribunales  ordina- 
rios, como  las  demás  que  se  refieren  á la  personalidad 
civil  del  Estado. 

Pero  si  en  la  fijación  del  concepto  y límites  de  lo 
oontencicso-administrativo  y en  la  necesidad  de  in- 
troducir un  título  en  la  ley  que  los  determinase  es- 
tuvo unánime  la  Comisión  desde  los  primeros  mo- 
mentos, no  sucedió  así  respecto  al  carácter  de  los 
tribunales  que  hubieran  de  conocer  de  este  género  de 
negocios.  Los  que  suscriben  se  bailaban  conformes 
cu  la  sustitución  del  régimen  actual  de  la  jurisdic- 
ción retenida  por  el  sistema  de  la  jurisdicción  dele- 
gada, así  como  en  la  idea  de  separar  de  los  Cuerpos 
consultivos  de  la  Administración  el  conocimiento  de 
los  pleitos  que  contra  la  Administración  se  dirigen, 
ya  por  el  principio  de  que  nadie  debe  ser  á la  vez  juez 
y parte,  ya  por  la  consideración  de  que  informando 
estos  Cuerpos  por  vía  de  consulta  no  deben  de  juzgar 
como  tribunales.  Dentro  de  este  común  criterio  ha- 
bía, sin  embargo,  dos  opiniones  diversas:  una,  la  de 
llevar  lo  contencioso-administrativo  al  Tribunal  Su- 
premo, creando  una  Sala  cuarta,  y á las  Audiencias  te- 
rritoriales, en  sus  Salas  de  lo  civil,  organizándoías 
según  el  proyecto  del  Gobierno;  y otra,  la  de  estable- 


cer un  Tribunal  contencioso-administrativo,  especial 
y único,  que  entendiera  de  estos  negocios  contra  las 
resoluciones  de  las  autoridades  de  todo  género,  luego 
que  causasen  estado. 

Esta  diversidad  de  criterios,  que  científicamente 
siguen  manteniendo  los  firmantes,  se  ha  resuello  en 
la  transacción  de  aceptarse  la  especialidad  de  los  tri- 
bunales contcncioso-adminislraLivos  como  indepen- 
dientes de  lo  administrativo  y de  lo  judicial,  con  el 
sistema  mixto  de  organización  propuesto  por  el  Go- 
bierno y la  dualidad  de  instancias. 

No  hay  para  qué  exponer  las  razones  que  abona- 
ban las  dos  opiniones  sustentadas;  pero  importa,  sí, 
manifestar  que  al  proponer  la  Comisión  los  tribuna- 
les especiales,  ha  lenido  en  cuenta  que  este  puede  ser 
el  verdadero  término  de  avenencia  entre  los  dos  sis- 
temas radicalmente  opuestos  en  esta  materia;  el  ad- 
ministrativo, que  considera  lo  contencioso  como  una 
revisión  que  el  Poder  administrativo  hace  de  sus  pro- 
pios actos,  y ei  judicial,  que  lo  estima  como  un  pleito 
ordinario.  Dejar  lo  contencioso-administraLivo  en  ei 
Consejo  de  Estado  con  jurisdicción  propia,  según  el 
proyecto  del  Senado  de  1885,  era  la  transacción  en 
beneficio  del  sistema  administrativo;  encomendarlo  al 
Tribunal  Supremo,  según  el  proyecto  del  Gobierno, 
era  la  transacción  en  beueficio  del  sistema  judicial;  la 
solución  que  la  Comisión  propone  está  en  el  fiel  de  la 
balanza,  y puede  ser  aceptada  como  de  paz  definitiva 
por  todos  los  partidos  en  España,  respondiendo  así  al 
movimiento  novísimo  de  la  legislación  de  Europa,  de 
que  son  ejemplo  Alemania  y Austria. 

Respecto  al  procedimiento  por  el  cual  lian  de  tra- 
mitarse ios  asuntos  contencioso-administrativos  anlo 
estos  tribunales,  la  Comisión  opinó  desde  el  primer 
momento  que  ai  hacer  una  ley  sobre  esta  materia  no 
convenía  dejar  como  complementaria,  además  de  la 
de  enjuiciamiento  civil,  la  legislación  hoy  existente 
constituida  por  múltiples  disposiciones,  ni  delegaren 
la  poteslad  reglamentaria  la  determinación  de  los  pre- 
ceptos fundamentales  por  los  cuales  hubieran  de  re- 
girse estos  juicios.  Por  eso,  á costa  de  mayor  trabajo, 
se  ha  ocupado  en  el  desenvolvimiento  completo  de 
los  principios  procesales  contenidos  en  el  proyecto 
del  Gobierno,  utilizando  los  valiosos  antecedentes  que 
ofrecen  los  reglamentos  de  l.°  de  Octubre  de  1845  y 
30  de  Diciembre  de  1846,  aprovechando  los  adelantos 
posteriormente  realizados  en  el  enjuiciamiento  co- 
mún, é introduciendo  reformas,  á su  entender  venta- 
josas, para  los  fines  á que  tiende  la  jurisdicción  con- 
tencioso administrativa,  tales  como  la  igualdad  do 
defensa  para  la  Administración  y para  los  particula- 
res, la  mayor  simplificación  en  los  trámites,  el  con- 
cepto de  la  cuestión  de  procedencia  del  recurso  como 
una  excepción  dilatoria  ó en  su  caso  perentoria,  la  de 
incompetencia  del  tribunal,  la  manera  de  obligar  la 
remisión  del  expediente  gubernativo,  la  posibilidad 
de  indemnizar  al  particular  que  gana  el  pleito  de  las 
costas  que  le  haya  producido,  la  publicidad  del  voto 
de  los  magistrados,  el  criterio  para  resolver  los  con- 
flictos que  puedan  ocurrir  por  exceso  de  atribucio- 
nes, y sobre  todo  el  modo  de  asegurar  la  ejecución 
de  las  sentencias. 

No  pretende  la  Comisión  que  su  trabajo  sea  per- 
fecto tratándose  de  cuestiones  tan  graves,  y en  cuya 
solución  tan  divididos  se  encuentran  los  pareceres; 
pero  sí  cree  que  habrá  mejorado  lo  contencioso-admi- 
nistrativo  cu  España  si  so  aprueba  el  siguiente 
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PROYECTO  DE  LEY. 

TITULO  I. 

naturaleza  y condición  es  generales  del  recurso 
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO. 

Artículo  l.°  El  recurso  conteucioso-administra- 
tivo  podrá  interponerse  por  la  Administración  ó pol- 
los particulares  contra  las  resoluciones  administrati- 
vas que  reúnan  los  requisitos  siguientes: 

1. °  Que  causen  estado. 

2. °  Que  emanen  de  la  Administración  en  el  ejer- 
cicio de  sus  facultades  regladas. 

3. °  Que  vulneren  un  derecho  de  carácter  admi- 
nistrativo establecido  anteriormente  en  favor  del  de- 
mandante por  una  ley,  un  reglamento  ú otro  precepto 
administrativo. 

Art.  2.°  Para  los  efectos  del  artículo  anterior,  se 
entenderá  que  causan  estado  las  resoluciones  admi- 
nistrativas, cuando  no  sean  susceptibles  de  recurso 
alguno  en  la  vía  gubernativa,  ya  sean  definitivas,  ya 
de  trámite,  si  esLas  últimas  deciden  directa  ó indirec- 
tamente el  fondo  del  asunto,  de  tal  modo  que  pongan 
término  á dicha  vía  gubernativa. 

Se  entenderá  que  la  Administración  obra  en  el 
ejercicio  de  sus  facultades  regladas,  cuando  deba  aco- 
modar sus  actos  á condiciones  señaladas  por  una  ley, 
un  reglamento  ú otro  precepto  anterior  adminis- 
trativo. 

Se  entenderá  establecido  el  derecho  en  favor  del 
demandante,  cuando  la  disposición  que  invoque  como 
infringida  le  reconozca  ese  derecho  individualmente, 
ó á las  personas  que  se  hallen  en  el  mismo  caso  en 
que  él  se  encuentra. 

Art.  3.°  Él  recurso  contencioso-administralivo  po- 
drá interponerse  de  igual  modo  contra  las  disposicio- 
nes do  carácter  general  que  se  dicten  por  la  Admi- 
nistración en  cuanto  vulneren  derechos  particulares 
establecidos  por  una  ley. 

Art.  4.°  Ño  corresponderán  al  conocimiento  de  los 
tribunales  contencioso-administrativos  las  cuestiones 
que  por  la  naturaleza  de  los  actos  de  que  nazcan  ó de 
la  materia  sobre  que  versen,  se  refieran  á la  potestad 
discrecional  de  la  Administración,  ó sean  de  la  com- 
petencia de  los  tribunales  encargados  de  aplicar  las 
leyes  en  los  juicios  civiles  y criminales. 

Se  considerarán  de  índole  civil  y de  la  competen- 
cia de  la  jurisdicción  ordinaria,  las  cuestiones  en  que 
el  derecho  vulnerado  sea  de  carácter  civil,  como  tam- 
icen aquellas  que  nazcan  de  actos  en  que  la  Adminis- 
tración haya  obrado  como  persona  jurídica  ó sea  como 
sujeto  do  derechos  y obligaciones. 

Art.  5.°  Continuarán,  sin  embargo,  atribuidas  á 
la  jurisdicción  conten  ciífe  o-ad  m i ni  s Ira  ti  va  las  cucs- 
lioues  referentes  ai  cumplimiento,  inteligencia,  res- 
cisión y efectos  de  los  contratos  y remates  celebrados 
por  la  Administración  central,  provincial  y munici- 
pal para  toda  especie  de  obras  públicas  y servicios 
públicos. 

Art.  G.°  No  se  podrá  intentar  la  vía  contencioso- 
administrativa  en  los  asuntos  sobre  cobranza  de  con- 
tribuciones y demás  rentas  públicas  ó créditos  defi- 
nitivamente liquidados  en  favor  de  la  Hacienda,  mien- 
tras no  se  realice  ei  pago  en  las  Cajas  del  Tesoro  pú- 
blico. 

Quedan  exceptuados  de  la  anterior  prescripción 


los  que,  al  interponer  el  recurso  conlencioso-adminis- 
trativo,  soliciten  la  declaración  de  su  pobreza;  pero  si 
ésta  les  fuere  denegada,  el  recurso  no  tendrá  trami- 
tación ulterior  basta  que  el  mencionado  pago  se  ve- 
rifique; si  no  se  realizase  en  el  término  de  un  mes  á 
contar  desde  la  notificación  del  auto  denegando  la 
pobreza,  el  recurso  se  tendrá  como  caducado,  decla- 
rándose así  de  oficio. 

Art.  7.°  El  término  para  interponer  el  recurso 
contencioso -administrativo  será  en  toda  ciase  de 
asuntos  el  de  tres  meses,  contados  desde  el  dia  si- 
guiente á la  fecha  de  la  notificación  administrativa 
de  la  resolución  reclamable.  Dicho  término  sera  de 
cuatro  y seis  meses  respectivamente,  según  que  la 
persona  que  baya  de  reclamar  tenga  su  residencia  eu 
las  Antillas  españolas  ó en  Filipinas,  y se  le  notifique 
en  dichos  puntos  la  resolución  que  origine  el  recurso. 

Se  entenderá  hecha  la  notificación  administrativa 
cuando  conste  en  el  expediente  por  la  firma  del  inte- 
resado, ó se  acredite  por  diligencia  suscrita  por  tres 
testigos,  que  ha  sido  por  dos  veces  buscado  aquel  en 
su  domicilio  con  intervalo  de  un  dia  y no  se  le  ha 
encontrado.  En  este  caso  se  publicará  además  la  re- 
solución en  ei  Boletín  oficial  de  la  provincia  donde  re- 
sida el  interesado,  si  dicha  resolución  se  hubiese  dic- 
tado por  la  Administración  provincial  ó municipal; 
y en  la  Gaceta  de  Madrid  cuando  la  resolución  pro- 
ceda de  la  Administración  central. 

Cuando  el  recurrente  no  baya  sido  notificado  por 
no  ser  parte  en  el  expediente  gubernativo,  comenzará 
á contarse  el  plazo  para  interponer  el  recurso  desde 
ei  dia  siguiente  á la  publicación  de  la  resolución  en 
el  Boletín  oficial  de  la  provincia  ó en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid , segun  proceda  de  la  Administración  local  ó 
central. 

El  plazo  para  que  la  Administración  en  cualquiera 
de  sus  grados  utilice  el  recurso  contencioso-adminis- 
tralivo'será  de  seis  meses,  contados  desde  el  dia  en 
que  se  dictare  la  resolución  impugnada. 

TITULO  II. 

ORGANIZACION  DE  LOS  TRIBUNALES  CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVOS. 

CAPITULO  PRIMERO. 

Tribunal  superior  contencioso -administrativo  del  Reino. 

Art.  8.°  Ejercerán  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa  en  nombre  del  Rey  y por  delegación 
suya: 

1. °  El  Tribunal  superior  contencioso-administra- 
livo del  Reino. 

2. °  Los  tribunales  regionales  contenciosoadmi- 
nislrativos. 

Art.  0.°  El  Tribunal  superior  conocerá  en  úuica 
instancia  de  las  demandas  que  se  propongan  contra 
las  resoluciones  dictadas  por  la  Administración  cen- 
tral, y de  los  recursos  que  se  entablen  contra  las  re- 
soluciones de  los  tribunales  regionales  contencioso- 
administrativos  con  arreglo  á esta  ley. 

Art.  10.  El  Tribunal  superior  contencioso-admi- 
nistrativo  se  compondrá  de  un  presidente  y 10  mi- 
nistros, los  cuales  serán  nombrados  por  Real  decreto 
acordado  en  Consejo  de  Ministros  y refrendado  por  su 
Presidente. 

Cinco  de  los  10  ministros  deberán  reunir  las  mis- 
mas condiciones  que  para  ¿cr  magistrado  del’fribuual 
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Supremo  exijan  las  leyes  sobre  organización  del  Po- 
der judicial. 

Los  otros  cinco,  además  de  la  condición  de  letra- 
dos, deberán  hallarse  comprendidos  en  las  categorías 
que  para  ser  nombrados  consejeros  de  Estado  esta- 
blezcan las  leyes,  no  teniendo  aplicación  á estos  nom- 
bramientos el  art.  7.°  de  la  ley  de  17  de  Agosto  de 
1860. 

Las  condiciones  para  ser  nombrado  presidente  del 
Tribunal  superior  contencioso-administrativo  serán 
las  mismas  que  las  exigidas  para  serlo  del  Tribunal 
Supremo  ó del  Consejo  de  Estado. 

# Art.  11.  El  Tribunal  superior  contencioso -admi- 
nistrativo tendrá  la  categoría  del  Tribunal  Supremo. 

El  presidente  y ios  ministros  del  Tribunal  supe- 
rior contencioso-administrativo  tendrán  los  mismos 
deberes,  derechos,  incompatibilidades,  inamovilidad, 
responsabilidad,  honores  y sueldos  que  el  presidente 
y magistrados  del  Tribunal  Supremo. 

La  responsabilidad  civil  y criminal  tendrá  lugar 
ante  el  Tribunal  Supremo  por  las  mismas  causas  y en 
igual  forma  que  la  exigida  á ios  magistrados  de  éste. 

Art.  12.  A las  órdenes  inmediatas  del  Tribunal 
superior  couteucioso-admiuistrativo  habrá  un  secre- 
tario general  y los  secretarios  de  Sala,  oficiales  de 
Sala  y subalternos  que  el  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  á propuesta  del  mismo  Tribunal,  determine 
por  una  disposición  esxjecial. 

Ei  secretario  general  disfrutará  un  sueldo  de 
10.000  pesetas,  y los  secretarios  dé  Sala  el  de  8.500, 
teniendo  aquel  y éstos  los  mismos  deberes  y derechos 
que  los  del  Tribunal  Supremo. 

EL  secretario  general  será  nombrado  por  el  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  de  entre  los  secreta- 
rios de  Sala,  previo  informe  del  Tribunal,  y éstos  por 
oposición,  exigiéndose  para  tomar  parte  en  ella  ser 
mayor  de  edad  y letrado. 

Los  oficiales  de  Sala  y subalternos  serán  nombra- 
dos también  por  el  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, á propuesta  en  terna  del  Tribunal. 

Ninguno  de  los  funcionarios  comprendidos  en  este 
artículo  podrá  ser  separado  sino  por  el  Tribunal  con- 
tencioso-administrativo reunido  en  pleno,  prévio  ex- 
pediente gubernativo,  en  que  habrá  de  ser  oido  el  in- 
teresado. 

Art.  13.  Representarán  al  Estado  en  los  asuntos 
contencioso-administrativos  ante  el  Tribunal  supe- 
rior contencioso-administrativo  los  abogados  fiscales 
que  cada  Ministerio  designe,  y que  tendrán  á su  cargo 
la  dirección  do  todos  los  negocios  en  que  se  litigue 
sobre  resoluciones  emanadas  del  Centro  que  les  haya 
nombrado,  con  el  cual  se  entenderán  directamente 
para  enterarle  del  estado  del  asunto  y recibir  las  ins- 
trucciones convenientes;  el  sueldo  anual  de  estos  fun- 
cionarios será  el  que  se  fije  en  los  respectivos  presu- 
puestos, sin  exceder,  en  uingun  caso,  de  10.000  pe- 
setas. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior, 
cada  Ministerio  podrá  encomendar  libremente  la  de- 
fensa y representación  del  Estado  en  un  determinado 
negocio  ai  letrado  que  estime  más  competente. 

CAPITULO  II. 

Tribunales  contencioso-administrativos  regionales . 

Art.  14.  En  cada  capital  donde  exista  Audiencia 
territorial  habrá  uu  Tribunal  contencioso-administra- 


Livo  regional  que  conocerá  de  las  demandas  que  se 
propongan  contra  las  resoluciones  dictadas  por  las 
autoridades  provinciales  y municipales  del  territorio 
de  dicha  Audiencia. 

Art.  15.  Ei  Tribunal  contencioso-administrativo 

regional  se  compondrá  de  un  presidente,  que  será  el 
de  la  Audiencia  territorial;  dos  magistrados  de  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  misma,  designados  para  cada  ano  por 
orden  de  antigüedad,  y dos  diputados  provinciales  en 
quienes  concurra  la  cualidad  de  letrado. 

Las  Diputaciones  provinciales  de  las  capitales  don- 
de exista  Audiencia  territorial,  en  la  sesión  que  con 
arreglo  al  art.  13  de  la  ley  provincial  han  de  celebrar 
para  designar  los  individuos  que  en  cada  uno  de  los 
cuatro  años  de  su  duración  habrán  de  constituir  la 
Comisión  provincial,  sortearán  los  diputados  provin- 
ciales que,  rcuuicndo  la  cualidad  de  letrados,  no  per- 
tenezcan á la  Comisión,  al  efeclo  de  que  los  dos  pri- 
meros entren  á formar  parte  aquel  año  del  Tribunal 
contencioso-administrativo  regional,  y los  restantes, 
por  el  orden  numérico  del  sorteo,  tengan  el  carácter 
de  suplentes. 

En  ios  años  sucesivos,  al  tiempo  de  renovarse  la 
Comisión  provincial,  se  hará  igual  sorteo  para  los 
mismos  efectos  entre  los  diputados  letrados  á quienes 
no  corresponda  pertenecer  á ella. 

Cuando  no  llegaren  á cuatro  los  diputados  sortea- 
bles,  se  verificará  el  sorteo  entre  los  que  haya,  y para 
completar  el  número  de  dos  titulares  y dos  suplentes, 
se  sortearán  todos  los  funcionarios  vecinos  de  la  ca- 
pital de  la  provincia  comprendidos  en  las  categorías 
siguientes: 

1. °  Magistrados  y jueces  cesantes,  y sus  asimila- 
dos del  ministerio  fiscal. 

2. °  Catedráticos  activos  ó excedentes  de  la  Facul- 
tad de  derecho. 

3. °  Profesores  del  Instituto  que  reúnan  la  cuali- 
dad de  letrados. 

Los  gobernadores  de  las  provincias  en  cuyas  ca- 
pitales existen  Audiencias  territoriales,  remitirán  á 
las  Diputaciones  provinciales,  al  constituirse  éstas,  la 
lista  de  los  individuos  comprendidos  eu  las  catego- 
rías enumeradas.  Después  de  verificado  el  sorteo,  no 
se  admitirá  reclamación  de  ninguna  clase  por  falta 
de  inclusión  en  la  lista. 

Art.  16.  Los  individuos  que  sin  ser  magistrados 
de  la  Audiencia  formen  parte  delTribunal  contencioso* 
administrativo  regional,  tendrán  derecho,  en  los  días 
en  que  eDtren  á constituir  Sala,  á iguales  dietas  que 
las  asignadas  á los  vocales  de  la  Comisión  provincial. 
Estas  dietas  serán  satisfechas  con  cargo  al  presu- 
puesto provincial. 

El  cargo  de  individuo  del  Tribunal  contencioso- 
administrativo,  será  obligatorio  para  los  diputados 
provinciales.  Para  los  que  no  tengan  este  carácter, 
será  voluntario;  pero  una  vez  aceptado,  no  podrá  re- 
nunciarse. 

Es  aplicable  á todos  los  vocales  de  los  tribunales 
contencioso-administrativos,  en  el  caso  á que  se  refiere 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  5.°,  art.  284  de  la  ley  or- 
gánica del  Poder  judicial. 

Art.  1 7.  Los  secretarios,  oficiales  de  Sala  y demás 
dependientes  de  la  Audiencia,  lo  serán  también  del 
Tribunal  contencioso-administrativo  regional. 

Art.  1 8.  En  los  negocios  conteucioso-administra- 
tivos  que  se  ventilen  ante  los  tribunales  contencioso- 
administrativos  regionales,  representarán  á la  Aden* 
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nistracion  en  sus  distintos  grados  los  abogados  que 
designen  las  autoridades  que  hubieren  dictado  las  re- 
soluciones que  se  impugnen,  ó los  de  beneficencia 
ruando  el  litigio  recaiga  sobre  los  intereses  de  esta 
clase. 

TITULO  ni. 

rROCFOT MIENTO  CONTENCIOSO -ADMINISTRATIVO. 

CAPITULO  PRIMERO. 

J)k  la  única  instancia,  ante  el  Tribunal  superior  conten- 
c ioso-adm  i n istrati  no. 

Art.  10.  El  procedimiento  contcncioso-adminis- 
trativo  cuando  no  se  entable  por  la  Administración, 
se  iniciará  por  medio  de  un  escriLo  reducido  a solici- 
tar que  se  tenga  por  interpuesto  el  recurso  y que  se 
reclame  el  expediente  gubernativo  de  las  oficinas  en 
que  se  baile,  y á manifestar  el  domicilio  del  actor  (3  de 
su  representante  para  oir  las  notificaciones. 

Art.  20.  Deberán  acompañarse  á este  escrito  el 
traslado  de  la  resolución  reclamada  con  que  se  hu- 
biera hecho  la  notificación,  ó su  copia;  los  documentos 
que  acrcdiLen  la  personalidad  del  demandante  y el 
que  justifique  haber  constituido  en  el  establecimiento 
público  destinado  al  efecto  un  depósito  de  1.000  pese- 
tas cuacido  la  cuantía  del  asuntó  excediera  de  25.000 
pesetas;  de  500  pesetas  si  no  excediera  de  25.000  su 
cuantía  ó si  fuese  inestimable,  y de  100  pesetas  si  la 
cuantía  del  asunto  no  excediera  de  2.500  pesetas  ó si 
la  ú ‘manda  hubiera  de  versar  sobre  empleos  públicos, 
sueldos  ó pensiones  de  clases  pasivas. 

Quedan  exceptuados  de  la  anterior  prescripción 
los  que  al  interponer  el  recurso  contcncioso-adininis- 
Iralivc  soliciten  la  declaración  de  su  pobreza;  pero  si 
ésta  les  fuere  denegada,  el  recurso  no  tendrá  trami- 
tación ulterior  hasta  que  el  depósito  correspondiente 
se  verifique.  Si  no  se  realizase  en  el  término  de  un 
mesá  contar  de  la  notificación  del  auto  denegando  la 
pobreza,  el  recurso  se  considerará  caducado,  declarán- 
dose así  de  oficio. 

Art.  21.  Tendrán  derecho  al  beneficio  de  litigar 
como  pobres  los  que  se  encuentren  en  los  casos  deter- 
minados al  efecto  por  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 

Las  diligencias  de  prueba  relativas  á este  punto 
so  practicarán  ante  el  Juzgado  en  quien  delegue  el 
fribunal  contencioso,  el  cual,  con  vista  de  dichas 
pruebas,  otorgará  ó negará  la  declaración  de  pobreza. 

Si  la  otorga,  luego  que  el  auto  sea  firme,  y si  el 
declarado  pobre  no  designa  abogado  que  le  represente, 
dirigirá  comunicación  al  decano  del  Colegio  de  abo- 
gados para  que  nombre  de  oficio  uno  que  representará 
<d  defendido  por  pobre  sin  necesidad  de  poder. 

Art.  22.^  Presentado  el  escrito  interponiendo  el  re- 
curso, la  Secretaría  del  Tribunal  pondrá  á continua- 
ción de.  dicho  escrito  nota  del  dia  y hora  de  su  pre- 
sentación, y dará  recibo  en  que  se  acrediten  estas  cir- 
cunstancias. 

hl  Tribunal,  en  el  primer  dia  hábil,  acordará  que 
so  reclame  el  expediente  gubernativo  de  la  autoridad 
0 Corporación  que  hubiese  dictado  la  resolución  que 
motivo  el  recurso,  y que  se  publique  en  la  Gaceta  de 
Madrid  el  anuncio  de  haberse  interpuesto  el  recurso, 
para  conocimiento  de  los  que  tuvieren  interés  directo 
cu  el  negocio  y quisieren  coadyuvar  en  él  á la  Admi- 
nistración. 


Art.  23.  El  Tribunal  tendrá  como  parte  á los  que 
se  bailen  en  este  caso  y comparezcan  debidamente  en 
cualquier  estado  del  recurso,  cuya  tramitación  no 
podrá  por  esto  retroceder  ni  interrumpirse. 

Art.  24.  Toda  autoridad,  corporación  ó depen- 
dencia á que  se  presente  la  comunicación  del  Tribunal 
reclamando  la  remisión  de  un  expediente  gubernativo, 
deberá  facilitar  en  el  acto  un  recibo  en  que  se  ex- 
prese la  fecha  en  que  se  baya  presentado  aquella.  El 
recibo  se  unirá  á los  autos. 

La  remisión  del  expediente  tendrá  lugar  dentro 
de  treinta  dias,  contados  desde  la  entrega  en  la  res- 
pectiva dependencia  de  la  comunicación  del  Tribunal, 
reclamando  dicho  expediente. 

La  falta  de  remisión  del  expediente  gubernativo 
en  el  plazo  que  determina  el  párrafo  anterior,  será 
considerada  como  desobediencia  comprendida  en  el 
art.  380  del  Código  penal,  debiendo  pasar  el  Tribunal 
contcncioso-administrativo  el  oportuno  testimonio  al 
Juzgado  ó al  Tribunal  compelenle,  para  que  procedan 
como  corresponda.  Podrá  acordar,  además,  el  Tribu- 
nal contcncioso-administrativo,  á instancia  y á favor 
del  demandante,  una  indemnización  de  perjuicios  á 
satisfacer  por  la  autoridad,  corporación  ó funcionario 
que  no  remitan  el  expediente  en  el  término  expresado. 

Art.  25.  Remitido  que  sea  el  expedientó  guberna- 
tivo, se  pondrá  de  manifiesto  al  actor  por  término  de 
veinte  dias,  que  podrán  prorrogarse  por  otros  diez,  á 
juicio  del  tribunal,  para  que  formalice  la  demanda. 

Si  la  demanda  no  se  hubiere  formalizado  dentro 
de  los  treinta  dias,  se  entenderá  caducado  el  recurso, 
declarándose  así  de  oficio. 

Art.  26.  Cuando  la  Administración  general  dei 
Estado  sea  quien  reclame  en  vía  contenciosa,  el  abo- 
gado fiscal  presentará  desde  luego  la  demanda,  acom- 
pañando d ella,  además  de  su  copia,  el  expediente  gu- 
bernativo en  que  hubiese  recaído  la  resolución  im- 
pugnada; el  curso  ulterior  de  la  demanda  será  el 
mismo  que  para  las  demás  se  establece  cu  los  artícu- 
los siguientes. 

Art.  27.  En  las  demandas  se  consignarán  con  la 
debida  separación  entre  los  puntos  de  hecho  y los  fun- 
damentos de  derecho  las  alegaciones  relativas  á la 
competencia  del  Tribunal;  á las  condiciones  de  la  re- 
solución reclamada,  que  para  poder  impugnarla  en 
vía  contenciosa  exige  el  tít.  l.°  de  esta  ley;  á la  per- 
sonalidad del  demandante;  al  término  en  que  el  re- 
curso se  interpusiera,  y al  fondo  del  asunto;  formu- 
lando con  claridad  la  pretensión  que  se  deduzca. 

Art.  28.  A la  demanda  so  acompañarán  los  docu- 
mentos que  el  actor  juzgue  convenientes  á la  defensa 
de  su  derecho,  designando  en  otro  caso  el  archivo, 
oficina  ó protocolo  en  que  se  encuentren. 

En  este  último  caso,  se  mandará  librar  desde  lue- 
go, á costa  del  demandante,  certificación  de  lo  que 
resultase  de  dichos  documentos. 

Art.  20.  Después  de  la  demanda  y de  la  contesta- 
ción no  se  admitirán  ai  actor,  ni  ai  demandado,  ni  á 
los  coadyuvantes  de  la  Administración,  si  los  hubiere, 
otros  documentos  que  los  que  se  hallen  en  alguno  de 
los  casos  siguientes: 

1. °  Ser  do  fecha  posterior  á dichos  escritos. 

2. "  Los  anteriores,  respecto  de  los  cuales  jure  la 
parte  que  los  presento  no  haber  tenido  antes  conoci- 
miento de  su  existencia. 

3. °  Los  que  no  haya  sido  posible  adquirir  con 
anterioridad  por  causas  que  no  sean  imputables  á la 
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parte  interesada,  siempre  que  se  haya  hecho  oportu- 
namente la  designación  expresada  en  el  párrafo  2.° 
del  artículo  anterior. 

No  se  admitirá  documento  alguno  después  de  la 
citación  para  sentencia. 

El  Tribunal  repelerá  de  oficio  los  que  se  presenten, 
mandando  devolverlos  á la  parte  sin  ulterior  recurso. 

Art.  30.  Presentada  la  demanda,  se  emplazará, 
con  entrega  de  la  copia,  al  particular  demandado  ó 
al  abogado  riscal  designado  por  el  Ministerio,  auto- 
ridad ó corporación  que  hubiere  dictado  la  resolución 
reclamada,  y después  á los  coadyuvantes  para  que 
la  contesten  sucesivamente  en  el  término  para  cada 
uno  do  veinte  dias,  prorroga  ble  por  otros  diez  más, 
quedando  para  ellos  de  manifiesto  en  la  Secretaría  del 
Tribunal  el  expediente  gubernativo. 

Art.  31.  El  demandado  y sus  coadyuvantes  podrán 
proponer  dentro  de  los  diez  dias  siguientes  al  empla- 
zamiento, como  excepciones  dilatorias,  las  siguientes: 

1. a  Incompetencia  de  jurisdicción. 

2. a  Falta  de  personalidad  en  el  actor  ó en  su  re- 
presentante y en  el  demandado. 

3. a  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  el  re- 
curso. 

Se  entenderá  incompetente  el  Tribunal,  cuando  por 
la  índole  de  la  resolución  reclamada  no  quepa,  á tenor 
del  tít.  l.°  de  esta  ley,  dentro  de  la  naturaleza  y con- 
diciones del  recurso  contencioso-administrativo,  ó 
cuando  éste  se  hubiere  interpuesto  fuera  de  los  pla- 
zos determinados  por  el  art.  7.° 

Se  entenderá  que  existe  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  el  recurso,  cuando  se  hubiere  efectuado 
sin  los  requisitos  establecidos  en  esta  ley. 

Art.  32.  Cuando  el  demandado  fuese  un  particu- 
lar que  al  formalizarse  la  demanda  no  hubiere  com- 
parecido, se  emplazará  para  que  lo  verifique  dentro 
del  término  do  nueve  dias,  y uno  más  por  cada  30  ki- 
lómetros que  medien  desde  su  domicilio  al  lugar  de 
residencia  del  Tribunal:  y desde  que  se  persone  co- 
menzará á contarse  el  término  establecido  en  el  ar- 
tículo anterior  para  proponer  por  su  parte  excepcio- 
nes dilatorias. 

Art.  33.  La  proposición  de  excepciones  dilatorias 
en  la  forma  y tiempo  establecidos  en  los  artículos  an- 
teriores producirá  desde  luego  el  efecto  de  suspender 
el  curso  del  emplazamiento  para  contestar  á la  de- 
manda. 

Las  excepciones  dilatorias  que  no  se  propusieren 
en  tiempo  y forma,  podrán  utilizarse  como  perento- 
rias al  contestar  á la  demanda,  y sobre  ellas  se  pro- 
nunciará fallo  en  la  sentencia  definitiva. 

Art.  34.  Presentado  el  escrito  en  que  se  propon- 
gan las  excepciones  dilatorias,  se  comunicará  copia 
de  él  á las  partes,  señalándose  desde  luego  la  vista  de 
este  incidente,  si  nó  se  hubiese  solicitado  el  recibi- 
miento del  incidente  á prueba.  Si  se  hubiese  solicita- 
do, el  Tribunal  dictará  auto  resolviendo  las  que  hayan 
de  practicarse,  y verificado  esto  en  la  forma  que  se 
determina  para  las  pruebas  relativas  al  fondo,  se  pon- 
drán de  manifiesto  las  actuaciones  á las  partes  por 
término  de  tres  dias,  y señalándose  el  en  que  haya  la 
vista  de  celebrarse. 

Art.  35.  Celebrada  la  vista  con  audiencia  de  las 
partes  que  á ella  concurrieren,  se  pronunciará  dentro 
del  término  de  tercero  dia  auto  resolviendo  la  estima- 
ción ó desestimación  de  las  excepciones  dilatorias.  Si 
se  estimasen  se  declarará  sin  curso  la  demanda,  or- 


¡ donándose  la  devolución  del  expediente  gubernativo  á 
la  oficina  de  donde  procediere.  Si  se  desestimasen,  se 
dispondrá  que  el  demandado  y sus  coadyuvantes,  si 
, los  hubiere,  con  testen  á la  demanda  dentro  del  tér- 
! mino  de  quince  dias,  prorrogable  por  otros  cinco. 

Son  aplicables  á estos  autos  las  disposiciones  del 
art.  46  referentes  á las  sentencias. 

Art.  36.  La  contestación  á la  demanda  Se  formu- 
lará consignando  con  separación  los  puntos  de  hecho 
y fundamentos  de  derecho  relativos  al  fondo  del  asun- 
to, y formulando  con  claridad  la  pretensión  que  se  de- 
duzca. 

Art.  37.  Solamente  se  podrá  pedir  el  recibimiento 
del  pleito  á prueba  por  medio  de  otrosíes  en  los  es- 
critos de  demanda  y de  contestación  á la  demanda. 

Art.  38.  Cuando  las  partes  hayan  hecho  uso  de 
este  derecho,  pasarán  las  actuaciones  á un  ministro 
ponente,  que  lo  será  para  todo  el  curso  ulterior  del 
pleito  y que  se  designará  por  turno;  y el  Tribunal, 
oyendo  su  propuesta,  resolverá  dentro  del  término  de 
quince  dias  contados  desde  el  en  que  se  presentara  el 
escrito  de  contestación  á la  demanda,  si  se  recibe  el 
pleito  á prueba,  y caso  afirmativo,  las  pruebas  que 
hayan  de  practicarse  y el  término  dentro  del  cual  ha- 
yan de  tener  lugar,  sin  exceder  del  señalado  en  la  ley 
le  enjuiciamiento  civil. 

Art.  39.  El  Tribunal  podrá  delegar  en  uno  de  sus 
ministros  ó en  los  jueces  de  primera  instancia  las  di- 
ligencias probatorias  que  se  hubieren  de  practicaren 
Madrid,  y en  el  juez  de  primera  instancia  correspon- 
diente las  que  se  hubieren  de  verificar  fuera  de  la  corte. 

Art.  40.  Los  medios  de  prueba  de  que  se  podrá 
hacer  uso  en  este  juicio,  serán  los  mismos  que  esta- 
blece la  ley  de  enjuiciamiento  civil  y cualquiera  otro 
que  el  Tribunal  estime  conducente  al  descubrimiento 
de  la  verdad. 

El  Tribunal  podrá  hacer  las  preguntas  que  estime 
convenientes  á los  testigos  presentados  por  las  partes. 
Las  repreguntas  habrán  de  ser  precisamente  por  es- 
crito cuando  no  las  haga  directamente  al  testigo  el 
Tribunal  ó el  ministro  en  quien  delegare. 

No  se  pedirán  posiciones  al  representante  de  la  Ad- 
ministración en  el  juicio.  En  su  lugar,  la  parte  con- 
traria propondrá  por  escrito  las  preguntas  que  quiera 
hacer,  las  cuales  serán  contestadas  por  vía  de  infor- 
me, por  las  autoridades  ó funcionarios  de  la  Adminis- 
tración á quienes  conciernan  los  hechos. 

Estas  comunicaciones  se  dirigirán  por  conducto 
de  la  persona  que  represente  al  Estado  ó Corpora- 
ción dei  mismoen  los  autos,  cuya  persona  estará  obli- 
gada á presentar  la  contestación  dentro  del  término 
que  el  Tribunal  señale. 

Arl.  41.  Para  mejor  proveer,  podrá  el  Tribunal 
disponer  la  práctica  de  cualquiera  otra  diligencia  de 
prueba  antes  de  celebrarse  la  vista. 

Si  el  Tribunal  hiciere  después  uso  de  este  dere- 
cho, se  pondrá  de  manifiesto  el  resultado  de  la  dili- 
gencia á las  partes,  las  cuales,  dentro  del  término  de 
tercero  dia,  podrán  alegar  por  escrito  acerca  de  su 
alcance  é importancia. 

Art.  42.  Presentados  los  escritos  de  contestación 
á la  demanda,  ó terminado  el  período  de  prueba  se- 
gún las  disposiciones  de  la  ley  de  enjuiciamiento  ci- 
vil, y unidas  las  pruebas  á los  autos,  se  acordará  por 
el  Tribunal  que  la  Secretaría,  en  el  plazo  que  el  mis- 
mo determine,  confeccione  un  extracto  del  pleito  en 
que  se  consigne: 
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1. °  Un  breve  resúmen  de  los  hechos  y fundamen- 
tos de  derecho  alegados  y sostenidos  en  la  discusión 
escrita,  por  el  mismo  órden  con  que  han  sido  enu- 
merados. 

2. °  Otro  resúmen,  también  breve,  de  la  prueba 

practicada. 

3. °  Copia  textual  en  la  parte  pertinente  de  las 
disposiciones  y decisiones  citadas  por  las  partes  como 
aplicables  al  caso. 

Art.  43.  Formado  así  el  extracto,  se  pondrá  de 
manifiesto  con  las  actuaciones  y el  expediente  guber- 
nativo á las  partes,  que  podrán  solicitar  la  modifica- 
ción de  dicho  extracto  dentro  del  término  de  quinto 
dia. 

Pasado  este  término  sin  proponer  modificaciones 
del  extracto,  ó introducidas  en  él  las  que  el  Tribunal 
acordare,  dentro  del  término  de  tercero  dia,  se  seña- 
lará dia  para  la  vista. 

Arl.  44.  Las  vistas  se  celebrarán  por  riguroso 
órden  de  antigüedad  de  los  asuntos,  á contar  desde 
la  fecha  en  que  se  haya  declarado  conclusa  la  trami- 
tación escrita.  No  obstante,  cuando  el  representante 
de  la  Administración  pidiera  que  se  dé  preferencia 
para  la  vista  á determinado  asunto,  podrá  el  Tribu- 
nal, si  estima  fundada  esta  pretensión,  alterar  el  ór- 
den prescrito  para  la  celebración  de  dicha  vista. 

En  ei  acto  de  la  vista  expondrán  las  partes  clara 
y sucintamente  sus  pretensiones  y los  fundamentos 
legales  en  que  se  apoyan.  El  presidente  llamará  á la 
cuestión  á los  que  no  cumplieran  con  este  precepto. 

También  podrán  el  presidente  ó cualquier  minis- 
tro, con  la  vénia  de  aquel,  dirigir  las  preguntas  que 
estimen  oportunas  para  el  esclarecimiento  de  los  he- 
chos y conceptos. 

Las  partes  ó sus  representantes  ó defensores  po- 
drán rectificar  cualquier  error  de  hecho  ó de  con- 
cepto que  se  les  haya  atribuido. 

Dará  término  al  acto  el  presidente  declarando  el 
pleito  visto  y concluso  para  sentencia,  sin  perjuicio 
de  la  facultad  que  al  Tribunal  otorga  el  art.  4 1. 

Arb  45.  La  sentencia  se  dictará  dentro  del  tér- 
mino de  diez  dias  desde  la  conclusión  de  la  vista  ó 
desde  que  se  unieran  á los  autos  las  diligencias,  para 
nmjor  proveer,  que  después  de  dicho  acto  hubiesen 
sido  practicadas. 

En  la  sentencia  se  establecerán  por  medio  de  pá- 
rrafos separados  que  empiecen  con  la  palabra  «Re- 
sultando,» los  hechos  que  aparezcan  del  expediente 
gubernativo  y de  las  demás  actuaciones  y pruebas; 
consignándose  después  por  medio  de  párrafos  que 
empiecen  con  la  palabra  «Considerando,»  las  declara- 
ciones de  derecho  que  correspondan;  trascribiéndose 
:i  continuación  en  la  parte  pertinente  las  disposicio- 
flcs  legales  citadas  por  las  partes,  y las  que  sirvan  de 
fundamento  á la  sentencia,  y decidiéndose,  por  últi- 
mo, en  el  fallo  sobre  todos  los  puntos  controvertidos 
en  el  pleito. 

Art,  40.  Para  que  haya  sentencia  serán  necesa- 
¡>108  l0í* /otos  conformes  de  la  mayoría  absoluta  de 
*us  ministros  que  hayan  concurrido  á la  vista. 

Todo  el  que  tome  parte  en  la  votación  de  una 
sentencia  firmará  lo  acordado  aunque  disintiere  de  la 
nuayoría,  pero  deberá  en  este  caso  salvar  su  voto,  ex- 
pidiéndolo, fundándolo  é insertándalo  con  su  firma 
Ü ^ continuación  de  la  sentencia,  publicándose  y 
notificándose  con  ésta. 

Cuando  hubiere  discordia  por  no  reunirse  los  vo-  : 


tos  necesarios  para  que  haya  sentencia,  se  citará  para 
nueva  vista  ante  el  Tribunal  en  pleno,  cuya  sentencia, 
votada  por  la  mayoría  de  los  ministros  presentes  ó 
por  la  mitad  con  el  voto  de  calidad  del  presidente  del 
Tribunal,  será  la  definitiva.  Los  ministros  que  disin- 
tieren de  la  sentencia  así  votada,  no  podrán  excusarse 
de  firmar  la  sentencia,  aunque  salvando  su  voto  en  la 
forma  que  previene  el  párrafo  anterior. 


CAPITULO  II. 


De  los  recursos  contra  las  sentencias  del  Tribunal 
superior  contencioso-administrativo . 


Art.  47.  Notificada  la  sentencia  á las  partes  con 
entrega  de  cédula  en  que  se  inserté  literalmente,  po- 
drán proponer  el  recurso  de  aclaración  dentro  de  los 
tres  dias  siguientes,  y el  de  revisión  en  el  término  de 
tres  meses. 

Si  no  se  propusiere  el  recurso  de  aclaración,  se 
declarará  firme  la  sentencia. 

Art.  48.  El  recurso  de  aclaración  se  resolverá  por 
auto  del  Tribunal,  que  habrá  de  dictarse  dentro  de 
los  dos  dias  siguientes  á la  petición  de  la  aclaración: 
en  dicho  auto  se  declarará  firme  la  sentencia  con  la 
aclaración,  si  la  hubiere. 

Art.  40.  El  recurso  de  revisión  no  dará  lugar  á 
que  se  suspenda  la  declaración  de  quedar  firme  la 
sentencia  ni  su  ejecución,  y procederá: 

1. °  Si  en  los  considerandos  ó en  la  parte  disposi- 
tiva de  las  sentencias  hubiere  dejado  de  tratarse  ó 
resolverse  alguna  de  las  cuestiones  planteadas  en  la 
demanda  ó controvertidas  en  el  pleito. 

2. ü  Si  después  de  pronunciada  se  recobraren  do- 
cumentos decisivos,  detenidos  por  fuerza  mayor  ó por 
obradle  la  parte  en  cuyo  favor  se  hubiere  dictado. 

3. °  Si  hubiere  recaído  en  virtud  de  documentos 
que  al  tiempo  de  dictarse  ignoraba  una  de  las  partes 
haber  sido  reconocidos  y declarados  falsos  ó cuya 
falsedad  se  reconociere  ó declarare  después. 

4. °  Si  habiéndose  dictado  en  virtud  de  prueba 
testifical,  los  testigos  hubieren  sido  condenados  por 
falso  testimonio  dado  en  las  declaraciones  que  sir- 
vieron de  fundamento  á la  sentencia. 

5.  Si  la  sentencia  firme  se  hubiere  ganado  injus- 
tamente en  virtud  de  cohecho,  violencia  ú otra  ma- 
quinación fraudulenta. 

Art.  50.  Ei  recurso  de  revisión  se  interpondrá 
ante  el  Tribunal  por  medio  de  escrito,  con  cuyas  co- 
pias se  emplazará,  para  que  de  nuevo  comparezcan 
dentro  del  término  de  segundo  dia  los  que  hubieren 
sido  parte  en  el  pleito. 

Pasado  dicho  plazo,  si  el  Tribunal  estima  necesa- 
rio que  se  practique  alguna  prueba,  lo  decretará  de 
oficio  ó á instancia  de  parte,  y practicada  dicha  prue- 
ba, se  pondrá  de  manifiesto  su  resultado  á las  partes 
por  término  de  tres  dias,  trascurridos  los  cuales  se 
señalará  dia  para  la  vista  del  recurso. 

Art.  51.  Si  no  se  estimase  necesaria  ninguna  prue- 
ba, una  vez  comparecidos  ó declarados  rebeldes  todos 
los  que  hubieren  litigado  en  el  pleito,  se  señalará  dia 
para  la  vista. 

Art.  52.  La  sentencia  se  pronunciará,  notificará 
y ejecutará  en  la  forma  y manera  determinada  para 
las  definitivas  en  el  fondo  del  negocio. 
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CAPITULO  TIL 

De  la  primera  instancia  ante  los  tribunales  contencioso - 
a dm  i n istra  t ¿vos  rey  i onales . 

Art.  53.  La  interposición,  sustanciacion  y deci- 
sión de  los  recursos  contencioso-administrativos  ante 
los  tribunales  regionales  se  acomodará  á lo  precep- 
tuado en  el  cap.  l.°  de  este  misino  título  para  los  que 
hayan  de  interponerse  ante  el  Tribunal  superior,  con 
las  modificaciones  siguientes: 

1. a  La  autoridad  ó corporación  de  quien  proceda 
la  resolución  reclamada,  al  remitir  el  expediente  gu- 
bernativo, designará  el  letrado  que  haya  de  represen- 
tar á la  Administración  en  el  negocio,  á tenor  del 
art.  18. 

2. a  El  anuncio  á que  se  refiere  el  párrafo  2.°  del 
art.  22  se  publicará  en  el  Boletín  oficial  de  la  pro- 
vincia. 

3. a  Contra  el  auto  en  que  los  tribunales  regiona- 
les resuelvan  sobre  las  excepciones  dilatorias,  confor- 
me ai  art.  35,  se  podrá  interponer  el  recurso  de  ape- 
lación para  ante  el  Tribunal  superior. 

4. a  Las  providencias,  autos  y sentencias  de  los 
tribunales  regionales  se  dictarán  por  mayoría  de  vo- 
tos, debiendo  salvar  los  suyos  los  que  disintieren. 

CAPITULO  IV. 

De  los  recursos  contra  las  providencias , autos  y 
sentencias. 

Art.  54.  Contra  las  providencias  de  nuevo  trámite 
que  dicten  en  ios  negocios  contencioso-admiuistrati- 
vos  el  Tribunal  superior  ó los  regionales,  no  procederá 
otro  recurso  que  el  de  reposición  ante  el  propio  Tri- 
bunal. 

Este  recurso  se  interpondrá  dentro  del  término  de 
tercero  dia  á contar  de  la  notificación  de  la  providen- 
cia cuya  reposición  se  pretenda. 

Del  escrito  en  que  se  interponga  el  recurso  se 
dará  traslado  á las  demás  partes  para  que  expongan, 
dentro  del  término  de  tercero  dia,  lo  que  estimen  pro- 
cedente, y el  Tribunal  en  su  vista,  y por  auto  fundado 
é inapelable,  resolverá  sobre  este  incidente. 

Art.  55.  Contra  los  autos  del  Tribunal  superior  no 
se  dará  más  recurso  que  el  de  aclaración.  Contra  sus 
sentencias  podrán  utilizarse  los  de  aclaración  y revi- 
sión en  la  forma  determinada  por  los  artículos  47  y 
siguientes. 

Art.  50.  Contra  los  autos  y sentencias  de  los  tri- 
bunales regionales  podrá  utilizarse  el  recurso  de  ape- 
lación para  ante  el  Tribunal  superior.  Se  exceptúan 
los  autos,  ordenando  la  práctica  de  prueba,  contra  ios 
que  no  se  da  recurso  alguno. 

Art.  57.  El  recurso  de  apelación  se  interpondrá 
ante  el  Tribunal  que  hubiere  dictado  el  auto  ó senten- 
cia de  que  se  apele  dentro  de  los  cinco  dias  siguien- 
tes á la  notificación. 

Art.  58.  Admitida  la  apelación,  que  se  entenderá 
siempre  en  ambos  efectos,  se  emplazará  á las  partes, 
para  que  en  el  término  de  treinta  dias  comparezcan 
ante  el  Tribunal  superior. 

Ar.  59.  Si  trascurrido  este  término  el  apelante  no 
lo  hubiere  verificado,  se  declarará  desierta  la  apela- 
ción; esta  declaración  deberá  hacerse  de  oficio  ó á 
instancia  de  parte,  ordenándose  la  devolución  de  los 


autos  al  tribunal  de  quien  procedieren  para  la  ejeciu 
cion  del  auto  ó sentencia  apelados. 

Art.  60.  Si  en  el  expresado  término  no  hubieren 
comparecido  los  apelados,  continuará  la  sustanciacion 
del  recurso  sin  su  audiencia,  y las  notificaciones  se 
entenderán  con  los  estrados  del  Tribunal. 

En  cualquier  estado  del  recurso  en  que  compa- 
rezca el  apelado  se  le  tendrá  como  parte,  pero  sin  que 
éste  interrumpa  ni  haga  retroceder  el  curso  de  la? 
actuaciones. 

Art.  61.  Una  vez  personado  el  apelante  y trascu- 
rrido el  término  establecido  en  el  art.  58,  se  confec- 
cionará por  el  secretario  de  la  Sala,  en  el  plazo  que 
ésta  determine,  una  nota  expresiva  de  lo  actuado  con 
posterioridad  al  extracto  de  primera  instancia;  y ce- 
lebrada la  vista  conforme  al  art.  44,  se  pronunciará 
sentencia  en  la  forma  determinada  en  ei  art.  45. 

La  sentencia  así  pronunciada,  una  vez  que  se  de- 
clare firme,  se  remilirá  con  los  autos  al  Tribunal 
inferior  para  que  inste  su  ejecución  en  la  forma  que 
la  presente  ley  establece. 

Art.  62.  También  podrá  utilizarse  contra  las  sen- 
tencias firmes  de  los  tribunales  regionales  recurso 
de  revisión,  que  se  interpondrá  ante  el  Tribunal  su- 
perior, y se  ácomodorá  á lo  establecido  en  los  artícu- 
los 49  y siguientes. 

CAPITULO  V. 

De  la  ejecución  de  las  sentencias . 

Art.  63.  Declaradas  firmes  las  sentencias  del  Tri- 
bunal superior  olas  de  los  tribunales  regionales  conlon- 
cioso  administ  rativos  en  su  caso,  se  comunicarán  en  el 
término  de  diez  dias  por  medio  de  testimonio  en  forma 
al  Ministro  ó autoridad  administrativa  que  corres- 
ponda para  que  la  lleve  á puro  y debido  efecto,  adop- 
tando las  resoluciones  que  procedan,  ó practicando 
lo  que  exija  el  cumplimiento  de  las  declaraciones  con- 
tenidas en  el  fallo. 

Art.  64.  El  Ministro  ó autoridad  administrativa á 
quien  corresponda  deberá  acusar  el  recibo  de  la  sen- 
tencia en  el  término  dé  tres  (lias  y dar  cuenta  de  su 
cumplimiento  en  ei  de  un  mes,  á contar  desde  el  dia 
siguiente  de  la  notificación  ó (le  las  razones  que  im- 
pidan su  ejecución  inmediata. 

El  Tribunal,  en  vista  de  estás  razones,  podrá  con- 
ceder una  prórroga  para  la  ejecución  de  la  sentencia, 
así  como  la  indemnización  debida  al  particular  por  el 
aplazamiento.  Cuando  la  sentencia  sea  condenatoria 
de  pago  de  cantidad  líquida,  no  procederá  otra  in- 
demnización que  el  abono  de  los  intereses  correspon- 
dientes. 

Procederá  desde  luego  la  prórroga  para  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia,  cuando  su  incumplimiento  se 
funde  en  razones  de  defensa  del  territorio,  de  órden 
público  ó de  salubridad  pública  por  la  apreciación 
que  de  estas  circunstancias  haga  la  autoridad  com- 
petente, bajo  su  responsabilidad  y por  el  tiempo  que 
juzgue  necesario. 

Art.  65.  Cuando  la  Administración  fuere  conde- 
nada al  pago  de  cantidad  líquida,  deberá  acordarlo  y 
verificarlo  en  la  forma  y dentro  de  los  limites  que 
permitan  los  presupuestos  y determinen  las  disposi- 
ciones legales  referentes  al  pago  de  las  obligaciones 
y deudas  del  Estado,  (le  la  Provincia  ó el  Municipio* 

Si  para  verificar  el  pago  fuere  preciso  un  presu- 
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puesto  extraordinario,  se  presentará  éste  ¡jara  la  apro- 
bación de  las  Córte?  ó de  la  Corporación  ó autoridad 
respectiva,  dentro  del  mes  siguiente  al  dia  de  la  no- 
tificación de  la  sentencia.  Si  las  Cortes  no  estuvieren 
reunidas,  deberá  presentarse  dentro  del  primer  mes 
de  su  reunión  más  próxima. 

Art.  06.  Será  caso  de  responsabilidad  civil  y cri- 
minal la  infracción  de  lo  preceptuado  en  los  artícu- 
los anteriores  acerca  de  la  ejecución  de  las  sentencias 
de  los  tribunales  contencioso-administraLivos,  enten- 
diéndose como  desobediencia  punible  en  forma  igual 
á ja  establecida  para  la_ desobediencia  cometida  res- 
pecto á las  sentencias  de  los  tribunales  en  lo  civil  y 
en  lo  criminal. 

Denunciada  la  demora  al  Tribunal  superior  cuan- 
do se  trate  de  sus  sentencias,  se  pasará  el  tanto  de 
culpa  al  Tribunal  de  justicia  correspondiente,  y en 
su  caso  á las  Górtes. 

Cuando  se  trate  de  sentencias  dictadas  por  los  tri- 
bunales regionales,  trasmitirán  éstos  la  denuncia  al 
Tribunal  superior  para  lo  (pie  hubiere  lugar. 

Art.  67.  Al  principio  de  cada  ano  judicial  se  pu- 
blicará en  la  Gaceta  de  Madrid  un  estado  expresivo 
del  cumplimiento  que  en  el  año  anterior  hubieren  te- 
nido las  sentencias  sobre  negocios  contencioso-admi- 
uislrativos,  expresando  en  cuanto  á las  que  no  se  hu- 
biesen ejecutado  la  razón  por  que  esto  no  hubiere  te- 
nido lugar. 

TITULO  IV. 

DISPOSICIONES  GENERALES. 

Art.  68.  Todas  las  actuaciones  deberán  escribirse 
en  el  papel  sellado  que  prevengan  las  leyes  y regla- 
mentos; bajo  las  penas  que  eu  ellos  se  determine. 

Los  escritos  á nombre  de  la  Administración  se 
extenderán  en  papel  del  sello  de  oíicio. 

Igual  sello  usará  para  su  defensa  el  que  litigase 
como  pobre. 

Art.  60.  De  todo  escrito  se  acompañarán  tantas 
copias  cuantas  fueren  las  demás  partes  que  hubieren 
comparecido  en  el  pleito. 

Art.  70.  Tanto  el  escrito  interponiendo  el  recurso 
como  todos  los  demás  que  se  presenten,  serán  exten- 
didos en  el  papel  sellado  correspondiente,  y firmados 
por  un  abogado  que  ejerza  la  profesión  ó por  un  pro- 
curador con  poder  bastante  en  ambos  casos. 

Cuando  los  interesados  gestionen  por  medio  de 
procurador,  los  escritos  deberán  ir  autorizados  por 
letrados. 

En  los  asuntos  relativos  á derechos  pasivos,  nom- 
bramientos, ascensos,  antigüedad  en  los  escalafones 
y demás  de  carácter  personal,  los  interesados  podrán 
defenderse  sin  la  intervención  de  letrados. 

Art.  71.  Cuando  los  interesados  gestionen  por 
medio  de  abogado , las  actuaciones  se  entregarán  á 
este  ó al  procurador  si  lo  hubiere,  bajo  recibo  en  for- 
ma para  formular  los  escritos  de  demanda  y contes- 
tación. 

Art.  72.  Los  tribunales  contencioso -administra- 
Iñ'oSj  al  fallar  en  la  definitiva  sobre  el  fondo,  y al  re- 
solver los  incidentes  que  se  promovieren,  podrán  im- 
poner las  costas  á las  partes  que  sostuvieren  su  acción 
en  el  pleito  ó promoviesen  los  incidentes  con  notoria 
temeridad. 

Las  costas  en  que  fuere  condenado  el  representante 
de  la  Administración,  se  satisfarán  con  cargo  al  fon-  I 


do  que  se  establecerá  en  la  Caja  general  de  depósitos 
con  los  que  se  constituyeren,  á tenor  del  art.  20. 

Art.  73.  Los  plazos  que  esta  ley  señala  por  meses 
se  contarán  por  meses  enteros,  sin  tomar  en  cuenta 
el  número  de  dias  de  que  se  compongan  ni  los  fe- 
riados. 

Al  computarse  los  plazos  señalados  por  dias,  se 
descontarán  los  feriados;  y si  en  uno  de  estos  espirase 
el  término,  se  entenderá  prorrogado  hasta  el  primer 
dia  lectivo  siguiente. 

Art.  74.  El  Tribunal  superior  contencioso-admi* 
ministrativo  podrá  dividirse  en  dos  Secciones,  que 
presidirá  el  ministro  más  antiguo  de  cada  una  de  ellas, 
cuando  no  concurriere  el  presidente  del  Tribunal,  si 
lo  exigiere  el  despacho  de  los  negocios.  En  todo  caso, 
será  necesaria  la  presencia  de  siete  ministros  para 
pronunciar  sentencias  definitivas  ó autos  resolviendo 
sobre  excepciones  dilatorias  ó práctica  de  pruebas; 
y bastarán  tres  ministros  para  dictar  otras  resolu- 
ciones. 

Las  sentencias  relativas  á asuntos  contencioso- 
administrativos  en  que  se  impugnen  disposiciones  ad- 
ministrativas dicLadas  á consulta  del  Consejo  de  Es- 
pado en  pleno;  las  que  hayan  de  dictarse  en  el  caso  de 
discordia  previsto  eu  el  art.  46,  y las  que  resuelvan 
los  recursos  de  revisión,  se  pronunciarán  en  todo  caso 
por  el  Tribunal  en  pleno. 

Art.  75.  Las  sentencias  definitivas  y los  autos  rC' 
solviendo  sobre  excepciones  dilatorias  que  pronuncie 
el  Tribunal  superior  y los  votos  particulares  que  se 
refieran  á unas  y otros,  se  publicarán  en  la  Gaceta  de 
Madrid. 

Art.  76.  Los  tribunales  contencioso-administra- 
tivos  podrán  acordar,  oido  el  defensor  de  la  Admi- 
nistración, la  suspensión  de  las  resoluciones  recla- 
madas en  la  vía  contenciosa  cuando  la  ejecución 
pueda  ocasionar  daños  irreparables , exigiendo  fianza 
de  estar  á las  resultas  al  que  hubiere  pedido  la  sus- 
pensión. 

Si  el  defensor  déla  Administración  se  opusiere  á 
la  suspensión,  fundado  en  que  de  ésta  puede  seguirse 
perjuicio  ai  servicio  público,  no  podrá  llevarse  á efec- 
to sin  acuerdo  del  gobernador  ó del  Gobierno,  según 
que  la  resolución  reclamada  proceda  de  la  Adminis- 
tración local  ó de  la  central,  los  cuates  expondrán 
como  fundamento  de  su  acuerdo  las  razones  que  acon- 
sejen tal  medida. 

Guando  de  la  suspensión  de  las  resoluciones  de 
que  trata  el  párrafo  anterior  pueda  seguirse  menos- 
cabo al  servicio  público,  se  limitará  el  Tribunal  á 
dar  curso  álas  pretensiones  de  suspensión,  eleván- 
dolas con  su  informe  al  Ministerio  ó autoridad  á quien 
incumba  resolverlas. 

Art.  77.  Declarada  que  sea  la  procedencia  de  la 
vía  contencioso-administrativa,  el  Tribunal  podrá  re- 
querir de  inhibición  á cualquiera  otro  que  estuviese 
entendiendo  en  el  negocio,  acompañando  testimonio 
delauto  de  admisión  de  la  demanda  con  los  antece- 
dentes necesarios. 

El  Tribunal  requerido  procederá  en  igual  forma 
que  si  lo  fuese  por  autoridad  administrativa,  pero  no 
pudiendo  dirigirse  al  Tribunal  contencioso-adminis- 
trativo  más  que  para  enviarle  los  autos,  caso  de  ha- 
berse declarado  incompetente,  ó para  manifestarle 
que  los  envía  á la  Presidencia  del  Consejo  de  Minis- 
tros, caso  de  sostener  la  competencia. 

Art.  73.  Los  jueces  y tribunales  no  podrán  susci- 
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tar  cuestiones  de  competencia  al  Tribunal  contencio- 
so-administralivo. 

Sin  embargo,  podrán  sostener  la  jurisdicción  y 
atribuciones  que  la  Constitución  y las  leyes  les  con- 
fieren, reclamando  contra  el  conocimiento  por  el  Tri- 
bunal con  lene ioso-administrativo  de  negocios  que  les 
pertenezcan,  después  que  sea  firme  la  declaración  de 
la  procedencia  de  la  demanda  ante  ól  interpuesta.  Es- 
tas reclamaciones  se  elevarán  al  Gobierno  por  medio 
de  recursos  de  queja,  ios  cuales  se  sustanciarán  del 
modo  establecido  para  los  que  se  promuevan  conLra 
las  autoridades  administrativas. 

Art.  79.  Los  conflictos  á que  se  refieren  los  dos 
artículos  anteriores  se  resolverán  por  el  Héy,  en  la 
misma  forma  y con  iguales  trámites  que  las  contien- 
das de  competencia  y los  recursos  de  queja  por  abuso 
de  autoridad. 

Art.  80.  La  ley  de  enjuiciamiento  civil  regirá 
como  supletoria  de  la  legislación  que  contiene  los  pro- 
cedimientos con  Lenci  oso-ad  m i i ust  ra  ti  vos,  siendo  apli- 
cable en  todo  lo  que  fuese  compatible  con  la  índole  de 
los  mismos. 

Art.  81.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes  y dis- 
posiciones que  se  opongan  á las  contenidas  en  la  pre- 
sente ley. 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS. 

1.a  Al  organizarse  el  Tribunal  superior  cont.en- 
cioso-administrativo,  el  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  nombrará,  á propuesta  de  dicho  Tribunal, 
el  secretario  general  y los  secretarios  de  Sala,  prévio 
concurso  para  el  primero  de  estos  cargos,  de  entre  los 
oíiciales  mayores  del  Consejo  de  Estado,  y para  los 
segundos  de  entre  los  que,  figurando  en  el  escalafón 
de  oficiales  del  Consejo  de  Estado,  y habiendo  ingre- 
sado en  el  Cuerpo  por  oposición  ó eximen,  hubiesen 
prestado  servicio  ocho  anos  en  el  Consejo  y cuatro  de 
ellos,  por  lo  ménos,  en  la  Sección  ó Sala  de  lo  con- 
tencioso, y los  letrados  funcionarios  de  la  Presiden- 
cia del  Consejo  de  Ministros  que,  habiendo  desempe- 
ñado desLinos  de  Real  nombramiento  por  ocho  años, 
hayan  servido  cuatro  de  ellos  en  el  Negociado  de 


pleitos  contencioso-administrativos  y competencias. 

Pasarán  al  Tribunal  superior  contencioso-admi- 
nistralivo  los  actuales  agieres  de  la  Sala  correspon- 
diente del  Consejo  de  Estado. 

2. a  Para  los  efectos  dei  art.  1 3 de  esta  ley,  cada 
Ministerio  podrá  designar  los  letrados  que  han  de  de- 
fender los  negocios  de  sus  respectivos  ramos  de  en- 
tre los  abogados  del  Estado,  de  acuerdo  con  el  direc- 
tor de  este  Cuerpo,  siempre  que  eu  el  Ministerio  no 
haya  otros  letrados  adscritos  á su  servicio. 

3. a  Los  pleitos  en  única  instancia  (5  en  recursos  de 
apelación  ó nulidad  pendientes  en  la  actualidad  en  el 
Consejo  de  Estado,  y en  que  no  se  hubiere  celebrado 
vista  sobre  el  fondo,  pasarán  al  Tribunal  superior  con* 
tencioso-administrativo,  que  continuará  su  sustan- 
ciacion  y los  resolverá  en  definitiva,  seguu  las  pres- 
cripciones de  la  presente  ley.  Los  en  que  se  hubiere 
celebrado  dicha  vista,  se  resolverán  por  la  Sala  de  lo 
contencioso  del  Consejo  de  Estado,  fallándose  según 
la  forma  establecida  en  la  legislación  vigente  cuando 
aquel  acto  se  celebrara,  pero  debiendo  ejecutarse  las 
sentencias  con  arreglo  á las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley. 

Los  recursos  de  revisión  pendientes  actualmente 
de  sustanciacion  pasarán  del  mismo  modo  al  Tribunal 
superior,  que  los  tramitará  y fallará  en  la  forma  de- 
terminada por  el  reglamento,  á cuyo  tenor  se  inter- 
pusieran dichos  recursos. 

Los  pleitos  pendientes  en  las  Comisiones  provin- 
ciales pasarán  desde  luego  á los  tribunales  regiona- 
les contencioso-administrativos  en  el  estado  en  que  se 
encuentren,  salvo  aquellos  en  que  por  haberse  cele- 
brado vista,  solaitíeote  pendan  de  sentencia  ó del  auto 
de  admisión  de  la  demanda,  los  cuales  serán  resuel- 
tos por  la  Comisión  provincial,  pero  debiendo  trami- 
tarse y resolverse  la  apelación  del  auto  ó de  la  sen- 
tencia que  dicliá  Corporación  dicte  ante  el  Tribunal 
superior  contencioso-administrativo,  y con  arreglo  á 
las  disposiciones  de  la  presente  ley. 

Palacio  del  Congreso  21  de  Junio  1887.=Trim- 
tario  Ruiz  Capdepon,  presidente. =Francisco  Agustín 
Biivela.=  César  Alba.=  Alfonso  Gonzalez.=  Vicente 
Santamaría  de  Paredes,  secretario. 
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DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proyecto  (le  ley  ( reproduddoj,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda , sobre 

timbre  del  lisiado. 


A LAS  CORTES. 

El  art.  2u°  de  la  ley  de  3 1 de  Diciembre  de  1881, 
que  puso  en  vigor  la  provisional  de  la  misma  fecha 
relativa  al  sello  y timbre  del  Estado,  previno  que  el 
Gobierno  sometería  á la  aprobación  de  las  Córtes,  an- 
tes de  que  empezaran  a regir  los  presupuestos  de 
1884-85,  una  ley  definitiva  que,  inspirándose  en  los 
resultados  de  la  experiencia,  purgase  los  errores  en 
aquella  padecidos,  é introduciendo  la  reformas  acon- 
sejadas por  la  práctica  para  armonizar  mejor  los  in- 
tereses del  Estado  con  los  de  los  administrados,  re- 
gulase de  un  modo  estable  la  gestión  y cobro  de  tan 
importante  impuesto.  Eu  cumplimiento  de  aquel  de- 
ber, el  Gobierno,  autorizado  por  Real  decreto  de  27 
de  Enero  ne  1885,  presentó  á las  Córtes  el  proyecto 
de  ley;  pero  las  múltiples  tareas  de  los  Cuerpos  Cole- 
gisiadores  impidieron  su  discusión.  Por  fortuna,  el 
retraso,  lejos  de  ocasionar  perjuicios,  ha  contribuido 
eficazmente  a que  se  aquilaten  y depuren  más  y más 
los  defectos  de  la  ley  provisional,  objeto  que,  con  no- 
table previsión,  se  propuso  el  autor  de  la  trascenden- 
tal reforma  de  1 881  al  solicitar  de  las  Córtes  la  auto- 
rización necesaria  para  que  aquella  rigiera  por  via 
de  ensayo. 

El  Ministro  que  suscribe,  pues,  al  someter  á la 
aprobación  de  las  Córtes  el  presente  proyecto  de  ley, 
no  solo  cumple  con  el  precepto  legislativo  mencio- 
nado, sino  (pie  considerando  suficiente  el  tiempo  tras- 
currido desde  que  se  puso  en  vigor  la  ley  «le  31  de 
Diciembre  de  1881  para  conocer  las  modificaciones 
que  la  experiencia  aconseja,  cree  llegado  el  momento 
deponer  término  á la  confusión  producida  por  la  co- 


existencia de  la  ley  provisional  y de  multitud  de  Rea- 
les órdenes  y circulares  dictadas  para  su  inteligencia. 

Convencido  de  que  toda  reforma  puede  ser  estéril, 
si  obedeciendo  ai  interés  exclusivo  del  Estado  no  se 
inspira  al  propio  tiempo  en  el  respeto  que  merecen 
los  sagrados  intereses  de  los  particulares,  no  se  ha 
limitado  á estudiar  por  sí  las  complejas  cuestiones 
que  surjen  de  la  exacción  de  un  impuesto  que  por  di- 
verso modo  afecta  á todas  las  clases  é intereses  socia- 
les, siquiera  sea  por  lo  que  atañe  á la  administración 
de  la  justicia,  sino  que  solicitando  además  el  concur- 
so de  las  corporaciones  y personas  que  por  su  profe- 
sión necesitan  constantemente  aplicar  la  ley  por  que 
aquel  se  rije,  y son  conocedoras  de  sus  imperfeccio- 
nes y vacíos,  ha  tenido  en  cueuta  sus  observaciones 
en  cuanto  eran  razonables,  justas  y conciliables,  con 
el  fin  de  no  mermar  los  recursos  del  Tesoro,  procu- 
rando así  recabar  para  legislación  tan  importante  los 
caractéres  de  estabilidad  que  son  precisos  al  presti- 
gio de  sus  disposiciones,  y hacer  á la  vez  más  eficaces 
y ménos  transitorios  los  derechos  que  á su  amparo  se 
creen. 

Con  tal  propósito,  y persuadido  de  que  los  im- 
puestos son  tanto  más  soportables  y mejor  admitidos 
por  la  opinión  pública,  cuanto  más  fáciles  son  los  me- 
dios empleados  para  su  cobro,  y menores  las  trabas  y 
restricciones  que  para  garantizar  los  legítimos  dere- 
chos del  fisco  se  imponen,  ha  cuidado  en  primer  tér- 
mino de  aminorar  en  lo  posible  la  fiscalización  de  los 
agentes  administrativos,  motivo  de  constantes  que- 
jas, y ai  efecto  ha  suprimido  el  timbre  móvil  de  1 0 cén- 
timos en  las  hojas  del  libro  diario  de  los  comercian- 
tes y ha  establecido  el  concierto  forzoso  para  las  Em- 
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presas  de  espectáculos  públicos  sobre  bases  más  ven- 
tajosas y que  no  pueden  ser  racionalmente  rechazadas, 
con  lo  cual  cesarán  las  causas  de  innumerables  recla- 
maciones. A cambio  de  tales  ventajas,  solo  un  deber 
fácil  de  cumplir  se  impone  á los  comerciantes  é indus- 
triales; deber  inexcusable  á todo  el  que  procediendo 
de  buena  fe  preste  su  leal  concurso  al  Estado  para 
extirpar  de  raíz  el  fraude,  pues  exhibiendo  el  libro 
diario  en  principio  de  cada  ano  á la  Administración 
al  solo  efecto  de  que  inutilice  el  timbre  empleado  en  la 
primera  de  sus  hojas,  no  solo  se  evitarán  las  moles- 
tias que  la  íiscalizacion  ocasiona,  sino  también  la  for- 
mación de  millares  de  expedientes  que  teniendo  en 
perpetua  alarma  á los  particulares,  son  al  propio  tiem- 
po una  rémora  á la  marcha  regular  y ordenada  de 
trabajos  más  importantes  en  las  oficinas  del  Estado. 

No  podían  ménos  de  ser  objeto  de  preferente  aten- 
ción las  actuaciones  judiciales;  y si  respecto  a este 
punto  la  necesidad  imperiosa  de  no  privar  al  Tesoro 
de  los  recursos  precisos  á cubrir  sus  atenciones,  de 
dia  en  dia  crecientes,  no  consiente  introducir  una 
rebaja  en  el  precio  del  papel  sellado  que  en  aquellas 
se  emplea,  tan  importante  como  fuera  de  desear  para 
llegar  al  ideal  de  hacer  lo  ménos  costosa  posible  la 
administración  de  justicia,  la  modificación  de  la  es- 
cala boy  vigente  en  sentido  favorable  á los  pleitos  de 
menor  cuantiaba  de  producir  notable  economía  á los 
litigantes;  economía  que  alcanza  de  un  modo  consi- 
derable á todo  procedimiento  judicial,  con  la  supre- 
sión del  reintegro  en  los  documentos  que  como  fun- 
damento de  las  acciones  y excepciones  alegadas  se 
presenten  en  autos.  En  el  timbre  de  comunicaciones, 
que  por  modo  tan  directo  influye  en  la  vida  comer- 
cial, se  rebaja  el  precio  de  las  tarjetas  postales,  el  de 
los  certificados  y el  de  los  telegramas  dirigidos  á las 
empresas  periodísticas;  baja  que  no  obstante  el  bene- 
ficio que  directa  é inmediatamente  reporta  á los  par- 
ticulares, es  de  esperar  que  se  compense  con  la  ma- 
yor circulación  de  la  correspondencia  postal  y tele- 
grafíen, que  la  experiencia  tiene  demostrado  coincide 
siempre  con  la  mayor  baratura  del  servicio. 

La  mayor  brevedad  que  el  presente  proyecto  en- 
traña es  seguramente  la  de  sujetar  al  impuesto  de 
timbre  la  renta  de  los  efectos  públicos  y obligaciones 
de  Sociedades.  El  Ministro  que  suscribe  entiende  que 
el  principio  de  justicia  y equidad  que  sustenta  el  pre- 
cepto constitucional,  por  el  que  todos  vienen  obliga- 
dos á contribuir  en  proporción  á sus  haberes  ai  man- 
tenimiento de  las  cargas  públicas,  no  quedaría  estric- 
tamente cumplido  desde  el  momento  en  que  una  parte 
importante  de  las  utilidades,  como  la  que  representa 
la  renta  ó interés  de  la  deuda  pública  y de  las  Socie- 
dades, se  sustrajera  en  absoluto,  como  hoy  lo  está,  á 
la  tributación;  y aunque  no  se  le  oculta  la  convenien- 
cia de  no  poner  trabas  al  desarrollo  del  crédito  pú- 
blico y privado  que  tan  importante  papel  juega  en  el 
fomento  y prosperidad  de  la  riqueza  nacional,  abriga 
el  convencimiento  firmísimo  de  que  el  1 por  100  con 
que  se  grava  dicha  renta,  no  solo  no  es  excesivo  allí 
donde  la  «agricultura  y la  industria  se  hallan  por  ne- 
cesidad harto  recargadas,  sino  que  no  puede  influir 
racionalmente  en  el  valor  efectivo  de  aquellos  signos 
do  crédito,  ni  producir,  por  tanto,  oscilación  sensible 
en  el  mercado,  mayormente  si  se  tiene  en  cuenta  que 
con  la  creación  de  dicho  impuesto  coincide  la  reduc- 
ción en  un  50  por  100  del  que  afecta  al  capital  no-  j 
mi  nal  que  aquellos  valores  representan:  y que  es  ex  i-  I 


gible  eu  el  acto  de  su  emisión,  cuando  es  más  dudoso 
el  éxito  que  puedan  alcanzar. 

Por  las  consideraciones  expuestas,  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Ministros,  y autorizado  por  S.  M.  la 
Reina  Regente,  en  nombre  de  su  augusto  Mijo  el  Rey 
Don  Alfonso  XI  f I,  tengo  la  honra  de  someter  á las 
Cortes  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY  DEL  TIMBRE  DEL  ESTADO. 

TITULO  PRIMERO. 

DISPOSICIONES  GENERALES  Y CLASIFICACION  DE  LOS 
EFECTOS  TIMBRADOS. 

CAPITULO  PRIMERO. 

Disposiciones  generales . 

Artículo  l.°  El  impuesto  del  timbre  recae  sobre 
los  documentos  públicos  y privados  en  que  se  hacen 
constar  derechos,  obligaciones  ú otros  actos  expresa- 
mente determinados  en  esta  ley. 

Art.  2.°  Este  impuesto  se  exige  con  arreglo  á 
tipos  fijos  ó proporcionales. 

Art.  3.°  El  impuesto  del  timbre  se  satisface: 

1. °  En  papel  timbrado  común,  del  que,  según  los 
precios,  se  hacen  13  clases  distintas. 

2. u  En  diferentes  clases  de  papel  timbrado  espe- 
cial, para  compras  de  bienes  desamortizados,  pagos 
al  Estado  y multas  municipales,  pólizas  de  Bolsa  y 
otros  documentos  mercantiles,  licencias  y otros  ob- 
jetos. 

3. °  Eu  timbres  suellos  ó móviles,  que  se  adhie- 
ren al  documento  respectivo. 

4. °  En  metálico. 

Art.  4.°  Para  el  papel  timbrado  común  de  las 
13  clases  se  usará  el  pliego  de  marca  regular  espa- 
ñola de  435  milímetros  de  largo  por  315  de  ancho. 
Para  el  de  pagos  al  Estado  y multas  municipales  el 
que  se  considere  más  adecuado  á su  objeto. 

Art.  5.°  El  papel  timbrado  común  de  las  cla- 
ses 1.a  á la  12.a  inclusive,  estará  sellado  en  la  prime- 
ra hoja  de  cada  pliego.  EL  de  la  1 3.a  lo  será  en  ambas 
hojas,  podiendo  éstas  usarse  separadamente  dundo 
en  una  quepa  ei  contenido  del  documento.  Este  últi- 
mo, si  se  destina  A la  venta  pública,  se  distinguirá 
del  de  tribunales  por  medio  de  un  segundo  timbre 
que  lo  indique.  Ei  de  pagos  al  Estado  y el  de  multas 
municipales  serán  talonarios,  y se  timbrarán  en  la 
forma  que  se  considere  más  conveniente. 

Art.  5.°  Las  corporaciones  ó particulares  que  pre- 
fieran tener  sus  documentos  en  pergamino,  vitela  ó 
papel  de  calidad  superior  al  que  expenda  la  Hacienda, 
podran  acudir  á la  Administración  de  contribuciones 
y rentas  de  Madrid  para  el  estampado  del  timbre, 
prévio  pago  de  su  importe  cu  los  documentos  si- 
guientes: 

Papel  timbrado  común  de  cualquiera  ciase. 

Letras  de  cambio;  pagarés  de  comercio;  libranzas 
A la  orden,  etc. 

Pólizas  de  préstamos  sobre  efectos  públicos. 

Timbres  móviles  de  las  12  clases  correspondientes 
A las  del  papel  timbrado  Común,  cuando  se  presenten 
los  documentos  en  que  dichos  timbres  puedan  estam- 
parse. 

Art.  7.°  El  grabado  y estampado  de  los  timbres 
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se  verificará  exclusivamente  por  la  Fábrica  nacional 
del  timbre. 

Art.  8.°  El  papel  del  timbre  de  las  12  primeras 
clases,  y el  de  pagos  al  Estado  que  so  inutilice  ai  es* 
cribir,  so  cambiará  en  las  expendedurías,  previo  el 
abono  de  10  céntimos  por  cada  pliego,  aunque  se 
haya  escrito  por  sus  cuatro  caras,  con  tal  de  que  no 
presente  señales  de  haber  sido  cosido,  ni  tenga  rú- 
brica, firma  ó indicio  alguno  de  haber  surtido  efecto. 

Las  letras  de  cambio,  pagarés,  pólizas  de  todas 
clases  y delegaciones  de  cualquier  precio,  se  cambia- 
rán cuando  se  inutilicen,  prévio  abono  de  10  cénti- 
mos, por  otros  iguales,  siempre  que  no  se  hallen  fir- 
madas. 

Art.  9.°  El  timbre  que  en  fin  de  año  resulte  so- 
brante en  poder  de  ios  particulares,  corporaciones  ó 
funcionarios  públicos,  podrán  canjearlo  en  las  expen- 
dedurías por  otros  de  la  misma  clase  durante  el  mes 
de  Enero  siguiente,  sin  prórroga  alguua.  Lo  mismo 
se  liará  con  los  timbres  sueltos  que  tengan  determi- 
nado año. 

Se  exceptúa  el  papel  de  oficio  que  se  facilita  á 
los  tribunales  y otras  corporaciones,  el  cual  deberá 
devolverse  para  su  inutilización. 

Art.  10.  La  Hacienda  pública  entregará  gratui- 
tamente el  timbre  de  oficio: 

1. °  A los  Tribunales  civiles,  militares  y eclesiás- 
ticos, Juzgados,  procuradores  y funcionarios  del  or- 
den judicial,  para  las  actuaciones  de  oficio,  sin  per- 
jnicio  del  reintegro  en  los  casos  en  que  proceda. 

2. °  A los  notarios  para  los  índices  de  los  proto- 
colos y copias  de  ellos  que  remitan  á las  Audiencias 
y Juntas  directivas  de  los  Colegios,  libro  indicador  y 
demás  datos  que  deban  suministrar  en  virtud  dedispo- 
sicin  oficial  cuando  no  haya  parte  interesada  á quien 
exigir  su  importe. 

3. °  A la  Intervención  general  de  la  Administra- 
l ración  del  Estado  paralas  cuentas,  libros  ó impresos 
necesarios  de  la  contabilidad  central  y provincial. 

4. °  A las  oficinas  de  la  contabilidad  central  y pro- 
vincial para  los  expedientes  que  tramiten  por  dele- 
gación del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  sin  perjui- 
cio del  reintegro  en  su  caso. 

El  reglamento  de  este  impuesto  determinará  la 
forma  en  que  ha  de  hacerse  la  entrega  y devolución. 

Art.  II.  La  Administración  vigilará  por  medio  de 
sus  funcionarios  y liará  las  visitas  que  estime  proce- 
dentes para  que  sean  por  todos  exactamente  cumpli- 
das las  disposiciones  de  esta  ley. 

Art.  12.  Los  documentos,  tanto  públicos  como 
privados,  que  se  otorguen  en  el  extranjero,  pero  que 
hayan  de  surtir  efecto  en  España,  no  serán  admitidos 
por  los  tribunales  y oficinas,  tanto  del  Estado  como 
provinciales  y municipales,  sin  que  previamente  se 
reintegre  el  timbre  que , con  arreglo  á su  clase  y 
cuantía,  se  señala  en  esta  ley  para  los  otorgados  en 
España. 

Art.  13.  Los  documentos  exentos  del  impuesto 
por  las  disposiciones  vigentes  en  las  Provincias  Vas- 
congadas y en  Navarra,  lo  satisfarán  eu  todos  los  ca- 
sos en  que  hayan  de  surtir  sus  electos  fuera  de  ellas. 

Art.  14.  En  los  casos  dudosos  las  oficinas  provin- 
ciales consultarán  á la  Dirección  del  ramo  la  clase 
(|e  papel  que  deba  ó baya  debido  emplearse,  y el  que 
do  origen  á la  consulta  no  será  objeto  de  penalidad, 
um  cuando  se  resuelva  que  debe  quedar  sujeto  á pa- 
"¿r  el  impuesto  ó á satisfacer  por  ól  mayor  cantidad. 


ar* 


Papel  timbra- , 
do  común.  ' 


» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

)> 

» 


2. 

3.’\ 


CAPITULO  II. 

Clases  y precios  de  los  efectos  timbrados. 

Art.  15.  El  papel  timbrado,  los  timbres  móviles, 
el  especial  móvil  y los  demás  efectos  timbrados,  son 
de  las  clases  y precios  siguientes: 

/Clase  1.a i 00  pesetas. 

75 
50 
25 
1 5 
10 
5 
4 
3 
2 
i 

0,75  cents. 
04 10  » 

1 peseta. 


o . 

0.a 

7. ' 

8. a 

9.a 

10.a 

11  * 

12.a 

lüficio  para  losj 

Clase  ,3.  ^banales.. 

jldem  para  ven  A 


ta  pública. 


nes  naciona- 
les  


Clase  1 1J 


ij Para  ventas. 
[Para  censos. 


Papel  de  pa- 
gos al  Esta-' 
do 


Papel  do  mul- 
tas munici- 
pales  


Letras  de  cam- 
bio , pagarés 
de  comercio, 
libranzas  á la 1 
orden,  cartas ' 
órdenes  de  cré- 
dito, etc. . 


Clase 
» 

)> 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

r Clase 
» 

» 

» 

» 

¡ Clase 
» 

» 

)> 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 

» 


1 

2.a 

» 

3.‘ 

50 

» 

4.a 

25 

» 

5.a 

» 

6.a 

10 

» 

7.a 

8.a 

9.a 

)) 

10.a 

11.a 

» 

1.a 

cents. 

9 a 

3.a 

» 

4.a 

5 

» 

5.a 

» 

1.a 

2.a 

0‘25 

» 

3.a 

» 

4.a 

0‘75 

» 

5.a 

0.a 

9 

» 

7.a 

» 

S.a 

» 

9.a 

» 

10.a 

» 

11  * 

7 

» 

19  a 

» 

13.a 

14.a 

12 

» 

i 5.a 

13 

)) 

16.a 

14 

» 

17.a 

» 

18.a 

18 

)> 

19.a 

» 

20.a 

30 

)> 

9 | a 

» 

9 9 

50 
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Licencias  de  \ 
uso  de  armas,  l 
caza  y pesca.  I 


Pólizas  de  Bol-  ] 
sa  para  ope- 
raciones al ' 
contado . . , 


/ Clase 


1 A Las  de  caza. . . 

2. a  Las  de  uso  de 

armas 

3. a  Las  de  pesca. . 

1.a 

2.a 

3. a 

4. a 

5. a 

6. a 

7.a 


Pólizas  de  i 
préstamos  so- ) 
bro  efectos  pú- 
blioos.  . . 


9.a. 

1.a. 

2.a. 

3. a. 

4. a. 

5. a. 

6. a. 

7. a. 

8. a. 

9.a. 


25  pesetas. 

10  » 

5 » 

0*25  cénts, 
0l50  » 

1 peseta. 

2 » 

3 

4 

5 

10 
1 5 

0l25  cents. 
0‘50  » 

1 peseta. 

2 » 

3 

4 

5 

10 
15 


Clase  1.a 100  pesetas. 


Timbres  mó-( 
viles 


2. 

3. a! 

4. a. 

5. a. 

6. a. 

7. a. 

8. a. 

9.a. 

10.a. 

11.a. 

12.a. 


75 
50 
25 
15 
10 
5 
4 
3 

2 » 

1 » 

0l 7 5 cénts. 


Timbres  espe- 1 Ce  10  céntimos  de  peseta. 


cíales  móvi-  \ 
les. 


Timbres  de  co- 
municaciones^ 


25 
50 

1 céntimo. 

2 a 
5 

10 
15 
20 
25 
30 
40 
50 
1 peseta. 

4 » 

10  » 


Tarjetas  pos- 
tales  


De  5 céntimos  seucillas. 
» 10 


i Sencillas 


» contestación  pagada. 
U)e  5 céntimos  de  peseta. 


Tarjetas  de  la , 
Union  postal. 


U)e 

]}> 

( » 


10 

15 


í» 

Dobles. . . ' » 

I » 


De  10 
20 
30 


Art.  16.  Cada  pliego  del  timbre  de  pagos  al  Esta- 
do se  cortará  en  dos  partes  con  la  misma  numeración 
y série,  una  superior  y otra  inferior.  En  la  primera 
se  designarán  el  objeto  é importe  del  pago,  ia  ley,  de- 
creto ú orden  en  que  tengan  origen,  la  fecha  de  la 
providencia,  nombre  del  interesado  y número  á que 


corresponda,  según  la  clase , entregándose  á la  parte 
la  referida  mitad  para  su  resguardo,  después  de  auto- 
rizado por  la  autoridad  ó funcionario  que  correspon- 
da. La  segunda,  con  iguales  notas,  se  unirá  al  expe- 
diente corno  comprobante,  y si  no  lo  hubiere,  se  ar- 
dhivará.  En  las  multas  por  derechos  reales  , se  unirá 
precisamente  á las  liquidaciones  de  este  impuesto  en 
las  capitales,  y en  los  partidos  á los  estados  de  liqui- 
dación que  se  remiten  mcnsualmentc  á la  Adminis- 
tración. 

Art.  17.  El  timbre  de  pagos  ai  Estado  servirá 
para  hacer  ios  reintegros  de  todas  clases. 

TITULO  II. 

DEL  TIMBRE  EN  LOS  CONTRATOS  Y ÚLTIMAS  VOLUNTADES. 

CAPITULO  PRTMERO. 

Documentos  que  se  otorgan  ante  notario . 

Art.  18.  Se  empleará  el  timbre  proporcional  sobre 
la  base  de  la  cuantía  del  respectivo  asunto,  conforma 
á la  escala  gradual  que  á continuación  se  expresa,  en 
el  pliego  primero  de  las  copias  que  se  saquen  en  los 
protocolos  de  escritura  pública  que  tengan  por  prin- 
cipal objeto  cantidad  ó cosa  valuable. 

, VALOR 

CUANTÍA  DEL  DOCUMENTO.  y clase  del  timbre. 


Hasta  100  pesetas. . 

0,75,  clase  12.* 

De  más  de 

! 100  á 

200. 

1 

» 

li.‘ 

De 

» 

200  á 

500. 

2 

» 

10.* 

De 

500  á 

1.000. 

3 

)) 

9.* 

De 

» 

1.000  íi 

1.500. 

4 

» 

8.* 

De 

1.500  & 

2.000. 

5 

» 

7.* 

De 

» 

2.000  A 

2.500. 

to 

» 

6.* 

De 

» 

2.500  á 

5.000. 

15 

» 

5.* 

De 

» 

5.000  á 

7.500. 

25 

» 

4.* 

De 

» 

7.500  á 

10.000. 

50 

» 

3.* 

De 

)) 

10.000  á 20.000. 

75 

» 

2.* 

De 

» 

20.000  á 50.000 

100 

» 

1.* 

Art. 

19. 

Las  copias  de  las  escrituras  ó documen 

tos  cuya  cuantía  exceda  de  50.000  pesetas  se  exten- 
derán en  papel  timbrado  de  la  clase  l.A;  pero  se  adhe- 
rirán además  al  documento  los  pliegos  de  papel  de 
pagos  suficientes  á reintegrar  0,50  pesetas  por  cada 
1.000  ó fracción  de  exceso,  cuyos  pliegos  inutilizará 
con  la  correspondiente  nota  y rúbrica  el  notario  au- 
torizante, de  conformidad  con  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 16. 

Se  exceptúan  del  exceso  de  timbre  á que  se  re- 
fiere el  presente  artículo,  las  copias  do  escrituras  re- 
lativas á emisión  de  acciones  y obligaciones  otorga- 
das por  Bancos  y Sociedades,  que  no  devengarán  ma- 
yor timbre  aun  cuando  la  cuantía  de  la  emisión 
exceda  de  50.000. 

Art.  20.  En  el  primer  pliego  de  las  copias  de  es- 
crituras referentes  á la  constitución,  reconocimiento, 
modificación  ó extinción  de  obligaciones  personales 
que  tengan  por  principal  objeto  cantidad  ó cosa  va- 
luable, deberá  emplearse  el  papel  correspondiente  se- 
gún la  escala  del  art.  18,  teniendo  en  cuenta  para  es- 
tos efectos  el  importe  del  capital  y haciendo  abstrac- 
ción del  interés  ó réditos  estipulados. 

Art.  21.  Para  regular  el  timbre  servirá  de  base: 
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t.°  En  el  contrato  de  compra-venta  y cesiones  á 
título  oneroso,  el  precio  líquido  que  resulte  después 
de  haber  rebajado  el  importe  de  las  cargas. 

2. °  En  las  permutas,  el  importe  de  la  parte  de  más 
valor,  deducidas  también  cargas. 

3. °  En  las  adjudicaciones  para  pago  de  deudas,  el 
valor  líquido  de  los  bienes  adjudicados. 

4. °  En  las  cesiones  á título  gratuito,  el  valor  lí- 
quido de  los  bienes  cedidos. 

5/  En  las  ventas  y redenciones  de  censos  y otros 
gravámenes  de  semejante  naturaleza,  la  cantidad  en 
que  se  vendan  ó rediman. 

6. °  En  los  arriendos  ó subarriendos  de  todas  cla- 
ses, la  suma  de  la  renta  ó alquiler  de  un  año. 

7. °  En  la  constitución  de  hipotecas  y en  la  nova- 
rion  ó extinción  de  las  mismas,  el  valor  de  la  obli- 
gación principal  con  exclusión  de  intereses  y garan- 
tías que  para  costas  ú otros  conceptos  análogos  se 
estipulen  por  las  partes. 

8. ü  En  los  contratos  de  préstamo  á la  gruesa  so- 
bre cargamentos  marítimos,  el  imporLe  del  interés  es- 
tipulado; y cuando  no  se  determine  interés,  el  3 por 
100  del  capital  que  constituya  el  préstamo. 

9. °  En  las  escrituras  de  contratos  de  seguros,  el 
premio  convenido,  entendiéndose  como  tal  las  sumas 
de  la  primas  á que  se  refiera  la  duración  total  del  se- 
guro. 

10.  En  los  actos  y coutratos  relativos  á servidum- 
bres, cuando  su  valor  no  conste,  la  cuarta  parte  del 
valor  del  precio  dominante,  excepto  en  el  usufructo 
vitalicio,  que  se  apreciará  por  la  mitad  del  valor  de 
la  finca  que  sea  objeto  de  aquel  derecho.  La  misma 
base  servirá  de  regulador  en  la  trasmisión  de  usu- 
fructo de  otra  clase,  cuando  no  conste  el  valor. 

1 1.  En  la  formación  de  sociedades,  el  capital  con 
que  se  funden  ó constituyan,  aunque  no  se  desembol- 
se desde  luego,  y del  propio  modo  en  las  ampliacio- 
nes ó aumento  de  capital,  con  la  excepción  señalada 
en  el  art.  19. 

12.  En  ios  contratos  de  suministros  y demás  ser- 
vicios públicos,  generales,  provinciales  ó municipales 
así  como  los  de  la  misma  clase  que  se  otorguen  entre 
particulares,  el  precio  ó capital  efectivo  por  que  se 
celebren,  y en  su  defecto  el  del  presupuesto  que  haya 
servido  de  base  al  servicio.  Cuando  tampoco  exista 
esta  base,  servirá  de  regulador  la  capitalización  al 
10  por  100  de  la  fianza  definitiva  que  haya  de  consti- 
tuir el  contratista. 

Art.  22.  En  el  primer  pliego  de  las  copias  que  á 
cada  interesado  se  expidan  de  su  hijuela  respectiva, 

empleará  el  timbre  correspondiente  al  valor  líquido 
de  los  bienes  que  le  hubieran  sido  adjudicados;  y si 
no  consta,  servirá  de  base  el  de  la  capitalización  de 
la  riqueza  imponible  al  5 por  100.  Si  de  la  declara- 
ción del  haber  hereditario  respectivo,  y de  las  dili- 
gencias que  la  Administración  practique  para  com- 
probar los  valores,  resultase  que  se  había  manifestado 
un  valor  inferior  en  más  de  un  20  por  1 00  al  líquido 
de  la  herencia,  vendrán  obligados  al  reintegro  de  la 
cantidad  defraudada  por  la  diferencia  del  timbre  y á 
la  multa  correspondiente,  los  interesados  en  los  res- 
pectivos documentos. 

Art.  23.  En  las  copias  de  las  escrituras  adiciona- 
les hechas  para  subsanar  defectos  ú omisiones  de  for- 
Jua  padecidas  en  otras  escrituras,  se  empleará  en 
todos  sus  pliegos  el  papel  de  la  clase  12.a;  pero  si  tu- 
vieren por  objeto  aclarar  ó ampliar  cláusulas  ó con- 


ceptos de  éstas,  se  usará  el  mismo  timbre  que  eu  las 
copias  de  las  escrituras  á que  se  refieran,  sin  deven- 
gar, sin  embargo,  cantidad  alguna  por  el  exceso  de 
valor  superior  á 50.000  pesetas. 

Si  el  defecto  subsanable,  habiendo  varias  fincas  en 
una  escritura,  afectase  á una  sola  que  fuese  objeto  de 
la  adicional,  se  empleará  el  papel  timbrado  que  co- 
rresponda al  valor  de  dicha  finca,  haciendo  constar  el 
notario  al  final  del  documento  esta  circunstancia. 

Art.  24.  Cuando  en  un  mismo  documento  se  com- 
prendan distintos  actos  ó contratos,  ya  se  refieran  ó 
no  á unos  mismos  bienes,  la  base  reguladora  para  el 
uso  del  timbre  será  el  precio  ó valor  acumulado  que 
en  cada  uno  de  dichos  actos  se  dé  á los  bienes  objeto 
de  los  mismos,  y en  caso  de  no  expresarse  el  que  les 
corresponda,  se  determinará  con  sujeción  á las  reglas 
establecidas  en  los  artículos  precedentes. 

Art.  25.  Se  empleará  el  timbre  de  10  pesetas, 
clase  6.a,  en  el  primer  pliego  de  las  copias  de  las  es- 
crituras de  testamentos  y codicilos  abiertos,  ya  se 
exprese  ó no  en  ellos  la  cuantía  de  la  herencia;  en  las 
de  reformas  ó reglamento  de  sociedades  cuando  no 
tengan  por  objeto  el  aumento  ó disminución  del  ca- 
pital social;  en  las  de  aprobación  y finiquito  de  cuen- 
tas siempre  que  no  resulte  de  presente  entrega  ó de- 
volución de  cantidad,  ü ohligacion  de  reclamarla  eu 
lo  futuro,  y se  refieran  exclusivamente  á mandatos  ó 
administraciones  legales,  y en  las  de  nombramiento 
de  jueces  árbitros,  amigables  componedores,  y en  las 
demás  que  se  refieran  á objeto  no  valuable,  con  las 
excfipciones  que  se  expresan  en  las  reglas  siguientes: 

1. a  Llevarán  timbre  de  50  pesetas,  clase  3.a: 

Los  testamentos  cerrados  además  del  timbre  suelto 
de  igual  valor  que  debe  tener  su  carpeta,  el  que  será 
inutilizado  con  su  rúbrica  por  el  notario  autorizante. 

2. a  Timbre  de  25  pesetas,  clase  4.a 

Las  eseri turas  de  adopción  que  se  otorguen  con 
arreglo  á lo  prescrito  en  el  art.  1831  de  la  ley  de  en- 
juiciamiento civil. 

3. a  Timbre  de  15  pesetas,  clase  5.a: 

Las  escrituras  en  que  se  consigne  el  consenti- 
miento ó consejo  para  la  celebración  del  matrimonio, 
y las  de  reconocimiento  de  un  hijo  natural. 

4. a  Timbre  de  5 pesetas,  clase  7.a: 

Las  licencias  maritales  y los  poderes  de  todas  cla- 
ses, sin  otra  excepción  que  la  señalada  en  la  9.a,  le- 
tra d de  este  artículo. 

5. a  Timbre  de  3 pesetas,  clase  9.a: 

Las  sustituciones  y revocaciones  de  los  mismos 
poderes,  licencias  y copias  de  las  actas  de  protesto  de 
los  documentos  de  giro. 

6. a  Timbre  de  2 pesetas,  clase  10.a: 

a.  Los  testimonios  que  den  ios  notarios  á instan- 
cia de  parte,  de  cualquier  escrito  ó documento  que  se 
les  exhiba  y que  legalmente  puedan  testimoniar. 

b.  Las  copias  de  las  escrituras  de  reconocimiento 
de  censos,  derechos  reales  y demás  imposiciones  aná- 
logas. 

c.  Las  copias  de  las  actas  notariales  que  no  se  re- 
fieran A entregas  de  cantidad  ó valores,  siempre  que 
no  tengan  determinado  un  tipo  especiaL  ó tengan  por 
objeto  el  cumplimiento  de  condiciones  suspensivas 
pactadas  en  anteriores  contratos  que  hayan  deven- 
gado ya  el  timbre  proporcional. 

d . Las  de  subastas  extrajudiciales  de  bienes  in- 
muebles y derechos  reales. 

7. a  Timbre  de  uua  peseta,  clase  II  a: 
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a.  Las  informaciones  y certificaciones  de  posesión 
á que  se  refieren  los  arts.  397  ai  404  inclusive  de 
la  ley  hipotecaria,  y las  copias  de  las  mismas  expedi- 
das por  ios  notarios  cuando  aquellas  se  protocolicen,  j 

b.  Las  relaciones  de  los  bienes  que,  autorizadas 
por  los  particulares,  se  presenten  en  los  Registros  de 
la  propiedad  para  su  inscripción. 

c.  Las  copias  de  las  actas  notariales  en  que  se 
consigne  el  consentimiento  ó consejo  paterno  para  con- 
traer matrimonio  ó la  negativa. 

d.  Las  anotaciones  de  legitimación  al  márgen  de 
las  partidas  de  nacimiento  en  los  libros  del  Registro 
civil,  cuyo  pago  se  hará  en  timbre  suelto  que  él  juez 
inutilizará  con  sn  sello. 

e . Las  copias  de  las  actas  uotariales  de  subastas 
extrajudiciales  de  bienes  muebles. 

f.  Las  actas  de  las  subastas  para  la  contratación 
de  servicios  del  Estado,  de  las  Provincias  ó de  los  Mu- 
nicipios. 

g.  Los  protocolos  ó registros  de  escrituras  y actas 
notariales*  considerándose  como  tales  los  inventarios, 
particiones  y adjudicaciones  de  bienes  que  se  proto- 
colicen. 

8. a  Timbre  de  75  céntimos,  clase  i 2.a: 

a.  Los  inventarios  de  ios  protocolos,  libros  y pa- 
peles de  las  Notarías,  con  la  excepción  de  la  regla  9.a, 
letra  f, 

b.  El  segundo  y siguientes  pliegos  en  las  copias 
de  las  escrituras,  actas  uotariales  y testimonios  por 
exhibición,  cualquiera  que  sea  la  cuantía  del  asunto 
;í  que  se  refieran. 

c.  Las  legalizaciones  y legitimaciones  de  firmas 
que  autoricen  los  notarios;  las  notas  de  los  liquidado- 
res de  derechos  reales,  y las  referentes  á la  inscrip- 
ción que  pongan  los  registradores  de  la  propiedad 
cuando  no  haya  espacio  suficiente  en  ei  papel  en  que 
se  halle  extendido  el  documento. 

9. a  Timbre  de  10  céntimos,  clase  13.a: 

a.  Los  registros,  copias  y testimonios  de  las  es- 
crituras otorgadas  ante  notario  á nombre  del  Estado 
ó en  asuntos  del  servicio  público,  siempre  que  no 
baya  parte  interesada  á quien  corresponda  pagarlas, 
y en  todo  caso,  sin  perjuicio  del  reintegro  cuando 
proceda. 

b.  Los  índices  de  los  protocolos  de  los  notarios, 
los  que  los  mismos  deben  remitir  á la  Audiencia  res- 
pectiva y á la  Junta  directiva  del  Colegio  notarial, 
así  como  también  los  que  mensualmente  deben  enviar 
á la  oficina  liquidadora  del  impuesto  de  derechos  rea- 
les, de  los  documentos  sujetos  ai  mismo  que  hayan 
autorizado,  y los  que  cada  trimestre  deben  igualmente 
dirigir  á los  registradores  de  la  propiedad,  de  los  do- 
cumentos sujetos  á inscripción,  y las  comunicaciones 
que  autoricen  en  servicios  de  carácter  oficial. 

c.  Los  protocolos,  copias  y testimonios  de  escri- 
turas que  seau  á cargo  de  los  pobres  de  solemnidad 
ó de  los  que  hayan  obtenido  el  beneficio  de  pobreza 
por  declaración  judicial;  pero  tan  solo  en  los  casos 
que  la  declaración  comprenda. 

d.  Los  poderes  y sus  copias  para  entablar  recla- 
maciones ante  las  oficinas  públicas,  cuando  ia  canti- 
dad á que  se  refieran  no  exceda  de  25  péselas. 

c.  Los  inventarios  de  los  protocolos,  libros  y pa- 
peles de  las  Notarías  cuando  se  formen  para  hacer  en- 
trega de  ellos  á los  archiveros  de  protocolos  ó á los 
notarios  sustitutos  ó sucesores  en  el  desempeño  de  la 
Notaría. 


f,  Los  testimonios  que  los  notarios  debm  remitir 
á los  Juzgados  municipales  del  reconocimiento  de  hi- 
jos naturales,  conforme  á lo  establecido  en  el  artículo 
6 1 de  la  ley  del  registro  civil. 

Art.  26.  Se  empleará  el  timbre  especial  móvil  de 
1 0 céntimos  en  las  diligencias  de  legalización  que 
suscriban  los  notarios,  poniendo  el  timbre  al  lado  del 
que  corresponde  al  Colegio,  ó inutilizándole  uno  de 
los  firmantes. 

CAPITULO  ÍL 
Documentos  privados, 

Art.  27.  Se  considerarán  documentos  privados  los 
que  se  extienden  por  particulares  ó asociaciones,  sin 
intervención  de  funcionario  público,  y tienen  por  ob- 
jeto la  constitución,  reconocimiento,  novación  ó ex- 
tinción de  derechos  y obligaciones,  cuyo  importe  sea 
de  25  pesetas  ó más,  ó para  actos  no  valuables  que  la 
ley  ha  sujetado  á impuesto. 

Art.  28.  Eu  los  documentos  privados  se  empleará 
el  timbre  del  tipo  proporcional  con  arreglo  á los  ar- 
tículos 18  y 19. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  la  regia  prece- 
dente los  inventarios,  particiones  y adjudicaciones  de 
bienes  de  testamentarías  ó abinteslatos  que  por  exi- 
gir la  aprobación  judicial  hayau  de  presentarse  ante 
los  tribunales,  con  arreglo  á lo  que  determinan  los 
arts.  1077  y 1081  de  la  ley  de  enfuiciamiento  ci- 
vil, cuyos  documentos  podrán  extenderse  en  papel 
común,  sin  perjuicio  del  reintegro  en  papel  timbrado 
de  ia  clase  1 1 .a  cuando  una  vez  aprobadas  por  la  Au- 
toridad judicial  se  protocolicen,  aparte  del  que  á las 
copias  corresponda,  según  su  cuantía. 

Si  no  se  protocolasen  se  reintegrarán  necesaria- 
mente en  el  papel  correspondiente  A su  cuantía. 

En  los  contratos  de  inquilinato  el  timbre  deberá 
fijarse  necesariamente  en  ei  ejemplar  que  queda  eu 
poder  del  dueño  ó administrador  de  la  finca. 

Art.  29.  Llevarán  timbre  especial  móvil  de  1 0 cén- 
timos los  recibos  de  25  pesetas  ó de  mayor  cantidad. 

Los  particulares  se  negarán  á satisfacer  todo  re- 
cibo de  la  expresada  ó mayor  cantidad  si  no  se  halla 
legalizado  con  dicho  timbre,  debiendo  ser  inutilizado 
con  su  rúbrica  por  el  que  le  expide.  Están  compren- 
didas en  este  precepto  las  casas  de  empeño,  cualquie- 
ra que  sea  su  nombre,  debiendo  poner  el  timbre  en 
el  asiento  del  libro  diario  correspondiente  á cada  prés- 
tamo. 

Art.  30.  Se  comprenderán  igualmente  en  el  pre- 
cepto anterior: 

1. °  Los  dueños  ó administradores  de  fincas  rústi- 
cas,  urbanas,  censos  y toda  clase  de  derechos  por  los 
recibos  respectivos  á las  rentas,  alquileres  ó pensiones. 

2. °  Los  empleados  activos  ó pasivos  permanentes 
ó temporeros,  de  todas  clases  y carreras  civiles  y mi- 
litares, si  no  residen  en  el  extranjero,  por  el  percibo 
de  sus  haberes,  gratificaciones,  dietas,  comisiones, 
honorarios,  viáticos,  gastos  de  representación  y retri- 
bución por  cualquier  concepto,  bien  sirvan  al  Estado, 
bien  á Corporaciones  provinciales  ó municipales,  es- 
tablecimientos públicos  ó subvencionados  de  todas 
clases,  debiéndose  poner  el  timbre  suelto  en  las  nó- 
minas, relaciones,  libramientos  ó recibos,  é inutilizán- 
dole el  interesado  con  su  rúbrica,  salvas  las  excep- 
ciones que  contiene  el  capítulo  de  esta  ley  en  que  se 
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comprenden  los  documentos  referen  Les  ni  ramo  de 
Guerra. 

3. °  Los  individuos  del  clero,  en  todos  sus  órdenes 
v jerarquías,  por  el  percibo  de  sus  dotaciones,  de- 
biéndose emplear  el  timbre  en  la  forma  prescrita  en 
la  regla  ¿interior. 

4. °'  Los  individuos  á que  se  refieren  los  dos  párra- 
fos anteriores,  en  las  autorizaciones  que  den  para  el 
percibo  de  sus  haberes  en  los  casos  que  proceda, 
cuando  su  importe  no  exceda  de  100  pesetas. 

5. °  Los  que  perciban  alguna  cantidad,  valores  ó 
electos  del  Estado,  por  el  reintegro  de  anlicipos,  de- 
voluciones de  depósito,  compra  ó venta  de  efectos 
suministrados,  remuneración  de  servicios,  partícipes 
de  multas  corno  denunciadores  ó por  cualquier  otro 
concepto,  debiéndose  unir  el  timbre  á los  documentos 
respectivos  que  acrediten  el  pago. 

6. v  Los  presentadores  en  las  facturas  de  cupones 
ó intereses  de  toda  clase  de  deuda. 

7. °  Los  individuos  de  todas  las  profesiones  por  los 
recibos  de  sus  honorarios,  estén  ó no  regulados  por 
arancel. 

8. w  Los  que  perciben  cantidad  en  virtud  de  alguna 
obligación  contraída  por  escritura  pública. 

9. w  Cada  fracción  de  billete  de  la  lotería  nacional 
que  cobre  premio  que  le  haya  locado  en  suerte. 

10. °  Los  que  suscriban  cuentas,  balances  y demás 
documentos  de  contabilidad  que  produzcan  cargo  ó 
descargo,  no  empleando  más  que  un  timbre  en  cada 
uno  de  ellos,  aunque  conste  de  varios  pliegos. 

Art.  31.  Se  empleará  igualmente  timbre  suelto 
de  10  céntimos  en  los  documentos  siguientes,  acredi- 
ten ó no  recibo  de  cantidad  y cualquiera  que  ésta  sea: 

1. °  En  los  libros  ó registros  (le  viajeros  que  deben 
llevar  los  hoteles,  fondas  y casas  de  huéspedes,  y las 
papeletas  de  aviso  relativas  á los  mismos  que  se  exi- 
jan por  las  oficinas  de  policía,  debiéndose  colocar  el 
timbre  en  cada  asiento  que  produzcan  los  viajeros  ó 
cabezas  de  familia,  y en  el  aviso,  é inutilizarlo  con  su 
rúbrica  el  dueño,  arrendatario  ó encargado  del  esta- 
blecimiento. 

Quedarán  sujetos  al  uso  del  timbre  en  las  propias 
condiciones  que  se  expresan  en  el  párrafo  anterior,  los 
dueños  de  posadas,  paradores,  mesones  y ventas  que 
satisfagan  por  contribución  industrial  ó de  comercio 
cuota  por  lo  ménos  igual  al  tipo  fijo  que  según  las 
tarifas  corresponda  á su  industria  en  las  respectivas 
localidades. 

Cuando  el  aviso  relativo  ai  movimiento  de  viaje- 
ros sea  negativo,  está  exenLo  del  uso  del  timbre. 

2. °  En  los  recibos  de  cualquier  cuota  de  entrada, 
mensual  ó por  cualquier  plazo,  que  excediendo  de 
una  peseta  se  exija  á los  socios  de  Ateneos,  Acade- 
mias, Colegios  gremiales,  Casinos  y toda  clase  de  es- 
tablecimientos de  recreo. 

Estos  recibos  serán  necesariamente  talonarios,  y 
el  sello  se  fijará  íntegro  en  la  matriz  para  que  pueda 
ser  objeto  de  comprobación,  debiendo  conservarse  por 
espacio  de  seis  meses  á disposición  de  los  inspectores 
fiel  impuesto. 

En  el  caso  de  que  no  se  expidan  recibos  para  la 
cobranza  de  las  cuotas,  la  base  reguladora  para  el 
uso  del  timbre  por  este  concepto  serán  las  listas  de 
los  socios. 

Quedan  exceptuados  del  empleo  del  timbre  en  los 
recibos  de  cuotas,  los  establecimientos  dedicados  ex- 
clusivamente á la  enseñanza  gratuita  y á la  asisten- 


cia médico-farmaccutica,  siempre  que  no  estén  sub- 
vencionados por  el  Estado  ó por  bis  Corporaciones 
provinciales  y municipales. 

3. °  En  los  libros  de  actas  que  lleven  las  Socieda- 
des, por  cada  sesión  que  celebren,  debiendo  inutilizar 
los  timbres  con  su  rúbrica  el  presidente  que  la  au- 
torice. 

4. °  En  el  nombramiento  para  cualquier  cargo  en 
las  mismas,  cuyo  timbre  se  fijará  en  dicho  documento 
á continuación  del  acta  relaliva  á la  sesión  en  que 
fuere  acordado. 

5. °  Por  los  peritos  de  todas  clases  en  los  informes 
facultativos  que  den  á petición  de  parte  interesada. 

G.°  En  las  consultas  que  contesten  los  abogados 
por  escrito,  debiendo  éstos  inutilizar  el  timbre  con  su 
rúbrica  en  el  informe  donde  consten. 

7. u  En  los  bástanteos  que  hagan  los  letrados  de 
toda  clase  de  poderes. 

8. °  En  todo  paquete  de  caja  de  cerillas  y de  nai- 
pes, á razón  de  un  timbre  por  cada  docena  que  con- 
tenga, ó fracción  menor,  no  pudiéndose  sin  este  re- 
quisito despachar  en  las  tiendas,  ni  tener  en  los  esta- 
blecimientos de  comercio  destinados  á su  venta  al 
X)Onrienor. 

9. °  En  los  billetes  de  espectáculos  públicos  cuyo 
precio  con  el  de  la  entrada  exceda  de  una  peseta.  Será 
obligatorio  para  las  Empresas  el  pago  de  dicho  im- 
puesto á metálico,  lomando  como  tipo  el  25  por  100 
de  las  localidades  que  excedan  del  precio  antes  citado. 

Para  las  Empresas  que  celebren  funciones  por  ho- 
ras, servirá  de  regulador  para  el  pago  del  25  por  100 
el  valor  que  las  localidades  representen  en  el  Lolal  de 
funcione*  de  tarde  ó noche. 

1 0.  En  las  licencias  ó permisos  que  concedan  los 
particulares  para  la  caza  y pesca  de  sus  propiedades. 

11.  En  los  anuncios  que  se  fijen  en  los  sitios  pú- 
blicos, tranvías  y carruajes  de  todas  clases,  estacio- 
nes de  ferro-carriles,  cafés,  tiendas,  teatros,  almace- 
nes y otros  locales.  Ño  podrá  publicarse  ningún  anuu- 
cio  sin  que  conste  pegado  en  el  dicho  timbre,  el  cual 
será  inutilizado,  bien  con  el  sello  de  la  autoridad  mu- 
nicipal del  punto  de  origen  ó del  en  que  tengan  las 
empresas  su  domicilio  legal,  aun  en  aquellos  anun- 
cios que  hayan  de  exponerse  al  público  fuera  del  tér- 
mino jurisdiccional  de  aquella  autoridad,  ó bien  con 
la  fecha  en  tinta  del  dia  en  que  se  emplea,  y la  rúbrica 
del  director- gerente  ó representante  de  las  mismas 
empresas. 

Los  anuncios  que  se  fijen  en  los  establecimientos 
ó locales  antes  indicados,  y que  se  refieran  á artículos 
que  en  ios  mismos  se  expendan,  quedan  exceptuados 
del  uso  del  timbre  especial  móvil. 

TITULO  III. 

DEL  TIMBRE  EX  LOS  DOCUMENTOS  DE  COMERCIO. 

CAPITULO  PRIMERO. 

Documentos  de  giro. 

Art.  32.  Se  consideran  documentos  de  giro  para  los 
efectos  de  esta  ley : 

1. °  Las  letras  de  cambio. 

2. °  Las  libranzas  á la  órden. 

3. v  Los  pagarés  endosabies. 

4. °  Los  cheques  á la  órden. 
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"j.°  Las  cartas-órdenes  de  crédito  por  cantidades 
lijas,  asi  como  las  delegaciones,  abonarés  y cuales- 
quiera otros  documentos,  mediante  los  cuales  se  rea- 
lice giro,  entrega  ó abono  de  cantidades  en  cuenta 
corriente. 

Los  talones  de  cuentas  corrientes,  cheques  al  por- 
tador y mandatos  de  trasfcrencia,  llevarán  únicamen- 
te el  timbre  móvil  de  1 0 céntimos. 

Art.  33.  Cada  documento  de  giro  llevará  estam- 
pado el  timbre  del  precio  que  corresponda  á la  cuan- 
tía de  la  cantidad  girada,  según  la  siguiente  escala: 


CANTIDAD. 

Timbre. 

Hasta 

250  pesetas 

0‘10 

De  más  de 

250  á 

500 

0*25 

500  á 

1.000 

0‘50 

1.000  á 

2.000 

0‘75 

2.000  á 

3.000 

1 

3.000  á 

5.000 

5.000  á 

7.000.  . 

3 

7.000  á 

10.000 

4 

10.000  á 

12.000 

• 5 

12.000  á 

15.000 

6 

15.000  á 

17.000 

7 

17.000  á 

20.000 

8 

20.000  á 

22.000 

10 

22.000  á 

25.000 

12 

25.000  á 

30.000 

13 

30.000  á 

35.000 

14 

35.000  á 

40.000 

16 

40.000  á 

45.000 

18 

45.000  á 

50.000 

25 

50.000  á 

60.000 

30 

60.000  á 

80.000 

35 

80.000  á 

100.0Q0 

50 

Art.  34.  El  Estado  expenderá  para  el  comercio  los 
documentos  de  giro  expresados  con  el  timbre  espe- 
cial que  consta  en  la  precedente  escala. 

Art.  35.  Para  los  efectos  de  canlidad  superior  á 
100.000  pesetas  se  empleará  un  timbre  de  50  pesetas, 
y además  en  sellos  50  céntimos  por  cada  1.000  pese- 
tas ó fracción. 

Art.  36.  Las  cartas-órdenes  sin  límite  llevarán  á 
su  expedición  el  timbre  móvil  de  2 pesetas;  pero  si  se 
realizaran  en  cantidad  mayor  do  5.000,  se  reintegrará 
la  diferencia  con  sujeción  á la  escala  del  art.  33. 

Dicho  reintegro  se  hará  precisamente  con  timbres 
móviles,  que  se  inutilizarán  con  la  rúbrica  del  tenedor 
de  la  carta-órden. 

Art.  37.  El  que  reciba  un  efecto  no  timbrado  con 
arreglo  á los  precedentes  artículos,  tendrá  la  obliga- 
ción de  devolverle  al  librador  ó persona  que  lo  haya 
endosado,  para  que  se  extienda  en  documento  tim- 
brado ó se  reintegre. 

Art.  38.  Los  documeutos  de  giro  librados  en  el 
extranjero  que  liayau  de  presentarse  para  su  cobro 
en  España,  serán  antes  de  que  se  negocien,  acepten  ó 
paguen,  reintegrados  con  un  ejemplar  timbrado  de  la 
clase  que  corresponda  á la  cantidad  girada,  en  el  cual 
se  extenderá  la  aceptación,  endoso  ó recibo. 

Igual  formalidad  se  exigirá  en  los  documentos  de 
dicha  procedencia  que  se  expidan  á favor  del  Tesoro, 
ó sean  cedidos  por  el  mismo. 

Art.  39.  Los  efectos  de  giro  librados  en  el  extran- 
jero que  uo  hayan  de  pagarse  eu  España,  puedeu  ser 


negociados  aunque  no  lleven  dicho  requisito  del  tim- 
bre; pero  si  volvieran  para  protesto,  el  que  esté  ea 
posesión  de  ellos  tiene  obligación  de  adicionarlos  ccn 
el  ejemplar  timbrado  de  su  respectivo  valor  antes  d¡> 
la  notificación  de  aquel  acto. 

Art.  40.  Los  efectos  de  giro  que  se  expidan  den- 
tro del  Reino  no  podrán  ser  negociados,  aceptados  ni 
satisfechos  si  no  se  hallan  extendidos  en  el  timbre  que 
corresponda  á su  cuantía,  ó reintegrados. 

Art.  4 1 . Las  segundas  letras  podrán  expedirse  sin 
timbre,  pero  deberán  reintegrarse  con  un  ejemplar 
timbrado  del  valor  y clase  correspondiente  á la  cantó 
dad  girada,  si  al  ser  negociadas,  aceptadas  ó pagadas 
no  se  hallan  unidas  á las  primeras  que  debieron  ex- 
tenderse con  arreglo  á la  escala  de  giro. 

Art.  42.  El  aval  por  acto  separado  de  la  letra  de 
cambio,  estará  sujeto  igualmente  al  timbre  propor- 
cional como  la  letra. 

Art.  43.  Los  encargados  del  Giro  Mutuo  no  expe- 
dirán libranza  alguna  que  no  lleve  el  timbre  especial 
móvil  de  10  céntimos,  sea  cualquiera  la  cantidad  que 
represente. 

Art.  44.  Se  empleará  igualmente  el  timbre  espe- 
cial móvil  de  10  céntimos  eu  las  cartas  de  comercio 
cuando  por  si  solas  produzcan  cargo  ó data,  sin  refe- 
rirse á operaciones  ó documentos  mercantiles  que  ha- 
yan necesitado  ó necesiten  el  timbre  móvil  que  por 
esta  ley  se  les  señala. 

Dichas  cartas  quedan  excluidas  de  la  investiga- 
ción administrativa,  pero  no  serán  admitidas  enjui- 
cio si  no  llevan  el  timbre  móvil  de  10  céntimos. 

No  estará  sujeta  al  uso  del  timbre  la  correspon- 
dencia de  los  Bancos,  Sociedades  y comerciantes  cou 
sus  sucursales  ó subalternas,  ó las  de  éstas  entre  sí. 
aunque  las  operaciones  á que  se  refiera  produzcan 
cargo  ó descargo  cu  su  contabilidad  interior. 

Art.  45.  No  se  consideran  como  documentos  do 
comercio,  y por  tanto  quedan  exceptuados  del  em- 
pleo del  timbre,  los  de  giro  que  expidan  en  asuntos 
del  servicio  las  Direcciones  generales  del  Tesoro  y do 
rentas  estancadas  y los  delegados  de  Hacienda  en  las 
provincias. 

CAPITULO  II. 

De  los  libros  de  comercio. 

Art.  46.  Estará  sujeto  á este  impuesto,  á razón  de 
10  pesetas  en  la  primera  de  sus  hojas,  el  libro  Diario 
de  los  Bancos,  Sociedades,  Empresas  industriales, 
Compañías  de  seguros  y el  de  los  comerciantes  na- 
cionales ó extranjeros,  ya  se  hallen  ó no  inscritos  eu 
la  matricula  de  contribución  industrial. 

Art.  47.  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  y usarán  tan  solo  el  timbre  de  2 pe- 
setas en  la  primera  hoja  del  libro  Diario,  los  comer- 
ciantes é industriales  que  satisfagan  en  concepto  de 
contribución  industrial  cuota  inferior  á 60  pesetas  eu 
las  capitales  de  provincia,  de  40  en  las  cabezas  de 
partido  y poblaciones  mayores  de  5.000  habitantes,  y 
de  20  en  los  demás  pueblos. 

Art.  48.  El  libro  Diario  podrá  utilizarse  por  los 
comerciantes  para  varios  años,  pero  en  principio  de 
cada  año  económico  habrá  de  fijarse  el  timbre  de  10 
y 2 pesetas  respectivamente,  á que  se  refieren  los  dos 
artículos  auteriores,  en  la  hoja  en  que  den  comienzo 
los  asientos  de  cada  año. 

Art.  49.  Para  acreditar  el  cumplimiento  de  lo 
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prevenido  en  los  artículos  precedentes,  los  Bancos, 
Sociedades,  Compañías,  Empresas,  comerciantes  6 
industriales  comprendidos  en  los  mismos,  tendrán 
obligación  (le  presentar  dentro  del  mes  de  Julio  de 
cada  año  en  las  Administraciones  de  contribuciones 
y rentas,  si  se  tratara  de  capitales  de  provincia;  en 
las  Administraciones  subalternas  cuando  fueren  ca- 
bezas de  partido,  y ante  los  alcaldes,  en  los  demás 
pueblos,  el  libro  Diario,  á fin  de. que  por  dichas  ofi- 
cinas y autoridades  se  inutilice  con  el  sello  que  res- 
pectivamente usen,  el  timbre  empleado  en  aquel. 

Arfc.  50.  Las  expresadas  oficinas,  así  como  los  al- 
caldes en  cada  caso,  llevarán  un  registro,  en  el  cual, 
porórden  correlativo,  tomarán  razón  de  los  libros  que 
ae  presenten  oportunamente  reintegrados,  y termina- 
do el  plazo  de  un  mes,  señalado  en  el  artículo  ante- 
rior, extenderán  una  diligencia  de  cierre  en  el  mismo, 
en  que  se  haga  constar  el  número  toLal  de  los  inscri- 
tos. Todos  los  que  estando  obligados  al  cumplimiento 
de  lo  prevenido  en  los  precedentes  artículos  no  apa- 
recieren inscritos  en  el  referido  registro,  serán  con- 
siderados como  defraudadores,  y las  Delegaciones  de 
Hacienda,  siu  más  trámites  que  tener  á la  vista  la 
relación  de  los  que  se  hallen  en  dicho  caso,  procede- 
rán á exigirles  el  reintegro  y multa  que  establece  el 
art.  19!. 

Contra  la  declaración  de  responsabilidad  hecha 
por  las  Delegaciones  de  Hacienda,  no  será  admisible 
otra  prueba  en  el  recurso  de  alzada  que  la  exhibición 
del  libro  Diario  oportunamene  reintegrado. 

Art.  51.  Los  administradores  subalternos  de  ren- 
tas y los  alcaides  remitirán  a las  Delegaciones  de 
Hacienda  antes  del  l.°  de  Octubre  de  cada  ano,  rela- 
ción de  los  comeroiantes  6 industriales  que  no  hayan 
presentado  á requisitas  el  libro  Diario  á los  efectos 
prevenidos  en  el  artículo  anterior. 

Art.  52.  Las  autoridades  que  con  arreglo  ai  Có- 
digo de  comercio  deben  rubricar  y sellar  los  libros 
se  abstendrán  de  hacerlo  si  no  se  hallan  roquisitados 
en  la  forma  que  prescriben  los  arts.  46,  47  y 48. 

CAPITULO  TU. 

De  las  Sociedades  mercantiles  y de  los  comerciantes. 

Art.  53.  Las  obligaciones,  cédulas  ó bonos  que 
emitan  las  Sociedades,  Bancos,  Compañías  de  ferro- 
carriles ó Empresas  de  todas  clases,  cuyo  valor  no- 
minal sea  de  500  pesetas  en  adelante,  llevarán  el  tim- 
bre fijo  de  una  peseta.  Si  dichos  títulos  fueran  de  valor 
inferior  á 500  pesetas,  se  requisitarán  con  un  timbre 
de  25  céntimos  de  peseta  por  cada  100  de  valor  no- 
minal. 

Art.  54.  Las  obligaciones  ó certificados  serán  ta- 
lonarios y el  timbre  se  estampará  sobre  la  matriz. 

Art.  55.  Están  afectos  á igual  timbre  las  obliga-. 
ioQcs,  bonos  ó certificados  que  emitan  las  Diputa- 
ciones y Ayuntamientos,  debiendo  ser  también  talo- 
narios. 

Art.  56.  Cuando  las  Sociedades  ó Corporaciones 
oficiales  prefieran  hacer  el  pago  total  en  metálico  de 
las  obligaciones  que  hayan  de  emitir,  podrán  verifi- 
carlo prévia  autorización  de  la  Dirección  general  de 
i’ontas  estancadas,  con  sujeción  al  tipo  establecido  en 
el  art.  53,  y con  las  formalidades  que  se  determine- 
fin  el  reglamento  que  ha  de  dictarse  para  la  aplican 
üon  de  esta  ley. 


Art.  57.  Se  empleará  timbre  de  10  céntimos  eu 
las  cédulas  hipotecarias  de  Bancos  territoriales  y ac- 
ciones y obligaciones  que  emitan  las  Sociedades  para 
construcción  de  canales  y desecación  de  pantanos, 
debiendo  colocarse  sobre  la  matriz  cuando  éstas  se 
emitan. 

Art.  58.  Todo  título  ó certificado  de  acciones, 
cualquiera  que  sea  el  nombre  con  que  se  designe,  ya 
por  cédulas  de  fundador,  participaciones  ú otros  de 
las  Corporaciones  provinciales  ó municipales,  Bancos, 
Sociedades,  Compañías  ó Empresas  de  crédito,  de  ferro- 
carriles, comercio,  industria,  minas  y demás  análo- 
gas, bien  sea  de  cantidad  fija,  bien  de  parte  alícuota, 
ya  se  bailen  ó no  liberadas,  estarán  sujetos  al  timbre 
del  tipo  fijo  señalado  eu  el  art.  53,  tomando  por  base 
el  capital  nominal,  siu  perjuicio  del  timbre  de  1 0 cén- 
timos móvil,  que  se  pondrá  en  los  recibos  parciales 
de  las  entregas  que  se  hagan,  con  arreglo  á lo  pres- 
crito en  el  art.  29. 

Los  títulos  ó certificados  que  contengan  dos  ó más 
acciones,  satisfarán  el  timbre  por  cada  una,  sirviendo 
de  regulador  para  determinarlo  el  valor  de  la  acción. 
El  importe  total  podrá  satisfacerse,  á ser  posible,  en 
un  solo  timbre. 

Art.  59.  Los  títulos  ó certificados  de  acciones 
llevarán  únicamente  el  timbre  de  10  céntimos,  si  el 
título  ó certificado  de  acción  á que  suslituyau  ha  sido 
ya  timbrado. 

No  podrá  verificarse  la  sustitución  de  certificados 
por  acciones  definitivas  sin  la  intervención  de  las  De- 
legaciones de  Hacienda. 

Art.  60.  Los  títulos  ó certificados  serán  talona- 
rios, y el  timbre  cuya  estampación  se  solicitará  de  la 
Dirección  de  este  impuesto  se  pondrá  sobre  la  ma- 
triz, á fin  de  que  ofrezca  base  cierta  para  la  compro- 
bación. 

Art.  61.  Las  acciones  de  Sociedades  extranjeras, 
cuando  se  coloquen  ó negocien  en  España,  llevarán 
el  timbre  proporcional  que  corresponda  á su  cuantía. 

Art.  62.  Los  títulos  ó certificados  de  acción  de 
cualquiera  clase  que  se  mencionan  en  el  art.  58,  que 
no  expresen  valor  alguno,  deberán  satisfacer  el  tim- 
bre de  1 peseta,  clase  1 1.a,  por  cada  acción  ó fracción 
de  acción  ó láminas  en  que  esién  divididas. 

Art.  63.  Cuando  la  emisión  de  acciones  conste 
por  escritura  pública  y se  satisfaga  el  impuesto  de 
derechos  reales  correspondiente  á la  totalidad  del  ca- 
pital emitido,  no  se  pagará  por  cada  acción  más  que 
el  timbre  de  10  céntimos,  prévia  autorización  de  la 
Dirección  general  de  rentas  estancadas. 

Art.  64.  Solo  están  obligadas  al  requisito  del  tim- 
bre las  obligaciones  y acciones,  tanto  nacionales  como 
extranjeras,  en  el  momento  de  colocarse  ó negociarse 
por  primera  vez,  no  necesitando  este  requisito  las  que 
permanezcan  en  cartera  sin  negociar  ó pignorar. 

Art.  65.  Cuandolas  Sociedades  presenten  susobli- 
gaeiones  ó acciones  en  la  fábrica  del  timbre,  para  este 
efecto,  remitirán  una  relación  autorizada  al  Centro  di- 
rectivo y otra  á la  Administración  de  contribuciones 
y rentas  de  la  provincia  donde  se  hallen  domiciliadas, 
en  la  que  conste  el  número  de  aquellas  que  deben  ser 
timbradas,  numeración  de  las  mismas,  su  valor  no- 
minal y la  fecha  en  que  estén  autorizadas. 

Las  Sociedades  que  tengan  su  domicilio  fuera  de 
Madrid  podrán  sustituir  el  timbrado  de  la  fábrica  po- 
niendo el  respectivo  timbre  suelto  sobre  la  matriz  de 
las  acciones  y obligaciones,  inutilizándole  con  la  fe- 
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cha  del  día  de  su  colocación,  y dando  cuenta  á la  ’ 
Administración  de  contribuciones  y rentas. 

Art.  66.  Las  Sociedades,  bien  cuando  la  Adminis  • 
tracion  lo  reclame,  bien  cuando  por  sus  agentes  les 
gire  una  visita,  tendrán  la  obligación  de  manifestar 
la  fecha  ó fechas  en  que  dichos  documentos  se  emi- 
tan ó negocien,  á fin  de  averiguar  si  los  timbres  que 
contengan  fueron  puestos  á su  debido  tiempo,  y de 
exhibir  las  matrices  ó talones  de  los  mismos  en  que 
aquellos  se  hayan  fijado. 

Art.  67.  Guando  se  dén  resguardos  provisionales 
para  canjearlos  después  por  los  definitivos,  se  lega- 
lizarán solamente  con  el  timbre  móvil  de  10  cénti- 
mos; pero  si  en  el  término  de  seis  meses,  que  podrá 
ser  prorrogado  por  otros  seis,  previa  autorización  de 
la  Dirección  de  rentas  estancadas,  no  se  verifica  di- 
cho canje,  la  sociedad  satisfará  desde  luego  el  im- 
porte total  del  -timbre  que  corresponda  ai  número  de 
acciones  que  aquellos  resguardos  representen. 

Art.  68.  Se  empleará  timbre  de  5 pesetas,  cla- 
se 7.a,  en  los  inventarios  ó balances  que  anualmente 
tienen  obligación  de  formar,  después  de  examinados 
y aprobados  en  junta  general  de  accionistas  ó asocia- 
dos, y que  por  duplicado  deben  formular  la  Gerencia 
ó Dirección  de  toda  Sociedad,  así  como  el  certificado 
del  acta  de  aprobación  que  á los  mismos  se  acom- 
pañe. 

Art.  69.  Todos  los  Lenedores  de  efectos  de  la  deuda 
pública,  con  exclusión  de  la  exterior  y la  del  Tesoro 
de  Cuba,  de  obligaciones,  bonos  ú otros  títulos  de  los 
enumerados  en  los  arts.  53  y 55  de  esta  ley,  sa- 
tisfarán en  los  timbres  necesarios  y en  el  momento 
mismo  de  verificar  el  cobro  de  los  intereses,  el  im- 
porte del  l por  100  de  la  cantidad  que  por  el  con- 
cepto de  renta  ó interés  de  dichos  títulos  perciban. 

Dichos  timbres  habrán  de  fijarse  en  el  cupón,  fac- 
tura, libramiento,  cajetín  ó documento  mediante  el 
cual  se  verifique  el  pago  de  intereses,  y se  despre- 
ciará para  el  cómputo  de  los  mismos  toda  fracción 
que  no  llegue  á 10  céntimos. 

Art.  70.  Guando  se  trate  del  pago  de  intereses 
correspondientes  á láminas  ó inscripciones  nominati- 
vas de  la  deuda  pública,  expedidas  á favor  de  Diputa- 
ciones, Ayuntamientos,  Corporaciones  de  beneficen- 
cia, instrucción  pública  ú otras  análogas,  el  importe 
de  los  timbres  á que  se  refiere  el  artículo  anterior  in- 
gresará en  metálico  como  valores  ó productos  de  la 
renta  del  timbre,  en  las  Cajas  ó Tesorerías  por  las 
cuales  se  verifique  el  pago  de  intereses  y simultánea- 
mente á éste,  bajo  la  responsabilidad  de  los  funciona- 
rios que  intervengan  en  aquél. 

Art.  71.  Se  pondrá  timbre  de  una  peseta  en  los 
libros  de  actas  de  las  Sociedades  de  todas  clases  que 
con  arreglo  al  Código  de  comercio  tengan  obligación 
de  llevarle,  y en  las  certificaciones  que  de  dichas  actas 
se  expidan. 

Art.  72.  Se  empleará  el  timbre  especial  móvil  de 
10  céntimos: 

1. °  Por  los  vendedores  de  géneros,  frutos,  mue- 
bles, ropas  y demás  objetos  de  comercio,  en  los  reci- 
bos que  den  á los  compradores. 

2. °  Por  los  encargados  de  los  talleres  de  artes, 
oficios  y de  toda  clase  de  industria  ó de  fabricación, 
por  los  relativos  al  precio  de  las  labores  y otras  cons- 
truidas ó reparadas. 

3. °  Por  los  administradores  ó encargados  del  des- 
pacho de  cualquiera  clase  de  trasportes,  tanto  de  mer. 


cancías  como  de  viajeros,  en  cada  papeleta,  billete  ó 
resguardo  que  dén  por  recibo  del  precio  de  la  coa- 
duccion. 

Las  Empresas  de  ferro-carriles  podrán  satisfacer 
á metálico  el  importe  del  timbre,  verificándose  su 
administración  y cobranza  con  sujeción  al  reglamento 
de  15  de  Octubre  de  1873. 

4. °  Por  los  comerciantes  en  los  solícitos  que  pre- 
senten en  la  Administración  y en  las  guías  de  que 
necesitan  proveerse  para  la  libre  circulación  de  los 
efectos  coloniales  ú otros  que  requieran  esta  forma- 
lidad. 

5. °  En  los  vendís  de  los  comerciantes  y fabrican- 
tes, sean  ó no  intervenidos  por  la  Administración. 

6. °  En  las  facturas  de  comerciantes,  agentes  y 
corredores,  inutilizándolo  con  su  rúbrica  el  que  los 
suscriba. 

CAPITULO  IV. 

Pólizas  de  Bolsa. 

Art.  73.  Las  pólizas  de  contratación  al  contado  ó 
á plazo  y las  de  préstamo  sobre  efectos,  se  extenderán 
precisamente  en  los  documentos  timbrados  que  ex- 
penda el  Estado,  excepto  las  de  esta  última  clase  que 
emplean  los  Montes  de  Piedad,  Bancos  y Sociedades, 
las  cuales  podrán  ser  timbradas  por  la  Fábrica  na- 
cional del  ramo  en  ios  inpresos  especiales  que  al 
efecto  se  presenten. 

Para  las  operaciones  al  contado  y préstamos  so- 
bre los  indicados  efectos  regirá  la  escala  siguiente: 


CANTIDAD.  Timbres. 


1.a 

Clase  hasta  25.000. . 

0‘25 

2.a 

Do  más  (le  25.000  á 

50.000.  .. 

0‘50 

3.1 

de  50.000  & 

100.000.. . . 

1 peseta. 

4.a 

de  1 00.000  á 

200.000.... 

2 

- t\ 

0. 

de  200.000  á 

300.000.... 

3 

f>.a 

de  300.000  á 

400.000.,.. 

4 

7.a 

de  400.000  á 

500.000.... 

5 

8.a 

de  500.000  á 

1.000.000.... 

10 

Las  operaciones  que  excedan  de  l. 000. 000  de  pe- 
setas satisfarán  en  timbres  móviles,  que  se  adhieran 
á la  póliza,  además  del  que  corresponda  á la  clase  8.a, 
una  peseta  por  cada  100.000  ó fracción  que  exceda 
de  dicha  cantidad. 

Art.  74.  Las  notas  de  intervención  para  operacio- 
nes aplazo  se  extenderán  en  papel  común,  legalizado 
con  el  timbre  especial  móvil  de  25  céntimos. 

Art.  75.  Los  documentos  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo 73  no  serán  admitidos  por  los  tribunales,  y 
carecen  de  fuerza  legal  en  juicio  si  no  se  hallaren 
extendidos  en  el  papel  timbrado  correspondiente. 

Art.  76.  El  timbre,  en  las  operaciones  sobre  efec- 
tos públicos  y valores  comerciales,  se  pagará  por  el 
comprador,  y en  las  de  préstamos  y crédito  con  ga- 
rantía por  el  prestatario. 

CAPITULO  V. 

Pólizas  de  seguros  marítimos , terrestres  y sobre  la  vidd. 

Art.  77.  Las  pólizas  ó certificados  de  inscripción 
relativos  á dichos  contratos  que  no  se  otorgan  por 
escritura  pública,  estarán  sujetos  al  mismo  tipo  pro- 
' porcional  que  los  documentos  públicos,  arts.  13  y 
I 19  y base  indicada  en  el  art.  21. 
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Art.  78.  El  timbre  afectará  tan  solo  á las  pólizas 
matrices  ó principales.  En  las  copias  ó traslados  de 
las  mismas,  únicamente  se  pondrá  el  timbre  móvil  de 
10  céntimos. 

Arfc.  79.  Las  pólizas  ó certificados  de  inscripción 
se  legalizarán  con  timbre  suelto  de  la  ciase  que  co- 
rresponda, el  que  será  inutilizado  bajo  su  responsabi- 
lidad por  los  directores,  subdirectores  ó gerentes  de 
las  Compañías  en  sus  distritos  y provincias,  ó con  el 
sello  de  la  razón  social  de  las  mismas  Compañías. 

Art.  80.  Las  tres  clases  de  pólizas  conocidas  con 
los  nombres  de  provisionales,  abiertas  y notantes  se 
reintegrarán  con  el  timbre  de  10  pesetas,  empleán- 
dose además  en  cada  uno  de  los  seguros  que  produz- 
can el  timbre  proporcional  según  su  cuantía. 

Las  de  seguro  sobre  la  vida,  cuando  no  conste  el 
capital  lijo  á que  tenga  derecho  el  asegurado,  se  re- 
integrarán igualmente  con  el  timbre  de  10  pesetas. 

Art.  81.  Se  entieude  por  póliza  matriz  para  los 
ríectos  de  esta  ley,  el  ejemplar  que  quede  en  las  ofi- 
cinas de  la  Compañía  de  seguros,  siendo  en  éste  don- 
de ha  de  emplearse  el  limbre. 

Art.  82.  A las  pólizas  de  seguros  que  por  sí  mis- 
mas constituyan  el  recibo  de  la  primera,  deberá  fijár- 
seles, además  del  timbre  que  por  su  cuantía  repre- 
senten, el  móvil  de  10  céntimos  para  el  percibo  de 
cada  prima. 

Art.  S3.  Los  suplementos  de  reducción  de  segu- 
ros no  estarán  sujetos  al  uso  del  timbre,  siempre  que 
no  se  estienda  nueva  póliza,  ni  tampoco  los  suple- 
mentos de  ampliación  si  la  cuantía  de  ésta,  agregada 
á la  del  primitivo  contrato,  no  exigiere  timbre  de 
clase  superior  al  de  dicha  póliza;  pero  si  excediere  se 
satisfará  el  timbre  por  la  diferencia  ó aumento. 

Los  reemplazos  ó nuevas  pólizas  que  tengan  por 
objeto  sustituir  á otras,  devengarán  el  timbre  con 
arreglo  á lo  preceptuado  en  el  art.  77. 

Art.  84.  No  quedan  sujetas  á las  disposiciones  de 
esta  ley  las  Sociedades  españolas  por  los  contratos 
que  efectúen  en  el  extranjero. 

Art.  85.  Las  Sociedades  extranjeras  tendrán  obli- 
gación de  satisfacer  el  timbre  con  arreglo  á los  pre- 
cedentes artículos  por  los  contratos  que  realicen  en 
España.  Al  efecto,  los  directores,  gerentes,  represen- 
tantes ó comisionados  de  dichas  Sociedades,  presenta- 
rán scmcstralmcn te  en  las  Delegaciones  de  Hacienda, 
relaciones  de  los  seguros  realizados  en  dicho  periodo 
con  expresión  de  la  cuantía  de  cada  uno,  al  objeto  de 
hacer  el  oportuno  reintegro  de  los  mismos  en  el  co- 
rrespondiente papel  de  pagos  al  Estado,  prévias  las 
comprobaciones  que  la  Administración  estime  opor- 
tunas. 

Art.  86.  Los  directores  y gerentes  de  las  Socieda- 
des están  obligados  al  pago  del  timbre,  sin  perjuicio 
de  que  perciban  su  importe  de  los  interesados  en  los 
seguros. 

CAPITULO  VI. 

Documentos  de  depósito . 

Art.  87.  Todo  documento  (le  depósito  por  el  que 
se  abone  iuterés,  llevará  el  timbre  proporcional  esta- 
blecido para  las  pólizas  de  Bolsa  en  el  art.  73.  El  im- 
puesto se  satisfará  en  los  timbres  móviles  á que  se 
refiere  el  art.  1 5 de  esta  ley,  colocándose  en  la  ma- 
h*¡z  del  resguardo,  que  deberá  ser  talonario,  ir.utili- 
Jámlosc  con  el  sello  del  Banco  ó Sociedad. 


Art.  88.  Llevarán  el  limbre  de  5 pesetas  los  do- 
cumentos de  resguardo  que  se  dén,  de  depósito  de  al- 
hajas y efectos  análogos,  satisfagan  ó no  premio  de 
custodia. 

Art.  89.  Llevarán  el  timbre  de  10  céntimos  los 
documentos  de  resguardo  de  metálico,  efectos  públi- 
cos ó de  Sociedades  (le  crédito,  mercantiles  ó indus- 
triales, cuando  no  disfruten  por  el  depósito  interés 
alguno. 

CAPITULO  VII. 

Montes  de  Piedad  y Cajas  de  ahorros . 

Art.  90.  Los  Montes  de  Piedad  y Cajas  de  ahorros 
y de  socorros  se  regirán  por  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo 9.°  del  art.  i 19,  y únicamente  tendrán  el  deber 
de  emplear  el  timbre  móvil  de  10  céutimos  en  el  li- 
bro matriz  de  sus  operaciones  por  cada  empeño  ó 
préstamo  que  llegue  ó exceda  de  50  pesetas,  cuyo 
timbre  inutilizará  con  su  rúbrica  el  jefe  encargado  de 
este  servicio.  Se  exceptúan  las  pólizas  de  préstamos 
con  garantía  ue  efectos  públicos,  las  cuales  se  hallan 
sujeLas  al  pago  del  timbre  proporcional  señalado  por 
la  escala  gradual  del  art.  73  de  esta  ley. 

TITULO  IV. 

DEL  TIMBRE  EN  LAS  ACTUACIONES  JUDICIALES. 

CAPITULO  PRIMERO. 

Jurisdicción  civil  contenciosa. 

Art.  91.  Los  escritos  de  los  interesados  ó de  sus 
representantes,  las  papeletas  de  solicitud  de  juicio 
verbal,  los  juicios  de  desahucio,  los  autos,  providen- 
cias y sentencias  de  los  jueces  y tribunales  en  todos 
sus  grados  y clases,  que  tengan  lugar  durante  la  sus- 
tanciacion  y hasta  la  terminación  definitiva  de  cual- 
quier asunto  civil  sometido  hoy  ó que  se  someta  á la 
jurisdicción  contenciosa,  ó que  tengan  por  objeto  la 
fonnalizaciou  de  la  demanda,  así  como  las  compulsas 
literales  ó en  relación  que  se  libren,  se  extenderán, 
sin  excepción  alguna,  en  papel  timbrado  de  un  mismo 
precio,  con  arreglo  á la  cuantía  de  la  cosa  evaluada 
ó cantidad  material  y determinada  del  litigio,  con 
sujeción  á la  escala  siguiente: 


Cuantía  del  juicio. 

Timbre. 

Clase. 

Hasta  1.000  pesetas 

0‘75 

12.a 

De  más  de  1.000  á 3.000 

1 

n.1 

3.000  á 9.000 

2 

10.a 

9.000  á 50.000 

3 

9.a 

50.000  ú 150.000 

4 

8.a 

150.000  en  adelante 

5 

7.a 

Art.  92.  Los  documentos  que  se  presenten  en  au- 
tos, ya  como  fundamentos  de  las  respectivas  deman- 
das, ya  para  probar  las  acciones  y excepciones  que 
en  aquellos  se  ejerciten,  no  requieren  mayor  timbre, 
sea  cual  fuere  la  cuantía  del  litigio,  que  el  que  la  ley 
exige  según  su  clase.  Si  dichos  documentos  fueran 
de  los  que  la  ley  no  sujeta  al  uso  del  timbre,  podrán 
admitirse  en  papel  común. 
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Art.  03.  Cuando  el  litigio  verse  sobre  efectos  de 
la  d<Hida  pública,  obligaciones  ó acciones  de  Banco, 
Sociedades  ó Empresas  de  ferro-carriles  y de  todas 
clases  y demás  valores  análogos,  servirá  de  base  re- 
guladora el  tipo  de  la  cotización  oüeial  ó efectivo  que 
tengan  en  el  mercado  el  dia  anterior  al  en  que  se  pre- 
sente el  primer  escrito. 

Art.  04.  Cuando  no  aparezca  determinada  la  can- 
tidad de  la  cosa  litigiosa,  los  jueces  y tribunales,  an- 
tes de  proveer  sobre  lo  principal,  acordarán  que  el  que 
produzca  el  juicio  lo  fije  para  la  aplicación  de  la  clase 
del  timbre.  Los  jueces  comprobarán  esta  declaración 
con  sujeción  á las  reglas  establecidas  en  el  art.  489 
de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  y se  consignará  por 
diligencia. 

Art.  05.  En  los  juicios  de  abintestato  y testamen- 
taría se  atenderá  para  el  uso  del  timbre  en  las  piezas 
de  autos  generales  en  que  conforme  á la  ley  se  divi- 
den, al  valor  de  la  masa  de  bienes  hereditarios  que 
previamente  señalará  el  heredero  declarado  ó presun- 
to, y á falta  de  éstos,  el  que  pretenda  la  consideración 
de  tal. 

En  los  concursos  de  acreedores  y quiebras  se  re- 
gulará el  timbre  por  la  cuantía  del  activo  que  figure 
en  la  Memoria  y balance  que  presente  el  deudor,  ó 
por  su  ausencia  los  acreedores  que  promuevan  el  con- 
curso, según  los  casos. 

En  los  juicios  incidentales  que  se  promuevan  con 
motivo  de  los  universales  á que  se  refieren  los  dos 
párrafos  anteriores,  se  tomará  en  cuenta  la  cuantía  de 
la  reclamación  sobre  que  el  incidente  verse,  y si  aque- 
lla fuera  cuestionable,  se  estará  á lo  que  previene  el 
art.  94. 

Art.  96.  Si  en  el  curso  de  un  pleito  ó al  fenecerse 
apareciere  ser  su  cuantía  mayor  que  la  que  se  le  haya 
atribuido  al  incoarse,  el  Juzgado  ó Tribunal  que  de  él 
•conozca  dispondrá  inmediatamente  que  se  reintegre 
en  los  autos  la  diferencia  del  timbre  empleado  al  que 
resulte  corresponderle,  y que  en  éste  continúen  las  di- 
ligencias sucesivas. 

Art.  97.  Cuaudo  por  virtud  de  auto  ó sentencia 
judicial  se  adjudiquen  bienes  muebles  ó derechos  que 
no  exijan  el  otorgamiento  de  escritura  pública,  los 
testimonios  que  de  dichas  resoluciones  se  expidan  por 
los  actuarios  para  servir  de  título  de  propiedad  á los 
adjudicatarios  ó rematantes,  se  extenderán  en  el  pa- 
pel correspondiente  á la  cuantía  de  los  bienes  que  se 
adjudiquen  y con  arreglo  á la  escala  del  art.  18,  sea 
cualquiera  el  timbre  que  se  hubiere  usado  en  las  ac- 
tuaciones. 

Art.  98.  Se  empleará  el  timbre  de  10  pesetas, 
clase  6.a,  en  ios  primeros  pliegos  de  las  certificacio- 
nes de  los  actos  de  conciliación,  cuando  haya  ave- 
nencia. Los  demás  pliegos  siguientes  serán  de  timbre 
clase  12.a,  como  en  las  copias  de  escrituras. 

Art.  99.  Se  empleará  el  papel  timbrado  de  3 pe- 
setas, clase  9.a: 

1. °  En  los  pleitos  cuya  cuantía  sea  inestimable  ó 
no  pueda  determinarse  por  las  reglas  de  ios  artículos 
precedentes,  y en  los  asuntos  contencioso-adminis- 
trativos  en  todos  sus  grados. 

2. °  En  los  relativos  á derechos  políticos  ú hono- 
ríficos, exenciones  y privilegios  personales,  filiación, 
paternidad,  interdicción  y demás  que  tengan  por  ob- 
jeto el  estado  civil  y condición  de  las  personas. 

3. °  En  las  calificaciones  de  juicios  de  quiebra,  de 
que  trata  el  Lít.  9.°,  libro  4.°,  del  Código  mercantil. 


Art.  i 00.  Llevarán  timbres  de  una  peseta,  clase  1 1.*; 

1. °  Las  certificaciones  de  actos  de  conciliación 
cuando  no  haya  avenencia. 

2. °  Las  actas  de  los  mismos,  baya  ó no  avenencia 
no  pudiendo  extenderse  más  de  una  en  cada  pliego 

Art.  101.  Se  empleará  el  papel  timbrado  de  *75 
céntimos,  clase  12.a,  en  las  papeletas  de  citación  á 
juicio  verbal  y en  las  que  se  intente  el  acto  de  con- 
ciliación, pudiendo  estas  últimas  reintegrarse  con  el 
timbre  móvil  de  igual  precio,  si  se  extendiesen  en 
papel  simple,  cuyo  timbre  inutilizará  el  Juez  con  su 
rúbrica  ó sello. 

Las  copias  de  dichos  documentos  podrán  exten- 
derse en  paj)el  cornun. 

Art.  102.  Se  empleará  el  timbre.de  oficio,  cla- 
se 13.a: 

l.°  En  todo  cuanto  con  este  carácter  se  actúe  en 
los  Juzgados  y Tribunales,  incluso  en  los  expedientes 
gubernativos  que  para  exigir  responsabilidad  á ios 
funcionarios  y auxiliares  de  la  administración  de  jus- 
ticia se  incoen,  sin  perjuicio,  en  este  caso,  del  reinte- 
gro á que  vendrán  obligados  aquellos  á quienes  se 
impongan  correcciones  disciplinarias,  al  respecto  de 
2 pesetas  por  cada  pliego  invertido. 

2/  En  ios  asuntos  civiles  en  que  sea  parte  el  Es- 
tado ó las  Corporaciones  á quienes  esté  concedido  el 
mismo  privilegio,  en  todo  lo  que  á su  instancia  ó en 
su  interés  se  actúe,  salvo  el  reintegro  correspondiente 
en  los  casos  en  que  proceda. 

Art.  103.  Guando  todos  los  que  sean  parte  en  un 
pleito  gocen  de  la  consideración  de  pobres  y hayan 
sido  declarados  tales  con  arreglo  á lo  prevenido  en  la 
ley  de  enjuiciamiento  civil,  se  empleará  también  el 
timbre  de  oficio,  sin  perjuicio  del  reintegro  siempre 
que  baya  lugar. 

Art.  104.  Cuando  unos  interesados  sean  pobres 
en  el  sentido  legal  y otros  no,  ó sean  parte  el  Estado 
ó Corporaciones  igualmente  privilegiadas,  cada  cual 
suministrará  el  papel  que  á su  clase  corresponda  para 
las  actuaciones  que  hayau  de  practicarse  á su  instan- 
cia ó en  su  interés.  Las  que  sean  de  iuterés  común  á 
unas  y á otros,  se  extenderán  en  el  timbre  de  oficio, 
agregándoseles  en  el  de  pagos  al  Estado  el  equiva- 
lente á la  parte  del  que  ó los  que  no  litiguen  como 
pobres  corresponda  satisfacer.  Si  además  recayese  con- 
denación de  costas  á la  parte  solvente,  el  reintegro 
será  extensivo  á todo  lo  actuado  á solicitud  de  los  que 
litigaron  de  oficio  ó como  pobres. 

CAPITULO  II. 

Jurisdicción  civil  voluntaria. 

Art.  1 05.  Se  empleará  el  papel  timbrado  de  2 pe- 
setas en  las  actuaciones  sobre  asuntos  propios  de  la 
jurisdicción  voluntaria  de  que  trata  el  libro  3.°  de  la 
ley  de  enjuiciamiento  civil. 

Art.  106.  Es  aplicable  á esta  jurisdicción  lo  dis- 
puesto por  los  artículos  103  y 104  para  la  conten- 
ciosa. 

CAPITULO  III. 

Jurisdicción  en  lo  criminal. 

Art.  107.  Se  empleará  el  timbre  de  oficio  en  las 
causas  criminales,  en  las  actas  de  ios  juicios  sobre 
faltas  y en  las  diligencias  que  se  practiquen  para  la 
ejecución  de  fallos  que  en  unos  y otros  recaigan. 

El  que  resultase  condenado  en  costas  en  las  causas 
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y en  los  juicios  de  faltas,  reintegrará  el  timbre  co- 
rrespondiente al  de  oficio  invertido,  á razón  de  2 pe- 
setas por  pliego. 

Art.  108.  En  los  casos  en  que  se  verifique  acto 
de  conciliación  para  asunto  que  hubiese  de  ser  ob- 
jeto de  demanda  en  lo  criminal,  satisfarán  los  docu- 
mentos el  mismo  impuesto  que  si  versase  sobre  asun- 
to civil. 

CAPITULO  IV. 

Jurisd i nc io n ecles iást ica . 


CAPITULO  VI. 

Preferencia  del  Estado. 

Art.  114.  El  reintegro  del  timbre  en  los  pleitos  y 
causas  será  preferible  en  absoluto  sobre  los  créditos 
de  los  demás  acreedores  por  honorarios  y costas. 

TITULO  V. 

I>EL  TIMHRK  EN  LAS  ACTUACIONES  ADMINISTRATIVAS. 

CAPITULO  PRIMERO. 


Art.  109.  Se  empleará  timbre  de  una  peseta,  cla- 
se 11.*,  en  las  actas  originales  de  consentimiento  y 
consejo  ó en  las  negativas  que  se  otorguen  ante  los 
párrocos,  notarios  ó autoridades  eclesiásticas. 

Art.  110.  Se  empleará  timbre  de  0;75  céntimos, 
clase  12.a: 

t.°  En  las  actuaciones  de  los  tribunales  eclesiás- 
ticos, excepto  cuando  recaiga  en  debida  y legal  for- 
ma declaración  de  pobreza,  en  cuyo  caso  se  exten- 
derán en  el  de  oficio. 

2. °  En  las  certificaciones  de  partidas  sacramen- 
tales de  defunción  y de  actas  de  consentimiento  y 
consejo  que  se  expidan  á petición  de  parte.  No  se  ex- 
tenderá más  de  una  en  cada  pliego. 

Los  documentos  expresados,  cuando  se  expidan 
por  mandamiento  de  autoridad  judicial  para  unir  a las 
causas  criminales,  juicios  de  faltas  ó expedientes  gu- 
bernativos, se  extenderán  en  papel  de  oficio,  que  de- 
berá facilitar  la  autoridad  que  los  reclame,  sin  per- 
juicio del  reintegro  á que  se  refiere  el  art.  103. 

3. °  En  los  testimonios  que  se  expidan  de  docu- 
mentos que  consten  en  los  archivos  eclesiásticos. 

CAPITULO  V. 


Otro*  documentos  procedentes  de  los  tribunales. 

Art.  i 1 1.  Se  usará  timbre  de  2 pesetas,  clase  1 0.a: 

1. °  En  los  expedientes  gubernativos  que  se  ins- 
truyan en  los  Tribunales  y Juzgados  de  todas  clases 
d instancia  ó en  interés  de  particulares. 

2/  En  los  libros  de  conocimientos  de  dar  y to- 
mar pleitos,  de  los  relatores,  escribanos,  secretarios 
de  Sala,  escribanos  de  Juzgados  y procuradores  de 
cualquier  Tribunal  ó Juzgado,  pudiendo  servir  para 
varios  anos,  siempre  que  en  la  primera  hoja  se  haga 
constar  por  nota  autorizada  el  número  de  folios  y el 
año  del  timbre,  no  pudiendo  emplearse  en  estos  libros 
timbres  sueltos  engomados. 

3.°  En  las  copias  ó registros  de  las  certificaciones, 
ejecutorias  y despachos  que  se  llevan  en  las  Cancille- 
rías de  las  Audiencias. 

Art.  112.  Se  usará  timbre  de  oficio,  clase  13.a: 

L°  En  los  libros  de  acuerdos  de  los  tribunales  y 
en  los  de  entrada  y salida  y visita  de  presos. 

2. °  En  los  recibos  de  autos  de  pobres  ó de  oficios 
en  los  libros  de  que  se  trata  en  el  artículo  anterior, 
regla  2.a,  sin  perjuicio  del  reintegro  cuando  proceda. 

3. °  En  los  índices  de  las  Cancillerías. 

Art.  113.  Se  exigirán  en  papel  de  timbre  de  pagos 
al  Estado  los  derechos  de  Secretaría  que  se  satisfacen 
en  las  Audiencias. 


Empecí ¡entes  adrn  ilustrativas. 


Art.  115.  Se  empleará  timbre  de  2 pesetas,  cla- 
se 10.a: 

1. °  En  el  primer  pliego  de  los  despachos  de  apre- 
mio que  se  libren  por  la  Administración,  debiendo 
reintegrarse  en  timbre  de  esta  clase  si  fuesen  impre- 
sos, sin  que  pueda  autorizarlos  el  jefe  de  la  depen- 
dencia si  no  se  cumple  este  requisito. 

2. °  En  las  certificaciones  de  solvencia  de  los  em- 
pleados que  hayan  prestado  fianza. 

3. w  En  las  certificaciones  de  igual  clase  de  los 
contratistas  de  servicios  públicos  provinciales  ó mu- 
nicipales. 

Art.  i l G.  Llevarán  timbre  de  una  peseta,  clase  1 1 

l-°  Las  certificaciones  que  se  den  á instancia  de 
parte  por  cualquier  autoridad  ú oficina,  excepto  las 
que  tienen  designado  timbre  distinto  en  esta  ley  y las 
que  determina  el  art.  G4  del  reglamento  por  que  se 
rigen  el  servicio  telegráfico  internacional  é interior. 

2.°  Las  instancias  en  que  se  solicite  certificación 
de  cédulas  personales  siempre  que  la  cédula  exceda 
del  precio  de  una  peseta;  debiendo  extenderse  aquella 
precisamente  á continuación  de  la  instancia. 


3. °  Los  pagarés  á favor  de  la  Hacienda  por  com- 
pra de  bienes  desamortizados  y redención  de  censos. 

4. °  Las  proposiciones  para  tomar  parte  en  las  su- 
bastas que  se  celebren  en  las  oficinas  del  Estado,  pro- 
vinciales y municipales. 

5. °  Las  autorizaciones  administrativas  para  per- 
cibir haberes  superiores  á 100  pesetas  de  las  Cajas 
del  Tesoro,  de  las  provincias  y de  los  Municipios. 

6. °  Las  autorizaciones  en  Livor  do  agentes  ó de- 
pendientes para  despachar  en  nombre  de  los  consig- 
natarios de  mercancías  ú capitanes  de  buques,  y que 
hayan  de  surtir  sus  efectos  en  las  aduanas.  Estas  au- 
torizaciones podrán  extenderse  en  papel  común,  utili- 
zando el  timbre  móvil  de  una  peseta. 

Art.  117.  Tendrán  timbre  de  75  céntimos,  cla- 
se 12.a: 

1. °  Todos  los  memoriales,  instancias  ó solicitudes 
que  se  presenten  ante  cualquier  autoridad  no  judicial, 
é igualmente  las  reclamaciones  de  contratistas  y 
arrendatarios  de  servicios  públicos  contra  las  resolu- 
ciones de  la  Administración  general,  provincial  y mu- 
nicipal, excepto  las  solicitudes  á que  dé  origen  el  ser- 
vicio telegráfico  internacional  ó interior. 

2. °  Las  copias  simples  de  documentos  que  saquen 
los  interesados  para  asuntos  gubernativos,  no  debien- 
do admitirse  en  ningún  expediente  copias  en  papel 
comun  bajo  pretexto  alguno  ó costumbre  tolerada. 

3. °  Las  peticiones  que  produzcan  los  despachos  de 
aduanas,  siendo  reintegrables  con  timbres  sueltos  del 
mismo  precio. 
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4. °  El  registro  y contraregistro  de  las  mercade- 
rías de  los  puertos. 

5. ü  Los  expedientes  de  apremio  para  la  realización 
de  las  contribuciones,  impuestos  y rentas  públicas,  á 
excepción  del  primer  pliego  del  despacho  que  requie- 
ra el  timbre  señalado  en  el  art.  1 15. 

Dichos  expedientes  podrán  extenderse  en  papel  de 
oficio,  con  la  obligación  precisa  de  reintegrar  el  de 
la  clase  1 2.*  que  debiera  haberse  invertido  al  presen- 
tarlos en  las  Administraciones  respectivas,  las  cuales 
harán  constar  por  diligencia  haberse  verificado  el 
reintegro,  excepto  los  de  partidas  fallidas  y aquellos 
en  que  el  débito  no  llegue  á 50  pesetas. 

6. °  Los  oficios  con  que  justifican  su  existencia  y 
vecindad  para  el  percibo  de  haberes  pasivos  los  que 
estén  investidos  del  carácter  de  Senadores,  Diputados 
á Cortes.  .Teles  superiores  y de  Administración  y sus 
similares. 

7. °  El  segundo  pliego,  cuando  haya  necesidad  de 
añadirle  á los  certificados  de  revista  de  las  clases  pa- 
sivas cuyos  haberes  líquidos  excedan  de  1.000  pese- 
tas al  año. 

Art.  118.  Se  empleará  timbre  especial  móvil  de 
10  céntimos: 

1. °  Por  los  depositarios  y recaudadores  de  con- 
tribución, por  los  recibos  correspondientes  al  premio 
de  cobranza. 

2. °  Por  los  contribuyentes  por  industrial  en  los 
partes  de  altas  ó bajas  ó traspasos  de  industria  de  la 
matrícula  que  presenten  en  la  Administración  de  con- 
tribuciones y rentas. 

3. °  Por  los  comerciantes  y fabricantes,  labradores 
y cosecheros,  en  los  documentos  que  presenten  en  las 
oficinas  de  Hacienda,  Administración  de  consumos  ó 
fielatos  para  la  entrada  y salida  de  efectos  en  los  de- 
pósitos privados  que  tengan,  con  arreglo  á lo  pres- 
crito en  la  instrucción  del  impuesto  de  consumos. 

4. °  En  los  partes  ó declaraciones  que  se  presenten 
en  las  Comisiones  de  evalucion  ó Ayuntamientos  para 
los  traspasos  de  propiedad  en  el  amarillamienlo  ó su 
apéndice. 

5. °  En  toda  prórroga  de  plazo  que  se  conceda  con 
sujeción  al  reglamento  de  derechos  reales  para  pre- 
sentación de  documentos  ó pago  del  impuesto,  de- 
biendo constar  precisamente  el  sello  en  la  cédula  de 
notificación  del  acuerdo,  que  se  unirá  ai  expediente 
administrativo. 

6. °  En  los  recibos  que  se  soliciten  de  la  presenta- 
ción de  instancias  ó documentos  en  las  oficinas  pú- 
blicas, debiendo  inutilizar  el  timbre  los  encargados 
de  los  registros. 

7. °  En  toda  concesión  de  dominio  útil,  pequeña 
parcela,  rebaja  ú subrogación  de  censos  ó graváme- 
nes, su  conocimiento  ó indemnización,  debiendo  po 
uerse  el  sello  en  jas  cédulas  de  notificación  de  las  re- 
soluciones, que  precisamente  se  han  de  unir  á los  ex- 
ped  i en  te  s adm  inist  ra  t i vos. 

8. °  En  las  obligaciones  que  firmen  á favor  de  la 
autoridad  económica,  y las  cuentas  mensuales  que 
rindan  los  administradores  de  bienes  nacionales. 

9. °  Por  los  escolares  en  las  papeletas  de  eximen 
y matrículas,  bien  sea  en  establecimientos  de  ense- 
ñanza del  Estado,  de  Diputaciones,  de  Ayuntumientos, 
Seminarios  y Colegios  incorporados  á la  enseñanza 
oficial,  sin  cuyo  requisito  no  podrán  ser  comprendi- 
dos en  matrícula,  ni  examinados. 

Igualmente  toda  inscripción  ó matrícula  que  se 


baga  en  establecimientos  científicos  ó literarios  que 
no  estén  sostenidos  por  el  Estado  ni  por  las  expresa- 
das Corporaciones. 

10.  En  Los  precintos  de  tabacos  habanos  que  im- 
porten para  su  uso  los  particulares. 

11.  En  las  nominillas  ó papeletas  de  cobro  de  los 
individuos  de  clases  pasivas. 

1 2.  En  las  hojas  de  servicio  de  los  mismos,  ex- 
cepto en  las  duplicadas. 

Art.  119.  Emplearán  timbre  de  oficio: 

1. °  Las  instancias  y certificaciones  supletorias  de 
cédulas  personales  no  comprendidas  en  el  caso  2.°  del 
art.  116. 

2. °  Las  certificaciones  que  se  expidan  por  las  de- 
pendencias del  Estado  no  siendo  á instancia  de  parte, 
y que  no  tengan  un  concepto  especial.. 

3. °  Las  copias  dé  todo  repartimiento  de  contribu- 
ción ó impuesto. 

4. °  Las  listas  cobratorias  de  los  mismos  V los  li- 
bros de  cobradores  y recaudadores. 

5. °  Las  cuentas  que  rinden  á la  Administración 
pública  los  que  tengan  obligación  de  producirlas,  y 
los  finiquitos  y demás  documentos  de  índole  pura- 
mente  oficial.  Los  copias  de  dichas  cuentas,  en  los 
casos  en  que  hayan  de  formarse  por  duplicado,  se  ex- 
tenderán en  papel  común. 

G.°  El  primero  y último  pliego  de  los  libros  de 
administración  y contabilidad  del  Estado. 

7. °  Los  libros  de  las  Juntas  de  sanidad. 

8. °  Los  de  las  Juntas  y establecimientos  de  bene- 
ficencia, así  como  las  cuentas  de  su  administración. 

9. °  Las  instancias,  documentos  y demás  escritos 
que  presenten  sobre  asuntos  gubernativos  los  pobres 
de  solemnidad  y las  Corporaciones  á que  se  refiere  el 
párrafo  anterior. 

10.  Los  libros  registros  de  multas  que  deben  lle- 
var las  autoridades  que  las  impongan. 

11.  El  segundo  pliego  que  se  añada  á los  certifi- 
cados de  revista  do  los  individuos  de  clases  pasivas 
cuyos  haberes  ó pensiones,  deduciendo  el  descuento, 
no  excedan  de  1.000  pesetas  anuales. 

12.  Las  autorizaciones  para  despachar  en  las 
Aduanas,  cuando  se  den  á favor  de  personas  que  no 
tengan  el  carácter  de  agentes  ó dependientes  de  con 
signatarios  de  mercaucías,  y solo  sean  para  casos 
aislados,  ó cuando  el  valor  oficial  de  las  mismas  no 
exceda  de  250  pesetas. 

13.  En  las  actas  de  sesiones  de  los  Cláustros  do 
Universidades  é Institutos. 

Art.  120.  Se  abonarán  en  papel  de  pagos  al  Es- 
tado: 

1. °  Los  derechos  de  matrícula  y examen  en  las 
Universidades  y establecimientos  oficiales  de  ense- 
ñanza, consignándose  en  el  primer  pliego  el  plazo  y 
facultad  á que  corresponda,  con  el  nombre  del  inte- 
resado y la  fecha  en  que  se  le  admita  el  pago. 

2. °  Los  que  devengue  la  oficina  de  interpretación 
de  lenguas. 

CAPITULO  II. 

Títulos , diplomas  y otros  documentos  de  la  misma 
naturaleza. 

Art.  121.  Los  Reales  títulos,  despachos-creden- 
ciales de  empleos,  cargos  ó dignidades  que  se  conce- 
dan en  cualquiera  de  las  carreras  civiles,  militar  ó 
eclesiástica  y se  hallen  remunerados  por  los  prese- 
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puestos  generales,  provinciales  ó municipales,  ó por 
los  Cuerpos  Colegisladores,  é igualmente  las  certifica- 
ciones, órdenes  ú oficios  de  declaración  de  derechos 
pasivos,  y los  duplicados  de  dichos  documentos  cuan- 
do se  expidan  á instancia  de  los  interesados,  se  exten- 
derán en  el  timbre  que  corresponda  al  sueldo  ó remu- 
neración según  la  escala  siguiente: 


SUKLDO  ANUAL. 

Importe  y clase  del  timbro* 

Hasta 

1.000  pesetas 

2 pts.- 

—Glasé  10.a 

De  más  de 

1.000  á 2.000... 

5 

» 7.a 

2.000  á 3.500... 

1 5 

» 5.a 

3.500  á 6.000... 

25 

» 4.a 

6.000  á 8.750... 

50 

» 3.a 

8.750  á 12.500.. . 

75 

» 2.a 

12.500  en  adelante. 

too 

» 1.a 

Art.  122.  Cuando  se  expidan  nuevos  nombra- 
mientos, títulos,  Reales  despachos  ó cualquier  otro 
documento  de  los  comprendidos  en  el  artículo  ante- 
rior, cuyo  exclusivo  objeto  sea  el  de  subsanar  defec- 
tos ó errores  materiales  que  no  afecten  á la  esencia 
y validez  de  los  primitivos  ya  reintegrados,  no  se  exi- 
girá timbre  alguno,  bastando  estampar  por  la  otlcina 
que  corresponda,  en  el  papel  en  que  aquellos  se  ex- 
pidan, las  oportunas  notas  de  referencia. 

Art.  123.  Las  autoridades,  jefes  ó corporaciones 
¡í  quienes  corresponda  expedir  los  títulos,  credencia- 
les y despachos,  harán  la  regularizacion  de  haberes, 
remuneraciones  ó emolumentos  anuales,  si  no  tuvie- 
sen sueldo  lijo  ó de  asimilación  á las  clases  adminis- 
trativas, y los  jefes  encargados  de  la  toma  de  razón 
de  los  mismos,  ó de  acreditar  la  posesión  á los  inte- 
resados, cuidarán  bajo  su  responsabilidad  de  que  se 
reintegren  aquellos  documentos  con  el  timbre  corres- 
pondiente. 

Art.  1 2 4.  Cuando  por  la  naturaleza  del  destino,  su 
carácter  eventual,  ó cualquiera  otra  causa  no  se  expi- 
da título,  pero  haya  elevación  de  sueldo,  aunque  sin 
variar  de  categoría,  se  empleará  el  timbre  con  arreglo 
á la  escala  del  art.  121,  cuidando  el  jefe  respectivo 
de  que  se  una  á la  credencial  el  papel  timbrado  de  la 
clase  que  corresponda  á su  equivalencia  en  el  de  pa- 
p*  al  Estarlo,  según  el  sueldo  anual,  y consignando 
la  nota  oportuna  en  el  reintegro. 

Sin  cumplir  este  requisito  no  podrá  darse  la  po- 
sesión ni  acreditar  haberes  ó derechos,  debiendo  po- 
nerse en  la  nómina  del  primer  haber  que  se  abone 
una  nota  que  diga:  «Este  interesado  reintegró  el  tim- 
bre correspondiente  á su  sueldo.» 

Art.  125.  Se  empleará  timbre  móvil  de  100  pese- 
tas. clase  1.a,  en  los  títulos  y cartas  de  sucesión  que 
f exP$an  A los  de  Castilla  que  tengan  aneja  la  Gran- 
ea de  España. 

^ Art.  126.  Se  usará  el  timbre  de  75  pesetas,  cla- 

I-  En  los  títulos  de  Castilla  sin  Grandeza  de  Es- 
paña. 

-•  En  los  de  Grandes  Cruces  de  todas  las  Orde- 
nes y las  autorizaciones  para  usar  títulos  y condeco- 
raciones  extranjeras. 

Sñ  3?'  1 27 ' Se  ernPIcai'A  timbre  de  50  pesetas,  cla- 

J-  E"  ,os  h’tulos  do  comendadores  de  todas  las 

^nes  y en  los  de  caballeros  de  las  cuatro  milita- 
esae  ^ntiago,  Alcántara,  Calatrava  y Montosa. 


2. u  En  los  de  las  cruces  de  San  Fernando  de  ter- 
cera y cuarta  clase. 

3. °  En  los  de  propiedad  de  minas. 

Art.  128.  Se  empleará  timbre  móvil  de  25  pese- 
tas. clase  4.a:  * 

1. °  En  los  títulos  de  honores  de  empleos  y digni- 
dades de  todas  las  carreras  del  Estado. 

2. °  En  los  de  cruz  y placa  y cruz  sencilla  de  San 
Hermenegildo  y de  primera  y segunda  clase  de  San 
Fernando,  expedidas  á favor  de  jefes  y oficiales  efec- 
tivos. 

3. °  Eu  los  de  doctores  de  todas  las  facultades  ci- 
viles y eclesiásticas. 

4. *  En  los  de  caballeros  de  las  Ordenes  no  com- 
prendidas en  el  artículo  anterior. 

5. °  En  los  títulos,  despachos  ó diplomas  de  cual- 
quiera otra  clase  que  lleven  la  firma  de  S.  M.  y no 
tengan  designado  tipo  superior  en  esta  ley,  excepto 
los  de  grados  militares,  que  llevarán  solo  un  timbre 
de  2 pesetas 

Art.  129.  Se  pondrá  timbre  de  15  pesetas,  cla- 
se 5.a: 

1. °  En  los  títulos  de  licenciados  de  todas  las  fa- 
cultades civiles  y eclesiásticas,  aunque  los  últimos 
sean  por  certificados. 

2. °  En  los  de  ingenieros  civiles,  arquitectos  ó in- 
dividuos facultativos  del  cuerpo  de  topógrafos,  ó las 
certificaciones  ó documentos  que  les  acrediten  como 
tales. 

3. *  En  los  de  notarios,  escribanos,  procuradores 
de  cualquier  Tribunal  ó Juzgado,  sin  distinción  de 
fuero  ni  de  grado. 

4. °  En  los  de  bachiller,  incluso  los  que  por  certi- 
ficación expidan  los  Seminarios. 

Art.  130.  Llevarán  timbre  de  10  pesetas,  cla- 
se 0.a: 

1. °  Los  nombramientos  ó títulos  de  directores  ge- 
rentes ó representantes  de  las  Sociedades.  Cuando  por 
conveniencia  de  las  mismas  no  lleguen  á extenderse 
dichos  documentos,  deberá  estamparse  necesariamen- 
te el  timbre  á continuación  del  acta  en  que  fuese  acor- 
dado el  nombramiento. 

2. °  Los  títulos  de  agrimensores,  veterinarios  de 
todas  clases  y herradores. 

3. °  Los  que  habiliten  para  el  ejercicio  de  cual- 
quiera otra  profesión. 

Art.  131.  Se  usará  timbre  de  5 pesetas,  clase  7.a: 

1. °  En  los  títulos  que  se  expidan  á los  socios  de 
compañías,  empresas  y toda  clase  de  establecimien- 
tos de  instrucción,  recreo  ú otra  índole. 

2. °  En  los  de  todos  los  empleados  que  no  tengan 
una  consideración  especial,  si  el  sueldo  excede  de 
1.500  pesetas  anuales. 

Art.  132.  Llevarán  timbre  de  3 pesetas,  clase  9.*: 
Los  que  teug¿m  uu  sueldo  inferior  á la  cantidad 
expresada.  Tanto  en  este  caso  como  en  el  segundo  del 
artículo  precedente,  se  fijará  el  timbre,  si  no  se  expi- 
diese título  ó nombramiento,  en  la  primera  nómina  ó 
relación  en  que  se  acrediten  haberes  á los  intere- 
sados. 

Art.  133.  Se  empleará  timbre  de  75  céntimos,  cla- 
se 12.a: 

1.*  En  las  copias  de  los  Reales  despachos,  títulos 
ó credenciales  para  acreditar  empleo,  profesión,  cargo 
ó cualquiera  merced  ó privilegio,  á excepción  de  los 
testimoniados  por  notario  y de  los  que  lo  sean  por 
mandato  jndieial. 


10 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


7.°  En  el  segundo  y demás  pliegos  que  hayan  de 
unirse  á dichos  Reales  despachos,  títulos  y credencia- 
les para  continuar  las  diligencias  necesarias. 

Art.  134.  Los  secretarios  de  los  Juzgados  muni- 
cipales reintegrarán'" su  nombramiento  con  papel  de 
timbre  del  mismo  valor  proporcional  que  las  actas  de 
los  jueces. 

Las  actas  de  posesión  de  los  fiscales  se  extende- 
rán en  timbre  de  una  peseta. 

Art.  135.  Los  directores  ó jefes  de  Escuelas  ó Aca- 
demias facultativas,  cuidarán  de  no  expedir  los  títulos 
ó certificados  de  aptitud  á que  los  artículos  anterio- 
res se  refieren,  sin  el  prévio  reintegro  del  timbre  que 
en  los  mismos  se  determina. 

Art.  13G.  Se  abonarán  en  papel  de  pagos  al  Es- 
tado: 

1 . °  Los  títulos  de  grados  universitarios,  de  Insti- 
tutos y demás  que  habiliten  para  el  ejercicio  de  cual- 
quiera profesión. 

2. °  Los  derechos  por  la  expedición  y toma  de  ra- 
zón de  títulos  y diplomas.  En  los  títulos  de  empleados 
podrá  hacerse  el  reintegro  también  en  el  papel  tim- 
brado común  de  que  trata  el  art.  16,  extendiendo  en 
61  las  diligencias  de  posesión  y demás  que  exija  la 
situación  legal  del  empleado. 

3. °  Los  de  imposición  del  sello  Real  de  Castilla, 
con  arreglo  al  decreto  de  16  de  Octubre  de  1879. 

CAPITULO  III. 

Licencias  de  caza , pesca  y otras . 

Art.  137.  Cualquiera  que  sea  la  autoridad  que  las 
expida,  llevarán  timbre: 

De  25  pesetas  las  licencias  de  caza. 

De  1 0 pesetas  las  de  uso  de  armas. 

De  5 pesetas  las  de  pesca. 

Art.  138.  Se  usará  timbre  móvil  de  15  pesetas, 
clase  5.a: 

1. °  En  las  licencias  para  ir  á Ultramar. 

2. °  En  las  licencias  que  se  otorguen  para  conLraer 
matrimonio  en  aquellas  clases  que  la  soliciten. 

Art.  139.  Se  empleará  timbre  móvil  de  10  cén- 
timos: 

1. °  En  las  autorizaciones  ó permisos  de  todas  cla- 
ses que  se  concedan  por  los  Centros  oficiales,  provin- 
ciales y municipales,  que  no  tengan  un  concepto 
especial  en  esta  ley. 

2. °  Por  los  empleados  del  Estado  y Corporaciones 
provinciales  y municipales,  así  como  por  los  indivi- 
duos de  clases  pasivas,  sin  excepción,  en  las  licencias 
que  les  sean  concedidas. 

3. °  En  los  pasaportes  para  el  extranjero,  aparte 
de  los  derechos  y timbres  que  se  prevengan  para  su 
expedición. 

CAPITULO  IV. 

Concesiones. 

Art.  140.  Llevarán  timbre  de  50  pesetas,  clase  3.a, 
las  concesiones  de  aprovechamiento  de  aguas  públi- 
cas, desecación  de  lagunas  y pantanos  y de  colonias 
agrícolas,  cuando  se  otorguen  por  Real  orden. 

Art.  141.  Llevarán  timbre  de  25  pesetas,  clase  4.a: 

1. °  Las  del  precedente  artículo,  si  se  otorgan  por 
los  gobernadores  civiles. 

2. °  Las  concesiones  de  dehesas  boyales  á los  pue- 


blos y las  exenciones  de  todas  clases,  civiles  ó ecle- 
siásticas  y de  edificios  á los  Ayuntamientos  que  se 
declaren  con  arreglo  á la  legislación  de  bienes  nacio- 
nales. 

3. #  Las  patentes  de  invención  ó introducción  de 
máquinas  y artefactos  y productos. 

4. °  Las  Reales  patentes  de  navegación. 

Art.  142.  Se  empleará  el  timbre  móvil  de  10  céní 
timos: 

1. °  En  las  patentes  de  la  contribución  industrial 
poniéndose  el  timbre  sobre  la  malriz,  que  se  inutili- 
zará con  el  sello  de  la  oficina. 

2. °  En  las  concesiones  que  se  bagan  á los  comer- 
ciantes y fabricantes,  labradores  y cosecheros,  de  de- 
pósitos privados,  con  arreglo  á lo  prescrito  en  la  ins- 
trucción del  impuesto  de  consumos,  poniéndose  el 
timbre  en  la  cédula  de  notificación  de  éstas,  que  de- 
berá precisamente  conservarse  en  el  expediente. 

Art.  143.  Se  abonarán  en  timbre  papel  de  pagos 
al  Estado: 

1. °  Los  derechos  por  los  privilegios  de  invención 
ó introducción. 

2. °  Los  de  las  patentes  de  navegación. 

3. °  Los  de  pasaportes. 

CAPITULO  V. 

Registro  civil. — Expedientes  de  matrimonio. — Cla- 
ses pasivas . 

Art.  1 44.  Se  empleará  timbre  de  una  peseta,  cla- 
se 1 1.a,  en  las  actas  originales  de  consentimiento  y 
consejo  para  contraer  matrimonio.  Las  que  fueren 
negativas  se  extenderán  en  papel  de  oficio,  venta  pú- 
blica. 

Art.  145.  Llevarán  timbre  de  75  céntimos,  cla- 
se 12.a,  los  expedientes  de  matrimonio  civil.  Los  do- 
cumentos que  se  acompañen,  tendrán  el  timbre  que 
corresponda. 

Art.  146.  Se  empleará  igual  timbre  en  las  certi- 
ficaciones: 

1. °  De  actas  de  nacimiento  ó de  defunción. 

2. °  De  las  levantadas  ante  los  Juzgados  munici- 
pales para  hacer  constar  el  consentimiento  ó consejo 
para  contraer  matrimonio. 

3. °  De  las  de  ciudadanía. 

4. °  De  los  documentos  exislentes  en  el  registro. 

5. °  De  las  actas  negativas  de  existencia  de  cual- 
quier asunto  ó documento. 

6. °  De  actas  de  fe  de  vida,  domicilio  ó residencia 
y estado,  con  la  excepción  determinada  en  el  articulo 
siguiente. 

7. °  De  cualquier  otra  clase  análoga  á las  expre- 
sadas. 

Art.  147.  Las  fes  de  vida,  domicilio,  residencia  ó 
estado  de  las  clases  pasivas,  cuya  pensión  ó haber  no 
exceda  de  1.000  pesetas  anuales,  deducido  el  des- 
cuento. se  extenderán  en  timbre  de  oficio,  siendo  ad- 
misible el  reintegro  si  estuviesen  impresas,  en  un 
sello  suelto  de  10  céntimos,  que  el  juez  inutilizará 
con  su  rúbrica  ó el  sello  dol  Juzgado, 

Art.  148.  Todas  las  certificaciones  expresadas  se 
extenderán  en  timbre  de  oficio,  cuando  los  que  las 
soliciten  fueren  verdaderamente  pobres  ó las  reclame 
alguna  autoridad  sin  instancia  de  parle  interesada 
que  no  baya  obtenido  declaración  legal  de  pobreza. 

Art.  149.  Las  certificaciones  de  defunción  que 


APÉNDICE  77.°  AL  NÚM.  2 


17 


para  los  efectos  del  Registro  extiendan  los  facultati- 
vo») no  están  comprendidas  en  esta  ley,  pudiendo  re- 
dactarse en  papel  común. 

CAPITULO  VI. 

Registro  de  la  propiedad. 

Art.  1 50.  Llevarán  timbre  fie  una  peseta,  clase  1 1 .a: 

1. °  Las  certificaciones  que  expidan  los  registra- 
dores. 

2. °  Las  notas  adicionales  para  la  rectificación  de 
los  asientos  defectuosos  en  los  antiguos  registros. 

CAPITULO  VTT. 

Documentos  referentes  al  ramo  de  Guerra. 

Art.  i 5 1 . En  todos  los  documentos  de  interés  per- 
sonal, ya  se  expidan  ó nó  á instancia  de  parte,  relati- 
vos á los  jefes  y oficiales  de  todos  los  cuerpos  del 
ejército  y armada,  inclusos  los  de  Guardia  civil  y ca- 
rabineros, se  usará  el  timbre  correspondiente  á su 
clase  con  arreglo  á las  prescripciones  de  la  ley.  Los 
documentos  de  la  misma  índole  que  se  refieran  á in- 
dividuos ó clases  de  tropa  mientras  dure  el  servicio 
obligatorio,  quedan  exceptuados  del  uso  del  timbre, 
á méuos  que  se  expidan  á instancia  dé  parte. 

Quedarán,  sin  embargo,  sujetos  al  uso  del  timbre 
correspondiente  en  cada  caso  los  citados  individuos  y 
elases  de  tropa  cuando  presten  servicio  voluntario  ó 
sean  reenganchados. 

Art.  ! 5 2.  Se  empleará  el  timbre  móvil  de  10  cén- 
timos: 

1. °  En  las  hojas  de  servicios  de  jefes  y oficiales. 
Las  copias  que  de  las  mismas  se  expidan,  en  cumpli- 
miento de  ordenanzas  é instrucciones  para  justificar 
expedientes,  se  liarán  en  papel  común. 

2. °  En  los  certificados  de  existencia  de  los  indivi- 
duos y clases  de  tropa,  excepto  los  que  los  cuerpos 
remitan  á las  Diputaciones  ó Ayuntamientos  para 
justificar  las  de  los  voluntarios  á quienes  haya  toca- 
do en  suerte  el  servicio  militar. 

3.4>  En  las  licencias  absolutas  que  cou  certifica- 
ción de  servicios  se  entregan  á los  individuos  y cla- 
ses de  tropa,  voluntarios  ó reenganchados. 

4. °  En  el  ejemplar  de  las  listas  de  revista  de  to- 
dos los  institutos  que  ha  de  remitirse  al  Tribunal  de 
Cuentas.  Sus  copias  y justificantes  quedan  excep- 
tuados. 

5. °  En  los  resguardos  que  los  habilitados  ó paga- 
dores reciben  de  las  Cajas  respectivas. 

G.°  En  el  ejemplar  original  de  las  cuentas  que 
rindan  á caja  los  capitanes  y encargados  de  fondos. 
Los  justificantes  de  las  mismas  estáu  exceptuados,  á 
ménos  que  su  cuantía  exceda  de  50  pesetas. 

7. °  En  las  nómiuas,  listas  ó relaciones  de  sueldos 
personales,  gratificaciones,  pluscs,  comisiones  y re- 
tribuciones por  cualquier  concepto,  jornales,  destajos 
v gratificaciones  laborales,  se  fijará  el  timbre  móvil 
fin  la  partida  correspondiente  á cada  partícipe,  cuan- 
do el  haber  llegue  ó exceda  de  50  pesetas. 

8. °  En  los  balances  de  caja  ó arqueo  mensual  y 
en  las  copias  ó demostraciones  de  ingreso,  y salida 
que  de  los  mismos  se  expidan. 

9-°  En  los  finiquitos,  relaciones  ó balances  que 
produzcan  cargo  ó descargo  para  los  perceptores  de 
caja. 


1 0.  En  los  resúmenes  de  ventas,  reintegros  y com- 
pras menores,  ajustes  de  raciones  y utensilios,  car- 
garémes  y servicios  prestados  *por  Compañías,  Em- 
presas ó contratistas,  guías,  y en  general  todos  los 
documentos  de  resúmen  que  se  acompañen  á las 
cuentas. 

Art.  153.  Se  usará  timbre  deoGcio: 

1. °  En  la  primera  y última  hoja  de  los  libros  de 
actas,  de  caja,  cuadernos  de  municiones  y arma- 
mentos y todos  los  demás  de  administración  y con- 
tabilidad que  reglamentariamente  deban  ir  foliados  y 
requieran  la  certificación  de  apertura  y cierre. 

2. u  En  las  actas  generales  de  movimiento  de  cau- 
dales. 

3. °  En  las  cuentas  generales  de  gastos  y rentas 
públicas,  y las  certificaciones  ó justificantes  de  las 
mismas,  así  como  los  resúmenes  y relaciones  gene- 
rales de  restos  pendientes  de  pago  y reintegros  que 
han  de  remitirse  al  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino. 
Las  copias  de  dichos  documentos  en  papel  común. 

4. °  En  el  ejemplar  que  ha  de  remitirse  al  Tribu- 
nal, de  las  cuentas  especiales,  de  los  servicios  y esta- 
blecimientos de  artillería,  ingenieros,  remonta,  cria 
caballar,  administración  y sanidad  militar  y sus  jus- 
tificantes. Sus  copias  se  harán  en  papel  común. 

5. °  En  las  actas  de  Juntas  ó Comisiones,  cuando 
no  se  extiendan  en  libros  destinados  al  efecto. 

6. °  En  los  ajustes  de  haberes,  sin  perjuicio  de  los 
que  corresponder  puedan  á los  justificantes. 

7. °  En  las  certificaciones  de  cese  de  servicios  pres- 
tados para  optar  á indemnizaciones,  y en  todas  las  que 
tengan  por  objeto  comprobar  devengos  y no  sean  á 
petición  de  parte. 

8. °  En  la  primera  y última  hoja  délas  libretas  de 
habilitados,  dependencias  y establecimientos. 

9. °  En  los  expedientes  administrativos,  guberna- 
tivos sobre  faltas  ó alcances,  cuyo  reintegro  hará 
siempre  el  que  sea  declarado  responsable  en  ios 
mismos. 

10.  En  las  actuaciones  de  carácter  civil  que  se 
instruyan  para  prevenir  los  juicios  de  testamentaría 
y abintestato,  sin  perjuicio  de  que  se  reintegren  por 
la  parte  interesada. 

El  timbre  de  oficio  á que  se  refieren  los  10  ca- 
sos anteriores,  será  el  de  la  clase  destinada  á la  venta 
pública. 

11.  En  los  procedimientos  ó sumarias  militares, 
á cuyo  efecto  se  suministrará  por  el  Estado  cl  que 
fuese  necesario;  pero  sin  perjuicio  del  oportuno  rein- 
tegro, que  será  exigido  en  su  dia  bajo  la  responsabi- 
lidad del  fiscal  militar  que  conozca  de  las  actuacio- 
nes al  que  fuere  condenado  en  las  costas. 

Art.  154.  En  los  contratos  de  todas  clases,  aun 
cuando  por  no  exigir  la  intervención  de  notario  se 
autoricen  por  funcionarios  militares,  se  usará  el  tim- 
bre correspondiente  á su  cuantía  con  arreglo  á la  es- 
cala del  art.  18. 

En  todos  los  demás  documentos,  como  títulos, 
despachos  de  empleos,  dignidades  y cargos,  diplomas 
de  cruces  y encomiendas,  títulos  (le  Ordenes  milita- 
res, licencias  para  Ultramar  y para  contraer  matri- 
monio, pasaportes  para  el  extranjero,  licencias  de  ca- 
za, pesca  y uso  de  armas,  se  usará  el  timbre  propor- 
cional que  se  designa  en  los  artículos  respectivos  de 
la  ley. 

Art.  155.  Se  empleará  el  de  una  peseta,  clase  1 1 . \ 
en  las  cédulas  de  premios  de  constancia  y en  las  pro- 
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posiciones  para  subastas  que  presenten  los  lidiadores. 

Art.  156.  Se  usará  timbre  de  75  céntimos,  clase 
1 2.a,  en  todas  las  instancias  que  se  presenten,  ya  sean 
por  los  jefes  ú oficiales,  ó por  individuos  de  la  clase 
de  tropa. 

Art.  157.  Se  exceptúan  del  impuesto: 

1. °  Las  filiaciones  de  soldados  de  los  individuos 
de  tropa  y sus  copias,  ya  se  extiendan  por  las  Dipu- 
taciones y Ayuntamientos  en  los  expedientes  de  quin- 
tas, ya  por  las  autoridades  militares  para  efectos  del 
servicio. 

2. °  Las  fés  de  soltería  que  se  expidan  ai  solo  efecto 
de  justificar  el  cambio  de  situación  de  los  individuos 
de  tropa  en  los  distintos  cuerpos  del  ejército. 

Guando  estos  documentos  trataran  de  utilizarse 
para  otros  fines  no  surtirán  efecto,  bajo  la  responsa- 
bilidad del  que  los  admita,  sin  el  prévio  reintegro  co. 
rrespondiente  á su  clase, 

3. °  Las  libretas  de  ajustes  de  los  referidos  indiví 
dúos  y clases  de  tropa. 

4. °  Las  copias  no  certificadas  de  documentos  que 
se  expidan  en  cumplimiento  de  órdenes  recibidas  de 
autoridades  superiores,  siempre  que  lo  sean  al  solo 
efecto  de  obrar  como  antecedente  en  la  oficina  ó de- 
pendencia que  la  reclame. 

5. °  Los  extractos  de  revista,  balances  de  la  fuer- 
za y liquidaciones  do  lo  que  á las  mismas  correspon- 
da, cuando  se  acompañen  como  resúman  de  las  listas 
de  revista. 

G.°  Las  distribuciones  ó nóminas  de  los  individuos 
de  tropa.  Sin  embargo,  los  perceptores  que  figuren  en 
las  mismas  como  voluntarios  ó reenganchados  por 
cantidad  que  llegue  ó exceda  de  50  pesetas,  satisfa- 
rán el  timbre  móvil  de  10  céntimos. 

7. °  Los  abonarés  de  ajustes  ó cargos  de  caja  á 
caja  por  créditos  de  individuos  que  pasan  de  uno  á 
otro  cuerpo.  Los  demás  abonarés,  sean  de  la  clase 
que  quieran,  satisfarán  el  timbre  correspondiente  á 
su  cuantía  con  arreglo  á la  escala  de  los  documentos 
de  giro. 

8. °  En  las  licencias  absolutas  que  con  certifica- 
ción de  servicios  se  expidan  á lós  individuos  de  tropa 
al  cumplir  el  tiempo  de  servicio  obligatorio.  Esto  no 
obstante,  cuando  de  dichos  documentos  haya  de  ha- 
cerse uso  á instancia  de  los  interesados,  no  serán  ad- 
mitidos sin  el  previo  reintegro  con  el  sello,  clase  12.a, 
de  75  céntimos  de  peseta. 

9. °  Los  pasaportes  que  se  expidan  á todos  los  in- 
dividuos del  ejército,  sin  distinción,  para  asuntos  del 
servicio. 

No  podrán  otorgarse  otras  exenciones  que  las 
taxativamente  comprendidas  en  los  casos  anteriores. 

CAPITULO  VIII. 

Aduanas. 

Art.  158.  Se  empleará  timbre  de  una  peseta  eü 
los  documentos  siguientes: 

1. °  En  las  copias  de  ios  manifiestos  que  presentan 
en  las  aduanas  los  capitanes  de  los  buques. 

2. °  En  las  licencias  de  alijo  de  bultos  de  los  va- 
pores que  solo  se  detienen  algunas  horas  en  los 
puertos. 

3. °  En  los  pases  para  las  importaciones  tempora- 
les de  animales  adiestrados,  teatros  portátiles  y figu- 
ras de  cera  con  destino  á espectáculos  públicos. 

4. *  En  las  guias  de  tránsito  de  géneros  extranje- 
ros por  lo  interior  del  Reino. 


Art.  159.  Se  usará  timbre  de  75  céntimos  en  los 
que  á continuación  se  expresan: 

1. °  En  las  solicitudes  de  los  capitanas  de  los  bu- 
ques á los  administradores  de  aduanas  pidiendo  se  les 
habilite  para  cargar  géneros  con  destino  á la  expor- 
tación ó al  cabotaje,  y en  las  de  permiso  para  la  salí- 
da  de  los  buques. 

2. °  En  las  solicitudes  de  los  consignatarios  á los 
administradores  de  aduanas,  pidiendo  el  trasbordo  de 
géneros  ó permiso  para  la  descarga  de  los  conducidos 
por  cabotaje  con  destino  á otra  aduana. 

3. °  En  los  centros  de  manifiestos. 

4. °  En  las  declaraciones  principales  de  consigna- 
tarios, ya  se  trate  de  géneros  destinados  al  consumo, 
ó ya  de  tránsito,  así  como  en  las  que  hagan  de  la 
misma  clase  para  la  entrada  de  géneros  en  depósito. 

5. °  En  las  hojas  de  adeudo. 

6. °  Eil  los  pases  para  la  entrada  de  carruajes  v 
caballerías  de  alquiler  ó de  particulares,  procedentes 
del  extranjero. 

7. °  En  las  facturas  principales  para  los  ganados 
españoles  que  salen  al  extranjero  á pastar. 

8. °  En  las  de  la  misma  clase  para  la  exportación 
por  agua  de  géneros  libres  de  derechos,  ó de  los  que 
estén  sujetos  á ellos,  ya  se  verifique  su  exportación 
por  agua  ó por  tierra. 

9. °  En  las  facturas  principales  para  la  exporta- 
ción de  géneros  de  los  depósitos  ó el  comercio  de  ca- 
botaje. 

10.  En  los  pases  para  entrada  de  ganados,  ca- 
rros, aperos  y demás  útiles  destinados  á labrar,  cul- 
tivar y beneficiar  las  tierra?,  y la  de  las  caballerías 
de  los  habitantes  en  los  pueblos  fronterizos  que  hacen 
frecuentes  entradas  en  España. 

11.  En  los  pases  para  la  salida  de  ganados,  ca- 
rro?, aperos  y demás  útiles  destinados  á labrar  cul- 
tivar y beneficiar  las  tierras,  y la  de  las  caballerías 
de  los  habitantes  de  los  pueblos  fronterizos  de  España 
que  hacen  frecuentes  salidas  á puntos  inmediatos  del 
extranjero. 

Art.  160.  Llevarán  timbre  móvil  de  10  céntimos: 

1. °  Los  duplicados  que  deban  extenderse  de  los 
documentos  comprendidos  en  el  artículo  precedente. 

2. °  Los  conduces  de  mercancías  ápuerLos  encla- 
vados dentro  de  una  misma  bahía. 

3. °  Los  conduces  de  sales. 

4. °  Los  pases  talonarios  para  la  salida  de  carrua- 
jes y caballerías  del  país. 

5. °  Las  facturas  principales  de  exportación  por 
tierra  de  géneros  libres  de  derechos  y sus  duplicadas. 

6. °  [jas  licencias  de  alijo  de  oficio. 

7. °  Los  recibos  talonarios  de  viajeros. 

8. °  Las  tornaguías  que  expiden  las  aduanas. 

Art.  161.  Podrán  extenderse  en  papel  corniiu, 

pero  reintegrándose  con  timbres  sueltos  de  la  cuantía 
que  se  expresa: 

1. °  Cada  hoja  de  ruta  de  las  mercancías  importa- 
das por  fe rro-car riles. 

2. °  Cada  manifiesto  general  de  carga  que  deben 
formar  los  capitanes  de  buques  al  entrar  en  las  aguas 
españolas. 

Dichos  documentos  se  reintegrarán  con  el  de  2 
pesetas. 

Deberán  serlo  con  el  de  10  céutimos  de  peseta: 

l.°  Las  relaciones  de  viajeros  que  presentan  á los 
i administradores  de  aduanas  ios  capitanes  de  buques, 
i 2.°  Las  autorizaciones  de  los  consignatarios  de 
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géneros  á los  patrones  de  las  embarcaciones  menores 
para  la  descarga. 

3. °  Los  conduces  á tierra  de  los  bultos  ó géneros 
4 granel  qne  expidan  los  individuos  del  resguardo  á 
bordo  de  los  buques  conductores,  y los  que  se  dirigen 
4 la  aduana  de  los  bultos  descargados  en  virtud  de 
licencias  provisionales. 

4. °  Los  recibos  de  caja  por  derechos  de  arancel. 
5.9  Las  papeletas  talonarias  para  levantes  de  gé- 
neros. 

6. °  Los  avisos  de  la  aduana  de  entrada  á la  de 
salida  dé  géneros  de  tránsito. 

7. °  Los  de  la  aduana  de  salida  á la  de  entrada  de 
géneros  que  se  dirigen  por  cabotaje. 

8. °  Las  carpetas  de  fractura  de  cabotaje  de  en- 
trada. 

CAPITULO  IX. 
liifas . 

Art.  1 62.  Los  billetes  de  toda  rifa  cuya  dclebra- 
cion  conceda  por  autoridad  competente,  serán  ta- 
lonarios, y antes  de  proceder  á su  venta  se  presenta- 
rán en  la  Administración  de  contribuciones  y rentas 
para  satisfacer  á metálico  el  impuesto  del  timbre  á 
razón  de  5 céntimos  por  billete.  La  Administración 
estampará  el  sello  de  la  misma  después  de  acreditado 
el  pago  en  la  matriz,  a fin  de  que  pueda  ser  fácil- 
mente comprobado. 

CAPITULO  X. 

Correos  y telégrafos. 

Art.  163.  Las  cartas  para  el  interior  de  las  pobla- 
ciones se  frañquerán  con  sellos  por  valor  de  (VIO  de 
peseta  por  cada  30  gramos  ó fracción  de  este  peso. 

Art.  164.  Las  cartas  que  hayan  de  circular  entre 
las  poblaciones  de  la  Península,  islas  Baleares,  Cana- 
rias, posesiones  españolas  del  Norte  de  Africa  ó costa 
occidental  de  Marruecos,  se  franquearán  con  sellos  por 
valor  de  0T5  de  peseta  por  cada  15  gramos  ó frac- 
ción de  este  peso; 

Art.  165.  Las  cartas  dirigida  á Cuba  ó Puerto- 
Rico  se  franquearán  con  sellos  por  valor  de  CV30  de 
peseta  por  cada  1 5 gramos  ó fracción  de  este  peso. 

Art.  166.  Las  cartas  dirigidas  á Filipinas,  Fer- 
nando Poó,  Annobon  ó Coriseo,  se  franquearán  con  se- 
llos por  valor  de  0‘50  do  peseta  por  cada  15  gramos 
ó fracción  de  este  peso. 

Art.  167.  El  precio  de  las  tarjetas  postales  sen- 
cillas se  fija  en  0‘5  de  peseta  y en  (VIO  el  de  las  do- 
bles, ó con  respuesta  pagada,  sirviendo  unas  y otras 
para  el  interior  de  las  poblaciones  y para  el  exterior 
dentro  de  la  Península  é Islas  adyacentes. 

Art.  168.  El  derecho  de  certificado  se  fija  en  0*25 
de  peseta. 

Art.  169.  Los  telegramas  de  15  palabras  entre 
estaciones  de  una  misma  provincia,  0*50  de  peseta  y 5 
céntimos  más  por  cada  palabra  que  exceda  de  las  15. 

Los  dé  15  palabras  entre  dos  estaciones  de  distin- 
tas  provincias,  una  peseta,  y (VIO  por  cada  palabra 
Que  exceda. 

Los  telegramas  interinsulares  de  Canarias  tienen 
además  la  Sobretasa  de  0l 30  pesetas  por  cada  una  de 
las  palabras  que  Contengan.  Los  cambiados  entre  Ca- 
Iiar,ífe  llc  una  parte,  y la  Península  ó las  Baleares  de 
,5  tendrán  la  sobretasa  de  0‘50  pesetas  por  cada 
Palabra. 


Art.  170.  Los  telegramas  entre  dos  estaciones  de 
provincias  diferentes  que  se  dirijan  á directores  de  pe- 
riódicos políticos,  científicos  ó literarios,  y que  tengan 
por  exclusivo  objeto  su  publicación  en  los  mismos,  sa- 
tisfarán la  mitad  de  la  tasa  establecida  en  el  párra- 
fo 2.°  del  artículo  precedente. 

Art.  171.  La  correspondencia  postal  y telegráfica 
internacional  continuará  rigiéndose  por  los  tratados 
ó convenios  vigentes,  ó los  que  en  lo  sucesivo  se  ce- 
lebren. 

Art.  172.  Los  periódicos  de  Madrid  se  timbrarán 
en  la  Fábrica  Nacional,  previo  el  pago  de  la  cantidad 
correspondiente,  según  las  tarifas,  pudiendo  hacer  el 
abono  en  totalidad  ó en  parte,  con  sellos  de  correos  y 
telégrafos. 

Las  empresas  periodísticas  podrán  ser  autorizadas 
para  timbrar  en  su  domicilio,  con  la  debida  inter- 
vención. 

Art.  173.  En  todo  lo  que  no  se  oponga  á los  ar- 
tículos que  preceden,  quedan  vigentes  las  tarifas  de 
correos  y telégrafos,  y podrán  ser  alteradas  por  dis- 
posiciones de  igual  carácter  administrativo  que  las 
han  establecido. 

CAPITULO  XI. 

Elecciones . 

Art.  174.  En  todo  documento  relativo  á bis  elec- 
ciones generales,  provinciales  y municipales,  inciden- 
tes y reclamaciones  á que  dé  lugar  la  inclusión  ó ex- 
clusión de  electores  en  las  listas  del  censo  se  usará  el 
timbre  de  oficio,  así  como  en  los  testimonios  de  ios 
títulos  profesionales  y demás  documentos  que  exhiban 
los  interesados  para  obtener  y ejercitar  el  derecho 
electoral,  debiendo  hacer  expresión  en  los  mismos  del 
fin  á que  se  destinan. 

Las  actas  ó documentos  que  se  presenten  para 
acreditar  el  derecho  á la  diputación  á Córtes  ó sena- 
duría del  Reino,  llevarán  el  timbre  de  25  pesetas. 

f^as  referencias  de  los  diputados  provinciales,  el 
de  20  pesetas,  y las  de  concejales  en  las  capitales  de 
provincia,  el  de  10  pesetas. 

CAPITULO  XII. 

Diputaciones  provinciales . 

Art.  175.  Es  aplicable  á estas  Corporaciones  lo 
prevenido  en  los  capítulos  precedentes,  en  todos  aque- 
llos documentos,  títulos,  expedientes,  certificaciones, 
instancias  y libros  de  igual  naturaleza,  con  las  modi- 
ficaciones establecidas  en  los  preceptos  que  siguen. 

Art.  176.  Emplearán  timbre  de  2 pesetas,  cla- 
se 10.a,  los  libros  de  actas  de  sesiones  que  celebren  las 
Diputaciones  y las  Comisiones  de  las  mismas. 

Art.  177.  Tendrán  timbre  de  una  peseta,  cla- 
se 11.a: 

1. °  Las  actas  de  declaración  de  soldados  que  se 
autoricen  por  las  mismas  Corporaciones. 

2. °  Los  presupuestos  provinciales  y las  cuentas 
de  la  administración,  recaudación  y contabilidad  de 
los  fondos  provinciales. 

Art.  178.  Tendrán  timbre  de  75  céntimos,  cla- 
se 12.a: 

t.°  Las  cuentas  de  los  establecimientos  de  ins- 
trucción pública. 

2.°  Los  libros  de  administración  y contabilidad 
de  estos  establecimientos  en  su  primero  y último 
pliego. 
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CAPITULO  XIII. 

Ayuntamientos. 

Art.  170.  Las  actas  de  posesión  de  los  alcaldes, 
tenientes  de  alcalde,  jueces  municipales  y suplentes 
de  éstos,  se  extenderán  en  eJ  papel  timbrado  que  de- 
termina la  escala  siguiente: 


POBLACIONES. 

Alcaldes  y tenientes. 

Jueces 
y suplentes. 

Madrid 

Capitales  de  pro- 
vincia: 

Timbre  de  100  pesetas. 

25  pesetas. 

Do  1.a  clase 

Idem  de  50 

15  » 

De  2.a 

» de  25 

10  » 

De  3.a. 

Capitales  de  par- 

»  de  15 

5 » 

tido 

En  los  demás  pue- 

»  de  1 0 

4 » 

blos 

» de  5 

3 » 

Las  actas  de  posesión  de  los  fiscales  municipales 
llevarán  el  timbre  de  una  ícesela. 

Art.  180.  En  los  contratos  de  arrendamiento  y 
obligaciones  de  fianza,  incluso  los  de  carácter  perso- 
nal, que  para  la  administración  y recaudación  de  las 
contribuciones  é impuestos  se  oLorguen  por  los  con- 
tratistas y sus  fiadores  á favor  de  los  Ayuntamientos, 
aun  cuando  lo  sean  apud  acta  en  los  respectivos  ex- 
pedientes, se  empleará  el  timbre  que  para  los  docu- 
mentos públicos  se  determina  en  la  escala  del  art.  18, 
con  arreglo  á la  cuantía  del  contrato. 

Art.  181.  Son  aplicables  á los  documentos  de  los 
Ayuntamientos  los  preceptos  que  se  expresan  en  el  ar- 
tículo 154  de  esta  ley,  con  las  variaciones  siguientes: 

Art.  1 82.  Las  licencias  que  concedan  para  la  cons- 
trucción y reparación  de  edificios,  se  sujetarán  á la 
escala  siguiente  para  el  empleo  de  papel  del  timbre: 

1. °  Para  Madrid,  timbre  de  25  pesetas,  clase  4.a 

2. °  Para  poblaciones  que  excedan  de  50.000  ha- 
bitantes, según  el  último  censo,  de  1 5 pesetas,  cla- 
se 5.a 

3. °  Para  poblaciones  de  más  de  20.000  á 50.000, 
de  10  pesetas,  clase  6.a 

4. °  Para  poblaciones  de  más  de  10.000  á 20.000, 
de  5 pesetas,  clase  7.a 

5. °  Para  poblaciones  de  más  de  5.000  á 10.000, 
de  4 pesetas,  clase  8.a 

6. °  Para  poblaciones  de  menos  número  de  habi- 
tantes, de  2 pesetas,  clase  10.a 

Igual  timbre  de  2 pesetas  se  empleará  para  toda 
edificación  fuera  del  radio  de  las  poblaciones,  y en 
aquellos  términos  municipales  que  no  forman  pobla- 
ción agrupada. 

Art.  183.  Se  extenderán  en  papel  timbrado  de  5 
pesetas,  clase  7.a: 

t.°  Las  licencias  que  se  concedan  á estableci- 
mientos públicos,  carruajes,  caballerías  y demás  aná- 
logos, sin  perjuicio  de  los  arbitrios  que  con  la  debida 
autorización  se  hallen  establecidos. 

2.°  Las  certificaciones  ó actas-poderes  que  expi- 
dan los  Municipios  para  el  cobro  de  cantidades  ó ges- 
tión de  asuntos  referentes  á los  mismos. 

Art.  184.  Se  empleará  timbre  de  4 pesetas  en  las 
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licencias  que  se  mencionan  en  el  caso  i.°  del  artículo 
! anterior,  cuando  se  refieran  á puestos  al  aire  libre  en 
plazas  y calles. 

Estas  licencias  y las  enumeradas  en  los  dos  ar- 
tículos anteriores  serán  talonarias,  y el  timbre  se  fijará 
íntegro  en  la  matriz  que  queda  en  poder  del  Ayunta- 
miento, á fin  de  que  pueda  verificarse  la  compro- 
bación. 

Art.  1 85.  Se  usará  timbre  de  2 pesetas,  clase  10.% 
en  los  libros  de  actas  de  dichas  Corporaciones  y los 
de  las  Juntas  de  asociados  de  las  locales  de  primera 
enseñanza  y otras  análogas. 

Art.  186.  Llevarán  timbre  de  una  peseta,  cla- 
se 11.a: 

1. °  Las  actas  de  declaración  de  soldados. 

2. °  Las  cuentas  de  administración  de  propios  y 
arbitrios. 

3. °  Las  del  presupuesto  municipal  y las  de  los 
Pósitos  que  vayan  justificadas. 

4. °  Los  expedientes  gubernativos  que  se  trasmi- 
ten en  interés  de  los  particulares  y en  todo  lo  quo  i 
solicitud  de  éstos  se  actúe. 

5. °  Los  encabezamientos  de  los  pueblos  para  el 
pago  de  contribuciones  ó impuestos. 

6. °  Los  expedientes  de  declaración  de  prófugos 
que  se  actúen  á instancia  de  parte. 

7. °  Los  libros  de  administración  de  Pósitos,  de  ar- 
queo y de  obligaciones  de  reintegro. 

8. °  Los  de  recaudación  y salida  de  contribucio- 
nes, cuando  estén  á cargo  de  las  mismas. 

Art.  187.  Se  usará  timbre  de  0*75  pesetas,  cla- 
se 12.a,  en  los  repartos  de  contribuciones  é impuestos. 

Art.  188.  Se  extenderán  en  timbre  de  oficio: 

1. u  Los  amillaramientos  de  la  riqueza  pública. 

2. °  Las  copias  de  los  repartos  de  contribuciones 
ó impuestos. 

3. °  Todo  documento  de  estadística  no  expresado 
especialmente  en  esta  ley. 

4. °  Los  expedientes  de  declaración  de  prófugos, 
con  la  excepción  indicada  en  el  art.  186,  caso  6.° 

5. d  Los  expedientes  de  quintas  hasta  la  declara- 
ción de  soldados,  excepto  las  filiaciones  de  los  mozos. 

6. °  Las  informaciones  y documentos  de  prueba 
que  se  refieran  á exenciones  legales  y on  que  deba 
acreditarse  la  pobreza  de  algún  individuo,  sin  perjui- 
eio  de  reintegro  en  los  casos  de  que  sea  denegada  la 
exención  por  no  haberse  acreditado  la  pobreza. 

7. °  Los  padrones  de  vecinos. 

Art.  189.  Los  libros  que  se  han  expresado  son  re- 
integrables en  papel  de  pagos  al  Estado,  que  se  unirá 
á los  mismos,  y podrán  servir  para  varios  años,  siem- 
pre que  en  la  primera  hoja  se  certifique  por  el  alcalde 
y secretario  la  fecha  en  que  principia  y el  número  de 
folios,  estampando  además  el  sello  municipal. 

Art.  190.  Se  extenderán  igualmente  en  timbré  de 
oficio  los  expedientes  de  arriendo  del  impuesto  de 
consumos,  de  fincas  de  propios  y otros  de  naturaleza 
idéntica  que  promuevan  é instruyan  los  Ayuntamien- 
tos en  interés  de  la  Administración  municipal  ó de 
Pósitos,  en  el  caso  de  que  no  intervengan  particulares 
á quienes  favorezcan  ó aprovechen  sus  resoluciones 
Guando  por  virtud  de  las  que  recaigan  en  los  mismos 
expedientes  adquiera  ó tenga  interés  en  ellos  algún 
particular,  se  reintegrarán  por  éste  los  originales  en 
timbre  de  la  clase  1 1.a,  y sus  copias  en  la  de  la  12. , 
bajo  la  responsabilidad  inmediata  y directa  de  las  au- 
toridades y funcionarios  que  entiendan  en  ios  mismos. 
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Lo  que  en  el  presente  artículo  se  dispone,  se  en- 
tiende sin  perjuicio  de  lo  que  en  lo  relativo  á obliga- 
ciones de  arrendamiento  y fianza  determina  el  ar- 
tículo 180. 

TITULO  VI. 

RESPONSABILIDAD  PENAL. 

Art.  191.  No  será  admitido  por  las  autoridades, 
tribunales  y oficinas,  tanto  del  Estado  como  provin- 
ciales y municipales,  documento  alguno  que  carezca 
del  timbre  correspondiente,  bajo  la  responsabilidad 
del  reintegro  y multa. 

Art.  195.  Toda  falta  ú omisión  en  el  uso  del  tim- 
bre. hecha  excepción  del  especial  móvil  de  10  cénti- 
mos, será  castigada  con  el  reintegro  de  la  cantidad 
en  que  se  baya  defraudado  á la  Hocienda  y multa  del 
cuadruplo  de  dicha  cantidad,  que  deberán  satisfacerse 
en  papel  de  pagos  al  Estado. 

Art.  193.  La  omisión  del  timbre  especial  móvil 
en  todos  los  documentos  en  que  es  necesario  su  uso 
con  arreglo  á la  presénte  ley,  será  penada  con  el  rein- 
tegro de  los  timbres  omitidos  y multa  de  5l50  pese- 
tas por  cada  uno  de  aquellos  que  hayan  dejado  de 
usarse. 

En  la  misma  responsabilidad  incurrirán  las  em- 
presas de  espectáculos  públicos  por  cada  localidad 
que  oculten  en  las  relaciones  de  aforos  que  presenten 
á la  Administración  para  satisfacer  á metálico  el  tim- 
bre á que  se  refiere  el  art.  31,  caso  9.° 

Art.  194.  Cuando  los  documentos  sujetos  al  uso 
del  timbre  con  arreglo  á las  prescripciones  de  esta 
ley,  apareciesen  reintegrados  con  timbre  de  año  dis- 
tinto al  de  la  fecha  en  que  se  hallaren  extendidos  ú 
otorgados,  incurrirán  los  interesados  en  la  multa  es- 
tablecida en  el  art.  195;  pero  si  la  falta  no  lucre  de- 
nunciada por  persona  ó funcionario  que  tenga  dere- 
cho á la  participación  que  preceptúa  el  art.  507,  di- 
cha penalidad  quedará  reducida  á las  dos  terceras 
parles. 

Art.  195.  El  reintegro  á que  se  refieren  los  tres 
artículos  anteriores,  será  exigible  de  los  particulares 
que  suscriban  los  documentos,  ó de  aquellos  á cuyo 
favor  se  expidan;  pero  las  multas  deberán  satisfacerse 
por  unos  y olios  independientemente  y sin  perjuicio 
de  la  penalidad  que  á los  funcionarios  de  todas  clases, 
sociedades  y corporaciones  que  hayan  intervenido  en 
los  mismos  ó los  tengan  en  su  poder,  alcance  con 
arreglo  A los  artículos  siguientes  de  este  capítulo. 

Art.  1 98.  Serán  directamente  responsables  del 
reintegro  para  con  la  Hacienda  en  las  faltas  que  se 
observen  en  las  acciones,  obligaciones,  cédulas  ó tí- 
tulos, ya  sean  provisionales  ó definitivos,  que  con 
cualquiera  denominación  so  expidan,  los  Bancos  y 
Sociedades  de  todas  clases  que  los  hayan  emitido. 

Igual  responsabilidad  contraen  los  notarios,  di- 
rectores ó gerentes  y administradores  de  Bancos  y 
Sociedades,  agentes  y corredores  de  cambio,  en  cuan- 
tos documentos  autoricen  ó intervengan,  y los  expen- 
dedores de  billetes  de  rifas,  si  bien  cada  uno  de  éstos 
tendrá  derecho  á repetir,  para  reintegrarse  del  mismo, 
contra  los  interesados  en  los  respectivos  documentos. 

Art.  197.  Incurrirán  en  la  multa  de  10  á 55  pe- 
setas Los  dueños  de  tiendas,  cafés,  hoteles,  fondas  ú 
otros  establecimientos,  tranvías  ó coches  que  consien- 
tan la  fijación  de  anuncios  que  carezcan  del  timbre 
móvil  correspondiente,  entendiéndose  que  dicha  pe- 


nalidad será  para  cada  uno  de  los  anuncios  que  se 
encuentren  sin  aquel  requisito. 

Art.  198.  Incurrirán  en  la  multa  dé  50  pesetas 
los  comerciantes  ó industriales  que  no  presenten  el 
libro  diario  en  las  Administraciones  de  contribucio- 
nes y rentas,  en  las  subalternas  de  los  partidos,  ó 
ante  los  alcaldes  respectivamente,  A los  eféctos  pre- 
venidos en  el  art.  49. 

Art.  199.  Incurrirán  en  la  multa  de  55  á 100  pe- 
setas por  no  exhibir  á los  agentes  de  la  Administra- 
ción los  libros  ó registros  respectivamente,  sujetos 
ál  uso  del  timbre  con  arreglo  á esta  ley: 

t.°  Los  agentes  ó corredores,  en  cuanto  á sus  re- 
gistros de  asien  los  ú operaciones. 

5.ft  Los  Ayuntamientos,  Diputaciones  y demás  Cor- 
poraciones, tanto  oficiales  cofno  particulares,  enten- 
diéndose dicha  penalidad  por  cada  libro  que  dejen  de 
presentar. 

3. °  Los  notarios  públicos,  respecto  á los  proto- 
colos. 

4. °  Los  procuradores,  por  lo  que  sé  refiere  A los 
libros  de  conocimiento  ó de  recibir  y entregar  pleitos. 

5. °  Los  prestamistas  sobre  prendas  ó alhajas,  en 
cuanto  á los  libros  de  asientos  de  sus  operaciones  ó 
préstamos. 

6. °  Los  dueños  ó administradores  de  fincas  rústi- 
cas y urbanas  que  se  Cieguen  á exhibir  á los  agen- 
tes de  la  Administración  los  respectivos  contratos  de 
arriendo  de  las  mismas. 

7. °  Los  relatores,  secretarios  de  Tribunales  supe- 
riores, y los  escribanos  de  Juzgados  que  no  den  cono- 
cí iCieñto  á la  Administración  de  las  multas  exigidas 
por  consecuencia  de  ló  prevenido  en  el  párrafo  5.°  del 
art.  505. 

R.ü  Los  dueños  de  hoteles,  fondas,  casas  de  hués- 
pedes, paradores,  mesones  y ventas,  por  lo  que  se  re* 
fiere  á los  libros  de  asientos  de  viajeros. 

9.°  Los  presidentes  de  Ateneos,  Academias,  Cole- 
gios gremiales,  Casinos,  y toda  clase  de  Sociedades  de 
recreo,  qué  no  conserven  ó dejen  dé  exhibir  los  reci- 
bos de  cuota  y listas  de  socios  á los  agentes  de  la 
Administración,  dentro  del  ¡)lazo  se¡s  meses  que 
determina  el  art.  31. 

Art.  500.  Incurrirán  en  la  multa  de  50  á 550  pe- 
setas por  cada  documento: 

l.°  Los  notarios  que  autoricen  documentos  sin  el 
timbre  correspondiente,  sin  perjuicio  del  reintegro  A 
que  se  refiere  el  art.  196. 

5.°  Los  registradores  de  la  propiedad  y liquidado- 
res del  impuesto  de  derechos  reales,  que  liquiden  ó 
suscriban  documentos  que  carezcan  del  timbre  seña- 
lado en  esta  ley.  Estos  funcionarios  darán  cuenta  á 
la  Administración  de  los  documentos  que  se  les  pre- 
senten sin  dicho  requisito,  á fin  de  que  proceda  á exi- 
gir la  responsabilidad  consiguiente  á los  interesados. 

3. °  Los  procuradores,  escribanos  y secretarios  de 
todos  los  Juzgados  y Tribunales,  tanto  civiles  como 
militares  y eclesiásticos,  que  presenten,  admitan  ó ex- 
tiendan documentos  sin  el  timbre  correspodiente. 

4. °  Los  jueces  y demás  funcionarios  del  órden  ju- 
dicial ó administrativo,  en  todos  los  ramos,  tanto  ci- 
viles como  militares  y eclesiásticos,  que  reciban  y dén 
curso  á documentos  que  carezcan  del  correspondiente 
timbre. 

5. °  Los  Bancos  y Sociedades,  así  como  sus  geren- 
tes, directores  ó administradores,  que  no  exijan  á sus 
empleados  ó dependientes  el  timbre  correspondiente 
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en  los  nombramientos,  nóminas  y demás  documentos 
que  tengan  relación  con  aquellos,  ó no  exhiban  los 
libros  á los  agentes  administrativos. 

G.°  Los  administradores  subalternos  de  rentas,  y 
los  alcaldes  que  no  remitan  á la  Delegación  de  Ha- 
cienda la  relación  de  que  Irata  el  art.  51. 

Art.  201.  Incurrirán  en  la  multa  de  500  á 2.000 
pesetas  los  Bancos  y Sociedades  que  no  empleen  el 
timbre  correspondiente  en  sus  títulos,  acciones,  obli- 
gaciones, cédulas  ú otros  análogos  que  emitan,  en- 
tendiéndose dicha  responsabilidad  por  cada  emisión 
en  que  la  ialta  se  observe,  y sin  perjuicio  del  reinte- 
gro de  los  timbres  que  debieron  invertirse  en  las  mis- 
mas, al  cual  vendrán  directamente  obligados  para  con 
la  Hacienda. 

Art.  202.  Las  responsabilidades  en  que  puedan  in- 
currir las  Empresas,  Bancos  y Sociedades  serán  siem- 
pre exigibies  de  la  entidad  á que  sea  imputable  la 
falta,  cualquiera  que  fuese  la  modificación,  cesión  ó 
traspaso  que  de  la  misma  se  haga  en  favor  de  terce- 
ras personas  ó colectividades,  siendo  éstas  responsa- 
bles de  las  faltas  contraidas  por  aquellas. 

Art.  203.  Las  responsabilidades  en  que  incurran 
Los  Ayuntamientos,  Diputaciones  y otras  Corporacio- 
nes oficiales  serán  igualmente  satisfechas  por  la  en- 
tidad ó Corporación  infractora,  si  bien  con  el  dere- 
cho de  repetir  contra  todos  y cada  uno  de  los  indivi- 
duos que  pertenecieron  á las  mismas  en  las  épocas 
en  que  las  faltas  se  cometieran.  No  serán  admisibles 
á dichas  Corporaciones  en  sus  cuentas  ó presupuestos 
de  gastos  las  cantidades  satisfechas  en  tal  concepto, 
sin  que  préviamente  justifiquen  haber  dirigido  los 
procedimientos  de  apremio  necesarios  para  hacerlas 
efectivas  délos  individuos  á quienes  alcancen,  ó ha- 
ber sido  éstos  ineficaces  por  insolvencia  legalmente 
acreditada  de  los  mismos. 

Art.  204.  Cuando  por  providencia  ó fallo  de  pri- 
mera instancia  se  declare  responsabilidad  contra  em- 
presas de  espectáculos  públicos,  la  autoridad  ó fun- 
cionario que  haya  conocido  del  expediente,  podrá,  si 
abrigase  sospecha  de  que  no  pueda  hacerse  efectiva, 
y aun  antes  de  que  trascurra  el  plazo  legal  para  que 
soa  firme  el  acuerdo,  intervenir  la  Contaduría  ó des- 
pacho de  billetes  hasLa  obtener  cantidad  suficiente  á 
cubrir  dicha  responsabilidad,  la  cual  ingresará  en 
concepto  de  depósito  necesario  á su  orden  á las  re- 
sultas del  fallo  definitivo. 

No  podra  hacerse  uso  de  dicha  facultad  cuando 
las  Empresas  depositen  ó garanticen  suficientemente, 
á juicio  de  la  Administración,  las  responsabilidades 
declaradas. 

Art.  205.  La  imposición  de  toda  clase  de  respon- 
sabilidades por  faltas  en  ei  uso  del  timbre,  así  como 
los  procedimientos  para  hacerlas  efectivas,  correspon- 
den á las  oficinas  de  Hacienda. 

Esto  no  obstante,  las  que  se  originen  por  docu- 
mentos que  hayan  sido  presentados  en  juicio,  se  exi- 
girán desde  luego  por  las  autoridades  ó tribunales 
que  conozcan  de  aquél,  sin  perjuicio  de  dar  inmedia- 
tamente cuenta  á la  Administración  para  su  conoci- 
miento y electos  que  procedan. 

Art.  206.  La  responsabilidad  del  reintegro  alcauza 
en  todos  los  casos,  no  solo  á los  infractores,  sino  á sus 
herederos  ó personas  que  por  cualquier  título  les  su- 
cedan en  su 3 derechos;  pero  las  multas  no  serán  exi- 
giblos  más  que  de  los  primeros. 

Art,  207.  Es  pública  la  acción  para  denunciar  to- 


das las  infracciones  de  esta  ley,  y los  denunciadores 
recibirán  como  premio  la  tercera  parte  de  las  multas 
que  por  consecuencia  de  su  denuncia  se  impongan. 

Art.  208.  Corresponde  al  Ministro  de  Hacienda  la 
facultad  de  perdonar  todas  las  multas,  sea  cual  fuere 
la  autoridad  que  las  hubiere  impuesto. 

Alt.  209.  Para  solicitar  la  condonaron  de  las  mul- 
tas serán  requisitos  indispensables  que  haya  precedi- 
do el  reintegro  exigido  y que  se  consigne  en  depósilo 
el  impone  de  aquellas.  De  este  último  podrá  conce- 
derse dispensa  por  motivos  justos,  á juicio  del  Minis- 
tro de  Hacienda. 

Art.  210.  Todas  las  multas  que  se  impongan  gu- 
bernativa ó judicialmente,  se  satisfarán  en  timbre  de 
pagos  al  Estado,  excepto  las  que  acuerden  los  Ayun- 
tamientos por  infracciones  de  las  ordenanzas  muni- 
cipales y bandos  de  policía,  las  cuales  continuarán 
haciéndose  efectivas  en  el  papel  especial  destinado  al 
efecto. 

Art.  211.  Todo  reintegro,  multa  ó fracción  do 
multa  que  sea  de  15  á 25  céntimos,  se  pagará  con  el 
timbre  de  este  último  tipo,  clase  1 1.a;  si  fuese  infe- 
rior á 15  céntimos,  se  reintegrará  con  el  timbre  mó- 
vil especial  de  10  céntimos,  colocándole  en  el  docu- 
mento reintegrado  ó en  el  primer  pliego  del  pago  de 
lo  principal. 

ArL.  212.  Si  la  cuantía  de  la  multa  exigiera  va- 
rios pliegos  de  papel  de  pagos  ai  Estado,  la  nota  de 
que  trata  el  art.  16  se  pondrá  en  el  pliego  de  más  va- 
lor, y en  los  siguientes  una  referencia  citando  la  se- 
rie y número  del  pliego  primero. 

TITULO  VII. 

nisro  aciones  transitorias. 

Art.  213.  Se  concede  el  plazo  de  cuatro  meses 
para  formalizar  los  libros  y documentos  que  no  los 
tuviesen,  sin  responsabilidad  penal  alguna,  quedando 
durante  este  período  en  suspenso  las  visitas  de  ins- 
pección. 

Igual  plazo  se  concede  á los  comerciantes  é in- 
dustriales para  que  presenten  ei  libro  diario  á los 
efectos  prevenidos  en  el  art.  49. 

Art.  214.  Todos  los  que  durante  ei  plazo  conce- 
dido en  el  artículo  anterior  no  reintegren  los  libros  y 
documentos,  sea  cualquiera  la  fecha  en  que  aparezcan 
extendidos  ó formados,  quedarán  sujetos  al  reintegro 
y penalidad  que  esta  ley  establece. 

Art.  215.  La  condonación  concedida  por  el  ar- 
tículo 2 1 3 se  aplicará  á todas  aquellas  faltas  que  ha- 
yan sido  objeto  de  formación  de  expediente,  hállese 
éste  en  tramitación  ó resuelto,  siempre  que  lo  solici- 
ten los  interesados,  no  aparezca  ingresada  definitiva- 
mente la  responsabilidad  impuesta,  y aquellos  satis- 
fagan en  el  papel  de  pagos  al  Estado  el  importe  del 
reintegro  y la  tercera  parte  de  la  multa  que  corres- 
ponda á los  inspectores. 

DISPOSICION  FINAL. 

Queda  derogada  toda  la  legislación  anterior  sobre 
la  renta  del  papel  sellado  y timbre  del  Estado. 

Un  reglamento  especial  organizará  el  servicio  ad- 
ministrativo de  este  impuesto,  y contendrá  las  ins- 
trucciones necesarias  para  su  recta  y fácil  aplicación. 

Madrid  12  de  Marzo  de  Í887.=E1  Ministro  de  Ha- 
cienda, J.  López  Puigcerver. 


APÉNDICE  78."  AL  NÍTM.  2 


DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DI  CORTES 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


h'oyeclo  de  ley  ( reproducid, oj,  presentado  por  el,  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  divi- 
diendo la  contribución- de  inmuebles,  cultivó  y ganadería  en  tres,  denominadas 
* contribución  sobre  la  propiedad  rústica,  contribución  sobre  los  edificios  y solares, 

é impuesto  especial  sobre  la  ganadería . » 


A LAS  CORTES. 

El  Real  decreto  de  *23  de  Mayo  de  1845  estableció 
un  sistema  tributario  que  reemplazó  con  ventaja  á 
los  varios  y diferentes  impuestos  entonces  existentes, 
sustituyendo  las  antiguas  reutas  provinciales  por  con- 
tribuciones directas  é impuestos  indirectos,  que,  si  no 
llegaron  ai  ideal  económico  de  la  unidad  tributaria, 
lograron  reunir  todos  los  anteriores  gravámenes  en 
dos  conceptes  únicos  de  imposición:  uno  directo  so- 
bre la  riqueza  mueble  é inmueble,  y otro  indirecto 
sobre  el  consumo  general  del  país. 

Al  primero  corresponde  la  contribución  de  in- 
muebles, cultivo  y ganadería,  creada  sobre  la  base  de 
repartimiento,  y que  por  razón  de  la  cifra  á que  al- 
canza y de  los  valiosos  elementos  de  riqueza  á que 
afecta,  es  la  inás  importante  d*  nuestros  presupues- 
tos de  ingreso,  y ha  sido  por  parte  de  nuestros  legis- 
ladores objeto  de  preferentes  y constantes  estudios 
encaminados  á armonizar  los  intereses  de  la  Hacienda 
pública  con  la  situación  no  siempre  próspera  del  con- 
tribuyente. 

Tan  laudable  propósito  no  se  ha  realizado  por  des- 
gracia, y son  de  ello  prueba  elocuente,  de  una  parte 
aocultnciou,  para  todos  indudabie,  de  la  riqueza  tri- 
butaria, y de  otra,  las  frecuentes  quejas  de  cuantos  se 
bailan  sujetos  al  impuesto. 

Dignísimos  predecesores  mios  han  llegado  con  in- 
quebrantable constancia  y mediante  plausibles  dispo- 
siciones á aminorar  el  mal,  pero  la  esencia  de  éste  no 
8e  *líl  extirpado;  y como  las  ocultaciones  continúan,  y 
u°  desaparecen  las  quejas  por  desigualdades  en  el 
imparto,  considera  el  Ministro  que  suscribe  como  uno 


de  sus  deberes  más  ineludibles  proponer  á las  Cortes 
del  Reino  los  medios  que  en  su  sentir  pueden  hacer 
llegar,  sin  mayor  grayámen  para  el  contribuyente  de 
buena  fe,  el  impuesto  directo  al  nivel  que  mediante 
una  más  perfecta  gestión  debe  alcanzar. 

La  realización  de  la  reforma  que  los  antecedentes 
expuestos  exigen,  ha  sido  objeto  de  constante  medi- 
tación y estudio  por  parte  del  Ministro  que  suscribe 
desde  el  momento  en  que  la  confianza  de  S.  M.  le  en- 
cargó del  Ministerio  de  Hacienda;  y aunque  en  el  des- 
arrollo del  plan  que  en  el  proyecto  adjunto  somete  á 
la  deliberación  de  las  Córtes  ha  podido  apreciar  la  di- 
ficultad del  problema,  la  magnitud  de  la  obra  y la 
deficiencia  y escasez  de  los  elementos  de  que  desde 
Luego  es  posible  disponer  para  su  resolución,  no  ha 
vacilado  un  momento  en  traer  á la  Representación 
Nacional  un  proyecto  de  reforma  que,  en  su  concep- 
to, lia  de  extirpar,  ó por  lo  ménos  disminuir  en  gran 
manera  los  males  de  que  hoy  adolece  la  contribución 
territorial. 

La  reforma  propuesta  en  el  actual  proyecto  de  ley 
liene  como  base  principal  la  separación  de  los  tres 
conceptos  comprendidos  hoy  en  la  contribución  de 
inmuebles,  cultivo  y ganadería,  estableciendo  que  el 
impuesto  sobre  cada  uno  de  ellos  se  rija  por  reglas 
peculiares,  y solo  al  mismo  aplicables. 

Esta  idea  tal  vez  se  juzgue  á primera  vista  como 
opuesta  á la  de  unidad  de  la  contribución  directa; 
pero  el  fundamento  de  semejante  suposición  desapa- 
rece al  considerar  que  la  unidad  que  no  supone  el 
abandono  de  otros  elementos  de  ingreso,  no  consiste 
ni  puede  consistir  en  la  aplicación  de  reglas  iguales 
para  todos  los  ramos  de  la  riqueza;  la  evaluación  ha 
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de  sor  siempre  distinta,  y tiene  que  amoldarse  á las  ! 
condiciones  especiales  que  cada  origen  de  renta  exija: 
el  sueldo  del  empleado,  los  beneficios’  del  industrial  y 
del  comerciante,  ios  productos  de  las  minas,  las  uti- 
lidades del  labrador,  las  rentas  del  propietario,  aun  en 
el  supuesto  de  que  llegue  dia  en  que  se  aprecien  por 
el  mismo  principio  de  ia  declaración  particular,  rec- 
tificada por  la  comprobación  administrativa,  tienen 
que  estar  sujetos  á diversidad  de  procedimientos,  aun- 
que determinada  por  modos  peculiares  la  base  de  im- 
posición, se  agrupen  como  partes  ó secciones  de  un 
total  imponible,  sobre  el  que  las  Cortes  han  de  seña- 
lar anualmente  la  proporción  en  que  cada  cual  deba 
contribuir. 

Dada  esta  disparidad  necesaria  en  el  procedimien- 
to evaluatorio,  es  indudable  que  cuanto  Lienda  á ha- 
cerlo más  perfecto  con  relación  á cada  origen  de  ren- 
ta, lejos  de  perjudicar  la  idea  de  unidad  la  favorece 
por  extremo,  constituyendo  factor  muy  principal  en- 
tre los  que  con  las  reformas  de  los  impuestos  indirec- 
tos, el  perfeccionamiento  de  la  estadística  y de  la  ad- 
ministración, pueden,  á través  de  mucho  tiempo  y 
mediante  la  constancia  de  los  Gobiernos,  aproximarse, 
aunque  lentamente,  en  nuestra  Patria,  ála  unidad  de- 
finitiva. 

Entretanto,  forzoso  es  reconocer  que  la  riqueza 
rústica,  la  que  representa  los  edificios  y solares,  y la 
que  constituye  la  ganadería,  no  deben  gravarse  del 
mismo  modo  ni  con  tipo  igual. 

Hay  entre  todos  estos  conceptos  diferencias  esen- 
ciales que  necesaria  y lógicamente  lian  de  reflejarse 
en  la  exacción  del  impuesto. 

La  riqueza  representada  por  la  ganadería  se  dife- 
rencia tan  radicalmente  de  la  inmueble,  que  hasta  el 
concepto  le  es  extraño;  y por  más  que  sirva  de  auxi- 
liar eficacísimo  y de  útil  instrumento  á la  agricul- 
tura, es  distinta  en  su  origen,  en  su  desarrollo  y en 
sus  fines,  sirviéndoles  tan  solo  de  enlace  sus  recípro- 
cos aprovechamientos  y la  influencia  natural  que  és- 
tos pueden  tener  sobre  sus  respectivas  producciones. 

La  base  de  utilidad  en  la  ganadería  es  el  producto 
de  un  capital  de  condiciones  distintas  del  que  cons- 
tituye la  tierra:  los  riesgos,  que  pueden  referirse,  no 
ya  ai  producto,  sino  al  mismo  capital;  la  movilidad 
de  los  objetos  que  le  constituyen;  la  facilidad  con  que 
se  crea,  se  extingue  y trasforma,  y su  especial  ma- 
nera de  ser,  le  asemejan  más  al  que  por  sus  carao tó- 
res  se  destina  á la  industria,  que  al  que  dedica  el  te- 
rrateniente al  desarrollo  de  sus  productos. 

Análogas  diferencias,  no  ménos  notables,  existen 
entre  la  riqueza  rústica  y la  que  representan  en  lu- 
gares habitados  los  edificios  y solares. 

En  la  riqueza  urbana  solo  es  apreciable  la  renta 
dei  capital  empleado,  mientras  que  en  la  rústica  hay 
que  calcular  el  producto  del  trabajo  permanente  que 
el  cultivo  exige;  la  eventualidad  de  las  pérdidas  es 
mayor  para  el  labrador  que  para  el  propietario  de 
fincas  urbanas;  al  aumento  dé  valor  qim  el  trascurso 
del  tiempo  determina  en  la  propiedad,  se  agrega  en 
la  constituida  por  edificios  el  especial  que  el  creci- 
miento de  las  poblaciones  puede  dar,  no  solo  á éstos, 
sino  á los  solares,  y por  último,  la  difusión  del  im- 
puesto no  se  realiza  con  idéntica  facilidad  cu  las  dos 
riquezas. 

Sin  negar  que  tengan  alguna  relación,  porque  al 
fin  los  edificios  uo  contribuyen  solo  por  el  valor  do  las 
eoiiit meciónos,  sino  también  por  el  del  suelo  sobre 


que  se  levantan,  forzoso  es  reconocer  las  diferencias 
que  entre  ambas  riquezas  existen,  y la  conveniencia 
de  gravarlas  con  distinto  tipo,  satisfaciendo  también 
en  este  punto  las  exigencias  de  la  opinión  pública, 
unánime  en  España,  al  reclamar  constantemente  con- 
tra el  tipo  señalado  á la  propiedad  agrícola,  para  cuyo 
desarrollo  es  obstáculo  de  no  pequeña  importancia. 

La  unión  hasta  ahora  mautenida  dentro  de  un  solo 
impuesto  de  elementos  tan  heterogéneos,  ha  ocasio- 
nado para  el  contribuyente  y para  eL  Tesoro  daños  que 
conviene  evitar  en  lo  porvenir. 

Los  tipos  de  imposición,  soportables  para  una  ri- 
queza, resultaban  abrumadores  para  la  otra;  la  nece- 
sidad de  extender  la  rebaja  ó el  aumento  á todos,  crea- 
ba nuevas  dificultades;  las  comprobaciones  encontra- 
ban mayores  obstáculos,  y la  necesidad  de  hacer  la 
supresión  extensiva  á los  tres  conceptos  impedía  pres- 
cindir en  la  riqueza  rústica  de  la  solidaridad  esta- 
blecida por  la  ley  de  1845,  de  la  que  hubiera  sido 
más  fácil  prescindir  en  la  ganadería  y en  la  riqueza 
edificada. 

No  desconoce  el  Ministro  que  suscribe  el  princi- 
pio de  que  el  pago  dei  impuesto  determina  una  rela- 
ción entre  el  individuo  y el  Estado,  que  debe  regular- 
se por  los  haberes  de  cada  uno,  sin  que  en  su  aumento 
influyan  la*  culpas  ó las  omisiones  délos  demás.  En 
buenos  principios,  el  particular  debe  contribuir  por 
sí  y según  sus  utilidades,  y en  modo  alguno  debe  au- 
mentar su  sacrificio  la  mayor  ó menor  recaudación 
que  de  sus  convecinos  se  obtenga.  La  equidad,  por 
consiguiente,  aconseja  la  trasformacion  de  la  contri- 
bución dé  te parto  y cupo  en  contribución  de  cuota, 
en  cuya  suma  total  no  deben  influir  ni  las  partidas 
fallidas,  ni  la  mayor  ó menor  riqueza  evaluada,  de- 
biendo únicamente  constituir  sus  elementos  el  tanto 
por  ciento  igual  con  que  cada  individuo  contribuya, 
é influyendo  en  el  aumento  ó disminución  de  la  cifra 
total  el  respectivo  desarrollo  ó minoración  de  la  ri- 
queza gravada. 

Pero  esta  reforma,  posible  en  la  ganadería  y en  la 
riqueza  urbana,  porque  á ellas  más  fácilmente  se  re- 
fieren la  estadística  y la  comprobación,  puede  ser 
peligrosa  en  lo  que  con  la  riqueza  rústica  se  relacione. 
Forzoso  es,  pues,  limitar  por  hoy  la  reforma  á aque- 
llo que  no  ofrezca  graves  riesgos,  sin  renunciar  á su 
planteamiento  total  cuando  lo  consienta  el  mayor  per- 
feccionamiento de  nuestra  acción  administrativa. 

Razones  análogas  aconsejan  demorar  para  mo- 
mento más  oportuno  otra  reforma  que  pudiera  ser 
muy  conveniente  á la  riqueza  rústica. 

Dispuesto  por  la  ley  que  la  contribución  del  cul- 
tivo se  pague  por  el  propietario,  no  tendrá,  el  dia  en 
que  se  aplique  este  principio,  razón  de  ser  la  evalua- 
ción do  aquel  cultivo,  cuyo  sistema  ocasiona  grandes 
perjuicios,  pues  la  constante  variación  entre  los  pre- 
cios de  los  productos  y la  dificultad  de  frecuentes  re- 
formas de  las  cartillas  evaluatúrius,  hace  que  aun  en 
el  supuesto  de  que  la  evaluación  al  practicarse  fuese 
justa,  resulte  después  excesiva  ó deficiente,  según  la 
estimación  ó demérito  que  sufran  los  productos.  Mi» 
sencillo  sería  determinar  la  renta  por  medio  de  la 
proporción  entre  ella  y el  capital  en  cada  distrito 
localidad,  procedimiento  que  se  prestaría  mejor  a la 
comprobación  administrativa.  Pero  por  grande  qll° 
sea  el  convencimiento  qun  abriga  el  Ministro  que  8US« 
ori.bo  respecto  de  la  bondad  dé  esta  roíonna,  no 
1 ménos  fuerte  su  creencia  en  los  peligros  que  la  iu- 
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mediata  aplicación  (le  aquella  podría  ocasionar,  por 
lo  cual  la  indica  tan  solo  como  punto  háeia  el  que  ( 
deben  dirigirse  reformas  no  susceptibles  en  el  dia  de 
planteamiento  inmediato. 

En  España,  por  desgracia,  no  puede  fiarse,  como 
en  oLros  países,  á la  declaración  individual,  rectifica- 
da administrativamente,  la  base  del  impuesto;  y no 
siendo  la  buena  fe  el  elemento  principal  que  informe 
las  costumbres  de  todos  nuestros  contribuyentes,  pa- 
rece previsor  que  la  Administración  utilice  todos  los 
datos  adquiridos  eu  el  trascurso  del  tiempo  para  se- 
ñalar la  riqueza  contributiva,  dejando,  no  obstante, 
libre  á los  interesados  la  interposición  del  recurso  de 
agravio. 

Fundándose  en  estas  razones,  dispone  el  proyecto 
de  ley  que  boy  se  somete  á la  deliberación  de  las 
Cortes  que  el  señalamiento  de  la  riqueza  líquida  im- 
ponible en  la  parte  rústica  corresponde  á la  Direc- 
ción general  de  contribuciones,  la  cual  debe  partir,  no 
solo  del  resultado  de  las  declaraciones,  sino  también 
de  los  datos  estadísticos  obrantes  en  las  respectivas 
Administraciones  y de  los  resúmenes  de  la  capacidad 
tributaria  de  cada  pueblo,  dejando  de  este  modo  á los 
Ayuntamientos  y Juntas  periciales  la  facultad  que 
hoy  tienen  para  el  reparto,  y asegurando  los  derechos 
de  la  Hacienda;  por  otra  parte,  al  confiar  á un  Centro 
autorizado  los  servicios  estadísticos,  y al  preparar 
medios  para  acelerar  el  registro  de  las  fincas,  deter- 
mina una  esperanza  fundada  en  el  descubrimiento  de 
la  riqueza  oculta;  y como  resultado,  una  situación 
más  halagüeña  para  los  propietarios  de  buena  fe,  y 
auu  para  la  agricultura  cu  general,  que,  en  virtud  de 
o.stos  nuevos  medios  de  acción,  podrá  aspirar  á ver 
disminuido  el  actual  tipo  de  sus  gravámenes. 

No  por  esto  quedan  en  desamparo  los  derechos 
que  á las  localidades  correspondan,  pues  no  solo  se 
les  concede  el  recurso  de  agravio  y la  comprobación 
sobre  el  terreno,  sino  que  para  facilitar  su  ejercicio 
se  dispone  que  el  Tesoro  adelante  los  gastos  que 
aquella  origine,  con  la  única  legítima  garantía  do  te- 
ner derecho  á su  reintegro,  en  el  caso  de  que  el  agra- 
vio no  resultase  demostrado. 

En  este  punto  no  ha  podido,  sin  embargo,  pres- 
oindirse  del  carácter  especialísimo  de  las  acciones 
que  á la  Hacienda  corresponden,  y que  no  es  dado  in- 
terrumpir en  atención  á la  urgencia  de  los  servicios 
públicos,  y á las  garantías,  por  así  decirlo,  perpétuas 
del  Estado,  que  en  todo  tiempo  está  en  condiciones  de 
indemnizar  al  interesado  los  perjuicios  cuya  legiti- 
midad se  haya  demostrado;  en  este  sentido  se  esta- 
blece que,  á pesar  de  los  recursos  de  agravio  inter- 
puestos por  los  Ayuntamientos,  Juntas  periciales  y 
Comisiones  de  evaluación,  no  se  suspenda  la  forma- 
ción de  los  repartimientos  ni  su  cobranza. 

He  este  modo  se  logra  una  armonía,  la  más  per- 
fecta posible,  entre  los  derechos  de  la  Hacienda  y los 
del  contribuyen  te,  dando  un  paso  más  en  el  camino 
emprendido  en  1881,  y preparándolo  para  mayores 
reformas  en  el  gravamen  que  sufre  la  riqueza  rústica. 

En  cuanto  á la  contribución  sobre  los  edificios  y 
solares,  preséntase  como  primero  y principal  proble- 
ma el  de  si  para  ios  efectos  del  impuesto  debe  sepa- 
hir.se  el  suelo  del  edificio  que  sobre  él  se  construye. 
Cn  apoyo  de  la  separación,  pueden  tal  vez  invocarse 
fundadas  razones  y la  legislación  de  otros  países;  pero 

cambio  no  es  posible  desconocer  que  las  construc- 
ciones urbanas  se  manifiestan  como  un  lodo  indivisi- 


ble, y conjuntamente  tienen  un  valor  y producen  una 
renta,  y de  esta  idea  se  parte  en  el  proyecto  para  fijar 
la  base  contributiva. 

Y si  en  una  superficie  edificada  el  suelo  adquiere, 
para  los  efectos  de  la  contribución,  un  carácter  dis- 
tinto al  del  terreno  que  se  destina  á la  agricultura;  si 
se  evalúan  de  distinta  manera  sus  productos  y tienen 
diferente  valor,  preciso  será  también  considerar  las 
desigualdades  naturales  que  por  su  situación  y des- 
tino existen  entre  la  propiedad  rústica  y la  urbana, 
siquiera  los  dueños  de  ésta,  por  motivos  de  conve- 
niencia sustraigan  sus  terrenos  á la  edificación  por 
más  ó ménos  tiempo,  porque  precisamente  no  debe 
desatenderse  la  posibilidad  de  que  muchos  propieta- 
rios de  grandes  espacios  no  edifiquen  en  ellos,  espe- 
rando que  con  el  ensanche  y crecimiento  de  las  po- 
blaciones los  terrenos  aumenten  de  valor. 

Por  el  contrario,  ciertos  aecidenLes  ocasionan  á 
veces  el  descenso  de  población,  y hacen  innecesaria 
en  algunos  punios  parte  de  la  superficie  edificada, 
que  con  el  tiempo  se  destruye  y no  vuelve  á levan- 
tarse; y cuando  esto  ocurre  y los  solares  de  edificios 
derruidos  se  destinan  á la  agricultura,  sería  injusto 
pedir  el  tipo  y valor  de  edificación;  para  evitar  lo  cual 
debe  exceptuarse  de  la  regia  general  el  terreno  que, 
aunque  situado  en  una  zona  de  población,  no  forme 
parte  integrante  de  un  edificio,  y además  se  destine 
al  cultivo  de  un  modo  permanente. 

La  división  establecida  en  el  jjroyeclo  lia  de  refe- 
rirse principalmente  al  reparto,  y es  natural  que  el 
que  afecta  á la  riqueza  urbana  se  establezca  sobre 
bases  distintas  del  t ue  se  refiere  á la  rústica.  Por  esto 
se  dispone  que  el  repartimiento  se  baga  según  decla- 
raciones juradas,  presentadas  por  los  dueños  de  edifi- 
cios, que  serán  comprobadas  por  la  Administración, 
usando  de  cuantos  medios  estén  á su  alcance,  pudien- 
do  ser  de  gran  utilidad  para  demostrar  el  valor  de 
las  fincas,  y en  algunos  casos  la  renta,  los  datos  esta- 
dísticos relativos  al  impuesto  de  derechos  reales  y 
trasmisión  de  bienes. 

Consecuencia  natural  del  sistema  es  el  de  no  ad- 
mitir otro  recurso  de  agravio  que  el  individual, 
puesto  que  el  cupo  del  pueblo  no  ha  de  ser  sino  la 
suma  de  las  cuotas  individuales,  que  aumentarán  ó 
disminuirán  según  las  declaraciones  que  con  respecto 
a ellas  se  hagan,  ó á los  resultados  que  arroje  la  com- 
probación que  la  Administración  realice:  este  recurso 
puede  tener  dos  caractéres,  uno  contra  la  riqueza  im- 
ponible que  se  fije  en  virtud  de  la  declaración  indi- 
vidual rectificada  por  los  datos  adquiridos  por  la  Ad- 
ministración, y que  deberá  seguir  todos  los  trámites 
hasta  la  resolución  del  Ministro  de  Hacienda,  contra 
la  cual  podrá  utilizarse  la  vía  contenciosa,  y otro,  de 
menor  importancia,  que  debe  terminar  en  la  esfera 
provincial,  contra  ios  errores  que  se  cometan  en  el 
señalamiento  de  la  cuota  que  á cada  finca,  segun  su 
riqueza  imponible,  corresponda. 

Eq  los  mismos  principios  se  informa  la  disposi- 
ción en  cuya  virtud  el  impuesto  sobre  la  riqueza  pe- 
cuaria se  hará  por  unidades,  segun  su  clase,  y con 
arreglo  á la  tarifa  de  cuotas  que  se  acompaña,  la  cual 
ha  de  economizar  procedimientos  enojosos  para  la 
Administración  y para  los  contribuyentes. 

Por  fortuna,  para  el  señalamiento  de  cuotas  exis- 
ten dalos  que  han  permitido  establecer  con  indudable 
equidad  tipos  contributivos  ventajosos  para  los  ga- 
naderos. si  bfen  sujetos  á las  revisiones  de  una  nueva 
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estadística,  y á las  que  sugiera  el  estudio  de  la  nue- 
va ley  basta  el  momento  en  que  puedan  establecerse 
los  tipos  definitivos. 

Para  formar  la  estadística  pecuaria,  determina  el 
proyecto  un  procedimiento  sencillo:  los  contribuyen- 
tes están,  en  su  virtud,  obligados  á presentar  cada 
cinco  años,  en  las  Administraciones  de  Hacienda,  re- 
laciones juradas  que  se  remitirán  á las  Administra- 
ciones de  provincia,  formando  éstas  el  registro  de  ga- 
nados, y elevando  su  resúmen  á la  Dirección  general 
de  contribuciones.  Cada  año  se  anotarán  únicamente 
las  alteraciones  que  se  ocasionen.  Esta  facilidad  y sen- 
cillez que,  con  ventaja  para  todos,  se  establece  en  la 
administración  del  impuesto  sobre  ganadería,  legi- 
tima, aparte  de  otras  razones,  la  penalidad  dirigida  á 
castigar  las  defraudaciones  á la  Hacienda,  tanto  más 
necesaria,  cuanto  que  en  su  origen  pueden  evitarse 
con  ella  ciertos  hábitos  de  difícil  represión,  cuando 
toman,  por  asi  decirlo,  carta  de  naturaleza  en  el  des- 
arrollo del  impuesto.  Por  la  misma  razón  debia  pen- 
sarse en  la  integridad  de  la  cuota  anual;  en  no  admi- 
tir bajas  en  el  ano,  y en  disponer  que  la  trasmisión 
en  la  propiedad  no  produjera  alteración  del  contribu- 
yente durante  el  ejercicio  económico,  teniendo  en 
cuenta  que  nadie  ha  de  ser  perjudicado,  puesto  mis- 
mo la  persona  que  trasmite  que  ia  que  adquiere  han 
de  tener  en  cuenta  el  importe  de  contribución  que  ha 
de  satisfacer  el  comprendido  en  el  registro. 

Expuestos  con  brevedad  los  fundamentos  de  este 
proyecto  en  cada  una  de  las  secciones  que  compren- 
de, resta  solo  indicar  dos  ideas  comunes  A los  tres 
conceptos  de  la  riqueza  inmueble  y semoviente.  Una 
es  la  de  que  no  se  admitirán  recargos  para  atencio- 
nes provinciales  ni  municipales;  y otra,  la  de  que  pol- 
los Juzgados  y Tribunales  no  se  admitirá  demanda 
ni  reclamación  que  tenga  por  objeto  hacer  efectivos 
algunos  de  los  derechos  que  envuelva  la  propiedad, 
sin  que  el  actor  presente  recibo  talonario,  ó en  su  de- 
fecto, certificación  competente  que  acredite  el  pago 
de  la  contribución. 

La  justicia  de  esta  medida  es  notoria;  así  como 
todos  los  Poderes  del  Estado  deben  ayudarse  niútua- 
mente,  de  igual  modo  deben  auxiliarse  los  diferentes 
ramos  dé  la  legislación. 

Por  tanto,  aunque  el  presente  proyecto  verse  so- 
bre un  impuesto,  puede  determinar,  como  sucede  con 
otras  leyes  fiscales,  efectos  de  índole  civil  derivados 
de  la  infracción  de  un  precepto  tributario. 

A nadie  parecerá  violento  que  al  defraudador  de 
un  impuesto  se  le  niegue  el  ejercicio  de  la  acción  ju- 
dicial, cuando  se  resiste  á contribuir  al  Estado,  como 
es  indispensable,  para  el  mantenimiento  de  todos  los 
Poderes,  y por  consecuencia,  del  judicial,  cuyo  auxi- 
lio invoca  y á cuyo  amparo  quiere  abrigarse.* 

En  lo  demás  relativo  á la  penalidad,  no  modifica 
el  proyecto  los  principios  de  la  legislación  vigente, 
en  la  que  de  antiguo  viene  señalada  la  línea  divisoria 
entre  las  infracciones  cometidas  en  el  Código  penal  y 
las  faltas  administrativas,  ya  por  afectar  á la  facul- 
tad que  tiene  la  Administración  de  organizar  los 
servicios  públicos,  ya  por  razón  de  su  escasa  impor- 
tancia. 

Como  resúmen  de  cuanto  queda  expuesto,  el  Mi- 
nistro que  suscribe  estima  que  la  contribución  terri- 
torial debe  dividirse  en  tres,  denominadas:  contribu- 
ción sobre  la  propiedad  rústica;  contribución  de  edi- 
ficios y solares,  é impuesto  sobre  ganadería,  gra- 


vando la  primera  sobre  la  riqueza  imponible,  la  se* 
gunda  sobre  la  renta  producida  ó calculada,  y la  ter- 
cera en  forma  de  cuota  fija  por  cada  cabeza  de  gana- 
do,  según  su  clase. 

No  es  posible  plantear  la  reforma  en  el  próximo 
año  económico.  Se  necesita  una  preparación  invertida 
en  reformar  los  padrones,  registros  y amillaramien- 
tos,  para  la  cual  será  eficaz  auxilio  la  creación  de  las 
Administraciones  de  partido.  Sin  eso,  la  reforma  po- 
drá dar  lugar  á perturbaciones,  y no  á mejoras.  Ade. 
más,  el  trabajo  que  se  realice  durante  el  año  próxi- 
mo sera  base  segura  para  que  las  Córles  fijen  el  tipo 
con  que  cada  ramo  de  riqueza  debe  gravarse,  y á i i 
vez  la  publicidad,  el  estudio  y la  discusión  de  la  lev 
harán  couocer  sus  efectos  y facilitarán  su  aplicación. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el  Ministro  que 
suscribe,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  y 
autorizado  por  S.  M.  la  Reina  Regente,  en  nombre  de 
su  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Alfonso  XIH,  tiene  la 
honra  de  someter  á la  deliberación  y voto  de  las  Cór- 
tes  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  La  contribución  basta  hoy  conocida 
con  el  nombre  de  contribución  de  inmuebles,  cultivo 
y ganadería,  quedará  dividida  desde  l.°  de  Julio  de 
1888  en  tres,  que  se  denominarán: 

«Contribución  sobre  la  propiedad  rústica;»  «Con- 
tribución sobre  los  edificios  y solares,»  é «Impuesto 
especial  sobre  ia  ganadería.» 

SECCION  PRIMERA. 

Contribución  sobre  la  propiedad  rústica. 

Art.  2.°  Estarán  sujetos  á la  contribución  sobre 
la  propiedad  rústica: 

1. °  Los  terrenos  cultivados,  y los  que  sin  cultivo 
den  uu  producto  líquido  eu  favor  de  sus  dueños  ó 
usufructuarios. 

Se  comprenden  en  el  párrafo  anterior  las  cante- 
ras y los  terrenos  en  que  se  exploten  sustancias  mi- 
nerales, inclusas  las  salinas . 

Asimismo  se  comprenden  ios  terrenos  ocupados 
por  canales  de  navegación,  de  riego  y pantanos,  incluso 
sus  álveos  y riberas;  los  diques  ó murallas  de  tierra 
ó piedra;  los  embarcaderos  con  las  orillas  adyacentes 
y los  demás  terrenos  accesorios  ocupados  para  el  ser- 
vicio de  los  mismos  canales  y pantanos,  ó sean  todos 
los  terrenos  que  comprendan  los  planos  aprobados 
para  la  ejecución  de  las  obras,  así  como  las  albuferas. 

2. Q  Los  terrenos  que,  con  cultivo  ó sin  él,  se  ha- 
llen destinados  á recreo  ú ostentación,  á menos  que 
constituyan  solares  enclavados  en  las  zonas  de  las  po- 
blaciones, sujetos  á la  contribución  sobre  edificios  y 
solares,  ó formen  parte  integrante  de  un  edificio  so- 
metido á dicha  contribución. 

3. °  Los  no  cultivados  ui  aprovechados  en  otra  for- 
ma por  sus  dueños,  pero  que  pueden  serlo  dándoles 
una  aplicación  igual  ó semejante  á la  que  se  dé  á 
otros  terrenos  de  la  misma  calidad  en  los  respectivos 
pueblos;  pero  exceptuando  los  que  constituyan  sola- 
res para  la  edificación  que  deban  estar  sujetos  á la 
contribución  sobre  edificios  y solares. 

4. °  Los  censos,  tributos,  foros,  subforas,  pensio- 
nes y cualquiera  otra  imposición  establecida  sobre  los 
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mismos  bienes,  aunque  no  figurarán  en  el  reparto  fie 
Cáta  contribución,  sino  que  el  propictário  ó usufruc- 
tuario de  la  finca  gravada  pagará  y descontará  al 
censualista  el  tanto  por  ciento  que  corresponda  al  gra- 
vamen. Figurarán,  sin  embargo,  en  los  repartimien- 
tos y se  exigirá  directamente  la  contribución  sobre 
la  propiedad  rústica  á los  perceptores  de  dichos  cen- 
sos, tributos  ó cualquiera  otra  imposición  establecida  i 
especialmente  sobre  terrenos  ó fincas  exceptuadas  en 
absoluto  del  pago  de  la  contribución,  inclusas  las  cau- 
lidafies  que  el  Estado  satisfaga  como  recompensa  de 
la  cesión  á los  dueños  que  antes  fueron  fie  satinas, 
cédulas  luego  por  los  mismos  al  Estado;  y 

5.°  Las  aguas  públicas  ó de  propiedad  privada  j 
que  se  utilicen  mediante  retribución  en  el  riego  de 
ajenas  propiedades,  siempre  que  no  se  trate  de  una 
renta  de  capitales  invertidos  en  las  obras  de  canaliza- 
ción ó aprovechamiento  de  aquellas  aguas  que  esté 
exceptuada  de  contribución,  con  arreglo  á la  legisla- 
ción vigente. 

Art.  3.°  Sin  perjuicio  de  los  pactos  que  con  rela- 
ción al  pago  de  la  contribución  sobre  la  propiedad 
rústica  hayan  estipulado  ó estipulen  los  dueños  ó 
usufructuarios  de  lincas  con  sus  colonos  ó arrenda- 
tarios, solo  aquellos  propietarios  ó usufructuarios,  ú 
los  que  legítimamente  representen  sus  derechos,  es- 
pul  sujetos  á la  citada  contribución  por  los  productos 
líquidos  de  sus  fincas,  evaluándolas  según  las  dispo- 
siciones vigentes. 

Los  labradores  y cultivadores  de  tierra  no  están 
obligados  directamente  para  con  la  Hacienda;  pero 
deberán  á los  dueños  ó usufructuarios  la  contribución 
por  la  utilidad  correspondiente  al  cultivo,  que  será  la 
diferencia  entre  el  producto  líquido  evaluado  y la 
renta  estipulada. 

Art.  4.°  Disfrutarán  de  exención  absoluta  perma- 
nente: 

1. °  Los  terrenos  que  sean  de  propiedad  del  Estado 
ó de  la  mancomunidad  de  los  pueblos  y se  bailen 
destinados  á la  enseñanza  pública  de  la  agricultura, 
botánica  ó ensayos  de  agricultura  por  cuenta  del  Es- 
lado  ó de  ios  mismos  pueblos. 

2. °  Los  caminos  públicos,  fuentes  y canales  de 
navegación  y de  riego,  construidos  por  empresas  par- 
ticulares, cuando  por  contratos  solemnes  ó por  dis- 
posición expresa  de  la  ley  estén  adjudicados  á dichas 
empresas  los  productos,  con  exención  de  contribu- 
ciones. 

3. v  Los  terrenos  ocupados  por  caminos,  paseos, 
jardines,  rondas,  rios  y sus  riberas,  canales  y demás 
vías  fluviales  ó terrestres  que  sean  de  aprovecha- 
miento público  y gratuito,  asi  como  los  terrenos  im- 
productivos por  su  naturaleza,  y no  susceptibles  de 
aprovechamiento  alguno,  aunque  sean  de  dominio 
privado. 

4. °  Los  terrenos  baldíos  de  aprovechamiento  co- 
mún, mientras  no  se  enajenen  á particulares.  Se  en- 
tiende únicamente  por  baldíos  los  terrenos  incultos 
cu  su  estado  natural,  que  por  su  mala  calidad  y es- 
casos producios  ni  se  aplican  ni  pueden  aplicarse  á 
la  labor  ni  al  arrendamiento  de  pastos  para  que  pro- 
duzcan una  renta  en  favor  de  la  comunidad  de  los 
pueblos  ó provincias,  dejándose,  por  lo  tanto,  al  apro- 
vechamiento inmediato  y gratuito  de  los  vecinos  ó 
miembros  de  la  comunidad. 

5. *  Los  terrenos  ocupados  por  minas,  inclusas  las 
de  sal.  que  no  estén  destinados  al  cultivo,  siempre 


que  dichas  miaas  hayan  sido  objeto  de  concesión  otor- 
gada con  arreglo  á la  ley  de  minería,  y que  los  con- 
cesionarios cumplan  todas  las  obligaciones  estableci- 
das por  la  misma  ley  en  materia  de  impuestos. 

G.°  Los  terrenos  ocupados  por  las  líneas  de  ferro- 
carriles, ya  sean  generales  ó trasversales,  siempre 
que  se  destinen  á las  necesidades  ineludibles  de  las 
mismas. 

7.°  Los  terrenos,  jardines  y demás  bienes  que  for- 
men parto  del  Patrimonio  de  la  Corona,  con  arreglo 
á la  ley  de  20  de  Junio  de  1876,  siempre  que  sus 
aprovechamientos  no  esLén  arrendados. 

Art.  5.°  Disfrutarán  de  exención  temporal  ó par- 
cial: 

1. °  Los  lerrenos  reducidos  á cultivo  6 pasto  por 
efecto  de  la  desecación  de  lagunas,  pantanos  ó sitios 
encharcados  estarán  exentos  de  contribución  por  cin- 
co años. 

2. °  Las  plantaciones  nuevas  de  viñas  ó árboles 
frutales  disfrntarán  exención  por  diez  años,  y las  de 
olivo  ó arbolado  de  construcción  por  veinte,  si  los  te- 
rrenos en  que  se  hagan  se  hallaban  antes  debidamente 
libres  de  pagarla  por  su  estado  improductivo,  y en 
otro  caso  satisfarán  en  los  mismos  plazos  solo  las 
cantidades  que  según  la  anterior  clasificación  debie- 
ran s itisfacer. 

Li  * replantacioncs  de  viñedos  destruidos  por  la 
filoxera,  siempre  que  aquellas  sean  con  sarmientos 
americanos  resistentes,  están  asimismo  exceptuadas 
del  pago  de  la  contribución  sobre  la  propiedad  rústica 
por  diez  años,  como  queda  dicho,  de  las  nuevas  plan- 
taciones, debiendo  solo  eontribuir  en  ese  plazo  los  te- 
rrenos así  replantados,  según  la  calidad  de  éstos  y las 
circunstancias  de  los  diferentes  casos,  como  si  hubie- 
sen estado  dedicados  al  cultivo  de  cereales  ó á pastos. 

Art.  6.°  Continuarán  rigiendo  las  disposiciones  hoy 
vigentes  sobre  coionios  agrícolas  y ensanche  de  po- 
blaciones, correspondiendo  exclusivamente  al  Minis- 
terio de  Hacienda  ó sus  delegados  hacer  las  declara- 
ciones para  eximir  de  contribución  ó aminorarla. 

Art.  7.°  Servirá  de  base  para  la  imposición  el 
producto  líquido  averiguado  por  los  procedimientos 
vigentes  ó los  que  en  adelante  se  establezcan. 

Art.  8.°  La  ley  de  presupuestos  fijará  anualmente 
el  tanto  por  ciento  con  que  haya  de  ser  gravada  la 
riqueza  rústica  imponible  y el  aumento  por  recau- 
dación. 

El  importe  de  las  cuotas  fallidas  se  repartirá  al 
año  siguiente  entre  los  contribuyentes  del  mismo 
pueblo. 

Art.  9.°  El  señalamiento  de  la  riqueza  rústica  con- 
tributiva correspondiente  á todos  los  distritos  muni- 
cipales del  Reino,  y la  fijación  del  cupo  de  cada  loca- 
lidad, se  realizará  por  la  Direcciou  general  de  contri- 
buciones, partiendo  de  los  dalos  estadísticos  y de  los 
resúmenes  de  la  riqueza  de  cada  pueblo,  que  en  el 
mismo  Centro  existan,  sometiéndose  ambas  operacio- 
nes á la  aprobación  del  Ministerio  de  Hacienda. 

Art.  10.  Los  Ayuntamientos  y .Tuntas  periciales, 
las  Administraciones  subalternas  de  Hacienda  y las 
Comisiones  de  evaluación  ejecutarán  el  repartimiento 
individual  de  las  respectivas  localidades. 

Art.  11.  Los  Ayuntamientos,  Juntas  periciales, 
Comisiones  de  evaluación  y los  particulares  podrán 
1 reclamar  de  agravio,  tanto  por  la  designación  de  ri- 
queza como  por  el  repartimiento  del  cupo;  poro  en 
ningún  caso  dicho  recurro  impedir  * h Fu  mar  iob  del 
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repartimiento  individual  del  cupo  designado  ni  su 
cobranza  en  el  tiempo  oportuno. 

Art.  12.  Las  reclamaciones  de  agravio  serán  com- 
probadas sobre  el  terreno  por  una  Comisión  com- 
puesta de  funcionarios  administrativos  y periciales, 
que  nombrará  el  Ministerio  de  Hacienda  á propuesta 
de  la  Dirección  general  de  contribuciones,  pudiendo 
los  interesados  nombrar  igual  número  de  peritos  que 
la  Administración. 

Art.  13.  En  las  reclamaciones  de  agravio  formu- 
ladas por  los  Ayuntamientos,  Juntas  periciales  y Co- 
misiones de  evaluación,  la  comprobación  se  limitará 
á la  medición  del  término,  á la  designación  de  culti- 
vos, á la  clasificación  de  los  terrenos  y ai  señala- 
miento de  tipos  evaluatorios. 

Art.  14.  Los  gastos  que  se  originen  en  la  com- 
probación se  adelantarán  por  el  Tesoro;  y si  el  agra- 
vio no  resulta  justificado,  la  Corporación  reclamante 
los  reintegrará  en  el  término  de  un  mes,  á contar 
desde  la  resolución  del  expediente,  en  via  guberna- 
tiva, empleándose  la  ejecutiva  si  á ello  se  diese  lugar. 

Art.  15.  Si  no  resultare  justificado  el  agravio,  y 
la  comprobación  sobre  el  terreno  demostrara  oculta- 
ción, la  Corporación  reclamante  pagará  además  del 
cupo  que  tuviese  señalado,  el  que  corresponda  á la 
riqueza  oculta,  y otro  tanto  igual  en  concepto  de  peua. 

Art.  16.  Guando  un  Ayuntamiento,  Junta  peri- 
cial ó Comisiou  de  evaluación,  al  entablar  las  recla- 
maciones de  agravio,  expresen  sn  deseo  de  anticipar 
los  gastos  para  la  comprobación  sobre  el  terreno,  la 
Hacienda  nombrará  inmediatamente  ia  Comisión  de 
que  habla  el  art.  12,  y el  Tesoro  público  quedará 
sujeto  á reintegrar  los  gastos  que  se  causen,  si  resul- 
tase demostrado  el  agravio. 

Ei  reintegro  en  este  caso  se  verificará  por  1a  Ha- 
cienda en  el  término  de  un  mes  á contar  desde  la  re- 
solución dei  expediente  de  comprobación  en  vía  gu- 
bernativa con  cargo  al  cupo  de  contribución  de  la 
localidad,  y como  minoración  de  ingresos  del  mismo. 

Art.  17.  Los  expedientes  de  comprobación  sobre 
el  terreno  con  motivo  de  las  reclamaciones  de  agra- 
vios, se  resolverán  por  ei  Ministerio  de  Hacienda,  pré- 
vio  informe  de  la  Dirección  general  de  contribuciones. 

Art.  18.  El  Gobierno  adoptará  las  medidas  opor- 
tunas para  que  se  rectifiquen  las  cartillas  evaluatorias 
y se  formen  los  amillaramientos  de  la  riqueza  rústica. 

Art.  19.  El  pago  de  los  dos  últimos  años  de  con- 
tribución se  entiende  crédito  preferente  sobre  la  finca, 
y se  exigirá  íntegro  del  poseedor,  cualesquiera  que 
sean  las  trasmisiones  ocurridas. 

SECCION  SEGUNDA. 

Contribución  sobre  edificios  y solares. 

Art.  20.  Se  considerarán  sujetos  á la  contribución 
sobre  edificios  y solares: 

1. °  Los  edificios  destinados  á casa-habitacion. 

2. °  Los  destinados  á almacenes,  fábricas,  artefac- 
tos, tahonas,  molinos  aunque  sean  flotantes  sobre  bar- 
cas, labranza,  cria  de  ganados,  agricultura  ó cual- 
quiera otra  industria  ó granjeria. 

3. °  Los  establecimientos  fijos  para  puentes  ó para 
barcas  de  peaje  retribuido,  los  hórreos  y paneras  que 
no  formen  parte  integrante  de  otro  edificio. 

4. °  Los  solares  que  se  hallen  situados  dentro  de 


la  zona  de  edificación  de  las  poblaciones,  según  lo* 
planos  para  las  mismas,  á menos  que  se  destinen  de 
un  modo  permanente  ai  cultivo  y no  estén  adheridos 
y formando  parte  integrante  de  un  edificio,  en  cuyo 
caso  quedarán  sujetos  á la  contribución  sobre  la  pro- 
piedad rústica. 

5.°  Los  censos,  pensiones  y cualquier  otro  dere- 
cho de  análoga  naturaleza  que  afecten  á los  edificios 
ó solares  sujetos  á esta  contribución,  si  bien  no  figu- 
rarán en  el  reparto  para  la  misma,  debiendo  el  pro- 
pietario ó usufructuario  de  la  linca  exigir  ai  censua- 
lista el  lanío  por  ciento  de  contribución  que  le  co- 
rresponda. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  eu  el  párrafo  ante- 
rior, cuando  se  trate  de  censos,  pensiones  ó derechos 
análogos  establecidos  sobre,  edificios  exceptuados  en 
absoluto  de  aquella,  se  exigirá  directamente  de  los 
perceptores  de  dichos  censos  y cargas  la  corres pou- 
diente  tributación. 

Art.  21.  Disfrutarán  de  exención  absoluta  y per- 
manente: 

I. °  Los  templos  y capillas  destinados  al  culto  pu- 
blico. 

7.°  Los  cementerios,  siempre  que  no  produzcan 
renta  á la  asociación  ó dueños  particulares. 

3. °  Los  edificios  ocupados  por  Congregaciones  re- 
ligiosas debidamente  autorizadas  y por  Seminarios 
conciliares. 

4. °  Los  edificios,  huertos  y jardines  anejos  ai  tem- 
plo ó destinados  á ia  habitación  y recreo  de  los  pá- 
rrocos ú otros  ministros  de  la  Iglesia. 

5. °  Los  palacios  y demás  edificios  que  forman  el 
patrimonio  de  la  Corona,  con  arreglo  á la  ley  de  26 
de  Junio  de  1876,  siempre  que  no  estén  arrendados. 

6. °  Los  edificios  dei  Estado. 

7. °  Los  edificios  destinados  á hospicios,  hospita- 
les, cárceles,  casas  de  corrección  ó de  beneficencia 
provincial  y local,  y á pósitos,  siempre  que  no  pro- 
duzcan á sus  dueños  particulares  alguna  renta,  pueb 
eu  otro  caso  contribuirán  éstos  por  lo  que  les  corres- 
ponda. 

8. °  Los  edificios  de  propiedad  común  de  los  pue- 
blos, siempre  que  uo  produzcan,  ó comparativamente 
con  otros  de  la  misma  ó semejante  ciase  no  puedan 
producir  una  renta  en  favor  de  la  comunidad  del 
pueblo. 

9. °  Los  edificios  que  adquiera  ó construya  ia  Aso- 
ciación titulada  «La  Constructora  benéfica»  con  des- 
tino al  objeto  de  su  fundación,  mientras  no  pasen  á 
ser  propiedad  particular  de  otras  personas. 

10.  Los  terrenos  ocupados  por  calles  y plazas. 

I I.  Los  edificios  enclavados  eii  terrenos  que  ocu- 
pen las  líneas  de  ferro-carriles,  ya  sean  generales  ó 
trasversales,  inclusos  ios  que  se  destinen  á estacio- 
nes, fondas,  almacenes  ó cualquiera  otro  servicio  in- 
dispensable para  la  explotación  de  dichas  vías. 

12.  Las  casas  de  propiedad  de  los  Gobiernos  ex- 
tranjeros habitadas  por  los  embajadores  ó legaciones, 
siempre  que  en  sus  respectivos  países  se  acuerde 
igual  exención  á las  casas  dei  Estado  español  habita- 
das por  embajadores  ó ministros. 

13.  Las  chozas,  las  cuevas  y otros  albergues  si- 
tuados en  despoblado  para  servir  de  abrigo  á los  guar- 
das y.  pastores,  ó destinados  exclusivamente  á usos 
agrícolas  y no  á habitación,  si  están  afectas  á ñucas 
que  satisfagan  lacontribucion  sobre  la  riqueza  rústica. 

Art.  22.  Disfrutarán  de  exenciou  temporal  y par- 
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cial  los  edificios  durante  el  tiempo  de  su  construc- 
ción ó reedificación. 

Art.  23.  Los  ediücios  construidos  en  colonias 
agrícolas  se  regirán  por  las  disposiciones  relativas  á 
las  mismas. 

Art.  24.  Con  respecto  á las  fincas  situadas  en  el 
ensanche  de  las  poblaciones  regirá  la  ley  de  22  de 
Diciembre  de  187(5. 

Art.  25.  Corresponderá  exclusivamente  al  Minis- 
tro de  Hacienda  ó sus  delegados  hacer  las  declara- 
ciones para  eximir  ó aminorar  la  contribución  sobre 
los  edificios  y solares. 

Art.  26.  Servirá  de  base  para  la  imposición  de  la 
contribución  sobre  edificios  y solares  la  renta  liquida 
que  produzcan  ó sean  susceptibles  de  producir  los 
bienes  sujetos  á la  misma,  la  cual  se  obtendrá  dedu- 
ciendo de  la  renta  total  la  cuarta  parte  por  huecos  y 
reparos  en  los  edificios  destinados  á viviendas,  y la 
tercera  parte  en  los  destinados  á alguna  industria. 

Art.  27.  La  renta  de  los  solares  sometidos  ai  pago 
de  esta  contribución,  se  apreciará  teniendo  presente 
su  valor  en  venta,  y Lomando  como  base  para  deter- 
minar sus  productos  el  1 por  1 00  en  poblaciones  me- 
nores de  20.000  almas;  el  2 por  100  en  las  que  Leu- 
gande  20.001  a 100.000,  y el  3 por  100  en  las  de 
1 00.001  en  adelante. 

Art.  28.  Para  los  efectos  de  esta  contribución  solo 

computará  como  renta  imponible  á los  edificios 
destinados  á la  industria  la  que  represente  la  parte 
material  de  los  mismos,  sin  tener  en  cuenta  las  má- 
quinas y artefactos. 

Art.  29.  La  ley  de  presupuestos  fijará  anualmente 
el  tan  Lo  por  ciento  con  que  ha  de  ser  gravada  la  renta 


liquida  de  la  propiedad  sujeta  á la  contribución  de 
edificios  y el  aumento  por  recaudación. 

Art.  30.  El  señalamiento  de  la  contribución  sobre 
edificios  y solares  se  hará  con  sujeción  á las  reglas 
siguientes: 

i."  Los  propietarios  de  edificios  y solares  presen- 
tarán cada  cinco  años  por  duplicado  y antes  del  l.°  de 
Febrero  en  las  Administraciones  de  contribuciones  y 
rentas  por  lo  relativo  á los  pueblos  del  partido  de  la 
capital,  v en  las  Administraciones  subalternas  de  Ha- 
cienda cuando  se  trate  de  los  pueblos  de  su  distrito, 
relaciones  juradas  comprensivas  de  dichos  bienes  y 
desús  rentas  totales  en  cuanto  se  refiere  á los  edifi- 
cios, y de  su  valor  en  lo  tocante  á los  solares.  En  los 
otros  cuatro  años  del  quinquenio  presentarán  solo 
relación  de  las  alteraciones  sufridas. 

Si  el  contribuyente  no  presentare  antes  del  l.° 
de  Febrero  de  cada  quinquenio  la  relación  á que  se 
r diere  la  regla  anterior,  la  Administración  fijará  la  ri- 
queza imponible,  sin  que  contra  su  decisión  pueda  en- 
tablar el  interesado  reclamación  alguna  en  aquel  año. 

Las  Administraciones  de  contribuciones  y reu- 
tas y las  Administraciones  subalternas  de  Hacienda 
respectivamente,  formarán  por  duplicado  el  registro 
de  fincas,  en  el  que  anotarán  cada  año  las  alteracio- 
nes sufridas.  Uno  de  los  ejemplares  formados  por  las 
Administraciones  subalternas  se  remitirá  á la  de  con- 
tribuciones y rentas  de  la  provincia. 

4.  Se  hará  constar  en  los  registros  lo  que  resulte 
respecto  al  valor  en  renta,  venta  y extensión  de  cada 
tinca  en  ios  documentos  presentados  á la  liquidación 
del  impuesto  de  derechos  reales. 

^ En  vista  de  los  registros  formados  por  las 
declaraciones  de  los  interesadus,  de  los  datos  á que 


se  refiere  la  regla  anterior  y de  los  demás  anteceden 
les  que  la  Administración  pueda  reunir,  las  Adminis- 
traciones (le  contribuciones  y rentas  y subalternas 
de  Hacienda  fijarán  el  líquido  imponible  que  á cada 
finca  corresponda,  notificándolo  á los  interesados;  en- 
tendiéndose que  esa  declaración  regirá  durante  todo 
ol  quinquenio,  sin  perjuicio  de  las  modificaciones  de- 
ducidas de  las  alteraciones  de  que  den  parte  los  due- 
ños ó propietarios  ó resulten  de  comprobaciones  he- 
chas por  la  Administración. 

6. a  Las  Administraciones  <le  contribuciones  y ren- 
tas en  las  provincias  remitirán  á la  Dirección  gene- 
ral de  contribuciones,  antes  del  15  de  Mayó,  un  re- 
sumen por  Ayuntamientos  de  los  «Registros  de  fin- 
cas,» y darán  cuenta  anualmente  de  las  alteraciones 
que  el  mismo  haya  sufrido. 

7. °  Las  Administraciones  de  contribuciones  y ren- 
tas y las  subalternas  de  Hacienda  señalarán  la  cuota 
individual  con  arreglo  al  tanto  por  cierto  fijado  en  la 
ley  de  presupuestos. 

Art.  31.  Contra  la  determinación  de  la  riqueza 
imponible  hecha  por  las  Administraciones,  se  podrá 
entablar  recurso  de  agravio  ante  el  delegado  de  Ha- 
cienda, en  el  plazo  de  quince  dias,  contados  desde  la 
notificación  del  respectivo  acuerdo,  en  cuyo  caso  se 
traerán  al  expediente  todos  los  datos  y antecedentes 
que  en  el  registro  de  fincas  y en  las  Administraciones 
obren,  y se  procederá  á la  comprobación  de  la  finca 
ó fincas  objeto  de  la  reclamación,  practicándose  un 
reconocimiento  por  los  peritos  designados  por  la  Ad- 
ministración y el  particular,  y por  un  tercero  en  caso 
de  discordia,  designado  por  la  Autoridad  judicial. 

En  vista  de  todo,  dictará  su  fallo  el  delegado,  del 
que  se  podrá  apelar  al  Ministerio  en  el  término  de  un 
mes,  y contra  su  acuerdo  procederá  la  vía  contenciosa. 

Art.  32.  Contra  el  señalamiento  de  la  cuota  indi- 
vidual hecha  por  las  Administraciones  de  contribu- 
ciones y subalternas  de  Hacienda,  procederá  recurso 
de  agravio  ante  el  delegado  de  la  provincia,  en  el 
plazo  establecido  por  el  artículo  anterior,  y la  resolu- 
ción del  delegado  será  definitiva  en  la  vía  guberna- 
tiva, procediendo  contra  ella  únicamente  la  reclama- 
ción contenciosa. 

La  interposición  de  ios  recursos  contra  el  acuerdo 
de  los  delegados,  á que  se  refieren  este  artículo  y el 
anterior,  no  suspenderán  la  ejecución  del  mismo,  te- 
niendo solo  efecto  devolutivo. 

Art.  33.  Los  gastos  que  ocasione  la  comprobación , 
se  anticiparán  por  el  Tesoro;  y si  el  agravio  no  resul- 
tare justificado,  el  particular  hará  el  reintegro  de 
aquellos  en  el  término  de  un  mes,  contando  desde  la 
resoluciou  del  expediente  en  vía  gubernativa,  em- 
pleándose para  su  exacción,  caso  necesario,  los  me- 
dios coercitivos  establecidos  para  el  cobro  de  contri- 
buciones. 

Art.  34.  Si  de  la  comprobación  resultase,  oculta- 
ción de  utilidad  líquida  imponible,  se  impondrá  al 
dueño  de  la  finca  una  multa  del  triplo  de  la  contri- 
bución que  á la  ocultación  correspondiera. 

Art.  35.  Si  por  las  gestiones  administrativas  ó 
por  denuncias  particulares  se  comprobase  la  oculta- 
ción de  una  finca  para  el  pago  del  impuesto,  la  Ad- 
ministración señalará  la  contribución  que  ia  misma 
deba  pagar,  sin  que  contra  su  resolución  proceda  re- 
curso alguno  en  aquel  año. 

Además  se  impondrá  la  multa  del  triplo,  corres- 
pondiente á la  ocultación. 
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Al  t.  30.  La  Administración  podrá  acordarla  com- 
probación del  valor  y renta  declarados  por  el  dueño 
de  una  finca,  siempre  que  por  los  datos  que  obren  en 
su  poder  crea  deficiente  la  riqueza  líquida  manifes- 
tada. 

Art.  37.  El  pago  de  ios  dos  últimos  años  de  con- 
tribución se  entiende  crédito  preferente  sobro  la  finca, 
y se  exigirá  íntegro  del  poseedor  cualesquiera  que 
sean  las  trasmisiones  ocurridas. 

SECCION  TERCER  A. 

Impuesto  sobre  la  ganadería. 

Art.  38.  Estará  sujeta  al  ¡mpuesLo  sobre  la  gana- 
dería toda  la  riqueza  de  dicha  clase,  excepto  la  que 
figure  en  las  matrículas  de  la  contribución  industrial. 

Art.  39.  El  señalamiento  de  dicho  impuesto  se 
liará  sobre  la  unidad,  según  su  clase  y el  uso  á que 
esté  destinada,  con  arreglo  á la  tarifa  provisional  que 
acompaña  A esta  ley. 

Art.  40.  La  cuota  que  se  señala  á cada  unidad 
para  el  pago  de  este  impuesto,  se  entenderá  íntegra, 
y por  consiguiente,  no  se  admitirá  durante  el  año  eco- 
nómico baja  alguna,  cualquiera  que  sea  el  concepto 
en  que  intente  fundarse. 

Art.  41.  Las  trasmisiones  de  propiedad  en  la  ga- 
nadería no  producirán  cambio  de  contribuyente  du- 
rante el  año  económico  en  que  se  realicen. 

Art.  42.  La  fijación  de  la  capacidad  contributiva, 
ó sea  del  número  de  las  cabezas  de  ganado  sujetas  al 
impuesto,  se  verificará  por  el  resultado  que  arrojen 
las  declaraciones  juradas  de  los  dueños,  comprobadas 
por  la  Administración. 

Art.  43.  Las  declaraciones  se  presentarán  cada 
cinco  años  por  duplicado,  antes  de  l.°  de  Fecrero,  en 
las  Administraciones  de  provincia  y de  partido,  las 
cuales  procederán  á su  comprobación  por  los  medios 
que  el  reglamento  determine,  y fijarán  la  suma  con 
(pie  debe  contribuir  cada  interesado.  En  los  otros 
cuatro  años  del  quinquenio  solo  se  declararán  los  au- 
mentos ó bajas. 

Art.  44.  Contra  el  señalamiento  liecbo  por  ios  ad- 
ministradores podrán  reclamar  de  agravio  los  parti- 
culares perjudicados,  acudiendo  al  delegado  de  la 
jirovincia,  dentro  de  los  quince  dias  siguientes  á la 
notificación  del  acuerdo;  y contra  la  resolución  del 
delegado,  que  será  definitiva  en  la  vía  gubernativa,  no 
procederá  más  que  el  recurso  contencioso,  cuya  in- 
terposición no  suspenderá  en  ningún  caso  el  cumpli- 
miento del  acuerdo  del  delegado. 

Art.  45.  Las  ocultaciones,  cualquiera  que  sea  la 
época  en  que  se  descubran,  serán  castigadas  con  mul- 
tas equivalentes  al  triplo  de  la  cuota  de  tarifa.  Si  se 
descubrieran  por  denuncia  particular,  la  multa,  con 
disminución  de  la  cuota  correspondiente  A cada  una 
de  las  unidades  ocultas  que  pertenece  al  Tesoro,  se 
entregará  al  denunciador. 

Art.  46.  Los  que  no  presentasen  sus  relaciones 
antes  de  l.°  do  Febrero  contribuirán  por  lo  que  re- 
sulte en  el  padrón  del  quinquenio  anterior,  y un  15 
por  100  de  aumento,  sin  perjuicio  de  elevar  esta 


cuota  si  asi  resultase  de  la  comprobación,  sin  que  en 
caso  alguno  pueda  ser  menor;  entendiéndose  que  el 
particular  que  se  halle  en  dicho  caso  no  podrá  recla- 
mar de  agravio  contra  el  acuerdo  de  la  Adminis- 
tración. 

Art.  47.  Se  formarán  dos  registros  generales  de 
ganados:  un  ejemplar  quedará  en  la  Administración 
subalterna  de  Hacienda,  y otro  en  la  de  contribucio- 
nes y rentas  de  la  provincia,  por  la  que  se  formará  y 
remitirá  el  resúmen  á la  Dirección  general  del  ramo. 

Art.  48.  La  cobranza  de  est(3  impuesto  estará  á 
cargo  de  la  Dirección  general  de  contribuciones  y so 
verificará  en  cuatro  plazos  iguales,  en  las  épocas  y 
por  los  procedimientos  establecidos  para  el  cobro  de 
las  contribuciones. 

DISPOSICIONES  GENERALES. 

Art.  49.  Las  cuotas  correspondientes  á la  propie- 
dad rústica,  de  edificios  y solares,  y pecuaria,  no  po- 
drán recargarse  con  cantidades  adicionales  para  gas 
los  provinciales  y municipales. 

Art.  50.  Los  Juzgados  y Tribunales  no  admitirán 
á las  personas  obligadas  al  pago  de  las  contribucio- 
nes é impuestos  á que  esta  ley  se  refiere,  reclamación 
que  tenga  por  objeLo  hacer  efectivo  alguno  de  los  de- 
rechos de  propiedad  ó posesión  sobre  las  diferentes  ri- 
quezas en  la  misma  ley  comprendidas,  si  previamente 
no  se  acredita  su  inscripción  en  el  registro  corres- 
pondiente y el  pago  de  la  contribución  por  medio  del 
oportuno  recibo  talonario. 

Art.  51.  Por  el  Ministerio  de  Hacienda  se  dicta- 
rán los  reglamentos  y disposiciones  necesarias  parad 
planteamiento  de  esta  ley,  ordenándose  cuanLo  sea 
oportuno  para  el  más  pronto  y mejor  resultado  de  la 
misma. 

Madrid  12  de  Marzo  de  1 887.=El  Ministro  de  Ha- 
cienda, J.  López  Puigcervcr. 

IMPUESTO  ESPECIAL  SOBRE  LA  GANADERIA 


Tarifa  de  la  cuota  íntegra  á cada  cabeza  de  ganado 
según  su  clase  y el  uso  á que  está  destinada. 


CLASE  DE  GANADO. 

Cuota  íntegra 
por  cabeza. 

Pías,  cdnts. 

Vacuno 

3‘00 

Cahallar  v vefrnar . 

4‘00 

Molar 

ó‘00 

roo 

De  cerda 

3‘50 

Lanar 

U'  75 

Cabrío 

0‘50 

Camellos 

6*00 

Pies  de  colmena. 

0‘25 

Palomares  (el  par) 

0‘06 

Toros  de  plaza 

50‘00 

Madrid  12  de  Marzo  de  1887.=E1  Ministro  de  H;i- 
cienda,  J.  López  Puigcerver. 
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DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  BE  CORTES 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


IHclámen  de  la  Comisión  ( reproducido ),  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  la 

constitutiva  del  ejército. 


AL  CONGRESO. 

Organizar  las  instituciones  militares  en  forma  tan 
acabada  y perfecta  como  los  adelantos  del  arte  de  la 
guerra  exigen  y los  recursos  del  país  consienten,  y 
satisfacer  en  la  medida  de  lo  posible  las  legítimas  as- 
piraciones del  ejército,  es  una  necesidad  imperiosa 
uuáuimemcnte  sentida. 

A cumplirla  vienen  consagrándose  con  empeño 
solícito  los  Parlamentos  y los  Gobiernos;  y la  ley  cons- 
titutiva promulgada  en  1878,  la  organización  decre- 
tada en  1882,  la  ley  creando  la  escala  de  reserva,  las 
de  reclutamiento  y reemplazo  dictadas  desde  1875 
hasta  la  fecha  y la  provisional  de  retiros,  ponen  de 
maniílesto  la  patriótica  y tenaz  constancia  con  que  se 
persigue  tan  importante  fin. 

Pero  no  está  resuelto  todavía  este  problema,  que 
por  lo  complejo  de  sus  términos,  y lo  arduo,  compli- 
cado y grave  de  su  desarrollo,  exigía  que  se  tuvieran 
en  cuenta  la  acción  del  tiempo  y las  enseñanzas  de  la 
experiencia. 

Por  eso,  las  reformas  hedías  hasta  hoy,  aunque 
dignas  de  aplauso  y elogio,  no  pueden  ser  considera- 
das sino  como  punto  de  partida  para  la  realización  de 
nuevos  y más  trascendentales  progresos  que  el  bien 
de  la  Patria  y los  clamores  de  la  opiuioii  demandan 
ya  con  urgencia. 

Ha  llegado  el  momento  de  dar  cima  á esta  obra 
nacional,  en  la  que  se  interesan  con  la  misma  recti- 
tud de  propósilos  é igual  alteza  de  miras,  todos  los 
partidos  políticos;  y comprendiéndolo  así  el  Gobierno 
de  $.  \l.,  ha  sometido  á la  aprobación  de  las  Córtes 
un  proyecto  de  ley  constitutiva  del  ejército. 

La  Comisión  nombrada  para  examinarla  y emitir 
dictamen,  ha  empleado  en  el  estudio  de  tan  impor- 
tante asunto  la  actividad  y el  celo  que  le  imponian  i 


los  consejos  de  su  patriotismo  y la  confianza  que  la 
Cámara  depositó  en  ella. 

Con  ánimo  desapasionado,  con  imparcial  y sereno 
espíritu,  consagró  las  fuerzas  todas  de  su  voluntad  al 
cumplimiento  del  honroso  y difícil  cargo  recibido; 
oyó,  con  la  atención  y el  detenimiento  que  merec ian 
las  observaciones  que  algunos  Sres.  Diputados  se  sir- 
vieron exponer,  y de  acuerdo  con  ei  Gobierno,  ha  in- 
troducido en  el  proyecto  algunas  innovaciones  que, 
sin  alterar  las  bases  fundamentales  del  mismo,  acla- 
ran, concretan  y determinan  principios  en  él  consig- 
nados. 

La  Comisión  renuncia  la  tarea  de  justificar  las 
alteraciones  introducidas,  segura  de  que  en  el  curso 
del  debate  ha  de  tener  propicia  ocasión  de  hacerlo; 
pero  le  importa  dejar  consignado  que,  eu  su  sentir,  ei 
proyecto  de  ley  constitutiva  del  ejército  responde  á 
las  exigencias  de  los  tiempos  modernos,  pone  eficaz 
remedio  á males  harto  notorios  y lamentados,  inau- 
gura una  nueva  era  en  la  vida  del  ejército  y satisface 
cumplidamente  los  fueros  de  la  justicia  y las  aspira- 
ciones del  país. 

Fundada  en  estas  consideraciones,  la  Comisión 
tiene  la  honra  de  someter  ála  aprobación  del  Congreso 
el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY  CONSTITUTIVA  DEL  EJÉRCITO 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Artículo  l.°  El  ejército  constituye  una  institu- 
ción nacional  regida  por  leyes  y disposiciones  espe- 
ciales, y cuyo  íiu  principal  es  mantener  la  indepen- 
dencia é integridad  de  la  Patria  y ei  imperio  de  la 
I Constitución  y las  leyes. 
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Art.  2.®  El  Rey,  con  arreglo  á la  ConstiLucion  del 
Estado,  tiene  el  mando  supremo  del  ejército  y de  la 
armada,  dispone  de  las  fuerzas  de  mar  y tierra,  y 
concede  los  ascensos  y recompensas  militares. 

La  organización  del  ejército  corresponde  ai  Rey, 
mediante  su  gobierno  responsable  y dentro  de  la  pre- 
sente ley,  de  la  de  presupuestos  y de  las  que  fijen  cada 
ano  la  fuerza  militar  permanente. 

Arl.  3.°  El  mando  militar  de  las  fuerzas  del  ejér- 
cito se  extiende  á todo  el  personal  y material  de  es- 
tas, íí  la  dirección,  gobierno,  policía  y administración 
de  los  servicios  en  Lodos  los  ramos  que  afecten  á las 
mismas,  y con  arreglo  á las  disposiciones  legales;  al 
ejercicio  de  la  jurisdicción  de  Guerra  correspondiente 
y ¿i  las  funciones  que  marquen  las  leyes  á la  autori- 
dad militar  en  el  territorio  donde  se  ejerza. 

Art.  4.°  Ei  Ministro  de  la  Guerra  continúa  en- 
tendiendo en  cuanto  concierne  A la  organización  y 
gobierno  del  ejército  y de  los  servicios  militares,  es  - 
tando  á su  cargo  la  administración  y dirección  su- 
periores del  mismo. 

Puede  tener  a sus  inmediatas  órdenes  un  número 
de  oficiales  generales,  que  no  excederá  de  seis,  para 
ejercer  la  inspección  extraordinaria  de  las  tropas  y 
plazas  de  guerra,  desempeñar  las  comisiones  del  ser- 
vicio que  se  les  confíen,  y dedicarse  á los  estudios, 
trabajos  y experiencias  cuya  iniciativa  se  reserve  el 
Ministro. 

Art.  5.°  Habrá  un  Consejo  Supremo  do  Guerra  y 
Marina  presidido  por  un  capitán  ó teniente  general,  y 
compuesto  en  la  proporción  conveniente  do  oficiales 
generales  y consejeros  togados  del  ejército  y armada. 
Esté  Consejo  tendrá  á su  cargo  la  administración  de 
justicia  como  Supremo  Tribunal  del  ejército  y de  la 
marina,  será  Asamblea  de  las  Ordenes  de  San  Fer- 
nando, San  Hermenegildo,  la  que  por  esta  ley  se  crea, 
y la  del  Mérito  militar,  é informará  además  al  Minis- 
tro de  la  Guerra  y al  de  Marina  acerca  de  todos  aque- 
llos asuntos  de  justicia  militar  que  lo  consulten. 

Art.  6.°  Con  el  nombre  de  Junta  superior  con- 
sultiva de  Guerra  habrá  una  Corporación  compuesta 
de  oficiales  generales  y sus  asimilados,  con  el  perso- 
nal auxiliar  indispensable. 

Será  su  misión  informar  al  Ministro  respecto  á 
lodos  los  asuntos  de  carácter  militar  que  le  consulte, 
por  no  ser  de  la  exclusiva  competencia  de  otras  Cor- 
poraciones, y principalmente  sobre  aquellos  que  se 
relacionen  con  las  materias  siguientes: 

Organización  del  ejército  y sus  reservas. 

Planes  de  movilización  y campana. 

Defensa  del  territorio  y armamento  de  las 
plazas. 

Instrucción  del  personal  de  oficiales  y sus  asimi- 
lados, clasificación  de  aptitud  del  mismo,  expedientes 
para  su  separación  dei  ejército,  invalidación  de  notas 
en  las  hojas  de  servicios  y recompensas. 

Reglamentos  tácticos  y disposiciones  orgánicas, 
referentes  á todos  los  servicios  del  ramo  de  Guerra. 

Reclutamiento  y reemplazo  del  ejército. 

Remontas  y requisición  militar. 

Mientras  no  se  establezca  una  Junta  ó Tribunal 
para  entender  en  la  clasificación  de  los  derechos 
pasivos  de  todas  las  clases  del  Estado,  una  Sección 
especial  de  la  citada  Junta  consultiva  se  ocupará 
exclusivamente  en  la  declaración  de  los  derechos 
de  retiro  y de  Montepío  á que  tengan  opcion  los 
militares,  sus  viudas  y huérfanos,  en  la  de  los  pre- 


mios de  constancia  y demás  pensiones  ordinarias  ó 
extraordinarias  que  las  leyes  y reglamentos  con- 
cedan. 

Art.  7.°  La  Sección  do  Guerra  y Marina  del  Con- 
sejo de  Estado  entenderá  é informará,  sin  perjuicio 
de  las  funciones  que  le  corresponden  como  parte  del 
mismo,  en  aquellos  asuntos  que  no  siendo  de  la  com- 
petencia exclusiva  del  Consejo  de  Guerra  y Marina 
ni  del  conocimiento  de  la  Junta  superior  consultiva 
se  relacionen  con  la  administración  del  Estado  y la 
aplicación  de  las  leyes  de  carácter  militar,  ó sean 
materia  propia  de  los  reglamentos  necesarios  para 
aplicarlas. 

Art.  8.°  Los  Reales  decretos  relativos  al  cum- 
plimiento de  las  leyes  militares  serán  propuestos  al 
Rey  y refrendados  por  el  Ministro  de  la  Guerra,  con- 
forme previene  el  art.  54  de  la  Constitución  del  Es- 
tado; y su  inobservancia  ó infracción  constituirá  cu 
todo  tiempo  un  caso  de  responsabilidad  para  el  in- 
fractor. 

Ei  Ministro  de  la  Guerra  adoptará  por  medio  de 
Reales  órdenes  las  disposiciones  de  carácter  técnico 
y administrativo  conducentes  á la  aplicación  de  las 
leyes  ó.  Reales  decretos,  así  como  todas  aquellas  que 
sean  necesarias  para  la  dirección,  gobierno  y admi- 
nistración del  ejército  en  sus  diversos  ramos. 

Art.  9.°  Los  empleos  y recompensas  correspon- 
dientes á los  oficiales  generales  del  ejército  y sus  asi- 
milados los  concede  el  Rey,  con  arreglo  á las  leyes 
y reglamentos,  á propuesta  del  Ministro  de  la  Guerra 
y mediante  Real  decreto. 

En  igual  forma  se  conferirán  á las  citadas  clases 
los  cargos  que  deban  desempeñar,  bastando  la  Real 
órden  cuando  solo  se  trate  de  comisiones. 

Los  ascensos  reglamentarios. en  las  clases  de  ofi- 
ciales particulares  se  concederán  mediante  Real  ór- 
den,  pero  no  serán  válidos  los  empleos  y condecora- 
ciones que  se  obtengan  en  concepto  de  recompensa, 
si  no  consta  expresamente  la  Reai  aprobación. 

Los  escribientes,  maestros,  sobrestantes  y demás 
auxiliares  que  sirvan  en  los  cuerpos,  centros,  oficinas 
y establecimientos  militares,  obtendrán  sus  empleos, 
cargos  ó destinos  conforme  á sus  reglamentos  y por 
medio  de  credenciales  expedidas  de  Real  órden,  cuan- 
do sus  sueldos  lleguen  á 1.500  pesetas  anuales  ó ex- 
cedan de  esta  cantidad;  bastando,  si  son  inferiores,  el 
nombramiento  de  los  jefes  superiores  de  los  cuerpos 
ó establecimiento  en  que  sirvan  los  empleados  de  que 
se  trata. 

Art.  1 0.  Las  atribuciones,  deberes  y responsabi- 
lidades de  las  autoridades  militares,  las  obligaciones 
de  todas  las  clases  del  ejército  y las  funciones  pro- 
pias de  los  diversos  cargos  y comisiones  dei  servicio 
que  deben  desempeñar  los  generales,  jefes  y oficiales 
y sus  asimilados,  las  determinarán  las  Ordenanzas 
generales,  los  reglamentos  especiales  y las  disposi- 
ciones que  adopten,  dentro  de  las  prescripciones  le- 
gales, el  Ministro  de  ia  Guerra  ó los  jefes  superiores 
facultados  para  ello. 

Los  sueldos,  obvenciones  y derechos  pasivos  que 
segun  su  empleo  y situación  correspondan  á las  cita- 
das clases,  los  fijarán  las  leyes  de  presupuestos  y de 
retiros  y los  reglamentos  orgánicos  que  se  publiquen: 
entre  tanto  se  conservarán  en  vigor  las  disposiciones 
vigentes  acerca  de  estas  materias. 

Art.  11.  La  administración  de  justicia  en  el  ejér- 
cito se  regula  por  leyes  especiales. 
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Ds  la  división  territorial , mando  de  regiones  y distritos , 
y distribución  de  fuerzas. 

Art.  12.  La  extensión  superficial  do  la  Península 
So  dividirá  en  ci  número  de  regiones  que  aconsejen 
las  necesidades  del  servicio,  y exija  la  nueva  organi- 
zación de!  ejército,  subdividiéndose  dichas  regiones 
en  las  zonas  militares  que  reclamen  el  ordenado  re- 
clutamiento de  las  tuerzas  y la  rápida  movilización 
de  los  respectivos  contingentes. 

Las  islas  Baleares,  Canarias,  Cuba,  Puerto-Rico  y 
Filipinas  constituirán  ios  cinco  actuales  distritos  mi- 
litares, formándose  un  sexto  distrito  con  los  territo  - 
rios de  la  costa  septentrional  de  Africa.  Estos  distri- 
tos se  dividirán  del  modo  que  convenga  á la  defensa 
del  país,  buena  organización  de  los  servicios  y reclu- 
tamiento, movilización  y demás  atenciones  de  carác- 
ter militar. 

Art.  13.  En  cada  una  de  las  regiones  se  situará 
de  ordinario  un  cuerpo  de  ejército,  compuesto  de  las 
divisiones,  brigadas,  regimientos  y secciones  armadas 
que  requiera  la  organización  /reclutándose  el  personal 
necesario  á estas  unidades  en  las  zonas  militares  de 
la  misma  región. 

Las  fuerzas  orgánicas  de  un  cuerpo  do  ejército  se 
destacarán  cuando  sea  preciso  para  guarecer  los  dis- 
tritos militares  de  Baleares,  Canarias  y costa  de  Afri- 
ca, y en  casos  excepcionales  los  regimientos  ó seccio- 
na que  se  recluten  en  una  región  podrán  prestar  sus 
servicios  en  cualquiera  de  las  otras. 

Las  tropas  que  formen  las  guarniciones  de  los  seis 
distritos  militares  no  se  reunirán  en  brigadas  y divi- 
siones sino  en  el  caso  extremo  de  tener  que  ejercer 
una  acción  militar  especial  en  puntos  alejados  de  las 
respectivas  autoridades  territoriales. 

Art.  14.  Cada  región  estará  mandada  por  un  ca- 
pitán general  de  ejército  ó un  teniente  general  que 
llevará  el  título  de  capitán  general  de  la  región  y co- 
mandante en  jefe  del  cuerpo  de  ejército,  asumiendo 
en  si  el  mando  de  éste  y ei  cargo  de  autoridad  supe- 
rior jurisdiciconai  en  ei  territorio  de  la  región. 

Al  frente  de  cada  distrito  militar  habrá  un  capi- 
tán general  de  cualquiera  de  las  categorías  indicadas, 
y á él  corresponde  el  mando  superior  de  las  tropas  y 
el  ejercicio  de  la  autoridad  jurisdiccional  del  terri- 
torio. 

Art.  15.  Con  el  título  de  segundo  cabo  residirá 
en  cada  región  ó distrito  un  general  de  división,  ei 
cual,  á la  vez  que  desempeña  las  funciones  de  juris- 
dicción territorial  que  le  delegue  el  capitán  general, 
será  el  comandante  general  de  las  fuerzas  de  segunda 
reserva  é inspector  permanente  del  personal  y mate- 
rial de  éstas. 

Sustituirá  ai  capitán  general  en  ausencias  ó en- 
fermedades; pero  en  las  regiopes  tomará  el  mando 
uc  las  tropas  el  general  de  división  más  antiguo  en 
reemplazo  del  comandante  en  jefe. 

Cuando  esto  salga  de  la  región  con  el  cuerpo  de 
percho  á sus  órdenes,  quedará  encargado  de  la  Capí- 
ama  general  el  segundo  cabo,  en  tanto  se  nombra  el 
tomento  general  que  deba  desempeñarla  en  propiedad. 

Art.  10.  L03  segundos  cabos  serán  gobernadores 
putares  de  las  provincias  en  que  residan  y de  las 
plazas  de  guerra  que  ocupen. 

Ronde  no  residan  estas  autoridades  se  nombrarán 
ípnerales  de  división,  con  cargo  expreso  para  el  man- 
0 ^ Principales  plazas  de  guerra,  si  las  hubiese, 


y Gobiernos  militares  de  sus  provincias,  destinando  á 
sus  órdenes,  solo  para  el  servicio  militar  de  dichas 
plazas,  las  tropas  que  sean  absolutamente  necesarias. 

En  las  capitales  de  provincia  que  no  sean  plazas  de 
guerra  ejercerán  el  gobierno  militar  de  ellas  los  mis- 
mos generales  de  las  tropas  que  las  ocupen,  depen- 
diendo unos  y otros  de  ios  capitanes  generales  del 
distrito  ó comandante  en  jefe  de  la  región  en  que  las 
provincias  se  hallan  enclavadas.  En  los  distritos  don- 
de no  exista  organización  divisionaria  se  nombraran 
expresamente  generales  para  estos  gobiernos. 

En  las  demás  capitales  do  jirovincia  donde  no  re- 
sidan con  mando  oficiales  generales , recaerá  ei  go- 
bierno de  las  mismas  en  el  coronel  jefe  de  la  zona 
respectiva,  ó en  el  que  resulte  más  caracterizado  de 
ios  que  tengan  su  destino  en  ella. 

En  los  pueblos  en  que,  por  circunstancias  espe- 
ciales, convenga  establecer  alguna  autoridad  local 
militar,  se  nombrará,  según  su  importancia,  de  la 
clase  de  jefe  ó capitán. 

Art.  17.  Las  divisiones  y brigadas  estarán  manda- 
das por  generales  de  las  respectivas  categorías;  pero 
en  casos  especiales  y justificados  podrá  darse  comi- 
sión á los  generales  de  brigada  para  mandar  divisio- 
nes y á los  coroneles  para  mandar  brigadas. 

Las  Capitanías  generales  de  Baleares,  Canarias  y 
costa  de  África  podrán  ser  desempeñadas  en  algún 
caso  por  generales  de  división,  y el  cargo  de  segundo 
cabo  de  las  mismas  por  generales  de  brigada. 

Art.  18.  Los  mandos  superiores  que  requieran 
para  su  desempeño  competencia  especial , como  son 
los  de  artillería  é ingenieros,  se  confiarán  á generales 
que  hayan  sido  coroneles  de  estos  cuerpos. 

Del  reclutamiento  y reemplazo  del  ejército. 

Art.  10  El  servicio  general  militar  es  obligato- 
rio para  todos  los  españoles,  desde  que  cumplen  20 
años  de  edad  sin  que  ninguno  pueda  excusarse  de 
prestarlo  en  paz  ó en  guerra  con  las  armas  en  la 
mano,  mientras  tengan  aptitud  para  manejarlas. 

El  contingente  necesario  para  las  atenciones  de 
cada  año  se  fijará  por  medio  de  una  ley. 

Art.  20.  duración  del  servicio  será  de  doce 
años  en  la  Península  é Islas  adyacentes,  y de  ocho  en 
los  ejércitos  destinados  d Ultramar. 

De  los  doce  años  Lres  se  servirán  en  filas  y cua- 
tro en  la  primera  reserva,  ó sea  reserva  activa  de  los 
cuerpos,  la  cual  se  incorporará  á estos  al  primer  aviso 
de  las  Autoridades  ó del  Ministerio  de  la  Guerra. 

Los  otros  cinco  años  se  extinguirán  en  los  cuer- 
pos de  la  segunda  reserva  que  en  tiempo  de  paz  po- 
drán ser  armados  y movilizados  para  ejercicios  y 
asambleas  durante  un  mes  cada  año.  En  época  ex- 
traordinaria ó de  guerra  se  movilizarán  también  es- 
tos cuerpos,  y se  incorpararán  al  ejército  por  ei  tiempo 
que  sea  necesario  mediante  una  ley  si  están  abiertas 
las  Cortes,  ó cu  caso  contrario  por  disposición  del 
Gobierno. 

Los  que  vayan  destinados  á Ultramar  servirán 
cuatro  años  en  los  cuerpos  activos  de  aquellos  terri- 
torios, y podrán  regresar  á la  Península  á servir  los 
otro  cuatro  en  la  segunda  reserva. 

Art.  21.  Solo  se  admitirá  la  sustitución  á aque- 
llos que  les  toque  la  suerte  de  servir  en  los  ejércitos 
que  residan  en  Ultramar,  poro  los  sustituidos  ingre- 
sarán en  la  reserva  uotivu  del  ejército  de  la  Península 
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por  el  tiempo  y con  las  obligaciones  consignadas  en 
el  artículo  anterior. 

Art.  22.  Los  individuos  de  la  reserva  activa  po- 
drán, prévia  licencia  de  sus  jefes,  viajar  por  la  Penín- 
sula y el  extranjero,  y variar  de  domicilio  dentro  de 
España,  avisándolo  préviamente  á aquellos  para  los 
electos  de  organización. 

Los  individuos  de  la  segunda  reserva  viajarán  por 
España  y el  extranjero  sin  limitación  alguna,  y po- 
drán, como  ios  de  la  primera,  variar  de  residencia, 
pero  dando  de  todo  prévio  conocimiento  á sus  jefes 
por  si  las  circunstancias  exigieran  que  se  les  negase 
1 1 autorización  para  ausentarse  del  país. 

Art.  23.  Los  individuos  de  tropa  del  ejército  que 
se  hallen  sirviendo  con  las  armas  en  la  mano,  ó con 
licencia,  no  podrán  contraer  matrimonio  hasta  un 
año  después  de  haber  ingresado  en  la  reserva  activa. 

Eos  pertenecientes  á la  segunda  reserva  podrán 
casarse  libremente  y hacer  votos  y recibir  órdenes 
sagradas,  acudiendo  no  obstante  á su  puesto  en  ñlas 
en  caso  de  guerra. 

Art.  24.  Los  mozos  que  cumplidos  18  anos,  y sin 
llegar  á los  20  deseen  ingresar  en  los  cuerpos  activos 
armados  para  cumplir  y extinguir  antes  la  obligación 
del  servicio  militar  podrán  solicitarlo,  y se  les  conce- 
derá ó negará  según  la  situación  y el  efectivo  de  la 
fuerza  de  aquellos. 

Art.  25.  Serán  admitidos  por  el  tiempo  de  un 
ano  en  los  cuerpos  activos  armados  hoy  existentes,  ó 
en  otros  especiales  que  pudieran  crearse,  los  mozos  de 
19  á 20  años  de  edad,  que  antes  de  corresponderás 
el  servicio  militar  obligatorio  se  presenten  á prestar- 
lo voluntariamente  y cumplan  con  las  condiciones  si- 
guientes: 

1. a  Demostrar,  prévio  examen  teórico-práclico, 
qu  conocen  sólidamente  la  instrucción  individual  del 
arma  cu  que  deseen  servir,  las  obligaciones  y los  de- 
beres del  soldado  y cabo,  y el  servicio  de  guarnición 
y de  campaña. 

2. a  Sufragar  los  gastos  de  su  equipo,  armamento 
y uniforme  completo. 

3. a  Entregar  en  la  Caja  del  cuerpo  la  cantidad  de 
500  pesetas  para  reemplazo  y entretenimiento  de  su 
equipo  y demás  atenciones. 

4. a  Presentar  si  desean  servir  en  cuerpo  montado 
un  caballo  útil  para  este  servicio  con  su  equipo  y mon- 
tura reglamentarios,  obligándose  á mantenerlo  y en- 
tretenerlo, todo  á su  costa,  durante  el  período  de  su 
empeño. 

5. a  Renunciar  al  percibo  de  haber  alguno  y ga- 
rantizar por  los  procedimientos  que  exija  el  regla- 
mento, que  tienen  por  sí,  por  sus  familias  ó por  per- 
sonas que  respondan  en  forma,  medios  para  atender 
decentemente  á su  subsistencia. 

Estos  voluntarios  han  de  servir  dia  por  dia  el  año 
de  su  compromiso,  y de  consiguenLe,  no  se  les  con- 
tará para  extinguirlo  el  tiempo  que  estuvieren  fuera 
de  las  lilas,  por  cualquiera  causa,  ni  aun  la  de  enfer- 
medad, aunque  ingresen  y permanezcan  en  los  hospi- 
tales militares. 

Los  que  en  el  trascurso  del  año  de  su  empeño 
faltaren  á alguna  de  las  condiciones  expresadas,  ó por 
abandono,  desaplicación  ó mala  conducta  se  hicieren 
acreedores  á perder  el  beneficio  que  disfrutan,  se  de- 
cretará así  por  el  jefe  superior  del  arma  respectiva, 
si  en  el  expediente  que  habrá  de  formarse  resulta 
comprobada  la  falta.  Los  comprendidos  en  este  caso 


continuarán  sirviendo  el  mismo  tiempo  que  les  corres- 
ponda á los  del  llamamiento  inmediato  á su  ingreso 
en  filas. 

Los  que  extingan  el  año  de  su  compromiso  pasa- 
rán á la  situación  de  primera  reserva,  servirán  en 
ella  seis  años  é ingresarán  después  en  la  segimda. 

Art.  26.  Para  crear  un  plantel  de  oficiales  reser- 
vistas sin  sueldo,  se  restablecen  en  el  ejercito  los  ca- 
detes. 

A esta  clase  solo  podrán  pertenecer  los  que  lo  so- 
liciten teniendo  la  edad  de  18  á 20  años  y ante?  de 
que  la  ley  les  obligue  ai  servicio. 

Obtenida  la  concesión  no  se  les  expedirá  su  nom- 
bramiento definitivo  hasta  que  demuestren: 

1. °  Que  poseen  la  instrucción  teórico-práctic;i 
exigible  al  soldado  y cabo  del  arma  en  que  han  de  in- 
gresar. 

2. °  Que  disfrutan  la  robustez  y aptitud  física 
necesarias  para  resistir  las  fatigas  del  servicio. 

3. °  Que  disponen,  en  la  misma  forma  exigida  á los 
voluntarios  de  un  año,  de  recursos  suficientes  para 
subvenir  con  decencia  á las  necesidades  de  su  vida, 
y atender  ai  cuidado  y entretenimiento  de  su  vestua- 
rio, puesto  que  no  han  de  percibir  sueldo  ni  haber 
alguno,  como  no  sea  la  ración  de  etapa  en  tiempo  de 
guerra,  y cuando  se  facilite  a las  tropas. 

4. °  Que  han  entregado  en  la  caja  del  cuerpo  la 
cantidad  de  500  pesetas  á los  efectos  expresados  en 
la  condición  3.a  del  articulo  anterior. 

Los  que  deseen  servir  en  cuerpo  de  á pié  se  pre- 
sentarán con  su  uniforme,  y los  que  pretendan  ingre- 
sar en  cuerpos  montados,  llevarán  además  el  caballo  y 
la  montura  reglamentarios  con  su  equipo  y efectos 
completos. 

Los  cadetes  estarán  sometidos  en  todo  al  rigor  de 
las  Ordenanzas  militares  y al  régimen  gubernativo  y 
escolar  que  establezcan  los  reglamentos  que  se  dic- 
ten, debiendo  servir  con  las  armas  en  la  mano  el  mis- 
mo tiempo  que  los  demás  mozos  los  que  no  ingresen 
en  la  escala  de  oficiales  reservistas  sin  sueldo. 

Art.  27.  Solo  serán  excluidos  del  servicio  militar 
obligatorio  los  que  ai  ser  llamados  para  ingresar  en 
filas  presenten  impedimentos  físicos  ó legales. 

Art.  28.  Son  impedimentos  físicos  para  prestar  el 
servicio  militar : 

1. °  No  alcanzar  la  estaura  mínima  de  1 ‘550  me- 
tros. 

2. °  Padecer  cualesquiera  de  las  enfermedades  ó de- 
fectos físicos  comprendidos  en  las  ciases  primera  y 
segunda  del  cuadro  de  inutilidades,  anejo  a la  ley  de 
1 1 de  Julio  de  1885,  siempre  que  resulten  visibles  y 
notoriamente  comprobados. 

Quedarán  excluidos  temporalmente  del  servicio, 
y sujetos,  por  tanto,  á nuevos  reconocimientos  du- 
rante tres  años  consecutivos: 

1. °  Los  que  alcancen  la  estatura  de  1 ‘ 5 0 0 metros, 
por  la  posibilidad  de  que  crezcan  durante  dichos  tres 
años  hasta  llegar  á la  prefijada. 

2. °  Los  que  condicionalmente  fueren  declarados 
inútiles  por  cualquier  enfermedad  ó defecto  físico  de 
los  comprendidos  en  la  clase  segunda  y tercera  del 
ya  citado  cuadro. 

Art.  29.  Tienen  impedimentos  legales  para  exi- 
mírseles la  prestación  obligatoria  del  servicio  militar 
en  la  clase  de  soldados: 

L*  Los  que  sean  oficiales  del  ejército  ó de  la  ma- 
rina de  guerra,  en  sus  diversas  armas  é institutos. 
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2.°  Los  alumnos  de  las  Escuelas,  Academias  y 
Colegios  militares,  incluso  los  de  la  armada,  y ios 
que  estén  sirviendo  como  maquinistas,  maestros,  ayu- 
dantes de  máquina  y auxiliares,  formando  cuerpo  or- 
ganizado en  ejército  ó en  la  marina  militar. 

° 3.°  Los  religiosos  profesos  de  las  Escuelas  Pías  y 
de  las  Congregaciones  destinadas  exclusivamente  ¿i  la 
enseñanza  con  autorización  del  Gobierno,  y de  las  mi- 
siones dependientes  de  los  Ministerios  de  Estado  y 
Ultramar. 

4. ü  Lós  novicios  de  las  mismas  Ordenes  que  lle- 
ven seis  meses  de  noviciado  antes  del  dia  del  alista- 
miento. 

5. °  Los  mozos  que  por  sentencia  Arme  deban 
cumplir  o estén  cumpliendo  condena  de  cadena,  re- 
clusión ó presidio.  Los  sentenciados  á extrañamiento, 
prisión  mayor  ó correccional,  después  que  extingan 
sus  condenas,  servirán  el  tiempo  que  les  corresponda 
en  los  cuerpos  disciplinarios  ¿i  que  los  destine  el  Go- 
bierno; los  condenados  á relegación  servirán  en  Ul- 
tramar, y Ips  que  sufran  ó hayan  sufrido  penas  me- 
nores, de  cualquiera  clase,  ingresarán  como  los  demás 
mozos  en  los  cuerpos  que  les  corresponda. 

Quedarán  excluidos  temporalmente  los  mozos  que 
siendo  miembros  de  familia  desvalida  ó hijos  de  pa- 
dres ancianos  ó impedidos  para  el  trabajo  sean  los 
únicos  que  puedan,  mantenerlos  con  el  suyo  personal, 
segnn  se  determine  y especifique  en  el  reglamento 
para  la  aplicación  de  la  presente  ley  en  la  parte  de 
que  se  trata,  tomándose  como  base  lo  prescrito  en  los 
arU.  di)  y 70  de  la  decretada  en  1 1 de  Julio  de  1885; 
pero  si  cesara  el  motivo  de  la  exclusión  durante  los 
tres  años  siguientes  al  de  su  alistamiento,  ingresarán 
en  el  ejército  como  los  demás. 

Los  mozos  comprendidos  en  el  párrafo  anterior  y 
tos  que  por  falta  de  talla  no  ingresen  en  el  servicio 
activo,  quedarán  alistados  y podrán  ser  movilizados 
para  la  defensa  nacional. 

Art.  30.  Las  operaciones  del  alistamiento  de  mo- 
zos se  ejecutarán,  en  la  época  que  se  fije  anualmente, 
por  los  alcaldes  y Municipios  de  los  pueblos,  con  la 
intervención  de  los  delegados  militares  que  determine 
el  reglamento  citado  en  el  artículo  anterior. 

En  las  listas  se  incluirá,  sin  excepción  alguna  á 
todos  los  mozos  que  tengan  la  edad  de  19  anos  y no 
hayan  cumplido  con  la  obligación  del  servicio  mili- 
tar, ó no  estén  libres  de  él  de  una  manera  legel. 

Art.  31.  La  clasificación  y declaración  de  solda- 
dos y el  juicio  y fallo  de  las  exclusiones  que  resulten 
se  verificarán  en  la  cabecera  de  cada  zona  militar 
ante  una  Comisión  compuesta  de  ios  jefes  de  la  mis- 
ma y de  un  diputado  provincial,  auxiliada  por  los  mé- 
dicos militares  y el  persoual  que  se  considere  nece- 
sario. 

En  presencia  de  esta  misma  Comisión  se  hará  el 
sorteo  para  designar  los  mozos  que  deban  servir  en 
Ultramar,  é inmediatamente  después  ingresarán  en 
caja  los  que  hayan  de  hacerlo  en  la  Península. 

A los  mozos  á quienes  hubiese  correspondido  la 
suerte  de  servir  en  las  fuerzas  de  Ultramar,  se  les 
dará  un  plazo  que  no  bajará  de  dos  meses  para  que 
puedan  realizar  la  sustitución,  y los  que  no  lo  hicie- 
ren quedarán  á disposición  del  Gobierno  el  cual  dis- 
pondrá su  incorporación  á los  puestos  que  les  corres- 
ponda en  las  épocas  más  oportunas. 

Art.  32.  Una  vez  en  caja  los  nuevos  reclutas  de 
cada  zona,  serán  destinados  :i  servir  en  los  cuerpos 


activos  que  se  nutren  de  la  misma,  según  las  reglas 
y disposiciones  que  se  dicten  por  el  Ministerio  de  la 
Guerra. 

Del  ingreso  en  el  ejército. 

Art.  33.  Para  pertenecer  al  ejército  es  condición 
indispensable  ser  español,  y el  ingreso  en  éste  solo  se 
verificará  por  las  clases  de  soldado,  cadete,  volunta- 
rio y alumno  de  alguna  Academia  militar,  ó por  opo- 
sición ó concurso  en  los  cuerpos  en  que  se  exijan  es- 
tos procedimientos. 

Los  soldados  ingresarán  en  el  ejército  por  volun- 
tad propia  ó por  la  obligación  que  impone  la  ley  á to- 
dos los  españoles. 

Los  cadetes  serán  admitidos  al  servicio  de  los 
cuerpos  con  las  condiciones  que  se  establecen  en  el 
art.  20. 

Los  alumnos  ingresarán  voluntariamente  en  las 
Academias  militares  antes  ó después  de  ser  declara- 
dos soldados  si  obtienen  buenas  notas  en  los  exáme- 
nes de  entrada  y cumplen  las  demás  prescripcinnes 
reglamentarias. 

En  igualdad  de  circunstancias  serán  preferidos 
para  el  ingreso  los  que  procedan  de  la  ciase  de  sol- 
dados. 

Se  requiere  el  concurso  para  la  admisión  en  los 
cuerpos  de  auxiliares  de  oficinas,  celadores  de  fortifi- 
cación. ordenanzas  y demás  de  su  índole  y clase,  eli- 
giéndose entre  los  declarados  aptos  aquellos  que  cuen- 
ten mejores  y más  dilatados  servicios  militares. 

Solo  mediante  oposiciou  podrá  ingresarse  en  los 
cuerpos  Jurídico,  de  Sanidad,  Equitación,  Veterinaria 
militar  y Clero  castrense,  y el  mismo  procedimiento 
se  seguirá  para  proveer  las  ciases  de  maestros  peri- 
ciales, maquinistas,  aparejadores,  obreros  y demás 
profesiones  auxiliares  de  este  carácter  que  necesite 
permanentemente  el  ejército. 

Art.  34.  Para  obtener  el  ingreso  en  la  clase  y es- 
cala de  suboficiales,  se  requiere  ser  sargento  de  cual- 
quiera de  las  armas  6 institutos  del  ejército,  disfru- 
tar de  buena  conceptuacion  de  sus  jefes;  reunir  las 
demás  condiciones  que  sean  reglamentarias;  seguir 
con  aprovechamiento  los  cursos  de  enseñanza  en  las 
Escuelas  de  esta  clase,  y obtener  en  ellas  el  necesario 
Lí Lulo  de  aptitud. 

Dicho  título  asegura  á los  suboficiales  su  ingreso 
en  la  categoría  de  oficiales  de  los  cuerpos  que  deben 
nutrir,  si  no  han  desmerecido  en  su  couducla  y apli- 
cación al  llegar  ese  caso;  y ya  en  posesión  de  aquel, 
desempeñarán  como  prácticas  en  los  cuerpos  activos 
del  ejército  las  funciones  que  les  asignen  las  Orde- 
nanzas y reglamentos. 

Art.  35.  Los  que  deseen  ingresar  en  la  clase  de 
oficiales  activos  de  las  armas  de  Infantería,  Caballe- 
ría y Artillería,  cuerpo  de  Ingenieros  é institutos  de 
intervención  é Intendencia  militar  necesitarán  obtener 
previamente  ol  nombramiento  de  alférez  alumno  ó su 
asimilado  á propuesta  del  tribunal  de  la  Academia 
correspondiente  y conforme  al  régimen  y programa 
de  estudios  aprobado  por  el  Ministerio  de  la  Guerra; 
haber  seguido  con  aprovechamiento  los  cursos  de. 
aplicación  teórico-prác ticos  determinados  para  cada 
arma,  cuerpo  ó instituto;  y por  último,  merecer  de 
sus  jefes  una  certificación,  en  la  que  conste  que  han 
observado  intachable  conducta  y son  dignos  de  per- 
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tenecer  á la  honrosa  y distinguida  clase  de  ofi- 
ciales. 

Art.  36.  Los  que  pretendan  desempeñar  el  servi- 
cio de  Estado  Mayor  deberán  reunir  las  condiciones 
y circunstancias  que  se  determinan  en  el  art.  45  de 
esta  ley. 

Art.  3 7.  La  fuerza  de  los  institutos  de  Guardia 
civil  y Carabineros  se  reemplazará  por  individuos  vo 
luntarios  que  hayan  servido  á lo  méuos  seis  meses  en 
activo  ó pertenezcan  á la  reserva  del  ejército,  vol- 
viendo estos  á la  situación  que  les  corresponda  cuan- 
do cumplan  su  empeño  en  dichos  cuerpos  ó institutos 
caso  de  no  haber  extinguido  en  ellos  la  total  obliga- 
ción del  servicio  militar. 

Las  vacantes  de  subalternos  y capitanes  de  los 
referidos  cuerpos  se  cubrirán  dando  la  cuarta  parte 
á los  oficiales  de  infantería  y caballería  que  lo  soli- 
citen, y las  restantes  á los  suboficiales  que  lo  deseen. 
A falta  de  estos  podrán  ascender  á oficiales  los  sar- 
gentos de  los  mismos  institutos  que  demuestren  su 
aptitud  conforme  á reglamento. 

Art.  38.  Los  que  deseen  ingresar  en  la  escala  de 
oficiales  reservistas  sin  sueldo  y no  excedan  de  32 
años  de  edad,  probarán  su  aptitud  teórica  y práctica- 
mente por  medio  de  exámenes,  y harán  constar  que 
disponen  de  bienes  de  fortuna  ó sueldo  fijo  cuya  renta 
no  baje  de  2.000  pesetas. 

El  ingreso  en  dicha  escala  será  por  el  orden  de 
preferencia  siguiente: 

1 . °  Los  suboficiales  del  ejército  sin  nuevo  exámen. 

2. °  Los  sargentos  del  mismo. 

3. °  Los  cadetes  que  hayan  prestado  por  lo  méuos 
«los  años  de  servicio  activo  en  filas. 

4. °  Los  soldados  ó clases  del  ejército  en  cualquie- 
ra situación,  siempre  que  pertenezcan  á alguna  carre- 
ra ó profesión  con  título  académico,  ó se  hallen  cur- 
sando estudios  de  esta  clase  y hayan  servido  cuando 
méuos  dos  años  con  las  armas  en  la  mano. 

5. °  Los  individuos  del  ejército  y sus  reservas  que 
hayan  servido  en  filas  los  plazos  exigidos  por  la  ley. 

6. °  Los  que  perteneciendo  á las  reservas  ó á la 
situación  de  reclutas  disponibles,  cumplan  con  las 
demás  condiciones  de  este  articulo. 

Podrán  ingresar  en  la  escala  de  oficiales  reservis- 
tas, preferentemente  á todas  las  clases  citadas  y sin 
necesidad  de  comprobar  las  condiciones  anteriores, 
los  jefes  y oficiales  retirados,  ó separados  voluntaria- 
mente del  ejército  que  lo  soliciten,  conserven  aptitud 
física  y tengan  buenas  notas  de  concepto. 

Estos  se  incorporarán  con  la  categoría  y antigüe- 
dad que  disfrutaban  al  separarse  de  las  filas. 

Art.  39.  Conforme  á las  prescripciones  de  esta 
ley,  y mientras  los  soldados,  ciases  de  tropa,  cadetes 
y suboficiales  estén  extinguiendo  el  plazo  de  su  ser- 
vicio activo  con  las  armas  en  la  mano,  no  podrán  ob- 
tener destino  alguuo  que  les  separe  del  servivio  efec- 
tivo de  su  clase  en  los  cuerpos  ó secciones  á que 
pertenezcan,  ni  siquiera  para  ocupar  otros  cargos  mi- 
litares. 

Tampoco  podrán  asistir  á manifestaciones  ó re- 
uniones que  revistan  carácter  político,  incluso  las 
electorales,  salvo  el  derecho  de  emitir  su  voto  si  las 
leyes  se  lo  conceden;  pertenecer  á Juntas,  Sociedades 
é instituciones  no  autorizadas  por  la  ley,  ni  tomar 
parte  activa  en  sus  acuerdos  y trabajos,  cualquiera 
que  sea  el  fui  á que  se  dirijan. 

Los  que  hallándose  en  filas  fueran  llamados  para 


ingresar  en  las  Academias  y Escuelas  militares,  po- 
drán  realizarlo  desde  luego. 

De  la  composición  y organización  del  ejército. 

Art.  40.  Todas  las  fuerzas  militares  de  la  Nación 
constituirán  un  solo  ejército,  y cada  arma,  cuerpo  ó 
instituto  tendrá  su  escalafón  particular  obteniendo  los 
ascensos  con  arreglo  á él. 

Art.  41.  El  ejército  lo  constituyen: 

El  Estado  Mayor  general. 

El  actual  cuerpo  de  Estado  Mayor  mientras  sub- 
sista. 

Las  tropas  de  la  Real  Gasa. 

El  arma  de  Infantería. 

La  de  Caballería. 

La  de  Artillería. 

El  cuerpo  de  Ingenieros. 

El  de  la  Guardia  civil  para  prestar  auxilio  en  la 
ejecución  de  las  leyes  y para  la  seguridad  del  órden, 
de  las  personas  y de  las  propiedades. 

El  de  Carabineros  para  la  represión  y persecución 
del  contrabando. 

El  cuerpo  y cuartel  de  Inválidos  subsistirá  como 
honroso  y debido  tributo  á las  glorias  y servicios  mi- 
litares. 

También  formarán  parte  (leí  ejército  en  concepto 
de  auxiliares  suyos,  los  cuerpos  siguientes: 

1. a  El  Jurídico. 

2. a  El  de  Intendencia. 

3. °  El  de  intervención. 

4. °  El  de  Sanidad  militar  con  sus  dos  secciones 
de  medicina  y farmacia. 

5. °  El  del  tren. 

G.°  El  del  Clero  castrense. 

7. °  El  de  Veterinaria. 

8. °  El  de  Equitación. 

Para  completar  el  mecanismo  necesario  á la  rea- 
lización de  las  diversas  funciones  técnicas  y adminiá- 
trativas  que  están  á cargo  del  ejército,  habrá  con 
funciones  político-militaros  y con  categorías  asimila- 
das á las  de  aquel,  los  cuerpos  y empleados  siguientes: 

El  cuerpo  auxiliar  de  oficinas. 

El  de  practicantes. 

El  personal  auxiliar  de  la  Intendencia. 

El  del  material  de  Artillería,  así  pericial  y obrero 
como  no  pericial. 

El  del  material  de  ingenieros  de  iguales  condi- 
ciones. 

El  de  conserjes,  porteros,  mozos  y ordenanzas  de 
los  centros  militares. 

Los  institutos  de  la  Guardia  civil  y Carabineros  y 
cualesquiera  otros  armados  que  en  lo  sucesivo  se  cons- 
tituyan militarmente  dependerán  del  Ministerio  de  la 
Guerra  para  los  efectos  de  la  organización  y discipli- 
na, y cuando  por  cualquier  motivo  dejasen  de  prestar 
el  servicio  que  particularmente  les  está  encorncíndaáo 
ó se  reconcentraran  para  ejercer  una  acción  militar, 
ya  por  causa  de  guerra,  ya  por  alteración  del  órden 
público,  dependerán  también  del  Ministerio  de  la  Gue- 
rra y de  las  Autoridades  militares  como  fuerzas  ar- 
madas. 

Art.  42.  La  Organización  de  cada  arma,  cuerpo  ó 
instituto  armado,  así  como  el  equipo,  armamento  y 
material  de  éstos,  se  ajustarán  siempre  á las  exigen- 
cias del  combate,  y al  fin  que  cada  cual  tiene  que 
realizar  en  él. 
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Los  cuerpos  é institutos  auxiliares  se  organizarán 
ie  suerte  que  puedan  facilitar  á los  armados  los' re- 
cursos necesrrios  para  desarrollar  desembarazada  y 
cumplidamente  sus  medios  de  acción  en  la  güera, 
ateniéndose  á los  procedimientos  administrativos  y 
económicos  más  severos. 

Todas  las  disposiciones  relacionadas  con  este  fin, 
se  subordinarán  siempre  á la  conveniencia  de  dar  á 
las  tropas  una  sólida  constitución. 

Art.  43.  Como  Organización  permanente,  ios  cuer- 
pos activos  armados  y con  su  contingente  de  paz,  se 
constituirán  en  brigadas*  divisiones  y cuerpos  de  ejér- 
cito, los  cuales  servirán  de  base  para  formar  en  su 
dia  el  ejército  de  campana. 

Estas  grandes  unidades  de  combate  estarán  siem- 
pre dotadas  de  todos  los  elementos  necesarios  á su 
perfecta  organización,  y tendrán  el  desembarazo  po- 
sible para  dedicarse  con  preferencia  á la  instrucción 
de  sus  fuerzas  en  fila  y su  reserva  activa,  dando  ade- 
más alguna  enseñanza  á los  reclutas  disponibles  mien- 
tras exista  el  personal  de  esta  clase. 

Art.  44.  A íln  de  que  puedan  pasar  rápidamente 
del  pié  de  paz  al  de  guerra,  y entrar  en  campaña  con 
la  brevedad  posible,  pues  de  esto  depende  en  muchos 
casos  la  victoria,  los  regimientos  y cuerpos  armados 
se  situarán,  cuando  otras  consideraciones  lo  consien- 
tan, á las  inmediaciones  de  sus  reservas  activas  y del 
material  que  necesiten,  con  lo  que  podrán  en  un  mo- 
mento dado  formarse  fuertes  cuerpos  de  tropas  arma- 
das, instruidas  y equipadas. 

La  segunda  rcssrva  y los  depósitos  se  organiza- 
rán de  modo  que  puedan  llenar  pronto  y eficazmente 
su  cometido,  y serán  objeto  de  constante  inspección, 
para  que  el  mayor  perfeccionamiento  de  los  organis- 
mos que  les  son  propios,  supla  las  faltas  de  instruc- 
ción y otras  deficiencias  de  su  personal  y material. 

En  las  plazas  do  guerra  se  acumulará  el  material 
necesario  para  la  defensa , acudiendo  con  preferente 
solicitud  á emplazar  el  existente,  aumentarlo  y con- 
servarlo siempre  dispuesto  para  ser  empleado  con 
éxito. 

Art.  43.  Además  de  las  armas,  cuerpos  é institu- 
tos de  que  tratan  los  artículos  anteriores,  existirá  or- 
ganizado permanentemente  el  servicio  de  Estado  Ma- 
yor del  ejército. 

Los  que  prestan  este  servicio,  serán  los  agentes  y 
auxiliares  del  inamlo  militar,  y lo  desempeñarán  los 
jefes  y oficiales  del  actual  cuerpo  de  Estado  Mayor, 
y tos  de  infantería,  caballería,  artillería  é ingenieros 
que  adquieran  en  la  Academia  de  Estado  Mayor  el  tí- 
tulo ó diploma  correspondiente;  pero  continuarán  per- 
teneciendo á sus  armas  ó cuerpos  respectivos  en  cu- 
yos escalafones  figurarán  y ascenderán. 

Eos  jefes  y oficiales  de  las  citadas  armas  podrán, 
previos  los  exámenes  y pruebas  necesarias,  obtener 
dicho  diploma  en  la  Academia;  pero  ésta  solo  admi- 
tirá como  alumnos  á los  oficiales  subalternos  y capi- 
tanes, que  sin  exceder  de  32  años  de  edad  cuenten, 
por  lo  menos,  tres  de  electivos  servicios  en  mando  de 
tropas. 

ños  oficiales  que  adquieran  el  diploma  de  Estado 
Mayor, llevarán  sobre  el  uniformeclesu  arma  ó cuerpo 
algún  distintivo  que  los  dé  á conocer,  y sirva  al  par 
que  de  propia  y legítima  satisfacción,  de  noble  estí— 
miUo  para  los  demás;  y al  recibir  su  título,  obtendrán 
como  recompensa  una  cruz  del  Mérito  militar  con  j 
pensión  vitalicia,  pero  limitada  siempre  á la  diferen- 


cia del  sueldo  del  empleo  que  ejerzan  al  inmediato 
superior. 

Los  que  excedan  de  la  plantilla  necesaria  para  el 
servicio  del  Estado  Mayor,  sea  en  paz  ó en  guerra, 
continuarán  prestando  el  de  su  clase  en  el  arma  ó 
cuerpo  á que  pertenezcan,  pero  siempre  en  mando  de 
tropas,  agregados  á las  Embajadas  y Plenipotencias 
del  extranjero,  ó desempeñando  alguna  comisión  que 
constiluya  verdadera  especialidad. 

A ser  posible,  ningún  oficial  con  diploma  de  Estado 
Mayor  podrá  permanecer  desempeñando  este  servicio 
especial  más  de  cinco  años  dentro  de  cada  empleo, 
ni  volver  al  de  Estado  Mayor  sin  haber  permanecido 
durante  dos  años  en  el  servicio  activo  del  arma  á que 
pertenezca. 

Cuando  un  jefe  ú oficial  pase  del  Estado  Mayor  á 
su  arma,  será  reemplazado  en  aquel  por  otro  de  los  de 
la  misma  clase  que  sirvan  en  ella,  y solo  en  el  caso  de 
no  haberlo,  cubrirán  su  vacante  los  de  distinto  em- 
pleo ó cuerpo. 

Las  antigüedades  en  el  servicio  de  Estado  Mayor 
se  determinarán  dentro  de  la  misma  clase  por  la  del 
título  ó diploma  correspondiente  obtenido  en  igual 
empleo. 

La  actual  Academia  de  Estado  Mayor  sufrirá,  si 
fuera  preciso,  las  reformas  necesarias  para  responder 
á la  nueva  organización  de  este  servicio,  y los  alum- 
nos que  ahora  cursan  en  ella  sus  estudios  se  somete- 
rán al  plan  académico,  y á las  pruebas  prácticas  que 
se  determinen. 

Los  jefes  y oficiales  del  actual  cuerpo  de  Estado 
Mayor  continuarán  formando  este  y prestando  su  ser- 
vicio en  él  hasta  la  completa  amortización  del  per- 
nal; conservarán  su  derecho  al  ascenso  y demás  re- 
compensas dentro  de  su  actual  plantilla  con  arreglo 
á esta  ley,  y los  que  adquieran  el  nuevo  título  ó di- 
ploma podrán,  si  lo  desean,  pasar  al  servicio  de  infan- 
tería y caballería,  cuando  puedan  ser  sustituidos  en 
el  de  Estado  Mayor  por  jefes  y oficiales  de  dichas  ar- 
mas que  disfruten  igual  empleo  que  aquel  á quien 
hayan  de  reemplazar. 

Los  empleos  personales  que  por  virtud  de  las  dis- 
posiciones anteriores  á esta  ley,  disfruten  los  oficiales 
que  prestan  el  servicio  de  Estado  Mayor,  no  interven- 
drán en  la  organización  de  éste,  pues  en  la  concur- 
rencia de  todos  los  que  figuren  en  él  solo  se  tendrá 
en  cuenta  el  empleo  efectivo  del  arma  ó cuerpo  de 
procedencia  y la  mayor  antigüedad  del  diploma. 

Art.  46.  Los  jefes  y oficiales  destinados  al  servi- 
cio de  Estado  Mayor  de  plazas,  serán  los  agentes  y 
auxiliares  de  las  Autoridades  militares  de  las  mismas, 
en  cuanto  se  refiera  al  mecanismo  del  servicio  de 
guarnición,  suministros  y otros  relacionados  con  el 
material,  gobierno  y policía  local. 

Desempeñarán  dicho  servicio  los  jefes  y oficiales 
de  infantería  que,  sin  estar  inútiles,  sean  poco  apios 
para  las  fatigas  y la  movilidad  que  exige  el  servicio 
en  filas,  ya  por  accidental  dolencia,  ya  por  otras  ra- 
zones atendibles,  pero  continuarán  figurando  en  el 
escalafón  de  su  arma,  ascenderán  en  ésta  cuando  les 
corresponda,  y podrán  volverá  servir  en  ella  por  causa 
de  ascenso  ó por  conveniencia  del  servicio,  si  su  salud 
lo  consiente. 

Art.  47.  Hasta  tanto  que  el  Gobierno  dicte  los  re- 
glamentos que  juzgue  necesarios  para  el  desarrollo  y 
aplicación  de  esta  ley  seguirán  en  vigor  las  disposi- 
ciones vigentes. 
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De  los  deberes  y derechos  de  los  oficiales  generales 
y particulares  del  ejercito . 

Art.  48.  Los  oficiales  particulares  y sus  asimila- 
dos sf3  dividen  en  tres  secciones  ó categorías,  tenien- 
do cada  una  deberes,  funciones  y derechos  distintos. 

Primera  sección.  PerLenecen  á ella  todos  los  que 
prestan  sus  servicios  en  los  cuerpos  activos,  seccio- 
nes, centros,  comisiones,  oficinas,  corporaciones  y es- 
tablecimientos militares;  los  que  se  hallan  de  reem- 
plazo ó excedentes  y los  que  figuran  en  los  cuadros 
permanentes  de  los  cuerpos  de  reserva. 

Segunda  sección.  La  constituyen  los  oficiales 
particulares  de  infantería  y caballería  de  la  escala  de 
reserva  hasta  la  completa  extinción  de  dichas  clases, 
según  la  amortización  gradual  decretada. 

Tercera  sección.  Corresponden  a ella  los  oficia- 
les particulares  reservistas  sin  sueldo  que  han  de 
reemplazar  á los  de  la  segunda  sección  en  el  mando 
de  las  tropas  de  reserva. 

Art.  49.  El  empleo  militar  de  la  clase  de  oficial 
conferido  con  arreglo  a la  ley,  constituye  una  pro- 
piedad con  todos  los  derechos  que  las  leyes  y regla- 
mentos consignen. 

El  desLino,  comisión  ó cargo  son  de  la  libre  vo- 
luntad del  Rey,  que  los  conferirá  á propuesta  de  su 
Ministro  responsable. 

Los  oficiales  de  todas  las  clases  y categorías  y 
sus  asimilados  solo  perderán  el  empleo  por  renuncia 
voluntaria  ó por  causa  de  delito  y en  virtud  de  sen- 
tencia dictada  por  tribunal  competente. 

Los  que  fueran  dados  de  baja  por  sentencia  no 
podrán  volver  ai  ejército  en  ningún  caso  ni  bajo  nin- 
gún concepto. 

1.a  privación  de  empleo  en  virtud  de  sentencia 
llevará  consigo  la  pérdida  de  todo  derecho  pasivo,  del 
uso  de  uniforme,  cruces  y condecoraciones,  y del 
carácter  militar. 

El  que  abandone  las  filas  ó el  lugar  de  su  destino 
sin  la  competente  licencia,  será  separado  del  servicio 
con  las  penas  anejas  á la  separación,  sin  perjuicio  de 
aquellas  otras  que  pudieran  serle  aplicables  por  las 
circunstancias  agravantes  del  hecho. 

El  oficial  que  á voluntad  propia  renuncie  su  em- 
pleo solicitando  de  S.  M.  la  licencia  absoluta,  podrá 
usar  de  su  libertad  desde  el  momento  en  que  haga  en- 
trega á su  jefe  inmediato  de  la  oportuna  instancia.  Si 
ejercita  este  derecho  en  tiempo  de  guerra,  en  acción 
peligrosa,  por  grave  alteración  del  orden  público,  por 
visible  indisciplina  militar  ó cuando  se  halle  ejercien- 
do autoridad,  función  ó comisiou  especial  del  servicio, 
aguardará  en  su  puesto  la  resolución  de  S.  M. 

Art.  50.  Niugun  oficial  del  ejército  podrá  admitir 
ni  desempeñar  cargo  ó comisión  alguna  que  lo  separe 
del  dest  ino  militar  que  ejerza  ó le  imponga  cualquiera 
otra  obligación  ajena  á su  empleo  en  la  milicia,  sin 
que  esté  previamente  autorizado  de  Real  orden  por  el 
Ministerio  de  la  Guerra. 

Esta  autorización  no  podrá  negarse  á los  que  sean 
elegidos  Senadores  ó Diputados,  ó fuesen  nombrados 
para  cargo  que  exija  Real  decreto. 

Los  que  obtengan  permiso  para  desempeñar  cargos 
civiles  ó ingresar  en  las  carreras  de  la  Administración 
del  Estado,  tendrán  derecho  á volver  al  servicio  militar 
y á ocupar  el  puesto  que  les  corresponda  en  su  clase, 
arma  y situación,  siempre  que  uo  hayan  trascurrido 
tres  años  sin  interrupción,  ó seis  en  varios  períodos* 


Pasados  estos  plazos,  no  podrán  volver  ai  ejército 
activo,  pero  sí  ingresar  con  derecho  preferente  en  las 
escalas  de  reserva,  sin  más  goces  y obvenciones  que 
los  que  les  correspondan,  según  la  situación  de  cesan- 
tes, empleados  ó retirados  que  disfruten. 

Si  los  oficiales  autorizados  para  separarse  tempo- 
raímente  del  servicio  proceden  de  dichas  escalas  de 
reserva,  la  separación  podrá  ser  por  mayor  espacio  de 
Liempo;  no  se  cubrirán  sus  vacantes,  que  ocuparán  de 
nuevo  cuando  se  determine  ó les  convenga,  pero  vol- 
verán sin  demora  al  servicio  de  su  cargo,  siempre  que 
por  causa  de  guerra  los  llame  el  Gobierno. 

Los  que  fuesen  elegidos  Senadores  ú Diputados  íí 
Cortes  siendo  oficiales  particulares,  quedarán  en  si- 
tuación activa  y como  excedentes  de  sus  plantillas 
no  pudiendo,  mientras  permanezcan  en  tal  situación, 
desempeñar  cargo  alguno  militar  á menos  que  la  lev 
los  declare  compatibles. 

Los  que  pertenezcan  á la  clase  de  oficiales  ge- 
nerales podrán  desempeñar  aquellos  cargos  que  se- 
gún la  ley  sean  compatibles  con  el  de  representantes 
del  país. 

Art.  51.  Los  oficiales  del  ejército  (excepción  he- 
cha de  los  reservistas  sin  sueldo,  cuaudo  no  estén  so- 
bro las  armas),  no  podrán  concurrir  á reuniones  ó 
manifestaciones  políticas,  limitándose  en  los  períodos 
electorales  á emitir  su  voto  si  las  leyes  se  lo  conceden. 

La  prohibición  de  que  trata  el  párrafo  anterior 
no  alcanza  á los  que  sean  Senadores  (3  Diputados  ¡i 
Córtes. 

Se  prohíbe  igualmente  á todos  los  oficiales,  cual- 
quiera que  sea  su  situación,  el  pertenecer  á Juntas, 
Sociedades  (3  instituciones  que  no  estén  ¡constituidas 
con  arreglo  á las  leyes,  y tomar  parle  directa  ó indi- 
rectamente en  sus  acuerdos  y trabajos,  sea  el  que  sea 
el  fin  á que  se  dirijan. 

Art.  52.  Los  oficiales  particulares  y los  asimila- 
dos que  á juicio  de  las  tres  cuartas  partes  de  sus  eom 
pañeros  reuuidos  en  Consejo  de  honor,  en  la  forma  que 
un  reglamento  determine  y presididos  por  un  superior 
inmediato  hayan  cometido  algún  acto  deshonroso  que 
poniendo  en  duda  su  valor  ó imprimiendo  una  man- 
cha en  su  reputación  les  haga  indignos  de  pertenecer 
al  ejército,  deberán  ser  sometidos  a un  expediente 
gubernativo  en  que  se  depure  la  grave  causa  que  lo 
motiva,  y prévia  audiencia  de  los  interesados,  informe 
del  jefe  del  cuerpo  ó dependencia,  parecer  del  supe- 
rior del  arma  ó instituto  en  que  sirven  y dictamen  de 
la  Junta  consultiva  serán , si  procede,  separados  del 
servicio  por  el  Gobierno,  salvo  la  acción  de  los  tribu- 
nales, que  podrán  por  su  parte  imponerles  las  penas  í 
que  se  hayan  hecho  acreedores. 

El  que  fuera  separado  del  servicio  en  la  forma 
establecida  en  el  párrafo  anterior,  conservará  los  de- 
rechos pasivos  que  le  correspondan,  pero  no  el  uso  de 
uniforme,  cruces  y condecoraciones. 

Art.  53.  Serán  separados  del  servicio,  prévia  la 
formación  del  expediente,  que  resolverá  el  Gobierno, 
los  que  sin  llegar  á cometer  delito  incurran  por  ter- 
cera vez  en  faltas  graves  del  servicio,  persisian  en 
observar  notoria  mala  conducta,  ó resulten  incorre- 
gibles. 

También  serán  separados  del  servicio  los  que  por 
manifiesta  desaplicación , y después  de  sometidos  a 
dos  pruebas  en  el  período  de  un  año,  sean  declarados 
incapaces  para  el  desempeño  de  sus  empleos  por  los 
tribunales  que  los  examinen. 
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Los  que  por  cualesquiera  (le  estas  causas  fueran 
dados  de  baja  en  el  ejército,  conservarán  el  derecho 
á sus  haberes  pasivos  y el  uso  de  uniforme. 

Art.  54.  Los  alumnos  de  las  Academias,  los  ofi- 
ciales subalternos  del  ejército  y sus  asimilados  no 
podrán  contraer  matrimonio  hasta  que  hayan  cum- 
plido 25  anos  de  edad. 

Llegado  este  caso,  los  que  pretendan  casarse  im  - 
petrarán  de  S.  M.  la  oportuna  licencia,  que  les  será 
concedida,  previa  la  formación  de  expeciente  instrui- 
do con  arreglo  á lo  que  determinará  un  reglaineulo. 

Sera  condición  indispensable  para  obtener  la  Real 
licencia  el  previo  depósito  de  40.000  pesetas  en  papel 
ó valores  del  Estado,  ó una  fianza  en  ñucas  rústicas  ó 
urbanas  ó en  cualquiera  otra  clase  de  bienes  raíces 
equivalente  á la  cantidad  señalada. 

Este  depósito  se  establece  con  el  objeto  de  asegu- 
rar á las  familias  de  los  oficiales  una  existencia  y un 
porvenir  decorosos,  y para  realizar  este  fin  se  consig- 
narán en  el  reglamento  las  condiciones  que  el  Go- 
bierno juzgue  necesarias. 

Quedan  exceptuados  de  la  imposición  del  depósito 
los  oficiales  subalternos  de  la  escala  de  reserva  y los 
de  la  Guardia  civil,  Carabineros  é Inválidos. 

Las  clases  de  auxiliares  de  oficinas,  sobrestantes, 
maestros,  personal  pericial  y cuantos  con  análogo  ca- 
rácter sirvan  en  el  ejército,  no  tendrán  más  obliga- 
ción que  la  de  dar  conocimiento  á sus  jefes  de  su  ca- 
samiento. 

Los  que  sin  cumplir  las  condiciones  establecidas 
contrajeran  matrimonio,  serán  separados  del  servicio 
en  el  instante  mismo  en  que  se  compruebe  su  falta 
si  en  el  proceso  que  se  les  instruya  no  resultase  ma- 
yor culpabilidad,  pero  en  todo  caso  disfrutarán  de  los 
derechos  pasivos  que  les  corcspondan. 

Los  párrocos  y funcionarios  públicos  que  hubie- 
ran intervenido  en  la  celebración  del  matrimonio,  es- 
tarán sujetos  á las  responsabilidades  del  Código  penal 
que  les  sean  aplicables. 

De  la  escala  de  reserva  de  los  oficiales  generales , 
de  los  retirados  é inutilizados . 

Art.  55.  Los  oíibiales  generales  del  ejército  pasa- 
rán á la  escala  de  reserva  del  Estado  Mayor  general 
cuando  alcancen  la  edad  de  66  años  los  generales  de 
brigada,  68  los  de  división  y 72  los  tenientes  genera- 
les, y en  dicha  situación  de  reserva  solo  podrán  des- 
empeñar algunos  cargos  del  Consejo  de  Estado,  del 
Supremo  de  Guerra  y Marina,  y del  cuerpo  de  Invá- 
lidos, siempre  que  no  exista  excedente  alguno  en  la 
escala  activa  del  mismo  Estado  Mayor  general.  Tam- 
bién podrán  ser  empleados  por  motivos  de  guerra, 
cuando  convenga  utilizar  sus  servicios. 

Los  destinos  que  en  tiempo  de  paz,  y según  lo  re- 
suelto anteriormente,  podrán  desempeñar  los  gene- 
rales de  reserva  no  excederán  en  ningún  caso  de  la 
mitad  de  los  asignados  al  total  de  todas  las  clases  en 
cada  una  de  las  Corporaciones  expresadas. 

La  situación  de  reserva  de  los  generales  es  defi- 
nitiva, y dentro  de  su  escala  solo  tendrán  derecho  á 
las  recompensas  extraordinarias  que  merezcan  sus 
servicios  distinguidos  ó notables  en  tiempo  de  gue- 
rra; pero  en  el  de  paz  podrán  aspirar  los  tenientes  ge- 
nerales, en  concurrencia  con  los  de  la  escala  activa, 
á las  vacantes  de  capitán  general,  siempre  que  reú- 
nan las  condiciones  reglamentarias. 

Art.  56.  Una  ley  de  retiros  y derechos  pasivos 


determinará  las  pensiones  que  los  oficiales  y sus  fa- 
milias debec  disfrutar,  y mientras  no  se  publique,  se- 
guirán en  vigor  las  disposiciones  vigentes. 

Será,  sin  embargo,  forzoso  para  los  jefes  y oficia- 
les del  ejército  activo  y sus  institutos  armados  pasar 
á la  situación  de  retirado  á las  edades  siguientes: 

Los  tenientes  á los  51  años. 

Los  capitanes  á los  56. 

Los  comandantes  y tenientes  coroneles  á los  60. 

Los  coroneles  á los  62. 

Los  pertenecientes  á la  escala  de  reserva  se  reti- 
rarán forzosamente  dos  años  más  tarde  que  los  de 
sus  clases  respectivas  que  sirvan  en  el  ejército  activo. 

En  los  cuerpos  Jurídico  militar, de  Sanidad,  Inten- 
dencia é Intervención.  Veterinaria,  Equitación,  Auxi- 
liares de  oficinas  y Clero  castrense,  como  en  las  de- 
más clases  asimiladas,  el  retiro  será  forzoso  á las 
siguientes  edades: 

Asimilados  á tenientes  y capitanes  á los  60  años. 

A comandantes  y tenientes  coroneles  á los  62. 

A coroneles  á los  64. 

A oficiales  generales  á los  66. 

Art.  57.  Los  oficiales  particulares  del  ejército  y 
sus  asimilados,  como  los  de  la  escala  de  reserva, 
mientras  ésta  no  se  extinga  totalmente,  solo  podrán 
obtener  la  situación  de  retirados,  en  premio  á sus 
servicios,  en  los  casos  siguientes: 

1. "  Por  causa  de  inutilidad  física  justificada,  y 
acaecida  en  actos  del  servicio  militar. 

2. v  Por  haber  alcanzado  la  máxima  edad  que  esta 
ley  determina  para  servir  en  cada  clase. 

3. °  Por  voluntad  propia  dentro  de  los  términos 
legales. 

También  podrán  ser  retirados,  prévia  la  formación 
de  expediente,  por  ineptitud,  incapacidad  ú otras  fal- 
tas que  no  constituyan  delitos. 

Excepción  hecha  de  todos  estos  casos,  el  oficial 
que  forzosa  ó voluntariamente  sea  dado  de  baja  en  el 
servicio,  no  tendrá  derecho  á pensión  alguna  del  Es- 
tado. 

Art.  58.  La  situación  de  retiro  es  definitiva,  y en 
todo  caso,  los  que  á ella  pertenezcan  no  podrán  rein- 
gresar en  el  servicio  activo  del  ejército,  ni  obtener 
puesto  alguno  asignado  á sus  plantillas.  Pero,  sin 
salir  de  dicha  situación,  los  retirados  que  se  hallen 
útiles  podrán,  si  lo  desean,  prestar  servicio  eu  los 
cuerpos  de  segunda  reserva,  conforme  á las  disposi- 
ciones de  esta  ley,  y obtener  nuevos  grados  en  la  es- 
cala de  reservistas,  así  como  mejora  de  pensión  por 
sus  servicios  en  caso  de  guerra. 

También  es  definitiva  la  situación  de  licenciado 
absoluto,  de  despedido  y separado  del  servicio  del 
ejército,  y por  ningún  concepto  podrán  los  que  se 
hallen  en  este  caso  reingresar  en  el  mismo,  á méiios 
que  con  arreglo  á esta  ley  y á sus  reglamentos  pue- 
dan optar  á puesto  en  la  escala  de  reservistas. 

Art.  59.  Los  militares  que  cumpliendo  con  su 
deber  se  inutilizaren  por  heridas  recibidas  en  cam- 
paña, si  son  oficiales,  podrán  ingresar  en  el  cuerpo 
de  Inválidos  con  el  empico  superior  inmediato,  y en 
dicho  cuerpo  continuarán  con  los  derechos  y deberes 
que  les  asigne  un  reglamento  especial. 

Si  son  soldados  ó pertenecen  á las  clases  de  tro- 
pa, podrán  igualmente  ingresar  eu  el  mencionado 
| cuerpo  cou  una  pensión  que  no  bajará  del  doble  del 
I haber  y las  obvenciones  que  disfrutaban  en  el  servi- 
cio de  filas  al  ser  inutilizados. 
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Los  que  aun  declarados  inútiles  para  el  trabajo  y 
servicio  militar  pudieran,  sin  perjuicio  de  su  salud, 
emplearse  en  el  de  ordenanzas,  porteros,  conserjes  y 
otros  cometidos  análogos  de  las  oficinas,  dependen- 
cias y establecimientos  militares,  desempeñarán  obli- 
gatoriamente estos  cargos,  abonándoseles,  en  tal  caso, 
como  aliciente  una  gratificación. 

De  los  ascensos  y recompensas  en  tiempo  de  paz. 

Art.  60.  Los  empleos  y clases  del  ejército  son, 
por  su  órden  de  categorías,  los  siguientes: 

Capitán  general. 

Teniente  general. 

General  de  división. 

General  de  brigada. 

Coronel. 

Teniente  coronel. 

Comandante. 

Capitán. 

Primer  teniente. 

Segundo  teniente. 

Alférez  alumno. 

Suboficial. 

Sargento. 

Cabo. 

Los  empleos  de  los  cuerpos  Jurídico,  Sanidad,  In- 
tendencia, Intervención,  Clero  castrense,  Veterinaria, 
Equitación  y Auxiliar  de  oficina  se  distinguirán  por 
sus  denominaciones  especiales,  y tendrán  con  los  del 
ejército  las  asimilaciones  conocidas. 

Art.  61.  En  tiempo  de  paz  no  se  otorgará  ascenso 
alguno  en  el  ejército  sin  vacante  que  lo  motive. 

Para  el  cumplimiento  de  este  precepto,  el  Gobier- 
no determinará,  dentro  de  los  límites  del  presupuesto, 
y teniendo  en  cuenta  las  exigencias  del  servicio,  las 
plantillas  de  las  diferentes  armas,  cuerpos  é insti- 
tutos. 

Art.  62.  El  ascenso  á las  clases  de  cabos  y sar- 
gentos se  verificará  por  elección  dentro  de  cada  re- 
gimiento ó unidad  órgánica,  conforme  á las  reglas 
que  dicte  el  Ministro  de  la  Guerra. 

Los  aspirantes  á estas  clases  recibirán  la  instruc- 
ción preparatoria  en  sus  mismos  cuerpos  ó en  Escue- 
las especiales  que  se  establezcan  en  las  regiones  ó 
distritos,  según  las  armas,  cuerpos  ó institutos  á que 
dichos  aspirantes  pertenezcan,  y lo  que  preceptúen  las 
disposiciones  reglamentarias. 

Art.  63.  Los  suboficiales  ascenderán  á tenientes 
por  rigorosa  antigüedad  sin  defectos  y prévio  exi- 
men de  ingreso,  para  cubrir  las  vacantes  que  ocurran 
de  dicha  clase  ó su  asimilada,  en  los  cuerpos  de  la 
Guardia  civil,  Carabineros,  Intendencia,  Tren  y Au- 
xiliares de  oficinas,  según  los  turnos  que  determina 
la  presente  ley,  ó que  los  reglamentos  orgánicos  es- 
tablezcan. 

Para  el  ingreso  en  cada  uno  de  los  expresados 
cuerpos  serán  preferidos  los  suboficiales  procedentes 
del  mismo;  y dentro  de  ellos  obtendrán  sus  ascensos 
ulteriores,  con  sujeción  á las  disposiciones  generales 
que  les  sean  aplicables. 

Los  suboficiales  podrán  renunciar  al  ascenso,  cuan- 
do por  antigüedad  les  correspondiere,  conservando 
derecho  preferente  al  mismo  en  nueva  vacante,  ó pa- 
sando á cubrir  las  que  ocurran  en  la  escala  de  oficia- 
les reservistas,  cuando  así  lo  prefieran. 

Art.  64.  Los  oficiales  particulares  de  todas  las 


armas,  cuerpos  é institutos  y las  clases  asimiladas 
de  los  político-militares  y auxiliares,  ascenderán  en 
tiempo  de  paz  hasta  el  empleo  de  coronel  inclusive 
por  rigurosa  antigüedad  sin  defectos. 

Estos  defectos  se  determinarán  de  una  manera 
precisa  en  el  reglamento  de  ascensos  que  ha  «le  dic- 
tarse prévio  informe  de  la  Junta  superior  consultiva, y 
en  él  se  preceptuará  cuanto  conduzca  á que  se  hagan 
efectivas  y eficaces  las  responsabilidades. 

Art.  65.  Los  defectos  de  que  trata  el  artículo  an- 
terior, producirán  la  postergación  para  el  ascenso  por 
plazo  de  uno  á dos  anos  según  su  naturaleza  ó im- 
portancia. La  postergación  se  acordará  de  Real  órden, 
mediante  expediente  gubernativo,  en  que  serán  oidos 
el  interesado  y sus  jefes  inmediatos,  el  superior  de  su 
arma,  cuerpo  ó instituLo,  y la  Junta  superior  con- 
sultiva. 

El  oficial  postergado  será  destinado  sin  demora, 
y bajo  la  más  estrecha  vigilancia  de  sus  jefes,  á ejer- 
cer mando  de  cargos  en  que  pueda  obtener  su  pronta 
rehabilitación  ó demostrar  su  absoluta  incompetencia. 

Dos  suspensiones  de  empleo  por  sentencia  ele  tri- 
bunal competente  ó tres  postergaciones  gubernativas, 
determinarán  la  separación  definitiva  del  servicio. 

Art.  66.  Los  oficiales  de  Infantería,  Caballería, 
Artillería  é Ingenieros  y los  del  cuerpo  de  Estado  Ma- 
yor, mientras  subsista,  podrán  obtener  todos  los  em- 
pleos, hasta  el  de  capitán  general,  que  es  la  suprema 
jerarquía  militar  y la  más  alta  dignidad  del  ejército. 

Los  de  Sanidad,  Intendencia  é Intervención  alean 
zarán  como  último  empleo  de  sus  cuerpos  el  de  ins- 
pector, intendente  ó interventor  general:  los  del  cuer- 
po Jurídico  militar,  el  de  auditor  general,  desem- 
peñando en  él  indistintamente  las  funciones  que  les 
correspondan  en  los  cuerpos  de  ejército  y Consejo  Su- 
premo de  Guerra  y Marina:  los  de  Inválidos,  tendrán 
como  límite  de  sus  ascensos,  el  empleo  de  coronel. 

El  personal  de  Equitación  y el  de  Veterinaria  al- 
canzarán como  último  ascenso  en  sus  escalas  respec- 
tivas una  plaza  asimilada  al  empleo  de  coronel  en  cada 
uno  de  dichos  cuerpos. 

Los  demás  cuerpos  tendrán  por  límite  en  sus  ca- 
rreras ó profesiones  el  que  los  reglamentos  deter- 
minen. 

Art.  67.  En  todo  tiempo,  el  ascenso  á oficial  ge- 
neral y A los  empleos  asimilados,  se  verificará  exclu- 
sivamente por  elección  conforme  á los  preceptos  do 
esta  ley  y de  los  reglameutos  que  se  dicten  para  su 
cumplimieto  y desarrollo. 

Dentro  del  Estado  Mayor  general,  los  ascensos  se 
otorgarán  también  por  elección,  á aquellos  oficiales 
generales  que  hayan  ejercido  mando  en  sus  empleos 
por  tiempo  suficiente  para  demostrar  la  necesaria  ap- 
titud, y se  concederá  entre  estos,  preferencia  para  el 
ascenso  á los  que  reúnan  mayores  méritos  y servi- 
cios notoriamente  comprobados.  En  igualdad  de  las 
anteriores  circunstancias,  decidirá  siempre  la  anti- 
güedad sin  defectos. 

El  Gobierno  fijará  el  cuadro  permanente  de  oficia- 
les generales  y asimilados  que  baste  á cubrir  las  ne- 
cesidades del  servicio  en  tiempo  de  paz  y de  guerra. 

A fin  de  que  en  el  generaleto  tengan  representa- 
ción todas  las  arma3  y cuerpos  del  ejército,  se  esta- 
blecerá en  tiempo  de  paz  entre  todos  ellos  un  turno 
invariable  para  el  ingreso  en  dicha  alta  jerarquía,  y 
observándole  estrictamente,  se  proveerán  las  vacan- 
tes de  la  escala  de  generales  de  brigada,  de  forma  que 
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el  número  de  coroneles  de  Infantería,  Caballería,  Ar- 
tillería, Ingenieros  y del  cuerpo  de  Estado  Mayor, 
mientras  subsista,  que  obtengan  ascenso,  sea  propor- 
cional al  número  de  coroneles  que  constiLuya  las  plan- 
tillas respectivas.  Si  por  caso  muy  excepcional  y jus- 
tificado fuera  preciso  alterar  dicho  turno,  se  compen- 
sará la  alteración  al  proveerse  las  primeras  vacantes 
que  ocurran. 

Art.  08.  Los  oficiales  del  ejército  no  podrán  as- 
cender en  tiempo  de  paz,  sin  haber  desempeñado  du- 
rante dos  años  por  lo  inénos  el  mando  de  armas,  pro- 
pio de  su  empleo. 

El  Gobierno  acordará  los  destinos,  de  modo  que 
los  oficiales  puedan  llenar  esta  condición  en  tiempo 
hábil;  pero  á 103  interesados  corresponde  en  todo  caso, 
dentro  del  espíritu  y letra  de  las  Ordenanzas  militares, 
solicitar  se  les  destine  á mando  dé  tropas  para  ciar  á 
conocer  sus  condiciones  y aptitud. 

Los  que  pertenezcan  á los  cuerpos  auxiliares  y 
político-militares,  deberán  llenar  igual  condición  en 
el  desempeño  de  cargos  de  su  especial  cometido  y no 
en  comisiones  que  les  alejen  del  servicio  que  les  es 
propio. 

Art.  09.  Los  oficiales  de  cualquier  categoría, 
cuerpo  ó instituto  que  en  tiempo  de  paz  presten  á la 
Nación  ó al  ejército  servicios  extraordinarios,  serán 
recompensados  según  la  naturaleza  é importancia  de 
los  mismos,  con  menciones  honoríficas,  distintivos  es- 
peciales y condecoraciones  con  pensión  ó sin  ella. 

Art.  70.  Cuando  algún  militar  prestase  á la  Pa- 
tria, á las  instituciones  ó al  ejército  servicios  tan  no- 
torios y eminentes,  que  á su  importancia  respondiera 
mejor  que  el  premio  al  mérito  contraido,  la  gratitud 
nacional  y la  perpetuidad  de  la  memoria  del  hecho, 
el  Gobierno  someterá  á las  Górtes  la  concesión  de  la 
necesaria  recompensa,  que  se  hará  efectiva  por  medio 
do  una  ley,  bien  otorgando  un  título  del  Reino,  bien 
en  otra  forma  que  corresponda  á lo  excepcional  del 
caso. 

Art,  7 1 . Los  individuos  de  las  clases  de  tropa  del 
ejército  serán  recompensados  en  proporción  á los  me- 
recimientos extraordinarios  que  contraigan,  con  pre- 
mios, distintivos  y cruces  sencillas  ó pensionadas. 

Art.  72.  Queda  terminantemente  prohibida  en  to- 
das las  armas,  cuerpos  é institutos  del  ejército  en 
tiempo  de  paz  y en  tiempo  de  guerra  la  concesión  de 
grados  superiores  y empleos  personales. 

Quedan  asimismo  prohibidas  en  tiempo  de  paz  las 
recompensas  y gracias  de  carácter  colectivo,  aunque 
sea  con  motivo  de  faustos  acontecimientos  nacionales. 

De  los  ascensos  y recompensas  en  tiempo  de  guerra . 

Art.  73.  Las  grandes  hazañas,  los  hechos  heroi- 
cos, los  méritos  distinguidos  y los  peligros  y sufri- 
mientos de  las  campanas  serán  recompensados  en 
interés  del  Estado  y en  justo  premio  .á  los  mereci- 
mientos personales  de  los  oficiales  generales  y parti- 
culares do  todos  los  cuerpos  é institutos  del  ejército, 
conforme  se  indica  en  la  escala  siguiente: 

Primer  grupo. 

Cruz  de  San  Fernando,  conforme  á sus  estatutos, 
con  pensión  vitalicia  y en  casos  extraordinarios. 

Segunda  gruja. 

L°  Empleo  inmediato  del  arma  ó cuerpo  á que 
pertenezca  el  ascendido. 


2.°  Derecho  á colocarse  á la  cabeza  de  la  escala, 
y obtener  con  preferencia  á todos  el  empleo  inmediato 
en  vacante  reglamentaria  ó de  plan  Lilla.  Este  derecho 
Lendrá  un  distintivo. 

Tercer  grupo . 

1. °  Cruz  de  una  Orden  militar  especial,  cuya  ins- 
titución se  autoriza  por  la  presente  ley.  Esta  condeco- 
ración llevará  aneja  una  pensión  equivalente  d la  di- 
ferencia de  sueldo  del  empleo  superior  inmediato.  La 
pensión  caducará  al  ascenso. 

2. °  Cruz  del  Mérito  militar,  pensionada  con  el  10 
por  100  del  sueldo  correspondiente  al  empleo  del 
agraciado.  Esta  pensión  también  caducará  al  ascender 
el  que  la  hubiera  obLenido. 

3. °  La  misma  condecoración  sin  pensión  alguna. 

4. °  Mención  honorífica. 

Cuarto  grupo. 

t.°  Medallas  conmemorativas  de  las  campañas  y 
operaciones  más  notables. 

2. °  Condecoraciones  de  las  Ordenes  mencionadas 
ó distintivos  que  perpetúen,  en  las  banderas  y estan- 
dartes, el  recuerdo  de  los  hechos  de  armas  más  bri- 
llantes de  cada  cuerpo. 

3. v  Abonos  de  doble  tiempo  de  campaña  á los  que, 
cumpliendo  las  condiciones  que  el  Gobierno  fijará  en 
cada  caso,  hayan  asistido  á las  operaciones  más  acti- 
vas y arriesgadas. 

Art.  74.  Es  permutable,  á petición  del  interesado, 
la  recompensa  primera  del  ssgundo  grupo,  por  la  pri- 
mera del  tercero.  También  lo  es  la  segunda  del  se- 
gundo grupo,  por  la  segunda  del  tercero. 

Son  compatibles  con  cada  una  de  las  recompen- 
sas individuales  las  colectivas  del  cuarto  grupo,  y lo 
son  también  entre  sí,  por  un  mismo  hecho  de  armas, 
las  de  los  grupos  segundo  y tercero;  pero  con  la  con- 
cesión de  empleo  inmediato,  no  será  compatible  nin- 
guna de  las  pensiones  anejas  á las  recompensas  del 
tercer  grupo. 

Art.  75.  Las  recompensas  de  que  trata  el  artícu- 
lo 73  podrán  otorgarse  en  tiempo  de  paz  solo  en  ca- 
sos muy  extraordinarios,  como  los  siguientes: 

Cuando  un  militar  que  no  sea  jefe  inmediato  ni 
directo  de  tropa  rebelde  ó sediciosa,  la  someta  á obe- 
diencia y disciplina  con  gran  riesgo  de  su  vida. 

Cuando  surjan  colisiones  armadas,  combates  ó 
hechos  de  armas  en  que  el  militar  cumpla  sus  debe- 
res con  extraordinario  valor,  acierto  y abnegación. 

Y siempre  que  por*su  iniciativa  y decisión  en  lu- 
chas ó combates  y con  gran  riesgo  de  su  vida,  man- 
tenga en  defensa  de  la  Nación,  de  las  instituciones  ó 
de  la  disciplina  militar,  el  honor  de  las  armas,  la 
lealtad  de  las  tropas  á sus  órdenes  y la  paz  pública. 

La  clasificación  de  los  casos  consignados  en  este 
artículo  se  hará  por  Real  decreto. 

Art.  76.  No  se  otorgará  á los  oficiales  recompen- 
sa alguna  de  las  comprendidas  en  los  tres  primeros 
grupos  de  la  escala  de  premios,  siu  que  los  propues- 
tos figuren  nominalmente  en  el  parte  detallado  de  la 
acción  con  todas  las  circunstancias  necesarias  para 
formar  juicio  del  hecho  que  motive  la  propuesta.  El 
mencionado  parte  deberá  ser  cursado  á la  Superiori- 
dad en  un  plazo  máximo  de  tres  dias. 

Solo  en  casos  muy  raros  y satisfactoriamente  ex- 
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pilcados,  salvo  el  de  incomunicación  absoluta,  podrá 
ampliarse  hasta  cinco  dias. 

La  relación  circunstanciada  del  hecho,  en  cuanto 
no  tenga  carácter  reservado,  se  publicará  antes  de  ser 
cursada,  en  la  órden  del  día  de  la  sección,  cuerpo, 
columna,  guarnición,  división  ó brigada,  que  habien- 
do concurrido  al  combate,  tenga  que  dirigir  á su  su- 
perior inmediato  el  primer  parte  detallado  del  suceso. 

Esta  publicación,  á más  de  la  justa  satisfacción  ó 
natural  estímulo  de  cuantos  la  escuchen,  servirá  para 
que  por  todos  puedan  formularse  en  tiempo  hábil  las 
observaciones  y reclamaciones,  siempre  respetuosas, 
que  deban  contribuir  al  esclarecimiento  y apreciación 
de  los  hechos. 

Al  remitir  los  partes  á la  Superioridad,  se  hará 
ConsLar  que  han  sido  publicados  en  la  forma  y térmi- 
nos que  el  presente  artículo  detalla,  y se  dará  cuenta 
de  las  reclamaciones  y observaciones  formuladas  con 
toda  precisión  y claridad. 

Art.  77.  Un  reglamento  dictado  con  audiencia  de 
la  Junta  superior  consultiva  de  Guerra,  determinará, 
con  el  mayor  detalle  posible,  los  hechos  á que  deba 


corresponder  cada  una  de  las  recompensas  personales 
y colectivas.  Otro  reglamento  dictado  con  el  mismo 
prévio  informe,  establecerá  las  recompensas  en  gue- 
rra para  las  clases  de  tropa. 

Art.  78.  Quedan  derogadas  todas  las  leyes  y dis- 
posiciones que  se  opongan  á la  presente  ley. 

El  Gobierno  dictará  los  Reales  decretos,  reglamen- 
tos y demás  disposiciones  conducentes  al  desarrollo  y 
planteamiento  de  la  misma. 

TgualmenLe  se  determinará  en  los  reglamentos  que 
se  dicten  las  medidas  convenientes  para  el  tránsito  de 
una  á oirá  legislación. 

Art.  79.  Mientras  esto  no  suceda  continuarán  ri- 
giendo las  disposiciones  vigentes,  en  cuanto  sean  com- 
patibles con  las  prescripciones  de  esta  ley,  que  deban 
tener  inmediato  cumplimiento  por  virtud  de  lo  con- 
creto, absoluto  6 incondicional  de  sus  términos. 

Palacio  del  Congreso  23  de  Mayo  de  1 887.=José 
Canalejas  y Mendez,  presidente.— A.  Domínguez  Al- 
fonso.—Federico  La  viña.= Andrés  Mellado —Antonio 
García  Alix.=Juan  Muñoz  y Vargas.==Agustin  déla 
Serna,  secretario. 
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CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proyecto  de  ley  ( reproducido ),  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  supri- 
miendo las  retenciones  sobre  los  sueldos  de  los  jefes , oficiales  y clases  asimiladas 
del  ejército,  y creando  un  Banco  militar  de  préstamos. 


A Í,AS  CORTES. 

Tiempo  hace  que  una  de  las  cuestiones  que  más 
preocupan  á las  clases  militares  y más  pueden  influir 
directamente  en  la  moral  del  ejército,  es  la  grave  si- 
tuación económica  en  que  han  caído  gran  número  de 
oficiales,  víctimas  hoy  de  la  usura  de  los  prestamis- 
tas ménos  escrupulosos.  Sin  dejar  de  reconocer  todo 
lo  que  puede  intervenir  la  voluntad  individual  para 
evitar  tal  situación,  es  lo  cierto  también  que  muchos 
oficiales,  quizá  la  generalidad  de  los  deudores,  car- 
gados de  servicios  y de  merecimientos,  han  sido  arras- 
trados inevitablemente  á aquel  estado  de  apuro  en 
momentos  críticos,  ante  necesidades  de  sus  familias 
dpor  exigencias  de  la  misma  vida  militar. 

Para  los  viciosos  existen,  y han  existido  siempre» 
severos  castigos  en  la  legislación  penal  mititar,  de- 
biendo citarse,  entre  otros,  los  preceptos  contenidos 
cu  las  Reales  órdenes  de  25  de  Enero  de  1802,  23  de 
■lulio  do  1886,  7 de  Mayo  de  1872,  20  de  Noviembre 
de  1873,  29  de  Julio  de  1880,  27  de  Enero,  30  de 
Abril,  3 de  Setiembre  y 8 de  Octubre  de  1883  y 7 de 
Incro  de  1884,  sobre  todas  las  cuales  descuella  la  de 
16  do  Diciembre  de  1874,  que  comprende  la  legalidad 
vigente  en  la  materia,  bajo  el  doble  punto  de  vista  de 
la  calificación  y pago  de  deudas  en  vía  gubernativa 
y la  corrección  aplicable  cuando  fuesen  deshonrosas, 
intimamente  los  arts.  1G2  y 1G3  del  Código  penal  del 
ejército  han  legislado  acerca  de  este  punto,  elevando 
a delito  el  hecho  de  contraer  deudas  injustificadas, 
siempre  que  el  deudor  hubiese  sido  castigado  disci- 
plinariamente tres  veces  por  esa  ú otras  faltas. 

Resuelta  en  tales  términos  la  cuestión  relativa  á 
j inmoralidad  del  préstamo  originado  en  la  mala  con- 
ducta del  que  olvida  la  respetabilidad  característica 


de  la  profesión  armada,  resta  por  abordar  la  que  im- 
plica el  desarrollo,  cada  dia  más  alarmante,  de  una 
escandalosa  industria,  nacida  y fomentada  al  calor  de 
las  escaseces  que  pesan  sobre  las  clases  militares.  No 
será  aventurado  asegurar  que  de  100  oficiales  ex- 
plotados por  la  usura  90  lo  son  por  efecto  de  nece- 
sidades forzosas  (desgracias  de  familia,  reposición  de 
prendas  de  uniforme,  gastos  de  marchas,  etc.),  tanto 
más  difíciles  de  satisfacer,  cuanto  ménos  sé  le  ayude 
para  ello. 

Y si  á todo  esto,  que  puede  considerarse  como  el 
resultado  de  los  accidentes  ordinarios  de  la  vida,  se 
agrega  la  situación  anómala  del  reemplazo  que  por 
exceso  de  personallia  mautenido  durante  mucho  tiem- 
po á oficiales  dignos  y pundonorosos  percibiendo  la 
mitad  de  sus  haberes,  insuficientes  ya  por  lo  reduci- 
dos, no  solo  para  satisfacer  las  necesidades  de  la  vida, 
sino  hasta  para  las  indispensables  del  sustento  y del 
hogar;  y si,  por  otra  parte,  se  tiene  en  cuenta  la  gran 
masa  de  oficiales  que  al  disminuirse  el  ejército  de 
Cuba  han  regresado  á la  Metrópoli  con  créditos  con- 
siderables contra  el  Estado,  por  la  penuria  de  aquel 
Tesoro,  y que  al  llegar  á los  puertos  de  la  Península 
carecían  do  todo  género  de  recursos,  se  comprenderá 
fácilmente  que  la  mayoría  de  las  deudas  tienen  una 
justificación  que  no  puede  ser  desconocida,  y el  Go- 
bierno se  encuentra  en  el  deber  ineludible  de  evitar: 
la  explotación  de  que  están  siendo  objeto  los  que  han 
atravesado  por  tan  críticas  circunstancias. 

Conviene  decir,  lejos  de  ocultarlo  con  hipócrita 
silencio,  que  las  retenciones  existentes  sobre  los  suel- 
dos de  los  militares  ascienden  hoy  á sumas  alarman- 
tes, por  más  que  representen  en  su  mayor  parte,  más 
que  el  capital  prestado,  fabulosas  ganancias  para  esos 
traficantes  del  dinero  poco  escrupulosos,  que  dirigen 
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preferentemente  su  manejo  á la  explotación  codiciosa 
de  aquel  histórico  peculio  castrense,  objeto  en  lo  an- 
tiguo de  tantos  privilegios,  cabalmente  porque  repre- 
senta la  remuneración  tasada  del  que  da  cuanto  tiene: 
la  sangre  y la  vida  en  defensa  de  la  Patria  y de  sus 
instituciones. 

No  es  compatible,  sin  duda,  con  los  principios  do- 
minantes en  las  escuelas  jurídicas  modernas,  la  re- 
surrección de  ciertas  diferencias  de  clase  que  pugnan 
con  la  recta  comunidad  de  aspiraciones  é intereses  en 
que  viven  las  sociedades  de  nuestro  tiempo.  Intima- 
mente persuadido  de  ello  el  Ministro  que  suscribe, 
rehuirá  siempre  cuanto  pueda  significar  algo  como 
propósito  ó deseo  de  hacer  de  la  milicia  una  colecti- 
vidad aparte  de  las  demás  que  contribuyen  á la  vida 
oficial  del  país,  en  cuyo  servicio  y representación  se 
confunden  é identifican  todos  los  organismos  y todas 
las  fuerzas  vivas  del  Estado. 

Pero  al  pretender  remediar  un  mal  gravísimo,  la- 
tente en  la  milicia,  no  se  trata  de  crear  ó renovar 
privilegios,  sino  de  evitar  funestas  consecuencias,  que 
por  igual  afectan  al  militar,  á la  profesión  armada  y 
á la  Nación,  de  cuyos  derechos  han  de  ser  uno  y otra 
preciado  escudo  y segura  garantía. 

El  jefe  ú oficial  á quien  la  retención  impuesta  so- 
bre su  sueldo  para  pago  de  deudas  reduce  aquel  á tres 
cuartas  partes,  á dos  tercios  ó á la  mitad,  según  las 
disposiciones  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  queda 
desde  luego  condenado  á sostener  una  lucha  imposi- 
ble entre  las  exigencias  de  la  vida  material  y los 
mermados  recursos  con  que  para  sufragarlas  se  le 
dota.  De  ahí  el  que  no  sea  disponible  para  la  presta- 
ción de  los  servicios  propios  del  militar;  de  ahí  que 
carezca  de  medios  para  mantener  en  todas  las  mani- 
festaciones de  la  carrera  de  las  armas,  y aun  dentro 
de  las  conveniencias  de  su  posición  social,  el  decoro 
y la  severidad  de  costumbres  que  constituyen  uno 
de  los  timbres  más  valiosos  del  hombre  de  guerra; 
de  ahí,  en  fin,  la  facilidad,  harto  acreditada  por  una 
triste  experiencia,  de  hacer  del  deudor,  oprimido  en- 
tre las  mallas  de  una  usura  despiadada,  elemento  de 
desórden  ó indisciplina,  pronto  á servir  los  torpes 
fines  de  los  conspiradores  políticos. 

Las  retenciones  de  sueldos  complican,  por  otra 
parte,  la  contabilidad  de  las  oficinas  militares,  y au- 
mentan estérilmente  el  trabajo  de  las  mismas,  hasta 
el  extremo  de  haber  sido  preciso  montar  Negociados 
especiales  para  aquel  efecto.  Además,  colocan  á los 
deudores  en  condiciones  de  excepción  respecto  de  sus 
compañeros,  desde  el  momento  en  que  para  aquellos 
resulta  ilusoria,  ó poco  ménos,  la  recompensa  que  á 
sus  servicios  se  otorga,  y que  sometida  á la  traba  de 
un  enorme  descuento,  deja  de  significar  de  hecho  la 
disponibilidad  absoluta  en  que  el  Gobierno  ha  de  en- 
contrar siempre  al  militar,  cuyo  sueldo  no  es,  en  de- 
finitiva, sino  medio  indispensable  para  el  cumpli- 
miento de  los  deberes  que  su  profesión  le  impone,  y 
en  tal  concepto  perfectamente  análogo  á los  instru- 
mentos necesarios  de  todo  arte  ú oficio;  instrumentos 
que,  como  el  lecho  cotidiano  y las  ropas  del  deudor, 
las  vías  férreas  abiertas  al  servicio,  los  almacenes, 
talleres  y efectos  destinados  al  movimiento  de  una 
línea  la  ley  declara  esencialmente  exentos  de  embar- 
go, por  altísimas  consideraciones  de  equidad  y de  go- 
bierno, porque  sobre  el  derecho  del  acreedor  está  el 
derecho  supremo  de  la  justicia,  que  impone  el  reco- 
nocimiento de  la  subsistencia  á favor  del  individuo  y 


el  condominio,  ó al  ménos  el  usufructo  general  de 
determinados  elementos  de  prosperidad  y riqueza  pú- 
blica. 

Razones  de  la  propia  entidad  aconsejan  extender 
la  prohibición  de  embargo  á ios  sueldos  y haberes 
militares,  á fin  de  que  los  defensores  del  Estado,  á 
quienes  éste  paga  para  utilizar  libremente  sus  servi- 
cios, puedan  prestarlos  siempre,  según  sea  menester, 
en  la  plena  posesión  de  cuantos  medios  exige  el  des- 
empeño de  tan  importante  cometido.  De  esta  suerte 
se  limita  en  algún  modo  la  propiedad  del  militar  sobre 
los  emolumentos  de  su  carrera,  lo  cual  demuestra 
una  vez  más  cuán  lejos  está  de  representar  sin  privi- 
legio la  disposición  de  que  so  trata;  pero  semejante 
limitación,  largamente  justificada,  como  queda  com- 
probado, por  necesidades  generales  de  organización  y 
gobierno,  puede  ser  compensada  fácilmente  sin  per- 
juicio para  los  interesados  ni  menoscabo  de  las  exi- 
gencias en  que  se  funda,  mediante  la  adopción  de 
oportunas  medidas  complementarias  que  dentro  déla 
esfera  gubernativa  quede  facultado  para  plantear  el 
Ministro  de  la  Guerra,  y que  darán  rápida  y eficaz 
solución  al  militar  en  casos  de  legítimos  apuros  pe- 
cuniarios. 

Por  las  razones  expuestas,  el  Ministro  que  suscri- 
be, de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros  y prévia- 
mentc  autorizado  por  S.  M.,  tiene  el  honor  de  some- 
ter á la  aprobación  de  las  Cortes  el  adjunto  proyecto 
de  ley. 

Madrid  22  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  la 
Guerra,  Manuel  Cassola. 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Lo  dispuesto  en  el  art.  1451  de  la 
ley  de  enjuiciamiento  civil  no  es  aplicable  en  lo  su- 
cesivo á los  individuos  del  ejército  hasta  coroneles 
inclusive  y las  clases  militares  asimiladas,  cuyos 
sueldos  y haberes  no  estarán  sujetos  á embargo  ni 
se  despacharán  contra  ellos  más  mandamientos  eje- 
cutivos. 

Fuera  de  los  sueldos  y haberes  que  los  militares 
reciben  del  Estado,  ningunos  otros  bienes  se  conside 
rarán  exceptuados. 

Art.  2.°  Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para  que 
pueda  contratar  con  cualquiera  Corporación,  estable- 
cimiento ó Sociedad  de  crédito  el  servicio  de  présta- 
mos á los  jefes  y oficiales  del  ejército,  sobre  las  bases 
siguientes: 

1. a  Los  préstamos  se  harán  con  autorización  del 
director  general  del  arma  ó instituto  á que  corres- 
ponda el  prestatario  y bajo  el  compromiso  de  some- 
ter á éste  administrativamente  á un  descuento  men- 
sual equivalente  al  20  por  100  del  haber  que  le 
corresponda  por  el  destino  y situación  que  ejerza. 

2. a  El  prestatario  abonará  al  prestamista  sucesi- 
vamente el  importe  de  los  mencionados  descuentos 
hasta  la  completa  extinción  de  la  deuda,  y además  un 
interés  igual  al  que  tenga  establecido  el  Banco  de  Es- 
paña en  sus  operaciones  con  el  Tesoro  público,  el  l por 
100  de  comisión,  y el  resto,  hasta  el  6 por  100  que 
ha  de  abonar  el  prestatario,  se  destinará  á constituir 
el  fondo  que  debe  cubrir  los  créditos  que  puedan  re- 
sultar fallidos. 

3. a  La  Sociedad,  Banco  ó contratista  tendrá  obli- 
gación de  hacer  los  préstamos  en  todas  las  capitales 
de  provincia,  y de  recibir  los  reembolsos  parciales  en 
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aquellas  en  que  preste  servicio  el  prestatario  dentro  de 
la  Península  é Islas  adyacentes,  y en  el  caso  de  tener 
éste  más  lejana  residencia,  lo  recibirá  en  Madrid. 

4. ft  Para  liquidar  la  suma  que  por  intereses  deben 
satisfacer  los  prestatarios  se  llevará  á cada  uno  su 
cuenta  corriente  de  intereses  recíprocos  al  6 por  100 
anual,  en  la  que  se  Je  cargará  el  importe  total  del 
préstamo  y se  le  abonarán  las  entregas  mensuales  á 
la  fecha  en  que  se  formalice  la  entrega. 

Anualmente  se  liquidará  y formará  una  cuenta 
general  para  determinar  la  parte  de  los  reembolsos 
que  represente  el  interés  y hacer  su  distribución,  en 
|ít  forma  que  determina  la  base  2.a 

5. a  Por  regla  general  los  préstamos  individuales 
,io  excederán  del  40  por  100  del  haber  liquido  anual 
de  los  prestatarios,  pero  podrán  hacerse  colectivos 
con  responsabilidad  subsidiaria  de  todos  los  obliga- 
dos, siempre  que  esta  no  exceda  del  10  por  100  in- 
dividual. 

G.a  Los  prestatarios  que  pasasen  á situación  pa- 
siva, quedan  obligados  á continuar  satisfaciendo  ai 
prestamista  la  misma  cantidad  mensual  que  si  siguie- 
ra en  activo,  teniendo  prioridad  esta  obligación  sobre 
cualquiera  otra. 

Art.  3.°  Realizado  e,l  contrato  de  que  trata  el  ar- 


tículo 2.°  conforme  á las  condiciones  que  acuerde  el 
Consejo  de  Ministros,  el  de  la  Guerra  dictará  el  opor- 
tuuo  reglamento  para  la  ejecución  de  esta  ley. 

Art.  4.°  A fin  de  facilitar  la  eficacia  de  ella,  se 
autoriza  eu  este  solo  caso  á las  Sociedades,  Banco  de 
crédito  é instituciones  benéficas  que  se  rijan  por  le- 
yes ó estatutos  especiales,  cualquiera  que  sea  su  ca- 
rácter, para  que,  si  les  conviene,  puedan  contratar  con 
el  Gobierno  el  servicio  relacionado. 

Art.  5.°  En  último  caso,  si  por  cualquiera  causa 
no  pudiera  teuer  efecto  el  contrato,  se  autoriza  al  Go- 
bierno para  crear  en  el  Ministerio  de  la  Guerra  un 
Banco  militar  qne  pueda  desempeñar  do  una  manera 
análoga  el  servicio  de  que  tratan  ios  artículos  an- 
teriores, tomando  á préstamo  basta  la  cantidad  do 
4 millones  de  pesetas,  cuya  operación  se  hará  por  el 
Tesoro  público.  Y en  est-i  caso  la  diferencia  entre  el 
interés  del  capital  adquirido  para  el  Banco  y el  6 por 
100  que  éste  ha  de  percibir  de  los  prestatarios  ser- 
virá para  satisfacer  los  pequeños  gastos  de  adminis- 
tración y para  constituir  un  fondo  de  reserva,  sobre 
el  que  cargarán  los  créditos  fallidos. 

Madrid  *22  de  Abril  de  1887.=E1  Ministro  de  la 
Guerra,  Manuel  Cassola. 
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SESIONES  IE  CORTES 


Proyecto  de  ley  (reproducido),  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar,  redu- 
ciendo la  cuota  de  contribución  que  determina  el  derecho  d ser  inscrito  como 
elector  para  Diputados  á Cortes  en  Cuba  y Puerto-Rico,  y reformando  la  actual 

división  electoral  en  dichas  provincias. 


A LAS  CORTES. 

El  Gobierno  de  S.  M , cumpliendo  lealmente  su 
programa  de  presentar  á los  Cuerpos  Colegisladorcs 
las  reformas  políticas  y administrativas  que  requiere 
el  estado  de  las  islas  de  Cuba  y Puerto-Rico,  después 
<le  las  económicas,  que  son  la  primera  ueccsidad  de 
su  existencia  y vienen  consignadas  en  los  presupues- 
tos sometidos  á la  deliberación  del  Gougreso,  presenta 
el  adjunto  proyecto  de  ley  de  bases  para  la  reforma 
electoral,  como  principio  de  las  demás  medidas  que 
tiene  en  estudio,  é irá  sucesivamente  desarrollando, 
y continuación  de  aquellas  otras  que  rigen  ya  en  las 
Antillas  por  iniciativa  del  mismo. 

Abolido  el  patronato  en  la  isla  de  Cuba,  y des- 
apareciendo con  él  los  últimoe  restos  de  la  esclavitud 
en  todas  las  provincias  y dominios  españoles,  no  es  | 
posible  sostener  la  vigente  ley  electoral  para  Diputa- 
dos á Córtes  en  la  grande  Antllla,  en  cuanto  se  refiere 
al  número  de  representantes  que  hoy  envía  al  seno 
de  la  Cámara  popular,  sin  una  manifiesta  violación 
del  precepto  consignado  en  el  art.  27  de  la  ley  fun- 
damental de  la  Monarquía;  y con  objeto  de  que  cou- 
'■uerden  ambas  leyes,  so  fija  como  una  de  las  bases 
de  la  reforma  electoral  el  aumento  de  Diputados  á 
C irtes  que  permita  el  censo  de  población  de  una  v 
otra  Antilla. 

Tampoco  consienten  ya  las  circunstancias  econó- 
micas que  excepcionalmente  atraviesan  las  islas  de 
, * i Puerto-Rico,  el  que  continúe  como  una  de 

as  bases  del  censo  la  cuota  de  125  pesetas  que  actual- 
mente se  exige  á los  contribuyentes  de  todo  género, 
oí  es  natural  ni  lógica  la  igualdad  que  hoy  existe  en 


cuanto  al  sufragio  entre  los  contribuyentes,  cual- 
quiera que  sea  el  concepto  por  el  que  tengan  este  ca- 
rácter, cuando  en  la  ley  de  presupuestos  se  mantiene 
una  diferencia  considerable  entre  el  tipo  del  impuesto 
territorial  y el  que  sirve  de  base  á la  contribución  de 
la  propiedad  urbana  y del  subsidio  industrial  y mer- 
cantil, y de  ahí  que  el  Gobierno  de  S.  M.  proponga, 
en  primer  término  la  rebaja  de  la  cuota  que  hoy  sirve 
de  base  para  el  ejercicio  del  derecho  electoral,  bus- 
caudo  la  mayor  semejanza  posible  con  lo  establecido 
en  la  Península,  para  lo  cual  se  hace  una  bonificación 
álos  propietarios  contribuyentes  por  impuesto  terri- 
torial, que  además  de  las  razoues  económicas  antes 
aducidas  como  defensa  de  su  aparente  privilegio,  tie- 
nen á su  favor  la  condición  de  arraigo,  que  representa 
en  todos  los  pueblos  el  ser  propietario  de  la  tierra. 

No  sería,  sin  embargo,  justo  que  á la  par  que  se 
introducen  estas  reformas  en  beneficio  del  terrate- 
niente y rindiendo  tributo  á su  importancia,  queda- 
ran desatendidos  los  demás  contribuyentes,  á quienes 
la  ley  actual  solo  concede  el  derecho  de  emitir  su  su- 
fragio después  de  trascurrido  uu  plazo  de  dos  años, 
satisfaciendo  sus  impuestos;  y para  remediar  este  in- 
conveniente, se  propone  en  estas  bases  que  los  ciu- 
dadanos que  sin  fijación  de  tiempo  acrediten  que  por 
cualquier  concepto  pagan  al  Estado  la  cuota  mínima 
que  este  proyecto  establece,  puedan  libremente  ejer- 
citar esta  función  que  se  considera  en  todos  los  pue- 
blos como  uno  de  los  más  importantes  deberes  de 
aquellos  que  los  constituyen. 

El  Gobierno  de  S.  M.  fija,  por  último,  la  época  en 
que  ha  de  regir  la  próxima  ley  electoral,  y dictará  en 
la  misma  los  plazos  en  que  deberá  hacerse  la  modi- 
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íicacion  de  las  listas  del  censo,  ya  que  ni  la  premura 
del  tiempo,  ni  la  justicia,  ni  las  conveniencias  polí- 
ticas consienten  que  surtan  sus  efectos  antes  de  las 
primeras  elecciones  generales  que  se  celebren  para 
Diputados  á Cortes,  tanto  en  la  isla  de  Cuba  como  en 
la  de  Puerto-Rico. 

Atendiendo  á estas  consideraciones,  el  Ministro 
que  suscribe,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros, 
tiene  la  honra  de  presentar  á las  Górtes  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 .°  Queda  reducida  & 50  peset^  la  cuota 
de  i 25  por  impuesto  urbano  ó por  subsidio  industrial 
ó de  comercio  que  determina  el  derecho  á ser  ins- 
crito como  elector  de  Diputados  á Córles  en  las  pro- 
vincias de  Cuba  y Puerto-Rico,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 142  de  la  ley  electoral  de  28  de  Dicicmbe  de 
1878. 

Los  propietarios  contribuyentes  por  territorial  en 
la  isla  de  Cuba  gozarán,  para  los  efectos  de  esta  ley, 


de  una  bonificación  que  los  iguale  á los  de  la  Penín- 
sula en  el  disfrute  del  derecho  electoral. 

Art.  2.°  Para  adquirir  el  derecho  electoral  bas- 
tará pagar  la  contribución  a que  se  refiere  el  artículo 
anterior. 

Art.  3.°  En  cumplimiento  del  art.  27  de  la  Cons- 
titucion  de  la  Monarquía,  se  autoriza  al  Gobierno 
para  que  ponga  en  relación  el  número  de  Diputados 
elegidos  por  las  islas  de  Cuba  y Puerto -Rico  con  el 
censo  de  población  de  las  mismas,  en  armonía  con  lo 
que  prescribe  el  art.  143  de  la  ley  antes  citada. 

Art.  4.°  Queda  también  autorizado  el  Gobierno 
para  reformar  en  todo  ó en  parte  la  actual  división 
electoral  de  las  islas  de  Cuba  y Puertó-Ricó. 

Art.  5.°  En  la  iorma  legal  y en  los  plazos  que  se 
establezcan,  se  procederá  á la  reforma  del  censo  y 
publicación  de  las  listas  electorales,  á fin  de  que  la 
presente  ley  sea  aplicada  en  la  primera  elección  ge- 
neral de  Diputados  á Córtes  que  se  verifiqúe. 

Madrid  15  de  Junio  de  1887. =E1  Ministro  de  Ul- 
tramar, Víctor  Balaguer. 
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DE  LAS 


SESIONES  DE  COSTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proyecto  de  ley  ( reproducido ),  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda , apro- 
bando el  convenio  celebrado  con  el  flanco  de  España,  relativo  á los  servicios  de 
la  deuda  flotante  del  Tesoro  y de  Tesorería  del  Estado. 


A LAS  CORTÉS 

La  deuda  flotante  ascendía  en  l.°  de  Junio  del  co- 
rriente año  á pesetas  153.250.000,  y si  bien  la  reali- 
zación de  todos  los  recursos  extraordinarios  con  que 
so  dotó  el  actual  presupuesto  disminuirá  aquella  ci- 
fra, siempre  resultará  importante  y digna  de  que  las 
Cortes  y el  Gobierno  Ajen  en  ella  su  atención. 

No  es  posible  la  inmediata  extinción  de  tal  deuda 
sin  operaciones  de  crédito,  que  ni  en  la  actualidad  son 
prudentes,  ni  es  de  creer  que  se  realizaran  á tipos  más 
beneficiosos  que  los  estipulados  con  el  Banco  de  Es- 
paña, á quien  se  adeuda  la  totalidad  de  la  cantidad 
antes  dicha. 

En  tal  caso  la  prudencia  aconseja  la  extinción  lenta, 
bien  con  ios  recursos  que  la  enajenación  de  los  bie- 
nes del  Estado  que  aun  restan  por  vender  ó de  aque- 
llos cuya  venta  se  acuerde  en  lo  sucesivo  proporcio- 
ne, ó bien  por  otros  medios;  pero  en  el  ínterin  impor- 
ta mucho  procurar  que,  conservando  aquella  deuda  la 
ventaja  que  le  es  propia  de  contratarse  á interés  módi- 
co, pierda  el  inconveniente  que  también  le  es  peculiar 
do  ser  exigible  en  breve  y perentorio  plazo. 

A conseguir  estos  dos  objetos  tiene  el  proyecto 
de  ley  que  el  Ministro  que  suscribe  tiene  la  honra  de 
someter  á la  consideración  de  las  Cortes. 

Por  el  convenio  cuya  ratificación  se  propone,  se 
compromete  el  Banco  de  España  á tener  por  espacio 
de  cinco  anos  abierto  á disposición  del  Tesoro  un 
crédito  que  no  traspase  el  límite  del  importe  de  su 
capital  y fondo  de  reserva;  es  decir,  que  no  exceda  de 
105  millones  de  pesetas.  Solo  en  graves  y extraordi- 
narias circunstancias  podrá  exceder  el  rédito  de  3 por 
100  al  año,  y será  dentro  de  este  límite  un  1 por  100 
más  bajo  que  el  fijado  en  general  por  aquel  estable- 


cimiento para  el  descuento  de  valores.  Por  este  medio, 
no  solo  se  reduce  el  interés  á términos  tan  pequeños 
cual  en  época  alguna  se  ha  alcanzado,  produciéndose 
una  economía  hoy  no  despreciable  y que  será  mayor 
i si,  como  todo  hace  suponer,  el  Banco  de  España  re- 
duce su  tipo  de  descuento  para  el  público  en  general, 
sino  que  se  obtiene  un  plazo  de  cinco  años,  durante 
los  cuales  se  podrá  buscar  una  solución  ventajosa,  ya 
aplicando  recursos  extraordinarios  á extinguir  ó ami- 
norar el  débito,  ya  realizando  nuevos  contratos  para 
conseguir  otros  beneficios  y prórrogas,  ya,  por  último, 
consolidando  la  deuda,  si  otro  recurso  no  quedare, 

: eligiendo  para  ello  el  momento  y circunstancias  más 
convenientes. 

No  es  solo  el  límite  del  capital  y fondo  de  reserva 
del  Banco  el  que  se  señala  como  crédito  del  Tesoro, 
porque  superada,  si  el  caso  liega,  la  cifra  de  105  mi- 
llones de  pesetas,  el  Tesoro  se  reserva  la  facultad  de 
emitir  billetes  ú otros  valores  negociables  á tres,  seis, 
nueve  ó doce  meses  fecha,  con  el  interés  que  se  esti- 
pule, los  cuales  entregará  al  Banco  por  la  cantidad 
que  represente  el  exceso  para  que  pueda  negociarlos, 
obligándose  el  mismo  establecimiento  á recogerlos  á 
su  vencimiento  por  cuenta  del  Tesoro.  Alcanzan,  pues, 
las  cláusulas  del  convenio,  no  solo  hasta  el  saldo  má- 
ximo que  el  Banco  tiene  obligación  de  reconocer  como 
préstamo,  digámoslo  así,  hecho  ai  Tesoro,  sino  hasta 
el  limite  que  las  leyes  señalan  á la  deuda  flotante, 
con  la  previsión  de  disponer  de  valores  que,  negocia- 
bles por  el  Banco  y mediante  la  obligación  que  este 
establecimiento  se  impone  de  recogerlos,  tendrán  cier- 
tamente condiciones  que  facilitarán  su  colocación, 
uniéndose  al  crédito  del  Estado  la  valiosa  coopera- 
ción del  Banco. 

Otro  importante  extremo  del  convenio  con  el  Ban 


o 
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co  de  España  es  el  relativo  á la  adquisición  del  oro, 
cuyos  gastos  lian  venido  hasta  ahora  sufragándose  en 
totalidad  por  el  Tesoro  público,  y que  según  el  con- 
venio se  satisfarán  por  mitad  entre  el  Banco  y la  Ha- 
cienda. 

No  se  oculta  al  Ministro  que  suscribe  que,  desde 
el  punto  de  vista  de  las  obligaciones  que  el  cambio 
impone  á los  establecimientos  que  gozan  del  mono- 
polio de  la  circulación  fiduciaria,  puede  sostenerse 
que  los  gastos  ocasionados  por  la  traida  y acuñación 
de  los  metales  deben  ser  satisfechos  en  su  totalidad 
por  el  establecimiento  que  disfrute  del  privilegio. 
Pero  tampoco  cabe  desconocer  que  el  Banco  se  en- 
cuentra hoy  amparado  por  un  contrato  en  cuyas  cláu- 
sulas no  se  establece  la  obligación  de  sufragar  tales 
gastos,  que  hasta  ahora  se  han  venido  abonando  siem- 
pre en  su  totalidad,  como  queda  dicho,  por  el  Tesoro 
público,  y que  siendo  legalmente  en  España  la  mo- 
neda de  plata  y oro  admisible,  desde  el  momento  en 
que  el  Gobierno,  por  razones  de  utilidad  pública,  se 
reserva  los  beneficios  que  la  acuñación  de  la  plata 
produce,  no  parece  equitativo  exigir  al  Banco  en  su 
totalidad  el  quebranto  que  la  del  otro  metal  oca- 
sione. 

Cualquiera  que  sea  la  consideración  que,  aceptado 
el  sistema  de  la  adquisición  de  la  plata  por  cuenta 
del  Estado  y por  subastas  públicas,  pueda  en  rigor 
tener  la  moneda  de  este  metal,  es  lo  cierto  que  el  cam- 
bio en  esta  especie  es  perfectamente  legal,  y la  pri- 
vación del  derecho  de  acuñarla  impone  lógicamente 
al  Estado  la  obligación  de  sufragar  alguna  parte  del 
quebranto  que  la  acuñación  del  oro  produzca.  Dado, 
pues,  el  estado  actual  de  la  cuestión  en  España,  se 
impone  más  una  solución  de  convenio  entre  el  Banco 
y el  Tesoro  que  una  aplicación  rigurosa  de  los  prin- 
cipios teóricos;  y en  este  sentido,  en  el  contrato  con 
el  Banco,  ála  par  que  el  Estado  facilita  la  traida  de 
pastas  de  oro  que  pueda  inspirar  garantías  a la  cir  - 
culacion  del  billete,  entra  en  el  sistema,  hasta  ahora 
no  adoptado,  de  hacer  que  el  Banco  contribuya  al 
quebranto  que  la  acuñación  de  determinada  moneda 
pueda  originar. 

En  compensación  de  las  obligaciones  que  el  Banco 
de  España  adquiere,  y de  que  se  ha  hecho  mérito  en 
los  párrafos  anteriores,  se  encarga  dicho  estableci- 
miento, á semejanza  de  lo  que  en  otras  Naciones  su- 
cede, del  servicio  de  Tesorería  del  Estado.  Indudable- 
mente beneficiará  al  Banco  este  servicio,  dándole 
medios,  por  la  gran  masa  de  metálico  que  por  él  ad- 
quiere, de  atender  á los  cambios  y de  regularizar  y 
facilitar  la  circulación  de  sus  billetes;  pero  tal  bene- 
ficio no  significa  un  quebranto  para  el  Tesoro,  sino 
por  el  contrario,  una  gran  ventaja,  pues  no  solo  con- 
tribuirá á perfeccionar  la  contabilidad  del  Estado  sir- 
viendo la  del  Banco  de  comprobación  de  la  cuenta  de 
Caja,  sino  que  alejará  los  riesgos  que  el  manejo  de 
caudales  pueda  ocasionar,  y simplificando  la  gestión 
de  la  Hacienda,  determinará  una  economía  no  insig- 
nificante en  los  gastos  públicos. 

El  Banco  de  España,  no  solo  se  encargará  de  rea- 
lizar los  pagos  en  el  interior,  sino  que  tendrá  también 
esta  tarea  en  el  extranjero,  toda  vez  que  ni  en  la  ley 
de  su  creación  ni  en  sus  estatutos  existe  la  prohibi- 
ción que  tienen  algunos  Bancos  de  otros  países,  de 
extender  la  esfera  de  su  acción  fuera  de  los  límites  de 
la  Nación  en  que  están  domiciliados.  El  pago  en  el 
extranjero  determina  también  una  economía,  permi- 


tiendo la  supresión  de  las  delegaciones  establecidas 
hoy  para  verificar  el  de  la  deuda,  y cuyo  importe,  su- 
mado con  las  comisiones  que  se  satisfacen  por  deter- 
minadas obligaciones,  excede  del  deü‘50  por  100,  que 
deberá  abonarse,  según  el  contrato,  al  Banco  de  Es- 
paña por  este  servicio.  A la  vez  facilitará  también  el 
que  los  inLereses  de  nuestra  deuda  se  paguen  directa- 
mente en  todas  las  capitales  del  extranjero  que  el 
Gobierno  estime  oportuno,  siendo  así  más  fácil  la  co- 
locación de  nuestros  valores,  y con  ella  la  mejora  de 
nuestro  crédito. 

Tales  son  las  bases  del  convenio  provisional  cuya 
aprobación  se  propone  boy  á las  Cortes,  y cuyos  re- 
sultados han  de  ser  'simplificar  la  gestión  administra- 
tiva, evitar  riesgos  en  la  misma,  regularizar  la  cir- 
culación íicuciaria haciendo  inéndS  temibles  las  crisis, 
reportar  al  Tesoro  una  importante  economía  y ase- 
gurarle á largo  plazo  la  exislencia  de  un  crédito  á 
interés  ya  pequeño,  y que  quizá  en  lo  sucesivo  por 
nuevos  convenios  pueda  aún  disminuirse. 

En  atención  A lo  expuesto,  autorizado  por  S.  M.  la 
Reina  Regente,  en  nombre  de  su  augusto  Hijo  el  Rey 
Don  Alfonso  XIII,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Mi- 
nistros, tengo  la  honra  de  proponer  á las  Córtes  la 
aprobación  del  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.°^  Se  aprueba  el  convenio  provisional 
celebrado  entredi  Ministro  de  Hacienda  y el  Banco 
de  España  relativo  á los  servicios  de  la  deuda  flotante 
del  Tesoro  y Tesorería  del  Estado. 

Art.  2.°  El  Ministro  de  Hacienda  fijará  el  dia  en 
que  ha  de  empezar  á producir  efectos  legales  el  ex- 
presado convenio;  dictará,  de  acuerdo  con  el  Banco, 
los  reglamentos  y disposiciones  necesarias  para  su 
ejecución,  y determinará  las  reducciones  de  créditos 
en  el  presupuesto  consiguientes  áesta  reforma. 

Madrid  22  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Ha- 
cienda, Joaquín  López  Puigcerver. 

Convenio  provisional  entre  el  Ministro  de  Hacienda  y el 
lianco  de  Espada,  relativo  á los  servicios  de  deuda 
flotante  del  Tesoro  y Tesorería  del  Estado. 

El  Ministro  de  Hacienda,  en  representación  del  Es- 
tado, y el  gobernador  del  Banco  de  España,  en  nombre 
de  este  establecimiento,  considerando  conveniente  á 
los  intereses  públicos  y á los  del  mismo  estableci- 
miento que  por  éste  se  realice  el  servicio  ele  Tesore- 
rías, con  beneficio  para  la  contratación  de  la  deuda 
flotante  del  Tesoro,  han  convenido  las  siguientes  bases: 

PRIMERA. 

El  Banco  de  España  centralizará  en  sus  Cajas  de 
Madrid  y de  las  sucursales  en  provincias,  el  ingreso 
de  todos  los  caudales  de  la  Hacienda  pública  y del 
Tesoro. 

Al  efecto,  todas  las  dependencias  de  la  Hacienda 
pública,  excepto  la  Caja  general  de  depósitos,  que 
tengan  á su  cargo  la  administración  y recaudación 
ele  los  fondos  públicos  generales  y cuantos  los  reciban 
por  concepto  análogo,  los  entregarán  á las  Cajas  del 
Banco,  inclusas  las  existencias,  así  en  metálico  como 
en  valores,  que  haya  al  empezar  á regir  este  convenio, 
con  las  formalidades  próvias  administrativas  que  de- 
terminarán las  instrucciones  y reglamentos. 
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SEGUNDA. 

El  Banco  de  España  duranté  cinco  años,  conlados 
desde  la  fecha  en  que  empiece  á regir  este  contrato,  se 
compromete  á satisfacer  por  cuenta  y á cargo  de  los 
ingresos  á que  la  base  anterior  se  refiere,  todas  las 
obligaciones  y atenciones  del  Estado  y del  Tesoro,  en 
la  forma  y medida  que  para  los  detalles  de  este  ser- 
vicio prefijen  también  las  instrucciones  y regla- 
mentos. 

TERCERA. 

El  Banco  continuará  reservando  del  producto  de 
• bus  contribuciones,  mientras  las  recaude,  y de  los  im- 
puestos que  hoy  se  le  entregan,  según  los  contratos 
celebrados  en  10  de  Diciembre  de  1881  y 22  de  No- 
viembre de  1882,  y en  la  ampliación  de  éste,  aproba- 
da por  Real  órden  de  12  de  Noviembre  de  1886,  la 
parte  necesaria  para  los  intereses  y amortización  de 
las  deudas  amortizable  y perpétua  al  4 por  100,  y de 
la  amortizable  exterior  al  2 por  100,  que  se  pagarán 
por  aquel  establecimiento  del  modo  y forma  estipula- 
dos en  los  referidos  contratos,  sin  que  por  los  saldos, 
si  los  hubiere  á favor  del  establecimiento,  pueda  de- 
vengarse otro  interés  que  el  estipulado  en  la  base  5.a 
del  presente  contrato. 

CUARTA. 

El  Banco  abrirá  al  Ministerio  de  Hacienda  uno. 
cuenta  comente  de  efectivo,  en  que  le  abonará  los  in- 
gresos y le  cargará  los  pagos  sin  interés  hasta  que 
se  practiquen  las  liquidaciones,  que  serán  trimes- 
trales. 

QUINTA. 

El  saldo  que  á favor  del  Banco  resulte  al  comen- 
zar el  servicio  de  Caja  del  Estado  por  la  liquidación 
de  los  anticipos  hechos  basta  aquella  fecha,  devenga- 
rá durante  el  primer  trimestre  el  interés  menor  en 
1 por  100  del  que  el  Banco  tuviere  señalado  para  sus 
operaciones  por  término  medio  en  el  trimestre  ante- 
rior, sin  que  nunca  pueda  exceder  del  3 por  100.  Este 
saldo  deberá  estar  representado  por  efectos  en  cartera 
á tres  meses,  renovables  á voluntad  del  Ministro  de 
Hacienda  por  el  tiempo  de  la  duración  del  convenio. 
Si  por  causa  de  guerra  ó de  graves  y extraordinarias 
circunstancias,  el  tipo  del  interés  en  el  mercado  se  hu- 
bierade  elevar  forzosamente,  el  Gobierno  y el  Banco,  de 
común  acuerdo,  podran  revisar  este  contrato  enlapar- 
te relativa  al  máximum  de  rédito  á que  esta  base  se 
refiere. 

SEXTA. 

El  saldo  que  resulte  en  cada  liquidación  trimes- 
tral se  aplicará  á enjugar  los  créditos  que  el  Banco 
tenga  en  cartera  contra  la  Hacienda,  si  resultase  á 
favor  de  ésta;  y si  resultare  en  contra,  devengará  el 
mismo  interés  señalado  en  la  base  quinta,  entregando 
la  Hacienda  en  representación  del  citado  saldo  efec- 
tos á noventa  dias  fecha,  renovables  á voluntad  del 
Ministro  de  Hacienda  por  el  tiempo  de  la  duración  del 
convenio. 

SÉTIMA. 

Si  en  algún  tiempo  la  suma  del  saldo  á favor  del 
Banco  excediera  de  165  millones  de  pesetas  por  efecto 


de  los  anticipos  hechos  á la  Hacienda,  ésta  podrá 
emitir,  dentro  de  los  límites  señalados  por  las  leyes 
para  la  deuda  dotante,  billetes  del  Tesoro  ú otros 
valores  negociables  á tres,  seis,  nueve  ó doce  meses 
fecha,  con  el  interés  que  se  estipule,  los  cuales  entre- 
gará ai  Banco  por  la  cantidad  que  represente  el  exceso 
de  los  165  millones  de  pesetas,  para  que  pueda  nego- 
ciarlos. 

El  mismo  Banco  recogerá  á su  vencimiento  estos 
valores  por  cuenta  del  Tesoro,  cargando  su  importe 
en  la  cuenta  corriente  á que  se  refiere  la  base  cuarta. 

OCTAVA. 

El  Banco  de  España,  conforme  á las  bases  primera 
y segunda,  se  hará  cargo  de  recibir  en  el  extranjero 
los  fondos  pertenecientes  á la  Hacienda  pública. 

Satisfará  igualmente  las  obligaciones  de  la  deuda 
pública  en  París,  Lónclres,  Berlín,  Francfort,  Amster- 
dam , Bruselas , Lisboa  y los  demás  puntos  del  ex- 
tranjero en  que  el  Gobierno  acuerde  que  se  realice  el 
pago,  así  como  el  de  las  demás  obligaciones  del  Es- 
tado que  deban  hacerse  también  efectivas  en  el  ex- 
tranjero. 

NOVENA. 

Respecto  á las  cantidades  que  pague  el  Banco  en 
el  extranjero,  así  por  los  intereses  de  la  deuda  exte- 
rior como  por  cualquier  otro  servicio  del  Estado,  se 
abonarán  al  Banco  todos  los  gastos  que  ocasione  la 
situación  de  fondos,  según  cuenta  justificada  á estilo 
de  comercio. 

Si  en  estas  operaciones  hubiere  beneficio  por  ra- 
zón de  los  cambios,  se  abonará  á la  Hacienda  el  que 
resulte. 

Luego  que  se  supriman  las  Delegaciones  de  Ha- 
cienda en  el  extranjero,  sustituyéndose  por  dependen- 
cias del  Banco,  éste  cargará  en  la  cuenta  justificada 
de  gastos,  por  la  situación  de  fondos,  la  comisión  de 
50  céntimos  por  100  en  sustitución  de  la  que  actual- 
mente se  abona  á los  corresponsales. 

DÉCIMA. 

En  todos  los  casos  los  abonos  estipulados  se  lle- 
varán al  Debe  ó al  Haber  de  la  cuenta  general  esta- 
blecida por  la  base  cuarta,  según  proceda. 

UNDÉCIMA. 

Para  hacer  efectivas  las  sumas  que  hayan  de  co- 
brarse del  Banco  con  el  objeto  de  cubrir  todas  las 
atenciones  del  Estado  y del  Tesoro,  se  usará  de  los 
talones  de  cuenta  corriente  ó de  los  cheques,  conforme 
se  convenga,  para  cada  una  de  las  cuentas  corrientes 
que,  con  el  fin  de  atender  al  servicio  de  los  pagos,  se 
abran  en  las  dependencias  del  Banco  en  Madrid  ó en 
sus  sucursales  en  provincias. 

DUODÉCIMA. 

El  Ministerio  de  Hacienda  designará  la  parte  de 
calderilla  que  habrá  de  entregarse  en  los  pagos,  para 
que  reciba  aplicación  la  que  ingrese  en  el  Banco  por 
los  conceptos  expresados  en  la  base  primera. 

DÉCIMATERCERA. 

Un  reglamento  especial  que  se  redactará  de  acuer- 
do con  el  Banco,  fijaré  el  órden  que  los  ingresos  y los 
pagos  en  el  establecimiento  tendrán  para  su  adeudo 
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y pago  en  las  respectivas  cuentas  corrientes,  así  (le 
Madrid  como  de  las  sucursales  de  provincia. 

OÉC1MACUARTA. 

Establecidas  que  sean  las  Administraciones  subal- 
ternas de  Hacienda  en  las  cabezas  de  partido  judicial, 
se  estipularán  las  bases  adicionales  que  fueren  nece- 
sarias, y de  común  acuerdo  se  combinará  el  servicio 
para  hacer  los  pagos  y realizar  los  ingresos. 

DÉCIMAQÜINTA. 

El  Banco  adquirirá  barras  de  oro  hasta  la  suma 
de  300  millones  de  pesetas  en  las  épocas  que  según  el 
estado  de  los  cambios  fuese  conveniente,  llevándose  á 
cabo  las  operaciones  de  acuerdo  con  el  Gobierno.  To- 
dos los  gastos  de  la  compra,  conducción  y acuñación 
en  su  caso,  de  las  barras  de  oro  á que  se  reüere  esta 
base,  serán  satisfechos  por  mitad  por  la  Hacienda  y 
el  Banco. 


DKCIMASEXTA. 

El  servicio  del  giro  mútuo  continuará  por  ahora 
prestándose  por  el  Tesoro. 

El  Gobierno  podrá  encomendarlo  al  Banco,  fiján- 
dose de  común  acuerdo  las  bases;  pero  serán  condi- 
ciones precisas  que  no  se  disminuyan  los  puntos  entre 
los  cuales  se  realiza,  y que  no  se  aumente  el  precio 
que  por  él  se  exige  al  público. 

DÉCIMASÉTIMA. 

Este  convenio  no  tendrá  eficacia  legal  hasta  que 
se  autorice  por  una  ley  y se  fije  por  el  Gobierno  el 
dia  en  que  ha  de  empezar  á regir. 

Madrid  2 1 de  Junio  de  1 887.=E1  Ministro  de  Ha- 
cienda, Joaquín  López  Puigcerver.  = El  gobernador 
del  Banco  de  España,  Salvador  de  Albacete. 

Concuerda  á la  letra  con  el  original  que  queda  ar- 
chivado cu  la  Secretaría  del  Ministerio  de  mi  cargo. 
Madrid  22  de  Junio  de  1S87.=E1  Ministro  de  Hacien- 
da, Joaquín  López  Puigccrver. 
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Proyecto  de  ley  ( reproducido J,  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  Estado,  solici- 
tando la  facultad  de  ratificar  el  convenio  de  comercio  y navegación  ajustado 
entre  España  y tos  Países  Majos,  firmado  en  esta  corle  el  8 de  Junio  de  1887. 


A LAS  CORTES. 

El  Ministro  que  suscribe  tiene  la  honra  de  some- 
ter á la  deliberación  de  las  Cortes  el  convenio  de  co- 
mercio y navegación  ajustado  entre  España  y los 
Países-Rajos,  firmado  en  esta  corte  el  8 de  Junio  del 
año  actual. 

El  comercio  entre  España  y Holanda,  que  habia 
aumentado  satisfactoriamente  á consecuencia  del 
tratado  de  1871,  ha  disminuido,  como  no  podía  ménos 
de  suceder,  después  que  cesaron  sus  efectos  por  la 
denuncia  en  1881  de  dicho  pacto  internacional,  á 
consecuencia  de  la  disposición  general  tomada  por  el 
Gobierno  de  S.  M. 

Entabláronse  negociaciones  para  firmar  un  nuevo 
tratado  de  comercio  según  el  espíritu  de  la  ley  de  6 
de  Julio  de  1 882;  pero  el  régimen  arancelario  de  los 
Países-Bajos,  que  es  uno  de  los  más  liberales  de 
Europa,  dificultó  siempre  las  negociaciones,  porque 
era  casi  imposible  pedir  beneficios  que  compensasen 
los  otorgados  en  la  segunda  columna  del  arancel  es- 
pañol á las  Naciones  convenidas. 

Después  de  largas  negociaciones,  pudo  ajustarse 
un  tratado  de  comercio  y navegación,  que  se  firmó 
el  31  de  Diciembre  de  1883,  y que  fué  presentado  á 
la  deliberación  de  las  Górtes  el  7 de  Julio  del  año  si- 
guiente. Dicho  pacto  internacional  no  fué  aprobado, 
ui  siquiera  discutido,  ni  por  los  Cuerpos  Colegislado- 
t'es  del  Reino,  ni  por  los  Estados  generales  de  Holan- 
“ai  porque  el  Gobierno  holandés  pidió  se  introdujese 
cu  la  tarifa  aneja  una  modificación  que  afectaba  al 
salitre  refinado , y el  español  no  quiso  consentir  en 
ella  más  que  á cambio  do  que  desapareciese  el  azúcar 
dé  dicha  tarifa. 


Aunque  ambos  Gobiernos  se  hallaban  animados 
del  deseo  de  restablecer  las  relaciones  comerciales  en 
el  estado  que  tenían  antes  de  la  denuncia  del  tratado 
de  1871,  se  han  visto  en  la  imposibilidad  de  llegar  á 
un  acuerdo,  porque  ni  las  leyes  españolas  consentían 
se  concediese  la  segunda  columna  del  arancel,  sin 
compensaciones,  ni  el  régimen  arancelario  holandés, 
que  tiene  por  base  un  derecho  de  5 por  100  acl  valo- 
ren, consentían  nuevas  rebajas. 

El  Gobierno  de  S.  M.  el  Rey  de  los  Países-Bajos 
ha  hecho  presente  con  insistencia  al  de  S.  M.  el  Rey 
de  España,  que  la  mayor  parte  de  los  productos  es- 
pañoles pagan  en  Holanda  ménos  derechos  que  en  las 
otras  Naciones;  que  los  vinos  satisfacen  impuestos  más 
bajos  que  en  muchas,  y que  la  escala  alcohólica,  que 
se  extiende  hasta  los  2 1 grados,  es  la  más  alta  de  to- 
dos los  países  que  la  mantienen. 

Mientras  la  ley  de  6 de  Julio  de  1882  fué  inter- 
pretada en  un  sentido  estricto,  el  Gobierno  de  S.  M., 
ateniéndose  á sus  preceptos,  no  se  consideró  autori- 
zado parra  variar  el  slatu  qao  comercial  con  Holanda; 
pero  cuando  las  Cortes  modificaron  su  interpretación 
al  aprobar  el  convenio  comercial  con  la  Gran  Bretaña, 
no  ha  creído  deber  negarse  á firmar  un  convenio  pa- 
recido á aquel  con  una  Nación  que  probaba  que  en 
sus  aduanas  pagan  nuestros  principales  artículos  de 
exportación  menores  derechos  que  los  satisfechos  en 
las  de  la  Gran  Bretaña,  y ofrecía  comprometerse  á 
mantener,  mientras  el  convenio  estuviese  en  vigor, 
los  derechos  actuales  sobre  I03  vinos,  que  son  33  por 
100  menores  que  en  la  Gran  Bretaña,  y el  limite  de 
la  escala  alcohólica,  que  tiene  4 grados  más,  y ofre- 
cía también  hacer  una  rebaja  de  50  por  100  en  los 
derechos  de  importación  de  las  pasas  de  Málaga,  quq 
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aun  pagando  ménos  que  en  ninguna  otra  Nación  de 
Europa,  catán  sometidas  á un  derecho  diferencial,  com- 
paradas con  las  de  otras  procedencias. 

Además  de  estos  motivos,  que  consideró  justísi- 
mos el  Gobierno  de  S.  M.,  y además  del  deseo  de  uni- 
ficar el  régimen  arancelario,  ha  tenido  en  cuenta  que 
prorrogados  hasta  1892  los  tratados,  iban  á continuar 
durante  cinco  años  más  los  productos  de  una  Nación 
amiga  que  ninguna  diferencia  establece  en  contra  de 
los  nuestros,  siendo  casi  los  únicos  sometidos  á un 
régimen  diferencial. 

Por  las  razones  expuestas,  y teniendo  en  cuenta 
altos  intereses  políticos,  el  Ministro  que  suscribe, 
debidamente  autorizólo,  con  aprobación  del  Ministro 
de  Hacienda,  del  Consejo  de  Estado  y de  acuerdo  con 
el  Consejo  de  Ministros,  tiene  la  honra  de  someter  á 
las  Cortes  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  auLoriza  al  Gobierno  de  S.  M. 
para  ratificar  el  convenio  de  comercio  y navegación 
celebrado  entre  España  y los  Países-Bajos,  firmado 
en  Madrid  en  8 de  Junio  de  1887. 

Palacio  4 de  Julio  de  1887.=E1  Ministro  de  Es- 
tado, Segismundo  Moret. 

Ministerio  de  Estado. — Convenio  comercial  entre  Es- 
paña y los  Países-Bajos , firmado  en  Madrid  el  8 de 
Junio  de  ¡887 . 

Traducción. 

Su  Majesdad  el  Rey  de  España,  y en  su  nombre 
durante  su  menor  edad  S.  M.  la  Reina  Regente  del 
Reino,  y S.  M.  el  Rey  de  los  Países-Bajos,  deseando 
facilitar  las  relaciones  de  comercio  y de  navegación 
entre  los  dos  Estados,  han  resuelto  celebrar  un  con- 
venio con  dicho  objeto,  y nombrado  por  sus  Pleni- 
potencierios,  á saber: 

Su  Majestad  la  Reina  Regente  de  España,  á Don 
Segismundo  Moret  y Prendergast,  su  Ministro  de  Es- 
tado, Gran  Cruz  de  la  Real  Orden  de  Carlos  III  y de 
varias  Ordenes  extranjeras,  etc.,  etc.,  etc.,  y S.  M.  el 
Rey  de  los  Países  Bajos,  á Mr.  Charles  Guillaume 
Paul  Francais,  Barón  Gericke  de  Herwynen,  suminis- 
tro residente  en  Madrid,  Oficial  de  la  Orden  de  la  Co 
roua  de  Encina  de  Luxenburgo,  etc.,  etc.,  etc. 

Los  cuales,  después  de  haberse  comunicado  sus 
plenos  poderes  y de  hallarlos  en  buena  y debida  for- 
ma, han  convenido  en  los  artículos  siguientes: 
Artículo  l.°  Las  Altas  Partes  contratantes  se  ga- 
rantizan recíprocamente,  en  virtud  del  presente  con- 
venio y mientras  esté  en  vigor,  el  trato  de  la  Nación 


extranjera  más  favorecida,  para  sus  súbditos  respec- 
tivos y para  todo  lo  concerniente  al  comercio,  á la 
industria  y á la  navegación. 

Art.  2.°  Las  Altas  Partes  contratantes  se  garanti- 
zan recíprocamente  en  sus  provincias  y posesiones  de 
Ultramar  para  sus  súbditos  respectivos  y para  todo 
lo  concerniente  al  comercio,  á la  industria  y á la  na- 
vegación, el  trato  que  la  legislación  especial  que  las 
rige  concede  á la  Nación  extranjera  más  favorecida. 
Sin  embargo,  esta  disposición  no  podrá  ser  invocada 
en  lo  referente  al  trato  especial  concedido  por  una  de 
las  Altas  Partes  contratantes  á los  Estados  indígenas, 
y no  derogará  las  distinciones  legales  establecidas  en 
las  posesiones  neerlandesas  del  Archipiélago  oriental, 
cutre  las  personas  de  origen  occidental  y oriental. 

Art.  3.°  El  Gobierno  de  los  Países-Bajos  se  obliga, 
mientras  el  presente  convenio  esLé  en  vigor,  á no  co- 
brar á los  vinos  españoles  mayores  derechos  que  los 
que  en  la  actualidad  satisfacen,  y á no  imponer  de- 
rechos al  alcohol  que  contengan,  si  no  pasa  de  2 1 gra- 
dos á una  temperatura  de  15  grados  centígrados 
(Celsius). 

Se  obliga  también,  mientras  el  presente  convenio 
esté  en  vigor,  á cobrar  un  florín  por  100  kilógramos 
á las  pasas  de  Málaga  que  pagan  en  la  actualidad  un 
derecho  de  aduana  de  2 florines,  como  comprendidos 
en  la  partida  del  arancel,  «Pasas  no  mencionadas  es- 
pecialmente.» 

Art.  4.°  Las  Altas  Partes  contratantes  declaran 
que,  en  caso  de  discusión  ó de  duda  relativas  á la 
ejecución  del  presente  convenio,  someterán  sus  dife- 
rencias á la  decisión  de  los  árbitros,  nombrándose 
uno  por  cada  una  de  las  Altas  Partes,  y en  caso  .de 
discordia,  éstas  designarán  un  tercero  de  común 
acuerdo,  que  tendrá  la  facultad  de  decidir. 

Art.  5.°  El  presente  convenio  empezará  á regir  ol 
dia  del  canje  de  las  ratificaciones,  y continuará  vi- 
gente hasta  el  30  de  Junio  de  1892. 

En  el  caso  en  que  ninguna  de  las  dos  Altas  Par- 
tes hubieran  notificado  doce  meses  antes  de  dicha  fe- 
cha la  intención  de  hacer  cesar  los  efectos  del  pre- 
sente convenio,  quedará  en  vigor  hasta  que  haya  tras- 
currido un  año,  que  se  contará  desde  el  dia  en  que 
haya  sido  denunciado  por  una  ú otra  de  las  Altas  Par- 
tes contratantes. 

Art.  6.°  El  presente  convenio  será  ratificado  y las 
ratificaciones  se  canjearán  en  Madrid  en  el  más  breve 
plazo  posible,  después  de  cumplidas  las  formalidades 
constitucionales  en  ambos  países. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  respectivos 
lo  han  firmado  y sellado. 

Hecho  en  Madrid  el  8 de  Junio  de  1887.=Fir- 
xnado.=Segismundo  Moret.=L.  S.=Firmado.=Ge~ 
ricke.=L.  S. 


APÉNDICE  84.°  AL  NTJM.  2 


DIARIO 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proyecto  de  ley  ( reproducido ),  presentado  por  el  Sr . Ministro  de  la  Gobernación, 
concediendo  una  pensión  á Doña  Isabel  Alemany,  viuda  de  ü.  Miguel  Alemán  y. 


A LAS  CORTES. 

El  heroísmo  y abnegación  demostrado  en  repeti- 
das ocasiones  por  el  torrero  segundo,  que  fué  del  faro 
de  Cala-Figuera  (Baleares)  D.  Miguel  Alemany,  expo- 
niendo su  vida  para  salvar  las  de  muchos  infelices  náu- 
fragos, y especialmente  el  hecho  llevado  á cabo  el 
18  de  Abril  de  1876,  salvando  de  una  muerte  segu- 
ra á los  tripulantes  del  falucho  San  Antonio , movie- 
ron ai  Gobierno  de  S.  M.  á concederle  por  Real  órden 
de  14  de  Julio  de  1877  la  Cruz  de  Beneficencia  de 
primera  clase,  pensionada;  mas  no  promulgada  la  ley 
áque  se  refiere  el  art.  9.°  del  reglamento  de  30  de 
Diciembre  de  1857,  por  el  que  se  rige  dicha  Orden, 
no  llegó  á obtener  la  pensión. 

Cinco  años  hace  que  falleció  D.  Miguel  Alemany, 


á causa  de  enfermedades  que  contrajo  al  realizar  actos 
de  tal  arrojo  y abnegación,  dejando  á su  viuda  ó hijos 
en  el  mayor  desamparo. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  prévia  la  vénia 
de  S.  M.,  y con  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros,  el 
que  suscribe  tiene  la  honra  de  someter  á la  delibera- 
ción de  las  Cortes  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  concede  á Doña  Isabel  Ale- 
many, viuda  del  torrero  segundo  que  fué  del  faro  de 
Cala-Figuera  (Baleares),  la  pensión  anual  de  750  pe- 
setas, trasmisible  á sus  hijos. 

Madrid  19  de  Abril  de  1887.=El  Ministro  de  la 
Gobernación,  Fernando  de  León  y Castillo. 


APÉNDICE  86.°  AL  NÚM.  2 


DIARIO 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Diclámen  de  la  Comisión  ( reproducido ) referente  al  proyecto  de  ley,  remitido  por 
el  Senado,  autorizando  á la  Diputación  provincial  de  Madrid  para  contratar  un 
empréstito  que  no  exceda  de  25  millones  de  pesetas,  con  destino  á obras  públicas. 


AL  CONGRESO. 

Ui  Comisión  nombrada  para  dar  dlctámen  sobre 
el  proyecto  de  ley,  remitido  por  el  Senado,  autorizando 
á la  Diputación  provincial  de  Madrid  para  contratar 
un  empréstito  do  25  millones  de  pesetas  con  destino 
¡i  construcción  de  carreteras,  y construcción  y mejo- 
ramiento de  establecimientos  provinciales,  ha  exami- 
nado. este  asunto;  y de  acuerdo  en  un  todo  con  lo  apro- 
bado por  el  otro  Cuerpo  Colegislador,  tiene  la  honra 
de  someter  á la  deliberación  y aprobación  del  Con- 
greso el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 Se  autoriza  á la  Diputación  provin- 
cial de  Madrid  para  contratar,  con  la  aprobación  del 
Gobierno  de  S.  M.,  un  empréstito  hasta  la  cantidad 
de  25  millones  de  pesetas  efectivos,  con  destino  á la 
inmediata  ejecución  de  las  obras  siguientes: 

1. ‘  Construcción  de  la  red  general  de  carreteras 
provinciales  comprendidas  en  el  plan  aprobado  por 
Heal^ decreto  de  13  de  Febrero  de  1885. 

2. “  Construcción  y mejoramiento  de  hospitales, 
hospicios  y demás  establecimientos  provinciales  de 
Beneficencia  que  considere  convenientes  la  Diputa- 
ción. 

Art,  2.°  El  importe  del  empréstito  estará  repre- 
sentado por  obligaciones  de  la  Diputación  provincial 
de  Madrid,  de  500  pesetas  nominales  cada  una,  con 
interés  de  6 por  100  anual,  como  máximum. 

Art.  3.°  Para  garantizar  estos  valores,  que  serán 


considerados  como  públicos  para  los  efectos  de  su 
cotización  oficial  eu  la  Bolsa,  y admisibles  por  todo 
su  valor  nominal  en  los  depósitos  y fianzas  que  se 
constituyan  en  las  cajas  de  la  Diputación,  se  consig- 
nará una  cantidad  fija  anual  en  los  presupuestos,  rea- 
lizable por  trimestres,  y garantida  por  la  recaudación 
de  las  cuotas  que  por  contingente  provincial  satisfa- 
cen los  pueblos. 

Art.  4.°  Además  de  la  cantidad  cou  que  se  garan- 
tiza el  pago  de  los  intereses  y amortización  do  estos 
valores  en  el  artículo  anterior,  se  destinará  única- 
mente á la  amortización  de  los  mismos  el  valor  de  los 
solares  que  actualmente  ocupan  el  Hospicio  y el  Hos- 
pital de  San  Juan  de  Dios,  que,  según  tasaciones  pe- 
riciales, miden  una  extensión  superficial  de  27.328 
metros  cuadrados,  ó sean  352.000  pies,  y están  apre- 
ciados en  5.944.000  pesetas. 

Art.  5.°  El  importe  de  las  obligaciones  que  se 
emitan  se  destinará  exclusivamente  á la  construcción 
de  las  obras  referidas  y á la  adquisición  ó expropia- 
ción de  los  terrenos  necesarios,  para  lo  cual  en  la 
contabilidad  de  la  provincia  se  establecerá  la  conve- 
niente separación  de  fondos. 

Art.  6.°  El  tipo  de  emisión  de  estas  obligaciones, 
plazos  para  su  pago  y sistema  de  amortización,  se  es- 
tablecerán en  el  contrato  en  el  modo  y forma  que  lo 
crea  más  acertado  la  Diputación,  pero  siempre  con  la 
aprobación  del  Gobierno  de  S.  M. 

Palacio  del  Congreso  21  de  Julio  de  1806.— San- 
tiago de  Angulo,  presiden te.= José  Hernández  Prie- 
ta.—Toaquin  López  Puigcervcr  — Juan  Montilla.==: 
Manuel  Ibarra,  secretario. 
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APÉNDICE  86."  AL  NÚM.  2 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proyecto  de  ley  ( reproducido ),  remitido  por  el  Senado,  sobre  prolongación  de  una 
carretera  de  tercer  orden  en  la  provincia  de  Patencia. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

El  Senado,  lomando  en  consideración  lo  propuesto 
por  uu  individuo  de  su  seno,  ha  aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1 .”  La  carretera  incluida  en  el  plan  ge- 
neral por  ley  de  18  de  Mayo  de  1883,  que  partiendo 
de  Valladolid  termina  en  Ampudia,  se  prolongará 
hasta  empalmar  con  la  de  Rioseco  á Palencia  en  el 
punto  más  inmediato  y conveniente,  que  es  el  de  To- 
rremormojon,  distante  de  aquella  3 á 4 kilómetros. 


Art.  2.‘  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
euenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  I88G  dictando  reglas  para  la  construcción 
de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  pasa  al  Congreso  de  los  Diputados, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.”  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Senado  18  de  Marzo  de  1887.=El 
Marqués  de  la  Habana,  Presiden  te. =E1  Marqués  de 
Mondéjar,  Senador  Secretario.=El  Señor  de  Rubianes, 
Senador  Secretario. 
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APÉNDICE  87.°  AL  NÚM.  2 


Proyecto  de  ley  ( reproducido ),  remitido  por  el  Senado,  incluyendo  en,  el  plan 
yene  ral  de  carreteras  una  que  partiendo  de  la  estación  de  Vil!  alumbroso  enlace 

con  la  de  Villada  á Garrió n. 


AL  CONGRESO  L)E  ROS  DIPUTADOS. 

El  Senado,  tomando  en  consideración  lo  propuesto 
por  un  individuo  de  su  seno,  ha  aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  EsLado,  una  de  tercer  orden  en  la  provin- 
cia de  Patencia,  que  partiendo  de  la  estación  de  Villa* 
lumbroso,  vaya  por  los  pueblos  de  Villatoquite,  Añora, 
Abastas  y Abastitlas,  enlazando  en  Cervatos  de  la 
Cueza  con  la  que  va  de  Villada  á Carrion. 


Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de  Di- 
ciembre de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  pasa  al  Congreso  de  los  Diputados 
acompañando  el  expediente  conforme  á lo  prevenido 
en  el  art.  0.a  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Senado  19  de  Marzo  de  1887.  = El 
Marqués  de  la  Habana,  Presidente.=El  Marqués  de 
Mondeja r,  Senador  Secretario.=El  Señor  de  Rubiaues, 
Senador  Secretario. 
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APÉNDICE  88.“  AL  NÚM.  2 


COMBESO  DE 


Proyecto  de  ley  freproducidoj , remitido 
general  de  carreteras  de  una  de  tercer  ór< 
en  Carboneras  con  la 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

El  Senado,  tomando  eu  consideración  lo  propuesto 
por  im  individuo  de  su  seno,  ha  aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  I.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras deí  Estado  una  de  tercer  órden  que  partien- 
do del  término  de  Camporrobles,  en  la  ya  construida 
de  Valencia  á dicho  punto,  y pasando  por  los  pueblos 
de  Mira.  Narboneta,  Villora  y Cardenele,  de  la  pro- 


>or  el  Senado,  sobre  inclusión  en  el  plan 
cri  que  partiendo  de  Camporrobles  enlace 
le  Tar ancón  á Teruel. 

viiicia  de  Cuenca,  enlace  en  Carboneras  con  la  de  Ta- 
rancon  á Teruel. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  pasa  al  Congreso  de  los  Diputados, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Senado  22  de  Marzo  de  1887.  = El 
Marqués  de  la  Habana,  Prcsidente.=El  Marqués  de 
Mondéjar,  Senador  Secretario.=El  Señor  de  Rubia- 
nes,  Senador  Secretario. 


APÉNDICE  89.°  AL  NÚM.  2 


CONGBESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proyecto  de  ley  ( reproducido ),  remitido  por  el  Senado,  sobre  protección  al  cultivo 

del  ramio. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

El  Seuado,  tomando  en  consideración  lo  propues- 
to por  varios  individuos  de  su  seno,  ha  aprobado  el 
siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Los  terrenos  destinados  al  cultivo 
único  del  ramio  pagarán,  cualesquiera  que  seau  las 
modificaciones  que  se  introduzcan  en  las  cartillas 
evaluatorias,  lo  que  pagaban,  con  arreglo  á su  clasi- 
ficación, al  ser  dedicados  al  nuevo  cultivo. 

El  beneficio  que  concede  este  artículo  durará  diez 
años,  y no  podrá  nunca  exceder  del  año  1898,  en  el 
cual  quedarán  sujetos  los  expresados  terrenos  á la  le- 
gislación común. 

El  término  á que  se  refiere  el  párrafo  anterior  se 
entiende  sin  perjuicio  de  las  ventajas  que  conceden 
las  leyes  por  trasformacion  de  cultivo  y fomento  de  la 
población  rural. 

Art.  2.a  Estarán  libres  de  impuestos  ordinarios  y 
extraordinarios,  durante  los  tres  primeros  años  que 
funcionen,  aquellos  establecimientos  fabriles  que  de 


nuevo  se  creen  para  dedicarse  exclusivamente  á des- 
fibrar el  ramio. 

Art.  3.”  El  Gobierno  favorecerá  y auxiliará  el 
desarrollo  del  cultivo  del  ramio  estableciendo  viveros 
en  las  estaciones  agrícolas,  granjas-modelos  y cam- 
pos de  experiencias  que  considere  más  á propósito 
para  la  multiplicación  de  dicha  planta  textil,  con  ob- 
jeto de  poderla  facilitar  á nuestros  agricultores. 

Art.  4.“  El  Ministro  de  Hacienda  podrá  conceder 
los  beneficios  de  esta  ley  á los  propietarios  de  los  te- 
rrenos que  se  dediquen  exclusivamente  al  cultivo 
agrícola  ó forestal  de  plantas  exóticas,  cuya  propa- 
gación sea  declarada  conveniente  por  el  Real  Consejo 
superior  de  Agricultura,  Industria  y Comercio  y por 
la  Real  Academia  de  Ciencias  exactas,  físicas  y na- 
turales. 

Y el  Senado  lo  pasa  al  Congreso  de  los  Diputados 
acompañando  el  expediente  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Senado  22  de  Abril  de  1887.=El 
Marqués  de  la  Habana,  Presidcute.=El  Marqués  de 
Mondéjar,  Senador  Sccretario.=José  de  la  Torre  y 
Villanucva,  Senador  Secretario. 
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APÉNDICE  90.u  AL  NÚM.  2 


Proyecto  de  ley  ('reproducido J,  remitido  por  el  Senado,  sobre  inclusión  en  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  de  una  que  partiendo  de  la  general  de  Soria  d 

Logroño  termine  en  Mansilla . 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

El  Senado,  tomando  en  consideración  lo  propuesto 
por  un  individuo  de  su  seno,  ha  aprobado  el  siguiente 
PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.*  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  orden  que  partiendo 
de  la  general  de  Soria  á Logroño,  entre  los  pueblos 
de  Villanuva  y Ortigosa  (Logroño)  vaya  á empalmar 
en  el  de  Mansilla,  con  la  que  en  la  actualidad  hay  en 
construcción  de  Lcrma  á la  venta  de  la  Estrella. 


Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y el  Senado  lo  pasa  al  Congreso  de  los  Diputados 
acompañando  el  expediente  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Senado  22  de  Abril  de  1887.=E1  Mar- 
qués de  la  Habana,  Presidente. ==E1  Marqués  de  Mon- 
déjar,  Senador  Secretario.=José  de  la  Torre  y Villa- 
nueva  Senador  Secretario. 


APÉNDICE  91.°  AL  NÚM.  2 


DE  LAS 


Proyecto  de  ley  ( reproducido J,  remitido  por  el  Senado,  sobre  inclusión  en  el  plan 
general  de  carreteras  de  una  que  partiendo  de  la  de  Zamora  á Fermoselle, 

termine  en  Carbellino. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DFPIJTADOS. 

EL  Senado,  tomando  en  consideración  lo  propuesto 
por  un  individuo  de  su  seno,  ha  aprobado  el  siguiente 

PROVECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órdeu  que  partiendo 
de  la  de  Zamora  á Fermoselle,  en  Pereruela,  y pa- 
sando por  Almeida,  Fresno  de  Sayago  y Mogatar, 
termine  en  Carbellino,  pueblos  todos  de  dicha  pro- 
vincia. 


Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  do  188G  dictando  reglas  parala  construc- 
ción de  obras  públicas. 

\ el  Senado  lo  pasa  al  Congreso  de  los  Diputados, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.”  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Senado  18  de  Mayo  de  1887.=E1  Mar- 
qués de  la  Habana,  Presidente.=El  Marqués  de  Mon- 
déjar,  Senador  Secretario.=El  Señor  de  Rubianes,  Se- 
nador Secretario. 
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APÉNDICE  92."  AL  NÜM.  2 


CONGRESO  ])E  LOS  DIPUTADOS 


¡Mámen  de  la  Comisión  ''reproducido ),  referente  al  proyecto  de  ley  remitido  por 
el  Senado,  autorizando  al  Gobierno  para  refundir  y armonizar  la  ley  sobre 

organización  del  Poder  judicial. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  dar  dictamen  acerca 
del  proyecto  de  ley.  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de 
tocia  y Justicia  y remitido  por  el  Senado,  sobre  ba- 
sca para  organización  del  Poder  judicial,  se  ha  reu- 
nido repetidas  veces,  y después  de  maduro  estudio  y 
detenida  deliberación,  lia  considerado  que  debía  acep- 
tar, en  su  integridad,  dicho  proyecto  como  la  alta 
Cámara-  se  dignó  enviarle. 

Eu  su  consecuencia,  la  Comisión  tiene  el  honor 
de  someter  á la  aprobación  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  1 ,°  Se  autoriza  ai  Gobierno  para  refundir 
y armonizar,  oyendo  á la  Comisión  general  de  codifi- 
cación, la  ley  provisional  sobre  organización  dei  Poder 
judicial  de  i 5 de  Setiembre  de  1870  en  la  parte  que 
aun  está  en  vigor  y la  adicional  á ésta  de  1 4 de  Oc- 
tubre de  1882  con  las  modificaciones  aconsejadas  por 
la  experiencia  y la  más  acertada  ordenación  de  los 
servicios  judiciales  y con  sujeción,  además,  á las  ba- 
ses siguientes: 

TRIMERA. 

r En  cada  término  municipal  se  establecerán  uno  ó 
roás  jueces  y tribunales,  según  la  importancia  de  la 
población  y el  número  de  negocios  que  arroje  la  cs- 
dística. 

Constituirán  dichos  tribunales,  el  juez  municipal, 
que  será  su  presidente,  y dos  jueces  adjuntos,  desig- 
nados con  antelación  para  cada  una  de  las  sesiones 
pe  mensual  monte  se  celebren,  por  sorteo  entre  los 
comprendidos  en  listas  preparadas  al  efecto.  Estas  lis- 
tas  se  formarán  con  todos  los  que  en  cada  término 


municipal  posean  título  justificativo  de  su  capacidad 
profesional  ó académica,  con  un  número  determinado 
de  mayores  contribuyentes  y con  los  que,  eu  cual- 
quier tiempo  y por  el  voto  popular,  hubieren  sido 
concejales. 

Será  de  la  competencia  de  los  tribunales  munici- 
pales conocer  y decidir  en  juicio  oral  y público  y 
única  instancia,  sobre  las  faltas  comprendidas  en  el 
libro  3.°  del  Código  penal. 

Los  jueces  municipales  conocerán  de  los  demás 
asuntos  que  les  atribuyen  las  disposiciones  vigentes. 

El  nombramiento  y separación  de  los  jueces  mu- 
nicipales se  hará  por  las  Salas  de  gobierno  de  las 
Audiencias  territoriales. 

Los  jueces  municipales  ejercerán  sus  funciones 
por  término  de  tres  anos,  y en  cada  territorio  de 
Audiencia  se  renovarán  anualmente,  por  terceras 
partes. 

SEGUNDA. 

Cuando  el  estado  del  Tesoro  público  lo  consienta, 
el  Gobierno  completará  la  separación  de  las  jurisdic- 
ciones civil  y criminal. 

Si  entre  tanto  considerase  conveniente  ai  servicio 
público  ensayarla  en  los  Juzgados  de  aquellas  pobla- 
ciones donde  exista  más  de  uno,  podrá  efectuarlo, 
siempre  que  el  gasto  que  tal  separación  produzca  se 
halle  préviamente  autorizado  por  la  ley. 

TERCERA. 

El  ingreso  en  la  carrera  judicial  se  verificará  pre- 
cisamente por  el  grado  inferior  y en  virtud  de  oposi- 
ción. De  esta  regla  se  exceptúan  tan  solo  los  profeso- 
res de  Derecho,  abogados  distinguidos  y funciona- 
rios públicos  de  la  clase  de  letrados,  á quienes  podrán 
otorgarse  determinadas  categorías. 
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Los  ascensos  se  ajustarán  á reglas  que  aseguren 
la  puntual  observancia  de  los  Ires  turnos  que  se  es- 
tablecerán, destinándose  dos  á ia  antigüedad  y uno  á 
la  elección,  dentro  del  tercio  superior  de  1a  escala 
general,  resultante  de  la  relación  en  que  se  pongan  con 
la  judicial  las  escalas  fiscal  y de  auxiliares  de  Tribu- 
nales y Juzgados.  En  este  último  turno  se  incluirán 
también  los  comprendidos  en  el  párrafo  que  an- 
tecede. 

Por  elección  libre  del  Gobierno,  entre  los  que  re- 
unan  condiciones  de  aptitud,  únicamente  se  provee- 
rán las  plazas  de  magistrado  del  Tribunal  Supremo 
y de  presidente  y fiscal  de  las  Audiencias. 

A los  medios  establecidos  en  los  dos  primeros  pá- 
rrafos de  esta  base,  se  acomodarán  el  ingreso  y as- 
censo en  la  carrera  de  auxiliares  judiciales. 

Los  grados  jerárquicos  determinarán  el  haber  de 
cada  funcionario  y la  índole  de  los  cargos  que  haya 
de  obtener.  Ninguno  de  ellos  se  servirá  en  comisión, 
salvo  cuando  fuere  de  grado  inferior  al  que  disfrutare 
el  comisionado,  y lo  aconsejaren  poderosas  razones  de 
conveniencia  para  ia  mejor  administración  de  jus- 
ticia. 


CUARTA. 

Se  aumentará  el  personal  del  Ministerio  fiscal 
conservando  su  actual  organización  ó adoptándose  la 
que  se  crea  más  conveniente,  á fin  de  que  pueda  pro- 
moverse con  oportunidad  la  persecución  de  los  deü  - 
tos,  y auxiliarse  la  acción  de  los  jueces  instructores 
en  la  formación  de  ios  sumarios. 

QUINTA. 

Las  condiciones  necesarias  para  el  ejercicio  de  las 
profesiones  de  abogado  y procurador  favorecerán  su 
libre  desempeño;  y aparte  de  las  trabas  impuestas 
por  disposiciones  fiscales,  no  se  establecerán  rnás  li- 
mitaciones que  la  de  inscripción  en  los  respectivos 
Colegios,  Tribunales  y Juzgados,  según  los  casos. 

Art.  2."  El  Gobierno  dará  cuenta  á las  Górtcs  del 
uso  que  haga  de  la  presente  autorización. 

Palacio  del  Congreso  2 de  Julio  de  1887.=Trini- 
tario  Ruiz  Capdepon,  Prcsidente.=Alberto  Aguilera 
Vclasco.— Eduardo  Martínez  del  Campo.— Juan  Ma- 
luquer  Viladot.=Vicente  Santamaría  de  Paredes.» 
Luis  Díaz  Moreu.=Demetno  Alonso  Castrillo,  secre- 
tario. 


Proyecto  de  ley  (reproducido),  remitido  por  el  Senado,  eximiendo  de  contribución 
los  Ierre  nos  y edificios  de  la  asociación  de  caridad  « La  Constructora  Benéfica .» 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DÍPUTADOS. 

El  Senado,  habiendo  tomado  en  consideración  lo 
propuesto  por  varios  individuos  de  su  seno,  ha  apro- 
bado el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  declara  en  toda  su  fuerza  y 
vigor  la  ley  de  í)  de  Enero  de  1 87  7,  cuyo  texto  dice  así: 
«Los  terrenos  y edificios  que  adquiera  ó cons- 
iniya  la  asociación  de  caridad  titulada  «La  Construc- 
tora Benéfica»  con  destino  al  objeto  de  su  fundación 
quedan  exentos  completamente  de  toda  especie  de 
contribuciones,  impuestos  y cargas,  así  pertenecien- 
tes al  Estado  como  provinciales  y municipales,  mien- 
tras no  pasen  á ser  propiedad  particular  de  otras  per- 


sonas, cesando  el  dominio  de  la  asociación.  La  tras- 
lación de  éste  á los  particulares  por  la  primera  vez 
queda  exenta  igualmente  del  impuesto  de  su  clase. 

En  el  uso  del  papel  sellado,  inscripciones  en  el 
Registro  de  la  propiedad , diligencias  ó expedientes 
judiciales  y administrativos  de  cualquier  género  go- 
zará dicha  asociación  de  todas  las  exenciones,  inmu- 
nidades y ventajas  que  se  otorguen  por  cualquier  ley 
ú otra  disposición  á los  pobres  en  general  ó á los  es- 
tablecimientos de  beneficencia.» 

Y el  Senado  lo  pasa  al  Congreso  de  los  Diputados, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Senado  30  de  Junio  de  1887.=E1  Mar- 
qués de  la  Habana,  Presidenle.=José  Abascal,  Sena- 
dor Secretario.=El  Señor  de  Rubianes,  Senador  Se- 
cretario. 
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DIARIO 

DE  LAS 


SESIONES  DE  COSTES 

* I 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Didámen,  nuevamente  redactado  por  la  Comisión  ( reproducido J,  referente  al 
proyecto  de  ley  autorizando  al  Gobierno  para  publicar  un  Códiqo  civil  con  sujeción 
á las  condiciones  y bases  que  en  el  mismo  se  establecen. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  emitir  dictamen  acer- 
ca del  proyecto  de  ley  autorizando  al  Gobierno  a pu- 
blicar un  Código  civil,  con  arreglo  á las  condiciones 
y bases  que  en  aquel  se  establecen,  ha  examinado  con 
todo  interés  y la  debida  detención  asunto  tan  trascen- 
dental. 

No  ha  tenido  para  ello  que  detenerse  á estudiar  el 
mentido  y alcance  de  la  codificación,  porque  reprodu- 
cido el  proyecto  ante  la  Cámara  en  el  estado  en  que 
«d  mismo  se  encontraba,  están  ya  resueltos  aquellos 
capitales  puntos  desde  que  el  Congreso  aprobó  el  ar- 
ticulado y dos  de  las  bases  conforme  á las  cuales  ha 
de  ser  redactado  el  nuevo  Código.  Pero  se  hallan  to- 
davía pendientes  otras  que  envuelven  cuestiones  de 
importancia  suma,  y en  ellas  ha  tenido  que  fijarse  la 
Comisión  para  modificarlas  algún  tanto  seguu  el  cri- 
terio de  la  escuela  liberal,  ya  que  no  ha  considerado 
oportuno  reformarlas  más  radicalmente,  movida  por 
¿u  deseo  de  allanar  dificultades  á la  obra  ansiada  de 
la  codificación  civil. 

Los  partidos  políticos  deben  al  país  el  cumpli- 
miento de  compromisos  voluntariamente  contraidos; 
mas  han  de  tener  en  cuenta,  al  realizarlos,  que  su  in- 
fluencia y su  sentido  no  pueden  ser  exclusivos,  sino 
que  es  necesario  el  concurso  de  todos  é indispensable 
la  armonía  cuando  se  procura  una  obra  de  interés  na- 
cional. 

Así  explica  su  proceder  la  Comisión,  que,  al  variar 
algunas  de  las  bases  proyectadas,  se  ha  inspirado  en 
un  sentimiento  de  concordia,  á la  par  que  en  un  pro- 
posito decidido  de  resolver  problemas  que  há  largo 
tiempo  y con  sobrado  motivo  preocupan  la  opinión  y 
son  objeto  constante  del  estudio  de  jurisconsultos,  po- 


líticos y estadistas,  porque  afectan  hondamente  á la 
organización  y estabilidad  de  la  sociedad  española. 

Es  el  más  importante  de  ellos  el  contenido  de  la 
base  3.*  del  proyecto,  relativa  al  matrimonio,  íntima- 
mente relacionada  de  un  lado  con  la  libertad  de  con- 
ciencia, y unida  por  otro  con  arraigadas  y tradiciona- 
les creencias  del  pueblo  español.  Fuera  censurable 
desatender  el  primer  aspecto,  prescindiendo  del  pro- 
greso jurídico  de  nuestro  tiempo,  de  lo  que  reclama 
buena  parte  de  la  pública  opinión  y hasta  del  derecho 
que  á todos  los  ciudadanos  reconoce  la  Constitución 
del  Estado;  pero  ningún  Gobierno  prudente  podría  mi- 
rar con  descuido,  ni  mucho  menos  herir  los  senti- 
mientos religiosos  de  la  mayoría  de  los  españoles,  sin 
lamentar  bien  pronto,  aun  con  relación  á la  eficacia 
de  la  ley  misma,  los  deplorables  electos  de  su  impre- 
visión. 

Por  esto,  al  informar  respecto  de  cuestión  tan  de- 
licada y compleja,  ha  sido  labor  preferente  enlazar  sus 
variados  puntos  de  vista.  Bien  hubiera  sido  para  al- 
gunos que,  ejerciendo  el  Estado  su  función  privativa 
de  legislar,  llegara  en  este  punto  de  derecho  á la  rea- 
lización de  acariciados  ideales  ya  implantados  con 
más  ó menos  vigor  en  diferentes  Naciones.  Otros,  en 
cambio,  habrían  preferido  mantener  el  estado  actual 
de  la  legislación  patria,  que  no  llena,  en  verdad,  las 
aspiraciones  y las  necesidades  de  la  época  presente. 
Para  los  primeros,  aun  salvando  su  más  profundo 
respeto  á las  creencias  religiosas  de  nuestros  mayo- 
res y á la  jurisdiccien  espiritual  de  la  Iglesia  católi- 
ca, sería  ante  todo  atendible  la  defensa  de  los  atribu- 
tos indeclinables  del  Estado  y la  garantía  de  eficacia 
de  sus  preceptos;  mientras  que,  para  los  segundos,  se 
cifrara  el  principal  interés  en  conservar  la  institución 
del  matrimonio  sin  modificaciones  que  consideraban 
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peligrosas,  temerosos  de  que  cualquiera  innovación 
llegase  á perturbar  el  orden  social.  Unos  y otros  ha-  ! 
liarán,  seguramente,  satisfacción  á sus  respectivas 
opiniones  en  la  base  3.a  del  proyecto,  tal  como  la  so- 
metemos á la  consideración  de  los  Srcs.  Diputados. 

Los  que  en  virtud  de  delegación  del  Congreso  lian 
tenido  la  honra  de  examinar  el  proyecto  reproducido 
por  el  Gobierno,  no  han  titubeado  en  ceder  de  sus  idea- 
les cuanto  ha  sido  necesario  para  llegar  á un  acuer- 
do que  allana  la  dificultad  más  importante  que  se  opo- 
nía á la  publicación  del  Código  civil,  y con  el  que  se 
logra  el  bien  inapreciable  de  mantener  la  paz  moral 
y la  tranquilidad  de  las  conciencias. 

Otra  circunstancia  muy  interesante  ha  tenido  en 
cuenta  la  Comisión;  para  que  las  reformas  sean  be- 
neficiosas, preciso  es  que  vengan  á satisfacer  necesi- 
dades reales  y verdaderamente  sentidas;  de  otro  modo 
son  aquellas  efímeras  y pasajeras;  no  arraigan  en  la 
vida,  ni  por  consiguiente  en  el  derecho,  y alteran  la 
estabilidad  de  éste,  con  perjuicio  de  las  relaciones  que 
constituyen  la  vida  de  los  pueblos.  No  alcanzará  tan 
desventurada  suerte  la  reforma  propuesta  en  la  base  3.a 
del  proyecto,  pues  respetados  en  ella  por  igual  los  sen- 
timientos y las  creencias  de  la  mayoría  de  los  españo- 
les y la  libertad  de  conciencia,  preciada  conquisla  del 
derecho  moderno,  ha  de  encarnar  provechosamente  en 
nuestra  sociedad,  y se  desenvolverá  sin  temores,  des- 
confianzas ni  resistencias,  tanto  más,  cuanto  que  di- 
ligente y solícito  el  Gobierno  por  asegurar  el  éxito  de 
esta  reforma,  tiene  motivos  suficientes  para  estar  per- 
suadido de  que  no  se  alterará  la  armonía  que  feliz- 
mente preside  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y el  Es- 
tado, sino  que,  antes  bien,  continuarán  éstas  progre- 
sando cada  dia  para  mayor  arraigo  de  la  ley  y beneficio 
ele  sus  aplicaciones  sucesivas  y de  la  Nación  española. 

Fundada,  pues,  en  las  anteriores  consideraciones, 
la  Comisión  tiene  el  honor  de  someter  al  Congreso  el 
siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 .°  Se  autoriza  al  Gobierno  para  publicar 
un  Código  civil,  con  arreglo  á las  condiciones  y bases 
establecidas  en  esta  ley. 

Art.  2.°  La  redacción  de  este  Cuerpo  legal  se  lle- 
vará á cabo  por  la  Comisión  de  Códigos,  cuya  Sección 
de  derecho  civil  formulará  el  texto  del  proyecto,  oyen- 
do, en  los  términos  que  crea  más  expeditos  y fructuo- 
sos, á todos  los  individuos  de  la  Comisión,  y con  las 
modificaciones  que  el  Gobierno  crea  necesarias,  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

Art.  3.°  El  Gobierno,  una  vez  publicado  el  Códi- 
go, dará  cuenta  á las  Córtes,  si  estuvieren  reunidas, 
ó en  la  primera  reunión  que  celebren,  con  expresión 
clara  de  todos  aquellos  puntos  en  que  haya  modifica- 
do, ampliado  ó alterado  en  algo  el  proyecto  redactado 
por  la  Comisión,  y no  empezará  á regir  como  ley  ni 
producirá  efecto  alguno  legal  hasta  cumplirse  los  se- 
senta dias  siguientes  á aquel  en  que  se  haya  dado 
cuenta  á las  Córtes  de  su  publicación. 

Art.  4.°  Por  razones  justificadas  de  utilidad  pú- 
blica, el  Gobierno,  al  dar  cuenta  del  Código  á las  Cór- 
tes, ó por  virtud  de  la  proposición  que  en  éstas  se  for- 
mule, podrá  declarar  prorrogado  ese  plazo  de  sesenta 
dias. 

Art.  5.°  Las  provincias  y territorios  en  que  sub- 
siste derecho  foral,  lo  conservarán  por  ahora  en  toda 
su  integridad,  sin  que  sufra  alteración  su  actual  ré- 


gimen jurídico  por  la  publicación  del  Código,  que  re- 
girá tan  solo  como  supletorio  en  defecto  del  que  lo 
sea  en  cada  una  de  aquellas  por  sus  leyes  especiales. 
El  título  preliminar  del  Código,  en  cuanto  establezca 
los  efectos  de  las  leyes  y de  los  estatutos  y las  reglas 
generales  para  su  aplicación,  será  obligatorio  para 
todas  las  provincias  del  Reino. 

Art.  6.°  El  Gobierno,  oyendo  á la  Comisión  de 
Códigos,  y en  un  plazo  máximo  que  no  pasará  de  cua- 
tro años,  á contar  desde  la  publicación  del  nuevo  Có- 
digo, jíresentará  á las  Córtes  en  uno  ó en  varios  pro- 
yectos de  ley  los  apéndices  del  Código  civil  en  los  que 
se  contengan  las  instituciones  forales  que  conviene 
conservar  en  cada  una  de  las  provincias  ó territorios 
donde  hoy  existen. 

Art.  7.°  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  el  Código  civil  empezará  á regir  en  Aragón 
al  mismo  tiempo  que  en  las  provincias  no  aforadas 
en  cuanto  no  se  oponga  á aquella  de  sus  disposicio- 
nes forales  y consuetudinarias  que  actualmente  estén 
vigentes. 

El  Gobierno,  prévio  informe  de  las  Diputaciones 
provinciales  y Colegios  de  abogados  de  Zaragoza, 
Huesca  y Teruel,  y oyendo  á la  Comisión  general  de 
codificación,  presentará  á la  aprobación  de  las  Córtes, 
dentro  de  ios  dos  años  siguientes  á la  publicación  del 
nuevo  Código,  el  proyecto  de  ley  en  que  han  de  con- 
tenerse las  instituciones  civiles  de  Aragón  que  con- 
viene conservar. 

Iguales  informes  deberá  oir  el  Gobierno  en  lo  re- 
ferente á las  demás  provincias  de  legislación  foral. 

Art.  8.°  Tanto  el  Gobierno  como  la  Comisión  se 
acomodarán  en  la  redacción  del  Código  civil  á las  si- 
guientes bases: 

Base  1.a 

El  Código  tomará  por  base  el  proyecto  de  1851 
en  cuanto  se  halla  contenido  en  éste  el  sentido  y ca- 
pital pensamiento  de  las  instituciones  civiles  del  de- 
recho histórico  patrio,  debiendo  formularse  por  tanto 
este  primer  cuerpo  legal  de  nuestra  codificación  civil 
sin  otro  alcance  y propósito  que  el  de  regularizar, 
aclarar  y armonizar  los  preceptos  de  nuestras  leyes, 
recoger  las  enseñanzas  de  la  doctrina  en  la  solución 
de  las  dudas  suscitadas  por  la  práctica,  y ateuder  á 
algunas  necesidades  nuevas  con  soluciones  que  ten- 
gan un  fundamento  científico  ó un  precedente  auto- 
rizado en  legislaciones  propias  ó extrañas,  y obtenido 
ya  común  asentimiento  entre  nuestros  jurisconsultos, 
Ó que  resulten  bastanie  justificadas,  en  vista  de  las 
exposiciones  de  principios  ó de  método  hechas  en  la 
discusión  de  ambos  Cuerpos  Golegisladores. 

Base  2.a 

Los  efectos  de  las  leyes  y de  los  estatutos,  asi 
como  la  nacionalidad , la  naturalización  y el  recono- 
cimiento y condiciones  de  existencia  de  las  personas 
jurídicas  se  ajustarán  á los  preceptos  constitucionales 
y legales  hoy  vigentes,  con  las  modificaciones  preci- 
sas para  descartar  formalidades  y prohibiciones  ya 
desusadas,  aclarando  esos  conceptos  jurídicos  umver- 
salmente admitidos  en  sus  capitales  fundamentos  y 
fijando  los  necesarios,  así  para  dar  algunas  bases  se- 
guras á las  relaciones  internacionales  civiles,  como 
para  facilitar  el  enlace  y aplicación  del  nuevo  Código 
y de  las  legislaciones  forales,  en  cuanto  á las  perso- 
nas y bienes  de  los  españoles  en  sus  relaciones  y cam- 
bios de  residencia  ó vecindad  en  provincias  de  dore- 
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cho  diverso,  inspirándose  hasta  donde  sea  conveniente 
en  el  principio  y doctrina  de  la  personalidad  de  los 
estatutos. 

Base  3.a 

Se  establecerán  en  el  Código  dos  formas  de  ma- 
trimonio:  el  canónico,  que  deberán  contraer  toáoslos 
que  profesen  la  religión  católica,  y el  civil,  que  se  ce- 
lebrará del  modo  que  determine  el  mismo  Código  en 
armonía  con  lo  prescrito  en  la  Constitución  del 
Estado. 

El  matrimonio  canónico  producirá  todos  los  efec- 
tos civiles  respecto  de  las  personas  y bienes  de  los 
cónyuges  y sus  descendientes,  cuando  se  celebre  en 
conformidad  con  las  disposiciones  de  la  Iglesia  cató- 
lica, admitidas  en  el  Reino  por  la  ley  13,  tít.  l.°,  li- 
bro l.°de  la  Novísima  Recopilación.  Al  acto  de  su 
celebración  asistirá  el  juez  municipal  ú otro  funcio- 
nario del  Estado,  con  el  solo  fin  de  verificar  la  inme- 
diata inscripción  del  matrimonio  en  el  Registro  civil. 

Producirá  iguales  efectos  civiles  el  matrimonio 
contraido  por  espauoles  en  el  extranjero,  en  la  forma 
establecida  por  las  leyes  del  país  donde  tuviere  lugar 
la  celebración,  siempre  que  no  contravengan  las  dis- 
posiciones del  Código  español  relativas  á la  capacidad 
civil  de  los  contrayentes,  á su  estado,  perpetuidad,  in- 
disolubilidad del  vínculo,  y,  en  suma,  á cuanto  se  re- 
fiera á la  forma  externa  del  acto. 

Base  4.a 

No  se  admitirá  la  investigación  de  la  paternidad 
sino  en  los  casos  de  delito  ó cuando  exista  escrito  del 
padre  en  ci  que  conste  su  voluntad  indubitada  de  re- 
conocer por  suyo  al  hijo,  deliberadamente  expresada 
con  ese  fin,  ó cuando  medie  posesión  de  estado.  Se 
permitirá  la  investigación  de  la  maternidad,  y se  au- 
torizará la  legitimación  bajo  sus  dos  formas  de  sub- 
siguiente matrimonio  y concesión  Real,  limitando 
ésta  á los  casos  en  que  medie  imposibilidad  absoluta 
de  realizar  la  primera,  y reservando  á terceros  per- 
judicados el  derecho  de  impugnar,  asi  los  reconoci- 
mientos como  las  legitimaciones,  cuando  resulten 
realizados  fuera  de  las  condiciones  de  la  ley.  Se  auto- 
rizará también  la  adopción  por  escritura  pública,  y 
con  autorización  judicial,  fijándose  las  condiciones 
de  edad,  consentimiento  y prohibiciones  que  se  juz- 
guen bastantes  á prevenir  los  inconvenientes  que  el 
abuso  de  ese  derecho  pudiera  traer  consigo  para  la 
Organización  natural  de  la  familia. 

Base  5.a 

Se  caracterizarán  y definirán  los  casos  de  ausen- 
ma  y presunción  de  muerte,  estableciendo  las  garan- 
tías que  aseguren  los  derechos  del  ausente  y de  sus 
herederos,  y que  permitan  en  su  dia  el  disfrute  de 
<*llos  por  quien  pudiera  adquirirlos  por  sucesión  tes- 
tamentaria ó legítima,  sin  que  la  presunción  de  muer- 
te llegue  en  ningún  caso  á autorizar  al  cónyuge  pre- 
sente para  pasar  á segúndate  nupcias. 

Base  6.a 

La  tutela  de  los  menores  no  emancipados,  dómen- 
les y los  declarados  pródigos  ó en  interdicción  civil, 
se  podrá  deferir  por  testamento,  por  la  ley  ó por  ei 
•Consejo  de  familia,  y se  completará  con  el  restablecí-  1 


miento  en  nuestro  derecho  de  ese  Consejo  y con  la 
¡ institución  del  pro-tutor. 

Base  7.a 

Se  fijará  la  mayor  edad  en  los  veintitrés  años  pa- 
ra los  efectos  de  la  legislación  civil,  estableciéndose 
la  emancipación  por  matrimonio  y la  voluntaria  por 
actos  entre  vivos  á contar  desde  los  diez  y ocho  años 
de  edad  en  el  menor. 

Base  8.a 

El  Registro  del  estado  civil  comprenderá  las  ins  - 
cripcioncs  de  nacimientos,  matrimonios,  reconoci- 
mientos y legitimaciones,  defunciones  y naturaliza- 
ciones, y estará  á cargo  de  los  jueces  municipales  ú 
otros  funcionarios  del  órden  civil  en  España  y de  los 
agentes  consulares  ó diplomáticos  en  el  extranjero: 
las  actas  del  Registro  serán  la  prueba  del  estado  ci- 
vil, y solo  podrá  ser  suplida  por  otras  en  el  caso  de  que 
no  hayan  existido  ó hubieren  desaparecido  los  libros 
del  Registro,  ó cuando  ante  los  tribuuales  se  suscite 
contienda. 

Se  mantendrá  la  obligación,  garantida  con  san- 
ción penal,  de  inscribir  las  actas  ó facilitar  las  noti- 
cias necesarias  para  su  inscripción  tan  pronto  como 
sea  posible,  y no  se  dará  efecto  alguno  legal  á las  na- 
turalizaciones mientras  no  aparezcan  inscritas  en  ei 
Registro,  cualquiera  que  sea  la  prueba  con  que  se 
acrediten  y la  fecha  en  que  hubiesen  sido  concedidas. 

Base  9.a 

Se  mantendrán  el  concepto  de  la  propiedad  y la 
división  de  las  cosas,  el  principio  de  la  accesión  y de 
copropiedad  con  arreglo  á los  fundamentos  capitales 
del  derecho  patrio,  y se  iucluirán  en  ei  Código  las  ba- 
ses en  que  descansan  los  conceptos  especiales  de  de- 
terminadas propiedades,  como  las  aguas,  las  minas  y 
las  producciones  científicas,  literarias  y artísticas,  bajo 
el  criterio  de  respetar  las  ieyes  particulares  por  que 
hoy  se  rigen  en  su  sentido  y disposiciones,  y deducir 
de  cada  una  de  ellas  lo  que  pueda  estimarse  como 
fundamento  orgánico  de  derechos  civiles  y sustanti- 
vos para  incluirlo  en  el  Código. 

Base  10.a 

La  posesión  se  definirá  en  sus  dos  conceptos,  ab- 
soluto ó emanado  del  dominio  y unido  á ól,  y limitado 
y nacido  de  una  tenencia  de  la  que  se  deducen  hechos 
independientes  y separados  del  dominio,  mantenién- 
dose las  consecuencias  de  esa  distinción  en  las  formas 
y medios  de  adquirirla,  estableciendo  los  peculiares 
á los  bienes  hereditarios,  la  unidad  personal  en  la  po- 
sesión fuera  del  caso  de  indivisión,  y determinando 
los  efectos  en  cuanto  al  amparo  dei  hecho  por  la  au- 
toridad pública,  las  presunciones  á su  favor,  la  per- 
cepción de  frutos  según  la  naturaleza  de  éstos,  el  abo- 
no de  expensas  y mejoras  y las  condiciones  áque  debe 
ajustarse  la  pérdida  del  derecho  posesorio  en  las  di- 
versas clases  de  bienes. 

Base  1 1 ,a 

El  usufructo,  el  uso  y la  habitación  se  definirán 
y regularán  como  limitaciones  del  dominio  y formas 
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de  su  división,  regidas  en  primer  término  por  el  título 
que  las  constituya,  y en  su  defecto  por  la  ley,  como 
supletoria  ala  determinación  individual;  se  declararán 
los  derechos  del  usufructuario  en  cuanto  á la  percep- 
ción de  frutos,  según  sus  clases  y situación  en  el  mo- 
mento de  empezar  y de  terminarse  el  usufructo,  lijan- 
do los  principios  que  pueden  servir  á la  resolución  de 
las  principales  dudas  en  la  práctica  respecto  al  usu- 
fructo y uso  de  minas,  montes,  plantíos  y ganados, 
mejoras,  desperfectos,  obligaciones  de  inventario  y 
lianza,  inscripción,  pago  de  contribuciones,  defensa  de 
sus  derechos  y los  del  propietario  en  juicio  y fuera 
de  él,  y modos  naturales  y legítimos  de  extinguirse 
todos  esos  derechos,  con  sujeción  todo  ello  á los  prin- 
cipios y prácticas  del  derecho  de  Castilla,  modificado 
en  algunos  importantes  extremos  por  los  principios 
de  la  publicidad  y de  la  inscripción  contenidos  en  la 
legislación  hipotecaria  novísima. 

Ba.se  12.a 

El  título  de  las  servidumbres  contendrá  su  clasi- 
ficación y división  en  continuas  y discontinuas,  posi- 
tivas y negativas,  aparentes  y no  aparentes  por  sus 
condiciones  de  ejercicio  y disfrute,  y legales  y volun- 
tarias por  el  origen  de  su  constitución,  respetándose 
las  doctrinas  hoy  establecidas  en  cuanto  á los  modos 
de  adquirirlas,  derechos  y obligaciones  de  los  propie- 
tarios de  los  prédios  dominante  y sirviente  y modo  de 
extinguirlas.  Se  definirán  también  en  capítulos  espe- 
ciales las  principales  servidumbres  fijadas  por  la  ley 
en  materia  de  aguas,  en  el  régimen  de  la  propiedad 
rústica  y urbana,  y se  procurará,  á tenor  do  lo  esta- 
blecido en  la  base  1 ,a,  la  incorporación  al  Código  del 
mayor  número  posible  de  disposiciones  de  las  legis- 
laciones de  Aragón,  Baleares,  Cataluña,  Galicia,  Na- 
varra y Provincias  Vascas. 

Base  13.a 

Como  uno  de  los  medios  de  adquirir,  se  definirá 
la  ocupación,  regulando  los  derechos  sobre  los  ani- 
males domésticos,  hallazgo  casual  de  tesoro  y apro- 
piación de  las  cosas  muebles  abandonadas.  Les  ser- 
virán de  complemento  las  leyes  especiales  de  caza  y 
pesca,  haciéndose  referencia  expresa  á ellas  en  el 
Código. 

Base  14.a 

El  tratado  de  las  sucesiones  se  ajustará  en  sus 
principios  capitales  á los  acuerdos  que  la  Comisión 
general  de  codificación  reunida  en  pleno,  con  asisten- 
cia de  los  señores  vocales  correspondientes  y de  los 
Sres.  Senadores  y Diputados,  adoptó  en  las  reuniones 
celebradas  en  Noviembre  de  1882,  y con  arreglo  á 
ellos  se  mantendrá  en  su  esencia  la  legislación  vigen- 
te sobre  los  testamentos  en  general,  su  forma  y so- 
lemnidades, sus  diferentes  clases  de  abierto,  cerrado, 
militar,  marítimo  y hecho  en  país  extranjero,  aña- 
diendo el  ológrafo,  así  como  todo  lo  relativo  á la  ca- 
pacidad para  disponer  y adquirir  por  testamento,  á la 
institución  de  heredero,  la  desheredación,  las  mandas 
y legados,  la  institución  condicional  ó á término,  los 
albaceas  y la  revocación  ó ineficacia  de  las  disposi- 
ciones testamentarias,  ordenando  y metodizando  lo 
existente,  y completándolo  con  cuanto  tienda  á asegu- 
rar la  verdad  y facilidad  de  expresión  de  las  últimas 
voluntades. 


Base  15.a 

Materia  de  las  reformas  indicadas  serán  en  primer 
término  las  sustituciones  fideicomisarias,  que  no  pa- 
sarán ni  aun  en  la  línea  directa  del  segundo  grado  ó 
de  grados  ulteriores  cuando  se  hagan  en  favor  de  per- 
sonas que  todas  vivan  al  tiempo  del  fallecimiento  del 
testador;  el  haber  hereditario  se  distribuirá  en  tres 
partes  iguales,  una  que  constituirá  la  legítima  de  los 
hijos,  otra  que  podrá  asignar  el  padre  á su  arbitrio 
como  mejora  entre  los  mismos,  y otra  de  que  podrá 
disponer  libremente.  La  mitad  de  la  herencia  en  prol 
piedad  adjudicada  por  proximidad  de  parentesco  cons- 
tituirá, en  delecto  de  descendientes  legítimos,  la  le- 
gítima de  los  ascendientes,  quienes  podrán  optar  en- 
tre ésta  y los  alimentos.  Tendrán  los  hijos  naturales 
reconocidos  derecho  á una  porción  hereditaria,  que  si 
concurren  con  hijos  legítimos  nunca  podrá  exceder 
de  la  mitad  de  lo  que  por  su  legítima  corresponda  á 
cada  uno  de  éstos;  pero  podrá  aumentarse  esta  por- 
cion,  seguu  se  establece  en  la  base  17.a,  cuando  solo 
quedaren  ascendientes,  hermanos,  hijos  de  éstos,  4 
viudo  ó viuda. 

Base  lG.a 

Se  establecerá  á favor  del  viudo  ó viuda  el  usu- 
fructo que  algunas  ile  las  legislaciones  especiales  le 
conceden,  pero  limitándolo  á una  cuota  igual  á lo  que 
por  su  legítima  hubiera  de  percibir  cada  uno  de  los 
hijos,  si  los  hubiere,  y determinando  los  casos  en  que 
ha  de  cesar  este  usufructo. 

Base  17.a 

A la  sucesión  intestada  serán  llamados:  l.°  Los 
descendientes.  2.°  Los  ascendientes.  3.°  Los  hijos  na- 
turales. 4.°  Los  hermanos  c hijos  de  éstos.  5.°  El  cón- 
yuge viudo.  No  pasará  esta  sucesión  del  sexto  grado 
en  la  línea  colateral.  Desaparecerá  la  diferencia  que 
nuestra  legislación  establece  respecto  á los  hijos  na- 
turales entre  el  padre  y la  madre,  dándoseles  igual 
derecho  en  la  sucesión  intestada  de  uno  y otro.  Sus- 
tituirán al  Estado  en  esta  sucesión  cuando  á ella  fue- 
ren llamados,  los  Establecimientos  de  beneficencia  é 
instrucción  gratuita  del  domicilio  del  testador;  en 
su  defecto,  los  de  la  provincia;  á falta  de  unos  y 
otros,  los  generales.  Respecto  de  las  reservas,  el  de- 
recho de  acrecer,  la  aceptación  y repudiación  de  la 
herencia,  el  beneficio  de  inventario,  la  colación  y par- 
tición, y el  pago  de  las  deudas  hereditarias,  se  des- 
envolverán con  la  mayor  precisión  posible  las  doctri- 
nas de  la  legislación  vigente,  explicadas  y completa- 
das por  la  jurisprudencia. 

Base  18.a 

La  naturaleza  y efectos  de  las  obligaciones  serán 
explicados  con  aquella  generalidad  que  corresponda 
á una  relación  jurídica  cuyos  orígenes  son  muy  di- 
versos. Se  mantendrá  el  concepto  histórico  de  laman- 
comunidad,  resolviendo  por  principios  generales  las 
cuestiones  que  nacen  de  la  solidaridad  de  acreedores 
y deudores,  así  cuando  el  objeto  de  la  obligación  es 
una  cosa  divisible,  como  cuando  es  indivisible,  y lijan- 
do con  precisión  los  efectos  del  vínculo  legal  en  las 
distintas  especies  de  obligaciones,  alternativas,  con- 
dicionales, á plazo  y con  cliUisula  penal.  Se  simplifica- 
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rán  los  modos  de  extinguirse  las  obligaciones,  redu- 
ciéndolos á aquellos  que  tienen  esencia  diferente,  y 
sometiendo  los  demás  á las  doctrinas  admitidas,  res- 
pecto de  los  que  como  elementos  entran  en  su  com- 
posición. Se  fijarán,  en  fin,  principios  generales  sobre 
la  prueba  de  las  obligaciones,  cuidando  de  armonizar 
esta  parle  del  Código  con  las  disposiciones  de  la  mo- 
derna ley  de  enjuiciamiento  civil,  respetando  los  pre- 
ceptos formales  de  la  legislación  notarial  vigente,  y 
fijando  un  máximun,  pasado  el  cual,  toda  Obligación 
de  dar  ó de  restituir,  de  constitución  de  derechos,  de 
arriendo  de  obras,  ó de  prestación  de  servicios,  habrá 
de  constar  por  escrito,  para  que  pueda  pedirse  enjui- 
cio su  cumplimiento  ó ejecución. 

Base  19.* 

Los  contratos,  como  fuentes  de  las  obligaciones, 
serán  considerados  como  meros  títulos  de  adquirir 
en  cuanto  tengan  por  objeto  la  traslación  de  dominio 
ó de  cualquier  otro  derecho  á él  semejante,  y conti- 
nuarán sometidos  al  principio  de  que  la  simple  coin- 
cidencia de  voluntades  entre  los  contratantes  estable- 
ce el  vínculo,  aun  en  aquellos  casos  en  que  se  exigen 
solemnidades  determinadas  para  la  trasmisión  de  las 
cosas,  ó el  otorgamiento  de  escritura  á los  efectos  ex- 
presados en  la  base  precedente.  Igualmente  se  cuidará 
de  fijar  bien  las  condiciones  del  consentimiento,  así 
en  cuanto  á la  capacidad,  como  en  cuanto  á la  liber- 
tad de  los  que  le  presten,  estableciendo  los  principios 
consagrados  por  las  legislaciones  modernas  sobre  la 
naturaleza  y el  objeto  de  las  convenciones,  su  causa, 
forma  é interpretación,  y sobre  los  motivos  que  las 
anulan  y rescinden. 

Base  20.* 

Se  mantendrá  el  concepto  de  los  cuasi  contratos, 
determinando  las  responsabilidades  que  puedan  sur- 
gir de  los  distintos  hechos  voluntarios  que  les  dan 
causa,  conforme  á los  altos  principios  de  justicia  en 
que  descansaba  la  doctrina  del  antiguo  derecho,  uná- 
nimemente seguido  por  los  modernos  Códigos,  y se 
fijarán  los  efectos  de  la  culpa  y negligencia,  que  no 
constituyan  delito  ni  falta,  aun  respecto  de  aquellos 
bajo  cuyo  cuidado  ó dependencia  estuvieren  los  cul- 
pables ó negligentes,  siempre  que  sobrevenga  perjui- 
cio á tercera  persona. 

I-as  obligaciones  procedentes  de  delito  ó falta  que- 
darán sometidas  á las  disposiciones  del  Código  penal, 
ora  la  responsabilidad  civil  deba  exigirse  á los  reos, 
ora  á las  personas  bajo  cuya  custodia  y autoridad  es- 
tuviesen constituidos. 

Base  21.* 

El  contrato  sobre  bienes  con  ocasión  del  matrimo- 
nio tendrá  por  base  la  libertad  de  estipulación  entre 
os  futuros  cónyuges  sin  otras  limitaciones  que  las 
señaladas  en  el  Código,  entendiéndose  que  cuando  falte 
ci  contrato  ó sea  deficiente,  los  esposos  han  querido 
•stabieeerse  bajo  el  régimen  de  la  sociedad  legal  de 
gananciales. 

Base  22.* 

Los  contratos  sobre  bienes  con  ocasión  del  matri- 
nio  se  podrán  otorgar  por  los  menores  en  aptitud 
• contraerle,  debiendo  concurrir  á su  otorgamiento 


y completando  su  capacidad  las  personas  que  según 
el  Código  deben  prestar  su  consentimiento  á tas  nup- 
cias; deberán  constar  en  escritura  pública  si  exceden 
de  cierta  súma,  y en  los  casos  que  no  llegue  al  má- 
ximuu  que  se  determine,  en  documento  que  reúna 
alguna  garantía  de  autenticidad. 

Base  23.a 

Las  donaciones  de  padres  á hijos  se  colacionarán 
en  los  cómputos  de  las  legítimas,  y so  determinarán 
las  reglas  á que  bayau  de  sujetarse  las  donaciones 
entre  esposos  durante  el  matrimonio. 

Base  24.* 

La  condición  de  la  dote  y de  los  bienes  parafer- 
nales podrá  estipularse  á la  constitución  de  la  socie- 
dad conyugal,  habiendo  de  considerarse  aquella  in- 
estimada á falta  de  pacto  ó capitulación  que  otra  cosa 
establezca.  La  administración  de  la  dote  corresponde- 
rá al  marido,  con  las  garantías  hipotecarias  para  ase- 
gurar los  derechos  de  la  mujer  y las  que  se  juzguen 
más  eficaces  en  la  práctica  para  los  bienes  muebles  y 
valores,  á cuyo  fin  se  fijarán  reglas  precisas  para  las 
enajenaciones  y pignoraciones  de  los  bienes  dótales, 
su  usufructo  y cargas  á que  está  sujeto,  admitiendo 
en  el  Código  los  principios  de  la  ley  hipotecaria  en 
todo  lo  que  tiene  de  materia  propiamente  orgánica 
y legislativa,  quedando  á salvo  los  derechos  de  la  mu- 
jer durante  el  matrimonio,  para  acudir  en  defensa  de 
sus  bienes  y los  de  sus  hijos  contra  la  prodigalidad 
del  marido,  así  como  también  los  que  puedan  esta- 
blecerse respecto  al  uso,  disfrute  y administración 
de  cierta  clase  de  bienes  por  la  mujer,  constante  el 
matrimonio. 

Base  25.* 

Las  formas,  requisitos  y condiciones  de  cada  con- 
trato en  particular,  se  desenvolverán  y definirán  con 
sujeción  al  cuadro  general  de  las  obligaciones  y sus 
efectos,  dentro  del  criterio  de  mantener  por  base  la 
legislación  vigente  y los  desenvolvimientos  que  sobre 
ella  ha  consagrado  la  jurisprudencia,  y los  que  exija 
la  incorporación  al  Código  de  las  doctrinas  propias  á 
la  ley  hipotecaria,  debidamente  aclaradas  en  lo  que 
ha  sido  materia  de  dudas  para  los  tribunales  de  jus- 
ticia y de  inseguridad  para  el  crédito  territorial.  La 
donación  se  definirá  fijando  su  naturaleza  y efectos, 
personas  que  puedeu  dar  y recibir  por  medio  de  ella, 
sus  limitaciones,  revocaciones  y reducciones,  las  for- 
malidades con  que  deben  ser  hechas,  ios  respectivos 
deberes  del  donante  y donatario  y cuanto  tienda  á 
evitar  los  perjuicios  que  de  las  donaciones  pudieran 
seguirse  á los  hijos  del  donante  ó sus  legítimos  acree- 
dores ó d los  derechos  de  tercero.  Una  ley  especial 
desarrollará  el  principio  de  la  reunión  de  los  domi- 
nios en  los  foros,  subforos,  derechos  de  superficie  y 
cualesquiera  otros  gravámenes  semejantes  constitui- 
dos sobre  la  propiedad  inmueble. 

Base  26.* 

La  disposición  final  derogatoria  será  general  para 
todos  los  cuerpos  legales,  usos  y costumbres  que 
constituyan  el  derecho  civil  llamado  de  Castilla,  en 
todas  las  materias  que  son  objeto  del  Código,  v aun— 
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que  no  sean  contrarias  A él,  y quedarán  sin  fuerza  le- 
gal alguna,  así  en  su  concepto  ele  leyes  directamente 
obligatorias,  como  en  el  de  derecho  supletorio.  Las 
variaciones  que  perjudiquen  derechos  adquiridos  no 
tendrán  efecto  retroactivo.  Se  establecerán,  con  el  ca- 
rácter de  disposiciones  adicionales,  las  bases  orgáni- 
cas necesarias  para  que  en  períodos  de  diez  años  for- 
mule la  Comisión  de  Códigos  y eleve  al  Congreso  las 
reformas  que  convenga  introducir  como  resultados 


definitivamente  adquiridos  por  la  experiencia  en  la 
aplicación  del  Código,  por  los  progresos  realizados  en 
otros  países  y utilizables  en  el  nuestro,  y por  La  juris- 
prudencia del  Tribunal  Supremo. 

Palacio  del  Congreso  14  de  Junio  de  1887.=Ger- 
man  Gamazo,.presidente.=Trinitario  Ruiz  Capdepon. 
Fidel  García  Lomas.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro. 
Eduardo  Martínez  del  Campo.=José  Canalejas  y Men- 
dcz.=Marcial  González  de  la  Fuente,  secretario. 
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DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CÚBTE 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Dictámm  de  la  Comisión  ( r&produtido)  referente  al  proyecto  de  ley,  remitido  por 
el  Senado,  relativo  á las  bases  para  la  reforma  del  Código  penal. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  ha  examinado  con  el  mayor  deteni- 
miento el  proyecto  de  ley  de  bases,  aprobado  y remi- 
tido por  el  Senado  á esta  Cámara,  para  la  reforma  del 
Código  penal. 

Conforme  sustancialmente  con  dicho  proyecto,  ha 
estimado,  sin  embargo,  que  debía  proponer  algunas 
modificaciones,  A su  juicio  procedentes,  dentro  del  es- 
píritu mismo  de  la  reforma  que  se  intenta  plantear. 

Semejantes  modificaciones  obedecen,  como  puede 
notarse  desde  luego,  á motivos  varios  y distintos,  en 
armonía  con  la  naturaleza  y especial  alcance  de  cada 
una  de  ellas;  mas  como  todos  los  fundamentos  á que 
responden  las  referidas  variantes  son  fácilmente  com- 
prensibles, y en  el  curso  de  los  debates  que  sin  duda 
se  suscitarán  lia  de  haber  ocasiones  sobradas  en  que 
consignarlos  y explicarlos  con  la  mayor  amplitud, 
cree  lícito  la  Comisión  limitarse  ahora  á lo  que  deja 
expuesto,  si  bien  haciendo  constar  que  para  introdu- 
cir las  innovaciones  de  que  queda  hecho  mérito,  ha 
tenido  la  satisfacción  de  contar  con  el  asenso  y la 
aquiescencia  del  Gobierno  de  S.  M. 

La  Comisión,  pues,  tiene  el  honor  de  someter  ála 
deliberación  y aprobación  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para 
que,  oyendo  A la  Sección  correspondiente  de  la  Comi- 
sión general  de  codificación,  proceda  á reformar  el 
Código  penal  de  17  de  Junio  de  1870  con  sujeción  á 
las  bases  siguientes: 

PRIMERA» 

Se  pondrá  el  nuevo  Código  en  armonía  con  los 
preceptos  de  la  Constitución  de  1876,  amparando  con 
una  sanción  penal  eficaz,  así  los  derechos  de  la  Na- 


ción y los  atributos  esenciales  del  Poder  público, 
como  los  derechos  individuales  mencionados  en  el 
tít.  l.°  de  la  expresada  Constitución. 

El  Código  determinará  y precisará  con  toda  cla- 
ridad la  responsabilidad  penal  en  que  incurran  los 
magistrados,  jueces,  autoridades  y funcionarios  de 
toda  clase  que  atenten  á los  derechos  reconocidos  en 
el  citado  tít.  l.°  de  la  Constitución  del  Estado. 

SEGUNDA. 

Se  establecerán  sanciones  penales  eficaces  para 
proteger  el  culto,  los  ministros,  las  ceremonias  y ma- 
nifestaciones publicas  de  la  religión  católica,  y para 
impedir  que  se  escarnezca  públicamente  su  dogma, 
así  como  para  garantizar  el  ejercicio  y las  ceremo- 
nias de  cualquier  otro  culto  distinto  del  católico  den- 
tro de  sus  respectivos  recintos  y cementerios,  en  ar- 
monía con  la  tolerancia  religiosa  establecida  en  el 
art.  II  de  la  Constitución. 

TERCERA. 

Primero.  Los  delitos  que  se  cometan  por  medio 
de  la  imprenta,  se  penarán  con  sujeción  á las  pres- 
cripciones del  Código  y concepto  de  ios  delitos  en  el 
mismo  definidos,  teniendo,  sin  embargo,  en  cuenta  la 
naturaleza  de  cada  uno  para  aumentar  ó disminuir 
la  penalidad.  La  responsabilidad  correspondiente  á 
estos  delitos  se  exigirá  á tenor  de  las  reglas  siguientes: 

1*  Reponderán  criminalmente,  primero,  como 
autores  del  delito  que  se  cometa  en  libro  ó folleto,  el 
editor;  del  que  se  cometa  en  una  publicación  perió- 
dica, el  director;  y del  que  se  cometa  en  un  anuncio, 
pasquiu,  cartel,  estampa,  ó cualquier  otra  publicación, 
el  que  hubiere  ordenado  su  exposición  ai  público,  y 
en  su  defecto,  el  que  lo  hubiere  expuesto. 
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2. *  En  defecto  del  editor,  director  ó pubiieador, 
responderá  criminalmente  como  autor  del  delito  el 
que  hubiere  escrito  ó dibujado  el  original  de  la  pu- 
blicación culpable,  y los  que  por  la  participación  que 
en  el  hecho  hubiesen  tenido  con  el  redactor  ó dibu- 
jante deban  ser  calificados  según  las  reglas  generales 
del  Código  penal  corno  coautores  del  delito. 

3. a  En  defecto  de  los  mencionados  en  la  regla 
anterior,  responderá  criminalmente  como  autor  el 
jefe  del  establecimiento  en  que  se  hubiere  hecho  la 
impresión. 

Se  considerará  coautor  del  delito  para  el  efecto 
de  incurrir  en  la  responsabilidad  criminal  pecuniaria 
que  al  mismo  corresponda,  el  propietario  del  perió- 
dico, cuando  en  los  tres  meses  anteriores  á la  perpe- 
tración del  delito  se  hubiere  cometido  en  el  mismo 
periódico  dos  veces,  por  lo  menos,  un  delito  análogo 
al  que  se  Lrate  de  castigar. 

Segundo.  Guando  el  editor,  director  ó pubiieador 
respondan  criminalmente  como  autores,  responderán 
conjuntamente  en  concepto  de  cómplices  los  mencio- 
nados en  la  regía  2.ft  del  número  anterior. 

Para  exigir  las  responsabilidades  subsidiarias  es- 
tablecidas en  la  regla  citada,  se  entenderá  que  no  hay 
editor,  director  ó redactor  cuando  éstos  no  fueren 
conocidos,  ó cuando  al  tiempo  de  cometerse  ó perse- 
guirse el  delito  estuviesen  ausentes  del  Reino,  si  des- 
pués no  se  hallaren  á disposición  del  tribunal  compe- 
tente, ó cuando  por  sus  circunstancias  personales  en 
aquel  tiempo  no  pudiere  hacerse  después  en  ellos 
efectiva  la  responsabilidad  criminal. 

Tercero.  Se  considerará  siempre  como  circuns- 
tancia agravante  de  la  delincuencia  de  los  editores, 
directores,  redactores  y dibujantes  mencionados  en 
las  reglas  1.a  y 2.a  del  párrafo  primero  la  falta  de  la 
publicación  de  la  Urina  del  autor  al  pié  del  impreso  ó 
estampa  culpable. 

Cuarto.  Lo  dispuesto  en  las  reglas  anteriores  se 
refiere  á los  que  realmente  hubiesen  sido  los  verda- 
deros editores,  directores,  redactores  ó publicadores. 

Quinto.  Para  la  eficacia  de  la  responsabilidad  cri- 
minal en  que,  según  los  precedentes  párrafos,  éstos 
incurran,  se  establecerá  sanción  penal  correspondiente 
á delito  ó falta,  según  la  gravedad  especial  de  cada 
caso,  para  los  hechos  siguientes: 

1. °  La  publicación  de  cualquier  impreso  ó perió- 
dico clandestino.  Se  entiende  por  tai  el  que  se  publique 
sin  haber  puesto  préviamente  en  conocimiento  de  la 
autoridad  gubernativa  los  nombres  y domicilios  de 
los  verdaderos  propietario,  director  ó impresor  del 
periódico  y el  lugar  en  que  esté  sito  el  establecimien- 
to en  que  haya  de  hacerse  la  publicación. 

2. ®  La  publicación  del  periódico  cuyos  propieta- 
rio, director  ó impresor  no  sean  mayores  de  edad  con 
el  ejercicio  de  sus  derechos  civiles  y con  domicilio 
en  España;  y en  caso  de  ser  menores  los  primeros  y 
los  últimos,  si  no  tienen  representante  legal  también 
domiciliado  en  España. 

3. °  La  ocultación  á las  autoridades  judiciales  ó 
gubernativas  competentes  de  los  verdaderos  propie- 
tario, director  ó impresor  de  la  publicación  culpable 
ó la  sustitución  por  otros  sin  haber  dado  inmediato 
conocimiento  á la  autoridad  á que  correspondiere. 

4. °  La  no  conservación  por  el  impresor  durante  el 
tiempo  que  subsista  la  acción  penal  de  los  originales 
firmados  por  sus  autores  que  se  hubiesen  publicado. 

5. °  No  se  podrá  exigir  responsabilidad  criminal 


por  encubrimiento  de  los  delitos  á que  esta  base  se 
refiere. 

G.°  La  acción  para  perseguir  estos  delitos  pres- 
cribe á los  tres  meses  de  su  perpetración,  contados 
desde  el  dia  siguiente  á la  publicación. 

Se  exceptúan  los  de  injuria  y calumnia  contra 
particulares  cuya  prescripción  se  regirá  por  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  correspondiente  del  Código  penal 

7. °  El  comiso  de  los  efectos  ó instrumentos  de  los 
delitos  anteriormente  mencionados  no  comprenderá 
sino  el  molde  del  escrito  ó estampa  culpables. 

8. °  Los  propietarios  estarán  sujetos  á la  respon- 
sabilidad civil  subsidiaria. 


CUARTA. 

Se  clasificarán  las  circunstancias  de  exención, 
atenuación  y agravación,  fijando  bien  su  trascender 
cia  é importancia,  atendida  la  naturaleza  é índole  ile 
cada  una  en  la  realidad  de  la  vida  y el  estado  psico- 
lógico del  culpable,  según  los  resultados  positivos 
que  hayan  alcanzado  las  ciencias  antropológicas. 

QUINTA. 

La  reincidencia  dejará  de  considerarse  como  una 
mera  circunstancia  agravante. 

Solo  será  rcincidente  el  que  dentro  de  un  plazo 
determinado  cometa  delito  igual  ó semejante  por  su 
índole  y por  los  móviles  que  le  determinen  al  por  que 
antes  fuere  condenado. 

La  pena  en  tal  caso  se  elevará  prudencialmentc 
sobre  la  normal  del  delito  en  consideración  al  número 
é importancia  real  de  las  reincidencias  y á las  condi- 
ciones personales  del  culpable;  pero  nunca  excederá 
el  aumento  de  la  impuesta  por  el  más  grave  de  los 
delitos  anteriores. 

El  tribunal  sentenciador  señalará  sin  restricción 
ninguna  el  establecimiento  penal  en  que  haya  decitm- 
plirse. 

La  recaída  en  delitos  diferentes  podrá  ser  motivo 
de  agravación,  según  sus  circunstancias  y las  de  los 
reos,  libremente  apreciadas  por  el  tribunal  del  juicio. 

SEXTA. 

Se  llenarán  los  vacíos  que  la  experiencia  haya 
hecho  notar  hasta  ahora,  ya  para  el  castigo  de  algu- 
nos hechos  justiciables  que  hoy  se  encuentran  sin 
sanción  penal  ó si^  sanción  suficiente,  ya  para  dar 
más  flexibilidad,  según  los  casos,  ai  rigor  de  las  pe- 
nas señaladas  á varios  delitos,  ya  para  fijar  el  ver- 
dadero carácter  y concepto  de  algunos  de  éstos,  te- 
niendo al  efecto  en  cuenta  la  jurisprudencia  del  Tri- 
bunal Supremo. 

Ningún  delito  será  penado  sola  y exclusivamente 
con  la  pena  de  muerte. 

Los  delitos  contra  la  persona  del  Regente  del  Rei- 
no se  castigarán  con  iguales  penas  que  ios  perpetra- 
dos contra  la  persona  del  Rey. 

No  serán  punibles  la  exposición  y defensa  de  las 
ideas  sino  cuando  constituyan  alguna  acción  ú omi- 
sión de  las  que  define  como  delitos  ó faltas  el  Código 
penal  y deban  definirse  como  tales,  con  arreglo  á las 
presentes  bases. 
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SÉTIMA. 

Dejarán  de  ser  considerados  como  delitos,  y se- 
rán considerados  como  faltas  los  hurtos,  las  lesio- 
nes, estafas  ó daños  comprendidos  hoy  en  el  libro  2.° 
del  Código  penal,  que  por  la  poca  entidad  del  perjui- 
cio irrogado  y menor  criminalidad  que-  revelen  en  el 
delincuente  puedan  ser  castigados  con  dicho  carácter 
de  faltas,  sin  riesgo  ni  perturbación  eu  el  orden  so- 
cial. 

Asimismo  se  clasificarán  las  faltas  que  por  su 
naturaleza  y carácter  dehan  ser  de  la  exclusiva  com- 
petencia de  los  jueces  municipales,  para  evitar  con- 
flictos con  las  autoridades  gubernativas. 

OCTAVA. 


i suerte  que  no  pueda  ser  presenciada  la  ejecución  por 
el  público. 

El  Código  determinará  las  formalidades  del  acto 
de  la  referida  ejecución  y funcionarios  que  deban 
concurrir  ai  mismo. 

Los  tribunales  encargados  de  la  ejecución  de  las 
sentencias  declararán  extinguidas  á los  treinta  años 
de  su  cumplimiento  las  penas  de  reclusión  é inhabi- 
litación perpétuas,  á no  ser  que  por  la  conducta  de 
los  reos  ó por  otras  circunstancias,  apreciadas  con 
vista  de  los  antecedentes  necesarios,  no  les  conside- 
ren acreedores  A este  beneficio,  pudiendo  en  este  úl- 
timo caso  revocar  su  decisión  en  cualquier  tiempo. 
Dicho  beneficio  no  será  extensivo  á los  casos  en  que 
la  pena  perpetua  baya  recaido  en  conmutación  de  la 
de  muerte  y á consecuencia  de  indulto. 


Se  determinará  la  penalidad  de  los  delitos  seña- 
lando concreta  y especialmente  en  cada  caso  la  ex- 
tensión de  la  pena,  y fijando  un  máximun  y un  mf- 
ninnm  de  duración  de  la  misma. 


NOVENA. 

La  escala  general  de  penas  será  la  siguiente: 
Penas  aflictivas. 

Muerto. 

Reclusión  perpétua. 

Reclusión  temporal. 

Relegación  temporal. 

Extrañamiento  temporal. 

í cargo  público,  dere- 
Inhabilitacion  J absoluta  tt  ) olio  de  elegibilidad  y 

perpétua í especial  para  j de  sufragio,  profe- 

( sion  ú oficio. 

Penas  confecciónales. 

Prisión. 

Destierro. 

Arresto. 


Pena  aflictiva  ó correccional. 


inhabilitación 


( cargo  público,  dere- 
j absoluta)  Jcho  de  elegibilidad  y 
f especial  J 1 c 1 i de  sufragio,  profe- 
( sion  ú oficio. 


Detención. 


Pena  leve. 


Pena  aflictiva , correccional  ó leve . 

Mulla. 

Pena  accesoria. 
interdicción  civil. 


DÉCIMA. 

En  las  penas  de  privación  de  libertad,  la  deten- 
ción y prisión  preventiva  sufridas  durante  el  proceso 
serán  de  abono  al  reo  como  parte  de  pena,  en  la  for- 
ma siguiente: 

En  dos  torceras  partes,  cuando  el  reo  sea  castiga- 
do con  prisión,  arresto  ó detención. 

En  la  mitad,  cuando  lo  fuere  con  reclusión. 

No  habrá  lugar  al  abono  de  que  tratan  los  dos 
párrafos  anteriores  si  el  reo  fuese  reincidcnle. 

Los  condenados  á reclusión,  prisión  y arresto,  es- 
tarán obligados  al  trabajo.  Su  producto  se  aplicará  á 
subvencionar  los  gastos  que  el  penado  cause  en  el  es- 
tahlecimiento;  á extinguir  la  responsabilidad  civil  y 
multa,  si  se  hubiere  impuesto;  á constituir  un  fondo 
de  reserva,  que  se  le  entregará  á la  salida  del  mismo 
establecimiento,  y á mejorar  su  situación,  si  fuere  po- 
sible, con  sujeción  á lo  queprescriban  los  reglamentos 
y disposiciones  administrativas  que  regulen  el  régi- 
men de  los  establecimientos  penitenciarios. 

UNDÉCIMA. 

En  las  penas  de  reclusión,  prisión,  arresto  y de- 
tención, el  quebrantamiento  de  condena  no  consti- 
tuirá delito.  Los  penados  que  la  quebranten  podrán 
ser  trasladados  en  virtud  de  acuerdo  del  juez  ó tri- 
bunal encargado  de  ejecutar  la  sentencia,  que  lo  dic- 
tará teniendo  en  cuenta  las  circunstancias  del  hecho, 
aunque  sin  forma  de  juicio,  á un  establecimiento  de 
la  Península  ó de  las  posesiones  españolas  de  Ultra- 
mar, cuyas  condiciones  de  seguridad,  ya  por  su  situa- 
ción geográfica  ó por  otras  circunstancias,  ofrezca 
mayores  garantías. 

Esto  no  excusará  la  responsabilidad  en  que  pue- 
dan incurrir  los  guardianes  y las  personas  que  no  es- 
tando presas  auxilien,  favorezcan  ó cooperen  á la  eva- 
sión. 


So  establecerá  la  relación  correspondiente  enl 
estas  penas  y los  establecimientos  penales  que  deb 
existir  en  los  pueblos,  en  determinadas  capitales 
provincia  y en  Africa,  Canarias  y Ultramar,  seg 
las  bases  de  un  buen  sistema  penitenciario.  Tambi 
podrán  ser  utilizadas  ai  efecto  nuestras  posesior 

el  Golfo  de  Guinea  é islas  Marianas,  Carolinas 
fainos. 


ai  ejecución  de  la  pena  de  muerte  se  verificará 
j entro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  á la  noti- 
rcacion  de  la  sentencia  al  reo  en  lugar  cerrado  de 
a pnsi(m  ó fe  otro  sitio  destinado  al  efecto,  pero  de 


Si  los  medios  empleados  ó actos  ejecutados  para 
realizar  el  quebrantamiento  de  condena  fueran  cons- 
titutivos de  delitos,  se  penarán  con  arreglo  al  Código, 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  los  dos  párrafos  ante- 
riores. 

Dicho  quebrantamiento  en  las  penas  de  extraña- 
miento, relegación  y destierro  producirá  un  aumento 
de  condena  que  no  bajará  de  quince  dias,  ni  excederá 
de  dos  años. 

DUODÉCIMA. 

Se  fijarán  las  reglas  de  extraterritorialidad  de 
la  ley  penal  para  los  delitos  cometidos  por  españoles 
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ó extranjeros  fuera  de  España.  Al  electo,  además  de 
determinar  los  diversos  casos  según  los  principios  co- 
munmente admitidos  por  el  derecho  penal  internacio- 
nal, se  tendrá  en  cuenta  si  aquellos  hnn  sido  ó no 
juzgados  y penados  en  país  extraño;  se  descontará  en 
su  caso  la  pena  ya  sufrida,  y se  aplicará  siempre  la 
legislación  más  benigna. 

DÉCIMATERCERA. 

Se  completará  la  reforma  del  Código,  haciendo 
en  sus  disposiciones  aquellas  modificaciones  que  sur- 
jan ó resulten  indicadas  por  consecuencia  del  des- 


arrollo de  las  precedentes  bases  y todas  las  demás 
que,  sin  alterar  la  sustancia  de  los  preceptos  del  Có- 
digo vigente,  contribuyan  á su  mayor  claridad  y per- 
feccionamiento, asi  como  á la  mejora  de  su  método. 

Arl.  2.°  El  Gobierno  publicar! el  Código  penal  re- 
formado, fijando  el  día  en  que  ha  do  empezar  á regir. 

Art.  3.°  El  Gobierno  dará  cuenta  ;i  las  Cortes  del 
uso  que  hiciere  de  esta  autorización. 

Palacio  del  Congreso  9 de  Mayo  de  1887.=Ycnan- 
cio  González,  presidente. — Joaquin  González  Fiori.= 
Eduardo  Martínez  del  Campo.=Bernardo  de  Frau.— 
Carlos  Tesfor.— T.  Sánchez  Guerra.=Tomás  Montejo, 
secretario. 
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Proyecto  de  ley  ( reproducido J,  aprobado  definitivamente  por  este  Cuerpo  Colcgis- 
lador,  sobre  inclusión  en  el  plan  general  de  carreteras  de  una  que  partiendo  de 
la  de  Salamanca  termine  en  Fuentesaueo,  en  la  provincia  de  Zamora. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  Lomando  en  consi- 
deración lo  propuesto  por  esc  Curpo  Colegislador,  lia 
aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  incluyo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras una  de  tercer  órden  que  partiendo  de  la  de 
Salamanca  á Valladolid  en  el  puuto  llamado  Tierra 
de  la  Moza,  vaya  á terminar  en  la  villa  de  Fuente- 
saúco,  provincia  de  Zamora,  pasando  por  los  pueblos 
de  San  Cristóbal  de  la  Cuesta,  Arcediano  y Aldca- 
uueva  de  Figueroa. 


Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1886  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Y habiéndose  modificado  en  los  términos  que  apa- 
rece, el  Congreso  de  los  Diputados  lo  participa  al  Se- 
nado para  los  efectos  prevenidos  en  el  art.  10  de  la 
ley  de  19  de  Junio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  28  de  Junio  de  1887.=Cris- 
tino  Marios,  Presidente.  = Luis  Sánchez  Arjona,  Di- 
putado Secretario.=Diego  Arias  de  Miranda,  Dipu- 
tado Secretario. 
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DIABIO 


DE  LAS 


SESIONES  DE  GÚBTES 


COHGKESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Dirtámen  de  la  Comisión  (reproducido),  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  los 
presupuestos  generales  del  Estado  en  la,  isla  de  Puerto-Rico,  correspondientes  al 

año  económico  de  1887-88. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  que  suscribe  lia  examinado  detenida 
y minuciosamente  el  proyecto  de  ley  sobre  presu- 
puestos del  Estado  en  la  provincia  de  Puerto-Rico 
para  el  año  económico  de  1887-88,  y pasa  ¿i  cumplir 
su  cometido  sometiendo  á la  deliberación  de  la  Cá- 
mara el  resultado  de  sus  estudios. 

La  urgencia  de  introducir  economías  en  los  gas- 
tos para  aliviar  en  todo  lo  posible  la  carga  que  pesa 
sobre  la  producción  de  la  Isla  y la  necesidad  absolu- 
ta de  facilitar  el  rápido  desarrollo  de  su  riqueza,  son 
los  fundamentos  de  dicho  proyecto;  y para  realizar 
tan  laudables  propósitos,  contiene  en  primer  término, 
con  relación  ai  presupuesto  vigente,  una  importante 
reducción  en  ios  sobresueldos  de  todos  los  funcio- 
narios públicos,  civiles  y militares,  medida  que  acep- 
ta y aplaude  la  Comisión,  considerándola  razonada, 
puesto  que  la  disminución  de  la  riqueza  general  de  la 
isla  hace  allí  la  vida  menos  costosa,  quedando  los  ha- 
beres de  dichos  funcionarios  consignados  en  la  cuan- 
tía suficiente  para  su  decorosa  subsistencia  y para  la 
proporcionada  remuneración  de  sus  servicios. 

Realiza  además  esta  medida  un  acto  de  equidad 
y de  justicia,  porque  muchos  funcionarios  venían 
desde  hace  algunos  años  disfrutando  asignaciones  in- 
feriores al  real  fuerte  por  real  sencillo,  mientras  otros 
cobraban  áeste  tipo,  resultando  así  un  privilegio  en 
lavor  de  algunos,  que  desaparece  desde  luego  al  seña- 
lar á lodos  doble  sueldo  del  que  en  la  Península  se 
satisface  á sus  similares. 

En  su  propósito  de  preparar  mayores  economías 
para  lo  sucesivo,  y reconociendo  que  los  servicios  pú- 
blicos pueden  verificarse  en  mayor  armonía  con  el 
estado  aflictivo  de  la  Isla,  la  Comisión  ha  incluido  en 


la  ley  un  artículo  preceptuando  la  reorganización  de 
los  mismos,  y confía  en  que  el  Gobierno  de  S.  M.  con 
su  probado  celo  é interés  en  bien  de  la  leal  y siempre 
ílel  isla  de  Puerto-Rico,  procederá  en  breve  plazo  á 
realizar  dicha  reorganización. 

La  Comisión  ha  estudiado  con  todo  detenimiento 
otra  cuestión  de  importancia  suma.  Mientras  el  pre- 
supuesto de  Puerto-Rico  conlenga  la  obligación  de 
consignar  la  crecida  suma  de  700.000  pesos  para  pago 
de  amortización  é intereses  de  su  deuda,  no  es  posible 
proporcionar  positivo  y eficaz  alivio  á las  mermadí- 
simas  fuerzas  contributivas  de  aquel  país,  con  el 
grave  inconveniente  de  que,  imponiéndose  la  realidad 
en  esta  obligación  como  en  las  demás  del  Estado,  re- 
sulta que  su  pago  se  verifica  con  sensible  atraso  y 
con  perjuicio  del  crédito  nacional. 

En  diferentes  leyes  de  presupuestos  se  reconoce 
la  necesidad  de  proceder  á la  conversión  de  dicha 
deuda,  consignándose  al  efecto  en  ellas  reiteradas  au- 
torizaciones; pero  no  habiéndose  hecho  uso  de  éstas, 
por  dificultades  de  varia  índole,  la  Comisión  ha  creído 
conveniente  y oportuno  determinar,  por  medio  de  un 
precepto,  que  ha  llegado  el  caso  de  hacer  dicha  con- 
versión como  único  recurso,  no  solo  para  el  alivio  de 
las  actuales  cargas  públicas,  sino  también  para  sa- 
tisfacer otras  atenciones  ineludibles  que  pesarán  sobre 
el  presupuesto  durante  su  ejercicio. 

La  Comisión  lia  fijado  asimismo  su  atención  en  el 
conflicto  monetario  de  la  isla  de  Puerto-Rico,  y vi- 
vamente preocupada  por  las  consecuencias  que  pu- 
diera originar  la  tardanza  en  resolverle,  propone  al 
Congreso  un  precepto  que  active  su  pronta  y satis- 
factoria solución,  persuadida  de  que  los  procedimien- 
tos que  para  cumplir  este  precepto  adopte  el  Gobierno 
de  S.  M.  contribuirán  eficazmente  á lograr  dicho  fin. 
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Las  obligaciones  generales  del  Estado  en  las  pro- 
vincias de  Ultramar,  por  lo  mismo  que  vienen  con- 
signadas de  una  manera  parcial  en  los  presupuestos 
á cada  una  de  ellas  referentes,  han  sido  siempre  ob- 
jeto del  interés  del  Congreso.  La  Comisión  les  ha  de- 
dicado el  estudio  que  la  importancia  de  los  servicios 
centrales  exige,  y ciiiéndose  al  criterio  de  las  econo- 
mías que  antes  queda  indicado,  y teniendo  en  cuen- 
ta, no  solo  las  circunstancias  aflictivas  de  la  provincia 
de  cuyo  presupuesto  se  trata,  sino  también  las  reduc- 
ciones que  se  hacen  en  el  sobresueldo  del  personal 
residente  en  Ultramar  y en  este  mismo  personal,  ha 
creído  necesario  eliminar  de  la  sección  primera  todo 
aumento  de  gasto,  aceptando  á la  vez  y aplaudiendo 
las  rebajas  propuestas  con  relación  al  presupuesto  del 
año  anterior;  cree  también  indispensable  aplazar  las 
innovaciones  que  aquellos  aumentos  representan,  y 
que  en  efecto  son  de  verdadera  importancia  para  cuan- 
do haya  mejorado  la  situación  económica  de  la  Isla,  ó 
se  hagan  reformas  en  los  servicios  que  produzcan  po- 
sitivas  y cuantiosas  economías. 

La  Comisión  ha  considerado  muy  conveniente  re- 
novar el  proyecto  de  ley  de  27  de  Julio  de  1883,  que 
dispone  la  revisión  de  los  expedientes  de  clases  pasi- 
vas, civiles  y militares,  que  cobran  por  las  Cajas  de 
Puerto-Rico,  á Ün  de  aliviarlas  de  las  cargas  que  por 
este  concepto  sufren  indebidamente;  confiando  en  que 
el  próximo  presupuesto  contendrá  las  bajas  consi- 
guientes. 

En  cuanto  á los  funcionarios  judiciales,  la  Comi- 
sión ha  aceptado  el  proyecto,  si  bien  introduciendo 
pequeñas  modificaciones,  que  en  su  concepto  lo  me- 
joran, por  introducir  alguna  economía,  sin  producir 
la  menor  perturbación  en  el  servicio,  y antes  bien, 
facilitando  la  realización  de  los  altos  fines  de  la  jus- 
Licia. 

Teniendo  en  cuenta  la  posibilidad  de  que  refor- 
mas legislativas  importantes  lleven  á Puerto-Rico, 
en  breve  plazo,  modificaciones  de  procedimiento  en 
los  juicios  criminales,  realizando  asi  un  verdadero 
progreso,  la  Comisión,  .que  no  podia  anticipar  la  fór- 
mula de  estas  modificaciones,  se  ha  limitado  á con- 
signar estos  créditos  entre  los  susceptibles  de  amplia- 
ción, contribuyendo  asi  á la  solución  que  se  crea  con- 
veniente adoptar,  que  encontrará  mayores  facilida- 
des en  cuanto  á los  recursos  do  presupuestos,  si  se 
realizan  las  economías  necesarias  por  medio  de  la  re- 
organización de  los  servicios  y de  la  conversión  de  la 
deuda. 

Los  gastos  de  la  sección  tercera,  «Guerra,»  recla- 
man especial  interés,  y la  Comisión,  que  comprende 
la  necesidad  de  dar  á los  servicios  del  ejército  que 
guarnece  á Puerto-Rico  una  nueva  organización  que 
permita  hacer  Cuantiosas  reducciones  en  dichos  gas- 
tos, no  ha  podido,  sin  embargo,  realizarlas  desde  lue- 
go, sino  en  cuanto  á los  que  á su  juicio  se  hallan 
claramente  determinados  en  la  vigente  legislación, 
introduciendo  tan  solo  en  alguu  servicio  aquellas  eco- 
nomías que  en  nada  resienten  su  actual  organización, 
practicando  así  su  propósito  de  aliviar  á los  abatidos 
contribuyentes  de  la  Isla. 

En  la  cuarta  sección,  «Hacienda,»  la  alteración  es 
poco  sensible,  porque  aparte  de  la  reducción  de  ha- 
beres en  conformidad  con  el  criterio  general  del  pro- 
yecto, no  trae  éste  tampoco  novedades  dignas  de  es- 
pecial mención. 

En  las  consignaciones  incluidas  en  la  sección 


quinta,  «Marina,»  la  Comisión  ha  hecho  rebajas  de 
mayor  importancia,  lamentando  que  la  estrechez  del 
presupuesto  y los  nuevos  sacrificios  que  imponen  las 
modificaciones  del  procedimiento  en  los  juicios  cri- 
minales, y el  servicio  de  vapores-correos  trasatlánti- 
cos, así  como  la  supresión  de  determinados  derechos 
de  exportación,  no  consientan  atender  durante  el  ejer- 
cicio económico  á los  gastos  que  originarán  los  tra- 
bajos de  la  Comisión  hidrográfica  para  detallarla  costa 
Sur  de  la  Isla,  y que  necesariamente,  deben  diferirse 
para  cuando  el  Tesoro  de  la  misma  se  halle  desahogado. 

La  Comisión  hubiera  propuesto  que  se  suprimiera 
en  la  sección  sexta,  «Gobernación,»  las  asignaciones 
de  personal  y material  del  Consejo  de  administración, 
distribuyendo  entre  el  alto  Cuerpo  consultivo  del  Es- 
tado y la  Diputación  provincial  de  Puerto-Rico,  tanto 
las  funciones  que  aquel  realiza  actualmente  como  las 
facultades  de  que  disfruta  con  respecto  á lo  conten- 
cioso, asimilando  en  este  punto  aquella  provincia  á las 
demás  de  la  Península  y obteniendo  por  consecuencia 
una  importante  economía;  pero  esta  reforma  solo  pue- 
de tener  cabida  en  un  plan  completo  que  á la  Admi- 
nistración incumbe  realizar,  limitándose,  por  lo  tanto, 
la  Comisión  á recomendar  su  estudio. 

En  esta  sección  ha  sido  preciso  aumentar  el  gasto 
relativo  á conducciones  marítimas  de  correos,  cum- 
pliendo la  ley  de  26  del  corriente  mes,  que  señala  á 
cada  provincia  de  Ultramar  la  parte  que  le  corres- 
ponde satisfacer  por  el  servicio  de  vapores-correos 
trasatlánticos;  pero  este  aumento  se  compensa  en  parte 
con  las  reducciones  que  en  el  material  de  la  Guardia 
civil  se  verifican  á tenor  de  las  de  igual  clase  con- 
tenidas en  la  sección  tercera,  «Guerra.» 

Ajustado  todavía  el  presupuesto  de  Puerto-Rico 
á los  moldes  de  una  tradición  que  le  impone  la  forma 
en  que  los  diversos  ramos  administrativos  del  Estado 
se  encuentran  organizados  y previstos,  no  es  empresa 
fácil  la  de  dar  mayor  impulso  á los  servicios  á cargo 
de  la  sección  de  Fomento,  que  son  los  verdaderamente; 
reproductivos,  por  cuanto  refluyen  en  el  desarrollo  de 
la  riqueza  del  país;  desarrollo  que  éste  logrará  en 
cuanto  se  cumplan  las  medidas  adoptadas  por  el  señor 
Ministro  de  Ultramar  con  respecto  á instituciones  de 
crédito  y construcción  de  vías  férreas. 

La  Comisión  hubiera  querido  proponer  al  Congre- 
so en  su  dictámen  mayor  desenvolvimiento  en  deter- 
minados servicios  de  esta  importantísima  sección, 
pero  ha  tenido  que  concretar  su  pensamiento  y con- 
sideración á aquellos  otros  en  los  que  la  experiencia 
ha  demostrado  su  ineficacia  y escasa  utilidad  para  el 
Estado  y para  el  bien  del  país,  debiendo  consignar 
que  incluye  un  precepto  en  beneficio  del  cultivo  del 
ramio,  creando  así  un  nuevo  elemento  de  prosperidad. 

Ha  hecho  también  economías  importantes  en  esta 
sección,  sin  desatender  ninguna  conveniencia  pública, 
y no  las  detalla  por  encontrarse  suficientemente  ex- 
plicadas en  el  pormenor  de  la  misma  sección. 

La  mayor  parte  de  los  ingresos  calculados  para 
atender  á las  obligaciones  del  presupuesto  de  gastos 
figuran  en  el  que  es  objeto  del  presente  exámen  por 
iguales  cifras  que  el  de  1886-87,  y la  Comisión  las 
acepta  desda  luego,  no  solo  porque  está  persuadida 
de  que  la  Administración  posee  suficientes  datos  para 
el  expresado  cálculo,  sino  también  porque  no  hallán- 
dose terminado  el  ejercicio  del  actual  año  económico, 
no  es  posible  comprobar  los  resultados  obtenidos  por 
la  recaudación.  Pero  la  absoluta  necesidad  de  allegar 
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recursos  con  la  mayor  equidad  en  el  gravamen,  im- 
pele á la  Comisión  á recomendar  el  Gobierno  de  Su 
Majestad  un  detenido  estudio  del  vigente  sistema  de 
impuestos. 

Las  alteraciones  hechas  por  la  Comisión  se  refie- 
ren únicamente  al  producto  de  los  derechos  de  expor- 
tación, en  el  cual  se  verifica  una  importante  rebaja, 
ya  por  considerar  que  el  citado  ingreso  habrá  de  ser 
acaso  menor  que  el  presupuesto  en  el  proyecto,  ya 
porque  entre  los  artículos  beneficiados  por  dicha  su- 
presión, la  Comisión  propone,  en  el  correspondiente 
precepto  de  la  ley,  que  figure  también  el  caté,  igua- 
lando asi  en  el  disfrute  de  aquel  beneficio  á la  pro- 
vincia de  Puerto-Rico  con  la  de  Cuba.  Estas  conside- 
raciones obligan  á la  Comisión  á calcular  que  los  in- 
gresos por  el  derecho  de  exportación  no  serán  mayores 
de  85.524  pesos;  y como  la  rebaja  de  1 10.000  pesos 
que  en  el  de  importación  señala  el  proyecto,  se  atri- 
buye fundadamento  á las  consecuencias  naturales  de 
la  ley  de  relaciones  mercantiles,  fecha  20  de  Junio 
de  1882,  resulta  en  este  capítulo  la  considerable  dis- 
minución de  ingresos,  con  relación  al  presupuesto  vi- 
gente, de  164.475*48;  minoración  que  se  compensa  con 
las  economías  realizadas  en  las  diversas  secciones  del 
de  gastos. 

Cree  justo  la  Comisión  aplaudir  el  celo  y el  inte- 
rés quo  con  las  medidas  adoptadas  para  la  supresión 
del  derecho  de  exportación  demuestra  el  Gobierno  de 
S.  M.;  medidas  que  unidas  á las  demás  propuestas  en 
esta  ley,  inaugurarán  una  época  de  prosperidad  para 
la  isla  de  Puerto-Rico,  desenvolverán  su  producción 
y su  comercio,  desahogarán  en  lo  sucesivo  su  Tesoro 
y permitirán  la  realización  de  cuantas  reformas  re- 
clama la  civilización  y el  progreso;  constituyendo  ade- 
más una  nueva  prueba  del  acendrado  amor  que  á las 
provincias  de  Ultramar  profesan  sus  hermanas  de  la 
Península,  y fortificando  así  los  indisolubles  lazos  que 
las  unen. 

Por  último,  la  Comisión  propone  asimismo  la  apli- 
cación á la  provincia  de  Puerto-Rico  de  determinados 
preceptos  de  la  ley  do  contabilidad,  fecha  25  de  Junio 
de  1870,  que  todavía  no  se  observan  en  varios  servi- 
cios públicos  de  la  Isla,  y que  contribuirán,  ajuicio 
de  la  Comisión , á completar  la  comprobación  de  los 
gastos  y de  los  ingresos  concedidos  en  presupuestos. 

Por  estas  consideraciones,  la  Comisión  someto  á la 
delilieraciou  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1."  Los  gastos  del  Estado  en  la  isla  de 
Puerto-Rico  durante  el  año  económico  de  1887  á 88 
serán  de  pesos  3.473.015*10  centavos,  distribuidos 
según  el  pormenor  de  secciones,  capítulos  y artículos 
que  aparecen  en  el  estado  letra  A;  de  cuya  suma,  de- 
ducidos los  pesos  7.1 18*58  centavos,  que  se  reclaman 
para  formalizar  pagos  ejecutados  en  ejercicios  ante- 
riores, queda  reducido  el  total  líquido  do  gastos  á sa- 
tisfacer, ála  cantidad  de  pesos  3.465.896*52  centavos, 
considerándose  ampliables  los  créditos  detallados  en 

0 relación  que  acompaña  á este  presupuesto. 

Art.  2.°  Los  ingresos  para  cubrir  las  obligaciones 

1 pl  Estado  en  la  referida  Isla  durante  el  mismo  año 
económico,  se  calculan  en  posos  3.465.890*52,  segun 
el  detalle  por  secciones,  capítulos  y artículos  que 
aparecen  en  el  estado  letra  B. 

Art.  3.°  Durante  el  ejercicio  seguirán  rigiendo 


los  tipos  de  imposición  y tarifas  hoy  vigentes  para 
las  contribuciones  directas  sobre  la  propiedad  terri- 
torial, la  industria,  el  comercio,  las  profesiones  y las 
artes,  y para  los  impuestos  creados  por  los  arts.  4.“ 
y 5.°  de  la  ley  de  24  de  Junio  de  1885.  Igualmente 
subsistirán  el  cánon  de  minas  que  señala  el  arL.  75 
del  decreto  de  15  de  Enero  de  1877  y los  demás  im- 
puestos existentes. 

Dos  Ayuntamientos  no  podrán  gravar  el  consumo 
de  las  bebidas  sujetas  al  impuesto  establecido  por  la 
ley  de  24  de  Junio  de  1885  en  cantidad  mayor  al  50 
por  1 00  del  derecho  que  exige  la  Hacienda.  Solo  en 
Circunstancias  extraordinarias,  debidamente  justifica- 
das, podrá  el  gobernador  general  autorizar  un  recargo 
mayor,  que  en  ningún  caso  excederá  del  100  por  I()0. 

Art.  4."  Se  suprime  el  derecho  que  á su  expor- 
tación de  la  Isla  pagan  los  azúcares,  la  miel  de  caña  y 
el  café,  haciéndose  efectivo  el  impuesto  arancelario 
sobre  los  demás  artículos  que  comprende  el  arancel 
vigente,  tanto  en  la  importación  como  en  la  exporta- 
ción, con  arreglo  al  mismo  arancel,  y las  disposicio- 
nes vigentes  en  la  actualidad. 

La  exacción  de  los  derechos  de  navegación  segui- 
rá haciéndose  con  arreglo  á la  tarifa  de  26  de  Agosto 
de  1883.  Queda  el  Gobierno  autorizado  para  reformar 
los  aranceles  en  una  forma  análoga  á la  que  se  adopta 
para  la  isla  de  Cuba  al  aprobar  los  presupuestos  re- 
lativos á ésta. 

Art.  5.°  Los  derechos  que  -on  arreglo  á las  dis- 
posiciones vigentes  se  reconozcan  y liquiden  por  las 
oficinas  de  Hacienda,  en  concento  de  premios  de  ex- 
pedición y recaudación  de  efectos  timbrados,  lote- 
rías y contribuciones,  se  satislarin  desde  luego,  y pre- 
via la  justificación  correspondiente,  tn  concepto  de 
disminución  de  ingresos  de  los  ramos  respectivos. 

Art.  6.”  Los  terrenos  que  á la  fecha  de  la  publi- 
cación de  esta  ley  lleven  por  lo  ménos  tres  años  sin 
cultivo  y se  dediquen  al  del  ramio,  disfrutarán  hasta 
1898  de  la  exención  de  pago  de  contribuciones  al 
Estado. 

Las  máquinas  y aparatos  industriales  para  la  ex- 
plotación de  dicha  planta  estarán  también  exentas  du- 
rante cinco  años  del  pago  del  impuesto  de  aduanas. 

Art.  7.a  Se  concede  á los  empleados  civiles  el  de- 
recho á pasaje  gratuito  desde  la  Península,  cuando 
vayan  á posesionarse  de  los  destiuos  que  se  le3  con- 
fieran, así  como  el  abono  del  sueldo  desde  el  dia  del 
embarque  en  viaje  directo,  siempre  que  tomen  la  po- 
sesión efectiva. 

Art.  8.  Quedan  subsistentes  por  todo  el  período 
de  ejercicio  de  este  presupuesto  las  disposiciones  quo 
comprenden  ios  arts.  4.°,  5.°,  6.°  y 7."  de  la  ley  de  5 de 
Agosto  último,  respecto  de  la  desamortización  civil 
y eclesiástica  é inversión  de  sus  productos  en  la 
extinción  de  la  deuda  del  Tesoro  de  la  Isla;  de  la 
aplicación  á este  objeto  de  los  ingresos  por  débitos  y 
alcances  de  cuentas,  y de  la  admisión  de  billetes  del 
Tesoro  amortizados  y cupones  vencidos  en  pago  de 
atrasos  y de  venta  de  bienes  del  Estado  ó redencio- 
nes de  censos,  entendiéndose  aplicable  respecto  de  los 
atrasos  á los  procedentes  del  ejercicio  de  1885  á 86. 

Art.  9.°  Se  mantienen  en  toda  su  fuerza  y vigor  las 
disposiciones  de  los  arts.  4.°  de  la  ley  de  27  de  Julio 
de  1883,  y los  10,  11,  12,  13  y 14  de  la  de  24  de 
Junio  de  1885. 

Art.  10.  Durante  el  ejercicio  del  actual  presu- 
puesto, el  Gobierno  aplicará  á la  provincia  de  Puerto- 
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Rico,  con  las  modificaciones  gue  estime  necesarias, 
la  ley  provincial  de  contabilidad  de  25  de  Junio  de 
1870,  d lili  de  que  los  preceptos  que  contiene  relativos 
á presupuestos,  créditos  extraordinarios  y supleto- 
rios, y apr  bacion  definitiva  de  cuentos  generales  del 
Estado,  obtengan  el  debido  cumplimiento. 

Art.  1 1.  Los  Ministros  do  Ultramar,  de  la  Guerra 
y de  Marina  procederán  á la  reorganización  de  todos 
los  servicios,  á fin  do  obtener  en  los  mismos  las  eco- 
nomías que  no  sean  hoy  compatibles  con  su  actual 
organización. 

Art.  12.  Se  fija  en  el  25  por  100  del  total  importe 
del  presupuesto  de  gastos  el  máximum  de  la  deuda 
flotante  que  puede  contraerse  para  cubrir  obligacio- 
nes del  mismo  presupuesto,  salvo  los  casos  de  guerra 
ó de  grave  perturbación  del  orden  público.  Dentro  de 
este  límite,  podrá  el  Gobierno  adquirir  sumas  á prés- 
tamos ó verificar  cualquiera  operación  de  Tesorería. 

Art.  13.  El  Ministro  de  Ultramar  verificará  por 
los  medios  que  considere  oportunos,  y usando  la  au- 
torización que  desde  luego  se  le  concede  para  reali- 
zar si  lo  juzga  necesario  la  correspondiente  Operación 
de  crédito,  la  conversión  de  la  deuda  amortizable  del 
Tesoro  de  la  Isla  á más  largo  plazo,  ampliando  la  as- 
cendencia de  esta  deuda  á los  fines  que  determina 


el  art.  .8.°  de  la  ley  de  5 de  Julio  de  1883  sobre  de- 
rribo de  parle  de  las  muralla?  de  San  Juan  de  Puerto- 
Rico,  haciéndose  esta  conversión  en  términos  que 
pueda  rebajarse  en  los  sucesivos  presupuestos  la  con- 
signación para  dicho  objeto. 

Art.  1 4.  Se  autoriza  al  Gobierno  para  aplicar  á 
Los  empleados  del  ramo  de  Lelégrafos  los  preceptos 
de  la  legislación  común  de  los  empleados  públicos 
cuando  cometieren  fallas  en  el  servicio  de  correos 
que  ha  de  serles  confiado. 

Art.  15.  El  Ministro  de  Ultramar  por  virtud  de 
esta  ley,  procederá  á surtir  de  moneda  nacional  de 
todas  clases  los  mercados  de  la  Isla  en  la  cantidad 
que  estimé  necesaria  para  las  transacciones,  aplicando 
á los  gastos  que  este  servicio  exija  las  utilidades  que 
puedan  resultar  de  la  acuñación  en  la  Gasa  de  mo- 
neda de  Madrid  por  cuenta  del  Tesoro  de  la  Isla,  y 
entendiéndose  concedido  desde  luego  el  crédito  indis- 
pensable si  estas  no  fueran  bastantes,  ó se  optase  por 
remesas  de  la  moneda  boy  circulante  en  la  Península, 
ínterin  pudiera  procederse  á la  acuñación. 

Palacio  del  Congreso  l.°  de  Julio  de  l887.=Ma- 
nuel  Gómez  Marín,  presidente.=Ecluardo  Col>ian.= 
Manuel  Alcalá  del  01mo.= Julio  Usera.— José  Sanz.=: 
Celso  García  de  la  Riega,  secretario. 
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ESTADO  LETRA  A. 


RESUMEN  GENERAL  DE  LOS  GASTOS  DE  LA  ISLA  DE  PUERTO-RICO  PARA  EL  EJERCICIO  DE  1SS7-SS. 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Capitules.  Artículos,  DLSIOrN ACION  DE  LOS  GASTOS.  Tor  artículos.  Por  capítulos. 

^ Pesos.  Pesos. 

SECCION  PRIMERA.— OBLIGACIONES  GENERALES. 

I.°  ASIGNACION  PARA  GASTOS  DEL  MINISTERIO  DE  ULTRAMAR. 


2.° 


Personal . 

1. °  Sueldo  del  Ministro 

2. °  Secretaría 

3. °  Negociados  especiales 

4. °  Comisión  de  codificación 

5. °  Archivo  de  Indias 

G.°  Consejo  de  Ultramar 

ASIGNACION  PARA  GASTOS  DEL  MINISTERIO  DK  ULTRAMAR. 

Material. 

1. °  Asignación  para  gastos  del  Ministerio  y para  conserva- 

ción del  edificio  que  ocupan  sus  dependencias 

2. °  Para  la  Comisiou  de  codificación 

3. °  Para  el  Archivo  de  Indias  en  Sevilla,  y gastos  de  obras 

en  el  mismo 

4. "  Para  el  Consejo  de  Ultramar 


960 

15.792 

1.688 

48 

1.192 

1.555*20 


4.160 

320 

560 

480 


3." 


4." 


6.* 


V 


CAJA  DE  INÚTILES  V HUÉRFANOS  DE  LA  GUERRA 
DE  ULTRAMAR. 

Unico.  Para  esta  atención 

CARGAS  DE  JUSTICIA. 

Unico.  Para  esta  atención 

DEUDA  PÚBLICA. 

i.°  Intereses  y amortización  de  billetes  del  Tesoro  proce- 
dentes de  indemnización  á los  ex-poseedores  de  es- 


clavos  700.000 

2.°  Deuda  antigua  de  la  Isla » 


CLASES  PASIVAS. 

1. °  Pensiones  de  Monte-pío  civil • 63.400 

2. °  Idem  id.  militar 41.100 

3. °  Idem  id.  de  Gracia  y Justicia 630 

4. “  Retirados  de  Guerra  y Marina 135.800 

5. °  Jubilados  de  todos  los  ramos 25.800 

6. °  Cesantes  de  todos  los  ramos 25.000 

7. °  Emigrados  de  América 1.700 


GASTOS  DIVERSOS. 

1. *  Negociación  de  pagarés 1.500 

2. ”  Intereses  de  la  deuda  flotante » 

3. "  Gastos  eventuales 6.000 

4. "  Giros  y quebrantos 4.000 

5. "  Gastos '(le  acuñación  de  moneda » 


EJERCICIOS  CERRADOS. 

Obligaciones  de  ejercicios  cerrados  que  carecen  de  cré- 
dito legislativo 1 1. 264*36 

Idem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 
vas (Memoria) » 


21.235*20 


5.520 

9.600 

3.400 


700.000 


293.430 


11.500 


1 1.264*26 


Total  de  la  sección  primera, 


1.055.949*46 
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O» pítalos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 


CUK DITOS  PUES UPUKSTQS. 


Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesos.  Pesos. 


SECCION  SEGUNDA.-— GRACIA  Y JUSTICIA. 


1. “  TRIBUNALES. 

Personal. 

Unico.  Audiencia  territorial  de  la  Isla » 

2. °  TRIBUNALES. 

Material. 

i 

Audiencia  territorial  de  la  Isla » 

JUZGALOS  DE  PRIMERA  INSTANCIA  Y ECLESIASTICOS. 

Personal. 


1 J uzgados  de  primera  instancia 3 6.2  40 

2.°  Idem  eclesiásticos 3.700 

4. Q  JUZGADOS  DE  PRIMERA  INSTANCIA  Y ECLESIÁSTICOS. 

Material . 

1. °  Juzgados  de  primera  instancia 1.080 

2. °  ídem  eclesiásticos 135 

5. °  REGISTRO  DE  LA  PROPIEDAD. 

1. °  Dietas  y visitas i. 000 

2. °  Gastos  de  estadística 600 

3. °  Subvención  á la  Notaría  de  la  isla  de  Vicqucs 600 

6. °  CULTO  Y CLERO. 

Personal. 

1. °  Clero  catedral 36.800 

2. °  Idem  parroquial 101.490 

7. °  CULTO  Y CLERO. 

Material. 

1. °  Clero  catedral 3.000 

2. °  Idem  parroquial 18.200 

3. "  Seminario  conciliar » 

8. °  GASTOS  DE  BULAS. 

Unico.  Para  esta  atención » 

9. °  ATENCIONES  GENERALES. 

Unico.  Alquileres  y reparación  de  edificios * » 


Unico. 

3.° 


41.985 


3.900 


39.940 


1.215 


2.200 


138.290 


21.200 

620 


6.300 
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EJERCICIOS  CERRADOS. 

.°  Obligaciones  de  ejercicios  cerrados  que  carecen  de  cré- 
dito legislativo 17‘50 

2.°  Idem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 
vas (Memoria) » 

' 17l50 


Total  de  la  sección  segunda 


255.667*50 
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Capital^*-  Artículos. 


DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 


CREDITOS  PRESUPUESTOS. 

Por  artículos.  Por  capítulos. 

Peso*.  Pesos. 


i. 


o 


2. 


o 


3.’ 


4.* 


5.* 


7." 


2.° 

3.a 


4. ° 

5. ” 
G.“ 

7. ” 

8. " 
9.° 
10 
1 1 


2.° 

3. " 

4. " 

5. " 

6. a 


1. # 

2. “ 

3> 

4. a 

5. a 

6. a 


Unico. 


1.a 

2.a 

3.a 


1.a 

2.a 


SECCION  TERCERA.— GUERRA. 

ADMINISTRACION  SUPERIOR. 

Personal. 

Sueldo  del  capitau  general 

Idem  del  gobernador  segundo  cabo 

Cuerpo  de  Estado  Mayor  del  ejército  y sección  de  ar- 
chivo  

Idem  de  Estados  Mayores  de  plazas  y Comandancias  mi- 
litares  i 

Flana  mayor  d<J artillería 

Idem  id.  de  ingenieros 

Cuerpo  jurídico-miiitar 

Idem  administrativo  del  ejército 

Idem  de  sanidad  militar 

Clero  castrense 

Escribientes  militares 

ADMINISTRACION  SUPERIOR. 

Material. 

Estado  Mayor  del  ejército 

Estados  Mayores  de  plazas  y Comandancias  militares. . 

Auditoría  de  guerra 

Cuerpo  administrativo  del  ejército 

Idem  de  sanidad  militar 

Subdelegacion  castrense 

CUERPOS  DEL  EJÉRCITO. 

Personal. 

Cuerpos  de  infantería 

Idem  de  caballería 

Idem  de  artillería 

Brigada  sanitaria 

Caja  de  Ultramar 

Instrucción  militar  preparatoria 

Cuerpo  de  inválidos 

CUERPOS  DE  VOLUNTARIOS. 

Furrieles  y bandas  de  cornetas 

COMISIONES  ACTIVAS,  RESERVAS  DE  SANTO  DOMINGO  Y MILI- 
CIAS DISCIPLINADAS  Á EXTINGUIR. 

Personal. 

Comisiones  activas  del  servicio 

Reservas  de  Santo  Domingo. 

Milicias  disciplinadas  á extinguir 

GENERALES  Y BRIGADIERES  EN  SITUACION  DE  CUARTEL,  EX- 
PECTANTES Á EMBARQUE  Y CUADRO  DE  REEMPLAZO. 

Generales  y brigadieres  en  situación  de  cuartel 

Oficiales  en  expectación  de  embarque 


Unico  Material 


PIENSO. 


» 

6.400 

13.560 

17.700 
9.98‘.):60 
13.679‘20 
4.680 
i 1.760 
15.960 
432 
7.000 

101.160*80 


720 

1.360 

128 

1.140 

310 

200 

3.858 


435.997*50 

1.318*53 

118.742*77 

4.373*80 

6.750*40 

384 

1.505*42 

569.072*42 


» 3.600 


12.672 

324 

9.849*80 

22.845*80 


» 

17.760 

17.760 

» 7.942*40 


726.239*42 
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C.KKDITOS  l’KLÍSUPUKSTOS. 

Capítulos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesas.  Pesos. 


8.“ 


9.° 


10 

11 

12 

13 

14 

15 

16 


l.° 


2." 


3/ 


Anterior 

MATERIAL  DE  ACUARTELAMIENTO,  LIMPIEZA  DE  ALJIBES  Y 


POZOS  NEGROS  Y ALQUILERES  DE  EDIFICIOS. 

1. °  Acuartelamiento 9.614*12 

2. w  Alquileres  de  edificios 2.436 

HOSPITALES. 

1. °  Personal  eclesiástico 4.546 

2. °  Material  de  hospitales 01.873:95 

MATERIAL  DE  TRASPORTES. 

Unico.  Para  esta  atención » 

MATERIAL  DE  ARTILLERÍA. 

Unico.  Para  esta  atención » 

MATERIAL  DE  INGENIEROS. 

Unico.  Para  esta  atención » 

MATERIAL  DE  REMONTA  Y MONTURA. 

Unico.  Para  esta  atención » 

GASTOS  DIVERSOS. 

Unico.  Para  esta  atención » 

CRUCES  PENSIONADAS. 

Unico.  Para  esta  atención » 

EJERCICIOS  CERRADOS. 

1. "  Obligaciones  de  ejercicios  cerrados  que  carecen  de  cré- 

dito legislativo 4.015 

2. °  ídem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definitivas 

de  presupuestos  (Memoria) » 


Total  de  la  sección  tercera 

SECCION  CUARTA.— HACIENDA. 

PERSONAL  ADMINISTRATIVO. 


1 .n  Intendencia  general  de  Hacienda 17.070 

2.°  Contaduría  general  de  Hacienda 1 1.460 

3/  Tesorería  general  de  Hacienda 5.820 


MATERIAL  ADMINISTRATIVO. 

1. °  Intendencia  general  de  Hacienda 1.400 

2. °  Contaduría  general  de  Hacienda 800 

3. °  Tesorería  general  de  Hacienda 520 


ATENCIONES  GENERALES. 

1. ®  Alquileres  de  casas  ocupadas  por  las  oficinas  de  Ha- 

cienda  3.722 

2. °  Reparación  de  edificios 750 

3. °  Traslación  de  caudales 1.000 

4. '*  Impresiones 5.400 


GASTOS  EVENTUALES. 

Unico.  Comisiones  del  servicio » 


726.239*4? 


12.050*12 


66.419*95 

35.000 

36.600 

35.000 

1.416*40 

7.500 


2.450 


4.015 

926.691*07 


34.350 


2,720 


10.872 

3.500 


APENDICE  97.°  AL  NÚM.  2 
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Capítulos.  Artículos.  DESIGNACION  I)E  LOS  GASTOS. 


0. 


o 


7.° 


8.° 


Anterior . . 

GASTOS  DE  LAS  CONTRIBUCIONES  Y RENTAS  PÚBLICAS. 
Personal . 

1.  Administración  central  de  contribuciones  y rentas. . . . 

2. "  Administraciones  locales  de  aduanas  y Colecturías.  . . 

3. *’  Resguardo  do  aduanas 

GASTOS  DE  LAS  CONTRIBUCIONES  Y RENTAS  PÚBLICAS. 
Material . 

!•*  Administración  central  de  contribuciones  y rentas 

2/  Administraciones  locales  de  aduanas  y Colecturías.  . . . 
3.°  Resguardo  de  aduanas 

GASTOS  DIVERSOS. 

Material. 

1/'  Valor  y conducción  de  efectos  timbrados 

2.°  Premio  de  recaudación  y cxpendicion 

DEVOLUCION  DE  INGRESOS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 

Unico.  Para  esta  atención 

EJERCICIOS  CERRADOS. 

1. °  Obligaciones  de  ejercicios  cerrados  que  carecen  do  cré- 

dito legislativo 

2. u  Idem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 

vas (Memoria) 


Total  de  la  sección  cuarta 

SECCION  QUINTA. — MARINA. 
ADMINISTRACION  DE  LA  PROVINCIA  Y ARSENAL. 

Personal. 

1. °  Comandancia  principal  y Ordenación  de  pagos 

2. °  Inscripción  marítima 

3. °  Arsenal 

4. °  Vigías 

MATERIAL  DE  LA  PROVINCIA  Y ARSENAL. 

1/  Gastos  de  oficina  de  la  Comandancia  del  arsenal  y Or- 
denación de  pagos 

2. °  Idem  de  oficina  de  instrucción  marítima 

3. °  Idem  del  arsenal 

4. °  Idem  del  semáforo  y vigía  del  castillo  de  San  Cristóbal. 

MATERIAL  DEL  PERSONAL  DE  LA  PROVINCIA  Y ARSENAL. 

1. °  Raciones  de  la  marinería  del  arsenal. 

2. °  Vestuario  de  la  idem  id 

3. °  Hospitalidades  de  la  idem  id 

GAST08  DIVERSOS  DE  LA  PROVINCIA  Y ARSENAL. 

Material ♦ 

1 » DistnbucioU  y Caudales. * * . < ¿ * i ¿ ¿ , é ; « .4  ¿ ¿ ¿ * 

Abonos  de  viajes.  * » . * * 

3i°  Varios  gastos.  * . . 


CREDITOS  PRESUPUESTOS. 


Por  artículos. 
Pesos. 


21.730 

67.045 

57.800 


800 

2.330 

900 


4.400 

0.900 


4.761*96 


» 


Por  capítulos. 

Pesos. 

51.442 


I40.G35 

4.030 

1 1.300 
3.000 

4.761*96 

221.108*96 


20.294 

21.190 

2.253*50 

2.750 


46.487*50 


500 

3.464 

2.240 

350 


1.204*40 

237*50 

190 

1.631*90 


‘¿60 

3.000 

100 

1360 


3 


58.033*40 
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CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Capítulos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  p«r  arücuks.  Por  capítulos. 

Anterior >»  58.033*40 


5. 


O 


6. 


o 


7.° 


8. 


O 


9.° 


2.a 


3 ' 


4.° 


RUQUES  ARMADOS. 

Personal. 

Unico.  Personal  de  la  estación  naval 


BUQUES  ARMADOS. MATERIAL  NAVAL. 

t.°  Carbones 3.600 

2.°  Material  de  buques .14.113 


BUQUES  ARMADOS. — MATERIAL  PERSONAL. 

1. “  Raciones 10.128 

2. "  Vestuario 600 

3. °  Medicinas 100 

4. °  Hospitalidades 400 


BUQUES  ARMADOS. — GASTOS  DIVERSOS. 

1. °  Distribución  de  caudales 163 

2. °  Abonos  de  viajes 600 

3. °  Varios  gastos 580 


EJERCICIOS  CERRADOS. 

1 . "  Obligaciones  de  ejercicios  cerrados  que  carecen  de  cré- 

dito legislativo. 3.469*6 1 

2. “  Idem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 

vas (Memoria) » 


Total  de  la  sección  quinta 

SECCION  SEXTA.— GOBERNACION. 

GOBIERNO  OENERAL. 


Personal. 

Unico.  Gobierno  general  y su  Secretaria » 

GOBIERNO  GENERAL. 

Material. 

1. °  Comisiones  del  servicio 500 

2. °  Gobierno  general 2.000 

3. “  Telegramas  por  el  cable 4.000 

4. “  Comisión  de  estadística 300 

5. ”  Gastos  del  palacio  del  Gobierno  y casa  de  aclimatación.  2.096 


CONSEJO  CONTENCIOSO. 

Personal. 

Unico.  Para  esta  atención » 

CONSEJO  CONTENCIOSO. 

Material. 

Unico.  Para  esta  atención » 

COMUNICACIONES. 

Personal. 

1. ”  Administración  general 1.800 

2. °  Idem  central  y provincial 39.640 

3. a  Personal  de  vigilancia  de  las  lineas 12.000 


37.105 


17.713 


1 1.228 


1.363 


3.409*0 1 
128.912*01 


34.600 


8.896 

6.000 


500 


53.440 


103.436 
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Cípitóos.  Articalos. 


6.” 

1." 

2.” 

V 


1. ° 

2. ° 

8.“ 

Unico. 

9.” 

1. ° 

2. * 

10 

t.# 

2/ 

3.° 

11 


1. ° 

2. " 

3." 

12 

1 ' 
2.° 

13 

1. ° 

2. " 

3.” 

14 

Unico. 

1 í. 

I* 

2." 

3.” 

10 

Unico. 

17 

l.° 


2.“ 


DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 


GKKMTOS  JP.1U5SUPURSTOS. 

Por  artículos.  Por  capítulos. 

Petos.  Paos. 


A nterior ....  » 

COMUNICACIONES. 

Material. 

Gastos  de  entretenimiento 15.087 

Conducciones  terrestres  y marítimas i 9.009*24 


HOSPICIOS  Y PREST  DT<>3. 

Personal. 

Correccional  de  beneficencia 270 

Plana  mayor  de  presidios  y manutención  de  confinados.  56.075*16 


HOSPICIOS  Y PRESIDIOS. 

Material. 

Confinados  á presidio » 

ESTABLECIMIENTOS  PÍOS. 

Hospital  de  San  Germán 3.452 

Idem  de  Caridad  para  mujeres 204 


SANIDAD. 

Personal. 

Subdelegaciones  de  medicina,  cirugía  y farmacia 520 

Servicios  sanitarios  de  puertos 0.352*20 

Lazareto  de  la  isla  dé  Cabra 360 


SANIDAD. 

Material. 

Subdclegacion  de  medicina  y cirugía 48 

Tdem  de  farmacia 48 

Servicios  sanitarios 380 


ATENCIONES  GENERALES. 

Alquileres  de  edificios 18.295*20 

Reparaciones  ordinarias  de  edificios 250 


GASTOS  EVENTUALES. 

Gastos  de  policía 2.000 

Correos  extraordinarios 300 

Telegramas  y anuncios  de  salidas  de  vapores 200 


CUERPO  DE  LA  GUARDIA  CIVIL. 

Personal. 

Para  esta  atención » 

CUERPO  DE  LA  GUARDIA  CIVIL. 

Material. 

Pienso 20.505*60 

Acuartelamiento,  utensilio 5.869*80 

Remonta  y montura 522 


CUERPO  DE  ORDEN  PÚBLICO. 

Personal. 

Para  esta  atención » 

EJERCICIOS  CERRADOS. 

Obligaciones  de  ejercicios  cerrados  que  carecen  de  cré- 
dito legislativo 2.122*48 

Idem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 
vas (Memoria) » 


103.436 


124.096*24 


56.945*16 
7.22  l 


3.716 


7.232*20 


476 


18.545*20 


2.500 


189.912*42 


26.897*40 


5.712 


2.122*48 


Total  de  la  sección  sexta 


548.812*10 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1387 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

G.\pi  lulos. 

Articules.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

Por  artículos. 
Pesos. 

Por  capítulos. 
Pesos. 

SECCION  SÉTIMA.— FOMENTO. 

i.* 

INSTRUCCION'  PÚBLICA. 

Personal . 

Unico.  Para  esta  atención 

» 

500 

2." 

INSTRUCCION  PUBLICA. 

Material. 

1. °  Gastos  de  entretenimiento,  premios,  material  técnico  y 

Biblioteca  de  la  escuela  profesional 

2. '*  Material  de  la  Junta  superior „• 

a.’  Auxilio  á la  Sociedad  protectora  de  la  instrucción  de 

Mayagüez 

V Material  de  escuelas 

5.°  Auxilio  al  Colegio  central  de  Ponce 

G."  Para  auxiliar  las  escuelas  ó establecimientos  particu- 

lares de  enseñanza  que,  ¿juicio  del  Gobierno,  con  au- 
diencia de  la  .T u nta  de  instrucción  pública,  lo  merezcan. 

» 

200 

» 

300 

» 

8.000 

8.500 

3." 

OBRAS  rÚBLiCAS. 

Personal. 

Unico.  Para  esta  atención 

» 

37.040 

4.° 

OBRAS  PÚBLICAS. 

Material. 

1 indemnizaciones 

2.a  Gastos  diversos 

8.000 

1.400 

9.400 

5.° 

CARRETERAS. 

Material. 

1 . °  Estudios  y nuevas  construcciones 

2. °  Reparación  y conservación 

150.000 

60.000 

210.000 

G.° 

FERRO-CARRILES. 

Material. 

Unico.  Estudios  y nuevas  construcciones 

» 

» 

- 0 

/ . 

NAVEGACION. 

Personal. 

Unico.  Faros . , , . 

» 

7.950 

8.” 

NAVEGACION. 

Material . 

1 . °  Puertos 

2. °  Faros.  

3. °  Boyas  y valizas 

26.000 

19.884 

650 

40.534 

9.° 

CONSTRUCCIONES  CIVILES. 

Material, 

Unico.  Obras  nuevas,  conservación  y reparación 

i 0.000 

10 

MONTK8. 

Personal. 

Unico.  Personal  facultativo  y vigilancia  do  montes 

T> 

» 

329.924 


APÉNDICE  97°  AL  NÜM.  » 13 

GR K DITOS  PRESUPUESTOS. 

Capítulos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesos,  Pesos. 

.interior » 329.924 

1 1 MONTES. 

Material. 

1 .n  Indemnizacioues » 

2."  Gastos  diversos » 

12  MINAS. 

Material. 

Uuico.  Para  esta  atención » 550 

13  AUXILIOS  Y ASIGNACIONES. 

1. °  Junta  de  agricultura,  industria  y comercio 500 

2. "  Sociedad  Económica  de  Amigos  del  País 500 

3. °  Junta  superior  de  composición  y veilta  de  terrenos  bal- 

díos  -560 

4. “  Compra  de  libros  y suscriciones 1.180 

5. "  Gastos  de  oposición  á cátedras 200 

2.940 

14  GASTOS  DE  COLONIZACION  DE  LA  ISLA  DE  LA  CULEBRA. 

1. "  Asignación  del  delegado 1.000 

2. ”  Gastos  de  colonización  de  la  Isla 1.500 

— 2.500 

15  EJERCICIOS  CERRADOS. 

1. ”  Obligaciones  de  ejercicios  cerrados  que  carecen  de  cré- 

dito legislativo ... . » • » 

2. "  Idem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  dormiti- 

vas (Memorial » » 

Total  de  la  sección  sétima 335.914 

RESUMEN  GENERAL. 

. PESOS. 

Sección  1.* — Obligaciones  generales 1.055.949‘4G 

2.“— Gracia  y Justicia 255.667*50 

3.*— Guerra 926.69007 

4."— Hacienda 221.168*96 

5.c — Marina 128.912*01 

6.* — Gobernación 548.709*10 

7.a—  Fomento 335.914 

Tolal  gastos 3.473.015*10 

DISPOSICIONES  ADICIONALES. 

1.  bus  créditos  señalados  en  los  arts.  l.°  al  7.“  del  cap.  6.“  de  la  sección  primera,  «Obligaciones  genera- 
les,» se  considerarán  ampliados  en  la  cantidad  necesaria  si  excediesen  de  su  importe  las  obligaciones  de  clases 
pasivas  que  se  reconozcan  y liquiden  con  arreglo  á las  leyes  durante  el  ejercicio. 

2. *  Igualmente  se  considerarán  ampliados  los  créditos  consignados  en  los  caps.  5.°,  8."  y 9."  de  la  sec- 
riou  sétima,  «Fomento,»  en  una  suma  igual  á la  que.  exija  el  desarrollo  de  los  servicios  por  estudios  y cotia* 
tracciones  á que  dichos  capítulos  se  refieren,  y permita  el  aumento  de  ingresos  por  el  concepto  que  expresa 
el  art.  16,  cap.  l.°  de  la  sección  quinta  del  estado  letra  Tt. 

Palacio  del  Congreso  I.°  de  Julio  de  1887. 
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RELACION 

de  los  servicios  del  presupuesto  ele  pastos  de  la  isla  de  Puerto-Rico  que  en  su  caso  y debida  forana 
pudieran  exigir  ampliación  de  crédito  durante  el  ejercicio  de  1SS7-S3. 


Gspitalos. 


Artículos. 


SERVICIOS. 


MOTIVOS. 


SECCION  PRIMERA.— OBLIGACIONES  GENERALES. 

1 . “  Negociación  de  pagarés \ ,,  . . , . . 

2. “  Intereses  de  la  deuda  flotante P5  el  aumeüto  *"»  dufrautc  el 

3. "  Castos  eventuales ¡ Pucdeu  tonRr  cs' 

4. a  Giros  y quebrantos 


tos  servicios. 


SECCION  SEGUNDA.— GUACIA  Y JUSTICIA. 

Unico.  Tribunales  y Personal j para  los  gastos  quo  paeda  originar  el  esta 

» Idem  material j bleimionto  dol  juicio  oral  y público. 


SECCION  TERCERA.— GUERRA. 


7. ° 

8. ° 

9.y 

10 

14 

15 


4.° 

7. a 

8.  ‘ 

6.° 

7.° 


l.° 
o * 

í° 

4.° 

Unico. 

1. ° 

2. ° 
2.° 
2.H 

Unico. 

» 


Personal  de  cuerpos  de  infantería. 

Idem  de  ídem  de  caballería 

Idem  de  idem  de  artillería 


Idem  de  la  brigada  sanitaria. 
Pienso. 


Acuartelamiento,  etc.. 
Alquileres  de  edificios. 
Material  de  hospitales. 
Idem  de  trasportes. . . . 

Gastos  diversos 

Cruces  pensionadas.  . . 


Aumento  do  fuerzas,  supresión  do  rebajados, 
menor  número  de  hospitalidades,  relie f que  se 
concedan,  y cruces  pensionadas. 

Por  el  aumcnlo  que  puedo  tenor  esto  servicio. 

Por  oí  aumento  que  puedan  eligir  las  mayores  obli- 
gaciones del  art.  I.°,  y por  el  qui  ocurra  con  motivo 
del  nmor  arrendamiento  de  edificios. 

Por  el  mayor  número  do  hosoitalidados  ó precio  de  las 
estancias;  por  ¿1  que  puedan  tenor  los  gastes  di- 
versos que  solo  puedan  fijarse  a cálcalo, y por  ol  ma- 
yor número  de  individuos  que  haya  en  ia  isla  cor. 
goce  ric  pensión,  orut  ó entraran  en  él  durante  el 
ejercicio. 


SECCION  CUARTA.- 


3.° 

Unico. 

1. ° 

2. ° 

Unico. 


Alquileres  de  edificios  ocupados  por 

Hacienda 

Reparación  de  edificios 

Traslación  de  caudales 

Comisiones  del  servicio 

Valor  y conducción  de  efectos  timbrados 

Premios  de  expendiciori 

Devolución  de  ingresos  indebidos 


HACIENDA. 

las  oficinas  de 


Por  el  aumento  que  puedan  te- 
• íitíL*  durante  el  ejercicio  estas 
obligaciones. 


o ° 


SECCION  QUINTA.— MARINA. 

Material  de  Marina. — Carbones 

Idem  idem.— Raciones ( Idem  idem. 

Medicinas ; 


11 

12 

13 


v 

9.° 


2.° 

3.n 

1. " 

2. y 
l.° 


l.° 

o ° 

1. °. 

2. " 

Unico. 


SECCION  SEXTA.— GOBERNACION. 

Telegramas  por  el  cable 

Servicio  sanitario 

Alquileres  ele  edificios ^ Idem  idem. 

Reparaciones  ordinarias  de  edificios 

Gastos  reservados  de  policía 

SECCION  SÉTIMA.— FOMENTO. 


Estudios  y nuevas  construcciones  de  carreteras For  la  necesidafl  etla 

Reparación  y conservación  de  ídem j ^ de  aumentar  ^ ¿aatidl 

II 


Puertos, 

Faros 

Construcciones  civiles 


ha- 
entidades 
consiguadas  para  el  desarrollo 
de  las  obras  públicas. 
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ESTADO  LETRA  B. 


BKSÚMEN  GENERAL  DE  INGRESOS  DEL  TESORO  EN  LA  ISLA  DE  PUERTO-RICO  PARA  EL  EJERCICIO  DE  1887-88. 

INGRESOS  PRESUPUESTOS, 

C&pítuloB.  Artículos . DESIGNACION  DE  LOS  TNGIIESOS.  Pur  artículos.  Por  capítulos 

— , Pesos.  Pesos. 

SECCION  PRIMERA.—  CONTRIBUCIONES  É IMPUESTOS. 

1."  Contribución  territorial 420.000 

Idem  industrial  y de  comercio 100.000 

Derechos  reales  y trasmisión  de  bit  ifs 80.000 

4.'  ídem  de  superficie  de  minas 1 .000 

. . 691.000 

2.  Unico.  Derechos  de  consumos ,,  200  000 

Total  de  la  sección  primera 89 1 .000 

SECCION  SEGUNDA.— ADUANAS. 

1. ”  DERECHOS  DE  ARANCEL. 

1. ”  Derechos  de  importación 1.G00.000 

2. "  Idem  de  exportación 85.524*52 

„„  i. 685.524*52 

2.  DERECHOS  ESPECIALES. 

1 . "  Derechos  de  navegación „ 

2. ’  Idem  de  carga,  descarga,  embarque  y desembarque  de 

viajeros 190.000 

3. u  Deposito  mercantil 3.600 

4. “  Multas  y comisos 2(L000 

5. "  Recargo. del  6 por  100  sobre  los  derechos  de  importación.  90.000 

309.000 

Total  de  la  sección  segunda 1.995.124*52 

SECCION  TERCERA.— RENTAS  ESTANCADAS. 

Goir.O.  EFECTOS  TIMBRADOS. 

Rulas 1.000 

2. °  Cédulas  de  vecindad 34.000 

3. °  Papel  sellado 84^000 

4. °  Idem  de  pagos  al  Estado 24.000 

5. "  Sellos  de  comunicaciones 1 12.000 

6. °  Idem  de  recibos  y cuentas 14.000 

7. "  Idem  de  documentos  de  giro 6.000 

8. ”  Idem  de  pólizas  y seguros 1.000 

276.000 

Total  de  la  sección  tercera 276.000^ 

SECCION  CUARTA.— BIENES  DEL  ESTADO. 

A A 

h BIENES  EN  RENTA. 

1. °  Arrendamiento  de  fincas 1.000 

2. "  Idem  de  baldíos  y realengos 100 

3. °  Cánon  de  solares 943 

4. ®  Productos  de  todas  clases  de  los  montes  del  Estado. . . 419 

5. °  Réditos  (le  censos 2.018 

,•  4.480 

*•  PRODUCTOS  EN  VENTA. 

L°  Venta  de  fincas  anteriores  á la  ley  de  7 de  Julio  de  1 882.  4.544 

2. ”  Idem  de,  ídem  posteriores  á dicha  ley 30.000 

3. "  ídem  de  baldíos  y realengos,  según  reglamento  de  Abril 

de  1884 10.000 

4. “  Redenciones  de  censos 1.000 

45.544 

Total  de  ia  sección  cuarta 50.024 
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Capitules.  Articulo».  DESIGNACION  DE  LOS  INGRESOS. 


INGRKSOS  PRESUPUESTOS. 


Por  artículos. 

Pesos, 


Por  capítulos. 
Pesos. 


i.° 


SECCION  QUINTA.  — INGRESOS  EVENTUALES. 

DTFERF..VTES  CONCEPTOS. 


1. "  Alcances  de  cuentas 

2. “  Cédulas  de  privilegios 

3. *  Cesiones  y restituciones  al  Estado 

4. °  Descuento  de  haberes 

f>.°  Donativo  del  clero 

G.’  Impuesto  sobre  rifas  y loterías 

7. *  Intereses  del  6 por  100  de  demora 

8. "  Mandas  pías • • 

t).“  Medias  anuatas 

1 0 Mostrencos 

1 1 Oficios  vendibles  y renunciables 

I 2 Pasajes  y corrales  de  pesca 

1 3 Productos  sin  aplicación  determinada 

1 4 Reintegros  de  pagos  de  ejercicios  cerrados 

I 5 Venta  de  pólvora  y de  efectos  inútiles  para  el  servicio . 
I G Producto  de  acuñación  de  la  moneda 


5.°  EJERCICIOS  CERRADOS. 

De  la  sección  primera 

De  la  segunda 

De  la  tercera 

De  la  cuarta 

l)e  la  quinta 


15.000 

50 

50 

55.600 


5.700 

80.730 

1.000 

100 

70 

500 

200 

1.130 

100 

3.000 


3.000 

20.000 


53.000 
» 

» 

10.000 
2.500 


180.248 


67.500 


Total  de  la  sección  quinta. 


253.748 


RE  SÚMEN  GENERAL.  cksos.. 


Sección  1.a — Contribuciones  ó impuestos 891.000 

2.a — Aduanas 1.995.1*24*52 

3.* — Rentas  estancadas . • 2 70.000 

4.a— Bienes  del  Estado 50.024 

5.a — ingresos  eventuales 253.7 48 


Total  de  ingresos 3.465.896*52 
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délos  ingresos  calculados  ?/  gastos  presupuestos  de  la  isla  de  Puerto- Rico  para  el  año  económico  de 

1887-88. 


PRESUPUESTO  DE  GASTOS. 

CONCEPTO. 

Pt’SOS. 

Secciones. 

0 b Lia: ac iones  g mi  '.rales 

1.0a5.949(46 

i." 

(i radia  y Justicia 

255.667*50 

2." 

Guerra 

926.691*07 

Hacienda 

221.168*96 

3.** 

Marina 

128.912*01 

4." 

Gobernación 

548.712*10 

Fonienl  o 

335.914 

r a 

5. 

Total 

3.473.0 15‘ 10 

A deducir  por  cantidades  para 
formalizar  pagos  ejecutados 
de  ejercicios  cerrados: 

Guerra r.,442‘08 

Hacienda 4.087*20' 

7.1  18*58 

Gobe  rnaciou 1 . f>  8 9 1 3 0 

i 

Total  de  gastos  á satisfacer. 

3.465.896*52 

O'1 

3. " 

4. " 

5. " 
tí." 
7." 


3. " 

4. " 
tí." 


Contribuciones  r impuestos. . . 

Aili lanas 

Rentas  estancadas 

Bienes  ilcl  Estado 


PRESUPUESTO  DE  INGRESOS. 


CONCEPTO. 


Ingresos  eventuales., 


Total  délos  ingresos  calculados. 


V siendo  los  gastos  presupuestos  para  satisfacer. 


Pesos. 

891.000 
1.995.124*52 

276.000 
50.024 

253.748 


3. 465. 896*52 


3.465.896*52 


Igual. 
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RESUMEN  COMPARATIVO 


por  secciones,  del  presupuesto  de  pastos  de  la  isla  de  Puerto  Rico  para  el  año  económico  de  1887-8$ 

con  el  aprobado  para  1886-87. 


SERVICIOS. 

GASTOS  PRESUPUESTOS.  - 

DIFERENCIA  EN  1SS7-38. 

SeccioncB. 

Pava  i8o7-ss. 
Pesos. 

En  1386-S7. 
Pesos. 

De  más. 
Pesos. 

De  ménos. 
Pesos. 

i." 

Obligaciones  generales 

t. 055. 949*46 

1 .049.783*90 

6.165*50 

)j 

2 * 

Gracia  y Justicia.  * 

255.6Í>7‘50 

278.673*46 

» 

23.005*96 

3.“ 

Guerra 

926.69  007 

1.225.787*33 

» 

299*096*26 

4.* 

Hacienda 

221.168-96 

251.494*21 

» 

30.325*25 

5.a 

Marina 

1 28.9 1 2*0  i 

1 48-185*50 

» 

19.275*49 

6.a 

Gobernación 

548.712*10 

57 1.857*2 1 

» 

23.145-11 

i." 

Fomento 

335.914 

372.830*80 

» 

36.916*80 

Total 

3.898.8 12‘47 

8.185*50 

431.761*87 

Difeirencia  ele  piónos  para  1887-88 425.597-37 


por  secciones,  clel  presupuesto  de  ingresos  de  la  isla  de  Puerto-Rico  para  el  ano  económico  de  1887-8$, 

con  el  aprobado  para  1380-87. 


I 

RAMOS. 

i 

■ INGRESOS  PRESUPUESTOS. 

DIFERENCIA  EN  *887-88. 

Sccoionca. 

| Para  1887-SS 
Pesos. 

Eli  1880-87. 
Pesos. 

Da  más. 
Pesos. 

De  ménos. 
Pesos. 

1.a 

Contribuciones 

891.000 

891.000 

» 

)> 

2.a 

Aduanas 

1.995.124*52 

2.269.600 

» 

274.475‘48 

3.a 

Rentas  estancadas 

276.000 

276.000 

» 

)) 

4.a 

Bienes  del  Estado 

50.024 

50.024 

)) 

5.a 

Ingresos  eventuales 

253.748 

332.500 

» 

78.752 

Total 

3.465.896*52 

3.819.124 

» 

353.227*48 

Baja  (le  ingresos  para  1887-88 353.227*48 
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DIARIO 


DE  LAS 


SESIONES  DE  COITES 


00HGEES0  DE  LUS  DIPUTADOS. 


Proyecto  de  ley  (reproducido),  presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar,  sobre 
los  presupuestos  generales  del  Estado  para  la  isla  de  Cuba,  correspondientes  al 

año  económico  de  '1887-88. 


A LAS  CORTES. 

El  Gobierno  de  S.  M.,  al  someter  á la  deliberación 
.le  los  Cuerpos  Calegisladores  el  proyecto  de  los  pre- 
supuestos generales  del  Estado  en  la  isla  de  Cuba 
para  el  próximo  año  económico  de  1887  á 1888,  no 
rree  necesario  insistir  en  el  análisis  y descripción  de 
la  crisis  económica  que  perturba  la  vida  de  aquella 
importantísima  parte  del  territorio  nacional  y que 
tantas  veces  ha  sido  señalada  en  las  discusiones  de 
este  Parlamento.  Por  desgracia,  lejos  de  haberse  mar- 
cado mejora  notable  en  aquella,  ¿i  pesar  de  los  esfuer- 
zos supremos  que  viene  haciendo  la  Nación  para 
conjurarla,  liega  ya  á su  punto  de  mayor  gravedad 
por  la  continuada  depreciación  que  sufrieron  este  úl- 
timo año  en  los  mercados  del  mundo  los  azúcares  de 
todas  clases  y procedencias. 

Subsistentes  las  causas  que  con  más  fuerza  deter- 
minan este  excepcional  estado  económico,  agravadas 
en  su  mayor  parte  y mientras  no  desaparezcan,  pre- 
ciso será  que  la  Nación  entera  aumente  los  sacrificios 
que  hoy  se  impone,  inspirándose,  como  siempre,  en  el 
más  acendrado  patriotismo,  y ayude  al  Gobierno  á 
plantear  resueltamente  enérgicas  y radicales  refor- 
mas económicas  que  permitan  á aquellas  provincias, 
aue  forman  una  de  las  más  preciadas  partes  de  la 
atria,  á sostenerse  en  la  lucha  general  que  en  el 
mundo  industrial  y económico  mantienen  ios  produc- 
tores de  todas  clases. 

Por  fortuna,  el  desarrollo  del  presupuesto  vigente 
en  el  período  de  ejercicio  que  es  hasta  ahora  conocido, 
ri°  °*rece  grandes  diferencias  con  las  previsiones  en 
Itie  se  fundó,  y respondiendo  los  ingresos,  en  su  casi 
Mandad  á los  cálculos  de  que  fueron  objeto,  la  li- 
quidación definitiva,  si  no  ofrece  el  nivel  exacto  á 


que  debe  aspirarse,  habrá  de  arrojar,  á lo  sumo,  un 
déficit  mucho  menor  que  el  que  resultó  en  años  an- 
teriores. 

La  confirmación  de  esto  puede  preverse  por  la  li- 
quidación provisional  del  primer  semestre  del  corrien- 
te ejercicio  y por  la  nota  de  lo  recaudado  en  los  diez 
primeros  meses  de  este  presupuesto,  que  en  resúmen 
se  acompañan,  y que  recibirán  seguramente  su  plena 
confirmación  al  terminar  el  año  económico. 

De  los  datos  conocidos  resulta  que,  á pesar  de  no 
haber  mejorado  la  situación  de  la  Isla,  puede  garan- 
tizarse que  la  recaudación  total  en  los  doce  meses  de 
ejercicio  pasará  de  23  millones,  y que  es  muy  proba- 
ble, casi  seguro,  que  en  el  período  de  ampliación  se 
completará  la  suma  presupuesta  por  este  concepto, 
ó solo  quedará  disminuida  en  la  parte  equivalente  á 
la  reducción  hecha  en  los  derechos  de  exportación  de 
los  azúcares  y del  tabaco,  y á la  que,  por  consecuen- 
cia del  convenio  vigente  con  los  Estados-Unidos,  su- 
fren los  derechos  de  importación  de  mercancías  in- 
troducidas bajo  la  bandera  de  aquella  Potencia  ó de 
las  demás  que  en  virtud  de  tratados,  gozan  de  los  be- 
neficios de  la  Nación  más  favorecida. 

Ante  este  resultado,  bien  podía  creerse  que  el 
presupuesto  del  año  venidero  debiera  girar  sobre  una 
base  semejante  á Ja  del  Jioy  vigente,  sin  temor  de  un 
desnivel  notable,  utilizando  las  economías  que  en  al- 
gunos servicios  pudieran  realizarse  en  aumentar  los 
créditos  consignados  para  mejoras  materiales  del 
país,  con  el  fin  de  contribuir  por  este  medio  á su  re- 
generación: pero  ei  Ministro  que  suscribe  y el  Gobier- 
no de  S.  M.,  han  creído  con  razón,  que  los  hechos  con- 
signados no  reflejan  el  verdadero  estado  de  la  riqueza 
de  la  gran  Antilia,  y que  se  debía  acudir  con  preste- 
za al  reparo  de  los  males  que  sufre,  no  vacilando  eq 
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emprender  reformas  que  pudieran  levantarla  de  su 
postración  y desalíenlo.  Por  esto,  y para  que  nuestra 
preciada  Cuba  pueda  luchar  y subsistir  en  la  terrible 
crisis  que  pesa  sobre  el  mumlo  entero,  recobrando  el 
vigor  y la  energía  que  tuvo  en  pasados  tiempos,  es 
necesario  reducir  sus  cargas  públicas  y,  aun  á costa 
del  aplazamiento  de  algunas  mejoras  materiales,  re- 
formar radicalmente  su  vida  económica,  como  me- 
dio más  inmediato  de  poner  los  frutos  de  aquel  país 
en  condiciones  de  soportar  la  competencia,  mediante 
un  menor  coste  de  producción;  como  es  también  ne- 
cesario normalizar  su  situación  financiera,  para  que 
el  Crédito,  que  es  la  gran  palanca  de  la  industria  mo- 
derna, pueda  tener  su  natural  desenvolvimiento.  A 
tales  ideas  obedecen  principalmente  los  móviles  y pro- 
pósitos que  lian  inspirado  el  adjunto  proyecto. 

Ya  el  Gobierno  de  S.  M.  y el  dignísimo  antecesor 
del  Ministro  que  suscribe,  liabian  preparado  en  el  pre- 
supuesto anterior  este  camino,  intentando  sobre  todo 
la  conversión  y unificación  de  las  distintas  deudas, 
que  hicieron  nacer  en  Cuba  las  necesidades  de  una 
cruel  y larga  guerra,  y que  por  los  apuros  del  Tesoro 
nacional  se  habiau  contraido  en  distintas  épocas  y á 
diferentes  tipos. 

1 jH  operación  de  crédito  realizada  en  virtud  de  la 
autorización  4.ft  del  art.  l.°  de  la  ley  de  25  de  Julio 
de  1884,  ha  producido  el  efecto  á que  se  aspiraba, 
permitiendo  unificar  las  deudas  creadas  en  1878, 
1880  y 1882,  y reducir  el  coste  de  su  servicio  anual, 
mediante  la  emisión  de  nuevos  valores  amortizablcs 
á más  largo  plazo. 

La  conversión  se  ha  realizado  con  completo  éxito 
en  cuanto  á los  títulos  de  1882,  pues  solo  queda  cir- 
culante de  ellos  una  cantidad  que  no  llega  al  5 por 
100  de  lo  emitido;  y razonable  es  suponer,  que  si  esta 
pequeña  parte  no  ha  venido  d la  conversión,  se  debe 
al  desconocimiento  en  que  quizás  algunos  tenedores 
se  encuentren  de  sus  derechos,  á las  circunstancias 
de  haberse  pignorado  alguuos  títulos  ó á estar  otros 
pendientes  de  litigio;  por  lo  que  puede  esperarse,  con 
fundamento,  que  se  presentarán  tan  luego  como  se 
remuevan  esas  causas,  si  para  la  presentación  se  les 
autoriza. 

No  ha  sido  tan  completo  el  éxito  respecto  de  los 
valores  de  80  y 78.  De  los  primeros  queda  por  con- 
vertir próximamente  un  24  por  100,  y de  los  segun- 
dos el  80.  Obedece  este  resultado  á distintas  causas 
fáciles  de  comprender,  si  se  tienen  en  cuenta  las  con- 
diciones de  estos  valores  y la  de  los  nuevos,  y la  si- 
tuación de  los  mercados  en  el  período  de  conversión; 
pero  como  fué  previsto  por  la  ley  de  Julio  antes  ci- 
tada al  exigir  que  la  conversión  fuese  voluntoria,  ei 
Gobierno,  al  autorizar  la  negociación  de  los  nuevos 
valores,  para  completar  la  unificación,  ha  hecho  uso 
de  las  facultades  que  le  liabian  sido  concedidas,  arbi- 
trando los  medios  de  llamar  al  reembolso  inmediato 
Jas  obligaciones  de  aduanas  de  1878,  librando  así  al 
presupuesto  de  la  partida  indispensable  para  su  ser- 
vicio, que  siendo  próximamente  de  814.000  pesos, 
producida  un  desnivel  notable  y haría  difícil  la  rea- 
lización do  los  planes  que  comprende  el  presente  pro- 
yecto. En  cuanto  á los  billetes  hipotecarios,  se  pro- 
pone seguir  un  procedimiento  auálogo,  y desde  luego 
puede  asegurarse  en  este  momento,  que  con  las  cifras 
consignadas  eu  los  arts.  3.n  y 5.°  del  cap.  10  de  la 
sección  primera,  bastará  para  el  completo  servicio 
de  estas  deudas  durante  ei  año  próximo,  siendo  un 


hecho  la  reducción  del  gasto  anual  á que  se  aspiraba. 

También  creyó  el  Gobierno,  al  presentar  á las  Cor- 
tes el  proyecto  de  presupuestos  en  el  año  anterior,  que 
podría  llegarse  en  breve  plazo  á la  extinción  de  la 
deuda  representada  hoy  por  los  billetes  del  Banco  de 
la  Habana  emitidos  por  cuenta  de  la  Hacienda,  para 
atender  á los  crecidos  gastos  de  la  última  guerra,  por 
los  medios  que  proponía  y que  fueron  aceptados,  for- 
mando parte  integrante  de  la  ley;  pero  como  al  mismo 
tiempo  presumiese  la  posibilidad  de  que  se  le  opusie- 
ran obstáculos  de  difícil  remoción,  pidió  y obtuvo  que 
se  le  autorizase  para  que  pudiera  adoptar  cualquier 
otro  camino,  con  la  intervención  del  Banco  Español  de 
la  isla  de  Cuba  ú otro  establecimiento  que  le  ofre- 
ciese iguales  ó superiores  garantías  y sin  que  pudtera 
afectarse  á cualquiera  negociación,  que  con  el  objeto 
de  extinguir  esta  deuda  se  hiciese,  una  cantidad  su- 
perior á la  de  000.000  pesos,  que  en  el  presupuesto 
se  consignaba  á este  fin. 

Al  pretenderse  poner  en  ejecución  el  precepto  con- 
signado en  el  art.  1 1 de  la  ley,  echáronse  de  ver  las 
grandes  dificultades  que  podrían  sobrevenir,  haciendo 
nulo  el  propósito  del  legislador  ó produciendo  fraudes 
difíciles  de  evitar;  y ante  esos  inconvenientes,  sedejú 
en  suspenso  el  procedimiento  á que  el  artículo  citado 
se  referia,  y se  comenzó  un  estudio  más  detenido  de 
este  gravísimo  asunto,  del  cual  resulta  para  el  Go- 
bierno de  S.  M.,  que  es  preferible  la  negociación  con- 
signada en  principio  en  el  art.  12  de  la  ley. 

Todos  los  Gobiernos,  con  patriótico  celo,  dirigie- 
ron sus  esfuerzos  á hacer  que  desapareciese  de  la  cir- 
culación esta  perturbadora  moneda  de  papel,  que  te- 
niendo todos  los  caracteres  de  una  deuda  sacratísima 
y todos  los  inconvenientes  de  un  signo  fiduciario,  siu 
valor  fijo,  entorpecía  la  contabilidad  pública,  gravi- 
taba sobre  tres  de  las  seis  provincias  en  que  está  la 
isla  de  Cuba  dividida,  y con  su  constante  oscilación 
daba  lugar  á ágios  escandalosos  que  producían  la 
ruina  del  comercio  al  por  menor  y el  malestar  de  las 
clases  menesterosas. 

Con  las  medidas  que  sucesivamente  fueron  adop- 
tándose, llegaron  á dominarse  algunos  de  estos  ina- 
les; pero  el  más  importante,  el  último  de  los  consig- 
nados, no  puede  desaparecer  con  el  sistema  de  lentas 
amortizaciones  seguido  hasta  ahora,  y es  necesario, 
más  aún,  es  urgentísimo  entrar  franca  y decidida- 
mente en  la  recogida  de  esos  billetes,  si  se  quiere  que 
las  reformas  económicas  que  allí  se  implanten  pro- 
duzcan todos  sus  beneficiosos  resultados. 

No  es  posible  que  el  Banco  de  emisión  haga  uso 
de  sus  recursos  en  beneficio  de  la  industria,  de  la 
agricultura  y del  comercio,  si  esta  moneda  fiduciaria 
no  se  sustituye  por  otra  real  y positiva,  ni  pueden  las 
transacciones  mercantiles  tener  una  base  tan  variable 
como  la  de  la  relación  eutre  ei  valor  de  esta  moneda 
y el  del  oro;  y con  este  objeto,  el  Gobierno  de  S.  AL 
como  fundamento  de  todas  sus  reformas,  persiste  en 
el  sistema  que  en  principio  se  consigna  en  el  art.  12 
de  la  ley  vigente,  con  las  modificaciones  que  en  el 
proyecto  actual  se  establecen  y que  son  indispensables 
para  obtener  el  éxito  apetecido.  En  efecto,  dada  la  as 
condénela  de  los  bilhtes  en  circulación  y la  necesidad 
de  sustituir  inmediatamente  por  numerario,  al  me- 
nos aquellos  cuyo  valor  nominal  no  exceda  de  o pe- 
sos, que  son  los  que  forman  la  moneda  hoy  corriente 
en  las  transacciones  de  la  parte  más  importante  de  la 
Isla,  se  hace  imposible  toda  negociación,  á cuyas  re- 
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suitas  se  afecte  solo  una  suma  anual  como  la  asig- 
nada en  el  presupuesto  vigente. 

El  Gobierno  se  propone  recoger  con  metálico,  in- 
mediatamente, los  billetes  menores  de  diez  pesos  y 
sustituir  los  que  tengan  un  valor  superior  á esa  cifra 
coa  valores  amortizabas,  en  un  pfiríodo  que  guarde 
relación  con  la  ascendencia  de  la  negociación,  conce- 
diéndoles un  interés  máximo  de  fi  por  100  y cuyo 
pago  se  haga  exclusivamente  en  la  Isla;  pero  para 
ello  necesita  obligar  una  anualidad  superior  á la  que 
la  ley  vigente  cousigna  para  este  servicio,  si  bien  cree 
que  sea  ésta  bastante  en  el  presupuesto  próximo,  ya 
que  de  realizarse  U operación,  no  podrá  surtir  sus 
electos  antes  de  l.°  de  Enero. 

Oícese  con  frecuencia  que  es  perjudicial  la  con- 
versión de  esta  deuda  sin  interés  cu  otra  que  lo  de- 
vengue; pero  si  se  tiene  en  cuenta  que  estos  billetes 
no  circulan  sino  en  parte  de  la  Isla;  que  mientras  sub- 
sistan. ni  el  crédito  es  posible,  ni  las  transacciones 
pueden  verificarse  con  regularidad,  se  comprenderá 
que  son  incalculablemcnle  mayores  los  perjuicios  que 
su  modo  de  ser  actual  produce  á la  riqueza  de  la  Isla, 
que  los  que  pueda  inferirle  la  cifra  que  se  consigne 
para  su  desaparición  en  el  presupuesto,  y que  yendo 
á recaer  sobre  todos  sus  habitantes  por  igual,  entra- 
ñará un  gran  principio  de  justicia,  hasta  hoy  desco- 
nocido, toda  vez  que  los  billetes  nacieron  de  la  gue- 
rra, y sus  tristes  efectos  deben  ser  por  igual  y entre 
todos  repartidos. 

A realizar  estos  propósitos  se  dirige  el  art.  12  del 
proyecto  de  ley,  y el  Gobierno  se  promete  que  por 
este  medio  logrará  la  normalidad  económica  del  país, 
completando  así  La  obra  de  sus  antecesores  y colo- 
cando á aquel  en  las  condiciones  necesarias  para  que 
sean  útiles  y provechosas  las  reformas  económicas 
que  pretende  implantar. 

Largo  tiempo  fue  aspiración  casi  general  en  la 
grande  Ardilla  la  conclusión  de  un  tratado  mercantil 
con  los  Estados-Unidos;  pero  tropezando  su  realiza- 
ción con  imprevistas  dificultades,  y comprendiendo 
por  oirá  parte  el  Gobierno  de  S.  M.  que  la  Nación  es- 
pañola tiene  en  sí  misma  sobrados  recursos  para  ha- 
cer frente  á la  triste  situación  por  que  atraviesan 
aquellas  nuestras  hermosísimas  y queridas  provincias, 
civilizadas  por  el  ánimo  de  sus  hijos  y fecundadas 
con  su  sudor  y su  sangre,  no  ha  vacilado  un  momenlo 
en  acometer  la  empresa  de  las  reformas,  sin  pasión  de 
ningún  género,  con  espíritu  levantado  y patriótico, 
llevando  hasta  los  últimos  límites  posibles  su  espíritu 
liberal  en  materias  económicas. 

Empieza,  con  este  objeto,  suspendiendo  el  im- 
puesto de  los  derechos  de  ex* porta* don  que  pesa  ac- 
tualmente sobre  los  azúcares,  mieles  y aguardientes 
que  en  la  isla  se  fabricau,  produciendo  con  esta  fran- 
quicia un  alivio  de  2 millones  de  pesos  á la  producción. 

Se  propone  reformar  el  arancel  vigente  reducién- 
dolo á dos  columnas,  seguro  de  obtener  así,  no  sola- 
mente una  gran  baja  en  el  coste  de  la  vida  y en  el  de 
la  producción  de  la  gran  An tilla,  sino  también  el  fo- 
mento y desarrollo  de  las  relaciones  mercantiles  entre 
uuas  y otras  provincias  españolas,  estrechando  cada 
vez  más  con  las  corrientes  comerciales  los  vínculos 
políticos  que  las  unen. 

Sufrirán  también  radical  transformación  agrupán- 
dose en  pocas  partidas  los  objetos  del  comercio,  re- 
íorinándose  las  vtalorizaciones,  aplicando  el  tipo  de  su 
graduación  á las  bebidas  alcohólicas  y reduciendo 


extensamente  los  derechos  que  hoy  satisfacen  los  ar- 
tículos de  primera  necesidad  y aquellos  que  sirven 
directamente  á la  industria  de  aquel  país. 

Estas  importantes  medidas,  que,  abaratando  el 
coste  de  producción,  lian  de  proteger  los  intereses  de 
la  agricultura,  industria  y comercio  de  aquellas  pro- 
vincias, serán  también  aplicadas  á otro  de  los  ramos 
más  interesantes  de  la  riqueza  de  Cuba,  y que  en  to- 
das partes  se  considera  como  manantial  fecundo  de 
bienestar  y auxilio  poderoso  de  la  industria  agrícola. 
La  ganadería,  que  es  la  forma  de  la  riqueza  á que 
estas  líneas  se  refieren,  sufrió  considerables  pérdidas 
durante  la  guerra,  pero  renace  de  una  manera  que 
pudiera  considerarse  prodigiosa  si  no  se  tuvieran  en 
cuenta  la  benignidad  de  aquel  clima  y la  feracidad 
de  aquel  suelo. 

Las  necesidades  de  la  Hacienda  hicieron  indis- 
pensable la  imposición  de  un  derecho  de  consumo 
sobre  el  ganado;  pero  la  crisis  general,  que  no  per- 
mite su  total  abolición,  impone  al  Gobierno  la  nece- 
sidad de  atender  las  justas  reclamaciones  de  los  ga- 
naderos, rebajando  el  tipo  de  la  exacción  de  este  gra- 
vamen á 25  centavos  de  peso  por  cada  fracción  de 
ocho  kilos,  y así  lo  La  hecho,  encomendando  su  co- 
branza al  Banco  Español  de  la  Isla,  en  uso  de  la  au- 
torización que  le  concedió  el  párrafo  4.a  del  art.  9.° 
de  la  actual  ley  de  presupuestos,  y abriga  la  con- 
fianza de  que  no  por  esta  rebaja  disminuirá  la  cifra  á 
que  hoy  asciende  la  renta. 

No  podía  tampoco  el  Gobierno  dejar  desatendido 
el  crédito  territorial  y agrícola,  mucho  más  cuando 
la  práctica  ha  demostrado  que  por  las  especiales  con- 
diciones que  allí  reviste  la  propiedad  y las  en  que  el 
crédito  se  determina,  la  ley  hipotecaria  no  ha  respon- 
dido en  es  Le  punto  á las  esperanzas  que  hizo  concebir 
su  aplicación  en  aquel  país,  y por  esto  tiene  en  cuen- 
ta que  en  uu  territorio  relativamente  nuevo  los  pla- 
zos de  los  préstamos  son  cortos,  se  arraiga  difícimen- 
te  el  crédito  territorial,  y lia  de  buscarse  para  la  ga- 
rantía de  las  operaciones  una  base  como  la  de  los 
frutos  de  la  agricultura  y sus  industrias  anexas,  que 
permita  la  desaparición  de  la  usura  y el  desenvolvi- 
miento consiguiente  de  la  riqueza,  respetando  en  lo 
posible  los  derechos  adquiridos. 

Todas  estas  reformas  tienen  que  producir  necesa- 
riamente importante  disminución  en  los  ingresos,  y 
obligan  al  Gobierno  á introducir  en  los  gastos  bajas 
también  de  consideración;  esperando  que  el  patriotis- 
mo de  todos  le  ayude  en  esta  ardua  tarea  y que  aque- 
llos á quienes  más  directamente  afecte,  sufran  con 
varonil  resignaciou  los  dolorosos  sacrificios  que  la 
madre  Patria  les  impone. 

No  pudiendo  conocerse  á fondo,  por  el  poco  tiem- 
po que  lleva  el  planteamiento  de  las  reformas  intro- 
ducidas en  la  mayoría  de  los  servicios  administrati- 
vos, su  resultado  prácLico,  es  prudente  conservar  la 
organización  actual,  sin  perjuicio  de  mejorarla,  para 
lo  cual  se  pide  la  oportuna  autorización. 

Tampoco,  por  desgracia,  son  susceptibles  de  re- 
baja los  gastos  que  ocasionan  la  defensa  y seguridad 
de  los  altos  intereses  de  la  Patria,  ni  pueden  quedar 
abandonadas  aquellas  atenciones  que  son  indispensa- 
bles para  la  vida  y los  progresos  de  la  Nación.  De 
aquí  el  que  el  Gobierno,  teniendo  presentes  estas  ne- 
cesidades, se  haya  decidido  á rebajar  á los  funciona- 
rios y á todas  las  clases  por  igual  los  sobresueldos 
que  actualmente  perciben,  confiando,  como  antes 
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queda  dicho,  en  su  patriotismo,  y también  en  que  los 
perjuicios  que  aparentemente  se  les  irroguen,  están 
principalmente  compensados  por  la  mayor  baratura 
de  la  vida  en  aquella  Isla  en  relación  con  pasados 
tiempos  y la  que  todavía  tiene  que  producirse  por  las 
reformas  que  quedan  expresadas. 

La  actual  división  civil  del  territorio  de  la  Isla  re- 
sulta también  algo  más  costosa  de  lo  que  exige  su 
población,  no  solo  por  lo  que  en  los  presupuestos  del 
Estado  representa  su  sostenimiento,  sino  por  lo  que 
gravita  sobre  los  presupuestos  municipales,  á quienes 
absorbe  cuantiosos  recursos  una  vida  provincial  has- 
ta ahora  estéril  ó infecunda.  Estas  causas  obligan  á 
proponer  la  reducción  á cuatro  de  las  seis  provincias 
que  hoy  existen;  pero  como  hay  que  tener  en  cuenta, 
al  ejecutar  esta  medida,  el  territorio  que  ha  de  asig- 
narse á cada  una  de  las  que  queden  y el  no  lastimar 
los  derechos  políticos  creados  á la  sombra  de  la  actual 
división,  esta  reforma,  reclamada  más  de  una  vez  por 
entidades  importantes  de  la  Isla  y que  ha  sido  objeto 
de  estudio  en  épocas  anteriores,  tiene  que  plantearse 
por  autorización,  y el  Gobierno  no  ha  dudado  en  pe- 
dírsela á los  Cuerpos  Colegisladorcs. 

Deseoso  el  Gobierno  de  establecer  sobre  bases  só- 
lidas la  administración  de  justicia,  está  resuelto  á 
aplicar  á la  isla  de  Cuba  el  sistema  de  enjuiciar  se- 
guido en  la  Península  en  materia  criminal,  y al  efecto 
solicita  en  este  proyecto  la  autorización  necesaria 
para  ello,  así  como  para  atender  á los  gastos  que  esta 
importante  reforma  exija,  por  medio  del  oportuno 
crédito. 

También  ha  tenido  necesidad  de  reducir  los  gastos 
consignados  en  el  presupuesto  actual  para  ciertas 
mejoras  materiales,  y espera  que  cambiando  venta- 
josamente la  situación  en  el  próximo  ejercicio,  pueda 
desaparecer  esta  dolorosísima  suspensión,  impuesta 
hoy  por  las  necesidades  apremiantes  de  la  grande 
An tilla  y la  penuria  del  Tesoro  nacional  que  la  acci- 
dentada vida  política  de  nuestra  Patria  lia  hecho  na- 
cer, y que  va  reponiéndose,  gracias  á ios  anos  de  paz 
de  que  viene  disfrutando  y merced  á la  eficacia  de  las 
instituciones  monárquicas,  tan  altamente  representa- 
das por  el  malogrado  Rey  Don  Alfonso  XII,  y hoy 
por  la  augusta  Señora  que  rige  en  nombre  de  su  Hijo 
los  destinos  del  país. 

Trazada  ya  á grandes  rasgos  la  explicación  de  los 
principales  fundamentos  en  que  descansa  el  proyecto 
de  presupuesto  adjunto,  daría  por  terminada  su  tarea 
el  Ministro  de  Ultramar,  puesto  que  las  disposiciones 
que  aquel  contiene  y no  han  sido  enumeradas,  son 
reproducción  fiel  de  las  de  anteriores  leyes  semejan- 
tes, si  no  tuviese  que  hacer  la  especial  mención  del 
móvil  que  ha  impulsado  la  redacción  del  art.  20. 
Existen  pendientes  entre  el  Gobierno  nacional  y el  de 
los  Estados-Unidos  recíprocas  reclamaciones  de  in- 
demnización por  los  créditos  correspondientes  á va- 
rios españoles,  á causa  de  la  cesión  de  la  Florida  y 
por  la  guerra  de  secesión  de  una  parte,  y de  la  otra 
por  el  embargo  de  bienes  hecho  en  Cuba  y perjuicios 
causados  con  motivo  de  la  insurrección  A súbditos 
americanos.  Estas  negociaciones  tocan  á su  término, 
mediante  la  liquidación  y reconocimiento  de  las  can- 
tidades indemnizares  á estos  últimos,  bocha  ya  con 
acuerdo  de  ambos  Gobiernos,  y el  compromiso  del 
americano  de  proceder  inmediatamente  A la  de  lo  que 
deba  satisfacer  por  el  primer  concepto;  y para  que  no  ! 
sea  obstáculo  á la  definitiva  terminación  de  este  eno- 


joso asunto  la  falta  de  crédito  para  la  formalizacion 
de  lo  que  hayamos  de  satisfacer,  se  ha  redactado  el 
referido  artículo  en  la  forma  que  verán  las  Cortes;  v 
que  si  bien  no  influye  en  el  resultado  definitivo  del 
presupuesto,  ha  debido  figurar  en  él  como  prueba  de 
la  lealtad  y buena  fé  con  que  el  Gobierno  está  deci- 
dido á cumplir  sus  compromisos. 

Como  complemento  de  estas  medidas,  y de  otras 
de  menor  importancia  que  en  el  pormenor  de  los  pre- 
supuestos se  consignan,  tiene  el  Gobierno  el  propó- 
sito firme  de  descentralizar  aquella  administración  so- 
bre todo  en  materias  de  Fomento,  como  medio  de 
simplificar  los  servicios,  activar  la  resolución  de  toda 
clase  de  expedientes,  y moralizar  la  administración 
pública,  haciendo  de  esta  suerte  más  eficaz  la  vigi- 
lancia que  necesita  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Con  este  motivo  el  Gobierno  presentará  una  nueva 
división  municipal  de  aquel  territorio,  que,  como  ne- 
cesidad urgente  sienten  todos  sus  habitantes,  y ensan- 
chará las  atribuciones  del  gobernador  general  y del 
Consejo  de  administración  de  la  Isla,  respondiendo  al 
programa  de  este  Gobierno,  afianzando  siempre,  y 
sobre  todo,  la  unidad  política  de  la  Nación,  y aten- 
diendo á las  exigencias  de  la  vida  moderna  de  los 
pueblos. 

De  esta  manera  cumple  el  Gobierno  liberal  ios  sa- 
grados compromisos  solemnemente  contraidos,  mien- 
tras que  por  su  parte  el  Ministro  que  suscribe  ha 
cumplido  también  el  suyo,  consiguiendo  reducir  el 
presupuesto  á la  suma  de  22.800.000  pesos,  no  obs- 
tante las  grandes  y trascendentales  reformas  que  en 
él  se  introducen,  y que  amenguan  en  cantidades  con- 
siderables los  ingresos  para  beneficio  de  aquel  pais  y 
de  aquellos  contribuyentes.  El  presupuesto  de  gastos 
de  la  Isla  de  Cuba  ha  sido  en  188G  á 1887  de  pesos 
25.059.734,  el  de  1 887  á 1 888,  que  tengo  la  honra  de 
presentar,  será  de  22.802.540,  y hay  por  consiguiente 
á favor  del  presupuesto  futuro  una  diferencia  de 
3.097.194  pesos,  debiendo  advertir  que  este  presu- 
puesto ofrece  un  superávit  de  400.000  pesos. 

Tal  es  el  presupuesto,  y tales  son  las  reformas  que 
el  Ministro  de  Ultramar  presenta  á las  Cortes. 

Gran  camino  se  habrá  andado  en  la  reconstrueciou 
de  aquel  país,  parte  integrante  del  territorio  nacional, 
si  como  espera  el  Gobierno  estas  reformas  se  desen- 
vuelven en  un  breve  plazo;  pero  es  necesario  que  á 
estos  esfuerzos  corresponda  la  iniciativa  de  aquellos 
habitantes,  auxiliándole  en  el  mantenimiento  de  la 
paz  material  y en  la  conquista  de  la  paz  moral. 

En  esta  iniciativa  confía  el  Gobierno  también  para 
que,  desterrando  anligoas  prácticas,  se  realicen  las 
Irasformaciones,  iniciadas  ya  algunas,  en  los  sistemas 
de  producción,  la  extensión  del  cultivo  de  frutos  pe- 
culiares de  aquel  clima  y no  ménos  estimados  que  la 
caña,  y la  producción  de  otros,  que  siendo  de  primera 
necesidad  y general  consumo,  vienen  hoy  del  exterior, 
cuando  fácilmente  pueden  obtenerse  en  aquellos  cam- 
pos. De  esta  conjunción  entre  los  deseos  y poderosos 
esfuerzos  del  Gobierno  y la  leal  y patriótica  iniciativa 
de  los  habitantes  de  aquella  isla,  es  como  solamente 
puede  surgir  la  desaparición  en  breve  plazo  de  su  crí- 
tico estado  actual,  volviendo  á ser  como  en  otro  tiem- 
po el  emporio  de  riqueza  material  que  admiraban  los 
extraños  y el  orgullo  de  la  civilización  latina  implan- 
tada en  aquel  suelo  por  el  fecundo  y poderoso  genio 
español,  y que  siempre  y en  todas  épocas  conservó  y 
mantuvo  España  con  fé  nunca  menguada  ni  aun  en 
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medio  de  las  vicisitudes  y desgracias  que  á la  madre 
Patria  afligieron  en  largos  y dolorosos  períodos  de 
conflicto  y de  amargura. 

Madrid  12  de  Junio  de  1887.=Víctor  Balaguer. 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Los  gastos  del  Estado  en  la  isla  de 
Cuba  durante  el  ano  económico  de  18S7  á 1888  serán 
de  pesos  22.880.442  con  61  centavos,  distribuidos 
según  el  pormenor  de  secciones,  capítulos  y arLíoulos 
que  aparecen  en  el  estado  letra  A\  de  cuya  suma,  de- 
ducidos los  pesos  17.901  con  83  centavos,  que  se  re* 
claman  para  formalizar  pagos  ejecutados  en  ejercicios 
anteriores,  queda  reducido  el  loíal  líquido  de  gastos 
á satisfacer  á la  cantidad  de  pesos  22.862.540  con  78 
centavos. 

Art.  2.°  Los  ingresos  para  cubrir  las  obligaciones 
á que  se  refiere  el  artículo  anterior,  se  calculan  en 
23.273.100  pesos,  según  el  detalle  de  secciones,  ca- 
pítulos y artículos  del  estado  letra  B. 

Art.  3.°  El  tipo  de  gravámen  de  la  contribución 
directa  sobre  la  propiedad  urbana,  sobre  la  rústica  y 
sobre  la  industria,  el  comercio,  las  profesiones  y las 
artes,  será  el  mismo  lijado  para  1886  á 1887. 

Art.  4.°  Durante  el  ejercicio  de  este  presupuesto 
se  cobrarán  en  oro  los  derechos  de  aduanas,  exigién- 
dose los  de  importación  con  arreglo  al  arancel  vigen- 
te, sin  la  rebaja  establecida  por  el  art.  4.°  de  la  ley 
de  5 de  Agosto  último. 

Por  ahora,  é ínterin  las  necesidades  del  Tesoro  lo 
permitan,  se  suprime  el  derecho  de  exportación  que 
pagan  los  azúcares,  la  miel  y el  aguardiente  de  caña, 
haciéndose  efectivos  los  demás  del  arancel  vigente 
con  las  rebajas  acordadas  respecto  del  tabaco  por  le- 
yes anteriores  y por  el  decreto  de  4 de  Marzo  último. 

Art.  5.°  El  Ministro  de  Ultramar  procederá  en  el 
más  breve  plazo  á la  redacción  de  nuevos  aranceles, 
en  armonía  con  lo  dispuesto  en  la  ley  de  20  de  Julio 
de  1882  y con  sujeción  á las  bases  que  comprende  el 
Apéndice  adjunto  letra  C. 

Art.  G.°  Queda  subsistente  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo 5.°  de  la  ley  de  5 de  Agosto  de  1886,  respecto 
del  impuesto  de  consumo  establecido  sobre  las  be- 
bidas. 

Art.  7.°  Reducidos  los  sobresueldos  de  las  clases 
todas,  civiles  y militares,  se  rebaja  al  10  por  100  el 
descuento  que  con  arreglo  á la  escala  fijada  por  el 
art.  7.°  de  la  ley  de  presupuestos  venía  exigiéndoseles 
sobre  sus  haberes,  y se  concede  á los  empleados  ci- 
viles el  derecho  á pasaje  por  cuenta  del  Estado,  cuan- 
do de  la  Península  vayan  á posesionarse  de  los  desti- 
nos que  se  les  confieran,  así  como  el  abono  del  haber 
íntegro  desde  el  dia  del  embarque  en  viaje  directo, 
siempre  que  tome  la  posesión  efectiva. 

Art.  8.°  Se  concede  á los  Ayuntamientos  la  fa- 
cultad de  elevar  hasta  el  50  por  i 00  el  recargo  mu- 
nicipal sobre  las  cédulas  personales,  y la  de  gravar 
con  un  25  por  100  el  impuesto  sobre  consumo  de  ga- 
nados, haciéndose  su  recaudación  por  los  agentes  en- 
cargados de  la  del  impuesto  de  la  Hacienda,  quienes 
harán  periódicamente  entrega  á los  Municipios  de  la 
parte  que  les  corresponda. 

Prévia  la  instrucción  oportuna,  el  Gobierno  podrá 
conceder  autorización  á ios  Ayuntamientos  para  es- 
tablecer en  sus  respectivas  jurisdicciones  y como  re- 


curso para  atender  á los  gastos  locales,  un  impuesto 
de  consumo  sobre  ios  artículos  de  comer,  beber  y ar- 
der, que  se  exigirá  con  arreglo  á las  tarifas  vigentes, 
con  excepción  de  los  artículos  gravados  ya  con  dicho 
impuesto  para  el  Estado,  y sobre  el  que  se  autorizan 
los  recargos  anteriores. 

Art.  9.°  El  Gobierno,  previa  la  instrucción  del 
oportuno  expediente,  procederá  dentro  del  plazo  de 
tres  meses  á la  supresión  de  dos  de  las  seis  provin- 
cias civiles  en  que  está  hoy  dividida  la  Isla,  y procu- 
rará llevar  á cabo  en  breve  término  la  de  todos  los 
Ayuntamientos  cuya  población  no  llegue  á 8.000  ha- 
bitantes y cuya  situación  topográfica  permita  la 
agregación  de  sus  términos  á las  limítrofes  en  la  for- 
ma que  mejor  convenga  á la  buena  gestión  de  los 
intereses  municipales  y al  mejor  servicio  de  la  admi- 
nistración pública. 

Los  Senadores  que  según  el;  arL  1 .*  de  la  ley  elec- 
toral de  9 de  Enero  de  1879  corresponda  elegir  á las 
provincias  suprimidas,  lo  serán  por  aquella  ó aque- 
llas á cuyo  territorio  se  incorpore  el  de  las  supri- 
midas. 

Art.  10.  El  impuesto  sobre  consumo  de  ganados 
se  reduce  á 25  centavos  de  peso  por  cada  fracción  de 
ocho  kilogramos  de  carne,  exceptuándose  para  el 
adeudo  los  despojos,  entre  los  que,  como  al  presente, 
se  incluye  el  cuero  y el  rabo. 

Art.  11.  Queda  subsistente  para  el  ejercicio  de 
este  presupuesto  lo  establecido  en  el  art.  10  de  la  ley 
de  5 de  Agosto  último  respecto  á los  atrasos  por  con- 
tribuciones directas  anteriores  á 30  de  Junio  de  1882. 

Art.  12.  El  Gobierno  contratará  con  el  Banco  Es- 
pañol de  la  isla  de  Cuba  ó con  otro  establecimiento 
de  crédito  que  ofrezca  análogas  garantías,,  la  emisión 
de  obligaciones  del  Tesoro  de  la  Isla,  deslinadas  á la 
amortización  inmediata  de  los  billetes  emitidos  por 
cuenta  de  la  Hacienda  para  atender  á los  gastos  ex- 
traordinarios de  la  guerra,  ajustándose  á las  bases  que 
comprende  el  Apéndice  adjunto  letra  D. 

Art.  13.  Durante  el  ejercicio  de  1887  á 1888,  po- 
drá contraerse  deuda  flotante  para  cubrir  provisional- 
mente obligaciones  del  mismo,  hasta  el  25  por  100 
del  total  importe  de  este  presupuesto.  Dentro  de  este 
límite  podrá  adquirir  sumas  á préstamo  ó realizar 
cualquiera  operación  de  Tesorería,  pero  solo  en  el 
caso  de  guerra  ó de  grave  alteración  del  órden  pú- 
blico podrá  traspasar  el  máximo  antes  fijado  para 
allegar  recursos  por  este  concepto. 

Art.  14.  Queda  subsistente  la  autorización  conce- 
dida por  el  art.  1 4 de  la  ley  de  5 de  Agosto,  hacién- 
dose extensiva  la  aplicación  de  los  valores  que  sean 
objeto  de  negociación  á la  completa  unificación  de 
las  deudas  llamadas  á convertir  en  dichos  valores. 

Art.  15.  Quedan  subsistentes  en  toda  su  fuerza  y 
vigor  las  disposiciones  comprendidas  en  los  artículos 
15  y 16  de  la  ley  de  presupuestos  de  5 de  Agosto. 

Art.  16.  EL  Gobierno  podrá  destinar  al  fomento 
de  la  inmigración  las  cantidades  de  que  pueda  dis- 
poner por  las  economías  que  se  realicen  en  los  dife- 
rentes servicios  que  comprende  el  presupuesto  ó por 
el  aumento  en  los  ingresos  calculados,  ínterin  pre- 
senta el  proyecto  de  ley  en  que  haya  de  establecerse 
un  crédito  permanente  con  destino  á esta  atención, 
tal  como  establece  el  art.  17  de  la  repetida  ley  de 
presupuestos. 

Art.  17.  El  Gobierno  presentará  á las  Górtes  en 
la  próxima  legislatura  un  proyecto  de  Banco  territo- 
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rial  y agrícola,  en  el  cual,  mediante  la  hipoteca  de 
las  fincas,  de  las  cosechas,  de  los  ganados  y de  la  ma- 
quinaria y utensilios  agrícolas,  se  adelanten  á ios 
agricultores,  propietarios  y colonos  las  cantidades 
necesarias  para  las  operaciones  agrícolas. 

El  tipo  de  los  préstamos  dél  Banco  territorial  no 
excederá  de  7 por  100,  en  cuya  cifra  se  comprenderá 
el  interés  y la  amortización. 

El  Banco  tendrá  el  carácter  de  nacional  para  las 
Antillas,  y sus  "billetes  la  garantía  general  del  Estado. 

Art.  1 8.  Se  autoriza  al  Ministro  de  Ultramar  para 
que  por  medio  de  un  decreto,  que  tendrá  el  carácter 
de  ley,  se  modifique  la  organización  del  Gobierno  ge- 
neral y del  Consejo  de  administración  en  el  sentido 
de  concederles  mayores  atribuciones  de  las  que  ac- 
tualmente tienen  para  resolver  las  cuestiones  de  obras 
públicas,  y las  de  nombramiento  y separación  de  los 
empleados  de  determinadas  categorías. 

Art.  19.  Quedan  subsistentes  las  disposiciones  que 
comprenden  los  arts.  19  al  25,  inclusive,  de  la  ley  de 
5 de  Agosto,  entendiéndose  modificadas  las  del  prime- 
ro en  la  parte  que  exija  la  ultimación  del  contrato  á 
que  se  refiere  el  12  de  la  presente  para  la  extinción 
de  los  billetes  de  la  emisión  de  guerra. 

Art.  20.  Se  autoriza  al  Gobierno  para  satisfacer 
el  importe  de  los  créditos  reconocidos  en  favor  de  súb- 


ditos americanos  por  concierto  ajustado  entre  el  Mi- 
nistro de  Estado  y el  Ministro  plenipotenciario  de 
aquella  República. 

El  pago  se  hará  en  la  forma  que  al  efecto  se  con- 
venga entre  los  dos  Gobiernos,  y á él  se  aplicarán 
necesariamente  las  cantidades  que  corresponda  per- 
cibir al  Gobierno  español  por  las  reclamaciones  pen- 
dientes. 

A este  fin  se  entenderá  concedido  el  crédito  co- 
rrespondiente. 

Art.  21.  Se  concede  al  Gobierno  el  crédito  que 
fuere  necesario  para  establecer  en  la  isla  de  Cuba  el 
juicio  oral  y público,  autorizándole  para  que  haga 
por  Real  decreto  la  división  territorial  de  las  Audien- 
cias que  con  motivo  de  esta  reforma  hayan  de  crear- 
se, y para  aplicar  á la  gran  Antilla  la  ley  de  enjuicia- 
miento criminal  vigente  en  la  Península,  con  las 
modificaciones  que  estime  oportunas. 

Art.  22.  Igualmente  queda  en  vigor  la  autoriza- 
ción á que  se  refiere  el  art.  2.°  de  los  adicionales  do 
la  misma  ley. 

Art.  23.  El  Ministro  de  Ultramar  adoptará  las 
disposiciones  convenientes  para  la  puntual  ejecución 
de  ia  presente  ley. 

Madrid  12  de  Junio  de  I887.=Víctor  Balagu«r. 
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ESTADO  LETRA  A. 


RESÚMEN  GENERAL  DE  LOS  GASTOS  DE  LA  ISLA  DE  CUBA  PARA  EL  EJERCICIO  DE  1887-88. 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

. Artioulo».  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  articulas.  Por  capítulos. 


SECCION  PltlüOiEA. — OBLIGACIONES  GENERALES. 

ASI  AGIO X PARA  GASTOS  DHL  MINISTERIO  DE  ULTRAMAR. 


Personal; 

1. °  Sueldo  del  Ministro 3.000 

2. °  Secretaría 51.450 

3. °  Negociados  especiales 5.375 

4. °  Consejo  de  Ultramar 4.860 

5 ° Comisión  de  codificación 900 

6. °  Archivo  de  indias 3.725 

7. °  Agregados  á la  Sala  tercera  del  Tribunal  de  Cuentas  del 

Reino 16.500 


ASIGNACION  PARA  GASTOS  DEL  MJNÍSTFRIO  DE  ULTRAMAR. 


Material . 

1. °  Asignación  para  gastos  del  Ministerio  y para  conserva- 

ción del  edificio  que  ocupan  sus  dependencias 18.000 

2. °  Idem  para  la  Comisión  de  codificación 100 

3. °  Consejo  de  Ultramar 1.500 

4. °  Asignación  para  el  Archivo  de  Indias  en  Sevilla  y gas- 

tos de  obras  en  el  mismo 1.750 

5. "  Idem  para  la  Sala  tercera  del  Tribunal  de  Cuentas  del 

Reino 1.000 


EXAMEN  Y FALLO  DE  CUENTAS. 

Personal . 

Unico.  Tribunal  territorial  de  Cuentas » 


ex  Amen  y fallo  de  cuentas. 
Material. 


Unico.  Tribunal  territorial  de  Cuentas » 

PENSIONES. 

1. °  De  Monte- pío  civil 135.000 

2. °  Idem  id.  militar 160.000 

3. °  De  gracia 4.860 


RETIRADOS. 

1. °  De  Guerra 624.000 

2. °  De  Marina 29.300 


JUBILADOS. 

t.°  De  Gracia  y Justicia 1 1.500 

2. °  De  Guerra 5.650 

3. °  De  Hacienda 30.000 

4. °  De  Marina » 

5. °  De  Gobernación 4.650 

6/  De  Fomento 1.250 


85.810 


22.350 


75.000 


9.650 


299.860 


653.300 


53.050 
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CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Capítulos. 

Artículos. 

DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

Por  artículos. 
Pesos . 

Por  capítulos. 

Peso  i. 

Anterior 

» 

1.199.020 

8/ 

CESANTES. 

i.* 

o." 

3. " 

4. " 
* 0 
0. 

De  Gracia  y Justicia 

De  Guerra 

De  Hacienda 

De  Gobernación 

De  Fomento 

10.800 

750 

62.000 

8.000 

2.500 

84.050 

9." 

EMIGRADOS  DE  AMÉRICA. 

Unico. 

Haberes  de  esta  clase 

» 

1.000 

10 

GASTOS,  INTERESES,  AMORTIZACIONES  Y DEMÁS  GASTOS  DE 
LA  DEUDA  Y SUBVENCIONES. 

1. ” 

2. " 

3. ° 

4. ° 

• D.° 

6.° 

7. ° 

8. " 
9.” 

Réditos  de  censos 

Deuda  á favor  de  los  Estados- Unidos 

Amortización  de  intereses  de  la  deuda 

Intereses  de  la  deuda  flotante 

Gastos  de  comisión  y situación  de  fondos 

Subvenciones  á líneas  de  feiTO-carriles  y vaporcs-co- 

rreos 

Amortización  de  billetes  del  Banco  Español  de  la  Haba- 
na emitidos  por  cuenta  de  la  Hacienda 

Para  indemnizar  á los  poseedores  de  oficios  enajenados. 
Cargas  de  justicia 

21.228*02 

31.350 

6.964.600 

» 

688.500 

417.210 

600.000 

» 

2.500 

8.725.388*02 

1J 

TRIBUNAL  MIXTO  DE  PRESAS  MARITIMAS. 

Unico. 

Gastos  de  este  Tribunal 

» 

2.488 

12 

GASTOS  AFECTOS  A BIENES  DE  REGULARES. 

1.* 

2." 

3* 

Diócesis  de  la  Habana 

ídem  de  Cuba 

Pensiones  de  exclaustrados 

5.481 

17.133 

1.200 

23.814 

13 

GIROS  Y QUEBRANTOS. 

Unico. 

Para  esta  atención 

* 

4.320 

14 

GASTOS  DIVERSOS. 

i.* 

2° 

Eventuales 

Acuñación  de  moneda 

15.000 

15.000 

15 

CAJA  DE  INÚTILES  Y HUÉRFANOS  DE  LA  GUERRA  DE  ULTRAMAR. 

Unico. 

Para  esta  atención 

» 

12.000 

16 

EJERCICIOS  CERRADOS. 

1. ° 

2. “ 

Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo 

Tdem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 
vas  (Memoria) 

1.250 

» 

1.250 

10.068.330*02 

199.432 

9.868.898*02 


A deducir:  descuento  de  haberes 

Total  de  la  sección  primera. 


APÉNDICE  98.°  AL  NÚ5L  2 


í) 


espitólos.  Articulas.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 


CREDITOS  PRESUPUESTOS. 

""  ~mr>w  A jtgM , 

Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesos.  Peso*. 


SECCION  SEGUNDA. — GRACIA  Y JUSTICIA. 

1. °  TRIBUNALES. 

Personal. 

Unico.  Audiencias  <1  e la  Habana  y Puerto-Príncipe » 

2. °  TRIBUNALES. 

Material. 

Unico.  Audiencias  de  la  Habana  y Puerto-Príncipe,  dietas  y 

gastos  de  justicia y, 

3. '’  JUZGADOS  DE  PRIMERA  INSTANCIA  Y ECLESIÁSTICOS. 

Personal . 

1. °  Juzgados  de  primera  instancia 164.320 

2. °  Idem  eclesiásticos 9.G80 

4. °  JUZGADOS  DE  PRIMERA  INSTA NCLA  Y ECLESIÁSTICOS. 

Material . 

1 . °  Juzgados  de  primera  instancia 27.751 

2. °  Idem  eclesiásticos 400 

f>.rt  CULTO  Y CLERO. 

Personal . 

1. °  Clero  catedral 103.992 

2. °  Idem  parroquial 114  711  c88 

G.°  CULTO  Y CLERO. 

Material . 

1. °  Clero  caledral 10.000 

2. °  Idem  parroquial 72.376 

ATENCIONES  GENERALES. 

1. °  Alquileres  de  edificios 1 1.461 

2. ü  Reparaciones  y construcciones 15.66G 

8. '  GASTOS  EVENTUALES. 

1. °  Viajes  de  eclesiásticos 3.000 

2. °  Idem  y socorros  á eclesiásticos  que  emigran  de  las  Re- 

públicas de  América 2.000 

9. °  SEMINARIOS. 

Unico.  Para  esta  atención » 

IQ  GASTOS  AFECTOS  Á BIENES  DE  REGULARES. 

Personal. 

Unico.  Para  esta  atención » 

I I GASTOS  AFECTOS  Á BIENES  DE  REGULARES. 

Material . 

Unico.  Para  esta  atención » 

K m EJERCICIOS  CERRADOS. 

1. °  Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo » 

2. w  Idem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 

vas (Memoria) » 


132.470 


25.710 


174.000 


28. 1 5 1 

2 1 8.703*88 

82.37G 

27.127 

5.000 

5.196*40 

64.542 

30.039 


» 


793.315*28 


A deducir:  descuento  de  haberes 58.847*85 

Total  de  la  sección  segunda 734.467*43 
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CRÉDITOS  PR «SUPUESTOS . 

Capítulos.  Artículos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS.  Por  artículoc.  Por  capiiulosT^ 

Pesos . Pesos. 


l.° 


2. 


o 


3.” 


5.° 


C. 


O 


7.° 


1.° 

2.“ 

3.” 


4. ° 

5. ° 

6. ° 

7. ° 

8. ° 
9." 
10 


1.° 

2." 

4. ° 

5. ° 
0.° 

7. ° 

8. ® 


Unico. 


1." 

2.° 

3> 


Unico. 


1. ° 

2. ” 

3? 

4. ° 

5. ° 


1. ° 

2. ° 

3° 


SECCION  TERCERA.— GUERRA. 

ADMINISTRACION  SUPERIOR. 

Personal. 

Comandancias  generales 

Subinspecciones  de  todas  las  armas 

Cuerpo  del  Estado  Mayor  del  ejército  y Sección  de  Ar- 
chivo  

Estados  Mayores  de  plazas. 

Cuerpo  jurídico  militar 

Comandancia  general  y establecimientos  de  Artillería. . 

Idem  de  ingenieros 

Cuerpo  administrativo  del  ejército 

Idem  de  Sanidad  militar 

Clero  Castrense 

ADMINISTRACION  SUPERIOR. 

Material. 

Comandancias  generales 

Subinspecciones  de  las  armas 

Capitanía  general  y Estado  Mayor  del  ejército 

Estado  Mayor  de  plazas 

Cuerpo  jurídico-militar 

Idem  administrativo  del  ejército 

Idem  de  Sanidad . 

Clero  Castrense 

OFICIALES  SEN  ERALES  DE  RESERVA  V EN  CUARTEL. 

Personal. 

Generales  y brigadieres  de  reserva  y en  cuartel 

CUERPOS  DEL  EJÉRCITO. 

Personal. 

Cuerpos  permanentes  del  ejército 

Reclutamiento  del  ejército 

Cuerpo  de  inválidos 

CUERPO  DE  VOLUNTARIOS. 

Personal. 

Furrieles  y bandas  de  cornetas 

COMISIONES  ACTIVAS  V EXCEDENTES. 

Personal. 

Comisiones  activas  del  servicio 

Jefes  y oficiales  de  reemplazo 

Idem  id.  en  espectaciou  de  embarque 

Reservas  de  Santo  Domingo  á extinguir 

Comisión  liquidadora  de  los  disueltos  cuerpos  de  Cuba. 

HOSPITALES  MILITARES. 

Personal. 

Personal  eclesiástico  y Hermanas  de  la  Caridad 

Parque  sanitario 

Arsenal  de  instrumentos 


26.46(5 

47.920*80 

1 16.722*80 
39.900 
23.200 
54.997*92 
45.028 
124.248*80 
112.360 
2.080 


15.564 

6.950 

7.000 

3.360 

720 

5.600 

1.020 

300 


» 


3.126.402*40 
105.1 13*14 
107.631*40 


» 


124.170*40 

68.13G 

29.196 

960 

31.158*95 


10.870*40 

1.344 

600 


592.924*32 

40.514 

6.500 

3.339. 1 4G*94 
168.124*80 

253.621*35 

12.814*40 


4.413.645*81 


apéjseiob  os.”  al  núm:.  2 

it 

Capilslos. 

Artículos 

DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

Por  artículos.  Por  capitolos. 

Pesos.  Pesos. 

Anterior 

» 

4.413.645=81 

8 ° 

MATERIALES  DIVERSOS. 

i." 

U tensilio  y alumbrado 

15.675 

2.° 

Hospitales  militares 

482.882  = 15 

0 

ü. 

Trasportes  militares 

457.104=30 

4.° 

Material  de  artillería 

164.487=70 

0. 

idem  de  obras  de  ingenieros 

235.300 

6.a 

Alquileres  de  edificios 

26.582=80 

7.a 

Culto  de  capillas 

296 

8.a 

Comisión  liquidadora  de  los  disueltos  cuerpos  de  Cuba. 

2.544 

1.384.871=95 

9.” 

GASTOS  DIVERSOS  É IMPREVISTOS. 

Unico. 

Para  esta  atención 

» 

85.753=60 

10 

CRUCES  PENSIONADAS. 

Unico. 

Para  esta  atención 

7) 

4.400 

11 

EJERCICIOS  CERRADOS. 

t.° 

Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo 

l.796‘60 

2.a 

ídem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 

vas (Memoria) 

» 

i.796‘60 


5.890.467‘9G 

A deducir:  descuento  de  haberes 1G5. 756*62 


Total  de  la  sección  tercera 


5.724.71 1‘34 


SECCION  CUARTA.— HACIENDA. 


SERVICIO  GENERAL  I)E  HACIENDA. 


Personal. 

Unico.  Para  esta  atención 

SERVICIO.  GENERAL  DE  HACIENDA. 
Material. 

Unico.  Para  esta  atención . . . , 

ATENCIONES  GENERALES. 


1. °  Alquileres  de  edificios 8.000 

2. °  Reparaciones  de  idem 8.000 

3. °  Traslaciones  de  caudales 4.000 

4. ”  Impresiones  de  carácter  general. . 1 0.000 

5. ü  Contribuciones  por  bienes  del  Estado 1.000 

6. °  Visitas  y comisiones 3.000 


GASTOS  EVENTUALES. 

Unico.  Para  adquisición  de  básculas, herramientas  y carretillas. 

GASTOS  DE  LAS  CONTRIBUCIONES  É IMPUESTOS. 


Personal. 

1. °  Administraciones  provinciales  de  Hacienda 124.525 

2. °  ídem  especiales  de  aduanas 137.900 

3. °  Resguardo  de  aduanas 166.000 

4. °  Patrones  y marineros 36.800 


193.300 


16.700 


34.000 

2.000 


4G5.225 
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CapitnlM. 


6.” 


7." 


8.° 

9." 


10 


2.° 


3.° 


Artinalos.  DESIGNACION  . DE  LOS  GASTOS. 


CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 


Por  artículos. 

Pesos. 


Por  capíklos. 

P&tO.t. 


Anterior. 


» 711.225 


GASTOS  DE  I.A  ADMINISTRACION  PROVINCIAL. 

Material. 


1. "  Administración  do  Hacienda 4.475 

2. °  Idem  especiales  de  aduanas 8.800 

3. °  Resguardo  marítimo 2.000 

15.275 

EFECTOS  TIMBRADOS  Y GASTOS  DE  ADMINISTRACION. 

1. °  Efectos  timbrados 5.000 

2. °  Gastos  de  administración 2.000 

7.000 

DEVOLUCION  DE  INGRESOS. 


Unico.  Para  esta  atención » » 

, LOTERÍAS. 

Material. 

1. °  Gastos  de  sorteos ¡ 

2. °  Idem  de  expendicion ( n gg 

3. ”  Devolución  de  ingresos I 

4. "  Gastos  de  certificados  y írauqueo  de  la  correspondencia.  J 

EJERCICIOS  CERRADOS. 


1. ®  Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo 10.921*05 

2. "  Idem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 

vas (Memoria) » 

10.921 

783.257*91) 

A deducir:  descuento  de  haberes 69.002 

Total  de  la  sección  cuarta 21 4.255‘9G 


SECCION  QUINTA.— MARINA. 


1.® 

2.® 


1.® 

2.® 

3.® 


APOSTADERO  Y BUQUES. 

Personal. 

Capital  y provincias 

Buques,  sueldos  y gratificaciones. . . . 

APOSTADERO  Y BUQUES. 

Material. 

Capital  y provincias . 

Buques 

Obras  y reparaciones 


EJERCICIOS  CERRADOS. 

t.®  Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo 

2.°  ídem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 
vas (Memoria) 


376:2 12=60 
612.514*38 


81.152 

156.053*40 

188.798*48 


1 3.43C*56 


» 


988.72ú‘08 


426.003*88 


1 3.436*50 


A deducir:  descuento  de  babores 

Total  de  la  sección  quinta 
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CREDITOS 

PRESUPUESTOS 

Capítulos. 

Artículos. 

DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 

Por  artículos. 
Pesos. 

Por  capítulos. 
Pesos. 

SECCION  SEXTA.— GOBERNACION. 

í.® 

GOBIERNO  GENERAL. 

Personal. 

1. ® 

2. ® 

Gobierno  general  y su  Secretaría 

Gasa  del  Gobierno  y quinta  de  los  gobernadores 

ralis 

gene- 

80.000 

1.010 

«1  a 1 n 

0 rt 

GOBIERNO  GENERA!.. 

0 1 .0  1 U 

1.® 

2.® 

Material. 

Para  esta  atención 

Casa  del  Gobierno  y quinta  de  los  gobernadores 
rales 

gene- 

6.000 
t rifin 

I.OUU 

7.500 

3: 

GOBIERNOS  DE  PROVINCIAS. 

Unico. 

Personal. 

Para  esta  atención 

. líorc  : ‘ i/i  1 

)) 

54.100 

4.® 

GOBIERNOS  DE  PROVINCIAS. 

Unico. 

Material. 

Para  esta  atención 

J) 

10.500 

5.° 

GUARDIA  CIVIL. 

Unico. 

Para  esta  atención 

)) 

2.031.440*44 

6.® 

ORDEN  PÚBLICO. 

Unico. 

Personal . 

Para  esta  atención 

0 

518.014*92 

7.® 

ORDEN  PÚBLICO. 

Unico. 

Material . 

Para  esta  atención 

)) 

13.275 

8.® 

SERVICIO  DE  SANIDAD. 

1.® 

2.® 

Personal. 

Servicio  de  sanidad 

Falúas  de  ídem 

16.100 
0 7^n 

3> 

Lazaretos 

0.  / ou 

1.000 

0 r Q r n 

9." 

SERVICIO  DE  SANIDAD. 

í D.o  DU 

Unico. 

Material. 

Pai‘a  esta  atención 

» 

800 

10 

CONSEJO  DE  ADMINISTRACION. 

OÍ' 

Unico. 

Personal. 

Para  esta  atención 

.... 

30.580 

11 

CONSEJO  DE  ADMINISTRACION. 

Unico. 

Material . 

Para  esta  atención 

•S  ! 

D 

6.000 

4 


2. 799.670*36 


14 

ipitu) 

1 2 

13 

14 

15 

16 

17 

18 

19 

20 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


Artículos. 


DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 


CAÍ  KDITOS  PRESUPUESTOS. 

Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesos . Petos. 


Anterior 2.799.670*36 

COMUNICACIONES. 


Personal. 

Unico.  Para  esta  atención 


COMUNICACIONES. 


1. ° 

2. ° 


Material . 

Gastos  de  entretenimiento 

Idem  de  conducción 


ATENCIONES  GENERALES* 


1. ° 

2. ° 

3> 


Alquileres  de  edificios 
Reparaciones  de  idem 
Impresiones 


GASTOS  EVENTUALES. 

1. °  Dietas 

2. u  PorLe  de  correspondencia 

3. °  Pasaje  de  relegados  criminales 

4. °  Gastos  de  cordillera 


1. ° 

2. “ 


BENEFICENCIA. 

Gasa  de  enajenados 

Subvención  á los  demás  establecimientos 


PRESIDIOS. 


l.° 

*)  ° 
V » 


Personal. 

Departamental  de  la  Habana. . . . 
Correccional  de  Puerto  Príncipe. 


PRESIDIOS. 

Material. 

1 .*  Departamental  de  la  Habana 

2. ®  Correccional  de  Puerto-Principo 

3. °  Pasaje  y hospitalidades 

GASTOS  EXTRAORDINARIOS. 

1 . “  Gastos  reservados  de  vigilancia  en  los  ramos  de  Gober- 

nación y Hacienda 

2. °  Telegramas  por  el  cable 

3. °  Gastos  de  vigilancia  en  los  Consulados  de  América. . . . 

4. °  Gastos  secretos  de  la  Legación  de  Washington 

EJERCICIOS  CERRADOS. 

!.“  Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo 

2.®  Idem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 
vas (Memoria) 


7(5.680 

12.292 


68.702 

3.500 

18.000 


400 

9.000 

1.000 
1.000 


25.251 

45.153 


133.276 

23.805 


1 7.237‘30 
2.162‘90 
13.000 


20.000 

20.000 

16.000 

8.000 


» 


» 


416.330 


88.972 


90.202 


1 1.400 


70.404 


157.081 


32.400‘20 


64.000 


» 


3.7  30.459*56 

A deducir:  descuento  de  haberes 1 16.353*94 

Total  de  la  sección  sexta 3.614.105*62 
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Capilolos.  Arlalos.  DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 


SECCION  SÉTIMA.— FOMENTO. 


INSTRUCCION  PÚBLICA. 


2." 


Personal. 

I /'  Universidad  de  la  Habana 

2. n  Instituto  de  segunda  enseñanza 

3. ”  Escuela  profesional  de  la  Habana. . . . 

4. "  Idem  de  dibujo,  pintura  y escultura  . 

INSTRUCCION  PÚBLICA. 

Material. 

1. °  Universidad  de  la  Habana 

2. °  institutos  de  segunda  enseñanza 

3. °  Escuela  profesional  de  la  Habana. . . . 

V ídem  de  dibujo,  pintura  y escultura. . 


3.° 


AGRICULTURA. 


Personal. 

Unico.  Estaciones  agronómicas 


4.° 


t.° 


AGRICULTURA. 

Material. 

Estaciones  agronómicas 

Premios  á la  agricultura 


5.° 


1." 

2° 


1N3PKCCION  DE  MONTES. 

Personal. 

Personal  facultativo 

Idem  no  facultativo 


INSPECCION  DE  MONTES. 
Material. 

Unico.  Material  de  oficinas  y de  campo 


7.° 


INDUSTRIA. — MINAS. 

Personal. 

Unico.  Inspección  de  minas 


INDUSTRIA.  — MINAS. 

Material. 

Unico.  Inspección  de  minas 

OBRAS  PÚBLICAS. 

Personal. 

Unico.  Personal  de  obras  públicas 

OBRAS  PÚBLICAS. 

Material . 

1 Material 

Gastos  diversos 


CRÉDITOS  PRESUPUESTOS. 

■i  ■ i,  - — - .i..»- — — 

Por  artículos.  Por  oapitulos. 

Pesos.  Pesos. 


160.800 

70.575 

18.950 

7.500 

257.825 


7.450 

10.700 

1.200 

1.400 

20.750 


» 11.800 


6.000 

20.000 

26.000 


12.100 

3.250 

15.350 


» 6.000 


» 10.000 


» 6.200 


» 82.120 


4.000 

4.400 

8.400 


444.445 


1.6 


2 DB  DICI3MBBE  DE  i«87 


Capítulos. 


1 1 


12 


13 


14 


15 


16 


17 


18 


19 


Artículos. 


DESIGNACION  DE  LOS  GASTOS. 


CRÉDITOS  PH KSU PUESTOS, 

Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesos.  Pesos. 


Anterior. 


» 444.445 


CARRETERAS. 


Material. 


1. ° 

2. a 


Estudios  y nuevas  construcciones. 
Reparación  y conservación 


NAVEGACION  MARÍTIMA. 


100.000 

150.000 

250.000 


Personal. 

1. °  Puertos 

2. °  Faros 

NAVEGACION  MARÍTIMA. 


Material. 

1. °  Puertos 30.400 

2. °  Faros 84.837 

3. "  Hoyas  y valizas 7.040 

122.277 

ACADEMIA  DE  CIENCIAS  FÍSICAS  Y NATURALES  DE  LA  HABANA. 

Unico.  Para  esta  atención » 1 .000 

AUXILIOS,  COMPRA  DE  LIBROS  Y SUSCRICIONES. 

1. #  Auxilios 11.000 

2. °  Compra  de  libros  y suscriciones 2.500 

3. °  Oposiciones  á cátedras 1.200 

14.700 

COMISION  PERMANENTE  DE  PESAS  Y MEDIDAS. 


5.880 

36.400 

42.280 


1. °  Personal 600 

2. °  Material 240 

840 

INMIGRACION. 

Unico.  Para  auxilio  á las  Sociedades  protectoras  á la  inmigra- 
ción  » » 


INSTALACION  DE  OFICINAS. 

Unico.  Para  gastos  que  sean  indispensables  en  los  edificios  del 
Estado  para  la  instalación  en  ellos  de  las  oficinas  que 


hoy  se  encuentran  establecidas  en  edificios  alquilados.  » » 

EJERCICIOS  CERRADOS. 

1. °  Obligaciones  que  carecen  de  crédito  legislativo 6.082‘08 

2. °  Idem  que  resultan  sin  pagar  por  las  cuentas  definiti- 

vas (Memoria) » 

6.082‘08 

881.624*08 

A deducir:  descuento  de  haberes 43.127*50 

838.496*58 


Total  de  la  sección  sétima. 
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RESUMEN  GENERAL.  Pesos- 


Sección  1.a— Obligaciones  generales T ...  9.868.898*02 

2.a — Gracia  y Justicia 734.467‘43 

3.a— Guerra 5.724.7 1 1‘34 

4.a— Hacienda 7I4.255‘96 

5.a— Marina 1.385.507‘üG 

6.*-  Gobernación 3.614.105*62 

7.a— Fomento.  . . .• * 838.496*58 


Total  gastos 22.880.442*61 


DISPOSICIONES  A I «OTON  A LES. 

1/  ios  créditos  señalados  en  la  sección  primera,  capítulos  5.“  al  9.“  inclusive,  se  considerarán  ampliados 
en  las  sumas  necesarias  si  excediesen  de  su  importe  las  obligaciones  de  clases  pasivas  que  durante  el  ejer- 
cicio se  reconozcan  y liquiden  con  arreglo  á las  leyes. 

2.‘  Asimismo  se  considerarán  ampliados  los  créditos  que  fueran  necesarios  en  el  árt.  4."  de  la  sección 
tercera  por  el  menor  número  de  soldados  rebajados  de  los  que  se  consignan,  si  por  cualquier  causa  no  se  con- 
siderase conveniente  la  disminución  de  la  fuerza  pública. 

Madrid  12  de  Junio  de  1887.=E1  Ministro  de  Ultramar,  Víctor  Ralaguer. 
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ESTADO  LEÍDA 


Capítulos. 


RESÜMISN  GENERAL  DE  INGRESOS  DE  LA  ISLA  DE  COBA  PARA  EL  EJERCICIO  DE  1887-88. 

1NT.RE30S  PRESUPUESTOS. 

Artículos.  DESIGNACION  DE  I£)S  INGRESOS. 


Por  artículos. 
Pesa?. 


Por  capítulos. 
Pesos. 


i: 


2.a 


SECCION  PRIMERA — CONTRIBUCIONES  É IMPUESTOS. 


IMPUESTOS  SOBRE  LA  PROPIEDAD. 

I.°  Impuesto  sobre  derechos  reales G00.000 

‘2.a  Idem  sobro  pertenencias  mineras 1.000 

Contribuciones  sobre  fincas  urbanas  al  10  por  100.  .. . 1.800.000 

1.a  Idem  sobre  rústicas  sin  distinción  de  cultivo  al  2 por  1 00  4 12.000 

o"  Idem  sobre  la  industria,  comercio,  artes  y profesiones, 

al  12  por  100,  incluso  el  '/»  por  100  de  contratistas.  1.600.000 
0."  Atrasos  de  contribuciones 300.000 

7. a  Consumo  de  ganados 050.000 

8. "  rdom  de  bebidas 1.000.000 


IMPUESTOS  ESPECIARES. 

1. a  Gracias  al  sacar 1.000 

2. "  Impuestos  sobre  grandezas  y títulos 2.000 

3. a  Oficios  vendibles  y renunciables 3.000 

4. °  Amortización 2.000 

5. a  Anualidades  eclesiásticas 1.000 

G."  Derechos  de  privilegios 1.000 

7.a  Recargo  de  1 0 por  i 00  sobre  tarifas  «le  viajeros  en  ferro- 
carriles y vapores,  y de  3 por  100  sobre  mercancías.  301.200 


Baja. — Por  premios  de  recaudación  de  los  impuestos  en  que  ha  de  abonarse. 

Total  de  la  sección  primera 

SECCION  SEGUNDA.— ADUANAS. 

RAMOS  DE  ARANCEL. 

1. "  Derechos  de.  importación 

2. “  Idem  de  exportación 

3. a  Idem  de  navegación 

4. a  Depósito  mercantil 

5/'  Intereses  de  pagarés 


DERECHOS  MENORES. 

Unico.  Multas s> 

Total  de  la  sección  segunda 

SECCION  TERCERA.  -RENTAS  ESTANCADAS. 


EFECTOS  TIMBRADOS. 

1. °  Papel  sollado 650.000 

2. a  Sellos  de  documentos  de  giro .• 200.000 

3. a  Idem  de.  correos 400.000 

4. a  Papel  de  pagos  al  Estado  (antes  de  multas  y reintegros).  300.000 

5. a  Sellos  de  idem 100.000 

fi."  Idem  de  policía,  incluso  los  de  las  cédulas  personales.  300.000 

7. a  Idem  de  telégrafos G0.000 

8. °  Patentes  de  sanidad 4.000 

9. a  Sellos  de  comercio,  pólizas,  recibos  y cuentas 250.000 

lü  Idem  de  matrículas  y títulos  universitarios 130.000 

1 1 Papel  de  multas  municipales 5.000 

12  Tarjetas  postales 1.000 

13  Bulas 7.000 


9.150.000 

1.200.000 

500.000 

2.000 

1.000 


6. 663. 000 


311.200 


6.974.200 

182.600 


ü. 791.000 


10.853.000 

50.000 

10.903.000 


•20 


2 i DICIEMBRE  DE  1867 


Capital  os.  Artíoal.s.  DESIGNACION  DE  LOS  INGRESOS. 


INGRESOS  PRESUPUESTOS. 


Por  artículos. 
Peso*. 


Por  capítulos. 
Pesos. 


Anterior 2.407.000 

CORREOS. 

1. °  Derechos  (le  apartado 15.000 

2. °  Comisos  de  correos 100 

3. "  Correspondencia  extranjera 1.00» 

4. °  Porte  de  periódicos 4.000 

20.100 

2,427.100 

Data. — Por  premio  de  expendido» 120.350 

Total  de  la  sección  tercera 2.306.750 


SECCION  CUARTA.— LOTERÍAS. 


Por  conceptos. 

Unico.  l.w  Producto  de  la  venta  de  392.000  billetes 
en  28  sorteos  ordinarios  de  14.000 
suertes,  á pesos  40  billetes  cada  uno..  15.680.00(3 
Idem  (ie  20.000  billetes  en  los  dos  sor- 
teos extraordinarios,  de  13.000  suertes 
cada  uno,  á pesos  200 5.200.000 


20.880.000 

Á deducir: 

El  75  por  100  que  se  destina 

al  pago  de  premios 15.660.000 

El  medio  por  ciento  de  comi- 
sión á los  expendedores, 
deducidos  los  billetes  sus- 
critos  280.000 

15.940.000 


Producto  líquido 4.940.000 

Reducidos  á oro  al  100  por  100..... 2.470.000 

2.°  Derechos  de  apartado 22.000 

Premios  caducados 175.000 

Derechos  del  10  por  100  sobre  rifas 2.000 


Total 199.000 

Reducidos  á oro  al  100  por  100 . 99.500 


Total  del  capítulo 

SECCION  QUINTA.— BIENES  DEL  ESTADO. 


l.°  PRODUCTOS  EN  RENTA. 

1. °  Alquileres  de  fincas 3.500 

2. °  Bienes  vacantes 1.500 

3. °  Réditos  de  censos  corrientes 25.000 

4. °  Arriendo  de  la  cantera  La  Osa 250 

5. °  Varadero  del  arsenal 500 


2.°  PRODUCTOS  EN  VENTA. 

t.ü  Venta  de  terrenos 60.000 

2. °  Idem  d£  efectos  inútiles  para  el  servicio 13.000 

3. °  Idem  de  bienes  vacantes.  1.000 

4. °  Idem  de  productos  forestales 6.000 


3.°  BIENES  DE  REGULARES. 


2.569.500 


30.750 


80.000 


Unico.  Se  calcula  por  este  concepto » 20.000 

Total  de  la  sección  quinta 130.750 
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INGRESOS  PRESUPUESTOS. 

Capítulos.  Artículos,  DESIGNACION  DE  LOS  INGRESOS.  Por  artículos.  Por  capítulos. 

Pesos.  Pesos. 


SECCION  SEXTA. — INGRESOS  EVENTUALES. 

Unico.  1."  Alcances  de  cuentas 20.000 

2. °  Restituciones 1.000 

3. °  Donativos 500 

4. °  Utilidades  de  giro 100.000 

5. "  Reintegros  al  Estado 200.000 

6. °  Productos  del  ramo  de  presidios 50.000 

7. "  Desr.uento  de  haberes » 

8. ®  Acuñación  de  moneda 20.000 

571.500 

Total  de  la  sección  sexta 571.500 


RESÚMEN  GENERAL. 


Sección  1.* — Contribuciones  é impuestos 6.701.600 

2.*— Aduanas 10.903.000 

3.‘ — Rentas  estancadas 2.306.750 

4.*— Loterías 2.569.500 

5.*— Bienes  del  Estado 130.750 

6."— Ingresos  eventuales 571.500 


Total  ingresos 23.273.100 


Madrid  12  de  Junio  de  188  7.= Víctor  Balaguer. 
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REL  ACION 


dé  los  conceptos  del  presupueste  de  gastos  de  la  isla  de  Cuba  que  en  su  caso  y debida  for  ma  podrán 
ser  susceptibles  de  ampliación  durante  el  ejercicio  de  1887-88. 


Capítulos.  Artículos. 


SERVICIOS. 


MOTIVOS. 


10 

14 


( 

I 


. o 
0. 


2." 


8.'  3." 

I 6.° 

ü.*  Unico. 
10  » 


I.* 


O * 


1. ° 

2. " 


11 

13 


2.* 

1. ° 

2. " 


SECCION  PRIMERA.— OBLIGACIONES  GENERALES. 

Amortización  é intereses  de  la  deuda  pública Por  ei  aumento  que  puedan  tener 

Intereses  de  la  deuda  flotante  del  Tesoro I estos  servicios  durante  el  ejer- 

Gastos  de  comisión  y situación  de  fondos t cicio,  por  exceder  el  gasto  que 

Acuñación  de  moneda ) produzcan  al  crédito  legislativo. 

SECCION  TERCERA.— GUERRA. 


Cuerpos  permanentes 

Reclutamiento  del  ejército 

Cuerpo  de  inválidos 

Material  de  hospitales.  . . . 


Aumento  fuerza.  impresión  de  rebujode*.  «caer 
número  do  hospitalidades,  relie/  que  conoedan.  craeo? 
pensionadas  y gastos  do  reemplazo. 

Concesiones  de  pases  do  mayor  número  que  el  etica- 
lado. 

Mayor  número  de  hospitalidades  ó aumento  en  el  pre- 
cio ¿e  la  esianoia. 


Idem  de  trasportes 


Aumento  en  gastos  que  solo  pueden  fijarse  i cálculo. 


Alquileres  de  ediílcios 

Gastos  diversos  é imprevistos 
Cruces  pensionadas 


t N'eoesid&d  de  arrendar  algunos  por  mayor  cifra  que  1» 
) del  presupuesto. 

Por  la  naturaleza  del  servicio. 

¡ Por  el  aumento  de  oruces  pensionadas  durante  el  ejer- 

) vicio. 


SECCION  CUARTA.  -HACIENDA. 


Alquileres  de  edificios.. > 

Reparación  de  idem i Por  el  aumento  que  puedan  te— 

Traslación  de  caudales \ ner  estas  obligaciones  durante 

Gastos  de  sorteo » el  ejercicio. 

Devolución  de  ingresos ) 


SECCION  QUINTA— MARINA. 


Buques. — Personal.. . 

Apostadero.— Material, 
Buques. — Material. . . , 


ÍPara  suoldos  y raciones  en  el  «Moque  hubiera  necesi- 
dad de  aumentar  las  fuems  navales,  ó mayor  precie  a 
que  puedan  ascender  dichas  raciones, 
j Por  el  aumento  que  puedan  tener  les  gastos  de  tras- 
i porte  que  no  puedan  sujetarse  a cálculos. 

IPor  el  mayor  gasto  de  carbón  que  las  comisiones  del 
servioio  eiijan  y por  el  mayor  número  de  hospital  ida  • 
des  que  puedan  ocurrir  6 el  aumento  de  su  precio. 


SECCION  SEXTA. —GOBERNACION. 


Alquileres  de  edificios 

Pasajes  de  relegados  criminales  y deportados  políticos. 
Gastos  reservados  de  vigilancia  en  los  ramos  de  Gober- 
nación y Hacienda 

Telegramas  por  el  cable 

Gastos  de  vigilancia  en  los  Consulados  de  América,  ra- 
mos de  Gobernación  y Hacienda 

Gastos  de  vigilancia  de  la  Legación  de  Washington.. . 


ÍPor  el  aumento  que  puedan  te- 
ner estas  obligaciones  durante 
el  ejercicio. 

J 


SECCION  SÉTIMA.— FOMENTO. 

Reparación  y conservación  de  carreteras J Por  el  mayor  impulso  que  pue- 

Puertos | da  darse  para  el  desarrollo  de 

Faros ] las  obras  públicas. 
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APENDICE  LETRA  C. 


Bases  para  la  redacción  del  nuevo  Arancel  de  aduauas  de  la  isla  de  Cuba. 


Primera.  El  arancel  tendrá  dos  columnas,  á se- 
mejanza del  vigente,  en  la  Península,  y el  Gobierno 
quedará  autorizado  para  imponer  un  recargo  de  10  á 
20  por  100  á las  mercancías,  á los  pabellones  ó am- 
bas cosas  simultáneamente,  de  aquellos  países  que 
con  sus  medidas  arancelarias  causaren  perjuicios  ó 
crearen  privilegios  contrarios  á los  intereses  de  la 
isla  de  Cuba. 

Segunda.  So  redneirán  las  partidas  del  actual 
arancel  al  número  absolutamente  indispensable  por 
medio  de  agrupaciones  genéricas  formadas  en  armo- 
nía con  los  usos  y costumbres  del  comercio  y de  los 
consumidores. 

Tercera.  Se  señalará  un  derecho  puramente  fiscal 
cuyo  máximo  sea  de  15  por  100  sobre  todos  los  ar- 
tículos de  más  general  consumo  para  las  clases  mé- 
uos  acomodadas  y cuyo  uso  no  pueda  ser  pernicioso 
para  la  salud  ó para  la  moral. 

Cuarta.  Los  demás  artículos  pagarán  un  derecho 
extraordinario,  que  podrá  elevarse  hasta  el  35  por  100, 
teniéndose  en  cuenta  para  fijarlo  la  necesidad  de  su 
consumo,  su  valor  relativo  y la  influencia  que  su  uso 
pueda  ejercer  en  la  salud  y en  la  moral. 

Quinta.  No  se  impondrán  derechos  á la  exporta- 
ción, más  que  á los  géneros  siguientes: 

Aguardientes. 

Azúcares. 

Cera. 

Maderas. 

Miel  de  abejas. 

Miel  de  caña. 

Tabaco. 

El  derecho  sobre  los  arts.  l.°,  2.°  y 6.°  quedará 
en  suspenso  ínterin  no  se  decrete  su  restablecimiento 
por  disposiciones  de  una  ley. 

El  máximo  de  derecho  que  podrá  imponerse  á es- 
tos géneros  será  de  10  por  100. 

Sexta.  El  precio  tipo  del  género  para  la  imposi- 
ción del  derecho  en  cada  agrupación  será  el  de  la  es- 
pecie de  importación  más  abundante  de  las  compren- 
didas en  ellas. 

La  valoración  se  hará  tomando  el  promedio  de  los 
precios  que  tengan  los  artículos  en  los  puntos  de 
adeudo  de  las  costas,  y en  todos  los  casos  el  tanto  por 
ciento  se  convertirá  para  la  imposición  concreta  en 
un  tanto  lijo  á la  unidad  de  peso,  medida  ó cuento. 

Sétima.  No  podrá  hacerse  alteración  alguna  en 
los  derechos  del  arancel  por  órdenes  ni  decretos. 

En  lo  relativo  á las  clasificaciones,  podrán  hacerse 
cada  tres  años  las  rectificaciones  que  aconseje  la  ex- 
periencia, á propuesta  de  la  Intendencia  general  de 
Hacienda,  de  acuerdo  con  la  Junta  de  aranceles  de  la 
Isla,  y oido  el  dictámen  de  la  establecida  en  la  Pe- 
níusula. 

Octava.  No  se  concederá  exención  ni  rebaja  de 
trechos  á favor  de  industria,  sociedad,  estableci- 
niiento  público  ni  persona  de  cualquier  clase  que  sea. 


Novena.  La  Junta  de  aranceles  de  la  Isla  redac- 
tará en  cada  año  una  tabla  de  los  precios  medios  de 
las  mercancías,-  á cuyo  fui  formará  de  su  seno  una 
Comisión  llamada  de  valoraciones,  quien  para  cum- 
plir su  cometido,  oirá  á las  Cámaras  de  comercio, 
cuyas  observaciones  serán  tomadas  en  cuenta  por  la 
Administración  antes  de  aprobarlas. 

Estas  tablas  servirán  para  fijar  los  valores  en  la 
estadística  de  importación,  exportación  y tránsito,  y 
en  su  caso  para  las  rectificaciones  á que  alude  la  base 
sétima. 

Décima.  Los  derechos  de  arancel  se  seguirán  co- 
brando en  las  aduanas  establecidas  ó que  se  establez- 
can por  el  Gobierno,  quien  fijará  á cada  una  la  habi- 
litación que  crea  conveniente. 

El  Gobierno  establecerá  almacenes  de  depósitos 
en  los  puertos  que  por  su  importancia  ó por  su  situa- 
ción geográfica  estime  de  utilidad  para  fomento  del 
comercio  sin  exigir  á los  artículos  que  se  depositen 
más  que  un  módico  derecho  de  almacenaje  ínterin  no 
se  introduzcan  al  consumo. 

Undécima.  Las  aduanas  se  regirán  por  unas  or- 
denanzas que  formará  el  Gobierno,  y en  las  cuales  se 
establecerá  la  documentación,  reglas  y formalidades 
para  la  importación,  la  exportación  y el  comercio  de 
cabotaje  y tránsito. 

Las  incidencias  á que  den  lugar  esas  operaciones 
se  resolverán  gubernativamente  sin  causar  costas  ni 
perjuicios  á los  interesados. 

Duodécima.  El  Gobierno,  con  arreglo  á estas  bases 
formará  los  aranceles  que  empezarán  á regir  en  el 
más  breve  plazo  posible. 

Décimatercera.  El  Ministro  de  Ultramar  dictará 
las  disposiciones  necesarias  para  organizar  las  adua- 
nas de  la  Isla,  de  forma  que  concediendo  garantías  a 
los  empleados  se  les  exija  la  más  severa  responsabi-* 
lidad  por  sus  actos. 

Se  procurará  aumentar  sus  dotaciones  dentro  de 
los  créditos  señalados  en  la  ley  de  presupuestos  para 
estos  servicios. 

Igualmente  reformará  la  actual  legislación  en 
cuanto  á la  participación  de  los  funcionarios  del  ra- 
mo en  las  multas  y comisos  que  se  impongan  por  fal- 
tas ó contravenciones  á los  aranceles  y ordenanzas,  de 
forma  que  quedando  en  beneficio  del  Disco  se  destine 
una  parte  de  ellas,  que  no  excederá  del  30  por  100, 
á premiar  á los  empleados  del  ramo  en  proporción  á 
los  servicios  que  hayan  prestado,  siempre  mediante 
propuesta  de  sus  respectivos  jefes. 

Décimacuarta.  Interin  la  reforma  se  lleve  á cabo 
queda  autorizado  el  Ministro  de  Ultramar  para  acla- 
rar ó modificar,  tanto  las  partidas  del  arancel  como 
las  actuales  ordenanzas,  en  la  forma  que  la  experien- 
cia aconseje  para  evitar  el  fraude  por  medio  de  inter- 
pretaciones que  desvirtúen  el  espíritu  de  aquellas  dis- 
posiciones. 
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Bases  |iara  la  negociación  á que  se  refiere  el  arl.  12  de  la  ley  adjunta,  con  el  lin  de  proceder  ;i  la  inmediata  recogida  de 
los  billetes  del  Banco  emitidos  por  cuenta  de  la  Hacienda  en  la  isla  de  Cuba. 


Primera.  Se  emitirán  obligaciones  al  portador,  de 
100  pesos  nominales  con  interés  máximo  de  6 por  1 00, 
pagadero  en  oro  por  trimestres,  y amortizables  en  el 
período  máximo  de  cincuenta  años,  por  medio  de  sor- 
teos trimestrales.  Estas  obligaciones  tendrán  la  ga- 
rantía  especial  de  la  renta  de  loterías  de  la  Isla;  la  de 
las  demás  rentas  é impuestos  allí  establecidos  ó que 
se  establezcan  y no  estén  afectos  con  preferencia  á 
otras  obligaciones  antes  contraidas,  y la  subsidiaria 
de  la  Nación. 

Estarán  exentos  de  todo  impuesto,  y serán  admi- 
sibles por  todo  su  valor  nominal  en  las  ñanzas  que 
hayan  de  prestarse  en  la  Isla  por  toda  clase  de  servi- 
cios públicos. 

El  pago  do  los  intereses  y amortización  se  hará 
únicamente  en  la  isla  de  Cuba,  donde  quedarán  loca- 
lizados. 

Segunda.  Las  obligaciones  á que  se  refiere  la  base 
¿ulterior  serán  canjeadas  por  billetes  de  la  emisión 
Humada  de  guerra  de  precio  mayor  de  5 pesos,  ad- 
mitiéndose éstos  en  ¡>ago  al  tipo  de  50  por  100  de  su 
valor  nominal. 

Para  que  eslos  billetes  sean  admilulos,  es  requi- 
sito indispensable  que  se  hayan  sometido  prévia- 
méiite  al  recuento  y resello  que  habrá  de  hacerse  an- 
tes de  la  emisión  en  la  forma  que  acuerde  el  Ministro 
de  Ultramar. 

Tercera.  La  emisión  será  del  número  de  obliga- 
ciones necesario  para  verificar  el  canje  de  los  bille- 
tes. de  10  pesos  arriba  al  tipo  antes  fijado;  y para  re- 
coger los  de  5 pesos  abajo  por  medio  de  una  negocia- 
ción al  tipo  mínimo  de  85  por  100,  que  permita  hacer 


efectiva  la  suma  necesaria  al  efecto  de  la  recogida, 
canjeándolos  por  moneda  de  plata  de  cuño  nacional 
al  tipo  de  47  por  100. 

Cuarta.  Para  situar  esta  plata  en  la  Isla  podrá 
organizarse  un  servicio  de  remesas  periódicas  de 
200.000  pesos  en  cada  correo,  que  entregará  el  Tesoro 
de  la  Península,  por  sí  ó por  medio  del  Banco  de  Es- 
paña, á cambio  de  letras  á su  favor,  á corto  plazo,  ó 
con  un  interés  que  se  fijará  si  pasase  el  vencimiento 
de  treinta  dias. 

Estas  remesas  se  harán  por  cuenta  del  estableci- 
miento que  se  haga  cargo  de  la  emisión,  siendo  á su 
cargo  todos  los  gastos  hasta  el  recibo  en  sus  cajas. 

Tan  luego  como  las  remesas  constituyan  una  exis- 
tencia bastante  para  no  entorpecer  la  operación  do 
cambio,  por  falta  de  numerario,  el  Establecimiento  en- 
cargado de  la  emisión  admitirá  cuantos  billetes  se  le 
presenten  menores  de  10  pesos,  abonando  47  pesos  en 
plata  por  cada  100  nominales. 

Las  remesas,  lo  mismo  que  el  cambio,  se  harán 
en  la  proporción  de  50  por  1 00  en  pesos  ó monedas 
de  5 pesetas;  30  por  100  en  monedas  de  40  céntimos 
ó dobles  pesetas;  15  por  100  en  las  de  20  céntimos  ó 
pesetas,  y 5 en  las  de  1 0 céntimos  ó medias  pesetas. 

Para  completar  la  escala  metálica  fraccionaria 
podrán  remesarse  monedas  de  bronce  de  las  circu- 
lantes en  la  Península  de  10  ó 5 céntimos  de  peseta, 
equivalentes  á 2 y un  céntimo  de  peso,  en  la  cantidad 
que  el  Ministro  de  Ultramar  determine,  y que  no  ex- 
cederá por  ahora  de  100.000  pesos. 

Madrid  12  de  Junio  de  l887.=Víctor  Balaguftr. 
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DIARIO 


DE  LAS 


SESIONES  1E  COSTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


I Mámen  ( reproducido ) de  Ja  Comisión  permanente  de  exámen  de  las  cuentas 
generales  del  Estado,  sobre  las  del  ejercicio  económico  de  48G9-70. 

AL  CONGRESO. 

La  Comisión  permanente  de  cuentas  del  Estado  ha  examinado  con  detenimiento  las  generales  definitivas 
ilel  año  económico  que  comenzó  en  I."  de  Julio  de  1869  y terminó  en  30  de  Junio  de  1870,  así  como  tam- 
bién la  certificación  correspondiente  expedida  por  el  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  y el  proyecto  de  ley  de 
aprobación  presentado  al  Congreso  por  el  Gobierno  de  S.  M. 

Estas  cuentas  se  hallan  redactadas  por  la  Intervención  general  de  la  Administración  del  Estado  con  arre- 
glo á la  ley  de  contabilidad  de  20  de  Febrero  de  1850,  y publicadas  en  el  órden  que  establece  el  art.  65  de 
la  provisional  de  25  de  Junio  de  1870. 

Hecho  el  exámen  detallado  de  la  cuenta  general,  de  todas  las  parciales  que  comprende  y de  la  certifica- 
ción del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  la  Comisión  presenta  á la  consideración  del  Congreso  los  resultados 
generales  siguientes: 

CUENTA  DEFINITIVA  DE  PRESUPUESTOS. 


PRESUPUESTO  DE  INGRESOS. 


Pesetas. 


les  recursos  del  Tesoro  autorizados  por  la  ley  de  I."  de  Julio  de  1869  para  atenderá  las 
obligaciones  del  Estado  durante  el  año  económico  de  1 869-70  se  elevaron  á la  suma  de. 

Estos  recursos  se  aumentaron  por  varios  conceptos  que  no  teniendo  cantidad  fijada 
en  el  presupuesto  se  consideraron  como  créditos  en  suma  igual  á la  que  produjeran  du- 
rante el  ejercicio,  y son  los  siguientes: 


bo  ingresado  por  «Derechos  de  aduanas  por  material  de  obras  pú- 
blicas»  

Lo  reconocido  y liquidado  por  «Pólvoras,  venta  de  existencias» 

Por  «Productos  diversos  de  correos» 

Por  «Productos  eventuales  de  administración  de  fincas  y venta». . . . 

«Productos  de  los  bienes  declarados  en  quiebra» 

Lo  ingresado  por  «Asignaciones  que  debían  satisfacer  las  Compañías 

concesonarias  de  obras  públicas  para  gastos  de  inspección» 

l.o  que  por  igual  concepto  debieran  satisfacer  las  Sociedades  de  cré- 
dito»   

bo  ingresado  por  «Reintegros  de  la  emisión  de  bonos  20  por  100  de 

beneficio  en  el  pago  de  ventas» 

El  producto  de  la  «Indemnización  de  Marruecos,»  ingresos  verificados 

durante  el  año  económico 

El  producto  do  la  negociación  de  «Bonos  del  Tesoro,»  procedentes  de 
•a  emisión  autorizada  por  decreto  del  Gobierno  provisional  de  23  de 
Octubre  de  18G8 


77.461*23 
21.643*92 
450*53 
4.1 13*23 
24.400*33 

631*15 


749*99 
256  760*19 
1.401.413*63 


146.033.833*72 


539.034.500 


147.821.457*02 
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Pesetas. 


Anteriores 1 47.82 1 .457‘92 

El  producto  de  la  negociación  de  pagarés  del  Tesoro,  autorizada  por 

Real  órden  de  27  de  Mayo  de  1868 0.1 10.90 1‘80 

El  75  por  100  de  plazos  al  contado  y pagarés  procedentes  de  ventas 

de  lincas  y redenciones  de  censos  cedidos  por  Doña  Isabel  TI 37.505‘23 

Por  resultas  de  ejercicios  cerrados,  por  cuenta  de  los  débitos  que 

resultaron  pendientes  de  cobro  al  fin  del  ejercicio  de  1868-69.  . . . 8.16 1.4 18‘80 

Lo  ingresado  por  resultas  de  ejercicios  cerrados  procedentes  de  ven- 
tas de  bienes  nacionales 3.867.619*98 

Suma 


539.034.500 


168.998.903*73 


Total  del  presupuesto  de  ingresos 


708.033.40373 


Los  derechos  reconocidos  y liquidados  4 favor  del  Tesoro,  según 

resulta  de  la  cuenta  de  rentas  públicas,  ascendieron  á 790.516.365*28 

Y deduciendo  de  la  suma  que  antecede  los  débitos  que  pasan  al  pre- 
supuesto de  1870-71  en  concepto  de  resultas  de  ejercicios  cerrados 

y otros  de  índole  especial,  que  importaron 142.757.898*24 

647.758.467*01 


Resultó  un  exceso  en  los  ingresos  presupuestos  comparados  con  los  reconocidos  y liqui- 


dados, de 60.274.930*69 


Según  se  ha  demostrado,  el  total  de  los  ingresos  presupuestos  fué  de 708.033.403*73 

Y los  ingresos  realizados  por  cuenta  de  los  derechos  reconocidos  á favor  del  Tesoro,  se- 
gún aparece  en  la  cuenta  de  Rentas  públicas,  lo  fueron  de 606.817.993*09 


Habiendo  un  exceso  en  los  recursos  presupuestos  sobre  los  ingresos  realizados  durante 


el  ejercicio,  de 101.215.410*61 

Deduciendo  de  esta  suma  el  exceso  de  los  ingresos  presupuestos  sobre  los  reconocidos  y 
liquidados  como  queda  dicho,  de 60.274.936*69 


Quedó  un  resto  por  cobrar  al  final  del  ejercicio  de 40.940.473*95 

Y aumentando  los  restos  que  quedaron  por  cobrar  en  concepto  de  resultas  de  ejercicios 

cerrados  y otros  do  índole  especial,  importantes 142.757.898*24 


Resultó  un  total  de  restos  por  cobrar  al  cerrarse  el  ejercicio  de  1869-70  á favor  del  Tesoro, 

según  aparece  en  la  cuenta  de  Rentas  públicas,  de 183.698.372*19 


La  Comisión  no  vacila  en  afirmar  que  este  guarismo  acusa  negligencia  suma  en  la  Administración;  pero 
á la  vez,  fuerza  es  reconocer  que  no  será  lógico  esperar  otro  resultado  mientras  no  haya  una  ley  que  sea  ga- 
rantía de  idoneidad  cu  ios  funcionarios  á quimes  se  confíe  la  delicada  gestión  de  liquidar  y recaudar  el  ha- 
ber de  la  Hacienda  pública.  Y si  en  todos  tiempos  ha  sido  de  reclamar  esta  medida  como  remedio  eficaz  á 
situación  tan  lamentable,  en  la  actualidad  parece  que  se  impone  la  necesidad  de  adoptarla,  en  atención  «4  que, 
por  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881,  se  fijó  un  plazo  para  la  redamación  y cobro  de  tales  débitos,  y no 
debe  darse  lugar  á que  llegue  el  dia  de  la  prescripción  sin  haber  antes  terminado  los  miles  de  expedientes 
que  lia  de  haber  en  tramitación,  ó acaso  paralizados,  sobre  adjudicación  de  fincas,  por  partidas  fallidas  de  las 
contribuciones  territorial  é iudustrial,  sobre  cancelación  de  pagarés  de  bienes  nacionales  por  anulación  de 
las  respectivas  ventas  y sobre  otros  débitos. 


PRESUPUESTO  DE  GASTOS. 


Los  créditos  concedidos  por  la  ley  de  25  de  Enero  de  1870  para  satisfacer  las  obligacio- 
nes del  Estado,  ascendieron  á 749.843.387*50 

A esta  suma  se  aumentaron  los  pagos  ejecutados  por  obligaciones  que  carecian  de 
crédito  legislativo  en  el  presupuesto  por  ser  desconocidos,  y se  autorizó  al  Gobierno 
para  satisfacerlos,  y son  los  siguientes; 

La  diferencia  entre  lo  presupuesto  y reconocido  y liquidado  por  inte- 


reses de  la  deuda  flotante  del  Tesoro 1.399.561*65 

La  diferencia  entre  lo  presupuesto  y reconocido  y liquidado  por  ha- 
beres de  clases  pasivas 1.475.37 1*  14 


2.874.932*79 


APÉNDICE  99.°  AL  NÚM.  2 


3 


Anteriores 2.874.932*79 

La  diferencia  enlre  las  obligaciones  presupuestas  y las  reconocidas  y. 

liquidadas  por  devolución  de  ingresos  de  ejercicios  cerrados 1 03-922*53 

La  diferencia  entre  io  presupuesto  y reconocido  y liquidado  por  pre- 
mios á denunciadores,  aprehensores  y partícipes  de  multas 1.009‘86 

Lo  satisfecho  por  indemnizaciones  de  derechos  de  aduanas  y material 

de  obras  públicas 77.40 1‘23 

La  diferencia  entre  lo  presupuesto  y lo  reconocido  y liquidado  por 
obligaciones  de  ejercicios  cerrados  que  carecían  de  crédito  legisla- 
tivo.....  . ..  ; 113.950*61 

Lo  reconocido  y liquidado  en  concepto  de  devolución  de  ingresos  de 

ejercicios  cerrados  por  varios  conceptos 1 7.35  í.972‘50 

Lo  reconocido  y liquidado  por  capital  6 intereses  de  billetes  del  Te- 
so*'0  22.007*38 

Lo  reconocido  y liquidado  por  suplementos  del  Banco  por  insuüciencia 
de  los  cobros  realizados  por  el  mismo  de  las  obligaciones  de  com- 
pradores de  bienes  nacionales  para  constituir  el  fondo  de  amorti- 
zación y para  pago  de  intereses  de  los  billetes  hipotecarios 286.617*88 

Por  el  sobrante  que  resultó  en  la  liquidación  del  ejercicio  de  1868-69 
del  crédito  concedido  para  estudios  del  plan  general  de  ferro- 
carriles  210.367*35 

Por  el  sobrante  del  crédito  concedido,  con  el  carácter  de  permanente, 
para  satisfacer  los  gastos  que  ocasionara  la  traslaciou  y venta  de 

pólvora  de  las  suprimidas  fábricas  del  Estado 47.4 10*83 

Por  entregas  hechas  al  Real  Patrimonio  á cuenta  del  25  por  100  del 
valor  de  las  Ancas  reservadas  para  servicio  del  Estado 10.643*98 


Por  pagos  ejecutados  por  cuenta  de  los  créditos  procedentes  de  ejer- 
cicios cerrados  que  quedaron  sin  satisfacer  al  terminar  el  ejercicio 
de  1868-69;  por  obligaciones  procedentes  de  los  créditos  de  dispo- 
siciones anteriores  que  se  han  formalizado;  por  las  obligaciones  de 
resultas  de  la  guerra  de  Africa  y por  obligaciones  de  ejercicios  ce- 


rrados, libradas  en  suspenso,  que  se  han  formalizado 46.597.615*63 

Y finalmente,  por  el  importe  de  los  suplementos  de  crédito  y créditos 
extraprd inarios  concedidos  á los  Ministerios  de  la  Guerra,  Goberna- 
ción, Fomento  y Hacienda,  por  diferentes  disposiciones  de  carácter 
legislativo  y ministerial  durante  el  ejercicio 3. 1 9 1.6 1 7*50 


Siendo  ol  total  de  los  créditos  del  presupuesto  de  gastos,  los  suplementos  de  crédito  y 

créditos  extraordinarios  y las  resultas  de  ejercicios  cerrados 

i deduciendo  de  esta  suma  las  bajas  introducidas  en  los  presupuestos  y las  anulaciones 
sobre  los  créditos  primitivos  por  razón  de  economías  y por  trasformacion  de  los  ser- 
vicios, en  cumplimiento  de  las  leyes  de  21  de  Noviembre  de  1869  y 25  de  Enero  de 
1870,  que  importaron 

Resulta  que  los  créditos  definitivos  del  presupuesto  de  gastos  del  ejercicio  de  1869-70, 
con  las  modificaciones  introducidas  en  ellos,  importaron 


Los  gastos  reconocidos  y liquidados  durante  el  ejercicio,  según  apa- 
rece en  la  cuenta  de  gastos  públicos,  importaron • 938.155.548*04 

Deduciendo  de  esta  cantidad  los  restos  pendientes  de  pago,  que  lo 
fueron  por 1 40.896.957*74 


Resultó  un  líquido  exceso  en  los  gastos  presupuestos,  comparados  con  los  reconocidos  y 
liquidados,  de 

Según  queda  demostrado,  los  créditos  presupuestos,  con  las  modificaciones  introducidas 
en  ellos,  ascendieron  á 

Ias  paS°3  ejecutados,  según  aparece  en  la  cuenta  de  Gastos  públicos,  importarán. ! ! ! ! ! 

^ resultó  un  exceso  en  los  gastos  presupuestos  sobre  los  pagos  ejecutados,  de. 


Pesetas. 


'49.843.387*50 


70.949.530*0* 


820.792.917*57 


2.429.509*59 


818.363.407*98 


797.258.590*30 


21.104.817*68 


818.363.407*98 
691.235.462*1  1 


127.127.945*87 
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Pesetas. 


Anterior 

Finalmente,  siend  o los  gastos  reconocidos  y liquidados  por  obligacio- 
nes del  presupuesto  de  1809-70,  con  las  resultas  de  ejercicios  ce- 
rrados, de 938.155.648*04 

Y los  créditos  concedidos  en  el  presupuesto,  de 818.363.407*98 

Hubo  un  exceso  en  los  gastos  reconocidos  y liquidados  comprados  con  los  presupues- 
tos, de 


Que  unido  este  exceso  con  el  que  resultó  entre  los  gastos  presupuestos  sobre  los  pagos 
ejecutados,  quedó  un  resto  por  pagar  al  cerrarse  el  presupuesto  de  1869-70  ;i  favor 
di»  los  acreedores  del  Tesoro,  según  resulta  de  la  cuenla  de  Gastos  públicos,  importante.  246,900.085*93 


127.127.945*8' 


» 

» 

1 19.792, 140*06 


RESULTADOS  o ex  El\A  les 

Ingresos  presupuestos  con  las  modificaciones  introducidas 

Ingresos  realizados  por  el  Tesoro  durante  el  ejercicio 

Exceso  en  los  créditos  presupuestos  sobre  los  ingresos  realizados. 

Gastos  presupuestos  con  las  modificaciones  introducidas 

Pagos  ejecutados  por  el  Tesoro  durante  el  ejercicio 


Exceso  en  los  gastos  presupuestos  sobre  los  pagos  ejecutados 

Este  exceso  se  demuestra  por  las  partidas  siguientes: 

Por  sobrantes  después  de  cubiertos  los  gastos 39.933. 7 0 4 1 7 1 

Por  traspaso  al  presupuesto  inmediato  de  obligaciones  devengadas  y 

no  satisfechas  durante  el  ejercicio 1 06.023. 128;  1 9 

Por  traspaso  al  presupuesto  inmediato  de  los  créditos  no  consumidos 

durante  el  ejercicio  y que  estaban  declarados  permanentes 2.507.500*36 


148.464.333*26 

Deduciendo  le  esta  suma  por  exceso  de  los  gastos  liquidados  respecto 
á los  créditos  concedidos 2 1.336.387*39 


Resultó  un  exceso  igual  en  los  créditos  concedidos  á los  pagos  ejecu- 
tados en  la  cantidad  liquidada,  de 127.127.945*87 


708.033.403*73 
606. 817. 993*09 


101.215.410*64 


818.363.407*98 

691.235.462*1! 


127.127.945*87 


127.127.945*87 


Tgual. 


Los  ingresos  realizados  durante  el  ejercicio  importaron . 606.817.993*09 

Los  gastos  realizados  durante  el  ejercicio  importaron 691.235.462-11 

Y resultó  un  exceso  en  los  pagos  ejecutados  sobre  los  ingresos  obLenidos,  de 84.417.469*02 


Expuestos  detalladamente  los  resultados  generales  de  esta  cuenta,  conformes  en  un  lodo  con  los  de  las 
cuentas  de  rentas  públicas  y de  gastos  públicos  en  la  parte  correspondiente  á las  prescripciones  del  presu- 
puesto, la  Gomision  lia  de  ocuparse  en  dos  hechos  importantes  que  resultan  de  su  eximen  y comprobación. 

Primero.  Entre  los  créditos  legislativos  votados  por  las  Córtes  para  atender  al  pago  de  las  obligaciones 
generales  del  Estado,  con  las  modificaciones  introducidas  posteriormente  en  ellos  y los  derechos  reconoci- 
dos y liquidados  & favor  de  los  acreedores  del  Tesoro,  aparece  un  exceso  de  21.336.387*39,  de  los  cuales  fue- 
ron satisfechos  1.280. 668*  14,  y quedaron  por  pagar  al  cerrarse  el  ejercicio  20.055.7 19*24. 

Respecto  á este  punto,  el  art.  27  de  la  ley  de  administración  y contabilidad  general  del  Estado  de  20  de 
Febrero  de  1850,  dispone  que  de  ocurrir  gastos  urgentes  y de  imprescindible  necesidad  que  no  estén  com- 
prendidos en  el  presupuesto  ó excedan  del  crédito  legislativo  designado  al  efecto,  debe  el  Gobierno,  bajo  su 
responsabilidad,  atender  a su  pago  por  medio  de  suplementos  de  crédito  ó de  créditos  extraordinarios,  con- 
ceptuándose en  ambos  casos  como  provisionales  basta  que  sean  aprobados  por  medio  de  una  ley,  presen- 
tando al  efecto  el  proyecto  correspondiente  que  los  sancione.  Esto  no  se  ha  hecho  respecto  á la  suma  de 
21.330.387*39  con  infracción  manifiesta  de  lo  que  prescribe  el  art.  27  de  la  citada  ley  de  contabilidad,  omi- 
tiéndose la  presentación  á las  Córtes  del  debido  proyecto  de  ley  para  obtener  la  Iegali«acion  de  103  servicios 
que  motivaron  aquel  exceso  de  obligaciones. 

A este  propósito  dice  el  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  en  su  Memoria  correspondiente  á las  cuentas  ge- 
nerales definitivas  objeto  de  este  dictámen,  lo  que  sigue: 

«La  causa  que  originó  el  mencionado  exceso  procede  de  la  opinión  sustentada  por  algunos  Centros  de  creer 
perfectamente  legal  el  reconocimiento  de  obligaciones,  contrayendo  su  importe  en  cuentas,  cualquiera  que  sea 
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su  cuantía,  siempre  que  no  se  satisfaga  mayor  suma  que  la  asignada  al  capítulo  ó capítulos  de  sus  respecti- 
vas secciones.  Tal  Opinión  no  puede  aceptarse,  por  ser  contraria  á las  leves  de  contabilidad,  y porque  de  se- 
guirse esa  doctrina,  serían  infructuosas  las  previsiones  del  presupuesto  que  limita  los  gastos  y con  ellos  los 
servicios,  pues  al  darse  mayor  extensión  á los  reconocimientos  que  la  que  permiten  los  créditos  otorgados, 
resultaría  una  inexactitud  que  debe  evitarse.  Las  obligaciones  que  quedan  sin  pagar  á la  liquidocion  de  un 
presupuesto  se  comprenden  en  el  siguiente  en  el  concepto  de  resultas  del  ejercicio  anterior,  viniendo  á ser 
por  ese  medo  legalizadas  unas  obligaciones  que  no  debieron  ser  reconocidas  ni  liquidadas  sin  haberse  soli- 
citado antes  por  los  trámites  legales  el  crédito  necesario  para  atender  á su  pago. 

Si  bien  el  Tribunal  no  duda  que  los  créditos  reconocidos  fueron  liquidados  como  legítimos  y proceden 
todos  de  haberse  cubierto  atenciones  ineludibles,  cree  de  su  deber  reproducir  esta  observación,  como  lo  ha 
hecho  en  Memorias  anteriores,  encareciendo  otra  vez  la  necesidad  de  que  recaiga  alguna  resolución  que 
corrija  una  práctica  contraria  al  precepto  expreso  en  el  art.  19  de  la  ley  de  contabilidad  de  1850,  que  de- 
termina que  son  únicamente  obligaciones  exigibles  del  Estado  las  que  se  comprenden  en  la  ley  anual  de 
presupuestos,  ó se  reconocen  por  leyes  especiales.» 

También  expone  el  Tribunal  que  ai  verificar  el  exámen  de  la  referida  cuenta  definitiva  de  gastos,  ha  ob- 
servado que  en  la  general  formada  por  el  Ministerio  de  la  Guerra  respectiva  al  ¡presupuesto  de  1869-70,  se 
siguió  el  sistema,  notado  ya  en  años  anteriores,  de  reconocer  en  concepto  de  resultas  de  ejercicios  cerrados 
nuevas  obligaciones,  importando  las  que  ha  hecho  y distribuido  entre  los  presupuestos  de  1850  á 1868-69 
durante  el  año  económico  citado,  la  suma  de  825.801  pesetas  7 1 céntimos.  Al  verificar  esas  nuevas  contrac- 
ciones se  ha  separado  de  lo  que  las  leyes  6 instrucción  de  contabilidad  previenen,  comprendiendo  en  resultas 
reconocimientos  de  obligaciones  á cargo  de  presupuestos  ya  liquidados,  y también  de  lo  dispuesto  en  la  lteal 
urden  de  15  de  Junio  de  1861,  dirigida  á todos  los  Ministerios,  prescribiendo  que  el  pago  de  servicios  recono- 
cidos y liquidados  después  de  cerrados  los  presupuestos  de  los  años  de  que  procediesen  fueran  incluidos  nece- 
sariamente en  el  capítulo  que  para  estos  casos  comprende  el  presupuesto  con  el  epígrafe  de  «Obligaciones  que 
carecen  de  crédito  legislativo,»  y que  deben  ser  á la  vez  incluidos  en  las  relaciones  nominales  de  acreedores 
que  han  de  remitirse  con  los  presupuestos.  No  obstante  las  prevenciones  mencionadas,  el  Ministerio  de  la 
Guerra  continuó  una  práctica  acerca  de  la  cual  el  Tribunal  cree  de  su  deber  llamar  la  atención  ¡)ara  que  eu 
el  caso  de  no  haberse  corregido  en  las  cuentas  posteriores  á la  época  citada,  pueda  adoptarse  la  resolución 
conveniente. 

La  Comisión  se  halla  conforme  con  las  observaciones  hechas  por  el  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  pero 
entiende  que  á tal  práctica  puso  término  la  ley  de  25  de  Junio  de  1880,  en  cuyo  art.  I.°  se  dice  que  los 
departamentos  ministeriales  no  podrán  crear  nuevos  servicios,  modificar  los  existentes  ni  disponer  sus  gastos 
respectivos  sino  dentro  del  importe  de  los  créditos  autorizados,  sin  que  en  caso  alguno  preceda  al  otorga- 
miento del  crédito  la  ordenación  del  gasto,  bajo  la  responsabilidad  del  Ministro  que  lo  disponga.  Por  consi- 
guiente, existe  el  correctivo  que  la  extralimitaciou  de  facultades  señalada  demandaba,  no  siendo  ya  de  espe- 
rar que  se  falte  á precepto  tan  terminante. 

Segundo.  Entre  los  gastos  presupuestos  cou  las  modificaciones  introducidas  posteriormente  en  ellos,  y 
los  pagos  ejecutados  por  el  Tesoro  durante  el  ejercicio,  resulta  un  exceso  en  los  gastos  presupuestos  de 
148.464.333*26,  cuya  cifra  componen  las  tres  partidas  siguientes: 

106.023.128*19  por  traspaso  ai  presupuesto  inmediato  de  obligaciones  devengadas  y no  satisfechas  du- 
rante el  ejercicio  en  concepto  de  resultas  del  presupuesto  de  gastos  para  el  ejercicio  inmediato;  2.507.500{36 
por  traspaso  al  próximo  presupuesto,  por  créditos  no  consumidos  durante  el  ejercicio  y que  estaban  decla- 
rados permanentes,  y 39.93 3.704‘7 1 por  sobrantes  que  resultaron  después  de  cubiertos  los  gastos. 

La  citada  ley  de  administración  y contabilidad  dispone  en  su  art.  22,  que  deben  anularse  al  cerrarse  el 
ejercicio  todos  los  créditos  legislativos  que  resultaren  sobrantes  después  de  cubiertas  las  obligaciones  para 
que  fueron  concedidos  ó por  no  haberse  hecho  uso  de  ellos,  encontrándose  eu  este  caso  las  39.333.704i7  i 
pesetas,  que  resultan  no  invertidas  después  de  cubiertos  los  gastos  presupuestos. 

Respecto  á este  puuto,  el  Tribunal  hace  en  su  Memoria  las  observaciones  siguientes: 

«La  citada  ley  de  contabilidad  á que  se  ajusta  la  cuenta  general  definitiva  del  presupuesto  de  1869-70, 
objeto  de  esta  Memoria,  ordena  en  su  art.  22  que  el  presupuesto  no  se  considere  vigente  sino  durante  el 
año  á que  corresponda,  debiendo  anularse  los  créditos  de  que  en  él  no  se  hubiera  hecho  uso,  á no  ser  que  la 
ley  haya  autorizando  su  permanencia,  formalidad  que  no  fué  cumplida  por  el  Gobierno  de  la  Nación  que  regia 
en  aquella  época,  ai  dejar  de  anularse,  al  cierre  del  citado  presupuesto,  los  39.933.704  pesetas  71  céntimos 
que  resultaron  sobrantes  cuando  se  hizo  su  liquidación. 

Ros  créditos  sobrantes  que  ai  terminar  un  ejercicio  no  tienen  el  carácter  de  permanentes,  quedan  anu- 
lados por  ministerio  de  la  ley;  y como  por  otra  parte  no  es  posible  determiuar  su  importe  con  garantías  de 
exactitud  sin  haber  hecho  antes  la  liquidación  definitiva  del  presupuesto,  que  es  la  cuenta  general,  de  aquí 
d que  no  parezca  que  constituye  cargo  de  responsabilidad  la  omisión  señalada,  y mucho  ménos  cuando  nin- 
gún peligro  existe  de  que  tales  sobrantes  puedan  ser  utilizados  para  servicios  de  presupuestos  posteriores. 

También  es  de  notar  con  este  motivo  el  hecho  de  que  si  por  una  parte  se  han  reconocido  obligaciones 
sin  kner  crédito  suficiente  para  satisfacerlas,  se  halla,  por  otra  parte,  en  la  misma  sección  en  que  aquellas 
figuran,  créditos  sobrantes  en  cantidad  muy  superior  al  importe  de  las  indicadas  obligaciones,  de  donde  re- 
sulta que  la  extralimitaciou  de  que  anteriormente  se  ha  hecho  mérito,  queda  reducida  á la  falta,  siempre 
grave,  de  una  formalidad,  puesto  que  el  Gobierno,  dentro  de  sus  facultades,  pudo  decretar  las  correspondien- 
tes trasferencias  de  créditos,  sin  necesidad  de  otros  requisitos  que  el  de  oir  préviamente  ai  Coussjo  de  Estado.» 

Consignadas  las  anteriores  observaciones,  y teniendo  en  cuenta  que  si  bien  acusan  falta  de  cumplimiento 
de  los  preceptos  legislativos,  no  han  ocasionado  perjuicio  alguno  al  Tesoro  pút  eco,  la  Comisión  opina: 
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Primero.  Que  debe  autorizarse  el  exceso  de  los  21.336.387*38  que  resultarou  en  los  gastos  reconocidos  y 
liquidados  sobre  los  créditos  concedidos  en  el  presupuesto. 

Segundo.  Que  deben  anularse  los  39.933.704-7 1 que  resultaron  sobrantes  después  de  cubiertos  los  gastos. 

Tercero.  Que  asimismo  debe  autorizarse  el  traspaso  al  presupuesto  inmediato,  en  concepto  de  resultas 
del  presupuesto  de  gastos  del  año  económico  de  1869-70,  de  los  106.023.128*19,  importe  de  las  obligaciones 
devengadas  y no  satisfechas  durante  el  ejercicio;  y 

Cuarto.  Que  igualmente  debe  autorizarse  el  traspaso  al  presupuesto  inmediato  de  los  2.507.500*36,  im- 
porte de  los  créditos  no  consumidos  durante  el  ejercicio  y que  estaban  declarados  permanentes. 

CUENTA  DEFINITIVA  DE  RENTAS  PÚBLICAS. 

Pesetas. 


Los  recursos  concedidos  por  la  ley  de  l.°  de  .Julio  de  1869,  se  fijaron  en 539.034.500 

Estos  recursos  se  aumentaron  por  previsiones  de  la  misma  ley  y disposiciones  posterio- 
res, por  varios  conceptos  que  no  tenían  cantidad  calculada  en  el  presupuesto  y por  re- 
sultas de  ejercicios  cerrados,  según  consta  detalladamente  en  la  cuenta  de  presupues- 
tos, «Ingresos,»  en  la  suma  de 168.998.903*73 


De  modo  que  los  ingresos  presupuestos  ascendieron  á 708.033.403*73 

Y siendo  los  ingresos  realizados  por  cuenta  de  los  derechos  reconocidos  d favor  del  Te- 
soro  606.817.993*00 


Resultó  un  exceso  en  los  recursos  presupuestos  sobre  los  ingresos  realizados,  de 101.215.410*64 


Los  derechos  reconocidos  y liquidados  á favor  del  Tesoro  durante  el  ejercicio  importaron.  790.51 6.365*28 

Los  ingresos  realizados  por  cuenta  de  estos  derechos,  como  queda  dicho,  ascendieron  á. . 606.817.993*09 


Y quedaron  por  cobrar  en  concepto  de  resultas  al  cerrarse  el  ejercicio 183.698.372*19 


Los  resultados  generales  que  anteceden  se  consignau  detalladamente  en  el  siguiente 


Estado  demostrativo  de  los  resultados  que  presenta  la  cuenta  definitiva  de  rentas  públicas  entre  los 
derechos  acreditados  d favor  del  Estado,  los  ingresos  obtenidos  en  el  Tesoro  y los  restos  por  co- 
brar al  terminar  el  ejercicio. 


Presupuesto  de  1869-70. 

Derechos 

acreditados  d lavor 
del  Estado. 

Pesetas. 

Ingresos 
obtenidos  en  el 
Tesoro. 

Pesetas . 

Restos  por 
cobrar  al  terminar 
el  ejercicio. 

Pesetas. 

Contribuciones  directas 

21 1.244.519*41 

165.177.573*34 

46.066.946*07 

Impuestos  indirectos  y recursos  eventuales 

75.876.636*74 

53.810.046*02 

22.066.590*72 

Sello  del  Estado  y servicios  explotados  por  la  Admi- 
nistración  

131.366.414*01 

130.199.101*29 

1.107.312*72 

1 

Propiedades  y riere-  < 

¡ Derechos  y productos  de  rentas  y 
! fincas 

33.920.741*22 

13.179.662*38 

20.741.078*84 

chos  del  Estado...  . 

| Productos  de  ventas  de  bienes  na- 
i cionales 

82.064.220*24 

70.792.118*44 

1 1.272.101*80 

lugresos  procedeiltes  de  Ultramar 

5.046.721*21 

5.040.721*21 

» 

Recursos  especies  del  Tesoro 

156.583.654*38 

156.583.654*38 

» 

RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 

Del  presupuesto  de  1850  á 1863-64 

13.111.412*01 

261.201*68 

12.850.210*33 

rl o IRÍU.KK 

1.832.543*61 

2.158.407*70 

1.529.220*25 

4.129.593*47 

33.686.827*11 

675.653*87 

170.130*56 
232.01 1*75 
408.157*35 
1.042.186*94 
6.047.730*52 

13.838*46 

1.662.413*05 

1.926.395*95 

1.121.068*90 

3.087.406*53 

27.639.096*59 

661.815*41 

de  1865-66. . . 

de  1866-67. 

de  1867-68 

rié  IRCR-fiO 

RESULTAS  DE  VENTAS  DE  BIENES  NACIONALES. 

Reventas  anteriores  á la  ley  de  i.°  de  Mayo  de  1855.. . 

verificadas  con  arreglo  á dicha  ley  de  1850  y 

posteriores 

37.289.794*05 

3.853.858*77 

33.435.935*28 

790.516.365*28 

606.817.993*09 

183.698.372*19 
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En  el  estado  que  precede  no  figuran  los  ingresos  procedentes  de  los  recargos  proviuciales  y municipales 
para  partícipes  de  las  rentas  públicas  y de  los  bienes  del  clero  hasta  Qn  de  1855,  porque  dichos  recargos  no 
constituyen  ingresos  para  el  Tesoro  ni  son  comprendidos  en  los  presupuestos  generales  del  Estado;  corres- 
pondiendo al  Ministero  de  la  Gobernación,  según  los  arls.  45  y 46  de  la  ley  de  contabilidad  de  20  de  Febrero 
de  1850,  presentar  á las  Cortes  estados  detallados  de  los  ingresos  y gastos  de  la  inversión  que  dieren  á los 
mismos  las  Administraciones  provincial  y municipal. 

Respecto  á la  suma  de  183.698.372' 19  que  resultaron  por  cobrar  á la  liquidación  definitiva  del  ejercicio, 
debe  tenerse  presente  que  en  la  referida  suma  están  incluidas  1 42.757.898*24  que  quedaron  sin  hacerse  efec- 
tivas. procedentes  de  atrasos,  resultas  de  ejercicios  cerrados  y otros  conceptos  especiales  que  pasan  á figu- 
rar como  recursos  del  inmediato  presupuesto;  quedando,  por  tanto,  reducidos  los  restos  sin  cobrar,  propios 
del  ejercicio  de  1869-70,  á la  cantidad  de  40.940.473*95. 

El  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  ni  en  su  declaración  ni  en  su  Memoria,  hace  observación  ninguna  res- 
pecto á esta  cuenta. 

La  Comisión,  por  su  parte,  nada  tiene  que  añadir  á lo  que  anteriormente  deja  expuesto,  hallando  en  un 
todo  ajustada  ;í  las  prescripciones  de  la  ley  de  contabilidad  la  cuenta  general  definitiva  de  rentas  públicas. 

CUENTA  DEFINITIVA  DE  GASTOS  PUBLICOS. 

Pesetas. 


Los  gastos  autorizados  por  la  ley  2 5 de  Enero  de  1870  para  satisfacer  las  obligaciones 

del  Estado  durante  el  ejercicio,  lo  fueron  por  la  suma  de 749.843.387*50 

A esta  suma  se  aumentaron  los  gastos  ejecutados  por  obligaciones  que  carecían  de  cré- 
ditos legislativos  y que  por  la  misma  ley  se  autorizó  al  Gobierno  para  satisfacerlos  por 
otras  disposiciones  legales  posteriores  y por  resultas  de  ejercicios  cerrados,  según  apa- 
rece detalladamente  en  la  cuenta  de  presupuestos,  «Gastos,»  en  cantidad  de 70.949.530*07 

Siendo  el  total  importe  del  presupuesto  de  gastos 820.792.917*57 


Y deduciendo  de  esta  suma  las  bajas  introducidas  en  los  créditos  presupuestos  y las  anu- 
laciones hechas  por  economía  y por  trasformacion  de  los  servicios,  en  conformidad  con 
las  leyes  de  21  de  Noviembre  de  18G9  y la  citada  de  25  de  Junio  de  1870,  por  la  can- 
til de 2.429.509*59 


Resulta  que  los  créditos  definitivos  del  presupuesto  de  gastos  lo  fueron  por 818.363.407*98 

Los  pagos  ejecutados  durante  el  ejercicio  se  elevaron  á 691.235.462*1  1 


Y hubo  por  tanto  un  exceso  en  los  gastos  presupuestos  sobre  los  pagos  ejecutados,  de.. . 127.127.945*87 

Los  gastos  reconocidos  y liquidados  á favor  de  los  acreedores  del  Estado  con  inclusión  

de  las  resultas  de  ejercicios  cerrados,  importaron 988. 1 55.548*04 

Y siendo  los  pagos  ejecutados,  como  queda  dicho,  durante  el  ejercicio 691 .235.462*  1 1 


Quedaron  por  pagar  á la  terminación  definitiva  del  ejercicio 246.920.085*93 


Estos  resultados  generales  se  exponen  en  el  siguiente 


Kstado  demostrativo  de  los  resultados  que  presenta  la  cuenta  definitiva  de  pastos  públicos  con  las 
obligaciones  reconocidas  y liquidadas , los  pagos  ejecutados  y los  restos  por  pagar  al  terminar  el 
ejercicio . 


CLASIFICACION  DE  LOS  GASTOS. 

Obligaciones  generales  del  Estado 

Presidencia  del  Consejo  de  Ministros 

Ministerio  de  Estado 

— - de  Gracia  y Justicia 

" de  la  Guerra 

de  Marina 

de  ia  Gobernación 

de  Fomento 

de  Hacienda 

“ - de  Ultramar 

Gastos  afectos  al  producto  de  las  rentas  de  bienes  des- 
amortizados  


Suma  y sigue , 


Obligaciones 
reconocidas  y liqui- 
dadas*. 

Pagos  ejecutados. 

Restos 

por  pagar  al  terminar 
el  ejercicio. 

Pesetas. 

Páselas. 

Pesetas . 

255.886.53i‘90 
7 1 3.520*90 
2.880.9 1 4*49 
39.971. 705*81 
95.979.314*18 
27.809.402*82 
19.203.490*25 
48.380.762*26 
8G.G09.555‘70 
301,357*17 

220.440.747*58 

713.520*90 

2.687.706*56 

22.951.009*44 

94.792.530*20 

24.637.667*86 

18.355.900*18 

44.546.943*43 

85.758.270*56 

301.357*17 

35.445.784*32 

» 

193.207*93 

17.020.696*37 

1.186.783*98 

3.171.734*96 

847.590*07 

3.833.818*83 

851.285*14 

» 

172.924.419*19 

129.452.192*60 

43.472.226*59 

750.660.974*67 

644.637.846*48 

106.023.128*19 
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Sigue  el  Estado  demostrativo  de  los  resultados  que  presenta  la  cuenta  definitiva  de  gastos  públicos 
con  las  obligaciones  reconocidas  y liquidadas,  los  pagos  ejecutados  y los  restos  por  pagar  al  terral 
nar  el  ejercicio . 


Obligaciones 
reconocidas  y liqui- 
dadas. 

Tagos  ejecutados. 

Restos 

por  pagar  al  termina 
el  ejercicio. 

Pesetas. 

Pesetas. 

Pesetas. 

Suma  anterior 

750.660.974*67 

644.637.846*48 

1 06.023.128*1», 

RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 

Del  presupuesto  de  1859 

10.497*51 
47.076.318*05 
4.988.776*07 
1 1.035.073*77 
14.652.116*72 
47.260.901*33 
57.649.494*84 

8.455*1  1 
602.669*50 
101.978*87 
390.231*43 
600.91  1*24 
35.889.654*12 
8.960.624*28 

2.042*40 
4G. 473. 648*55 
4.886.797*20 
10.G44. 842*34 
14.051.205*48 
1 1.371.247*21 
48.688.870*56 

De  los  de  1850  á 1863-64 

1864  65 

18C5  66 

1866  67. 

1867  68. 

1868  69. 

Obligaciones  procedentes  de  las  leyes  de  l.°  de  Abril  de 
1859,  7 de  Abril  de  1861  y 25  de  Mayo  de  1863. . . 
Gastos  de  la  guerra  de  Africa 

3.060.942*75 

1.729.525*08 

» 

17.159*45 

240 

» 

3.043.783*30 

1.729.285*08 

» 

Obligariones  libradas  en  suspenso  hasta  fin  de  1856.. . 
Resultas  de  1 885-86. — Formalizaciones  autorizadas  por 

el  art.  7.°  de  la  ley  de  15  de  Julio  de  1865 

30.927*25 

25.691*63 

5.235*62 

938.155.548*04 

691.235.462*11 

246.920.085*93 

Tampoco  figuran  en  el  precedente  estado  los  recargos  en  las  contribuciones  por  partícipes  y por  rentas 
de  los  bienes  del  clero  hasta  fin  de  1855,  porque  dichos  recargos  no  se  comprenden  en  las  leyes  de  presu- 
puestos, como  queda  dicho  en  la  cuenta  de  rentas  públicas. 

En  cuanto  á la  suma  de  246.920.085*93  que  resultan  como  restos  por  pagar  al  cerrarse  el  ejercicio  por 
créditos  reconocidos  y liquidados  á favor  de  los  acreedores  del  Tesoro,  hay  que  deducir  de  ella  1 40.896.957*74 
procedentes  de  atrasos,  resultas  de  ejercicios  cerrados  y otros  conceptos,  que  pasaron  á figurar  al  presupues- 
to de  1870-71;  quedando,  por  tanto,  reducidas  las  obligaciones  devengadas  y no  satisfechas  del  propio  ejer- 
cicio de  1869-70  á la  cantidad  de  1 06.023. 128*  1 9. 

Acerca  de  esta  cuenta  el  Tribunal  de  las  del  Reino  hace  las  observaciones  siguientes: 

«Entre  los  resultados  que  la  cuenta  definitiva  de  gastos  arroja,  es  uno  el  que  determina  los  créditos  pen- 
dientes de  pago  por  todos  conceptos  á favor  de  los  acreedores  del  Estado,  y que  á la  terminación  del  ejercicio 
de  1869-70  se  elevaban  á la  suma  de  272.  179.968*99.  En  las  Memorias  que  el  Tribunal  tuvo  la  honra  de  di- 
rigir á las  Córtes  en  18  de  Junio  de  1872  y 1 1 de  Febrero  de  1880  referentes  á las  cuentas  generales  defini- 
tivas de  1865-66  y 1867-68,  llamó  su  atención  acerca  de  lo  excesivo  de  la  suma  que  en  aquellas  aparecía  y 
que  sigue  aumentando  progresivamente,  proponiendo  á la  vez  las  disposiciones  que  á su  juicio  debieran  acor- 
darse para  conocer  con  entera  exactitud  los  acreedores  a quienes  se  adeuda,  y los  conceptos  porque  lo  son 
Como  quiera  que  no  haya  recaído  resolución  alguna  desde  la  fecha  mencionada,  se  cree  en  el  deber  de  repro- 
ducir hoy  sus  deseos,  convencido  de  la  necesidad  que  existe  de  conocer  en  sus  detalles  si  el  todo  de  la  citada 
cantidad  procede  de  pagos  no  verificados  aún  á los  acreedores  legítimos  del  Tesoro,  y de  que  se  les  fije  des- 
pués de  conocida  aquella  una  fecha  de  prescripción  para  la  caducidad  de  todos  los  débitos  que  hubieren  de- 
jado de  hacerse  efectivos  durante  el  período  que  se  señala,  y cuyo  plazo  podría  ser  el  establecido  en  el  artícu- 
lo 19  de  la  ley  de  administración  y contabilidad.» 

La  Comisión  considera  que  lo  crecido  de  estos  saldos  se  debe  á lo  angustiosa  que  fué  la  situación  del  Te- 
soro en  las  épocas  de  que  proceden,  por  causas  de  todos  conocidas;  pero,  felizmente,  muy  escasa  ó de  ningu- 
na importancia  ha  de  ser  en  la  actualidad  la  parte  que  de  ellos  quede  figurando  en  cuentas,  porque  resulta 
que  de  las  pesetas  246.920.085*93  á que  asciende  en  total,  representan  pesetas  139.218.478*43  el  importe 
de  intereses  y amortización  de  deuda  pública  y del  Tesoro  que  habrá  sido  -satisfecha  en  los  años  sucesivos, 
ó que,  si  por  morosidad  de  los  acreedores,  quedara  de  él  sin  pagar  alguna  pequeña  parte,  debe  continuar  re- 
presentada en  cuentas,  sin  limitación  de  tiempo,  por  tratarse  de  una  obligación  que  no  prescribe;  y res- 
pecto al  resto  de  dichos  saldos,  que  en  su  mayor  parte  corresponde  á obligaciones  eclesiásticas,  de  Guerra, 
Marina  y obras  públicas,  haya  sido  ó no  pagado,  que  de  seguro  se  hallará  en  el  primer  caso,  porque,  á lo 
ménos  en  los  años  1876-77  y 1882-83,  el  Tesoro  hizo  un  llamamiento  á todos  sus  acreedores,  y con  poste- 
rioridad lleva  al  corriente  el  pago  de  sus  obligaciones;  de  todos  modos,  cualquiera  que  sea  su  situación, 
nada  tiene  sobre  ello  que  proponer  la  Comisión,  en  razón  á que,  por  virtud  de  la  ya  citada  ley  de  31  de  Di- 
ciembre de  1881,  prescribieron  en  1/  de  Enero  último,  en  cuyo  dia  habrán  sido  dados  de  baja  todos  los  cré- 
ditos hasta  entonces  no  reclamados,  procedentes  de  los  presupuestos  de  1850  á 1880-81,  éste  inclusive. 

Los  resultados  generales  definitivos  del  presupuesto  del  ejercicio  de  1809-70  se  demuestran  en  la 
siguiente 
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Comparación  entre  los  resultados  generales  que  presenta  la  cuenta  general  definitiva  de  presupues- 
tos con  las  de  rentas  y gastos  públicos . 

total 
Pesetas . 

Los  ingresos  presupuestos  en  virtud  de  la  ley  de  1.®  de  Julio  de  1869,  en  su  fijación  pri- 


mitiva, lo  fueron  en  cantidad  de 539.034.500 

Los  gastos  presupuestos  en  virtud  de  la  ley  de  25  de  Enero  de  1870 749.843Í387 ‘50 

L)e  que  el  presupuesto  de  1869-70  ofrecía  un  déficit  de 210.808.887*50 


Las  modificaciones  introducidas  en  el  presupuesto  de  ingresos,  cen  más  el  crédito  primi- 


tivo, se  elevó  durante  el  ejercicio  á la  suma  de 708.033.403*73 

Las  modificaciones  en  el  de  gastos,  con  más  el  crédito  primitivo 818.363.407*98 

De  lo  que  resulta  que  los  gastos  presupuestos  lian  superado  á los  ingresos  en 1 10.330.004*25 

Los  ingresos  reconocidos  y liquidados  durante  el  ejercicio  lo  fueron  por 790.516.365*28 

!jOS  gastos  por 938.155.548*04 

Hubo,  pues,  un  exceso  en  los  gastos  reconocidos  y liquidados  sobre  los  ingresos,  también 
reconocidos  de 147.639.182*76 


Los  ingresos  realizados  por  el  Tesoro  durante  el  ejercicio  de  1869-70  lo  fueron  por 606.817.993*09 

Los  gastos  satisfechos  por  el  mismo  en  igual  período 691.235.462*1  1 

Exceso  de  los  pagos  satisfechos  sobre  los  ingresos  realizados 84.417.469*02. 


RESULTADOS  GENERALES. 

Comparando  el  exceso  que  resulta  en  los  gastos  pre-l  Presupuestos. . 
supuestos  con  los  pagos  ejecutados,  que  lo  fueron.  I Satisfechos. . . 

Y con  el  exceso  líquido  de  los  ingresos  presupuestos  j Presupuestos. . 
comparados  con  los  realizados  durante  el  ejercicio.  | Realizados 


818.363.407*98 
691.235.462*1  1 

127.127.945*87 

708.033.403*73 

606.817.993*09 

101.215.410*64 


Resultó  un  exceso  en  los  gastos  presupuestos  sobre  los  ingresos  realizados,  que  disminuyó 

el  déficit  del  presupuesto  en 25.912.535*23 

Aumentando  á la  cifra  que  antecede  el  exceso  de  los  pagos  satisfechos  sobre  los  ingresos 
realizados,  que  ascienden  á • 84.417.469*02 


Dan  por  resultado  en  total,  el  exceso  que  aparece  do  la  comparación  de  los  gastos  pre- 
supuestos con  los  ingresos  presupuestos,  que  asciende  á 1 10.330.004*25 


ó sea  el  déficit  del  presupuesto  de  1869-70. 


Demostrados  los  resultados  generales  de  las  cuentas  definitivas  de  presupuestos,  rentas  públicas  y gas- 
tos públicos  del  ejercicio  de  1869-70,  y 

Resultando  do  su  exámen  que  la  cuenta  general  definitiva  de  presupuestos,  en  lo  que  se  refiere  á la  re- 
caudación y distribución  de  los  fondos  públicos,  so  halla  ajustada  á las  leyes  de  1.”  de  Julio  de  1869,  l.°  de 
Julio  y 21  de  Noviembre  del  mismo  año,  25  de  Enero  y l.°  de  Marzo  de  1870,  por  la  primera  de  las  cuales 
se  fijaron  los  ingresos  del  Estado  para  el  año  económico;  por  las  tres  siguientes  se  autorizó  al  Gobierno  para 
que  desde  luego  pudiese  cobrar  é invertir  el  producto  de  las  contribuciones  y rentas  públicas  con  arreglo 
al  proyecto  de  presupuestos  sometido  á la  aprobación  de  las  Córtes,  y por  la  última  se  concedieron  varios 
créditos  adicionales,  pedidos  con  posterioridad  á la  presentación  del  referido  presupuesto,  dando  por  resul- 
tado en  su  liquidación  definitiva  un  déficit  líquido  de  84.417.469*02; 

Resultando  que  la  cuenta  definitiva  de  rentas  públicas  se  baila  redactada  con  arreglo  á las  prescripcio- 
nes de  la  ley  de  administración  y contabilidad  del  Estado  de  20  de  Febrero  de  1850,  en  la  cual  aparece  un 
resto  por  cobrar  al  final  del  ejercicio,  con  inclusión  de  las  resultas  deaños  anteriores,  importante  183.698.372*19; 

Resultando  que  la  cuenta  definitiva  de  gastos  públicos  se  halla  asimismo  redactada  conforme  á lo  dis- 
puesto en  la  ley  de  administración  y contabilidad  antes  citada,  de  la  cual  aparece  un  resto  por  pagar  á la  ter- 
minación del  ejercicio  con  inclusión  de  las  resultas  de  años  anteriores,  por  la  suma  de  246.920.085*93; 

Lonsidcrando  que  las  observaciones  que  el  Tribunal  de  Cuentas  hace  respecto  de  las  cuentas  de  presu- 
puestos y gastos  públicos,  si  bien  algunas  acusan  falta  de  cumplimiento  de  los  preceptos  legislativos,  los 
pechos  á que  dichas  observaciones  se  refieren,  sobre  resultar  que  en  la  actualidad  están  debidamente  corre- 
gidos, no  han  originado  porjuicio  alguno  de  los  intereses  del  Tesoro  público;  y 
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Considerando  que  es  necesario  legalizar  la  administración  del  ejercicio,  por  lo  que  sus  resultas  puedan 
afectar  á las  de  los  años  sucesivos,  si  bien  llevando  las  observaciones  antedichas  al  expediente  general  de 
contabilidad  legislativa  para  que  en  su  dia  se  proponga  y resuelva  lo  que  proceda, 

La  Comisión  opina  que  deben  aprobarse  las  cuentas  generales  definitivas  de  presupuestos,  rentas  públi- 
cas y gastos  públicos  correspondientes  al  ejercicio  de  1869-70. 

La  Comisión  daría  por  terminado  su  cometido  respecto  al  exámen  de  las  cuentas  generales,  por  ser  las 
del  Tesoro  público,  deuda  pública  y propiedades  y derechos  del  Estado  puramente  adnvnistrativas,  y acerca 
de  las  cuales  el  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  ni  en  su  declaración  ni  en  su  Memoria  hace  la  más  ligera  ob- 
servación; pero  siguiendo  la  práctica  establecida  por  las  ilustradas  Comisiones  de  cuentas  que  la  han  prece- 
dido, presenta  los  siguientes  resúmenes  generales. 

CUENTAS  DEL  TESORO  PUBLICO. 

Esta  cuenta  se  halla  redactada  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  34  de  la  ley  de  contabilidad  de  20  de 
Febrero  de  1850,  y en  los  155  y 1 56  de  la  Real  instrucción  de  25  de  Enero  del  mismo  año.  Divídese  en  dos 
partes  principales: 

Primera,  ingresos  y pagos  por  todos  conceptos. 

Segunda,  operaciones  del  Tesoro. 

Los  resultados  generales  son  los  siguientes: 


Existencias  en  fin  de  Junio  de  1869 395.44 1 .900*35 

Ingresos  obtenidos  en  el  año  económico  de  1860-70. 


Por  valores  consignados  en  los  presupuestos 

Por  operaciones  del  Tesoro 

Por  fondos  especiales 

Per  papel  de  varias  clases 

Suma 

Total  cargo 

DATA. 


627.027.712*7 1 
4.440.274.97G!32 
64.375. 720‘07 
1.374.190.856  70 


6.50fi.4G9.2G5l80 
6.901.91 1.166*  15 


Pagos  en  el  año  económico  de  1860-70. 


Por  obligaciones  incluidas  en  los  presupuestos 

Por  operaciones  del  Tesoro 

Por  fondos  especiales 

Por  papel  de  varias  clases 

Data  total 


692.802.225‘37 

4.528.415.649*59 

53.038.521*90 

747.525.197*49 

6.021.781.594*3:. 


Existencias  que  resultaron  en  las  Cajas  en  30  de  Junio  de  1870 880.129.571*80 


La  segunda  parte  de  esta  cuenta,  ó sea  «Operaciones  del  Tesoro,»  expresa  las  operaciones  de  crédito,  li- 
quidación y amortización  de  valores,  de  movimiento  de  fondos,  y ofrece  en  fin  de  Junio  de  1870  los  resultados 
siguientes: 


SALDOS  CONTRA  EL  TESORO. 


Teselas. 


Exceso  de  los  ingresos  obtenidos  á los  pagos  ejecutados  hasta  fin  de  Junio  de  1870 1 16.697.140*81 

Valores  del  Tesoro  pendientes  de  pago,  inclusos  los  billetes  creados  para  el  canje  de  la 

moneda  catalana, 31 7.330.093*96 

Préstamos  y fondos  recibidos  y no  devueltos 437.132.272*38 

Débitos  por  operaciones  de  negociación,  adquisición,  realización  y canje  de  efectos 4.901.1 11*05 

Movimiento  de  fondos.— Remesas  no  datadas 141.029.315*46 


FONDOS  ESPECIALES  RECIBIDOS  Y NO  DEVUELTOS. 

28.498.916*60 
3.862.415*65 

32.661.332*25 

Suman  los  débitos  del  Tesoro 1.049.451.205*91 


De  participes  de  las  rentas 
De  depósitos  y fianzas. . . . 
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Pesetas. 

Anterior 1.049.451.265*9  l 

SALDOS  k FAVOR  DE L TESORO. 

Anticipaciones  y fondos  facilitados  á varios 558.335.979*09 

Crédito  por  operaciones  de  negociación,  realiza- 
ción, adquisición  y canje  de  efectos 30.372.041*26 

MOVIMIENTO  DE  FONDOS. 

Pondos  remitidos  que  no  habian  llegado  á su  des- 
tino en  fin  de  Junio  de  1870 51.952.925*75 

Existencias  en  dicha  fecha  en  las  Cajas  del  Tesoro.  73.61 4.809*8 1 

155.939.776*82 


Suman  los  créditos  del  Tesoro 7 14.275.755*9 1 

Exceso  de  los  saldos  contra  el  Tesoro  por  metálico  y valores  corrientes 335.175.510 


Este  exceso  proviene  del  déficit  entre  ios  ingresos  y pagos  verificados  desde  l.°  de  Enero  de  1850  hasta 
fin  de  Junio  de  1870,  por  resultas  de  los  presupuestos  y operaciones  del  Tesoro  correspondientes  á la  época 
que  terminó  en  1849;  del  déficit  líquido  de  los  presupuestos  de  1850  á fin  de  Junio  de  1869,  liquidados  defi- 
nitivamente; del  papel  de  la  deuda  que  se  ha  recibido  en  pago  de  los  ingresos  de  estos  mismos  presupuestos, 
el  cual  se  ha  cancelado  y remitido  para  su  amortización  definitiva  á las  oficinas  del  ramo;  y por  ultimo,  de 
rectificaciones  practicadas,  según  las  cuentas  generales  de  1850  á fin  de  Junio  de  1869  y la  presente,  en  las 
liquidaciones  respectivas  de  las  operaciones  del  Tesoro. 


CUENTA  GENERAL  DE  LA  DEUDA  PUBLICA. 


Esta  cuenta  aparece  formulada  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  los  arts.  35  y 36  de  la  ley  de  administra- 
ción y contabilidad  de  20  de  Febrero  de  1850  é instrucción  reglamentaria  de  31  de  Diciembre  de  1851,  y da 
;i  conocer  el  importe  de  la  deuda  pública  que  existia  en  fin  de  Junio  de  1869  y de  la  reclamada,  admitida  n 
liquidación  hasta  fin  de  Junio  de  1870. 

Las  operaciones  de  este  ramo  estuvieron  bajo  la  inspección  de  la  Comisión  de  Sres.  Senadores  y Diputa- 
dos creada  por  el  art.  43  de  la  mencionada  ley  de  20  de  Febrero  de  1850,  y la  Comisión  cree  de  su  deber 


limitarse  á consignar  aquí  los  siguientes  resultados  generales: 

Pesetas. 

Deuda  existente  en  30  de  Junio  de  1869,  pendiente  de  liquidación,  conversión  y en  circu- 
lación  6.931.605.626*25 

La  deuda  pendiente  de  liquidación,  conversión  y en  circulación  en  30  de  Junio  de  1870, 
ascendía  & 7.081.603.208*83 


Y resultó  un  aumento  en  el  año  económico  de  1869-70,  de  pesetas 149.997.582*58 


Esta  cuenta,  en  la  parte  que  se  relaciona  con  los  presupuestos,  se  baila  conforme  con  la  general  defini- 
tiva de  gastos  públicos. 


CUENTA  GENERAL  DE  PROPIEDADES  Y DERECHOS  DEL  ESTADO. 

Esta  cuenta  se  halla  ajustada  á lo  dispuesto  en  la  ley  de  20  de  Febrero  de  1850  y Real  instrucción  de  30  de 
Junio  de  1855,  dictada  en  virtud  de  la  autorización  que  la  ley  de  l.°  de  Mayo  del  mismo  ano  concedió  al  Go- 
bierno. 

Se  subdivide  en  las  tres  parciales  siguientes: 

Cuenta  de  valores  á cobrar  por  bienes  enajenados  con  anterioridad  á la  ley  de  l.°  de  Mayo  de  1855. 

Cuenta  de  bienes  declarados  en  venta  por  ias  leyes  de  l.Q  de  Mayo  de  1855  y 1 1 de  Julio  de  1856,  y de 
los  procedentes  de  quiebras,  secuestros  y alcances. 

Cuenta  de  pagares  de  bienes  enajenados  en  virtud  de  las  leyes  de  l.°  de  Mayo  de  1855  y 1 1 de  Julio 
de  1856. 


CUENTA  DE  VALORES  A COBRAR  TOR  BIENES  ENAJENADOS. 

Existencia  en  l.°  de  Julio  de  1869 

Aumento  durante  el  año  económico  por  varios  conceptos 


Pesetas. 

1 e.600.374‘7 1 
1 83.885*57 


Total  cargo  eu  30  de  Junio  de  1870 16.784.260*58 

Data  verificada  durante  el  ano  económico 338.089*0 1 

Saldo  pendiente  de  realización  en  30  de  Junio  de  1870 16.446.171*27 
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CUENTA  DE  BIENES  DECLARADOS  EN  VENTA. 


Pesetas 


Existencia  en  30  ele  Junio  de  1869 3 i 1.063.484*92 

Aumento  durante  el  ano  económico 36.350.050*00 

Total  cargo 347.41 3. 535*82 

Data  realizada  por  varios  conceptos 79.068.498*23 

Valor  de  las  fincas  vendidas,  censos  y derechos  existentes  en  30  de  Junio  de  1870 '*768.345.030*50 


CUENTA  DE  PAGARÉS  DE  COMPRADORAS  DE  BIENES  ENAJENADOS. 


En  30  de  Junio  de  1869  existia  un  cargo  importante 400.201.370*80 

Aumento  durante  el  ¿no  económico 47.335.345*23 

Total  cargo 447.536.716*12 

Data  realizada  durante  el  ano  económico  por  varios  conceptos G4.765. 900*06 

Saldo  que  resultó  en  30  de  Junio  de  1870.  por  pagarés  pendientes  de  vencimiento 382.770.807*00 


Esta  cuenta,  en  cuanto  se  relaciona  con  el  presupuesto  del  propio  ano  económico,  se  halla  conforme  con 
la  general  definitiva  de  rentas  públicas,  sin  que  el  Tribunal  haya  hecho  observación  alguna  acerca  de  ella. 


Hecho  detalladamente  por  ramos  el  exámen  de  las  cuentas  generales  del  Estado  correspondientes  al  ejer- 
cicio de  1 869-70,  la  Comisión  cree  de  su  deber  llamar  la  atención  del  Congreso  acerca  de  dos  puntos  que  con- 
sidera de  la  mayor  importancia. 

En  dictámenes  anteriores  relativos  á la  aprovacion  de  cuentas  del  Estado,  las  Comisiones  que  lian  prece- 
dido á la  actual,  han  indicado  la  necesidad  de  que  por  el  Gobierno  se  adoptasen  medidas  eficaces,  á fia  deque 
la  rendición  de  las  cuentas  y su  exámen  y comprobación  por  el  Tribunal  de  las  del  Reino  se  llevase  a cabo 
dentro  de  los  plazos  marcados  en  la  ley  de  contabilidad  y en  la  orgánica  del  mismo  Tribunal. 

Inútiles  han  sido  las  exhortaciones  para  remediar  un  mal  que  todos  lamentan,  é inútiles  también  las  dis- 
posiciones adoptadas  por  ios  Sres.  Ministros  de  Hacienda  para  imprimir  mayor  actividad  á los  trabajos  do 
administración  y contabilidad. 

Pasan  años  y años  sin  que  la  Intervención  general  y el  Tribunal  de  Cuentas  consigan  la  completa  sol- 
vencia de  innumerables  pliegos  de  reparos,  y debido  á esto  no  puedan  cumplir  su  cometido  con  la  brevedad 
necesaria,  y se  presente  el  caso,  cómo  ocurre  con  las  cuentas  objeto  de  este  dictámen,  que  hau  sido  presen- 
tadas al  Congreso  para  su  exámen  y aprobación  á los  catorce  años  de  terminado  el  ejercicio. 

Para  remediar  este  atraso,  la  ley  de  27  de  Diciembre  de  1878  y la  instrucción  de  28  de  Junio  de  1 879,  es- 
tablecieron las  medidas  que  se  creyeron  necesarias,  disponiendo  que  la  formación,  exámen  y comprobación 
de  las  cuentas  generales,  desde  las  correspondientes  al  ejercicio  de  1879-80  y sucesivas,  fuese  simultáneo 
con  las  atrasadas  de  ejercicios  anteriores;  y posteriormente,  por  Real  decreto  de  12  de  Febrero  de  1884,  se 
mandó  abrir  una  información  sobre  las  causas  del  retraso  sufrido  en  la  rendición  de  cuentas  generales  del 
Estado  y sobre  las  reformas  más  convenientes  para  remediarlo. 

En  dicha  información  constan  luminosos  dictámenes  emitidos  por  varias  dependencias  dei  Estado,  Cor- 
poraciones y personas  competentísimas  de  los  diversos  ramos  de  la  Administración  pública,  que  la  Comi- 
sión tendrá  presente  en  su  dia  al  proponer  las  reformas  que  considere  necesarias;  pero  si  bien  es  cierto  que 
algo  se  ha  adelantado  respecto  ai  segundo  período,  ó sea  desde  el  ejercicio  de  1879-80  y sucesivos,  pues  ya 
han  sido  presentadas  al  Congreso  las  cuentas  referentes  á dicho  ejercicio,  no  sucede  lo  mismo  con  las  cuen- 
tas anteriores,  porque  las  últimamente  sometidas  á la  aprovacion  del  Congreso  son  las  correspondientes  al 
ejercicio  de  1870-71, 

Si  solo  se  tratara  de  rendir  una  cuenta  general  de  Caja,  de  ingresos  y pagos,  por  conceptos  en  rentas  y 
por  capítulos  en  gastos,  la  reforma  sería  bien  sencilla  y de  ejecución  fácil  é inmediata;  pero  por  este  sistema 
no  se  daría  á conocer  lo  que  se  dejaba  de  recaudar  y pagar,  punto  de  capital  importancia,  sobre  todo,  para 
una  Nación,  y al  que  debe,  por  consecuencia,  responder  en  primer  término  la  contabilidad,  sin  que  pueda 
objetarse  que  dichos  restos  serían  la  diferencia  entre  lo  presupuesto  y lo  cobrado  y pagado,  porque,  sabido 
es  de  todos,  que  lo  presupuesto  está  únicamente  fundado  en  cálculos  hechos  con  más  ó ménos  probabilida- 
des de  acierto,  y lo  recaudado  y pagado  debe  compararse,  forzosamente,  con  el  importe  de  los  derechos  do 
la  Hacienda  reconocidos  y el  precio  de  los  servicios  ejecutados,  liquidados  unos  y otros  en  definitiva  é ins- 
critos en  cuentas  con  deudores  y acreedores,  por  consiguiente,  determinados. 

El  otro  punto  sobre  que  la  Comisión  llama  especialmente  la  atención  del  Congreso,  es  el  siguiente; 
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La  ley  de  24  de  Febrero  de  1805,  por  la  que  fueron  aprobadas  las  cuentas  generales  definitivas  del  año 
económico  de  1850,  dispone  en  sus  arls.  10  y 11  lo  siguiente: 

«Art.  10.  Luego  que  termine  el  examen  y aprobación  de  las  cuentas  que  se  bailen  en  el  Congreso  pendien- 
tes de  este  requisito  constitucional,  y con  presencia  de  las  observaciones  que  se  vayan  consignando  en  el  ex- 
pediente abierto  en  la  Sección  de  contabilidad  legislativa,  producidas  por  el  examen  de  las  cuentas  y de  las 
Memorias  y dictámenes  fiscales  del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  se  propondrá  lo  más  conveniente  para  la 
mejora  de  la  administración  y de  la  contabilidad,  y para  exigir  en  su  caso  las  responsabilidades  en  que  pueda 
haberse  incurrido  por  faltas  ó abusos  cometidos  en  la  cobranza  y aplicación  de  los  fondos  públicos. 

Art.  11.  La  aprobación  que  por  esta  ley  se  concede  á las  cuentas  generales  del  presupuesto  de  1850,  se 
entiende  sin  perjuicio  de  los  resultados  que  ofrezca  la  ejecución  de  lo  dispuesto  por  el  precedente  articulo.» 

En  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  los  precedentes  artículos,  por  la  Sección  respectiva  de  la  Secretaria 
del  Congreso  se  abrió  un  expediente  general  de  contabilidad  legislativa,  llevando  á ól  todas  las  observaciones 
que  por  consecuencia  del  exámen  de  las  cuentas  y de  las  certificaciones  y Memorias  del  Tribunal  se  han 
consignado  en  los  dictámenes  respectivos,  desde  las  del  año  económico  de  1850  hasta  las  del  ejercicio  de 
18GS-69,  últimas  aprobadas  por  las  Cortes. 

Como  so  ve,  la  aprobación  de  las  cuentas  definitivas,  desde  las  del  año  económico  de  1850  hasta  las  de 
1868-69,  ha  sido  condicional,  ó sea  «sin  perjuicio  de  lo  que  se  resuelva  en  su  dia,  en  vista  de  las  observa- 
ciones llevadas  al  expediente  general  de  contabilidad  legislativa;»  y la  Comisión  entiende,  que  siendo  las  del 
ejercicio  de  1869-70  las  últimas  qqe  han  sido  redactadas  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  la  ley  de  ad- 
ministración y contabilidad  de  20  de  Febrero  de  1850,  puesto  que  las  del  ejercicio  de  1870-71  lo  han  sido 
en  virtud  de  lo  preceptuado  en  la  provisional  de  25  de  Junio  de  1870,  hoy  vigente,  debe  cerrarse  dicho  ex- 
pediente y darse  por  terminado  con  las  observaciones  que  se  consignan  en  el  presente  dictamen. 

A este  fin,  la  Comisión  examinará  y estudiará  detenidamente  el  ya  repetido  expediente  de  contabilidad 
legislativa,  y en  su  vista  propondrá  al  Congreso,  á la  mayor  brevedad,  las  reformas  que  considere  necesarias 
para  la  mejora  de  la  administración  y de  la  contabilidad  del  Estado,  y si  hubiese  lugar  á ello,  para  exigir 
las  responsabilidades  en  que  pueda  haberse  incurrido  por  faltas  ó abusos  cometidos  en  la  cobranza  y aplica- 
ción de  los  fondos  públicos. 

Fundada  en  las  precedentes  observaciones  y tomando  en  consideración  lo  propuesto  por  el  Gobierno  de 
S.  M.,  la  Comisión  tiene  la  honra  de  someter  á la  deliberación  y aprobación  del  Congreso  el  siguiente 


PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  l.°  Se  aprueba  y autoriza  el  pago  de  las  21.336.387  pesetas  39  céntimos  que  resultan  de  exceso 
en  ios  gastos  reconocidos  y liquidados  sobre  los  créditos  concedidos  en  el  presupuesto  correspondiente  al  año 
económico  de  1869-70. 

Art.  2."  Se  anulan  los  39.933.704  pesetas  71  céntimos  que  resultaron  sobrantes  después  de  cubiertos 
los  gastos  autorizados  para  el  año  económico  de  1869-70. 

Art.  3.°  Se  aprueba  la  anulación  en  el  presupuesto  de  gastos  del  año  económico  de  1869-70,  y su  tras- 
lerencia  al  de  1870-71,  de  los  créditos  importantes  2.507.500  pesetas  36  céntimos,  por  estar  declarada  su 
permanencia. 

Art.  4.”  Se  aprueba  y autoriza  el  pago  en  concepto  de  resultas  del  presupuesto  de  gastos  del  año  eco- 
nómico de  1869-70,  y con  aplicación  al  que  estuviese  ó se  halle  en  ejercicio  cuando  aquel  tuvo  ó tenga  luga1-, 
de  las  obligaciones  que  por  la  suma  de  100.023.128  pesetas  19  céntimos  quedaron  reconocidas  y liquidadas, 
pendientes  de  pago  á la  terminación  del  ejercicio. 

Art.  5.°  Se  aprueban  las  cuentas  generales  definitivas  del  Estado  correspondientes  al  presupuesto  del 
año  económico  de  1869-70,  redactadas  por  la  intervención  general  de  la  Administración  del  Estado,  y exami- 
nadas y comprobadas  por  el  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino. 

Art.  o.°  Se  fijan  en  790.510.365  pesetas  28  céntimos  los  derechos  liquidados  á favor  del  Tesoro  por  los  re- 
cursos del  presupuesto  de  1869-70,  y por  el  concepto  de  atrasos  y resultas  de  presupuestos  anteriores,  en  la 
forma  siguente: 

Feaetas. 

Por  los  recursos  concedidos  en  el  citado  presupuesto 690. 1 02.907‘2 1 


RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 

13.111.412=01 
1.832.543=61 
2.158.407=70 
1.529.226=25 
4.129.593=47 
33.686.827=1  1 
37.965.447=92 

790.510.305=28 

Lo  recaudado  en  los  diez  y ocho  meses  del  ejercicio  por  cuenta  de  los  mencionados 
derechos  liquidados  se  fija  definitivamente  en  606.817.993=09  pesetas,  en  esta  forma: 


De  los  que  rigieron  desde  1850  á 1863-64,  ambos  inclusive 

Del  de  1864-65 

Del  de  1865-66 

Del  de  1866-67 

Del  de  1867-08 

Del  de  1868-69 

Por  resultas  de  ventas  de  bienes  nacionales 
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Anterior 

Por  el  presupuesto  del  año  económico  1809-70 

RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 

De  los  que  rigieron  desde  1850  á 1863-64,  ambos  inclusive 

De  1864-65.. ./ 

De  1865-66 

De  1866-67 

Do  1867-68 

De  1868-69 

Por  resultas  de  ventas  de  bienes  nacionales 


594.788.877:06 


26  1. ‘201 ‘68 
170.130*56 
232.01  P75 
408.157*35 
1.042. 1 86*94 
6.047. 730!52 
3.867.697*23 


Pesetas. 

790.5 16.305*28 


606.8.17.993*05 


Los  derechos  del  Tesoro  pendientes  de  cobro  al  terminar  el  ejercicio  del  presupuesto 
del  año  económico  1869-70,  y que  pasaron  al  de  1870-71  en  concepto  de  «Resultas  de 
ejercicios  cerrados,»  ascienden  á pesetas  183.698.372*19,  como  sigue: 


Por  el  presupuesto  de  1869-70 101.314.030*15 

RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 

De  los  que  rigieron  desde  1850  ií  1863-64 12.850.210*33 

De  1864-65 1.662.413*05 

De  1865-66 1.926.395*95 

De  1866-67 ..  1.121.068*90 

De  1867-68 3.087.406*53 

De  1868-69 27.639.096*59 

Procedentes  de  ventas  de  bienes  nacionales : 34.097.750*69 


183.698.37M9 


Art.  7.*  Los  gastos  liquidados,  ó sean  los  derechos  reconocidos  á favor  de  los  acreedores  del  Estado  du- 
rante el  ejercicio  del  presujiuesto  del  año  económico  de  1 869-70,  se  fijan  definitivamente  en  la  cantidad  de  pe- 
setas 938.155.548*04,  en  esta  forma: 

Pesetas. 

Por  el  presupuesto  del  año  económico  de  1869-70 750.660.974*67 


RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 

De  los  que  rigieron  desde  1850  á 1863-64 47.086.815*56 

De  1864-65 4.988.776*07 

De  1865-66 11.035.073*77 

De  1866-67 14.652.1  16*72 

De  1867-68 47.260.901*33 

De  1868-69 57.649.494*84 

Procedentes  de  las  leyes  de  I."  de  Abril  de  1859.  7 de  igual  mes  de 

1861  y 25  de  Mayo  de  1863 3.060.942*75 

De  los  gastos  de  la  guerra  de  Africa 1.729.525*08 

l'ormalizaciones  autorizadas  por  el  art.  7.“  de  la  ley  de  15  de  Julio 
de  1865 30.927*25 


Los  pagos  ejecutados  por  cuenta  de  dichas  obligaciones  en  los  diez  y ocho  meses  del 
ejercicio  del  mismo  pr-esupueáto  de  1869-70  importan  691.235.462*1 1 pesetas,  invertidas 
en  esta  forma: 


938.155.548*04 


Por  obligaciones  de  los  servicios  comprendidos  en  el  presupuesto  del 
ejercicio  de  1869-70 644.637.846*48 

RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 

De  los  que  rigieron  desde  1850  á 1863-64 611.124*61 

De  1864-65 101.978*87 

De  1865-66 390.231*43 

De  1866-67 600.911*24 

De  1867-68 35.889.654*12 

De  1868-69 .•  8.960.624*28 

Procedentes  de  las  leyes  de  1.®  de  Abril  de  1859,  7 de  igual  mes  de 

1861  y 25  de  Mayo  de  1863 17.159*45 

De  los  gastos  de  la  guerra  de  Africa 240 

Formalizaciones  autorizadas  por  el  art.  7°  do  la  ley  de  15  de  Julio 
de  1865 25.691*63 


691.235.462*11 


APÉNDICE  99."  AL  NÚM.  2 


15 


resetas. 


Los  créditos  pendientes  de  pago  al  terminar  el  ejercicio  del  presupuesto  del  año  eco- 
nómico de  1869-70  que  pasaron  al  de  1870-71  eu  el  concepto  de  «llesultas  de  ejercicios 
cerrados,»  se  fijan  definitivamente  en  la  cantidad  de  246.920.085*93.  á saber: 

Por  el  presupuesto  de  18G9-70 100.023.128*19 


RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 


Délos  que  rigieron  desde  1850  á 1863-64 

De  1864-65  

Pe  1865-66  

Pe  1866-67  

pe  1867-68  

Pe  1868-69  

Procedentes  de  las  leyes  de  l.°  de  Abril  de  1859,  7 de  igual  mes  de 

1861  y 25  de  Mayo  de  1863 

Pe  los  gastos  de  la  guerra  de  Africa 

Y fonnalizaciones  autorizadas  por  el  art.  7.”  de  la  ley  de  15  de  Julio 
de  1865 


46.475.690*95 
4.886.797*20 
10.644.842*34 
14.051.205*48 
1 1.371.247*21 
48.688.870*56 

3.043.783*30 

1.729.285*08 

5.235*62 

246.920.085*93 


Art.  8.°  La  liquidación  definitiva  del  presupuesto  del  año  económico  1869-70,  con  inclusión  de  las  resul- 
las de  presupuestos  anteriores  y de  las  que  al  cerrarse  este  ejercicio  pasaron  al  presupuesto  de  1870-71  con 
arreglo  al  art.  22  de  la  ley  de  contabilidad  de  20  de  Febrero  de  1850,  es  como  sigue: 


Luí  «dilaciones  prac-j  Derechos  liquidados  á favor  del  Tesoro 790.516.365*28 

l‘cadas | Obligaciones  reconocidas  y liquidadas 938. 155.548*04 

Diferencia  por  exceso  de  las  obligaciones 1 47.639. 182*76 


Ingresos  y pagos.. 


Recursos  realizados 
Pagos  ejecutados . . 


600.817.903*00 
691.335.462*1 1 


Exceso  en  los  pagos  ejecutados  sóbrelos  recursos  obtenidos. . . 84.4 1 7.469*02 


Art.  9."  La  aprobación  que  por  esta  ley  se  coucede  á las  cuentas  generales  definitivas  del  Estado  corres- 
pondientes al  ano  económico  de  1869-70,  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo  que  en  su  dia  se  proponga  y resuelva 
acerca  de  las  observaciones  que  se  llevan  al  expediente  general  de  contabilidad  legislativa  del  Congreso. 

Art.  10.  El  expediente  de  contabilidad  legislativa  á que  se  refiere  el  artículo  anterior  quedará  cerrado 
con  las  observaciones  relativas  á las  cuentas  generales  definitivas  del  ejercicio  de  1869-70,  objeto  de  la  pre- 
sente ley. 

Art.  1 1.  La  Comisión  permanente  de  cuentas  del  Estado  examinará  con  el  mayor  detenimiento  diclio  ex- 
pediente, y en  su  vista  propondrá  al  Congreso,  en  el  plazo  más  breve  posible,  las  bases  de  la  reforma  que  hace 
necesaria  el  estado  de  la  administración,  y para  exigir  en  su  caso  las  responsabilidades  en  que  pueda  haberse 
incurrido  por  faltas  ó abusos  cometidos  en  la  cobranza  y aplicación  de  los  fondos  públicos. 

Palacio  del  Congreso  24  de  Junio  de  1887.=Raimundo  F.  Villaverde,  presidente. = Wenceslao  Martínez.— 
Juan  Guerroro.=Cárlos  Rodríguez  Batista.=Francisco  Ansaldo,  secretario. 
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DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Dicldmm  (reproducido ) de  la  Comisión  permanente  de  exámen  de  las  cuentas 
generales  del  Estado  sobre  las  del  ejercicio  económico  de  1870  71 . 


AL  CONGRESO 

lia  Comisión  permanente  de  exámen  de  las  cuentas  del  Estado  ha  visto  con  el  mayor  detenimiento  las 
generales  definitivas  del  año  económico  de  1870-71;  la  certificación  y la  Memoria  del  Tribunal  de  las  del 
Reino,  y el  proyecto  de  ley  para  su  aprobación,  presentado  al  Congreso  por  el  Gobierno  de  S.  M. 

Hallándose  estas  cuentas  redactadas  por  la  Intervención  general  de  la  Administración  con  arreglo  á la 
ley  de  contabilidad  de  25  de  Junio  de  1870,  y hecha  detalladamente  la  comprobación  eutre  la  cuenta  gene- 
ral por  ramos  y la  certificación  del  Tribunal,  ofrece  los  resultados  generales  siguientes: 

CUENTA  GENERAL  DEFINITIVA  DE  PRESUPUESTOS 


INOKESOS 


Pesetas. 


La  ley  de  8 de  Junio  de  1870  autorizó  los  recursos  del  Tesoro  para  atender  á las  obliga- 
ciones del  Estado  durante  el  año  económico  de  1870-71  en  la  suma  de 

Esta  suma  se  aumentó  con  los  recursos  que  no  teniendo  cantidad  marcada  en  el  presu- 
puesto, se  consideró  como  créditos  del  mismo  la  recaudación  obtenida  durante  el  ejercicio 


por  los  conceptos  siguientes: 

Lo  ingresado  en  concepto  de  derechos  de  aduanas  por  material  de 
obras  públicas,  porque  no  comprendiendo  el  presupuesto  cantidad 
determinada  por  él,  se  considera  como  crédito  del  mismo  una  suma 

igual  á la  recaudación  obtenida 1 *2.8 1 2.89 4‘09 

Lo  ingresado  como  producto  líquido  de  las  negociaciones  de  bonos  del 
Tesoro  procedentes  de  la  emisión  autorizada  por  el  decreto-ley  de 

28  de  Octubre  de  1868,  que  asciende  á 44.681.199*60 

El  producto  de  la  negociación  de  títulos  del  3 por  100  interior  y exte- 
rior hecha  con  los  Sres.  Sulbali  hermanos,  de  Francfort,  y Raneo  de 
París  para  obtener  250  millones  de  pesetas  y cuya  emisión  fué  au- 
torizada por  la  ley  de  1."  de  Abril  de  1869 149.968.044*97 

El  importe  del  anticipo  hecho  al  Estado  por  la  casa  liothschild,  reem- 
bolsare con  los  productos  de  las  minas  de  Almadén,  en  virtud  de 
la  autorización  concedida  al  Gobierno  por  el  art.  5.”  de  la  ley  de  23 
de  Marzo  de  1870  42.419.038*75 


535.702.055 


249.881.177*41 
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Anterior 


El  importo  dol  75  por  100  de  plazos  al  contado  y vencimientos  de 
pagarés  procedentes  de  ventas  de  lincas  y redenciones  de  censos  del 
Real  Patrimonio  cedidos  al  Estado  con  arreglo  al  art.  24  de  la  ley 

de  12  de  Mayo  de  1805 

Por  resultas  de  presupuestos  anteriores: 


De  1850  á 1864-05 

De  1865-66 

De  1866-67 

De  1867-68 

De  1868-60 

De  1860-70 


2 1 4.280‘46 
1 6 3. 5 58‘  1 1 
226.273‘07 
419.408*62 
15.347.417*77 
10.553.878*17 


Por  resultas  procedentes  de  ventas  de  bienes  nacionales 


249.881.177*41 


34.206*30 


26.024.007*10 

3.824.363*42 


Total  del  presupuesto  de  ingresos 

017.443.321*08 


104.341.064*49 


Resulté  un  exceso  en  los  ingresos  presupuestos,  comparados  con  los  reconocidos  y liqui- 
dados durante  el  ejercicio,  de 

Los  derechos  reconocidos  á favor  del  Estado,  según  queda  expuesto,  importarou 

Los  ingresos  realizados  por  cuenta  de  estos  derechos 

Y quedó  un  resto  por  cobrar  que  pasó  como  resultas  del  propio  ejercicio  al  de  1871-72 
de  26.81  1.295  pesetas  01  céntimos  por  los  conceptos  siguientes: 


Contribuciones  directas 1 5.643.675*48 

Contribuciones  transitorias 659.344*26 

Impuestos  indirectos  y recursos  eventuales 873.463*06 

Sello  del  Estado  y servicios  explotados  por  la  Administración 275.696*1 1 

Propiedades  y derechos  del  Estado 0.350.1 15*20 

Ejercicios  cerrados » 


Aumentando  los  restos  que  quedaron  por  cobrar  por  resultas  de  años  anteriores  en  la 
suma  de 

Quedó  un  total  de  restos  por  cobrar  al  final  del  ejercicio,  según  aparece  de  la  cuenta  de 
Rentas  públicas,  de 

GASTOS 

Los  créditos  concedidos  por  la  ley  de  19  de  Mayo  de  1870  para  satisfacer  las  obligaciones 

del  Estado  ascendieron  á 

A esta  suma  se  aumentaron  los  pagos  que  careciendo  de  crédito  legislativo  por  ser 
desconocido  el  gasto  á la  formación  del  presupuesto,  se  autorizó  al  Gobierno  para  satis- 
facer los  que  resultasen  reconocidos  y liquidados  por  virtud  de  las  disposiciones  consig- 
nadas en  varias  secciones  del  mismo  presupuesto,  y por  suplementos  de  crédito  y créditos 
extraordinarios  concedidos  por  diferentes  disposiciones  de  carácter  legislativo  y ministe- 
rialdurauteel  ejercicio,  con  arreglo  al  art.  4 1 de  la  ley  de  contabilidad,  y son  los  siguientes: 


Los  derechos  reconocidos  y liquidados  á favor  del  Tesoro  durante  el 
ejercicio  según  la  cuenta  de  Rentas  públicas,  ascendieron  á 

Deduciendo  de  esta  suma  los  restos  pendientes  de  cobro  que  pasan 
al  presupuesto  de  1871-72,  importantes  164.341.064  pesetas  y 49  cén- 


timos por  los  conceptos  siguientes: 

Contribuciones  directas 16.868.822*22 

Impuestos  indirectos  y recursos  eventuales 21.170.927*06 

Sello  del  Estado  y servicios  explotados  por  la  Ad- 
ministración  784.120*18 

Propiedades  y derechos  del  Estado 2 1 .27 1.4 1 5*48 

Ejercicios  cerrados 104.245.779*55 


Pesetas. 

535.702.055 


280.664.744*23 

816.366.709*23 


753.102.257*49 

63.264.541*74 

753.102.257*49 

726.200.962*48 


26.811.295*01 

164.341.004*49 

191.152.359*50 


718.040.682 
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Peseta». 


A nterior 

La  mitad  del  crédito  de  7.500.000  pesetas,  en  que  se  fijó  la  dotación 
anual  de  la  Real  Gasa  por  la  ley  de  28  de  Diciembre  de  1870,  me- 
diante no  haberse  devengado  estas  obligaciones  hasta  l.°  de  Enero 

de  1871 

La  diferencia  entre  lo  presupuesto  y lo  reconocido  y liquidado  por 
intereses  de  la  deuda  pública  consolidada  al  3 por  100,  por  conse- 
cuencia de  la  emisión  verificada  para  cubrir  el  empréstito  de  250 
millones  de  pesetas  en  efectivo,  autorizado  por  la  ley  de  de  Abril 
de  18 f> 9,  y de  la  misma  clase  de  deuda  emitida  en  garantía  de  con- 
tratos de  préstamos  adjudicada  en  pago  de  los  mismos 

La  que  asimismo  resulta  entre  el  presupuesto  y lo  reconocido  y liqui- 
dado por  «Intereses  de  la  deuda  flotante  del  Tesoro,»  según  la  auto- 
rización concedida  al  final  de  la  sección  tercera  del  presupuesto. . . 
La  diferencia  entre  los  créditos  presupuestos  y las  obligaciones  liqui- 
dadas que  resulta  entre  algunos  capítulos  de  la  sección  cuarta, 
«Ministerio  de  la  Guerra,»  créditos  que  han  sido  ampliados  en  vir- 
tud de  la  disposición  segunda  del  Estado  letra  A de  la  ley  de  presu- 
puestos de  1 1 de  Julio  de  1877 

EL  importe  de  las  obligaciones  del  personal  y material  del  Hospital 
Nacional  (Princesa),  que  fué  aumentado  á los  créditos  de  los  capí- 
tulos 8.°  y 9.°  de  la  sección  sexta,  «Ministerio  de  la  Gobernación,» 
con  arreglo  á la  disposición  primera  de  las  que  al  final  de  dicha 
sección  se  consignan  en  el  estado  letra  A del  presupuesto  de  este  año. 
La  suma  en  que  fué  ampliado  el  crédito  del  cap.  25  de  la  sección  sé- 
tima, «Ministerio  de  Fomento,»  por  virtud  de  lo  que  determina  la 

disposición  tercera  del  estado  letra  A del  presupuesto 

La  diferencia  entre  lo  reconocido  y liquidado  y las  obligaciones  pre- 
supuestas por  «Devoluciones  de  ingresos  de  ejercicios  cerrados,» 
en  razón  A que  en  el  presupuesto  está  representado  con  la  palabra 
Memoria  el  crédito  para  devolver  A las  Cofradías,  Obras  pías,  San- 
tuarios y demás  manos  muertas  el  importe  de  rentas  de  sus  bienes 
administrados  por  la  Hacienda,  de  los  años  cuyos  ejercicios  estu- 
vieron cerrados,  conspirándose  por  tanto  como  crédito  el  importe 

de  los  pagos  verificados,  que  ascienden  á 

í.o  satisfecho  en  concepto  de  «Indemnización  de  derechos  de  aduanas 
por  material  para  obras  públicas,»  cuyo  importe  represéntalas  forma- 
lizaciones  hechas  durante  el  año  de  esta  cuenta,  y que  se  considera 
como  crédito  por  estar  representada  con  la  expresión  de  Memoria.. 
El  importe  dé  lo  formalizado  por  «Gastos  de  las  contribuciones  de  los 
bienes  del  Estado  correspondientes  á ejercicios  cerrados,»  cuyo  cré- 
dito figura  con  la  palabra  Memoria  el  correspondiente  á esta  obli- 
gación  

Lo  reconocido  y liquidado  en  concepto  de  «Devolución  de  ingresos  de 
ejercicios  cerrados,»  por  anulación  ó rectificación  de  ventas  y re- 
denciones, abono  de  intereses  é indemnizaciones,  por  estar  repre- 
sentadas asimismo  en  el  presupuesto  con  la  expresión  Memoria  es- 
tas obligaciones 

La  diferencia  entre  lo  reconocido  y liquidado  por  «Gastos  generales 
de  ventas,»  y el  crédito  consignado  en  el  cap.  2.°  de  la  sección  dé- 
cima ampliado  en  virtud  de  la  disposición  puesta  al  final  de  dicha 

sección  en  el  estado  letra  A del  presupuesto 

El  importe  de  lo  reconocido  y liquidado  por  capital  é intereses  de  bi- 
lletes del  Tesoro  de  la  emisión  de  230  millones  de  reales  y del  an- 
ticipo decretado  en  19  de  Mayo  de  1854,  por  hallarse  representado 

el  crédito  con  la  palabra  Memoria 

Lo  reconocido  asimismo  por  intereses  de  suplementos  del  Banco  de 
España,  por  haber  sido  insuficientes  los  cobros  que  se  han  realiza- 
do por  el  mismo  de  las  obligaciones  de  compradores  de  bienes  des- 
amortizados para  constituir  el  fondo  de  amortización  é intereses  de 
billetes  hipotecarios,  toda  vez  que  estando  representado  con  la  pa- 
labra Memoria  se  considera  como  crédito  presupuesto  lo  satisfecho 
por  dicho  concepto 


» 


3.750.000 


805.922*50 
8.191. 526*56 

1.808.862*47 

127.415 

362.900 

326.85048 
13.041. 310*69 
1 34.356*02 

2.326.057*41 

36.027*36 

50.291*85 

403.231*90 


718.040.682 


31.364.751*94 
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g interiores 

La  suma  en  que  lia  sido  ampliado  el  crédito  presupuesto  para  «Inte- 
reses y amortización  de  bonos  del  Tesoro,»  y que  representa  las  obli- 
gaciones reconocidas  y liquidadas  por  la  admisión  de  estos  valores 
en  pago  de  bienes  nacionales,  según  el  decreto  lev  de  22  de  Enero 
de  1886 

Las  entregas  hechas  en  metálico  y pagarés  al  Real  Patrimonio  á cuen- 
ta del  25  por  100  del  valor  de  las  fincas  reservadas  para  el  servicio 
del  Estado,  con  arreglo  al  art.  26  de  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1865, 
cuyo  importe  se  considera  también  como  crédito  presupuesto  por 
no  figurar  en  el  de  este  año  el  correspondiente  d este  concepto. . . . 
L1  sobrante  que  resultó  á la  liquidación  del  ejercicio  de  1860-70  de 
los  créditos  en  el  presupuesto  de  dicho  año  al  cap.  14  de  la  sec- 
ción sexta,  «Ministerio  de  la  Gobernación,»  con  destino  al  material 
de  presidios  y casas  de  corrección,  declarados  permanentes  por  la 

ley  de  31  de  Diciembre  de  1870 

Idem  id.  del  de  36.750  pesetas  al  mismo  Ministerio  y con  cargo  á un 
capítulo  adicional  para  gastos  de  presos  y deportados  políticos,  en 

virtud  del  art.  3.“  de  la  ley  de  25  de  Junio  de  1870 

Idem  id.  del  de  30.000  pesetas  ai  Ministerio  de  Fomento  con  aplica- 
ción al  cap.  6.°,  y con  destino  al  material  de  montes,  para  el  im- 
pulso del  mapa  forestal  de  la  Península,  concedido  y declarado  per- 
manente por  la  ley  de  25  de  Junio  de  1870 

Idem  id.  del  de  6.250  pesetas,  al  cap.  9.u  del  «Ministerio  de  Fomento» 
para  los  gastos  que  puedan  causarse  por  el  delegado  general  de  So- 
ciedades por  acciones,  en  virtud  de  la  referida  ley 

Idem  id.  del  de  210.000  pesetas  al  cap.  19  del  «Ministerio  de  Fomen- 
to,» para  formación  y encuadernación  de  índices  de  las  bibliotecas 
y archivos  dependientes  de  la  Dirección  de  instrucción  pública  y 
para  activar  las  publicaciones  de  obras  interrumpidas  según  la  ya 
citada  ley 

Idem  id.  del  de  570.000  al  cap.  20  del  mismo  Ministerio,  para  obras 
en  los  edificios  y establecimientos  dependientes  de  la  enunciada  Di- 
rección, y para  idem  id 

Idem  que  resultó  á la  liquidación  del  ejercicio  de  1 869-70  del  su- 
plemento de  crédito  de  pesetas  1 08.862*50  concedido  al  referido 
Ministerio  de  Fomento,  por  trasferencia  del  cap.  23  al  22  con  des- 
tino á los  servicios  del  material  de  obras  públicas,  en  virtud  de  la 
ley  de  25  de  Junio  de  1870;  y declarado  permanente  por  la  de  31 

de  Diciembre  del  mismo  año  

Idem  id.  del  de  500.000  pesetas  al  cap.  26  de  idem,  para  la  infor- 
mación y estudios  del  plan  general  de  ferro-carriles,  según  la  ley 
de  13  de  Abril  de  1864,  y confirmada  la  permanencia  por  disposi- 
ción consignada  en  el  presupuesto  de  1869-70 

Idem  id.  del  de  725.000  al  cap.  31  de  idem,  para  adquisición  de  edi- 
ficios, obras  de  ensanche  en  el  Museo  de  pinturas,  reparación  y 
obras  de  la  Universidad  de  Madrid,  salón  de  la  Academia  de  mú- 
sica, clínicas  de  la  Facultad  de  Medicina  y terminación  de  contratos 
del  edificio  destinado  á Biblioteca  y Museo,  en  virtud  de  la  repetida 

ley  de  25  de  Junio  de  1870 

Idem  id.  del  de  pesetas  348.332*50,  á un  capítulo  adicional,  l.°  de 
idem,  concedido  por  la  ley  de  30  de  Juuio  de  1870  y autorizada  su 
inversión  para  trabajos  geodésicos,  topográficos  y metrológicos  por 

el  art.  3.°  de  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  dicho  año 

Idem  id.  del  de  pesetas  62.500  concedido  al  Ministerio  de  Hacienda 
por  Real  decreto  de  27  de  Marzo  de  1867  y destinado  á satisfacer 
los  gastos  de  la  traslación  y venta  de  las  existencias  de  las  supri- 
midas fábricas  de  pólvora 


31.364.751*94 

106.792.500 

1.013*17 

342.566*78 

2.802*31 

30.000 

6.250 

210.000 

570.000 


98.895*25 

150.299*84 

725.000 

324.666*05 

47.020*13 


Los  pagos  ejecutados  por  cuenta  de  los  créditos  procedentes  de  ejercicios  cerrados; 
son  los  siguientes: 


i’esetas. 

718.040.G82 


140.565.765*47 

858.606.447*47 
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Anterior 

15.866 

1.198.1)68*34 

316.860‘61 

427.475*34 

1.869.507*77 

6.662.700*59 

41.929.538*46 

52.420.917*11 


1.933*99 
45.475*09 

4.175*53 

250 

51.834*61 

El  importe  de  los  suplementos  de  crédito  y créditos  extraordinarios  concedidos  á los 
Ministerios  por  diferentes  disposiciones  de  carácter  legislativo  y ministerial  durante  el 
curso  del  ejercicio,  conforme  al  art.  41  de  la  ley  de  25  de  Junio  de  1870  por  insuficiencia 
de  los  del  presupuesto,  á saber: 


Ministerio  de  Gracia  y .Justicia 1.287  978*78 

de  la  Guerra 8.0G9.801 

de  Marina... 300.000 

de  Gobernación 1.506.044*84 

de  Fomento 354.625 

de  Hacienda 1.269.774*18 


De  1859  (pagos  con  cargo  al  fondo  de  sustitución 

militar) 

De  1850  á 1864-65 

De  1865-66 

De  1866-67 

De  1867-68 

De  1868-69 

De  1869-70 

Obligaciones  procedentes  de  las  leyes  de  i.°  de 
Abril  de  1859,  7 de  Abril  de  1861  y 25  de  Mayo 

de  1863 

Gastos  de  la  guerra  de  Africa 

Formalizaciones  autorizadas  por  el  art.  7.”  de  la 

ley  de  15  de  Julio  de  1865 

Idem  de  obligaciones  libradas  en  suspenso  hasta 
fin  de  1856  


Suman  los  créditos  del  presupuesto  de  gastos  de  1870-7 1 con  las  modificaciones  expre- 
sadas  

Deduciendo  de  la  suma  que  antecede  la  parte  anulada  de  los  créditos 
que  señaló  el  presupuesto  á los  caps.  2."  y 3.°  de  la  sección  pri- 
mera para  personal  y material  de  la  Secretaria  de  la  Regencia  y es- 
tampilla, al  suprimirse  esta  dependencia  por  Real  decreto  dé  31 

de  Enero  de  1871  23.750*50 

5 la  baja  del  crédito  señalado  á la  asignación  del  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros  en  el  cap.  l.°  de  la  sección  primera  durante  el 
tiempo  que  desempeñó  otro  departamento  ministerial,  que  as- 
cicn,le  “ 30.000 


Resultó  un  total  de  los  créditos  definitivos  del  presupuesto  de  gastos  al  terminar  el  ejer- 
cicio de 

Los  gastos  reconocidos  y liquidados  á favor  de  los  acreedores  del  Es- 
tado durante  el  ejercicio,  según  resulta  de  la  cuenta  de  Gastos  pii- 
blicos,  importaron 1.055.325.537*52 

\ deduciendo  de  esta  suma  los  restos  pendientes  de  pago  proce- 
dentes de  ejercicios  cerrados,  que  pasaron  al  presupuesto  de"  1871  —72, 
importantes  186.284.547  pesetas  69  céntimos,  pertenecientes: 

Al  presupuesto  de  1859  (pagos  con  cargo  al  fondo 


de  sustitución  militar) 2.042*40 

Al  de  1850  á 1864-65  47.9S|!655‘38 

Al  de  1865-66 10.760.124*33 

Al  de  1866-67 13.389.593*23 

Al  de  1867-68 9.482.583*16 

A de  1868-69 19.687.508*89 

Al  de  1869-70 74.685.150*17 


Pesetas. 


858.606.447*47 


52.472.751*72 


12.788.223*60 


923.867.422*79 


53.750*50 


923.813.672*29 


175.966.657*56 
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Pesetas. 


Anteriores 175.966.657*56  1.055.325.537*52  923.813.072*29 

Obligaciones  procedentes  de  las  leyes  de  l.°  de 
Abril  de  1859,  7 de  Abril  de  1861  y 25  de  Mayo 

de  1863 6.703.476*33 

Gastos  de  la  guerra  de  Africa 3.014.413*80 

186.284.547*69 

868.040.989*83 


Hubo  un  exceso  en  los  gastos  presupuestos,  comparados  con  los  reconocidos  y liquidados 


durante  el  ejercicio,  de 54.772.682*4(3 

Los  gastos  presupuestos  con  las  modificaciones  introducidas  en  ellos  ascendieron  á 923.813.672*29 

Los  pagos  ejecutados  durante  el  ejercicio  importaron 735.975.957*18 

Y resultó  un  exceso  en  los  pagos  presupuestos  sobre  los  ejecutados,  de 187.837.715*1 1 


54.929.3  34*G6 
133.065.032*65 

2.394.949*17 


190.389.316*48 


2.551.601*37 

187.837.715*11 


Igual. 


Los  gastos  reconocidos  y liquidados  á favor  de  los  acreedores  del  Estado,  según  queda 


dicho,  importaron 1.055.325.557*52 

Los  pagos  ejecutados  ascendieron  á 735.975.957*18 

Y quedó  un  resto  por  pagar  al  cerrarse  el  ejercicio,  segnn  la  cuenta  deGastos  públicos,  de.  3 1 9.349.580*31 

Estos  restos  corresponden: 

Por  resultas  de  ejercicios  anteriores  y por  los  conceptos  que  quedan 


demostrados 186.284.547*69 

Por  obligacioues  del  propio  ejercicio  de  1870-71 133.065.032*65 

319.349.580*34 


Este  exceso  se  descompone  en  las  partidas  siguientes: 

Por  sobrantes  después  de  cubiertos  los  gastos * . . . . 

Por  resultas  del  propio  presupuesto,  que  pasaron  al  de  1871-72  

Por  traspaso  al  presupuesto  inmediato  de  los  créditos  no  consumidos, 
que  estaba  declarada  su  permanencia 


Y deduciendo  de  esta  suma  el  exceso  de  los  gastos  reconocidos  y li- 
quidados, comparados  con  los  presupuestos,  en  contra  de  lo  precep- 
tuado en  el  art.  41  de  la  ley  de  admiuistracion  y contabilidad  de 
25  de  Junio  de  1870,  importantes 


Igual. 


RESUMEN 


ingresos  realizados  durante  el  ejercicio  de  1870-7 1 726.290.962*48 

Pagos  ejecutados  durante  el  mismo  ejercicio 735.975.957*18 


Exceso  de  los  pagos  satisfechos  sobre  los  ingresos  realiza- 
dos, ó sea  déficit  del  Tesoro 9.684.994*70 


El  exceso  en  los  gastos  reconocidos  y liquidados,  comparados  con  los  créditos  presupuestos,  importante 
2.551.601  pesetas  37  céntimos,  de  las  cuales  se  pagaron  durante  el  ejercicio  79.429  pesetas  99  céntimos, 
quedando  un  resto  por  pagar  de  2.472.171  pesetas  38  céntimos,  se  comprueba  por  la  siguiente 
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Exceso  de  los  gastos 
reconocidos. 

Pesetas. 

Pagado  por  cuenta 

oe  los  excesos. 

Pesetas. 

Restos  por  pagar. 
Pesetas. 

Obligaciones  generales  del  Estado 

133.997*89 

» 

133.997*89 

Ministerio  de  Gracia  y Justicia 

0*75 

0-75 

‘ « de  Marina 

923.596*90 

» 

923.596*90 

de  la  Gobernación 

153.622*58 

153.622*58 

— - de  Fomento 

181*94 

» 

181*94 

- — de  Hacienda 

83.517*94 

79.42  9;99 

4.187*95 

Gastos  afectos  al  producto  de  las  ventas  de  bienes  na- 

cionales 

275.79 1*28 

275.791*28 

Patrimonio  que  fué  dé;  la  Corona 

980.792*09 

» 

980.792*09 

2.551.  GOl‘37 

79.429*99 

2.472.171*38 

CUENTA  DE  RENTAS  PUBLICAS. 

Pesetas. 


los  derechos  acreditados  á favor  del  Estado  durante  el  ejercicio  de  1870-71  importaron . 9 1 7.443.32 1 ‘98 

lx»s  ingresos  obtenidos  en  el  Tesoro  por  cuenta  de  estos  derechos  fueron 726.290.962*48 


Y quedó  un  resto  por  cobrar  al  final  del  ejercicio  por  los  conceptos  que  se  expresan  en  la 
cuenta  de  presupuestos,  «Ingresos,»  de 1 9 1 . 1 52.359' 50 


CUENTA  DE  GASTOS  PUBLICOS. 

Las  obligaciones  reconocidas  y liquidadas  á favor  de  los  acreedores  del  Estado  durante  el 


ejercicio  de  1870-71 , lo  fueron  por  la  suma  de 1.055.325.537*52 

Los  pagos  ejecutados  por  cuenta  de  dichas  obligaciones  importaron 735.975.557*18 


Y quedó  un  resto  por  pagar  al  final  del  ejercicio  por  los  conceptos  expresados  en  la 
cuenta  de  presupuestos  «Gastos,»  de 3 1 9.349*580*34 


Los  resultados  que  presentan  la  cuenta  general  de  presupuestos  y las  de  rentas  y gastos  públicos  del 


ejercicio  de  1870-71,  se  demuestran  en  la  siguiente. 

COMPARACION. 

Pesetas. 

Los  ingresos  presupuestos  en  virtud  de  la  ley  de  8 de  Junio  de  1870,  en  su  fijación  pri- 
mitiva, lo  fueron  en  cantidad  de 535.702.055 

Los  gastos  presupuestos  en  virtud  de  la  ley  de  19  de  Mayo  de  idem 718.040.682 

De  manera  que  el  presupuesto  de  1870-71,  en  su  fijación  primitiva,  ofrecía  un  déficit  de.  182.238.627 

Las  modificaciones  introducidas  en  el  presupuesto  de  ingresos,  con  más  el  crédito  primi- 
tivo, se  elevó  durante  el  ejercicio  á 816.360.799*23 

Idem  idem  de  gastos  idem  idem  á 923.8 13.672*29 

De  lo  que  resulta  que  los  gastos  presupuestos  superaron  á los  ingresos  en 1 07.446.873*06 

Los  ingresos  reconocidos  y liquidados  durante  el  ejercicio  fueron 753.102.257*49 

Los  gastos 869.040.989*83 

Resultó  un  exceso  en  los  gastos  reconocidos  y liquidados  sobre  los  ingresos  también  re- 
conocidos, de " ' 115.938.732  34 

Los  ingresos  realizados  por  el  Tesoro  durante  el  ejercicio  de  1870-71  fueron 726.290.962*48 

Los  gastos  satisfechos  por  el  mismo  en  igual  periodo 735.975.957*18  • 

Exceso  de  los  pagos  satisfechos  sobre  los  ingresos  realizados 9.684.994*70 
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RESULTADOS  GENERALES. 


El  exceso  que  aparece  en  los  gastos  reconocidos  y liquid  ados  sobre  los  ingresos  recono- 
cidos, asciende  á 1 15.938.732*34 

El  que  resulta  en  los  pagos  satisfechos  sobre  los  ingresos  realizados,  déficit 9.084.094*70 


Cuya  suma  de  ambos  excesos  da  en  totatiidad  un  aumento  en  las  obligaciones  del  Estado, 

como  resulta  de  este  presupuesto,  de 125. 623. 727*04 


Consignados  ya  los  resultados  generales  de  las  cuentas  definitivas  de  presupuestos,  rentas  y gastos  puiji¡. 
eos,  redactadas  con  arreglo  á las  prescripciones  de  la  ley  de  administración  y contabilidad  general  de!  Es- 
tado de  25  de  Junio  de  1870,  la  Comisión  ha  de  ocuparse  de  las  dos  observaciones  que  el  Tribunal  de  Cuen- 
tas del  Reino  hace  en  su  declaración  y en  su  Memoria. 

Dice  el  Tribunal  que,  cotejadas  las  cuentas  generales  definitivas  de  rentas  y gastos  públicos  con  las  par- 
ticulares sometidas  á su  exámen,  se  notan  diferencias  en  más  y en  menos,  que  unas  han  sido  sancionadas  por 
leyes  y órdenes  de  carácter  ministerial,  y otras  proceden  de  equivocada  aplicación;  pero  ni  en  uno  ni  otro 
caso  se  han  irrogado  perjuicios  al  Tesoro. 

Respecto  á este  punto,  la  Comisión  se  halla  conforme  con  lo  manifestado  por  el  Tribunal;  porque  habiendo 
visto  detenidamente  el  estado  en  que  se  explican  esas  diferencias,  y que  obra  unido  á la  certificación,  entiendo 
que  no  ha  sufrido  perjuicio  alguno  el  Tesoro  público,  si  bien  no  puede  méuos  de  extrañar  que  al  cabo  de 
treinta  y seis  años  de  establecido  un  sistema  de  contabilidad  con  leyes  é instrucciones  que  regulan  de  un 
modo  claro  y terminante  la  gestión  administrativa  de  la  Hacienda  pública,  haya  todavía  Centros  y funciona- 
rios que  cometan  esos  errores  de  aplicación  en  la  distribución  de  los  fondos  públicos,  que  acusan,  por  lo  mé- 
nos,  desconocimiento  de  las  instrucciones  y preceptos  legislativos. 

Manifiesta  asimismo  el  Tribunal  que  del  referido  exámen  de  comprobación  aparece  un  exceso  en  los  gas- 
tos  reconocidos  y liquidados,  comparados  con  los  presupuestos,  de  2.551.601  pesetas  3 7 céntimos;  hecho  que 
constituye  una  infracción  á lo  preceptuado  en  el  art.  41  de  la  ley  de  administración  y contabilidad  de  25  de 
Junio  de  1870. 

En  cuanto  á este  extremo,  la  Comisión  no  puede  ménos  de  llamar  seriamente  la  atención  del  Congreso. 
El  art.  41  do  la  vigente  ley  de  contabilidad  dice  textualmente  así: 

«Art.  41.  Si  las  Córtes  no  estuvieren  reunidas,  y el  gasto  para  el  cual  falte  crédito  fuera  urgente,  el  Go- 
bierno podrá,  bajo  su  responsabilidad,  acordarlo,  observando  estas  formalidades: 

Cuando  resulten  sobrantes  de  crédito  en  otros  capítulos  de  la  sección  á que  corresponda  el  gasto,  podrá 
hacerse  trasferencia  de  crédito  del  capítulo  ó capítulos  que  ofrezcan  remanente  al  capítulo  ó á los  capítulos 
en  que  exista  el  déficit.  Estas  trasferencias  se  acordarán  por  el  Consejo  de  Ministros,  oyendo  previamente  á 
la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado. 

Cuando  no  hubiere  sobrante  en  la  misma  sección  del  presupuesto,  el  Consejo  de  Ministros  acordará  la 
concesión  de  suplemeuto  de  crédito  ó crédito  extraordinario,  oyendo  préviamente  al  Consejo  de  Estado  en 
pleno  sobre  la  necesidad  y urgencia  del  gasto,  cuyo  importe  se  cubrirá  provisionalmente  con  la  deuda  flo- 
tante del  Tesoro,  si  las  rentas  ó recursos  eventuales  del  Estado  no  hubiesen  proporcionado  valores  superiores 
á los  presupuestos  en  cantidad  equivalente  ó superior  á la  que  representen  los  nuevos  créditos.» 

Este  abuso  de  reconocer  y liquidar  obligaciones  con  exceso  sobre  los  créditos  autorizados  en  los  presu- 
puestos se  viene  observando  en  las  cuentas  generales  definitivas,  acerca  del  cual  han  llamado  la  atención  del 
Congreso  y de  los  diversos  Srcs.  Ministros  de  Hacienda  las  Comisiones  anteriores,  y demuestra  una  falta 
constante  de  respeto  á la  ley  ó una  deficiencia  del  actual  sistema  de  contabilidad,  que  es  preciso  corregir. 

La  Comisión  actual,  lo  mismo  que  las  anteriores,  bajo  la  pesadumbre  de  hechos  consumados  en  una  época 
relativamente  lejana,  no  encuentra  otro  medio  más  que  proponer  al  Congreso  la  aprobación  del  exceso  de 
gastos  de  que  se  trata;  pero  también  se  propone,  al  emitir,  en  un  plazo  breve,  su  dictamen  acerca  del  expe- 
diente general  de  contabilidad  legislativa,  someter  á la  aprobación  del  Congreso  lo  que  considere  más  acer- 
tado para  extirpar  un  abuso  que  ni  la  necesidad,  ni  la  urgencia,  ni  siquiera  casos  de  fuerza  mayor  pueden 
disculpar. 

La  Comisión  tiene  motivos  fundados  para  suponer  que  este  defecto  administrativo  habrá  ocurrido  en  los 
años  sucesivos,  si  bien  abriga  la  esperanza  que  á partir  de  las  cuentas  generales  definitivas  correspon- 
dientes al  ejercicio  de  1880-81  no  sucederá  lo  mismo,  si  se  ha  cumplido  estrictamente  lo  dispuesto  en  la  ley 
de  25  de  Junio  de  1880,  dictada  con  toda  la  previsión  necesaria  para  prevenir  y remediar  estos  abusos. 

Por  estas  consideraciones,  opina: 

Primero.  Que  se  apruebe  y autorice  el  pago  en  concepto  de  resultas  del  presupuesto  de  gastos  del  ejercicio 
de  1870-71,  de  la  suma  de  133.065.032  pesetas  65  céntimos  que  quedaron  reconocidas  y liquidadas  pen- 
dientes de  pago  á la  terminación  del  mismo  ejercicio. 

Segundo.  Que  se  fije  en  54.029.334  pesetas  66  céntimos  el  importe  de  los  créditos  que  resultaron  anulados 
después  de  cubiertos  los  gastos. 

Tercero.  Que  asimismo  se  fijen  en  2.394.940  pesetas  17  céntimos  los  créditos  no  invertidos  en  el  ejer- 
cicio del  presupuesto  de  1870-71,  que  por  hallarse  autorizada  su  permanencia  pasaron  al  presupuesto  in- 
mediato. 

Cuarto.  Que  también  se  apruebe  y autorice  el  pago  de  los  2.55 1.601  pesetas  37  céntimos  que  resultaron 
reconocidos  con  exceso  en  los  gastos  comparados  con  los  presupuestos;  y 
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Quinto.  Que  deben  aprobarse  las  cuentas  generales  definitivas  de  presupuestos,  rentas  públicas  y gastos 
públicos  correspondientes  al  ejercicio  económico  de  1870-71,  redactadas  con  arreglo  á la  ley  de  administra- 
ción y contabilidad  general  del  Estado  de  25  de  Junio  de  1870. 


CUENTA  DEL  TESORO  PUBLICO. 

Esta  cuenta  se  halla  redactada  con  arreglo  al  art.  Gó  de  la  ley  de  administración  y contabilidad  de  25  de 
Junio  de  1870,  y á lo  dispuesto  en  los  arts.  155  y i 50  de  la  Real  instrucción  de  25  de  Enero  de  1850. 

Se  divide  en  dos  partes  principales: 

Primera.  Ingresos  y pagos  por  todos  conceptos. 

Segunda.  Operaciones  del  Tesoro. 

Los  resultados  generales  son  los  siguientes: 


CAROO. 

Existencia  en  fin  de  Junio  de  1870 

Ingresos  en  el  año  económico  de  1870-7Í. 

Por  valores  consignados  cu  los  presupuestos 

Por  operaciones  del  Tesoro 

Por  fondos  especiales 

Por  papel  de  varias  clases 


Total  cargo. 


Pese  tas. 


880.129.57P80 


7150.236.980*14 
4.212. 446.017*40 
25.639.237*87 
709.583.783*99 


5.767.900.019*40 

6.648.035.591*20 


DATA. 


Pagos  ejecutados. 


Por  obligaciones  incluidas  en  los  presupuestos, 

Por  operaciones  del  Tesoro 

Por  fondos  especiales 

Por  papel  de  varias  clases 


791.955.704*36 

3.870.758.430*69 

31.597.650*58 

1.178.160.650*37 

5.872.472.442 


Existencias  que  resultaron  en  las  Cajas  en  30  de  Junio  de  1871 


775.563.149*20 


lia  segunda  parte  de  esta  cuenta,  ó sea  «Operaciones  del  Tesoro.»  expresa  las  de  crédito,  de  creación  y 
amortización  de  valores  y de  movimiento  de  fondos  practicados  para  facilitar  el  pago  de  las  obligaciones  en 
las  épocas  de  su  vencimiento  y cu  los  pantos  en  que  lo  exige  el  servicio,  y demuestra  la  situación  del  Te- 
soro, o sea  su  activo  y pasivo  en  l.u  de  Julio  de  1870  y cu  30  de  Junio  de  1871,  lomando  como  punto  do 
partida  en  1.’  de  Enero  de  1850,  en  que  empezó  á regir  el  actual  sistema  de  contabilidad.  Se  refiere  única-' 
mente  el  efectivo  y valores  corrientes  que  lian  figurado  en  las  vendidas  por  las  diferentes  Cajas  del  Tesoro,  y 
ofrecía  en  fin  de  Junio  de  1871  los  resultados  siguientes: 


SALDOS  CONTRA  EL  TESORO. 


TesCtas. 


Exceso  de  los  ingresos  obtenidos  á los  pagos  ejecutados  basta  fin  de  Junio  de  1871 169.395.885*44 

Valores  del  Tesoro  pendientes  de  pago,  incluso  los  billetes  creados  para  el  canje  de  la  mo- 
neda catalana 824.394.048*24 

Préstamos  y fondos  recibidos  y no  devueltos 51 3.278.863*0 1 

bébitos  por  operaciones  de  negociación,  adquisición  y realización  y canje  do  efectos.  . . . 22.1 90.G03‘27 

Movimiento  de  fondos. — Remesas  no  datadas 165.392.282*19 


FONDOS  ESPECIALES  RECIBIDOS  Y NO  DEVUELTOS. 

Por  partícipes  de  las  rentas 15.486.255*65 

Por  depósitos  y fianzas 10.733.571*12 

• 26.219.826*77 


Suman  los  débitos  del  Tesoro. 


1.720.873.508*92 
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Pesetas. 


Anterior 1 .720.873.508*9*2 

SALDOS  Á FAVOR  DEL  TESORO. 

Anticipaciones  y fondos  facilitados  á varios 793.644.53  1*61 

Crédito  por  operaciones  de  negociación,  realización, 

adquisición  y canje  de  efectos 35.475.171*98 

Movimiento  de  fondos. — Fondos  remitidos  que  no 
habían  llegado  A su  destino  en  fin  de  Junio  de 

1871 84.683.987*94 

Existencias  en  dicha  fecha  en  poder  de  las  Cajas 

del  Tesoro 148.677.226*06 

268.836.385*98 


Suman  los  créditos  del  Tesoro 1.062.480.9 17*59 

Exceso  de  los  saldos  contra  el  Tesoro  por  metálico  y valores  corrientes 658.392.591*33 


Nota.  Este  exceso  proviene  del  déficit  entre  los  ingresos  y pagos  verificados  desde  l.°  de  Enero  de  1850 
hasta  fin  de  Junio  de  1871,  por  resultas  de  los  presupuestos  y operaciones  del  Tesoro,  corresjiondiente  á la 
época  que  terminó  en  1849;  del  déficit  líquido  de  los  presupuestos  ríe  1850  á fin  de  Junio  de  1870,  liquidados 
definitivamente;  del  papel  de  la  deuda  que  se  ha  recibido  en  pago  de  los  ingresos  de  estos  mismos  presupues- 
tos, el  cual  se  ha  cancelado  y remiLido  para  su  amortización  definitiva  A las  oficinas  del  ramo,  y por  último, 
de  rectificaciones  practicadas,  según  las  generales  de  1850  á fin  de  Junio  de  1870  y la  presente,  en  las  li- 
quidac iones  respectivas  de  las  operaciones  del  Tesoro. 


CUENTA  DE  LA  DEUDA  PUBLICA. 

Esta  cuenta  se  halla  redactada  con  arreglo  al  art.  69  de  la  ley  de  administración  y contabilidad  de  25 
de  Junio  de  1870  é instrucción  reglamentaria  de  31  de  Diciembre  de  1851. 

Da  á conocer  el  importe  de  la  deuda  pública  que  exislia  en  fin  de  Junio  de  1870,  de  la  reclamada,  de  la 
admitida  á liquidación  y de  la  emitida  hasta  fin  de  Junio  de  1871. 

Las  operaciones  de  este  ramo  estuvieron  bajo  la  inspección  de  la  Comisión  de  Sres.  Senadores  y Diputados, 
según  prescribe  el  art.  20  de  la  mencionada  ley  de  contabilidad,  y la  Comisión  se  limita  á consignar  aquí  los 
siguientes  resultados  generales: 

La  deuda  existente  en  30  de  Junio  de  1870  pendiente  de  liquidación,  conversión  y en  cir- 


culación, asciende  A pesetas 7.081.603.208*83 

La  pendiente  de  liquidación,  conversión  y en  circulación  en  30  de  Junio  de  187 1,  importaba.  7.056.1 50.513*24 

Y resultó  una  disminución  durante  el  año  económico  de  1870-71  de 25.452.695*59 


CUENTA  DE  PROPIEDADES  Y DERECHOS  DEL  ESTADO. 


Esta  cuenta  se  baila  ajustada  A lo  dispuesto  en  el  art.  70  de  la  ley  de  administración  y contabilidad  de 
25  de  Junio  de  1870  y Real  instrucción  de  30  de  Junio  de  1855. 

Se  subdivide  en  las  tres  parciales  siguientes: 

Cuenta  de  valores  A cobrar  por  bienes  enajenados  con  anterioridad  A la  ley  de  l.°  de  Mayo  de  1855. 
Cuenta  de  bienes  declarados  en  venta  por  las  leyes  de  l.°  de  Mayo  de  1855,  1 1 de  Julio  de  1856,  16  de 
Junio  y 18  de  Diciembre  de  1869,  y los  procedentes  de  quiebras,  secuestros  y alcances. 

Cuenta  de  pagarés  de  compradores  de  bienes  enajenados,  en  virtud  de  las  leyes  de  l.°  de  Mayo  de  1855, 
1 1 de  Julio  de  1856,  16  de  Junio  y 18  de  Diciembre  de  18G9. 


CUENTA  DE  VALORES  Á COBRAR. 


Pesetas. 


Existencia  en  l.°  de  Julio  de  1870 1 6.446. 1 7 1*27 

Aumentos  durante  el  ano  económico  por  varios  conceptos 359.206*40 

Total  cargo 1G. 805. 377*07 

Data  verificada  durante  el  año  económico 506.300*38 

Saldo  pendiente  de  realización  en  30  de  Junio  de  1871  16.299.077*29 


APÉNDICE  100.°  AL  NÚM.  2 


t l 


Pesetas. 

CUENTA  L*E  BIENES  DECLARADOS  EN  VENTA. 

Existencia  en  30  de  .1  unió  de  1870  268.344.540*  16 

Aumento  durante  el  año  económico 89.622.759*22 

Total  cargo 357.967.299*38 

Data  realizada  por  varios  conceptos 93.008.656*98 

Valor  de  las  fincas,  censos  y derechos  existentes  en  30  de  Junio  de  1871 264.958.642*40 

CUENTA.  DE  PAOARÉS  DE  BIENES  ENAJENADOS. 

Existencia  en  30  de  Junio  de  1870 38  J. 770.807-64 

Aumento  durante  el  año  económico 64.900.305*39 

Total  cargo 447.671.113*03 

Data  realizada  durante  el  año  económico  por  varios  conceptos 55.967.189*64 

Saldo  que  resultó  en  30  de  Junio  de  1871  por  pagarés  pendientes  de  vencimiento 391.703.923*39 


CUENTA  GENERAL  DE  LA  CAJA  DE  DEPOSITOS. 


Esta  cuenta  demuestra  las  operaciones  verificadas  para  la  admisión  y devolución  de  los  depósitos  en  me- 
tálico y en  efectos  de  la  deuda  pública  y del  Tesoro  que  se  consignen  en  la  Caja,  con  arreglo  á las  prescrip- 
ciones del  decreto  orgánico  de  15  de  Diciembre  de  1868. 


Las  operaciones  ejecutadas  en  el  año  económico  de  1870-71 
expresa  en  la  demostración  siguiente: 

presentan  el  movimiento  de  fondos  que  se 

INGRESOS.  PAGOS. 

Pesetas.  Pesetas, 

Cuenta  de  depósitos  convertidos  en  bonos 

Cuenta  nueva  (le  metálico 

Cuenta  de  metálico  con  el  Tesoro 

Depósitos  eu  efectos  públicos , 

Bonos  del  Tesoro  consignados  en  Caja 

Resguardos  de  depósitos,  cuenta  de  emisión 

4.264.934*28 

21.517.673 
43.141.286*18 
13.102*28 
406.407.412*70 
1.656.246*95 
6.1 18.022*08 

428.376.153*22 

478.853.743*19 

Total  movimiento 907.229.896*41 


Da  cuenta  general  de  las  operaciones  de  la  Caja,  que  demuestra  los  saldos  que  resultaron  en  fin  de  Junio 
de  1870,  los  ingresos  y pagos  ó devoluciones  durante  el  ejercicio  y los  saldos  que  quedaron  para  el  siguiente, 
ósea  para  el  de  1871-72,  se  demuestra  en  el  siguiente 


RESUMEN  GENERAL.— CUENTA  DE  CAJA. 


Existencias 
en  fin  de  Junio 
de  1870. 

Pesetas . 

Ingresos 

en  el  año  económic0 
de  1870  A 1871. 

Pesetas. 

TOTAL, 

Pesetas. 

Pagos 

en  el  año  económico 
de  1870  á 1S71. 

Pesetas. 

Existencias 
para  1.®  de  Julio 
de  1871. 

Pesetas. 

Depósitos  antiguos  de 
metálico  convertidos  en 
bonos  del  Tesoro 

151.104.216*92 

14.606.750*27 

165.710.967*19 

21.517.673 

44.193.294*19 

Cuenta  nueva  de  metá- 
lico  

8.965.920*05 

38.908.342*52 

47.874.262*57 

43.141.286*18 

4.732.976*39 

Cuenta  de  metálico  con  el 
Tesoro  público 

55.995*84 

8.607*67 

64.603*51 

13.102*28 

51.501*23 

Depósitos  en  efectos  pú- 
blicos . . . 

653.855.976*99 

370.293.248*48 

1.024.149.225*47 

406.407.412*70 

617.741.812*77 

Cuenta  de  bonos  del  Te- 
soro co  n s i g n ad  o s en 
Caja 

1.387.976*95 

294.270 

1.682.246*95 

1.656.246*95 

26.000 

Resguardos  de  depósi- 
tos.-Cuenta  de  emisión. 

1.895.735*73 

4.264.935*28 

6.160.671*01 

G.  11 8.022*08 

42.648*93 

817.265.822*48 

428.376.154*2? 

1.245.641.976*70 

478.853.743*19 

766.688.233*51 
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Expuestos  los  precedentes  resultados  generales  de  las  cuentas  del  Tesoro  público,  deuda  pública,  propie- 
dades y derechos  del  Estado  y Caja  general  de  depósitos,  la  Comisión  se  limita  á consignar  que  en  cuanto 
estas  cuentas  se  relacionan  con  el  presupuesto,  se  hallan  conformes,  sin  que  el  Tribunal  de  las  del  Reino  en 
su  declaración  y en  su  Memoria  relativas  á la  de  este  ejercicio,  haga  Observación  alguna  sobre  ellas,  ni  la 
Comisión  tiene  tampoco  nada  que  reparar. 

Hecho  detalladamente  por  ramos  el  exámen  de  las  cuentas  generales  definitivas  del  Estado  correspon- 
dientes al  ano  económico  de  1870-71,  y tomando  en  consideración  lo  propuesto  por  el  Gobierno  de  S.  M.,  la 
Comisión  tiene  la  honra  de  someter  a la  deliberación  y aprobación  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.®  Se  aprueban  las  cuentas  generales  definitivas  del  Estado  correspondientes  al  presupuesto 
del  año  económico  1870—71 , redactadas  por  la  Intervención  general  de  la  Administración  del  Estado,  y exa- 
minadas y comprobadas  por  el  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino. 

Art.  2.°  Se  lijan  en  9 17. 443. 321‘98  pesetas  los  derechos  liquidados  d favor  del  Tesoro  por  los  recursos 
del  presupuesto  1870-71  y por  el  concepto  de  atrasos  y resultas  de  presupuestos  anteriores,  en  la  forma 
siguiente: 

Pesetas. 

Por  recursos  concedidos  en  el  citado  presupuesto 782.448.271*91 


RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 


De  los  que  rigieron  desde  1830  d 18G4-G5,  ambos  inclusive 14.636.043*08 

Del  de  1865-66 2.076.108*25 

Del  de  1806-G7 1.326.881*41 

Del  de  1867-68 3.325.051*38 

Del  de  1868-69 34.730.296*63 

Del  de  1869-70 34.641.765*47 

Por  resultas  de  ventas  de  bienes  nacionales 44.258.902*95 


Lo  recaudado  en  los  diez  y oebo  meses  del  ejercicio  por  cuenta  de  los  mencionados 
derechos  liquidados,  se  fija  definitivamente  en  726.290.962*48  pesetas,  en  esta  forma: 


917.443.321*98 


Por  el  presupuesto  del  año  económico  1870-7 1 


695.541.691*96 


RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 


De  los  que  rigieron  desde  1850  d 1864-65,  ambos  inclusive 

Del  de  1865-66 

Del  de  1866-67 

Del  de  1867-68 

Del  de  1868-69 

Del  de  1869-70 

Por  resultas  de  ventas  de  bienes  nacionales 


214.2.80*46 
163.558*1  1 
226.273*97 
419.498*62 
15.347.417*77 
10.553.878*17 
3.824.363*42 

726.290.962*48 


Los  derechos  del  Tesoro  pendientes  de  cobro  al  terminar  el  ejercicio  del  presupuesto 
del  año  económico  1 870-7 1 , y que  pasaron  d 187 1 -72  en  concepto  de  resultas  de  ejercicios 
cerrados,  ascienden  d 191.152.359*50  pesetas,  como  sigue: 

Por  el  presupuesto  de  1870-71 86.906.579*95 


RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 


De  los  que  rigieron  desde  1850  d 1864-65.. 

Del  de  1865-66 

Del  de  1866-67 

Del  de  18G7-68 

Del  de  1868-69 

Del  de  1869-70 

Por  resultas  de  ventas  de  bienes  nacionales. 


14.421.763*52 

1.912.550*14 

1.100.607*44 

2.905.552*76 

19.382.878*86 

24.087.887*30 

40.434.539*53 


191.152.359*50 


Art.  3.°  Los  gastos  liquidados,  ó sean  los  derechos  reconocidos  d favor  de  los  acreedores  del  Estado  du- 
rante el  ejercicio  del  presupuesto  del  año  económico  1870-71,  se  fijan  definitivamente  en  la  cantidad  de  pe- 
setas 1.055.325.537*52,  en  esta  forma: 
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Por  el  presupuesto  del  año  económico  1870-71 . . . 

RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 


Pesetas. 

8 1 6.568.238*  1 1 


De  los  que  rigieron  desde  1850  á 1864-65 49.176.532*12 

Del  de  1865-66 11.076.984*94 

Del  de  1866-67 13.817.068*57 

Del  de  1867-68 11.352.090*93 

Del  de  1868-69 26.350.209*48 

Del  de  1869-70 1 10.614.688*63 

Procedentes  de  las  leyes  de  !.°  de  Abril  de  1859,  7 de  igual  mes  de 

1861  y 25  de  Mayo  de  1863 6.705.4 10*32 

Idem  de  los  gastos  de  la  guerra  de  Africa 3.659.888*89 

Fonnalizaciones  autorizadas  por  el  art.  7.°  de  la  ley  de  15  de  Julio  de 

1865 4.175*53 

Obligaciones  libradas  en  suspenso  hasta  fin  de  1856 250 


1.055.325.537*52 


Los  pagos  ejecutados  por  cuenta  de  dichas  obligaciones  en  los  diez  y ocho  meses  del  ejer- 
cicio del  mismo  presupuesto  de  1870-71, importan  735.975.957*18.  invertidas  en  esta  forma: 

Por  obligaciones  de  los  servicios  comprendidos  en  el  presupuesto  de 
1870-71 683.503.205*46 

RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 


Délos  que  rigieron  desde  1850  á 1864-65 

Del  de  1865-66 

Del  de  1 8GC-67 

Del  de  1867-68 

‘Del  de  1868-69 

Del  do  1869-70 

Procedentes  de  las  leyes  de  1."  de  Abril  de  1859.  7 de  igual  mes  de 

1861  y 25  de  Mayo  de  18G3 

Ídem  de  los  gastos  de  la  guerra  de  Africa.  

l’ormalizacioues  autorizadas  por  el  art.  7.”  de  la  ley  de  15  de  Julio  de 

1865., 

Obligaciones  libradas  en  suspenso  basta  fin  de  1856 


1.214.834*34 
316.860*61 
427.475*34 
1.869.507  77 
6.662.700*59 
41.929.538*46 


1.963*99 

45.475*09 

4.175*53 

250 

735.975.957*18 


Los  créditos  pendientes  de  pago  al  terminar  el  ejercicio  del  presupuesto  del  año  eco- 
nómico 1870-71.  que  pasaron  al  de  1871-72  en  el  concepto  de  resultas  de  ejercicios  ce- 
rrados, so  lijan  en  la  cantidad  de  pesetas  319.349.580*34,  á saber: 


Por  el  presupuesto  de  1870-71 


133.065.032*65 


RESULTAS  DE  EJERCICIOS  CERRADOS. 


Délos  que  rigieron  desde  1850  á 1864-65 

Del  de  1865-66 

Del  de  1866-67 

Del  de  1867-68 

Del  de  1868-69 

Del  de  1869-70 

l’rocedcutes  de  las  leyes  de  1.®  de  Abril  de  1859.  7 de  igual  mes  de 

1861  y 25  de  Mayo  de  1863 

1 tastos  de  la  guerra  de  Africa 

l'Ormalizaciones  autorizadas  por  el  art.  7."  de  la  ley  de  15  de  Julio  de 

1865 

Obligaciones  libradas  en  suspenso  hasta  fin  de  1856 


47.961.697*78 

10.760.124*33 

13.389.593*23 

9.482.583*16 

19.687.508=89 

74.685.150*17 


6.703.476*33 

3.614.413*80 


» 


» 


319.349.580*34 


Art.  4.®  La  liquidación  definitiva  del  presupuesto  del  año  económico  de  1870-71,  con  inclusión  de  las  re- 
sultas de  presupuestos  anteriores  y de  las  que  al  cerrarse  este  ejercicio  pasaron  al  presupuesto  de  1871-72. 
« como  sigue: 


4 
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Pesetas. 

Derechos  liquidados  ;i  favor  del  Tesoro 91 7.443.32 1 :98 

Obligaciones  reconocidas  y liquidadas ...  1.055.325.537*52 

Diferencia  por  exceso  de  las  obligaciones 137.882.215*54 

Recursos  realizados 726.290.962*48 

Pagos  ejecutados 735.975.957*18 

Déficit 9.684.994*70 


Art.  5.®  Se  aprueba  y autoriza  el  pago  en  concepto  de  resultas  del  presupuesto  de  gastos  del  año  econó- 
mico 1870-71,  y con  aplicación  al  que  estuviese  ó se  halle  en  ejercicio  cuando  aquel  tuvo  ó tenga  lugar, 
de  las  obligaciones  que  pot  la  suma  de  pesetas  133.065.032*65  quedaron  reconocidas  y liquidadas,  pendien- 
tes de  pago  á la  terminación  del  ejercicio. 

Art.  6."  Se  fija  en  pesetas  54.929.334*66  el  importe  de  los  créditos  que  resultaron  anulados  por  sobrantes 
después  de  cubiertos  los  gastos  autorizados  para  el  año  económico  1870-71. 

Art.  7.°  Se  fijan  eu  2.394.949*17  pesetas  los  créditos  no  invertidos  eu  el  ejercicio  del  presupuesto  de 
1870-71,  que  por  hallarse  autorizada  su  permanencia  pasaron  al  presupuesto  inmediato. 

Art.  8."  Se  aprueba  y autoriza  el  pago  de  los  2.551.601*37,  que  resultaron  como  exceso  eu  los  gastos  re- 
conocidos y liquidados  comparados  con  los  presupuestos. 

Palacio  del  Gougreso  24  de  Junio  de  i 887.=ftaimundo  F.  Villaverde,  presidente.— Wenceslao  Martínez. 
Juan  Guerrero.=Francisco  Ansaldo.=Cárlos  Rodríguez  Batista. 
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DE  LAS 


SESIONES  1E  CORTES 


CONGRESO  GE  LGS  DIPUTAROS 


Proyecto  de  ley  ('reproducido ) presentado  por  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  sobre 
aprobación  de  cuentas  generales  definitivas  del  Estado,  correspondientes  al  año 

económico  de  1879-80. 

A LAS  CORTES 

En  cumplimiento  de  las  prescripciones  de  la  ley  de  administración  y contabilidad  de  25  de  Junio  de  1870 
y de  la  de  27  de  Diciembre  de  1878,  el  Ministro  que  suscribe  tiene  la  honra  de  presentar  á las  Cortes  la 
cuenta  general  del  Estado  correspondiente  al  año  económico  de  1880-81,  de  la  que,  con  sujeción  á lo  dis- 
puesto en  el  art.  G5  de  la  primera  de  las  citadas  leyes,  forman  parle  las  definitivas  de  presupuestos  de  ren- 
tas y de  gastos  públicos  del  ejercicio  de  1870-80.  acompañando  la  certificación  expedida  por  el  Tribunal  de 
Cuentas  del  Reino,  justificativa  de  hallarse  las  cuentas  de  ejercicio  conformes  con  las  parciales  sometidas  á 
su  exámen  y fallo. 

Han  concurrido  en  la  formación  de  esta  cuenta  general  circunstancias  muy  excepcionales,  debidas  en  su 
mayor  parte  á ser  la  primera  del  periodo  corriente;  y entiende  el  Ministro  que  suscribe  que  es  deber  suyo  el 
exponerlas  á la  consideración  de  los  Cuerpos  Colegisladores,  ya  sea  sucintamente,  pues  á su  juicio,  justifican 
el  tiempo  que  lia  trascurrido  desde  que  espiró  el  plazo  legal  para  rendirla. 

Promulgada  la  ley  de  27  de  Diciembre  de  1878,  por  la  que  se  dispuso  que  en  l.°  de  Julio  de  1879  se 
establecieran  los  servicios  de  la  contabilidad,  de  manera  que  simultáneamente  pudieran  rendirse  las  cuen- 
tas generales  del  Estado  que  habian  de  partir  de  esta  lecha  y las  anteriores  que  estaban  sin  rendir,  la  Inter- 
vención general  Luvo  sin  embargo  que  continuar  dedicada  exclusivamente  á los  trabajos  de  las  cuentas 
atrasadas,  por  cuanto  la  reforma  hacía  necesarios  elementos  de  que  cá  la  sazón  carecía. 

No  hay  para  qué  dudar  que  tratándose  de  la  formación  de  u:i  documento  reconocido  como  fundamental 
en  la  Administrccion  pública,  la  más  absoluta  imposibilidad  sería  la  causa  única  de  que  no  se  arbitraran 
los  medios  suficientes  para  el  planteamiento  inmediato  de  la  reforma;  pero  es  lo  cierto  que  en  tal  estado 
continuaron  los  servicios  de  la  contabilidad  basta  l.°  (le  Setiembre  de  1881,  en  que  creada  la  Sección  de 
atrasos  por  virtud  del  Real  decreto  de  24  de  Mayo  anterior,  fué  solo  entonces  posible  dar  comienzo  á los 
trabajos  de  la  cuenta  de  1879-80,  resultando  de  aquí  que  se  empezó  con  un  retraso  de  más  de  dos  años. 

Habia  de  fundarse  esta  cuenta  en  las  parciales  de  los  diversos  agentes  de  la  Administración;  y para  que 
se  rindieran,  á pesar  de  no  estarlo  las  anteriores,  se  autorizó  que  se  fijara  en  ellas  como  saldos  entrantes  ios 
que  resultaran  de  los  respectivos  libros  sin  prévia  liquidación  justificada,  si  bien  á reserva  de  las  rectifica- 
ciones consiguientes  luego  que  fueran  rendidas,  examinadas  y ajustadas  á las  anteriores.  Mas  esta  medida 
no  estaba  exenta  de  graves  dificultades,  como  lo  ha  reconocido  el  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  en  su  Me- 
moria de  27  de  Noviembre  último,  basta  el  punto  de  haber  considerado  de  justicia  el  hacer  especial  men- 
ción de  los  esfuerzos  hechos  por  el  Centro  de  contabilidad  para  vencerlas. 

Dos  saldos  representan  obligaciones  vencidas  que  se  van  haciendo  efectivas  á medida  que  desaparecen 
los  obstáculos  que  á su  realización  oponen  por  causas  varias;  y ha  sucedido  que  las  más  veces,  si  no  siem- 
pre, que  se  han  hallado  en  las  cuentas  parciales  ingresos  ó pagos  de  dicha  procedencia,  el  Centro  de  conla- 


9 


2 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


bilidad  no  ha  podido  prescindir  de  descender,  por  falta  de  conformidad  entre  el  débito  y lo  realizado,  al  exá- 
men  detenido  del  respectivo  concepto  en  las  cuentas  anteriores,  habiendo  llegado  en  casi  todos  los  casos  has- 
ta la  en  que  tuvo  origen  la  Obligación,  ocasionando  por  tanto  un  trabajo  improbo  en  demasía  y perfecta- 
mente extraordinario. 

Otra  de  las  causas  del  mayor  tiempo  invertido  en  la  formación  de  esta  cuenta  general,  ha  sido  la  falta 
de  conformidad  también  entre  I03  saldos  que  sirvieron  de  fundamento  á los  cuentadantes  para  la  rendición 
de  las  cuentas  especiales  de  administración  de  los  efectos  estancados,  y los  que  por  los  mismos  conceptos 
figuran  en  las  respectivas  cuentas  de  rentas  públicas.  Son  aquellas  uno  de  los  comprobantes  de  éstas,  y por 
consiguiente,  á pesar  de  las  facilidades  que  diera  la  ya  citada  ley  de  27  de  Diciembre,  era  preciso  dejar  con- 
formes unos  con  oíros  saldos,  pues  que  representan  los  mismos  derechos  de  la  Hacienda;  para  conseguir  lo 
cual  se  han  examinado  las  cuentas  todas  atrasadas  por  los  conceptos  que  esta  agrupación  comprende,  siu 
exceptuar  ninguno;  y de  aquí  otro  trabajo  extraordinario  y de  tal  magnitud,  que  no  es  aventurado  asegurar 
que  por  sí  solo  equivale  á la  mitad  del  que  hace  necesario  la  formación  de  una  cuenta  generaL  del  Estado. 

Además,  dentro  del  período  del  ejercicio  de  1879-80  se  halla  el  semestre  de  ampliación  de  1 878— V*), 
cuyas  cuentas  han  sido  examinadas  y liquidadas  en  definitiva,  con  la  circunstancia  de  que,  por  el  enlace 
natural  que  tienen  las  operaciones  que  figuran  en  todo  semestre  de  ampliación  con  las  de  su  respectivo  aüo 
económico,  no  ha  podido  prescindiese  en  muchos  casos  de  descender  al  examen  de  las  cuentas  anuales 
de  1878-79. 

Y por  último,  habiendo  las  cuentas  del  ejercicio  de  1879-80  de  formar  parte  de  la  general  del  Estado 
correspondiente  al  año  económico  de  1880-81,  esto  ha  obligado  á la  liquidación  y ajuste  de  las  cuentas 
anuales  de  rentas  y gastos  públicos  de  1880-81,  y de  dos  cuentas  de  Tesoro,  de  administración  de  efectos 
estancados,  de  propiedades  y derechos  del  Estado  y de  deuda  pública,  una  por  1879-80  y por  1880-81  la 
otra. 

Tales  son  los  trabajos  extraordinarios  á que  bá  dado  lugar  la  formación  de  la  cuenta  general  correspon- 
diente al  año  económico  de  1880-81;  y si  se  añade  que  se  han  procurado  las  mayores  garantías  de  exactitud, 
así  en  el  reconocimiento  y liquidación  de  los  derechos  de  la  Hacienda,  como  en  el  de  sus  obligaciones,  no  pa- 
rece que  sea  excesivo  el  tiempo  trascurrido,  y lo  será  mucho  menos,  atendiendo  á que  para  las  cuentas  su- 
cesivas quedan  vencidos,  si  no  todos,  la  mayor  parte  de  los  obstáculos  que  por  el  motivo  expuesto  habrían 
de  entorpecerlas. 

Hechas  estas  aclaraciones,  el  Ministro  que  suscribe,  autorizado  por  S.  M.  y de  acuerdo  con  el  Consejo 
de  Ministros,  tiene  la  honra  de  someter  á la  deliberación  y voto  de  las  Córtcs  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY 

Artículo  i ■.*  Se  aprueban  las  cuentas  del  Estado  correspondientes  ¿l  los  presupuestos  del  año  económico 
de  1879-80,  redactadas  por  la  Intervención  general  de  la  Administración  del  Estado,  y examinadas  y compro- 
badas por  el  Tribunal  de  Cuentas  del  Iteino. 

Art.  2.°  Los  derechos  liquidados  á favor  de  la  Hacienda  por  los  recursos  del  presupuesto  de  1879-80  du- 
rante los  diez  y ocho  meses  de  su  ejercicio,  ascienden  á la  cantidad  de  pesetas  1.175.933.728  con  64  cénti- 
mos, en  esta  forma: 


Por  los  recursos  concedidos  en  el  presupuesto  general  ordinario,  pesetas 775.9 18. 086*47 

Por  los  del  especial  de  ventas  de  bienes  desamortizados,  pesetas 42.261.587*73 


8 1 8.  i 80.274*20 

85.968.460' 14 
28.0 1 0. 107‘44 
20.264.085*49 
26.458.332*. 36 
26.001. 871‘25 
29.473.493*02 


216.176.349*70 

Por  idem  del  presupuesto  especial  de  ventas  de  bienes  desamortizados.  1 4 1 .57  7. 1 04*7 4 

357.753.454*44 


1.175.933.728*64 

Los  ingresos  obtenidos  en  los  diez  y ocho  meses  del  ejercicio  su- 
man 734.464.162*08  pesetas,  y proceden: 

De  los  recursos  del  presupuesto  general  ordinario 
Del  especial  de  venias  de  bienes  desamortizados. . 


707.648.590*74 


680.323.151*70 

27.325.438*98 


Por  resultas  de,  los  presupuestos  de  1850  á fin  de  Junio  de  1874.  ..  . 

Por  ídem  de  1874-75 

Por  idem  de  1875-76; 

Por  idem  de  1 876-77 • 

Por  idem  de  1877-78 

Por  idem  de  1878-79 
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Anteriores 707.6  4S.590‘7  4 1 . 1 75.993.728*6  4 

I)e  resultas  ele  los  presupuestos  ordinarios  de  1 850 


á fin  de  .luuio  de  1874 4.833.988*30 

De  idetn  de  1874-75 5.981.039*54 

De  Ídem  de  1875-70 2.084.349*39 

Dculemde  1875-77 2.234.581*41 

De  idem  de  1877-78 5.345.789*40 

De  Ídem  de  1878-79 4.881.782*44 


25.361.530*48 

Por  idem  del  presupuesto  especial  de  ventas  de  bie- 
nes desamortizados 1.454.040*80 

26.815.571*34 

734.464. 1 62*08 


Y los  restos  por  cobrar  que  se  Irasfleren  al  presupuesto  inmediato  son,  á 3aber: 
l'or  recursos  del  presupuesto  general  ordinario  de 

1879-80,  pesetas 36.344.335*04 

Por  idem  del  especial  de  ventas  de  bienes  desamor- 
tizados  14.646.809*50 


50.991.144*54 

Por  resultas  de  presupuestos  ordinarios . . . . 1 90.8 1 4.8  i 9*22 

Por  idem  de  presupuestos  especiales  de  ventas  de 
bienes  desamortizados 1 40. 1 *23.063*88 


330.937.883*10 

Por  atrasos  basta  fin  de  1849,  alcances  de  todas 
clases  y ramos,  y oíros  conceptos  especiales,  cu- 
yos ingresos  se  aplican  al  presupuesto  del  año 

en  que  se  realizan,  pesetas 59.540.538*92 

390.478.422*02 

441.469.566*56 


Art.  3.°  Los  gastos  liquidados  y los  derechos  reconocidos  á favor  de  los  acreedores  del  Estado  durante 
el  ejercicio  del  presupuesto  de  1879-80,  se  fijan  en  la  cantidad  de  1.497.799.400  pesetas  67  céntimos,  en  la 
forma  siguiente: 

Por  I03  servicios  que  comprende  el  presupuesto  general  ordinario  y los  autorizados  por 

leyes  especiales 765.781.575*99 

Por  los  del  presupuesto  especial  de  gastos  afectos  al  producto  de  venias  de  bienes  des- 
amortizados, pesetas 70.558.644*47 


Por  resultas  de  los  presupuestos  ordinarios  de  1850  á fin  de  Junio  de 


1874,  pesetas 255.345.105*71 

Por  idem  de  1874-75 7.570.964*19 

Por  iilem  de  1875-76 6.810.171*43 

Por  idem  de  1876-77 41.410.125*41 

Poridemdc  1877-78 37.899.189*45 

Por  idem  de  1878-79.  . . 73.923.786*62 

Por  las  obligaciones  procedentes  de  los  créditos  concedidos  por  las  le- 
yesde  1.”  de  Abril  de  1859, 7 de  Abril  de  1801  y 25deMayode  1865.  6.533.567*53 

Por  los  gastos  de  la  guerra  de  Africa 3.6 1 4.4 13*80 


830.340.220*46 


433.107.324*14 

Por  resultas  del  presupuesto  especial  de  gastos  afectos  al  producto  de 

la  venta  de  bienes  desamortizados ' 228.35 1.856*07 

661.459.180*21 


1.497.799.400*67 

Lo  satisfecho  por  razón  de  dichos  créditos  en  los  diez  y ocho  meses  del  ejercicio  se 
•lia  en  la  cantidad  de  824.013.883  pesetas  16  céntimos,  ¡i  saber: 

Por  servicios  comprendidos  en  el  presupuesto  general  ordinario  y otros 

que  proceden  de  autorizaciones  de  leyes  especiales 730.940.359*  14 

Por  idem  del  presupuesto  especial  de  gastos  afectos  al  producto  de 
las  ventas  de  bienes  desamortizados 61.349.879*83 


792.290.238*97 
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Anteriores 792.290.238*97  1.497.799.400*67 


Por  resultas  de  los  presupuestos  ordinarios  de  1850 

á fin  do  Junio  de  1874 

Por  ídem  de  1874-75 

Por  ¡dcm  de  1875-76 

Por  idein  de  1876-77 

Por  idem  de  1877-78 

Por  idem  de  1878-79 

Por  gastos  de  la  guerra  de  A trica 

Por  resultas  del  presupuesto  especial  de  gastos 
afectos  al  producto  de  las  ventas  do  bienes  des- 
amortizados  


Quedando,  por  tanto,  como  restos  pendientes  de 
guientes: 

Por  obligaciones  del  presupuesto  general  ordina- 
rio de  1879-80,  pesetas 

Por  idem  del  especial  de  gastos  afectos  al  produe- 
lo de  las  ventas  de  bienes  desamortizados 

Por  resultas  do  ejercicios  cerrados  do  presupues- 
tos ordinarios  y otras  obligaciones  procedentes 

de  leyes  especiales 

Por  idem  id.  de  p resupueslos  especiales  de  gastos 
alectos  al  producto  de  las  ventas  de  bienes  des- 
amortizados  


7.049.930*44 
3.288.672*37 
1 43.2G3‘09 
1.423.754 
4.156.899*59 
15.496.133*54 
42.975*09 


31.601.628*12 


722.016*07 

32.323.644*19 

824.613.883*16 


pago  al  terminar  el  ejercicio,  los  si- 


34.096.710*84 

9.115.024*23 

43.211.735*07 


401.505.696*02 


227.629.840 


629.135.536*02 

Por  otras  obligaciones,  cuyo  pago  se  aplica  tam- 
bién al  presupuesto  del  año  en  que  no  se  veri- 
fican  838.246*42 

629.973.782*44 

673.1 85. 517*51 


Art.  4."  Se  autoriza  el  pago  en  concepto  de  resultas  de  los  presupuestos  general  ordinario  y especial  de 
1879-80  con  aplicación  á los  que  se  bailen  en  ejercicio  en  la  época  en  que  tengan  lugar,  de  las  pesetas 
43.21  1.735*07  á que,  según  se  expresa  en  el  artículo  anterior,  ascienden  las  obligaciones  liquidadas  y no  sa- 
tisfechas de  los  mencionados  presupuestos. 

Art.  5.*  Se  anulan  los  créditos  que  en  la  suma  de  20.694.183  pesetas  1 1 céntimos  resultaron  sobrantes cr 
varios  capítulos  de  los  presupuestos  de  gastos. 

Art.  6.°  Se  autorizan  los  gastos  reconocidos  y liquidados  en  varios  capítulos,  con  exceso  de  los  créditos 
concedidos  á los  respectivos  servicios  en  el  presupuesto  general  ordinario  de  gastos  del  ano  económico  de 
1 879-80,  excesos  que,  legalizados  por  esta  disposición  especial,  se  fijan  en  la  cantidad  de  pesetas  1 .204.498*30, 
á saber: 

19.250  pesetas  en  la  sección  3."  de  Obligaciones  generales  del  Estado,  «Deuda  del  Tesoro.» 

88.026*73  en  la  sección  2.*  de  Obligaciones  de  los  departamentos  ministeriales,  «Ministerio  de  Eslado.» 

218.854*80  en  la  sección  4.1*  de  idem,  «Ministerio  de  la  Guerra.» 

824.785*46  en  la  sección  5.*  de  idem,  «Ministerio  de  Marina  » 

53.581*31  en  la  sección  6.*  de  idem,  «Ministerio  de  la  Gobernación.» 

1.204.498*30  en  total,  no  comprendiéndose  las  pesetas  1 1.252*81  que  resultan  en  la  sección  8.*,  por  haber 
sido  reintegradas. 

Art.  7.°  Se  aprueba  la  trasferencia  del  presupuesto  general  ordinario  de  gastos  de  1 879-80  al  de  1 880-81, 
de  pesetas  1.179.064*94  que  quedaron  en  aquel  sin  invertir  de  los  créditos  concedidos  con  el  carácter  de  ex 
traordinarios  y permanentes,  á saber: 

75.100  del  crédito  de  pesetas  3.600.000  concedido  por  las  leyes  de  19  de  Diciembre  de  1878  y <>  <*e 
Enero  de  1880  para  adquisición  y colocación  de  un  cable  telegráfico  submarino  entre  Ma- 
llorca é Ibiza.  . 

269.295*83  del  crédito  de  pesetas  470.000  concedido  por  la  ley  de  25  de  Junio  de  1870  para  obras  en 
— edificios  de  instrucción  pública. 


344.395*83 
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344.395*83  anterior. 

163.706*45  reato  de  los  créditos  concedidos  por  las  leves  de  31  .de  Marzo  de  187G  y '29  de  Mayo  de  1878 
con  destino  á los  gastos  de  extinción  de  la  langosta. 

376.577*14  resto  también  del  crédito  concedido  por  la  ley  de  30  de  Junio  de  1878  para  extinción  de  la 
filoxera;  y 

294.385*52  del  crédito  de  pesetas  500.000  concedido  por  Real  decreto  de  23  de  Abril  de  1872  para  obras 
en  el  Palacio  de  Justicia. 


1.179.064*94  pesetas  en  total. 


Art.  8.”  Los  resultados  definitivos  de  los  presupuestos  del  año  económico  de  1870—80,  con  inclusión  de  las 
resultas  de  presupuestos  anteriores  y de  las  que  al  cerrarse  este  ejercicio  pasarou  al  presupuesto  de  1880-81 
con  arreglo  al  art.  62  de  la  ley  de  administración  y contabilidad  de  25  de  •! unió  de  1870,  son  como  sigue: 

1.175.933.728*64 
1.497.799.400*67 


321.865.672*03 


734.464.162*08 

824.613.883*16 


90.149.721*08 


Madrid  26  de  Enero  de  I887.=E1  Ministro  de  Hacienda,  Joaquín  López  Puigccrvcr. 


/ Derechos  liquidados  á favor  del  Estado 

Liquidaciones  prac- 1 Obligaciones  reconocidas 

tiendas 1 

Exceso  de  las  obligaciones  reconocidas,  con  inclusión  de  las  re- 
sultas de  ejercicios  cerrados 

Recaudación  obtenida  durante  el  ejercicio  del  presupuesto  del 
año  económico  de  1879-80  en  virtud  del  mismo  y de  las  resul- 
tas de  ejercicios  cerrados 

Obligaciones  satisfechas  en  los  diez  y ocho  meses  del  ejercicio. . 

Exceso  de  las  obligaciones  satisfechas  sobre  los  ingresos  obteni- 
dos. (Déficit) 


Ingresos  y pagos. 
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DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  OE  CORTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


PRESIDENCIA  DEL  EXCMO.  SR.  D.  CRISTINO  MARTOS 


SESION  DEL  SÁBADO  5 DE  DICIEMBRE  1)1!  1887 

SUMARIO.  Abrese  á las  dos  y diez  minutos.=Se  lee  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior. =Queda  en- 
terado el  Congreso  do  una  comunicación  del  Senado  participando  haborso  constituido  aquel  alto 
CJuerpo.=Tambien  queda  enterado  el  Congreso  do  tros  comunicaciones  de  la  Presidencia  del  Consejo 
de  Ministros,  participando  por  la  primera  haber  sido  admitida  la  dimisión  presentada  por  el  Sr.  Merellos 
del  cargo  de  Subsecretario  del  Ministerio  de  la  Gobernación;  por  la  segunda  haber  sido  nombrado  para 
este  puesto  el  Sr.  D.  Angel  Urzaiz,  Diputado  por  el  distrito  de  Lalin,  y por  la  tercera  que  el  único  fun- 
cionario en  servicio  activo  del  Ministerio  de  Estado  que  ostenta  el  cargo  do  Diputado,  es  el  Subsecretario 
Sr.  Gutiérrez  Agüera.=A  propuesta  do  la  Mesa,  por  consecuencia  de  haber  sido  nombrado  Subsecre- 
tario del  Ministerio  do  la  Gobernación  el  Sr.  Urzaiz,  acuerda  el  Congreso  se  declaro  vacaute,  por  renun- 
cia, el  distrito  de  Lalin,  y se  de  conocimiento  al  Gobierno. =Ei  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande,  para 
estudiar  el  proyecto  do  autorización  para  ratificar  el  tratado  celebrado  con  los  Paísos-Bajos,  ruega  al 
Sr.  Ministro  do  Estado  se  sirva  mandar  al  Congreso  ol  expediente  que  se  haya  formado  sobre  el  asunto; 
igual  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  por  el  expediente  que  se  haya  formado  en  el  dopartamento  de 
aduanas,  y ruega  además  al  Sr.  Ministro  de  Estado  se  sirva  manifestar  cuál  es  la  actitud  del  Gobierno 
enfrente  de  la  violación  textual  y constante  del  Gobierno  francés,  acerca  de  los  derechos  que  cobra  á 
nuestros  vinos  que  pasan  de  15  grados  de  fucrza.=Contostacion  dol  Sr.  Ministro  do  Estado.— Rectifican 
ambos  señores.=So  acuerda  comuuicar  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  el  ruego  del  Sr.  Vizconde  do  Campo- 
Grande.=El  Sr.  Conde  de  Toreno  pide  se  dé  por  reproducido,  y así  so  acuerda,  ol  proyecto  de  ley 
relativo  á la  imposición  de  unos  dorochos  transitorios  á la  entrada  de  los  ganados  extranjeros  en  España, 
y después  dirige  varias  preguntas  y reclama  documentos  de  los  Sros.  Ministros  do  Fomento,  do  Estado 
y Marina,  acerca  de  los  sucosos  ocurridos  últimamoute  eu  la  isla  del  Peregil.=Contestaciones  do  los 
Sres.  Ministros  do  Fomento  y de  Estado.=Rectificaciones  de  los  Sres.  Conde  de  Torono  y Ministros  de 
Fomento  y de  Estado.— Pregunta  del  Sr.  Romero  Robledo  sobro  las  causas  quo  han  motivado  la  llamada 
8 España  de  la  dignísima  autoridad  superior  de  la  isla  de  Puerto-Rico,  y pide  la  remisión  do  documentos 
para  apreciar  los  móviles  que  han  guiado  al  Gobierno  para  tomar  osta  resolución,  única  en  su  género 
cuando  se  trata  do  las  autoridades  de  nuestras  Antillas,  á no  ser  que  la  presencia  allí  del  capitán  general 
constituyese  un  peligro  para  la  Patria.=Contostacion  del  Sr.  Ministro  do  Ultramar,  leyendo  el  telegra- 
ma que  dirigió  al  dignísimo  general  Palacios  mandándole  venir  á la  Península.=Rectiflcacion  del  sonor 
Hornero  Robledo.=Nueva  pregunta  del  mismo  señor  pidiendo  los  antecedentes  necesarios  s^bre  la  recla- 
mación de  cierto  súbdito  llamado  norto-americano,  en  la  isla  de  Cuba,  reclamación  que  importa  muchos 
millones  do  posos,  y cuya  indemnización  no  puede  conceder  el  Gobierno  sin  permiso  do  las  Cortes, 
reclamando  además  otros  varios  documentos  para  poder  en  su  dia  juzgar  de  la  política  ultramarina 
seguida  por  este  Gobierno.=Contestaciones  de  los  Sres.  Ministros  de  Estado  y de  Ultramar.=Roctifica- 
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cionos  de  los  Sros.  Somero  Robledo  y Ministro  de  Ultramar.=Indicacion  dol  Sr.  Presidente.= Alusiones 
personales  de  los  Sres.  Lastres,  Pando,  Ministro  de  Ultramar,  Villanuova,  Romero  Robledo  y Ministro 
de  Estado.=El  Sr.  Becerro  Bengoa  reproduce  el  proyecto  de  ley  presentado  en  la  anterior  legislatura 
sobre  indemnización  ¿ la  ciudad  de  Vitoria.=Pasan  á la  Comisión  de  actas  varios  documentos  presen- 
tados por  el  Sr.  Groizard,  relativos  á la  elección  del  distrito  de  Don  Benito  (Badajoz). =So  anuncia  que 
se  pondrán  en  conocimiento  de  los  Ministros  de  la  Gobernación  y Eatado  los  ruegos  y petición  de  docu- 
mentos formulados  por  el  Sr.  Danvila.=El  Sr.  Ministro  de  Estado  anuncia  que  tendrá  el  gusto  do  enviar 
los  relativos  a su  departamento  quo  en  ól  existan. =Igualmente  se  anunoia  que  se  pondrán  en  conoci- 
miento de  los  Sres.  Ministros  de  la  Gobernación  y de  la  Guerra  ios  ruogos  sobro  romision  de  expedientes, 
hechos  por  ol  Sr.  Pando.=El  Sr.  Gullon  (D.  Eduardo)  reproduce  la  proposición  de  ley,  presentada  en 
la  anterior  legislatura,  sobre  el  ferro-carril  de  Cantiliana  í La  Puobla.=El  Sr.  Pedregal  reproduce  ol 
dictamen  relativo  al  suplicatorio  para  procesar  al  Sr.  Romero  Gil  Sanz.=^El  Sr.  Azcárato  dirige  varias 
preguntas  al  Gobierno  sobre  la  larga  prisión  do  los  procesados  do  Montilla  y sobro  el  expediento  reía 
tivo  4 la  causa  formada  al  presbítero  D.  Juan  Sánchez  de  León;  al  mismo  tiempo  reproduce  su  proposi- 
ción de  ley  de  roforma  do  la  de  enjuiciamiento  civil  on  lo  tocante  á juicios  verbales.— El  Sr.  Arias  de 
Miranda  anuncia  que  se  pondrán  en  conocimiento  del  Gobierno  las  preguntas  dol  Sr.  Diputado;  igual- 
mente anuncia  que  se  comunicará  al  Sr.  Ministro  do  Fomento  la  pregunta  del  Sr.  Los  Areos,  referente 
á la  ejecución  de  una  carretera  en  Almería  por  Administración,  y el  deseo  do  S.  S.  de  que  el  Gobierno 
envíe  al  Congreso  el  expediento  relativo  4 esta  carretera.=ORDEN  del  dta:  se  procede  á la  elección  do  la 
Comisión  de  actas.= Verificado  el  escrutinio,  son  proclamados  individuos  do  dicha  Comisión  los  15  quo 
han  obtenido  más  nximero  de  votos.=Prévia  la  oportuna  pregunta,  el  Congreso  acuerda  qne  se  prorro- 
gue la  sesion.=Procédese  á la  elección  de  la  Comisión  de  incompatibilidades.=Veriflcado  el  escrutinio, 
son  proclamados  individuos  de  dicha  Comisión  los  15  que  han  obtenido  mayor  número  de  votos.=Se 
procedo  al  sorteo  de  las  Secciones. =Se  loe  el  dictamen  do  la  Comisión  referente  al  establecimiento  do 
un  manicomio  y de  una  colonia  agrícola  penitenciaria,  anunciándose  que  se  imprimirá  y se  señalará 
dia  para  su  dÍ3Cusion.=Se  reciben  con  aprecio  350  ejemplares  do  los  balances  do  cuentas  municipaloe, 
remitidos  por  los  Ayuntamientos,  y enviados  al  Congreso  por  el  director  do  Administración  local.  = 
Pasan  á la  Comisión  do  actas  varios  documentos  relativos  á la  elección  de  Dénia,  remitidos  por  ol  can- 
didato D.  Justo  Tomas  Delgado. =Orden  del  dia  para  el  lunes:  elección  de  tros  Sros.  Diputados  para 
formar  parte  de  la  Comisión  inspectora  de  las  operaciones  de  la  Deuda  pública;  dictamen  de  la  Comisión 
sobre  la  reforma  de  varios  artículos  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  reproducido  en  la  sesión  de  hoy; 
discusión  del  dictamen  sobre  manicomio  y colonia  penitenciaria.=Se  levanta  la  sesión  á las  ocho  menos 
veinte  minutos. 


Se  abrió  á las  dos  y diez  minutos,  y leída  el  Acta 
de  la  anterior,  quedó  aprobada. 


El  Congreso  quedó  enterado  de  las  siguientes  co- 
municaciones: 

«Al  Congreso  de  los  Diputados. — El  Senado,  en 
sesión  de  este  dia,  se  ha  constituido  definitivamente 
eligiendo  Secretarios  á los  infrascritos. 

Y lo  pone  en  conocimiento  del  Congreso  de  los 
Diputados. 

Palacio  del  Senado  2 de  Diciembre  de  1887.=EI 
Marqués  de  la  Habana,  Presidente.— José  Abasoal, 
Senador  Secretario.=El  Marqués  de  Mondéjar,  Sena- 
nador  Secretario.=.José  de  la  Torre,  Senador  Secreta- 
rio.=Ei  Señor  de  Rubianes,  Senador  Secretario. 


Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. — Excelen- 
tísimos Sres.:  El  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  en 
Real  orden,  fecha  20  del  mes  próximo  pasado,  me  co- 
munica el  Real  decreto  siguiente: 

«En  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al- 
fonso Xílí,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en 
admitir  la  dimisión  que,  fundada  en  el  mal  estado  de 
su  salud,  me  ha  presentado  D.  Adolfo  Merelles  y Cau- 
la del  cargo  de  Subsecretario  del  Ministerio  de  la  Go- 
bernación, declarándole  cesante  con  el  haber  que  por 
clasificación  le  corresponda  y quedando  muy  satisfe- 
cha del  celo  ó inteligencia  con  quo  lo  lia  desempe- 
ñado. 

Dado  en  Palacio  á 20  do  Noviembre  de  1887,= 


María  Cristina.=El  Ministro  de  la  Gobernación,  José 
Luis  Albareda.» 

Lo  que  de  órden  de  S.  M.  tengo  la  honra  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  conocimiento  y el  de  ese  Cuer- 
po Colegiélador;  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  auos. 
Madrid  2 de  Diciembre  de  188 7.= Práxedes  Mateo 
Sagasta.  = Exemos.  Sres.  Diputados  Secretarios  del 
Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  df.  Ministros. — Excelen- 
tísimos Sres.:  El  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  en 
Real  órden  fecha  20  del  mes  próximo  pasado,  me  co- 
munica el  Real  decreto  siguiente: 

«En  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al- 
fonso Xtlí,  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en 
nombrar  Jefe  superior  de  administración  civil,  Subse- 
cretario del  Ministerio  de  la  Gobernación,  á D.  Angel 
Urzaiz  y Cuesta,  Diputado  á Cortes, 

Dado  en  Palacio  á 29  de  Noviembre  de  1887.— 
María  Cristina.— El  Ministro  de  la  Gobernación,  José 
Luis  Albareda.» 

Lo  que  orden  de  S.  M.  tengo  la  honra  de  trasladar 
á V.  EE.  para  su  conocimiento  y el  de  ese  Cuerpo  Co- 
iegislador.  Dios  guarde  áV.  EE.  muchos  anos.  Madrid 
2 de  Diciembre  de  1887.=Práxedes  Mateo  Sagasla.= 
Exemos.  Bros.  Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


Presidencia  del  Consejo  df.  Minístros. — Excelen- 
tísimos.Bros.:  Él  Sr.  Ministro  de  Estado,  en  Real  ár- 
den  fecha  20  dol  mes  próximo  pasado,  rno  dice  lo  si- 
guiente: 
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«Excmo.  Sr.:  En  respuesta  á la  Real  orden  comu- 
uicada  por  V.  E.  en  10  del  actual,  pongo  en  su  cono- 
cimiento que  en  esto  Ministerio  no  consta  se  haya 
otorgado  empleo,  comisión  con  sueldo  ó condecora- 
ciones, durante  el  interregno  parlamentario,  a nin- 
guno de  los  Sres.  Diputados  más  que  al  Sr.  ü.  Fer- 
nando de  León  y Castillo,  embajador  de  S.  M.  en 
París;  y que  el  único  funcionario  en  servicio  activo 
qun  ostenta  el  cargo  de  Diputado  es  el  Sr.  Subsecre- 
tario D.  José  Gutiérrez  Agüera. 

De  Real  urden  lo  participo  á V.  E.  para  su  cono- 
cimiento y el  del  Congreso.» 

Lo  que  de  orden  de  S.  M.  tengo  la  honra  de  tras- 
ladar á V.  EE.  para  su  conocimiento  y el  de  ese  Cuer- 
po Colegislador.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  anos. 
Madrid  2 de  Diciembre  de  1887.=Práxcdcs  Mateo 
Sagasta.=Excmos.  Sres.  Diputados  Secretarios  del 
Congreso.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Por  consecuencia  ele  haber 
sido  nombrado  Subsecretario  del  Ministerio  de  la  Go- 
bernación el  Diputado  por  el  distrito  de  Lalin  señor 
ü.  Angel  Urzaiz,  se  va  á preguntar  al  Congreso  si  se 
declara  vacante  dicho  distrito  por  renuncia.» 

Hecha  la  oportuna  pregunta  por  el  Sr.  Secretario, 
el  acuerdo  fué  afirmativo,  y que  se  pusiera  en  cono- 
cimiento del  Gobierno  de  S.  M. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  ¿Para  qué  ha  pedido  la  pa- 
labra el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande? 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO  GRANDE:  Para  hacer 
un  ruego  á dos  Sres.  Ministros. 

Ei  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Vizconde  de  Gampo-grande:  Para  el 
debido  estudio  del  proyecto  de  ley  de  autorización 
para  ratificar  un  tratado  celebrado  con  los  Países- 
Bajos,  reproducido  ayer  por  el  Sr.  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros,  así  como  todos  los  demás  proyec- 
tos que  proceden  del  Gobierno,  ruego  al  Sr.  Ministro 
de  Estado  tenga  la  bondad  de  enviar  completo  el  ex- 
pediente que  se  ha  formado  sin  duda  en  su  departa- 
mento sobre  este  asunto;  es  decir,  no  tan  solo  el  ex- 
tracto oficial,  sino  también  los  documentos  de  refe- 
rencia; y al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  que  remita 
igualmente  completo  el  que  sin  duda  se  habrá  for- 
mado en  el  departamento  de  aduanas. 

Siento  molestar  á los  Sres.  Ministros;  pero  creo 
que  se  deben  estudiar  estas  negociaciones  con  gran 
detención,  porque  ei  país  nos  dice  á gritos  por  todas 
partes:  «hasta  de  tratados.» 

Desearla  también  que  el  Gobierno  de  S.  M.  tuvie- 
se la  bondad  de  decirnos  cuál  es  su  actitud  enfrente 
déla  violación  textual,  repetida  y constante  del  Go- 
bierno francés  acerca  de  los  derechos  que  cobra  á 
nuestros  vinos  que  pasan  de  1 5 grados  de  fuerza,  y 
• i cree  que  se  puede  siquiera  seguir  una  discusión 
'¿obre  violación  tal  que  establece  un  recargo  diferen- 
cial nada  ménos  que  en  proporción  de  30  á 70.  Es  lo 
que  tenía  que  preguntar. 

El  Sr.  Ministro  de  la  ESTADO  (Moret):  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Tendré  el 
.-urdo  do  mandar  al  Congreso  el  expediente  completo 
del  proyecto  del  tratado  celebrado  con  Holanda,  que  es 


al  que  se  ha  referido  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande. 

Respecto  á la  segunda  pregunta  de  S.  S.,  ó mejor 
dicho,  indicación  que  ha  tenido  á bien  hacerme,  debo 
negar  el  supuesto  en  que  la  funda,  al  ménos  en  los 
términos  que  S.  S.  lo  presenta.  A consecuencia  de  ia 
ley  votada  en  el  Parlamento  francés,  en  Julio  último, 
estableciendo  por  tres  meses  un  recargo  sobre  los  al- 
coholes, dió  á aquella  Dirección  de  aduanas  una  ins- 
trucción, en  virtud  de  la  cual  entendió  el  Gobierno 
español  que  se  faltaba  al  tratado,  puesto  que  se  apli- 
caba un  derecho  de  0l 70,  en  vez  de  un  derecho  de  0l 30 
á cada  grado  alcohólico  que  excediese  de  15  en  los 
vinos.  El  Gobierno  español  reclamó  en  el  acto,  por 
medio  de  nuestro  embajador  en  París,  no  solamente 
contra  esa  instrucción,  sino  contra  algunos  hechos  ya 
consumados,  hechos  que  después  no  se  han  repetido, 
puesto  que  no  ha  llegado  á mi  noticia  reclamación 
ninguna.  La  negociación  se  entabló  sobre  la  base  de 
que  ese  derecho  era  para  el  alcohol  y no  para  los  vi- 
nos; si  no  ha  podido  llevarse  con  aquella  rapidez  que 
el  Gobierno  hubiera  deseado,  el  Sr.  Vizconde  de  Campo- 
Grande  no  lo  puede  extrañar,  porque  llegó  el  período 
natural  de  vacaciones,  que  es  allí  el  mes  de  Setiem- 
bre, y después  han  venido  los  acontecimientos  que  se 
están  desarrollando  en  la  actualidad;  pero  no  tiene 
motivos  S.  S.  sino  para  creer,  después  de  las  explica- 
ciones que  me  fueron  dadas  verbalmente,  y después 
de  las  que  por  escrito  he  recibido  yo  de  nuestra  Em- 
bajada, que  el  Gobierno  francés  está  dispuesto  & ha- 
cer que  la  interpretación  de  la  ley  do  alcoholes  dé  por 
resultado  el  perfecto  cumplimiento  del  tratado:  y 
como  en  la  marcha  que  desde  entonces  sigue  la  ex- 
portación de  los  vinos,  no  he  recibido  quejas  de  los 
introductores  de  vinos  en  Francia,  he  creído  que  las 
palabras  del  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  eran  de- 
masiado crudas;  que  el  Gobierno  francés  no  merecía 
una  censura,  y que  yo,  como  representante  del  Go- 
bierno en  las  relaciones  extranjeras,  no  podía  aceptar 
que  ei  Gobierno  francés  esté  faltando  al  tratado,  antes 
bien  cúmpleme  decir  que  creo  se  inspira  en  aquel  es- 
píritu de  equidad  que  justifica  las  buenas  relaciones 
que  existen  entre  ambos  países. 

EL  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Yo  me 
felicitaría  mucho  de  que  ei  Gobierno  francés  hubiese 
indemnizado  á los  individuos  que  sufrieron  perjui- 
cios en  el  caso  ó casos  que  el  Sr.  Miuistro  ha  citado, 
porque  era  lo  que  verdaderamente  procedía. 

En  cuanto  á que  no  hayan  reclamado  otros  espa- 
ñoles ante  ei  Gobierno  de  S.  M.,  debo  decir  que  bien 
sabe  S.  S.  que  no  prueba  que  no  se  hayan  repetido 
esos  actos,  porque  hay  en  nuestros  productores  siem- 
pre gran  pereza  en  acudir  con  sus  quejas  al  Gobier- 
no; y muchos  de  los  introductores  de  los  vinos  es- 
pañoles en  Francia  son  franceses,  que  naturalmente 
no  poclian  venir  á reclamar  al  Gobierno  español. 

De  todas  maneras,  yo  desearía  que  puesto  que  eL 
Gobierno  francés  está  en  tan  buenas  disposiciones, 
obtuviese  S.  S.  una  declaración  oficial  de  aquel  Go- 
bierno de  que  esa  medida  no  alcanza  á nuestros  vinos. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PERSIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  estado  (Moret):  No  debe  te- 
ner duda  el  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  de  que  al 
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entablarse  las  negociaciones  aquellos  derechos  que  se 
hubieran  cobrado  con  exceso,  injustamente,  puesLo 
que  declarada  la  justicia  éste  sería  el  calificativo,  se- 
rán devueltos.  Así  se  ha  ofrecido  especialmente  al 
embajador  de  S.  M.,  y puedo  atestiguar  en  este  mo- 
mento á la  Cámara,  ademas  de  los  datos  que  conservo 
en  la  memoria  y de  los  documentos  que  obran  en  el 
Ministerio  de  Estado,  con  el  texto  vivo  del  mismo 
embajador.  Pero  no  crea,  por  otra  parle,  el  Sr.  Viz- 
conde de  Campo-Grande  que  los  introductores  de  vi- 
nos españoles  se  descuidan,  porque  en  el  Ministerio 
de  Estado  constan  ahora  documentos  y ima  corres- 
pondencia muy  frecuente  acerca  de  todo  lo  que  se  re- 
fiere al  comercio  exterior;  porque  siempre  que  algu- 
na queja  se  formula,  saben  las  Cámaras  de  comercio 
y los  vinicultores  que  el  Ministerio  de  Estado  se  ocu- 
pa de  ella  con  asiduidad.  Sirva  de  prueba  y como 
ejemplo  que  con  motivo  de  una  desigualdad  en  la  in- 
troducción de  alcoholes  españoles  en  Suiza  hubo  re- 
clamaciones de  una  casa  española  y de  suizos  intro- 
ductores, que  también  cuando  se  trata  de  su  benefi- 
cio los  naturales  de  Francia  y de  otras  Naciones  re- 
clamau,  sobre  si  se  les  aplicaba  una  tarifa  que  creían 
que  no  les  es  aplicable,  y esas  reclamaciones  han  sido 
satisfechas  en  los  términos  que  los  introductores  de- 
seaban. 

Doy  al  Sr.  Vizconde  de  Campo-Grande  la  seguri- 
dad de  que  esta  cuestión  es  una  de  las  que  más  prin- 
cipalmente llaman  la  atención  del  Gobierno.  No  sé  en 
qué  plazo  se  podrá  resolver;  pero  sí  puedo  decir  que 
respecto  á la  última  comunicación,  á pesar  de  encon- 
trarse el  Gabinete  que  presidia  Mr.  Rouvier  en  situa- 
ción tan  difícil,  ha  reiterado  la  seguridad  al  encarga- 
do de  negocios  de  España  de  que  de  ella  se  ocupaba; 
y yo  no  procedería  con  justicia  si  no  dijese  que  tengo 
motivos  para  creer  que  con  absoluta  buena  fe  se  tra- 
ta de  satisfacerla. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Vizconde  de  CAMPO-GRANDE:  Para  dar 
las  gracias  al  Sr.  Ministro  de  Estado  por  sus  explica 
ciones,  que  tranquilizarán  en  parte  á los  introducto- 
res españoles. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  Mesa 
pondrá  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Hacienda 
la  parte  de  la  pregunta  del  Sr.  Vizconde  de  Gampo- 
Grande  que  se  refiere  á su  departamento. 


El  Sr.  Conde  de  TORENO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  He  pedido  la  palabra 
con  dos  objetos. 

El  primero,  el  de  rogar  á la  Mesa  que  tenga  por 
reproducido  el  dictamen  relativo  á la  imposición  de 
unos  derechos  transitorios  á la  entrada  de  los  ganados 
extranjeros  en  España,  que  figuraba  en  las  últimas 
sesiones  de  la  legislatura  pasada  á la  órden  del  dia. 

El  segundo  objeto  es  el  de  dirigir  á algunos  de  los 
Sres.  Ministros  varias  preguntas,  y en  consecuencia, 
pedirles  varios  documentos,  con  el  objeto  de  poder 
explanar  en  su  dia,  teniendo  á la  vista  esos  antece- 
dentes, una  interpelación  relacionada  con  los  sucesos 
ocurridos  últimamente  en  la  isla  del  Peregil. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Queda  reproducido  el  dic- 
tamen á que  se  ha  referido  el  Sr.  Conde,  de  Toreno. 


( Véase  el  Apéndice  i al  Diario  núm.  3 , que  es  el  de 
esta  sesión .) 

Puede  S.  S.  continuar. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  Comienzo  preguntan- 
do  al  Gobierno  si  es  cierto  que  este  asunto  se  inició 
al  propio  tiempo  que  tuvieron  lugar  ciertas  disposi- 
ciones dictadas  por  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  re- 
lacionadas con  la  situación  en  que  se  creía  hallarse 
el  Imperio  de  Marruecos  en  un  momento  determinado, 
y si  en  vista  de  que  entre  otros  planes  dei  Sr.  Minis- 
tro de  la  Guerra,  entraba  el  de  ocupar  de  una  manera 
positiva  la  isla  del  Peregil,  y por  virtud  de  estos  de- 
seos,  se  pensó  en  que  allí  se  comenzara  por  establecer 
á expensas  de  la  Nación  española  un  faro  de  sexto 
órden. 

Deseo  saber  si  en  virtud  de  esta  indicación  del 
Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  es  cierto  que  el  Sr.  Minis- 
tro de  Fomento  llamó  al  inspector  de  caminos,  señor 
Alau,  que  se  hallaba  girando  una  visita  en  la  provin- 
cia de  Cádiz,  á Madrid,  para  darle  instrucciones  ver- 
bales acerca  de  la  conveniencia  de  que  propusiera  al 
Gobierno  el  establecimiento  de  un  faro  én  la  isla  del 
E'eregil. 

Deseo  saber  si  con  efecto  ese  inspector  de  cami- 
nos,  ya  de  vuelta  en  Cádiz  ó desde  el  mismo  Madrid 
pasó  la  comunicación  solicitada,  proponiendo  el  esta- 
blecimiento del  mencionado  faro. 

Deseo  saber  si  tropezándose  entonces  cu  el  Minis- 
terio de  Fomento  con  la  dificultad  de  que  ese  faro  no 
se  hallaba  incluido  en  el  plan  de  obras  públicas  que 
habian  de  ejecutarse  en  el  año  1887,  y vedando  el 
Real  decreto  de  3 de  Diciembre  de  1886  que  se  em- 
prendieran obras  que  no  se  hallaran  incluidas  con  la 
anticipación  marcada  en  el  plan,  huho  de  recurrirse 
para  autorizar  el  estudio  y la  realización  en  su  dia  de 
ese  faro,  á llevar  el  expediente  que  comenzaba,  al 
Consejo  de  Ministros,  y que  el  Consejo,  usando  de  la 
autorización  que  le  concede  el  art.  4.°  de  dicho  Real 
decreto  de  3 de  Diciembre,  aprobó  el  que  se  estudiara 
el  proyecto  de  faro,  sin  que  estuviera  incluido  cu  el 
plan  general  del  año  corriente. 

Deseo  saber  si  en  virtud  de  ese  acuerdo  que,  si  no 
estoy  equivocado,  figura  en  el  expediente  de  una  ma- 
nera clara  y terminante,  redactado  por  el  Ministro 
que.liace  las  veces  de  Secretario  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, se  dispuso  que  el  ingeniero  jefe  de  la  provin- 
cia de  Cádiz,  pasara  inmediatamente  á la  isla  del  Pe- 
regil para  fijar  el  emplazamiento  del  faro,  dejando  en 
el  sitio  que  se  eligiera  signos  evidentes,  claros  y con- 
sistentes, de  haberse  elegido  aquel  punto  para  empla- 
zamiento futuro  del  faro. 

Deseo  saber  si  al  propio  tiempo  que  se  le  dccia  al 
ingeniero  jefe  de  la  provincia  de  Cádiz  que  esto  eje- 
cutara, es  cierto  que  al  Sr.  Ministro  de  Marina  se  le 
comunicaba  una  Real  órden  para  que  por  el  departa- 
mento de  la  Carraca  se  prestaran  al  ingeniero  jefe  de 
Cádiz  todos  los  recursos  que  reclamase  para  poder 
realizar  el  cometido  que  se  le  habia  encomendado. 

Deseo  saber  si,  con  efecto,  no  necesitando  acaso 
el  ingeniero  jefe  de  la  provincia  de  Cádiz  del  auxilio 
de  la  marina  de  guerra,  ó no  habiéndose  dictado,  como 
luego  diré,  las  órdenes  oportunas  al  departamento  de 
la  Carraca,  el  ingeniero  jefe  de  Cádiz,  comprendiendo 
la  urgencia  con  que  se  le  prescribía  que  realizara  el 
encargo,  se  aprovechó  de  un  vapor  de  que  disponía  la 
Jefatura  de  obras  públicas  de  Cádiz,  procedente  de  la 
testamentaría  del  Sr.  Montañés  y que  pasó  á su  poder 
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cuando  se  le  entregaron  las  obras  del  muelle  cons- 
truido á expensas  de  esta  testamentaría;  se  aprovechó, 
digo,  de  ese  vapor  llamado  Kitiy , para  enviar  los 
operarios  necesarios  y el  material  preciso,  á fin  de 
establecer  en  la  isla  del  Peregil  el  emplazamiento  de 
una  manera  permanente  y visible,  del  sitio  que  había  j 
sido  elegido  para  colocar  el  íaro. 

Deseo  saber  si  es  cierto  que  esto  se  realizó  inme-  ¡ 
diatamente  y si  se  colocó  con  efecto  un  mojon  de  i 
manipostería  con  una  barra  encima,  en  la  cual  había  ¡ 
una  plancha  de  palastro  con  los  colores  nacionales,  en  ¡ 
cuya  plancha  estaban  escritas  estas  palabras:  «Obras  ! 
públicas.  Faro  de  sexto  orden  de  la  isla  del  Peregil.»  | 

Deseo  saber  si  esto  se  realizó,  como  tengo  enten- 
dido, en  presencia  de  varios  moros  que  casualmente 
se  hallaban  en  la  isla,  y digo  casualmente,  porque 
por  lo  general  está  deshabitada. 

Deseo  saber  si  después  de  haber  comunicado  el 
jefe  de  obras  públicas  que  había  cumplido  su  encargo, 
v después  de  haberse  sabido  en  el  Ministerio  de  Fo- 
mento, que  había  sido  destruida  la  obra  realizada  en 
la  isla  del  Peregil,  se  ha  parado  el  expediente  en  el 
Ministerio  de  Fomento,  y no  se  ha  hecho  absoluta- 
mente nada  <i  pesar  de  la  gravedad  que  envuelve  el 
suceso,  y solo  se  ba  aumentado  ese  expediente  con  la 
remisión  que  por  el  correo  de  a ates  de  ayer,  si  no 
esloy  equivocado,  hizo  el  jefe  de  obras  públicas  de  la 
provincia  de  Cádiz,  del  proyecto  compleLo  del  faro  que 
se  pensaba  instalar  en  dicha  isla. 

Para  saber  si  son  exactas  todas  osLas  noticias, 
ruego  al  ftr.  Ministro  de  Fomento  que  tenga  la  bondad 
de  enviar  al  Congreso,  cuando  lo  juzgue  oportuno,  el 
expediente  relativo  al  establecimiento  de  un  faro  en 
la  isla  del  Peregil. 

NecesiLo  también  otros  antecedentes,  algunos  de 
los  cuales  deben  hallarse  en  el  Ministerio  de  Marina. 

Deseo  que  el  Sr.  Ministro  de  Marina  tenga  la  bon- 
dad, si  no  tiene  en  ello  inconveuiente,  de  remitir  al 
Congreso  el  expediente  incoado  en  su  departamento 
con  motivo  de  la  petición  de  auxilio  por  parte  del  Mi- 
nisterio de  Fomento  para  la  realización  del  proyecto 
de  fijar  el  emplazamiento  del  faro  de  la  isla  del  Pere- 
gil, porque  tengo  entendido,  y por  eso  deseo  ver  este 
expediente,  que  se  ofrecieron  dificultades  á los  fun- 
cionarios que  hubieron  de  entender  en  este  asunto,  y 
que  esto  fue  causa  de  que  no  corrieran  las  órdenes  al 
departamento  de  la  Carraca. 

Deseo  también  que  el  Sr.  Ministro  de  Marina,  si 
en  ello  no  tiene  inconveniente,  remita  algún  expe- 
diente que  debe  exislir  en  la  Dirección  de  hidrogra- 
fía* relacionado  con  este  asunto,  que  estimo  de  grande 
interés,  porque  parece  que  los  informes  y los  ciatos 
que  en  este  expediente  existen  no  autorizan  lo  reali- 
zado con  alguna  precipitación,  según  resulta  por  el 
pronto  de  los  hechos,  por  el  Ministerio  de  Fomento. 

Y por  fin,  deseo  dirigir  algunas  preguutas  acerca 
de  este  mismo  asunto,  y pedir  algunos  antecedentes 
ídSr.  Ministro  de  Estado,  con  objeto  de  completar 
ios  que  necesito,  para  hablar  respecto  de  él  en  la  in- 
terpelación, si  creo  que  es  procedente  y hay  motivo 
para  ella,  y sin  los  cuales  es  imposible  aventurar 
nada  que  no  pueda  caer  por  su  base,  por  inexactitud 
cu  los  antecedentes  ó en  las  noticias  que  se  tengan. 

Yo  deseo  que  el  Sr.  Ministro  de  Estado  tenga  la 
bondad  de  remitir  al  Congreso  los  antecedentes  que 
existen  en  su  departamento,  relativos  á la  isla  del 
Voro^il,  no  solo  los  que  tengan  relación  con  los  su- 


cesos recientemente  ocurridos,  sino  todos  aquellos 
otros  datos  y antecedentes  que  puedan  ilustrarnos 
acerca  de  los  derechos  que  España  tenga  sobre  esta 
isla,  ó aquellos  otros,  si  por  desgracia  existieran,  que 
amengüen,  disminuyan  ó anulen  los  derechos  que 
España  pudiera  tener.  Por  de  pronto,  yo  creo  que 
sería  útil,  no  ya  para  nú,  porque  lo  tengo  en  mi 
poder,  sino  para  que  pudiera  enterarse  el  Congreso, 
que  se  remitiera  un  mapa  importantísimo  que  existe 
en  el  Depósito  de  la  Guerra,  de  lecha  del  año  1746,  ó 
sea  un  plano  de  la  isla  del  Peregil,  con  un  perfil  de 
la  costa  de  Africa  más  inmediata  á esa  isla,  en  el 
cual  se  ve  que  por  los  españoles  se  hizo  entonces  un 
estudio  detenidísimo  de  la  misma;  que  se  estudiaron, 
no  solo  los  emplazamientos  para  las  defensas  que  con- 
viniera levantar  en  la  isla,  sino  que  se  estudiaron  sus 
aguadas,  que* se  comenzó  á ejecutar  un  algibe,  que 
se  fijaron  las  direcciones  ó visuales  á varios  puntos 
de  la  costa  vecina,  y cuando  los  españoles  así  se  ocu- 
paron en  aquel  entonces  de  la  fortificación  ele  aquel 
islote,  era  porque,  sin  duda,  les  pertenecía.  Es  más: 
en  el  mismo  plano,  entre  las  notas  explicativas  del 
mismo,  hay  una  que  dice:  «La  isla  del  Peregil,  per- 
tenece de  tiempo  inmemorial  á España.»  Esto  mismo 
afirma  López  en  sus  mapas  y reseñas  referentes  á las 
costas  de  Africa  y nuestras  posesioues;  lo  propio  se 
ve  en  el  mapa  de  1850,  del  ilustradísimo  geógrafo 
Sr.  Coello,  y eu  un  libro  que  los  Sres.  Arteche  y 
Coello  publicaron  en  1859,  eu  que,  al  hablar  de  la 
isla  del  Peregil,  se  la  califica  de  nuestra . 

Yo  deseo  también  que  vengan  los  antecedentes,  si 
es  que  existen  en  el  Ministerio  de  Estado,  relativos  á 
alguna  nota  de  algún  Gobierno,  en  el  año  1808;  nota 
deplorable,  en  mi  sentir,  si  es  tal  como  yo  tengo  no- 
ticia, que  no  favorece  nuestros  derechos,  y otra  pa- 
sada en  el  año  1831  al  Gobierno  de  Marruecos. 

Aunque  creo  que  una  noticia  que  han  dado  los 
periódicos,  relacionada  con  sucesos  del  año  1848,  no 
encierra  una  gran  exactitud,  yo  desearía  saber  del 
Sr.  Ministro  de  Estado,  si  con  efecto  en  esa  fecha  el 
general  Narvaez  dispuso  que  se  hiciera  algún  acto 
marcadísimo  de  soberanía,  con  relación  á la  isla  del 
Peregil,  que  consideraría  en  estos  momentos  muy  in- 
teresante. 

Yo  tengo  algunos  motivos  para  creer  que  no  hay 
exactitud  en  lo  que  los  periódicos  han  dicho  respecto 
de  este  particular. 

Por  fin,  he  ele  suplicar  al  Sr.  Ministro  de  Estado 
que,  sin  perjuicio  de  remitir  los  documentos  que  com- 
prueben lo  que  haya  ocurrido  respecto  del  punto  eu 
que  me  ocupo,  por  el  pronto  nos  diga  algo  que  nos 
sirva  de  consuelo,  si  es  que  está  en  lo  posible,  como 
yo  lo  espero  de  S.  S.,  por  el  buen  nombre  del  país  y 
de  nuestra  representación  en  el  extranjero. 

Deseo  saber  si  es  cierto,  como  lian  dicho  nuestros 
periódicos,  periódicos  ministeriales  tan  importantes 
como  El  Imvarcial , que  nuestro  digno  representante 
en  Marruecos  Sr.  Diosdado,  persona  á quien  sin  cono- 
cer estimo  muy  de  veras  por  los  antecedentes  que  de 
ella  tengo,  lia  presenciado  el  desembarco  de  los  obje- 
los  arrancados  de  la  isla  del  Peregil,  y que  simboliza- 
ban un  acto  de  soberanía  de  España  en  aquella  isla, 
después  de  haber  autorizado  el  que  se  arrancaran  del 
sitio  en  que  se  habían  colocado  por  órdeu  expresa  del 
Gobierno. 

Yo  deseo  saber  si  este  hecho  se  ha  realizado,  siem- 
pre sin  que  pueda  merecer  mi  aprobación,  porque  et 
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Sr.  Ministro  do  Estado  no  hubiera  comunicado  las  ; 
órdenes  convenientes,  oportunas  é inmediatas  al  se- 
ñor Diosdado,  para  que  supiera  que  lo  que  se  iba  á ■ 
colocar  ó se  habia  colocado  en  la  isla  del  Peregil  no 
lo  era  por  el  capricho  de  unos  cuantos  tripulantes  de 
un  buque  español,  sino  por  órden  expresa  del  Go- 
bierno. 

Yo  deseo  que  el  Sr.  Ministro  de  Estado,  si  es  po- 
sible, conteste  inmediatamente,  para  que  no  queden 
como  hechos  sentados  dos  declaraciones  que  he  visto 
eu  la  prensa,  que  tienen  suma  gravedad,  la  una  de 
Le  lieveil  du  Maroc , que  publica  si  no  estoy  en  un  error 
El  ImparcUU , en  la  cual  se  dice  que  el  Sr.  Diosdado. 
ha  obrado  de  esa  manera,  rebelándose  contra  las  ór- 
denes del  Gobierno,  cosa  que  no  concibo,  dadas  las 
condiciones  del  Sr.  Diosdado,  y que  no  concebiría  en 
ningún  representante  del  Gobierno  español. 

La  segunda  declaración  que  conviene  que  des- 
aparezca desde  luego,  sin  perjuicio  de  la  interpela- 
ción que  en  su  dia  se  explane,  por  lo  cual  la  expon- 
go al  Sr.  Ministro  de  Estado  para  que  la  contradiga, 
es  la  que  publica  V Tndependance  Relge¡  que  dice  que 
el  Sr.  Diosdado  ha  reconocido  la  prioridad  de  ios  de- 
rechos del  imperio  de  Marruecos  sobre  la  isla  del 
Peregil,  á aquella  que  pudiera  tener  España. 

Estos  son  datos  á mi  juicio  indispensables  para 
que  en  su  dia  se  explane  la  interpelación,  y yo  espe- 
ro que  los  Sres.  Ministros  á quienes  he  aludido  ten- 
drán la  bondad  de  remitir  los  antecedentes  solicita- 
dos, porque  yo  desearía  encontrar  medios  de  compa- 
ginar que  no  haya  habido  precipitación  eu  mandar 
colocar  el  emplazamiento  del  faro  sin  asegurarse 
antes  bien  de  que  nuestros  derechos  eran  perfectos 
sobre  la  isla  del  Peregil;  y si  nuestros  derechos  eran 
dudosos,  como  algunos  pretenden  sostener,  entonces 
es  inconcebible  lo  resuelto  por  el  Gobierno,  exponién- 
donos á un  bochorno  que  difícilmente  podrá  reme- 
diarse, por  más  que  el  Gobierno  haga  los  esfuerzos 
debidos,  como  yo  espero  que  los  hará  en  honra  pro- 
pia y en  honra  del  país  que  tiene  el  deber  y el  honor 
de  representar. 

Ruego  por  fin  á la  Mesa  que  tenga  la  bondad  de 
poner  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Marina  la 
petición  de  documentos  que  le  he  dirigido,  con  objeto 
de  que,  si  lees  posible,  se  sirva  remitirlos  oportuna- 
mente. Es  cuanto  tenia  que  decir. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Marina  el 
ruego  de  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodrigo): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodrigo): 
Voy  á tener  suma  sobriedad  al  contestar  en  lo  que 
hace  relación  con  el  Ministerio  de  Fomento,  á la  série 
interminable  de  preguntas  que  ha  tenido  por  conve- 
niente dirigir  el  Sr.  Conde  de  Toreno,  guiado  por  un 
patriotismo  sin  duda  alguna  plausible,  á los  Sres.  Mi- 
nistros de  Marina  y de  Estado,  y al  que  tiene  la  honra 
de  dirigir  la  palabra  al  Congreso. 

El  Sr.  Conde  de  Toreno,  en  las  preguntas  que  ha 
hecho,  relacionadas  con  el  Ministerio  de  Fomento,  ha 
estado  en  unas  bastante  exacto  y en  otras  completa- 
mente inexacto.  Completamente  inexacto  en  pregun- 
tas verdaderamente  sustanciales;  es  á saber:  que  el 
Ministro  de  Fomento  habia  llamado  al  inspector  jefe 
de  los  ingenieros  de  caminos,  canales  y puertos  de 


Cádiz  para  darle  instrucciones  verbales  para  la  insta- 
lación de  un  faro  en  la  isla  del  Peregil.  El  Ministró  de 
Fomento  no  ha  podido  comunicar  instrucciones  ver- 
bales á ese  señor  inspecLor,  porque  ni  siquiera  le  co- 
noce de  vista.  Por  consiguiente,  primera  y sustancial 
inexactitud  de  las  preguntas  que  el  Sr.  Conde  de  To- 
reno ha  dirigido. 

Lo  que  ha  ocurrido  en  este  asunto  es  que  ese 
digno  y celoso  inspector,  comprendiendo  la  impor- 
tancia que  tiene  la  navegación  en  el  Estrecho,  diri- 
gió una  comunicación  al  Ministerio  de  Fomento  ex- 
poniendo la  conveniencia  de  que  aquellas  costas  estu- 
vieran bien  iluminadas;  costas  que,  como  todos  los 
Sres.  Diputados  saben,  están  atracadas  por  corrien- 
tes muy  peligrosas,  y en  las  que  la  navegación  es 
siempre  difícil:  y en  este  concepto,  no  estando  apro- 
bada la  instalación  de  un  faro  en  la  isla  del  Peregil  en 
el  presupuesto  de  obras  para  ejecutar  que  ci  Ministe- 
rio de  Fomento  publica  todos  los  años,  necesitaba  yo 
el  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros  para  llevar  á cabo 
este  estudio,  y ai  Consejo  de  Ministros  lo  llevé  con  la 
nota  del  Negociado,  teniendo  el  Consejo  por  conve- 
niente aprobarlo. 

De  modo  que  en  este  asunto  no  guió  al  Gobierno 
más  interés  que  un  interés  de  humanidad,  un  interés 
en  favor  de  la  navegación  y del  comercio  de  toáoslos 
países,  y singularmente  de  los  pueblos  ribereños  de 
uno  y otro  lado  del  Estrecho. 

Esto  por  lo  que  hace  relación  al  Ministerio  de  Fo- 
mento. 

En  cuanto  al  expediente  que  ha  reclamado  el  se- 
ñor Conde  de  Toreno,  yo  lo  examinaré  con  detención 
y según  lo  pida  el  interés  público,  y si  el  interés  pú- 
blico lo  consiente,  tendré  sumo  gusto  en  satisfacer 
los  deseos  de  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Morel):  Yo  doy  al  se- 
ñor Conde  de  Toreno  las  gracias,  como  se  las  hubiera 
dado  á cualquier  otro  Sr.  Diputado  que  hubiera  tenido 
la  bondad  de  preguntarme  sobre  este  asunto,  por  ha- 
berlo traído  tan  pronto  al  debate;  y se  las  darla  com- 
pletas, si  persistiendo  S.  S.  en  el  punto  de  vista,  áque 
parece  obedecen  sus  palabras,  de  esclarecer  su  juicio 
y de  reunir  los  antecedentes  necesarios  para  formarlo, 
no  hubiera  mezclado  con  sus  preguntas  calificativos 
que  habrá  de  retirar  cuando  esLudie  el  asunto,  y acer- 
ca de  los  cuales  yo  le  rogaría  los  tuviera  por  no  di- 
chos, porque  se  trata  de  una  cuestión  que  no  afecta 
tanto  al  Gobierno  y á los  Ministros  como  al  derecho 
y al  prestigia  de  España. 

Contesto  ante  todo  á su  primera  pregunta,  dicién- 
dole  que  no  hay  ninguna,  absolutamente  ninguna  re- 
lación, ni  en  el  tiempo  ni  en  el  asunto,  entre  los  actos 
que  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  según  S.  S.  dice, 
llevó  á cabo  á fines  de  Setiembre  y principios  de  Octu- 
bre, y la  idea  del  establecimiento  de  un  faro  en  la  isla 
del  Peregil;  propósito  mucho  más  antiguo,  puesto 
que  los  primeros  pasos  del  expediente  se  dieron  en  la 
primavera  de  1886.  En  esa  época,  según  informes 
muy  importantes  del  Ministerio  de  la  Guerra,  de  per- 
sonas que  por  estar  políticamente  en  intimidad  con 
S.  S.  han  podido  ilustrarle  antes  df3  entrar  en  el  de- 
bate, se  ha  tratado  y examinado  esa  cuestión  y se  han 
fundado  en  esos  informes  opiniones  que  se  han  tras- 
mitido ai  Ministerio  de  Estado. 
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También  los  trabajos  del  Ministerio  de  Marina  son 
anteriores  á la  fecha  indicada  por  S.  S.,  y ninguna  re- 
lación tienen  con  aquellos  sucesos;  cosa  que  me  cum- 
ple ante  todo  consignar,  porque  parece  que  S.  S.  en- 
laza dos  cosas  que  interesa  al  bien  del  país  no  se  con- 
fundan: la  una,  la  política  general  del  Gobierno  en 
Marruecos,  en  un  momento  en  el  cual  creyó  que  se 
acercaba  una  crisis  que  le  obligaba  á prever  sus 
consecuencias:  la  otra,  un  incidente  por  cuestiones 
ajenas  á esto,  que  atañe  A la  conducta  de  los  Gobier- 
nos españoles  en  las  costas  adyacentes  á las  posesio- 
nes españolas  del  Ñor  Le  de  Africa. 

Los  documentos  que  S.  S.  se  sirve  pedirme,  ven- 
drán aquí:  los  antecedentes  que  constan  en  el  Minis- 
terio de  Estado,  vendrán  también  todos,  ménos  aque- 
llos que  el  Gobierno  crea  que  no  seria  prudente  dar 
d la  publicidad  en  estos  momentos.  Y espero  que  su 
señoría  estará  conforme  conmigo  en  esta  afirmación, 
que  en  todo  caso  bago  en  cumplimiento  de  mi  deber. 

Y dicho  esto,  habré  de  indicar  á S.  S.  que  esos 
documentos  que  ha  citado,  y algunos  otros  que  traeré 
A la  Cámara,  afirman  de  una  manera  terminante,  de 
uua  manera  que  no  deja  lugar  á duda,  que  el  Minis- 
tro de  Estado,  por  medio  de  la  Legación  de  España  en 
Tánger,  ha  considerado  la  isla  del  Peregil  como  pro- 
p edad  y como  sujeta  á la  soberanía  del  Imperio  de 
Marruecos,  y que  considerándolo  así  ha  obrado  cons- 
tantemente, y desde  hace  mucho  tiempo,  siendo  el 
último  documento  que  traeré  de  lecha  de  1866.  Aña- 
diré también  que  no  hay  sobre  estos  puntos,  en  la 
actualidad,  derecho  consuetudinario;  porque  después 
de  la  gloriosa  guerra  de  Africa  se  señalaron  los  limi- 
táis que  rodean  á Ceuta  y se  levantó  el  plano,  con 
arreglo  al  cual  se  fijaron  los  límites  y jurisdicción  de 
Ceuta. 

En  esta  situación  yo  no  deberia  añadir  ninguna 
otra  consideración,  si  no  entendiera  que  en  las  pre- 
guntas de  S.  S.  va  envuelto  algo  que  exige  de  mi 
parte  una  aclaración  necesaria  en  estos  momentos. 
El  señor  ministro  de  España  en  Tánger,  conocedor  de 
todos  estos  sucesos,  ha  obrado  constantemente  con 
arreglo  á las  instrucciones  que  tenía,  y respecto  á los 
últimos  detalles,  que  seguramente  no  son,  según  sus 
propios  despachos,  como  se  han  contado,  con  apasio- 
namiento, en  la  prensa. 

El  Gobierno,  al  tener  conocimiento  de  su  conducta 
y de  los  motivos  en  que  la  fundó,  la  ha  aprobado 
completamente,  creyendo  con  esto  satisfacer  una  de 
las  dos  preguntas  que  S.  S.  ha  tenido  la  bondad  de 
hacer.  Respecto  de  la  otra,  he  contestado  antes  al  ha- 
blar de  los  antecedentes  que  obran  eu  Estado. 

Réstame  ahora,  Sres.  Diputados,  enlazar  los  he- 
chos para  darles  el  carácter  histórico  que  han  tenido, 

Y r°gar  á la  Cámara  preste  atención  á las  pocas  pa- 
labras que  voy  á decir. 

Hace  tiempo  que  por  diferentes  conductos  se  in- 
dicó al  Gobierno,  como  de  gran  conveniencia,  el  es- 
lableciiniento  de  un  faro  en  la  isla  del  Peregil.  A su 
electo,  el  Gobierno  español  hizo  diferentes  reconoci- 
mientos en  diversas  épocas  en  la  isla  del  Peregil,  ya 
por  fuerzas  enviadas  de  la  guarnición  de  Ceuta,  digo 
mal,  por  oficiales  dependientes  del  Gobierno  militar 
de  Ceuta,  ya  por  la  fuerza  de  marina;  y no  hablo  de  ¡ 
otros  casos,  en  ios  cuales,  españoles  y extranjeros,  en-  • 
harón  en  la  isla  del  Peregil,  porque  ese  argumento 
quitaría  claridad  á la  exposición  que  deseo  hacer  á 
la  Cámara. 


Pues  bien;  jamás  ninguno  de  estos  hechos,  algu- 
nos de  ellos  importantes  por  el  número  de  personas 
que  estuvieron  y por  las  fuerzas  navales  que  perma- 
necieron durante  tres  dias  en  la  isla  del  Peregil  (el 
más  importante  de  todos  tuvo  lugar  en  Agosto  últi- 
mo); jamás  ha  dado  eso  lugar  á reclamaciones,  ni 
jamás  ha  podido  deducirse  de  aquí  nada  contra  la 
lealtad  del  Gobierno  español,  ni  consta  que  por  esos 
hechos  haya  formulado  ninguna  reclamación  ei  Go- 
bierno marroquí;  y no  consta,  por  muchas  razones 
que  no  digo  ahora,  pero  que  se  comprenden  fácil- 
mente cuando  se  trata  de  islotes  y peñascos  desiertos, 
vecinos  á territorios  españoles,  y parte  de  oíros  terri- 
torios, poblados  y regidos  por  las  autoridades  marro- 
quíes, donde  el  Soberano  ha  permitido  á los  españoles 
hacer  mucho  más  de  lo  que  se  haya  podido  llevar  A 
cabo  en  la  isla  del  Peregil. 

Estos  diferentes  reconocimientos  tuvieron  por  ob- 
jeto ir  ilustrando  al  Gobierno,  primero,  sobre  si  ha- 
bía ó no  posibilidad  de  establecer  un  faro;  y segundo, 
sobre  si  ese  faro  podría  tener  utilidad  combinando  sus 
luces  con  las  otras  dos  que  á los  lados  del  Estrecho 
iluminan  su  entrada  y su  salida.  Cuando  sobre  estos 
puntos,  según  resulta  del  expediente,  que,  repito,  es 
ya  antiguo,  hubo  ya  una  opinión,  entonces  se  indicó 
al  Ministerio  de  Fomento  la  necesidad  de  fijar  geo- 
gráficamente el  sitio  donde  se  podría  establecer  el 
faro,  porque  solo  teniéndolo  fijo  en  la  carta  se  podría 
saber  dónde  se  criuzarian  las  luces  de  este  faro  con  las 
de  los  otros  que  hay  en  el  Estrecho,  y esto  es  lo  que 
se  ha  hecho  en  el  mes  de  Octubre,  y esto  es  lo  que  ha 
dado  lugar  á los  sucesos  ocurridos  últimamente. 

Porque  como  si  este  hecho  fuera  extraño,  como  si 
fuera  nuevo,  ha  sido  denunciado  al  Gobierno  marro- 
quí, y es  el  que  ha  promovido  los  incidentes  de  que 
nos  ocuparnos.  Entonces  el  Sr.  Diosdado,  que  preve- 
nido por  telegrama  estaba  en  el  caso  de  saber  que 
España  no  internaba  violación  alguna  de  los  derechos 
del  Sultán  de  ¿Marruecos,  salió  al  frente  de  esa  denun- 
cia y deshizo  aquel  propósiio.  Si  álguien  tenía  interés 
en  presentar  la  política  española  como  política  de 
usurpación  y falta  de  buena  fe  en  las  relaciones  de 
España  con  Marruecos,  ese  álguieu  se  equivocaba 
completamente;  porque  España  hace  una  política  ante 
lodo  honrada,  y al  proclamarlo  así  en  el  mensaje,  al 
anunciai*  que  el  Sultán  se  ha  dirigido  á la  Reina  de 
España,  como  se  había  dirigido  anles  al  Rey  Don  Al- 
fonso, para  el  arreglo  de  las  cuestiones  á que  alude, 
porque  conoce  su  leal  amistad,  no  se  ha  hecho  nin- 
guna declaración  que  encubra  astucias,  ni  que  pre- 
pare proyectos  de  usurpación. 

Los  actos  de  que  se  trata  no  tienen  más  ni  ménos 
valor  que  los  hechos  durante  una  serie  de  años  por 
diferentes  Gobiernos,  y en  meses  anteriores  por  el 
actual;  pero  harto  bien  se  comprende  se  hayan  queri- 
do interpretar  en  el  momento  actual  en  que  seguimos 
negociaciones  importantísimas,  para  procurar  su  fra- 
caso y enfriar  las  relaciones  entre  el  Sultán  de  Ma- 
rruecos y el  Gobierno  de  España. 

Espero,  Sres.  Diputados,  que  dirigiéndome  á 
hombres  de  Estado,  que  conocen  estos  asuntos,  las  in- 
dicaciones que  he  hecho  serán  suficientes  para  mi 
¡ objeto  principal,  que  es  separar  lo  que  el  Sr.  Conde 
! de  Toreno  ha  querido  unir.  Ahora  réstame  añadir 
, que  lo  qu(3  ha  hecho  el  Gobierno  no  tiene  por  qué  ser 
modificado  en  adelante.  El  Gobierno,  que  posee  ya  los 
i datos  necesarios  para  estudiar  si  es  conveniente  esta- 
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blccer  un  faro  en  la  isla  del  Peregil,  examinará  el 
proyecto  por  los  Ministerios  de  Marina.  Guerra  y Fo- 
mento; y si  se  decide  que  debe  haber  un  faro  para 
favorecer  intereses  humanitarios  y de  la  navegación 
del  Estrecho,  enLonces,  como  en  épocas  anteriores  y 
en  asuntos  análogos,  el  Gobierno  español  se  dirigirá 
al  Sultán  de  Marruecos  y negociará  con  él  lo  que  crea 
que  proceda  hacer  para  satisfacer  aquella  necesidad. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  Pido  la  palabra  para 
rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  \ oy  á ser  sumamen- 
te breve  en  mis  rectificaciones,  pero  me  parece  que 
no  puedo  prescindir  de  hacer  algunas.  Procuraré, 
como  procuro  siempre,  no  salir  de  los  estrechos  lími- 
tes de  la  rectificación,  y agradeceré  al  Sr.  Presidente 
que  si  salgo  de  estos  límites  me  llame  la  atcnciou, 
seguro  de  que  no  tendrá  que  insistir... 

El  Sr.  presidente:  Yo  dejo  la  fijación  de  esos 
límites  al  discreto  arbitrio  y á la  gran  experiencia  y 
autoridad  del  Sr.  Conde  de  Toreno. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  Con  esa  libertad,  se- 
ñor Presidente,  S.  S.  me  priva  de  ella  mucho  más  que 
con  la  seguridad  de  ir  por  buen  camino  que  me  daria 
la  esperanza  de  ser  llamado  á la  cuestión  por  el  señor 
Presidente;  pero  agradeciendo  mucho  su  atención, 
voy  á procurar  corresponder  á ella. 

Debo  principiar  por  hacerme  cargo  de  una  frase 
pronunciada  por  el  Sr.  Ministro  de  Fomento  en  su 
contestación  á mis  preguntas. 

El  Sr.  Ministro  de  Fomento,  que  maneja  bien  la 
palabra  y sobre  todo  la  maneja  con  acerada  intención, 
dijo  que  yo  liabia  hecho  unas  preguntas  con  un  pa- 
triotismo sin  duda  plausible.  Yo  me  permito  inter- 
pretar esta  frase  en  su  sentido  más  recto  y benévolo 
para  mí;  pero  conviene  que  no  quede  flotando  como 
de  dudoso  sentido,  porque  en  esto  sitio  hay  que  ser 
respecto  de  muchas  materias,  pero  particularmente 
de  algunas  tan  graves  y delicadas  como  la  del  patrio- 
tismo, sumamente  susceptible,  y yo  lo  soy  declaran- 
do que  si  otra  hubiera  sido,  que  no  puedo  creerlo,  la 
intención  del  Sr.  Ministro,  yo  hubiera  sabido,  como 
era  de  mi  deber,  poner  á sus  palabras  el  correctivo 
necesario;  pero  como  ha  sido  sin  duda  benévola  la  in- 
tención de  S.  S.,  paso  á ocuparme  en  otra  cosa. 

El  Sr.  Ministro  de  Fomento  ha  afirmado  que  yo 
había  incurrido  en  algunas  inexactitudes;  yo  tenía  la 
seguridad  de  que  por  más  que  quisiera  no  incurrir 
en  ellas  tendria  que  hacerlo,  y por  eso  no  he  prefen- 
dido  explanar  hoy  mi  interpelación,  sino  que  he  pedi- 
do que  por  el  Gobierno  de  S.  M.  se  aclarasen  las  no- 
ticias que  yo  tengo,  y para  eso  he  suplicado  la  remi- 
sión de  los  expedientes.  Pero  citando  un  ejemplo  de 
mis  inexactitudes  el  Sr.  Ministro  de  Fomento,  ha  sido 
tan  desgraciado  que  ha  dicho  que  era  inexacto  que 
S.  S.  hubiese  hecho  indicación  alguna  verbal  al  inge- 
niero inspector  de  caminos  que  se  hallaba  en  Cádiz, 
á quien  según  yo  liabia  manifestado  se  mandó  venir 
expresamente  á Madrid;  y poco  después  su  compañe- 
ro de  Gabinete,  el  Sr.  Ministro  de  Estado,  lia  dicho 
que  la  indicación  para  que  se  procediera  al  estudio 
(le  los  proyectos  y planos  de  un  faro  en  la  isla  del  Pe- 
regil habia  partido  del  Gobierno;  de  modo  que  mi 
error  podrá  consistir  en  que  la  indicación  no  se  hizo 
verbalmente  por  el  Sr.  Ministro  de  Fomento,  pero  se 
hizo  en  otra  forma  á los  dependientes  del  Ministerio 
de  su  digno  cargo,  á lia  de  que  so  promoviera  el  ex- 


pediente; luego  no  era  tan  inexacto  lo  que  yo  había 
afirmado,  y queda  este  punto  rectificado. 

Reconozco  el  perfecto  derecho  del  Sr.  Ministro  de 
Fomento  á revisar  el  expediente,  á examinarlo  des* 
pació,  y ver  si  hay  en  él  algo  por  lo  que  no  deba  en- 
viarse á la  Cámara;  pero  reconociendo  este  derecho 
debo  declarar  que  son  muy  contados,  contadísimos  los 
casos,  y ha  de  ser  el  asunto  muy  espinoso  y delicado 
y revestir  verdadera  gravedad,  para  que  los  Ministros 
hagan  uso  de  ese  derecho,  sobre  todo  cuando  por 
tratarse  de  un  asunto  de  actualidad,  parece  que  no 
deberían  necesitar  repasar  otra  vez  el  expediente  para 
saber  si  podían  ó no  remitirlo  á la  Cámara.  Me  con- 
viene hacerlo  notar,  por  más  que  repito  que  reconozco 
el  perfecto  derecho  de  ñ.  S.,  y no  solo  lo  reconozco, 
sino  que  lo  acato  y me  conformaré  con  la  resolu- 
ción que  S.  S.  adopte. 

Pasando  á la  respuesta  que  se  ha  servido  darme 
el  Sr.  Ministro  de  Estado,  debo  rectificar  ante  todo 
que  yo  no  he  usado  calificativos  de  piano,  sino  califi- 
cativos condicionales,  para  el  caso  en  que  hubiese 
ocurrido  alguna  de  las  cosas  que  yo  indicaba;  pero 
yo  no  me  permito,  ni  debo  permitirme,  y si  lo  hubiese 
hecho  habría  hecho  mal  y lo  rectificaría,  criticar  á 
nadie  sin  tener  las  pruebas  de  que  el  calificativo  por 
mí  empleado  era  merecido,  y perfectamente  justifi- 
cado por  datos  fehacientes. 

El  Sr.  Minielro  de  Estado  ha  dicho,  contestando  á 
las  indicadiones  mías  de  que  la  iniciativa  del  asunto 
en  este  momento  podía  haber  partido  del  Ministerio 
de  la  Guerra,  que  esta  era  una  cuestión  que  venia 
estudiándose  de  muy  antiguo  en  los  Ministerios  de 
Guerra  y de  Marina  y que  yo  podía  haber  pregunta- 
do á algunas  personas  que  me  habrían  informado 
acerca  de  esLe  extremo.  Algo  puede  ser  que  yo  sepa 
le  esto;  algo  be  apuntado  relacionado  con  el  Minis- 
terio de  Marina;  por  eso  lie  pedido  el  expediente  del 
Ministerio  de  Marina,  porque  creo  que  allí  se  liaceu 
ciertas  indicaciones  que  están  en  oposición  bastante 
marcada  con  la  resolución  adoptada  por  el  Ministerio 
de  Fomento  sin  oir  i aquel  Centro  técnico  tan  im- 
portante en  un  asunto  de  tan  vital  interés.  Ya  que 
hay  un  expediente  en  el  Ministerio  de  la  Guerra,  me 
permito  rogar  á la  Mesa  que  además  del  expediente 
del  Ministerio  de  Marina  que  he  solicitado,  comuni- 
que al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  mi  deseo  de  que  re- 
inita á la  Cámara  el  expediente  ó expedientes  que 
haya  en  su  departamento  relativos  á este  asunto. 

El  Sr.  Ministro  de  Estado  ha  hecho  la  reserva  de 
que  remitirá  al  Congreso  todos  aquellos  documentos 
que  existan  en  su  Secretaría  que,  estando  relaciona- 
dos con  esta  cuestión,  se  hallen  en  estado  de  ser  pú- 
blicos. Desde  luego  acepto  la  fórmula  de  S.  S.;  por- 
que sé  que  entre  los  deberes  y las  obligaciones  dei 
Ministerio  de  Estado  y del  Ministerio  de  Fomento  én 
este  punió,  existe  una  diferencia  inmensa;  y que  en 
cuanto  á la  publicidad  de  ciertos  documentos  del  Mi- 
nisterio de  Estado,  nadie  puede  ser  juez  tan  autori- 
zado, ni  autoridad  tau  decisiva  en  la  materia,  como 
el  propio  Sr.  Ministro  de  Estado,  á quien  agradeceré 
que  remita  á la  Cámara  todos  aquellos  documentos 
que  puedan  ser  enviados  al  Congreso. 

Dos  declaraciones  graves  ha  hecho  el  Sr.  Minis- 
tro de  Estado.  lia  una  es  (creo  haber  entendido  esto 
á S.  S.;  si  no  es  así,  S.  S.  me  rectificará):  la  una  es, 
que  los  antecedentes  que  obran  en  el  Ministerio  de 
Estado  son  de  tal  uuluralC2a,  que  prueban  que  la  pío- 
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piedad  de  la  isla  del  Peregil  no  es  de  España,  sino  de 
Marruecos,  y que  en  virtud  de  esto,  y de  las  órdenes 
dadas  á nuestro  representante  en  Tánger , nuestro 
representante  cerca  del  Emperador  de  Marruecos  lia 
realizado  los  actos  que  ha  tenido  por  conveniente;  los 
cuales  han  sido  aprobados  por  S.  S..  que  es  quien 
puede  dar  sobre  ellos  informes  más  extensos. 

Ya  sabe,  pues,  el  Congreso  que  el  Sr.  Diosdado, 
nuestro  representante  en  Tánger,  está  á un  lado  de 
cualquiera  responsabilidad  que  pudiera  presentarse: 
ya  sabe,  pues,  el  Congreso  que  la  responsabilidad  co- 
rresponde al  Sr.  Ministro  de  Estado,  que,  obrando 
como  no  puede  menos  de  obrar  una  persona  de  las 
condiciones  de  S.  S.,  asume  la  responsabilidad  de  los 
que  le  representan  fuera  de  España. 

La  aprobación  de  la  conducta  del  Sr.  Diosdado, 
nuestro  representante  en  Tánger,  envuelve  una  situa- 
ción sobre  la  cual  voy  á decir  solamente  dos  palabras. 
Los  actos  que  ai  Sr.  Diosdado  han  parecido  bien,  que 
consisten  en  permitir  que  desaparezca  un  signo  de 
soberanía  de  España  en  la  isla  del  Percgíl,  son  con- 
trarios á lo  acordado  en  Consejo  de  Ministros,  ai  que 
asistió  el  Sr.  Ministro  de  Estado,  que  debia  estar  en- 
terado de  las  circunstancias  de  aquella  isla;  y que  si 
no  las  conocia,  al  comprender  por  la  situación  en  que 
estaba  emplazada  la  isla,  lo  delicadas  que  eran  las 
resoluciones  con  ella  relacionadas,  debió  pedir  que  se 
esperase  á que  se  conocieran  bien,  antes  de  resolver 
que  se  fuera  á implantar  en  un  territorio  un  signo  de 
soberanía  para  que  lucra  después  destrozado,  y con- 
cluyera este  triste  asunto  por  la  aprobación  de  nues- 
iro  ministro  en  Tánger  de  todo  lo  hecho  por  los  mo- 
ros contra  lo  aprobado  en  Consejo  de  Ministros  y rea- 
lizado por  órdenes  expresas  del  Gobierno  de  S.  M.  con 
participación  del  Sr.  Ministro  de  Estado. 

Después  de  todo,  si  otras  veces  se  han  hecho  re- 
conocimientos por  órdenes  de  otros  Gobiernos,  se  ha- 
brán hecho  en  forma  y términos  tales  que  no  han 
dado  lugar  á una  situación  como  ésta,  que  de  ser  tal 
corno  resulta  á primera  vista,  créame  el  Sr.  Ministro 
de  Estado,  no  es  ni  poco  ni  mucho  airosa  para  el  Go- 
bierno de  S.  M.  ni  para  el  país  que  S.  S.  representa 
en  ese  banco  como  Poder  ejecutivo. 

Lo  que  no  comprendo,  y esto  para  terminar,  es 
que  después  de  estudiado  el  emplazamiento  del  faro, 
y después  de  lo  ocurrido  en  la  isla  del  Peregil,  nos 
vayamos  á dirigir  al  Sultán  de  Marruecos  diciéndole: 
las  costas  de  los  dominios  de  V.  M.  están  muy  mal 
iluminadas;  de  esto  se  quejan  los  buques  de  todas  las 
Naciones,  y aquí  venimos  nosotros,  los  más  ricos,  los 
que  tenemos  las  obras  públicas  en  todo  nuestro  te- 
rritorio completamente  terminadas,  los  que  en  mate- 
ria de  obras  públicas  tenemos  ya  satisfechas  todas 
las  necesidades,  á gastar  el  dinero  necesario  para  que 
se  pase  con  toda  seguridad  por  tal  sitio  sin  que,  no 
ya  solo  los  buques  españoles,  sino  Lodos  los  buques 
del  mundo,  corran  peligro  de  encontrar  ningún  tro- 
piezo, y esto  gracias  á la  generosidad  de  nuestro  Go- 
bierno y á la  riqueza  y abundancia  de  esta  triste  tie- 
rra de  España,  donde  los  labradores  se  mueren  de 
hambre  y donde  los  propietarios  se  ven  arruinados. 

EISr.  Ministrode  FOMENTO  (Navarro  y Rodrigo): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

EISr,  Ministrode  FOMENTO  (Navarro y Rodrigo): 
bebo  una  satisfacción  al  Sr.  Conde  de  Toreno  en  una 
materia  acerca  de  la  que  S.  S,  ha  dicho,  con  razón,  que 


nunca  se  peca  por  demasiado  susceptible,  en  materia 
de  patriotismo.  Debo  declarar  que  tengo  tal  idea  de 
la  hidalga  y caballeresca  condición  del  Sr.  Conde  de 
Toreno,  que  creo  que  en  todo  lo  que  piensa,  dice  y 
hace  S.  S.  está  inspirado  por  el  patriotismo  más  puro, 
incluso  cuando  dice  cosas  ó consuma  actos  que  en 
opinión  de  muchos  puedan  estar  en  contradicion  con 
el  interés  evidente  del  país;  aun  en  esos  actos  y dis- 
cursos del  Sr.  Conde  de  Toreno  creo  que  S.  S.  está, 
aunque  equivocándose,  inspirado  en  el  patriotismo, 
repito  la  frase,  sin  duda  alguna  más  plausible. 

Y debo  insistir  en  que  en  efecto  hay  inexactitudes, 
contra  la  intención  del  Sr.  Conde  de  Toreno,  en  algu- 
nas de  las  cosas  más  sustanciales  que  lia  asegurado 
S.  S.  ¿No  habéis  oido,  Sres.  Diputados,  al  Sr.  Conde 
de  Toreno  declarar  del  modo  más  solemne  que  en 
efecto  la  idea  de  emplazar  un  faro  en  la  isla  del  Pe- 
regil habia  partido  del  Ministro  de  Fomento?  (El  señor 
Conde  de  Toreno\  Lo  he  preguntado.)  Pues  en  efecto, 
S.  S.  ha  dicho  textualmente  que  el  Ministro  de  Fo- 
menLo  halda  dado  instrucciones  verbales  al  inspector 
de  obras  públicas  de  la  provincia  de  Cádiz,  al  que  yo 
no  Lengo  la  honra  de  conocer  ni  de  vista.  (El  Sr.  Conde 
de  Toreno : Lo  he  preguntado,  no  lo  he  afirmado.) 

Celebro  infinito,  porque  ai  fin  el  Sr.  Conde  de  To- 
reno es  uno  de  los  estadistas  más  distinguidos  de 
nuestro  país,  celebro  mucho  que  S.  S.  reconozca  el 
perfecto  derecho  del  Gobierno  para  no  enviar  á las 
Cámaras  todos  los  expedientes  que  reclame  un  señor 
Diputado,  y acaso  acaso  con  lo  que  ha  dicho  esta  tar- 
de el  mismo  Sr.  Conde  de  Toreno,  refiriéndose  á este 
expediente  en  que  se  ventilan  cuestiones  que  afectan 
á tres  Ministerios,  y en  que  se  puede  agitar  toda  una 
cuestión  internacional,  siempre  de  gravedad,  y más 
aún  es  este  momento,  acaso,  acaso  con  lo  mismo  que 
ha  dicho  el  Sr.  Conde  de  Toreno,  se  encuentre  perfec- 
tamente justificado  que  yo,  después  de  mirar  con  de- 
tención el  expediente,  no  pueda  tener  el  gusto  de  sa- 
tisfacer la  curiosidad  de  S.  S. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Ministro  de  Estado 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Muy  breves 
palabras,  Sres.  Diputados,  y encaminadas  exclusiva- 
mente á permitirme  indicar  al  Sr.  Conde  de  Toreno 
cómo  andaba  yo  en  lo  cierto  al  lamentarme  de  que 
apartándose  S.  S.  de  aquel  terreno  de  simples  pre- 
guntas, para  lo  cual  se  levantó,  entrase  en  una  dis- 
cusión, porque  al  fin  ha  venido  á ella  en  la  rectifica- 
ción, cuando  realmente  no  podemos  discutir  sobre 
este  punto. 

Deseo  solo  hacer  constar,  sin  modificar,  ni  variar 
ni  volver  sobre  ninguno  de  los  asertos  anteriores,  dos 
cosas.  La  primera,  que  el  hecho  de  haber  colocado 
los  individuos  del  cuerpo  de  obras  públicas  que  estu- 
vieron en  la  isla  del  Peregil,  una  estaca  de  madera 
con  una  plancha  que  indicaba  el  sitio  en  el  cual  ha- 
bia de  ser  colocado  el  faro  para  orientarlo  sobre  la 
carta,  no  ha  sido  nunca,  ni  creo  que  lo  afirme  nadie 
más  que  aquellos  que  tienen  un  interés  en  provo- 
car graves  cuestiones  á España,  no  ha  sido  nunca 
signo  de  soberanía,  como  no  lo  es  clavar  en  los  itine- 
rarios de  Fez  ó en  los  de  Marruecos,  trazados  por 
nuestros  oficiales,  las  estacas  ó las  miras  que  se  han 
ido  plantando  para  indicar  sobre  ángulos  y las  curvas 
conque  se  trazaba,  el  terreno  en  la  carta  geográ- 
fica. Y tengo  interés  en  decir  esto,  porque  si  el  Go- 
bierno hubiera  creído  que  hacia  un  acto  de  soberanía, 
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entonces  por  nadie  se  hubieran  retirado  esos  signos 
de  los  puntos  en  que  se  hubieran  colocado.  La  bande- 
ra española  es  de  aquellas  que  no  ceden  su  puesto; 
porque  ese  signo  de  nuestra  nacionalidad  no  se  im- 
plantaría por  nosotros  sino  tuviéramos  razón  para 
hacerlo. 

A lo  que  po  rne  atrevería  jamás,  es  á hacer  de  una 
manera  insidióse!,  y por  decirlo  así,  surrepticia,  un 
acto  que  envolviera  tomar  posesión,  aunque  fuera 
de  una  roca  aislada,  si  antes  no  estaba  seguro  de  un 
derecho. 

Para  terminar,  reservándome  el  discutir  con  el 
Sr,  Conde  de  Toreno,  si  después  de  examinados  los 
antecedentes  lo  cree  oportuno,  vuelvo  á asegurar  que 
la  conducta  del  ministro  de  S.  M.  en  Tánger  está 
por  mí  aprobada;  que  las  razones  que  de  su  conducta 
mq  ha  dado,  las  he  encontrado  perfectas  y buenas,  y 
que  lo  único  que  yo  deseo,  que  el  Sr,  Conde  de  To- 
reno tenga  en  cuenta  para  preparar  su  interpelación, 
si  llega  á hacerlo,  es  que  lo  que  Sf  S.  ha  creído  ori- 
gen de  la  cuestión,  no  lo  es,  y que,  por  el  contrario, 
en  ella  hay  algo  más  de  lo  que  S.  S.  ha  visto  en  su 
primera  ojeada. 

Si  S.  S.  después  de  eslas  preguntas , y falto  de 
antecedentes,  accede  á este  ruego  como  yo  accedo  á 
tpdos  los  que  me  ha  hecho,  entonces  estoy  satisfecho, 
porque  en  esta  cuestión  que  se  relaciona  con  otra  más 
grave,  lo  único  que  yo  temería  es  que  no  se  juzgara 
con  conocimiento  de  causa;  que  juzgándose  con  él, 
me  atrevo  á creer  que  no  habría  discordancia  cu 
asegurar  que  el  Gobierno  ha  servido  leal m eme  los 
intereses  de  su  país. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  Sr.  Cou- 
de de  Toreno;  y no  tengo  que  decir  á S.  S.,  después 
de  las  indicaciones  hechas  por  el  Sr.  Ministro  de  Es- 
tado, que  no  podemos  ya  continuar  en  esta  especie  de 
debate,  que  queda  aplazado  para  después  que  el  señor 
Conde  de  Toreno  haya  tomado  conocimiento  de  los 
antecedentes  del  asunto. 

El  Sr.  Conde  de  TORENO:  Ese  es  mi  propósito, 
Sr.  Presidente,  aparte  de  los  deseos  manifestados  por 
el  Sr.  Ministro  de  Estado.  Yo  no  be  hecho  más  que 
una  larga  série  de  preguntas  para  reclamar  las  prue- 
bas que  hubiese  en  pró  ó en  contra  de  las  noticias  que 
yo  tenía,  deseando  que  muchas  de  ellas  sean  inexac- 
tas, y que  en  el  momento  en  que  discutamos  este 
asunto,  por  medio  de  la  interpelación  que  he  anuncia- 
do, podamos  estar  de  acuerdo  todos  los  Diputados; 
porque  no  solo  ganaría  con  ello  el  Gobierno,  sino  lo 
que  es  más  importante,  ganaría  el  país,  al  que  todos 
representamos,  y por  lo  tanto,  yo  no  voy  á discutir, 
ni  á decir  una  palabra  sobre  las  indicaciones  hechas 
por  el  Sr.  Ministro  de  Estado;  me  reservo  discutirlas, 
disintiendo  de  ellas  por  de  pronto,  el  dia  que  explane 
aquí  la  interpelación. 

No  tengo  más  que  decir. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Romero  Robledo 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  Es  para  decir  al- 
gunas en  justificación  de  haberla  pedido  con  objeto 
de  hacer  una  petición  de  documentos  al  Gobierno  de 
S.  M. 

Euemigo  de  todo  debate  político  ínterin  no  esté 
concluida  la  discusión  del  mensaje,  solo  una  causa 
extraordinaria  podía  moverme  á usar  brevemente  dé 


la  palabra,  para  formular  una  pregunta  ó una  peti- 
ción de  documentos.  Sin  ejemplo  en  nuestra  historia, 
por  primera  vez  desde  que  hay  régimen  constitucio- 
nal, el  gobernador  general  de  una  Antiila  ha  sido 
llamado  por  telégrafo  á la  Península.  Los  móvih*¿ 
que  han  debido  impulsar  al  Gobierno  para  tan  extra- 
ordinaria medida,  deben  ser  muy  graves;  porque  sin 
esta  gravedad,  no  se  concibe  aquella  gravísima  reso- 
lución, 

¿Envolvía  esa  medida,  como  el  común  sentir  in- 
duce á creer,  que  esa  digna  autoridad  constituía  allí 
un  peligro?  ¿Es  que  el  Gobierno,  al  separar  de  su 
puesto  al  representante  supremo  de  la  autoridad  en 
una  provincia  lejana,  entendía  que  la  presencia  per- 
sonal de  esa  autoridad  era  allí  un  obstáculo,  un  pe- 
ligro, una  dificultad?  Porque  es  de  suponer  que  el 
Gobierno  no  había  de  llamar  á aquella  autoridad, 
toda  vez  que  desde  aquí  el  Gobierno.se  encuentra  son- 
reído diariamente  por  la  fortuna  loca,  hasta  el  extre 
mo  de  que  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros 
da  excusas,  y pide  perdones  por  ser  tan  afortunado, 
cuando  se  reúne  con  sus  amigos  de  la  mayoría;  es 
de  suponer,  repito,  que  no  era  aquí  donde  hacia  falta 
el  capitán  general  de  Puerto-Rico,  sino  que  era  allí 
donde  estorbaba.  Y por  eso,  dada  la  gravedad  de  tan 
inusitada  resolución,  yo  tenía  que  cumplir  el  deber 
de  aprovechar  la  primera  ocasión  posible  para  hacer 
una  pregunta  al  Gobierno,  á fin  de  que  nos  dijera 
cuáles  eran  las  graves  causas  que  le  habían  impul- 
sado á tomar  aquella  resolución;  y si  no  podía  ó no 
quería  decir  cuáles  eran  sus  causas,  pedirle  una  pa- 
labra de  consuelo  y que  nos  dijera  que  no  había  pe- 
ligro ninguno,  y que  no  liabia  pretendido  con  esa  me- 
dida conjurar  ningún  género  de  graves  dificultades, 

• Espero  á que  el  Sr.  Ministro  dé  Ultramar  cié  sa- 
tisfacción á esta  pregunta,  y á continuación,  luego 
que  S.  S.  me  haya  contestado,  usando  de  mi  derecho 
de  rectificación,  le  formularé  una  pretensión  y se- 
guiré usando  de  mi  derecho,  con  la  vénia  del  señor 
Presidente,  para  hacer  otra  petición  á algún  otro  se- 
ñor Ministro. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguero  Pido 
la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S, 

El  Sr.  Ministro  de.  ULTRAMAR  (Balaguer):  Voy 
á contestar  con  toda  la  brevedad  posible  á la  pregunta 
que  ha  dirigido  al  Gobierno  el  Sr.  Romero  Robledo. 

No  creo  que  el  Sr.  Romero  Robledo  ni  nadie  pue- 
da negar  al  Gobierno  el  derecho  de  llamar  á cual- 
quier gobernador  para  conferenciar  con  él;  pero  para 
satisfacer  al  Sr.  Romero  Robledo,  puesto  que  yo  creo 
que  le  satisfará  mi  sencilla  contestación,  voy  á leer 
el  telegrama  que  el  Gobierno  dirigió  al  general  Pa- 
lacios para  que  viniera  á conferenciar  con  él. 

El  telegrama  que  el  Gobierno  dirigió  al  general 
Palacios,  dice  así: 

«El  Ministro  de  Ultramar  al  gobernador  general 
de  Puerto-Rico: 

Las  noticias  recibidas  de  esa  isla,  los  artículos 
de  la  prensa  de  todas  opiniones  los  mismos  impor- 
tantes telegramas  de  Y.  E.,  dando  carácter  grave  á la 
conspiración  descubierta,  han  excitado  fuertemente 
la  opinión  pública  y hacen  necesaria  la  presencia 
de  V.  E.  aquí  antes  cíe  abrirse  las  Cortes,  A fin  de  que 
oyendo  personalmente  á Y.  E. , pueda  el  Gobierno 
contestar  satisfactoriamente  á los  cargos  que  se  le 
han  de  dirigir.  En  este  supuesto,  el  Consejo  de  Minis- 
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tros  acordó  hoy  disponer  que  V.  E.  salga  para  esta  en 
el  correo  del  10,  dejando  el  mando  de  la  isla,  durante 
su  ausencia,  al  gobernador  segundo  cabo.» 

Creo  que  con  este  telegrama  está  contestado  el 
Sr.  Romero  Robledo.  El  Gobierno  ha  estado  cu  su  de- 
recho al  llamar  al  gobernador  general  de  Puerto- 
Rico  para  conferenciar  con  él,  y este  derecho  no  pue- 
de ui  debe  ponerlo  en  duda  el  Sr.  Romero  Robledo. 

El  $r.  ROMERO  ROBLEDO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

£1  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  Yo  no  he  puesto  en 
duda  el  derecho  del  Gobierno  á llamar  á todos  sus  re- 
presentantes en  provincias;  pero  el  Sr.  Ministro  de 
Ultramar  no  pondrá  en  duda  el  derecho  del  Diputado 
á indagar  los  móviles  por  los  que  el  Gobierno  ejerce 
sus  derechos;  que  esa  es  la  misión  de  inspección,  de 
vigilancia  y de  fiscalización  que  las  leyes  conceden  á 
los  representantes  del  país. 

El  Gobierno  ha  procedido  con  un  derecho  perfec- 
to, indiscutible,  yo  uo  lo  discuto;  pero,  ¿por  qué  ha 
hecho  uso  de  ese  derecho?  Mi  derecho  consiste  en  in- 
dagarlo y preguntarlo.  El  Sr.  Ministro  de  Ultramar 
oree  haberme  satisfecho  con  ladee  tura  del  telegrama: 
y si  yo  no  me  propusiera  en  el  día  de  hoy  no  entrar 
en  esla  discusión,  le  baria  á S.  S.  algunas  observa- 
ciones que  tengo  por  seguro  se  han  ocurrido  á todos 
losSres.  Diputados  de  todos  los  lados  de  la  Cámara 
al  oir  la  lectura  que  S.  S.  ha  hecho  de  la  orden  tele- 
gráfica, mandando  venir  al  dignísimo  y bizarro  go- 
bernador general  de  Puerto  Rico. 

Por  las  noticias  de  la  prensa,  por  una  conspira- 
ción que  allí  se  ha  descubierto,  por  las  noticias  gra- 
vísimas de  esa  misma  autoridad  representante  de  la 
fuerza  y de  todos  los  medios  para  hacer  frente  á la 
conspiración,  el  Gobierno  tuvo  la  previsión  y la  sabi- 
duría de  llamar  á esa  autoridad  aquí,  y de  dejar  allí 
la  conspiración,  sin  que  tuviera  enfrente  la  autoridad 
que  débil  reprimirla.  Esto  es  lo  que  se  desprende  de 
esa  lectura.  Por  eso  había  yo  peguntado  cuáles  eran 
los  móviles  que  habían  impulsado  al  Gobierno.  ¿Es 
que  la  autoridad  del  capitán  general  sobraba  allí?  Esta 
pregunta  está  todavía  por  contestar.  Yo  la  dejo;  ni 
siquiera  apremio  á S.  S.  á que  rae  conteste.  Lo  que 
yo  antes  he  manifestado  y lo  ha  dicho  S.  S.,  aquí  que- 
da como  datos  para  un  debate  que  ha  de  venir  más 
tarde,  y aquí  queda  desde  ahora  sometido  al  juicio  de 
la  opinión  pública.  La  opinión  pública  seguirá  pre- 
guntando cuáles  son  los  móviles  que  han  impulsado 
al  Gobierno  para  llamar  á la  Península  por  telégrafo 
al  gobernador  general  de  una  Antilla,  precisamente 
ciando  había  una  conspiraciones  decir,  precisamente 
cuando  el  común  sentir  de  las  gentes  aconsejaría  y 
encontraría  racional  y prudente  que  hubiera  perma- 
necido allí.  Discutiremos  esto  más  tarde;  para  dis- 
cutirlo, para  preparar  esta  discusión,  toda  vez  que 
™ Rué  hoy  no  ha  de  satisfacer  mi  curiosidad  el  se- 
,K)r  Ministro  de  Ultramar,  yo  le  pido  á S.  S.  la  remi» 
Sl0n  expediente  íntegro' instruido  sobre  esa  cons- 
piración y sobre  los  motivos  que  hayan  determinado 
la  llamada  á la  Península  del  general  Palacios.  Le 
IIU  o á ser  posible,  en  lo  que  tenga  de  oficial,  que  re- 
mitido por  copia  puede  quitarse  todo  loque  tenga  de 
caiacter  intimo  y confidencial,  la  correspondencia  y 
^comunicaciones  telegráficas  mediadas  entre  el  se- 
i>or  Ministro  de  Ultramar  y el  digno  gobernador  ge- 
ralíy  fuella  Antilla,  á propósito  de  esta  cuestión 
Hese  na  desenlazado  con  esa  inesperada  é inexplica- 


ble llamada  de  la  autoridad  superior  de  aquella  An- 
lilla.  Y si  por  acaso,  pues  quiero  yo  ser  cortés  y de- 
ferente en  todas  las  preguntas  que  formule  al  Gobier- 
no; si  por  acaso  en  la  otra  Cámara  so  hubieran  pedido, 
que  yo  no  lo  sé,  esos  datos  que  juzgo  tan  necesarios 
para  debates  futuros,  yo  entonces  me  someterla  á que 
desde  luego  tuvieran  la  prelacion  allí  donde  debían 
tenerla,  que  yo  acudiré  allí  para  enterarme  y recoger 
los  informes  necesarios  para  el  día  en  que  discutiéra- 
mos este  asunto.  Después  de  esto,  voy  á hacer  oirá 
petición  al  Sr.  Ministro  de  Estado. 

En  la  legislatura  anterior,  un  Sr.  Diputado  de  ia 
minoría  conservadora,  el  Sr.  Lastres,  pidió  á S.  S.  la 
remisión  del  expediente  de  reclamación  por  indemni- 
zación de  ciertos  subditos  llamados  norte  americanos 
ó individuos  de  la  isla  de  Cuba. 

El  Sr.  Ministro  de  Estado  contestó  la  primera  vez 
que  seguía  una  negociación  y que  remitirla  el  expe- 
diente cuando  vinieran  los  presupuestos  de  Cuba.  Xo 
sé  si  el  Sr.  Lastres  hizo  algún  recuerdo  sobre  esa  pe- 
tición más  adelante,  pero  el  hecho  es  que  S.  S.  anun- 
ció que  lo  había  remitido.  Yo,  sin  embargo,  he  bus- 
cado antecedentes  en  la  Secretaría  del  Congreso,  y en 
ella  he  encontrado  que  el  Sr.  Ministro  de  Estado  ma- 
nifestó que  había  remitido  á la  Comisión  de  presu- 
puestos de  Cuba  dicho  expediente,  lie  ido  á buscar 
antecedentes  á esa  Comisión,  y en  efecto,  á pesar  de 
la  afirmación  del  Sr.  Ministro  de  Estado,  el  expediente 
no  fué  rcmiLido.  ¿Qué  digo^á  pesar  de  la  afirmación 
del  Sr.  Ministro  de  Estado?  A pesar  de  que  la  Comi- 
sión de  presupuestos  de  Cuba  directamente,  y sin  ve- 
nir á esta  tribuna,  reclamó  al  Sr.  Ministro  de  Estado 
la  remisión  del  expediente.  Mucha  resistencia  tiene 
ese  expediente  á venir  al  Congreso.  Ahora  le  pido  yo, 
y le  pido  usando  de  la  fórmula  más  gráfica  de  la  cor- 
tesía, de  la  más  cariñosa  fórmula  de  la  cortesía  entre 
adversarios  leales,  que  es  la  franqueza  y la  lealtad; 
ahora  le  pido  yo  que  envíe  ese  expediente  á las  Cor- 
tes, y si  no  viniera  en  breve  plazo,  yo,  cortés,  leal  y 
francamente  advierto  que  traeré  y haré  leer  desde  esa 
tribuna  una  proposición  para  que  el  Congreso  pida 
ese  expediente.  Se  trata  de  una  cuestión  que  afecta  á 
los  intereses  públicos  en  cantidad  de  millones  de  rea- 
les que  yo  entiendo  que  se  han  concedido  ilegal  mente 
con  notorio  abuso  de  facultades,  con  usurpación  de 
las  facultades  dei  Poder  legislativo.  Por  consecuen- 
cia, yo  espero  que  ese  expediente  venga  en  plazo 
breve,  brevísimo,  á la  Cámara. 

Y voy  á completar  esta  petición  con  otra  que  es 
común  á los  Sres.  Mitistros  de  Estado  y Ultramar.  Yo 
deseo  que  todas  las  Reales  órdenes  referentes  A pago 
de  indemnizaciones  por  la  antigua  guerra  de  Cuba, 
que  hayan  sido  expedidas  por  el  Ministerio  de  Ultra- 
mar desde  que  ese  Gobierno  tal  como  está  constitui- 
do tiene  existencia,  sean  remitidas  en  copia  con  la 
misma  brevedad  al  Congreso  para  que  sirvan  de  pre- 
paración A los  debates  futuros;  que  ya  ve  el  Gobierno 
y ve  la  Cámara  y verá  el  país  que,  sobre  el  deber  que 
la  opinión  impone,  hay  un  Lazo  común  en  la  cuestión 
de  Puerto-Rico  y en  la  cuestión  de  estas  indemniza- 
ciones, porque  en  todo  ello  se  trata  de  examinar  la 
política  ultramarina  de  ese  Gobierno;  política  que 
pide  á voces,  según  el  común  sentir,  y según  el  cla- 
mor unánime  de  la  opinión,  que  sea  profunda  y dete- 
nidamente discutida  y examinada. 

Yo  espero  no  tener  que  hacer  nuevas  reclamacio- 
nes. porque  tengo  la  seguridad  de  que  el  Sr.  Ministro 
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do  Estado  so  apresurará  A remitir  ose  expediente,  y 
de  que  el  Sr.  Minislro  de  Ultramar  se  apresurará  á 
remitir  esas  Reales  órdenes.  Después  que  todo  eso 
esté  aquí,  si  yo  lo  creyese  conveniente  á los  intereses 
públicos,  y siempre  con  el  respeto  debido  al  Gobier- 
no y d las  personas  de  los  Minisiros,  haria  las  recla- 
maciones que  juzgara  pertinentes  si  acaso  se  necesi- 
taban para  mayor  esclarecimiento  de  asuntos  sobre 
los  cuales  pienso  llamar  la  atención  del  Gobierno  de 
S.  M.  y de  los  representantes  del  país. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  El  Sr.  Ro- 
mero Robledo  no  necesita  revestir  de  tanta  solemni- 
dad la  petición  de  documentos  que,  no  solo  he  ofre- 
cido traer  á la  Cámara,  sino  que  he  enviado;  porque 
la  Comisión  de  presupuestos  de  Cuba  los  examinó  y 
se  ocupó  de  ellos,  y A ese  asunto  se  refirió  en  el  dic- 
tamen que  preparó,  cuyo  dictámen  lia  sido  publicado 
en  los  periódicos.  Los  Sres.  Villanueva  y Batanero,  el 
último  de  los  cuales  fué  ponente  de  aquella  Comisión, 
los  examinó  detenidamente,  y en  virtud  de  su  exá- 
men,  redactó  la  parte  del  dictámen  que  á ese  punto 
se  referia.  Recuerde,  sobre  todo,  el  Sr.  Romero  Ro- 
bledo, que  en  el  articulado  del  proyecto  de  ley  de 
presujíuestos  de  Cuba  se  hacía  referencia  á ese  asun- 
to, del  cual  no  podia  juzgar  la  Cámara  sin  tener  de- 
lante los  antecedentes.  Lo  hice  así,  porque  para  mí 
tiene  el  asunto  muchísima  importancia,  tanta,  que  el 
Gobierno,  que  ha  seguido  sobre  él  una  negociación, 
que  representa  mayor  cuantía  que  la  cantidad  que  ha 
citado  S.  S.,  que  me  parece  que  ha  dicho  40  millones 
de  reales...  (El  Sr.  Romero  Robledo:  lie  dicho  millones.) 
Cuarenta  millones  habia  yo  entendido,  porque  una  ci- 
fra análoga  tuvo  á bien  indicar  el  Sr.  Lastres  cuando 
discutió  conmigo  ese  punto;  pero  asciende  A mucho 
más  lo  que  por  la  reclamación  y por  lo  que  es  conse- 
cuencia de  esa  negociación  puede  España  obtener; 
porque  en  el  fondo  de  ese  asunto  hay  una  doble  recla- 
mación que  me  iinjjorta  grandemente  hacer  que  las 
Córtes  examinen. 

Pero  hay  más  aún,  porque  precisamente  el  carác- 
ter de  esa  negociación  consiste  en  que  no  es  definitiva 
por  sí  sola,  porque  el  Gobierno  ha  negociado,  pero  A 
condición  de  traer  el  ¿isunto  A las  Cortes,  para  que  éstas 
determinasen  la  manera  con  la  cual  se  ha  de  realizar. 
De  modo  que,  lejos  de  haber  en  ese  asunto  algo  en 
que  el  Gobierno  se  exceda  de  sus  facultades,  se  ha 
colocado  en  el  terreno,  no  solo  el  Ministro  de  Estado, 
sino  todo  el  Gobierno,  de  que  la  Representación  Nacio- 
nal, con  vista  de  los  argumentos  en  pró  y en  contra, 
resuelva  lo  que  sea  más  oportuno  hacer,  lo  que,  como 
S.  S.  dice  muy  bien,  corresponda  á los  intereses  del 
país. 

Yo  espero  que  el  lunes  mismo  tendrá  S.  S.  aquí 
el  expediente.  En  cuanto  A las  copias  de  las  Reales 
órdenes,  en  él  están;  pero  además,  el  Sr.  Ministro  de 
Ultramar  tendrá  sin  duda  el  mismo  interés  que  yo  en 
responder  A los  deseos  de  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  Pido 
la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  En 
efecto,  yo  le  digo  al  Sr.  Romero  Robledo  lo  mismo 
que  el  Sr.  Ministro  de  Estado:  que  tendré  mucho  gusto 
en  traer  aquí  todas  las  Reales  órdenes  á que  S.  S.  ha 


aludido,  y todos  cuantos  documentos  crea  S.  S.  nece- 
sarios para  poder  emprender  el  debate  A que  S.  S.  reta 
al  Gobierno  respecto  á las  cuestiones  de  Ultramar. 
Pida  S.  S.,  con  toda  la  anticipación  que  desee,  todos 
cuantos  documentos  quiera,  que  yo  todos  los  traeré 
excepto  aquellos  que  mi  deber  me  obligue  A reservar* 
porque  puede  haber  documentos  de  tal  clase  v coin 
sideración,  que  yo  no  me  permitirla  traer  aquí  pidién- 
dolos un  Sr.  Diputado,  si  no  precedía  antes  un  acuerdo 
de  la  Cámara  para  poder  excusarme,  como  Ministro, 
de  la  responsabilidad  que  tendría  presentándolos.  Coa 
esta  excepción,  pues,  yo  traeré  aquí  todos  los  docu- 
mentos que  S.  S.  pida;  y es  mas:  yo  le  ofrezco  á su 
señoría,  desde  el  momento,  traer  esa  correspondencia 
á que  ha  aludido,  con  el  señor  gobernador  general  de 
Puerto-Rico;  le  ofrezco  traer,  repito,  por  mi  parte, 
todas  las  contestaciones  que  he  dado.  No  me  compro- 
meto A traer  las  cartas  del  señor  general  Palacios, 
como  no  sea  con  su  autorización;  pero  lo  que  es  las 
cartas  mias,  las  contestaciones  mias,  desde  el  mo- 
mento, desde  mañana  mismo  las  tendrá  S.  S.  en  el 
Parlamento. 

Y dicho  esto,  ya  no  me  toca  más  que  contestar  á 
otra  observación  de  S.  S. 

En  uso  de  su  derecho,  el  Gobierno  ha  llamado  al 
gobernador  general  de  Puerto-Rico,  como  puede  lla- 
mar A cualquier  otro  gobernador  general,  no  siendo 
este  ciertamente  el  primer  caso  que  ha  sucedido, 
como  ha  dicho  el  Sr.  Romero  Robledo,  que  por  lo 
visto  no  está  muy  fuerte  en  la  historia  de  los  gober- 
nadores generales  de  Ultramar  que  han  venido  á Ma- 
drid llamados  por  distintos  Gobiernos  para  conferen- 
ciar con  ellos.  (El  Sr . Romero  Robledo : Cite  S.  S.  uno.] 
Entre  los  que  recuerdo  en  este  momento,  el  Sr.  Ta- 
cón, que  vino  de  la  Habana,  y el  Sr.  Vega,  de  Puerto- 
Rico. 

Pero,  en  fin,  esto  ya  lo  discutiremos.  Yo  solamente 
he  de  decir  a S.  S.  una  cosa:  que  precisamente  para 
poder  contestar  A S.  S.  y A otros  Sres.  Diputados  que 
pudieran  hacer  observaciones  sobre  la  política  de  Ul- 
tramar, es  por  lo  que  se  ha  llamado  aquí  ai  digno 
gobernador  general  de  Puerto-Rico,  quien  así  en  sus 
cartas  como  en  sus  telegramas  daba  muchísima  im- 
portancia A los  sucesos  acaecidos  allí;  pedía,  señores 
Diputados,  facultades  extraordinarias,  pedia  aumento 
en  el  presupuesto,  pues  pedia  mayor  contingente 
de  Guardia  civil,  más  policía,  más  recursos  y fa- 
cultades extraordinarias;  y puesto  que  la  tranquili- 
dad estaba  asegurada  según  él  mismo  decía,  puesto 
que  tenemos  en  Puerto-Rico  un  dignísimo  segundo 
cabo,  el  general  Contreras,  en  el  cual  el  Gobierno  po- 
dia tener  absoluta  y completa  confianza  y que  Labia 
además  estado  ya  de  gobernador  general  interino,  no 
habia  inconveniente  en  que  el  gobernador  general  vi- 
niera á la  Península.  ¿Qué  de  particular  hay,  pues, 
en  que  el  Gobierno,  teniendo  asegurados  el  orden  y la 
tranquilidad  en  Puerto-Rico  como  están  asegurados, 
según  me  manifiesta  precisamente  en  un  telegrama 
reciente  que  hace  pocos  momentos  acabo  de  recibir 
del  segundo  cabo , gobernador  general  interino  de 
aquella  isla,  qué  inconveniente  habia  en  que  para  sa- 
ber lo  que  allí  ocurría  y lo  que  allí  pasaba,  en  vista 
de  los  distintos  telegramas  que  venían,  en  vista  de  la 
agitación  que  se  promovía  en  la  prensa,  en  vista  de 
las  manifestaciones  mismas  del  gobernador  general, 
hasta  el  punto  de  que  algunas  veces  estaba  esperan- 
do el  telegrama  en  que  él  mismo  pidiera  permiso  para 
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venir  á conferenciar  con  el  Gobierno,  qué  inconve- 
niente hay  en  que  el  Gobierno  llamara  ai  gobernador 
general  de  Puerto-Rico  para  conferenciar  con  él? 

0 Cuando  entremos  en  el  debate,  estoy  dispuesto  á 
discutir  con  S.  S.  Yo  no  tengo,  de  seguro,  la  elocuen- 
cia de  S.  8.,  pero  tengo  la  razón,  y con  la  razón  y con 
la  verdad  discutiré. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  EL  Sr.  Romero  Robledo 
tiene  la  palabra  para  rectificar. 

EL  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  Tengo  que  hacer 
una  rectificación  al  Sr.  Ministro  de  Estado. 

Yo  he  sostenido  que  el  expediente  no  ha  venido  al 
Congreso,  ni  ha  venido  á la  Comisión  de  presupuestos, 
porque  yo  me  he  acercado  á la  Secretaría  á indagar 
si  :ese  expediente  estaba  aquí  todavía;  y en  la  Secre- 
taría he  sabido  que  ese  expedientó  no  llegó  jamás  á 
venir. 

Si  algún  Sr.  Diputado  asevera  que  lo  tuvo,  tendrá 
que  aseverar  que  cuidó  de  que  no  tuvieran  conoci- 
miento ni  la  Secretaria  ni  los  empleados  de  esta  Cá- 
mara; porque  de  los  trabajos  de  las  Comisiones,  que- 
dan notas  y quedan  actas,  y cu  esas  notas  y en  esas 
acias  de  la  Comisión  de  presupuestos,  consta  que  pi- 
dió ol  expediente,  y consta  que  el  expediente  no  ha 
llegado  todavía  (El  Sr.  Ministro  de  Estado:  Pido  la  pa- 
labra.) Por  consecuencia,  esta  seria  una  cuestión  á 
ventilar  con  los  dependientes  y con  la  Secretaría  del 
Congreso,  porque  yo  he  preguntado  hace  cuatro  dias, 
he  permanecido  aquí  hasta  saber  qué  había  en  ello,  y. 
lie  salido  de  aquí  con  la  noticia  en  que  me  he  fundado 
para  hacer  la  petición  en  los  términos  que  la  he  hecho. 

Y voy  á decir  ai  Sr.  Ministro  de  Ultramar  muy 
pocas  palabras. 

Si  S.  S.  me  permite  la  frase,  sin  que  le  moleste, 
diré  que  S.  S.  está  hecho  uu  verdadero  artista,  to- 
mando una  arrogancia  y una  postura  que  no  corres- 
ponden á mis  palabras.  Su  señoría  me  ofrece  todos 
los  documentos  que  yo  pida,  inénos  aquellos  que  en- 
tienda S.  8.  que  no  puede  traer  sin  daño  del  interés 
público;  esto  es,  S.  8.  repite,  personalizándolo,  loque 
03  una  teoría  admitida  por  todo  el  mundo,  y con  la 
cual  estoy  yo  de  acuerdo.  ¿Para  qué  me  reta  S.  8.  so- 
bre lo  que  no  he  hablado,  cuando  limitándose  á acce- 
der á mi  petición  habríamos  terminado?  Me  parece 
que  hay  exceso  de  arrogancia.  Pero,  en  fin,  esta  es 
una  cuestión  que  significa  poco. 

En  cambio  sí  la  tiene  que  8.  S.,  entrando  ya  en 
explicaciones  de  un  asunto  abandonado,  sobre  los  mó- 
viles que  había  tenido  el  Gobierno  para  llamar  al  go- 
bernador general  de  Puerto-Rico,  se  haya  entretenido 
en  hacer  acusaciones  á aquella  dignísima  autoridad; 
acusaciones  contra  las  cuales  yo  protesto,  y tengo  la 
seguridad  de  que  conmigo  protestarán  los  represen- 
tantes de  aquella  Afitilla  Su  señoría  ha  venido  á de- 
cir ahora  que  era  tal  la  gravedad  con  que  el  señor 
general  Palacios  pintaba  la  situación  (le  Puerto- Rico, 
que  S.  8.  estaba  esperando  que  el  señor  general  Pa- 
lacios le  pidiera  permiso  para  venir  á conferenciar; 
S.  8.  ha  dicho,  como  en  son  de  cargo  y de  acusación, 
que  aquella  dignísima  autoridad  pedia  medidas  ex- 
traordinarias y autorizaciones  que  no  se  le  podían 
conceder,  y que  gracias  á Dios  ahora  tenia  S.  8.  un 
parte  del  segundo  cabo  diciéndole  que  el  órden  pú- 
blico estaba  asegurado,  lo  que  prueba  que  S.  8.  no 
creía  que  estuviera  asegurado  cuando  hacía  veuir  á 
Madrid  al  señor  general  Palacios.  Ya  iremos  poniendo 
las  cuestiones  claras,  i Ah!  cou  razón  preguntaba  yo  si 


el  Gobierno,  aL  tomar  aquella  medida,  consideraba  un 
peligro  allí  al  señor  general  Palacios,  según  ahora 
parece  ya  deducirse  de  las  palabras  del  Sr.  Ministro 
de  Ultramar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Llamo  la  atención  del  se- 
ñor Romero  Robledo  sobre  la  circunstancia,  no  ya  de 
que  estemos  expueslos  á tener  uno  de  esos  debates 
políticos  de  que  es  enemigo  S.  S.  (Risas) } sino  de  que 
en  realidad  estamos  en  ese  debate.  Su  señoría  podrá 
decir  aún  que  no  ha  tenido  todavía  el  asalto  sin  boton 
con  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar;  pero  confiese  su  sc- 
uuría  que  se  está  haciendo  la  mano.  Y ahora,  pue- 
de 8.  8.  continuar. 

El  Sr.  ROMERO  Y ROBLEDO:  Señor  Presiden - 
le,  yo  he  oido  con  gusto  la  llamada  ó excitación  que 
me  ha  dirigido  S.  8.  Oiga  S.  8.  cou  benignidad  la  que 
yo  le  voy  á dirigir. 

Yo  había  dejado  de  hablar  de  esta  materia;  el  se- 
ñor Ministro  de  Ultramar  hizo  ahí  una  catiiinaria 
contra  el  general  Palacios  (Vareos  señores  de  la  mayo- 
ría: No,  no),  y me  pareció  natural  hacer  una  defensa 
de  aquel  que  habia  representado,  y «aun  representa 
en  la  pequeña  Antilla  la  nacionalidad  española;  del 
representante  del  Gobierno,  sea  cualquiera,  que  es 
mucho  más  importante  que  Lodo  un  Gobierno  fu- 
sionista;  y por  consecuencia,  á aquel  exceso  del  señor 
Ministro  de  Ultramar,  correspondí  yo  con  otro  exce- 
so. Admita  S.  8.  la  excusa  y envíeme  su  absolución; 
y crea  S.  8.  que  soy  enemigo  de  estos  debates,  aun 
cuando  soy  amigo,  y me  encuentro  muy  necesitado, 
de  preparar  otros  para  eL  día  dé  mañana.  Tengo  tanta 
mayor  necesidad  para  esto,  cuanto  que  tengo  que 
hablar  con  muchos  distingos  y mucha  mesura  por- 
que le  temo  á las  cargas  á la  bayoneta,  y quisiera 
impedir  que  llegaran  á este  extremo  las  discusiones 
parlamentarias. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  Pido 
la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Allá  voy,  Sr.  Ministro  de 
Ultramar. 

Por  si  esto  de  cargas  á la  bayoneta  pudiera  refe- 
rirse á palabras  que  en  estilo  familiar  hubiera  podido 
pronunciar  algún  Diputado  que  tiene  mucha  intimi- 
dad conmigo,  tengo  que  decir  ai  Sr.  Romero  Robledo 
que  las  fuerzas  organizadas,  y en  mayor  número  que 
sus  adversarios,  han  de  estar  á la  defensiva  siempre 
que  puedan;  pero  si  coa  el  vocerío  y con  las  acome- 
tidas en  desorden  se  ponen  en  peligro  la  seguridad  de 
la  plaza  que  se  defiende  ó la  misma  organización  que 
ha  de  sostenerse,  es  preciso  entonces  responder  á ellos 
restableciendo  la  armonía  de  la  organización  y del 
número  de  la  manera  que  es  á la  vez  en  la  táctica 
militar  la  rnénos  dañosa  y la  más  alentada,  no  usando 
de  los  cañones  ni  disparando  los  fusiles,  sino  allá,  des- 
pejando con  la  bayoneta. 

El  Sf.  ROMERO  ROBLEDO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:#El  Sr.  Ministro  de  Ultra- 
mar tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  El  se- 
ñor Romero  Robledo  acaba  de  dar  prueba  ante  la  Cá- 
mara de  una  de  sus  habilidades  características,  que  es 
interpretarlas  palabras  del  adversario,  no  como  son  sino 
como  le  conviene.  Yo  no  he  atacado,  ni  mucho  ménos, 
al  general  Pifiados,  que  es  una  digna  autoridad,  como 
S.  S.  lo  ha  dicho  y que  creo  que  antes  que  S.  S.  lo  he 
dicho  yo;  no  he  dirigido  ataque  de  ninguna  clase  al 
general  Palacios,  y pro  testo  contra  esa  aseveración 
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gratuita  de  S.  S.:  rae  hubiera  guardado  muy  bien  de 
hacerlo  cuando  el  general  Palacios  ha  merecido  la 
confianza  del  Gobierno,  puesto  que  le  ha  llamado  para 
conferenciar  con  él.  Lo  que  yo  he  tratado  de  decir  es 
que  el  orden  público  estaba  asegurado,  pero  no  con 
el  gracias  á Dios , que  es  original  de  S.  S.,  no  mió,  no 
con  la  frase  gracias  á Dios  que  S.  S.  ha  querido  decir 
que  yo  había  dicho. 

No;  yo  he  dicho  que  desde  antes  de  la  salida  del 
general  Palacios,  este  general  rae  aseguraba  que  el 
órden  público  no  corría  peligro  en  la  isla  y esa  mis- 
ma seguridad  me  ha  dado  su  digno  sucesor.  Precisa- 
mente porque  el  general  Palacios  creía  que  se  le  de- 
bían dar  facultades  extraordinarias  y que  se  debían 
aumentar  las  fuerzas  que  hay  allí  al  mismo  tiempo 
que  respondía  de  estar  asegurado  el  órden,  creyó  el 
Gobierno  que  dicha  autoridad  podía  venir  sin  incon- 
veniente á conferenciar  con  él. 

Esto  he  dicho,  Srcs.  Diputados,  y esto  repito.  No 
lie  atacado  al  general  Palacios,  que  sobre  ser  una 
dignísima  autoridad  y un  caballero,  es  una  persona  á 
quien  me  unen,  como  S.  S.  sabe,  lazos  de  bueua 
amistad. 

Así,  pues,  sin  entrar  en  el  fondo  del  debate,  en  el 
que  entraré  cuando  S.  S.  quiera,  digo  que  precisa- 
mente para  saber  lo  que  podia  ocurrir  y lo  que  ocu- 
rría en  Puerto-Rico;  para  conocer  el  estado  general 
de  las  cosas,  para  poder  decir  al  gobernador  de  aque- 
lla A n tilla  lo  que  no  se  puede  decir  por  escrito  ni 
por  telégrafo  y para  que  el  gobernador  de  Puerto- 
Rico  pudiera  decir  al  Gobierno  lo  que  tampoco  se 
puede  decir  de  otro  modo,  es  para  lo  que  se  ha  man- 
dado llamar  á dicho  gobernador. 

El  8r.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Romero  Robledo  tie- 
ne la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  LASTRES:  He  pedido  la  palabra  para  alu- 
siones. 

El  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  Voy  á dar  por  ter- 
minado este  incidente. 

Yo  creia  que  las  cifras  servían  para  comunicar 
con  reserva  A los  capitanes  generales  y á los  gober- 
nadores las  instrucciones  del  Gobierno,  y que  para 
hablar  en  secreto  no  era  preciso  hacer  que,  cuando 
había  conspiraciones,  abandonasen  su  puesto  las  au- 
toridades de  las  Antillas  y vinieran  A la  Península; 
pero  S.  S.  ha  dado  muchas  vueltas  á mi  pregunta, 
viniendo  á reducir  su  contestación  A estos  términos: 
que  S.  S.  ha  llamado  al  gobernador  general  de  Puerto- 
Rico  para  conferenciar  en  secreto  con  él.  La  causa 
me  parece  muy  pequeña  para  lo  grave  de  la  medida 
adoptada;  medida  que  no  tiene  ejemplo  en  nuestra 
historia,  porque  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar  creia  que 
yo  lo  ignoraba;  é interrumpiéndole  para  que  me  dijese 
qué  gobernador  general  de  las  provincias  de  Ultra- 
mar había  sido  llamado  A la  Península,  no  podia  citar 
niuguno,  y aplazaba  la  contestación  para  cuando  vi- 
niera ese  otro  debate.  Aplazada  queda,  y ya  discuti- 
remos esta  cuestión. 

Por  cortesía,  voy  á decir  dos  palabras  contestando 
á las  elocuentísimas  que  me  lia  dirigido  el  Sr.  Presi- 
dente de  la  Cámara. 

No  había  aludido  á palabras  dichas  en  otro  sitio, 
aun  cuando  A mi  oido  habían  llegado.  Es  indudable 
que  esas  palabras  partían  de  un  supuesto  que  yo  no 
reconozco,  que  es  de  estar  la  ventaja  en  el  número, 
porque  el  número  puede  ser  uno  aquí  y ser  muy  dis- 
tinto en  el  país.  (Risas.) 


Esas  risas,  por  lo  pronto,  han  sido  Lan  pocas  que 
quedan  desautorizadas.  '(El  Sr.  Jimem : Pero  buenas 
muy  buenas.) 

Basta  que  lo  digan  los  que  se  hau  reido;  los  demás 
siguen  sin  decir  nada. 

Pero,  en  fin,  esas  palabras  estaban  dichas  con  per- 
fecto derecho.  ¿Constituían  una  amenaza?  Yo  creo  que 
no  es  conveniente  amenazar;  pero  si  amenaza  fuera 
frente  A las  cargas  de  bayoneta  formaremos  el  cua- 
dro y allá  veremos  A quién  la  suerte  le  depara  el  éxi- 
to y en  quién  reconoce  el  número;  y no  tengo  sobre 
esto  tampoco  nada  más  que  decir. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Ni  tampoco  yo,  Sr.  Ro- 
mero Robledo;  he  oido  con  mucho  gusto  A S.  s.,  y 
permítame  no  más  que  le  diga  que  tal  vez  ese  Dipu- 
tado al  hablar  de  la  ventaja  del  número,  calló  por 
modestia  la  ventaja  de  la  razón. 

El  Sr.  Lastres  tiene  pedida  la  palabra;  pero  hay 
aquí  muchos  que  la  han  pedido  y además  S.  S.  mis- 
mo estaba  ya  apuntado  de  antemano,  supongo  quo 
para  hacer  otra  pregunta.  ¿Había  pedido  S.  S.  ahora 
la  palabra  para  este  incidente? 

El  Sr.  LASTRES:  Sí,  Sr.  Presidente;  corno  alu- 
dido directamente. 

Ei  Sr.  PRESIDENTE:  Esta  bien;  pero  yo  ruego 
á S.  S.  que  use  de  la  palabra  con  brevedad,  y se  lo 
ruego  á todos  los  que  sobre  este  asunto  la  tienen  pe- 
dida, porque  de  otro  modo  resultará  que  estamos 
discutiendo  una  interpelación  sobre  los  asuntos  de 
Puerto -Rico,  y no  era  ese  de  seguro  el  propósito  del 
Sr.  Romero  Robledo  ni  del  Sr.  Ministro  de  Ultramar, 
los  cuales,  conteniendo  uno  y otro  la  natural  viveza 
en  su  impaciencia  por  contender,  han  aplazado  como 
era  justo  el  debate  para  su  tiempo. 

Tiene  S.  S.  la  palabra. 

El  Sr.  LASTRES:  En  efecto,  Sr.  Presidente,  ha- 
bía pedido  la  palabra  para  recoger  una  alusión,  pues 
la  Cámara  ha  visto  cuan  directas  han  sido  las  del  se- 
ñor Romero  Robledo  á propósito  del  asunto  á que  se 
referia  su  pregunta.  Además,  consta  á la  Mesa,  y el 
Sr.  Presidente  lo  ha  recordado,  que  yo  tenia  pedida 
la  palabra;  y uno  de  los  propósitos  que  me  animaban 
á usarla  era  reproducir  mi  ruego  al  Sr.  Ministro  de 
Estado  para  que  se  sirviera  traer  ei  expediente  rela- 
tivo á la  negociación  seguida  con  el  representante  de 
los  Estados-Unidos  relativa  al  asunto  que  se  conoce 
con  el  nombre  de  reclamación  del  crédito  Mora,  súb- 
dito, según  se  dice,  de  los  Estados-Unidos,  y cuyo 
crédito  se  hace  ascender  á la  friolera  de  00  millones 
de  reales  con  los  intereses  devengados  por  ese  capital. 

Es  exacto,  como  el  Sr.  Romero  Robledo  ha  re- 
cordado, que  yo  tuve  la  honra,  por  encargo  de  esta 
minoría,  de  traer  la  cuestión  al  Parlamento  por  me- 
dio de  una  interpelación  que  el  Sr.  Ministro  de  Esta- 
do Lavo  la  bondad  de  recoger  y contestar;  y el  fondo 
de  esta  interpelación  era  que  yo  entendía  mal  nego- 
ciado ei  asunto,  pues  no  se  debió  oir  la  reclamación. 
El  Sr.  Ministro  de  Estado,  me  rogó  que  aplazase  mi 
juicio  sobre  el  asunto  hasta  que  pudieran  remitirse 
aquí  íntegramente  todos  los  antecedentes  de  la  nego- 
ciación que  S.  S.  ofreció  traer,  como  comprobantes  ó 
piezas  de  convicción  para  el  debate  que  había  de  ve- 
nir al  examinarse  el  presupuesto  para  la  isla  de  Cuba. 

El  Sr.  Romero  Robledo  ba  estado  perfectamente 
exacto  al  decir  que  ese  expedienté  y esos  anteceden- 
tes no  han  venido,  puesto  que  yo,  que  por  encargo 
especial  de  mis  amigos  y por  interés  particular,  se- 
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guia  cuidadosamente  esa  negociación , me  acerqué 
diferentes  veces  á la  Mesa  y á la  Secretaria  á pre- 
guntar sí  los  datos  habían  venido,  y siempre  me  res- 
pondían que  no;  razón  por  la  cual,  yo  me  proponía  hoy 
insistir  en  mi  ruego  y hacer  la  reclamación  más  ofi- 
cial, aun  cuando  la  Comisión  de  presupuestos  de  Cuba 
hubiera  presentado  su  dictámen. 

Dicho  esto,  solo  añadiré,  en  mi  deseo  de  obedecer 
el  ruego  del  Sr.  Presidente,  que  mi  propósito  al  pedir 
hoy  la  palabra  era  reclamar  de  nuevo  la  remisión  de 
esos  documentos;  y corno  el  Sr.  Romero  Robledo  se 
ha  adelantado,  y tanto  interés  tiene  la  minoría  libe- 
ral-conservadora en  tratar  el  punto,  que  es  de  los  más 
graves  que  se  pueden  traer  al  Parlamento,  no  tengo 
más  que  asociarme  á la  petición  de  S.  S.  para  que  el 
expediente  venga  tan  completo  como  el  Sr.  Ministro 
de  Estado,  en  su  alta  discreción,  crea  que  pueda  man- 
darlo á esta  Cámara. 

Ya  que  estoy  en  el  uso  de  la  palabra,  y con  la 
vénia  del  Sr.  Presidente,  voy  á decir  muy  pocas  so- 
bre otro  punto. 

Aludido  por  otro  concepto  también,  como  Dipu- 
tado por  Puerto-Rico,  puesto  que  él  Sr.  Romero  Ro- 
bledo nos  citó  de  una  manera  directa,  diré,  que  en 
efecto,  los  Diputados  puer to-rfijuenos  conservadores 
y la  minoría  conservadora,  se  proponen  intervenir  en 
el  debate,  pues  todos  reconocen  la  gravedad  é impor- 
tancia que  tiene;  y no  hago  más  que  esta  manifesta- 
ción, porque  creo  que  es  lo  único  que  puedo  hacer, 
(lado  el  rigor  de  los  preceptos  reglamentarios,  que  no 
me  es  lícito  infringir. 

Creo  que  con  esto  quedará  satisfecho  el  Sr.  Ro- 
mero Robledo,  por  lo  que  se  refiere  á los  que  milita- 
mos en  este  partido,  y puede  estar  seguro  S.  S.  de 
que  cumpliremos  nuestro  deber  interviniendo  con 
amplitud  en  el  debate  cuando  podamos  hacerlo  con 
el  conocimiento  debido  y detallado  de  lo  que  allí  ha 
pasado,  y en  su  dia  calificar  con  fundamento  la  con- 
ducta dei  Gobierno  en  el  grave  asunto  de  Puerto- 
Rico. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Tiene  la  pa- 
labra para  una  alusión  personal  el  Sr.  Pando. 

El  Sr.  PANDO:  Me  considero  aludido,  como  Di- 
putado por  la  isla  de  Cuba,  en  algunas  palabras  que 
lia  pronunciado  mi  distinguido  amigo  el  Sr.  Romero 
Robledo. 

Con  motivo  dé  la  reclamación  del  Sr.  Mora,  varios 
Senadores  y Diputados  por  la  isla  de  Cuba,  entre  ellos 
el  que  tiene  la  honra  de  dirigir  su  palabra  al  Con- 
greso, nos  acercamos  hace  meses  al  Gobierno  para 
tratar  ese  asunto,  y se  aplazó  la  discusión  del  mismo 
para  cuando  se  presentaran  los  presupuestos  de  Cuba 
al  debate. 

1 amblen  tomo  por  alusión  lo  que  se  ha  dicho  res- 
pecto al  gobernador  general  de  Puerto-Rico,  porque 
alguna  relación  tiene  lo  que  aquí  se  lia  manifestado 
‘¿obre  ese  particular  con  la  isla  de  Cuba.  Sobre  esto, 
y para  cuando  se  trate  con  más  extensión  el  asunto, 
suplico  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  remita  á la  Cá- 
mara los  antecedentes  que  haya  en  el  Ministerio  á su 
cargo  acerca  de  las  irregularidades  cometidas  en  la 
wla  de  Cuba,  referentes  d los  títulos  de  la  deuda  en 
primer  lugar;  asunto  que  algo  se  roza  con  otro  relevo 
por  el  estilo  del  que  se  discute  ó se  discutirá  pronto, 
por  más  que  en  Puerto-Rico  no  haya  habido,  en  rea- 
miad,  un  verdadero  relevo  hasta  ahora. 

No  es  mi  ánimo  pedir  los  antecedentes  que  estén 


¡ ya  en  los  Tribunales,  sino  el  expediente  administra- 
tivo que  indudablemente  habrá  en  el  Ministerio,  rela- 
tivo á los  títulos  supuestos  de  la  deuda,  y los  antece- 
dentes que  baya  sobre  irregularidades  posteriores  en 
la  isla  de  Cuba  y que  crea  S.  S.  que  pueden  venir  á 
la  Cámara;  esto  es  lo  que  yo  reclamo. 

También  suplico  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  que 
se  sirva  remitir  al  Congreso  todo  lo  que,  según  el  cri- 
terio de  S.  S.,  pueda  venir,  respecto  á la  conducta  se- 
guida por  la  Guardia  civil  en  el  desempeño  de  su  co- 
metido, tanto  en  Cuba  como  en  Puerto-Rico;  porque 
aún  resuena  en  esta  Cámara  la  última  acusación  que 
se  ha  hecho  por  uno  de  los  Diputados  autonomistas, 
asegurando  que  D.  Luis  Vega  había  sido  asesinado 
por  la  Guardia  civil  en  Cuba. 

Pues  bien,  Sres.  Diputados;  para  que  se  juzgue 
del  fundamento  de  tal  acusación,  y de  la  cual  se  ha- 
bían hecho  eco  algunos  periódicos  de  aquella  Antilla, 
baste  decir  que  el  Sr.  Vega  no  filé  objelo  de  ningún 
mal  tratamiento,  y que  sigue  en  su  importante  salud 
bueno,  sano  y salvo. 

No  digo  más,  Sr.  Presidente,  y me  limito  á rogar 
al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  que  se  sirva  remitir  á la 
Cámara  todos  los  antecedentes  que  haya  en  su  depar- 
tamento sobre  este  particular  y otros  muchos  análo- 
gos, para  que  pueda  ser  debidamente  apreciado  el 
fundamento  de  las  acusaciones  que  contra  el  dignísi- 
mo cuerpo  de  la  Guardia  civil  se  han  dirigido,  tanto 
en  Cuba  como  en  Puerto-Rico,  y que  tanta  relación 
tienen  con  el  hecho  principal  objeto  de  este  inci- 
dente. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  Pido 
la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  El 
Gobierno  tendrá  mucho  gusto  en  remiLir  á la  Cámara 
todos  los  documentos  que  sea  posible,  relacionados 
con  el  asunto  de  que  se  ha  ocupado  el  Sr.  Pando. 

El  Sr.  PANDO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  PANDO:  Doy  gracias  ai  Sr.  Ministro  de 
Ultramar. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Villa- 
nueva  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  VTLLANUEVA:  Nada  más  que  dos  pala- 
bras para  contestar  á una  indicación  que  ha  hecho 
el  Sr.  Romero  Robledo,  incurriendo  involuntariamen- 
te, sin  duda,  en  una  inexactitud,  que  ha  debido  nacer 
del  hecho  de  no  haber  tenido  la  bondad  S.  S.  de  pre- 
guntar nada  á ninguno  de  los  individuos  de  la  Co- 
misión de  presupuestos  de  Cuba . y ménos  todavía  á 
su  presidente;  porque  si  lo  hubiese  hecho,  desde  lue- 
go le  habrían  contestado  que  la  Comisión  tuvo  á la 
vista  todos  los  antecedentes  que  pidió  al  Sr.  Ministro 
de  Estado,  el  cual,  no  solo  tuvo  la  amabilidad  de  re- 
mitirlos, sino  que  concurrió  á la  Comisión  á dar  am- 
plísimas explicaciones  sobre  el  asunto.  De  todo  lo 
cual  se  dedujo  el  dictamen  que  la  Comisión  dió,  y 
que  el  Sr.  Romero  Robledo  ha  podido  ver  en  la  Secre- 
taría, porque  allí  quedó  al  cerrarse  la  legislatura,  y 
habría  revelado  claramente  ai  Sr.  Romero  Robledo 
que  la  Comisión  había  visto  todos  esos  antecedentes 
que  ahora  se  reclaman. 

Y dicho  esto,  no  debo  entrar  en  más  pormenores, 
ni  creo  que  tengo  para  qué  añadir  nada  sobre  lo  que 
en  ei  dictámen  se  propuso,  porque  aunque  no  llegó 
á darse  cuenta  de  él,  conocido  es  de  todo  el  mundo, 
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puesto  que  hasta  en  los  periódicos  se  publicó  (Los 
tires.  Conde  de  Toreno  y Romero  Robledo  pronuncian 
algunas  palabras  que  no  se  perciben).  Y no  tengo  más 
que  decir,  repito,  hasta  que  las  indicaciones  que  ob- 
servo se  me  hacen,  y que  por  ahora  no  percibo  dis- 
tintamente, se  formulen  de  una  manera  más  clara  y 
ine  obliguen  á pedir  de  nuevo  la  palabra. 

El  Sr.  ROMERO  Y ROBLEDO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  Y.  S. 

EL  Sr.  ROMERO  Y ROBLEDO:  No  he  oido  las 
palabras  del  Sr.  Villanueva;  pero  se  me  asegura  que 
ha  manifestado  que  la  Comisión  de  presupuestos  de 
Cuba  tuvo  á la  vista  ese  expediente.  Yo  he  afirmado 
que  en  la  Secretaría  del  Congreso  no  consta  que  ese 
expediente  haya  venido:  pido,  y creo  que  es  docu- 
mento cuya  lectura  se  puede  pedir,  que  se  lean  las 
actas  de  esa  Comisión  y las  notas  que  llcvaria  el  ofi- 
cial de  Secretaría  encargado  de  trabajar  con  esa  Co- 
misión, y los  registros  de  ingreso  y salida  de  los  ex- 
pedientes remitidos  al  Congreso,  y así  quedará  la 
cuestión  resuelta;  porque  tratándose  de  la  exactitud 
do  uu  hecho,  no  podemos  estar  aquí  contradicióndo- 
nos  los  unos  á los  otros  cuando  hay  documentos  ofi- 
ciales de  los  cuales  debe  aparecer  quién  es  el  que  ha 
dicho  la  verdad. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Vi- 
llanueva no  ha  dicho  que  el  expediente  se  hubiera 
registrado;  sobre  esto  no  ha  hecho  afirmación  algu- 
na; no  ha  hecho  una  afirmación  con  relación  al  re- 
gistro de  Secretaría:  ha  afirmado  que  la  Comisión 
vió  el  expediente,  y que  además  el  Sr.  Ministro  con- 
currió á su  seno  y dió  todas  las  explicaciones  apete- 
cibles. No  hay,  por  consiguiente,  contradicción  entre 
un  aserto  y otro  aserto,  y me  parece  que  la  compro- 
bación es  excusada. 

El  Sr.  ROMERO  Y ROBLEDO:  Sobre  esto  hay 
una  contradicción  que  ei  Sr.  Presidente  me  ha  de 
permitir  que  ponga  de  manifiesto. 

Si  se  hubiera  registrado  el  expediente,  resultaría 
que  el  Sr.  Ministro  de  Estado  habría  accedido  á la 
petición  del  Diputado  que  lo  pidió,  y habría  estado  á 
disposición  de  todos  los  Sres.  Diputados:  expediente 
que  no  se  ha  registrado,  que  subrepticiamente,  en 
reserva  y de  una  manera  extraoficial,  conoció  la  Co- 
misión de  presupuestos,  es  expediente  que  no  ha  ve- 
nido: porque  nadie  podrá  decir  que  aquí  ha  venido  lo 
que  por  confidencias  ó con  determinadas  reservas  se 
sabe:  los  expedientes  que  se  puede  decir  que  han  ve- 
nido aquí  son  los  que  están  registrados;  sobre  las  no- 
ticias particulares  que  un  Diputado  pueda  adquirir 
acerca  de  un  expediente  cualquiera,  no  cabe  aquí  dis- 
cusión. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  Presiden- 
cia, sobre  el  fondo  de  lo  que  el  Sr.  Romero  Robledo 
afirma,  nada  tiene  que  decir,  sino  hacer  constar  solo 
que  no  resultaba  la  oposición  que  el  Sr.  Romero  Ro- 
bledo quería  dirimir  con  documentos,  entre  los  asertos 
de  S.  S.  y los  del  Sr.  Villanueva.  Ahora,  del  aserto 
de  S.  S.  saca  tal  ó cual  consecuencia,  y eso  á la  Pre- 
sidencia no  le  incumbe. 

El  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  Señor  Presidente, 
yo  me  conformo  mucho  cou  estar  de  acuerdo  con  la 
Presidencia;  pero  sería  conveniente  que  no  se  hiciera 
cierto  género  de  afirmaciones,  y que  no  tuvieran  lugar 
ciertas  cosas  en  este  augusto  recinto, donde  se  forman 
las  leyes. 

Ayer,  uu  incidente  deplorable  en  la  Mesa  interina; 


hoy.  una  noticia  extraoficial  alegada  en  sesión  pública 
sin  poder  comprobar  el  hecho. 

Es  necesario  discutir  con  formalidad,  porque  dis- 
cutimos con  las  puertas  abiertas,  á la  faz  del  país,  que 
examina  nuestros  actos  y oye  nuestras  palabras. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Villa- 
nueva  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  VILLANUEVA:  Ya  lo  habéis  oido,  seño- 
res Diputados;  con  motivo  de  una  respuesta  mia,  se 
recuerda  todo  lo  ocurrido  ayer;  la  Cámara  lo  ha  oido. 
Pues  séame  lícito  á mí  también  decir  que  yo  deploro 
mucho  que  en  el  templo  de  las  leyes  haya  espectáculos 
como  éste,  promovido  por  S.  S.  y por  sus  amigos.  (El 
Sr.  Romero  Robledo:  Cumplo  con  mi  deber.)  Pues  yo 
cumplo  con  el  mió  defendiéndome  y diciéndolo  tam- 
bién. Pues  qué,  ¿creen  SS.  SS.  que  tienen  el  derecho 
de  decir  y suponer  lo  que  tengan  por  conveniente  y 
que  existe  en  los  demás  la  obligación  de  conformarse 
con  oir  esas  cosas  en  silencio?  (Protestas  en  la  minoría 
reformista.  El  Sr.  Romero  Robledo:  El  que  obra  mal 
tiene  que  oirlo.)  Aquí  solo  obran  mal  SS.  SS.  Yo  solo 
procuro  que  resulte  la  verdad  de  los  hechos.  (CoM. 
núan  las  protestas.) 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura).  Orden,  señor 
Villanueva.  Ruego  á S.  S.  que  se  dirija  al  Congreso  y 
no  particularmente  á uno  ú otro  Diputado,  como  pre- 
viene el  Reglamento,  y á los  Sres.  Diputados  que  no 
interrumpan  al  orador. 

El  Sr.  VILLANUEVA:  Así  lo  haré,  y desde  luego 
agradezco  la  última  parte  de  las  palabras  de  S.  SM 
porque  si  no  me  hubieran  interrumpido  no  me  hu- 
biese olvidado  yo  de  los  preceptos  reglamentarios. 

Yo  no  he  hecho  aquí  ninguna  indicación  en  el 
sentido  que  S.  S.  supone,  refiriéndome  al  expediente 
que  el  Sr.  Ministro  de  Estado  haya  podido  remitir  con 
motivo  de  la  reclamación  de  súbditos  americanos  en 
lo  (pie  podía  afectar  al  presupuesto  de  la  isla  de  Cuba, 
ni  he  alegado  datos  confidenciales;  esa  es  una  inexac- 
titud en  que  el  Sr.  Romero  Robledo  incurre,  porque 
sin  duda  le  conviene.  Yo  he  dicho  que  el  Sr.  Ministro 
de  Estado,  á quien  se  dirigió  la  Comisión,  como  creo 
que  es  costumbre  hacerlo,  viuo  cou  los  datos  necesa- 
rios para  informar  á la  Comisión;  yo  no  he  hablado 
nada  de  la  Mesa;  eso  lo  han  dicho  SS.  SS.  A mis  com- 
pañeros todos  y á mí,  que  tenía  la  honra  inmerecida 
de  presidir  aquella  Comisión,  nos  bastaba  con  recibir 
los  antecedentes  indispensables  para  presentar  un  dic- 
tamen que  pudiéramos  defender  ante  la  Cámara  con 
plena  conciencia.  Si  á S.  S.  ó á cualquier  otro  Dipu- 
tado le  convenia  tener  éste  ó los  otros  documentos, 
aquí  están  para  pedirlos.  (Varios  Sres.  Diputados : Ya 
los  liemos  pedido.)  Pues  si  los  han  pedido  y dicen  que 
no  los  han  remitido,  entiéndanse  directamente  con  el 
Sr.  Ministro  de  Estado;  pero  aquí  se  afirma  que  la 
Comisión  de  presupuestos  no  tuvo  los  datos  indispen- 
sables, que  es  lo  contrario  de  lo  que  yo  estoy  soste- 
niendo. (El  Sr.  Romero  Robledo:  Nadie  lo  ha  negado.) 
Vaya  si  lo  han  negado,  como  que  se  ha  dicho  que  la 
Comisión  no  recibió  ningún  documento. 

Man  llegado  SS.  SS.  á decir,  y la  Cámara  lo  lia 
oido,  que  los  documentos  habían  venido  subrepticia- 
mente, cuando  me  parece  que  la  forma  más  correc- 
ta y propia,  es  que  el  Ministro  de  la  Corona  venga  a 
informar  siempre  que  una  Comisión  lo  necesita,  tra- 
yendo los  documentos  necesarios,  y por  virtud  de  los 
cuales  la  Comisión  hubo  de  emitir  uu  dictámen  que 
no  está,  por  cierto,  en  contradicción  con  las  aspiracio* 
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ncs  de  todos  los  que  están  reclamando  ahora  esos  mis- 
mos documentos. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Ro- 
mero Robledo  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  A mí  me  sorprende 
qae  encuentre  espectáculo  digno  de  llamar  la  aten- 
ción el  Diputado  importantísimo  que  ha  usado  de  la 
palabra,  por  los  vínculos  oficiales,  y además  por  los 
que  le  ligan  al  jefe  del  Gobierno;  á mí  me  sorprende 
que  encuentre  espectáculo  digno  de  llamar  la  aten- 
ción, el  que  un  Diputado  reclame  aquí  documentos, 
ó haga  presentes  las  faltas  cometidas.  Yo  he  afirmado 
que  esos  documentos  no  han  venido;  y en  demostra- 
ción de  mi  aserio  presento  una  prueba,  que  es  el  re- 
gistro donde  constan  los  expedientes  que  se  remiten 
al  Congreso  por  petición  de  los  Sres.  Diputados.  El 
Sr.  Villanueva  se  ha  levantado  á decir  que  esos  expe- 
dientes él  los  conocía,  y en  demostración  de  su  afir- 
mación no  puede  presentar  prueba  ninguna.  Tan 'es 
esto  así,  que  yo  apelo  á todos  los  individuos  que  for- 
maban aquella  Comisión,  y los  aludo  si  están  presen- 
tes, para  que  todos  hagan  igual  declaración  á la  que 
ha  hecho  el  Sr.  Villanueva,  porque  ya  puestas  las  co- 
sas en  esc  terreno...  (El  Sr.  Rodydyañez:  Pido  la  pala- 
bra.) Me  alegro;  pero  hasta  siete,  todavía  faltan  cinco. 
Puestas  las  cosas  en  este  terreno,  resultará  que  estos 
dos  Sres.  Subsecretarios  pretenden  resolver  la  cues- 
tión diciendo  que  ellos  conocían  el  expediente.  Pero, 
¿qué  lia  dicho  el  Sr.  Villanueva?  Que  el  Sr.  Ministro 
de  Estado  vino  con  el  expediente.  ¿Vino  y se  le  llevó? 
¿Qué  es  lo  que  lia  hecho?  Porque  esto  es  llegar  á un 
extremo  de  puerilidad  á que  jamás  se  ha  llegado  aquí. 
¿Puede  creerse  que  se  resuelve  la  dificultad  diciendo 
que  el  Ministro  vino  con  el  expediente,  si  el  Ministro 
no  dejó  el  expediente  en  Secretaría?  Si  el  expediente 
se  ha  reclamado  con  insistencia  por  el  Sr.  Lastres,  y 
elSr.  Lastres  no  lo  lia  podido  ver,  ni  ningún  Sr.  Di- 
putado: si  no  ha  quedado  rastro  de  ese  expediente  ni 
en  el  registro  de  la  Secretaría  ni  en  el  registro  de  los 
empleados  que  auxiliaron  á la  Comisión  del  presu- 
puesto de  Cuba,  ¿puede  decirse  que  ha  venido  el  ex- 
pediente? Podrá  ser  verdad  que  le  trajera  el  Sr.  Mi- 
nistro, yo  no  tengo  para  qué  negarlo,  estoy  dispuesto 
;í  admitirlo;  pero  yo  digo  que  ese  conocimiento  que 
lia  invocado  el  Sr.  Villanueva,  jamás  se  ha  podido  in- 
vocar aquí.  Eso  de  decir  el  Sr.  Villanueva  que  por 
amistad  personal  ó por  haber  traído  el  Sr.  Ministro 
de  Estado  debajo  del  brazo  el  expediente,  y llevádosele 
acto  continuo,  ha  llegado  á conocer  ese  expediente, 
eso  es  un  espectáculo  que  jamás  se  ha  dado  igual  en 
el  Parlamento. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Minis- 
tro de  Estado  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Señores,  es- 
tamos discutiendo  sobré  una  cosa  bien  inútil.  Yo  he 
ofrecido  traer  el  lunes  el  expediente,  y es  inútil  hablar 
ya  de  otros  detalles,  que  no  parece  sino  que  S.  S.  me 
atribuye  el  deseo  de  ocultar  ese  expediente,  y eso  no 
es  cierto.  Desde  el  momento  que  un  artículo  de  la  ley 
del  presupuesto  de  Cuba  que  presentó  aquí  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Ultramar  exigía  necesaria  y perentoriamente 
el  eximen  del  expediente,  ¿cómo  podía  yo  dejar  de 
venir  aquí  con  el  expediente?  ( Varios  Sres.  Diputados: 
Eso  es  lo  que  decimos.)  Y como  me  hacian  cargo  sus 
señorías  de  que  no  había  venido  el  expediente,  yo  con- 
testé que  cuando  la  Comisión  me  lo  pidió  lo  trageaquí; 
y esto  es  cierto.  Ahora,  si  8S.  88.  dicen  que  no  vino  el 


expediente,  porque  no  consta  en  el  registro,  eso  es  cier- 
to también  oficialmente,  pero  en  nada  contradice  mi 
aserto,  y la  prueba  es  que  desde  el  momento  que  se 
me  ha  reclamado  he  salido  al  encuentro  de  esa  peti- 
ción de  una  manera  terminante,  asegurando  que  si  no 
mañana,  por  ser  día  feriado,  el  lunes  el  expediente 
vendrá  aquí.  ¿A  qué,  pues,  discutir  sobre  esto? 

El  fondo  del  asunto  es  una  negociación  que  no 
puede  resolverse  sino  por  la  voluntad  de  la  Cámara. 
Por  consiguiente,  si  hay  algún  expediente  esencial- 
mente parlamentario,  es  ese  expediente;  si  hay  algún 
expediente  que  no  puedo  dejar  de  venir  á las  Cortes, 
es  ese. 

El  Sr.  Lastres  olvida  una  cosa  que  explica  lo  que 
S.  8.  recuerda. 

El  Sr.  Lastres  tuvo  la  bondad  de  anunciarme  una 
interpelación  en  los  últimos  dias  de  la  legislatura,  y 
la  Comisión  de  presueuestos  se  encontró  tan  falta  de 
tiempo,  que  ni  siquiera  leyó  su  dietámen,  que  publicó 
en  los  periódicos,  porque  no  hubo  tiempo  de  traerlo  á 
la  tribuna.  Así  sucedió,  que  cuando  concluyó  la  Co- 
misión de  examinar  el  expediente,  no  habiendo  medio 
de  traerlo  ya  á las  Córtes,  volvió  al  Ministerio  de  Es 
Lado.  No  demos,  pues,  á esta  cuestión  una  importan- 
cia que  no  tiene,  y yo  ruego  al  Sr.  Romero  Robledo 
y á los  Sres.  Diputados,  cuando  afirmo  como  lo  estoy 
haciendo,  que  ese  expediente  no  puede  dejar  de  venir 
al  Congreso,  que  admitan  buenamente  lo  ofrecido  y 
lo  que  ya  ofrecí  al  Sr.  Lastres,  lo  cual  hubiera  sido 
cumplido  si  se  hubiera  discutido  el  dietámen  de  la 
Comisión,  por  la  sencilla  razón  de  que  ella  misma  hu- 
biera tenido  que  dejar  sobre  la  mesa  los  documentos 
que  yo  le  había  remitido. 

Paréceme,  pues,  que  los  Sres.  Diputados  que  han 
sido  aludidos,  á menos  qu(3  el  Sr.  Homero  Robledo 
tenga  interés  en  que  continúe  este  debate,  deben  dar 
por  terminado  el  incidente,  para  que  no  perdamos,  si 
el  Sr.  Presidente  lo  autoriza,  un  tiempo  que  no  tiene 
valor  práctico  de  ningún  género. 

El  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  No  puedo  dejar  de 
dirigiros  nuevamente  la  palabra,  porque  al  fin  resulta 
liara  mí  un  cargo  que  no  puedo  dejar  en  pié. 

Yo  estaba  de  acuerdo  con  el  Sr.  Ministro  de  Es- 
tado, que  me  ofrecía  que  el  lunes  remitiría  el  expe- 
diente; pero  ¿para  qué  ha  intervenido  en  esta  discu- 
sión el  Subsecretario  de  la  Presidencia?  (El  Sr.  Villa- 
nueva:  El  Subsecretario,  no;  el  Diputado  Villanueva.) 
Esto  es  lo  que  ha  motivado  que  yo  volviera  á dis- 
cutir. 

Con  el  Sr.  Ministro  de  Estado  la  cuestión  está 
completamente  terminada;  es  exacto,  el  Sr.  Ministro 
lo  reconoce  como  yo,  que  ese  expediente  no  ha  venido 
al  Congreso,  porque  no  ha  venido  oficialmente.  El  se- 
ñor Ministro  de  Estado,  respetuoso  con  la  Represen- 
tación Nacional,  ofrece  que  vendrá,  y que  vendrá  el 
lunes.  Todo  lo  demás  son  noticias  que  pueden  intere- 
sar á los  individuos  de  la  Comisión  de  presupuestos 
de  Cuba  que  han  pedido  la  palabra,  pero  que  no  tie- 
nen importancia  y que  no  pueden  alegarse  en  este 
debate. 

Conste,  pues,  porque  así  lo  afirman  también  la 
Mesa  y el  Sr.  Ministro  de  Estado,  que  el  expediente 
en  cuestiou  no  vino  al  Congreso;  que  vendrá  el  lunes; 
y nada  más  tengo  que  decir. 

El  Sr.  VILLANUEVA:  Pido  la  palabra. 
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El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  VILLANUEVA:  Por  de  pronto,  no  habla 
el  Subsecretario  de  la  Presidencia,  que  nunca  ha  pe- 
dido la  palabra  en  ese  concepto.  Ruego,  por  tanto,  al 
Sr.  Romero  Robledo  que  se  acuerde  de  mi  modesto 
nombre  y deje  un  cargo  que  no  importa  para  nada  j 
al  Parlamento.  (EL  Sr.  Romero  Robledo:  Es  igual.)  No 
es  igual.  (El  Sr.  Presidente  del  Consejo:  Aquí  no  hay 
más  que  Diputados. — El  Sr.  Romero  Robledo:  Aquí  no 
hay  más  que  Diputados;  pero  los  empleados,  son  em- 
pleados  además.)  Serán  empleados,  pero  aquí  son  Di-  ¡ 
pulados  como  S.  S.  y tienen  derecho  á ser  tratados 
con  la  misma  consideración  que  S.  S.  (El  Sr.  Romero  j 
Robledo:  No  sé  que  se  falte  á la  consideración  de  na- 
die recordándole  el  cargo  que  desempeña.)  Por  lo 
ménos,  algo  revela  en  ese  sentido,  y por  mi  parte  no 
estoy  dispuesto  á tolerarlo.  (Rumores.) 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Señor  Ro- 
mero Robledo,  ruego  á S.  S.  que  no  interrumpa  al 
Sr.  Villanueva,  y al  Sr.  Villanucva  le  suplico  que  se 
dirija  al  Congreso. 

El  Sr.  VILLANUEVA:  Si  he  intervenido,  señores 
Diputados,  con  harto  sentimiento  mió,  como  lo  dije 
al  tomar  la  palabra,  en  este  incidente,  ha  sido  porque 
me  interesaba  hacer  constar  que  la  Comisión  de  pre- 
supuestos para  todo  cuanto  necesitó  los  antecedentes 
relativos  á esa  negociación  á que  se  referia  la  pre- 
gunta del  Sr.  Romero  Robledo,  los  tuvo;  conferenció 
con  el  Sr.  Ministro  de  Estado  y formuló  su  dictámen, 
por  cierto  rechazando  todas  esas  reclamaciones  de 
súbditos  norte-americanos,  en  los  términos  que  los 
Sres.  Diputados  pueden  ver  en  el  dictamen.  ¿Ibamos 
á hacer  eso,  señores,  sin  un  exámen  que  justificase 
un  acto  de  esta  naturaleza  ante  los  ojos  del  Sr.  Mi- 
nistro de  Estado? 

No  tengo  más  que  decir. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Las- 
tres tiene  la  palabra. 

El  Sr.  LASTRES:  Después  de  las  palabras  del  se- 
ñor Ministro  de  Estado,  yo  no  tendría  nada  que  decir; 
pero  siempre  resulta  que  sin  propósito  de  nadie,  hay 
algo  que  no  parece  enteramente  correcto  dentro  de 
las  relaciones  del  Gobierno  con  los  Diputados,  acerca 
de  lo  que  á este  caso  concreto  se  refiere,  pues  ha- 
biendo tenido  yo  la  fortuna  de  ser  el  primero  que  pedí 
este  expediente,  por  lo  visto  voy  á ser  el  último  que 
lo  conozca.  Aquí  ha  ocurrido  siempre,  por  ser  prác- 
tica que  todos  los  Sres.  Diputados  que  son  más  anti  - 
guos  que  yo  en  el  Parlamento  conocen,  que  cuando 
un  Sr.  Diputado  pide  un  expediente,  por  la  Mesa  se  le 
avisa  que  le  tiene  á su  disposición,  y yo  de  este  aviso 
absolutamente  be  recibido  la  menor  indicación.  Por 
consiguiente,  hay  también  que  añadir... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Eso  está  ya  aclarado.  El 
expediente  no  vino  á la  Mesa,  y como  no  vino,  no 
pudo  dar  aviso  á S.  S. 

El  Sr.  LASTRES:  Pues  entonces  no  tengo  más 
que  decir,  y me  siento. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Becerro  de  Bengoa 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  BECERRO  DE  BENGOA:  La  he  pedido 
para  rogar  á la  Mesa  se  sirva  tener  por  reproducido, 
en  el  estado  en  que  se  encontraba  en  la  anterior  legis- 
latura, el  proyecto  de  ley  relativo  á la  concesión  de 
una  indemnización  á la  ciudad  de  Vitoria. 


El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
reproducido. 

( Véase  el  Apéndice  2.°  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Groizard  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  GROIZARD:  He  pedido  la  palabra  para 
presentar  algunos  documentos  que  ruego  á la  Mesa 
se  sirva  mandar  pasar  á la  Comisión  de  actas. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Pasarán 
á la  indicada  Comisión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Lastres  al  principio 
de  la  sesión  había  pedido  la  palabra.  ¿Ha  dicho  S.  S. 
ya  cuanto  tenía  que  decir?  (Algunos  Sres.  Diputado. *: 
No  está  presente). 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Danvila  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  DANVILA:  Desde  que  el  Sr.  Ministro  de 
la  Gobernación  á media  tarde  abandonó  el  banco  mi- 
nisterial, por  exigirlo  así  atenciones  de  gobierno  que 
le  llamaban  á la  otra  Cámara,  he  estado  vacilando  si 
hacer  la  pregunta  y los  ruegos  que  tengo  que  dirigir 
al  Gobierno  de  S.  M.;  pero  como  no  se  trata  de  actos 
del  tiempo  que  ocupa  el  Ministerio  de  la  Gobernación 
el  Sr.  Albareda,  sino  de  actos  y hechos  gravísimos 
que  han  ocurrido  durante  el  interregno  parlamenta- 
rio; como  de  estos  hechos  pudiera  resultar  alguna 
responsabilidad,  no  solo  para  el  Ministro  de  la  Go- 
bernación, sino  para  el  Gobierno  todo,  y como  des- 
pués en  el  dia  de  hoy  no  me  es  lícito  con  arreglo  al 
Réglamelo,  entrar  á explanar  una  série  de  considera- 
ciones, sino  limitarme  á pedir  datos  y antecedentes, 
pronunciaré  muy  pocas  palabras.  Diré  tan  solo  que 
al  terminar  la  legislatura  en  fin  de  Juuio,  aconteció 
en  la  ciudad  de  Valencia  un  lamentable  desórden  pú- 
blico; que  en  esa  ciudad  el  impuesto  de  consumos  es- 
taba arrendado  hacía  años  á los  gremios;  que  por  ter- 
minación del  contrato  del  arriendo  de  consumos  de 
Valencia,  otorgado  á los  gremios,  se  había  sacado  á 
pública  subasta  este  impuesto  y había  sido  adjudica- 
do á favor  de  una  sociedad;  que  al  tomar  posesión 
esta  sociedad,  en  l.°  de  Julio  del  presente  año,  se  pro- 
movió en  la  ciudad  de  Valencia  una  grave  alteración 
de  orden  público,  que  motivó  el  que  la  autoridad  ci- 
vil resiguase  el  mando  en  la  autoridad  militar;  que 
la  autoridad  militar,  única  autoridad  que  cumplió 
con  su  deber,  restableció  el  imperio  de  las  leyes;  que 
en  Alcira  y en  Valencia  se  derramó  sangre,  y que 
partiendo  de  aquellos  antecedentes,  la  Sociedad  que 
tenía  á su  favor,  con  mucho  beneficio  para  la  Ha- 
cienda, el  arriendo  de  consumos,  se  vió  obligada  por 
medio  de  la  fuerza  y de  la  violencia,  á ceder  al  Ayun- 
tamiento de  Valencia  un  contrato  de  arriendo  cuque 
no  pensó  nunca  y del  que  acaso  en  el  porvenir  pueden 
resultar  gravísimas  responsabilidades. 

Hechas  estas  indicaciones,  he  de  rogar  al  Gobier- 
no que  tenga  la  bondad  de  remitir  las  comunicacio- 
nes oficiales  que  debieron  mediar  entre  el  gobernador 
civil  y el  capitán  general  de  aquel  departamento  nu- 
litar  y el  Gobierno  respecto  de  los  sucesos  ocurridos 
á primeros  de  Julio  del  corriente  año;  y además,  qu'. 
se  reclame  del  Ministerio  de  Hacienda  y de  la  Direc- 
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cion  fie  impuestos  el  expediente  que  debió  forzosa-  , 
¡nente  formarse  sobre  arriendo  del  impuesto  de  con- 
sumos en  la  ciudad  de  Valencia,  y traspaso  de  ese 
arriendo  á favor  del  Ayuntamiento  de  aquella  capi- 
tal. Este  es  el  primer  ruego  que  tenia  que  dirigir  al 
Gobierno  de  S.  M. 

Otro  ruego  se  refiere  á uno  de  los  pueblos  del 
distriLo  que  tengo  la  honra  de  representar.  En  el  pue- 
blo de  Benaguacil  se  empeñó  el  alcalde  que  hoy  le 
gobierna  en  tener  una  mayoría  de  que  carece,  é ideó 
un  mecanismo  que  es  digno  de  elogio,  porque  con  él 
solo  se  puede  burlar  toda  la  ley  electoral;  ideó,  al  pu- 
blicarse las  listas  electorales,  que  en  un  pueblo  de  500 
vecinos  hubiera  125  bomberos,  y al  efecto,  creó  una 
compañía  de  bomberos  de  125  hombres.  Tal  atro- 
pello, tal  ofensa  á la  ley,  no  podia  prevalecer,  y no 
prevaleció.  La  Comisión  provincial  descartó  de  las 
listas  los  125  bomberos,  y á pesar  de  que  se  reclamó 
por  apelación  á la  Audiencia  de  Valencia,  ésta  mandó 
que  se  hiciera  dicha  eliminación,  porque  no  podían 
ser  dependientes  de  la  Municipalidad.  Pues  ese  alcal- 
de, apoyado  por  un  secretario,  que  es  sobrino  del 
caudidato  derrotado  ya  por  Lres  veces  consecutivas 
en  ese  distrito,  hizo  por  si  las  listas  é incluyó  á los 
125  bomberos;  y vino  el  acto  de  la  elección,  y la  elec- 
ción se  realizó  y se  protestó,  y la  mayoría  de  la  Co- 
misión provincial  opinó  por  la  ilegalidad  de  aquella 
elección. 

Venido  aquí  el  expediente,  el  Ministro  de  la  Go- 
bernación, sin  oir  al  Consejo  de  Estado,  se  conformó 
con  el  voto  de  la  minoría  y aprobó  las  elecciones, 
contra  el  criterio  que  el  mismo  Ministro  de  la  Go- 
bernación, oyendo  al  Consejo  de  Estado,  habia  adop- 
tado en  las  elecciones  de  Valencia  y en  las  del  pueblo 
de  Onil,  provincia  de  Alicante.  Consecuencias  de  esta 
resolución  que  trato  de  examinar  es,  que  á ese  alcal- 
de, alentado  por  la  impunidad,  no  le  ha  bastado  des- 
pués de  ser  alcalde  crearse  un  Ayuntamiento  á su 
imágen  y semejanza,  sino  que  ha  querido  apoderarse 
de  todas  las  aguas  de  los  términos  colindantes,  y ha 
acontecido,  y esta  es  la  parte  grave  que  iba  á de- 
nunciar, que  á consecuencia  de  una  cuestión  de  órdeu 
público  el  síndico  de  ese  Ayuntamiento  ha  sido  ase- 
sinado y un  guarda  de  campo  herido. 

Yo  reclamo,  pues,  del  Gobierno  de  S.  M.:  prime- 
ro, que  tenga  la  bondad  de  remitir  el  expediente  de 
las  elecciones  del  pueblo  de  Benaguacil,  aprobadas 
por  Real  orden  dictada  en  Agosto  último;  segundo, 
que  remita  también  el  expediente  de  las  elecciones 
de  Onil,  en  que  se  sostiene  una  teoría  contraria,  y 
tercero,  que  remita  asimismo  el  expediente  del  Ayun- 
tamiento de  Valencia,  donde  solo  por  existir  una  de- 
nuncia, no  permitió  el  Gobierno  que  se  hicieran  las 
elecciones. 

Y después  de  todos  estos  ruegos  al  Gobierno  de 
S.  M.,  voy  á dirigir  dos  concretos  al  Sr.  Ministro  de 
Estado. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Se  pon- 
drán en  conocimiento  de  los  Sres.  Ministros  de  Gober- 
nación y de  Hacienda  los  ruegos  del  Sr.  Danvila. 

El  Sr.  DANVILA:  El  Sr.  Ministro  de  Estado  sabe 
que,  en  su  departamento,  existe  un  expediente  que  se 
llama  de  la  fundación  del  Cardenal  Albornoz,  de  un 
colegio  en  Bolonia  que,  teniendo  una  renta  considera- 
ble, sirve  esa  misma  renta  para  el  sostenimiento  de  es- 
pañoles que  quieran  allí  cursarlas  diferentes  ciencias. 
Este  colegio,  á mi  juicio,  por  el  estado  en  que  hoy  se 


encuentra  y por  las  últimas  complicaciones  producidas 
entre  el  Ministerio  de  Estado  y el  de  Fomento,  tiene 
amenazada  su  existencia  de  una  manera  grave.  Si  el 
Sr.  Ministro  de  Estado  no  tuviera  inconveniente  en 
remitir  ese  expediente  al  Congreso,  yo  se  lo  agrade- 
cería mucho;  y de  esa  manera,  yo  podría  examinarlo 
y acaso  tendríamos  ocasión  de  discutir  en  su  dia  lo 
que  pudiera  hacerse  para  salvar  una  fundación  que, 
en  mi  sentir,  corre  hoy  grave  riesgo. 

El  segundo  expediente  que  tengo  también  que  re- 
clamar del  Sr.  Ministro  de  Estado  es  de  otra  natura- 
leza. Por  espacio  de  muchos  años  la  Obra  Pía  de  Je- 
rusalen  ha  litigado  la  reivindicación  del  huerto  de 
San  Francisco  el  Grande,  y ha  obtenido  del  Consejo 
de  Estado  resoluciones  favorables.  Según  parece,  des- 
pués de  obtener  del  Consejo  de  Estado  una  satisfac- 
ción cumplida  en  los  derechos  de  la  Hacienda,  ha 
habido  una  reclamación,  un  intento  de  transacción, 
unas  bases  formuladas,  una  consulta  y no  sé  qué  más. 

Si  el  Sr.  Ministro  de  Estado  tuviera  la  bondad  de 
remitir  ese  expediente  á la  Cámara,  lo  examinaría- 
mos y veríamos  si  después  de  haber  reivindicado  la 
Obra  Pía  de  Jerusalen  toda  la  huerta  que  comprenden 
los  jardines  de  San  Francisco  el  Grande,  pueden  ce- 
lebrarse contratos  y convenios  con  aquellos  que  fue- 
ron detentadores,  y que,  por  resolución  del  Consejo 
de  Estado,  no  tienen  derecho  á esa  huerta. 

Es  cuanto  tenia  que  decir. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Morct):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Tendré  mu- 
cho gusto  en  remitir  al  Congreso,  como  el  Sr.  Dan- 
vila desea,  el  expediente  del  Colegio  de  Bolonia.  En 
cuanto  al  segundo  expediente,  está  hace  meses  en 
consulta  del  Consejo  de  Estado;  y mientras  éste  no  lo 
despache,  no  me  será  posible  complacer  á S.  S.  Si  los 
datos  y antecedentes  que  quedan  siempre  al  remitir 
esos  expedientes,  pudieran  servir  á S.  S.,  los  remitiría 
con  el  mayor  gusto;  pero  comprenda  que  no  está  en 
mi  mano  reclamar  el  expediente  del  Consejo  de  Esta- 
do, debiendo  esperar  á que  se  sirva  remitirlo. 

El  Sr.  DANVILA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  DANVILA:  Para  manifestar  al  Sr.  Minis- 
tro de  Estado  que,  si  después  de  despachado  ese  ex- 
pediente por  el  Consejo  de  Estado  y antes  de  dictar 
resolución,  tuviera  la  bondad  de  remitirlo  á la  Cáma 
ra,  quedaría  completamente  satisfecho. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Así  lo  haré. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Pando 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  PANDO:  He  pedido  la  palabra  para  supli- 
car á la  Mesa  dé  por  presentada  de  nuevo  la  proposi- 
ción de  ley  que  quedó  pendiente,  y me  permití  pre- 
sentar en  la  anterior  legislatura,  sobre  el  arriendo  de 
las  aduanas  en  la  isla  de  Cuba.  (No  llegó  á autorizarse 
por  las  Secciones,  pues  la  proposición  se  presentó  el 
30  de  Junio.) 

Al  propio  tiempo,  he  de  suplicar  á la  Mesa  comu- 
nique al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  mi  deseo  de 
que  venga  cuanto  antes  al  Congreso,  y es  la  tercera 
ó cuarta  petición  que  hago  sobre  lo  propio,  el  expe- 
diente relativo  á la  Caja  de  agricultores,  ganaderos, 
comerciantes  é industriales  de  Salamanca  ó Crespo 
Rascón;  no  porque  lo  necesite  para  estudiarlo,  sino 
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porque  me  he  de  ver  precisado  á aludir,  cutre  otros, 
á todos  los  Sres.  Diputados  de  los  distintos  distritos 
á los  cuales  afecta  esa  institución,  que  sou  nueve,  y 
deseo  tengan  exacto  conocimiento  de  los  hechos  antes 
que  pueda  aludirlos. 

He  de  suplicar  también  á la  Mesa  trasmita  tres 
ruegos  mios  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra:  el  uno  se 
refiere  á que  deseo  conocer  el  expediente  sobre  la  ad- 
quisición de  terrenos  para  un  hospital  militar  en  Ma- 
drid, y le  suplico  lo  remita  á la  Cámara  si  en  ello  no 
tiene  inconveniente.  Otro  ruego  es  referente  á la  com- 
pra de  caballos  en  el  extranjero  por  la  Subdireccion 
de  remonta;  y deseando  conocer  lo  que  han  costado  y 
la  distribución  que  se  les  ha  dado  después,  yo  suplico 
al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  si  no  tiene  inconveniente 
en  ello,  que  remita  estos  datos  á la  Cámara.  Y el  otro 
ruego  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  consiste  en  que 
tenga  la  bondad  de  remitir  también  todo  lo  que  sea 
conducente  á conocer  si  ha  recaido  resolución  ó si 
tiene  conocimiento  se  construya  una  línea  que  desde 
Irún  va  á Vera  y que  se  pretende  llegue  á Pamplona. 
Es  una  línea  férrea  económica  que  tengo  para  mí  se 
ha  construido  sin  autorización  prévia  ninguna;  y como 
es  de  interés,  por  el  territorio  que  atraviesa,  para 
nuestra  defensa  en  aquella  parte  del  mismo  y hasta 
de  la  plaza  de  Pamplona,  cuya  defensa  pudiera  com- 
prometer, yo  suplico  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  que 
mande  los  antecedentes  que  haya,  y alguna  reclama- 
ción que  en  este  sentido  debe  haber,  sin  duda,  de  al- 
gún ingeniero  militar. 

El  mismo  ruego  hago  al  Sr.  Ministro  de  Fomento, 
si  por  su  parte  tiene  conocimiento  de  los  hechos  en 
lo  que  á su  departamento  se  pueda  referir. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  de  los  Sres.  Ministros  de  Fo- 
mento y de  la  Guerra  el  ruego  de  S.  S. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Tiene  la  pa- 
labra el  Sr.  Gullon. 

El  Sr.  GULLON  (D.  Eduardo):  Con  el  objeto  de 
reproducir  un  proyecto  de  ley  pendiente  de  aproba- 
ción definitiva  que  parala  construcción  de  un  ferro- 
carril de  Santillana  á La  Puebla  tuve  el  honor  de 
presentar  en  la  legislatura  anterior,  y que  la  Cámara 
se  sirvió  tomar  en  consideración. 

(El  proyecto  de  ley  está  pendiente  de  aprobación 
definitiva.) 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Pe- 
dregal tiene  la  palabra. 

El  Sr.  PEDREGAL:  Para  reproducir  el  dictámen 
de  la  Comisión  encargada  de  emitirlo  sobre  el  supli- 
catorio dirigido  al  Congreso  pidiendo  autorización  para 
procesar  al  Sr.  Diputado  D.  Alvaro  Gilsanz,  por  de- 
litos de  imprenta. 

El  Siv  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
reproducido. 

( Véase  el  Apéndice  3.°  á este  Diario.) 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Tiene  la  pa- 
labra el  Sr.  Azcárate. 

El  Sr.  AZCÁRATE:  La  he  pedido  para  dirigir  al 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  dos  preguntas  que 
ruego  á la  Mesa  ponga  en  su  conocimiento. 

La  primera  se  refiere  á la  por  más  de  un  concepto 


tristemente  célebre  causa  de  Montilla.  Llevan  algunos 
procesados,  que  por  razón  de  la  ley  deben  ser  consil 
derados  inocentes  mientras  no  recaiga  sentencia  que 
los  condene,  catorce  años  de  prisión  preventiva.  Sobre 
este  asunto  tuve  el  honor  de  dirigir  una  interpelación 
al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  en  la  última  le- 
gislatura, y el  Sr.  Ministro,  reconociendo  lo  grave  de 
este  hecho,  lo  censuró  con  severidad,  prometiendo  ha- 
cer todo  cuanto  de  él  dependiera  para  que  esta  causa 
se  activara.  Estos  dias,  hoy  mismo,  en  un  periódico 
de  la  mañana,  he  visto  que  sigue  la  causa  en  el  mis- 
mo estado,  y mi  pregunta  se  encamina  á saber  si  el 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  ha  hecho  algo  poi- 
que se  termine. 

La  segunda  pregunta  se  refiere  al  expediente  in- 
coado por  D.  José  Sánchez  de  León  con  motivo  de  una 
sentencia  ejecutoria  dejada  sin  efecto  de  una  manera 
ilegal  por  la  Curia  romana.  Ese  expediente  fué  remi- 
tido por  el  Sr.  Siivela,  entonces  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  creo  que  hace  dos  años,  al  Consejo  de  Esta- 
do, y no  tengo  noticia  de  que  todavía  haya  salido  de 
allí.  Deseo,  pues,  saber  si  se  ha  devuelto  al  Ministe- 
rio y si  ha  recaido  resolución;  y entretanto,  si  sobre 
un  incidente  de  ese  mismo  expediente  que  no  tiene 
nada  que  ver  con  el  asunto  principal,  porque  se  trata 
de  un  abuso  cometido  por  el  tribunal  eclesiástico  de 
León  sin  haber  empleado  el  recurso  que  le  reconoce 
la  ley,  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  ha  orde- 
nado al  Ministerio  público  que  incoe  el  correspon- 
diente recurso,  puesto  que  dicho  tribunal,  sin  haber 
impetrado  la  intervención  del  civil,  continúa  exigien- 
do el  pago  del  producto  del  embargo  de  la  asignación 
que  tiene  el  presbítero  D.  José  Sánchez  de  León. 

Y ya  que  estoy  de  pié,  tengo  el  honor  de  repro- 
ducir el  dictámen  relativo  á la  reforma  de  la  ley  de 
enjuiciamiento  civil  en  lo  que  se  refiere  á los  juicios 
verbales  de  mayor  ymenor  cuantía. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
reproducida  la  proposición  de  ley,  y se  pondrán  en 
conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
las  preguntas  de  S.  S. 

(Véase  el  Apéndice  4.°  á este  Diario.) 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Los 

Arcos  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  LOS  ARCOS:  Hace  algunos  años,  y con 
ocasión  de  la  construcción  de  varias  carreteras  por 
administración  en  la  provincia  de  Almería,  tengo  en- 
tendido que  se  formó  un  expediente  gravísimo,  el 
cual  siguió  toda  la  tramitación  marcada  para  estos 
casos,  habiéndose  oido,  por  consiguiente,  no  solo  á la 
Junta  consultiva  de  caminos,  canales  y puertos,  sino 
al  Consejo  de  Estado.  Si  no  estoy  equivocado,  en  los 
informes  de  estas  Corporaciones  se  señalaba  la  mar- 
cha que  en  lo  sucesivo  había  de  seguirse  y las  res- 
ponsabilidades que  habia  lugar  á exigir;  y como  no 
sé  si  estas  responsabilidades  se  han  hecho  efectivas, 
ni  en  qué  habrá  venido  á parar  dicho  expediente,  yo 
suplico  á la  Mesa  que  se  sirva  comunicar  al  8r.  Mi- 
nistro de  Fomento  mi  deseo  de  que  ese  expediente 
sea  remitido  á este  Cuerpo  Colegislador,  para  después 
de  examinarlo,  proceder  á lo  que  estime  que  há  lugar. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Fomento  el 
deseo  de  S.  S. 
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ORDEN  DEL  DIA. 


El  Rr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Antes  de  ; 
proceder  á la  elección  de  la  Comisión  de  actas  y de  ! 
la  Comisión  do  incompatibilidades,  se  va  á dar  lec- 
tura del  art.  1 7 del  Reglamento  reformado. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Dice  así: 
«Art.  17.  En  las  primeras  legislaturas,  el  mismo 
dia  en  que  se  constituya  interinamente  el  Congreso, 
y si  no  hubiere  tiempo  en  la  sesión  inmediata,  nom- 
brará éste  las  Comisiones  de  actas  y de  incompatibi- 
lidades, compuestas  cada  una  de  15  individuos,  que 
lian  de  ser  necesariamente  designados  entre  aquellos 
cuyas  actas  no  contengan  protesta  ni  reclamación,  no 
pudiendo  formar  parte  de  la  Comisión  de  incompati- 
bilidades los  Diputados  electos  que  ejerzan  funciones 
ó tengan  destinos  públicos,  aunque  fuesen  de  aque- 
llos declarados  compatibles. 

Si  por  cualquier  circunstancia  y en  cualquier 
tiempo,  alguno  ó algunos  de  ios  elegidos  para  formar 
estas  Comisiones  dejare  de  pertenecer  á ellas,  el  Con- 
greso elegirá  el  Diputado  ó Diputados  necesarios  para 
completar  el  número  de  15,  de  que  constantemente 
deben  componerse.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Eu  cumpli- 
miento del  articulo  que  se  acaba  de  leer,  se  procede 
ala  elección  de  la  Comisión  de  acLas.» 

Verificado  el  escrutinio,  obtuvieron  votos  los  se- 
ñores siguientes: 


Sres,  Nuñez  de  Velasco 56 

Villano  va 49 

Groizard 48 

Retegon 45 

Villasantc 45 

Quintana 43 

Díaz  Moreu 42 

La  Guardia 42 

Molleda 41 

García  Alix 30 

Perojo 39 

Landecho 36 

Alvear 36 

Muñoz  Chaves 32 

Villalva  Hervás 29 

Villanueva  (D.  Luis) I 

Cepeda  (D.  Ramón) 1 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Quedan  pro 
clamados  los  quince  primeros  señores  de  la  lista  que 
se  acaba  de  leer. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Se  procede 
á la  votación  de  la  Comisión  de  incompatibilidades.» 

Verificado  dicho  acto,  resultó  que  obtuvieron  vo- 
tos los 


Sres.  Baselga 53 

Cánido 52 

Danvila 51 

Rodríguez  San  Pedro 49 

Alvarez  Marino 45 

Boixader 45 

Cobian 45 

SEIS  APENDICES 


Sres.  Barroso 1 44 

Hernández  Prieta 44 

Burel 43 

Conde  de  Gomar 42 

Eguilior 42 

Marques  de  Valdeterrazo 41 

Drake  de  la  Cerda 40 

Azcárraga 34 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Quedan  ele- 
gidos para  componer  dicha  Comisión,  los  Sres.  Ba- 
seiga,  Cánido,  Danvila,  Rodríguez  San  Pedro.  Alvarez 
Mariño,  Boixader,  Cobian.  Barroso,  Hernández  Prieta, 
Burel,  Conde  de  Gomar,  Eguilior,  Marqués  de  Valde- 
terrazo, Drake  de  la  Cerda  y Azcárraga. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Se  procede 
al  sorteo  de  las  Secciones.» 

Verificado  dicho  acto  dió  el  resultado  que  apare- 
ce en  el  Apérulice  5.°  á este  Diario. 


Se  leyó,  y quedó  sobre  la  mesa,  acordando  se  im- 
primiera y repartiera,  el  dictamen  de  la  Comisión  re- 
ferente al  proyecto  de  ley  sobre  construcción  de  un 
manicomio  judicial,  instalación  de  la  penitenciaría- 
hospital  y establecimiento  de  una  colonia  agrícola 
penitenciaria.  {Vease  el  Apéndice  6.°  á este  Diario.) 


Se  recibieron  con  aprecio,  acordando  se  repartie- 
ran á los  Sres.  Diputados,  350  ejemplares  del  balance 
general  de  cuenta  y razón  rendido  por  las  Diputa- 
ciones y Ayuntamientos  del  Reino  en  el  año  econó- 
mico de  1886  A 87,  cuyos  ejemplares  remite  el  señor 
director  general  de  Administración  local. 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  actas  nuevos 
documentos  que  remitía  I).  Justo  Tomás  Delgado, 
candidato  por  el  distrito  de  Dónia,  relativos  á la  elec- 
ción parcial  verificada  en  el  mencionado  distrito. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Orden  del 
dia  para  el  lunes:  Elección  de  tres  Diputados  que  han 
de  formar  parte  de  la  Comisión  inspectora  de  la  Deu- 
da pública;  dictámen  nuevamente  redactado  sobre  la 
reforma  de  varios  artículos  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento civil,  y el  dictámen  que  acaba  de  leerse. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete  y cuarenta  minutos. 


RECTIFICACION. 


En  el  Diario  núm.  2,  sesión  de  2 del  corriente, 
pág.  27,  columna  2.a,  líneas  45  A 48,  que  empieza 
«Autorizando,»  y concluye  «marítima,»  debe  decir 
«Incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras  la  de 
Alean  iz  á Canta  vieja.» 
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APENDICE  1."  AIi  WÚM.  3 


*IA  RÍO 


DE  LAS 


SESIONES  DE  CORTES 


Diclámen  de  la  ( omisión , referente  á la  pvoposicion  de  ley  estableciendo  un 
derecho  transitorio  sobre  los  ya  nados  y carnes  importados  en  la  Península  é islas 

¡Jaleares. 


Aíi  CONGRESO. 

La  Comisión  encargada  de  dar  dictámen  acerca 
de  la  proposición  de  ley  estableciendo  un  derecho 
transitorio  sobre  los  ganados  y carnes  importados  en 
la  Península  é islas  Baleares,  ha  estudiado  con  todo 
el  detenimiento  que  su  importancia  reclama,  asunto 
de  tanta  trascendencia. 

Es  un  hecho  bien  notorio  la  crisis  general  agrícola 
y ganadora  que  viene  pesando  sobre  una  parte  impor- 
tante de  Europa,  por  efecto  de  la  competencia  que  á 
diversas  Naciones  de  nuestro  continente  hace  la  in- 
mensa y baratísima  producción  de  algunas  del  Nue- 
vo mundo,  cada  dia  más  pujante,  y que  secundada  por 
h maravillosa  economía  de  los  trasportes,  preocupa 
hondamente  A todos  los  países,  dejándose  ya  sentir, 
como  no  podia  ménos  de  suceder,  ya  directa  ya  indi- 
rectamente en  nueslra  Patria. 

Son  sus  electos  entre  nosotros  tanto  más  aflicti- 
vos, cuanto  que  para  defendernos  no  disponemos  de 
los  recursos  con  que  cuentan  otros  x>ueblos  más  prós- 
peros y ricos,  romo  Inglaterra,  Francia,  Italia  y Bél- 
gica, los  cuales,  no  obstante  el  mayor  desahogo  con 
que  pueden  afrontar  la  competencia,  se  han  adelan- 
tado repetidamente  á poner  su  producción  agrícola 
y ganadera  al  amparo  de  una  prudente  protección, 
ya  aumentando  las  tarifas  de  sus  aduanas  sobre  los 
trigos  y ganados  extranjeros,  ya  valiéndose  de  medios 
indirectos,  no  por  eso  ménos  eficaces. 

Esta  reacción  económica  que  con  tal  intensidad  se 
Viene  advirtiendo  en  Europa,  no  obedece  á otras  ra- 
zones que  al  pleno  conocimiento  de  las  fuerzas  ver- 
( ñeramente  avasalladoras  de  la  exuberante  produc- 
ción de  América,  de  la  India,  de  Rumania,  de  Rusia  y 
H'  aso,  aun  cuando  en  menor  escala,  de  Marruecos, 


cuyo  influjo  ha  herido  desdo  luego  gravemente  en 
su  exportación  á nuestra  ganadería,  principalmente 
en  los  mercados  ingleses. 

Cerrados  estos  para  los  ganados  del  Norte  y Nor- 
oeste de  España,  que  no  podian  competir  en  ellos, 
sobre  todo  con  los  de  América,  nuestros  ganaderos 
intentaron  dar  salida  á sus  productos  en  los  merca- 
dos de  la  Península,  originándose  de  este  desmedido 
aumento  en  la  oferta  tal  baratura  de  precios,  que  por 
no  compensar  los  gastos  de  producción,  hubo  de  aca- 
rrear como  resultado  inmediato  la  paralización  de  las 
transacciones.  Si  á este  hecho,  cuyas  consecuencias 
ya  tocamos,  se  agrega  la  importación  continua  de  ga- 
nados por  las  costas  de  Levante  y Mediodía,  bien  se 
comprenden  los  temores  de  que  una  próxima  irrup- 
ción de  ganados  americanos,  acreciendo  la  importa- 
ción que  actualmente  se  realiza  de  Marruecos,  acabe 
de  matar  nuestra  industria  pecuaria,  ya  moribunda. 
No  son  menester  más  amplios  desenvolvimientos  para 
justificar  la  proposición  de  que  se  trata  y la  adopción 
de  las  medidas  defensivas  que  en  la  misma  se  pro- 
ponen. 

De  una  manera,  aun  más  alarmante  y efectiva, 
pesan  ya  sobre  nuestra  producción  las  consecuencias 
de  la  importación  de  las  carnes  saladas  y frescas.  Re- 
suelto el  problema  de  su  económica  conducción  y de  la 
preparación  conveniente  de  estas  últimas  para  el  leja- 
no trasporte,  disputan  hoy  con  ventaja  á las  de  produc- 
ción agrícola  las  utilidades  del  consumo,  y esterilizan 
ios  afanes  de  ios  ganaderos,  que  se  ven  privados  por 
tan  activa  y perfeccionada  competencia,  de  una  de 
las  aplicaciones  más  directas  y más  generales  de  la 
industria  á que  han  dedicado  su  capital  y su  trabajo. 

Pocas  veces  se  habrá  visto  en  cuestiones  relacio- 
nadas con  los  intereses  materiales,  que  de  ordinario 
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contribuyen  más  á dividir  que  á aunar  las  opiniones, 
una  uniformidad  de  criterio  tan  general  como  la  que 
se  revela  en  esta. 

Los  agricultores  y ganaderos  de  las  regiones  más 
distantes,  convienen  en  la  apreciación  de  las  causas 
del  mal,  coinciden  también  en  señalar  y pedir  el  re- 
medio, precisamente  entre  otros  el  que  encierra  la 
proposición  de  ley  que  á nuestro  exámen  se  halla  so- 
metida, y todos  lo  demandan  con  urgencia;  siendo 
opinión  unánime,  y públicamente  manifestada  en  fe- 
rias y mercados,  ó en  el  seno  de  Sociedades  Econó- 
micas importantísimas,  con  una  sola  excepción,  y 
traída  á la  misma  Represen I ación  nacional,  por  Co- 
misiones cuya  competencia  y cuyos  títulos  no  pue- 
deu  negarse,  é invocada  y sostenida  en  los  informes 
con  que  los  Diputados  de  aquellas  provincias  han  te- 
nido la  bondad  de  ilustrar  á la  Comisión  sobro  este 
punto,  uniendo  á estas  manifestaciones  su  voz  auto- 
rizada el  Consejo  superior  de  agricultura;  de  tal  suer- 
te, que  á la  hora  presente,  solo  peligrosas  dilaciones 
pudiera  ocasionar  el  socorrido  y tradicional  sistema 
de  encomendar  el  estudio  de  tan  conocido  malestar  á 
una  información  parlamentaria  ó gubernativa,  que  si 
podrá  ser  útil  para  lo  futuro,  no  lleva  consigo  tan 
pronto  alivio,  como  las  actuales  circunstancias  lo  re- 
quieren. 

Y no  es  de  temer  que  los  remedios  que  la  opinión 
indica,  V que  la  Comisión  propone,  redunden  en  per- 
juicio de  clase  alguna  del  Estado,  encareciendo  el 
consumo,  porque  éste  y la  jiroduecion  no  se  dan  ais- 
lados, ni  son  opuestos  en  la  realidad.  Consume  más 
ó puede  consumir  más  el  que  más  gana,  y gana  más 
el  que  más  produce.  En  un  país  como  el  nuestro,  que 
vive  principalmente  de  la  agricultura,  de  quien  es 
hermana  y auxiliar  indispensable  la  ganadería,  poco 
ó nada  aprovecha  al  bracero  que  se  vendan  á precios 
algo  más  baratos  los  artículos  de  primera  necesidad, 
si  no  encuentra  medios  de  lograr  el  jornal  preciso 
para  adquirirlos  ni  aun  á ínfimo  precio. 

Por  otra  parte,  el  exceso  de  producción  acumu- 
lado en  la  actualidad  por  la  misma  crisis  pecuaria, 
basta  para  satisfacer  cumplidamente  las  necesidades 
del  consumo  á los  tipos  hoy  corrientes,  por  cierto  ex- 
cesivos en  su  venta  al  pormenor  en  muchas  localida- 
des, por  causas  meramente  artificiales  y sobrada- 
mente abusivas,  sobre  las  cuales  merece  fijarse  la 
atención. 

No  pierde  de  vista  la  Comisión  que  para  levantar 
nuestra  agricultura  y ganadería,  hoy  tan  postradas, 
ai  nivel  que  pueden  y deben  llegar,  es  preciso  remo- 
ver los  obstáculos  que  la  dificultad  de  las  comunica- 
ciones, el  subido  precio  de  las  tarifas  de  ferro-carriles, 
lo  gravoso  de  los  impuestos,  lo  desproporcionado  de 
los  tipos  de  produocion  á que  se  ajustan  las  cartillas 
evaluatorias  y otras  múltiples  causas,  oponen  al  des- 


arrollo de  las  mencionadas  industrias,  y que  necesa- 
rio es,  por  tanto,  adoptar  todas  aquellas  medidas  que 
aparte  de  las  que  dependen  exclusivamente  de  la  ini- 
ciativa particular,  constituyen  un  completo  y conve- 
niente sistema  de  protección.  Pero  como  este  sistema, 
que  entraña  problemas  muy  complejos  y de  muy  <li- 
versa  índole,  no  puede  plantearse  con  la  celeridad  y 
urgencia  que  lo  crítico  de  la  situación  reclama,  ínte- 
rin  llega  este  caso,  la  Comisión,  despuos  de  haber  te- 
nido la  honra  de  oir  el  parecer  del  Sr.  Ministro  de 
Hacienda,  ele  quien  ha  escuchado  con  sentimiento  que 
lio  se  halla  conforme  con  el  criterio  que  informa  este 
dictámen,  y lamentando  que  este  no  vaya  autorizado 
con  la  firma  de  un  dignísimo  individuo  de  su  seno, 
entiende  indispensables  y de  inmediata  aplicación  los 
términos  de  la  proposición  de  que  se  trata,  y en  su 
consecuencia  tiene  la  honra  de  someter  á la  delibera- 
ción del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  establece  un  derecho  transitorio 
que  satisfarán  á su  introducción  en  la  Península  é 
islas  Baleares,  además  de  los  derechos  de  importación 
señalados  en  los  aranceles  vigentes  de  Aduanas,  los 
ganados  y carnes  comprendidos  en  las  partidas  si 
guíenles  de  los  expresados  aranceles: 


DERECHO  TRANSITORIO. 

PARTIDAS  DKL  ARANCEL. 

Unidad. 

Pesetas. 

187.  Caballos  castrados  que  pa- 
sen de  la  marca 

Uno. 

90 

188.  Los  demás  caballos  y las 
yeguas 

Id. 

6 5‘5l) 

189.  Ganado  mular 

Id. 

40 

100.  Idem  asnal 

Id. 

O 

191.  Idem  vacuno 

Id. 

20 

192.  Idem  de  cerda 

Id. 

4 

193.  Idem  lanar  y cabrío  y los 
animales  no  expresados. 

Id. 

PÍO 

230.  Carne  en  salmuera  y ta- 
sajo   

lOOlcilóg. 

5‘80 

233.  Manteca  de  cerdo,  incluso 
el  tocino 

Id. 

9 ‘50 

234.  De  las  demás  clases 

Id. 

9‘50 

Art.  2.°  El  derecho  transitorio  mencionado  en  el 
artículo  anterior  empezará  á cobrarse  á los  treinta 
dias  de  promulgada  la  presente  ley. 

Palacio  del  Congreso  28  de  Junio  de  1887.= 
O.  Ei  Conde  de  Toreno,  presidente.  = Emilio  Alvear. 
Manuel  Allende  Saíázar. — R.  El  Conde  de  Revilla 
Gigedo.  = Luis  de  Landecho.  = E1  Conde  de  Sallent, 
secretario. 


APÉNDICE  2.°  AL  NÚM.  3 


MARIO 


DE  LAS 

SESIONES  DE 


Proyecto  de  ley,  remitido  y modificado  por  el  Senado,  acordando  la  manera  de 
satisfacer  al  Ayuntamiento  de  Vitoria  los  créditos  reconocidos  á su  [acor  por 

indemnización  de  guerra. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

El  Sonado,  tomando  en  consideración  lo  propuesto 
por  ese  Cuerpo  Colegislador,  lia  aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  I)E  LEY. 

Artículo  l.°  Se  abonará  al  Ayuntamiento  de  Vi- 
toria el  crédito  reconocido  á esta  ciudad  por  el  Real 
decreto-sentencia  de  5 de  Marzo  de  1885,  importante 
225.605  pesetas  42  céntimos,  en  concepto  de  indem- 
nización por  las  fortificaciones  que  construyó  durante 
la  última  guerra  civil. 

Art.  2.°  Esta  cantidad  se  abonará  por  medio  de 


un  crédito  extraordinario  en  el  presupuesto  del  próxi 
mo  aüo  económico  de  1887  á 1888. 

Y habiéndose  introducido  en  el  proyecto  de  ley 
remitido  por  ese  Cuerpo  Colegislador  las  modificacio- 
nes que  dei  aprobado  por  éste  resultan,  formarán 
parte  de  la  Comisión  mixta  que  ha  de  conciliar  las 
opiniones  de  ambos,  los  Sres.  Senadores  D.  Juan  Ma- 
nuel de  Urquijo,  D.  Pedro  Calderón  y Herze,  D.  Fe- 
derico Hoppe,  Duque  de  la  Victoria,  D.  Antonio  Ma- 
ría Fabié,  D.  Martin  Zavala  y Marqués  de  Miravalles. 

Palacio  del  Senado  l.°  de  Julio  de  1887.=E1  Mar- 
qués de  la  Habana,  Presidente.=José  Abascal,  Sena- 
dor Secretario.=El  Señor  de  Rubianes,  Seador  Secre- 
tario. 
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APÉNDICE  3.°  AL  NÚM.  3 


Diclárnen  de  la  Comisión  (reproducido ) , referente  al  suplicatorio  del  juez  de 
instrucción  del  distrito  del  Hospicio  de  esta  corle  pidiendo  autorización  para 
procesar  al  Sr.  Diputado  I).  Fernando  Homero  Gilsanz. 


AL  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  emitir  dictámen  acer- 
ía del  suplicatorio  elevado  á este  Cuerpo  Colegislador 
por  el  juez  de  instrucción  del  distrito  del  Hospicio  de 
esta  corte,  á fin  de  que  se  le  conceda  autorización  para 
procesar  al  Sr.  Diputado  D.  Fernando  Romero  Gilsanz 
con  motivo  de  la  publicación  en  El  Progreso,  diario  po- 
lítico de  esta  corLe,  en  29  ¡de  Junio  del  año  anterior, 
de  un  articulo  titulado  El  muerto  al  hoyo , ha  exami- 
nado este  asunto  con  el  debido  detenimiento;  y 
Considerando  que  del  testimonio  que  acompaña  á 
dicho  suplicatorio  no  resulta  demostrado  por  manera 
que  no  dé  lugar  á duda  que  el  Sr.  Romero  Gilsanz  sea 
el  autor  del  mencionado  artículo,  y que  en  el  caso  de 


que  realmente  lo  fuera,  no  es  lógico  suponer,  dadas 
las  cualidades  que  adornan  á este  Sr.  Diputado,  que 
estando  revestido  de  la  inviolabilidad  por  ios  votos  y 
opiniones  que  emita  en  el  ejercicio  de  su  cargo  y en 
apoyo  de  sus  principios  dentro  de  la  Cámara,  tuviera 
la  intención  de  llevar  fuera  de  ésta  la  defensa  de  sus 
ideas  políticas,  hasta  el  punto  de  incurrir  á sabiendas 
por  medio  de  la  imprenta  en  el  delito  por  que  se  in- 
tenta procesarle, 

La  Comisión  propone  ai  Congreso  se  sirva  dene- 
gar la  autorización  solicitada. 

Palacio  del  Congreso  25  de  Junio  de  1887.=Ma- 
nuel  Pedregal,  presidente,=Rafael  Rodríguez  Co- 
rrea.=José  Hernández  Prieta.=Juan  Montiiia.=An- 
tonio  Barroso  y Gastillo.=Manuel  Ibarra,  secretario. 
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APÉNDICE  4.°  AL  NÚH.  3 


Oicldmen,  nuevamente  redaelado  y reproducido,  de  la  Comisión  referen!, e á las 
proposiciones  de  ley  de  los  Sres.  Azedmle  y Alba  sobre  reforma  de  varios  artículos 

de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil . 


AI;  CONGRESO. 

La  Comisión  nombrada  para  omitir  dictamen  so- 
bre las  proposiciones  de  ley  de  los  Sres.  Diputados 
l).  Gumersindo  Azcárate  y Ü.  César  Alba,  reformando 
algunos  artículos  de  la  de  enjuiciamiento  civil,  las 
acepta  con  una  sola  variante,  después  de  haberlas  es- 
tudiado con  el  detenimiento  que  merecen  y de  haber 
obtenido  la  conformidad  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia. 

La  variante  consiste  en  suprimir  el  extremo  de  la 
proposición  del  Sr.  Alba  que  determina  el  tiempo  de 
treinta  minutos  como  máximun  para  los  informes  en 
las  vistas  de  los  asuntos  de  menor  cuantía;  porque 
sobre  ser  tal  limitación  incompatible  con  la  libertad 
del  pensamiento  y las  posibles  exigencias  de  una 
buena  defensa,  el  presidente  de  la  Sala  tiene  faculta- 
des para  hacer  que  el  abogado  se  atenga  á la  cues- 
tión litigiosa,  si  se  extralimitase  con  inútiles  divaga- 
ciones. 

Fundándose  la  Comisión  en  las  breves  considera- 
ciones expuestas,  tiene  el  honor  (le  someter  á la  deli- 
beración y aprobación  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1 ."  Se  decidirán  en  juicio  de  mayor  cuan- 
tía las  demandas  cuyo  interés  exceda  de  3.000  pese- 
tas, entendiéndose  reformado  en  este  punto  el  artícu- 
lo 483  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 

Art.  2.6  Be  decidirán  en  juicio  de  menor  cuantía 
las  demandas  ordinarias  cuyo  interés  pase  de  500  p á- 
selas y no  exceda  de  3.000,  quedando  reformado  en 
este  sentido  el  art.  484  de  la  mencionada  ley. 


Avt.  3.°  Toda  cuestión  entre  partes  cuyo  interés 
no  exceda  de  500  pesetas,  se  decidirá  en  juicio  ver- 
bal, quedando  revocados  por  lo  tanto,  en  este  extre- 
mo cuantitativo  el  art.  486  de  la  repetida  ley,  y el 
núm.  3.°  del  art.  270  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial. 

Art.  4.°  La  cantidad  de  250  pesetas  fijada  en  los 
artículos  476,  477,  488,  715,  731,  1307,  1398,  141  l 
y 1435  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  se  entende- 
rá ampliada  á la  de  500  pesetas. 

Art.  5.°  El  art.  7 10  de  la  referida  ley  se  entende- 
rá redactado  en  los  términos  siguientes: 

«A  la  vista  podrán  asistir  las  partes  ó sus  procu- 
radores, en  cuyo  caso  podrán  informar  únicamente 
sobre  los  hechos,  ó abogados,  quienes  podrán  infor- 
mar también  sobre  el  derecho  aplicable  á la  cues- 
tión.» 

En  los  cinco  dias  siguientes  á la  celebración  de 
la  vista  se  dictará  sentencia  confirmando  ó revocan- 
do la  apelada,  ó resolviendo  en  su  caso  lo  que  proce- 
da sobre  la  nulidad  y demás  cuestiones  sometidas  á 
la  resolución  de  la  Sala. 

La  sentencia  confirmatoria  ó que  agrave  la  de 
primera  instancia  deberá  contener  condena  de  costas 
al  apelante. 

Art.  6.°  Las  variaciones  introducidas  por  esta  ley 
en  la  de  enjuiciamiento  civil  se  consignarán  como 
texto  de  los  artículos  que  de  la  misma  modifican,  en 
la  primera  edición  oficial  que  de  ella  se  publique. 

Palacio  del  Congreso  28  de  Mayo  de  i887.=Tri- 
nitario  Ruiz  Capdepon,  presidente.=Gumersindo  de 
Azcáratc.=Manucl  Pedregal.=Ricardo  Becerro  de 
Bengoa.=César  Alba,  secretario. 


APÉNDICE  5."  AL  NÚM.  3 


l 


¡isla  de  los  Sres. 


Diputados  designados  por  la  suerte  para  componer  las  Secciones 
durante  el  mes  de  Diciembre  de  1887. 


SECCION  PRIMERA 

Señorea 

Aguirre. 

Almodóvar  del  Itio  (Duque  de). 
Alonso  Martínez  (D.  Manuel) 
Alvarez  13ugall.il  (I).  Benigno). 
Antón  Ramírez. 

Hadarán. 

Baiaguer. 

Ballesteros. 

Boixader. 

Burgos. 

Bodes. 

Crespo  Quintana. 

Buartero. 

Cruz. 

Delgado  Alférez. 

Eñriquez. 

Fabra  y Flore ta. 

Fernandez  Blanco. 

Barcia  San  Miguel  (D.  Bréscente). 
Barrido  Estrada. 

Gil  Berges. 

Godó. 

Gómez  Cabezón. 

González  (D.  Alfonso). 

González  Longoria. 

Gosalvez  (D.  Francisco  Javier). 
Gutiérrez  Mas. 

Ibargoitia. 

Jaquete. 

Jaramillo. 

León  y Cataumber  (D.  Luis  de). 
López  Puigcerver. 


López  y Rodríguez. 
Maissonnave. 

Mausi  (D.  Ru Pino). 

Mina  (Marqués  de  la). 

Molleda. 

Montero  Ríos. 

Niebla  (Conde  de). 

Ochando  (D.  Federico). 

Oñatc  y Valearce. 

Pando. 

Parias. 

Pons. 

Puerta. 

Ramos  Calderón. 

Reza. 

Salvador  y Rodrigaüez. 
Sánchez  Bedoya. 

Sánchez  Pastor. 

Santa  Cruz  y Gómez. 

Silva. 

Soto  Barro. 

Tcstor. 

Valdeterrazo  (Marqués  de). 
Vergez. 

Villanova. 

Vior. 

SECCION  SEGUNDA 

Señores 

Aicart. 

Andrés  Moreno. 

A randa. 

Aravaca. 

Arredondo  (D.  Mariano). 
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Astray. 

Azcárraga. 

Ras  y Moró. 

Bal  anero. 

Benayas. 

Bergamín. 

Bu  rol  1 
Cabezas. 

Calvo  de  León. 

Cort. 

Labra  (D.  Camilo). 

Fernandez  de  Soria. 

Perreras. 

García  Alix. 

García  de  la  Riega. 

Garijo  y Aljama  (D.  Cipriano;. 
Gasea. 

González  (I).  Venancio). 

Grande. 

Gullon  (D.  Eduardo). 

Gulion  (D.  Pío). 

Hernández  Prieta. 

Laá. 

Laiglesia. 

Lastres. 

López  y Fernandez  (D.  Cayo). 
Lopo. 

Maciá  Bonaplata. 

Mansi  (D.  Angel). 

Martínez  Ascnjo. 

Martínez  del  Campo. 

Mellado. 

Mochales  (Marqués  de). 
Mompeon. 

Muñoz  Vargas. 

Ortiz  y Casado. 

Peralta. 

Pi  y Margall. 

Pineda. 

Reina  y Monlilla. 

Riquelme. 

Rocafort. 

Sagasta  (l).  Práxedes  Mateo). 
Sagasta  (D.  Primitivo  Mateo). 
Salcedo. 

Sánchez  Arjona  (D.  Gonzalo). 
Sánchez  Guerra. 

Santamaría. 

San  lana. 

Serrano  Alcázar. 

Talero. 

Torrepando  (Conde  de). 

SECCION  TERCERA 

Señores 

Aguilar  (Marqués  de). 
Aguilera. 

A g reía. 

Alba  García  Oyuelos. 

Alonso  Martínez  (I).  Vicente). 
Arias  de  Miranda. 

Avila  Ruano. 

Becerro  de  Bengoa. 

Bendaña  (Marqués  de). 
Canalejas. 


Castellano. 

Coll  y Moncasi. 

Córdoba. 

Chavaría  (1).  Víctor  de). 

Diez  Macuso. 

Folla. 

Gallego  Díaz. 

Gamazo  (l).  Triüno). 

García  Lomas. 

Gavin. 

González  Dueñas. 

González  Marrón. 

Gutiérrez  Agüera. 

Hennida. 

tranzo. 

Lacadéna. 

Lavina. 

Llera. 

López  Domínguez. 

López  Pelcgrin. 

Marcet. 

Martínez  Luna. 

Matos. 

Merclian. 

Moncasi. 

Muruve. 

OLawlOr. 

Ordoñez. 

Oriol. 

Pardo  Balmonte. 

Peña- Ramiro  (Conde  de> 

Perez  Galdós. 

Ramoneda. 

Rey. 

Rodrigañez  (D.  Tirso). 
Rodríguez  San  Pedro. 

Roscll. 

Sagasta  |l).  Jcsé). 

Socías. 

Suarez  Inclán  (D.  Julián  . 
Surga. 

Tamames  (Duque  de). 

Torre  Ortiz  y Gil. 

Torres  Jordi. 

Ussia. 

Vadillo  (Marqués  del). 
Vázquez  y López  Amor. 

SECCION  CUARTA 

Sonoros 

Agelel.. 

Al  varado. 

Al  vare/.  Marino. 

Alvcar. 

Anlequera. 

Aparicio  (D.  Luis). 

Avilé». 

Calzada. 

Calzado. 

Camps. 

Caiiellas. 

Castelar. 

Castell  y Clemente. 
Celleruelo. 

Collaso. 
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Ddvila. 

Fernandez  Alsina. 

Fernandez  Capetillo. 

Fráu. 

Gomar  (Confié  de). 

González  Cunde. 

Gorostidi. 

Guardia. 

Guerrero. 

Herrando. 

Infantas  (Conde  de  las) 

Laserna  (D.  Agustín  de). 
Maluqucr. 

Martínez  Aquerrcta. 

Martínez  (L).  Cándido). 

Martínez  Villasante. 

Maura. 

Monedero. 

Morales. 

Muñoz  Chaves. 

Navarro  y Ochoteco. 

Nuñez  de  Velasco. 

Ochando  (O.  Andrés). 

Orozco. 

Pallejá. 

Perojo. 

Pimentel  (I).  Pedro  Antonio). 
Prieto  y de  la  Torre. 

Quintana  (I).  Alberto  de). 
Rodríguez  Batista. 

Rodríguez  y Rodríguez  <D.  .losé). 
Romero  Robledo. 

Ruiz  de  Galarreta. 

San  Bernardo  (Conde  de). 
Sancho  y Canas. 

San  Juan. 

Soler  y Bou. 

Soto  y Martínez. 

Suarez  Inclán  (ü.  Félix). 
Vázquez  Queipo. 

Vülalba. 

Xiquena  (Conde  de). 

SECCION  QUINTA 

Señores 

Arrando. 

Becerra  \\).  Manuel), 

Bctegon. 

Borrego. 

Bushell. 

Cánido. 

Cauamaque. 

Castroserna  (Marqués  de). 
Cepeda. 

Cos-Gayon. 

Chapa. 

Gabán. 

Díaz  Moreu. 

Domínguez  (D.  Lorenzo). 

Drake. 

Espinosa. 

Fernandez  Daza. 

Fernandez  Peral. 

García  Benito. 

García  Iñigucz. 


Cárnica. 

Gómez  Marín. 

González  de  la  Fuente. 

González  Fiori. 

Guillan. 

Ileredia  Spínola  (Conde  de). 
Jimeno. 

Larios  (D.  Martin). 

López  Cbavarri. 

Marín  y Carboneli. 

Marín  Luis. 

Martin  y Berna!. 

Martin  Toro. 

Montalvo. 

Montilla  y Adán. 

Montoro. 

Navarro  Reverter. 

Navarro  y Rodrigo. 

Ortiz  (D.  Alberto). 

Palmerola  (Marqués  de). 
Pedregal. 

Peñalba. 

Puga. 

Quiroga  Vázquez. 

Revilla  Gigedo  (Conde  de). 
Ribot. 

Riest.ra. 

Rius  (Conde  de). 

Rodríguez  Yagüe. 

Rui?  Villegas. 

Sallent  (Conde  de). 

Sanz  y Peray. 

Silvela  (D.  Francisco  Agustín). 
Tevevga  (Marqués  de). 

Toda. 

Vilana  (Conde  de). 

Zugasli. 

SECCION  SEXTA 

Señores 

Albacete. 

Anglada. 

Angulo. 

Ansaldo. 

Allende  Sa lazar. 

Aparicio  (D.  Vicente). 
Arredondo  (D.  Federico). 
Arribas  (D.  Julián  Casildo). 
Arroyo. 

Azcárale. 

Bavó.  * 

Barroso. 

Bosch  y Carboneli. 

Bosch  y Sérraliima. 

Camilleri. 

Catalina. 

Cobian. 

Donato  Villarnovo. 

Fernandez  de  Castro. 

Figueroa. 

Giillardo. 

Gamazo  (D.  Germán). 

García  del  Castillo. 

Garijo  Lara. 

González  v González  Blanco. 
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G randa. 

Isasa. 

Labra. 

Los  Arcos. 

Martínez  Brau. 

Mon  y Martínez  (T).  Alejandro). 
Monares. 

Moret. 

Mosquera. 

Nieto  Alvarez. 

Nieto  y Perez. 

Oñofre  Alcocer. 

Ped  refio. 

Perez  y Perez  (D.  Vicente). 

Pidal  (D.  Alejandro). 

Prieto  y Gáules. 

Rodríguez  Correa. 

Rodríguez  y Rodríguez  (l).  Felipe). 
Roger. 

Río-Florido  (Marqués  de). 

Romero  Gilsanz. 

Ruiz  Martínez  (L).  Rafael). 
Sangarren  (Barón  de). 

Silvela  (O.  Francisco). 

Soler  (D.  Antonio  Bernabé). 

Suarez  Sánchez. 

Terri. 

Usera. 

Valle. 

Vineenti. 

Vizcarrondo. 

Zozaya. 

SECCION  SÉTIMA 

Sonoros 

Agüera  (Conde  de). 

Alcalá  del  Olmo. 

Alvarez  Gapra. 

Bailes  te  r. 

Baselga. 

Botija. 

Bugallal  Araujo. 

Calvo  y Muñoz. 

Camacho  del  Rivero. 
Campo-Grande  (Vizconde  de) 


Cánovas  del  Castillo. 

Cárdenas. 

Casado  y Mala. 

Cassola. 

Castel  Moncayo  (Marqués  de). 
Castilla  Escovedo. 

Danvila. 

Domínguez  Alfonso. 

Eguilior. 

Fabra  (D.  Gil  María). 

Fernandez  Viilaverde. 

Fiol. 

Flores  Dávila  (Marqués  de). 

García  Gómez  de  la  Serna. 

Groizard. 

Gutiérrez  de  la  Vega. 

I barra. 

Lamas. 

Landecho. 

López  Dóriga. 

Manteca. 

Hartos. 

Merelles. 

Montejo. 

Muro. 

Nicolau. 

Osorio  y Lamadrid. 

Parra  (ü.  Genaro  de  la). 

Perez  García. 

Perez  (D.  Nicasio). 

Pidal  (Marqués  de). 

Portuondo. 

Prast. 

Recio. 

Rodríguez  y Rodríguez  (D.  Manuel). 
Rózpide. 

Ruiz  Capdepon. 

Rüiz  García  de  Hila. 

Sánchez  Arjona  (l).  Luis). 

Sánchez  Campo  manes. 

Sauz  Riobó. 

Soler  y Pía. 

Toreno  (Conde  de). 

Torre  Miuguez. 

Vega  de  Armijo  (Marqués  de  la). 
Vilaseca. 

Villanueva. 
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Bidúmen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  construcción  de  un 
manicomio  judicial,  instalación  de  la  penitenciaría-hospital  y establecimiento 

de  una  colonia  agrícola  penitenciaria. 


AL  CONGRESO. 

U Comisión  encargada  de  dar  dictamen  sobre  el 
proyecto- de  ley  presentado  por  el  Gobierno  de  S.  M. 
sobro  construcción  de  un  manicomio  judicial,  insla- 
ku'ión  de  la  penitenciaría-hospital  y estabifecirtiiento 
de  una  colonia  agrícola  penitenciaria,  lo  ha  exami- 
nado con  Lodo  detenimiento  y tiene  el  honor  d(3  pro- 
poner al  Congreso  su  aprobación,  en  virtud  de  las 
siguientes  consideraciones: 

Juzga  la  Comisión  que  siendo  las  563.196  pesetas 
|j  céntimos  destinadas  por  la  ley  de  23  de  Julio  do 
18 1 8 á la  construcción  de  un  presidio  celular,  insu- 
mientes para  realizar  tan  importante  mejora,  puesto 
que  no  es  posible  construir  con  tal  cantidad  prisión 
alguna  celular,  debe  aplicarse  A otros  fines,  siempre 
que  estos  se  relacionen  con  el  planteamiento  de  las 
reformas  mis  urgentes  que  exijo  nuestro  sistema  pe- 
nitenciario. 

l a construcción  de  un  manicomio  especial  para 
la  custodia  de  los  afectados  de  perturbaciones  men- 
talcs,  conforme  á lo  dispuesto  en  el  Real  decreto  de 
de  Diciembre  de  1886;  la  instalación  de  la  peni- 
jencianVhoJgital  en  el  ex- convento  de  la  Victoria  del 
Iridio  de  Santa  María,  y por  ultimo  el  estableci- 
miento de  una  colonia  agrícola  penitenciaria,  son  tres 
a-formas  do  tal  índole  y de  tan  indudable  convenien- 
Cla»  que  no  duda  la  Comisión  merecen  se  dedique  á 
su  planteamiento  la  cantidad  antes  citada. 

No  ya  una  prescripción  científica,  sino  un  deber 
Himanitario  exige  que  lo  mismo  los  procesados  locos 
los  penados  enfermos  y ancianos,  cumplan  su 
'mulciia  en  condiciones  que  alivien  y no  agraven  su 
insto  situación. 


Por  lo  que  respecta  a la  colonia  agrícola,  cree  la 
Comisión  que  procede  el  ensayo  en  nuestra  Patria  de 
este  sistema  de  trabajo  presidial,  para  que  de  esta 
suerte  adquieran  determinados  penados  hábitos  y co- 
nocimientos que  en  los  dias  de  libertad  contribuyan 
á su  bienestar  y corrección. 

La  Comisión  encuentra  muy  previsor  el  art.  3.° 
del  proyecto  de  ley  dedicado  á prescribir  la  forma  en 
que  ha  de  utilizarse  el  trabajo  de  los  penados,  pues 
merced  á tales  previsiones,  se  evitaran  contingencias 
que  pudieran  perjudicar  á los  intereses  públicos. 

Por  estas  razones,  la  Comisión  propone  al  Con- 
greso la  aprobación  del  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Los  recursos  concedidos  por  la  ley 
de  23  de  Julio  do  1878  para  ia  edificación  de  una  pe- 
nitenciaría de  separación  individual,  se  aplicarán  á 
la  construcción  dei  manicomio  judicial,  creado  por 
Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1886;  ala  ins- 
talación de  la  penitenciaría  hospital  en  el  ex-convento 
de  la  Victoria  del  Puerto  de  Santa  María,  y al  esta- 
blecimiento de  una  colonia  penitenciaria  agrícola  en 
terrenos  del  Estado,  ó cedidos  por  las  Diputaciones 
provinciales  ó Ayuntamientos. 

Art.  2.°  El  Gobierno,  con  vista  de  los  proyectos  y 
presupuestos  especiales  de  estos  servicios,  determi- 
nará por  medio  de  Reales  decretos  las  cantidades  que 
hayan  de  destinarse  á cada  uno  de  los  tres  indicados 
objetos. 

Art.  3.°  Estas  obras  podrán  realizarse  con  mate- 
riales adquiridos  por  subasta  y utilizando  el  trabajo 
de  los  penados,  ó bien  contratándolas  en  pública  lici- 


2 


3 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


lacíon.  En  esto  último  caso,  cuando  las  conveniencias 
del  servicio  lo  aconsejen,  se  establecerán  en  el  pliego 
que  sirva  de  base  para  el  remate  las  condiciones  : 
oportunas  para  que  puedan  concederse  al  contratista 
secciones  de  penados  para  los  trahajos , con  la  retri-  j 
bucion  que  sea  justa,  en  los  términos  prevenidos  en 
el  Real  decreto  é instrucción  de  70  de  Abril  de  1886, 
aumentada  con  un  10  por  100  por  compensación  de 
los  gastos  de  vigilancia  y vestuario.  La  parte  corres- 
pondiente al  Estado  se  tomará  entonces  en  cuenta  al 
hacer  la  liquidación  do  la  obra  al  contratista,  consi- 


derando su  importe  como  minoración  del  coste  de  la 
misma. 

Art.  4.°  El  Gobierno  dará  cuenta  á las  G6rt.es  de 
la  ejecución  de  Lo  mandado  en  la  presente  ley. 

Art.  5."  Queda  derogada,  en  cuanto  se  oponga á 
ésta,  la  ley  de  23  de  Julio  de  1878. 

Palacio  del  Congreso  13  de  Junio  de  l887.=Emi- 
lio  Nieto,  pre$idente.=Luis  Díaz  Mmeu.=Octavio 
Ouartero.= José  Boseh  Scrrahima.=  Manuel  Crespo 
Quintana.  = Francisco  Agustín  Silvela.= Eduardo 
Viñcenti,  secretario. 
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DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CÚBTES 

COMI  BESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


PRESIDENCIA  DEL  EXUDO.  SR.  D.  CRISTINO  DARIOS 


SESION  DEL  LUNES  5 DE  DICIEMBRE  DE  1887 

SUMARIO.  Abrese  á las  dos  y media.=Se  lee  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=A  petición  dol 
Sr.  Nieto  (D.  Emilio)  queda  retirado  el  dictámon  sobro  construcción  do  un  manicomio  penal.=A  pro- 
puesta del  Sr.  Nuñez  de  Velasco  quedan  reproducidos  los  dictámenes  de  la  Comisión  de  actas  emitidos 
al  terminar  la  última  legislatura,  y además  se  da  por  reproducida  la  proposición  de  ley  sobro  roforma 
de  varios  artículos  de  la  do  enjuiciamiento  civil.=El  Sr.  Romero  Robledo  llama  la  atención  de  la  Pre- 
sidencia sobre  la  necesidad  de  que  no  se  entre  en  la  discusión  de  ningún  proyeoto  de  ley  hasta  después 
de  la  contestación  al  mensaje  do  la  Corona.=Manifestacion  del  Sr.  Pro3Ídente.=Rectiñcan  ambos 
sonoros.  = El  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  ofrece  remitir  al  Congreso  los  documentos  relativos  á 
ciertos  hechos  de  órden  público  y oloctoralos  de  la  provincia  de  Valoncia,  roclamados  por  el  Sr.  Danvila 
en  la  última  sesion.=Observacion  del  Sr.  Danvila,  y contestación  del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernaoion.= 
A petición  del  Sr.  Saarez  Inclán  (D.  Julián)  queda  roproducida  la  proposición  de  ley  pidiendo  pensión 
para  Doña  Victorina  Atorrasagasti,  viuda  del  comandante  D.  Ramón  Jáudenes.=El  Sr.  Danvila  ruega 
al  Sr.  Ministro  de  Fomento  se  sirva  remitir  á la  Cámara  el  expediente  instruido  acerca  do  la  suspensión 
de  la  representación  do  la  zarzuela  Carmen  en  el  teatro  de  la  Zarzuela,  y otro  expediente  relativo  al 
recobro  de  las  obras  del  maestro  Meyerbeer  y otros  compositeres  extranjeros.=El  Sr.  Presidente  hace 
notar  al  Sr.  Danvila  que  por  el  Sr.  Ministro  do  la  Gobernación  han  sido  remitidos  al  Congreso  los  docu- 
mentos que  reclamó  en  la  anterior  sesión  sobre  el  conflicto  ocurrido  en  Valencia  con  motivo  de  los 
consumos.=  El  Sr.  Ministro  do  Fomento  ofrece  remitir  los  dos  expedientes  reclamados  por  el  señor 
Danvila.=Este  Sr.  Diputado  da  las  gracias.=El  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  ruega  al  Sr.  Ministro  de  Fo- 
mento se  sirva  emplear,  á la  mayor  brevedad  posible,  el  crédito  que  votaron  las  Cortes  para  la  extinción 
de  la  langosta.=Contestacion  del  Sr.  Ministro  de  Fomento.=El  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  da  las  gracias.= 
A propuesta  dol  Sr.  Los  Arcos  queda  reproducido  ol  voto  particular  referente  al  suplicatorio  para  procesar 
al  Sr.  Diputado  Romero  Gil  Sauz,  y se  reserva  la  palabra  al  Sr.  Los  Arcos  para  dirigir  una  pregunta  al 
Sr.  Ministro  de  Estado  cuando  esté  presente.=Tambien  queda  reproducida,  á petición  del  Sr.  Vincenti, 
la  proposición  de  ley  sobro  la  rebaja  de  las  tarifas  de  los  telegramas  dirigidos  á la  prensa.=El  señor 
Martinez  Luna  ruega  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  se  sirva  traer  al  Congreso  una  lista  do  las  fincas  em- 
bargadas por  el  Estado  por  falta  de  pago  do  la  contribución,  y lo  que  esas  fincas  hayan  producido  admi- 
nistradas por  la  Hacienda,  y ruega  al  Sr.  Presidente  que  haga  venir  al  Congreso  el  expediento  reclamado 
en  la  anterior  legislatura  acorca  del  contrato  Folip.=Contostaciones  de  los  Sres.  Presidente  y Ministro  de 
Hacienda.=Rectifica  el  Sr.  Martinez  Luna.=El  Sr.  Alvarado  reproduce  la  proposición  de  ley  sobro  con- 
donación de  contribución  á varios  pueblos  do  la  provincia  do  Huesca;  prosonta  dos  exposiciones  relativas 
el  mismo  asunto,  y pregunta  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  si  sabe  los  graves  perjuicios  que  experimenta 
el  comercio  de  la  Península  con  Filipinas  d consecuencia  do  la  depreciación  do  la  moneda  que  circula 
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en  la  posesión  ultramarina. = Contestación  dol  Sr.  Ministro  de  Ultramar.=  Se  da  por  reproducida  la 
proposición  de  ley  citada  por  el  Sr.  Alvarado,  y los  documentos  presentados  por  S.  S.  pasan  a la  Comi- 
sión respectiva.=El  Sr.  Presidente  hace  notar  al  Sr.  Martínez  Luna  que  el  expediente  que  ha  reclamado 
se  encuentra  á su  disposición  en  la  Secretaría.=El  Sr.  Martinoz  Luna  da  las  gracias.=A  petición  dol 
Sr.  Cruz  queda  reproducida  la  proposición  de  ley  relativa  á la  construcción  de  un  ferro-carril  económico 
que  partiendo  de  las  minas  del  Castillo  de  Guardas,  termino  en  Sovilla.=El  Sr.  Alvarez  Marino  reclama 
varios  documentos  relativos  á la  formación  de  las  nuevas  cartillas  evaluatorias,  y además  pide  se  remita 
el  expediente  íntegro  sobre  la  venta  de  los  censos  en  pública  subasta.=El  Sr.  Ministro  de  Hacienda 
ofrece  remitirlos,  dando  algunas  explicaciones  sobre  e3to.=El  Sr.  Alvarez  Marino  da  las  gracias.=Ei 
Sr.  Becerro  de  Bengoa  presenta  al  Congreso  varias  exposiciones  de  los  alcaldes  y regidores  síndicos  de 
los  pueblos  de  la  Rioja  Alavesa,  exponiendo  la  aflictiva  situación  en  que  se  hallan  y la  angustiosa  crisis 
por  que  atraviesan  la  agricultura  en  general,  y muy  especialmente  la  importante  rama  de  la  producción 
vinícola;  reproduce  además  la  proposición  de  ley  presentada  en  la  anterior  legislatura  sobre  condona- 
ción de  parte  de  la  contribución  territorial  á la  provincia  de  Alava.=La  exposición  pasa  á la  Comisión 
correspondiente,  y la  proposición  de  ley  queda  reproducida.=El  Sr.  Ansaldo  reproduce  asimismo  la 
proposición  quo  presentó  on  la  anterior  legislatura  sobre  creación  de  un  banco  de  prueba  de  armas  de 
fuego  en  Eibar.=Queda  reproducida.=ÜRDEH  del  día.:  discusión  del  dictámon  do  la  Comisión  referente 
á la  proposición  do  loy  sobre  reforma  de  varios  artículos  de  la  de  enjuiciamiento  civil.=No  habién- 
dola sobre  la  totalidad,  se  procede  á la  de  los  artículos.=So  loo  el  l.°  y una  enmienda  del  Sr.  Gamazo 
(D.  Triflno).=La  Comisión  no  la  admite.=Discurso  de  su  autor  en  apoyo.=Del  Sr.  Azcárate,  como  de 
la  Comision.=Rectiflcaciones  de  ambos  soñoros.=No  se  toma  on  considoracion  la  enmienda. =Sin  más 
debato  queda  aprobado  el  artículo.=Lo  queda  asimismo  el  2.v=Se  lee  el  3.Q  y una  enmienda  del  señor 
Domínguez  Alfonso,  que  tampoco  admite  la  Comision.=Discurso  dol  autor  en  apoyo. — -Del  Sr.  Nudez 
de  Velasco,  como  de  la  Comision.=Rectiflcaciones  de  ambos  señores.=No  se  toma  en  consideración  la 
enmienda.=Se  lee  el  art.  3.°,  y queda  aprobado  sin  discusion.=Pasa  á la  Comisión  un  artículo  adicio- 
nal del  Sr.  Rodríguez  San  Pedro. =Se  lee  el  art.  4.°,  y en  virtud  de  las  observaciones  del  Sr.  Rodríguez 
San  Pedro,  el  Sr.  Capdepon,  presidento  do  la  Comisión,  rotira  el  artículo  para  redactarlo  de  nuevo.= 
Se  lee  una  adición  del  Sr.  Domínguez  Alfonso  al  art.  5.°,  y no  aceptada  por  la  Comisión,  es  desechada.= 
Tampoco  se  toma  en  consideración  una  enmiende  del  Sr.  Lastres,  no  aceptada  por  la  Comision.=Se 
aprueban  sin  discusión  los  arts.  5.°  y 6.v=Se  lee  el  artículo  adicional  del  Sr.  Rodríguez  San  Pedro.= 
El  Sr.  Capdepon,  á nombre  de  la  Conision,  anuncia  que  lo  admite,  y en  virtud  de  esta  admisión  os 
inútil  redactar  de  nuevo  el  art.  4.°,  y propone  que  se  corra  la  numeración,  y quedo  como  art.  6.°  el  adi* 
cional.=Consultado  el  Congreso,  así  lo  acuerda.=Se  procede  al  nombramiento  de  los  Sres.  Diputados 
que  han  de  formar  parte  de  la  Comisión  inspectora  de  la  Deuda  pública,  y resultan  olegidos  los  señores 
Pornandoz  Villaverde,  Angulo  y Pabra  y Ploreta,  el  primero  por  80  votos,  y el  segundo  y tercero 
por  88.=Quedan  reproducidos,  á petición  del  Sr.  Lastres,  los  proyectos  de  loy  sobro  reforma  do  varios 
artículoa  do  la  do  enjuiciamiento  y sobre  escuelas  de  reformas  para  jóvenes.=Pasa  á las  Secciones,  para 
nombramiento  de  Comisión,  el  suplicatorio  para  continuar  los  procedimientos  judicialos  contra  el  Dipu- 
tado D.  Teodoro  Baró,  como  gobernador  que  fue  de  la  Coruña.=Quedan  sobre  la  mesa  los  documentos 
pedidos  por  el  Sr.  Romero  Robledo,  y remitidos  por  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar,  acerca  del  llamamiento 
del  capitán  general  de  Puerto-Rico  á la  Penínaula.=Se  reciben  con  aprecio  varios  ejemplares  relativos 
á la  defensa  contra  la  filoxera,  remitidos  por  la  Comision.=Orden  del  dia  pasa  mañana:  dictámen  y 
voto  particular  sobre  la  autorización  pedida  para  procesar  al  Sr.  Diputado  Romero  Gilsanz;  dictámen 
y voto  particular  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa,  y aprobación  defini- 
tiva del  proyecto  de  un  ferro-carril  de  Cantillana  á La  Puebla.=So  levanta  la  sesión  á las  cinco  y cuarto. 


Abrese  á las  dos  y media,  y leída  el  Acta  de  la 
anterior  quedó  aprobada. 


Vanos  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Nieto  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  NIETO:  La  he  pedido  para  hacer  una  ma- 
nifestación relativa  á uno  de  los  asuntos  puestos  á la 
orden  del  dia. 

He  visto  anunciada  la  discusión  del  dictámen  so- 
bre construcción  de  un  manicomio  penal.  Ese  dictá- 
men fué  emitido  en  tiempo  en  que  la  Dirección  de 
Establecimientos  penales  dependía  del  Ministerio  de 
la  Gobernación;  esa  Dirección  depende  en  la  actuali- 
dad del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  el  Cual  tiene 
preparada  una  ley  general  de  prisiones.  La  Comisión, 
en  su  deseo  de  acierto,  entiende  que  conviene  que  ce- 


lebre alguna  conferencia  con  el  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia  para  conocer  su  plan;  y para  ello  tiene 
el  honor  de  retirar  por  el  momento  este  dictámen, 
para  prepararle  de  nuevo  después  de  conferenciar  con 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia. 

Suplico,  pues,  al  Sr.  Presidente  que  se  sirva  tener 
por  hecha  esta  manifestación,  y,  previa  la  vénia  del 
Congreso,  por  retirado  el  dictamen. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Queda  re- 
tirado el  dictámen,  y volverá  á la  Comisión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  Sr.  Nu 
ñez  de  Velasco. 

El  Sr.  NUNEZ  DE  VELASCO:  lie  pedido  la  pa- 
labra para  rogar  al  Sr.  Presidente  se  sirva  tener  por 
reproducidos  los  dictámenes  de  la  Comisiou  de  actas 
emitidos  al  terminar  la  última  legislatura;  y declaro 
que  hago  esla  instancia  en  uso  de  mi  particular  ini- 
ciativa. 
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Suplico  también  á la  Alesa  se  sirva  dar  por  repro- 
ducida la  proposición  de  ley  sobre  reforma  de  varios 
artículos  de  la  de  enjuiciamiento  civil,  que  tuve  el 
honor  de  presentar  en  la  segunda  legislatura;  propo- 
sición de  ley  distinta  de  la  que  está  puesta  á la  orden 
del  dia  de  hoy. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Quedan 
reproducidos  los  dictámenes  y la  proposición  á que 
se  ha  referido  S.  S. 

(Véase  el  Apéndice  l.°  al  Diario  num . 4,  que  es  el 
de  esta  sesión.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Romero  Robledo. 

El  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  He  pedido  la  pala- 
bra, Sr.  PresidenLe,  para  dirigir  algunos  ruegos  á su 
señoría  en  una  cuestión  que  considero  importante,  y 
que  impone  á los  individuos  de  las  minorías,  ó al 
ménos,  según  yo  lo  entiendo,  á la  minoría  á que  per- 
tenezco, el  ineludible  deber  de  hacer  algunas  mani- 
festaciones ante  el  Congreso. 

ha  cuestión  á que  me  refiero  afecta  á las  relacio- 
nes de  ambos  Cuerpos  Colegisladores,  y hubiera  yo 
pedido  la  palabra  antes  del  dia  de  hoy,  al  tener  noti- 
cia de  la  manifestación  hecha  por  el  Sr.  Presidente 
del  Consejo  hace  dos  sesiones,  reproduciendo  ios  pro- 
yectos de  ley  que  tenía  presentados  el  Gobierno  en  la 
anterior  legislatura,  si  no  fuera  porque  creí  que  aque- 
lla manifestación  podria  no  ser  seguida  de  conse- 
cuencia alguna,  y en  esta  inteligencia  creí  que  no 
faltaba  á mi  deber  permaneciendo  silencioso.  Pero 
tengo  que  salir  de  este  silencio  ante  el  hecho  de  estar 
anunciada  en  la  orden  del  dia  la  discusión  de  varios 
proyectos  de  ley,  uno  de  los  cuales  acaba  de  ser  reti- 
rado, á nombre  de  la  Comisión  correspondiente,  por 
el  Sr.  Meto. 

Yo  entiendo,  como  doctrina,  que  hasta  que  se 
discuta  el  mensaje  de  la  Corona,  en  el  que  se  exami- 
na toda  la  conducta  del  Gobierno  y todo  su  progra- 
ma, en  el  cual  está  comprendido  el  pensamiento  que 
informa  los  proyectos  de  ley  presentados  ó que  se 
presenten,  no  se  puede  hacer  esa  reproducción. 

El  art.  7.°  de  la  ley  de  relaciones  de  los  Cuerpos 
Colegisladores  dice  que  pendiente  en  uno  de  ellos  un 
proyecto  de  ley  no  puede  hacerse  en  el  otro  ninguna 
propuesta  sobre  el  mismo  asunto;  y usa  la  palabra 
propuesta  tomando  un  término  más  genérico  que  el 
de  proyecto  de  ley.  A tal  punto  se  entienden  las  co- 
sas de  este  modo,  que  yo  creo  que  sobre  materia  de 
un  proyecto  de  ley  pendiente  en  una  Cámara,  jamás 
se  ha  permitido  ni  se  permitida  en  la  otra  una  inter- 
pelación sobre  el  mismo  asunto. 

Pues  bien;  en  él  mensaje  de  la  Corona,  y esto  no 
es  más  que  exponer  para  fortalecer  mi  argumento, 
en  el  mensaje  que  ha  puesto  el  Ministerio  responsa- 
ble en  labios  de  la  augusta  Regente,  y que  esta 
augusta  Señora  lia  leído  en  el  Senado,  se  le  dice  al 
Senado  para  que  delibere,  que  el  Gobierno  reproduce 
los  proyectos  de  ley  presentados  anteriormente  sobre 
reformas,  así  civiles  como  militares.  Estas  palabras 
salidas  de  tan  augustos  labios  dan  el  tema  de  la  dis- 
cusión de  la  otra  Cámara.  Es  decir  que  el  Senado  se 
va  á ocupar  de  si  hay  conveniencia  ó de  si  no  la  hay 
cu  que  se  reproduzcan  los  proyectos  de  reformas  mi- 
litares y civiles,  si  debe  haber  ó no  reformas  civiles 
y militares. 


Pues  bien;  al  mismo  tiempo  que  el  Gobierno  po- 
nía en  labios  de  la  Reina  Regente  esta  manifestación 
que  hizo  en  el  Senado,  se  levantaba  el  Presidente  del 
Consejo  en  ese  banco  á reproducir  los  proyectos  de 
ley  pendientes  de  la  pasada  legislatura,  resultando  así 
infringida  la  ley  de  relaciones  de  los  Cuerpos  Co- 
legisladores. Porque  seria  muy  posible  este  caso  si  la 
observación  mia  no  fuera  admitida.  En  el  otro  Cuer- 
po hay  una  minoría  que  pertenece  á un  partido  im- 
portante, que  es  enemiga  de  las  reformas  militares, 
y que,  segun  se  viene  diciendo,  piensa  presentar  una 
enmienda  al  proyecto  de  contestación  sobre  esa  ma- 
teria concreta  de  las  reformas  militares,  negándolas. 
Admitamos  para  la  discusión  la  hipótesis  de  que  el 
Senado  acuerda  que  no  haya  reformas  militares: 
¿cómo  va  á discutir  el  Congreso  y cómo  ha  sido  po- 
sible que  ante  el  Congreso  se  reprodujera  por  el  Pre- 
sidente del  Consejo  el  correspondiente  proyecto  de 
ley?  Hasta  que  el  Senado  resolviera,  era  completa- 
mente imposible  reproducir  aquí  semejante  proyecto. 
Pero  la  costumbre,  que  es  una  compañera  ciega  en 
muchos  casos;  la  confianza,  que  induce  á error  cuan- 
do las  cuestiones  no  presentan  un  interés  vital  y ur- 
gente, ha  permitido  que  el  Sr.  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros,  quizás  por  un  exceso  de  solicitud  en  fa- 
vor del  pensamiento  del  Gobierno,  incurriera  sin  cen- 
sura en  la  contradicción  de  someter  al  Senado,  por 
medio  del  discurso  de  la  Corona,  la  resolución  de  un 
asunto  y de  traerlo  al  mismo  tiempo  resuelto  al  Con- 
greso. Si  esto  hubiera  quedado  así,  la  contradicción 
no  tendría  consecuencias;  pero  á la  orden  del  dia  se 
han  puesto  varios  proyectos  de  ley  cuya  discusión 
parece  que  va  á empezar  hoy,  no  sin  que  el  Sr.  Pre- 
sidente, dando  á esta  cuestión  la  importancia  que 
merece,  baya  tenido  la  atención  plausible  de  consul- 
tar la  opinión  de  los  jefes  de  los  distintos  grupos  de 
la  Cámara.  Yo  sé  que  en  esa  reunión  de  los  represen- 
tantes de  las  minorías  no  ha  recaído  ningún  acuerdo; 
no  ha  habido  más  que  una  exposición  de  opiniones, 
pero  sé  que  ha  estado  en  mayoría  la  de  que  no  puede 
tratarse  nada  en  este  Cuerpo  hasta  tanto  que  el  men- 
saje de  la  Corona  se  haya  discutido  en  el  otro;  de 
suerte  que  al  ponerse  á discusión  los  proyectos  in- 
cluidos en  el  orden  del  dia,  parece  quedar  contradicha 
esta  afirmación. 

Se  podrá  decir  que  algún  proyecto  de  ley  no  tie- 
ne conexión  íntima  con  ninguno  de  los  asuntos  que 
trate  el  mensaje;  pudiera  discutirse  sobre  esta  cues- 
tión, porque  en  la  libertad  de  la  iniciativa  de  los  Di- 
putados y Senadores,  en  la  libertad  de  las  Cámaras 
está  el  relacionar  todas  las  materias  principales  ó se- 
cundarias con  esa  gran  discusión  política  y total  que 
lo  comprende  todo  en  materia  de  doctrinas  y de  con- 
ducta. Pero  aunque  sea  así,  y se  admita  como  vale- 
dera la  razón  de  que  ese  proyecto  no  se  enlace  con 
las  cuestiones  políticas  del  mensaje,  siempre  sería  ne- 
cesaria una  declaración  para  que  esta  discusión  no 
cousti luyera  precedente;  y esta  declaración  es  nece- 
saria para  los  que  entendemos  que  no  puede  discu- 
tirse ningún  proyecto  de  ley  hasta  que  esté  discutido 
el  mensaje  en  el  otro  Cuerpo  Colegislador,  en  este 
caso.  Pero  si  contra  nuestra  opinión  abandonásemos 
la  oportunidad  de  reclamar  nuestro  derecho  y pasara 
por  insignificante  ó por  indiferente,  ó porque  tuviera 
el  asentimiento  de  todos  ese  proyecto,  mañana  ven- 
dría otro,  y el  precedente  de  hoy  se  invocaría  para 
autorizar  una  discusión  qué  todos  creemos  que  no  es 
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constiLucionalmente  posible.  Por  esto  dirijo  mi  ruego 
y mi  observación  á la  Mesa;  nosotros  entendemos  que 
no  pueden  discutirse  aquí  proyectos  de  ley  hasta  que 
se  haya  discutido  el  mensaje  en  el  Senado.  ¿La  Mesa 
entiende,  la  Mesa  quiere,  de  acuerdo  y con  el  consen- 
timiento de  la  mayoría  de  los  Sres.  Diputados  y con 
alguna  conveniencia  especial,  anticipar  esta  discu- 
sión? Pues  nosoLros  no  vamos  á exagerar  la  oposición 
y podemos  consentir  en  que  pueda  hacerse  esa  ex- 
cepción, pero  con  la  protesta,  para  que  esto  no  cons- 
tituya precedente,  de  que  en  cada  caso  y en  cada  pro- 
yecto será  necesario  un  acuerdo  del  Congreso  para 
entrar  en  la  discusión,  y entendiéndose  que  eso  no 
perjudica  la  cuestión  constitucional  que  yo  he  plan- 
teado. Esto  es  lo  que  me  ha  movido  á usar  de  la  pa- 
labra, y yo  me  alegraría  que  las  palabras  del  Sr.  Pre- 
sidente de  la  Cámara  pudieran  satisfacer  esta  exigen- 
cia que  creo  legítima,  esta  exigencia  por  lo  ménos  de 
esta  oposición,  porque  yo  no  puedo  hablar  en  nombre 
de  otras,  para  poder  aquietarme  y consentir  la  discu- 
sión de  este  proyecto  sin  empeñar  más  amplio  debate 
sobre  esta  materia. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Presidente  ha  oido  con 
Loda  la  atención  que  siempre  le  merece,  cuanto  ha  di- 
cho el  Sr.  Romero  Robledo  en  el  discurso  que  acaba 
de  pronunciar,  y reconoce  que  S.  S.  está  en  su  per- 
fecto derecho  anticipando,  para  el  porvenir,  aquellas 
reservas  que  dejen  á salvo  su  derecho,  y que  puede 
limitarse  á dejarlo  así  consignado.  No  debe  el  Presi- 
dente ofrecer  al  Sr.  Romero  Robledo  materia  ninguna 
para  discusión,  y ruego  á S.  S.  que  las  manifestacio- 
nes que  he  de  hacer  con  ocasión  de  lo  que  ha  dicho 
S.  S.,  no  las  tome  por  contradicciones  que  den  lugar 
á un  debate  que  tampoco  sería  posible  entre  el  Pre- 
sidente y un  Diputado,  y que  mucho  ménos  podría 
aprovechar  tratándose  de  un  Diputado  de  la  expe- 
riencia del  Sr.  Romero  Robledo,  que  ha  ocupado  me- 
recidamente altos  puestos  y que  sabe  los  respetos  que 
la  Presidencia,  sea  cualquiera  la  persona  que  la  ejer- 
za, se  merece,  y la  imposibilidad  de  entrar  en  una 
discusión  entre  el  Presidente  y un  Diputado. 

Repito,  por  tanto,  que  son  indicaciones  que  he  de 
hacer  á S.  S.  en  debido  respeto  á su  persona,  y porque 
no  pareciera  que  excusando  una  respuesta  directa 
á algo  de  lo  que  S.  S.  ha  dicho,  y que  tiene  mucha 
importancia,  me  limitaba  por  una  especie  de  subter- 
fugio á descartar  los  elementos  capitales  de  las  pre- 
guntas lí  observaciones  de  S.  S. 

Su  señoría  tiene  razón,  y ha  referido  con  perfecta 
exactitud  un  antecedente:  el  de  la  consulta  que  yo 
me  he  permitido  hacer  á los  jefes  de  las  minorías. 
Esta  no  es  una  atención  que  yo  he  tcuido  con  esos 
señores;  son  esos  señores  quienes,  al  acudir  á mi  in- 
vitación y darme  su  parecer,  la  han  tenido  conmigo. 
Yo  se  lo  agradecí  entonces  particularmente,  y desde 
este  sitio  públicamente  les  renuevo  mi  agradeci- 
miento. 

No  hubo  acuerdo  ninguno;  pero  es  la  verdad  que 
la  mayoría  de  los  señores  allí  presentes  entendieron 
que  mientras  no  se  hubiese  contestado  el  mensaje  de 
S.  M.  la  Reina,  no  era  lícito  ocuparse,  generalmente 
hablando,  de  asunto  alguno.  Claro  está  que  esta  ma- 
nifestación hubo  de  hacerse  con  aquellas  limitacio- 
nes que  requieren  las  necesidades  del  sistema  parla- 
mentario, habiendo  alguno  de  aquellos  señores  que 
distinguió  entre  la  palabra  y el  hecho,  que  hablar  es 
una  cosa  y hacer  es  otra  en  los  Parlamentos.  Y el 


Presidente  no  se  cuidó  de  oponer  á eso  aquella  céle- 
bre doctrina,  bien  conservadora  y aun  bien  represiva 
por  cierto,  de  un  célebre’jurisconsulto  inglés,  maes- 
tro en  todas  las  materias  de  derecho,  pero  señalada- 
mente en  materia  de  imprenta,  que  dice  con  una  frase 
latina  que  por  no  caer  en  pedantería  yo  traduciré  al 
español,  «que  el  que  escribe  obra;»  y de  consiguiente 
que  todos  los  escritos  incurren  en  aquella  misma  res- 
ponsabilidad, según  su  naturaleza,  en  que  incurrirían 
los  hechos  mismos  expresados  ó reflejados  en  aquellos 
escritos. 

El  escribir  es  hablar:  y si  escribir  es  hacer,  pu- 
diera sostenerse,  dentro  de  esa  doctrina  conservadora 
de  un  gran  maestro,  que  hablar  aquí  en  esLe  Parla- 
mento era  tanto  como  hacer,  y que  si  no  era  lícito 
acto  ninguno  en  tanto  estuviera  pendiente  el  debate 
sobre  la  contestación  del  mensaje,  claro  está  que  no 
habria  de  serlo  la  palabra  tampoco.  En  esta  gran  li- 
bertad que  así  por  nuestro  Reglamento  como  por  nues- 
tras costumbres  tiene  la  palabra  en  España,  porque 
la  palabra  en  España,  y señaladameate  la  palabra  par- 
lamentaria, tiene  mayor  libertad  de  la  que  alcanza 
en  Naciou  alguna,  es  imposible  que  un  Presidente  de 
mis  ideas  y de  mis  antecedentes  pretenda  coartarla,  y 
el  contrasentido  para  mí  de  cerrar  el  paso  á la  liber- 
tad de  la  palabra  de  los  Sres.  Diputados. 

Por  tanto,  yo  acepté  esa  distinción,  que  si  no  la 
hubiera  aceptado,  ni  hubiera  podido  permitir  ai  Se- 
ñor Conde  de  Toreuo  hablar  sobre  lo  del  Pcregil,  ni 
hubiera  tampoco  permitido  al  Sr.  Romero  Robledo 
razonar  su  demanda  de  documentos  con  aquellas  con- 
sideraciones, ataques,  pudiera  decir,  que  tuvo  á bien 
presentar  á la  consideración  del  Congreso,  con  rela- 
ción á la  conducta  del  Sr.  Ministro  de  Ultramar  y del 
Sr.  Ministro  de  Estado;  y claro  está  que  con  ocasión 
de  los  discursos  de  uno  y de  otro  Sr.  Diputado  se  pe- 
netraba en  ese  campo  que  en  el  absolutismo  de  la 
doctrina  que  aquí  se  nos  presenta  está  cerrado  com- 
pletamente á nuestra  investigación  y á nuestro  exa- 
men entre  tanto  que  no  se  conteste  al  discurso  de  la 
Corona. 

Quedan  los  proyectos  de  ley.  El  art.  7.°  de  la  ley 
de  relaciones  prohíbe  que  se  haga  propuesta  alguna 
en  una  Cámara  sobre  asunto  que  esté  pendiente  como 
proyecto  de  ley  en  la  otra.  El  Sr.  Romero  Robledo 
puede  considerar,  en  efecto,  que  los  términos  de  este 
artículo  se  prestan  á diversas  interpretaciones;  así  á 
aquella  que  expone  S.  S.,  y que  poco  más  ó ménos 
expusieron  la  mayoría  de  los  señores  congregados  en 
el  despacho  de  esta  Presidencia,  como  á otra  teoría 
distinta.  Ahora,  á lo  que  no  puede  llegar  nadie  esa 
pretender  que  los  respetos  debidos  á la  Corona  por 
ambas  Cámaras,  la  cortesía  parlamentaria,  para  ex- 
presarlo en  los  términos  corrientes,  los  respetos  que 
se  deben  entre  sí  los  Cuerpos  Colegisladores,  hayan  de 
entenderse  en  términos  que,  por  ejemplo,  la  presenta- 
ción del  discurso  de  la  Corona  y el  estar  pendiente 
de  dictámen  de  Comisión,  y de  debate  y de  enmienda 
y de  discusión  de  los  Sres.  Senadores,  impidan  ocu- 
parse absolutamente  de  ningún  asunto  á la  otra  Cáma- 
ra, porque  esto  seria  contra  la  igualdad  que  tienen  las 
dos  Cámaras,  contra  el  principio  de  independencia  de 
cada  Cámara,  y sobre  todo,  contra  el  iin  principal  del 
régimen  parlamentario,  el  cual  consiste  en  discutir  y 
en  hacer  aquello  que  según  el  prudente  arbitrio  de 
los  Presidentes  de  las  Cámaras  respectivas,  de  los  je- 
fes de  las  oposiciones,  del  Gobierno,  de  la  mayoría, 
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Y en  general  de  los  Sres.  Di pu Lados  y (le  los  señores 
Senadores,  no  produzca  una  lesión  ni  del  respeto  á la 
Cámara,  ni  del  derecho  de  cada  Cámara,  porque  á 
esto  verdaderamente  no  se  puede  llegar,  y si  se  llega- 
se, y si  prevaleciese  cualquier  oposición  fundada  eu 
el  absolutismo  de  esa  doctrina,  el  tiempo  que  hubie- 
ra de  perderse  caería  necesariamente  bajo  la  respon- 
sabilidad de  aquellos  señores  que  por  estar  tan  con- 
vencidos de  esa  doctrina  misma  no  se  contuvieran 
dentro  de  sus  justos  límites. 

No  puede  entenderse  tampoco,  en  opinión  del  Pre- 
sidente, que  el  discurso  de  la  Corona  sea  uu  proyecto 
de  ley,  que  es  de  lo  que  habla  el  art.  7.°  de  la  ley  de 
relaciones,  ni  que,  por  Lauto,  esté  imposibilitado  el 
Gobierno  de  reproducir  proyectos  de  ley; que  una  cosa 
es  reproducirlos  para  traerlos,  según  el  orden  y los 
procedimientos  parlamentarios,  ai  debate,  cuando  el 
debate  pueda  y deba  tener  lugar,  y oirá  cosa  es  co- 
hibir y limitar  la  prerrogativa  de  la  Corona,  que  por 
medio  de  sus  Ministros  puede  reproducir  los  proyec- 
tos de  ley,  así  como  por  medio  de  sus  Ministros  pudo 
presentarlos  en  Legislaturas  anteriores. 

De  esLe  modo  entiende  el  Presidente  que  pueden 
y deben  concillarse  y armonizarse  los  diversos  y com- 
plicados elementos  de  esta  cuestión,  y así  ha  enten- 
dido y entiende  que  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  pudo,  en  representación  de  la  potestad  Real 
y de  sus  facultades,  reproducir  esos  proyectos,  con  lo 
cual  no  introdujo  aquí  ninguna  novedad  en  las  prác- 
ticas parlamentarias,  sino  que  antes  bien,  como  el 
mismo  Sr.  Romero  Robledo  ha  reconocido  en  su  leal- 
tad, procedió  con  arreglo  d la  generalidad  de  los  ca- 
sos. Ahora,  cuando  llegue  el  caso  de  discutirse  algún 
proyecto  que  toque  al  espíritu,  cuando  no  A la  letra 
de  las  relaciones  entre  ambas  Cámaras,  el  Sr.  Romero 
Itobledo,  que  se  ha  reservado  el  derecho,  y ha  hecho 
bien,  puede  alegar  las  consideraciones  que  estime 
convenientes,  y aun  usar  de  todos  los  medios  parla- 
mentarios para  que  su  opinión  prevalezca  y para  que 
mediante  esa  opinión  se  impida  lo  que  en  opinión  de 
S.  S.  dehe  impedirse. 

El  Presidente  del  Congreso  no  adopta  resolución 
ninguna,  y aunque  no  necesitaría  decirlo,  añade  aún 
que  no  la  ha  adoptado  todavía,  que  son  muchas  las 
consideraciones  á que  hay  que  atender,  y que  el  Pre- 
sidente se  considera  obligado  á consultar  el  caso  con 
el  Gobierno,  no  para  que  el  Gobierno  tenga  responsa- 
bilidad en  los  casos  que  incumben  al  Presidente,  que 
el  Presidente  no  rehuye  jamás  responsabilidades,  an- 
tes tiene  lujo  en  buscarlas,  sino  porque  el  Presidente 
cree  que  debe  obrar  en  esto  oyendo  ai  Gobierno,  así 
como  ha  empezado  por  oir  á las  oposiciones. 

Ahora  diré  al  Sr.  Romero  Robledo  que  no  esta- 
mos, como  S.  S.  mismo  ha  reconocido,  en  ninguno  de 
esos  casos.  Claro  está  que  con  ocasión  del  discurso  de 
la  Corona  se  discute  toda  Ja  política,  toda  la  admi- 
nistración, todo  el  gobierno,  todo  lo  que  hay  de  tejas 
abajo,  puesto  que  se  discuten  las  cosas  civiles,  y las 
cosas  militares,  y las  cosas  políticas,  y las  cosas  ad- 
ministrativas, y las  cosas  eclesiásticas;  pero  todo  esto, 
cuando  se  trata  de  un  mensaje  de  la  Corona,  en  el 
cual  el  Gobierno  hace  la  lista  ó el  programa  de  los 
elementos  que  constituyen  su  política,  Lodo  esto  se 
refiere  á lo  que  constituye  esa  política  misma,  y el 
Presidente,  por  lo  mismo  que  no  había  tomado  toda- 
vía acuerdo  alguno,  ni  lo  ha  tomado  aúu,  se  ha  eu- 
CQQtrado  en  oslas  situaciones:  ó en  la  dé  suspender 


las  sesiones  del  Congreso  por  falta  de  asuntos  de  que 
tratar,  ó en  la  de  poner  á la  orden  del  dia  algunos 
que  no  tropezasen  con  ninguna  susceptibilidad,  ni  se 
rozasen  con  ninguna  prerrogativa,  ni  con  ningún  de- 
recho, ni  siquiera  con  ninguna  cortesía,  y por  eso 
puso  en  la  órdeu  del  dia  dos  dictámenes  derivados  de 
dos  proposiciones  de  ley  debidas  á la  iniciativa  de 
los  Sres.  Diputados,  y que  no  forman,  por  lo  tanto, 
parte  del  conjunto  de  la  política  del  Gobierno,  presen- 
tado en  el  mensaje  al  examen  del  Senado.  De  suerte 
que  ni  ese  proyecto  de  manicomio,  que  se  ha  retira- 
do, formaba  parte  de  la  política  del  Gobierno,  ni  lo 
forma  el  dictamen  relativo  á la  reforma  de  algunos 
artículos  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  debido  á 
la  iniciativa  del  Sr.  Azcárate. 

Por  de  pronto,  pues,  no  estamos  en  el  caso  de  nin- 
gún conflicto,  como  el  Sr.  Romero  Robledo  lia  reco- 
nocido. Al  reproducir  el  Gobierno  los  proyectos  de 
ley,  no  quiere  decir  ui  que  se  discutan,  ni  que  dejen 
de  discutirse;  no  ha  hecho  más  que  cumplir  el  ofre- 
cimiento que  hizo  en  el  mensaje  y que  puso  en  labios 
de  S.  M.  la  Rema. 

Ofreció  allí  reproducir  sus  proyectos  de  ley,  y los 
ha  reproducido,  y naturalmente,  aquellos  que  estaban 
presentados  en  el  Congreso,  en  el  Congreso  los  ha  re- 
producido. Y ahora  no  vamos  á discutir  ningún  pro- 
yecto de  esos  reproducidos  por  el  Gobierno;  vamos  á 
discutir  un  dictamen  que,  como  ha  dicho  el  Sr.  Ro- 
mero Robledo,  y como  el  Sr.  Romero  Robledo  sabe, 
porque  se  cuida  mucho  de  saber  el  origen  y el  ca- 
mino que  llevan  las  cosas  que  se  hallan  en  estado  de 
discusión,  procede  de  la  iniciativa  individual  de  un 
Sr.  Diputado. 

Creo,  pues,  que  no  he  dejado  de  decir  á S.  S.  nada 
de  aquello  que  debo  A su  respeto  y á su  importancia, 
y que  no  le  he  dado  tampoco  materia  impropia  é in- 
oportuna de  debate;  y dejando  á salvo,  como  siempre 
lo  hubiese  quedado  aunque  el  Presidente  no  lo  decla- 
rase, porque  esas  cosas  de  suyo  van,  y el  derecho  del 
Diputado  es  independiente  de  que  el  Presidente  le  re- 
conozca ó le  omita;  dejando  á salvo  todas  estas  cosas, 
queda  reducido  el  caso  á que  se  halla  en  la  orden  del 
dia  un  diolámen  que  no  tiene  nada  que  ver  con  los 
asuntos  pendientes  de  discusión  en  la  otra  Cámara 
por  consecuencia  del  mensaje  de  la  Corona. 

El  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  No  tengo  absoluta- 
mente nada  que  oponer  á las  prudentes  palabras  que 
ha  expuesto  con  tanta  elocuencia  el  Sr.  Presidente 
de  la  Cámara.  Quiero  hacer  una  sola  rectificación.  Yo 
no  he  defendido  el  absolutismo  de  la  doctrina  que  re- 
dujera á una  Cámara  al  silencio  y á la  vacación  for- 
zosa mientras  el  mensaje  se  discutía  en  la  otra.  Yo 
he  hecho  un  argumento  para  demostrar  la  posibilidad 
de  que  la  opinión  llegara  á encontrar  una  incompa- 
tibilidad absoluta  entre  la  discusión  del  mensaje  y 
la  discusión  de  todo  proyeclo  de  ley:  pero  al  hacer 
este  argumento,  no  sostenía  mi  opinión,  y la  prueba 
es,  que  yo  liabia  usado  de  la  palabra  en  la  última  se- 
sión para  otro  asunto,  como  el  Sr.  Presidente  ha  re- 
cordado; y otra  prueba  más  concluyente  está  en  que 
en  las  palabras  que  he  pronunciado  esta  tarde  lie 
acabado  por  ofrecerle  al  Sr.  Presidente  mi  concurso 
para  queso  discutiera  el  proyecto  de  ley  que  está  á 
la  ói'den  del  dia.  Claro  está  que  cuando  se  llevan  á sus 
extremos  las  distintas  ftfculiadéa  que  so  armonizan 
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en  el  conjunto  de  las  instilaciones,  resultan  incompa- 
tibilidades que  salva  el  prudente  arniLrio  de  las  per- 
sonas llamadas  á imprimir  dirección  á ios  organis- 
mos políticos,  y que  en  este  caso  ejercita  con  tanto 
aplauso  de  todos,  y con  tanta  cortesía,  el  Sr.  Presi- 
dente de  la  Cámara,  oyendo  á ios  representantes  de 
los  distintos  partidos. 

Estamos,  por  consecuencia,  plenamente  de  acuer- 
do.  Si  se  reconoce  por  el  Sr.  Presidente  de  la  Cámara, 
y por  todos,  que  hay  proyectos  de  ley  cuya  discu- 
sión sería  incompatible  con  la  del  mensaje  en  la  otra 
Cámara;  si  se  reconoce  por  el  Sr.  Presidente  de  la 
Cámara  y por  los  jefes  de  todos  ios  partidos  que  la 
reproducción  hecha  por  el  Sr.  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros  de  los  proyectos  de  ley  de  la  pasada  le- 
gislatura no  significa  que  se  haya  de  entrar  en  la 
discusión  de  esos  proyectos  que  se  rocen  con  la  ma- 
teria expuesta  en  el  mensaje  de  la  Corona;  si  todas 
estas  salvedades  se  cumplen,  yo  presto  con  gusto  mi 
asentimiento  á que  el  Congreso  se  ocupe  de  materias 
útiles,  tales  como  las  del  proyecto  de  ley  debido  á la 
iniciativa  del  Sr.  Azcárate,  y está  mi  objeto  cumplido 
y satisfecho.  Mi  objeto  es,  al  discutirse  esta  materia, 
salvar  mi  derecho  y hacer  presente  que  el  asenti- 
miento que  daremos  á la  discusión  de  este  proyecto 
no  significa  el  abandono  de  nuestra  actitud  ni  de 
nuestra  opinión  sobre  proyectos  que  juzgamos  incom- 
patibles de  ser  discutidos  al  mismo  tiempo  que  se 
discute  el  mensaje  de  la  Corona  en  la  otra  Cámara. 
El  Sr.  Presidente  lo  reconoce;  yo  le  doy  las  gracias,  y 
por  mi  parte,  satisfactoriamente,  ha  concluido  el  ob- 
jeto de  estas  mis  observaciones. 

El  Sr.  presidente.  El  Sr.  Romero  Robledo 
toma  en  estas  circunstancias  la  actitud  prudente  y 
parlamentaria  que  era  de  esperar  de  S.  S.  Yo  se  lo 
agradezco  por  todo  extremo.  Yo  confirmo  casi  todas 
las  manifestaciones  que  me  atribuye  el  Sr.  Romero 
Robledo  en  punto  á reconocer,  aunque  no  era  nece- 
sario, que  S.  S.  y todos  los  Sres.  Diputados  tienen 
reservado,  á salvo  su  derecho  para  oponerse  á la  dis- 
cusión de  todos  aquellos  proyectos  que  entiendan 
que  no  se  pueden  discutir  al  mismo  tiempo  que  se 
discuta  el  mensaje  en  el  Senado.  Lo  único  que  recti- 
fico es,  que  el  Presidente  haya  asentido  á la  idea  de 
que  ninguno  de  esos  proyectos  que.  puedan  estar  en 
esa  circunstancia  no  puedan  discutirse.  El  Presidente 
no  ha  adelantado  en  esto  declaración  ninguna.  Y así 
romo  S¿  S.  se  reserva  su  derecho,  el  Presidente  se 
reserva  su  facultad. 


El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  ( Allnreda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Deberes  ineludibles  de  ini  cargo  me  hicieron  ausen- 
tarme de  esta  Cámara  el  otro  día,  un  momento  antes 
que  mi  amigo  particular  el  Sr.  Danvila,  se  levantase 
á pedir  documentos  relativos  á ciertos  hechos  de  or- 
den público  y electorales  de  la  provincia  de  Valen- 
cia, Me  apresuro,  pues,  á contestar  al  Sr.  Danvila,  di- 
ciéndole  que,  tan  luego  como  tenga  la  comunicación 
de  la  Mesa  al  Ministerio  de  la  Gobernación,  el  Minis- 
tro de  la  Gobernación  se  apresurará  á traer  aquí 
lodos  los  documentos  pedidos  por  S.  S. 

Y como  S.  S.  hizo  algunas  observaciones  en  el 


acto  de  pedir  estos  documentos,  el  Sr.  Danvila  com- 
prenderá que  no  soy  yo  excesivo  pidiendo  á la  Cá- 
mara que  detenga  su  opinión  antes  de  formar  juicio 
sobre  las  apreciaciones  emitidas  por  el  Sr.  Danvila. 
Cuando  los  expedientes  vengan,  cuando  el  Sr.  Danvila 
los  conozca  en  todos  sns  detalles,  podrá  corroborar 
sus  afirmaciones  ó rectificarlas  en  un  sentido  más  di- 
recto de  la  verdad  de  los  hechos.  Y si  creyera  conve 
nienLe  al  interés  público  discutirlos,  yo  estaria  en  mi 
puesto  para  contestar.  Porque  de  puro  vulgar,  no 
tengo  yo  que  decir  que  los  hechos  perpetrados  por 
mis  antecesores  en  este  sitio  son  como  si  yo  los  hu- 
biera ejecutado.  Yo  tengo,  pues,  toda  la  responsabi- 
lidad de  esos  acontecimientos;  no  solo  porque  es  mi 
deber,  sino  porque  estudiados  de  una  manera  some- 
ra, porque  no  he  tenido  más  tiempo  que  de  ayer  á 
hoy,  me  hago,  ya  digo,  por  deber,  solidario  de  esos 
hechos,  y por  convencimiento  estoy  dispuesto  á de- 
fender las  determinaciones  tomadas  por  los  anteriores 
Ministros  de  la  Gobernación,  por  considerarlas  per- 
fectamente ajustadas  á derecho  y dentro  de  las  con- 
diciones más  estrictas  de  sus  deberes  respectivos  y 
de.  una  política  conveniente  á los  intereses  públicos. 

El  Sr.  DANVILA:  Pido  la  palabra. 

El  Si*.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Danvila.  No  es  por- 
que S.  S.  haya  pedido  la  palabra  á propósito  de  Ja 
pregunta  ó ruego  que  pensase  hacer,  y con  cuyo  mo- 
tivo hubo  de  pedirla  antes  de  empezar  la  sesión,  sino 
porque  probablemente  querrá  decir  algo  al  Sr.  Minis- 
tro de  la  Gobernación,  le  concedo  la  palabra. 

El  Sr.  DANVILA:  Sencillamente  para  pronunciar 
muy  pocas,  contestando  al  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación; primero,  para  agradecerle  la  deferencia  do 
las  manifestaciones  que  ha  hecho  en  la  primera  par- 
te de  su  discurso,  y para  esperar  confiadamente  la 
remesa  de  esos  expedientes  y datos  que  éstos  conten- 
gan, que,  con  otros  que  yo  procuraré  añadirles,  com- 
pletarán y demostrarán  la  verdad  de  las  afirmaciones 
que  hice  en  la  tarde  de  anteayer. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Macho  ine  alegraré  de  que  el  Sr.  Danvila  traiga  los 
documentos  que  crea  más  convenientes  y más  perti- 
nentes al  esclarecimiento  de  la  verdad. 

Ni  en  esta  cuestión,  ni  en  ninguna  otra,  me  mue- 
ve ningún  interés  político.  Ya  el  Sr.  Danvila  se  ha- 
brá (convencido  de  que  soy,  por  temperamento  y por 
carácter,  un  Ministro  de  la  Gobernación  de  pocas  pa- 
siones políticas,  y que  busco  el  esclarecimiento  de  la 
verdad  y el  triunfo  de  ía  justicia;  de  manera  que  me 
alegro  de  que.  S,  S.  presente  nuevos  datos.  Yo  le  ase- 
guro que  he  de  presentar  todos,  absolutamente  todos 
los  que  hay  en  el  Ministerio  de  la  Gobernación.  Y 
digo  más:  si  el  Sr.  Danvila  creyera  convenientes  otros 
datos  que  no  existan  en  el  Ministerio,  yo  los  pediría 
á las  autoridades  militares,  á las  autoridades  civiles 
y á cuantas  individualidades  oficiales  ó no  oficiales 
pudiera  ser  conveniente  para  el  esclarecimiento  déla 
verdad. 

El  Sr.  Ministro  de  Hacienda  me  dice  que  él  en- 
viará también  lo  que  el  Sr.  Danvila  ha  pedido  á ese 
departamento,  y así  espero  yo  que  todos  formaremos, 
primero,  el  convencimiento  de  lo  que  es  cierto,  y se- 
gundo, un  juicio  que  arranque  de  la  rectitud  respee- 
t iva  del  Sr.  Danvila  y del  Ministro  de  la  Gobernaron, 
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y no  un  juicio  que  arranque  de  las  pasiones  polí- 
tica». 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Suarez  Inclán  tiene 
la  palabra. 

El  Sr.  SUAREZ  INCLAN:  Para  rogar  á la  Mesa 
se  sirva  tener  por  reproducido,  en  el  estado  en  que  se 
hallaba  en  la  anterior  legislatura,  el  proyecto  de  ley 
coucediendo  pensión  á dona  Victorina  Atorrasagasti, 
viuda  del  comandante  de  Estado  Mayor  D.  Ramón 
Jáudenes. 

EL  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Queda 
reproducido. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  señor 
Danvila. 

El  Sr.  DANVILA:  Es  sencillamente  para  dirigir 
un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Fomento. 

La  Asociación  de  escritores  y artistas  españoles 
tiene  designada  una  Comisión  especial,  que  tengo  la 
honra  de  presidir,  para  examinar  todas  aquellas  cues- 
tiones que  se  relacionan  con  ios  derechos  de  los  au- 
tores, en  relación  también  con  la  ley  de  propiedad  in- 
telectual. Las  últimas  resoluciones  del  señor  gober- 
nador civil  de  la  provincia,  que  en  este  asunto  depende 
directamente  del  Ministerio  de  FomenLo,  han  sido 
examinadas  por  esta  Comisión,  y unánimemente  se 
lia  estimado  que  la  última  resolución  del  señor  go- 
bernador civil  de  la  provincia  no  se  ajusta  ni  á los 
tratados  internacionales,  niá  la  última  conferencia  de 
Berna,  ni  muebo  menos  á la  letra  y espíritu  de  la  ley 
de  10  de  Enero  de  1879,  ni  al  reglamento  para  su  eje- 
cución. Es  más:  entiende  que  esta  última  resolución 
se  baila  en  abierta  contradicción  con  otras  adoptadas 
por  dicha  Autoridad,  y aun  por  el  Ministerio  de  Fo- 
mento en  una  época  bastante  próxima. 

Para  tratar  de  este  asunto  y para  fijar  de  una  vez 
los  deberes  de  esta  Autoridad  con  relación  á la  ley 
citada,  ruego  ai  Sr.  Ministro  de  Fomento  remita  á la 
Cámara  el  expediente  instruido  en  su  departamento 
acerca  de  la  suspensión  de  la  ejecución  de  la  zarzuela 
Cánnen  en  el  teatro  de  la  Zarzuela,  y otro  expediente 
que  radica  en  su  Ministerio,  relativo  al  recobro  de  las 
obras  del  maestro  Meyerbeer  y otros  compositores 
extranjeros. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodrigo): 
Pulo  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Antes  de  da:  la  palabra  al 
8r.  Ministro  de  Fomento,  be  de  manifestar  al  Sr.  Dan- 
vila que  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  ha  sido 
tan  eficaz  respecto  al  ruego  que  S.  S.  hubo  de  diri- 
girle  el  ultimo  día  de  sesión,  que  habiéndosele  remi- 
túlo  esta  mañana  la  comunicación  correspondiente 
por  la  Mesa  del  Congreso,  acaban  de  llegar  aquí,  y 
están  A disposición  del  Sr.  Danvila  y de  todos  los  se- 
ñores Diputados,  los  documentos  relativos  al  conflic- 
to ocurrido  en  Valencia  con  motivo  de  los  consumos. 

El  Sr.  Ministro  de  Fomento  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodrigo): 
Tengo  el  gusto  de  decir  al  Sr.  Danvila  que  esta  mis- 
ma  tarde  daré  orden  al  respectivo  Negociado  para  que 
se  envíen  á la  Cámara  los  dos  expedientes  que  ha  re- 
damado S.  S. 

El  Sr.  DANVILA:  Pido  la  palabra. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  DANVILA:  Sencillamente  para  correspon- 
der A la  benevolencia  del  Sr.  Ministro  de  Fomento, 
consignando  mi  más  expresivo  reconocimiento. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Me  pedido  la 
palabra  para  dirigir  un  ruego  cariñoso  al  Sr.  Minis- 
tro de  Fomento. 

En  la  última  legislatura  votaron  las  Cámaras  una 
ley  concediendo  un  crédito  de  un  millón  de  pesetas 
para  extinguir  la  langosta  que  aflige  y Liene  desola- 
das á las  provincias  de  Ciudad- Real,  Albacete,  Cuen- 
ca y Toledo.  Estamos  ya  en  el  período  crítico  de  em- 
pezar la  campaña  de  invierno,  para  hacer  todo  lo  po- 
sible a fin  de  que  desaparezca  la  mayor  cantidad  de 
canuto,  pues  haciéndolo  en  este  tiempo  so  consiguen 
dos  objetos:  primero,  con  poco  dinero,  pues  los  jorna- 
les ahora  están  bajos,  recoger  mucho  canuto,  y por 
tanto,  facilitar  el  extinguir  por  completo  la  langosta 
al  impedir  su  desarrollo;  y segundo,  prestar  un  ser- 
vicio á las  clases  jornaleras  de  esas  provincias,  que  se 
hallan  en  situación  muy  critica  por  efecto  de  la  pla- 
ga. De  modo  que  haciéndolo  ahora,  con  muy  pocos 
jornales,  que  al  precio  que  están  hoy  suponen  pe- 
queño gasto,  se  pueden  conseguir  mayores  ventajas 
que  en  la  primavera,  cuando  haya  que  hacer  la  per- 
secución del  mosquito,  en  cuya  época  los  jornales  son 
más  caros  y no  han  de  obtenerse  tan  buenos  resul- 
tados. 

Por  estas  consideraciones,  yo  espero  que  el  señor 
Ministro  de  Fomento,  sin  dilación  ninguna,  procura- 
rá emplear,  en  la  forma  prudente  y acertada  propia 
de  la  rectitud  y talento  de  S.  S.,  el  crédito  que  vota- 
ron las  Cámaras,  empezando  la  campaña  de  invierno. 

Es  este  un  asunto  de  tal  importancia  y significa- 
ción para  las  provincias  a que  rne  refiero,  que  no 
dudo,  dado  el  interés  de  S.  S.  por  la  agricultura,  y el 
amor  que  tienen  todos  los  Gobiernos  á las  clases  jor- 
naleras, que  mirará  con  especial  predilecion  el  señor 
Ministro  de  Fomento,  puesto  que  teniendo,  como  su 
señoría  tiene,  medios  sobrados  para  ello  dentro  del 
crédito  concedido  para  extinguir  la  plaga,  al  hacer 
una  buena  campaña  de  invierno  conseguirá  mayores 
triunfos  que  los  que  ha  alcanzado,  muy  grandes  y 
muy  justos,  como  orador  parlamentario  y como  hom- 
bre de  gobierno.  Este  será  un  triunfo  para  S.  S.,  que 
valdrá  mucho  más,  con  valer  tanto,  que  los  que  ha 
alcanzado  como  hombre  de  Estado  y como  Ministro 
de  Fomento. 

Yo  ruego,  pues,  á S.  S.  que  sin  demora  alguna 
haga  por  que  se  empiece  á preparar  todo  lo  necesario 
para  la  campana  de  invierno,  á fin  de  que  sea  tan 
eficaz  y tan  bien  dirigida  como  no  dudo  que  lo  será 
siendo  Ministro  de  Fomento  una  persona  tan  compe- 
tente como  S.  S. 

Sin  filtraciones  para  personal,  y aplicado  el  cré- 
dito, como  lo  será,  á extinguir  langosta,  ésta  desapa 
recerá  y podrán  tener  cosechas  de  todas  clases  las 
provincias  manchegas,  hoy  arruinadas. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodrigo): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministrode  FOMENTO  (Navarro  y Rodrigo): 
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Señores,  para  corresponder,  siquiera  en  el  propósito, 
siquiera  en  la  intención,  al  lisonjero  conceplo  que  el 
Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  ha  tenido  la  bondad  de  ex- 
poner sobre  ni  i persona,  tengo  la  satisfacción  de  anun- 
ciarle que  considero  que  no  ha  de  empezar,  sino  que 
ha  empezado  para  mí  la  campaña  de  invierno  contra 
la  langosta,  campaña  que  sigue  el  Sr.  Gutiérrez  de  la 
Vega  con  gran  empeño  desde  la  anterior  legislatura, 
y me  prometo  que  esta  vez  hemos  de  tener  seguro  y 
eficaz  resultado. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Sencilla- 
mente para  dar  las  gracias  al  Sr.  Ministro  de  Fo- 
mento. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Los  Arcos  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  LOS  AROOS:  He  pedido  la  palabra,  señor 
Presidente,  con  objeto  de  dirigir  dos  ruegos  á S.  S. 
Es  el  primero,  el  de  pedirle,  en  uso  del  derecho  que 
me  concede  el  Reglamento,  que  se  tenga  por  repro- 
ducido el  voto  particular  que  presenté  en  la  anterior 
legislatura,  relativo  ai  dictamen  referente  al  suplica- 
torio para  procesar  al  Sr.  Diputado  1).  Fernando  Ro- 
mero Gilsanz. 

Es  el  segundo,  que  teniendo  que  hacer  una  pre- 
gunta al  Sr.  Ministro  de  Estado,  se  sirva  reservarme 
la  palabra  para  en  el  caso  de  que  este  Sr.  Ministro  se 
presente  antes  de  entrar  en  el  órden  del  dia. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Queda  reproducido  el  voto 
particular,  y se  reserva  al  Sr.  Los  Arcos  la  palabra 
para  el  caso  de  que  el  Sr.  Ministro  de  Estado  llegue 
antes  de  entrar  en  el  orden  del  dia,  ó si  está  aquí  des- 
pués que  de  la  orden  del  dia  se  haya  salido. 

( Véase  el  Apéndice  2.°  d este  Diario.) 


EL  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Vincenli  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  VINCENTI:  He  pedido  la  palabra  para  re- 
producir la  proposición  de  ley  que  tuve  el  honor  de 
presentar  en  la  anterior  legislatura,  relativa  á la  re- 
baja de  las  tarifas  de  ios  telegramas  dedicados  al  ser- 
vicio de  la  prensa. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Queda  re- 
producida la  proposición. 

[Véase  el  Apéndice  3.ü  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Martinez  Luna  tiene 
la  palabra. 

El  Sr.  MARTINEZ  LUNA:  He  pedido  la  palabra 
para  hacer  dos  súplicas:  una  al  Sr.  Ministro  (le  Ha- 
cienda y otra  al  Sr.  Presidente  de  ia  Cámara. 

La  primera,  que  dirijo  al  Sr.  Ministro  de  Hacien- 
da, es  para  que  haga  el  favor,  si  quiere,  de  traer  aL 
Congreso  una  lista  de  todas  las  fincas  embargadas 
por  el  Estado  por  falta  (le  pago  de  la  contribución,  en 
la  Península  é islas  adyacentes,  y lo  que  esas  fincas, 
administradas  por  el  Estado,  hayan  producido  al  Te- 
soro público;  pues  yo  considero  ese  dato  muy  impor- 
tante para  tenerlo  en  cuenta  en  la  discusión  de  los 
presupuestos, 


La  segunda  súplica  es  al  Sr.  Presidente  de  la  Cá- 
mara. En  la  primera  legislatura,  dos  generales  ilus- 
tres dijeron  aquí  que  por  el  contrato  Felip  se  había 
perjudicado  al  Estado  en  2 millones  de  duros.  Yo 
pedí  después  el  expediente  Felip,  para  que  pudieran 
estudiarlo  todos  los  Sres.  Diputados  y ver  qué  verdad 
había  en  aquello,  quién  había  faltado  a la  ley  y quién 
liabia  perjudicado  al  Erario  público  en  esa  cantidad; 
pero  en  legislatura  y media  no  he  podido  conseguir 
que  ese  expediente,  venga  al  Congreso.  Se  me  dijo  que 
estaba  en  el  Senado;  pero  como  en  legislatura  y me- 
dia hay  tiempo  para  que  algún  Senador  haya  podido 
verlo,  por  eso,  Sr.  Presidente,  ruego  á S.  S.  que  con 
su  autoridad  de  Presidente  haga  el  favor  de  pedirlo 
para  que  venga  aquí,  puesto  que  la  mia  parece  no  es 
suficieule. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Su  señoría,  por  ser  Dipu- 
tado y por  ser  quien  es,  tiene  derecho  á lo  que  ha 
pedido,  que  es  bien  modesto,  y á mucho  más;  y si 
alguna  autoridad  faltase  al  Sr.  Diputado,  el  Presiden- 
te le  prestará  toda  la  suya.  Sin  embargo,  se  pondrá 
la  comunicación  oportuna  para  que  venga  el  expe- 
diente reclamado  por  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigeer- 
ver):  Yo  desearía  que  el  Sr.  Luna  puntualizara  un 
poco  los  datos  que  desea  remita  á esta  Cámara,  pues 
tal  como  lo  he  entendido  podía  retrasarse  la  remisión 
por  necesidad  de  buscarlos  en  algunas  provincias. 
Supongo  que  lo  que  S.  S.  quiere  es  un  resúmen,  por 
provincias,  de  las  fincas  embargadas,  y después  lo 
que  hayan  producido  en  cada  provincia,  en  globo, 
esas  fincas.  En  ese  caso  yo  ofrezco  á S.  S.  que  ven- 
drán al  Congreso  los  datos  que  S.  S.  desea. 

El  Sr.  MARTINEZ  LUNA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MARTINEZ  LUNA:  Para  dar  las  más  ex- 
presivas y cariñosas  gracias  al  Sr.  Presidente  de  la 
Cámara  y al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  por  la  benevo- 
lencia con  que  han  acogido  rnis  súplicas. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Alvarado  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  ALVARADO:  Para  reproducir  la  proposi- 
ción de  ley  relativa  á la  condonación  de  contribución 
á varios  pueblos  de  la  provincia  de  Huesca,  y presen- 
tar dos  exposiciones  relativas  al  mismo  asunto.. 

Ya  que  estoy  eu  el  uso  de  la  palabra,  voy  á diri- 
gir una  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar.  Sabe 
S.  S.  los  graves  perjuicios  que  experimenta  el  co- 
mercio de  la  Península  con  Filipinas  á consecuencia 
de  la  depreciación  de  la  moneda  que  circula  en  aque- 
lla posesión  ultramarina;  y no  dudo  que  S.  S.  lo  sabe 
y habrá  estudiado  el  asunto,  y aun  tengo  noticias 
particulares  acerca  de  los  trabajos  hechos  por  su  se- 
ñoría; pero,  sin  embargo,  yo  le  ruego  que  á la  ma- 
yor brevedad  posible,  tan  pronto  como  las  necesida- 
des de  su  departamento  se  lo  permitan,  adopte  las 
medidas  conducentes  á hacer  que  cese  ese  estado  do 
perturbación  en  las  relaciones  comerciales  de  la  Pe- 
nínsula con  Ultramar,  por  las  causas  á que  antes  me 
lie  referido. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  Pido 

la  palabra, 
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El  Si*.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ultramar  (Baláguer):  En 
efecto,  tiene  razón  S.  S.  A consecuencia  de  lo  que 
pasa  con  el  giro,  hay  una  verdadera  perturbación, 
porque  el  giro  está  muy  alto  y,  por  consiguiente,  se 
perjudican  en  gran  manera  los  intereses  del  comer- 
cio; pero  puedo  asegurar  á S.  S.  que  mi  compañero 
el  Sr.  Ministro  de  Uacienda  y yo  nos  estamos  ocu- 
pando, hace  días,  de  eso,  y es  muy  posible,  aunque 
uo  lo  sé  todavía,  que  se  traiga  a las  Górles  un  proyec- 
to de  ley  para  tratar  de  remediar  dicho  mal.  Yo  pue- 
do asegurar  que  vov,  sin  pérdida  de  tiempo,  á reme- 
diarlo, en  todo  Jo  que  de  raí  dependa. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  La  pro- 
posición del  Sr.  Alvarado,  queda  reproducida,  y los 
documentos  que  S.  8.  presenta  pasarán  á la  Comisión 
correspondiente. 

( Véase  el  Apéndice  4.°  á este  Diario.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Tengo  el  gusto  de  mani- 
festar al  Sr.  Martínez  Luna,  que  inmediatamente  que 
oí  su  pregunta,  di  orden  de  averiguar  el  estado  del 
expediente  que  ha  citado,  y se  me  acaba  de  comuni- 
car que  dicho  expediente  está  en  el  Congreso  á dispo- 
posicion  de  S.  S. 

El  Sr.  MARTINEZ  LUNA*  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  MARTINEZ  LUNA:  Para  dar  las  gracias 
a!  Sr.  Presidente,  que  ha  hecho  en  un  minuto  lo  que 
yo  no  he  podido  hacer  en  año  y medio;  aunque  creo 
que.  habiéndolo  pedido  yo,  y habiéndome  contestado 
el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  que  estaba  en  la  otra 
Cámara,  valía  la  pena  que  se  me  hubiera  pasado  un 
recado  de  atención  cuando  ha  venido  el  expediente; 
que  aunque  soy  el  último  de  los  Diputados,  tengo 
la  representación  de  una  parte  del  país.  De  todos  mo- 
dos, S.  8.  ha  podido  hacer  en  un  minuto  más  que  yo 
en  año  y medio. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  No  ha  sido  obra  de  ningún 
prodigio  ni  encauto  lo  que  acaba  de  suceder;  lo  único 
que  lia  habido,  ha  sido  mi  deseo  de  informarme  en 
seguida;  y,  como  consecuencia  de  esto,  he  sabido  que 
el  expediente  está  aquí  hace  algún  tiempo. 

No  hay  costumbre  de  que  por  Secretaría  se  avise, 
siuo  que  suelen  cuidar  los  Sres.  Diputados  de  ver  si 
ha  venido  el  expediente,  y si  no  ha  venido  vuelven  a 
reclamarlo.  Su  señoría  ha  tenido  la  prudencia  de  no 
hacer  nueva  reclamación,  y á esta  prudencia  suya  hay 
que  atribuir  el  que  estando  aquí  el  expediente,  S.  S.  no 
lo  haya  visto. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Cruz  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  CRUZ:  Para  reproducir  en  el  estado  en  que 
se  encuentra  la  proposición  de  ley  relativa  á la  cons- 
trucción de  un  ferro-carril  económico,  sin  subvención 
del  Estado,  que  partiendo  de  las  minas  del  Castillo  de 
Guardas  termine  en  Sevilla. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Queda 
reproducida. 

{Véase  el  Apéndice  5.°  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Aivarez  Marino  tiene 
la  palabra. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  La  he  pedido  con 
objeto  de  dirigir  dos  ruegos  al  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda. 


Se  reduce  el  primero  á solicitar  de  S.  S.  que  tenga 
la  bondad  de  traer  al  Congreso  todas  las  instruccio- 
nes que  se  hayan  comunicado  por  el  departamento 
de  8.  S.  á los  delegados  de  Hacienda  para  el  cum- 
plimiento del  Real  decreto  sobro  formación  de  las 
nuevas  cartillas  evaluatorias,  porque  según  las  órde- 
nes que  han  recibido  los  pueblos  de  los  delegados  de 
Hacienda,  temo  que  va  á quedar  completamente  des- 
virtuado el  objeto  que  se  propuso  el  Gobierno,  puesto 
que  no  solo  se  imponen  los  tipos  ó precios  medios, 
sino  que  se  prohihe  á los  pueblos  qué  puedan  dedu- 
cir de  los  gastos  generales  las  cantidades  que  verda- 
deramente emplean  en  el  cultivo.  Además,  como  el 
decreto  dispone  que  los  pueblos  (pie  no  presenten  las 
nuevas  relaciones  quedarán  sujetos  á las  antiguas, 
los  Ayuntamientos  que  tienen  arreglados  estos  asun- 
tos á su  gusto  dejan  de  presentarlas. 

Yo  suplico  A S.  S.  que  traiga  esos  datos,  porque 
si  no,  van  á continuar  indefinidamente  las  mismas  re- 
clamaciones y los  mismos  errores  que  han  existido 
hasta  ahora,  por  tener  en  cuenta  los  precios  medios 
de  los  puntos  de  consumo  en  vez  de  los  de  los  puntos 
do  producción.  Hemos  visto  que  algunos  delegados 
de  Hacienda  dirigían  á los  pueblos  mandatos  tan  ab- 
solutos para  que  los  tipos  para  la  formación  de  las 
cartillas  evaluatorias  se  sujeten  á sus  órdenes  sin  de- 
jarles libertad  alguna,  que  para  esto  valía  más  que 
los  mismos  delegados  hicieran  las  cartillas. 

También  suplico  á S.  S.  que  remita  el  expediente 
íütegro  de  los  censos  que  se  han  redimido  con  arre- 
glo á la  última  ley.  Deseo  tener  datos  sobre  este 
asunto,  para  ver  si  se  han  lesionado  en  alguna  oca- 
sión los  intereses  del  Tesoro,  por  no  estar  en  armonía 
las  pretensiones  de  los  compradores  de  esos  censos 
con  las  cantidades  en  que  han  sido  vendidos. 

El  Sr.  Ministiode  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Tendré  mucho  gusto  en  remitir  al  Congreso,  no 
solo  el  decreto,  que  éste  de  sobra  lo  conoce  el  señor 
x\lvarez  Marino,  puesto  que  se  ha  publicado  en  la  Ga 
ceta,  sino  las  Reales  órdenes  que  haya  motivado,  y 
sobre  todo  las  instrucciones  para  su  cumplimiento, 
porque  éstas  serán  las  que  principalmente  desee  cono- 
cer S.  S. 

En  realidad  no  sé  á qué  puede  referirse  el  Sr.  Al- 
varez  Marino  al  hablar  de  las  instrucciones  dadas  por 
algunos  delegados;  yo  creo  que  se  habrán  interpretado 
en  todas  ellas  los  propósitos  y deseos  del  Gobierno, 
que  bien  claramente  consignados  están  en  el  preám- 
bulo del  decreto  ordenando  la  formación  de  las  nue- 
vas cartillas  evaluatorias.  Su  señoría  habla  de  la 
obligación  que  se  ha  impuesto  á determinados  pueblos 
de  tener  en  cuenta  ciertos  y determinados  datos:  en 
este  punto  es  natural  que  para  poder  formar  idea  del 
precio  de  los  artículos  en  determinadas  localidades, 
se  aprecien  algunas  manifestaciones  de  esos  mismos 
precios,  como,  por  ejemplo,  los  contratos  hechos  por 
la  Administración  militar,  los  tipos  que  han  alcanza- 
do según  publicaciones  oficiales,  etc.,  etc.;  pero  cua- 
lesquiera que  sean  las  reglas  para  este  objeto  fijadas, 
ha  de  tener  en  cuenta  S.  S.  que  los  Ayuntamientos  y 
las  Juntas  encargadas  de  formar  el  primer  proyecto  de 
cartillas  evaluatorias  pueden  hacer  cuantas  observa- 
ciones crean  necesarias  para  la  mayor  ilustración  del 
Gobierno  cuando  en  último  término  tenga  que  resol- 
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ver  sobre  estas  gravísimas  y delicadas  cuestiones.  El 
Gobierno  ha  querido  ilustrar  su  juicio  con  el  infórme 
ilc  todas  las  personas  y Corporaciones  que  estaban  en 
el  caso  de  emitirle,  empezando  por  las  Juntas  á que  1 
ine  acabo  de  referir;  y en  los  proyectos  que  estas  Jun-  1 
tas  presen Len,  no  se  han  de  limitar  á lijar  los  precios 
con  arreglo  á determinadas  regias,  sino  que  pueden 
y deben  hacer  todas  las  observaciones  que  crean  con- 
venientes, apreciando,  siempre  que  proceda,  circuns- 
tancias especiales  de  localidad,  de  modo  que,  tanto 
los  proyectos  <lé  cartillas  evaluatorias  como  las  obser- 
vaciones de  que  vayan  acompañados,  sean  debida- 
mente apreciadas,  primero,  por  el  Centro  provincial 
que  ha  de  informar  sobre  ellos;  después,  por  el  Con- 
sejo de  Estado,  y últimamente  por  el  Gobierno. 

Siendo  esto  así,  comprenderá  el  Sr.  Alvaroz  Mari- 
no que  no  hay  ningún  peligro  para  ios  Ayuntamien- 
tos en  tomar  en  cuenta  determinadas  manifestacio- 
nes del  precio  de  los  diversos  artículos,  desde  el  mo- 
mento en  que  se  les  autoriza  para  que  después  de 
aceptar  esas  manifestaciones,  hagan  sobre  ellas,  y so- 
bre las  bases  que  se  fijan,  cuantas  observaciones  crean 
necesarias.  Y creo  que  con  esto  quedará  satisfecho 
su  señoría. 

En  cuanto  á los  censos,  remitiré  desde  luego  to- 
dos los  datos  que  S.  S.  reclama;  y no  se  extrañará  de 
que  sobre  este  particular  guarde  yo  completa  reser- 
va, toda  vez  que,  estando  sometidas  hoy  á la  inter- 
pretación de  los  tribunales  algunas  cuestiones  relati- 
vas á la  aplicación  de  la  ley  de  censos,  no  me  parece 
prudente  manifestar  mis  puntos  de  vista  acerca  de  la 
interpretación  de  esos  casos  particulares,  alguno  de 
los  cuales,  según  ha  manifestado  la  prensa,  está  próxi- 
mo á decidirse  por  los  tribunales. 

El  Sr.  AliVAREZ  MARINO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  He  pedido  la  pala- 
bra para  hacer  dos  sencillas  rectificaciones. 

Respecto  de  los  censos,  por  esa  consideración  que 
ha  expueslo  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  de  hallarse 
la  cuestión  en  litigio,  consideración  que  me  toca  muy 
de  cerca,  no  he  querido  hacer  apreciación  alguna;  me 
he  limitado  á pedir  dalos,  y agradezco  á S.  S.  el  ofre- 
cimiento que  ha  hecho  de  remitirlos. 

Nada  tendría  que  decir  en  cuanto  á las  cartillas 
evaluatorias,  si  los  delegados  se  hubieran  expresado 
en  los  mismos  términos  que  S.  S.  lo  ha  hecho,  con  lo 
cual  habríamos  ganado  mucho;  y tomo  acta  de  la 
opinión  de  S.  S.  de  que  los  pueblos  están  en  libertad 
de  fijar  los  tipos  verdaderos,  pero,  desgraciadamente, 
los  delegados  imponen  á los  pueblos  los  precios  y los 
gastos,  amenazándoles  con  que  si  no  consignan  los 
datos  que  les  indican  al  formar  las  nuevas  cartillas, 
no  serán  aprobadas,  y de  ahí  resultará  que  los  pue- 
blos consignarán  en  las  cartillas  evaluatorias  datos 
que  harán  que  esas  cartillas  no  sean  verdad,  y luego 
no  habrá  lugar  á reclamación , puesto  que  preferirán 
pasar  por  las  evaluaciones  anteriores  á incurrir  en 
errores  que  muchas  veces  no  podrán  corregir  si  de- 
claran, en  vez  de  los  precios  en  ios  puntos  de  pro- 
ducción, los  de  los  puntos  de  consumo,  que  ha  indi- 
cado el  Sr.  Ministro  de  Hacienda;  pero  acepto  las  ex- 
plicaciones de  S.  S.,  y conste  que  los  pueblos  pueden 
fijar  ios  tipos  que  cohsideren  justos. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 


El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Ya  sé  que  el  Sr.  Aivarez  Mariño  no  ha  emitido 
opinión  respecto  á los  censos;  pero  yo  he  creído  que 
debia  expresar  la  razón  para  no  emitir  en  este  mo- 
mento la  opinión  que  tengo  sobre  el  asunto. 

En  cuanto  á las  cartillas  evaluatorias,  tenga  S.  S. 
en  cuenta  que,  dentro  de  las  reglas  generales  dictadas 
por  la  Administración,  pueden  los  Ayuntamientos  ha- 
cer todas  las  observaciones  que  crean  convenientes, 
tanto  sobre  ios  gastos  como  sobre  los  precios  y las 
bases  que  se  hayan  tenido  presentes  para  fijar  éstos; 
observaciones  que  serán  apreciadas  por  las  Corpora- 
ciones provinciales  y por  las  Corporaciones  centrales. 
Los  pueblos  no  están  imposibilitados  de  hacer  llegar 
íntegra  su  opinión  hasta  los  Centros  llamados  á re- 
solver. 

Por  lo  demás,  prometo  á S.  S.  que  se  darán  ins- 
trucciones á los  delegados,  y los  pueblos  podrán,  des- 
pués de  cumplir  las  reglas  generales  dictadas,  hacer 
todas  las  observaciones  que  quieran,  las  cuales  serán 
apreciadas  al  dictarse  la  resolución  definitiva. 


El  Sr.  BECERRO  DE  BENGOA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  BECERRO  DE  BENGOA:  Tengo  el  honor 
de  presentar  al  Congreso  una  exposición  suscrita  por 
los  representantes  de  15  Ayuntamientos  de  la  Rioja 
alavesa,  pidiendo  la  aprobación  de  las  medidas  que 
en  ese  documento  se  expresan,  con  objeto  de  evitar  la 
ruina  en  que  se  encuentra  aquella  población  vitícola. 

Ya  que  estoy  de  pié,  ruego  á la  Mesa  se  sirva  te- 
ner por  reproducida  la  proposición  de  ley  que  presenté 
en  la  anterior  legislatura  sobre  condonación  de  parte 
de  la  contribución  territorial  á la  provincia  de  Alava. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  La  expo- 
sición pasará  á la  Comisión  correspondiente,  y queda 
reproducida  la  proposición  de  ley  de  S.  S. 


El  Sr.  ANSALDO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  ANSALDO:  He  pedido  la  palabra  para  te- 
ner el  honor  de  rogar  á la  Mesa  se  sirva  tener  por 
reproducida  la  proposición  de  ley  que  presenté  en  la 
anterior  legislatura  sobre  creación  de  un  banco  de 
pruebas  de  armas  de  fuego  en  Eibar. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjomi):  Queda 
reproducida. 

(Véase  el  Apéndice  6.°  á este  Diario.) 


ORDEN  DEL  DIA. 


Ei  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  dictámcn 
nuevamente  redactado  y reproducido,  de  la  Comisión, 
referente  á las  proposiciones  de  ley  de  los  Sres.  Azcá- 
ratc  y Alba,  sobre  reforma  de  varios  artículos  de  la 
ley  de  enjuiciamiento  civil.» 

Leído  dicho  dictámen  ( Véase  el  Apéndice  6.° al  Dia- 
rio núm , 62,  sesión  del  4 de  Abril  de  1887.  y Apéndi- 
ce 4.°  al  Diario  núm.  3 , sesión  del  3 del  actual) , dijo 
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El  Sl\  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  la 
totalidad  del  dictamen.» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 
palabra  en  contra,  se  pasó  á la  discusión  por  ar- 
tículos. 

Se  leyó  el  l.°,  que  decía  así: 

«Artículo  l.°  Se  decidirán  en  juicio  de  mayor  cuan- 
tía las  demandas  cuyo  interés  exceda  de  3.000  pese- 
tas, entendiéndose  reformado  en  este  punto  el  artícu- 
lo 483  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Las  en- 
miendas y adiciones  del  Sr.  Gamazo  (D.  Triduo),  di- 
cen así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congrese  las  siguientes  enmiendas  y adi- 
ciones al  dictamen  de  la  Comisión  por  el  mismo  nom- 
brada para  emitirle  sobre  las  proposiciones  de  ley  de 
los  Sres.  Azcáratc  y Alba,  en  que  se  reforman  los  ar- 
tículos de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil  que  estable- 
ce la  cuantía  que  corresponde  á cada  clase  de  juicio 
declarativo  y el  7 1 0 de  la  misma  ley. 

1. a  Se  decidirán  en  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  las  demandas  cuyo  interés  exceda  de  7.500 
pesetas,  entendiéndose  reformado  en  este  punto  el  ar- 
tículo 483  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil  vigente. 

2. a  Se  decidirán  en  juicio  declarativo  de  menor 
cuantía  las  demandas  ordinarias,  cuyo  interés  pase  de 
250  pesetas  y no  exceda  de  7.500,  quedando  refor- 
mado en  este  sentido  el  art.  484  de  la  citada  ley. 

3. a  Toda  cuestión  entre  partes  cuyo  interés  no  ex- 
ceda de  250  pesetas,  se  decidirá  en  juicio  verbal. 

4. a  El  párrafo  2.°  del  art.  691  de  la  citada  ley  de 
enjuiciamiento  civil,  se  redactará  en  la  forma  si- 
guiente: 

«En  ella  oirá  á los  letrados  defensores  de  las  par- 
tes que  concurran  al  acto  sobre  los  hechos  y el  derecho 
pertinentes  á la  cuestión  que  se  ventile  y á los  litigantes 
pte  también  concurran  en  los  casos  y en  la  forma  que 
dispone  el  art . 331  de  la  propia  ley,  dictando  y publi- 
cando sentencia  dentro  de  los  tres  dias  siguientes.» 

5. a  El  párrafo  l.°del  art.  710  de  la  repetida  ley 
de  enjuiciamiento  civil,  se  entenderá  redactado  en  los 
términos  siguientes: 

«Celebrada  la  vista,  á la  que  solo  podrán  asistir  los 
abogados  de  las  partes , sin  perjuicio  del  derecho  que  á 
estos  concede  el  art.  33 i,  y en  cuyo  acto  podrán  aque- 
llos  informar  así  sobre  los  hechos  como  sobre  el  de- 
recho aplicables  á la  cuestión  que  se  ventile,  en  los 
cinco  dias  siguientes  se  dictará  y publicará  sentencia 
confirmando  ó revocando  la  apelada  ó resolviendo  en 
su  caso  lo  que  proceda  sobre  la  nulidad  y demás  cues- 
tiones sometidas  ai  fallo  de  la  Sala. 

La  sentencia  que  confirme  ó agrave  la  de  primera 
instancia,  deberá  contener  condena  de  costas  al  ape- 
lante.» 

El  caso  l.°  del  art.  1694  de  dicha  ley  de  en- 
juiciamento  civil,  se  modificará  en  esta  forma: 

«Primero.  En  los  juicios  de  menor  cuantía,  siem- 
pre que  el  valor  del  principal  reclamado  no  exceda 
de  3.000  pesetas.  Sin  embargo,  cuando  la  cantidad 
sobre  que  se  litigue  excediese  de  1.500  pesetas,  y no 
pasase  de  3.000,  se  dará  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  ó de  doctrina  legal,  si  las  sentencias 

primera  y segunda  instancia,  no  son  conformes  de 
toda  dbtíformidad. 

7.*  Los  auxiliares,  subalternos  y demás  funciona- 
dos que  interpongan  en  la  tramitación  de  los  juicios 


de  menor  cuantía,  y hayan  de  cobrar  con  arreglo  á 
arancel,  percibirán  el  20  por  100  de  ios  tipos  que  este 
señala  cuando  la  cosa  litigiosa  no  exceda  de  500  pe- 
setas; el  25  por  100  si  pasa  de  esta  cantidad  y no  ex- 
cede de  750;  el  50  por  100  cuando  exceda  de  esta 
suma  y no  pase  de  1.500,  y el  75  por  100  siempre  que 
lo  litigado  llegue  á i. 501  y no  exceda  de  3.000;  per- 
cibiendo desde  esta  suma  en  adelante  los  derechos  ín- 
tegros que  el  arancel  señale. 

En  los  casos  en  que  hubiese  condena  de  costas, 
la  parte  condenada  ai  pago  no  estará  obligada  á sa- 
tisfacer en  concepto  de  honorarios  de  letrado  de  su 
contraria,  cualquiera  que  sea  la  clase  de  trabajos 
profesionales  que  éste  hubiese  hecho,  y salvo  siem- 
pre lo  que  dispone  el  art.  427  de  la  propia  ley,  más 
que  el  20  por  100  del  capital  litigioso  por  los  deven- 
gados en  primera  instancia;  el  15  por  100  por  los 
de  la  segunda,  y el  8 por  100  por  los  del  Tribunal 
Supremo. 

8.a  El  Ministro  de  Gracia  y Justicia  cuidará  de 
poner  en  armonía  con  los  preceptos  de  esta  ley  los 
demás  de  la  de  enjuiciamiento  civil,  publicando  al 
efecto  dentro  de  dos  meses  una  nueva  edición  oficial 
de  esta. 

Palacio  del  Congreso  7 de  Mayo  de  l887.=Trifi- 
no  Gamazo.=  Francisco  Ansaldo.=  Demetrio  Bete- 
gon.=Sebastian  Perez.=Anselmo  de  Górdova.=Joa- 
quin  Oriol.=José  Nieto  Aivarez.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  tiene  la  pala- 
bra para  manifestar  si  admite  ó no  las  enmiendas  y 
adiciones. 

El  Sr.  AZCÁRATE:  La  Comisión  tiene  el  senti- 
miento de  no  poder  admitir  la  enmienda. 

El  Sr.  GAMAZO  (D.  Trifino):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  GAMAZO  íD.  Trifino):  Sres.  Diputados,  la 
importancia  del  asunto  que  se  debate  me  ha  movido 
á tomar  intervención  en  él , y voy  á ser  muy  breve, 
diciendo  lo  estrictamente  preciso  para  exponer  las 
razones  en  que  fundo  la  enmienda  que  he  presentado. 

En  el  proyecto  de  ley  se  aumentan  las  1.500  pe- 
setas que  la  actual  ley  de  enjuiciamiento  civil  señala 
á los  juicios  de  menor  cuantía  á 3.000,  y yo  propon- 
go el  aumento  basta  7.500.  Examinada  la  razón  de 
mi  enmienda,  encuentro  que  es  exactamente  igual  á 
la  que  los  autores  del  proyecto  de  ley  tuvieron  para 
formularle.  Una  de  las  cosas  que  en  los  procedimien- 
tos puede  exigirse  es  la  garantía  en  la  forma,  y á mi 
entender,  esa  garantía  existe  por  igual  en  las  formas 
vigentes,  siendo  la  cuantía  3.000  pesetas,  que  7.500. 
Bajo  este  púnto  de  vista  la  reforma  en  nada  modifica 
los  trámites  establecidos,  y por  tanto  supone,  como 
yo,  que  los  tribunales  encontrarán  con  ellos  los  me- 
dios de  examinar  la  razón  que  asiste  á cada  una  de 
las  partes,  y los  litigantes  tendrán  ocasión  de  aportar 
al  juicio  las  pruebas  de  que  dispongan  y las  disposi- 
ciones legales  en  que  apoyen  la  acción  ó la  excepción 
que  ejerciten,  que  son  en  suma  las  condiciones  exi- 
gidas por  la  moderna  ciencia  á los  juicios,  á saber: 
procurar  al  magistrado  la  manera  de  adquirir  el  co- 
nocimiento exacto  de  la  causa  litigiosa  i)or  el  estudio 
maduro  y determinado  de  la  misma,  y abreviar  los 
juicios  como  medio  de  hacer  fácil  y pronta  la  solu- 
ción reparadora  de  la  relación  jurídica  puesta  en  duda 
ó perturbada. 

De  tales  premisas  no  deduzco  la  negativa  de  la 
Comisión  á admitir  la  enmienda. 
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Otro  punto  que  comprende  la  enmienda  que  yo 
apoyo,  es  el  relativo  á la  forma  conveniente  en  las 
vistas  de  los  juicios  de  menor  cuantía  y recursos  que 
deben  otorgarse.  El  proyecto  de  ley  establece  que  el 
párrafo  2.°  del  artl  601  se  modifique  en  los  términos 
siguientes: 

«A  la  vista  podrán  asistir  las  partes  ó sus  procu- 
radores, en  cuyo  caso  podrán  informar  únicamente 
sobre  los  hechos,  ó abogados,  quienes  podrán  infor- 
mar también  sobre  el  derecho  aplicable  á la  cues- 
tión.» 

En  la  enmienda  que  yo  sostengo  he  modificado 
esos  términos  en  esta  forma: 

«En  la  vista  se  oirá  á los  letrados  defensores  de  las 
partes  que  concurran  al  acto  sobre  los  hechos  y el  dere- 
cho pertinentes  á la  cuestión  que  se  ventile  y á los  liti- 
gantes que  también  concurran  en  Los  casos  y en  ¿a  for- 
ma que  dispone  el  art.  B3i . » 

Es  decir,  que  sentada  en  nuestra  ley  de  enjuicia- 
miento civil,  art.  10,  la  necesidad  de  que  la  defensa 
se  sostenga  por  letrado,  y apoyándose  esta  doctrina 
en  el. principio  ya  inconcuso  entre  todos  los  tratadis- 
tas de  filosofía  procesal  moderna,  de  que  ó una  per- 
sona perita  ó un  hombre  entendido  con  título,  ya  sea 
oficial  ó extraoficial,  ha  de  ser  la  encargada  de  la  de- 
fensa de  los  derechos  de  las  parles,  yo  entiendo  que 
quedaban  más  en  armonía  los  principios  en  que  des- 
cansa la  actual  ley  de  enjuiciamiento  civil  con  la  re- 
turma  del  artículo  en  los  términos  que  yo  propongo, 
que  no  en  la  forma  que  la  Comisión  ha  dictaminado. 
La  Comisión  admite  para  informar  la  representación 
de  las  partes,  los  procuradores,  y esta  representación 
lio  dudo  que  en  muchas  ocasiones  tendrá  la  suficiente 
instrucción;  pero,  por  el  carácter  de  su  instituto,  ca- 
rece de  ordinario  de  los  conocimientos  del  juriscon- 
sulto que,  según  he  dicho,  es  la  aspiración  de  la  cien- 
cia, la  cual  no  limita  su  campo  al  exámen  de  la  for- 
ma de.  la  instrucción  de  los  procesos,  sino  que  la  am- 
plía á determinar  también  la  forma  de  la  discusión  de 
los  mismos.  Y por  eso  yo,  dejando  la  intervención  al 
procurador  en  la  sustanciacion  del  juicio,  y reservan- 
do también  á las  partes  su  derecho  á informar  sobre 
los  hechos,  fie  planteado  el  principio,  aunque  muy  en 
esencia,  el  problema,  resolviéndole  en  pró  de  la  ora- 
lidad  de  aquéllos.  La  Comisión  ha  entendido  que  no 
podia  admitir  esta  enmienda,  y yo  siento  no  conocer 
las  razones  en  que  se  funda,  para  tener  la  honra  de 
contestarla. 

Me  queda  por  tratar  el  último  extremo  de  los  tres 
que  verdaderamente  comprende  la  enmienda  por  mí 
presentada,  y es  el  que  se  refiere  á los  derechos  que 
lian  de  percibir  los  auxiliares,  subalternos  y demás 
funcionarios  que  intervengan  en  la  tramitación  de 
estos  juicios  (que  interpongan , dice  el  impreso;  pero 
conocidamente  se  ve  que  aquí  hay  un  error  de  im- 
prenta). Yo  entiendo  que,  aunque  esto  tiene  un  ca- 
rácter merameute  reglamentario,  cabe  dentro  de  la 
reforma  que  so  proyecta;  y lo  euLiendo,  fundándome 
en  que  el  proyecto  que  discutimos  no  es  una  de  esas 
leyes  generales  que  autorizan  la  formación  de  nuevos 
reglamentos  complementarios,  sino  una  ley  explica- 
tiva de  algo  que  está  ya  establecido,  de  algo  que  ha 
de  trascender  al  Código  que  nos  rige,  y que  bien  cabe 
dentro  de  esta  modificación  el  llevar  á los  aranceles 
lo  que  fuera  de  los  aranceles  estará,  si  en  este  parti- 
cular no  se  acepta  la  enmienda. 

La  Comisión  tampoco  la  ha  estimado  oportuna,  y 


me  resta,  para  concluir,  exponer  los  motivos  que  yo 
he  tenido  para  presentarla.  Yo  creo  que  antes  qu^ 
dejar  á las  partes  en  la  dada  de  lo  que  han  de  satis- 
facer cuando  entablen  un  juicio,  es  preferible  lijarlo 
de  antemano  y que  sepan  lo  que  han  de  gastar;  y p0r 
eso  he  establecido  lo  que  tendrian  derecho  á percibir 
todos  aquellos  que  intervengan  en  esos  juicios  y co- 
bren con  arreglo  á los  aranceles,  percibiendo  un  20 
25,  50  ó 75  por  100  de  los  tipos  que  están  señalados ' 
según  que  la  cuautía  del  juicio  fuese  superior  á 500 
pesetas,  á 750,  á 1.500,  y así  sucesivamente. 

Cou  esto  quedaban  garantidos  los  intereses  de  las 
partes,  que,  después  de  todo,  son  las  interesadas  en 
primer  término,  y tranquilos  en  cuanto  al  percibo  de 
su  modesta  remuneración,  aquellos  que  sometiéndose 
gustosos  á las  deliberaciones  del  Poder  legislativo,  se 
dedican  cou  honrado  afau  al  cumplimiento  de  los  de- 
beres de  su  cargo. 

Estas  son  las  garantías  que  yo  buscaba  con  mi 
enmienda;  primero  páralos  Litigantes,  y después  para 
los  auxiliares;  subalternos  y demás  funcionarios  de  la 
administración  de  justicia»  Siento  por  ello  no  haber 
tenido  la  satisfacción  de  convencer  á la  Comisión  con 
la  sola  lectura  de  mi  enmienda;  y lo  siento  también 
porque  por  tal  causa  me  he  visto  en  la  precisión  de 
molestaros,  muy  contra  mi  voluntad,  que  sincera- 
mente rechaza  las  ocasiones  de  pública  exhibición. 

El  Sr.  AZCÁRATE:  Pido  la  palabra. 

El  8r.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  AZCÁRATE:  En  la  enmienda  presentada 
por  el  8r.  Gamazo  hay  tres  puntos:  dos  que  tienen 
una  íntima  relación  con  lo  que  es  objeto  de  esta  pro- 
posición, y otro  que  es  extraño  á ella.  No  discuto  la 
oportunidad  ó inoportunidad  de  ese  tercer  punto,  re- 
lativo ai  arancel;  pero  la  Comisión  ha  creído  que  no 
era  conveniente  extender  los  límites  de  la  reforma  que 
se  propone,  porque  mantenida  en  estos  límites  con- 
cretos, la  cosa  es  tan  clara  y la  reforma  tan  esencial- 
mente admitida,  que  no  debemos  extenderla.  Desde  el 
momento  que  comenzara  la  Comisión  á admitir  en- 
miendas, esta  reforma  encerraría  la  modificación  de 
toda  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 

En  cuanto  á los  dos  puntos  que  se  refieren  al 
asunto  que  es  objeto  de  esta  proposición  de  ley,  diré 
que  el  primero  consiste  en  extender  á 7.500  pesetas 
el  límite  del  juicio  de  menor  cuantía.  Claro  es  que 
sería  de  desear  que  en  todos  los  juicios  hubiera  las 
mismas  garantías  de  acierto;  pero  esto  tiene  un  lími- 
te natural,  y es,  que  en  ciertos  casos  es  desproporcio- 
nado el  coste  de  las  garantías  con  las  garantías  mis- 
mas. Ahora  bien,  así  como  estima  la  Comisión  que  no 
puede  continuar  el  límite  fijado  al  juicio  de  menor 
cuantía  y que  es  necesario  extenderle,  entiende  que, 
dada  la  riqueza  de  nuestro  país  y lo  que  constituye 
generalmente  la  cuantía  de  las  cosas  litigiosas,  ex- 
tenderle á 7.500  pesetas  sería  admitir  una  cosa  ex- 
cesiva. Claro  es  que  ese  límite  no  es  puramente  arbi- 
trario; tiene  su  razón  de  ser,  y esta  razón  es  la  que 
antes  he  dado. 

En  cuanto  al  segundo  punto,  decía  8.  S.  que  uo 
sabia  qué  razón  habíamos  tenido  para  no  admitir  la 
modificación  del  dictámen  en  el  sentido  de  que  solo 
se  admitiera  en  los  juicios  de  menor  cuantía  á los 
abogados.  Pues  la  razón  es  muy  sencilla.  La  Comisión 
ha  estimado  que  se  afirmaba  la  libertad  profesional 
desde  el  momento  que  se  imposibilitaba  á las  partes 
ó sus  procuradores,  cuando  asistieran  á las  visUS,  de 
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informar  sobre  el  derecho,  y ha  reformado  la  ley  de 
«ajuiciamiento  civil  en  el  sentido  de  que  solo  los  abo- 
gados, cuando  asistan  á las  vistas,  podráu  informar 
sobre  los  hechos  y sobre  el  derecho,  y que  en  el  caso 
de  concurrir  los  litigantes  ó sus  procuradores,  única.* 
mente  puedan  informar  sobre  los  hechos. 

Estas  son  las  razones  que  la  Comisiou  ha  tenido 
para  no  admitir,  con  mucho  sentimiento  suyo,  las 
enmiendas  del  Sr.  Gamazo. 

El  Sr.  GAMAZO  (D.  Triüno):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GAMAZO  (L).  Triflno):  No  he  de  hablar  del 
tercer  punto  de  los  que  comprende  la  enmienda, 
puesto  que  la  Comisión  ha  entendido  que  excedía  de 
sus  facultades,  y yo,  que  respeto  y considero  á los 
dignos  individuos  que  la  forman,  deseo  no  molestar- 
los, persuadido  de  la  sinceridad  con  que  afirma  la 
Comisión  que  es  exlraño  al  objeto  del  dictamen  que 
estamos  discutiendo. 

Quedan,  pues,  los  dos  puntos  capitales  objeto  de 
la  enmienda.  El  primero  es  el  relativo  á la  cuantía 
de  la  cosa  litigiosa.  Yo  he  afirmado,  Sres.  Diputados, 
que  dentro  de  la  organización  actual  de  la  ley  de  en- 
juiciamiento civil,  á que  la  Comisión  no  toca,  cabe 
encontrar  garantías  suficientes  para  que  los  intereses 
de  los  litigantes  estén  asegurados  en  iodo  y por  todo, 
puesto  que  da  garantías  y procura  al  magistrado  los 
medios  de  llegar  al  conocimiento  de  la  causa,  y á 
las  partes  los  recursos  necesarios  para  defenderse 
siempre  contra  las  razones  que  por  la  parte  contraria 
se  aleguen.  ¿Cómo,  pues,  puede  alegarse  que  no  mi- 
litan las  mismas  razones  en  favor  de  la  cuantía  de 
7.500  pesetas  que  yo  propongo,  que  en  favor  de  las 
3.000  que  la  Comisión  señala?  Puede  decirse  que  3.000 
pesetas  representan  menor  interés  que  7.500:  evi- 
dentemente; pero  no  es  esta  la  razón  en  que  la  Co- 
misión se  apoya,  porque  á ser  esa,  yo  la  demostrarla 
que  aun  para  la  cuantía  de  7.500  pesetas  existen  so- 
bradas formas  en  la  instrucción  de  los  procesos,  con 
arreglo  á la  vigente  ley,  para  asegurar  los  intereses 
de  los  litigantes  y procurar  ai  magistrado  el  conoci- 
miento de  la  causa.  La  Comisión  conoce  muy  bien 
esas  formas,  y no  he  de  molestaros  con  la  repetición 
de  ellas;  pero  ¿no  veis  que  la  demanda  y la  contes- 
tación tienen  la  misma  forma  que  la  de  los  juicios 
ordinarios  de  mayor  cuantía?  ¿No  veis  que  son  los 
mismos  medios  de  prueba  que  en  éstos,  sin  más  que 
una  pequeña  limitación  en  los  términos,  puesto  que 
no  hay  más  diferencia  que  la  de  bajar  de  20  á 6 v 
de  30  á 20  para  proponer  y ejecutar  respectivamente? 
Al  resumen  de  pruebas,  que  en  las  mayores  cuantías 
autoriza  la  ley,  sustituye  en  la  clase  de  juicios  de 
que  tratamos  con  la  comparecencia  verbal;  y cuesta 
sustitución  veo  yo  un  paso  bácia  la  oralidad  de  los 
juicios,  que,'  en  mi  sentir,  es  el  primer  paso  para  lle- 
gar al  Jurado,  si  alguna  vez  hemos  de  alcanzarle,  so- 
bre lo  que  disto  mucho  de  querer  emitir  opinión. 

En  cuanto  al  segundo  extremo,  yo  afirmo  que  la 
intervención  del  letrado  en  las  vistas  de  los  pleitos  de 
menor  cuantía*  es  un  paso  progresivo  que  debáis  acop- 
lar, sin  que  pueda  afirmarse  con  razones  de  peso  que 
contraríe  la  libertad  profesional.  Ruego  á la  Comisión 
que  medite  que  no  hay  ningún  tratadista  antiguo  ni 
moderno,  ni  aun  de  aquellos  que  predican  la  libertad 
absoluta  de  profesiones,  que  no  haya  llegado  á afirmar 
como  doctrina  cierta  y sana  la  de  que  los  peritos,  ora 
lo  sean  con  título  profesional  expedido  por  el  Estado 


ó por  alguna  Corporación  no  oficial,  ora  lo  sean  por 
sí  y ante  sí,  deben  ser  los  que  informen  sobre  el  hecho 
y el  derecho,  especialmente  sobre  el  derecho,  porque 
se  ha  considerado  siempre  que  las  personas  peritas 
son  los  primeros  jueces  del  negocio,  los  consejeros  de 
las  familias,  y como  la  luz  que  alumbra  al  juzgador 
en  el  intrincado  laberinto  de  los  negocios  que  le  son 
sometidos  á su  conocimiento  y fallo. 

Si,  pues,  la  intervención  de  las  personas  peritas  en 
la  discusión  de  los  negocios  judiciales  es  una  necesi- 
dad por  todos  senlida  y por  muchos  exigida,  no  hay 
por  qué  ver  en  mi  enmienda  un  ataque  á la  libertad 
profesional,  que  ni  apruebo  ni  discuto  en  este  mo- 
mento, antes  por  el  contrario,  creo  yo  que  debierais 
aceptarla. 

Esa  intervención  es,  como  antes  dije,  un  paso  evi- 
dente hacia  la  oralidad  de  los  juicios;  y la  oralidad, 
no  lo  dudéis,  es  el  medio  más  eficaz  de  llegar  á la 
sencillez  en  las  formas,  sin  peligro  al  error  ó al  ar- 
tificio. 

El  Sr.  AZCÁRATE:  Pido  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  AZCÁRATE:  Brevísimas  palabras. 

En  cuanto  al  primer  punto  be  de  decir  á S.  S.  que 
ó las  garantías  del  juicio  son  suficientes  para  Lodos 
los  casos,  y entonces  8.  8.  debe  suprimir  la  menor 
cuantía,  ó no  lo  son,  en  cuyo  caso  debe  aceptar  lo  que 
la  Comisión  propone. 

En  cuánto  al  último  punto,  he  de  decir  á S.  S.  que 
yo  no  puedo  entender  la  libertad  profesional  del  mis- 
mo modo  que  S.  8.  la  entiende,  porque  la  enmienda 
de  S.  S.  exige  que  se  oiga  á los  abogados,  y nuestro 
dictámcn  establece  que  podrán  asistir  á la  vista  las 
partes  ó sus  procuradores,  en  cuyo  caso  podrán  in- 
formar únicamente  sobre  los  hechos;  ó abogados, 
quienes  podrán  informar  también  sobre  el  derecho 
aplicable  á la  cuestión.» 

Consultado  el  Congreso,  no  tomó  en  consideración 
la  enmienda  del  Sr.  Gamazo.» 

Leídas  nuevamente  las  enmiendas  y adiciones,  y 
hecha  la  preguntado  si  se  tomaban  en  consideración, 
el  acuerdo  del  Congreso  fué  negativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
art.  l.°» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado. 

Sin  debate  lo  fué  el  2.°,  que  decía: 

«Art.  2.°  Se  decidirán  en  juicio  de  menor  cuantía 
las  demandas  ordinarias  cuyo  interés  pase  de  500  pe- 
setas y no  exceda  de  3.000,  quedando  reformado  en 
este  sentido  el  art.  484  de  la  mencionada  ley.» 

Se  leyó  el  3.°,  concebido  en  estos  términos: 

«Art.  3.°  Toda  cuestión  enlre  partes  cuyo  interés 
no  exceda  de  500  pesetas,  se  decidirá  en  juicio  ver- 
bal, quedando  revocados  por  lo  tanto,  en  este  extre- 
mo cuantitativo  el  art.  486  de  la  repetida  ley,  y el 
núm.  3.°  del  art.  270  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Las  adi- 
ciones del  Sr.  Domínguez  Alfonso  dicen  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  al  Congreso  las  siguientes  adiciones  al  dic- 
tamen sobre  las  proposiciones  de  ley  de  los  Sres.  Az- 
cárate  y Alba,  en  que  se  reforman  los  artículos  de  la 
ley  de  enjuiciamiento  civil  que  establecen  la  cuantía 
que  corresponde  á cada  clase  de  juicio  declarativo,  y 
el  710  de  la  propia  ley. 
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Adición  al  art . 3.° 

Además  de  los  preceptos  vigentes  que  no  sufran 
alteración  por  los  que  en  esta  ley  se  establecen,  se 
observarán  en  los  juicios  verbales  las  siguientes  re- 
glas procesales: 

1. a  No  se  admitirá  ninguna  demanda  en  juicio 
verbal  sin  que  se  haga  expresión  de  la  cantidad  ó del 
valor  de  lo  demandado. 

El  juez  municipal  acumulará  de  oficio  las  deman 
das  entre  unas  mismas  partes  presentadas  en  uu  mis- 
mo diaóen  dos  consecutivos;  y,  si  excediere  la  cuantía 
de  las  acumuladas  de  í>00  pesetas,  dictará  en  ellas 
auto  declarando  su  incompetencia,  conforme  á lo  pre- 
venido en  el  arL.  7 1 7 de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 

2. a  Cuando  hubiere  varios  jueces  municipales  en 
el  lugar  señalado  por  la  ley  para  la  celebración  del 
juicio,  no  es  admisible  la  sumisión  tácita  ni  expresa 
á ninguno  de  aquellos,  determinando  su  ineludible 
competencia:  en  los  actos  de  conciliación,  el  domici- 
lio del  demandado;  en  los  de  desahucio,  el  lugar  donde 
esté  situada  la  ñuca;  en  los  verbales,  el  domicilio  del 
demandado,  y no  teniéndolo  en  el  lugar  del  juicio,  el 
domicilio  del  actor;  y en  los  demás  actos,  el  del  dis- 
trito en  que  tenga  que  verificarse  la  diligencia  objeto 
principal  de  las  que  hubieren  de  practicarse  fuera  del 
locaL  del  Juzgado  ó en  que  haya  de  hacerse  la  cita- 
ción para  que  tenga  lugar  en  éste. 

Aparte  de  la  corrección  que  deba  imponerse  á los 
jueces  y secretarios  de  ios  Juzgados,  serán  nulas  las 
diligencias  que  se  practicaren  y sentencias  que  se 
pronunciaren  y todos  los  efectos  de  las  mismas,  fal- 
tándose á cualquiera  de  los  preceptos  consignados  en 
las  dos  reglas  anteriores. 

3. a  En  los  juicios  verbales,  todo  el  que  pueda 
comparecer  por  sí,  también  podrá  hacerlo  por  medio 
de  apoderado,  aunque  no  sea  procurador,  ó autorizar 
a pud  acta , en  cualquier  momento  desde  la  presenta- 
ción de  la  demanda,  persona  que  le  represente  en  to- 
dos los  actos  y diligencias  ulteriores. 

Tendrán  además  personalidad  para  comparecer 
en  los  juicios  verbales  y de  desahucio: 

Primero.  Los  menores  de  edad  por  desahucio  de 
las  fincas  que  poseyeren  ó habitaren,  á falta  ó en  au- 
sencia de  persona  mayor  de  edad  que  pueda  ser  parte 
en  el  juicio;  en  los  juicios  verbales  en  que  demanda- 
ren el  pago  de  servicios  personales,  no  estando  en  el 
partido  judicial  correspondiente  la  persona  que  deba 
representarles;  y como  actores  ó demandados  cuando 
se  trate  de  establecimientos,  bienes  y derechos  cuya 
plena  administración  les  confieran  ó reconozcan  las 
leyes. 

Segundo.  La  mujer  casada  en  todos  los  casos  an- 
tes expresados. 

También  podrá  demandar  y deberá  responder  en 
juicio  por  obligaciones  provenientes  de  actos  ó con- 
tratos que,  válida  ó legalmente,  haya  podido  realizar 
ó celebrar  conforme  á las  leyes,  y en  particular  á la 
de  18  de  Junio  de  1870,  siempre  que  el  marido  no 
hubiese  dejado  apoderado  conocido  que  desempeñe  el 
cargo,  datando  la  ausencia  fuera  de  la  provincia  de 
tres  meses;  pero  sin  que  la  sentencia  que  recayere 
pueda  hacerse  efectiva  contra  la  mujer  en  otros  bie- 
nes que  los  que  estuvieron  administrados  de  hecho 
por  la  misma  ó en  su  posesión. 

4. *  En  la  demanda  para  juicio  verbal  deberá  lm- 
osvso  relacdon  dol  bocho  0 heohos  en  que  so  funde, 


con  presentación  de  los  documentos  á los  mismos  re- 
lativos, ó designación  de  aquellos  de  que  no  se  dis- 
pusiere, y expresión  de  los  nombres,  profesión  y do- 
micilio de  los  testigos  que  hayan  de  presentarse,  con 
indicación  de  los  que  haya  necesidad  de  citar  de  ofi- 
cio, así  como  de  los  peritos  y materia  concreta  de  su 
dictámcn. 

Guando  fuese  la  demanda  interpuesta  por  un  me- 
nor en  los  dos  primeros  casos  del  mim.  l.°  de  la  re- 
gla anterior,  en  otrosí  se  contendrá  el  nombramiento, 
que  habrá  de  recaer  en  parientes  dentro  del  cuarto 
grado,  si  los  tuviere,  y no  se  negaren,  en  la  totalidad; 
aceptación  y firma  del  curador  ad  litera,  su  domicilio 
y profesión,  con  presentación  del  último  recibo  de  la 
contribución  corriente,  por  industria  ó propiedad,  que 
éste  satisfaga,  si  no  tuviere  aquel  parentesco.  Se  dará 
curso  á la  demanda  con  la  representación  del  cura- 
dor, pero  pudiendo  concurrir  á los  actos  el  menor  en 
defecto  de  aquel,  y autorizado  por  el  mismo. 

No  podrá  nunca  reducirse  el  plazo  entre  la  no- 
tificación de  la  demanda  y la  celebración  del  acto  á 
menor  término  de  dos  dias,  ni  aun  mediando  acuerdo 
de  las  parles. 

5. a  La  contestación,  y con  ella  la  reconvención, 
habrá  de  proponerse,  en  la  misma  forma  que  la  de- 
manda, en  lodo  el  dia  siguiente  al  de  la  notificación. 
Trascurrido  éste,  las  copias  del  escrito  y de  los  docu- 
mentos con  ella  presentados  (que  serán  los  que  tuviere 
en  su  poder,  indicando  cualesquiera  otros)  se  entre- 
garán al  actor  en  el  local  del  Juzgado,  siu  necesidad 
de  pelicion,  ni  comparecencia,  ni  providencia,  y con 
solo  consignar  en  autos  el  recibo  de  las  mismas;  po- 
niéndose tan  solo,  caso  de  no  haber  contestación  y lo 
interesase  verbalmente  el  actor,  diligencia  de  este  lio* 
cbo  sin  necesidad  de  otra  alguna. 

La  contestación  habrá  de  formularse  en  el  tér- 
mino y forma  antedichas,  siempre  que  haya  de  uti- 
lizarse cualquiera  excepción,  alegar  nuevos  hechos 
distintos  ó ampliar  los  de  la  demanda,  presentar  do- 
cumentos que  destruyan  la  acción  deducida,  ó pedir 
que  sean  citados  determinados  testigos  ó peritos. 

En  el  acto  de  la  comparecencia  continuará  el  de- 
bate verbal  hasta  la  duplica,  dándose  lectura  á la  de- 
manda y contestación  si  se  hubiere  formulado  por 
escrito. 

6. a  Cuando  alguna  de  las  partes  pidiese  la  suspen- 
sión del  juicio  para  la  práctica  de  pruebas,  que  por 
causas  que  el  juez  estimare  justas  no  puedan  practi- 
carse en  el  dia  señalado,  podrá  decretarla  para  la  con- 
tinuación del  juicio  en  otro  que  no  podrá  ser  posterior 
á quince  dias,  ni  ser  antes  de  cinco,  salvo  acuerdo  de 
los  litigantes. 

Lo  propio  se  preceptúa  para  caso  de  dictarse  auto 
para  mejor  proveer. 

Si  el  juez  denegare  la  pretensión,  que  liará  por 
medio  de  auto,  ó si  tampoco  se  pudiere  practicar  en 
el  segundo  dia  la  prueba  propuesta,  podrá  admitirse 
á prudente  arbitrio  del  juez  de  primera  instancia  du- 
rante la  apelación,  si  esta  se  hubiere  interpuesto  sin 
necesidad  de  haber  formulado  ningún  recurso  ni  pro- 
testa ante  el  inferior. 

La  no  asistencia  del  demandado,  citado  en  perso- 
na ó en  sus  familiares  ó domésticos,  á ninguna  de 
ambas  comparecencias,  no  alegándose  ó justificándose 
su  ausencia  no  interrumpida  del  partido  judieialdesdo 
autos  del  emplazamiento  por  cualquiera  persona  do  su 
familia  ú extraño,  se  considerará  como  confesión, 
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También  tendrá  fuerza  de  confesión  en  iguales  cir- 
cunstancias la  no  comparecencia  á la  primera  convo- 
catoria cuando  la  obligación  demandada  resultare  de 
documento  público  ó privado. 

Los  documentos  que  se  reclamaren,  diligencias 
de  cotejo  u otras  que  se  hicieren  ante  distintas  auto- 
ridades ó funcionarios,  no  se  unirán  á los  autos  sino 
en  el  acto  de  las  dos  comparencias  marcadas  para 
este  procedimiento,  debiendo  decretarse  estas  prue- 
bas desde  que  se  pidiesen  en  la  demanda  y contesta- 
ción ó en  la  primera  comparecencia,  segim  los  casos, 
uopudiendo  practicarse  en  el  primero,  sino  después 
del  (lia  siguiente  al  de  la  notificación  del  demandado. 

No  se  admitirán  interrogatorios  por  escrito  de 
preguntas  y repreguntas,  debiendo  ser  los  testigos 
examinados  por  el  juez  sobre  los  hechos  expuestos 
por  las  partes  en  sus  escritos.  Estas  podrán  además 
dirigirles  aquellas  preguntas  que  se  estimen  admisi- 
bles por  el  juez,  pudiendo  éste  preguntar  en  todo  mo- 
mento con  la  amplitud  que  juzgue  adecuada,  sobre 
todos  los  particulares  y detalles  que  estime  condu- 
centes para  contrastar  la  exactitud  ó alcance  del  tes- 
timonio. 

Los  peritos  podrán  emitir  sus  informes  sobre  he- 
chos qne  ya  les  fueren  conocidos  antes  del  acto,  sin 
necesidad  (le  que  antes  hubiesen  aceptado  y jurado 
su  cargo  y mediante  tan  solo  el  juramento  que  en  el 
acto  prestaren. 

7. a  La  rebeldía  del  demandado  autorizará  para  la 
retención  de  bienes,  y el  embargo  preventivo  podrá 
pediese  en  todo  caso  presentando  documento  público 
ó privado  que  acredite  la  Obligación  demandada,  ó 
consignando  el  tercio  del  importe  de  la  demanda. 

Para  la  práctica  de  estas  diligencias  y cuales- 
quiera otras  urgentes  que  hayan  de  practicarse  fuera 
del  local  del  Juzgado,  el  secretario  podrá  delegar  en 
el  suplente,  y en  su  delecto,  con  autorización  espe- 
cial del  juez,  en  un  oficial  del  Juzgado. 

Si  en  la  sentencia  no  se  accediere  á lo  pedido  en 
la  demanda  por  el  actor  á tanto  cuanto  ascendiese  la 
cantidad  por  que  se  hubiere  practicado  embargo  pre- 
ventivo, se  impondrá  siempre  al  demandante,  para 
entregar  ai  embargado,  una  indemnización  igual  al 
importe  de  las  costas  causadas  en  el  embargo,  y su 
cancelación  y el  pago  de  éstas.  Si  además  se  acredi- 
tase haber  procedido  con  malicia  el  actor,  se  man- 
dará sacar  tanto  de  culpa  por  vejación  injusta. 

Tratándose  de  menores,  estas  responsabilidades 
recaerán  sobre  el  procurador. 

8. *  Ningún  incidente  podrá  suspender  la  celebra- 
ción del  acto,  resolviéndose  do  plano  cuantos  se  pro- 
pusieren respecto  ála  tramitación  indispensable  para 
la  continuación  del  acto,  y los  demás  en  la  sen- 
tencia. 

9. a  En  el  acto  en  que  terminen  las  pruebas,  las 
Partos  alegarán  inmediatamente  sobre  ellas,  sin  que 
puedan  exigir  que  se  consignen  en  el  acta  las  alega- 
ciones, que  habrán  de  ser  breves,  pertinentes  y pre- 
cisas; y de  las  pruebas  solo  se  expresará  en  el  acta 
uu  sucinto  ex  Irado  del  resultado  de  aquellas  que  lo 
hubieren  dado  conducente  en  algún  modo  para  el 
tullo  del  pleito. 

Cualquiera  reclamación  ó protesta  sobre  este  par- 
ticular habrá  de  hacerse  en  el  acto  por  escrito  qne 

unirá  á los  autos,  salvo  cualquiera  otra  providen-  • 
c*u  legal  quo  el  juez  estimo  procedente,  Igual  pvoce* 
ílimienh  se  adoptará  en  el  caso  de  denegación  de  al- 


guna pregunta  á que  se  refiere  el  párrafo  último  de 
la  regla  6.a  ó en  otro  cualquiera  análogo. 

Este  escrito  habrá  de  presentarse  en  el  mismo  dia 
de  la  diligencia  á que  se  refiere. 

Palacio  del  Congreso  11  de  Abril  de  1887.==  An- 
tonio Domínguez  Alfonso.=Juan  García  de  Castillo. 
Nicolás  Aravaca.  = Francisco  Ansaldo.  = Mariano 
Arredondo.  = Antonio  Barroso  y Castillo  .=  Juan 
Talero.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
si  admite  ó no  las  adiciones. 

El  Sr.  NUÍÍEZ  DE  VELASCO:  La  Comisión  tiene 
el  sentimiento  de  no  poder  admitir  la  adición  presen- 
tada por  el  Sr.  Domínguez  Alfonso. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  ALFONSO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tiene 
S.  S.  para  apoyar  la  adiciou. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  ALFONSO:  Señores  Dipu- 
tados, no  digo  seguramente  ninguna  cosa  nueva,  aun- 
que diga  una  cosa  modesta,  al  manifestar  que  la  ad- 
ministración de  justicia  en  los  Juzgados  municipales 
no  corresponde  á lo  que  todos  deseamos,  y por  esta 
razón  capitalísima  es  por  lo  que  hubiera  yo  impug- 
nado la  totalidad  del  dictámen  de  la  Comisión,  si  hu- 
biese estado  presente  cuando  se  dió  lectura  del  mismo; 
pero  para  remediar  el  mal  que  con  ese  dictámen  acre- 
ce, toda  vez  que  se  aumenta  la  competencia  que  la  ley 
otorgadlos  jueces  municipales;  para  remediar  ese 
mal,  y suponiendo  que  la  totalidad  hubiera  sido  ad- 
mitida por  el  Congreso,  he  presentado  la  enmienda  de 
que  se  acaba  de  dar  lectura. 

Parecía  natural  que  estando  pendiente  de  discu- 
sión en  el  Congreso  la  ley  orgánica  de  tribunales,  se 
hubiera  esperado  á que  esa  discusión  terminara,  para 
hacer  en  la  ley  de  enjuiciamiento  civil  esta  reforma, 
que  si  afecta  á artículos  de  esta  ley,  tiene  preceptos 
que  en  realidad  son  materia  de  la  ley  orgánica  de 
tribunales,  como  todo  lo  que  se  refiere  á la  compe- 
tencia de  los  tribunales  de  justicia.  Más  que  de  alte- 
rar la  competencia  en  los  juicios  verbales  y de  menor 
cuantía,  había  urgente  necesidad  de  reformar  el  pro- 
cedimiento, ó por  mejor  decir,  de  establecer  alguno; 
porque  si  la  administración  de  justicia  no  es  buena  en 
los  Juzgados  municipales,  claro  es  que  el  mal  se 
agrandará  cuando  la  competencia  se  aumente;  tanto 
más,  cuanto  que  carece  de  todo  precepto  reglamen- 
tario y procesal  la  ley  vigente  tal  como  va  á quedar. 

Entregados  en  la  mayor  parte  de  los  pueblos  los 
Juzgados  municipales  á la  pasión  local,  y conGada  la 
administración  de  la  justicia  municipal  á personas  in- 
doctas, quedará  sometida  á la  arbitrariedad  procesal, 
lo  mismo  que  antes  de  la  ley  de  enjuiciamiento;  por- 
que el  legislador,  que  se  ha  ocupado  mucho  del  pro- 
cedimiento en  los  juicios  ordinarios  y en  todos  los 
que  juegan  grandes  intereses,  no  se  ha  ocupado  del 
procedimiento  en  los  juicios  verbales,  que  si  aisla- 
damente representan  intereses  más  pequeños,  en  con- 
junto son,  por  su  gran  número,  de  más  importancia 
y más  sagrados,  porque  afectan  á las  personas  que 
tienen  ménos  recursos,  y para  las  cuales  es  vitalísima 
una  sentencia  en  un  juicio  verbal. 

Pues  bien;  decia  yo  que  era  materia  del  dictámen 
el  reformar  este  procedimiento,  ó mejor  dicho,  el  es- 
tablecerlo, porque  es  tan  deficiente,  es  lan  nulo  en 
realidad,  quo  en  el  mismo  Madrid,  cada  juez  munici- 
pal tiene  su  libro,  cada  juicio  so  celebra  do  distinta 
manera;  aqn(  so  admiten  excepciones,  allí  no;  y existo 
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un  verdadero  caos;  caos  microscópico,  al  parecer,  por- 
que aféela  á pequeñas  sumas,  pero  resulta  que  la  ad- 
ministración de  justicia  se  desacredita  ante  el  pú- 
blico. 

C.reia  yo  que  era  el  momento,  ya  que  la  Cámara 
se  ocupa  de  esta  materia  por  la  iniciativa  de  algunos 
señores  de  la  Comisión,  que  era  el  momento  de  esta- 
blecer ciertos  preceptos  que  cortasen  de  raíz  gravísi- 
mas corruptelas,  tales  como  esa  que  se  conoce  en 
todo  Madrid  con  el  nombre  de  juicio  convenido,  co- 
rruptela de  la  que  ya  se  han  ocupado  una  vez  y oirá 
vez  las  autoridades  judiciales  superiores  del  territo- 
rio, pero  que  en  vano  pueden  intentar  desarraigar, 
porque  no  pueden  los  jueces  municipales  oponerse  á 
ella,  porque  no  se  lo  admite  el  procedimiento.  Así  es 
que  en  los  Juzgados  municipales  se  hacen  grandísi- 
mos préstamos  y están  á disposición  de  los  usureros 
sin  que  los  jueces  puedan  impedirlo,  porque  no  hay  un 
precepto  legal  que  diga,  por  ejemplo,  que  las  acumu- 
laciones no  pueden  hacerse;  y si  esto  sucede  ahora 
que  entienden  esos  Juzgados  solo  hasta  i. 000  rs., 
tanto  más  sucederá  ahora  que  pueden  entender  hasLa 
2.000  rs.  De  suerte  que  esa  competencia  que  esta- 
blecéis es  verdaderamente  ilusoria,  si  no  le  agregáis 
un  procedimiento  como  el  que  establezco  en  mi  en- 
mienda, que  venga  á darle  realidad  y verdad. 

Y no  voy  á tratar  más  que  de  esto,  porque  aun- 
que la  enmienda  es  algo  extensa,  no  quiero  molesta- 
ros más,  y lo  hago  en  esto  porque  afecta  verdadera- 
mente á la  competencia,  y no  comprendo  cómo  la 
Comisión  no  la  ha  admitido,  porque  ahora  tendrá 
más  importancia  la  corruptela.  Y esto,  aparte  de  los 
grandes  males  que  puede  producir  ci  no  esperar  á la 
ley  orgánica  de  tribunales  donde  se  estahlezxan  los 
Juzgados  municipales  en  otra  forma  ó se  hagan  de 
otra  manera  los  procedimientos,  colocando  á esos  ele- 
mentos de  la  administración  de  justicia  en  ciertas 
condiciones.  Pero  de  este  modo,  solo  conseguiréis  ha- 
cer de  una  cosa  mala  una  cosa  peor. 

Y digo  que  no  me  ocupo  .de  los  demás  particula- 
res, porque  sé  que  la  Comisión  ha  de  contestarme  que 
no  quiere  aumentar  el  número  de  los  artículos,  que 
no  quiere  hacer  grandes  modificaciones,  porque  de 
ese  modo  vendría  cada  Diputado  á traer  su  pensa- 
miento sobre  varios  artículos  de  la  ley  judicial. 
No;  yo  os  pido  solamente  que  os  concretéis  á ese 
punto.  Yo  no  añado  ni  propongo  ninguna  cosa  relati- 
va á otros  artículos;  concreto  mi  enmienda,  y retiro 
toáoslos  demás  artículos  de  la  misma  si  aceptáis  esto, 
concreto  mi  enmienda  á que  determinéis  bien  la  com- 
petencia. á que  establezcáis  alguu  precepto,  y aquí 
propongo  el  medio  por  el  cual  la  competencia  de  los 
jueces  municipales  quede  limitada  á lo  que  queráis 
establecer;  es  decir,  concreto  mi  enmienda  á que  sea 
eficaz  el  resultado  de  vuestro  proyecto. 

Si  aceptáis  esto,  y sin  aceptarlo,  me  veré  en  el 
caso  de  retirar  la  enmienda;  pero  si  lo  aceptáis,  veria 
satisfecho  mi  propósito,  y creo  también  el  que  á vos- 
otros os  anima. 

Y habiendo  dicho  esto,  y no  queriendo  molestar  á 
los  Sres.  Diputados,  y considerando  además  que  vos- 
otros os  habéis  metido  con  otro  artículo  sobre  si  los 
ahogados  pueden  informar  un  poco  más  ó un.  poco 
menos  en  cuestiones  de  derecho,  lo  cual  está  bastante 
lejos  de  la  competencia;  considerando  que  os  veo  ata- 
cados de  ese  mal  del  particularismo  ó de  interés  par- 
ticular de  clase,  de  que  aquí  nos  ha  hablado  el  señor 


Azcárate,  individuo  de  esa  Comisión,  viéndoos  ataca- 
dos del  particularismo,  como  S.  S.  decia,  y no  que- 
riendo atender  en  rigor  á los  verdaderos  intereses  del 
procedimiento  que  vais  á alLerar,  me  siento,  haciendo 
constar  que  por  mi  parte  he  cumplido  con  lo  que  era 
de  mi  deber,  y mucho  más  que  de  mi  deber,  tal  vez 
del  de  algunos  otros  Sres.  Diputados. 

El  Sr.  NUNEZ  DE  VELASCO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  El  señor 
Nuñez  de  Velaseo,  de  la  Comisión,  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  NUÑEZ  DE  VELASCO:  La  Comisión,  con 
tra  lo  que  entiende  el  Sr.  Domínguez  Alfonso,  no  ha 
sido,  al  emilir  este  diatámen,  guiada  por  móvil  algu- 
no de  particularismo.  Ni  siquiera  ha  entrado  en  esc 
terreno  donde  creía  S.  S.  que  la  idea  de  particularis- 
mo ha  sido  pasto  de  la  Comisión,  porque  huyendo  de 
él  no  ha  querido  alterar  nada,  y esta  era  una  de  las 
razones  que  tenía  para  oponerse  á que  se  admitiera 
la  enmienda  de  S.  S.  cuando  abarcaba  todos  los  pun- 
tos que  hoy  circunscribe  y limita  á la  competencia, 
sino  también  sobre  otras  cuestiones  que  pudieran  en 
carnar  cuestiones  gravísimas  de  derecho  civil,  como 
la  capacidad  légal  de  la  mujer  y de  los  menores  de 
edad,  y sobre  la  tramitación  del  juicio  verbal. 

La  razón  principal,  si  no  única,  que  la  Comisión 
ha  tenido  para  no  admitir  la  enmienda  del  Sr.  Domín- 
guez Alfonso,  es  una  razón  tan  sencilla  y tan  clara 
como  obvia.  Lo  que  S.  S.  llama  enmienda,  no  es  tal 
enmienda,  ni  merece  el  nombre  de  tal,  ni  de  tal  pue- 
de calificarse,  ni  por  manera  alguna  lo  parece.  ¿Cuál 
es  el  art.  2.°  de  la  proposición  de  ley,  hoy  proyecto  de 
ley,  á que  la  enmienda  del  Sr.  Domínguez  Alfonso  se 
refiere?  Pues  terminante  y claramente  éste:  «Toda 
cuestión  entre  pactes,  cuyo  interés  no  exceda  de  *?o0 
pesetas,  se  decidirá  en  juicio  verbal.»  ¿Qué  enmienda 
á este  enunciado  general,  á este  concepto  precisa  su 
señoría?  ¿Dice  que  no  se  tramiten  y resuelvan  en  jui- 
cio verbal  las  cuesliones  cuya  cuantía  sea  menor  de 
250  pesetas?  ¿Altera  esta  cifra?  No;  acepta  el  princi- 
pio ile  la  Comisión,  que  dice:  «Todas  aquellas  cues- 
tiones entre  partes,  cuya  cuantía  no  exceda  de  250 
pesetas,  se  decidirán  en  juicio  verbal.»  Esto  dice  la 
Comisión,  esto  dice  la  e.nmieuda  del  Sr.  Domínguez 
Alfonso:  estamos  conformes,  no  hay  enmienda  al  dic- 
támen  de  la  Comisión. 

Podría  acaso  la  enmienda  del  Sr.  Domínguez  Al- 
fonso haberse  reputado  tal,  y como  tal  haberla  discuti- 
do, si  la  presentase,  no  ahora,  no  concerniente  y cir- 
cunscrita <i  un  solo  artículo,  sino  á la  totalidad  del  pro- 
yecto, es  decir,  á aquello  que  encama  y significa  el 
pensamiento  general  del  proyecto, su  extensiou,  sus  li- 
mites, y entonces  se  hubiera  podido  decir:  creo  conve- 
niente, á pesar  de  los  gravísimos  perjuicios  que  pue- 
den venir  de  esta  manera  de  legislar  á retazos,  creo 
conveniente  que  ya  que  se  toca  á la  ley  de  enjuicia- 
miento civil,  se  hable  del  derecho  civil,  de  la  capaci- 
dad de  las  mujeres  y de  los  menores  de  edad,  y ya 
que  se  habla  de  lo  peculiar  de  la  ley  orgánica  del  Po- 
der judicial,  se  bable  de  la  competencia,  y ya  que  so 
trata  de  lo  peculiar  de  aquel  título  de  la  ley  procesal 
que  se  refiere  á los  juicios  verbales,  á la  reglamenta- 
ción de  los  juicios  verbales,  que  se  extienda  á esto  el 
proyecto,  y entonces  hubiéramos  discutido.  Pero 
cuando  está  probado  que  el  proyecto  se  limita  á lo 
que  se  limita,  no  es  posible  que  discutamos  má9  que 
sobre  él. 

Per  lo  demás,  el  fin  moral,  puramente  moral,  que 
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persigue  el  Sr.  Domínguez  Alfonso,  resulta  tan  huér- 
fano (le  protección  con  la  intención  sana  y nobilísima 
de  S.  S.,  tal  como  la  presenta,  como  sin  ninguna  de- 
claración. 

¿Qué  quiere  el  Sr.  Domínguez  Alfonso?  Que  para 
evitar  abusos  que  el  público  lamenta;  que  para  evitar 
que  la  administración  de  justicia  se  haga  instrumen- 
to de  ciertos  negocios,  todos  aquellos  juicios  que  no 
lleguen  á 500  pesetas  y que  se  celebren  en  un  mismo 
dia  ó en  dos  dias  consecutivos,  se  entiendan  como 
originados  en  un  mismo  contrato,  como  teniendo  una 
misma  raíz,  como  nacidos  de  un  mismo  origen  de 
derecho,  y que  todos  se  acumulen  y se  consideren 
como  uno  solo;  y como  cree  que  lo  que  existe  real- 
mente es  un  subterfugio  para  hurlar  el  verdadero 
procedimiento,  quiere  que  todos  aquellos  juicios  que 
no  lleguen  á 500  pesetas  y se  instauren  en  un  solo 
dia  ó en  dos  dias  consecutivos,  se  acumulen  en  uno 
solo.  Pues  queda  hurlado  el  propósito  nobilísimo  de 
S.  S.,  porque  las  gentes  á que  quiere  atacar  son  pre- 
cisamente gentes,  por  desgracia,  habilísimas,  y no 
les  sería  difícil  dejar  irascurrir,  en  vez  de  dos,  tres 
dias,  o en  vez  de  tres,  cuatro,  á íin  de  burlar  el  pro- 
pósito de  S.  S.  He  dicho. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  ALFONSO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tiene 
V.  S.  para  rectificar. 

El  Sr.  DOMINGUEZ  ALFONSO:  Ante  todo  doy 
las  gracias  ai  Sr.  Nuúez  de  Vclasco  por  la  lección — 
que  yo  siempre  las  recibo  con  gratitud  de  la  gran 
ilustración  de  S.  S¿~ que  me  ha  dado  sobre  lo  que  es 
mi  enmienda.  Mi  enmienda  dice  que  supondría  la  al- 
teración de  la  cifra  de  la  competencia,  y yo  entiendo 
que  fuera  de  esto  no  hay  enmienda.  Yo  creía  que  las 
enmiendas  eran  todas  apuellas  cosas  relativas  á una 
proposición  ó materia  cualquiera,  que  enmendasen, 
que  aclarasen,  que  explicasen  la  misma  materia  ó 
que  previesen  algunos  casos  concretos.  Por  ejemplo: 
entendía  que  tratándose  de  la  competencia  de  los  jue- 
ces municipales  y de  lo  que  ha  de  ser  la  cuantía  de 
un  juicio  verbal,  esa  enmienda  sería  un  artículo  que. 
dijese  concretamente,  sin  dejar  lugar  á dudas,  el 
modo  y forma  de  determinar  la  competencia.  Mi  en- 
mienda sería  esta,  porque  de  lo  que  se  trata  es  de  que 
la  competencia  sea  una  verdad  y que  no  haya  esas 
mistificaciones  y falsificaciones  en  el  procedimiento, 
á que  antes  he  aludido. 

Yo  deploro  que  el  sistema  seguido  en  materia  re- 
lativamente de  escasa  importancia  como  esta,  deplo- 
ro, repito,  que  en  esto  que  es  insignificante,  se  siga 
el  sistema  que  se  sigue  en  materias  políticas,  en  que 
se  dice:  «mañana;  en  otra  ocasión;  en  tal  ó cual  pro- 
yecto,» y no  llegue  nunca,  y la  iniciativa  del  Diputa 
do  se  encuentra  siempre  con  ese  eterno  mañana  que 
nunca  llega.  Me  parece  que  si  se  encuentra  bien,  no 
era  difícil  una  aclaración  como  ésta.  Yo  hubiera  de- 
seado que  se  hubiera  demostrado  que  era  mala;  pero 
si  se  acepta  el  principio,  el  fondo,  el  todo  ó la  mayor 
parte  de  lo  consignado  en  esa  enmienda,  cosa  que  no 
puede  negarse  porque  sería  como  negar  la  evidencia, 
no  comprendo  ese  interés,  en  cierto  modo  de  amor 
propio,  de  la  Comisión  en  concretar  el  asunto  de  la 
reforma  á lo  que  ella  misma  ha  creído  debía  ser,  á su 
propia  inspiración. 

El  Sr.  Nufiez  de  Velasco  decía  que  con  lo  que  yo 
propongo  se  puede  eludir  el  precepto  legal.  Está  su 
señoría  en  un  error;  fc.  S.  no  conoce  á los  prestamis- 


tas, por  lo  cual  le  felicito:  S.  S.  no  se  habrá  visto 
nunca  en  sus  garras;  pero  yo  le  aseguro  á S.  S.  que 
poniendo  en  práctica  lo  que  se  dispone  en  mi  enmicn- 
¡ da,  no  habría  lugar  á esos  temores  que  S.  S.  abriga. 
De  suerte  que  lo  que  debe  hacer  es  desecharlos  y 
admitir  la  enmienda. 

El  Sr.  NUNEZ  DE  VELASCO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Canalejas):  La  tiene 
V.  S.  para  rectificar. 

El  Sr.  NUNEZ  DE  VELASCO:  Para  decir  al  se- 
ñor Domínguez  Alfonso  que  ha  escogido  la  ocasión 
más  extraña  para  lanzar  la  acusación  de  amor  pro- 
pio al  individuo  de  la  Comisión  que  ha  tenido  la  hon- 
ra de  defender  modestamente  el  provéelo;  porque 
precisamente  es  tan  extraño  este  modesto  individuo  á 
toda  cuesLion  de  amor  propio  en  este  dictamen,  que 
ui  siquiera  lo  firma.  Lo  único  que  sucede  es,  que  aun 
cuando  no  asistió  á las  deliberaciones  de  la  Comisión, 
y aunque  no  ha  firmado  este  dictamen,  y aunque  no 
está  ni  puede  estar  comprometido  en  él  su  amor 
propio,  está  tan  persuadido  de  que  debe  conservarse 
tal  como  está,  que  no  ha  tenido  inconveniente  en  con- 
testar á las  elocuentes  palabras  de  S.  S. 

Por  lo  demás,  ¿cómo  he  de  pretender  yo  dar  lec- 
ciones á S.  S.  sobre  lo  que  es  proyecto  ó sobre  lo  que 
es  enmienda,  cuando  yo  las  lie  menester? 

No,  yo  entiendo  que  la  enmienda  del  Sr.  Domín- 
guez Alfonso  podría  llamarse  taL  si  se  refiriera  á la 
totalidad  del  proyecto,  pero  que  una  vez  determinada 
la  extensión  de  éste  y su  alcance,  no  podia  volver  la 
Comisión  sobre  su  pensamiento,  ni  el  Congreso  sobre 
su  acuerdo,  y que  estando  encaminada  la  reforma  á 
fijar  la  cantidad  del  juicio  de  menor  cuantía,  y que 
conviniendo  en  esto  el  Sr.  Domínguez  Alfonso  y la 
Comisión,  no  resultaba  de  la  enmienda  una  verdade- 
ra enmienda  al  proyecto  de  ley  que  se  discute. 

Por  último,  crea  el  Sr.  Domínguez  Alfonso  que 
aunque  en  realidad  no  conozco  el  mecanismo  que  em- 
plean los  prestamistas,  entiendo  que  las  dificultades 
y los  obstáculos  de  cada  dia  habían  de  darles  más 
lecciones  y habían  de  enseñarles  más  que  el  pensa- 
miento perfectamente  puesto  en  ejercicio  de  los  juris- 
consultos. Ahora  mismo,  ¿podría  tener  inconveniente 
un  prestamista  en  hacer  lo  que  antes  dije,  en  promo- 
ver treinta  juicios  verbales  en  tres  dias  consecutivos, 
en  cada  uno  de  los  distintos  partidos  judiciales  en  que 
él  creyera  que  debía  promoverlos?  ¿Podría  tener  in- 
conveniente en  celebrarlos  en  Madrid,  en  Getafe,  en 
Colmenar  Viejo,  domiciliando  allí  el  pago?  ¿Le  parece 
á S.  S.  que  ellos,  tari  ricos  en  recursos,  hablan  de  pri- 
varse de  ejercitarlos  por  dificultades  cillas  leyes? 

Yo  creo  que  eso  no  se  refiere  al  art.  ?.°,  sino  á la 
competencia  de  los  jueces,  la  cual  puede  discutirse 
cuando  se  trate  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial, 
y que  en  este  proyecto  de  ley  se  trata  de  otra  cosa.» 

Leídas  nuevamente  las  adiciones,  y hecha  la  pre- 
gunta de  si  se  tomaban  en  consideración,  el  acuerdo 
del  Congreso  fue  negativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  el 
art.  3.w» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado. 


Se  leyó  por  primera  vez,  y pasó  a la  Comisión 
acordando  se  imprimiera  y repartiera,  un  articuló 
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adicional  del  Si*.  Rodríguez  San  Pedro.  (Véase  el  Apén- 
dice 7.°  á este  Diario.) 

Se  leyó  el  art.  4.°,  que  decia: 

«Art.  4.°  La  cantidad  de  250  pesetas  fijada  en  los 
arts.  47G,  477,  488,  715,  731,  1397,  1398,  141  1 y 
1435  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  se  entenderá 
ampliada  á la  de  500  pesetas.» 

El  Sr.  PRESIDENTE : Abrese  discusión  sobre 
este  artículo. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  Pido  la  pala- 
bra en  contra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  Estoy  confor- 
me con  el  espíritu  del  dictámen  que  se  está  discu- 
tiendo, y por  efecto  de  esta  misma  conformidad  debo 
presentar  algunas  observaciones  á la  Comisión,  con  el 
fin  de  que  el  i>ropósito  de  los  dignos  individuos  que 
la  componen  pueda  quedar  completamente  realizado. 

En  efecto,  en  este  dictámen  prevalece  el  deseo  de 
que  aumentándose  la  cuota  que  determina  las  cuan- 
tías en  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  se  disminuya 
para  las  reclamaciones  por  valor  de  500  y 1.500  pe- 
setas respectivamente  la  tramitación  que  la  misma 
ley  señala.  Me  parece  que  se  destaca  bien  claramente 
de  todo  el  contenido  del  proyecto  que  discutimos,  este 
manifiesto  propósito.  Pues  bien;  en  este  art.  4.°  es  de 
nUar  que  por  lo  que  reforma  sustancialmente  los  ar- 
tículos 1397,  1398,  141  1 y 1435  de  la  ley  vigente, 
se  priva  del  medio  ejecutivo  para  aquellas  obligacio- 
nes que  excedan  de  250  pesetas  á aquel  que  tenga  ne- 
cesidad de  verificar  una  reclamación;  y como  el  pro- 
cedimiento ejecutivo  es  mucho  más  breve  que  el  pro- 
cedimiento mismo  de  menor  cuantía,  tal  como  la  ley 
lo  organiza,  resulta  así  que  lejos  de  estar  en  armonía 
esta  indicación  del  dictámen  con  el  espíritu  del  dic- 
támen mismo,  viene  en  cierto  modo  á contradecirle. 

Conocida,  pues,  la  discreción  de  los  dignos  indi- 
viduos de  la  Comisión,  parece  que  solo  podian  tener 
como  proiiósito,  al  citar  estos  artículos  de  la  ley,  mo- 
dificarlos en  aquella  parte  que  no  perjudicase  al  es- 
píritu general  de  la  ley  misma,  y que  mantienen  el 
principio  de  que  si  no  hay  un  título  ejecutivo,  la  dis- 
cusión en  relación  á las  deudas  de  ménos  de  500  pe- 
setas, aunque  en  cantidad  superior  á 250,  no  se  suje- 
te al  procedimiento  de  menor  cuantía,  sino  al  proce- 
dimiento del  juicio  verbal,  y cuando  hay  un  juicio 
que  lleve  aparejada  ejecución,  ó que  tenga  energía 
suficiente  para  proceder  por  la  vía  ejecutiva,  no  se 
prive  de  este  derecho  y de  este  medio  más  expedito 
de  alcanzar  justicia  al  tenedor  de  un  título  de  esta 
naturaleza. 

Me  parece  que  hecha  esta  observación,  que  corres- 
ponde al  fin  mismo  con  que  he  tenido  el  honor  de 
presentar  la  adición  al  proyecto  en  general,  para  que 
abreviando  el  procedimiento  en  cuanto  pueda  tener 
de  dilatorio  respecto  á las  cuantías  que  se  discuten, 
en  lo  que  tenga  de  brevedad  se  mantenga  con  todas 
sus  energías,  han  de  manifestar  los  señores  de  la  Co- 
misión que  se  sirven  aceptar  la  enmienda  en  cuanto 
tiende  á mantener  la  vía  ejecutiva  respecto  á los 
créditos  que  excedan  de  250  pesetas,  ó que  admiten 
aclaraciones  suficientes  á este  mismo  articulo,  para 
que  al  adoptarse  definitivamente  aquellos  que  haD  de 
introducirse  en  la  ley  de  enjuiciamiento,  conforme  al 
art.  6.°  de  este  proyecto,  pueda  entenderse  de  esta 
manera  que  en  la  cuantía  de  la  tramitación  ordinaria 
queda  modificada  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  pero 


que  esto  no  sea  obstáculo  para  mantener  las  energías 
, ejecutivas  en  los  casos  que  la  misma  ley  de  enjui- 
ciamiento civil  señala. 

No  dudo  que  la  Comisión  se  convencerá  de  que 
esto  conduce  á sus  propios  fines,  y se  servirá  decir 
algunas  palabras  x>ara  que  esta  indicación  raia  pueda 
tener  oportuna  cabida  en  el  proyecto  que  se  dis- 
cute. 

El  Sr.  RUIZ  CAPDEPON:  La  Comisión  ha  oido 
con  mucho  gusto  las  observaciones  que  ha  hecho  el 
Sr.  Rodríguez  San  Pedro,  y estimándolas  en  lo  que 
valen,  retira  el  art.  4.°  del  dictámen  para  redactarlo 
nuevamente  conforme  á las  indicaciones  de  S.  S. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

Él  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  Agradezco 
profundamente  á la  Comisión  la  bondad  con  que  ha 
acogido  mis  observaciones,  encaminadas  líuicamente 
á la  mejora  del  artículo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
retirado  el  artículo,  y volverá  á la  Comisión.» 

Se  leyó  el  5.°,  que  decia: 

«Art.  5.°  El  arL.  7 1 0 de  la  referida  ley  se  enten- 
derá redactado  en  los  términos  siguientes: 

«A  la  vista  podrán  asistir  las  partes  ó sus  procu- 
radores, en  cuyo  caso  podrán  informar  únicamente, 
sobre  los  hechos,  ó abogados,  quienes  podrán  infor- 
mar también  sobre  el  derecho  aplicable  á la  cues- 
tión.» 

En  los  cinco  dias  siguientes  á la  celebración  de  la 
vista  se  dictará  sentencia  confirmando  ó revocando 
la  apelada,  ó resolviendo  en  su  caso  lo  que  proceda 
sobre  la  nulidad  y demás  cuestiones  sometidas  á la 
resolución  de  la  Sala. 

La  sentencia  confirmatoria  ó que  agrave  la  de 
primera  instancia  deberá  contener  condena  de  costas 
ai  apelante.» 

El  Sr.  SECRETARIO  (ranchez  Arjona):  Hay  una 
adición  del  Sr.  Dominguez  Alfonso  que  dice  así: 

Adición  al  artículo  5.° 

Se  hará  al  de  igual  número  del  dictámen.  la  si- 
guiente: 

«...  no  solo  en  los  expresa  ó directamente  altera- 
dos. que  son  los  arts.  483,  484,  486,  710,  y varios 
del  capitulo  De  los  juicios  verbales , sino  también  los 
que  necesaria  aunque  indirectamente  resulten  modi- 
ficados, como  los  arts.  1397,  1398  y 1435,  procu- 
rando que  no  se  altere  la  numeración  de  ninguno 
de  los  actuales  en  las  nuevas  ediciones  que  de  dicha 
ley  se  hagan;  quedando  igualmente  autorizado  el  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia  para  reformar  los  precep- 
tos contenidos  en  la  referida  ley  de  enjuiciamiento 
civil,  que  se  relacionan  con  el  actual  Código  de  co- 
mercio, y por  el  mismo  alterados. 

Palacio  del  Congreso  1 1 de  Abril  de  1887.  = An- 
tonio  Dominguez  Alfonso.=Juan  García  del  Gastillo.= 
Nicolás  Aravaca.  = Francisco  Ansaldo.  = Mariano 
Arredondo.=Antonio  Barroso  y Castillo. = Juan  Ta- 
lero.» 

EL  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  dirá  si  ad- 
mite ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  RUIZ  CAPDEPON:  La  Comisión  tiene  el 
| sentimiento  de  no  poder  admitirla. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Dominguez  Alfonso 
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ó cualquiera  de  los  señores  que  suscriben  la  adición, 
tienen  la  palabra  para  apoyarla.» 

No  hallándose  en  el  salón  ninguno  de  los  señores, 
dióse  segunda  lectura  de  la  adición,  y hecha  la  pre- 
gunta de  si  se  tomaba  en  consideración,  fué  des- 
echada. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Hay  una 
enmienda  del  Sr.  Lastres,  que  dice  así: 

«Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  al  proyecto  de  ley 
sobre  las  proposiciones  de  los  Sres.  Azcárate  y Alba, 
reformatorias  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 

El  art.  5.a  de  dicho  proyecto  pasará  á ser  el  6.°,  y 
con  dicho  núm.  5.u  figurará  el  siguiente: 

«Se  entenderán  reformados,  en  cuanto  no  sean 
congruentes  con  los  cuatro  artículos  anterioras,  el 
715,  el  1397,  el  141 1 y el  1435  de  la  ley  de  enjui- 
ciamiento civil.» 

Palacio  del  Congreso  14  de  Abril  de  !887.=Fran- 
cisco  Lastrcs.= Antonio  Ramos  Calderón.  = Antonio 
Dominguez  Alíonso.=Juau  José  Lopez.=Marqués  de 
Aguilar.=José  Oñate.— Terónimo  Marín.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  manifestará 
si  admite  ó no  la  enmienda. 

El  Sr.  RUIZ  CAPDEPON:  La  Comisión  siente  no 
poder  admitir  la  enmienda  del  Sr.  Lastres. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Lastres  tiene  la  pa- 
labra para  apoyar  su  enmienda.» 

No  hallándose  presente  en  el  salón  ninguno  de  los 
señores  que  ia  suscribían,  dáse  segunda  lectura  de  la 
misma  y no  se  toma  en  consideración. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Abrese  discusión  sobre  ei 
art.  5.°» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado. 

Sin  debate  lo  fué  el  G.°,  último  del  dictamen , que 
decia  así: 

«Art.  6.°  Las  variaciones  introducidas  por  esta  ley 
en  la  de  enjuiciamiento  civil,  se  consignarán  como 
texto  de  los  artículos  que  de  la  misma  modifican,  en 
la  primera  edición  oficial  que  de  ella  se  publique.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Discusión  del  artículo  adi- 
cional del  Sr.  Rodríguez  San  Pedro. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona) : Dice  así: 


«Pedimos  que  el  Congreso  se  sirva  aprobar  el  si- 
guiente 


ARTÍCULO  ADICIONAL. 


Quedarán  subsistentes  los  arts.  485  y los  referen- 
tes al  recurso  de  casación  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
civil,  respecto  á aquellos  juicios  en  que  la  cuantía  de 
los  misinos  exceda  respectivamente  de  250  y 1.500 
pesetas. 


Palacio  del  Congreso  5 de  Diciembre  de  1887.= 
Lilísimo  Rodríguez  San  Pedro.==Mantiei  Danvila.= 
El  Marqués  del  Vadillo.=Francisco  Silvela.=Mariano 
Gatalina.=Emilio  de  Alvea*\=JavierJLiOS  Arcos.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  Comisión  dirá  si  admi- 
te ó no  el  artículo  adicional. 

El  Sr.  RUIZ  CAPDEPON:  La  Comisión  tiene  la 


satisfacción  de  admitir  la  adición  de  que  acaba  de 
darse  cuenta;  y como  precisamente  el  contenido  de 
ja  mLma  viene  á sustituir  al  art.  4.°  que  la  Comisión 
ha  retirado,  entiende  1a  Comisión,  si  ei  Congreso  no 
tiene  en  ello  inconveniente,  que  podía  correrse  la  nu- 
meración de  los  artículos,  figurando  como  último  del 
dictámcn  la  adición  de  que  acaba  de  darse  cuenta,  sin 


necesidad  de  volver  á presentar  el  art.  4.°  nuevamen- 
te redactado,  pues  que  en  la  adición  se  conliene  lo 
que  el  art.  4.°  nuevameute  redactado  había  de  decir. 

Ei  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  Pido  ia  pa- 
labra. 

Ei  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  SAN  PEDRO:  La  he  pedido 
como  firmante  del  artículo  adicional,  y en  nombre  de 
los  Sres.  Diputados  que  me  han  honrado  poniendo  su 
firma  al  lado  de  la  mía,  para  decir  que  estamos  de 
todo  punto  conformes  con  la  manifestación  que  aca- 
ba de  hacer  el  señor  presidente  de  la  Comisión.» 

Sin  más  discusión  quedó  tomado  en  consideración 
el  artículo  adicional,  é inmediatamente  después  fué 
aprobado. 

El  Congreso  acordó,  de  conformidad  con  lo  pro- 
puesto por  el  señor  presidente  de  la  Comisión,  que 
desapareciera  el  art.  4.°  retirado,  corriéndose  la  nu- 
meración de  los  siguientes  y pasando  á ser  el  último 
de  ellos  el  adicional  que  se  acababa  de  aprobar. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  El  pro- 
yecto de  ley  pasará  á la  Comisión  de  corrección  de 
estilo. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  procede  al  nombra- 
miento de  la  Comisión  inspectora  de  la  deuda.» 

Se  lee  el  artículo  referente  á dicho  acto. 
Verificada  la  elección,  resultó  que  obtuvieron 
votos  los 


Sres.  Fernandez  Viliaverde 90 

Angulo 88 

Fabra  y Fioreta 88 


El  Sr.  PRESIDENTE : Quedan  elegidos  los  seño- 
res Fernandez  Viliaverde,  Angulo,  y Fabra  y Fio- 
reta. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Lastres  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  LASTRES:  La  he  pedido  para  tener  el  ho- 
nor de  reproducir  dos  proyectos  de  ley  que  nacieron 
como  proposiciones  suscritas  por  mí:  uno  relativo  á 
la  reforma  de  diversos  artículos  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento, y ei  otro  á escuelas  de  reforma  para  jóvenes 
delincuentes. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjoua):  Quedan 
reproducidos.» 

(Véanse  los  Apéndices  8.°  y 9.u  á este  Diario.) 


Se  mandó  pasar  á las  Secciones  para  nombra- 
miento de  Comisión,  la  siguiente  Real  órden: 

«Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden  y á los  efectos  oportunos,  paso  á 
manos  de  V.  EE.  el  adjunto  suplicatorio  que  la  Sala 
tercera  del  Tribunal  Supremo  dirige  á ese  Cuerpo 
Colegislador,  pidiendo  autorización  para  continuar  los 
procedimientos  de  la  causa  que  ante  la  misma  pende 
contra  D.  Teodoro  Baró  y Sureda,  como  gobernador 
civil  que  fué  de  ia  provincia  de  la  Coruña  y en  la  ac- 
tualidad Diputado  á Cortes,  en  virtud  de  querella  de- 
ducida por  D.  Aureiiano  Linares  Rivas , por  delito 
electoral.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid 
7 de  Julio  de  1887.=Manuel  Alonso  Martinez.  = Se- 
ñores  Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 
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Quedó  sobre  la  mesa  á disposición  de  los  Srcs.  Di- 
putados, la  siguiente  comunicación: 

«Ministerio  de  Ultramar. — Excmos.  Sres.:  El  Di- 
putado Sr.  ü.  Francisco  Romero  y Robledo  pidió  en  la 
sesión  del  Congreso  del  dia  3 del  corriente  la  remisión 
de  ios  documentos  que  «tuvo  en  cuenta  el  Gobierno 
para  llamar  á la  Península  al  Excmo.  Sr.  Gobernador 
general  de  Puerto-Rico,»  y cumpliendo  con  lo  que 
ofreció  el  Ministro  que  suscribe,  tiene  la  honra  de 
remitir  á la  Cámara  aquellos  que  prudentemente  juz- 
ga oportunos  para  el  completo  esclarecimiento  del 
asunto  que  interesa  al  referido  Sr.  Diputado.  Madrid 
ó de  Diciembre  de  1887.=Victor  Balaguer.  = Exce- 
lentísimos Sres.  Secretarios  del  Congreso  de  los  Di- 
putados.» 


Se  recibieron  con  aprecio,  acordando  se  repartie- 
ran á los  Sres.  Diputados,  300  ejemplares  que  remitía 
el  presidente  de  la  Comisión  provincial  de  defensa 
contra  la  filoxera,  de  la  alocución  dirigida  á los  viti. 
cultores  de  la  provincia  de  Barcelona. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  mañana: 
Dictámen  y voto  particular  sobre  la  autorización 
pedida  para  procesar  al  Diputado  Sr.  Romero  Gilsanz* 
dictámen  y voto  particular  sobre  el  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción contencioso-administrativa,  y aprobación 
definitiva  del  proyecto  sobre  construcción  de  un  fe- 
rro-carril de  ¿antillana  á La  Puebla. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  cinco  y cuarto. 


NUEVE  APÉNDICES, 


APÉNDICE  1."  AL  NÚM.  4 


DIARIO 

DE  LAS 


SESIONES  DE  COSTES 


Proposición  de  ley  ( reproducida ),  del  Sr . Nuñez  de  Velasco,  reformando  varios 

artículos  de  la  de  enjuiciamiento  civil. 


El  Diputado  que  suscribe  tiene  el  honor  de  some- 
ter á la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Los  artículos  de  la  ley  vigente  de  enjuiciamiento 
civil  que  á continuación  se  expresan  se  modifican  y 
quedan  redactados  de  la  manera  que  respecto  de  cada 
uno  de  ellos  se  determina. 

«Art.  4.°  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  podrán  los  interesados  comparecer  por  sí 
mismos  ó por  medio  de  apoderado: 

1. °  En  los  actos  de  conciliación. 

2. °  En  los  juicios  de  que  conozcan  en  primera  ins- 
tancia los  jueces  municipales. 

3. “  En  los  juicios  de  menor  cuantía. 

4. °  En  los  de  árbitros  y amigables  componedores. 

5. °  En  los  juicios  universales  cuando  se  limite  la 
comparecencia  á la  presentación  de  los  títulos  de 
créditos  ó derechos,  ó para  concurrir  á juntas. 

G.°  En  los  incidentes  de  pobreza,  alimentos  pro- 
visionales, embargos  preventivos  y diligencias  ur- 
gentes que  sean  preliminares  de  juicio. 

7.w  En  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria. 

Art.  39.  Estará  además  el  declarado  pobre  en  la 
obligación  de  pagar  las  costas  expresadas  en  el  ar- 
ticulo 37,  si  dentro  de  tres  aüos  después  de  1‘enecido 
el  pleito  viniese  á mejor  fortuna. 

Se  entiende  que  ha  venido  á mejor  fortuna: 

1. °  Por  haber  adquirido  salario  permanente,  suel- 
do, rentas  ó bienes,  ó estar  dedicado  al  cultivo  de 
tierras  ó cria  de  ganados,  cuyos  productos  sean  ó es- 
tén graduados  en  una  cantidad  superior  al  jornal  de 
cuatro  braceros  en  cada  localidad. 

2. °  Por  pagar  de  contribución  de  subsidio  cuotas 
dobles  á las  designadas  en  el  núm.  4.0  del  art.  15. 


En  todo  caso,  cuando  el  defendido  como  pobre 
hubiese  apelado  de  la  sentencia  de  primera  instancia 
y sido  condenado  en  las  costas  de  la  segunda,  lo  mis- 
mo que  cuando  interpusiere  recurso  de  casación  y 
sufriere  imposición  de  costas,  si  no  hiciese  desde  lue- 
go efectivas  las  en  que  hubiere  sido  condenado,  su- 
frirá por  vía  de  sustitución  y apremio  la  prisión  en 
los  mismos  términos  que  para  las  causas  por  delitos 
establece  el  Código  penal,  con  la  diferencia  de  que 
sufrirá  un  dia  de  prisión  por  cada  20  pesetas  que  deje 
de  satisfacer. 

Art.  250.  I, os  escribanos  y secretarios  de  actua- 
ciones pondrán  nota  del  dia  y hora  en  que  les  fueren 
presentados  los  escritos,  solamente  en  los  casos  de 
que  para  verificarlo  haya  un  término  perentorio  ó de 
que  el  escrito  lleve  fecha  distinta  del  dia  de  su  pre- 
sentación. 

Art.  252.  Los  secretarios  y escribanos  autoriza- 
rán con  firma  entera  las  resoluciones  judiciales  y los 
demás  actos  en  que  intervenga  personalmente  la  au- 
toridad judicial  y las  certificaciones  ó testimonios 
que  libraren,  y con  media  firma  las  notiiicaciones  y 
demás  diligencias. 

Art.  430.  Todos  los  negocios  civiles  de  la  juris- 
dicción contenciosa  serán  repartidos  entre  los  Juz- 
gados de  primera  instancia  cuando  haya  más  de  uno 
en  la  población,  y en  todo  caso  entre  las  diversas  es- 
cribanías de  cada  Juzgado. 

Art.  431.  Los  jueces  de  primera  instancia  no 
permitirán  que  se  curse  ningún  negocio  de  los  ex- 
presados en  el  artículo  anterior,  si  no  constase  en  él 
la  diligencia  de  repartimiento. 

En  el  caso  de  que  no  conste  dicha  diligencia,  no 
podrán  dictar  otra  providencia  que  la  de  que  pase  al 
repartimiento. 

Art.  432.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  dos  ar- 
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tículos  anteriores,  las  diligencias  preparatorias  de  eje- 
cución, las  de  los  embargos  preventivos  basta  su  ter- 
minación respectiva,  las  declaraciones  de  herederos 
en  la  línea  recta,  y cualesquiera  otras  que  A juicio  del 
juez  fuesen  de  índole  tan  perentoria  y urgente  que  su 
dilación  dé  motivo  fundado  para  temer  que  se  irro- 
guen irreparables  perjuicios  á los  interesados,  podrán 
acordarse  y llevarse  á efecto  por  cualesquiera  de  los 
jueces  y Escribanía  ante  que  se  soliciten.  En  estos  ca- 
sos, luego  que  se  practique  la  diligencia  urgente,  se 
pasará  el  negocio  al  repartimiento. 

Art.  476,  Lo  convenido  por  las  partes  en  actos  de 
conciliación  se  llevará  á efecto  por  el  mismo  juez 
municipal,  por  los  trámites  establecidos  para  la  eje- 
cución de  las  sentencias  dictadas  en  juicio  verbal, 
cuando  su  interés  no  exceda  de  250  pesetas. 

Siempre  que  lo  convenido  exceda  de  dicha  cuan- 
tía, tendrá  el  valor  y eficacia  de  un  convenio  consig- 
nado en  documento  público  y solemne;  pero  en  todo 
caso,  aquel  á quien  favorezca,  está  obligado  al  pago 
del  impuesto,  al  reintegro  del  papel  y al  cumplimien- 
to de  los  demás  deberes  que  corresponden  á los  ins- 
trumentos públicos  notariales. 

Art.  486.  Toda  cuestión  entre  partes  cuyo  interés 
no  exceda  de  250  pesetas,  se  decidirá  enjuicio  verbal. 

Las  demandas  presentadas  por  un  mismo  acreedor 
contra  un  mismo  deudor,  en  un  mismo  dia  ó en  cinco 
consecutivos,  se  acumularán,  y el  juez  municipal  dic- 
tará auto  declarando  su  incompetencia,  mandando 
que  pasen  al  Juzgado  correspondiente  para  que  se  tra- 
miten en  el  juicio  acomodado  á la  cuantía  total. 

Art.  553.  El  término  ordinario  de  prueba  no  po- 
drá exceder  de  sesenta  dias  cuando  hubiere  de  hacer- 
se en  la  Península,  Islas  adyacentes  ó posesiones  es- 
pañolas de  Africa. 

Dentro  de  los  sesenta  dias  el  juez  fijará  el  término 
que  según  las  circuntancias  del  negocio  sea  suficiente. 

El  juez  podrá  otorgar  prórroga  del  término  seña- 
lado por  el  tiempo  que  estime  necesario,  dentro  de  los 
mismos  sesenta  dias,  si  se  pidiere  antes  de  cumplirse. 

Art.  554.  No  podrá  suspenderse  el  término  seña- 
lado en  el  artículo  anterior  sino  por  fuerza  mayor  que 
impida  proponer  ó practicar  la  prueba  dentro  de  ellos. 

Esta  disposición  será  aplicable  al  término  extra- 
ordinario de  prueba  de  que  tratan  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  563.  Si  después  de  los  escritos  de  réplica  y 
dúplica  ocurriese  algún  hecho  de  influencia  notoria 
en  la  decisión  del  pleito,  ó hubiese  llegado  á noticia 
de  las  partes  alguno  anterior  con  esta  circuntancia, 
del  cual  juren  no  haber  tenido  antes  conocimiento, 
podrán  alegarlo  durante  el  término  ordinario  de  prue- 
ba, articulándolo  concretamente  por  medio  de  un  es- 
crito que  se  llamará  de  ampliación. 

Art.  565.  Recibidos  los  autos  á prueba,  se  entre- 
garán por  seis  dias  á cada  una  de  las  partes  sucesi- 
vamente para  que  propongan  las  que  les  convenga, 
sin  perjuicio  de  que  en  el  resto  del  término  puedan 
solicitar  cualquiera  otra. 

En  el  escrito  primero  de  proposición  de  prueba 
podrá  cada  parte  impugnar  la  autenticidad,  legitimi- 
dad ó exactitud  de  los  documentos,  así  públicos  como 
privados,  presentados  por  la  contraria,  por  motivos 
que  resulten  de  los  unidos  á los  autos  y que  no  apa- 
recieren claramente  de  las  copias  de  los  mismos  en- 
tregadas al  presentarlos. 

Art.  566.  La  prueba  que  se  proponga  se  concre- 


tará á los  hechos  fijados  definitivamente  en  los  escri- 
tos de  réplica  y dúplica  ó en  los  de  demanda  y con- 
testación, y en  los  de  ampliación  en  su  caso  que  no 
hayan  sido  confesados  llanamente  por  la  parte  á quien 
perjudiquen. 

Art.  567.  Los  jueces  repelerán  de  oficio  las  prue- 
bas que  no  se  acomoden  á lo  establecido  en  el  artículo 
anterior,  y todas  las  demás  que  sean  á su  juicio  im- 
pertinentes ó inútiles. 

Art.  568.  Contra  las  providencias  en  que  se  otor- 
gue alguna  diligencia  de  prueba  no  se  dará  recurso 
alguno. 

Contra  las  en  que  se  deniegue,  solo  se  podrá  uti- 
lizar el  de  reposición  dentro  de  cinco  dias;  y si  el  juez 
no  lo  estimase,  podrá  La  parte  interesada  reproducir 
la  misma  pretensión  en  la  segunda  instancia. 

Art.  569.  Cuando  se  solicitara  alguna  diligencia 
de  prueba  dentro  de  los  tres  últimos  dias  del  primer 
período,  podrá  la  parte  contraria  proponer  dentro  de 
los  tres  dias  siguientes  al  de  la  entrega  de  la  copia 
del  escrito  la  prueba  que  le  convenga  sobre  los  mis- 
mos hechos. 

Trascurrido  este  último  plazo,  y en  otro  caso  el 
de  los  veinte  dias  fijados  en  el  párrafo  2.°  del  art.  553, 
quedará  cerrado  definitivamente  el  primer  período  de 
la  prueba,  y se  dictará  providencia  abriendo  el  se- 
gundo período. 

Art.  570.  Los  jueces  proveerán  á los  escritos  en 
que  se  proponga  prueba,  conforme  se  vayan  presen- 
tando; se  librarán  desde  luego  los  mandamientos  com- 
pulsorios, exhortosy  demás  despachos  que  sean  nece 
sarios  para  practicar  la  que  baya  de  ejecutarse  fucrade 
la  cabeza  del  partido;  pero  no  se  entregarán  á la  parte 
interesada  hasta  que,  dictada  la  providencia,  abriendo 
el  segundo  período,  se  adicionen  con  nota  del  actuario, 
expresiva  del  término  concedido  para  ejecutar  la  prue- 
ba y del  dia  en  que  principia. 

Art.  571.  Toda  diligencia  de  prueba,  incluso  la 
de  testigos,  se  practicará  en  audiencia  pública  y pré- 
via  citación  de  las  jmrtes,  con  veinticuatro  horas  de 
antelación  por  lo  ménos,  pudiendo  concurrir  los  liti- 
gantes y sus  defensores. 

Art.  572.  Para  el  reconocimiento  de  libros  y pa- 
peles de  los  litigantes  no  se  citará  préviamente  á la 
parte  á quien  pertenezcan. 

El  registro  de  papeles  se  verificará  siempre  á pre- 
sencia dei  interesado  ó de  un  individuo  de  su  familia,  y 
en  su  defecto  de  dos  testigos  vecinos  del  mismo  pueblo. 

Art.  573.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  art.  570, 
los  jueces  podrán  disponer  que  se  practiquen  á puer- 
ta cerrada  aquellas  diligencias  de  prueba  que  puedan 
producir  escándalo  ú ofensa  á la  moral,  permitiendo 
siempre  la  concurrencia  de  las  partes  y sus  defensores. 

Art.  574.  El  juez  señalará,  con  la  anticipación 
conveniente,  el  dia  y la  hora  en  que  haya  de  practi- 
carse cada  diligencia  de  prueba  de  las  que  deban  te- 
ner lugar  ante  él. 

Art.  575.  Para  la  prueba  que  haya  de  practicarse 
fuera  del  lugar  en  que  resida  el  juez  del  pleito  po- 
drán designar  las  partes  persona  que  la  presencie  cu 
su  representación. 

Esta  designación  se  expresará  en  el  suplicatorio, 
exhorto  ó despacho  que  al  efecto  se  dirija. 

En  este  caso,  el  tribunal  ó juez  exhortado  seña- 
lará el  dia  y hora  en  que  haya  de  practicarse  la  dili- 
gencia de  prueba,  y mandará  citar  á la  persona  ó per- 
sonas designadas  para  presenciarla  si  fuesen  vecinos 
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de  aquella  localidad  ó se  hubiera  personado  en  ella. 

Art.  576.  Las  partes  y sus  defensores  que  con- 
curran á las  diligencias  de  prueba  se  limitarán  á 
presenciarla,  y no  les  será  permitida  otra  intervención 
eú  ellas  que  la  que  se  expresará  en  cada  clase  de 
prueba. 

El  que  falte  á esta  prescripción  será  apercibido 
por  el  juez,  el  cual  podra  privarle  de  presenciar  el 
acto  si  insistiere  en  perturbarlo. 

Art.  577.  No  tendrán  valor  alguno  las  diligencias 
de  prueba  que  se  practiquen  fuera  del  término  pro- 
batorio. 

Art.  640.  Con  el  escrito  proponiendo  la  prueba 
testifical  y con  el  interrogatorio  de  preguntas  pre- 
sentará la  parte  interesada  la  lista  de  los  testigos  de 
que  intente  valerse,  expresando  el  nombre  y apellidos 
de  cada  uno  de  ellos,  su  profesión  ú oficio,  su  vecin- 
dad y las  señas  de  su  habitación  si  le  constare;  de  esta 
lista  se  dará  copia  á la  parte  ó partes  contrarias  y no 
podrán  ser  examinados  otros  testigos  que  los  com- 
prendidos en  la  misma. 

Art.  646.  Los  testigos  serán  examinados  separa- 
da y sucesivamente  y por  el  órden  que  se  fueran  pre- 
sentando á declarar,  á no  ser  que  el  juez  encuentre 
motivo  justo  para  alterarlo. 

Los  que  hayan  declarado  no  se  comunicarán  con 
los  otros,  ni  éstos  podrán  presenciar  las  declaraciones 
de  aquellos. 

A este  ñn  el  juez  adoptará  las  medidas  que  esti- 
me convenientes  si  alguna  de  las  partes  lo  solicitare. 

Art.  664.  Guando  ninguna  de  las  partes  hubiese 
propuesto  prueba  de  taclias,  se  unirán  los  escritos  á 
los  autos  sin  más  trámites,  y se  traerán  á la  vista 
para  dictar  auto,  estimando  ó desestimando  en  todo  ó 
en  parte  la  tacha  ó tachas  propuestas. 

Si  se  hubiese  articulado  prueba,  el  juez  admitirá 
la  pertinente  y mandará  practicarla. 

Art.  665.  La  prueba  de  tachas  se  hará  dentro  del 
término  que  reste  del  período  de  prueba. 

Si  no  quedase  suficiente  para  ello,  el  juez  lo  pro- 
rrogará para  este  solo  efecto  por  el  tiempo  que  esti 
me  necesario,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  exceder 
la  prórroga  de  diez  dias. 

Art.  666.  La  prueba  de  tachas,  así  como  los  es- 
critos en  que  se  propongan  y se  impugnen,  se  unirán 
á la  pieza  de  prueba  á que  correspondan  los  testigos 
tachados,  y se  traerán  á la  vista  para  dictar  auto,  ad- 
mitiendo ó desestimando  las  tachas. 

Art.  1083.  Si  dentro  del  término  que  fija  el  ar- 
ticulo 1079  las  partes  no  hiciesen  oposiciónal  proyecto 
del  contador  dirimente,  ó manifestaran  su  conformi- 
dad con  cualquier  otro,  el  juez  Lo  aprobará  y manda- 
rá que  se  archive  en  la  Escribanía  con  reintegro  del 
papel  sellado  correspondiente,  y que  se  expidan  por  el 
actuario  como  títulos  traslativos  de  dominio  inscri- 
bibles los  testimonios  que  soliciten  ios  interesados. 

Art.  1432.  Cuando  para  preparar  la  ejecución  se 
pidiere  que  el  deudor  confiese  bajo  juramento  la  cer- 
teza de  la  deuda,  lo  acordará  el  juez,  señalando  dia  y 
Hora  para  la  comparecencia. 

En  este  caso  el  deudor  habrá  de  estar  en  el  pue- 
blo cuando  se  haga  la  citación,  y ésta  deberá  ser  per- 
sonal, expresándose  en  la  cédula  su  objeto,  la  cantidad 
qve  se  reclame  y la  razón  de  deber. 

Si  el  deudor  no  fuere  hallado  en  su  domicilio  se 
entregará  la  cédula  al  pariente  más  cercano,  si  se  en- 
contrare en  la  casa,  y si  no  le  hubiere  ó no  se  mani- 


festase tal,  se  hará  la  entrega  en  la  forma  que  previe- 
ne el  art.  268. 

Si  después  de  las  tres  citaciones  hechas  con  el 
apercibimiento  que  previene  el  artículo  anterior,  y 
con  los  requisitos  expresados  en  los  dos  párrafos  que 
preceden  no  compareciere  el  deudor  ni  alegare  justa 
causa  que  se  lo  impida,  se  le  tendrá  por  confeso  en  la 
certeza  de  la  deuda  para  el  efecto  de  despachar  la  eje- 
cución, y se  despachará  si  lo  pidiera  el  ejecutante. 

Art.  1453.  Del  embargo  de  bienes  inmuebles  se 
Lomará  anotación  preventiva  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, con  arreglo  á las  disposiciones  déla  ley  hipo- 
tecaria y reglamento  para  su  ejecución,  expidiéndose 
para  ello  el  oportuno  mandamiento  por  duplicado  por 
el  juez  que  entiende  en  los  autos. 

Art.  1461.  Dentro  del  término  improrrogable  de 
tres  dias  útiles,  á contar  desde  el  siguiente  ai  de  ia 
citación  hecha  en  cualquiera  de  las  formas  á que  se 
refiere  el  art.  1 459,  podrá  el  deudor  oponerse  á la  eje- 
cución personándose  en  los  autos  por  medio  de  pro- 
curador. 

Cuando  el  citado  de  remate  resida  fuera  del  lugar 
del  juicio,  se  entenderá  que  el  término  para  oponerse 
á la  ejecución  personándose  en  los  autos,  además  de 
ios  tres  dias  útiles  señalados,  es  de  1 por  cada  20  ki- 
lómetros de  distancia. 

Art.  1482.  Si  fueran  frutos,  valores  de  comercio 
endosables  ó títulos  al  portador  emitidos  por  el  Go- 
bierno ó por  las  Sociedades  autorizadas  para  ello,  se 
hará  su  venta  por  el  agen  Le  ó corredor  que  el  juez 
designe,  uniéndose  á los  autos  nota  de  la  negociación 
y una  certificación  de  dicho  funcionario  en  la  que 
conste  haberse  hecho  aquella  al  cambio  corriente  en 
el  dia  de  la  venia. 

Respecto  á los  efectos  que  se  coticen  en  la  Bolsa, 
la  elección  del  juez  deberá  recaer  en  uno  de  los  agen- 
tes de  la  misma,  y en  donde  no  lo  hubiere,  en  un  co- 
rredor de  comercio. 

Art.  1505.  Cuando  se  adjudicaren  al  actor  los 
bienes  embargados  en  pago  total  ó parcial  de  su  cré- 
dito, no  será  necesario  el  otorgamiento  de  escritura 
pública,  bastando  como  título  de  dominio  inscribible 
testimonio  de  la  resolución  en  que  se  aprobó  la  adju- 
dicación, y relación  de  los  antecedentes  necesarios. 

Art.  1837.  Prévia  la  aceptación  del  designado  y 
la  prestación  apuel  acta  en  el  expediente  en  su  caso, 
se  le  discernirá  el  cargo. 

Art.  1866.  Será  admisible  toda  clase  de  fianza,  á 
excepción  de  la  personal,  y su  constitución  será 
apuel  acta . 

Art.  2015.  La  autorización  se  concederá  en  todo 
caso,  bajo  la  condición  de  haberse  de  ejecutar  la  venta 
en  pública  subasta  y prévio  avalúo  si  se  tratase  de 
bienes  comprendidos  en  alguno  de  los  núms.  i.°,  3/' 
ó 4.°  del  art.  2011. 

Exceptúanse  de  esta  regla  las  ventas  hechas  por 
el  padre  ó por  la  madre  con  patria  potestad.  Estos 
podrán  realizarla  sin  otro  requisito  que  el  de  haber 
obtenido  préviamente  la  autorización  judicial,  con 
audiencia  del  promotor  fiscal  y de  las  personas  desig- 
nadas en  el  art.  205  de  la  ley  hipotecaria. 

Cuando  estas  ventas  dén  lugar  á la  constitución 
de  la  hipoteca  legal  por  razón  de  peculio,  según  el 
art.  205  de  la  ley  hipotecaria,  se  otorgará  apud  acta 
la  constitución  de  esa  hipoteca.» 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  1887.=Vi- 
cente  Nuñez  de  Velasco. 
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CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Volo  particular,  del  Sr.  Los  Arcos  (reproducid o ) al  dicldmen  de  la,  Comisión 
referente,  al  suplica  torio  del  juez  de  instrucción  del  distrito  del  Hospicio  de  esta 
corle  pidiendo  autorización  para  procesar  al  Sr.  Diputado  D.  Fernando  Romero 

Gilsanz. 


AL  CONGRESO. 

El  Diputado  que  suscribe,  miembro  de  la  Comi- 
sión designada  para  informar  al  Congreso  acerca  de 
si  debe  ó no  conceder  la  autorización  que  para  pro- 
cesar al  Diputado  D.  Fernando  Romero  Gilsanz,  en 
el  concepto  de  autor  do  un  artículo  denunciado  que 
se  publicó  en  el  periódico  El  Progreso  en  el  número 
correspondiente  al  dia  ?9  de  Junio  de  1886,  cuya  au- 
torización filó  solicitada  por  el  señor  juez  del  dis- 
trito riel  Hospicio  de  esta  corte  en  su  suplicatorio  de 
Julio  del  mismo  año,  habiendo  examinado  con  la  de- 
bida atención  este  asunto,  se  considera  en  el  sensible 
<aso  de  separarse  de  la  opinión  de  sus  dignísimos 
compañeros'  de  Comisión. 

Sincero  partidario  del  régimen  parlamentario,  y 
reconociendo  la  necesidad  y la  conveniencia  de  la  in- 
munidad de  que  la  Constitución  revisle  á los  Diputa- 
dos, cree  sin  embargo  el  que  suscribe,  que  al  presti- 
gio del  régimen  y á la  conservación  de  la  inmunidad 
interesa  que  á ésta  se  la  circunscriba  dentro  de  los 
limites  que  por  la  Constitución  le  están  señalados,  á 
fin  de  impedir  que  se  la  desnaturalice  y bastardee,  y 
que  de  garantía  conveniente  y necesaria  para  la  noble 
independencia  del  legislador,  que  es  lo  que  debe  ser 
y lo  que  las  leyes  han  querido  que  sea,  quede  con- 
vertida en  perturbador  y poco  edificante  privilegio. 

ha  Constitución  se  limita  á declarar  inviolables  á 
ios  Diputados  por  sus  opiniones  y votos  en  el  ejercicio 
de  su  cargo)  y además  de  esto,  á disponer  que  los  Di- 
putados no  puedan  ser  procesados  ni  arrestados  du- 
rante las  sesiones  sin  permiso  del  Congreso,  á no  ser 
hallados  in  fraganti , y A consignar  que  en  este  caso, 
y en  el  de  ser  procesados  ó arrestados  cuando  estu- 
vieren cerradas  las  Cortes,  se  deberá  dar  cuenta  al 


Congreso  lo  más  pronto  posible  para  su  conocimiento 
y resolución. 

Por  lo  que  brevemente  queda alprincipio  expuesto, 
resulta  que  no  se  trata  en  el  caso  actual  de  procesar 
á ningún  Sr.  Diputado  por  opiniones  expuestas  ui  por 
votos  emitidos  en  el  ejercicio  de  su  cargo;  que  si  de 
cosa  tal  se  tratase,  no  solo  se  opondría  el  que  suscribe 
á que  la  autorización  solicitada  se  concediese,  sino 
que,  cumpliendo  gustoso  el  deber  de  velar  por  la  con- 
servación de  las  prerrogativas  é inmunidades  de  que 
gozan  y gozar  deben  los  individuos  del  Cuerpo  legis- 
lativo A que  se  honra  pertenecer,  pediría  resuelta  y 
francamente  que  se  procediera  contra  el  funcionario 
del  orden  judicial,  que  al  solicitar  la  autorización  j>ara 
procesar  á uii  Sr.  Diputado  por  cualquier  hecho  de  la 
indicada  naturaleza,  habría  dado  palpable  prueba  ele 
desconocer  las  leyes,  y habría  inferido  sensible  ofensa 
al  prestigio  é independencia  del  Congreso. 

Ni  se  trata  tampoco  de  que  habiendo  sido  arres- 
tado ó procesado  un  Sr.  Diputado,  ya  por  haber  sido 
detenido  in  fraganti , ya  por  haber  cometido  el  su- 
puesto hecho  penable  estando  cerradas  las  Cortes,  se 
pida  autorización  para  continuar  el  procedimiento. 

Trátase,  pues,  tan  solo,  segun  se  deja  indicado,  de 
una  petición  dirigida  al  Congreso  por  el  juez  que  en 
el  asunto  entiende,  para  que  se  le  permita  procesar  A 
un  Sr.  Diputado  por  un  hecho  que  el  mencionado 
juez  considera  penable,  pero  que  ni  se  relaciona  con 
las  manifestaciones  ni  los  votos  de  dicho  Sr.  Diputado 
en  el  desempeño  de  su  cargo,  ni  tiene  el  carácter  de 
flagrante  delito , ni  ha  sido  cometido  estando  cerradas 
las  Córtes. 

Claro  es  que  desde  el  momento  en  que  el  art.  47 
de  la  Constitución  vigente  exige  la  autorización  del 
Congreso  para  procesar  A un  Sr.  Diputado  por  hechos 
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de  la  naturaleza  del  que  en  el  caso  actual  se  trata, 
dicha  autorización  puede  ser  concedida  ó ¡legada,  se- 
gún este  Cuerpo  lo  considere  conveniente. 

Nada  más  lejos  del  ánimo  del  que  suscribe  que 
desconocer  esta  facultad  al  Cuerpo  de  que  forma  par- 
te; facultad  que  es  necesaria  y conveniente,  y de  la 
que  las  Cortes  han  usado  y deben  usar  siempre  en  la 
forma  y medida  que  estimen  justa  y saludable. 

No  desconoce  tampoco  el  que  suscribe  que  cuan- 
do se  ha  tratado  de  procesar  á individuos  do  este 
Cuerpo  Colegislador  por  suponérseles  ó haber  decla- 
rado ser  autores  de  lo  que  impropiamente  se  hadado 
en  llamar  delitos  políticos,  y sobre  todo  cuando  di- 
chos delitos  lian  sido  cometidos  por  medio  de  la  pren- 
sa, lian  solido,  por  regla  general,  ser  negadas  las  au- 
torizaciones para  ello  solicitadas  por  los  jueces  com- 
petentes; pero  esto  no  obstante,  si  el  individuo  de  la 
Comisión  que  en  este  momento  ocupa  la  atención  del 
Congreso  ha  de  cumplir  con  los  impulsos  de  su  con- 
ciencia, y siempre  procura  hacerlo,  no  puede  ménos 
de  manifestar  su  opinión  favorable  á que  se  conceda 
la  autorización  solicitada. 

Para  ello  ha  tenido  en  cuenta  que  la  jurispruden- 
cia establecida  en  este  punto  por  el  Congreso  no  es 
constante  y uniforme;  pues  aunque. sean  pocos,  pue- 
den citarse  casos  en  que  se  han  concedido  las  auto- 
rizaciones solicitadas  pava  procesar  á Sres.  Diputados 
que  aparecían  autores  de  artículos  dcnuuciados,  si- 
quiera dichos  artículos  distaren  bastante  de  tener  la 
gravedad  de  que  en  el  caso  actual  se  trata. 

Y aun  sin  esto,  aun  cuando  no  pudiera  citarse  ni 
un  solo  caso  de  que  tales  autorizaciones  hubieran 
sido  concedidas,  todavía  sostendría  el  que  suscribe,  no 
solo  la  conveniencia,  sino  la  absoluta  é imprescindible 
necesidad  de  que  eu  el  caso  actual  fuese  concedida. 

Natural  parece  que  el  que  por  misiou  tiene  el  co- 
laborar & la  elaboración  de  las  leyes,  juzgue  como 
deber  sagrado  é ineludible  contribuir  á que  dichas  le- 
yes mantengan  su  virtualidad  y su  prestigio,  que  no 
sean  ó puedan  ser  sistemática  y constantemente  bur- 
ladas, sino  que  en  todas  ocasiones  conserven  su  efi- 
cacia; porque  si  no  son  eficaces,  resultarán  inútiles. 

Y siendo  esto  cierto,  basta  considerar  que  á seguir 
las  cosas  como  siguen,  es  á saber:  negando  en  la  ma- 
yor parte  de  los  casos  el  Congreso,  en  uso  de  su  libé- 
rrima é indisputable  facultad,  las  autorizaciones  que 
se  le. solicitan  para  procesar  á los  Diputados  que  de- 
claran ser  autores  de  artículos  insertos  eu  los  perió- 
dicos políticos  y que  han  sido  denunciados  por  los 
tribunales, dada  la  facilidad  conque  aquí  se  siguen  los 
malos  ejemplos,  sobre  todo  si  han  sido  dados  por  per- 
sonas de  alta  posición  política,  y todavía  más  espe- 
cialmente si  al  seguirlos  se  pone  al  descubierto  la 
falta  de  previsión  de  quien  tales  ejemplos  diera,  nece- 
sariamente ha  de  resultar,  como  en  efecto  viene  re- 
sultando, que  la  casi  totalidad  de  los  artículos  denun- 
ciados aparece  haber  sido  escritos  por  Diputados,  con 
lo  que  se  da  el  lamentable  espectáculo  de  que  los  que 
han  contribuido  á la  formación  de  las  leyes  y cono- 
cen mejor  su  alcauce,  y más  interesados  parece  que 
deben  estar  en  que  conserven  su  eficacia  y su  pres- 
tigio, aparecen  quebrantándolas  y burlándolas;  basta 


considerar  todo  esto,  repito,  para  deducir  que  hay 
que  optar,  y optar  pronto,  entre  los  dos  términos  del 
siguiente  dilema: 

O se  renuncia  en  absoluto  á establecer  penalidad 
alguna  para  la  prensa,  ya  sea  con  carácter  especial, 
ya  incluyendo  dicha  penalidad  cu  el  Código  penal, 
con  lo  que  quedará  reconocida  la  irresponsabilidad 
de  Los  periódicos  para  todos  los  delitos  que  por  me- 
dio de  ellos  se  realicen,  ó si  hau  de  resulLar  castiga- 
dos los  autores  de  dichos  delitos,  preciso  es  que  las 
Cortes  concedan,  cuando  por  los  jueces  competentes 
so  les  pidan,  las  autorizaciones  necesarias  para  pro- 
ccsar  á los  Diputados  que  declaren  ser  autores  di' 
a r l í e 1 1 1 os  d en  une  iados. 

Y como  el  que  suscribe  cree  que  los  delitos  co- 
metidos por  medio  de  la  prensa  no  deben  quedar  im 
punes,  y como  estima  deber  de  todo  legislador  hacer 
cuanto  de  su  parte  esté  para  que  las  leyes  no  seau 
constantemente  burladas,  ni  resulten  por  lo  tanto 
ineficaces,  de  aquí  que  cu  ia  necesidad  de  escoger 
entre  ios  dos  términos  del  mencionado  dilema,  haya 
optado,  siquiera  sea  con  sentimiento,  por  considera- 
ciones que  á nadie  seguramente  se  le  ocultarán,  por 
el  segundo  de  dichos  términos,  ó sea  por  el  de  que  se 
conceda  la  autorización  solicitada. 

Y á la  verdad,  en  pocos  casos  podrá  estar  más 
justificada  esta  concesión,  porque  no  se  trata  cu  el 
actual  de  perseguir  al  autor  de  un  artículo  que  te- 
niendo por  objeto  la  crítica  de  la  política  de  un  Go- 
bierno, ó la  exposición  de  las  doctrinas  de  un  parti- 
do, siquiera  éste  se  halle  fuera  de  la  legalidad,  haya 
resultado  traspasando  el  límite  señalado  por  las  le- 
yes, más  bien  á causa  del  calor  de  la  discusión  que 
por  propia  y premeditada  voluntad,  que  para  estos 
casos  aun  se  podida  usar  de  relativa  indulgencia. 

Trátase,  por  lo  contrario,  de  un  artículo  cu  el  que 
con  frialdad  y premeditación,  se  intenta  ridiculizar  el 
sistema  monárquico  que  por  fortuna  nos  rige;  se  dos 
conocen  por  completo  las  consideraciones  que  deben 
ser  guardadas  á la  augusta  Dama  que  por  precepto 
constitucional  y eu  representación  de  nuestro  Mouarca 
está  al  freutp  de  ia  Nación,  y se  ataca,  por  último,  el 
prestigio  de  esta  Cámara;  y si  nada  de  esto  le  seria 
permitido  á un  representante  deL  país  hacerlo  aquí, 
donde  ia  inviolabilidad  le  alcanza  por  completo,  ¿es 
legaiinelite  posible  que  pueda,  impunemente,  reali- 
zarlo fuera  de  este  recinto,  desde  las  columnas  de  uu 
periódico,  cuando  ui  funciona  como  legislador,  ni  le 
ampara,  por  lo  tanto,  inviolabilidad  alguna? 

Porque  esto  no  es  posible,  es  por  lo  que  el  Dipu- 
tado que  suscribe  se  considera  en  el  ineludible  deber 
que,  siquiera  sea  con  el  sentimiento  natural,  cumple 
en  este  momento  de  informar  al  Congreso  que,  eu  su 
concepto,  procede  la  concesión  de  la  autorización  so- 
licitada por  el  juez  del  distrito  del  Hospicio  de  esta 
corte  para  procesar  al  Diputado  Sr.  Romero  Gilsanz, 
que  ha  declarado  ser  el  autor  del  articulo  denunciado 
titulado  El  muerto  al  hoyo , que  vió  la  luz  pública  eu 
el  número  de  El  Progreso  correspondiente  al  día  *29 
de  Junio  de  1886. 

Palacio  del  Congreso  27  de  Junio  de  1887.=Ja- 
vier  Los  Arcos. 


APÉNDICE  8.°  AL  NÚM.  4 


DE  LAS 


SESIONES 


Proposición  de  ley  ( reproducida ),  del  Sr.  Vincenli,  rebajando  la  tarifa  de  los 
telegramas  que  se  publiquen  en  la  prensa  periódica. 


El  Diputado  que  suscribe  tiene  el  honor  de  some- 
ter á la  deliberación  y aprobación  del  Congreso  la 
siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  único.  Los  telegramas  de  15  palabras  ¡ 


que  se  dirijan  á directores  de  periódicos  políticos, 
científicos  ó literarios,  y que  tengan  por  exclusivo 
objeto  su  publicación  en  los  mismos,  satisfarán  0‘50 
céntimos  de  peseta,  y 0,5  por  cada  palabra  de  exceso. 

Palacio  del  Congreso  20  de  Junio  de  l887.=Eduar- 
¡ do  Vincenti. 
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APÉNDICE  4.°  AL  NÚM.  4 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proposición  de  ley  freproducidaj , del  Sr.  Gil  Berges,  condonando  d varios 
¡mellos  de  la  provincia  de  Huesca  los  dos  primeros  trimestres  de  contribución  de 
inmuebles,  cultivo  y ganadería,  correspondientes  al  año  económico  1887-88. 


En  atención  á las  circustancias  excepcionales  que 
por  efecto  de  la  sequía  pertinaz  que  les  aflige  atra- 
viesan diferentes  pueblos  de  la  provincia  de  Huesca, 
los  Diputados  que  suscriben  presentan  al  Congreso  la 
siguiente 

PROPOSICION  L)E  LEY. 

Artículo  l.°  Se  condona  á los  pueblos  de  Tama- 
rite,  Esplús,  Bincfas,  Albelda,  Caslillourroy,  San  Es- 


téban,  Binaced  y Ossó,  en  la  provincia  de  Huesca,  los 
trimestres  primero  y segundo  de  la  contribución  de 
inmuebles,  cultivo  y ganadería  correspondientes  al 
año  económico  de  1887-88. 

Art.  2.°  El  Ministro  de  Hacienda  queda  encargado 
del  cumplimiento  de  la  presente  ley. 

Palacio  del  Congreso  24  de  Junio  de  1887.=Joa- 
quin  Gil  Berges.=Mauuel  Gavin.=EmilioCastelar.= 
Tomás  Castellano.=José  Moncasi.=Lorenzo  Alvarez 
y Capra. 
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APÉNDICE  5."  AIi  NÚM.  4 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proposición  de  ley  ( reproducida),  del  Sr.  Cruz,  autorizando  la  construcción  de 
un  ferro-carril  económico  desde  la  mina  Admirable  á San  Juan  de  A znalfarache. 


AL  CONtíHESO. 

El  Diputado  que  suscribe  tiene  el  honor  de  some- 
ter á la  deliberación  y aprobación  del  Congreso  la  si- 
guiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  autoriza  ai  Gobierno  para  conce- 
der sin  subvención  directa  del  Estado  A la  Compañía 
de  las  minas  El  Castillo  de  las  Guardas  y ferro- 
carril á Sevilla,  la  construcción  y explotación  de  un 
ierro-carril  económico  que  partiendo  de  la  mina  Ad- 
mirable se  dirija  por  el  Castillo  de  las  Guardas,  las  in- 
mediaciones del  Garrobo,  Gecena,  Santiponce  y Ca- 


mas, á terminar  en  San  Juan  de  Aznalfarache,  con  un 
ramal  que  enlace  á esta  vía  el  pueblo  y las  minas  de 
Aznalcoilar. 

Art.  2.°  Este  camino  se  considerará  de  utilidad 
pública  para  los  efectos  de  la  expropiación  forzosa,  y 
el  concesionario  tendrá  el  derecho  de  ocupar  los  te- 
rrenos de  dominio  público  y del  Estado,  y disfrutará 
de  las  demás  exenciones  y privilegios  que  las  leyes 
conceden  y puedan  conceder  á los  fie  su  clase. 

Art.  3.q  La  concesión  se  sujetará  al  proyecto  que 
la  Compañía  interesada  presente  en  breve  plazo  para 
la  aprobación  del  mismo  por  el  Ministro  de  Fomento. 

Palacio  dei  Congreso  22  de  Junio  de  1887.=Pa- 
blo  Cruz. 
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APÉNDICE  6.°  AL  NÚM.  4 

DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES 


COHGKItóO  DE  LDS  DIPUTADOS 


Proposición  de  ley  ( reproducid  a),  del  Sr.  Ansaldo,  para  establecer  un  Banco 
nacional  de  prueba  de  armas  de  fuego  portátiles  en  Eibar. 


AT,  CONGRESO. 

Deber  es  para  Lodos,  y sagrado  é ineludible  para 
quienes  se  honran  con  la  representación  de  la  Patria, 
el  procurar  por  cuantos  medios  hallen  á su  alcance 
que  se  introduzcan  en  nuestras  leyes  todas  aquellas 
reformas  que  reclama  la  opinión  pública,  y se  esta- 
blezcan todas  aquellas  instituciones  que,  sin  quebran- 
tar los  derechos  de  nadie,  marquen  un  verdadero  paso 
en  el  camino  del  progreso  y eusanchen  la  base  de  la 
prosperidad  de  la  Nación.  Por  eso  el  Diputado  que 
suscribe  se  atreve  a llamar  la  ilustrada  atención  del 
Congreso  sobre  un  asunto  que  por  referirse  á una  de 
las  ramas  más  importantes  de  la  industria  española, 
á la  industria  armera,  reviste  capitalísimo  interés  y 
es  de  singular  trascendencia,  esperando  que  la  Cáma- 
ra, solícita  siempre  cuando  se  trata  de  esta  clase  de 
asuntos,  ha  de  mirarlo  con  la  benevolencia  que  le  es 
propia,  estudiarlo  con  el  mayor  detenimiento  y resol- 
verlo con  el  acierto  que  constituye  el  signo  distintivo 
de  sus  decisiones. 

Podemos  afirmar  con  legítimo  orgullo  que  nues- 
tra Patria  ha  sido  la  primera  entre  las  Naciones  de 
Europa  que  se  ha  dedicado  á la  construcción  de  ar- 
mas; ya  en  1575  la  Real  Compañía  de  Caracas  de  In- 
dias fundó  una  fábrica  de  armas  de  fuego  y blancas 
en  la  villa  de  Placensia,  y desde  entonces,  lo  mismo 
en  ésta  que  en  las  de  Eibar  y Eigoibar,  como  ella 
pertenecientes  á la  provincia  de  Guipúzcoa,  y en  la 
de  Ermua,  que  corresponde  á Vizcaya,  la  industria 
armera  ha  venido  desarrollándose  de  un  modo  verda- 
deramente pasmoso,  lia  remontado  prodigiosamente 
sus  vuelos  y se  ha  abierto  nuevos  y dilatados  horizon- 
tes, dando  impulso  colosal  á sus  trabajos  por  medio 
de  los  gremios  hasta  bien  entrado  el  actual  siglo;  y 
después  con  grandes  establecimientos  dotados  de  un 


excelente  personal  y provistos  de  la  costosa  maqui- 
naria que  los  modernos  adelantos  exigen  y los  coloca 
al  nivel  de  las  mejores  fábricas  del  mundo. 

Da  misma  industria  armera  de  Bélgica,  tan  jus- 
tamente renombrada,  debe,  según  todas  las  probabi- 
lidades, su  origen  á la  industria  española,  y quizá  no 
hubiera  nacido  á no  llevar  á aquel  país  nuestro  Rey 
Felipe  II  algunos  constructores  vascongados  que  pu- 
dieran subvenir  á las  necesidades  de  su  ejército. 

Pues  bien;  la  creación  de  la  fábrica  de  Oviedo,  di- 
rigida por  el  dignísimo  Cuerpo  de  Artillería,  vino  á 
representar  un  rudo  golpe  para  la  industria  particu- 
lar, aunque  no  ciertamente  tan  rudo  como,  desde  la 
última  lucha  civil,  el  incalificable  abandono  cu  que 
los  Gobiernos  han  dejado  á esa  industria;  pues  si  por 
existir  aquella  fábrica  no  quedaron  los  armeros  de  las 
Provincias  Vascongadas  enteramente  privados  de  tra- 
bajo para  nuestras  tropas,  ya  que  de  18G0  á 1870 
construyeron  con  destino  á las  mismas  más  de  100.000 
armas  nuevas  y trasformaron  más  de  80.000  fusiles 
de  pistón  á cargar  por  la  recámara,  y en  1872  con- 
trataron cop  el  Estado  la  construcción  de  30.000  fu- 
siles Rcmington,  que  no  pudieron  terminarse  á con- 
secuencia de  la  guerra;  á partir  de  esta  época  ni  han 
recibido  ningún  encargo,  ni  se  ha  anunciado  subasta 
alguna,  á pesar  del  aumento  notable  que  nuestro  ejér- 
cito experimenta  de  dia  en  día,  y los  grandes  intere- 
ses y los  inmensos  capitales  que  los  fabricantes  de 
Vizcaya  y Guipúzcoa  aplicaron  á sus  establecimien- 
tos á la  sombra  de  la  protección  oficial,  y creyendo 
que  nunca  habia  de  faltarles,  hubieran  por  completo 
sucumbido  si  las  Naciones  extranjeras  no  hubieran 
sabido  apreciar  las  excelencias  de  nuestra  industria 
y prestarla  un  apoyo  que  lioy  la  niega  la  Patria. 

Los  principales  armeros  no  se  han  desanimado 
ante  circunstancias  tan  tristes;  comprenden  ellos  que 
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al  ña  y al  cabo,  el  Estado  lia  de  reconocer  sus  erro- 
res y las  leyes  económicas  se  han  de  hacer  lugar,  des- 
poseyéndole de  las  funciones  industriales  que  ahora 
ejerce  con  detrimento  del  Tesoro  y en  perjuicio  evi- 
dente del  progreso;  y al  observar  que  las  necesidades 
del  ejército  crecen  con  rapidez  pasmosa  y que  el  ar- 
mamento con  que  el  nuestro  cuenta,  aun  compren- 
diendo el  almacenado  en  los  parques,  en  su  mayor 
parte  inservible,  resultarla  muy  deficiente  si  por  aca- 
so tuviéramos  que  movilizar  nuestras  reservas,  man- 
tienen íntegras  sus  esperanzas,  redoblan  sus  afanes, 
realizan  cada  vez  adelantos  más  sérios,  y,  á costa  de 
nobles  sacrificios,  evitan  la  posibilidad  de  que  España 
llegue  á encontrarse  en  la  lamentable  precisión  de 
acudir  al  auxilio  de  los  extraños  por  haber  dejado 
perecer  su  propia  industria. 

Los  eibarenses,  que  se  han  apresurado  siempre 
á ayudar  á los  Gobiernos  y á defender  la  santa  ban- 
dera de  la  Patria  en  todas  las  ocasiones  difíciles  y en 
todas  las  grandes  vicisitudes,  lo  mismo  contra  la  Re- 
pública francesa,  cuyos  secuaces  quemaron  y arra- 
saron su  villa  en  1794,  que  en  la  gloriosa  epopeya 
de  la  Independencia  luchando  en  la  heróica  Zarago- 
za, ya  en  la  guerra  de  los  siete  años  peleando  por 
los  derechos  de  Doña  Isabel  II,  y dando  un  grueso 
contingente  al  célebre  batallón  de  cliapelgoris,  mo- 
delo inolvidable  de  bravura,  ya  en  la  campaña  de 
Africa  acompañando  al  inmortal  ejército  del  primer 
Duque  de  Tetuan  y cubriéndose  de  heridas  y de  lau- 
ros, ya  también  en  la  última  guerra  civil,  tanto  entre 
los  miqueletes  como  entre  los  valientes  emigrados  en 
la  capital  de  Guipúzcoa;  los  que  siempre  han  estado 
propicios  á auxiliar  á la  Nación  personal  y pecunia- 
riamente, abandonando  sus  haciendas  y exponiendo 
su  vida  á mil  peligros;  los  que  han  acudido,  ora  á las 
filas  para  derramar  raudales  de  sangre  en  defensa 
del  pabellón  nacional,  ora  á los  parques  y arsenales 
para  recomponer  las  armas  con  la  mayor  premura, 
no  pueden  consentir  que,  ai  ménos  por  lo  que  de 
ellos  depende,  venga  un  dia  en  que  España  se  halle 
privada  de  sus  servicios  y carezca  de  su  generosa  co- 
operación. 

Por  eso,  mientras  varios  obreros  se  han  visto  obli- 
gados á alejarse  del  suelo  patrio  para  buscar  trabajo 
y sustento  en  lejanas  tierras,  los  fabricantes  siguen 
dedicados  á su  industria,  adquieren  nuevas  máqui- 
nas, llevan  á cabo  inventos  y reformas  y perfecciones 
de  indiscutible  mérito,  y aunque  no  sin  vencer  teme- 
rosos obstáculos,  esparcen  sus  productos  por  Europa 
y América. 

Pero  ocurre  con  esto  lo  que  acontece  siempre  que 
una  industria  se  encuentra  completamente  abando- 
nada á sus  propias  fuerzas,  sin  que  el  Estado  extien- 
da á olla  su  acción  tutelar,  indispensable  hoy  toda- 
vía, dado  el  grado  de  nuestra  actual  civilización;  que 
seducidos  por  los  atractivos  de  la  ganancia,  impul- 
sados por  un  abominable  egoismo  y sin  reparar  en 
los  perjuicios  que  han  de  ser  consecuencia  forzosa  de 
su  conducta,  algunos  armeros,  desprovistos  de  cien- 
cia y de  buena  fe,  se  hacen  pasar  por  fabricantes  y 
venden  armas  de  las  peores  condiciones  á precios  re- 
ducidísimos que,  si  aseguran  por  el  pronto  una  posi- 
tiva economía  al  comprador,  pouen  en  inminente  pe- 
ligro su  existencia. 

La  repetición  de  tales  hechos,  cuyo  nacimiento 
coincidió  casi  con  el  de  la  apatía  del  Estado,  en  órden 
¿ la  industria  armera,  representa  un  grave  ataque 


contra  la  reputación  de  esta  industria,  por  la  tenden- 
cia fatal  que  existe  siempre  de  generalizarlo  todo,  v 
más  que  nada  lo  malo;  y como  los  pedidos  del  extran- 
jero van,  á consecuencia  del  descrédito,  disminuyendo 
de  una  manera  muy  notable,  la  industria  armera  es- 
pañola decae,  acentúase  la  crisis  iniciada  por  nuestros 
Gobiernos  en  su  abandono,  y los  fabricantes  vascon- 
gados tocan  ya  á los  bordes  del  abismo. 

Buscar  un  medio  de  evitar  que  caigan  en  él;  ape- 
lar á un  recurso  que  contenga  el  desarrollo  de  esa 
crisis;  realizar  algo  que  restituya  á nuestra  industria 
armera  la  fama  universal  que  la  corresponde  por  la 
bondad  de  sus  productos;  hé  aquí  los  puntos  en  que 
deben  lijarse  la  Cámara  y el  Gobierno  con  inmediata 
urgencia,  si  no  queremos  que  se  seque  y muera  una 
de  las  ramas  más  importantes  del  árbol  de  la  produc- 
ción nacional. 

Por  otra  parte,  el  Estado  tiene  la  obligación  sa- 
grada de  velar  por  la  seguridad  personal  del  individuo 
cuando,  como  hoy,  la  iniciativa  particular  no  ha  alcan- 
zado un  desenvolvimiento  que  haga  su  intervención 
inútil,  y no  puede  permanecer  inactivo  ante  los  ries- 
gos que  nacen  del  uso  de  armas  malamente  construi- 
dos, que  constituyen,  para  quien  las  maneja,  en  lugar 
de  un  elemento  de  defensa,  un  peligro  muy  grave. 

¿Cómo  alcanzar  este  doble  resultado?  ¿Cuál  es  la 
institución  salvadora  que  á la  vez  que  garantiza  la 
seguridad  individual  mantiene  incólume  la  reputación 
de  la  industria  armera? 

Francia,  Inglaterra  y Bélgica,  esas  tres  Naciones 
de  las  que  bien  puede  afirmarse  que,  por  lo  que  se  re- 
fiere á la  industria,  marchan  á la  cabeza  de  la  civili- 
zación y forman  la  vanguardia  del  progreso;  esas  Na- 
ciones eminentemenle  liberales,  en  las  que  el  afan  de 
engrandecimiento  coexiste  con  el  respeto  más  reli- 
gioso a los  derechos  del  ciudadano,  persiguiendo,  sin 
duda,  el  mismo  fin,  han  creado  en  Saint  Etienne,  en 
Lóndres  y Birmingham,  y en  Lieja,  respectivamente, 
unos  establecimientos  denominados  «Bancos  de  prue- 
ba,» en  los  que,  bajo  la  dirección  é inspección  del  Es- 
tado, se  examinan  las  armas  antes  de  salir  á la  venta, 
y se  señalan,  las  que  lo  merecen  por  su  construcción 
sólida,  con  ciertas  marcas,  sin  las  cuales  está  prohi- 
bido que  se  almacenen  ó circulen. 

Los  fabricantes  vascongados  comprendieron,  hace 
ya  mucho  tiempo,  las  ventajas  que  proporcionan  tales 
Bancos,  y en  1865,  por  acuerdo  de  las  Juntas  genera- 
les de  Villafranca,  se  fundó  en  la  villa  de  Eibar,  ver- 
dadero centro  hoy  de  la  industria  armera,  uno  local, 
con  un  ingeniero  industrial  á su  frente,  dotado  por 
la  Diputación  de  Guipúzcoa  con  el  sueldo  anual  de 
3.500  pesetas.  A consecuencia  de  la  guerra,  la  Dipu- 
tación suprimió  su  asignación  y retiró  su  ayuda  el 
año  1873,  y tres  años  más  tarde  decidieron  míni- 
mamente los  fabricantes  establecer  de  nuevo  el  Banco 
sin  protección  oficial  alguna,  y solo  para  la  prueba 
de  escopetas  y de  fusiles. 

Poco  hemos  de  decir  con  respecto  á la  manera  de 
funcionar  este  Banco,  verdaderamente  rudimentaria, 
y á su  organización,  en  extremo  sencilla;  baste  saber 
que  los  mismos  fabricantes  nombran  la  Junta  direc- 
tiva é inspectora;  que  hay  tres  empleados  dedicados 
á las  operaciones  de  prueba  y de  contabilidad;  que  la 
prueba  se  verifica  con  16  gramos  de  pólvora  fina, 
una  bala  de  onza  y diez  tacos  de  medio  pliego  de  pa- 
pel de  estraza  para  los  fusiles  de  un  tiro  del  calibre 
1 6;  con  13  gramos  por  cañón  para  los  de  dos  tiros, 
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y alterando  la  cantidad  de  pólvora  en  relación  pro- 
porcional con  los  calibres;  que  el  revisor  examina  cui- 
dadosamente el  canon,  y si  ha  resistido  la  prueba  sin 
perjuicio  de  su  solidez,  se  marca  con  el  punzón  co- 
rrespondiente, y que  la  cuota  que  se  satisface  por  la 
prueba  de  todo  canon  es  la  de  15  céntimos  de  peseta. 
Conviene  también  recordar  que  en  un  quinquenio  se 


han  probado  190. 126  armas  de  uno  y dos  tiros,  y que, 
por  término  medio,  se  construyen  al  año  unas  95.000 
pistolas. 

El  quinquenio  de  1882  á 1886  arroja  un  pequeño 
aumento  en  la  fabricación,  con  arreglo  al  siguiente 
estado  del  número  de  armas  expedidas  por  la  Inter- 
vención de  Eibar: 


188^ 

1S83 

1 884 

1885 



I88t> 

Escopetas  de  pistón,  de  un  cañón 

17.283 

17.055 

13.509 

12.980  ’ 

1 4.575 

Idem  id.,  de  dos  cañones 

Idem  Lctaucheaux,  de  un  canon 

2.372 

2.431 

1.925 

1.946 

2.398 

6.432 

6.331 

7.213 

7.775 

8.870 

Idem  id.,  de  dos  cañones 

4.4 1 4 

4.476 

4.845 

4.608 

5.200 

Idem  Remington,  de  uno  y dos  cañones 

5.741 

4.879 

4.213 

3.702 

4.010 

Pistolas  de  pistón,  de  uno  y dos  cañones 

4.207 

4.805 

3.670 

2.600 

2.250 

Idem  Lefaucheaux,  idem  id 

70.631 

58.931 

53.928 

54.009 

56.307 

Idem  Remington,  idem  id 

3.404 

2.781 

1.928 

2.097 

1.846 

Idem  Scharps,  de  cuatro  cañones 

511 

248 

338 

203 

90 

Revolverá,  de  cinco  y seis  cañones 

27.603 

36.419 

37.667 

36.270 

44.675 

Cartuchos  de  escopeta 

81.377 

34.308 

20.055 

28.152 

30.263 

Idem  de  pistola 

286.819 

195.325 

160.630 

203.300 

194.400 

RESÚMEN  DE  ARMAS. 

Escopetas  de  todas  clases 

36.242 

35.172 

31.705 

31.011 

35.053 

Pistolas 

78.753 

66.045 

59.864 

58.909 

60.493 

Revolverá 

27.603 

36.419 

37.667 

36.270 

44.675 

Fusiles,  tercerolas  y carabinas  Remington 

1.389 

1.131 

1.312 

526 

911 

Total 

143.987 

138.767 

130.548 

126.716 

141.166 

Resúmen  de  cartuchos 

368.196 

202.936 

180.685 

231.452 

224.663 

El  Banco  local  de  prueba  de  armas  no  ha  dejado 
ciertamente  de  producir  beneficios  A la  industria,  pero 
no  comparables  con  los  que  resultan  de  los  extranje- 
ros, porque  carecen  sus  marcas  de  la  autoridad  y 
el  prestigio  que  las  daria  la  intervención  oficial  del 
Estado,  y,  además,  aunque  el  compromiso  contraido 
por  los  fabricantes  de  no  expender  fusiles  sin  some- 
terlos á la  prueba  fué  solemne,  ni  las  armas  cortas 
están  sujetas  á examen,  ni,  por  desgracia,  faltan  quie- 
nes, por  vender  sus  productos  á bajo  precio,  las  cons- 
truyen sin  el  debido  esmero  y prescinden  de  una  for- 
malidad que  no  hay  medio  legal  ninguno  de  exigir- 
les, con  lo  cual  sigue  creciendo  el  descrédito  de  la 
fabricación  española. 

También  cede  en  notable  perjuicio  de  nuestra  in- 
dustria la  circunstancia  de  no  estar  las  marcas  del 
Banco  de  Eibar,  como  privado  que  es,  internacional- 
mente  reconocidas,  pues  las  armas  que  ella  produce, 
para  circular  por  Francia,  Inglaterra  y Bélgica,  nece- 
sitan someterse  A la  prueba  en  los  Bancos  de  estas 
Naciones,  y no  es  posible,  v.  gr.,  remitir  un  fusil  ó 
un  revolver  de  Guipúzcoa  á Bayona  sin  hacerlo  pasar 
por  Saint-Etienne. 

Tara  evitar  inconvenientes  tan  grandes,  las  cua- 
tro villas  armeras  de  nuestra  Patria  elevaron  una  res- 
petuosa y razonada  instancia  á S.  M.  el  inolvidable 
Bey  D.  Alfonso  XII  y ai  Gobierno,  en  22  de  Setiem- 
bre de  1880,  solicitando  la  trasformacion  del  Banco 
local  de  prueba  de  armas  existente  en  Eibar  en  Banco 
nacional  y obligatorio,  al  igual  de  los  que  Bélgica, 
Inglaterra  y Francia  tienen  establecidos;  y como  nada 


lograron  con  ella,  reprodujéronla  el  1 1 de  Marzo  de 
1885,  firmada  por  los  alcaldes  de  las  indicadas  villas, 
en  representación  de  todos  los  armeros  y fabricantes, 
y la  dirigieron,  no  solo  á la  Presidencia  del  Consejo 
de  Ministros,  sino  también  á los  Ministerios  de  Fo- 
mento y de  la  Guerra. 

En  ninguno  de  los  dos  primeros  Centros  se  prac- 
ticaron diligencias  sobre  el  particular;  únicamente  la 
Dirección  general  de  Artillería  recibió  del  Sr.  Ministro 
de  la  Guerra  el  encargo  de  instruir  el  oportuno  ex- 
pediente, por  lo  cual  ordenó  que  la  instancia  pasara  A 
informe  de  la  Junta  especial,  á fin  de  que  ésta  mani- 
festase las  ventajas  y los  inconvenientes  que,  tanto 
con  relación  A la  misma  industria  armera,  como  en 
orden  á los  intereses  del  Estado,  podría  producir  el 
establecimiento  en  Eibar  de  un  Banco  nacional  de 
prueba  de  armas. 

La  Junta,  presidida  por  el  ilustre  general  D.  Fe- 
lipe Alverico,  y compuesta  de  jefes  y oficiales  tan  dis- 
tinguidos como  los  Sres.  Sanchiz,  Ossa,  Lambea,  Ben- 
naser,  Serra,  Carrasco,  Buelta,  Moltó,  Ollero,  Espinosa 
y Estéfani,  cuyos  nombres  son  suficiente  garantía  de 
acierto,  se  dedicó  desde  luego  al  concienzudo  é im- 
parcial exámen  de  los  extremos  que  contenia  la  pre- 
tensión, y después  de  haber  pedido  y recibido  detalles 
acerca  de  la  orgaQizacion  y la  manera  de  funcionar  del 
Banco  local  de  Eibar  y estudiado  la  constitución  y ei 
mecanismo  de  los  del  extranjero,  encomendó  la  po- 
nencia al  Sr.  Moltó,  quien,  con  notable  lucidez,  pre- 
sentó un  dictAmen  que,  discutido  y aprobado  por  una- 
nimidad, fué  elevado  Ala  Dirección  en  20  de  Diciembre, 
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No  hay  para  qué  copiar  este  dictámcn,  ya  que  los 
Sres.  Diputados  pueden  leerlo  en  el  expediente  que,  á 
petición  del  que  suscribe,  tuvo  el  Sr.  Ministro  de  la 
Guerra  la  bondad  de  remitir  al  Congreso;  pero  sí  con- 
viene extractar  algunos  de  sus  párrafos, 

«No  cabe  duda,  dice  la  Junta,  que  la  existencia  de 
un  Banco  en  Eibar  con  las  dos  pruebas  de  fuego  y de 
agua  que  se  emplean  en  Inglaterra  es  una  (jaranita 
para  el  comprador , y que  con  ella,  aunque  mal  llama- 
dos fabricantes  y peor  armeros  hayan  abusado  del  cré- 
dito vascongado,  las  armas  reconocidas  y que  lleven 
además  de  la  marca  reglamentaria  la  de  su  acredita- 
do nacimiento,  conservarán  su  reputación .» 

« Los  intereses  del  Estado  son  los  únicos  que  podrían 
ser  lastimados , á pesar  del  número  de  190.126  caño- 
nes de  escopetas  de  uno  y dos  tiros  probados  en  un 
quinquenio,  aun  aumentando  las  9 5. 000  pistolas  anua- 
les, mientras  se  conserven  los  1 5 céntimos  de  peseta 
como  tipo  de  cuota  de  prueba;  pues  descontando  el 
valor  de  la  pólvora,  que  sale  el  kilogramo  de  la  fá- 
brica de  Granada  á 1‘70  pesetas,  admitiendo  para  la 
tonelada  métrica  de  plomo  el  valor  de  unos  1.100  rea- 
les y añadiendo  el  importe  del  papel  ó taco,  puede 
calcularse  que  quedarán  con  exceso  más  de  0‘10  de 
peseta  por  arma,  que,  por  las  152.000  armas  anuales 
de  todas  clases,  son  unas  1 1.000  pesetas;  lo  que  además 
de  ser  algo  escaso  para  un  personal  como  el  que  se  sabe 
que  tiene  el  Banco  de  Lieja,  y aunque  fuera  suficiente 
haciéndolo  ménos  numeroso,  no  alcanzaría  para  el  des- 
arrollo de  edificios,  material  y recursos  con  que  cuenta 
el  de  Lóndres.  Podría  salvarse  la  dificultad  emitiendo 
obligaciones  amortizables,  cual  hicieron  en  Lieja,  ó 
elevando  la  cuoLa  de  prueba,  que  es  mucho  más  fuer- 
te en  el  extranjero;  por  lo  demás,  esto  no  sería  inme- 
diato, sino  que  podría  irse  desarrollando  á medida  que 
se  necesitase,  y partir  de  lo  actual  ampliado  en  lopre- 
ciso , y así  nada  perdería  el  Estado  con  ponerlo  en  ex - 
periencia , pues  es  de  esperar  que)  aun  siendo  el  Banco 
voluntario , llegue  á tener  fondos  propios  y hasta  á pro- 
ducir una  renta  á la  Nación ; pero  esto  obliga  á que  la 
instalación  del  Banco  tenga  que  ser  en  Eibar , pues  ade- 
más de  contar  con  lo  existente , hay  costumbre  ya  de 
acudir  allí  en  aquellas  villas , centros  productores  de 
España. 

La  Junta  propone  á la  Dirección  que  la  forma  más 
conveniente  de  resolver  este  asunto  es  que  dicho 
Centro  impetre  del  Gobierno  de  S.  M.  se  convierta  al 
Banco  local  de  pruebas  de  Eibar  en  Banco  nacional  para 
toda  clase  de  armas  de  fuego  de  fabricación  española  ó 
extranjera , con  marcas  7meconocidas  internacionabnente 
en  los  otros  Bancos,  mediante  las  consiguientes  ges- 
tiones diplomáticas.» 

La  opinión  de  la  Junta  especial  de  Artillería  no 
puede  ser,  como  se  ve,  más  favorable;  según  ella,  el 
establecimiento  del  Banco  nacional  de  prueba  es, 
bajo  todos  conceptos,  ventajoso,  y no  conculca  los  in- 
tereses de  nadie,  porque  hasta  los  del  Estado,  que  son 
los  únicos  que  podrían  ser  lastimados , salen  al  cabo 
gananciosos,  ya  que  hay  que  esperar  que  llegue  el  re- 
ferido Banco  á producir  una  renta  á la  Nación , sin  que 
ésta  pierda  absolutamente  nada  con  ponerlo  desde  lue- 
go en  experiencia . Demuestra  á la  vez  el  informe  la 
necesidad  de  que  esa  institución  se  desarrolle  en  la 
villa  de  Eibai\  y no  en  otra  alguna. 

Así  quedaron  las  cosas  en  el  Ministerio  de  la  Gue- 
rra, lo  cual  no  es  de  extrañar  si  se  tiene  en  cuenta 
que  no  es  el  competente  dicho  Centro  para  ejecutar 


reformas  que,  por  referirse  exclusivamente  á la  in- 
dustria, al  Ministerio  de  Fomento  corresponden;  y 
continuaría  tan  importante  asunto  durmiendo  el  sue- 
ño del  olvido  hasta  Dios  sabe  cuándo,  si  el  Diputado 
que  suscribe,  á quien  cabe  la  honra  de  representar  el 
distrito  de  Vergara,  y por  lo  tanto  las  villas  armeras 
de  Eibar,  Elgoibar  y Placencia,  centros  productores  de 
¿a  Nación , según  la  Junta  de  Artillería,  y en  unionde 
la  de  Ermúa,  únicos , por  lo  que  hace  á la  industria 
armera  de  nuestra  Patria,  no  se  hubiera  apresurado 
á reunir  todos  los  antecedentes  y á acumular  los  da- 
tos todos  para  aprovechar  las  excelentes  disposiciones 
de  que  se  encuentra  animado  el  Gobierno  de  8.  M.,  y 
el  celo  y la  inteligencia,  dignos  del  mayor  encomio, 
que  distinguen  al  actual  Ministro  de  Fomento  D.  Cár- 
los  Navarro  y Rodrigo  en  cuanto  se  relaciona  con  el 
adelanto  de  nuestra  prosperidad  moral  y material, 
proponiendo  una  innovación,  que  iejos  de  ocasionar 
perjuicios,  lia  de  sacar  de  su  postración  á una  de  las 
más  interesantes  ramas  de  nuestra  industria,  hade 
garantizar  la  seguridad  del  público  y ha  de  dar  vi- 
goroso impulso  á nuestro  comercio  de  armas  con  el 
extranjero. 

Y no  será  ciertamente  la  industria  armera  la  úni- 
ca que  resulte  beneficiada,  sino  que  su  mejoramiento 
se  traducirá  en  un  progreso  para  las  otras,  contribu- 
yendo al  desarrollo  de  todas,  y por  ende  al  adelanto 
de  la  Nación,  en  virtud  de  las  misteriosas  relaciones 
y del  íntimo  engranaje  que  enlazan  y confunden  las 
diversas  manifestaciones  de  la  actividad  humana,  y 
al  introducir  la  unidad  en  la  variedad  constituyen  la 
armonía  del  mundo. 

Después  de  lo  dicho,  conviene  resumir  las  razo- 
nes más  capitales  que  abonan  la  proposición  de  ley 
que  se  presenta  al  exámen  del  Congreso,  á fin  de  de- 
jar fuera  de  duda  su  trascendencia  y destruir  de  an- 
temano las  objeciones  que  pudieran  entorpecer  su 
aprobación. 

Dirígese  esa  proposición,  como  ya  se  deduce  de  lo 
expuesto,  á realizar  los  tres  fines  siguientes:. 

1. °  Dar  una  eficaz  garantía  de  seguridad  perso- 
nal á los  compradores  de  armas  de  luego. 

2. °  Levantar  el  crédito  de  nuestra  industria  ar- 
mera; y 

3. °  Lograr,  poniéndonos  al  nivel  de  los  demás 
países,  que  nuestras  armas  circulen  por  ellos  sin  so- 
meterse á pruebas  que,  si  por  una  parte  llevan  con- 
sigo algo  como  de  humillación  para  la  fabricación 
española,  encarecen,  por  otra,  sus  productos  y difi- 
cultan y casi  paralizan  el  tráfico. 

El  último  objeto  se  alcanza  entablando  las  nego- 
ciaciones diplomáticas  conducentes  á que  las  marcas 
del  Banco  oficial  de  prueba  que  ha  de  fundarse  en 
Eibar  sean  internacionalmente  reconocidas.  En  cuan- 
to á los  otros  fines,  si  han  de  llenarse  de  una  manera 
cumplida,  exigen  como  condición  indispensable  que 
se  imponga  á todos  los  fabricantes  y armeros  la  obli- 
gación de  llevar  las  armas  que  construyan  ó modifi- 
quen al  exámen  del  Banco,  castigando  á los  que  con- 
serven almacenadas  ó vendan  algunas  sin  las  marcas 
que  acrediten  sus  buenas  cualidades,  asi  como  á los 
falsificadores  de  punzones  y marcas  que  aquel  emplee. 

Quizá  habrá  quien  pretenda  que  esto  constituye 
un  ataque  á la  libertad  de  la  industria;  pero  tal  ar- 
gumento se  deshace  con  solo  recordar  que  hay  Ban 
eos  de  prueba  obligatorios  en  Naciones  tan  libres 
como  Francia,  Inglaterra  y Bélgica,  sin  que  hayan 
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dado  lugar  á protesta  alguna  por  parte  de  ciudadanos 
tan  amantes  y celosos  de  sus  derechos  como  los  que 
forman  la  población  de  esos  países. 

Los  que  consideran  justa  y plausible  la  prohibi- 
ción de  expender  sustancias  alimenticias  nocivas  ó 
averiadas;  los  que  aprueban  las  condiciones  que  es- 
tablece el  Estado  para  la  venta  de  venenos;  los  que 
sin  disgusto  dejan  que  se  fije  la  distancia  que  ha  de 
separar  las  fábricas  de  pólvora  de  los  sitios  poblados 
y no  censuran  la  existencia  del  fiel  contraste  para  los 
metales  preciosos;  y esto  ocurre  á cuantos  tienen  una 
idea  exacta  de  la  misión  de  los  Ciobieruos  dentro  de 
la  actual  civilización,  ¿podrán  acaso  oponerse  á que, 
por  lo  que  respecta  á la  fabricación  y al  comercio  de 
anuas,  se  adopten  las  precauciones  necesarias  para 
evitar  que  los  compradores  vean  su  vida  en  grave 
riesgo? 

Pues  quó,  urna  escopeta  mal  construida  ¿no  repre- 
senta un  peligro  quizás  mayor  para  el  que  de  ella  se 
sirve  que  la  vecindad  de  una  fábrica  de  pólvora  ó la 
adquisición  de  un  alimento  perjudicial? 

Y no  se  diga  que  el  mismo  particular  debe  dis- 
tinguir entre  lo  bueno  y lo  malo,  porque  esta  obser- 
vación sería  igualmente  aplicable  á todas  las  mate- 
rias, y cosa  sabida  es  que  la  iniciativa  privada  no  ha 
adquirido  el  desenvolvimiento  suficienle  para  que  el 
Estado  abandone  á ella  asuntos  de  tamaña  trascen- 
dencia, mientras  nadie  ignora  que  la  baratura  de  los 
artículos  constituye  un  poderoso  incentivo  para  los 
consumidores  y les  ciega  hasta  el  punto  de  no  dejar- 
les abrigar  la  más  leve  sospecha  acerca  de  la  natu- 
raleza de  sus  causas. 

Además,  ¿no  es  cierto  que,  por  consideraciones  de 
distinta  índole,  se  exige  licencia  para  el  uso  de  ar- 
mas y guías  para  su  conducción,  y muchas  veces  se 
niegan,  alegando  razones  de  orden  público  ó deberes 
que  nacen  de  nuestras  relaciones  internacionales,  sin 
tener  en  cuenta  para  nada  la  libertad  de  la  indusria? 
Pues  no  vale  ciertamente  ménos  la  seguridad  del  in- 
dividuo que  el  orden  social  establecido  para  que  el 
hombre  llene  su  misión  y realice  sus  fines. 

Por  otra  parte,  el  crédito  de  nuestra  industria  ar- 
mera reclama  con  urgencia  que  se  sometan  á examen 
todos  sus  productos,  y para  competir  con  los  de  Bél- 
gica, Inglaterra  y Francia  necesitan  los  fabricantes 
españoles  el  establecimiento  inmediato  de  un  Banco 
de  prueba,  nacional  y obligatorio,  con  lo  cual  no 
quedan  desconocidos  ni  violados  los  derechos  de  na- 
die, porque  la  cuota  de  prueba,  por  su  insignificancia 
manifiesta,  no  ha  de  causar  alteración  alguna  en  los 
precios,  y la  remesa  de  las  armas  á Eibar  ha  de  ser 
para  todos  cosa  fácil,  si  se  observa  que  en  torno  de 


esa  villa  se  hallan,  hoy  por  hoy,  los  únicos  centros 
productores  del  país. 

El  perjuicio  que  pueden  sufrir  los  que  no  reparan 
en  matar  la  reputación  de  la  industria  y todo  lo  sa- 
cñíincan  en  aras  de  un  inmoderado  afan  de  lucro,  cons- 
truyendo armas  de  pésimas  condiciones  y rodeando 
de  peligros  la  existencia  de  los  compradores,  no  debe 
influir  en  la  resolución  del  Congreso,  porque  ni  hay 
derecho  para  el  mal  que  sea  digno  de  respeto,  ni  el 
abuso  de  la  libertad  ha  de  confundirse  con  la  libertad 
misma. 

Fundado  en  las  consideraciones  expuestas,  el  Di- 
putado que  suscribe  tiene  la  honra  de  someter  á la 
deliberación  de  la  Cámara  la  siguiente 

PROPOSICION  I)E  LEY. 

Artículo  l.°  Se  establecerá  en  la  villa  de  Eibar, 
provincia  de  Guipúzcoa,  un  Banco  nacional  de  prueba 
de  armas  de  fuego  portátiles. 

Art.  2.°  Deberán  someterse  á la  prueba  en  el  ci- 
tado Banco  todas' las  armas  portátiles  de  fuego,  de 
guerra  ó de  caza  que  se  construyan  ó trasformen  en 
el  Reino,  así  como  las  procedentes  del  extranjero  que 
no  lleven  las  marcas  de  algún  Banco  reconocidas  in- 
ternacionalmente. 

Avt.  3.°  El  personal  del  Banco  de  prueba,  á cuyo 
frente  estará  siempre  un  director  facultativo,  nom- 
brado y sostenido  por  el  Gobierno,  y la  intervención 
en  61  de  las  autoridades  y de  los  fabricantes,  serán 
objeto  de  un  reglamento  especial  que  para  la  ejecu- 
ción de  esta  ley  promulgará  el  Ministerio  de  Fomento 
lo  antes  posible. 

Art.  4.°  Este  reglamento  determinará  tambieu  el 
modo  de  funcionar  el  Banco,  los  punzones  y marcas 
que  en  él  hayan  de  emplearse,  la  cantidad  que  se  ha 
de  satisfacer  por  la  prueba  de  cada  arma  y cuantos 
extremos  conduzcan  á la  cumplida  ejecución  de  la 
presente  ley  y á la  buena  marcha  técnica  y adminis- 
trativa del  establecimiento. 

Art.  5.°  Se  fijará  una  multa  de  125  á 500  pesetas 
para  los  fabricantes  ó comerciantes  que  tengan  alma- 
cenadas ó pongan  en  circulación  armas  desprovistas 
de  las  marcas  del  Banco  nacional,  y penas  mayores 
para  los  que  falsifiquen  dichas  marcas. 

Art.  6.°  El  Gobierno  llevará  á cabo  las  gestio- 
nes diplomáticas  necesarias  para  que  las  marcas  del 
Banco  nacional  de  Eibar  sea  reconocidas  internacio- 
nalmente, de  modo  que  las  armas  españolas  que  las 
ostenten  puedan  circular  con  ellas  por  el  extranjero 
sin  someterse  á pruebas  ulteriores. 

Palacio  del  Congreso  25  de  Abril  de  1887.=Frau- 
cisco  Ansaldo  y Otálora. 
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APÉNDICE  7."  AL  NÚM.  4 


AHÍ, culo  adicional  del  Sr.  liodriguez  San  Pedro  al  dictamen,  Hueramente  redar- 
lado  y reproducido,  de  la  C omisión  referente  á las  proposiciones  de  ley  de  los 
Sres.  Azcárale  y Alba  sobre  reforma  de  varios  artículos  de  la  ley  de  enjuiciamiento 

civil . 


AL  CONGRESO. 

Pedimos  que  el  Congreso  se  sirva  aprobar  el  si- 
guiente 

Artículo  adicional.  Quedarán  subsistentes  los  ar- 
tículos 485  y los  referentes  al  recurso  de  casación  de 
la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  respecto  á aquellos  jui- 


cios en  que  la  cuantía  de  los  mismos  exceda  respecti- 
vamente de  150  y 1.500  pesetas. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Diciembre  de  1887.= 
Faustino  Rodríguez  San  Pedro  =Manuel  Danvila.= 
El  Marqués  del  VadilIo.=I'rancisco  Silvela.=Maria- 
no  Catalina.=Emilio  de  Alvear.=Javier  Los  Arcos. 
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APÉNDICE  8.°  AL  NÚM.  4= 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proposición  de  ley  (reproducida) , del  Sr.  Lastres,  sobre  reforma  de  vanos 
artículos  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 


AL  CONGRESO. 

El  Diputado  que  suscribe  tiene  el  honor  de  some- 
ter ;í  la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  l.°  El  art.  350  de  la  ley  de  enjuiciamien- 
to civil  se  modificará  en  el  sentido  de  que  en  todo  fallo 
se  impongan  las  costas  i la  parle  que  resulte  conde- 
nada en  lo  principal  de  la  sentencia.  Rolo  en  caso  de 
que,  por  haberse  utilizado  la  reconvención,  resulten 
condenados  ambos  litigantes,  se  dejará  de  hacer  de- 
claración sobre  costas. 

Art.  2.°  Se  reformará  el  tít.  18,  lib.  2.’  de  la  ley 
d?  enjuiciamiento  civil,  á fin  de  aplicar  sus  preceptos 
al  juicio  de  alimentos  y al  de  litis  expensas. 

Art.  3."  Se  reformarán  los  preceptos  contenidos 
en  los  títulos  1 3 y 1(5  del  libro  2.°,  segunda  parte  del 
libro  3.°  y los  demás  artículos  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento civil  que  se  relacionen  con  el  Código  de  co- 


mercio, á fin  de  armonizarlos  con  la  legislación  vi- 
gente desde  l.°de  Enero  de  1886. 

Art.  4."  Las  modificaciones  indicadas  se  liarán  sin 
alterar  la  numeración  y colocación  de  los  artículos  de 
la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 

Art.  5.”  Las  reformas  á que  se  refieren  los  artícu- 
los precedentes  se  introducirán  en  la  ley  de  enjuicia- 
miento civil  vigente  en  las  islas  de  Cuba  y Puerto- 
Rico,  á fin  de  armonizar  sus  preceptos  con  los  del 
nuevo  Código  de  comercio  vigente  en  las  Antillas. 

Art.  C.“  La  presente  ley  quedará  ejecutada  en 
todas  sus  parles  dentro  del  plazo  máximo  de  dos  me- 
ses, contados  desde  su  promulgación.  Inmediatamen- 
te se  publicará  una  edición  oficial  de  la  ley  de  enjui- 
ciamiento vigente  en  la  Península  y otra  de  la  vigen- 
te en  Ultramar. 

Art.  7.°  Los  Ministros  de  Gracia  y Justicia  y Ul- 
tramar quedan  encargados  del  cumplimiento  de  esta 
ley  en  todas  sus  partes. 

Palacio  del  Congreso  20  de  Marzo  de  1887.= 
Francisco  Lastres. 
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APÉNDICE  0.°  AL  JSTÚM.  4 


Proposición  de  ley  ( reproducida )%  del  Sr.  Lastres , sobre  creación  de  casas  y 
escuelas  de  reforma  para  jóvenes  menores  de  18  años  dedicados  á la  vagancia. 


AL  CONGRESO. 

El  Diputado  que  suscribe  tiene  la  honra  de  elevar 
á la  consideración  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  1 ,°  Los  jóvenes  viciosos  y vagabundos, 
menores  de  edad,  quedarán  sujetos  á educación  co- 
rreccional hasta  los  18  anos  cumplidos.  Los  padres  ó 
guardadores  de  dichos  jóvenes  quedarán  sujetos  á to- 
das las  obligaciones  que  les  imponen  las  leyes,  espe- 
cialmente en  lo  relativo  á alimentos,  y sin  perjuicio 
ilc  las  responsabilidades  á que,  en  el  terreno  civil  ó 
criminal  se  hayan  hecho  acreedores  por  el  abandono 
del  hijo  ó pupilo. 

Art.  2.°  Las  casas  de  reforma  para  la  educación 
correccional  dé  la  juventud  serán  publicas  ó priva- 
das. Los  establecimientos  públicos  serán  creados, 
sostenidos  y dirigidos  por  el  Estado,  la  Provincia  ó 
el  Municipio.  Los  establecimientos  privados  serán 
hmdados,  sostenidos  y dirigidos  por  los  particulares 
que  hayan  acometido  la  empresa,  los  cuales  se  orga- 
nizaran de  la  manera  que  tengan  por  conveniente, 
dando  conocimiento  al  gobernador  de  la  provincia. 
El  Estado  tendrá  la  inspección  de  todos  los  estableci- 
mientos y la  ejercerá  por  medio  de  una  Comisión  de 
vigilancia,  compuesta  de  cinco  personas,  que  por  pri- 
mera vez  designará  el  gobernador  de  la  provincia, 
cuidando  de  que  estén  representados  el  ministerio 
fiscal,  el  sacerdocio  y el  profesorado.  Una  vez  cons- 
tituida la  Comisión,  se  cubrirán  por  ésta  las  vacantes 
que  vayan  ocurriendo. 

Art.  3.°  En  los  establecimientos  referidos  ingresa- 
rán los  jóvenes  menores  de  1 5 años,  que  por  haber 
obrado  sin  discernimiento  sean  declarados  irresponsa- 
bles por  los  tribunales,  modificando  en  dicho  sentido 


el  último  párrafo,  caso  3.°  del  art.  8.°dei  Código  penal. 

Art.  4.°  También  se  establecerán  casas  de  refor- 
ma para  jóvenes  menores  de  edad  que  estén  dedica- 
das á la  vagancia  ó al  vicio,  y en  ellas  ingresarán  las 
menores,  declaradas  exentas  de  responsabilidad  pol- 
los tribunales  por  haber  obrado  sin  discernimiento. 
Son  aplicables  á las  casas  de  reforma  para  educación 
correccional  de  las  mujeres  cuanto  se  ha  dicho  en 
los  artículos  anteriores  y se  establece  en  los  si- 
guientes. 

Art.  5.°  Los  jóvenes  absueltos  por  los  tribunales 
por  haber  obrado  sin  discernimiento  estarán  separa- 
dos de  los  simplemente  viciosos  ó vagabundos,  y á 
ser  posible,  en  locales  distintos. 

Art.  G.°  En  las  escuelas  de  reforma  se  someterá 
á los  acogidos  á ios  trabajos  que  estén  en  armonía 
con  su  edad  y aptitudes,  teniendo  en  cuenta  sus  ante- 
cedentes y probable  porvenir.  A todos  los  acogidos  de 
uno  ü otro  sexo  se  les  dará  la  enseñanza  elemental 
conveniente,  y se  cuidará  de  levantar  su  espíritu  y su 
conciencia  por  medio  de  predicaciones  y prácticas 
morales  y religiosas. 

Art.  7.°  La  dirección  del  establecimiento  cuidará 
de  que  el  jóven  corrigendo,  á su  salida,  ingrese  en 
una  familia  honrada  ó en  un  taller  donde  continúe 
trabajando,  y no  pierda  los  hábitos  de  laboriosidad 
que  debe  haber  adquirido  en  el  establecimiento.  A 
esta  obra  de  rehabilitación  cooperarán  las  Sociedades 
protectoras  de  los  niños  y las  de  patronato,  cuya  exis- 
tencia garantiza  también  esta  ley. 

Art.  8.°  A los  reclusos  se  podrá  conceder  la  li- 
bertad provisional  después  de  trascurrido  el  plazo 
que  en  cada  caso  se  considere  conveniente;  y si  la 
conducta  del  acogido,  fuera  del  establecimiento  lo 
requiriese,  se  le  recogerá  nuevamente  hasta  que 
cumpla  su  tiempo  de  educación  correccional. 

Art,  9.°  El  padre  que  por  vicio  ó negligencia  hu- 


2 


5 DE  DICIEMBRE  DE  1887 


bicra  abandonado  á su  hijo  no  podrá  reclamarlo  ni  j 
aun  á su  salida  del  establecimiento,  quedando  extin-  | 
guida  por  consiguiente,  la  patria  potestad,  que  podrá 
ejercerla  la  madre,  si  no  fuere  también  responsable 
del  abandono.  Por  igual  motivo  quedará  extinguida 
la  tutela  ó cúratela. 

Art.  10.  Las  escuelas  de  reforma  servirán  tam- 
bién para  la  corrección  de  los  hijos  de  familia  ó me- 
nores, rebeldes  á la  autoridad  paterna  ó tutelar.  La 
sección  destinada  á este  servicio  será  distinta  6 inde- 
pendiente del  resto  del  establecimiento  dedicado  á los 
jóvenes  viciosos,  vagabundos  ó enviados  por  los  tri- 
bunales, con  arreglo  ai  art.  3.° 

Art.  II.  La  corrección  paternal  no  tendrá  carác- 
ter penitenciario  en  ninguno  de  sus  aspectos  ni  ma- 
nifestaciones, quedando  suprimidos  los  párrafos  7.° 
y 8.°,  art.  G03  del  Código  penal. 

Art.  12.  La  corrección  paternal  podrá  ejercerse 
durante  toda  la  menor  edad,  con  arreglo  á los  precep- 
tos qne  siguen: 

1 . °  Entenderán  en  lo  relativo  ai  ejercicio  de  la 
corrección  paternal  los  jueces  municipales  del  lugar 
donde  tenga  su  domicilio  el  padre  ó guardador. 

2. °  Si  el  padre  es  persona  de  buena  conducta  y 
no  existe  madrastra,  bastará  que  acuda  al  tribunal 
acreditando  su  personalidad  á satisfacción  del  juez, 
alegando  la  conveniencia  de  recluir  á su  hijo  por  el 
tiempo  que  considere  necesario,  siempre  que  no  ex- 
ceda de  dos  meses  seguidos,  y así  lo  acordará  el  juez, 
entregando  al  padre  el  oportuno  mandamiento  para 
que  el  director  del  asilo  reciba  al  corrigendo,  sin  que 
el  juez  pueda  investigar  ni  discutir  los  motivos  que 
baya  tenido  el  padre  para  solicitar  la  reclusión.  El 
mismo  procedimiento  se  usará  cuando  la  madre,  en 
ausencia  del  padre,  ó en  ejercicio  de  la  patria  potes- 
tad, acuda  al  juez  pidiendo  la  reclusión,  debiendo  ac- 
ceder se  siempre  que  la  recurrente  sea  mujer  de  bue- 
na conducta  y no  exista  padrastro.  Para  convencerse 
de  la  buena  conducta  de  los  padres,  podrá  el  juez  ha- 
cer sobre  este  extremo  las  investigaciones  que  estime 
convenientes  para  formar  su  convicción,  obrando  con 
absoluta  reserva  y exquisita  prudencia,  y sin  que  so- 
bre la  conducta  de  los  padres  se  consigue  nada  por 
escrito. 

3. °  Si  se  tratare  de  padre  ó madre  de  conducta 
dudosa,  existiere  madrastra  ó padrastro,  ó la  solici- 
tud procediera  del  tutor  ó curador,  no  se  autorizará 
la  reclusión  del  hijo  ó menor  sin  que  preceda  justi- 
ficación sumaria  y verbal  bastante  para  que  á juicio 
del  juez  aparezca  acreditada  la  mala  conducta  del 
jóven  ó la  insumisión  del  mismo  á la  autoridad  pa- 
terna ó tutelar;  y una  vez  acreditado,  se  accederá  á 


lo  pedido  en  los  términos  indicados  anteriormente. 

4. °  La  reclusión  del  hijo  menor  no  podrá  exceder 
de  dos  meses  seguidos;  pero  podrá  solicitarse  cuan- 

, tas  veces  fuese  necesario.  No  se  autorizará  por  nin- 
gnu  motivo  la  reclusión  del  jóven  que  no  hubiese 
cumplido  nueve  años. 

5. w  En  ningún  caso  constará  en  libros  ni  docu- 
mentos de  ninguna  especie  la  información  sobre  la 
conducta  del  hijo  ó menor,  ni  la  corrección  que  se  le 
imponga,  pues  solo  se  escribirá  la  órden  para  que  el 
director  del  asilo  reciba  á los  corrigendos,  debiendo 
cuidar  aquel  de  destruirla  á la  vista  de  los  inlercsa- 

¡ dos,  cu  el  acto  de  restituir  el  corrigendo  al  padre  ó 
guardador.  Si  el  padre  ó guardador  lo  desea,  podrá 
obtener  del  director  del  asilo  un  documento  en  que 
conste  el  ingreso  del  jóven,  documento  que  recogerá 
y destruirá  el  director  en  el  acto  de  restituir  al  corri- 
gendo. 

G.°  La  corrección  Impuesta  quedará  extinguida 
aun  antes  de  cumplir  el  plazo  fijado  en  la  órdeu  del 
juez,  tan  pronto  como  se  presente  en  el  estableci- 
, miento  reclamando  la  libertad  del  corrigendo  el  que 
I obtuvo  su  reclusión,  siempre  que  hubiere  trascurrido 
i la  mitad  del  término  consignado  en  la  órden. 

7.°  Los  padres  abonarán  la  cuota  que  se  Oje  por 
cada  dia  de  reclusión,  á no  ser  pobres  de  solemnidad, 
cuya  circunstancia  deberá  consignar  el  juez  en  la  or- 
den de  reclusión,  y sin  perjuicio  de  que  el  director 
del  asilo  pueda  acreditar  la  solvencia  del  padre  y exi- 
gir el  pago  de  las  sumas  adeudadas. 

Art.  13.  Los  establecimientos  de  educación  co- 
rreccional gozarán  de  todos  los  beneficios  que  Jas  le- 
ves conceden  á los  de  beneficencia,  y en  los  juicios 
que  promuevan  disfrutarán  de  las  ventajas  de  la  de- 
fensa por  pobre. 

Art.  14.  Todas  las  adquisiciones  que  hicieren  di- 
chos establecimientos,  estarán  exentas  del  pago  de 
impuesto  de  traslación  de  dominio,  podiendo  usar 
papel  de  oficio  en  los  contratos  públicos  que  otorga- 
len,  y en  el  mismo  se  expedirán  los  testimonios  que 
solicitaren. 

Art.  15.  Las  Asociaciones  ó Juntas  de  patronos 
que  hubiesen  fundado  escuelas  de  reforma  ó asilos  de 
corrección  paternal,  se  regirán  por  el  reglamento  que 
las  mismas  acuerden,  dándolo  á conocer  al  goberna- 
dor de  la  provincia.  En  dicho  reglamento  se  fijará  el 
número  y calidad  de  los  individuos  que  deban  com- 
poner la  Junta,  y las  vacantes  que  ocurran  se  pro- 
veerán libremente  por  las  referidas  Asociaciones  ó 
Juntas  de  patronos. 

Palacio  del  Congreso  l.°  de  Julio  de  1 8SG. fran- 
cisco Lastres. 
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SESIONES  DE  CORTES 

CONfíDliKO  1>E  IBS  DIPUTADOS 


PRESIDENCIA  DEL  EXCMO.  SR.  I).  CRISTINO  HARTOS 


SESION  DEL  MARTES  6 DE  DICIEMBRE  DE  1887 

SUMARIO.  Abrese  á las  tres  y veinte  minutos.=So  lee  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior.=Quedan 
sobre  la  mesa  los  expedientes  de  las  elecciones  municipales  de  Onil  (Alicante)  y Bonaguacil  (Valencia), 
remitidos,  á petición  del  Sr.  Danvila,  por  ol  Sr.  Ministro  do  la  Gobernación.— También  quedan  sobre  la 
mesa  ios  datos  relativos  d la  forma  en  que  saldan  sus  débitos  los  Ayuntamientos  dol  Roino,  reclamados 
por  el  Sr.  Quintana  en  19  de  Febrero  último. =Se  acuerda  paso  al  Archivo  uno  de  los  originales  del 
Acta  do  la  sesión  Regia  de  apertura  do  las  Córtes.=Queda  enterado  el  Congreso  de  haberse  constituido 
la  Comisión  de  actas,  nombrando  presidente  al  Sr.  Quintana  y secretario  al  Sr.  Porojo.=EL  Sr.  Presi- 
dente manifiesta  haber  recibido  una  comunicación  del  Sr.  Diputado  Ibarra,  elegido  cuarto  Secretario 
por  el  Congreso,  renunciando  este  cargo;  y en  atención  á los  servicios  que  viene  prostando  d la  Cámara 
ol  Sr.  Ibarra,  propone  al  Congreso  se  sirva  no  admitir  la  dimision.==Hecha  la  oportuna  pregunta  por 
el  Sr.  Secretario  Arias  de  Miranda,  por  unanimidad  acuerda  el  Congreso  no  aceptar  la  renuncia.=Conce- 
dida  la  palabra  al  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  pronuncia  un  extenso  discurso  para  formular  al  ñn  la  siguiente 
pregunta:  ¿entiende  el  Sr.  Prosidente  que  presentada  mi  proposición  de  ley  sobre  aumento  de  derechos 
arancelarios  a la  introducción  de  cereales  extranjeros  en  España,  ejercité  mi  prerrogativa,  anticipándola 
¿laque  pudiera  ejercitarse  en  la  otra  Cdmara?=Qont0stacion  del  Sr.  Pre3idente.= Rectifica  oi  señor 
Cánovas  del  Castiüo.=Discur3o  del  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministro3.=Roctificacioaes  de  los 
Sres.  Cánovas  del  GastiLlo  y Presidente  dol  Consejo.=ALusioues  personales  de  los  Sres.  López  Domínguez 
y Cánovas  dol  Castillo.=El  Sr.  Pando  dirige  varias  preguntas  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  sobre  asuntos 
administrativos  de  la  isla  do  Cuba.=El  Sr.  Secretario  Arias  do  Miranda  anuncia  que  se  pondrán  en  cono- 
cimiento del  Sr.  Ministro  del  ramo.=Ei  Sr.  Cállemelo  solicita  del  Sr.  Ministro  de  Fomento  una  nota 
de  las  tarifas  especiales  que  rigen  en  los  fqpro-carrilos  para  ol  trasporto  de  granos  y harinas.=El  señor 
Arias  de  Miranda  anuncia  que  se  pondrá  en  conocimiento  de  dicho  Sr.  Ministro  el  deseo  dol  Sr.  Dipu- 
tado. =E1  Sr.  Alvear,  como  firmante  del  proyecto  de  ley  relativo  d un  impuesto  sobre  ganados  y carnes, 
retira  el  diotámeu  para  ol  solo  objeto  de  rectificar  una  errata  cometida  en  él.=El  Sr.  Alcalá  del  Olmo 
reproduce  su  proposición  de  ley  sobre  dotación  de  moneda  española  para  Puerto-Rico.=OnDEN  del  día: 
dictamen  y voto  particular  sobre  ol  suplicatorio  para  procesar  ai  Sr.  Romero  Güsanz.=Puesto  d discu- 
sión el  voto  particular  del  Sr.  Los  Arcos  concediendo  la  autorización,  lo  impugna  el  Sr.  Pedregal,  presi- 
dente de  la  ComÍ8ion.=DÍ8eurso  del  Sr.  L03  Arcos  en  pró.=Usa  de  la  palabra  el  Sr.  Rodriguez  Correa 
para  protestar  de  las  últimas  pronunciadas  por  el  Sr.  Los  Arcos.=Reetifieaciones  de  los  Sres.  Pedregal  y 
Los  Arcos.==Queda  desechado  el  voto  particular  en  votación  nominal  por  70  Sres.  Diputados  contra  22.= 
Se  lee  y aprueba  sin  discusión  el  dictamen  de  la  mayoría  de  la  Comisión  denegando  la  autorización 
solicitada.= A propuesta  del  Sr.  Presidonto,  el  Congreso  acuerda  reunirse  mañana  en  Secciones. =Quedan 
sobre  la  mesa,  d disposición  d©  los  Sres.  Diputado^el  expediente  instruido  con  motivo  de  las  reclama- 
ciones dol  Gobierno  de  los  Estados-Unidos  d consecuencia  de  los  embargos  hechos  á varios  ciudadanos 
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americanos  durante  la  última  insurrección  cubana,  quo  romitia  el  Sr.  Ministro  de  Estado,  y los  docu- 
mentos relativos  al  emplazamiento  de  un  faro  en  la  isla  del  Poregil,  que  enviaba  el  Sr.  Ministro  do 
Marina.=Quoda  reproducida,  á petición  dol  Sr.  Azcárato,  una  proposición  de  ley  sobre  la  división  ©n 
secciones  del  Ayuntamiento  de  Gradefes.= Orden  del  dia  para  mañana:  los  asuntos  pendientes,  y la 
reuniou  do  Socciones.=So  levanta  la  sosion  ¿ las  sois  y cincuonta  minutos. 


Se  abrió  á las  tres  y veinte  minutos  de  la  tarde, 
y leída  el  Acta  de  la  anterior  quedó  aprobada. 


Quedaron  sobre  la  mesa  A disposición  de  los  se- 
ñores Diputados  los  expedientes  á que  se  refiere  la 
siguiente  comunicación: 

«Ministerio  de  la.  Gobernación. — Excrnos.  Seño- 
res: Tengo  el  honor  de  remitir  á V.  EE.  los  expedien- 
tes relativos  á las  elecciones  municipales  de  Onil 
(Alicante)  y Benaguacil  (Valencia),  que  constan  de 
los  documentos  que  expresa  el  adjunto  Indice,  y que 
han  sido  reclamados  por  V.  EE.  en  comunicación  de 
4 del  actual,  a petición  del  Sr.  Diputado  D.  Manuel 
Danvila. 

Respecto  de  Valencia  (capital),  manifiesto  á V.  EE. 
que  solo  existe  pendiente  de  tramitación  en  este  Mi- 
nisterio, un  recurso  de  alzada  interpuesto  por  D.  Vi- 
cente Castro,  contra  el  acuerdo  de  la  Comisión  pro- 
vincial que  declaró  nula  la  elección  verificada  en  la 
segunda  sección  del  colegio  de  la  Vega  de  aquellla 
capital. 

De  Real  órden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su  co- 
nocimiento y efectos.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos 
años.  Madrid  6 de  Diciembre  do  1 88  7.= José  Luis 
Albareda.— Señores  Diputados  Secretarios  del  Con- 
greso.» 


Igualmente  se  acordó  quedasen  sobre  la  mesa  á 
disposición  de  los  Sres.  Diputados,  los  datos  que  se 
acompañan  á la  comunicación  siguiente: 

«Ministerio  de  la.  Gobernación. — Excmo.  Sr.:  De 
Real  órden  tengo  el  honor  de  remitir  á V.  E.  los  da- 
tos pedidos  en  esa  Cámara  en  la  sesión  de  1 9 de  Fe- 
brero próximo  pasado,  por  el  Sr.  Diputado  D.  Alberto 
de  Quintana,  referentes  á la  forma  en  que  saldan  sus 
presupuestos  los  Ayuntamientos  del  Reino;  rogando 
á V.  E.  se  sirva  ordenar  la  acusación  del  oportuno 
recibo.  Dios  guarde  á V.  E.  muchos  años.  Madrid  3 de 
Diciembre  de  1887.=José  Luis  Albareda.=Señor 
Presidente  del  Congreso  de  Diputados.» 


Se  acordó  pasar  al  Archivo  el  original  que  se  ma- 
nifiesta en  la  siguiente  comunicación: 

«Excrnos.  Sres.:  Adjunto  remitimos  á V.  EE.  para 
los  efectos  correspondientes,  uno  de  ios  originales  del 
Acta  de  la  sesión  Régia  de  apertura  de  las  Cortes. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Palacio  del 
Senado  l.°  de  Diciembre  de  iS87.=Francisco  An- 
saldo. = José  Sánchez  Guerra.=Señores  Secretarios 
del  Congreso  de  los  Diputados.» 


Dióse  cuenta  y el  Congreso  quedó  enterado  de  que 
la  Comisión  de  actas  había  nombrado  presidente  al 
Sr.  Quintana  (D.  Alberto),  vicepresidente  al  Sr.  Nuñez 
de  Velasco  y secretario  al  Sr.  Perojo. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Señores  Diputados,  el  se- 
ñor Diputado  I).  Manuel  Ibarra,  elegido  cuarto  Se- 
cretario por  el  Congreso,  me  lia  dirigido  una  comu- 
nicación renunciando  su  cargo.  El  Presidente,  que 
vería  con  el  mayor  dolor  la  ausencia  de  tan  dignísi- 
mo Secretario,  de  cuyos  servicios  puede  dar  el  Con- 
greso testimonio,  so  permite  proponerle  que  no  se  ad- 
mita la  dimisión  del  Sr.  Ibarra. 

El  Sr.  Secretario  se  servirá  hacer  la  pregunta.» 

Hecha  la  oportuna  pregunta  por  el  Sr.  Secretario 
(Arias  de  Miranda),  la  Cámara  acordó  por  unanimi- 
dad no  admitir  la  dimisión  del  Sr.  Ibarra. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  EL  Sr.  Cánovas  del  Castillo 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  CÁNOVAS  DEL  CASTILLO:  Mi  objeto  al 
haber  pedido  la  palabra,  es  dirigir  una  pregunta  á la 
Mesa;  pregunta  que  en  realidad  considero  excusada, 
porque  tratándose  de  una  cuestión  de  prerrogativa 
de  esta  Cámara,  y de  otra  cuestión  de  dignidad  con- 
fiada á la  eminente  persona  que  la  preside,  tanto  dicha 
prerrogativa  como  esa  dignidad  están  en  tales  manos, 
que  no  puede  pasar  por  mi  imaginación  ni  siquiera 
la  sospecha  de  que  padezcan  con  la  respuesta  el  de- 
trimento más  pequeño.  A pesar  de  esta  fundadísima 
seguridad  que  tengo,  no  excuso  la  pregunta, ■ porque 
se  refiere  á un  asunto  que  ha  adquirido  ya  gran  pu- 
blicidad y cierta  importancia,  y en  que  conviene  que 
no  quede  duda  alguna,  que  baya  un  total  esclareci- 
miento dei  estado  en  que  quedan  las  cosas. 

Por  esto  solo,  pues,  y no  porque  pueda  caberme 
menor  duda  de  que  el  Sr.  Presidente  de  esta  Cámara 
afirmará  en  su  respuesta  á mi  pregunta  las  prerro- 
gativas del  Congreso  de  Diputados  y lo  que  exige  su 
propia  dignidad;  por  esto  solo,  repito,  voy  á dirigir  al 
Congreso  las  breves  palabras  que  en  este  instante  co- 
mienzo á pronunciar. 

Es  solamente  una  pregunta  la  que  tengo  que  ha- 
cer; pero  aunque  simple  pregunta,  necesita  algunos 
fundamentos  para  que  sea  presentada  con  claridad 
completa.  Seré  breve:  no  vengo  aquí  á hacer  un  dis- 
curso esta  tarde;  no  vengo  á promover  un  debate;  no 
vengo  á anticipar  nada  que  no  deba  anticipar:  vengo 
á defender,  ó mejor  dicho,  á mantener,  porque  no  temo 
que  haya  necesidad  de  verdadera  defensa,  los  derechos 
y prerrogativas  del  Sr.  Presidente  de  la  Cámara  y do 
la  Cámara  misma,  y mi  propio  derecho  como  Dipu- 
tado de  la  Nación. 

Dentro,  pues,  de  estos  límites,  sin  aludir  al  fondo 
de  la  cuestión  de  que  se  trata,  sino  en  aquello  á que 
absolutamente  me  vea  obligado,  y respetando  todas 
las  consideraciones  que  el  estado  dei  asunto  de  que 
voy  á hablar  exige,  entro  en  materia. 

Sabe  bien  el  Sr.  Presidente  de  esta  Cámara,  que 
hace  tres  dias  me  acerqué  A S.  S.  y deposité  en  sus 
manos  una  proposición  de  ley  para  que  se  sirviera 
mandar  que  siguiese  los  trámites  de  Reglamento.  El 
Sr.  Presidente  de  esta  Cámara,  oyéndome  con  la  hc- 
niguidad  con  que  suele  oir  A todos  los  Sres.  Diputa- 
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dos,  tuvo  la  bondad  de  decirme  que  iba  á decretarla 
en  el  instante;  y con  efecto  la  decretó,  y la  decretó, 
naturalmente,  ordenando  qnc  pasara  á las  Secciones 
para  seguir  el  curso  que  el  Reglamento  señala.  Pero 
el  Sr.  Presidente  me  recordó  ciertas  diferencias,  de 
no  escasa  gravedad,  que  ocurrieron  entre  ambos  Cuer- 
pos Colegisladores  al  final  de  la  última  legislatura,  y 
que  si  se  sostuvieron  con  alguna  vehemencia,  era  por- 
que positivamente  lo  merecían. 

Recordando  esto,  y teniendo  presente,  por  otra 
parte,  que  habia  sido  voto  común  de  la  Cámara,  y de- 
seo y propósito  del  Sr.  Presidente,  que  en  adelante  se 
evitaran  estas  cuestiones,  participando  un  Cuerpo  al 
otro  el  uso  hecho  de  la  iniciativa  parlamentaria,  á fin 
do  que  la  del  uno  no  se  reprodujera  en  el  otro,  pro- 
duciendo con  ello  un  conflicto,  acordó  el  Sr.  Presi- 
dente, con  sumo  acierto,  pasar  una  comunicación  al 
Sonado  dándole  conocimiento  de  que  la  iniciativa  de 
un  Diputado  estaba  ejercitada  en  cierta  materia  de- 
terminada, y que  lo  participaba  para  los  efectos  de  la 
ley  de  relaciones  entre  ambos  Cuerpos  Colegislado- 
rcs.  Las  palabras  del  Sr.  Presidente  del  Congreso,  que 
no  recuerdo  para  S.  S.  en  este  instante,  sino  para  el 
Congreso  entero,  son  las  siguientes: 

«Para  la  observancia  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 7.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837,  y conocimiento 
de  la  Mesa  del  Senado,  tenemos  la  honra  de  comuni- 
car á V.  EE.  que  han  sido  presentadas  en  la  mesa  de 
este  Cuerpo  Colegislador  las  siguientes  proposiciones  . 
de  ley,  cuyo  articulado  es  el  que  aparece  de  las  ad- 
juntas copias. 

Núm.  2.  Del  Sr.  Cánovas  del  Castillo  y otros,  ex- 
tendiendo á los  demás  cereales  el  derecho  transitorio 
establecido  sobro  el  trigo  y su  harina  por  las  leyes  de 
presupuostos  de  20  de  Diciembre  de  1872  y 21  de 
Julio  de  1876.» 

El  art.  7.°  de  la  ley  de  relaciones,  para  cuya  ob- 
servancia pasó  el  Sr.  Presidente  de  esta  Cámara  la  co- 
municación de  que  se  trata,  dice  lo  que  sigue: 

«Mientras  esté  pendiente  en  uno  de  los  Cuerpos 
Colegisladores  algún  proyecto  do  ley,  no  puede  ha- 
cerse en  el  otro  ninguna  propuesta  sobre  el  mismo 
objeto.» 

¿A  qué  podia  dirigirse  la  comunicación  del  señor 
Presidente  del  Congreso,  si  no  se  dirigía  á evitar  que 
se  hiciera  en  el  otro  Cuerpo  una  propuesta  sobre  un 
objeto  que  estaba  ya  sometido  á este  Cuerpo  Colegis- 
lador? Pero,  por  otra  parte,  ¿qué  necesidad  Liene  esto 
tic  interpretación?  El  Sr.  Presidente  del  Congreso  lo 
dijo  por  escrito,  con  la  claridad  que  suele:  enviaba 
aquella  comunicación  al  Senado  para  la  observancia 
del  art . 7.°  ele  la  ley  de  relaciones . ¿Qué  se  ha  podido 
oponer  después  á esto?  ¿Habré  yo  de  discutir  con 
detenimiento  la  idea  de  que  no  está  comenzado  un 
procedimiento  de  esta  naturaleza,  de  que  no  está  ini- 
ciado, de  que  no  está  pendiente , que  es  la  palabra  que 
usa  la  ley,  cuando  está  sometido  al  Sr.  Presidente  de 
la  Cámara,  y el  Sr.  Presidente  de  la  Cámara  ha  de- 
cretado acerca  de  él?  jPues  qué!  el  Sr.  Presidente  de 
la  Cámara  ¿no  es  órgano  legítimo  del  Congreso;  no  es 
su  representación  viva;  no  es  A quien  hay  que  acudir 
para  que  se  pueda  iniciar  la  prerrogativa  del  Dipu- 
tado? ¿Qué  se  pretende  que  sea  la  Presidencia  de  este 
Cuerpo  deliberante?  ¿Cómo  se  puede  negar  esa  pre- 
rrogativa que  está  comenzada,  está  iniciada  ante  la 
autoridad  del  Sr.  Presidente,  sin  ningún  acto  poste- 
rior? En  todo  caso,  suponiendo  que  el  Reglamento,  en 


una  ó en  otra  forma,  ó el  voto  de  los  Sres.  Diputados, 
en  cualquier  concepto,  hubiera  podido  limitar  la  au- 
toridad del  Sr.  Presidente,  ¿dónde  está  esc  límite?  ¿Se 
trata  por  inducción,  por  capricho,  de  poner  límites  á 
la  autoridad  del  Sr.  Presidente  del  Congreso? 

Tenga  quien  quiera  la  opinión  que  le  parezca; 
crea  quien  quiera  que  sería  conveniente  que  esta  pro- 
posición de  ley  estuviera  ya  autorizada  por  las  Sec- 
ciones, como  requisito  para  considerar  iniciada  la  pre- 
rrogativa (no  niego  que  esto  se  pueda  defender,  que 
esto  sea  una  opinión  como  otra  cualquiera),  lo  que 
digo  es  que  esta  opinión  limitativa  de  la  facultad  del 
Sr.  Presidente  del  Congreso  no  está  escrita  en  ningu- 
na parte  ni  aceptada  por  el  Congreso,  y por  tanto,  que 
no  existe  para  ningún  efecto  legal,  llay,  pues,  que 
resignarse,  y no  será  mucha  resignación  para  los  que 
profesen  á la  Presidencia  de  esta  Cámara  el  profundo 
respeto  que  yo  le  profeso;  hay,  pues,  que  resignarse 
y convenir  en  que  desde  el  punto  y hora  en  que  el 
Presidente  de  esta  Cámara,  su  representante  legítimo, 
recibe  una  pro¡)OSicion  de  iniciativa  de  un  Diputado, 
la  iniciativa  está  ejercitada,  la  prerrogativa  ha  co- 
menzado á ejercerse. 

Paréceme,  Sres.  Diputados,  que  he  demostrado  ya 
con  evidencia  que  no  solo  se  trata  aquí  de  una  cues- 
tión de  prerrogativa  de  la  Cámara  entera,  pues  que 
es  una  cuestión  de  prerrogativa  de  uno  de  sus  indi- 
viduos, sino  que  también  se  trata,  por  el  acto  impor- 
tante acompañado  de  todas  las  solemnidades  necesa- 
rias, que  ha  llevado  ya  á cabo  el  Sr.  Presidente,  de 
una  cuestión  de  propia  dignidad,  dignidad  que  el  se- 
ñor Presidente  de  la  Cámara,  estoy  completamente 
seguro  de  ello  porque  le  conozco  desde  hace  muchos 
años,  sabrá  mantener  en  el  punto  y lugar  que  se  me- 
rece. 

Con  esto  que  he  dicho  pudiera  proceder  A formu- 
lar concretamente  mi  pregunta;  pero  ya  que  las  cir- 
cunstancias me  obligan;  ya  que  me  encuentro  en  cier- 
ta medida,  y sin  ella  realmente  provocado  (sin  que  yo 
diga  aquí  por  altas  conveniencias  cómo  y por  quién), 
mi  deber  me  manda  no  cnllar  una  opinión  cuya  mani- 
festación constituye  á mis  ojos  el  cumplimiento  de  un 
verdadero  deber. 

Ya  que  se  trata  en  este  caso  de  coartar  la  inicia- 
tiva préviamente  tomada  por  un  Diputado  en  cierta 
materia  legislativa;  pues  que  de  esto  se  trata  en  el 
alto  Cuerpo  Colegislador  (y  siento  nombrarle,  pero 
ahora  me  es  de  todo  punto  indispensable),  yo  excito 
al  Congreso,  no  solamente  para  este  caso,  sino  para 
siempre,  á que  llaga  respetar  y cumplir  el  art.  42  de 
la  Constitución  del  Estado,  que  ordena  que  las  leyes 
sobre  contribuciones  y crédito  público  se  presenten 
primero  al  Congreso  do  los  Diputados;  porque  es  hora 
ya  de  decir  que  yo  niego  al  otro  Cuerpo  Colegislador 
el  derecho  de  anticiparse  en  ningún  caso  á discutir 
sobre  los  ingresos  del  Estado. 

¿Es  que  no  es  este  el  precepto  constitucional?  Que 
se  diga  y que  no  se  insista  en  interpretaciones,  ó me- 
jor dicho,  en  violaciones,  porque  interpretaciones  no 
caben  de  su  texto  clarísimo.  Tal  vez  el  Congreso  no 
tenía  conocimiento  de  que  cíe  esta  suerte  so  estaban 
violando  hace  tiempo  sus  prerrogativas,  ó una  de  sus 
prerrogativas;  tal  vez  el  Congreso  ha  considerado  que 
mientras  no  tuviera  de  ello  conocimiento  oficial,  por 
motivos  de  alta  prudencia  y de  circunspección  debía 
darse  por  ignorante  de  lo  que  pasaba;  pero  desde  el 
momento  en  que  la  cuestión  viene  aquí  de  una  ma- 
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riera  pública  y concreta,  esta  cuestión  no  puede  me- 
nos de  resolverse,  y para  mí  es  una  cuestión  resuelta  i 
por  el  texto  expreso  de  la  Constitución  del  Estado.  No  1 
necesita  resolverse  por  la  Cámara,  no  necesita  sino  j 
que  el  Sr.  Presidente,  en  uso  de  sus  atribuciones,  y 
como  guardador  que  es  de  las  prerrogativas  de  este 
Cuerpo,  ejercite  su  autoridad  inmediatamente  de  la 
manera  que  voy  á pedir. 

Pero  entiéndase  bien  que  ha  habido  aquí  ya  deba- 
tes, que  yo  he  tenido  que  sostener  un  ardiente  debate 
con  im  antiguo  y malogrado  amigo  mió,  apoyado  por 
altísimas  influencias  parlamentarias,  que  pretendía 
que  el  Senado  no  tiene  el  derecho  en  ningún  caso  do 
aumentar  ios  gastos  ni  los  ingresos,  fundando  su  ra- 
zonamiento en  lo  que  acontecía  en  Inglaterra  y en  la 
doctrina  sustentada  en  otras  partes.  A esto  tuve  el 
honor  de  oponerme,  y me  opuse,  demostrando,  á mi 
juicio  con  completa  evidencia,  que  los  artículos  de 
la  Constitución  del  Estado  son  de  derecho  estricto; 
que  nadie  tiene  el  derecho  de  extenderlos  más  allá  de 
su  peculiar  y genuino  sentido;  que  esos  artículos  de- 
claran la  igualdad  de  facultades  de  ambos  Cuerpos, 
sin  más  que  una  excepción  de  prioridad,  y esta  ex- 
cepción no  se  refiere  á los  gastos,  sino  á los  ingresos. 
Defendí,  pues,  entonces,  que  era  completamente  legí- 
timo que  el  Senado  tratara  de  los  gastos,  que  los  au- 
mentara, que  iniciase  leyes  que  los  modificaran,  pues 
que  al  fin  los  gastos  en  nuestro  sistema  financiero  no 
dependen  de  los  ingresos,  se  discuten  y se  votan  con 
absoluta  independencia  de  éstos,  y aun  por  eso,  an- 
tes que  los  ingresos  mismos.  Se  han  podido,  por  tan- 
to, iniciar  en  el  Senado  leyes  sobre  derechos  pasivos, 
no  sin  alguna  extrañeza  siempre,  pero  en  fin  se  han 
podido  iniciar,  así  como  se  han  podido  iniciar  leyes 
de  carreteras,  y leyes,  en  fin,  que  trajeran  consigo 
todo  género  de  gastos;  ¡pero  ingresos!  Pues  entonces, 
¿qué  significaría  el  artículo  de  la  Constitución  del  Es- 
tado? Aquí,  señores,  ya  se  trata  de  una  altísima  prerro- 
gativa del  Congreso,  de  una  altísima  prerrogativa  his- 
tórica, de  una  altísima  prerrogativa  que  no  podéis 
abandonar,  que  no  abandonareis,  estoy  completamen- 
te seguro  de  ello. 

Si  hoy  puede  el  Senado  por  su  iniciativa  alterar  las 
tarifas  de  la  contribución  de  aduanas,  ¿por  qué  ma- 
ñana no  podrá  alterar  la  contribución  industrial?  ¿Qué 
diferencia  hay?  ¿Dejareis  abierta  esta  puerta  á la  vio- 
lación de  vuestras  prerrogativas?  Digo  y repito  que 
no  lo  creo;  estoy  lejos  de  temerlo  del  Sr.  Presidente 
d3  la  Cámara,  del  cual  sé  que  hará  respetar  sus  dere- 
chos, y no  lo  temo  de  nadie,  una  vez  examinado  el 
asunto  con  el  detenimiento  que  merece.  Ahora  voy  á 
decir  poquísimas  palabras  que  pudieran  tener  carác- 
ter particular  y aun  personal. 

Ha  mirado  por  un  cristal  que  empequeñece  mucho 
las  cosas,  la  persona  respetabilísima  que  ha  creído 
encontrar  en  el  propósito  del  Diputado  que  ha  usado 
de  su  prerrogativa  en  el  tiempo  y forma  de  que  acabo 
do  dar  cuenta  al  Congreso,  un  impulso  de  amor  pro- 
pio. Digo  y repito  que  en  aquel  momento  no  se  ser- 
vía de  cristales  que  representasen  las  cosas  en  su  ta- 
maño, y mucho  ménos  en  su  realidad.  ¿Tan  desnudo 
está  de  recursos  el  Diputado  que  en  este  momeuto 
tiene  la  honra  de  dirigir  su  palabra  al  Congreso,  que 
necesite  buscar  pretextos  para  hacer  alardes  de  una 
vanidad  que  sería  pueril? 

Si  yo  he  tomado  la  iniciativa  en  este  asunto,  es 
porque  ya  el  año  pasado  esta  minoría  le  prestó  aten- 


ción preferente,  como  lo  demuestra  su  proposición 
sobre  ganados;  es  porque  en  toda  ocasión  en  que  he 
dirigido  la  palabra  á mis  amigos  políticos,  en  mis 
excitaciones  á la  prensa  de  mi  partido,  de  todas  suer- 
tes, vengo  declarando  hace  tiempo  con  profundísima 
convicción  que  la  primera  y más  grave  de  las  cues- 
tiones en  este  instante  sometidas  á los  legisladores 
de  la  Patria  es  la  de  salvar  los  intereses  de  nuestra 
agricultura  y de  nuestra  industria,  y hacerlo  cuanto 
antes,  para  evitarles  una  ruina  completa  y fatal. 

¿No  hace  ya  muchos  meses  que  he  emprendido 
esta  conducta?  ¿Improviso  yo  ahora  esta  opinión?  ¿No 
vengo  sosteniéndola  con  constancia  hace  tiempo?  ¿No 
responde  esta  conducta  á la  situación  que  en  estos 
momentos  tiene  la  agricultura  en  nuestro  país,  á la 
situación  que  tiene  en  toda  Europa  y al  clamor  uná- 
nime de  la  oiánion  pública?  La  impaciencia  que  tan- 
tas Naciones  de  Europa  han  demostrado  para  refor- 
zar sus  tarifas  con  objeto  de  defenderse  de  la  inva- 
sión de  productos  similares 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Duéleme  extraordinaria- 
mente, Sr.  Diputado,  tener  que  llamar  la  atención  do 
persona  tan  ilustre  como  S.  S.,  y que  ocupa  una  tan 
excepcional  situación  política  y parlamentaria.  Pero 
S.  S.  comprende,  que  así  como  me  era  lícito  dejar 
que  S.  S.  preparase  con  todos  los  desenvolvimientos 
necesarios  la  pregunla  que  dirige  á la  Mesa,  y aun 
que  la  acompañase  después  de  aquellas  reflexiones 
que,  en  orden  á las  respectivas  prerrogativas  del  Se- 
nado y del  Congreso,  y aun  al  artículo  constitucional 
á que  S.  ó.  sobriamente  ha  aludido,  creyese  conve- 
niente hacer,  ya  no  lo  es  en  modo  alguno,  ni  para  la 
Mesa,  que  faltaria  abiertamente  á su  deber  si  lo  con- 
sintiese, ni  para  el  Sr.  Cánovas  mismo,  ni  sobre  todo 
para  el  exámen  sencillo  de  los  elementos  propiamente 
constitutivos  del  caso  que  el  Sr.  Cánovas  somete  á la 
consideración  del  Presidente,  entrar,  aunque  fuera 
con  la  sobriedad  discreta  con  que  el  Sr.  Cánovas  es- 
taba en  áuimo  de  hacerlo,  en  lo  que  puede  constituir 
el  fondo  de  la  cuestión  agraria  y de  la  cuestión  in- 
dustrial, las  cuales,  ni  se  discuten  ahora,  ni  pueden 
discutirse  dentro  de  ciertos  principios  á los  cuales 
va  el  Presidente  acomodando  su  conducta  en  el  es- 
tado que  en  ambas  Cámaras  tienen  los  asuntos  par- 
lamentarios. 

El  Sr.  CANOVAS  DEL  CASTILLO:  Me  someto 
absolutamente  á la  indicación  del  Sr.  Presidente,  y no 
insisto.  Permítame,  no  obstante,  el  Sr.  Presidente  ob- 
servar que,  en  este  punto  de  mi  corta  oración,  no  ha- 
cía más  que  responder  á alusiones  personales,  que  no 
por  habérseme  hecho  aquí  en  punto  y hora  en  que  jo 
podia  defenderme,  estaban  fuera  de  mi  competencia; 
con  la  particularidad  de  que  al  hacérseme  éstas  alu- 
siones, y no  solo  al  hacérmelas,  sino  antes  de  hacér- 
melas, y por  distintas  personas,  se  ha  tratado  del  asun- 
ta á que  se  refiere  mi  proposición  de  ley.  No  más  que 
del  asunto,  trataba  el  documento  de  que,  por  haberse 
publicado,  acabo  de  leer  un  párrafo.  Con  esto  y todo, 
el  Sr.  Presidente  tiene  razón  ahora  como  siempre,  por- 
que es  materia  ésta  dificilísima,  y voy  á sentarme  for- 
mulando la  siguiente  pregunta. 

El  Sr.  Presidente  del  Congreso  ¿estima  que  ai  en- 
tregar yo  en  sus  propias  manos  como  Presidente  mi 
proposición,  ejercité,  ó no,  mi  prerrogativa  de  Dipu- 
tado anticipándome  á la  prerrogativa  que  pudiera 
ejercitarse  eu  el  otro  Cuerpo  Colegislador?  Esta  es  la 
pregunta  concreta  que  me  permito  dirigir  á S.  S. 
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El  Sr.  PRESIDENTE:  Después  de  manifestar  al 
Sr.  Cánovas  del  Castillo  que,  como  S.  S.  conoce,  yo 
no  puedo  estimar  ni  la  oportunidad  con  que  fuera  de 
aquí  se  trataran  ciertos  asuntos,  ni  los  motivos,  que 
seguramente  serian  de  la  mayor  estimación,  por  cuya 
virtud,  en  efecto,  se  trataran,  he  de  afirmar  al  señor 
Cánovas  del  Castillo  y al  Congreso  que  del  propio 
modo,  y con  el  dolor  que  es  consiguiente,  por  lo  mé- 
nos  con  el  reparo  y la  dificultad  que  es  consiguiente, 
he  tenido  que  llamar  la  atención  del  Sr.  Cánovas  á fin 
de  que  no  ingresásemos  en  un  debate  imposible,  de 
esta  propia  manera  he  de  impedir  que  ningún  señor 
Diputado,  ni  por  alusión  ni  en  otra  forma,  se  ocupe 
de  aquello  mismo  de  que  el  Sr.  Cánovas  por  mi  in- 
tervención ha  prescindido. 

Y ahora,  nada  más  sencillo  que  contestar  á la 
pregunta  del  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  á cuya  alta  si- 
tuación quizás  debiera  el  Presidente  mayores  expli- 
caciones y desenvolvimientos  de  aquellas  á que  por 
otros  respetos  tiene  que  limitarse. 

El  Sr.  Cánovas  del  Castillo  es  un  Diputado  de  la 
Nación  que  tiene  asiento  en  este  Congreso,  y que,  por 
tanto,  disfruta  de  todas  las  prerrogativas  auejas  á su 
respetable  investidura;  ha  usado  de  una  de  ellas  pre- 
sentando en  efecto,  el  primer  dia  hábil  de  sesión,  una 
proposición  A la  Mesa:  la  Mesa  la  ha  decretado  inme- 
diatamente con  el  pase  á las  Secciones,  y el  Presi- 
dente, después  de  esto,  estaba,  aun  sin  necesidad  del 
requerimiento  de  S.  S.,  dispuesto  y obligado  á cursar 
esa  proposición  conforme  á Reglamento.  Así  lo  hará; 
estén  seguros  de  ello  el  Congreso  y el  Sr.  Cánovas  del 
Castillo.  Esté  seguro  asimismo  el  Congreso  de  que  el 
Presidente,  si  no  liepe  mayor  acierto  ó mayor  ener- 
gía que  todo  otro  Sr.  Diputado  en  la  inteligencia  de 
las  prerrogativas  de  esta  Cámara  y en  su  resolución 
de  mantenerlas,  tiene  por  lo  ménos  tanto  deseo  como 
pueda  tener  todo  otro  Sr.  Diputado  de  que  así  sea. 
iQué  digo  tiene  tantos  deseos!  Tiene  más  deseos,  por- 
que todo  aquel  que  cada  uno  de  los  Sres.  Diputados 
tenga,  juntos  todos,  y constituyendo  la  suma  de  vo- 
luntades que  los  engendran,  la  suma  de  mi  solo  deseo, 
compuesto  de  muchos  deseos,  todo  esto  se  hj  de  en- 
carnar precisamente,  y se  encarna,  en  la  intención  y 
en  el  propósito  y en  la  voluntad  del  Presidente,  que  á 
todos  os  representa.  Y así,  Sres.  Diputados,  en  el  mo- 
mento oportuno,  si  llegase  á surgir  algún  conflicto 
por  virtud  del  proceso  que  se  ha  de  proseguir  y ter- 
minar con  motivo  de  la  proposición  presentada  por 
el  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  el  Presidente,  por  todos 
aquellos  medios  de  prudencia  y de  razón  que  todos 
reclaman,  y más  los  Presidentes  de  las  Cámaras,  por 
los  mútuos  respetos  que  nos  debemos,  respondería  á 
esta  actitud  y á esta  necesidad  y á esta  obligación; 
loque  sucede  es  que  verdaderamente  el  Presidente 
cree  que,  así  como  cuando  los  conflictos  vienen  no 
liay  más  sino  arrostrarlos  y resolverlos,  así,  entre 
tanto  que  llegan,  no  es  interés  ni  conveniencia  de  na- 
dio  adelantarlos. 

El  año  pasado  se  presentó,  según  parece,  en  el 
Senado  alguna  proposición  de  ley  que  puede  ser  que 
establezca  algún  impuesto;  el  Presidente  del  Congre- 
so lo  lia  ignorado  y lo  tenía  que  ignorar;  no  había 
entonces  medio  ninguno  establecido  para  que  tuviese 
el  Congreso  conocimiento  oficial  de  los  actos  del  Se- 
nado, ni  tampoco  el  Senado  tenía  motivo  de  conocer 
oficialmente  los  actos  del  Congreso;  y así,  dado  que 
con  efecto  aquella  proposición  afectase  ai  artículo 


constitucional  que  reserva  y atribuye  al  Congreso  la 
prioridad  en  el  conocimiento  de  tal  proyecto  ó propo- 
sición de  ley,  el  Presidente  del  Congreso  nada  ten- 
dría que  hacer,  y el  Presidente  nada  hizo  aun  en  ese 
supuesto,  por  el  desconocimiento  oficial  en  que  tenía 
que  estar  y en  que  estaba.  Ya  sabe  el  Sr.  Cánovas 
del  Castillo  cuánta  es  la  deficiencia  de  que  adolece, 
por  razón  de  las  circunstancias  en  que  se  dictó,  la 
ley  de  relaciones  de  ambas  Cámaras  del  año  1837. 
Ahora  el  Presidente  del  Congreso,  de  acuerdo,  verbal 
aún,  con  el  dignísimo  Presidente  del  Senado,  lia  esta- 
blecido un  modo  ele  que  tengan  una  y otra  Cámara 
conocimiento  respectivo  de  lo  que  en  una  y en  otra 
se  trabaja,  para  el  cumplimiento  del  art.  7.°  de  la 
ley  de  relaciones,  y para  evitar  conflictos  que  casi 
llegaron  á sobrevenir  en  la  legislatura  anterior,  y se 
ha  adoptado  una  manera  de  vivir  entre  ambas  Cá- 
maras; y en  su  virtud,  el  Sr.  Presidente  dei  Congreso 
dirigió  una  comunicación  * 1 Sr.  Presidente  del  Se- 
nado en  los  términos  que  ha  tenido  á bien  leer  el  se- 
ñor Cánovas  del  Castillo.  No  me  toca  á mí,  cierta- 
mente, juzgar  la  conducta  observadapor  el  Presidente 
del  Senado;  pero,  si  no  me  es  permití  lo  juzgarla,  me 
es  permitido  celebrarla.  El  Presidente  dei  Senado  se 
encontró  con  una  reproducción  de  un  proyecto  de  la 
legislatura  anterior,  así  como  el  Presidente  del  Con- 
greso se  encontró  con  una  iniciativa  de  un  Sr.  Dipu- 
tado; y el  Presidente  del  Senado  dió  por  hecha  aquella 
reproducción,  así  como  el  Presidente  del  Congreso 
ha  dado  por  presentada  la  proposición  del  Sr.  Cáno- 
vas. ¿Quiere  esto  decir  que  resulte  ya  establecida  la 
preferencia  de  una  ó de  otra  proposición?  ¿Quiere 
esto  decir  que  se  descarte  cuanto  ordena  sobre  mate- 
ria tan  grave  el  artículo  respectivo  de  la  Constitu- 
ción del  Estado?  No.  Lo  que  quiere  decir  es  que,  ofL 
cialmente,  todavía  no  se  pueden  comparar  los  textos 
de  ambas  proposiciones,  porque  no  se  puede  leer  una 
de  ellas;  porque  el  Sr.  Cánovas  mismo  ha  tenido  que 
referirse  con  gran  sobriedad  á la  suya,  y el  Presi- 
dente, con  gran  sobriedad,  tiene  también  que  refe- 
rirse. Cuando  esta  proposición  tenga  estado,  y cuando 
por  tener  estado  se  pueda  comparar  el  contenido  de 
la  proposición  del  Sr.  Cánovas  con  el  contenido  del 
otro  proyecto  reproducido  en  el  Senado,  entonces  será 
llegado  el  caso  de  que,  por  procedimientos,  acerca 
de  los  cuales  yo  espero  que  la  confianza  de  los  seño- 
res Diputados  me  ha  de  dejar  toda  la  libertad  nece- 
saria para  evitar  que  nazca  el  conflicto.  Pero  si  na- 
ciese, no  tenga  duda  el  Congreso  de  que,  tai  como  yo 
entiendo  el  derecho  de  cada  Diputado,  y el  derecho 
total  y las  prerrogativas  de  esta  Cámara,  así  yo  las 
he  de  defender  y mantener.  He  dicho. 

El  Sr.  CÁNOVAS  DEL  CASTILLO:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  CÁNOVAS  DEL  CASTILLO:  No  tengo 
otro  objeto  al  tomar  la  palabra,  más  que  felicitarme 
altísimamente  por  las  elevadas  frases  que  S.  S.  acaba 
de  pronunciar,  y especialmente  por  la  parte  que  á mí 
se  refiere,  asegurando  que  si  yo  creo  que  todos  los 
Sres.  Diputados,  los  de  todos  los  partidos,  sin  excep- 
ción alguna,  tienen  plena  confianza  en  S.  S.,  yo,  por 
los  lazos  particulares  que  con  S.  S.  me  unen  desde 
hace  tantos  años,  á pesar  de  nuestras  divergencias 
políticas,  tengo  en  su  rectitud  y en  su  amor  á la  Cons- 
titución y á las  prerrogativas  del  Parlamento,  si  no  más 
confianza  q\ie  nadie,  tanta  confianza  como  el  que  más. 
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El  Sr.  Presidente  del  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasta):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Presidente  del  consejo  de  ministros 
(Sagasta):  Voy  á pronunciar  muy  pocas  palabras,  y 
lo  bago  porque  me  parece  indispensable  decir  algu- 
nas, si  el  Gobierno  ba  de  cumplir  los  altos  deberes 
que  le  están  encomendados  tratándose  de  las  prerro- 
gativas de  uno  y otro  Cuerpo  Goiegislador. 

A mi  entender,  no  han  quedado  muy  bien  paradas 
las  prerrogativas  del  Senado  en  labios  del  Sr.  Cáno- 
vas del  Castillo.  Convengo  con  S.  S.  en  que  la  priori- 
dad para  la  discusión  de  las  leyes  sobre  contribucio- 
nes y crédito  público  corresponde  al  Congreso;  pero 
no  puedo  conformarme  con  que  el  Senado  no  tenga 
las  mismas  facultades  que  el  Congreso  para  discutir 
todas  las  leyes  sobre  crédito  público  y contribucio- 
nes. (El  Sr.  Cánovas  del  Castillo : Después  del  Congre- 
so.) Pero  es  que  S.  S.  ha  negado  al  Senado  el  derecho 
de  discutir  esas  leyes;  y si  & S.  declara  ahora  que 
nu  lo  ha  dicho,  yo  me  alegraré  mucho  de  haber  usa- 
do de  la  palabra.  (Vat'ios  Sres.  Diputados  de  la  mino- 
ría conservadora : No  ha  dicho  eso. — EL  Sr.  Cánovas 
del  Castillo : Esa  es  una  cuestión  de  hecho.  Yo  no  he 
dicho  nada  de  eso.)  Pero,  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  si 
S.  S.  se  ha  equivocado...  ( Varios  Sres.  Diputados  de  la 
minoría  conservadora : No,  no.)  Voy  á recordar  las 
palabras  de  S.  S.  El  Sr.  Cánovas  del  Castillo  ha  dicho 
aquí  que  habia  algunos  Sres.  Diputados  de  gran  in- 
íluencia  que  negaban  al  Senado  la  intervención  abso- 
luta en  todo  lo  que  fuera  presupuestos,  y S.  S.  defen- 
día entonces  la  teoría  de  que  el  Senado  tenía  atribu- 
ciones y facultades  para  modificar,  aumentar  ó dis- 
minuir los  gastos,  pero  no  los  ingresos.  (Rumores.) 
¿No  lo  ha  dicho  S.  S.‘?  (Varios  Sres.  Diputados  de  la 
minoría  conservadora : No.)  Pues  me  alegro  ae  que  se 
haya  equivocado,  porque  todos  lo  habíamos  entendi 
do...  (P?'otes¿as  en  los  bancos  de  la  minoría  conserva - 
dora.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Ya  podrán  contradecir  á 
su  tiempo  y reglamentariamente  los  señores  que  no 
estén  conformes  con  las  manifestaciones  del  Sr.  Pre- 
sidente del  Consejo  de  Ministros;  entre  tanto,  espero 
que  el  Congreso  oirá  con  el  mismo  recogimiento  al 
Sr.  Presiden  Le  del  Consejo,  con  que  ha  escuchado  al 
Sr.  Cánovas  del  Castillo. 

El  Sr.  Presidente  del  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasta):  De  cualquier  modo  resulta,  y esto  es  lo  que 
importa  que  quede  claro  aquí,  porque  no  sería  bueno 
mermar  en  el  Congreso  prerrogativas  que  corres- 
ponden ai  otro  Cuerpo  Goiegislador,  que  no  hay  más 
diferencia,  en  cuanto  á las  facultades  del  Congreso  y 
del  Senado,  sino  que  el  Congreso  tiene  la  prioridad 
para  la  discusión  de  las  leyes  sobre  crédito  público  y 
contribuciones,  pero  gozando  el  Senado  de  las  mismas 
facultades  que  el  Congreso  respecto  de  esas  mis- 
mas leyes. 

Y voy  á decir  más  al  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  y 
es,  que  la  práctica  constante,  inmemorial,  desde  que 
existen  los  dos  Cuerpos  Colegisladores,  ha  entendido 
que  ese  precepto  constitucional  se  refiere  única  y ex- 
clusivamente á las  leyes  presentadas  por  el  Gobierno, 
pero  jamás  á las  debidas  á la  iniciativa  de  los  seño- 
res Senadores  ó Diputados.  (Aplausos  en  los  bancos  de 
la  mayoría. ) 

La  iniciativa  (le  los  Sres.  Senadores  es  perfecta- 
mente igual  á la  de  los  Sres.  Diputados;  y como  esta 


es  la  teoría  verdadera,  como  esta  es  la  práctica  re- 
conocida por  todos,  y como  esta  es  la  jurisprudencia 
constante  desde  que  coexisten  las  dos  Cámaras,  al 
Gobierno  le  interesa  que  en  manera  alguna  pasen 
inadvertidas  y sin  protesta  aquellas  palabras  que  pu- 
dieran  mermar  en  el  Congreso  las  atribuciones,  las 
facultades  y las  prerrogativas  del  Senado. 

Por  lo  demás,  yo  no  he  de  decir  nada  al  Sr.  Cá- 
novas del  Castillo  respecto  á la  teoría  que  aquí  ha 
sustentado  S.  S.,  confundiendo  las  prerrogativas  y la 
iniciativa  del  Sr.  Cánovas  del  Castillo  con  la  inicia- 
tiva y las  prerrogativas  del  Congreso,  suponiendo  que 
son  una  misma  la  personalidad  de  S.  S.  y la  que  cons- 
tituye la  colectividad  del  Congreso.  (El  Sr.  Cánovas 
del  Castillo:  Eso,  el  Sr.  Presidente  del  Congreso  os  el 
que  debe  decírselo  á S.  S.)  El  Sr.  Presidente  del  Con- 
greso no  tiene  ya  nada  que  decirme,  después  do  lo 
que  todos  hemos  oido,  porque  ha  manifestado  muy 
claramente  que  la  proposición  presentada  por  S.  8. 
no  tiene  todavía  estado.  jComo  que  no  se  puede  si- 
quiera hablar  aquí  de  ella!  Por  esto  yo  no  necesito 
hacer  más  que  referirme  á las  palabras  del  Sr.  Pre- 
sidente, para  declarar  que  esa  proposición  de  S.  S.  no 
tiene  estado,  que  no  puede  discutirse  aquí  todavía,  v 
que  no  debe  servir  para  fundar  resolucien  alguna,  ni 
en  este  Cuerpo  Goiegislador  ni  en  el  otro.  Quédese, 
pues,  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo  con  su  teoría,  limi- 
tándome yo,  por  de  pronto,  á decirle  que  no  aventaja 
S.  S.  al  Gobierno  de  S.  M.  en  deseos  de  atender  á las 
necesidades  del  país;  que  el  Gobierno  de  S.  M.  tiene 
su  pensamiento,  lieue  sus  proyectos  de  ley  prepara- 
dos, y no  ha  de  ir  á la  zaga  de  S.  S.  ni  á la  de  ningún 
otro  Sr.  Diputado  en  cuestión  tan  importante  para  el 
bienestar  de  la  Nación.  (A plausos  en  la  mayoría .) 

El  Congreso  me  permitirá  que  sobre  este  punto 
no  añada  ni  una  sola  palabra  más,  porque  me  tiene 
cohibido,  como  es  natural,  la  llamada  al  órden  que 
ha  hecho  el  Sr.  Presidente  del  Congreso  al  Sr.  Cáno- 
vas del  Castillo  cuando  en  esta  materia  quiso  ocu- 
parse, lo  cual  he  de  tener  yo  muy  en  consideración 
para  no  exponer  mi  juicio  sobre  el  asunto.  Lo  único 
que  quiero  hacer  observar  es,  que  S.  S.,  que  ha  teni- 
do tanta  prisa  para  presentar  una  proposición  de  ley 
que  todavía  no  tiene  estado,  está  por  otra  parte  iuílu- 
yendo  para  que  mientras  se  discuta  el  mensaje  eu  el 
otro  Cuerpo  Goiegislador  no  podamos  aquí  disculir 
nada.  Pues  si  S.  S.  cree  que  mientras  en  el  otro  Cuerpo 
se  discute  el  mensaje,  aquí  no  se  puede  discutir  nin- 
gún proyecto  de  ley,  ¿qué  prisa  tenía  S.  S.  en  presen- 
tar esa  proposición?  ¿Para  qué?  ¿Para  qué  ponerla  so- 
bre la  mc^a?  No  habia  necesidad  de  nada  de  lo  que 
ha  hecho. 

Bien  pudo  S.  S.  haber  tenido  un  poco  de  calma  y 
esperado  á que  el  Gobierno,  cumpliendo  con  su  de- 
ber,. trajera  sus  proyectos  á las  Cortes. 

Por  lo  demás,  al  sentir  S.  S.  esa  impaciencia  in- 
justificada, no  puedo  creer  que  haya  querido  ade- 
lantarse al  Gobierno  de  S.  M.  Una  persona  como 
S.  S.,  hombre  de  Estado  eminente,  que  tan  re- 
levantes condiciones  de  gobierno  tiene,  no  parece  na- 
tural que  en  cuestiones  de  Lauta  trascendencia,  y 
tratándose  de  intereses  tan  complejos  y tan  múltiples 
como  los  que  están  comprendidos  en  la  proposición 
de  S.  8.,  careciese  de  la  calma  necesaria  para  espe- 
rar á saber  cuál  era  el  pensamiento  del  Gobierno. 
No,  la  impaciencia  de  S.  8.,  créamelo  sin  reserva,  no 
ha  podido  molestar  al  Gobierno,  porque  ésto  no  cree 
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que  S.  S.  la  ha  tenido  contra  él,  sino  que  la  estima 
como  una  especie  de  competencia,  de  rivalidad  ó de 
emulación,  que  S.  S.  quiere  establecer  con  algunos 
de  los  que  fueron  antiguos  amigos  suyos,  en  lo  cual 
el  Gobierno  nada  tiene  que  hacer.  Entiéndase  S.  8.  con 
ellos;  que  lo  que  es  al  Gobierno,  lo  mismo  le  impor- 
ta que  obtenga  S.  S.  la  prioridad,  ó que  la  alcancen 
aquellos  sus  antiguos  amigos,  de  los  cuales  es  hoy 
adversario  tan  declarado.  Y no  tengo  más  que  decir. 
(Muy  bien.  Aplausos  en  la  mayoría .) 

El  Sr.  CANOVAS  DEL  CASTILLO:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  8r.  PRESIDENTE:  La  tiene  8.  S. 

El  Sr.  CÁNOVAS  DEL  CASTILLO:  Señores  Di- 
putados, el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros 
no  se  contenta  con  mirar  por  cristales  que  empeque- 
ñecen las  cosas,  sino  que  dedica  á esa  empresa  todas 
sus  fuerzas,  todos  sus  medios,  toda  su  actividad. 
Ayer,  sé  yo  que  en  alguna  parte  oyó  S.  8.  decir  y de- 
clarar sin  protesta  ninguna,  lo  que  todo  el  mundo 
sabe  ya,  y es,  que  tratándose  con  su  Gobierno  de  la 
cuestión  á que  se  refiere  mi  proposición  de  ley,  el 
Gobierno  que  el  Sr.  Sagasta  preside  habia  declarado 
que  liaría  cuestión  de  Gabinete  cualquier  aumento 
de  derechos  sobre  la  introducción  de  cereales;  y aquí 
están  las  palabras  textuales  del  Sr.  Moyano  en  el  dia 
de  ayer. 

Guando  estamos  enfrente  de  un  Gobierno  que  en 
contra  de  la  opinión  y del  sentimiento  unánime  del 
país  hace  de  esto  cuestión  de  Gabinete,  ¿tiene  sentido 
que  se  venga  á atribuir  el  ejercicio  de  mi  iniciativa, 
ni  á impaciencias  personales  ni  á mezquina  compe- 
tencia de  esa  naturaleza?  No;  no  es  eso,  y 8.  S.  me 
pone  en  el  caso  de  decir  una  cosa  para  la  cual  espero 
que  dé  permiso  mi  digno  amigo  particular  el  gene- 
ral López  Domingucz,  y es,  que  cuando  en  una  re- 
unión á que  S.  8.  ha  aludido  en  términos  que  yo  no  he 
de  juzgar,  traté  esta  cuestión  hace  pocos  dias,  el  se- 
ñor López  Domínguez  sostuvo  el  ejercicio  de  mi  ini- 
ciativa, y no  opuso  la  más  remota  dificultad  á que 
esa  iniciativa  se  ejerciera.  (El  Sr.  López  Doyninyuez: 
Pido  la  palabra.) 

Ningún  espíritu  de  rivalidad,  ningún  espíritu  de 
competencia  animó  al  Sr.  López  Domínguez;  por  el 
contrario,  su  actitud  respecto  d mí,  en  aquella  oca- 
sión, fue  de  verdadero  apoyo,  si  es  que  yo  no  me 
equivoqué.  Y esto  me  conduce  d tratar  de  algo  que 
no  hubiera  querido  tratar:  del  influjo  que  el  Si\  Pre- 
sidente del  Consejo  de  Ministros  me  atribuye,  con 
poca  consideración,  permítame  que  se  lo  diga,  á la 
Autoridad  y personalidad  del  Sr.  Presidente  del  Con- 
greso; del  influjo  que  me  atribuye  en  que  el  Sr.  Pre- 
sidente de  la  Cámara  haya  tomado  tal  ó cual  resolu- 
ción. El  Sr.  Presidente  de  la  Cámara  tuvo  la  bondad, 
espontáneamente,  de  hablar  con  personas  de  distintos 
bulos  de  esta  Cámara,  con  el  Sr.  López  Domínguez, 
con  el  Sr.  Gastelar,  con  el  Sr.  Pedregal  y conmigo, 
acerca  de  este  particular.  Tres  de  las  cuatro  personas 
consultadas  estuvieron  de  acuerdo  en  que  no  era 
conveniente,  en  que  no  estaba  en  el  espíritu  de  la  ley 
de  rclacioues  de  ambos  Cuerpos  Golegisiadores , el 
que,  mientras  una  cuestión  se  discutiese  en  principio 
y tendencia  en  la  alta  Cámara,  se  trajera  aquí  en  for- 
tna  de  proyecto  de  ley;  pero  nosotros  nos  limitamos 
á decir  nuestras  opiniones  al  Sr.  Presidente,  instados 
Por  S.  8.  ¿Tan  menor  de  edad  es  el  Sr.  Presidente  del 
Congreso,  tan  inexperto,  tan  falto  de.  autoridad,  que 


se  le  quiere  presentar  aquí  como  una  persona  á quien 
llevan  influencias  de  esta  ó de  la  otra  parle?  ¿Qué  in- 
fluencia podia  yo  tener  allí,  más  que  la  de  la  razón 
que  me  asistía? 

Yo  no  he  trabajado,  no  me  he  ocupado  en  esto, 
no  he  hablado  de  esto  más  que  con  quien  me  ha  pre- 
guntado. El  Sr.  Presidente  del  Congreso  tuvo  la  bon- 
dad de  preguntarme  qué  me  parecía  de  ello;  y yo, 
amistosamente,  le  dije  mi  Opinión,  sin  que  haya  vuel- 
to á tratar  de  esta  materia;  y lo  mismo  que  yo,  hicie- 
ron otras  dignísimas  personas,  de  las  más  altamente 
significadas  en  esta  Cámara,  que  fueron  consultadas 
y expusieron  su  opinión  de  la  propia  manera  que  yo 
habia  expuesto  la  mia.  Por  lo  demás,  el  Sr.  Presidente 
de  la  Cámara  ha  dicho  ya  cuanto  hay  que  decir.  En- 
tiende de  lo  que  es  tener  estado  las  cosas,  tanto,  sin 
duda,  como  el  Sr.  Sagasta;  y lo  único  que  hay  que 
tener  aquí  en  cuenta  es  que,  á mi  coucretísima  pre- 
gunta de  si  estimaba  que  yo  habia  hecho  uso  ya  de 
mi  iniciativa  y de  mi  prerrogativa  en  el  primer  dia 
de  sesión , ha  respondido  el  Sr.  Presidente  del  Con- 
greso que  lo  habia  hecho,  tanto,  que  mi  proposición 
de  ley  seguiría  absolutamente  todos  los  trámites  del 
Reglamento,  para  lo  cual  no  empecía  en  nada  que  es- 
tuviera reproducido  el  proyecto  en  el  Senado;  porque 
cuando  la  proposición  fuera  pública,  si  el  Senado  in- 
sistía, el  Presidente  del  Congreso  habrá  de  defender 
la  prerrogativa  de  esta  Cámara.  No  temo  que  el  señor 
Presidente  del  Consejo  niegue  la  absoluta  exactitud 
de  estas  palabras.  Yo  estoy  enteramente  satisfecho  de 
la  resolución  de  quien  ha  de  resolver  aquí,  es  decir, 
del  Sr.  Presidente  del  Congreso.  Porque  el  Sr.  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  que  acusando  más  ó 
ménos  directamente  á otros  de  vanidad,  ha  venido 
hoy  a fundar  su  conducta  en  que  el  Gobierno  no  quie- 
re ir  á la  zaga  de  nadie,  lo  cual  me  parece  que  es  la 
manifestación  de  vanidad  más  ingénua  que  hace  mu- 
cho tiempo  se  ha  oido  en  este  recinto;  el  Sr.  Presi- 
dente del  Consejo,  repito,  cuando  dice  lo  que  tiene 
por  conveniente,  no  repara  á quién  puede  herir,  y so- 
bre todo,  no  repara  en  que  no  es  del  papel  dei  Gobier- 
no,  y yo  no  lo  he  hecho  nunca  en  el  tiempo  que  he 
tenido  el  honor  de  ocupar  ese  banco,  no  es  del  papel 
del  Gobierno  intervenir  en  las  cuestiones  de  prerro- 
gativas de  los  Cuerpos  Colegisladores.  Estas  cuestio- 
nes de  prerrogativas,  estas  cuestiones  de  conducta  de 
los  Cuerpos  Colegisladores,  están  fiadas  por  la  Cons- 
titución y los  Reglamentos  á los  respectivos  Presiden- 
tes. Su  señoría  no  es  en  esto  aquí  más  que  un  Dipu- 
tado, y no  ha  tenido  cuidado  de  hacer  esa  advertencia. 
Verdad  es  que  no  tenía  necesidad:  ¿para  qué  la  lia  de 
hacer,  si  acaba  de  hablar  como  si  fuera  Senador? 

En  estos  asuntos  el  Gobierno  debe  dejar  al  Presi- 
dente de  la  Cámara,  y debe  dejar  á la  Cámara  misma 
que  resuelvan  lo  que  crean  que  deben  resolver  to- 
cante á sus  prerrogativas,  porque  esas  prerrogativas 
están  sobre  todo  otro  principio  transitorio,  y princi- 
pio transitorio  al  fin  y al  cabo  es  el  del  Gobierno  res- 
ponsable. 

No  quiero  extenderme  en  calificar  las  singulares 
equivocaciones  que  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  ha  padecido  acerca  de  mis  palabras.  Porque 
¿qué  es  lo  que  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  ha  pre- 
tendido demostrar?  ¿Que  no  hablo  yo  con  claridad? 
¿Que  á mí  no  se  me  entiende?  ¿Que  de  tal  suerte  estoy 
confuso  en  el  uso  de  la  palabra,  que  digo  lo  contrario 
de  lo  que  pienso  y quiero?  Pues  si  eso  lia  pretendido, 
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le  dejo  con  sn  triunfo;  que  fuera  de  este  triunfo,  quo 
me  temo  que  sea  incompleto  y efímero,  á nadie  pue- 
de haber  convencido  de  que  yo  haya  padecido  seme- 
jante equivocación;  porque  no  hecho  más  que  leer  el 
artículo  de  la  Constitución,  el  texto  mismo,  y mante- 
nerle. Y el  texto  de  la  Constitución  que  vo  leí,  y al 
cual  se  referían  todas  mis  palabras,  no  afirma  sino  la 
prioridad  del  Congreso  sobre  el  Senado  en  cierta  cla- 
se de  cuestiones,  en  las  cuestiones  sobre  contribucio- 
nes y crédito  público.  No  dice  el  texto  que  yo  leí,  ni 
yo  al  comentarle  podia  naturalmente  decir,  que  en 
ningún  tiempo  ni  ocasión  el  Senado  pudiera  tratar  de 
estas  cuestiones;  dije  lo  que  decia  el  texto  que  estaba 
leyendo  y que  estaba  comentando,  á saber:  que  las  le- 
yes de  contribuciones  y crédito  público  se  presenta- 
rán primero  al  Congreso  y después  al  Senado,  porque 
aquí,  como  después  de  todo  acontece  en  los  países  par- 
lamentarios que  han  imitado  la  Constitución  inglesa, 
siguiendo  las  antiguas  tradiciones  parlamentarias,  la 
iniciativa  de  los  impuestos  corresponde  á la  Cámara 
de  los  Comunes,  corresponde  al  estado  llano  repre- 
sentado en  ella,  que  en  esto,  como  sabe  todo  el  mun- 
do, estriba  una  de  las  más  fundamentales  funciones 
del  sistema  representativo. 

Pero  hizo  bien  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros en  no  atenerse  á esto  solo,  que  realmente  á su 
señoría  mismo  debió  parecerle  poco  sustancial,  y en- 
tonces inventó  una  distinción  sobre  la  cual  no  será  la 
última  vez  que  se  discuta. 

Ei  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  ha  pre- 
tendido esta  tarde  que  las  proposiciones  de  ley  de  los 
Sres.  Diputados,  aun  cuando  su  lectura  sea  autoriza- 
da por  las  Secciones,  aun  cuando  sean  tomadas  en 
consideración,  aun  cuando  pasen  á una  Comisión  que 
las  examine,  aun  cuando  esta  Comisión  dé  su  dictá- 
men,  no  constituyen  proyectos  de  ley.  (El  Sr.  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros:  No  he  dicho  semejante 
cosa.)  Su  señoría  ha  dicho — y después  de  todo,  tendré 
mal  gusto,  pero  para  mí  es  lo  mejor  que  ha  dicho  en 
la  materia — S.  S.  ha  dicho  que  ei  artículo  constitu- 
cional se  referia,  no  á las  proposiciones  ó proyectos 
de  ley  presentados  por  la  iniciativa  de  las  Cámaras, 
sino  á las  leyes  que  presentara  el  Cobierno,  ó por  me- 
jor decir,  á los  proyectos  de  ley,  porque  el  Gobierno, 
si  vamos  al  rigorismo  de  la  frase,  no  puede  presentar 
leyes,  toda  vez  que  no  puede  haber  leyes  sin  el  con- 
curso del  Senado  y del  Congreso  y de  la  Corona,  y 
por  consiguiente,  cuando  la  Constitución  habla  de  le- 
yes y dice  «las  leyes  sobre  contribuciones  y crédito 
público  se  presentarán  primero  al  Congreso»,  la  Cons- 
titución usa  de  un  término  vicioso,  pero  que  se  en- 
tiende suficientemente  que  quiere  decir  proyectos  de 
ley y ni  más  ni  ménos  que  proyectos  de  ley. 

Pues  bien,  una  de  dos:  ó los  proyectos  de  ley  ema- 
nados de  la  iniciativa  de  un  Diputado,  cuando  el  Con- 
greso los  ha  aceptado  y vienen  á la  deliberación  de  la 
Cámara,  son  iguales  bajo  todos  aspectos  á los  pro- 
yectos de  ley  del  Gobierno,  ó no.  ¿Lo  son?  Pues  esos 
proyectos  de  ley  no  pueden  ménos  de  ser  discutidos 
en  esta  Cámara  antes  que  en  la  otra.  Es  decir  que  el 
proyecto  de  ley,  bien  venga  su  iniciativa  del  Gobier- 
no, bien  venga  su  iniciativa  del  Congreso  de  Diputa- 
dos, porque  el  Congreso  se  asocie  á la  iniciativa  de 
uno  de  sus  individuos,  tienen  el  mismo  carácter  y el 
mismo  valor,  y bajo  este  concepto  los  unos  y los 
oíros,  cuando  se  refieren  á contribuciones  ó á crédito 
público,  tienen  que  ser  presentados  inevitablemente 


en  éste  antes  que  en  el  otro  Cuerpo  Colegislador. 

Esta  es  la  doctrina  constitucional,  esta  es  la  única 
doctrina  constitucional,  y el  hecho  solo  de  ponerla  en 
duda  constituye  ya  una  violación  de  palabra  de  la 
Constitución  del  Estado.  (Rumores  en  los  bancos  de  la 
mayoría.)  No  me  contentaré  yo  en  una  materia  de  esta 
gravedad,  con  repetir  la  afirmación  de  que  esto  cons- 
tituye una  violación  de  palabra  de  la  Constitución;  y 
si  los  que  me  interrumpen  desean  que  no  quede  en 
efímeras  y vagas  interrupciones  lo  que  yo  entiendo 
que  es  una  violación  constitucional,  yo  les  ofreceré 
oportunamente  el  medio  de  someterlo  á discusión. 

Sé  que  no  les  intimido,  según  parece  desprenderse 
de  algunas  frases  vagas;  á mí  no  diré  si  efco  me  inti- 
mida ó no,  porque  yo  estoy  en  minoría;  lo  que  sí  diré 
es  que  no  me  sorprende. 

De  todas  suertes,  la  cuestión  tiene  bastante  gra- 
vedad para  que  se  trate  con  otro  detenimiento  que  el 
de  un  debate  ecasional  como  el  de  esta  tarde;  y tengo 
demasiado  amor  á las  instituciones  representativas  y 
á la  Constitución  del  Estado,  para  desear  que  por  im- 
presiones del  momento  y estímulos  apasionados  lo- 
méis ahora  una  resolución.  Meditadlo;  yo  daré  tiem- 
po para  ello,  y cuando  ya  estemos  fuera  del  calor  de 
este  debate;  cuando  la  serena  razón  se  sobreponga  á 
todo,  yo  plantearé  aquí  de  nuevo  este  problema:  ¿es  ó 
no  verdad  que  solamente  al  Congreso  de  los  Diputa- 
dos, bien  sea  por  el  Gobierno,  bien  sea  por  los  Dipu- 
tados mismos  y por  las  Comisiones  que  nombren  para 
entender  en  los  proyectos  de  ley,  se  deben  traer  pri- 
mero los  proyectos  de  ley  que  se  refieren  a ingresos? 

Yo  traeré  aquí,  repito,  la  cuestión,  y cada  uno  la 
tratará  con  el  valor  que  quiera;  pero  yo,  de  todas 
suertes,  habré  cumplido  con  mi  deber,  porque  entién- 
dase bien:  yo  no  pnedo  ignorar,  después  de  más  de 
treinta  anos  de  vida  parlamentaria,  que  no  es  lo  mis- 
mo la  iniciativa  del  Congreso  reglamentariamente 
representada,  que  la  iniciativa  de  uno  de  sus  indivi- 
duos, ni  yo  he  querido  sustituir  mi  propia  iniciativa 
en  el  momento  actual  sobre  la  proposición  de  ley  de 
que  se  trata  á la  del  Congreso  de  los  Diputados.  He 
hecho  de  mi  iniciativa  el  uso  modesto  que  puede  ha- 
cer el  más  moderno  de  los  Diputados;  he  firmado  una 
proposición,  según  ha  tenido  ocasión  de  observar  con 
acierto  el  Sr.  Presidente  del  Congreso;  se  la  he  entre- 
gado, y seguramente  no  necesitaba  llamar  la  atención 
sobre  que  hasta  este  punto  se  trata  solo  de  la  inicia- 
tiva dei  Diputado;  pero  es  que  por  ahí  empieza  la  del 
Congreso;  es  que  ese  es  el  principio  absolutamente 
necesario  de  la  iniciativa  dei  Congreso;  empieza  por 
la  de  un  Diputado  y con  la  primera  deliberación  y 
resolución,  quo  es  la  de  autorizar  la  lectura,  y cou  la 
segunda  deliberación  ó lectura,  que  es  la  de  la  toma 
en  consideración,  y con  la  tercera,  que  es  la  que  pre- 
cede á la  aprobación  ó desaprobación  del  proyecto, 
adquiere  ó no  adquiero  el  carácter  de  proyecto  de  ley 
la  proposición  de  que  se  trata. 

Ahora  bien;  cuando  lo  adquiere,  al  Congreso  solo, 
quo  es  lo  que  soslcngo  y lo  que  he  explicado  esta 
tarde,  al  Congreso  solo  lo  corresponde  discutirla  con 
este  carácter  antes  que  al  Senado,  cuando  se  trata  do 
leyes  de  contribuciones  y crédito  público;  y como  es 
imposible  que  la  iniciativa  del  Congreso  deje  de  em- 
pezar por  la  del  Diputado,  de  aquí  que  al  negar  la  del 
Diputado  se  pueda  llegar  hasta  negar  ó imposibilitar 
la  dei  Congreso. 

No  hay  otra  forma,  Sres.  Diputados,  deque  ei 
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Congreso  ejercito  su  propia  prerrogativa,  si  no  es  esta. 
Por  consiguiente,  yo  he  dado  principio  legítimamente, 
con  el  apoyo  reglamentario  de  quien  dirige  nuestras 
discusiones,  á la  iniciativa  del  Congreso  de  los  Dipu- 
tados. El  Sr.  Presidente  ha  tenido  la  bondad  de  decla- 
rar que  esta  proposición  de  ley  está  legítimamente  ad- 
mitida y que  seguirá  todos  sus  trámites  reglamenta- 
rios. Si  el  Congreso,  pues,  consiente  en  su  lectura, 
como  consentirá,  porque  se  sabe  que  tradicionalmente 
no  sirve  este  trámite  sino  para  impedir  la  lectura  de 
proposiciones  que  ataquen  á la  moral  pública  ó á los 
fundamentos  de  la  Constitución  del  Estado,  y aquí  no 
se  trata  de  nada  de  eso;  y si  el  Congreso  la  loma  en  con- 
sideración, como  después  de  todo  espero  que  la  tome, 
porque  no  puedo  imaginarme  que  el  Congreso  se  nie- 
gue á discutir  una  cuestión  de  esta  naturaleza,  lo  que 
fué  hace  tres  dias  principio  de  la  iniciativa  parlamen- 
taria, eso  será  la  iniciativa  completa  que  impedirá  en 
la  materia,  por  ser  de  contribuciones,  toda  interven- 
ción prévia  del  Senado. 

Aunque  pudiera  extenderme  sobre  otras  observa- 
ciones del  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 
quiero  limitarme  ya  á una  sola.  Mis  amigos  y yo  lie- 
mos presentado  con  cierta  premura  esa  proposición 
de  ley,  en  primer  lugar,  porque  nuestra  proposición 
no  es  idéntica  á la  que  se  lia  presentado  en  otra  par- 
le, y como  la  consideramos  mejor,  hemos  estado  en 
nuestro  perfecto  derecho  al  querer  anteponerla;  en 
segundo  lugar,  porque  en  el  otro  Cuerpo  Colegislador 
no  se  ha  llegado  á una  inteligencia  acerca  de  esto  con 
el  Gobierno  de  8.  M..  pues  que  éste  indicó  que  hacía 
cuestión  de  Gabinete  su  parecer  contrario  á dicha  pro- 
posición. Tan  se  consideraba  en  el  Senado  sin  efica- 
cia alguna  la  proposición  sometida  á su  examen,  que 
habiendo  sido  presentado  el  dictámen  á aquella  Cá- 
mara en  el  año  pasado,  posteriormente  el  propio  se- 
ñor Senador  que  inició  la  primera  proposición  de  ley 
ha  presentado  en  2 de  Junio  de  1887  otra  sobre  el 
mismo  asunto.  Así  consta  en  una  página  del  Diario 
de  Sesiones  del  Senado  que  tengo  aquí  en  la  mano.  Es 
decir  que  por  tan  imposible,  por  tan  muerta  se  con- 
sideraba allí  la  proposición  á que  aludo,  que  su  pro- 
pio autor,  á pesar  de  estar  sobre  la  mesa  el  dictámen 
de  la  Comisión,  presentó  otra  proposición  sobre  la 
misma  materia,  y en  ella,  atendiendo  sin  duda  á la 
resistencia  que  habia  opuesto  el  Gobierno  de  S.  M.  á 
hacer  nada  respecto  de  esta  cuestión,  ya  no  se  con- 
signaba ningún  precepto  imperativo,  sino  que  se  lia- 
cía  una  especie  de  súplica  al  Gobierno  para  que  to- 
mara ciertas  resoluciones  sobre  el  particular.  A la 
minoría  liberal-conservadora  no  le  ha  parecido,  en 
uso  de  su  derecho,  que  esta  actitud  respondía  á los 
intereses  ni  á las  necesidades  públicas  en  el  caso  pre- 
sente; y como  ha  crcido  y continúa  creyendo  que  para 
ello  tiene  derecho,  lia  anticipado  su  iniciativa  para 
traer  aquí  por  su  parte  esta  cuestión  en  otros  térmi- 
nos y en  otra  forma. 

No  ha  habido,  pues,  sea  más  justo  con  sus  adver- 
sarios .el  Sr.  Sagasta,  ninguna  emulación,  ni  ninguna 
impaciencia  (que  á sentir  impaciencias,  de  otras  mu- 
chas cosas  hubiera  tratado  ya  la  minoría  conserva- 
dora, si  no  en  ésta,  en  la  anterior  legislatura),  ni  nada 
de  lo  que  por  lo  visto  se  figura  S.  S.;  no  ha  habido 
ihás  que  una  convicción  sinccrísima  y el  propósito 
de  traducir  esta  convicción  en  un  acto  público. 

El  Sr.  Presidente  del  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasta):  Pido  la  palabra. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Presidente  del  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasta):  Cree  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo  que  no  he 
estado  bien  en  la  contestación  que  he  tenido  la  honra 
de  darle...  (El  Sr.  Cánovas  del  Castillo : No  me  he  me- 
tido en  eso.)  Sí;  porque  S.  S.  ha  dicho  que  lo  único 
en  que  yo  he  estado  bien...  (El  Sr.  Cánovas  del  Cas- 
tillo: lie  dicho  que  donde  habia  estado  mejor.)  ¡Pero 
si  no  voy  á discutir  con  S.  S.  sobre  esto,  porque  es- 
tamos de  acuerdo!  Yo  siempre  creo  que  no  estoy  bien; 
no  hay  más,  sino  que  esta  tarde,  al  observar  el  tiempo 
que  S.  S.  ha  empleado  para  contestarme  y pata  in- 
tentar rebatir  lo  que  he  dicho,  me  ha  hecho  concebir 
la  ilusión  de  que  no  he  estado  tan  mal.  (Risas.— Muy 
bien.) 

Si  me  lie  levantado  ahora,  lia  sido  principalmente 
para  decir  á S.  S.  que  de  su  autorizada  palabra,  como 
de  la  de  todos  los  Sres.  Diputados,  acepto  las  leccio- 
nes que  quieran  darme,  y acepto  también,  aun  cuando 
no  la  necesite,  la  lección  relativa  á las  consideracio- 
nes que  el  Gobierno  debe  guardar  á los  Cuerpos  Go- 
legisladores,  y á la  actitud  que  el  Gobierno  debe  ob- 
servar en  las  cuestiones  de  competencia  que  pue- 
dan existir  entre  uno  y otro  Cuerpo,  en  las  que  ha  de 
permanecer  neutral;  pero,  ¿no  recuerdas.  S.  que  esto 
es  lo  que  ha  procurado  el  Gobierno,  á pesar  de  las  ex- 
citaciones vivísimas  de  los  amigos  de  S.  S.?  Pues  qué, 
¿no  sabe  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo  que  en  otra  oca- 
sión el  Gobierno  ha  permanecido  completamente  si- 
lencioso en  el  asunto  que  se  debatía,  por  ser  de  com- 
petencia entre  uno  y otro  Cuerpo  Colegislador,  y que 
ha  guardado  ese  silencio  á pesar  de  las  excitaciones 
reiteradasé  insistentesde  los  conservadores?  ¿Y  cuándo 
tomó  parte  el  Gobierno  en  esa  cuestión?  Cuando  la  de 
competencia  estaba  ya  concluida;  y lo  hizo,  no  más 
que  por  deferencia  á los  amigos  de  S.  S.,  que  hacian 
un  cargo  gravísimo  ai  Gobierno  porque  en  cuestio- 
nes de  esta  naturaleza,  que  podrían  originar  algún 
conflicto  entre  los  dos  Cuerpos  Colegisladores,  perma- 
necía silencioso.  Por  consiguiente,  Sr.  Cánovas  del 
Castillo,  yo  recibo  *de  S.  S.  todas  las  lecciones  que 
quiera  darme;  pero  hágame  el  favor  de  esperar  á dár- 
melas cuando  las  necesite,  y no  las  malgaste  después 
que  S.  S.  haya  visto  que  no  las  necesito  por  las  prue- 
bas que  he  dado  anteriormente.  [Muy  bien.) 

Estoy  completamente  de  acuerdo  con  S.  S.,  y de 
acuerdo  también  y aun  mucho  más  con  el  Sr.  Presi- 
dente del  Congreso,  que  en  este  asunto  ha  procedido 
correctamente  y con  gran  previsión,  como  era  de  es- 
perar de  su  acostumbrada  habilidad;  estoy  conforme, 
repito,  en  que  S.  S.  ha  usado  legítimamente  de  su 
iniciativa  y en  que  ésta  es  real,  positiva,  porque  la 
hemos  visto  en  la  proposición  que  ha  presentado. 
Pero  ¿no  sabe  S.  S.  que  esa  iniciativa  puede  quedar 
esterilizada,  sin  más  que  con  el  hecho  de  que  las  Sec- 
ciones no  autoricen  la  lectura  de  su  proposición?  ¿No 
recuerda  S.  S.  que  esa  iniciativa  puede  esterilizarse 
también,  solo  con  no  tomar  el  Congreso  en  considera- 
ción su  propuesta  después  de  apoyarlas.  S.?  ¿Negará, 
en  fin,  S.  S.  que  esa  iniciativa  puede  ser  estéril  por 
la  propia  voluntad  de  S.  S.,  que  tiene  el  derecho  de 
retirarla,  modificarla  y olvidarla,  sin  que  en  nada  de 
esto  tenga  que  intervenir  el  Congreso?  Solo  después 
de  tomada  en  consideración  por  el  Congreso,  si  éste 
se  digna  hacerlo,  es  cuando  la  proposición  de  ley 
toma  los  caractércs  de  un  proyecto  de  ley.  (Rumores), 
No  sabéis  el  Reglamento,  vosotros  que  creeis  saberlo 
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todo  y que  suponéis  que  los  dermis  no  saben  nada. 
(Api'obacion  en  la  mayoría).  Escuchad  un  instante: 

«Art,  93.  Tomada  en  consideración  una  proposi- 
ción de  ley,  pasará  á las  Secciones  como  los  proyec- 
tos del  Gobierno  y del  Senado.» 

Como  los  proyectos  de  ley;  y desde  entonces,  des- 
de que  eso  suceda,  ya  no  será  S.  S.  dueño  de  la  pro- 
posición, la  habrá  prohijado  el  Congreso,  convirtién- 
dola en  proyecto  de  ley,  y producirá  todas  las  conse- 
cuencias de  un  proyeclo  de  ley;  ¡pero  hasta  entonces! 
¡Pues  no  faltaba  más  sino  que  dependiera  todo  lo  que 
hayan  de  hacer  el  Congreso  y el  Senado  de  la  volun- 
tad exclusiva  de  S.  S.!  Mientras  la  proposición  no  sea 
tornada  en  consideración,  S.  S.  puede  retirarla,  porque 
no  tiene  el  carácter  de  proyecto  de  ley;  después  de 
adquirido  éste,  no.  A esto  no  se  puede  llegar  ni  aun 
tratándose  de  las  proposiciones  del  Sr.  Cánovas  del 
Castillo,  solo  por  el  hecho  de  ser  presentadas  por  su 
senoría;  porque  por  muy  elevado  que  S.  S.  esté,  en.  esto 
de  prerrogativas,  de  proposiciones  y de  iniciativa 
parlamentaria,  S.  S.  no  es  ni  más  ni  menos  elevado 
que  todos  los  demás  Sres.  Diputados. 

No  es  que  yo  no  haya  entendido  bien  á S.  S.  la 
teoría  que  expuso  sobre  las  prerrogativas  del  Con- 
greso y del  Senado.  Su  señoría  se  hace  entender  bien 
porque  habla  claro,  con  mucha  corrección  y con  sin 
igual  elegancia;  que  deseo  reconocer,  y en  ello  no 
liago  más  que  justicia,  todas  las  grandes  cualidades 
que  quiera  & S.,  aunque  S.  S.  no  me  reconozca  nin- 
guna, pues  esto  será  mayor  mérito  en  mí.  No  es,  re- 
pito, que. yo  no  haya  entendido  á S.  S.;  lo  que  hay  es 
que  S.  S.  dijo,  con  la  claridad  que  acostumbra,  que 
el  Senado  no  puede  discuLir  la  cuestión  de  ingresos. 
(El  S?\  Cánovas  del  Castillo:  Antes  que  el  Congreso;  leí 
el  artículo.)  Sí,  leyó  S.  S.  el  artículo;  pero  enseguida 
lo  comentó  muy  claramente  y recordó  un  debate  que 
S.  S.  había  sostenido  con  personas  muy  respetables  é 
influyentes;  en  la  política,  que  afirmaban  que,  á la 
manera  de  lo  que  ocurre  en  Inglaterra,  el  Senado  no 
debe  ocuparse  de  los  presupuestos;  y S.  S.  decía  que 
en  lo  relativo  á los  ingresos  estaba  conforme,  pero 
que  en  cuestión  de  gastos  podía  aquella  Cámara  dis- 
minuir, aumentar  y modificar.  Pero  esto  es  absurdo, 
Sr.  Cánovas:  un  Cuerpo  Colegislador  que  tiene  el  de- 
recho de  aumentar  ó disminuir  los  gastos,  no  lo  po- 
dría hacer  si  no  tuviese  también  la  facultad  de  autnen 
tar  ó disminuir  los  ingresos.  Es  esta  una  teoría  ab- 
surda; además  de  que  la  práctica  y la  ley  reconocen 
esa  facultad  al  Senado,  al  lado  de  la  cual  el  Congreso 
tiene  la  prioridad  que  establece  el  artículo  constitu- 
cional. 

Pero,  además  de  esto,  yo  he  dicho  que,  estan- 
do corno  está  terminante  el  artículo  constitucional, 
segun  el  que,  todas  las  leyes  que  se  refieren  al  cré- 
dito público  y á 1 is  contribuciones  deben  presentarse 
primeramente  en  el  Congreso,  el  Senador  tiene,  por 
otra  parte,  el  derecho  de  Ubre,  libérrima  iniciativa, 
tan  libre  como  lk  del  Diputado,  y,  por  tanto,  un  Se- 
nador puede  tratar  esas  cuestiones  con  el  mismo  de- 
recho que  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo.  Por  esto  he 
afirmado  que  la  práctica  y la  jurisprudencia  autori- 
zan á creer  que  ese  precepto  constitucional  no  obliga 
más  que  aí  Gobierno;  es  decir,  que  solo  el  Gobierno 
es  el  que  está  obligado  á presentar  primeramente  al 
Congreso  las  leyes  qué  traten  de  ésas  materias. 

Y si  asi  no  fuera,  resultarla  uu  absurdo  que  el 
Sr.  Cánovas  del  Castillo  no  puede  admitir.  ¿Es  ó no 


libre,  libérrima  la  iniciativa  del  Senador?  Pues  si  lo 
es,  como  la  iniciativa  del  Diputado,  mañana  sobre 
una  cuestión  de  contribuciones  ó rentas  públicas  pre- 
senta un  Sr.  Senador  una  proposición,  pasa  á las  Sec- 
ciones, so  nombra  la  Comisión,  da  ésta  dictamen  y se 
aprueba;  ¿será  éste  un  verdadero  proyecto  de  ley,  y 
será  válida  la  ley  que  produzca?  (El  Sr.  Cánovas  del 
Castillo : No. ) ¡Ah!  yo  no  puedo  recordar  en  este  mo- 
mento todos  los  antecedentes  que  habrá  durante  los 
Gobiernos  presididos  por  el  Sr.  Cánovas;  pero,  permí- 
tame S.  S.  que  le  pregunte:  ¿cómo  se  há  permitido 
que  siga  su  curso  en  el  Senado,  la  proposición  que  co- 
nocemos? ¿No  hay  allí  Senadores  amigos  del  Sr.  Cá- 
novas del  Castillo?  ¿Pues  cómo  han  permitido  (pío  pase 
allí  semejante  proposición,  y se  baya  emitido,  como 
se  lia  hecho,  el  dictamen  hace  tiempo,  y que  estén 
varios  Sres.  Senadores,  como  están,  instando  constan- 
temente para  que  se  discuta  y apruebe  y se  remita  al 
Congreso?  ¿O  es  que  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo  es  el 
único  depositario  de  la  doctrina  de  su  partido,  y to- 
dos sus  amigos  en  ei  Seuado  y en  el  Congreso  no  sa- 
ben lo  que  se  hacen,  ni  por  dónde  se  audan?  Pero  es 
más:  esa  misma  proposición  que  el  Sr.  Cánovas  dice 
que  no  puede  tener  resultado  alguno  práctico,  está 
formulada  por  amigos  de  S.  S.;  de  manera  que  los 
amigos  dé  S.  S.  son  autores  de  una  violación  flagran- 
te de  la  Constitución;  allá  el  Sr.  Cánovas  se  entende- 
rá con  ellos,  que  yo  de  esto  no  tengo  nada  que  decir. 
(ApZa¿m>s.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Cánovas  del  Castillo 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  CÁNOVAS  DEL  CASTILLO:  Ha  habido  en 
esta  Cámara,  y todos  hemos  tenido  ó tenemos  el  gus- 
to de  conocerle,  quien  ha  tomado  á veces  sobre  sí  el 
especialísimo  encargo  de  dar  lecciones  á los  demás, 
y singularmente  si  no  las  necesitaban;  pero  esa  per- 
sona no  soy  yo,  de  seguro:  ha  habido  aquí  persona,  á 
quien  todos  conocemos,  que  rara  vez  se  ha  levantado 
á contestar  al  adversario  sin  que  haya  querido  darle 
alguna  Lección  sobre  su  estilo,  sobre  su  argumenta- 
ción ó sobre  su  ciencia,  que  hasta  ese  punto  ha  llega- 
do en  ocasiones:  pero  ese  Diputado  no  soy  yo;  á mí 
no  me  ha  ocurrido  juzgar  para  nada  las  dotes  del  se- 
ñor Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  que  no  están 
sometidas  á mi  juicio  en  esta  ocasión  ni  poco  ni  mu- 
cho; jamás  me  ha  ocurrido  eso;  he  dicho  únicamente 
que  entre  los  argumentos  de  S.  S.  escogía  el  que  á mí 
me  hacia  más  efecto;  ese,  decía,  es  para  mí  el  mejor. 
¿O  es  que  por  decir  que  en  una  serie  de  argumentos 
uno  determinado  es  el  que  se  cree  mejor,  se  tratado 
entrar  en  esos  juicios  en  que  he  dicho  que  eu  otro 
tiempo  se  ha  entrado  aquí,  y en  que  yo  no  he  entra- 
do jamás?  Yo  no  tenía  para  qué  dar  lecciones  al  se- 
ñor Presidente  del  Consejo,  y me  be  guardado  de  dár- 
selas directa  ni  indirectamente. 

Por  lo  demás,  hace  mal  S. . S.  en  deducir  de  lo 
largas  que  han  sido  mis  últimas  explicaciones,  la 
fuerza  que  hayan  hecho  sus  razonamientos;  Si  he  es- 
tado algo  difuso,  S.  S.  tiene  la  culpa  seguramente, 
porque  al  ver  que  no  me  entendía,  hablando  con  cier- 
ta sobriedad,  ó que  yo  no  me  dejaba  entender  ó no 
me  bacía  entender;  al  notar  que  habiendo  leído  un 
texto  expreso  y refméndome  exclusivamente  á él,  se 
ha  podido  entender  que  yo  hablaba  contra  el  dicho 
texto,  me  be  creido  en  el  caso  de  poner,  como  vul- 
garmente se  dice,  los  puntos  sobre  las  íes.  He  com  - 
prendido  que  no  bastaba  explicar  una  vez  el  caso,  sino 
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que,  sin. duda  por  lo  mal  que  yo  lo  explicaba,  necesi- 
taba explicarlo  ¿i  lo  menos  dos  ó tres  veces  bajo  va- 
rios aspecLos.  A esto  ha  obedecido  tan  solo  el  que  me 
extienda  algo  más  de  lo  que  debiera;  no  á que  los  ar- 
gumentos de  S.  S.  hubieran  hecho  más  fuerza  en  mí 
que,  al  parecer,  han  hecho  en  S.  S.  los  míos;  no,  ni 
muchísimo  mónos. 

El  país  se  enterará  de  esta  discusión;  el  país  sabrá 
lo  que  uno  y otro  hemos  dicho,  y ei  país  nos  juzgará. 

No  tan  solo  sé  yo,  como  me  ha  preguntado  el  se- 
ñor Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  que  este 
principio  de  iniciativa  parlamentaria  que  se  deriva 
dolado  de  un  solo  Diputado,  puede  ser  anulado  por 
las  Secciones  en  la  primera  lectura,  no  autorizando 
que  llegue  á conocimiento  del  Congreso;  no  solamen- 
te sé  yo  que  el  Congreso  puede  no  dar  curso  á esta 
iniciativa  de  un  Diputado,  dejando  de  tomar  su  pro- 
puesta en  consideración;  no  solo  sé  yo  que  hasta  que 
hay  dictamen  de  Comisión  no  hay  verdadero  proyec- 
to do  ley,  sino  que  sé  también,  y sin  duda  lo  sabe 
igualmente  8,  S.¿  y no  lo  digo  en  el  tono  dubitativo 
cou  que  S.  S.  me  dirigía  á mí  estas  observaciones, 
que  todavía  después  de  presentado  el  dictámen  y so- 
metido á la  discusión  de  la  Cámara,  puede  la  Cámara 
rechazarlo,  y por  consiguiente  anular  aquel  principio 
de  iniciativa. 

¿Pero  qué  tiene  que  ver  esto  con  la  cuestión?  Eso 
sí  que  no  se  discute  de  puro  claro  que  es  y sabido. 
Lo  que  yo  digo  es,  que  esta  iniciativa  parlamentaria, 
cuyo  término  está  en  la  votación  de  una  proposición 
de  ley  emanada  de  un  Diputado,  tiene  su  principio  en 
el  acto  del  Diputado  que  entrega  al  Presidente  de  la 
Cámara  la  proposiciou  de  ley;  lo  que  digo  es,  que  esta 
iniciativa  que  es  completa  absolutamente  al  recaer 
sobre  el  dictámen  la  votación  de  la  Cámara,  empieza 
desde  el  instante  en  que  un  Sr.  Diputado  cualquiera, 
lo  reconozco  (y  lo  declaró  bien  el  Sr.  Presidente,  y no 
creo  que  nadie  haya  podido  atribuirme  la  injuria  de 
que  lo  dudaba),  empieza,  digo,  desde  el  momento  en 
que  un  Diputado  cualquiera,  el  más  moderuo  dije  yo, 
realizaba  cerca  del  Presidente  del  Congreso  el  acto 
que  realicé  yo  la  otra  tarde.  Qe  consiguiente,  siem- 
pre estamos  en  los  propios  términos  de  la  cuestión 
tal  como  yo  la  he  planteado.  La  iniciativa  parlamen- 
taria, la  iniciativa  del  Congreso  no  está  concluida, 
pero  está  empezada;  uo  se  consumará,  no  llegará  á 
su  total  realidad  hasta  que  se  vote  el  proyecto  de  ley 
aprobando  la  proposición;  pero  esta  iniciatica  esLá  co- 
menzada, esta  iniciativa  Liene  un  priucipio  legítimo; 
Y yo  sostengo  que  este  principio  legítimo  de  inicia- 
tiva, aceptado  por  el  Sr.  Presidente  del  Congreso  y 
trasmitido  á la  otra  Cámara,  impide  que,  con  arreglo 
á la  ley  de  relaciones,  la  otra  Cámara  pueda  tratar  de 
osla  cuestión. 

Déjese  S.  S.  de  querer  dar  á entender  que  yo  pre- 
tendo arrogarme  ningún  título  ó consideración  que 
no  pertenezca  á cualquier  otro  Sr.  Diputado.  ¿Cuándo 
ó ómo  he  tenido  yo  semejante  pretensión?  Yo  me  he 
acercado  al  Presidente  de  la  Cámara  en  los  Lérminos 
respetuosos  qne  S.  S.  recordará,  como  se  ha  podido 
acercar  el  Diputado  más  moderno;  he  consultado  con 
otros  Sres.  Diputados  la  fuerza  que  tiene,  el  valor  que 
deb?  darse  á mi  iniciativa,  y cuando  esta  iniciativa 
se  ha  negado,  yo  la  he  defendido,  no  solo  por  ser  mia, 
no  á nombre  propio  y personal,  sino  por  el  carácter 
de  Diputado  do  que  estoy  revestido,  y á nombre  del 
derecho  de  todos  los  Sres.  Diputados. 


Después,  si  S.  S.  quiere  dar  al  uso  legítimo  de  mi 
derecho,  ai  uso  tranquilo  de  mi  derecho,  al  uso  ni 
soberbio  ni  modesto,  sino  naLural  y naturalísimo  de 
mi  derecho,  unas  proporciones  extraordinarias,  dése- 
las enhorabuena.  Aun  el  haber  yo  tomado  con  cier- 
to calor  esta  cuestión  en  el  día  de  boy,  no  ha  sido  de 
mi  parte  una  cosa  gratuita.  Ha  sido  mi  acto  objeto 
de  discusión,  y de  discusión  detenida  y empeñada;  he 
sido  objeto  de  alusiones,  no  solo  en  mi  calidad  de  Di- 
putado, sino  en  mi  dignidad  personal.  El  Sr.  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  ha  pretendido  que  lia- 
blaudo  yo,  no  como  Diputado,  sino  como  hombre  de 
partido,  estaba  basta  cierto  punto  inhabilitado  para 
defender  lo  que  yo  creo  privilegio  y prerrogativa  de 
los  Sres.  Diputados,  porque  mis  amigos  políticos  en 
la  otra  Cámara  hayan  dejado  correr  las  cosas  de  cier- 
to modo.  Pues  bien;  yo  creo  que  aunque  muchos 
amigos  políticos  m ios  opinaran  de  una  manera  con- 
traria á la  que  yo  opino  en  eslacuesLion,  lendria  como 
Diputado  el  derecho  de  sostener  lo  que  sostengo. 

Así  como,  según  he  dicho  antes,  el  Gobierno  en 
esta  clase  de  cuestiones  no  es  Gobierno,  del  mismo 
modo  en  ellas  no  hay  aquí  más  que  Senadores  ó Di- 
putados; y en  todas  las  ocasiones  parecidas  á ésta,  en 
que  yo  me  he  encontrado  siendo  Ministro,  he  hecho 
siempre  completa  abstracción  en  ese  banco  de  mi 
significación  política. 

Podrá  haber  Senadores  conservadores  (yo  creo 
que  no  los  hay)  que  hayan  tenido  la  tolerancia  de  que 
se  trata,  que  hayan  podido  creer  por  espíritu  de 
Cuerpo  que  el  Senado  Liene  más  atribuciones  que  las 
que  realmente  le  pertenecen;  pero  si  los  hubiera,  que 
yo  creo  que  no  los  hay.  yo  defendería  corno  Diputa- 
do, y no  como  hombre  de  partido,  la  prerrogativa  del 
Congreso. 

Aquí  en  esta  cuestión  no  soy  hombre  de  partido; 
aquí  no  soy  conservador,  aquí  soy  Diputado;  y si  el 
espíritu  del  otro  Cuerpo,  que  por  el  hecho  de  tener 
derechos  propios  puede  en  tai  ó cual  caso  encontrar- 
se en  desacuerdo  con  éste,  se  opusiera  á que  algunos 
de  mis  amigos  políticos,  conformes  conmigo  en  las 
cuestiones  de  gobierno,  cu  esta  cuestión  de  prerroga- 
tiva no  lo  .estuvieran,  no  por  eso  cumpliría  con  mi  de- 
ber si,  como  Diputado  que  soy,  no  antepusiera  á toda 
consideración  las  prerrogativas  y los  derechos  del  Con- 
greso. 

Los  amigos  políticos  mios  de  que  se  trata,  lian 
podido  excitar  al  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros á que  hablase;  pero  ni  de  cerca  ni  de  lejos  le  lian 
indicado  de  qué  cuestiones  debía  tratar,  porque  he 
leído  bien  ei  Extracto  de  las  Sesiones.  Tratábase  de  una 
cuestión  que  podía  tomar  allí  carácter  político,  como 
todas  suelen  tomarlo,  y no  creo  que  deje  de  haber  ejem- 
plos próximos  de  lo  que  en  este  instante  estoy  dicien- 
do; y yo  estimo  que  al  invitar  al  Sr.  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  á que  hablase,  aquellos  amigos 
mios  querrían  que  se  levantase  á establecer  la  verda- 
dera doctrina  constitucional;  á dejar  absolutamente 
libre  la  cuestión  de  todo  carácter  político,  como  cues- 
tión constitucional  y de  prerrogativa;  á declarar  que 
el  Gobierno  no  Leuía  opinión  en  la  materia,  y que  cual- 
quiera que  fuera  la  opinión  de  los  Sres.  Senadores 
sobre  el  asunto,  el  Gobierno  no  debía  emitir  la  suya. 
En  casos  semejantes,  eso  es  lo  que  han  hecho  otros 
Presidentes  dei  Consejo  de  Ministros.  ¿Por  qué  mis 
amigos  políticos  del  Senado  no  habían  de  peusar  eso 
al  invitar  á hablar  á S.  S.? 
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En  todo  caso,  en  estas  cuestiones  de  conducta  in- 
terior, que  se  rcílercn  a los  derechos  y al  régimen  in- 
#erior  de  cada  Cuerpo,  he  dicho  ya,  y lo  repito  ahora, 
no  soy  más,  y es  inútil  llevar  la  cuestión  A otro  te- 
rreno; no  soy  más  que  un  Diputado  de  la  Nación,  que 
aquí  defiende  las  prerrogativas  del  Congreso,  y que 
las  volverá  á defender  siempre  que  sea  necesario. 

El  Sr.  Presidente  del  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasta):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Presidente  del  CONSEJO  DE  MINISTROS 
(Sagasta):  Voy  á ser  brevísimo,  porque  supongo  al 
Congreso  cansado;  pero  yo  tengo  que  desvanecer  una 
idea  equivocada,  que  puede  haber  infundido  con  sus 
últimas  palabras  en  el  ánimo  de  la  Cámara  el  señor 
Cánovas  del  Castillo. 

El  Gobierno  cumplió  en  el  Senado  con  su  deber, 
tal  y como  S.  S.  lo  entiende,  porque  lo  primero  que 
dijo  fué  que  el  Gobierno  no  se  mezclaba  en  la  cues- 
tión, dejando  al  Senado  en  completa  libertad  para 
que  la  resolviera  como  tuviera  por  conveniente.  Esto 
es  lo  que  hizo  el  Gobierno.  Por  lo  demás,  el  Gobierno, 
aparte  de  las  otras  funciones  que  le  son  propias,  tiene 
una  que  es  la  más  alta  de  todas,  que  consiste  en  man- 
tener y en  afirmar  el  equilibrio  éntrelos  Poderes  pú- 
blicos; y,  por  esto,  es  deber  del  Gobierno  defender  en 
el  Congreso  las  prerrogativas  de  la  Corona  y del  Se- 
nado, defender  en  el  Senado  las  prerrogativas  Reales 
y las  del  Congreso,  y mantener  ante  la  Corona  las  pre 
rrogalivas  parlamentarias.  (Muy  bien,  en  los  bancos  de 
la  mayoría.)  Esa  es  la  función  más  alta  de  todo  Go- 
bierno; y los  Gobiernos  que  abandonan  esa  función 
abandonan  el  primero  y el  más  importante  de  sus  de- 
beres. (Aprobación.) 

El  Sr.  CÁNOVAS  DEL  CASTILLO:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  CÁNOVAS  DEL  CASTILLO:  No  voy  á 
prolongar  esta  discusión. 

El  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  al  in- 
sistir en  la  doctrina  que  combato,  incurre  en  un  error 
que  en  uso  de  mi  derecho  considero  una  grandísima 
herejía  constitucional;  pero  es  cosa  que  deberá  tra- 
tarse con  más  extensión  y oportunidad.  El  Sr.  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  jefe  del  Gobierno,  con- 
funde al  Ministerio  responsable,  representante  de  la 
Corona,  con  el  Poder  moderador  que  solamente  perte- 
nece á la  Corona  misma.  (Protestas  en  los  bancos  de  la 
\ \nayoría . — El  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros'. 
Pero  bajo  el  Ministerio  responsable.)  Y no  digo  más. 
Quede  señalada  esta  gravísima  doctrina,  que  no  fal- 
tará ocasión  en  que  pueda  discutirse. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  López  Domínguez 
tiene  la  palabra  para  una  alusión  personal. 

El  Sr.  LOPEZ  DOMINGUEZ:  Señores  Diputados, 
siento  mucho  tener  que  intervenir  en  esta  cuestión, 
después  de  haber  sido  tratada  de  la  elocuente  mane- 
ra que  habéis  oido.  Debo  dar,  sin  embargo,  las  gra- 
cias á mi  particular  amigo  el  Sr.  Cánovas  del  Casti- 
llo, el  cual,  con  una  alusión,  me  lia  permitido  resta- 
blecer la  verdad  de  los  hechos  ocurridos  en  la  reunión 
que  tuvo  lugar  en  otro  sitio.  La  prensa  se  ha  apode- 
rado con  más  ó menos  exactitud  de  esos  hechos,  y es 
necesario  que  todo  el  mundo  sepa  los  compromisos 
que  allí  se  contrajeron.  Si  se  cree,  pues,  que  aquellos 
hechos  ayudan  á la  gestión  del  Sr.  Cánovas  del  Cas- 
tillo, sea  enhorabuena;  pero  necesario  será  que  sepa 


el  Congreso,  que  sepa  el  país,  hasta  dónde  llegan  en 
este  punto  mis  compromisos. 

Exponíanse  las  opiniones  de  los  convocados  por 
el  Sr.  Presidente  de  la  Cámara,  sobre  la  observancia 
del  art.  7.°  de  la  ley  de  relaciones  entre  ambos  Cuer-- 
pos  Colcgisladorcs.  El  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  el 
Sr.  Castelar  y yo,  coincidimos  en  que  no  debía  tra- 
tarse en  un  Cuerpo  Colcgislador  cuestión  alguna  que 
se  rozara,  ó de  algún  modo  se  relacionara  con  aque- 
llas que  el  mensaje  de  la  Corona  pudiera  iniciar  en  el 
otro.  Díjose  por  álguien,  en  aquella  reunión,  que  era 
lícito  suponer  que  el  Congreso  de  los  Diputados  tenía 
la  iniciativa  en  alguna  ley  constitutiva  del  ejército; 
porque,  reproducida  por  el  Gobierno,  y habiéndose  ya 
discutido  parte  de  ella  en  el  Congreso,  podia  conside- 
rarse aquí  anterior  el  debate  con  respecto  á la  otra 
Cámara;  y entonces  yo,  de  acuerdo  con  el  Sr.  Cáno- 
vas del  Castillo,  expuse  la  opinión  de  que,  al  termi- 
nar una  legislatura,  terminaban  ipso  fado  todos  los 
asuntos  que  en  ella  se  hubieran  iniciado;  puesLo  que, 
para  volver  á ocuparse  de  ellos,  el  Reglamento  facul- 
taba su  reproducción  por  cualquier  Sr.  Diputado  ó 
por  el  Gobierno,  y,  en  tai  caso,  ya  volvian  al  estado 
en  que  se  encontraban  anteriormente;  mas  si  no  se 
reproducían,  estaban  muertos  para  el  Congreso,  lo 
mismo  que  para  el  Senado. 

El  Sr.  Cánovas  del  Castillo  coincidió  con  esta  opi- 
nión, que  era  también  la  suya,  y después  de  expues- 
tas las  diversas  opiniones  de  los  señores  que  allí  es- 
taban presentes,  dirigióse  al  Sr.  Presidente  y hubo  de 
decirle:  «antes  de  marcharme,  voy  á aprovechar  este 
momento,  y celebro  que  estén  aquí  presentes  estos 
señores,  para  rogar  al  Sr.  Presidente  que,  haciendo 
uso  de  una  facultad  ya  aceptada  (aunque,  como  ha 
dicho  muy  bien  el  Sr.  Presidente,  no  está  aún  oficial- 
mente declarada,  la  facultad  de  que  los  Presidentes 
de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  se  notifiquen  mú- 
tuamente  aquellos  asuntos  de  que  su  respectiva  Cá- 
mara trate),  que  haciendo  uso,  dijo  el  Sr.  Cánovas, 
de  esa  novedad  poco  há  establecida,  ponga  en  cono- 
cimiento del  Sr.  Presidente  del  Senado  la  presenta- 
ción en  la  mesa  del  Congreso  de  la  proposición  sus- 
crita por  mí.'?  Esto  dijo,  poco  más  ó menos,  el  señor 
Cánovas.  Nosotros,  que  habíamos  expuesto  ya  nues- 
tras opiniones,  no  tuvimos  nada  que  decir  sobre  el 
particular;  no  hubo  acuerdo  ninguno;  cada  cual  La- 
bia formulado  antes  sus  opiniones,  y el  Sr.  Cánovas 
del  Castillo  estuvo  ciertamente  en  su  derecho  rogan- 
do al  Sr.  Presidente  que  hiciera  aquello  á que  juzgó 
oportuno  acceder.  ¿Qué  compromiso  hubo,  pues,  por 
nuestra  parte,  para  sostener  ó combatir  lo  que  aquí 
se  ha  sostenido  esta  tarde?  Absolutamente  ninguno. 
Queda,  pues,  complacido  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo 
con  esta  explicación. 

Yo  no  observé  entonces,  ni  me  apercibí,  ni  creí 
que  había  en  S.  S.  impaciencia  por  arrebatar  á otros 
hombres  políticos,  ó á otros  partidos,  iniciativas  de- 
terminadas; ni  lo  entendí  entonces,  ni  lo  pienso  aho- 
ra. Es  más:  yo  entiendo  que  mis  amigos  no  han  mi- 
rado por  cristal  ninguno  este  asunto,  y no  han  su- 
puesto nada  de  eso;  pero  mis  amigos  políticos,  aman- 
tes como  S.  S.  de  velar  por  los  intereses  públicos, 
han  creído  y han  defendido  que  ganan  más  esos  mis- 
mos intereses  apresurando  la  discusión  de  un  pro- 
yecto de  ley  presentado  en  otro  si  Lio,  y al  cual  pue- 
den llevar  los  amigos  de  S.  S.  todas  las  ideas  que 
falten,  si  el  proyecto  es  deficiente,  para  que  pase  des- 
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pues  al  Congreso  y se  nombre  Comisión  que  dé  dic- 
tamen; contiuúan  creyendo  que  ganan  más  los  inte- 
reses públicos  de  este  modo  que  iniciando  ahora  de 
nuevo  la  cuestión  y haciendo  que  pase  por  sus  trá- 
mites naturales  en  el  Congreso,  para  que  después 
vaya  al  Senado  á tener  análogos  trámites.  De  manera 
que  mis  amigos  han  tenido  en  cuenta  las  mismas  ra- 
zones que  S.  S.  ha  indicado  para  defender  lá  inicia- 
tiva, que  ya  se  habia  tomado  en  el  otro  Cuerpo  Go- 
legislador. 

Por  lo  demás,  yo  quiero  ser  sóbrio  de  palabra; 
porque,  habiendo  hablado  ya  varios  oradores,  sería 
pretensión  injustificada  de  mi  parte,  el  querer  inter- 
venir en  este  asunto,  para  variar  sus  términos;  pero, 
al  fin,  estoy  en  el  uso  de  la  palabra,  pertenezco  á un 
partido  político,  y tengo  el  deber  de  decir  mi  opinión 
sobre  el  asunto  que  se  debate. 

Yo  no  puedo  estar  conforme  con  los  términos  en 
que  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo  ha  defendido  su  ini- 
ciativa, y voy  nada  más  que  á formular  un  solo  argu- 
mento. 8i  esa  doctrina  prevaleciera,  como  todo  Dipu- 
tado ó Senador,  en  virtud  de  su  iniciativa,  puedo 
presentar  cuantas  proposiciones  tenga  por  convenien- 
te, se  imposibilitaría  la  séria  y definitiva  discusión  de 
todo  proyecto,  y resultaría  un  verdadero  absurdo, 
una  confusión  lamentable  en  las  prerrogativas  par- 
lamentarias. En  el  caso  actual,  es  además  evidente 
que  el  Congreso  no  tiene  todavía  conocimiento  ofi- 
cial de  la  proposición  del  Sr  Cánovas;  porque  esa 
proposición,  aunque  haya  sido  presentada  por  S.  S. 
en  uso  de  su  derecho,  está  en  la  mesa  del  Congreso, 
ni  siquiera  se  han  reunido  las  Secciones,  y la  Mesa 
del  Congreso  no  es  más  que  el  conducto  por  el  cual 
ha  de  ir  á las  Secciones,  siendo  preciso  que  éstas  au- 
toricen su  lectura  para  que  el  Congreso  conozca  los 
términos  con  que  el  Sr.  Diputado  proponente  ha  ejer-. 
citado  su  iniciativa. 

Y todavía,  como  se  ha  dicho  aquí  esta  tarde,  ha 
de  ser  apoyada,  puede  retirarse,  ha  de  ir  á las  Sec- 
ciones y se  ha  de  nombrar  Comisión.  Por  consiguien- 
te, vea  S.  S.  cómo,  por  este  uso  exagerado  de  la  indi- 
vidual iniciativa  parlamentaria,  en  una  Cámara  pue- 
den anularse  los  trabajos  de  la  otra  en  la  anterior 
legislatura.  Por  eso  yo  no  estoy  conforme  con  el 
principio  ó la  tésis  que  S.  S.  sustenta.  (FJ  Sr.  Cánovas 
del  Castillo  pide  la  palabra.) 

Solo  me  resta  manifestar  también  mi  opinión,  por 
las  circunstancias  especiales  en  que  hablo,  como  re- 
presentante de  un  partido  político,  sobre  la  interpre- 
tación de  un  artículo  constitucional,  porque  es  de 
suma  importancia  que  haya  conformidad  en  la  ma- 
nera de  interpretarlo. 

Yo  entiendo,  Sres.  Diputados,  yo  entiendo,  como 
el  Sr.  Presidente  del  Consejo,  que  el  art.  42  es  uu  ar- 
tículo preceptivo  y obligatorio  para  el  Gobierno  de 
S,  M.,en  cuanto  ordena  que  debe  conocer  primero  el 
Congreso  de  las  leyes  de  contribuciones  y crédito  pú- 
blico; pero  no  puede  entenderse,  y no  es  en  verdad  el 
espíritu  ni  la  letra  de  esa  Constitución,  coartar  en  lo 
más  mínimo  las  iniciativas  de  los  Sres.  Senadores  ni 
de  los  Sres.  Diputados.  Hav,  además,  en  el  fondo,  una 
cuestión  importante.  El  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  con 
su  elocuencia  acostumbrada  y con  su  indudable  au- 
toridad, nos  lia  dicho  que  el  Senado  podia  entender 
de  aquellas  cuestiones  que  afectaran  á los  gastos,  para 
io  cual  citaba  leyes  de  ferro-carriles,  de  carrete- 
as, etc.;  pero  de  ninguna  manera  de  las  que  afecta- 


ran á los  ingresos.  Y yo  me  permitiría  preguntar  al 
Sr.  Cánovas  del  Castillo:  presentada  una  proposición 
de  ley  por  la  iniciativa  de  un  Sr.  Senador,  ¿dónde  está 
el  superior  juicio,  dónde  está  la  superior  opinión  que 
determina  si  esa  proposición  de  ley  puede  afectar  á 
algún  ingreso  del  Estado  ó á algún  gasto?  Permitid- 
me, Sres.  Dipulados,  que  os  cite  como  ejemplo  el 
caso  de  que  un  Sr.  Senador  presente  una  proposición 
de  ley  sobre  mejora  del  servicio  de  correos  y telégra- 
fos. No  se  ocupa  tal  proposición  para  nada  de  presu- 
puestos, no  se  ocupa  para  nada  de  gastos  ni  de  in- 
gresos; pero  la  reforma  en  sí  tiene  tal  importancia, 
que  acrece  los  producios  de  esa  renta,  ó los  dismi- 
nuye. ¿Quién  va  á ser  el  juez  en  este  caso,  quién  va 
á decir  á ese  Sr.  Senador  que  no  puede  darse  lectura 
de  su  proposición,  porquo  aléela  en  definitiva  á un 
ingreso  ó á un  gasto?  Yo  creo,  Sres.  Diputados,  que 
esa  teoría  de  la  iniciativa  parlamentaria,  respetando 
mucho  la  opinión  del  Sr.  Cánovas,  es  perfectamente 
lata,  libre,  libérrima.  El  art.  42  se  refiere  únicamente 
á las  leyes  de  presupuestos.  La  iniciativa  del  Sena- 
dor, como  la  del  Diputado,  son  perfectamente  libres, 
porque,  después  do  todo,  tienen  sus  límites  marca- 
dos en  el  Reglamento,  y nada  más  que  en  el  Regla- 
mento. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Cánovas  del  Castillo 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  CÁNOVAS  DEL  CASTILLO:  A alguna 
parte  de  lo  que  ha  dicho  el  Sr.  López  Domínguez, 
claro  es  que  no  tengo  necesidad  de  contestar,  porque 
ya  me  parece  que  he  conteslado  suficientemente 
cuando  expuse  mis  ideas  ai  tratar  del  discurso  del 
Sr.  Presidente  del  Consejo.  Contestaré  solo,  por  no 
estar  en  este  caso,  al  último  argumento  que  el  seüor 
López  Domínguez  ha  hecho;  argumento  que,  ó no 
prueba  nada,  ó prueba  que  no  debiera  existir  el  ar- 
tículo constitucional;  porque  lo  mismo  las  leyes  que 
procedan  de  la  iniciativa  de  los  Sres.  Senadores,  que 
las  leyes  que  procedan  del  Gobierno,  pueden,  indirec- 
tamente, ocasionar  aumento  ó disminución  de  in- 
gresos; exactamente  lo  mismo. 

De  suerte  que,  ó eso  no  prueba  nada,  ó probaría 
que  tanto  el  Gobierno  como  los  Sres.  Senadores,  po- 
dían presentar  en  aquel  alto  Cuerpo  cuestiones  que 
afectaran  á los  ingresos  del  Estado,  lo  cual  es  tex- 
tualmente opuesto  á la  Constitución.  Lo  que  hay  es, 
que  la  Constitución  no  habla  sino  de  leyes  que  espe- 
cial y directamente  se  refieran  á ios  ingresos,  no  de 
las  consecuencias  indirectas  de  tal  ó cual  proyecto, 
bien  proceda  del  Gobierno,  bien  proceda  d8  la  inicia- 
tiva de  los  Sres.  Diputados  ó Senadores.  Yo  no  niego 
que  indirectamente,  de  las  reformas  administrativas 
que  se  presenten  en  el  Senado  pueda  derivarse  au- 
mento ó disminución  de  los  ingresos:  lo  que  niego  es 
que  una  ley  de  ingresos,  sea  el  ingreso  de  la  natura- 
leza que  fuere,  ni  por  el  Gobierno,  ni  por  loá  señores 
Senadores,  pueda  someterse  á aquel  alto  Cuerpo  Co- 
legislador  antes  de  haberse  sometido  al  Congreso. 

Este  es  el  texto  constitucional,  y no  hay  que  exa 
gerarlo,  y soy  yo  quien  no  lo  exagera.  Yo  me  limito 
á las  leyes  especiales  de  ingresos,  y de  una  ley  espe- 
cial de  ingresos  se  trata:  en  cuanto  á las  demás  le- 
yes, de  donde  indirectamente  pueda  resultar  modifi- 
cación en  los  ingresos,  la  Constitución  no  trata  de 
ellas.  Esa  es  la  latitud  que  yo  entiendo  que  tiene  el 
artículo  constitucional. 

Por  lo  demás,  eso  que  ha  dicho  S.  8.  de  impedir 
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la  iniciativa,  es  inevitable;  eso  está  sucediendo  todos 
los  dias.  Sin  ir  más  lejos,  eso  ha  estado  aconteciendo 
hace  año  y medio  en  el  Senado  respecto  del  Congreso. 

La  minoría  conservadora  ha  querido  ya  hace  mucho 
tiempo  plantear  aquí  la  cuestión  que  he  tenido  yo  úl- 
timamente el  honor  de  plantear.  ¿Por  qué  no  la  ha 
planteado?  Porque  había  una  Comisión  en  el  otro 
Cuerpo  que,  ó no  daba  dictámen,  ó si  lo  daba,  dejaba 
de  discutir  este  dictámen  por  motivos  ciertamente 
muy  respetables,  pero  que  al  cabo  producian  la  con- 
secuencia de  que  la  cuestión  no  se  trataba  allí  ni  se 
trataba  en  este  Cuerpo  Colegislador,  y así,  nosotros 
hemos  tenido  nuestra  iniciativa  paralizada  durante 
año  y medio.  Si  la  hipótesis  que  ha  defendido  en  este 
momento  el  Sr.  López  Domínguez  llegara  á producir 
una  realidad;  si  fuera  posible,  que  ya  no  lo  es  por  la 
declaración  expresa  del  Sr.  Presidente  de  esta  Cá- 
mara, que  so  anulara  mi  iniciativa  de  Diputado;  si  el 
asunto  quedara  encomendado  á la  Comisión  del  otro 
Cuerpo,  que  hasta  ahora  ha  entendido  en  él,  yo  tengo 
el  derecho  de  creer  que  sin  resolverse  nada,  como  no 
se  ha  resuelto  en  año  y medio,  quedaría  confiscada 
por  mucho  tiempo  la  prerrogativa  de  este  Cuerpo 
para  tratar  de  esa  cuestión. 

Eso  puede  acontecer,  pues,  de  todas  maneras;  esas 
son  cosas  que  nacen  de  las  circunstancias,  que  nin- 
guna ley  de  relaciones  ni  ley  de  ningún  género  pue- 
den prever.  Eso,  por  lo  demás,  no  es  probable,  y no 
quiero  decir  que  no  es  posible:  no  es  probable  que 
nadie  presente  aquí  proyectos  de  ley  con  el  solo  fin 
de  inutilizar  la  iniciativa  del  alto  Cuerpo  Colegisla- 
dor.  Este  es  un  supuesto  de  razón,  que  tal  vez  en  la 
razón,  si  la  razón  pudiera  ser  esa,  se  comprendería, 
pero  que  no  se  comprende  en  la  realidad.  ¿Por  qué 
interés  ó de  qué  manera  se  habia  de  hacer  eso?  Puede 
suceder,  de  todas  suertes  sucede,  como  acabo  de  pro- 
barlo ahora  mismo;  pero  sucederá  por  circunstancias 
excusables,  de  buena  fe,  legítimas,  inevitables;  no 
por  propósito  preconcebido  de  parte  de  nadie,  ni  de 
un  Sr.  Diputado,  ni  de  siete  Sres.  Diputados,  de  anu- 
lar la  prerrogativa  parlamentaria  del  otro  Cuerpo. 

Ahora  me  resta  solo  decir  que  el  Sr.  López  Do- 
mínguez lia  debido  contestar  á apreciaciones  de  pe- 
riódicos que  no  conozco  (no  digo  que  no  conozco  los 
periódicos,  sino  que  no  conozco  las  apreciaciones  de 
que  se  trata).  Con  efecto,  el  Sr.  López  Domínguez  no 
tenía  compromiso  de  ningún  género,  ni  yo  he  hablado 
aquí  de  ninguna  especie  de  compromiso:  si  alguno 
tenía,  tome  S.  S.  esto  á buena  parte,  si  alguno  tenía, 
era  defender  aquí  la  conducta  de  sus  correligionarios, 
y la  ha  defendido. 

No  me  sorprende,  pues,  ni  tengo  nada  que  decir 
á esto:  yo  me  lie  limitado  á decir,  que  lejos  de  haber 
rivalidad  ó competencia  de  mala  ley  entre  los  amigos 
del  Sr.  López  Domínguez  y los  mios,  ó entre  el  señor 
López  Domínguez  y yo,  cuando  yo  expuse  esta  cues- 
tión al  Sr.  Presidente  diciendo  que  me  alegraba  de 
exponérsela  delante  de  los  señores  presentes,  fué  evi- 
dentemente para  conocer  su  opinión  (porque  si  no,  ¿á 
qué  habia  de  alegrarme  de  esta  circunstancia?),  y el 
Sr.  López  Domínguez  no  me  opuso  dificultad  ninguna; 
no  manifestó  opinión  ninguna  contraria  que  hubiera 
podido  paralizar  la  acción  del  Sr.  Presidente,  y más 
bien,  y esto  es  todo  lo  que  he  dicho,  con  su  benevo- 
lencia me  animó  á presentar  la  proposición,  aunque 
sin  hacer  ninguna  declaración  ni  tornar  compromiso 
pinguno.  No  soy  yo,  pues,  quien  ha  hablado  de  com-  ¡ 


promisos;  y quiere  decir  que  S.  S.  el  único  que  tenía 
lo  ha  cumplido,  lo  que  ciertamente  yo  no  dudaba. 

EL  Sr.  LOPEZ  DOMINGUEZ:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  LOPEZ  DOMINGUEZ:  Debo  manifestar  al 
Sr.  Cánovas  del  Castillo  que,  en  efecto,  nada  tuve  que 
decir  cuando  S.  S.  expuso  la  cuestión  al  Sr.  Presiden- 
te del  Congreso;  porque,  en  realidad,  quedaba  á la 
prudente  iniciativa  del  Sr.  Presidente  de  la  Cámara  el 
hacerlo. 

En  cuanto  á los  proyectos  de  ley  presentados  en 
el  Senado,  que  afectan  á los  ingresos  ó gastos,  solo  lie 
de  decir  á S.  S.  que  es  singular,  extremadamente  sin- 
gular, que  se  haya  presentado  al  Senado  una  propo- 
sición de  ley  que  afecta  á los  ingresos,  y no  haya  ha- 
bido quien  proteste  contra  ello;  que  no  haya  habido 
quien  pida  el  cumplimiento  del  art.  42  de  la  Consti- 
tución. De  manera  que  por  parte  de  los  Sres.  Senado- 
res, por  parte  de  los  Sres.  Diputados,  pbr  parto  de  los 
Sres.  Presidentes  de  ambos  Cuerpos  Colegisladores  y 
por  parte  del  Cobicrno,  se  ha  incurrido  coetáneamente 
en  una  grave  responsabilidad  al  no  exigir  el  cumpli- 
miento del  art.  42  de  la  Constitución.  Y esto  creo  yo 
que  consiste  en  que  nadie  ha  entendido  hasta  ahora 
que  aquella  iniciativa  no  se  podía  tomar,  por  pertene- 
cer al  Congreso  el  discutir  primeramente  sobre  esa 
cuestión. 

Se  ha  hablado  aquí  de  competencia  para  velar  por 
los  intereses  públicos,  y el  mismo  Sr.  Cánovas  del 
Castillo  se  confiesa  instigado,  porque  observaba  que 
en  el  Senado  no  adelantaba  la  discusión  de  la  propo- 
sición de  ley.  Pues  yo  creo  que  el  Sr.  Cánovas  del 
Castillo  debe  darse  por  muy  satisfecho,  toda  vez  que 
su  iniciativa  en  esta  Cámara  ha  aguijoneado  tanto  á 
los  Sres.  Senadores,  que  ya  la  proposición  está  en  cur- 
so, y es  de  esperar  que,  pava  bien  del  país,  muy  pron- 
to sea  discutida  y aprobada. 

El  Sr.  CÁNOVAS  DEL  CASTILLO:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  CÁNOVAS  DEL  CASTILLO:  Simplemente 
para  declarar  que  cualquiera  que  sea  el  curso  que  se 
dé  á este  asunto,  aun  suponiendo  que  sea  el  indicado 
por  el  Sr.  López  Domínguez  el  que  se  le  dé  en  el  otro 
Cuerpo  Colegislador,  yo,  en  uso  de  mi  derecho,  y apo- 
yado por  la  autoridad  del  Sr.  Presidente  del  Congreso, 
continuaré,  y haré  que  continúe,  el  proceso  de  mi 
proposición,  sin  tener  para  nada  en  cuenta  lo  que  se 
haga  en  el  Senado. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Pando  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  PANDO:  La  he  pedido  para  dirigir  varias 
preguntas  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar,  las  cuales 
siento  en  extremo  no  pueda  contestar  en  este  momen- 
to por  no  estar  presente.  Sin  duda  las  múltiples  ocu- 
paciones de  su  cargo  no  le  han  permitido  venir,  á 
pesar  de  que  ya  lo  habia  indicado  que  iba  á dirigír- 
selas hoy,  en  su  parte  principal. 

Consiste  la  primera,  y suplico  á la  Mesa  se  sirva 
ponerlas  todas  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de 
Ultramar,  en  saber  si  ha  desistido  ya,  después  do  los 
informes  unánimes  de  toda  la  isla  de  Cuba,  tanto  los 
emanados  de  aquellos  Centros  provinciales  como  del 
Consejo  de  Administración,  como  del  Gobierno  gene- 
ral, de  su  dosco  en  suprimir  algunas  provincias  do 
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aquella  isla,  reservándome  sobre  el  particular  hasta 
oir  á S.  S. 

La  segunda  se  reduce  á suplicarle  manifieste  si  ha 
tomado  las  medidas  conducentes  para  que  en  la  isla 
tle  Cuba  no  sean  letra  muerta  los  artículos  (si  mal 
no  recuerdo)  desde  el  84  al  86  de  la  ley  de  montes, 
artículos  que  se  refieren  á los  de  propiedad  particu- 
lar, y que  parece  sancionado  en  su  departamento. 

Deseo  también  saber  si  el  Sr.  Ministro  de  Ultra- 
mar ha  dado  las  órdenes  oportunas  para  que  la  ley 
de  minas  y la  de  aguas  no  sean  poco  menos  que  des- 
conocidas, y más  que  desconocidas,  contrariadas  en 
alguna  de  las  provincias  de  la  isla  de  Cuba. 

Por  último,  deseo  conocer  la  opinión  dei  Sr.  Mi- 
nistro de  Ultramar,  para  si  no  me  satistáce,  usar  del 
derecho  reglamentario,  interpelándole  no  tan  solo  res- 
poeto  de  estas  transgresiones  de  la  ley,  sino  de  otras 
varias  de  que  tiene  conocimiento  S.  S.  y que  á mí  no 
me  son  desconocidas. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Se  pon- 
drán  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Ultramar 
las  preguntas  de  S.  S. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Cello- 
rucio  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  CELLERUELO:  Convencido,  no  sé  si  por 
la  iniciativa  y propaganda  que  cu  este  sentido  ha  he- 
cho el  partido  conservador,  ó si  por  la  iniciativa  y 
propaganda  que  en  el  mismo  sentido  hizo  el  partido 
izquierdista,  ó si  por  influencia  de  mi  espíritu,  de  la 
necesidad  de  favorecer  y proteger  nuestra  agricultu- 
ra, he  pensado,  sin  entrar  en  compeLeucias  de  patrio- 
tismo con  nadie,  en  presentar  una  proposición  de  ley 
encaminada  á dicho  objeto. 

Cuento  á favor  de  la  proposición  que  he  de  pre- 
sentar, con  el  decidido  apoyo  del  partido  conservador; 
cuento  con  el  apoyo  del  partido  izquierdista,  y cuen- 
to con  el  apoyo,  y esto  parece  natural,  de  la  extrema 
izquierda  de  esta  Cámara,  en  la  cual  figuran  los  par- 
tidarios más  exagerados  del  libre  cambio.  Solo  me 
taita,  y no  sé  si  contaré  con  él,  el  apoyo  del  Gobierno 
y de  esa  mayoría,  que  pueden  influir  eficazmente  on 
el  buen  resultado  de  la  proposición  que  be  de  presen- 
tar. Para  presentarla  necesito  que  el  Sr.  Ministro  de 
fomento  se  sirva  traer  á la  Cámara  las  tarifas  que 
rigen  en  nuestros  ferro-carriles  para  ei  trasporte  de 
granos  y de  harinas;  no  solo  las  tarifas  generales,  sino 
las  especiales  y de  combinación;  y cuando  las  tenga 
á la  vista  y pueda  redactar  mi  proposición  sin  incu- 
rrir en  grandes  errores,  entonces  solicitaré  nueva- 
mente el  apoyo  del  Gobierno,  para  que  por  los  medios 
dicaces  que  tiene  en  su  mano,  influya  á fin  de  que 
üosc  consideren  esas  tarifas  como  contratos  cerrados 
y definitivos,  y obtenga  de  esas  empresas  el  que  las 
rectifiquen  en  bien  de  la  producción  nacional.  No  ten- 
go más  que  decir. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  Mesa 
pondrá  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  la  petición 
de  S.  S. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Al- 
vear  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  ALVEAR:  Como  uno  de  los  firmantes  del 
dictámen  relativo  á la  proposición  de  ley  establecien- 
do un  impuesto  transitorio  sobro  los  ganados  y car- 


nes importadas  del  extranjero,  tengo  la  honra  de  su- 
plicar á la  Mesa  se  sirva  haber  por  retirado  este  dic- 
tamen para  el  solo  efecto  de  rectificar  una  errata 
cometida  al  señalar  el  impuesto  transitorio  respecto 
del  ganado  caballar  y de  cerda. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
retirado  el  dictámen  á los  efectos  indicados  por  el  se- 
ñor Alvear. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Alca- 
lá del  Olmo  tiene  la  palabra. 

Ei  Sr.  ALCALÁ  DEL  OLMO:  La  he  pedido  para 
reproducir  una  proposición  de  ley  que  tuve  el  lionor 
de  presentar  en  la  pasada  legislatura,  y que  pende  de 
dictámen,  relativa  á la  dotación  de  moneda  española 
para  la  isla  de  Puerto- Rico. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
reproducida. 

(Véase  el  Apéndice  l.°  al  Diario  núm.  5,  que  es  el 
ele  esta  sesión.) 


ORDEN  DEL  DIA. 

El  Sr.  VICEPRESIDENNE  (Maura):  Discusión 
del  dictámen  de  la  Comisión  relativo  al  suplicatorio 
del  juez  de  instrucción  del  distrito  del  Hospicio  de 
esta  corte  pidiendo  autorización  para  procesar  ai  se- 
ñor Diputado  D.  Fernando  Romero  Gilsanz.» 

Leído  dicho  dictámen  (Véase  el  Apéndice  12.°,  al 
Diario  núm.  124,  sesión  del  25  de  Junio  próximo  pa- 
sado y Apéndice  3.°  al  Diario  núm.  3,  sesión  del  3 de 
Diciembre)  dijo 

Ei  Sr.  SECRETARIO  (Arias  do  Miranda):  Hay  un 
voto  particular  del  Sr.  Los  Arcos,  que  dice  así: 

«El  Diputado  que  suscribe,  miembro  de  la  Comi- 
sión designada  para  informar  al  Congreso  acerca  de 
si  debe  ó no  conceder  la  autorización  que  para  pro- 
cesar ai  Diputado  D.  Fernando  Romero  Gilsanz,  en 
el  concepto  de  autor  de  un  artículo  denunciado  que 
se  publicó  en  el  periódico  El  Progreso  en  el  número 
correspondiente  al  dia  29  de  Junio  de  1886,  cuya  au- 
torización fué  solicitada  por  el  señor  juez  dei  dis- 
trito del  Hospicio  de  esta  corto  en  su  suplicatorio  do 
Julio  del  mismo  año,  habiendo  examinado  con  la  de- 
bida atención  este  asunto,  se  considera  en  el  sensible 
caso  de  separarse  de  la  opinión  de  sus  dignísimos 
compañeros  de  Comisión. 

Sincero  partidario  del  régimen  parlamentario,  y 
reconociendo  la  necesidad  y la  conveniencia  de  la  in- 
munidad do  que  la  Constitución  reviste  á los  Diputa- 
dos, cree  sin  embargo  el  que  suscribe,  que  al  presti- 
gio del  régimen  y á la  conservación  de  la  inmunidad 
interesa  que  á ésta  se  la  circunscriba  dentro  de  los 
límites  que  por  la  Constitución  le  están  señalados,  A 
fin  de  impedir  que  se  la  desnaturalice  y bastardee,  y 
que  de  garantía  conveniente  y necesaria  para  la  noble 
independencia  del  legislador,  que  es  lo  que  debe  ser 
y lo  que  las  leyes  lian  querido  que  sea,  quedo  con- 
vertida en  perturbador  y poco  edificante  privilegio. 

La  Constitución  se  limita  á declarar  inviolables  á 
los  Diputados  por  sus  opiniones  y votos  en  el  ejercicio 
de  su  cargo , y además  de  esto,  A disponer  que  los  Di- 
putados no  puedan  ser  procesados  ni  arrestados  du- 
rante las  sesiones  sin  permiso  del  Congreso,  á no  ser 
hallados  in  fragante  y á consignar  que  en  este  caso, 
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v en  el  de  ser  procesados  ó arrestados  cuando  estu- 
vieren cerradas  las  Córtes,  se  deberá  dar  cuenta  al 
Congreso  lo  más  pronto  posible  para  su  conocimiento 
y resolución. 

Por  lo  que  brevemente  queda  al  principio  expuesto, 
resulta  que  no  se  trata  en  el  caso  actual  de  procesar 
á ningún  Sr.  Diputado  por  opiniones  expuestas  ni  por 
votos  emiLidos  en  el  ejercicio  de  su  cargo;  que  sí  de 
cosa  tal  se  tratase,  no  solo  se  opondría  el  que  suscribe 
á que  la  autorización  solicitada  se  concediese,  sino 
que,  cumpliendo  gustoso  el  deber  de  velar  por  la  con- 
servación de  las  prerrogativas  é inmunidades  de  que 
gozan  y gozar  deben  los  individuos  del  Cuerpo  legis- 
lativo á que  se  honra  pertenecer,  pediría  resucita  y 
francamente  que  se  procediera  contra  el  funcionario 
del  órden  judicial,  que  al  solicitar  la  autorización  para 
procesar  á un  Sr.  Diputado  por  cualquier  hecho  de  la 
indicada  naturaleza,  habría  dado  palpable  prueba  de 
desconocer  las  leyes,  y habría  inferido  sensible  ofensa 
al  prestigio  é independencia  del  Congreso. 

Ni  se  trata  tampoco  de  que  habiendo  sido  arres- 
tado ó procesado  un  Sr.  Diputado,  ya  por  haber  sido 
detenido  in  fraganti , ya  por  haber  cometido  el  su- 
puesto hecho  penable  estando  cerradas  las  Cortes,  se 
pida  autorización  para  continuar  el  procedimiento. 

Trátase,  pues,  tan  solo,  según  se  deja  indicado,  de 
una  peLicion  dirigida  al  Congreso  por  el  juez  que  en 
el  asunto  entiende,  para  que  se  le  permita  procesar  á 
un  Sr.  Diputado  por  un  hecho  que  el  mencionado 
juez  considera  penable,  pero  que  ni  se  relaciona  con 
las  manifestaciones  ni  los  votos  de  dicho  Sr.  Diputado 
en  el  desempeño  de  su  cargo,  ni  tiene  el  carácter  de 
flagrante  delito , ni  ha  sido  cometido  estando  cerradas 
las  Córtes. 

Claro  es  que  desde  el  momento  en  que  el  art.  47 
de  la  Constitución  vigente  exige  la  autorizaciou  del 
Congreso  para  procesar  á un  Sr.  Diputado  por  hechos 
de  la  naturaleza  del  que  en  el  caso  actual  se  trata, 
dicha  autorización  puede  ser  concedida  ó negada,  se- 
gún este  Cuerpo  lo  considere  conveniente. 

Nada  más  lejos  del  ánimo  del  que  suscribe  que 
desconocer  esta  facultad  al  Cuerpo  de  que  forma  par- 
te; facultad  que  es  necesaria  y conveniente,  y de  la 
que  las  Córtes  han  usado  y deben  usar  siempre  en  la 
forma  y medida  que  estimen  justa  y saludable. 

No  desconoce  tampoco  el  que  suscribe  que  cuan- 
do se  ha  tratado  de  procesar  á individuos  de  este 
Cuerpo  Colegislador  por  suponérseles  ó haber  decla- 
rado ser  autores  de  lo  que  impropiamente  se  ha  dado 
en  llamar  delitos  políticos,  y sobre  todo  cuando  di- 
chos delitos  han  sido  cometidos  por  medio  de  la  pren- 
sa, han  solido,  por  regla  general,  ser  negadas  las  au- 
torizaciones para  ello  solicitadas  por  los  jueces  com- 
petentes; pero  esto  no  obstante,  si  el  individuo  de  la 
Comisión  que  eu  este  momento  ocupa  la  atención  del 
Congreso  ha  de  cumplir  con  los  impulsos  de  su  con- 
ciencia. y siempre  procürá  hacerlo,  no  puede  ménos 
de  manifestar  su  opinión  favorable  á que  se  conceda 
la  autorización  solicitada. 

Para  ello  ha  tenido  en  cuenta  que  la  jurispruden- 
cia establecida  en  este  punto  por  el  Congreso  no  es 
constante  y uniforme;  pues  aunque  sean  pocos,  pue- 
den citarse  casos  en  que  se  han  concedido  las  auto- 
rizaciones solicitadas  para  procesar  á Sres.  Diputados 
que  aparecían  autores  de  artículos  denunciados,  si- 
quiera dichos  artículos  distaren  bastante  de  tener  la 
gravedad  de  que  en  el  caso  actual  se  trata. 


Y aun  sin  esto,  aun  cuando  no  pudiera  citarse  ni 
un  solo  caso  de  que  tales  autorizaciones  hubieran, 
sido  concedidas,  Lodavía  sostendría  el  que  suscribe,  no 
solo  la  conveniencia,  sino  la  absoluta  é imprescindible 
necesidad  de  que  en  el  caso  actual  fuese  concedida. 

Natural  parece  que  el  que  por  misión  tiene  el  co- 
laborar á la  elaboración  de  las  leyes,  juzgue  como 
deber  sagrado  é ineludible  contribuir  á que  dichas  le- 
yes mantengan  su  virtualidad  y su  prestigio,  que  no 
sean  ó puedan  ser  sistemática  y constantemente  bur- 
ladas, sino  que  en  todas  ocasiones  conserven  su  eíi- 
cacia;  porque  si  no  son  eficaces,  resultarán  inútiles. 

Y siendo  esto  cierto,  basta  considerar  que  á seguir 
las  cosas  como  siguen,  es  á saber:  negando  en  la  ma- 
yor liarte  de  los  casos  el  Congreso,  en  uso  de  su  Ubé- 
rrima é indisputable  facultad,  las  autorizaciones  que 
se  le  solicitan  para  procesar  á los  Diputados  (pie  de- 
claran ser  autores  de  artículos  insertos  en  los  perió- 
dicos políticos  y que  han  sido  denunciados  por  los 
tribunales,  dada  la  facilidad  con  que  aquí  se  siguen  los 
malos  ejemplos,  sobre  todo  si  han  sido  dados  por  per- 
sonas de  alta  posición  política,  y todavía  más  espe- 
cialmente si  al  seguirlos  se  pone  al  descubierto  la 
falta  de  previsión  de  quien  tales  ejemplos  diera,  nece- 
sariamente ha  de  resultar,  como  en  efecto  viene  re- 
sultando, que  la  casi  totalidad  de  los  artículos  denun- 
ciados aparece  haber  sido  escritos  por  Diputados,  con 
lo  que  se  da  el  lamentable  espectáculo  de  que  los  que 
han  contribuido  á la  formación  de  las  leyes  y cono- 
cen mejor  su  alcance,  y más  interesados  parece  que 
deben  estar  en  que  conserven  su  eficacia  y su  pres- 
tigio, aparecen  quebrantándolas  y burlándolas;  basta 
considerar  todo  esLo,  repito,  para  deducir  que  hay 
que  optar,  y optar  pronto,  entre  los  dos  términos  del 
siguiente  dilema: 

O se  renuncia  en  absoluto  á establecer  penalidad 
alguna  para  la  prensa,  ya  sea  con  carácter  especial, 
ya  incluyendo  dicha  penalidad  en  el  Código  penal, 
con  lo  que  quedará  reconocida  la  irresponsabilidad 
de  los  periódicos  para  todos  los  delitos  que  por  me- 
dio de  ellos  se  realicen,  ó si  han  de  resultar  castiga- 
dos los  autores  de  dichos  delitos,  preciso  es  que  las 
Córtes  concedan,  cuando  por  los  jueces  competentes 
sé  les  pidan,  las  autorizaciones  necesarias  para  pro- 
cesar A los  Diputados  que  declaren  ser  autores  de 
artículos  denunciados. 

Y como  el  que  suscribe  Cree  que  los  delitos  co- 
metidos por  medio  de  ia  prensa  no  deben  quedar  im- 
punes, y como  estima  deber  de  todo  legislador  hacer 
cuanto  de  su  parte  esté  para  que  las  leyes  no  sean 
constantemente  burladas , ni  resulten  por  lo  tanto 
ineficaces,  de  aquí  que  en  la  necesidad  de  escoger 
entre  los  dos  términos  del  mencionado  dilema,  haya 
optado,  siquiera  sea  con  sentimiento,  por  considera- 
ciones que  á nadie  seguramente  se  lo  ocultarán,  por 
el  segundo  de  dichos  términos,  ó sea  por  el  de  que  so 
conceda  la  autorización  solicitada. 

Y á la  verdad,  en  pocos  casos  podrá  estar  más 
justificada  esta  concesión,  porque  no  se  trata  en  el 
actual  de  perseguir  al  autor  de  un  artículo  que  te- 
niendo por  objeto  la  crítica  de  la  política  de  un  Go- 
bierno, ó la  exposición  de  las  doctrinas  de  un  parti- 
do, siquiera  éste  se  halle  fuera  de  la  legalidad,  haya 
resultado  traspasando  el  límite  señalado  por  las  le- 
yes, más  bien  á causa  del  calor  de  la  discusión  que 
por  propia  y premeditada  voluntad,  que  para  estos 
casos  aun  se  podría  usar  de  relativa  indulgencia. 
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Trátase,  por  lo  contrario,  de  un  artículo  en  el  que 
con  frialdad  y premeditación,  se  intenta  ridiculizar  el 
sistema  monárquico  que  por  fortuna  nos  rige;  se  des- 
conocen por  completo  la3  consideraciones  que  deben 
ser  guardadas  á la  augusta  Dama  que  por  precepto 
constitucional  y en  representación  de  nuestro  Monarca 
está  al  frente  de  la  Nación,  y se  ataca,  por  último,  el 
prestigio  de  esta  Cámara;  y si  nada  de  esto  le  sería 
permitido  a un  representante  del  país  hacerlo  aquí, 
donde  la  inviolabilidad  le  alcanza  por  completo,  ¿es 
legal  inente  posible  que  pueda,  impunemente,  reali- 
zarlo fuera  de  este  recinto,  desde  las  columnas  de  un 
periódico,  cuando  ni  funciona  como  legislador,  ni  le 
ampara,  por  lo  tanto,  inviolabilidad  alguna? 

Porque  esto  no  es  posible,  es  por  lo  que  el  Dipu- 
tado que  suscribe  se  considera  en  el  ineludible  deber 
que,  siquiera  sea  con  el  sentimiento  natural,  cumple 
en  este  momento  de  informar  al  Congreso  que,  en  su 
concepto,  procede  la  concesión  de  la  autorización  so- 
licitada por  el  juez  del  distrito  del  Hospicio  de  esta 
corte  para  procesar  al  Diputado  8r.  Romero  Gilsanz, 
que  lia  declarado  ser  el  auLor  del  artículo  denunciado 
titulado  El  muerto  al  hoyo , que  vió  la  luz  pública  en 
el  número  de  El  Progreso  correspondiente  al  dia  29 
de  Junio  de  1886. 

Palacio  del  Congreso  27  de  Junio  de  1887  —Ja- 
vier Los  Arcos.» 

El  8r.  PEDREGAL:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  PEDREGAL:  Señores  Diputados,  breves 
serán  las  frases  que  consagre  á la  impugnación  del 
voto  particular;  trátase  de  un  asunto  muy  trivial,  da- 
da la  jurisprudencia,  nunca  interrumpida,  que  se  ha 
establecido  en  todos  los  casos  de  autorización  soli- 
citada para  proceder  contra  un  Diputado  por  delitos 
de  imprenta.  Si  hubiera  de  ponerse  en  duda  la  inmu- 
nidad del  Diputado  en  un  asunto  que  se  roza  con  la 
política,  por  haber  expuesto  su  opinión,  no  dentro, 
sino  fuera  del  Congreso,  sería  tanto  como  sacrificar  á 
conveniencias  de  partido  lo  que  está  mucho  más  alto, 
lo  que  se  refiere  á la  misma  soberanía  nacional. 

No  digo  que  el  Diputado  sea  inviolable,  ni  inmu- 
ne por  cualquiera  ciase  de  delitos  que  cometa;  no: 
esto  sería,  más  que  una  inmunidad,  una  inviolabilidad 
inadmisible;  pero  en  asuntos  que  se  rozan  con  lá  po- 
lítica, en  delitos  que  consisten  en  la  emisión  de  opi- 
niones políticas,  el  delito  que  comete  .un  Diputado  está 
siempre  por  debajo  de  su  representación  como  miem- 
bro del  Poder  legislativo. 

Es  necesario  atender  á la  influencia  que  pudiera 
ejercer  en  la  marcha  general  de  la  política  la  inter- 
vención que  los  tribunales  tuvieran  al  juzgar  las  opi- 
niones de  un  Diputado,  emitidas  dentro  ó fuera  del 
Congreso;  porque  en  el  primer  caso  está  la  inviolabi- 
lidad que  cubre  al  Diputado,  y en  el  segundo  está  la 
inmunidad  que  le  ampara  de  igual  manera,  por  la  ra- 
zón potísima  de  que  los  miembros  del  Poder  legisla- 
tivo forman  parte  del  Poder  soberano  de  la  Nación, 
cuya  marcha  libre  y desembarazada  no  debe  ser  de- 
tenida por  una  causa  liviana,  por  un  delito  de  im- 
prenta, por  un  hecho  que  pasa  rápida  y fugazmente, 
pues  nadie  se  acuerda  al  dia  siguiente  de  lo  que  en  el 
aiilerior  se  lia  dicho. 

No  entro  en  consideraciones  que  serian  de  impor- 
tancia, respecto  á la  práctica  ó á la  jurisprudencia 
nunca  interrumpida  en  esta  Cámara,  con  relación  á 
loque  se  llama  ordinariamente  delito  de  imprenta.  Yo 


podría  citar  en  este  momento  un  número  considera- 
ble de  casos  en  que  se  intentó  proceder  contra  Di- 
putados de  la  Nación,  que  fueron  amparados  por  la 
inmunidad  parlamentaria,  no  obstante  la  gravedad  y 
trascendencia  de  los  delitos  de  que  se  les  acusaba,  ó 
mejor  dicho,  que  se  les  imputaban,  porque  no  habia 
llegado  el  momento  de  formular  acusación.  En  esos 
casos  tal  vez  haya  habido  lenidad;  acaso  la  práctica 
no  es  por  completo  sana  y recomendable. 

Pero,  sí,  he  de  llamar  la  atención  de  todos  los  la- 
dos de  la  Cámara  respecto  de  que  no  hay  ningún  par- 
tido que  pueda  decir  que  está  libre  de  culpa  en  cuan- 
to á las  autorizaciones  concedidas  por  delitos  comu- 
nes, no  por  delitos  de  imprenta:  no  bago  uso  de  estas 
armas  si  á ello  no  se  me  provoca;  llamo  únicamente 
la  alencion  sobre  la  circunstancia  de  que  al  Dipu- 
tado Sr.  D.  Fernando  Romero  Gilsanz,  se  trata  de 
procesarle  por  un  delito  de  imprenta,  y presenta  el 
Sr.  Los  Arcos  y sostiene  uu  voto  particular  en  el  cual 
propone  que  se  conceda  la  autorización  para  proce- 
sarle, cuando  desde  aquellos  mismos  bancos  ha  sali- 
do el  voto  unánime  en  favor  de  más  de  un  Diputado 
contra  quien  se  pedia  autorización  para  proceder  por 
delitos  comunes. 

Me  limito  á estas  observaciones,  y pido  al  Congre- 
so se  sirva  desechar  el  voto  particular. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Los 
Arcos  tiene  la  palabra  en  pró. 

El  Sr.  LOS  ARCOS:  Empiezo  mi  tarea,  Sres.  Di- 
putados, dándoos  una  grata  noticia:  proponíame  ser 
sumamente  breve  en  la  defensa  de  mi  voto,  y no  puedo 
ménos  de  confirmarme  en  mi  propósito,  dadas  las  cir- 
cunstancias en  que  esta  discusión  tiene  lugar. 

Desde  luego  he  de  empezar  por  manifestar  que  he 
de  dejar  completamente  fuera  de  este  debate  la  per- 
sonalidad del  Diputado  Sr.  Romero  Gilsanz,  y creo 
que  todos  me  haréis  la  justicia  de  suponer  que  ningun 
espíritu  de  hostilidad  hácia  este  Sr.  Diputado  me  lia 
movido  ni  me  mueve  al  apoyar  mi  voto:  razones  más 
poderosas  son  las  que  me  han  movido:  entiendo  que 
con  la  redacción  y el  apoyo  de  mi  voto  vengo  á pres- 
tar un  servicio  al  régimen  parlamentario,  en  mi  con- 
cepto, comprometido,  si  á la  inmunidad  parlamentaria 
se  da  mayor  extensión  de  la  que  le  marcan  las  dispo- 
siciones legales. 

Antes  de  empezar  la  enumeración  de  las  razones 
en  las  cuales  fundo  mi  opinión,  creo  que  sea  proce- 
dente hacer  una  breve  relación  de  los  hechos. 

Publicóse  con  motivo  de  una  función  solemne,  so- 
bre todo  para  los  monárquicos,  un  artículo  en  el  pe- 
riódico El  Progreso ; el  Juzgado  competente  creyó  que 
aquel  artículo  era  dcnunciable,  y en  efecto,  lo  denun- 
ció: un  Sr.  Diputado  se  declaró  autor  de  aquel  artícu- 
lo» y ol  juez  se  dirigió  á la  Cámara  pidiendo  la  ne- 
cesaria autorización  para  procesar  á ese  Sr.  Dipu- 
tado. 

Claro  es,  y de  esta  sencilla  enumeración  se  des- 
prende, que  no  se  trata  de  atentar  á la  inmunidad  ó 
inviolabilidad  del  Diputado,  puesto  que  esa  inviolabi- 
lidad, según  el  art.  46  de  la  Constitución,  solo  está 
concedida  en  los  siguientes  términos:  «fiOs  Senadores 
y Diputados  son  inviolables  por  sus  opiniones  y votos 
en  el  ejercicio  de  su  cargo.»  Ni  de  las  opiniones  ni 
de  los  votos  del  Sr.  Romero  Gilsanz  en  el  ejercicio 
de  su  cargo  de  Diputado  se  trata  en  esta  ocasión;  por 
tanto,  la  autorización  que  se  pide  para  procesar  á ese 
Sr.  Diputado,  aunque  fuera  concedida,  en  nada  men- 
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guaría  la  inmunidad  parlamentaria  de  que  ese  Sr.  Di- 
putado está  investido. 

Pues  si  no  se  trata  de  eso,  ¿de  qué  se  trata?  Se 
trata  de  que,  en  concepto  del  juez  competente,  el  se- 
ñor Hornero  Gilsanz  ha  incurrido  en  el  caso  previsto 
en  el  art.  47  de  la  Constitución,  que  dice  en  su  segun- 
da parte  lo  siguiente: 

«Tampoco  podrán  los  Diputados  ser  procesados 
ni  arrestados  durante  las  sesiones  sin  permiso  del 
Congreso,  á no  ser  hallados  in  fraganti\  pero  en  este 
caso  y en  el  de  ser  procesados  ó arrestados  cuando 
estuvieren  cerradas  las  Córtes,  se  dará  cuenta  lo  más 
pronto  posible  al  Congreso  para  su  conocimiento  y 
resolución.  El  Tribunal  Supremo  conocerá  de  las 
causas  criminales  contra  los  Senadores  y Diputados, 
en  los  casos  y en  la  forma  que  determine  la  ley.» 

No  se  trata  tampoco  de  que  el  Sr.  Romero  Gil- 
sanz, en  la  absoluta  acepción  de  la  palabra,  fuera  co- 
gido in  fraganti , ni  se  trata  tampoco  de  que  fuera 
procesado  estando  cerradas  las  Cortes:  el  delito,  si  de- 
lito resulta  en  último  término,  que  ha  sido  cometido 
por  este  Sr.  Diputado,  tuvo  lugar  estando  abiertas  las 
Córtes,  y por  esto  el  juez  lo  que  solicita  es  la  autori- 
zación para  empezar  á procesarle. 

Claro  es  que  desde  el  momento  que  la  Constitu- 
ción reconoce  que  es  necesaria  la  autorización  del 
Cuerpo  Colegislador  para  procesar  á un  Diputado  en 
estas  circunstancias,  se  reconoce,  y yo  de  ninguna 
manera  he  de  negarlo,  la  facultad  que  el  Cuerpo  Co- 
legislador tiene  para  conceder  ó negar  esta  autoriza- 
ción; por  consiguiente,  que  el  Congreso  puede  conce- 
derla, es  indudable;  que  puede  negarla,  también; 
esto  para  mí  está  fuera  de  toda  discusión. 

No  desconozco  tampoco  lo  que  el  Sr.  Pedregal, 
dignísimo  presidente  de  la  Comisión,  ha  indicado: 
que  en  la  mayoría  de  los  casos  la  jurisprudencia  casi 
constante,  porque  algunos  casos  de  excepción  podría 
yo  citar,  ha  sido  negar  esta  clase  de  suplicatorios; 
pero  precisamente  porque  los  resultados  de  esta  con- 
ducta por  parte  de  los  Cuerpos  Colegisladores  han 
sido  desastrosos,  por  decirlo  así,  por  eso  creo  yo  que 
se  debe  variar  para  lo  sucesivo  de  sistema  y proce- 
der á conceder  esta  ciase  de  suplicatorios. 

El  Sr.  Pedregal  ha  indicado  también  que  no  sola- 
mente ya  en  estos  delitos  de  imprenta,  sino  aun  tra- 
tándose de  otra  clase  de  delitos  comunes  como  éste, 
porque  hoy  los  de  imprenta  tienen  el  calificativo  de 
delitos  comunes  también,  pero  en  fin,  de  otra  índole 
muy  diferente  de  éste,  las  Cámaras  han  solido  negar, 
por  regla  general,  los  sujílicatorios. 

Yo  me  he  tomado  el  trabajo  de  hacer  una  esta- 
dística completa  de  todos  los  suplicatorios  concedidos 
y negados  desde  la  primera  época  constitucional,  y 
respecto  de  los  llamados  delitos  comunes  hay  tantos 
concedidos  como  negados.  Pero  si  cuando  se  trata  de 
un  delito  común  entiendo  yo  que  la  Comisión  puede 
discutir  dos  extremos,  cuales  son  si  el  delito  existe 
ó no,  y si  el  Diputado  para  el  cual  se  pide  la  au- 
torización para  procesarle  hay  indicios  ó sospechas 
más  ó ménos  fundadas  de  que  pueda  ser  delin- 
cuente, aquí,  tratándose  solo  de  los  delitos  de  im- 
prenta, no  hay  que  examinar  más  que  un  extremo, 
porque  el  mismo  Diputado  Sr.  Romero  Gilsanz  se 
lia  declarado  autor  del  artículo  que  se  ha  denunciado. 
Por  consiguiente,  aquí  no  hay  que  examinar  más,  si 
el  artículo  resulta  criminoso  ó no,  y esto  no  corres- 
ponde al  Congreso,  sino  á los  tribunales  ordinarios. 


Pero  he  indicado  antes  que  precisamente  los  efec- 
tos que  ha  producido  la  lenidad  con  que  los  Cuerpos 
Colegisladores  han  procedido  en  esta  materia,  era  lo 
que  me  había  movido  á presentar  mi  voto  particular 
pidiendo  que  se  conceda  autorización  en  este  caso. 
Porque,  señores,  desde  que  una  alta  personalidad  po- 
lítica que  ocupa  actualmente  la  Presidencia  del  Go- 
bierno, dió,  con  poca  previsión  por  su  parte,  el  ejem- 
plo de  declararse  autor  de  un  artículo  denunciado, 
resulta  que  la  mayor  parte  de  los  artículos  que  seha- 
llan  en  este  caso  aparecen  á la  postre  que  han  sido 
escritos  por  Diputados  ó Senadores  que  se  amparan 
en  la  inviolabilidad  que  la  Constitución  les  reconoce; 
y como  aquí  se  siguen  todos  los  malos  ejemplos,  temo 
yo.  mejor  dicho,  tengo  la  seguridad  absoluta  de  qufi 
si  el  Congreso  sigue  negando  estos  suplicatorios,  en 
lo  sucesivo  no  habrá  articulo  denunciado  que  no  re- 
sulte que  lo  ha  escrito  un  Sr.  Diputado.  De  modo  que 
vendrá  á resultar  á la  postre  que  toda  la  legislación 
de  imprenta,  ya  sea  una  legislación  especial,  como 
quieren  ciertas  escuelas  políticas,  ó ya  se  incluya  en 
un  título  especial  del  Código  penal,  será  completa- 
mente inútil.  ¿Para  qué  hemos  de  discutir  si  la  legis- 
lación de  imprenta  es  ó no  una  legislación  especial, 
si  de  todos  modos  ha  de  resultar  completamente  bur- 
lada en  todos  los  casos?  Que  esto  no  es  una  cavilación 
mia,  lo  prueba  que  el  actual  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia en  la  preparación  que  está  haciendo  de  un  Códi- 
go penal  se  ha  ocupado  de  esta  cuestión,  lia  previsto 
la  contingencia  de  que  en  lo  sucesivo  casi  todos  los 
artículos  denunciados  resulte  que  han  sido  escritos  por 
un  Diputado,  y el  Sr.  Ministro  se  ha  preocupado  de 
buscar  el  remedio;  remedio  que  no  es  fácil  encontrar, 
y yo  me  temo  que  no  venga  á ser  tan  eficaz  como  se- 
ría de  desear; 

A mayor  abundamiento,  en  el  caso  actual  he  teni- 
do, entre  varias  razones  para  fundamentar  mi  voto  par- 
ticular, otras  que,  he  de  decirlo  francamente,  quizás 
no  las  hubiera  indicado  á esta  Cámara  si  no  me  con- 
siderara autorizado  para  ello  en  vista  de  que  la  ma- 
yoría las  ha  expuesto  en  su  dictamen,  si  bien  es  ver- 
dad que  la  mayoría  las  ha  expuesto  como  circuns- 
tancias atenuantes,  y yo  las  voy  á indicar  como 
circunstancias  agravantes.  La  primera  vez  que  yo  leí 
este  expediente,  me  ocurrió  la  sospecha  de  que  real- 
mente el  Sr.  Romero  Gilsanz  no  era  el  autor  del  ar- 
tículo denunciado;  pero  esta  sospecha  creaba  en  mí 
un  combate  especial.  Por  una  parte,  aun  cuando  yo 
no  tenía  la  honra  de  tratar  al  Sr.  Romero  Gilsanz, 
sus  condiciones  de  caballerosidad,  su  hidalguía,  me 
hacían  suponer  que  no  liabia  podido  descender  á es- 
cribir el  artículo  denuuciado;  pero  de  otro  lado,  yo 
no  podía  hacerle  la  ofensa  de  dudar  de  su  palabra,  de 
poner  en  duda  la  declaración  que  liabia  dado.  Esle 
era  el  dilema  en  que  yo  me  encontraba.  Por  una  par- 
te, no  quería  hacer  al  Sr.  Romero  Gilsanz  la  ofensa 
de  creer  que  había  escrito  el  artículo;  y de  otra  par- 
te, yo  no  podía  dudar  de  su  palabra  de  honor,  que 
para  mí  es  sagrada;  así  es  que  aun  cuando  yo  tenía 
esta  sospecha  en  mi  ánimo,  yo  no  hubiera  hecho  se- 
mejantes indicaciones  en  la  Cámara. 

Pero  ¿qué  es  lo  que  dice  la  Comisión  en  su  dicta- 
men? Pues  oid:  el  primer  considerando  que  os  expone, 
es  decir,  el  único,  dice:  «Considerando  que  del  testi- 
monio que  acompaña  á dicho  suplicatorio  no  resulta 
demostrado  por  manera  que  no  dé  lugar  á duda  que 
el  Sr.  Romero  Gilsanz  sea  el  autor  dei  mencionado 
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artículo,  y que  en  el  caso  de  que  realmente  lo  fuera, 
no  es  lógico  suponer,  dadas  las  cualidades  que  ador- 
nan á este  Sr.  Diputado,  que  estando  revestido  de  la 
inviolabilidad  por  los  votos  y opiniones  que  emita  en 
el  ejercicio  de  su  cargo  y en  apoyo  de  sus  principios 
dentro  de  la  Cámara,  tuviera  la  intención  de  llevar 
fuera  de  ésta  la  defensa  de  sus  ideas  políticas,  hasta 
el  punto  de  incurrir  á sabiendas  por  medio  de  la  im- 
prenta en  el  delito  por  que  se  intenta  procesarle; 

La  Comisión  propone  al  Congreso  se  sirva  dene- 
gar la  autorización  solicitada.» 

Es  decir  que  la  Comisión  emijieza  por  dudar  que 
sea  verdad  que  el  Sr.  Romero  Gilsanz  haya  escriLo 
el  artículo  denunciado.  Pero  esto  la  Comisión  lo  pre- 
senta como  circunstancia  atenuante,  y yo  lo  expongo 
como  circunstancia  agravante;  porque,  ¿á  dónde  va- 
mos á parar?  ¿Qué  será  délas  leyes  de  imprenta,  si  ya 
los  Diputados,  no  solo  pueden  escribir  artículos  que 
sean  culpables,  sino  que  pueden  declararse  autores  de 
artículos  denunciados,  tal  como  el  que  es  objeto  de 
este  expediente? 

Otra  circunstancia  alega  también  la  mayoría  en 
su  clictámen,  presentando  poco  ménos  que  como  una 
atenuación  la  falta  cometida  por  el  Sr.  Romero  Gil- 
sanz;  y es  que,  dadas  las  cualidades  que  adornan  á 
este  señor,  estando  revestido  de  la  inviolabilidad  par- 
lamentaria, duda  la  Comisión  que  tuviera  la  inten- 
ción de  llevar  fuera  de  ésta  la  defensa  de  sus  ideas  po- 
líticas, hasta  el  punto  de  incurrir  á sabiendas,  jjor  me- 
dio de  la  imprenta,  en  el  delito  por  que  se  intenta 
procesarle. 

Claro  es  que  la  ignorancia  no  excusa  d nadie  que 
incurre  en  infracción  de  las  leyes;  pero  si  esto  se  pu- 
diera alegar  para  atenuar  el  delito  cometido  por  cual- 
quiera, creo  que  no  procedería  cuando  se  alegase  en 
defensa  de  un  legislador.  Si  los  legisladores  no  cono- 
cen la  extensión  y el  alcance  de  las  leyes;  si  pudieran 
alegar  que  no  las  conocen  cuando  las  infringen,  ¿á 
dónde  iríamos  á parar?  Por  consiguiente,  esto  que  se 
alega  también  como  circunstancia  atenuante,  yo  lo 
expongo  como  circunstancia  agravante. 

Pero,  en  fin,  para  no  molestar  demasiado  la  aten 
cion  de  la  Cámara,  voy  á limitarme  á tratar  un  solo 
argumento.  Resulta,  según  se  ha  visto  por  el  texto 
dclart.  46  de  la  Constitución,  que  la  inviolabilidad 
que  la  Constitución  concede  á los  Diputados  es  limi- 
tadísima, puesto  que  se  limita  á las  opiniones  y vo- 
tos emitidos  en  el  ejercicio  del  cargo.  Yo  expongo  á 
vuestra  consideración  lo  siguiente:  cualquiera  que 
haya  leído  el  artículo  denunciado  de  El  Progreso,  ó 
que  se  tome  la  molestia  de  leerlo,  encontrará  claro  y 
evidente  que  muchas  de  las  frases  que  el  artículo  fle- 
mmeiado  contiene  no  se  hubieran  tolerado  al  Sr.  Ro- 
mero Gilsanz  en  este  sitio,  es  decir,  donde  la  inves- 
tidura le  asiste,  donde  la  inviolabilidad  le  acompaña; 
que  si  las  hubiera  proferido  aquí,  el  Sr.  Presidente  le 
hubiera  llamado  al  órden;  que  si  se  hubiera  empeña- 
tío  en  expresarlas,  no  hubieran  tenido  publicidad  fue- 
ra de  este  sitio,  y además  se  le  hubieran  impuesto  las 
correcciones  necesarias.  Pues  ¿cómo  se  puede  admi- 
tir que  lo  que  no  se  hubiera  tolerado  aquí,  según  he 
dicho,  donde  le  acompañaba  al  Sr.  Romero  Gilsanz 
la  inviolabilidad,  pueda  decirlo  desde  las  columnas  de 
un  periódico,  donde  no  le  acompañaba  su  inviolabili- 
dad? Esta  es  la  contradicción  que  yo  expongo  á vues- 
tra consideración. 

Si  vosotros  votáis  mi  voto,  vendréis  á reconocer 


que  la  inviolabilidad  está  circunscrita  á nuestros  ac- 
tos como  Diputados,  pero  que  de  ningún  modo  pode- 
mos venir  aquí  á cumplir  lo  que  las  leyes  nos  man- 
dan, é ir  inmediatamente  á la  redacción  de  un  perió- 
dico á dirigir  ataques  á las  instituciones,  que  no  po- 
demos dirigirles  desde  este  sitio.  Si  vosotros  negáis 
la  autorización,  entonces  ya  sabéis;  no  solamente  que- 
darán burladas  todas  las  leyes  de  imprenta,  sino  lo 
que  es  más  grave,  que  es  aquello  que  nos  mueve  á 
sostener  este  voto  particular;  dejareis  completamente 
indefensas  las  altas  instituciones  que  nos  rigen. 

¿Queréis  una  prueba  de  ello?  Yo  no  he  de  dar  aquí 
lectura  á ninguno  de  los  párrafos  del  articuló  denun- 
ciado; eso  sería  contribuir  á darle  una  publicidad  da- 
ñosa. Todos  vosotros  podréis  proporcionároslo;  todos 
vosotros  tendréis  ocasión  de  leerlo,  y podréis  decir 
si  es  posible  que  las  instituciones  queden  indefensas 
hasta  el  punto  de  que  se  pueda  decir  de  ellas  lo  que 
en  el  artículo  denunciado  se  dice.  Y ya,  no  tan  solo 
como  monárquico  sincero  y convencido,  sino  como 
partidario  también  sincero  y convencido  del  régimen 
representativo,  os  tengo  que  hacer  otra  excitación. 
No  solamente  allí  se  ataca  despiadadamente  á la  alta 
institución  que  nos  preside,  sino  que  también  se 
ataca  al  prestigio  de  este  Cuerpo  Golegislador,  y creo 
que  todos  estamos  interesados  en  que  se  respete. 

Realmente  nada  más  tengo  que  decir  en  defensa 
de  mi  voto,  y para  no  molestaros  más,  me  siento,  pi- 
diéndoos perdón  por  lo  que  os  he  molestado. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  CORREA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  RODRIGUEZ  CORREA:  lie  pedido  la  pala- 
bra, Srcs.  Diputados,  dejando  á nuestro  digno  Presi- 
dente que  continúe  el  debate  en  todos  sus  detalles 
con  el  Sr.  Los  Arcos,  para  protestar  de  lo  que  acaba 
de  afirmar  con  esa  seguridad  con  que  afirma  siem- 
pre las  cosas  la  escuela  conservadora,  en  cuestiones 
de  procedimiento  relacionadas  con  la  libertad;  para 
protestar,  repito,  de  que  las  instituciones  queden  inde- 
fensas cuando  aparecen  ataques  de  la  especie  del  que 
tratamos. 

Ni  voy  A defender  al  periódico,  ni  voy  á sostener 
que  tales  ataques  puedan  ser  permitidos;  lo  único 
que  voy  A afirmar  delante  del  Congreso,  sin  que  por 
nadie  se  me  desmienta,  es  la  bondad  de  ciertos  pro- 
cedimientos del  Gobierno  actual,  frente  A las  auste- 
ridades del  Sr.  Los  Arcos  y de  sus  amigos. 

No  tiene  que  tener  remordimiento  el  Congreso 
por  desechar  el  voto  particular  del  Sr.  Los  Arcos. 
Del  periódico  en  que  se  publicó  el  suelto,  y por  des- 
gracia para  él,  para  su  familia  y para  sus  amigos, 
hasta  del  director,  que  ha  dejado  de  existir,  no  queda 
más  que  el  recuerdo;  y quizá  no  se  hubiera  suscitado, 
si  no  le  hubiera  traído  al  debate  el  Sr.  Los  Arcos; 
pero  respecto  del  procedimiento,  sí  he  de  permitirme 
decir  una  cosa  al  Congreso.  Cuando  entró  el  partido 
liberal  en  el  poder,  El  Progreso  tenía  20.000  y pico 
de  suscriciones,  se  costeaba  perfectamente,  y los  nú- 
meros les  eran  arrebatados  de  las  manos  á los  ven- 
dedores del  periódico.  Hoy,  esto  parece  un  sueño, 
¡Somnici  cegri!  y solamente  hablando  de  El  Progreso , 
periódico,  podíamos  habernos  acordado  de  él.  lia 
muerto  sin  suscriciones  y sin  ninguna  clase  de  cré- 
dito ante  la  opinión.  Entre  estos  procedimientos:  el 
que  crea  público,  propaganda  y autoridad  para  suel- 
tos como  el  de  que  se  trata,  y el  que  desautoriza  estas 
cosas  hasta  el  punto  que  he  dicho,  no  es  dudosa  la 
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elección;  y respecto  de  este  punto  queda  plenamente 
justillcada  la  conducta  política  del  partido  liberal. 

En  cuanto  al  caso  de  que  se  trata,  el  Sr.  Pedregal, 
que  es  el  encargado  de  defender  el  dictamen,  por  ser 
presidente  de  la  Comisión,  continuará  mostrando  al 
Congreso  las  razones  que  asisten  á la  Comisión.  Basta 
que  yo  proteste  y afirme  que  las  instituciones  no  se 
bailan  indefensas.  La  única  vez  que  pudo  haberse  te- 
nido en  cuenta  el  punto  de  que  se  trata  en  el  artícu- 
lo, fue  con  ocasión  de  otra  ceremonia  como  la  de  que 
allí  se  trataba,  y hace  pocos  dias  se  ha  podido  obser- 
var en  la  ceremonia  verificada  en  el  otro  Cuerpo  Clo- 
legislador,  que  las  instituciones  son  recibidas  con 
aplauso,  con  cariño,  con  respeto  por  parte  de  todo  el 
mundo,  sin  que  nadie  sé  haya  acordado  de  pouer  en 
práctica  lo  que  decía  el  suelto  de  El  Progreso. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Pe- 
dregal tiene  la  palabra. 

El  Sr.  PEDREG-AL:  Señores  Diputados,  á la  im- 
pugnación del  Sr.  Los  Arcos,  como  monárquico,  ha 
contestado  el  Sr.  Rodríguez  Correa,  como  monárqui- 
co. Adivinó  mi  digno  compañero  que  yo  no  había  de 
concurrir  á ese  terreno,  porque  de  igual  manera  que 
no  lie  impugnado  el  voto  particular  del  Sr.  Los  Arcos, 
como  republicano,  he  de  rectificar  ahora  lisa  y llana- 
mente, como  presidente  de  la  Comisión. 

El  Sr.  Los  Arcos  no  ha  fijado  bastante  su  atención 
en  que  yo  hice  una  clara  distinción  entre  la  inviola- 
bilidad y la  inmunidad  del  Diputado.  El  Diputado  es 
inviolable  por  sus  opiniones  y votos  en  el  Congreso; 
es  responsable  por  los  delitos  que  cometa  fuera  del 
Congreso;  pero  le  acompaña  siempre  la  inmunidad,  por- 
que tiene  por  protector  al  Congreso  mismo,  y esta 
protección  del  Congreso  significa  tanto  como  que, 
aun  en  el  caso  de  que  el  Diputado  sea  causa  de  una 
perturbación  del  derecho,  por  altas  razones  de  política 
conviene  en  ocasiones  que  no  se  proceda  contra  él, 
porque  el  carácter  de  Diputado,  la  continuación  en 
el  ejercicio  desús  funciones,  la  respetabilidad  que  debe 
acompañar  siempre  al  que  desempeña  la  alta  inves- 
tidura de  Representante  del  país,  suelen  tener  mayor 
importancia  que  el  restablecimiento  del  orden  moral, 
restablecido  ya  muchas  veces  sin  necesidad  de  la 
pena,  y en  este  caso  precisamente  estaba  el  orden  mo- 
ral, que  hubiera  podido  perturbar  el  Sr.  Gilsanz  con 
su  artículo,  porque  ni  memoria  de  él  quedaba,  ni  me- 
moria de  él  tendríamos,  á no  ser  por  haberlo  ahora 
nuevamente  suscitado  el  Sr.  Los  Arcos. 

Dice  muy  bien  el  Sr.  Correa:  el  periódico  ha  des- 
aparecido, y ha  desaparecido  también,  desgraciada- 
mente, el  director;  pero,  antes  que  el  periódico,  había 
desaparecido  el  recuerdo  del  artículo,  y tratándose 
de  penar  delitos  como  éste,  para  evitar  la  perturba- 
ción en  el  orden  moral,  no  se  puede  traer  á las  Cor- 
tes una  perturbación  mayor  que  la  que  se  trata  de 
evitar,  porque  el  privar  de  su  legítima  investidura  á 
un  Diputado  tiene  graves  consecuencias  en  el  orden 
representativo  y en  el  prestigio  del  régimen  parla- 
mentario. 

El  Sr.  los  Arcos  habló  de  la  culpabilidad  del  Di- 
putado, contra  quien  se  trata  de  proceder,  de  la  cali- 
ficación del  delito  y de  la  apreciación  de  las  pruebas; 
es  decir  que  entró  S.  S.  en  un  terreno,  en  el  cual  no 
puedo  ni  debe  entrar  el  Congreso;  y si  alguna  vez  ha 
entrado,  ha  sido  contrariando  el  órdon  constitucional. 
El  Congreso  no  es  el  llamado  á juzgar  de  la  culpabi- 
lidad de  los  procesados,  ni  á apreciar  el  valor  de  las 


pruebas,  ni  á calificar  los  delitos,  y por  esta  razón  el 
Congreso  ni  otorga  ni  niega  su  autorización  sino  en 
consideración  á causas  que  se  relacionan  con  la  po- 
lítica y que  tienen  íntima  conexión  con  la  representa- 
ción y prestigio  de  este  Cuerpo  Colegislador.  Si  el  de- 
lito fuese  de  índole  tal  que  hubiera  perturbado  hon- 
damente  el  orden  moral  de  la  sociedad,  no  por  ser  Di- 
putado el  que  hubiera  producido  esa  perturbación 
quedaría  exento  de  pena;  pero,  si  la  perturbación  ha 
sido  ligera,  como  la  imposición  de  una  pena  que  in- 
habilitare moralmcnte  al  Diputado  para  ejercer  su 
cargo,  le  impedirían  continuar  ejerciéndolo  sin  des- 
doro del  Congreso,  aun  consistiendo  el  delito  en  un 
artículo  publicado  en  un  periódico  de  oposición;  como 
la  imposición  de  esa  pena  sería  una  perturbación  ma- 
yor, lo  que  procede,  no  po'-que  sea  ó deje  de  ser  cul- 
pable, sino  por  consideraciones  de  distinta  índole,  es 
que  se  deniegue  la  autorización. 

En  esto  se  ha  fundado  principalmente  la  mayoría 
de  la  Comisión  para  proponer  al  Congreso  que  no  se 
conceda  la  autorización  solicitada. 

Teme  el  Sr.  Los  Arcos  el  ejemplo;  teme  que  sean 
muchos  los  Diputados  que  imiten  al  Sr.  Romero  Gil- 
sanz. Varias  son  las  denuncias  que  pesan  sobre  El  Re- 
súmen, periódico  de  oposición,  y no  tengo  noticia  de 
que  ningún  Diputado  haya  respondido  de  los  artícu- 
los denunciados:  varias  son  también  las  denuncias 
que  pesan  sobre  El  País,  periódico  de  oposición,  y 
tampoco  se  ha  declarado  ningún  Diputado  autor  de 
esos  artículos.  Además,  no  tengo  noticia  de  que  al 
presente  se  haya  solicitado  autorización  por  ningún 
Juzgado  de  Madrid,  ni  del  resto  de  España,  á conse- 
cuencia de  haberse  declarado  algún  Diputado  ó Se- 
nador autor  de  artículos  denunciados.  Por  conse- 
cuencia, ese  temor  del  Sr.  Los  Arcos  es  un  temor 
pueril,  que  no  está  apoyado  en  la  realidad.  No  ha 
cundido  ese  ejemplo,  si  por  acaso  fuese  cierto,  como 
S.  S.  suponía,  que  D.  Fernando  Romero  Gilsanz  no 
hubiera  escrito  el  artículo  en  cuestión. 

Y á este  propósito  he  de  llamar  la  atención  del 
Congreso  sobre  una  circunstancia  que  realmente  no 
aprcia  tal  cual  es  el  Sr.  Los  Arcos.  Dice  el  Sr.  Los 
Arcos:  «No  parece  que  es  autor  del  artículo  el  Sr.  Ro- 
mero Gilsanz,  pero  se  ha  declarado  autor.  Si  dudo 
de  su  declaración,  dudo  de  su  palabra  de  honor,  y yo 
no  quiero  dudar  de  la  palabra  de  honor  del  Sr.  Ro- 
mero Gilsanz;  pero  de  otra  parte,  parece  que  no  es 
el  autor  realmente,  y la  Comisión  así  lo  entiende.» 

lia  expuesto  dudas;  uo  lo  entiende  así;  no  ha  he- 
cho afirmaciones.  ¿Y  qué  significa  esto?  ¿Que  el  se- 
ñor Romero  Gilsanz  llevó  su  condescendencia  hasta 
el  extremo,  prestando  su  nombre,  sin  conocer  acaso 
el  artículo?  No  está  autorizado  el  Sr.  Los  Arcos  para 
hacer  esta  afirmación.  ¿Lo  escribió  sin  conciencia  de 
lo  que  escribía?  Tampoco  está  autorizado  el  Sr.  Los 
Arcos  para  hacer  esta  afirmación.  ¿Es  un  punto  deli- 
cado? Pues  lo  mejor,  lo  más  caballeroso  es  pasar  por 
encima  y no  tocarlo.  El  honor  no  anda  por  medio  en 
estas  cosas.  Acaso,  acaso  ganaríamos  mucho  en  que 
anduviese,  en  que  se  rectificasen  en  esta  parte  las  cos- 
tumbres, eu  que  fuésemos  más  delicados;  pero  no  lo 
es  la  sociedad  actual,  y no  culpe  el  Sr.  Los  Arcos  al 
Sr.  Romero  Gilsanz,  que  se  ha  declarado  responsa- 
ble de  un  artículo,  como  tantos  otros  se  han  declarado 
autores  de  artículos  más  ó menos  graves.  La  cosa  no  es 
tan  por  extremo  excepcional  que  deba  fijar  el  Congreso 
especialmente  su  atención  en  el  Diputado  Sr.  Romero 
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Gilsanz,  por  haberse  declarado  responsable  ó autor 
de  nn  artículo  de  un  periódico.  Estos  escrúpulos  pu- 
dieran haberse  mostrado  en  otras  ocasiones,  cuando 
los  autores  contra  quienes  se  intentaba  proceder  eran 
ó ministeriales  ó próximos  á serlo.  Nada  tiene  de  ex- 
traño que  un  Diputado  de  oposición  radicalfsima,  que 
un  Diputado  republicano  expoüga  sus  ideas,  nada  fa- 
vorables á los  monárquicos,  en  los  periódicos,  lo  mis- 
mo que  las  exponemos  nosotros  aquí,  en  el  Congreso, 
en  la  misma  ó en  distinta  forma. 

Creo  que  he  rectificado  las  principales  observacio- 
nes y apreciaciones,  á mi  juicio  equivocadas,  del  se- 
ñor Los  Arcos.  No,  debo  rectificar  otra  afirmación  suya: 
la  de  que  en  el  mayor  número  de  casos  se  ha  dene 
gado  autorización  por  delitos  llamados  de  imprenta, 
ó cometidos  por  medio  de  la  imprenta:  esta  es  la  frase 
propia;  y que,  por  delitos  comunes,  en  unos  casos  se 
ha  concedido  autorización  y en  otros  no;  en  el  50  por 
10Ü  de  los  casos  se  ha  denegado  la  autorización.  Con 
este  solo  precedente,  Sr.  Los  Arcos,  no  se  debería  traer 
á debate  esta  cuestión,  que  es,  después  de  todo,  uno 
de  los  antiguos  delitos  llamados  de  imprenta,  un  de- 
lito de  opinión,  y nada  más  que  de  opinión.  Habiendo 
este  Congreso  denegado  autorización  pava  proceder 
contra  quienes  aparecían  de  las  actuaciones,  ó como 
falsificadores,  ó como  reos  de  otra  clase  de  delitos; 
habiendo  tendido  el  velo  de  la  impunidad  sobre  esta 
clase  de  procedimientos,  no  hay  razón  para  vacilar  ni 
un  solo  momento  en  la  denegación  que  yo  solicito 
del  Congreso  en  este  instante;  y la  solicito  con  tanto 
mayor  motivo,  cuanto  que  desde  la  restauración,  por 
lo  ménos,  este  sería  el  caso  único  en  que  se  otorgara. 
No  ha  habido  una  sola  autorización;  se  ha  denegado 
en  todos  los  casos,  habiendo  sido  tan  graves  quizá  los 
conceptos  contenidos  en  los  artículos  denunciados, 
como  puedan  serlo  los  conceptos  emitidos  en  este  ar- 
tículo de  que  se  declara  autor  el  Sr.  Romero  Gilsanz. 

Concluyo,  pues,  insistiendo  en  que  se  deniegue  la 
autorización. 

El  Sr.  LOS  ARCOS:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 
para  rectificar. 

El  Sr.  LOS  ARCOS:  Voy  á hacer  dos  solas  recti- 
ficaciones: una  á lo  que  ha  tenido  la  bondad  de  mani- 
festar el  individuo  de  la  Gomisiou  Sr.  Rodríguez  Co- 
rrea, y otra  á algo  de  lo  que  ha  apuntado  en  su  dis- 
curso el  señor  presidente  de  la  Comisión. 

Como  para  justificar  el  dictámen  de  la  mayoría 
de  la  Comisión,  y al  mismo  tiempo  para  rechazar  mi 
argumento  de  que,  de  negarse  esta  clase  de  supli- 
catorios, las  instituciones  quedarían  completamente 
indefensas,  el  Sr.  Rodríguez  Correa  ha  expuesto  la 
circunstancia  fortuita  de  que  El  Progreso  desapareció 
Y su  director  ha  muerto.  Creo  yo  que  con  esto  todo 
Cl  mundo  se  habrá  convencido  de  que  en  lo  sucesivo, 
así  sea  igual  que  hasta  ahora  ó mayor  la  lenidad  que 
en  estos  asuntos  tenga  el  Congreso  por  su  parte  ne- 
gando los  suplicatorios,  y el  Gobierno  por  su  parte 
tolerando  qne  se  publiquen  artículos  de  cierta  índole 
en  los  periódicos,  todo  el  mundo  comprenderá,  repito, 
que  en  lo  sucesivo  estamos  ya  completamente  segu- 
ros que  no  va  á haber  periódicos  republicanos  que 
ataquen  á las  instituciones,  porque  si  alguno  hay, 
desaparecerá  al  momento  y su  director  morirá.  (Risas.) 
Porque  si  no  es  esta  la  consecuencia  que  el  Sr.  Ro- 
dríguez Correa  quería  sacar  de  su  argumento,  no  sé 
euál  es.  (El  Sr.  Rodríguez  Correa:  ¡Ojalá!) 


Señor  Rodríguez  Correa,  ¿es  ó no  cierto  que  en 
aquel  artículo  denunciado  se  atacaba  de  una  manera 
sin  igual  á las  instituciones?  ¿Es  ó no  cierto,  y cou 
esto  no  ya  al  Sr.  Rodríguez  Correa,  sino  al  Sr.  Pedre- 
gal me  dirijo,  que  en  el  país  vecino  no  se  toleraría  de 
ningún  modo  que  ninguna  clase  de  periódicos  se  di- 
rigiera al  Jefe  de  aquella  Nación  en  la  misma  forma 
que  el  artículo  denunciado  aquí  se  dirigía  á nuestra 
augusta  Soberana?  ¿Es  ó no  cierto  esto?  ¿Es  que  pro- 
cedimientos que  allí  defendéis  como  buenos,  aquí  han 
de  resultar  malos  porque  los  defendemos  nosotros? 
Por  consiguiente,  no  digo  más  respecto  á la  indica- 
ción del  Sr.  Rodríguez  Correa. 

Y ahora  voy  á una  indicación  que  hizo  el  Sr.  Pe- 
dregal. üecia  su  S.  S.:  «El  Sr.  Los  Arcos  no  liene  de- 
recho á dudar  que  el  artículo  denunciado  haya  sido 
escrito  por  el  Sr.  Romero  Gilsanz.»  Precisamente  he 
dicho  que  en  efecto,  aunque  ese  derecho  lo  hubiera 
tenido,  no  hubiera  usado  de  él  si  la  Comisión  con  su 
dictámen  no  me  hubiera  obligado  á ello.  Yo  be  ex- 
puesto. bien  detalladamente  que  desde  la  primera 
vez  que  leí  cl  expediente  surgieron  en  mi  ánimo  du- 
das de  si  era  ó no  era  el  Sr.  Romero  Gilsanz  el  autor 
del  articulo  en  cuestión,  y lie  dicho  que  esas  dudas 
me  creaban  una  situación  difícil,  pues  tenía  conoci- 
miento, sabía  que  el  Sr.  Romero  Güsanz  es  hidalgo 
y caballero  y no  podía,  por  tanto,  haber  escrito  lo 
que  aparecía  escrito  en  El  Progreso , y al  propio  tiem- 
po no  podía  dudar  do.  la  palabra  de  honor  del  señor 
Romero  Gilsanz,  que  decía  que  era  el  autor  del  ar- 
tículo denunciado.  Y he  dicho  que  á pesar  de  que 
me  encontraba  ante  este  dilema,  no  hubiera  traído 
esa  cuestión  á la  Cámara,  ni  hubiera  expuesto  aquí 
mis  dudas;  pero  que  desde  el  momento  en  que,  no  yo, 
sino  la  Comisión  dudaba  de  ello,  me  creí  autorizado 
para  hacerlo.  Y la  prueba  de  que  no  be  sido  el  primero 
en  tratar  esta  cuestión,  y la  prueba  de  que  no  la  hu- 
biera tratado  ni  hubiera  manifestado  aquí  ninguna 
duda,  es  que  todos  los  Sres.  Diputados  pueden  leer 
mi  voto  particular  y decir  si  hay  cu  él  alguna  alusión 
directa  ni  indirecta,  ni  siquiera  lo  más  embozadamen- 
te posible,  á esas  dudas  que  surgieron  cu  mi  espíritu, 
porque  yo  me  había  propuesto  sistemáticamente  abs- 
tenerme de  tratar  esta  cuestión.  Pero  ¿es  que  la  Co- 
misión ha  procedido  de  igual  modo?  ¿No  os  he  leidu, 
ahora  os  repetiré,  el  único  considerando  de  su  dictá- 
men? Pues  ¿qué  dice  ese  considerando?  «Considerando 
que  del  testimonio  que  acompaña  á dicho  suplicatorio 
no  resulta  demostrado  por  manera  que  no  dé  lugar 
á duda...»  Es  decir  que  quien  duda,  ó por  lo  ménos 
quien  manifestaba  que  dudaba,  no  era  yo,  era  la  Comi- 
sión; y si  después  manifesté  que  yo  también  dudaba, 
era  porque  la  Comisión  me  habia  autorizado  para  ello. 

Puesto  ya  en  claro  ese  extremo,  deseando  no  mo- 
lestar más  á la  Cámara,  me  limito  á pedir  que  se  vote 
nominalmente  el  voto  particular.» 

Leido  por  segunda  vez  el  voto  particular  y hecha 
la  pregunta  de  si  se  aprobaba,  se  pidió  por  competen- 
te número  de  Sres.  Diputados  que  la  votación  fuera 
nominal;  verificada  esta,  filé  desechado  por  70  votos 
contra  22,  en  la  forma  siguiente: 

Señores  que  dijeron  no: 

Arias  de  Miranda. 

Ibarra. 

Sánchez  Arjona  (D.  Luis). 

Gamazo  (D.  Germán). 
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Rodríguez  Yagüe. 

Señores  que  dijeron  si * 

Martin  Bernal. 

Rodríguez  (D.  Felipa). 

Sallent  (Conde  de). 

Aparicio  (D.  Viconte). 

Garrido  Estrada. 

Grande. 

Santa  Cruz. 

Montejo. 

Mollcda. 

Sánchez  Guerra. 

Mochales  (Marqués  de). 

Sagasta  (D.  Primitivo). 

Toreno  (Conde  de). 

Ansaldo. 

Rugallal. 

García  Benito. 

Revilla  Gigedo  (Conde  de). 

Muro. 

Allende  Salazar. 

Peñalba. 

Landecho. 

Bailes  ter. 

H e redia-Spí ñola  (Conde  de). 

Ochando  (D.  Federico). 

Alvear. 

Valle. 

Campo-Grande  (Vizconde  de). 

Ochando  (D.  Andrés). 

Danvila. 

Arredondo  (D.  Mariano). 

Alvarez  Bugallal. 

Arredondo  (L).  Federico). 

Los  Arcos. 

Godo. 

Fernandez  Villavcrde. 

Alvarado. 

Cos-Gayon. 

Cellcruelo. 

Silvela  (D.  Francisco). 

Baselga. 

Pidal. 

Cepeda. 

Vadillo  (Marqués  del). 

Villalba  Hervás. 

Rodríguez  San  Pedro. 

González  Fiori. 

Perez  (D.  Sebastian). 

Total,  ‘¿2. 

Rodríguez  Batista. 

Pedregal. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Abrese  dis- 

Rodríguez Correa. 

cusión  sobre  el  dictamen.» 

Hernández  Prieta. 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  la 

Montilla. 

palabra  en  contra  se  puso  á votación  y fue  aprobado 

Villauueva. 

cu  la  forma  siguicute: 

Navarro  Ochoteco. 

«La  Comisión  propone  al  Congreso  se  sirva  dene- 

Aguirre. 

gar  la  autorización  solicitada.» 

Flores-Dáviia  (Marqués  de). 

Ramos  Calderón. 

Canalejas. 

A propuesta  del  Sr.  Presidente,  el  Cougrcso  acor- 

Perojo. 

dó  reunirse  mañana  en  Secciones. 

Gutiérrez  Mas. 

Nuñcz  de  Velasoo. 

Prieto  y Saúles. 

Portuondo. 

Se  acordó  quedasen  sobre  la  mesa  á disposición  do 

Gutiérrez  de  la  Vega. 

los  Sres.  Diputados  los  documentos  á que  se  refiere 

Burell. 

la  siguiente  comunicación: 

Ballesteros. 

«Ministerio  de  Estado.— -Excmos.  Sr.^s.:  En  res- 

Talero. 

puesta  A la  atenta  comunicación  de  V.  EE.  fecha  de 

Fernandez  Soria. 

ayer,  tengo  la  honra  de  pasar  A sus  manos,  para  co- 

García Gómez  de  la  Serna. 

nocimiento  de  los  Sres.  Diputados  que  se  han  servido 

Bosch  y Serrahima. 

reclamarle,  con  carácter  reservado  y con  los  índices 

Oriol. 

correspondientes,  el  expediente  original  instruido  en 

Pons. 

este  Ministerio  con  motivo  de  las  reclamaciones  del 

Bushcll. 

Gobierno  de  los  Estados  Unidos  á consecuencia  de 

DAvila. 

los  embargos  sufridos  por  varios  ciudadanos  ameri- 

Azcárate. 

canos  durante  la  última  insurrección  cubana. 

Maura. 

Dios  guarde  A V.  EE.  muchos  años.  Palacio  5 :le 

Becerro  de  Bengoa. 

Diciembre  de  1887.=S.  Moret.=Excmos.  Sres.  Di- 

Martin Toro. 

putados  Secretario  del  Congreso.» 

Merelles. 

Santana. 

Labra. 

Rodrigafiez. 

Igualmente  quedó  sobre  la  mesa  A disposición  de 

Suarez  Inclán. 

los  Sres.  Diputados  la  siguiente  comunicación  y los 

Fernandez  Alsina. 

documentos  A que  se  referia: 

Botija. 

«Ministerio  de  Marina. — Excmos.  Sres.:  Como  re- 

Vázquez y López  Amor. 

sultado  de  la  comunicación  de  V.  EE.  de  4 del  co- 

Sr. Presidente. 

rriente  noticiándome  que  el  Sr.  Diputado  Conde  de 

Total,  70. 

Toreno  habla  manifestado  el  deseo  deque  se  remitiese 
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á ese  Cuerpo  Colegislador  el  expediente  incoado  con 
motivo  de  la  petición  de  auxilio  hecha  á este  Minis- 
terio por  el  de  Fomento  para  la  realización  del  pro- 
vecto de  lijar  el  emplazamiento  del  faro  de  la  isla  del 
Peregil,  tengo  el  honor  de  remitir  á V.  EE.  la  Real 
ónlen  expedida  por  dicho  Ministerio  de  Fomento  y la 
minuta  de  contestación  dirigida  por  este  de  mi  cargo. 
También  expresó  el  referido  Sr.  Diputado,  según  la 
comunicación  de  V.  EE.,  el  deseo  de  que  si  por  este 
Ministerio  no  se  ofrecía  inconveniente,  se  remitiese 
algún  expediente  que  dehe  existir  eu  la  Dirección  de 
hidrografía  relacionado  con  este  asunto,  cuya  peti- 
ción no  puede  satisfacerse  porque  no  existe  en  la  ex- 
presada Dirección  de  hidrografía  ningún  expediente 
relacionado  con  la  petición  de  que  se  hace  mérito  an- 
teriormente. 

De  Real  orden  lo  expreso  ;í  V.  EE.  eu  debida  con- 
testación. Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid 
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P>  de  Diciembre  de  l887.=Rafael  Rodríguez  Arias  = 
Señores  Diputados  Secretarios  del  Congreso. 


El  Sr.  AZCÁRATE:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  AZCÁRATE:  Para  reproducir  una  prepo- 
sición de  ley  relativa  á la  división  ca  secciones  del 
Ayuntamiento  de  Gradefes. 

F.1  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
reproducida. 

( Véase  el  Apéndice  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  mañana: 
Los  asuntos  pendientes  del  órdeu  del  dia  de  hoy, 
y reunión  de  Secciones. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  seis  y cincuenta  minutos. 


DOS  APENDICES 
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APÉNDICE  l.°  AL  NÚM.  5 


DE  LAS 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Soler  ( reproducida ),  para  que  se  proceda  á la  reacu- 
ñación de  la  moneda  circuíanle  en  Puerlo-Hico  y á su  canje  por  otra  con  el  cuño 

nacional. 


AL  CONGRESO. 

Los  Diputados  que  suscriben,  teniendo  en  cuenta 
el  actual  estado  de  conflicto  y perturbación  en  que 
se  encuentra  la  provincia  de  Puerto-Rico  con  motivo 
de  la  moneda  extranjera,  único  signo  representativo 
de  los  cambios  que  allí  circula;  estimando  que  es  de 
necesidad  y urgencia  suma  acudir  en  remedio  de  los 
graves  males  que  la  carencia  absoluta  de  moneda  na- 
cional ocasiona  ai  Estado,  al  comercio,  á la  agricul- 
tura y á todas  las  clases  sociales;  considerando  que 
la  provincia  española  de  Puerto-Rico  reclama  con 
perfecto  é indiscutible  derecho  la  posesión  de  mone- 
da nacional  con  que  realizar  sus  transacciones,  tanto 
en  el  interior  como  en  el  exterior,  sin  trabas  ni  obs- 
táculos de  ninguna  especie  que  cedan  en  perjuicio  de 
sus  intereses  y menoscaben  sus  legítimos  títulos  en 
el  concierto  de  la  Nación,  como  parte  integrante  de 
ella;  y apreciando,  por  último,  la  gravedad  del  conflic- 
to que  resulta  por  la  contradicción  entre  las  autori- 
zaciones que  respectivamente  consignan  las  vigentes 
leyes  de  presupuestos  de  las  islas  de  Cuba  y Puerto- 
Hico,  para  verificar  la  reacuñación  y surtido  de  mo- 
neda circulante  en  las  mismas,  tiene  el  honor  de  so- 
meter á la  deliberación  de  la  Cámara  y de  rogarle  se 
sirva  conceder  su  aprobación  á la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  1.®  En  el  término  de  un  año,  contado 
desde  la  fecha  de  esta  ley,  se  procederá  por  cuenta  del 
presupuesto  de  Puerto-Rico  á la  reacuñación  de  la 
moneda  circulaute  hoy  en  dicha  provincia  y á su  can- 
je por  otra  del  cuño  nacional,  y con  la  misma  ley, 


peso,  lemas,  distintivos,  contraseñas  y caractéres  de 
ésta. 

Art.  2.°  La  reacuñación  se  verificará  por  la  Gasa 
de  Moneda  de  Madrid  en  la  siguiente  forma  y pro- 
porción: 

Un  20  por  100  en  oro. 

Un  30  por  100  en  monedas  de  plata  de  á 5 pe- 
setas. 

Un  50  por  100  en  monedas  fraccionarias  de  plata 
de  2 pesetas,  una  peseta  y cincuenta  céntimos. 

Art.  3.°  El  Ministerio  de  Ultramar  por  cuenta  del 
presupuesto  meueionado,  facilitará  las  pastas  nece- 
sarias para  proceder  á esta  reacuñación  y los  gastos 
que  origine  por  el  concepto  de  operación  industrial, 
así  como  por  los  de  conducciones,  fletes  y seguro,  y 
los  productos  que  pudieran  deducirse  serán  de  cuenta 
ó beneficiarán  en  su  caso  el  presupuesto  de  Puerto- 
Rico. 

Art.  4.°  Se  hace  extensiva  á las  necesidades  de 
esta  Operación  la  autorización  concedida  por  el  ar- 
tículo 9.°  de  la  ley  de  presupuestos  de  5 de  Agosto  de 
1886,  relativa  á la  contratación  de  deuda  flotante  del 
Tesoro. 

Art.  5.°  Se  declara  subsistente  el  último  párrafo 
del  art.  12  de  la  misma  iey,  en  cuanto  ordena  y 
prescribe  la  forma  en  que  han  de  satisfacerse  á la  Fá- 
brica nacional  de  moneda  de  Madrid  los  gastos  de  ela- 
boración. 

Art.  6.°  El  Ministro  de  Ihtramar  dictará  las  dis- 
posiciones convenientes  para  impedir  desde  luego  la 
entrada  en  Puerto-Rico  de  moneda  extranjera  de  cual- 
quier cuño,  y para  tener  noticia,  todo  lo  más  exacta 
que  sea  posible,  de  la  circulante  en  la  actualidad  que 
ha  de  ser  reacuñada. 
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Art.  7.°  Las  remesas  que  se  verifiquen  para  el 
canje  de  moneda  se  ajustarán  á la  proporción  seña- 
lada en  el  art.  2.°,  y con  arreglo  á ella  se  verificará  la 
operación  del  canje,  á cuyo  fin  se  dictarán  prévia- 
mente  las  disposiciones  reglamentarias  que  han  de 
regular  ésta. 

Art.  8.°  Desde  que  la  primera  remesa  se  realice 
y llegue  ¿ la  Isla  dejarán  de  tener  circulación  oficial 
todas  las  monedas  extranjeras  de  cualquier  cuño  y 
país,  y no  la  tendrán  tampoco  en  ningún  Liernpo  las 
monedas  <tuo,  aun  siendo  nacionales,  existentes  ó por 


crear,  tengan  carácter  regional,  ó que  por  su  ley,  em- 
blemas, peso,  fracciones  ó divisiones  pudieran  ser  es- 
timadas como  regionales. 

Art.  0.°  Quedan  derogadas  cuantas  leyes,  dispo- 
siciones ó autorizaciones  se  opongan  al  cumplimien- 
to de  la  presente,  del  cual  quedan  encargados  los  Mi- 
nistros de  Ullramar  y Hacienda. 

Palacio  del  Congreso  21  de  Enero  de  1887.=An- 
tonio  Soler. =Manuel  Alcalá  del  Olmo.=José  Sanz.= 
Eduardo  Gullon.=Conde  de  Torrcpando.— Fulio  Viz- 
carrondo.— Benito  Pérez  Caldos. 


APÉNDICE  2.°  AIi  NUiVI.  5 


DE  LAS 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Azedrale  ( reproducida J,  variando  la  división  en 
secciones  del  Ayuntamiento  de  Gradefes,  distrito  de  León. 


al  congreso. 

Con  burla  de  la  ley,  el  Ayuntamiento  de  Grade- 
fes,  único  del  distrito  de  León,  fuera  del  de  la  capital, 
dividido  en  secciones,  lo  está  de  tal  suerte,  que  siendo 
aquellas  dos,  van  á votar  á la  de  Santibañez  los  elec- 
tores de  siete  pueblos  que  están  situados  al  otro  ex- 
tremo del  término  municipal,  y que  tienen  que  pasar 
por  la  capital,  cabeza  de  la  otra  sección,  para  ir,  an- 
dando 1 1 kilómetros  más,  á la  de  Santibañez;  y al 
propio  tiempo  los  de  otro  pueblo  cercano  á éste  van  á 
votar  á la  capital,  que  está  á doble  distancia. 

Para  reparar  esta  injusticia,  materia  de  escándalo 
en  aquella  comarca,  el  Diputado  que  suscribe  tiene 
la  honra  de  someter  al  Congreso  la  siguiente  propo- 
sición de  ley,  encaminada  á dividir  el  referido  Ayun- 
tamiento en  las  mismas  tres  secciones  en  que  lo  está 
para  las  elecciones  de  diputados  provinciales,  según 
resulta  de  las  listas  que  se  acompañan. 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  único.  El  Ayuntamiento  de  Gradefes  se 
dividirá  para  las  elecciones  de  Diputados  á Córtes  en 
tres  secciones,  en  la  forma  siguiente; 

Sección  primera. — Gradefes. 


PUEBLOS.  Electores 


firadefes jo 

Cifuentes 27 

Nava t*  jo 


PUEBLOS.  Electores 

Valdealiso 28 

Valdealcon 24 

Villanofar 21 

Garflu 19 
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Sección  segunda. 


Santibañez 28 

Villacidoyo 14 

Carbajal 16 

San  Bartolomé 25 

Valporquero 19 
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Sección  tercera. — Rueda  del  Almirante. 


Rueda  del  Almirante 19 

Val  de  San  Miguel 20 

Mellarnos 18 

Val  de  San  Pedro 28 

Valduvieco 27 

Villarratel 19 

Gañisal 6 

Casasola 8 
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Palacio  del  Congreso  16  de  Junio  de  1887.=Gu- 
mersindo  Azcárate. 
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DIARIO 


DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES 


CONGRESO  RE  LOS  DIPUTADOS 


PRESIDENCIA  DEL  EXCMO.  SR.  D.  CRISTINO  MARTOS. 


SESION  DEL  MIÉRCOLES  7 HE  DICIEMBRE  DE  1887. 

SUMARIO.  Abrese  á la3  dos  y treinta  y cinco  minutos.=Se  lee  y aprueba  el  Acta  do  la  anterior.= 
El  Sr.  Los  Arcos,  ocupándose  de  una  noticia  publicada  por  el  periódico  El  Fígaro  de  París,  de  que  había 
en  aquella  capital  un  agente  que  so  prestaba  ¿ facilitar  condecoraciones  españolas  mediante  el  pago  de 
ciertos  derechos,  pregunta  al  Sr  Ministro  de  Estado  si  está  dispuesto  á abrir  una  amplia  información 
para  que  se  averigüe  si  es  cierto  ó no  lo  que  se  dice  sobro  el  particular  en  el  mencionado  periódico.  = 
Contestación  del  Sr.  Ministro  do  Estado. =Reetifican  ambos  señores.=El  Sr.  Lastres  ruega  al  Sr.  Minis- 
tro do  Ultramar  se  sirva  mandar  al  Congreso  cuantos  documentos  consten  en  el  Ministerio  relativos  á 
la  negociación  llamada  del  súbdito  americano  Mora,  y anuncia  sobre  este  asunto  una  interpelación  al 
Sr.  Ministro  de  Estado,  y se  reserva  para  cuando  el  Sr  Ministro  do  Ultramar  esté  presente  hacer  algu- 
nas preguntas  acerca  de  una  Real  orden  que  manda  construir  en  Puerto-Rico  una  red  de  ierro- carriles 
de  más  do  600  kilómetros.=El  Sr.  Ministro  de  Estado  manifiesta  estar  dispuesto  á continuar  en  su  dia 
el  debate  que  quedó  pendiente  sobre  la  negociación  del  Sr.  Mora.=El  Sr.  Lastres  da  las  gracias. =E1 
Sr.  Daban  recuerda  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  la  interpelación  que  anunció  en  la  legislatura  anterior 
acerca  del  pago  de  los  alcances  á los  individuos  dol  ejército  de  Cuba,  y después  pregunta  al  Sr.  Ministro 
de  Estado  si  es  cierto  que  en  Tánger  y en  Gibraltar.  en  las  Administraciones  de  correas,  so  han  puesto 
anuncios  diciendo  que  no  se  responde  de  las  cartas  y certificados  quo  contengan  valores  que  hayan  de 
pasar  por  el  territorio  español,  y en  tal  caso  si  se  ha  dado  orden  á los  representantes  de  España  en  osos 
puntos  para  que  protesten  contra  esos  anuncios.==Contestacion  dol  Sr.  Ministro  de  Estado.=Se  acuerda 
comunicar  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  el  recuerdo  de  la  interpelación  del  Sr.  Dabán  sobre  pago  do 
aloancos.=Pasa  á la  Comisión  correspondiente  una  exposición,  presentada  por  el  Sr.  Cepeda,  del  Ayun- 
tamiento y Junta  de  mayores  contribuyentes  de  Plasencia,  pidiendo  la  reforma  de  las  bases  y reglas 
para  la  formación  de  cartillas  evaluatorias.=Se  acuerda  comunicar  ai  Sr.  Ministro  de  Ultramar  el  ruego 
dol  Sr.  Pando  para  que  se  sirva  manifestar,  cuando  lo  tenga  á bien,  el  estado  del  expediente  de  uno  de 
los  canaios,  quo  S.  S.  conoce,  de  la  isla  de  Cuba,  y el  relativo  al  consumo  de  ganados. =E1  Sr.  Maisson- 
navo  anuncia  una  interpelación  sobre  el  estado  en  que  se  encuontra  la  agricultura,  y acerca  de  los  me- 
dios de  remediarlo,  y á este  fin  reclama  diferentes  documentos  de  los  -Sres.  Ministros  do  Fomento, 
Haoionda,  Marina,  Gobernación  y Gracia  y Justicia. = El  Sr.  Ministro  de  Fomento  ofrece  remitir  los 
docurauntos  referentes  al  departamento  que  desempeña,  pidiendo  alguna  aclaración  acerca  do  lo  que  en 
realidad  desea  el  Sr.  Maissonnave  = Rectifican  ambos  sonoros  =So  acuerda  comunicar  á los  señores 
Ministros  de  la  Gobornacion,  Gracia  y Justicia,  Hacienda  y Marina  las  peticiones  de  datos  hechas  por 
ol  Sr.  Maissonnave.-=El  Sr.  Laiglosia  hace  una  breve  reseña  de  la  crisis  jornalera  por  que  atraviesa  la 
provincia  de  Granada  y otras  do  España,  y de  lo  ineficaz  del  plan  de  obras  públicas  presentado  por  el 
Sr.  Ministro  de  Fomento  para  remediar  estos  males,  deseando  saber  si  en  vista  del  fracaso  de  este  plan 
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tiene  el  propósito  de  presentar  algún  proyecto  para  remediar  por  el  pronco  esta  triste  situación  y evitar 
que  venga  á recaer  toda  sobro  la  clase  agríeola.= Contestación  del  Sr.  Ministro  do  Fomonto.=Rectifl- 
caciones  do  los  dos  soñores  =A  petición  dol  Sr.  Ansaldo  quedan  roproducidas  dos  proposiciones  de  ley 
£>rcsontadas  en  la  anterior  legislatura,  la  una  sobro  sogregacion  de  varios  barrios  del  puoblo  de  M otrico 
y su  agregación  á Elgoibar,  y la  otra  sobre  que  los  porteros  de  las  Dirocciones  generales  de  Hacienda 
sean  nombrados  por  el  Ministro  dol  ramo  =E1  Sr.  Allende  Salazar  pregunta  al  Sr.  Ministro  do  Fomento 
si  entre  los  proyectos  reproducidos  por  oi  Gobierno  se  entiende  que  está  el  presentado  en  la  anterior 
legislatura  por  el  Sr.  Montero  Ríos  sobre  crédito  agrícola  =Contestacion  del  Sr.  Ministro.=Rectifica~ 
clones  de  ambos  señores  =Orden  del  día:  se  aprueba  definitivamente,  y pasa  al  Sonado,  el  proyecto  do 
ley  sobro  construcción  do  un  ferro-carril  do  Cantillana  á La  Puebla.=Se  suspende  la  sesión,  y pasa  el 
Congreso  a reunirse  en  Secciones.  =Eran  las  cuatro.  = Reanudada  la  sesión  d las  sois  y media,  se 
da  cuenta  de  los  nombramientos  hechos  por  las  Secciones,  y do  habor  éstas  autorizado  la  lectura  de 
varias  proposiciones. =Se  leo  una  comunicación  dol  Sonado  pidiendo  el  expediente  relativo  a la  venida 
del  capitán  general  do  Puerto-Rico  á la  Península,  para  tenerlo  prosonte  en  la  discusión  del  mensaje.^ 
El  Sr.  Presidente  invita  al  Sr.  Romero  Robledo,  d cuya  instancia  ha  venido  el  expediente  al  Congreso, 
d manifestar  si  tiene  algún  inconveniente  en  que  so  haga  su  romision  al  otro  Cuerpo  Colegislador.=El 
Sr.  Romero  Robledo  cont33ta  que  no  tiene  inconveniente  en  que  sea  remitido.=El  Sr.  Presidente  anun- 
cia que  pasará  al  Senado.=El  Sr  Santa  Cruz  reproduce  su  proposición  do  ley  sobre  aumento  de  subven- 
ción al  forro-carril  de  Calatayud  á Teruel  = El  Congroso  quoda  enterado  de  haberse  constituido  la 
Comisión  de  incompatibilidades  =Queda  sobro  la  mesa  el  expedienta  relativo  al  establecimiento  de  un 
faro  en  la  isla  dol  Peregil,  remitido  por  el  Sr.  Ministro  do  Fomonto.=So  da  cuenta  de  que  el  Senado  ha 
nombrado,  para  formar  parte  do  la  Comisión  inspectora  do  la  Deuda,  á 103  Senadoros  Sros.  García  (Don 
.Diego),  Gallostra  y M :rquQ3  do  Torneros. ^=Orden  del  dia  para  pasado  mañana:  dictamen  y voto  ear- 
ticular  sobro  la  jurisdicción  contoncioso-adminÍ3lrativa.=  So  levanta  la  sesión  a las  siote  menos  veinto 
minutos. 


Se  abrió  á las  (ios  y treinta  y cinco  minutos,  y 
lcida  el  Acta  de  la  anterior  quedó  aprobada. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Tie- 
ne la  palabra  el  Sr.  Los  Arcos. 

El  Sr.  LOS  ARCOS:  La  lie  pedido  para  dirigir  un 
ruego  al  Sr.  Ministro  de  Estado. 

Hace  unos  dias  que  apareció  en  el  periódico  Le 
Fígaro , de  París,  y ya  por  segunda  vez,  la  noticia  de 
que  había  un  agente  que  se  prestaba  A facilitar  con- 
decoraciones españolas  de  las  Ordenes  de  Isabel  la 
Católica,  Carlos  TH  y San  Juan  ele  Jcrusaien,  median- 
te el  pago  de  ciertos  derechos  que  constaban  en  una 
tarifa.  Esto,  que  ya  entonces  revestía  bastante  gra- 
vedad, no  era  sin  embargo  suficiente  para  obligar- 
me á dirigir  una  pregunta  ó un  ruego  al  Gobierno 
de  S.  M.,  porque  muy  bien  pudieran  carecer  esas  no- 
ticias de  fundamento;  pero  en  el  número  del  *26  del 
pasado,  el  mismo  periódico,  en  su  revista  de  los  tri- 
bunales, habla  de  un  pleito  en  el  cual  se  ventilaba  la 
siguiente  cuestión.  Un  ciudadano  de  la  nación  fran- 
cesa habia  demandado  a otro  súbdito  norte-america- 
no, alegando  que  entre  ellos  se  habia  establecido  un 
pacto  por  el  cual  el  agente  francés  se  comprometía  á 
proporcionar  al  norte  americano  una  encomienda  es- 
pañola, mediante  el  pago  de  determinada  cantidad,  y 
que  después  de  haberse  conseguido  por  el  agente  la 
condecoración,  según  lo  acreditaba  con  el  documento 
fehaciente,  el  norte-americano  se  habia  negado  á re- 
cibirla y A pagarle  la  cantidad  estipulada.  Anadia  el 
periódico  que  el  tribunal  francés  habia  declarado  este 
contrato  nulo  por  inmoral. 

Natural  es,  Srcs.  Diputados,  que  después  de  lo 
que  en  la  Nación  vecina  ha  sucedido,  las  noticias  de 
esta  índole  hayan  impresionado  viva  y desagrada- 
blemente A la  opinión,  puesto  que  por  más  que  aquí, 


merced  á la  virtualidad  do  las  instituciones  que  nos 
rigen,  estamos  completamente  seguros  de  que  por 
causas  de  esta  naturaleza,  ni  por  otras  de  mayor 
trascendencia  é importancia,  no  podrían  nunca  acae- 
cer sucesos  como  los  que  en  la  Nación  vecina  acaban 
de  desarrollarse,  lo  cierto  es  que  la  situación  dol  se- 
ñor Ministro  de  Estado  parecería  un  tanto  difícil  y 
comprometida  si  lo  que  en  el  citado  periódico  se  dice 
resultara  cierto,  y si  por  un  modo  directo  ó indirecto, 
en  el  desarrollo  de  este  suceso  pudiera  resultar  com- 
prometida la  moralidad  y la  formalidad  del  Sr.  Mi- 
nistro. 

No  soy  yo  de  los  que,  en  cosas  tan  graves  como 
las  que  afectan  A la  moralidad,  atiendo  al  rumor  de 
la  murmuración  pública,  y por  eso  me  anticipo  á de- 
clarar que  la  moralidad  del  Sr.  Ministro  de  Estado 
está  incólume.  Declaro  que  el  Sr.  Ministro  de  Estado 
no  tiene  para  qué  venir  d defender  su  moralidad, 
puesto  que  ni  yo  ni  ninguno  de  los  presentes  duda 
de  ella;  y si  yo  he  mezclado  la  palabra  moralidad,  lia 
sido  tan  solo  para  proporcionar  á S.  S.  la  ocasión  de 
manifestar  aquí  qué  ha  hecho  para  investigar  la  cer- 
teza de  estos  hechos  y para  que  tenga  ocasión  de  sa- 
lir á la  defensa  de  la  moralidad  española. 

La  situación  del  Sr.  Ministro  de  Estado,  declaro 
que  sería  tanto  más  grave  en  el  supuesto  que  lie  in- 
dicado, cuanto  que  en  la  Nación  vecina  se  trataba 
tan  solo  de  las  ofertas  pecuniarias  que  habían  me- 
diado entre  agentes  y pretendientes , sin  que  esos 
agentes  hubieran  logrado  que  por  falta  de  moralidad, 
ó de  formalidad  de  la  Administración  francesa  se  hu- 
biera concedido  alguna  condecoración  por  esc  medio; 
al  paso  que  aquí,  lo  primero  que  aparecería  cierto  y 
demostrado,  es  que  la  condecoración  se  lia  concedido. 

Pero  si  he  de  dejar  completamente  A salvo  la  mo- 
ralidad del  Sr.  Ministro  de  Estado,  siento  decir  que 
no  puedo  ser  tan  benévolo  cuando  de  su  formalidad 
se  trata;  y para  dudar  de  que  con  ella  se  baya  pro- 
cedido en  este  asunto,  tengo  dos  argumentos.  Con- 
siste el  primero  en  que,  desde  que  8.  S.  desempeña 
el  Ministerio  de  Estado,  ó por  mejor  dicho,  en  el  pri- 
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nier  año  de  su  desempeño,  ha  concedido  S.  S.  196 
grandes  cruces  de  Isabel  la  Católica  entre  súbditos 
españoles  y franceses;  prodigalidad  que  supera  con 
nnicho  á la  que  hubo  en  1871  y 72,  que  tanto  origen 
dió  á la  murmuración  pública. 

Claro  es  que  la  opinión,  no  pudiendo  creer  que 
cada  dos  dias  se  encuentre  un  ciudadano  digno  de 
tan  alta  recompensa,  ha  dado  en  creer  que  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Estado  no  ha  procedido  en  esto  con  la  for- 
malidad que  se  debe  en  cosas  tan  graves;  y si  esta 
consideración  no  fuera  bastante,  el  comunicado  del 
Fígaro  de  París  viene  á confirmar  la  creencia;  por 
que  resulta  que,  según  se  dice,  se  ha  concedido  una 
condecoración  mediante  un  agente  que  ha  estipu- 
lado el  precio.  De  modo,  señores,  que  puede  pre- 
guntarse: ¿qué  formalidad  es  esa,  qué  modo  es  ese  de 
acrisolar  los  méritos  de  los  aspirantes  á condecora- 
ciones, qué  medios  son  esos  de  enterarse  de  las  con- 
diciones de  las  personas  que  se  empican  en  el  Mi- 
nisterio de  Estado,  que  pueden  dar  lugar  á que  se 
verifique  el  hecho  escandalosísimo  que  acabo  de  in- 
dicar? 

Tampoco  he  de  insistir  mas  en  esto  de  la  forma- 
lidad del  Sr.  Ministro  (le  Estado,  porque  entiendo  que 
S.  S.,  á juzgar  por  unas  palabras  que  pronunció  al 
final  de  la  legislatura  en  el  otro  Cuerpo,  está  comple- 
tamente arrepentido,  ó muy  próximo  á estarlo;  y por 
tanto,  voy  á limitarme  á dirigir  al  Sr.  Ministro  de  Es- 
tado, en  las  menos  palabras  posibles,  el  ruego  si- 
guiente: ¿está  S.  S.  dispuesto  á abrir  una  amplia  in- 
formación para  que  se  averigüe  si  es  cierto  ó no  lo 
que  so  dice  en  el  comunicado  del  Fígaro  de  París?  En 
d caso,  que  deseo  vivamente,  de  que  resulte  comple- 
tamente inexacto  el  bocho,  ¿está  el  Sr.  Ministro  de 
Estado  (lispuesLo  á emplear  todos  los  recursos  que 
tiene  á su  alcance  para  salir  por  los  medios  más  opor- 
tunos á la  defensa  de  la  Administracon  española,  ha- 
ciendo que  se  desmienta  terminantemente  el  hecho? 
Dado  caso  de  que  resulte  cierta  la  concesión  de,  la 
condecoración  por  esos  medios,  ¿está  el  Sr.  Ministro 
de  Estado  dispuesto  á abrir  un  expediente  para  casti- 
gar severamente  al  que  haya  sido  la  causa  de  que  tai 
ligereza  se  cometa?  Bien  es  verdad  que  en  este  caso 
alguna  penitencia  tendría  que  imponerse  ei  Sr.  Minis- 
tro de  Estado  á sí  mismo,  puesto  que  alguna  culpa 
tiene  en  la  ligereza.  Por  último,  ¿está  el  Sr.  Ministro 
de  Estado  dispuesto  á proceder  en  lo  sucesivo  con 
más  parsimonia  y severidad  en  esto  de  la  concesión 
de  condecoraciones,  para  que  no  resulte  que  en  manos 
de  S.  S.  acaben  de  perder  el  crédito  que  hasta  ahora 
lian  conservado? 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Ei 
Sr.  Ministro  de  Estado  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Debo  á la 
atención  del  Sr.  Presidente  el  haber  sido  prevenido, 
momentos  antes  de  la  sesión,  de  la  pregunta  que  me 
acaba  de  dirigir  el  Sr.  Los  Arcos  (El  Sr.  Los  Arcos 
pide  la  palabra),  lo  cual  me  ofrece,  Sres.  Diputados, 
la  ocasión  de  recordar  las  ventajas,  bajo  el  punto  de 
vista  de  los  intereses  públicos,  que  trae  el  ser  preve- 
nidos los  Ministros  con  anticipación,  para  contestar 
satisfactoriamente  á las  preguntas  que  les  dirigen  los 
Sres.  Diputados.  (El  Sr.  Los  Arcos : Se  lo  previne  á su 
señoría  el  sábado.)  Lo  acabo  de  saber  ahora  mismo 
por  el  Sr.  Presidente.  (El  Sr.  Los  Arcos : Se  lo  previne 
á S.  S.  personalmente  el  sábado,  en  ese  mismo  sitio.) 
Me  dijo  S,  S,  que  me  iba  á hacer  una  pregunta.  (El 


Sr.  Los  Arcos : Y dije  á S.  S.  el  motivo,  y S.  S.  me  in- 
dicó que  había  medios  de  hacer  averiguaciones.)  No 
recordaba  esto;  me  han  hablado  de  asuntos  análogos 
varios  Sres.  Diputados,  y puede  haberme  sido  ia  me  - 
moria infiel.  De  todas  maneras,  hay  otra  costumbre 
en  la  Cámara,  y recuerdo  el  ejemplo  del  Sr.  Conde  de 
Toreno,  que  recientemente  me  ha  preguntado  sobre 
un  asunto  importante,  cual  es  la  de  prevenir  al  Mi- 
nistro por  un  B.  L.  M.,  y con  este  medio  estaba  se- 
guro el  Sr.  Los  Arcos. 

En  esta  cuestión  hay  antecedentes  y han  ocurri- 
do incidentes  de  que  conviene  qiie  la  Cámara  tenga 
conocimiento,  aun  cuando  yo  no  haya  podido  recoger 
los  documentos  que  hubiera  deseado. 

Hace  tiempo  me  fué  comunicado  por  el  ministro 
de  España  en  Bruselas  el  anuncio  de  una  agencia  de 
condecoraciones  de  diversos  países,  y uno  de  ellos  era 
España:  se  consultó  el  caso  al  Gobierno  belga,  y el 
Ministro  de  Justicia  dijo  que  no  habia  sido  posible 
averiguar  la  exactitud  del  hecho,  ni  aun  la  propia 
exislcncia  de  la  agencia.  Posteriormente  apareció  un 
anuncio  semejante  en  los  periódicos  franceses;  el  em- 
bajador de  S.  M.  en  París,  por  indicación  del  Ministro 
de  Estado,  hizo  que  se  persiguiera  criminalmente  á 
aquella  agencia,  y resultó  que  no  habia  hecho  crimi- 
nal en  el  simple  anuncio.  Tuve  conocimiento  del  ar- 
tículo del  Fígaro  á que  se  refiere  el  Sr.  Los  Arcos, 
relativo  á un  súbdito  norte -americano;  y apenas  tuve 
conocimiento  de  él,  envié  al  señor  embajador  de  S.  M. 
en  París  el  recorte  para  que  hiciera  las  averiguaciones 
necesarias.  Mientras  tanto  se  hacían  las  consiguien- 
tes en  el  Ministerio  de  Estado  (y  me  refiero  á noticias 
de  anoche,  de  última  hora,  de  la  Secretaría),  y no  se 
ha  encontrado  en  ningún  registro  ni  sobre  concesión 
de  ningún  género  el  nombre  de  ese  súbdito  norte- 
americano; sin  embargo,  se  ha  hecho  una  petición  al 
Tribunal  de  las  Ordenes  para  ver  si  aparecía. 

Esta  cuestión  de  dar  condecoraciones  españolas 
(no  hablo  de  otros  países)  por  medios  ilícitos,  no  es 
nueva,  por  desgracia,  y algunos  de  mis  predecesores 
han  tenido  que  ocuparse  de  esos  actos.  Temeroso  yo 
de  que  pudiera  repetirse,  abusando  de  supuestos  ser- 
vicios (le  intermediarios,  he  cambiado  la  forma  de 
las  concesiones,  y siempre  que  ahora  se  acuerda  una 
concesión,  se  envia  una  hoja  impresa,  como  se  hace 
en  los  países  extranjeros,  á la  persona  agraciada, 
para  que  llene  los  huecos  y ponga  su  firma;  de  ma- 
nera que  nadie  puede  alegar  que  ha  recibido  la  con- 
decoración por  oirá  persona,  puesto  que  se  pone  en 
relación  directa  con  el  Ministerio  de  Estado,  y ésto 
le  envia  directamente  la  concesión.  Esta  garantía 
me  parecía  á mí  suficiente  para  evitar  que  los  in- 
cautos cayeran  en  el  lazo  que  se  les  tendía;  pero  los 
.Sres.  Diputados  comprenden  que  no  hay  ninguna  ga- 
rantía cuando  por  una  serie  de  caminos  diferentes  se 
pide  una  condecoración  al  Gobierno  por  personas  que 
le  inspiran  su  confianza,  las  cuales  alegan  los  servi- 
cios que  aquella  persona  ha  podido  prestar,  y se  le 
concede.  Si  luego  esta  concesión  pasa  por  diferentes 
manos,  y algún  intermediario  hace  de  ella  un  uso  ilí- 
cito, no  hay  en  el  mundo  medio  de  evitarlo. 

Su  señoría  me  hace  un  cargo  de  paso,  con  poca 
oportunidad,  porque  cree  que  yo  soy  responsable  de 
estos  hechos  que  podrían  ocurrir  bajo  el  punto  de  vis- 
ta de  haber  faltado  en  nada  á la  consideración  que  se 
debe  al  servicio  público:  no  era  este  el  momento  de 
discutirse  si  la  prodigalidad  que  yo  he  empleado  pu- 
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diera  servir  de  base  para  ello.  No  solo  estoy  dispuesto 
á hacer  una  investigación,  y S.  8.  no  debe  pregun- 
tarme si  la  he  de  hacer,  puesto  que  ya  la  he  empeza- 
do, y no  se  le  ocurre  á nadie  que  deje  de  hacerla  un 
Gobierno  á quien  se  le  acusa  de  no  haber  tenido  el 
debido  cuidado  en  estas  concesiones;  ha  debido  más 
bien  preguntarme  si  yo  había  hecho  las  diligencias 
necesarias.  No  solo  la  he  entablado,  sino  que  también 
el  i-i*.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  el  cual,  teniendo 
noticia  del  hecho,  ha  mandado  al  fiscal  de  S.  M., 
por  sí  hubiera  aquí  un  delito,  que  proceda  á hacer  las 
averiguaciones  necesarias.  A lo  que  yo  no  me  com- 
prometo es  á hacer  otra  cosa  más  que  traer  á la  Cá- 
mara los  antecedentes  de  todas  las  concesiones  que 
he  hecho.  Yo  no  puedo  ir  tan  lejos  como  después  de 
hacer  constar  la  razón  que  ha  tenido  el  Gobierno,  y 
las  personas  que  han  intervenido,  para  hacer  esa  con- 
cesión; yo  no  puedo  hacer  otra  cosa  que  averiguar, 
porque  yo  no  puedo  establecer  una  pesquisa  para  ir 
viendo  por  qué  camino  cada  persona  ha  pedido  al  Go- 
bierno que  por  servicios  prestados  al  país  se  le  haga 
una  concesión,  y si  puede  haberse  cometido  algún 
hecho  ilícito.  Esto  ya  ha  ocurrido  en  otros  tiempos, 
y lo  que  se  le  puede  pedir  á la  Administración  es  que 
baya  cumplido  lealmente. 

Yo  no  creo  haber  sido  pródigo  en  la  concesiou  de 
condecoraciones;  esta  es  una  acusación  que  se  hace 
siempre  en  casos  como  el  actual.  El  partido  liberal,  al 
subir  al  poder,  se  encontró  con  una  serie  de  circuns- 
tancias que  han  motivado,  y en  mi  sentir  justifi- 
cado, una  larga  serie  de  premios  á individuos  espa- 
ñoles y extranjeros.  Han  ocurrido  en  el  tiempo  an- 
terior á la  entrada  de  este  Ministerio,  las  propuestas 
por  servicios  prestados  durante  el  cólera,  las  propues- 
tas por  los  terremotos  de  Andalucía  y otras  varias, 
como  las  de  las  Exposiciones  que  ha  habido  en  este 
país  durante  esc  tiempo,  y el  Ministro  do  Estado,  no 
podiendo  atender  seguramente  á todas  ellas,  ha  te- 
nido que  ir  poco  á poco  concediéndolas.  Por  mi  parte 
no  tengo  inconveniente  en  que  se  haga  un  paralelo 
y se  calculen  las  condecoraciones  que  yo  he  conce- 
dido por  espíritu  de  partido  á personas  que  las  han 
merecido,  y que  no  las  habían  podido  admitir  en  otra 
época  por  no  quererlas  recibir  de  manos  de  sus  ad- 
versarios; y no  tengo  inconveniente  en  que  se  haga 
ese  paralelo,  porque  la  diferencia  estará  en  que  du- 
rante un  largo  trascurso  de  años  se  lian  podido  pre- 
miar los  servicios  de  muchas  personas  que  no  han 
pertenecido  al  partido  liberal. 

El  Sr.  Los  Arcos  no  pretenderá  decir,  en  su  puri- 
tanismo, que  el  partido  liberal  cuando  ha  subido  al 
poder  no  se  ha  encontrado  con  muchos  servicios  que 
premiar;  porque  si  tal  cosa  dijera  S.  S.,  yo  traerla 
aquí  las  recompensas  que  ha  dado  el  partido  conser- 
vador. Por  consiguiente,  no  tiene  derecho  S.  S.  para 
censurarme  como  lo  ha  hecho.  Yo,  en  el  momento 
que  un  compañero  suyo,  ex-Ministro  de  Estado,  me 
dijo  que  una  vez  hecho  el  equilibrio  en  la  concesión 
de  premios,  se  debería  hacer  en  la  Orden  de  Isabel  la 
Católica  lo  que  se  ha  hecho  en  la  de  Garlos  III,  es 
decir,  una  legislación  que  dificultase  más  las  conce- 
siones, yo  le  contesté  afirmativamente;  pero  yo  do 
había  de  tener  la  candidez,  ya  que  la  humanidad  se 
paga  de  estos  premios,  ya  que  da  valor  á esta  clase 
de  concesiones,  de  decir:  puesto  que  hasta  ahora  se 
ha  condecorado  con  prodigalidad,  yo  voy  á proceder 
de  otra  manera;  declaro  que  esa  clase  de  virtud  yo  no 


la  tengo  en  la  vida  política.  Ahora,  después  de  haber 
pasado  esos  sucesos,  yo  traeré,  no  una  información 
sino  uii  registro,  para  que  veamos  si  cu  esas  conce- 
siones han  sido  mis  amigos  los  que  han  obLenido  más 
premios,  ó si,  por  el  contrario,  yo  he  atendido  por 
igual  á los  amigos  y á los  adversarios;  porque  yo 
cuando  se  lia  tratado  de  premiar  servicios  para  cí 
país,  nunca  be  atendido  otra  circunstancia  que  la  de 
haber  merecido  el  agraciado  el  beneplácito  ó la  pro- 
puesta de  algún  Ministerio.  Sírvase,  pues,  el  Sr.  Los 
Arcos,  que  ha  estado  conmigo  nada  más  que  justo  en 
lo  relativo  á la  concesión  de  cruces,  sírvase  S.  S.  os- 
larlo también  en  lo  relativo  á la  cuestión  de  ligereza; 
porque  mi  conducta  podrá  calificarse  de  todo  lo  (pie 
se  quiera,  podrá  decirse  que  adolece  de  mayor  ó me- 
nor espíritu  de  partido,  pero  nunca  se  me  podrá  decir 
que  yo  he  obrado  sin  razón;  y á una  persona  que  obra 
de  este  modo,  no  se  le  puede  decir  que  proefíde  con 
ligereza;  esta  palabra  no  se  pone  al  aire  como  la  luz 
de  una  cerilla,  cuando  se  ha  de  apagar  al  momento, 
lié  aquí  lo  que  tengo  que  decir:  yo  no  puedo,  por 
desgracia,  apartar  de  mi  pensamiento  la  idea  de  que 
en  la  concesión  de  una  cruz,  como  en  otra  cualquier 
cosa,  pueda  una  tercera  ó cuarta  persona  interme- 
diaria dar  lugar  á algún  abuso. 

¿Quién  se  atreverá  a decir  lo  contrario,  cuando 
pasan  por  nuestra  memoria  multitud  de  actos  que 
merecen  reprobación?  Pero  yo  no  puedo  responder  de 
eso.  Y si  por  desgracia  encontrase  que  álguieu  me 
había  recomendado  la  concesión  de  una  cruz  por  mo- 
tivos honrados,  y que  esa  concesión  había  dado  lugar 
después  á alguno  de  esos  manejos,  yo  cubriría  con 
mi  responsabilidad  el  nombre  de  la  persona  que  me 
la  solicitó,  antes  de  arrojarle  á la  luz  en  este  bemici 
cío,  con  el  del  miserable  canalla  que  la  utilizase  para 
algún  objeto  ilícito;  porque  yo  no  había  de  traer  aquí 
ningún  nombre  honrado  cuando  tengo  la  convicción 
de  que  me  babia  pedido  la  condecoración  de  buena  fe 
y por  motivos  legítimos;  yo  creo  que  mi  persona  y 
Jas  de  todos  los  MinisLros,  así  como  las  de  todos  vos- 
otros, están  á cubierto  de  eso.  Yo  podré  haber  hecho 
una  concesión  que  me  haya  solicitado,  por  motivos 
justos,  alguna  persona  de  buena  fe;  si  después  se  ha 
abusado  de  esa  concesión,  yo  borraré  el  nombre  déla 
persona  que  me  la  ha  pedido,  para  tomar  sobre  mí  la 
responsabilidad.  ( Interrupciones:  Llevarle  á los  tribu- 
nales.) ¿A  los  tribunales?  ¿Pues  qué  he  dicho?  ¿No  es 
eso  lo  que  estoy  diciendo?  No  puede  ser  la  falta  de 
expresión  lo  que  caracterice  mis  palabras.  Yo  he  di- 
cho que  si  obrando  de  buena  fe  una  persona  honrada 
me  hubiera  recomendado  una  concesión,  y luego  en 
tercera  ó en  cuarta  mano  hubiera  dado  lugar  á algún 
abuso,  á alguna  entrega  de  dinero,  ó algún  regalo,-  ó 
algún  obsequio,  yo  cubriría  su  nombre  con  mi  res- 
ponsabilidad, porque  tengo  valor  bastante,  cuando 
confío  en  la  honradez  de  una  persona,  para  no  entre- 
garla en  medio  de  este  hemiciclo  á la  pobredumbre 
y basura  que  la  falta  de  conciencia  levanta  en  estas 
cosas.  [El  Sr.  Conde  de  Toreno  pronuncia  algunas  pa- 
labras que  no  se  oyen  bien.)  No,  Sr.  Conde  de  Toreno; 
si  yo  dudara  de  una  persona,  tendría  la  obligación  de 
abandonarla;  pero  mientras  no  dude  de  una  persona, 
tengo  la  obligación  de  creer  que  ha  obrado  con  moti- 
vo digno.  ¿Es  que  por  temor  á una  responsabilidad 
mía  puedo  yo  realizar  ciertos  actos? 

Para  terminar  este  incidente,  repito  que  se  han 
empezado  las  averiguaciones  sobre  este  particular 
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por  el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  y yo  he  encar- 
gado al  embajador  de  Francia  que  las  haga.  Es  más, 
Sres.  Diputados:  con  este  molivo  acabo  de  recibir 
una  comunicación  que  puede  quizá  dar  luz  sobre 
este  asunto;  acabo  de  recibir  una  comunicación  de  la 
Embajada  de  París,  en  que  se  me  anuncia  que  hay  la 
esperanza  de  obtener,  para  dármelos,  títulos  lálsos  de 
condecoraciones  españolas,  con  los  cuales  se  ha  que- 
rido estafar  á algunas  personas  y sacarles  dinero. 
Cuando  tengo  esta  prueba,  ¿puedo  fácilmente,  por  el 
deseo  de  acallar  una  murmuración,  venir  á decir  que 
ha  habido  álguien  que  ha  pedido  alguna  condecora- 
ción al  Gobierno  y que  luego  la  ha  vendido?  Yo  no 
puedo  hacer,  en  nombre  de  nadie  que  se  me  haya 
acercado  para  pedirme  una  condecoración,  semejante 
suposición. 

Tenga  la  seguridad  el  Sr.  Los  Arcos,  á cuya  rec- 
titud yo  fío  el  juicio  de  esta  cuestión,  de  que  la  in- 
vestigación será  tan  completa  como  sea  posible  ha- 
cerla, para  que  desde  este  silio  se  conteste  d las  du- 
das que  se  pudieran  mantener,  porque  aquí  está  el 
Parlamento  para  traerle  todas  las  pruebas,  y la  pu- 
blicidad necesaria  para  acallar  todo  lo  que  sobre  el 
particular  se  haya  podido  decir. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  El 
Sr.  Los  Arcos  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  LOS  ARCOS:  Debo  empezar  por  ratificar 
lo  que  en  una  interrupción  al  Sr.  Ministro  de  Estado 
me  he  permitido  decirle. 

El  sábado,  al  comenzar  la  sesión,  tuve  la  lionra  de 
acercarme  á S.  8.,  le  manifesté  que  tenía  el  encargo 
de  hacerle  una  pregunta  sobre  el  hecho  concreto  de 
la  concesión  de  condecoraciones  de  que  habla  el  Fí- 
garo de  París:  S.  8.  no  solamente  se  enteró,  sino  que 
me  dijo  que,  en  efecto,  tenía  conocimiento  de  lo  que 
el  Fir/aro  decia,  y que  ya  habia  mandado  que  se  Lo- 
mara toda  clase  de  antecedentes  y se  abriera  una  in- 
formación para  averiguar  quién  era  ei  que  le  habia 
recomendado  la  concesión  de  la  cruz  de  que  se  tra- 
taba. Su  señoría  además  me  prometió  que,  como 
lodos  los  dias,  vendría  á la  sesión,  que  seguramente 
lo  verificaría  el  lunes,  y que  ei  lunes  podría  yo  ex- 
planar mi  pregunta.  Consecuente  con  esto,  en  efecto, 
en  el  día  de  ayer  tuve  la  honra  de  pedir  la  palabra  al 
Sr.  Presidente,  suplicándole  que  me  la  reservara  para 
el  caso  en  que  S.  S.  se  presentara  en  esta  Cámara 
antes  de  entrar  en  la  orden  del  dia.  El  Sr.  Presidente 
dijo  que  en  efecto  me  la  reservaba;  S.  S.  no  se  pre- 
sentó, y no  pude  hacer  uso  de  la  palabra.  Por  con- 
siguiente, quede  bien  claro  que  yo  he  cumplido  con 
exceso  lodos  los  deberes  simplemente  de  cortesía  que 
aquí  solemos  tener  todos  los  Diputados,  que  tenemos 
el  derecho  y el  deseo  de  dirigir  alguna  pregunta  al 
Gobierno. 

Salvado  ya  este  extremo,  yo  debo  felicitarme  muy 
cordialmente  de  las  declaraciones  que  el  Sr.  Ministro 
de  Estado  ha  hecho  aquí,  tanto  en  aquello  que  se  re- 
fiere á que  no  consta  en  los  registros  del  Ministerio 
de  Estado  que  se  haya  concedido  la  condecoración  en 
cuestión,  cuanto  á la  manifestación  que  ha  hecho  de 
que  sin  necesidad  de  mi  excitación,  tanto  S.  S.  en 
aquello  que  le  incumbe,  como  el  8r.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia  en  la  parte  que  le  corresponde,  se  ha- 
bían apresurado  á abrir  la  correspondiente  informa- 
ción para  exigir,  si  habia  lugar  á ello,  las  responsa- 
bilidades debidas. 

No  be  de  seguir  á 8,  8,  en  las  consideraciones  que 


ha  hecho  acerca  de  lo  que  lia  considerado  un  deber 
de  premiar  con  estas  condecoraciones  servicios  de 
partido.  Creo  yo  que  no  ha  estado  muy  acertado  S.  8. 
en  esta  parte,  y que  no  se  ha  creadora  clase  de  con- 
decoraciones para  premiar,  como  S.  S.  entiende,  ser- 
vicios prestados  simplemente  á los  partidos  políticos. 
Pero  8.  8.  manifestaba  que  esLo  han  hecho  todos  los 
partidos.  Es  verdad;  yo  en  último  extremo  no  lo  nie- 
go. Yo  lo  que  he  afirmado  es,  que  8.  S.  ha  llevado  la 
prodigalidad  á un  extremo  tal,  que  no  es  posible  ha- 
llarla en  ninguna  época.  Ya  tuve  el  honor  de  mani- 
festar que  S.  S.  en  ei  primer  año  de  su  Ministerio 
habia  llegado  á conceder  196  grandes  cruces;  es  de- 
cir, bastantes  más  de  las  que  se  concedieron  en  aque- 
llos años  de  187  1 y 1872,  en  ios  cuales  la  prodigali- 
dad dió  lugar  á las  murmuraciones  públicas.  Por 
consiguiente,  que  los  demás  partidos  hayan  hecho 
concesiones,  no  lo  niego;  pero  8.  8.  ha  llevado  la  pro- 
digalidad á un  extremo  sin  igual. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Lla- 
mo la  atención  de  S.  S.  hácia  que  solo  tiene  la  pala- 
bra para  rectificar. 

El  Sr.  LOS  ARCOS:  Pues  me  limitaré  á decir 
simplemente  lo  más  necesario. 

Tengo  inuy  diferente  concepto  que  el  que  S.  S. 
tiene  de  la  responsabilidad  del  puesto  que  desempeña. 
Yo  aseguro  á 8.  S.  que  si  alguna  vez,  que  no  llegaré 
por  falta  de  condiciones  para  ello,  llegara  á desempe- 
ñar un  departamento  ministerial,  si  alguien  abusara 
de  mi  buena  l‘e,  no  dudaría  un  momento  en  entre- 
garle á los  tribunales  para  que  se  depuraran  los  he- 
chos, y no  cubriría  con  mi  responsabilidad  ninguna 
clase  de  actos. 

Pero  de  todos  modos,  S.  S.,  al  tratar  de  esclare- 
cer esos  hechos,  ha  puesto  completamente  de  mani- 
fiesto la  ligereza  con  que  ha  acordado  las  concesio- 
nes, puesto  que  yo  no  admito  que  por  recomendacio- 
nes de  nadie  se  concedan  por  el  Ministerio  de  Estado 
esas  condecoraciones,  si  no  se  conocen  las  condiciones 
de  las  personas  á quienes  se  condecora,  porque  los 
servicios  no  son  del  intermediario,  sino  del  premia- 
do; y no  basta  que  la  persona  que  se  acerque  á pedir 
la  condecoración  sea  muy  noble  y muy  digna,  porque 
el  Ministro  debe  conocer  también  á la  persona  á quien 
se  concede  la  condecoración.  Y no  digo  más. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Morct:)  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Morct):  Voy  á decir, 
por  vía  de  rectificación,  algunas  palabras, porque  esta 
cuestión  interesa  á todo  el  país,  y yo  deseo  que  no 
quede  nada  en  duda. 

líe  dicho  antes,  y el  Sr.  Los  Arcos  tendrá  la  bon- 
dad de  recordarlo,  que  precisamente  para  evitar  que 
se  pudiera  suponer  falta  de  servicios  al  país  en  una 
concesión,  be  creado  yo  mismo,  á semejanza  de  lo 
que  existe  en  el  extranjero,  un  sistema  para  que  nin- 
guna persona  deje,  primero,  de  saber  directamente 
que  se  le  concede  la  condecoración;  y segundo,  para 
que  se  exprese  cuáles  son  las  condiciones  sociales  del 
condecorado,  de  suerte  que  no  pueda  haber  ninguna 
clase  de  favoritismo,  si  S.  8.  quiere  llamarlo  así,  ó de 
procedimiento,  en  fin,  pocoTorrecto  en  la  manera  do 
conceder  las  condecoraciones.  De  manera  que  yo  soy 
el  primero  que  hace  tiempo  tiene  establecidas  algu- 
nas disposiciones  respecto  de  esto. 
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La  otra  rectificación  está  reducida  á este  punto. 
Yo  he  oido  con  alguna  extraueza  la  teoría  de  S.  S., 
contraria  á la  mia  de  que  se  pueden  y deben  premiar 
los  servicios  políticos,  porque  traería  esto  una  idea 
falsa  de  la  misión  que  tienen  los  partidos.  En  los  go- 
biernos constitucionales  los  partidos  son  organismos, 
son  instrumentos  de  la  vida  pública,  y cuando  uno 
habla  de  este  adjetivo  político , y dice  que  premia  un 
servicio  político,  ó dice  una  cosa  que  no  tiene  senti- 
do, y habría  que  renunciar  á toda  nuestra  tecnología 
y á todas  nuestras  condiciones  políticas,  ó dice  que 
premia,  al  través  del  partido,  un  servicio  hecho  al 
país.  ¿Acaso  los  hombres  políticos  de  todos  los  gru- 
pos no  entendemos  que  servimos  al  país?  ¿Hay  alguno 
de  vosotros  que  sea  tan  desgraciado  en  su  conciencia 
política,  que  cuando  hace  un  acto  en  el  Parlamento, 
en  la  prensa,  no  entiende  que  hace  un  servicio  al 
país?  Si,  pues,  se  emplea  la  palabra  político,  si  yo,  en 
electo,  la  empleé,  quise  decir:  «un  servicio  hecho  á 
mi  país,»  y no  un  servicio  hecho  exclusivamente  al 
partido  político. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Los  Arcos  tiene  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  LOS  ARCOS:  Tan  solamente  he  de  decir 
dos  palabras. 

En  mi  concepto,  son  muy  diferentes  los  servicios 
prestados  á la  Nación,  de  aquellos  que  se  prestan  ex- 
clusivamente ú los  partidos. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Lastres  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  LASTRES:  Al  terminar  la  sesión  de  ayer, 
se  dió  cuenta  de  haberse  recibido  en  el  Congreso  el 
expediente  relativo  á la  negociación  del  llamado  súb- 
dito americano  Sr.  Mora.  En  efecto,  he  tenido  ocasión 
de  ver  ayer  mismo  el  expediente,  y aun  cuando  no  lo 
he  examinado  con  todo  el  detenimiento  que  exige, 
porque  es  bastante  voluminoso,  he  encontrado  por  el 
índice  de  documentos  que  contiene,  que  faltan  algu- 
nos que  sin  duda  no  ha  podido  remitir  el  8r.  Ministro 
de  Estado  porque  dependen  del  Ministerio  de  U tira- 
mar.  Al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  le  había  anunciado 
que  tendría  el  honor  de  hacerle  hoy  unas  preguntas 
referentes  d varios  particulares,  y entre  ellos  el  rela- 
tivo á este  expediente,  para  suplicarle  lo  completase 
remitiendo  al  Congreso  cuantos  documentos  consten 
en  el  Ministerio  de  Ultramar,  relativos  á la  negocia- 
ción de  que  se  trata.  Suplico,  pues,  á la  Mesa  tenga 
la  bondad  de  trasmitir  este  ruego  mió  al  Sr.  Ministro 
de  Ultramar. 

Una  vez  terminado  el  estudio  del  expediento,  y 
este  es  un  ruego  que  afecta  al  Sr.  Ministro  de  Estado; 
una  vez  terminado  el  estudio  minucioso  del  expe- 
diente, repito,  que  espero  se  completará  prouto,  por 
lo  que  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  se  refiere,  volve- 
remos á tratar,  si  el  Sr.  Ministro  de  Estado  no  tiene 
inconveniente,  de  esta  negociación  que  estimo  de  suma 
gravedad,  y reanudaremos  el  debate  que  dejamos 
suspendido  S.  Si  y yo  en  28  de  Mayo.  Por  consiguien 
te,  y para  fecha  no  muy  remota,  me  permito  anun- 
ciar á S.  S.  una  interpelación  sobre  el  caso.  [El  señor 
Ministro  de  Estado : Pido  la  palabra.) 

También  había  pensado,  como  he  dicho,  dirigir 
al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  o, iras  preguntas  relativas 
á la  Real  órden  reciente  que  manda  construir  en 
Puerto-Rico  una  red  de  fuTO-earríles  de  más  de  000 


kilómetros,  cuyo  coste  se  aproxima  á 10  millones  de 
! pesos.  Sobre  esa  Real  órden  y sus  efectos,  que  consi- 
dero inconvenientes,  y sobre  otros  datos  que  me  inte- 
resan, quería  que  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar  me 
diera  contestación.  Sin  duda  ocupaciones  urgentes 
detienen  al  Sr.  Ministro  en  la  otra  Cámara,  y esta  será 
la  causa  de  que  no  haya  podido  venir  á contestarme. 
Si  antes  de  entrar  en  la  órden  del  dia  llegara  el  señor 
Balaguer,  yo  rogaría  á la  Mesa  que  me  reservase  para 
entonces  la  palabra. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Arjona):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Ultramar  la 
pregunta  y la  petición  do  los  documentos  que  ha  for- 
mo lado  S.  S. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se 
le  reservará  á S.  S.  la  palabra.  La  tiene  el  Sr.  Minis- 
tro de  Estado. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  La  lie  pedido 
para  ponerme  á la  disposición  del  Sr.  Lastres  á fin 
de  continuar  el  debate  á que  S.  S.  ha  aludido,  cuando 
lo  tenga  por  conveniente,  ciándole  con  esto  una  prue- 
ba, si  por  acaso  tuviera  de  ello  duda,  de  la  absoluta 
cortesía  que  tengo  para  con  S.  S.  y para  con  los  de- 
más Sres.  Diputados. 

El  Sr.  LASTRES:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  LASTRES:  Unicamente  para  dar  muchas 
gracias  al  Sr.  Ministro  de  Estado  por  la  cortesía  con 
que  ha  acogido  el  anuncio  de  mi  interpelación. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Dabán  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  DABÁN:  La  he  pedido  para  dirigir  un 
ruego  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar,  esperando  que  la 
Mesa  tenga  la  bondad  de  trasmitírselo;  En  la  legisla- 
tura pasada  tuve  ocasión,  por  sexta  ó sétima  vez,  de 
levantarme  desde  este  sitio  á indagar  del  Sr.  Ministro 
de  Ultramar  si  creia  que  había  llegado  el  momento  de 
que  se  cumpliera  la  ley  de  Julio  de  1882,  votada  por 
el  partido  liberal,  referente  al  pago  de  los  alcances 
de  los  individuos  del  ejército  de  Cuba.  Como  quiera 
que  la  contestación  que  entonces  me  dió  el  Sr.  Minis- 
tro de  Ultramar  no  me  dejó  satisfecho,  tuve  el  senti- 
miento de  anunciarle  una  interpelación  con  aquel  mo- 
tivo. Aceptada  por  el  Sr.  Ministro,  dijo  que  señalaría 
dia  para  contestar;  pero  es  el  caso  que  sin  duda  sus 
muchas  ocupaciones  en  toda  la  legislatura  anterior 
no  le  permitieron  señalar  ese  dia. 

Ahora  que  empieza  una  nueva  legislatura,  me  per- 
mito recordar  al  Sr.  Ministro  do  Ultramar  esa  deuda 
que  tiene  pendiente,  no  conmigo,  sino  con  todos  los 
individuos  del  ejército  de  la  isla  de  Cuba. 

Y ya  que  en  estos  momentos  lodo  se  vuelve  hablar 
de  reformas  y de  mejoras  para  el  ejército,  entiendo 
yo  que  la  principal  y más  importante  sería  que  á ese 
ejército  se  Le  pagara  lo  que  se  le  debe;  á ello  tiene 
un  perfeclísimo  derecho,  hay  una  ley  que  así  lo  esta- 
blece, votada  por  el  partido  actual,  y sin  embargo, 
han  pasado  cinco  años  y á esos  individuos  no  se  les 
paga.  Es  verdad  que  á los  que  llevan  entorchados  se 
les  ha  pagado. 

Ruego,  pues,  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar,  por 
conducto  de  la  Mesa,  que  tenga  la  bondad  de  antici- 
par, en  lo  que  pueda,  esta  interpelación:  porque  si  no. 
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estoy  resuello  á,  dentro  de  un  plazo  muy  breve,  pre- 
sentar una  proposición  inciden  til  con  objeto  de  que 
se  discuta  ésto,  quiera  ó no  quiéra  el  Sr.  Ministro  de 
Ultramar. 

Y ya  que  estoy  de  pié,  voy  á permitirme  dirigir 
una  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  Estado,  ya  que  he 
visto,  por  la  que  le  ha  dirigido  el  Sr.  Lós  Arcos,  que 
tenemos  que  ocuparnos  del  concepto  que  en  el  ex- 
tranjero merece  nuestra  Administración. 

Hace  ya  bástanles  dias  que  la  prensa  de  todos  los 
matices,  incluso  la  ministerial,  ha  venido  publicando 
una  noticia  que,  la  verdad,  yo  no  había  podido  darle 
crédito,  y esperaba  de  un  dia  á otro  que  la  prensa 
ministerial  ó el  Gobierno  se  apresuraran  á desmentir 
ese  anuncio.  Dice  la  prensa  á que  me  refiero,  que 
tanto  en  Gibraltar,  posesión  inglesa,  como  en  Tánger, 
se  han  puesto  anuncios  en  las  Administraciones  de  co- 
rreos diciendo  que  no  se  responde  de  las  cartas  ni 
certificados  que  contengan  valores  que  hayan  de  pa- 
sar por  el  territorio  español,  toda  vez  que  cu  sus  Ad- 
ministraciones de  correos  sufren  extravío  esa  clase 
de  cartas. 

Realmente,  la  cosa  me  parecía  un  poco  fuerte 
para  que  quedase  sin  correctivo  y sin  protesta;  pero 
yo  no  be  llegado  á leer  en  ningún  periódico  ministe- 
rial que  se  haya  desmentido  esa  noticia:  y yo  pre- 
gunto al  Sr.  Ministro  de  Estado:  ¿es  cierto  que  en 
esas  dos  poblaciones  qué  concretamente  se  citan,  se 
lian  puesto  esos  anuncios?  Si  es  cierto,  el  Sr.  Minis- 
tro de  Estado,  ¿ha  dado  órden  á los  representantes  de 
España  en  esos  puntos  para  que  protesten  contra  esos 
anuncios,  los  nieguen  en  absoluto  y hagan  que  que- 
de la  administración  de  España  en  el  terreno  que 
debe  quedar?  Esta  es  la  pregunta  que  dirijo  al  señor 
Ministro  de  Estado;  y no  puedo  ménos  de  llamar  su 
atención  sobre  lo  doloroso  que  sería  el  qué  en  la 
época  presente,  y con  un  Gobierno  tan  liberal  como 
el  que  nos  rige,  se  diera  el  caso  de  que  se  avergon- 
zara la  administración  del  país  en  el  extranjero  en 
términos  que  no  recuerdo  que  se  haya  hecho  nunca. 

No  tengo  más  que  decir. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallont):  Se  pon- 
drán en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Ultramar 
los  deseos  de  8.  8. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  \Morct):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  La 
tiene  V.  8. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  No  sería  jus- 
to, permítame  el  Sr.  Diputado  que  Sf3  lo  diga,  que  ca- 
yese sobre  la  Administración  española  upa  especial 
censura  por  faltas  que  existen  en  todas  las  Adminis- 
traciones del  mundo.  Ante  todo  voy  á precisar  los 
hechos. 

Es  exacto  que  la  señora  encargada  de  la  Adminis- 
tración de  correos  en  Gibraltar  publicó  un  anuncio 
diciendo  que  aquella  Administración  no  respondía  de 
las  cartas  que  pasaran  á través  de  España  llevando 
valores. 

En  Tánger  no  se  ha  publicado,  que  yo  sepa,  nada 
parecido  á esto,  ni  había  para,  qué,  porque  la  Admi- 
nistración inglesa  no  puede  nada  en  Tánger;  obra 
soto  en  Gibraltar,  que  es  territorio  suyo:  la  única  Ad- 
ministración que  pudiera  en  Tánger  decir  esto,  es  la 
española  recientemente  creada. 

Cuando  el  cónsul  de  Gibraltar  me  envió  este  anun- 
cio, lo  comuniqué,  como  era  untura!,  al  Ministerio  de 


la  Gobernación,  pues  que  no  es  de  mi  incumbencia  el 
ramo  de  correos;  y entonces  recibí  la  respuesta  que 
trasmití  al  cónsul  eu  Gibraltar,  y estoy  esperando  el 
resultado  de  las  comunicaciones,  no  me  atrevo  á lla- 
marla negociación,  para  publicarlas,  diciendo  lo  si- 
guiente: De  toda  carta  certificada,  teuga  ó no  valores, 
responde  la  Administración  española;  y por  consi- 
guiente, la  Administración  de  Gibraltar,  no  tiene  poi- 
qué decir  que  no  responde.  Su  señoría  sabe  el  meca- 
nismo del  correo;  sabe  que  un  certificado  se  entrega 
mediante  recibo  que  sirve  de  descargo  á quien  lo  en- 
trega eu  su  destino;  y por  consiguiente,  aunque  pase 
por  cinco  ó seis  países,  se  encuentra  el  sitio  donde  se 
cometió  la  falta.  Lo  que  no  dijo  la  Administración  de 
-Gibraltar,  y tendrá  que  rectificar,  es,  que  de  las  cartas 
ordinarias  que  puedan  llevar  valores,  la  Administra- 
ción de  Gibraltar  no  responde,  pasen  por  España  ó 
por  donde  quiera;  porque  no  puede  responder  una  Ad- 
ministración de  aquello  que  no  se  declara.  Contra  la 
sospecha  que  pudiera  producir  ese  anuncio,  de  que 
en  la  Administración  española  ha  habido  extravíos,  la 
Administración  de  Correos  contesta  con  una  serie  de 
cargos  hecha  por  la  plaza  de  Algeciras  á la  plaza  de 
Gibraltar,  por  la  manera  como  entrega  el  correo,  por 
extravío  de  carias  que  de  la  Administración  españo- 
la han  ido  d Gibraltar. 

Esto  en  cuanto  á ios  hechos.  Eu  cuanto  al  acto  en 
sí  mismo,  permítame  el  Sr.  Dabán  que  le  recuerde, 
porque  de  seguro  tiene  conocimiento  de  ellos,  ios  he- 
chos que  han  ocurrido  nada  ménos  que  en  dos  gran- 
des arterias  de  comunicación  postaL  que  se  tienen  por 
16  mejor  del  mundo.  Entre  Inglaterra  y el  continente 
por  el  camino  de  Francia,  y entre  Inglaterra  y el  con- 
tinente por  el  camino  de  Alemania,  hace  poco,  en  el 
espacio  de  seis  meses,  han  sido  rotos  los  vagones, 
han  sido  abiertas  las  sacas  en  que  iban  las  carias  con 
valores  de  los  Estados-Unidos,  y robarlo  el  dinero  que 
contenían,  y ha  sido  motivo  de  escándalo  y preocu- 
pación de  la  policía  de  Bélgica,  de  Inglaterra,  de 
Francia  y de  Alemania  el  descubrir  cómo  se  ha  podido 
hacer  el  robo  de  valores  confiados  al  correo  interna- 
cional. Si,  pues,  allí  han  sucedido  estos  hechos,  quo 
son  públicos,  no  me  parece  justo  que  se  haga  un 
cargo  á la  Administración  española;  porque,  repito, 
la  Administración  no  puede  responder  de  aquello  que 
no  se  le  da. 

El  Ministro  de  la  Gobernación,  Sr.  León  y Casti- 
llo, dió  al  Parlamento,  lo  recordarán  los  Sres.  Dipu- 
tados, hace  unos  cuantos  meses,  un  dato  que  honra 
á la  Administración  española,  que  es  su  elogio  el 
más  grande.  Seguramente  al  decir  esto  quiero  rendir 
tributo  a un  Gue.rpo  que  necesita  reforma,  pero  que 
presta  grandes  servicios.  Los  valores  declarados  tras- 
portados por  el  correo  español  ascendieron  á 400  mi- 
llones de  pesetas,  de  los  cuales  ha  habido  una  pérdida 
solo  de  40.000  pesetas.  Y los  Sres.  Diputados  saben 
á qué  está  reducida  la  cosa:  á un  sobre,  en  el  que  va 
escrita  la  cifra  de  la  cantidad  que  contiene;  el  em- 
pleado no  la  ve;  únicamente  exige  que  la  carta  esté 
lacrada,  para  que  no  pueda  ser  abierta  sin  notarlo,  y 
de  este  modo  han  llegado  á todas  partes  y se  ha  re- 
partido esa  masa  de  millones,  incluso  en  las  oficinas 
del  Banco  de  España.  Pues  una  Administración  que 
puede  atestar  este  hecho,  bien  tiene  derecho  á que 
por  el  anuncio  de  la  señora  encargada  deJ  correo  en 
! Gibraltar.  explicado  de  esta  manera  y de  esto  modo, 
no  caiga  sobre  ella  acusación  ninguna,  ul  que  un  se- 
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íior  Diputado  tan  respetable  como  lo  es  el  Sr.  Daban 
pueda  hacerse  eco  ni  partícipe  de  una  injusticia  tan 
colosal. 

No  puedo  decir  otra  cosa,  porque  no  está  á mi  car- 
go el  departamento  de  Gobernación,  que  es  al  que  co- 
rresponde el  ramo  de  correos.  Afirmo,  porque  no  me 
gustaría  que  el  elogio  que  acabo  de  hacer  significase 
una  aceptación  incondicional  del  estado  actual  de  la 
administración  de  correos;  afirmo  que  ese  servicio 
tiene  defectos  que  deben  corregirse,  y que  todo  el 
mundo  tiene  alguna  queja  que  dar;  pero  lo  que  digo 
es,  que  respecto  á la  honradez  del  ramo  de  correos 
cu  cuanto  á los  valores  que  se  le  confian,  hay  un  dato 
que  no  puede  refutarse. 

Y con  que  el  Sr.  Dabán  tenga  á bien  estar  confor- 
me conmigo  en  este  sentido  general  de  la  cosa,  me 
bastará  para  que  fuera  no  se  juzgue  á la  Administra- 
ción española  de  una  manera  desconsiderada. 

El  Sr.  DABÁN:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  La 
tiene  V.  S.  para  rectificar. 

El  Sr.  DABÁN:  Debo  empezar  felicitándome  de 
haber  dado  ocasión  al  Sr.  Ministro  de  Estado  para  que 
diera  estas  explicaciones,  que  basta  ahora,  la  verdad 
es  que  no  se  habian  dado  por  ninguno  de  los  órganos 
representantes  del  Gobierno;  y claro  es  que  cuando 
no  se  habian  dado  esas  explicaciones,  se  podia  temer 
que  el  asunto  revistiera  un  carácter  más  importante 
que  el  que  S.  S.  le  ha  dado. 

Sin  embargo,  yo  debo  manifestar  que,  sean  señoras 
ó caballeros  los  encargados  de  la  administración  del 
correo  en  Gibraltar,  el  caso  es  que  son  empleados 
del  Gobierno  inglés,  y cuando  los  tiene  en  aquellos 
centros,  supongo  que  será  porque  tengan  idoneidad 
para  ello. 

Pero  lo  cierto  es  que  esa  clase  de  anuncios  no  se 
han  fijado  con  relación  á ninguno  de  los  otros  cami- 
nos que  lleva  la  correspondencia,  y únicamente  se 
hace  la  excepción  de  la  vía  postal  que  pasa  por  terri- 
torio español  y por  las  Administraciones  españolas,  y 
claro  es  que  al  hacer  esta  distinción...  (El  Sr.  Ministro 
de  Estado : No  hay  otra  vía.)  Tienen  todas  las  vías  ma- 
rítimas. (El  Sr.  Ministro  de  Estado : Son  correos  ingle- 
ses.) Y también  franceses,  y tocan  buques  de  todas 
clases  y todos  reciben  correspondencia.  Por  consi- 
guiente, al  hacer  esa  excepción  respecto  de  las  líneas 
españolas,  parece  resultar  en  desdoro  de  la  Adminis- 
tración española. 

Si  me  he  dirigido  á S.  S.,  ha  sido  por  entender  que 
si  el  ramo  de  correos  depende  del  Sr.  Ministro  de  la 
Gobernación,  la  representación  de  España  en  el  ex- 
tranjero corresponde  á S.  S.,  y entiendo  que  la  pro- 
testa debía  partir  de  S.  8.,  como  lo  prueba  que  S.  S. 
acaba  de  confesar  que  ha  dado  instrucciones  para  que 
el  anuncio  se  rectifique. 

En  Tánger  apareció  el  mismo  anuncio,  según  be 
visto  publicado  en  todos  los  periódicos,  incluso  en  El 
Imparcial.  (El  Sr.  Ministro  de  Estado:  Se  refieren  al 
mismo  de  Gibraltar.)  No;  el  de  Tánger  es  otro.  (El 
Sr.  Ministro  de  Estado : De  ese  no  tengo  noticia.) 

Y en  cuanto  á que  en  las  líneas  internacionales  se 
hayan  dado  hace  poco  tiempo  uno  ó dos  casos,  es  la- 
mentable; pero  siempre  hay  una  diferencia  muy  con- 
siderable en  que  esos  accidentes  se  presenten  una  vez 
como  excepción,  y llamen  la  atención  de  Europa, 
cuando  aquí  en  España  ocurren  todos  los  dias  esos 
percances,  repitiéndose  con  tal  costumbre,  que  parece 


que  nos  hemos  acostumbrado  á oirlos  referir  sin  ha- 
cer caso  de  ellos. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Cepeda  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  CEPEDA:  He  pedido  la  palabra  para  pre- 
sentar una  exposición  del  Ayuntamiento  y Junta  de 
mayores  contribuyentes  de  Plasencia  pidiendo  la  re- 
forma de  las  bases  y reglas  para  la  formación  de  las 
cartillas  evaluatorias.  Ruego,  pues,  á la  Mesa  se  sirva 
darle  el  curso  que  proceda. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Pasará 
á la  Comisión  correspondiente. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Pando  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  PANDO:  He  pedido  la  palabra  para  supli- 
car á la  Mesa  comunique  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar 
mi  deseo  de  que,  si  los  expedientes  que  le  rogué  re- 
mitiera ai  Congreso  fueran  reclamados  en  el  Senado, 
donde  se  lian  de  tratar  primeramente  algunos  asuntos 
de  los  que  yo  me  prometo  tratar  aquí,  sean  remitidos 
desde  luego  al  Senado. 

También  ruego  á la  Mesa  comunique  al  Sr.  Mi- 
nistro de  Ultramar  mi  deseo  de  que  se  sirva  manifes- 
tar, cuando  á bien  lo  tenga,  el  estado  ea  que  se  ha- 
llen el  expediente  relativo  al  canal  de  Vento,  en  la  Ha- 
bana, y el  relativo  al  consumo  de  ganados,  puntos 
importantísimos  que  conviene  activar,  y que  tanto 
afectan  al  interés  público  en  aquella  Ántilla. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallent):  Se  pon- 
drán en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  ile  Ultramar 
los  deseos  de  S.  S. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Maissonuave  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  MAISSONNAVE:  Que  la  situación,  seño- 
res Diputados,  de  nuestra  agricultura  es  grave,  y que 
el  estado  de  nuestros  labradores  es  tristísimo,  lo  de- 
muestra bien  claramente  el  movimiento  que  se  ad- 
vierte en  la  opinión  pública.  Las  asociaciones  agríco- 
las, por  una  parte,  celebran  con  frecuencia  sus  Con- 
gresos; se  constituyen  Ligas  agrarias  para  dirigir  la 
opinión  de  una  manera  conveniente  á sus  intereses; 
los  jefes  de  los  partidos,  los  hombres  más  eminentes 
de  la  política,  como  se  vió  ayer  tarde,  toman  á su 
cargo  también  la  defensa  de  nuesLros  campos.  Yo  creo 
que  ante  todas  estas  manifestaciones,  ante  esto  mo- 
vimiento potente  y decisivo,  conviene  al  Gobierno,  y 
principalmente  á las  Córtes,  encauzar  y dirigir  esa 
opinión  por  el  verdadero  camino,  contrarrestar  las 
preocupaciones  que  existen  y proponer  verdaderos  re- 
medios. 

A este  fin,  yo  estimo  oportuno  invitar  al  Gobierno 
á que  diga  si  tiene  el  propósito  de  acceder  á mi  rue- 
go de  que  se  abra  aquí  un  amplio  debate  sobre  el  es- 
tado en  que  se  encuentra  nuestra  agricultura  y sobre 
los  medios  de  remediar  la  crisis,  á cuyo  fin  le  anun- 
cio desde  luego  una  interpelación,  para  que  se  digne 
señalar  dia  para  explanarla.  Y con  objeto  de  que  esa 
interpelación  se  discuta  con  amplitud  y con  perfecto 
conocimiento  de  los  hechos  que  á mi  entender  inflm 
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yen  directamente  en  el  decaimiento  de  nuestra  agri- 
cultura, voy  á permitirme,  con  permiso  de  la  Presi- 
dencia, dirigir  algún  ruego  á algunos  Sres.  Ministros 
para  que  se  sirvan  traer  aquí  ciertos  datos. 

Como  yo  creo  que  nuestras  tarifas  de  ferro-carri- 
les son  una  de  las  causas  más  principales  de  que  el 
movimiento  agrícola  en  nuestro  país  no  responda  á 
las  necesidades  y á las  exigencias  de  la  opinión;  y 
como  conozco,  al  mismo  tiempo,  que  el  esfuerzo  de 
algunos  Sres.  Ministros  de  fromento  en  el  sentido  de 
que  las  tarifas  se  rebajen,  ba  encontrado  obstáculos 
insuperables,  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Fomento  tenga 
la  bondad  de  traer  al  Congreso  una  relación  de  los 
tipos  máximos  fijados  en  las  concesiones  A las  com- 
pañías de  ferro-carriles  de  los  beneficios  que  han  de 
percibir  para  que  el  Gobierno  reivindique  ó tenga  el 
derecho  de  revisar  las  tarifas.  Es  decir,  por  si  el  se- 
ñor Ministro  de  Fomento  no  me  ha  comprendido,  que 
el  Gobierno,  con  arreglo  á la  ley  de  ferro-carriles, 
tiene  el  derecho  de  revisar  l«is  tarifas  en  un  tiempo 
determinado;  y como  quiera  que  se  necesitan  ciertas 
condiciones  para  que  la  revisión  se  baga,  y estas  con- 
diciones están  alteradas  en  los  pliegos  de  concesión, 
infringiendo  en  cierto  modo  la  ley  ile  concesión  y la 
ley  general,  porque  se  fija  un  tipo  exagerado,  entien- 
do yo  que  para  saber  á qué  atenernos  en  este  punto, 
es  necesario  saber  dos  cosas:  primero,  si  el  Gobierno 
tiene  derecho,  á pesar  de  estas  alteraciones,  á revisar 
estas  tarifas;  y segundo,  si  ha  habido  alguna  respon- 
sabilidad para  los  que  han  otorgado  esos  privilegios 
lijando  esos  tipos. 

AISr.  Ministro  de  Hacienda  le  voy  á dirigir  otro 
ruego,  y como  no  está  presente,  suplico  á la  Mesa  se 
sirva  trasmitírsele.  El  Banco,  en  su  Memoria  del  mes 
de  Marzo  último,  ha  dicho  que  su  data  interina  á 
íines  del  año  1875  ascendía  á 73  millones  de  pesetas, 
y que  á fines  de  1876  se  había  reducido  esta  data  in- 
terina en  13  millones  de  pesetas;  y creyendo  yo  que 
en  los  expedientes  de  fallidos,  en  que  se  funda  esta 
data  interina,  hay  alguna  irregularidad,  yo  espero  del 
Sr.  Ministro  de  Hacienda  Lenga  la  bondad  de  traer  al 
Congreso:  en  primor  lugar,  la  relación  exacta,  por 
provincias,  de  las  cantidades  que  se  han  aplicado  á 
cada  una,  de  esos  1 3 millones  de  pesetas,  y en  segun- 
do lugar,  los  expedientes  de  fallidos  de  cualquiera  de 
las  49  provincias  de  España,  que  so  han  tenido  pre- 
sentes para  hacer  esta  operación. 

Al  Sr.  Ministro  de  Marina  le  suplico,  y ruego  Ala 
Presidencia  le  trasmita  también  mi  deseo,  se  sirva 
enviar  á la  Cámara  una  nota  de  los  cáñamos  consu- 
midos en  nuestros  arsenales  durante  el  presente  año, 
el  punto  donde  se  adquirieron  y los  precios  á que  cos- 
taron. 

Al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  que  remita  una 
nota  del  estado  en  que  se  encuentran  los  pósitos  en 
España,  y los  resultados  que  se  hayan  obtenido  de  los 
esfuerzos  hechos  por  sus  antecesores  para  su  liqui- 
dación y reintegro. 

Y como  quiera  que  también  influye  algo  en  el  de- 
caimiento de  la  agricultura  la  inseguridad  que  hay 
en  los  campos,  suplico  asimismo  ai  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia  tenga  la  bondad  de  remitir  una  re- 
lación de  los  indultos  concedidos  en  este  último  año, 
especificando  aquellos  en  que  no  haya  estado  confor- 
me el  Consejo  de  Estado. 

Estos  son  los  datos  que  me  hacen  falta;  los  demás 
los  he  conseguido  ya  á costa  de  no  poco  trabajo. 


Ruego,  pues,  al  Gobierno  que  tenga  la  bondad  de 
señalar  dia  para  contestar  á mi  interpelación,  advir- 
tiéndole que  yo  no  tengo  las  impaciencias  de  los 
pocos  años.  Si  el  Gobierno  cree  conveniente  que  se 
explane  esta  interpelación  antes  del  debate  político 
del  mensaje,  bien;  y si  cree  que  debe  explanarse  des- 
pués, yo  no  tendré  inconveniente  en  ello.  Solo  supli- 
co una  cosa  en  nombre  de  los  intereses  del  país:  que 
antes  de  la  discusión  en  detalle,  que  antes  que  se  tra- 
te de  los  remedios  empíricos  que  se  piden  para  la 
agricultura,  se  abra  aquí  un  ámplio  debate;  porque  es 
conveniente  que  después  de  una  discusión  sobre  el 
estado  en  que  se  encuentra  la  agricultura,  se  aprecien 
las  medidas  que  hay  que  adoptar. 

Con  tanto  más  empeño  suplico  esto  al  Gobierno, 
cuanto  que  ayer  oí  decir  al  Sr.  Presidente  del  Conse- 
jo de  Ministros  que  el  Gobierno  tiene  preparadas  al- 
gunas reformas  y que  solo  espera  el  resultado  de  la 
información  agrícola  para  traerlas;  y yo,  que  no  ten- 
go nada  que  decir  de  esa  información,  porque  creo  que 
debe  dar  alguna  luz  en  el  asunto,  entiendo  también 
que  donde  debe  hacerse  la  verdadera  información  so- 
bre el  estado  de  la  agricultura  española  es  aquí,  por 
los  legítimos  representantes  del  país  y en  presencia 
del  país  mismo. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodri- 
go): Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodri- 
go): Los  datos  que  con  relación  al  Ministerio  de  Fo- 
mento ha  tenido  la  bondad  de  reclamar  el  Sr.  Mais- 
sonnave,  serán  remitidos  á la  Cámara  á la  mayor 
brevedad  posible.  Creo  que  S.  S.  no  me  pide  más  que 
una  nota  ó relación  de  las  tarifas  que  rigen  en  las 
Compañías  de  nuestros  ferro-carriles,  para  saber  si 
estamos  en  aquellas  condiciones  que  son  necesarias 
para  exigir  de  esas  Compañías  la  rectificación  de  las 
tarifas  vigentes. 

El  Sr.  MAISSONNAVE:  Pido  la  palabra  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  MAISSONNAVE:  Sencillamente  para  una 
aclaración.  No  he  pedido  lo  que  supone  el  Sr.  Minis- 
tro; he  dicho  que  el  Gobierno  tiene  el  derecho  de  revi- 
sar las  tarifas  de  ferro-carriles,  porque  así  lo  determina 
el  art.  35  de  la  ley  del  5 5, y que  no  han  sido  revisadas 
estas  tarifas  á pesar  del  buen  deseo  de  algunos  Mi- 
nistros de  Fomento,  porque  en  las  leyes  de  concesión, 
infringiendo  en  mi  concepto  la  ley  general  de  feri  o- 
carriies,  se  ha  fijado  un  límite  máximo  de  beneficios 
para  que  el  Gobierno  pueda  usar  de  ese  derecho,  sin 
que  pueda  hacerse  la  revisión  antes  de  llegar  á él. 
Este  limite  máximo  es  para  algunas  Compañías  de 
12  por  100,  y para  otras  de  15  por  100;  de  manera 
que  hasta  que  las  Compañías  tengan  un  beneficio  lí- 
quido de  12  ó de  15  por  100  no  puede  hacerse  la  re- 
visión. Y si  han  de  estudiarse  detenidamente  las  ta- 
rifas que  se  hallan  en  este  caso,  con  infracción  mani- 
fiesta del  art.  35  de  la  ley  general  de  ferro  carriles, 
y si  se  ha  de  ver  si  hay  responsabilidad  para  los  que 
otorgaron  esas  concesiones  con  tales  principios,  su- 
plico al  Sr.  Ministro  de  Fomento  que  tenga  á bien 
enviar  una  nota  con  ese  máximum  de  beneficios  que 
han  de  tener  las  Compañías  con  arreglo  á sus  respec- 
tivas concesiones. 
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Si  no  me  he  explicado  bien,  tendré  el  gusto  de 
ampliar  mis  observaciones. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodri- 
go): Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodri- 
go): Creo  haber  comprendido  el  propósito  del  señor 
Maissonnave.  Tendré  el  gusto  de  remitirle  una  nota 
ó relación  de  las  tarifas  que  están  vigentes  en  las 
compañías  de  ferro-carriles,  y las  leyes  de  concesión 
en  virtud  de  las  cuales  se  pueden  revisar  esas  tarifas 
si  las  Compañías  han  obtenido  el  12  ó el  15  por  100 
de  beneficios. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Sánchez  Ai  joña):  Se  pon- 
drán en  conocimiento  de  los  Sres.  Ministros  de  la  Go- 
bernación, Hacienda,  Gracia  y Justicia  y Marina,  las 
peticiones  de  datos  que  ha  hecho  el  Sr.  Maissonnave. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Laiglcsia  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  LAIGLESIA:  Todos  los  Sres.  Diputados  sa- 
ben la  intensidad  de  la  crisis  agrícola  ó industrial  que 
preocupa  en  estos  momentos  al  país,  ó por  lo  menos 
á su  mayor  parte.  Relacionada  estrechamente  con 
ella  está  la  cuestión  de  la  crisis  jornalera,  que  tiene 
una  relación  directa  y constante  con  todos  los  movi- 
mientos de  la  producción  agrícola  y de  la  producción 
industrial;  y A consecuencia  de  esta  crisis,  en  la  pro- 
vincia de  Granada  ha  habido  disturbios  de  alguna 
consideración,  que  la  prudencia  de  las  autoridades  y 
la  sensatez  do  aquel  vecindario  han  logrado  conte- 
ner; después  en  Barcelona  ha  habido  numerosas  ma- 
nifestaciones de  maquinistas  que  pedían  protección 
para  su  trabajo  en  una  ú otra  forma;  y recientemente 
acabo  de  recibir  noticias  de  una  provincia  castellana 
bien  próxima  á Madrid,  donde  el  Obispo  y otras  au- 
toridades han  recorrido  las  casas  de  los  propietarios 
y gentes  más  acomodadas,  para  ver  si  podían  cons- 
truir y sostener  una  Tienda-asilo  que  sirviera  de  al- 
gún alivio  á las  clases  jornaleras  de  aquella  localidad. 

Frente  de  esta  situación,  cuya  gravedad  estoy  se- 
guro de  que  reconocerá  el  Gobierno  de  S.  M.,  tengo 
que  dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Fomento.  La 
ineficacia  del  plan  de  obras  públicas  que  S.  S.  había 
presentado,  y que  tengo  en  la  mano,  es  evidente;  la 
aplicación  normal  de  los  recursos  del  presupuesto 
para  satisfacer  las  necesidades  de  la  crisis  jornalera 
va  A ser  á todas  luces  insuficiente  en  este  invierno;  y 
antes  de  que  la  crisis  se  manifieste  más,  antes  de  que 
la  situación  se  agrave,  en  vista  del  evidente  fracaso 
de  este  plan  del  Sr.  Ministro,  puesto  que  dos  impor- 
tantísimas subastas  de  ferro -c¿irriles  han  resultado 
desiertas,  yo  me  dirijo  á S.  S.  para  saber  si  indepen- 
dientemente del  plan  de  obras  públicas  que  había 
preparado;  independientemente  de  la  aplicación  nor- 
mal de  los  créditos  del  presupuesto,  tiene  S.  S.  algún 
propósito  formado,  algún  proyecto  que  traer  á las 
Górtes,  que  pueda  servir  de  remedio  inmediato  para 
esta  crisis  obrera,  que  considero  verdaderamente  gra- 
ve, y puede  serlo  más  si  el  Gobierno  no  se  anticipa 
á adoptar  medidas  radicales,  medidas  verdaderamente 
importantes,  que  puedan  dar  trabajo  ai  número  con- 
siderable de  obreros  que  van  á encontrarse  sin  tra- 
bajo en  el  rigor  del  invierno,  y esto  ocurrirá  muy 


pronto,  porque  compañías  importantes  que  estaban 
construyendo  algunos  ferro-carriles  han  concluido  ó 
están  á punto  de  concluir  sus  trabajos,  y toda  la  masa 
de  obreros  que  encontraba  en  ellos  ocupación  y jor- 
nal lo  ha  perdido  ó lo  va  á perder  muy  en  breve,  y 
por  consiguiente  van  á pesar  sobre  la  agricultura,  ya 
necesitada  de  alivio,  y esto  en  la  época  más  rigurosa 
y más  difícil  del  año. 

Yo  excito  al  Sr.  Ministro  de  Fomento  para  que 
liaga  el  favor  de  decirnos  si  tiene,  independientemente 
del  plan  de  obras  públicas  que  S.  S.  ha  formado,  algún 
proyecto  preparado  ó alguna  resolución  importante 
que  pueda  venir  á remediar  esta  situación;  porque  si 
el  Gobierno  no  lo  tuviera,  esta  minoría  se  apresuraría 
á presentar  alguna  proposición  de  ley  que  directa  ó in- 
directamente pudiera  atender  á esta  gravísima  ne- 
cesidad. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodrigo); 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodrigo): 
Tanto  la  minoría  conservadora  como  el  Sr.  Diputado 
que  acaba  de  hablar,  pueden  hacer  al  país  y al  Go- 
bierno el  inestimable  servicio  de  presentar  el  plan  ge- 
neral de  obras  públicas  que  tengan  por  conveniente. 
La  mayoría  y el  Gobierno  se  lo  agradecerán,  si  dicho 
plan  significa  más  acertada  distribución  del  presu- 
puesto, ó trae  en  su  aplicación  nuevos  recursos,  me- 
dios de  acción  que  nos  son  desconocidos. 

Y hecha  esta  manifestación,  me  apresuro  á decla- 
rar que  no  comprendo  en  qué  consiste,  ni  veo  en  parte 
alguna  el  fracaso  del  plan  de  obras  públicas  autori- 
zado por  el  Ministro  de  Fomento. 

Me  he  limitado  á emplear  los  créditos  que  concede 
el  ParlamenLo,  de  una  manera  rnás  eficaz  y más  be- 
neficiosa para  los  intereses  del  país  que  otros  Gobier- 
nos lo  han  hecho;  porque  yo  no  debo  distribuir  los 
tesoros  de  la  Nación  en  dirección  de  las  conveniencia 
de  mis  amigos  ó de  intereses  personales,  sino  que  debo 
de  oir  y consulto  la  opinión  de  los  ingenieros,  personas 
cuya  pericia  é interés  por  el  bien  público  hay  que  re- 
conocer, tratándose  (le  asuntos  que  tan  de  cerca  tocan 
á sus  servicios  en  las  provincias  que  están  á su  cui- 
dado. Y no  satisfecho  con  esto,  aquellos  informes  pa- 
san á la  Junta  consultiva  de  caminos,  canales  y puer- 
tos, y cuando  ésta  me  fija  el  plan  de  obras  que  debe 
realizarse  en  el  año,  en  conformidad  á los  créditos  co- 
rrespondientes, lo  acepto  y lo  ordeno,  poniendo  así  á 
la  facultad  del  Ministro  una  limitación  que  va  acom- 
pañada de  caracteres  de  desinterés  y de  autoridad, 
cosa  que  no  ha  ocurrido  hasta  ahora.  Si  el  Sr.  Laiglc- 
sia tiene  otro  plan,  ó cuenta  con  otro  procedimiento 
más  equitativo  y acertado,  expóngalo  S.  S.,  y yo  rec- 
tificaré mis  opiniones,  si  á ello  hubiera  lugar;  pero 
ínterin  esto  no  suceda,  ha  de  serme  permitido  creer 
que  el  Gobierno  ha  marcado  en  este  punto  un  adelan- 
to y progreso  beneficioso. 

Ni  el  plan  de  obras  publicado  en  la  Gaceta , ni  nada 
de  lo  dicho,  se  relaciona  con  los  resultados  de  las  su- 
bastas de  los  ferro- carriles  de  C.alatayud  á Teruel  y 
de  Linares  á Almería.  Tres  líneas  se  han  sacado  á su- 
basta simultáneamente;  la  una  ha  tenido  postor;  las 
otras  dos,  la  de  Teruel  á Cálatatud  y la  de  Linares  á 
Almería,  no  lo  han  tenido  por  circunstancias  especia 
les;  pero  esto  ¿qué  tiene  que  ver  con  el  plan  de  obras 
públicas,  ni  con  las  causas  que  han  motivado  su  re- 
dacción? ¿Es,  acaso  ésta  la  vez  primera  que  una  su 
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basta  de  carreteras  ó de  ferro-carriles  queda  desierLa, 
ni  se  le  ha  ocurrido  á nadie  atribuir  estos  hechos  al 
plan  formado  para  ejecutar  en  cada  ano  económico,  y 
con  arreglo  á sus  presupuestos  y subvenciones  lega- 
les, determinadas  obras  públicas? 

Y por  si  la  noticia  pudiera  importar  ó agradar 
á 3.  So  le  diré  que  es  de  esperar,  y puede  suponerse 
autorizadamente,  que  no  quedará  sin  postor,  que  po- 
drá hacerse  la  línea  de  Linares  á Almería,  y que  acu- 
dirán capitales  y compañías  de  crédito  á la  subasta, 
haciéndolo  así  esperar  y suponer  un  hecho  que  debe 
conocer  S.  S.,  que  siempre  está  atento  al  movimiento 
de  estos  intereses,  y para  el  que,  y por  la  razón  ex  - 
puesta, no  j)asan  desapercibías  ciertas  cosas,  ó sea 
el  haberse  efectuado  cuatro  depósitos  para  tomar  par- 
te en  la  subasta  de  la  indicada  línea,  operaciones  que, 
dada  la  formalidad  de  los  que  realizaron  dichos  depó- 
sitos, justifican  la  creencia  de  que  se  quiere  ejecutar 
la  obra  expresada. 

Por  lo  demás,  atento  siempre  á las  necesidades 
del  país,  tendré  la  satisfacción  de  presentar  á las  Cor- 
tes, eu  plazo  no  lejano,  un  proyecto  de  ley 'acerca  de 
lo  que  so  llama  comunmente  la  segunda  red  do  ferro- 
carriles, ó sea  aquella  que  ha  de  formarse  con  ferro- 
carriles económicos  ó de  vía  estrecha. 

Ei  Sr.  LAIGLESIA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  LAIGLESIA:  El  Sr.  Ministro  de  Fomento 
no  tuvo  la  fortuna  de  asistir  á la  sesión  de  ayer,  por- 
que si  S.  S.  hubiera  oido  la  discusión  que  tuvo  aquí 
lugar,  habría  oido  al  Sr.  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  defender  calurosamente  la  idea  de  que  el 
Gobierno  no  admitía  en  ninguna  cuestión  ir  á la  zaga 
délas  minorías.  Por  consiguiente,  si  el  Sr.  Presidente 
del  Consejo  se  opone  á ir  á la  zaga  de  ninguna  mino- 
ría ni  de  ninguna  personalidad,  por  importante  que 
sea,  ¿cómo  quiere  S.  S.  que  yo  venga  á presentar  aquí 
un  plan  de  obras  públicas  ni  nada  que  se  refiera  ú los 
intereses  generales,  cuando  esto,  lejos  de  desearlo 
8.  S.,  debe  temerlo,  si  ha  de  interpretar  lealmente  las 
palabras  del  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros? 

Pero  se  trata  de  intereses  demasiado  formales  para 
que  esto  pueda  ser  motivo  de  diferencias  de  aprecia- 
ción, fundadas  en  el  uso  de  una  ú otra  palabra.  Ei 
hecho  concreto  es  que  en  el  plan  de  obras  públicas 
del  ejercicio  corriente  figuran  solo  2.255.000  pesetas 
para  construcción  de  obras  nuevas,  en  la  que  están 
comprendidos  carreteras,  faros,  puertos, etc.,  y entra- 
ba como  partida  importantísima  la  subasta  de  tres 
ferro-carriles,  entre  ellos  el  de  Teruel  á Calatayud  y 
el  de  Linares  á Almería,  los  cuales  por  su  importan 
cia  representaban  una  esperanza  de  trabajo  para  dos 
zonas  importantes.  Esos  dos  ferro-carriles  que  acabo 
de  indicar,  unidos  á otro,  constituían  el  plan  de  ferro- 
carriles que  S.  S.  tenía  proyectado.  Ha  habido  tres 
subastas,  de  las  cuales  dos  han  quedado  desiertas, 
porque  el  Sr.  Ministro  de  Fomento  comprenderá  que 
no  puede  concederse  importancia  al  hecho  de  haber- 
se presentado  cuatro  depósitos,  porque  depósitos  sin 
proposición  pueden  ser  esperanza  de  una  prima.  La 
prueba  de  que  no  eran  proposiciones  eficaces  es  que, 
si  lo  hubieran  sido,  la  concesión  de  las  obras  habría 
seguido  á la  constitución  del  depósito,  y S.  S.  habría 
tenido  ocasión  de  hacer  la  adjudicación  de  las  líneas. 

1 labia,  pues,  tres  líneas  férreas  en  el  plan  del 
Sr,  Ministro  de  Fomento;  una  ha  sido  adjudicada; 
las  subastas  de  las  dos  más  importantes  han  quedado 


desiertas  por  falta  de  postor;  y ante  la  evidencia  de 
estos  hechos,  yo  digo  á S.  S.  que  no  basta  el  plan 
formado  para  este  ejercicio,  para  las  necesidades 
obreras  del  país;  que  es  necesario  hacer  algo  más 
de  lo  que  hasta  ahora  se  ha  hecho.  Su  señoría  me  da 
alguna  esperanza  al  anunciar  el  proyecto  general  de 
la  red  de  ferro-carriles  económicos,  el  cual,  si  se 
plantea  con  acierto  y se  desenvuelve  con  éxito,  puede 
constituir  una  esperanza  para  el  país  en  general,  y 
más  aún  para  las  zonas  más  directamente  interesa- 
das en  la  construcción  de  esas  líneas. 

Por  consiguiente,  si  de  la  excitación  que  acabo 
de  hacer  resulta  que  S.  S.  apresura  la  presentación 
del  proyecto  que  ha  anunciado,  tendré  que  celebrar 
la  pregunta  hecha;  no  debiendo  ver  S.  S.  en  esto  nin- 
guna especie  de  hostilidad,  porque  S.  S.  ha  tenido,  en 
el  tiempo  que  lleva  en  el  Ministerio,  la  buena  inten- 
ción que  Luvieron  también  todos  los  anteriores,  de 
promover  de  la  manera  más  útil  y conveniente  para 
el  país  las  obras  públicas. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Ministro  de  Fomen- 
to tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodri- 
go): Es  indudable,  Sres.  Diputados,  y con  repetición 
lo  he  dicho,  que  no  constituye  ni  puede  constituir 
el  plan  de  ejecución  de  obras  públicas  de  ningún  Mi- 
nistro de  Fomento,  el  que  se  pueda  anunciar  la  su- 
basta de  dos  ó tres  líneas  de  ferro-carriles,  prévios 
ios  depósitos  que  son  de  ley:  el  plan  á que  me  refería 
es  aquel  que  arrancando  de  los  créditos  que  concede 
el  Parlamento,  y teniendo  en  cuenta  las  mas  urgentes 
necesidades  del  país,  desenvuelve  y realiza  después 
el  Gobierno  en  la  forma  que  estima  más  adecuada. 

Si  la  rectificación  del  Sr.  Laigiesia  mereciese  ob- 
servaciones de  cierta  índole,  le  diría  que  tampoco 
estuvo  acertado  en  la  cifra  que  señaló  para  subvención 
de  carreteras,  ferro-carriles,  puertos,  etc.,  pues  no  os 
exacto  se  consigne  para  estas  obras  en  el  presupuest  o 
vigente  2.255.000  pesetas,  por  lo  que  resulta  inútil 
aquel  argumento  que  suponía  quedaría  sin  aplicación 
este  crédito,  porque  su  mayor  parte  babia  de  invertir- 
se en  la  construcción  de  unas  líneas  férreas  que  no  se 
ejecutan. 

Nada  de  eso,  Sr.  Laigiesia.  Para  carreteras  nue- 
vas, y únicamente  para  esto,  autorizó  el  presupuesto 
los  dos  millones  de  pesetas  á que  8.  S.  aludia,  y el 
resto  y más  hasta  los  2.255.000  pesetas  es  para  los 
gastos  de  estudio  que  originen  las  carreteras.  Las 
subvenciones  para  ferro-carriles  figuran  en  mayor 
partida  en  otro  lugar  del  presupuesto,  y su  distribu- 
ción obedece  á procedimientos  distintos  que  los  que 
se  emplean  en  la  construcción  de  carreteras. 

En  cuanto  á la  segunda  red  de  ferro  carriles,  ten- 
ga el  Sr.  Laigiesia  un  poco  de  paciencia,  y pronto  verá 
(no  sé  si  decir  con  disgusto  por  proceder  de  un  ad- 
versario) el  proyecto  necesario  para  confirmar  lo  que 
antes  ofrecí. 


EL  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Ansaldo  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  ANSALDO:  La  he  pedido  para  reproducir 
dos  proposiciones  de  ley  que  presenté  en  la  anterior 
legislatura,  sobre  segregación  de  varios  barrios  del 
pueblo  de  Motrico  y su  agregación  á Elgoibar,  y so- 
bre que  los  porteros  de  las  Direcciones  generales  de 
i Hacienda  sean  nombrados  por  el  Ministro  del  ramo. 
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El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Que- 
dan reproducidas. 

(Véanse  los  Apéndices  l.°  y 2."  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Allende  Salazar 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  ALLENDE  SALAZAR:  Una  sencilla  pre- 
gunta al  Sr.  Ministro  de  Fomento.  Considero  conve- 
niente saber  si  el  Gobierno  ha  reproducido  el  proyec- 
to de  ley  sobre  crédito  agrícola,  presentado  á las  Cór- 
tes  en  la  primera  legislatura  por  el  Sr.  Montero  Ríos. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodri- 
go): Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodri- 
go): Creo  yo  que  la  pregunta  del  Sr.  Allende  Salazar 
esté  contestada  préviamente  por  el  Sr.  Presidente  del 
Consejo  de  Miuislros  en  una  de  las  sesiones  anterio- 
res, al  reproducir  todos  los  proyectos  de  ley  presenta- 
dos por  el  Gobierno. 

El  Sr.  ALLENDE  SALAZAR:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ALLENDE  SALAZAR : Efectivamente, 
tuve  ocasión  de  oir  al  Sr.  Presidente  del  Consejo  que 
quedaban  reproducidos  todos  los  proyectos  presenta- 
dos por  el  Gobierno;  pero  como  es  el  caso  que  el  pro- 
yecto á que  me  redero  se  presentó  en  la  primera  legis- 
latura y no  se  discutió,  fué  reproducido  en  la  segun- 
da y no  se  discutió  tampoco,  y temo  que  suceda  aho- 
ra lo  mismo,  quisiera  saber  si  es  que  hay  interés  por 
parte  de  Alguien  en  que  este  proyecto  no  se  discuta, 
pues  tengo  motivos  para  creer  esto  que  estoy  afir- 
mando, y aunque  no  tengo  interés  en  el  asuntó  en  el 
sentido  de  creer  que  el  proyecto  sea  bueno  ó malo, 
sin  embargo  conviene  que  cuando  se  trata  de  pro- 
yectos de  esta  clase  de  interés  general  se  diga  fran- 
camente la  opinión  del  Gobierno,  y que  no  se  dé  el 
caso  de  presentar  proyectos  y tener  luego  el  propó- 
sito de  que  no  se  discutan. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodri- 
go): Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  FOMENTO  (Navarro  y Rodri- 
go): Es  realmente  desusado  é insólito  lo  que  el  señor 
Allende  Salazar  pretende.  Pretende  S.  S.  descubrir,  po- 
ner de  manifiesto  las  intenciones,  los  propósitos  ocultos 
que  pueda  tener  el  Gobierno:  no  se  tiene  aquí  una 
conducta  pública  y otra  privada;  el  Gobierno  lia  re- 
producido ese  proyecto,  que  está  en  una  Comisión  y 
puede  venir  á la  orden  del  dia  desde  mañana  para 
discutirse. 


ORDEN  DEL  DIA. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  procede  á la  votación 
definitiva  de  un  proyecto  do  ley.  v 

Se  leyó,  revisado  por  la  Comisión  de  corrección 
do  estilo  y hallándose  conforme  con  lo  acordado,  se 
votó  y aprobó  definitivamente  el  proyecto  de  ley  au- 
torizando la  construcción  de  un  ferro-carril  de  vía 
estrecha  que  partiendo  de  Cantillana  termine  en  la 
Puebla.  (Véase  el  Apéndice  3.°  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Santa  Gr  uz  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  SANTA  CRUZ:  Para  reproducir  una  pro- 
posición de  ley  de  la  legislatura  pasada,  sobre  au- 
mento de  subvención  al  ferro-carril  de  Calatayud  á 
Teruel. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Conde  de  Sallen  t):  Queda 
reproducida. 

(Vease  el  Apéndice  4.°  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  la  sesión. 
El  Congreso  pasa  á reunirse  en  Secciones.» 
Eran  las  cuatro.  ir 


A las  seis  y media  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  sesión.» 

Dióse  cuenta  y el  Congreso  quedó  enterado  de  que 
las  Secciones,  en  su  reunión  de  hoy,  habían  acordado 
los  siguientes  nombramientos: 

Presidentes . 

Sres.  Montero  Ríos. 

Gullon. 

Canalejas. 

Maura. 

Becerra. 

Angulo. 

Marios. 

Vicepresidentes . 

Sres.  Gil  Verges. 

Cabezas. 

López  Domínguez. 

Conde  de  Xiqucna. 

Pedregal. 

Silvcla  (D.  Francisco). 

Ruiz  Capdepon. 

Secretarios. 

Sres.  Testor. 

Burell. 

Arias  de  Miranda. 

Morales. 

Conde  de  Sallent. 

Ruiz  Martínez  (D.  Rafael). 

Sánchez  Arjona  (D.  Luis). 

Vicesecretario ?. 

• Sres.  Conde  de  Niebla. 

Marqués  de  Mochales. 

Laviña. 

Perojo. 

Sanz  y Peray. 

Ansaldo. 

Ibarra. 

COMISIONES. 

, Exámen  de  cuentas. 

Sres.  Fabra  y Floreta. 

López  (D.  Cayo). 

Aguilera. 

Alvarez  Marino. 

Gómez  Marín. 

Rodríguez  Correa. 

Fernandez  Villaverde. 
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Peticiones. 

Sres.  Cuartero. 

Azcárraga. 

Rey. 

Nuñez  de  Velasco. 
Ribot. 

Garijo  Lapa. 

Gutiérrez  de  la  Vega. 


Corrección  de  estilo. 

Sres.  Testor. 

Mellado. 

Perez  Galdós. 

Castelar. 

Jimeno. 

Rodríguez  Correa. 
Cárdenas. 


Gracias  ó pensiones. 


Contestación  al  discurso  de  la  Corona. 


Sres.  Ballesteros. 

Benayas. 

Laviña. 

Cañellas. 

Guitian. 

Perez  (D.  Vicente). 
Landecho. 

Gobierno  interior. 


Sres.  Montero  Ríos. 

Santamaría. 

Canalejas. 

Mau  ra. 

González  Fiorr 
Cobian. 

García  Gómez  de  la  Serna. 


Sres.  Buque  de  Almodóvar  del  Rio. 
Cort. 

Ordoüez. 

Conde  de  Gomar. 

Garnica. 

Azcáratc. 

Vizconde  de  Campo-Grande. 

Presupuestos. 

Sres.  López  Rodríguez. 

Puerta. 

Ramos  Calderón. 

Sánchez  Pastor. 

Molleda. 

García  Alix. 

Garijo  (D.  Cipriano). 

Mellado. 

Sagasta  (B.  Primitivo). 
Santana. 

Aguilera. 

Gallego  Díaz. 

Vázquez  López. 

Gutiérrez  Agüera. 

Rosoli. 

La  Guardia. 

La  Serna. 

Alvarez  Marino. 

Orozco. 

Soto  Martínez. 

Díaz  Moreu. 

Bushell. 

González  de  la  Fuente. 

Gómez  Marín. 

Navarro  Reverter. 

Allende  Salazar. 

González  y Gonzalez-Blanco. 
Rodríguez  Correa. 

Ruiz  Martínez  (D.  Rafael). 
Cobian. 

Botija. 

Eguiiior. 

Fabra  (D.  Gil  María). 

Recio  y Sánchez  de  Ipola. 
García  de  Hita. 


Autorizando  la  ratificación  del  tratado  de  comercio  entre 
España  y los  Países-Bajos. 

Sres.  Duque  de  Almodóvar  del  Rio. 

Bas  y Mosó. 

Gutiérrez  Agüera. 

Conde  de  Xiquena. 

Jimeno. 

Nieto  y Perez. 

Marqués  de  la  Vega  de  Armijo. 

Pago  al  Ayuntamiento  de  Vitoria  de  un  crédito  reco- 
nocido contra  el  Estado  por  indemnización  de  gastos  de 
tas  fortificaciones  construidas  durante  la  última  gue- 
rra civil. 


Sres.  Ibargoitia. 

Azcárraga. 

Becerro  de  Bengoa. 

Ruiz  de  Galarreta. 

Peñalba. 

Ansaldo. 

Ibarra. 

Presupuestos  de  Cuba.  ' 

Sres.  Crespo  Quintana. 

Sánchez  Guerra. 

Rodrigañez. 

Vázquez  Queipo. 

Silvela  (D.  Francisco  Agustín). 
García  del  Castillo. 

Villanueva. 

De  Puerto-Rico. 

Sres.  García  San  Miguel  (B.  Crescente). 
Gullon  (D.  Eduardo). 

Perez  Galdós. 

Avilés. 

Gómez  Marín. 

Soler  (B.  Antonio). 

Alcalá  del  Olmo. 

29 
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Autorizando  la  construcción  de  un  ferro-carril  econó- 
mico desde  la  mina  Admirable  á San  Juan  de  Asnal - 
farache . 

Sres.  Cruz. 

Talero. 

Burga. 

Conde  de  Xiquena. 

Martin  Toro. 

Ruiz  Martínez  (D.  Rafael). 

Sánchez  Arjona  (D.  Luis). 

Condonando  á varios  pueblos  de  la  provincia  de  Huesca 
dos  trimestres  de  contribución. 

Sres.  Gil  Berges. 

Arredondo  (D.  Mariano). 

Coll  y Moneas!. 

Alvarado. 

Bushell. 

Anglada. 

Muio. 

Rebajando  las  tarifas  de  los  telegramas  de  la  prensa 
periódica . 

Sres.  Sánchez  Pastor. 

Mansi  (D.  Angel). 

Rey. 

Caüellas. 

Martin  Pernal. 

Vinccnti. 

GroizarcL 

Suplicatorio  pidiendo  autorización  para  continuar  pro- 
cediendo contra  el  Sr . Diputado  D.  Teodoro  Baró . 

Sres.  Cuartcro. 

Sánchez  Guerra. 

Gallego  Díaz. 

Cañcllas. 

Martin  Toro. 

Barroso. 

Merelles. 

División  de  secciones  del  Ayuntamiento  de  Gradefes  en 
el  distrito  de  León . 

Sres.  Mollcda. 

Santana. 

Becerro  de  Bengoa. 

Nuíiez  de  Velasco. 

Pedregal. 

Azeárate. 

Muro. 


Las  Secciones  autorizaron  la  lectura  de  las  si- 
guientes proposiciones  de  ley: 

Del  Sr.  Bushell  imponiendo  á los  alcoholes  indus- 
triales un  recargo  extraordinario  de  una  peseta  en 
litro  además  de  los  derechos  que  hoy  les  señalan  las 
tarifas  de  consumos.  (Véase  el  Apéndice  5.°  d este 
Diario.) 

Del  Sr.  Cánovas  del  Castillo  estableciendo  un  re- 
cargo transitorio  sobre  los  derechos  de  introducción 
de  cereales  y sus  harinas.  ( Véase  el  Apéndice  G.°  d este 
Diario.) 


Del  Sr.  Danvila  estableciendo  un  impuesto  tran- 
sitorio á la  importación  del  arroz.  (Véase  el  Apéndice 
7.°  d este  Diario.) 

Del  Sr.  Ramos  Calderón  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  la  de  Campana  á enlazar  con  la 
general  de  Andalucía  cerca  de  Fuentes.  (Véase  el  Apén- 
dice 8.°  d este  Diario.) 

Del  Sr.  Vincenti  incluyendo  entre  los  puertos  de 
interés  general  de  segundo  orden  los  de  Buell  y Can- 
gas en  la  provincia  de  Pontevedra.  (Véase  el  Apéndi- 
ce 9.°  d este  Diario.) 

Del  mismo  incluyendo  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras la  de  Pontevedra  á Campo.  (Véase  el  Apéndi- 
ce 1 0.°  á este  Diario.) 

Del  Sr.  Alvarez  Marino  sobre  ingresos  y ascensos 
en  los  desliaos  de  la  Administración  civil.  (Véase  el 
Apéndice  1 1.°  d este  Diario.) 

Del  Sr.  Martinez  del  Campo  para  establecer  una 
estación  telegráfica  en  Pradoluengo.  (véase  el  Apén- 
dice 12.°  á este  Diario.) 

Del  Sr.  Guitón  (D.  Eduardo)  declarando  de  utili  - 
dad pública  el  tranvía  aéreo  de  Serena  á la  playa  de 
Garrucha.  (Véase  el  Apéndice  13.°  á este  Diario.) 

Del  Sr.  Cánovas  del  Castillo  sobre  derogación  de 
la  reforma  arancelaria  y revisión  de  los  tratados  de 
comercio.  (Véase  el  Apéndice  14.°  á este  Diario.) 

De  los  Sres.  Ibarra  y Arias  de  Miranda,  autori- 
zando la  concesión  de  un  ferro- carril  de  via  estrecha 
que  partiendo  del  de  Madrid  á Arganda  termine 
en  Colmenar  de  Oreja,  (véase  el  «Apéndice  15.°  á este 
Diario.) 

Del  Sr.  Pando  autorizando  al  Gobierno  para  con- 
tratar el  servicio  de  recaudación  de  la  renta  de  adua- 
nas do  la  isla  de  Cuba.  (Véase  el  Apéndice  16.°  d esto 
Diario.) 

De  los  Sres.  Botija  y López  Péíegrin  autorizando 
la  concesión  de  un  ferro-carril  económico  desde  Si- 
güenza  á Alcañiz  con  un  ramal  á Gaspe.  (Véase  el 
Apéndice  17.°  á este  Diario.) 

Del  Sr.  Ibarra  incluyendo  en  el  plan  general  de 
carreteras  la  de  Alcalá  de  Henares  á Torrejon  del 
Rey.  (Véase  el  Apéndice  18.°  d este  Diario.) 

Del  Sr.  Guitian  para  establecer  una  estación  te- 
legráfica en  Cangas  de  Morrazo.  ( Véase  el  Apéndice 
19.°  d este  Diario.) 

Del  Sr.  Becerro  de  Bengoa  condonando  á la  pro- 
vincia de  Alava*  la  mitad  del  cupo  que  se  le  ha  seña- 
lado por  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y gana- 
dería para  el  ano  económico  de  1887-S8.  (Véase  el 
Apéndice  20.°  á este  Diario.) 

Del  Sr.  Ansaldo  reformando  los  arts.  2.°  y 5.°  del 
Reglamento  del  Congreso.  (Véase  el  Apéndice  21.°  á 
este  Diario.) 


Se  leyó  la  comunicación  siguiente: 

«Senado. — Excmos.  Sres.:  Él  Sr.  Senador  D.  Fer- 
nando Vida,  en  la  sesión  de  hoy,  ha  pedido  el  expe- 
diente incoado  en  el  Ministerio  de  Ultramar  referente 
á la  venida  á la  Península  del  capitán  general  de 
Puerto-Rico,  Sr.  Palacios;  y habiendo  manifestado  el 
Sr.  Ministro  de  Ultramar  se  encuentra  en  esa  Cámara, 
rogamos  á V.  EE.  que,  á ser  posible,  se  sirvan  remi- 
tirlo á este  Cuerpo  Colegislador  á fin  de  que  se  tenga 
presente  al  discutir  la  conlestacion  al  mensaje  de  la 
Corona. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Palacio  del 
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Senado  6 de  Diciembre  de  1887.=José  Abascal,  Se- 
cador Secretario.— Tose  de  la  Torre,  Senador  Secre- 
tario.—Señores  Secretarios  del  Congreso  de  los  Dipu- 
tados.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Este  expediente  está  en  el 
Congreso  á disposición  de  los  Sres.  Diputados  y á 
instancia  de  uno  de  ellos,  el  Sr.  Romero  Robledo  (Este 
Sr.  Diputado  pide  la  palabra );  y aunque  de  las  pala- 
bras de  S.  S.  pudiera  deducirse  que  no  tiene  el  inten- 
to de  que  se  retuviese  aquí  el  expediente  si  exigían 
su  presencia  en  el  Senado  las  necesidades  del  debate, 
el  Sr.  Romero  Robledo  tendrá  la  bondad  de  explicar 
sus  propósitos;  porque  mientras  S.  S.  no  renuncié  al 
derecho  que  ejercitó,  el  Presidente  no  puede  resolver 
sobre  esta  comunicación. 

El  Sr.  Romero  Robledo  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  ROMERO  ROBLEDO:  Cuando  yo  tuve  la 
honra  de  pedir  ese  expediente,  manifesté,  como  me 
parece  ha  recordado  el  Sr.  Presidente  del  Congreso, 
que  si  en  el  Senado  se  hacía  análoga  petición,  yo  no 
tendría  inconveniente  ninguno  en  que  el  expediente 
fuera  allí  remitido,  en  consideración  á que  la  discu- 
sión del  mensaje  ha  do  tener  preferencia  en  aquel 
Cuerpo.  Hoy,  por  consecuencia,  no  tengo  que  hacer 
más  que  ratificar  este  propósito  mió  y decir  que  con 
mucho  gusto  renuncio  á esc  mi  derecho,  si  es  que  le 
tengo,  y que  veré  con  gusto  que  pasa  el  expediente  á 
la  otra  Cámara  á disposición  de  los  Sres.  Senadores. 
De  la  cortesía  de  aquel  Cuerpo  espero  yo  que  podré 
adquirir  en  él  los  informes  que  hubiera  adquirido  en 
la  Secretaría  del  Congreso. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Renunciado  el  derecho  por 
el  Sr.  Romero  Robledo,  pasará  el  expediente  á dispo- 
sición del  Senado. 


Dióse  cuenta  y el  Congreso  quedó  enterado  de  que 
la  Comisión  de  incompatibilidades  había  nombrado 
presidente  al  Sr.  Marqués  de  Valdctcrrazo  y secre- 
tario al  Sr.  Cánido. 


Se  acordó  quedase  sobre  la  mesa,  á disposición  de 
los  Sres.  Diputados,  el  expediente  á que  se  refiere  la 
siguiente  comunicación: 

«Ministerio  de  Fomento. — Excmos.  Sres.:  S.  M.  la 
Reina  Regente,  en  nombre  de  su  augusto  Hijo  D.  Al- 
fonso XIII  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á bien  disponer  se  re- 
mita á V.  EE.  como  en  su  Real  nombre  lo  verificó, 
bajo  índice,  el  expediente  relativo  al  establecimiento 
de  un  faro  en  la  isla  del  Peregil,  cuyo  expediente  se 
han  servido  V.  EE.  reclamar  en  comunicación  de  4 
del  actual. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.=Madrid  7 
de  Diciembre  de  1 88 7.=Gárlos  Navarro  y ltodrigo.= 
Señores  Secretarios  del  Congreso  de  los  Diputados.» 


El  Congreso  quedó  enterado  de  la  siguiente  co- 
municación. 

«Senado. — Al  Congreso  de  los  Diputados. — El  Senado, 
en  sesión  de  este  dia,  ha  nombrado  á los  Sres.  Sena- 
dores D.  José  Gallostra,  D.  Diego  García  y Marqués 
de  Torneros  para  formar  parte  de  la  Comisión  mixta, 
que  eu  virtud  del  art.  20  de  la  ley  de  administración 
y contabilidad  del  EsLado  de  25  de  Junio  de  1870,  ha 
de  inspeccionar  las  operaciones  de  la  Dirección  de  la 
Deuda  pública  durante  la  presente  legislatura. 

Y lo  pone  en  conocimiento  del  Congreso  de  los 
Diputados. 

Palacio  del  Senado  6 de  Diciembre  de  1887.= 
El  Marqués  de  la  Habana,  Presiden le.= José  Abascal, 
Senador  Secretario.=Josó  de  la  Torre,  Senador  Se- 
cretario. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  pasado 
mañana: 

Dictámen  y voto  particular  sobre  lo  contencioso- 
administrativo. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete  ménos  veinte  minutos. 


VEINTIUN  APENDICES 


APÉNDICE  l.°  AL  NÚM.  0 

DIARIO 

DE  LAS 

ESIOHES  DE  CHITES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proposición  fie  ley,  del  Sr.  Ansaldo  ( reproducida J,  segregando  del  término  muni- 
cipal de  Molrico  tres  barrios  para  incorporarlos  al  de  Elgoibar. 


El  Diputado  que  suscribe  tiene  la  honra  de  some- 
ter á la  deliberación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  l.°  La  demarcación  que  en  la  provincia 
de  Guipúzcoa  ocupan  los  barrios  conocidos  con  los 
nombres  de  Azpilgoeta,  Plaza  de  Mondaro  y Larasu- 
mendi  y el  caserío  llamado  Tantola,  sito  en  el  de  As- 
tigarribia,  cuyo  territorio  y grupos  de  población  for- 
man parte  hoy  del  término  municipal  de  la  villa  de 
Motrico,  se  considerarán  incorporados  á la  de  Elgoi- 
bar, á cuya  jurisdicción  y acción  administrativa  que- 
darán sujetos  desde  la  promulgación  de  esta  ley. 

Art.  2.°  La  segregación  decretada  por  esta  ley 


se  llevará  á efecto  sin  perjuicio  de  los  derechos  de 
propiedad  y de  acuerdo  en  un  todo  con  lo  dispuesto 
en  el  art.  6.°  de  la  vigente  ley  municipal,  quedando  en 
su  virtud  subsistentes  en  favor  de  la  cabeza  del  actual 
término  las  obligaciones  que  legítimamente  pesen 
sobre  los  vecinos  de  las  referidas  barriadas,  y de  igual 
modo  el  derecho  de  los  últimos  á los  aprovechamien- 
tos de  los  montes,  si  son  condóminos  de  los  pastos  ó 
leñas. 

Art.  3.°  Por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  se 
dictarán  las  órdenes  necesarias  para  la  ejecución  y 
cumplimiento  de  las  disposiciones  contenidas  en  los 
dos  anteriores  artículos. 

Palacio  del  Congreso  30  de  Noviembre  de  1886.= 
Francisco  Ansaldo  y Otálora. 
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APÉNDICE  2.°  AL  NÚM.  6 


DIARIO 


DE  LAS 


SESIONES  DE  CORTE 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Ansaldo,  para  que  los  nombramientos  de  porteros  de 
las  Direcciones  generales  de  Hacienda  cuyos  sueldos  no  sean  inferiores  á 1.500 
pesetas  se  hagan  por  el  Ministerio  del  ramo. 


AL  CONGRESO. 

Si  hay  por  parte  del  Estado  casi  una  Obligación 
moral  de  recompensar  los  buenos  servicios  de  los 
que  durante  un  largo  lapso  de  tiempo  contribuyen, 
auuquc  sea  en  esfera  modestísima,  al  cumplimiento 
de  sus  funciones,  y si  la  moralidad  en  la  Administra- 
ción exige  como  condición  indispensable  que  todos 
los  empleados  puedan  encontrar  en  su  celo,  probidad 
y constancia  la  garantía  de  ser  amparados  ellos  y 
sus  familias  cuando  los  achaques  de  la  vejez  ó la 
muerte  les  inutilice  para  el  trabajo,  esta  condición 
se  hace  más  necesaria  aún  y aquella  obligación  es 
todavía  más  sagrada  al  tratarse  de  aquellos  cuyo 
co.rto  sueldo  no  les  permite  acudir  al  ahorro,  única 
base  del  porvenir  de  los  humildes. 

Tales  sin  duda  son  los  fundamentos  en  que  se 
basa  la  institución  conocida  por  el  título  de  «dere- 
chos pasivos.» 

Pues  bien;  los  únicos  empleados  que  constituyen 
una  verdadera  excepción  en  este  punto  y que  se 
bailan  privados  de  las  ventajas  que  esa  institución 
reporta  á los  de  su  clase,  son  los  porteros  de  las  Di- 
recciones generales  del  Ministerio  de  Hacienda,  que, 
boy  por  hoy,  tienen  la  triste  seguridad  de  que,  des- 


pués de  veinte  ó treinta  años  de  honrados  servicios, 
han  de  quedarse  sin  recursos  de  ningún  género  y dejar 
á sus  hijos  en  el  más  completo  abandono. 

Para  borrar  semejan  Le  desigualdad  solicitaron 
que  su  nombramiento  se  hiciera  de  Real  órden;  for- 
móse el  oportuno  expediente,  y aunque  fueron  favo- 
rables á la  pretensión  ios  informes  de  la  Dirección 
general  de  lo  contencioso  y de  la  Sección  de  Hacienda 
del  Consejo  de  Estado,  el  Ministro  del  ramo  se  abstu- 
vo de  resolver  en  el  asunto  por  estimar  que  la  deci- 
sión es  propia  del  Poder  legislativo. 

Las  consideraciones  expuestas,  que  hacen  com- 
prender desde  luego  la  justicia  de  que  desaparezca 
una  diferencia  que  carece  del  menor  fundamento, 
mueven  al  Diputado  que  suscribe  á someter  á la  de- 
liberación del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  único.  Los  nombramientos  de  porteros 
de  las  Direcciones  generales  de  Hacienda  cuyos  suel- 
dos no  sean  inferiores  á 1.500  pesetas,  corresponderán 
al  Ministro  del  ramo  y producirán  los  derechos  todos 
que  nacen  de  los  hechos  de  Real  órden. 

Palacio  del  Congreso  31  de  Mayo  de  1887.= 
Francisco  Ansaldo. 
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APÉNDICE  8 ° AL  NÚM.  8 


DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  1E  CORTES 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proyecto  de  ley,  aprobado  definitivamente,  autorizando  la  construcción  dé  un 
ferro- carril  de  vía  estrecha  que  partiendo  de  Canlillana  termine  en  la  Puebla. 


AL  SENADO 

El  Congreso  de  los  Diputados,  conformándose  con 
lo  propuesto  por  varios  individuos  de  su  seno,  ha  apro- 
bado el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY 

Articulo  l.°  Se  autoriza  al  Gobierno  para  con- 
ceder, sin  subvención  directa  del  Estado,  á los  seño- 
res J.  M.  Ibarra  é hijos  la  construcción  y explotación 
de  uu  ferro-carril  de  vía  estrecha  que,  partiendo  de 
Canlillana,  se  dirija  por  Villaverde,  Alcalá  del  Rio, 
La  Algaba,  Sant.iponce,  Sevilla,  San  Juan  de  Aznalfa- 
rache,  Gelves,  Palomares  y Coria  del  Rio  á terminar 
en  la  Puebla,  junto  á Coria. 


Art.  2.°  Este  camino  se  considera  de  utilidad  pú- 
blica para  todos  los  efectos  de  la  ley  de  expropiación 
forzosa  y de  la  general  de  obras  públicas. 

Art.  3.°  La  concesión  se  sujetará  al  proyecto  fa- 
cultativo que  los  Sres.  J.  M.  Ibarra  é hijos  presen- 
tarán en  breve,  prévia  aprobación  del  mismo  por  el 
Ministerio  de  Fomento,  ateniéndose  en  todo  caso  para 
la  construcción  y explotación  á las  prescripciones  de 
la  legislación  vigente. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.°  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  7 de  Diciembre  de  1887.= 
Cristino  Martos,  Presidente.=Diego  Arias  de  Miran- 
da, Diputado  Secretario.  = Manuel  Ibarra,  Diputado 
Secretario. 


APÉNDICE  A*  AL  NÚM.  6 


DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proposición  de  ley , del  Sr.  Sania  Cruz  (reproducida ),  autorizando  la  concesión 

del  ferro-carril  de  Calatayud  A Teruel. 


A LAS  CORTES. 

Autorizado  el  Gobierno  por  la  ley  de  16  de  Abril 
de  1885  para  otorgar  la  concesión  del  ferro-carril  de 
Calatayud  á Teruel,  se  han  verificado  dos  subastas 
con  este  objeto ; la  primera  en  6 de  Octubre  de  1886 
y la  segunda  en  7 de  Marzo  del  ano  actual,  sin  que 
en  ninguna  de  ellas  se  haya  podido  autorizar  la  con- 
cesión. 

Resuelto  el  Gobierno,  según  declaración  que  hace 
al  presentar  á las  Córtes  el  proyecto  de  ley  para  au- 
mentar la  subvenciou  al  ferro-carril  de  Linares  á Al- 
mería, que  se  encuentra  en  idénticas  circunstancias, 
á agotar  lodos  los  medios  legales  hasta  conseguir  que 
las  provincias  de  Almería,  Soria  y Teruel  queden  en- 
lazadas con  el  resto  de  España  por  medio  de  líneas 
férreas,  es  muy  justo  y conforme  con  los  propósitos 
del  Gobierno  que  á la  línea  de  Calatayud  á Teruel 
se  le  aumente  la  subvención  que  tenía  concedida,  en 
proporción,  por  lo  ménos,  igual  á la  que  se  propone 
para  la  línea  de  Linares  á Almería,  ó sean  100.000 
pesetas  por  kilómetro. 

Al  conceder  este  aumento  de  subvención  se  debe 
procurar  por  todos  los  medios  que  las  leyes  permitan 
el  evitar  que  al  verificarse  la  subasta,  y confiando 
únicamente  en  la  importancia  de  la  subvención,  se 
luigan  proposiciones  que,  si  bien  llenen  los  requisitos 
de  la  ley,  no  ofrezcan,  ni  al  Gobierno,  ni  á las  provin- 
cias interesadas,  la  completa  seguridad  de  que  la  lí- 
nea se  construya  en  los  plazos  marcados,  haciendo, 
basta  cierto  punto,  inútiles  los  sacrificios  que  se  im- 
poneu  ai  Estado;  y con  este  fin,  se  propone  que  para 
tomar  parte  en  la  subasta  se  deposite  el  5 por  100 
del  presupuesto  en  lugar  del  1 que  la  ley  de  ferro- 
carriles dispone. 

Fundados  en  estas  consideraciones,  los  Diputados 
Que  suscriben  tienen  el  honor  de  someter  á la  apro- 
bación de  las  Cortes  la  siguiente 


PROPOSICION  DE  LEY 

Articulo  l.°  Se  autoriza  al  Gobierno  para  otorgar, 
con  sujeción  á la  legislación  vigente  sobre  ferro- 
carriles, en  cuanto  no  se  oponga  á lo  dispuesto  en 
ésta,  y con  arreglo  ai  proyecto  aprobado  por  Real 
orden  de  14  de  Febrero  de  1871,  la  concesión  de  la 
línea  de  Calatayud  á Teruel. 

Art.  2.°  El  plazo  para  terminar  las  obras  no  podrá 
exceder  de  cinco  años,  contados  desde  la  fecha  en  que 
sea  adjudicada  la  concesión.  La  duración  de  ésta  será 
de  noventa  y nueve  años,  contados  desde  la  misma 
fecha.' 

Art.  3.°  El  Estado  auxiliará  la  construcción  de 
este  ferro-carril  entregando  á la  Empresa  concesio- 
naria 12.900.000  pesetas  en  metálico  y sin  reducción 
alguna,  distribuidas  en  cinco  anualidades  consecuti- 
vas é iguales  de  2.580.000. 

Art.  4.°  El  Estado  auxiliará  además  la  ejecución 
de  este  ferro-carril  concediendo  la  exención  de  los 
derechos  de  aduanas  al  material  que  sea  necesario 
introducir  del  extranjero  para  construir  la  línea  y 
para  explotarla  durante  los  diez  primeros  años. 

Art.  5.°  Ei  auxilio  de  12.900.000  pesetas  consig- 
nado en  el  art.  3.°  no  sufrirá  reducción  ninguna  aun- 
que ocurra  el  caso  previsto  en  el  art.  19  de  la  ley  de 
ferro-carriles  vigente. 

Art.  6.°  El  Ministro  de  Fomento  anunciará  la  su- 
basta con  arreglo  á esta  ley,  por  un  plazo  que  no  ex- 
cederá de  cuarenta  dias,  á los  ocho  de  solicitar  cual- 
quier particular  ó Compañía,  siempre  que  á la  solicitud 
acompañe  documento  que  acredite  haber  depositado 
en  la  Caja  general  de  depósitos  el  5 por  100  del  pre- 
supuesto aprobado  que  exige  el  art.  1 6 de  la  ley  de 
ferro-carriles,  exigiendo  igual  depósito  para  tomar 
parte  en  la  subasta. 

Palacio  del  Congreso  1 5 de  Marzode  1887.=Fran- 
cisco  Santa  Cruz. 
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APÉNDICE  6.°  AL  NÚM.  6 


Proposición  do  ley,  del  Sr.  fíushell,  imponiendo  á los  alcoholes  industriales  un 
recargo  extraordinario  de  una  peseta  en  litro  además  de  los  derechos  que  hoij 

les  señalan  las  tarifas  de  consumos. 


El  Diputado  que  suscribe,  teniendo  preseute  la 
crisis  por  que  atraviesa  la  producción  vinícola,  pro- 
pone al  Congreso  se  sirva  aprobar  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  1 .*  Los  alcoholes  industriales,  cualquiera 
que  sea  el  puuto  de  su  fabricación,  pagarán  un  im- 
puesto extraordinario  de  una  peseta  en  litro,  además 
de  lo?  derechos  que  hoy  señalan  las  tarifas  de  con- 
sumos. 

Art.  2.°  El  impuesto  de  consumos  hoy  vigente  se 


recaudará  corno  hasta  aquí  sin  alterar  la  forma  de 
percepción,  pero  el  extraordinario  se  cobrará  preci- 
samente á la  salida  de  las  fábricas  ó á su  paso  por 
las  aduanas,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  ser  rein- 
tegrado. 

Art.  3.°  Las  fábricas  para  destilar  alcoholes  pu- 
ramente de  vino  quedarán  libres  de  toda  contribución 
durante  diez  años,  y sus  productos  no  pagarán  el  im- 
puesto extraordinario. 

Palacio  del  Congreso  2 de  Diciembre  de  1887.= 
Enrique  Bushell. 
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APÉNDICE  6.°  AL  NÚM.  6 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Cánovas  del  Castillo  y otros,  estableciendo  un  recargo 
transitorio  sobre  los  derechos  de  introducción  de  cereales  y sus  harinas. 


AL  CONGRESO. 

La  angustiosa  crisis  que  nuestros  intereses  agrí- 
colas vienen  padeciendo,  exige  de  los  poderes  públicos 
remedios  dirigidos  pronta  y eficazmente  á conjurarla 
ó á combatir  cuando  ménos  sus  efectos  y á atenuar 
sus  estragos.  Proviene  en  parte  de  causas  generales 
que  pesan  sobre  todas  las  Naciones  de  Europa,  como  el 
exceso  de  la  producción  de  cereales  en  Norte- Améri- 
ca, en  la  India  y en  Australia,  las  condiciones  aven- 
tajadísimas en  que  esa  producción  se  obtiene,  la  ba- 
ratura de  los  trasportes,  la  baja  persistente  de  los 
precios;  pero  son  por  desgracia  sus  rigores  más  in- 
tensos y aflictivos  en  España,  porque  los  acrecientan 
otras  causas  ya  naturales,  ya  económicas  peculiares 
á su  cultivo  y á su  suelo,  y entre  ellas  principal- 
mente el  crecido  gravamen  de  la  contribución  terri- 
torial. 

A aliviarlo  deben  dirigirse,  sin  demora,  los  es- 
fuerzos de  una  enérgica  política  de  nivelación  del 
presupuesto,  que  logre  suprimir  el  déficit , reduciendo 
los  gastos  públicos  y reorganizando  y fortaleciendo 
la  tributación  indirecta;  mas  entre  tanto  urge  que  á 
ejemplo  de  lo  que  han  hecho  con  más  previsión,  aun- 
que sin  tanta  necesidad,  otros  Estados  del  continente 
europeo,  defendamos  la  producción  agrícola,  nervio 
de  nuestra  riqueza  y base  de  nuestros  cambios,  sos- 
teniendo sus  precios  frente  á la  abrumadora  concu- 
rrencia que  los  combate. 

Se  ofrece  como  el  medio  más  eficaz,  adecuado  y 
rápido  de  conseguirlo,  la  imposición  de  un  recargo 
transitorio  con  carácter  compensador,  que  los  Diputa- 
dos que  suscriben  consideran  necesario  fijar  en  un 
30  por  100  de  la  totalidad  de  los  derechos  actuales. 
Sean  cuales  fueran  las  .consecuencias  que  de  su  com- 
paración con  los  impuestos  por  las  tarifas  de  otros 


países  deduce  la  crítica  de  determinadas  escuelas,  es 
de  evidencia  notoria  que  no  bastan  á contener  la  inva- 
sión creciente  de  los  cereales  extranjeros.  Demués- 
tralo los  estados  oficiales  de  importación,  en  térmi- 
nos que  no  sufren  respuesta.  De  26.200  toneladas  de 
mil  kilógramos  fué  el  promedio  anual  de  la  introduc- 
ción de  trigo  en  el  quinquenio  de  1871  á 1875;  as- 
cendió á 51.800  en  el  de  1876  á 1880,  y después 
han  alcanzado  las  importaciones  del  primero  de  los 
cereales  las  cifras  siguientes: 


AÑOS 


TONELADAS 
de  mil  kilógramos. 


1881  19.900 

1882  275.700 

1883  238.400 

1884  98.600 

1885  112.000 

1886  149.800 


Tales  datos,  y el  último  y decisivo  de  las  intro- 
ducciones de  trigo  en  el  año  corriente,  que  hasta  30 
de  Setiembre  ó sea  en  los  nueve  meses,  cuyos  resul- 
tados son  conocidos,  se  elevan  á 213.600  toneladas, 
no  dejan  duda,  atendidos  los  caracteres  de  la  crisis 
universal  y sus  circunstancias  de  agravación  entre 
nosotros  sobre  la  necesidad  y urgencia  de  la  medida 
propuesta  en  la  siguiente 

PROPOSICIOY  DE  LEY. 

Artículo  1.®  El  derecho  transitorio  establecido  so- 
bre el  trigo  y su  harina  por  las  leyes  de  presupuestos 
de  26  de  Diciembre  de  1872  y 21  de  Julio  de  1876, 
se  extiende  á los  demás  cereales  comprendidos  en  la 
partida  244  del  arancel,  y se  percibirá  con  sujeción 
á los  siguientes  tipos: 
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PARTIDAS  DEL  ARANCEL* 

DERECHO 

Unidad. 

TRANSITORIO. 
Pesetas.  Cents. 

242.  Trigo 

1 00  kilg. 

3 

21 

243.  Harina  de  trigo 

Idem 

4 

72 

244.  Los  demás  cereales.. 

Idem 

0 

93 

245.  Harinas  delosmismo3 

Idem 

1 

35 

Art.  2.°  Los  derechos  fijados  por  el  artículo  an- 
terior serán  exigibles  al  ines  de  promulgada  esta  ley. 

Palacio  del  Congreso  2 de  Diciembre  de  1887.= 
Antonio  Cánovas  del  Gastillo.=C.  El  Conde  de  Tore- 
no.=Francisco  Silvela.=Raimundo  Fernandez  Villa- 
verde.=El  Vizconde  de  Campo  Grande.=Marqués  de 
Pidal.=Fcrnando  Cos-Gayon. 


APÉNDICE  7.°  AL  NÚM.  6 


CONGEESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proposición  de  leí),  del  Sr.  Danvila  y otros,  estableciendo  un  impuesto  transitorio 

á la  importación  del  arroz. 


AL  CONGRESO. 

La  laboriosa  crisis  que  la  producción  del  arroz 
viene  atravesando  de  algunos  años  á esta  parte,  se 
agravó  por  la  reforma  arancelaria  vigente  y en  espe- 
cial por  los  tratados  de  comercio  que  abrieron  la  se- 
gunda columna  del  arancel  á los  grandes  centros  pro- 
ductores de  arroz;  por  las  Reales  órdenes  de  25  de 
Mayo  y 12  de  Junio  de  1886,  referentes  al  descasca- 
rillado del  arroz,  y por  una  série  de  causas  que  hacen 
reconocer  al  actual  Jefe  del  Gobierno,  que  la  agricul- 
tura y la  ganadería  se  hallan  hoy  en  desesperada  si- 
tuación. 

El  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  en  cumplimiento  de 
solemnes  compromisos  contraidos  ante  la  Represen- 
tación del  país,  ordenó  por  Real  decreto  de  20  de 
Julio  de  1886,  una  información  solemne  en  breve 
plazo,  acerca  de  las  causas  de  la  crisis  y sus  oportu- 
nos remedios;  y aunque  la  mayoría  respecto  de  unos 
extremos,  y todos  sus  individuos  en  cuanto  á otros, 
emitieron  diligentemente  su  opinión,  y en  21  de  Di- 
ciembre de  1886  varios  Diputados  por  la  provincia 
de  Valencia  llegaron  á formular  dictámen  pidiendo 
varias  resoluciones,  no  se  ha  adoptado  ninguna  que 
remedie  las  necesidades  siempre  crecientes  de  la  agri- 
cultura, y hoy  verdaderamente  aterradoras. 

Para  salir  de  esta  insostenible  situación  y cono- 
cer los  verdaderos  propósitos  del  Gobierno,  hoy  que 
lia  espirado  el  tratado  con  Italia  y que  esta  Nación  se 
niega  á prorrogarlo  más  allá  del  l.°  de  Enero  próxi- 
mo, creen  los  Diputados  que  suscriben  que  es  inelu- 
dible la  presentación  de  una  proposición,  que  A la  vez 
que  ampare  y proteja  una  producción  especial  en  la 
agrícola  de  la  provincia  de  Valencia,  demuestre  con 
evidencia  que  el  Congreso  se  preocupa  de  esta  situa- 


ción y no  abandonará  nunca  ni  por  ningún  motivo  la 
defensa  de  los  grandes  intereses  materiales  del  país, 
y pide,  que  por  lo  ménos,  se  conceda  A la  producción 
arrocera  la  misma  protección  que  se  reclama  para 
los  demás  cereales  dentro  de  las  necesidades  nacio- 
nales y de  su  presupuesto,  con  reserva  de  adoptarse 
en  la  esfera  administrativa  todas  aquellas  resolucio- 
nes que  por  su  naturaleza  no  reclaman  una  medida 
legislativa. 

Por  estas  consideraciones,  los  Diputados  que  sus- 
criben tienen  el  honor  de  someter  A la  aprobación  del 
Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  i.°  Se  establece  un  impuesto  transitorio 
á la  importación  del  arroz,  que  se  percibirá  con  arre- 
glo á los  siguientes  tipos: 

DERKCUO  TRANSITORIO. 

PARTIDAS  DEL  ARANCEL.  — ^ — — 

Unidad.  Pesetas. 


240.  Arroz  con  cáscara 100  kilog.  1 ‘25 

241.  Arroz  sin  cáscara Idem  2*50 

Art.  2.°  Los  derechos  fijados  por  el  articulo  an- 
terior serán  exigibles  desde  l.°  de  Enero  de  1888.  • 
Art.  3.°  Para  lodos  los  suministros  de  la  Admi- 
nistración pública,  así  militar  como  civil,  el  Estado 
adquirirá  exclusivamente  .arroces  de  producción  na- 
cional. 

Palacio  del  Congreso  2 de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Francisco  de  Laiglesia.=Cayetano 
de  Pineda.=Amalio  Jimeuo.=Francisco  Si!vela.= 
Raimundo  Fernandez  Villaverde.=Sinibaldo  Gutié- 
rrez y Más. 
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APÉNDICE  8.°  AL  NÚM.  6 


DIARIO 

DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Ramos  Calderón,  imluyendo  en  el  plan  general  de 
carreteras  la  de  Campana  á enlazar  con  la  general  de  Andalucía  cerca  de 

Fuentes. 


A LAS  CORTES. 

El  pueblo  de  Campana  es  uno  de  los  pocos  que  en 
la  provincia  de  Sevilla  se  ha  quedado  completamente 
aislado  de  todos  los  demás,  por  falta  de  medios  de  co- 
municación, careciendo  por  tanto  de  las  facilidades 
necesarias  pava  dar  salida  á sus  productos.  A reme- 
diar estos  inconvenientes  se  dirige  esta  proposición  de 
ley,  que  de  ser  aceptada  por  el  Congreso  y aprobada 
por  el  Senado,  dará  ocasión  al  establecimiento  de  una 
carretera  que  pondrá  al  pueblo  de  Campana  en  comu- 
nicación con  la  carretera  general  de  Andalucía,  y 
hasta  con  la  línea  férrea  de  Córdoba  á Sevilla.  No  es 
mucha  la  distancia  que  hay  entre  Campana  y Fuen- 
tes; pero  la  naturaleza  del  terreno  es  tal,  que  se  hace 
intransitable  durante  todo  el  invierno  por  los  cami- 
nos ordinarios,  y es  indispensable  por  tanto  hacer  una 


carretera  que  dé  á ese  trayecto  condiciones  de  solidez 
y estabilidad. 

Fundado  en  las  razones  expuestas,  el  Diputado  que 
suscribe  tiene  el  honor  de  proponer  á las  Córte»  la 
siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  declara  incluida  en  el  plan  gene- 
ral de  carreteras,  una  que  partiendo  de  Campana,  pro- 
vincia de  Sevilla,  enlace  en  la  general  de  Andalucía 
en  el  kilómetro  481,  cerca  de  Fuentes. 

Art.  2.°  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  188G  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Congreso  3 de  Diciembre  de  1887.= 
Antonio  Ramos  Calderón. 
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APÉNDICE  9.°  AL  NÚM.  6 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Vincenli,  incluyendo  entre  los  puertos  de  interés  yene- 
ral  de  segundo  orden  los  de  Buell  y Cangas,  en  la  provincia  de  Pontevedra. 


El  Diputado  que  suscribe  tiene  la  honra  de  some- 
ter á la  deliberación  y aprobación  del  Congreso  la  si- 
guiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  consideran  adicionados  al  ar- 


tículo 10  de  la  ley  de  7 de  Mayo  de  1880,  como  de 
interés  general,  de  segundo  órden,  los  puertos  de 
Buell  y Cangas  (Pontevedra). 

Palacio  del  Congreso  3 de  Diciembre  de  1887.= 
Eduardo  Vinccnti. 
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APÉNDICE  10.“  AL  NÍTM.  6 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Vincenli,  incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras 

del  Eslado  la  de  Pontevedra  á Campo. 


El  Diputado  que  suscribe  tiene  el  honor  de  some- 
ter á la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Articulo  único.  Se  declara  incluida  en  el  plan  ge- 


neral de  carreteras  del  Estado,  la  que  partiendo  de 
Pontevedra  y pasando  por  Leres  y Gere,  termine  en 
el  Campo. 

Palacio  del  Congreso  3 de  Diciembre  de  1887.= 
Eduardo  Vincenti. 
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APÉNDICE  11*  AL  NÚM.  6 


DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Alvarez  Marino,  sobre  ingreso  y ascensos  en  los 

destinos  de  la  Administración  civil. 


AL  CONGRESO. 

La  ley  de  presupuestos  de  1876  estableció  reglas 
fijas  para  el  ingreso  y para  el  ascenso  de  los  destinos 
de  la  administración  civil  del  Estado. 

El  partido  liberal,  inspirado  por  su  alto  sentimien- 
to de  desinterés  y patriotismo  respetó  en  1881, en  toda 
su  integridad,  la  obra  de  sus  adversarios  políticos. 

En  estos  once  años,  salvo  las  excepciones  reserva- 
das á los  representantes  de  la  Nación,  nadie  ha  ingre- 
sado en  la  Administración  civil  con  mayor  sueldo  de 
1.500  pesetas,  no  teniendo  un  título  académico  de  fa- 
cultades ó estudios  superiores,  en  cuyo  caso  lian  po- 
dido hacerlo  en  destino  de  oficial  de  administración 
de  segunda  clase;  nadie  lia  ascendido  de  una  clase  á 
otra  sin  contar  con  dos  años  de  servicio  en  la  inme- 
diata inferior,  y se  requiere,  además,  para  este  ascen- 
so un  número  proporcional  de  dos  años  de  servicio 
del  Estado. 

Desde  aquella  fecha,  y á medida  que  ha  avanzado 
el  tiempo,  se  ha  hecho  sentir  con  mayor  fuerza  la  ne- 
cesidad de  completar  la  obra  del  partido  conservador 
con  tanta  abnegación  respetada  por  el  partido  liberal. 

El  Diputado  que  suscribe  cree  que  ha  llegado  la 
ocasión  de  recoger  el  fruto  de  aquellas  importantísi- 
mas reformas. 

Cuando  tanto  se  habla  de  mejorar  y de  moralizar 
la  Administración  pública,  es  urgente  buscar  la  fór- 
mula que  ha  de  servir  de  sólido  fundamento  para  es- 
tablecer definitivamente  el  edificio  de  las  que  podrán 
entonces  llamarse  con  justicia  carreras  de  la  Admi- 
nistración civil,  huyendo  con  exquisito  cuidado  de 
todo  lo  que  pueda  parecer  propósito  ni  tendencia  po- 
lítica de  ningún  género. 

Modificando  en  parte  las  reglas  para  el  ingreso, 
para  la  reposición  de  I03  cesantes,  para  el  ascenso  y 


para  la  separación,  los  empleados  activos  y los  cesan- 
tes se  encontrarán  en  posesión  de  una  verdadera  ca- 
rrera y con  su  porvenir  asegurado. 

El  Gobierno  podrá  dictar  las  reglas  á que  ha  de 
sujetarse  para  la  separación  la  proyectada  Junta  de 
jefes,  y tendrá  un  procedimiento  legal  para  desemba- 
razarse de  aquellos  funcionarios  que  lo  merezcan  por 
su  desaplicación,  por  su  ineptitud  ó por  su  indisci- 
plina. La  administración  pública  ganará,  porque  á la 
mayor  satisfacción  de  ios  empleados  y á su  estabili- 
dad en  los  destinos  públicos,  responderá  indefectible- 
mente el  mayor  celo  y la  mayor  pericia. 

Los  que  en  la  actualidad  se  encuentran  en  la  triste 
clase  de  cesantes,  no  tendrán  que  esperar  cambios  de 
situación  para  volver  á ocupar  sus  puestos  en  breví- 
simo plazo,  y si  bien  los  empleados  activos  disfruta- 
rán inmediatamente  del  beneficio,  los  cesantes  acoge- 
rán con  júbilo  una  disposición  que,  además  de  darlos 
la  seguridad  de  su  colocación,  les  traerá,  una  vez  lo- 
grada aquella,  la  certeza  del  ascenso  y la  garantía  de 
que  no  podrán  ser  separados  sin  justa  causa  y sin  ser 
oidos. 

Además  es  irritante  la  desigualdad  que  existe  en 
lo  que  toca  á provisión  de  empleos  entre  las  clases 
militares  y civiles. 

La  escala  cerrada,  con  todas  sus  ventajas  y sus 
pequeños  inconvenientes,  existe  en  los  cuerpos  de  Es- 
tado mayor,  Artillería,  Ingenieros,  Guardia  civil,  Ca- 
rabineros, Capellanes  castrenses,  Sanidad,  Administra- 
ción y Jurídico  militar.  De  hecho  se  aplica  también 
rigurosamente  en  las  armas  generales  de  Infantería  y 
Caballería. 

En  las  carreras  civiles  gozan  de  igual  ventaja  la 
judicatura  y la  magistratura,  el  profesorado  en  todos 
sus  grados,  los  ingenieros  de  todas  clases,  los  Cuerpos 
de  abogados  del  Estado,  del  Tribunal  de  Cuentas,  del 
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Consejo  de  Estado,  de  archiveros  y bibliotecarios,  de 
topógrafos,  de  telégrafos,  de  aduanas  y de  estableci- 
mientos penales.  La  carrera  eclesiástica,  la  del  Nota- 
riado, la  de  Registros  de  la  propiedad,  los  ayudantes 
y sobrestantes  de  obras  públicas  y hasta  los  peones 
camineros,  todos  disfrutan  de  las  ventajas  de  estabi- 
lidad en  sus  empleos.  Solo  algunos  empleados  de  Fo- 
mento, la  mayoría  de  los  de  Hacienda  y los  que  de- 
penden del  Ministerio  de  la  Cobernacion,  son  los  que 
pueden  contarse  injustamente  en  el  número  de  los 
desheredados. 

Creemos,  por  último,  que  debe  reservarse  al  Go- 
bierno todo  lo  que  se  refiere  á la  formación  y publi- 
cación de  escalafones,  á creación  de  carreras  especiales 
y á las  condiciones  de  aptitud  que  han  de  exigirse 
para  ingresar  en  las  mismas. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el  Diputado  que 
suscribe  tiene  la  honra  de  presentar  al  Congreso  la 
siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  l.°  El  ingreso  en  los  destinos  de  los  di- 
versos ramos  de  la  Administración  civil,  que  depen- 
den de  los  Ministerios  de  la  Gobernación  y de  Ha- 
cienda y en  los  de  las  oficinas  centrales  y Secciones 
provinciales  de  Fomento,  que  no  tengan  carácter  pe- 
ricial, tendrá  lugar  por  las  plazas  de  la  última  ca- 
tegoría hasta  el  empleo  de  oficial  de  quinta  clase,  con 
arreglo  á la  ley  de  10  de  Junio  de  1885  sobre  provi- 
sión de  empleos  civiles  en  los  sargentos  y demás  cla- 
ses de  tropa  del  ejército,  y á las  modificaciones  que 
en  la  misma  se  introduzcan  en  lo  sucesivo. 

Art.  2.°  Los  que  tengan  título  académico  de  fa- 
cultad ó estudios  superiores  podrán  ingresar  en  des- 
tino de  oficiales  de  cuarta,  tercera  ó segunda  clase. 

Art.  3.°  Se  exceptúan  los  destinos  corespondien- 
tes  á las  Direcciones  de  sanidad  marítima,  los  de  di- 
rectores de  baños  y aguas  minerales  y los  de  las  Direc- 
ciones generales  de  telégrafos,  de  seguridad,  de  adua- 
nas y de  lo  contencioso  del  Estado,  que  se  rigen  por 
disposiciones  especiales. 

Art.  4.°  Para  obtener  el  cargo  de  Subsecretario  y 
para  los  demás  jefes  superiores  de  Administración,  se 
requiere  ser  ó haber  sido  Senador  ó Diputado  á Cor- 
tes en  dos  elecciones  generales,  ó haber  disfrutado  un 
sueldo  igual  ó superior  á 8.750  pesetas. 

Art.  5.°  El  cargo  de  gobernador  civil  se  conferirá 
con  arreglo  á lo  que  dispone  la  ley  provincial. 

Art.  G.°  De  cada  dos  vacantes  que  ocurran,  se  des- 
tinarán: la  primera  al  ascenso  entre  los  empleados 
activos,  y la  segunda  á los  cesantes  de  igual  catego- 
ría y clase  que  lo  soliciciten,  con  la  antigüedad  que 


les  corresponda,  exceptuando  de  estas  disposiciones 
á los  gobernadores  civiles  y jefes  superiores  de  Ad- 
ministración. 

Art.  7.°  Para  cubrir  por  ascenso  las  vacantes  que 
resulten  se  establecerán  tres  turnos:  uno  de  antigüe- 
dad, otro  de  concurso  y otro  de  elección  libre  entre 
los  individuos  de  la  categoría  inferior  que  lleven  dos 
años  cuando  ménos  de  servicio  en  la  clase  inferior  in- 
mediata. 

Art.  8.°  Para  el  ascenso  por  concurso  se  atende- 
rá: primero,  á los  servicios  especiales  y á las  recom- 
pensas obtenidas;  segundo,  á las  condiciones  de  ap- 
titud ó instrucción,  y tercero,  al  tiempo  de  servicios. 

Art.  9.°  Para  el  ascenso  de  libre  elección  se  aten- 
derá únicamente  á la  aptitud,  celo,  moralidad,  ins- 
trucción y comportamiento. 

Este  turno  se  reservará  también  para  el  ingreso 
en  los  destinos  de  oficiales  de  cuarta,  tercera  y se- 
gunda  clase,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  2.°  de 
esta  ley. 

Art.  10.  A la  separación  de  empleados,  con  ex- 
cepción de  los  gobernadores  civiles  y jefes  superiores 
de  Administración,  precederá  siempre  la  suspensión 
de  empleo  y sueldo  x>or  un  plazo  que  no  podrá  exce- 
der de  tres  meses,  dentro  del  cual  debe  recaer  una  re- 
solución definitiva,  y no  podrán  ser  separados  sino  á 
propuesta,  debidamente  motivada,  de  la  Junta  de  je- 
fes de  su  respectivo  Ministerio,  oyendo  previamente 
á los  interesados. 

Art.  11.  Los  empleados  de  todos  los  ramos  y ca- 
tegorías podrán  obtener  la  excedencia  por  un  plazo 
que  no  sea  menor  de  un  año,  y no  exceda  de  tres. 

El  excedente  que  no  solicite  la  vuelta  ai  servicio 
antes  de  espirar  el  plazo  de  la  excedencia,  será  dado 
de  baja  definitivamente. 

Los  excedentes  que  vuelvan  ai  servicio  ocuparán 
el  lugar  con  que  figuraban  en  sus  respectivos  esca- 
lafones, categorías  y ciases,  al  obtener  la  excedencia, 
y para  que  pueda  concederse  la  segunda  y sucesivas 
ha  de  mediar  un  año  al  ménos  de  una  á otra  con- 
cesión. 

Art.  12.  El  Gobierno  publicará  todos  los  años,  en 
los  primeros  quince  dias  del  mes  de  Enero,  los  esca- 
lafones con  la  debida  separación  de  ramos  ó carreras, 
y dictará  los  reglamentos  para  el  cumplimiento  de 
esta  ley. 

Art.  13.  Los  ordenadores  y los  interventores  de 
pagos,  bajo  su  responsabilidad  personal,  no  harán  abo- 
no alguno  de  haberes  á los  empleados  públicos  que 
obtuvieron  nombramiento  no  ajustado  á las  reglas 
contenidas  en  esta  ley. 

Palacio  del  Congreso  3 de  Diciembre  de  1887.== 
José  Alvarez  Marino. 


APÉNDICE  12.°  AL  NÍTM.  6 


Proposición  de  ley , del  Sr.  Martínez  del  Campo,  para  establecer  una  estación 

telegráfica  en  Pradoluengo  (BúrgosJ. 


AL  CONGRESO. 

El  Diputado  que  suscribe  tiene  el  honor  de  some- 
ter á la  consideración  y aprobación  del  Congreso  la 
siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY 

Artículo  i."  La  vía  telegráfica  que  lia  hecho  ne- 
cesaria el  cumplimiento  de  la  ley  de  17  de  Junio  de 
1887  para  el  establecimiento  de  una  estación  en  Ez- 
caray,  provincia  de  Logroño,  se  prolongará  hasta  la 


villa  de  Pradoluengo  de  la  de  Burgos,  en  donde  se  es- 
tablecerá también  la  correspondiente  estación  por 
cuenta  del  Estado. 

Art.  2.°  El  Ministro  de  la  Gobernación  dispondrá 
lo  conveniente  para  cumplir  lo  ordenado  en  el  artícu- 
lo anterior,  tan  luego  como  sean  aprobados  los  presu- 
puestos del  Estado  para  el  próximo  año  económico,  si 
los  del  corriente  no  permitieran  destinar  desde  luego 
á este  servicio  los  fondos  necesarios. 

Palacio  del  Congreso  3 de  Diciembre  de  1887.=» 
Eduardo  Martinez  del  Campo. 


APÉNDICE  ia.°  ¿L  NÚM.  8 


DE  LAS 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Gullon  (U.  Eduardo J,  declarando  de  utilidad  [ róMiea 
el  tranvía  aéreo  de  la  Serena  á la  playa  de  Garrucha. 


AL  CONGRESO. 

La  constante  baja  que  vienen  experimentando  los 
precios  de  los  minerales,  que  con  tal  abundancia  se 
explotan  en  nuestro  suelo,  hace  indispensable  abara- 
lar  cuanto  posible  sea  los  medios  de  trasporte,  de 
modo  que  la  economía  que  se  realice  al  hacer  la  ex- 
plotación venga  á compensar  para  la  riqueza  minera 
el  descenso  que  en  el  valor  de  las  unidades  explotadas 
so  advierta  en  los  mercados  extranjeros. 

El  coste  de  las  modernas  vías  de  comunicación 
excede  eu  muchas  localidades  & los  recursos  de  que 
la  industria  minera  puede  disponer  si  el  concierto  con 
los  propietarios  ó el  reconocimiento  del  derecho  de 
expropiación  forzosa  no  viene  á reducir  á límites  ra- 
zonables el  valor  de  los  terrenos  que  hay  que  ocupar. 

Inspirada  en  estas  necesidades  evidentes  la  Socie- 
dad de  explotación  de  las  minas  de  hierro  de  Bedar, 
ha  proyectado  la  construcción  de  un  tranvía  aéreo 
para  dar  salida  á los  minerales  que  explota  en  aquella 


zona;  y como  la  situación  del  Tesoro  no  permite  pedir 
subvención  ni  excepciones  arancelarias,  se  concede 
solo  en  la  proposición  de  ley  que  hacemos  á conti- 
nuación, aquellos  derechos  que  sin  reserva  se  conce- 
den siempre  a Loda  clase  de  obras  públicas,  y que  sin 
notoria  injusticia  no  podrían  negarse  á la  que  es  ob- 
jeto de  esta  proposición. 

En  vista  de  las  razones  expuestas,  el  que  suscribe 
tiene  la  honra  de  proponer  ai  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  declara  (le  utilidad  pública, 
con  el  derecho  á la  expropiación  forzosa  y aprove- 
chamiento de  los  terrenos  de  dominio  público,  el  tran- 
vía aéreo  que  para  el  trasporte  de  minerales  ha  pro- 
yectado la  Sociedad  de  explotación  de  las  minas  de 
hierro  de  Bedar  desde  el  punto  denominado  Serena 
hasta  la  playa  de  Garrucha. 

Palacio  del  Congreso  3 de  Diciembre  de  1887.= 
Eduardo  Gullon. 
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DE  LAS 


SESIONES  DE 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Cánovas  del  Castillo  y oíros , sobre  derogación  de  la 
reforma  arancelaria  y revisión  de  los  tratados  de  comercio. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

Las  Córtes  del  Reino  no  pueden  desoír  ni  satisfa- 
cerse con  lamentar  el  clamor  de  las  clases  producto- 
ras y laboriosas,  heridas  por  la  crisis  económica  que 
atraviesa  el  mundo  y por  otras  causas  harto  conoci- 
das que  agravan  sus  efectos  en  nuestra  Patria.  Perte- 
necen al  número  de  ellas,  el  restablecimiento  en  1882 
de  la  reforma  arancelaria  suspendida  en  1875  y los 
tratados  de  comercio  negociados  bajo  el  espíritu  de 
aquella  reforma,  notoriamente  contrario  á las  necesi- 
dades del  estado  económico  presente. 

En  alguna  medida,  aunque  con  deficiencia  inne- 
gable, hubo  de  reconocerse  esta  verdad  al  aprobar  la 
ley  de  5 de  Agosto  de  1886,  que  sea  como  quiera  sus- 
pendió felizmente  la  reducción  de  derechos  señalada 
para  l.°  de  Julio  del  año  actual. 

Mas  ante  la  persistencia  de  la  crisis  y del  quebran- 
to ó de  la  falta  absoluta  de  beneficios  que  ella  oca- 
siona á tantos  ramos  del  trabajo  nacional,  nada  re- 
suelve esa  concesión  incompleta  que  se  otorgó  ade- 
más sometiéndola  á la  condición  extraña  é impropia 
de  que  se  autorizase  por  el  Poder  legislativo  la  pró- 
rroga de  los  tratados  de  comercio. 

Es  ya  apremiante  que  el  Estado  reivindique  y pro- 
clame la  libertad  de  acción  sobre  los  aranceles  de 
aduanas  que  las  leyes  de  1860,  1882  y 1886  entor- 
pecen y limitan,  á fin  de  que  las  Cortes,  con  la  Corona, 
la  usen  en  adelante,  no  con  sujeción  á plazos  fijos  y 
tipos  uniformes,  sino  tomando  en  consideración,  sin 
olvidar  jamás  la  prudencia  y parsimonia  que  tan  de- 
licada materia  exige,  las  circunstancias  y los  tiempos, 
las  necesidades  mudables  de  la  industria  y del  co- 
mercio, de  la  producción  y del  consumo,  fáciles  de 
armonizar  cuando  se  estudian  y atienden  sin  espíritu 
preconcebido  de  escuela. 


Otra  razón  de  la  más  alta  importancia  bastaría 
para  derogar  ó modificar  fundamentalmente  cuando 
menos  la  reforma  arancelaria  de  1869,  continuada 
en  1882,  y es  el  error  que  desoyendo  la  constante 
reclamación  de  los  defensores  de  los  intereses  de  la 
Hacienda  pública  y de  la  nivelación  de  los  presu- 
puestos del  Estado,  se  cometió  al  extender  las  reduc- 
ciones progresivas  de  derechos  á artículos  de  renta, 
como  el  alcohol  y las  bebidas  espirituosas,  el  baca- 
lao, los  géneros  coloniales,  el  petróleo  y otros  análo- 
gos, que  producen  en  todos  los  presupuestos  de  Euro- 
pa rendimientos  crecidísimos,  soportando,  no  con  un 
objeto  protector,  sino  meramente  fiscal,  derechos  con- 
siderables. 

A iguales  miras  de  remedio  simultáneo  de  nues- 
tro estado  económico  y fiuanciero  es  fuerza  que  obe- 
dezca la  revisión  de  los  tratados  que  se  negociaron 
con  las  tendencias  de  aquella  reforma  y también  ol- 
vidando el  principio  de  que  jamás  deben  comprome- 
terse en  ellos  artículos  que  la  Hacienda  pública  ne- 
cesita desde  luego  ó puede  necesitar  algún  dia  some- 
ter á recargos  fiscales. 

Los  Diputados  que  suscriben  no  creen  posible  de- 
morar sin  daño  de  ios  intereses  públicos  el  ejercicio 
de  la  iniciativa  parlamentaria  para  reparar  en  lo  po- 
sible los  males  expuestos,  y entienden  que  nada  debe 
ocuparles  cou  preferencia  á la  satisfacción  de  las  ne- 
cesidades de  la  situación  económica  de  nuestra  Pa- 
tria, mediante  el  desarrollo  de  una  política  á la  vez 
prudente  y enérgica  de  protección  á las  fuerzas  pro- 
ductoras del  país  y de  nivelación  de  los  presupuestos 
del  Estado. 

A ella  responden  esta  y otras  proposiciones  pre- 
sentadas con  la  misma  tendencia  en  sus  dos  direccio- 
nes aquí  indicadas  con  la  sobriedad  propia  de  este 
género  de  documentos  parlamentarios,  y que  tendrán 
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en  los  debates  todo  el  desenvolvimiento  necesario. 

Quedaría  incompleto  el  pensamiento  de  los  fir- 
mantes, y en  parte  estériles  sus  designios,  si  no  pro- 
pusieran como  parte  esencial  de  su  proyecto  una  in- 
formación amplia  acerca  de  los  efectos  de  nuestros 
tratados  de  comercio  y del  régimen  arancelario  vi- 
gente con  nuestras  provincias  y posesiones  de  Ul- 
tramar. 

Fundados  en  las  consideraciones  que  sumaria- 
mente han  expuesto,  someten  al  Congreso  la  aproba- 
ción de  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

A rtículo  1 .n  Quedan  derogadas  la  base  5.a  del  Apén- 
dice letra  C A la  ley  de  presupuestos  de  l.°  de  Julio 
de  1869  y las  leyes  de  6 de  Julio  de  1882  y de  5 de 
Agosto  de  1886,  referentes  A la  reforma  arancelaria. 

Se  suprime  en  consecuencia  el  carácter  de  extra- 
ordinarios que  aún  conservan  los  derechos  del  arancel 
de  importación,  superiores  ai  15  por  100  del  valor  de 
los  artículos  que  gravan. 

Art.  2.°  El  tratado  de  comercio  y navegación  vi- 
gente entre  España  y Francia,  el  convenio  comercial 
con  el  Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña  é Irlanda,  y 
los  demás,  prorrogados  hasta  l.°de  Febrero  de  1892, 


serán  denunciados  con  un  año  de  antelación  á esa 
fecha. 

El  Gobierno  denunciará  también  aquellos  otros 
tratados  que  continuando  en  vigor  por  consentimiento 
tácito  de  las  partes,  comprendan  en  sus  cláusulas  ó 
en  sus  tarifas  anejas  productos  que  interesen  especial- 
mente á la  agricultura,  á la  ganadería  ó á la  industria 
nacionales;  mantener  libres  de  todo  compromiso  ex~ 
terior  A artículos  que  el  Estado  deba  reservar  eu  la 
misma  situación  exenta  de  trabas,  á fin  de  recargar 
sus  derechos  eu  la  medida  de  las  necesidades  de  la 
Hacienda  pública. 

Art.  3.°  Para  aplicar  el  artículo  anterior,  y antes 
de  convenir  nuevas  prórrogas  ó tratados,  se  abrirá 
una  información  acerca  del  resultado  de  los  existeu- 
tes  en  sus  relaciones  con  la  producción  y con  el  co- 
mercio nacionales. 

Art.  4.°  La  información  se  extenderá  al  examen 
de  los  efectos  producidos  en  el  orden  económico  y eu 
el  fiscal  por  el  régimen  arancelario  vigente  en  las  re- 
laciones mercantiles  de  la  Península  con  las  provin- 
cias y posesiones  de  Ultramar. 

Palacio  del  Congreso  3 de  Diciembre  de  1 887.= 
Antonio  Cánovas  del  Castillo.=C.  El  Conde  de  Torean. 
El  Vizconde  de  Campo-Grande.=Francisco  Silvela.= 
Faustino  Rodríguez  Samp  edro.=Raimundo  Fernan- 
dez V illa  verde.  =Fernand  o Cos-Gayon. 


APÉNDICE  15.°  AL  NÚM.  6 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPDTADOS 


Proposición  de,  ley,  de  los  Sres.  Ibarra  y Arias  de  Miranda , autorizando  la  con- 
cesión de  un  ferro-carril  de  vía  estrecha  que  partiendo  del  de  Madrid  á Arganda, 

termine  en  Colmenar  de  Oreja. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
someter  á la  deliberación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  1 Se  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M.  para 
otorgar  á D.  Juan  Cárlos  Morillo  la  concesión  de  un 
ferro-carril  de  vía  estrecha,  como  prolongaciou  de  la 
do  Madrid  á Arganda,  que  partiendo  del  punto  más 
conveniente  de  esta  línea,  y pasando  por  los  términos 
municipales  de  Morata  y Chinchón,  termine  en  Col- 
menar de  Oreja,  pudiendo  el  concesionario  construir 
también  un  ramal  desde  Morata  á Orusco  por  la  vega 
de  Tajuña. 

Art.  2.°  Este  ierro-carril,  cuya  concesión  será  por 
noventa  y nueve  años,  se  declarable  utilidad  pública, 
y por  lo  tanto,  con  derecho  a la  expropiación  forzosa 
y á los  beneficios  que  el  art.  31  de  la  ley  general  de 
ferro-carriles  otorga  á las  empresas  de  interés  ge- 
neral. 

Art.  3.°  Al  dia  siguiente  de  la  publicación  de  esta 


ley,  presentará  dicho  concesionario  en  el  Ministerio 
de  Fomento  el  oportuno  proyecto  de  este  ferro-carril, 
si  antes  no  lo  hubiese  verificado,  para  la  tramitación 
que  proceda  según  lo  dispuesto  en  la  citada  ley  y re- 
glamento para  su  ejecución. 

Se  dará  principio  á las  obras  dentro  de  los  treinta 
dias  siguientes  á la  fecha  en  que  se  le  notifique  la 
concesión,  y deberá  quedar  dispuesta  para  abrirse  la 
línea  á la  explotación  a los  tres  años  de  haber  empe- 
zado las  referidas  obras. 

Art.  4.°  La  cantidad  que  como  fianza  debe  depo- 
sitar el  concesionario  de  esta  línea,  se  determinará 
por  el  Gobierno  según  lo  dispuesto  en  la  ley  general 
de  ferro-carriles,  debiendo  hacer  efectiva  aquella  en 
el  mismo  plazo  que  se  marca  en  el  artículo  anterior, 
para  dar  comienzo  á las  obras,  y no  le  será  devuelta 
hasta  que  justifique  tener  invertida  mayor  suma  en 
las  obras  y material  de  dicho  ferro-carril. 

Palacio  del  Congreso  3 de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Ibarra.=Diego  Arias  de  Miranda. 
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APÉNDICE  16.°  AL  NÚM.  6 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Pando , autorizando  al  Gobierno  para  contralar  el 
servicio  de  recaudación  de  la  renta  de  aduanas  de  la  isla  de  Cuba. 


AL  CONGRESO. 

La  aflictiva  y desconsoladora  situación  que  viene 
atravesando  la  isla  de  Cuba,  digna  de  mejor  suerte, 
impone  á todos  ei  deber  de  proporcionarle  remedios 
prontos  y dicaces. 

Estudiadas  por  el  proponente  las  causas  que  mo- 
tivan esa  tan  tristísima  y lamentable  situación,  re- 
sulta en  muy  gran  parte  que  son  debidas  á la  mala 
administración  pública  de  aquel  país,  de  la  que,  como 
es  notorio,  nunca  fué  posible  extirpar  por  completo  la 
prevaricación. 

La  renta  de  aduanas,  la  más  pingüe  contribu- 
ción allí,  y de  la  que  no  es  posible  prescindir  por  aho- 
ra. es  la  llamada  principalmente  á aumentar  los  re- 
cursos del  Estado  y á aliviar  las  demás  cargas  públi- 
cas; pero  es  imposible  que  esta  renta  produzca  lo  que 
religiosamente  debiera  producir,  por  la  falta  de  esta- 
bilidad, de  garantías  en  los  funcionarios  públicos,  de 
pureza  en  alguno  de  ellos,  y por  la  impericia  ó falta 
absoluta  de  conocimientos  prácticos  y teóricos  en  los 
más  de  los  nombrados  de  muchos  anos  acá  para  des- 
empeñar destinos  en  tan  importantísimo  ramo. 

De  ahí  censuras  al  Gobierno  que  los  eligió,  y que 
á éste  se  le  privo  de  gran  parte  de  los  derechos  fis- 
cales, basta  un  70  por  100  y más,  tan  necesarios  para 
cubrir  con  religiosidad  las  atenciones  del  servicio. 

Llega  en  este  ramo  el  desconcierto  ó impericia  á 
tal  extremo,  que  no  se  tiene  ni  la  más  ligera  idea  es- 
tadística de  importación  y exportación,  á pesar  de  pa- 
garse crecidos  sueldos  para  ello,  dando  esto  márgen 
á que  ni  aproximadamente  se  puedan  calcular  los  in- 
gresos que  deba  producir  la  mencionada  renta;  y do 
aquí  el  fracaso  de  casi  todos  los  presupuestos. 

Precisamente  en  el  actual,  próximo  á espirar, 
W halla  por  todos  conceptos  presupuesta  la  cifra  de 


12.571.000  pesos,  y la  de  gastos  de  administra- 
ción ó recaudación  552.900;  resultando  un  líquido 
de  12.01 8. 181  pesos,  tanto  más  imaginario  para  el 
Tesoro,  cuanto  que  ni  en  mucho  alcanzará  la  recau- 
dación que  se  obtenga,  siendo  así  que  debería  sobre- 
pujar con  gran  exceso. 

Fundado  en  estas  consideraciones  y omitiendo 
otras,  por  no  ser  difuso  y que  no  se  ocultarán  á la 
ilustración  del  Congreso,  el  Diputado  que  suscribe  se 
permite  someter  á la  deliberación  del  Congreso  la  si- 
guiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  autoriza  al  Gobierno  para  que  des- 
de luego  se  proceda  á contratar  el  servicio  de  recau- 
dación de  ia  renta  de  aduanas  de  la  isla  de  Cuba  por 
el  término  de  uno  á dos  quinquenios. 

Art.  2.°  El  arrendamiento  deberá  tener  lugar  pré- 
vio  concurso  público,  anunc.iado  con  la  debida  ante- 
lación y ante  las  Juntas  que  deberán  nombrarse  en 
Madrid  y en  la  Habana,  bajo  el  tipo  de  15  millones 
de  pesos  anuales,  pagaderos  por  trimestres  adelan- 
tados. 

Art.  3.°  Les  será  de  absoluta  prohibición,  bajo  las 
ponas  que  se  señalen,  al  contratista  ó arrendatario, 
separarse  de  los  aranceles  y disposiciones  vigentes 
para  las  descargas,  cargas,  almacenajes,  reconoci- 
mientos, aforos,  imposición  de  penalidades  y cobro  de 
derechos  fiscales,  etc.,  etc, 

Art.  4.°  Los  empleados  del  servicio  de  las  adua- 
nas y resguardos  marítimos  y terrestres,  serán  nom- 
brados libremente  por  la  Compañía ; pero  los  de  ins- 
pección que  el  Gobierno  estime  oportuno  nombrar 
para  fiscalizar  la  gestión  de  esta  renta,  serán  nombra- 
dos y pagados  por  el  Estado, 
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Art.  5."  La  Compañía  deberá  ser  española  y cons- 
tituida con  capitales  españoles. 

Art.  6.°  El  contratista  tendrá  la  obligación  de  lle- 
var y rendir  mensualmentc  las  cuentas,  en  la  forma 
que  prescribe  la  ley  de  contabilidad  vigente. 

Asimismo  deberá  rendir,  en  la  forma  y plazos  que 
se  fijen,  la  estadística  de  importación,  exportación  y 
cabotaje,  siendo  de  su  cuenta  la  impresión  y publi- 
cación anual  de  la  balanza  mercantil. 

Tanto  las  cuentas  como  la  estadística,  serán  in- 
tervenidas y aprobadas  por  la  inspección  del  Go- 
bierno. 

Art.  7.°  La  base  del  arrendamiento,  mientras  sub- 
sistan los  actuales  derechos,  será  de  15  millones, 
como  indica  el  art.  2.° 

Art.  8.°  Los  aranceles  podrán  modificarse,  pero 
el  arrendatario  tendrá  derecho  á la  rebaja  ó estará 
obligado  al  aumento  que  signifiquen  las  modifica- 
ciones introducidas  por  las  reformas. 

Art.  9.°  Para  apreciar  estas  diferencias  se  proce- 


derá á posterior* :,  basando  los  cálculos  en  las  cuentas 
y estadística  anual;  pero  las  declaraciones  á que  se 
refiere  el  art.  49  de  las  actuales  ordenanzas,  se  se- 
guirán remitiendo  aforadas  y liquidadas  diariamente 
á Ja  Intendencia  general  de  Hacienda  un  ejemplar,  y 
el  otro,  por  cada  correo,  al  Ministerio  de  Ultramar 

Estas  declaraciones  estarán  autorizadas  y fiscali- 
zadas por  los  funcionarios  del  Gobierno. 

En  la  misma  forma  se  procederá  respecto  de  las 
pólizas  de  exportación  y cabotaje. 

Art.  10.  El  exceso  de  recaudación  del  tipo  de  ir, 
millones  que  se  fijan  para  el  arriendo,  se  repartirá 
por  partes  iguales  entre  el  Tesoro  y la  Compañía  pa- 
sado el  primer  bienio. 

Un  reglamento  especial  determinará  las  relacio- 
nes entre  la  Hacienda  y la  Compañía,  para  el  mejor 
y más  fácil  desempeño  del  servicio. 

Palacio  del  Congreso  27  de  Junio  de  1887.=l.uis 
M.  de  Pando. 


APÉNDICE  17.°  AL  NÚM.  6 


Proposición  de  ley,  de  los  Sres.  Botija  y López  Pelegrin,  autorizando  la  concesión 
de  un  ferro-carril  económico  desde  Sigüenza  d Alcañiz,  con  un  ramal  á Cuspe. 


AL  CONGRESO. 

Teniendo  en  cuenta  la  importancia  de  la  cuenca 
carbonífera  de  Teruel  y sus  ricos  minerales  de  hierro, 
cobre  y plomo,  á la  vez  que  la  diíicultad  con  que 
tropiezan  aquellas  comarcas  para  dar  salida  á sus 
valiosos  productos,  por  falta  de  medios  económicos  de 
trasporte  y comunicación,  los  Diputados  que  suscri- 
ban someten  á la  aprobación  del  Congreso  la  si- 
guiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  otorga  á D.  León  Cappa  y Dejar 
la  concesión  por  noventa  y nueve  años  para  construir 


y explotar  sin  subvención  ni  auxilio  del  Tesoro  y li- 
bre solo  de  derechos  el  material  que  se  importe,  una 
línea  de  vía  férrea  económica,  ó sea  tranvía  á vapor, 
que  parta  de  Sigüenza  pasando  por  Molina  de  Aragón 
á Alcañiz  con  un  ramal  á Gaspe,  utilizando  al  efecto 
las  carreteras  en  la  parte  posible  y conveniente. 

Art.  2.°  Dicha  vía  se  declara  de  utilidad  publica 
y el  concesionario  queda  obligado  á dar  principio  A 
las  obras  dentro  de  los  dos  meses  de  la  publicación 
de  la  ley  y aprobación  de  los  planos  con  las  modifi- 
caciones que  el  Gobierno  crea  conveniente;  y á termi- 
narlas dentro  del  plazo  de  cuatro  años. 

Palacio  del  Congreso  2 de  Diciembre  de  1887.= 
Antonio  Botija  y Fajardo.^Sanlos  López  Pelegrin. 
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APÉNDICE  18.°  AL  NÚM.  6 


DIARIO 

DE  LAS 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  I barra , incluyendo  en  el  plan  general  de  carreteras 
del  Éslado  la  de  Alcalá  de  Henares  á Tor rejón  del  Rey. 


El  Diputado  que  suscribo  tiene  el  honor  de  some- 
ter á la  deliberación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  t.°  Se  incluye  en  el  plan  general  de  ca- 
rreteras del  Estado  una  de  tercer  órden  que  partiendo 
de  Alcalá  de  Henares  y pasando  por  Camarma  de  Es- 


teruelas  y Camarma  del  Caño,  termine  en  Torrejon 
del  Rey  enlazando  con  la  carretera  de  Guadalajara. 

Art.  2.“  Para  la  ejecución  de  esta  ley  se  tendrá 
en  cuenta  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  3 de 
Diciembre  de  1830  dictando  reglas  para  la  construc- 
ción de  obras  públicas. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  [barra. 
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APÉNDICE  19.*  AL  NÜM.  6 

DIARIO 


DE  LAS 


CONGRESO  DE  LOS  DIPÜTA DOS 




Proposición  de  ley,  del  Sr.  Guillan,  para  establecer  una  estación  telegráfica  en 

Cangas  de  Morrazo  ( Pontevedra J. 


Considerando  el  Diputado  que  suscribe  que  el  mo- 
vimiento mercantil  del  puerto  de  Cangas  de  Morrrazo, 
por  constituir  éste  el  centro  de  la  colonia  pescadora 
de  la  ría  de  Pontevedra,  y que  los  gastos  actuales  de 
la  estafeta  postal,  que  de  crearse  la  estación  telegrá- 
fica habrían  de  suprimirse,  proporcionarían  medios  « 
suficientes,  no  solo  para  cubrir  el  crédito  necesario 
para  instalar  dicha  estación,  sino  que  proporcionaría 
i?o  escasos  ingresos  al  Tesoro,  y considerando  además 
que  los  intereses  públicos  representados  en  el  citado 
puerto  por  una  colonia,  símbolo  del  trabajo,  exigen 


esta  importante  innovación  en  el  servicio  de  comuni- 
caciones de  Gangas  de  Morrazo,  tiene  el  honor  de  so- 
meter á la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

> Artículo  único.  El  Gobierno  dictará  las  órdenes 
oportunas  á Ün  de  que  se  proceda  á la  instalación  de 
una  estación  telegráfica  en  la  villa  y puerto  de  Can- 
gas de  Morrazo  en  la  provincia  de  Pontevedra. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Diciembre  de  1887.= 
Claudio  Guitian. 
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APÉNDICE  20."  AI.  NÚM.  6 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Becerro  de  fíengoa  y oíros,  condonando  á la  provincia 
(k  Alava  la  milad  del  cupo  que  se  le  ha  señalado  por  contribución  de  inmuebles, 
cultivo  y ganadería  para  el  año  económico  de  1887-88. 


AI.  CONGRESO. 

Los  pueblos  de  la  provincia  de  Alava  atraviesan 
hoy  un  período  de  miseria,  de  despoblación  y de  rui- 
na que  no  tiene  precedente  en  aquella  honrada  y la- 
boriosa comarca,  á consecuencia  de  las  deudas  y atra- 
cos que  se  ven  obligados  á pagar,  de  lo  exagerado  de 
los  tributos  que  se  les  han  impuesto  y del  triste  esta- 
do de  los  campos,  cuyas  cosechas  son  peores  cada  día 
y cuyo  porvenir  no  puede  ser  más  desconsolador. 

Por  estas  consideraciones,  atendiendo  á un  deber 
de  humanidad,  y á fin  de  que  aquella  provincia  en  su 
parte  rural  no  se  despueble  y aniquile  en  absoluto, 
los  Diputados  que  suscriben  presentan  la  siguiente 


PROPOSICION  DE  LEY. 

Articulo  1 .*  Se  condona  á la  provincia  de  Alava 
la  mitad  del  cupo  que  se  le  ha  señalrdo  por  contri- 
bución de  inmuebles,  cultivo  y ganadería  correspon- 
dientes al  año  económico  de  1 887-88. 

Art.  2.°  El  Ministro  de  Hacienda  queda  encarga- 
do del  cumplimiento  de  la  presente  ley. 

Palacio  del  Congreso  30  de  Junio  de  1887.=Ri- 
cardo  Bbcerro  de  Bengoa.=Miguel  Villalha  Hervás. 
Gaspar  Salcedo.=  Francisco  Ansaldo.=Manucl  Be- 
cerra.=Bernardo  Portuondo.=  Manuel  Pedregal  y 
Cañedo. 
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APÉNDICE  21.°  AL  NÚM.  8 


DE  LAS 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Ansaldo,  reformando  los  a rls.  2.°  y 5.°  del  Reglamento 

del  Congreso. 


AL  CONGRESO. 

El  Diputado  que  suscribe  tiene  el  honor  de  some- 
ter k la  deliberación  del  Congreso  la  siguiente  propo- 
sición de  reforma  del  Reglamento. 

Se  adicionará  al  art.  4.°  del  mismo  estas. palabras: 
k Acordándose  antes,  á propuesta  del  Presidente,  la 


hora  á que  haya  de  comenzar  la  primera  que  celebre 
el  Congreso.» 

La  frase  «á  las  doce  de  la  mañana»  del  art.  5.*  se 
sustituirá  con  la  siguiente:  «á  la  hora  acordada.» 

Palacio  del  Congreso  7 de  Diciembre  de  1887.*= 
Francisco  Ansaldo. 
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DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


PRESIDENCIA  DEL  RXCIIO.  Sil.  D.  CIIISTINO  HARTOS 


SESION  l)EE  VIERNES  9 DE  DICIEMBRE  DE  1887. 

SUMARIO.  Abrese  á las  tres.=Se  lee  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior —Queda  onterado  ol  Con- 
greso de  los  Reales  decretos  mandando  proceder  á elección  parcial  de  un  Diputado  á Cortea  en  cada 
uno  do  los  distritos  do  Eguía,  Granollers,  Valencia  de  Don  Juan,  Lalin  y Sagunto.  = Quedan  sobre  la 
mesa,  ¿ disposición  de  los  Sres.  Diputados,  varios  documentos,  remitidos  por  el  Ministerio  de  Hacienda, 
á petición  del  Sr.  Fabra  (D.  Gil  María),  relativos  á la  liquidación  del  Tesoro  con  el  Banco  de  España 
respecto  al  cobro  do  contribuciones.=El  Sr.  Fernandez  Viliaverde  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  Estado 
si  es  cierto  que  S.  S.  tiene  el  propósito  de  elevar  á la  categoría  de  Embajadas  las  de  Londres,  Viena, 
Berlin  y Roma,  en  ol  Quirinal.=Contestacion  del  Sr.  Ministro  de  Estado.=Rectiflcan  ambos  señores.= 
El  Sr.  Cañellas  ruega  al  Gobierno  que  fije  su  vista  en  el  estado  en  que  se  encuentra  la  provincia  de 
Tarragona,  y mando  abrir  una  información  ó instruir  un  expediente  gubernativo,  á la  manera  de  lo  que 
se  ha  hecho  en  la  provincia  de  Cádiz,  para  que  ponga  remedio  á la  anarquía  que  reina  en  esa  provin- 
cia.=Contestacion  dol  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación. =Reetifica  el  Sr.  Canellas.=So  acuerda  comunicar 
al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el  ruego  del  Sr.  Hernández  Prieta  para  que  atenúe  los  efectos  de  la  Real 
órden  por  la  quo  se  prescribe  la  presentación  personal,  en  las  cajas  respectivas,  de  todos  los  mozos  que 
ontran  en  quinta  en  este  año.=Pasa  á la  Comisión  correspondiente  una  exposición,  presentada  por  el 
Sr.  Boixader,  de  los  Ayuntamientos  del  partido  de  Seo  de  Urgel  (Lérida),  haciendo  observaciones 
acerca  del  proyecto  de  ley  de  desamortización  do  terrenos  do  aprovechamiento  comun.=Fil  Sr.  Orozco 
pregunta  al  Sr.  Presidente  si  reproducidos  los  proyectos  de  ley  presentados  por  el  Gobierno  en  la  ante- 
rior legislatura,  so  entionde  quo  lo  están  también  los  presupuestos  do  Cuba  y Puorto-Rico.=Contesta- 
cion  del  Sr.  Presidente.=  Rectifica  el  Sr.  Orozco.=Aclaracion  del  Sr.  Sanz  y Peray.=  So  acuerda 
comunicar  al  Sr.  Ministro  do  la  Guerra  el  ruego  dol  Sr.  Daban  para  que  la  farmacia  militar  que  estaba 
ostablecida  en  el  Ministerio  de  la  Guerra,  y ha  sido  trasladada  al  Hospital  militar,  so  instalo  de  nuevo 
en  un  punto  más  céntrico.=El  Sr.  Molleda  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  si  tiene  cono- 
cimiento de  que  por  algún  acto  ministerial,  por  disposición  de  alguno  de  sus  centros,  ó por  decreto  del 
gobernador  de  León,  se  haya  mandado  suspender  el  procedimiento  de  apremio  por  un  fallo  referente 
al  Ayuntamiento  de  Bañar,  quo  no  habia  sido  reclamado  en  tiempo  oportuno.=Contestacion  del  señor 
Ministro  de  la  Gobernacion.i=Rectifica  el  Sr.  Molleda.  = Pregunta  del  Sr.  Laiglesia  sobre  la  tardanza 
en  la  causa  seguida  con  motivo  do  las  últimas  elecciones  contra  el  alcalde  de  Alberique,  y pide  se  active 
esta  causa,  para  evitar  perjuicios  á los  electores  comprendidos  en  ella;  tardanza  tanto  mas  injustificada, 
cuanto  que  el  Congreso  se  sirvió  aprobar  dichas  elecciones  y declararle  Diputado  por  dicho  distrito.= 
Contestación  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia.= Alusión  personal  del  Sr.  Ruiz  Capdepon.=Recti- 
fleaciones  de  dichos  señoros.=Pregunta  del  Sr.  Becerro  de  Bengoa  sobre  aplicación  del  indulto  conce- 
dido on  1885  á varios  desgraciados  con  motivo  del  servicio  prestado  durante  la  epidemia  colérica  en 
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favor  de  sus  compañoros,  para  lo  cual  se  dictó  un  Real  d.ecreto,  sin  que  hasta  ahora  haya  tenido  cum- 
plimiento, y pide  se  activen  estos  oxpcdientes.=Contestaoion  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  = 
El  Sr.  Becerro  de  Bengoa  da  las  gracias,  y anuncia  adornas  una  interpelación  sobro  ol  estado  deplorable 
en  que  se  encuentra  la  provincia  dó  Alava —El  Sr.  Azcárate  pide  so  remita  por  Hacienda  ol  resumen 
de  la  estadística  correspondiente  á la  contribución  torritorial  y de  subsidio  del  último  año  económico 
o por  lo  menos  la  del  año  anterior,  y al  Gobierno  en  general  pide  so  remita  al  Congreso  un  estado  del 
numero  do  expedientes  despachados  durante  el  año  por  todas  las  dependencias  céntralos,  y el  do  los 
que  quedan  pendientes  de  despacho.=Contostacion  del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia.=Se  loe  una 
proposición  de  ley  del  Sr,  Ramos  Calderón  pidiendo  se  incluya  on  el  plan  general  de  Garroteras  la  de 
Campana  a enlazar  coa  la  general  de  Andalucía,  cerca  de  Euentos.=El  autor  la  apoya  en  un  breve 
discurso.===So  toma  en  consideraoion,  y pasa  á las  Secciones.=C)RDEN  del  día:  discusión  dol  dictámon 
sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa.=Voto  particular  dol  Sr.  Benayas  = 
Discurso  del  Sr.  Silvola  (D.  Francisco  Agustín),  como  de  la  Comisión,  on  contra — Del  Sr.  Benayas  en 
pro — No  se  toma  en  consideracion.=Se  abre  discusión  sobro  la  totalidad  del  dictamen  do  la  mayoría.= 
Discurso  del  Sr.  Danvila  en  contra.=Estando  para  terminarse  las  horas  reglamentarias,  y debiendo  sor 
aun  bastanto  extenso  el  orador,  se  suspende  esta  discusión,  quedando  en  el  uso  de  la  palabra  el  señor 
Danvila. =E1  Congreso  quoda  enterado  de  haberse  constituido  la  Comisión  do  mensaje,  y la  nombrada 
para  informar  sobre  el  suplicatorio  del  Tribunal  Supremo  pidiondo  autorización  para  continuar  proce- 
diendo contra  el  Sr.  Diputado  D.  Teodoro  Baró,  habiendo  nombrado  presidento  y secretario  de  la  primera 
a los  Sres.  D.  Eugenio  Montero  Ríos  y D.  Vicente  Santamaría  do  Paredes,  y de  la  segunda  á los  señores 
D.  Jo3e  Gallego  Díaz  y D.  José  Sánchez  Guerra.=Asimismo  queda  enterado  do  la  designación  hoelia 
por  las  Secciones  en  favor  de  los  Sres.  D.  Andrés  Mellado  y D.  Benito  Poroz  Galdós  para  formar  parte 
de  la  Comisión  de  corrección  do  estilo,  designando  la  Mesa  por  su  parte  al  Sr.  Arias  do  Miranda  = 
Orden  del  dia  para  mañana:  la  discusión  pondionte,  y el  dictamen  y voto  particular  sobre  ol  proyecto 
do  bases  para  redactar  el  Código  eivil.=Se  levanta  la  sesión  d las  seis  y cincuenta  minutos. 


Se  abrió  á las  tres  de  la  tarde  y leída  el  Acta  del 
dia  7 quedó  aprobada. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


Diósc  cuenta  y el  Congreso  quedó  enterado  de  las 
comunicaciones  que  á continuación  se  expresan. 

«Ministerio  de  la  Gobernación. — Excmos.  Señores: 
S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.).  y en  su  nombre  la  Reina  Re- 
gente del  Reino,  se  lia  servido  expedir  con  esta  fecha 
el  siguiente  Real  decreto: 

«Habiendo  acordado  el  Congreso  de  los  Diputados 
que  se  proceda  á la  elección  parcial  de  un  Diputado 
á Córtes  en  el  distrito  de  Guía,  provincia  de  Canarias; 
vistos  los  arts.  7 G,  112  y 1 13  de  la  ley  electoral  de 
28  de  Diciembre  de  1878,  en  nombre  de  mi  augusto 
Hijo  el  Rey  Don  Alfonso  XIII  y como  Reina  Regente 
del  Reino,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

El  domingo  l.°  del  próximo  mes  de  Enero  se 
procederá  á la  elección  parcial  de  un  Diputado  á 
Córtes  en  el  distrito  de  Guía,  provincia  de  Canarias. 

Dado  en  Palacio  á 0 de  Diciembre  de  1887.= 
María  Cristina.=El  Ministro  de  la  Gobernación,  José 
Luis  Albareda.» 

De  Real  orden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su  co- 
nocimiento y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  años— Madrid  6 de  Diciembre  de  1887.= 
José  Luis  Albareda.=Señores  Diputados  Secretarios 
del  Congreso. 


Ministerio  de  la  Gobernación. — Excmos.  Señores: 
S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre  la  Reina  Re- 
gente del  Reino,  se  lia  servido  expedir  con  esta  fecha 
el  siguiente  Real  decreto: 

«Habiendo  acordado  el  Congreso  de  los  Diputados 
que  se  proceda  á la  elección  parcial  de  un  Diputado 
á Córtes  en  el  distrito  de  Granollers,  provincia  de 


Barcelona;  vistos  los  arts.  76,  112.  y 113  de  la  ley 
electoral  de  28  de  Diciembre  de  1878,  en  nombre  de 
mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Alfonso  XIII,  y como 
Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en  decretar  lo  si- 
guiente: 

El  domingo  1.”  del  próximo  mes  de  Enero  se 
procederá  á elección  parcial  de  un  Diputado  á Córtes 
en  el  distrito  de  Granollers,  provincia  de  Barcelona. 

Dado  en  Palacio  á G de  Diciembre  de  1887.= 
María  Cristina.=El  Ministro  de  la  Gobernación,  José 
Luis  Albareda.» 

De  Real  orden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su  co- 
nocimiento y demás  electos.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  años.=Madrid  G de  Diciembre  de  1887.= 
José  Luis  Albareda.=Señores  Diputados  Secretarios 
del  Congreso. 


Ministerio  de  la  Gobernación. — Excmos.  Señores: 
S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su  nombre  la  Reina  Re- 
gente del  Reino,  se  lia  servido  expedir  con  esta  fecha 
el  siguiente  Real  decreto: 

«Habiendo  acordado  el  Congreso  de  los  Diputados 
que  se  proceda  á la  elección  parcial  de  un  Diputado 
á Cortes  en  el  distrito  de  Valencia  de  Don  Juan,  pro- 
vincia de  León;  vistos  los  arts.  76,  1 12  y 1 13  de  la 
ley  electoral  de  28  de  Diciembre  de  1878,  en  nombre 
de  mi  aunguslo  Hijo  el  Rey  Don  Alfonso  XIH,  y como 
Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en  decretar  lo  si- 
guiente: 

EL  domingo  1.®  del  próximo  mes  do  Enero  se 
procederá  á elección  parcial  de  un  Diputado  á Córtes 
en  el  distrito  de  Valencia  de  Don  Juan,  provincia  de 
León. 

Dado  en  Palacio  á G do  Diciembre  de  1887.= 
María  Cristina.=El  Ministro  de  la  Gobernación,  José 
Luis  Albareda. 

De  Real. órden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su  co- 
nocimiento y demás  efectos.  Dios  guarde  á V.  EE. 
muchos  años.= Madrid  G de  Diciembre  de  1887.= 
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José  Luis  Ali>areda.=Señores  Diputados  Secretarios 
del  Congreso. 

Ministerio  de  la  Gobernación.  — Excmos.  Seño- 
res: S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y enisu  nombre  la  Reina 
Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expedir  con  esta 
fecha  el  siguiente  Real  decreLo: 

«Habiendo  acordado  el  Congreso  de  los  Diputados 
que  se  proceda  á la  elección  parcial  de  uu  Diputado 
á Cortes  en  el  distrito  de  Lalin,  provincia  de  Ponteve- 
dra; vistos  los  arts.  76,  1 12  y 1 13  de  la  ley  electoral 
de  28  de  Diciembre  de  1878;  en  nombre  de  mi  au- 
gusto Hijo  el  Rey  Don  Alfonso  XÍIl,  y como  Reina 
Regente  del  Reino,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

El  domingo  1.°  del  próximo  mes  de  Enero  se 
procederá  á la  elección  parcial  de  un  Diputado  á 
Cortes  en  el  distrito  de  Lalin,  provincia  de  Ponte- 
vedra. 

Dado  en  Palacio  á G de  Diciembre  de  1887.=Ma- 
vía  Cristina. =Ei  Ministro  de  la  Gobernación,  José 
Luis  Albareda.» 

De  Real  orden  lo  comunico  á Y.  EE.  para  su  co- 
nocimiento y demás  cfecLos.  Dios  guarde  á Y.  EE. 
muchos  años.  Madrid  G de  Diciembre  de  1887.=José 
Luis  Albareda. = Señores  Diputados  Secretarios  del 
Congreso. 


Ministerio  de  la  Gobernación.  — Excmos.  Seño- 
res: S.  M.  el  Rey  (Q.  I).  G.),  y cu  su  nombre,  la  Reina 
Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expedir  con  esta 
lecha  el  siguiente  Real  decreto: 

«Habiendo  acordado  el  Congreso  de  los  Diputados 
que  se  proceda  á la  elección  parcial  do  un  Diputado 
«i  Cortes  en  el  distrito  de  Sagunto,  provincia  de  Va- 
lencia; vistos  los  arts.  76,  1 12  y 1 13  de  la  ley  elec- 
toral de  28  de  Diciembre  de  1878;  en  nombre  de  mi 
augusto  Hijo  el  Rey  Don  Alfonso  XIII,  y como  Reina 
Regente  del  Reino,  vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

El  domingo  l.°  del  próximo  mes  de  Enero,  se 
procederá  á la  elección  parcial  de  un  Diputado  á 
Córtes  en  el  distrito  de  Sagunto,  provincia  de  Va- 
lencia. 

Dado  en  Palacio  á G de  Diciembre  de  l887.=Ma- 
ría  Cristina.  = EL  Ministro  de  la  Gobernación,  José 
Luis  Albareda.» 

De  Real  órden  lo  comunico  á V.  EE.  para  su  co- 
nocimiento y demás  efectos.  Dios  guarde  á Y.  EE. 
muchos  años.  Madrid  G de  Diciembre  de  l887.=José 
Luis  Albareda. = Señores  Diputados  Secretarios  del 
Congreso.» 


Se  acordó  quedasen  sobre  la  mesa  á disposición 
tle  los  Sres.  Diputados  los  estados  á que  se  refiere  la 
si gu lente  com  u ideación : 

«Ministerio  de  Hacienda. — Excmos.  Sres.:  Tengo 
l;i  honra  de  pasar  á manos  de  V.  EE.  los  cuatro  esta- 
dos que  se  relacionan  en  la  adjunta  nota,  y son  parte 
fiel  pedido  que  se  sirvió  hacer  en  la  sesión  del  dia  23 
tle  Junio  último  el  Sr.  Diputado  D.  Gil  María  Fabra; 
quedando  en  remitir  el  referente  á la  liquidación  del 
Tesoro  con  el  Banco  de  España  por  resultado  del  co- 
l>ro  de  contribuciones,  en  el  momento  en  que  los  en- 
víe á este  Ministerio  la  Dirección  general  de  contri- 
luiciones,  á quien  con  esta  fecha  se  le  recuerda  este 
servicio. 

De  Real  órden  los  remito  á Y.  EE.  á los  efectos 
correspondientes.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años. 


Madrid  5 de  Diciembre  de  1387.= Joaquín  López 
Pnigcerver.=Señores  Diputados  Secretarios  del  Con- 
greso.» 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Fernandez  Villaverde  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  FERNANDEZ  VILLAVERDE:  He  pedido 
la  palabra  para  dirigir  una  pregunta  al  Sr.  Ministro 
de  Estado. 

Eu  un  telegrama  publicado  ayer  por  toda  la  pren- 
sa se  anuncia  que  la  Legación  de  Inglaterra  en  Ma- 
drid acaba  de  elevarse  al  rango  de  Embajada.  No  ex- 
trañará el  Sr.  Ministro  de  Estado  que  yo  asocie  invo- 
luntariamente esta  noticia  á aquella  autorización  ob- 
tenida en  el  presupuesto  de  1887-S8  por  el  Gobierno 
de  S.  M.,  que,  entre  otras  facultades,  le  confiere  la  de 
modificar  la  categoría  de  los  representantes  de  Espa- 
ña en  el  extranjero  según  lo  aconsejen,  dice  la  auto- 
rización, las  necesidades  del  servicio  ó lo  exija  la  re- 
ciprocidad. Parece  que  el  texto  de  esta  autorización, 
y la  sazou  en  que  el  Gobierno  inglés  lia  adoptado  el 
acuerdo  que  ayer  publicaba  la  prensa,  revelan  la  ini- 
ciativa de  la  negociación  para  elevar  la  categoría  del 
representante  de  Inglaterra  en  Madrid,  que  sin  duda 
por  reciprocidad  internacional  conducirá  á que  se  ele- 
ve en  iguales  términos  la  caLegoría  de  nuestro  repre- 
sentante en  Londres;  la  iniciativa,  repito,  de  la  nego- 
ciación pertenece  al  Sr.  Ministro  de  Estado,  al  Go- 
bierno español. 

Se  lia  dicho  además,  sin  contradicción  por  parte 
del  Gobierno,  que  al  misino  tiempo  van  á recibir  la 
consideración  de  Embajadas  nuestras  Plenipotencias 
en  Viena,  Berlín  y Roma.  Un  solo  aspecto  de  esta 
cuesLion  ha  de  constituir  hoy  al  menos  la  base  de  mi 
pregunta:  el  aspecto  que  se  refiere  al  aumento  inevi- 
table de  gastos  que  no  puede  ménos  de  producir  esa 
reforma. 

La  autorización  á que  antes  he  aludido  impone 
la  condición  al  Sr.  Ministro  de  Estado  de  no  aumen- 
tar las  obligaciones  de  su  departamento:  no  cabe  que 
el  Gobierno  use  de  aquella  autorización  sino  dentro 
de  los  créditos  del  presupuesto. 

Ahora  bien;  por  más  que  esto  se  haga  por  el  mo- 
mento, no  sin  daño  de  la  representación  y prestigio 
de  esos  cargos  ni  sin  quebranto  del  principio  mismo 
de  reciprocidad,  esas  Embajadas  son  organismos  que 
se  crean,  y que  al  cabo,  antes  ó después  habrán  de 
establecerse  con  todas  sus  naturales  exigencias,  y por 
tanto  con  aumento  inevitable  de  gastos  en  el  porve- 
nir. Por  otra  parte,  aun  suponiendo  que  el  Sr.  Minis- 
tro de  Estado  tratara  de  cumplir  la  condición  que  la 
autorización  lleva  consigo,  haciendo  otras  supresiones 
ó rebajas  de  gastos,  no  contestará  fácilmente  á dos 
observaciones  que  esa  manera  de  obrar  sugerirá  á 
quien  atentamente  la  juzgue.  Los  gastos  ahora  redu- 
cidos se  restablecerán  después,  cuando  ménos  en  su 
cifra  actual  mientras  el  aumento  permanecerá  como 
S.  S.  lo  autorice;  y además,  si  esas  reducciones  de  los 
gastos  son  posibles  en  el  Ministerio  de  Estado,  deben 
hacerse  en  beneficio  del  presupuesto,  para  reducir  el 
déficit. 

Con  estas  observaciones  prévias,  resistiéndome  á 
dar  crédito  á las  noticias  que  he  resumido,  tengo  el 
honor  de  preguntar  ai  Sr.  Ministro  de  Estado:  ¿es 
cierto  que  S.  S.  tiene  el  propósito  de  crear  cuatro  nue- 
vas Embajadas  de  S.  M.  eu  ei  extranjero?  ¿No  cree  su 
señoría  que  esa  reforma,  tan  innecesaria  como  gra- 
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vosa,  ha  de  traer  un  aumento  evidente  á las  obliga- 
ciones del  Estado,  un  aumento  de  gastos,  ya  de  pre- 
sente, ya  en  el  porvenir?  ¿No  cree  S.  S.,  no  cree  el 
Gobierno  entero,  que  la  situación  de  nuestro  presu- 
puesto reclama  todas  las  reducciones  posibles  en  ese 
como  en  Lodos  los  departamentos  ministeriales?  Como 
la  minoría  á que  pertenezco  lo  cree  así,  y como  está 
dispuesta  á sostener  constantemente  su  oposición  á 
todo  aumento  de  gastos,  y á hacer  cuanto  esté  á su 
alcalice  para  obtener  en  ellos  reducciones  considera- 
bles, no  puede,  ante  el  anuncio  de  esa  medida  gra- 
vosa para  el  presupuesto,  dispensarse  de  hacer  esta 
pregunta,  ni  de  consignar  la  protesta  y dirigir  al  Go- 
bierno la  excitación  que  envuelve,  pronta  á subordi- 
nar su  conducta  á la  respuesta  del  Sr.  Ministro  de 
Estado  y reservándose  hacer  uso,  en  vista  de  ella,  por 
otros  medios  reglamentarios,  de  su  derecho. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Con  mucho 
gusto  contesto,  y creo  poder  salislacer  á la  preglihta 
que  el  Sr.  Fernandez  Villaverde  se  ha  servido  ha- 
cerme. 

Ante  todo,  necesito  decir  á S.  S.  que  creo  (y  digo 
esto  porque  hemos  debatido  frecuentemente  la  cues- 
tión de  Hacienda)  que  hay  un  principio  en  el  cual 
convenimos  todos,  ó por  lo  ménos,  es,  á mi  juicio,  la 
única  base  posible  para  un  presupuesto:  el  principio 
de  que  la  reducción  en  un  servicio,  por  el  hecho  de 
ser  reducción,  no  es  una  economía  en  las  obligacio- 
nes del  Estado.  Lo  que  importa  en  un  presupuesto  de 
gastos,  es  que  éstos  se  apliquen  al  fin  que  el  Estado 
debe  realizar,  de  suerte  que  cada  real  que  se  gaste 
sea  para  un  servicio  reconocido  como  indispensable. 
Si  S.  S.  no  me  niega,  como  estoy  seguro  de  que  no 
me  negará  esto,  podré  adelantarme  á contestar  á sus 
preguntas. 

Es  cierto  que  he  negociado  y que  he  visto  con 
satisfacción  que  ha  llegado  el  momento,  que  antes  de 
ahora  no  creia  yo  que  era  oportuno,  de  elevar  el  ran- 
go de  cuatro  de  nuestras  Legaciones  á la  categoría  de 
Embajadas  sobre  la  base  de  la  reciprocidad;  pero  la 
autorización  que  las  Córtes  me  dieron  para  arreglar 
el  servicio  me  impone  el  deber  de  no  aumentar  los 
gastos,  y no  hago  habilidades  de  nigun  género  si  digo 
que  con  esta  reforma  no  se  producirá  aumento  de 
gastos.  No  es  que  vaya  á producir  ese  aumento  por 
medio  de  diferentes  fórmulas;  es  que  con  esta  orga- 
nización del  servicio  diplomático  vendrá  uua  serie  de 
modificaciones  en  la  ley  de  la  carrera  diplomática  y 
consular,  que  yo  procuraré  que  se  ajusten  á esta  ma- 
nera de  considerar  la  cuestión,  y vendrá  después  de 
ello  un  presupuesto  del  Ministerio  de  Estado  con  al- 
guna economía,  á pesar  de  que  se  ha  discutido  bas- 
tantes veces  esto  y he  tenido  ocasión  de  oir  el  parecer 
de  muchas  personas  ilustradas  acerca  de  la  parsimo- 
nia con  que  están  retribuidos  nuestros  representantes 
en  el  extranjero. 

Contesto,  pues,  al  Sr.  Fernandez  Villaverde  de  una 
manera  muy  terminante:  que  la  elevaciou  de  la  cate- 
goría de  las  cuatro  Plenipotencias  á Embajadas  no 
traerá  un  aumento  de  gastos;  que  la  reforma  de  La 
ley  de  la  carrera  diplomática  y el  presupuesto  que 
traeré  serán  la  confirmación  de  esto,  y que  creo  po- 
der decir  que  la  nueva  organización  á que  aludo,  no 


traerá  necesariamente  en  el  porvenir  aumento  de  gas- 
tos, á ménos,  debo  hacer  esta  salvedad,  que  el  país 
por  medio  de  sus  representantes,  estime  que  la  nía- 
ñera  de  estar  retribuidos  nuestros  diplomáticos  en  el 
extranjero  no  es  en  general  la  que  debe  ser.  Salvo  este 
caso,  yo  doy  á S.  S.  la  seguridad  de  que  esta  modifi- 
ficacion  no  traerá  aumento  de  gastos. 

EL  Sr.  FERNANDEZ  VILLAVERDE:  Pido  la  pa- 
labra para  rectificar. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  ha 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  FERNANDEZ  VILLAVERDE:  Doy  gra- 
cias al  Sr.  Ministro  de  Estado  por  su  cortesía;  pero 
necesito  añadir  que  no  me  ha  satisfecho  su  respuesta, 
sin  que  alcancé  á comprender  el  sentimiento  que  sus 
declaraciones  me  producen,  las  explicaciones  con  que 
ha  tratado  de  atenuarlas,  y que  no  he  podido  com- 
prender. No  se  me  alcanza  cómo  la  actual  representa- 
ción de  España  en  el  extranjero,  que  S.  S.  declara  in- 
suficientemente dotada,  pueda  elevarse  sin  aumento 
de  gastos  al  rango  de  Embajada,  es  decir,  al  grado 
eminente  de  representación  del  Soberano. 

Su  señoría  no  responde  del  porvenir,  y yo  croo 
que  en  un  porvenir  tan  inmediato  que  bien  puede  pa- 
recemos presente,  y así  debemos  considerarlo  en  nues- 
tras previsiones,  el  resultado  será  el  aumento  del  pre- 
supuesto de  gastos;  pero  si  es  que  S.  S.  ha  encontrado 
medios  de  reducir  en  cualquier  otro  concepto  el  pre- 
supuesto, debe  realizar  las  reducciones  sin  aplicarlas 
á compensar  otros  aumentos;  y de  todas  maneras  será 
difícil  que  S.  S.  convenza  á la  opinión  de  que  es  ver- 
daderamente una  necesidad  organizar  como  Emba- 
jadas esas  Legaciones  de  España  que  hasta  ahora  se 
han  considerado  suficientes  para  el  servicio  del  Esta- 
do, para  ser  digna  representación  en  el  extranjero, 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  ESTADO  (Moret):  Naturalmente, 
no  podemos  discutir  hoy,  y yo  pido  á S.  S.  aquello 
que  se  llama  el  beneficio  de  la  duda,  porque  como 
han  de  venir  aquí  las  disposiciones  legales,  y mientras 
esas  disposiciones  no  sean  sancionadas  por  las  Oórlcs 
no  pueden  surtir  efecto,  creo  que  bien  puede  S.  S. 
concederme  el  tiempo  indispensable  que  exige  la  pre- 
sentación de  esas  disposiciones , y entonces,  con  los 
datos  á la  vista,  se  convencerá,  en  su  claro  talento, 
de  la  exactitud  de  las  observaciones  que  he  tenido  el 
honor  de  hacer  á la  Cámara. 


El  Sr.  CANELLAS:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  CABELLAS:  Bien  á pesar  mió,  y digo  á 
pesar  mió  porque  son  conocidas  do  la  mayor  parte  de 
los  Sres.  Diputados  y de  todos  los  Sres.  Ministros  mi 
consecuencia  política  y mi  lealtad  y adhesión  sin  li- 
mites al  ilustre  jefe  del  partido  liberal,  Sr.  Sagasta, 
me  veo  obligado,  después  de  apurados  todos  los  me- 
dios amistosos,  particulares  y confidenciales,  á dirigir 
un  ruego  al  Gobierno  de  S.  M.,  y muy  especialmente 
á los  Sres.  Presidente  del  Consejo,  Ministro  de  la  Go- 
bernación y Ministro  de  Gracia  y Justicia,  prometién- 
dome que  su  contestación  será  tan  satisfactoria  que 
me  evite  el  disgusto  de  anunciar  y explanar  una  in- 
terpelación que  sería  grave,  gravísima,  pero  al  mis- 
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mo  tiempo  correcta  y ajustada  A los  deberes  del  más 
entusiasta  ministerial. 

Mi  ruego  se  reduce  á pedir  al  Gobierno  de  8.  M. 
que,  fijando  su  vista  en  la  provincia  de  Tarragona, 
mande  abrir  una  información  é incoar  un  expediente 
gubernativo,  á la  manera  que  se  ba  hecho  en  la  pro- 
vincia de  Cádiz,  para  que  se  ponga  en  claro  el  estado 
de  completa  anarquía  y del  más  intolerante  y abso- 
luto caciquismo  en  que  se  halla  aquella  hermosa  pro- 
vincia catalana  desde  el  dia  en  que,  por  su  desgracia, 
se  encuentra  á su  frente  un  gobernador  civil  que  será, 
yo  no  lo  dudo  ni  lo  afirmo,  un  excelente  oficial  de 
Estado  Mayor,  pero  que  como  gobernador  civil  es  una 
verdadera  calamidad  pública  por  su  falta  de  condi- 
ciones, por  sus  apasionamientos,  que  le  llevan  á tener 
odios  africanos  contra  los  elementos  sanos  y contri- 
buyentes de  todos  los  partidos  políticos,  y por  su  su- 
misión absoluta  á uu  director  general  de  la  Presiden- 
cia del  Consejo  de  Ministros,  que  hace  muchos  meses 
que,  con  abandono  manifiesto  de  su  destino,  está  re- 
corriendo y revolviendo  la  provincia... 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  ( Ruiz  Capdepon): 
Llamo  la  atención  de  S.  S.  hacia  el  hecho  de  que  solo 
tiene  la  palabra  para  dirigir  una  pregunta  al  Go- 
bierno. 

Ei  Sr.  CANEELAS:  Precisamente  para  ponerme 
dentro  del  Reglamento,  voy  á formular  las  pregun- 
tas que  creo  deberían  servir  de  baso  y de  cabeza  del 
expediente  gubernativo  á que  antes  me  he  referido. 

¿Aprueba  el  Gobierno  de  S.  M.  que  un  gobernador 
civil,  horas  antes  de  las  últimas  elecciones  munici- 
pales, se  presentara  á presidir  la  sesión  del  Ayunta- 
miento y destituyera  por  sí  y ante  sí  á los  tenientes 
de  alcalde  legítimos,  y entre  ellos  a mi  propio  her- 
mano, negándoles  la  lectura  de  los  artículos  de  la 
ley,  hacer  uso  de  la  palabra  y aun  emplear  los  me- 
dios de  defensa  y de  protesta?  ¿Aprueba  el  Gobierno 
de  S.  M.  que  á un  periódico  ministerial  ortodoxo, 
como  El  Mercantil,  que  sostiene  y defiende  con  ener- 
gía la  política  del  Gobierno,  se  le  haya  denunciado  ayer 
por  duodécima  vez  por  supuestas  injurias  á la  perso- 
na del  gobernador  civil,  porque  en  aquella  provincia, 
donde  es  permitido  decirlo  todo,  absolutamente  todo 
(y  yo  mismo  en  la  ¡jasada  legislatura,  para  defender 
la  inmunidad  del  Diputado,  tuve  que  hacer  presente 
al  Gobierno  la  conducta  del  Presidente,  de  los  magis- 
trados, del  fiscal  y del  juez  de  Tarragona,  que  votaron 
con  candidatura  abierta,  precisamente  rubricada  con 
lápiz,  á favor  de  candidatos  no  monárquicos,  en  una 
lucha  puramente  local),  no  es  permitido  decir  que 
aquel  gobernador,  hermano  por  más  señas  del  señor 
Ministro  de  Hacienda,  lo  hace  mal,  rematadamente 
mal,  de  acuerdo  con  su  consejero  auxiliar  ei  secre- 
tario Sr.  Díaz,  como  lo  ha  hecho  en  otras  provincias 
en  que  ejerció  igual  cargo?  ¿Aprueba  el  Gobierno  de 
$.  M.  que  en  la  provincia  de  Tarragona  no  solo  sea 
imposible  que  las  autoridades  acaben  con  ei  feo  vicio 
del  juego,  sino  que,  y esto  es  gravísimo,  los  dueños 
de  un  garito  en  cuya  casa  ha  sorprendido  la  policía 
tres  veces  á los  jugadores,  denuncien  á los  periodis- 
tas, los  lleven  á los  tribunales  y obtengan  del  juez 
de  Tarragona  uu  auto  en  virtud  del  cual  se  declara 
procesado  A un  periodista  por  haber  publicado  una 
carta  que  le  dirigió  el  dueño  del  garito  ofreciéndole 
una  cantidad  mensual  por  su  silencio?  ¿Cuándo  ha 
constituido  este  hecho  un  delito  de  injurias?  Esto 
constituiría  en  todo  caso  uu  delito  de  calumnia,  no 


el  de  injurias;  pero  como  en  el  delito  de  calumnia 
cabe  suministrar  pruebas,  lo  que  se  ba  querido  es  ca- 
lificar el  hecho  de  injurias,  porque,  con  arreglo  á la 
ley,  en  esos  delitos  no  se  admite  prueba  alguna. 

¿Aprueba  el  Gobierno  de  S.  M.  que  alcaldes  como 
el  de  Cabra  y Sarreal,  contra  los  cuales  se  ba  ins- 
truido expediente  por  el  delegado  del  gobernador  se- 
ñor CotoD,  no  hayan  sido  objeto  desmedida  alguna, 
por  haberse  hecho  tabla  rasa  de  los  expedientes,  de 
los  cuales  resultaba  que  en  esos  pueblos  no  se  cele- 
braban sesiones,  que  no  habia  libros  de  contabilidad, 
ni  listas  electorales,  ni  nada  de  lo  que  constituye  una 
buena  administración,  y en  cambio,  á alcaldes  tan 
honrados,  tan  leales,  tan  adictos,  tan  buenos  admi- 
nistradores como  el  de  Falset  y Morcll,  se  les  haya 
suspendido  ó procesado  por  ei  único  delito  de  ser 
amigos  míos? 

Digo  esto,  porque  al  alcalde  de  Falset  se  le  ba 
inferido  la  ofensa  de  suponer  que  estaba  complicado 
en  el  movimiento  de  19  de  Setiembre,  á pesar  de  ser 
monárquico  por  convicción,  y porque  este  alcalde 
tan  arbitrariamente  suspenso  ha  requerido  varias 
veces  al  alcalde  intruso  para  que  le  cediera  el  puesto, 
y ni  siquiera  se  le  ha  atendido,  y esta  es  la  hora  en 
que  no  sabemos  qué  se  ha  hecho  de  los  expedientes 
instruidos. 

¿Aprueba  el  Gobierno  que  en  poblaciones  tau  im- 
portantes como  Valls  y Montblanch,  donde  mis  ami- 
gos tuvieron  una  victoria  completa  en  las  últimas 
elecciones,  por  consecuencia  de  haberse  nombrado 
un  alcalde  de  Real  orden  todos  los  acuerdos  de  esos 
Ayuntamientos  sean  suspendidos  por  el  alcaide  y no 
haya  medio  humano  de  que  marche  la  administra- 
ción municipal?  ¿Puede  aprobar  esto  el  Gobierno  de 
S.  M.?  Yo  estoy  seguro  que  no  lo  aprobará. 

¿Aprueba  el  Gobierno,  y no  entro  en  más  detalles 
para  no  anticipar  la  interpelación,  que  ei  estado  anár- 
quico de  Tarragona  continúe  y llegue  al  punto  de 
que  todos  los  partidos  políticos,  desde  el  conservador 
al  carlista,  desde  el  fusionista  al  federal  (léase  la 
prensa  de  la  capital  y de  ciudades  tan  importantes  co- 
mo Tortosa,  Reus  y Valls)  se  hayan  puesto  á mi  lado 
para  pedirme  que  viniera  á llamar  la  atención  del  Go- 
bierno, cansados  ellos  de  protestar  un  dia  y otro  dia 
contra  el  caciquismo  que  allí  impera? 

Como  el  Gobierno  de  8.  M.  no  puede  aprobar,  ni 
aprobará  de  seguro  esos  actos;  como  el  dignísimo  se- 
ñor Ministro  de  la  Gobernación,  mi  queridísimo  amigo 
Sr.  Albareda,  viene  al  banco  azul  dispuesto  á hacer 
una  política  séria  y levantada  que  acabe  de  una  vez 
con  el  caciquismo,  espero  que  el  Gobierno  y el  señor 
Ministro  han  de  estar  conformes  en  que  hay  necesi- 
dad de  hacer  algo  en  la  provincia  de  Tarragona  en  ei 
sentido  que  he  indicado.  Y termiuo  rogando  al  Go- 
bierno que,  comprendiendo  la  dificilísima  situación 
en  que  me  encuentro  al  tener  que  lanzar  acusaciones 
verdaderamente  graves,  pero  que  á nadie  pueden  ex- 
trañar, cuando  se  sepa  que  llevo  pasado  uu  ano  de 
sufrimientos,  que  si  se  tratara  de  mi  persona  no  me 
importada  gran  cosa,  pero  que  por  tratarse  de  mis 
amigos  políticos  y de  mis  paisanos  me  afectan  ex- 
traordinariamente, se  sirva  mandar  abrir  la  informa- 
ción, con  lo  cual  no  dude  el  Gobierno  que  habremos 
hecho  en  favor  de  la  moralidad  administrativa  mucho 
más  que  cou  todas  las  circulares  y con  todos  los  me- 
dios hasta  ahora  inútilmente  empleados;  porque, 
créalo  el  Gobierno,  urge  que  por  todos  los  medios  se 
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averigüe  quién  tiene  razón  en  ese  pleito  entablado 
entre  el  gobernador  de  la  provincia  de  Tarragona  y 
todos  los  elementos  sanos  y contribuyentes  de  aquella 
provincia. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
No  sería  tranco  si  no  declarara  que  me  ha  causado 
pena  la  pregunta  que  acaba  de  formular  el  Sr.  Cabe- 
llas, que,  más  que  pregunta,  parece  interpelación,  y 
más  que  interpelación,  acusación  durísima  contra  la 
dignísima  autoridad  civil  de  la  provincia  de  Tarra- 
gona y contra  actos  que  el  Sr.  Cabellas  parece  tener 
la  seguridad  de  que  se  han  realizado;  de  tal  manera, 
que  cuando  el  Sr.  Cabellas  empezó  diciendo  que  le 
daba  pena,  que  estaba  contrariado  por  tener  que  ha- 
cerme la  pregunta,  decía  yo  para  mí,  y francamente 
se  lo  digo  ahora  al  Sr.  Cabellas,  que  la  pregunta  no 
hubiera  tenido  verdadera  importancia  si  el  Sr.  Cabe- 
llas no  se  hubiera  expresado  con  el  calor  con  que  se 
ha  expresado  S.  S.;  porque  S.  S.  comprenderá  que  cre- 
yendo que  me  hace  verdadera  justicia  al  juzgarme 
animado  del  deseo  más  profundo  de  que  los  agentes 
de  la  autoridad  eu  provincias  representen  pura  y ex- 
clusivamente el  principio  de  gobierno  y la  realización 
del  principio  de  justicia;  ante  acusaciones  semejantes 
á las  que  ha  formulado  el  Sr.  Cabellas,  y formuladas 
de  esa  manera,  cuando  apenas  he  tenido  tiempo  de 
enterarme  de  lo  que  pasa  en  provincias;  ante  acusa- 
ciones por  actos  que  se  refieren  á mis  amigos  y co- 
rreligionarios ó á individuos  de  las  oposiciones,  me 
encuentro  en  una  situación  verdaderamente  difícil, 
do  la  cual  no  puedo  salir  más  que  inspirándome  en  el 
sentimiento  de  la  franqueza  más  absoluta. 

Figúrese  el  Sr.  Cabellas  que  todos  los  hechos  que 
ha  denunciado,  que  todas  las  censuras  que  ha  emitido, 
que  todas  las  responsabilidades  que  pide  fueran  clenuu- 
ciados,  emitidas  y pedidas  por  un  individuo  que  no 
se  sentase  en  estos  bancos,  que  no  perteneciera  á la 
mayoría  ni  á la  minoría,  y que  se  refiriera  á sucesos 
fuera  de  España.  ¿Quiere  el  Sr.  Cabellas  saber  cuál 
sería  mi  contestación?  Pues  desde  luego  sería  que  si 
todos  esos  hechos  fueran  verdad,  yo  los  censuraría,  los 
castigaría.  Mas  no  siendo  asi,  el  Sr.  Cabellas  ha  de  dar 
á mi  rectitud  la  márgen  necesaria  para  que  estudie 
los  hechos,  para  que  los  examine  y me  persuada  de 
si  los  hechos  son  reales  ó si  arrancan  algo  de  la  pasión, 
del  amor  á los  amigos,  de  algo  de  estas  relaciones  po- 
líticas que  aun  dentro  de  cada  partido  suele  crear 
ciertas  dificultades. 

Yo  creo  obrar  prudentemente  no  dando  desde 
luego  crédito  (crédito  completo  á sus  palabras  sí)  á 
las  impresiones  que  producen  esas  afirmaciones;  por- 
que S.  S.  habla  eu  nombre  desús  amigos,  y basta  ha 
confesado  con  una  franqueza  que  le  aplaudo,  que  hay 
un  hermano  suyo  figurando  en  estos  hechos  que  cen- 
sura y condena,  y los  sentimientos  políticos  y las  re- 
laciones de  amistad  y de  parentesco  tan  íntimas  pue- 
dan tal  vez  ofuscar  algo  el  ánimo  de  S.  S.  ó dar  lugar 
á esa  especie  de  acusaciones. 

Creo,  pues,  que  contesto  á S.  S.  diciendo  que  eu 
tésis  general  deseo,  perseguiré  y haré  cuanto  esté  en 
mi  mano  por  que  los  agentes  de  la  autoridad  repre- 
senten en  absoluto  en  la  provincia  de  Tarragona,  como 
en  todas,  la  justicia,  sin  distinción  de  colores  políticos, 
y que  no  haya  ni  predilectos  ni  vencidos,  ni  favorecidos 
ni  abandonados.  Porque  yo  entiendo  que  esta  es  la  pri- 


mera necesidad  de  un  Gobierno  que  se  estima  á sí  mis- 
mo, toda  vez  que,  ajuicio  mió,  son  los  partidos  orga- 
nismos gubernamentales,  y ellos  escriben  con  los  ac- 
tos de  sus  adeptos  su  propia  historia,  contribuyendo 
Lodos  al  bien  público;  de  lo  contrarío  hacen  imposible 
que  el  bien  público  se  realice,  porque  los  Gobiernos 
eu  el  sistema  representativo  y parlamentario,  hace- 
mos poco,  por  mucho  que  nos  propongamos  hacer 
por  grande  que  sea  nuestra  iniciativa,  por  puro  y sa- 
crosanto que  sea  nuestro  deseo. 

Se  llama  al  gobierno  representativo  gobierno  del 
país  por  el  país,  porque  todos  los  ciudadanos  contri- 
buyen al  bien  ó al  mal  del  Estado;  y para  que  se  rea- 
licen estos  propósitos  del  Gobierno  y míos  es  necesa- 
rio contar  con  la  cordura  de  las  oposiciones,  con  la 
abnegación  y patriotismo  de  la  mayoría;  sentimiento, 
deseo  y persuasión  intima  de  que  es  necesario  llevar 
á las  provincias  un  gran  sentido  de  justicia  y de  rec- 
titud. Quizás  esto  fuera  la  única  cosa  que  manifesté 
á mi  dignísimo  Presidente  el  dia  que  tuve  el  alto  ho- 
nor de  recibir  una  carta  suya  en  París  en  que  me 
decia  viniera  á desempebar  el  Ministerio  de  la  Go- 
bernación. Pero  para  poder  hacer  eso  es  necesario  que 
los  amigos  se  inspiren  también  en  sentimientos  de 
rectitud  y no  traigan  un  prurito  preconcebido  de  con- 
denar y censurar  todo  lo  que  hagan  los  adversarios,  y 
viceversa;  y es  necesario  también  que  mis  amigos,  y 
de  eso  Lengo  la  mayor  confianza,  se  persuadan  que 
ellos  están  escribiendo  con  su  conducta  una  gran  pá- 
gina de  la  historia,  contribuyendo  con  esa  conducta 
á sentar  la  base  angular  de  este  edificio  de  la  Mo- 
narquía, boy  representada  por  S.  M.  la  Reina  Regen- 
te, tan  admirada  en  el  mundo  entero,  donde  tanta 
justicia  se  le  hace:  y nosotros  debemos  contribuir  á 
realzar  sus  grandes  cualidades  que  tanto  la  enaltecen, 
con  la  abnegación  y el  convencimiento  de  poner  siem- 
pre nuestra  pasión  política  debajo  de  la  justicia. 

Este  es  mi  deseo  y mi  propósito:  el  Sr.  Presidente 
del  Consejo  de  Ministros  me  ha  traído  aquí  porque 
sabe  que  tengo  estas  ideas  y convicciones;  pero  para 
realizarlas  es  necesario  que  los  amigos  como  el  señor 
Cabellas  tengan  prudencia  y no  me  exijan  y arrojen 
ai  rostro  cosas  que  me  imposibilitarían  seguir  de  una 
manera  resuelta  este  camino  que  be  emprendido  y 
que  constituye  el  fondo  de  mi  pensamiento  y de  mi 
voluntad.  Al  dirigir  S.  S.  al  gobernador  do  Tarrago- 
na los  ataques  que  le  ha  dirigido,  no  ha  observado 
S.  S.  que  los  dirigía  ai  Gobierno,  y especialmente  al 
MinisLro  de  la  Gobernación,  á quien  merece  absoluta 
confianza  aquella  dignísima  autoridad;  y permítame 
8.  S.  creer  que  la  vehemencia  de  su  palabra  le  ha 
llevado  mucho  más  allá  del  fin  que  se  proponía. 

¿Queremos  todos  contribuir  al  bien?  Pues  vamos 
á contribuir  todos  al  bien,  y no  habrá  entonces  nin- 
guno que  se  queje  con  motivo;  porque  las  disposicio- 
nes del  Ministro  de  la  Gobernación  podrán  ser  equi- 
vocadas, porque  yo  tengo  pocos  conocimientos;  pero 
ninguno  me  negará  que  mi  deseo  es  proceder  con 
justicia  é imparcialidad.  Contribuyamos,  pues,  todos 
á la  grandeza  del  país,  que  en  la  ocasión  presente  está 
entregada  á vuestro  patriotismo,  á vuestra  cordura 
y á vuestra  rectitud. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Cabellas  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  CAÍÍEIiLAS:  Doy  las  gracias  al  Sr.  Minis- 
tro de  la  Gobernación  por  las  elocuentes  palabras  que 
ha  pronunciado;  y no  solamente  se  las  doy  en  nom- 
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Jjrc  propio,  sino  también  en  nombre  ile  todos  los  par- 
tidos do  la  provincia  de  Tarragona.  Me  confío  por 
completo  á S.  S.,  y espero  que  no  olvide  (puesto  que 
S.  S.  quiere  enLerarse,  y hace  bien,  como  Ministro  de 
la  Gobernación,  de  algunas  de  las  afirmaciones  que 
yo  he  hecho,  y que  constan  en  actas  del  Ayuntamien- 
to, en  los  periódicos  que  tengo  a la  vista  y en  docu- 
mentos oficiales),  espero  que  no  olvide  abrir  la  infor- 
mación ó el  expediente  gubernativo  para  averiguar 
lo  que  ha  pasado,  en  la  seguridad  de  que  por  ese  me- 
dio, dentro  de  poco  podrá  decir  S.  S.  á la  faz  del  país 
desde  el  banco  azul  el  remedio  que  haya  buscado 
para  aplicar  al  mal,  y al  propio  tiempo  manifestar 
quién  tiene  razón,  si  el  gobernador  ó el  humilde  Di- 
putado que  hace  pocos  momentos  dirigia  ai  Congreso 
sus  alirmaciones. 

El  8r.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albare- 
da):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albare- 
da):  El  Sr.  Cabellas  debe  tener  presente  que  los  Mi- 
nistros, y principalmente  el  de  la  Gobernación,  tienen 
medios  de  enterarse  de  lo  que  pasa  en  una  provincia, 
sin  necesidad  de  abrir  expediente,  y solo  lo  abren 
cuando  los  hechos  son  tales  que  no  hay  otro  medio 
de  averiguar  la  verdad.  Por  cousiguiente,  tenga  su 
señoría  confianza  en  mí,  y yo  haré  lo  que  sea  más 
conveniente  á la  justicia  y al  bien  publico,  abriendo 
ó do  el  expediente,  según  crea  que  procede:  déjeme 
marchar  S.  S.;  yo  le  hubiera  agradecido  mucho  que 
no  hubiera  traído  esta  cuestión  aquí;  pero,  en  Un,  su 
señoría  la  ha  traído  en  uso  de  su  derecho,  y yo  le  he 
contestado  lo  que  he  tenido  por  conveniente.  Yo  me 
hubiera  alegrado  mucho  que  S.  S.  hubiera  venido  á 
mí  particularmente  á contarme  esos  detalles;  y esto 
me  hace  recordar  aquellas  palabras  de  Napoleón  I ai 
Senado  cuando  le  pidió  que  modificase  la  Constitu- 
ción en  un.  momento  grave,  y lo  digo,  aunque  no 
tengo  nada  que  ver  con  ningún  emperador;  esto,  re- 
pito, me  hace  recordar  aquella  frase  de  que  «La  ropa 
sucia...  etc.» 

El  Sr.  CANEELAS:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  CANEELAS.  Me  confío  en  absoluto  ai  se- 
ñor Ministro  de  la  Gobernación,  y estoy  conforme  en 
que  abra  ó no  el  expediente,  según  lo  crea  mejor  su 
señoría. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  El 
Sr.  Hernández  Prieta  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  HERNANDEZ  PRIETA:  Me  veo  en  la  ne- 
cesidad de  hacer  una  excitación  y un  ruego  al  señor 
Ministro  de  la  Guerra;  y no  queriendo  faltar  á los  de- 
beres de  la  cortesía  parlamentaria,  le  escribí  ayer 
tarde  una  carta  anunciándoselo.  Ei  Sr.  Ministro  me 
manda  en  este  momento  un  B.  L.  M.,  diciéudomc 
que  no  lia  podido  asistir  á la  sesión  del  Congreso 
por  estar  en  el  Senado;  yo  nunca  he  podido  creer  que 
el  señor  gcueral  Cassola  dejara  de  estar  aquí  sino  por 
motivos  poderosos  que  yo  respeto ; y añade  también 
que  si  es  urgente  la  pregunta  que  tengo  que  hacer- 
le, puedo  formularla.  Yo  conceptúo  que  es  de  mucha 
urgencia  y gravedad,  y en  este  punto  están  confor- 
mes conmigo  todos  los  Diputados  de  algunas  provin- 
cias tan  desgraciadas  como  la  de  Soria. 

Se  ha  publicado  en  el  mes  anterior  una  circular 


del  Ministerio  de  la  Guerra,  en  que  se  prescribe  la 
presentación  personal  de  todos  los  mozos  que  entran 
en  quinta  este  año,  en  las  cajas  respectivas  antes  del 
sorteo,  cuya  presentación  personal,  á mi  juicio,  y esto 
no  lo  explano  puesto  que  no  está  aquí  el  digno  señor 
Ministro  de  la  Guerra,  no  es  absolutamente  legal,  y 
cuya  circular  ha  derogado  otra  que  había  publicado 
el  Sr.  Jovellar,  eu  la  que  no  se  exigía  la  presencia 
personal. 

De  dicho  y repito  que  el  asunto  es  de  suma  gra- 
vedad, porque  precisamente  mañana,  dia  10,  han  <1*3 
ingresar  en  caja  los  mozos  á que  se  refiere;  y como 
sucede  que  á muchos  les  es  absolutamente  imposible 
verificar  la  presentación  personal,  y como  por  esta 
circular  se  impone  una  penalidad  gravísima,  una  pe- 
nalidad, á mi  juicio,  terrible,  que  es  la  de  declarar- 
los prófugos,  y de  consiguiente  tener  que  servir  en 
Ultramar,  no  admitirles  la  redención  á metálico  y 
tener  dos  años  de  recargo  en  el  servicio,  yo  entiendo 
que  hallándose  fuera  de  sus  respectivas  provincias 
muchos  mozos  por  tener  que  buscar  trabajo,  como 
les  sucede  á muchos  de  la  provincia  de  Soria  que  es- 
tán en  Extremadura  y en  Andalucía  cuidando  ganados; 
como  hay  otros  muchos  de  Aragón  y Galicia  en  igual 
caso,  sin  contar  los  estudiantes  insulares  y <le  la  Pe- 
nínsula, y desconociendo  la  mayor  parte  la  circular, 
cuyo  texto  realmente  no  consta  en  la  ley.  pues  el 
digno  general  Sr.  Cassola  se  funda  en  el  espíritu  de 
la  ley,  que  determina  que  la  presentación  sea  perso- 
nal, puesto  que  si  esteno  fuera  el  espíritu  de  la  ley, 
sino  su  letra,  no  habría  expedido  el  Sr.  Jovellar  una 
Real  órden  dispensando  de  la  presentación  en  esa  for- 
ma antes  dei  sorteo,  debo  excitar  al  digno  Sr.  Casso- 
la, y suplico  á la  Mesa  que  le  haga  presente  mi  rue- 
go con  la  mayor  urgencia,  puesto  que  en  el  dia  de 
mañana  han  de  ingresar  estos  mozos,  para  que  atenúe 
en  lo  posible  los  efectos  de  esa  circular,  haciendo  por 
medio  de  órden  telegráfica  que  quede  vigente  la  Real 
órden  revocada,  para  que  aquellos  mozos  que  no  pue- 
dan por  causas  justas  y legítimas  presentarse  perso- 
nalmente, dejen  de  verificarlo  sin  incurrir  en  tan  tre- 
menda responsabilidad. 

Espero  que  la  Mesa  pondrá  en  conocimiento  dei 
Sr.  Ministro  de  la  Guerra  con  la  mayor  urgencia  mi 
excitación,  puesto  que  horas  tan  solo  son  las  que 
tiene  para  derogar  en  cierto  modo  la  órden  dictada 
en  el  mes  anterior,  con  el  humanitario  propósito  de 
evitar  perjuicios  tan  considerables  á personas  real- 
mente inocentes  de  la  culpa  que  totalmente  se  les 
imputa. 

El  Sr.  SECRETARIO  ([barra):  Se  comunicará  al 
Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  con  la  urgencia  que  desea 
el  Sr.  Hernández  Prieta,  el  ruego  de  S.  S. 


El  Sr.  BOIXADER:  He  pedido  la  palabra  para  te- 
ner el  honor  de  presentar  al  Congreso  una  exposición 
que  los  Ayuntamientos  del  partido  de  Seo  de  Urgei, 
en  la  provincia  de  Lérida,  elevan  á las  Cortes,  acerca 
del  proyecto  de  ley  de  desamortización  de  terrenos 
de  aprovechamiento  común,  y ruego  á la  Mesa  se 
sirva  disponer  que  pase  á la  Comisión  que  corres- 
ponda. 

El  Sr.  SECRETARIO  (íbarra):  Pasará  á la  Co- 
misión correspondiente. 
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El  Sr.  OROZCO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  OROZCO:  En  el  primer  dia  hábil  de  sesión 
de  esta  legislatura,  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  reprodujo  los  proyectos  de  ley  presentados 
por  el  Gobierno  en  la  legislatura  anterior.  Yo  deseo 
saber  si  entre  los  proyectos  reproducidos  están  com- 
prendidos los  presupuestos  de  Cuba  y Puerto-Rico. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Orozco  lia  dirigido  una  pregunta  á la  Mesa,  y ésta 
se  cree  en  el  deber  de  contestarla  diciendo  que  los 
presupuestos  de  Cuba  y Puerto-Rico,  como  los  otros 
proyectos  de  ley  presentados  en  la  anterior  legisla- 
tura y debidos  á la  iniciativa  del  Gobierno,  quedaron 
reproducidos,  y así  lo  estimó  el  Congreso,  sin  perjui- 
cio de  que  el  Gobierno,  en  uso  de  su  derecho,  intro- 
duzca en  esos  presupuestos  aquellas  variaciones  que 
estime  convenientes. 

El  Sr.  OROZCO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  OROZCO:  Doy  las  gracias  al  Sr.  Presidente 
por  las  explicaciones  que  se  ha  servido  ciarme,  y al 
mismo  tiempo  me  permito  sujilicarle  me  diga  si  no 
puede  haber  una  competencia,  habiendo  dos  Comisio- 
nes de  presupuestos  para  que  entiendan  en  los  de 
Cuba  y Puerto-Rico.  Si  boy  viene  el  presupuesto  de 
Cuba  ó el  de  Puerto-Rico,  ¿á  cuál  de  las  dos  Comi- 
siones va?  ¿A  la  que  lia  de  entender  en  el  presupuesto 
de  1887-88,  ó á la  que  ha  de  entender  en  el  anterior? 
Yo  ruego  á la  Mesa  que  tenga  la  bondad  de  expli- 
car esto. 

El  Sr.  SANZ  Y PERAY:  Pido  la  palabra  sobre 
este  incidente. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  SANZ  Y PERAY:  Yo  be  sido  individuo  de 
la  Comisión  de  presupuestos  para  Puerto-Rico  el  año 
pasado,  y entiendo  que  precisamente  por  tratarse  de 
un  presupuesto  para  el  ano  que  ha  pasado,  ya  no 
puede  ser  reproducido;  así  como  entiendo  también  que 
los  que  han  de  ser  examinados  por  la  Comisión  nom- 
brada serán  los  que  habrán  de  presentarse  para  ei 
año  1887-88.  Creo,  por  lo  tanto,  que  no  pueden  ser 
reproducidos  los  presupuestos  de  este  año. 

Ei  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Son 
dos  las  cuestiones  que  se  inician,  una  por  parte  del 
Sr.  Sanz  y otra  por  parte  del  Sr.  Orozco.  Respecto  á 
la  iniciada  por  el  Sr.  Sanz,  ya  lia  contestado  la  Mesa 
que  entendia  que  todos  los  proyectos  estaban  repro- 
ducidos; y en  cuanto  á la  pregunta  que  dirige  el  señor 
Orozco,  sobre  si  pueden  ó no  funcionar  dos  Comisio- 
nes, la  que  fué  nombrada  en  la  legislatura  anterior  y 
la  que  se  ha  nombrado  en  ésta,  la  Mesa  resolverá  so- 
bre este  punto  con  arreglo  al  Reglamento  y á las 
prácticas  parlamentarias. 

El  Sr.  SANZ:  La  anterior  Comisión  no  tiene  por 
qué  funcionar. 


Ei  Sr.  DABAN:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  DABAN:  La  he  pedido  para  dirigir  un 
ruego  al  Si\  Ministro  de  la  Guerra;  y como  S.  S.  no  so 


halla  presento,  ruego  á la  Mesa  se  sirva  trasmitírselo. 

En  la  prensa  periódica  de  estos  dias  lia  aparecido 
una  noticia  en  que  se  manifiesta  que  por  el  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Guerra  se  ha  dispuesto  que  se  suprima 
la  farmacia  militar  que  estaba  establecida  en  el  Mi- 
nisterio de  la  Guerra,  sin  duda  con  el  fin  de  que  quede 
funcionando  únicamente  la  que  está  establecida  cu  el 
hospital  militar  de  esta  corle.  BastanLes  familias  de 
las  que  tienen  derecho  á disfrutar  de  los  beneficios 
que  concede  la  farmacia  militar,  han  tenido  por  con- 
veniente dirigírseme  á mí  para  que  yo  llamara  la 
atención  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  sobre  los  per- 
juicios inmensos  que  se  ocasionan  á un  gran  número 
de  familias  que  se  surten  de  la  farmacia  que  se  trata 
de  suprimir,  porque  dada  la  distancia  á que  va  á es- 
tar de  sus  casas  la  única  farmacia  militar  que  va  á 
quedar,  es  una  ilusión  el  decir  que  tendrán  medios 
de  proveerse  de  medicamentos  por  un  precio  redu- 
cido. En  tal  concepto,  esas  personas,  esas  familias  que 
se  han  dirigido  á mí,  hacen  la  indicación  de  que  si 
el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  necesita  el  local  que  hoy 
ocupa  esa  dependencia,  y en  el  cual  se  han  gallado 
algunos  miles  de  duros  para  instalarla,  puede  conse- 
guir los  mismos  fines  alquilando  un  ediñeio  ó local 
próximo  al  Ministerio  de  la  Guerra  y trasladando  á 
él  la  farmacia  militar;  y recargando  algunos  cénti- 
mos los  medicamentos  que  por  la  misma  se  sumi- 
nistraran, se  podría  con  esc  pequeño  aumento  sufra- 
gar los  gastos  que  originase  el  alquiler  de  esc  edificio, 
con  lo  cual  el  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  conseguía 
los  fines  que  se  propone  y no  ocasionaba  un  gran- 
dísimo perjuicio  á toda  la  familia  militar  que  boy  está 
disfrutando  del  beneficio  que  le  proporciona  la  far- 
macia militar.  Y como  me  parece  justa  esla  petición, 
como  no  puede  producir  perturbación  ninguna  en  sus 
propósitos,  yo  me  permito  poner  este  ruego  en  cono- 
cimiento del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  por  conducto 
de  la  Mesa,  por  si  estima  oportuno,  dada  su  filantro- 
pía por  el  ejército  y sus  buenos  deseos  por  las  clases 
militares,  atender  á la  súplica  que  le  dirigen  por  con- 
ducto mió. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Se  pondrá  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministró  de  la  Guerra  el  ruego 
de  S.  S. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Molleda  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  MOLLEDA:  Me  propongo  llamar  la  aten- 
ción del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  sobre  actos 
administrativos  relativos  ai  cumplimiento  de  acuer- 
dos para  hacer  efectivos  alcances  de  cuentas  muni- 
cipales, que  no  sé  si  corresponden  á su  tiempo  ó al 
de  su  antecesor,  Sr.  León  y Castillo. 

Como  quiera*  que  sea,  son  acuerdos  de  alguna 
trascendencia,  que  pueden  traer  consecuencias  des- 
agradables, y que  desde  luego  influyen  en  el  buen 
órden  económico  de  los  Municipios,  en  lo  que  se  re- 
fiere á las  cuentas  municipales,  servicio  que  lodos 
sabemos  que  está  bastante  abandonado;  y en  caso  de 
ser  cierto  lo  que  voy  á referir,  necesita  una  rectifi- 
cación inmediata,  en  desagravio  de  la  ley  y de  los 
buenos  principios  administrativos. 

Es  cosa  sabida  que  las  cuentas  municipales  an- 
teriores á la  reforma  de  contabilidad  municipal  que 
acaba  de  haberse,  teuiau  una  tram ilación  especial  de 
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finida  en  la  ley  orgániea.  Conforme  á esta  tramita- 
ción, debían  ser  examinadas  primero  por  los  Ayunta- 
mientos, después  pasaban  de  los  Ayuntamientos  con 
el  informe  del  síndico  á las  Juntas  municipales,  que 
las  censuraban  minuciosamente  y las  aprobaban  ó 
desaprobaban,  fijando  los  reparos  que  habían  de  ser 
solventados  por  el  cuentadante.  En  esta  forma  pasa- 
ban y pasan  al  gobernador  de  la  provincia,  el  cual, 
cuando  los  gastos  son  menores  de  6.000  pesetas,  des- 
pués de  oir  á la  Diputación  provincial,  las  aprueba  ó 
fija  deíinitivamente  la  responsabilidad  del  cuentadan- 
te Estos  fallos  del  gobernador  en  esta  clase  de  cuen- 
tas son  definitivos,  causan  estado  y no  pújeden  sus- 
penderse por  ninguna  causa  ni  por  ningún  motivo; 
doctrina  elemental  y comente,  derivada  de  la  mis- 
ma ley. 

Con  estos  antecedentes,  voy  á concretarme  ahora 
á los  hechos.  Hace  bastante  tiempo  se  dictaron  por 
el  gobernador  civil  de  la  provincia  de  León  fallos  de- 
finitivos en  dos  cuentas  pertenecientes  á un  Ayunta- 
miento de  la  provincia,  correspondiente  al  distrito 
que  tengo  el  honor  de  representar,  al  Ayuntamiento 
de  la  villa  de  Boñar,  en  cuyos  fallos  se  declaró  que 
eran  responsables  ai  reintegro  de  cantidades  malver- 
sadas los  que  habían  rendido  las  cuentas.  Estos  fa- 
llos se  comunicaron  hace  cerca  de  dos  años  á los  in- 
teresados; pero  como  en  aquella  época  precisamente 
los  declarados  responsables  eran  el  alcalde  y otras 
personas  allegadas  á el,  no  se  dieron  á conocer.  Re- 
cientemente han  vuelto  á reproducirse,  y el  Ayunta- 
miento ha  ordenado  que  se  notifique  á los  interesa- 
dos, y en  efecto  se  les  ha  notificado.  No  interpusie- 
ron éstos  en  su  tiempo  el  recurso  de  alzada  contra  el 
fallo  dictado  por  el  gobernador,  de  acuerdo  con  la 
Comisión  provincial,  y por  consiguiente,  el  Ayunta- 
miento acordó  requerir  á esas  personas  para  ei  pago 
de  los  alcances,  y como  éstos  no  se  hicieran  efecti- 
vos, dirigió  el  procedimiento  de  apremio. 

Estando  las  cosas  en  este  estado,  no  sé  si  por  al- 
gún acto  ministerial  ó por  resolución  de  algún  Cen- 
tro, ó por  decreto  del  gobernador,  se  ha  mandado 
suspender  ei  procedimiento  de  apremio  dictado  por 
el  Ayuntamiento  para  la  ejecución  de  aquel  fallo,  con 
lo  cual  se  ha  dado  lugar  ¿i  que  el  Ayuntamiento  se 
vea  incapacitado  para  continuar  procediendo,  á que 
los  deudores  no  paguen  sus  alcances,  á que  el  asunto 
esté  paralizado  indefinidamente,  y á que  los  que  es- 
taban declarados  responsables  de  ciertas  deudas  que- 
den á cubierto  con  una  disposición  superior  que  pue- 
de traer  sérias  consecuencias. 

Yo  pregunto  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación: 
¿tiene  S.  8.  conocimiento  de  que  por  algún  acto  mi- 
nisterial, por  disposición  de  alguno  de  sus  ceñiros,  ó 
por  decreto  del  gobernador  de  la  provincia  se  haya 
mandado  suspender  ei  procedimiento  de  apremio  por 
un  fallo  referente  al  Ayuntamiento  de  Boñar,  que  no 
había  sido  reclamado  en  tiempo  oportuno?  Si  el  he- 
cho es  cierto,  ¿está  S.  S.  dispuesto  á mandar  que  ese 
decreto  se  alce  inmediatamente,  para  que  pueda  el 
Ayuntamiento  reintegrarse  de  la  cantidad  que  le  cor- 
responde, procediendo  contra  los  deudores  respon- 
sables? 

En  ei  supuesto  que  esa  suspensión  haya  sido  cier- 
ta, ¿está  dispuesto  también  á exigir  la  responsabili- 
dad, en  caso  que  no  haya  sido  emanada  de  un  acto 
ministerial,  que  entonces  sería  de  otra  índole,  al  Cen- 
tro que  haya  decretado  la  suspensión,  ó al  goberna- 


dor civil  de  la  provincia,  si  él  ha  dado  ese  decreto? 

Porque  el  caso  puede  tener  sérias  consecuencias, 
y la  principal  es  la  siguiente:  que  los  deudores,  va- 
liéndose de  ese  aplazamiento,  que  estas  son  las  no- 
ticias que  tengo  sobre  sus  móviles,  valiéndose  de  esa 
suspensión,  hagan  una  enajenación  aparente  de  sus 
bienes,  que  constituya  insolvencia  maliciosa,  y cuan- 
do llegue  el  caso  no  tengan  con  qué  hacer  efectivos 
sus  alcances,  y entonces  tendrá  el.  Ayuntamiento  que 
abonar  estas  cantidades,  siendo  esto  ejemplo,  de  mo- 
ralidad en  punto  á los  servicios  municipales,  ó ten- 
dría que  hacer  otra  cosa  peor:  dirigir  su  acción  con- 
tra el  funcionario  que  decretara  la  suspensión,  para 
exigirle  el  pago,  aparte  de  la  responsabilidad  que  le 
cupiera  por  el  desfalco  que  haya  podido  tener  el 
Ayuntamiento. 

Ya  comprendo  que  no  podrá  en  estos  inomentos 
el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  contestar  á la  pre- 
gunta que  le  hago,  porque  no  tendrá  á mano  el  ex- 
pediente. Por  eso  le  ruego  lo  reclame.  Los  ejercicios 
de  las  cuentas  á que  me  refiero,  si  mi  memoria  no 
me  es  infiel,  son  los  de  1877-78  y 1879-80;  y.  el 
Ayuntamiento,  como  he  dicho,  el  de  Boñar,  provin- 
cir  de  León. 

Yo  considero  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación 
inspirado  en  los  más  rectos. propósitos  para  morali- 
zar la  administración  municipal;  ie  considero  ani- 
mado del  deseo  de  ser  inexorable  con  todos  aquellos 
que  lian  manejado  caudales  ó fondos  municipales, 
para  obligarles  á que  rindan  sus  cuentas  de  modo  que 
pueda  hacerse  efectiva  su  responsabilidad  y no  haya 
filtraciones,  abusos  ni  inmoralidades  de  ninguna  cla- 
se. Por  eso  confío  que  ha  de  prestar  especiaL  interés 
á este  asunto;  y desde  luego  creo.  que.  al  contestar- 
me, ó traer  aquí  los  antecedentes  de  esc  asunto  que 
yo  reclamo,  después  de  haber  dictado  las  providen- 
cias que  á su  juicio  considere  justas  para  que  vuelva 
otra  vez  á cumplirse  el  acuerdo  firme  del  goberna- 
dor que  está  suspendido,  procure  que  conste  si  el  de- 
creto de  suspensión  filé  dado  por  auto  judicial,  por 
disposición  de  un  Centro  directivo,  ó . por  decreto. del 
gobernador;  y no  tiene  otro  objeto  esta  discusión  que 
procurar  en  su  dia  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
que  le  corresponda. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Rula  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Yo  respeto  mucho  el  derecho  con  que  S.  S.  me  ha  di- 
rigido las  preguntas  que  ha  tenido  á bien  hacer,  y 
hasta  he  tenido  muchísimo  gusto  en  escucharle,  entre 
otras  razones,  porque  me  pone  en  antecedentes,  del 
asunto;  pero  S.  S.  me  ha  de  permitir  le  diga  que  me 
parece  hubiéramos  adelantado  mucho  más  si  hubiera 
tenido  la  bondad  de  ir  al  Ministerio  de  la  Gobernación 
á hacerme  la  pregunta,  porque  hubiera  pedido  el  ex- 
pediente, lo  hubiéramos  visto  juntos,  y sobre  las  cosas 
ciertas  yo  hubiera  dado  á S.  S.  aquellas  razones  que 
hubieran  sido  convenientes,  ó para  refutar  las  de  su 
señoría,  ó para  afirmarlas  si  con  su  juicio  coincidía  ei 
mió.  Su  señoría  me  ha  hecho  una  pregunta  que  no 
puedo  contestar;  porque  si  por  conocer  una  cosa  se 
entiende  tener  fijos  en  la  memoria  hechos  y aprecia- 
ciones, yo  no  conozco  el  asunto,  porque  no  lo  recuer- 
do; pero  es  fácil  que  lo  conozca  sin  embargo,  y quizá 
al  unís  ligero  estudio  pudiera  decir  á S.  S.  lo  que  no 
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puedo  manifestarle  en  este  instante.  Su  señoría  mis- 
mo parece  no  está  tampoco  perfectamente  enterado,  á 
juzgar  por  las  dudas  que  he  creido  advertir  en  sus 
palabras  resjieéto  á la  suspensión  á que  se  ha  refe- 
rido. Por  consiguiente,  yo  creo  que  hay  dos  caminos 
que  seguir  para  complacer  á 8.  S.,  y yo  estoy  dis- 
puesto á seguir  el  que  8.  S.  quiera,  ó los  dos.  ¿Quiere 
8.  8.  tomarse  el  trabajo*  de  ir  al  Ministerio,  y trata- 
remos el  asunto  y veremos  lo  que  hay  de  verdad?  Pues 
allí  podremos  verlo  y tratar  de  la  cuestión.  ¿No  quie- 
re S.  S.  adoptar  este  temperamento,  sino  hacer  el 
exámen  público  y públicas  las  observaciones?  Pues 
prometo  á 8.  S.  traer  el  expediente,  y así  8.  8.  podrá 
verlo  y enterarse  de  Lodo  lo  ocurrido.  Se  cerciorara 
de  las  cosas  sobre  que  hoy  tiene  dudas,  y una  vez 
puestos  de  acuerdo,  veremos  cómo  se  resuelve  el  asun 
to  de  la  manera  más  cotí  veniente  y de  la  manera  más 
justa.  Porque  yo  tengo  gran  fe  en  que  8.  S.  no  persi- 
gue más  que  la  realización  de  lo  que  sea  más  conve- 
niente, y S.  S.  me  hará  la  bondad  de  creer  que  yo 
abundo  en  las  mismas  intenciones  y en  los  mismos 
sentimientos  de  S.  S. 

El  Sr.  MOLLEDA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S.  para  rectificar. 

El  Sr.  MOLLEDA:  Ya  habrá  advertido  el  8r.  Mi- 
nistro de  la  Gobernación  que  no  me  he  propuesto  ha- 
cer ningún  acto  de  censura:  lo  único  que  he  hecho  ha 
sido  exponer  ios  hechos  de  que  tengo  conocimiento, 
y como  no  estaban  bien  puntualizados  ni  tengo  noti- 
cia de  dónde  derivaban  los  cargos,  me  lie  reservado 
hasta  después  que  lo  sepa,  el  acudir  á este  sitio  ó á 
otra  parte. 

Puesto  que  el  8r.  Ministro  de  la  Gobernación  ha 
tenido  la  bondad  de  invitarme  á que  yo  me  entere  del 
asunto,  asunto  que  yo  no  hubiera  traído  aquí  si  hu- 
biera estado  eu  tramitación  pendiente,  porque  sé  bien 
que  los  asuntos  que  están  en  tal  estado  no  pueden 
traerse  á este  sitio  hasta  que  no  recaiga  sobre  ellos 
una  resolución  gubernativa,  tendré  mucho  gusto  en 
concurrir  á examinar  los  antecedentes,  y con  tal  de 
que  el  asunto  se  resuelva  en  justicia  y con  arreglo  á 
las  prescripciones  legales,  me  daré  por  satisfecho. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Rniz  Capdepon):  Tie- 
ne la  palabra  el  Sr.  Laiglesia. 

El  Sr.  LAIGLESIA:  Me  pedido  la  palabra  para 
dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia. 

Bien  notorios  fueron  para  todos  los  Sres.  Diputa- 
dos los  hechos  ocurridos  en  la  provincia  de  Valencia 
cuando  se  verificó  el  año  lílLimo  la  elección  en  virtud 
de  la  cual  tengo  la  honra  de  formar  parte  de  esta  Cá- 
mara. 

Un  alcalde  que  no  tenía  condiciones  para  desem- 
peñar su  puesto,  un  alcalde  que  no  sabía  ni  leer  ni 
escribir,  cometió  tales  atropellos  en  la  sección  de  Al- 
berique,  que  el  Gobierno  se  creyó  obligado  á pedir  los 
antecedentes  de  lo  ocurrido,  y en  vista  del  expediente 
completo  que  se  formó,  la  Comisión  de  actas,  dando 
un  ejemplo  de  imparcialidad  y de  rectitud,  por  el  cual 
yo  nunca  la  demostraré  bastante  mi  agradecimiento, 
acordó  unánimemente,  á pesar  de  estar  representados 
en  ella  todos  los  partidos,  que  debía  anularse  la  elec- 
ción de  Albcrique  y pasarse  el  tanto  de  culpa  á los 
tribunales,  porque  el  alcalde  de  aquella  sección  había 


cometido  tales  delitos,  que  debían  ser  éstos  castigados 
por  los  tribunales  de  justicia.  Eu  virtud  dé  este  acuer- 
do, que  el  Congreso  aceptó,  la  Mesa  pasó  una  comu- 
nicacion  al  8r.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  para 
i que  éste  pasara  á su  vez  el  tanto  de  culpa  á los  tri— 

Í bunales. 

Esta  comunicación  se  puso  por  la  Mesa  del  Con- 
greso el  dia  2 de  Julio,  y el  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y Justicia  se  apresuró  á trasladarla  al  tribunal  co- 
rrespondiente; pero  desde  entonces  acá,  á pesar  de  ha- 
ber trascurrido  seis  meses,  la  causa  no  ha  tenido  trá- 
mite ni  incidente  alguno  que  pueda  si  guiñear  deseo 
en  el  tribunal  de  hacer  que  se  cumpla  el  acuerdo  del 
Congreso.  De  suerte  que  cuando  la  opinión  por  su  re- 
presentación más  autorizada;  de  suerté  que  cuando 
el  Congreso,  por  unanimidad  lia  reconocido  que  hay 
motivo  para  procesar  á un  individuo  que  ha  cometido 
varios  delitos  que  la  ley  determina,  este  acuerdo  del 
Congreso,  trasmitido  por  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  ha  encontrado  en  los  tribunales  de  Valencia 
tal  lentitud,  que  seis  meses  después  no  ha  habido 
acto  de  ninguna  clase,  no  ha  habido  testimonio  de 
ningún  género  que  pueda  demostrar  al  pueblo  de  Al- 
berique  que  se  va  á hacer  justicia.  Y mientras  esto 
ocurre  con  una  persona  que  ha  delinquido,  ó respecto 
de  la  que  el  Congreso  ha  manifestado  de  una  manera 
solemne  que  ha  delinquido,  los  interventores  inocen- 
tes, los  interventores  que  no  quisieron  firmar  las  ac- 
tas de  aquella  sección  porque  con  tedian  falsedades, 
están  perseguidos,  se  ha  fijado  ya  el  dia  para  cele- 
brar el  juicio  oral  correspondiente,  y es  posible  que 
antes  que  se  haya  dado  paso  alguno  de  ninguna  clase 
contra  el  alcalde  que  incurrió  eu  esta  responsabili- 
dad, sean  perseguidos  y castigados  aquellos  escruta- 
dores que  tuvieron  valor  suficiente  para  resistir  actos 
que  se  les  imponían  y que  no  quisieron  consignar  en 
las  actas  que  se  les  presentaban. 

Como  estos  hechos  fueron  de  tal  importancia, 
como  la  opinión  pública  se  preocupó  de  ellos,  como 
el  Congreso  tomó  acuerdo  tan  solemne,  tengo  que  ro- 
gar al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  ciiya  respe- 
tabilidad é imparcialidad  soy  yo  el  primero  en  reco- 
nocer* que  baga  por  medio  del  ministerio  fiscal,  su 
órgano  en  aquella  Audiencia,  que  se  active  el  proce- 
dimiento, para  evitar  el  absurdo  de  que  el  alcalde,  au- 
tor de  los  hechos,  continúe  en  su  puesto  sin  haber  su- 
frido molestia  ni  procedimiento  do  ninguna  clase  por 
los  delitos  cometidos,  y las  personas  por  él  atropella- 
das porque  se  resistieron  á secundar  los  actos  crimi- 
nales de  aquel  alcalde  sean  las  que  tengan  que  com- 
parecer ante  los  tribunales  de  justicia  de  Valencia, 
presentándose  ante  ellos  como  criminales,  cuando  son 
inocentes,  y solo  son  responsables  de  los  hechos  ocu- 
rridos y censurados  el  alcalde  y las  demás  personas 
que  con  su  complicidad  facilitaron  la  realización  de 
los  hechos,  condenados  con  su  resoluciou  por  la  Co- 
misión de  actas. 

Gomo  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  tiene  oh 
las  cuestiones  de  Valencia  una  situación  tan  delicada 
y especial  por  la  importancia  que  Cerca  do  8.  8.  tic- 
! ne  un  alto  funcionario  que  interviene  directamente  en 
¡ todas  las  cuestiones  de  su  departamento,  si  bien  no 
tengo  motivo  alguno  para  dudar  de  la  imparcialidad 
de  S.  S*  ni  de  la  de  ose  alto  funcionario,  me  permito, 
; sin  embargo,  llamar  la  atención  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  á fin  de  que  conceda  á este  asunto 
la  importancia  que  en  sí  tiene, y Ir  ga  porque  la  jus- 
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ticia  salga  resplandeciente  en  cuanto  á hechos  que 
con  motivo  harto  grave  atraen  la  atención  del  público. 

El  Sr.  Ministro  (le  GRACIA.  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martines):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  No  conozco  él  estado  actual  (le  la  causa 
contra  el  alcalde  de  Alberique,  ni  tampoco  ios  ante- 
cedentes é historia  de  esc  juicio  oral  á que  ha  aludido 
el  Sr.  Laiglesia:  de  lo  que  sí  respondo,  no  solo  A S.  S., 
sino  al  Congreso  entero  y al  país,  es  de  que  el  origen 
de  ese  alto  funcionario  & que  S.  S.  ha  aludido,  no  ha 
de  impedir,  ni  en  poco  ni  en  mucho,  que  se  aplique 
inexorablemente  la  ley  y se  haga  cumplida  justicia. 
El  Sr.  Laiglesia  mismo,  ai  hacerme  justicia  recono 
ciendo  mi  imparcialidad  en  ei  asunto,  no  ha  podido 
ménos  de  añadir  que  confía  en  la  neutralidad  de  ese 
alto  funcionario,  respecto  al  cual,  yo  que  le  conozco 
bien  ó íntimamente,  sé  que  es  de  todo  punto  incapaz 
de  mezclarse  en  un  asunto  de  justicia,  y mucho  mé- 
nos  para  que  se  tuerza  la  vara  do  la  ley. 

Yo  prometo  al  Sr.  Laiglesia,  puesto  que  ha  lla- 
mado la  atención  del  Gobierno  sobre  esa  causa;  diri- 
gir mañana  mismo  ana  calurosa  excitación  al  fiscal 
de  la  Audiencia  de  Valencia  pidiéndole  ouenLa  deta- 
llada del  asunto  y estimulando  su  celo  A fin  de  que  la 
justicia  se  administre  rápidamente  y con  acierto. 

El  Sr.  RUIZ  OAPDEPON:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  RUIZ  OAPDEPON:  El  Congreso  habrá 
comprendido  que  el  Sr.  Laiglesia  me  aludia  A mí,  y 
yo  me  levanto  para  preguntar  al  Sr.  Laiglesia  si  sabe 
que  en  el  asunto  judicial  á que  haya  dado  lugar  la 
elección  de  Alberique,  ó en  cualquier  otro  pendiente 
en  los  tribunales  de  justicia,  que  se  refiera  A la  pro- 
vincia de  Valencia  ó A cualquiera  otra  parte,  el  Sub- 
secretario del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  se  haya 
mezclado  absolutamente  en  nada,  ni  en  pró  ni  en  con- 
tra de  niuguu  género  de  intereses. 

Si  el  Sr.  Laiglesia  tiene  la  bondad  de  contestar  A 
esta  pregunta,  yo  rogaría  al  Sr.  Presidente  me  conce- 
diera luego  la  palabra  para  hacer  uso  de  mi  derecho 

El  Sr.  LAIGLESIA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  LAIGLESIA:  Me  apresuro  A dar  gracias  al 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  por  el  interés  que 
ofrece  prestar  A e.-^ta  cuestión  y porque  lia  ofrecido, 
couereta  y terminantemente,  dirigir  una  comunica- 
non  ai  fiscal  de  la  Audiencia  de  Valencia  para  que 
esta  causa  salga  de  la  paralización  en  que  se  halla; 
(jorque  lo  cierto  es,  cualquiera  que  sea  la  declara- 
ción del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que  el  2 
de  Julio  se  pasó  por  el  Congreso  una  comunicación 
al  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  manifestando  que 
se  pasara  el  tanto  de  culpa  A los  tribunales  por  creer 
q»e  se  habían  cometido  delitos  de  importancia  que 
afectaban  A una  elección,  y A pesar  ele  haber  trascu- 
rrido  seis  meses,  en  esta  causa  no  se  lia  dado  paso  de 
ninguna  clase  que  pueda  demostrar  el  propósito  ver- 
daderamente eficaz  de  los  tribunales  de  poner  correc- 
tivo al  deliLo  cometido.  Por  consiguiente,  no  es  que 
yo  dirija  acusaciones  de  ninguna  clase  al  Sr.  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia;  pero  el  hecho  es  que  los  tri- 
bunales han  dejado  paralizado  durante  seis  meses 
est°  asunto  y que  los  electores  de  Alberique,  atrope- 
llos. solo  ven  ai  alcaide,  que  ha  comolido  esos  des- 
afueros, paseándose  por  la  ciudad... 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Llamo  la 
atención  de  S.  S.  sobre  que  el  Sr.  Ministro  ha  contes- 
tado A su  excitación,  y que  ahora  está  él  Sr.  Diputado 
I explanando  una  especie  de  interpelación.  Le  ruego, 
por  tanto,  se  ciña  al  objeto  para  ei  que  se  le  ha  con- 
cedido la  palabra. 

El  Sr.  LAIGLESIA:  Tiene  razón  el  Sr.  Presidente; 
pero  creo  que  justifica  algo  la  extensión  que  doy  á mi 
rectificación,  la  situación  verdaderamente  excepcional 
en  que  me  encuentro.  Yo  be  venido  aquí  con  un 
acta  grave,  y he  tenido  la  suerte  de  encontrar  en  la 
Cámara  la  imparcialidad  y la  justicia  que  pedia;  pero 
aquellos  electores  que  me  han  traído,  que  han  sufrido 
atropellos  por  mí,  no  lian  sentido  la  ventaja  de  esta 
compensación;  lejos  de  eso, están  perseguidos;  en  estos 
momentos  están  llamados  por  los  tribunales  de  justi- 
cia, tendrán  que  comparecer  ante  ellos  el  (lia  29,  y en 
esta  situación  excepcional,  yo  me  dirigía  al  Sr.  Mi- 
nistro de  Gracia  y Juslicia  para  decirle  que  los  tri- 
bunales de  Valencia  tengan  con  mis  electores  la  mis- 
ma imparcialidad  que  yo  he  encontrado  en  mis  adver- 
sarios de  está  Cámara. 

Agradezco,  como  be  dicho,  al  Sr.  Ministró  de 
Gracia  y Justicia  su  oferta;  lo  único  que  tengo  que 
pedir  es  que  esa  oferta  se  realice,  no  por  parte  de  su 
señoría,  sino  por  parte  de  aquellos  que  tienen  que  in- 
tervenir en  este  asunto. 

Respecto  de  la  pregunta  que  me  ha  hecho  el  señor 
Ruiz  Capdepon,  debo  declarar  que  antes  que  S.  S.  lo 
pidiera,  he  empezado  por  reconocer  la  rectitud  é im- 
parcialidad de  S.  S.,  y que  lio  he  supuesto  que  directa 
ni  indirectamente  S.  S.  tuviera  participación  en  la 
actitud  de  la  Audiencia  de  Valencia.  Si  lo  hubiera 
creído,  lo  hubiera  dicho  claramente;  pero  como  hon- 
radamente creo  que  S.  S.  no  tiene  participación  en 
este  asunto,  honradamente  io  digo;  y si  otra  cosa  cre- 
yera, crea  S.  S.  que  bien  explícitamente  lo  diria  en 
este  sitio. 

No  tengo  más  que  decir.  Lo  único  que  pido,  lo 
mismo  al  Sr.  Ministro  que  ai  Sr.  Capdepon,  es  que  se 
preocupen  de  la  desigualdad  irritante,  de  la  gravedad 
de  la  situación  creada  por  el  Diputado  por  Játiva;  yo 
he  venido  aquí  con  quejas,  y he  obtenido  lá  justicia 
de  mis  adversarios;  y los  electores  que  me  han  en- 
viado, son  y han  sido  hasta  ahora  constantemente 
perseguidos. 

EL  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  El  Sr.  Laiglesia  puede  tener  la  seguridad, 
como  ei  Congreso  entero,  de  que  lo  que  yo  he  ofreci- 
do se  cumplirá,  sin  que  haya  nadie  á mi  alrededor, 
ni  por  bajo  de  mí,  que  pueda  ni  quiera  impedirlo.  Si 
S.  8.  hubiera  hecho  esta  advertencia  en  ei  mes  de  Ju- 
lio, yo  á estas  horas  estaría  enterado  del  estado  de  esa 
causa;  pero  ei  Ministro  de  Gracia  y Justicia  no  puede 
saber  el  estado  en  que  se  encuentran  todos  lOvS  proce- 
sos que  se  están  instruyendo  en  los  diversos  tribuna- 
les del  Reino.  Así  es  que  yo  tengo  que  limitarme  á 
hacer  una  declaración. 

Si  realmente  ha  habido  parcialidad  ó negligencia 
de  parte  de  un  tribunal  ó del  ministerio  fiscal  en  la 
instrucción  de  esa  causa,  yo  desapruebo  ese  proceder: 
que  lo  sepan  desde  ahora  esos  funcionarios.  Pero  ¿ha 
existido  esa  negligencia?  ¿hay  una  lentitud  no  justi- 
ficada en  la  marcha  de  ose  procedimiento? 
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Señores,  yo  no  lo  sé.  Si  hubiera  tenido  alguna  no- 
ticia acerca  de  esto,  ya  me  habría  dirigido  ó al  presi- 
dente de  la  Audiencia  ó al  fiscal,  y á estas  horas  po- 
dría dar  al  Congreso  una  explicación;  pero  no  puedo 
á priori  y sin  estar  bien  informado,  lanzar  desde  este 
banco  una  censura  contra  niugun  funcionario  de  la  ad- 
ministración de  justicia,  pues  mientras  no  se  pruebe 
lo  contrario  hay  á favor  de  éstos  la  presunción  de 
que  ajustan  su  conducta  á las  leyes  y,  por  consi- 
guiente, tienen  el  derecho  de  que  los  defienda  su  jefe. 

Por  mi  parte  doy  á S.  S.  la  seguridad  de  que  na- 
die, absolutamente  nadie,  me  ha  hablado  hasta  ahora 
de  esa  causa  contra  el  alcalde  de  Alberique,  ni  del 
juez  de  Alberique,  y de  que  no  he  sentido  palpitación 
alguna  de  esas  que  un  Ministro  un  poco  experimen- 
tado siente  fácilmente  cuando  se  agita  alrededor  suyo 
algún  interés  hostil  á la  justicia,  de  que  ninguno  de 
los  funcionarios  que  están  á mis  órdenes  me  ha  hecho 
la  menor  indicación  en  este  sentido. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Ruiz 
Capdepon  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  RUIZ  CAPDEPON:  Yo  doy  las  gracias 
al  Sr.  Laiglesia  porque  me  ha  hecho  justicia,  y segura- 
mente se  las  habría  dado  todavía  más  expresivas  si 
S.  S.  no  hubiera  mezclado  mi  nombre,  ó si  no  mi 
nombre,  el  cargo  que  inmerecidamente  desempeño 
en  el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  ai  ocuparse  del 
asunto  sobre  el  que  ha  llamado  la  atención  del  Go- 
bierno. 

El  Sr.  Ministro  lo  ha  dicho  antes,  y el  Sr.  Laigle- 
sia también:  ni  de  cerca  ni  de  lejos,  ni  directa  ni  in- 
directamente, el  Subsecretario  del  Ministerio  de  Gra- 
cia y Justicia  ha  intervenido,  ni  interviene,  ni  inter- 
vendrá en  ninguna  clase  de  asuntos  que  estén  some- 
tidos ai  conocimiento  de  los  tribunales  de  justicia; 
tiene  la  conciencia  de  su  deber,  y basta  donde  lo  per- 
mita su  escasa  inteligencia,  que  la  voluntad  no  le 
falta,  está  dispuesto  á cumplirlo  religiosamente;  y si 
esto  hace  en  todos  los  asuntos  relacionados  con  la  ad- 
ministracion  de  justicia,  sabe  muy  bien  el  Sr.  Laigle- 
sia, que  hace  algún  tiempo  me  conoce,  y con  cuya 
amistad  particular  he  creído  honrarme  siempre,  que 
en  aquello  en  que  pudieran  encontrarse  más  ó méuos 
comprometidos  algunos  que  hubieran  sido  ó fuesen 
algo  amigos  mios*  habría  sobre  la  razón  de  mi  deber 
y sobre  mi  conciencia,  que  en  todo  caso  lo  impedida, 
un  deber  más,  el  de  delicadeza,  para  que  bajo  ningún 
concepto,  ni  de  cerca  ni  de  lejos,  me  mezclara  yo  lo 
más  mínimo  en  esto.  Yo  apelo  al  Sr.  Laiglesia,  cuyas 
palabras  recuerdo  cuando  ha  dicho  que  el  Congreso 
pasó  el  tanto  de  culpa  á los  tribunales  y dirigió  una 
comunicación  respecto  de  esto  al  Ministerio  de  Gra- 
cia y Justicia,  para  que  diga  si  cuando  llegó  la  co- 
municación al  Ministerio  no  se  cursó  y se  puso  el  he- 
cho en  conocimiento  de  los  tribunales,  con  lo  cual  el 
mismo  Sr.  Laiglesia  ha  demostrado  que  en  aquel  mo- 
mento por  parte  del  Sr.  Ministro  no  hubo  la  menor 
demora  en  cumplir  los  acuerdos  del  Congreso. 

Y siendo  esto  así,  el  Sr.  Laiglesia  comprenderá  la 
injusticia  con  que  en  medio  de  sus  otras  declaracio- 
nes ha  venido  á decir  que  era  difícil  la  situación  del 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  en  este  asunto.  El 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  no  tiene  absoluta- 
mente dificultad  ninguna  en  cuantos  asuntos  se  pue- 
den relacionar  con  la  persona  que  inmerecidamente 
ocupa  el  cargo  de  Subsecretario,  porque  éste,  antes 
df)  que  la  menor  dificultad  se  suscitara,  sabría  cum- 
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, Pür  con  su  deber;  y puesto  que  estos  deberes  el  mis- 
mo Sr.  Laiglesia  reconoce  que  siempre  los  he  cum- 
plido, no  hay  para  qué  mezclar  mi  nombre  en  seme- 
jantes asuntos. 

El  Sr.  LAIGLESIA:  El  Sr.  Iluiz  Capdepon,  como 
todos  nosotros,  es  extremadamente  susceptible  en 
cuanto  se  refiere  al  cumplimiento  de  sus  deberes- 
pero  en  esLe  caso  no  tiene  por  qué  alarmarse  su  sus- 
ceptibilidad, porque  ya  he  dicho  que  S.  S.  ni  directa 
ni  indirectamente  ha  intervenido  en  estos  asuntos*  lo 
que  hay,  y esto  no  puede  desconocerse,  es  que  siendo 
S.  S.  un  importante  individuo  dei  partido  liberal  y 
jefe  del  partido  constitucional  de  Valencia,  tiene  para 
todos  los  asuntos  locales  de  aquella  provincia  una 
importancia  que  es  imposible  negar,  porquo  por  grau- 
de  que  sea  la  imparcialidad  de  S.  S.,  es  difícil  qu<> 
todos  los  elementos  políticos  de  aquella  zona  prescin- 
dan de  que  S.  S.,  que  es  el  jefe  del  partido  constitu- 
cional, es  al  mismo  tiempo  Subsecretario  de  Gracia 
y Justicia. 

Respecto  al  Sr.  Ministro,  tiene  S.  S.  mucha  razón 
al  decir  que  no  puede  estar  al  corriente  de  la  marcha 
que  llevan  todos  los  procesos  que  se  tramitan  en  Es- 
paña; pero  no  sucede  lo  mismo  respecto  á los  que 
manda  iucoar  el  Congreso,  porque  son  escasísimos, 
como  que  en  esLa  Cámara  no  creo  que  han  pasado  do 
tres,  y parecía  natural  que  de  ellos  estuviera  su  se- 
ñoría enterado,  por  lo  que  afectan  á la  sinceridad  del 
sufragio  y á la  libertad  electoral,  asuntos  do  bastante 
importancia  para  merecer  la  especial  atención  de  S.  S. 

Y para  terminar,  si  antes  no  he  hecho  una  pre- 
gunta relativa  á este  asunto,  es  porque  no  estaban 
abiertas  las  Córtes  y porque  yo  soy  de  los  que  creen 
que  es  absolutamente  viciosa  la  práctica  que  el  se- 
ñor Ministro  de  la  Gobernación  parece  recomendar  á 
los  Sres.  Diputados  que  le  han  dirigido  preguntas; 
práctica  que  me  parece  incompatible  con  la  buena 
marcha  del  régimen  parlamentario,  y que  consiste 
en  que  los  Diputados  vayan  de  Ministerio  en  Minis- 
terio exponiendo  privadamente  sus  quejas,  como  ges- 
tores de  asuntos  particulares.  Esto  creo  que  es  un 
síntoma  de  decadencia  en  nuestras  costumbres  par- 
lamentarias, que  no  se  conocía  en  España  hasta  que 
se  han  establecido  ciertas  tolerancias;  pero  como  yo 
soy  enteramente  contrario  á este  sistema,  me  pro- 
pongo dirigir  al  Gobierno  de  S.  M.  todas  las  pregun- 
tas que  tenga  que  hacer,  dentro  de  esta  Cámara  y 
ejercitando  mi  derecho  de  Diputado,  no  en  manera 
alguna  yendo  á los  Ministerios  á hacer  esa  clase  de 
jieticiones. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Voy  á decir  muy  pocas  palabras  para  de- 
fenderme de  la  acusasion  que  me  ha  dirigido  el  señor 
Laiglesia. 

Su  señoría,  sin  duda  porque  le  preocupa  el  asun- 
to del  alcalde  de  Alberique,  lia  trazado  una  línea  di- 
visoria que  no  está  en  la  ley.  Ha  supuesto  que  el  Mi- 
nistro, si  bien  es  verdad  que  no  puede  estar  al  co- 
rriente de  la  tramitación  de  todos  los  procesos  que 
hay  incoados  en  España,  está  obligado  á fijar  su  aten- 
ción en  aquellos  que  manda  formar  el  Congreso  cuan- 
do declara  que  hay  motivos  que  autorizan  el  proce- 
samiento de  un  alcalde  ó de  algún  otro  funcionario 
de  los  que  intervienen  en  las  elecciones, 
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Tongo  que  decir  al  Sr.  Laiglesia,  en  primer  lu- 
gar, que  el  Congreso  no  ha  declarado  ni  podía  decla- 
rar que  lia  delinquido  el  alcalde  procesado.  El  Con- 
greso ha  entendido,  al  examinar  las  actas,  que  halda 
indicios  más  ó ménos  vehementes  de  que  podía  .ha- 
berse cometido  un  delito,  lia  ..acordado  que  se  re- 
mita el  tanto  de  culpa  á los  tribunales ; pero  el  Con- 
greso no  ha  declarado,  no  lia  tenido  intención  ele 
declarar,  no  hubiera  tenido  derecho  de  declarar,  que, 
esc  alcalde  era  delincuente.  Esq,  apreciación  se  deja 
á la  independencia  y libertad  de  los  tribunales,  que 
panden  y deben  juzgar  á ese  aicald  i como  á cualquier 
otro  procesado,  sin  que  sobre  su  ánimo  deba  ejer- 
cer la  menor  presión  el  acuerdo  de  las  Córtes. 

Lo  segundo  que  tengo  que  den  ir  á mi  amigo  par- 
ticular Sr.  Laiglesia  es,  que  el  Ministro  de  Gracia 
y Justicia  cumplió  su  deber  ordenando  inmediata- 
mente al  ministerio  fiscal  que  procediera  con  arreglo 
i derecho  en  virtud  de  la  declaraoion  del  Congreso, 
pasando  el  tanto  de  culpa  á los  Lribunales;  pero  des- 
de ese  momento,  ese  proceso  no  tenía  para  el  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  más  ni  ménos  importancia  que 
otros  muchos  procesos  que  no  tienen  menor  interés 
que  el  seguido  contra  el  alcalde  de  Alberique. 

El  Ministro  de  Gracia  y Justicia  tenia  y tiene 
gran  confianza  en  la  rectitud  de  ios  tribunales;  por 
tanto,  al  cumplimentar  el  acuerdo  del  Congreso,  creía 
y sigue  creyendo  que  los  tribunales  han  prestado  la 
atención  debida  á ese  acuerdo  de  las  Córtes,  comu- 
nicado por  su  jefe  el  Ministro  de  Gracia  y Justicia. 

Con  esto  se  enlaza  lo  que  el  Sr.  Laiglesia  ha  di- 
cho respecto  de  su  propósito  de  no  faltar  á las  bue- 
nas y antiguas  prácticas  parlamentarias,  de  no  con- 
vertirse en  gestor  de  negocios  y andar  recorriendo 
las  antesalas  de  los  Ministerios.  Yo  aplaudo  esa  con- 
ducta de  S.  S.;  es  la  que  yo  sigo  cuando  no  ocupo 
este  banco;  por  consiguiente,  no  tengo  más  que  pa- 
labras de  alabanza  para  el  criterio  de  S.  S.;  pero  no 
está  reñido  con  eso  ciertamente  que.S.  S.,  como  Di- 
putado, en  el  interreguo  parlamentario,  y aun  como 
simple  ciudadano  español,  llame  por  esprito  la  aten- 
ción del  Ministro  sobre  la  lentitud  injustificada  de 
un  proceso  determinado,  y habría  bastado  que  S.  S. 
me  hubiera  puesto  dos  letras  en  una  tarjeta  lia— 1 
mando  mi  atención  sobre  ei  retraso  de  esa  causa, 
si  realmente  retraso  existe,  porque  yo  no  sé  si  está 
ya  en  el  trámite  del  juicio  oral  ó si  está  todavía  en 
el  período  de  instrucción;  bastaba,  repito,  que  por 
medio  de  una  tarjeta  hubiera  S.  S.  llamado  la  aten- 
ciou  del  Ministro  sobre  el  atraso  que  á su  juicio  ex- 
perimentaba la  sustanciácion  de  esa  causa,  para  que 
inmediatamente  yo,  cumpliendo  un  deber  vulgar,  no 
ya  respecto  á S.  S.,  sino  á cualquier  ciudadano,  por 
oscuro  y desconocido  que  fuera,  me  hubiese  apresu- 
rado á pedir  cuenta  de  su  conducta  al  tribunal  de 
quien  se  creyera  que  ora  moroso  en  el  cumplimiento 
de  sus  deberes.  Esto  es  lo  que  fie  querido  decir  antes, 
no  sé  si  me  habré  expresado  con  bastante  claridad;  y 
esto  no  envolvía  censura  alguna  para  la  conducta  (le 
S.  8.,  ni  mucho  ménos  envolvía  ei  propósito  ó el 
deseo  de  convertir  á S.  S.  en  gestor  de  negocios,  ó el 
de  obligarle  á ir  con  el  sombrero  eu  la  mauo  reco- 
rriendo los  Ministerios.  No  he  tenido  semejante  pro- 
pósito. 


Ei  Sr.  BECERRO  DE  BENGOA:  Pido  la  palabra. 
El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.  S. 


El  Sr.  BECERRO  DE  BENGOA:  lie  pedido  la 
palabra  para  dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia  en  obsequio  de  algunos  desgraciados 
que  por  el  hecho  de  serlo  merecerán  desde  luego  la 
atención  y consideración  de  S.  S. 

En  Setiembre  (le  1885,  con  motivo  de  la  epidemia 
colérica,  se  dictó  un  decreto  de  indulto  en  favor  de 
aquellos  penados  que  se  hubieran  distinguido  por  su 
comportamiento  humanitario  hacia  sus  compañeros 
en  aquellos  tristes  lugares  donde  se  encuentran,  y en 
el  art.  2.°  del  decreto  se  ordenó  que  se  formularan  las 
propiHih tas  necesarias. 

En  el‘ecto:  estas  propuestas  se  informaron  y pasa- 
ron á la  superioridad;  algunos  casos  se  han  resuelto 
concediendo  esa  gracia  á algunos  que  se  hablan  dis- 
tinguido; pero  otros  siguen  en  el  mismo  estado,  y 
basta  ahora  no  han  podido  acogerse  al  beneficio  del 
indulto  muchos  penados  que  se  distinguieron.  Yo 
ruego,  pues,  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que 
en  obsequio  á esos  desgraciados  que  indudablemente 
se  portaron  en  aquella  ocasión  como  hombres  de  bien, 
procure  estudiar  los  expedientes  respectivos  y que 
vea  si  es  posible  conceder  el  indulto  á todos  aquellos 
([tie  tienen  motivos  para  esperar  esta  gracia. 

También  quisiera  indicar  al  Sr.  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  que  con  motivo  de  la  aprobación 
del  art.  14  de  la  ley  vigente  de  presupuestos,  que  tan- 
to afecta  á la  provincia  de  Alava,  tuve  la  honra  de 
anunciar  al  Gobierno  una  interpelación,  que  fué  acep- 
tada por  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda;  y como  la  situa- 
ción de  aquella  provincia  es  cada  día  más  deplorable, 
y viene  siendo  víctima  de  una  situación  verdadera- 
mente injustificable,  yo  recnerdo  al  Gobierno  esta  in- 
terpelación y le  ruego  que  se  sirva  señalar  cuanto 
antes  dia  para  cxplauarla. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Yo  no  sé  si  ei  caso  á que  alude  ei  Sr.  Be- 
cerro de  Bengoa  estará  ó no  comprendido  en  los  expe- 
dientes que  ya  terminados  señan  ido  pasando  al  Minis- 
terio; ninguno  de  los  que  han  llegado  á ese  estado  de 
madurez  está  pendiente  de  resolución,  habiendo  pues- 
to yo  especial  cuidado  en  no  tenerlos  en  mis  manos 
más  que  ei  tiempo  puramente  necesario  para  enterar- 
me de  ellos  y resolver. 

Hay  todavía  algunos  en  tramitación,  pendieutes 
del  informe  de  los  Cuerpos  que,  con  arreglo  al  Iieal 
decreto  que  ha  citado  el  Sr.  Becerro  Bengoa,  deben 
informar  en  el  asunto:  yo  celebraría  que  el  caso  á 
que  S.  S.  alude  figurara  entre  ei  número  de  los  expe- 
dientes no  resueltos;  pero  si  desgraciadamente  la  per- 
sona sobre  cuya  desgracia  llama  la  atención  S.  S.  es- 
tuviera comprendida  cutre  los  expedientes  ya  resuel- 
tos, entonces  no  quedaria  otro  recurso  que  solicitar 
un  indulto  particular,  y alegar  como  méritos  para 
obtener  la  gracia  de  S.  M.  los  servicios  sanitarios  que 
el  interesado  haya  prestado  durante  la  epidemia,  por 
más  que  no  hayan  sido  estimados  como  bastantes  para 
ser  comprendidos  en  los  beneficios  del  Real  decreto, 
por  ninguno  de  los  Cuerpos  informantes.  Desde  luego 
debo  adelantar  que  en  esos  expedientes,  yo,  por  punto 
general,  me  he  conformado  con  la  apreciación  hecha 
por  el  Consejo  de  Estado,  y puede  que  no  haya  más 
que  uno  ó dos  casos  en  que  haya  creído  que  el  Con- 
sejo de  Estado  ha  estado  demasiado  severo;  pero  si  el 
expediente  á que  se  refiere  el  Sr.  Becerro  Bengoa  es- 
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tuviera  ya  resuelto,  habría  que  acudir  á solicitar  un 
indulto  particular;  y si  yo  encontrara  que  habia  mé- 
ritos para  ello,  tendría  mucho  gusto  en  proponer  al 
Consejo  de  Ministros  y ¿i  la  sanción  de  S.  M.  un  acto 
de  clemencia. 

El  Sr.  BECERRO  DE  BENGOA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  BECERRO  DE  BENGOA:  Doy  gracias  al 
Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  por  los  buenos  de- 
seos que  muestra  en  favor  de  los  pobres  penados,  cu- 
yos servicios  humanitarios  bien  merecen  una  recom- 
pensa. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Azeá- 
rate  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  AZCÁRATE:  La  he  pedido  para  dirigir  un 
ruego  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  y otro  ai  Gobierno 
en  general,  puesto  que  comprende  ¿i  la  Presidencia 
dei  Consejo  y á cinco  Ministerios. 

Al  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  por  el  conducto  de 
la  Mesa,  á la  cual  ruego  que  le  trasmita  mi  deseo,  le 
suplico  que  remita  al  Congreso  el  resúmen  de  la  es- 
tadística correspondiente  á la  contribución  territorial 
y de  subsidio  del  ultimo  aüo  económico;  y si  la  de 
este  año  no  estuviera  completa,  por  lo  ménos  la  del 
año  anterior. 

AI  Gobierno  en  general  le  pido  que  me  diga  si 
puedo  yo  tener  la  esperanza  de  que  en  la  segunda 
quincena  de  Enero  podra  remitir  al  Congreso  un  estado 
del  cual  resulte  el  número  de  expedientes  despachados 
durante  el  año  por  todas  las  dependencias  centrales  y 
Direcciones  generales,  y el  número  de  los  expedientes 
que  quedan  pendientes  de  despacho,  clasificados  unos 
y otros  por  el  año  en  que  se  incoaron. 

Anuncio  este  ruego,  porque  yo  comprendo  bien 
que  en  las  Direcciones  que  estén  medianamente  or- 
ganizadas los  habrá;  pero  en  otras  quizá  será  necesa- 
rio que  el  Gobierno  dé  órdenes  para  que  esto  se  rea- 
lice, deseando  tener  estos  datos  en  el  mes  de  Enero 
del  año  próximo. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  8.  8. 

El  Sr.  Ministro  de  GRACIA  Y JUSTICIA  (Alonso 
Martínez):  Tendré  mucho  gusto  en  trasmitir  á mis 
compañeros  de  Gabinete  el  deseo  manifestado  por  mi 
amigo  particular  Sr.  Azcárate;  y en  cuanto  á lo  que 
a mí  se  refiere,  yo  no  tengo  ninguna  dificultad  en  pro- 
meter á S.  S.  que  daré  órden  de  que  se  forme  la  esta- 
dística que  desea,  y que  yo  creo  en  efecto,  al  ménos 
por  lo  que  hace  á mi  departamento,  que  es  factible, 
porque,  después  de  todo,  es  traer  al  Congreso  una  no- 
ticia que  muchas  veces  los  Ministros  pedimos  á las 
Direcciones  respectivas  para  saber  cómo  va  el  des- 
pacho de  los  asuntos,  si  van  al  corriente  ó no,  ó si  hay 
ceusurablc  retraso;  es  decir,  retraso  censurable  supo- 
niendo que  dependa  de  la  negligencia  de  los  emplea- 
dos, porque  puede  no  ser  censurable  en  ocasiones,  á 
pesar  del  celo,  solicitud  y buena  voluntad  de  los  fun- 
cionarios públicos,  que  por  vicios  orgánicos  no  se 
puede  dar  vado  á todo  el  trabajo  que  sobre  ellos  pesa. 
Por  consiguiente  no  tengo  más  que  decir  sinoque  pol- 
lo que  á mí  se  refiere  yo  daré  la  órden  que  desea  S.  S. 
ytrasmitiré  sus  deseos,  con  mucho  gusto,  á mis  com- 
pañeros de  Gabinete. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  So  pondrá  cu  co- 


nocimiento del  Sr.  Ministro  de  Hacienda  el  ruego  del 
Sr.  Azcárate. 

El  Sr.  AZCÁRATE:  Doy  las  gracias  al  Sr.  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia  por  los  deseos  que  ha  mani- 
festado. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Se  va  á dar 
cuenta  de  una  proposición  de  ley.» 

Leída  la  del  Sr.  Ramos  Calderón,  incluyendo  en 
el  plan  general  de  carreteras  la  de  Campana  i enla- 
zar con  la  general  de  Andalucía  cerca  de  Fuentes, 
( Véase  el  Apéndice  8.°  al  Diario  nútn.  6,  sesión  del  7 
del  actual),  dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Ra- 
mos Calderón  tiene  la  palabra  para  apoyar  su  propo- 
sición de  ley. 

El  Sr.  ramos  CALDERON:  Señores  Diputados, 
hay  un  pueblo  en  la  provincia  de  Sevilla,  que  parece 
desheredado  de  la  fortuna,  porque  encontrándose  en- 
clavado en  una  zona  bastante  feraz  y con  una  buena 
producción  de  cereales  y aceites,  carece  de  toda  clase 
de  medios  para  llevar  sus  frutos  á los  puntos  do  con- 
sumo. No  hay  mucha  distancia  desde  el  pueblo  de 
Campana,  que  es  al  que  me  refiero,  hasta  e!  empalmo 
con  la  carretera  general  de  Andalucía:  quizás  no  pase 
de  1 5 kilómetros;  pero  el  terreno  es  de  tal  naturaleza, 
que  la  mayor  parte  del  año  se  hace  imposible  su  trán- 
sito ni  aun  valiéndose  de  caballerías. 

Quizás  pudiera  decirse  que  un  trayecto  tan  corlo 
debería  ser  obra  del  Ayuntamiento;  pero  como  la  vida 
municipal  está  tan  empobrecida,  como  el  Estado  se 
lleva  no  solo  las  contribuciones  directas,  sino  casi  la 
totalidad  de  los  consumos,  los  pueblos  no  tienen  re- 
cursos para  hacer  esta  clase  de  obras. 

Por  eso  me  he  permitido  presentar  esta  proposi- 
ción, cpic  si  el  Congreso  tiene  la  bondad  de  aprobar, 
en  su  dia,  el  pueblo  de  Campana  podrá  decir  que  si 
lia  pagado  muchos  tributos  al  Gobierno,  ha  llegado 
un  dia  en  que  la  Nación  so  los  devuelve  de  alguna 
manera  en  forma  de  servicios. 

Con  lo  dicho  comprendereis  la  importancia  que 
para  este  pueblo,  perteneciente  al  distrito  que  tengo 
la  honra  de  representar,  tiene  esta  proposición,  yes- 
pero  que  os  dignareis  tomarla  en  consideración.» 

Leída  por  segunda  vez  la  proposición  de  ley  y 
hecha  la  pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración, 
el  acuerdo  del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  La  proposición  de 
ley  pasará  á las  Secciones  para  nombramiento  de  Co- 
misión. 


ORDEN  DEL  DIA. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Discusión 
del  dictámen  relativo  al  proyecta  de  ley  sobre  el  ejer- 
cicio de  la  juristiccion  contencioso-administraliva. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Hay  un  voto  par- 
ticular del  Sr.  Benayas  que  dice  así: 

«El  Diputado  que  suscribo  tiene  el  sentimiento  de 
no  estar  de  acuerdo  con  sus  dignos  compañeros  do 
Comisión  respecto  al  proyecto  de  ley  sobre  el  ojerci- 
cicio  de  la  jurisdicción  contencioso-administraliva. 
Sostiene  la  mayoría  de  la  Comisión,  con  algunas  va- 
riantes, el  presentado  por  el  Gobierno  de  S.  M.,  pro- 
poniendo la  creación  de  un  tribunal  especial  indepen- 
diente de  todo  organismo  civil  ó administrativo,  cuyo 
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sistema  se  ha  ensayado  en  nuestro  país  con  éxito  des- 
graciado en  el  bienio  de  1854  á 1856,  desnaturali- 
zando la  índole  de  lo  contencioso  y haciendo  preciso 
se  apresurase  la  devolución  de  la  jurisdicción  á los 
Cuerpos  donde  habia  nacido  y qué  habían  creado  una 
jurisprudencia  acertada  y respetable  en  tan  impor- 
tante materia. 

Juzga  él  que  suscribe  que  no  conviene  reincidir 
en  errores,  que  todos  hemos  deplorado,  aunque  algu- 
nos afecten  haberlos  olvidado.  Cada  Nación  da  á lo 
contencioso  la  forma  que  mejor  se  adapta  á sus  cos- 
tumbres y tradiciones,  y nosotros  no  seremos  otros 
que  los  que  confieren  dicha  jurisdicción  á Corpora- 
ciones de  índole  administrativa. 

La  reforma,  pues,  debe  limitarse  ¿i  dar  mayor  in- 
dependencia á los  tribunales  de  lo  contencioso  y á 
facilitarles  medios  que  impriman  un  rápido  movi- 
miento al  despacho  de  los  litigios. 

El  escaso  número  de  los  que  se  incoan  ante  las 
Comisiones  permanentes  de  las  Diputaciones  provin- 
ciales, solo  exige  una  reforma  que  tiene  por  objeto 
dar  mayor  autoridad  á los  tribunales  inferiores  y 
más  garantías  á los  litigantes.  En  cuanto  al  Consejo 
do  Estado,  es  indispensable  proveer  á este  alto  Cuerpo 
de  elementos  que  le  permitan  dominar  el  conside- 
rable incremento  que  de  año  en  año  toman  las  de- 
mandas. 

Dispone  hoy  el  Consejo  de  los  mismos  medios  que 
tenía  cuando  se  entablaban  anualmente  ante  el  mismo 
50  pleitos,  y ahora  sustancia  y talla  de  400  á 500,  sin 
poder  extinguir  el  atraso  que  heredo  del  Tribunal  Su- 
premo en  1875,  y que  ha  crecido  con  nuevo  contin- 
gente todos  los  años. 

Aumentar  hasta  nueve  el  número  de  los  conse- 
jeros de  lo  Contencioso,  que  hoy  son  cinco,  es  el  pri- 
mero y más  eficaz  remedio  del  mal  señalado.  Este 
aumento  puede  decretarse  sin  crear  nuevas  plazas  de 
cousejcros,  y por  consiguiente  sin  gravámen  pava  el 
Tesoro,  refundiendo  en  dos  Secciones  de  siete  indivi- 
duos cada  una  de  las  cuatro  de  Guerra  y Marina,  Ul- 
tramar, Gobernación  y Fomento,  lo  cual  no  sería  por 
cierto  una  novedad  en  el  Consejo  de  Estado. 

La  supresión  dei  trámite  prévio  sobre  procedencia 
de  la  demanda  simplificará  mucho  y abreviará  la  sus- 
lanciacion  de  los  pleitos,  quedando  garantidos  los  in- 
tereses que  aquel  anlejuicio  amparaba,  en  virtud  de 
la  excepción  de  incompetencia,  que  el  demandado  po- 
drá proponer,  y dél  recurso  de  nulidad  por  este  mo- 
tivo, que  también  puede  y debe  establecerse. 

Agréguensc  á estas  reformas  la  consignación  de 
un  depósito  para  evitar  los  litigios  temerarios  y de 
mala  fe,  y duplíquense  los  dias  de  vista  de  los  pleitos, 
de  suerte  que  sean  cuatro  en  cada  semana  en  vez  de 
dos,  que  es  hoy  lo  prevenido,  y no  habrá  quien  deje 
de  reconocer  con  ánimo  sereno  y desapasionado  que 
son  muy  suficientes  estos  medios  para  que  el  Consejo 
de  Estado  extinga  en  poco  tiempo  el  atraso  que  hoy 
le  abruma,  y para  que  haga  frente  al  despacho  rápido 
de  los  numerosos  pleitos  que  se  entablan  contra  las 
resoluciones  administrativas. 

Al  propio  tiempo  han  de  cimentar  sólidamente  la 
independencia  dei  alto  Tribunal  de  lo  contencioso 
dos  medidas  indispensables,  á saber:  la  inamovilidad 
do  los  consejeros  que  de  ordinario  lo  constituyen,  y 
la  trasformacion  de  la  jurisdicción  retenida  ó dele- 
gada. Este  último  punto  dejó  de  ser  una  cuestión  in- 
fcoluble  en  nuestra  Patria  desde  que  una  Junta  de  no- 


tables de  todos  los  partidos  lo  aceptó  como  base  de 
transacción  inspirada  en  elevado  espíritu  de  concordia. 

Tales  son  las  principales  modificaciones  délo  exis- 
tente, que  el  Diputado  que  suscribe  se  ha  decidido  á 
proponer,  bastando  para  ello  autorizar  al  Gobierno  á 
fin  de  que  refunda  las  actuales  leyes  y reglamentos  de 
lo  contencioso,  introduciendo  en  esos  Cuerpos  legales 
esta  doctrina  y acomodando  á la  misma  los  precep- 
tos vigentes.  Si  así  se  ejecuta,  se  habrá  realizado  una 
obra  duradera,  aceptable  para  todos  los  partidos  y 
que  satisfará  á la  opinión  pública,  en  cuanto  razona- 
blemente demanda. 

Todos  estamos  interesados  en  que  tan  alto  Cuerpo 
conserve  el  prestigio  y la  importancia  que  le  han 
atribuido  las  leyes,  y no  le  debemos  despojar  de  la 
más  augusta  de  sus  funciones,  dejándole  reducido  á 
una  de  tantas  Juntas  informativas.  En  el  doble  carác- 
ter de  Cuerpo  consultivo  y contencioso  que  tiene  el 
Consejo  de  Estado,  se  cifra  su  fuerza,  que  pone  cons- 
tantemente al  servicio  de  los  intereses  públicos  con- 
tra las  bastardas  asechanzas  y los  ciegos  apetitos  de 
otros  intereses,  al  par  que  defiende  los  particulares 
cuando  son  legítimos,  en  oposición  á las  demasías  del 
Poder. 

Por  estas  consideraciones,  el  que  suscribe  tiene  la 
honra  de  proner  al  Congreso  como  voto  particular  el 
siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  único.  Se  autoriza  al  Gobierno  para  re- 
formar las  leyes  que  regulan  la  organización  de  los 
tribunales  contencioso-administrativos  y sus  proce- 
dimientos sobre  las  siguientes  bases: 

1. a  El  conocimiento  de  los  asuntos  contenciosos 
de  la  Administración  corresponde:  l.°,  á las  Diputa- 
ciones provinciales;  2.°,  á la  Sala  ordinaria  de  lo  con- 
tencioso del  Consejo  de  Estado;  3.°,  á la  Sala  extraor- 
dinaria del  mismo. 

2. ft  Las  Comisiones  provinciales  sustanciarán  los 
pleitos  que  ante  los  mismos  se  promuevan  basta  de- 
clararlos conclusos  para  vista,  la  cual  se  verificará  en 
las  épocas  de  las  reuniones  de  la  Diputación,  compo- 
niéndose el  tribunal  que  ha  de  fallarlos  de  siete  d i- 
putados  que  sean  letrados. 

Cuando  no  exista  este  número,  se  completará  con 
otros  letrados  que  nombrará  la  Diputación,  debiendo 
preferir  á los  que  hubiesen  sido  diputadoss  provin- 
ciales. 

3. a  Constituirán  la  Sala  ordinaria  de  lo  conten- 
cioso del  Consejo  de  Estado  un  presidente  y ocho  con- 
sejeros, de  los  cuales  serán  necesarios  tres  para  acor- 
dar las  providencias  de  mera  sustanciaron,  cinco  para 
los  autos  motivados  de  reposición,  y siete  para  la 
vista  y fallió  definitivo  de  los  pleitos. 

4. a  La  Sala  extraordinaria  se  compondrá  de  los 
nueve  que  constituyen  la  ordinaria  y de  los  demás 
consejeros  letrados  adscritos  á las  diferentes  Seccio- 
nes del  Cousejo. 

Esta  Sala  será  convocada  y presidida  por  el  pre- 
sidente del  Consejo  de  Estado,  sea  ó no  letrado,  y en- 
tenderá en  todos  los  asuntos  encomendados  hoy  al 
Pleno  Conleucioso. 

5. a  El  fiscal  del  Consejo  tendrá  la  categoría  y 
sueldo  de  los  consejeros.  Habrá  un  teniente  fiscal  con 
la  categoría  correspondiente  al  sueldo  de  10.000  pe- 
setas, que  ha  de  disfrutar,  y el  número  necesario  de 
abogados  fiscales  con  el  haber  que  lije  el  Gobierno. 
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G.a  El  oficial  mayor  de  la  actual  Sección  de  lo 
contencioso  será  secretario  de  la  Sala  ordinaria,  con 
la  categoría  de  jefe  de  administración  de  primera 
dase.  Habrá  dos  vicesecretarios,  que  serán  respecti- 
vamente jefes  de  administración  de  segunda  y do  ter- 
cera clase,  y el  número  de  relatores  que  se  concep- 
túe indispensable. 

Los  vicesecretarios  y relatores  serán  los  actuales 
oficiales  de  la  Sección  di  lo  contencioso,  completán- 
dose su  número  con  oficiales  de  las  otras  Secciones 
que  sean  letrados,  hayan  ganado  sus  plazas  por  opo- 
sición y cuenten  un  mínimum  de  cuatro  años  de  ser- 
vicios en  el  Consejo. 

Desempeñará  las  funciones  de  secretario  de  la 
Sala  extraordinaria  el  secretario  general  del  Consejo. 
Habrá  cinco  ugicres. 

7. a  Los  nueve  consejeros  de  la  Sala  ordinaria  de  lo 
contencioso  no  podrán  cesar  en  sus  cargos  sino  por 
las,  causas  y mediante  las  formalidades  establecidas 
respecto  de  los  ministros  del  Tribunal  de  Cuentas; 
pero  si  á instancia  suya  ó con  su  conformidad  fue- 
sen trasladados  á otras  Secciones  deL  Consejo,  podrán 
ser  removidos  desús  cargos  como  los  demás  cosejeros 

8. a  A toda  demanda  acompañará  necesariamente 
el  documento  que  acredite  haber  depositado  el  recu- 
rrente en  el  establecimiento  destinado  al  efecto,  la 
cantidad  de  150  pesetas  si  la  demanda  se  entabla 
ante  el  Tribunal  interior,  y de  300  si  se  interpone  ante 
el  superior. 

Este  depósito  se  perderá  en  beneficio  del  Fisco 
cuando  por  sentencia  firmo  se.  declare  la  incompeten- 
cia de  la  jurisdicción  contenciosa,  ó se  confirme  en 
todas  sus  partes  la  resolución  administrativa  impug- 
nada. 

Están  exceptuados  de  la  obligación  de  consignar 
el  referido  depósito:  l.°,  el  representante  del  ministe- 
rio fiscal;  2.°,  los  individuos  de  las  clases  pasivas  en 
los  recursos  que  á sus  derechos  se  refieran.;  3.°,  los 
que  justifiquen  su  pobreza. 

9. a  Se  suprime  el  trámite  prévio  sobre  proce- 
dencia y admisión  de  la  demanda;  pero  el  demandado, 
antes  de  contestarla,  podrá  proponer  la  excepción  pe- 
rentoria de  incompetencia,  que  se  sustanciará  y resol- 
verá en  la  misma  forma  que  el  litigio,  y con  suspen- 
sión de  éste. 

Aunque  esta  excepción  no  haya  sido  propuesta, 
él  Tribunal  podrá  declararse  incompetente  al  fallar 
el  pleito.  Cuando  haya  sido  propuesta  en  primera  y 
segunda  instancia,  ó’en  la  única,  podrá  utilizarse  el 
recurso  de  nulidad  ante  la  Sala  extraordinaria  del 
Consejo. 

10. a  Las  notificaciones  administrativas  de  las  re- 
soluciones que  causen  estado  se  harán  por  las  de- 
pendencias de  todos  los  Ministerios  con  los  requisi- 
tos establecidos  hoy  por  el  de  Hacienda;  y los  plazos 
para  reclamar  contra  las  mismas  en  vía  contenciosa, 
serán  los  señalados  para  los  de  dicho  ramo. 

1 1. a  Presentada  una  demanda  ante  el  Consejo  de 
Estado,  la  Sala  acordará  por  primera  providencia  que 
se  reclame  el  expediente  gubernativo  del  Ministerio 
que  corresponde.  La  remisión  del  expediente  no  po- 
drá demorarse  sin  causa  justificada  más  de  cuarenta 
dias,  contados  desde  el  recibo  en  el  Ministerio  de  la 
comunicación  del  presidente  de  la  Sala.  Se  entiende 
en  este  caso  por  recibo  el  que  deberá  darse  por  el 
jefe  del  registro  de1  Ministerio  correspondiente  al  por- 
tador del  pliego,  con  expresión  de  la  fecha. 


Cuando  trascurra  el  plazo  señalado  en  esto  artículo 
sin  que  el  Ministerio  respeclivo  haya  remitido  el  ex- 
pediente ó motivado  la  demora,  se  dirigirá  recorda- 
torio al  Ministerio;  y si  tampoco  diere  resultado,  la 
Sala  podrá  dirigirse  en  queja  al  Consejo  de  Ministros, 
por  conducto  del  Presidente  del  mismo. 

12. a  En  el  cuerpo  de  las  sentencias  se  hará  cons- 
tar el  nombre  del  ponente,  y se  firmarán  por  todos 
los  que  hayan  constituido  el  tribunal  al  dictarlas. 
Los  votos,  particulares,  suscritos  por  sus  autores,  se 
consignarán  en  un  libro  reservado. 

13. a  Toda  senteucia  firme  se  comuuicará  rcsp?c- 
tivamente  por  la  Diputación  provincial  á la  autoridad 
encargada  de  su  ejecuciou,  y por  las  Salas  del  Consejo 
de  Estado  al  Ministerio  correspondiente  para  su  cum- 
plimiento. 

14. a  El  Gobierno  modificará  también  los  regla- 
mentos délo  contencioso,  poniéndolos  en  armonía  con 
estas  bases. 

No  se  al  turará  la  organización  actual  de  los  tri- 
bunales contencioso  administrativos  de  Ultramar, pero 
se  harán  extensivas  á los  mismos  las  reformas  en  las 
facultades  y procedimientos  que  esLa  ley  establece. 

Palacio  del  Congreso  23  de  Junio  de  1887.==Ma- 
nuel  Benayas  Portocarrero.» 

El  Sr.  Vicepresidente  (Maura):  El  Sr.  su- 
vela(l).  Francisco  Agustín)  tiene  la  palabra  en  contra. 

El  Sr.  SIL  VELA  (D.  Francisco  Agustín):  Señores 
Diputados,  al  impugnar  el  voto  particular  del  Sr,  Be- 
nayas,  he  de  ser  sumamente  conciso,  porque  á más 
de  corresponder  de  esta  suerte  á la  molestia  que  lie 
de  causar  al  Congreso,  este  es  un  medio  de  abreviar 
el  tiempo,  único  con  el  que  yo  puedo  favorecer  al 
dictámen  de  la  Comisión,  llegando  muy  pronto  á la 
resolución  de  este  asunto,  que  se  halla  demandando 
hace  tiempo  la  opinión  pública  con  tan  notorio  impe- 
rio como  evidente  necesidad. 

En  corroboración  de  lo  expuesto,  entro  desde  iue* 
go  en  materia,  ocupándome  concretamente  del  voto 
particular. 

El  Sr.  Benayas  propone  como  medios  de  subsanar 
los  defectos  de  la  organización  actual,  el  nombra- 
miento de  cuatro  consejeros  más  en  la  Sección  de  lo 
Contencioso  del  Consejo  de  Estado,  celebrando  cuatro 
dias  de  audiencia  por  semana,  en  lugar  de  las  dos  que 
hoy  tienen;  otorgar  jurisdicción  delegada  á la  referida 
Sección,  en  vez  de  la  retenida,  y al  propio  tiompoobli- 
gar  al  demandante  á hacer  un  depósito,  y suprimir  el 
trámite  prévio  de  la  admisión  dei  recurso,  reempla- 
zándole con  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia. 

Estas  indicaciones  del  Sr.  Benayas  no  sou,  como 
ve  la  Cámara,  el  proyecto  de  la  Comisión  de  notables, 
presentado  aquí  el  año  81  por  el  partido  conservador, 
sino  pura  y exclusivamente  indicaciones  particulares 
suyas,  que  vienen  á constituir  una  verda  lera  receta 
contencioso-administrativa  que,  en  mi  septir,  no  so- 
lamente no  cura  la  enfermedad,  sino  que  ni  aun  la 
alivia,  y voy  á demostrarlo  en  brevísimas  palabras. 

Evidentemente  que  en  punto  á celeridad  en  la 
sustanciacion  y pronto  despacho  de  todos  los  expe- 
dientes que  están  hacinados  en  el  Consejo  de  Estado, 
y que  suben  al  número  de  1.300  ó 1.400,  poco  más  ó 
méuos,  no  se  adelanta  nada  con  que  se  celebren  cua- 
tro dias  de  audiencia  por  semana  en  vez  de  dos,  y con 
que  en  lugar  de  cinco  consejeros  haya  nueve;  no  tiene 
más  que  fijarse  el  Sr.  Benayas  en  lo  que  pasa  en  los 
tribunales  ordinarios,  en  donde  sin  que  nunca  hubiera 
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el  cúmulo  (le  asuntos  atrasados  que  hay  en  el  Con- 
sejo de  Estado,  marchan  al  dia  en  el  despacho  de  los 
pleitos  con  audiencia  diaria  y á fuerza  de  mucho 
trabajo.  ¿Cómo  el  Consejo  de  Estado,  cou  cuatro  dias 
de  audiencia  por  semana  y nueve  consejeros,  podrá 
msolver  todos  los  asuntos  detenidos  en  locontencioso- 
administrativo,  á más  de  los  que  se  vayan  incoando? 
Esto  es  imposible. 

¿Y  qué  es  lo  que  propone  la  Comisión?  Un  tribu- 
nal que  actúe  diariamente,  compuesto  de  diez  minis- 
tros, procedentes  unos  de  la  carrera  judicial  y otros 
de  la  administrativa;  tribunal  que  puede  dividirse  en 
dos  Secciones  y actuar  éstas  separadamente,  hallán- 
dose dotadas  de  un  personal  idóneo.  De  esta  suerte 
pueden  los  asuntos  marchar  n » solamente  al  dia,  sino 
que  se  hace  realizable  el  despacho  de  todo  aquel  cú- 
mulo de  pleitos  que  se  encuentran  estancados. 

Segunda  reforma  que  propone  el  Sr.  Benayas  en 
su  voto  particular:  imponer  la  obligación  al  .deman- 
dante de  que  constituya  ün  depósito  de  150  pesetas 
si  el  asuiiLo  se  inicia  ante  el  tribunal  de  primera  ins- 
tancia,  y de  300  pesetas  si  se  promueve  en  única  ins- 
tancia ante  el  Consejo  de  Estado.  Cree  buenamente  el 
Sr.  Benayas  que  con  la  imposición  de  este  depósito  se 
van  á evitar  las  demandas  temerarias,  siendo  así  que 
no  se  atiene  al  proponer  la  referida  obligación  á nada, 
ni  toma  como  norma  ninguna  regla  que  pueda  ser- 
virle de  base.  La  Comisión,  en  cambio,  propone,  como 
el  autor  del  voto  particular,  se  imponga  la  obligación 
del  depósito,  pero  toma  como  punto  de  partida  la 
cuantía  litigiosa;  asi  es  que  exige  un  depósito  de 
1.000  pesetas  cuando  la  cuantía  exceda  de  25.000  pe- 
setas, 500  cuando  no  llegue  á esta  cantidad  ó sea  ma- 
terialmente imposible  poder  aquilatar  el  valor  de  lo 
que  se  litiga,  y 100  pesetas  si  la  cosa  litigiosa  no  ex- 
cede de  2.500.  Es  decir,  que  enfrente  del  voto  parti- 
cular la  Comisión  acepta  un  depósito,  pero  acepta  un 
depósito  lógico,  un  depósito  que  tiene  razón  de  ser. 
El  Sr.  Benayas  establece  un  depósito  que  para  el  que 
tenga  que  litigar  una  cantidad  muy  grande  es  insig- 
nificante, pero  que  constituye  casi  una  denegación  de 
justicia  para  el  que  tenga  en  tela  de  juicio  un  interés 
pequeño. 

La  tercera  reforma  del  Sr.  Benayas  se  refiere  á la 
supresión  del  trámite  prévio  de  admisión  de  la  de- 
mauda,  sustituyéndola  por  la  excepción  dilatoria  de 
incompetencia;  y enfrente  de  esta  reforma  propuesta 
en  el  voto  particular  está  el  proyecto  de  la  Comisión, 
en  el  que  suprimiéndose  también  el  trámite  prévio 
de  admisión  de  la  demanda,  se  sustituye  en  cambio 
no  solo  con  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia, 
sino  con  la  de  falta  de  personalidad  y de  defecto  le- 
gal en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 

Es  decir  que,  con  arreglo  á la  doctrina  que  se 
sienta  en  el  voto  particular,  puede  presentarse  y debe 
sustanciarse  una  demanda  sin  personalidad  recono- 
cida ni  acreditada  y sin  bailarse  acompañada  del 
oportuno  depósito,  porque  como  no  se  concede  más 
excepción  que  la  de  incompetencia,  solo  con  que  el  tri- 
bunal sea  competente,  bastará  para  que  pueda  dar- 
se curso  ai  juicio.  Eu  el  proyecto  de  la  Comisión  está 
subsanado  este  defecto  sustancial,  puesto  que,  como 
antes  he  dicho,  no  solo  se  admite  la  excepción  dilato- 
ria de  incompetencia,  sino  las  de  falta  de  personali- 
dad y delecto  legal  en  el  modo  de  pro  pone  v la  de- 
manda. 

lia  última  reforma  que  propone  elvSr.  Benayas  en 


su  voto  particular,  consiste  en  llevar  la  jurisdicción 
delegada  al  Consejo  de  Estado.  Realmente,  cuantas 
veces  he  pensado  acerca  de  este  particular,  no  be 
podido  comprender  cómo  S.  S.  y otras  porsonas  que 
sostienen  lo  mismo,  pueden  ni  siquiera  hacer  esta  in- 
dicación, porque  llevar  la  jurisdicción  delegada  á un 
cuerpo  puramente  consultivo;  implantar  la  jurisdic- 
ción delegada  en  el  Consejo  de  Estado,  cuya  nota 
única  y característica  es  la  de  resolver  en  consulta, 
jamás  en  definitiva,  pues  perdería  hasta  el  nombre 
que  tiene,  es  realmente  atacar  la  naturaleza  de  ese 
alto  Cuerpo,  que  es  y ha  sido  siempre  meramente  con- 
sultivo. Así  es  que  de  aceptar  esta  teoría,  podrá  acon- 
tecer muy  bien  que  dictada  una  Real  ónien  en  un  ex- 
pediente en  que  el  Consejo  de  Estado  hubiera  infor- 
mado en  pleno,  fuera  revocada  después  en  definitiva 
por  la  Sala  de  lo  Contencioso;  es  decir,  podría  darse 
el  caso  de  que  la  parte  tuviera  más  fuerza  y autoridad 
que  el  todo.  Aparte,  por  supuesto,  de  que  es  preci- 
so comprender  que  bien  resida  la  jurisdicción  de- 
legada ó retenida  en  el  Consejo  (le  Estado,  siempre 
habrán  de  causar  efecto  y basta  coacción  las  resolu- 
ciones dictadas  en  lo  gubernativo  por  ese  Cuerpo,  ya 
en  pleno,  ya  eu  Secciones,  en  expedientes  que  se  tra- 
miten después  bajo  el  aspecto  de  pleitos  contencioso- 
administrativos  en  la  Sala  de  lo  Contencioso. 

Enfrente  de  estas  reformas  que  presenta  el  señor 
Benayas,  está  el  provee  Lo  de  la  Comisión,  que  lejos 
de  ser  un  conjunto  de  indicaciones  más  ó ménos 
pequeñas,  es  un  proyecto  extenso  compuesto  de 
81  artículos  y disposiciones  transitorias  y dividido 
en  tres  títulos:  el  l.°  que  trata  déla  materia  conten- 
cioso-administrativa;  el  2.v,  de  la  organización  de  los 
tribuuales,  y el  3.°,  del  procedimiento. 

La  materia  contencioso-admiuistrativa,  que  hasta 
hoy  aparecía  oscurecida  por  una  multitud  de  precep- 
tos legales,  hasta  el  punto  de  no  poderse  aquilatar 
bien  dónde  concluía  la  facultad  discrecional  de  la 
Administración  y dónde  empezaban  aquellos  actos  de 
la  misma  que  tienen  que  sujetarse  al  dominio  de  los 
tribunales  de  justicia,  aparece  definida  de  tal  suerte 
en  el  dictámen  de  la  Comisión,  que  entiendo  que  no 
puede  darse  con  mayor  claridad  una  definición  que 
comprenda  ios  asuntos  que  pueden  calificarse  de  con- 
tcncioso-admiiiistrativos,  con  absoluta  abstracción  de 
los  que  ejecuta  la  Administración  en  uso  de  su  po- 
testad discrecional,  ó de  aquellos  otros  que  constitu- 
yen lo  tuyo  y lo  mió,  materia  de  los  tribuuales  or- 
dinarios. 

Además  de  esto,  y no  he  de  entrar  en  los  porme- 
nores del  dictámen  y proyecto,  puesto  que  en  el  cur- 
so del  debate,  mis  dignos  compañeros  de  Comisión  lo 
harán  con  mayor  competencia  que  yo;  además  de 
esto,  repito,  en  cuanto  á la  Organización  de  los  tribu- 
nales, hemos  llegado  á una  verdadera  transacción. 
Con  la  creación  de  tribunales  independientes  y es- 
peciales, compuestos  de  individuos  del  órden  judi- 
cial y del  administrativo,  se  llega  á una  transacción 
entre  la  escuela  administrativa  que  entiende  que  el 
recurso  contencioso-administrativo  es  una  revisión 
que  la  Administración  hace  de  sus  propios  actos,  y la 
escuela  judicial,  que  sostiene  que  lo  contencioso-ad- 
ministrativo es  materia  de  jurisdicción  ordinaria.  De 
esta  suerte  la  Comisión  entiende  que  quedan  garan- 
tidos por  igual  los  intereses  de  la  Administración  y 
los  intereses  de  los  particulares. 

Esta  fórmula  de  transacción  que  proponemos  en 
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el  diclámen  ha  sido  aceptada  hace  muy  poco  tiempo 
cu  el  Congreso  jurídico  español  celebrado  eu  esta 
corte,  en  un  diclámen  suscrito  por  personas  tan  com- 
petentes y de  ideas  tan  contrapuestas  en  este  asunto 
como  los  Sres.  Gallostra,  Maluquer,  Ucclay  y D.  Ga- 
briel Rodríguez.  A este  dictámen,  suscrito  por  estos 
señores,  que  realmente  son  una  autoridad  en  el  asun- 
to que  se  debate,  se  presentó  una  enmienda  en  el  mis- 
mo Congreso  jurídico  español,  firmada  por  otra  ilus- 
tración en  esta  materia,  por  el  Sr.  Martínez  Agulló, 
que  en  punto  á doctrinarismo  va  aun  más  allá  que  el 
Sr.  Benayas,  porque  no  solamente  rechaza  la  juris- 
dicción delegada,  sino  que  todavía  defiende  la  ju- 
risdicción retenida.  Pues  bien,  el  Sr.  Martínez  Agu- 
lió  proponía  en  esa  enmienda  los  tribunales  especiales , 
aun  cuando  de  índole  especialmente  administrativa, 
á diferencia  de  los  demás  señores  firmantes  del  dic- 
lámen, que  proponian  los  tribunales  tales  como  apa- 
recen en  el  dictámen  de  la  Comisión,  pero  al  fin 
y.  al  cabo  unos  y otros  convenían  en  el  tribunal  es- 
pecial. 

No  quiero  terminar  estas  ligeras  indicaciones  sin 
contestar  á una  parte  del  voto  particular  de  S.  S.  en 
que  hace  alusión  al  tribunal  del  bienio  de  1854  á 50 
con  el  que  se  propone  en  el  dictámen  de  la  Comisión. 
Realmente,  en  aquella  revuelta  política,  en  que  en  este 
asunto,  como  en  casi  todos,  animaba  á los  partidos 
un  espíritu  de  verdadera  intransigencia,  lo  conten- 
cioso-administrativo  no  se  discutía,  pero  se  hacía 
cuestión  política  del  nombre  que  habia  de  llevar  el 
Cuerpo  que  conociera  de  lo  contencioso-administra- 
Livo;  se  dictó,  por  tanto,  en  aquel  período  revolucio- 
nario el  Real  decreto  de  7 de  Agosto,  implantando 
como  medida  provisional  lo  que  se  llamó  tribunal  es- 
pecial, pero  que  solo  fué  un  cambio  de  nombre,  puesto 
que  el  tribunal  era  administrativo  y la  jurisdicción 
era  retenida,  exactamente  lo  mismo  que  eu  el  Consejo 
de  Estado.  Así  es  que  no  puedo  ménos  de  preguntar 
al  Sr.  Benayas:  ¿qué  reforma  hizo  el  decreto  de  7 de 
Agosto  de  1854,  siuo  puramente  un  cambio  de  nom- 
bres, puesto  que  la  jurisdicción  y la  Organización  de 
los  tribunales  quedó  la  misma? 

Expuesta  ligeramente,  como  ve  el  Congreso,  la 
organización  de  los  tribunales  contencioso-adminis- 
tratives  que  propone  la  Comisión,  yo  no  puedo  com- 
prende!1 qué  relación  puede  deducir  el  Sr.  Benayas 
entre  lo  que  se  establece  en  nuestro  dictámen  v ese 
tribunal  que  rigió  de  1854  á 56.  En  esta  parle  de  su 
voto  particular,  yo  entiendo  que  el  Sr.  Benayas,  ó no 
ha  querido  decir  nada,  ó ha  querido  decir  lo  que  yo 
no  be  podido  entender,  y que  espero  tenga  S.  S.  la 
bondad  de  explicarme. 

Y con  estas  ligeras  consideraciones  concluyo  su- 
plicando al  Congreso  me  dispense  la  molestia  que  lo 
he  causado. 

El  Sr.  BENAYAS:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  El  Sr.  Bena- 
yas tiene  la  palabra  para  defender  su  voto. 

■ El  Sr.  BENAYAS:  Señores  Diputados,  cuando  yo 
fui  elegido  individuo  de  esta  Comisión,  el  Sr.  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  con  quien  departí  lar- 
gamente acerca  de  este  asunto,  tuvo  la  bondad  de 
indicarme,  con  la  sinceridad  que  le  caracteriza,  que 
yo  tema  completa  libertad  para  obrar,  y que  me  en- 
carecía la  necesidad  de  que  presentáramos  pronto  el 
dictámen,  inspirándonos  en  los  deseos  de  todo  el  mun- 
do de  poner  remedio  á este  atraso,  á esta  paralización 


que  hay  en  el  despacho  de  los  asuntos  contencioso- 
administrativos.  La  Comisión  se  reunió;  tuvimos  lar- 
guísimas discusiones  para  resolver  todos  los  puntos 
sometidos  á nuestro  examen;  y yo,  al  formular  dictá- 
men, he  tenido  el  sentimiento  de  no  estar  conforme 
con  mis  dignos  compañeros.  El  argumento  capital  y 
verdadero  que  han  hecho  todas  las  personas  que  nos 
honraron  asistiendo  á nuestras  deliberaciones,  se  ha 
fundado  siempre  en  el  atraso  en  que  está  el  despacho 
de  los  asuntos  en  el  Consejo  de  Estado.  Y de  aquí  que 
yo,  aparte  del  deseo  que  tenía  de  complacer  á mis 
amigos  los  señores  de  la  Comisión,  comprendiera  que 
realmente  lo  urgente,  lo  verdaderamente  necesario  y 
útil,  era  acudir  á este  remedio,  y he  presentado  esle 
voto  particular  con  una  solución  que  me  parece  más 
práctica  que  la  del  dictámen  de  la  Comisión. 

Yo  entiendo  que  la  creación  de  ese  Tribunal,  ade- 
más de  aumentar  los  gastos  del  Tesoro,  cosa  que  no 
hay  que  perder  de  vista,  porque  no  estamos  para  au- 
mentos de  esta  clase,  perjudica  notablemente  al  Con- 
sejo de  Estado,  y he  creído  que  bastaba,  para  reme- 
diar ti  mal,  aumentar  una  Sala  en  el  referido  Consejo, 
que  es  lo  que  yo  propongo.  A esto  se  reduce  mi  voto. 
Aquí,  en  que  tanto  trabajo  cuesta  conseguir  que  las 
nuevas  instituciones  se  arraiguen,  me  parecía  prefe- 
rible reformar,  mejorándolas,  las  que  hoy  existeu,  que 
crear  otras  que  pudieran  ser  peligrosas. 

El  Sr.  Silvela  impugnaba  mi  voto  particular  en  la 
base  que  se  refiere  al  trámite  prévio  sobre  proceden- 
cia de  admisión  de  la  demanda.  Quizá  haya  omitido 
algo  de  lo  que  el  Sr.  Silvela  decia;  pero  S.  S.  com- 
prenderá que  yo  no  he  podido,  en  poco  ni  en  mucho, 
creer  que  el  Tribunal  Contencioso  ó el  Consejo  de  Es- 
tado pudieran  admitir  una  demanda  cuya  admisión 
no  estuviera  justificada.  Creo  que  esto  le  bastará  al 
Si1.  Silvela. 

Lo  que  yo  deseo,  si  mi  voto  particular  es  desecha- 
do y triunfa  el  dictámen  de  la  Comisión,  es  que  no 
tengamos  que  lamentar  en  el  porvenir  lo  que  en  otras 
épocas  hemos  lamentado;  es  decir,  el  atraso  de  los 
asuntos,  porque  entonces  sería  estéril  la  actividad  y 
el  deseo  en  que  todos  nos  hemos  inspirado  al  hacer 
esta  reforma.» 

Leído  por  segunda  vez  el  voto  particular  y hecha 
la  pregunta  de  si  se  aprobaba,  el  acuerdo  del  Congre- 
so fué  negativo. 

Leído  el  dictámeu  do  la  mayoría  de  la  Comisión. 
[Véanse  los  Apéndices  7."  al  Diario  núm.  121 , sesión  del 
22  de  Junio  -próximo  pasado,  y Apéndice  7G.°  al  Diario 
núm.  2,  sesión  del  2 de  Diciembre ),  dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Abrese  dis- 
cusión sobre  la  totalidad  del  dictámen. 

El  Sr.  DANVILA:  Pido  la  palabra  en  contra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  tiene  V.S. 

(El  Sr.  Cárdenas  pide  la  palabra  en  contra.) 

El  Sr.  DANVILA:  Señores  Diputados,  no  creía 
que  en  la  tarde  do  hoy  tuviera  necesidad  do  hacer  uso 
do  la  palabra  en  contra  de  la  totalidad  del  dictámen 
de  la  mayoría  do  la  Comisión  que  ha  examinado  el  pro- 
yecto de  ley  presentado  por  el  Sr.  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros,  sobre  la  jurisdicción  contcncioso- 
administrativa;  pero  ya  que  las  circunstancias  son 
más  fuertes  que  mi  voluntad,  tengo  que  comenzar  á 
molestaros  en  una  cuestión  importan  tí  si  ni  a,  en  una 
cuestión  que  no  es  ciertamente  de  detalle,  en  una 
cuestión  que  es  de  organización  de  los  Poderes  pú- 
blicos, y no  ha  do  extrañar  el  Congreso  que  cuando 
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cuestiones  (le  esta  importancia  se  traen  á discusión, 
comience  por  llamar  toda  vuestra  atención  y por  im- 
petrar toda  vuestra  benevolencia,  ya  que  no  el  dere- 
cho que  tengo  para  discutir  esLas  cuestiones,  como 
la  representación  que  por  espacio  de  dos  años  he  te- 
nido de  procurador  del  Rey  en  el  alto  Cuerpo  consul- 
tivo del  Estado,  me  impone  el  deber  de  examinar  to- 
das las  cuestiones  fundamentales  que  entraña,  en 
mayor  escala  que  el  proyecto  de  ley,  el  dictámen  de 
la  mayoría  de  la  Comisión. 

Hace  mucho  tiempo  que  se  ha  levantado  un  cla- 
moreo general  acerca  de  la  paralización  de  los  nego- 
cios contenciosos  en  el  seno  del  primer  Cuerpo  con- 
sultivo del  Estado.  Todos  los  Gobiernos  de  todos  los 
matices  se  han  preocupado  extraordinariamente  de 
buscar  el  remedio  á una  necesidad  imperiosa,  impres- 
cindible y verdaderamente  extraordinaria. 

El  Consejo  de  Estado,  desde  su  organización,  venía 
contando  con  medios  y recursos  bastantes  para  aten- 
der al  despacho  de  los  negocios  que  constituyen  su 
dotación  ordinaria.  Pero  el  progreso  de  las  ideas  por 
uua  parte,  el  aumento  de  los  negocios  por  otra,  la 
multiplicidad  de  los  conflictos  entre  el  interés  público 
y el  privado,  acrecentaron  de  tal  suerte,  que  no  han 
bastado  los  medios  ordinarios  para  dar  cima  al  des- 
pacho de  todos  los  negocios  que  hoy  cuenta  por  miles 
la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado. 

La  Comisión,  descosa  indudablemente  del  acierto, 
comenzó  por  investigar  la  opinión  de  todas  las  perso- 
nas competentes  respecto  de  la  organización  que  con- 
venía aceptar  para  que  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa  se  ejerciese  dando  satisfacción  al  cla- 
moreo constante  de  la  opinión.  En  el  mismo  dictámen 
de  la  mayoría  de  la  Comisión  se  consigna  que  buscó 
la  opinión  de  las  personas  competentes  de  esta  Cáma- 
ra y de  fuera  de  ella,  investigó  en  la  opinión  ajena  el 
acierto  que  deseaba  imprimir  á su  trabajo,  y ¡cosa 
extraña!  después  de  haber  oido  á las  personas  más 
competentes  en  esta  clase  de  estudios,  en  vez  de  acep- 
tar lo  que  estas  personas  ie  indicaron,  se  resolvió  por 
un  temperamento,  por  una  opinión  distinta. 

Presente  está  el  8r.  D.  Cándido  Martinez;  el  señor 
Gómez  de  La  Serna,  que  sin  género  alguno  de  duda 
tomará  parle  en  este  debate,  lo  mismo  que  el  señor 
García  San  Miguel,  y todos  pueden  dar  su  opinión 
coucreta  respecto  de  este  punto,  y hasta  donde  mi 
ruego  alcance,  yo  les  insto  y les  aludo  para  que  ten- 
gan la  bondad  de  rectificar  si  es  ó no  cierto  que  ha- 
biendo concurrido  á la  sesión  que  celebró  toda  la  Co- 
misión para  escuchar  las  diversas  opiniones  de  todas 
las  personas  competentes,  todos  los  Sres.  Diputados 
que  á la  vez  ejercen  el  cargo  de  consejeros  de  Estado 
se  mostraron  contrarios  por  completo  al  pensamiento 
que  lia  traído  en  su  dictámen  la  mayoría  de  la  Co- 
misión. 

í labia,  por  consiguiente,  aquí  una  idea  preconce- 
bida; no  se  buscaba  la  opinión  de  las  personas  com- 
petentes para  ceñirse  á ella  y aceptarla,  si  esta  opinión 
era  contraria  A la  que  profesaba  la  mayoría  de  la  Co- 
misión; indudablemente,  lo  que  se  buscaba,  lo  que  se 
quería  y se  realizó,  era  una  consulta  de  trámite  que 
va  haciéndose  ya  de  ordinario  en  todos  los  negocios 
de  alguna  importancia,  como  un  expediente  necesario 
para  dar  alguna  satisfacción  á la  opinión  pública, 
pero  que  en  realidad  no  constituye  más  que  un  pro- 
cedimiento dilatorio. 

Tengo  por  seguro  que  en  lo  que  resta  de  sesión 


no  he  de  poder  concluir  el  discurso  que  me  prometo, 
espero  y confío  pronunciar  en  esta  Cámara,  porque 
la  cuestión  de  lo  contencioso-administrativo  es  vastí- 
sima y difícil,  porque  se  roza  con  todas  las  cuestiones 
más  fundamentales  que  pueden  plantearse  en  un  país 
constitucional,  donde  por  la  ley  fundamental  del  Es- 
tado corresponde  ai  Rey  la  jurisdicción  retenida;  y 
esta  clase  de  cuestiones,  y mucho  más  tratándose  de 
la  totalidad  de  un  proyecto,  que  ha  de  circunscribirse 
al  pensamiento,  al  espíritu  y á su  oportunidad,  no 
pueden  discutirse  ciertamente  por  cuestiones  de  de- 
talles, sino  per  de  altas  concepciones,  buscando  la 
esencia  de  los  principios  en  que  descausa  esta  parte 
de  la  organización  del  Estado,  meditando,  desde  lomas 
alto  hasta  lo  más  bajo,  el  origen  y el  estado  de  todos 
los  problemas  que  se  plantean  ante  la  ciencia  y ante 
la  realidad  de  los  hechos,  para  venir  después  á de- 
mostrar que  el  dictámen  de  la  mayoría  de  la  Comi- 
sión no  solo  no  satisface  la  necesidad  única  sentida 
por  la  opinión,  que  es  la  brevedad  en  los  trámites, 
sino  que  tiene  una  porción  de  inconvenientes  que  iré 
enumerando  uno  á uno,  y que  lo  hacen  completa- 
mente inaceptable. 

Es  más:  por  parte  del  partido  liberal  conservador 
hay  también  en  esta  cuestión  un  aspecto  por  demás 
grave  y trascendental.  Se  trata  nada  rnénos  que  de 
privar  ai  Monarca  de  una  de  las  atribuciones  que  le 
ha  conferido  la  ley  fundamental  del  Estado;  y si  en 
momentos  de  concordia  y de  unión  el  partido  liberal- 
conservador  pudo  modificar  sus  opiniones  respecto 
de  este  punto  y establecer  un  sistema  mixto,  en  que 
estuviera  representada  en  parte  por  la  jurisdicción 
delegada  y en  parte  por  la  jurisdicción  retenida,  des- 
de el  momento  que  el  Gobierno  de  S.  M.,  separándose 
de  esta  obra  de  paz  y de  inteligencia,  presenta,  no  el 
trabajo  paccionado  por  todos  los  partidos  políticos, 
sino  una  obra  de  partido,  flor  de  nn  día  que  no  ha  de 
poder  tener  la  consistencia  de  las  leyes  fundamenta- 
les que  aquí  se  discuten  y se  aprueban  por  todas  las 
parcialidades  políticas,  es  necesario  caminar  con  mu- 
cho pulso,  meditar  despacio  la  trascendencia  de  esta 
evolución,  y ver  si  dentro  y en  el  fondo  de  ella  pal- 
pita una  evolución  en  la  marcha  política  del  Gobier- 
no, ó si  es  sencillamente  una  opinión  aislada,  sin 
consecuencias,  que  puede  aceptarse  y discutirse  como 
un  proyecto  cualquiera. 

Tened  por  seguro,  Sres.  Diputados,  que  jamás 
podrá  presentarse  á vuestra  deliberación  un  proyecto 
de  tan  altísima  importancia  como  el  de  lo  contencioso- 
administrativo,  porque  en  él  se  trata  de  la  organiza- 
ción y de  la  naturaleza  de  las  funciones  y del  proce- 
dimiento del  primer  Cuerpo  político  del  Estado;  se 
trata  de  establecer  la  naturaleza  de  los  Poderes  pú- 
blicos; se  trata  de  buscar  un  organismo  nuevo  que 
resuelva  los  conflictos  que  se  producen  en  el  estado 
social  entre  esos  mismos  Poderes  públicos  y aquellos 
particulares  que  chocan  con  estos  intereses  ó que  se 
consideran  agraviados  por  las  resoluciones  de  la  Ad- 
ministración. 

Anticipo  estas  indicaciones  para  que  no  extrañe 
el  Congreso  que  yo  éntre  desde  luego  á plantear  y 
examinar  varias  cuestiones. 

En  primer  término,  ¿ese  dictámen  es  de  la  mayo- 
ría de  la  Comisión?  Porque  la  Comisión  resulta  divi- 
dida, no  solo  entre  la  mayoría  de  esa  Comisión  y el 
Sr.  Benayas,  sino  lo  que  es  más  grave,  la  mayoría  de 
la  Comisión  resulta  dividida  entro  ella  misma,  por- 
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que  en  el  preámbulo  se  consigna  que  la  mayoría  de 
esta  Comisión  profesa  opiniones  distintas  respecto  de 
la  organización  de  lo  contencioso-administrativo  y 
que  mantiene  esta  diferencia.  I)e  manera  que  aquí 
hay  una  cosa  por  demás  extraña  y sorprendente:  una 
mayoría  de  una  Comisión  que  se  divide  entre  el  se- 
ñor Benayas  y la  mayoría  representada  por  cinco  in- 
dividuos de  esa  Comisión,  y aun  entre  estos  cinco  in- 
dividuos hay  diversidad  de  criterio;  y lo  (pie  choca 
más  todavía  es.  que  estos  cinco  individuos  presenten 
undictámcn  contrario  ai  proyecto  de  ley  presentado 
por  el  Si\  Presidente  del  Consejo  de  Ministros. 

Y aun  hay  otra  coincidencia  más  singular,  que 
conviene  señalar  para  que  no  se  crea  que  el  trabajo 
que  eslá  sometido  a la  deliberación  del  Congreso  tie- 
ne toda  la  autoridad  moral  que  representan  todos 
aquellos  trabajos  que  proceden  del  Gobierno,  que  vie- 
nen apoyados  por  una  mayoría  compacta,  y por  con- 
secuencia, que  este  trabajo  no  tiene  más  autoridad 
que  la  muy  respetable  de  los  cinco  dignos  individuos 
que  suscriben  el  dictamen  de  la  mayoría.  Examine- 
mos, pues,  en  primer  término  el  aspecto  filosófico  de 
la  cuestión.  Luego  entraré,  si  la  paciencia  del  Con- 
greso me  lo  permite,  á discutir  el  aspecto  histórico; 
después  me  ocuparé  del  preámbulo  del  dictámen  de 
la  mayoría,  y dejaudo  para  las  enmiendas  la  discu- 
sión de  los  detalles,  presentaré  aquellas  objeciones 
fundamentales  que  se  pueden  hacer  á cada  uno  de 
los  conceptos  principales  del  proyecto  presentado. 

Si  de  cualquier  otro  proyecto  se  tratase,  podría 
resultar  jactancioso,  por  no  calificarlo  de  otra  suerte, 
el  propósito  de  investigar  los  principios,  digámoslo 
así,  filosóficos  y fundamentales  de  lo  contencioso- 
administrativo;  pero  como  la  mayoría  de  la  Comisión, 
por  más  que  haya  tratado  de  buscar  y consignar  la 
naturaleza  de  esta  jurisdicción  privilegiada,  es  lo 
cierto  que  en  el  articulado  no  se  encuentra  disposi- 
ción ninguna  que  explique  en  qué  consiste  la  natura- 
leza de  esta  jurisdicción,  hay  que  sentar  principios 
fundamentales,  para  que  se  vea  después  que  la  obra 
que  se  presenta  á vuestra  deliberación,  no  solo  no 
respeta  estos  principios,  sino  que  está  en  abierta  con- 
tradicción con  ellos. 

Partiendo  de  la  necesidad  de  un  poder  social  in- 
dispensable en  toda  sociedad  constituida,  nos  encon- 
tramos con  la  división  más  fundamental  de  este  po- 
der, que  consiste  en  el  Poder  legislativo  y en  el  Poder 
ejecutivo.  Ei  Poder  legislativo  ya  sabemos  todos  en 
qué  consiste;  pero  el  Poder  ejecutivo,  en  su  naturale- 
za, en  su  desenvolvimiento,  en  las  relaciones  que  tie- 
ne el  interés  público  con  el  interés  privado,  ni  ha 
llegado  en  la  esfera  de  la  ciencia  á pronunciarse  la 
última  palabra  para  determinarlo  bien  y concreta- 
mente, ni  es  posible  que  en  mucho  tiempo  los  que 
han  profesado  y profesan  distintas  opiniones  respecto 
de  este  punto,  coincidan  en  una  apreciación  común 
acerca,  no  ya  de  la  naturaleza  del  Poder  ejecutivo, 
sino  de  sus  diversas  manifestaciones  ó,  digámoslo 
asi,  ramas  en  que  se  divide,  ora  cuando  se  ocupa  del 
derecho  de  gentes,  ora  cuando  trata  del  derecho  polí- 
tico, ya  cuando  se  establece  otra  consideración  res- 
pecto del  Estado  estimándolo,  ó corno  una  personali- 
dad jurídica,  ó como  un  Poder  que  obra,  que  regla- 
menta y que  gobierna. 

Claro  es  que  el  Estado  en  el  concepto  de  persona- 
lidad jurídica  tiene  el  deber  de  sujetarse  á las  pres- 
cripciones del  derecho  civil;  pero  hay  bastante  que 


discutir  si  consideramos  al  Estado  como  entidad  co- 
lectiva, como  defensa  de  los  intereses  generales,  co- 
mo representante  del  poder  social. 

Para  el  asunto  que  nos  ocupa,  Espaüa  tiene  con- 
signados  dos  principios  fundamentales  á que  debe- 
mos atenernos.  Sabemos  quién  ejerce  por  la  Consti- 
tución el  poder  ejecutivo  y bajo  qué  responsabilidad: 
sabemos  también  que  residiendo  la  suprema  jurisdic- 
ción en  el  Rey  por  el  art.  74  de  la  Constitución,  solo 
se  han  delegado  en  los  tribunales  de  justicia,  según 
el  art.  76,  todas  aquellas  cuestiones  de  carácter  civil 
ó criminal  que  pueden  ocurrir,  pero  no  se  ha  delega- 
do  la  jurisdicción  contencioso  administrativa,  como 
era  tradición  en  España  que  no  la  delegaran  los  Mo- 
narcas, ni  para  resolver  las  competencias,  ni  para  re- 
solver lo  contencioso-administrativo.  De  aquí  que  esa 
jurisdicción  administrativa,  que  viene  determinada 
ya  en  una  forma  delegada,  ya  en  una  forma  retenida) 
tiene  en  España  esa  gran  limitación.  Por  la  Constitu- 
ción del  Estado  la  jurisdicción  retenida  radica  en  el 
Rey:  el  Rey  es  el  que  resuelve  á consulta  del  Consejo 
de  Estado  y con  la  intervención  de  un  Ministro  res- 
ponsable, como  lo  es  el  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, y lo  mismo  acontece  en  las  competencias. 

Pretender,  señores,  y querer  atribuir  un  carácter 
jurídico  á la  jurisdicción  contencioso-administrativa, 
es  desconocer  los  principios  fundamentales  en  que 
descansa  esta  jurisdicción;  porque  si  tiene  por  objolo 
resolver  los  conflictos  que  puedan  ocurrir  entre  los 
Poderes  públicos  ó entre  los  Poderes  públicos  y un 
particular,  ¿qué  tribunal  ni  qué  organismo  va  á ser 
el  que  pueda  juzgar  en  el  choque  constante  y diario 
de  los  Poderes  públicos  entre  sí  ó del  Poder  público 
con  un  interés  particular?  ¿A  quién  vais  á someter 
la  resolución  de  todas  estas  cuestiones  que,  por  lo 
mismo  que  en  ellas  interviene  la  Administración  pú- 
blica, ei  Estado  en  una  de  sus  ramificaciones,  afectan 
siempre  algo  al  interés  de  la  generalidad?  ¿Es  que 
creeis  que  estas  cuestiones  contencíoso-administrati- 
vas,  y por  consiguiente,  administrativas,  que  con  la 
mayor  sabiduría  y siguiendo  las  antiguas  tradicio- 
nes se  han  reservado  al  Rey,  van  á poder  ser  juzga- 
das con  un  criterio  jurídico? 

¿Pues  qué,  ante  los  tribunales  contencioso-admi- 
nistrativos  se  trata  solo  de  lo  tuyo  y de  lo  mió?  ¿No 
se  ventilan  ante  esos  tribunales  multitud  de  cuestio- 
nes que  se  relacionan  íntimamente  con  la  utilidad 
general,-  con  la  conveniencia  y con  los  intereses  pú- 
blicos? ¿Creeis  que  todas  estas  ideas  fundamentales 
están  contenidas  en  ei  proyecto  de  ley  que  habéis 
presentado?  No,  ciertamente:  gran  diferencia  existe, 
señores,  entre  la  jurisdicción  contencioso -administra- 
tiva y el  criterio  judicial;  el  criterio  judicial  que  es 
fácil  de  determinar  y aplicar  á las  cuestiones  civiles 
y criminales,  pero  que  choca  abiertamente  con  el  ca- 
rácter y naturaleza  de  Lo  contencioso  administrativo. 
¿Cuándo  se  ha  pretendido  que  el  criterio  jurídico  sea  el 
que  resuelva  todas  las  cuestiones  que  nacen  de  la  na- 
turaleza misma  de  la  Administración  y de  los  Poderes, 
y del  choque  de  estos  Poderes  con  ei  interés  privado? 

No  se  puede,  por  consiguiente,  prescindir  de  estas 
consideraciones  fundamentales;  ya  llegaremos  á la 
discusión  de  los  detalles,  porque  desgraciadamente  es 
mucho  lo  que  tenemos  que  advertir;  hoy  por  hoy,  en- 
cerrándome en  los  límites  rigurosamente  reglamen- 
tarios, es  decir,  debiendo  concretarme  al  exúmen  del 
pensamiento,  del  espíritu  y de  la  oportunidad  del  pro- 
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yficto,  tengo  que  sentar  las  consideraciones  funda- 
mentales que  lie  tenido  el  honor  de  someter  á vuestra 
consideración,  para  que  de  esta  suerte  la  discusión 
sea  provechosa,  sea  concreta,  y pueda  discutirse  con 
provecho  si  efectivamente  es  más  beneficioso  vuestro 
proyecto  ó son  más  beneficiosas  otras  soluciones  que 
yo  trataré  de  justificar  en  el  dia  de  hoy,  y acaso  en 
el  de  mañana. 

Si  del  aspecto  filosófico  hubiera  de  descender  al 
aspecto  histórico  en  toda  su  extensión,  mucho  pudiera 
deciros;  pero  me  bastará  hacer  varias  indicaciones  ge- 
nerales. Los  Monarcas  españoles  en  los  pasados  tiem- 
pos, cuando  lo  incierto  de  los  azares  de  la  guerra  exi- 
lia que  la  residencia  de  los  Reyes  fuese  accidental  en 
casi  todos  los  pueblos,  tuvieron  siempre  para  que  los 
acomsejaran,  Consejos  que  revestían  distinta  organi- 
zación según  las  necesidades  de  los  tiempos.  Sabido 
es  que  hasta  el  reinado  de  Don  Juan  I no  se  concreta 
la  idea  de  un  Consejo  de  Estado,  Consejo  de  Estado 
que  nació  de  las  reclamaciones  principalmente  délos 
Procuradores  de  las  Córtes,  y que  andando  el  tiempo 
vino  á completarse  en  su  organización  y en  su  natu- 
raleza en  tiempo  de  los  Reyes  Católicos,  y mucho  más 
adelante  en  la  época  del  Emperador  Carlos  Ide  España 
y V de  Alemania.  Entonces  puede  decirse  que  se  crea- 
ron dos  entidados  completamente  distintas:  el  Consejo 
de  Estado  y el  Consejo  de  la  Cámara;  el  Consejo  de 
Estado  se  creó  para  aconsejar  é ilustrar  al  Monarca 
en  todos  los  negocios  granados  del  Reino;  el  Consejo 
do  La  Cámara  era,  digámoslo  así,  el  Consejo  reservado 
del  Rey  para  otorgar  gracias  y mercedes,  para  los 
nombramientos  que  boy  llamaríamos  del  personal. 

Al  lado  del  Consejo,  en  1526,  nació  la  Secretaría 
de  las  lenguas  en  tiempo  del  Emperador  Cárlos  V;  y 
desde  entonces  los  Monarcas  españoles,  sin  interrup- 
ción, lejos  de  atentar  contra  la  organización  del  Con- 
sejo de  Castilla,  después  trasformado  en  Consejo  de 
Estado,  llevaron  allí  la  representación  de  la  opinión 
publica,  porque  en  el  Consejo  tenía  representación  el 
estado  llano,  la  alta  nobleza  y el  clero,  si  bien  domi- 
naban los  individuos  del  estado  llano,  de  donde  nació 
la  influencia  de  los  legistas  en  los  siglos  xvi  y xvn. 
Aquel  Consejo  se  estimó  siempre  como  lina  corpora- 
ción de  alto  prestigio,  casi  como  una  institución  que 
venía  á compartir  con  el  Monarca  la  resolución  de  los 
graves  problemas  del  Estado,  y nadie  osó  poner  mano 
en  él,  como  nadie  se  atrevió  tampoco  á poner  mano 
eu  el  Consejo  de  Castilla,  que  dió  vida  y nombre  á 
Floriclablanca,  Campomanes  y tantos  otros  como  ilus- 
traron su  historia  y contribuyeron  á su  renombre. 
Ese  Consejo  fué  una  corporación,  y lo  es  todavía,  de 
grandísimo  prestigio;  prestigio  que  queréis  romper 
sin  conciencia  de  lo  que  hacéis. 

Ese  Consejo  y ese  prestigio  han  pasado  á través 
de  los  siglos,  y ha  sido  necesario  que  una  Constitu- 
ción, la  de  Bayona,  viniera  á decir  por  primera  vez 
en  España  que  el  Consejo  de  Estado  había  de  ocupar- 
le do  lo  contencioso-adminislrativo.  En  1809,  en 
aquella  época  no  muy  estudiada  todavía  por  los  espa- 
ñoles, se  dió  un  decreto  estableciendo  lo  contencioso- 
administrativo  y declarando  que  la  resolución  que  el 
Consejo  de  Estado  diera  en  las  cuestiones  contencio- 
sas quedaría  sujeta  á la  decisión  del  Mouarca;  es  de- 
cir, estableciendo  la  jurisdicción  retenida. 

Después,  en  un  país  de  tan  accidentada  historia 
como  el  nuestro,  son  varias  las  vicisitudes  que  ha 
sufrido  el  Consejo  de  Estado.  Si  mal  no  recuerdo,  eu 


1837  hubo  un  proyecto  que  no  llegó  á discutirse; 
después  vinieron  los  decretos  de  1845,  que  al  estable- 
cer una  organización  administrativa  general  en  toda 
España,  reconocieron  el  recurso  contencioso-adminis- 
trativo;  se  creó  el  Consejo  de  Estado,  se  respetó  den- 
tro de  la  Constitución  como  se  respeta  en  la  de  1876 
la  más  alta  prerrogativa  del  Monarca  español,  la  re- 
solución de  los  asuntos  contencioso-administrativos 
en  virtud  de  la  jurisdicción  retenida. 

Después  de  la  última  fecha  que  be  citado,  en  un 
país  en  el  que,  por  lo  ménos  hasta  1875,  tantas  des- 
gracias y vicisitudes  presenta  la  historia  de  nuestras 
discordias  civiles,  los  partidos  que  habían  tomado  ya 
por  bandera  de  la  política  radical  la  jurisdicción  eon- 
tcncioso-administrativa,  y que  trataban  de  privar  al 
Monarca  de  las  facultades  que  desde  antiquísimos 
tiempos  disfrutaba,  no  vacilaron,  cuando  se  presentó 
una  revolución  triunfante  en  1854,  en  declarar  (y  cu 
esto  fueron  lógicos,  ¡ojalá  lo  hubiéráis  sido  vosotros!), 
en  declarar  que  cesaba  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa,  y en  establecer  el  tribunal,  ese  mismo 
tribunal,  con  ese  mismo  nombre  con  que  queréis  res- 
tablecerlo ahora,  con  la  única  diferencia  de  que,  á pe- 
sar de  tratarse  de  una  revolución,  á pesar  de  tratarse 
del  partido  liberal,  que  quería  hacer  tabla  rasa  de  toda 
la  organización  existente,  especialmente  de  la  admi- 
nistrativa y política,  no  se  atrevió,  á pesar  de  haber 
dictado  el  decreto  de  7 de  Agosto  de  1854,  á privar 
al  Monarca  de  la  prerrogativa  de  resolver  en  último 
término  los  conflictos  entre  el  Poder  público  y un 
particular,  que  es  lo  que  constituye  la  esencia  de  lo 
contencioso-administrativo.  El  Tribunal  Contencioso 
duró  desde  1854  á 56,  y en  esta  fecha  fué  suprimido 
para  resucitar  otra  vez  el  Consejo  de  Estado;  porque 
advertid,  Sres.  Diputados,  esta  coincidencia:  siempre 
que  se  ha  tratado  de  trasformar  lo  contencioso-admi- 
nistrativo, y de  sacarlo  del  Consejo  de  Estado,  el  Con- 
sejo de  Estado  ha  muerto;  y es  que  el  Consejo  de  Es 
tado  no  tendría  razón  de  ser  sin  lo  conlcncioso-ad- 
ministrativo. 

Siguieron  así  las  cosas  desde  1856  á 68,  en  que 
fué  llevada  la  jurisdicción  contenciosa  al  fuero  ordi- 
nario, y en  1873  quedó  anulado  el  Consejo  de  Estado. 
¿Y  cómo  no  había  de  anularse,  señores?  ¿Qué  sería  del 
Consejo  de  Estado  sin  lo  contencioso-administrativo? 
¿Queréis  reducirle  á una  Junta  consultiva  más?  ¡Pues 
no  hay  pocas  de  sobra  en  España!  ¿Para  qué  vais  á 
añadir  una,  compuesta  de  32  individuos,  que  tendría 
que  limitarse  exclusivamente  á dar  su  opinión  admi- 
nistrativa á los  Ministros  para  que  resolvieran  lo  que 
tuvieran  por  más  conveniente?  ¿Para  qué  esLa  Junta, 
si  le  quitáis  lo  contencioso-administrativo?  ¿No  tiene 
el  Ministerio  de  la  Guerra  su  Junta  superior  consul- 
tiva? ¿No  está  poblado  de  Juntas  el  Ministerio  de  Fo- 
mento? ¿No  tiene  la  Comisión  de  Códigos  y otras  Jun- 
tas el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia?  ¿No  tiene  el  de 
Gobernación  los  Consejos  de  Beneficencia,  Sanidad,  y 
otros  tantos?  ¿No  existe  en  el  Ministerio  de  Ultramar 
una  Junta  suprema  de  Ultramar?  ¿Pues  para  qué  ser- 
viría el  Consejo  de  Estado,  si  se  le  quitara  lo  conten- 
cioso-administrativo? (El  Sr . González  Blanco : ¿Y  las 
competencias?)  He  venido  diciendo  que  sería  lo  único 
que  le  quedara  al  Monarca,  lo  cual,  por  cierto,  revela 
una  inconsecuencia  de  la  Comisión,  porque  ya  que  se 
ha  tratado  de  privar  al  Monarca  del  último  de  sus 
atributes,  deberíais  haber  sido  más  lógicos  quitán- 
dole también  la  facultad  de  resolver  las  competen- 
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cías;  pero  1h  Comisión  no  ha  tenido  valor  para  ésto,  y 
ha  caído  en  La  inconsecuencia  que  resulta  de  la  inte- 
rrupción del  Sr.  González  Blanco. 

El  Consejo  de  Estado,  señores,  no  tomó  una  orga- 
nización determinada,  concreta  y expresa  hasta  la  ley 
de  17  de  Agosto  de  1860:  allí  se  decretabán  algunos 
de  los  casos  en  que  procedía  la  jurisdicción  conten- 
cioso-adminislrativa;  la  teoría  que  allí  se  sentaba  y 
consignaba  respecto  del  Poder  central  halló  su  com- 
plemento en  la  ley  de  Gobiernos  de  provincia  de  1863, 
vigente  todavía  hoy  en  algunas  partes,  estableciendo 
bien  y claramente  en  qué  casos  y condiciones  se  podía 
reclamar  por  la  vía  contenciosa  contra  las  resolucio- 
nes de  los  gobernadores  de  provincia.  De  esta  manera 
ha  venido  á establecerse  una  jurisprudencia  constante 
que  lia  respetado  todo  el  mundo,  que  ha  dado  luz  y 
claridad  á estas  materias,  que  ofrece  al  hombre  estu- 
dioso, no  la  imposibilidad  de  averiguar  qué  es  lo  con- 
tencioso—administrativo,  sino  faro  de  luz  clarísima 
que  le  auxilie  en  sus  investigaciones,  que  le  aclare 
todas  las  dudas,  y que  se  respeta  en  todos  los  tribu- 
nales y en  todas  las  esferas  de  la  administración  pú- 
blica: no  existiría  ese  depósito  sagrado  si  no  fuera 
por  la  ciencia  c ilustración  del  Consejo  de  Estado. 

Pues  bien,  cuando  todo  acreditaba  que  habíamos 
entrado  en  un  camino  de  progreso  en  esta  materia; 
cuando  las  personas  competentes  babiau  reconocido 
que  si  por  una  parte  se  habia  defendido  con  exagera- 
ción la  jurisdicción  retenida,  otras  también  no  ménos 
respetables  defendían  que  no  era  posible  en  la  juris- 
dicción delegada  llegar  al  último  límite  de  las  con- 
cesiones fiándolo  todo  á los  tribunales  de  justicia, 
porque  de  esta  manera  los  altos  intereses  públicos 
que  tiene  que  defender  la  Administración  quedarían 
en  muchísimos  casos  abandonados;  cuando  todo  mar- 
chaba por  la  vía  del  verdadero  progreso;  cuando  se 
habia  avanzado  con  prudencia,  vino  la  revolución  de 
1868,  y esta  revolución,  por  un  decreto  del  Sr.  Sa- 
gasta,  Ministro  de  la  Gobernación  entonces,  hizo  ta- 
bla rasa  de  la  jurisdicción  conlencioso-administrativa 
y encomendó  el  conocimiento  de  esta  clase  de  nego- 
cios á la  Sala  cuarta  del  Tribunal  Supremo.  Todos  los 
que  nos  hemos  ocupado  y nos  preocupamos  de  esta 
clase  de  asuntos,  sabemos  que  aquel  ensayo  de  la  juris- 
dicción delegada,  llevando  á la  Sala  cuarta  del  Tribu- 
nal Supremo  el  conocimiento  de  la  jurisdicción  con- 
tcncioso-administrativa,  no  fué  ciertamente  muy  afor- 
tunado para  los  intereses  del  Estado.  ¿Por  qué?  ¡Ah! 
porque  el  criterio  jurídico  es  uno;  porque  no  es  fácil 
resolver  con  el  criterio  de  lo  tuyo  y de  lo  mió  las 
cuestiones  fundamentales  que  encarnan  las  cuestio- 
nes de  esencia  que  representa  lo  administrativo,  y 
dentro  de  lo  administrativo  lo  contencioso-adminis- 
trativo. 

Y sucederá  siempre  lo  mismo  cuando  pretendáis 
encomendar  á los  tribunales  de  justicia  la  resolución 
de  las  cuestiones  contencioso-administrativas;  os  re- 
sultará por  una  consecuencia  indeclinable,  además 
de  la  contradicción  en  los  principios  de  que  luego 
me  ocuparé,  os  resultará  por  una  consecuencia  inde 
clinable,  que  los  intereses  públicos,  aquellas  cuestio- 
nes de  conveniencia  publica,  de  interés  general,  aque- 
llo que  protege  y ampara  y cubre  con  su  manto  la 
Administración  general  del  Estado,  queda  completa- 
mente desamparado  ante  los  tribunales  de  justicia, 
porque  el  criterio  de  los  tribuuales  no  está  al  alcance, 
no  puede  estarlo  en  algunas  ocasiones,  del  secreto  de 


los  Gobiernos,  de  la  conveniencia  general  que  tienen 
los  Gobiernos  para  adoptar  cierta  clase  de  resolucio- 
nes; así  es  que  se  necesita  un  Cuerpo  que  se  inspire 
en  los  pensamientos  del  Gobierno,  un  Cuerpo  identi- 
ficado con  la  esencia  de  las  resoluciones  gubernamen° 
tales  del  Gobierno,  para  que  pueda  ser  fructífero  en 
sus  resultados,  dando  á los  interesados  las  garantías 
necesarias  para  que  puedan  defender  sus  intereses 
cuando  los  consideren  lastimados. 

¿Pero  qué  duró,  Sres.  Diputados,  aquella  solución 
de  partido,  aquella  solución  de  bandería,  aquella  so- 
lución verdaderamente  progresista  de  1868?  ¡Ah!  lo 
que  duran  todas  las  soluciones  inspiradas  en  la  pa- 
sión política;  lo  que  subsisten  todas  las  soluciones 
en  que  no  se  busca  el  concurso,  la  paz  y la  armonía 
de  todos  los  intereses;  flor  de  un  dia,  que  nace  y muere 
con  el  Gobierno  que  las  dicta;  flor  de  un  dia,  que  no 
puede  tener  más  consistencia  que  ese  espíritu  de  ban- 
dería y la  duración  de  las  pasiones  políticas  que  ins- 
piran el  diclámen  de  esa  Comisión.  Así  es  que  cuando 
llegó  la  restauración  en  1875,  cuando  el  régimen  po- 
lítico y administrativo  se  normalizó,  una  de  las  pri- 
meras disposiciones  fué  restablecer  otra  vez  el  Con- 
sejo de  Estado,  abolido  en  1873,  y el  restablecer  la  ju- 
risdicción contencioso-administrativa.  De  entonces 
acá,  ¿qué  ha  pasado?  Ved,  señores,  lo  que  ha  pasado, 
porque  de  ello  he  de  ocuparme  con  alguna  doteuciou, 
porque  comenzaré,  acaso  contra  mi  voluntad  y con- 
tra mi  deseo,  á dirigir  algunos  cargos  graves  al  Go- 
bierno de  S.  M. 

Y puesto  que  este  proyecto  se  ha  traído  á discu- 
sión, y el  partido  conservador,  por  mi  desautoriza- 
da voz,  va  á manifestar  su  criterio  en  este  asunto, 
sencillamente  voy  á señalar  todo  lo  que  desde  el  año 
de  1875  hasta  el  presente  lia  ocurrido,  para  quo  se 
vea  de  qué  manera  se  ha  traído  el  actual  proyecto  de 
ley,  y cuál  es  la  cuestión  fundamental  que  á mi  jui- 
cio se  debate  en  el  terreno  esencialmente  político;  y 
si  en  su  desenvolvimiento  tengo  que  ocuparme  de  la 
política  del  Gobierno  y traer  aquí  lo  que  se  des- 
prende de  esta  política,  en  todo  lo  que  voy  á exami- 
nar de  aquí  en  adelante,  no  será  mia  la  culpa;  porque 
yo,  al  comenzar  la  sesión,  he  tenido  que  acercarme 
al  Sr.  Presidente  de  la  Cámara,  que  no  era,  por  cier- 
to, el  que  ahora  ocupa  el  sitial,  para  manifestarle  que 
en  el  dia  de  hoy  tenía  que  ocuparme  de  altos  proble- 
mas políticos,  examinando  el  proyecto  de  lo  couten- 
cioso-administrativo,  y que  lejos  de  rehuir  este  debate, 
le  deseaba,  pero  que  lo  manifestaba  para  que  la  Presi- 
dencia no  pudiera  llamarme  al  órden  al  tratar  cuestio- 
nes que  están  íntimamente  enlazadas  con  el  asunto  so- 
metido á discusión,  y que  jamás  se  me  pudiera  hacer 
el  cargo  de  que  á la  vez  que  en  el  otro  Cuerpo  se  dis- 
cute la  política  del  Gobierno,  yo  tuviera  que  discu- 
tirla aquí  también...  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia: Pero  ¿de  cuándo  acá  no  se  puede  discutir  la 
política  del  Gobierno  en  ambos  Cuerpos  simultánea- 
mente? Eso  es  una  novedad.)  Será  una  novedad  para 
el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia;  pero  desde  que 
la  ley  de  relaciones  de  ambos  Cuerpos...  (El  Sr.  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia:  Esa  ley  habla  de  proyectos  de 
ley  pertenecientes  á un  Cuerpo  y propuestos  en  él, 
pero  no  dice  que  no  se  pueda  hacer  la  crítica  de  la 
conducta  del  Gobierno  en  ambos  Cuerpos.)  Compren- 
derá el  Sr.  Presidente  que  tengo  que  contestar  á la 
interrupción,  y contesto:  primero,  que  la  ley  de  re- 
laciones no  habla  del  mensaje  de  la  Corona;  segundo, 
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que  jamás,  pendiente  de  discusión  el  mensaje  de  ia 
Corona  en  un  Cuerpo,  se  ha  consentido  tratar  de  la 
política  del  Gobierno  en  el  otro.  (EL  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia : Los  precedentes  están  eu  contra.) 
«obre  no  ser  exacto  eso,  yo  celebro  que  esa  sea  la 
opinión  del  Gobierno,  porque  rne  facilita  que  yo  pue- 
da dar  á mis  razonamientos  el  desenvolvimiento  que 
deseo. 

EL  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Señor  Dipu- 
tado, en  el  uso  de  la  palabra  que  le  ha  concedido  la 
Presidencia,  no  se  le  lia  puesto  límite  ninguno  á su 
señoría,  ni  se  le  pondría  mientras  esté  discutiendo  el 
provecto  que  está  á la  orden  del  día;  pero  ia  Presi- 
dencia no  podrá  consentir,  y de  seguro  que  S.  S.  tam- 
poco la  pondrá  en  el  trance  de  impedírselo,  que  dis- 
cutiendo el  dictámen  de  la  Comisión  sobre  este  asun- 
to, 8.  S.  tratase  de  otros  asuntos  que  no  tengan  rela- 
ción con  él.  Por  lo  demás,  S.  S.  tiene  un  turno  y puede 
usar  de  la  palabra. 

El  Sr.  DANVXLA:  Doy  gracias  al  Sr.  Presidente, 
y procuraré  suplir  con  mi  prudencia  lo  que  la  ley  no 
dice,  por  más  que  las  prácticas  parlamentarias  acon- 
sejen lo  contrario. 

Realizada  la  feliz  restauración  de  la  Monarquía 
española  en  1875,  se  sintió  la  necesidad  de  reformar 
los  organismos  administrativos  y perfeccionarlos;  mi- 
sión natural  en  toda  clase  de  gobiernos:  perfeccionar, 
mejorar,  pero  no  destruir;  é inspiradas  por  este  senti- 
miento patriótico,  las  Córtes  conservadoras  publica- 
ron una  ley  en  1 1 de  Enero  de  1879,  por  la  cual  se 
creó  una  Comisión  que  después  la  opinión  pública  ha 
llamado  por  antonomasia  de  los  notables , encargada 
de  formular  un  proyecto  de  ley  sobre  lo  conLencioso- 
adininisLrativo;  pero  en  el  art.  4.°  de  esa  ley  se  con- 
signó que  el  Gobierno  de  S.  M.  tendría  que  presentar, 
inmediatamente  que  se  diera  dictámen  por  esa  Comi- 
sión de  notables,  un  proyecto  de  ley;  que  era  libre 
para  aceptar  la  solución  de  la  Comisión  de  notables  ó 
para  separarse  de  ella;  pero  que  si  se  separaba,  era 
indispensable  que  acompañara  á su  proyecto  el  dic- 
támen de  la  Comisión  magna.  Este  requisito  se  cum- 
plió cabalmente  cuando  el  Sr.  Cánovas  eu  16  de  Marzo 
de  1885  presentó  un  proyecto  sobre  la  jurisdicción 
conteucioso-admiiústrativa;  pero  audando  el  tiempo, 
el  Sr.  Sagasta,  que  había  presentado  en  30  de  Diciem- 
bre de  1882  una  proposición  de  ley,  ha  venido  luego 
en  22  de  Julio  de  1886  á reproducir  literalmente  el 
proyecto  de  1882,  pero  no  ha  cumplido  lo  dispuesto 
en  el  art.  4.°  de  la  ley  de  1879.  De  manera  que,  si  la 
minoría  liberal-conservadora  hubiera  estado  inspirada 
por  ese  sentimiento  obstruccionista  que  se  le  atribuye, 
hubiera  podido  comenzar  por  sostener  que  el  actual 
proyecto  de  ley  no  tenía  estado  parlamentario,  porque, 
con  arreglo  á la  ley  do  1879,  el  Sr.  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros  no  ha  acompañado  á su  proyecto  el 
dictámen  de  la  Comisión  magna.  Pero  acompáñelo  ó 
no,  no  resultará  de  esta  breve  relación  sino  que  el 
partido  conservador  ha  sido  siempre  más  observador 
de  los  preceptos  legales  que  lo  es  el  actual  Gobierno. 

Presentado  este  proyecto  de  ley,  se  nombró  una 
Comisión  de  personas  muy  competentes,  que  ha  co- 
menzado por  separarse  en  absoluto  del  criterio  del 
Gobierno,  sin  que  se  consigno  eu  el  dictámen  que 
baya  sido  con  su  acuerdo,  y por  el  contrario,  tengo 
oido  que  cuando  ocurrieron  las  disidencias  interio- 
res entre  ia  mayoría  de  la  Comisión  y el  Sr.  Benayas, 
se  consultó  al  jefe  del  Gobierno,  y el  jefe  del  Gobier- 


no, tan  aficionado  á la  frase  aquella  dejar  pasar,  dejar 
hacer , manifestó  que  quedaba  completamente  libre  la 
Comisión  para  adoptar  el  criterio  que  creyera  que  era 
más  conveniente,  con  tai  que  quedara  resuella  la  di- 
ficultad única,  la  única  exigencia  que  hasta  ahora  ha 
presentado  la  opinión  pública  en  lo  contencioso- ad- 
ministrativo, y es,  que  se  trabaje  un  poco  más  y que 
haya  vistas  diarias  de  los  negocios , que  después  de 
todo,  ésta  es  la  única  solución  con  la  que  queda  arre- 
glado este  asunto,  como  tendré  el  gusto  de  demostrar; 
pero  no  consta  en  el  dictámen  que  el  dictámen  de  la 
mayoría  se  haya  dado  con  consentimiento  del  Gobier- 
no, y contra  el  pensamiento  del  Gobierno  se  ha  traido 
lo  que  constituye  el  pensamiento  de  la  mayoría  de  la 
Comisión. 

Ahora  bien;  aquí  resulta  una  cuestión  por  demás 
grave.  El  partido  conservador,  cuyo  criterio  en  mate- 
ria de  jurisdicción  defiende  la  jurisdicción  retenida 
que  establece  la  Constitución  del  Estado,  habia  llega- 
do, por  una  serie  de  continuos  desenvolvimientos  y 
concesiones,  á establecer,  de  acuerdo  con  los  partidos 
liberales,  una  solución  que  era  un  sistema  mixto:  la 
jurisdicción  delegada  en  cuanto  á la  sentencia;  la  abo- 
lición de  la  consulta  previa,  y un  recurso  de  revi- 
sión extraordinario,  que  dejaba  en  poder  del  Monarca 
la  resolución  de  ese  mismo  recurso  extraordinario, 
como  hoy  acontece.  Se  habia  llegado  por  la  voluntad 
de  todos,  por  las  concesiones  mutuas,  renunciando 
cada  uno  lo  que  creía  que  sin  menoscabo  de  sus  opi- 
niones y de  sus  convicciones  podía  renunciar,  se  ha- 
bía llegado  á una  obra  común  de  paz  y de  concordia; 
porque  todo  el  mundo  sabe  que  mientras  el  partido 
liberal  ha  sostenido  siempre  y lia  decretado  siempre 
»fue  ha  sido  poder,  que  la  jurisdicción  contencioso- 
adm inistrativa  debía  pasar  á los  tribunales  de  justi- 
cia, el  partido  conservador  ha  defendido,  por  el  con- 
trario, que  la  jurisdicción  contencioso-administrativa 
tiene  que  ser  esencialmente  retenida;  y solo  por  con- 
cesión, solo  por  transacción,  solo  por  llevar  á una 
obra  de  conciliación  la  tranquilidad  de  los  espíritus, 
es  por  lo  que  en  1880  suscribió  por  medio  de  sus  más 
importantes  individuos  el  dictámen  de  la  Comisión 
magna  que  presidió  D.  Manuel  Silvela,  y en  que  figu- 
raban personas  tan  respetables  como  D.  Alejandro 
Groizard,  como  D.  Manuel  Colmciro,  catedrático  de 
muchos  de  nosotros  en  derecho  político  y administra- 
tivo; como  D.  Eduardo  Saavedra,  como  D.  Federico 
ÍJoppe,  como  otras  personas  muy  calificadas  del  par- 
tido liberal,  y además  estaba  como  uno  de  los  vice- 
presidentes D.  Manuel  Becerra. 

Sépase,  por  lo  tanto,  que  el  dictámen  de  la  Comi- 
sión magna  de  1880  representa  una  verdadera  tran- 
sacción, á la  que  fueron  los  diversos  partidos  políticos 
españoles,  renunciando  á parte  de  lo  que  constituye 
su  dogma  político,  y que  desde  el  momento  en  que 
vosotros,  apartándoos  de  aquella  obra  de  concordia, 
traéis  ahora  una  solución  de  partido,  vosotros  podéis 
apreciar  en  vuestro  buen  juicio  si  es  que  podemos  se- 
guiros en  ese  terreuo,  ó si  por  el  contrario  debemos 
desde  ahora  dar  por  terminadas  respecto  de  este  punto 
toda  clase  de  inteligencias,  para  recabar  toda  nuestra 
libertad  de  acción  y defender  con  energía  todo  lo  que 
creemos  que  debemos  sostener  con  arreglo  á la  Cons- 
titución, en  defensa  de  las  altas  prerrogativas  de  la 
Monarquía,  para  que  no  sufran  quebranto  ni  menos- 
cabo los  altos  y respetables  intereses  del  Estado.  ¿Es 
que  os  empeñáis  en  sostener  una  solución  de  partido? 
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¡Ah!  ¿qué  solución  de  partido  lia  tenido  larga  vida  en 
este  país  tan  accidentado?  ¿Es  que  no  queréis  que  vol- 
vamos á la  obra  de  paz  y de  conciliación?  Porque  si 
después  de  todo  hubiérais  traído  algo  mejor  de  lo  que 
propuso  la  Comisión  de  notables,  podríamos  acallar 
nuestras  aspiraciones;  pero  ¡ah,  señores!  yo  tengo  la 
seguridad  de  demostrar  que  jamás  en  lo  conteneioso- 
administrativo  se  ha  presentado  uua  cosa  tan  anóma- 
la, tan  singular,  lo  diré  en  una  palabra,  tan  desacer- 
tada, como  el  dictámen  de  la  mayoría  de  la  Comisión. 

Por  lo  mismo,  el  partido  conservador  defiende  su 
criterio,  dispuesto  siempre,  como  lo  están  todos  los 
partidos  políticos,  á llevar  el  contingente  de  su  pru- 
dencia, A sacrificar  parte  de  sus  opiniones  en  aras  de 
la  obra  de  armonía  y conciliación,  dispuesto  siempre 
A transigir;  pero  si  no  se  quieren  transacciones,  si  se 
rechazan  las  que  noble  y honradamente  se  han  hecho 
de  nuestra  parte,  si  se  presenta  la  obra  de  un  partido, 
de  una  bandera  política,  y después  de  todo  una  obra 
ya  planteada  en  España  y completamente  desacredi- 
tada, entonces,  ¿qué  esperáis  de  nosotros?  ¿Qué  habéis 
de  esperar  de  nosotros  ,sino  una  crítica  acerba,  dete- 
nida, de  todos  los  instantes,  respecto  de  todos  los 
errores  en  que  habéis  incurrido  al  redactar  este  dic- 
tárrien? 

Y expuestos  estos  antecedentes,  Sr.  Presidente, 
estoy  cabalmente  en  la  mitad  del  discurso;  voy  A en- 
trar ahora  á examinar  el  preámbulo  y A hacer  obje- 
ciones fundamentales  al  proyecto;  y si  estuviera  den- 
tro de  las  atribuciones  de  la  Mesa  el  suspender  la  se- 
sión para  mañana,  yo  se  lo  agradecería. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  En  otras  oca- 
siones hay  A la  orden  del  dia  asuntos  varios  que  per- 
miten satisfacer  uua  demanda  como  esa.  En  este  ins- 
tante falta  una  hora  de  sesión,  y será  menester  para 
suspenderla  un  acuerdo  del  Congreso.  Si  S.  S.  quiere 
descansar,  se  suspenderá  la  sesión  por  algunos  ins- 
tantes. 

El  Sr.  DANVILA:  Puesto  que  la  Presidencia  no 
quiere  acceder  A mi  ruego... 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  La  Presiden- 
cia tendría  sumo  gusto  en  ello,  Sr.  Diputado;  pero 
falta  una  hora  de  sesión,  no  hay  otros  asuntos  A la 
órden  del  dia  con  que  llenar  este  tiempo,  y es  preciso 
un  acuerdo  del  Congreso  si  la  Presidencia  ha  de  sus 
pender  la  sesión.  Yo  ruego  A S.  S.  que  no  tome  por 
falta  de  deseo  de  la  Presidencia  lo  que  únicamente  es 
obedecer  el  mandato  del  Reglamento. 

El  Sr.  DANVILA:  Pues  continuaré,  Sr.  Presi- 
dente. Voy  á ocuparme  ya  del  preámbulo  del  dictá- 
men de  la  mayoría  de  la  Comisión,  y he  de  confesar 
que  por  más  que  le  encuentro,  como  no  puedo  dejar 
de  encontrarlo,  procediendo  de  manos  tan  expertas 
como  las  de  los  individuos  que  componen  la  Comi- 
sión, bien  razonado,  paréceme  que  el  dictámen,  como 
el  proyesto,  se  resienten  de  idealismo,  ó de  ser  poco 
prácticos;  y para  comenzar  la  demostración  de  mi 
tésis  voy  á asentar  las  siguientes  conclusiones:  pri- 
mera: la  solución  que  presenta  la  mayoría  de  la  Co- 
misión es  contraria  á nuestras  tradiciones.  No  hay 
más  que  recordar  la  misión  que  tuvo  en  lo  antiguo 
el  Consejo  de  Castilla  primero,  y luego  el  Consejo 
Real,  y la  que  últimamente  ha  tenido  el  Consejo  de 
Estado;  no  hay  más  que  estudiar  la  historia  y la  or- 
ganización de  la  Cámara  de  Castilla;  no  hay  más  que 
ver  de  qué  manera  procedieron  siempre  los  Monar- 
cas en  los  negocios  granados  del  Reino,  para  com- 


prender que  la  jurisdicción  delegada  ataca  por  sus 
fundamentos  esenciales  una  de  las  prerrogativas  déla 
Monarquía  española. 

La  jurisdicción  delegada,  mientras  no  quede  re- 
formada la  Constitución  del  Estado,  será  siempre  un 
atentado  contra  las  prerrogativas  del  Monarca.  ¿Es 
que  esto  constituye  una  evolución  conocida  cu  la 
marcha  de  ese  Gobierno,  que,  como  aquí  se  ha  dicho 
en  otras  ocasiones,  no  es  un  partido  político,  sino  una 
coalición  de  partidos?  ¿Es  que  después  de  haber  des- 
poseído al  Monarca  español  de  la  gracia  de  indulto, 
de  la  concesión  de  títulos  de  nobleza,  le  queréis  re- 
gatear el  fundamento  de  su  poder  Real,  como  pen- 
sáis hacerlo  con  el  sufragio  universal  y con  el  actual 
proyecto,  que  le  quita  la  única  garantía  que  tiene 
para  resolver  los  conflictos  entre  los  Poderes  públi- 
cos y entre  los  particulares?  ¿Es  que  esto  obedece  á 
la  tendencia  del  Gobierno  de  imprimir  una  marcha 
democrática  á la  situación?  ¿Es  que  el  Sr.  Alonso 
Martínez,  que  me  interrumpe...  (El  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia : No  le  interrumpo  ahora  á S.  S.  Si 
lo  hiciera,  le  pediría  que  leyera  el  artículo  de  la  Cons- 
titución que  el  Gobierno  infringe.) 

Voy  á complacer  á S.  S.  Me  parece  que  son  los 
artículos  74  y 76.  (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia: Digo  que  lo  infringe  S.  S.  con  el  Gobierno,  por- 
que en  el  voto  particular  que  ha  presentado  S.  S.  re- 
nuncia á la  jurisdicción  retenida.)  ¿Pero  qué  discuti- 
mos aquí:  la  totalidad,  ó el  voto  particular?  Yo  no  pue- 
do presentar  voto  particular.  (El  Sr.  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia:  Bueno;  en  la  enmienda.)  Soy  un  Dipu- 
tado que  ataca  la  totalidad  dei  proyecto;  yo  no  puedo 
presentar  voto  particular;  hay  una  enmienda  que  voy 
A presentar  mañana,  como  presentaré  varias.  Pues 
bien,  son  los  arts.  74  y 76;  no  sé  si  mi  memoria 
me  es  infiel,  pero  diré  sencillamente  que  toda  la  ju- 
risdicción emana  del  Rey,  y que,  por  el  art.  76  de  la 
ConstiLucion,  los  tribunales  de  justicia  serán  los  ex- 
clusivamente encargados  de  resolver  las  cuestiones 
civiles  y criminales.  Y yo  pregunto  al  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia:  ¿lo  administrativo  es  civil,  ó 
criminal?  Pues  si  lo  administrativo  es  solo  adminis- 
trativo, ¿en  qué  artículo  de  la  Constitución  está  que 
esto  haya  de  resolverlo  un  tribunal  especial  indepen- 
diente del  Rey?  Si  además  fuera  civil  y criminal,  es- 
taría en  el  discurso  de  la  Corona;  pero  en  lo  adminis- 
trativo, no  se  empeñe  S.  S.  en  defender  ahora  esto, 
como  S.  S.  se  empeñó  en  defender  cosas  que  ha  con- 
tradicho toda  su  vida  .(EL  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia: Lo  niego  resueltamente;  en  punto  á inconsecuen- 
cia, cuando  S.  S.  quiera  haremos  un  balance.)  Mien- 
tras no  se  cite  un  artículo  de  la  Constitución  que 
autorice  á los  tribunales  para  resolver  las  cuestiones 
contcncioso-administrativas,  habrá  siempre  una  in- 
fracción de  la  Constitución,  que  dice  que  a los  tri- 
bunales xíertenece  exclusivamente  la  potestad  de  apli- 
car las  leyes  en  los  juicios  civiles  y criminales;  y creo 
que  es  el  art.  76.  Pero,  como  sobre  este  incidente  he- 
mos de  volver  varias  veces,  mi  tésis  no  era  esa;  mi 
tésis  era  un  poco  más  profunda;  yo  decía:  ¿qué  razón 
política  os  aconseja  en  el  presente  momento  histórico, 
en  las  circunstancias  actuales,  qué  razón  política  te- 
neis  para  regatearle  á la  Monarquía  el  último  atribu- 
to que  le  queda?  Todos  se  los  ha  menoscabado  la  revo- 
lución, todos;  solo  quedaba  éste  dentro  de  la  Consti- 
tución del  Estado,  y estaba  reservado  al  Gobierno  del 
Sr.  Sagas  ta  venir  á separarse  de  aquella  obra  de  con- 
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cordia,  para  traer  una  obra  de  partido,  que  ataca  la 
prerrogativa  única  que  la  Constitución  reserva  al  Mo- 
narca. ¿Es  que  vuestra  resolución  por  la  excelencia  de 
las  doctrinas  democráticas  es  tal,  que  ya  nada  os  basta, 
ni  el  sufragio  universal,  ni  las  reformas  políticas,  ui 
toda  la  tendencia  que  se  observa  de  poco  tiempo  á 
esta  parte  en  el  Gobierno  de  S.  M.?  Decidlo  franca- 
mente; pero  no  este  i s haciendo  por  la  mañana  políti- 
ca democrática  y por  la  tarde  política  de  la  derecha, 
porque  el  dia  que  entréis  en  el  terreno  de  las  afirma- 
ciones poli  ticas,  no  podréis  hacer  nada;  ese  dia  será 
el  último  de  vuestra  unión,  de  vuestra  coalición  y de 
vuestra  existencia  ministerial;  y esto  lo  sabe  perfec- 
tamente el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que  ha 
representado  constantemente  en  ese  banco,  hasta  hace 
poco  tiempo,  la  tendencia  de  la  derecha  de  los  parti- 
dos liberales  (El  Sr.  Ministro  de  (i- rada  y Justicia : Ya 
no  la  represento.)  ¡Ojalá,  para  bien  del  país,  la  repre- 
sentara todavía  S.  S .! 

Francamente,  no  ine  avengo  á ver  á S.  S.  con 
la  pretensión  de  demócrata.  Pensarlo  solo,  me  causa 
desagradable  impresión.  La  historia  de  S.  S.,  para  mí 
ha  sido  una  historia  verdaderamente  conservadora, 
toda  su  vida,  toda  su  existencia  (El  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia : Y lo  es  ahora),  y verle  en  la  última 
época  de  su  vida  cobijando  ideas  democráticas  y apo- 
yando proyectos  como  el  presente,  no  me  lo  explico. 
La  gloria  de  8.  S.  la  veia  yo  de  otra  manera.  Podré 
haberme  equivocado;  lo  sentiré  por  mí.  A S.  S.  le 
deseo  yo  siempre  la  mayor  gloria  posible;  pero  creo 
que  si  8.  S.  representa,  como  ha  representado  cons- 
tantemente, tendencias  conservadoras,  no  ha  debido 
apoyar  esta  solución,  que  ciertamente  no  es  conser- 
vadora. (El  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia:  Su  señoría 
ignora  que  yo  redacté  el  decreto  de  1868.)  Su  señoría 
pudo  redactar  el  decreto  de  1808...  (El  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia : Con  D.  Pedro  Gómez  de  La  Sorna. 
Iba  en  buena  compañía.)  Me  parece  que  aquel  decreto 
iba  refrendado  por  el  Sr.  Sagasta.  (El  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia:  Una  cosa  es  que  fuera  refrendado 
por  el  Sr.  Sagasta.  y otra  que  fuera  redactado  por  el 
Sr.  Gómez  de  La  Serna  y por  mí.)  De  todas  maneras, 
consta  que  S.  S.  redactó  ese  decreto;  luego  íuó  Minis- 
tro de  la  República,  más  tarde  Ministro  de  la  Monar- 
quía, y ahora  tiene  tendencias  democráticas;  por  con- 
siguiente, aquí  viene  bien  todo  aquello  de  la  conse- 
cuencia que  antes  indicó  S.  S.  (Un  S r.  Diputado:  ¿En 
qué  quedamos?  ¿Es  conservador  ó liberal?)  Eso  es  lo 
que  falta  aclarar. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Ruego  á los 
Sres.  Diputados  no  interrumpan  al  orador. 

El  Sr.  DANVILA:  Dejemos  esta  pequeña  excur- 
sión que  hemos  hecho  en  el  terreno  político,  olvidan- 
do que  estaba  demostrando  los  defectos  que  á mi  jui- 
cio pueden  atribuirse  al  dictámen  de  la  mayoría  de 
la  Comisión. 

En  mi  sentir,  ei  organismo  que  presenta  la  mayo- 
ría de  la  Comisión,  Sres.  Diputados,  es  el  siguiente: 
jurisdicción  delegada  en  todas  las  esferas;  supresión 
no  ya  de  la  consulta  prévia,  sino  del  trámite  prévio 
de  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa  que  realiza 
estimándolo  como  una  excepción  dilatoria;  complica- 
ción de  gastos  y de  tramitación;  imposibilidad  de 
realizar  de  la  manera  que  lo  pretende  la  ejecución  de 
los  fallos  del  tribunal,  y la  creación,  señores,  entre  el 
Consejo  de  Estado  y el  Tribunal  Supremo,  de  un  or- 
ganismo nuevo  que  se  llama  Tribunal  Superior  Con- 


tencioso-adminislrativo. De  manera  que  si  en  España 
nos  sobraban,  como  yo  entiendo,  bastantes  tribunales, 
la  Comisión  viene  á crear  un  organismo  nuevo  con 
iguales  atribuciones  que  el  Tribunal  Supremo  y en 
medio  del  Tribunal  Supremo  y del  Consejo  de  Estado. 
Decidme  si  esta  creación  responde  á un  pensamiento 
cienlíñco,  político  y constitucional.  ¿Qué  necesidad 
teneis  de  matar  el  prestigio  del  Consejo  de  Estado? 
Pues  qué,  ¿creéis  que  desde  el  momento  que  sepa- 
réis lo  contencioso-administrativo  del  Consejo  de  Es- 
tado, el  Consejo  de  Estado  va  á subsistir?  Y si  sub- 
siste, ¿creeis  que  tendrá  la  respetabilidad  y el  presti- 
gio que  hoy  tiene,  y que  se  ha  ganado  con  el  acierto 
de  sus  resoluciones?  ¿No  presumís  que  vais  á crear 
antagonismos  entre  el  Consejo  de  Estado  como  orga- 
nismo administrativo,  y el  Tribunal  Supremo  como 
organismo  jurídico?  Otro  tribunal  intermedio,  por 
más  que  le  deis  el  tí  Lulo  de  Superior,  tan  Supremo 
como  ei  de  Justicia,  compuesto  por  magistrados  que 
fallan  y resuelven  definitivamente  los  negocios,  com- 
puesto de  diez  individuos;  ¿todo  esto  es  la  panacea  que 
nos  recetáis  para  arreglar  la  cuestión  conteucioso- 
administrativa?  ¡Valiente  reforma!  La  producción  de 
un  gasto  nuevo,  la  creación  de  un  organismo  más,  la 
creación  de  una  nueva  complicación,  destruyendo  el 
prestigio  del  uno  y creando  antagonismos  con  el  otro. 

\r o creía  que  la  misión  de  los  Gobiernos  era  per- 
feccionar, progresar,  pero  no  era  destruir.  Por  io  visto, 
me  he  equivocado:  vosotros  no  sabéis  gobernar  más 
que  destruyendo,  y ei  dia  que  abandonéis  ese  banco 
(y  ese  dia  ha  de  llegar)  no  dejareis  al  que  os  suceda 
más  que  ruinas  y la  demostración  de  que  no  habéis 
sabido  gobernar. 

Tenía  también  que  demostrar  que  este  mecanis- 
mo nuevo,  incomprensible,  creado  ya  en  España  y 
desautorizado,  no  responde  á ninguna  idea  científica. 
Porque  ¿qué  mecanismo  es  éste,  señores,  que  cuando 
se  trata  de  un  conflicto  entre  un  Poder  público  y un 
particular  que  se  cree  agraviado  por  las  resoluciones 
de  la  Administración,  va  á resolver  la  eficacia  de  las 
resoluciones  ministeriales? 

Un  tribunal  que  va  á revocar  Reales  órdenes  y 
Reales  decretos,  y que  no  necesita  más  que  siete  indi- 
viduos para  pronunciar  resolución  definitiva,  y que 
en  algunos  casos  puede  encontrarse  frente  á frente 
de  una  Real  órden  que  haya  sido  dictada  con  audien- 
cia del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  compuesto  de  32 
individuos,  ¿qué  clase  de  tribunal  es?  ¿Qué  mecanis- 
mo es  éste?  ¿En  qué  ciencia  habéis  aprendido  que  el 
inferior  pueda  juzgar  los  actos  de  su  superior?  Pues 
qué,  ¿el  Poder  ejecutivo  puede  ser  juzgado  por  nadie 
mas  que  por  el  Rey  ó las  Córtes?  ¡Pero  si  llegáis  en 
vuestro  sistema  ó en  vuestro  proyecto  hasta  el  extre- 
mo ridículo,  permitidme  la  frase,  ele  sujetar  á los 
Ministros  á un  proceso  diario!  ¡Si  á cada  Ministro  que 
dentro  de  determinado  tiempo  no  conteste,  no  ejecute, 
no  realice  el  fallo  de  este  tribunal,  lo  sometéis,  cuan- 
do la  falta  puede  ser  de  un  dependiente,  de  un  regis- 
Lro,  de  un  subordinado,  por  este  proyecLo  de  ley  á 
un  juicio  de  responsabilidad? 

No;  en  el  terreno  científico  no  puede  sostenerse  la 
teoría  que  entraña  el  dictámen  de  la  Comisión,  por- 
que ni  un  inferior  puede  juzgar  los  actos  de  su  su- 
perior, ni  siete  magistrados  podrán  revocar  ó anular 
en  este  país  una  Real  órden  ó un  Real  decreto  dicta- 
dos con  audiencia  del  tribunal  en  pleno,  porque  la 
opinión  pública  siempre  juzgará  que  32  personas  se 
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equivocan  ménos  que  siete,  y la  autoridad  moral  de 
los  fallos  de  ese  tribunal  caerla  por  su  base,  supues- 
tas la  organización  que  dais  y las  facultades  que  con- 
cedéis á esos  siete  magistrados  para  que  puedan  re- 
solver la  validez  ó ineficacia  de  las  Reales  órdenes  ó 
de  los  Reales  decretos. 

Y establecéis  que  un  tribunal  de  esta  suerte  cons- 
tituido pueda  resolver  los  conflictos  públicos,  cuando 
esos  conflictos  entre  los  Poderes  y un  particular  ó 
entre  dos  Poderes,  que  son  las  competencias,  no  puede 
resolverlas  más  que  el  Rey.  ¿Por  qué?  Porque  el  Rey 
es  superior  á todos  los  Poderes,  porque  el  poder  eje- 
cutivo reside  en  el  Rey  según  la  Constitución,  y 
porque  fuera  de  la  acción  de  los  tribunales  de  justi- 
cia en  los  juicios  civiles  ó criminales,  todo  lo  demás 
está  reservado  por  la  Constitución  al  Rey.  De  suerte 
que  vuestro  proyecto,  no  solo  es  anticientífico,  sino 
antipolítico  y anticonstitucional. 

Voy  á entrar  ahora  á discurrir  sobre  las  afirma- 
ciones que  la  mayoría  de  la  Comisión  ha  consignado 
en  el  preámbulo  de  su  dictámen. 

La  Comisión  ha  confesado  que  se  hallaba  dividida, 
no  solo  respecto  del  Sr.  Denayas,  sino  respecto  de  sí 
misma;  porque  en  cuan  Lo  á los  principios  fundamen- 
tales de  la  jurisdicción  retenida  y de  la  jurisdicción 
delegada,  algunos  de  sus  individuos  profesan  opinio- 
nes distintas  de  las  que  dice  el  dictámen  que  sostie- 
nen. La  discusión  nos  irá  demostrando  quiénes  son 
los  individuos  de  la  Comisión  que  están  por  la  juris- 
dicción delegada,  y quiénes  por  la  jurisdicción  rete- 
nida. (El  Sr . Rute  Capdepon : Todos  por  la  delegada.) 
Y si  todos  están  por  la  delegada,  en  ese  caso  el  dua- 
lismo existirá  sobre  el  concepto  y naturaleza  de  la 
jurisdicción  contencioso-administrativa,  é iremos  des- 
cubriendo en  qué  consiste  la  diferencia:  porque  aun- 
que el  dictámen  comienza  diciendo  que  sobre  el  con- 
cepto de  lo  contencioso  hay  diversidad  de  pareceres 
y que  en  este  punto  cada  individuo  de  la  Comisión 
mantiene  su  opinión,  es  lo  cierto  que  en  el  preámbu- 
lo no  hay  la  menor  indicación,  nada  que  se  refiera, 
ni  de  lejos  ni  de  cerca,  á la  naturaleza  y concepto  de 
lo  contencioso,  que  es  una  cuestión  abstrae  La. 

Pero  el  preámbulo,  avanzando  en  sus  razonamien- 
tos, dice  que  es  imposible  enumerar  los  casos  en  que 
puede  tener  lugar  la  jurisdicción  contencioso-admi- 
nistrativa, puesto  que  Cormenin  fijó  nada  ménos  que 
96,  y después  del  autor. francés  nadie  ha  podido  de- 
terminar con  exactitud  en  qué  casos  procede  la  juris- 
dicción contencioso-administrativa.  Tal  vez  una  larga 
práctica  y mi  afición  á esta  clase  de  estudios  me  per- 
mita facilitar  la  resolución  de  esto  que  se  presenta 
como  jH’Oblema  y que  no  lo  ha  sido  nunca.  Lo  que  es 
problema  es  empeñarse  en  determinar  por  casos  ca- 
suísticos todos  aquellos  en  que  puede  tener  lugar  la 
jurisdicción  contencioso-administrativa,  cuando  no 
basta  declarar  como  principio  general  que  la  juris- 
dicción contencioso-administrativa  tendrá  lugar  en 
todos  los  casos  que  determinen  las  leyes,  porque  de 
esta  suerte  se  deja  al  Poder  legislativo  más  amplitud 
para  que  en  los  varios  casos  que  constituyen  la  ma- 
teria administrativa,  como  los  de  expropiación,  de 
minas,  montes,  bienes  nacionales,  y en  tantas  otras 
materias  como  forman  el  derecho  administrativo,  se 
pueda  determinar  cuándo  procede  ó no  el  recurso 
contencioso-administrativo. 

Hay  que  fijar  los  casos  de  excepción,  y por  con- 
siguiente, lo  que  á mi  juicio  debia  haberse  traído  es 


el  principio  general  de  que  procede  la  jurisdicción 
administrativa  en  todos  los  casos  que  las  leyes  esta- 
blecen, ménos  en  las  excepciones,  y establecer  taxa- 
tivamente los  que  no  tienen  cabida  en  la  jurisdicción 
contenciosa.  De  suerte  que  no  porque  Cormenin  tu- 
viera 96  casos  que  citar,  hemos  de  seguir  la  idea  de 
aquel  autor,  pues  creo  que  debemos  proceder  en  or- 
den inverso;  y por  tanto,  que  después  de  establecer  el 
principio  general  hay  que  concretar  las  excepciones. 

Pero  ¿acaso  la  Comisión,  que  esto  decia,  ha  cui- 
dado de  consignar  en  su  dictámen  en  qué  casos  pro- 
cede la  jurisdicción  eontencioso-administrativa? 

Coa  afan  he  investigado  este  punto,  y por  toda 
solución  me  he  encontrado  con  el  art.  l.°,  que  no  hace 
más  que  repetir  lo  que  el  Sr.  Camacho  había  consig- 
nado en  las  leyes  de  1881,  de  las  circunstancias  que 
han  de  concurrir  para  que  tenga  lugar  lo  contencioso- 
administrativo;  lo  que  el  Sr.  Cos-Gayon  repitió  des- 
pués en  1885  en  una  ley  de  Hacienda;  lo  que  autes 
que  estos  señores  habían  consignado  todos  los  auto- 
res de  derecho  administrativo  y el  Consejo  de  Estado 
en  multitud  de  sentencias,  que  han  fijado  la  jurispru- 
dencia de  los  casos  en  que  no  procede  la  jurisdicción 
contencioso-administrativa. 

También  debería  rectificar  lo  que  se  consigna  en 
el  preámbulo  sobre  el  origen  de  esta  jurisdicción  en 
España.  He  dicho,  y no  me  cansaré  de  repetir,  que 
esta  jurisdicción  está  unida  á nuestra  vida  nacional, 
y que  la  primera  vez  que  en  España  se  nombra  la  ju- 
risdicción contencioso-administrativa,  es  en  la  Cons- 
titución de  Bayona,  y luego  en  un  decreto  de  los  que 
Don  José  Napoleón  Bonaparte  dió  cuando  gobernaba 
en  España.  Arranca,  por  consiguiente,  la  primera  de- 
nominación de  lo  contencioso-administrativo  en  Es- 
paña de  1809;  mas  la  Constitución  de  Bayona  queda 
solo  como  un  recuerdo  histórico,  y apenas  se  ocupan 
de  ella  los  políticos  españoles,  porque  realmente  no 
fué  producto  de  la  voluntad  nacional.  Pero  en  el 
preámbulo  se  tiene  muy  buen  cuidado  de  no  mencio- 
nar para  nada  el  Real  decreto  de  1854,  porque  como 
ese  decreto  fué  un  ensayo  desgraciado,  ha  hecho  muy 
bien  el  autor  del  preámbulo  de  no  traer  á la  memoria 
su  triste  recuerdo. 

Tampoco  se  menciona  en  dicho  preámbulo  la  ley 
de  1863,  como  si  en  esa  ley  no  se  hubieran  consig- 
nado todos  los  casos  en  que  son  reclamables  por  la 
vía  contenciosa  las  providencias  de  los  gobernadores. 
Aunque  la  legislación  respecto  á lo  contencioso  ad- 
ministrativo sea  como  es  la  legislación  administra- 
tiva de  todos  los  países,  confusa,  no  es  difícil  de  com- 
prender, si  se  estudia.  Cuando  con  imparcialidad  y 
recto  criterio  se  pretende  averiguar  en  qué  consiste 
lo  contencioso-administrativo  en  España  y en  qué  ca- 
sos ha  de  teuer  Lugar,  indudablemente  se  comprende 
de  una  manera  perfecta. 

Añade  el  preámbulo  que  todos  los  proyectos  han 
fijado  reglas  generales,  pero  no  han  enumerado  casos, 
lo  cual,  lejos  de  apoyar  el  trabajo  de  la  Comisión, 
apoya  el  criterio  que  vengo  sosteniendo,  es  decir,  que 
hay  que  sentar  una  regla  general  y fijar  los  caso3  de 
excepción,  pero  que  no  se  pueden  individualizar  los 
casos  en  que  puede  tener  lugar  lo  contencioso-admi- 
nistrativo. 

Pero  ese  mismo  preámbulo  de  la  mayoría  de  la 
Comisión  me  ofrece  un  argumento  incontestable  á fa- 
vor de  las  teorías  que  vengo  sosteniendo. 

La  mayoría  entiende  que,  á pesar  de  que  la  Ad- 
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niinistracion  pública  ó el  Estado  en  sus  relaciones  ó 
en  su  capacidad  jurídica  tienen  que  someterse  á los 
tribunales  de  justicia,  debe  hacerse  una  excepción,  y 
es  la  relativa  á los  contratos  de  obras  y servicios  pú- 
blicos; y cuando  yo  leia  esta  afirmación  en  el  preám- 
bulo del  dictámen,  decia:  pues  si  tan  convencidos  es- 
tais  de  que  todas  las  cuestiones  sobre  lo  tuyo  y lo 
mió  deben  ir  á los  tribunales  de  justicia,  ¿qué  razón 
hay  para  que  exceptuéis  los  contratos  y servicios  pú- 
blicos, es  decir,  aquellos  actos  en  que  media  contrato 
entre  la  Administración  ó el  Estado  y los  particula- 
res? ¿En  qué  se  funda  esta  excepción? 

¡Ah!  Es  que  vuestra  convicción  flaqueaba  por  su 
base,  porque  comprendíais  que  cuando  se  trata  de 
servicios  y de  contratos  públicos,  hay  algo  más  que 
el  contrato  de  una  entidad  jurídica  con  un  particu- 
lar; porque  veíais  que  allí  aparecía  el  interés  público, 
el  interés  colectivo,  la  utilidad  general,  y para  este 
caso  faltabais  á vuestro  criterio  y establecéis  lo  cou- 
tencioso-administrativo;  lo  cual  equivale  á confesar 
que  os  falta  la  fe  y la  firmeza  en  vuestra  convicción, 
con  arreglo  á la  cual  debíais  decir:  el  Estado  no  Liene 
aquí  más  que  una  representación  jurídica,  y por  lo 
tanto  las  relacioues  entre  el  Estado  y los  particulares 
no  deben  resolverse  más  que  por  los  tribunales  de 
justicia.  ¿Lo  creeis  así?  ¿Es  esta  vuestra  doctrina? 
Pues  sostenedlo  valientemente,  pero  no  hagais  la  mix- 
tificación de  que  mientras  unas  cuestiones  las  lleváis 
álos  tribunales  de  justicia,  otras  cuestiones,  por  con- 
ceptos y por  razones  que  se  comprenden  perfecta- 
mente, las  dejais  sometidas  á distinto  criterio.  (El 
Sr . Santa  Marta  de  Paredes:  Hemos  reproducido  las 
mismas  palabras  del  Sr.  Cánovas  en  el  preámbulo  del 
proyecto  de  ley  que  presentó  ai  Senado.)  Lástima  que 
S.  S.  no  hubiera  reproducido  todo  el  proyecto;  porque 
tomar  de  él  algunas  palabras  y dejar  aparte  lo  sus- 
tancial y preceptivo,  francamente,  no  permite  formar 
muy  buen  juicio  de  vuestra  obra.  ¿A  qué  copiar  fra- 
ses de  un  preámbulo  que  se  inspiraba  en  un  espíritu 
de  concordia,  cuando  prescindís  completamente  de 
ese  espíritu  y rompéis  esa  concordia? 

Créame  la  Comisión,  aquí  no  hay  término  medio, 
el  dilema  es  inflexible.  ¿Queréis  que  el  Estado  en  sus 
relaciones  jurídicas  se  entienda  como  otra  cualquiera 
personalidad,  y que  sus  relaciones  con  los  particula- 
res se  juzguen  y resuelvan  por  los  tribunales  ordina- 
rios? ¿Sí  ó no?  Si  lo  queréis,  estableced  resueltamente 
este  sistema,  llevadlo  todo  álos  tribunales  de  justicia 
y cerrad  los  tribunales  contencioso-administrativos: 
esto  sería  lógico  y demostraría  por  vuestra  parte  con- 
vicción en  los  principios;  pero  venir  aquí  establecien- 
do el  principio  con  miedo,  y hacer  á religión  seguido 
excepciones  de  una  manera  y de  la  otra,  revela  una 
debilidad  en  las  convicciones  de  vuestro  ánimo,  que 
es  consecuencia  natural  de  la  incertidumbre  en  que 
estáis  respecto  de  los  principios. 

Y tengo  que  insistir  en  este  punto,  porque,  seño- 
res, en  ese  preámbulo  encuentro  una  afirmación  muy 
grave;  encuentro  la  afirmación  de  que  vuestra  aspi- 
ración es  llevarlo  todo  á los  Iribunales  ordinarios.  Y 
si  esta  es  vuestra  aspiración,  ¿qué  inconveniente  te- 
neis  en  realizarla  desde  luego?  ¿No  os  habéis  separado 
del  dictámen  del  Gobierno?  ¿No  habéis  formulado  una 
opinión  que  alguno  de  los  individuos  de  la  Comisión 
tenía  ya  formulada  desde  1880?  Esa  opinión  se  ha 
impuesto,  ha  triunfado;  esa  opinión  consiste  en  decir 
que  entre  la  tendencia  de  los  que  quieren  llevar  á los 


tribunales  de  justicia  todas  las  relaciones  jurídicas 
del  Estado  con  los  particulares,  y la  tendencia  de  los 
que  quieren  que  lo  contencioso-administrativo  conti- 
núe en  el  Consejo  de  Estado,  hay  un  termino  medio, 
que  es.  crear  un  tribunal  especial,  y esa  opinión,  con- 
signada en  libros  que  sirven  hoy  de  texto  en  las  Uni 
versidades,  es  la  que  ha  triunfado  única  y exclusiva- 
mente dentro  de  la  Comisión;  pero  le  ha  faltado  la 
fuerza  de  una  convicción  profunda,  porque  esa  opi- 
nión, después  de  todo,  es  un  sistema  mixto.  No  es  el 
sistema  del  partido  radical  ni  el  sistema  del  partido 
conservador.  (El  Sr.  Santa  Marta  de  Paredes : Por  eso 
es  obra  de  concordia.)  Es  obra  do  concordia  entre  el 
partido  fusiouista;  ¡pero  de  ninguna  manera  entre  el 
partido  conservador  y el  partido  fusiouista!  ¡Si  habéis 
roto  la  concordia,  si  sois  responsables  de  las  conse- 
cuencias de  la  ruptura  de  esa  concordia!  Este  es  punto 
que  concretaré  más  detenidamente.  Nosotros  había- 
mos firmado  la  paz,  habíamos  suscrito  la  tregua  en 
1880;  vino  el  Sr.  Cánovas  en  1885,  y reprodujo  el 
mismo  dictámen,  que  no  pudo  ser  ley  por  las  vicisi- 
tudes políticas;  habéis  vuelto  vosotros,  y en  lugar  de 
presentar  el  mismo  dictámen,  habéis  traído  una  obra 
de  partido. 

Después  de  todo,  lo  esencial  es  el  carácter  de  la 
jurisdicción,  no  la  constitución  de  un  mecanismo  ad- 
ministrativo; para  mí,  la  cuestión  entraña  gravedad 
más  honda;  importa  poco  que  haya  ó no  un  meca- 
nismo mixto,  un  tribunal  mixto  entre  el  Consejo  de 
Estado  y el  Tribunal  Supremo;  lo  que  me  importa  es  si 
la  jurisdicción  ha  de  ser  retenida  ó delegada;  lo  que 
me  importa,  sobretodo,  es  que  las  relaciones  jurídi- 
cas del  Estado  no  vayan  á ser  resueltas  por  el  criterio 
jurídico  de  ios  tribunales  ordinarios. 

Hasta  aquí  el  preámbulo  se  ocupa  respecto  de  la 
primera  cuestión,  ó sea  el  concepto  de  lo  contencioso; 
concepto  de  que,  á pesar  de  lo  que  diga  el  preám- 
bulo, no  se  ocupa  el  proyecto.  El  concepto  de  lo  con- 
tencioso estaría  en  la  mente  del  que  redactó  el  dic- 
támen, pero  no  ha  resultado  en  los  artículos  del  pro- 
yecto; de  manera  que  nos  hemos  quedado  sin  sabor 
lo  que  opina  la  Comisión  sobre  el  concepto  de  lo  con- 
tencioso. Verdad  es  que  tratándose  de  un  proyecto  de 
esta  clase,  no  era  de  todo  punto  indispensable  consig- 
nar ese  concepto,  que  es  más  bien  un  tema  de  discu- 
sión en  Ateneos,  en  Academias  y en  otras  partes;  pero 
decir  que  se  va  á consignar  el  concepto  de  lo  conten- 
cioso, no  consignarlo,  venir  después  el  proyecto  y no 
decir  cosa  alguna  de  aquel  concepto,  es  una  cosa  que 
no  lia  debido  hacerse.  Para  eso,  hubiera  sido  preferi- 
ble omitir  esa  consideración,  con  lo  cual  se  hubiera 
ahorrado  el  Congreso  la  molestia  de  escucharme,  y yo 
me  hubiera  excusado  el  trabajo  de  estudiarlo  y con- 
tradecirlo. 

Vamos  á la  segunda  cuestión,  que  es  la  referente  á 
la  organización  de  los  tribunales.  Así  como  estaba  en 
el  proyecto  del  Sr.  Sagasta,  así  como  se  consignó  en 
el  dictámen  de  la  Comisión  magna,  así  como  se  lia 
repetido  en  todos  los  proyectos  de  ley  de  esta  natura- 
leza, hubiera  sido  conveniente  que  este  concepto  hu- 
biera ido  antes  que  el  primero,  porque  si  lo  que  se 
consignaba  eran  los  requisitos  para  que  tuviera  lugar 
lo  contencioso-administrativo,  esto  no  podria  tener 
lugar  hasta  que  estuviera  formado  el  tribunal.  Lo 
primero  es  crear  el  mecanismo  administrativo;  luego, 
determinar  las  funciones  de  ese  mecanismo;  y por 
último,  fijar  el  procedimiento  con  arreglo  al  cual  debe 
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funcionar.  Este  era  el  órden  lógico  que  debia  haber 
seguido  el  trabajo,  y no  el  que  sigue,  que  es  empezar 
fijando  los  requisitos  para  que  tenga  lugar  lo  con- 
tencioso, y después  formar  el  tribunal.  Encuentro, 
pues,  una  falta  de  lógica  en  la  consignación  de  los 
puntos  que  se  refieren  á la  primera  y segunda  cues- 
tión de  las  tratadas  en  el  preámbulo. 

Pero  donde  mi  asombro  ha  crecido  hasta  lo  iu- 
creible,  es  al  ver  que  personas  de  una  capacidad  no- 
toria, como  los  que  forman  la  mayoría  de  la  Comisión, 
se  han  atrevido  á consignar  que  todo  esto  se  hacía, 
que  este  mecanismo  se  creaba  porque  la  Administra- 
ción no  debe  ser  juez  y parte.  Cuando  yo  leí  estas 
palabras,  me  sorprendía  de  que  personas  que  han 
nacido  y viven  todavía  en  las  regiones  serenas  de  la 
ciencia,  y que  deben  por  tanto  conocer  la  sustancia 
de  la  organización  de  los  Poderes  públicos,  que  deben 
saber,  ó mejor  dicho,  que  saben  de  quó  manera  fun- 
cionan, quién  nombra  los  tribunales,  quién  nombra 
el  Consejo  de  Estado,  quién  nombra  todo  lo  que  de- 
pende del  Poder  ejecutivo,  vinieran  á decir  de  una 
manera  séria  y formal  que  se  va  á crear  un  tribunal 
de  diez  magistrados  para  que  la  Administración  no 
sea  juez  y parte. 

¿Qué  entendéis  por  ser  la  Administración  juez  y 
parte?  ¿Es  que  nombrando  los  consejeros  de  Eslado, 
la  Administración  se  constituye  en  parte  y juez?  Pues 
si  esto  es  así,  ¿quién  va  á nombrar  los  diez  magistra- 
dos de!  tribunal  especial?  Siempre  tendremos  la  nece- 
sidad de  un  mecanismo  administrativo  que  tenga  que 
entender  en  lo  contencioso,  y no  podrá  decirse,  ora 
vaya  al  Tribunal  Supremo,  ora  se  cree  un  tribunal 
especial,  ora  se  quede  en  el  Consejo  de  Estado,  que  la 
Administración  es  juez  y parte:  esto,  perdóneme  la 
Comisión  el  atrevimiento,  se  tendrá  en  todas  las  es- 
feras por  una  vulgaridad. 

Pero  entrando  á tratar  del  aspecto  político  de  la 
cuestión,  el  preámbulo  dice  muy  seriamente  que  se 
propone  una  transacción;  lo  mismo  que  acaba  de  re- 
petirse desde  el  banco  de  la  Comisión.  ¿Una  transac- 
ción, en  qué?  ¿En  la  esencia  de  la  jurisdicción?  El  par- 
tido conservador  defiende  la  jurisdicción  retenida. 
¿Es  cierto  que  establecéis  aquí  la  jurisdicción  dele- 
gada en  todas  sus  manifestaciones?  Pues  si  la  lleváis 
al  Tribunal  Supremo  ó á un  tribunal  especial,  como 
es  la  misma  en  la  esencia  la  jurisdicción  delegada, 
¿no  quedará  la  misma  jurisdicción  establecida  en  uno 
que  en  otro  caso?  ¿Con  quién  transigís,  señores  de  la 
Comisión?  Será  la  transacción  entre  vosotros,  entre 
la  derecha  y la  izquierda  de  la  mayoría,  pero  no  con 
el  partido  conservador,  porque  el  partido  conservador 
una  vez  transigió  y vosotros  no  habéis  respetado  la 
transacción.  No  hay,  pues,  aquí  transacción  de  ningún 
género;  voluntaria  y deliberadamente  habéis  pres- 
cindido de  ella;  vosotros  calculareis  qué  es  lo  mejor, 
si  una  ley  paccionada,  que  se  hace  con  el  acuerdo 
de  todos  los  partidos  políticos,  que  hubiera  podido  , 
indudablemente  pasar  casi  sin  discusión  en  esta  Cá- 
mara, y que  hubiera  podido  piautearse  inmediatamen- 
te, ó una  ley  en  qué,  adoptando  por  bandera  la  solu- 
ción de  un  partido  radical,  se  comienza  por  romper 
el  pacto  de  1880,  nos  permite  recobrar  nuestra  liber- 
tad de  acción  y nos  obliga  á venir  aquí  contra  nues- 
tro deseo  y nuestra  voluntad,  y vendremos  un  dia  y 


otro,  á contradeciros  y á demostrar  lo  infelices  que 
habéis  estado  al  redactar  el  dictamen  que  se  discute. 

Pero  todavía  se  atreve  á más  ese  dictámen,  porque 
ese  dictamen  se  le  puede  llamar  el  dictámen  de  los 
atrevimientos,  respecto  de  lo  cual  yo  agradezco  á la 
Comisión  que  no  haya  tratado  de  justificar  su  incoa- 
secuencia,  porque  así  me  ha  dado  ocasión  para  com- 
batir el  fondo  de  su  razonamiento  y para  concretar  la 
discusión  en  estos  términos  precisos  en  que  lo  vengo 
haciendo.  Que  el  tribunal  especial  puede  ser  el  térmi- 
no de  avenencia.  Si  tal  cree  la  Comisión,  puedo  decirle 
que  está  completamente  equivocada:  no  será  ese  jamás 
término  de  avenencia  para  el  partido  conservador;  los 
términos  de  avenencia  están  marcados  en  el  dictámen 
del  año  80;  de  allí  no  se  puede  pasar  ni  un  punto  más. 

Y entro  ahora  en  la  tercera  cuestión  que  plantea 
el  dictámen  que  se  discute:  el  procedimiento. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Señor  Dipu- 
tado, van  á trascurrir  las  horas  de  Reglamento,  y si 
lo  cree  conveniente  puede  suspender  su  discurso,  ¿no 
ser  que  necesite  algún  espacio  para  explanar  algún 
concepto:  la  Presidencia  hará  lo  que  le  convenga  más 
á S.  S. 

El  Sr.  DAN  VIL  A:  Es  bastante  lo  que  tengo  que 
decir,  y sería  imposible,  á no  prorrogar  la  sesión,  (pie 
terminara  esta  tarde. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Se  suspende 
la  discusión,  y queda  S.  S.  en  el  uso  de  la  palabra 
para  mañana. 


El  Congreso  quedó  enterado  de  que  la  Comisión 
nombrada  para  redactar  el  proyecto  de  mensaje  de 
contestación  al  discurso  de  la  Corona  había  elegido 
presidente  ai  Sr.  Montero  Ríos  y secretario  al  Sr.  San- 
tamaría de  Paredes. 


Igualmente  quedó  enterado  el  Congreso  de  que  la 
Comisión  que  hade  dar  dictámen  acerca  del  suplica- 
torio de  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  pidien- 
do autorización  para  continuar  procediendo  contra 
el  Sr.  Diputado  D.  Teodoro  Baró,  había  elegido  presi- 
dente al  Sr.  Gallego  Díaz  y secretario  al  Sr.  Sánchez 
Guerra. 


También  quedó  enterado  el  Congreso  de  que  ios 
Sres.  Diputados  elegidos  al  efecto  por  las  Secciones, 
han  designado  para  formar  parte  de  ia  Comisión  de 
Corrección  de  estilo,  conforme  al  art.  76  del  Regla- 
mento, á los  Sres.  Mellado  y Perez  Galdós. 
fia  Mesa  designó  al  Sr.  Arias  de  Miranda. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Maura):  Orden  del  dia 
para  mañana: 

Continuación  del  debate  pendiente  y discusión  del 
dictámen  y voto  particular  autorizando  al  Gobierno 
para  publicar  el  Código  civil. 

Se  levanta  sesión.» 

Eran  las  siete  ménos  diez  minutos. 


NÚMüRO  8 
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SESIONES  DE  COHTES 


PRESIDENCIA  DEL  EXCMO.  SR.  D.  CRISTINO  MARTOS 


SESION  DEL  SÁBADO  40  DE  DICIEMBBE  DE  1887 

SUMARIO.  Abres©  á las  tres  y cuarto.=So  loo  y aprueba  el  Acta  do  la  antorior.=Quodan  sobro  la 
mesa,  á disposición  de  los  Sres.  Diputados,  el  expediente  acerca  de  la  suspensión  de  la  ejecución  de  la 
zarzuela  Carmen , y el  relativo  al  recobro  do  las  obras  dol  maestro  Meyerbeer  y otros  compositores,  los 
cuales  fueron  pedidos  por  el  Sr.  Danvila.=Pasa  á la  Comisión  do  incompatibilidades  una  relación, 
remitida  por  Gracia  y Justicia,  que  comprende  los  Diputados  que  durante  el  interregno  parlamentario 
han  obtenido  títulos  del  Reino,  y los  funcionarios  do  aquel  Ministerio  que  han  sido  elegidos  Diputados.= 
Queda  enterado  ol  Congreso  de  haberse  constituido  la  Comisión  que  ha  de  informar  acerca  del  proyecto 
de  ley  autorizando  la  ratificación  dol  convenio  de  comercio  entre  España  y los  Países-Bajos.=  Dáso 
primera  lectura,  y pasan  a la  Comisión,  varias  enmiendas  del  Sr.  Danvila  al  proyecto  de  ley  sobre  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa.=Se  da  lectura  de  dos  proposiciones  de  ley, 
incluyendo  por  la  primera  en  el  plan  general  de  carreteras  la  do  Alcalá  de  Henares  á Torrojon  dol  Rey, 
y autorizando  por  la  segunda  la  concesión  do  un  ferro-carril  de  vía  estrecha  que  partiendo  del  de  Madrid 
y Arganda  termine  en  Colmenar  de  Oreja.=Apoyadas  por  el  Sr.  Ibarra,  so  toman  on  consideración  y 
pasan  á las  Secciones.=Igual  resolución  recae  acerca  de  otra  proposición  de  ley,  que  apoya  el  Sr.  Mar- 
tínez dol  Campo,  para  establecer  una  estación  telegráfica  en  Pradoluengo,  provincia  de  Búrgos.=Pasa 
á la  Comisión  respectiva  xjna  exposición,  que  presenta  el  Sr.  Pineda,  do  gran  número  de  cultivadores 
de  cáñamo  de  ia  provincia  de  Valencia,  pidiendo  so  eloven  los  derechos  de  introducción,  lo  mismo  del 
cáñamo  que  de  toda  materia  textil,  á su  entrada  en  España.=Dáse  lectura  do  una  proposición  de  Ley 
sobre  ingreso  y ascensos  en  los  destinos  do  la  Administración  civil.=Disourso  del  Sr.  Alvarez  Marino 
en  apoyo. =Dol  Sr.  Ministro  de  la  Gobernacion.=Rectifica  ol  Sr.  Alvarez  Marino,  y leída  segunda  vez 
la  proposición,  se  toma  en  consideración  y pasa  á las  Secoiones.=El  Sr.  Vincenti  ruega  al  Sr.  Ministro 
de  Estado  so  sirva  ultimar,  6 apresurar  cuanto  sea  posible,  ol  tratado  de  comercio  entre  España  y Por 
tugul.=Contestacion  dol  Sr.  Ministro  déla  Gobernacion.=Rectifica  el  Sr.  Vinconti.=Manifestacion  del 
Sr.  Presidente. = A petición  del  Sr.  Lastres  queda  reproducida  la  proposición  de  ley  sobre  que  tengan 
curao  legal  en  Cuba  y Puerto-Rico  las  monedas  de  oro  y plata  exactamente  iguales  á las  que  circulan 
on  la  Penínsuia.=El  Sr.  Ballester  pregunta  ai  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  y al  Sr.  Ministro 
de  la  Gobernación  si,  como  todos  los  Diputados  ministeriales  y do  oposición  de  la  provincia  do  Tarra- 
gona, están  contentos  y satisfechos  do  la  conducta  de  aquel  digno  gobernador.==Susoítase  con  este  motivo 
un  incidente,  en  que  toman  parto,  además  del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  el  Sr.  Pons  (para  defender 
á un  ausente),  y los  Sres.  Cañellas,  Ballester,  Groizard,  y segunda  vez  el  Sr.  Ministro  do  ia  Goberna- 
ción, quedando  terminado  el  incidente.==ORDENT  dkl  día:  continúa  la  discusión  pendiente  sobre  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  coutoncioso-administrativa.=Reanuda  su  discurso  el  Sr.  Danvila.=Contestacion 
dei  Sr.  González  (D.  Alf  mso),  dé  la  Comision.=So  suspendo  esta  discusión. =Queda  sobro  la  mesa,  á 


142 


10  DE  DICIEMBRE  DE  1887 


disposición  do  los  Sres.  Diputados,  el  oxpodionto  incoado  sobro  la  fundación  benéfica  instituida  ou 
Salamanca  por  loa  Sros.  Condos  do  Crespo-Rascon,  que  remitía  el  Sr.  Ministro  do  la  Gobernacion.=:El 
Congreso  queda  enterado  de  haberse  constituido  la  Comisión  nombrada  para  dictaminar  sobro  la  pro- 
posición de  ley  rebajando  la  tarifa  do  los  tologramas  de  la  prensa  periódica,  eligiendo  presidente  al 
Sr.  D.  Angol  Mansi  y socrotario  al  Sr.  D.  Eduardo  Vincenti.=Orden  del  dia  para  el  lunes:  continuación 
del  debate  pendiente;  los  demás  asuntos  señalados  para  hoy,  y la  votación  dofinitiva  do  un  proyecto  de 
ley.=Se  levanta  la  sesión  á las  sieto  y cuarto. 


Se  abrió  á las  tres  y cuarto  de  la  tarde,  y leida  el 
Acta  de  la  anterior  quedó  aprobada. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


Se  acordó  quedase  sobre  la  mesa,  á disposición  de 
los  Sres.  Diputados,  el  expediente  á que  se  refiere  la 
siguiente  comunicación: 

«Ministerio  de  Fomento. — Excmos.  Sres.:  S.  M.  la 
Reina  Regente,  en  nombre  de  su  augusto  Hijo  el  Rey 
Don  Alfonso  XTIT  (Q.  D.  O.),  se  ha  dignado  disponer  se 
remitan  A esc  Cuerpo  Colegislador  el  expediente  acer- 
ca de  la  suspensión  de  la  ejecución  de  la  zarzuela  Car - 
men)  y el  relativo  al  recobro  de  las  obras  del  maestro 
Meyerbeer  y otros  compositores  extranjeros,  los  cua- 
les han  sido  pedidos  por  el  Sr.  Diputado  D.  Manuel 
Dan  vi  la  en  la  sesión  celebrada  el  dia  5 del  actual. 

De  Real  orden  lo  digo  d V.  EE.  para  su  conoci- 
miento, con  inclusión  de  los  dos  referidos  expedientes. 
Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.=Madrid  9 de  Di- 
ciembre de  I887.=Cdrlos  Navarro  y Rodrigo.=Se- 
ñores  Secretarios  del  Congreso  de  los  Diputados.» 


Se  mandó  pasar  á la  Comisión  de  incompatibilida- 
des la  relación  que  expresa  la  comunicación  siguiente: 
«Ministerio  de  Gracia  y Justicia. — Excmos.  Seño- 
res: De  Real  órden  y en  cumplimiento  de  la  dictada 
por  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros  con  fecha 
10  de  Noviembre  último,  tengo  el  honor  de  manifes- 
tar d V.  EE.  que  durante  el  interregno  parlamentario 
se  hau  concedido  por  este  Ministerio  d Sres.  Diputa- 
dos los  títulos  del  Reino  que  se  expresan  en  la  adjun- 
ta relación,  resultando  además,  según  noticias  extra- 
oficiales que  han  podido  adquirirse,  haber  sido  elegi- 
dos Diputados  d Córtes  los  funcionarios  depeudientes 
de  dicho  Ministerio  cuya  nota  también  se  acompaña. 

Dios  guarde  d V.  EE.  muchos.=Madrid  l.°  de 
Diciembre  de  1887.=Manuei  Alonso  Martinez.=Se- 
üores  Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Dióse  cuenta  y el  Congreso  quedó  enterado  de  que 
la  Comisión  que  ha  de  dar  dictdmen  sobre  el  proyec- 
to de  ley  autorizando  la  ratificación  del  convenio  de 
comercio  y navegación  entre  España  y los  Países  Ba- 
jos, había  elegido  presidente  al  Sr.  Marqués  de  la 
Vega  de  Armijo  y secretario  al  Sr.  Gutiérrez  Agüera. 


Se  leyeron  por  primera  vez  y pasaron  A la  Comi- 
sión acordando  se  imprimieran  y repartieran,  treinta 
y cinco  enmiendas  dclSr.  Danvita  al  dictamen  de  la 
Comisión  referorilo  al  proyocto  do  ley  sobro  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  contoncioso-administrativa. 
( véáio  el  Apéndice  1.a  al  Piarlo  núm,  8,  <¡w  es  el  ota 
nta  mton\) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á dar  cuenta  de  dos 
proposiciones  de  ley.» 

Se  leyó  una  del  Sr.  I barra  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  la  de  Alcalá  de  He- 
nares & Torrejon  del  Rey.  (Véase  el  Apéndice  18.°  al 
Diario  núm.  0,  sesión  del  7 del  actual.) 

Otra  de  los  Sres.  Ibarra  y Arias  de  Miranda,  auto- 
rizando la  concesión  de  un  ferro-carril  de  via  estre- 
cha, que  partiendo  del  de  Madrid  A Arganda  termine 
en  Colmenar  de  Oreja.  (Véase  el  Apéndice  1 5.°  al  e Ha- 
do Diario.) 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Ibarra  tiene  la  pa- 
labra para  apoyar  sus  dos  proposiciones  de  ley. 

El  Sr.  IBARRA:  Solo  para  cumplir  las  prescrip- 
ciones reglamentarias  me  levanto  á usar  de  la  pala- 
bra, por  muy  breves  momentos. 

La  primera  de  las  proposiciones  que  ha  tenido  la 
bondad  de  leer  el  Sr.  Secretario,  tiene  por  objeto  la 
inclusión  en  el  pian  general  de  carreteras  de  una  de 
tercer  órden  que  partiendo  de  Alcalá  de  llenares  y 
pasando  por  Caniarma  de  Estéruelas  y Camarina  del 
Caño,  termine  en  Torrejon  del  Rey,  enlazando  con  la 
carretera  de  Guadalajara.  Todos  conocéis  las  ventajas 
que  á los  pueblos  reportan  las  vías  de  comunicación, 
y no  dudo  que  teniéndolo  en  cuenta  prestareis  vues- 
tro apoyo  A esta  proposición. 

La  segunda  proposición  trata  de  que  se  autorice 
al  Gobierno  para  otorgar  á D.  Juan  Carlos  Morillo  la 
concesión  de  un  ferro-carril  de  vía  estrecha,  como 
prolongación  de  la  de  Madrid  á Arganda,  que  par- 
tiendo del  punto  más  conveniente  de  esta  linea  y pa- 
sando por  los  términos  municipales  de  Morata  y 
Chinchón,  termine  en  Colmenar  de  Oreja,  pudiondo  el 
concesionario  construir  también  un  ramal  desde  Mo- 
rata á Orusco  por  la  vega  de  Tajuña. 

Si  grande  es  la  utilidad  de  la  carretera,  no  ha  de 
ser  menor  seguramente  la  que  ha  de  producir  el 
ferro-carril;  y fundado  en  esto,  me  atrevo  á esperar 
que  los  Sres.  Diputados  se  servirán  tomar  en  consi- 
deración ambas  proposiciones.» 

Leídas  por  segunda  vez  las  dos  proposiciones  de 
ley  y hecha  la  pregunta  de  si  se  tomaban  en  conside- 
ración, el  acuerdo  del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Las  pro- 
posiciones de  ley  pasarán  á las  Secciones  para  nom- 
bramiento de  Comisión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á dar  cuenta  de  otra 
proposición  de  ley.» 

Leida  la  del  Sr.  Martínez  del  Campo  estableciendo 
una  estación  telegráfica  en  Prado*  Luengo  (Burgos) 
(Véase  el  Apéndice  12  al  Diario  núm,  (5  sesión  del  7 
del  actual ),  dijo 

Fil  8p,  PRESIDENTE:  El  Sr.  Martina*  del  Campo 
lleno  la  palabra  para  apoyar  su  proposición  do  loy. 

El  8l\  MARTINES  DEL  OAMPO:  SoñoroB  DIpU' 
lados,  por  loy  de  17  de  Junio  último  bo  acordó  el  os- 
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tablee Lmiento  do  una  estación  telegráfica  en  la  villa 
de  Ezcaray,  de  la  provincia  de  Logroño.  Asi  se  ha 
hecho,  y la  vía  de  Ezcaray  ha  sido  unida  á la  red  ge- 
neral. Cuantas  razones  pudieran  determinar  el  voto 
he  esta  Cámara  al  aprobar  esa  ley,  son  aplicables,  en 
grado  superior  de  urgencia  acaso,  á la  villa  de  Pra- 
(lolucngo,  situada  á corta  distancia  de  aquella,  pero 
perteneciente  á la  provincia  de  Burgos.  Su  población, 
su  riqueza,  su  creciente,  antigua  y notable  industria, 
requieren  ciertamente  que  á sus  actuales  perezosos 
medios  de  comunicación  sustituyan  los  que  ya  exi- 
gen los  desarrollos  naturales  de  la  vida.  Por  eso  su- 
plico al  Congreso  se  sirva  tomar  en  consideración 
esta  proposición.» 

Leída  por  segunda  vez  la  proposición  de  ley,  y he- 
cha la  pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el 
acuerdo  del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  pro- 
posición de  ley  pasará  á las  Secciones  para  nombra- 
miento de  Comisión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  Sr.  Pi- 
neda. 

El  Sr.  PINEDA:  La  he  pedido  para  tenerla  hon- 
ra de  presentar  al  Congreso  una  exposición  suscrita 
por  un  gran  número  de  cultivadores  de  cáñamo  de  la 
provincia  de  Valencia,  con  el  objeto  de  que  se  eleven 
los  derechos  de  introducción,  lo  mismo  del  cáñamo 
que  de  toda  materia  textil,  ásu  entrada  en  España. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Pasará 
;i  la  Comisión  respectiva. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  va  á dar  cuenta  de  una 
proposición  de  ley.» 

Leída  la  del  Sr.  Alvarez  Marino  sobre  ingreso  y 
ascenso  en  los  destinos  de  la  Administración  civil 
( Véase  el  Apéndice  11.®  al  Diario  núm.  0,  sesión  del  7 
del  actual)^  dijo 

El  Sr.  PRESIDENTE:  EL  Sr.  Alvarez  Marino  tie- 
ne la  palabra  para  apoyar  su  proposición  de  ley. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Como  habrán  com- 
prendido los  Sres.  Diputados  por  la  lectura  de  esta 
proposición  de  ley  que  he  tenido  la  honra  de  presen- 
tar al  Congreso,  ésta  se  refiere  á dar  una  nueva  orga- 
nización para  el  ingreso,  ascensos  y separación  de  los 
empleados  públicos,  completando  así  la  obra  que  con 
tanta  gloria  suya  inició  en  1870  el  partido  conser- 
vador. 

Tenemos  la  fortuna  de  que  liemos  llegado  á la 
ocasión  propicia  para  dar  un  paso  más  en  este  impor- 
tante camino.  El  partido  liberal  presidido  por  el  Go- 
bierno que  está  boy  al  frente  del  país  respetó  en  1881 
aquella  obra;  y por  tanto,  yo  suplico  solamente  al 
Congreso  lome  en  consideración  este  proyecto  de  ley, 
y después  en  la  Comisión,  con  más  reposo,  con  má- 
yor  estudio,  podrán  introducirse  las  modificaciones 
que  se  crean  oportunas. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albarcda): 
Pido  la  palabra. 

EL  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Acabo  de  llegar  on  esto  momento,  y como  S,  S.  habla 
touitlo  la  bondad  do  hablar  conmigo  privadamente 
Morca  de  la  cuestión  do  que  so  ha  ocupado,  no  titu- 


beo en  contestar  á S.  S.  dos  cosas:  primera,  que  el  Go- 
bierno entiende  que  la  ley  de  empleados  y la  organi- 
zación de  los  servicios  públicos,  que  la  manera  de  ser 
de  la  administración,  eD  su  organismo,  debe  ser  una 
cosa  que  merezca,  en  cuanto  sea  posible,  la  aquies- 
cencia y protección  de  todos  los  partidos  políticos. 
Organizamos,  por  decirlo  así,  la  estructura  del  ho- 
gar que  constituye  la  patria,  y todos  deben  llevar 
allí  sus  ideas,  lo  mismo  mayoría  que  minorías,  y 
SS.  SS.,  como  todos,  creo  que  tienen  patriotismo  para 
atender  el  consejo,  las  insinuaciones  y las  opiniones 
de  todos  desde  ese  punto  de  vista,  y en  general,  el 
Gobierno  no  se  muestra  hostil  á las  palabras  que  aca- 
ha  de  pronunciar  el  Sr.  Diputado  Alvarez  Marino,  re- 
servándose, como  es  natural,  el  derecho  de  llevar  á 
este  proyecto  aquellas  ideas  que  crea  más  convenien- 
tes al  servicio  público. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Electivamente  La- 
bia puesto  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  déla  Go- 
bernación que  pensaba  apoyar  esta  proposición,  y hoy 
he  tenido  también  el  honor  de  decírselo  al  Sr.  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  para  ver  si  estaba 
conforme  con  el  pensamiento,  y con  la  aquiescencia 
de  S.  S.  he  apoyado  la  proposición,  para  lo  cual  no 
venía  preparado. 

Doy  gracias  ai  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  por 
las  benévolas  frases  que  ha  tenido  para  mi  importan- 
tísima proposición,  y ruego  al  Congreso  las  tenga 
como  un  motivo  más  para  tomarla  en  consideración.» 

Leída  por  segunda  vez  la  proposición  de  ley  y he- 
cha la  pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el 
acuerdo  del  Congreso  filé  afirmativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  pro- 
posición de  ley  pasará  á las  Secciones  para  nombra- 
miento de  Comisión. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  la  palabra  el  Sr.  Vin- 
centi. 

El  Sr.  VENCENTI:  Voy  á permitirme  dirigir  una 
súplica  ai  Sr.  Ministro  de  Estado;  y como  no  se  halla 
presente,  por  sus  múltiples  deberes,  suplico  d la  Mesa 
tenga  la  bondad  de  trasmitírsela,  por  si  el  Sr.  Minis- 
tro de  Estado  cree  conveniente  contestar  á esta  sú- 
plica mia  en  esta  ó en  otra  sesión. 

Yo  suplico  al  Sr.  Ministro  de  Estado  que  se  digne 
activar,  ó mejor  dicho,  que  se  sirva  ultimar  en  el 
más  breve  plazo  posible  las  negociaciones  para  cele- 
brar un  tratado  de  comercio  con  Portugal;  porque, 
efecto  de  que  no  existe  tratado,  los  derechos  protec- 
tores para  los  ganados  son  de  tal  suerte,  que  la  crisis 
pecuaria  en  Galicia  adquiere  grandes  proporciones. 
Cerrado  el  mercado  inglés  para  Galicia,  no  le  queda 
más  que  el  consumo  interior  y el  comercio  con  Por- 
tugal: el  consumo  interior  no  satisface  de  ninguna 
manera  las  necesidades  de  Galicia,  y por  consiguien- 
te hace  falta  el  mercado  de  Portugal,  y ese  es  el  que 
tiene  que  abrir  el  Sr.  Ministro  de  Estado  por  medio 
de  un  tratado  con  ese  vecino  Reino. 

Si  Portugal  so  negase  á tratar  con  España,  enton- 
ces no  queda  más  camino  que  el  de  las  represalias, 
ol  de  las  venganzas,  y aunque  yo  no  soy  partidario 
de  la  lucha  do  las  tarifas  y do  los  derechos  protecto- 
res, sin  embargo,  cuando  una  Nación  ofende,  es  pve- 


10  DE  DICIEMBRE  DE  1887 


ciso  que  se  la  conteste  en  iguales  términos,  y enton- 
ces no  nos  quedaría  más  recurso  que  ese  género  de 
guerra,  la  lucha  de  las  tarifas,  imponiendo  derechos 
A sus  vinos  y á sus  ganados. 

Esto,  pues,  suplico  al  Sr.  Ministro  de  Estado  en 
primer  término:  que  se  negocie  este  tratado  de  co- 
mercio; y si  no  es  posible,  que  ios  Sres.  Ministros  de 
la  Gobernación  y de  Hacienda  impongan  un  derecho 
transitorio  á cuantos  vinos  y ganados  entren  de  Por- 
tugal; y de  ese  modo  Galicia  podrá  ir  resolviendo  de 
alguna  manera  la  crisis  pecuaria  que  atraviesa. 

Ya  va  siendo  hora  de  que  terminen  las  informa- 
ciones y de  que  tome  la  Administración  activa  la  in- 
tervención que  debe  en  esLos  asuntos.  Por  consiguien- 
te, termino  dirigiendo  esta  súplica  al  Sr.  Ministro  de 
Estado,  que  me  consta  tiene  gran  deseo  de  satisfacer 
as  aspiraciones  de  Galicia,  en  las  cuales  estamos  in- 
teresados los  Diputados  de  aquella  región,  sobre  todo 
los  de  la  provincia  de  Pontevedra,  que  es  la  más  in- 
teresada en  el  tratado,  por  la  introducción  de  gana- 
dos en  Portugal.  He  dicho. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Suplico  á la  Cámara  me  dispense  que  ocupe  su  aten- 
ción repetidas  veces;  pero  no  estando  presente  el  se- 
ñor Ministro  de  Estado,  y habiendo  pronunciado  el 
Sr.  Diputado  Vincenti  algunas  palabras  relacionadas 
con  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  me  creo  en  el 
deber  de  contestar  por  adelantado  algo  semejante  á 
lo  que  estoy  seguro  contestaría  ci  Sr.  Ministro  de  Es- 
tado si  estuviera  aquí. 

El  Gobierno  tiene  grandísimo  y vivísimo  interés 
en  llevar  adelante  el  tratado  de  comercio  con  Portu- 
gal, y en  este  sentido  hará  cuanto  esté  dentro  de  sus 
facultades,  porque  no  adelanto  nada  nuevo  cun  decir 
que  ya  se  está  haciendo.  Y en  ese  trabajo  insiste  el 
Sr.  Ministro  de  Estado,  de  lo  cual,  naturalmente, 
como  esto  responde  á un  pensamiento  general  de  go- 
bierno, estoy  yo  algo  enterado. 

Esto  ofrece  dificultades  que  nacen  de  tempera- 
mentos, de  caractéres,  de  antecedentes  que  existen  en 
ambos  pueblos,  y que  es  necesario  ir  venciendo,  como 
van  venciendo,  tanto  el  Gobierno  portugués  como  el 
Gobierno  español,  con  las  consideraciones  y respetos 
debidos  á un  gran  pensamiento  de  unión  entre  ambos 
pueblos  y á sus  respectivas  nacionalidades.  Pero  las 
cuestiones  políticas  y las  económicas  tienen  un  gran 
enlace,  y por  consiguiente,  es  necesario  llevar  estas 
cuestiones  con  cuidadoso  pulso,  siempre  fija  la  mi- 
rada en  el  sentido  y dirección  inás  conveniente  á los 
intereses  públicos.  Yo  espero,  pues,  que  el  tratado  se 
celebrará  más  ó méuos  pronto;  y si  tarda  en  reali- 
zarse. no  será  ciertamente  por  falta  de  deseo  y de  ac- 
tividad en  el  Sr.  Ministro  de  Estado  ni  en  el  Gobierno 
español.  Y en  cuanto  depende  de  los  Ministros  de 
Hacienda  y de  Gobernación,  si  desgraciadamente  el 
tratado  no  llegara  á realizarse  tan  pronto  y en  condi- 
ciones tan  beneficiosas  como  hay  derecho  á esperar, 
el  Sr.  Vincenti  puede  estar  seguro  de  que  haremos 
cuanto  sea  posible  en  pró  de  los  intereses  de  Galicia, 
porque  tal  es  nuestra  obligación,  nuestro  interés  y 
nuestro  deseo. 

El  Sr.  VINCENTI:  Pillo  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  VINCENTI:  Con  el  único  objeto  do  dar  las. 


gracias  más  expresivas  al  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación por  los  levantados  conceptos  que  ha  expuesto 
con  motivo  de  la  pregunta  que  tenido  el  honor  dé 
dirigir  al  br.  Ministro  de  Estado.  Estoy  completamente 
conforme  con  cuanto  ha  dicho  S.  S.,  y puedo  desde 
luego  asegurar  á todos  mis  compañeros  que  el  señor 
Ministro  de  Estado  me  ha  manifestado  de  una  manera 
particular  y privada  que  piensa  lo  mismo  que  el  se- 
ñor Ministro  de  la  Gobernación. 

Es  cierto  que  si  con  alguna  Nación  debe  tener 
relaciones  cordiales  y estrechas  España,  es  con  Por- 
tugal, respecto  de  la  cual  estimo  yo  que  no  debieran 
existir  aduanas,  y por  eso  creo  yo  que  el  tratado  de 
comercio  se  celebrará.  Pero  si  Portugal,  por  no  en- 
tender sus  intereses  y por  no  contribuir  al  bien  de 
España,  no  quisiera  negociar,  creo  yo  que  para  eso 
están  los  Sres.  Ministros  de  la  Gobernación  y de  Ha- 
cienda, para  que,  conforme  ha  manifestado  el  primero, 
se  establezcan  derechos  transitorios  y de  consumo, 
represalias  arancelarias  respecto  á los  vinos  y gana- 
dos de  la  Nación  vecina,  de  modo  que  queden  satis- 
fechos los  derechos  de  España  en  este  caso. 

Ei  Sr.  PRESIDENTE:  Aunque  después  de  las  dis- 
cretas manifestaciones  del  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación, no  parece  necesario  que  la  Mesa,  usando  la 
rúbrica  acostumbrada,  ponga  la  pregunta  del  señor 
Vincenti  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Estado, 
así  se  hará,  si  á S.  S.  no  le  parecen  suficientes  las 
palabras  cambiadas  entre  él  y el  Sr.  Ministro  de  la 
Gobernación.  • 

El  Sr.  VINCENTI:  Me  parecen  completamente 
suficientes  las  palabras  del  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación, y satisfacen  todos  mis  deseos. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Así  era  de  esperar  de  8.  S. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Lastres  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  LASTRES:  He  pedido  la  palabra  para  tener 
el  honor  de  reproducir  un  proyecto  de  ley,  relativo  4 
la  acuñación  de  moneda  para  Cuba  y Puerto-Hico, 
que  tuve  ei  honor  de  apoyar  en  la  legislatura  pasada 
bajo  la  forma  de  proposición  de  ley. 

Ei  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Quert? 
reproducido. 

(Véase  el  Apéndice  2/  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Ballester  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  BALLESTER:  He  pedido  la  palabra  para 
hacer  una  pregunta  al  Sr.  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  y al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación. 

Supe  anoche  por  mi  compañero  y amigo  el  señor 
Cañellas  que  en  la  sesión  de  ayer  larde  se  había  ocu- 
pado de  la  situación  política  de  algunos  pueblos  de 
la  provincia  de  Tarragona  y de  la  conducta  del  dig- 
nísimo señor  gobernador  civil  que  actualmente  está 
al  frente  de  ella. 

Gomo  uo  sóri  exactas  las  manifestaciones  hechas 
por  el  Sr.  Cañellas,  me  veo  en  el  caso  de  preguntar  A 
los  Sres.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  y Minis- 
tro de  la  Gobernación,  si  lo  propio  que  todos  los  Di- 
i putados  ministeriales  de  la  provincia  de  Tarragona,  y 
aun  los  de  oposición,  y los  elementos  sanos  de  todos 
los  partidos  políticos  que  en  ella  se  agitan,  que  están 
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contentos  y satisfechos  de  la  conducta  de  aquel  digno 
gobernador,  que  no  cesa  un  momento  de  oponerse  al 
caciquismo,  que  no  arraiga  en  nuestro  campo  por 
cierto,  y de  hacer  cuanto  indicaba  muy  bien  ayer  el 
Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  ser  la  misión  princi- 
pal del  gobernante,  están  también  SS.  SS.  satisfechos 
déla  conducta  de  aquella  celosa  autoridad. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION:  Pido  la 
palabra. 

El  Sr.  PONS:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Cuando  el  Sr.  Ballester 
hubo  de  acercarse  al  Presidente  á manifestarle  su 
deseo  de  intervenir  en  el  incidente  suscitado  ayer 
con  motivo  de  una  pregunta  del  Sr.  Cañellas,  el  Pre- 
sidente le  manifestó  que  solo  podia  hacerlo  por  me- 
dio de  una  pregunta  ai  Gobierno;  que  no  estando  en- 
tonces presente  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  po- 
dia dirigir  su  pregunta  al  Sr.  Presidente  del  Conse- 
jo de  Ministros.  Estando,  pues,  ahora  presente  el 
Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  ha  de  entenderse  á él 
dirigida  la  pregunta. 

El  Sr.  PONS:  Pido  la  palabra  para  una  alusión  y 
para  defender  á un  ausente. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  Y.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Ayer,  cuando  contesté  al  Sr.  Cañellas,  puse  de  mani- 
fiesto que  habia  una  gran  diferencia  entre  los  hechos 
enunciados  y Iqs  hechos  conocidos  y probados,  y dije 
que  si  fueran  ciertos  los  hechos  enunciados  por  el 
Sr.  Cañellas,  merecerían  que  el  Gobierno  se  ocupase 
detenidamente  de  los  procedimientos  á que  S.  S.  alu- 
dia; pero  el  Ministro  de  la  Gobernación,  conforme  con 
los  antecedentes  de  sus  antecesores  y con  las  ideas 
que  hasta  á él  han  llegado,  tiene,  no  solo  el  deber, 
bino  el  gusto  de  defender  de  una  manera  cumplida  al 
gobernador  de  la  provincia  de  Tarragona.  En  esta 
forma  y en  este  sentido  contesté  al  Sr.  Cañellas,  lo 
cual  no  quita  para  que  en  vista  de  que  se  hacen  apre- 
ciaciones sobre  circunstancias,  hechos  y autoridades 
acerca  de  las  cuales  el  Gobierno  y el  Ministro  de  la 
Gobernación  tienen  la  mayor  confianza,  el  Ministro 
de  la  Gobernación  tome  nuevas  informaciones. 

Por  consiguiente,  las  palabras  pronunciadas  por 
el  Sr.  Ballestcr,  que  ha  estado  en  su  derecho  pronun- 
ciándolas, vienen  á corroído rar  las  palabras  y las  apre- 
daciones  que  yo  habia  hecho;  pero  con  la  sinceridad 
propia  de  mi  carácter  debo  decirle  una  cosa,  y es,  algo 
relativo  á la  última  apreciación  que  S.  8.  ha  hecho. 

Los  gobernadores  son  dependientes  exclusivos  del 
Gobierno  y del  Ministro  de  la  Gobernación;  tienen  que 
obedecer  ciegamente  lo  que  el  Ministro  de  la  Gober- 
nación les  dicta:  por  consiguiente,  si  de  sus  actos  y 
determinaciones  resultase  alguna  responsabilidad  en 
el  órden  general  de  la  administración  y de  la  política, 
el  Ministro  de  la  Gobernación  es  ci  único  responsa- 
ble; y desde  este  punto  de  vista,  el  Ministro  de  la  Go- 
bernación suplica  á los  Sres.  Diputados  de  la  derecha, 
y de  la  izquierda,  y de  todas  partes,  que  consideren 
la  misión  de  los  gobernadores  y tengan  en  cuenta  que 
es  conveniente  no  traer  aquí  cuestiones  en  que  los 
gobernadores  aparezcan,  ni  siquiera  de  una  manera 
remota,  como  favorecidos  y protegidos  por  elementos 
políticos  de  ninguna  clase.  El  gobernador  no  tiene 
m&s  que  una  misión  que  cumplir,  que  es  la  do  ser 
llei  intérprete  de  las  leyes.  Esto  es  lo  que  espera  el 


actual  Ministro  de  la  Gobernación  de  los  gobernado- 
res; y el  que  no  haga  eso,  por  grandes  que  sean  sus 
antecedentes,  por  elevados  que  sean  sus  méritos  (no 
hablo  de  protectores,  porque  ninguno  los  tiene),  no 
merecerá  que  sea  aprobada  su  conducta  por  el  actual 
Ministro  de  la  Gobernación. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Pons  tiene  la  pala- 
bra para  una  alusión.  Ruego  á S.  S.  que  sea  breve. 

El  Sr.  PONS:  Voy  á ser  breve,  defiriendo  á la  ob- 
servación del  Sr.  Presidente,  aun  cuando  tengo  el 
mprescindible  deber  de  intervenir  con  alguna  exten- 
sión en  el  incidente  suscitado. 

Completamente  ajeno,  Sres.  Diputados,  á la  si- 
tuación en  que  se  encuentra  el  partido  ministerial  en 
la  provincia  de  Tarragona,  no  soy  ciertamente  el  lla- 
mado á recoger  cargos  que  por  su  naturaleza  esen- 
cialmente política  corresponden  exclusivamente  al 
Sr.  Ministro  de  la  Gobernación;  pero  ligado  con 
vínculos  de  parentesco  á una  persona  que  desde  hace 
algún  tiempo  no  tiene  la  honra  de  ocupar  un  sitio  en 
estos  escaños,  y que  ha  sido  en  el  dia  de  ayer  objeto 
de  ataques  inusitados,  no  puedo  menos  de  hacer  uso 
del  derecho  que  me  concede  el  Reglamento. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Diputado,  ¿S.  S.  va 
á intervenir  para  alusiones  que  toquen  á lo  que  pien- 
se, haga  ó haya  hecho  en  este  incidente,  ó va  á de- 
fender á alguna  persona  que  no  se  encuentra  aquí? 

El  Sr.  PONS:  Voy  á defender  á un  ausente,  por- 
que creo  que  tengo  Obligación  moral  de  hacerlo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  No  basta  que  S.  S.  tenga 
obligación,  de  lo  cual,  como  de  todas  las  materias 
que  toquen  á su  propia  conciencia,  S.  S.  es  juez  ex- 
clusivo; es  menester  que  tenga  derecho,  y no  lo  ten- 
drá sino  después  que  conforme  ai  Reglamento... 

El  Sr.  PONS:  A eso  iba  precisamente. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Pues  á eso  voy. 

Se  va  á leer  el  árt.  145  del  Reglamento.» 

Leido  dicho  artículo  por  el  Sr.  Secretario  Arias 
de  Miranda,  se  preguntó  á la  Cámara  si  permitía 
ol  Sr.  Pons  usar  de  la  palabra  para  defender  á un 
ausente,  y el  acuerdo  de  la  Cámara  lué  afirmativo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Pons  tiene  la  pala- 
bra para  defender  á un  ausente. 

El  Sr.  PONS:  Empiezo,  Sres.  Diputados,  dándoos 
las  más  expresivas  gracias  por  la  deferencia  que  ha- 
béis tenido  conmigo  permitiéndome  que  defienda  á 
un  ausente. 

Dccia  yo  que  ligado  con  vínculos  de  parentesco 
á una  persona  que  desde  hace  algún  tiempo  no  ocupa 
un  sitio  en  esta  Cámara,  y que  fué  objeto  de  ataques 
inusitados  en  ci  dia  de  ayer,  no  puedo  raénos  de  le- 
vantarme, en  uso  de  un  perfecto  derecho,  para  pro- 
testar con  toda  mi  energía  de  las  inexactitudes  en 
que  incurrió  el  Sr.  Cañellas  con  ocasión  de  no  encon- 
trarse aquí  ninguno  de  los  Sres.  Diputados  por  la  pro- 
vincia de  Tarragona. 

Desde  luego  me  asombra  que  el  Sr.  Cañellas,  des- 
pués de  haber  levantado  bandera  de  rebelión  contra 
los  acuerdos  de  la  fusión  realizada  entre  los  antiguos 
constitucionales  y los  antiguos  demócratas  de  la  pro- 
vincia de  Tarragona,  fusión  aceptada  por  S.  S.;  des- 
pués de  haber  defendido  á un  candidato  de  otro  ma- 
tiz político,  invadiendo  la  circunscripción  que  S.  S.  no 
representa,  y después  de  haber  celebrado  un  contu- 
bernio especial  con  los  carlistas  y los  conservadores 
en  el  momento  de  las  elecciones  municipales  pasadas 
(Él  Sr.  Cañellas  pide  la  palabra^  se  haya  levantado  á 
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dirigir  d determinada  persona  cargos  completamente 
injustificados. 

Si  S.  S.  se  hubiera  sometido  á los  acuerdos  del 
Comité  del  partido  fusionista  en  aquella  provincia, 
S.  S.,  guardando  una  posición  correcta,  seguramente 
no  habría  venido  aquí  á lanzar  cierta  clase  de  ataques 
movido  por  la  pasión. 

Yo  no  sé  si  esa  pasión  es  el  resultado  de  la  derro- 
ta que  S.  8.  ha  sufrido  en  las  elecciones  municipales 
celebradas  en  aquella  provincia,  ó si  viene  alentada 
por  antagonismos  personales  pequeños  que  no  debe- 
rictu  traerse  á este  sitio;  pero  de  todas  maneras,  S.  S. 
lia  pedido  que  se  abra  una  información  parlamenta- 
ria: prometo  desde  luego  mi  modesta  cooperación, 
porque  he  de  completar  los  datos  que  se  traigan  con 
la  protección  inusitada  de  S.  S.  á favor  del  vicepresi- 
dente de  la  Comisión  provincial  de  Tarragona,  en- 
causado por  supuestos  delitos  comunes,  y con  la  pro- 
tección que  S.  S.  dispensa  al  Ayuntamiento  do  Ven- 
dreli,  Ayuntamiento  conservador  constituido  ilegal- 
mente, como  me  propongo  demostrar  en  su  día  á la 
Cámara. 

De  todos  modos,  ábrase  la  información;  á ella  acu- 
diremos los  Diputados  de  la  provincia  de  Tarragona, 
y yo  cou  entera  imparcialidad,  como  lo  exigen  mis 
deberes. 

Pe; o me  extrañó  que  S.  S.  en  el  dia  de  ayer  se 
manifestara  refractario  á procedimientos  verdade- 
ramente liberales.  Su  señoría  ignora,  por  lo  visto, 
que  en  los  países  que  se  citan  como  modelo  de  ins- 
tituciones representativas,  los  funcionarios  públicos 
se  consideran  autorizados  para  recorrer  los  distri- 
tos solicitando  el  favor  de  la  opinión  en  favor  de  sus 
candidatos  ó de  los  |ideales  de  los  partidos  políticos; 
y entiendo  que  la  teoría  verdaderamente  liberal  im- 
plica solo  que  los  funcionarios  únicamente  son  res- 
ponsables como  tales  de  los  abusos  que  cometan  con 
ocasión  del  ejercicio  de  su  cargo.  Como  yo  creo  que 
ninguno  de  esos  abusos  ha  tenido  lugar  en  Tarrago- 
na, según  perfectamente  ha  manifestado  un  Diputado 
de  la  misma  provincia  y de  la  misma  comunión  po- 
lítica que  S.  S.,  y como  asi  lo  tengo  entendido  por  las 
noticias  que  recibo,  esperaré  tranquilamente  á que  se 
abra  la  indicada  información. 

Pero  S.  S.  ha  incurrido  en  una  inexactitud  mani- 
fiesta. El  Sr.  Ierres,  como  sabe  S.  S.,  ha  permanecido 
constantemente  en  la  Espluga  de  Francolí,  para  res- 
tablecer su  quebrantada  salud,  en  uso  de  licencia, 
siendo  indiferente  á todas  las  cuestiones  de  las  loca- 
lidades. Además,  sabe  bien  S.  S.,  puesto  que  ha  sido 
su  amigo  muchos  años  y ha  defendido  su  jefatura, 
que  el  Sr.  Torres  no  necesita  de  la  influencia  oficial, 
ni  mucho  ménos  de  la  que  pudiera  darle  un  cargo 
cuya  jurisdicción,  después  de  todo,  ni  quita  ni  aporta 
nada  á la  influencia  que  pudiera  tener  en  las  canden- 
tes cuestiones  de  la  política. 

El  Sr.  CANELLAS:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  CANEELAS:  No  temáis,  Sres.  Diputados, 
que  moleste  la  atención 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Ruego  al  Sr.  Cabellas,  como 
á todos  los  que  hayan  de  tomar  parte  en  este  inci- 
dente, que  recuerden  las  palabras  del  Sr.  Ministro  de 
la  Gobernación,  porque  establecen  el  verdadero  carác- 
ter que  pueden  tener  estos  debates.  Al  Sr.  Ministro  de 
la  Gobernación  se  le  han  denunciado  ciertos  hechos  y 
se  le  ha  expuesto  una  determinada  conducta  que  á un 


gobernador  atribuye  un  Sr.  Diputado,  usando  de  su 
derecho;  oíros  Sres.  Diputados  no  entienden  do  la  pr0. 
pia  manera  la  conducta  del  gobernador;  pero  aquí  no 
se  discuten  gobernadores.  El  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación so  enterará,  adoptará  las  resoluciones  quc 
correspondan,  y entonces  el  debate  se  sostendrá  por 
el  Sr.  Ministro,  no  acerca  de  la  conducta  del  gober- 
nador, sino  acerca  de  las  resoluciones  del  Ministro 
responsable.  Entre  tanto,  es  ocasionado  á perder  el 
tiempo  y á faltar  todos  á nuestro  deber,  los  unos  ha- 
blando y el  Presidente  consintiéndolo,  el  discutir  aquí 
sobre  actos  de  los  gobernadores  de  provincia. 

Hecha  esta  advertencia  que  el  Sr.  Cabellas  me 
permitirá  que  le  dirija,  y que  entiendo  extensiva  á to- 
dos los  demás  Sres.  Diputados  que  piensen  hablar 
sobre  esta  cuestión,  tiene  S.  S.  la  palabra. 

El  Sr.  CANELLAS:  Me  he  de  limitar,  Sr.  Presi- 
dente, á recoger  las  alusiones  personales  que  me  ha 
dirigido  el  Sr.  Pons. 

Comprendo  perfectamente  (¿cómo  no  lo  he  de  com- 
prender?) que  S.  S.  se  haya  levantado  á defender  á un 
ausente;  pero,  francamente,  nadie  ménos  autorizado 
que  S.  S.,  que  ahora  se  sienta  en  esos  bancos,  para  dar 
lecciones  de  consecuencia  política  á un  Diputado  mi- 
nisterial que  hace  años  inició  su  carrera  política  sien- 
do concejal  de  oposición,  que  ha  sido  después  dipu- 
tado provincial,  también  de  oposición,  y que  ha  sido 
dos  veces  Diputado  á Cortes,  pero  que  siempre  ha  mi- 
litado, milita  y militará  al  lado  del  ilustre  jefe  del 
partido  liberal,  Sr.  Sagasta. 

Su  señoría  me  ha  dirigido  un  argumento  ád  homi- 
nem,  suponiendo  que  yo  soy  un  disidente:  no  os  cierto, 
y lo  sabe  perfectamente  S.  S.  Yo  era  el  vicepresidente 
de  esc  Comité  cuyo  presidente  era  el  empleado  de  la 
Presidencia  del  Consejo  á que  S.  S.  se  ha  referido,  y 
no  pude  conseguir  en  ocho  meses,  á pesar  de  mis  rei  te- 
radas excitaciones  de  palabra  y por  escrito,  que  se 
reuniera  el  Comité  para  tratar  de  asuntos  referentes 
al  partido.  Viendo  que  eran  inútiles  mis  ruegos,  mis 
súplicas  y mis  advertencias,  viendo  que  ninguna  de 
mis  observaciones  producía  el  menor  resultado,  no  yo, 
sino  mis  amigos  exigieron  que  tomase  una  determi- 
nación. ¿No  es  cierto,  Sr.  Pons? 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Diríjase  S.  S.  al  Coogreso. 

El  Sr.  CANELLAS:  Tiene  razón  S.  S.;  pero  como 
el  Sr.  Pons  me  había  dirigido  directamente  una  pre- 
gunta, no  queria  faltar  á la  cortesía  dejando  de  con- 
testarla. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Mal  hecho  CU  el  Sr.  Pons, 
y mal  hecho  en  S.  S. 

El  Sr.  GAMELLAS:  No  es  cierto  que  en  la  pro- 
vincia de  Tarragona  haya  yo  protegido  antes,  ni  aho- 
ra, ni  nunca,  á la  persona  que  desempeña  el  cargo  de 
vicepresidente  de  la  Comisión  provincial,  con  mucha 
honra,  que  pertenece  al  partido  conservador,  y que,  si 
bien  ha  sido  procesada,  consta  á S.  S.  que  hay  proce- 
sos que  honran,  y que  por  virtud  de  ese  proceso,  el 
fiscal  de  S.  M.  acaba  de  pedir  que  á quien  se  debe  pro- 
cesar es  á los  denunciadores,  no  á los  procesados.  Ese 
señor  vicepresidente  no  necesita  de  mi  defensa;  sabe 
defenderse  muy  bien,  tiene  un  partido  perfectamente 
organizado,  y estoy  bien  seguro  de  que  no  ha  nece- 
sitado ni  necesitará  nunca  de  mi  protección. 

Ahora,  si  S.  S.  entiende  que  en  aquella  provincia 
yo  hago  política  benévola  con  lodos  los  elementos  sa- 
nos, con  todas  las  personas  que  valen  algo,  con  todos 
los  elementos  contribuyentes  y con  torios  los  que  se 
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interesan  por  la  moralidad  administrativa,  en  ese  sen- 
tido diré  que  lie  tenido  la  honra  de  que  en  un  ban- 
quete al  que  asistieron  representantes  de  todos  los 
partidos  políticos,  incluso  el  de  S.  8.,  que  parece  que 
uo  anda  muy  de  acuerdo  con  un  dignísimo  ex-Di- 
putado  de  aquella  provincia  que  particularmente  me 
lia  dicho  que  está  conforme  con  mis  ideas,  todos 
aquellos  representantes  me  felicitaron  por  mi  campa- 
na en  favor  de  la  moralidad  administrativa;  en  ese 
seidido,  lie  protegido,  protejo  y protegeré  á todos  los 
representantes  de  los  parLidos  políticos  de  la  provin- 
cia de  Tarragona. 

No  es  cierto  que  el  Ayuntamiento  de  Vendrell 
(que  no  sé  por  qué  lo  ha  traido  8.  S.  al  debate)  sea 
un  Ayuntamiento  conservador.  Es  un  Ayuntamiento 
liberal,  y su  alcalde,  que  es  republicano,  fué  elegido 
por  la  mayoría  de  los  concejales  liberales  y monár- 
quicos; es  un  Ayuntamiento  Lan  liberal,  que  ha  vota- 
do siempre  en  favor  de  los  candidatos  liberales,  por 
lo  cual  precisamente  ha  sufrido  y sufre  persecu- 
ciones. 

Ya  que  S.  8.  quiere  venir  á discutir  los  Ayunta- 
mientos de  aquella  provincia,  toda  vez  que  8.  8.  ocu- 
pa un  puesto  eu  la  oposición,  podia  fijarse  en  los 
Ayuntamientos  de  Valls,  Montblanch,  SarreaL  Cabra 
y otros  puntos,  en  los  cuales  resulta  que  se  cometen 
gravísimos  actos  que  dan  lugar  á mala  administra- 
ción. 8obre  eso  yo  he  hecho  afirmaciones  que  cons- 
tan en  los  periódicos  de  la  capital,  de  Reus  y de  Tor- 
tora; que  constan  en  los  expedientes  instruidos  por  el 
delegado  especial  del  gobernador;  que  constan,  en 
una  palabra,  en  documentos  públicos  y fehacientes. 
Es  inútil  que  8.  S.  y el  Sr.  Ballester  opongan  simples 
negaciones  á mis  afirmaciones;  lo  que  debían  hacer 
era  poner  hechos  enfrente  de  los  hechos  que  he  de- 
nunciado; lo  que  debían  hacer  S8.  8S.  era  decir:  «no 
ha  ocurrido  eso,  sino  esto,»  y probar  lo  que  dijeran. 

Por  lo  demás,  el  Congreso  comprende  que  mi  po- 
sición de  Diputado  ministerial  no  me  permite  seguir 
al  Sr.  Pqüs,  porque  cuando  S.  S.  allá  en  las  soleda- 
des y aun  dentro  de  su  mismo  partido  consulte,  por 
ejemplo,  con  el  segundo  jefe  8r.  Boschy  Fustegueras, 
representante  que  ha  sido  de  la  provincia  de  Tarra- 
gona, yo  tengo  la  seguridad  de  que  ha  de  recibir  poco 
más  ó ménos  la  contestación  siguiente:  Señor  Pons,  el 
Sr.  Cabellas  ha  dicho  muy  poco  de  lo  que  pasa  en  la 
provincia  de  Tarragona,  pues  de  haberlo  dicho  todo, 
S.  S.,  como  todos  los  hombres  sensatos  de  los  parti- 
dos políticos  de  aquella  provincia,  coadyuvarían  á su 
petición,  la  cual,  como  sabéis,  Sres.  Diputados,  no 
puede  ser  más  correcta  ni  más  ministerial,  porque  se 
reduce  á pedir  que  se  abra,  no  una  información  par- 
lamentaria, sino  un  expediente  gubernativo  á la  ma- 
nera que  se  ha  hecho  eu  la  provincia  de  Cádiz. 

Y no  tengo  más  que  decir. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Ballester  tiene  la  pa- 
labra, y ruego  á S.  S.  que  considere  que  no  hay  en 
este  caso  horizonte  parlamentario  para  una  gran  ba- 
talla y que  nos  hemos  de  limitar  á una  sencilla  es- 
caramuza. 

El  Sr.  BALLESTER:  Atenderé  gustoso  la  indica- 
ción del  Sr.  Presidente. 

Doy  ante  todo  gracias  al  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación por  sus  palabras,  y tengo  la  seguridad  de  que, 
Bi  se  abre  una  información,  adquiera  ó no  el  Sr.  Mi- 
nistro los  datos  que  se  ha  propuesto,  va  á resultar  que 
el  dignísimo  funcionario  que  está  al  frente  de  la  pro- 


vincia de  Tarragona  es  el  más  probo,  el  más  digno  é 
inteligente  de  ios  que  puedan  haber  gobernado  pro- 
vincia alguna. 

Por  lo  demás,  be  de  manifestar  al  Sr.  Cabellas 
que  es  completamente  falso  que  haya  inala  adminis- 
tración en  las  poblaciones  de  Yails  y Montblanch.  Por 
lo  que  hace  á Montblauch,  es  verdad  que  en  el  Ayun- 
tamiento domina  el  elemento  conservador,  pero  está 
pendiente  de  resolución  del  Consejo  de  Estado  la  vali- 
dez ó nulidad  de  las  elecciones:  si  éstas  llegan  á anu- 
larse, se  verá  en  unas  nuevas  elecciones  si  efecl iva- 
mente  tienen  allí  mayoría  los  elementos  contrarios 
al  Gobierno,  que  son  ios  que  defiende  el  Sr.  Cabellas. 
Respecto  á Valls,  diré  que  es  verdad  que  los  adversa- 
rios de  la  situación  tienen  mayoría  en  el  Ayuntamien- 
to; pero  esto  fué  debido  a la  coalición  de  distintos 
elementos,  entre  los  que  figuraron  singularmente  los 
que  el  ano  G9  dieron  allí  lugar  á los  incendios,  robos 
y asesinatos,  y que  ahora  con  su  conducta  llegaron  á 
atemorizar  á las  clases  contribuyentes  y productoras, 
impidiéndoles  tomar  parte  en  la  lucha. 

Por  lo  demás,  yo  uo  he  de  defender  á los  elemen- 
tos liberales  de  la  provincia,  á ios  cuales  no  represen- 
ta el  Sr.  Cabellas,  y que  uo  necesitan,  á buen  seguro, 
de  mi  defensa;  en  su  dia.  cuando  vengan  aquí  todos 
los  Diputados  ministeriales  y no  ministeriales,  como 
los  Sres.  Conde  de  Rius,  Torres  Marín  y Pons,  á 
quien  ya  habéis  oido,  seguro  estoy  de  que  aplaudirán 
la  conducta  seguida  por  aquel  digno  gobernador. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Pons  tiene  la  pala- 
bra para  rectificar. 

El  Sr.  PONS:  Pocas  palabras,  porque  no  quiero 
molestar  por  mucho  tiempo  la  aleación  del  Congreso, 
ya  que  se  trata  de  un  incidente  que  tiene  un  vicio 
originario,  y sobre  todo  porque  realmente  se  ha  pro- 
movido un  debate  tan  infructuoso  como  aventurado. 

El  Sr.  Cabellas  me  ha  dirigido  uu  cargo  gravísi- 
mo: S.  S.  se  ha  ocupado  de  mi  consecueucia  política. 
Con  este  motivo  he  de  decirle  que  ocupo  uu  sitio  en 
estos  bancos  porque  entiendo  que  aquí  puedo  defen- 
der mis  convicciones  políticas,  y sobre  todo  las  con- 
vicciones que  eu  materias  económicas  he  profesado 
toda  la  vida,  sin  necesidad  de  transigir  con  nadie.  Por 
lo  demás,  entiendo  que  es  mas  regular  y es  más  correc- 
to sentarse  en  los  bancos  de  la  oposición  que  perma- 
necer en  ciertas  nebulosidades  de  ministerialismo, 
aceptando  gracias  y favores  de  la  situación,  sin  per- 
juicio de  dar  á cada  momento  disgustos  al  Gobierno 
y sin  menoscabo  de  sostener  en  la  provincia  una  po- 
lítica antagóuica  á ios  intereses  que  el  Gobierno  re- 
presenta. 

No  he  de  entrar  en  ciertas  cuestiones  con  S.  S. 
respecto  de  lo  que  pasa  en  la  provincia  de  Tarrago- 
na, puesto  que  me  es  indiferente  lo  que  sucede  eu  el 
Ayuntamiento  de  aquella  provincia;  me  he  limitado 
tan  solo  á defender  á un  ausente,  porque  tenía  la 
Obligación  y el  deber  moral  de  hacerlo,  y porque, 
después  de  todo,  los  ataques  dirigidos  los  estimo  in- 
justos. 

Por  lo  demás,  S.  8.  se  ha  ocupado  de  dos  puntos, 
á mi  modo  de  ver  importantes,  como  para  tratar  de 
rehuir  la  responsabilidad  que  yo  creo  tieue  S.  8.  La 
contestación  respecto  del  primero  la  acaba  de  dar  mi 
particular  amigo  el  Sr.  Ballester. 

La  cuestión  del  vicepresidente  de  la  Comisión 
| proviucial  de  Tarragona  se  resuelve  por  si  misma  en 
el  terreno  político,  porque  el  Consejo  de  Estado  ha 
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omitido  un  razonado  informe,  opinando  que  ese  señor 
vicepresidente  quede  suspenso  de  su  cargo  y se  sigan 
contra  61  los  procedimientos  criminales. 

Respecto  del  Ayuntamiento  de  Vendrcll,  S.  P.  lia 
conlesado  ya  que  A su  frente  se  encuentra  un  al- 
calde republicano.  No  he  de  decir  más  sino  que  ten- 
go la  absoluta  seguridad  de  que  está  constituido 
ilcgalmente;  pero  como  no  pretendo  adelantar  la  dis- 
cusión, me  limito  á repetir  que  he  de  coadyuvar  á la 
información  parlamentaria  si  S.  S.  la  inicia,  y al  mis- 
mo tiempo  que  tendré  mucho  gusto  en  contender  con 
S.  S.  si  surge  un  debate  espccialísimo  sobre  este  asunto. 

Cumplida  mi  misión,  y siéndome  indiferente  lo 
que  ocurre  allí  entre  los  diversos  matices  políticos 
del  partido  constitucional  de  la  provincia  de  Tarra- 
gona, concluyo  manifestando  al  Sr.  Cañellas  que  en 
la  tarde  de  hoy  ha  dado  una  prueba  elocuente  de  que 
S.  S.  tiene  dos  naturalezas,  una  conservadora,  en  la 
provincia  de  Tarragona,  y otra  monárquico-liberal, 
en  esta  Cámara. 

El  Sr.  CAÑELLAS:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  CAÑELLAS:  Dos  palabras  solamente.  Re- 
sulta de  lo  que  han  dicho  los  Sres.  Ballestee  y Pons. 
que  el  ausente  no  aparece  defendido,  porque  el  ausen- 
te ha  estado  en  Tarragona  muchos  meses  siendo  di- 
rector general  en  Madrid,  cobrando  como  tal  en  esta 
corte,  y volando  y haciendo  elecciones  por  Tarragona; 
por  consiguiente,  el  ausente  no  resulta  defendido.  Este 
es  el  hecho  que  yo  expuse  ayer,  y resulta  plenamente 
probado  por  las  manifestaciones  del  Sr.  Pons. 

Yo  no  sé  si  tengo  mayor  ó menor  influencia;  si  he 
ganado  ó perdido  las  elecciones,  á la  vista  está;  por- 
que no  hay  más  que  saber  que  en  Valla  el  Sr.  Ballcs- 
ter  perdió  las  elecciones  que  ganaron  mis  amigos  los 
liberales.  En  Montblanclí  también  ha  perdido  el  señor 
Ballester  las  elecciones;  y no  cito  más  Ayuntamientos 
porque  no  hay  ningún  otro  Sr.  Diputado  de  aquella 
provincia  que  esté  presente. 

Por  lo  demás,  si  es  correcto  ó no  lo  que  yo  he  he- 
cho en  esta  Cámara,  no  es  el  Sr.  Pons  quien  me  lo  ha 
de  decir.  (El  Sr.  Groizard  ])ide  la  palabra.)  No  habia 
visto  al  Sr.  Groizard.  Con  efecto,  el  Sr.  Groizard  re- 
presenta un  distrito  de  aquella  provincia,  y podrá 
decir  si  he  sido  derrotado  ó han  vencido  mis  amigos. 
(El  Sr.  Pons  pronuncia  algunas  palabras  que  no  se  per- 
ciben.) Yo  no  quiero  contestar  á eso,  Sr.  Pons,  por  la 
sencilla  razón  que  si  yo  dijera  aquí  quiénes  eran  los 
auxiliares  de  ese  director  general  en  la  capital  y los 
candidatos  que  han  resultado  triunfantes,  entonces  se 
demostrará  que  un  director  general  puede  ir  á Ta- 
rragona á apoyar  directamente  la  candidatura  repu- 
blicana y pedir  á los  empleados  votaran  en  favor  de 
candidatos  no  monárquicos.  Mis  amigos  obtuvieron 
enloda  la  provincia  la  más  completa  victoria.  Lea  su 
señoría  los  periódicos  republicanos  de  aquella  provin- 
cia, y verá  que  respecto  de  la  capital  está  demostrado 
que  los  republicanos  de  Tarragona,  en  perfecto  des- 
acuerdo con  sus  correligionarios  de  Reus,  Tortosa  y 
Valls,  dicen  que  han  obtenido  la  victoria;  y tanto  es 
así,  que  los  concejales  republicanos  del  Ayuntamiento 
de  la  capital  son  los  árbitros;  por  eso  no  quería  entrar 
en  ese  terreno. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Ni  conviene  tratar  esa 
cuestión. 

El  Sr.  CAÑELLAS:  Por  eso  mismo,  Sr.  Presi- 
dente; porque  no  conviene 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Es  la  eterna  reproducción 
de  la  fábula  de  los  dos  conejos. 

El  Sr.  CAÑELLAS:  Por  lo  tanto,  y no  queriendo 
entrar  en  este  terreno,  y lo  comprenderán  perfecta- 
mente los  Sres.  Diputados,  dada  la  situación  especial 
en  que  me  encuentro,  termino  haciendo  constar  que  á 
mis  acusaciones  graves,  concretas  y justificadas,  no 
se  ha  opuesto  nada,  no  se  ha  opuesto  más  que  una 
simple  negación;  que  los  hechos  más  graves  que  yo 
denuncié,  resultan  justificados  aun  por  los  mismos 
señores  que  han  terciado  en  el  debate;  y lo  mejor 
que  pueden  hacer  SS.  SS.,  los  Diputados  de  Tarra- 
gona, es  ayudarme  para  pedir  la  información,  por- 
que al  fin  y al  cabo,  de  la  información  ¿no  ha  de 
resultar  la  verdad?  (El  Sr.  Pons:  Ya  lo  he  hecho  yo.) 
Yo  espero  que  también  el  Sr.  Ballester  me  ayude  en 
esta  tarea,  y tengo  la  seguridad  de  que  el  Sr.  Minis- 
tro de  la  Gobernación  dentro  de  poco  podrá  decir  á 
la  Cámara  lo  que  indiqué  en  el  dia  de  ayer,  es  á saber: 
quién  tiene  razón  en  este  pleito,  si  el  gobernador  ci- 
vil ó el  humilde  Diputado  que  dirige  la  palabra  al 
Congreso  en  este  momento. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Ya  el  Sr.  Ministro  de  la 
Gobernación  ha  oido  á todos  los  Diputados,  y por 
consiguiente,  como  dicen  los  presidentes  de  Sala  de 
Francia,  la  cause  est  ente ¡uh ce:  y como  decimos  nos- 
otros aquí,  «queda  terminado  este  incidente.» 

El  Sr.  GROIZARD:  Yo  habia  pedido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Pues  entonces  no  queda 
terminado.  (Risas.)  Tiene  S.  S.  la  palabra. 

El  Sr.  GROIZARD:  Diputado  por  la  provincia  de 
Tarragona,  no  tenía  más  remedio,  Sr.  Presidente,  si 
no  habia  de  faltar  á los  deberes  que  me  impone  esa 
representación,  que  decir  aunque  no  fuesen  más  que 
tres  palabras,  sin  entrar  en  el  fondo  del  asunto  y sin 
juzgarlo,  en  el  pleito  que  se  está  sustanciando  con 
este  debate,  y que  podemos  decir  que  versa  sobre  lo 
que  sucede  respecto  á caciquismo  en  la  provincia  de 
Tarragona. 

Si  las  palabras  que  pronunció  ayer  mi  distingui- 
do amigo  el  Sr.  Cañellas  no  fueran  bastantes  para 
llamar  la  atención  del  Gobierno  sobre  la  situación  de 
aquella  provincia,  el  espectáculo  que  está  dando  hoy 

la  Cámara (Varios  Sres.  Diputados : La  Cámara  no.) 

Los  Diputados  de  la  provincia  de  Tarragona,  si  se 
quiere,  pero  á quienes,  después  de  todo,  la  Cámara 
está  oyendo  con  atención  en  esto  pugilato  de  compe- 
tencia sobre  quién  representa  mejor  la  política  del 
Gobierno  en  Tarragona;  y yo  entiendo  que  el  espec- 
táculo que  están  dando  hoy  dia  ante  la  Cámara  los 
Diputados  de  Tarragona  sería  bastante  para  que  .el 
Gobierno  de  S.  Al.,  en  uso  de  sus  atribuciones,  ó com- 
placiera al  Sr.  Cañellas  abriendo  la  información  que 
pide,  ó adoptara  la  medida  que  creyese  conveniente 
para  que  no  pudiera  reproducirse  este  espectáculo 
verdaderamente  lamentable,  porque  estamos  viendo 
que  hay  Diputados  ministeriales,  como  el  Sr.  Cauc- 
has, á quien  se  acusa  de  que  anda  mezclado  en  Ta- 
rragona con  los  partidos  de  oposición,  y que  hay  Di- 
putados de  oposición,  como  el  Sr.  Pons,  que  vienen 
á defender  la  conducta  del  partido  liberal  en  Tarra- 
gona y de  los  representantes  del  Gobierno  en  dicha 
provincia.  Esto  es  suficiente  para  que  entienda  el 
Congreso  que  algo  debe  pasar  en  el  partido  liberal  de 
Tarragona,  y para  que  se  imponga  al  Gobierno  el 
deber  de,  en  uso  de  su  iniciativa,  poner  en  paz,  como 
vulgarmente  se  dice,  á nuestros  correligionarios  de 
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aquella  provincia,  y adoptar  las  medidas  que  crea 
conveniente  para  que  no  se  dé  margen  y motivo  á 
que  se  repitan,  con  desprestigio  del  partido  liberal, 
los  lamentables  incidentes  que  acaba  de  presenciar  la 
Cámara. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Ministro  ae  la  Go- 
bernación tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albarcda): 
El  Sr.  Presidente,  con  el  gran  talento  que  le  distin- 
gue, con  la  fácil  palabra  de  que  le  lia  dotado  la  na- 
turaleza, y con  la  gran  práctica  que  tiene,  ha  puesto 
de  relieve,  antes  de  que  yo  me  dirija  á la  Cámara,  la 
situación  verdadera  de  las  cosas  y el  deber  del  Mi- 
nistro de  la  Gobernación;  y el  Sr.  Groizaril,  también 
con  mucha  discreción,  ha  llamado  la  atención  del  Go- 
bierno sobre  el  debate  que  acaba  la  Cámara  de  pre- 
senciar; y sin  decir  una  palabra  que  mortifique  á 
ninguno  de  los  señores  que  han  tomado  parte  en  él, 
estoy  casi  seguro  de  que  no  adelanto  un  juicio  que 
sea  contradicho,  diciendo  que  el  debate  no  es  comple- 
tamente agradable.  Por  consiguiente,  las  circunstan- 
cias están  claras.  Los  señores  de  la  mayoría  y de  la 
minoría  han  discutido  hechos  y personas,  con  la  li- 
bertad que  tiene  siempre  todo  representante  de  la 
Nación  en  el  Congreso  español;  han  llamado  la  aten- 
ción del  Gobierno  de  S.  M.,y  naturalmente  del  Minis- 
tro de  la  Gobernación,  que  es  el  que  está  más  cerca 
de  esos  hechos  y de  esas  apreciaciones. 

El  Sr.  Groizard  puede  estar  seguro  de  que  yo 
agradezco  sus  indicaciones  y de  que  abundo  en  las 
mismas  ideas  que  S.  S.;  pero  tengo  que  decirle,  lo 
mismo  que  al  Sr.  Pons,  que  al  Sr.  Cabellas  y que  al 
Sr.  Bailester,  que  en  este  momento  no  acepto  ni  en 
poco  ni  en  mucho  la  idea  de  una  información  parla- 
mentaria, ni  de  una  información  gubernativa,  porque 
el  Ministro  de  la  Gobernación  tiene  medios  para  cer- 
ciorarse de  la  verdad,  y antes  de  cerciorarse  es  aquí 
responsable  de  la  conducta  de  todos  los  funcionarios 
públicos,  ya  sean  gobernadores,  ya  sean  subsecreta- 
rios, cualquiera  que  sea  el  destino  que  desempeñen. 
Desde  este  punto  de  vista  estoy  dispuesto  á contra- 
decir por  completo  todas  las  apreciaciones  del  señor 
Cabellas  que  recaigan  sobre  un  gobernador  ó sobre 
cualquier  empleado  público  que  en  uso  de  su  perfec- 
to derecho  ejerza  las  funciones  que  le  corresponden. 
De  todas  suertes,  yo  he  de  enterarme,  y he  de  resol- 
ver las  cosas  como  crea  más  conveniente  á justicia. 
Por  consiguiente,  queden  las  cosas  claras:  yo  defien- 
do a la  autoridad  que  S.  S.  ha  censurado,  y pongo  en- 
tre él  y las  apreciaciones  de  S.  S.  mi  responsabilidad 
ministerial;  después  tomaré  aquellas  determinaciones 
qíie  crea  convenientes  al  interés  públicto*  y esas  de- 
terminaciones estarán  sujetas  á la  crítica  de  S.  S., 
que  en  uso  del  derecho  que  le  da  el  Reglamento  po- 
drá interpelarme  ó acusarme,  y yo  estaré  aquí  para 
contestarle. 

Creo,  pues,  que  de  esta  manera  quedan  las  cosas 
en  su  puuto.  Cada  uno  ha  ejercitado  su  derecho,  y yo 
creo  que  puedo  esperar  que  ni  los  señores  de  eufren- 
te  ni  los  de  la  mayoría  insistirán  por  ahora  en  hablar 
más  de  este  asuuto. 


ORDEN  DEL  DIA. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  del 
dictamen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  conten- 
cioso administrativa.  (Véase  el  Apéndice  7.”  al  Dia- 


rio núm.  121,  sesión  del  22  de  Junio  próximo  pasado ; 
I Apéndice  7G.°  al  Diario  núm . 2 , sesión  del  2 de  Di - 
ciernbrei  y Diario  núm.  7,  sesión  de  9 de  ídem).  El  se- 
ñor Danvila  continúa  en  el  uso  de  la  palabra,  pri- 
mero en  contra  de  la  totalidad  del  dictámen. 

El  Sr.  DANVILA:  Señores  Diputados,  las  consi- 
deraciones que  tuve  el  honor  de  someter  á vuestra 
atención  en  la  tarde  de  ayer  acerca  del  dictámen  de 
la  mayoría  de  la  Comisión,  debieron  convenceros  de 
la  importancia  de  este  debate,  y de  que  en  él  han  ve- 
nido á discutirse  grandes  y trascendentales  proble- 
mas constitucionales  y políticos.  No  era,  pues,  el  pro- 
yecto, ni  lo  ha  sido  en  ningún  país  donde  esta  mate- 
ria se  ha  discutido,  de  esos  proyectos  que  pudieran 
calificarse  del  cansancio  y figurar  como  únicos  en  la 
orden  del  dia  para  mantener  abierta  la  Cámara  po- 
pular; por  el  contrario,  todos  los  que  se  han  ocupado 
de  lo  contencioso-administrativo,  y algo  demostré  en 
la  tarde  de  ayer,  y bastante  he  de  evidenciar  en  la  de 
hoy,  han  tenido  que  reconocer  que  acaso  el  proyecto 
más  esencialmente  político  que  puede  mantener  nun- 
ca Gobierno  alguno,  es  el  que  se  refiere  á la  jurisdic- 
ción que  el  Monarca  ejerce  por  derecho  propio  para 
resolver  las  árduas  cuestiones  que  se  someten  en  la 
esfera  contencioso-administrativa  á su  soberana,  su- 
perior é indisputable  resolución. 

Y si  alguna  duda  quedara,  Sres.  Diputados,  res- 
pecto de  la  gravedad  y trascendencia  de  este  proyec- 
to, os  lo  demostraría  bien  á las  claras  la  presencia  en 
ese  banco  del  Presidente  del  Consejo  de  Ministros 
cuaudo  se  está  discutiendo  en  la  alta  Cámara  la  po- 
lítica del  Gobierno,  y cuando  no  hay  ejemplo  en  los 
fastos  parlamentarios  de  que  un  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros  abandone  y no  presencie  la  discu- 
sión de  la  política  d *l  Gobierno,  cuando  algunos  de 
sus  amigos  han  tratado  y tratan  de  dirigirle  severos 
cargos  respecto  al  ejercicio  y desenvolvimiento  de 
esa  política,  viniendo  á este  sitio  á favorecernos  con 
su  presencia,  cosa  verdaderamente  inusitada,  cuando 
es  público  y notorio  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  es  la  persona  encargada  de  representar  al 
Gobierno  y de  defender  este  proyecto  desde  el  banco 
ministerial.  (El  Sr.  Presidente  del  Cornejo  de  Minis- 
tros: Está  enfermo,  y por  eso  estoy  yo  aquí  sustitu- 
yéndole.) Pero  ayer  no  estaba  enfermo. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Pero  hoy  lo  está,  y lo  ha 
puesto  en  conocimiento  del  Presidente. 

El  Sr.  DANVILA:  Yo  lo  sieuto  mucho. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Y yo  también;  pero  ni  el 
sentimiento  de  S.  S.  ni  el  mió  pueden  hacer  que  esté 
en  su  banco  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia. 

El  Sr.  DANVILA:  Y lo  siento  tanto  más,  cuanto 
que  aquellas  continuas  interrupciones  que  me  diri- 
gía en  el  dia  de  ayer  me  daban  el  natural  calor  para 
continuar  la  exposición  de  mis  teorías  y de  mis  com- 
promisos en  los  términos  que  aparecen  en  el  Extrac- 
to de  la  sesión. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Ruego  á S.  S.  que  busque 
ese  calor  dentro  de  sí  mismo. 

El  Sr.  danvila:  Afortunadamente  me  sobra 
ese  calor,  como  iré  demostrando. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Tanto  mejor;  y en  cuanto 
á la  contestación,  confío  en  que  S.  S.  no  perderá  nada 
con  esperar.  Continúe  V.  S. 

El  Sr.  DANVILA:  Y es  tanto  más  sensible  para 
raí  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  por  ra- 
zón de  dolencia  que  todos  deploramos,  no  se  halle  en 
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su  banco,  cuanto  que  lie  de  comenzar  rechazando  en 
este  asunto,  en  el  terreno  político  y constitucional, 
su  intervención  en  el  debate.  Pocas  ocasiones  se  pre- 
sentarán en  que  venga  á defender  la  desmembración 
de  una  prerrogativa  de  la  Monarquía  el  representante 
cabalmente  dentro  del  Gobierno  de  la  jurisdicción 
llcal  ordinaria,  cuando  aquí  el  problema  puesto  á dis- 
cusión es  si  lo  contencioso-administrativo  tiene  que 
ir  á los  tribunales  de  justicia  ó tiene  que  permanecer 
en  el  Consejo  de  Estado.  ¿Y  es  posible,  señores,  que 
cuando  este  problema  es  el  planteado,  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia,  que  es  el  representante  de  la 
verdadera  jurisdicción  Real  ordinaria,  de  la  jurisdic- 
ción delegada,  venga  desde  ese  banco,  dando  una 
prueba  de  gran  parcialidad  política,  á recabar  para 
aquellos  altos  intereses  que  representa  dentro  del 
Gobierno  y de  su  Ministerio,  la  aprobación  de  esto 
proyecto,  y á combatir  que  lo  conlencioso-adminis- 
trativo  continúe  residiendo  dentro  del  Consejo  de  Es- 
tado? \o  entiendo,  y podrá  ser  esta  una  opinión  equi- 
vocada, que  cabalmente,  si  algún  Ministro  se  en- 
cuentra, política  y conslitucionalmcntc,  incapacitado 
para  sostener  esta  discusión,  defendiendo  una  solu- 
ción que,  después  de  todo,  no  es  más  que  una  solu- 
ción revolucionaria  y de  escuela,  es  el  Ministro  de 
Gracia  y Justicia.  Hubiera  comprendido  que,  siguien- 
do las  antiguas  tradiciones,  el  Ministro  de  la  Gober- 
nación, que  en  otro  tiempo  refrendaba  las  resolucio- 
nes del  Consejo  Real,  hubiera  venido  á ese  banco  á 
defender  y sostener,  y sobre  lodo  á decirnos  cuál  era 
su  opinión  respecto  de  la  esencia  y el  fundamento 
principal  de  lo  contencioso-administrativo. 

Comprendo  perfectamente  que  el  Sr.  Presidente 
del  Consejo  de  Ministros  se  preocupe  de  esta  cuestión, 
por  más  que,  repito,  se  ha  de  echar  muy  de  ménos  el 
que  discutiéndose  la  política  del  Gobierno  en  la  otra 
Cámara,  S.  S.  no  haya  ido  á ella  y la  haya  abandonado 
por  venir  aquí,  cosa  que  no  ha  hecho  ningún  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros.  (Él  Sr.  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros:  Pero  si  es  el  problema  político 
más  grave  que  se  puede  presentar,  según  S.  S.,  bien 
estoy  aquí.  ¿En  qué  quedamos?)  Ahora  resulta  que  es 
el  problema  más  político,  por  confesión  del  Sr.  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros.  (El  Sr.  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros:  No;  por  confesión  de  S.  S.;  que 
yo  no  he  dicho  semejante  cosa.)  Entonces,  no  com- 
prendo las  interrupciones;  pero  además  lo  hace  S.  S., 
y cuando  la  opinión  se  empeña  en  decir  que  S.  S.  huye, 
digámoslo  así,  de  la  otra  Cámara  por  no  contestar  á 
los  Senadores  que  han  de  usar  de  la  palabra  en  el  día 
de  hoy,  francamente,  la  cosa  tiene  una  explicación  de 
otro  género,  que  nada  tiene  que  ver  con  la  cuestión 
que  voy  desde  luego  á tratar  y á ampliar,  y que  con- 
siste en  que  jamás  podrá  presentarse  un  proyecto  de 
ley  más  inconstitucional  que  el  que  está  sometido  al 
debate. 

Ayer  la  demostración  de  esta  tésis  no  fué  com- 
pleta por  una  variedad  de  circunstancias,  y por  lo 
mismo  deseo  aclarar  lo  que  dije,  antes  de  comenzar  á 
reanudar  mi  interrumpido  discurso.  Sostengo,  como 
afirmación  fundamental  de  la  cual  se  deduce  la  gran- 
dísima importancia  política  que  tiene  esta  cuestión, 
que  lo  mismo  el  proyecto  que  el  dictámen  de  la  Co- 
misión  son  anticonstitucionales. 

En  el  dia  de  ayer  me  interrogaba  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia  para  que  yo  determinara  los  ar- 
tículos de  la  Constitución  filie  vienen  á apoyar  mi 


tésis,  y hoy  vengo  á satisfacer  su  deseo,  no  sin  sen- 
tar antes  algunas  consideraciones  generales.  Las  con- 
sideraciones que  trato  de  dejar  consignadas  son:  que 
el  poder  ó facultad  administrativa  resido  en  el  Rey 
como  un  verdadero  atributo  de  la  soberanía;  y que' 
según  el  art.  50  de  la  Constitución,  la  potestad  de 
hacer  ejecutar  las  leyes  reside  en  el  Rey.  Este  poder 
ejecutivo  representa  tres  órdenes  diversos  de  ideas: 
se  desenvuelve  como  acto  de  gobierno,  en  las  cosas 
que  dependen  del  derecho  de  gentes;  representa  el 
derecho  político,  en  todo  lo  que  comprende  las  rela- 
ciones entre  gobernantes  y gobernados,  y bajo  este 
punto  de  vista  los  derechos  del  Soberano  son  muy 
concretos  y determinados;  y la  tercera  ramificación 
consiste  en  el  poder  ejecutivo  de  las  cosas  que  de- 
penden del  derecho  civil  en  su  sentido  más  lato.  El 
órden  judicial  pertenece  á esta  última  ramificación. 
Pero  el  órden,  y no  el  Poder  judicial,  que  aquí  se 
confunden  á cada  paso,  y que  dentro  de  la  Constitu- 
ción no  tiene  cabida  como  Poder;  porque  el  partido 
liberal  ó radical  trató  de  adicionar  el  texto  de  la  loy 
fundamental  del  Estado  con  uDa  enmienda  estable- 
ciendo que,  el  órden  judicial  era  un  Poder,  y fué  esa 
enmienda  desechada.  No  hay,  por  consiguiente,  den- 
tro de  la  Constitución  ningún  Poder  judicial;  es  un 
órden  judicial;  y la  misión  y el  límite  del  órden  ju- 
dicial está  perfectamente  determinado  por  el  art.  70 
de  la  Constitución.  De  manera  que,  residiendo  todo  el 
poder  ejecutivo  en  el  Rey,  el  art.  7G  de  la  Constitu- 
ción del  Estado  establece  que  á los  tribunales  y juz- 
gados pertenece  exclusivamente  la  potestad  de  apli- 
car las  leyes  en  los  juicios  civiles  y criminales,  pero 
no  en  los  administrativos,  que  no  son  ni  criminales 
ni  civiles;  por  el  contrario,  la  jurisdicción  adminis- 
trativa en  toda  su  extensión  reside  y radica  en  el 
Rey,  y el  Rey  es  el  que,  por  virtud  de  la  Constitución 
del  Estado  tiene  la  exclusiva  facultad  de  resolver  los 
conflictos  entre  los  Poderes,  porque  solo  el  Rey  tiene 
una  facultad  y un  poder  superior  á ellos,  y es  el  que 
representa  y el  que  retiene  en  sí  esa  alta  jurisdicción 
indispensable  para  resolver  los  conflictos  que  ocurran 
entre  los  Poderes  públicos  y el  interés  privado. 

De  aquí,  señores,  que  no  ha  sido  ésta  ni  una  teo- 
ría fácil,  ni  una  opinión  científica  que  no  haya  hecho 
escuela  y que  no  haya  motivado  grandísimos  debates. 

El  defensor  más  acérrimo  de  la  jurisdicción  dele- 
gada, Mr.  Maccarel,  en  su  Cours  de  droit  adminis- 
trativo, ha  sostenido  el  singular  concepto  de  que  toda 
jurisdicción  es  necesariamente  delegada;  pero  ha  te- 
nido que  confesar  inmediatamente  que  solo  puede 
llamarse  retenida  en  el  supremo  grado  de  la  jerar- 
quía, y es  verdad:  la  jurisdicción  retenida  solo  se  con- 
cibe en  el  Monarca,  porque  el  Monarca  es  la  superior, 
la  única  autoridad,  la  única  jerarquía  que  puede  re- 
solver los  conflictos  que  resulten  entre  los  Poderes 
públicos  ó entre  el  Poder  público  y el  interés  privado. 
Gran  discusión  ha  habido  sobre  este  tema;  y la  Cá- 
mara me  ha  de  permitir,  si  traigo  al  debate,  por  la 
importancia  que  realmente  tiene,  dos  opiniones  deter- 
minadas. 

Y la  opinión  de  estos  dos  autores  que  voy  á citar 
os  probará  cuán  en  lo  cierto  estaba  en  la  tarde  de  ayer, 
en  que  si  por  razón  de  las  circunstancias  me  encon- 
tré sin  apuntes,  sin  papeles  y sin  libros,  no  iba  yo  tan 
descaminado  al  afirmar  lo  que  constituye  el  principio 
fundamental  de  esta  cuestión:  que  lo  contcncioso-ad- 
miuistrativo  representa  un  órden  de  ideas  singulares 
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que  no  pueden  resolverse  con  el  criterio  jurídico  de  los 
tribunales  dé  justicia,  y que  llevar  esta  clase  de  cues- 
tiones á los  tribunales  de  justicia,  lo  mismo  que  á un 
tribunal  especial  con  atribuciones  de  justicia,  que  es 
lo  que  en  último  término  propone  la  Comisión,  cons- 
tituye una  violación  de  los  principios  fundamentales 
ílela  materia,  y,  lo  que  es  más  grave  todavía,  altera 
las  condiciones  constitucionales  de  los  gobernados  en 
esta  cuestión,  respecto  de  lo  cual  voy  á permitirme 
algunas  indicaciones. 

Mr.  Loe  re,  en  su  obra  Dic  Couseil  cVEtat , dice  lo 
siguiente: 

«Se  lia  debido  hacer  una  excepción  al  derecho  co- 
mún, á favor  de  los  negocios  donde  se  mezcla  más  ó 
méno¿  el  interés  general,  porque  conviene  mantener 
ri  orden  público  y privado.  Ha  sido,  pues,  necesario 
crear  una  justicia  administrativa  que,  teniendo  más 
latitud,  pudiese  equilibrarlo  todo,  formar  un  derecho 
mixto  de  las  reglas  del  derecho  público  y de  las  del 
derecho  privado,  y hacer  prevalecer,  si  fuese  necesa- 
rio, la  equidad  y el  interés  del  Estado,  que  es  el  in- 
terés de  lodos,  sobre  las  disposiciones  inflexibles  y 
más  estrictas  de  la  legislación  positiva.» 

Y no  bastándole  todavía  esta  opinión,  Mr.  Henrion 
de  Pansey,  en  su  obra  De  V autor ité  judiciaire  en  Frail- 
ee, añade  lo  siguiente.  Establece  varios  casos  y pre- 
gunta: 

«¿Sería  racional  obligar  al  Gobierno  á dirigirse  cá 
los  tribunales?  ¿Se  podría  sin  gran  peligro  para  la 
cosa  pública,  sujetarse  á las  formas  lentas  y solem- 
nes de  la  jurisdicción  ordinaria?  No;  en  tales  circuns- 
tancias y en  otras  muchas  semejantes  es  necesario 
para  la  instrucción  y exámen  de  esta  clase  de  asun- 
tos, un  modo  de  proceder  especial  y particular,  una 
especie  de  tribunal  que,  como  el  Consejo  de  Estado, 
se  halle,  digámoslo  así,  en  el  Gobierno,  que  posea  su 
espíritu,  y á las  veces  su  secreto,  y cuya  marcha  rá- 
pida esté  siempre  de  acuerdo  con  lo  que  exige  la  se- 
guridad del  Estado  y la  marcha  de  la  sociedad.» 

lie  aquí,  pues,  apoyada  con  dos  autoridades  res- 
petables, á las  cuales  pudiera  añadir  algunas  otras 
que  no  menciono  por  no  fatigar  vuestra  atención,  he 
aquí  apoyada  por  dos  insignes  publicistas  toda  la  teo- 
ría que  yo  expuse  en  la  larde  de  ayer,  en  su  aspecto 
más  fundamental. 

Pero  todavía  me  queda  por  demostrar  que  la  so- 
lución más  liberal  en  este  asunto  es  cabalmente  la  de 
la  jurisdicción  retenida  y no  la  jurisdicción  delegada. 

¿Qué  va  á pasar  con  las  sentencias  de  un  tribunal 
(le  justicia  amparado  por  la  tóamovilidad  y por  la 
irresponsabilidad,  pero  cuyos  actos  no  podéis  traer  á 
discusión  en  las  Cámaras  ni  en  ninguna  parte?  Que 
tenéis  forzosamente  que  someteros  á esa  clase  de  re- 
soluciones sin  que  ni  el  Gobierno,  ni  las  Cámaras,  ni 
los  particulares  tengan  contra  las  resoluciones  de  los 
tribunales  de  justicia  recurso  de  ningún  género. 

¿Y  qué  pasa,  por  el  contrario,  en  la  jurisdicción 
fontcncioso-adminislrativa?  Que  las  resoluciones  del 
Monarca  refrendadas  por  el  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  llevan  en  sí  la  responsabilidad  del  Gobier- 
no; llevan,  además  de  la  responsabilidad  del  Gobierno, 
la  residencia  de  las  Cámaras;  llevan,  además  de  la  re- 
sidencia de  las  Cámaras,  la  crítica  de  la  prensa  perió- 
dica, representación  ele  la  opinión  pública. 

Pe  suerte  que  lo  contencioso-administrativo  ad- 
mite por  su  esencia  todas  estas  fiscalizaciones  de  los 
particulares,  de  las  Cámaras,  de  la  responsabilidad 


del  Gobierno,  y todo  esto  se  pierde  completamente,  se 
inutiliza  y se  esteriliza  desde  el  momento  que  estable- 
céis que  la  jurisdicción  retenida  debe  ser  jurisdicción 
delegada  y la  sometéis  á los  tribunales  de  justicia. 

Creo,  por  consiguiente,  que  es  ménos  liberal  la 
solución  que  vosotros  traéis  en  ese  proyecto  de  ley  que 
la  solución  de  lo  contencioso-administrativo  cuando 
se  realice  por  una  transacción,  respetando  siempre  y 
poniendo  á salvo  los  altos  intereses  del  Estado,  que 
no  han  de  quedar  muy  protegidos  desde  el  momento 
que  sometéis  las  cuestiones  que  se  relacionan  con  los 
intereses  colectivos,  con  el  interés  público,  á un  tribu- 
nal de  justicia,  porque  en  esta  clase  de  cuestiones  hay 
que  atender  para  resolverlas  á otra  clase  de  conside- 
raciones y fundamentos  que  aquellos  que  exige  el  cri- 
terio jurídico;  criterio  jurídico  que  se  realiza  perfec- 
tamente bien  cuando  se  trata  de  resolver  sobre  lo 
tuyo  y sobre  lo  mió,  pero  que  es  muy  delicado  y ex- 
puesto á gravísimas  equivocaciones  aplicar  este  cri- 
terio de  lo  tuyo  y lo  mió  á las  altas  cuestiones  del  Es- 
tado, á aquellas  cuestiones  que  en  la  mayoría  de  los 
casos  se  resuelven  por  el  interés  general,  por  la  con- 
veniencia pública,  porque  los  tribunales  de  justicia 
no  pueden  entrar  ni  entrarán  jamás  á apreciar  las  que 
necesitan  un  criterio  gubernamental  y político  para 
ser  resueltas  con  acierto. 

Afirmo,  por  consiguiente,  y como  consecuencia 
de  estas  cuestiones  constitucionales,  las  conclusiones 
siguientes:  Primera,  que  la  solución  de  lo  contencio- 
so-administrativo en  España  entraña  una  grave  cues- 
tión constitucional.  Segunda,  que  con  arreglo  á la 
Constitución  de  1876,  corresponde  y esta  reservada  al 
Monarca  la  jurisdicción  retenida.  Tercera,  que  mien- 
tras no  se  reforme  la  ley  fundamental  no  puede  de- 
legarse la  jurisdicción  sfn  privar  al  Monarca  de  aque- 
lla que  le  está  reservada  por  la  Constitución  del  Es- 
tado. Y cuarta,  que  es  consecuencia  de  las  anterio- 
res, que  tanto  el  proyecto  que  sometía  lo  contencioso- 
administrativo  á los  tribunales  de  justicia,  como  el 
dictámcn  de  la  Comisión  que  crea  un  tribunal  espe- 
cial para  que  resuelva  también  todas  las  cuestiones 
con  un  criterio  jurídico,  son  contrarios  á la  Constitu- 
ción. Y ahora  paso  d otra  aclaración. 

La  segunda  aclaración  que  tengo  necesidad  de  ha- 
cer se  refiere  á una  tesis  que  incidentalmente  traté  en 
la  tarde  de  ayer,  y que  consistía  en  demostrar  lo  si- 
guiente: que  siempre  que  se  ha  tratado  de  llevar  lo 
contencioso-administrativo  á los  tribunales  de  justi- 
cia, ha  sido  necesario  suspender  el  Consejo  de  Estado. 
Parecióme  que  esta  afirmación,  lejos  de  encontrar 
asentimiento  en  los  dignos  y competentes  individuos 
de  la  Comisión,  que  conocen  esta  materia,  producía 
cierta  extrañeza;  y para  que  resulte  quién  es  el  que 
se  ha  equivocado,  si  yo  al  afirmar  lo  que  expuse  en 
la  tarde  de  ayer,  ó la  Comisión  al  sorprenderse  de  mis 
apreciaciones,  voy  también  á citar  los  textos  que  vie- 
nen en  apoyo  de  mi  afirmación.  No  hay  que  ir  muy 
lejos;  tenemos  dos  épocas  concretas  que  nacen  de  una 
revolución,  dos  épocas  concretas  que  tienen  su  límite 
cuando  la  revolución  acaba  y cuando  comienza  ei  or- 
den político  y administrativo  en  nuestro  país.  Estas 
dos  fechas  son:  1854  y 1868.  ¿Es  ó no  cierto  que  en 
1854  se  separó  lo  contencioso  del  Consejo  de  Estado? 
El  Real  decreto  do  7 de  Agosto  de  1854  suprime  el 
Consejo  Real,  crea  el  Tribunal  Contencioso-adminis- 
trafivo;  y no  atreviéndose  aquella  revolución,  que  no 
fué  tan  radical  como  la  de  1868,  ni  tuvo  las  tendencias 
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que  lacle  esta  última  fecha,  á hacer  Labia  rasa  de  las 
prer rogativas  del  Monarca,  no  atreviéndose,  á pesar 
de  crear  un  organismo  especial,  el  Tribunal  Conton- 
cioso-administrativo,  exactamente  el  mismo  nombre 
que  trata.de  dar  la  Comisión  á ese  organismo  que  crea, 
no  atreviéndose  á suprimir  la  jurisdicción  retenida  en 
el  Rey  (y  desde  entonces  todas  las  resoluciones  que 
dictó  el  Tribunal  Contencioso-administrativo  vinieron 
i publicarse  en  la  Gaceta  bajo  la  responsabilidad  cons- 
titucional del  Presidente  del  Consejo  de  Ministros),  fuó 
necesario  que  otro  Real  decreto,  el  de  16  de  Octubre 
de  1 85G,  revocara  el  de  1854,  dejara  sin  efecto  la  crea- 
ción del  Tribunal  Contencioso-administrativo  y de- 
volviera al  Consejo  de  Estado  la  integridad  de  todas 
las  iunciones  que  desde  su  fundaciou,  y mucho  antes, 
había  ejercido  respecto  de  lo  contencioso. 

Por  consiguiente,  la  revolución  de  1854,  uno  de 
los  primeros  actos  con  que  se  señala  es  la  supresión 
del  Consejo  Real,  sin  duda  poique  el  nombre  no  so- 
naba bien  en  los  oidos  de  aquellos  revolucionarios;  que 
aquello  subsiste  durante  toda  una  época  revolucio- 
naria, y que  en  1856  viene  á quedar  sin  efecto  cuando 
se  restablece  el  Consejo  Real  y manda  reivindicar  las 
facultades  que  por  la  ley  orgánica  del  Consejo  le  co- 
rrespondían en  lo  concerniente  A lo  contcncioso-ad- 
ministrativo.  Era,  por  consiguiente,  y ha  sido  en  Es- 
paña en  dos  ocasiones  distintas,  uno  de  los  primeros 
actos  de  la  revolución,  empeñarse  en  quitar  lo  conten- 
cioso administrativo  del  Consejo  de  Estado. 

El  año  1868  los  hechos  resultan  más  claros;  y 
aparecen  más  claros,  porque  un  Real  decreto  de  13  de 
Octubre  de  1868,  que  está  redactado  por  el  Sr.  Sa- 
gasta,  pero  que  en  la  tardo  de  ayer  hemos  sabido  que 
nada  menos  que  dos  personas  tan  esclarecidas  como 
los  Sres.  Alonso  Martines  Y Qpmcz  de  la  Serna  habían 
puesto  mano  en  esta  obra,  qué  se  reduce  toda  á cinco 
ó seis  artículos,  para  suprimir  la  jurisdicción  conten 
ciosa  del  Consejo  de  Estado  y para  decir  que  de  estos 
asuntos  conocerá  la  Sala  cuarta  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  suprime  la  jurisdicción  contenciosa  del 
Consejo  de  Estado. 

No  se  necesitaba  ciertamente  la  intervención  de 
esLas  esclarecidas  inteligencias  para  redactar  un  Real 
decreto  con  algunos  artículos  que  en  sustancia  en- 
cerraban el  traslado  de  lo  contcncioso-admiuistra- 
tivo  del  Consejo  de  Estado  á la  Sala  cuarta  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia;  pero,  en  fin,  en  la  tarde 
de  ayer  hemos  conocido  esta  colaboraciou  insigne 
en  este  Real  decreto  que,  después  de  todo,  lleva 
la  firma  del  Ministro  de  la  Gobernación  de  aquella 
época,  D.  Práxedes  Mateo  Sagasta;  por  consiguiente, 
respecto  de  su  redacción  y de  la  conveniencia  ó inco- 
veniencia  de  este  decreto,  no  be  de  hacer  ninguna 
clase  de  observaciones  más  que  dirigiéndome  al  señor 
Sagasta,  legal  y constitucionalmente  autor  de  dicho 
decreto. 

Pues  bien,  á consecuencia  de  aquella  medida  fla- 
queó el  prestigio  del  Consejo  de  Estado;  y no  lo  dude 
el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros;  en  todo 
caso  la  separación  de  la  jurisdicción  contencioso-ad- 
m ilustrativa  del  Consejo  de  Estado  y la  creación  de 
un  mecanismo  nuevo  entre  el  Tribunal  Supremo  y 
dicho  Consejo,  no  solo  amenguará  en  el  porvenir  el 
prestigio  de  aquel  altísimo  Cuerpo,  que  es  el  heredero 
de  la  jurisdicción  del  antiguo  Consejo  de  Castilla,  sino 
que  se  creará  cierto  antagonismo  con  otro  tribunal 
que  se  pone  á su  lado,  y que  es  igual,  ni  más  ni  mé- 


nos,  que  él  en  atribuciones.  Por  consecuencia  resul- 
tará que  cuaudo  aquí  es  incesante  el  clamor  para  que 
no  se  aumenten  los  gastos  públicos,  y cuando  necesi- 
dades más  apremiantes  están  exigiendo  los  sacrificios 
de  los  contribuyentes,  regalaremos  á éstos  un  Tribu- 
nal Supremo  nuevo  completamente  innecesario,  su- 
friendo el  prestigio  del  Consejo  de  Estado,  y dando 
lugar  á un  antagonismo  con  el  Tribunal  Supremo  que 
hoy  existe. 

Que  el  prestigio  del  Consejo  de  Estado  disminuyó 
con  el  decreto  de  18G8,  está  demostrado  por  otros  dos 
decretos,  uno  de  26  de  Noviembre  de  1873,  firmado 
por  el  Sr.  Castelar  como  Presidente  de  la  República, 
reorganizando  ya  el  Consejo  de  Estado,  y otro  de  [} 
de  Junio  de  1874,  cuyo  art.  l.°  dice  lo  siguiente: 
«Queda  disuclto  el  Consejo  de  Estado.»  ¿Por  qué  se 
disolvía  eu  el  año  1 874  ese  Consejo?  ¿Por  qué  se  había 
modificado  su  organización  eu  el  año  1873?  Porque 
la  separación  do  lo  contencioso-administrativo  del 
Consejo  de  Estado  minaba  las  bases  de  esa  Corpora- 
ción; porque  ese  Consejo  no  puede  vivir  más  que  con 
la  jurisdicción  retenida;  porque  esa  jurisdicción  no 
vivirá  nunca  más  que  respetando  los  organismos 
existentes  con  arreglo  á la  ley  fundamental  del  Estado. 

Dejo  hechas  estas  aclaraciones  á mi  discurso  de 
ayer  tarde,  y voy  á reanudar  el  debate  eu  los  térmi- 
nos en  que  quedó  al  levantarse  la  sesión. 

Uabia  demostrado,  á mi  juicio,  en  el  terreno  filo- 
sófico y en  el  histórico,  todos  los  inconvenientes  que 
lleva  en  sí  la  realización  de  esc  mecanismo  que  pro- 
pone la  mayoría  de  la  Comisión;  había  entrado  des- 
pués á examinar  los  razonamientos  del  preámbulo  del 
dictámen  de  la  mayoría  de  la  Comisión , y dividién- 
dolo en  tres  partes  distintas,  me  había  ocupado  de  lo 
relativo  ai  concepto  de  lo  contencioso  y á la  organi- 
zación del  Tribunal  Superior  Contencioso-adminis- 
trativo. 

Réstame  examinar  ahora,  no  los  detalles  del  pre- 
ámbulo ni  del  proyecto,  que  eso  ocasión  tendremos 
de  discutirlo  cuando  se  trate  de  las  enmiendas  que 
hay  presentadas  ya  sobre  la  mesa;  voy  solo  á señalar, 
puesto  que  el  Reglamento  me  ordena  ocuparme  del 
principio,  espíritu  y oportunidad  del  proyecto  de  ley, 
aquellos  defectos  más  salientes  que  encuentro  al  paso 
de  un  exámen  general,  y que  caben  perfectamente 
dentro  de  una  discusión  de  la  totalidad.  La  primera 
afirmación  que  el  preámbulo  hace  respecto  de  esta 
tercera  cuestión,  que  se  refiere  al  procedimiento  que 
debe  seguirse  en  el  Tribunal  Superior  Coritenciosoad* 
ministrativo,  es  que  se  conservan  algunas  de  las  dis- 
posiciones reglamentarias  de  1,845  y 1846,  y que  de 
hoy  más  existirá  igualdad  en  la  defensa  y brevedad 
en  la  tramitación. 

Con  este  motivo  tengo  que  rectificar  estos  dos  con 
ceptos;  mas  para  ello  me  incumbe  antes  hacer  el  me- 
recido elogio  del  procedimiento  que  actualmente  rige 
en  lo  contencioso-administrativo.  Será  imposible,  aun- 
que recorráis  todos  los  tribunales  y todas  las  legisla- 
ciones extranjeras,  escogilar  un  procedimiento  más 
breve  y más  sencillo  que  el  que  lio  y se  guarda  en  el 
Consejo  de  Estado  para  establecer  la  vía  contencioso- 
administrativa:  una  sencilla  demanda  sin  procurado- 
res, sin  letrado  muchas  veces;  la  reclamación  de  un 
expediente,  una  ampliación,  pruebas  casi  nunca;  la 
vista  y la  sentencia.  No  hay  aquí  intervención  más 
que  del  secretario  de  la  Sala;  no  se  admiten  procura 
dores,  no  hay  absolutamente  más  que  los  trámite; 
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que  os  acabo  de  señalar.  ¿Conocéis  un  procedimiento 
igual  en  ninguna  de  las  materias  de  que  se  ocupan 
los  tribunales  de  justicia?  ¿Guardará  la  sencillez  de 
este  procedimiento  y su  economía  el  Tribunal  Supe- 
rior Contencioso-administrativo  cuando  buscando  la 
severa  forma  de  la  administración  de  justicia  tenga 
que  admitir  los  procuradores,  abrir  pruebas  y hacer 
todo  lo  que  se  hace  en  los  tribunales  ordinarios?  No, 
no  encontrareis  esta  brevedad;  renunciáis  á una  ven- 
taja positiva  por  una  sencillez  imaginaria. 

Pero  proclamáis  además  que  de  hoy  en  adelante 
habrá  igualdad  en  la  defensa;  y ¿cuándo  no  ha  existi- 
do en  la  vía  contencioso-administrativa  esta  igualdad 
cu  la  defensa?  ¿En  qué  consiste  la  desigualdad  de  la 
defensa  en  la  vía  contencioso-administraLiva?  ¿No  hay 
allí  una  parte  que  litiga?  ¿No  hay  un  representante 
del  Estado  que  defiende  los  intereses  de  la  Adminis- 
tración pública?  ¿No  se  sigue  una  contienda  entre 
partes?  ¿No  se  celebra  la  vista  y se  oyen  las  quejas, 
las  reclamaciones  y las  observaciones  de  una  y otra 
parte?  ¿No  se  produce  una  sentencia?  ¿No  hay  igual- 
dad en  este  punto  para  una  y otra  parte?  ¿Dónde  está 
la  ventaja  que  suponéis  gratuitamente  que  tiene  la 
representación  del  Estado  en  estos  asuntos?  Espero 
que  la  contestación  demuestre  en  qué  consiste  la  des- 
igualdad ó la  diferencia  de  la  cual  debamos  inferir 
que  hasta  hoy  esta  igualdad  no  ha  existido;  suposi- 
ción que  yo  niego  en  absoluto. 

EL  dictamen  añade  que  quedará  todo  arreglado 
con  el  procedimiento  que  establecéis  respecto  á la 
ejecución  de  las  sentencias,  que  estimáis  que  todo 
mejore;  y sin  embargo,  no  se  advierte  ningún  prin- 
cipio nuevo,  como  no  sea  el  singularísimo  que  noté 
en  el  dia  de  ayer,  y es,  que  no  os  fijáis  bastante  en 
que  la  ejecución  de  una  sentencia  producida  en  la  vía 
contencioso-administrativa  tiene  que  afectar  por  su 
naturaleza  y en  su  desarrollo  á los  Poderes  públicos 
y no  puede  realizarse  de  la  misma  manera  que  se  rea- 
liza la  sentencia  producida  por  los  tribunales.  Vos- 
otros creeis  que  es  cosa  fácil  pronunciar  una  senten- 
cia condenando  al  Estado  á la  indemnización,  por 
ejemplo,  de  un  inilion  de  reales,  y que  no  hay  más 
que  pasar  una  comunicación  al  Ministro  de  Hacienda 
para  que  á las  veinticuatro  horas  tenga  que  dar  un 
inilion  de  reales  á la  parte  favorecida  por  la  senten- 
cia. Pues  eso  no  es  posible;  y no  solo  no  es  posible, 
sino  que  la  ejecución  de  las  sentencias  del  Tribunal 
Superior  Contencioso-administrativo  tendrán  siempre 
que  someterse  al  juicio  y á ios  actos  de  la  Adminis- 
tración pública;  porque  claro  está  que  la  Hacienda 
pública  para  pagar  en  el  caso  supuesto  ese  millón  de 
reales  tendrá  necesidad  de  incluir  esa  cantidad  en  el 
presupuesto,  de  someter  éste  á las  Cortes  y de  obtener 
la  aprobación  de  los  Cuerpos  Colcgisladores.  (El  señor 
González , D.  Alfonso : Pues  eso  lo  dice  el  proyecto.) 
Allá  voy.  De  manera  que  la  ejecución  de  la  sentencia 
tiene  que  quedar  forzosamente  á la  discreción  y al 
órden  exclusivamente  administrativos. 

Hacéis  más:  al  reconocer  ese  principio  estable- 
céis una  singularísima  responsabilidad  inaceptable, 
completamente  inaceptable,  porque  decís  que  si  el 
Ministro  respectivo  á quien  se  pa$e  la  comunicación 
para  el  cumplimiento  de  la  sentencia  no  contesta 
dentro  ele  cierto  término  y no  ejecuta  la  sentencia, 
quedará  sometido  á ser  inmediatamente  procesado 
por  las  Cámaras,  que  son  las  únicas  que  tienen,  con 
arreglo  ála  Constitución  y á los  Reglamentos,  la  fa- 


cultad de  juzgar  los  actos  de  los  Ministros;  y esto  es 
realmente  un  imjiosibie,  en  primer  lugar,  porque  no 
se  puede  traer  aquí  á diario  la  responsabilidad  civil 
y criminal  de  los  Ministros  por  cosas  tan  pequeñas, 
después  de  todo;  y en  segundo  lugar,  porque  en  la 
multitud  de  los  casos  que  acontecen  en  la  ejecución 
y cumplimiento  de  las  sentencias  conteucioso-admi- 
nistrativas,  la  dilación  no  depende  muchas  veces  de 
los  Ministros,  depende  de  un  registro,  de  un  emplea- 
do subalterno,  y sería  inicuo  é injusto  exigir  por  fal- 
tas de  un  subalterno  una  responsabilidad  tan  gravé 
como  la  de  traer  todos  los  dias  á los  Ministros  para 
ser  acusados  por  el  Congreso  y juzgados  por  el  Se- 
nado. 

Esta  Cámara  y la  otra  Cámara  se  llenarían  inme- 
diatamente de  comunicaciones  exigiendo  la  respon- 
sabilidad ministerial.  Francamente,  el  gobierno,  que 
tiene  poco  de  agradable,  lo  sería  mucho  menos  con 
esos  preceptos  y esos  requisitos  que  habéis  inventa- 
do para  obligar  á la  Administración  á que  haga  lo 
que  la  Administración  no  puede  hacer  sino  con  cier- 
tas y determinadas  condiciones,  con  ciertas  y deter- 
minadas limitaciones. 

Pero  ¿en  qué  consiste,  añadiré,  la  mejora  que  es- 
tablecéis respecto  a lo  contencioso?  ¿Qué  mecanismo 
habéis  inventado  para  que  el  público  vea  despachados 
pronto  1.500  pleitos?  Porque  esta  es  la  cuestión  fun- 
damental, y sin  embargo,  lejosde  encontrarlaMecidida 
en  el  dictamen,  no  la  be  encontrado  resuelta  en  modo 
alguno. 

La  detención  que  sufren  los  negocios  en  la  Sección 
de  lo  Contencioso  dei  Consejo  de  Estado,  depende  ex- 
clusivamente de  que  su  número  es  excesivo  para  un 
tribunal  que  se  reúne  y celebra  vistas  dos  solos  dias 
en  la  semana,  y que  tiene  que  preparar  el  estudio  y 
la  ponencia  para  llevar  las  cuestiones  preparadas  para 
el  dia  de  la  vista.  Hay  muchos  negocios  en  la  Sección 
de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado;  allí  está  el 
porvenir  de  la  abogacía,  pero  es  necesario  facilitar 
este  despacho  de  otra  manera:  mientras  aquella  Sec- 
ción no  celebre  más  que  dos  vistas  á la  semana, 
mientras  no  celebre  vista  diaria  para  atender  á las 
reclamaciones  del  interés  público,  no  habréis  hecho 
nada;  lo  que  hay  que  hacer  es  que  en  vez  de  dos  dias 
de  vista  haya  allí  vista  diaria,  y yo  tengo  la  seguri- 
dad de  que  con  vista  diaria  el  retraso  de  ios  negocios, 
que  hoy  constituye  una  carga  abrumadora  para  esa 
Sección,  desaparecerá  inmediatamente;  pero  para  esto, 
¿basta  un  Tribunal  Superior  compuesto  de  diez  indi- 
viduos y su  presidente,  cuando  deciarais  que  para  la 
sentencia  definitiva  son  necesarios  siete?  No  es  posi- 
ble que  ese  tribunal  funcione  con  la  brevedad,  con  la 
celeridad  y la  diligencia  que  exigen  los  altos  intere- 
ses que  hay  allí  entretenidos  en  el  dia  de  hoy;  es  ne- 
cesario buscar  otra  fórmula,  y la  fórmula,  creedme, 
no  es  otra  que  la  que  acabo  de  decir. 

Yo  que  desgraciadamente  estoy  ya  lejosde  aquel 
Cuerpo,  no  tengo  palabras  con  que  encarecer  el  gran- 
dísimo trabajo  que  allí  se  desempeña,  y la  suma  y la 
especialidad  de  conocimientos  que  necesita,  no  solo 
la  Fiscalía,  sino  esa  misma  Sección  de  lo  Contencioso, 
para  atender  ai  inmenso  número  de  negocios,  unos 
de  Ultramar,  otros  de  Fomento,  otros  de  Guerra,  otros 
de  Marina,  de  todos  ios  departamentos  ministeriales, 
en  íin,  quo  allí  se  tramitan:  es  necesario  ir  allí  con 
un  gran  caudal  de  conocimientos  en  todos  los  ramos 
de  la  administración  del  Estado;  es  necesario  cstu- 
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diar  y trabajar  mucho,  y solo  estudiando  y trabajan  - 
do  mucho,  como  lo  ha  hecho  la  Fiscalía  del  Consejo 
de  Estado,  es  como  puede  darse  cima  á ese  obstácu- 
lo, que  no  es  de  hoy  ui  de  ninguna  situación,  que  es 
hijo  de  las  circunstancias,  pero  que  exige  para  ser 
removido  una  organización  especial  que  no  puede  ser 
más  que  la  que  acabo  de  decir,  ó sea  la  vista  diaria; 
imposible,  con  la  Organización  que  dais  al  Tribunal 
Gontencioso-adiriimstrativo,  lograr  este  resultado;  no 
conseguiréis,  como  no  consiguió  la  Sala  cuarta  del 
Tribunal  Supremo,  dar  cima  al  inmenso  número  de 
negocios  que  se  le  pasaron  el  ano  68;  porque  ya  sa- 
béis lo  que  ha  pasado;  ya  3abeis  que  cuando  el  año  75 
se  apartó  del  conocimiento  de  la  Sala  cuarta  del  TrL 
banal  Supremo  los  negocios  contencioso  administra- 
tivos, la  Sala  devolvió  al  Consejo  de  Estado  mayor 
número  de  negocios  que  se  le  había  enviado  en  18G8. 
Por  consiguiente,  con  esto  de  enviar  á los  tribunales 
de  justicia,  a la  Sala  cuarta  del  Tribunal  Supremo  ó 
á un  tribunal  superior  especial,  que  para  este  electo 
es  lo  mismo,  ios  negocios  contencioso  administrati- 
vos, creedme,  no  conseguiréis  ver  dismiuuido  ese  in- 
menso número  de  negocios  que  hoy  sufren  verdade- 
ro estancamiento  por  falla  de  personal,  por  falta  de 
medios  y de  organización  para  darles  pronto  despa- 
cho y satibfacer  los  intereses  de  ios  litigantes  que 
tienen,  después  de  todo,  la  desgracia  de  tener  que  en- 
tablar un  pleito  contencioso. 

No  habéis  enmendado  nada,  no  habéis  presentado 
una  solución  práctica,  no  demostráis  aquí  un  proce- 
dimiento que  venga  á satisfacer  lo  único  que  debe 
satisfacerle,  lo  úuico  que  pide  la  opinión  pública,  que 
no  quiere  gastos  inútiles,  que  no  quiere  nuevos  tri- 
bunales, ni  organizaciones  nuevas;  que  lo  único  que 
quiere  es  que  se  despachen  pronto  los  negocios.  Y en 
una  organización  de  tribunal  donde  hay  32  consejeros 
de  Estado,  ¿no  os  demuestra  vuestro  insigne  talento 
que  hay  dentro  de  ese  personal,  y de  esa  competen- 
cia, y de  ese  tribunal,  medios  suficientes  y sobrados 
para  dar  á los  asuntos  el  despacho  breve  que  recla- 
man los  intereses  comprometidos? 

Termiuo  con  estas  palabras  lo  referente  al  exámen 
del  preámbulo  del  proyecto  presentado  por  la  Comi- 
sión, y paso  ahora  á ocuparme  en  concreto,  no  de  los 
detalles  de  ese  mismo  proyecto,  porque  para  que  dis- 
cutamos los  detalles  se  han  presentado  en  el  día  de 
hoy  35  enmiendas  sobre  la  mesa  del  Congreso,  parte 
de  lo  que  exige  el  detenido  estudio  de  un  proyecto  tan 
importantísimo  como  el  presentado;  voy  á ocuparme 
nada  más,  voy  á condensar  aquellas  objeciones  más 
principales  que  dan  carácter,  digámoslo  así,  al  trabajo 
de  la  Comisión,  que  revelan  su  verdadero  espíritu,  que 
puedan  demostrar  si  es  oportuno  ó inoportuno, t como 
exige  el  Reglamento  que  lo  sea  este  debate. 

En  el  fcít.  l.°  del  proyecto  advierto  omisiones  de 
esencia  en  lo  que  se  refiere  á.los  casos  en  que  debe 
tener  lugar  la  vía  contencioso-administrativa:  por 
ejemplo,  las  incidencias  dé  bienes  nacionales,  que  el 
art.  15  de  la  ley  de  contabilidad  ordena,  y que  están 
siendo  constantemente  objeto  de  revisiones  en  vía  con- 
tenciosa. 

. Noto  también  la  contradicción  con  la  jurispru- 
dencia constante  del  Consejo,  de  que  admitís  como 
parte  coadyuvante  aquel  que  no  lo  ha  sido  en  el  ex- 
pediente administrativo;  contradicción  de  principios,  j 
porque  el  que  no  ha  litigado  en  la  esfera  administra-  j 
l iva,  claro  es  que  no  puede  pretender  la  revisión  del 


acuerdo  administrativo  ante  el  superior;  y la  doctrina 
constante  respecto  de  este  punto  ha  sido  y es,  qu0 
quien  no  ha  sido  parte  en  el  expediente  administra- 
tiva no  puede  interponer  ni  utilizar  la  vía  oonten- 
cioso-administrativa,  y que  aquellas  cuestiones  que 
no  han  sido  objeto  de  la  resolución  gubernativa  no 
pueden  ser  revisadas  en  la  vía  contenciosa. 

Pero  esto,  después  de  todo,  sería  de  poca  monta 
ante  una  observación  que  resulta  en  vuestro  proyecto, 
y que  deja  á la  Administración  pública  verdadera- 
mente indefensa  al  obligarla  á que  interponga  en 
nombre  del  Estado  la  reclamación  que  proceda  den- 
tro del  Término  de  seis  meses  do  haber  dictado  su  re- 
solución  el  Ministro  respectivo.  Y cualquiera  com- 
prende, y mucho  más  los  que  forman  parte  de  la 
Comisión  y han  tenido  ocasión  de  estudiar  estas  co- 
sas, que  no  tienen  un  conocimiento  vulgar,  sino  que 
son  difíciles  y exigen  un  conocimiento  especial;  to- 
das estas  personas  saben  que  este  principio  no  solo 
deja  desamparados  los  intereses  de  la  Administración 
pública,  sino  que  es  completamente  irrealizable. 

¿Cómo  habéis  de  limilar.el  derecho  de  la  Admi- 
nistración pública  á los  seis  meses  desde  que  se  pu- 
blica una  Real  orden?  ¿Ha  sido  esto  jamás  doctrina 
en  el  Consejo  de  Estado  ni  en  la  jurisprudencia  ad  - 
ministrativa? ¿Es  esto  lo  que  mandan  las  leyes  de 
1881  y la  que  en  1885  se  aprobó  á propósito  de  la 
jurisprudencia  contencioso-adrainistrativa  respecto  de 
las  resoluciones  del  Ministerio  de  Hacienda?  ¿Es  este 
tampoco  el  criterio  que  han  traído  los  proyectos  que 
hasta  ahora  se  han  formulado,  que  han  sido  muchos? 
No;  la  doctrina  aquí  sentada,  sabida  y notoria,  es  que 
el  Estado  por  algo  es  Estado,  y no  puede  encontrarse 
en  las  condiciones  de  un  particular  que  litiga;  que  la 
resolución  que  dicta  un  Ministro  no  puede  conocerse 
y saberse,  dentro  de  seis  meses  de  dictada,  si  es  ó no 
lesiva  á los  intereses  públicos;  porque  podría  acon- 
tecer lo  siguiente:  que  un  Ministro  dictara  en  los  pri 
meros  meses  de  su  gobierno  una  Real  orden  perjudi- 
cial, lesiva  á Los  intereses  públicos,  y continuando  cu 
el  Gobierno  más  de  seis  mefces,  un  año,  dos  anos,  im- 
posibilitara por  el  solo  hecho  de  continuar  en  el  Mi- 
nisterio, y privara  ai  Estado  de  su  más  legítima  y 
esencial  defensa,  la  de  declarar  que  una  Real  orden 
es  lesiva  á los  intereses  del  Estado,  y la  de  encomen- 
dar ai  fiscal  que  pida  al  tribunal  la  revisión  de  la  re- 
solución y su  nulidad. 

La  teoría,  el  principio  que  hasta  ahora  se  ha  de- 
fendido siempre,  es  que  los  plazos  para  reclamar,  ya 
fueran  de  diez  años  como  hoy,  ya  de  cinco  años  como 
marcó  la  Comisión  de  notables,  son  y deben  contarse 
desde  el  día  que  se  declara  que  la  resolución  minis- 
terial es  lesiva;  porque  sin  que  se  declare  si  una 
Real  ó rilen  ó Real  decreto  es  lesivo,  ¿cómo  podéis 
autorizar  al  fiscal  para  que  interponga  la  demanda  y 
pida  la  nulidad  de  la  disposición  ministerial?.  Habéis 
confundido,  por  consiguiente,  cosas  muy  claras,  é iu- 
dudablemente  sin  querer,  no  os  habéis  fijado  bien  en 
una  disposición  por  la  cual  obligáis  al  Estado  á que 
dentro  de  seis  meses  de  dictada  la  resolución  minis- 
terial tenga  que  pedir  la  nulidad  de  la  resolución 
ante  el  Tribunal  Coutencioso-administrativo.  Esto  no 
puede  ser;  yo  tengo  la  seguridad  de  que  ineditado  el 
punto  de  una  manera  concreta,  vuelto  á estudiar  y 
reflexionar,  y con  el  estudio  que  popen  en  sus  actos 
los  dignísimos  individuos  de  la  Comisión,  se  apresu- 
rarán á rectificar  osla  disposición,  que  orí volvería  un 
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gravísimo  perjuicio,  ¿qué  digo  que  envolveria  un  gra- 
vísimo perjuicio?  que  dejarla  desamparados  los  inte- 
reses del  Estado. 

En  el  LíL.  2.°,  que  á mi  juicio  debería  ser  el  Ja- 
porque primero  es  la  organización  de  un  tribunal, 
luego  el  determinar  la  materia  de  que  va  á juzgar,  y 
luego  el  procedimiento  que  hay  que  adoptar  en  el 
juicio  (hubiera  sido  mas  lógico  proceder  de  esta  suer- 
te; pero  esta  es  una  cuestión  de  método  que  no  puede 
influir  para  nada  en  lo  esencial  de  la  cuestión  que  es- 
tamos debatiendo)*  insistís  en  cuanto  á la  primera 
instancia,  en  una  organización  que  comenzaré  por 
llamar  poco  liberal;  creáis  ios  tribunales  regionales 
en  todos  los  puntos  donde  reside  Audiencia  territo- 
rial; y para  que  respecto  de  este  punto  podáis  com- 
pletar ios  datos  necesarios,  voy  á recordaros  una 
cifra. 

En  los  doce  años  últimos,  á pesar  del  gran  movi- 
miento que  han  tenido  los  negocios  contencioso-ad- 
ministrativos,  todas  las  apelaciones  de  todas  las  Co- 
misiones provinciales,  incluso  las  de  Ultramar,  han 
ascendido  en  el  Consejo  de  Estado  á 450,  que  repar- 
tidas entre  doce,  dan  un  número  de  38  apelaciones  al 
año.  Podíais  haber  pensado  si  para  resolver  38  apela- 
ciones ai  año,  incluso  las  procedentes  de  Ultramar, 
podíais  y debíais  conservar  la  primera  instancia,  ó si 
era  necesario,  para  resolver  las  continuas  cuestiones 
que  nacen  hoy,  las  dudas  que  se  ofrecen,  no  ya  en 
esa  primera  instancia,  sino  ante  los  Ministerios,  para 
determinar  en  qué  casos  procede  la  reclamación  con- 
tenciosa ante  la  Comisión  provincial  por  las  resolu- 
ciones del  gobernador,  y en  qué  casos  hay  que  alzarse 
ante  el  Ministerio,  y en  qué  casos  se  puede  producir 
una  Real  órden,  ó en  qué  casos  los  Ministerios,  arro- 
gándose las  facultades  de  los  gobernadores,  admiten 
alzadas  y vienen  á dictar  Reales  órdenes  que  el  Con- 
sejo de  Estado  ha  comenzado  por  declarar  sin  efecto 
como  dictadas  fuera  del  círculo  de  sus  atribuciones; 
pensar  si  había  Regado  el  caso  de  suprimir  esa  pri- 
mera instancia;  y en  vez  de  admitir  la  instancia  ante 
los  gobernadores; de  provincia,  establear  un  recurso 
especial  de  queja  que  viniera  al  Ministerio,  donde  se 
oyera  otra  vez  á los  interesados  y donde  se  produjera 
legalinenle  una  Real  órden  quo  abriera  las  puertas 
ile  la  vía  coutencioso-administrativa  ante  el  Consejo 
de  Estado.  De  esta  manera  acabarían  las  complica- 
ciones que  hoy  existen  respecto  de  aquellas  providen- 
cias que  tienen  que  ser  reclamadas  ante  las  Comisio- 
nes provinciales,  de  las  que  tienen  que  ser  reclamadas 
ante  los  Ministerios  para  ir  después  al  Consejo  de  Es- 
tado; puntos  y extremos  respecto  de  los  cuales  lo  mis- 
mo el  Consejo  de  Estado  que  los  Ministerios  han  pro- 
ducido una  jurisprudencia  gubernativa  y contenciosa 
que  se  halla  algunas  veces  en  contradicción. 

Pero  nu  cambio  de  o$ta  reforma  esencial  que  po- 
díais haber  hecho  habiendo  suprimido  la  primera  ins- 
tancia, que,  después  de  todo,  no  da  más  que  38  ape- 
laciones al  año,  computados  los  negocios  de  España 
y Ultramar,  ¿qué  habéis  traido?  El  organismo  de  un 
tribunal  regional;  un  tribunal  regional  en  el  lugar 
donde  residen  las  Audiencias  territoriales.  Pe  manera 
que  priváis  á las  Comisiones  provinciales  de  la  mayor 
parle  de  bis  40  provincias  de  España  de  la  facultad 
de  intervenir  en  lo  contcncioso-adm  ilustrativo;  obli- 
gáis á los  litigantes  que  hoy  residen  en  una  ciudad' 
que  autes  tenía  una  Comisión  provincial,  donde  podían  I 
producir  la  vía  contenciONO-admimsIral.iva  sin  gas- 


tos, sin  dispendios,  á tener  que  acudirá  la  Audiencia 
territorial,  á buscar  allí  su  abogado,  á exigir  que  un 
procurador  le  represente,  á producir  gastos  en  viajes 
y gastos  en  los  litigios,  y priváis,  por  consiguiente, 
á la  mayor  parte  de  las  provincias  de  España  del  be  - 
neficio que  hoy  fcieneu  de  entender  en  lo  contencioso- 
administrativo.  Yo  considero  esta  creación  de  los  tri- 
bunales regionales  poco  liberal,  porque  lo  liberal  y lo 
que  la  ciencia  aconseja  es  acercar  todo  lo  más  posible 
la  justicia  al  administrado;  pero  reducir  esta  adminis- 
tración de  justicia,  aunque  la  justicia  sea  administra- 
tiva; obligar  á los  interesados  á ir  A la  residencia  fie 
la  Audiencia  territorial,  haciendo  gastos  de  todo  gé- 
nero, y dificultarles  de  esta  manera  la  administración 
de  la  justiciaadministrativa,  francamente,  no  es  esta  la 
solución  que  yo  esperaba  de,  la  experiencia  y del  buen 
juicio  de  los  individuos  que  componen  la  Comisión. 

La  organización  de  los  funcionarios  subalternos 
que  han  de  formar  parle  del  Tribunal  Contencioso- 
administrativo  tiene  también,  á mi  juicio,  gravísimos 
defectos.  En  primer  lugar,  puesto  que  de  organizar 
se  trata,  ¿por  qué  no  habéis  organizado  la  Secretaría 
de  ese  Tribunal?  ¿Para  cuándo  habéis  dejado  esa  or- 
ganización? ¿No  hubiera  sido  mucho  mejor  el  comen- 
zar por  organizar  la  Secretaría  y Loda  la  parte  auxi- 
liar del  Tribunal,  puesto  que  se  ha  llegado  á detalles 
minuciosos  de  procedimiento,  en  vez  de  dejar  para  no 
se  sabe  cuándo  la  organización  ésta,  que  tendrá  des- 
pués de  todo  que  suplirse,  mientras  no  exista,  por 
una  medida  verdaderamente  discrecional  de  la  Admi- 
nistración? Algo  mejor  hubiera  sido  que  ya  que  para 
todo  el  mundo  creáis  una  ley  especial  que  establece 
derechos  y obligaciones,  que  consigna  los  deberes  de 
los  unos,  las  necesidades  de  los  otros  y las  condicio- 
nes que  se  exigen  para  su  nombramiento,  hubierais 
comenzado  por  organizaría  Secretaria;  y hubiera  sido 
mejor  también,  que  en  vez  del  procedimiento  que  es 
Lableceis  para  la  separación  de  estos  funcionarios,  hu- 
biérais  recordado  lo  que  es  trivial  en  osla  materia: 
que  los  empleados  debe  separarlos  aquel  que  los  nom- 
bra, y que  si  cabe  exigir  condiciones  de  suficiencia 
ó límites  al  arbitrio  ministerial,  esto  en  el  caso  pre- 
sente no  puede  consistir  más  que  eu  una  cosa  muy 
sencilla,  y es,  que  el  tribunal  proponga,  que  se  oiga 
al  interesado  y que  el  Gobierno  resuelva.  Pero  venir 
aquí  á exigir  condiciones  de  garantía  fuera  del  tri- 
bunal, f ranean) míe,  es  una  cosa  que  hace  presumir 
si  alguna  de  estas  disposiciones  se  habrá  creado  para 
proceder  de  esta  ó de  la  otra  suerte,  ó si  es  que  se  ha 
olvidado  lo  rudimentario  en  esta  clase  de  cuestiones: 
que  los  empleados  los  separa  el  que  los  nombra,  y quo 
los  empleados  no  deben  exigir  más  garantía  sino  que 
el  tribunal  donde  ejercen  proponga  su  separación  y 
se  les  oiga. 

Pero  esta  falla  de  organización  respecto  de  la  Se- 
cretaría resulta  da  una  manera  notabilísima  cuando 
se  trata  de  la  Fiscalía  del  Tribunal  Superior  Conten^ 
cioso-admiuistrativo.  Me  dispensareis  que  os  lo  diga. 
Me  be  sentido  dolorosamente  impresionado  cuando  he 
visto  que  en  un  proyecto  de  esta  importancia  y de 
esta  trascendencia  habéis  considerado  que  la  repre- 
sentación de  la  Administración  pública  es  una  cosa 
baladí,  sin  importancia,  que  puede  aceptarse  como  el 
desempeño  de  las  funciones  de  un  empleado  cual- 
quiera, y en  muchos  casos  habéis  dicho  que  ni  siquie- 
ra domo  empleados  los  necesitáis;  porque  lo  más  sim 
guiar  del  proyecto,  Sres.  Diputados,  es  la  peregrina 
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idea  de  que  el  Cuerpo  fiscal  del  Consejo  de  Estado  no 
los  necesita  para  la  defensa  de  la  Administración  pú- 
blica. ¡Ah,  en  qué  error  tan  grande  estáis!  Yo  que  he 
tenido  la  honra  inmerecida  de  pasar  xxir  aquel  puesto, 
recordaré  siempre  con  orgullo  que  una  de  mis  pri- 
meras  enseñanzas  en  la  vida  administrativa  la  he  ad- 
quirido en  aquel  alto  Cuerpo  desempeñando  el  cargo 
de  procurador  del  Rey:  yo  recordaré  siempre  que, 
gracias  á mis  esfuerzos,  gracias  á la  intervención  efi- 
caz é incesante  que  he  tenido  todos  los  dias  y en  to- 
dos los  negocios,  sin  dejar  de  ver  y de  examinar  uno 
solo,  he  conseguido  que  el  Estado  no  sufriera  grandes 
perjuicios  en  su  hacienda;  porque,  tenedlo  entendido, 
todos  ó casi  todos  los  que  van  á la  vía  contenciosa, 
no  van  más  que  á ver  cómo  arrancan  .al  Estado  una 
cantidad,  unos  bienes,  unos  derechos,  y esto  necesita 
la  vigilancia  continua  del  fiscal  y de  sus  tenientes 
para  no  consentir  que  sea  menguada  y débil  la  de- 
fensa de  la  Administración  general  del  Estado. 

La  organización  de  la  Fiscalía'  es  una  de  las  nece- 
sidades más  apremiantes.  Es  necesario  darle  al  pro- 
curador del  Iley,  al  representante  de  la  Administración 
pública,  á la  defensa  de  ios  Ministros,  otras  conside- 
raciones y otros  privilegios  que  los  que  hoy  tiene  el 
fiscal  de  S.  M.  cu  el  Consejo  de  Estado.  Y yo  puedo 
hoy  pedir  y reclamar  esto:  primero,  porque  he  sido 
fiscal;  segundo,  porque  no  he  de  volver  á serlo  más, 
pero  yo  podré  alegar  siempre  que  á mi  salida  del  Con- 
sejo di  un  parte  al  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros diciéndole  que  á pesar  de  existir  en  el  Consejo 
de  Estado  1.500  pleitos,  al  llegar  las  vacaciones,  no 
tenía  nada  que  despachar.  ¿Por  qué?  Porque  el  fiscal 
había  despachado  tantos  como  los  cuatro  tenientes 
juntos;  porque  no  habíamos  dado  sosiego  á nuestro 
ánimo  ni  descanso  á nuestra  mano  y á nuestra  pluma, 
y nosotros  dimos  el  único  ejemplo  que  se  ha  dado  en 
el  Consejo,  de  que  al  llegar  las  vacaciones  de  1885  no 
tuviera  la  Fiscalía  ningún  negocio  pendiente.  Aplicad 
esta  teoría  á la  formación  del  tribunal,  y entonces 
vereis  que  así  como  la  Fiscalía  despachó  todos  los  ne- 
gocios, el  Consejo  podría  despachar  también  todas  las 
reclamaciones  de  la  vía  contencioso-administrativa. 

Pero,  Sres.  Diputados,  la  doctrina  que  viene  plan- 
teando el  dictamen  de  la  mayoría  de  la  Comisión,  es 
por  demás  singular.  ¿Qué  organización  diréis  que  pre- 
senta para  que  estén  garantidos  los  intereses  del  Es- 
tado, aquellos  que  exigen  un  trabajo  tan  asiduo,  un 
conocimiento  tan  perfecto  de  toda  la  administración 
y de  toda  la  legislación?  ¡Ah!  la  Comisión  exige  que 
cada  Ministerio  designe  los  abogados  que  sean  nece- 
sarios para  defender  los  intereses  generales  del  Esta- 
do. De  manera  que,  una  vez  aprobado  este  dictámen, 
si  cada  Ministro  tiene  el  derecho  de  nombrar  un  le- 
trado, que  por  lo  mismo  que  es  de  nombramiento  del 
Ministro,  ha  de  poner  sus  minutas,  y en  cada  pleito 
ha  de  exigir  los  gastos  que  ocasione  la  defensa  de  la 
Administración  general,  y si  á este  letrado  no  se  ha 
de  exigir  más  que  la  amistad  ó el  parentesco  con  al- 
guno do  los  Ministros,  desde  luego  os  advierto  que 
la  opinión  pública  no  ha  de  ver  bien  esta  clase  de 
compadrazgos  y que  la  defensa  de  los  intereses  gene- 
rales del  Estado  se  fíe  á un  pariente,  á un  amigo  qué 
tiene  el  título  de  abogado;  xiorque  para  defender  á la 
Administración  general  del  Estado  se  necesitan  otras 
condiciones,  de  suficiencia,  de  saber,  de  rectitud,  de 
inteligencia  y de  independencia,  que  no  pueden  tener 
ni  tendrán  jamás,  en  este  país  de  tantas  historias,  los 


representantes  que  cada  Ministro  pueda  nombrar  para 
que  vayan  al  Consejo  de  Estado. 

Y después  de  todo,  ¿qué  vendrá  á resultar  con  esa 
diversidad  de  criterios  de  los  abogados  de  cada  Mi- 
nisterio por  su  ¡mide,  con  criterios  distintos,  sin  uni- 
dad de  pensamiento,  de  acción  ni  de  dirección?  ¡Oh! 
esto  es  imposible  que  lo  hayais  inediLado,  que  lo  ha- 
yáis estudiado;  lo  habréis  tomado  de  alguna  parte,  de 
algún  artículo;  pero  es  imposible  que  la  Comisión,  en 
quien  supongo  tanta  suficiencia,  haya  puesto  la  inano 
sobre  la  organización  de  la  Fiscalía  y haya  sustituido 
á esa  organización  de  la  Fiscalía,  donde  tantos  nom- 
bres ilustres  se  han  creado,  haya  sustituido  el  nom- 
bramiento arbitrario  y discrecional  (le  los  Ministros 
en  favor  de  los  abogados  del  Estado  ó de  abogados 
particulares,  porque  hasta  ahí  llega  el  xiroyecto,  de 
concederle  áun  Ministro  la  facultad  de  que  para  que 
despache  los  negocios  de  su  Ministerio  pueda  desig- 
nar al  abogado  que  le  parezca. 

El  tít.  3.°  ofrece  también  las  siguientes  objecio- 
nes fundamentales.  Primera,  que  descuella  sobre  to- 
das: la  Comisión  exige  que  aquel  que  ha  sostenido 
una  cuestión  en  la  vía  administrativa  con  el  Estado, 
que  ha  tenido  la  desgracia  de  que  el  Estado  fallara 
contra  él,  cuando  este  interesado  se  presenta  ante  un 
tribunal  á reclamar  justicia  y á debatir  solemnemen- 
te su  derecho,  comienza  la  Comisión  por  decirle:  no; 
para  que  puedas  pedir  justicia,  necesito  que  deposi- 
tes 1.000  pesetas.  ¡Ah!  esto  sí  que  es  poco  liberal. 
¿Sabéis  lo  que  esto  es?  La  denegación  de  la  justicia. 
¿De  dónde  habéis  tomado  este  pensamiento?  ¿Cómo  lo 
habéis  estudiado?  ¿Cómo  lo  habéis  reflexionado?  (FA 
Sr.  González , D.  Alfonso:  Lo  hemos  tomado  del  pro- 
yecto del  Sr.  Cánovas.)  Pues  ese  depósito  de  1.000  pe- 
setas es,  á mi  juicio,  una  denegación  de  justicia,  y 
voy  á demostrarlo.  Yo  creo  que  este  depósito,  donde 
estaba  es  en  el  proyecto  del  Sr.  Sa gasta  de  1882.  Y 
como  éste  es  un  dato  á rectificar,  lo  rectificaremos. 

Pero  ¿uo  habéis  notado  la  diferencia  que  existe 
entre  lo  que  ocurre  en  la  jurisdicción  ordinaria  ante 
los  tribunales  de  justicia  y lo  que  queréis  establecer 
en  la  vía  contencioso-administrativa?  ¿Cuándo  exigen 
las  leyes  civiles  á un  litigante  que  constituya  un 
depósito  para  establecer  un  recurso?  Cuando  han 
rccaido  dos  sentencias  conformes;  entonces,  como  la 
ley  supone  que  en  el  que  lia  perdido  dos  veces  un 
pleito  es  temerario  interponer  un  recurso,  le  exige  el 
previo  depósito  de  1.000  pesetas.  Pero  aquí,  en  el  pre- 
sente caso,  al  primer  trámite  que  se  realiza  en  la  ins- 
tancia que  pudiéramos  llamar  de  justicia,  ¿no  com- 
prendéis que  el  exigir  un  depósito  previo  es  impedir 
al  interesado  que  pida  esa  misma  justicia?  Lo  lógico, 
á mi  juicio,  y en  esto,  si  acaso  es  especial,  defiendo 
mi  criterio  personal,  lo  lógico,  á mi  juicio,  hubiera 
sido  otra  cosa  que  no  habéis  hecho,  y es:  cuando  el 
Tribunal  Contencioso-administrativo  hubiera  dictado 
una  sentencia,  y el  interesado  acudiera  interponiendo 
el  recurso  extraordinario  de  revisión,  entonces  si  po- 
díais haberle  exigido  una  garantía.  Pero  en  vez  de 
esta  garantía  hubiera  sido  más  lógica  otra  cosa:  que 
hubiérais  concedido  al  Tribunal  Superior  Contencioso- 
administrativo  la  facultad  de  condenar  en  costas  al 
que  resultare  que  en  esa  instancia  de  la  justicia  había 
procedido  con  temeridad. 

Teneis,  pues,  consignado  cuál  es  mi  criterio:  no 
dificultar  la  petición  de  la  justicia,  no  establecer  ga- 
rantía de  depósito  más  que  para  los  recursos  extraor- 
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diñarlos  de  revisión,  y conceder  al  Tribunal  Conten- 
cioso-administrativo  la  facultad  de  imponer  las  costas. 

Otro  punto  que  merece  fundamentalmente  una  ob- 
jeción, es  el  referente  á la  intervención  de  los  procu- 
radores. Y aunque  parezca  extraño  que  siendo  yo  le- 
trado y teniendo  contacto  diario  con  esta  clase  de 
auxiliares,  debiera  constarme  perfectamente  su  deseo, 
es  más  fuerte  en  mí  el  convencimiento  de  que  en  los 
tribunales  ordinarios  hay  que  hacer  una  reforma  pro- 
funda en  la  intervención  de  los  procuradores.  ¿Sabéis 
cuál  es?  Pues  yo  os  la  diré  francamente,  para  que 
vaya  haciendo  su  camino. 

Yo  entiendo  que  uo  hay  que  privar  del  derecho  á 
nadie;  que  los  derechos  legítimos  bien  adquiridos  es- 
tán, pero  que  lo  que  debe  hacerse  es  trasladar  á los 
Juzgados  ordinarios  la  teoría  y el  procedimiento  de  lo 
contencioso-administraLivo,  donde  no  se  admite  á los 
procuradores.  Porque  el  verdadero  procurador  del 
litigante  es  el  letrado,  y yo  establecería  para  la  pri- 
mera instancia  en  Iqs  tribunales  ordinarios,  que  ade- 
más de  los  procuradores,  las  partes  que  quisieran 
conferir  su  representación  al  letrado  pudieran  con- 
ferírsela. Y no  digo  más  sobre  este  punto,  á pesar  de 
que  puede  decirse  muchísimo  y muy  sabroso. 

Pero  traer  abora  la  complicación  de  los  procura- 
dores al  Tribunal  Superior  Clontencioso-administrati- 
vo,  crear  una  complicación  más,  establecer  una  re- 
presentación más,  un  gasto  más  y un  entorpecimiento 
más,  cuando  la  Comisión  dice  que  ha  tratado  de  me- 
jorarlo todo  y de  abreviar  los  trámites,  francamente, 
no  comprendo  por  qué  se  coloca  esta  rueda  inter- 
mediaria que  va  á producir  muchas  dilaciones  y mu- 
chos gastos.  (El  Sr.  González,  D.  Alfonso : Pues  esto 
también  lo  hemos  lomado  del  proyecto  del  Sr.  Cáno- 
vas). Es  lástima  que  la  Comisión  y el  Gobierno,  ya  que 
lian  tomado  á reLazos  aquel  proyecto,  no  lo  hubie- 
ran tomado  todo,  porque  entonces  discutiríamos  me- 
nos. (El  Sr.  González , D.  Alfonso : Su  señoría  probable- 
mente lo  hubiera;  combatido  también.)  Pero  aquel  pro- 
yecto éra  resultado  de  otro  trabajo  que  SS.  SS.  no  han 
tomado  en  consideración,  y no  pueden  invocarse  frag- 
mentos de  un  trabajo  cuando  lo  fundamental  de  él  se 
abandona. 

Lo  que  yo  digo  y sostengo  es  que  la  intervención 
de  los  procuradores  en  el  Consejo  de  Estado  es  una 
cosa  expuesta  á grandes  complicaciones. 

Sabe  la  Comisión  perfectamente  en  lo  que  consis- 
ten los  expedientes  administrativos. 

Los  expedientes  administrativos  no  son  unos  ex- 
pedientes foliados  que  se  puedan  entregar  por  una 
mano  de  cargo  y que  puedan  producir  un  recibo;  los 
expedientes  administrativos  son  á,  veces  expedientes 
voluminosos,  compuestos  de  informes,  de  comunica- 
ciones, de  minutas  que  no  pueden  entregarse  de  esa 
manera  fácil  que  se  entrega  un  pleito.  \f  después  de 
todo,  hoy  los  pleitos  no  se  entregan,  pues  no  salen  de 
la  Escribanía. 

I)e  llevar  este  criterio  al  Consejo  de  Estado,  ¿para 
qué  sirven  los  procuradores?  Habrá  grandes  dificul- 
tades, créame  la  Comisión,  resultarían  graves  dificul- 
tades para  poder  entregar  á un  procurador  un  nego- 
cio contencioso-administralivo,  como  no  se  comen- 
zara por  hacer  un  inventario  detallado  de  todos  los 
documentos,  lo  cual  supondría  en  la  Secretaría  un 
trabajo  inmenso.  Es,  por  consiguiente,  á mi  juicio, 
inconveniente  la  intervención  de  los  procuradores  en 
la  vía contencioso-administrativa. 


Otra  cosa  más  singular  aún  resulta  de  este  pro- 
yecto. Como  si  se  tratara  de  un  juicio  oral,  se  en- 
cuentra en  él  una  disposición  originalísima:  la  de 
que  el  presidente,  en  el  acto  de  la  vista,  después  do 
una  disensión  escrita,  pueda  dirigir  preguntas  á los 
letrados  y al  üscal.  ¿Sobre  qué?  No  lo  ha  dicho  la  Co- 
misión, ni  sería  fácil  que  lo  dijera.  Lo  que  asombra 
es  que  en  un  tribunal  de  justicia  donde  el  juicio  no 
es  oral,  sino  escrito,  tenga  el  presidente  esa  facultad. 
(El  Sr.  Ruiz  Capdepon:  Hoy  la  tiene.)  La  tiene  para 
las  rectificaciones  sencillamente;  pero  boy  no  se  pue- 
de dirigir  el  presidente  á los  abogados  más  que  para 
el  acto  de  concederles  la  palabra  ó de  llamarles  al 
orden. 

Considero,  por  consiguiente,  contradictorio  en  su 
principio,  y contrario  al  procedimiento  escrito  que  se 
conserva  ante  un  tribunal  de  justicia,  que  en  el  acto 
de  la  vista  el  presidente  venga  á dirigir  preguntas  á 
los  letrados  y ai  fiscal.  ¿No  tiene  el  extracto  del  ne- 
gocio? ¿No  tiene  el  expediente?  ¿Es  que  va  á buscar 
que  sean  relatores  del  tribunal  los  letrados  y el  fiscal? 
¿No  tiene  su  secretario?  Pues  enLonces,  ¿qué  pregun- 
tas va  á dirigir  á los  letrados  y al  fiscal?  ¿Para  qué? 
¿Para  que  le  ilustren?  Que  estudie  el  expediente  y se 
ilustrará. 

Otro  de  los  extremos  que  resulta  también  in- 
aceptable es  el  publicar  y notificar  con  la  sentencia 
los  votos  reservados  del  tribunal.  Los  votos  reserva- 
dos se  reservan  en  el  libro  especial  para  que  allí  apa- 
rezcan y para  que  en  ningún  caso  aquel  que  ha  di- 
seutido  del  voto  de  la  mayoría  pueda  ser  responsable, 
si  es  que  se  entabla  un  recurso  de  responsabilidad. 
Pero  la  ley  obliga  á todos  los  ministros  ó á todos  los 
magistrados  á suscribir  el  voto  de  la  mayoría.  ¿Para 
qué?  Para  que  el  fallo  del  tribunal  salga  revestido  de 
toda  la  autoridad  que  necesita  la  cosa  juzgada,  y se- 
ría en  desprestigio  de  la  justicia  comunicar  y sobre 
todo  publicar  los  votos  reservados.  Porque  ¿á  qué 
conduciría  esto?  ¿A  qué  conduce  la  publicación  de  un 
voto  reservado,  que  no  tiene  efecto  ninguno  legal  al 
lado  de  una  sentencia?  ¿Para  que  se  diga  que  esa  sen- 
tencia no  se  ha  dictado  más  que  por  mayoría  de  vo- 
tos? Pues  esto  no  puede  redundar  más  que  en  des- 
prestigio de  la  justicia  y en  desprestigio  del  fallo.  La 
publicación  de  los  votos  reservados  no  tiene  lugar  en 
los  recursos  de  casación  sino  cuando  envía  la  senten- 
cia el  tribunal  inferior  para  que  el  tribunal  superior 
conozca  si  hay  ó nc  votos  reservados.  Esos  votos  re- 
servados no  pueden  publicarse  en  la  Gaceta , porque 
esa  publicación,  no  solo  no  puede  producir  efecto  nin- 
guno legal,  sino  que  redundaría  en  desprestigio  do  la 
justicia. 

En  el  recurso  de  revisión,  ¡cuántas  omisiones  ha- 
béis padecido!  Porque  no  habéis  comprendido  en  ese 
recurso  la  contrariedad  entre  los  ejecutores;  porque 
no  habéis  establecido  los  recursos  que  establecen  los 
arts.  228,  229,  232  y 233  del  reglamento  de  lo  con- 
tencioso. ¿Qué  razón  habéis  tenido  para  en  un  recurso 
limitado  por  su  naturaleza  y por  sus  efectos,  privar  á 
personas  que  se  encuentren  como  los  menores  en  uno 
de  esos  casos,  el  derecho  que  el  actual  reglamento 
del  Consejo  de  Estado  les  concede  para  poder  estable- 
cer el  recurso  de  revisión?  Habéis  padecido,  pues,  va- 
rias omisiones:  entre  ellas  ima  os  señalaré,  las  demás? 
me  reservo  discutirlas  con  vosotros  ai  apoyar  las  en- 
miendas. 

El  Consejo  de  Estado  fué  el  primero  que  en  Espa- 
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ña  estableció  la  caducidad  de  la  instancia;  su  regla- 
mento determina  que  el  pleito  que  está  paralizado 
durante  un  año  queda  sin  curso.  La  ley  de  enjuicia- 
miento civil,  a semejanza  de  la  legislación  francesa, 
ha  traído  á nuestro  Código,  á nuestra  legislación  ci- 
vil. la  caducidad  de  la  instancia.  ¿Es  que  uo  la  admi- 
tís en  lo  contencioso?  Si  la  admitís,  ¿por  qué  se  os  ha 
olvidado  punto  tan  principal?  ¿Puede  acaso  decirse  en 
la  esfera  civil  que  el  que  uo  litiga  durante  cuatro 
años  queda  caducada  la  instancia,  y no  puede  decirse 
lo  mismo  respecto  de  lo  contencioso?  Entiendo  yo, 
pues,  que  habéis  padecido  esta  y otras  omisiones  fun- 
damentales. 

Pero  todavía  resulta  una  prueba  de  la  precipita- 
ción con  que  habéis  redactado  el  dictamen.  En  vues- 
tro sistema  suprimís  el  trámiLe  de  la  consulta  al  Mi- 
nistro respectivo  acerca  de  la  procedencia  de  la  vía 
contenciosa;  no  admitís  el  incidente  previo  de  la  pro- 
cedencia ante  el  mismo  tribunal,  sino  que  la  reserváis 
para  que  sea  alegada  como  exención  dilatoria.  Pues 
bien;  ¡admírense  los  Sres.  Diputados,  si  es  que  cabe 
mayor  asombro  que  el  que  deben  haber  producido  las 
observaciones  qne  he  consignado  esta  tardel:  esta  Co- 
misión, que  no  admítela  consulta  al  Ministerio,  ni  la 
procedencia  de  la  vía  contenciosa,  que  son  cosas  muy 
distintas,  viene  y en  los  arts.  77  y 78  del  dictámen 
se  refiere  á la  procedencia  de  la  vía  contenciosa. 
¿Cuándo,  si  la  habéis  suprimido?  Esto  lo  que  prueba 
es  que  habéis  redactado  muy  á prisa  este  dictámen, 
sin  duda  por  necesidades  del  Gobierno  y de  la  discu- 
sión. 

Creo  que  circunscribiéndome  á las  objeciones  más 
fundamentales,  de  más  importancia  que  se  destacan 
del  dictámen  de  la  mayoría  de  la  Comisión,  os  be  de^ 
mostrado  que  este  proyecto,  no  solo  en  su  fondo,  en 
su  esencia,  sino  en  su  procedimiento,  merecerla  un 
estudio  más*  detenido;  merecería,  en  primer  lugar, 
que  hubiérais  resuelto  la  única  dificultad  que  existe, 
y consiste  en  resolver  cómo  se  despachan  pronto  to 
dos  los  asuntos  que  hoy  están  estancados  en  la  Sec- 
ción de  lo  Contencioso;  pero  lejos  de  esto,  os  habéis 
metido  á cambiar  la  jurisdicción,  á crear  un  orga- 
nismo nuevo,  y á pretexto  de  mejorarlo  todo  y de 
ocasionar  mónos  gastos  y dilaciones,  lo  que  hacéis  es 
aumentar  los  gastos  y las  dilaciones,  y os  metéis  en 
un  laberinto  de  contradicciones  que  no  se  explican, 
francamente,  tratándose  de  personas  tan  competentes 
como  las  que  componen  esa  Comisión. 

Yo  espero  con  grandísima  impaciencia  ia  coutos 
tacion  á las  observaciones  que  he  hecho  esta  tarde  y 
ayer,  y voy  á concluir,  no  solo  porqué  estarcís  fati- 
gados, sino  porque  necesito  algún  reposo,  haciendo 
las  siguientes  afirmaciones: 

Primera:  el  dictámen  de  la  mayoría  de  la  Comi- 
sión se  inspira  en  un  principio  de  la  escuela  radical, 
incompatible  con  la  Constitución  del  Estado. 

Segunda:  su  espíritu,  esencialmente  democrático, 
tiende  á desposeer  á la  Monarquía  del  atributo  más 
esencial  de  la  jurisdicción  que  se  había  retenido  para 
dirimir  las  coutiendas  de  los  Poderes  públicos  entre 
sí  y de  los  Poderes  públicos  con  el  interés  privado. 

Tercera;  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros rompió  por  espíritu  de  partido  en  22  de  Julio  de 
1887  la  concordia  establecida  en  1880  con  el  partido 
conservador  para  realizar  una  obra  comun  que  re- 
mediara las  necesidades  de  lo  contencioso-adininís- 
trativo. 


Cuarta:  el  partido  conservador  aceptaría  aún  una 
solución  dada  con  el  concurso  de  todos  los  partidos- 
pero  si  se  insiste  en  un  criterio  de  parcialidad  políti- 
ca, recabará  su  libertad  de  acción  y en  el  porvenir 
procurará  defender  los  intereses  públicos,  que  hoy 
estima  gravemente  amenazados. 

Quinta  y última:  dada  la  tendencia  exclusiva  que 
ha  inspirado  el  dictámen  de  la  mayoría,  éste,  como 
no  remedia  las  necesidades  actuales,  no  puede  ser 
más  inoportuno. 

Ahora  he  concluido  mi  trabajo.  Os  habéis  con- 
vencido de  que  el  proyecto  de  lo  contcncioso-admi- 
nistrativo  encierra  grandes  problemas  políticos,  ad* 
ministrativos  y constitucionales.  Si  todas  las  refor- 
mas que  nos  tenéis  preparadas  van  á dar  el  resulta- 
do que  ha  producido  el  estudio  de  lo  contencioso- 
administrativo,  vale  más  que  las  retiréis;  porque, 
después  de  todo,  va  á resultar  que  tras  de  vosotros, 
con  ese  afan,  no  de  gobernar,  uo  de  transigir,  no  de 
perfeccionar,  no  de  mejorar  las  cosas,  vais  á hacer 
tabla  rasa  de  los  principios  fundamentales  del  orden 
social,  y no  vais  á dejar  tras  de  vosotros  más  que 
ruinas  y la  evidentísima  prueba  de  que  no  sois  aptos 
para  el  gobierno,  y de  que  por  esta  razón  no  han 
existido  aquí  jamás  los  obstáculos  tradicionales  para 
llamar  al  poder  á los  partidos  radicales,  sino  que  es- 
tos partidos  son  los  que  han  venido  dando  cotidiana- 
mente muestras  de  su  incapacidad  para  el  gobierno. 

El  Sr.  GONZALEZ  (I).  Alfonso):  Pido  ia  palabra. 

EL  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GONZALEZ  (D.  Alfonso):  Bieu  compren- 
dereis, Sres.  Diputados,  todo  lo  difícil  que  es  contes- 
tar á un  discurso  de  dos  dias,  cou  un  discurso  de  me- 
dia hora;  y con  el  propósito  de  hablar  media  hora  ó 
poco  más  me  levanto:  primero,  poique  no  considero 
indispensable  más  tiempo  para  rebatir  todos  ios  ar- 
gumentos que  ei  Sr.  Danvila  ha  expuesto  aute  el  Con- 
greso en  contra  del  dictámen  que  se  discute;  y se- 
gundo, porque  el  Sr.  Danvila  ha  tenido  elocuencia  y 
habilidad  bastantes  para  suspender  vuestra  atención 
•durante  dos  dias  cou  la  discusión  de  esto  asunto,  en 
cierto  modo  abstruso,  y difícil  y enojoso,  dada  la  co- 
rriente de  los  tiempos  modernos,  y yo  estoy  seguro 
do  no  poder  hablar  sino  muy  breve  tiempo  sin  ago- 
tar vuestra  paciencia. 

Entro,  pues,  desde  luego  en  materia,  recomen- 
dándome á vuestra  benevolencia,  y empezaré  por 
descartar  á la  Comisión  de  algo  que  contra  ella  dijo 
el  Sr.  Danvila  al  principio  de  su  discurso,  á saber: 
que  la  mayoría  de  la  Comisión  ha  resultado  en  disi- 
dencia con  uno  de  sus  individuos,  el  Sr.  Benayas,  y 
que  además  la  mayoría  de  la  Comisión,  por  la  redac- 
ción del  preámbulo  de  su  dictámen,  resulta  entre  sí 
dividida. 

Yo  no  sería  leal  si  no  dijese  á la  Cámara,  reque- 
rido de  este  modo  por  el  Sr.  Danvila  para  que  mani- 
fieste este  secreto,  si  tal  calificación  merece,  que  en 
efecto  la  mayoría  de  la  Comisión  lia  estado  dividida, 
y que  este  dictámen  es  producto  de  una  transacción 
entre  las  distintas  opiniones  que  en  el  seno  de  la  Co- 
misión se  han  manifestado.  Pero  ¿qué  habíamos  de  ha- 
cer? ¿Habíamos  de  encerrarnos  cada  cual  dentro  de  su 
estrecho  criterio  y de  sus  principios  inflexibles,  re- 
nunciando á presentar  un  dictámen  y negándonos  á 
facilitar  el  término  de  la  situación  actual  de  Ja  admi- 
nistración de  justicia  en  lo  coutencioso-administrati- 
vo,  situación  que  S.  S.  mismo  lia  reconocido  insoste- 
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Dible,  y todo  el  mundo  reconoce  que  constituye  una 
verdadera  denegación  de  justicia?  No:  era  preciso  mo- 
dificar la  organización  de  lo  contencioso-administra- 
tivo;  y como  la  organización  actual  nace  de  una  ley, 
era  preciso  hacer  otra  ley;  y como  las  leyes  se  hacen 
aquí,  era  preciso  traer  el  correspondiente  proyecto; 
pero  este  proyecto  de  ley  no  podía  venir,  así  lo  com- 
prenderá el  Sr.  Danviia,  sin  que  inmediatamente  se 
suscitara  con  más  ó mónos  energía  el  problema  de  la 
jurisdicción  en  lo  contencioso  administrativo;  y si  las 
protestas  no  venian  de  los  correligionarios  del  señor 
Danviia  bajo  el  punto  de  vista  de  que  nos  apartába- 
mos de  sus  principios,  si  nos  manteníamos  en  ellos 
con  abandono  de  nuestras  convicciones,  hubiera  ve- 
nido de  los  que  profesaran  principios  más  radicales, 
de  la  minoría  republicana,  ó quizá  de  la  misma  ma- 
yoría de  esta  Cámara,  que  de  cierto  no  opina  que  deba 
mantenerse  la  organización  existente. 

Así,  pues,  lo  que  nosotros  habíamos  de  buscar  era 
una  transacción,  y eso  hemos  buscado;  por  eso  no  de- 
jará nadie  de  considerar  que  bajo  el  punió  de  vista  de 
los  principios  el  dictámen  tiene  muchos  flancos,  por- 
que en  rigor  no  hay  nada  más  injusto  que  las  tran- 
sacciones, como  que  si  las  transacciones  fueran  ajus- 
tadas á principios  inflexibles  de  justicia,  dejarían  de 
ser  tales  transacciones.  De  suerte,  Sres.  Diputados, 
que  bajo  el  punto  de  vista  de  los  principios  es  indu- 
dable que  la  solución  que  hemos  traído  satisface  á 
una  escuela,  pero  no  satisface  ni  á la  escuela  más  doc- 
trinaria, que  es  la  que  por  lo  visto  profesa  el  Sr.  Dan- 
vila,  ni  á la  escuela  radical,  á que  están  atibados  mu- 
chos individuos  de  esta  Cámara. 

Seguía  el  Sr.  Danviia  haciendo  cargos  á la  Comi- 
sión por  su  conducta  antes  de  traer  á la  mesa  este 
dictámen,  recordando  que  la  Comisión  ha  oido  á per- 
sonas importantísimas,  y después  de  oirlas  ha  traído 
á la  Cámara  algo  distinto  de  lo  que  aquellas  personas 
le  propusieron.  Y en  verdad  pienso  yo  que  de  aquí  no 
resulta  un  cargo,  sino  más  bien  un  elogio  para  la  Co- 
misión. Su  señoría  desconoce  que  entre  esas  personas 
hubo  no  pocas  (y  no  las  ménos  ilustradas,  sin  que  yo 
trate  de  mermar  en  nada  la  ilustración  de  los  demás) 
que  nos  propusieron  io  mismo  que  en  lo  esencial  cons- 
tituye nuestro  dictámen;  pero  aparte  do  esto,  la  Co- 
misión no  tuvo  el  gusto  de  oir  á esas  personas  im- 
portantes para  contraer  directa  ni  indirectamente  el 
compromiso  de  someter  á la  deliberación  de  la  Cá- 
mara el  dictámen  que  ellas  quisieran.  La  Cámara  pi- 
dió su  opinión  á la  Comisión;  delegó  en  nosotros  el 
estudio  del  problema  contencioso-administrativo,  pero 
no  nos  autorizó  para  delegar  ese  estudio*en  personas 
más  ó ménos  ilustradas,  pero  distintas  de  nosotros 
mismos.  Oímos,  pues,  á todos  con  verdadero  placer,  y 
sentimos  mucho  que  persona  tan  ilustrada  como  ei 
Sr.  Danviia  no  dispensara  á la  Comisión  la  honra  de 
exponerle  sus  puntos  de  vista;  y después  de  oir  á todo 
el  mundo  con  el  gusto  y con  la  atención  que  debía- 
mos, y de  ilustrarnos  respecto  á las  opiniones  predo- 
minantes en  esta  materia,  liemos  hecho  lo  que  hemos 
creído  conveniente;  que  para  eso  y no  para  otra  cosa 
alguna  nos  dió  la  Cámara  su  mandato. 

Me  importa,  en  este  órden  de  consideraciones,  des- 
cargar á la  Comisión  de  una  última  inculpación,  más 
ó menos  velada,  que  pretendió  dirigirle  el  Sr.  Danvi- 
la,  suponiendo,  según  la  frase  ahora  en  moda,  que 
este  proyecto  de  ley  no  tiene  estado  parlamentario, 
porque  la  ley  que  creó  la  subcomisión  magna  de  no- 


tables para  el  estudio  de  lo  coutencioso-administra- 
tivo  dijo  en  su  art.  4.°  que  sí  el  Gobierno  presentaba 
á la  deliberación  de  las  Cortes  un  proyecto  de  ley  dis- 
tinto del  confeccionado  por  esa  Comisión,  había  de 
acompañar  á su  proyecto  el  proyecto  de  la  Comisión 
misma. 

Pero,  Sres.  Diputados,  ¿ha  olvidado  el  Sr.  Danviia 
(seguramente  no  lo  ha  olvidado  el  Congreso)  que  el 
Sr.  Cánovas  trajo  á la  deliberación  de  las  Cortes  eso 
mismo  proyecto  de  ley  redactado  por  la  Comisión 
magna,  y que  quedó  cumplido  el  art.  4.°  de  la  ley  que 
S.  S.  invocaba?  ¿O  es  que  S.  S.  pretende  que  ese  es  un 
precepto  que  rige  indefinidamente  y que  ha  de  cum- 
plirse acompañando  el  proyecto  de  ley  de  los  notables 
por  los  siglos  de  los  siglos,  siempre  que  los  Poderes 
públicos  se  ocupen  de  reorganizar  lo  conlencioso-ad- 
ministrativo?  El  fin  de  aquel  proyecto  de  ley  fué  que 
el  Congreso  tuviera  conocimiento  de  lo  que  opinaban 
aquellas  personas  esclarecidas:  ya  lo  tiene;  el  fin  está 
cumplido.  ¿Qué  motivo  hay  para  que  el  Sr.  Danviia 
inculpe  á la  Comisión  por  eso,  que  no  es  una  omisión 
sino  en  todo  caso  en  el  juicio  de  S.  S.? 

Hechas  estas  manifestaciones  respecto  de  la  con- 
ducta de  la  Comisión,  entro  en  el  fondo  de  la  materia, 
y procuraré  seguir  en  su  estudio  el  órden  mismo  que 
ha  seguido  el  Sr.  Danviia  en  sus  observaciones  y el 
propio  órden  que  el  proyecto  establece,  ocupándome 
en  primer  término  de  explicar  cómo  la  Comisión  ha 
entendido  y definido  la  naturaleza  del  recurso  conlen- 
cioso-administrativo;  en  segundo  lugar,  de  la  orga- 
nización del  tribunal  que  por  el  dictámen  se  os  pro- 
pone que  creeis,  y en  tercero,  del  procedimiento  que 
ese  tribunal  ha  de  aplicar  para  administrar  justicia 
en  esta  clase  de  asuntos. 

El  Sr.  Danviia  echaba  de  mónos  ante  todo  en  el 
dictámen  una  definición  del  concepto  de  lo  con- 
tencioso-administrativo.  ¿Y  quién  es  capaz,  en  pri- 
mer término,  de  establecer  una  definición  lógica  y 
perfecta  de  lo  contencioso-administrativo?  La  Comi- 
sión magna  que  redactó  el  proyecto  de  ley  conocido 
por  antonomasia  con  el  nombre  de  proyecto  de  los 
notables,  no  le  dió  la  definición,  ni  tenia  para  qué 
darla,  porque  el  establecer  definiciones  de  esta  índole 
es  función  de  la  Academia  de  la  lengua,  y mejor  aún 
de  la  Academia  de  Ciencias  morales  y políticas;  pero 
en  una  ley,  ¿qué  fin  tiene  el  definir  lo  contencioso-ad- 
ministrativo?  Y después  de  todo,  en  el  dictámen  tiene 
el  Sr.  Danviia  la  definición. 

«Lo  contencioso-administrativo  es  un  recurso  que 
puede  proponerse  contra  las  resoluciones  administra- 
tivas que  reúnan  las  condiciones  siguientes: 

1. a  Que  causen  estado. 

2. a  Que  emanen  de  la  Administración  en  el  ejer- 
cicio de  sus  facultades  regladas. 

3. a  Que  vulneren  un  derecho  de  carácter  admi- 
nistrativo establecido  anteriormente  en  favor  del  de- 
mandante por  una  ley,  por  un  reglamento,  ó por  otro 
precepto  administrativo.» 

Ya  está  definido  lo  contencioso-administrativo  por 
uno  de  los  procedimientos  que  la  lógica  establece 
para  definir,  y de  mauera  que  todo  el  mundo  lo  en- 
tienda. ¿Cree  el  Sr.  Danviia  que  esto  no  es  una  defini- 
ción de  lo  contencioso-administrativo?  Pues  que  no  lo 
sea;  que  después  de  todo,  cuando  se  hace  una  ley  de 
caza,  me  parece  inútil  empezar  en  el  art.  l.°  por  defi- 
nir qué  es  caza,  y cuando  se  hace  una  ley  de  minas, 
por  establecer  el  verdadero  concepto  de  las  minas; 
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bastará  con  que  se  dé  por  supuesto  que  quien  ña  de 
aplicar  la  ley  y utilizar  los  derechos  que  establece, 
ha  de  empezar  por  saber  qué  es  lo  contencioso-ad- 
miuistrativo.  Y después  de  todo,  si  el  Sr.  Danvila 
consideraba  la  definición  de  lo  contencioso-adminis- 
trativo,  tan  necesaria,  podía  S.  S.  habérnosla  dado. 

A propósito  de  este  mismo  art.  1 .ü,  el  Sr.  Danvila 
censuraba  á la  Comisión  en  el  supuesto  de  que  por 
completo  destruye  el  sagrado  depósito  de  la  sábia  ju- 
risprudencia establecida  por  el  Consejo  de  Estado  en 
las  consultas  elevadas  ai  Gobierno  de  8.  M.  sobre  la 
procedencia  ó improcedencia  de  la  vía  contenciosa; 
pero  inmediatamente  después  de  esto,  S.  S.  nos  acu- 
saba de  poco  originales  cuando  habíamos  fijado  los 
requisitos  para  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa, 
porque  no  habíamos  hecho  otra  cosa  que  resumir  la 
jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado.  Y quisiera  yo 
saber  qué  es  lo  que  piensa  de  esto  el  Sr.  Danvila;  ¿he- 
mos roto  la  jurisprudencia,  ó la  hemos  aceptado?  La 
hemos  aceptado  por  completo;  lo  que  hay  es  que  el 
Sr.  Danvila  ha  supuesto  que  la  hemos  roto,  para  acu- 
sarnos por  ello,  y después  ha  supuesto  que  copiába- 
mos y resumíamos  la  jurisprudencia  del  Consejo  de 
Estado,  para  calificar  el  dictamen  de  poco  original, 
i Medrados  estaríamos  si  tuviéramos  que  hacer  un  pro- 
yecto sobre  lo  contencioso-admiuistrativo  con  carac- 
teres do  originalidad,  y buenas  estarían  las  leyes  que 
hiciéramos,  si  por  fuerza  hubieran  de  ser  originales! 
Yo  desafío  al  Sr.  Danvila  á que  sin  salir  de  un  país 
cualquiera,  de  Italia,  y sin  pasar  de  la  última  mitad 
del  siglo  XIX  en  que  nos  encontramos,  busque  algo  en 
su  imaginación  acerca  de  una  organización  más  ó mé- 
nos  racional  de  lo  contencioso-administrativo,  que  no 
encuentre  en  la  legislación  de  aquel  país;  allí  encon- 
trará el  Sr.  Danvila  una  ley  que  declara  jueces  para 
lo  contencioso-administraLivo  á los  Ministros,  á los 
mismos  Ministros  que  han  dictado  la  resolución  im- 
pugnada; allí  encontrará  una  ley  de  lo  contencioso- 
administrativo  que  atribuye  á un  tribunal  especial  el 
conocimiento  de  estos  asuntos,  pero  reteniendo  el  Po- 
der central  la  jurisdicción;  y otra  ley  que  atribuye  á 
ese  mismo  tribunal  jurisdicción  delegada;  y otra  ley 
que  no  le  atribuye  jurisdicción,  ni  retenida,  ni  dele- 
gada, sino  que  le  manda  hacer  la  declaración  de  que 
la  resolución  impugnada  ha  sido  perjudicial  y lesiva 
de  los  derechos  de  los  particulares,  reservando  al  Go- 
bierno el  derecho  de  revocar  ó no,  en  vista  de  resolu- 
ción tan  platónica  ó ineficaz,  el  acto  objeto  de  litigio; 
allí  encontrará  el  Sr.  Danvila  funcionando  como  tri- 
bunales contencioso-administrativos  á los  de  la  jus- 
ticia ordinaria;  y allí  encontrará  también  leyes  abo- 
liendo por  completo  y radicalmente  la  justicia  admi- 
nistrativa, leyes  erigiendo  en  juez  de  lo  contencioso- 
administrativo  al  Poder  legislativo;  ahora  busque  el 
Sr.  Danvila  algo  original,  y baga  si  quiere  cargos  á 
la  Comisión  porque  no  es  original  su  dictámen. 

El  Sr.  Danvila  censuraba  también  á la  Comisión 
porque  ha  establecido  reglas  generales  para  la  decla- 
ración de  la  procedencia  del  recurso  contencioso,  y 
pretende  S.  S.  que  con  esto  quiere  la  Comisión  atar 
las  manos  á los  Poderes  públicos  para  hacer  imposi  - 
ble  en  lo  sucesivo  el  recurso  contencioso  en  cualquier 
determinada  clase  de  asuntos,  y decía:  ¡cuánto  mejor 
que  esto  sería  que  hubiera  dicho,  con  una  flexibilidad 
plausible  para  S.  S.,  que  el  recurso  contcncioso-ad- 
ministrativo  procederá  cuando  digan  las  leyes!  ¿Pues 
para  qué  estamos  haciendo  una  ley,  sino  para  decirlo? 


Y si  las  leyes  no  hubieran  de  decir  otra  cosa  sino  que 
se  liará  lo  que  manden  leyes,  las  que  tal  cosa  digan 
serán  inútiles  en  absoluto,  y de  todos  modos  mejo 
| será  que  el  que  esta  materia  se  resuelva  en  cien  leyes1 
diseminadas,  que  se  resuelva  por  una  sola  con  fijeza 
de  Criterio  y mediante  un  verdadero  sistema. 

Es  cuestión  de  gusto.  A S.  S.  le  parece  mejor  que 
siga  esta  anarquía  en  que  hoy  nos  encontramos,  y que 
suceda  lo  que  hasta  hace  poco  sucedía:  que  era  pro- 
cedente la  vía  contenciosa  para  los  asuntos  do  contri- 
buciones directas  y no  lo  era  para  los  asuntos  de  con- 
tribuciones indirectas,  porque  un  preámbulo  de  un 
Real  decreto  de  1854  lo  daba  así  á entender;  y que, 
por  ejemplo,  fuera  procedente  la  vía  contenciosa  cuan- 
do se  tratase  de  clases  pasivas  civiles,  y no  cuando  se 
tratase  de  clases  pasivas  militares.  Yo  no  sé  qué  filo- 
sofía tendrán  estos  distingos;  á mí  me  parece  mejor 
un  sistema,  y á un  sistema  viene  la  Comisión;  si  al  se- 
ñor Danvila  le  parece  censurable,  el  Congreso  juzga- 
rá de  nuestras  respectivas  opiniones. 

Paréceme  que,  salvo  algunos  detalles  realmente 
impropios  de  una  discusión  do  totalidad,  todo  cuanto 
ha  dicho  el  Sr.  Danvila  respecto  aL  tít.  l.°  del  ilictá- 
men  ha  sido  contestado:  entremos,  pues,  en  el  segun- 
do, que  se  refiere  á la  organización  de  los  tribunales 
que  por  el  dictámen  de  la  Comisión  se  propone;  y si 
hemos  de  empezar  por  lo  más  grave,  claro  es  que  he- 
mos de  comenzar  por  el  supuesto  del  Sr.  Danvila,  re- 
petido no  sé  cuántas  veces  en  su  discurso,  aunque 
siempre  en  la  misma  forma  y con  elocuencia,  de  que 
la  creación  de  un  tribunal  especial  con  jurisdicción  de- 
legada constituye  una  infracción  constitucional,  una 
violación  flagrante  del  Código  fundamental  del  Estado. 

Lo  primero  que  debo  hacer  observar  al  Congreso 
es  que  el  Sr.  Danvila  no  ha  citado  artículo  alguno  de 
la  Constitución  que  prohíba  á los  tribunales  fallar  en 
lo  contencioso  administrativo;  y sin  embargo,  el  se- 
ñor Danvila  nos  decía  ayer:  «Habréis  infringido  la 
Constitución  mientras  no  exhibáis  un  artículo  que 
autorice  á los  tribunales  para  fallar  en  lo  contencioso- 
administrativo.»  ¡Buena  manera  tiene  el  Sr.  Danvila 
de  definir  las  infracciones  de  la  Constitución!  Si  de- 
fine también  así  el  concepto  de  lo  contencioso-admi- 
nistrativo,  estamos  perdidos.  No  consiste  una  infrac- 
ción constitucional  en  que  se  haga  lo  que  la  Consti- 
tución no  manda  ni  prohíbe;  consiste  la  infracción 
constitucional,  lo  mismo  que  la  infracción  de  todas 
las  leyes,  en  hacer  lo  que  la  Constitución  ó las  leyes 
prohíben,  ó en  omitir  lo  que  la  Constitución  ó las  le- 
yes mandan.  Pero  como  no  hay  ningún  artículo 
constitucional  que  prohiba  que  un  tribunal  especial 
falle  en  lo  contencioso-administrativo,  ni  liayningun 
artículo  constitucional  que  mande  que  un  Consejo 
con  jurisdicción  retenida  falle  en  lo  contencioso-ad- 
ministrativo, ni  de  una  manera  ni  de  otra  puede  pen- 
sarse que  se  infringe  la  Constitución;  en  vano,  pues, 
el  Sr.  Danvila  se  ha  esforzado  tanto,  asegurando  que 
tratamos  de  mermar  las  prerrogativas  del  Monarca, 
y llegando  en  su  vehemencia  y en  su  exageración 
hasta  el  punto  de  decir  que  le  arrebatamos  lo  único 
que  le  ha  reservado  la  Constitución,  porque  ya  le  ha- 
bíamos arrebatado  la  de  conceder  indultos,  que  esto 
es  quizá  lo  más  sorprendente  que  S.  S.  ha  dicho, 
como  si  hubiera  olvidado  por  completo  la  Constitu- 
ción, ó si  en  lugar  de  hablar  desde  esos  bancos  (Los 
de  la  minoría  conservadora)  hablara  desde  aquéllos 
(Los  de  la  minoría  republicana). 
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En  la  Constitución  está  establecido  que  el  Rey 
tiene  la  prerrogativa  de  conceder  indultos,  y la  ejer- 
cita todos  los  dias.  ¿Quién  no  lo  sabe?  Ha  dicho  S.  S. 
también  que  ya  hemos  arrebatado  al  Rey  la  prerro- 
gativa de  dirimir  los  conüictos  entre  los  Poderes  pú- 
blicos, esto  es,  de  resolver  las  competencias;  y todos 
los  dias  aparecen  en  la  Gaceta  Reales  decretos  que  se 
llaman  así,  á cuyo  pié  se  encuentra  la  firma  de  S.  M. 
la  Reina  con  el  refrendo  del  Presidente  del  Consejo 
je  Ministros.  No  parece  sino  que  S.  S.  no  lee  la  GaceUt 
ni  ha  leido  la  Constitución,  cuando  hace  afirmaciones 
de  esta  índole. 

Pero  después  de  todo,  ¿cómo  pretende  el  Sr.  Dan- 
vila  que  la  instalación  de  Tribunales  Contencioso- 
administrativos  con  ejercicio  de  jurisdicción  delega 
da  vendria  a ser  una  iufraccion  constitucional?  ¿Cómo 
pretende  esto  el  Sr.  Danvila,  olvidándose  de  que  esa 
infracción  constitucional  se  está  realizando  desde  1846 
hasta  la  fecha,  siempre  que  han  mandado  en  España 
los  partidos  conservadores?  ¿Ignora  quizá  S.  S.,  que 
ha  sido  durante  mucho  tiempo,  y con  gran  lucidez, 
procurador  del  Rey,  según  la  frase  de  S.  S.;  fiscal  del 
Consejo  de  Estado,  según  la  ménos  elegante  de  la  ley 
orgánica  de  aquel  alLo  Cuerpo;  ignora  quizá  S.  S., 
que  desde  1 846  funcionan  en  España  las  Comisiones 
provinciales  como  tribunales  contencioso-administra- 
tivos  con  jurisdicción  delegada?  ¿Qué  me  dirá  S.  S.? 
(El  Sr.  Danvila:  Que  no  es  exacto.)  ¿Que  no  es  exacto 
que  las  Comisiones  provinciales  fallan  en  primera  ins- 
tancia con  jurisdicción  delegada?  Siento  mucho  no  te- 
ner  el  texto  del  reglamento  de  1846,  porque  no  podía 
presumir  directa  ni  indirectamente  que  quien  con 
tanta  lucidez  ha  desempeñado  el  cargo  de  procurador 
del  Rey  haya  olvidado  tan  pronto  cosa  tan  elemental 
como  que  las  Comisiones  provinciales  fallan  siempre 
en  lo  contencioso  con  jurisdicción  delegada,  sin  otra 
reserva  que  el  recurso  de  apelación.  (El  Sr.  Danvila : 
¿Y  quién  resuelve  en  último  término  el  recurso  de 
apelación?)  ¿Y"  si  no  se  apela,  Sr.  Danvila?  Pues  qué, 
¿pretende  S.  S.  que  los  jueces  de  primera  instancia  en 
lo  civil,  que  fallan  con  jurisdicción  delegada  del  Rey, 
no  tienen  semejante  jurisdicción  porque  de  sus  sen- 
tencias puede  apelarse?  Pues  así  tampoco  fallan  las 
Audiencias,  porque  de  sus  sentencias  puede  interpo- 
nerse recurso  de  casación.  ¿Cómo  pretende  esto  S.  S., 
confundiendo  tan  lamentablemente  los  grados  de  la 
jurisdicción  con  su  esencia? 

Las  Comisiones  provinciales,  desde  el  instante 
mismo  en  que  pronuncian  sus  fallos  sin  necesidad 
de  consultarlos  con  el  Poder  ejecutivo,  es  decir,  con 
sus  representantes  únicos  en  las  provincias,  los  go- 
bernadores, fallan  con  jurisdicción  absolutamente  de- 
legada. ¿Qué  diferencia  establece  S.  S.  entre  un  fallo 
de  una  Comisión  provincial,  que  funda  desde  luego 
un  estado  de  derecho  en  el  negocio  de  que  se  trate, 
sin  necesidad  de  consultar  al  Poder  ejecutivo,  y una 
sentencia  de  primera  instancia  en  lo  civil,  que  hace 
otro  tanto? 

Habiendo  olvidado  estas  cosas  el  Sr.  Danvila,  se 
comprende  que  S.  S.  afirmo  que  vamos  á una  flagran- 
te infracción  constitucional.  Sea  lógico  S.  S.  consigo 
mismo,  y piense  que  en  esa  infracción  constitucional, 
si  la  hubiese,  que  no  la  hay,  estamos  desde  que  en 
184G  se  encomendó  el  ejercicio  do  esta  jurisdicción  á 
los  Consejos  provinciales  y,  sobre  todo,  porque  enton- 
ces no  se  les  llamó  tribunales  aunque  so  les  dió  la  ju- 
risdicción delegada,  desde  que  en  1863  se  dijo:  las 


Comisiones  provinciales  actuarán  como  tribunales 
conlencioso-admiiústrativos,  y desde  que  el  Sr.  Cá- 
novas, tan  censurado  de  labios  de  S.  S.  en  esta  tarde, 
dijo  en  su  decreto  de  1875  restableciendo  lo  contcn- 
cioso-administrativo,  que  las  Comisiones  provinciales 
seguirían  funcionando  como  Lribunales  contencioso- 
ad  ministra  ti  vos. 

Ya  ve,  pues,  S.  S.  que  no  hay  violación  constitu- 
cional porque  haya  tribunales  que  fallen  en  lo  con- 
tencioso; y buena  prueba  de  ello  es  que  á ciencia  y 
paciencia  de  S.  S.  están  funcionando. 

En  la  tarde  de  hoy  el  Sr.  Danvila  ha  pretendido 
aclarar  este  concepto  suyo,  y nos  ha  dicho,  si  yo  no 
he  comprendido  mal,  y á la  verdad  me  agradaría  des- 
de luego  que  me  rectificase  si  mal  le  hubiera  com- 
prendido, que  el  art.  50  de  la  Constitución  del  Estado 
encomienda  al  Rey  la  poLestad  de  hacer  ejecutar  las 
leyes,  y que  sieDdo  la  resolución  de  lo  contencioso- 
administrativo  una  parte  de  las  funciones  del  Poder 
ejecuLivo,  privábamos  al  Rey  de  esta  función.  Ante 
todo,  bueno  es  recordar  que  casi  nadie  más  que  los 
que  profesan  principios  tan  doctrinarios  como  S.  S. 
afirman  qne  el  juzgar  en  locontencioso-administrativo 
sea  una  función  del  Poder  ejecutivo,  que  esto  lo  nie- 
gan las  demás  escuelas.  También  lo  piensan  algunos 
de  los  que  profesan  la  idea  de  un  tribunal  indepen- 
diente; pero  no  han  expuesto  jamás  tan  escuetamente 
como  S.  S.  esta  doctrina.  Quedamos,  pues,  en  que  el 
argumento  del  Sr.  Danvila  es  éste:  el  juzgar  lo  con- 
tencioso-administrativo  es  función  del  Poder  ejecutivo, 
es  decir,  es  función  del  Rey,  en  quien  el  poder  ejecu- 
tivo reside;  privar  al  Rey  del  ejercicio  de  la  jurisdic- 
ción contencioso-adminisLraliva  es,  por  lo  tanto,  pri- 
varle (le  una  de  sus  prerrogativas.  En  primer  lugar, 
como  he  dicho  antes,  niego  que  eso  se  reconozca  uná- 
nimemente como  función  del  Poder  ejecutivo;  y en 
segundo  lugar,  SS.  SS.  mismos,  con  el  restableci- 
miento de  las  Comisiones  provinciales  como  tribuna- 
les contencioso-administrativos,  han  demostrado  que 
lo  niegan  también;  y han  demostrado  que  lo  niegan, 
porque  si  creyesen  que  la  administración  de  justicia 
en  lo  contencioso  era  función  del  Poder  ejecutivo,  no 
hubiesen  dicho  que  las  Comisiones  provinciales  pro- 
nunciaran desde  luego  sus  fallos,  sino  que  hubiesen 
dicho,  al  restablecer  en  ellas,  no  la  jurisdicción,  sino 
el  conocimiento  de  los  juicios  contencioso-adminis- 
trativos en  primera  instancia,  lo  que  dijeron  respecto 
del  Consejo  de  Estado,  esto  es,  que  consultarían  las 
sentencias  á los  representantes  del  Poder  ejecutivo  en 
las  provincias,  á los  gobernadores. 

Pero  ¿á  qué  canso  yo  al  Congreso  con  la  demos- 
tración de  qne  aquí  no  hay  violación  constitucional  y 
de  que  absolutamente  tiene  nada  que  ver  con  la  Cons 
titucion  el  dictámen  que  la  Comisión  ha  sometido  á 
la  deliberación  del  Congreso?  Pues  vosotros  mismos, 
señores  conservadores,  que  alegáis  en  este  instante 
que  la  instalación  de  la  jurisdicción  delegada  es  una 
infracción  del  Código  fundamental  del  Estado,  ¿no 
habéis  aceptado  en  1 879  la  jurisdicción  delegada  para 
que  residiese  en  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo 
de  Estado?  Adelantándose  á este  argumento  mió  que 
no  tiene  contestación,  el  Sr.  Danvila  nos  decia:  «¡Ah! 
es  que  con  una  gran  previsión  reservamos  á la  juris- 
dicción del  Rey  el  conocimiento  de  un  recurso  ex- 
traordinario de  revisión,  y,  para  resolver  estos  casos, 
el  Rey  tenía  la  jurisdicción  retenida,  con  la  cual  po- 
dían salvarse  los  intereses  públicos  y satisfacerse  las 
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grandes  necesidades  sociales  que  hubieran  podido  ol- 
vidarse en  los  fallos  de  la  Sala  de  lo  Contencioso.»  Pero 
¿en  qué  casos  han  reservado  SS.  SS.  al  Rey  este  re- 
curso de  revisión,  según  el  proyecto  de  la  Comisión 
de  notables?  Lo  han  reservado  para  casos  tasadísimos, 
y bien  pudiera  decir  que  para  uno  solo,  porque  en  él 
vienen  á resumirse  todos:  para  el  caso  en  que  la  Sala 
de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  hubiera  pro- 
nunciado su  fallo  con  incompetencia.  De  modo  que 
los  fallos  pronunciados  con  competencia  por  la  Sala 
de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  son  desde 
luego  ejecutorios  sin  que  haya  lugar  á recurso  algu- 
no; y pronunciados  estos  fallos  con  jurisdicción  de- 
legada, es  evidente  que  cada  vez  que  la  Sala  de  lo 
Contencioso  pronunciase  una  sentencia  con  compe- 
tencia, cometería  una  infracción  constitucional.  Y 
decia  más  S.  S.  para  justificar  esta  contradicción  de 
su  parte,  mejor  dicho  estas  censuras  de  S.  S.  á sus 
propios  amigos,  agregando  que  si  el  partido  conser- 
vador aceptó  la  jurisdicción  delegada,  fué  porque  de- 
puso patrióticamente  su  bandera  en  aras  de  una  tran- 
sacción y de  una  concordia. 

Si  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo  hubiera  estado  en  su 
banco,  hubiera  dicho  á S.  S.  seguramente  con  más 
energía  y elocuencia  que  yo,  que  la  Constitución  no 
se  infringe  ni  con  transacciones  ni  sin  ellas,  y que  las 
violaciones  de  la  Constitución  por  componendas  son 
tan  violaciones  como  las  demás  violaciones  de  la  Cons- 
titución. ¡No  faltaba  más  sino  que  con  este  criterio 
llegaran  S.  S.  y el  partid<J*conservador  á declarar  que 
la  Constitución  fuese  letra  muerta  desde  el  momento 
en  que  dos  ó tres  partidos,  ó todos  los  partidos  políti- 
cos del  Congreso,  y aun  pudiera  decir  todos  los  espa- 
ñoles, que  juntos  todos  no  tienen  medios  legales  de 
reformar  la  Constitución,  llegaran  á una  concordia 
para  anularla! 

Si,  pues,  nosotros  con  este  dictámen  hemos  vio- 
lado la  Constitución,  que  no  la  hemos  violado,  lo  he- 
mos hecho  por  el  ejemplo  que  nos  han  dedo  SS.  SS., 
y quiere  decir  que  la  diferencia  estará  en  esto:  nos- 
otros la  hemos  violado  aceptando  un  criterio  propio, 
y SS.  SS.  la  lian  violado  aceptando  una  transacción. 

El  Sr.  Danvila  emxrteó  algunas  de  sus  frases  más 
acerbas,  sin  duda  ninguna  la  crítica  más  acerba  de 
todo  su  discurso,  en  renegar  por  completo  de  los  tri- 
bunales de  justicia  para  el  ejercicio  de  la  jurisdicción 
contencioso-administrativa,  porque  S.  S.  entiendo  que 
osos  tribunales  carecen  de  capacidad,  carecen  de  sen- 
tido, como  ahora  se  dice,  carecen  de  criterio  admi- 
nistrativo, que  á juicio  de  S.  S.  debe  ser  distinto  del 
criterio  judicial.  Hé  aquí,  Sres.  Diputados,  un  comodín 
que  en  todas  partes  he  encontrado,  cuando  me  he  ocu- 
pado de  este  asunto  y he  estudiado  tratadistas  man- 
tenedores de  la  jurisdicción  retenida  y que  jamás  me 
han  convencido. 

¿Qué  es  esto  de  criterio  judicial  y criterio  admi- 
nistrativo para  la  administración  de  la  justicia?  La 
justicia  se  administra  según  las  leyes  y con  el  criterio 
de  las  leyes,  y por  eso  yo  quiero  que  la  justicia  se 
administre  con  el  estricto  rigor  de  las  leyes  mismas 
y que  tan  solo  se  atienda  á la  equidad , mermando  el 
rigor  de  la  ley  en  los  asuntos  contencioso-adminis- 
trativos,  en  los  casos  mismos,  en  las  mismas  circuns-  j 
tancias  en  que  la  equidad  debe  mermar  el  rigor  do  la  ¡ 
ley  en  los  juicios  civiles  y criminales,  pero  no  en  otro  1 
alguno.  Y no  se  hable  de  conveniencias  públicas  y de  I 
necesidades  sociales  que  se  colocan  por  encima  de  las  1 


leyes;  porque  por  encima  de  la  letra  y del  espíritu  de 
las  leyes,  los  que  administran  la  justicia  no  pueden 
pensar  en  conveniencias  públicas  ni  en  necesidades 
sociales.  Si  alguna  vez  los  tribunales  que  administran 
la  justicia  en  lo  contencioso-administrativo  hallan 
que  la  aplicación  estricta  de  un  principio  legal  per- 
judica á los  intereses  públicos  notablemente,  ó pone 
en  peligro  las  conveniencias  públicas,  eso  debe  servir 
á los  tribunales  para  poner  en  conocimiento  del  Go- 
bierno ó de  otros  Poderes  públicos  la  necesidad  de 
revocar  la  ley;  pero  mientras  la  ley  sea  ley,  mientras 
la  ley  ampare  el  derecho  del  particular,  aunque  tenga 
olvidadas  las  conveniencias  públicas,  por  desgracia 
de  la  ley  misma  y acaso  por  desgracia  del  país,  la  ley 
debe  aplicarse  con  todo  rigor. 

Es  verdad  que  el  Sr.  Danvila  llegó  ayer,  en  esto 
de  los  criterios  administrativos,  á tal  punLo,  que  para 
mí  fueron  sus  palabras  verdaderamente  incompren- 
sibles, no  por  falta  de  claridad,  sino  por  la  extrafieza 
que  me  causaban  los  conceptos  que  hubo  de  expre- 
sar con  ellas.  Hablaba  el  Sr.  Danvila  de  esto  de  los 
criterios,  y decia:  «Aquello  que  protege  y ampara  y 
cubre  con  su  manto  á la  Administración  general  del 
Estado,  queda  completamente  desamparado  ante  los 
tribunales  de  justicia.»  ¿Por  qué  no  ha  dicho  su  se- 
ñoría queda  perfectamente  amparado  por  los  tribuna- 
les de  justicia?  Con  la  misma  razón  hubiera  podido 
decir  S.  8.:  mi  honra , mi  nombre,  mi  fama , mi  vida , 
mi  fortuna  están  desamparados  ante  los  tribunales  de 
justicia . Y seguía  8.  8.:  «Porque  el  criterio  de  los 
tribunales  no  está  al  alcance,  no  puede  estarlo  en  al- 
guna Ocasión,  del  secreto  de  los  Gobiernos.»  ¿Qué  es 
esto  de  pretender  un  jurisconsulto  tan  eminente  como 
el  Sr.  Danvila,  que  la  jusLicia  se  administre  según  el 
secreto  de  los  Gobiernos? 

Y por  sí  hubiera  ambigüedad  en  esta  frase,  toda- 
vía agregaba  el  Sr.  Danvila:  «Así  es  que  se  necesita 
un  Cuerpo  que  se  inspire  en  los  pensamientos  del  Go- 
bierno, un  Cuerpo  identificado  con  la  esencia  de  las 
resoluciones  gubernamentales  del  Gobierno.»  Es  de- 
cir, un  Cuerpo  que  se  halla  identificado  con  las  Rea- 
les órdenes  cuya  revocación  se  pretende  de  él.  ¿Y 
para  qué  creerán  los  Sres.  Diputados  que  quiere  el 
Sr.  Danvila  un  tribunal  que  esté  identificado  de  an- 
temano con  las  resoluciones  mismas  de  cuya  revo- 
cación se  trata,  y cuya  nulidad  so  somete  á su  jui- 
cio, para  qué?  «Para  dar  á los  interesados  las  garan- 
tías necesarias,»  son  sus  palabras.  No  hay  duda  que 
el  interesado  que  va  á pretender  la  revocación  de  una 
disposición  ministerial  ante  un  Cuerpo  que  se  inspi- 
re solamente  en  los  secretos  y en  los  pensamientos 
del  Gobierno  que  dictó  la  resolución,  y que  se  halle 
por  completo  identificado  con  la  misma  resolución 
de  cuya  revocación  se  trata,  tiene  la  más  perfecta 
garantía  do  no  obtener  justicia.  [Risas.)  Esto  no  lia 
sucedido  jamás  en  la  realidad,  Sres.  Diputados;  lie- 
mos de  decirlo  en  honra  de  los  tribunales  y en  honra 
de  los  Cuerpos  que  han  ejercido  la  jurisdicción  con- 
LenCióso-ad  ministra  ti  va. 

Si  el  Sr.  Danvila  lia  sido  tres  anos  procurador  del 
Rey,  yo  he  sido  tres  años  oficial  del  Consejo  de  Estado 
en  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado, 
y allí  me  he  educado,  y allí  he  aprendido  lo  poco  que 
sé  de  lo  contencioso,  y allí  he  visto  cómo  se  adminis- 
tra la  justicia;  y puedo  decir  al  Sr.  Danvila,  y al  Con- 
greso, y al  país,  que  conviene  que  no  quede  bajo  cier- 
tas impresiones,  que  jamás,  jamás  se  ha  pasado  por 
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las  mientes  de  ningún  consejero  que  hubiera  al  con- 
sultar al  Rey  una  resolución  en  pleito  conteucioso- 
administrátivo,  que  su  criterio  deba  ser  otro  que  el 
que  nace  de  la  saludable  aplicación  de  las  leyes  en 
todo  su  rigor,  y que  jamás,  jamás  ha  puesto  nadie 
delante  de  los  derechos  de  los  interesados  amparados 
por  una  ley  las  conveniencias  públicas  ni  las  necesi- 
dades sociales.  (Muy  bien.) 

Esas  preferencias  del  Estado  sobre  los  particulares 
se  han  establecido  siempre  en  las  leyes;  que  yo  no 
desconozco,  ¿cómo  lie  de  desconocer?  que  las  conve- 
niencias públicas  en  muchos  casos  es  preciso  que  se 
pongan  por  encima  de  los  derechos  estrictos  de  los 
individuos;  pero  es  menester  que  eso  detrimento  de  los 
derechos  de  los  particulares  enfrente  del  EsLado,  que 
esa  desmembración  de  los  derechos  dei  individuo  se 
establezca  en  una  ley.  ley  que  ha  de  aplicarse  con 
todo  rigor,  lo  mismo  que  las  que  amparan  por  com- 
pleto todos  sus  derechos.  ¿Desconozco  yo  quizá  que 
la  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública  merma 
los  derechos  del  individuo  a favor  del  Estado,  por  ne- 
cesidades sociales  y por  conveniencias  públicas?  ¿Des- 
conozco yo  quizá  que  el  pago  de  bis  contribuciones  es 
otra  verdadera  expropiación  exigida  por  las  necesida- 
des de  la  Nación?  ¿Desconozco  yo  quizá  que  el  servi- 
cio militar  constituye  una  coacción  de  la  libertad  del 
individuo,  y por  consiguiente  una  desmembración  de 
sus  derechos  á beneficio  del  Estado?  Lo  que  yo  quiero 
es,  que  cuando  los  derechos  del  particular  enfrente 
del  Estado  hayan  de  mermarse,  se  mermen  por  las 
leyes,  pero  no  se  mermen  por  encima  de  las  leyes, 
aplicando  esos  criterios  administrativos  que  el  señor 
Danvita  establecía  enfrente  de  los  criterios  judiciales. 
Yo  sé  que  el  Consejo  de  Estado,  donde  be  vivido  tres 
años  con  tanto  gusto  mió,  tres  anos  que  estoy  seguro 
de  do  olvidar  jamás  y de  no  dejar  de  recordar  con  gra- 
titud y con  carino;  yo  sé  que  el  Consejo  de  Estado 
ofrece  á los  interesados,  bajo  un  punto  dé  vista  prác- 
tico, una  completa  garantía  de  que  los  pleitos  se  fallan 
en  justicia  y con  un  criterio  ajustado  ante  todo  y so- 
bre todo  á los  preceptos  positivos  de  las  leyes. 

Lo  que  no  ofrece  tanta  garantía  es  la  manera  como 
se  ejerce  la  jurisdicción  en  lo  contoncioso-adminis- 
tralivo.  Eso  es  lo  que  no  ofrece  tanta  garantía,  por- 
que está  sometido  á la  arbitrariedad  de  los  Gobiernos; 
eso  es  lo  que  no  ofrece  tanta  garantía,  porque  donde, 
como  en  nuestro  país,  está  la  jurisdicción  retenida, 
es  posible,  y es  real  y efectivo,  que  porque  el  Consejo 
dcEslado  no  se  ha  inspirado  en  las  consultas  que  eleva 
al  Rey  sobre  las  resoluciones  de  los  negocios  con  ten - 
cioso-adminislrativos  en  el  pensamiento  del  Gobier- 
no, que  porque  el  Consejo  de  Estado  no  se  ha  identi- 
ficado con  la  resolución  que  ante  él  se  impugna,  los 
Gobiernos  se  apartan  de  las  consultas  del  Consejo  de 
Estado. 

Y aquí  viene  como  anillo  al  dedo  la  contestación 
de  un  argumento  de  8.  S.,  que  tiene  esta  contestación 
y oirá,  y las  dos  voy  á darle.  Decia  8.  8.:  ¿qué  es  esto 
de  un  tribunal  compuesto  de  7 individuos  que  revo- 
can resoluciones  consultadas  por  el  Consejo  de  Es- 
tado en  pleno,  compuesto  de  32  individuos?  En  primer 
término,  recuerde  S.  8.  que  esta  censura  que  nos  ha 
dirigido  se  la  dirige  también  á su  propio  partido,  por- 
que en  ese  proyecto  de  la  Comisión  magna  de  nota- 
bles, tan  olvidado  de  8.  8.,  y tan  poco  digno  de  ser 
olvidado,  porque  con  razón  se  le  llama  proyecto,  de 
los  notables,  en  ese  proyecto  se  establece  que  la  Sala 


de  lo  contencioso  se  compondrá  de  solos  13  indivi- 
duos para  fallar  con  jurisdicción  delegada  los  nego- 
cios en  que  en  la  vía  gubernativa  se  haya  oido  al  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno,  compuesto,  por  supuesto,  de 
32  individuos.  Si,  pues,  7 no  deben  revocar  resolucio- 
nes consultadas  por  32,  13  tampoco  pueden  resolver- 
las, según  la  lógica  de  S.  S.,  porque  7 y 13  son  para 
esLe  caso  lo  mismo  enfrénte  de  32. 

Pero  contra  este  argumento  del  Sr.  Danvila  hay 
otro  más  capital.  Efectivamente,  con  nuestro  criterio 
puede  haber  7 individuos  ante  quienes  se  presenta 
una  demanda,  ante  quienes  se  traba  una  contienda 
judicial,  ante  quienes  se  practican  unas  pruebas  y se 
hacen  toda  clase  de  alegaciones,  escritas  y orales,  que 
con  vista  de  todos  estos  antecedentes,  pueden  revocar 
resoluciones  consultadas  por  32  consejeros.  Pero  se- 
gún el  sistema  de  8.  8.,  según  el  sistema  hoy  exis- 
tente, y practicado  muy  recientemente  por  los  ami- 
gos de  8.  8.,  una  resolución  consultada  por  32  con- 
sejeros en  la  vía  gubernativa,  y vuelta  á consultar  en 
la  vía  contenciosa  por  los  mismos  32  consejeros  uná- 
nimemente, por  los  mismos  32  consejeros  ante  quie- 
nes se  ha  seguido  el  juicio,  se  han  hecho  las  alega- 
ciones y se  han  practicado  las  pruebas,  puede  ser 
revocada  por  0,  los  9 Ministros  de  la  Corona,  que 
además  tienen  la  desventaja  de  no  haber  presen- 
ciado el  juicio,  de  no  haber  oido  las  alegaciones,  de 
no  haber  presenciado  las  pruebas,  y que  no  conocen 
del  juicio  ni  de  las  alegaciones  más  que  lo  que  se 
dice  en  los  resultandos  de  la  consulta,  en  que  se  pro- 
pone lo  contrario  de  lo  que  ellos  resuelven.  Entre 
sistema  y sistema,  paréceme  que  la  elección  no  es 
dudosa,  siempre  que  no  se  entienda  que  debe  quedar 
en  manos  de  los  Gobiernos  en  todo  caso  la  resolución 
de  los  negocios  conlencioso-administrativos. 

•¿Qué  es  un  tribunal  que  revoca  Reales  órdenes? 
preguntaba  el  Sr.  Danvila.  Pues  un  tribunal  que  re- 
voca Reales  órdenes  es  exactamente  lo  mismo  que 
SS.  SS.  querían  que  fuese  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado;  y un  tribunal  revocando  órde- 
nes del  Poder  ejecutivo  en  primera  instancia,  que 
para  el  caso  es  lo  mismo,  puesto  que  se  trata  del  ejer- 
cicio de  los  poderes  públicos,  y así  se  ejercita  el 
poder  ejecutivo  por  los  gobernadores,  representantes 
del  Poder  central,  como  por  el  Poder  central  mismo; 
un  tribunal  revocando  órdenes  del  Poder  ejecutivo, 
son  hoy  las  Comisiones  provinciales  que  8.  S.  quiere 
mantener  á pesar  de  la  anomalía  de  que  las  Comisio- 
nes provinciales  fallan  con  jurisdicción  delegada,  y 
cuando  se  apela  de  sus  resoluciones  ante  el  Consejo 
de  Estado  en  segunda  instancia , se  resuelve  por  el 
Gobierno  de  S.  M.  en  uso  de  la  jurisdicción  retenida. 

El  Sr.  Danvila,  defendiendo  su  criterio  doctrinario 
y manteniendo  la  necesidad  de  la  jurisdicción  rete- 
nida, al  rebatir  de  paso  los  argumentos  que  contra 
ella  se  hacen  por  los  que  profesamos  principios  ab- 
solutamente opuestos  á los  de  8.  S.,  decia  que  esto  de 
que  la  Administración  con  la  jurisdicción  retenida 
viene  á ser  juez  y parte,  es  una  vulgaridad  evidente. 
Pues  esta  es  una  vulgaridad  que  han  dicho  la  mayor 
parte  de  los  hombres  eminentes  que  se  han  ocupado 
de  administración,  y esta  es  una  vulgaridad  que  re- 
sulta de  los  hechos,  porque  evidentemente  no  será  la 
Administración  juez  y parte  á causa  de  que  los  Mi- 
nistros mismos  que  dictan  las  resoluciones  nombran 
los  consejeros  que  han  de  ocuparse  de  si  son  ó no  sus- 
ceptibles de  revocación,  que  esto  sí  que  es  una  ver- 


1 ü 4 


10  DE  DICIEMBRE  DE  1887 


dadora  vulgaridad  á que  S.  S.  dió  categoría  de  argu- 
mento para  tener  el  gusLo  de  rebatirlo;  y por  esa  ra- 
zón, como  el  Ministro  de  Gracia  y Justicia  nombra 
los  funcionarios  de  la  administración  de  la  justicia 
ordinaria,  los  pleitos  en  que  es  parte  el  Estado  adole- 
cerían del  mismo  vicio.  Pero  no  es  ese  el  caso;  que  si 
fuera  ese,  sí  que  sería  una  vulgaridad  insigne  el  tal 
pretendido  argumento. 

La  Administración  es  juez  y parte  donde  se  man- 
tiene la  jurisdicción  retenida,  porque  los  mismos  Mi- 
nistros que  dictan  las  Reales  órdenes  tienen  y ejerci- 
tan desgraciadamente,  á pesar  de  las  consultas  de  los 
consejeros  entre  quienes  se  sustancian  los  juicios,  el 
derecho  de  separarse  de'  sus  propuestas  y son  los  ver- 
daderos jueces.  Si,  pues,  son  jueces  porque  ejercen  la 
jurisdicción,  y son  ellos  mismos  los  que  dictan  la  re- 
solución que  se  impugna,  ¿no  son  en  este  sentido  juez 
y parte?  Ya  sé  que  S.  S.  me  dirá  que  este  concepto 
no  es  absolutamente  exacto,  porque  los  Ministros  que 
dictan  las  resoluciones  no  son  la  parte  contendiente 
en  un  pleito,  sino  que  lo  es  la  Administración  gene- 
ral del  Estado.  Por  eso  yo  no  conozco  desde  ahora  la 
impropiedad  del  lenguaje;  pero  la  propiedad  del  len- 
guaje perLenece  también  á S.  S.,  que  se  ha  llamado 
procurador  del  Rey , siéndolo  de  la  Administración 
general  del  Estado,  y defensor  de  los  Ministros,  cuan- 
do no  ha  tenido,  desempeñando  el  cargo  de  fiscal  del 
Consejo  de  Estado,  la  misión  de  defender  á Ministro 
alguno,  sino  simplemente  los  intereses  de  la  Admi- 
nistración general  del  Estado. 

Y como  al  emplear  la  frase  de  que  el  Estado  es 
juez  y parle  no  se  trata  de  hablar  con  precisión  aca- 
démica, sino  de  demostrar  con  esa  frase  que  los  in- 
teresados no  tienen  garantías  suficientes  de  que  les 
será  administrada  la  justicia,  no  me  negará  S.  S.  que 
bajo  este  punto  de  vista  bien  puede  decirse  práctica- 
mente que  los  Ministros  son  juez  y parte  en  estos 
asuntos;  y además  no  podrá  negar  S.  S.  que  el  Con- 
sejo de  Estado  que  ha  consultado  la  resolución  mis- 
ma que  se  trata  de  revocar  tampoco  es  juez  y parte, 
pero  es  juez  que  ha  establecido  ya  su  criterio,  y esto 
basta  para  que  la  garantía  no  sea  completa,  por  más 
que  en  la  práctica  lo  sea,  como  lo  es  en  absoluto. 

Acababa  el  Sr.  Danvila  esta  parle  de  su  discurso 
con  una  manifestación  que  ha  reproducido  al  final  de 
una  manera  que,  perdóneme  S.  S.  si  soy  indiscreto, 
como  me  ha  parecido  que  S.  S.  al  hacer  esta  mani- 
festación leía  unas  cuartillas,  me  incliné  á pensar  si 
tal  declaración  tendría  no  solo  la  autoridad  personal 
de  S.  S.,  sino  la  autoridad  colectiva  de  la  minoría  á 
que  el  Sr.  Danvila  pertenece.  Digo,  pues,  que  el  señor 
Danvila  acababa  esta  parte  de  su  discurso  manifes- 
tándonos que  el  tribunal  especial  para  lo  contencioso- 
administrativo  no  será  jamás  punto  de  transacción  á 
que  llegue  el  partido  conservador. 

Paréccme  que  S.  S.  no  hace  bien  en  aventurar 
estas  profecías,  porque,  después  de  todo,  bandera  del 
actual  partido  conservador  y de  todos  ó casi  todos  los 
partidos  conservadores  ha  sido  durante  muchos  años 
la  juriscliccionTe tenida,  y SS.  SS.  han  llegado  por  vía 
de  transacción  á la  jurisdicción  delegada;  y ¡en  qué 
condicionl  cuando  creian  que  la  jurisdicción  delega- 
da traia  cousigo  una  infracción  constitucional. 

Por  lo  que  hace  al  prestigio  del  Consejo,  merma- 
do, según  S.  S.,  siempre  que  se  le  ha  privado  del  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  contenciosa,  disentimos  en 
absoluto:  yo  creo  que  el  Consejo  de  Estado  mantendrá 


completo  su  prestigio,  que  no  se  ha  deslustrado  jamás, 
cuando  carezca  del  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tcncioso-adrninistrativa,  y sostengo  que  lo  ha  mante- 
nido desde  1 868  á 1 875.  ¿Cómo  ha  de  perder  su  pres- 
tigio el  Consejo  de  Estado  porque  no  tenga  el  ejerci- 
cio de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa,  si 
lo  que  perderá  con  ello  será  la  única  función  impro- 
pia de  su  carácter  que  hoy  le  está  encomendada? 
Mantendrá  su  prestigio,  no  solo  por  la  sabiduría  de 
sus  resoluciones,  sino  por  la  importancia  de  la  misión 
que  ha  de  desempeñar,  quedando  reducido  á lo  que 
debe  ser,  un  Consejo  del  Rey,  y proponiendo  al  Rey 
resoluciones  sábias  respecto  de  los  indultos,  respecto 
del  mantenimiento  de  las  prerrogativas  del  Estado 
enfrento  de  la  Iglesia,  respecto  de  la  inteligencia  y 
del  cumplimiento  de  los  Concordatos,  respecto  délos 
reglamentos  é instrucciones  para  la  ejecución  de  las 
leyes,  respecto  de  los  tratados  de  comercio,  respecto 
de  la  concesión  de  grandezas,  respecto  de  las  contien- 
das que  se  suscitan  entre  los  Poderes  públicos  (do  esa 
prerrogativa  de  que  S.  S.  ha  supuesto  privado  al  Rey) 
y respecto  además  y muy  esencialmente  de  la  misión 
que  su  ley  orgánica  le  encomienda,  de  suplir  la  au- 
sencia de  las  Cortes  para  intervenir  en  los  aumentos 
de  gastos  públicos  que  se  propongan  por  medio  de 
suplementos  de  crédito  y de  créditos  extraordinarios. 
¿Le  parece  á S.  S.  que  esta  es  escasa  tarea  para  man- 
tener un  prestigio  como  el  prestigio  del  Consejo  de 
Estado?  Pues  yo  puedo  decir  que  á mi  juicio  hay  otras 
cosas,  únicas  que  han  podido  destruir,  pero  que  no 
han  mermado  siquiera,  tal  es  su  solidez,  el  prestigio 
del  Consejo  de  Estado;  en  primer  lugar,  el  ejercicio  do 
la  jurisdicción  contencioso-administrativa,  por  más 
que  al  Consejo  no  se  le  puede  culpar  del  retraso  en  los 
negocios  de  esta  índole,  que  hoy  son  en  número  abru- 
mador, porque  no  hade  pretenderse  que  el  Consejo 
dé  curso  á esa  enorme  masa  de  trabajo  con  la  misma 
organización  que  tenía  en  1846,  cuando  apenas  habia 
en  España  quien  tuviese  de  lo  contencioso  noticia;  y 
en  segundo  lugar,  este  prurito  de  todos  los  Ministros 
de  consultar  al  Consejo  todos  los  negocios  más  y 
mónos  graves  de  la  administración. 

Encerrando  al  Consejo  dentro  de  las  funciones  que 
realmente  le  corresponden  como  Consejo  del  Rey,  no 
exagerando  sus  funciones  y no  haciéndole  intervenir 
en  toda  clase  do  expedientes,  grandes  y chicos,  leves 
y graves,  es  como  mejor  se  mantiene  el  prestigio  de 
aquella  sábia  Corporación;  y no  merece  ciertamente 
el  Consejo,  ni  por  su  historia,  ni  por  sus  antecedentes, 
ni  por  su  sabiduría  nunca  desmentida,  ni  por  ningu- 
na de  sus  condiciones,  que  de  ese  modo  se  pretenda 
arrebatarle  su  prestigio,  el  más  justo  y el  mejor  obte- 
nido de  todos  los  prestigios. 

Por  lo  que  hace  al  procedimiento,  ya  he  dicho  4 
S.  S.  que  nos  hemos  propuesto  esencialmente  hacerlo 
breve,  y que  lo  hacemos  más  breve  que  el  actual,  su- 
primiendo el  trámite  previo  y dejándole  como  excep- 
ción dilatoria  que  puede  utilizar  el  fiscal  eu  su  caso. 
Nos  hemos  propuesto  respecto  delprocedlmiento,  diga 
S.  S.  lo  que  quiera,  y bien  claro  está  en  el  dictámen, 
una  perfecta  igualdad  de  condiciones  entre  la  Admi- 
nistración y los  particulares  que  con  ella  litigan,  y 
por  eso  hemos  establecido  que  la  Administración  solo 
podrá  recurrir  contra  sus  propias  disposiciones  en  el 
término  de  seis  meses,  con  lo  cual  no  hemos  estable- 
cido una  igualdad  perfecta,  pero  nos  hemos  acercado 
á ella. 
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Todo  esto  y todo  lo  demás  que  S.  S.  ha  alegado 
acerca  del  procedimiento  son  verdaderos  detalles  de 
que  habremos  de  ocuparnos  al  discutir  esas  35  en- 
miendas y todas  las  demás  enmiendas  que  para  faci- 
litar la  discusión  de  este  dictámen  se  propone  presen- 
tar el  Sr.  Danvila. 

Cuando  llegue  esa  discusión,  demostraremos  á 
S.  S.  cumplidamente  que  si  no  hemos  hecho  una  obra 
perfecta  en  cuanto  al  procedimiento,  hemos  procu- 
rado acercarnos  á lo  que  exigen  las  necesidades  de  lo 
contencioso-administrativo,  y demostraremos  que  con 
nuestra  organización  y nuestro  procedimiento  será 
posible,  mejor  que  con  lo  propuesto  por  S.  S.,  llegar 
á arreglar  la  difícil  situación  en  que  lo  contencioso- 
administrativo  se  encuentra. 

Se  acaban  las  horas  de  sesión,  y estu  me  apremia, 
y me  apremia,  sobre  todo,  mi  deseo  de  no  molestar 
por  más  tiempo  vuestra  atención.  Voy  á terminar  di- 
ciendo al  Sr.  Danvila  y á todos  los  Sres.  Diputados 
poco  más  ó menos  lo  que  dije  al  principio:  hemos  re- 
dactado nuestro  dictámen  inspirándonos  en  el  deseo 
de  una  transacción,  abandonando  en  parte  cada  cual 
sus  principios,  con  solo  las  salvedades  establecidas  en 
el  preámbulo  para  que  conste  siempre  cuáles  son 
nuestras  opiniones;  hemos  pensado  tan  solo  en  que  no 
puede  mantenerse  la  actual  denegación  de  justicia  en 
lo  contencioso-administrativo.  Si  no  hemos  hecho  una 
obra  perfecta,  creo  que  hemos  llegado  á hacer  todo 
lo  que  debíamos  para  reorganizar  este  importante 
servicio  del  Estado  y para  hacer  posible  la  justicia 
administrativa:  ceda  un  poco  la  minoría  conservado- 
ra; cedan  también  las  miuorias  del  extremo  opuesLo, 
y dejen  que  lleguemos  á la  confección  de  una  ley 
que  podrá  ser  imperfecta,  pero  que  podremos  mejo- 
rar en  lo  sucesivo  desenvolviendo  con  toda  amplitud 
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nuestros  principios  y haciendo  aplicación  de  las  lec- 
ciones de  la  experiencia. 

El  Sr.  presidente:  Se  suspende  esta  discusión, 
que  continuará  el  lunes. 


Se  acordó  quedase  sobre  la  mesa  á disposición  de 
los  Sres  Diputados  el  expediente  que  en  la  siguiente 
comunicación  se  menciona: 

<c  Ministerio  de  la  Gobernación. — Excmos.  Seño- 
res: En  contestación  al  atento  oficio  fecha  4 del  co- 
rriente, tengo  el  honor  de  remilir  á V.  EE.  el  expe- 
; diente  incoado  en  este  Ministerio  sobre  la  fundación 
benéfica  instituida  en  Salamanca  por  ios  Sres.  Condes 
de  Crespo-Rascon  en  su  última  voluntad. 

De  Real  órden  lo  digo  á V.  EE.  para  su  satisfac- 
ción y efectos  consiguientes,  adjuntando  las  citadas 
actuaciones.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Ma- 
drid 10  de  Diciembre  de  1887.=José  Luis  Albareda. 
Excmos.  Sres.  Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Dióse  cuenta  y el  Congreso  quedó  enterado  de  que 
la  Comisión  que  entiende  en  la  proposición  de  ley  re- 
bajando la  tarifa  de  los  telegramas  de  la  prensa  pe  - 
riódica,  había  nombrado  presidente  ai  Sr.  Mansi  (Don 
Angel)  y secretario  al  Sr.  Vinccnti. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  día  para  el  lunes: 
Continuación  del  debate  pendiente;  los  demás  asun- 
tos señalados  para  hoy,  y votación  definitiva  de  un 
proyecto  de  ley. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  siete  y cuarto. 


DOS  APENDICES 
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APÉNDICE  l.°  AL  NÜM.  8 


DIARIO 


DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Enmiendas,  del  Sr.  üanmla,  al  dictamen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de 
ley  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso-adminislraliva. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  ia  honra  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  al  proyecto  de  ley 
sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  administrativa: 

TITULO  PRIMERO. 

ORGANIZACION  DE  LOS  TRIBUNALES  CONTENCIOSO-ADMINIS- 
TRATIVOS. 

CAPITULO  I. 

Tribunales  d que  corresponde  conocer  de  los  ner/ocios 
contenciosos  de  la  Administración. 

Artículo  1 El  conocimiento  de  los  negocios  con- 
tenciosos de  la  Administración  corresponde: 

1. °  A las  Comisiones  provinciales,  constituidas  en 
Tribunales  Conteucioso-admiuistrativos  de  provincia 
con  arreglo  á las  disposiciones  de  esta  ley;  á las  Sec- 
ciones de  lo  Contencioso  de  los  Consejos  de  adminis- 
tracion  de  Cuba  y Filipinas,  y al  Oonsejo*Contencioso- 
ad  ministra  ti  vo  de  Puerto- Rico. 

2. °  A la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Estado. 

3. °  Al  Consejo  de  Estado  en  pleno,  constituido  en 
Sala  de  lo  Contencioso. 

CAPITULO  II. 

fíe  las  Comisiones  prooinciales  como  Tribunales  Conten- 
cioso-administrativos. 

Art.  2.®  A los  cinco  individuos  de  que  constan  las 
Comisiones  provinciales  se  agregaráu  para  la  sustan- 
ciaciou,  vista  y fallo  de  los  negocios  contenciosos  de  la 
Administración,  dos  letrados  más,  nombrados  en  la  for- 


ma que  determina  el  art.  57  de  la  ley  provincial  de  2 
de  Octubre  de  1877,  elegidos  entre  los  que  se  hallen 
comprendidos  en  alguna  de  las  categorías  siguientes: 

Magistrados  ó jueces  de  término  cesantes,  ó sus 
asimilados  del  ministerio  fiscal. 

Auditores  de  guerra  ó marina  de  reemplazo. 

Jefes  de  administración  cesantes. 

Catedráticos  activos  ó excedentes-  de  la  Facultad 
de  Derecho. 

Abogados  que  paguen  ó hayan  pagado  una  de  las 
tres  primeras  cuotas  en  capital  de  provincia. 

Art.  3.°  Al  proponer  las  Diputaciones  provinciales 
los  dos  letrados  de  que  habla  el  artículo  anterior,  pro- 
pondrán también  dos  suplentes,  elegidos  entre  los  que 
se  hallen  comprendidos  en  alguna  de  las  categorías 
que  el  mismo  expresa. 

Los  vocales  letrados  no  gozarán  sueldo,  sino  una 
gratificación  que  será  compatible  con  el  haber  de  ac- 
tivo, cesante  ó excedente  que  disfruten,  y que  no  pa- 
sará de  la  mitad  de  la  señalada  á los  de  la  Comisión 
provincial,  siéndoles  de  abono  el  tiempo  de  servicio 
para  cesantía  y jubilación. 

Dichos  vocales  letrados  no  cesarán  en  sus  cargos 
por  renovación  de  la  Diputación,  sino  únicamente  por 
causa  justificada,  ápropuesta  de  la  misma,  y con  apro- 
bación del  Gobierno,  después  de  oir  á los  interesados. 

Es  aplicable  á los  vocales  de  los  Tribunales  de 
provincia,  en  el  caso  á que  se  refiere,  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  quinto,  art.  284  de  la  ley  orgánica  de  Tri- 
bunales. 

Art.  4.°  Se  autoriza  á las  Diputaciones  provincia- 
les para  que  teniendo  en  cuenta  el  número  de  nego- 
cios contencioso-administrativos  que  por  término  me- 
dio se  sustancien  anualmente  eu  la  provincia  respec- 
tiva, creen  un  sello  especial,  cuyo  valor  no  exceda  de 
25  pesetas,  con  exclusiva  aplicación,  en  cuanto  alean- 
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ce,  á satisfacer  las  gratificaciones  de  que  trata  el  pá- 
rrafo primero  del  artículo  anterior.  Este  sello,  salvo  el 
caso  de  información  de  pobreza,  se  fijará  en  el  primer 
pliego  de  toda  demanda  que  se  presente  ante  los  Tri- 
bunales Contencioso-administrativos  de  provincia,  y 
en  el  primero  también  del  escrito  en  que  se  interpon- 
ga recurso  de  apelación  ó nulidad. 

Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  al 
ministerio  fiscal. 

Art.  5.°  Los  vocales  letrados  suplentes  percibirán 
la  gratificación  señalada  á los  propietarios  cuando  les 
sustituyan. 

Art.  C.°  Ningún  Tribunal  Contcncioso-administra- 
tivo  de  provincia  podrá  deliberar  cuando  se  constituya 
para  la  vista  y fallo  de  los  negocios,  sin  la  asistencia 
de  cinco  vocales,  debiendo  estar  siempre  en  mayoría 
los  letrados. 

Las  providencias  de  mera  tramitación  ó sustancia- 
clon  podrán  ser  acordadas  por  la  mitad  más  uno  de  los 
vocales  del  Tribunal. 

Art.  7.”  Representará  al  Estado  ante  los  Tribuna- 
les Contencioso-administrativos  de  provincia,  bajo  la 
dirección  é inspección  superior  del  fiscal  de  lo  Con- 
tencioso del  Consejo  de  Estado,  el  teniente  fiscal  en  las 
capitales  de  distrito  de  Audiencia,  el  promotor  fiscal 
en  los  demás  puntos,  y donde  hubiere  más  de  uno,  el 
(pie  designe  el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  al  prin- 
cipio de  cada  ano.  En  ausencia,  enfermedad  ó vacan- 
te del  nombrado,  le  sustituirá  en  dichas  funciones  el 
que  designe  el  fiscal  de  la  Audiencia. 

El  servicio  que  presten  los  funcionarios  del  minis- 
terio fiscal  en  el  caso  á que  se  refiere  el  párrafo  ante- 
rior. les  servirá  de  mérito  especial  en  su  carrera. 

A las  provincias,  los  pueblos  y establecimientos 
públicos  los  defenderá  un  letrado  de  su  nombramien- 
to, ó el  abogado  de  beneficencia  cuando  sea  actor  ó 
demandado  un  instituto  de  esta  clase. 

CAPITULO  III. 

De  los  Tribunales  Contencioso  administrativos  de  las 
provincias  de  Ultramar. 

Art.  8."  Las  Secciones  de  lo  Coutencioso  de  los 
Consejos  de  Cuba  y Filipinas,  y el  Consejo  Coutencio- 
so-administrativo  de  Puerto-Rico,  continuarán  siendo, 
mientras  conserven  su  actual  organización,  los  Tri- 
bunales Contencioso-administrativos  de  primera  ins- 
tancia de  las  provincias  de  Ultramar,  rigiéndose  por 
el  Real  decreto  de  4 de  Julio  de  1861  y demás  dis- 
posiciones hoy  vigentes. 

CAPITULO  IV. 

De  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado. 

_ Art.  9.°  La  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Estado  constará,  para  la  snstanciacion  de  los  negocios 
contencioso-administrativos,  de  un  presidente  y seis 
consejeros  titulares,  todos  letrados. 

Para  la  vista  y resolución  de  los  incidentes  sobre 
procedencia  de  la  vía  contenciosa,  y para  el  fallo  defi- 
nitivo de  los  negocios,  formarán  la  Sala  el  presidente, 
cuatro  consejeros  titulares  y otros  cuatro  letrados  de 
las  diferentes  Secciones  del  Consejo,  según  el  turno 
que  se  ostablezca,  debiendo  pertenecer  dos  de  ellos,  ó 


por  lo  ménos  uno,  salvo  el  caso  de  imposibilidad,  ála 
Sección  del  ramo  á que  el  asunto  corresponda. 

En  los  negocios  en  que  hubiere  informado  el  Con 
sejo  en  pleno,  y para  el  fallo  de  los  recursos  de  revi- 
sión, salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  2 1 , formarán  la  Sala 
el  presidente  y los  seis  consejeros  titulares  y otros 
seis  consejeros  letrados  de  las  demás  Secciones. 

Art.  1 0.  Cuando  por  ausencia,  enfermedad  ó vacan- 
te resultaren  ménos  de  cinco  consejeros  titulares  há- 
biles para  actuar  en  la  Sala,  los  que  falten  para  com- 
pletar este  número  serán  sustituidos  por  consejeros 
letrados  de  la  Sección  de  Estado  y Gracia  y Justicia, 
haciéndolo  saber,  antes  de  empezar  el  acto  de  la  vista 
á las  partes  ó sus  representantes. 

Art.  11.  El  nombramiento  do  consejero  titular  de 

lo  contencioso  solo  podrá  recaer  en  los  que  lleven  dos 
años  de  asistencia  á la  Sala  como  consejeros  de  otras 
Secciones,  ó en  los  que  sin  llenar  este  requisito  proce- 
dan de  las  carreras  judicial  ó fiscal,  siempre  que  re- 
únan las  condiciones  exigidas  en  losarts.  5.“  y G.*  de  la 
ley  orgánica  del  Cousejo;  ó bien  de  la  del  profesorado, 
si  el  nombrado  conforme  al  art.  7.“  hubiese  sido  ca- 
tedrático de  término  de  la  Facultad  de  Derecho. 

Art.  12.  Los  consejeros  titulares  de  lo  contencioso 
no  podrán  cesar  en  sus  cargos  sino  por  las  causas  y 
mediante  las  formalidades  que  establece  el  art.  3.°  d*c 
la  ley  de  3 de  Julio  de  1877  respecto  de  los  ministros 
del  Tribunal  de  Cuentas,  pudiendo  utilizar  contra  la 
resolución  del  Gobierno  el  recurso  que  establece  el  ar- 
tículo 5.°  de  dicha  ley.  Pero  si  á instancia  suya  ó me- 
diante su  conformidad  fuesen  trasladados  á otras  Sec- 
ciones del  Consejo,  podrán  ser  removidos  de  sus  car- 
gos como  los  demás  consejeros. 

Los  consejeros  letrados  que  cuenten  dos  años  de 
asistencia  á la  Sala  en  su  antigua  ó en  su  nueva  or- 
ganización, tendráu  derecho  al  abono  para  jubilación 
de  los  de  carrera  de  abogado,  de  igual  modo  que  los 
magistrados  y jueces  del  fuero  ordinario. 

Art.  1 3.  Es  aplicable  á los  consejeros  titulares  y 
demás  que  formen  la  Sala  de  lo  Contencioso,  en  el  caso 
á que  se  refiere,  lo  dispuesto  en  el  párrafo  quinto,  ar- 
tículo 284  de  la  ley  orgánica  de  Tribunales. 

Art.  14.  La  Sala  de  lo  Contencioso  celebrará  au- 
diencia pública  tres  dias  en  la  semana,  sin  perjuicio 
de  habilitar  cualquiera  otro  cuando  el  cúmulo  de 
asuntos  lo  requiera. 

Art.  15.  La  Sala,  compuesta  del  presidente  y loa 
seis  consejeros  titulares,  ejercerá  las  atribuciones  que 
el  reglamento  sobre  el  modo  de  proceder  el  Consejo 
en  los  negocios  contenciosos  de  la  administración  con- 
fiere actualmente  á la  Sección  de  lo  Contencioso,  y 
dictará  en  el  curso  de  la  sustanciacion  toda  clase  de 
providencias,  ménos  las  definitivas. 

Para  tomar  acuerdo  en  los  casos  á que  se  contrac 
este  artículo,  bastará  la  asistencia  de  cinco  consejeros 
titulares. 

Art.  1 6.  El  oficial  mayor  de  la  Sección  de  lo  Con- 
tencioso será  jefe  de  administración  de  segunda  dase 
y ejercerá  las  funciones  de  secretario  de  la  Sala. 

Los  oficiales  asignados  á la  misma  desempeñarán 
las  funciones  de  relator  en  los  negocios  en  que  inter- 
vengan. El  secretario  y los  oficiales  que  lleven  cuatro 
años  de  servicios  en  la  Sala  ó en  la  Sección  de  lo  Con- 
tencioso tendrán  derecho  al  abono  en  clasificación  de 
los  de  carrera  de  abogado. 

Art.  1 7.  El  fiscal  de  lo  contencioso  tendrá  la  mis- 
ma categoría  que  los  consejeros.  Su  nombramiento 
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será  de  libre  elección  del  Gobierno  entre  los  que  re- 
tinan las  circunstancias  que  establece  el  art.  7.°  de  la 
ley  orgánica  del  Consejo. 

Art.  1 8.  A las  órdenes  del  fiscal  de  lo  contencioso 
habrá  cuatro  tenientes  fiscales,  que  serán  respectiva- 
mente jefes  de  administración  de  primera,  segunda, 
tercera  y cuarta  clase. 

Los  que  reúnan  condiciones  para  ser  nombrados 
fiscales  de  Audiencia  podrán  aspirar  á las  vacantes  de 
tenientes  fiscales  de  lo  contencioso,  dándose  de  cada 
tres,  dos  á la  antigüedad  y una  á la  elección. 

Los  oficiales  de  la  clase  de  primeros  del  Consejo 
podrán  aspirar  á la  última  plaza  de  teniente  fiscal. 

Art.  19.  El  fiscal  y los  tenientes  fiscales  de  lo 
coutencioso  tendrán  derecho  al  abono  de  los  años  de 
carrera  como  los  del  fuero  ordinario. 

Art.  20.  A las  órdenes  inmediatas  de  la  Sala  y de 
su  secretario  habrá  cuatro  ujieres,  con  la  dotación 
que  determine  una  disposición  especial. 

Los  ujieres,  además  de  asistir  á las  audiencias 
públicas  de  la  Sala,  serán  los  encargados  de  practicar 
las  diligencias  de  notificación,  citación  y emplaza- 
miento fuera  de  los  eslrados  del  Tribunal,  conforme 
á lo  que  disponga  el  reglamento. 

CAPITULO  V. 

Del  Consejo  de  Estado  en  fileno  constituido  en  Sala 
de  lo  Contencioso. 

Art.  21.  El  Consejo  de  Estado  en  pleno  se  consti- 
tuirá en  Sala  de  lo  Contencioso  para  la  vista  del  re- 
curso extraordinario  de  revisión  de  que  trata  el  ar- 
tículo 5.°  del  tft.  3.u 

Para  deliberar  el  Consejo  en  el  caso  á que  se  con- 
trae este  artículo,  será  necesaria  la  asistencia,  por  lo 
rilónos,  de  dos  terceras  partes  de  los  consejeros  que 
lo  compongan,  sin  contar  en  este  numero  á los  Mi- 
nistros de  la!  Corona. 

TITULO  SEGUNDO. 

DE  LA.  COMPETENCIA  DE  LOS  TRIBUNALES  CONTEXCIOSO- 
ADMINISTRATIVOS. 

CAPITULO  1. 

De  los  Tribunales  Contcnciosa-admiaistralivos  de 
provincia . 

Art.  22.  Los  Tribunales  Contcncioso-administra- 
tivos  de  provincia  conocerán  dé  las  demandas  que  se 
propongan  contra  las  resoluciones  de  los  gobernado- 
res y Diputaciones  provinciales  que,  según  las  leyes, 
causen  estado. 

Cuando  dichas  resoluciones  procedan  de  otras  au- 
toridades ó corporaciones  administrativas,  no  podrá 
entablarse  el  recurso  contencioso  sin  que  conste  ha- 
ber recaído  resolución  del  gobernador  que  ultime  la 
vía  gubernativa. 

La  admisión  de  las  demandas  y la  resolución  del 
incidente  sobre  procedencia  ó improcedencia  de  la  vía 
contenciosa  son  de  la  competencia  de  los  mismos  Tri- 
bunales, salvo  el  recurso  que  se  establece  en  el  artícu- 
lo 43. 

Art.  23.  Conocerán  los  Tribunales  Conlencioso- 
administrativos  de  provincia  de  las  cuestiones  que  se  I 


susciten  con  motivo  de  las  providencias  dictadas  por 
las  autoridades  que  expresa  el  art.  22  en  la  aplicación 
de  las  leyes,  reglamentos,  ordenanzas  y disposiciones 
admfnistrátivrs  de  carácter  general,  siempre  que  se 
alegue  un  derecho  que  pueda  haber  sido  ofendido. 

Art.  24.  Sin  embargo  de  lo  quedispone  el  artículo 
anterior,  no  corresponden  á la  jurisdicción  de  los  Tri- 
bunales de  provincia: 

1. a  Las  cuestiones  que  por  la  naturaleza  de  los 
actos  de  que  nazcan,  ó de  la  materia  sobre  que  ver- 
sen, pertenezcan  al  orden  político  y de  gobierno,  ó ai 
civil  ó penal. 

2. °  Las  que  se  promuevan  con  motivo  de  resolu- 
ciones que  con  arreglo  á una  ley  ó un  reglamento  ex- 
pedido con  las  solemnidades  legales  puedan  ser  ob- 
jeto de  alzada  ante  el  Gobierno. 

3. °  Las  que  tengan  su  origen  en  decisiones  que 
con  arreglo  á una  ley  ó un  reglamento  dictado  con 
las  formalidades  quedetermina  el  párrafo  anterior  es- 
tén expresamente  excluidas  de  la  vía  conténcioso-ad- 
minislrativa. 

Tampoco  podrán  impugnarse  por  dicha  vía  las  re- 
soluciones de  mero  trámite  ó sustanciacion;  pero  pro- 
cederá el  recurso  contencioso  por  infracción  de  las 
reglas  del  procedimiento  administrativo  que  rijan  en 
cada  ramo,  aun  en  aquellos  negocios  en  que  el  fondo 
esté  reservado  á la  exclusiva  apreciación  y resolución 
gubernativa. 

Art.  25.  Continuarán  atribuidas  al  conocimiento 
y fallo  de  los  Tribunales  de  provincia,  llegado  el  caso 
del  art.  23,  las  cuestiones  relativas: 

1. °  Al  cumplimiento,  inteligencia,  rescisión  y 
efectos  de  los  contratos  y remates  celebrados  con  la 
Administración  provincial  y municipal  para  toda  es- 
pecie de  servicios  y obras  públicas;  y 

2. °  Al  deslinde  y amojonamiento  de  los  montes 
pertenecientes  al  Estado,  á los  pueblos  ó á los  esta- 
blecimientos públicos,  reservando  las  acciones  pose- 
sorias en  juicio  plenáno,  y las  cuestiones  de  propie- 
dad, á la  jurisdicción  ordinaria. 

Art.  26.  Los  Tribunales  de  provincia  se  limitarán 
á decidir  las  cuestiones  controvertidas  en  el  pleito. 

Las  sentencias  firmes  de  dichos  Tribunales  se  pu- 
blicarán en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia. 

CAPITULO  II. 

De  los  Tribunales  Contencioso -administrativos  de  Ul- 
tramar. 

Art.  27.  Los  Tribunales  Contencioso-administra- 
tivos  de  las  provincias  de  Ultramar  conocerán  de  los 
asuntos  de  la  Administración  que  tengan  aquel  ca- 
rácter según  lo  prescrito  en  el  Real  decreto  de  4 de 
Julio  de  1861,  con  excepción  de  lo  establecido  para 
la  admisión  de  las  demandas,  en  que  se  ajustarán  á 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero,  art.  22  de  esta  ley, 
y á los  demás  que  con  él  se  relacionan. 

CAPITULO  III. 

l)e  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado. 

Art.  28.  La  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Estado  conocerá  en  primera  y única  instancia  de  los 
recursos  contra  todas  las  resoluciones  de  los  Ministros 
de  la  Corona  que  en  la  aplicación  de  las  leyes  y re- 
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glamenlos  y demás  disposiciones  de  carácter  general 
puedan  ofender  derechos  de  la  Administración  general 
dei  Estado,  de  las  Corporaciones  administrativas  ó de 
los  particulares,  íbera  de  los  casos  expresados  en  los 
párrafos  i.°  y 3.°,  y final  del  art.  24,  con  la  excepción 
consignada  en  el  último. 

Art.  29.  En  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  conocerá  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Con- 
sejo de  Estado  de  las  cuestiones  atribuidas  anterior- 
mente á los  Consejos  provinciales  sobre  indemniza- 
ción, legitimidad  de  los  títulos  y liquidación  de  los 
créditos  de  partícipes  legos  en  diezmos,  de  que  trata 
la  ley  de  20  de  Marzo  de  1846. 

Conocerá  asimismo  la  Sala  de  lo  Contencioso: 

I De  los  recursos  conLra  las  resoluciones  del  Go- 
bierno que  establecen  los  arts.  177  de  la  ley  munici- 
pal y 54  do  la  provincial. 

2.°  De  las  apelaciones  que  se  interpongan  contra 
las  resoluciones  de  los  diversos  Ministerios  acerca  de 
los  derechos  de  las  clases  x)asivas. 

Art.  30.  Continuarán  atribuidas  al  conocimiento 
de  la  misma  Sala  las  cuestiones  relativas: 

1. °  Al  cumplimiento,  inteligencia,  rescisión  y 
efectos  de  los  remates  y contratos  celebrados  directa- 
mente por  el  Gobierno  ó x>or  las  Direcciones  genera- 
les de  los  diferentes  ramos  de  la  administración  civil 
ó militar  del  Estado,  para  toda  especie  de  servicios  y 
obras  públicas. 

2. °  A la  validez,  inteligencia,  rescisión  y efectos 
de  los  remates  y contratos  de  bienes  de  la  Nación  y 
actos  posesorios  que  de  ellos  se  deriven,  hasta  que  el 
comprador  ó adjudicatario  sea  puesto  en  posesión  de 
dichos  bienes.  La  designación  de  la  cosa  vendida  será 
en  todo  caso  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa. 

Art.  31.  Corresponde  á la  propia  Sala  conocer: 

l.°  De  la  cuestión  previa  sobre  procedencia  ó im- 
procedencia de  la  vía  contenciosa. 


2.°  De  los  recursos  de  reposición,  aclaración  y re- 
visión de  sus  providencias  y resoluciones,  salvo  lo  dis- 
puesto en  el  art.  2 1 . 


3.°  De  las  alzadas  que  se  interpongan  contra  las 
resoluciones  de  los  Tribunales  de  provincia  y de  las 
Secciones  de  lo  Contencioso  de  los  Consejos  de  Ultra- 
mar sobre  procedencia  ó improcedencia  de  la  vía  con- 
tenciosa. 


4.°  De  los  recursos  de  apelación  y nulidad  contra 
las  definitivas  de  los  propios  Tribunales  y Consejos. 


TITULO  TERCERO. 


DEC  PROCEDIMIENTO  CONTENCIOSO-ADMINISTR  ATUVO. 

CAPITULO  I. 

De  la  primera  instancia  ante  los  Tribunales  de  provincia . 

Art.  32.  El  que  se  sintiere  agraviado  en  su  dere- 
cho por  alguna  resolución  de  las  autoridades  quemen 
cionael  art.  22,  podrá  acudir  por  la  vía  contenciosa, 
proponiendo  su  demanda  ante  el  Tribunal  de  la  pro- 
vincia. 

Art.  33.  La  demanda  se  iniciará  por  medio  de  un 
breve  escrito  de  alzada  contra  la  resolución,  que  se 
acompañará  original  ó en  copia,  según  haya  sido  la 
forma  de  la  notificación  administrativa. 

El  escrito,  extendido  en  el  papel  sellado  que  co- 


rresponda, irá  firmado  por  el  interesado  ó por  letrado 
en  ejercicio,  ó procurador  con  poder  bastante  en  estos 
dos  últimos  casos.  La  intervención  del  letrado  solo 
será  necesaria  cuando  el  interés  del  litigio,  siendo  va- 
luable,  llegue  á 2.500  pesetas. 

Los  abogados  x>odráu  defender  sus  negocios  pro- 
pios aunque  no  ejerzan  la  profesión. 

En  todos  los  casos  el  demandante  ó quien  le  re- 
presente debíjrá  designar  su  domicilio  en  la  capital 
de  la  provincia,  para  oir  las  notificaciones.  Esta  de- 
signación se  hará  por  medio  de  otrosí. 

Art.  34.  El  término  para  recurrir  por  la  vía  con- 
tenciosa ante  los  Tribunales  de  provincia  será,  en  toda 
clase  de  asuntos,  de  dos  meses,  contados  desde  la  fe- 
cha de  la  notificación  administrativa  de  la  providen- 
cia reclamable.  Pero  si  la  notificación  so  hiciese  en 
las  Antillas  ó en  cualquier  otro  punto  de  América,  ó 
en  Filipinas,  dicho  término  será  de  seis  y ocho  meses 
respectivamente. 

El  término  de  que  trata  el  párrafo  anterior  solo 
correrá  para  la  Administración  desde  el  dia  que  de- 
clare que  una  resolución  anterior  le  causó  perjuicio; 
pero  pasados  cinco  años  desde  la  fecha  de  la  resolu- 
ción á que  se  atribuya  el  agravio,  no  podra  intorpo- 
nerse  el  recurso. 

De  igual  beneficio  disfrutarán  las  Diputaciones  y 
Ayuntamientos  con  respecto  á los  acuerdos  anterio- 
res de  dichas  Corporaciones  que  consideren  lesivos  á 
sus  derechos:  al  efecto,  los  Ayuntamientos,  después 
de  deliberar  sobre  este  punió,  consultarán  su  deter- 
minación con  el  gobernador,  y si  éste,  prévia  audien- 
cia de  la  Comisión  provincial,  la  aprobare,  se  tendrá 
por  declarado  el  perjuicio  para  los  efectos  de  la  re- 
clamación contenciosa.  Cuando  el  gobernador  no  es- 
timare las  razones  en  que  se  funde  el  acuerdo  muni- 
cipal, podrán  los  Ayuntamientos  acudir  al  Gobierno, 
que  decidirá  sin  ulterior  recurso;  en  el  concepto  de 
que  si  su  resolución  fuese  favorable  á la  interposición 
de  la  demanda,  el  tribunal  competente  para  conocer 
de  ella  será  siempre  el  de  la  provincia  á que  la  Mu- 
nicipalidad corresponda. 

Art.  35.  Presentada  una  demanda,  la  Secretaría 
del  Tribunal  pondrá  nota  á continuación  de  ella  del  dia 
y hora  de  su  presentación,  y dará  recibo  firmado  por 
el  secretario,  en  que  se  acrediten  estas  circunstancias. 

Dada  cuenta  al  Tribunal  en  el  primer  dia  de  des- 
pacho, acordará  que  se  reclame  el  expediente  guber- 
nativo de  la  autoridad  ó Corporación  administrativa 
que  hubiere  dictado  la  providencia  que  motive  la  re- 
clamación. 

Art.  36.  La  remisión  del  expediente  se  hará  den- 
tro de  los  treinta  dias  posteriores  á la  reclamación,  y 
no  podrá  demorarse  sin  causa  justificada,  que  apre- 
ciará el  Tribunal,  bajo  la  responsabilidad  legal  á que 
pueda  dar  lugar  por  su  morosidad  ó desobediencia  la 
autoridad  ó Corporación  á quien  la  reclamación  se 
hubiese  dirigido. 

El  plazo  de  treinta  dias  de  que  habla  el  párrafo 
anterior  empezará  á contarse  desde  la  entrega  en  la 
respectiva  dependencia  de  ia  comunicación  del  Tri- 
bunal, de  que  se  recogerá  resguardo. 

Art.  37.  Remitido  que  sea  el  expediente  guberna- 
tivo, se  pondrá  de  manifiesto  al  actor  por  término  de 
diez  dias,  prorrogable  si  lo  pidiere  por  otros  cinco,  á 
juicio  dei  Tribunal,  para  que  formalice  su  demanda. 

Art.  38.  Ai  formalizar  la  demanda,  el  actor  tra- 
tará préviamente,  y por  separado  de  la  cuestión  de 
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fondo,  la  de  procedencia  de  la  vía  contenciosa,  ciñén- 
dose  á determinar  estos  tres  puntos: 

1. °  Ser  el  asunto  de  la  competencia  del  Tribunal. 

2. °  Haber  providencia  administrativa  que  haya 
causado  estado. 

3. °  Haberse  propuesto  la  demanda  en  tiempo  hábil. 

La  demanda  contendrá  además,  en  puntos  de  he- 
cho y de  derecho  numerados,  todo  lo  que  tenga  rela- 
ción con  la  cuestión  del  pleito,  6 irá  acompañada  de 
las  escrituras  y documentos  que  el  actor  juzgue  con- 
venientes á la  defensa  de  su  derecho,  designando  en 
otro  caso  el  archivo,  oficina  6 protocolo  en  que  se 
encuentren. 

Cuando  las  escrituras  ó documentos  los  hubiese 
presentado  en  apoyo  ó como  comprobante  de  alguna 
otra  reclamación  en  vía  gubernativa  ó contenciosa, 
podrá  referirse  á ellos,  désiguándo  la  dependencia  en 
que  se  bailen,  ó el  expediente  á qne  estuvieren  uni- 
dos, para  que  se  tengan  á la  vista  en  su  caso  y se 
mande  librar  á su  costa,  si  lo  pidiere,  certificación  de 
lo  que  resultare. 

Art.  39.  La  demanda  se  pasará  al  fiscal  por  tér- 
mino de  diez  dias  para  el  solo  efecto  de  que  informe 
acerca  de  la  procedencia  ó improcedencia  de  la  via 
contenciosa. 

Art.  40.  Si  el  fiscal  se  allanase  á su  admisión  y 
el  Tribunal  se  conformare  con  este  parecer,  dictará 
auto  mandando  dar  curso  á la  demanda,  habiendo  por 
parte  al  que  la  produzca,  por  sí  ó en  la  representación 
que  lleve,  y disponiendo  que  vuelva  de  nuevo  al  fis- 
cal por  término  de  otros  diez  dias  para  que  la  con- 
teste. Este  plazo  podrá  prorrogarse,  si  lo  pidiere  el 
fiscal,  por  otros  cinco  dias. 

Art.  41.  Si  el  fiscal  se  opusiere  á la  admisión  de 
la  demanda,  ó el  Tribunal  estimare  que  el  punto  exi- 
ge mayor  examen,  señalará  dia  para  la  vista  del  inci- 
dente, en  cuyo  acto  serán  oidos  el  interesado  ó su  re- 
presentante y el  fiscal,  de  cuyo  escrito  impugnando 
la  admisión  se  entregará  siempre  copia  á la  parte 
actora. 

Art.  42.  Celebrada  la  vista,  el  Tribunal  dictará 
auto  motivado,  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes, 
declarando  ó no  procedente  la  vía  contenciosa  para 
la  demanda  propuesta,  con  los  pronunciamientos,  en 
su  caso,  que  expresa  el  art.  40. 

Art.  43.  El  auto  en  que  se  declare  procedente  ó 
improcedente  la  vía  contenciosa  será  apelable  dentro 
de  los  tres  dias  siguientes  á su  notificación,  así  por  ei 
demandante  como  por  el  demandado,  para  ante  la  Sala 
de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado,  cuyo  fallo 
será  ejecutorio. 

Art.  44.  Admitida  la  demanda  por  auto  motivado 
de  la  Sala  de  lo  Contencioso,  que  se  publicará  en  la 
Gacela , no  podrá  proponerse  la  excepción  de  incompe- 
tencia por  razón  de  la  materia  en  el  curso  del  pleito. 

Tampoco  podrá  proponerse  dicha  excepción  cuando 
el  fiscal  del  Consejo  se  hubiere  allanado  á la  admisión 
de  la  demanda;  pero  si  se  hubiere  opuesto  fundado  en 
las  causas  que  expresa  el  art.  24,  y contra  su  dicta- 
men fuese  admitida,  podrá  formular  la  oportuna  pro- 
testa para  los  efectos  del  art.  78. 

Art.  45.  Admitida  la  demanda,  seguirá  el  curso 
que  determina  el  art.  40. 

Cuando  la  petición  formulada  en  ella  afecte  los  de- 
rechos de  un  tercero  que  haya  sido  parte  en  el  expe- 
diente gubernativo,  ó que  sin  haberlo  sido  conste  que 
tiene  interés  en  la  resolución  del  litigio,  podrá  perso- 


narse á coadyuvar  á la  Administración  y ser  tenido  por 
parte,  prévia  audiencia  del  demandante  y del  fiscal. 

El  auto  del  Tribunal  habiendo  por  parte  ó negando 
la  intervención  en  el  juicio  del  que  se  presente  á coad- 
yuvar á la  Administración  será  apelable,  dentro  de  los 
tres  dias  siguientes  á su  notificación,  ante  la  Sala  de 
lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado,  que  resolverá 
sin  ulterior  recurso. 

Art.  46.  El  Tribunal,  de  oficio  ó á petición  fiscal, 
hará  saber  la  existencia  del  pleito,  por  si  le  conviniere 
mostrarse  parte,  á cualquier  interesado  á quien  consto 
que  la  demanda  afecte,  señalándole  término  para  com- 
parecer. 

Ei  actor  podrá  pedir  reposición  de  la  providencia 
en  que  así  se  acuerde,  dentro  de  tercero  dia  después 
de  notificada;  pero  no  se  sustanciará  el  incidentehasta 
que  trascurra  ei  término  concedido  al  interesado  para 
comparecer.  Si  el  citado  se  personase  dentro  de  dicho 
término,  se  le  dará  traslado,  así  como  al  fiscal,  por 
tiempo  de  tres  días  respectivamente,  para  que  expon- 
gan lo  que  estimen,  y dentro  de  las  cuarenta  y ocho 
horas  siguieutes  á la  presentación  del  último  escrito, 
ó de  la  conclusión  del  plazo  señalado  para  alegar,  el 
Tribunal  dictará  el  auto  que  corresponda. 

Este  auto  será  apelable  por  las  partes,  dentro  de 
los  tres  dias  siguientes  á su  notificación,  ante  la  Sala 
do  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado,  que  decidirá 
sin  ulterior  recurso. 

Admitido  el  coadyuvante,  no  podrá  impugnar  la 
admisión  de  la  demanda  según  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 44. 

Art.  47.  Sin  embargo  de  lo  establecido  en  el  ulti- 
mo párrafo  del  artículo  anterior,  cuando  la  demanda 
no  afecte  al  interés  general  de  la  Administración,  sino 
al  de  una  Corporación  ó particular  cuyos  derechos 
haya  favorecido  la  resolución  administrativa  que  en  la 
misma  se  impugne,  al  comparecer  el  demandado  en 
virtud  del  emplazamiento,  podrá  proponer  la  excepción 
dilatoria  de  incompetencia  que  permite  el  art.  33  del 
reglamento  de  l.°de  Octubre  de  1845,  y á su  tiempo 
podrá  interponer  igualmente  recurso  de  nulidad,  de- 
jando preparado,  si  mantuviere  este  recurso  en  segun- 
da instancia,  el  extraordinario  de  que  trata  el  art.  78 
de  esta  ley. 

Art.  48.  Cuando  el  fiscal  sea  quien  reclame  en 
nombre  déla  Administración  del  Estado,  presentará  su 
demanda  arreglada  á lo  dispuesto  en  el  art.  38  de  la 
ley,  acompañando  la  órden  ó traslado  de  ella  que  hu- 
biere recibido  para  interponerla. 

El  Tribunal,  después  de  hecho  constar  por  la  Secre- 
taría el  dia  y hora  de  su  presentación,  dispondrá  que 
se  le  dé  curso,  si  se  hubiere  deducido  en  tiempo,  man- 
dando citar  y emplazar  á la  Corporación  ó persona  con- 
tra quien  se  dirija  ó á quien  afecte. 

Art.  49.  Si  á juicio  del  Tribunal  la  demanda  del 
fiscal  no  se  hubiere  presentado  en  tiempo,  denegará  su 
curso.  El  fiscal,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de 
la  notificación  del  auto,  podrá  apelar  ante  la  Sala  de  lo 
Contencioso  del  Consejo  de  Estado,  que,  oido  dicho  mi- 
nisterio en  la  segunda  instancia,  resolverá  sin  ulterior 
recurso. 

Art.  50.  Si  comparecido  el  demandado  propusiere, 
como  en  el  caso  del  art.  47,  la  excepción  dilatoria  de 
incompetencia  que  permite  el  art.  33  del  reglamento 
de  l.°  de  Octubre  de  1845,  y á su  tiempo,  fundado  en 
la  misma  cansa  interpusiere  y sostuviere  en  segunda 
instancia  el  recurso  de  nulidad  que  autoriza  el  art,  73 
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del  propio  reglamento,  quedará  preparado  para  en  su 
dia,  si  quisiere  utilizarlo  en  parte,  el  extraordinario  de 
que  trata  el  art.  78  de  esta  ley. 

Para  los  efectos  del  citado  art.  33  del  reglamento 
de  l.°  de  Octubre  de  1845,  se  reputará  falta  de  perso- 
nalidad en  el  fiscal  el  no  acompañar  á su  demanda  la 
orden  ó traslado  original  que  para  interponerla  hubie- 
re recibido. 

Cualquiera  otra  clase  de  excepciones  que  proponga 
el  demandado  respecto  de  las  demandas  á que  se  con- 
trae este  artículo,  y singularmente  la  de  falta  de  ac- 
ción para  pedir,  se  resolverán  al  fallar  sobre  el  fondo. 

Para  contestarla  demanda  se  concederá  al  deman- 
dado un  término  igual  al  que  señala  al  fiscal  el  ar- 
tículo 40. 

Art.  51.  El  término  del  emplazamiento  será  en  to- 
dos los  casos  el  que  determina  el  art.  27  del  regla- 
mento de  l.°  de  Octubre  de  1845,  cuando  e-1  deman- 
dado resida  en  la  capital  de  la  provincia;  de  tres  dias 
más  si  residiere  en  cualquier  otro  punió  de  la  mis- 
ma, y de  quince  dias  en  ios  demás  casos.  Pero  si  el 
demandado  residiere  en  el  extranjero  ó en  las  provin- 
cias de  Ultramar,  el  Tribunal,  teniendo  en  cuenta  la 
distancia,  fijará  un  plazo  prudencial  dentro  del  cual 
deba  comparecer. 

Art.  52.  Si  el  pleiLo  se  recibiere  á prueba,  podrán 
las  partes,  después  de  terminada,  hacer  un  resumen 
breve  y metódico  de  la  suya  respectiva,  seguido  de 
la  apreciación,  por  párrafos  separados  y numerados, 
de  la  contraria. 

Art.  53.  En  todo  lo  que  no  lo  modifiquen  las  dis- 
posiciones precedentes,  regirá,  respecto  de  la  suslan- 
ciacion  de  los  pleitos,  el  reglamento  de  l.°  de  Octu- 
bre de  1845, 

CAPITULO  II. 

De  la  segunda  instancia  ante  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado. 

Art.  54.  Las  apelaciones  que  se  interpongan  ante 
la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  contra 
las  resoluciones  de  los  Tribunales  de  provincia  sobre 
procedencia  ó improcedencia  de  la  vía  contenciosa,  se 
sustanciarán  con  audiencia  de  las  partes,  si  se  presen- 
taren en  el  término  del  emplazamiento,  concediendo  á 
cada  una  cinco  dias  para  que  expongan  sobre  el  ex- 
presado punto  lo  que  estimen.  No  se  celebrará  vista 
del  incidente  á no  ser  que  alguna  de  las  partes  lo  pi- 
diere. 

Art.  55.  Trascurrido  el  plazo  de  que  habla  el  ar- 
tículo anterior,  y formado  el  extracto  ó apuntamiento, 
se  pasarán  los  autos  al  consejero  ponente,  y dentro  de 
los  cinco  dias  siguientes  la  Bala  dictará  auto  motivado 
confirmando  ó revocando  el  del  inferior  y mandando 
devolver  aquéllos,  con  certificación  de  lo  resuelto,  para 
su  cumplimiento. 

Si  se  celebrare  vista,  los  cinco  dias  de  que  traía  el 
párrafo  anterior  se  contarán  desde  su  fecha. 

Art.  50.  En  el  caso  del  art.  49  será  únicamente 
oido  el  fiscal  del  Consejo,  y la  Sala  dictará  auto  moti- 
vado, como  establece  el  que  antecede. 

Art.  57.  Los  recursos  de  apelación  y nulidad  que 
se  interpongan  contra  las  definitivas  de  los  Tribunales 
de  provincia  se  sustanciarán  conforme  ai  reglamento 
de  30  de  Diciembre  de  1840. 


CAPITULO  III. 

De  lacrimara  y única  instancia  ante  la  Sala  ele  lo 
Contencioso  del  Consejo  de  Estado . 

Art.  58.  El  que  se  sintiere  agraviado  en  sus  dere- 
chos por  alguna  de  las  resoluciones  á que  se  contrae 
el  art.  27,  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  haya 
sido  dictada,  podrá  recurrir  conLra  ella  proponiendo 
su  demanda  ante  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo 
de  Estado. 

Art.  59.  La  demanda  se  presentará  en  toda  clase 
de  asuntos  dentro  de  los  tres  meses  siguientes  á la  fe- 
cha de  la  notificación  administrativa,  hecha  en  debida 
forma,  de  la  resolución  contra  la  cual  se  interponga 
el  recurso. 

Dicho  término  será  (le  seis  y ocho  meses,  respec- 
tivamente, cuando  la  persona  que  haya  de  reclamar 
tenga  su  residencia  en  las  Antillas  ó en  cualquier 
otro  punto  de  América  ó Filipinas  y se  le  notifique 
en  dichos  puntos  la  resolución  que  origine  el  recurso. 

El  término  de  tres  meses  de  que  habla  el  párrafo 
primero  empezará  A correr  para  la  Administración 
desde  el  dia  en  que  el  Ministro  del  ramo  declare  por 
medio  de  una  resolución  publicada  en  la  Gaceta  en  los 
ocho  dias  siguientes  á su  fecha,  que  otra  decisión  an- 
terior emanada  de  su  departamento  causó  perjuicio  al 
Estado;  pero  trascurridos  diez  años  desde  la  fecha  de 
la  disposición  á que  se  atribuye  el  agravio,  no  podrá 
utilizarse,  á nombre  del  Estado,  el  mencionado  recurso. 

Art.  (JO.  Los  escritos  de  demanda,  extendidos  en 
el  papel  sellado  que  corresponda  según  la  cuantía  del 
litigio,  irán  firmados  por  los  interesados,  por  un  abo- 
gado del  Colegio  (le  Madrid  ó por  un  procurador,  con 
poder  bastante  en  estos  dos  últimos  casos. 

Cuando  los  interesados  gestionen  por  sí  ó por  me- 
dio de  procurador,  los  escritos  deberán  ir  autorizados 
por  letrado. 

En  los  asuntos  relativos  á derechos  pasivos,  nom- 
bramientos, ascensos,  antigüedad  en  los  escalafones  y 
demás  de  carácter  personal,  los  interesados  podrán 
defenderse  á sí  propios  sin  la  intervención  de  letrados. 

Los  abogados  podrán  igualmente  defender  sus  ne- 
gocios propios  aunque  no  ejerzan  la  profesión. 

Art.  61.  El  que  presente  la  demanda  deberá  con- 
signar por  medio  de  otrosí  las  senas  de  su  domicilio, 
para  las  notificaciones  que  hayan  de  hacérsele. 

Art.  62.  La  Secretaría  de  la  Sala  extenderá  nota 
al  pié  de  los  escritos,  expresiva  del  dia  y hora  de  su 
presentación,  consignándolo  además  en  el  registro  de 
entrada  de  negocios,  cuyos  asientos  rubricará  al  fin 
de  cada  dia  el  secretario. 

Se  entienden  dias  hábiles  para  los  efectos  del  pá- 
rrafo anterior  los  no  festivos,  y dentro  de  ellos  las  ho- 
ras que  el  reglamento  del  Consejo  tenga  señaladas 
para  la  asistencia  á sus  oficinas. 

Art.  63.  Presentada  una  demanda,  que  en  su  for- 
ma se  reducirá  á un  breve  escrito  de  alzada  conforme 
á lo  dispuesto  en  el  art.  33,  la  Sala  acordará,  por  pri- 
mera providencia,  que  se  reclame  el  expedionte  gu- 
bernativo del  Ministerio  que  corresponda. 

La  remisión  del  expediente  no  podrá  demorarse, 
sin  causa  justificada,  más  de  cuarenta  dias,  contados 
desde  el  recibo  en  el  Ministerio  de  la  comunicación 
del  presidente  de  la  Sala. 

Se  entiende  por  recibo  para  los  efectos  del  párrafo 
anterior,  el  que  deberá  darse  por  el  jefe  del  registro 
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del  Ministerio  correspondiente  al  portador  ó encargado 
de  llevar  el  pliego,  expresivo  de  la  fecha  de  su  entre- 
ga. El  recibo  se  unirá  á los  autos. 

Guando  trascurra  el  plazo  señalado  en  este  artículo 
sin  que  el  Ministerio  respectivo  haya  remitido  el  expe- 
diente ó motivado  la  demora,  se  dirigirá  recordatorio 
al  Ministerio;  y si  tampoco  diere  resultado,  la  Sala 
podrá  dirigirse  en  queja  de  la  demora  ó desobedien- 
cia, ai  Consejo  de  Ministros  por  conducto  del  Presi- 
dente del  mismo. 

Art.  64.  Remitido  el  expediente,  se  pondrá  de 
manifiesto  al  actor  por  término  de  veinte  dias , para 
que  formalice  su  demanda  en  los  términos  que  esta- 
blece el  art.  38, 

Dicho  termino  podrá  prorrogarse  por  otros  diez 
dias,  á juicio  de  la  Sala,  según  el  volúmen  del  expe- 
diente ó de  los  antecedentes  remitidos,  si  el  deman- 
dante lo  pidiere. 

Art.  G5.  Formalizada  la  demanda,  se  pasará  alfis- 
cal  por  término  de  diez  dias,  prorrogare  á instancia 
suya  por  otros  cinco,  para  los  fines  que  expresa  el 
art.  30,  observándose  en  su  caso  lo  dispuesto  en  los 
arts.  40  y 4 I , sin  más  diferencia  que  la  de  concederse 
al  fiscal  el  plazo  de  veinte  dias,  prorrogabas  por  otros 
diez  si  Jo  pidiere,  para  contestar  la  demanda,  y ser 
de  diez  dias  también  el  término  para  dictar  el  auto 
motivado  de  admisión  ó no  admisión  déla  misma. 

Dicho  auto,  en  el  caso  de  recaer  después  de  cele- 
brada vista  del  incidente,  se.  publicará  en  la  Gaceta . 

Art.  66.  Desestimada  la  oposición  dei  ministerio 
fiscal  á la  admisión  de  la  demanda,  si  ia  oposición  se 
fundase  en  las  causas  que  expresa  el  art.  24,  podrá  el 
mismo  contestarla  bajo  protesta,  para  los  efectos  del 
artículo  78,  observándose  en  lo  demás  lo  establecido 
en  el  art.  44. 

Art.  67.  Si,  como  en  el  caso  del  art.  47,  la  deman- 
da no  afecta  al  interés  general  de  la  Administración, 
sino  al  do  una  Corporación  ó particular  cuy  os  derechos 
haya  favorecido  la  resolución  del  Gobierno  impugna- 
da en  la  misma,  deberá  ser  citada  y emplazada  la  per- 
sona contra  quieu  se  dirija,  y una  vez  comparecida,  el 
fiscal  podrá  abstenerse  de  contestar  la  demanda,  ó 
concretará  la  defensa  de  la  Administración  al  extremo 
ó extremos  que  á la  misma  interesen,  dejando  á 
aquélla  la  defensa  de  su  derecho. 

La  Corporación  ó particular  demandados  podrán 
proponer  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  que 
permite  el  art.  86  del  reglamento  de  30  de  Diciembre 
de  1846;  y si  la  desestimare  la  Sala,  prévia  audiencia 
dei  demandante  y del  fiscal,  y se  contestare  la  deman- 
da bajo  protesta,  quedará  preparado  el  recurso  de  que 
trata  el  art.  78. 

Art.  68.  Las  excepciones  dilatorias  se  propondrán 
lodas  á un  tiempo,  como  dispone  el  art.  88  dei  citado 
reglamento,  y no  suspenderán  el  curso  de  la  deman- 
da las  que  se  presenten  después. 

Las  perentorias  se  propondrán  al  contestarla  y se 
resolverán  en  la  definitiva  que  ponga  término  al  juicio. 

Art.  60.  En  el  caso  del  art.  45  se  observará  lo 
que  dispone  su  párrafo  primero. 

Del  auto  de  la  Sala  habiendo  por  parte  ó negando 
la  intervercion  en  el  juicio  al  que  se  presente  como 
coadyuvante  de  la  Administración,  podrá  pedirse  re- 
posición dentro  de  Lercero  día.  Sustanciado  el  artícu- 
lo con  audiencia  de  las  partes,  la  Sala  resolverá  lo  que 
estime,  sin  ulterior  recurso. 

La  Rala,  de  oficio  ó á petición  fiscal,  observará  lo 


que  dispone  el  art.  46,  guardándose  todo  lo  que  en  el 
mismo  se  establece,  ménos  lo  prescrito  en  su  último 
párrafo. 

El  admitido  como  coadyuvante  no  podrá  impug- 
nar la  admisión  de  la  demanda  conforme  á los  artícu- 
los 44  y 47. 

Art.  70.  Si  el  fiscal  fuere  demandante,  se  obser- 
vará lo  prevenido  en  el  art.  48,  y en  el  caso  del  49 
podrá  pedir  reposición  del  auto  en  que  se  deniegue 
la  admisión  de  la  demanda. 

Celebrada  vista  del  incidente,  la  Sala  dictará  auto 
motivado  que  se  publicará  en  la  Gaceta , resolviendo 
lo  que  proceda.  * 

EL  demandado  podrá  proponer,  después  de  compa- 
recido, la  excepción  dilatoria  de  incompetencia,  fun- 
dada únicamente  en  corresponder  el  asunto  al  orden 
civil  ó penal. 

Si  la  Sala  desestimare  esta  excepción,  podrá  el  de- 
mandado contestar  bajo  protesta  la  demanda,  dejando 
preparado  el  recurso  de  que  trata  el  art.  78. 

Art.  71.  El  término  del  emplazamiento  será  el  que 
determina  el  art.  75  del  reglamento  de  30  de  Diciem- 
bre de  184G,  si  el  demandado  residiere  en  Madrid,  y 
de  veinte  dias  si  en  cualquier  otro  punto  de  la  Penín- 
sula ó Islas  adyacentes.  Respecto  del  que  se  bailare  en 
el  extranjero  ó en  las  provincias  de  Ultramar,  la  Sala, 
teniendo  en  cuenta  la  distancia,  fijará  un  plazo  pru- 
dencial dentro  del  cual  haya  de  comparecer  si  le  con- 
viniere. 

Art.  7?.  Si  el  pleito  se  recibiere  á prueba,  se  ob- 
servará lo  dispuesLo  en  el  art.  52. 

Art.  73.  En  todo  lo  que  no  lo  modifiquen  las  dis- 
posiciones precedentes,  regirá  respecto  de  la  sustao- 
ciaciondelos  pleitos  en  primera  y única  instancia  ante 
la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  el  re- 
glamento de  30  de  Diciembre  de  1846. 

CAPITULO  IV. 

Be  las  sentencias  de  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado . 

Art.  74.  La  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Estado  fallará  en  definitiva  los  negocios  que  le  enco- 
mienda esta  ley. 

En  la  sentencia  decidirá  la  Sala  los  puntos  contro- 
vertidos en  el  pleito,  haciendo  las  declaraciones  de 
derecho  que  correspondan. 

Art.  75.  Notificada  ia  sentencia  á las  partes  por 
cédula  de  ujier  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á 
su  publicación  en  ia  Sala,  se  comunicará  en  el  mismo 
término  por  medio  de  certificación  en  forma  al  Minis- 
tro que  corresponda,  para  que  la  lleve  a efecto,  adop- 
tando las  resoluciones  que  procedan  ó practicando  lo 
que  exija  el  cumplimiento  de  sus  delaraciones. 

Art.  76.  Las  sentencias  de  la  Sala  de  lo  Contencio- 
so surtirán  todos  sus  efectos  legales  á no  ser  que  se 
interpusiere  contra  ellas  el  recurso  extraordinario  de 
que  trata  el  art.  78. 

Si  se  interpusiere  el  recurso  ordinario  de  revisión, 
se  procederá  con  arreglo  al  art.  243  dei  reglamento 
de  30  de  Diciembre  de  1846. 

Las  sentencias  de  la  Sala  de  lo  Contencioso  dei 
Consejo  de  Estado  se  publicarán  en  la  Gaceta . 

CAPITULO  V. 

Recursos  contra  las  sentencias  de  la  Sala  de  lo  Conten- 
cioso del  Consejo  de  Estado. 

Art.  77.  Contra  las  sentencias  de  la  Sala  do  lo 
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Contencioso  no  se  dan  otros  recursos  que  los  que  ex- 
presan el  art.  109  y el  capítulo  16  del  reglamento  de 
30  de  Diciembre  de  1846,  y el  que  establece  el  ar- 
tículo siguiente. 

Art.  78.  llabrá  lugar  ai  recurso  extraordinario  de 
revisión  por  incompetencia  de  la  jurisdicción  conten- 
cioso-administratlva  en  los  casos  de  los  nüms.  l.°  y 
3.°  del  art.  24,  á que  hace  referencia  el  28. 

Art.  79.  Para  que  proceda  el  recurso  en  el  caso 
del  artículo  anterior,  ha  de  haberse  propuesto  la  ex- 
cepción de  incompetencia  en  la  primera  y segunda  ins- 
tancia, ó en  la  única,  y contestado  la  demanda  bajo 
igual  protesta. 

Se  entenderá  cumplido  el  primer  requisito  por  par- 
le del  fiscal  del  Consejo  de  Estado,  cuando  se  funde  en 
esa  causa  su  oposición  á la  admisión  de  la  demanda. 
Pero  no  se  dará  curso  al  recurso  que  entable,  si  no 
acompaña,  original  ó en  copia,  la  orden  del  Gobierno 
para  imponerlo. 

Art.  80.  El  que  interpusiere  cualquiera  de  los  re- 
cursos de  revisión,  con  excepción  del  fiscal,  deberá 
consignar  en  el  establecimiento  destinado  al  efecto 
1.000  pesetas. 

Dicho  depósito  se  perderá,  ingresando  su  importe 
en  el  Tesoro,  si  no  estimare  el  recurso. 

Art.  8!.  El  fallo  del  recurso  extraordinario  de  re- 
visión se  concretará: 

1. °  A desestimar  el  recurso,  si  no  procediere  por 
ser  el  asunto  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-adminisirativa. 

2. °  A estimar  el  recurso,  declarando  nulo  todo  lo 
actuado,  si  el  negocio  estuviese  comprendido  en  las  ex- 
cepciones que  establecen  los  párrafos  primero  y tercero 
del  art.  24. 

En  este  último  caso  se  reservará  á las  partes  su 
derecho,  para  deducirlo  ante  quien  corresponda. 

Para  la  resolución  del  recurso  extraordinario  de 
revisión  se  observará  lo  dispuesto  en  los  arts.  62,  63 
y 64  de  la  ley  de  17  de  Agosto  de  1860. 

Art.  82.  La  consulta  que  eleve  el  Consejo  en  el 
caso  á que  se  conLrae  el  artículo  anterior,  permanece- 
rá reservada  en  la  Presidencia  del  Consejo  de  Minis- 
tros hasta  la  decisión  del  Rey,  y no  podrá  ser  remi- 
tida á informe  de  ningún  Ministerio,  Corporación  ni 
dependencia  del  Estado. 

De  ella  se  dará  cuenta  en  Consejo  de  Ministros  por 
su  Presidente,  y la  resolución  que  recaiga  se  exten- 
derá al  márgen  de  la  consulta. 

Art.  83.  Para  los  fines  del  art.  64  de  la  ley  de  17 
de  Agosto  de  1860,  la  Presidencia  del  Consejo  de  Mi- 
nistros acusará  d la  del  Consejo  el  recibo  de  la  consul- 
ta en  los  ocho  dias  siguientes  á la  fecha  del  resguardo 
que  se  recoja  por  un  dependiente  del  Consejo,  de  su 
entrega  en  las  oficinas  de  la  primera. 

Art.  84.  Así  las  sentencias  que  dicte  la  Sala  de  lo 
Contencioso,  como  las  que  consulte  al  Consejo,  se  ex- 
tenderán y publicarán  á nombre  del  Rey,  expresando 
en  las  primeras,  que  firmarán  los  consejeros  que  hu- 
biesen compuesto  la  Sala,  el  nombre  del  ponente,  y 
consignándose  en  las  segundas  los  de  todos  los  conse- 
jeros qne  hubieren  consultado  la  resolución. 

Los  votos  contrarios  que  en  el  primer  caso  se  emi- 
tan por  los  consejeros,  se  expresarán  en  el  acta  y po- 
drán consignarse  por  sus  autores  en  un  libro  reser- 
vado que  se  llevará  al  efecto,  pero  no  se  hará  mención 
de  ellos  en  la  sentencia.  En  el  segundo,  los  votos  par- 
ticulares se  elevarán  al  Gobierno. 


CAPITULO  VI. 

DLtyosictones  comunes  á la  Sala  de  lo  Contencioso  (¡ei 

Consejo  de  Estado  y á los  Tribunales  de  provincia. 

Art.  85.  La  Sala  do  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Estado  y los  Tribunales  de  provincia  podrán  acordar 
oido  el  fiscal,  la  suspensión  de  las  resoluciones  recla- 
madas en  la  vía  contenciosa,  cuando  no  afecten  al  ser- 
vicio público  y la  ejecución  pueda  ocasionar  daños 
irreparables,  exigiendo  fianza  de  estar  á las  resultas 
al  que  hubiere  pedido  la  suspensión. 

Si  el  fiscal  se  opusiere  á la  suspensión  fundado  en 
que  de  ésta  puede  seguirse  perjuicio  al  servicio  públi- 
co, no  podrá  llevarse  á efecto  sin  acuerdo  del  Gobierno 
al  que  expondrán  la  Sala  de  lo  Contencioso  ó ios  Tri- 
bunales de  provincia  las  razones  que  aconsejen  tal 
medida. 

Cuando  de  la  suspensiondclas  resoluciones  deque 
trata  el  párrafo  anterior  pueda  seguirse,  á juicio  de  la 
Sala  de  lo  Contencioso  ó de  los  Tribunales  de  provin- 
cia, menoscabo  al  servicio  público,  se  limitarán  á dar 
corso  á las  pretensiones  de  suspensión,  elevándolas 
con  su  informe  al  Ministerio  ó autoridad  á quien  in- 
cumba resolverlas. 

Art.  86.  Al  terminarse  la  vista  de  un  pleito,  ó al 
concluirse  la  audiencia  pública  del  dia  en  que  hubie- 
re tenido  lugar,  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo 
de  Estado  y los  Tribunales  de  provincia,  oídos  los 
respectivos  ponentes,  determinarán  si  ha  de  proce- 
derse  á su  fallo  en  el  mismo  dia  ú otro  que  se  desig- 
ne. Esto  ultimo  se  verificará  siempre  que  algún  con- 
sejero ó vocal  desee  examinar  los  autos. 

El  ponente,  antes  de  leer  su  proyecto  de  senten- 
cia, hará  un  resúmen  de  los  hechos  y de  las  cuestio- 
nes discutidas  en  el  pleito.  Leido  el  proyecto  de  sen- 
tencia y discutido,  se  procederá  á la  votación,  comen- 
zando por  el  consejero  ó vocal  más  moderno,  y el  se- 
cretario liará  mención  en  el  acta  de  la  parte  disposi- 
tiva del  fallo  que  se  aprobare. 

Cuando  fuese  desechado  el  proyecto  de  sentencia 
del  ponente,  el  presidente  designará  otro  que  redacte 
uno  nuevo,  acomodado  á la  opinión  que  hubiere  pre- 
valecido, á no  ser  que  el  ponente  tome  voluntaria- 
mente á su  cargo  dicha  obligación. 

Art.  87.  La  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Estado  y los  Tribunales  de  provincia  podrán,  sin  per- 
juicio de  las  diligencias  de  prueba  cuya  práctica 
acuerden,  pedir  cuantos  informes  y antecedentes  es- 
timen, para  ilustración  de  los  negocios,  á las  Corpo- 
raciones y Centros  civiles  y militares  dependientes  de 
ios  respectivos  Ministerios,  asi  como  á todas  las  au- 
toridades y agentes  de  la  Administración. 

Los  despachos,  órdenes,  mandamientos,  ó suplica- 
torios en  su  caso,  que  se  dirijan- con  el  objeto  expre- 
sado en  el  párrafo  anterior,  irán  firmados  por  el  pre- 
sidente y secretario,  insertándose  en  ellos  íntegra  la 
providencia  de  la  Sala  ó del  Tribunal. 

Si  se  retardase  ó demorase  su  cumplimiento,  la 
Sala  y los  Tribunales  de  provincia  podrán  adoptar 
después  del  primer  recordatorio  sin  resultado  las  amo- 
nestaciones y apercibimientos  que  procedan;  y si  ni 
aun  así  obtuvieren  la  ejecución  de  sus  acuerdos,  da- 
rán cuenta  al  Ministro  del  ramo  respectivo,  para  que 
por  el  mismo  se  dicte  la  resolución  que  corresponda. 

Art.  88.  La  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Estado  y los  Tribunales  de  provincia  podrán  imponer 
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multas  que  no  excedan  do  500  y 250  pesetas  respec- 
tivamente, por  vía  (le  corrección  disciplinaria,  á los 
tjue  alteren  el  órdeu  en  los  estrados  del  Tribunal  ó no 
guarden  la  compostura  debida,  sin  perjuicio  de  man- 
dar detener  á los  que  incurrieren  en  faltas  mas  gra- 
ves, y de  ponerlos  á disposición  de  los  Tribunales  or- 
dinarios para  el  castigo  que  corresponda. 

El  atestado  de  la  Sala  ó de  los  Tribunales  de  pro- 
vincia sobre  el  hecho  que  origine  esta  última  deter- 
minación no  estará  sujeto  á ningún  género  de  ratifi- 
cación. 

La  comunicación  al  juez  ó Tribunal  á quien  co- 
rresponda el  castigo  del  hecbo  se  autorizará  por  la  Se- 
cretaría, con  el  Visto  Bueno  del  presidente  de  la  Sala  ó 
del  Tribunal,  insertándose  íntegro  el  acuerdo  que  la 
motive. 

Art.  89.  La  dirección  de  los  debates  an;e  la  Sala 
de  lo  Contencioso  y los  Tribunales  de  provincia,  y la 
policía  do  ios  estrados,  estarán  á cargo  de  los  respecti- 
vos presidentes,  que  podrán  requerir  el  auxilio  en  su 
caso  ele  la  fuerza  pública. 

Las  autoridades  y sus  agentes  estarán  obligados  á 
prestarlo,  cumpliendo  las  órdenes  que  al  efecto  reciban 
del  presidente  respectivo. 

Art.  90.  La  ley  de  enj uiciamienlo  civil  regirá  como 
supletoria  de  la  legislación  que  contiene  los  procedi- 
mientoscontencioso-administrativos.en  todolo  que  fue- 
re compatible  con  la  índole  de  los  mismos. 

Art.  9 1 . Quedan  derogadas  todas  las  leyes  y dispo- 
siciones que  se  opongan  á las  que  contiene  esta  ley. 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS. 

Primera.  Para  hacer  compatible  lo  dispuesto  eu  el 
párrafo  primero,  art.  8.°  de  esta  ley,  con  el  personal 
de  consejeros  que  establece  el  art.  2.ü  de  la  orgánica 
del  Consejo  de  1 7 de  Agosto  de  1860,  sin  aumento  de 
personal,  el  Gobierno  refundirá  en  una  sola  las  Seccio- 
nes de  Gobernación  y Fomento  de  dicho  Cuerpo,  asig- 
nándole el  personal  de  siete  consejeros. 

Segunda.  El  Gobierno  refundirá  y publicará  en 
forma  de  ley,  en  el  plazo  de  seis  meses,  todas  las  dis- 
posiciones que  eu  virtud  de  la  presente  queden  en  vi- 
gor sobre  Organización,  atribuciones  y procedimiento 
de  ios  Tribunales  Contencioso-administrativos,  é intro- 
ducirá en  ci  mismo  plazo,  en  los  reglamentos  sobre  el 
modo  de  proceder  las  Secciones  de  lo  Contencioso  de 
los  Consejos  de  administración  de  Cuba  y Filipinas  y 
el  Consejo  administrativo  de  Puerto-Rico,  las  reformas 
que  establece  esta  ley. 

Tercera.  Los  negocios  pendientes  de  fallo  á la  pu- 
blicación de  esta  ley  quedan  sujetos  á las  disposicio- 
nes vigentes,  salvo  si  las  partes  convinieren  en  some- 
terlos á las  de  esta  ley  en  el  estado  que  tenga  la  tra- 
mitación. Para  aquéllos  en  que  se  hubiere  celebrado 
la  vista  regirá  lo  establecido  en  la  actualidad,  elevan- 
do la  Sala  de  lo  Contencioso  la  consulta  correspondien- 
te á la  aprobación  de  S.  M.  Lo  mismo  se  verificará  si 
se  interpusiere  recurso  de  revisiou  contra  el  Real  de- 
creto-sentencia que  se  dicte. 

Cuarta.  Una  disposición  especial  establecerá  todo 
lo  relativo  á las  insignias  que  han  de  usar  los  conse- 
jeros de  la  Sala  de  lo  Contencioso  y los  vocales  de  los 
Tribunales  de  provincia  en  las  audiencias  públicas,  y 
las  de  los  secretarios  y oficiales,  así  como  al  lugar  que 
los  interesados  deban  ocupar  cuando  comparezcan 
auto  los  Tribunales,  y facultades  que  les  correspondan. 

Madrid  9 de  Diciembre  de  1887.=Mauuel  Danvi- 


la.=Francisco  Silvela.=R.  Villavevde.=Eduardo  Ga- 
rrido Estrada.=C.  El  Conde  de  Toreno.=F.deLaigie- 
sia.=Senen  Cánido. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  ai  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
tículo l.°  del  dictamen  sobre  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción contencioso  administrativa: 

((Artículo  l.°  La  Sala  de  lo  Contencioso  del  Con- 
sejo de  Estado  conocerá  en  primera  y única  ins- 
tancia contra  todas  las  resoluciones  definitivas,  y que 
causen  estado,  de  los  Ministros  de  la  Corona,  que  eu 
la  aplicación  de  las  leyes,  reglamentos  y demás  dis- 
posiciones generales  puedan  ofender  derechos  de  ca- 
rácter administrativo  que  asistan  al  Estado,  á las 
Corporaciones  administrativas  ó á los  particulares.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila=FranciscoLastrcs.=Raimundo  Fer- 
nandez Villaverde.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro. 
=G.  El  Conde  de  Toreno.=óenen  Canido.=Antonio 
Molleda. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  á los  ar- 
tículos 3.°  y 4.°  del  (lictámen  sobre  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción  eontencioso-administraLiva: 

«Art.  3.°  Se  exceptúan  de  la  regla  general  esta- 
blecida en  el  art.  l.°: 

1. °  Las  disposiciones  de  carácter  general  que  dic- 
te la  Administración. 

2. °  Las  qu(3  emanen  de  la  potestad  discrecional  y 
reglamentaria  del  Poder  ejecutivo. 

3. °  Las  disposiciones  que  por  la  naturaleza  de  los 
actos  de  que  nazcan  ó de  la  materia  sobre  que  ver- 
sen, pertenezcan  al  órden  político  y de  gobierno,  á la 
salubridad  jníbiiea  ó defensa  del  territorio. 

4. °  Las  cuestiones  de  carácter  puramente  civil  y 
propias  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  ordina- 
naria  ú otras  especiales. 

5. °  Las  resoluciones  de  trámite  que  no  tengan  ca- 
rácter definitivo. 

G.°  Las  que  sean  reproducción  de  otras  anterio- 
res no  reclamadas,  ó confirmatorias  de  acuerdos  con- 
sentidos por  no  haber  sido  apelados  en  tiempo  y 
forma. 

7. °  Las  que  dicte  la  Administración  en  uso  de  la 
facultad  exclusiva  que  las  leyes  ó reglamentos  le  con- 
cedan al  efecto,  salvo  el  caso  de  infracción  de  las  re- 
glas del  procedimiento  administrativo  que  rijan  en  la 
materia,  por  cuyo  motivo  podrá  utilizarse  la  vía  con- 
tenciosa. 

8. °  Las  que  se  dicten  con  arreglo  á una  ley  ó á un 
reglamento  que  expresamente  las  excluyan  de  la  vía 
contencioso-administrativa. 

Art.  4.°  En  materia  de  impuestos,  en  asuntos  que 
se  relacionen  con  la  defensa  del  Estado  y el  resguar- 
do de  la  salud  pública,  y en  cuestiones  de  personal, 
solo  se  admitirá  el  recurso  contencioso  cuando  el  de- 
recho que  se  invoque  proceda  de  la  ley,  ó el  recurso 
esté  expresamente  autorizado  por  la  misma  ley  ó por 
los  reglamentos  dictados  para  su  ejecución,  con  au- 
diencia del  Consejo  de  Estado. 

Art.  5.°  Las  resoluciones  dictadas  por  un  Minis- 
tro de  la  Corona  uo  podrán  ser  reclamadas  cu  vía 

3 


10 


10  DE  DICIEMBRE  DE  1887 


contenciosa  por  Ministro  de  distinto  ramo,  ni  por  los 
Centros  u organismos  que  obren  por  delegación  ó 
como  meros  agentes  ó mandatarios  de  la  Adminis- 
tración. 

Esta  disposición  es  aplicable  á los  particulares  en 
quienes  concurra  dicha  circunstancia. 

Art.  6.  En  ningún  caso  podrá  utilizar  la  vía  con- 
tenciosa el  que  no  haya  sido  parte  en  un  expediente 
gubernativo,  quedándole  á salvo  su  derecho  para  re* 
clamar  ante  la  Administración  activa.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila  — Faustino  Rodríguez  San  Pedro  = 
C.  El  Conde  de  Toreno.=Senen  Canido.=Antonio 
Molleda.=Raimundo  Fernandez  Villaverde.=. Fran- 
cisco Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
tículo 5.°  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción coutencioso-administrativa: 

«Art.  7.®  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  núm.  4.° 
del  art.  3.  , continuarán  atribuidas  al  conocimiento 
de  la  misma  Sala  las  cuestiones  relativas: 

1.  Al  cumplimiento,  inteligencia,  rescisión  y 
efectos  de  los  remates  y contratos  celebrados  direc- 
tamente por  el  Gobierno,  por  las  Direcciones  genera- 
les de  los  diferentes  ramos  de  la  administración  civil 
o militar  del  Estado  y las  Corporaciones  provinciales 
y municipales,  para  toda  especie  de  servicios  v obras 
públicas. 

2. "  A la  validez,  inteligencia,  rescisión  y efectos 
de  los  remates  y contratos  do  bienes  de  la  Nación,  y 
actos  posesorios  que  de  ellos  se  deriven,  hasta  que  el 
comprador  ó adjudicatario  sea  puesto  en  posesión  de 
dichos  bienes.  La  designación  de  la  cosa  vendida  será 
en  todo  caso  de  la  competencia  de  la  jurisdicción 
coutencioso-admíni9trativa. 

•3.”  Al  deslinde  y amojonamiento  de  los  montes 
pertenecientes  al  Estado,  á los  pueblos  ó á los  esta- 
blecimientos públicos,  reservando  las  acciones  pose- 
sorias en  juicio  plenario  y las  cuestiones  do  propie- 
dad á la  jurisdicción  ordinaria.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro  = 
Antonio  Molleda.=Senen  Canido.=C.  El  Conde  de 
Toreno— Raimundo  Fernandez  Villavcrde.=Fran- 
cisco  Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
ticulo 6.  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción coutencioso-administrativa: 

«Art.  8.  No  se  podrá  intentar  la  vía  contencioso- 
administrativa  en  los  asuntos  sobre  cobranza  de  con- 
tribuciones y demás  rentas  públicas  ó créditos  de- 
finitivamente liquidados  en  favor  de  la  Hacienda, 
mientras  no  se  realice  el  pago  en  las  cajas  del  Tesoro 
público. 

Quedan  exceptuados  de  la  anterior  prescripción 
los  que  al  interponerse  el  recurso  coutencioso-admi— 
nistrativo  soliciten  la  declaración  de  pobreza;  pero  si 
acreditasen  dentro  del  término  de  tres  meses  esta 


circunstancia,  ó les  fuese  denegada,  el  recurso  no 
tendrá  tramitación  ulterior  basta  que  se  realice  el 
pago.  Si  no  se  verificase  en  el  térmiuo  de  un  mes  á 
contar  desde  la  notificación  del  auto  denegatorio  de 
la  pobreza,  el  recurso  se  considerará  caducado,  decla- 
rándose así  de  oficio.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro. = 
Senen  Cau¡do.=Antonio  Molleda.=C.  El  Conde  de 
Toreno  — Raimundo  Fernandez  Villaverdc.=  Fran- 
cisco Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
tículo 7.°  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción coutencioso-administrativa: 

«Art.  9.°  El  término  para  interponer  el  recurso 
contencioso-administrativo  será  eu  toda  clase  de  asun- 
tos el  de  dos  meses,  contados  desde  el  dia  siguiente 
á la  fecha  de  la  notificación  administrativa  de  la  re- 
solución reclamablc.  Dicho  término  será  de  cuatro  y 
seis  meses  respectivamente,  cuando  el  interesado 
tenga  su  residencia  en  las  Antillas  españolas  ó en  Fi- 
lipinas y se  le  notifique  en  dichos  puntos  el  acuerdo 
ministerial. 

Se  eutenderá  becba  la  notificación  administrativa 
cuando  conste  en  el  expediente  por  la  firma  de)  inte- 
resado, ó éste  se  muestre  enterado,  en  el  mismo  exp  - 
diente,  de  la  resolución  administrativa,  ó se  acredite 
por  diligencia  suscrita  por  dos  testigos,  que  ha  sido 
buscado  por  dos  veces  en  su  domicilio  y no  se  le  ba 
encontrado.  En  este  caso  la  resolución  se  publicará 
en  la  Gaceta  oficial.  Igual  publicación  se  hará  cuando 
no  conste  en  el  expediente  el  domicilio  del  interesado, 
contándose  el  término  desde  la  fecha  de  esta  inserción. 

Art.  1 0.  El  plazo  para  que  la  Administración  uti- 
lice el  recurso  contencioso-administrativo  será  de  seis 
meses,  contados  desde  la  fecha  en  que  se  dicte  la  Real 
orden  declarando  lesiva  una  resolución  anterior. 

Esta  declaración  no  podrá  hacerse  después  de  tras- 
currir cinco  años  desde  la  fecha  de  la  resolución  á que 
se  atribuya  el  agravio. 

De  igual  beneficio  disfrutarán  las  Diputaciones 
provinciales  y Ayuntamientos  con  respecto  á los 
acuerdos  anteriores  de  dichas  Corporaciones  que  con- 
sideren lesivos  á sus  derechos;  á cuyo  fin,  después  de 
deliberar  sobre  este  punto,  consultarán  los  Ayunta- 
mientos su  determinación  con  el  gobernador,  y si 
éste,  prévia  audiencia  de  la  Comisión  provincial,  la 
aprobare,  se  tendrá  por  declarado  el  perjuicio  para 
los  efectos  de  la  reclamación  contenciosa.  Cuando  el 
gobernador  no  estimare  las  razones  en  que  se  funde 
el  acuerdo  municipal,  podrán  los  Ayuntamientos  acu- 
dir al  Gobierno,  que  decidirá  sin  ulterior  recurso.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  üanv¡la.=Antonio  Molleda.=Faustino  Ro- 
dríguez Sau  Pedro.=Senen  Cánido. =C.  El  Conde  de 
Toreno.== Raimundo  Fernandez  Villaverde.=Francis- 
co  Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
tículo 8.°  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción contencLoso-administrativa: 


APÉNDICE  l.°  AL  NÚM.  8 


11 


TITULO  SEGUNDO. 

ORGANIZACION  J)E  LOS  TRIBUNALES  CONTENCIOSO* A l)MÍ NIS— 
TR  ATI  VOS. 

CAPITULO  I. 

Tribunales  á que  corresponde  conocer  de  los  negocios 
contenciosos  de  la  Administración. 

ArL  11.  El  conocimiento  de  los  negocios  conten- 
ciosos de  la  Administración  corresponde: 

A la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado. 

Al  Consejo  de  Estado  en  pleno,  constituido  en  Sala 
de  lo  Contencioso. 

A los  Tribunales  Contencioso-administrativos  de 
las  provincias  de  Ultramar. 

ArL  12.  Se  suprime  la  primera  instancia  en  la 
vía  contencioso-administrativa,  atribuida  basta  ahora 
á las  Comisiones  provinciales. 

En  los  casos  en  que  las  leyes  autorizaran  este  re- 
curso en  primera  instancia,  los  que  se  consideren 
agraviados  por  alguna  resolución  de  las  Diputaciones 
provinciales  ó gobernador  civil  podrán  elevar  dentro 
del  plazo  de  quince  dias  recurso  de  queja  ai  Ministro 
del  ramo  á que  la  materia  corresponda,  el  cual,  oyen- 
do nuevamente  á los  interesados  en  el  asunto,  y pré- 
via  audiencia  de  la  Sección  correspondiente  del  Con- 
sejo de  Estado,  resolverá  eu  definitiva. 

Contra  la  Real  órden  que  dictare,  procederá  la  vía 
coutenciosa  ante  la  Sala  del  Consejo  de  Estado. » 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodriguez  San  Pedro.= 
Senen  Canido.=Antonio  Molleda.=ü.  El  Conde  de 
Toreno.=Kaimundo  Fernandez  Villaverde.=Francis- 
co  Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  ai  art.  9.° 
del  dictamen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa: 

«Art.  13.  La  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo 
de  Estado,  además  de  las  demandas  á que  se  refiere 
el  art  l.°,  conocerá: 

1. °  De  las  demandas  formuladas  por  la  Adminis- 
tración contra  las  providencias  firmes  de  la  primera 
instancia  gubernativa,  previa  declaración  de  lesivas. 

2. °  De  las  demandas  deducidas  por  los  Ayunta- 
mientos y Diputaciones  provinciales  conLra  sus  pro- 
pios acuerdos  declarados  lesivos  con  arreglo  á lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  tercero  del  art.  10. 

3. °  De  la  cuestión  prévia  sobre  procedencia  ó im- 
procedencia de  la  vía  contenciosa. 

4. °  De  los  recursos  de  reposición,  aclaración,  res- 
cisiou,  nulidad  y revisión  de  sus  providencias  y reso- 
luciones, salvo  lo  dispuesto  en  el  art.  14. 

5. °  De  las  alzadas  que  se  interpongan  contra  las 
resoluciones  de  las  Secciones  de  lo  Contencioso  de  los 
Consejos  de  Ultramar  sobre  procedencia  ó improce- 
dencia de  la  vía  contenciosa. 

6. °  De  los  recursos  de  apelación  contra  las  defini- 
tivas de  los  propios  Consejos. 

Art.  14.  El  Consejo  de  Estado  en  pleno  se  consti- 
tuirá en  Sala  de  lo  Contencioso  para  la  vista  de  los 
recursos  de  nulidad  y revisión  de  que  tratan  los  ar- 
tículos 68,  72  y 76. 


Para  deliberar  ci  Consejo  en  este  caso,  será  nece- 
saria la  asistencia  por  lo  ménos  de  diez  consejeros  titu- 
lares y otros  diez  de  las  demás  Secciones,  presididos 
todos  por  el  presidente  del  Consejo  de  Estado,  y en  su 
defecto  por  el  de  la  Sala  de  lo  Contencioso.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodriguez  San  Pedro.= 
Antonio  Molleda.=Senen  Canido.=C.  El  Conde  de 
Toreno.=Raimundo  Fernandez  Viilaverde.=  Fran- 
cisco Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  artícu- 
lo 10  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdic- 
ción contencioso-administrativa: 

«Art.  lo.  La  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Estado  se  compondrá  de  un  presidente  y doce  conse- 
jeros titulares,  todos  letrados. 

Art.  16.  Para  la  vista  y resolución  de  los  inciden- 
tes sobre  procedencia  de  la  vía  contenciosa,  y para  el 
fallo  definitivo  de  los  negocios,  formarán  la  Sala  el 
presidente  y ocho  consejeros  titulares. 

En  los  negocios  en  que  hubiere  informado  el  Con- 
sejo en  pleno,  formarán  la  Sala  el  presidente  y los 
doce  consejeros  titulares. 

Cuando  por  ausencia,  enfermedad  ó vacante  no  se 
reuniesen  los  trece  consejeros  titulares  para  actuar 
en  la  Sala,  los  que  falten  serán  sustituidos  por  con- 
sejeros leLrados  de  la  Sección  de  Gracia  y Justicia, 
haciéndolo  saber  á las  partes  ó sus  representantes 
antes  de  empezar  el  acto  de  la  vista. 

Art.  17.  El  nombramiento  de  consejero  titular  de 
lo  contencioso  solo  podrá  recaer  en  los  que  lleven  dos 
años  de  asistencia  á la  Sala  como  consejeros  de  otras 
Secciones,  ó en  los  que  sin  llenar  este  requisito  pro- 
cedan de  las  carreras  judicial  ó fiscal,  siempre  que 
reúnan  las  condiciones  exigidas  en  los  arts.  5.°  y 6.fl 
de  la  ley  orgánica  del  Consejo. 

Podrán  también  ser  nombrados  consejeros  titula- 
res de  lo  contencioso  los  catedráticos  de  término  de 
la  Facultad  de  Derecho  conforme  al  art.  7.°  de  dicha 
ley  orgánica.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodriguez  San  Pedro.= 
Antonio  Molleda.=C.  El  Conde  de  Toreno.=Senen 
Canido.=Raim undo  Fernandez  Villaverde.=Francis- 
co  Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  artícu- 
lo 1 1 del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción 
contencioso-administrativa: 

«Art.  18.  Los  consejeros  titulares  de  las  Salas  de 
lo  Contencioso  no  podrán  ser  separados  de  sus  cargos 
sino  por  las  causas  y mediante  las  formalidades  que 
establece  el  art.  3.°  de  la  ley  de  3 de  Julio  de  1877 
respecto  de  los  ministros  del  Tribunal  de  Cuentas, 
pudiendo  utilizar  contra  las  resoluciones  del  Gobierno 
el  recurso  que  establece  el  art.  5.°  de  dicha  ley.  Pero 
si  á instancia  suya  ó mediante  su  conformidad  fuesen 
trasladados  á otras  Secciones  del  Consejo,  podrán  ser 
removidos  de  sus  cargos  como  los  demás  consejeros. 

Los  consejeros  letrados  que  cuenten  dos  años  de 
asistencia  á la  Sala  en  su  autigua  ó en  su  nueva  or- 
ganización, tendrán  derecho  ai  abono  para  jubilación 
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de  los  de  carrera  de  abogado,  de  igual  modo  que  los 
magistrados  y jueces  del  tuero  ordinario. 

Art.  10.  La  Sala  de  lo  Contencioso  celebrará  au- 
diencia pública  todos  los  dias  hábiles  de  la  semana, 
excepto  los  miércoles. 

Las  lloras  de  audiencia  serán  de  doce  de  la  maña- 
na á cuatro  de  la  tarde. 

Art.  20.  Los  consejeros  titulares  de  lo  contencioso 
solo  asistirán  al  pleno  gubernativo  cuando  se  trate  de 
discutir  alguno  de  los  asuntos  á que  se  refieren  los 
núms.  l.°,  2.°,  3.°,  4.ü,  6.°,  7.°,  g.°  y 13  del  art.  45  de 
la  ley  orgánica  del  Consejo.» 

Palacio  dél  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodríguez  San  Pcdro.= 
Señen  Canido.=C.  El  Conde  de  Toreno.=Antonio  Mo- 
Ueda.=Raimundo  Fernandez  Villaverde.=Franci$co 
Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  12 
del  dictamen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa: 

«Art.  21.  A las  órdenes  inmediatas  de  la  Sala  de 
lo  Contencioso  habrá  un  oficial  mayor  y ocho  oficiales 
nombrados  con  arreglo  á las  prescripciones  de  la  ley 
orgánica  del  Consejo. 

El  oficial  mayor  tendrá  la  categoría,  sueldo  y de- 
rechos de  los  jefes  de  Administración  de  primera  cla- 
se, y ejercerá  las  funciones  de  secretario  de  la  Sala. 

Los  oficiales  asignados  á la  misma  desempeñarán 
las  funciones  de  relator  en  los  negocios  que  interven- 
gan, sin  que  en  ningún  caso  pueda  confiárseles  la  re- 
dacción de  proyectos  de  sentencia. 

Habrá,  además,  asignado  á la  Sala  un  oficial  en- 
cargado del  registro  de  los  asuntos  contenciosos.  Este 
registro  será  público,  y los  interesados  podrán  recla- 
mar de  él  las  noticias  que  les  convenga. 

Dependientes  de  la  Sala  y de  su  secretario  habrá 
seis  ujieres  con  la  dotación  que  disfrutan  los  actuales. 
Además  de  asistirá  las  Audiencias  públicas  de  la  Sala, 
serán  los  encargados  (le  practicar  las  diligencias  de 
notificación,  citación  y emplazamiento  fuera  de  los 
estrados  del  tribunal,  con  arreglo  á las  disposiciones 
del  reglamento  de  30  de  Diciembre  de  1846.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro.= 
Senen  Canido.=C.  el  Conde  de  Toreno.=Antonio  Mo- 
lleda —Raimundo  Fernandez  Villaverde.=Francisco 
Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  lioura  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  1 3 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa: 

«Art.  22.  Representarán  al  Estado  en  los  asuntos 
contencioso-administrativos,  el  fiscal,  un  teniente  fis- 
cal y cuatro  abogados  fiscales. 

Art.  23.  El  fiscal  de  lo  contencioso  tendrá  la  mis- 
ma categoría  y sueldo  que  los  consejeros.  Su  nom- 
bramiento será  de  libre  elección  del  Gobierno  entre 
los  que  reúnan  las  circunstancias  que  establece  el  ar- 
tículo 7.°  de  la  ley  orgánica  del  Consejo. 

Art.  24.  El  teniente  fiscal  tendrá  la  categoría, 
sueldo  y derechos  que  el  del  Tribunal  Supremo,  y 
para  su  nombramiento  se  exigirá  alguna  de  las  con- 
diciones siguientes: 


Ser  ó haber  sido  secretario  del  Consejo  de  Estado. 

Haber  sido  durante  tres  años  teniente  ó abogado 
fiscal  del  Consejo  de  Estado,  fiscal  de  Audiencia  te- 
rritorial, abogado  fiscal  del  Tribunal  Supremo,  mayor 
de  Sección  del  Consejo  de  Estado,  abogado  del  Estado 
con  la  categoría  de  jefe  de  administración  de  prime- 
ra clase,  ó catedrático  de  termino  de  la  Facultad  de 
Administración  ó de  Derecho. 

Haber  ejercido  la  profesión  de  abogado  en  Madrid 
durante  quince  años,  pagando  en  tal  concepto  en  los 
cuatro  últimos  una  cuota  de  las  dos  mayores. 

Art.  25.  Los  abogados  fiscales  tendrán  la  misma 
categoría,  derechos  y sueldo  que  ios  del  Tribunal  Su- 
premo. 

Para  ser  nombrado  abogado  fiscal  se  requiere, 
además  de  la  condición  de  letrado,  alguna  de  las  si- 
guientes: 

Ser  ó haber  sido  teniente  fiscal  del  Consejo  de  Es- 
tado, según  la  antigua  organización,  durante  dos  años, 

Ser  ó haber  sido  abogado  fiscal  del  Tribunal  Su- 
premo, ó haber  desempeñado  cargo  de  idéntica  cate- 
goría en  la  carrera  fiscal,  ú oficial  mayor  del  Consejo 
de  Estado  durante  dos  años. 

Ser  ó haber  sido  oficial  primero  de  dicho  alto 
Cuerpo,  habiendo  prestado  sus  servicios  en  la  Sección 
de  lo  Contencioso  durante  ocho  años. 

Ser  abogado  del  Estado  con  la  categoría  de  jefe 
de  administración  de  segunda  clase  con  dos  años  de 
antelación. 

Haber  ejercido  la  profesión  de  abogado  por  más 
de  quince  años  en  capital  de  Audiencia,  pagando  una 
de  las  dos  primeras  cuotas  de  contribución  en  los  cua- 
tro últimos  años,  ó haber  ejercido  la  profesión  en  Ma- 
drid, pagando  en  dos  de  ellos  una  de  las  cuatro  pri- 
meras cuotas. 

Art.  26.  El  teniente  fiscal  y los  abogados  fiscales 
serán  nombrados  por  la  Presidencia  del  Consejo  de  Mi- 
nistros á propuesta  en  terna  del  Consejo  de  Estado  en 
pleno. 

Art.  27.  El  fiscal  defenderá  por  escrito  V de  pa- 
labra á la  Administración  y á las  Corporaciones  que 
estuvieren  bajo  su  especial  inspección  y tutela,  mien- 
tras éstas  no  designen  letrado  que  las  represente,  y 
cuando  no  litiguen  contra  ellas  ó entre  sí  mismas. 

El  Gobierno  podrá,  sin  embargo,  cuando  lo  estime 
conveniente,  designar  un  comisario  de  su  confianza 
que  desempeñe  dicho  cargo  en  determinados  nego- 
cios. 

Art.  28.  El  fiscal  no  solicitará  en  caso  alguno 
autorización  del  Gobierno  de  S.  M.  para  allanarse  á 
las  demandas  dirigidas  contra  la  Administración. 
Cuando  considere  de  lodo  punto  indefendible  la  Real 
orden  inpugnada,  lo  hará  presente  en  comunicación 
razonada  al  Ministro  que  la  hubiere  dictado,  para  que 
utilice,  si  lo  estima  oportuno,  la  facultad  que  le  con- 
cede el  párrafo  segundo  del  artículo  anterior.  Si  el  Mi- 
nistro no  hiciere  uso  de  este  derecho  ó no  contestase 
en  el  término  de  diez  dias,  el  fiscal  vendrá  obligado  á 
sostener  el  acuerdo  administrativo. 

Podrá  el  fiscal  allanarse  y adherirse  sin  necesidad 
de  autorización,  á los  recursos  de  revisión  y de  nuli- 
dad dirigidos  contra  definitivas  revocatorias  de  una 
Real  órden. 

También  podrá  abstenerse  de  intervenir  en  los 
asuntos  que  no  afecten  al  interés  general  de  la  Ad- 
ministración, dejando  á los  interesados  la  defensa  de 
su  derecho,  ó concretará  la  defensa  de  la  AdmiuW- 
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tracion  al  extremo  ó extremos  que  á la  misma  inte- 
resen. 

Se  exceptúa  de  la  anterior  disposición  el  trámite 
prévio  de  admisión  de  la  demanda,  en  el  cual  será 
siempre  obligatoria  la  intervención  del  ñscal  ó de  sus 
auxiliares,  así  como  cuando  la  Sala  le  reclame  su  dic- 
tamen. 

Art.  29.  Cuando  á juicio  del  fiscal  la  sentencia 
definitiva  que  revoque  una  Real  órden  sea  lesiva  á los 
intereses  del  Estado  ó infrinja  algún  precepto  legal, 
lo  pondrá  en  conocimiento  del  Ministro  á que  corres- 
ponda, reclamando  su  autorización  para  interponer  el 
recurso  de  nulidad  ó de  revisión. 

El  Gobierno  la  concederá  ó negará  libremente; 
pero  su  silencio  durante  el  término  de  un  mes,  con- 
tado desde  la  entrega  de  la  comunicación,  se  consi- 
derará como  concesión  del  permiso,  del  que  hará  uso 
el  fiscal  dentro  del  plazo  legal,  participándolo  al  Go- 
bierno.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887. — 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro.  ~ 
Senen  Canido.=  Antonio  Molleda.=  C.  El  Coudo  de 
Toreno.  = Raimundo  Fernandez  Viliaverde.  = Fran- 
cisco Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  19 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-adininistrativa: 

TITULO  TERCERO. 

PROCEDIMIENTO  CONTENCIOSO  ADMINISTRATIVO. 

CAPITULO  I. 

De  la  única  instancia  ante  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado . 

Art.  31.  El  procedimiento  contencioso  adminis- 
trativo, cuando  no  se  entable  por  la  Administración, 
se  iniciará  por  medio  de  un  escrito  reducido  á solici- 
tar que  se  tenga  por  interpuesto  el  recurso  y que  se 
reclame  el  expediente  gubernativo  de  las  oficinas  en 
que  se  halle,  y á manifestar  el  domicilio  del  actor  ó 
tle  su  representante  para  oir  las  notificaciones,  y fir- 
mado por  la  parte  ó por  un  abogado  del  Consejo.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvíia, «Faustino  Rodríguez  Sau  Pedro.= 
Senen  Cauido.=C.  El  Conde  de  Toreno.=Antonio  Mo 
llada.=Raimundo  Fernandez  Viilaverde.=Francisco 
Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  20 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-adm  ilustrativa: 

«Art.  32.  A este  escrito  deberá  acompañarse  ne- 
cesariamente: 

1/  El  poder  que  acredite  la  personalidad  del  abo- 
gado del  Consejo,  siempre  que  éste  intervenga. 

2.°  El  documento  ó documentos  que  acrediten  el 
carácter  coa  que  el  litigante  se  presenta  en  juicio,  en 
el  caso  de  tener  representación  legal  de  alguna  per- 
sona ó Corporación,  ó cuando  el  derecho  que  reclame  | 


provenga  de  habérsele  otro  trasmitido  por  herencia  ó 
por  cualquier  otro  título. 

3. °  El  traslado  de  la  resolución  reclamada  eon 
que  se  hubiere  hecho  la  notificación,  ó su  copia, 

4. °  Los  documentos  que  acrediten  el  cumplimien- 
to de  los  requisitos  que  para  entablar  demandas  im- 
pone la  ley  municipal  á los  Ayuntamientos.  Guando 
éstos  ó las  Corporaciones  provinciales  reclamen  con- 
tra sus  propios  acuerdos  declarados  lesivos,  acompa- 
ñarán el  expediente  administrativo  en  que  hubieren 
rr-caido.  y la  autorización  que  á este  electo  se  les  haya 
otorgado. 

No  se  dará  curso  al  escrito  qué  carezca  de  alguno 
de  los  anteriores  requisitos,  y su  presentación  no  in- 
terrumpirá el  lapso  del  término  señalado  para  utilizar 
la  vía  contenciosa.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Raimundo  Fernandez  Villaverde.= 
Faustino  Rodríguez  San  Pedro.=Antonio  Molleda.= 
Francisco  Lastres.=Senen  Cnnido.=G.  El  Conde  de 
Toreno. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  21 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-adininistrativa: 

«Art.  33.  Tendrán  derecho  al  beneficio  de  litigar 
como  pobres,  los  que  se  encuentren  en  los  casos  de- 
terminados al  efecto  por  la  ley  de  enjuiciamiento  civil, 
y aquellos  á quienes  las  leyes  reconozcan  expresa- 
mente este  derecho  ó hayan  justificado  su  pobreza 
ante  la  Administración,  con  arreglo  á disposiciones 
especiales. 

Las  diligencias  de  prueba  relativas  á este  punió 
se  practicarán  ante  el  Juzgado  en  quien  delegue  la 
Sala,  la  cual,  con  vista  de  dichas  pruebas,  otorgará 
ó negará  la  declaración  de  pobreza. 

Si  la  otorga,  luego  que  el  auto  sea  firme,  y si  el 
declarado  pobre  no  designa  letrado  que  le  represente, 
dirigirá  la  Sala  comunicación  ai  decano  del  Colegio 
de  abogados  de  Madrid,  para  que  nombre  de  oficio 
uno  que  representará  al  defendido  por  pobre  sin  ne- 
cesidad de  poder. 

En  los  incidentes  de  pobreza  tendrá  siempre  in- 
tervención el  fiscal,  quien  delegará  al  efecto  en  un 
funcionario  del  ministerio  público  para  que  interven- 
ga en  la  práctica  de  las  pruebas. 

La  solicitud  de  pobreza  no  producirá  el  efecto  de 
suspender  la  sustanciacion  del  pleito,  á menos  que  la 
Sala  lo  acordase  de  conformidad  con  el  fiscal. 

La  denegación  de  dicho  beneficio  implica  la  con- 
dena en  costas  y el  reintegro  del  papel  de  oficio  usado 
en  las  actuaciones  por  el  solicitante. 

Hasta  que  este  reintegro  tenga  efecto,  quedará 
en  suspenso  el  procedimiento,  salvo  el  caso  en  que  la 
Administración  sea  demandante  ó recurrente.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro.= 
Antonio  Molleda.= Senen  Cánido. =C.  El  Conde  de 
Toreno.  = Raimundo  Fernandez  Villavcrde.  = Fran- 
cisco Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  22 
del  dictamen  sobre  el  ejercido  de  la  jurisdicción  con- 
tcncioso-administrativa: 


•í 


14 


10  DE  DICIEMBRE  DE  1887 


«Art.  34.  Presentado  el  escrito  interponiendo  el 
recurso,  la  Secretaría  pondrá  á continuación  de  él  nota 
del  dia  y hora  de  su  presentación. 

La  Sala,  en  el  primer  dia  de  despacho,  acordará 
que  se  reclame  el  expediente  gubernativo  del  Minis- 
terio que  hubiere  dictado  la  resolución  que  motive  el 
recurso.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Panvila.=Francisco  Lastres.=Faustino  Ro- 
dríguez San  Pcdro.=Senen  Can¡do.=C.  El  Conde  de 
Toreno  — Raimundo  Fernandez  Villaverde.=Antonio 
Molleda. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  23 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa: 

«Art.  3.5.  Cuando  el  recurso  afecte  los  derechos 
de  un  tercero  que  haya  sido  parte  en  el  expediente 
gubernativo,  ó que  sin  haberlo  sido  conste  que  tiene 
interés  en  la  resolución  del  litigio,  podrá  personarse 
a coadyuvar  á la  Administración,  pero  no  será  oido 
en  el  trámite  de  admisión  de  la  demanda,  ni  tenido 
por  parte,  hasta  que  ésta  haya  sido  admitida.  Después 
de  dicho  trámite  podrá  ser  tenido  por  parte,  prévia 
audiencia  del  demandante  y del  liscal.  De  la  provi- 
dencia que  dicte  la  Sala  podrá  pedirse  reposición  den- 
tro de  tercero  dia,  y sustanciado  el  articulo  con 
audiencia  de  las  partes  por  un  plazo  igual,  la  Sala 
resolverá  sin  ulterior  recurso. 

Por  la  admisión  como  parte  del  coadyuvante  de 
la  Administración  no  se  interrumpirán  ni  se  retro- 
traerán las  actuaciones  del  estado  que  tuvieren  cuando 
se  dicte  la  resolución  á que  se  refiere  el  párrafo  an- 
terior.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Antonio  Molleda.=Faustino  Rodrí- 
guez San  Pedro.— Senen  Canido.=C.  El  Coude  de  To- 
reuo.=Raimundo  Fernandez  Villa  verde.=Francisco 
Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  24 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa: 

«Art.  36.  La  remisión  del  expediente  no  podrá 
demorarse  sin  causa  justificada,  más  de  cuarenta  dias, 
contados  desde  el  recibo  en  el  Ministerio  de  la  comu- 
nicación del  presidente  de  la  Sala. 

Se  entiende  por  recibo,  para  los  efectos  del  párrafo 
anterior,  el  que  deberá  darse  por  el  jefe  del  registro 
del  Ministerio  correspondiente,  ai  portador  ó encarga- 
do de  llevar  el  pliego,  expresivo  de  la  fecha  de  su  en- 
trega. El  recibo  se  unirá  á los  autos. 

Cuando  trascurra  el  plazo  señalado  en  este  artículo 
sin  que  el  Ministerio  respectivo  haya  remitido  el  ex- 
pediente ó motivado  la  demora,  se  dirigirá  recorda- 
torio al  Ministerio;  y si  tampoco  diere  resultado,  la 
Sala  podrá  dirigirse  en  queja  de  la  demora  ó desobe- 
diencia, al  Consejo  de  Ministros  por  conducto  del  Pre- 
sidente del  mismo.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro.= 
Senen  Cánido.  = Antonio  Molleda.  = C.  El  Conde  de 
Torono.= Raimundo  Fernandez  ViUaverde.= Fran- 
cisco Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  2G 

del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-admiuistraliva: 

«Art.  38.  Cuando  la  Administración  sea  deman- 
dante, presentará  el  fiscal  eon  la  demanda,  además 
de  su  copia,  el  expediento  gubernativo  que  haya  pro- 
ducido la  resolución  impugnada  y la  orden  que  hu- 
biere recibido  para  interponerla. 

La  Sala,  después  de  hecho  constar  por  la  Secreta- 
ría el  clia  y hora  de  la  presentación  de  la  demanda, 
dispondrá  que  se  le  dé  curso  si  se  hubiere  deducido 
en  tiempo,  mandando  citar  y emplazar  al  particular 
ó Corporación  contra  quien  se  dirija  ó ¿ quien  alecto. 

Si  á juicio  de  la  Sala  la  demanda  del  fiscal  no  sé 
hubiere  presentado  en  tiempo,  denegará  su  curso  por 
auto,  cuya  reposición  podrá  pedir  el  fiscal  dentro  de 
los  tres  dias  siguientes  á la  notificación. 

Celebrada  vista  sobre  el  incidente  de  reposición, 
la  Sala  dictará  auto  motivado,  que  se  publicará  en  la 
Gaceta,  resolviendo  lo  que  proceda.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Autonio  Molleda.  = Faustino  Ro- 
dríguez San  Pedro.=Seuen  Canido.=C.  El  Conde  de 
Toreno.=Rairmmdo  Fernandez  VUlaverde.=  Fran- 
cisco Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  á los  ar- 
tículos 30  y 31  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción  contencioso-administrativa: 

«Art.  42.  Formalizada  la  demanda,  se  pasará  con 
el  expediente  gubernativo  al  fiscal  para  el  solo  efecto 
de  que  informe  acerca  de  la  procedencia  ó improce- 
dencia de  la  vía  contenciosa,  cou  arreglo  á las  dispo- 
siciones del  título  l.°  de  esta  ley. 

Si  no  tuviese  nada  que  oponer  á la  admisión  do 
la  demanda,  la  devolverá  con  el  expediento  guberna- 
tivo dentro  del  expresado  término,  consignando  las 
palabras  «Visto  para  los  efectos  del  art.  43  de  la  ley.» 

Si  se  opusiere  á la  admisión,  expondrá  en  su  in- 
formo las  razones  en  que  se  apoye,  citando  el  precep- 
to de  esta  ley  que  prohíba  el  recurso  conteneioso- 
administrativo. 

Art.  43.  Si  el  fiscal  no  se  opusiere  á la  admisión 
de  la  demanda,  y el  Tribunal  la  considerase  proceden- 
te, dictará  auto  mandando  darla  curso,  habiendo  por 
parte  al  que  la  produzca,  por  sí  é en  la  represen I ación 
que  ostente,  y disponiendo  que  vuelva  al  fiscal  por 
término  de  treinta  dias  para  que  la  conteste. 

Art.  44.  Si  el  fiscal  se  opusiere  á la  admisión  de 
la  demanda,  ó la  Sala  estimare  que  el  punto  exige 
mayor  examen,  señalará  dia  para  la  vista,  y en  este 
acto  serán  oidos  el  interesado  ó su  representante  y 
el  fiscal,  de  cuyo  escrito  impugnando  la  admisión  se 
entregará  siempre  copia  á la  parte  actora. 

Celebrada  la  vista,  la  Sala  dictará  auto  motivado 
dentro  délos  diez  dias  siguientes,  declarando  admiti- 
da ó no  admisible  la  demanda.  Contra  el  auto  dene- 
gativo de  admisión,  que  se  publicará  eu  la  Gaceta,  no 
se  dará  recurso  alguno. 

Art.  45.  Admitida  la  demanda,  no  podrá  propo- 
nerse la  excepción  de  incompetencia  por  razón  do  la 
materia  en  el  curso  del  pleito. 

Tampoco  podrá  proponerse  dicha  excepción  cuan- 
do el  fiscal  se  hubiere  allanado  á la  admisión  de  la 
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demanda;  pero  si  se  hubiere  opuesto  fundado  en  al- 
guna de  las  causas  que  expresa  el  título  i.w  de  esta 
ley,  y contra  su  dictámen  fuere  admitida,  podrá  for- 
mular la  oportuna  protesta  para  los  efectos  del  ar- 
tículo 72. 

Art.  40.  Cuando  el  fiscal  sea  demandante,  podrá 
el  demandado,  después  de  comparecido,  proponer  la 
excepción  dilatoria  de  incompetencia,  fundada  única- 
mente en  corresponder  el  asunto  ai  orden  civil  6 pe- 
nal, ó en  haber  prescrito  el  derecho  de  la  Administra- 
ción para  declarar  lesiva  la  resolución  impugnada. 

Si  la  Sala  desestimare  esta  excepción,  podrá  el 
demandado  contestar  la  demanda  bajo  protesta,  de- 
jando preparado  el  recurso  de  que  trata  el  art.  72. 

Art.  47.  Fuera  del  caso  previsto  en  el  artículo 
anterior,  el  demandado  y sus  coadyuvantes  solo  po- 
drán proponer  como  excepciones  dilatorias  dentro  de 
los  dies  dias  siguientes  al  emplazamiento: 

1. °  La  falta  de  personalidad  en  el  actor  ó en  su 
representante  y en  el  demandado. 

2. n  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  el  re- 
curso. 

Se  entenderá  que  existe  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  el  recurso,  cuando  se  hubiere  efectuado 
sin  los  requisitos  establecidos  en  esta  ley  para  su 
presentación.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danviia.=Faustiuo  Rodríguez  San  Pedro.= 
Senen  Caiii<lo.=C.  El  Conde  de  Toreno.=Aritonio  Mo- 
lleda.=Raimundo  Fernandez  Villa verde.= Francisco 
Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  35 
dei  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-adrainistrativa: 

«Art.  48.  Celebrada  la  vista  con  audiencia  de  las 
partes  que  á ella  concurrieren,  se  pronunciará  auto 
dentro  del  término  do  quinto  dia,  resolviendo  la  esti- 
mación ó desestimación  de  las  excepciones  dilatorias. 
Son  aplicables  á estos  autos  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 64  referentes  á las  sentencias. 

Si  se  estimasen,  se  declarará  sin  curso  la  deman- 
da y se  ordenará  la  devolución  del  expediente  guber- 
nativo al  Ministerio  de  donde  procediere. 

Si  se  desestimasen,  se  dispondrá  vuelvan  los  autos 
al  fiscal  ó al  demandado,  para  que  contesten  á la  de- 
manda dentro  del  término  de  treinta  dias.  El  fiscal 
podrá  hacerlo  bajo  protesta,  para  los  efectos  del  ar- 
tículo 72,  cuando  se  hubiere  admitido  la  demanda 
contra  su  dictámen. 

Art.  40.  La  Sala,  de  oficio  ó á petición  fiscal,  liará 
saber  la  existencia  del  pleito,  por  si  le  conviniere  mos- 
trarse parte,  á cualquier  interesado  á quien  conste 
que  la  demanda  afecte,  señalándole  término  pava 
comparecer. 

El  actor  podrá  pedir  reposición  de  la  providencia 
en  que  así  se  acuerde,  dentro  de  tercero  dia;  pero  no 
se  sustanciará  el  incidente  hasta  que  trascurra  el 
término  concedido  al  interesado  para  comparecer.  Si 
ei  citado  se  personase  dentro  de  dicho  término,  se  le 
dará  traslado,  así  como  al  fiscal,  por  tiempo  de  tres 
dias  respectivamente,  para  que  expongan  lo  que  esti- 
men conveniente,  y dentro  de  las  cuarenta  y ocho 
horas  siguientes  á la  presentación  del  último  escrito 
ó de  la  conclusión  del  plazo  señalado  para  alegar,  la 
Sala  dictará  el  auto  que  corresponda, 


Art.  50.  Si  fuese  tenido  por  parte,  contestará  la 
demanda  dentro  del  término  de  veinte  (lias,  prorro- 
gares á su  instancia  por  otros  diez. 

En  igual  término  la  contestará  el  admitido  como 
coadyuvante  de  la  Administración  en  virtud  del  ar- 
tículo 35,  si  se  personase  en  tiempo.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887  — 
Manuel  Danvila.=Fáustino  Rodríguez  San  Pedro.= 
Antonio  Molleda.=C.  El  Conde  de  Toreno.= Senen 
Cánido. = Francisco  Lastres.— Raimundo  Fernandez 
Villa  verde. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  3G 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa: 

«Art.  51.  La  contestación  á la  demanda  compren- 
derá: 

1 . °  Los  fundamentos  y alegaciones  de  lina  manera 
sumaria  por  párrafos  numerados. 

2. °  Las  pretensiones  respectivas,  formuladas  con 
claridad  y precisión. 

Art.  52.  La  parte  que  intente  apoyar  su  pretensión 
en  hechos,  los  articulará  con  precisión;  y la  contraria 
á quien  perjudiquen  los  confesará  ó negará  llana- 
mente. 

El  silencio  ó las  respuestas  evasivas  podrán  esti- 
marse como  confesión  de  los  hechos  á que  se  refieran. 

Art.  53.  Si  la  Sala  estimare  necesario  que  el  actor 
replique  y que  el  demandado  contrarreplique,  podrá 
concederles  sucesivamente  el  término  de  diez  dias, 
prorrogable  por  otros  cinco.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.==F.  R.  San  Pedro.=Senen  Canido.= 
C.  El  Conde  de  Toreno.=Molleda.=R.  Villaverde.= 
F.  Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  ai  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  39 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  cou- 
tencioso-administrativa: 

«Art.  5G.  La  Sala  podrá  delegar  en  uno  de  sus 
consejeros,  ó en  los  jueces  de  primera  instancia,  las 
diligencias  probatorias  que  se  hubieren  de  practicar 
en  Madrid,  y en  el  juez  de  primera  instancia  corres- 
pondiente las  que  se  hubieren  de  verificar  fuera  de  la 
corte. 

En  este  último  caso  el  fiscal  delegará  en  un  fun- 
cionario dei  ministerio  público  para  que  intervenga 
en  la  práctica  de  las  pruebas.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=l<\  R.  San  Pedro.=Molleda.=Senen 
Canido.=C.  El  Conde  de  Toreno.=R.  Villaverde.= 
F.  Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  ai  art.  40 
dei  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa: 

«Art.  57.  Los  medios  de  prueba  de  que  se  podrá 
hacer  uso  en  este  juicio  serán  los  que  establece  el 
reglamento  de  30  de  Diciembre  de  1846,  y se  prac- 
ticarán en  la  forma  prevenida  en  el  mismo.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  do  1887.= 
Manuel  Dauvila.=F.  R.  San  Pedro,— Senen  Cánido. = 
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C.  El  Conde  de  Toreno.=Molieda.=R.  Villaverde.= 
F.  Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  artícu- 
lo 41  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdic- 
ción contencioso-administrativa: 

«Art.  58.  Para  mejor  proveer,  podrá  la  Sala  dis- 
poner la  práctica  de  cualquiera  diligencia  de  prueba 
antes  ó después  de  celebrarse  la  vista,  y pedir  cuan- 
tos informes  y antecedentes  estime  necesarios  para 
ilustración  del  negocio,  á las  Corporaciones  y Centros 
civiles  y militares  dependientes  de  los  respectivos 
Ministerios,  así  como  á todas  las  autoridades  y agen- 
tes de  la  Administración,  pór  conducto  siempre  del 
Ministro  del  ramo  á que  pertenezcan. 

Los  despachos,  órdenes  y comunicaciones  que  se 
dirijan  con  el  objeto  expresado,  irán  firmados  por  el 
presidente  y refrendados  por  el  secretario  de  la  Sala, 
insertándose  en  ellos  íntegra  la  providencia  respec- 
tiva. 

Si  se  retardase  ó demorase  su  cumplimiento,  la 
Sala  acordará,  después  del  primer  recordatorio,  po- 
nerlo en  conocimiento  del  Consejo  de  Ministros  para 
que  adopte  la  resolución  que  corresponda. 

Las  partes  podrán  examinar  las  actuaciones  de 
prueba  en  la  Secretaría,  pero  no  formularán  escrito 
alguno.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=R.  Villaverde.=Molleda.=Fausti- 
no  R.  San  Pedro.=Senen  Cánido  — F.  Lastres.=G.  El 
Conde  de  Toreno. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  ai  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  artícu- 
lo 43  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdic- 
ción contencioso^administrativa: 

«Art.  60.  De  este  extracto  se  dará  copia  á cada 
una  de  las  partes,  y se  les  pondrá  de  manifiesto  con 
las  actuaciones  y ei  expediente  gubernativo,  para  que 
soliciten  en  término  de  quinto  dia  las  reformas  y adi- 
ciones que  estimaren  procedentes. 

Pasado  este  término  sin  proponer  modificaciones 
del  extracto,  ó introducidas  en  él  las  que  la  Sida  acor- 
dare, mandará  traer  ios  autos  á la  vista  con  citación.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=R.  Villaverde.=F.R.  San  Pedro.= 
Senen  Canido.=C.  El  Conde  de  Toreno.=Molleda.= 
F.  Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  artícu- 
lo 44  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdic- 
ción contencioso-administrativa: 

«Art.  61.  Las  vistas  se  celebrarán  por  riguroso 
órden  de  antigüedad  de  los  asuntos,  á contar  desde 
la  fecha  en  que  se  haya  declarado  conclusa  la  discu- 
sión escrita.  No  obstante,  cuando  el  fiscal  pidiera  que 
se  dé  preferencia  para  la  vista  á determinado  nego- 
cio, podrá  la  Sala,  si  estima  fundada  esta  pretensión, 
alterar  el  órden  anteriormente  prescrito. 

Las  vistas  empezarán  con  la  lectura  del  extracto, 
y después  informarán  por  su  órden  el  actor  y el  de- 
mandado, exponiendo  clara  y sucintamente  sus  pre- 
tensiones y los  fundamentos  legales  en  que  se  apo- 
yen. El  presidente  llamará  á la  cuestión  á los  que  no 


cumplieran  con  el  precepto,  y no  permitirá  laleciu- 
tura  de  documento  alguno  que  no  obre  en  los  autos. 

Las  partes  ó sus  defensores  podrán  rectificar 
cualquier  error  de  hecho  ó de  concepto  que  se  les 
haya  atribuido. 

Dará  término  al  acto  el  presidente  declarando  el 
pleito  visto  y concluso  para  sentencia,  sin  perjuicio 
de  la  facultad  que  á la  Sala  otorga  el  art.  58. 

Art.  62.  El  señalamiento  de  dia  para  la  vista  so 
notificará  á las  partes  con  tres  dias  de  antelación  por 
lo  ménos. 

Solo  podrá  suspenderse  la  vista  de  los  pleitos  en 
el  dia  señalado: 

1. °  Por  impedirlo  la  conLinuacion  de  la  vista  de 
otro  pleito  pendiente  del  dia  anterior. 

2. a  Por  fallecimiento  de  cualquiera  de  los  li- 

tigantes. 

3. °  Por  la  muerte  ó enfermedad  del  abogado  do 
la  parte  que  pidiese  la  suspensión,  justificada  sufi- 
cientemente á juicio  de  la  Sala,  siempre  que  se  soli- 
cite cuarenta  y ocho  horas  anLes  de  la  señalada  para 
la  vista,  á no  ser  que  alguna  de  estas  causas  hubie- 
se sobrevenido  después  de  este  período  y se  acredite 
tal  circunstancia. 

4. °  Por  la  defunción  de  la  esposa  ó de  cualquiera 
de  los  ascendientes  ó descendientes  de  uno  de  ios 
abogados  defensores,  ocurrida  dentro  de  los  nueve  dias 
anteriores  al  señalado  para  la  vista. 

En  el  caso  de  suspensión  de  la  vista,  se  volverá  á 
señalar  el  dia  en  que  deba  celebrarse,  tan  pronto 
como  haya  desaparecido  el  motivo  do  la  suspensión, 
sin  alterar  el  órden  de  los  señalamientos  que  ya  es- 
tuvieren hechos. 

Art.  63.  Cuando  empezado  á ver  un  asunto  en- 
fermare ó de  otro  modo  se  inhabilitare  alguno  ó al- 
gunos de  los  consejeros,  y no  hubiere  probabilidad  de 
que  el  impedido  ó impedidos  puedan  concurrir  dentro 
de  pocos  dias,  se  procederá  á nueva  vista,  completan- 
do el  número  de  consejeros  con  los  que  deban  reem- 
plazar á los  inhabilitados  según  el  art.  16.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.= Faustino  Rodríguez  San  Pcdro.= 
Senen  Canido.=C.  el  Conde  de  Toreuo.=Antonio  Mo- 
lleda.=Raiin mido  Fernandez  Villaverde.=Francisco 
Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreeo  la  siguiente  enmienda  ai  ar- 
tículo 45  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción contencioso-administrativa: 

«Art.  64.  La  sentencia  se  dictará  dentro  del  tér- 
mino de  diez  dias  desde  la  conclusión  de  ia  vista,  ó 
desde  que  se  unieran  á los  autos  las  diligencias  para 
mejor  proveer  que  después  de  dicho  acto  hubiesen 
sido  practicadas. 

Las  sentencias  deben  ser  claras,  precisas  y con- 
gruentes con  las  demandas  y con  las  demás  preten- 
siones deducidas  oportunamente  en  el  pleito,  haciendo 
las  declaraciones  que  éstas  exijan,  condenando  ó ab- 
solviendo ai  demandado  y decidiendo  todos  ios  pun- 
tos litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  debate.  Cuan- 
do éstos  hubieren  sido  varios,  se  hará  con  la  debida 
separación  ei  pronunciamiento  correspondiente  á cada 
uno  de  ellos. 

Se  establecerán  por  medio  de  párrafos  separados 
que  empiecen  con  la  palabra  «Resultando,»  los  hechos 
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que  aparezcan  del  expediente  gubernativo  y de  las 
demás  actuaciones  y pruebas;  se  expresará  después 
por  medio  de  párrafos  que  empiecen  con  la  palabra 
((Considerando,»  las  declaraciones  de  derecho  que  co- 
rrespondan, trascribiéndose  á conlinuacion  en  la  liar- 
te pertinente  las  disposiciones  legales  citadas  por  los 
litigantes;  se  indicará  el  nombre  del  consejero  po- 
nente, y se  consignará,  por  último,  la  parte  disposi- 
tiva, precedida  de  las  palabras  siguientes:  «En  nom- 
bre de  S.  M.  el  Rey  fallamos.» 

Estas  palabras  se  suprimirán  en  la  consulta  del 
recurso  extraordinario  de  revisión  establecido  en  el 
art.  72.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danviia.=Molleda.=Scncn  Canido.=C.  El 
Conde  de  Toreno.=R.  Villaverde.=  F.  Lastres.= 
Campo  Grande. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
tículo 48  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  do  la  juris- 
dicción contencioso-administrativa: 

«Arl.  6a.  Para  que  haya  sentencia  serán  necesa- 
rios los  votos  conformes  de  la  mayoría  absoluta  de 
los  consejeros  que  hayan  concurrido  á la  vista. 

Cuando  hubiere  discordia  por  no  reunirse  los  vo- 
tos necesarios  para  que  haya  sentencia,  se  citará  para 
nueva  vista  ante  la  Sala  de  lo  Contencioso  en  pleno  ó 
ante  el  Consejo  de  Estado  en  pleno  en  su  caso,  cuya 
sentencia,  votada  por  la  mayoría  de  los  consejeros 
presentes  ó por  la  mitad  con  el  voto  de  calidad  del 
presidente,  será  la  definitiva. 

Todo  el  que  tome  parte  en  la  votación  de  una 
sentencia  firmará  lo  acordado,  aunque  disintiere  de 
la  mayoría;  pero  deberá  en  este  caso  salvar  su  voto, 
extendiéndolo,  fundándolo  é insertándolo  con  su  fir- 
ma al  pié,  dentro  de  las  cuarenta  y ocho  horas  si- 
guientes, en  el  libro  de  votos  reservados. 

En  las  certificaciones  y notificaciones  de  las  sen- 
tencias no  se  insertarán  los  votos  particulares  reser- 
vados, que  únicamente  se  harán  públicos  cuando  se 
interpongan  los  recursos  de  nulidad  ó revisión. 

Art.  66.  Las  votaciones  se  realizarán  con  arreglo 
á lo  dispuesto  en  el  reglamento  de  30  de  Diciembre 
de  1846.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Senen  Canido.=G.  El  Conde  de  To- 
reno.=Molleda.=R.  Villaverde.=F.  Lastres.=Cam- 
po-Grande. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  68 
del  dictamen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa: 

«Art.  86.  Todas  las  actuaciones  deberán  escribirse 
en  el  papel  sellado  que  prevengan  las  leyes  y regla- 
mentos, bajo  las  penas  que  en  ellos  se  determine. 

Los  escritos  á nombre  de  la  Administración  se  ex- 
tenderán en  papel  del  sello  de  oficio. 

Igual  sello  usará  para  su  defensa  el  que  litigase 
como  pobre. 

Las  partes  facilitarán  á la  Secretaría  el  papel  se- 
llado que  ésta  les  reclame  para  las  actuaciones,  las 
cuales  quedarán  en  suspenso  mientras  no  se  llene  este 
requisito.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887,= 


Manuel  Danvila.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro.= 
Señen  Canido.=G.  El  Conde  de  Toreno.=Antonio  Mo- 
neda. =Itaimundo  Fernandez  Villaverde.=Francisco 
Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  69 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-adm  inistrativa: 

«Art.  87.  De  todo  escrito  se  acompañarán  tantas 
copias  cuantas  fueren  las  demás  partes  que  hubieren 
comparecido  en  el  pleito,  cuyas  copias,  extendidas  en 
papel  común,  suscribirán,  respondiendo  de  su  exacti- 
tud, las  partes  ó sus  representantes. 

También  se  acompañarán  copias,  en  igual  forma, 
de  todos  los  documentos  que  se  presenten ; pero  cuan- 
do alguno  exceda  de  25  pliegos,  no  será  obligatoria  la 
entrega  de  copias  del  mismo. 

Las  copias  de  los  escritos  y documentos  se  entre- 
garán á la  parte  ó partes  contrarias  al  notificarles  la 
providencia  que  haya  recaído  en  el  escrito  respectivo, 
ó al  hacerles  la  citación  ó emplazamiento  que  pro- 
ceda. 

Art.  88.  Los  autos  originales  se  conservarán  en  la 
Secretaría,  donde  podrán  examinarlos  las  parles  ó sus 
defensores  durante  las  horas  de  despacho,  siempre 
que  les  convenga. 

En  ningún  caso  se  entregará  á las  partes  el  ex- 
pediente gubernativo,  excepción  hecha  del  fiscal.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Antonio  Molleda.=Faustino  Rodrí- 
guez San  Pedro.=SenenCanido.= Francisco  Lastres. 
C.  El  Conde  de  Toreno.=Raiimiudo  Fernandez  Vi- 
liaverde. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  capí- 
tulo 2.°  del  tít.  2.°  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de 
la  jurisdicción  contencioso-administrativa: 

CAPITULO  II. 

De  los  Tribunales  Contencioso-adminislrativos  de  las 
provincias  de  Ultramar . 

Art.  30.  Las  Secciones  de  lo  Contencioso  de  los 
Consejos  de  Cuba  y Filipinas,  y el  Consejo  Contencioso- 
administrativo  de  Puerto-Rico,  continuarán  siendo, 
mientras  conserven  su  actual  organización,  los  Tri- 
bunales Contencioso-administrativos  de  primera  ins- 
tancia en  las  provincias  de  Ultramar.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Dan v ila . =Faustino  Rodríguez  San  Pedro.= 
Senen  Canido.=  C.  El  Conde  de  Toreuo.=  Antonio 
Molleda.=Raimundo  Fernandez  Villaverde.=Fran- 
cisco  Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  capí- 
tulo 2.°,  tít.  3.°  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción  contencioso-administrativa: 
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CAPITULO  II. 

De  los  recursos  contra  las  resoluciones  de  la  Sala 
de  lo  Contencioso. 

Art.  67.  Dentro  de  tres  dias,  contados  desde  la 
notificación  de  una  providencia,  la  parte  á quien 
perjudique  podrá  solicitar  su  reposición  ante  la  Sala. 

Del  escrito  en  que  se  interponga  el  recurso  se 
dará  traslado  á las  demás  parles,  para  que  dentro  del 
término  de  tercero  día  expongan  lo  que  estimen  pro- 
cedente. 

La  Sala  en  su  vista  resolverá  por  auto  fundado, 
contra  el  cual  no  se  dará  recurso  alguno. 

Art.  68.  Tendrá  lugar  el  recurso  de  aclaración  de 
las  definitivas,  cuando  la  parte  dispositiva  de  ellas 
fuese  ambigua  u oscura  en  sus  cláusulas. 

Este  recurso  se  interpondrá  dentro  del  dia  siguien- 
te al  de  la  notificación  de  la  sentencia,  y en  el  mismo 
plazo  desde  la  presentación  del  escrito  dictará  auto 
la  Sala  resolviendo  lo  que  estime  procedente,  sin  ul- 
terior recurso. 

Art.  69.  El  recurso  de  rescisión  procederá  en  los 
casos  á que  se  reiteren  los  arts.  109  al  1 14  del  regla- 
mento de  30  de  Diciembre  de  1846,  y se  sustanciará 
en  la  forma  prevenida  en  los  arts.  115  al  121  del 
mismo  reglamento. 

Art.  70.  El  recurso  de  revisión  no  dará  lugar  á 
que  se  suspenda  la  ejecución  de  la  sentencia  que  lo 
motive,  y procederá  en  los  casos  y dentro  de  los  tér- 
minos que  establecen  las  secciones  2.a  y 3.a  del  capí- 
tulo 16  del  reglamento  de  30  de  Diciembre  de  1816. 

Art.  71.  Este  recurso  se  interpondrá  ante  el  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno,  por  medio  de  escrito,  con 
cuyas  copias  se  emplazará  á los  que  hubieren  sido 
parle  en  el  pleito  para  que  comparezcan  á contestar- 
le dentro  del  término  del  emplazamiento. 

Pasado  dicho  plazo,  si  la  Sala  estima  necesario 
que  se  practique  alguna  prueba,  lo  decretará  de  ofi- 
cio ó á instancia  de  parte,  y practicada  que  sea,  se 
pondrá  de  manifiesto  su  resultado  á las  parles  por 
término  de  tres  dia?,  trascurridos  los  cuales  se  seña- 
lará dia  para  la  vista  del  recurso. 

Si  no  se  estimase  necesaria  ninguna  prueba,  una 
vez  comparecidos  ó declarados  rebeldes  los  que  hu- 
bieren litigado  en  el  pleito  y contestado  por  éstos  el 
recurso,  se  señalará  dia  para  la  vista. 

Art.  72.  La  sentencia  se  pronunciará,  notificará 
y ejecutará  en  la  forma  y manera  determinada  para 
las  definitivas  en  el  fondo  del  negocio. 

Art.  73.  Habrá  lugar  al  recurso  extraordinario  de 
revisión  por  incompetencia  de  la  jurisdicción  contcn- 
cioso-administrativa,  en  los  casos  á que  se  refieren  los 
arts.  45  y 46  de  esta  ley. 

Art.  74.  Para  que  proceda  el  recurso  en  el  caso 
del  articulo  anterior,  es  indispensable  que  el  fiscal  ó 
el  demandado  hayan  consignado  la  oportuna  protesta 
al  contestar  la  demanda.  No  se  trasmitirá,  sin  embar- 
go, el  recurso  que  entable  el  fiscal,  si  no  acompaña, 
original  ó en  copia,  la  órden  del  Gobierno  para  inter- 
ponerlo. 

Art.  75.  El  fallo  del  recurso  extraordinario  de  re- 
visión se  concretará: 

l.°  A desestimar  el  recurso,  si  no  procediere  por 
ser  el  asunto  de  la  competencia  de  la  jurisdicción 
contencioso-administrativa. 


2.°  A estimar  el  recurso,  declarando  nulo  todo  lo 
actuado,  si  el  negocio  estuviese  comprendido  en  las 
excepciones  que  se  establecen  en  el  tít.  l.°  ó en  el 
art.  46. 

Para  la  resolución  del  recurso  extraordinario  de 
revisión  se  observará  lo  dispuesto  en  los  arts.  62,  63 
y 64  de  la  ley  de  17  de  Agosto  de  1860. 

Art.  76.  lia  consulta  que  eleve  el  Consejo  en  el 
caso  á que  se  contrae  el  artículo  auLerior,  permane- 
cerá reservada  en  la  Presidencia  del  Consejo  de  Mi- 
nistros hasta  la  decisión  del  Rey,  y no  podrá  ser  re- 
mitida á informe  de  ningún  Ministerio,  Corporación 
ni  dependencia  del  Estado. 

De  ella  se  dará  cuenta  en  Consejo  de  Ministros  por 
su  PresidenLe,  y la  resolución  que  recaiga  se  exten- 
derá al  márgen  de  la  consulta. 

Para  los  fines  del  art.  64  de  la  ley  de  17  de  Agosto 
de  1860,  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros  acu- 
sará á la  del  Consejo  de  Estado  el  recibo  de  la  con- 
sulta, en  los  ocho  dias  siguientes  á la  fecha  del  res- 
guardo que  se  recoja  por  el  dependiente  del  Consejo 
encargado  de  su  entrega  en  las  oficinas  de  la  pri- 
mera. 

Art.  77.  Habrá  lugar  al  recurso  de  nulidad  en  los 
casos  siguientes: 

1. "  Por  falta  de  emplazamiento  de  las  personas 
que  hubieran  debido  ser  citadas  para  el  juicio. 

2. °  Por  falta  de  recibimiento  á prueba  ó deroga- 
ción de  cualquiera  diligencia  de  prueba,  admisible  se- 
gún las  leyes,  y cuyas  faltas  hayan  podido  producir 
indefensión. 

3. °  Por  lálta  de  citación  para  alguna  diligencia  d? 
prueba  ó para  sentencia  definitiva. 

4. *  Por  haber  concurrido  á consultar  sentencia 
uno  ó más  consejeros,  cuya  recusación,  fundada  en 
causa  legal  é intentada  en  tiempo  y forma,  hubiese 
sido  estimada  ó se  hubiese  denegado  siendo  proce- 
dente. 

Art.  78.  El  recurso  de  nulidad  se  interpondrá, 
sustanciará  y fallará  lo  mismo  que  los  recursos  or- 
dinarios de  revisión. 

Art.  79.  El  que  interpusiere  cualquiera  de  los  re- 
cursos de  revisión  ó el  de  nulidad,  con  excepción  del 
fiscal,  deberá  acompañar  necesariamente  el  resguardo 
que  acredite  la  consignación  de  1.000  pesetas  en  el 
establecimiento  público  destinado  al  electo.  La  pre- 
sentación del  recurso  sin  este  requisito  no  suspen- 
derá el  lapso  del  término  señalado  para  interponerle. 

Dicho  depósiLo  se  perderá  si  no  se  estimase  el  re- 
curso, ingresando  su  importe  en  el  fondo  á que  se  re- 
fiere el  art.  94. 

Art.  80.  Si  el  recurso  de  nulidad  fuere  estimado, 
se  devolverá  el  depósito  al  recurrente  y se  declararán 
nulas  todas  las  actuaciones  posteriores  á la  en  que  se 
cometió  la  falta,  que  será  debidamente  subsanada.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro.®* 
Senen  Canido.=Antonio  Molleda.=C.  El  Conde  de 
Toreno.=  Raimundo  Fernandez  Villavcrde.=  Fran- 
cisco Lastres. 


Los  Diputados  qne  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  á los  ca- 
pítulos 3.°  y 4.°,  tít.  3.°  del  dictámen  sobre  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa: 
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CAPITULO  III. 

De  la  primera  instancia  ante  los  Tribunales  Contencio- 
sos de  las  provincias  de  Ultramar , y la  de  los  recusaos 
contra  sus  resoluciones. 

«Art.  81.  Las  Secciones  de  lo  Contencioso  de  los 
Consejos  de  Cuba  y Filipinas,  y el  Consejo  Contencioso- 
adroini sicativo  de  Puerto-Rico,  continuarán  rigién- 
dose por  el  Real  decreto  de  4 de  Julio  de  1861,  con 
excepción  de  lo  establecido  para  la  admisión  de  las 
demandas  cu  los  arts.  42,  43  y 44  de  esta  ley,  que 
serán  de  observancia  para  dichos  Tribunales. 

Contra  el  auto  denegatorio  de  admisión  de  la  de- 
manda procederá  el  recurso  de  apelación  para  ante 
la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado. 

Art.  82.  Se  suprime  el  recurso  de  nulidad  esta- 
blecido por  el  art.  61  del  Real  decreto  de  4 de  Julio 
de  1861,  y en  su  lugar  procederá  el  de  apelación  en 
todos  los  casos  á que  se  refiere  el  art.  63  de  dicho. 
Real  decreto 

Art.  83.  El  recurso  de  apelación  que  se  interpon- 
ga contra  las  definitivas  de  los  Tribunales  Contencio- 
sos de  Ultramar  se  sustanciará  conforme  al  regla- 
mento de  30  de  Diciembre  de  184G. 

La  sentencia  que  recaiga  se  dictará  con  arreglo  á 
las  disposiciones  de  esta  ley.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.— 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodrigue/.  San  Pedro.— 
Scnen  Canido.=C.  El  Conde  de  Toreno.  = Molleda. 
=Raim ando  Fernandez  Yillaverde.=F.  Lastres. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  capí- 
tulo 5.*,  título  3.°  del  dictámcn  sobre  el  ejercicio  de 
la  jurisdicción  Contencioso-administrativa: 

CAPITULO  TV. 

t 

De  la  ejecución  de  las  sentencias. 

Art.  84.  Las  sentencias  se  considerarán  firmes 
desde  su  publicación , sin  necesidad  de  declaración 
expresa  sobre  ello. 

Notificada  la  sentencia  á las  partes  por  medio 
de  cédula  en  que  se  insertará  íntegra,  dentro  de  los 
cinco  dias  siguientes  á la  publicación  en  la  Sala , se 
comunicará  en  el  mismo  término  por  medio  de  cer- 
tificación en  forma  al  Ministerio  que  corresponda, 
para  que  la  lleve  á efecto,  adoptando  las  resoluciones 
que  procedan  o practicando  lo  que  exija  el  cumpli- 
miento de  sus  declaraciones. 

La  Administración  no  podrá  demorar  ia  ejecución 
de  las  sentencias,  á no  mediar  justa  causa,  que  pon- 
drá en  conocimiento  do  la  Sala. 

Art.  85.  Las  Reales  decretos-sentencias  definiti- 
vas de  la  Sala  de  lo  Contencioso  se  publicarán  con 
puntualidad  en  la  Gaceta  de  Madrid .» 

Palacio  dAl  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=  Senen  Cánido. =Motleda.=C.  El 
Conde  de  Toreno.= Raimundo  Fernandez  Villaverde. 
Francisco  Lastres.=Campo-Gramle. 
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Proposición  de  ley  (reproducida),  del  Sr.  Lastres,  para  que  solamente  tengan 
curso  legal  en  las  islas  de  Cuba  y Puerto  llico  las  monedas  de  oro  y plata  exac- 
tamente iguales  á las  que  circulan  en  la  Península,  ley  de  1868. 


El  Diputado  que  suscribe  tiene  el  honor  de  some- 
ter al  acuerdo  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  1 ."  Solo  tendrán  curso  legal  en  las  islas 
de  Cuba  y Puerto  Rico  las  monedas  de  oro  y plata  de 
clase,  ley  y denominación  que  sean  exactamente  igua- 
les á las  que  circulan  en  la  Península  según  la  ley  de 
1868. 

Art.  2.°  Quedan  sin  efecto  las  autorizaciones  con- 
cedidas al  Ministro  de  Ultramar  en  el  art.  19  de  la 


vigente  ley  de  presupuestos  para  la  isla  de  Cuba,  y en 
ei  art.  1 2 de  la  de  Puerto-Rico. 

Art.  3.°  Se  autoriza  al  Ministro  de  Ultramar  para 
que  directamente,  ó de  acuerdo  con  el  de  Hacienda, 
provea  de  monedas  de  oro  y plata  el  mercado  de  las 
Antillas,  procediendo,  caso  necesario,  á la  acuñación 
de  las  sumas  suficientes  para  que  tenga  debido  cum- 
plimiento lo  ordenado  en  esta  ley. 

Palaciodel  Congreso  24  de  Enero  de  1887.=Frau- 
cisco  Lastres.=Manuel  Fernandez  Gapetillo.=Diego 
Suarez. 
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DE  LAS 

SESIONES  DE  COHTES 


PRESIDENCIA  DEL  EXCMO.  SR.  D.  CR1STIN0  HARTOS 


SESION  DEL  LUNES  12  DE  DICIEMBRE  DE  1887. 

SUMARIO.  Abrese  a las  tros  monos  cuarto.=So  loe  y aprueba  ol  Acta  do  la  anterior.=El  Congreso  queda 
enterado  del  Real  decreto  nombrando  presidente  del  Consejo  de  Estado  al  Sr.  González  (D.  Venancio), 
y á propuesta  de  la  Presidencia  acuerda  comunicar  al  Gobierno  que,  en  su  consecuencia,  queda  vacante 
el  distrito  de  Ocaña,  que  el  Sr.  González  representaba.=Tambien  queda  enterado  el  Congreso  de  las 
siguientes  comunicaciones:  primera,  del  Ministerio  do  Estado,  manifestando,  en  contestación  al  deseo 
expresado  por  el  Sr.  Romero  Robledo  do  que  se  remitan  á la  Cámara  copias  de  todas  las  Reales  órdenes 
expedidas  por  el  actual  Gobierno  referentes  á indemnizaciones  por  la  antigua  guerra  de  Cuba,  que  el 
actual  Gobierno  no  ha  expedido  ninguna;  segundo,  del  Ministerio  de  Ultramar,  sobre  el  mismo  asunto, 
manifestando  no  se  ha  verificado  pago  alguno  en  el  indicado  concepto  desde  el  l.°  de  Setiembre  de 
1885;  tercera,  del  Ministorio  do  Estado,  manifestando,  acerca  de  la  romision  al  Congreso  do  I03  expe- 
dientes relativos  al  Colegio  de  Bolonia  y á la  reivindicación  de  la  huerta  de  San  Francisco,  que  se  sirva 
el  Congreso  concretar  el  objeto  del  primor  extromo  para  romitir  los  datos  que  so  desean;  y respecto  del 
segundo  expediente,  que  se  halla  ¿ consulta  del  Consejo  de  Estado;  y cuarta,  del  Ministerio  de  Marina, 
manifestando  que  se  ha  prevenido  al  capitán  general  del  departamento  de  Cartagena  remita  los  datos 
pedidos  por  ol  Sr.  Maissonnave  sobro  cáñamos  consumidos  en  nuestros  arsenales  durante  el  presente 
año.=Quedan  sobre  la  mesa  durante  tres  sesiones,  pasando  después  al  Archivo,  los  certificados  de  los 
Reales  decretos  aprobando  los  presupuestos  de  ingresos  y gastos  de  la  isla  do  Cuba  para  el  ejercicio 
de  1887-88,  y suprimiendo  los  derechos  que  a su  exportación  de  las  islas  de  Cuba  y Puerto-Rico  paga- 
ban las  mióles,  los  aguardientes  de  caña  y los  azúcares  roctificado3.=Se  aeuorda  comunicar  al  señor 
Ministro  do  Ultramar  ol  ruego  del  Sr.  Pons  para  que  con  la  mayor  urgencia,  se  sirva  traer  al  Congreso 
el  proyecto  do  ley  do  enjuiciamiento  civil,  quo,  con  aplicación  á las  islas  Filipinas,  ha  aprobado  la 
Comisión  codificadora  de  Ultramar.=El  Sr.  Villalba  Hervás,  con  motivo  del  registro  practicado  en  la 
habitación  de  D.  Pedro  Niombro,  vocino  de  esta  corte,  suponiendo  existir  en  ella  un  depósito  do  armas, 
ruega  al  Sr.  Ministro  do  la  Gobernación  que  haga  entender  ¿ sus  subordinados  la  obligación  en  que 
están  de  proceder  en  estos  casos  con  más  cordura  y prudencia,  y al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia 
que  por  su  parte  inculque  á los  suyos  la  necesidad  de  que  procuren  aquilatar  los  motivos  de  las  autoriza- 
ciones que  se  les  pidan  para  estos  registros.  = Contestación  del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernacion.=  Se 
acuerda  comunicar  al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  el  ruego  del  Sr.  Villalba  Horvás.=Roctifica  esto 
Sr.  Diputado.=A  propuesta  del  Sr.  Salvador  se  da  por  reproducida  la  proposición  que  presentó  en  la  ante- 
rior legislatura  sobre  establecimiento  de  aguas  potablos  en  las  poblaciones,  y reformando  la  legislación 
vigente  sobre  pantanos  de  riego.=El  Sr.  Talero  ruega  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  se  sirva  remitir  al 
Congreso  un  estado,  por  pueblos,  do  lo  recaudado  por  contribución  territorial  en  sus  diversos  concep- 
tos, desde  el  año  de  80  al  de  86,  y además  ruega  al  Sr.  Ministro  do  la  Gobernación  se  sirva  remitir  á 
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la  Camara  los  antecedentes  que  obran  en  el  Real  Consejo  de  Sanidad,  sobre  los  daños  que  producen  las 
calcinaciones  al  aire  libre  en  la  provincia  de  Huolva.=Ei  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  ofrece  remitir 
los  antecedentes  reclamados —Se  acuerda  comunicar  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  el  ruego  del  señor 
Talero.=El  Sr.  Badarán  pide,  y así  se  acuerda,  so  den  por  reproducidas  las  proposiciones  de  ley  sobre 
suministros  hechos  por  los  puoblos  en  la  última  guerra  civil,  y la  roforente  a la  incompatibilidad  del 
cargo  do  Diputado  con  cualquiera  otro  destino  remunerado  por  la  Administración  civil,  y reclama  dol 
Sr.  Ministro  de  la  Guerra  una  nota  ó relación  de  las  cantidades  que  se  han  abonado  por  suministros  á 
los  pueblos  del  distrito  de  Tudela.=Se  acuerda  comunicar  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el  ruogo  del 
Sr.  Badarán.=Tambien  se  acuerda  comunicar  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  los  ruegos  del  Sr.  Pando  para 
que  se  sirva  tener  muy  en  cuenta  lo  que  informan  centros  importantes  de  la  isla  de  Cuba,  respecto  á la 
exención  de  los  derechos  que  paga  el  carbón  de  piedra;  lo  que  dicen  otros  centros  sobro  amortización 
de  billetes,  así  como  lo  que  también  dicen  acerca  de  la  inconveniencia  actual  de  la  separación  de  mandos 
on  aquolla  Isla.=Igualmente  se  acuerda  comunicar  al  mismo  Sr.  Ministro  de  Ultramar  las  proguntas  y 
ruegos  del  Sr.  Pedregal  sobro  si  son  ó no  permitidas  las  exequias  de  cuerpo  presente  en  Filipinas;  sobre 
establecimiento  de  farmacias  por  chinos  en  aquellas  Islas,  y remisión  al  Congreso  del  oxpodionte  quo 
se  haya  instruido  respecto  del  primer  punto;  y ruega  por  fin  el  Sr.  Pedrogal  al  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación tenga  la  bondad  de  mandar  al  Congreso  el  expediento  del  Sr.  Riancho,  director  del  lazareto 
de  Pedrosa.=Contestacion  del  Sr.  Ministro  do  la  Gobernacion.=El  Sr.  Pedrogal  da  los  gracias.=El  señor 
Castel  llama  la  atención  do  los  Sros.  Ministros  de  la  Gobernación  y de  Gracia  y Justicia  acerca  do  las 
informalidades  que  se  han  cometido  en  la  rectificación  de  las  listas  electorales  en  el  distrito  do  Torrijos, 
provincia  de  Toledo,  y pide  al  Sr.  Ministro  se  sirva  mandar  al  Congreso  el  expediente  que  se  haya 
instruido  sobre  este  asunto.=Contestacion  del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernaoion,.=El  Sr.  Castel  rectifica, 
con  llamadas  de  la  Presidenoia.=Rectiflca  asimismo  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernacion.=El  Sr.  Garrido 
Estrada  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  en  qué  estado  se  encuentra  la  consulta  sobro  estableci- 
miento de  depósitos  flotantes  de  carbón  en  Cádiz,  y si  es  cierto  que  se  trata  do  adquirir  un  edificio  muy 
suntuoso  en  el  Paseo  do  la  Castellana  para  trasladar  á él  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros.^ 
Contostacion  del  Sr.  Ministro  de  Hacienda. =Roctifiean  ambos  señores.= Pregunta  dol  Sr.  Becerro  de 
Bengoa  acerca  de  un  suceso  ocurrido  en  Bilbao  con  motivo  de  una  reunión  de  10  ó 12  republicanos,  quo 
dio  por  rosultado  el  poner  preso  al  director  del  poriódico  El  Combate , aunque  al  cabo  do  algunas  horas 
se  le  puso  en  libertad,  y desea  sabor  si  esta  permitida  la  reunión  pacífica  de  los  republicanos,  como 
está  la  do  otras  asociaciones  en  iguales  circunstancias.=Contestacion  del  Sr.  Ministro  de  la  Goborna- 
cion.=Rectiílcaciones  do  ambos  señoros.=Pregunta  del  Sr.  Alvarez  Marino  sobre  cumplimiento  de  la 
ley  referente  a la  provisión  de  empleos  civiles  a los  sargentos  y demás  clases  de  tropa,  y pido  que  no 
se  les  sujete  a exámenes  que  la  misma  loy  no  dotermina.=Contestacion  del  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación. =Rectificaciones  do  los  dos  señores —Pregunta  dol  Sr.  Alvear  sobre  la  falta  de  resolución  del 
expediente  incoado  a instancia  del  Sr.  D.  Vicente  Pizarro,  hace  troco  meses,  contra  el  gobernador  do 
Valladolid,  por  no  haberlo  puosto  en  posesión  del  cargo  de  individuo  do  la  Comisión  provincial,  quo 
venia  desempeñando,  prolongando  la  suspensión  del  mismo  y de  otros  dos  diputados  provinciales  mucho 
más  tiempo  del  que  marca  el  art.  138  de  la  ley  provincial.=Contestacion  dol  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación.=E1  Sr.  Alvear  da  las  gracias.=El  Sr.  Los  Arcos  pido  la  remisión  del  expediente  sobre  la 
adquisición  por  el  Estado  del  pantano  de  Fuentes.=So  acuerda  poner  este  ruego  on  conocimiento  dol 
Sr.  Ministro  de  Fomento.=Pregunta  dol  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega  sobro  el  suceso  ocurrido  en  Granada 
entro  unos  oficiales  del  ejército  y algunos  individuos  dol  cuerpo  de  seguridad.=Contestacion  dol  señor 
Ministro  de  la  Gobernación. =Rectificacion  del  Sr.  Gutiérrez  do  la  Voga.=ORDEN  del  di  ai  continúa  la 
discusión  pendionte  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  eontencioso-administrativa.=Rectificaciones 
de  los  Sres.  Danvila  y González  (D.  Alfonso). =Discurso  del  Sr.  Cárdenas,  segundo  en  contra,  que  queda 
en  el  uso  de  la  palabra  para  mañana.=Se  suspende  esta  discusion.=Se  lee  y aprueba  definitivamente, 
pasando  al  Senado,  un  proyecto  de  ley  reformando  varios  artículos  de  la  do  enjuiciamiento  civil.= 
Queda  sobre  la  mesa  el  dictamen,  nuevamente  redactado  por  la  Comisión,  relativo  á la  proposición  de 
loy  estableciendo  un  derecho  transitorio  para  la  importación  de  ganados  y carnes  en  la  Península  ó 
islas  Baleares.=El  Congreso  queda  enterado  de  haberse  constituido  la  Comisión  permanente  de  examen 
de  las  cuentas  gonerales  del  Estado,  eligiendo  presidente  al  Sr.  D.  Raimundo  Fernandez  Villavordo  y 
secretario  al  Sr.  D.  Juan  Fabra  y Florota.=Queda  sobre  la  mesa,  á disposición  de  los  Sres.  Diputados, 
un  estado  expresivo  de  las  fábricas  de  refinación  de  potróleo  que  existen  en  España,  remitido  por  el 
Sr.  Ministro  de  Hacienda,  a petición  del  Sr.  D.  Lorenzo  Dominguez.=Se  loen  por  primera  vez,  y pasan 
a la  Comisión,  varias  enmiendas  al  dictamen  referente  al  ejercicio  de  la  jurisdicción  contoncioso-admi- 
nÍ8trativa.=A  petición  del  Sr.  Gil  Berges  queda  reproducida  una  proposición  do  loy  condonando  á varios 
pueblos  de  la  provincia  do  Zaragoza  los  dos  primeros  trimestres  de  la  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y 
ganadería,  respectivos  al  presupuesto  de  1887-88.=Orden  del  dia  para  mañana:  continuación  dol  debato 
pendiente,  y dictámen  y voto  particular  relativos  a las  bases  del  Código  civil.=  Se  levanta  la  sesión  á 
las  sois  y cuarenta  y cinco  minutos. 


Se  abrió  á las  tres  ménos  cuarto,  y leída  el  Acta 
del  10  del  actual,  quedó  aprobada. 


Varios  Sres.  Diputados  piden  la  palabra. 


Diósc  cuenta  de  la  siguiente  comunicación: 
«Presidencia  del  Consejo  de  Ministros.— Excelen- 
tísimos Sres.:  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  y en  su  nombre 
la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido  expedir  el 
Real  decreto  siguiente: 
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«En  atención  á las  especiales  circunstancias  que 
concurren  en  T).  Venancio  González  y Fernandez,  Mi- 
nistro que  lia  sido  de  la  Gobernación  y Diputado  á 
Córtes,  en  nombre  de  mi  augusto  Hijo  el  Rey  Don  Al- 
fonso XIII  y como  Reina  Regente  del  Reino,  vengo  en 
nombrarle  Presidente  del  Consejo  do  Estado. 

Dado  en  Palacio  á 26  de  Noviembre  de  1887.= 
María  Cristina.*=*El  Presidente  del  Consejo  de  Minis- 
tros, Práxedes  Mateo  Sagasta.» 

Lo  que  de  orden  de  S.  M.  tengo  la  honra  de  tras- 
ladar á V.  E.  para  su  conocimiento  y el  de  ese  Cuer- 
po Colegislador.  Dios  guarde  á V.  E.  muchos  años. 
Madrid  26  de  Noviembre  de  l887.=Práxedes  Mateo 
Sagasta.=Señor  Presidente  de  la  Comisión  de  gobier- 
no interior  del  Congreso  de  los  Diputados.» 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Segon  lo  dispuesto  en  el 
art.  206  del  Reglamento,  cesa  de  hecho  en  su  cargo 
el  Sr.  Diputado  Don  Venancio  González  y Fernandez, 
nombrado  Presidente  del  Consejo  de  Estado  en  26  de 
Noviembre  ultimo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  ¿Acuer- 
da el  Congreso  declarar  vacante  el  distrito  de  Ocaña, 
provincia  de  Toledo,  que  representa  dicho  señor?» 

El  acuerdo  del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Se  pon- 
drá en  conocimiento  del  Gobierno  para  los  efectos 
consiguientes. 

Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de  la 
siguiente  comunicación: 

«Ministerio  de  Estado. — Excmos.  Sres.:  En  con- 
testación á la  comunicación  que  V.  EE.  se  han  ser- 
vido dirigirme  con  fecha  4 de  este  mes,  manifestán- 
dome el  deseo  expresado  por  el  Sr.  Diputado  D.  Fran- 
cisco Homero  Robledo  de  que  el  Ministerio  de  mi 
cargo  remita  al  Congreso  copia  de  todas  las  Reales 
órdenes  que  se  hayan  expedido  por  el  actual  Gobier- 
no referentes  á pago  de  indemnizaciones  por  la  anti- 
gua guerra  de  Cuba,  tengo  la  honra  de  manifestar 
á V.  EE.  que  el  actual  Gobierno  no  ha  expedido  nin- 
guna, siendo  la  última  indemnización  satisfecha,  en 
virtud  de  sentencia  de  la  extinguida  Comisión  de  ar- 
bitraje, la  referente  al  caso  del  Sr.  Covín  y Pinto,  que 
se  llevó  á efecto  en  Agosto  de  1885. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Palacio  9 de 
Diciembre  de  18$7.=Segismundo  Moret.=Excelentí- 
mos  Sres.  Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Igualmente  quedó  enterado  el  Congreso  de  la  co- 
municación que  á continuación  se  expresa: 

«Ministerio  de  Ultramar. — Excmos.  Sres.:  En 
contestación  al  atento  oficio  de  V.  EE.,  fecha  4 del 
corriente  mes,  reclamando  por  indicación  del  señor 
Diputado  D.  Francisco  Romero  Robledo  copias  de 
todas  las  Reales  órdenes  expedidas  por  el  actnal  Go- 
bierno referentes  á pago  de  indemnizaciones  por  la 
antigua  guerra  de  Cuba,  tengo  la  honra  de  manifes- 
tarles que  no  se  ha  verificado  pago  alguno  en  el  in- 
dicado concepto  desde  l.°  de  Setiembre  de  1885,  en 
que  por  Real  orden  de  esa  fecha  so  abonaron  ciento 
sesenta  y nueve  mil  cuarenta  y tres  pesetas  noventa  y 
cinco  céntimos  al  ciudadano  de  los  Estados  Unidos, 
Govin  y Pinto. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  9 (le 
Diciembre  de  1887.=Victor  Balaguer.=Seuores  Se- 
cretarios del  Congreso.» 


También  quedó  enterado  el  Congreso  de  la  co- 
municación siguiente: 

«Ministerio  de  Estado. — Excmos.  Sres.:  Tengo  la 
honra  de  manifestar  á V.  EE.  que  he  recibido  la  co- 
municación que  se  han  servido  dirigirme  con  fecha  4 
del  actual  pidiendo  los  expedientes  relativos  al  Cole- 
gio de  Bolonia  y á la  reivindicación  de  la  huerta  de 
San  Francisco;  y en  su  respuesta  ruego  á V.  EE.  se 
sirvan  concretar  el  objeLo  del  primer  extremo  para 
poder  remitir  los  datos  que  se  desean;  y respecto  del 
segundo  expediente  me  refiero  á la  contestación  que 
tuve  el  honor  de  dar  en  la  sesión,  haciendo  presente 
que  se  hallaba  á consulta  del  Consejo  de  Estado. 

De  Real  órden  lo  digo  á V.  EE.  para  su  conoci- 
miento. Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid 
7 de  Diciembre  de  18S7.=Segismundo  Morel.=Se- 
nores  Diputados  Secretarios  del  Congreso.» 


Asimismo  quedó  enterado  el  Congreso  de  la  si- 
guiente: 

«Ministerio  de  Marina. — Excmos.  Sres.:  No  exis- 
tiendo suficientes  datos  en  este  Ministerio  para  satis- 
facerlos pedidos  por  el  Sr.  Diputado  D.  ElcutcrioMais- 
sonnave  en  la  sesión  de  7 del  actual  sobre  cáñamos 
consumidos  en  nuestros  arsenales  durante  el  presente 
año,  me  he  dirigido  hoy  al  capitán  general  del  de- 
partamento de  Cartagena,  interesándole  la  pronta  re- 
misión de  aquéllos;  los  cuales  una  vez  recibidos  y 
completados  con  ios  que  existen  en  este  Centro,  ten- 
dré el  gusto  de  remitir  á ese  Cuerpo  Colegislador. 

De  Real  orden  lo  manifiesto  á V.  EE.  en  debida 
contestación.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años. 
Madrid  9 de  Diciembre  de  1887.=Rafael  Rodríguez 
de  Arias.=Señores  Secretarios  del  Congreso  de  Dipu- 
tados. » 


Se  acordó  quedaran  sebre  la  mesa  durante  tres 
sesiones,  pasando  después  al  Archivo,  los  documentos 
á que  se  refieren  las  dos  comunicaciones  siguientes: 

«Ministerio  de  Ultramar. — Excmos.  Sres.:  En 
cumpl  miento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  89  de  la 
Constitución,  y lo  prevenido  en  el  5.a  del  Real  decreto 
de  12  de  Agosto  del  próximo  parsado,  tengo  la  honra 
de  pasar  á manos  de  V.  EE.  de  órden  del  Rey  (Q.  D.  G.), 
y en  su  nombre  de  la  Reina  Regente  del  Reino,  cer- 
tificado del  mismo,  aprobando  los  presupuestos  de  in- 
gresos y gastos  de  la  isla  de  Cuba  para  el  ejercicio 
de  1887-88  con  las  modificaciones  acordadas  y que 
autoriza  el  Real  decreto  de30  de  Junio  anterior. 

De  Real  órden  lo  comunico  á V.  EE.  á los  efectos 
que  correspondan,  incluyendo  un  ejemplar  del  refe- 
rido presupuesto,  sin  perjuicio  de  los  que  oportuna- 
mente se  remitieron  á esa  Secretaría.  Dios  guarde  á 
V.  EE.  muchos  años.  Madrid  l.°  de  Diciembre  de  1887. 
Víctor  Balaguer.=Seuores  Diputados  Secretarios  del 
Congreso. 


Ministerio  de  Ultramar. — Excmos.  Sres.:  En  cum- 
plimiento de  lo  dispuesto  en  el  art.  89  de  la  Consti- 
tución y de  lo  prevenido  en  el  3.°  del  Real  decreto  dé 
26  de  Julio  último,  tengo  la  honra  de  pasar  á ma- 
nos de  V.  EE.,  de  órden  del  Rey  (Q.  D.  G.),  y en  su 
nombre  de  la  Reina  Regente  del  Reino,  certificado 
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del  mismo  suprimiendo  los  derechos  que  á su  ex- 
portación de  las  islas  de  Cuba  y Puerto-Rico,  paga- 
ban las  mieles  y los  aguardientes  de  caña  y los  azú- 
cares. 

Lo  que  do  Real  orden  comunico  á V.  EE.  para  su 
conocimiento  y efectos  que  procedan.  Dios  guarde  á 
Y.  EE.  muchos  años.  Madrid  l.°  de  Diciembre  de 
1 887.=Victor  Balaguer.=Señores  Diputados  Secre- 
tarios del  Congreso.» 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Pons  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  PONS:  La  he  pedido  para  rogar  al  Sr.  Mi- 
nistro de  Ultramar  que,  con  la  mayor  urgencia,  y en 
cumplimiento  del  precepto  constitucional,  se  sirva 
traer  á la  Cámara  el  proyecto  de  ley  de  enjuiciamiento 
civil,  que,  con  aplicación  A las  islas  Filipinas,  ha  apro- 
bado la  Comisión  codificadora  de  Ultramar. 

La  mayor  urgencia  viene  instada,  en  primer  tér- 
mino, por  la  necesidad  de  que  se  aplique  en  Filipinas 
una  ley  de  procedimientos;  y en  segundo  término,  por- 
que pudiera  ser  que  se  suscitara  en  el  Congreso  al- 
guna cuestión  prévia  que  diera  lugar  á un  debate  de 
interés,  no  por  el  humilde  Diputado  que  la  suscitara, 
sino  por  la  importancia  esencialmente  práctica  de  la 
cuestión. 

Y puesto  que  el  Sr.  Ministro  no  se  halla  presente, 
ruego  á la  Mesa  se  sirva  trasmitirle  mi  ruego. 

El  Sr.  SECRETARIO  (ibarra):  Se  pondrá  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  Ultramar. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Villalba  Hervás  tiene 
la  palabra. 

El  Sr.  VILLALBA  HERVÁS:  La  he  pedido  para 
dirigir  un  ruego  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  y 
otro  al  de  Gracia  y Justicia. 

El  dia  9 del  corriente  entendió  la  Delegación  de 
vigilancia  del  distrito  del  Congreso  que  se  hallaba  en 
el  caso  de  proceder  á verificar  un  registro  en  la  casa 
habitación  del  vecino  de  esta  corte  D.  Pedro  Niembro, 
y al  efecto  solicitó  de  la  autoridad  judicial  la  autori- 
zación correspondiente;  autorización  que  está  conce- 
bida en  los  términos  que  voy  á tener  la  honra  de  leer: 

«Por  el  presente  se  autoriza  al  inspector  jefe  del 
distrito  del  Congreso  para  que  de  dia,  y con  las  for- 
malidades que  previene  la  ley,  proceda  al  registro  de 
la  casa  núm.  2 de  la  calle  de  la  Victoria,  habitación 
de  D.  Pedro  Niembro,  en  busca  de  los  depósitos  de 
armas  que  en  ella  puedan  existir,  dando  cuenta  al  Juz- 
gado del  resultado  de  sus  investigaciones.  Dado  en 
Madrid  á 9 de  Diciembre  de  1887.=Ricardo  Saave- 
dra.=Por  su  mandado,  Eugenio  Tribaldos.» 

Y en  efecto,  Sres.  Diputados,  sucedió  lo  que  tan- 
tas veces:  que  no  habia  tales  armas;  y la  cosa  quedó 
reducida  á un  engaño  más  de  que  fueron  víctimas 
los  encargados  del  órden  público,  y á una  vejación 
más  inferida  á un  ciudadano  español. 

Yo  voy  á prescindir  de  los  términos  de  esta  auo- 
rizacion  judicial,  que  á mi  ver  no  son  los  que  marca 
taxativamente  el  art.  558  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
criminal,  que  exige  siempre  un  auto  fundado;  pero 
debo  llamar  la  atención  de  la  Cámara  y del  Gobier- 
no sobre  la  materia  de  esta  autorización , porque  yo 
entiendo  que,  salvo  ciertos  casos  previstos  en  las  le- 
yes administrativas,  el  domicilio  de  un  ciudadano  no 


puede  registrarse  jamás  sino  por  causa  de  delito,  ó 
porque  exista  al  ménos  una  presunción  muy  fun- 
dada de  que  se  haya  cometido.  Claro  y evidente  es 
que  aun  cuando  se  hubiesen  encontrado  en  la  casa  del 
Sr.  Niembro  cuatro  ó seis  escopetas  ó media  docena  de 
revólvers,  esto  no  desmostraria  en  manera  alguna  la 
perpetración,  ni  siquiera  la  preparación  de  un  hecho 
criminal.  Por  consiguiente,  ruego  al  Sr.  Ministro  de 
la  Gobernación,  y estoy  seguro  que  lo  hará  en  justa 
consideración  á los  derechos  individuales , que  haga 
entender  á sus  subordinados  la  obligación  en  que  es- 
tán de  proceder  en  estos  casos  con  más  cordura  y 
prudencia;  y al  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia,  que 
por  su  parte  inculque  también  á los  suyos  la  necesi- 
dad de  que  procuren  aquilatar  los  motivos  de  esas 
autorizaciones  que  se  les  piden;  porque  si  se  dau  así, 
con  la  facilidad  que  revela  el  caso  i)resente , claro  es 
que  la  garantía  del  auto  judicial,  establecida  en  la 
Constitución  y en  las  leyes,  carecerá  de  toda  eficacia, 
y la  tranquilidad,  la  honra  y el  domicilio  del  ciuda- 
dano estarán  á merced  de  la  maldad  de  cualquier  de- 
lator y de  la  ligereza  de  los  funcionarios  públicos. 

Hago  ahora  personalmente,  pues  ocupa  ya  el  ban- 
co azul,  mi  ruego  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación, 
y le  suplico  por  mi  parte  se  sirva  comunicar  á su 
compañero  el  de  Gracia  y Justicia  el  que  también  he 
tenido  la  honra  de  dirigirle. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Gomo  S.  S.  comprende,  no  conozco  en  sus  detalles  el 
acto  á que  S.  S.  se  refiere;  pero  puede  S.  S.  estar  se- 
guro que  las  instrucciones  dadas  por  el  Ministro  de 
la  Gobernación  á sus  subordinados  están  siempre 
dentro  de  las  prescripciones  más  completas  de  la  jus- 
ticia. Además,  me  consta  que  durante  el  Liempo  que 
llevo  ejerciendo  este  cargo,  es  difícil,  si  no  imposible, 
encontrar  autoridad  más  respetuosa  por  esas  pres- 
cripciones que  el  gobernador  de  Madrid,  que  es  á 
quien  yo  directamente  puedo  referirme  en  este  mo- 
mento. 

Tomaré,  pues,  conocimiento  de  todos  los  hechos 
á que  S.  S.  se  refiere,  y puede  estar  seguro  que  ni  su 
señoría  mismo,  por  mucho  amor  que  tenga  á la  jus- 
ticia y á la  inviolabilidad  del  domicilio  y ai  respeto 
de  todos  los  derechos  de  que  disfruta  un  ciudadano 
libre,  no  lia  de  aventajar  ni  al  Ministro  de  la  Gober- 
nación ni  á sus  subordinados;  y el  tiempo  le  irá  pro- 
bando á S.  S.  que  esta  no  es  una  aseveración  parla- 
mentaria ni  un  recurso  de  discusión,  sino  que  son  las 
premisas  de  una  política,  de  una  conducta  y de  una 
administración  que  ba  de  realizarse  en  lo  sucesivo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Se  pondrá  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Justicia  el 
ruego  del  Sr.  Villalba  Hervás. 

El  Sr.  VILLALBA  HERVÁS:  Pido  4 palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  VILLALBA  HERVÁS:  No  esperaba  yo 
ménos  de  la  rectitud,  por  todos  reconocida,  y del  pro- 
bado liberalismo  del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación; 
sus  declaraciones  hechas  en  este  momento,  con  la  au- 
toridad que  tiene  todo  lo  que  sale  de  labios  de  S.  S., 
contribuirán  en  gran  manera  á tranquilizar  á los  ciu- 
dadanos, alarmados  justamente  con  procedimientos 
irregulares. 

Yo  hubiera  hecho  préviamente  el  oportuno  anun- 
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ció  á los  Sres.  Ministros,  si  me  hubiese  propuesto  re- 
cabar, con  relación  al  presenLe  caso,  una  contestación 
inmediata.  Sus  señorías  verán  si  hay  aquí  á quién  exi- 
gir responsabilidad:  á esto,  y á precaver  nuevas  extra- 
limitaciones para  el  porvenir,  se  dirigen  mis  ruegos,  y 
por  esto,  repito,  me  he  crcido  dispensado  de  moles- 
tarles con  un  aviso  previo. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Salvador  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  SALVADOR:  Es  para  reproducir  dos  pro- 
posiciones de  ley  sobre  abastecimiento  de  aguas  po- 
tables en  las  poblaciones,  y la  de  reforma  de  la  legis- 
lación vigente  sobre  pantanos  de  riego,  que  presenté 
en  la  anterior  legislatura. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Quedan  reprodu- 
cidas. 

(Véame  los  Apéndices  l.°  y 2.°  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Talero  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  TALERO:  La  be  pedido  para  que  la  Mesa 
se  sirva  trasmitir  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  mi 
deseo  de  que  remita  al  Congreso  un  estado  por  pue- 
blos de  lo  recaudado  por  contribución  territorial  en 
sus  diversos  conceptos  desde  el  año  1880  á 1886  in- 
clusive. 

Y ya  que  está  presente  el  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación, yo  le  rogaría  que  remitiese  al  Congreso  los 
antecedentes  que  obran  en  el  Real  Consejo  de  Sanidad, 
los  informes,  las  estadísticas,  etc.,  etc.,  sobre  los  da- 
ños que  producen  las  calcinaciones  al  aire  libre  en  la 
provincia  de  Huelva. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Cumplo  con  un  deber  en  acceder  á la  indicación  que 
se  ha  servido  hacer  el  Sr.  Talero,  y quedará  compla- 
cido S.  S. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Tbarra):  Se  pondrá  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  Hacienda  el  ruego  del 
Sr.  Talero. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Badarán  tiene  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  BADARÁN:  La  he  pedido  para  reproducir 
dos  proposiciones  de  ley  que  tuve  el  honor  de  presen- 
tar en  la  anterior  legislatura.  Una  de  ellas  es  la  de  los 
suministros  hechos  por  los  pueblos  en  la  última  gue- 
rra civil,  y la  otra  trata  de  la  incompatibilidad  del 
cargo  de  Diputado  con  cualquier  otro  destino  remu- 
nerado por  la  Administración  civil. 

Relacionada  con  el  primer  proyecto,  existe  una 
pregunta  qnc  dirigí  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  en 
la  anterior  legislatura,  la  cual  reproduzco  ahora,  y se 
reduce  á que  se  sirva  remitir  al  Congreso  una  nota  ó 
relación  de  las  cantidades  que  se  han  abonado  por  su- 
ministros á los  pueblos  del  distrito  de  Tíldela,  provin- 
cia de  Navarra.  Y con  la  vénia  del  Sr.  Presidente  be 
de  decir  que  me  importa  mucho  tenerla  á la  vista 
para  hacer  presente  á la  Comisión  que  ha  de  dictami- 
nar sobre  dicha  proposición  de  ley,  que  la  misma  ra- 


zón que  había  para  que  se  abonara  á estos  pueblos  el 
importe  de  los  suministros,  existe  para  que  se  abone 
también  á estos  otros. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Se  pondrá  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  la  pregunta 
de  S.  S.,  y quedan  reproducidos  los  dos  proyectos 
que  ha  citado. 

(Véanse  los  Apéndices  3.°  y 4.°  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Pando  tiene  La  pa- 
labra. 

El  Sr.  PANDO:  Es  para  suplicar  á la  Mesa  tras- 
mita al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  ios  ruegos  siguien- 
tes. Como  S.  S.  lia  de  remitir  al  Congreso  los  presu- 
puestos de  Cuba,  le  suplico  tenga  muy  en  cuenta  lo 
que  informan  CeuLros  importantes  de  aquella  Isla, 
respecto  á la  exención  de  derechos  que  paga  el  car- 
bou  de  piedra;  y al  mismo  tiempo  le  ruego  que  tenga 
también  en  cuenta  lo  que  dicen  los  propios  Centros 
sobre  amortización  de  los  billetes,  así  como  lo  que  in- 
forman también  respecto  á la  inconveniencia  actual 
de  la  división  de  mandos  en  aquella  Isla. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Se  pondrán  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  Ultramar  los  deseos 
de  S.  S. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Pedregal  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  PEDREGAL:  En  primer  lugar,  es  para  su- 
plicar al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  se  sirva  dis- 
poner la  remisión  al  Congreso  del  expediente  del  se- 
ñor Riancho,  director  del  lazareto  de  Pedrosa;  y en 
segundo  lugar,  para  dirigir  dos  preguntas  al  Sr.  Mi- 
nistro de  Ultramar. 

«El  Congreso  sabe  perfectamente  cuál  es  el  estado 
en  que  se  encuentra  el  iVrchipiélago  Filipino,  y cuán- 
tas las  luchas  que  diariamente  aparecen  allí  entre  los 
diversos  elementos  de  nuestra  población. 

Hay  en  la  actualidad  una  cuestión,  que  puede  ser 
de  trascendencia,  entre  el  director  de  administración 
civil  y las  Corporaciones  religiosas,  respecto  de  si  las 
éxcequias  fúnebres  se  han  de  hacer  de  cuerpo  presen- 
te ó no.  El  director  de  administración  civil  dictó  una 
disposición  muy  acertada  respecto  del  particular.  Se 
oponen  á ella  las  Ordenes  religiosas,  y parece  que  va 
de  vencida  el  director  de  administración  civil.  Yo  pre- 
gunto al  Sr.  Ministro  de  Ultramar  si  está  dispuesto  A 
sostener  enérgicamente  la  autoridad  del  director  de 
administración  civil. 

Otra  pregunta,  que  tiene  también  interés  por  el  as- 
cendiente que  en  el  Archipiélago  va  tomando  la  raza 
china.  Parece  que  entre  las  diversas  clases  de  indus- 
trias y profesiones  á que  se  dedican  los  chinos,  y en 
que  obtienen  grandes  resultados,  la  farmacia  es  una  de 
las  más  lucrativas  para  ellos.  El  gobernador  general 
del  Archipiélago  dispuso  que  se  sometieran  en  totali- 
dad a las  prescripciones  de  las  leyes  de  sanidad  é hi- 
giene pública,  y el  Sr.  Ministro  de  Ultramar  por  telé- 
grafo dejó  sin  efecto  el  decreto  del  gobernador  general 
del  Archipiélago.  Más  que  pregunta  voy  á dirigir  un 
ruego  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar,  y es,  que  remita  al 
Congreso  el  expediente  que  sin  duda  alguna  habrá 
formado,  y los  informes  que  haya  recibido  para  dictar 
por  telégrafo  una  disposición  que  exime  á los  chinos 
que  se  dedican  á la  venta  de  medicamentos,  de  la  ob- 
servancia de  las  leyes  de  sanidad  é higiene  pública. 

Otra  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  Ultramar.  Va  ya 
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trascurrido  uu  año  desde  que  recibió  una  exposición 
suscrita  por  muchos  españoles  residentes  en  Manila, 
reclamando  ciertas  disposiciones  que  ellos  consideran 
acertadas,  y que  yo  no  he  de  apreciar  en  este  momen- 
to, porque  me  es  desconocida  la  petición,  en  cuanto 
á la  inmigración  de  chinos  en  el  Archipiélago.  El  se- 
ñor Ministro  de  Ultramar  no  ha  contestado  todavía 
á esa  exposición  que  hace  un  año  le  dirigieron  los 
pobladores  de  raza  blanca  del  Archipiélago.  Conven- 
dría que  el  Sr.  Ministro  de  Ultramar  se  ocupase  en 
las  gravísimas  cuestiones  que  en  esa  exposición  se 
indican  y plantean,  y respecto  de  las  cuales  han  so- 
licitado ya  una  resolución  que  todavía  no  ha  llegado 
á dictarse. 

Ruego  á la  Mesa  se  sirva  comunicar  al  Sr.  Minis- 
tro de  Ultramar  las  preguntas  y ruegos  que  acabo  de 
dirigirle. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Se  pondrán  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  Ultramar  las  pregun- 
tas y ruegos  de  S.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Alborada): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Con  relación  al  expediente  que  S.  S.  acaba  de  pedir- 
me, tenga  la  seguridad  de  que  mañana,  á ser  posi- 
ble, porque  no  sé  el  estado  en  que  el  expediente  se 
encuentra,  ó á más  tardar  pasado  mañana,  tendrá 
aquí  el  expediente  completo  con  todos  sus  antece- 
dentes. 

El  Sr.  PEDREGAL:  Pido  la  i^alabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  y.  S. 

El  Sr.  PEDREGAL:  He  pedido  la  palabra  para 
dar  las  gracias  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación. 


El  Sr.  CASTEL:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  CASTEL:  En  l.°  de  Noviembre  último  el 
Boletín  oficial  de  la  provincia  de  Toledo  publicó  un 
edicto  del  juez  del  partido  de  Torrijos  dando  cuenta 
de  que  se  le  habian  presentado  expedientes  para  la 
inclusión  y exclusión  de  varios  nombres  en  las  listas 
electorales  de  aquel  distrito. 

Según  previene  la  ley  electoral,  y en  el  edicto  se 
expresaba,  quedó  fijado  el  plazo  de  veinte  dias  para 
reclamar  contra  esas  inclusiones  ó exclusiones;  y en 
su  consecuencia,  varios  electores  de  aquel  distrito, 
que  entendieron  tener  derecho  á presentar  objeciones 
contra  las  pretendidas  variantes,  acudieron  el  dia  19 
de  Noviembre  al  escribano  de  actuaciones,  secretario 
de  gobierno  de  aquel  Juzgado,  pidiendo  que  admitie- 
se las  quejas  que  pronunciaban  contra  la  exclusión  ó 
inclusión  de  los  individuos  que  habian  sido  por  otros 
electores  propuestos.  Los  Sres.  Diputados  compren- 
derán cuál  sería  la  extrañeza  de  estos  recurrentes  al 
oir  de  labios  del  escribano  actuario  que  de  ninguna 
manera  podia  dar  por  presentada  la  reclamación  y 
los  documentos  que  exhibían,  porque  tenía  órden  del 
juez  de  no  atender  reclamaciones  de  ningún  género 
ni  enseñar  siquiera  los  expedientes.  Ante  semejante 
hecho,  los  individuos  en  cuestión  requirieron  la  pre- 
sentación de  un  notario  que  levantase  acta  de  seme- 
jante negativa,  y con  ella  se  presentaron  en  la  corte, 
dando  la  queja  correspondiente  en  la  Audiencia  del 
territorio.  Más  tarde,  el  dia  22,  volvieron  de  nuevo  al  j 
pueblo  de  Torrijos,  é insistiendo  en  su  derecho  cerca  I 


del  asesor  del  juez  de  primera  instancia  interino,  les 
fueron  admitidas  las  reclamaciones;  pero  faltando 
también  á lo  que  dispone  el  art.  31  de  la  ley  electo- 
ral cuando  dice  que  si  se  presentan  reclamaciones 
contra  la  inclusión  ó exclusión  de  algunos  nombres 
eu  las  listas  electorales,  el  juez  deberá  de  citar  á un 
juicio  verbal  que  habrá  de  celebrarse  dentro  de  los 
cinco  dias  inmediatos  al  de  la  reclamación,  en  vez 
de  esto,  el  juez  dictó  uu  auto,  según  el  cual  se  daba 
de  tiempo  á estos  reclamantes  una  audiencia,  es  de- 
cir, veinticuatro  horas,  para  presentar  las  pruebas 
completas  de  aquello  que  demandaban.  Con  tal  pre- 
mura se  llevaron  todas  estas  gestiones,  que  el  mismo 
dia  22  por  la  tarde  el  juez  dictó  este  auto  y se  comu- 
nicó á los  jueces  municipales  de  los  diversos  pueblos 
á que  correspondían  los  reclamantes.  De  éstos,  y á 
pesar  de  todos  los  esfuerzos  que  hicieron  para  pro- 
veerse de  los  comprobantes  necesarios,  tan  solo  pudo 
conseguirlo  uno  de  ellos,  que  efectivamente  se  pre- 
sentó al  juez  dentro  del  plazo  todavía  hábil  para  esta 
reclamación. 

El  juez  desestimó  en  absoluto  las  pretensiones  de 
este  reclamante,  dictando  sentencia,  por  la  cual  se 
declaraba  admitidos  ó excluidos  á los  que  en  el  pri- 
mer edicto  ya  figuraban,  y añadió  en  la  sentencia  que 
esto  era  sin  ulterior  recurso . Se  han  presentado  las  re- 
clamaciones oportunas,  y ante  los  tribunales  compe- 
tentes, contra  esta  conducta  del  juez  del  partido  do 
Torrijos,  siendo  muy  de  notar  que  hayan  ocurrido  eu 
este  hecho  una  serie  de  circunstancias  tan  especiales, 
que  desde  luego  dan  lugar  á pensar  que  todo  esto  no 
es  solo  acto  de  la  decisión  de  un  momento,  sino  un 
trabajo  perfectamente  preparado  para  poder  llegar  al 
resultado  que  se  proponían,  porque,  en  efecto,  el  juez 
del  partido  de  Torrijos,  propietario,  hallábase  en  uso 
de  licencia  concedida  en  Octubre  y que  terminaba 
en  22  de  Noviembre.  Llegó  este  juez  con  objeto  de 
encargarse  de  su  Juzgado,  y al  ver  sin  duda  que  se 
hallaba  todo  en  el  período  álgido  de  las  reclamacio- 
nes, y no  queriendo  en  aquel  momento  entrar  en  fun- 
ciones, tuvo  sin  duda  la  desgracia,  coincidiendo  esto, 
á mi  ver,  con  su  deseo,  de  ponerse  enfermo,  porque 
efectivamente  tardó  en  encargase  del  Juzgado  hasta 
el  28  de  este  mes,  fecha  en  la  cual  habian  pasado 
por  completo  todas  las  peripecias  del  asunto  de  que 
me  ocupo.  Estaba,  pues,  encargado  del  Juzgado  do 
primera  instancia  el  juez  interino,  que  no  es  letrado  y 
que  tiene  por  asesor  á uno  que  no  es  vecino  de  la  lo- 
calidad; y también  ocurre  la  coincidencia  de  que  el 
escribano  actuario,  secretario  de  gobierno,  no  fuera 
tampoco  el  propietario,  ni  siquiera  se  destinara  para 
ejercer  ese  cargo  á otro  que  en  propiedad  ejerza  el 
cargo  de  escribano  actuario,  sino  á un  escribano  in- 
terino. Yo  lie  de  llamar  la  atención  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  sintiendo  mucho  que  eu  este  mo- 
mento no  se  encuentre  en  su  banco,  á fin  de  que,  con 
todo  el  interés  que  estos  abusivos  sucesos  reclaman, 
se  sirva  excitar  el  celo  de  quien  corresponda  para  que 
no  queden  impunes  los  actos  que  acabo  de  indicar, 
por  parte  del  juez  de  Torrijos,  que  sistemáticamente 
y en  absoluto  se  ha  opuesto  á que  los  interesados  pu- 
dieran hacer  uso  de  los  recursos  que  la  ley  electoral 
les  concede  con  objeto  de  oponerse  á la  inclusión  ó 
exclusión  de  unos  nombres  que  en  concepto  de  esos 
reclamantes,  y por  las  pruebas  que  para  ello  tenian 
preparadas,  de  ninguna  manera. podiau  ser  incluidos 
ó excluidos  en  las  listas  electorales. 
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Ocurre  además,  y en  esta  parte  me  dirijo  al  señor 
Ministro  de  la  Gobernación,  que  debiendo  renovarse 
la  Junta  del  censo  bienalmente,  según  dispone  tam- 
bién la  ley  electoral,  y toda  vez  que  la  última  desig- 
nación se  hizo  en  Enero  de  1886,  correspondía  que  la 
renovación  se  verificase  ahora  en  Enero  de  1888;  el 
alcalde  de  Torrijos,  sin  embargo,  á mediados  del  mes 
último,  durante  la  tramitación  de  este  expediente, 
hizo  la  modificación  de  esa  Junta.  Contra  este  acto, 
que  desde  luego  vulneraba  una  de  las  prescripciones 
de  la  ley  electoral,  reclamaron  algunos  electores  para 
ante  el  gobernador  de  la  provincia;  pero  de  esta  re- 
clamación no  se  ha  hecho  caso  por  el  alcalde  en  cues- 
tión, el  cual  ha  tenido  por  conveniente  no  darle  curso. 

Yo  ruego  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  (y  no 
me  extrañaría  que  no  tuviera  de  estos  hechos  cono- 
cimiento) que  reclame  del  gobernador  de  Toledo  el 
expediente  referente  á la  renovación  por  mitad  de  la 
junta  del  censo,  y el  formado  por  ésta  para  la  recti- 
ficación de  las  listas  electorales  de  aquel  distrito,  re- 
cabando también  un  certificado  de  la  fecha  con  que 
en  el  Gobierno  de  la  provincia  se  recibió:  la  sentencia 
dada  por  el  juez  de  Torrijos  en  el  asunto  de  que  ven- 
go hablando,  porque  tengo  oido,  y para  mí  con  condi- 
ciones de  verdad,  que  mientras  la  sentencia  aparece 
dada  el  26  de  Noviembre,  se  encuentra  registrada  con 
fecha  20  de  ese  mismo  mes  en  el  Gobierno  civil  de 
Toledo.  A mí  no  me  extrañaría  que  esto  hubiera  ocu- 
rrido, porque  de  tal  modo  se  han  amontonado  los 
hechos... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  pregunta  de  S.  S.  lia 
sido  lo  suficientemente  extensa  para  que  no  le  sea 
licito  agregar  á ella  las  consideraciones  que  empe- 
zaba á enunciar.  Si  la  pregunta  está  hecha,  como 
prosumo,  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  se  servirá 
contestarle,  si  lo  tiene  á bien. 

El  Sr.  CASTEL:  Yo  renuncio  á entrar  en  consi- 
deraciones de  ningún  género,  siguiendo  las  indicacio- 
nes del  Sr.  Presidente,  y termino  por  rogar  una  vez 
más  á los  Sres.  Ministros  de  Gracia  y Justicia  y Go- 
bernación que  cada  uno  en  su  Ministerio  trate  de 
poner  un  correctivo  á los  desmanes  que  han  venido 
cometiéndose  en  el  Juzgado  de  Torrijos  y en  la  Alcai- 
día del  mismo  pueblo,  porque  de  ninguna  manera  po- 
dría admitirse  que  siguieran  fluctuando,  como  hoy 
fluctúan  en  este  asunto,  las  palabras  prevaricación, 
respecto  del  juez,  y falsedad,  respecto  de  las  listas 
electorales. 

Fd  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Lejos  de  mortificarme,  me  complacen  las  preguntas 
que  S.  S.  me  ha  dirigido;  y me  complacen,  porque 
yo  creo  que  la  cosa  más  necesaria,  más  conve- 
niente y que  mejor  responde  á los  altos  intereses  po- 
líticos del  país,  es  que  todos  contribuyamos  á que 
las  listas  electorales  reflejen  una  gran  verdad.  Por 
consiguiente,  en  la  decisión  y en  el  deseo  me  tiene  su 
señoría  completamente  á su  lado  y dispuesto  á hacer 
cuanto  esté  en  mi  mano,  porque  deseo  se  realice  en 
todos  ios  puntos  de  la  Nación  española.  Entiendo  y 
creo  que  esto  es  de  tal  trascendencia,  que  quizás  en 
los  sucesivos  debates  del  Parlamento  aduzca  yo  ar- 
gumentos y razones  para  demostrar  que  es  la  cues- 
tión más  grave  que,  en  mi  sentir,  entraña  el  gobier- 
no del  país. 


Y hecha  esta  aseveración  respecto  de  la  cuestión 
en  general,  tengo  que  decirle  á S.  S.  una  cosa  que  su 
señoría  sabe,  y es,  que  el  Ministro  de  la  Gobernación 
ni  tiene  ni  ha  podido  tener  el  menor  antecedente  del 
asunto;  que  en  el  Ministerio  de  la  Gobernación  no 
hay  señal  ni  traza  de  todos  los  sucesos  que  S.  S.  enu- 
mera, y por  consiguiente,  en  primer  lugar,  que  has- 
ta tanto  que  me  entere,  cumplo  con  el  más  vulgar  de 
los  deberes  defendiendo  en  absoluto  á todas  las  auto- 
ridades que  han  intervenido  en  esos  sucesos;  porque 
los  hechos  han  de  depurarse,  aun  cuando  tenga  una 
gran  autoridad  todo  lo  que  S.  S.  dice;  pero  no  es  la 
autoridad  de  una  individualidad,  siquiera  sea  tan  res- 
petable como  S.  S.,  y tan  respetada  por  mí,  lo  que 
puede  ser  antecedente  para  la  sucesión  de  cosas  que 
caen  dentro  del  movimiento  legal  y orgánico  del  país. 
Así,  pues,  sin  denegar  en  lo  más  mínimo  las  aseve- 
raciones de  S.  S.,  porque  no  tengo  motivos  para  ello, 
hoy  me  encuentro  en  la  necesidad  absoluta  de  defen- 
der, como  defiendo,  los  procedimientos  de  esas  autori- 
dades; pero  luego  diré  á S.  S.  que  trataré  de  enterar- 
me, ya  que  no  ha  llegado  recurso  ninguno  hasta  el 
Ministro  de  la  Gobernación,  y no  hay  en  el  Minis- 
terio documento  de  ninguna  ciase  por  donde  yo  haya 
podido  tener  conocimiento  de  los  hechos  aducidos  por 
S.  S.;  que  procuraré  enterarme,  y puede  S.  S.  estar 
seguro  de  que  encontrará  en  mí  una  ayuda,  un  apo- 
yo terminante,  resuelto,  definitivo,  para  que  en  ning  un 
caso,  ni  en  esa  localidad  ni  en  ninguna,  las  listas 
electorales  dejen  de  confeccionarse  con  arreglo  á las 
prescripciones  legales  y sobre  los  fundamentos  más 
absolutos  de  la  justicia.  Entiendo  yo  que  si  pudiera 
contribuir  á esto,  haría  un  gran  servicio  á mi  Patria 
y á mi  Reina. 

El  Sr.  CASTEL:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  CASTEL:  Para  dar  gracias  desde  luego  al 
Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  por  las  ideas  que  ha 
emitido,  y con  las  cuales  estoy  perfectamsnle  confor- 
me, acerca  de  la  grandísima  importancia  que  para  la 
buena  marcha  del  régimen  parlamentario  tienen  es- 
tos trabajos  preparatorios  de  lo  más  fundamental  en 
las  elecciones,  como  es  la  formación  de  las  listas  elec- 
torales. Estoy  también  perfectamente  de  acuerdo  en 
admitir  que  no  ha  habido  hasta  el  momento  acto  al- 
guno por  el  cual  S.  S.,  como  Ministro  de  la  Gober- 
nación, haya  tenido  necesidad  de  entender  en  los  he- 
chos que  yo  he  referido.  No  me  extraña,  por  tanto, 
que  de  ellos  no  tenga  S.  S.  absolutamente  ninguna 
noticia.  No  he  de  entrar  tampoco  á decir  el  juicio  que 
me  puedan  merecer  esas  aseveraciones  de  S.  S.,  ya 
manifestadas  en  dias  anteriores,  acerca  de  que  de  los 
actos  de  las  autoridades  S.  S.  responde.  Yo  entiendo, 
y perdóneme  el  atrevimiento  S.  S.,  que  tal  vez  baria 
mejor  en  suspender  todo  juicio;  no  condenarlas,  pero 
tampoco  tan  en  absoluto  defenderlas;  porque  bien  pu- 
diera ser... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Esa  regla  de  conducta  que 
S.  S.  aconseja  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  no 
es  parte  de  la  rectificación  de  S.  S. 

El  Sr.  CASTEL:  Es  muy  respetable  para  mí  la 
opinión  del  Sr.  Ministro,  como  lo  seria  la  de  cualquie- 
ra otro  Sr.  Diputado,  y comprendo,  por  tanto,  que  so- 
bre ello  no  debo  hacer  en  este  momento  indicaciones 
de  ningún  género. 

Me  limito,  pues,  á aceptar  con  satisfacción  las 
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ofertas  del  Sr.  Ministro  de  que  se  enterará  de  todo 
lo  ocurrido  y revisará  el  expediente;  y si  antes  no  lo 
hubiera  hecho,  que  no  lo  recuerdo,  le  suplico  ahora 
que  cuando  ese  expediente  llegue,  tenga  la  bondad  de 
remitirlo  a la  Cámara,  para  poder  enterarme  de  él, 
para  en  el  caso  de  resultar  ciertos  todos  los  hechos 
que  he  expuesto,  explanar  en  su  dia  una  interpela- 
ción sobreveste  asunto. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Su  señoría  quedará  complacido;  y tan  luego  como 
tenga  el  expediente  en  el  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción, vendrá  á la  mesa  del  Congreso. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Garrido  Estrada  tie- 
ne la  palabra. 

El  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  He  pedido  la  pala- 
bra, Sr.  Presidente,  para  tener  la  honra  de  dirigir  dos 
preguntas  á mi  amigo  particular  el  Sr.  Ministro  de 
Hacienda,  y voy  á hacerlas  en  el  orden  cronológico 
que  tienen  para  mí. 

En  la  anterior  legislatura  me  permití  preguntar 
á S.  S.  qué  causa  podía  haber  para  que  un  expediente, 
un  larguísimo  expediente  que  había  tenido  por  fln 
solución  favorable  en  el  departamento  de  S.  S.,  so- 
bre establecimiento  de  depósitos  flotantes  de  carbón 
en  la  bahía  de  Cádiz  y en  otros  puertos  de  la  Penín- 
sula, no  llegara  á tener  cumplimiento.  Su  señoría 
tuvo  á bien  contestarme,  si  no  es  inñel  mi  memoria, 
porque  no  he  leído  las  palabras  de  S.  S.  desde  la  fecha 
en  que  las  pronunció;  pero  en  suma,  S.  S.  creo  que 
me  contestó  que  había  surgido  una  especie  de  com- 
petencia entre  el  Ministerio  de  Fomento  y el  de  S.  S. 
sobre  quién  era  verdaderamente  el  competente  para 
llevar  á cabo  ese  acuerdo  tomado  en  un  expediente 
tramitado  y concluido  en  el  Ministerio  de  Hacienda. 
(El  Sr.  Ministro  de  naciendo,:  Así  fué.)  Perfectamente. 

Al  decir  que  esto  ocurrió  en  la  anterior  legislatu- 
ra, dicho  se  está  que  de  entonces  acá  han  pasado  al- 
gunos meses;  el  tiempo  sin  duda  suficiente,  á mi 
juicio,  para  que  esa  consulta  que  S.  S.  creyó  que  de- 
bía hacer  á fin  de  resolver  esa  especie  de  conflicto  de 
jurisdicción,  haya  podido  evacuarse  y tener  solución; 
y sin  embargo,  á pesar  del  tiempo  trascurrido,  yo  no 
veo  que  haya  sido  resuelto  un  asunto  tan  importante 
para  el  comercio  y para  la  marina  de  nuestro  país, 
sobre  todo  en  el  litoral,  por  lo  que  al  comercio  se  re- 
fiere. 

Yo,  pues,  rae  atrevo  á preguntar  al  Sr.  Ministro 
de  Hacienda  si  en  efecto  esa  consulta  que,  repito,  á 
pesar  de  nuestro  procedimiento  administrativo,  des- 
pués de  los  meses  trascurridos , lia  podido  y debido 
evacuarse,  si  en  efecto  se  ha  evacuado,  si  S.  S.  ha  po- 
dido resolver  de  acuerdo  ó sip  acuerdo  con  el  Minis- 
terio de  Fomento  el  asunto,  y si  al  fin  ha  de  tener 
realización  ese  deseado  proyecto  del  establecimiento 
de  depósitos  flotantes  de  carbón  en  la  bahía  de  Cádiz 
y en  otros  puertos  de  la  Península. 

Y voy  á la  segunda  pregunta.  Según  nuestras 
noticias,  que  no  he  visto  ni  he  oido  que  hayan  sido 
desmentidas  de  ninguna  manera,  se  trata  por  el  Go- 
bierno de  S.  M.  de  adquirir  un  edificio,  un  suntuoso 
y magnífico,  y por  lo  tanto  costoso  edificio,  situado 


en  el  paseo  de  la  Castellana  de  esta  corte , propio  de 
un  particular,  con  el  propósito  de  trasladar  á él  la 
Presidencia  del  Consejo  de  MinisLros.  Nosotros  al  te- 
ner estas  noticias,  ó al  creer  que  esto  iba  á Lener  lu- 
gar,  ó que  el  Gobierno  de  S.  M.  se  ocupaba  de  este 
asunto,  nos  proponíamos,  sin  embargo,  no  hablar  por 
ahora  de  ello,  creyendo  que  el  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda traería  á las  Córtes,  corno  es  su  deber  estando 
abiertas,  el  correspondiente  proyecto  de  ley,  acom- 
pañado del  expediente,  pidiendo  una  transferencia  de 
crédito,  ó nn  crédito  extraordinario,  ó en  fin,  los  re- 
cursos necesarios  para  la  adquisición  por  compra  de 
ese  edificio  á que  me  he  referido.  Pero  ha  llegado  rc- 
cientfímente  hasta  nosotros  el  rumor  de  que  ya  no  se 
trata  de  eso,  sino  que  se  trata  de  adquirir  ese  palacio 
suntuoso  del  paseo  de  la  Castellana,  pero  permután- 
dole por  el  edificio  que  actualmente  ocupa  la  Presi- 
dencia del  Consejo  do  Ministros,  por  otro  edificio  pro- 
piedad también  del  Estado,  situado  en  la  próxima  calle 
del  Turco,  y por  algun  otro  que  también  le  pertene- 
ce. Fúndase  sin  duda,  si  este  rumor  tiene  exactitud, 
el  Gobierno  do  S.  M.,  para  llevar  á cabo  la  adquisición! 
no  por  dinero,  sino  por  permuta,  en  un  ahículo  de  la 
ley  de  21  de  Diciembre  de  1876,  que  en  efecto,  ha- 
blando de  la  adquisición  y venta  de  edificios  del  Es- 
tado y de  la  permuta  de  los  mismos , puede  facultar 
sin  duda  alguna  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  para  lle- 
var á cabo  la  permuta  sin  pedir  el  correspondiente 
crédito  para  pagar  el  edificio  de  que  se  trata,  y por 
lo  tanto,  sin  la  intervención  directa  de  las  Córtes. 

Yo  podría  hacer  algunos  comentarios  sobre  este 
asunto;  pero  no  hace  mucho,  el  digno  Sr.  Presidente 
ha  llamado  la  atención,  con  justicia  como  siempre,  á 
un  compañero  mió  sobre  algunos  comentarios  que 
trataba  de  hacer  con  motivo  de  otra  pregunta,  y por 
consiguiente,  no  hago  comentario  alguno,  ni  pregunto 
siquiera  ai  Sr.  Ministro  de  Hacienda  qué  razón  de  ne- 
cesidad puede  haber  para  sacar  la  Presidencia  del 
Consejo  de  Ministros  del  edificio  que  actualmente 
ocupa,  que  no  parece  ser  del  todo  malo,  ni  debe  estar 
ruinoso,  entre  otras  razones,  porque  no  hace  mucho 
tiempo  que  se  han  gastado  algunos  miles  de  duros 
en  obras  de  reparación  y de  adorno  del  mismo,  y 
cuando  en  el  presupuesto  se  vienen  consignando 
anualmente  40.000  pesetas  para  su  entrenimiento  y 
conservación;  ni  qué  razón  de  conveniencia  ó de  uti- 
lidad públicas  puede  aconsejar  llevar  la  jefatura  del 
Gobierno  á un  punto  relativamente  alejado  del  centro 
de  la  población,  como  es  el  paseo  de  la  Castellana, 
quitándola  de  un  edificio  que,  aparte  de  las  demás 
condiciones,  aunque  quizás  sea  insuficiente  á juicio 
del  Gobierno,  aunque  no  lo  parece,  reune  la  muy  im- 
portante de  ocupar  un  sitio  intermedio  entre  el  Mi- 
nisterio de  la  Guerra  y el  de  la  Gobernación,  lo  cual 
es  una  circunstancia  que  puede  ser  muy  atendible 
para  determinadas  ocasiones. 

Me  limito,  pues,  á rogar  ai  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda que  tenga  á bien  manifestar  si  estas  noticias 
que  circulan,  y que  no  he  visto  desmentidas,  son 
exactas,  y en  este  caso,  que  se  sirva  traer  á la  Cámara 
el  expediente  que  se  debe  estar  instruyendo  por  orden 
de  S.  S.  en  la  Dirección  de  propiedades  y derechos 
del  Estado,  referente  á este  asunto. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigccr- 
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ver):  Dos  preguntas  son  las  que  se  ha  servido  dirigir- 
me el  Sr.  Garrido  Estrada:  la  primera  relativa  ai  es- 
tablecimiento de  depósitos  dotantes  de  carbón  en 
Cádiz  y otros  puntos  del  litoral,  y la  segunda  refe- 
rente A la  adquisición  de  una  finca  para  instalar  en 
ella  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. 

En  cuanto  á la  primera,  tiene  razón  S.  S.:  en  la 
legislatura  pasada,  hace  seis  ó siete  meses,  me  diri- 
gió una  pregunta  análoga  á la  que  en  este  momento 
ha  formulado,  y yo  entonces  le  contesté  que  el  asunto 
estaba  pendiente  de  la  resolución  de  una  competen- 
cia entre  el  Ministerio  de  Hacienda  y el  de  Fomento. 

En  electo,  la  instalación  de  depósitos  dotantes  de 
carbón  estaba  prohibida  por  las  ordenanzas  de  1870; 
y como  esto  era  realmente  perjudicial  para  el  comer- 
cio, á instancias  de  la  marina  mercante  se  promovió 
un  expediente  en  el  Ministerio  de  Hacienda,  y en  su 
virtud,  después  de  oir  á las  Corporaciones  Lécnicas, 
se  dictaron  las  reglas  necesarias  para  conceder  el  es- 
tablecimiento de  estos  depósitos  flotantes  de  carbón, 
y entre  ellas  una  que  establecia  que  no  se  pudieran 
conceder  nunca  sino  en  pública  licitación.  Se  dictó 
una  Real  órden,  me  parece  que  en  Diciembre  de 
1885—no  recuerdo  la  lecha,  pero  creo  que  fué  por 
entonces — y cuando  se  fué  á poner  en  ejecución  esta 
órden,  se  presentó  la  reclamación  de  un  concesiona- 
rio de  un  depósito  flotante  de  carbón  en  Cádiz,  cuya 
concesión  había  sido  otorgada  por  el  Ministerio  de 
Fomento. 

Alegaba  el  Ministerio  de  Fomento  el  art.  44  de  la 
ley  de  aguas,  y decía  que  solamente  á este  Ministerio 
correspondía  hacer  estas  concesiones;  la  Dirección  de 
aduanas  sostenía  que  esto  correspondía  al  Ministerio 
de  Hacienda,  por  lo  expuestos  que  son  esos  depósitos 
dotantes  al  tráfico  ilícito  y por  la  necesidad  de  fijar 
determinadas  reglas  para  poder  perseguir  el  contra- 
bando, y para  que  esos  depósitos  flotantes  no  fueran 
un  motivo  y un  medio  de  aumentarlo.  El  Ministro  de 
Hacienda  oyó  acerca  de  este  punto  á la  Dirección  de 
lo  contencioso  y á la  Intervención  general  del  Esta- 
do, y,  si  mal  no  recuerdo,  me  parece  que  estos  dos 
Centros  informaron  en  sentido  de  que  real  y positiva- 
mente corresponde  al  Ministerio  de  Fomento  la  con- 
cesión, si  bien  se  debe  respetar  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda la  facultad  de  hacer  las  indicaciones  necesa- 
rias para  que  al  realizar  las  concesiones  se  tengan 
en  cuenta  las  medidas  necesarias  para  evitar  el  frau- 
de. Era  un  término  medio  el  que  presentaban  estos 
dos  Centros. 

El  art.  44  faculta  al  Ministerio  de  Fomento  para 
que  lo  haga,  pero  oyendo  al  Ministerio  de  Hacienda, 
para  que  se  tengan  en  cuenta  los  intereses  de  la  renta 
de  aduanas;  pero  como  en  esto  había  una  gran  diver- 
gencia; como  por  una  parte  la  Dirección  de  aduanas 
entendía  que  solo  el  Ministerio  de  Hacienda  debia  ha- 
cer la  concesión;  como  por  otra  parte  el  Ministerio 
de  Fomento  creía  que  á él  lo  correspondía,  y como 
luego  había  este  término  medio  propuesto  por  la  Di- 
rección de  lo  contencioso  y por  la  Intervención  gene- 
ral del  Estado,  creyó  el  Ministro  que  eu  asunto  tan 
importante,  que  puede  afectar  al  comercio  y á la  renta 
de  aduanas  (por  más  que  esto  no  sea  razón  para  ne- 
gar la  concesión  de  depósitos  flotantes,  y que  creo 
que  se  deben  conceder),  debia  oir  al  Consejo  de  Esta- 
do. El  Consejo  de  Estado  no  ha  emitido  aún  su  dictá- 
men,  y por  esa  razón  no  se  ha  resuelto  el  asunto.  Ya 
conoce  S.  S.  los  trámites  del  expediente  y su  estado 


actual:  tan  pronto  como  lo  devuelva  el  Consejo  de  Es- 
tado, el  Ministro  de  Hacienda  lo  despachará;  pudien 
do  anticipar  á S.  S.  que  yo  soy  partidario  de  esas 
concesiones,  pues  no  creo  bueno  que  por  dificultades 
administrativas  se  prive  de  ciertos  beneficios  al  co- 
mercio en  general. 

Y vamos  á la  segunda  pregunta,  relativa  á la  ad- 
quisición de  edificios.  Creo  que  en  pocas  capitales 
será  más  necesaria  ia  adquisición  de  edificios  por 
por  parte  del  Estado,  que  lo  es  en  la  capital  de  Es- 
paña, porque  realmente  aquí  la  mayor  parte  de  los 
servicios  públicos  están  mal  instalados.  EL  Ministerio 
de  Hacienda  tiene  arrendadas  dos  casas  para  tener  en 
ellas  instaladas  las  oficinas  de  la  Deuda  y la  Delega- 
ción de  Hacienda:  el  Instituto  geográfico  está  insta- 
lado en  otra  casa  que  no  es  tampoco  propiedad  del 
Estado,  habiendo  otros  muchos  servicios  que  están 
mal  instalados,  ó que  lo  están  en  edificios  que  no  son 
del  Estado. 

No  ahora,  hace  mucho  tiempo,  se  pensó  en  que 
sería  un  medio  conveniente  para  dotar  al  Estado  de 
edificios,  el  sistema  de  permuta  á que  se  ha  referido 
S.  S.;  y entonces  se  nombró  una  Junta,  muy  respeta- 
ble, de  la  cual  forman  parle  el  presidente  del  Consejo 
de  Estado,  el  presidente  del  Tribunal  Supremo  y otras 
personas  de  gran  competencia,  altura  y autoridad, 
para  que  propusiera  una  resolución  á todos  estos 
casos.  De  modo  que,  como  S.  S.  ve,  la  idea  que  S.  S. 
ha  vertido  de  si  podía  ó no  verificarse  la  adquisición 
de  un  edificio  por  permuta  sin  necesidad  de  traer  el 
expediente  á las  Cortes,  es  una  cosa  que  se  resolvió 
en  esa  ley,  hace  ya  bastante  tiempo.  No  sé  si  por  esta 
razón,  ó por  cuál  otra,  lo  cierto  es  que  un  particular 
ofreció  un  edificio  suyo  que  podía  servir  para  ciertos 
servicios  del  Estado,  y el  Ministro  de  Haciéndalo  único 
que  hizo  fué  mandar  tasar  el  edificio;  pero  no  ha  re- 
suelto absolutamente  nada  sobre  su  adquisición,  ni 
sobre  si  la  adquisición  se  ha  de  verificar  por  permuta, 
ó por  medio  de  una  ley,  ó sin  ley. 

Así,  pues,  nada  de  lo  que  S.  S.  ha  indicado  es  per- 
tinente, atendiendo  al  estado  del  asunto,  porque  no 
hay  más  que  la  proposición  de  un  particular,  como  ha 
habido  muchas,  y que  por  haberlo  solicitado  ese  par- 
ticular, no  por  indicación  del  Ministro  de  Hacienda, 
se  ha  acordado  que  se  instruya  un  expediente,  y en 
primer  término,  que  se  haga  la  tasación  del  edificio  á 
que  me  refiero.  No  se  ha  resuelto  ninguna  otra  cues- 
tión, absolutamente  ninguna;  pero  yo  me  alegro  mu- 
chísimo de  que  S.  S.  haya  pedido  el  expediente,  que 
remitiré  en  seguida;  y no  digo,  porque  no  debo  decirlo, 
que  excito  el  celo  de  S.  S.,  ni  de  nadie,  pero  sí  le  rue- 
go que  pida  cuantos  datos  crea  convenientes  acerca 
de  este  asunto,  que  desde  luego  le  prometo  traerlos  al 
Congreso.  No  se  ha  de  resolver  éste  ni  ningún  expe- 
diente sin  la  debida  ilustración  en  el  Ministerio  de 
Hacienda,  sin  la  debida  publicidad  y sin  el  concurso 
de  las  Cortes  en  la  forma  que  las  leyes  previenen. 

El  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  Pido  la  palabra 
para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  Tengo  que  dar  las 
gracias  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  en  primer  lugar, 
por  la  cortesía  con  que  ba  contestado  á mis  pregun- 
tas, y en  segundo  lugar,  porque  ha  dejado  satisfechos 
por  completo  mis  deseos. 

Respecto  á la  primera  pregunta,  ó sea  al  estable- 
cimiento de  depósitos  flotantes  de  carbón  en  la  bahía 
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de  Cádiz  y en  otros  puertos  de  la  Península,  no  tengo 
que  hacer  más  sino  adherirme  á las  últimas  palabras 
que  acerca  de  esto  ha  pronunciado  S.  S.  Ha  dicho  que 
no  hay  razón  para  que  una  cuestión,  una  divergencia 
meramente  administrativa,  ó mejor  dicho,  de  proce- 
dimiento administrativo,  paraLice  una  concesión  rela- 
tiva a un  asunto  de  utilidad,  como  entiendo  yo,  y S.  S. 
entiende,  que  lo  es  el  que  los  buques  de  vapor  puedan 
surtirse  de  carbón,  por  ejemplo,  en  la  bahía  de  Cádiz, 
y no  tengan  que  ir,  como  sucede  con  mucha  frecuen- 
cia, á proveerse  de  combustible  on  Gibraltar. 

Por  tanto,  solo  tengo  que  rogar  á S.  S.  que  pro- 
cure que  se  termine  pronto  esa  consulta  que  tiene 
detenido  el  expediente  fuera  del  Ministerio  de  S.  S.,  y 
que  lo  resuelva  S.  8.  ó el  Ministro  de  Fomento,  aquel 
á quien  corresponda,  para  que  no  continuemos  más 
tiempo  sin  que  puedan  establecerse  esos  depósitos  de 
carbón,  tan  útiles  para  la  marina  y para  el  comercio. 

Respecto  del  otro  punto,  nada  tengo  que  añadir 
puesto  que  8.  S.  ha  ofrecido  traer  el  expediente,  y esto 
era  lo  que  yo  pedia.  Solo  diré  al  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda que  en  efecto  estoy  conforme  en  que  en  nin- 
guna parte  se  carece  de  ediílcios  para  el  servicio  del 
Estado  como  se  carece  en  Madrid,  aunque  con  la  des- 
amortización civil  y la  eclesiástica,  más  ó ménos  vo- 
luntaria, á veces  el  Estado  ha  podido  disponer  de  la 
tercera  parte  de  la  propiedad  urbana  de  Madrid.  Pero 
lo  que  hay  es  que,  siguiendo  nuestra  costumbre  na- 
cional, se  ha  procedido  en  esto  como  en  tantas  otras 
cosas,  con  una  imprevisión  y una  ligereza  por  la  que 
después  nos  lamentamos.  Por  eso  el  Estado  tiene  en 
alquiler  para  los  servicios  públicos  varios  edificios, 
cuando  deberían  sobrarle;  y no  es  ciertamente  lama- 
ñera  de  que  éstos  aumenten,  ei  adquirir  uno  d cambio 
de  tres  ó cuatro,  en  los  cuales  hay  tres  ó cuatro  de- 
pendencias distintas. 

EL  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcerver): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  8. 

El  8r.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcerver): 
Se  me  olvidó  decir  á 8.  S.  que,  si  no  recuerdo  mal,  no 
hay  en  el  expediente  indicación  alguna  acerca  de 
permuta;  que  únicamente  hay  la  proposición  de  un  par- 
ticular que  ofrece  eu  venta  un  edificio  suyo,  pero  sin 
indicar  que  sea  á cambio  de  otros  ediílcios.  No  hay 
nada,  al  ménos  yo  no  lo  recuerdo;  pero  en  fin,  S.  S. 
verá  el  expediente  en  el  Congreso  y podrá  enterarse 
con  minuciosidad. 

Ei  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  Pido  la  palabra 

para  rectificar. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GARRIDO  ESTRADA:  Para  decir  sola- 
mente dos  palabras. 

Yo  habia  indicado  al  formular  mi  pregunta, que  se 
trataba,  no  de  adquisición  por  compra,  sino  por  per- 
muta, y aun  dije  cuáles  eran  los  edificios  que  se  tra- 
taba de  permutar,  sin  que  en  la  contestación  de  su  se 
noria  baya  visto  nada  contrario  á mi  indicación.  (EL 
Sr.  Ministro  de  Hacienda.,  López  Puigcerver : Por  eso 
lo  he  agregado  ahora.)  Y por  eso  habia  hecho  yo  la 
indicación  que,  después  de  io  manifestado  por  S.  S.  ya 
no  tiene  objeto,  puesLo  que  asegura  que  uo  se  trata  de 
permutas. 


El  Sr.  BECERRO  DE  BENGOA:  Pido  la  palabra. 
El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  BECERRO  DE  BENGOA:  Me  creo  en  el 


deber  de  poner  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de 
la  Gobernación  un  suceso  ocurrido  el  dia  l.°  del  ac- 
tual en  Bilbao,  que  demuestra  que  los  delegados  dé 
aquella  autoridad  gubernativa  parece  que  tienen  muy 
pocos  escrúpulos  eu  el  cumplimiento  de  sus  deberes, 
ó que  se  cuidan  muy  poco  dé  cumplir  las  prescrip- 
ciones legales. 

Se  hallaban  reunidos  en  el  pueblo  minero  de  Ga- 
yarla 10  ó 12  republicanos,  con  objeto  de  celebrar 
una  sesión  bajo  el  amparo  déla  ley,  déla  misma 
manera  que  se  celebran  en  Madrid  y en  otros  mu- 
chos puntos  de  España;  entre  los  reunidos  estaba  Don 
Leonardo  Corchera,  director  del  periódico  republica- 
no EL  Combate.  La  sesión  se  celebró,  y cuando  se  ha- 
blan marchado  ya  dos  de  los  concurrentes,  penetró  en 
el  local,  siendo  de  noche  y sin  autorización  ninguna, 
ei  inspector  de  orden  público  del  distrito;  disolvió  la 
reunión,  y porque  el  Sr.  Corcuera  le  objetó  que  al 
hacerlo  no  c amplia  con  la  ley,  mandó  registrarle  y 
llevarle  preso,  sin  abrigo  ninguno,  en  una  noche  muy 
fría,  y encargando  al  agenle  que  le  conducía  «que  si 
se  desviaba  de  su  camino  le  pegaso  un  tiro.»  El  señor 
Corcuera  permaneció  encerrado  diez  ó doce  horas,  al 
cabo  de  las  cuales  hubo  que  ponerle  en  libertad  por- 
que contra  él  nada  resultaba.  Tengo  á la  mano,  y 
pongo  á disposición  do  los  Sres.  Diputados,  ei  núme- 
ro del  Combate  que  hace  la  relación  de  los  hechos,  y 
someto  á la  consideración  del  Sr.  Presidente  del  Con  - 
sejo  y del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  la  idea  de 
que,  si  con  arreglo  á las  leyes  es  permitida  la  propa- 
ganda pacifica,  procede  que  se  manifieste  así  de  una 
manera  clara,  para  que  los  agentes  de  la  autoridad  se- 
pan á qué  atenerse  y no  se  repitan  esos  sucesos;  y (pie 
si  no  se  permite,  debe  también  manifestarse,  puraque 
no  se  intenten  esas  reuniones  y no  sean  perseguidos 
mis  correligionarios. 

Yo  ruego  ai  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  que 
se  entere  de  este  asunlo  y que  recuerde  al  goberna- 
dor de  la  provincia  de  Vizcaya  y á sus  agentes,  el  de- 
ber que  tienen  de  respetar  los  derechos  de  los  ciuda- 
danos, ejercidos  al  amparo  de  la  Constitución  y de  las 
leyes. 

No  quiero  hablar  ce  otra  pequeña  cuestión  susci- 
tada con  motivo  de  un  suceso  ocurrido  en  Bilbao,  en 
la  portería  de  la  casa  del  Sr.  D.  Federico  de  Echeva- 
rría, porque  parece  que  entienden  ya  en  ella  los  tri- 
bunales, y eu  la  cual  la  autoridad  gubernativa  lia 
procedido,  con  grandísima  sorpresa  del  vecindario,  á 
la  detención  de  una  persona  de  humilde  ciase  y pol- 
lo mismo  acreedora  á mayor  consideración.  La  pren- 
sa se  ha  ocupado  de  este  asunto,  primero  sóidamente 
y después  en  otro  tono,  de  este  hecho,  del  cual  lam* 
bien  resulta  que  dentro  de  la  villa  se  procede  arbi- 
trariamente contra  la  libertad  de  los  habitantes,  cosa 
que  allí  nunca  ha  ocurrido. 

Las  Provincias  Vascongadas,  como  todos  los  se- 
ñores Diputados  saben,  son  un  país  en  el  que,  tanto 
los  vecinos  como  las  autoridades,  siempre  se  han  dis- 
tinguido, ios  primeros  por  su  sumisión  y respeto  á 
las  leyes,  y las  segundas  por  el  ejercicio  de  una  au- 
toridad verdaderamente  paternal;  por  lo  cual  es  más 
lamentable  tener  que  venir  ahora  á advertir  ai  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Gobernación  que  las  autoridades  se  apar- 
tan de  su  deber  y que  los  ciudadanos  se  ven  privados 
de  la  libertad,  aunque  sea  por  poco  tiempo.  Espero, 
pues,  que  el  Sr.  Alijarada,  tan  amante  de  las  liberta- 
des públicas,  y que  seguramente  no  ha  de  consentir 
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que  á ellas  se  atente  bajo  su  mando,  se  servirá  pre- 
venir á aquella  autoridad  gubernativa  que  en  ade- 
lante se  guarde  bien  de  cometer  tales  abusos. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Su  señoría  comprenderá  que,  dadas  la  gravedad  de 
bus  aseveraciones  y mi  completa  ignorancia  de  esos 
hechos,  debo  encerrarme  hoy  en  una  gran  reserva,  y 
solo  puedo  contestan  con  una  generalidad  que  será 
repetición  de  cosas  qtfídya  he  dicho;  es  a saber:  que 
mi  propósito  es  el  cumplimiento  estricto  de  las  leyes, 
y que  estoy  dispuesto  á hacerlas  cumplir  en  todas 
partes.  No  conociendo  el  suceso,  no  puedo  depir  más 
á S.  8.;  pero  creo  que  esto  le  bastará  para  estar  tran- 
quilo respecto  do  los  propósitos  que  el  Ministro  ha 
profesado  y profesa  siempre  con  la  mayor  sinceridad. 

El  8r.  BECERRO  DE  BENGOA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  8* 

El  Sr.  BECERRO  DE  BENGOA:  Desde  luego  he 
supuesto  que  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  no 
tenía  conocimiento  de  estos  sucesos;  y no  solo  lo  su- 
pongo, sino  que  de  ello  esloy  seguro,  como  de  que 
bajo  su  manilo  estarán  perfectamente  garantidos  los 
derechos  de  todos  los  ciudadanos  españoles. 


El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  lie  pedido  la  pala- 
bra para  dirigir  un  ruego  al  Gobierno. 

La  ley  de  1 0 de  Junio  de  1885,  sobre  provisión  de 
empleos  civiles  en  sargentos  y demás  clases  de  tropa, 
previene  que  por  los  Ministerios  se  remitan  al  Conse- 
jo do  redenciones  y enganches  las  listas  de  las  vacan- 
tes que  ocurran,  para  que  seprovean  en  los  individuos 
citados;  pero  de  nada  sirve  ese  precepto  legal,  porque 
algunas  Diputaciones  provinciales  y los  Ayuntamien- 
tos no  respetan  en  poco  ni  en  mucho  esa  ley.  Para 
eludirla  no  se  ponen  de  frente,  sino  que  se  valen  de 
medios  indirectos,  exigiendo  á los  que  son  propuestos 
por  el  Cofisejo  para  desempeñar  las  plazas  de  vigilan- 
tes, (le  guardias  municipales  y otros  destinos  inferio- 
res, exámenes  como  si  se  tratara  de  la  provisión  de 
uua  cátedra  ó poco  ménos. 

Ninguna  queja  tengo  respecto  del  Gobierno,  pues- 
to que  ha  llegado  á disponer  últimamente  que  las 
vacantes  se  adjudiquen  por  rigurosa  antigüedad  ó 
preiacion  entre  los  aspirantes;  pero  suplico  ai  Gobier- 
no, ya  sea  al  Sr.  Presidente  del  Consejo,  puesto  que 
en  la  Presidencia  del  Consejo  so  hicieron  las  listas  de 
los  destinos  que  han  de  proveerse  en  las  clases  áque 
me  reíiero,  ya  sea  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación, 
puesto  que  se  trata  de  Diputaciones  provinciales  y de 
Ayuntamientos,  que  se  haga  entender  á esas  Corpo- 
raciones que  no  tienen  derecho  para  exigir  esos  exá- 
nes,  y ménos  exámenes  como  se  les  imponen,  porque 
son  de  tal  clase,  que  todos  ó casi  todos  de  los  que  son 
sometidos  á esos  exámenes  resultan  desaprobados,  se- 
gún informes  que  me  dieron  del  Consejo  de  redencio- 
nes y enganches.  Se  me  ha  citado  el  caso  de  un  indi- 
viduo ;que  habiendo  llevado  él  solo  durante  tres  años 
la  contabilidad  del  escuadrón  de  caballería  de  la  Guar- 
dia civil  del  tercio  de  Madrid,  se  presentó  á exámen 
para  optar  á una  plaza  de  vigilante  de  consumos  y 
fué  desaprobado. 


Como  la  ley  tío  exige  tales  exámenes,  ruego  al  Go- 
bierno que  evite  que  las  Diputaciones  provinciales  y 
los  Ayuntamientos  pongan  esos  obstáculos  al  cum- 
plimiento de  los  preceptos  legales. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda)' 
Desconozco  ios  hechos  á que  se  reitere  S.  S.,  y por 
consiguiente  no  puedo  darle  una  contestación  cate- 
górica. Posible  es  que  se  necesiten  ciertas  condiciones 
para  determinados  empleos,  y es  natural  que  las  per- 
sonas que  hayan  de  conferir  esos  destinos  traten  de 
adquirir  el  convencimiento  de  que  el  aspirante  reúne 
esas  condiciones.  Digo  esto  como  aseveración  general, 
no  poique  conozca  los  hechos  indicados  por  S.  S. 

Por  lo  demás,  va  siendo  ya  un  poco  enojoso  tener 
que  repetir  siempre  lo  mismo;  pero  prometo  á S.  S., 
como  he  prometido  ya  á otros  Sres.  Diputados,  que 
tengo  el  propósito  firme  de  hacer  que  las  leyes  se 
cumplan.  V no  tengo  más  que  decir. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ALVAREZ  MARINO:  Re  indicado  antes, 
V repito  ahora,  que  no  ha  sido  mi  ánimo  dirigir  cargo 
alguno  al  Gobierno;  por  eso  no  he  puesto  el  hecho, 
antes  de  hacer  la  pregunta,  en  conocimiento  del  señor 
Presidente  del  Consejo  y del  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación. Me  he  limitado  á hacer  un  ruego,  porque  no 
se  trata  de  un  caso  aislado,  sino  de  muchos  casos  con- 
trarios todos  á la  ley,  puesto  que  ésta  no  exige  para 
nada  el  exámen. 

No  puedo  conceder  que  para  cargos  tan  poco  im- 
portantes como  el  de  vigilante  de  consumos  se  exija 
un  exámen  á los  propuestos  por  el  Consejo,  por  las 
Corporaciones  populares. 


El  Sr.  ALVEAB:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ALVEAR:  I labia  anunciado  al  Sr.  Minis- 
Iro  de  Gracia  y Justicia  que  iba  á dirigirle  boy  una 
pregunta;  pero  no  hallándose  presente  S.  S.,  me  voy 
á permitir  hacerla  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación, 
suplicándole  que  me  dispense  si  por  la  premura  del 
tiempo  no  he  podido  cumplir  con  el  deber  de  cortesía 
de  an iniciársela  antes. 

Ai  constituirse  la  Diputación  provincial  de  Valla- 
dolid  en  2 de  Noviembre  del  año  pasado,  fué  designa- 
do por  ministerio  de  la  ley  presidente  de  la  misma 
D.  Vicente  Pizarro,  antiguo  y digno  individuo  del  par- 
tido conservador  de  aquella  provincia:  iba  á proce- 
derse á la  elección  de  cargos;  debian  tomar  parte  en 
la  votación  igual  número  de  diputados  ministeriales 
y conservadores,  y como  se  obstinase  el  gobernador 
en  presidir  la  sesión  con  el  propósito  de  decidir  el 
empate,  se  opuso  á ello  en  virtud  de  su  derticho  el 
presidente  de  edad,  D.  Vicente  Pizarro;  y en  vista  de 
esto,  el  gobernador,  que  á toda  costa  se  proponia  te- 
ner la  mayoría,  suspendió  al  Sr.  Pizarro  en  los  car- 
gos de  presidente  de  edad  y de  diputado,  bajo  pre- 
texto de  que  dicho  señor  como  presidente  interino 
había  ordenado  ciertos  pagos,  que  eran  Legítimos,  tan 
legítimos,  que  se  hallaban  consignados  en  la  distribu- 
ción mensual  correspondiente,  como  lo  prueba  ade- 
más el  hecho  deque  fueron  hechos  efectivos  por 
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órden  del  presidente  elegido  por  la  Diputación  en 
cuanto  tomó  posesión  de  su  cargo.  El  Ministro  de  la 
Gobernación  confirmó  la  suspensión  referida  y dis- 
puso se  enviasen  los  antecedentes  á los  tribunales  de 
justicia. 

No  me  propongo  en  este  momento,  porque  me  lo 
impediría  el  Sr.  Presidente,  discutir  los  fundamentos 
de  esa  suspensión,  siquiera  pugnen  abiertamente  con 
la  lleal  órden  de  25  de  Agosto  último,  que  designa 
al  diputado  de  mas  edad  como  ordenador  de  pagos  en 
el  caso  en  que  no  haya  presidente  ui  vicepresidente 
elegido  por  la  Diputación;  pero  sí  diré  al  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y Justicia,  que  á pes¿ir  del  tiempo  trascu- 
rrido, trece  meses  nada  ménos,  la  Sala  de  lo  criminal 
de  la  Audiencia  de  Valladolid,  ¿i  quien  se  pasaron  di- 
chos antecedentes,  no  ha  practicado  más  diligencia 
que  recibir  declaración  al  Sr.  Pizarro  y á dos  emplea- 
dos  de  aquella  Diputación,  y que  por  tanto,  de  ser 
ciertos  estos  hechos,  que  yo  por  mi  parte  aseguro  que 
lo  son,  la  Sala  de  la  Audiencia  se  ha  convertido  en 
dócil  instrumento  de  la  aspiración  del  gobernador,  que 
no  es  otra  que  la  de  impedir  que  el  Sr.  Pizarro  forme 
parte  de  la  actual  Comisión  provincial,  como  de  dere- 
cho le  corresponde.  Pero  no  insisto  más  en  estos  he- 
chos referentes  á la  Audiencia  de  Valladolid,  porque 
no  se  halla  presente  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y Jus- 
ticia; y sin  perjuicio  de  hacerlo  oportunamente,  poí* 
hoy  me  limito  á preguntar  al  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación si  en  virtud  del  art.  138  de  la  ley  pro- 
vincial, que  dispone  que  «la  suspensión  de  los  di- 
putados provinciales  no  pasará  de  sesenta  dias  y que 
trascurrido  este  plazo  sin  que  se  hubiese  mandado 
proceder  á la  formación  de  causa  ó sin  que  la  Au- 
diencia haya  dictado  auto  declarando  procesados  á 
los  diputados  suspensos,  éstos  volverán  de  hecho  y 
de  derecho  al  ejercicio  de  sus  funciones,»  el  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Gobernación  está  dispuesto  á que  el  di- 
putado Sr.  Pizarro  vuelva  desde  luego  al  ejercicio  de 
sus  funciones  de  tal;  y de  ser  su  contestación  afirma- 
tiva, si  está  pronto  á ordenar  al  gobernador  de  Valla- 
dolid que  cumpla  de  una  manera  terminante  respec- 
to á dicho  Sr.  Pizarro  con  lo  que  en  este  artículo  se 
dispone. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albaroda): 

I, a Mesa  pondrá  en  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  y yo  lo  haré  también,  las  observa- 
ciones y los  juicios  del  Sr.  Alvear;  y con  relación  á 
la  parte  que  se  refiere  á mi  Ministerio,  S.  S.  me  dis- 
culpará de  que  no  pueda  contestar  categóricamente, 
porque  tengo  que  decir  lo  que  otras  veces  he  dicho. 
Si  los  hechos  fueran  tales  como  el  Sr.  Alvear  dice, 
excuso  decir  á S.  S.  que  estoy  resuelto  á que  las  le- 
yes se  cumplan  estrictamente,  sin  consideración  á 
ningún  interés,  sentimiento  dí  pasión;  pero  como  el 
Sr.  Alvear  puede  equivocarse,  como  yo  no  he  tenido 
hasta  ahora  noticia  del  suceso,  antes  de  formar  juicio 
de  los  hechos  y de  mi  conducta,  supongo  que  S.  S. 
esperará  á que  yo  pueda  conocer  los  hechos  en  todos 
sus  detalles  y tomar  las  determinaciones  que  crea 
convenientes  al  estricto  cumplimiento  de  la  ley:  si 
estas  determinaciones,  á juicio  del  Sr.  Alvear,  no  son 
legales,  S.  S.  me  interpelará,  me  censurará,  y yo  me 
defenderé;  pero  hasta  tanto  que  este  caso  llegue,  su 
señoría  debe  tener  en  suspenso  su  juicio  y esperar  á 


que  yo  tome  las  determinaciones  que  crea  justas  y 
pertinentes. 

El  Sr.  ALVEAR:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  ALVEAR:  Nada  más  que  para  dar  las  gra- 
cias al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  por  el  sentido 
en  que  se  ha  expresado;  debiendo  manifestarle  que  las 
pretensiones  que  he  deducido  han  sido  en  el  concepto 
de  que  sean,  como  yo  le  aseguro,  ciertos  ios  hechos 
en  que  se  apoyan. 

si' 

sO* 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Los  Arcos  tiene  la 
palabra. 

El  Sr.  LOS  AROOS:  Tengo  entendido  que  en  el 
departamento  ministerial  correspondiente  se  ha  ini- 
ciado un  expediente  de  incautación,  ó mejor  dicho, 
de  adquisición  por  el  Estado  del  pantano  titulado 
Puentes,  en  Lorca;  y en  este  sentido,  ya  que  no  está 
presente  el  Sr.  Ministro  de  Fomento,  me  permito  su- 
plicar á la  Mesa  haga  saber  á este  Sr.  Ministro  mi 
deseo  de  que,  si  no  estoy  equivocado,  se  remita  ese 
expediente  á esta  Cámara  para  que  lo  examinemos,  y 
en  su  vista,  proceder  á aquello  que  estimemos  con- 
veniente. 

El  Sr.  SECRETARIO  ( [barra):  Se  pondrá  en  co- 
noc  i miento  del  Sr.  Ministro  de  Fomento  el  ruego  de 
su  señoría. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  He  leído  en 
un  diario  de  la  mañana  que  lia  tenido  lugar  en  Gra- 
nada una  colisión  entre  algunos  oficiales  de  la  guar- 
nición de  aquella  plaza  y fuerzas  de  órden  público;  y 
como  todo  lo  que  afecta  á la  organización  y á la  disci- 
plina del  ejército  es  grave,  y todo  lo  que  se  relaciona 
con  el  órden  público  es  gravísimo,  yo  ruego  al  señor 
Ministro  de  la  Gobernación  tenga  la  bondad  de  decir 
al  Congreso  qué  hay  de  cierto  en  la  noticia  de  que  ine 
acabo  de  hacer  eco  en  este  momento. 

Ei  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Según  un  despacho  del  gobernador  de  (i ranada,  pa- 
rece que,  no  sé  si  un  oficial,  porque  no  lo  dicede 
una  manera  completamente  clara,  ó dos,  se  han  sen- 
tido mortificados  porque  algún  guardia  de  órden  pú- 
blico al  pasar  no  les  hizo  el  saludo  en  la  forma  que 
ellos  creían  que  tenia  el  deber  de  hacerlo.  Estos  son 
los  sucesos,  tai  como  han  llegado  al  Ministerio  de  la 
Gobernación,  pero  sin  revestir  ninguna  importancia. 
Yo,  que  he  sido  gobernador  de  Madrid,  por  desgracia 
de  esta  población,  en  dos  ocasiones,  me  he  encontra- 
do más  de  una  vez  con  sucesos  de  esta  índole,  porque 
los  guardias  del  gobernador  tienen  cierto  aspecto  mi- 
litar, y ahora  son  más  militares  que  en  mi  tiempo, 
están  organizados  de  manera  algo  más  militar  y man- 
dados por  militares,  visten  uniforme,  y los  militares 
creen,  y quizá  tengan  razón,  que|  deben  ser  saluda- 
dos en  la  forma  que  prescriben  las  Ordenanzas  por 
estos  empleados,  y esto  ha  creado  más  de  una  vez  es- 
tos pequeños,  no  sé  cómo  llamar,  porque  no  merecen 
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el  nombre  de  conflictos,  estos  sucesos  desagradables 
entre  fuerzas  que  deben  ser  no  similares,  porque  cada 
uno  tiene  su  instituto  y no  debia  haber  entre  ellos 
rozamientos  de  ninguna  clase. 

El  carácter  nacional  de  que  S.  S.  forma  parte  y 
yo  también,  es  dado  á crear  cuestiones  por  pequeñas 
cosas  á cada  ocasiou  para  que  haya  estos  pequeños 
rozamientos;  pero  el  gobernador  me  dice  que  el  caso 
no  tiene  importancia,  y además  no  la  puede  tener,  por- 
que cada  uno  en  los  límites  de  sus  atribuciones,  den- 
tro de  la  corporación  á que  pertenece,  hay  sus  natu- 
rales jefes,  tienen  el  círculo  de  acción  marcado,  y en- 
tre individuo  é individuo  y cuerpo  á cuerpo  hay  esas 
mismas  relaciones;  por  consiguiente,  yo  estoy  segu- 
ro que  la  autoridad  militar  y civil  de  Granada  ten- 
drán la  prudencia  necesaria  para  que  éste  sea  uno  de 
esos  hechos  acerca  de  los  cuales  no  hay  más  que  la- 
mentarse y no  lijar  la  atención. 

El  Poder  público  está  en  un  círculo,  este  Poder 
público  dimana  de  la  autoridad  en  distintas  ramiíi- 
eiones,  y hay  Poder  militar,  Poder  civil,  Poder  judi- 
cial, Poder  legislativo,  Poder  administrativo,  y todos 
estos  Poderes  unidos  constituyen  la  representación 
déla  autoridad  del  Estado,  la  representación  de  la 
autoridad  general  del  país.  Por  consiguiente,  estas 
cosas  dependen  de  nuestro  carácter  y del  sistema  del 
absolutismo  (que  no  quiero  discutir  ahora),  que  era 
muy  dado  á estas  cosas,  á andar  á cintarazos  unos 
con  otros  por  las  calles,  á pelearse  los  gremios  entre 
sí,  y las  autoridades  y corporaciones,  y cuando  no 
había  enemigo,  se  forjaban  uno  por  tener  el  gusto  de 
acostarse  después  fie  haber  hecho  cada  uno  una  acción 
de  valiente. 

Esto  lo  ha  destruido  la  civilización  moderna  y 
el  sistema  representativo;  quedan  esos  restos  por  todas 
partes;  pero  la  prudencia  y el  patriotismo  de  los  jefes 
de  los  cuerpos  de  Granada,  la  prudencia  y el  patrio- 
tismo de  la  autoridad  militar  superior,  y la  pruden- 
cia y el  patriotismo  del  gobernador,  comprenderán 
que  esas  son  reminiscencias  dp  épocas  que  no  debe- 
mos recordar;  que  en  los  tiempos  modernos  cada  uno 
tiene  el  límite  de  sus  atribuciones , y que  los  respe- 
tos y la  cortesía  de  autoridad  á autoridad  y de  cuer- 
po á cuerpo  vienen  á ser  los  componentes  de  esta 
gran  unión  de  autoridades  que  constituyen  la  auto- 
ridad general  en  los  pueblos  civilizados  y mo- 
dernos. 

Me  parece,  por  consiguiente,  que  no  habrá  cues- 
tión de  más  importancia,  y que  la  cosa  quedará  re- 
ducida á que  un  oílcial  consideró  que  uu  guardia  se 
hizo  el  distraído,  y que  al  guardia  sé  le  advertirá  que 
tenga  más  atención,  sin  que  eso  tenga  importancia, 
ni  pueda  por  ello  decirse  que  hay  dualismo  ni  ene- 
mistad entre  diversas  fuerzas. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  GUTIERREZ  DE  LA  VEGA:  Celebro  que 
no  haya  tenido  importancia  el  hecho  que  anuncian 
los  periódicos,  porque,  como  el  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación ha  dicho,  es  grave  y de  trascendencia  todo 
rozamiento  que  pudiera  haber  entre  las  diferentes 
autoridades,  mucho  más  si  éstas  se  cncuentrau  al 
frente  de  la  fuerza  pública. 


OLI  DEN  DEL  DIA. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  del 
dictámen  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa. 
( Véase  el  Apéndice  7.°  al  Diario  núm.  121,  sesión  del 
22  de  Junio  próximo  pasado\  Apéndice  76.°,  al  Diario 
núm.  2,  sesión  del  2 del  corriente]  Diario  núm.  7,  sesión 
del  9 de  idem i,  y Diario  núm.  8 sesión  del  i O de  ídem). 

Tiene  la  palabra  el  Sr.  Danvila  para  rectificar. 

El  Sr.  DANVILA:  Debo  comenzar  repitiendo  des- 
de este  sitio  de  una  manera  muy  sincera  la  felici- 
tación que  al  terminar  la  sesión  del  sábado  tuve  el 
gusto  de  dirigir  personalmente  al  Si1.  González  (Don 
Allóhso),  porque  no  puedo  desconocer  que  trató  la 
cuestiou  desde  la  altura  en  que  fué  colocada,  y que 
si  bien  prescindió  de  varios  puntos  de  vista  que  yo 
habia  discutido,  indudablemente  lo  hizo  por  lo  avan- 
zado de  la  hora.  Y por  lo  demás,  habia  por  parte  de 
S.  8.  una  convicción  profunda  y una  copia  de  datos 
y de  antecedentes,  que  habrán  de  tenerse  y se  tendrán 
en  consideración  para  procurar  el  mejor  acierto  cuan- 
do se  discutan  los  detalles  de  esta  ley. 

Al  propio  tiempo  que  este  tan  grato  espectáculo 
se  producía  en  la  Cámara  en  defensa  y en  prestigio 
de  una  cuestión  importantísima,  hoy  vuelve  á reve- 
larse y á confirmarse  esta  importancia  con  la  presen- 
cia del  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  á quien 
la  opinión  pública  creia  que  ataques  directos  á su  po- 
lítica le  llamaban  á la  oLra  Cámara,  y sin  embargo 
el  Gobierno  ha  entendido  que  es  más  importante  esta 
cuestión,  cou  lo  cual  ha  venido  á hacer  juslieia  á la 
afirmación  que  yo  hice  en  los  días  anteriores;  y á mi 
me  complace,  ciertamente,  esta  preferencia  que  el 
Sr.  Presidente  del  Consejo  da  á una  cuestión  por  mu- 
chos calificada  de  técnica,  y que  á mi  juicio  tiene 
bastante  de  política. 

De  todas  suertes,  bueno  es  que  S.  S.  vaya  escu- 
chando á unos  y otros  oradores,  formando  concepto 
de  las  distintas  opiniones,  porque  abrigo  la  confianza 
de  que  lia  de  terciar  iududablemente  en  el  debate, 
para  defender  el  que  fué  su  primitivo  proyecto  y su 
principio  esencial,  contra  un  dictámen  que  le  contra- 
dice abiertamente.  Y en  este  punto  es  donde  yo  en- 
contraba fuera  de  su  lugar  el  brillantísimo  discurso 
que  el  Sr.  González  pronunció  en  la  tarde  del  sábado. 
Aquel  discurso  se  dirigió  más  á combatir  el  pro- 
yecto del  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministos  que 
á defender  el  dictámen  de  la  mayoría  de  la  Comisión. 
Para  ello  comenzaba  S.  S.  diciendo  y asentando  que 
era  verdad  que  se  había  llegado  á una  transacción;  que 
esta  transacción  se  habia  realizado  respecto  de  ciertos 
puntos,  y que  yo  no  habia  estado  en  lo  cierto  cuando 
afirmaba  que  la  transacción  solo  se  habia  realizado 
entre  los  individuos  de  la  mayoría  de  la  Comisión. 
Pues  bien;  sin  necesidad  de  molestar  mucho  á la  Cá- 
mara, que  no  tengo  tal  propósito  en  esta  tarde,  sino 
pura  y simplemente  el  de  rectificar  los  errores  de 
hecho  y de  concepto  que  se  me  han  atribuido,  diré 
que  en  el  preámbulo  de  ese  dictamen  es  donde  apa- 
rece una  confesión  explícita,  por  una  parte,  de  que 
la  mayoría  de  la  Comisión  se  ha  separado  del  Go- 
bierno; por  otra,  de  que  profesa  distinta  opinión  que 
el  Sr.  Benayas,  y por  otra,  que  no  está  tampoco  de 
acuerdo  con  el  partido  conservador.  Cuando  esta  afir- 
mación se  consigna  en  ese  dictámeu,  y esta  es  la 
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verdad,  yo  pregunto:  ¿pues  con  quién  han  transigido 
SS.  SS.?  lian  transigido  SS.  SS.  entre  SS.  SS.  mismos, 
entre  las  cinco  personas  que  han  suscrito  el  dictá- 
mcn.  Esto  es  evidente;  pero  no  se  diga  ni  se  sostenga 
que  esta  transacción  puede  satisfacer  ni  al  Gobierno, 
ni  al  Sr.  Benayas,  ni  al  partido  conservador.  Dudo 
mucho  que  satisfaga  tampoco  á las  demás  oposicio- 
nes parlamentarias. 

Pero,  en  lin,  con  este  precedente  ha  venido  el  dic- 
tamen, y aunque  yo  había  afirmado  que  este  dicta- 
men no  tenia  estado  parlamentario  para  ser  discutí 
do,  el  Sr.  González  se  empeñó  en  la  tarde  del  sábado 
en  sostener  todo  lo  contrario.  El  Sr.  González  tuvo 
que  sostener  una  opinión  singular:  la  de  que  la  ley  de 
1879  estaba  ya  cumplida,  y que  habiéndola  cumplido 
Cl  partido  conservador,  no  tenía  necesidad  de  cum- 
plirla el  partido  fusionista.  Ante  esta  singular  doc- 
trina,  yo  tengo  que  rectificar  y repetir  lo  que  yo  he 
sostenido.  Yo  he  dicho  y demostrado  que  la  ley  de 
1879,  que  está  viva,  que  no  ha  sido  derogada,  esta- 
blece é impone  al  Gobierno  el  deber  de  acompañar  á 
lodo  proyecto  de  lo  contencioso  que  se  presente,  el 
dictamen  de  la  Comisión  de  notables.  Mientras  no 
quede  aprobado  un  proyecto  de  lo  contencioso-admi- 
nistrativo  en  cualquiera  de  las  Cámaras,  el  deber  para 
el  Gobierno  subsiste,  porque  el  objeto  de  la  ley  ha 
sido  que  al  mismo  tiempo  que  cl  Gobierno  presente 
un  proyecto  que  se  refiera  al  dictamen  de  la  Comi- 
sión magna  de  notables,  acompañe  este  dictamen,  para 
que  los  Diputados  y Senadores  puedan  comparar,  pue- 
dan hacer  el  estudio  y pueda  facilitarse  el  trabajo,  y 
esto  no  está  cumplido,  porque  no  ha  de  sostener  su 
señoría  que  los  individuos  de  esta  Cámara  y de  la  otra 
son  los  mismos  que  eran  Diputados  y Senadores  cuan- 
do el  Sr.  Cánovas  presentó  su  proyecto  de  lo  conten- 
cioso, acompañando  el  dictamen  de  la  Comisión  de 
notables. 

«En  el  caso  de  no  ser  conforme  con  el  de  la  Co- 
misión, dará  conocimiento  de  éste  á las  Cortes.»  Esto 
es  lo  que  dice  la  ley.  ¿Es  conforme  al  de  la  Comisión 
el  proyecto  presentado  por  el  Sr.  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros?  No.  Pues  en  ese  caso,  la  ley  manda 
y ordena,  y de  esto  no  puede  prescindirso,  que  acom- 
pañe al  proyecto  el  dictamen  de  la  Comisión  de  no- 
tables. (El  Sr.  González,  D.  Alfonso:  jPero  si  ya  fué 
conforme  el  proyecto  del  Sr.  Cánovas!)  Sostengo,  por 
consiguiente,  que  este  proyecto  no  tenía  estado  par- 
lamentario para  ser  discutido,  y paso  á otra  rectifi- 
cación. 

También  se  me  atribuyó  una  apreciación  equivo- 
cada respecto  de  la  definición  de  lo  contencioso.  Ni  yo 
he  traído  nunca  aquí  la  idea  de  definir  lo  contencio- 
so, ni  ha  de  ser  cosa  fácil  esla  definición,  por  más  que 
la  tenga  hecha  algún  individuo  de  la  Comisión. 

Lo  que  yo  decía,  lo  que  dijo  y lo  que  repito,  es 
que  la  Comisión  en  su  preámbulo  insiste  en  que  trae 
cl  concepto  de  lo  contencioso-administrativo,  y el  dic- 
támen de  la  mayoría  de  la  Comisión  no  presenta  esta 
definición.  Esto  es  lo  que  yo  sostenía,  y esto  es  lo  que 
mantengo;  porque  la  circunstancia  que  la  ley  exige 
para  que  tenga  lugar  la  vía  contencioso-administra- 
tiva,  no  es  cl  concepto  de  lo  contencioso,  que  es  una 
idea  metafísica,  una  idea  filosófica  que  ni  puede  lle- 
varse á las  leyes,  ni  acaso  sea  hoy  en  cl  terreno  cien- 
tífico un  concepto  aceptado  por  todos  I03  que  se  ocu- 
pan de  esla  materia.  Insisto,  pues,  en  que  lo  que  yo 
afirmé  era  exacto:  el  preámbulo  del  diclámeu  dice  que 


trae  el  concepto  de  lo  contencioso,  y.  con  efecto,  ni  le 
trae  ni  puede  traerle. 

También  se  me  atribuyó  la  afirmación  de  que  ese 
dictámen  no  ha  respetado  la  jurisprudencia  del  Con- 
sejo de  Estado.  No  sé  si  lo  dije  en  la  tardo  última; 
pero  si  no  lo  dije,  lo  añado  ahora.  Ya  que  de  esta  ma- 
nera se  me  provoca  á que  manifieste  los  casos  en  que 
ese  dictámen  no  acepta  la  jurisprudencia  del  Consejo 
de  Estado,  voy  á señalar  tres  como  muestra.  El  pri- 
mer caso  será  el  que  conoce  S.  S.,  y sabe  perfecta- 
mente la  Comisión,  de  que  cuando  lian  mediado  dos 
Reales  órdenes  sobre  una  misma  cosa,  cl  término  para 
producir  la  vía  contenciosa  debe  contarse  desde  la  fe- 
cha de  la  primera,  no  de  la  segunda;  porque  la  se- 
gunda no  es  más  que  la  reproducción  de  la  primera, 
y sería  fácil  burlar  los  electos  de  una  Real  orden  es- 
tando continuamente  repitiéndola  y reproduciéndola. 
Por  esta  razón  es  jurisprudencia  antigua  y constante 
del  Consejo  de  Estado,  que,  cuando  han  existido  dos 
ó más  Reales  órdenes  sobre  una  misma  cosa,  cl  tér- 
mino para  reclamar  se  cuenta  siempre  desde  la  pri- 
mera. Pues  bien;  esta  doctrina,  no  solo  está  olvidada, 
sino  desconocida  y modificada  por  el  dictamen  de  la 
mayoría  de  la  Comisión.  (El  Sr.  Gomales,  ü.  Alfonso: 
¿En  qué  artículo  está  modificado  eso?) 

Otro  caso  en  que  también  la  mayoría  de  la  Comi- 
sión se  ha  separado  de  la  jurisprudencia  del  Consejo 
de  Estado,  es  aquel  en  que  se  concede  derecho  á ser 
parle  en  la  vía  contenciosa  al  que  no  lo  ha  sido  en  la 
vía  administrativa;  y acerca  de  este  punto  el  Consejo 
de  Estado  tiene  dicho  constantemente  que  quien  no 
ha  sido  jjarte  en  la  vía  administrativa  ó gubernativa, 
no  puede  admitírsele  en  la  vía  contenciosa.  Y por  fin, 
el  tercer  caso  en  que  la  mayoría  de  la  Comisión  ha 
desconocido  también  la  jurisprudencia  de  ese  alto 
Cuerpo,  es  aquel  en  que  admite  la  vía  contenciosa 
aun  en  las  medidas  do  carácter  general,  cuando  es  de- 
claración constante  del  Consejo  de  Estado  que  las  me- 
didas de  carácter  general  no  son  susceptibles  do  esc 
requisito  por  lo  mismo  que  tienen  ese  carácter  gene- 
ral. Y aquí  tiene  la  Comisión  tres  muestras  evidentí- 
simas de  que  el  dictámen  de  la  mayoría  se  ha  sepa- 
rado en  algunos  puntos  de  la  jurisprudencia  estable- 
cida por  el  Cons“jo  de  Estado. 

Pero  no  le  bastaba  á S.  S.  el  examinar  cuanto  yo 
habia  expuesto  sobre  la  legislación  de  nuestro  país, 
rica  en  datos  y antecedentes,  notable  cual  ninguna,  y 
bastante  para  estudiar  á fondo  esta  cuestión,  sino  que 
tuvo  por  conveniente  citarnos  á Italia,  y S.  S.  hubo 
de  confesar  que  en  Italia  hay  cabalmente  una  orga- 
nización que  satisface  á todos  los  sistemas.  Y cuando 
yo  escuchaba  esto  á S.  S.,  me  decia  lo  que  ahora  re- 
petiré: pues  si  en  Italia  hay  un  sistema  que  satisface 
á todas  las  opiniones,  es  precisamente  porque  Italia 
no  ha  encontrado  aún,  como  ha  encontrado  España, 
una  fórmula  natural  y científica  para  resolver  la  cues- 
tión. Pero  ya  que  se  fué  8.  S.  á Italia,  podía  haberse 
llegado  á Francia,  y allí  hubiera  encontrado  que  den- 
tro del  Consejo  de  Estado,  aunque  cambiada  la  esen- 
cia de  la  jurisdicción  retenida  en  delegada,  la  juris- 
dicción delegada  se  ejerce  por  el  Consejo  de  Estado. 
No  hay,  por  consiguiente,  necesidad  de  que  vayamos 
á los  países  extranjeros,  cuando  nosotros  tenemos  da- 
tos tan  preciosos  y tan  valiosos  para  poder  formar 
concepto  de  esta  cuestión  y para  poder  plantearla  á 
fondo,  como  yo  la  he  planteado  aquí  en  esta  discusión 
de  totalidad. 
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El  Sr.  González  vino  á ocuparse  inmediatamente 
de  la  cuestión  constitucional.  Su  señoría,  por  medio 
de  tres  interrogaciones,  creyó  que  habia  destruido  y 
desconcertado  todo  el  plan  de  mi  argumentación.  De- 
cía S.  S.  que  yo  no  habia  citado  ningún  artículo  que 
diera  carácter  constitucional  á esta  cuestión,  y ana- 
dia que  la  pura  doctrina  que  yo  he  sostenido  durante 
dos  dias  en  este  sitio  es  una  doctrina  que  viene  á 
desmentir  y á destruir  la  transacción  realizada  por  la 
Comisión  magna  de  notables;  terminando  por  decir  que 
toda  mi  teoría  sobre  la  jurisdicción  retenida  quedaba 
también  modificada  por  la  organización  y manera  de 
funcionar,  primero  de  los  Consejos  provinciales,  y lioy 
de  las  Comisiones  provinciales,  donde  la  jurisdicción, 
ajuicio  deis.  S.,  es  delegada. 

Debo  dar,  pues,  á estas  tres  interrogaciones  bre- 
vísima respuesta,  para  recordar,  entre  otras  cosas, 
que  yo  be  citado  como  base  de  todos  mis  argumen- 
tos en  la  cuestión  constitucional  los  arts.  50,  74  y 76 
de  la  Constitución,  principalmente  este  último,  que 
encomienda  á los  tribunales  la  aplicación  de  las  leyes 
en  los  juicios  civiles  y criminales,  y he  repetido  va- 
rias veces  que  lo  administrativo  no  era  ni  civil  ni  cri- 
minal, deduciendo  de  este  texto  que  todo  lo  que  ten- 
diera a ampliar  las  facultades  de  los  tribunales  de 
justicia,  concediéndoles  más  atribuciones  de  las  que 
tienen  en  los  juicios  civiles  y criminales,  sería  una 
extralimitacion  por  parte  de  los  Poderes  públicos,  se- 
ría lo  que  luego  calificaré  de  otra  manera;  es  decir, 
que  aquí  se  trataba  y se  trata  de  convertir  el  orden 
judicial  en  Poder  judicial,  y el  Poder  administrativo  y 
el  Poder  ejecutivo  en  órden  ejecutivo,  porque  tal  se- 
ría la  trascendencia  de  la  trasformacion  de  funciones 
dentro  de  este  artículo  constitucional,  que  no  es  obs- 
táculo para  el  Sr.  González,  porque  decía:  ahí  no  está 
prohibido,  y lo  que  no  está  iu*obibido  está  permitido. 
No;  en  materia  constitucional  hay  que  ser  mucho 
más  severo  que  en  aquellos  casos  y ocasiones  en  que 
se  interpretan  las  leyes  para  los  distintos  casos  en 
que  lian  de  aplicarlas  los  tribunales  de  justicia. 

Por  el  contrario,  yo  conceptúo  que  lo  que  la  Cons- 
titución no  concede  A los  tribunales  de  justicia,  no 
puede  concedérseles;  y que,  para  tener  los  tribunales 
otras  atribuciones,  es  necesavio  que  se  les  concedan 
de  una  manera  expresa  y terminante. 

En  cuanto  á la  segunda  interrogación  del  Sr.  Gon- 
zález, que  se  refería  á la  doctrina  convenida  en  el 
dictamen  de  la  Comisión  de  notables,  S.  S.  se  conoce 
que  anda  muy  encariñado  con  este  argumento,  porque 
lo  repitió  varias  veces  en  su  notable  peroración.  Creo 
que  si  el  partido  conservador  en  un  momento  deter- 
minado, por  fines  altamente  patrióticos  llegó  á una 
inteligencia  con  todos  ios  demás  partidos  políticos  y 
suscribió  una  fórmula  de  avenencia  para  el  arreglo 
de  lo  contcncioso-administrativo,  ¿cree  S.  S.  que  ya 
después  de  esto  no  puede  pensar  de  otra  suerte,  y ya 
no  puede  recobrar  su  acción,  y ya  no  puede  decir, 
como  dice  aquí,  que  su  doctrina  es  la  de  la  jurisdic- 
ción retenida?  No;  yo  no  lie  de  repetir  en  el  dia  de  hoy 
la  historia  de  aquella  Comisión;  aquella  Comisión, 
como  lio  dicho  hace  poco,  tuvo  un  fin  patriótico. 
Aquel  íin  no  se  ha  realizado,  aquella  concordia  repre- 
sentada por  la  Comisión  de  notables  se  ha  destruido. 
Desde  el  momento  en  que  aquella  transacción  no  se 
ha  aceptado  y ha  quedado  como  nula,  ¿para  qué  po- 
día invocarse  aquel  trabajo?  ¿Es  acaso  para  hacer  no- 
torio el  patriotismo  con  que  procedió  en  aquella  oca- 


sión el  partido  conservador?  ¿Pero  es  que  se  impidió 
todo  criterio  ulterior  por  aquella  transacción  el  par- 
tido conservador,  y cuando  se  ha  visto  libre  por  actos 
del  Gobierno,  no  por  actos  suyos,  cuando  se  ha  visto 
libre  de  aquel  compromiso,  es  que  ya  el  partido  con- 
servador no  puede  sostener  la  jurisdicción  retenida? 
Este  argumento,  francamente,  es,  á mi  juicio,  un  argu- 
mento débil  que  no  me  impedirá  ni  impide  que  en 
nombre  del  partido  conservador  sostenga  yo,  no  ya  en 
nombre  del  partido  conservador,  sino  de  toda  la  es- 
cuela liberal,  la  jurisdicción  retenida.  Porque  luego 
voy  á entrar  en  esa  demostración,  y es,  que  por  un 
cambio  de  papeles  el  partido  conservador  va  á soste- 
ner y sostiene  la  solución  de  todo  el  partido  liberal, 
solución  en  la  cual  me  acompañan  dictámenes  tan 
respetables  como  los  de  los  Sres.  D.  Joaquín  Aguirre, 
D.  Antonio  Romero  Ortiz,  Lorenzana,  Infante,  D.  José 
de  Posada  Herrera,  D.  Salustiano  de  Olózaga,  el  señor 
Marqués  de  la  Vega  de  Armijo  y D.  Manuel  Alonso 
Martínez,  que  ha  votado  en  esta  Cámara  la  jurisdic- 
ción retenida  en  el  Consejo  de  Estado.  Ya  ve,  pues,  su 
señoría  que  el  partido  conservador  anda  en  buena 
compañía  en  este  punto  y que  ha  de  ser  muy  difícil 
á S.  S.  sostener  y defender  que  el  partido  conservador 
representa  aquí  el  doctrinarismo:  no;  el  doclrinarismo 
está  ahora  en  ese  banco,  y el  criterio  liberal  está  en 
éste.  Y si  S.  S.  duda  de  las  afirmaciones  que  acabo  de 
hacer,  S.  S.  puede  pedirme  que  le  lea  algunas  de  las 
opiniones  de  estos  hombres  ilustres;  yo  se  las  leeré  á 
S.  S.;  y para  no  fatigar  vuestra  atención,  lo  que  haré 
será  darlas  al  Extracto  para  que  allí  se  inserten.  (El 
Sr.  Gonzalczy  D.  Alfonso:  Las  conozco.)  Y yo  también 
las  conozco,  porque  he  leído  las  grandes  y brillantes 
discusiones  que  aquí  tuvieron  lugar  en  las  Górtes 
Constituyentes  de  185G,  en  que  de  una  parte  D.  Ni- 
colás María  Rivero  y D.  Alvaro  Gilsanz  sostenían  la 
jurisdicción  delegada  contra  la  Comisión  que  presidia 
D.  Facundo  Infante,  y de  la  que  era  secretario  ei  señor 
Marqués  de  la  Vega  de  Armijo,  que  tomó  parte  en  el 
debate  y sostuvo  la  jurisdicción  retenida,  y he  estu- 
diado ei  debato  que  en  1869  se  suscitó  en  esta  misma 
Cámara  entre  todas  esas  notabilidades  políticas  que 
acabo  de  mencionar,  incluso  D.  Salustiano  de  Olózaga. 
No  hay,  pues,  que  recordar,  como  no  sea  para  enalte- 
cer nuestro  patriotismo,  la  Comisión  magua  de  los 
notables. 

¿Pero  es  cierto,  como  dijo  el  Sr.  González  el  otro 
dia,  que  el  partido  conservador  hubiese  sido  incon- 
secuente en  sus  principios,  puesto  que  desde  1845  los 
Consejos  provinciales,  las  Comisiones  provinciales  des- 
pués, ejerceu  la  jurisdicción  delegada?  Señores,  yo 
sien  lo  tener  que  descender  á estos  detalles,  pero  las 
inculpaciones  del  Sr.  González  en  la  tarde  del  sábado 
me  obligan  á recordar  lo  que  indudablemente  sabéis 
todos. 

Hay  en  la  organización  de  lo  contencioso-admi- 
nistrativo  algo  que  todavía  se  escapa  á la  penetración 
de  la  ciencia,  á la  investigación  filosófica,  a la  solu- 
ción de  todos  los  Gobiernos,  y esto  es  cabalmente  lo 
que  pasa  con  los  Consejos  provinciales,  hoy  Comisio- 
nes provinciales.  ¿Y  cómo  funcionan  estas  Comisiones 
provinciales?  ¿Qué  clase  de  jurisdicción  delegada  es 
la  que  encuentra  el  Sr.  González  en  las  Comisiones 
provinciales?  Pues  notad,  señores,  lo  que  pasa,  por  - 
que  yo  he  sido  consejero  provincial  en  1864  me  pa- 
rece, antes  de  venir  aquí,  durante  veinte  años.  Pues 
pasa  lo  siguiente:  se  presenta  una  demanda  conten- 
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cioso-administrativa,  y esta  demanda,  que  entiende  el 
Sr.  González  qué  entraña  en  su  esencia  la  jurisdicción 
delegada,  comienza  por  consultarse  con  el  goberna- 
dor de  la  provincia,  y si  el  gobernador  de  la  provin- 
cia dice  que  no  procede  la  vía  contenciosa,  no  se 
admite.  ¿Qué  clase  de  jurisdicción  delegada  es  ésta  de 
las  Comisiones  provinciales?  Pero  hay  más  todavía. 
Se  sustancia  efectivamente  el  pleito,  falla  la  Comisión 
provincial,  é inmediatamente  hay  un  recurso,  una 
apelación:  pues  esta  apelación  va  al  Cousejo  de  Esta- 
do, y el  fallo  del  Consejo  de  Estado  no  es  ejecutorio  sin 
que  el  Rey  resuelva  la  consulta  que  le  dirige  el  Con- 
sejo de  Estado  en  Sala  de  lo  Contencioso.  ¿Qué  se  que- 
ría? ¿Que  el  gobernador,  que  ha  dictado  la  providen- 
cia que  ha  motivado  la  vía  contenciosa,  fuese  el  que 
en  primer  trámite  vaya  á decidir  si  se  aprueba  ó no 
esa  sentencia?  Yo  prefiero  el  sistema  de  la  apelación, 
á que  el  gobernador,  que  entonces  sí  que  sería  juez  y 
parte,  que  ha  dictado  la  providencia,  sea  el  que  ten- 
ga que  aprobar  la  cousulta  de  la  Comisión  provin- 
cial. 

Hay,  por  consiguiente,  dentro  de  la  organización 
de  las  Comisiones  provinciales,  y antes  de  los  Conse- 
jos provinciales,  algo  singular,  algo  especial,  algo 
que  indica  que  la  organización  de  lo  contencioso  en 
la  primera  instancia  no  es  todo  lo  perfecta  que  debia 
ser,  y por  eso  una  de  las  enmiendas  ¡presentadas  tie- 
ne cabalmente  por  objeto  modificar  esa  teoría.  Yo 
pido  en  una  de  mis  enmiendas,  que  se  suprima  la 
primera  instancia:  yo  establezco  contra  las  providen- 
cias de  los  gobernadores  un  recurso  de  queja  que 
produce  una  audiencia  ante  el  Ministerio  en  la  vía 
gubernativa,  que  da  origen  á una  Real  órden,  y con- 
tra esta  Real  órden  se  siguen  los  trámiLes  naturales 
de  la  vía  contencioso-administrativa.  Y quito,  por 
consiguieute,  una  imperfección  que  resulta  con  la 
primera  instancia,  donde  realmente  el  gobernador 
puede  empezar  por  matarla  de  mano  airada  con  solo 
no  conceder  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa.  (El 
Sr.  González,  D.  Alfonso:  Pero  se  puede  apelar  de  la 
resolución  del  gobernador.) 

Se  podrá  apelar  de  la  resolución  del  gobernador,  é 
iremos  siempre  al  Consejo  de  Estado,  donde  no  se  fa- 
llará. sino  que  se  formulará  una  consulta  que  resuel- 
va el  Rey.  De  manera  que  siempre  habrá  algo  ex- 
traordinario dentro  de  la  organización  de  la  primera 
instancia;  pero  crea  S.  S.  que  aquello  no  es  ni  juris- 
dicción delegada  ni  jurisdicción  retenida. 

Se  me  ha  olvidado  añadir  acerca  del  argumento 
de  la  doctrina  de  la  Comisión  magna  de  notables,  una 
observación  que  es  bastante  esencial.  La  Comisión  de 
notables  tampoco  llevó  al  terreno  de  la  práctica  la 
jurisdicción  delegada  en  toda  su  extensión,  porque 
contra  el  Mío  de  la  Sala  de  lo  Contencioso  estableció 
el  recurso  de  revisión,  y en  este  recurso  de  revisión, 
sean  dos  ó más  los  casos  en  los  cuales  pudiera  pro- 
ceder, que  eso  no  afecta  al  fondo  de  la  doctrina,  en 
ese  recurso  de  revisión  se  establecia  que  se  formara 
una  consulta  por  la  Sala  y que  resolviera  el  Rey, 
prévia  consulta  con  el  Consejo  de  Ministros. 

De  manera  que  aquella  doctrina  de  la  Comisión 
magna  de  notables  tampoco  es  una  doctrina  absoluta, 
tampoco  es  la  jurisdicción  delegada,  porque  allí  quedó 
á salvo  la  prerrogativa  del  Rey,  puesto  que  allí  se  es- 
tableció la  jurisdicción  delegada  para  la  Sala,  pero  se 
estableció  también  un  recurso  de  revisión  que  tenía 
por  base  la  jurisdicción  retenida. 


Hubo,  pues,  una  verdadera  transacción,  y las 
transacciones,  sobre  todo  cuando  se  desechan  y no  se 
quieren  cumplir,  no  se  pueden  invocar  como  prece- 
dente. 

Tiene  para  mí  mucha  más  importancia  lo  que  voy 
á decir,  porque  el  cargo  que  me  dirigió  en  la  tarde 
del  sábado  el  Sr.  González  por  lo  que  se  refiere  á la 
administración  de  justicia,  fué  un  cargo  durísimo.  Su 
señoría  me  decia  terminantemente:  a El  Sr.  Danvila  re- 
niega de  la  administración  de  justicia;  el  Sr.  Danvila 
trae  aquí  una  solución  del  partido  doctrinario.))  Pues 
yo  voy  á demostrar  á S S.  que  estaba  en  un  error;  que 
yo  ni  reniego  déla  administración  de  justicia,  ni  tengo 
desconfianzas  de  la  administración  de  justicia,  ni  sos- 
tengo aquí  en  nombre  del  partido  liberal-conservador 
una  solución  doctrinaria,  y que  quien  sostiene  lina 
solución  doctrinaria  es  S.  S.  y la  Comisión.  Claro  es 
que  eulazado  con  esto,  S.  S.  descendió  á preguntarme 
qué  eran  aquellos  criterios  administrativos  que  yo 
invocaba,  qué  diferencias  eran  las  que  yo  encontraba 
entre  los  tribunales  de  justicia  y ios  tribunales  admi- 
nistrativos, qué  era  aquello  del  secreto  del  Gobierno 
que  era  necesario  que  conocieran  los  tribunales  con- 
tenciosos, y poco  faltó  para  que  S.  S.  se  burlara  com- 
pletamente de  la  denominación  de  procurador  del  Rey 
que  yo  di  al  fiscal  de  S.  M.  en  el  Consejo  de  Estado. 

Voy  á ver  si  satisfago  por  completo  los  deseos  de 
S.  S.,  ya  que  S.  S.  los  ha  expuesto. 

Don  Joaquin  Aguirre  decia  en  20  de  Mayo  de  1 859 
lo  siguiente: 

«Conviene  la  Comisión  en  que  no  hay  jurisdicción 
con Lencioso-adm ilustrativa  sino  en  el  Gobierno,  sino 
en  el  Rey,  que  la  desempeña  por  medio  de  sus  Minis- 
tros, asi  como  no  hay  derecho  alguno  á intervenir  en  la 
administración  por  parte  de  ninguno  de  los  tribunales. 
Será,  pues,  y debe  ser  la  base  de  todo  sistema  en  esta 
materia  la  Constitución  del  Estado,  la  división  que  cu 
la  Constitución  del  Estado  se  hace  entre  las  faculta- 
des del  Gobierno  y la  administración  de  justicia.  Lo 
primero  parte  de  la  inviolabilidad  del  Rey  y de  la 
responsabilidad  de  los  Ministros.»  No  andaba  yo,  pues, 
muy  desacertado  cuando  sostenia  esta  doctrina. 

Pero  sobre  la  naturaleza  distinta  de  la  autoridad 
judicial  y de  lo  contencioso-administrativo  tengo 
aquí  otras  opiniones  muy  curiosas:  y ya  que  S.  S.  no 
ha  dado  crédito  á la  mia,  le  voy  á presentar  la  de  los 
apóstoles  del  partido  liberal,  para  ver  si  S.  S.  la  res- 
peta. 

Don  Eugenio  Moreno  López,  presidente  de  la  Co- 
misión de  1859  que  discutió  la  ley  orgánica  del  Con- 
sejo de  Estado,  decia: 

«He  dicho  que  este  es  el  punto  más  coufuso  y os- 
curo. Es  indudable,  señores, para  mí,  que  no  se  puedou 
sujetar  todos  los  hechos  que  se  contienden  ai  conoci- 
miento de  los  tribunales,  sin  inconvenientes  de  nin- 
gún género.» 

Don  Antonio  Romero  Ortiz,  en  la  sesión  de  18  de 
Mayo  del  mismo  año,  añadió  un  poco  más,  porque  un 
Sr.  Diputado,  de  ideas  bastante  avanzadas,  que  se  lla- 
maba Sr.  Garrido,  había  propuesto  la  jurisdicción  de- 
legada, y contestando  á.un  discurso  del  Sr.  Garrido 
decia  el  Sr.  Romero  Ortiz: 

«Pues  el  Sr.  Garrido,  cuando  dice  que  no  haya  tri- 
bunales contencióso-administrativos,  sino  tribunales 
de  justicia,  quiere  volver  al  sistema  del  Consejo  de 
Castilla;  quiere  volver  á la  confusión  de  la  adminis- 
tración propiamente  dicha  con  la  administración  de 
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justicia.  A ese  extremo  nos  quería  conducir  el  señor 
Garrido,  y esto  sería  un  retroceso  inmenso;  sería  vol- 
ver á la  contusión  de  los  Poderes;  á no  ser  qu  * su 
señoría  (note  bien  estas  palabras  la  Comisión,  porque 
parecía  que  aquella  Comisión  presagiaba  el  dictamen 
de  la  de  ahora)  quisiera  crear  un  tribunal  esencial- 
mente administrativo,  que  no  pudiera  ocuparse  de 
asuntos  puramente  judiciales;  pero  entonces  vendría- 
mos á dar  en  otro  escollo  peor,  porque  sería  crear 
dos  Tribunales  Supremos,  uno  enfrente  de  otro,  para 
ocuparse  de  materias  que  no  están  aún  bien  deslinda- 
das; es  decir  que  serian  dos  ruedas  de  un  movimien- 
to encontrado,  dos  ruedas  que  dificultarían  el  movi- 
miento de  esta  máquina  gubernativa  y constitucional.» 

Don  José  Posada  Berrera,  que  además  de  autor 
de  una  obra  de  Derecho  administrativo,  ha  ocupado, 
como  todo  el  mundo  recuerda,  la  Presidencia  del  Con- 
sejo de  Ministros  y la  Presidencia  del  Consejo  de  Es- 
tado, anadia  en  21  de  Mayo  lo  siguiente: 

«En  ios  pleitos  ordinarios  y en  los  negocios  del 
fuero  común  siempre  se  discuten  dos  derechos:  el  de- 
recho de  un  particular  ó del  Estado  contra  el  dere- 
cho de  otro  particular.  Pues  bien;  en  el  órden  admi- 
nistrativo rara  vez  se  discuten  losderechos  del  Estado; 
lo  que  se  discute  son  los  grandes  intereses  del  Estado 
enfrente  de  los  derechos  de  los  particulares.  De  ma- 
nera que  ya  tenemos  aquí  una  diferencia  esencial, 
cardinalísima,  entre  el  órden  del  juicio,  llamémosle 
así,  del  contencioso-administrativo  y el  órden  del  jui- 
cio exclusivamente  judicial.» 

Apuntaba  después  otras  diferencias  notables  que 
existen  entre  lo  judicial  y lo  contencioso-administra- 
tivo,  y decia: 

«Estoy  seguro  que  el  dia  que  las  cuestiones  de 
liquidación  de  la  deuda  del  Estado  pudieran  ser  lle- 
vadas á los  tribunales  ordinarios,  ese  dia  las  partes 
abusarían  de  su  derecho,  y el  Gobierno  y el  Tesoro 
quedarían  sin  ningún  género  de  defensa. 

Pero  hoy  tengo  un  convencimiento  profundo  de 
que  si  no  se  luchase  con  los  hábitos  de  muchos  siglos 
y con  muchas  y arraigadas  preocupaciones,  lejos  de 
asimilar  la  jurisdicción  contenciosa  á la  ordinaria, 
sería  conveniente  asimilar  la  jurisdicción  ordinaria  á 
la  contenciosa. 

Hay  más  garantías  de  justicia,  más  prendas  de 
acierto  en  el  Tribunal  Contencioso-administrativo,  tai 
como  se  encuentra  el  Consejo  <le  Estado,  que  en  la 
misma  organización  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia; y no  continúo  en  este  camino,  aunque  pudiera 
decir  algunas  cosas  bastante  decisivas.» 

Y el  Sr.  Oiózaga  resumía  toda  esta  doctrina  de  la 
manera  siguiente: 

«Yo  no  he  participado  ni  un  solo  instante  de  la 
prevención  con  que  muchos  han  mirado  esta  institu- 
ción de  lo  contencioso-administrativo,  que  conside- 
raban como  contraria  á los  buenos  principios  consti- 
tucionales y como  contraria  á la  extensión  debida  á 
los  derechos  de  la  justicia  común. 

Yo  admito  como  no  puede  ménos  de  admitir  quien 
esté  siquiera  medianamente  versado  en  la  nueva  ciencia 
de  Ifi  administración , que  la  jurisdicción , si  se  ha  de 
llamar  así , clel  Consejo , sea  retenida  y no  se  sobreponga 
a la  voluntad  del  Gobierno . 

Estoy  tan  lejos  de  impugnar  la  facultad  del  Go- 
bierno de  conformarse  ó no  con  lo  resuelto  por  el 
Consejo  en  la  vía  contenciosa,  cuanto  que  creo  que 
puede  haber  casos,  aun  cuando  aquí  no  se  haya  nom- 


brado ninguno,  en  que  haya  un  grande  interés  na- 
cional, mi  grande  interés  de  decoro  y de  diguidad 
nacional,  que  aconseje  al  Soberano  hacer  lo  contrario 
de  lo  que  el  Consejo  le  proponga.» 

De  manera  que  estimo  que  queda  perfectamente 
aclarado  que  la  opinión  del  partido  liberal  en  1856  y 
en  1859,  consignada  en  el  Diario  de  las  Sesio)ies}  ha 
sido  favorable  á la  jurisdicción  retenida,  y contraria  á 
la  jurisdicción  delegada,  y sobre  todo  á que  la  juris- 
dicción contencioso  administrativa  pase  á los  tribu- 
nales de  justicia.  Porqué  ¿qué  resultaría,  Sres.  Dipu- 
tados, si  la  jurisdicción  coütencioso-admiuistr.itiva 
pasara  á los  tribunales  de  justieia?  Pues  pasaría  una 
cosaque  no  puede  ocultarse  á vuestra  ilustración:  que 
desde  el  momento  en  que  sometiérais  á los  tribunales 
de  justicia  las  resoluciones  de  la  Administración  ac- 
tiva, privaríais  á ésta  de  su  independencia,  y privada 
de  su  independencia  no  sería  libre,  y desde  el  mo- 
mento que  se  le  quitara  le  libertad  no  sería  tampoco 
responsable. 

Ved,  pues,  la  trascendencia  y el  fundamento  ca- 
pital en  que  descansa  la  jurisdicción  retenida,  que 
aprobaba  y befe  odia  desde  estos  bancos  el  Sr.  Oiózaga, 
y ved  que  lo  que  se  quiere  ahora  es  la  omnipotencia 
del  Poder  judicial,  tranformar  en  Poder  judicial  lo  que 
hoy  es  órden  judicial,  y convertir  en  una  verdadera 
servidumbre  lo  que  hoy  es  la  Administración  general 
del  Estado,  haciendo  que  sea,  en  vez  de  Poder,  un  ór- 
den cualquiera,  y privando  ai  Parlamento  de  fiscalizar- 
los actos  del  Gobierno  en  lo  relativo  á los  asuntos 
contencioso- administrativos,  puesto  que  si  los  lleváis 
á los  tribunales  de  justicia,  os  habréis  cerrado  la  puerta 
para  censurar  esos  actos. 

Tengo  además  que  contestar  al  Sr.  González  res- 
pecto de  lo  que  decia  del  secreto  de  los  Gobiernos. 
Ya  se  conoce  que  S.  S.  no  ha  pasado  aún  por  las  es- 
feras del  Gobierno,  aunque  pasará  indudablemente, 
porque  tiene  aptitud  para  ello;  pero  hace  mucho  la 
escuela  práctica  de  los  Gobiernos  para  comprender- 
en qué  casos  se  dejan  indefensos  los  altos  intereses 
del  Estado,  y en  qué  casos  es  necesario  estar  identi- 
ficados con  el  pensamiento  y con  el  secreto  del  Go- 
bierno; y vea  8.  S.  cómo  todas  esas  opiniones  no  eran 
una  invención  mia,  sino  que  las  expuse  en  los  dias  an- 
teriores copiándolas  de  los  fundamentales  conceptos 
que  habían  emitido  los  hombres  de  la  escuela  liberal. 

Pero  yo  voy  á decir  al  Sr.  González  qué  si  S.  S. 
como  oficial  del  Consejo  de  Estado  no  ha  tenido  ne- 
cesidad de  consultar  el  pensamiento  del  Gobierno 
ni  su  secreto,  á mí  me  lia  sucedido  otra  cosa  muy 
distinta.  Yo,  como  procurador  del  Rey,  denomina- 
ción que  ha  puesto  S.  8.  en  las  sentencias  del  Conse- 
jo de  Estado,  donde  dice  mi  fiscal , y por  consiguien- 
te por  algo  lo  dice  S.  M.,  y por  algo  he  podido  yo 
llamarme  procurador  del  Rey,  y por  algo  he  podido 
decir  que  tenia  encomendada  la  defensa  de  los  inte- 
reses generales  de  la  Administración  pública  y del 
Estado.  jAh,  Sr.  González!  Su  señoría,  en  la  modesta 
esfera  de  oficial  del  Consejo  de  Estado,  no  ha  podido 
apreciar  las  altas  conveniencias  administrativas  y po- 
líticas que  van  anejas  á ese  alto  cargo  de  fiscal,  y 
mucho  más  al  de  presidente  del  Consejo  de  Estado; 
pero  S.  S.  habrá  de  reconocer  que  hay  muchos  casos 
en  que  es  imposible  que  un  tribunal  de  justicia  re- 
suelva con  acierto  las  diferentes  cuestiones  que  van 
á la  vía  contencioso-administrativá;  y voy  á citar 
como  ejemplo  un  solo  hecho,  sin  citar  persoualid.a- 
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des  ni  Corporaciones,  para  que  me  diga  el  Sr.  Gonzá- 
lez si  ese  caso  hubiera  podido  ser  fallado  por  un  tri- 
bunal de  justicia. 

La  guerra  civil  habia  devastado  completamente 
las  provincias  del  Norte;  una  ciudad  importantísima 
habia  agotado  los  recursos  de  su  presupuesto,  habia 
acudido  al  patriotismo  y al  espíritu  liberal  de  sus  ve- 
cinos, y habia  reunido  sumas  cuantiosas,  con  las  cua- 
les realizó  las  fortificaciones  de  la  plaza;  merced  á 
esto,  el  espíritu  liberal  se  habia  levantado,  y las  hues- 
tes carlistas  no  habían  podido  penetrar  en  el  recinto 
de  tan  esforzada  ciudad.  Acabó  la  guerra  civil;  aquel 
Ayuntamiento  vino  á reclamar  el  importe  de  los  gas- 
tos hechos  para  la  fortificación  y defensa,  gastos  que 
en  gran  parte  estaban  revestidos  de  las  formalidades 
legales,  pero  que  en  no  pequeño  número  carecían  de 
esos  requisitos,  corno  creados  é impuestos  por  el 
apremio  de  las  circunstancias  y por  las  necesidades 
de  la  defensa.  ¿Cree  el  Sr.  González  que  un  negocio 
de  esta  índole  y de  estas  condiciones  hubiera  podido 
someterse  al  criterio  cerrado  de  un  tribnnal  de  jus- 
ticia? ¿No  reconoce  S.  S.  que  en  esta  cuestión  admi- 
nistrativa palpitaba  otra  esencialmente  política,  y que 
además  encerraba  para  el  porvenir  la  cuestión  de  es- 
timular d esa  población  liberal  para  que,  si  por  des- 
gracia se  repetía  el  caso  de  tener  que  defenderse  de 
los  carlistas,  no  vacilase  en  sacrificar  sns  intereses  y 
los  ajenos  en  defensa  de  la  idea  liberal,  de  los  prin- 
cipios fundamentales  y de  la  Monarquía?  Pues  estas 
cuestiones  no  pueden  absolutamente  llevarse  á los 
tribunales  de  justicia,  y hay  necesidad  de  resolverlas 
por  la  vía  contencioso-administrativa,  con  altísima 
previsión  y con  una  exquisita  prudencia;  porque  solo 
así  aquella  población  ha  podido  ó podrá  muy  pronto 
reintegrar  el  importe  de  las  fortificaciones  que  levan- 
tó para  defender  las  instituciones  y la  integridad  de 
la  Patria. 

Este  caso  y otros  que  pudiera  citar,  demostrarán 
al  Sr.  González,  de  una  manera  evidentísima,  que  no 
pueden  resolverse  con  el  criterio  de  los  tribunales  de 
justicia,  sino  que  han  de  resolverse  de  acuerdo  con 
el  Gobierno,  entendiendo  su  pensamiento  político,  su 
pensamiento  administrativo,  y estando  en  el  secreto 
y en  la  marcha  de  todas  estas  cuestiones.  No  he  di- 
cho, por  consiguiente,  ninguna  herejía,  como  afirma- 
ba el  Sr.  González  la  tarde  del  sábado,  sino  que  lie 
sostenido  una  solución  verdaderamente  racional,  al 
afirmar  que  la  única  jurisdicción  posible  aquí  es,  ora 
sea  delegada,  ora  sea  retenida,  la  que  vive  y reside 
en  el  Consejo  de  Estado. 

Al  defender  S.  S.  la  teoría  ele  la  jurisdicción  dele- 
gada, hacía  observar  que  con  mi  sistema  se  daba  la 
anomalía  de  que  el  Ministro  que  ha  dictado  la  Real 
orden  fuese  el  mismo  que  aprobase  la  sentencia.  No 
sé  dónde  ha  encontrado  S.  S.  dentro  de  la  ley  esa  doc- 
trina. Si  esto  se  hace,  será  una  corruptela,  pero  no  lo 
que  dice  la  ley.  La  consulta  que  formula  el  Cousejo 
de  Estado,  en  Sala  de  lo  Contencioso  ó en  pleno,  se 
dirige  á la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  y 
dice  el  reglamento  que  el  Consejo  de  Ministros  re- 
solverá sobre  esa  consulta,  aconsejando  al  Rey  lo 
que  leuga  por  conveniente,  y de  esa  facultad  bausa- 
do  este  Gobierno,  como  lo  hizo  en  el  pleito  de  las 
grúas  de  Málaga,  así  como  en  materia  de  competen- 
cias usó  este  Gobierno  l-ambieu  de  esa  facultad  en  la 
competencia  do  Torrcx,  necesitando  después  publicar 
un  Real  decreto  para  justificar  aquella  Infracción.  81 


hay,  pues,  la  corruptela  de  pedir  opiaiou  á este  ó al 
otro  Ministro,  eso  no  prueba  nada,  porque  eso  no  es 
legal,  puesto  que  el  procedimiento  que  debe  seguir 
la  consulta  del  Consejo  de  Estado  es  someterse  a la 
resolución  solemne  del  Consejo  de  Ministros,  no  á la 
del  Ministro  que  ha  dictado  la  Real  orden. 

Respecto  ai  procedimiento,  y es  \o  último  que 
tengo  que  rectificar,  S.  S.  hizo  dos  afirmaciones:  pri- 
mera, que  el  procedimiento  que  se  propone  es  más 
breve  que  el  que  hoy  existe;  segunda,  que  el  depósito 
que  exige  el  dictámen  de  la  Comisión,  lo  ha  exigido 
inspirándose  en  el  proyecto  del  Sr.  Cánovas,  y por 
tanto,  que  debía  yo  preguntar  al  Sr.  Cánovas  qué  es 
lo  que  queria  decir  con  aquel  depósito.  Voy  á demos- 
trar á S.  S.  que^ ninguna  de  las  dos  afirmaciones  es 
exacta. 

¿Qué  proponen  SS.  SS.  para  la  cuestión  previa? 
Que  se  alegue  como  excepción  dilatoria.  ¿Cuál  será 
su  procedimiento?  Escrito  del  interesado;  traslado  a 
las  partes;  práctica  de  pruebas,  si  éstas  se  estiman 
necesarias;  vista  y sentencia.  ¿Sabéis  cuál  es  el  ac- 
tual procedimiento?  Se  presenta  la  demanda;  se  pasa 
al  fiscal;  si  éste  está  conforme  con  la  admisión,  se 
admite;  si  el  fiscal  se  opone,  no  se  da  traslado  á nadie, 
se  celebra  la  vista  y se  falla.  Comparad  este  procedi- 
miento con  el  que  propoue  la  mayoría  de  la  Comisión, 
y decidme  cuál  es  más  breve. 

Eu  cuanto  á la  cuestión  del  depósito,  que  yo  cali- 
fiqué y sigo  calificando  de  verdadera  denegación  de 
justicia,  voy  á citaros  algunos  textos  para  ver  si  os 
convencéis  de  que  la  paternidad  de  ese  engendro  no 
corresponde  al  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  sino  á la  ma- 
yoría de  la  Comisión  y al  Sr.  Sagasta. 

En  el  art.  80  de  aquel  proyecto  se  exigía  un  de- 
pósito de  1.000  pesetas;  pero  ¿para  qué?  Para  la  inter- 
posición del  recurso  de  revisión;  es  decir,  después  de 
haber  fallado  la  Sala  de  lo  Contencioso,  de  haber  una 
sentencia,  de  poder  apreciarse  la  temeridad  del  recur- 
so, por  tratarse  do  una  especie  de  casación.  Como  el 
Sr.  Cánovas  no  trataba  más  que  de  reproducir  el  dic- 
támen de  la  Comisión  magna,  tuvo  que  decir,  y dijo 
en  el  art.  76  del  provecto  de  16  de  Marzo  de  1885, 
que  para  la  interposición  del  recurso  de  revisión  era 
necesario  consignar  como  depósito  1.000  pesetas. 

¿Pero  qué  ha  traído  por  vez  primera  el  Sr.  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  en  su  proyecto,  que 
habéis  combatido,  de  22  de  Julio  de  188G?  El  art.  24 
exige  un  depósito  de  125  pesetas  para  la  admisión  de 
la  demanda,  y avanzando  mucho  más,  la  mayoría  de 
la  Comisión  en  su  art.  26  acoge  la  misma  idea,  pero 
la  agrava  mucho  más,  porque  establece  una  escala 
gradual,  según  la  importancia  de  los  casos  litigiosos, 
de  1.000,  de  500  y do  100  pesetas.  No  corresponde, 
pues,  la  paternidad  de  este  engendro  al  Sr.  Cánovas, 
sino  al  Sr.  Sagasta,  que  ha  exigido  que  antes  de  la 
demanda,  antes  de  pedirse  justicia,  y para  reclamarla, 
se  consigne  un  depósito  que  será  insignificante  para 
unos,  que  será  muy  importante  para  otros. 

Y la  Comisión,  partiendo  de  este  mismo  principio, 
ha  establecido  idéntico  pensamiento,  agravándole. 
Comprenda  el  Congreso  la  diferencia  que  hay  entre 
estas  dos  afirmaciones:  la  Comisión  de  notables  y el 
Sr.  Cánovas  dijeron:  para  interponer  un  recurso  de 
revisión,  exíjase  1.000  pesetas;  pero  el  Sr.  Sagasta  y 
el  dictamen  de  la  Comisión  dice:  exíjase  1.000,  500 
y 100  pesetas:  si  exigís  esta  limitación  al  que  pro- 
pone la  demanda,  comenzáis  por  una  verdadera  de- 
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negación  de  justicia,  por  dificultar  la  justicia  con- 
teacioso-administrativa. 

lie  concluido,  Sr.  Presidente,  las  rectificaciones 
que  tenía  que  hacer  al  discurso  del  Sr.  Gonzadez  del 
sábado  último,  y solo  me  resta  para  terminar  consig- 
nar una  observación.  El  sábado  se  motejaba  y se  de- 
cía que  sin  duda  para  facilitar  la  discusiou  de  un  pro- 
yecto de  esla  naturaleza,  y es  de  advertir  que  proyec- 
tos de  esta  clase  han  tenido  aquí  siempre  una  discu- 
sión detenida  y han  sido  objeto  de  considerable  nú- 
mero de  enmiendas,  tanto  que  dentro  de  las  Cortes 
Constituyentes  y en  la  legislatura  de  1859  acaso  no 
se  registre  una  discusión  más  brillante  que  la  que 
sostuvieron  los  apóstoles  de  la  libertad  defendiendo 
la  jurisdicción  retenida  en  el  Consejo  de  Estado;  que 
sin  duda  para  facilitar  la  discusión  había  yo  presen- 
lado  35  enmiendas.  Es  verdad  que  he  presentado  esas 
35  enmiendas,  que  con  las  8 de  hoy  son  43,  á un 
proyecto  que  tiene  81  artículos;  pero  ¿sabéis  lo  que 
significan  esas  enmiendas?  Son  un  contraproyecto 
al  dictamen  de  la  mayoría;  unidlas  todas  y vereis  que 
constituyen  un  pensamiento  completo. 

¿Y  qué  pretendéis  de  mí,  que  no  tengo  el  derecho 
do  presentar  enmiendas  á todos  los  trabajos  parla- 
mentarios? Pero  ¿de  que  infiere  el  Sr.  González  que  la 
presentación  de  estas  enmiendas  responde  á una  idea 
dilatoria  y obstruccionista?  Debo  terminar  rechazan- 
do esta  graLuita  suposición  y diciendo  que  el  debate 
demostrará  que  esas  enmiendas  se  han  presentado 
para  hacer  evidentes  muchas  de  las  omisiones  que 
habéis  padecido,  algunas  de  las  equivocaciones  en  que 
habéis  incurrido,  y para  demostrar,  finalmente,  que  el 
dictamen  de  la  mayoría  de  la  Comisión,  como  dije  an- 
tes, no  puede  aceptarse  de  ninguna  manera  por  el 
partido  liberal-conservador. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Cárdenas):  El  señor 
González  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  GONZALEZ  (i).  Alfonso):  I)e  la  propia  ma- 
nera que  el  Sr.  Danvila  ha  tenido  la  bondad  de  inau- 
gurar su  rectificación  con  un  encomio  harto  inmere- 
cido de  mi  humilde  discurso  del  sábado,  la  cortesía 
demanda  que  yo  comience  la  raía  dándole  muchísi- 
mas gracias  por  tantos  elogios.  Y cumplido  este  de- 
ber do  cortesía  respecto  del  Sr.  Danvila,  como  tengo 
el  propósito  de  abreviar  lodo  lo  posible  mi  rectifica- 
ción, voy  á descargarme,  en  primor  término,  de  una 
acusación  que  ha  repetido  contra  la  Comisión  esla 
tarde  S.  S.,  á pesar  de  que  yo  ia  creía  suficientemen- 
te contestada  en  el  dia  de  ayer,  y después  á rectificar 
algunos  de  los  conceptos  que  lia  atribuido  á la  Co- 
misión el  Sr.  Danvila  y á suplir  algunas  de  las  de- 
ficiencias que  se  lia  servido  señalar  en  mi  discurso. 

Decía  yo  ayer  que  el  dictamen  de  la  Comisión 
tiene  estado  parlamentario,  para  usar  la  misma  frase 
del  Sr.  Danvila,  y que  no  ha  cometido  la  Comisión  la 
menor  falta  no  acompañando  á su  dictamen  el  pro- 
yecto de  ley  llamado  de  los  notables. 

La  razón  que  yo  tenía  para  esto,  era  que  ese  ar- 
tículo 4.u  de  la  ley  de  1879  fué  cumplido  por  el  señor 
Cánovas  en  1885  y que  no  podía  considerarse  como 
precepto  vigente  en  todo  tiempo  y para  toda  ocasión 
en  que  cualquier  Gobierno  trajese  á las  Corles  una 
propuesta  relativa  ii  la  organización  de  lo  contencio- 
só-administrativo.  ¿Es  ó no  exacto  que  el  Sr.  Cáno- 
vas cumplió  el  art,  4.°  de  ia  ley  trayendo  el  proyecto? 
l'ues  si  lo  trajo,  y con  eso  quedó  cumplido  el  mánda- 
lo de  la  ley,  no  lía  de  pretenderse  que  todos  los  Go- 


biernos que  se  ocupen  de  lo  contencioso-administra- 
tivo,  cuando  disientan  de  aquel  proyecto  de  ley,  le 
acompañen  al  que  ellos  formulen  y á los  dictámenes 
de  las  Comisiones  respectivas. 

El  Sr.  Danvila  ha  tenido  perfecta  razón  cuando  ha 
asegurado  que  algunas  de  las  alegaciones  de  su  pri- 
mer discurso  han  quedado  sin  contestar  por  parte  de 
la  Comisión.  Sabe  bien  8.  S.  que  yo  seguí  el  órden 
que  S.  S.  mismo  me  trazara,  y que  puse  fin  precipi- 
tadamente á mi  discurso,  porque  espiraban  las  horas 
reglamentarias  de  la  sesión  del  sábado,  y mediando 
un  dia  festivo  y quedando  algunas  observaciones  de 
detalle  solamente  «á  que  contestar,  me  parecía  una 
impertinencia  molestaros  hoy  con  una  segunda  parte 
de  aquella  desaliñada  peroración;  pero  no  tengo  in- 
conveniente en  dar  á S.  S.  esas  propias  contestacio- 
nes por  vía  de  rectificación,  puesto  que  S.  S.  ha  vuelto 
sobre  ese  mismo  asunto,  y voy  á hacerlo  en  cuanto 
pueda. 

En  primer  término  diré  que  el  Sr.  Danvila  no 
afirmaba  lo  exacto  cuando  suponia  que  el  Consejo  de 
Estado  había  desaparecido  por  supresión  en  1874.  Su 
señoría,  para  demostrar  esta  aseveración  perfecta- 
mente inexacta,  leyó  el  art.  l.°  de  un  Real  decreto  de 
aquel  año  que  dice:  «queda  disuelto  el  Consejo  de  Es- 
tado;» pero  con  buena  fe  que  no  envidio  por  cierto, 
dejó  de  leer  el  art.  2.°  de  ese  mismo  decreto,  en  que 
se  reorganiza  el  Consejo  de  Estado  de  una  manera 
tai,  que  no  podrá  el  Sr.  Danvila  manifestar  qué  (lia 
del  año  1874  dejó  de  funcionar  aquel  alto  Cuerpo 
consultivo. 

Hubo  otra  observación  en  cierto  modo  capital  y 
muy  propia  de  una  discusión  de  totalidad,  que  tam- 
bién deje  sin  contestar  y que  no  me  creo  excusado  de 
contestar  ahora,  pero  he  de  hacerlo  con  las  propias 
palabras  del  Sr.  Danvila. 

Ocupándose  S.  S.  del  preámbulo  del  dictámen  de 
la  Comisión  y de  aquella  parte  de  él  en  que  se  afirma 
que  hemos  procurado  establecer  en  lo  posible  una  per- 
lecta  igualdad  entre  las  condiciones  del  Estado  y la  de 
los  particulares  que  con  él  litigan  en  la  vía  contencio- 
sa, decía  8.  S.:  «¿Pero  qué  ha  tenido  que  establecer  la 
Comisión  aquí? Bajo  este  punto  de  vista,  ¿qué  ha  tenido 
que  hacer  la  Comisión?  ¿Cuándo  no  haexistidofson  las 
palabras  de  S.  S.)  en  la  vía  contencioso  administrativa 
esta  igualdad  de  la  defensa?»  Pues  voy  á contestar 
á S.  S.  con  palabras  que  pronunció  S.  S.  mismo  cinco 
minutos  después.  «Ei  Estado  por  algo  es  Estado,  y no 
puede  encontrarse  en  las  condiciones  de  un  particular 
que  litiga.»  ¿En  qué  quedamos?  Elogiando  S.  S.  tanto 
como  elogia  el  procedimiento  actual  de  lo  conten- 
cioso, y encontrando  que  el  Estado  por  algo  es  Estado 
y que  no  se  encuentra  en  las  condiciones  de  un  par- 
ticular que  litiga,  ¿cómo  se  atreve  á sostener  que  la 
Comisión  no  lia  establecido  nada  en  esLe  camino  de 
la  igualdad,  puesto  que  la  igualdad  es  perfecta  desde 
luego?  Y,  en  último  término,  ¿no  censuraba  S.  S.  á la 
Comisión,  porque  señalando  el  plazo  de  tres  meses 
para  acudir  á la  vía  contenciosa,  abreviaba  el  término 
en  que  podía  establecerse  este  recurso  por  la  Admi- 
nistración contra  sus  propias  resoluciones,  para  ca- 
minar siempre  en  dirección  de  esa  igualdad  que  S.  8. 
supone  por  un  lado  que  no  existe,  mientras  por  otro 
lado  censura  que  se  procure? 

Afirmó  8.  8.  en  este  punto,  de  que  también  nece 
sito  ocuparme  al  detalle,  que  la  teoría,  el  principio 
que  hasta  ahora  se  ha  defendido  siempre  es,  que  los 
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plazos  para  reclamar,  ya  fueran  de. diez  años,  como 
ñov,  ya  de  cinco,  como  estableció  la  Comisión  de  no- 
tables, son  y deben  contarse  desde  el  dia  en  que  se 
declare  que  la  resolución  ministerial  es  lesiva.  En 
primer  lugar,  Sr  Danvila,  estos  plazos  para  que  la 
Administración  aciida  á la  vía  contenciosa  no  se  ba- 
ilan establecidos  por  virtud  de  ninguna  teoría  ni  de 
ningún  principio,  sino  por  virtud  de  un  precepto  le- 
gal; y en  segundo  lugar,  ese  precepto  legal  dice  ab- 
solutamente todo  lo  contrario  de  lo  que  ba  afirmado 
S.  8.:  dice  (art.  3.°  del  Real  decreto  de  21  de  Mayo 
de  1 R F> 3 ) que  el  plazo  que  S.  8.  ba  supuesto  de  diez 
años  no  es  sino  de  seis  meses,  en  lo  cual  hay,  como 
se  ve,  uua  no  leve  diferencia. 

Y en  verdad  que  las  palabras  de  S.  S.  me  han  alar- 
mado, porque  bien  pudiera  suceder  que  habiendo  des- 
empeñado durante  dos  años  el  cargo  de  fiscal  de  lo 
contencioso  en  el  Consejo  de  Estado,  hubiera  B.  S., 
por  una  mala  interpretación  de  este  precepto  legal, 
abandonado  los  derechos  é intereses  de  la  Nación,  y 
figurándose  que  los  plazos  para  interponer  las  deman- 
das contra  lo  resuelto  por  la  Administración  misma 
son  de  diez  años,  á contar  desde  que  las  resoluciones 
se  han  declarado  lesivas  de  los  derechos  del  Estado, 
haya  dejado  pasar  los  seis  meses  que  establece  ese 
precepto  legal  para  acudir  á la  vía  contenciosa,  y haya 
dado  lugar  así  á que  los  derechos  del  Estado  sufran 
algún  menoscabo  importante.  No  lo  creo,  desde  luego, 
porque  conozco  toda  la  acuciosidad  de  S.  S.  en  la  de- 
fensa de  esos  mismos  derechos;  pero  no  podrá  negar 
S.  S.  que  si  mientras  ha  desempeñado  su  cargo  ha 
entendido  las  cosas  de  esta  manera,  los  derechos  y 
los  intereses  del  Estado  se  han  hallado  en  inminente 
riesgo  cuando  á S.  8.  han  estado  confiados.  Y para 
demostrar  á 8.  S.  más  cumplidamente  la  inexactitud 
completa  de  su  Opinión  eu  este  punto,  dispuesto  estoy 
á leer  íntegro  el  art.  3.°  del  Real  decreto  de  29  de 
Mayo  de  1853,  y la  jurisprudencia  que  plenamente  lo 
confirma,  fijando  el  plazo  de  seis  meses  para  que  el 
fiscal  do  lo  contencioso  entable  demandas  contra  las 
resoluciones  ministeriales  que  hayan  causado  perjui- 
cios al  Estado;  seis  meses  que  han  de  contarse  desde 
que  otra  Real  orden  haya  declarado  que  la  que  ha  de 
impugnarse  lesiona  los  derechos  de  la  Nación. 

Insiste  el  Sr.  Danvila,  por  otra  parte,  cu  que  con 
el  dictáinen  de  la  Comisión  viene  á romperse  por 
completo  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado,  y 
aunque  he  de  recordar  á 8.  8.  que  esto  lo  decía  á pro- 
pósito del  art.  t.°,  que  establece  las  reglas  generales 
para  la  admisión  de  los  recursos  conteucioso-admi- 
nistrativos,  y que  esta  tarde  se  ha  referido  á otros  ar- 
tículos distintos  del  dictamen,  voy  á contestarle  de 
un  modo  concreto.  En  primer  lugar,  lm  supuesto  8.  S. 
que  rompemos  esa  jurisprudencia,  en  cuanto  en  ella 
se  ba  establecido-  que  cuando  se  hubieren  dictado 
dos  Reales  órdenes  sobre  un  misino  asunto,  el  plazo 
para  entablar  la  vía  contenciosa  ba  de  contarse  desde 
la  primera  Real  órden.  Abusando  eu  realidad  de  mi 
derecho,  he  interrumpido  á S.  8.  preguntándole  qué 
artículo  del  dictamen  modificaba  esa  jurisprudencia, 
y S.  S.  se  ha  servido  no  contestarme,  y aseguro  que 
S.  8.  no  me  contestará.  En  segundo  lugar,  ha  supues- 
to 8.  8.  modificada  esa  jurisprudencia  en  cu  auto  se 
establece  en  el  dictamen  que  pueden  ser  partes  en  el 
pleito  como  coadyuvantes  déla  Administración  quie- 
nes no  lo  hayan  sido  en  la  vía  gubernativa;  y como 
en  el  dia  de  ayer  desenvolvió  8.  8.  esto  pensamiento 


por  completo,  voy  á permitirme  leer  sus  palabras 
para  darle  contestación  cumplida. 

«Noto  también,  decía  S.  8.,  la  contradicción  con 
la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  (esto  lo  con- 
testare  con  un  paréntesis;  no  hay  tal  jurisprudencia), 
de  que  admitís  como  parte  coadyuvante  á aquel  que 
no  lo  ha  sido  en  el  expediente  administrativo;  contra- 
dicción de  principios,  porque  el  que  no  ha  litigado  en 
la  esfera  administrativa,  claro  es  que  no  puede  pre- 
tender la  revisión  del  acuerdo  administrativo  aQLe.  el 
superior.»  Ya  he  dicho  que  la  jurisprudencia  del  Con- 
sejo es  absolutamente  contraria  á esto,  y quisiera  quo 
el  Sr.  Danvila,  si  opina  lo  contrario  que  yo,  pueslo 
que  se  trata  de  una  cuestión  de  hecho,  citara  una 
sola  sentencia  en  que  el  Consejo  de  Estado  se  haya 
negado  á oir  en  un  pleito  contencioso-administrativo 
á uno  que  pretenda  ser  coadyuvante  de  la  Adminis- 
tración, por  la  razón  de  que  no  haya  sido  parte  en  el 
expediente  gubernativo.  Pero  es  que  el  Sr.  Danvila, 
que  con  tanto  lucimiento  ha  desempeñado  durante 
tres  años  el  cargo  de  fiscal  de  lo  contencioso,  ha  de- 
mostrado con  tas  palabras  que  acabo  de  leer,  que  tie- 
ne por  completo  olvidado  lo  que  es  un  coadyuvante 
de  la  Administración;  porque  dice  8.  S.:  ¿quién  ha 
visto  que  se  admita  como  parle  en  un  pleito  en  que 
venga  á pedir  la  revisión  de  un  acuerdo  administra- 
tivo, á quien  no  ha  sido  parte  en  el  expediente  gu- 
bernativo? ¿Pero  S.  8.  no  sabe  que  los  coadyuvantes 
de  la  Administración  no  van  nunca  á los  pleitos  á pe- 
dir revisión  de  acuerdos  administrativos,  sino  por  el 
contrario,  á solicitar  del  Consejo  de  Estado  que  con- 
sulte á 8.  M.  la  completa  absolución  de  la  demanda 
para  la  Administración  y la  absoluta  confirmación  do 
los  acuerdos  administrativos  que  se  impugnan  por 
los  demandantes? 

Pero  en  este  punto  de  olvidar  los  preceptos  lega- 
les hoy  vigentes,  los  mismos  preceptos  legales  con- 
tenidos en  el  reglamento  que  ha  tenido  que  servir  a 
S.  8.  como  norma  única  de  procedimiento  en  la  de- 
fensa de  los  intereses  del  Estado;  en  punto  á olvidar 
estos  preceptos  reglamentarios,  yo  no  conozco  nada 
semejante  á esta  aseveración:  habéis  puesto,  decía  el 
Sr.  Danvila,  habéis  puesto  la  mano  en  la  Fiscalía  del 
Consejo  basta  el  punto  de  autorizar  á un  Ministro  para 
que  designe  un  abogado  especial  para  un  negocio  de- 
terminado; y le  parecia  á S.  S.  que  esto  era  inusita- 
do, casi  casi  irracional.  Pues,  Si».  Danvila,  8.  8.,  siem- 
pre que  ha  despachado  un  pleito  contencioso  como 
fiscal,  ha  de  haber  tenido  á ia  vista  un  libro  como  el 
que  yo  tengo  en  la  mano  ahora,  que  es  el  reglamento 
de  procedimiento  en  lo  contencioso-administrativo, 
cuyo  art.  14  dice  así:  «El  fiscal  representará  y defen- 
derá por  escrito  y de  palabra  á la  Administración  y 
á las  Corporaciones  que  estuvieren  bajo  su  especial 
inspección  y tutela,  cuando  no  litiguen  con  ella  ó en- 
tre. sí  mismas.  El  Gobierno  podrá,  sin  embargo,  cuan- 
do lo  estime  conveniente,  designar  un  comisionado  de 
su  confianza  para  que  desempeñe  dicho  encargo  en 
determinados  negocios.» 

De  modo  que  lo  que  parecia  á 8.  8.  inusitado,  re- 
sulta que  es  lo  vigente,  lo  que  le  parece  á S.  8.  por 
otra  parte  tan  digno  de  encomio. 

En  igual  caso  pongo  la  afirmación  de  parte  del 
8r.  Danvila,  de  que  es  también  inusitado  y contrario, 
absolutamente  contrario  á la  índole  del  procedimien- 
to escrito,  el  que  cuando  se  ba  terminado  la  discu- 
sión escrita  se  propongan  para  el  acto  de  la  vista 
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cuestiones  que  no  se  lian  tratado  anteriormente  en  el 
pleito.  Pero,  Sr.  Danvila,  podrá  ser  que  S.  S.  que  ha 
sido  fiscal  de  lo  contencioso  tres  anos,  no  le  haya 
ocurrido  hacer  esto  que  le  parece  tan  censurable,  tan 
anómalo  y tan  contrario  á los  buenos  principios  pro- 
cesales; pero  la  ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado, 
que  también  S.  S.  ha  debido  tener  presente  para  des- 
pachar cada  pleito,  contiene  un  artículo  relativo  á 
que  se  pueden  tratar  en  la  discusión  oral  cuestiones 
que  no  se  han  tratado  en  la  discusión  escrita,  y no 
que  se  pueden  tratar  por  voluntad  de  las  partes,  sino 
á propuesta  del  Consejo  mismo,  que  es  lo  que  más 
lamentaba  S.  «Art.  61.  Cuando  la  Sección  de  lo 
Contencioso,  al  declarar  concluida  la  discusión  escri- 
ta, crea  conveniente  que  en  la  vista  se  traten  algunos 
puntos  que  no  lo  hayan  sido  en  el  pleito,  lo  pondrá 
en  conocimiento  de  las  partes  al  citarlas  para  la  vista.» 
Por  consiguiente,  cuando  el  Sr.  Danvila  hablaba  de 
estas  novedades,  no  tenía  razón  para  llamarlas  nove- 
dades, ni  ménos  tenía  razón  para  llamarlas  novedades 
lamentables,  después  de  decir  que  lo  vigente  era  lo 
más  plausible  y digno  de  ser  ensalzado. 

Y vamos  á la  infracción  constitucional,  de  la  cual 
voy  á decir  muy  pocas  palabras,  porque  es  inútil  mo- 
lestar á la  Cámara  tratando  este  asunto  bajo  lo  que 
S.  S.  llamaba  el  punto  de  vista  filosófico,  que  podrá 
llamarse  asi  tratándolo  S.  S.,  pero  no  tratándolo  yo 
tan  modestamente,  como  habré  de  hacerlo. 

Respecto  de  este  punto  de  la  infracción  constitu- 
cional, diré  al  Sr.  Danvila  que  el  partido  conservador 
tiene  perfecto  derecho  para  recobrar  su  libertad  de 
acción  y para  sostener  la  jurisdicción  retenida,  des- 
pués de  haberse  roto,  no  sé  si  por  el  Gobierno  ó por 
quién  (por  quien  S.  S.  quiera,  que  para  el  caso  me  es 
igual),  después  de  haberse  roto  la  coucordia,  en  cuyas 
aras  aceptó  el  partido  conservador  la  jurisdicción  de- 
legada; pero  si  el  partido  conservador  aceptó  la  juris- 
dicción delegada,  lo  que  no  puede  hacer  el  partido 
conservador,  y en  representación  de  él  S.  S.,  es  decir 
que  nosotros  infringimos  la  Constitución,  que  este  es 
el  punto  de  la  dificultad.  El  Sr.  Danvila  sostiene  que 
la  instauración  de  un  tribunal  que  conozca  de  lo  con- 
tencioso-administrativo  con  jurisdicción  delegada, 
representa  una  violación  constitucional.  Pues  si  SS.  SS. 
transigían  con  establecer  un  tribunal  con  jurisdicción 
delegada,  evidente  es  que,  segtin  la  lógica  de  SS.  SS., 
transigían  con  una  violación  constitucional,  y evi- 
dente es  también  que  al  defender  yo,  como  defiendo, 
que  no  hay  tal  violación,  defiendo  del  cargo  de  S.  S. 
á la  Comisión,  al  Gobierno  y al  partido  conservador. 

Por  lo  demás,  cuanto  diga  el  Sr.  Danvila  para  de- 
mostrar que  las  Comisiones  provinciales  no  fallan,  sino 
que  consultan,  es  decir,  que  en  la  primera  instancia 
del  procedimiento  actual  contcncioso-administrativo 
no  existe  la  jurisdicción  delegada,  sino  la  jurisdicción 
retenida  por  el  Poder  ejecutivo,  me  parece  que  será 
en  vano.  ¿Puede  negar  S.  S.  que  las  sentencias  que 
dictan  las  Comisiones  provinciales  son  definitivas? 
Porque  esta  es  la  cuestión.  Si  las  Comisiones  provin- 
ciales fallan  definitivamente,  claro  es  que  fallan  con 
jurisdicción  delegada;  y la  prueba  de  esto  es  que  los 
amigos  de  S.  B.,  porque  yo  estoy  contestando  á S.  S. 
con  los  argumentos  de  sus  propios  amigos,  los  ami- 
gos de  S.  8.,  en  el  proyecto  de  ley  que  trajo  aquí  el  se- 
ñor Cánovas  del  Castillo,  decían  que  la  primera  ins- 
tancia se  conservaba  casi  como  se  hallaba  establecida, 
puesto  que  las  Comisiones  provinciales  no  consultan, 


como  el  Consejo  de  Estado,  sino  que  dictan  verdade- 
ras sentencias;  así  entienden  las  cosas  los  amigos  do 
S.  S.:  si  S.  S.  lo  quiere  más  claro,  pídalo  á sus  propios 
amigos,  que  yo  á la  Opinión  de  ellos  me  atengo  y en 
la  opinión  de  ellos  estoy. 

Para  demostrar  S.  S.  con  nuevos  argumentos  que 
no  hay  en  materia  contencioso-administrativa  nada 
mejor  que  la  jurisdicción  retenida,  ha  venido  esta 
tarde  armado  con  un  arsenal  de  citas  de  personas  ver- 
daderamente notables,  que  ha  calificado  de  liberales, 
y algunas  de  las  cuales  en  esla  materia  lo  han  sido 
solo  hasta  cierto  punto. 

Pero  como  esas  opiniones  se  emitieron  en  1856, 
yo  diré  á S.  S.  que  desde  entonces  las  cosas  bau  cam- 
biado mucho  aquí  y en  todos  los  países  en  materia  de 
derecho  administrativo.  ¿Y  qué  tiene  de  particular 
que  hayan  cambiado,  cuando  S.  S.  mismo  atribuía  á 
su  propio  jefe  un  cambio  radical  cuando  nos  decía 
anteayer  que  eL  Consejo  Real  perdió  en  1854  su  ape- 
llido y vino  á llamarse  Consejo  de  Estado,  porque  á 
los  revolucionarios  de  1854  les  sonaba  mal  la  palabra 
Rea l?  Hubiera  hecho  bien  S.  S.,  acordándose  del  se- 
ñor Cánovas  del  Castillo,  en  no  referirse  á los  revolu- 
cionarios de  1854  genéricamente,  sino  diciendo  en  lu- 
gar de  atodos  los  revolucionarios  de  1854,»  «casi  todos 
los  revolucionarios  de  1854.»  Pues  lo  mismo  digo  á 
S.  toctos  los  liberales  hemos  opinado  siempre  por 
la  jurisdicción  delegada;  si  bien  es  de  advertir  que  los 
revolucionarios  de  1854  no  encontraban  mal  que  el 
Consejo  se  llamase  Real.  Pero  después  de  todo,  Sres.  Di- 
putados,  esos  textos  ensenan  mucho  respecto  de  la  di- 
ferencia que  existe  y debe  existir  entre  las  autoridades 
judiciales  y las  autoridades  administrativas.  ¿No  re- 
cuerda el  Sr.  Danvila  que  yo  no  be  pretendido  en 
ninguna  frase  de  mi  discurso  confundir  estos  dos 
órdenes  de  autoridades?  Lo  que  yo  be  sostenido,  y á 
eso  es  á lo  que  pretendía  contestar  S.  S.  con  argu- 
mentos de  autoridad,  lo  que  yo  be  sostenido  enfrente 
de  la  tésis  de  S.  S.,  es  que  para  dictar  sentencias,  para 
administrar  justicia,  no  pueden  los  tribunales  admi- 
nistrativos tener  enfrente  de  las  leyes  un  criterio  dis- 
tinto del  que  deben  siempre  tener  los  tribunales  de 
justicia;  lo  que  yo  lie  sostenido  es  que  unos  y otros 
deben  aplicar  las  leyes  en  todo  su  rigor;  y por  eso 
afirmo  aquí,  defendiendo  de  ataques  indirectos  de 
S.  S.  al  Consejo  de  Estado , que  yo  no  he  visto  allí 
jamás  que  por  encima  de  la  ley,  cuando  se  consultan 
á S.  M.  proyectos  de  sentencias,  se  ponga  convenien- 
cias públicas  ni  fiecesidades  sociales.  Yo  no  be  visto 
allí  jamás,  para  usar  las  palabras  de  S.  S.,  que  el  Con- 
sejo se  inspire  en  los  pensamientos  del  Gobierno , busque 
préviamente  al  proponer  un  fallo  los  sea%elos  del  Go- 
bierno, y se  identifique , como  decia  S.  S. , con  las  reso- 
luciones mismas  de  cuya  revocación  se  trata.  Cite 
S.  S.  un  tratadista  de  derecho  administrativo  que  diga 
ni  directa  ni  indirectamente  que  quien  administra  la 
justicia  en  lo  contencioso  ha  de  inspirarse  en  los  pen- 
samientos y en  los  secretos  del  Gobierno.  iQué  ha  do 
encontrar  eso  S.  S.  en  ninguna  parte! 

Claro  es  que  yo  no  he  tenido  en  mi  modesta  posi- 
ción de  oficial  del  Consejo  de  Estado,  claro  es  que  no 
be  tenido  nunca  que  consultar  á los  Ministros  sobre 
sus  conveniencias;  en  primer  término,  porque  mi  po- 
sición era  bastante  humilde  para  tener  que  consultar 
á los  Ministros  de  la  Corona  lo  que  yo  había  de  pro- 
poner á la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Estado,  que  ni  siquiera  á la  Sala  de  lo  Contencioso,  <5 
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mejor  dicho,  al  cousejero  ponente  designado  por  la 
Sección  de  lo  Contencioso;  y en  segundo  lugar,  por- 
que yo  aseguro  al  Sr.  Dauvila  que  si  algún  consejero 
me  hubiera  exigido  que  para  proponerle  un  proyecto 
de  sentencia  fuese  préviamente  á consultar  los  secre- 
tos del  Gobierno  y los  pensamientos  del  Gobierno,  no 
hubiera  ido  y hubiera  considerado  que  yo  no  estaba 
bien  en  el  Consejo. 

Su  señoría  habrá  tenido  ocasión  de  ir  á hacer  esas 
consultas,  y no  solo  habrá  tenido  Ocasión  de  ir  á ha- 
cerlas, sino  que  tenía  la  Obligación  de  ir  á hacerlas; 
no  crea  el  Sr.  Danvila  que  le  censuro  por  ello:  S.  S , 
como  fiscal  del  Consejo,  ha  tenido  la  obligación  de 
inspirarse  eu  los  secretos  del  Gobierno  y en  los  pen- 
samientos del  Gobierno;  pero  nadie  más  que  S.  8.  y 
los  tenientes  fiscales  á sus  órdenes;  que  los  oficiales 
desde  su  humilde  estera,  y los  consejeros  desde  su 
alta  jerarquía,  cuando  han  tenido  que  proponer  al 
Gobierno  una  resolución,  no  han  debido  hacer  eso,  ni 
más  que  leer  las  leyes,  interpretarlas  con  rectitud  y 
aplicarlas  en  todo  su  rigor. 

Como  no  quisiera  dejar  nada  por  contestar,  á true- 
que de  molestarlos  voy  á hacerme  cargo  del  caso  con- 
creto que  el  Sr.  Danvila  ha  citado.  Su  señoría  me  pre- 
guntaba si  yo  creía  que  era  cuestión  que  pudieran 
resolver  los  tribunales  de  justicia,  el  indemnizar  á una 
población  liberal  de  las  Provincias  Vascongadas  de  los 
gastos  que  había  hecho  para  defenderse  de  la  invasión 
carlista.  Ya  mi  amigo  el  Sr.  Gutiérrez  de  la  Vega, 
más  competente  que  yo  sin  duda  en  estas  materias,  y 
desde  luego  más  vehemente,  eu  esta  tarde  se  ha  apre- 
t u i ¿ido  á contestar  á S.  S.  que  eso  entra  en  las  fa- 
cultades discrecionales  del  Gobierno.  (EL  $>•.  Danvila: 
¿Las  cuentas  de  fortificaciones?  No  es  posible.) 

May  ley  ó no  hay  ley.  Si  hay  ley,  el  derecho  nace 
de  la  ley,  y entonces  evidentemente  no  queda  en  las 
facultades  discrecionales  del  Gobierno,  puesto  que  una 
ley  ha  regulado  los  derechos  de  esas  Corporaciones 
éntrente  del  Estado.  Pero  si  no  hay  una  ley,  como  pa- 
íece  indicar  el  Sr.  Danvila,  solo  en  las  facidtades  dis- 
crecionales del  Gobierno  está  otorgar  ó negar  esa  que 
es  una  verdadera  gracia.  Y de  tal  manera  es  una  ver- 
dadera gracia,  que  S.  S.  mismo  decía  que  la  Corpora- 
ción reclamante  no  habia  podido  presentar  los  justi- 
ficantes de  la  gracia  que  pedia,  y si  S.  8.  quiere,  del 
derecho  que  ostentaba.  (El  Sr.  Danvila:  Pero  aquello 
era  uua  demanda  á la  cual,  debidamente  autorizado 
tuvo  que  allanarse  el  fiscal  de  S.  M.) 

Ya  me  parece  esto  cosa  distinta;  ya  S.  S.  me  ha 
hecho  una  revelación.  Resulta  de  las  palabras  de  su 
señoría,  que  el  Consejo  de  Estado  no  tuvo  que  con- 
sultar á S.  M.  el  otorgamiento  de  .esa  gracia  ó el  re- 
conocimiento de  ese  derecho,  sino  que  el  Gobierno, 
por  un  movimiento  espontáneo  de  su  voluntad,  quizá 
para  no  poner  al  Consejo  de  Estado  eu  el  trance  de 
consultarle  una  resolución  negativa,  dio  la  afirmativa 
por  el  medio  directo  de  ordenar  á S.  S.  que  se  allana- 
se á la  demanda.  Pero  entonces,  ¿por  qué  cita  S.  S. 
este  como  caso  en  que  la  jurisdicción  conteucioso- 
administrativa  se  ha  atenido  al  criterio  del  Gobierno? 

El  Gobierno  es  el  que  se  ha  atenido  á sus  propias 
conveniencias  mandando  á S.  S.  que  se  allanase  A 
la  demanda,  y por  consiguiente,  que  hiciese  salir  el 
pleito  do  la  jurisdicción  contencioso  administrativa; 
pero  ésta  no  se  ha  ejercitado  poco  ni  mucho  en  ese 
negocio  á que,  según  confesión  de  8.  S.,  ni  aun  el 
nombre  de  pleito  puede  darse. 


Por  lo  que  hace  á la  brevedad  del  procedimiento, 
muy  pocas  palabras,  Sres.  Diputados,  y seráu  las  úl- 
timas. Nosotros  no  liemos  añadido  al  procedimiento 
establecido  en  ol  reglamento  de  1846,  hoy  vigente,  ni 
un  solo  trámite:  nosotros  liemos  suprimido  el  trámite 
prévio  de  la  admisión  de  la  demanda,  dejándolo  como 
excepción  dilatoria  de  incompetencia  que  puede  pro- 
poner el  fiscal  de  8.  M.  El  Sr.  Danvila,  sin  embargo 
afirmaba  ayer  para  demostrar  que  nuestro  procedi- 
miento será  más  largo,  que  cuando  este  nuevo  tribu- 
nal cuyo  organismo  viene  á crearse  tenga  que  entrar 
forzosamente  en  los  moldes  de  la  justicia  ordinaria  y 
tenga  que  recibir  los  pleitos  á prueba,  quiera  ó no 
quiera,  y tenga  que  admitir  la  intervención  de  los 
procuradores,  quiera  ó no  quiera,  en  este  tribunal  re- 
sultará el  procedimiento  mucho  más  dilatorio  que  el 
actual.  Pero  ¿quién  ha  dicho  al  Sr.  Dauvila  que  el 
Tribunal  Superior  Gontencioso  tendrá  por  fuerza  que 
recibir  los  pleitos  á prueba,  y quién  ha  dicho  á S.  S. 
que  el  1 ribunal  Superior  Contencioso  tendrá  por  fuer- 
za que  atenerse  á la  ritualidad  del  procedimiento  ci- 
vil? ¿Para  qué  le  damos  un  procedimiento  distinto  del 
establecido  en  la  ley  de  enjuiciamiento  civil?  ¿Es  que 
de  esta  manera  entiende  8.  S.  la  eficacia  de  la  ley? 
¿Es  que  S.  S.  cree  que  cuando  hacemos  una  ley  la 
hacemos  para  que  se  cumpla  otra? 

Y nada  más,  Sres.  Diputados.  Yo  no  he  entrado  ni 
entro  en  el  terreno  de  los  propósitos  que  hayan  guiado 
al  Sr.  Danvila  al  presentar,  no  unas  cuantas  eumien- 
d;is  que  constituyen  un  contraproyecto  enfrente  del 
dictámcu,  sino  un  contraproyecto  eufrento  del  dictá- 
mcu  como  enmienda  al  art.  t.n,  y además  una  mul- 
titud de  enmiendas,  á las  que  todavía  anuncia  S.  S. 
que  ha  de  agregar  algunas  respecto  á los  demás  ar- 
tículos. Su  señoria  cree  que  esto  es  una  obra  patrióli- 
ca>  Y yo  creo  que  esto  es  mía  obra  que  entorpecerá  la 
satisfacción  de  una  necesidad  tan  imperiosa  como  la 
de  salir  de  la  situación  actual  de  lo  contencioso-admi- 
nistralivo.  A uno  y á otro,  la  couducta  de  S.  S.  y la 
conducta  de  la  Comisión,  los  juzgará  el  país,  y sobre 
todo  los  juzgará  aquella  parte  del  país  que  está  actual- 
mente sometida  á las  deficiencias,  á las  tristes  defi- 
ciencias de  la  organización  actual  de  lo  contencioso- 
administrativo. 

El  Sr.  DAN  VIDA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S.  para  rectificar. 

El  Sr.  DANVILA:  Más  que  para  rectificaras  para 
decir  al  Congreso  la  razón  por  que  no  lo  hago.  Sería 
imperdonable  en  mi  que,  después  de  tres  dias  de  lle- 
var la  palabra  en  esta  cuestión,  entrara  á discutir  de- 
talles con  el  Sr.  González  y entretuviera  á la  Cámara 
en  todo  lo  que  resta  de  sesión. 

Yo  prometo  que  al  discutir  las  enmiendas  presen- 
tadas me  ocuparé  en  contestar  las  afirmaciones  que 
ha  hecho  el  Sr.  González,  en  consideración  al  que  me 
levanto  en  este  momento  para  darle  esta  especie  de 
satisíacciou  de  cortesía  y aplazar  para  ocasión  más 
oportuna  las  nuevas  rectificaciones  que  merecen  los 
detalles  de  su  discurso. 

El  Sr.  GONZALEZ  (D.  Alfonso):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  GONZALEZ  (D.  Alfonso):  Si  el  Sr.  Presi- 
dente me  lo  permite,  no  haré  otra  cosa  qne  dar  las 
gracias  al  Sr.  Danvila  por  sus  explicaciones. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
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Sr.  Cárdenas  tieue  la  palabra  para  consumir  el  segun- 
do Lurno  en  contra. 

El  Sr.  CARDENAS:  Señores  Diputados,  la  oca- 
sión y hasta  la  forma  misma  en  que  pedí  la  pala- 
bra para  intervenir  en  este  debate,  dicen  con  más  se- 
vera exactitud  que  pudiera  hacerlo  ahora,  los  mó- 
viles que  á ello  me  impulsaron.  Debo,  sin  embargo,  á 
Jni  sinceridad  de  mis  propósitos  la  declaración  que 
lago  del  interés  que  me  inspiró  desde  un  principio 
este  asunto,  y de  mi  deseo  de  tomar  parte  en  su  dis- 
cusión. Por  eso,  allí  donde  pude  creer  que  primera- 
mente se  suscitara,  acudí  presuroso;  y ante  la  Comi- 
sión, en  la  audiencia  pública  que  celebrara,  expuse 
algunas  consideraciones,  y sobre  todo,  lijé  mi  acti- 
tud frente  al  proyecto  del  Gobierno,  que  era,  á mi  en- 
tender, todo  lo  que  á mi  prudencia  le  estaba  permiti- 
do en  aquellas  circunstancias.  Después  he  seguido  el 
laborioso  proceso  de  este  asunto  en  el  seno  de  la  Co- 
misión. Supe  sus  antagonismos  y sus  luchas;  y supe, 
por  fin,  que  se  preparaba  un  dictamen  de  mayoría 
por  transacción  y un  voto  particular;  dictámen  y voto 
particular  que  aquí  han  venido,  y de  los  cuales  ya  no 
existe  más  que  el  primero,  objeto  de  este  debate,  pues 
el  voto  particular,  á juicio  mió,  con  falta  de  deteni- 
miento y de  la  detención  que  mcrecia,  ligeramente 
discutido,  fué  dcf  abado  por  la  Cámara. 

Con  estos  antecedentes,  quizá  pueda  causar  ex- 
traueza  que  yo  diga  ahora  á la  Cámara  que  entro  en 
este  debate  sin  entusiasmo,  ¡qué  digo  sin  ctusiasmo! 
casi  sin  interés,  jqué  digo  sin  interés!  tardía  y perezo- 
samente. Cuando  el  esfuerzo  no  so  halla  sostenido 
por  la  seguridad  en  sil  eficacia;  cuando  se  acomete 
uua  empresa  cualquiera  con  la  convicción  de  que  no 
so  ha  de  llegar  á feliz  término,  francamente,  se  nece- 
sita tener  muy  alta  idea  de  la  conciencia  del  deber 
para  cumplirlo,  siquiera  sea  atendiendo  nada  más  que 
á sus  austeras  exigencias. 

Señores,  si  el  proyecto  mismo  por  su  esencia  no 
¡niluyera  en  ello  poderosamente,  la  ocasión  y la  ma- 
nera en  que  ha  sido  presentado,  la  ocasión  y la  mane- 
ra en  que  se  ha  traído  aquí  este  dictámen  que  susti- 
tuye, y á mi  entender  con  ventaja,  el  proyecto  del 
Gobierno,  serian  motivos  suficientes  para  abrigar, 
como  yo  abrigo,  la  convicción  profunda  de  que  ese 
dictámen  no  será  ley.  Transacción  hecha,  ¿por  qué 
negarlo?  de  mala  gaua  entre  opuestas  y radicales  ten- 
dencias de  la  mayoría  de  la  Comisión,  se  trae  á este 
augusto  recinto  precisamente  cuando  reconcentrado 
lodo  el  interés  político  en  la  alta  Cámara,  nos  abando- 
nan hasta  aquellos  pocos,  cada  dia  más  raros  por  cier- 
to, que  suelen  prestar  alguna  atención  á los  asuntos 
técnicos,  que  auiinau  y alientan  al  orador,  siquiera 
con  su  presencia,  dándole  así  una  especie  de  auxilio 
moral  de  mucha  importancia,  y que,  después  de  todo, 
manifiestan  con  esta  conducta  ei  interés  que  les  ins- 
piran cosas  que,  si  no  pueden  llamarse  políticas,  tie- 
nen á las  veces  mayor  trascendencia  é importancia 
que  ellas,  y que  tan  poderosamente  han  de  influir  en 
la  buena  organización  de  la  administración  pública. 

En  otra  parte  se  discuten  cuestiones  que  afectan 
á la  situación  políLica  del  Gobierno,  y es  natural,  no 
merecen  por  eso  crítica  alguna,  que  todos  aquellos 
que  están  ligados  políticamente  con  él  por  ideas,  sen- 
timientos ó intereses  (y  al  hablar  de  intereses  me  re- 
fiero siempre  á intereses  legítimos,  aquellos  que  na- 
cen de  nobles  pasiones),  acudan  allí  y nos  dejen  en 
este  relativo  abandono  en  que  uos  encontramos  hace 


tres  dias.  Vercis  en  seguida  que  allí  pase  la  tormenta 
y se  extiénda  á este  sitio  ei  nublado,  cómo  se  pueblan 
los  bancos,  cómo  vuelven  aquí  la  animación,  la  vida 
y el  entusiasmo,  para  que  después  de  todo  la  tem- 
pestad descargue,  las  nubes  desaparezcan  y nos  en- 
contremos corno  al  principio  de  la  jornada,  sin  ningún 
asunto  de  interés  resuelto,  y el  que  discutimos  olvi- 
dado y vuelto  otra  vez  á la  Secretaría  ó al  Archivo, 
de  donde  ha  salido  por  lo  que  ha  salido  y en  circuns- 
tancias y ocasión  de  que  no  tengo  para  qué  hablar 
más,  recargando  el  cuadro  con  negras  tintas. 

Podria,  por  lo  tanto,  llamar  á este  debate  calde- 
rón parlamentario,  y haciendo  aplicación  á la  políti- 
ca de  este  símil  musical,  decir  con  un  agudo  crítico 
que  con  este  calderón  parlamentario  pasa  cL  tiempo  y 
el  instrumento  no  suena;  es  decir,  trascurren  los  dias 
en  que  conviene  que  aquí  no  haya  interés  ninguno,  y 
el  instrumento  ó la  cuestión  que  se  quiere  evitar  no 
suena  y queda  así  como  relegada  ai  olvido. 

En  tanto,  Sres.  Diputados,  el  asunto  que  discuti- 
mos, por  su  esencia  misma,  por  lo  que  pudiéramos 
llamar  su  índole  y naturaleza,  debería  ser  estudiado 
con  preferente  atención  por  la  Cámara,  deberla  inspi- 
rar un  serio  interés  al  Gobierno,  y debería  también, 
¿por  qué  uo?  ser  objeto  de  la  elocuencia  de  esos  gran- 
des oradores  que  acuden  en  los  momentos  supremos 
de  la  batalla  para  decidir,  no  la  batalla  misma,  sino 
la  importancia  parlamentaria  personal  ilel  sujeto  que 
se  muestra  en  semejantes  condiciones. 

No  se  ofenda  la  Comisión  por  las  palabras  que  yo 
pueda  dirigirle;  para  sus  individuos,  todos  y cada  uno 
de  por  sí,  mi  respeto  y mi  consideración  más  profun- 
dos; para  la  obra  que  han  presentado,  la  crítica,  la 
censura,  tales  como  yo  pueda  y deba  hacerlas  con  la 
modestia  propia  de  mis  medios;  pero  si  para  la  Comi- 
sión guardo  todos  los  respetos  que  me  merece,  y para 
ei  dictámen  la  mesurada  crítica  que  me  propongo 
hacer,  señores,  contra  la  oportunidad  dé  este  proyecto 
de  ley  no  encuentro  palabras  bastantemente  acentua- 
das y duras;  y es  que  en  mi  concepto  la  cuestión  de 
oportunidad  influye  por  gran  manera  en  el  dictámen 
mismo,  rebajando  el  concepto  de  su  importancia  y 
dándole  un  aspecto  que  no  es  el  que  realmente  le  co- 
rresponde. Esa  cuestión  de  oportunidad,  en  una  pala- 
bra, hace  que  el  dictámen  se  presente  aquí  como  un 
entretenimiento  nada  agradable  para  los  que  piensan, 
r.omo  ei  Sr.  González,  que  estos  asuntos  son  tan  abs- 
trusos,  que  verdaderamente  en  esa  misma  condición 
está  la  falta  de  interés  que  inspiran.  Sin  embargo,  en 
esta  misma  carencia  de  interés,  tal  vez  halle  el  Go- 
bierno amenidad  consoladora;  pues  no  parece  sino  que 
poniendo  al  debate  en  estos  dias  ei  asunto  de  lo  cou- 
tencioso-administrativo,  ha  querido  realizar  dos  obje- 
tos, es  á saber:  dar  ocasión  á que  estén  abiertas  las 
puertas  de  esta  casa,  y poder  presentarse  aquí  el  Mi- 
nistro que  teuga  por  conveuieute  huir  de  la  otra  Cá- 
mara, ó mejor  dicho,  abandonarla;  y librarse,  por  aho- 
ra, de  otra  ciase  de  cuestiones  que  con  graves  carac- 
téces  de  interés  y oportunidad  verdadera  pudieran 
presentarse,  como  por  ejemplo,  aquellas  que  signifi- 
can las  grandes  quejas  y lamentos  de  la  agricultura 
patria,  empobrecida  y arruinada;  quejas  y lamentos 
que  habrán  de  venir,  y no  muy  tarde,  estoy  seguro 
de  ello,  de  la  parte  más  afecta  al  Gobierno,  por  lo 
mismo  que  pueden  envolver  mejor  eficacia,  y porque 
de  ese  lado  de  la  Cámara,  como  desde  éste  y desde 
todos,  si  se  ha  de  res[>ouder  al  grito  desesperado  de 
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las  provincias,  tendrán  que  surgir  reclamaciones  in- 
cesantes. 

Nada  tan  importante  y trascendental  en  estos  mo- 
mentos para  los  pueblos  que  representamos  todos, 
como  la  cuestión  industrial  y agrícola;  no  hay  misión 
que  pueda  superar  en  estos  instantes  á la  que  nos  de- 
manda imperiosamente  la  defensa  de  nuestra  gran  ri- 
queza nacional,  que  por  circunstancias  que  no  son  del 
caso>  y ya  nadie  ignora,  se  halla  completamente  arrui- 
nada. 

Ved,  pues,  si  la  cuestión  de  oportunidad  influye 
de  tal  manera  sobre  ese  dictáinen,  que  aun  siendo 
obra  perfectísima,  siempre  resultarla  en  estos  momen- 
tos con  esa  sombra  que  suelo  dar  á las  cosas  el  papel 
que  se  les  quiere  hacer  representar  fuera  de  sus  con- 
diciones intrínsecas  y de  sus  medios  naturales  de  des- 
envolvimiento. 

Pero  es  lo  cierto  que  á pesar  de  estas  considera- 
ciones, el  dictámen  se  ha  puesto  á discusión,  y como 
obra  que  ha  nacido  muerta,  no  habrá  podido  sorpren- 
der á nadie  que  la  minoría  conservadora  se  haya  apre- 
surado á buscarle  piadosa  sepultura,  y hasta  que  ce- 
lebre sus  funerales  con  solemnidad  extraordinaria, 
impropia  tal  vez  del  estado  de  la  Cámara,  pero  muy 
adecuada  al  asunto  á que  se  refiere;  solemnidad  que 
se  funda,  sobre  lodo,  en  la  alta  significación  y compe- 
tencia excepcional  del  digno  individuo  de  la  minoría, 
mi  muy  estimado  y querido  amigo  y compañero  se- 
ñor Danvila,  que  ha  oficiado,  por  decirlo  así,  de  pon- 
tifical en  este  asunto.  Ved,  pues,  por  qué  decía  yo  al 
principio  de  mi  discurso  que  llegaba  tardía  y perezo- 
samente al  debate.  Tardíamente,  porque  detrás  del  se- 
ñor Danvila  siempre  se  llega  tarde  á cualquier  parte; 
en  campo  que  el  Sr.  Danvila  espigue,  es  difícil  que  los 
demás  encuentren  aprovechamiento  alguno;  y perezo- 
samente, como  aquel  que  tiene  que  luchar  con  gran- 
des desventajas,  y sin  embargo  se  ve  en  la  necesidad 
de  vencerlas  ó dominarlas*,  con  la  conciencia  de  mi 
poco  valimiento,  y después  del  Sr.  Danvila,  es  natural 
que  con  mucha  pereza,  que  muy  despacio  y trabajo- 
samente éntre  yo  en  este  asunto. 

¿Pero  qué  queréis,  Sres.  Diputados?  Los  deberes 
no  son  renunciables,  y mucho  menos  todavía  cuando 
á estos  deberes  se  une  la  Obligación  que  representa 
el  formar  en  las  filas  de  un  partido,  siquiera  sea,  como 
yo,  de  soldado  raso. 

El  Sr.  Danvila  como  antiguo  procurador  del  Rey, 
y el  Sr.  González  como  empleado  que  fué  en  el  Con- 
sejo de  Estado,  Sección,  según  creo,  de  lo  Contencio- 
so, lian  podido,  han  debido,  y así  lo  han  hecho,  tomar 
parte  en  esta  discusión.  Pues  bien,  señores;  yo  tam- 
bién desde  mi  modestia  y mi  humildad  me  creo  en 
cierto  modo  obligado  á entrar  en  este  debate  por  mis 
tradiciones  administrativas,  si  queréis  burocráticas, 
relacionadas,  allá  en  larga  feclia,  con  destinos  que 
serví,  como  subordinado  siempre,  durante  más  de 
siete  años,  en  la  Asesoría  general  del  Ministerio  de 
Hacienda,  y después  en  las  elevadas  posiciones  que  la 
política  me  dió  y me  quitó,  y que  puedo  coufesar  que 
ni  al  recibirlas  tuve  gran  contentamiento,  ni  al  aban- 
donarlas sentí  pena  ninguna;  que  siempre  lia  sido  re- 
gla de  conducta  en  mí  para  servir  los  destinos  oficia- 
les, considerarlos  como  si  fueran  á durarme  toda  la 
vida,  y para  abandonarlos  manifestar  el  despego  que  se 
tiene  por  cosa  puramente  circunstancial  y pasajera. 

¿Y  qué  queréis?  La  suerte  ó mi  destino  lleváronme  á 
esas  oficinas  de  lo  contencioso,  como  los  grandes  me- 


recimientos del  Sr.  Danvila  y los  no  ménos  impor- 
tantes del  Sr.  González  hubieron  de  llevarles  á lo 
contencioso  también,  aunque  en  otra  escala  y otra 
esfera;  y los  hábitos,  las  costumbres,  eso  que  se  ad- 
quiere con  el  trato  íntimo  y cuotidiano  de  las  cosas 
y fie  los  negocios,  esos  hábitos  que  el  Sr.  González 
me  parece  que  negaba  con  la  palabra  al  propio  tiem- 
po que  con  el  razonamiento  los  estaba  confirmando, 
esos  hábitos  me  hacen  que  no  pueda  prescindir  de 
hablar  de  aquello  que  lie  tratado  por  tanto  tiempo. 
Porque  me  parece,  además,  que  sin  confesar  una 
ignorancia  que  sería  rayana  de  la  incapacidad,  y vi- 
luperable  por  cierto,  no  podría  yo  excusarme,  después 
que  lo  han  hecho  estos  dos  dignísimos  individuos 
uno  de  la  mayoría  y otro  de  la  minoría,  libremente  v 
por  su  voluntad  espontánea,  pero  ciertamente  infini- 
dos por  esas  que  yo  he  llamado  tradiciones  burocrá- 
ticas, ya  por  el  cargo  que  uno  tuvo,  ya  por  el  Centro 
en  que  el  otro  sirvió;  no  podría  en  manera  ninguna, 
por  motivos  análogos  al  de  esos  señores,  excusarme  de 
decir  algo  y exponeros  algunas  consideraciones  sobre 
el  dictámen  que  se  está  discutiendo. 

Gomo  elementos  de  este  debate,  y para  plantearlo 
según  yo  entiendo,  de  manera  que  la  Cámara  pueda 
formar  un  juicio  exacto  y fallar  en  su  dia,  como  siem- 
pre lo  hace,  con  pleno  conocimiento  de  cansa,  con- 
viene tener  presente  de  una  parte  el  dictámen  de  la 
Comisión  y el  proyecto  á que  se  refiere,  que  llamare- 
mos del  Sr.  Sagasta;  y digo  que  llamaremos  del  señor 
Sagasta,  porque  el  nombre  después  de  todo  sirve  para 
algo,  y por  lo  pronto  para  la  comprensión  de  las  gen- 
tes da  el  carácter  distintivo  á aquello  que  con  él  va 
autorizado;  de  modo  que  quedamos  en  llamar  al  pro- 
yecto á que  se  refiere  el  dictámen  que  se  discute,  pro- 
yecto del  Sr.  Sagasta.  De  otra  parte  vamos  á colocar 
el  proyecto  que  llamaremos  á su  vez  del  8r.  Cánovas, 
por  la  misma  razón  que  he  llamado  antes  proyecto 
del  Sr.  Sagasta  al  que  ha  producido  el  dictámen  que 
estamos  discutiendo.  Este  proyecto  del  Sr.  Cánovas 
no  debe  confundirse  con  el  proyecto  de  ley  de  los  no- 
tables, porque  aunque  fundado  en  él,  conviene  tener 
en  cuenta  que  el  Sr.  Cánovas  con  su  firma  y con  su 
autoridad,  y por  los  motivos  que  expresó,  presentó  á 
las  Córtcs  en  10  de  Marzo  de  1885  un  proyecto  de 
ley,  acompañándolo,  para  cumplir  á su  vez  con  el  ar- 
tículo 4.°  de  la  ley  de  16  de  Enero  de  1879,  de  copia 
del  proyecto  de  los  notables,  que  habia  sido  elevado 
á la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  si  mal  no 
recuerdo,  en  Diciembre  de  1880. 

El  Sr.  Cánovas,  respetuoso  con  la  ley,  creyó  que 
debia  cumplir  con  ella  acompañando  este  proyecto  de 
los  notables;  y el  Sr.  Sagasta  se  excusó  de  este  deber, 
y la  Comisión  le  lia  defendido  por  boca  de  uno  do  sus 
más  ilustrados  miembros,  el  Sr.  González,  sosteniendo 
una  que  podríamos  llamar  teoría,  y que  á pesar  de  la 
perspicacia  y el  talento  de  ese  digno  individuo  de  la 
Comisión,  no  ba  podido  convencernos. 

Otro  de  los  elementos  que  coloco  de  este  lado,  es 
el  dictámen  de  la  Comisión  del  Senado  de  27  de  Mayo 
de  1885,  compuesta  (conviene  recordarlo,  porque  ya 
sacaré  después  las  consecuencias)  de  los  Sres.  Mar- 
qués de  Barzanallana,  Mena  y Zorrilla,  Gallostrá,  Co- 
mas, .Mosquera,  y Marqueses  de  Reinosa  y de  Rctorti- 
11o,  es  decir,  personas  todas  competentes  y de  opuestas 
procedencias  políticas,  autorizando  al  Gobierno  para 
que  promulgara  y ejecutara  como  ley  del  Reino  el 
proyecto  de  los  notables.  De  modo  que  ya  tenemos: 
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proyecto  de  ley  del  Sr.  Cánovas  y copia  del  proyecto 
de  los  notables;  dictamen  de  la  Comisión  del  Senado, 
que  autoriza  al  Gobierno  para  que  ejecute  como  ley 
esté  último  proyecto;  y después  de  éste,  nuevo  dictá- 
men  de  la  misma  Comisión  del  Senado  en  26  de  Junio 
de  1885,  adicionando  á la  autorización  que  en  el  an- 
terior otorgaba,  las  enmiendas  que  se  habian  aprobado 
por  el  Senado,  y que  no  hacían  relación  á la  autoriza- 
ción misma,  sino  á las  condiciones  que  se  establecían 
para  arreglar  el  organismo  del  Consejo  de  Estado  á 
esta  nueva  ley,  y para  poner  en  relación  con  la  ley 
provincial  de  Agosto  de  1882  aquellas  disposiciones 
que  se  referian  á la  que  hasta  entonces  habia  venido 
rigiendo. 

Aprobado  por  la  alta  Cámara  este  segundo  dictá- 
níen,  pasó,  ya  convertido  en  proyecto  de  ley,  al  Con- 
greso en  l.°  de  Julio  de  1885. 

Y conviene  también  a mis  propósitos  que  se  sepa 
quiénes  son  los  que  firmaban  el  proyecto  de  los  nota- 
bles, tantas  veces  citado. 

Éste  proyecto  era  difícil  hallarle  al  comenzar  ios 
debates;  en  peder  quizá  de  alguno  de  esos  curiosos 
que  guardan  los  papeles,  y siempre  naturalmente  en 
la  colección  de  las  Córtes,  dicho  proyecto,  que  á mí 
mismo  me.  ha  costado  no  poca  diligencia  hallar,  me 
lo  lian  pedido  algunos  Sres.  Diputados.  Por  eso,  aun 
dudando  que  fuera  preceptivo  en  los  términos  que  el 
Sr.  Danvila  ha  sostenido  el  art.  4.°  de  la  ley  de  1879, 
del)ia  el  Gobierno,  por  atención  á la  Cámara,  para  que 
su  pertinente  curiosidad  no  se  quedara,  como  se  ha 
quedado,  sin  satisfacer,  haber  mandado  imprimir  de 
nuevo  ese  dictámen,  y con  esto  absolutamente  nada 
se  perdia.  Ya  pueden,  sin  embargo,  conocer  los  seño- 
res Diputados  el  dictámen  de  la  Comisión  de  notables, 
gracias  á la  enmienda  presentada  por  el  Sr.  Danvila, 
que  lo  reproduce  íntegro;  manera  hábil,  si  no  fuera 
realmente  fundada  en  motivos  de  gran  consideración; 
manera  hábil,  digo,  por  demás,  de  que  los  Sres.  Dipu- 
tados se  enteren  de  aquello  que  la  Comisión  y el  Go- 
bierno no  han  tenido  por  conveniente  dar  á conocer. 
La  Comisión  magna  que  firma  el  proyecto  de  ley  se 
componía  de  los  señores  siguientes:  D.  Manuel  Silve- 
la,  presidente;  D.  Manuel  Becerra,  vicepresidente;  el 
Conde  de  Tejada  de  Valdosera,  D.  Emilio  Cánovas,  y 
los  Sres.  Concha  Castañeda,  Barrocla,  Marqués  de  Re- 
tortillo,  lloppe,  Saavedra,  Conde  de  la  Romera,  Ar- 
nau,  Miranda,  Golmeiro,  Belmoute  y Amblard. 

Todos  ilustrados  y competentísimos;  todos  verda- 
deras autoridades,  y entre  ellos  especialidad  en  la  ma- 
teria de  tanta  notoriedad  como  los  Sres.  Colmeiro,  Cá- 
novas y el  Conde  de  Tejada  de  Valdosera;  y políticos 
de  tan  encontradas  opiniones  como  los  Sres.  Becerra, 
Saavedra  y Rarroeta,  y los  Sres.  Silvcla,  Concha  Cas- 
tañeda y Arrian. 

Resulta,  pues,  indudable  que  aquel  proyecto  fué 
hijo  de  una  verdadera  transacción;  y basta  para  que 
nadie  pueda  negarlo,  citar  solo  los  nombres  de  las 
personas  que  á olla  contribuyeron  y que  acabo  de  in- 
dicar. 

Pero  sobre  ese  importante  dalo  hay  otro  mucho 
más  decisivo  para  declarar  que  era  un  proyecto  de 
verdadera  transacción  de  todos  los  par  Licios  ese  que 
llamamos,  y con  razón,  de  los  notables,  es  á saber: 
que  de  lodos  los  lados  de  la  alta  Cámara  recibió  ia  ¡ 
aprobación.  Por  consiguiente,  no  es  posible  dudar  del  . 
carácter  de  concordia  y de  transacción  que  tuvo  aquél  1 
proyecto,  al  ser  aprobado  por  tantas  eminencias  cien- 


tíficas, por  tantos  y tan  opuestos  políticos,  y por  to- 
dos ios  lados  de  la  Cámara  que  constituían  el  Senado 
en  la  época  en  que  se  aprobó  aquel  proyecto. 

A esto  sí  que  puede  fundadísimamente  llamarse 
proyecto  de  transacción.  Luego  veremos  lo  que  es  el 
dictámen  de  la  Comisión,  que  también  aspira  á ese 
mismo  título;  y por  la  comparación  entre  el  dictá- 
meu  y tal  proyecto,  por  las  firmas  que  autorizan 
aquél  y por  las  opiniones  que  esas  firmas  represen- 
tan, se  vendrá  en  conocimiento  de  si  el  partido  con- 
servador, al  sostener  queeraim  gran  proyecto  de  tran- 
sacción el  de  los  notables,  habla  ó no  con  propiedad, 
y si  la  Comisión,  en  virtud  de  un  derecho  legítimo, 
puede  sostener  también  que  su  dictámen  se  encuen- 
tra en  el  mismo  caso. 

Señor  Presidente,  contando  con  la  venia  de  S.  S., 
como  tengo  mucho  que  decir,  agradecería  por  todo 
extremo  de  su  bondad  me  reservara  el  uso  de  la  pa- 
labra para  mañana,  en  que  continuaré  mi  discurso. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se 
suspende  esta  discusión. 


Se  leyó,  revisado  por  la  Comisión  de  corrección 
de  estilo,  y hallándose  conforme  con  lo  acordado 
se  votó  y aprobó  definitivamente  el  proyecto  de  ley 
sobre  reforma  de  varios  artículos  de  la  de  enjuicia- 
miento civil.  ( Véase  el  Apéndice  5.°  á este  Diario.) 


Se  leyó  y quedó  sobre  la  mesa,  acordando  se  im- 
primiera y repartiera,  el  dictámen  nuevamente  re- 
dactado, referenLe  á la  proposición  de  ley  eslable- 
ciendo  un  derecho  transitorio  sobre  los  ganados  y 
carnes  importados  en  la  Península  é islas  Baleares. 
(Véase  el  Apéndice  6.°  á este  Diario.) 


Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de 
que  la  Comisión  permanente  de  examen  de  las  cuen- 
tas generales  del  Estado  habia  nombrado  presidente 
al  Sr.  Fernandez  Villaverde,  y secretario  ai  Sr.  Fa- 
bra  y Floreta. 


Se  acordó  quedase  sobre  la  mesa,  á disposición 
de  los  Sres.  Diputados,  el  estado  á que  se  refiere  la 
siguiente  comunicación: 

«Ministerio  de  Hacienda. — Excnios.  Sres.:  El  se- 
ñor Diputado  D.  Lorenzo  Domínguez,  pidió  á este 
Ministerio  en  la  sesión  del  dia  13  de  Junio  último 
un  estado  comprensivo  do  las  fábricas  de  refinación 
de  petróleo  que  existen  en  España,  con  otros  antece- 
dentes estadísticos,  y otro  estado  del  número  de  hec- 
táreas de  tierra  que  resultan  amillaradas  con  destino 
al  cultivo  del  olivo,  por  provincias,  y contribución 
que  por  este  concepto  percibe  el  Tesoro.  El  primero 
tengo  la  honra  de  pasarlo  á manos  de  V.  EE.;  no 
siendo  posible  por  hoy  remitir  el  segundo,  porque 
contribuyendo  en  masa  común  todos  los  cultivos, 
son  diferentes  los  datos  estadísticos  que  existen  en 
la  Dirección  general  de  contribuciones  y ba  habido 
necesidad  de  reclamarlos  á provincias  para  poder 
i satisfacer  el  deseo  del  Sr.  Diputado;  prometiendo 
, verificarlo  tan  pronto  se  confeccione  por  dicho  Gcn- 
1 tro  el  referido  servicio. 

De  Real  órden  lo  remito  á V.  EE.  á los  efectos 
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correspondientes.  Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años. 
Madrid  9 de  Diciembre  de  1 887.  ==  Joaquín  López 
l’uigcerver.=Señorcs  Diputados  Secretarios  del  Con- 
greso. 


Se  leen  por  primera  vez  y pasan  á la  Comisión, 
acordando  se  imprimieran  y repartieran,  ocho  en- 
miendas del  Sr.  Danvila  al  dictámen  de  la  misma 
referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  ejercicio  de  la 
jnrisdicion  contencioso-administrativa,  y otra  del  se- 
ñor Canamaqtih  ¡i  las  disposiciones  transitorias  del 
rilado  dictamen.  {Vitase  el  Apéndice  7 áesle  Diario.) 


El  Sr.  GIL  BERGES:  Pido  la  palabra. 

DI  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  GIL  BERGES:  He  pedido  la  palabra  para 


reproducir  una  proposición  de  ley  que  tuve  el  honor 
de  presentar  cu  la  legislatura  anterior,  condonando  d 
varios  pueblos  de  la  provincia  de  Zaragoza  la  contri- 
bución de  inmuebles,  cultivo  y ganadería  correspon- 
diente á los  dos  primeros  trimestres  del  presupuesto 
de  1887-8S. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  Queda 
reproducida.» 

( Véase  el  Apéndice  8.°  á es/e  Diario.) 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Or 
den  del  dia  para  mañana:  Dictámen  sobre  el  ejercicio 
de  la  jurisdicción  coutenc.ioso-admiuistrativa;  dicta- 
men autorizando  al  Gobierno  para  publicar  un  Código 
civil,  y voto  particular  al  mismo,  del  Sr.  Rodríguez 
San  Redro. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  seis  y cuarenta  y cinco  minutos. 


OCHO  APENDICES 


APÉNDICE  1.”  AL  NÚM.  8 


DI  AMO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CDBTES 

CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Salvador  ( reproducida),  sobre  abastecimiento  de  aguas 

potables  en  las  poblaciones. 


AL  CONGRESO 

El  Diputado  que  suscribe,  persuadido  de  la  pre- 
dilección con  que  debe  mirarse  el  problema  del  abas- 
tecimiento de  aguas  potables  en  las  poblaciones,  tiene 
el  honor  de  someter  al  examen  del  Congreso  la  si- 
guiente 

PROPOSICION  DE  LEY 

Artículo  l.°  Corresponde  A los  Municipios  la  ini- 
ciativa en  todos  los  asuntos  relacionados  con  el  abas- 
tecimiento de  aguas  potables  en  las  poblaciones.  Podra, 
no  obstante,  intentarse  la  realización,  por  Empresas  ó 
Compañías  de  acuerdo  con  los  Ayuntamientos,  del 
modo  que  prescribe  la  presente  ley. 

Art.  2.°  A toda  concesión  deberá  preceder  la  pre- 
sentación de  un  proyecto  detallado,  comprensivo  de 
cuanto  se  relacione  con  el  aprovechamiento  de  las 
aguas,  su  conducción  y distribución,  y redactado  de 
la  manera  que  prescriben  los  formularios  vigentes. 
Comprenderá,  por  lo  tanto,  cuatro  documentos: 

1."  Memoria  descriptiva,  en  la  que  se  enumeren 
las  diversas  procedencias  de  aguas  que  pudieran  ser- 
vir para  realizar  el  mismo  servicio,  discutiéndose 
ampliamente  sus  ventajas  é inconvenientes,  relacio- 
nadas principalmente  con  su  cantidad  y calidad,  apre- 
ciadas por  aforos  y análisis,  jusl ideando  la  solución, 
así  en  este  punto  como  en  el  relativo  al  caudal  nece- 
sario para  el  abastecimiento  y álos  sistemas  adoptados 
para  la  conducción  y distribución,  describiendo  todas 
las  obras  mencionadas  y las  que  se  refieran  al  paso 
sobre  las  vías  y cáuces  públicos.  Finalmente,  deberá 
exponerse  y calcularse  alzadamente  cuanto  se  rela- 
cione con  la  expropiación  de  aprovechamientos  de 
órden  inferior  en  el  de  preferencia  señalada  en  el  ar- 
tículo 160  de  la  ley  de  aguas,  así  como  de  los  terre- 


nos ocupados  por  las  obras  y que  hayan  de  sufrir 
servidumbre  forzosa  de  acueducto. 

2. °  Planos  detallados  de  todas  las  obras  y de  los 
trazados  de  conducción  y distribución. 

3. °  Pliego  de  condiciones  facultativas. 

4. °  Presupuesto. 

Art.  3.°  El  caudal  de  agua  que  haya  de  conce- 
derse á una  población  dependerá,  en  todo  caso,  de  la 
justificación  que  se  liaga  en  el  proyecto,  apreciadas 
todas  las  circunstancias  que  influyan  en  el  consumo 
bajo  lodos  los  aspectos;  pero  en  general  podrá  fijarse 
el  de  50  litros  por  habitante  y por  dia  en  poblaciones 
cuyo  vecindario  no  exceda  de  10.000  almas,  de  100 
litros  en  las  de  mayor  vecindario  y capitales  de  pro- 
vincia y de  200  litros  para  las  que  excedan  de  30.000 
almas  ó muy  industriales. 

Art.  4.°  Presentados  los  proyectos  en  el  Gobierno 
civil  de  la  provincia,  se  les  dará  publicidad,  abriendo 
UDa  información  por  espacio  de  treinta  dias  dentro  del 
cual  podrán  los  interesados,  corporaciones  y particu- 
lares exponer  cuanto  tuvieren  por  conveniente  bajo 
cualquier  aspecto. 

Terminado  ese  plazo  se  pasará  el  expediente  á la 
Jefatura  de  obras  públicas  de  la  provincia  para  la 
confrontación  del  proyecto  é informe  sobre  todos  los 
extremos  que  éste  abrace  y sobre  las  reclamaciones 
ú observaciones  presentadas,  y oido  además  el  Consejo 
provincial  de  agricultura,  industria  y comercio,  se  re- 
mitir/! á la  Dirección  general  de  obras  públicas.  El  Mi- 
nistro de  Fomento,  oido  el  parecer  de  la  Junta  con- 
sultiva de  caminos,  canales  y puertos,  propondrá  al 
Consejo  de  Ministros  la  resolución  del  expediente  que 
proceda. 

Art.  5.°  Las  Empresas  ó Compañías  que  soliciten 
estas  concesiones  deberán  acompañar  al  proyecto  un 
cálculo  de  utilidades  probables,  las  tarifas  de  expío- 
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tacion  y los  reglamentos  formados  de  acuerdo  con  el 
Municipio. 

Art.  6.”  Las  concesiones  que  se  hicieren  á los 
Ayuntamientos  serán  d perpetuidad,  y solo  por  no- 
venta y nueve  años  á las  Empresas  ó Compañías,  de- 
biendo quedar  al  finalizar  este  plazo  en  beneficio  de 
aquellas  Corporaciones  municipales  todas  las  obras, 
tuberías  y materiales  de  todo  género,  pero  con  la  Obli- 
gación de  respetar  los  contratos  entre  la  Empresa  y 
los  particulares  para  el  suministro  de  aguas  á domi- 
cilio, dentro  de  ios  límites  que  se  fijasen  en  los  re- 
glamentos que  menciona  el  artículo  anterior. 

Art.  7."  Ninguna  concesión  podrá  hacerse  en  per- 
juicio de  otras  poblaciones,  debiendo  respetarse  todos 
los  aprovechamientos  que  tuvieren  este  destino  v 
fuesen  anteriores  al  que  se  intente.  Podrá,  no  obstan- 
te, hacerse  la  concesión  cuando  se  reservase  á la  po^ 
blacion  perjudicada  el  caudal  de  agua  que  se  fija  en 
el  art.  3.°  de  esta  ley. 

Art.  8.  Todos  los  demás  aprovechamientos,  de 
cualquiera  índole  que  sean,  podrán  ser  objeto  de  ex- 
propiación. 

Art.  9.°  La  concesión  de  los  aprovechamientos  de 
que  trata  el  art.  l.°  de  esla  ley  lleva  consigo: 

1.  La  aprobación  del  proyecto  y de  todas  las 
obras,  ya  se  refieran  á la  torna  de  aguas,  á su  con- 
ducción y distribución,  á las  servidumbres  y al  paso 
por  las  vías  y cáuces  públicos,  así  como  la  autoriza- 
ción para  ejecutarlas  con  arreglo  á los  planos  y á las 
condiciones  que  se  impusieren,  bajo  la  inspección  de 
la  Jefatura  de  obras  públicas  de  la  provincia. 

2. °  La  declaración  de  utilidad  pública  y de  la  ne- 
cesidad de  la  ocupación,  tanto  de  los  aprovechamien- 
tos de  aguas  inferiores  en  el  órden  de  preferencia  como 
de  los  terrenos  ocupados  por  las  obras  y de  las  servi- 
dumbres que  hayan  de  imponerse,  debiendo  comenzarse 
por  el  justiprecio  en  el  expediente  de  expropiación 
que  se  instruya  con  arreglo  á la  ley  especial  vigente. 

3.  La  autorización  para  disponer  los  Municipios 
de  todos  aquellos  fondos  que  solo  pueden  destinar  á 
obras  públicas  con  arreglo  á las  leyes. 


Arl.  10.  No  podrán  utilizarse  los  caudales  conce- 
didas procedentes  de  ningún  aprovechamiento  de  los 
que  puedan  ser  objeto  de  expropiación  sin  el  prévio 
pago  de  su  valor,  aunque  sí  ejecutarse  las  obras;  pero 
tampoco  podrán  éstas  emplazarse  en  terrenos  que 
hayan  de  enajenarse  sin  el  prévio  pago  de  ellos. 

Art,  1 1.  (litando  los  caudales  destinados  al  abas- 
tecimienLo  de  poblaciones  procedieren  de  iluminacio- 
nes de  aguas  subálveas,  y en  general  subterráneas 
deberá  colocarse  al  final  de  las  galerías  ó minas,  com- 
puertas ó medios  que  permitan  apreciarla  existencia 
y entidad  de  los  perjuicios  sobre  que  se  hubieren  pre- 
sentado reclamaciones  por  merma  de  gastos. 

Art.  12.  En  toda  concesión  deberá  expresarse  en 

litros  continuos  por  segundo  de  tiempo  el  caudal  de 
agua  destinado  al  abastecimiento;  pero  en  el  caso  del 
artículo  precedente  se  entenderá  concedida  la  totali- 
dad de  Jas  aguas  alumbradas  cuando  no  hubiere  re- 
clamaciones, y si  las  hubiere,  la  diferencia  entre  e*. 
exceso  y el  gasto,  que  debe  respetarse,  y que  no  siendo 
necesario  el  abastecimiento  no  puede  sor  objeto  de 
enajenación  forzosa. 

Arl.  1 .1.  Cuando  se  demuestre  suficientemente 
que  los  Municipios  carecen  de  recursos  para  llevar  á 
cabo  las  obras  objeLo  de  esta  ley,  podrá  concederse 
por  el  Gobierno  la  exención  de  los  derechos  de  adua- 
nas al  material  de  construcción. 

Art.  14.  La  tramitación  de  los  expedientes  no  po- 
drá verse  complicada  por  la  aplicación  de  otras  leyes 
y reglamentos  que,  por  no  aparecer  explícitamente 
derogadas  en  el  articulado  de  esta,  pudieran  estimarse 
vigentes. 

Art.  15.  Las  deficiencias  que  se  notaren  en  esta 
ley  ó en  su  reglamento  deberán  subsanarse  por  mo- 
dificaciones ó ampliaciones  de  una  y otro  y por  ios 
procedimientos  que  les  son  propios.  En  casos  de  ur- 
gencia podrá,  no  obstante,  resolverse  por  Real  decre- 
to, acordado  en  Consejo  de  Ministros,  dando  cuenta  á 
las  Cortes. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Marzo  de  1 887.=Amó ; 
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APÉNDICE  2.°  AL  NÚM.  O 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Salvador  (reproducida),  reformando  la  legislación 

vigente  sobre  pantanos  de  riego. 


AL  CONGRESO. 

El  Diputado  que  suscribe,  persuadido  de  que  la 
actual  legislación  sobre  pantauos  de  riego  es  ineficaz 
para  estimular  ed  desarrollo  de  éstos,  tiene  el  honor 
de  someter  al  examen  del  Congreso  la  siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY. 

Artículo  l.°  El  Estado  subvencionará  la  construc- 
ción de  pantanos  de  riego  de  interés  público  que  ha- 
yan de  ser  objeto  de  concesiones  á Empresas,  siempre 
que  el  caudal  de  agua  recogido  exceda  de  400.000 
metros  cúbicos. 

Art.  2.°  La  subvención  será  de  0,10  pesetas  por 
metro  cúbico  embalsado  ó por  metro  cúbico  de  capa- 
cidad del  depósito,  abonándose  en  cuatro  plazos,  tres 
durante  la  construcción  y uno  cuando,  terminadas 
las  obras,  rebase  el  agua  por  los  aliviaderos  de  su- 
perficie. 

Art.  3.°  Toda  concesión  de  las  que  se  mencionan 
en  el  art.  1.°  deberá  ser  solicitada,  tramitada  y re- 
suelta con  arreglo  á las  prescripciones  siguientes: 

1/  Se  presentará  con  la  instancia  un  proyecto 
redactado  en  la  forma  que  previenen  los  formularios 
vigentes  de  carreteras,  y constará,  por  lo  tanto:  pri- 
mero, de  una  Memoria  descriptiva,  eu  la  que  además 
de  justificar  ’y  definir  las  obras  de  todo  género,  se 
presentará  un  estudio  detallado  de  la  zona  regable, 
indicando  la  naturaleza  del  terreno,  el  género  del  cul- 
tivo y cuanto  pueda  contribuir  á apreciar  racional- 
mente el  consumo  de  agua  en  cada  riego;  los  aforos 
y racionamiento  conducentes  á la  mejor  apreciación 
del  caudal  de  agua  disponible;  las  tarifas  ó precios 
por  riego  y hectárea  que  hayan  de  aplicarse;  y final- 
mente, el  cálculo  probable  de  utilidades  de  la  Em- 
presa; segundo,  de  los  planos  detallados  de  todas  las 


obras,  que  deberán  comprender  la  toma,  el  depósito  y 
el  canal  ó acequia  que  lleve  las  aguas  desde  aquella 
á éste  y de  éste  á la  zona  regable,  no  siendo  el  plauo 
de  ésta  preciso  sino  cuando  las  necesidades  do  la  Me- 
moria lo  exijan;  tercero,  de  un  pliego  de  condiciones; 
y cuarto,  de  un  presupuesto,  en  cuyos  estados  de  cu- 
bicación se  procurará  apreciar  con  la  mayor  exacli- 
tud  la  capacidad  del  pantano. 

2. a  La  Administración  mandará  instruir  un  expe- 
diente para  acreditar  el  carácter  de  utilidad  general 
de  la  obra,  oyendo  á cuantas  Corporociones  ó particu- 
lares quieran  hacer  observaciones  en  un  plazo  que  no 
podrá  exceder  de  sesenta  dias. 

3. a  Simultáneamente  la  Dirección  general  de  obras 
públicas  mandará  proceder  á la  confrontación  del  pro- 
yecto é informe  sobre  la  posibilidad  racional,  capaci- 
dad del  pantano,  caudal  de  aguas  disponibles  y re- 
lación entre  estas  y la  zona  regable. 

4. a  El  Ministro  de  Fomento,  oyendo  á la  «Tunta 
consultiva  de  caminos,  canales  y puertos,  llevará  al 
Consejo  de  Ministros  la  resolución  definitiva  del  expe- 
diente de  concesión. 

Art.  4.°  Las  concesiones  se  harán  por  noventa  y 
nueve  anos,  siendo  preferidos  los  primeros  solicitantes, 
salvo  el  caso  de  que  trata  el  art.  9.°,  en  el  que  estas 
concesiones  se  concederán  á perpetuidad. 

Art.  5.°  El  adjudicatario  depositará  en  la  Caja  de 
depósitos,  en  el  preciso  térmiuo  de  treinta  dias,  el  25 
por  100  del  importe  de  la  subvención,  que  le  será 
devuelto  por  cuartas  partes  en  los  plazos  estipulados 
para  el  abono  de  la  subvención. 

Art.  6.°  El  Gobierno,  por  Real  decreto  acordado 
en  Consejo  de  Ministros,  y oido  el  de  Estado,  podrá 
conceder  prórrogas  en  los  plazos  de  ejecución,  que  no 
excedan  en  junto  de  la  mitad  del  señalado  para  la 
total  terminación  de  las  obras. 
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Art.  7.°  Caducará  la  concesión: 

1. °  Por  no  haber  constituido  la  fianza  dentro  del 
plazo  marcado  en  el  art.  5.° 

2. °  Por  no  haber  empezado  las  obras  en  el  plazo 
marcado  en  el  pliego  de  condiciones. 

3. °  Por  no  haber  terminado  las  obras  en  los  pla- 
zos  marcados  en  la  concesión,  no  reputándose  termi- 
nadas si  no  satisfacen  al  pliego  de  condiciones  facul- 
tativas. 

4. °  Por  causas  especiales  que  contenga  el  pliego 
de  condiciones, 

Art.  8.°  La  caducidad  se  decretará  oyendo  al  Con- 
sejo de  Estado  y al  interesado,  y llevará  consigo  su 
declaración  la  pérdida  de  la  fianza,  así  como  la  nece- 
sidad de  adjudicarla  en  subasta  pública,  que  versará 
sobre  la  cuantía  de  la  subvención,  con  los  trámites  y 
requisitos  que  prescriba  el  reglamento  para  la  eje- 
cución de  esta  ley. 

Se  abonarán  en  todo  caso  el  importe  del  proyecto 
y de  las  obras  ejecutadas  previa  tasación  de  los  in- 
genieros del  Estado,  aprobada  por  la  Junta  consultiva 
del  cuerpo  con  audiencia  del  interesado,  pero  descon- 
tándose la  subvención  recibida,  los  gastos  de  conser- 
vación hechos  por  el  Estado  y la  porción  devuelta  de 
la  lianza. 

Art.  9.°  Cuando  los  Municipios,  Comunidades  de 
regantos  que  se  comprometan  en  debida  forma  á su- 
fragar los  gastos  necesarios  ó Asociaciones  de  propie- 
tarios que  presenten  un  compromiso  hipotecario  en 
la  forma  que  el  reglamento  determine  intente  la  cons- 
trucción de  pantanos,  se  hará  la  concesión  por  los 
trámites  establecidos  en  esta  ley,  sea  cualquiera  el 
caudal  de  agua  recogido,  y elevándose  la  subvención 
á 0‘12  por  metro  cúbico  de  agua  ó de  capacidad  del 
depósito. 

Art.  10.  Las  Sociedades  que  se  formen  para  la 
construcción  de  pantanos  de  riego  pagarán  el  im- 
puesto de  derechos  reales  con  arreglo  ai  art.  5.°  de  la 
ley  de  31  de  Diciembre  de  1881,  según  lo  dispuesto 
en  la  de  3 de  Agosto  de  1806. 

Las  acciones  y obligaciones  que  se  emitan  paga- 
rán con  arreglo  al  art.  127  de  la  ley  de  3 1 de  Diciem- 
bre de  1881  el  timbre  de  0‘10  que  prescribe  para  las 
cédulas  hipotecarias  de  Bancos  territoriales. 

Las  hipotecas  que  los  propietarios  de  terrenos  cons- 
tituyan para  los  efectos  de*  esta  ley  satisfarán  tan  solo 
el  10  por  100  de  la  renta  que  el  propietario  se  com- 
prometa. 

La  liberación  de  la  hipoteca  pagará  la  mitad  de 
dicha  suma. 

Art.  1 1.  Las  concesiones  que  se  hagan  con  arre- 
glo á esta  ley  llevarán  consigo  la  declaración  de  la 
servidumbre  de  acueducto  y de  utilidad  pública,  así 
como  la  de  la  necesidad  de  la  ocupación,  comenzando 
los  expedientes  de  expropiación  en  el  justiprecio,  con 
arreglo  ala  ley  especial  vigente. 

Procederá  igualmente  la  expropiación  de  los  apro- 
vechamientos de  aguas  inferiores  en  el  órden  de  pre- 
ferencia, según  el  art.  100  de  la  ley  de  aguas  de  13 


de  Julio  de  1883,  y la  de  los  aprovechamientos  de  la 
misma  índole  de  menor  utilidad  que  se  hallasen  in- 
terceptados por  las  obras,  si  la  naturaleza  de  éstas 
no  consintiera  la  ejecución  de  obras  destinadas  á res- 
petarlas, conservando  los  antiguos  usos. 

Asimismo  se  entenderá  concedida  la  autorización 
para  atravesar  los  cánces  y caminos  públicos,  ajus- 
tándose á los  modelos  de  estas  obras  con  Leu  idas  en  el 
proyecto  objeto  déla  concesión,  bajo  la  inspección  de 
la  Jefatura  de  obras  públicas. 

Tampoco  necesitarán  nuevos  expedientes  los  Mu- 
nicipios para  disponer  de  los  fondos  procedentes  de 
propios,  ó de  cualquiera  otra  clase  que  sean,  de  los 
que  con  arreglo  á la  legislación  vigente  no  pueden 
tener  otra  aplicación  que  á obras  públicas. 

Art.  1?.  Cuando  los  pantanos  no  ocupen  cáuccs 
públicos,  sino  que  teniendo  fuera  de  ellos  el  empla- 
zamiento se  alimentaran  con  aguas  de  crecidas  toma- 
das en  aquellos,  el  expediente  informativo  de  que  trata 
la  base  2.a  del  art.  3.°  se  concretará  á discutir  si  la 
altura  á que  se  proyecta  la  Loma  puede  mermar  las 
aguas  ordinarias,  informando  sobre  ello  las  Divisiones 
hidrológicas. 

Art.  t3.  La  Dirección  general  de  obras  públicas 
dictará  las  disposiciones  necesarias  y distribuirá  el 
personal  de  ingenieros  de  caminos,  canales  y puertos 
de  manera  que  las  Jefaturas  de  las  Divisiones  hidro- 
lógicas, reuniendo  los  informes  que  las  de  cada  pro- 
vincia deberán  proporcionar,  y relacionándolos  entre 
sí  y con  los  estudios  practicados  en  las  cuencas  hi- 
drográficas, redacten  y sometan  al  informe  de  la  Junta 
consultiva  de  caminos  un  plan  de  aprovechamiento  de 
aguas  públicas  por  medio  de  pantanos,  comprendiendo 
especialmente  los  que  en  el  artículo  anterior  se  de- 
finen. 

Terminado  ese  plan,  el  Gobierno  mandará  estudiar 
los  que  crea  preferentes,  tramitando  los  proyectos  con 
arreglo  á esta  ley  y haciéndolos  objeto  de  subasta  pú- 
blica. 

La  subvención  en  este  caso  se  fijará  en  vista  del 
estudio,  Lomando  como  máximo,  del  que  no  se  podrá 
pasar,  el  que  se  fija  en  el  art.  2.°,  pero  sea  cualquiera 
el  caudal  de  aguas  recogido. 

Art.  1 4.  Las  deficiencias  que  los  funcionarios  en- 
cargados de  aplicarla  A los  particulares  hicieren  no- 
tar en  esta  ley,  se  resolverán,  si  fuere  urgente,  por 
Real  decreto  acordado  en  Consejo  de  Ministros,  dando 
cuenta  á las  Cortes  y proponiendo  las  modificaciones 
ó ampliaciones  necesarias. 

Si  no  afectaran  á la  ley,  sino  al  reglamento,  se 
modificará  ó ampliará  éste,  en  vez  de  resolver  los  ca- 
sos dudosos  por  disposiciones  aisladas. 

Art.  15.  La  tramitación  de  los  expedientes  no  po- 
drá verse  complicada  por  la  aplicación  de  otras  leyes 
y reglamentos  que,  por  no  aparecer  explícitamente 
derogada  en  el  articulado  de  ésta,  pudieran  estimarse 
vigentes. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Marzo  de  1887.=Amós 
Salvador. 


APÉNDICE  3.°  AL  NtiM.  0 


Proposición  de  ley , del  Sr.  Bridarán  f reproducid aj , para  que  el  Diputado  que 
ejerza  empleo  en  la  Administración  civil  no  perciba  sueldo  alguno. 


AL  CONGRESO 

El  Diputado  que  suscribe,  fundado  en  las  consi- 
deraciones de  que  cuanto  tienda  á disminuir  los  gastos 
públicos  debe  ser  objeto  primordial  de  la  atención  del 
Congreso;  de  que  es  útil  apartar  todo  lo  que  sea  po- 
sible la  política  de  la  gestión  administrativa;  de  que 
es  de  imitarse,  á juicio  suyo,  por  ios  Representantes 
de  la  Nación  el  ejemplo  dado  por  S.  M.  la  Reina  Re- 
gente al  renunciar  su  asignación  de  la  lista  civil,  y 
en  otras  que  por  brevedad  omite,  tiene  el  honor  de 
presentar  á la  aprobación  del  Congreso  la  siguiente 


PROPOSICION  DE  LEY 

Artículo  l.°  El  Diputado  que  ejerza  empleo  en  la 
Administración  civil  pública  no  percibirá  por  ello 
sueldo  alguno,  y el  tiempo  que  lo  desempeñe  no  se 
le  computará  para  ascensos  en  su  carrera  ni  para  ob- 
tener derechos  pasivos. 

Art.  2.°  Se  exceptúan  de  la  disposición  anterior 
los  Ministros  de  la  Corona. 

Palacio  del  Congreso  10  de  Marzo  de  1887.= 
Ramón  María  Badarán. 


APÉNDICE  4.°  AL  NÚM.  9 


DIARIO 


DE  LAS 


SESIONES  DE  CORTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


hoposicion  de  ley,  del  Sr.  Hadarán  ( reproducida),  determinando  la  forma  en 
(¡m  han  de  abonarse  los  suministros  hechos  por  los  pueblos  á las  tropas  del 

ejercito  durante  la  última  guerra  civil. 


A LAS  CORTES 

Al  presentar  el  Diputado  que  suscribe  una  pro- 
posición de  ley  para  que  se  abone  á los  pueblos  las 
cantidades  que  durante  la  última  guerra  civil  y por 
bus  resultas  anticiparon  á las  tropas  del  ejército  en 
Calidad  do  suministros  para  atender  á su  sosteni- 
miento, cree  cumplir  un  deber  de  estricta  justicia, 
l’ero  como  de  otra  parte  el  pro  ponen  te  quiere  evi- 
tar, en  cuanto  le  sea  dable,  que  los  particulares  ob- 
tengan utilidades  de  esta  ley,  beneficiando  el  tanto 
por  ciento  de  los  suministros,  en  virtud  de  contratos 
celebrados  con  los  Ayuntamientos  para  gestionar  su 
cobro,  propone  alguna  restricción  que,  ajuicio  suyo, 
á ese  fin  conduce. 

Fundado  en  las  consideraciones  indicadas,  tiene 
el  honor  de  someter  á la  aprobación  del  Congreso  la 
siguiente 

PROPOSICION  DE  LEY 

Artículo  l.°  Los  suministros  hechos  por  los  pue- 
blos á las  tropas  del  ejército  durante  la  última  guerrra 
< ivil,  y que  hayan  sido  reconocidos  y liquidados  por 
la  Administración  militar,  se  abonarán  á los  mismos 
en  papel  del  Estado  del  4 por  1 00  perpétuo  interior  al 
tipo  de  60  por  100  y dentro  del  plazo  de  tres  meses 
de  ser  sancionada  esta  ley. 

Art.  2.°  Los  Ayuntamientos  no  podrán  vender  las 


láminas  que  se  les  entreguen  sin  que  preceda  expe- 
diente aprobado  por  el  Ministro  de  la  Gobernación  en 
que  se  justifique  que  su  importe  se  invierte  en  saldar 
deudas  contraidas  por  los  pueblos  en  la  última  guerra 
civil  ó por  sus  resultas. 

Art.  3.°  Para  su  venta,  en  los  casos  no  compren- 
didos en  el  artículo  anterior,  se  atemperarán  los  pue- 
blos á las  prescripciones  que  rijen  y en  lo  sucesivo 
rijan  para  la  venta  de  láminas  procedentes  de  bienes 
de  Propios. 

Art.  4.°  Los  réditos  del  papel  que  á los  pueblos 
se  entregue  ha  de  invertirse  en  alivio  de  sus  respec- 
tivos presupuestos  municipales  ó para  satisfacer  in- 
tereses de  las  deudas  que  sobre  los  mismos  graviten. 

Art.  5.°  La  Administración  militar  liquidará  en 
el  término  de  un  año,  desde  que  esta  ley  se  sancione, 
los  créditos  de  suministros  hechos  á las  tropas  del 
ejército  durante  la  última  guerra  civil,  ó de  sus  re- 
sultas, que  estén  pendientes  de  esa  operación,  y se  su- 
jetará para  ello  á las  prescripciones  vigentes. 

Art.  6.°  Los  créditos  que  por  suministros  en  lo 
sucesivo  se  reconozcan  y de  los  que  se  trata  en  el  ar- 
tículo anterior,  se  abonarán  á los  pueblos  en  la  mis- 
ma forma  y condiciones  que  se  establecen  en  este  pro- 
yecto de  ley  para  los  liquidados,  y dentro  del  plazo  de 
seis  meses  en  que  hayan  sido  reconocidos. 

Palacio  del  Congreso  16  de  Junio  de  1886.=Ra- 
mon  María  Badarán. 
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APÉNDICE  6.“  AL  NÚM.  9 


Proyecto  de  ley,  aprobado  dc¡¡ nüivanicnie,  sobre  reforma  de  varios  artículos  <le 

la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 


AL  SENADO. 

El  Congreso  de  los  Diputados,  tornando  en  consi- 
deración lo  propuesto  por  varios  individuos  de  su 
seno,  ha  aprobado  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  I .*  Se  decidirán  enjuicio  de  mayor  cuan- 
tía las  demandas  cuyo  interés  exceda  de  3.000  pese- 
tas, entendiéndose  reformado  en  este  punto  el  artícu 
lo  483  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 

Art.  2.°  Se  decidirán  en  juicio  de  menor  cuantía 
las  demandas  ordinarias  cuyo  interés  pase  de  500  pe- 
setas y no  exceda  de  3.000,  quedando  reformado  en 
este  sentido  el  art.  484  de  la  mencionada  ley. 

Art.  3."  Toda  cuestión  entre  pai  tes  cuyo  interés 
no  exceda  de  500  pesetas,  se  decidirá  en  juicio  ver- 
bal, quedando  revocados  por  lo  tanto,  en  este  extre- 
mo cuantitativo  el  art.  480  de  la  repetida  ley,  y el 
mim.  3.°  del  art.  270  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial. 

Art.  4.°  El  art.  710  de  la  referida  ley  se  redac- 
tará en  los  términos  siguientes: 

«A  la  vista  podrán  asistir  las  partes  ó sus  procu- 
radores, en  cuyo  caso  podrán  informar  tínicamente 
sobre  los  hechos,  ó ahogados,  quienes  podrán  infor- 


mar también  sobre  el  derecho  aplicable  á la  cues- 
tión. 

En  los  cinco  dias  siguientes  á la  celebración  de  la 
vista  se  dictará  sentencia  continuando  ó revocando 
la  apelada,  ó resolviendo  en  su  caso  lo  que  proceda 
sobre  la  nulidad  y demás  cuestiones  sometidas  á la 
resolución  de  la  Sala. 

La  sentencia  confirmatoria  ó que  agrave  la  de 
primera  instancia  deberá  contener  condena  de  cosías 
al  apelante.» 

Art.  5.°  Quedarán  subsistentes  los  arts.  485  y los 
referentes  al  recurso  de  casación  de  la  ley  de  enjui- 
ciamiento civil  respecto  á aquellos  juicios  en  que  La 
cuantía  de  los  mismos  exceda  respectivamente  de 
250  y 1.500  pesetas. 

Art.  6.°  Las  variaciones  introducidas  por  esta  ley 
en  ia  de  enjuiciamiento  civil,  se  consignarán  como 
texto  de  los  artículos  que  de  la  misma  modifican,  en 
la  primera  edición  oficial  que  de  ella  se  publique. 

Y el  Congreso  de  los  Diputados  lo  pasa  al  Senado, 
acompañando  el  expediente,  conforme  á lo  prescrito 
en  el  art.  9.*  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1837. 

Palacio  del  Congreso  12  de  Diciembre  de  1887.= 
Cristino  Martos,  Presi  dente.=Díego  Arias  de  Miran- 
da, Diputado  Secretario.=Maimel  [barra,  Diputado 
Secretario. 
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AífÉUDiÜL  6.a  AL  2ÍÚM.  9 


Dielámen , nuevamente  redactado  par  la  Comisión,  referente  á la  proposición  de 
ley  estableciendo  un  derecho  transitorio  sobre  los  (¡ánodos  y carnes  importados 

en  la  I enínsula  é islas  Baleares. 


AL  CONGRESO. 

I.;!  Comisión  nombrada  para  dar  dictamen  sobre 
!.;  proposición  de  ley  estableciendo  un  derecho  tran- 
sitorio sobre  los  ganados  y las  carnes  importados  cu 
la  Península  6 islas  Baleares*  una  vez  corregida  la 
errata  que  se  cometió  ai  expresar  el  propuesto  en  las 
partidas  188  y 192  del  arancel  para  el  ganado  caba- 
llar y de  cerda,  á cuyo  solo  electo  se  retiró  el  die.tá- 
men  emitido  en  *28  de  Junio  último,  tiene  la  honra  de 
someter  de  nuevo  á la  consideración  del  Congreso  un 
asunto  que  ha  estudiado  con  todo  el  detenimiento  que 
su  importancia  requiere. 

Es  un  hecho  bien  notorio  la  crisis  general  agrícola 
y ganadera  que  viene  pesando  sobre  una  parte  impor- 
tante de  Europa  por  efecto  de  la  competencia  que  á 
diversas  Naciones  de  nuestro  continente  hace  la  in- 
mensa y baratísima  producción  de  algunas  del  Nuevo 
mundo,  cada  dia  más  pujante,  y que  secundada  por 
la  maravillosa  economía  de  los  trasportes,  preocupa 
hondamente  á todos  los  países,  dejándose  ya  sentir, 
como  no  podía  menos  de  suceder,  ya  directa,  ya  in- 
directamente en  nuestra  Patria. 

Son  sus  efectos  entre  nosotros  tanto  mas  aflicti- 
vos, cuanto  que  para  defendernos  no  disponemos  de 
los  recursos  con  que  cuentan  otros  pueblos  más  prós- 
peros y ricos,  como  Inglaterra,  Francia,  ítalia  y Bél- 
gica, los  cuales,  no  obstante  el  mayor  desahogo  con 
que  pueden  afrontar  la  competencia,  se  Irán  adelan- 
tado repetidamente  á poner  su  producción  agrícola 
y ganadera  al  amparo  de  una  prudente  protección, 
ya  aumentando  las  tarifas  de  sus  aduanas  sobre  los 
trigos  y ganados  extranjeros,  ya  valiéndose  de  medios 
indirectos,  no  por  eso  ménos  eficaces. 

Esta  reacción  económica  que  con  tal  intensidad  se 


viene  advirtiendo  en  Europa,  no  obedece  á otras  ra- 
zones que  al  pleno  conocimiento  de  las  fuerzas  ver- 
daderamente avasalladoras  de  la  exuberante  produc- 
ción de  América,  de  la  India,  de  Rumania,  de  Rusia,  y 
acaso,  aun  cuando  en  menor  escala,  de.  Marruecos, 
cuyo  influjo  lia  herido  desde  luego  gravemente  en 
su  exportación  á nuestra  ganadería,  principalmente 
en  los  mercados  ingleses. 

Cerrados  éstos  para  los  ganados  del  Norte  y Nor- 
oeste de  España,  que  no  podían  competir  en  ellos 
sobre  todo  con  los  de  América,  nuestros  ganaderos 
intentaron  dar  salida  á sus  productos  en  los  merca- 
dos de  la  Península,  originándose  ile  este  desmedido 
aumento  en  la  oferta  tal  baratura  de  precios,  que  por 
no  compensar  los  gastos  de  producción,  hubo  de  aca- 
rrear como  resultado  inmediato  la  paralización  de  las 
transacciones.  Si  á este  hecho,  cuyas  consecuencias 
ya  tocamos,  se  agrega  la  importación  continua  de  ga- 
nados por  las  costas  de  Levante  y Mediodía,  bien  se 
compreuden  los  temores  de  que  una  próxima  irrup- 
ción de  ganados  americanos,  acreciendo  la  importa- 
ción que  actualmente  se  realiza  de  Marruecos,  acabo 
de  matar  nuestra  industria  pecuaria,  ya  moribunda. 
No  son  menester  más  amplios  desenvolvimientos  para 
justificar  la  proposición  de  que  se  trata  y la  adopción 
de  las  medidas  defensivas  que  en  la  misma  se  pro- 
ponen. 

De  una  manera  aun  más  alarmante  y efectiva 
pesan  ya  sobre  nuestra  producción  las  consecuencias 
de  la  importación  de  las  carnes  saladas  y frescas.  Re- 
suelto el  problema  de  su  económica  conducción  y de 
la  preparación  conveniente  de  estas  últimas  para  el  le- 
jano trasporte,  disputan  boy  con  ventaja  á las  de  pro- 
ducción agrícola  las  utilidades  del  consumo,  y esteri- 
lizan los  afanos  de  los  ganaderos,  que  se  ven  privados 
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por  tan  activa  y perfeccionada  competencia,  de  una 
de  las  aplicaciones  más  directas  y más  generales  de 
la  industria  á que  han  dedicado  su  capital  y su  tra- 
bajo. 

Pocas  veces  se  habrá  visto  en  cuestiones  relacio- 
nadas con  los  intereses  materiales,  que  de  ordinario 
contribuyen  más  á dividir  que  á aunar  las  opiniones, 
una  uniformidad  de  criterio  tan  general  como  la  que 
se  releva  en  ésta. 

Los  agricultores  y ganaderos  de  las  regiones  más 
distantes  convienen  en  la  apreciación  de  las  causas 
del  mal,  coinciden  también  en  señalar  y pedir  el  re- 
medio, precisamente  entre  otros  el  que  encierra  la 
proposición  de  ley  que  á nuestro  exámen  se  halla  so- 
metida, y todos  lo  demandan  con  urgencia;  siendo 
opinión  unánime,  y públicamente  manifestada  en  fe- 
rias y mercados,  ó en  el  seno  de  Sociedades  Econó- 
micas importantísimas,  con  una  sola  excepción,  y 
traída  á la  misma  Representación  Nacional  por  Co- 
misiones cuya  competencia  y cuyos  títulos  no  pue- 
den negarse,  ó invocada  y sostenida  en  los  informes 
con  que  los  Diputados  de  aquellas  provincias  han  te- 
nido la  bondad  de  ilustrar  á la  Comisión  sobre  este 
punto,  uniendo  á estas  manifestaciones  su  voz  auto- 
rizada el  Consejo  superior  de  agricultura;  de  tal  suer- 
te, que  á la  hora  presente,  solo  peligrosas  dilaciones 
pudiera  ocasionar  el  socorrido  y tradicional  sistema 
de  encomendar  el  estudio  de  tan  conocido  malestar  á 
una  información  parlamentaria  ó gubernativa,  que  si 
podrá  ser  útil  para  lo  futuro,  no  lleva  consigo  tan 
pronto  alivio  como  las  actuales  circunstancias  lo  re-  i 
quieren. 

Y no  es  de  temer  que  los  remedios  que  la  opinión  ! 
indica  y que  la  Comisión  propone,  redunden  en  per- 
juicio de  clase  alguna  del  Estado,  encareciendo  el 
consumo,  porque  éste  y la  producción  no  se  dan  ais- 
lados, ni  son  opuestos  en  la  realidad.  Consume  más 
ó puede  consumir  más  el  que  más  gana,  y gana  más 
el  que  más  produce.  En  un  país  como  el  nuestro,  que 
vive  principalmente  de  la  agricultura,  do  quien  es 
hermana  y auxiliar  indispensable  la  ganadería,  poco 
ó nada  aprovecha  al  bracero  que  se  vendan  á precios 
algo  más  baratos  los  artículos  de  primera  necesidad, 
si  no  encuentra  medios  de  lograr  el  jornal  preciso 
para  adquirirlos  ni  aun  á ínfimo  precio. 

Por  otra  parte,  el  exceso  de  producción  acumu- 
lado en  la  actualidad  por  la  misma  crisis  pecuaria, 
basta  para  satisfacer  cumplidamente  las  necesidades 
del  consumo  á los  tipos  hoy  corrientes,  por  cierto  ex- 
cesivos en  su  venta  al  pormenor  en  muchas  locali- 
dades, por  causas  meramenLe  artificiales  y sobrada- 
mente abusivas,  sobre  las  cuales  merece  fijarse  la 
atención. 

No  pierde  de  vista  la  Comisión  que  para  levantar 
nuestra  agricultura  y ganadería,  boy  tan  postradas, 
al  nivel  que  pueden  y deben  llegar,  es  preciso  remo- 
ver los  obstáculos  que  la  dificultad  de  las  comunica- 
ciones, el  subido  precio  de  las  tarifas  de  ferro-carriles, 
o gravoso  de  los  impuestos,  lo  desproporcionado  de 
los  tipos  de  producción  á que  se  ajustan  las  cartillas 


evalnatorias,  y otras  múltiples  causas,  oponen  al  des- 
arrollo de  las  mencionadas  industrias,  y que  necesa-* 
rio  es,  por  tanto,  adoptar  todas  aquellas  medidas  que 
aparte  de  las  que  dependen  exclusivamente  de  la  ini- 
ciativa particular,  constituyen  un  completo  y conve- 
niente sistema  de  protección.  Pero  como  este  sistema, 
que  entraña  problemas  muy  conpiejos  y de  muy  di- 
versa índole,  no  puede  plantearse  con  la  celeridad -y 
urgencia  que  lo  crítico  de  la  situación  reclama,  ínte- 
rin llega  este  caso,  la  Comisión,  después  de  haber  te- 
nido la  lionra  de  oir  el  parecer  del  Sr.  Ministro  de 
Hacienda,  de  quien  ha  escuchado  con  sentimiento  que 
no  se  halla  conforme  con  el  criterio  que  informa  este 
dictamen,  y lamentando  que  éste  no  vaya  autorizado 
con  la  firma  de  un  dignísimo  individuo  de  su  seno, 
entiendo  indispensables  y de  inmediata  aplicación  los 
términos  de  la  proposición  de  que  se  trata. 

En  su  consecuencia,  la  Comisión  tiene  la  honra 
de  reproducir  este  dictámen  sin  otra  alteración  que 
la  expresada  en  las  dos  referidas  partidas  188  y 192 
del  arancel,  las  cuales  en  su  virtud  han  de  impor- 
tar 67  pesetas  50  céntimos  y 10  pesetas  respectiva- 
mente, y de  someter  á la  deliberación  del  Congreso  el 
siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  1.*  Se  establece  un  derecho  transitorio 
que  satisfarán  á su  introducción  en  la  Península  é 
islas  Baleares,  además  de  los  derechos  de  importación 
señalados  en  los  aranceles  vigentes  de  aduanas,  los 
ganados  y carnes  comprendidos  en  las  partidas  si- 
guientes de  los  expresados  aranceles: 


. 187.  Caballos  castrados  que  pa 

sen  de  la  marca 

Uno. 

90 

188.  Los  demás  caballos  y las 
yeguas 

Id. 

67*50 

189.  Ganado  mular 

Id. 

40 

190.  Idem*  asnal 

id. 

6 

191.  Idem  vacuno 

Id. 

20 

192.  Idem  de  cerda 

Id. 

10 

193.  Idem  lanar  y cabrio  y los 
animales  no  expresados. 

Id. 

t‘20 

232.  Carne  en  salmuera  y ta- 
sajo  

100  kilos. 

5*80 

233.  Manteca  de  cerdo,  incluso 
el  tociuo 

Id. 

9*50 

234.  De  las  demás  clases 

Id. 

9*50 

Art.  2.°  El  deivcbo  transitorio  mencionado  en  el 
artículo  anterior  empezará  á cobrarse  á los  treinta 
dias  de  promulgada  la  presente  ley. 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
C.  El  Conde  de  Toreno,  presiden te.=aEm ilio  Alvear.= 
Manuel  Allende  Salazar.=R.  El  Conde  de  Revilla 
Cigedo.=Lnis  de  Landecho.=El  Conde  de  Sallent, 
secretario. 


APÉNDICE  7.°  AL  NÚM.  9 


DIARIO 


DE  LAS 


SESIONES  BE  COATES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Enmiendas,  de  los  Sres.  Da  avila  y Cañamaque,  al  dictámen  de  la  Comisión 
referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso- 

adminislrativa. 


Del  Sr.  DANVILA: 

Tíos  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  á los  ar- 
tículos 70  y 71  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción  contencioso-administrativa: 

«Art.  89.  Tanto  el  escrito  interponiendo  el  recur- 
so, como  lodos  los  demás  que  se  presenten,  serán  ex- 
tendidos en  el  papel  sellado  correspondiente,  y firma- 
dos por  los  interesados  ó por  un  abogado  del  Consejo 
en  virtud  do  poder  conferido  ante  notario. 

Son  abogados  del  Consejo  todos  los  incorporados 
en  el  Colegio  de  Madrid  que  tengan  abierto  su  bu- 
fete. 

Sin  embargo,  los  abogados  militares  en  activo  ser- 
vicio, y los  que  sean  funcionarios  públicos,  no  podrán 
actuar  anle  el  Consejo. 

Art.  90.  La  Sala  podrá  permitir  que  las  partes 
actúen  y se  defiendan  por  sí  mismas  en  los  negocios 
donde  no  creyese  necesario  el  ministerio  de  los  abo- 
gados. 

Estos  podrán  sustituir  sus  poderes  en  otro  letrado, 
si  estuvieren  autorizados  para  ello  por  sus  mandan- 
tes, aun  en  la  mañana  misma  del  dia  de  la  vista,  por 
medio  de  comparecencia  ante  el  secretario  de  la  Sala. 

El  letrado  defensor  de  una  parte,  que  se  ausente 
de  Madrid  ó traslade  su  domicilio,  deberá  ponerlo  en 
conocimiento  de  la  Sala  para  los  efectos  de  las  noti- 
ficaciones. 

Si  por  falta  de  cumplimiento  de  este  precepto  no 
pudiere  tener  lugar  alguna  notificación  ó citación, 
no  se  suspenderá  el  trámite  ó acto  á que  se  refieran 
aquéllas,  ni  podrá  fundarse  en  tal  motivo  el  recurso 
de  nulidad.» 

Palacio  del  Congreso  12  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=  Faustino  Rodríguez  San  Pedro.= 


Vizconde  de  Campo-Grande.= Manuel  Fernandez  Ca- 
petillo.=  Carlos  Cas tel.=  Manuel  Allende  Salazar.= 
Senen  Cánido. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  72 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa: 

aArt.  91.  Será  condenado  el  demandante  al  pago 
de  las  costas  causadas  á sus  adversarios,  siempre  que 
la  demanda  se  declare  inadmisible,  ó la  resolución  ad- 
ministrativa impugnada  se  confirmare  en  todas  sus 
partes. 

Lo  será  asimismo  el  demandado  que  se  hubiere 
opuesto  á la  admisión  de  la  demanda,  cuando  ésta 
fuere  admitida  ó cuando  la  resolución  impugnada  sea 
totalmente  revocada. 

Las  impondrá  también  la  Sala  al  promovedor  de 
cualquier  incidente,  cuando  resulte  demostrada  noto- 
ria temeridad. 

Art.  92.  No  vendrán  obligados  al  pago  de  costas: 

i Los  que  hayan  sido  declarados  pobres  para  li- 
tigar, salvo  si  se  acreditare  que  habian  mejorado  de 
fortuna. 

2.°  Los  que  reclamen  derechos  pasivos  cuya  pen- 
sión anual  no  exceda  de  2.000  pesetas. 

Art.  93.  Las  costas  causadas  en  los  autos  serán 
tasadas  y reguladas  de  conformidad  á lo  dispuesto  en 
el  tít.  i 1 , lib.  l.°  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 

Se  exceptúan  de  esta  regulación  las  correspon- 
dientes á la  Administración  por  su  defensa,  que  en 
todo  caso  se  graduarán: 

En  100  pesetas,  cuando  se  trate  de  un  incidente. 

En  500  pesetas,  cuando  la  demauda  se  declare 
inadmisible. 
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En  1.000  pesetas,  cuando  se  desestimen  total- 
mente las  pretensiones  del  demandante  ó recurrente.  ! 

No  se  comprenden  en  las  sumas  indicadas  los  lio-  ¡ 
norarios  de  los  peritos,  indemnizaciones  de  testigos  j 
y demás  gastos  que  origine  á la  Administración  la  ; 
prueba  de  sus  derechos,  todos  los  cuales  serán  abo- 
nados por  el  litigante  condenado  en  costas. 

Art.  94.  Con  el  importe  de  las  costas  que  deban 
abonarse  á la  Administración  según  el  articulo  ante- 
rior, y el  de  los  depósitos  á que  se  refiere  el  art.  79, 
se  constituirá  un  fondo  en  la  Caja  general  de  Depósi- 
tos, á disposición  de  la  Sala,  para  atender  á las  con- 
denas de  costas  que  se  impongan  á la  Administra- 
ción. 

Para  la  exacción  de  las  cosLas  impuestas  á par- 
ticulares ó Corporaciones  procederá  el  apremio  admi- 
nistrativo en  caso  de  resistencia.» 

Palacio  del  Congreso  12  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  l)anvila.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro.= 
Senen  Cánido.  =Vizconde  de  Campo-Grande.= Javier 
Los  Arcos, =Cárlos  Castel.=Manuel  Allende  Salazar. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  ar- 
tículo 73  del  dic timen  sobre  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción con  tenoioso-ad  ministra  ti  va: 

«Art.  95.  Los  plazos  señalados  por  meses  se  con- 
tarán por  meses  naturales,  sin  excluir  los  dias  inhá- 
biles. En  estos  casos,  si  el  plazo  concluyere  en  domingo 
ú otro  dia  inhábil,  se  entenderá  prorrogado  al  si- 
guiente dia  hábil. 

Los  plazos  señalados  por  dias  se  entenderán  de  dias 
hábiles. 

Los  términos  señalados  para  utilizar  el  recurso 
contencioso-administrativo  y los  de  nulidad  y resci- 
sión correrán  durante  las  vacaciones  del  verano. 

Los  términos  fijados  en  esta  ley  empezarán  á co- 
rrer desde  el  rila  siguiente  ai  en  que  se  hubiere  hecho 
el  emplazamiento,  citación  ó notificación,  y se  conta- 
rá eli  ellos  el  dia  del  vencimiento.  No  podrán  coartar- 
se ni  extenderse  por  la  Sala  sino  en  los  casos  en  que 
se  le  conceda  expresamente  la  facultad  de  hacerlo. 

El  trascurso  de  un  término  señalado  para  el  ejer- 
cicio de  algún  derecho  traerá  consigo  la  pérdida  de 
este  derecho. 

Art.  96.  Se  tendrá  por  abandonado  todo  pleito 
cuyo  curso  se  detenga  durante  un  año  por  culpa  del 
demandante  ó recurrente.  En  este  caso  declarará  la 
Sala  caducada  la  demanda  ó el  recurso,  y consentida 
la  orden  gubernativa  ó la  sentencia  que  hubiere  mo- 
tivado el  pleito. 

Art.  97.  Del  auto  á que  se  refiere  el  articulo  an- 
terior, podrá  el  demandante,  apelante  ó recurrente 
pedir  reposición  dentro  de  cinco  dias,  si  creyere  que 
se  ha  procedido  con  equivocación  al  declarar  trascu- 
rrido el  término  legal. 

No  podrá  fundarse  la  pretensión  en  ningún  otro 
motivo. 

Este  recurso  se  sustanciará  conforme  á lo  preve-  i 
nido  en  el  art.  67,  admitiéndose  al  que  pida  la  refor- 
ma la  justificación  que  ofrezca  sobre  el  hecho  en  que 
la  funde,  concediéndose  á este  fin  un  plazo  que  no 
podrá  exceder  de  diez  dias. 

Art.  98.  Las  disposiciones  de  los  dos  artículos 
anteriores  no  son  aplicables  á ios  pleitos  en  que  la  Ad- 
ministración sea  demandante  ó recurrente.» 

Palacio  del  Congreso  12  de  Diciembre  de  1 887.= 


Manuel  Danviia.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro.  — 
Senen  Cánido.— Vizconde  de  Campo-Grande.= Javier 
los  Arcos.=Cárlos  Castel.=Manuel  Allende  Salazar. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  á los  ar- 
tículos 74  y 75  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción  contencioso-administrativa: 

«Art.  99.  Las  providencias  de  mera  tramitación 
serán  dictadas  por  tres  consejeros;  los  autos  resoluto- 
rios de  un  incidente,  por  cinco  consejeros,  y las  defini- 
tivas, con  arreglo  á lo  dispuesto  en  los  artículos » 

Palacio  del  Congreso  12  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  I)anvila.=FausLino  Rodríguez  San  Pedro.= 
Vizconde  de  Campo-Grande.=Seuen  Cánidó.= Javier 
Los  Arcos.==Cárlos  Castel.=Manuel  Allende  Salazar. 

j 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  76 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
teucioso-admiuistrativa: 

«Art.  1 00.  La  Sala  podrá  acordar,  oido  el  fiscal,  la 
suspensión  de  las  resoluciones  reclamadas  en  la  vía 
contenciosa,  cuando  no  afecten  al  servicio  público  y 
la  ejecución  pueda  ocasionar  daños  irreparables,  exi- 
giendo fianza  de  estar  á las  resultas  ai  que  hubiere 
pedido  la  suspensión. 

Si  el  fiscal  se  opusiere  á la  suspensión,  fundado 
en  que  de  ésta  puede  seguirse  perjuicio  al  servicio 
público,  no  podrá  llevarse  á efecto  sin  acuerdo  del 
Gobierno,  ai  que  expondrá  la  Sala  las  razones  que 
aconsejen  tai  medida. 

Cuando  de  la  suspensión  de  las  resoluciones  de  que 
trata  el  artículo  anterior  pueda  seguirse,  á juicio  de 
la  Sala,  menoscabo  ai  servicio  público,  se  limitará  á 
dar  curso  á las  pretensiones  de  suspensión,  elevándo- 
las con  su  informe  al  Ministerio  á quien  incumba  re- 
solverlas.» 

Palacio  del  Congreso  12  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danviia.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro.= 
Senen  Ganido.=El  Vizconde  de  Gampo-Grande.=Ja- 
vier  Los  Arcos.  = Carlos  Castel.=  Manuel  Allende 
Salazar. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  al  art.  77 
del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa: 

«Art.  101.  Declarada  que  sea  la  procedencia  de 
la  vía  contencioso-administrativa,  la  Sala  podrá  re- 
querir de  inhibición  á cualquier  tribunal  que  estu- 
viere entendiendo  en  el  negocio,  acompañando  testi- 
monio del  auto  de  admisión  de  la  demanda  con  los 
antecedentes  necesarios. 

El  tribunal  requerido  procederá  en  igual  forma 
que  si  lo  fuese  por  autoridad  administrativa,  pero  no 
podrá  dirigirse  á la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Con- 
sejo de  Estado  más  que  para  enviarle  los  autos,  caso 
de  haberse  declarado  incompetente,  ó para  manifes- 
tarle que  los  env:a  á la  Presidencia  del  Consejo  de 
Ministros,  si  sostuviere  su  competencia.» 

Palacio  del  Congreso  12  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodríguez  Sau  Pedro.  = 
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Senen  Canido.=El  Vizconde  de  Campo-Grande.=Ja- 
vier  Los  Arcos. =Manuel  Fernandez  Gapetilio.=Cár- 
los  Castel, 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  ai  ar- 
tículo 78  del  dictamen  sobre  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción con  tencioso  -ad  m inis  Ira  ti  va: 

«Art.  102.  Los  jueces  y tribunales  no  podrán  sus- 
citar cuestiones  de  competencia  á la  Sala  de  lo  Con- 
tencioso del  Consejo  de  Estado. 

Sin  embargo,  podrán  sostener  la  jurisdicción  y 
atribuciones  que  la  Constitución  y las  leyes  le  con- 
fieren, reclamando  contra  el  conocimiento  por  la  Sala 
de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  de  negocios 
que  les  iwtenezcan,  después  que  sea  firme  la  decla- 
ración de  la  procedencia  de  la  demanda  ante  él  inter- 
puesta. Estas  reclamaciones  se  elevarán  al  Gobierno 
por  medio  de  recursos  de  queja,  los  cuales  se  sustan- 
ciarán del  modo  establecido  para  los  que  se  promue- 
van contra  las  autoridades  administrativas.» 

Palacio  del  Congreso  12  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodriguez  San  Pedro.= 
Senen  Canido.=El  Vizconde  de  Campo-Grande.=Ja- 
vier  Los  Arcos. =Cárlos  Castel.  = Manuel  Allende 
Salazar. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  enmienda  á las  dis- 
posiciones transitorias  del  dictámen  sobre  el  ejerci- 
cio de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa: 

D ¿sp>os  ic  io  nes  ira  ns  i tortas. 

L*  Para  hacer  compatible  lo  dispuesto  en  esta 
ley  con  el  personal  de  consejeros  que  establece  el  ar- 
ticulo 2.°  de  la  orgánica  dei  Consejo  de  17  de  Agosto 
de  18G0,  sin  aumento  de  personal,  el  Gobierno  refun- 
dirá en  una  sola  las  Secciones  de  Gobernación  y Fo- 
mento, asignándole  cinco  consejeros,  y en  otra  las  de 
Hacienda  y Ultramar  con  seis  consejeros. 

2. ft  El  Gobierno  refundirá  y publicará  en  forma  de 
ley,  en  el  plazo  de  seis  meses,  todas  las  disposiciones 
que  en  virtud  de  la  presente  queden  en  vigor,  sobre 
organización,  atribuciones  y procedimiento  de  la  Sala 
de  io  Contencioso-administrativo,  é introducirá  en  el 
mismo  plazo  en  los  reglamentos  sobre  el  modo  de 
proceder  las  Secciones  de  lo  Contencioso  de  los  Con- 
sejos de  administración  de  Cuba  y Filipinas  y el  Con- 
sejo administrativo  de  Puerto-Rico,  las  reformas  que 
establece  esta  ley. 

3. a  Los  negocios  pendientes  de  fallo  á la  publica- 
ción de  esta  ley  quedan  sujetos  á las  disposiciones 
vigentes,  salvo  si  las  partes  convinieren  someterlos  á 
las  de  esta  ley  en  el  estado  que  tenga  la  tramitación. 
Para  aquellos  en  que  se  hubiere  celebrado  la  vista, 
regirá  lo  establecido  en  la  actualidad,  elevando  la 
Sala  de  lo  Contencioso  la  consulta  correspondiente  á 
la  aprobación  de  S.  M.  Lo  mismo  se  verificará  si  se 
interpusiese  recurso  de  revisión  contra  algún  Real 
decreto-sentencia. 

4. a  Una  disposición  especial  establecerá  todo  lo 
relativo  á las  insignias  que  han  de  usar  los  conseje- 


ros de  la  Sala  de  lo  Contencioso,  los  funcionarios  del 
ministerio  fiscal,  el  secretario  y los  oficiales,  así  como 
el  lugar  que  los  interesados  deban  ocupar  cuando 
comparezcan  ante  la  Sala,  y facultades  que  les  co- 
rrespondan.» 

Palacio  del  Congreso  12  de  Diciembre  de  1887.= 
Manuel  Danvila.=Faustino  Rodriguez  San  Pcdro.= 
Senen  Canido.=Vizconde  de  Campo-Grande.=Javier 
Los  Arcos.=Cárlos  Castel.=Manuel  Allende  Salazar. 


Del  Sr.  CASfAMAQUE: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
someter  á la  aprobación  del  Congreso  las  siguien- 
tes enmiendas  y adición  á la  primera  de  las  disposi- 
ciones transitorias  del  proyecto  de  ley  sobre  el  ejerci- 
cio de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa, 
quedando,  en  su  virtud,  redactada  aquella  disposi- 
ción en  esta  forma: 

Disposiciones  tra>isitorias. 

1.a  Al  organizarse  el  Tribunal  Superior  Conten- 
cioso-administrativo, el  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros nombrará,  á propuesta  de  dicho  Tribunal,  el 
secretario  general  y los  secretarios  de  Sala,  prévio 
concurso  para  el  primero  de  estos  cargos,  de  entre 
los  oficiales  mayores  del  Consejo  de  Estado  y prime- 
ro de  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  y para 
los  segundos,  de  entre  los  que  figurando  en  el  esca- 
lafón de  oficiales  del  Consejo  de  Estado,  y habiendo 
ingresado  en  el  Cuerpo  por  oposición  ó exámen,  hu- 
biesen prestado  servicios  ocho  años  en  el  Consejo,  y 
cuatro  de  ellos,  por  lo  ménos,  en  la  Sección  ó Sala  de 
lo  Contencioso;  con  excepción  de  una  de  las  referidas 
plazas  de  secretarios  de  Sala,  para  cuya  provisión  el 
concurso  se  habrá  de  celebrar  exclusivamente  entre 
los  letrados  funcionarios  de  la  Presidencia  del  Conse- 
jo de  Ministros,  que  habiendo  desempeñado  destings 
de  Real  nombramiento  por  más  de  doce  años,  hayan 
servido  cuatro  de  ellos  cuando  ménos  en  el  Negociado 
de  pleitos  contencioso-administrativos  y de  competen- 
cias de  jurisdicción  de  la  misma  Presidencia,  prefirién- 
dose en  todo  caso  al  que  hubiere  tenido  á su  cargo  por 
más  tiempo  el  despacho  de  dicho  Negociado,  de  entre 
los  comprendidos  en  la  Real  disposición  que  les  exige 
para  servir  en  el  mismo  la  cualidad  de  letrado,  pro- 
hibiéndoles el  ejercicio  de  la  abogacía.  Para  ocupar 
las  plazas  de  oficiales  de  Sala  del  referido  Tribunal 
serán  preferidos  los  oficiales  del  Consejo  de  Estado 
con  cuatro  anos  de  antigüedad  en  el  Cuerpo  y dos  (le 
ellos  en  la  Sección  ó Sala  de  lo  Contencioso  de  dicho 
Consejo;  y los  letrados  funcionarios  de  la  Presiden- 
cia del  Consejo  de  Ministros  que  aun  cuando  no  re- 
unan  todas  las  condiciones  exigidas  en  el  párrafo  an- 
terior para  optar  á una  de  las  plazas  de  secretario  de 
Sala,  hayan  servido  cuatro  años  por  lo  ménos  en  el 
Negociado  referido  de  la  misma  Presidencia. 

Pasarán  al  Tribunal  Superior  Contencioso-admi- 
nistrativo los  ujieres  de  la  Sala  correspondiente  del 
Consejo  de  Estado. 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
Francisco  Cañamaque.=Roman  Laá.=Enrique  Fer- 
nandez.=Manuel  Alcalá  del  01mo.=Francisco  Ruiz 
Villegas.  =Manuel  Ballesteros.  =Mariano  Arredondo. 


APÉNDICE  S."  AL  NÚM.  0 


DE  LAS 


SESIONES 


Proposición  de  ley,  del  Sr.  Gil  Boyes  f reproducida ),  condonando  d varios  pue- 
blos de  la  provincia  de  Zaragoza  los  dos  primeros  trimestres  de  contribución  de 
inmuebles,  cultivo  y ganadería  correspondientes  al  año  económico  de  1887-88. 


AL  CONGRESO 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
presentar  al  Congreso  la  siguiente  proposición  ele  ley, 
que  j us ti  11  can  sobradamente  las  circunstancias  aflic- 
tivas por  que  atraviesan,  como  efecto  de  pertinaz  se- 
quía y pérdida  total  de  cosechas,  los  pueblos  á que 
afecta. 

Artículo  I .°  Se  condona  á los  pueblos  de  Leriñena, 
Perdiguera,  Taleta,  Monagrino,  Bujaraloz  y La  Al- 


moida,  en  la  provincia  de  Zaragoza,  los  trimestres  pri- 
mero y segundo  de  la  contribución  de  inmuebles, 
cultivo  y ganadería,  correspondientes  al  año  econó- 
mico de  1 887-88. 

Art.  2.°  El  Ministro  de  Hacienda  queda  encargado 
de  la  ejecución  de  la  presente  ley. 

Palacio  del  Congreso  24  de  Junio  de  l887.=Joa- 
quin  Gil  Berges.  = Juan  Monpeon.  = Tomás  Cas'- 
te  llano. 
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NÜMEHO  10 


DIARIO 


DE  LAS 


SESIONES  1E  CORTES 


WNGEEKO  DE  LOS  DIPUTADOS 


PRESIDENCIA  DEL  EXCMO.  SR.  D.  CRIST1N0  MIRTOS 


SESION  DEL  MARTES  15  DE  DICIEMBRE  DE  1887 

SUMARIO.  Abreso  d las  tros  menos  cuarto.=Se  loo  y aprueba  el  Acta  de  la  anterior =E1  señor 
Ministro  de  Ultramar  contesta  á las  preguntas  que  lo  fueron  dirigidas  en  la  sesión  do  ayer  por  el  señor 
Pons,  acerca  de  la  presentación  del  proyecto  de  ley  de  enjuiciamiento  civil  con  aplicación  á las  islas 
Filipinas;  por  ol  Sr.  Pedregal,  acerca  de  si  puodon  ó no  celebrarse  exequias  fúnebres  do  cuorpo  presento 
en  las  citadas  islas;  respecto  del  establecimiento  de  boticas  en  diohas  islas  por  los  chinos,  y sobre  inmi- 
gración de  éstos;  por  el  Sr.  Pando,  en  anteriores  sesiones,  sobre  supresión  de  algunas  provincias  en 
Cuba,  y acerca  del  expediente  de  consumo  de  ganados;  y por  ñn,  contesta  d la  pregunta  del  Sr.  Lastres, 
respecto  de  la  construcción  ó subasta  de  una  red  de  ferro -carriles  en  Cuba.=Rectificacion  del  Sr.  Pe- 
dregal. =Pasan  d la  Comisión  de  actas  varios  documentos,  presentados  por  el  Sr.  Vergez,  referentes  ai 
Sr.  Zambrana.=El  Sr.  Bonayas  se  hace  cargo  de  lo  manifestado  en  la  sesión  do  ayer  por  el  Sr.  Castel, 
acerca  de  la  intervención  que  en  la  rectificación  do  listas  electorales  haya  podido  tener  el  alcalde  do 
Torrijos.= El  Sr.  Ansaldo  pide  d la  Presidencia  se  sirva  excitar  el  celo  de  las  Comisiones  de  actas 
y de  incompatibilidades  para  que  cuanto  antes  presenten  los  dictámenes  que  les  están  encomendados, 
y d la  Mosa  que  cuando  estos  dictámenes  lleguen,  se  pongan  desde  luego  d discu8ion.=Conte3taciones 
de  la  Presidencia,  y do  los  Sres.  Baselga,  Landecho  y Cánido,  como  individuos  de  las  Comisiones  alu- 
didas.=Rectiüca  el  Sr.  Ansaldo,  con  llamadas  de  la  Presidencia.=Dáse  lectura  de  una  proposición  de 
ley  incluyendo  en  ol  plan  de  carreteras  la  de  Pontevedra  á Campo.= Apoyada  por  el  Sr  Vincenti,  se 
toma  en  consideración  y pasa  á las  Secciones.=Igual  acuerdo  recae  acerca  de  otra  proposioion  de  ley, 
después  do  apoyada  por  el  Sr.  Guitian,  sobre  establecimiento  de  una  estación  telegráfica  en  Cangas  de 
Marrazo,  provincia  de  Pontevedra.*— El  Sr.  Alvarado  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  si  tiene 
pensado  presentar  nn  proyecto  do  ley  elevando  la  partida  del  arancel  que  se  refiere  á la  introducción 
del  petróleo,  y ruega  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  se  sirva  hacer  lo  posiblo  para  que  se  satifagan  sus 
atrasos  d los  soldados  de  los  reemplazos  de  1873  74.=  Contestación  del  Sr.  Ministro  de  Hacienda. = 
Rectifican  ambos  señores,  y se  acuerda  comunicar  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  ol  ruego  del  Sr.  Alva- 
rado.=El  Sr.  Marqués  de  Mochales  llama  la  atención  del  Gobierno  acerca  de  la  emigración  que  so 
observa,  especialmente  en  las  provincias  del  Noroeste,  la  cual  reviste  caracteres  de  la  mayor  importan- 
cia, y progunta  al  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  si  ol  Gobierno  está  dispuesto  d presentar 
proyectos  de  ley  que  regulon  de  alguna  manera  la  emigración,  ó que  la  encaucen,  dirigiéndola  a nues- 
tras provincias  de  Ultramar.=Contestacion  dol  Sr.  Ministro  de  la  Gobornaeion.=Roctiflcan  ambos 
8eñoros.=Pregunta  del  Sr.  Aguirre  sobre  el  estado  en  que  se  encuentra  el  expediente  relativo  á la 
constrnocion  del  edificio  para  aduana  y otras  oficinas  del  Estado  en  Bilbao,  y pide  se  resuelva  cuanto 
antes.=CoLitestaci'>n  del  Sr.  Ministro  do  Hacienda.=Preguntas  del  Sr.  Buroll  d los  Sres.  Ministros  de 
Hacienda,  Gobornacion  y Gracia  y Justicia,  o*; tendiéndose  además  en  consideraciones  sobre  el  estado 
lamentable  en  quo  so  encuentra  la  mendicidad  en  Madrid.=Contostacion  do  los  Sros.  Ministros  de  Ha- 
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ciencia  y Gobernacion.=R©ctificacion  del  Sr.  Burell.=A  petición  dol  Sr.  Fabra  (D.  Gil  María),  la  Mesa 
pono  on  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Fomento  su  deseo  de  que  remita  al  Congreso  el  expediento 
del  ferro-carril  de  Puortollano  á Córdoba.=Incidente  promovido  por  el  Sr.  Conde  de  Peña-Ramiro 
con  motivo  do  las  palabras  pronunciadas  antes  por  el  Sr.  Burell,  relativamente  al  estado  de  mendici- 
dad en  Madrid  y de  las  Sociedades  que  do  este  asunto  se  ocupan,  en  que  toman  parte  el  Sr.  Ministro  de 
la  Gobernación,  ol  mismo  Sr.  Burell  y el  Conde  de  Peña-Ramiro,  quedando  terminado  á indicación  del 
Sr.  Presidente.=Se  acuerda  poner  on  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  la  súplica  del  señor 
Alvarez  Bugallal,  para  que  remita  á la  Cámara  el  ol  expediente  de  croaeion  do  la  brigada  de  arrastro 
destinada  en  esta  corte  á llevar  subsistencias  a los  cuarteles,  así  como  el  presupuesto  detallado  del 
gasto  correspondiente,  designando  los  créditos  con  aplicación  á los  cuales  se  ationdo  a este  nuevo  ser- 
vícío.=ühde>í  DEL  uia:  continúa  la  discusión  del  dictámon  sobre  ol  ejercicio  de  la  jurisdicción  conten- 
cioso-administrativa,  y en  el  uso  do  la  palabra  el  Sr.  Cardenas.=El  Sr.  Santamaría,  do  la  Comisión 
pide  la  palabra.=Se  suspende  esta  discusión.— El  Congreso  quoda  enterado  de  la  constitución  do  dos 
Comisiones,  y del  nombramiento  do  sus  presidentes  y secretarios.=Se  leen  por  primera  voz,  y pasan  á 
la  Comisión,  dos  enmiendas  al  dictamen  relativo  al  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso-administra- 
tiva.=Quedan  sobre  la  mesa  dos  dictámenes,  uno  do  la  Comisión  do  actas  y otro  de  la  de  incompatibi- 
lidades, re  ©rentos  ambos  á la  elección  verificada  en  el  distrito  de  Matanzas,  y á la  admisión,  como 
Diputados  por  el  mismo,  de  D.  Basilio  Díaz  dol  Villar  y D.  Elíseo  Giberga  y Galí.=Orden  del  dia  para 
mañana:  los  dictámenos  quo  acaban  de  leerse,  y los  demás  asuntos  pendiontes.=So  levanta  la  sesión  á 
las  sois  y cuarenta  y cinco  minutos. 


Se  abrió  á las  tros  menos  cuarto,  y leída  el  Acta 
de  la  anterior,  quedó  aprobada. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Ministro  de  Ultramar  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Ministro  de  ULTRAMAR  (Balaguer):  En  la 
sesión  de  ayer  tarde,  y en  otras  sesiones  anteriores,  se 
lian  dirigido  varias  preguntas  al  Ministro  de  Ultra- 
mar, que  voy  á Lener  el  honor  de  contestar  en  este 
momento. 

El  Diputado  Sr.  Pons,  en  la  sesión  de  ayer  tarde, 
pidió  que  con  la  mayor  urgencia,  y en  cumplimiento 
del  precepto  constitucional,  viniera  á la  Cámara  el 
proyecto  de  ley  de  enjuiciamiento  civil  que,  con  apli- 
cación á las  islas  Filipinas,  ha  redactado  la  Comisión 
de  Códigos.  Tengo  que  decir  al  Sr.  Pons,  en  contes- 
tación á esto,  que  en  efecto,  la  Comisión  de  Códigos 
ha  presentado  ai  Ministro  un  proyecto  de  enjuicia- 
miento civil  eu  Filipinas,  que  lo  estoy  estudiando  en 
estos  momentos;  que  tan  pronto  como  lo  tenga  es- 
tudiado tendré  el  honor  de  presentarlo  á la  firma  de 
S.  M.  la  Reina,  por  si  se  digna  autorizarlo,  y que  en 
cuanto  S.  M.  la  Reina  haya  tenido  la  bondad  de  apro- 
barlo, en  cumplimiento  del  precepto  constitucional, 
yo  daré  cuenta  de  él  á las  Cámaras,  según  es  costum- 
bre y según  es  ley. 

El  Sr.  Pedregal  dirigióme  ayer,  en  ios  momentos 
en  que  mi  deber  me  obligaba  á estar  en  la  otra  Cá- 
mara, como  el  Sr.  Pedregal  puede  comprender;  S.  S., 
digo,  tuvo  la  bondad  de  dirigirme  varias  preguntas, 
á las  cuales  voy  á contestar. 

«El  Sr.  Pedregal  dijo  que  entre  el  director  de  ad- 
ministración civil  de  Filipinas  y las  corporaciones 
religiosas  ha  mediado  algo  respecto  á si  las  exequias 
fúnebres  se  han  de  hacer  de  cuerpo  presente  ó no.  En 
efecto,  debo  decirle  al  Sr.  Pedregal  que  tengo  noticia 
telegráfica  de  que  se  ha  publicado  una  circular  por  el 
digno  señor  director  de  administración  civil  del  Ar- 
chipiélago, y que  á consecuencia  de  ella  se  hicieron 
algunas  observaciones  por  parte  de  alguna  órden  re- 
ligiosa. No  tengo  noticia  de  esto,  repito,  más  que  te- 
legráfica; la  disposición  dictada  por  el  señor  director 
do  administración  no  ha  llegado  todavía  al  Ministe- 
rio, y solo  por  telégrafo  lio  podido  poner  uua  órden 


al  gobernador  general  para  que  atienda  á esto  y para 
que  procure  y haga  que  quede  en  su  lugar,  como 
debe,  la  autoridad,  y que  á su  discreción  se  fía  lo 
que  deba  hacerse.  No  lie  tenido  noticia  ninguna  en 
contestación  á esto,  y he  de  suponer  que  la  cuestión 
está  terminada;  pero  de  todos  modos,  tan  pronto  co- 
mo el  asunto  llegue  al  Ministerio,  y llegue  la  dispo- 
sición del  director,  y asimismo  el  expediento  que  so- 
bre esto  ha  debido  incoarse,  yo  tendré  el  gusto  de 
traerlo  aquí  á disposición  del  Sr.  Pedregal. 

Relativamente  á otra  pregunta  de  S.  S.  con  mo- 
tivo de  lo  que  pasa  en  Filipinas  con  las  boticas  de  ios 
chinos,  debo  decirle  que,  en  efecto,  el  expediente  ha 
venido  á la  Península,  pero  no  puedo  traerlo  en  esto 
momento  por  haberse  enviado  al  Consejo  de  Ultra- 
mar para  que  dé  dictamen;  no  habiendo,  por  tanto, 
recaido  en  él  resolución  todavía.  Tengo  entendido, 
cxtraoficialmente,  que  el  Consejo  de  Ultramar  ha  for- 
mulado ya  el  dictámen  y que  de  un  momento  á otro, 
quizás  hoy  ó manaría,  devolverá  el  expediente  al  Mi- 
nisterio. Tan  pronto  como  recaiga  resolución  en  él, 
lo  traeré  á disposición  de  S.  S. 

IiO  mismo  tengo  que  decirle  respecto  á su  terce- 
ra pregunta.  La  exposición  á que  S.  R.  se  refirió,  for- 
mulada, en  efecto,  hace  ya  bastante  tiempo,  relativa 
á la  iumigracion  de  chinos,  lia  pasado  también  al 
Consejo  de  Ultramar,  y no  solamente  está  pendiente 
del  informe  del  Consejo,  sino  de  las  conferencias  que 
frecuentemente  celebramos  el  Sr.  Ministro  de  Estado 
Y yo,  porque,  como  S.  S.  comprenderá,  el  asunto  re- 
viste cierto  aspecto  de  gravedad  que  se  roza  algo  con 
las  relaciones  internacionales,  lo  cual  origina  que 
aun  no  haya  sido  resuelto  este  expediente. 

Creo  que  con  lo  manifestado  quedan  contestadas 
las  preguntas  que  R.  S.  me  dirigió  ayer. 

Quiero  aprovechar  esta  ocasión  para  contestar  á 
otras  preguntas  que  se  me  han  dirigido  en  días  ante- 
riores. 

El  Sr.  Pando  me  preguntó  hace  unos  dias  si  per- 
sistía en  suprimir  algunas  provincias  de  la  isla  do 
Cuba,  y debo  contestar  á S.  S.  que  el  pensamiento  fie 
esa  supresión  se  presentó  en  un  proyecto  fie  ley  do 
presupuestos  que  se  sometió  A la  aprobación  de  la 
Cámara.  Sobre  esto  lian  surgido  varias  observacio- 
nes, y obran  en  el  Ministerio  de  Ultramar  diversas 
comunicaciones  procedentes  de  la  isla  do  Cuba. 
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Esta  no  es  ocasión  de  hablar  de  estos  asuntos; 
ruando  vengan  los  nuevos  presupuestos,  entonces,  si 
por  razones  de  economías  me  veo  obligado,  como  me 
vi  entonces,  á presentar  esto,  lo  haré.  De  todos  mo- 
dos, lo  que  yo  puedo  contestar  á S.  S.  es  que  cuando 
esto  venga  á la  Cámara  podrán  tener  lugar  las  ob- 
servaciones que  ha  hecho  S.  S. 

Asimismo  me  preguntó  S.  S.  si  se  cumplen  las 
leyes  de  montes.  En  electo,  la  ley  de  montes  se  cum- 
ple en  la  isla  de  Cuba,  y no  tengo  noticia  ni  queja 
alguna  de  que  deje  de  cumplirse.  La  misma  contcs- 
tacion  debo  darle  respecto  de  la  ley  de  minas  y de 
aguas.  Estas  leyes  están  vigentes,  y mis  noticias 
son  que  se  cumplen  al  pié  de  la  letra;  y si  hay  al- 
guna reclamación  sobro  ellas,  no  ha  llegado  á mi  no- 
ticia. 

En  qué  estado,  me  preguntaba  S.  S.,  se  encontra- 
ba el  expediente  sobre  el  canal  de  las  Villas.  Este  ex- 
pediente, después  de  haber  recaído  el  informe  de  la 
Dirección  de  Fomento,  se  encuentra  en  la  Dirección 
de  Hacienda  del  Ministerio  de  Ultramar;  estoy  espe- 
rando que  esta  Dirección  dé  el  dictámen  que  crea  con- 
veniente, para  resolverlo  en  el  acto  mismo,  ó pasarlo 
ai  Consejo  de  Estado. 

En  qué  estado  se  halla  el  expediente  de  consumo 
de  ganados.  Las  noticias  que  sobre  esto  puedo  dar  á 
8.  S.,  son  que  el  contrato  encomendando  el  impuesto 
sobre  ganados  en  Cuba  al  Banco  Español  de  la  Isla, 
con  arreglo  á la  ley,  quedó  ya  ultimado,  y su  recau- 
dación á cargo  de  aquel  establecimiento.  Se  ha  pu- 
blicado en  Cuba  un  folleto  y han  venido  algunas  re- 
damaciones sobre  incumplimiento  de  este  contrato; 
se  han  pedido  por  el  Ministerio  los  antecedentes  ne- 
cesarios, y de  ellos  resulta,  basta  ahora,  no  solamente 
que  el  Banco  cumple  bien  y belmente,  sino  que  por 
lo  que  á la  recaudación  atañe,  arroja  en  los  primeros 
meses  del  ano  actual  uoa  cantidad  de  ingresos  que 
pasa  do  30.000  duros  sobre  lo  contratado.  No  satisfe- 
cho, sin  embargo,  con  esto  el  Ministro  de  Ultramar, 
está  esperando  unos  antecedentes  que  ha  pedido  al 
gobernador  general  de  aquella  Isla,  para  resolver  de- 
linitivamente  el  expediente  que  se  ha  formado  con 
motivo  dol  folleto  que  se  publicó  en  Cuba  y de  varias 
instancias  quo  han  hecho  allí  algunos  particulares. 

Con  respecto  á una  pregunta  que  me  hizo  el  se- 
ñor Lastres,  relativa  á una  lieal  orden  que  manda 
construir  en  Puerto-Rico  una  red  de  ferro-carriles,  y 
sobre  los  datos  que  S.  8.  reclamaba  como  necesarios 
para  explanar  una  interpelación,  no  puedo  contestar 
á S.  S.  más  que  lo  que  arroja  el  expediente,  y es,  que 
la  Real  órden  á que  S.  S.  se  refería  no  manda  cons- 
truir la  red  de  ferro-carriles  en  Puerto-Rico,  sino 
que  dispone  simplemente  se  veritique  una  nueva  su- 
basta, toda  vez  que  las  dos  primeras  no  dieron  resul- 
tado alguno  y la  ley  exige  que  sean  tres,  y que  el  Mi- 
nisterio no  ha  tenido  en  cuenta  más  que  la  pronta 
realización  de  la  red  de  ferro  carriles  en  Puerto-Rico, 
>'Ggun  se  ha  pedido  aquí  en  diferentes  ocasiones  á 
consecuencia  de  interpelaciones  y reparos  de  algún 
8r.  Diputado.  Esta  Real  órden  se  ha  dictado  única- 
mente para  ver  si  ya  que  no  se  consiguió  en  las  dos 
primeras  subastas,  se  consigue  en  la  tercera  lo  que 
con  tanto  atan  y tanto  interés  reclama  aquel  país. 

El  Sr.  PEDREGAL:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
llene  V.  S. 

El  Sr,  PEDREGAL:  Agradezco  al  Sr.  Ministro  do 


Ultramar  las  explicaciones  que  se  lia  servido  darme 
en  contestación  á la  pregunta  que  ayer  le  dirigí,  y 
aplazo  las  observaciones  que  estime  pertinentes  para 
cuando  S.  8.  haya  resuelto  los  expedientes  relativos 
al  Archipiélago  Filipino. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Bniz  Capdepon):  El 
Sr.  Vergez  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  VERGEZ:  La  be  pedido  para  suplicar  á la 
Mesa  se  sirva  remitir  á la  Comisión  de  actas  varios 
documentos  que  presento,  relativos  á la  incapacidad 
del  Diputado  electo  por  la  circunscripción  de  la  Ha- 
bana, Sr.  Zambrana. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Tbarra):  Pasarán  á la  Co- 
misión de  actas. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Benayas  Liene  la  palabra. 

El  Sr.  BENAYAS:  En  la  sesión  de  ayer  mi  com- 
pañero el  Sr.  Castel  tuvo  la  bondad  de  ocuparse  del 
distrito  electoral  de  Torrijos,  que  tengo  el  honor  de 
representar,  y se  hizo  eco  de  quejas  acerca  de  la  con- 
ducta de  aquel  alcalde  como  presidente  de  la  Junta 
inspectora  del  censo  electoral.  También  se  ocupó  del 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Torrijos. 

Aunque  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  que  se 
hallaba  presente,  defendió  á aquellas  autoridades 
como  ellas  so  merecen,  yo  debo  hacer  constar  ante  el 
Congreso  mi  deseo  de  que  suspenda  todo  juicio  basta 
que  vengan  á la  Cámara  los  documentos  que  el  señor 
Castel  ha  pedido  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación. 
Si  S.  8.,  después  de  examinar  esos  documentos,  vuel- 
ve á ocuparse  de  este  particular,  discutiremos  y que- 
dará demostrado  lo  que  baya  de  cierto  en  este  asunto. 

1‘or  de  pronto  debo  anticipar  al  Congreso  que  en 
modo  alguno,  ni  el  digno  juez  municipal  encargado 
del  despacho  del  Juzgado  de  primera  instancia,  ni  el 
alcalde  presidente  de  la  Junta  del  censo,  han  faltado 
en  lo  más  mínimo  á la  ley,  según  tendré  el  honor  de 
demostrar  ante  la  Cámara.  Y termino  esperando  que 
el  Sr.  Castel  se  convencerá  de  mis  asertos  cuando  am- 
bos discutamos  plenamente  este  asunto,  en  el  que  su 
señoría  ha  sido  tan  inexacto  como  injustamente  infor- 
mado de  la  conducta  de  las  autoridades  de  Torrijas 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Ansaldo  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  ANSALDO:  Señores  Diputados,  si  no  me 
honrara, como  por  fortuna  mia  me  honro,  con  la  amis. 
tad  de  todos  los  dignos  compañeros  que  constituyen 
la  Comisión  de  actas  y la  de  incompatibilidades,  y si 
no  conociera,  como  conozco,  el  celo  que  les  distingue, 
la  actividad  que  les  es  propia,  y el  buen  deseo  que  les 
anima  siempre  de  desempeñar  con  gran  escrupulosi- 
dad los  encargos  que  reciben  del  Congreso,  yo, movido 
por  el  cumplimiento  de  mi  deber  y atendiendo  á cier- 
tas manifestaciones  de  la  opinión  que  hasta  mí  han 
llegado,  me  limitaría  d reclamar  del  Sr.  Presidente 
que  tuviera  la  bondad  de  excitar  á las  indicadas  Co- 
misiones para  que  dieran  nuevo  impulso  ásus  traba- 
jos y presentaran  cnanto  antes  sus  dictámenes. 

Las  circunstancias  que  he  tenido  el  honor  de  ex- 
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poneros,  y más  aún  que  otra  alguna  la  de  formar  parte 
de  la  Comisión  de  incompatibilidades  mi  querido  ami- 
go el  Sr.  Baselga  (El  Sr.  Baselga  pide  la  palabra ),  quien 
en  legislaturas  anteriores  demostró  su  amor  entrañable 
á la  legalidad,  levantándose  con  notable  frecuencia  á 
formular  el  mismo  ruego  que  dejo  indicado,  me  ha- 
ciau  concebir,  y creo  que  á vosotros  también,  señores 
Diputados,  la  lisonjera  esperanza,  jqué  digo  la  lison- 
jera  esperanza!  la  absoluta  seguridad  de  que  las  Co- 
misiones á que  aludo  habian  de  dar  ejemplo  de  cons- 
tancia y prontitud,  de  toda  la  prontitud  compatible 
con  el  acierto  que  tenemos  derecho  á exigir,  dada  la 
clara  inteligencia  y la  larga  experiencia  parlamenta- 
ria de  las  distinguidas  personas  que  las  componen. 

Cierto  es  que  todavía  han  trascurrido  pocos  dias 
desde  que  dichas  Comisiones  han  quedado  organiza- 
das; pero  también  es  cierto  que  hay  sometidas  á su 
examen  algunas  actas  completamente  limpias  y al- 
gunos casos  de  compatibilidad  perfectamente  claros, 
que  lejos  de  necesitar  un  concienzudo  y detenido  es- 
tudio, que  explicaría,  a mi  modo  de  ver,  la  tardanza  de 
esas  Comisiones  en  emitir  dicLámen,  se  dictaminan  por 
sí  mismos.  Y yo  que  lie  tenido  ocasión  de  ver  que  en 
la  primera  legislatura  de  estas  Córtes,  cuando  la  aglo- 
meración de  actas  aumentaba  las  dificultades  y cen- 
tuplicaba los  obstáculos,  bastaron  veinticuatro  horas 
á la  Comisión  para  emitir  multitud  de  informes;  yo 
que  he  visto  que  esa  misma  Comisión  en  menos  de 
una  hora  despachó  las  actas  de  sus  1 5 individuos,  no 
he  podido  mónos  de  extrañar  que  ahora  la  Comisión 
actual  haya  dejado  pasar  más  de  ocho  dias,  á pesar 
de  que  está  muy  limitada  la  materia  de  su  trabajo, 
sin  emitir  ningún  diclámen.  (El  Sr.  Laridecho  pule  la 
palabra.) 

No  sé  si  esta  tardanza  (y  ruego  al  Sr.  Presidente 
que  no  ine  iuterrumpa,  porque  voy  á terminar  en  se- 
guida) tendrá  alguna  relación  cou  ciertos  rumores, 
que  ya  son  del  dominio  público,  respecto  de  algunos 
rozamientos  que  existen  entre  la  Comisión  de  incom- 
patibilidades y la  de  actas,  con  motivo  de  la  inter- 
pretación de  las  últimas  reformas  introducidas  en  el 
Reglamento  del  Congreso,  reformas  que  todos  vos- 
otros acogisteis  con  benevolencia  y yo  fui  el  único 
que  tuvo  aquí  ocasión  de  combatir.  Pero  sea  de  esto 
lo  que  quiera,  lo  que  yo  deseo  en  este  momento  es 
alguna  explicación  satisfactoria,  que  no  dudo  nos 
dará  el  Sr.  Landecho,  mi  particular  amigo,  que  aca- 
ba de  pedir  la  palabra,  explicación  en  virtud  de  la 
cual  resulte  justificada  la  conducta  de  las  Comisio- 
nes, y se  sepa  que  si  no  emiten  dictámenes , es  por 
causas  superiores  á la  voluntad  de  sus  dignos  indi- 
viduos. 

Por  lo  demás,  creo  de  mi  deber  recordar  á la  Co- 
misión y al  Congreso... 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se- 
ñor Diputado,  S.  S.  tiene  la  palabra  únicamente  para 
dirigir  una  excitación  á la  Comisión,  y ie  suplico  que 
no  éntre  en  ciertas  consideraciones  que  no  son  nece- 
sarias para  formular  esa  excitación. 

El  Sr.  ANSALDO:  Siempre  me  merecen  á mí 
la  mayor  consideración  y respeto  las  indicaciones  del 
Sr.  Presiden  Le;  pero  le  suplico  que  tenga  en  cuenta 
mi  falta  de  experiencia  parlamentaria,  y que  me  per- 
mita terminar  mi  manifestación,  porque  si  me  inte- 
rrumpe, voy  á tener  que*  tardar  más  en  formularla. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Yo 
no  tongo  el  menor  deseo  de  interrumpir  á S.  S.;  pero  ! 


tenga  en  cuenta  que  sobre  mis  deseos  está  el  deber 
de  cumplir  el  Reglamento,  y por  esta  razón,  no  por 
otra,  tengo  que  llamar  la  atención  de  S.  S.  para  que 
se  concrete  a la  pregunLa. 

El  Sr.  ANSALDO:  Agradezco  mucho  la  indica- 
ción de  S.  S.,  y voy  á concretar  todo  lo  posible,  aun n- 
ciando  desde  luego  que  son  muy  pocas  las  palabras 
que  he  de  añadir. 

Digo  que  creo  cumplir  con  mi  deber  recordando 
á las  Comisiones  y á la  Cámara  la  necesidad  de  ac- 
tivar esos  dictámenes,  para  que  todo  el  mundo  vea 
nuestro  interés  en  hacer  que  se  cumpla  la  voluntad 
del  cuerpo  electoral  y en  que  estén  los  distritos  el  me- 
nor tiempo  posible  privados  de  su  legítima  repre- 
sentación. Y para  concluir  voy  á dirigir  una  súplica 
á la  Presidencia. 

Si  mi  memoria  no  me  es  infiel,  creo  que  en  una 
de  las  anteriores  sesiones,  mi  querido  amigo  particu- 
lar y político  el  Sr.  Nnñez  de  Vclasco,  en  uso  de  su 
perfecto  derecho  y por  su  cuenta  propia,  reprodujo 
los  dictámenes  emitidos  por  la  anterior  Comisión  de 
actas  que  quedaron  pendientes.  Pues  bien,  suplico  ;í 
la  Mesa  se  sirva  ponerlos  á discusión  lo  antes  po- 
sible. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Mesa  tendrá  en  cuenta  el  ruego  de  S.  S.,  y dentro  de 
sus  facultades  procederá  en  la  forma  que  crea  mas 
acertada. 

Tiene  la  palabra  el  Sr.  Baselga. 

El  Sr.  BASELGA:  Pensaba,  Sres.  Diputados,  ha- 
ber pedido  la  palabra  uno  de  estos  dias,  como  indi- 
viduo que  soy  de  la  Comisión  de  incompatibilidades, 
y ahora  la  alusión  de  mi  querido  amigo  particular 
el  Sr.  Ansaldo  me  permite  dar  algunas  explicacio- 
nes sobre  las  dudas  que  me  ocurren  respecto  da  los 
trabajos  de  esta  Comisión. 

Es  efectivamente  cierto  que  con  motivo  de  la  re- 
forma del  Reglamento  han  surgido  algunas  dudas 
dentro  de  la  Comisión  respecto  de  la  interpretación  de 
algunos  artículos,  una  de  las  cuales  se  refiere  ¡\  si 
todos  los  dictámenes  de  actas  deberían  ó no  pasar  A 
la  Comisión  de  incompatibilidades. 

En  realidad,  la  reforma  del  Reglamento  para  al- 
gunos estaba  muy  clara,  y para  otros  muy  dudosa. 
Esta  cuestión  se  sometió  al  Sr.  Presidente,  y dospues 
de  cuatro  reuniones,  en  las  que  se  lia  debatido  este 
importantísimo  punto,  se  ha  convenido  en  que  se  pue- 
de informar  sobre  todas  las  actas;  así  es  que  ayer  la 
Comisión  de  incompatibilidades  lia  dado  dictámen 
sobre  dos  actas  completamente  limpias;  quedan  algu- 
nas en  las  cuales  debe  entender  también  Ja  Comisión 
de  incompatibilidades,  y sobre  esto  también  se  ha  lle- 
gado, después  de  algunas  discusiones,  á un  completo 
acuerdo. 

Ahora  bieD;  en  el  Reglamento  hay  una  disposi- 
ción que  es  muy  difícil,  si  no  imposible,  que  ee  cum- 
pla, porque  esa  disposición  prescribe  que  á los  ocho 
dias  de  constituido  el  Congreso  se  dé  dictámen  sobre 
todas  las  actas  presentadas  y «sobre  todos  los  casos  de 
incompatibilidades;  esto  no  pueden  hacerlo  esas  Co- 
misiones mientras  el  Gobierno,  que  tiene  el  deber  de 
remitir  las  listas  de  los  funcionarios  que  son  Diputa- 
dos, no  las  envíe  á la  Cámara,  y hay  Ministerio  que 
no  la  ha  mandado  todavía,  lo  cual  es  una  taita  impu- 
table al  Gobierno,  y de  ninguna  manera  á la  Comisión. 
Por  eso  yo,  que  pensaba  haber  tomado  la  palabra  hace 
algunos  dias,  según  he  dicho,  con  el  objeto  que  voy  á 
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indicar,  aprovecho  esta  ocasión  para  usarla  y pedir  al 
Gobierno,  primero,  certificación  de  las  nóminas  de 
lodos  los  individuos  que,  siendo  Diputados,  cobran 
sueldo  desde  que  se  inauguró  la  primera  legislatura 
de  estas  Cortes;  segundo,  que  donde  no  haya  ordena- 
dores generales  de  pagos  que  tengan  intervención  y 
aun  responsabilidad  directa  al  ordenar  los  pagos, 
como  en  los  Ministerios  de  Guerra  y de  Marina,  esa 
certificación  se  expida  por  los  intendentes  respectivos 
y por  los  contadores  de  Marina. 

Existen  en  Marina  y Ultramar  individuos  que  per- 
tenecen á ciertos  Consejos  y que  cobran  dictas,  ó que 
perciben  sueldos  de  Comisiones,  y es  preciso  que  se- 
pamos cuántas  dietas  lian  cobrado  y qué  intervención 
se  lleva  para  justificar  esos  pagos. 

Después  que  nosotros  tengamos  esos  anteceden- 
tes, podremos  cumplir  lo  que  el  Reglamento  nos  or- 
dena y dar  en  conciencia  nuestros  dictámenes.  Yo 
tengo  la  triste  convicción  de  que  seremos  derrotados, 
como  lo  fue  ’la  anterior  Comisión;  pero  desde  ahora 
anuncio  al  Sr.  Ansaldo  que  en  el  momento  que  la 
actual  Comisión  de  incompatibilidades  sea  derrotada 
en  cualquier  caso  que  sea  tan  claro  como  los  que 
dieron  lugar  á que  la  Comisión  anterior  lo  fuese,  no 
volveré  á asistir  á ninguna  de  las  reuniones  de  la  Co~ 
misión  y seguiré  desde  el  modesto  puesLo  de  Diputado 
combatiendo  todos  los  casos  de  incompatibilidad,  con- 
tinuando do  este  modo  la  campana  que  inicié  en  la 
legislatura  anterior. 


El  Sr.  LANDECHO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  LANDECHO:  No  hallándose  presente  el  se- 
ñor presidente  de  la  Comisión  de  actas,  ni  algún  otro 
de  los  dignísimos  individuos  que  la  componen,  todos 
ellos  más  autorizados  que  yo,  me  veo  precisado  á ha- 
cer uso  de  la  palabra  para  contestar,  como  individuo 
de  esa  Comisión,  á las  indicaciones  que  acaba  de  hacer 
el  Sr.  Ansaldo,  y mi  contestación  ha  de  ser  breve. 

La  Comisión  ha  dictaminado  ya  sobre  cuatro  ó 
cinco  de  las  actas  sometidas  i su  examen;  está  ocu- 
pándose de  estudiar  las  que  ofrecen  alguna  dificultad, 
habiendo  celebrado  ayer  mismo  la  vista  del  acta  de 
la  Habana,  y se  halla  decidida  á proceder  con  toda  la 
actividad  posible  en  todas  y cada  una  de  las  actas 
que  sean  sometidas  á su  dictamen. 

Creo  que  queda  cumplidamente  contestada  la  ex- 
citación que  a la  Comisión  ha  dirigido  el  Sr.  Ansaldo. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpou):  El 
Sr.  Cánido,  ¿ha  pedido  la  palabra  sobre  este  mismo 
asunto? 

El  Sr.  CANIDO:  Sí,  Sr.  Presidente. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  La 
tiene  V.  8. 

El  Sr.  CANIDO:  Mi  digno  compañero  de  la  Comi- 
sión de  incompatibilidades,  el  Sr.  Baselga,  ha  defen- 
dido ya  á la  Comisión  de  algunos  de  los  cargos  que 
el  Sr.  Ansal  db  le  ha  dirigido;  pero  hay  uno  más  con- 
creto y que  me  ha  parecido  más  importante,  que, 
aunque  contradicho  por  el  Sr.  Baselga,  creo  yo  que 
puede  serlo  por  mí  más  especialmente,  por  la  razón 
de  ser  secretario  de  la  Comisión:  se  trata  del  cargo  de 
morosidad  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  que  á 
esta  Comisión  se  le  ha  dirigido. 


Yo  debo  decir  concretamente  al  Sr.  Ansaldo,  que 
en  la  Comisión  de  incompatibilidades  no  hay  acta 
ninguna  detenida;  ayer  mismo  se  recibió  la  de  Matan- 
zas, y en  el  acto  se  reunió  la  Comisión  y la  despachó; 
se  recibió  también  la  del  Sr.  Ruiz  Martínez,  Diputado 
electo,  si  no  estoy  equivocado,  por  Marchena,  y fué 
objeto  de  larga  deliberación;  pero  habiéndose  susci- 
tado una  duda,  y en  vista  (le  lo  avanzado  de  la  hora, 
quedó  pendiente  de  despacho,  nombrándose  ponente 
para  reunirnos  hoy  y dictaminar.  Conste,  pues,  que 
en  la  Comisión  de  incompatibilidades  no  hay  acta 
ninguna  detenida. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon) : El 
Sr.  Ansaldo  tiene  la  palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  AN SALDO:  ¿Qué  queréis,  Sres.  Diputados, 
que  yo  diga,  después  de  las  contestaciones  que  se  han 
servido  darme  mis  queridos  amigos  los  Sres.  Basel- 
ga, Landecho  y Cánido?  De  esas  contestaciones  resul- 
ta que  la  Comisión  de  actas  ha  dictaminado  sobre 
tres  ó cuatro  actas;  que  la  Comisión  de  incompatibi- 
lidades ha  emitido  dictamen  sobre  otras  dos,  y que  no 
hay  ningún  acta  detenida  en  ninguna  de  las  dos  Co- 
misiones; pero  lo  cierto  es,  Sres.  Diputados,  que  las 
acias  y los  dictámenes  no  parecen.  (El  Sr.  Cánido : ¿Qué 
actas?)  Las  informadas  por  las  Comisiones. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdcpon):  Lla- 
mo la  atención  del  Sr.  Ansaldo  sobre  la  irregularidad 
cou  que  aquí  se  puede  provocar  el  deb  ite,  que  no 
puede  tolerarse  por  la  Mesa  en  los  términos  en  que  se 
plantea. 

El  Sr.  ANSALDO:  Pues  precisamente  me  parece, 
y eso  que  respeto  mucho  la  opinión  del  Sr.  Presidente, 
que  estaba  rectificando. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Es- 
taba S.  S.  contestando  y haciéndose  cargo  de  las  con- 
testaciones que  se  le  lian  dado,  y eso,  como  S.  S. 
comprende,  está  muy  lejos  de  parecerse  á una  rectifi- 
cación. 

El  Sr.  ANSALDO:  Pues  entonces,  voy  á rectificar, 
y pido  además  la  palabra  para  dirigir  un  ruego  á la 
Mesa. 

EL  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Caapdepou):  La 
tiene  S.  S. 

El  Sr.  ANSALDO:  Empezaré  por  la  rectificación. 

lia  protestado  mi  querido  amigo  el  Sr.  Landecho 
de  la  nota  de  morosidad  y tardanza  aplicada  á las  Co- 
misiones por  mí:  precisamente  he  comenzado  afir- 
mando que  si  no  me  merecieran  la  fe  que  me  mere- 
cen los  señores  que  componen  estas  Comisiones,  y si 
no  estuviera  tan  seguro  como  esloy  de  su  celo  y acti- 
vidad, no  me  hubiera  permitido  dirigirles  excitación 
alguna;  pero  en  el  mero  hecho  de  dejar  sentado  que 
reconozco  su  actividad  y su  celo,  claro  está  que  no 
he  podido  decir  nada  que  pueda  molestarles. 

Y ahora  voy  á dirigir  un  ruego  á la  Mesa.  Puesto 
que  las  Comisiones  de  actas  y de  incompatibilidades 
están  al  corriente  de  sus  tareas  y han  dictaminado 
sobre  cuantas  actas  han  podido  hacerlo,  yo  suplico  á 
la  Mesa  que  se  sirva  poner  á discusión  esas  actas,  que 
eslo  que  verdaderamente  importa  á ios  interesados 
en  ellas  y al  cuerpo  electoral,  que  quiere  ver  pronto 
aceptada  por  el  Congreso  su  representación,  que  para 
nosotros  debe  ser  cosa  sacratísima,  y sancionada  su 
voluntad,  á la  que  debemos  el  más  completo  acata- 
miento. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Mesa,  teniendo  en  cuenta  los  intereses  del  cuerpo  eleo 
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toral,  los  de  la  Cámara  y ios  del  Sr.  Ansaldo,  esté  se- 
guro S.  S.  que,  dentro  de  sus  facultades,  pondrá  cuan- 
to antes  esos  dictámenes  á la  orden  del  dia;  pero  debo 
advertir  al  Sr.  Ansaldo  que  todavía  no  se  ha  recibido 
ninguno  de  esos  dictámenes  en  la  mesa,  y por  consi- 
guiente, que  el  ruego  de  S.  S.  es  algo  prematuro. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se 
va  á dar  cuenta  de  una  proposición  de  ley.» 

Leida  la  del  Sr.  Vinccnti,  incluyendo  en  el  plan 
general  de  carreteras  del  Estado  la  de  Pontevedra  á 
Campo  ( Véase  el  Apéndice  1 0.°  al  Diario  mlm.  6,  sesión 
del  7 del  actual ),  dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Vincenti  tiene  la  palabra  para  apoyar  su  propo- 
sición de  ley. 

El  Sr.  VINCENTI:  Cumpliendo  un  deber  regla- 
mentario á la  par  que  de  cortesía,  me  levanto  con  el 
objeto  de  apoyar  en  breves  frases  la  proposición  que 
ha  tenido  la  bondad  de  leer  el  Sr.  Secretario.  Se  trata, 
Sres.  Diputados,  de  que  toméis  en  cousideracion  una 
proposición  que  envuelve  un  interés  público,  pues 
está  llamada  á regenerar  una  parte,  quizás  la  más 
pobre,  de  la  provincia  de  Pontevedra. 

Por  mi  proposición  de  ley  quedarán  enlazados, 
por  medio  de  una  carretera,  con  Pontevedra,  los  pue- 
blos de  Lerez,  Geve  y Campo,  es  decir,  la  comarca 
que  más  auxilio  necesita  de  las  Corporaciones  provin- 
ciales y del  Estado,  pues  se  halla  aislada  del  resto  de 
la  provincia,  de  tal  suerte  que  su  agricultura  y su 
vida  entera  agoniza  y sucumbe. 

La  Diputación  provincial  de  Pontevedra  tiene  en 
su  plan  de  caminos  incluida  esa  carretera  hace  mu- 
chos años,  pero  por  efecto  de  su  escasez  de  recursos 
no  ha  podido  realizar  mejora  tan  precisa;  urge,  pues, 
que  el  Estado  preste  su  concurso  á esa  obra  y ponga, 
por  tanto,  en  condiciones  de  prosperidad  á dicha  co- 
marca. 

En  cumplimiento  de  mi  deber  como  Diputado,  la 
visité  en  el  verano  pasado,  y me  convencí  de  que  cons- 
tituye un  viaje  de  exploración  á países  casi  descono- 
cidos el  ir  á Geve,  siendo  así  que  está  casi  á las  puer- 
tas de  la  capital. 

Esta  carretera,  que  suplico  se  incluya  en  el  plan 
general  de  carreteras,  redimirá  á dicha  región,  y por 
tanto,  espero  que  el  Congreso  aceptará  mi  proposi- 
ción.» 

Leida  por  segunda  vez  la  proposición  de  ley,  y 
hecha  la  pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración, 
el  acuerdo  del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  pro- 
posición de  ley  pasará  á las  Secciones  para  nombra- 
miento de  Comisión. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se 
va  á dar  cuanta  de  otra  proposición  de  ley.» 

Leida  la  del  Sr.  Guitian  estableciendo  una  esta- 
ción telegráfica  en  Cangas  de  Morrazo,  provincia  de 
Pontevedra  (Véase  el  Apéndice  19.°  al  Diario  núm.  6, 
sesión  del  7 del  actual ),  dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Guitian  tiene  la  palabra  para  apoyar  su  proposi- 
sicion  de  ley. 

El  Sr.  GUITIAN:  La  proposición  de  ley  que  aca- 


ba de  leerse  por  el  Sr.  Secretario  se  refiere  al  esta- 
blecimiento de  una  estación  telegráfica  eu  la  villa  y 
puerto  de  Cangas  de  Morrazo,  provincia  de  Ponte- 
vedra. 

El  movimiento  mercantil  de  la  referida  villa,  que 
ocupa  el  centro  de  la  importante  zona  pesquera  de  la 
ría  de  Pontevedra,  exige  esa  reforma,  con  tanto  más 
motivo,  cuanto  que  los  gastos  que  actualmente  pro- 
porciona el  establecimiento  de  la  estafeta  postal,  que 
de  crearse  la  estación  telegráfica  habia  de  suprimir- 
se, daría  no  solo  medios  para  su  extinción,  sino  que 
proporcionarla  no  escasos  ingresos  al  Tesoro. 

Por  esta  razón  suplico  al  Congreso  se  sirva  to- 
marla en  consideración.» 

Leida  por  segunda  vez  la  proposición  de  ley,  y he- 
cha la  pregunta  de  si  se  tomaba  en  consideración,  el 
acuerdo  del  Congreso  fué  afirmativo. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Arias  de  Miranda):  La  pro* 
posición  de  ley  pasará  á las  Secciones  para  nombra- 
miento de  Comisión. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Al  varado  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  ALV ARADO:  Voy  á dirigir  un  ruego  al 
Sr.  Ministro  de  Hacienda. 

Según  la  prensa,  se  propone  S.  S.  traer  en  breve 
á la  Cámara  un  proyecto  de  ley  variando  los  dere- 
chos arancelarios  sobre  petróleos.  Su  señoría  conoce- 
rá seguramente  las  reclamaciones  acerca  de  esta  ma- 
teria formuladas  por  el  comercio  y por  la  prensa  de 
las  poblaciones  del  litoral  cantábrico  desde  Galicia 
hasta  Guipúzcoa,  y especialmente  los  artículos  de  El 
Porvenir  Vascongado  y la  exposición  de  la  Cámara  de 
Comercio  de  Santander,  dirigida  ésta  á S.  S.  ó al  se- 
ñor Ministro  de  Estado,  pidiendo  que  desaparezca  el 
derecho  diferencial  establecido  sobre  el  petróleo  re- 
finado. 

Yo  ruego  á S.  S.  que  en  el  caso  de  presentar  esc 
proyecto  de  ley,  Lraiga  al  mismo  tiempo  un  estado  de 
las  "fábricas  ó refinerías  de  petróleo  existentes  en  Es- 
paña v de  los  operarios  empleados  en  las  mismas  en 
l.°  de  Julio  último,  para  que  podamos  formar  cabal 
juicio  acerca  de  una  materia  en  la  que  han  de  encon- 
trarse frente  á frente  los  intereses  de  los  refinadores 
de  petróleo  y los  del  comercio  en  general,  ó ai  ménos 
los  de  las  Corporaciones  á que  antes  he  aludido. 

Y ya  que  estoy  eu  el  uso  de  la  palabra,  voy  á di- 
rigir otro  ruego  ai  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  supli- 
cando á la  Mesa  que  se  sirva  ponerlo  en  su  conoci- 
miento. 

En  la  legislatura  pasada,  mi  querido  amigo  el  se- 
ñor Gil  Berges  excitó  el  celo  del  Sr.  Ministro  de  la 
Guerra  á fin  de  que  cuanto  antes  se  verificase  la  li- 
quidación y el  pago  de  atrasos  á ios  licenciados-de  los 
reemplazos  de  1873,  74  y 75..La  prensa  de  provincias 
y los  interesados  por  su  parte  han  pedido  con  insis- 
tencia el  pago  de  esa  deuda  sacratísima,  sin  que  las 
promesas  repetidas  de  los  Centros  oficiales  se  hayan 
realizado  hasta  hoy*.  Ultimamente,  centenares  de  li- 
cenciados de  la  provincia  de  Huesca  se  han  dirigido 
al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra.  Yo  apelo  al  reconocido 
interés  de  S.  S.  por  la  justicia  en  el  ejército,  y le  ex- 
cito para  que  dé  las  órdenes  oportunas  á fin  de  que 
cese  cuanto  antes  una  situación  que  engéndrala  ini- 
quidad inconcebible  de  que  mientras  el  Estado  adeuda 
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i esos  individuos  el  importe  de  los  servicios  que  pres-  j 
Laron  á la  Patria  y á la  libertad  luchando  con  las  I 
huestes  carlistas,  se  embargue  á unos  su  insiguifi- 
cante  propiedad,  y á otros  los  utensilios  de  su  indus-  ¡ 
tria,  por  taitas  en  el  pago  de  las  contribuciones,  vién-  i 
dose  obligados  muchos  k emigrar  á tierras  extrañas; 
injusticia  que  crece  cuando  el  Estado  haya  abonado 
esos  créditos  á individuos  pertenecientes  á reemplazos 
posteriores.  Como,  según  la  prensa,  el  Sr.  Ministro  de 
Ja  Guerra  tiene  fondos  de  que  disponer,  y se  propone 
dentro  del  presupuesto  aumentar  el  sueldo  de  los  ofi- 
ciales de  la  reserva,  yo  le  ruego  que  atienda  con  pre- 
ferencia á satisfacer  estos  créditos,  tau  legítimos  y 
merecedores  de  atención  por  parte  del  Estado,  si  se 
considera  que  se  ha  pagado  k individuos  pertenecien- 
tes k reemplazos  posteriores. 

Ruego,  por  lo  tanto,  ai  Sr.  Ministro  de  la  Guerra 
que  cuanto  antes  ponga  término  a tan  grande  injus- 
ticia. 

El  Sr.  SECRETARIO  (íbarra):  Se  pondrá  cu  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Ei  Sr.  A Ivarado  desea  saber  si  el  Ministro  de 
Hacienda  tiene  el  propósito  de  presentar  un  proyecto 
ile  ley  alterando  la  partida  del  arancel  que  se  refiere 
á la  introducción  del  petróleo.  La  prensa  se  ha  ocu- 
pado estos  dias  de  esta  cuestión,  y ha  hecho  una  afir- 
mación que  en  el  fondo  es  exacta:  en  efecto,  el  Minis- 
tro de  Hacienda  se  propone  presentar  ese  proyecto, 
y en  su  dia  tendrá  la  honra  de  traerle  á las  Cortes. 
No  entro,  por  tanto,  á disentir  lo  que  en  su  dia  ha  de 
ser  objeto  de  debate;  y únicamente  puedo  ahora  de- 
cir que  todas  cuantas  indicaciones  se  han  hecho, 
constan  en  un  antiguo  y voluminoso  expediente  que 
existe  en  el  Ministerio  de  Hacienda,  y que  será  remi- 
tido al  Congreso  y en  su  dia  al  Senado,  para  que  se 
puedan  tener  en  cuenta  los  intereses  que  de  un  lado 
y de  otro  se  ventilan  en  esta  tan  grave  é importante 
cuestión. 

Después  que  la  prensa  hizo  pública  la  idea  del 
Ministro  de  Hacienda,  han  llegado  algunas  recla- 
maciones ai  Ministerio,  que  poco  más  ó ménos  dicen 
lo  mismo  que  las  que  existian  en  el  dicho  expediente, 
que  estaban  ya  á informe  de  la  Junta  de  aranceles  y 
valoraciones.  Ei  expediente  vendrá  aquí,  y lo  mismo 
las  instancias  que  se  han  presentado  después;  y sobre 
todo,  y asi  lo  tengo  dicho  ya  á las  personas  interesa- 
das en  este  asunto,  podrán  venir  después  á las  Córfces 
y decir  aquí  todo  cuanto  crean  conveniente  á su  de- 
recho. 

Esto  es  lo  que  puedo  contestar  ai  Sr.  Alvarado.  Su 
señoría. comprenderá  que  no  he  de  indicar  ios  funda- 
mentos del  proyecto;  ni  tampoco  he  de  examinar  sus 
disposiciones,  puesto  que  todavía  no  está  formulado 
ese  proyecto. 

El  Sr.  ALVARADO:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  ALVARADO:  Lo  único  que  deseo  del  señor 
Ministro  de  Hacienda,  es  que  traiga  á la  Cámara,  jun- 
tamente con  el  proyecto,  el  estado  á que  antes  me  he 
referido,  para  que  pueda  la  Cámara  formar  verdade- 
ro juicio  acerca  de  esa  importantísima  materia,  para 


que  pueda  saber  lo  que  significa  y representa  la  in- 
dustria de  la  refinería  del  petróleo  en  España,  y hasta 
qué  punto  esos  intereses  deben  ser  ateudidos  por  el 
Gobierno  frente  k las  reclamaciones  del  comercio  en 
general,  formuladas  por  las  Cámaras  de  Comercio  de 
las  provincias  del  Cantábrico  y por  la  prensa  de  mu- 
chas importantes  ciudades  de  aquellas  provincias.  De 
ninguna  manera  he  pretendido  que  S.  S.  anticipe  jui- 
cios que  tienen  su  natural  desarrollo  en  el  proyecto 
de  ley. 

Y ya  que  ei  Sr.  Ministro  de  Hacienda,  con  la  bon- 
dad i[iie  le  caracteriza,  ha  contestado  mi  ruego  en 
términos  tan  satisfactorios,  yo  le  suplico  además  que 
trasmita  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  el  ruego  que  yo 
le  he  dirigido;  y como  se  trata  de  asunto  referente  á 
ambos  departamentos,  suplico  también  á S.  S.  que  se 
ponga  de  acuerdo  con  su  digno  compañero  á fin  de 
que  se  verifique  cuanto  antes,  y con  preferencia  á 
cualquier  otro  servicio,  el  pago  de  los  atrasos  á los 
licenciados  del  ejército  pertenecientes  á los  reempla- 
zos á que  me  he  referido,  pues  tengo  la  seguridad  de 
que  S.  S.  juzgará  el  retraso  en  verificar  esc  pago  como 
una  verdadera  iniquidad  que  cometen  los  Poderes  pú- 
blicos; mucho  más  por  las  circunstancias  en  que  esos 
individuos  se  encuentran,  según  antes  he  expuesLo. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
yer):  En  efecto,  se  me  olvidó  indicar  que  remitiría  el 
estado  que  S.  S.  pide,  aunque  entiendo  que  al  decir 
que  remitiría  Lodos  los  antecedentes  daba  á enten- 
der que  remitirla  el  estado  pedido  por  S.  S.,  mucho 
más  cuando,  si  no  me  es  infiel  la  memoria,  ese  mis- 
mo daLo  ha  sido  ya  pedido  por  un  Diputado  ó por  un 
Senador.  Yo  recuerdo  haber  visto  el  cuadro  á que  su 
señoría  se  ha  referido,  preparado  para  remitirlo,  si  no 
recuerdo  mal,  á esta  Cámara.  De  todos  modos,  el 
cuadro  que  S.  S.  ha  pedido  vendrá  con  el  proyecto  de 
ley  á esta  Cámara. 

No  había  dicho  nada  respecto  á la  pregunta  que 
dirigió  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra,  porque  me  pare- 
ció que  se  dirigía  á la  Mesa  para  que  ésta  la  pusiera 
en  conocimiento  del  Sr.  Ministro.  Pero  ahora  que  me 
excita  S.  S.  pitra  que  ponga  la  pregunta  en  conoci- 
miento de  mi  compañero,  he  de  manifestar  que  así  lo 
haré  teniendo  mucho  gusto  en  ello. 

No  he  de  manifestar  mi  opinión  sobre  el  asunto; 
solo  he  de  decir  que  estoy  seguro  do  que  el  Sr.  Mi- 
nistro de  la  Guerra  le  estudiará  con  detenimiento  y 
procurará  resolverlo  conforme  á la  justicia  y á los 
intereses  del  Tesoro,  que  también  hay  que  tenerlos 
en  cuenta  cuando  se  trata  de  cuestiones  de  esta  índole. 


El  Sr.  Marques  de  MOCHALES:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Marqués  de  MOCHALES:  Para  dirigir  una 
pregunta  al  Gobierno  de  S.  M.,  aprovechando  la  pre- 
sencia en  el  bauco  azul  del  Sr.  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros;  y espero  de  la  amabilidad  y cortesía  de 
S.  S.  que  se  ha  de  servir  contestarla  concretamente. 

Es  bien  seguro  que  el  Gobierno  de  S.  M.  no  des- 
conoce, como  no  desconocen  los  Sres.  Diputados,  que 
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la  emigración  en  España,  y especialmente  en  las  pro- 
vincias del  Noroeste,  va  revistiendo  cada  dia  caracte- 
res de  mayor  importancia,  y que  una  de  las  múltiples 
causas  que  contribuyen  á esta  emigración  es  la  crisis 
agrícola  por  que  atravesamos;  y como  el  Gobierno  de 
S.  M.  tiene  anunciado  que  presentará  proyectos  de 
ley  que  lian  de  venir  á dar  solución  á esa  crisis,  yo 
ruego  al  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  que 
se  sirva  decirme  si  entre  esos  proyectos  de  ley,  el 
Gobierno  de  S.  M.  piensa  presentar  alguno  que  regu- 
larice de  alguna  manera  la  emigración,  ó que  la  en- 
cauce, como  yo  opino,  dirigiéndola  ;í  nuestras  pro- 
vincias de  Ultramar,  evitando  asi  las  mil  dificultades 
y trastornos  que  hoy  produce,  favoreciendo  al  propio 
tiempo  el  desarrollo  de  la  riqueza  de  aquellas  pro- 
vincias. 

Yo  tengo  respecto  de  este  asunto  mis  opiniones, 
y hasta  las  he  desarrollado  en  una  proposición  de  ley 
que  me  proponía  presentar;  pero  después  de  la  decla- 
ración que  el  Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros 
hizo  hace  pocos  dias  en  esta  Cámara,  manifestando 
que  el  Gobierno  de  S.  M.  no  queria  ir  á la  zaga  de 
nadie,  abrigo  el  temor  de  que  presentada  por  mi  mo- 
desta personalidad  esa  proposición  de  ley,  no  habría 
de  prosperar,  y en  este  sentido  me  atrevo  á rogar  al 
Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  que  se  sirva 
manifestar  los  propósitos  del  Gobierno  en  este  asunto, 
para  caso  de  tenerlo  relegado  al  olvido,  presentar  yo 
la  proposición;  proposición  que  desearé  sea  estudiada 
con  detenimiento  y en  caso  necesario  reformada,  con- 
tando para  ello,  y por  la  importancia  que  reviste,  con 
el  concurso  de  todas  las  personalidades  importantes 
de  la  Cámara  y con  el  del  Gobierno  mismo. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albarcda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albarcda): 
lie  pedido  la  palabra  para  contestar  al  Sr.  Marqués  de 
Mochales,  á pesar  de  que  S.  S.  se  ha  dirigido  al  señor 
Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  porque  ésta  es 
una  cuestión  acerca  de  la  cual  deben  decidir  el  Minis- 
tro de  Fomento  y el  de  la  Gobernación.  (El  Sr.  Mar- 
qués de  Mochales:  Y el  Sr.  Ministro  de  Ultramar.)  No 
sé  hasta  qué  punto.  (El  Sr.  Marqués  de  Mochales : En- 
cauzando la  emigración  para  dirigirla  á nuestras  pro- 
vincias de  Ultramar  y hacia  Filipinas.)  Yo  no  quiero 
contestar  sobre  esto  al  Sr.  Marqués  de  Mochales,  por- 
que entraríamos  cu  un  debate  en  que  no  debemos  en- 
trar; pero  me  parece  que  los  Ministros  de  Fomento 
y de  Gobernación  son  los  que  tienen  una  relación  más 
íulima  é inmediata  con  este  asunto. 

Siendo  yo  Ministro  de  Fomento,  hace  tres  ó cuatro 
años,  nombré  una  Comisión  para  que  estudiase  la  ma- 
nera, no  de  impedir  la  emigración  en  absoluto,  por- 
que el  Gobierno  no  puede  oponerse  á ella,  sino  de  ha- 
ccrque  la  emigración  fuese  ménos  importante  de  lo  que 
es  realmente.  Esta  cuestión  de  la  emigración  tiene,  á 
mi  juicio,  dos  puntos  de  vista  que  es  necesario  tener 
presentes;  porque  un  Gobierno  que  respeta  la  libertad 
de  los  ciudadanos,  tiene  que  atender  por  una  parte  á 
esta  libertad,  y por  otra  áque  los  ciudadanos  acudan 
en  el  menor  número  posible  á una  determinación  que 
puede  ser  perjudicial  á los  intereses  del  país.  De  suer 
te  que  el  Gobierno,  al  propio  tiempo  que  tiene  que  in- 
fluir de  una  manera  indirecta  para  evitar  las  mil  cau- 
sas que  contribuyen  á la  emigración,  se  encuentra  en  1 


el  caso  de  no  poder  contradecir  la  voluntad  de  los  que 
creen  que  en  el  extranjero  encontrarán  más  medios 
de  hacer  fortuna  que  en  su  propia  Patria.  Y hasta 
desde  el  punto  de  vista  de  los  intereses  nacionales 
esta  es  unacuestion  que  merece  estudio; porque  S.¿',’ 
que  no  sé  yo  que  haya  nacido  en  las  provincias  del 
Noroeste,  parece  que  ahora  piensa  en  sus  intereses. 

Yo  tengo  idea  de  que  S.  S.  es  andaluz,  poro  tam- 
bién ahora  parece  que  tiene  amistades  y simpatías  en 
las  proviucias  del  Noroeste  y que  se  propone  mirar 
por  sus  intereses,  cosa  que  yo  verdaderamente  aplau- 
do; pero  S.  S.  tiene  conocimiento  de  que  la  atlcion  á 
la  emigración  depende  en  gran  parte  de  que  muchas 
personas  que  han  ido  á la  emigración  han  hecho  en 
ella  fortuna  y han  vuelto  á concluir  sus  últimos  dias 
á su  país,  eu  el  que  han  invertido  la  fortuna  que  ha- 
bían adquirido  en  el  extranjero.  Por  tanto,  esta  es  uua 
cuestión  bastante  compleja  y que  necesita  grandísimo 
estudio;  pero  de  cualquier  manera  que  sea,  teniendo 
yo  el  honor  de  ser  Ministro  de  Fomento,  hace  algún 
tiempo,  nombré  una  Comisión  de  personas,  á mi  juicio, 
las  más  entendidas,  para  que  estudiaran  este  asunto 
y para  que  propusieran  aquellas  medidas  que,  respe- 
tando los  derechos  de  todos,  pudieran  contribuir  por 
medios  indirectos  á que  la  emigración  llegara  á tener 
ménos  importancia.  Esta  Comisión,  de  la  que  era 
presidente  el  actual  Sr.  Ministro  de  Estado,  é indivi- 
duos muchas  personas  que  hoy  ocupan  sitios  en  esta 
Cámara,  sin  distinción  de  colores  políticos,  hizo  el  es- 
tudio y propuso  al  Gobierno  ciertas  medidas.  Yo  uo 
voy  á hacer  ahora  cargos  al  partido  conservador,  que 
ha  estado  en  el  poder  desde  la  época  en  que  se  hicie- 
ron estos  estudios  hasta  ahora,  ni  los  he  de  hacer 
tampoco  á nadie,  porque  sé  que  los  Gobiernos  tienen 
muchos  asuntos  á que  atender  y no  hay  Gobierno  que 
pueda  ser  tan  perfecto  en  el  cumplimiento  de  su  misión 
como  Gobierno,  que  no  deje  desatendidas  cosas  muy 
justas  y servicios  de  gran  trascendencia.  De  todos 
modos,  es  lo  cierto  que  esa  Memoria  fué  publicada 
durante  el  tiempo  que  yo  desempeñé  el  Ministerio  do 
Fomento,  y que  si  no  recuerdo  mal,  se  publicaron 
también  en  la  Gaceta  algunos  decretos  por  iniciativa 
del  que  tiene  el  honor  de  dirigir  la  palabra  al  Congre- 
so, todo  lo  cual  debo  suponer  que  ha  quedado  como 
letra  muerta.  Yo  me  he  propuesto  volver  sobre  estas 
disposiciones  y darles  una  fuerza  de  ejecución  de  que 
hasta  ahora  han  carecido,  y muy  pronto  presentaré  á 
la  Cámara  un  proyecto  de  ley  que  tienda  á satisfacer 
las  necesidades  de  que  cotí  tanta  elocuencia  se  lia  he- 
cho eco  el  Sr.  Marqués  de  Mochales,  teniendo  siempre 
presentes  los  juicios,  los  estudios,  las  apreciaciones  y 
los  consejos  de  esa  Junta,  que  estuvo  compuesta  tic 
personas  de  todos  los  colores  políticos,  porque,  si  uo 
recuerdo  mal,  había  en  ella  individuos  del  partido  re- 
publicano, individuos  del  partido  conservador  é indi- 
viduos del  partido  constitucional,  como  se  llamaba 
entonces  á este  partido  liberal-dinástico,  en  que  hoy 
formamos  reunidos  personas  que  no  estábamos  en- 
tonces de  acuerdo. 

Presentaré,  pues,  esc  proyecto  de  ley;  pero  esto 
no  quiere  decir  que  yo  no  estime  en  mucho  las  apre- 
ciaciones de  S.  S.  y que  yo  deje,  dentro  de  mis  fa- 
cultades de  Ministro,  de  aprovecharme  de  sus  luces. 
Me  será  muy  grato,  si  la  distribución  de  las  Seccio- 
nes lo  permite,  el  recomendar  á mis  amigos  que  vo- 
ten á S.  S.  para  esa  Comisión,  á fin  de  que,  dados  sus 
conocimientos  y el  amor  que  tiene  á las  provincias 
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del  Noroeste,  de  las  cuales  es  hijo  adoptivo,  nos  ayu- 
de á buscar  los  medios  para  que  la  emigración  no  au- 
mente, respetando,  sin  embargo,  los  derechos  de  los 
ciudadanos;  porque  dentro  de  este  sistema  represen-  ; 
tativo  y de  los  Estados  modernos,  todos  los  hombres 
liberales  debemos  tener  ese  respeto  á la  libertad  del 
ciudadano.  Una  de  las  cosas  que  más  caracterizan  los 
tiempos  actuales,  es  la  libertad  individual,  en  virtud 
de  la  que  cada  uno  puede  hacer  lo  que  juzgue  más 
conveniente.  Podremos  adoptar  medidas  indirectas, 
no  medidas  directas,  porque  éstas  contrariarían  ese 
derecho  y nos  harían  volver  á tiempos  que  ya  pasa- 
ron y que  en  este  punto  no  pueden  ser  objeto  de  imi- 
tación por  el  partido  conservador,  y mucho  menos 
por  el  partido  liberal. 

El  Sr.  Marqués  de  MOCHALES:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  S.  S. 

El  Sr.  Marqués  de  MOCHALES:  Para  dar  gra- 
cias, en  primer  término,  al  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación por  la  amplia  y explícita  contestación  que  me 
lia  dado,  agradeciéndole  infinito,  no  solo  la  galantería 
con  que  se  ha  expresado,  sino  la  declaración  acerca 
de  su  manera  de  pensar  sobre  este  asunto.  Yo  tam- 
bién abundo  en  las  ideas  de  S.  S.  Comprendo  perfec- 
tamente que  ni  el  Gobierno  de  8.  M.  podría  oponerse 
á esa  corriente  de  emigración,  ni  podríamos  tomar 
ciertos  temperamentos  extremos.  Oreo,  sí,  que  podria 
encauzarse  la  emigración  y que  el  Gobierno  podria 
impedir  que  las  sociedades  que  existen  y que  tienen 
sus  agencias  organizadas  en  las  provincias  del  Nor- 
oeste soliviantaran  las  pasiones  y despertaran  los  ape- 
titos, que  pocas  veces  se  ven  satisfechos,  de  los  que, 
deseosos  de  ganar  fortuna,  encuentian  solo  la  mise- 
ria y el  abandono. 

Sobre  esto  creo  yo  que  podria  tomarse  alguna  me- 
dida; y si  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  desde  el 
puesto  que  ocupa,  puede  hacer  algo  que  contribuya  á 
evitar  esos  abusos,  el  país  conmigo  se  lo  agradecerá. 

Vuelvo  á dar  las  gracias  á S.  S.,  manifestándole 
que  aun  cuando  no  he  nacido,  como  S.  S.  sabe,  en 
las  provincias  del  Noroeste,  como  quiera  que  á ellas 
me  ha  llevado  la  fortuna  y tengo  la  honra  de  repre- 
sentarlas en  esta  Cámara,  presto  á ellas  especial  aten- 
ción, sin  que  por  esto  falte  á lo  que  debo  á las  demás 
de  España,  porque,  como  S.  8.,  en  toda  ocasión  he  de 
prestar  á mi  Patria  los  servicios  que  de  mí  reclame, 
y los  que  sin  reclamarme,  yo  entienda  que  puedo 
prestarle. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albarcda): 
Pillo  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Su  señoría  comprenderá  que  yo,  no  al  extrañar,  sino 
al  llamar  su  atención  acerca  de  las  simpatías  que  tie- 
ne por  las  provincias  del  Noroeste,  hacía  una  digre- 
sión que  cuadra  muy  bien  con  mi  carácter.  {El  señor 
Marqués  ele  Mochales : Pido  la  palabra.)  Por  lo  demás, 
yo,  como  español,  y mucho  más  como  Ministro,  esti- 
mo lo  mismo  las  provincias  del  Noroeste  que  las  del 
Norte  ó Mediodía,  y en  este  momento  solo  conservo 
del  país  en  que  be  nacido,  un  ceceo  bastante  desagra- 
dable, que  ruego  á los  Sres.  Diputados  me  dispensen. 
Debo,  pues,  decir  á S.  S.  que  en  algunas  cuestiones 
eatoy  con  S.  S.  de  acuerdo,  y le  prometo,  como  Mi- 
nistro, contribuir  por  los  medios  posibles  á combatir 


á esas  asociaciones  dedicadas  á explotar  la  credulidad 
de  las  gentes  pobres,  presentándoles  á la  imaginación 
grandes  fortunas  en  lo  porvenir  para  sacarles  de  su 
Patria,  por  más  que  debo  añadir  que  en  otros  pueblos 
existen  esas  asociaciones  con  carácter  legal.  Yo  be 
sido  invitado  en  París,  por  cierto,  a una  gran  fiesta, 
por  una  individualidad  de  gran  respeto  social  que  es- 
taba al  frente  de  la  sociedad  de  emigración  para  Mon- 
tevideo y Buenos-Aires,  y esas  sociedades  están  res- 
petadas por  la  costumbre.  Pero  yo  no  soy  de  esa  opi- 
nión; creo  que  deben  combatirse  esas  asociaciones, 
porque  pueden  conducir  á consecuencias  altamente 
tristes  para  las  personas  necesitadas.  De  modo  que  en 
este  punto  concreto,  estoy  conforme  con  S.  S.,  y es 
probable  que  lo  estemos  en  todo,  porque  tengo  alta 
idea  de  la  rectitud  y patriotismo  de  S.  S.;  y como  esta 
no  es,  por  fortuna,  cuestión  de  conservadores  ni  libe- 
rales, sino  de  interés  publico,  espero  que  haremos  un 
proyecto  en  que  los  señores  conservadores  me  ayuda- 
rán con  su  patriotismo,  y unidos  á la  mayoría  resol- 
veremos la  cuestión  de  la  manera  más  conveniente  á 
los  intereses  públicos. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Marqués  de  Mochales  tiene  la  palabra  para  recti- 
ficar. 

El  Sr.  Marqués  de  MOCHALES:  Dos  palabras, 
para  dar  la  seguridad  al  Sr.  Ministro  de  la  Goberna- 
ción de  que  puede  contar  conmigo  incondicional- 
mente  para  ese  asunto,  hallándome  dispuesto  á pres 
tarlc  todo  mi  concurso  para  la  realización  de  esos 
propósitos,  como  seguramente  encontrará  iguales 
sentimientos  en  todos  los  individuos  del  partido  con- 
servador á que  pertenezco,  y especialmente  en  los  que 
formamos  en  esta  minoría. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  El 
Sr.  Aguirre  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  AGUIRRE:  He  pedido  la  palabra  para  di- 
rigir una  pregunta  ai  Sr.  Ministro  de  Hacienda. 

El  edificio  actual  de  la  aduana  do  Bilbao  no  sa- 
tisface las  necesidades  del  comercio  de  aquella  villa, 
que  ha  tenido  un  desarrollo  tan  considerable  de  hace 
algunos  años.  La  aspiración  del  pueblo  de  Bilbao  do 
que  se  construya  un  nuevo  edificio  es  muy  legítima, 
porque  sufren  boy,  lo  mismo  los  intereses  del  comer- 
cio que  del  Tesoro  público,  por  los  gastos  que  oca- 
siona la  aduana  actual,  que  se  encuentra  situada  le- 
jos de  los  muelles.  El  Gobierno,  mirando  con  prolija 
atención  este  asunto  importante,  formuló  un  proyec- 
to que  satisfacía  por  completo  las  aspiraciones  del 
pueblo  de  Bilbao,  de  las  Corporaciones  municipal  y 
provincial,  Cámara  de  comercio,  Junta  de  obras  del 
puerto  y de  todos  los  representantes  en  Córtes  de 
Vizcaya,  que  me  han  hecho  la  honra  de  encargarme 
de  hacer  esta  manifestación.  Pero  como  se  suele  de- 
cir que  lo  mejor  es  enemigo  de  lo  bueno,  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Hacienda,  con  el  deseo  del  mejor  acierto, 
elevó  el  proyecto  en  cuestión  ¿i  informe  de  la  Junta 
de  edificios  públicos.  Esta  Junta,  que  se  compone  de 
personas  muy  importantes  en  la  administración  y en 
la  política,  creyó  que  el  proyecto  ora  pequeño,  y fiján- 
dose en  un  artículo  del  reglamento  que  aconseja  que 
los  edificios  públicos,  á ser  posible,  se  reúnan  en 
uno  solo,  estimó  que  se  podía  hacer  un  proyecto  más 
grande,  Tenso  en  mi  bolsillo  una  comunicación  de 

53 


202 


13  DE  DICIEMBRE  DE  1887 


la  Cámara  de  comercio,  en  la  cual,  como  opinión  de 
lodos  sus  individuos,  se  dice  que  el  proyecto  que  el 
Sr.  Ministro  de  Hacienda  apadrina,  realiza  super- 
abundan temente  Ludas  las  necesidades  de  aquel  puerto 
en  la  actualidad  y en  el  porvenir,  por  grande  que  sea 
su  crecimiento. 

No  he  de  excitar  el  celo  deL  Sr.  Ministro  de  Ha- 
cienda, porque  bien  sabido  es  que  S.  S.  no  necesita 
excitaciones  de  nadie,  cuando  se  trata  del  fomento 
de  la  riqueza  pública  y del  aumento  de  los  ingresos 
del  Tesoro;  pero  he  de  llamar  su  atención  para  que 
tenga  la  boudad,  si  mis  informes  son  exactos,  de  vol- 
ver á informe  de  la  Junta  de  edificios  el  proyecto,  y 
hacerle  presente  que  al  vecindario  de  Bilbao,  á la  Cá- 
mara de  comercio,  al  Ayuntamiento,  á la  Diputación 
provincial  y á Lodos  los  representantes  en  Cortes  do 
Vizcaya  ios  pareció  muy  suficiente  el  proyecto  pre- 
sentado. En  efecto,  el  terreno  escogido  está  sobre  la 
orilla  de  la  ría  é inmediato  al  ferro-carril  que  pone  en 
comunicación  la  villa  de  Bilbao  con  el  resto  de  Espa- 
ña, y tiene  30.000  pies  de  superficie,  que  son  masque 
suficientes  para  la  instalación  de  las  dependencias  de 
la  aduana  y del  puerLo. 

El  edificio  en  proyecto  está  perfectamente  coloca- 
do en  aquel  terreno  para  la  aduana,  pero  no  es  el  más 
á ptopósiLo  para  otras  dependencias,  como  el  correo, 
el  telégrafo  y aun  el  Gobierno  civil. 

Tenga  la  seguridad  el  Sr.  Ministro  de  Hacienda 
de  que  el  proyecto  no  solo  es  bueno,  sino  que  así  pa- 
rece á todo  el  mundo,  y que  allí  se  aspira  á que  no 
se  detenga  su  realización  un  dia  y otro,  porque  cada 
día  que  se  detiene,  pierde  el  Gobierno,  pierde  la  in- 
dustria y pierden  todos  los  intereses  del  Estado. 

Buego,  pues,  al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  téngala 
bondad  de  decirme  si  el  estado  del  expediente  es  el 
que  se  desprende  de  las  noticias  que  he  podido  ad- 
quirir, y le  ruego  también  que  active  lo  posible  su 
resolución. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Rute  Gapdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (.López  Puigcor- 
ver):  El  Sr.  Aguirre  tiene  razón.  Los  intereses  del 
pueblo  de  Bilbao,  los  intereses  del  comercio,  los  in- 
tereses también  de  la  Hacienda,  hace  tiempo  aconse- 
jan se  construya  un  edificio  dedicado  á aduana  en 
aquella  villa. 

Antes  de  tener  yo  la  honra  de  entrar  en  el  Minis- 
terio, se  había  instruido  un  expediente  con  ese  objeto 
y se  había  formado  ese  proyecto  que  el  Sr.  Aguirre 
ha  calificado  como  de  proyecto  del  Ministro  de  Ha- 
cienda, y que  no  lo  es  del  que  en  este  momento  tiene 
la  honra  de  dirigirse  al  Congreso,  porque  antes  de 
entrar  yo  en  el  Ministerio  había  sido  formado  ese  pro- 
yecto, é informado,  si  no  rae  equivoco,  por  alguna  de 
las  Corporaciones  que  han  emitido  dictámen.  Es  una 
mejora  indudable  para  la  villa  de  Bilbao,  así  lo  en- 
tiende el  Ministro,  y una  necesidad  para  el  comercio 
y para  los  intereses  de  la  renta  de  aduanas.  Informa- 
ron esas  Corporaciones,  y,  salvo  pequeños  detallas,  es- 
tuvieron conformes  en  que  se  aprobase  el  proyecto,  y 
el  Ministro  tenía  el  pensamiento,  y le  tiene  todavía, 
de  consignar  en  los  próximos  presupuestos  la  canti- 
dad necesaria  para  el  primer  plazo  de  la  construcción 


tiene  gran  respetabilidad  y la  constituyen  personas 
eminentes,  como  el  presidente  del  Tribunal  Supre- 
mo, etc.  (todo  el  Congreso  sabe  quiénes  son),  y 
Junta,  que  tiene  gran  autoridad,  yo  declaro  que  si  hizo 
alguna  observación,  fué  inspirada  por  su  deseo  de  fa- 
vorecer todo  lo  posible  al  pueblo  de  Bilbao,  y al  mis- 
mo tiempo  los  intereses  de  la  Hacienda.  Creían  los 
individuos  que  componen  aquella  Junta  que  el  pro- 
yecto actual  es  deficiente,  y que  si  por  el  momento 
pudiera  ser  bastante,  dado  el  desarrollo  que  es  de 
creer  tenga  la  villa  de  Bilbao  y el  que  va  Lomando  su 
comercio,  resoltaría  pequeño  después.  Entendían  tam- 
bién que  sería  conveniente  reunir  todos  los  servicios 
públicos  en  un  edificio  y dar  más  extensión  al  pro- 
yecto que  la  que  tiene  en  el  expediente,  construyendo 
un  edificio  de  mayores  proporciones,  para  que  en  él  se 
pudieran  instalar  tqdos  los  servicios  públicos,  y pu- 
diendo  así  disponer  del  valor  de  los  edificios  que  ac- 
tualmente ocupan  algunos  servicios  de  la  Hacienda, 
aplicándolo  al  mayor  precio  que  había  de  tener  la 
construcción  del  nuevo  edificio.  En  este  sentido  hicie- 
ron algunas  observaciones,  encaminadas,  como  digo, 
á favorecer  los  intereses  del  pueblo  de  Bilbao,  porque 
principalmente  se  fundaban  en  esto  sus  observacio- 
nes: en  lo  que  ganada  Bilbao  haciendo  un  edificio  de 
mayores  proporciones  y mejor  que  el  proyectado. 

Hacían  también  una  observación  que  es  muy  de 
tener  en  cuenta.  Hoy  dia,  en  los  terrenos  en  que  se 
proyecta  edificar  el  nuevo  edificio,  hay  pocas  cons- 
trucciones, y los  individuos  de  la  Junta  temían  que 
haciéndose  allí  el  edificio  para  aduana,  todos  ios  te- 
rrenos adyacentes  adquiriesen  mayor  valor  y se  lle- 
naran de  nuevas  construcciones,  y después,"  cuando 
necesitase  el  Ministerio  de  Hacienda  ampliar  el  edifi- 
cio de  la  aduana,  que  ellos  estiman  que  será  pequeño 
en  adelante,  tal  como  se  ha  proyectado,  habría  gran 
dificultad  para  adquirir  los  terrenos  necesarios.  Ha- 
cían esta  observación:  puesto  que  ahora  no  se  ba  cons- 
truido aún  nada  en  esos  terrenos,  deben  tener  menor 
valor  que  el  que  han  de  tener  después,  y por  tanto, 
conviene  adquirir  mayor  extensión  de  terreno;  y si  se 
puede  construir,  se  construye,  y si  no,  no;  pero  el  Mi- 
nisterio de  Hacienda  tendrá  siempre  la  posibilidad  de 
desarrollar  más  el  proyecto. 

Estas  fueron  las  observaciones  de  la  Junta  de  edi- 
ficios; observaciones  que,  francamente,  me  parecieron 
inspiradas  en  un  alto  patriotismo  y en  el  deseo  de 
favorecer  el  comercio  y los  intereses  de  Bilbao. 

Esto  lia  retrasado,  naturalmente,  la  resolución  del 
expediente,  y por  tanto,  la  ejecución  del  proyecto; 
pero  yo  tendré  mucho  gusto,  en  vista  de  las  indica- 
ciones del  Sr.  Aguirre,  y en  vista  también  de  las  ex- 
citaciones de  la  Cámara  de  comercio  de  Bilbao,  que, 
naturalmente  ha  sido  consultada  acerca  de  si  sería 
ó no  fácil  la  realización  del  plan  ideado  por  la  Junta 
de  edificios,  y ha  manifestado  que  lo  que  urge,  lo  que 
quiere  Bilbao,  es  que  inmediatamente  se  resuelva  el 
expediente  y se  saque  á subasta  la  construcción  del 
edificio  proyectado;  yo  tendré  mucho  gusto,  digo,  en 
volver  á reunir  la  Junta  de  edificios,  que  creo  que  es 
el  ruego  que  me  ha  hecho  el  Sr.  Aguirre,  y en  hacer- 
le las  observaciones  que  S.  S.  ha  hecho  acerca  de  lo 
que  desea  la  villa  de  Bilbao  y loda  la  provincia,  pues- 
to que  S.  S.  ha  dicho  que  hablaba  no  solo  en  su  nom- 

Sres.  Diputados  de 


de  ese  edificio.  Pero  creyó  que  debía  oirla  auto- 
rizada opinión  do.  la  Junta  de  edificio*.  Junta  que  ; 


ore,  sino  en  el  (le  todos  los  demás 
la  provincia. 

E|  Sr.  AGUI  UFE:  Pido  la  palqbn 
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El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  La 
tiene  V.  S;  para  rectificar. 

El  Sr.  AGUTRRE:  Después  de  dar  las  gracias  ai 
Sr.  Ministro  de  Hacienda  por  su  contestación,  en  la 
qne  se  ha  manifestado  tan  atento  y deferente  como  lo 
es  siempre  con  todos  los  Srcs.  Diputados,  debo  mani- 
festar también  mi  agradecimiento  á los  señores  que 
componen  la  Junta  de  edificios, por  sus  observaciones, 
qne  nunca  be  pensado  que  obedecieran  al  deseo  de 
entorpecer  la  ejecución  dei  proyecto  ó á falta  de  pa- 
triotismo, sino  que  lian  sido  dictadas  por  el  noble  de- 
seo de  dotar  á Bilbao  de  un  edificio  digno  de  su  im- 
portancia. El  proyectado,  que  tendrá  tres  pisos,  ocu- 
pará una  superficie  aprovechable  de  cerca  de  90.000 
pies  cuadrados,  que  es  suficiente  para  las  necesidades 
presentes  y futuras  do  Bilbao.  La  aduana  actual  puede 
destinarse  más  tarde  al  establecimiento  de  correos  y 
telégrafos,  Gobierno  civil  y otras  dependencias  del 
Estado,  que  estarán  perfectamente  instaladas  por  su 
situación  céntrica. 

En  resumen,  que  el  pueblo  de  Bilbao  desea  que  no 
se  dilate  la  construcción  del  nuevo  edificio,  porque 
así  lo  reclaman  los  intereses  del  comercio  y los  del 
Tesoro  público. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Uuiz  Gapdepon):  El 
Sr.  Barell  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  BURELL:  He  pedido  la  palabra,  Sr.  Presi- 
dente, para  dirigir  varios  ruegos  á los  Sres.  Minis- 
tros de  Hacienda,  Gobernación  y Gracia  y Justicia. 

Ai  Sr.  Ministro  de  Gracia  V Justicia  tengo  que  ro- 
garle respetuosamente  que  envíe  al  Congreso  aque- 
llos datos  de  su  departamento  que  se  refieran  á la 
compatibilidad  ó incompatibilidad  de  determinados 
funcionarios  dependientes  de  su  Ministerio.  Además 
tengo  que  rogarle  que  se  digne  enviar  también  al 
Congreso,  para  el  caso  de  una  interpelación  posible, 
una  certificación  de  las  recusaciones  de  que  el  juez 
de  primera  instancia  de  la  Coruña  baya  sido  objeto, 
no  ya  en  asuntos  criminales,  sino  civiles;  idem  de  sen- 
tencias que  le  hayan  sido  revocadas  por  la  Audien- 
cia; apercibimientos  de  que  baya  sido  objeto;  informe 
do  los  tres  últimos  gobernadores  (este  ruego  lo  dirijo 
al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación)  que  ha  habido  en 
la  Coruña  desde  que  el  juez  actual  viene  ejerciendo 
su  cargo. 

Ai  Sr.  Ministro  de  Hacienda  tengo  que  rogarle, 
con  el  mismo  respeto,  que  haga  el  obsequio,  ¿i  ser 
posible,  de  enviar  á la  Cámara  una  especie  de  lista  ó 
estadística  en  que  consten  las  tierras  que  figuren  en 
el  catastro  con  la  calificación  de  '&n  cultivo , de  toda 
España,  ó de  aquello  que  buenamente  se  pueda  con  la 
menor  molestia  posible. 

Y al  -Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  he  de  permi- 
tirme dirigirle  un  ruego,  ruego  que  es  más  bien  una 
especie  de  llamamiento  público  que  yo  hago  en  el 
Congreso,  porque  sé  desde  luego  que  el  Sr.  Ministro 
de  la  Gobernación,  que  recientemente  lia  ocupado  ese 
puesto,  debido  á sus  altos  merecimientos,  no  lia  po- 
dido humanamente  en  el  poco  tiempo  que  lleva  de 
Ministro  remediar  el  mal  á que  voy  á referirme,  que 
es  la  mendicidad  en  Madrid. 

Los  caracteres  de  la  mendicidad  en  Madrid  sou 
verdaderamente  alarmantes.  A las  altas  horas  de  la 
noche,  y á todas  las  del  dia,  niños  dn  tres  y cuatro 


años  é inválidos  de  todas  clases  se  hallan  en  las  calles 
implorando  una  Limosna  y molestando  á los  transeún- 
tes. Por  esto  de  las  molestias  al  transeúnte  no  dirijo 
este  ruego  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación;  por  lo  que 
se  le  dirijo  es  por  lo  que  importar  pueda  al  decoro,  á 
la  humanidad  y á la  beneficencia  de  Madrid;  ruego 
i fi^e  modo  alguno  puede  implicar  censura  á per- 
sona tan  principal  como  el  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación, si  bien  puede  implicar  alguna  responsabilidad 
ó alguna  censura  al  Municipio  ó á aquellas  asocia- 
ciones de  Madrid  que  con  carácter  consagrado  por  la 
ley  tienen  á su  cargo  la  beneficencia  domiciliaria,  be- 
neficencia que  no  da  fruto  de  ninguna  clase,  por 
cuanto  á esas  horas  á que  me  he  referido  se  ven  por  las 
calles  cuadros  verdaderamente  horrendos  que  pugnan 
con  la  delicadeza,  con  la  humanidad  y con  la  ley  que 
manda  proteger  á la  infancia. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Solamente  para  decir  dos  al  Sr.  Bnrell.  Yo  de- 
searía que  S.  S.  aclarara  un  poco  más  el  concepto  de 
la  petición  que  ha  dirigido  al  Ministro  de  Hacienda. 
Si  no  be  entendido  mal,  S.  S,  desea  que  yo  remita  á 
la  Cámara  un  estado  de  las  tierras  que  bav  en  España 
sin  cultivo.  (ElSy\  BureUl  Pido  la  palabra.)  Yo  desea- 
ría, digo,  que  S.  S.  concretase  más  la  pregunta,  para 
ver  si  se  podían  remitir  á la  Cámara  los  datos  que  su 
señoría  desea,  porque  es  fácil  que  por  no  haberlo  com- 
prendido bien,  no  pudiese  satisfacer  sus  deseos. 

EL  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  ( Albareda): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Empiezo  por  dar  las  más  expresivas  gracias  al  señor 
Bureli  por  las  frases  inmerecidas  que  me  lia  dirigido. 
Yo  estoy  aquí,  como  pudiera  estarlo  otra  cualquier 
persona  de  mi  partido,  por  las  combinaciones  de  la 
política  y sin  otros  títulos  que  mis  buenos  deseos. 

Descartado  esto,  diré  á S.  S.  que  abundo  en  abso- 
luto y por  completo  en  las  ideas  que  S.  S.  ha  indica- 
do. Entiendo  yo  que  la  capital,  no  ya  de  la  Nación 
española,  sino  de  la  última  provincia  de  España,  está 
deshonrada,  tiene  una  forma  exterior  ajena  á la  forma 
exterior  de  los  pueblos  civilizados,  dando  el  espec- 
táculo de  la  mcudicidad  pública.  Me  parece  que  eu  el 
punto  concreto  de  la  cuestión  estamos  de  acuerdo.  A 
mí  me  causa  dolor  en  el  órden  moral,  sonrojo  en  el 
orden  político  y vergüenza  como  Ministro  de  la  Go- 
bernación, ver  los  pobres  que  pululan  por  las  calles 
de  Madrid;  pero  me  encuentro  con  un  problema  de 
solución  difícil  en  el  órden  político  y de  más  difícil 
solución  en  el  órden  económico.  En  el  órden  político 
me  encuentro  con  la  dificultad  de  los  derechos  cons- 
titucionales, con  el  respeto  á la  individualidad  del 
ciudadano,  que,  cualquiera  que  sea  su  posición  social, 
es  un  problema  uo  resuelto  aún  por  ninguna  escuela 
en  el  órden  fundamental  de  los  principios,  hasta  dón- 
de llegan  las  facultades  del  Gobierno  con  relación  al 
ciudadano  pobre  que  extiende  la  mano  y pide  una  li- 
mosna al  ciudadano  de  mejores  condiciones  que  pasa 
cerca  de  él. 

Yo  be  estudiado  esta  cuestión  como  gobernador 
i de  Madrid;  la  he  estudiado  como  miembro  del  Gobicr- 
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no,  y me  inclino  á creer  que  son  necesarios  sacrificios 
de  todas  clases  para  concluir  con  la  mendicidad,  por- 
que ésta  suele  ser  ocasión  de  que  bajo  la  capa  de  la 
verdadera  desgracia  se  oculten  vicios  que  la  sociedad 
tiene  el  derecho  de  castigar,  ó por  lo  ménos  de  no 
permitir. 

Insisto,  pues,  en  que  la  cuestión  tiene  importan- 
cia, no  solo  bajo  el  punto  de  vista  de  la  moral  y de 
la  piedad,  sino  importancia  social;  pero  repito  que 
dejando  á un  lado  la  cuestión  legal,  que  no  he  encon- 
trado resuelta  en  ninguna  parte,  y que  desearía  que 
en  una  discusión  acerca  de  este  asunto  se  me  diera 
resuelta  por  persona  de  más  experiencia  que  yo,  va- 
mos á las  dificultades  materiales. 

Hay  un  asilo  próximo  á Madrid,  el  del  Pardo,  or- 
ganizado de  una  manera  que  hace  honor  á las  perso- 
nas que  están  al  frente  del  él,  pero  que  no  cuenta 
con  los  recursos  necesarios  para  poder  llevar  i ese 
asilo  el  número  de  pobres  que  sería  preciso,  á fin  de 
que  desapareciera  la  mendicidad  de  las  calles  de  Ma- 
drid. Además,  no  hay  un  establecimiento  de  benefi- 
cencia, como  los  hay  en  otros  lugares,  adonde  poder 
llevar  los  pobres,  cualquiera  que  sea  su  edad,  que  pa- 
san la  noche  á la  intemperie  en  las  calles.  De  mane- 
ra que  nos  encontramos  con  una  dificultad  legal  y 
otra  material,  y entiendo  que  con  buen  deseo  llegare- 
mos á limpiar  de  pobres  las  calles  de  Madrid,  ó por  lo 
ménos  á mejorar  en  mucho  la  situación  actual  res- 
pecto de  este  punto,  para  lo  que  estoy  estudiando  con 
el  señor  director  de  beneficencia  los  medios  de  que  se 
puede  disponer  dentro  del  presupuesto  para  hacer  un 
asilo  adonde  puedan  ir  los  pobres  á pasar  las  noches. 
Ya  el  hacerles  pasar  las  noches  allí;  ya  el  hacerles 
observar  ciertas  reglas  de  policía,  es  un  adelanto,  aun 
cuando  al  otro  dia  vuelvan  á salir  del  asilo. 

He  hablado  con  las  damas  que  están  al  frente  de 
las  asociaciones  que  reparten  limosnas  á domicilio,  y 
les  he  dicho  que  estoy  dispuesto  á ayudarlas  en  todo 
lo  que  dependa  del  Ministerio  de  mi  cargo,  pero  con 
la  condición  de  que  los  pobres  que  pidan  limosna  en 
las  calles  no  sean  socorridos  jamás  por  esas  damas. 
Pienso  también  ordenar  que  no  se  concedan  licencias 
para  pedir  limosna,  porque  esto  es  ya  fundamento 
del  abuso.  Invocando  un  sentimiento  de  piedad  se  pi- 
den licencias  para  vender  santitos,  rosarios  y cosas 
así  en  las  puertas  de  las  iglesias,  todo  lo  que,  bajo 
ese  aspecto  de  piedad  dudosa,  sirve  para  demandar 
limosna.  Entiendo,  además,  que  esos  pobres  que  se 
ponen  á la  puerta  de  las  iglesias  son  enemigos  decla- 
rados del  respeto  al  culto,  porque  se  necesita  una 
verdadera  piedad  para  atravesar  los  umbrales  de  la 
mayor  parte  de  las  iglesias,  viendo  el  personal  que 
hay  en  las  puertas. 

Así,  pues,  por  sentimientos  políticos,  sociales,  re- 
ligiosos y de  cultura,  deseo  contribuir  por  todos  los 
medios  imaginables  á que  concluya  la  mendicidad 
pública. 

Dispensad,  Bros.  Diputados,  que  yo,  al  ocuparme 
de  estos  asuntos,  les  dé  preferente  importancia,  por- 
que yo  adoro  á mi  Patria,  me  parece  que  estoy  fuera 
del  ambiente  propio  de  mi  respiración  cuando  no 
respiro  el  aire  de  la  Nación  española,  y por  bien  que 
me  vaya  en  el  extranjero,  cuando  no  oigo  hablar  es- 
pañol al  lado  mió,  todas  mis  alegrías  tienen  un  fondo 
de  tristeza.  Por  eso  lo  que  más  pena  me  da  es  que 
mi  Patria  no  esté  en  todas  las  manifestaciones  de  la 
vida  nacional  en  disposición  de  resistir  la  critica  y de 


sufrir  la  comparación  con  cualquier  otro  pueblo;  pero 
necesito  el  apoyo  de  todos,  principalmente  el  de  la 
Cámara,  y por  eso  pronuncio  estas  palabras;  porque 
si  le  tuviera,  creo  que  conseguiría  que  los  servicios 
públicos,  las  calles,  los  paseos  estuvieran  como  de- 
bían estar,  y los  pobres  atendidos  en  la  forma  debida, 
y los  teatros  con  tanta  cullura  como  los  primeros  del 
mundo,  y todo  lo  que  es  español  á la  mayor  altura; 
porque,  Sres.  Diputados,  tenemos  medios  y condicio- 
nes para  ello,  y tenemos,  sobre  todo,  un  pueblo  que 
por  instinto  propio  devora  los  progresos.  Aquí  se  es- 
tableció un  tranvía,  de  cuya  prosperidad  y de  cuya 
vida  se  abrigaban  muchas  dudas,  y á los  seis  meses 
resultaba  insuficiente  para  el  uso  que  de  él  hacía  el 
público,  y hoy  son  los  tranvías  madrileños  los  que 
más  ulilidades  dan  eu  Europa:  aquí  se  estableció  el 
teléfono,  diciéndose  muy  generalmente  que  esa  refor- 
ma exótica  no  prosperaría,  y resulta  que  donde  más 
prospera  el  negocio  de  los  teléfonos  es  en  Madrid;  y 
digo  esto  para  que  los  señores  de  la  empresa  telefó- 
nica empiecen  á pensar  que  es  menester  mejorar  los 
servicios.  (Risas  y aprobación.) 

Si  tenemos,  pues,  un  pueblo  ávido  de  progresos  y 
capaz  de  ponerse  al  frente  de  la  civilización,  ayudad- 
me todos  y lo  conseguiremos;  porque  no  se  trata  do 
intereses  políticos,  sino  de  los  intereses  generales  del 
país;  ayudadme  hoy  los  conservadores  y los  republi- 
canos, como  mañana  ayudaré  yo  á los  conservadores, 
no  á los  republicanos,  porque  permítanme  que  les 
diga  que  no  vendrán  nunca.  (Un  St\  Diputado  desdo 
¿os  batiros  de  la  izquierda : ¿Quién  sabe?) 

Esa  es  una  apreciación  y una  esperanza  que  yo 
me  alegro  de  que  SS.  SS.  teugan,  porque  así  estarán 
ménos  tristes  y nos  harán  una  oposición  más  dulce. 

{Risas.) 

Quiero  concluir,  y perdonad  esta  digresión  que  lie 
hecho,  porque  no  hay  negocios  de  gran  urgencia  que 
me  impidan  hacer  estas  manifestaciones,  para  poner- 
me eu  comunicación  con  la  Asamblea,  para  decirle 
lo  que  pienso  y para  pedir  á Lodos  que  me  ayuden, 
porque  si  no,  todos  mis  deseos  serán  inútiles  é im- 
practicables. 

Yo  quiero  conocer  las  palpitaciones  de  la  Cámara, 
para  realizar  todas  estas  cosas,  que  son,  repilo,  de 
interés  común  á todos  y nada  tienen  que  ver  con  la 
lucha  de  los  partidos.  Por  lo  demás,  cuando  esas  lu- 
chas lleguen,  con  mis  amigos  estoy,  con  mis  amigos 
vengo,  y no  he  de  separarme  de  ellos  por  nada  ni  por 
nadie;  pero  como  ahora  no  se  trata  de  eso,  espero  que 
todos,  Sres.  Diputados,  contribuyamos,  cada  uno  en 
la  medida  de  sus  fuerzas,  para  mejorar  la  vida  gene- 
ral del  país,  para  introducir  reformas  y para  hacer 
muchas  cosas  que  España  entera  y Madrid,  su  capital, 
necesitan  y pueden  obtener. 

El  Sr.  BUHELE:  No  felicito  al  Sr.  Ministro  de  la 
Gobernación;  me  felicito,  Sres.  Diputados,  yo  mismo, 
por  haber  dado  ocasión  y motivo  para  que  S.  S.  se 
haya  levantado  á hacer  resonar  de  nuevo  su  palabra 
elocuentísima.  Yo  estoy  conforme  en  absoluto  con 
cuanto  ha  dicho  S.  S.,  ¿cómo  no  había  de  estarlo?  y 
me  parece  todo  cuanto  acaba  de  decir  acertadísimo: 
yo  no  me  había  propuesto  dirigir  censuras  de  nin- 
guna clase,  ni  á S.  S.  ni  á los  Ministros  que  le  han 
precedido,  ni  á ningún  Gobierno  determinado;  sin  le- 
vantar la  cuestión  A aquellas  regiones  á que  S.  S.  la 
ha  levantado  merced  á su  privilegiado  entendimiento, 
á su  larga  práctica  parlamentarla  y á su  palabra 
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verdaderamente  escultural  y elocuentísima,  sin  colo- 
car la  cuestiou  en  ese  terreno,  colocándola  en  la  es- 
fera más  modesta  de  un  ruego  ó de  una  excitación, 
ine  lie  limitado  á llamar  la  atención  de  S.  8.  acerca 
de  lo  que  sucedo. 

Hace  mucho  tiempo  que  en  Madrid  hay  muchas 
asociaciones  benéficas.  No  hay  primavera,  ni  estío, 
ni  siquiera  invierno,  en  que  los  diferentes  elementos 
sociales  de  que  se  compone  Madrid  no  se  congreguen 
en  numerosos  festejos  para  remediar  las  tristezas  del 
prójimo. 

Si  recuerdo  bien,  hay  en  el  presupuesto  una  par- 
tida destinada  á indemnización  de  los  daños  y perjui- 
cios que  se  causaron  á los  establecimientos  benéücos 
por  la  medida  dictada  en  tiempo  del  Sr.  Gamacho 
prohibiendo  la  celebración  de  las  riías,  calculándose 
esa  indemnización  por  la  parte  que  se  destinaba  á di- 
chos establecimientos.  Nos  encontramos,  pues,  con 
beneficencia  municipal,  con  beneficencia  provincial, 
con  beneficencia  domiciliaria,  con  una  cantidad  en  el 
presupuesto  destinada  á establecimientos  benéficos;  y 
sin  embargo,  yo  declaro  que  no  en  tiempo  de  S.  8., 
sino  en  tiempo  del  Sr.  León  y Castillo,  del  Sr.  Gon- 
zález, del  Sr.  Romero  Robledo,  de  cuatro  ó cinco  años 
acá,  es  cuando  la  beneficencia  deja  más  que  desear; 
es  cuando  se  han  manifestado  en  Madrid  con  más 
verdadero  horror  los  dolores  sociales. 

Hay  una  cuestión  de  derecho  individual  que  pue- 
de plantearse  como  elocuentemente  la  planteaba  el 
Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  diciendo:  pues  qué, 
¿podemos  impedir  que  el  pobre  tienda  su  mano  al 
transeúnte  para  que  el  transeúnte  deposite  en  ella  su 
óbolo  ó su  limosna?  Evidentemente  hay  una  cuestión 
de  derecho,  pero  también  existe  el  derecho  del  niño 
y del  inválido;  sobre  todo,  el  derecho  del  niño,  que  es 
lo  que  me  ha  movido  á hacer  uso  de  la  palabra. 

Anoche  mismo,  al  retirarme  tarde,  porque  mi  pro- 
fesión de  periodista  me  ha  hecho  adquirir  verdadera 
propensión  á trasnochar,  presencié  espectáculos  real- 
mente lastimosos  en  la  Puerta  del  Sol.  Una  niña  como 
de  cuatro  años  se  encontraba  verdaderamente  aterida 
do  frió,  y era  empujada  por  su  madre,  ó por  la  mujer 
que  estaba  á su  lado,  á pedir  limosna;  otros  cuantos 
niños  hacían  lo  mismo;  en  la  calle  de  Alcalá  sucedia 
lo  propio;  y al  ver  eso,  yo  me  preguntaba,  no  qué 
hace  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  y el  Gobierno 
y la  sociedad,  sino  ¿adórale  van  á parar  esas  cantida- 
des consignadas  en  el  presupuesto  por  indemnización 
de  las  antiguas  rifas?... 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Lla- 
mo la  atención  de  S.  S.... 

El  Sr.  BURELL:  Voy  á terminar  inmediatamente, 
Sr.  Presidente. 

Conste,  pues,  que  no  he  dirigido  un  cargo  al  señor 
Ministro  de  la  Gobernación;  me  he  limitado  á hacer 
un  llamamiento,  á invocar  el  celo  de  todos  aquellos 
que  con  autorización  del  Estado  recaudan  sumas 
cuantiosas  destinadas  á la  beneficencia  oficial,  y cu- 
yos resultados  no  se  observan. 

Por  lo  demás,  ¿cómo  no  he  de  aplaudir  las  pala- 
bras del  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación?  Conforme  en 
absoluto  estoy  con  ellas.  Soy  un  Diputado  modesto; 
pero  modesto  y como  soy,  cuente  S.  S.  con  mi  voto, 
v lo  que  es  más,  con  mi  voluntad,  no  solo  para  estas 
cosas  que  tocan  á cuestiones  generales,  sino  también 
para  aquellas  otras  cosas  que  tocan  al  órden  liberal 
de  nuestra  política.  Y puesto  que  S.  S.  nos  recuerda 


que  viene  con  quien  viene,  yo  también  debo  decir: 
con  quien  vengo,  vengo. 

Al  Sr.  Ministro  de  Hacienda  tengo  que  decirle 
únicamente  que  mi  deseo  es  que  S.  S.  remita  á la  Cá- 
mara los  datos  relativos  á esas  tierras  que  se  clasifi- 
can, según  creo,  como  tierras  sin  cultivo. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  HACIENDA  (López  Puigcer- 
ver):  Me  convenía  conocer  los  términos  concretos  del 
deseo  del  Sr.  Burell,  para  tratar  de  satisfacerle;  por- 
que si  S.  S.  hablaba  de  tierras  eriales  que  no  se  han 
cultivado  nunca,  desde  luego  ese  dato  es  muy  difícil 
de  proporcionar.  Mas  sea  como  quiera,  yo  ruego  al 
Sr.  Burell  que,  si  no  le  sirve  de  molestia,  se  pase  por 
la  Dirección  de  contribuciones,  y allí,  con  el  resúmen 
délos  amillaramientos  á la  vista,  puede  pedir  todos 
los  datos  que  quiera;  porque  mi  deseo  es  satisfacer  á 
S.  S.  como  á todos  los  Sres.  Diputados;  pero  preciso 
es,  para  que  pueda  lograrlo,  que  se  puntualicen  bien 
los  dalos  que  se  me  pidan. 

El  Sr.  BURELL:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  BURELL:  Doy  gracias  al  Sr.  Ministro  de 
Hacienda,  y acepto  con  mucho  gusto  su  invitación. 


El  Sr.  FABRA  (D.  Gil  María):  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  FABRA  (D.  Gil  María):  Ruego  á la  Mesa  se 
sirva  pouer  eD  conocimiento  del  Sr.  Ministro  de  Fo- 
mento mi  deseo  de  que  remita  al  Congreso  el  expe- 
diente relativo  á la  concesión  del  ferro-carril  de 
Puertollano  á Córdoba. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Se  pondrá  en  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  Fomento. 


El  Sr.  Conde  de  PENA  RAMIRO:  Pido  la  pa- 
labra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  i Ruiz  Capdopou):¿Para 
que  ha  pedido  la  palabra  el  Sr.  Conde  de  Peña-Ra- 
m i ro? 

El  Sr.  Conde  de  PEÑ A-RAMIRO:  Para  rectificar 
algunas  de  las  aseveraciones  que  ha  hecho  en  su  dis- 
curso ci  Sr.  Burell,  el  cual  ha  aludido  directamente 
á una  sociedad  de  beneficencia  que  desempeña  su 
misión  con  una  abnegación  por  todos  reconocida,  y 
á la  que  yo  me  creó  en  el  deber  de  defender  aquí. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  ¿Es 
decir  que  pide  V.  S.  la  palabra  para  defender  á un  au- 
sente? 

El  Sr.  Conde  de  PEÑA-RAMIRO:  No;  para  diri- 
gir una  pregunta  al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación. 

¿Está  dispuesto  el  Sr.  Ministro,  que  por  lo  visto 
no  ha  oido  las  palabras  del  Sr.  Burell  relativamente 
á una  asociación  do  beneficencia  domiciliaria  presi- 
dida por  señoras,  á no  dejar  pasar  esas  palabras  sin 
correctivo?  Se  trata,  señores,  de  una  asociación  que 
presta  los  más  humanitarios  servicios  al  pueblo  de 
Madrid;  y como  el  Sr.  Burell  en  su  discurso  ha  tra- 
tado á esa  asociación  de  un  modo  tan  inmerecido,  que 
ha  llegado  á preguntar  á dónde  se  iban  los  fondos  de 
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esa  asociación,  que  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación 


como  todo  el  muiulo,  sabe  que  se  aplican  única  y ex- 
clusivamente á socorrer  á la  miseria,  pregunto  al  se- 
ñor Ministro  si  está  dispuesto  á dejar  pasar  esas  pa- 
labras sin  correctivo. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albaredá): 
Pido  la  palabra. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Gapdepon):  La 
tiene  V.  S. 

El  Sr.  Ministro  de  la  GOBERNACION  (Albareda): 
Yó  respeto  mucho  el  móvil  que  ha  impulsado  al  se- 
ñor Conde  do  Peña-Ramiro  á pronunciar  las  palabras 
que  acaba  de  pronunciar;  pero  las  frases  del  señor 
Burell,  á juicio  mío,  no  pueden  ni  directa  ni  indirec- 
tamente ofender  en  lo  más  mínimo  á las  señoras  que 
lómum  la  asociación  de  beneficencia  domiciliaria, 
asociación  presidida  por  S.  M.  la  Reina,  y cuya  pre- 
sidencia efectiva  csLá  confiada  A la  Sra.  Duquesa  de 
Medina-Sidonia,  hermana  del  Sr.  Conde  de  Peua-Ra- 
miro,  con  la  cual  he  tenido  ayer  precisamente  el  alto 
honor  do  celebrar  una  larguísima. entrevista  á propó- 
sito de  estas  cuestiones. 

Nada  diré  de  S.  M.  la  Reina,  símbolo  de  todo  nues- 
tro amor  y de  todo  nuestro  respeto;  pero  en  cnanto 
á la  Sra.  Duquesa  de  Medina-Sidonia,  su  personalidad 
es  tal,  que  no  puede  menos  de  inspirar  profundo  res- 
peto á todo  el  mundo,  y rnás  á una  persona  de  las  con- 
diciones del  Sr.  Burell,  en  cuyas  palabras  debo  con- 
fesar que  no  lie  visto  ni  directa  ni  indirectamente  nada 
que  pueda  estimarse  como  alusión  mortificante  para 
esas  ilustres  damas. 

A la  Sra.  Duquesa  de  Medina-Sidonia,  con  cuya 
amistad  me  honro  desde  los  primeros  años  de  mi  vida, 
no  hay  una  persona  en  Madrid  que  no  La  profese  pro- 
fundo respeto;  en  cualquier  asociación  en  que  se  halle, 
puede  contar  siempre  con  la  consideración  y el  res- 
peto de  todo  el  mundo  por  sus  nobles  prendas  y por 
las  relevantes  condiciones  que  reúne  para  ocupar  esc 
y cualquiera  otro  alto  puesto. 

Yo  respeto,  pues,  las  palabras  del  Sr.  Conde  de 
Pcña-Ramiro,  que  arrancan  de  un  noble  sentimiento; 
pero  tenga  S.  S.  la  seguridad  de  que  el  Sr.  Burell 
no  ha  dicho  nada  que  pueda  mortificar  ni  en  poco  ni 
en  mucho  á esas  damas,  las  cuales  en  este  momento 
no  tienen  todos  los  medios  que  necesitan  para  la  alta 
misión  de  caridad  que  desempeñan.  Yo  les  lie  prome- 
tido, y lo  cumpliré,  buscar  recursos  extraordinarios, 
dentro  de  las  facultades  que  en  el  presupuesto  tengo, 
para  aumentar  los  medios  con  que  el  Gobierno  con- 
tribuye al  fin  benéfico  A que  dedican  su  actividad. 
Después  de  estar  en  relaciones  directas  con  esa  ilus- 
tre dama,  hermana  de  S.  S.,  ¿cómo,  había  de  cruzar  por 
mi  mente  que  se  pronunciasen  aquí,  ni  en  ninguna 
parle,  palabras  que  en  lo  más  mínimo  pudieran  mor- 
tificarla? Si  lo  hubiera  creído,  yo  me  hubiera  levan- 
tado á protestar,  no  A defender  lo  que  no  necesita  de- 
fensa, porque  estas  ilustres  damas,  por  su  propia 
existencia,  están  defendidas  de  cualquier  ataque,  y 
en  cumplimiento  de  un  deber,  hasta  por  galantería. 
Por  consiguiente,  respetando  lo  que  S.  S.  ha  hecho, 
y movido  por  un  sentimiento  digno  de  respeto,  esté 
S.  S.  tranquilo  que  el  Sr.  Burell  no  ha  dicho  nada,  ni 
yo  lo  hubiera  permitido,  qiieeu  lo  más  mínimo  mor- 
tificase la  alta  y noble  representación  de  esas  damas 
y el  respeto  que  les  deben  los  pobres,  porque  de  ellas 
reciben  el  bien;  pero  en  fin,  nosotros,  que  no  diré  que 
somos  pobres,  sino  pobres  bien  vestidos,  estamos  aquí 


para  ayudarlas  y podemos  contribuir  A que’  realicen 
la  caridad. 

El  Sr.  Gonde  de  PEÑA-RAMIRO:  Doy  las  gra- 
cias al  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  por  la  contes- 
tación que  ha  dado... 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Gonde  de  Peña- Ra- 
miro, no  tiene  S.  S.  la  palabra,  sino  el  Sr.  Burell. 

El  Sr.  BURELL:  He  pedido  la  palabra  porque 
aunque  no  pensaba  insistir  más  en  este  punto,  tengo 
que  decirle  al  Sr.  Conde  de  Peña-Ramiro  que  yo  no 
me  he  referido  A ninguna  asociación  particular  que 
lleve  una  razón  social  por  título;  me  he  referido  á la 
beneficencia  domiciliaria  en  Madrid.  (El  Sr.  Conde  de 
Torenó:  Pues  esa  es.)  Esa  no  es,  Sr.  Conde  de  Toreno; 
porque  cuando  se  había  de  las  casas  de  préstamos,  no 
se  habla,  por  ejemplo,  del  Monte  de  Piedad;  se  habla 
de  todas  las  casas  que  se  dedican  A los  préstamos. 

Me  he  referido  genéricamente  A la  beneficencia 
domiciliaria  y autorizada  oficialmente,  es  decir,  A toda 
aquella  beneficencia  que  reparte  A domicilio  sus  li- 
mosnas y las  sumas  que  recoge,  que  puede  ser  la 
asociación  H.,  B.,  etc.;  y yo  tengo  que  manifestarle 
noblemcute  A S.  S.  que  no  conocía  la  existencia  de 
esa  sociedad.  Si  hubiera  querido  nombrarla,  lo  hubie- 
ra hecho,  porque  desde  que  entré  por  esas  puertas, 
entré  con  una  convicción  intima  dentro  de  mi  alma. 
¿Sabe  S.  S.  cuál  es?  La  convicción,  ó mejor  la  deci- 
sión de  que,  si  algún  din,  por  obcecación,  por  error  de 
entendimiento  ó por  error  de  voluntad,  manifestara 
aquí  alguna  cosa,  yo  la  sostendría,  no  por  encima  del 
Reglamento  ni  del  Sr.  Presidente,  peí  o si  en  aquella 
forma  que  me  fuera  lícito  en  la  Cámara;  pero  cuando 
yo  no  he  sostenido  una  cosa,  sino  que  A mí  se  tne 
atribuye  como  error  de  voluntad  ó de  concepto  por 
otro  Sr.  Diputado,  yo  no  tengo  inconveniente  en  ma- 
nifestar que  el  error  mío  nace  de  una  inexacta  impu- 
tación ajena. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Aquí  todos  los  errores  que 
pueden  cometerse  son  errores  de  entendimiento,  por- 
que errar  por  voluntad  es  errar  por  malicia,  y eso  no 
puede  atribuirse  al  Sr.  Conde  de  Peña- Ramiro  ni  A 
ningún  Sr.  Diputado. 

El  Sr.  BURELL:  Pues  declaro  desde  luego  que 
el  error  en  mí,  si  hubiera  existido,  como  en  el  señor 
Conde  de  Peña-Ramiro,  sería  un  error  de  concepto. 
Pero  yo  declaro  también  A la  Cámara,  y al  Sr.  Conde 
de  Pena-Ramiro  principalmente,  que  no  he  aludido  A 
asociación  ninguna  determinada  que  esté  presidida 
por  S.  M.  la  Reina  Regente  y por  la  Sra.  Duquesa  do 
Medina-Sidonia;  que  yo  no  me  he  referido  A esa  aso- 
ciación, sino  solamente  al  estado  deplorable  en  gene- 
ral de  la  beneficencia  domiciliaria  en  Madrid,  sin  de- 
terminación ninguna. 

Por  lo  demás,  ruego  al  Sr.  Conde  de  Peña  Rami- 
ro que  cuando  eneuenlre  algún  error  de  concepto  en 
mis  palabras,  no  atribuya  ai  Sr.  Ministro  de  la  Go- 
bernación la  facultad  de  imponerme  correctivo,  por- 
que á mí,  Diputado  de  la  Nación,  no  puede  imponer- 
me correctivo  más  que  el  Reglamento  y el  Presidente 
de  la  Cámara. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Tiene  en  esto  último  com- 
pleta razón  S.  S. 

El  Sr.  Conde  de  Peña-Ramiro  tiene  la  palabra. 

El  Sr.  Conde  de  PENA-RAMIRO:  Agradezco  al 
Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  las  palabras  que  ha 
pronunciado;  pero  creó  que  S.  S.  estaba  algo  distraído 
cuando  no  lia  oido  las  palabras  bien  claras  del  señor 
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Bürell,  que  preguntaba:  «¿A  dónde  van  los  fondos  que 
se  dan  para  la  beneficencia  pública  domiciliaria?  ¿Quó 
se  hace  con  ellos?»  Eso  es  lo  que  me  ha  movido  á rec- 
tificar. [El  Sr.  JUcrell:  Pido  la  palabra.) 

El  Sr.  presidente:  No  hay  necesidad,  señor 
Durell. 

El  8r.  Conde  de  Peña-Ramiro  comprenderá  que 
desde  el  instante  que  el  Diputado  Sr.  Burell  ha  hecho 
una  exposición  tan  franca  de  sus  opiniones,  no  hay 
derecho  ya  de  insistir  en  razonamientos,  ni  en  censu- 
ras, ni  en  defensas  que  parten  de  un  concepto  que  ya 
ha  sido  completamente  desvanecido. 

El  Sr.  Conde  de  PEÑA-RAMIRO:  Pues  accedien- 
do A los  deseos  del  Sr.  Presidente,  no  tengo  más  que 
decir. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Alvarcz  Bugalla! 
tiene  la  palabra. 

El  Sr.  ALVAREZ  BUGALLAL:  Ruego  A la  Mesa 
se  sirva  trasmitir  al  Sr.  Ministro  de  la  Guerra  la  sú- 
plica de  que  remita  A la  Cámara  el  expediente  de 
creación  de  la  brigada  de  arrastre  destinada  en  esta 
corte  A llevar  subsistencias  A los  cuarteles,  así  como 
el  presupuesto  detallado  del  gasto  correspondiente, 
designando  los  créditos  con  aplicación  A los  cuales  se 
atiende  A este  nuevo  servicio. 

El  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  Se  pondrá  cu  co- 
nocimiento del  Sr.  Ministro  de  la  Guerra. 


ORDEN  DEC  DIA. 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Continúa  la  discusión  dei 
dictamen  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa. 
(Váise  el  Apéndice  ?.°  al  Diario  núm.  121,  sesión  del 
22  de  Junio  próximo  pasado ; Apéndice  76."  al  Diario 
nnm.  2,  sesión  del  2 de  Diciembre ; Diario  núm.  7,  se- 
sión del  O de  ídem;  Diario  núm.  8,  sesión  del  10  de 
i Ion y y Diario  núm.  9,  sesiondel  12  de  ídem.) 

El  Sr.  Cárdenas  sigue  en  el  uso  de  la  palabra,  se- 
gundo en  contra  del  dictamen. 

El  Sr.  CÁRDENAS:  Señores  Diputados,  reanudo 
mi  discurso  comenzado  en  la  larde  de  ayer. 

Para  no  conceder  A este  debate  todo  el  interés  que 
en  mi  concepto  merece,  el  Sr.  González  daba  una 
razón  que,  después  de  lodo,  puede  apreciarse  como 
valedera.  No  sé  si  habrá  tenido  presente  esa  misma 
tazón  desde  el  banco  azul  el  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación, pava  aprovecharse  del  escaso  interés  que,  se- 
gún también  S.  S.,  el  asunto  que  se  está  discutiendo 
encierra,  y comunicarse  de  una  manera  familiar, 
y no  por  familiar  ménos  brillante  y persuasiva,  con 
los  Diputados  de  la  Nación.  ¡Ojalá  que  sus  intentos 
puedan  realizarse!  Algo  y más  que  algo  le  corresponde 
en  esto  al  Gobierno  de  S.  M.,  pues  en  concepto  de  mu- 
chos, la  verdadera  mendicidad  está  hoy,  más  que  en 
las  puertas  de  las  iglesias,  en  los  pueblos  de  España, 
en  ios  campos,  en  nuestra  agricultura  arruinada. 

Por  consiguiente,  autes  de  acudir  A la  molestia 
que  nos  puedan  causar  esos  importunos  pobres,  no 
veríamos  mal  que  so  atendiera  A esos  infelices  traba- 
jadores que  contribuyen  al  sostenimiento  de  las  car- 


gas públicas  y que  tau  necesitados  y tristes  se  hallan 
en  estos  momentos. 

En  la  tarde  de  ayer  quise  justificar  mi  interven- 
ción en  ei  debate,  y pretendí  censurar  la  inoportuni- 
dad del  mismo.  Yo  califiqué  de  la  manera  que  me 
pareció  más  conveniente  el  acto  de  traer  A discusión 
ahora  asunto  do  tanta  importancia. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Presidente  no  puedo  ne- 
gar ¡ni  cómo  es  posible!  al  Sr.  Diputado,  el  derecho 
de  libre  estimación  acerca  de  la  oportunidad  del  mo- 
mento en  que  se  ponen  A debate  unos  ú otros  dictá- 
menes; pero,  en  fin,  como  hasta  ahora  la  sola  razón 
que  ha  tenido  el  gusto  de  oir  A S.  S.  es  la  relativa  A 
los  pobres  que  están  en  las  puertas  de  las  iglesias,  el 
Presidente  tiene  que  manifestarle  que  habrá  de  con- 
venir S.  S.  con  él  en  que  esa  es  la  menor  y la  más 
lejana  de  las  razones  con  que  pudiera  demostrarse  la 
inoportunidad  de  este  debate. 

El  Sr.  CÁRDENAS:  Señor  Presidente,  como  S.  S.  no 
lia  pasado  por  la  molestia  de  oírme  en  la  tarde  de 
ayer,  no  sabe  que  los  argumentos  que  yo  pudiera  em- 
plear para  probar  la  inoportunidad  de  este  debate  los 
expuse  entonces  de  la  manera  modesta  y desaliñada 
con  que  acostumbro  á hacer  todas  las  cosas.  Dichos 
están,  y constan  en  el  Diario  de  Sesiones ; creo,  por  lo 
lanío,  que  la  mejor  respuesta  que  puedo  dar  A la  ob- 
servación de  S.  S.  es  no  insistir  en  ellos.  ¿Lo  parece 
esto  bien  A S.  8.? 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Me  parece  perfectamente, 
y solo  he  de  decirle,  ante  lodo,  que  no  fué  molesLia 
que  me  excusase,  sino  gusto  de  que  me  privé  no 
oyendo  ayer  á S.  S.;  pero  en  fin,  habiéndome  privado 
de  este  gusto,  yo  en  el  dia  de  hoy  no  podía  tomar  en 
cuenta  sino  la  sola  indicación  que  he  oido  A S.  S. 

El  Sr.  CÁRDENAS:  Agradezco  mucho  las  pala- 
bras del  Sr.  Presidente,  tan  benévolo  como  acostum- 
bra con  todos  los  individuos  de  la  Cámara,  y muy  es- 
pecialmente con  los  que,  como  yo,  tienen  mayor  ne- 
cesidad de  esa  preciosa  cualidad  que  tanto  distingue 
y enaltece  A S.  S.  Continúo,  Sr.  Presidente,  mi  dis- 
curso. 

Determiné  los  elementos  que  A mi  juicio  debían 
reunirse  para  resolver  este  asunto  con  entero  conoci- 
miento de  causa;  y recordará  el  Congreso  que  de  una 
parte  puse  el  proyecto  de  ley  del  Sr.  Sagasta  del 
año  1886  y el  dictamen  que  se  discute,  y de  otra 
parte  el  proyecto  del  Sr.  Cánovas  del  Castillo,  los  dic- 
támenes del  Senado  y el  proyecto  de  ley  que  aproba- 
do por  la  alta  Cámara  vino  A este  Cuerpo  Colegisla- 
dor.  Este  proyecto  autorizaba  al  Gobierno  para  que 
pudiera  promulgar  y ejecutar  como  ley  del  Reino  el 
proyecto  de  los  notables.  Ahora  necesito  completar 
estos  elementos  con  el  proyecto  dei  Sr.  Sagasta,  de 
Diciembre  de  1882,  y la  proposición  de  ley  del  Sr.  Ga- 
llostra  sobre  lo  contencioso  del  Estado,  de  Pobrero 
de  1883. 

Es  evidente  que  este  conjunto  de  proyectos,  que 
esle  conjunto  de  elementos  es  indispensable  para  que, 
deducidas  las  consecuencias  necesarias  de  su  compa- 
ración y estudio,  podamos  formar  juicio  acertado  so- 
bre la  cuestión  que  debatimos.  Puse  empeño  especial 
en  demostrar  que  el  proyecto  de  los  notables  era  una 
transacción  de  ideas  diferentes  entre  sí,  de  principios 
políticos  encontrados,  de  opuestos  partidos,  de  ten- 
dencias muy  dislintas  y conlrarias;  hice  notar  que 
aprobado  el  proyecto  por  la  alta  Cámara,  al  elemento 
de  transacción. que  en  si  llevaba  y hemos  determinado 
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claramente,  se  reunia  el  voto  (Je  todos  ios  partidos 
<pie  en  el  Senado  tenían  representación;  y que  por  lo 
lauto,  á este  proyecto  sí  que  so  le  podía  llamar  con 
propiedad  proyecto  de  grande  y fecunda  transacción. 

Indiqué  de  paso  nada  más,  que  i.o  era  bueno  que 
se  faltara  á la  ley  por  Jos  mismos  legisladores,  á pro- 
pósito de  la  inobservancia  del  art.  4.“  de  la  ley  de  16 
de  Enero  de  1879;  y aunque  suplido  ya  el  defecto  del 
Gobierno  y de  la  Comisión,  por  esta  minoría,  con  la 
presentación  de  la  enmienda  del  8r.  Danvila,  que  com- 
prende todo  el  proyecto  de  los  notables,  creía  conve- 
niente recordar,  repito,  que  no  parecía  bien  que  el  le- 
gislador dejara  de  cumplir  la  ley,  porque  si  hoy  ha 
podido  suplirse  ese  defecto,  ayer,  por  ejemplo,  se  ha 
sentado  una  teoría  sobro  la  ignorancia  de  derecho,  ó 
la  ignorancia  de  la  ley,  que  viene  á demostrar  que 
este  axioma  incontrovertible  rige  para  lodo  el  mundo, 
menos  para  esta  Cámara.  Ciertamente  que  si  esta  teo- 
ría traspasase  la  frontera,  ella  por  sí  sola  llevaría  al 
extranjero  un  conocimiento  mucho  más  perfecto  del 
estado  político  y social  de  nuestro  país,  que  aquel  que 
hayan  podido  adquirir  en  las  fiestas  y torneos  con 
que  se  les  ha  agasajado,  los  extranjeros  más  ó menos 
ilustres  que  han  acudido  á recibir  nuestra  modesta 
hospitalidad. 

Pero  personifiquemos  un  tanto  y por  un  momen- 
to el  asunto;  veamos  que  es  lo  que  los  Sres.  Sagasta 
y Cánovas,  han  dicho  en  sus  proyectos,  y cuál  es,  por 
decirlo  así,  el  espíritu  que  los  informa,  la  tendencia 
que  tienen,  y el  objeto  que  dichos  señores  se  propu- 
sieron al  formularlos.  El  espíritu  de  una  disposición 
gubernamental,  de  una  ley,  de  cualquier  asunto  de 
esta  clase,  que  tiene  su  preámbulo,  en  el  propio 
preámbulo  hay  que  encontrarle;  y con  efecto,  seño- 
res Diputados,  en  los  preámbulos  (le  los  Sres.  Sagas- 
ta y Cánovas  encontramos  perfectamente  determina- 
do el  espíritu  que  cada  cual  quiso  que  tuviera  su 
respectivo  proyecto. 

El  Sr.  Sagasta  decía  en  el  preámbulo  de  su  pro- 
yecto de  1882,  que  obedecía  al  presentarle  á las  exi- 
gencias de  la  opinión  (Es  claro,  esto  sin  necesidad  de 
decirlo  se  comprende)  y á sus  doctrinas  y compro- 
misos. 

Hablaba  el  Sr.  Sagasta,  y daba  por  primera  razón 
del  proyecto  sus  doctrinas  y sus  compromisos;  y por 
si  estas  ideas  no  estaban  claras,  en  el  proyecto  pre- 
sentado en  1886,  reproducción  del  de  1882,  se  expre- 
saba de  este  modo,  acentuando  más  y más  su  idea  en 
este  punto:  «Cuando  el  Ministro  que  suscribe  (dice  el 
Sr.  Sagasta),  tuvo  la  honra,  en  30  de  Diciembre  de 
1882,  de  someter  á la  deliberación  del  Congreso  de 
los  Oiput;  dos  su  proyecto  de  ley  encaminado  á or- 
ganizar la  jurisdicción  contencioso— administrativa, 
lo  hizo  esencialmente  por  prestar  cumplimiento  A sus 
compromisos  y rendir  el  debido  tributo  A sus  doctrinas. 
De  manera  que,  así  en  el  preámbulo  del  proyecto  de 
1882  como  en  el  preámbulo  del  proyecto  de  1886, 
aparte  de.  las  satisfacciones  que  con  esos  proyectos 
daba,  según  decía,  á la  opinión,  el  Sr.  Sagasta,  enten- 
día cumplir  sus  compromisos  y rendir  el  debido  tri- 
buto á sus  doctrinas.  Veamos,  en  cambio,  qué  es  lo 
que  decia  el  Sr.  Cánovas  del  Castillo  en  su  proyecto 
de  1885,  proyecto  que  no  era  el  de  los  notables,  aun- 
que se  fundaba  en  él.  Pues  decia;  «El  pensamiento 
del  Gobierno,  ya  expuesto  en  1881,  es  que  leyes  de 
esta  clase,  permanentes  por  su  índole  y de  carácter 
técnico,  sean  miradas  como  obra  común  y no  repre- 


senten la  opinión  exclusiva-  de  un  solo  partido  po- 
lítico.» 

De  manera  que  el  Sr.  Sagasta  daba  por  razón  de 
sus  proyectos  satisfacer  sus  doctrinas,  sus  opiniones 
y sus  compromisos;  y el  Sr.  Cánovas,  motivaba  su 
proyecto  en  razones  de  conveniencia  y de  utilidad 
común,  como  asunto  puramente  técnico^  y en  el  cual 
la  política  y los  intereses  de  partido  no  debían  entrar 
para  nada.  Consecuencia  natural  de  estos  tan  opuestos 
pareceres:  al  Sr.  Cánovas  del  Castillo  le  fué  muy  fácil 
admitir  el  proyecto  de  los  notables  y conformarse  con 
él;  declaraba  que  no  era  cuestión' política,  que  era 
una  cuestión  técnica,  que  era  una  cuestión  de  todos 
los  partidos;  había  presentado  un  proyecto,  y se  en- 
contraba con  otro  formado  por  personas  de  la  mayor 
competencia  cu  el  asunto,  y de  las  más  opuestas  pro- 
cedencias políticas;  ¡qué  había  de  hacer  en  su  patrio- 
tismo! Acoger  como  acogió  sin  la  menor  violencia, 
y antes  bien,  con  la  satisfacción  de  ver  cumplidos 
sus  deseos  y sus  propósitos,  el  proyecto  de  los  nota- 
bles, que  aprobado  por  la  alta  Cámara,  vino  con  todos 
los  caracteres  de  uua  fecunda  y patriótica  transacción. 

Veamos  ahora  qué  es  lo  que  hace  á su  vez  el  señor 
Sagasta. 

Conformándose  con  el  dictámen  de  esa  Comisión, 
que  algo  modifica  su  pensamiento  en  punto  á la  or- 
ganización que  establecía  en  su  proyecto,  el  Sr.  Sa- 
gasta encuentra,  sin  embargo,  que  se  sostienen  los 
compromisos  de  partido,  á que,  como  hemos  visto, 
daba  tan  grande  importancia,  y por  eso  no  duda  en 
darle  su  aprobación. 

Y es  que  ese  dictámen  que  se  llama  de  concordia 
lo  es,  con  efecto,  entre  la  mayoría  de  los  individuos 
de  la  Comisión,  pero  no  entre  todos  los  partidos  de  la 
Cámara,  á la  manera  que  lo  fué  el  proyecto  de  grau 
transacción  de  la  Comisión  de  notables. 

¿Qué  representa,  pues,  ese  dictámen?  Da  Comi- 
sión va  A permitirme  que  se  lo  diga.  Representa  el 
triunfo  á medias  de  lo  que  yo  podría  llamar  el  alma 
de  esa  Comisión;  el  triunfo  á medias  del  Sr.  Santa 
María,  del  que  cree,  del  que  conoce,  del  que  siente  la 
materia  por  completo;  la  derrota,  á medias  también, 
del  presidente  de  esa  Comisión,  del  digno  presidente 
de  esa  Comisión,  intransigente  en  sus  doctrinas,  que 
considera,  como  las  del  Sr.  Sagasta,  doctrinas  allá 
del  viejo  partido  progresista.  Y no  sé  si  decir  lo  mis- 
mo de  los  Sres.  Silvela  y González,  aunque  he  creído 
entender  que  no  son  ni  creyentes  id  convencidos  en 
el  asunto  de  que  estamos  tratando,  y sí  más  bien  de- 
fensores absolutos  de  la  competencia  judicial  en  to- 
dos los  casos.  (El  Sr.  Gomales:  En  principio  sí,  para 
que  no  quede  duda  á S.  S.)  Celebro  tanto  la  contesta- 
ción del  Sr.  González,  porque  es  algo  mejor  que  la 
idea  que  yo  habia  formado  por  sus  palabras  emitidas 
aquí.  Es  verdad  que  con  esa  declaración  resaltan  más 
los  tintes  del  cuadro  en  que  yo  he  pretendido  repre- 
sentar á la  Comisión  y al  dictámen;  y motivos  hay, 
y más  que  motivos  fundamento,  para  asegurar,  como 
yo  he  asegurado,  que  la  obra  de  esa  Comisión,  en  con- 
traposición á la  obra  de  los  notables,  que  el  proyecto 
del  Sr.  Sagasta,  en  oposición  al  proyecto  del  Sr.  Cá- 
novas, no  significan  otra  cosa  que  satisfacciones  á 
doctrinas  y compromisos  de  partido.  Porque  bien  cla- 
ramente daba  á entender  el  Sr.  González  el  otro  dia 
que  el  dictámen  no  contaba  con  el  asentimiento  y el 
voto  de  las  minorías,  y creo  que  no  contaba  tampoco 
con  el  de  la  extrema  izquierda,  que,  después  de  todo, 
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suele  ser  del  Gobierno  tratada  con  especial  benevo- 
lencia. 

Buscar,  señores,  el  concepto  de  lo  contencioso,  es- 
tablecer sus  límites,  me  parece  á mí  cuestión  funda- 
mental. No  es  posible,  sin  lijar  este  concepto,  sin  en- 
tenderlo, sin  comprenderlo,  sin  sentirlo,  sin  profesar- 
lo, no  es  posible,  señores,  legislar  con  acierto  en  esta 
materia.  Pero  ya  so  ve;  cuando  se  tiene  por  abstruso 
un  asunto,  cuando  se  le  cree  hasta  en  contradicción 
con  la  corriente  de  los  tiempos  modernos,  cuando  se 
le  quiere  sacar  de  la  competencia  en  que  tan  bien 
vive  de  una  Corporación  irreemplazable  para  esto, 
cuando  se  procede  de  esta  manera,  no  es  fácil,  no,  que 
se  dé  á conocer  con  claridad  la  idea,  el  concepto,  el 
carácter  y naturaleza,  como  diria  la  Comisión,  de  lo 
contencioso-administrativo. 

Pedia  el  Sr.  Danvila  á la  Comisión  una  cosa  al 
parecer  sencilla:  una  definición;  y el  Sr.  González,  ol- 
vidándose de  su  propia  obra  (y  la  llamo  propia  por- 
que realmente  lleva  su  firma),  olvidándose  de  su  pro- 
pia obra,  y cou  injusticia  para  quien  redactó  el  preám- 
bulo, para  el  que  yo  me  he  permitido  llamar  el  alma 
de  esa  Comisión,  para  el  sabio  profesor  que  forma 
parte  de  ella,  el  Sr.  González  contestaba  ai  Sr.  Dan- 
vila: «¿Puede  darse  más  clara  definición  de  lo  con- 
tencioso que  la  que  se  establece  en  el  dictámen?»  Y 
decía  S.  S.,  si  yo  mal  no  recuerdo,  recogiendo  del 
banco  los  papeles  que  traía:  «Lo  contencioso-admi- 
nistrativo es  un  recurso  que  puede  proponerse  contra 
las  resoluciones  administrativas  que  reúnan  las  con- 
diciones siguientes,  etc.» 

Y yo  digo,  Sres.  Diputados:  el  Sr.  González,  que 
firma  ese  dictámen  con  cuatro  individuos  más  de  la 
dignísima  Comisión,  encuentra  la  definición  de  lo  con- 
tencioso en  las  palabras  que  acabo  de  citar.  ¿Qué  es 
lo  contencioso?  ¿Cuál  el  concepto  de  lo  contencioso- 
administrativo?  le  preguntan;  y responde:  según  cree 
con  el  dictámen:  «El  recurso  que  se  entabla,  etc.» 
cuando  tenía  la  definición,  y si  no  la  definición  (que 
eso  ya  lo  veremos)  el  concepto,  mejor  ó peor  expre- 
sado, no  discutimos  eso,  pero  ai  fin,  el  concepto  de  lo 
contencioso,  en  el  preámbulo  del  mismo  dictámen  que 
firma  S.  S.  Y esto  lo  hace  porque  S.  S.  confunde  el 
asunto,  y no  por  abstruso,  que  para  el  talento,  la 
perspicacia  y la  claridad  de  su  entendimiento  no  hay 
nada  abstruso,  sino  porque,  como  dije  al  principio, 
S.  S.  no  es  ni  creyente  ni  convencido  en  esta  materia, 
y como  no  es  creyente  ni  convencido,  decia:  «¿Qué  más 
quiere  el  Sr.  Danvila?  ¿Qué  es  contencioso?  El  recurso 
que  puede  entablarse  siempre  que  se  reúnan  estas 
condiciones.»  Y anadia  más,  anadia:  «Cuando  se  hace 
una  ley  de  caza,  me  parece  inútil  empezar  por  definir 
lo  que  es  caza.»  Todo  el  mundo,  supone  S.  S.  que  con 
hablar  de  una  ley  de  caza  sabe  demás  lo  que  se  trata, 
y no  necesita  definición  ninguna  en  la  ley.  «Si  hay  una 
ley  de  caza,  ¿para  qué  definirla?»  Y yo  digo  á S.  S.,para 
no  salir  del  ejemplo  presentado,  que  si  se  lia  de  juzgar 
del  concepto  de  la  materia  sobre  que  se  legisla,  por 
las  disposiciones  de  la  ley  misma,  por  los  derechos 
que  otorga,  podria  resultar  que  entre  ellos  se  consig- 
naran (y  descuidos  tales  no  están  desprovistos  de  an- 
tecedentes) algunos  completamente  ajenos  y extraños 
á la  materia  legislada,  al  concepto  al  carácter,  á la 
naturaleza  objeto  del  precepto  legal.  En  una  ley  de 
caza  podrían  comprenderse  algunas  disposiciones,  al- 
gunos preceptos,  algunos  derechos  que  se  relaciona- 
ran, v.  gr.,  con  deslindes  y amojonamientos  de  here- 


dades, ó con  algo  parecido,  que  relacionado  con  el 
campo  en  que  la  caza  se  realiza,  fuera  sin  embargo 
objeto  de  leyes  muy  diferentes,  tuviera  su  competen- 
cia y aplicación  fuera  de  la  ley  en  que  se  hiciera 
constar;  y entonces,  por  más  que  la  ley  se  llamara 
de  caza,  comprendería  cosas  extrañas  y hasta  con- 
trarias al  concepto,  á la  idea,  á la  naturaleza  propia 
de  lo  que  la  caza  es  y significa. 

Su  señoría,  pues,  confunde  el  concepto,  el  funda- 
mento natural,  el  esencial  carácter  de  una  ley,  con 
los  derechos  y preceptos  que  en  ella  se  consignen. 
Créame  S.  S.,  demás  S.  S.  lo  sabe:  para  el  que  aplica 
la  ley  y para  el  que  la  utiliza,  es  necesario,  conviene 
que  ante  todo  se  fije  el  concepto,  el  sentido,  el  carác- 
ter de  la  materia  legislada. 

No  quiero  extenderme  más  en  esta  clase  de  argu- 
mentos, á pesar  de  que  S.  S.,  hablando  de  la  ley  de 
minas,  aun  extremó  sobre  el  punto  que  he  combatido. 

Por  lo  demás,  si  el  no  fijar  el  concepto  de  una 
materia  sobre  que  se  legisla  sería  siempre  un  defecto 
grave,  resulta  mucho  mayor  en  el  asunto  que  estamos 
discutiendo  (El  Sr.  González : Pues  dígalo  S.  S.,  y lo  ad- 
mitiremos como  enmienda);  y es  tanto  mayor,  señor 
González,  y me  lia  de  perdonar  S.  S.  que  yo  persona- 
lice el  asunto,  sirviéndome  de  los  argumentos  de  su 
señoría  para  ir  exponiendo  doctrinas,  porque  la  falta 
de  toda  clasificación  en  el  dictámen  respecto  de  los 
derechos  que  otorga,  deja  una  libertad  de  juicio  y de 
apreciación  para  utilizarlos  y reconocerlos,  que  exige 
un  conocimiento  claro  y perfecto  del  concepto  de  la 
materia  en  que  tales  derechos  se  contraen.  (El  Sr.  Gon- 
zález: Lo  que  dije  es  que  es  inútil  definir  lo  conten- 
cioso en  una  ley.)  Allá  iremos,  Si*.  González.  No  com- 
prendido, no  expuesto,  no  explicado  el  concepto  de  la 
materia  de  que  tratamos,  la  gravedad  de  la  omisiou 
es  indudable;  porque  precisamente  lo  contencioso- 
administrativo,  por  la  especialidad  de  su  carácter,  no 
es  ciencia,  por  decirlo  así,  completamente  formada; 
recibe  frecuentes  impulsos  de  sus  elementos  consti- 
tutivos, es  objeto  de  constante  interpretación,  y de 
ella  surge  una  jurisprudencia  tan  indispensable  para 
su  vida  como  los  principios  mismos  del  concepto  en 
que  encarne. 

Francamente,  señores,  sin  reglas  determinadas,  en 
un  proyecto  que  no  tiene  clasificaciones  de  ninguna 
clase,  y en  que  se  deja  un  criterio  amplio,  indetermi- 
nado, sin  especializar  los  derechos  ai  que  ha  de  cum- 
plir y aplicar  la  ley,  hace  más  falta  que  en  ningún 
otro  asunto,  que  se  explique  y se  comprenda  bien  el 
concepto,  la  naturaleza  y carácter  de  la  materia  sobre 
que  se  legisla.  (El  Sr.  González : Vamos  á ver  el  con- 
cepto.) No  es  esto  decir  que  el  Sr.  González  sea  de 
aquellos  que  desconocen  estas  materias;  ni  aun  como 
recurso  oratorio  podria  yo  hacer  á S.  S.  esa  ofensa. 

De  ninguna  manera;  lo  que  hay  es  que,  como  he 
dicho  al  principio,  no  es  creyente  ni  convencido,  y 
por  otra  parte,  como  ha  estado  manejando  tanto  tiem- 
po los  asuntos  contencioso-administrativos,  le  pasa 
á S.  S.  lo  que  á aquel  que  decia:  cuando  me  pregun- 
tan por  mi  nombre,  nunca  sé  cómo  me  llamo,  y cuan- 
do me  llaman  por  mi  nombre,  siempre  respondo. 
Cuando  se  le  pregunta  á S.  S.  por  el  concepto  de  lo 
contencioso-administrativo,  nunca  se  acuerda  de  lo 
: que  es  lo  contencioso-administrativo,  y de  lo  que  está 
escrito  en  el  preámbulo  del  dictámen;  pero  en  seguida 
que  le  citan  el  concepto  de  lo  contencioso-adminis- 
trativo responde  como  conocedor  perfecto  de  él.  (El 
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Sr.  González'.  Vamos  á ver  cómo  me  lo  recuerda  Su  se- 
ñoría) Por  lo  demás,  esta  materia,  que,  después  de  todo, 
no  se  necesita  un  gran  esfuerzo  de  imaginación  para 
comprenderla,  la  encuentro  muy  bien  definida  recor- 
dando tan  solo  con  el  ilustre  Mr.  La  Ferriere,  que  al 
nombrar  el  derecho  administrativo  se  evocan  dos 
ideas  claras  y sencillas.  Comprende  la  primera  la  or- 
ganización administrativa,  esto  os,  los  distintos  órga- 
nos de  la  vida  pública  del  Estado,  de  la  Provincia  y 
de  los  Municipios,  los  servicios  que  asegura  y los  re- 
cursos con  que  alimenta  esos  servicios.  Y la  segunda 
se  refiere  á lo  contencioso-administrativo;  esto  es,  á 
las  cuestiones  jurídicas  á que  pueden  dar  lugar  los 
actos  y las  decisiones  de  la  Administración,  y las  re- 
glas de  derecho  que  á su  solución  presidan;  reglas  de 
competencia  para  determinar  las  atribuciones  respec- 
tivas délas  diferentes  jurisdicciones;  reglas  de  legali- 
dad jiara  asegurar  entre  la  Administración  y los  par- 
ticulares la  observancia  de  las  leyes  y el  respeto  de 
los  derechos. 

¿Dónde,  pues,  la  idea,  el  concepto,  la  naturaleza 
y los  limites  de  lo  contencioso-administrativo?  En  las 
cuestiones  jurídicas  que  puedan  producirse  por  ac- 
tos y decisiones  de  la  Administración  pública,  y en 
las  reglas  de  derecho  á que  aquéllos  hayan  de  suje- 
tarse, y que  así  pueden  afectar  á la  competencia  de 
atribuciones  como  á la  legalidad  entre  el  ciudadano 
y el  Poder  público  en  sus  necesarias  relaciones. 

Esta  es  la  sencilla  manera  de  entrar  con  paso  se- 
guro en  este  asunto, al  parecer  tan  difícil  y complicado. 

Así  pues,  repito,  la  naturaleza,  el  carácter,  el  con- 
cepto de  lo  contencioso-administrativo  nace  apenas 
se  nombra  el  derecho  administrativo;  administración 
y derecho,  cuestión  puramente  administrativa,  cues- 
tión litigiosa  entre  el  ciudadano  y la  Administración 
pública  en  el  uso  de  sus  facultades  discrecionales. 

Expresado  el  concepto  de  esta  manera,  lo  de  me- 
nos es  ya  la  definición.  El  Sr.  Danvila  la  pedia  á la 
Comisión,  como  en  Francia  la  pidiera  Mr.  Dufaure  á 
Mr.  Odilon  Barrot  cuando  se  discutía  la  ley  orgánica 
del  Consejo  de  Estado  en  1845,  porque  el  criterio  es- 
tricto y concreto  del  jurista  se  imponía  á Mr.  Dufau- 
re  sobre  toda  otra  consideración;  y Mr.  Odilon  Barrot 
contestaba,  poco  más  ó ménos,  lo  que  ha  contestado 
el  Sr.  González:  ¿se  atrevería  S.  S.  á darla?  Pero  mon- 
sieur  Dufaure  pedia  más;  pedia  una  regla,  una  norma, 
una  fórmula  bien  estudiada  para  determinar  la  natu- 
raleza y dominio  del  asunto:  «dadme,  decía,  los  lími- 
tes, dadme  las  fronteras,  decidme  hasta  dónde  se  ex- 
tiende; porque  yo,  con  esta  manera  que  tengo  de  juz- 
gar las  cosas,  necesito  medios,  elementos  que  formen 
mi  juicio  dentro  del  criterio  de  jurista  con  que  pro- 
cedo siempre.»  Y le  contestaban  también,  sobre  poco 
más  ó ménos,  lo  mismo  que  contestaba  aquí  el  señor 
González.  Así  es,  Sr.  González,  que  si  S.  S.  no  estima 
posible  lijar  en  una  ley  los  límites  de  esta  materia, 
por  lo  ménos,  conocido  el  concepto,  pudiera  estable- 
cer clasificaciones  más  ó ménos  comprensivas,  pero 
que  al  fin  y al  cabo  servirían  grandemente  para  la 
buena  aplicación  legal  de  la  cuestión,  como  las  die- 
ron las  leyes  de  1860  y 1863,  como  las  determinaba 
el  proyecto  de  los  notables,  el  proyecto  del  Sr.  Cáno- 
vas, y como  después  de  todo,  aunque  de  una  manera 
la  ménos  comprensible  de  todas,  las  da  el  dictámen  de 
esta  Comisión,  por  una  excepción,  en  una  determinada 
clase  de  asuntos. 

Yo  estoy,  en  mi  opinión  personal,  más,  mucho  más 


con  las  tendencias  de  Mr.  Dufaure  que  con  las  expli- 
caciones que  le  diera  Mr.  Odilon  Barrot;  yo  creo  que 
comprendido  y explicado  el  concepto,  que  es,  después 
de  lodo,  sencillo  y fácil  de  explicar,  de  la  materia,  si 
no  fijáis  los  limites,  si  no  fijáis  las  fronteras  por  la 
razón  antes  dicha  de  sus  constantes  rectificaciones  y 
amplitudes,  dad  al  magistrado,  dad  al  juez,  á aquel 
que  va  á hacer  aplicación  de  esos  grandes  principios, 
ya  que  no  unas  reglas  fijas  y determinadas,  ya  qué 
no  un  criterio  casuístico,  al  ménos  una  serie  de  gran- 
des agrupaciones  que  séñalen  materias  especiales  y 
ayuden  á formar  su  criterio  y hagan  imposible  la  ar- 
bitrariedad. 

Pero  en  fin,  lo  que  importa  declarar  y saber  es, 
que  lo  contencioso-administrativo,  es  decir,  aquello 
que  no  entra  en  el  derecho  civil,  en  las  relaciones  ju- 
rídicas de  los  ciudadanos  entre  sí;  aquello  que  no  es 
tampoco  acto  de  imperio,  acto  de  poder  discrecional, 
y que  es,  sin  embargo,  facultad  reglada  de  la  Admi- 
nistración pública,  tiene  que  someterse  á una  com- 
petencia especial  en  los  litigios  que  origine  y suscite, 
y sin  confundirlo  jamás  con  aquellas  quejas  del  inte- 
rés privado  que  solamente  en  la  vía  de  gracia  y no  en 
la  de  justicia  podrán  resolverse.  Todo  lo  que  no  sea 
esto,  todo  lo  que  no  signifique  conflicto,  litigio  entre 
el  ciudadano  y la  Administración  pública  en  el  uso  de 
sus  facultades  regladas,  como  las  llama  con  propie- 
dad irreprochable  la  Comisión,  tiene  que  salir,  por 
necesidad,  de  la  competencia  de  la  Administración 
misma  y entrar  de  lleno  en  la  judicial. 

¿\  quién  duda  que  la  especialidad  de  la  materia 
imprime  carácter,  y que  el  hecho  de  lo  contencioso- 
administrativo  así  expresado  es  un  hecho  que  se  com- 
prende inmediatamente?  Con  razón  Mr.  Vivicn  ha  po- 
dido decir  de  los  litigios  contencioso-adminislrativos: 
«Ninguna  ley  especial  se  ha  necesitado  para  clasifi- 
carlos donde  se  hallan;  sería  preciso,  sin  embargo,  una 
para  arrancarlos  de  allí.»  Con  lo  cual  bien  claramente 
se  manifiesta  que  lo  contencioso-administrativo  no  es 
un  hecho  que  nace  de  un  artificio,  sino  de  una  ver- 
dadera necesidad,  y tiene  su  "razón  de  ser  positiva.  Sus 
fundamentos  se  hallan  en  las  leyes  comunes  del  de- 
recho público  de  los  Estados,  en  los  progresos  de  la 
ciencia  administrativa,  y donde  quiera  que  funciona 
una  Administración  sometida  al  régimen  de  las  leyes. 
¿Hay  desacuerdo  entre  los  ciudadanos  y la  Adminis- 
tración? Pues  en  ese  desacuerdo  está  lo  contencioso- 
administrativo,  como  lo  contencioso  civil  y comercial 
se  halla  en  el  desacuerdo  entre  ciudadano  y ciuda- 
dano. 

Ahora  bien;  esto  que  á mi  entender  es  sencillo  y 
claro  en  punto  al  concepto  y determinación  de  lo 
contencioso-administrativo,  de  sus  orígenes  y de  sus 
fundamentos,  tiene  sin  embargo  dificultades  á veces 
no  fáciles  de  resolver,  en  punto  á los  tribunales  que 
han  de  conocer  de  la  jurisdicción  y acerca  del  repar- 
timiento de  los  negocios. 

Recuerdo  á este  propósito  una  cosa  que  ha  dicho 
el  Sr.  González,  y perdóneme  S.  S.  que  la  cite,  porque 
citándola  me  parece  que  enaltezco  las  grandes  cua- 
lidades de  S.  S.  y pongo  de  manifiesto  el  interés  que 
su  discurso  me  inspira.  Nos  hablaba  el  Sr.  González 
de  Italia,  presentándola  como  el  caos  en  esta  clase  de 
asuntos.  (El  Sr.  González:  Lo  que  fué  Italia,  lo  que  ha 
sido  en  el  curso  de  los  tiempos;  no  lo  que  hoy  es.) 
Pues  Italia  hasta  1865  tenía  sus  tribunales  especia 
les,  y pasó  allí  lo  que  ha  pasado  en  otras  partes  que 
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do  están  tan  lejos,  y es,  que  las  revoluciones  toman  á 
veces  ciertos  derroteros  y ciertas  determinaciones;  se 
cree  que  una  reforma  cualquiera  es  una  gran  reforma 
liberal,  y se  suprimen  los  tribunales  especiales,  qui- 
zás como  institución  reaccionaria,  y se  lleva  de  aquí 
para  allá  lo  contencioso-administralivo,  resultando  al 
fin  lo  que  en  Italia  misma  se  produjo,  y dió  ocasión 
á que  Dep retís  dijera  en  el  preámbulo  del  proyecto 
de  ley  que  como  Presidente  del  Consejo  de  Ministros 
presentara  en  el  Senado,  tendiendo  á restablecer  lo 
contencioso  en  el  Consejo  de  Estado:  que  esto  era 
«para  dar  jueces  á negocios  que  carecían  de  él,  por- 
que la  supresión  de  los  tribunales  administrativos 
en  Italia  solo  aprovecha  á la  Administración  misma 
y no  á los  tribunales  de  justicia.»  Y era  indudable; 
aun  suprimidos  los  tribunales  especiales  y llevados 
al  conocimiento  de  la  justicia  ordinaria  todos  los  ne- 
gocios, siguieron  las  excepciones  en  muchos  casos, 
como  en  la  contabilidad  pública,  aguas,  minas,  ins- 
trucción pública,  reclutamiento  del  ejército,  etc.,  de 
los  cuales  continuaron  entendiendo  los  mismos  tri- 
bunales especiales,  conservando  además  el  Consejo  de 
Estado  la  competencia  en  asuntos  de  servicios  pú- 
blicos. 

Y es,  señores,  que  ante  la  especialidad  de  la  ma- 
teria, no  se  resiste  ni  el  más  severo  de  los  sistemas 
en  contrario,  como  pasa  en  la  misma  Bélgica,  donde 
la  ilustración  y la  competencia  de  los  tribunales  de 
justicia  hacen  la  debida  separación  de  materias  y com 
petcncias. 

Pero  respecto  de  Italia  hay  más:  acabo  de  leer  pre- 
cisamente en  estos  dias  la  reforma  del  Consejo  de 
Estado,  llevada  al  Senado  porei  Gobierno,  instituyendo 
una  Sección  especial  para  lo  contcncioso-adminisira- 
Livo,  qne  constituye  un  Tribunal  Supremo,  para  las 
materias  contenciosas  no  sujetas  á la  autoridad  judi- 
cial. Esta  Sección  será  formada  con  un  presidente  y 
diez  consejeros,  y hay  en  la  reforma  proyectada  un 
punió  que  no  deja  de  llamar  la  atención,  porque  en 
estas  cosas  cualquier  dato,  al  parecer  pequeño,  deter- 
mina sin  embargo  un  fundamento  necesario  y natural 
de  la  medida  adoptada.  Se  dispone  que  la  Sección  será 
constituida  todos  los  anos  de  tal  manera,  que  se  cam- 
bien dos  consejeros  al  menos,  y nunca  más  de  cuatro; 
es  decir,  que  dentro  de  la  inamovilidad  general  del 
Consejo  se  establece  la  amovilidad  en  la  Sección;  y 
ya  comprenderán  los  Sres.  Diputados  lo  que  repre- 
senta la  amovilidad  de  dos  Consejeros  por  año,  tra- 
tándose de  materia  contenciosa,  de  cuestiones  que  al 
fin  y al  cabo  tocan  en  primer  término  al  interés  pú- 
blico. Esta  amovilidad,  que  se  combina  de  tal  suerte 
que  no  resulta  por  razón  del  cargo,  sino  por  razón  de 
La  función,  es  argumento  que  hoy  en  Ttalia,  en  el  es- 
tado de  adelanto  que  han  alcanzado  allí  los  estudios 
jurídicos  y esta  clase  de  cuestiones,  tienen  una  im- 
portancia capital  contra  la  censura  que  aquí  suele 
hacerse  de  la  ingerencia  en  la  Sección  de  lo  Conten- 
cioso de  los  consejeros  que  pertenecen  á otras  Seccio- 
nes del  Consejo  de  Estado. 

Pero  ¿qué  digo  de  Italia  con  el  sistema  que  pode- 
mos llamar  francés,  y que  viene  resuelta  y decidida 
á su  antigua  organización,  todavía  si  se  quiere  refor- 
zada, todavía  si  se  quiere  con  mayor  incremento  para 
el  elemento  especial  que  le  distingue?  ¿Qué  digo  de 
Italia,  que  al  fin  y al  cabo  forma  en  el  mismo  campo 
de  Francia  y España?  En  la  misma  Inglaterra,  donde 
parece  imposible  que  el  Poder  judicial  pueda  alcanzar 


mayor  preponderancia,  donde  el  Poder  judicial  lo  es 
todo,  donde  existe  el  axioma  de  que  no  hay  nada  que 
no  pueda  remediarse  en  derecho,  donde  es  sabido  que 
el  juez  de  paz  (no  estos  jueces  de  paz  de  por  acá),  los 
jueces  de  la  Reina  de  todo  entienden  y todo  lo  asumen 
á su  competencia,  y á pesar  de  su  gran  descentrali- 
zación, existen  el  Bear  Local  Gouvermment^oor , el 
Banco  de  la  Reina  y la  Corte  de  l'Echiquier , institu- 
ciones que  determinan  especiales  competencias  y ver- 
daderas excepciones.  De  modo  que  esto  de  lo  conten- 
cioso-administrativo  es  ya  asunto  reconocido  en  todas 
partes,  que  allí  donde  no  se  le  atiende  con  un  tribu- 
nal especial,  flota  y corre  sin  saber  á qué  jurisdicción, 
á qué  juez  ha  de  acudir,  y allí  donde  se  le  ampara, 
allí  donde  se  le  acoge  en  un  tribunal  especial,  se  con- 
solida y se  perpetúa  como  en  su  natural  y propio  cen- 
tro de  acción  y desenvolvimiento. 

Ahora  bien;  si  me  preguntáis  después  de  esta 
exposición  si  yo  admitida  cierta  clase  de  excepcio- 
nes dentro  de  esta  ley,  que  no  tuvieran  el  concepto 
para  mí  fijo  y seguro  de  lo  contencioso-administra- 
tivo,  mi  opinión  particular  sería  que  no.  Pero  ¿cómo 
he  de  negar  yo  que  sobre  esta  cuestión  de  criterio 
particular  y de  manera  de  apreciar  las  cosas  que  yo 
tengo,  hay  un  interés  supedor  que  ha  movido  á la 
Comisión  para  exceptuar  de  sus  severos  principios  á 
los  servicios  públicos? 

Y digo  yo:  si  se  exceptúan  los  servicios  públicos 
porque  no  obedecen  al  concepto  filosófico  y natural 
de  lo  contencioso,  ¿por  qué  no  hacer  otras  excepcio- 
nes? ¿Y  la  desamortización  con  todas  sus  grandes  in- 
cidencias? ¿Y  la  liquidación  de  la  deuda  con  todas  sus 
graves  complicaciones?  Ya  no  podéis  dar  la  razón  de 
que  no  es  asunto  que  cae  dentro  de  lo  contencioso. 
Difícil  le  ha  de  ser  en  este  punto  á mi  sabio  competi- 
dor, que  veo  que  toma  apuntes,  el  Sr.  Santa  María, 
responderme;  y para  eso  le  vendrá  bien  lo  de  la  con- 
cordia del  dictámen.  En  efecto,  en  esa  concordia  pue- 
de cobijarse  aquel  que  dice:  yo  be  abandonado  mi  cri- 
terio firme  sobre  la  competencia  de  los  tribunales  de 
justicia,  pero  en  cambio  llevo,  aunque  sea  de  cierto 
modo,  la  justicia  ai  Tribunal  Contcncioso-administra- 
tivo  que  se  crea;  como  su  organización  es  mixta,  al 
fin  y al  cabo  allí  llevo  algunos  de  los  elementos  en 
que  yo  tengo  fe.  Para  los  que,  como  el  Sr.  Santa 
María,  no  creen  ni  sienten  nada  de  eso,  y al  contrario, 
son  defensores  decididos  de  lo  contencioso-adminis- 
trativo  en  su  verdadero  concepto  y sentido,  para  esos 
la  concordia  con  la  composición  mixta  del  Tribunal, 
les  da  elementos  administrativos  con  que  poder  creer 
que  han  conseguido  la  victoria. 

Para  los  que  tienen  el  criterio  cerrado  de  que  lo 
contencioso  no  debe  comprender  más  que  aquello  que 
está  dentro  de  límites  y fronteras  determinadas  por 
el  asunto  litigioso  entre  los  ciudadanos  y la  Admi- 
nistración, para  éstos  decís  que  no  se  hace  clasifica- 
ción alguna.  Y sin  embargo,  para  el  que  no  opina  de 
este  modo,  para  ese  ponéis  una  excepción  en  los  ser- 
vicios públicos;  es  decir  que  esle  es  un  proyecto  en 
que  hay  de  todo,  proyecto  verdaderamente  de  con- 
cordia entre  vosotros,  pero  del  que  no  resulta  tran- 
sacción para  los  demás,  y en  el  que  han  perecido  los 
principios  y ha  perecido  también  el  mismo  interés 
público. 

Y en  verdad  que  la  cuestión  de  jurisdicción  la 
creo  resuelta,  y no  me  parece  que  ya  sobre  ello  cues- 
tione nadie.  Las  mismas  disposicioees  del  ano  1854  y 
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del  ano  1868  no  alteraron  en  nada  este  asunto  de  la 
jurisdicción;  causaron  una  perturbación  grandísima, 
pero  después  de  todo,  quedaron  á salvo  los  principios 
fundamentales.  ¿Por  qué?  Porque  se  vió,  aun  en  el 
Tribunal  Supremo,  adoptar  el  procedimiento  admi- 
nistrativo, y acudir  a la  jurisprudencia  administra- 
tiva, y fiesta  en  el  ano  1868,  en  que  fué  más  radical 
la  revolución  que  en  el  ano  1854,  no  hubo  más  que 
una  alteración,  un  cambio  de  tribunales,  de  personas, 
pero  no  de  materia,  no  de  procedimiento,  y así  pudo 
trasladarse  en  masa  del  Cionsejo  de  Estado  al  Tribu- 
nal Supremo  y al  Tribunal  Superior  administrativo, 
en  una  y otra  fecha,  la  jurisdicción  administrativa, 
sin  llevar  ni  traer  en  estos  viajes  más  que  el  pesado 
fardo  de  tantos  y tantos  asuntos  que  aun  hoy  agobian 
á la  Sección  de  lo  Contencioso.  De  modo  que,  salvada 
la  materia  y el  procedimiento,  hubo  un  cambio  de 
personas;  cambio  de  personas  fatal,  pero,  en  íin,  un 
cambio  de  personas;  porque,  repito,  se  salvaron  los 
principios  y la  especialidad  de  la  materia,  que  era  lo 
importante  en  este  punto. 

La  cuestión,  ¿quién  lo  duda?  planteada  de  este 
modo,  sigue  en  pié  todavía  respecto  del  tribunal  más 
apropiado  y conveniente  para  ejercer  la  jurisdicción 
contencioso-administrativa,  y declaro  que  este  punto 
es  más  difícil  para  todo  arreglo. 

Tribunales  que  han  de  ejercer  esta  jurisdicción. 
Que  la  materia  contencioso-administrativa  no  está 
codificada,  no  tengo  para  qué  decirlo,  porque  es  un 
hecho;  pero  si  me  aventuro  además  á decir  que  no  es 
codificable,  adelanto  una  opinión  de  la  cual  creo  que 
participan  muchos.  Por  consiguiente,  esta  es  una  ma- 
teria que  además  de  no  ser  codificable  y de  no  estar 
codificada,  hay  que  buscarla  por  todas  partes;  como 
que  hay  que  buscarla  en  las  decisiones  y actos  de  la 
Administración  pública,  y ésta  puede  decirse  que  se 
halla  verdaderamente  en  todas  partes,  que  sus  orga- 
nismos se  extienden  por  manera  extraordinaria,  que 
sus  disposiciones  acuden  á todo;  materia  repartida  de 
este  modo  ofrece  una  dificultad  inmensa  para  su  es- 
tudio y aplicación.  Se  forma,  á mi  entender,  con  ele- 
mentos varios,  con  elementos  todos  de  importancia. 
Claro  es  que  se  forma  con  el  arsenal  de  las  disposi- 
cionesyactos  de  la  Administración  pública, que, como 
be  dicho  antes,  es  un  arsenal  inmenso;  pero  se  forma 
también  y muy  principalmente  con  la  jurispruden- 
cia. y se  forma  también  con  la  tradición;  y es  más, 
sin  la  tradición,  la  inteligencia  de  las  disposiciones 
no  liega  á formar  una  buena  jurisprudencia.  De  modo 
que  las  leyes,  la  tradición  y la  jurisprudencia  son  los 
tres  elementos  indispensables  para  poder  entender  y 
aplicar  derechamente  la  materia  contencioso-admi- 
nistrativa. Hay,  pues,  reglas  que  podemos  llamar  de 
aplicación,  y reglas  fundadas  en  la  tradición,  en  que 
unas  y otras  cosas  se  hallan,  en  que  uuos  y otros 
principios  se  encuentran;  conjunto  difícil  de  resolver 
para  tribunales,  magistrados  y jueces. 

Asuntos  tan  complejos  y de  materia  tan  especial, 
exigen  un  tribunal  especial  también. 

Pero  dentro  de  la  especialidad  de  este  tribunal 
hay  que  ver  qué  tribunal  será  más  competente,  qué 
tribunal  puede  reunir  en  sí  más  elementos  que  se  con- 
formen á la  aplicación  que  tiene  que  hacer  de  estos 
grandes  principios,  de  esta  tradición,  de  esta  juris- 
prudencia, que  constituyen  los  elementos  indispensa- 
bles de  lo  contencioso-administrativo. 

Claro  es  que  tratándose  de  un  tribunal  que  al  fin 


y al  cabo  va  á revisar  las  disposiciones  del  Poder 
ejecutivo,  los  actos  de  la  Administración  pública,  ne- 
cesita toda  la  altura  que  exige  la  importancia  y sig- 
nificación de  sus  funciones. 

Si  os  presentáis  ante  vuestra  vista  Lodos  los  tri- 
bunales  especiales  que  podáis  formar  en  esta  materia, 
y dibujáis  su  composición  y su  colorido  más  acepta- 
ble, siempre  resultará  que  este  tribunal  necesilará 
contar  en  su  seno  personas  que  no  por  sí,  sino  por  la 
Corporación  á que  pertenecen,  aunque  por  sí  la  tengan 
también  bastante,  reúnan  toda  la  altura  que  se  nece- 
sita para  ejercer  funciones  tan  elevadas.  Necesita  este 
tribunal  que  le  pongáis  con  una  tradición,  que  no  sea 
un  tribunal  que  vayais  á buscarle  parecido  con  otros, 
que  no  sea  un  tribunal  respecto  del  cual  empeceis 
por  decir:  ¿se  asemejará  á este  ó al  otro?  porque  con 
la  semejanza  siempre  llevareis  la  inferioridad,  y en  el 
momento  que  liagais  inferior  este  tribunal  á otro 
cualquiera,  ya  no  le  dais  toda  la  altura  suficiente 
para  quo  desempeñe  su  cometido.  Necesita  además  de 
la  tradición  como  cuerpo,  para  que  no  resulLe  Dacido 
ad  hoc  por  vuestro  interno.  Y yo  digo,  dibujado  de 
este  modo  el  tribunal  que  apetecéis,  que  apetecemos 
todos,  veamos  cuál  puede  ser  ese  tribunal.  Pues  le 
tenéis  creado,  no  teneis  necesidad  de  crearle,  porque 
al  fin  y ai  cabo,  aunque  es  mucha  vuestra  altura, 
aunque  yo  os  dé  todas  las  facultades  creadoras  del 
mundo,  jamás  podréis  crear  un  tribunal  de  las  con- 
diciones del  que  hoy  teneis,  porque  jamás  se  puede 
crear  en  un  momento  un  Consejo  de  Estado  como  el 
que  existe.  (El  Sr.  Santa  María : ¿Pero  es  tribunal  ó 
Consejo?)  En  vano  encontrareis  una  corporación,  un 
tribunal,  una  especialidad  compeLente  para  juzgarlos 
negocios  administrativos,  con  las  condiciones  mis- 
mas del  Consejo  de  Estado,  en  el  que  esta  la  tradición 
encarnada  como  cuerpo,  en  el  que  está  la  tradición 
encarnada  como  jurisprudencia,  que  es  precisamen- 
te la  gran  dificultad  de  estos  asuntos,  y mucho  más 
si  vuestro  dictamen  fuera  ley  que  no  lo  será,  según 
me  parece;  porque  lo  que  dais  á la  facultad  de  in- 
terpretación, lo  que  dais  ai  sentido  del  juez,  lo  que 
dejais  á las  facultades  discrecionales,  es  todo,  ya  que 
no  clasificáis,  puesto  que  habéis  establecido  el  prin- 
cipio de  lo  contencioso-administrativo,  y después  de- 
jais en  su  ejecución  que  el  tribunal  lo  entienda  y lo 
aplique  de  lá  manera  que  tenga  por  conveniente.  Por- 
que la  verdad  es  que  no  habíais  claro  más  quo  de  una 
cosa,  que  es  de  la  excepción  de  los  servicios  públicos, 
y en  todo  lo  que  no  sea  servicio  público  y tenga  que 
ser  objeto  de  lo  coriLeiicioso-administrativo,  tendrá 
cuando  inénos  el  tribunal  que  discurrir  preguntándo- 
se á sí  mismo:  ¿estará  esto  comprendido  en  lo  conten- 
cioso-administrativo? ¿estará  esto  dentro  de  esas  con- 
diciones generales  que  se  marcan?  Porque  después  de 
todo,  en  aquellas  á que  se  referia  el  Sr.  González,  que 
no  eran  la  definición  y que  sin  embargo  eran  las  que 
á su  juicio  debían  entrar  en  lo  contencioso,  hay  com- 
prendidas muchas  cosas.  Y si  entran  tantas  con  clasifi- 
caciones concretas,  jcuántas  no  entrarán  con  clasifica- 
ciones abstractas!  (El  Sr.  González , D.  Alfonso : ¿Pero 
quiere  S.  S.  un  tribunal  que  no  discurra?)  Por  consi- 
guiente, claro  es  que  teniendo  todos  estos  elementos, 
no  me  parece  lo  que  se  propone  lo  más  acertado. 

Es  más,  señores:  ¿hay  alguien  que  haya  oido  que- 
jas por  la  manera  que  tiene  de  proceder  el  Consejo  de 
Estado  en  la  Sección  de  lo  Contencioso?  ¿Duda  nadie 
de  su  competencia?  Y si  esto  es  así,  ¿á  qué  traer  un 
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tribunal  especial  de  otro  orden?  Yo  no  he  oido  dudar 
de  su  competencia:  de  lo  único  que  he  oido  quejarse 
á los  interesados,  es  del  cúmulo  de  negocios  sin 
despachar:  pero  como  á esto,  en  mi  concepto,  no  se 
pone  remedio  con  un  nuevo  tribunal,  como  hay  más 
elementos  en  el  que  existe  para  atender  á esa  necesi- 
dad que  queréis  remediar  en  vuestro  dictamen,  claro 
es  que  no  debíais  pensar  en  sacar  la  jurisdicción  con- 
tenciosa del  tribunal  donde  se  encuentra. 

Por  lo  dermis,  es  evidente  que  el  criterio  del  Con- 
sejo, como  del  Tribunal  especial  que  forméis,  como 
de  todo  tribunal  que  entienda  en  lo  contencioso-ad- 
ministrativo,  ha  de  ser  un  criterio  de  justicia,  ¿quién 
lo  duda?  pero  nn  criterio  do  justicia  con  esa  voluntad 
firme  y constante  de  dar  á cada  cual  lo  que  le  perte- 
nece, lo  que  es  suyo.  Además,  ¿quiéu  duda  qué  el 
criterio  se  forma  coa  muchos  elementos?  EL  mismo 
juez  de  primera  insLancia,  con  ese  criterio  cerrado 
que  queréis  decir  que  tiene  en  la  aplicación  estricta 
de  la  justicia  aplicando  la  ley,  ¿no  necesita  tener  for- 
mado esc  criterio  para  administrar  la  justicia?  ¿O 
creeis  que  esc  criterio  se  forma  cou  solo  leer  la  letra 
de  la  ley  y aplicarla?  No,  señores;  se  forma  con  ele- 
mentos varios,  se  forma  con  el  estudio,  se  forma  con 
la  práctica,  se  forma  con  la  experiencia,  se  forma  con 
aquello  cou  que  uno  está  en  constante  trato,  se  for- 
ma asistiendo  con  mucha  frecuencia  á los  tribunales 
y á las  audiencias  públicas;  y esos  elementos  que 
ilustran  la  inteligencia,  son  necesarios,  no  ya  para 
entender  en  la  aplicación  de  los  negocios  coutoncioso- 
administrativos,  sino  para  entender  eu  los  negocios 
de  la  jurisdicción  común.  Allí  donde  veáis  un  magis- 
trado que  se  distinga  de  los  demás,  podéis  decir:  ese 
magistrado  ha  pensado  más,  ha  estudiado  más,  ha 
practicado  más,  ha  oido  más,  se  ha  puesto  más  en 
relación  con  los  elementos  que  constituyen  el  saber, 
que  otros  magistrados.  E^to  no  lo  puede  negar  nadie; 
y por  eso  al  hablar  de  criterio  administrativo  y judi- 
cial, tenéis  que  entender  criterio  formado  con  todos 
los  elementos  necesarios  para  poder  aplicar  en  con- 
ciencia y rectamente  la  justicia.  Y si  ese  concepto  lo 
aplicáis  á los  tribunales  comunes,  ¿por  qué  no  lo  ha- 
béis de  aplicar  con  más  razón  á los  tribunales  cou- 
tencioso  adminislrativos?  Si  un  juez  para  desempeñar 
bien  su  misión  tiene  que  estar  acostumbrado  á ver 
y entender  el  Código  y la  ley  de  procedimientos  y 
todos  aquellos  documentos  y libros  que  coustituveu, 
por  decirlo  así,  la  especialidad  de  su  profesión,  cal- 
culad qué  serie  de  conocimientos  no  necesita  el  que 
ha  de  administrar  juslicia  en  lo  eonteneioso-adminis- 
tralivo,  con  ese  cúmulo  de  legislaciones  y de  dispo- 
siciones que  existen  en  nuestra  administración  y que 
se  escapan  al  hombre  más  iustruido  y perspicaz. 

Y siendo  esto  así,  ¿por  qué  no  habéis  de  exigir 
esas  condiciones  eu  el  Tribunal  administrativo?  ¿Y 
quién  puede  reemplazar  esas  condiciones,  con  venta- 
ja, á las  del  que  aplica  hoy  la  justicia  en  lo  conten- 
cioso administrativo?  Sí,  señores;  por  eso  puede  de- 
cirse, á mi  entender,  muy  alto,  como  decía  el  ilustre 
Serrigny:  «Es  el  Consejo  (refiriéndose  á Francia,  y 
de.  aquí  puede  decirse  lo  mismo),  la  fuente  más  pura, 
la  fuente  más  verdadera  en  la  inteligencia  y aplica- 
ción de  todas  las  disposiciones  que  se  rozan  con  la 
administración  pública;  y es  más:  sin  ese  Consejo 
de  Estado,  agrega,  no  podía  haberse  elevado  al  es- 
tado de  ciencia  esta  materia,  que,  al  íin  y al  cabo, 
con  ser  ciencia  como  lo  es  boy,  lia  ganado  el  puesto 


que  le  corresponde  entre  todas  las  ciencias  políticas 
y administrativas.»  No  lo  dudéis:  á todo  tribunal  que 
creeis,  temo  mucho  que  le  pase  lo  que  pasó  apenas 
surgió  aquí  la  idea  de  cierta  división  de  Ministerios; 
temo  que  en  seguida  tome  un  calificativo;  y los  cali- 
ficativos, eu  este  país  tan  impresionable,  son  muy 
malos  para  las  cosas.  Y en  efecto,  cualquiera  que  sea 
este  tribunal,  por  alto  que  le  creeis,  será  chico;  este 
tribunal  será  semejante  al  Tribunal  Supremo,  no  será 
el  Tribunal  Supremo.  Le  dais  categoría  de  Tribunal 
Supremo:  darle  categoría  á una  cosa,  es  asimilarla  á 
otra,  pero  no  es  la  cosa  misma.  ¿Le  hacéis  tribunal 

I superior  de  administración?  ¿Y  dónde  hay  otro?  El 
Tribunal  mismo  de  Cuentas.  ¿Encontráis  que  ese  tri- 
bunal puede  tener  altura  suficiente  delante  del  Con- 
sejo de  Estado  mismo?  Viene  mañana  la  cuestión  de 
competencia,  y por  elevado  que  sea  este  tribunal,  el 
Gosejo  en  pleno,  es  el  que  define  sobre  este  tribunal 
mismo;  que  es  en  vano  decir  que  es  supremo  el  que 
tiene  otro  delante.  Por  consiguiente,  no  lo  dudéis,  le 
podéis  dar  la  misma  categoría,  le  podéis  dar  los  mis- 
mos trajes,  las  mismas  insignias;  siempre  será  una 
cosa  parecida,  análoga,  algo  semejante,  pero  inferior 
al  Consejo,  al  cuerpo  al  cual  le  asimiláis. 

Y es  más:  me  podéis  decir:  es  que  eu  el  nuevo 
tribunal  van  á estar  las  altas  eminencias  administra- 
tivas. Yo  que  uo  juzgo  mal  de  los  Gobiernos  y creo 
que  todo  lo  hacen  por  el  bien  público,  que  es  la 
mejor  idea  que  se  puede  tener  del  Gobierno  de  todos 
los  países;  considero  que  en  ci  Consejo  de  Estado,  pri- 
mero por  la  ley,  por  las  condiciones  legales  que  se 
exigen  á los  consejeros,  y segundo,  por  las  muy  ex- 
traordinarias que  á la  libre  elección  del  Gobierno  se 
le  señalan  en  estas  mal  llamadas  plazas  de  gracia,  se 
encuentran  reunidas  las  eminencias  administrativas 
del  [ ais;  y todo  lo  más  que  podéis  hacer,  es  trasla- 
darlas. Pero  además,  como  el  tribunal  que  queréis 
formar  es  mixto,  pretendéis  que  del  Supremo  de  Jus- 

' ticia  vayan  á él  algunos  magistrados.  Por  consi- 
guiente, ese  Tribunal  se  va  d formar  de  consejeros  y 
de  magistrados.  Y yo  os  digo:  pues  si  vais  á trasla- 
dar ios  consejeros,  ¿no  seria  mejor  que  los  déjárais 
donde  estaban?  Si  no  podéis  poner  nunca  condiciones 
que  igualen  á las  que  tiene  hoy  el  Consejo,  y como 
notabilidades  se  lleva  allí  el  Cobierno  á toda  eminen- 
cia en  administración,  ¿qué  mayores  eminencias  po- 
déis llevar  á otro  tribunal?  Y eu  cuanto  á magistra- 
dos del  Supremo,  tengo  por  seguro  que  no  se  creería 
ascendido  ninguno  de  ellos  con  ir  á formar  parte  del 
Tribunal  administrativo.  Ahora  sí:  en  cuanto  al  presi- 
dente, esa  sería  otra  cuestión;  porque  el  presidente,  con 
categoría  de  ex-Ministro,  sería  fácil  encontrarle,  y de 
buena  voluntad  se  encontraría  quien  quisiera  tomar 
ese  puesto  con  el  mismo  sueldo  y categoría  del  de 
presidente  del  Tribunal  Supremo. 

Y no  toméis  esto  a mala  parte.  Claro  es  que  yo 
argumento  con  el  calor  natural  que  imprime  la  cou- 
diciou  de  la  cosa;  pero  fuera  de  esto,  el  mismo  interés 
teueis  vosotros  que  el  que  tengo  yo  en  el  asunto.  Es 
un  interés  patriótico,  es  un  interés  de  justicia,  y cla- 
ro es  que  si  yo  digo  lo  que  digo,  es  porque  mis  argu- 
mentos me  salen  al  encuentro  de  la  razón  que  longo 
para  defender  mis  opiniones  y mis  ideas  en  el  asunto. 
De  modo  que  cualquiera  interrupción  vuestra  no  po- 
dría hacerme  más  efecto  sino  el  de  creer  que  eso  cho- 
caba ó pugnaba  con  las  opiniones  ó con  las  ideas 
vuestras,  y que  tocaba  en  ellas  tan  á lo  vivo,  que  uo 
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podíais  esperar  á contestarme  cuando  llegara  vuestro 
turno. 

Pero,  señores,  si  no  hay  queja  ninguna  del  más  alto 
Cuerpo  consullivo  del  Estado;  si  se  resuelven  los  asun- 
tos contenciosos  tal  como  es  posible  resolverlos,  dadas 
las  condiciones  en  que  está  constituido  hoy  este  Tri- 
bunal especial  contencioso,  ¿para  qué  la  innovación? 
No  es  prudente  provocar  esta  cuestión  de  tribunales, 
que  al  fin  y al  cabo  esta  cuestión  de  tribunales,  como 
he  dicho  antes,  es  la  que  suele  promover  más  discu- 
sión y mayores  dificultades  en  todas  partes;  y como 
lejos  de  ganar  con  quitar  del  Tribunal  hoy  existente 
la  jurisdicción,  habéis  de  perder,  ponéis  además  en  el 
camino  una  dificultad  invencible.  Creedlo,  es  tan  in- 
vencible, que  siendo  el  proyecto  inmejorable,  bastaría 
que  sacárais  de  donde  hoy  está  la  jurisdicción  con- 
tenciosa, para  que  el  proyecto  fracasara.  El  tiempo  os 
lo  dirá,  que  no  soy  yo  el  que  ha  de  abundar  en  más 
razones  para  demostrarlo. 

Además,  señores,  es  tan  inoportuno  en  estos  mo- 
mentos, que  ni  aun  por  servir,  á tanto  extremo  llego, 
ni  aun  por  servir  los  intereses  de  la  justicia  en  asun- 
tos contencioso-administrativos,  es  decir,  por  dar  vida 
á tantos  asuntos  como  hay  aglomerados,  ni  aun  así 
me  parece  oportuno  que  en  estos  momentos  vengáis 
á recargar  el  presupuesto  con  una  cantidad  no  insig- 
nificante. No,  señores;  dentro  del  Consejo  de  Estado 
tenéis  todos  los  medios  para  acudir  á esa  gran  nece- 
sidad. No,  no  se  vería  bien,  ni  veria  el  país  de  buen 
grado  que  se  creaba  un  Tribunal  especial  con  pingües 
sueldos,  con  altas  categorías,  con  un  personal  in- 
ferior que  se  iria  cada  día,  como  pasa  en  todos  los 
tribunales  y en  todas  partes,  aumentando;  no  se  veria 
bien  que  dijérais  al  país  que  para  satisfacciones  que 
pueden  cumplirse  de  otra  manera  se  estaba  en  el 
caso  ahora  de  tirar  un  millón  ó más  de  pesetas.  Yo 
creo,  pues,  lo  digo  de  buena  fe,  que  debeis  procurar 
modificar  este  punto  de  vuestro  dictamen.  Deberíais 
tratar  de  poner  lo  existente  en  condiciones  de  satisfa- 
cer las  exigencias  de  la  justicia  en  los  negocios  con- 
tencioso-adminisLrativos,  y de  este  modo  haríais  una 
obra  patriótica  y haríais  una  obra  hacedera,  una  obra, 
como  se  dice  ahora,  viable. 

Os  lo  declaro  con  la  sinceridad  con  que  yo  siem- 
pre hablo:  todo  el  mundo  estima,  y me  ¡)arece  no  estat 
equivocado,  que  en  el  Consejo  de  Estado  podían  ha- 
cerse reducciones;  Lodo  el  mundo  cree  que  podían 
reunirse  Secciones  que  hoy  están  separadas;  á todo  el 
mundo  le  parece  que  se  podían  aprovechar,  por  virtud 
de  esa  reunión,  los  consejeros  que  forman  en  algunas 
de  ellas,  y que  se  podían  traer,  por  consiguiente,  á la 
de  lo  contencioso  magistrados  suficientes,  jueces  sufi- 
cientes, consejeros  suficientes,  para  que  en  vez  de  ce- 
lebrar dos  audiencias  por  semana  pudieran  celebrar 
cinco;  y no  pido  ya  toda  la  semana,  como  pedia  el 
Sr.  Danvila,  pues  me  contentaría  con  cuatro  ó cinco 
audiencias,  con  las  cuales  tengo  por  seguro  que  al 
año,  al  año  y medio  ó á los  dos  años,  todo  lo  más, 
quedaría  extinguido  el  atraso  y perfectamente  en  con- 
diciones de  seguir  funcionando  la  Sección  de  lo  Gon- 
tencioso. 

Meditadlo  bien;  no  contestar  por  espíritu  de  par- 
tido á esto  que  os  digo:  el  tribunal  contencioso  fuera 
del  Consejo  de  Estado,  no  podrá  subsistir. 

Y además  hay  otra  razón  que  voy  á exponer  á 
vuestra  consideración. 

¿No  veis  que  hay  ya  un  proyecto  aprobado  por  el 


Senado,  que  vino  aquí  aprobado  por  todos  los  lados 
de  la  Cámara,  y que  todos  esos  elementos  administra- 
tivos, todos  esos  elevados  funcionarios  á que  nos  he  - 
mos  aeferido  tienen  asiento  en  ella?  ¿No  veis  que  la 
alta  Cámara  ha  dado  ya  su  voto  favorable  á que  con- 
tinúe el  tribunal  de  lo  contencioso  tal  como  hoy  exis- 
te, y que  aunque  después  de  mil  trabajos  y afanes 
fuera  aprobado  el  dictámen  en  el  Congreso,  cuando 
llegara  al  Senado  habría  de  tener  allí,  no  la  oposi- 
ción que  aquí  le  hacemos,  sino  una  oposición  más 
tenaz,  más  dura,  y por  lo  que  á mí  toca  más  dicaz, 
por  ser  mayor  su  competencia  y su  ilustración  que 
las  mias,  pues  me  reconozco  pobre  de  inteligencia  y 
escaso  de  conocimientos? 

¿No  habéis  visto,  señores,  cómo  por  la  ley  de  pre- 
supuestos se  ha  llevado  una  reforma  al  Consejo  de 
Estado,  cómo  las  presidencias  de  las  Secciones  se  han 
dado  á las  altas  categorías,  á los  ex-Ministros?  Yo, 
respetando  la  reforma,  os  digo  que  en  lugar  de  esto, 
de  haber  atendido  á dar  colocación  (permitidme  la 
frase  tratándose  de  tan  elevados  personajes),  á dar  co- 
locación á los  ex-Ministros  en  disponibilidad,  como 
suele  decirse  ahora,  de  haber  creado  esas  presidencias 
de  las  Secciones  del  Consejo  de  Estado,  que  al  fin  y al 
cabo  no  resuelven  nada,  porque  si  alta  es  la  categoría 
del  Ministro,  hay  sobre  ella,  á mi  juicio,  la  práctica, 
la  inteligencia  y la  experiencia  de  aquellos  que  du- 
rante muchos  años  vienen  figurando  en  el  Consejo  de 
Eslado  como  sencillos  consejeros,  como  soldados,  por 
decirlo  así,  de  aquel  ilustrado  é importante  Cuerpo, 
en  lugar  de  esto  debiérais  haber  hecho  lo  que  he  in- 
dicado. Porque  ¿qué  se  ha  conseguido  con  esa  refor- 
ma? ¿No  habría  sido  mucho  más  prudente,  al  tratar 
del  Consejo  de  Estado,  preocuparse  de  ese  cúmulo  de 
asuntos  y de  negocios  sin  despachar?  Pues  si  ibais  á 
traer  aquí  un  proyecto  y un  dictámen  reformándolo, 
¿á  qué  anticiparos  para  cargar  el  presupuesto  con  can- 
tidades que  no  está  en  el  caso  de  resistir  el  país? 

El  Gobierno  debe  comprender  bien  el  interés  que 
en  este  asunto  tenemos  todos. 

Señores,  cuando  la  vía  gubernativa  aun  se  encuen- 
tra, á mi  entender,  sin  deslindar,  aunque  mucho  se  lia 
hecho  en  este  sentido;  cuando  ia  facultad  de  dar  regla- 
mentos y disposiciones  se  extiende  tanto,  que  casi 
no  pasa  dia  sin  que  sea  uno  sorprendido  con  alguna 
disposición  de  esta  clase,  y en  casi  todas  ellas  se  abre 
la  vía  contenciosa  para  el  particular  y para  el  em- 
pleado; cuando  los  asuntos  más  insignificantes  se  aglo- 
meran en  consulta,  y cuando  después  de  oir  á las  Jun- 
tas consultivas  de  los  Ministerios  y á los  Centros  to- 
dos oficiales  se  pone  el  negocio,  más  que  complicado, 
dificultoso  por  las  personas  y las  cosas  que  en  ellos 
tienen  que  mediar,  y se  acaba  por  elevarlo  al  Consejo 
de  Estado;  cuando  se  llevan  tantos  asuntos  á esc  alio 
Cuerpo  sin  necesidad,  ¿no  sería  más  conveniente  pen- 
sar en  arreglar  bien  la  vía  gubernativa,  para  librar  de 
tantos  asuntos  al  Consejo  de  Estado?  ¿No  sería  bueno, 
como  indicaba  el  Sr.  González,  no  llevar  tantos  nego- 
cios que  no  deberían  ir  y que  van  sin  embargo,  y so- 
bre los  cuales  tiene  que  dar  su  dictámen?  Y si  á esto 
so  agregara  el  no  convertirlo  en  sitio  de  plácido  des- 
canso para  algunas  personas,  yo  tengo  la  seguridad 
que  los  elementos  que  existen  en  el  Consejo  de  Esla- 
do bastarían  disminuyendo  las  Secciones  para  forpiar 
una  Sección  de  lo  Contencioso  en  condiciones  de  dyr 
solución  cumplida  á las  necesidades  cuyo  remedio 
todos  deseamos.  : • 
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Ahora  voy  á emitir  algunas  indicaciones  sobre  el 
articulado  del  proyecto  y sobre  el  procedimiento  del 
mismo;  y digo  ligeras  indicaciones,  porque  respecto 
de  este  articulado  hay  ya  presentadas  muchas  en- 
miendas, y aun  podré  yo  presentad  algunas  otras  que 
tal  vez  no  causen  tanta  irritabilidad  á la  Comisión  si 
las  autorizan  firmas  de  Diputados  de  la  misma  ma- 
yoría. 

Declaro  que  comparado  el  reglamento  orgánico 
del  Consejo  de  Estado  con  el  articulado  de  la  ley  en 
materia  de  procedimiento,  me  be  convencido  que  os 
deficiente  por  todo  extremo  el  proyecto  presentado*, 
y tan  deficiente  lo  consideré,  que  creí  que  habría 
algún  artículo  que  dijera  que  un  reglamento,  como 
suele  acostumbrarse  en  estos  casos,  vendría  á deter- 
minar tales  y tales  cosas  que  no  se  comprendían  en 
la  ley. 

No  existiendo  este  reglamento,  tened  por  seguro 
que  por  ser  deficiente  el  proyecto  han  de  venir  mu- 
chas enmiendas  y habréis  de  tropezar  con  muchas 
dificultades.  En  esto  no  hay  oposición  de  principios, 
y puesto  que  el  Sr.  González  conoce  tan  bien  estos 
asuntos  y lia  estado  en  la  Sección  de  lo  Contencioso, 
yo  dejo  ai  juicio  de  S.  S.  y de  la  Comisión  que  exa- 
minen maduramente  lo  que  les  digo.  El  Sr.  González 
conoce  mejor  que  yo  las  disposiciones  de  que  se  trata  y 
abrigo  la  seguridad  de  que  ha  de  encontrar  notables 
deficiencias.  {El  Sr  González:  Si  S.  S.  no  indica  cuá- 
les, será  difícil.) 

Si  me  provoca  el  Sr.  González,  ya  sabe  S.  S.  que 
yo  soy  fácil  de  palabra,  y como  para  eso  tendría  que 
ir  examinando  artículo  por  artículo,  aseguro  al  señor 
González  que  tal  vez  necesitaría  dos  sesiones  más,  y 
francamente,  eso,  que  no  me  costaría  gran  trabajo, 
causarla  al  Congreso  y á la  Comisión  gran  molestia. 
Por  tanto,  mego  á S.  S.  que,  puesto  que  hago  un  lla- 
mamiento á la  prudencia  de  la  Comisión  y la  consul- 
to porque  creo  que  debo  consultar  en  este  caso  con 
gente  más  práctica  que  yo,  compare  el  reglamento 
orgánico  y las  disposiciones  del  Consejo  con  el  ar- 
ticulado del  dictámeu,  y se  convencerá  de  lo  que  digo; 
pues  las  deficiencias  saltan  á la  vista,  y el  tiempo  y 
la  práctica  las  lian  de  liacer  patentes,  quiera  ó no 
quiera  el  legislador. 

Y paso  algunas  cosas  por  alto  porque  las  ha  tra- 
tado el  Sr.  Danvila  magistralmeute,  y además  ha  pre- 
sentado S.  S.  una  serie  de  enmiendas  que  aun  no  be 
tenido  tiempo  de  leer,  pero  que  conocida  la  suficien- 
cia de  S.  S.,  claro  es  que  han  de  venir  á mejorar  el 
dictámen.  Voy,  por  tanto,  allí  donde  creo  que  necesi- 
to exponer  mi  criterio  en  el  asunto;  á lo  que  yo  en- 
tiendo que  debe  ser  esta  materia  contencioso-admi- 
nistraliva. 

En  este  punto  se  comprende  el  recurso  de  revi- 
sión, ese  recurso  que  con  un  carácter  extraordinario 
y de  la  manera  como  filé  puesto  en  el  proyecto  de  los 
notables,  significaba,  como  ha  dicho  el  Sr.  Danvila, 
el  espíritu  de  transacción  que  había  en  el  proyecto; 
y á la  verdad  que  en  lo  que  aquella  transacción  re- 
presentaba, no  yo,  sino  un  dignísimo  individuo  de  la 
Comisión,  ha  dicho  que  los  que  más  pusimos  fuimos 
nosotros.  Si  nosotros  pusimos  lo  más,  dando  aquello 
que  por  interés  público  conservábamos,  natural  era 
que  este  interés  público  que  nos  movía  á conservar 
aquello  en  que  luego  transigíamos,  nos  moviera  al 
propio  tiempo  á tomar  una  garantía  eficaz  á favor  de 
ese  grau  interés  público  que  representaba  la  jurisdic- 


ción retenida.  Ese  recurso  de  revisión,  con  tal  carác- 
ter, sin  entrar  en  otro  género  de  consideraciones  en 
que  el  Sr.  Danvila  entró,  elevándose  á regiones  y á 
principios  en  que  yo  no  he  de  seguirle,  por  mi  parte 
modestamente  lo  coloco  en  el  punto  principal,  en  el 
fundamento  esencial  de  esta  materia  contencioso- 
administrativa,  de  esta  jurisdicción,  de  esta  especia- 
lidad,  de  este  asunto  que  estamos  discutiendo;  y para 
mí  no  es  más  ni  ménos  que  la  salvaguardia  de  los 
intereses  públicos  en  asunto  y en  materia  determi- 
nada, en  asunto  y en  momentos  bien  excepcionales, 
bien  raros,  pero  que  jamás  los  Gobiernos,  represen- 
tantes del  Poder  público,  pueden  abandonar.  Y no  es 
esto  que  nos  coloquemos  en  un  atraso  singular  ni 
que  seamos  reaccionarios:  es  que  en  Inglaterra  mis- 
ma, en  cuestiones  del  Fisco,  en  cuestiones  de  Hacien- 
da, se  necesita  para  interponer  un  recurso  nada  mé- 
nos que  prévia  autorización,  y sin  esta  autorización 
el  recurso  no  existe;  es  que  en  Austria,  y más  pro- 
piamente en  Austria  que  en  Hungría,  aunque  tienen 
las  dos  legislaciones  bastante  parecido,  también  cier- 
tas cuestiones  de  Hacienda,  que,  como  decía  antes, 
han  sido  miradas  con  particular  atenciou  en  todas 
partes,  se  resuelven  de  manera  que  para  promover 
recursos  de  esta  clase  no  hay  otra  autoridad  que  el 
Ministro  mismo;  ya  no  se  trata,  como  veis,  de  espe- 
cialidad de  tribunales,  se  trata  del  ejercicio  del  dere- 
cho. Non  est  adió  contra  Fiscnm : este  es  axioma  en 
Inglaterra  conocidísimo.  Por  consiguiente,  la  garan- 
tía de  cierta  clase,*  la  salvaguardia  de  ciertos  princi- 
pios, el  interés  público  que  se  invoca,  y con  razón,  y 
ya  veis  que  me  coloco  en  una  esfera  relativamente 
modesta,  el  interés  público  exige  la  conservación  de 
ese  recurso  extraordinario. 

Vosotros  no  lo  habéis  hecho;  vosotros  habéis  to- 
mado de  la  transacción  que  invocáis  siempre,  aquello 
que  os  es  favorable  (lo  digo  en  el  sentido  de  lo  que 
estamos  cada  cual  sosteniendo),  y dejais  aquello  que 
os  parece  adverso;  tomáis,  naturalmente,  la  jurisdic- 
ción delegada,  porque  decís:  «Nos  la  han  entregado, 
era  objeto  de  una  transacción,  y nos  quedamos  con 
ella.»  Pero  en  cambio  el  recurso  extraordinario,  que 
era  garantía  en  cierto  modo  de  esos  intereses  públicos 
que  antes  representaba  la  jurisdicción  retenida,  eso 
no  lo  queréis,  eso  lo  quitáis,  y sin  embargo  venís  di- 
ctándonos que  respetáis  la  transacción. 

Pero  be  citado  á Inglaterra  y á Austria.  ¿Y  Ale- 
mania? Pues  en  Alemania,  lo  sabéis  lodos,  y muy 
especialmente  el  que  me  parece  va  á ser  mi  com- 
petidor, el  Sr.  Santa  María,  que  es  para  mí  gran  for- 
tuna; en  Alemania  la  Administración  está  considera- 
da como  Poder  público  y como  fisco;  y como  Poder 
público,  todo  es  acto  de  Gobierno;  allá  la  responsabi- 
lidad del  Gobierno  mismo;  y como  fisco,  todo  lo  re- 
suelve la  Administración  activa,  porque  en  el  fisco 
entran  las  cuestiones  de  impuestos,  las  cuestiones  de 
reclutamiento  del  ejército  y otras  de  esta  índole  espe- 
cial; de  modo  que,  como  vemos,  allí  no  es  ya  el  tri- 
bunal especial,  no  es  ya  el  recurso  ante  un  tribunal 
especial;  es  que  no  hay  más  jurisdicción  para  cierta 
clase  de  negocios  que  la  Administración  misma.  ¿Qué 
mucho,  pues,  que  lo  que  hacen  en  esas  Naciones  que 
van  á la  cabeza  de  la  civilización,  lo  hagamos  nosotros 
más  modestamente  al  desprendernos  de  una  facultad 
como  era  la  jurisdicción  retenida,  tomando  aquello 
que  tan  poco  es  y tan  limitado  se  halla,  como  es  el 
recurso  de  revisión? 
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Otro  punto  (he  de  escoger  ya  aquellos  más  cul- 
minantes, dejando  otros  que  tal  vez  pueda  compren- 
der en  mi  rectificación,  si  á ello  se  me  da  motivo, 
porque  quisiera  acabar  esta  tarde),  otro  punto  es  la 
representación  del  Estado  en  los  asuntos  contencioso- 
administrativos. 

El  Sr.  Danvila  lia  dicho  sobre  este  puntQ  y respec- 
to al  ministerio  fiscal  todo  lo  que  puede  y debe  decir- 
se; y yo  os  pregunto  ahora:  tratándose  de  la  repre- 
sentación del  Estado  en  los  asuntos  contencioso-admi- 
nistrativos,  ¿qué  hacéis  de  esa  Dirección  de  lo  con- 
tencioso del  Estado;  qué  hacéis  de  esos  abogados  del 
Estado  que  habéis  organizado  y reorganizado,  que  te- 
neis,  no  solo  en  el  Centro  administrativo  del  Ministe- 
rio de  Hacienda,  sino  en  las  provincias  y en  las  Au- 
diencias? En  verdad  que  si  no  os  tratara  con  toda  la 
justicia  que  mereceis,  y quisiera  hacer  de  este  asun- 
to, que  no  lo  hago,  alguna  cuestión  de  mayor  interés, 
os  diria  que  no  en  vano  fue  el  Sr.  Camacho  el  que 
firmó  el  decreto  do  16  de  Marzo  de  1886  reorgani- 
zando el  Cuerpo  de  abogados  del  Estado.  Aquí  tengo 
ese  decreto;  aquí  veo  que  esos  abogados  del  Estado 
han  de  defender  ante  los  tribunales  los  intereses  de 
la  Hacienda  y del  Estado. 

Así  lo  dice  el  art.  4.®  del  Real  decreto;  no  pa- 
rece sino  que  todo  aquello  en  que  ha  puesto  mano 
el  Sr.  Camacho,  de  cuyo  prestigio  vivió  la  situa- 
ción actual  tanto  tiempo,  es  para  el  Gobierno  mate- 
ria de  disgusto  y lo  olvida;  pero  como  yo  no  quiero 
dar  i este  asunto,  repito,  un  carácter  que  no  sea  de 
justicia,  os  digo:  ¿qué  hacéis  con  estos  abogados  del 
Estado?  En  el  proyecto  que  vino  del  Senado,  la  repre- 
sentación está  consignada;  yo  creo  que  no  podéis  ol- 
vidarlo; y sobre  este  punto,  para  tratarlo  con  más  ex- 
tensión, tendré  el  honor  de  presentar  una  enmienda: 
yo  la  presento  desde  ahora  á vuestra  benevolencia,  y 
creo  que  me  han  de  ayudar  con  sus  firmas  algunos 
individuos  de  la  mayoría;  que  no  es  esta  cuestión  po- 
lítica, ni  en  todo,  ni  en  parte,  ni  en  nada. 

Hay  otro  punto  sobre  el  que  el  Sr.  Danvila  llamó 
vuestra  atención,  y que  yo  no  me  cansaré  de  reco- 
mendaros que  lo  miréis  con  todo  detenimiento;  me 
refiero  á la  publicación  de  los  votos.  Dejaos  de  cierta 
clase  de  teorías;  en  esto  sí  que  debemos  ser  verdade- 
ramente prácticos  y conocedores  de  la  sociedad  en 
que  vivimos  y para  la  cual  legislamos;  yo  os  digo 
que  la  publicación  de  los  votos  contrarios  á la  sen- 
tencia la  desautoriza;  no  lo  dudéis;-  podréis  aducir 
cuantos  argumentos  queráis,  pero  esto  que  digo  es 
para  mí  segurísimo.  Así  como  encuentro  que  debie- 
ra consignarse  el  nombre  del  ponente. 

En  cuanto  á las  trabas  que  ponéis  para  pedir  jus- 
ticia, para  llegar  á estos  tribunales,  es  decir,  en  cuan- 
to al  depósito  que  exigís,  ya  dijo  el  Sr.  Danvila  cuan- 
to había  que  decir;  pero  yo  os  digo  que  una  vez  que 
fijáis  la  cantidad  del  depósito  por  la  cuantía  efectiva 
del  asunto,  cuando  el  asunto  no  puede  avalorarse, 
no  está  resuelto  en  qué  va  á consistir  ese  depósito. 
Podría  también  haceros  una  observación  que  de- 
muestra hasta  qué  punto  no  se  ha  repasado  con  bas- 
tante detenimiento  el  articulado  de  esta  ley,  porque 
me  encuentro  que  siendo  1 1 los  Ministros  que  han  de 
constituir  el  Tribunal,  decís  que  podrá  dividirse  en 
Secciones  que  presidirá  el  más  antiguo  de  cada  una 
de  ellas,  y que  estas  Secciones  se  compondrán  de  7 in- 
dividuos. [EL  Sr.  González  hace  signos  negativos.)  Así 
lo  he  entendido;  expongo  esta  observación  que  á la  li- 


gera me  ha  ocurrido,  y como  se  me  ha  de  contestar, 
¿qué  mayor  satisfacción  para  mí  que  una  respuesta 
favorable? 

Os  pido,  pues,  que  repaséis  estos  puntos  del  ar- 
ticulado, que  el  procedimiento  merezca  toda  vuestra 
atención  desapasionadamente;  no  os  fijéis  en  que  os 
lo  pide  la  minoría  conservadora;  tened  en  cuenta  que 
son  observaciones  de  buena  fe,  que  hacemos  aquellos 
que  con  mejor  ó peor  acierto  hemos  estudiado  el 
asunto;  y sobre  todo,  cuidad  mucho  de  la  representa- 
ción del  Estado,  de  la  defensa  de  los  intereses  del  Erario 
público;  ya  sabéis  que  en  España  se  dice  como  vulgar 
adagio  «que  lo  que  es  del  común  no  es  de  ninguno.» 
Lo  que  al  Estado  le  pertenece,  parece  como  que  no 
es  ele  nadie  á ciertas  gentes;  y se  necesita  una  defensa 
muy  activa  y constante,  una  vigilancia  de  cada  diu, 
una  práctica  grande,  para  que  no  resulte  la  indefen- 
sión del  Estado,  y con  ella  grandes  pérdidas  en  la 
forLuna  pública.  Recuerdo  á este  propósito,  y por  eso 
lo  cité,  que  el  Sr.  Gallostra,  tan  competente  en  estos 
asuntos,  ha  presentado  una  organización,  del  Cuerpo 
de  abogados  del  Estado  que  me  parece  excelente;  por- 
que realmente  siendo  un  Cuerpo  que  ya  no  es,  por  de- 
cirlo así,  privativo  del  Ministerio  de  Hacienda,  sino 
que  comprende  la  defensa  de  todos  los  intereses  del 
Estado,  debería  estar,  según  propone  el  Sr.  Gallostra, 
en  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros. 

Fijaos  sin  pasión  cu  esto  y ved  si  podéis  hacerlo. 
Y con  estas  ligeras  observaciones  he  terminado  lo  que 
tenía  más  principalmente  sobre  este  asunto  que  deciros. 
Vosotros  me  podréis  negar  teda  clase  de  condiciones 
oratorias,  me  podréis  negar  toda  clase  de  competen- 
cia; pero  lo  que  no  creo  que  podréis  negarme  es  la 
buena  fe,  el  buen  deseo  qne  me  ha  movido  en  esta 
discusión,  y que  en  ella  he  puesto  todo  lo  que  yo  po- 
día poner  en  lo  modesto  de  mis  conocimientos  y cu 
mi  escasez  de  medios;  pero  en  fin,  lo  que  yo  he  podi- 
do poner,  lo  he  puesto,  coadyuvando  así  en  la  medida 
de  mis  fuerzas  y con  la  mejor  buena  fe,  repito,  á que 
este  asunto  vaya  por  el  mejor  camino  á un  término 
favorable. 

EISr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión. 


Dióse  cuenta  y el  Congreso  quedó  enterado  de  que 
la  Comisión  general  de  presupuestos,  habla  elegido 
presidente  á D.  Manuel  Eguiliory  Llaguno;  viccpresP 
dente  á D.  Alberto  Aguilera  y Velasco;  vicesecretario 
á D.  Agustín  Soto  y Martínez,  y secretario  á D.  Gil 
María  Fabra. 


Igualmente  quedó  enterado  el  Congreso  de  que 
la  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opinio 
nes  de  ambos  Cuerpos  Co legisladores  acerca  del  pro- 
yecto de  ley  determinando  la  manera  de  satisfacer  al 
Ayuntamiento  de  Vitoria  los  créditos  que  resultan  á 
su  favor  por  indemnización  de  guerra,  había  nom- 
brado presidente  al  Sr.  Senador  Marqués  de  Mirava- 
lles,  y secretario  al  Sr.  Diputado  D.  Ricardo  Decerro 
de  Bengoa. 


Se  leyeron  por  primera  vez,  y pasaron  á la  Comi- 
sión, acordando  se  imprimieran  y repartieran,  dos  en- 
miendas del  Sr.  González  y Gouzalez  Blanco  á los  ar- 
Ltículos  7,  10,  11,  12  y 13  del  dictamen  de  la  Co- 
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misión  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa 
{Véase  el  Apéndice  l.°  al  Diario  núm  10,  que  es  el  de 
esta  sesión .) 


Igualmente  se  leyeron  y quedaron  sobre  la  mesa 
acordando  se  imprimieran  y repartieran  dos  dictá- 
menes de  Comisión;  uno  de  la  de  actas  proponiendo 
se  admita  Diputados  por  el  distrito  de  Matanzas  (Cu- 
ba), á los  Sres.  D.  Basilio  Díaz  del  Villar  y á Don 
Elíseo  Giberga  y Galí,  y otro  de  la  de  incompatibilidad  I 


des,  manifestando  que  no  desempeñando  empleo  al- 
guno dichos  señores,  nada  tenía  que  oponer  á su  ad- 
misión como  Diputados.  (Véase  el  Apéndice  2.°  á este 
Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  maña- 
na: Discusión  de  los  dictámenes  que  acaban  de  leerse, 
y continuación  del  debate  pendiente. 

Se  levanta  la  sesión.» 

Eran  las  seis  y cuarenta  y cinco  minutos. 


DOS  APENDICES 
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APÉNDICE  1.®  AL  NÚM.  10 


DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CfiBTES 


CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Enmiendas,  del  Se.  González  y González  Blanco,  al  diclámcn  de  la  Comisión 
referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso 

administrativa. 


Los  Diputados  que  suscriben  tieueu  el  honor  de 
pedir  al  Congreso  se  sirva  aprobar  la  siguiente  en- 
mienda al  art.  7.°  del  proyecto  de  ley  sobre  el  ejerci- 
cio de  la  jurisdicción  contcncioso-administrativa: 

El  párrafo  segundo  se  redactará  de  este  modo: 
«Se  entenderá  hecha  la  notificación  administrati- 
va cuando  conste  en  el  expediente  por  la  firma  del  in- 
teresado, ó se  acredite  por  diligencia  suscrita  por  el 
funcionario  encargado  de  realizarla  y dos  testigos, 
que  dicho  iuteresado  no  sabe  ó no  quiere  firmar,  ó 
que  habiendo  sido  por  dos  veces  buscado  en  su  do- 
micilio,» etc.  (Lo  demás  como  está  en  el  proyecto.) 

El  párrafo  tercero  se  suprimirá. 

El  párrafo  cuarto  se  redactará  de  este  modo: 

«El  plazo  para  que  la  Administración  en  cual- 
quiera de  sus  grados  utilice  el  recurso  contencioso- 
admiuistrativo  será  también  de  tres  meses,  contados 
desde  el  dia  en  que  el  Ministro  del  ramo  declare  por 
medio  de  una  Real  orden  publicada  en  la  Gaceta  que 
otra  resolución  anterior  causó  perjuicio  al  Estado,  y 
disponga  que  se  prorrogue  su  revocación  por  la  vía 
contenciosa. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  ante- 
rior, trascurridos  diez  años  desde  la  fecha  de  la  reso- 
lución á que  se  atribuya  el  agravio,  no  podrá  utili- 
zarse á nombre  del  Estado  dicho  recurso. 

El  mismo  derecho  podrán  ejercitar  las  autorida- 
des competentes  provinciales  y municipales;  pero 
aquel  derecho  prescribirá  si  no  se  hace  uso  de  él  en  el 
plazo  de  cinco  años,  contados  desde  la  resolución  le- 
siva de  los  intereses  del  Estado,  de  la  Provincia  ó del 
Municipio.  Para  resolver  las  Corporaciones  provin- 
ciales ó municipales  sobre  la  procedencia  ó improce- 
dencia de  la  vía  contenciosa,  habrán  de  observar  los 
mismos  requisitos  que  prescriban  sus  respectivas  le- 


yes orgánicas  para  autorizarlos  para  litigar  ante  la 
jurisdicción  ordinaria.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1887.= 
José  González  y González  Blanco.=Benedicto  An- 
tequera.=Cayo  López. =t  Felipe  Rodriguez.=  Cáelos 
Groizard.=José  Hernández  Prieta.=Fraucisco  Ruiz. 


Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
pedir  al  Congreso  se  sirva  acordar  que  los  artículos 
del  proyecto  de  ley  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdic- 
ción contencioso-admiuistrativa  de  que  luego  se  hará 
mérito,  se  redacten  en  la  forma  siguiente: 

«Art.  8.®  Ejercerán  la  jurisdicción  conlencioso- 
administrativa,  en  nombre  del  Rey  y por  delegación 
suya: 

1 . °  El  Tribunal  Supremo. 

2. °  Los  tribunales  regionales  coutencioso-admi- 
nistrativos. 

Para  el  conocimiento  de  los  asuntos  conteucioso- 
administrativos  se  crea  en  el  Tribunal  Supremo  una 
Sala  compuesta  de  un  presidente  y 1 3 magistrados, 
con  la  denominación  de  Sala  cuarta.. 

Los  magistrados  de  que  habla  el  párrafo  anterior 
serán  nombrados  por  Real  decreto  acordado  en  Con  - 
sejo  de  Ministros  y refrendado  por  el  de  Gracia  y Jus- 
ticia. 

Art.  10.  De  los  14  magistrados  que  han  de  com- 
poner la  Sala  cuarta,  7 deberán  reunir  las  mismas 
condiciones  que  exijan  las  leyes  orgánicas  del  Poder 
judicial  para  ser  magistrado  del  Tribunal  Supremo. 

Los  otros  7,  además  de  la  condición  de  letrados, 
deberán  hallarse  comprendidos  en  las  categorías  que 
para  ser  consejeros  de  Estado  establezcan  las  leyes, 
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no  teniendo  aplicación  á estos  nombramientos  el  ar- 
tículo 7.°  de  la  de  17  de  Agosto  de  1860. 

I’ara  ser  nombrado  presidente  de  la  Sala  cuarta 
del  Tribunal  Supremo  se  exigirán  las  mismas  condi- 
ciones que  las  leyes  citadas  en  los  dos  párrafos  ante- 
riores prescriban  para  presidir  las  demás  Salas  del 
mismo  Tribunal  ó las  Secciones  del  Consejo  de  Estado. 

A rt.  11.  El  presidente  y los  magistrados  de  la  Sala 
cuarta  gozarán  de  inamovilidad  y tendrán  los  mismos 
derechos,  incompatibilidades,  responsabilidad,  hono- 
res y sueldos  que  los  demás  presidentes  de  Sala  y 
magistrados  del  Tribunal  Supremo,  del  cual  formará 
parte  integrante  dicha  Sala  cuarta. 

Respecto  á los  7 magistrados  á que  se  contrae  el 
párrafo  segundo  del  art.  10  no  tendrá  aplicación  lo 
dispuesto  en  los  arts.  76,  641  y 642  de  la  ley  provi- 
sional sobre  organización  del  Poder  judicial. 

Art.  12.  A las  órdenes  inmediatas  de  la  Sala  cuar 
ta  del  Tribunal  Supremo  habrá  los  secretarios  de  Sala, 
oficiales  de  Sala  y subalternos  que  el  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia,  á propuesta  de  la  misma  Sala,  deter- 
mine por  una  disposición  especial. 

Los  secretarios  y oficiales  de  Sala  ingresarán  en 
la  misma  forma  que  los  demás  funcionarios  de  esta 
clase  del  Tribunal  Supremo,  tendrán  sus  mismos  de- 
beres y gozarán  los  propios  sueldos  y derechos,  con- 
forme á la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 

Art.  13.  Representarán  al  Estado  en  los  asuntos 
conteucioso-administrativos  ante  el  Tribunal  Supremo 
cinco  abogados  fiscales  nombrados  por  el  Miuistro  de 
Gracia  y Justicia,  los  cuales  prestarán  sus  servicios 


a las  órdenes  del  fiscal  del  Tribunal  Supremo,  y for- 
maráu  con  éste,  el  teniente  fiscal  y los  demás  aboba- 
dos fiscales  del  propio  Tribunal  un  solo  cuerpo.  ° 

Ante  los  tribunales  regionales  defenderán  á la  Ad- 
ministración los  abogados  fiscales  de  las  respectivas 
Audiencias  territoriales  que  designe  el  Ministro  de 
Gracia  y Justicia,  aumentando  al  efecto  su  número 
donde  fuere  preciso. 

Para  ser  nombrado  abogado  fiscal  del  Tribunal 
Supremo  con  destino  á la  Sala  cuarta,  se  requerirán 
las  mismas  condiciones  que  exijan  las  leyes  orgáni- 
cas del  Poder  judicial  para  los  demás  cargos  de  abo- 
gado fiscal  de  dicho  Tribuna!. 

También  podrán  ser  nombrados  abogados  fiscales 
de  la  Sala  cuarta  los  funcionarios  de  la  administra- 
ción civil  del  Estado  que  á la  cualidad  de  letrado 
reúnan  la  de  ser  ó haber  sido  jefe  de  administración 
de  segunda  clase  por  espacio  de  dos  años. 

Los  abogados  fiscales  de  la  Sala  cuarta  disfruta- 
rán el  mismo  sueldo,  honores  y derechos  que  los  de- 
más del  Tribunal  Supremo. 

A las  Diputaciones,  Ayuntamientos  y demás  Cor- 
poraciones y establecimientos  públicos  los  defenderá 
un  letrado  de  su  nombramiento,  ó el  abogado  de  be- 
neficencia cuando  sea  actor  ó demandado  un  institu- 
to  de  esta  clase.» 

Palacio  del  Congreso  10  de  Diciembre  de  1 887.-— 
José  González  y González  Blanco.=Felipe  Rodri^ucz 
Antonio  Soler  y Bou.=Gabríel  do  la  Puerta.=Eduar- 
do  de  Aguirre.=Pegerto  Pardo  llalmoutc— Eduardo 
Ruiz  García  de  Hita. 


APÉNDICE  2.°  AL  HÚM.  10 


DE  LAS 


Dictámenes  de  las  Comisionas  de  acias  y dé  incompatibilidades  proponiendo  la 
a probación  de  la  del  distrito  de  Matanzas  y admisión  de  los  Sres.  üiaz  del  Villar 

y Giberga  y Galí. 


La  Comisión  de  actas  lia  examinado  el  excediente 
relativo  á la  elección  parcial  verificada  en  el  distrito 
de  Matanzas,  y no  consignándose  en  ninguna  de  las 
actas  protestas  ni  reclamaciones,  tiene  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  aquella  acta  y 
admitir  como  Diputados  por  el  referido  distrito  á 
1).  Basilio  Diaz  del  Villar  y D.  Elíseo  Giberga  y Galí, 
que  han  presentado  sus  credenciales,  y cuya  aptitud 
legal  no  ofrece  duda. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Diciembre  de  1887.= 
Vicente  Nuncz  de  Vclasco,  vicepresidente. = Félix 
Martínez  Villasante.=Luis  Diaz  Morcu.  = Antonio 
García  Alix.=Migucl  de  la  Guard  i a. = Antonio  Mohe- 
da. =Emiiio  de  Alvear.=Cárlos  Groizard.=Miguel 
Villalba  Ucrvás. 


La  Comisión  de  incompatibilidades  ha  examinado 
las  listas  de  funcionarios  públicos  remitidas  hasta  la 
presente  fecha  por  el  Gobierno  de  S.  M.,  y no  apare- 
ciendo ellas  los  Sres.  D.  Eliseo  Giberga  Galí  y D.  Ba- 
silio Diaz  del  Villar,  Diputados  electos  por  el  distrito 
de  Matanzas,  ni  constando  de  ningún  otro  antecedente 
de  ios  que  ha  tenido  á la  vista  la  Comisión,  que  dichos 
señores  desempeñen  empleo  alguno,  nada  tiene  que 
oponer  á su  admisión  como  Diputados. 

Palacio  del  Congreso  13  de  Diciembre  de  1887.= 
El  Marqués  de  Valdeterrazo,  presidente.=Manuel  de 
Azcárraga.= Julio  Burell—  José  Hernández  Priela.= 
José  Alvarcz  Mariuo.=Faustiuo  Rodríguez  San  Pe- 
dro.=El  Conde  de  Gomar.=Emilio  Drake.==Seuen 
Cánido,  secretario. 
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DIARIO 

DE  LAS 

SESIONES  DE  CORTES 


PRESIDENCIA  DEL  EXCMO.  SR.  D.  CRISTINO  HARTOS 


SESION  DEL  MIERCOLES  14  DE  DICIEMBRE  DE  1887 

SUMARIO.  Abroso  d las  tros  y veinticinco  minutos.=So  loo  y aprueba  ol  Acta  do  la  anterior  == 
Quedan  sobre  Ja  mesa,  á disposición  de  los  Sres.  Diputados,  los  únicos  antecedentes  que  existen  en  el 
Ministerio  de  Ultramar  referentes  á la  conducta  de  la  Guardia  civil  en  Cuba  y Puerto-Rico,  remitidos, 
á instancia  dol  Sr.  Pando,  por  ol  Sr.  Ministro  do  Uitramar.=Tambien  quedan  sobre  la  mesa  los  docu- 
mentos referentes  a créditos  reconocidos  en  favor  de  súbditos  americanos,  entre  los  cuales  se  halla  el 
relativo  al  Sr.  Mora,  remitidos  por  el  citado  'Sr.  Ministro,  á instancia  del  Sr.  Lastres.=Quedan  igual- 
mente sobre  la  mesa  los  dictámenes  de  la  ComÍ6Íon  de  actas  y do  incompatibilidades  acerca  de  la 
elección  del  distrito  de  Marchena,  y admisión  del  Sr.  Ruiz  Martinez.=Queda  enterado  el  Congreso  de 
haberse  constituido  la  Comisión  que  ha  do  iuformar  sobre  la  construcción  del  ferro -carril  de  la  mina 
Admirable  á San  Juan  de  Aznaifarache.==ORDfc:N  dbl  día:  dictámenes  de  la  Comisión  de  actas  y de  incom- 
patibilidades =Se  leen  y aprueban  los  referentes  á la  elección  del  distrito  de  Matanzas  (Cuba),  y admi- 
sión de  los  Sres.  Díaz  del  Villar  y Giberga.=Próvio  anuncio  del  Sr.  Presidente,  el  Sr.  Giberga  hace  la 
promesa  á que  so  refloro  el  art.  41  del  Reglamento,  ingresando  en  la  tercera  Seccion.=Continúa  el 
debate  pendiente  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso— admini8trativa.=Discurso  del  señor 
Santamaría,  sogundo  en  pró.=Se  suspende  el  discurso  y la  discusión  para  dar  descanso  al  orador.= 
Eran  las  cinco  menos  cinco  minutos. =Continúa  la  sesión  á las  cinco  y veinte  minutos.=Se  lee,  y el 
Congreso  por  unanimidad  acuerda  oirlo  con  satisfacci  on,  un  telegrama  de  Manila,  recibido  por  el  señor 
Ministro  de  Ultramar,  rolativo  á un  glorioso  hecho  de  armas  realizado  por  nuestras  tropas  de  mar  y 
tierra  en  Ponapé  (Filipinas). ==Oontinúa  la  discusión  pendiente,  y su  discurso  el  Sr.  Santamaría. =Rec- 
tiücacionos  de  los  Sros.  Cárdenas  y Santamaría.=  Alusión  personal  dol  Sr.  Suarez  Inclán,  con  una 
advertencia  del  Sr.  Fresidente.=Contostacion  del  Sr.  Santamaría.=El  Sr.  Suarez  Inclán  da  las  gracias. = 
Se  suspende  osta  discusión.  = Anuncia  el  Sr.  Presidsnte  quo  ol  Sr.  Marqués  de  la  Vega  de  Armijo  ha 
sido  honrado  por  S.  M.  la  Reina  Regento  con  su  alta  representación  cerca  do  Su  Santidad  con  motivo 
de  su  próximo  jubileo,  y propone  al  Congreso  quo  como  osta  es  una  comisión  sin  sueldo,  autorice  á 
dicho  Sr.  Diputado  para  aceptarla,  concediéndole  al  efecto  la  licencia  nocosaria.=El  Sr.  Pedregal  de- 
clara, en  nombre  de  la  minoría  republicana,  que  reconociendo  en  el  Sr.  Marqués  de  la  Vega  de  Armijo 
todas  las  condiciones  necesarias  para  desempeñar  tan  elevado  cometido,  no  puede  conservar  el  carácter 
de  Diputado,  si  acepta  el  cargo  de  embajador  extraordinario  cerca  de  Su  Santidad,  por  oponerse  a ello 
la  Constitución  y las  loyos.=Contostacion  del  Sr.  Presidente. =H!eoha  la  oportuna  pregunta,  el  acuerdo 
del  Congreso  fué  aflrmativo.=Se  da  cuenta,  y ©1  Congreso  queda  enterado,  de  la  constitución  de  una 
Comisión,  y dol  nombramiento  de  su  presidente  y secretario.=Se  leen  por  primora  vez,  y pasan  a la 
Comisión,  varias  enmiendas  al  dictamen  relativo  al  ejercicio  do  la  jurisdicción  con tencios:>-ad ministra*' 
tiva.=Quodan  sobre  la  mesa  los  siguientes  dictámenes  de  Comisión:  uno  variando  la  división  en  sec- 
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ciones  del  Ayuntamiento  do  Gradefes,  y otro  determinando  la  manera  do  satisfacer  al  de  la  ciudad  de 
Vitoria  el  crédito  reconocido  á su  favor  en  concepto  de  indemnización  por  las  fortificaciones  que 
construyó  duranto  la  última  guerra  civil.=Orden  del  dia  para  mañana:  los  dos  dictámenes  que  acaban 
de  leerse;  los  de  la  Comisión  de  actas  y do  incompatibilidades,  roforontes  d la  oloccion  dol  distrito  de 
Marchena,  y admisión  do  D.  Cándido  Ruiz  Martínez,  y los  demás  asuntos  pendientes.=Se  levanta  la 
sesión  á las  siete  y cinco  minutos. 


Se  abrió  alas  tres  y veinticinco  miuuU>3,  y Jeida 
el  Acta  de  la  anterior,  quedó  aprobada. 


Se  acordó  quedasen  sobre  la  mesa,  á disposición 
de  los  Sres.  Diputados,  los  documentos  á que  se  refie- 
ren las  dos  siguientes  comunicaciones: 

«Ministerio  de  Ultramar. — Excmos.  Sres.:  De 
Real  orden  y en  contestación  á la  comunicación  de 
V.  EE.  de  fecha  4 del  corriente,  tengo  el  honor  de  re- 
mitir á V.  EE.  los  únicos  antecedentes  que  existen 
en  esLe  Ministerio  referentes  A la  conducta  de  la  Guar- 
dia civil  en  Cuba  y Puerto-Rico,  y que  fueron  pedi- 
dos por  el  Sr.  Diputado  D.  Luis  Manuel  de  Pando  en 
la  sesión  del  3 del  actual. 

Dios  guarde  á V.  EE.  muchos  años.  Madrid  12  de 
Diciembre  de  1887.==Victor  Bylagiier.=Señorcs  Se- 
cretarios del  Congreso  de  ios  Diputados. 


Ministerio  de  Ultramar. — Excmos.  Sres.:  De  Reai 
orden  y en  contestación  al  oficio  de  V.  EE.  de  8 del 
actual,  tengo  el  honor  de  remitir  á ese  Cuerpo  Co- 
iegislador,  con  los  índices  respectivos,  cuantos  docu- 
mentos existen  en  este  Ministerio  sobre  créditos  re- 
conocidos en  favor  de  súbditos  americanos,  entre  los 
que  se  hallan  los  referentes  al  Sr.  Mora,  que  fueron 
pedidos  por  el  Diputado  D.  Francisco  Lastres  en  la 
sesión  del  dia  7 de  los  corrientes. 

Dios  guarde  A V.  EE.  muchos  años.  Madrid  12  de 
Diciembre  de  1887.=Victor  Balagucr.=Señores  Se- 
cretarios del  Congreso  de  los  Diputados.» 


Se  leyeron  y quedaron  sobre  la  mesa,  acordando 
se  imprimieran  y repartieran,  los  dictámenes  de  las 
Comisiones  de  actas  y de  incompatibilidades  propo- 
niendo la  aprobación  de  la  del  distrito  de  Marchena, 
provincia  de  Sevilla,  y admisión  de  D.  Cándido  Ruiz 
Martinez.  (Véase  el  Apéndice  l al  Diario  núm.  1 1,  que 
es  el  de  esta  sesión .) 


Dióse  cuenta,  y el  Congreso  quedó  enterado,  de 
que  la  Comisión  nombrada  pava  dar  dictámen  sobre 
la  proposición  de  ley  autorizando  la  construcción  de 
un  ferro-carril  desde  la  mina  Admirable  á San  Juan 
de  Aznalfarache,  había  elegido  presidente  al  Sr.  Con- 
de de  Xiquena,  y secretario  al  Sr.  Sánchez  Arjona 
(D.  Luis). 


ORDEN  DEL  DIA. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Dis- 
cusión de  los  dictámenes  de  actas  y de  incompati- 
bilidades.» 


Se  leyó  el  relativo  á la  Comisión  de  actas,  que  di- 
ce así: 

«La  Comisión  de  actas  ha  examinado  el  expediente 
relativo  á la  elección  parcial  verificada  en  ei  distrito 
de  Matanzas,  y no  consignándose  en  ninguna  de  las 
actas  protestas  ni  reclamaciones,  tiene  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  se  sirva  aprobar  aquella  acta  y 
admitir  como  Diputados  por  el  referido  distrito  á 
D.  Basilio  Díaz  del  Villar  y D.  Elíseo  Giberga  y Calí, 
que  han  presentado  sus  credenciales,  y cuya  aptitud 
legal  no  ofrece  duda. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Diciembre  de  1887.-= 
Vicente  Nuñcz  de  Velasco,  vicepresidente.  = Félix 
Martinez  Villasante.=Luis  Díaz  Moren.  = Antonio 
García  Alix.=Migucl  de  la  Guardia.=Antonio  Molie- 
da.=  Emilio  de  Alvear,=Gárlos  Groizard.  — Miguel 
Villalba  Hcrvás.» 

El  Sr.  vicepresidente  (Ruiz Capdepon):  Abre- 
se discusión  sobre  este  dictámen.» 

No  habiendo  ningún  Sr.  Diputado  que  pidiera  ia 
palabra  cu  contra,  se  puso  i votación,  y fué  aprobado. 


Se  leyó  el  relativo  á la  Comisión  de  incompatibi- 
lidades, que  dice  así: 

«La  Comisión  de  incompatibilidades  ha  examinado 
las  listas  de  funcionarios  públicos  remitidas  hasta  la 
presente  fecha  por  el  Gobierno  de  S.  M.,  y no  apare- 
ciendo en  ellas  los  Sres.  D.  Elíseo  Giberga  Galf  y D.  Ba- 
silio Díaz  del  Villar,  Diputados  electos  por  el  distrito 
de  Matanzas,  ni  constando  de  ningún  otro  antecedente 
de  los*  que  lia  tenido  á la  vista  la  Comisión,  que  dichos 
señores  desempeñen  empleo  alguno,  nada  tiene  que 
oponer  á su  admisión  como  Diputados. 

Palacio  del  Congreso  13  de  Diciembre  de  1887.= 
El  Marqués  de  Valdeterrazo,  presidente.— Manuel  de 
Azcárraga.= Julio  Burell.=José  Hernández  Pricta.= 
José  Alvaroz  Mariño.=Faustino  Rodríguez  San  Pe- 
dro.=El  Conde  de  Gomar.=Emilio  Drakc.  = Sehen 
Cánido,  secretario.» 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon): 
Abrese  discusión  sobre  este  dictámen.» 

No  habiendo  quien  pidiera  la  palabra  en  contra, 
se  puso  á votación  y fué  aprobado. 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Que- 
dan proclamados  Diputados  los  Sres.  Diaz  del  Villar 
y Giverga  y Calí. 


Ei  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon).  Va 
á entrar  á jurar  un  Sr.  Diputado.» 

El  Sr.  D.  Elíseo  Giverga  y Calí  se  acercó  á la  Pre- 
sidencia, y hechas  por  un  Sr.  Secretario  las  pregun- 
tas que  contiene  el  art.  41  del  Reglamento,  contestó 
empleando  la  fórmula  de  «Sí  prometo  por  mi  honor.» 

Ei  Sr.  SECRETARIO  (Ibarra):  El  Sr.  Giberga,  in- 
gresa en  la  tercera  sección. 
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El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon);  Con- 
tinúa la  discusión  del  dictámen  sobre  el  ejercicio  de 
la  jurisdicción  contemcioso-administrativa.  ( Véase  el 
Apéndice  7.°  al  Diario  núm.  121,  sesión  del  22  de 
Jan  ¿o  próximo  pasado;  Apéndice  76.u  al  Diario  número 
2,  sesión  del  2 de  Diciembre ; Diario  núm.  7,  sesión  del 
9 de  ídem ; Diario  núm.  8,  sesión  del  i O de  idem\  Dia- 
rio núm.  0,  sesión  del  i 2 de  idem)  y Diario  número 
10,  sesión  del  13  de  ídem.) 

El  8r.  Santamaría  de  Paredes  tiene  la  palabra  co- 
mo de  la  Comisión,  segundo  en  pró  de  la  totalidad  del 
dictamen. 

El  Sr.  SANTAMARIA:  Parece  que  la  casualidad 
se  empeña  en  obligarme  á romper  lanzas  con  mi  ami- 
go particular  el  Sr.  Cárdenas.  Frente  á frente  discu- 
timos el  presupuesto  de  Fomento  al  terminar  la  le- 
gislatura pasada;  frente  á frente  nos  encontramos  en 
la  presente  para  debatir  el  át'duo  y trascendental  pro- 
blema de  lo  contencioso-administrativo;  y á fe  que 
yo  no  tengo  para  qué  quejarme  de  esta  coincidencia, 
porque  si  siempre  honra  debatir  con  paladín  tan  es- 
forzado como  S.  S.,  á mí  no  puede  ménos  de  halagar- 
me personalmente  la  benevolencia,  la  galantería  con 
que  S.  S.  siempre  me  trata,  y que  le  agradezco  pro- 
fundamente. Permítame,  sin  embargo,  el  Sr.  Cárde- 
nas que  yo  no  acepte  en  esta  ocasión  las  frases  li- 
sonjeras que  me  lia  dirigido,  porque  aparte  de  que 
mis  merecimientos  no  las  justifican,  he  creído  ver  en 
ellas  cierto  deseo  de  molestar  algún  tanto  á mis  com- 
pañeros de  Comisión,  y por  eso  no  puedo  ménos  de 
protestar  contra  esas  frases. 

Decía  el  Sr.  Cárdenas  que  yo  era  el  alma  de  la 
Comisión  de  lo  contencioso-administrativo,  y que  mi 
criterio  científico  se  liabia  impuesto,  no  solamente  á 
la  Comisión,  sino  al  Gobierno,  y aun  á la  doctrina  do- 
minante del  partido  en  que  militamos.  Yo  lie  de  pro- 
testar coDtra  esta  aseveración,  y he  de  declarar  aquí 
solemnemente  que  todos  liemos  trabajado  por  igual 
en  este  proyecto  y que  no  nos  ha  inspirado  otro  mó- 
vil que  el  de  llegar  á producir  una  solución  de  con- 
cordia, no  ya  en  el  seno  de  la  Comisión,  sino  en  el  seno 
de  todos  los  partidos  españoles.  Lo  que  hay  es,  que 
mientras  algunos  de  mis  compañeros  de  Comisión 
lian  creído  que  la  solución  de  los  tribunales  especia- 
les podía  serlo  de  concordia  para  todos  los  partidos, 
y por  consiguiente,  por  todos  igualmente  aceptada, 
para  mí,  esta  solución  de  concordia  es  además  una 
solución  científica  y que  responde  ai  estado  de  la  le- 
gislación y de  la  opinión  en  Europa. 

Y hecha  esta  declaración  por  lo  que  se  refiere  á 
la  galantería  que  conmigo  lia  usado  el  Sr.  Cárdenas, 
voy  á.  entrar  en  materia  siguiendo  el  mismo  orden  de 
sus  observaciones  y dividiendo  por  consiguiente  mi 
discurso  en  los  mismos  tres  puntos  en  que  S.  S.  ha 
dividido  el  suyo,  es  á saber:  la  materia  (le  lo  conten- 
cioso-administrativo; la  organización  de  los  Tribuna- 
les Contencioso-administrativos,  y por  último,  el  pro- 
cedimiento contencioso-administrativo. 

Desde  las  primeras  reuniones  de  la  Comisión  pen- 
só ésta  en  la  conveniencia  de  que  existiera  un  título 
preliminar,  en  el  cual  se  definiese  la  naturaleza  de  lo 
contencioso-administrativo  y se  establecieran  las  con- 
diciones generales  para  su  procedencia. 

Ni  el  proyecto  presentado  por  el  Gobierno,  ni  el 
acordado  por  la  Comisión  de  notables  y reproducido 
por  el  Sr.  Cánovas,  ni  la  legislación  formada  por  las 
difeiculcb  di'sposiciouco  que  vienen  rigiendo  en  uucs- 


Ira  Patria  desde  que  en  1845  se  estableció  lo  conten- 
cioso-administrativo, habían  definido  de  una  manera 
general,  de  una  manera  clara,  los  principios  lijos  y 
constantes  do  la  materia  contencioso-adminisLrativa; 
y entendemos  nosotros  que  nuestra  obra  no  sería  com- 
pleta si  no  comenzáramos  por  establecer  aquellos  prin- 
cipios cardinales  que  determinan  la  naturaleza  de  lo 
contencioso-administrativo,  por  tal  modo  que  bastase 
leer  los  artículos  de  la  ley  para  que  todo  el  mundo 
supiese  á que  atenerse  respecto  al  concepto  de  lo  con- 
tencioso. ¿Qué  método,  qué  sistema  habíamos  de  se- 
guir nosotros  para  establecer  este  concepto  de  una 
manera  cabal,  de  una  manera  precisa,  que  alejase  todo 
género  de  duda  y que  sirviese  de  criterio  fijo  para  su 
recta  aplicación  en  la  práctica? 

De  una  parte  senos  presentaba  el  sistema  de  la  enu- 
meración casuística;  es  decir,  la  determinación  de  los 
diferentes  casos  en  que  procede  el  recurso,  según  las 
diversas  materias  administrativas;  de  otra  parte,  el  de 
presentar  una  definición  que  abarcase  en  conjunto  to- 
dos estos  casos  de  posibilidad  de  lo  contcncioso-admi- 
nistrativo.  Pero  uno  y otro  sistema  nos  parecieron 
rechazables;  el  primero,  porque  entendíamos,  como 
entendió  el  Sr.  Cárdenas,  que  no  es  posible  codificar 
toda  la  materia  contencioso-administrava;  el  segundo, 
por  pensar,  como  dijo  aquí  muy  bien  el  Sr.  González 
(D.  Alfonso),  que  no  era  propio  de  una  ley  dar  una 
definición  científica.  Así,  pues,  nuestro  temperamento 
ha  sido,  fijar  las  condiciones  generales  que  determi- 
nan la  procedencia  de  lo  contencioso-administrativo, 
fundándonos  en  el  concepto  del  mismo,  y establecer 
de  esta  suerte  un  criterio  general  para  los  tribunales 
llamados  á aplicar  la  doctrina,  según  la  especialidad 
del  caso.  Y siendo  éste  nuestro  propósito,  no  creo  que 
el  Sr.  Cárdenas  ceusure  el  modo  como  lo  hemos  des- 
envuelto; porque  la  verdad  es  que  en  los  primeros  ar- 
tículos de  la  ley  liemos  fijado  de  tal  suerte  el  con- 
cepto y límites  de  lo  contencioso-administrativo,  que 
cualquiera  que  los  lea,  sin  necesidad  de  más  antece- 
dentes, podrá  ya  saber  á qué  atenerse  respecto  á la 
índole  de  este  recurso. 

Decimos  en  el  preámbulo  de  nuestro  dictámen: 

«Desde  que  Vivien,  en  polémica  célebre,  eviden- 
ció la  diferencia  que  existe  entre  ia  potestad  adminis- 
trativa discrecional  y la  reglada,  afirmando  resuelta- 
mente que  solo  los  actos  emanados  de  ésta  pueden 
ser  materia  contencioso-administrativa,  quedó  cientí- 
ficamente definido  el  principio  fundamental  que  de- 
termina la  índole  de  este  recurso:  pues  fuera  de  él 
aparecen:  de  una  parte,  el  ejercicio  del  Poder  admi- 
nistrativo, no  sometido  á reglas  preexistentes  que  li- 
miten su  libertad  de  acción,  y de  otra,  los  actos  de  la 
Administración,  no  obrando  como  Poder  público,  sino 
como  persona  jurídica  al  nivel  de  los  particulares. 

La  idea  de  lo  contencioso-administrativo  surge, 
pues,  del  concepto  de  la  Administración  como  Poder 
público,  el  Poder  ejecutivo  del  Estado,  no  procediendo 
discrecionalmente,  sino  debiendo  acomodarse  en  sus 
actos  á ciertas  reglas  ó limitaciones  señaladas  por 
una  ley,  un  reglamento  ú otra  disposición  anterior  y 
cuando  al  obrar  en  el  ejercicio  de  esta  autoridad  re- 
glada vulnera  un  derecho  de  carácter  administrativo 
que  dichas  reglas  ó limitaciones  amparan  y pro- 
tegen.» 

¿Quiere  el  Sr.  Cárdenas  una  definición  más  clara, 
un  concepto  más  preciso  de  lo  contencioso-adminis- 
trativo? 
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Lo  contencioso  tiene  una  realidad  verdadera,  una 
realidad  científica  que  no  puede  desconocerse,  cual- 
quiera que  sea  el  principio  que  quiera  adoptarse  en 
punto  á la  organización  de  sus  tribunales.  Podrá  lle- 
varse á la  jurisdicción  ordinaria,  podrá  reservarse  á 
la  Administración  activa  ó á las  autoridades  que  de 
la  Administración  activa  dependen;  pero  siempre  sub- 
sistirá, cualquiera  que  sea  la  organización  que  quie- 
ra darse  á sus  tribunales»  el  concepto  real  y sustanti- 
vo de  lo  contencioso-administrativo.  Y es  que  lo  con- 
tencioso-adminislrativo  se  apoya  y descansa  en  dos 
conceptos  fundamentales  que  en  modo  alguno  se  pue- 
den desconocer:  de  una  parte,  la  distinción  entre  lo 
administrativo  y lo  que  no  es  administrativo,  lo  ci- 
vil, lo  penal,  lo  que  corresponde  á la  competencia 
exclusiva  do  los  tribunales  de  justicia;  de  otra  par- 
Le,  dentro  de  lo  administrativo,  la  distinción  entre  lo 
discrecional  y lo  reglado.  Por  consiguiente,  si  nos- 
otros en  el  proyecto  de  la  Comisión  determinamos 
como  condición  esencial  para  la  procedencia  del  re- 
curso contencioso-administrativo,  que  se  trate  de 
resoluciones  administrativas  emanadas  de  la  potes- 
tad reglada  de  la  Administración,  y no  de  la  potestad 
discrecional;  si  añadimos  luego  que  con  estas  dispo- 
siciones se  baya  vulnerado  un  derecho  de  un  parti- 
cular, perfectamente  definido  y establecido  anterior- 
mente por  modo  concreto,  habremos  fijado  los  limites 
de  lo  contencioso-adminisLrativo  de  suerte  que  cual- 
quiera puede  entenderlo.  ¿Es  ó no  real  y verdadera  la 
distinción  entre  lo  administrativo  y lo  civil?  ¿Es  ó 
no  real  y verdadera  la  distinción,  dentro  de  lo  ad- 
ministrativo, entre  lo  reglado  y lo  discrecional?  Pues 
si  estos  dos  principios  se  reconocen,  no  podrá  ménos 
de  reconocerse  á su  vez  la  sustancialidad  dé  lo  con- 
tencioso-administrativo. Ahora,  las  dificultades  de  la 
práctica  son  grandísimas,  porque  es  preciso  en  cada 
caso  definir  si  la  cuestión  de  que  se  trata  es  una  cues- 
tión de  derecho  civil  ó una  cuestión  de  derecho  admi- 
nistrativo, y si  dentro  del  derecho  administrativo  es  de 
potestad  discrecional  ó reglada,  y aquí  precisamente 
es  donde  se  estrellan  todos  aquellos  que  no  dominan 
bien  el  derecho  civil  ó el  derecho  administrativo,  ó 
que  dentro  del  derecho  administrativo  no  saben  dis- 
tinguir con  claridad  lo  discrecional  de  lo  reglado.  Por 
eso  lo  contencioso-administrativo,  siendo  tan  senci- 
llo en  su  fundamento,  es  tan  difícil  en  el  terreno  de 
la  aplicación,  en  el  terreno  de  la  práctica. 

Y esta  distinción  no  es  un  invento  de  la  Comisión 
nombrada  por  el  Congreso.  La  Comisión  del  Congre- 
so no  ha  tenido  la  pretensiou  de  venir  aquí  á introdu- 
cir innovaciones:  lo  que  ha  hecho  ha  sido  procurar 
recoger  la  doctrina  de  los  autores,  la  doctrina  esta- 
blecida por  el  Consejo  de  Estado,  que  es  verdadera- 
mente notabilísima,  y á la  que  yo  me  complazco  en 
este  momento  en  rendir  el  tributo  de  admiraciou  que 
merece;  seguir,  en  suma,  la  tradición  creada  por  to- 
dos aquellos  que  vienen  hace  muchos  anos  trabajan- 
do en  tal  maLeria.  La  misma  Comisión  lo  dice:  desde 
que  ha  empezado  á distinguirse  científicamente  lo 
discrecional  de  lo  reglado,  y esto  fué  allá  por  el 
año  28  en  Francia,  quedó  perfectamente  establecido 
el  criterio  para  comprender  lo  que  es  contencioso- 
administrativo,  por  más  que  sigan  siendo  difíciles  las 
aplicaciones  en  el  terreno  de  la  práctica. 

La  Administración  tiene  entre  sus  potestades,  que 
no  son  otra  cosa  más  que  manifestaciones  de  esa  fa- 
cultad general  que  al  Poder  ejecutivo  compete  de 


aplicar  las  leyes,  la  que  llamamos  la  potestad  impe- 
rativa ó de  mando;  y esta  potestad  imperativa  es  de 
dos  clases;  discrecional  ó reglada:  es  potestad  discre- 
cional cuando  la  Administración  obra  libremente;  es 
potestad  reglada  cuando  la  Administración  en  sus 
actos  tiene  que  someterse  á determinadas  reglas. 

Por  punto  general  debe  suponerse  que  la  ¡potestad 
administrativa  es  potestad  discrecional,  porque  así 
corresponde  á la  autonomía,  á la  independencia  con 
que  el  Poder  ejecutivo  ha  de  obrar  para  el  cumpli- 
miento de  las  leyes,  porque  así  lo  exige  la  oportuni- 
dad, la  prudencia,  la  energía,  la  discreción  con  que  ha 
de  obrar,  según  las  diversas  necesidades  de  lugar  y 
de  tiempo,  que  no  es  posible  prever  de  antemano.  Y 
es  reglada  cuando  por  no  baber  estas  razones  espe- 
ciales que  escapan  á la  previsión,  ó por  estimar  con- 
veniente encauzar  la  acción  administrativa  á fin  de 
evitar  el  abuso,  se  la  fijan  límites,  se  la  prescriben  con 
diciones,  ya  obligando  á oir  á determinados  Cuerpos, 
ya  exigiendo  la  aprobación  ó el  asentimiento  de  una 
autoridad  superior,  ya  estableciendo  ciertos  requisitos 
sin  los  cuales  el  acto  administrativo  no  es  válido.  Y 
desde  el  instante  en  que  existen  estas  condiciones,  es- 
tos requisitos,  estos  trámites,  ya  la  Administración 
tiene  que  sujetarse  indefectiblemente  á ellos,  quedan- 
do convertida  su  facultad  discrecional  en  reglada. 

Pues  bien,  nosotros  rechazamos  de  lo  conlencioso- 
admiuistrativo  todo  aquello  que  es  discrecional,  todo 
aquello  que  es  acto  de  puro  mando,  todo  aquello  que 
no  puede  limitarse  préviamente,  todo  aquello  que  res- 
ponde á la  oportunidad  y á las  circunstancias  del  mo- 
mento, y reducimos  la  esfera  de  acción  de  lo  conten- 
cioso á aquello  que  está  regulado  por  leyes,  por  re- 
glamentos ú otros  preceptos  administrativos. 

Y esta  profunda  distinción,  establecida  por  Vivien 
de  lo  discrecional  y de  lo  reglado,  es  la  base  propia 
para  comprender  la  naturaleza  de  lo  contencioso- 
administrativo. 

Ahora,  dentro  de  lo  administrativo  hay  que  dis- 
tinguir en  la  misma  Administración  dos  caractéres  ó 
dos  aspectos  completamente  diversos,  porque  la  Ad- 
ministración, ya  lo  hemos  dicho,  es  el  Poder  ejecuti- 
vo del  Estado,  y al  ser  el  Poder  ejecutivo  del  Estado 
es  la  representación  del  Estado  para  ejecutar,  para 
obrar,  para  traducir  las  disposiciones  legales  en  he- 
chos, y por  consiguiente,  no  puede  mónos  de  reves- 
tir en  esta  representación  y en  estos  actos  las  dos 
personalidades  que  reviste  ei  Estado,  dos  personali- 
dades que  nadie,  absolutamente  nadie  podrá  desco- 
nocer: el  Estado  como  la  sociedad  misma  organizada 
para  la  realización  del  derecho,  en  cuanto  manda  y 
ordena,  en  cuanto  es  propiamente  Poder  público  con 
sus  atributos  de  autoridad  y de  fuerza;  y el  Estado 
en  cuanto  es  persona  jurídica,  en  cuanto  se  coloca,  no 
en  relación  de  superior  á inferior  con  respecto  á los 
ciudadanos,  sino  en  relación  de  igualdad  con  ellos,  es 
decir,  en  cuanto  es  persona  civil;  y por  eso,  después 
de  decir  nosotros  que  lo  contencioso-administrativo 
no  cabe  contra  lo  discrecional,  añadimos  inmediata- 
mente que  no  cabe  tampoco  contra  aquellos  actos  de 
la  Administración  en  que  haya  obrado  á nombre  del 
Estado  como  personalidad  civil  ó jurídica,  ó sea  en 
relación  de  igualdad  con  los  particulares;  entendiendo 
por  persona  jurídica  su  cualidad  de  ser  sujeto  de  dere- 
chos y obligaciones.  Tai  vez  parezca  demasiado  cien- 
tífica esta  definición;  pero  bien  se  comprende  que  ha- 
biéndose de  fijar  con  claridad  los  límites  de  lo  con- 
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tencioso,  no  podíamos  ménos  do  definir  también  la 
personalidad  jurídica  de  la  Administración,  para  pre- 
cisar el  criterio  que  debe  presidir  á su  determinación 
en  la  práctica. 

De  manera  que  lo  contencioso-administrativo  tiene 
una  verdadera  realidad  en  el  derecho,  que  se  deriva 
de  la  realidad  de  los  derechos  administrativos,  de  la 
realidad  de  la  Adm  inistración  considerada  como  Poder 
público  sujeto  á reglas,  quedando  fuera  de  dicho  con- 
cepto todo  lo  discrecional  déla  Administración  y lo  re- 
lativo á su  cualidad  de  persona  jurídica.  ¿Qué  más  que- 
ría el  Sr.  Cárdenas  que  hiciésemos?  ¿Podíamos  entrar 
en  la  ley  en  un  desenvolvimiento  de  estos  principios? 
¿Habíamos  de  decir  cuándo  procede  y cuándo  no  el  re- 
curso contencioso  en  materia  de  aguas,  de  minas,  de 
montes,  do  ferro-carriles,  de  expropiación  forzosa,  de 
contribuciones  y demás  asuntos  de  Hacienda?  Esto  no 
podíamos  hacerlo  en  modo  alguno,  porque  por  muy 
buenos  que  fueran  nuestros  propósitos,  por  muy  gran- 
de que  fuese  nuestra  inteligencia,  ¿cómo  habíamos  de 
tener  la  seguridad  de  haber  agotado  todos  los  casos 
que  pueden  presentarse  en  la  práctica?  Cormenin  lo 
pretendió  inútilmente  con  sus  96  reglas  de  proceden- 
cia del  recurso. 

En  todas  las  materias  que  lie  citado  hay  dos  as- 
pectos que  pueden  dar  lugar  á jurisdicción  diversa; 
porque  lo  mismo  en  aguas  que  en  minas,  que  en 
montes,  que  en  ferro-carriles,  que  en  hacienda,  que 
en  servidumbres,  cabe  distinguir  el  aspecto  público  y 
el  aspecto  privado,  y según  esta  diversidad  de  aspectos, 
será  diferente  la  competencia  de  los  tribunales.  Sise 
trata  de  actos  conservatorios  del  dominio  público,  ó 
referentes  á la  regularizacion  del  aprovechamiento 
coman,  los  aclos  de  la  Administración,  dentro  de  la 
potestad  reglada,  serán  materia  contencioso-adminis- 
trativa;  mientras  que  si  versan  sobre  el  reconocimien- 
to de  la  propiedad  y los  derechos  civiles  de  los  ciuda- 
danos, caerán  dentro  de  la  competencia  de  lo^  tribu- 
nales ordinarios. 

Hien  claros  aparecen  los  principios  para  resolver 
estas  cuestiones  en  el  articulado  de  la  ley;  porque 
nosotros,  no  solamente  hemos  hecho  una  enumera- 
ción general  de  las  condiciones  de  procedencia  en  el 
art  1.a,  sino  que  luego  en  los  sucesivos  hemos  ido 
definiendo  cada  una  de  sus  condiciones.  Así  deci- 
mos primeramente,  y en  general,  que  para  que  pro- 
ceda recurso  contencioso-administrativo  se  requieren 
las  condiciones  siguientes:  1.a,  que  la  providencia 
cause  estado;  2.a,  que  emane  de  la  potestad  reglada 
de  la  Administración;  3.a,  que  vulnere  un  derecho 
administrativo  de  carácter  particular  que  ya  exista, 
es  decir,  anteriormente  determinado  por  una  ley  ó 
por  un  reglamento  que  dcíina  ios  derechos  del  de- 
mandante ó de  las  personas  que  en  su  mismo  caso  se 
encuentren.  Y después  de  esta  enumeración  vamos 
explicando  cada  uno  de  estos  conceptos,  diciendo:  se 
entenderá  que  causa  estado  la  providencia  cuando 
contra  ella  no  quepa  recurso  alguno  en  la  vía  guber- 
nativa; se  entenderá  que  la  Administración  obra  den- 
tro de  sus  facultades  regladas  cuando  deba  acomo- 
darse en  sus  actos  á condiciones  señaladas  por  una 
ley  ó un  reglamento  ú otro  precepto  anterior  admi- 
nistrativo; se  entenderá  lesionado  el  derecho  del  par- 
ticular cuando  precisamente  esta  ley  ó reglamento 
haya  fijado  ciertas  condiciones  para  el  ejercicio  de  la 
potestad  administrativa,  y la  autoridad  haya  faltado  á 
ellas  en  perjuicio  del  particular  ó de  la  personalidad 


que  en  su  caso  se  encuentre,  que  haga  la  reclama- 
ción. Y para  que  no  quepa  duda  alguna,  confirmamos 
por  modo  negativo  la  definición,  excluyendo  de  lo 
contencioso-administrativo  lodos  aquellos  asuntos 
que  se  refieran  á la  potestad  discrecional  de  la  Ad- 
ministración, ó en  que  ésta  haya  obrado  como  perso- 
na jurídica,  ó en  que,  aun  obrando  como  Poder  pú- 
blico, haya  lastimado  derechos  civiles;  y todavía 
agregamos  que  se  entenderá  que  la  Administración 
obra  como  persona  jurídica  en  cuanto  prescindiendo 
de  aquellos  caractéres  que  son  inherentes  á la  natu- 
raleza del  Poder,  á la  autoridad,  á la  relación  de  su- 
perioridad sobre  los  llamados  á cumplir  la  ley,  se 
presenta  al  nivel  de  ios  particulares,  es  decir,  como 
sujeto  de  derechos  y obligaciones. 

¿Dónde  ha  visto  el  Sr.  Cárdenas  una  definición 
más  completa  de  lo  que  es  lo  contencioso-adminis- 
trativo? 

Y no  hay  que  confundir  aquí,  como  á mi  enten- 
der hacía  el  Sr.  Danvila,  las  condiciones  generales 
del  recurso  contencioso-administrativo  con  las  fa- 
cultades de  los  tribunales  llamados  á entender  en 
esos  asuntos;  porque  una  cosa  es  lijar  la  naturaleza 
de  lo  contencioso-administrativo,  y otra  muy  diversa 
el  distribuir  los  asuntos  dentro  ya  de  la  organización 
de  los  tribunales,  y decir:  pues  los  tribunales  de  pri- 
mera instancia  entenderán  de  esto  y los  de  segunda 
instancia  entenderán  de  lo  otro;  una  cosa  es  la  mate- 
ria contencioso-administrativa,  y otra  cosa  es  la  com- 
petencia, las  facultades  y las  atribuciones  de  los  tri- 
bunales, repartidas  según  los  diferentes  grados  y je- 
rarquías de  la  organización,  que  es  lo  único  que  se 
había  hecho  hasta  aquí  en  todas  las  disposiciones  pu- 
blicadas en  España  acerca  de  esta  materia. 

Queda,  sí,  una  excepción,  y es  la  de  los  contratos 
de  servicios  públicos.  La  Comisión  no  se  ha  atrevido 
á mantener  íntegro  su  criterio  acerca  de  este  punto. 
Yo  no  voy  á molestar  ai  Congreso  haciendo  una  di- 
sertación acerca  de  la  verdadera  naturaleza  de  los 
contratos  de  servicios  y obras  públicas.  Es  corriente 
la  doctrina,  no  solo  entre  los  tratadistas,  sino  en  la 
jurisprudencia,  de  que  una  cosa  son  los  contratos 
para  obras  y servicios  públicos,  y otra  muy  distinta 
los  que  la  Administración  celebra  para  atenciones 
análogas  á las  de  un  particulor  cualquiera;  que  en 
los  primeros  la  Administración  obra  como  un  verda- 
dero Poder  del  Estado,  y en  los  segundos  no  obra 
más  que  como  persona  jurídica;  pero  yo  entiendo  que 
si  bien  los  contratos  de  servicios  públicos  son  de  una 
índole  especial  que  no  permite  equipararlos  en  cua li- 
to á sus  reglas,  en  cuanto  á sus  condiciones,  á los  con- 
tratos de  derecho  privado,  esta  especialidad  no  auto- 
riza para  que  la  misma  Administración  contratante 
sea  quien  interprete  sus  cláusulas  para  los  efectos  de 
la  indemnización  debida  al  particular. 

Dueño  que  en  esta  clase  de  contratos  se  reserve  la 
Administración  la  facultad  de  llevarlos  á efecto  por 
si  misma  mediante  la  vía  de  apremio,  de  poderlos 
modificar,  suspender,  y si  es  preciso,  rescindir;  actos 
y cuestiones  que  no  se  revelan  ciertamente  ruando  se 
trata  de  contratos  meramente  privados;  porque  no 
hay  que  olvidar  que  en  estos  contratos  la  Adminis- 
tración, como  Poder  del  Estado,  ha  de  atender  á las 
necesidades  del  mismo,  y por  consiguiente  no  puede 
sujetarse  á aquel  precepto  de  la  ley  del  Ordenamien- 
to de  Alcalá,  de  que  de  cualquiera  manera  que  un 
hombre  quiera  obligarse,  queda  obligado,  y de  que  lo 
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pactado  es  ley  y ha  de  sufrir  sus  consecuencias  quie- 
ra ó no  quiera.  Pero  no  por  esto  se  ha  de  desconocer 
que  las  cuestiones  que  surjan  sobre  la  interpretación 
de  las  cláusulas  del  contrato,  no  para  el  efecto  de 
impedir  su  suspensión,  su  rescisión  ó su  modificación 
por  la  Administración  misma,  si  las  necesidades  pú- 
blicas lo  exigiesen,  sino  para  el  efecto  de  regular  las 
indemnizaciones,  son  cuestiones  completamente  dis- 
tintas del  aspecto  que  tiene  la  Administración  como 
Poder  público,  y deben  ser,  por  tanto,  materia  exclui- 
da de  lo  contencioso  administrativo.  Croemos,  pues, 
que  en  buenos  principios,  como  croe  el  mismo  parti- 
do conservador,  ó al  ménos  algunos  de  sus  dignísi- 
mos individuos,  como  el  Sr.  Conde  de  Tejada  de 
Valdosera,  y como  afirma  la  Comisión  de  notables  en 
el  preámbulo  de  su  proyecto,  que  los  contratos  de 
servicios  públicos  son  materia  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria, sin  que  por  esto  se  entienda,  debo  añadir,  que 
tales  coutratos  pierden  su  especialidad  ni  mucho  me- 
nos, y ni  por  ello  pueda  privarse  á la  Administración 
de  la  facultad  de  obligar  á su  cumplimiento  por  la 
vía  de  apremio,  ni  de  modificarlos,  suspenderlos  ó 
rescindirlos  si  lo  exigiera  el  interés  público. 

No  obstante,  nosotros  nos  liemos  creído  en  el  caso 
de  hacer  la  excepción,  porque  la  cuantía  que  suelen 
tener,  el  conocimiento  especial  que  requieren  todas 
las  cuestiones  que  con  ellos  se  relacionan,  y la  cele- 
ridad que  exige  la  resolución  de  sus  incidencias,  no 
se  avienen  hien  con  la  Organización  actual  de  unes- 
tros  tribunales  de  justicia;  creyendo  además  que  el 
particular  lesionado  tendrá  en  los  procedimientos  or- 
dinarios ménos  ventajas  que  las  que  le  ofrecerán  ios 
medios  de  garantía  y protección  en  la  ejecución  de 
las  sentencias  del  provecto  de  ley  de  lo  con  teñe  ioso- 
administrativo.  Hacemos,  en  una  palabra,  en  esta 
cuestión  lo  mismo  que  hizo  la  Comisión  de  notables: 
considerarla  en  principio  como  contraria  á la  verda- 
dera índole  de  lo  contencioso- administrativo,  pero 
admitiéndola  como  una  necesidad  histórica  y á re- 
serva de  que  el  adelanto  en  estas  materias  haga  la 
excepción  innecesaria.  En  cuanto  á los  demás  casos 
que  citaba  el  Sr.  Cárdenas,  no  hemos  creído  necesario 
decir  nada,  porque  son  confirmación  de  las  regias 
generales  que  establecemos,  y los  tribunales  harán 
la  aplicación  que  corresponda,  según  la  naturaleza 
de  los  hechos.  Si  hablamos  de  los  contratos  de  obras 
y servicios  públicos,  es  porque  son  una  verdadera 
excepción  de  la  regla  general  de  procedencia. 

Por  todas  estas  razones,  me  atrevo  á esperar  del 
Sr.  Cárdenas  se  servirá  reconocer  que  la  Comisión  no 
ha  procedido  de  ligero  al  determinar  la  naturaleza  de 
este  recurso  contencioso-administrativo,  y ha  hecho 
una  obra  meritoria  al  establecer  las  reglas  generales 
de  procedencia,  no  pagándose  de  la  gloria  de  una  in- 
vención, sino  diciendo  franca  y lealmente  que  no  ha 
hecho  más  que  recoger  la  opinión  general  de  los  au- 
tores y la  doctrina  constante  de  la  jurisprudencia  del 
Consejo  de  Estado,  no  consignada  con  tal  precisión 
en  la  legislación  vigente  ni  en  ninguno  de  los  pro- 
yectos hasta  ahora  presentados. 

Entro  ya  en  la  segunda  parte  del  discurso  del  se- 
ñor Cárdenas,  ó sea  en  la  organización  de  los  Tri- 
bunales Contencioso-administrativos,  y para  que  no 
quepa  duda  alguna  acerca  de  las  opiniones  de  la  Co- 
misión, voy  á comenzar  por  leer  un  párrafo  de  nues- 
tro preámbulo.  Después  de  afirmar  que  todos  los 
firmantes  del  dictámen  estábamos  contestes  en  re-  | 


chazar  la  jurisdicción  retenida,  así  como  en  quitar  de 
los  Cuerpos  cousultivos  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa,  decimos: 

«Dentro  de  este  común  criterio  había,  sin  embar- 
go, dos  opiniones  diversas:  una,  la  de  llevar  lo  con- 
tencioso administrativo  al  Tribunal  Supremo,  creando 
una  Sala  cuarta,  y á las  Audiencias  territoriales  en 
sus  Salas  de  lo  civil,  organizándolas  según  el  proyec- 
to del  Gobierno;  y otra,  la  de  establecer  un  Tribunal 
Contencioso-administrativo,  especial  y único,  que  en- 
tendiera de  estos  negocios  contra  las  resoluciones  de 
las  autoridades  de  lodo  género,  luego  que  causasen 
estado. 

Esta  diversidad  de  criterios,  que  científicamente 
siguen  manteniendo  ios  firmantes,  se  ha  resuelto  en 
la  transacción  de  aceptarse  la  especialidad  de  los  Tri- 
bunales Contencioso-administrativos  como  indepen- 
dientes de  lo  administrativo  y de  lo  judicial,  con  el 
sistema  mixto  de  organización  propuesto  por  el  Go - 
biorno  y la  dualidad  de  instancias.» 

Ya  tiene  el  Sr.  Cárdenas  explicado  el  modo  de 
pensar  de  la  Comisión  acerca  de  este  punto. 

Unos  querian  el  sistema  judicial,  y otros  defen- 
díamos el  sistema  de  los  tribunales  especiales.  En  lo 
que  todos  estábamos  conformes  era  en  la  convenien- 
cia de  que  lo  contencioso-admiDistrativo  se  estable- 
ciera de  tal  suerte  que  no  fuese  obra  de  partido, 
sino  que,  siendo  aceptado  por  todos,  quedase  fuera 
de  las  vicisitudes  y los  vaivenes  de  las  luchas  políti- 
cas. Lo  que  hay  es  que  mientras  para  unos  la  tran- 
sacción, en  la  forma  que  la  hemos  hecho,  y en  que 
todos  hemos  cedido,  se  imponía  por  razones  de  con-, 
conlia  y de  conveniencia  pública,  para  otros  respon- 
día además  á principios  científicos,  contándose  entre 
los  que  así  pensaban  el  que  tiene  el  honor  de  dirigi- 
ros la  palabra. 

El  Sr.  Cárdenas  ha  presentado  aquí  una  lista  de 
los  diversos  proyectos  que  se  han  formulado  en  dife- 
rentes ocasiones  para  la  reforma  de  lo  contencioso- 
administrativo;  y á fin  de  que  nos  entendamos,  yo 
voy  á hacer  una  clasificación  científica,  para  luego 
colocar  cada  nno  de  estos  proyectos  en  el  grupo  que 
científicamente  le  corresponde. 

Yo  entiendo  que  en  esto  de  la  organización  de  los 
Tribunales  Contencioso-administrativos  hay  dos  siste- 
mas radicalmente  opuestos,  dos  sistemas  eclécticos  y 
un  sistema  mixto  ó armónico.  Son  sistemas  radical- 
mente opuestos  los  que  yo  llamo  sistema  administra- 
tivo puro  y sistema  puro  judicial;  voy  á señalar  sus 
caracteres.  El  sistema  administrativo  puro  se  distin- 
gue, á mi  entender,  por  estas  tres  cualidades:  locon- 
tencioso-administrativo  no  es  más  que  una  revisión 
del  acto  administrativo  producido  en  la  vía  guberna- 
tiva; debe  resolverse  por  la  misma  Administración, 
con  jurisdicción  retenida  y mediante  el  dictámen  de 
Cuerpos  consultivos.  El  sistema  judicial  puro  se  dis- 
tingue por  estos  otros  tres  caractéres:  lo  contencioso- 
administrativo  no  es  una  revisión  del  acto  guberna- 
tivo, es  un  verdadero  pleito;  cu  este  pleito  el  Estado 
puede  sor  demandado  como  un  particular  cualquiera, 
y como  consecuencia  del  pleito  el  Estado  puede  ser 
condenado  como  un  particular  cualquiera  también. 
Sin  embargo,  de  uno  y de  otro  campo,  de  una  y de 
otra  tendencia  se  viene  á la  solución  armónica,  y en 
esto  caminó  surgen  las  soluciones  eclécticas. 

La  solución  ecléctica,  que  viene  del  campo  admi- 
nistrativo, es  aquella  que  consiste  en  decir:  lo  conten- 
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cioso-administrativo  es  una  revisión,  sí,  del  acto  ad- 
ministrativo, pero  una  revisión  que  debe  hacerse  con 
más  formalidades;  vamos  á prescindir  de  la  jurisdic- 
ción retenida  y á convertirla  en  jurisdicción  delegada; 
vamos  á hacer  inamovibles  los  funcionarios  de  los 
Cuerpos  consultivos,  y así  se  han  establecido  las  Sa- 
las de  lo  Contencioso-administrativo  del  Consejo  de 
Estado,  compuestas  de  consejeros  inamovibles  y con 
jurisdicción  delegada. 

Del  camino  judicial  se  ha  venido  á ia  solución 
ecléctica  por  otros  medios;  se  ha  dicho:  no;  lo  con- 
tencioso-administrativo no  es  un  pleito  como  otro 
cualquiera,  tiene  una  especialidad;  vamos  á consti- 
tuir una  Sala  especial,  pero  formando  parte  de  los  tri  - 
bunales  de  justicia,  corno  un  organismo  más  del  Po- 
der judicial,  y claro  está  que  con  jurisdicción  dele- 
gada y con  magistrados  inamovibles. 

Viene  por  último  la  solución  armónica,  que  es  la 
que  la  Comisión  propone,  segun  la  cual,  lo  contencioso- 
administrativo  no  pertenece  al  órden  judicial  ni  al 
órden  administrativo;  tiene  una  situación  propia;  ni 
es  una  segunda  parte  del  procedimiento  administra- 
tivo, ni  es  un  pleito  ordinario  que  exija  conocimien- 
tos especiales;  surge  de  la  reunión  de  estos  términos: 
lo  administrativo  y lo  contencioso;  y no  debe  estar 
supeditado  ni  al  Poder  ejecutivo  ni  al  judicial... 

La  clasificación  de  los  diversos  proyectos  de  lo 
:ontencioso-administrativo  que  ha  enumerado  el  señor 
Cárdenas,  es  muy  fácil  después  de  lo  que  llevo  dicho. 

Sistema  actual:  régimen  administrativo  puro,  sis- 
tema de  ios  Tribunales  Coutencioso-administrativos 
de  los  años  1854  y 1856,  sistema  administrativo  puro 
también,  como  probaré  después;  sistema  del  período 
revolucionario  de  1868  á 1874,  sistema  judicial  ecléc- 
tico; proyecto  de  la  Comisión  de  notables,  aceptado 
por  el  Sr.  Cánovas,  sistema  administrativo  ecléctico; 
sistema  del  proyecto  presentado  por  el  Gobierno  en 
1882  y 1886,  sistema  judicial  ecléctico;  proposición 
del  Sr.  Gallostra,  sistema  armónico,  tribunal  especial 
y único;  dictámen  de  esta  Comisión,  sistema  armónico 
también,  tribunales  especiales  independientes  de  lo 
administrativo  y de  lo  judicial.  Paréceme  que  ahora 
con  esta  clasificación  ya  podremos  entendernos  per- 
fectamente, y podrá  apreciarse  mejor  el  espíritu  que 
anima  al  dictámen  de  la  Comi9ion. 

Nosotros  hemos  traído  un  proyecto  que  no  puede 
decirse  sea  obra  de  un  partido,  Sr.  Cárdenas  y señor 
Dauviia;  es  un  sistema  que  aspiramos  á que  sea  base 
de  concordia  entre  todos  los  partidos,  absolutamente 
entre  todos,  desde  los  más  avanzados  hasta  los  más 
retrógrados.  La  Comisión  así  lo  ha  entendido,  y por  eso 
lo  ha  propuesto  y ha  tenido  el  valor  de  formular  un 
proyecto  distinto,  hasta  cierto  punto,  del  proyecto 
preseutado  aquí  por  el  Gobierno;  y bueno  es  que  las 
minorías  tengan  presente  esta  circunstancia,  para  re- 
conocer que  el  Gobierno  no  se  inspira  en  espíritu  de 
partido,  como  decía  el  Sr.  Cárdenas,  pues  lejos  de  eso, 
nos  dijo  que  daba  por  hecho  lo  que  nosotros  hiciéra- 
mos, porque  lo  que  quería  era  que  fuese  una  obra 
aceptada  por  todas  las  fracciones  como  obra  perma- 
nente que  no  quedase  sujeta  á los  vaivenes  de  la  po- 
lítica. Pero  yo  debo  añadir  más,  y es,  que  si  la  Comi- 
sión ha  hecho  esta  transacción  porque  entendía  que 
era  una  obra  de  concordia,  yo  declaro  que  se  halla  de 
conformidad  con  los  principios  que  siempre  he  pro- 
fesado en  esta  materia,  y no  tengo  inconveniente  en 
asumir  la  responsabilidad  de  su  defensa  política.  Yo 


me  propongo  demostrar  al  Sr.  Cárdenas  que  esta  so- 
lución de  los  Tribunales  Contencioso  administrativos 
• especiales  tiene  un  fundamento  racional,  responde  al 
estado  actual  de  la  legislación  en  Europa,  y es.  en 
efecto,  la  única  solución  posible  de  verdadera  concor- 
dia entre  todos  los  partidos  en  España. 

Nosotros  no  podíamos  admitir  el  sistema  adminis- 
tratioo , ni  el  puro  ni  el  ecléctico.  El  sistema  adminis- 
trativo se  funda  en  el  principio  de  que  lo  contencioso- 
administrativo  no  es  más  que  una  revisión  de  la  reso- 
lución recaída  en  la  vía  gubernativa,  que  debe  hacer 
la  misma  Administración  corno  facultad  inherente  á 
su  propio  poder.  Pues  bien,  nosotros  sostenemos  que 
lo  contencioso-administrativo  no  forma  parte  de  la 
acción  de  gobernar,  ni  puede  estimarse  incluido  en 
el  verdadero  procedimiento  administrativo. 

Claro  es  que  la  Administración  tiene  su  procedi- 
miento, como  le  tienen  todos  los  Poderes;  porque  aquí 
se  ha  venido  creyendo  que  no  había  más  procedimien- 
to que  el  del  Poder  judicial,  y cuando  se  habla  de  pro- 
cedimientos no  se  atribuye  más  que  al  Poder  judi- 
cial: tiene  sil  procedimiento  el  Poder  legislativo  para 
dar  las  leyes;  tiene  su  procedimiento  el  Poder  judi- 
cial para  aplicarlas  con  relación  á hechos  concretos; 
tiene  su  procedimiento  el  Poder  ejecutivo  para  desen- 
volverlas en  relación  con  todos  los  fines  de  la  vida; 
tiene  su  procedimiento  el  Poder  moderador  para  re- 
solver las  crisis  y los  conflictos  que  pueden  ocurrir 
entre  los  diversos  Poderes  del  Estado.  Pero  hay  qne 
fijar  los  límites  de  este  procedimiento  administrativo; 
esto  es  lo  que  importa  definir  y aclarar.  La  Adminis- 
tración es  el  Poder  encargado  de  ejecutar  la  ley:  pero 
ai  hacerlo,  tropieza  con  las  dificultades  de  la  prácti- 
ca; dificultades  que  nacen  de  la  generalidad  y acaso 
do  la  oscuridad  con  que  la  misma  ley  está  redactada; 
dificultades  que  nacen  de  los  llamados  á obedecerla; 
y como  el  Poder  ejecutivo  y como  la  Administración 
es  acción,  es  movimiento,  no  puede  permanecer  está- 
tica, sino  que  tiene  que  proveer  á la  satisfacción  de 
las  necesidades  públicas  tan  pronto  como  se  presentan; 
la  Administración  no  puede  pasarse  ni  dejar  de  re- 
solver aquellas  dificultades,  y para  eso  necesita  des- 
envolver el  precepto  del  legislador;  para  eso  necesita 
aplicarle  con  relación  á las  circunstancias  y á los 
tiempos;  para  eso  necesita  vencer  todas  aquellas  re- 
sistencias que  el  interés  particular  ofrece.  Y claro  es 
que  al  hacer  todo  eso,  la  Administración  ha  de  estu- 
diar, ia  Administración  ha  de  informarse,  la  Admi- 
nistración lia  de  resolver  á través  de  sus  diversos  gra- 
dos jerárquicos;  y esta  serie  de  trámites,  como  parte 
integrante  de  la  fuucion  misma  de  obrar  y de  ejecu- 
tar, pues  que  no  se  puede  ejecutar  y obrar  sino  apli- 
cando la  ley  según  los  casos,  constituye  la  vía  gu- 
bernativa, que  es  el  único  procedimiento  propio  de  la 
Administración. 

Pero  la  Administración  ha  obrado  ya;  1a  Adini- 
tracion  ha  vencido  todas  las  resistencias  qne  se  pre- 
sentaban para  el  cumplimiento  de  la  ley;  la  Adminis- 
tración ha  resuelto  todas  las  dificultades  que  ocurrían 
en  su  aplicación;  ya  no  se  trata  de  impedir  el  cum- 
plimiento de  la  ley;  ya  se  trata  de  juzgar  el  acto  ad- 
ministrativo, y cuando  por  resultas  de  todos  estos 
procedimientos  la  Administración  ba  quebrantado  un 
derecho  particular,  la  Administración  ha  lesionado 
un  derecho  que  se  ampara  en  una  ley  ó en  un  regla- 
mento que  era  limitativo  de  su  potestad  discrecional, 
¿quién  va  á juzgar  de  esta  lesión?  No  se  trata  ya  de 
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que  la  Administración  impida  la  infracción  de  la  ley, 
sino  que  es  ella  misma  quien  la  infringe;  no  se  traía 
ya  de  que  la  Administración  venza  las  resistencias 
para  el  cumplimiento  del  derecho,  sino  que  es  ella 
misma  la  que  resiste;  no  se  trata  ya  de  vencer  todas 
aquellas  dificultades  que  surgen  en  cuanto  al  cum- 
plimiento de  los  íines  del  Eslado,  sino  que  es  ella 
misma  quien  los  dificulta;  y yo  pregunto:  en  este 
caso,  ¿quién  va  á resolver  la  cuestión?  ¿Será  la  misma 
Administración  ofensora?  ¿será  la  misma  Administra- 
ción infractora?  ¿será  la  misma  Administración  des- 
conocedora de  aquellos  derechos?  Evidentemente,  no; 
la  Administración  no  puede  ser  juez  y parte. 

Pues  bien:  la  Administración  es  juez  y parte 
dentro  del  sistema  administrativo,  ya  sea  el  sistema 
administrativo  puro,  ya  sea  el  sistema  ecléctico.  El 
Sr.  González  lo  demostró  á la  perfección;  por  consi- 
guiente, yo  no  he  de  insistir  en  este  punto.  No  des- 
conocerá el  Sr.  Cárdenas,  no  desconocerá  tampoco  el 
Sr.  Danvila,  que  las  Diputaciones  provinciales  pueden 
dictar  acuerdos  dentro  de  aquella  esfera  de  su  libé- 
rrima competencia,  que  lesionen  sin  embargo  los 
derechos  administrativos  de  un  particular,  perfecta- 
mente garantidos  por  una  ley  ó por  un  reglamento 
anterior,  acuerdos  susceptibles,  por  tanto,  del  recurso 
contencioso-administrativo.  Pues  bien,  ¿llevaremos  á 
la  resolución  de  la  Diputación  provincial  aquellas 
reclamaciones,  aquellos  recursos  contra  actos  por  ella 
misma  producidos?  No  me  negarán  el  Sr.  Cárdenas  ni 
el  Sr.  Danvila  que  el  gobernador  puede  oir  cuando 
quiera  á la  Comisión  provincial  y fundar  en  su  dictá- 
men  una  resolución.  ¿Llevaremos  á las  Comisiones 
provinciales  la  resolución  de  aquellos  asuntos  en  que 
ellas  han  informado  por  la  vía  consultiva?  No  me  ne- 
garán tampoco  el  Sr.  Cárdenas  ni  el  Sr.  Danvila  que 
hay  casos  en  que  el  Consejo  de  Estado  debe  ser  oido, 
y otros  en  que  puede  ser  oido.  ¿Llevaremos  ai  Conse- 
jo de  Estado  la  resolución  en  vía  contenciosa  de  aque- 
llos asuntos  en  que  ha  informado  también  en  vía  con- 
sultiva? Evidentemente  que  esto  no  puede  hacerse. 
¿Qué  diria  el  particular  que  habiendo  consultado  con 
un  letrado  acerca  de  un  negocio  que  desease  llevará 
los  tribunales  de  justicia,  después  de  haber  sido  por 
él  informado  de  que  no  le  asistia  la  razón  en  derecho, 
se  le  encontrase  nombrado  juez,  y que  era  precisa- 
mente el  llamado  á resolver  en  aquella  misma  cues- 
tión litigiosa? 

Véase  por  qué,  con  cuánta  razón  decía  el  Sr.  Gon- 
zález que  en  este  sistema  de  lo  administrativo  la  Ad- 
ministración es  juez  y parte.  ¿Pero  se  quiere  aún  ma- 
yor absurdo  que  el  que  dependa  de  la  misma  Admi- 
nistración, no  ya  el  resolver,  sino  hasta  el  oir  al  mis- 
mo reclamante?  Un  particular  recurre  contra  un 
acuerdo  de  la  Diputación  provincial,  y el  gobernador, 
oyendo  á la  Comisión  provincial,  le  rechaza  el  recur- 
so en  la  vía  contenciosa;  aquel  particular  se  alza  de 
la  providencia  del  gobernador  ante  el  Ministro,  y del 
Ministro  depende,  prévia  consulta  del  Consejo  de  Es- 
lado,  que  se  le  oiga  ó no  se  le  oiga.  Otro  particular 
interpone  una  demanda  ante  el  Consejo  de  Estado  con- 
tra la  Administración  central,  y de  los  Ministros  de- 
pende su  admisión  ó no  en  vía  contenciosa.  Y no  ten- 
go para  qué  recordar  cómo  además  de  depender  de 
la  Administración  no  solo  la  resolución,  sino  la  admi- 
sión de  la  demanda,  depende  también  el  cumplimien- 
to y la  ejecución  de  la  sentencia,  lo  cual  va  es  el  col- 
mo de  la  injusticia. 


Tan  grande  es  el  absurdo  del  sistema  adminis- 
trativo puro,  que  ya  los  partidarios  de  este  sistema 
vienen  al  eclecticismo,  aunque  conservando  el  princi- 
pio de  que  lo  contencioso-administrativo  es  mera  re- 
visión, y así  se  lia  establecido  ó propuesto  que  se  es- 
tablezca una  Sala  délo  Contencioso-administrativo  del 
Consejo  de  Estado,  compuesta  de  funcionarios  inamo- 
vibles y con  jurisdicción  delegada.  Pero  yo  pregunto: 
desde  el  momento  en  que  se  forma  un  tribunal  den- 
tro  de  un  Cuerpo  consultivo  con  estas  facultades  de 
la  jurisdicción  retenida  y con  esta  cualidad  de  ser 
sus  miembros  inamovibles,  ¿cómo  puede  seguirse  lla- 
mando Consejo  y no  se  llamaTribunal?  ¿Quiere  decir- 
me el  Sr.  Cárdenas  á qué  naturaleza  pertenecería  el 
Consejo  de  Estado  con  una  Sala  de  lo  Contencioso-ad- 
ministrativo  ejerciendo  jurisdicción  delegada,  y cu- 
yos individuos  fueran  inamovibles?  En  primer  lugar, 
existiría  una  diferencia  inmensa  entre  los  individuos 
de  la  Sala  contenciosa  y los  demás  miembros  de  aquel 
alto  Cuerpo;  y en  segundo  lugar,  resultaría  comple- 
tamente perdido  el  carácter  del  Consejo  de  Estado;  y 
S.  S.,  que  nos  hablaba  d nosotros  de  haber  traído  un 
tribunal  chico,  según  decía,  y no  sé  por  qué  ha  de 
ser  chico  cuando  le  damos  la  misma  categoría  que 
al  Tribunal  Supremo  y al  Consejo  de  Estado,  viene 
á sostener  la  doctrina  de  la  Comisión  de  notables, 
que  encierra  dentro  del  Consejo  de  Eslado  un  orga- 
nismo que  pugna  con  su  naturaleza  de  Cuerpo  con- 
sultivo. Un  Consejo  parece  que  no  debe  tener  otra 
función  que  aconsejar;  un  Consejo  que  falla,  que  juz- 
ga, que  decide;  un  Consejo  sobre  el  cual  no  hay  na- 
die, no  es  un  Consejo,  es  un  tribunal.  ¿Qué  le  falta  al 
Sr.  Cárdenas  para  llegar  á la  misma  solución  que  nos- 
otros proponemos?  Pues  sencillamente  esto:  cortar 
aquel  cordon  que  une  esta  Sala  de  lo  Contencioso-ad- 
ministrativo, inamovible  y con  la  jurisdicción  dele- 
gada, al  resto  del  Consejo  de  Estado,  y entonces  es- 
tará completamente  dentro  de  nuestro  sistema  de  los 
tribunales  especiales. 

Resulta  de  todo  esto,  que  no  podíamos  admitir, 
como  en  efecto  no  hemos  admitido,  el  sistema  admi- 
nistrativo en  lo  contencioso-administrativo,  ni  puro 
ni  ecléctico.  ¿Podíamos  admitir  el  sistema  judicial? 
Realmente,  yo  no  me  he  de  entretener  en  refutarlo, 
porque  así  como  el  sistema  administrativo  ha  tenido 
representantes  en  esta  discusión,  el  sistema  judicial 
no  los  ha  tenido  hasta  ahora.  Sin  embargo,  para  jus- 
tificar la  solución  armónica  de  la  Comisión,  yo  he  de 
decir  aunque  no  sea  más  que  breves  palabras. 

Para  mí,  los  partidarios  del  sistema  judicial,  lo 
mismo  que  los  del  administrativo,  desconocen  la  rea- 
lidad de  lo  contencioso-administrativo;  porque  si  para 
éstos  lo  contencioso-administrativo  no  es  más  que 
una  revisión  del  acto  administrativo,  para  aquéllos 
no  es  más  que  un  pleito  como  otro  cualquiera,  y por 
tanto  olvidan  los  dos  aspectos,  los  dos  caractéres  que 
tiene  lo  administrativo:  el  de  la  Administración  como 
Poder  del  Estado,  y el  de  la  Administración  como  per* 
sonalidad  jurídica;  y cuando  en  nombre  del  sistema 
judicial  se  protesta  contra  lo  contencioso-administra- 
tivo, conviene  tener  muy  presente  que  muchas  veces 
las  protestas  nacen  de  no  haber  distinguido  estos  dos 
caractéres,  y así  se  observa  que  á los  partidarios  de 
lo  contencioso-administrativo  se  nos  objeta  que  que- 
remos llevar  á esa  jurisdicción  cuestiones  que  nunca 
han  estado  dentro  de  ella,  sino  qim  han  pertenecido 
al  órden  judicial. 
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Pues  bien;  nosotros  no  aceptamos  el  sistema  de  lo 
judicial,  porque  creemos  que  ese  sistema  desconoce 
un  principio  constitucional,  que  es  el  de  la  indepen- 
dencia de  los  Poderes  públicos,  en  cuanto  supedita  el 
Poder  ejecutivo  al  Poder  judicial,  entiéndase  bien,  no 
habiendo  obrado  como  personalidad  jurídica,  porque 
esto  pertenece  á los  tribunales  ordinarios,  sino  ha- 
biendo obrado  como  verdadero  Poder  del  Estado. 
Verdad  es  que  cuando  se  produce  la  reclamación 
contencioso-administraliva,  la  Administración  no  go- 
bierna; pero  ha  gobernado  ya,  y por  consiguiente, 
llevar  el  acto  áotro  Poder  es  realmente  residenciar  al 
primero  ante  el  segundo.  Tanto  más,  cuanto  que  si 
aceptásemos  el  sistema  judicial,  no  tendríamos  más 
remedio  que  dar  á los  Tribunales  Conlencioso-admi- 
nistrativos  la  facultad  do  llevar  á electo  lo  juzgado, 
porque  desconociendo  la  índole  especial  de  lo  admi- 
nistrativo habría  que  cumplir  estrictamente  el  pre- 
cepto constitucional  que  dice  que  á los  tribunales 
de  justicia  les  corresponde  la  ejecución  de  lo  juzgado 
en  los  pleitos  civiles  y criminales,  considerando  lo 
administrativo  como  civil  también,  porque  esta  es  la 
base  del  sistema. 

Afortunadamente,  y en  esto  estoy  de  acuerdo  con 
el  Sr.  Cárdenas,  el  sistema  judicial  puro  no  existe  en 
ninguna  parte,  porque  en  efecto,  en  los  Estados-Uni- 
dos no  se  puede  demandar  al  Estado  sin  que  preceda 
la  autorización,  antes  de  la  Cámara,  y ahora  del  Tri- 
bunal especial  que  se  llama  The  Cauri  of  the  Claims , 
que  viene  á significar  una  tendencia  hácia  lo  contcn- 
cioso-administrativo,  aunque  por  el  camino  de  lo  ju- 
dicial. 

En  Inglaterra,  como  decia  también  el  Sr.  Cárde- 
nas, por  mucho  tiempo  no  se  ha  permitido  demandar 
al  Estado,  aunque  hoy  ya  se  permite,  pero  es  menes- 
ter que  dé  su  asentimiento  el  abogado  de  la  Corona; 
y en  Italia,  ese  país  que  se  presenta  como  modelo  de 
la  negación  de  lo  contencioso-administraLivo,  ya  sa- 
bemos que  los  tribunales  ordinarios  no  entienden  en 
muchos  asuntos  de  Hacienda  y en  los  de  su  propia 
competencia,  ni  pueden  llevar  á efeclo  lo  juzgado  en 
materia  administrativa,  ni  pueden  nunca  embargar 
ios  bienes  ni  las  rentas  del  Estado.  (El  Sr.  Cárdenas 
hace  signos  afirmativos.)  Celebro  que  estemos  confor- 
mes, porque  el  asentimiento  dei  Sr.  Cárdenas  da  más 
autoridad  á mis  palabras.  Sin  embargo,  en  nombre 
del  sistema  judicial  se  niega  en  la  realidad  lo  conteu- 
eioso-admiuistrativo.  ¿Y  por  qué  se  niega?  Porque  en 
esta  división  de  los  Poderes  públicos,  aceptada  ordi- 
nariamente, se  ve  con  facilidad  una  función  para  de- 
finir la  ley  en  abstracto,  otra  función  para  definir  la 
ley  en  concreto,  como  decia  Ilegel,  para  aplicarla  en 
relación  con  los  casos  particulares,  y otra  función  para 
ejecutarla  en  relación  con  todos  los  fines  sociales;  es 
decir,  se  ve  con  toda  claridad  la  función  legislativa, 
la  judicial  y la  ejecutiva;  pero  no  se  acierta  á ver 
dentro  de  este  triple  aspecto  de  Las  funciones  que  exi- 
ge la  realización  del  derecho,  algo  que  revele  la  rea- 
lidad propia  de  lo  contcncioso-adrninistrativo;  este  es 
el  gran  argumento  de  que  se  valen  los  partidarios  del 
sistema  judicial  para  combatir  el  fundamento  ele  lo 
r.ontencioso-administrativo.  Pero  yo  pregunto:  y den- 
tro del  concepto  del  derecho,  del  derecho  privado,  del  ¡ 
derecho  social,  del  derecho  que  relaciona  individuo 
con  individuo,  persona  jurídica  con  persona  jurídica,  ¡ 
¿dónde  se  ve  el  fundamento  do  las  prerrogativas  Rea-  ; 
Ies?  ¿dónde  se  ve  el  fundamento  del  Poder  armónico, 


del  Poder  regulador?  Y sin  embargo,  este  Poder  exis- 
te, y no  puede  confundirse  con  los  otros  tres  Poderes. 
¿Pues  de  dónde  nace?  Es  que  no  nace  del  derecho  so- 
cial; es  que  no  nace  de  las  relaciones  de  individuo  á 
individuo,  sino  que  nace  del  derecho  del  Estado,  de  la 
relación  de  los  Poderes  públicos,  del  principio  de  or- 
ganizaciou;  no  nace  de  los  fines  individuales,  sino  del 
contraste,  de  la  relación  entre  las  funciones  jurídico- 
sociales  del  derecho  público.  (Muy  bien.) 

Pues  de  este  mismo  origen  brota  lo  coutencioso- 
administrativo;  porque,  en  efecto,  en  lo  contcncioso- 
admiiiisLrativo,  ¿qué  vemos?  Pues  vemos  el  conflicto 
entre  un  Poder  del  Estado  y un  particular;  de  un  Po- 
der del  Eslado.  tengo  cuidado  en  decirlo  con  esta  cla- 
ridad, porque  ya  queda  dicho  que  todo  lo  que  la  Ad- 
ministración baga  como  persona  jurídica  y uo  como 
Poder  del  Estado,  lo  rechazamos  de  lo  contencioso- 
administrativo  y va  á los  tribunales  ordinarios.  Pues 
bien;  si  se  trata  de  un  conllicto  entre  un  Poder  del 
Estado  y un  particular,  ¿quién  resolverá  este  conflic- 
to? ¿Resolverá  este  conflicto  el  mismo  Poder  ofensor, 
el  mismo  Poder  que  lesiona  los  derechos  del  particu- 
lar, el  mismo  Poder  desconocedor  del  precepto  en  que 
se  funda  el  derecho  del  particular?  No;  seria  juez  y 
parte  en  el  asunto.  ¿Resolverá  este  conflicto  otro  Po- 
der del  Estado,  igual  en  categoría,  igual  en  atribu- 
ciones. igual  en  consideración  ante  la  Constitución,  el 
Poder  judicial?  Tampoco;  sería  quebrantar  el  princi- 
pio constitucional  de  la  independencia  de  los  Poderes 
públicos. 

¿Qué  solución  cabe  á este  problema?  Pues  la  so- 
lución que  la  Comisión  propone;  la  solución  de  un 
tribunal  especial  que  no  pertenezca  ni  al  órden  ad- 
ministrativo ni  al  órden  judicial  tampoco.  Y esto  sí 
que  puede  ser  base  de  concordia  entre  todos  los  par- 
tidos, porque  así  presentado  el  Tribunal  especial  Con- 
tencioso-administrativo,  los  unos  pueden  creer  que 
este  tribunal  es  una  rueda  de  la  Administración,  los 
otros  pueden  estimar  que  este  tribunal  es  así  una 
Sala  ó un  Tribunal  perteneciente  al  Poder  judicial.  Yo 
creo  otra  cosa:  yo  creo  que  este  Tribuual  Contencioso- 
administrativo  tiene  un  enlace  más  alto,  y este  enla- 
ce es  con  el  Poder  armónico  ó regulador,  aquel  Po- 
der llamado  á resolver  todos  los  conflictos  de  acuer- 
do con  la  opinión  y con  las  leyes,  aquel  Poder  que 
participa  en  algo  de  la  vida  de  los  Poderes  especia- 
les, sin  deber  confundirse  con  ninguno,  y cuya  mi- 
sión más  propia  es  la  de  representar  la  unidad  del 
Estado,  velar  por  la  independencia  de  cada  uno  de  los 
Poderes  y resolver  sus  conflictos  para  mantener  el 
equilibrio  constitucional. 

Es  evidente  que  hoy  por  hoy,  en  el  cargo  de  Mi- 
nistro de  la  Corona  se  hallan  como  confundidos  dos  as- 
pectos distintos:  el  de  ser  consejeros  responsables  del 
Rey  en  el  ejercicio  de  sus  Reales  prerrogativas,  y el 
do  ser  los  jefes  de  la  administración  pública,  j Ah!  Si 
el  Sr.  Cárdenas  me  pudiera  dar  Ministros  que  fueran 
solo  consejeros  de  la  Corona,  responsables  de  sus  ac- 
tos como  Poder  Real,  y que  no  fueran  los  mismos  Mi- 
nistros que  hubiesen  administrado,  yo  diría:  ahí  está 
el  Tribunal  Contencioso-administrativo.  Pero  es  el  caso 
que  los  Ministros,  consejeros  de  la  Corona,  responsa- 
bles de  sus  actos,  y que  lian  de  refrendar  sus  Reales 
decretos,  son  los  mismos  que  han  dictado  las  Reales 
órdenes  contra  las  cuales  se  reclama.  Por  consiguien- 
te, queda  en  pié  el  problema,  la  gran  diñeultad  que 
tiene  el  sistema  administrativo,  de  que  la  Admipis- 
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tracion  en  este  caso  es  juez  y parte.  Y hé  aquí  la  ra- 
zón de  por  qué  nosotros  nos  hemos  inclinado  á este 
sistema  del  Tribunal  especial  Contencioso-administra- 
tivo,  que  no  pertenece  á ninguno  de  los  órdenes,  ni 
al  administrativo  ni  al  judicial. 

¿Cómo  lo  hemos  compuesto?  ¿Que  criterio  hemos 
tomado  jmra  organizado  de  una  manera  satisfactoria? 
Pues  nosotros  hemos  dicho:  si  se  trata  de  resolver  un 
conflicto  entre  un  Poder  público  y el  interés  particu- 
lar, vamos  á constituirlo  por  modo  que  estén  repre- 
sentados el  criterio  del  derecho  público  y el  del  de- 
recho privado;  y hemos  buscado  lo  más  selecto  de  la 
administración  de  justicia,  y hemos  buscado  lo  más 
selecto  de  la  administración  civil.  Y para  no  lijar  con- 
diciones determinadas,  para  que  no  hubiera  nadie  que 
pudiera  considerarse  ni  como  favorecido  ni  como  pos- 
tergado, la  Comisión,  con  un  gran  criterio  de  inde- 
pendencia, ha  dicho:  pues  no  vamos  á fijar  condicio- 
nes, sino  sencillamente  á establecer  este  principio:  el 
Tribunal  superior  Contencioso-administrativo  se  cons- 
tituirá mitad  por  mitad,  de  individuos  que  tengan  las 
condiciones  para  ser  nombrados  magistrados  del  Tri- 
bunal Supremo  y de  individuos  que  tengan  condicio- 
nes para  ser  nombrados  consejeros  de  Estado,  salvo 
esos  consejeros  que  S.  S.  llamaba  de  gracia  ó de  libre 
elección.  Las  respectivas  leyes  orgánicas  dirán  cuáles 
son  estas  condiciones:  según  estas  condiciones  se  es- 
timen, según  estas  condiciones  se  modifiquen,  así  se 
irán  aumentando  ó reduciendo  las  condiciones  para 
aquellos  cargos. 

De  esta  suerte  se  armonizarán  los  dos  criterios: 
el  criterio  de  lo  judicial  y el  criterio  de  lo  adminis- 
trativo, para  fallar  con  más  acierto;  porque  no  es  que 
lo  administrativo  exija  un  criterio  de  conveniencia, 
un  criterio  de  utilidad  que  pueda  ser  rechazado  por 
la  justicia.  El  Sr.  González  (D.  Alfonso),  con  su  palabra 
elocuente,  su  densidad  de  ingenio  y su  gran  arte  de 
polemista,  sacó  todas  las  consecuencias  de  este  ar- 
gumento que  suele  hacerse  por  los  partidarios  del 
sistema  administrativo,  y lo  rebatió  hasta  en  sus  úl- 
timas trincheras;  vo,  por  consiguiente,  no  he  de  in- 
sistir en  este  punto.  Solo  me  limito  á consignar  que 
mediante  este  sistema  de  composición,  los  que  vengan 
de  la  carrera  judicial  traerán  el  criterio  del  derecho 
privado,  y los  que  vengan  de  la  carrera  administra- 
tiva traerán  ei  criterio  del  derecho  público;  uno  y 
otro,  criterios  de  derecho.  Véase  cómo  podría  concor- 
darse lo  que  aquí  decía  ei  Sr.  González,  de  que  siem- 
pre estos  Tribunales  Coiiténcioso-administrativos  de- 
bían obrar  con  ei  criterio  de  la  justicia,  y aquellas 
oLras  consideraciones  que  SS.  SS.  alegaban  de  que  no 
habían  de  olvidarse  ciertas  razones  de  utilidad  y de 
conveniencia. 

Que  este  Tribunal  así  constituido  va  á resultar 
caro,  que  va  á significar  un  gravámen  para  ei  pre- 
supuesto. Pero  si  después  de  todo,  nosotros  no  vamos 
á alterar  en  gran  manera  las  condiciones  del  presu- 
puesto, porque,  naturalmente,  la  creación  del  Tri- 
bunal Contencioso-administrativo  ha  de  traer  con- 
sigo la  supresión  de  todos  aquellos  gastos  que  signi- 
fica la  realización  del  mismo  servicio  en  el  Consejo 
de  Estado,  ¿á  qué  conduce  el  argumento  de  S.  S.?  No 
insisto,  por  consiguiente,  más  acerca  de  este  par- 
ticular. 

Sí  lie  de  hacerme  cargo  del  ejemplo  que  aquí  se  1 
invocaba  en  contra  dol  sistema  que  la  Comisión  pro- 
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tivo  establecido  en  España  allá  por  los  años  de  1854 
á 185G,  Tribunal  que  por  haber  dado  funestos  resul- 
tados, según  SS.  SS.,  es  ei  descrédito  anticipado  de 
nuestro  sistema.  Pero  ¿se  han  fijado  bien  SS.  SS.  en 
las  condiciones  de  aquel  Tribunal  y en  las  condicio- 
nes del  que  nosotros  proponemos?  ¿Es  posible  que  la 
igualdad  de  nombre  les  haya  ofuscado  hasta  tal  pun- 
to, que  los  juzguen  de  una  misma  naturaleza?  El 
Tribunal  Contencioso-administrativo  dei  año  1854 
era  un  Tribunal  compuesto  de  empleados  activos  ó 
cesantes  que  la  Administración  nombraba  libremen- 
te, sin  condiciones  de  ninguna  clase;  estos  funciona- 
rios no  tenian  retribución  alguna  por  el  desempeño 
de  este  difícil  y trabajoso  cargo;  eran  amovibles,  y 
sobre  todo,  no  ejercían  la  jurisdicción  delegada,  por- 
que aunque  algo  de  fallar  se  dice  en  el  decreto  de 
Agosto  de  1854,  que  es  el  decreto  de  su  estableci- 
miento, sin  embargo  se  añade  que  lia  de  ser  con 
arreglo  á los  mismos  procedimientos  y á los  trámites 
por  que  resolvía  sus  asuntos  el  extinguido  Consejo 
Real.  Y el  Sr.  Cárdenas,  que  habrá  manejado  segura- 
mente los  tomos  de  la  colección  de  decreLos  de  aquel 
mismo  año  y dei  siguiente  de  1 855,  habrá  encontrado 
muchos  decretos  que  acaban  con  la  fórmula  de  «oido 
el  Tribunal  Contencioso,  y de  acuerdo  con  el  parecer 
de  mi  Consejo  de  Ministros,»  refrendados  por  cierto 
por  el  Ministro  de  la  Gobernación,  lo  cual  es  una  de- 
mostración perfecta  de  que  aquel  Tribunal  no  tenía 
jurisdicción  delegada,  sino  que  era  meramente  re- 
tenida. Y con  esto  concluyo  el  primer  punto  que  me 
proponia  demostrar,  ó sea,  cómo  ei  sislema  que  pro- 
pone la  Comisión  tiene  un  fundamento  racional,  una 
justificación  científica. 

Voy  á entrar  en  el  segundo  punto,  ó sea  en  la  de- 
mostración de  que  el  sistema  de  los  tribunales  espe- 
ciales responde  ai  estado  acLual  de  la  legislación  de 
Europa  en  esta  materia. 

Pero  si  ei  Sr.  Presidente  me  hiciera  el  obsequio 
de  concederme  un  descanso  de  unos  minutos,  se  lo 
agradecería  infinito. 

Ei  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Se 
suspende  la  sesión  por  diez  minutos.» 

Eran  las  cinco. 


Continuando  la  sesión  á las  cinco  y veinte  minu- 
tos, dijo 

El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  La 
Mesa  del  Congreso  ha  recibido  un  telegrama  que  le 
ha  comunicado  ei  Sr.  Ministro  de  Ultramar,  de  que 
el  Sr.  Secretario  se  servirá  dar  cuenta. 

Ei  Sr.  SECRETARIO  ([barra):  Dice  así: 

((Manila  Diciembre  de  1887. — El  gobernador  ge- 
neral ai  Ministro  de  Ultramar. — Regreso  Ponapé  tras- 
porte guerra  Manila , trayendo  los  caroliuo3,  indio 
Macario  y también  los  asesinos  Posadillo  y sargento 
Carballo,  soldados  y disciplinarios  prisioneros,  y aca- 
so alguno  desertor.  Quedaban  incondicionalmente  so- 
metidos reyezuelos,  incluso  ei  más  rebelde  de  Not, 
que  entregó  aquéllos  á gobernador.  Restituidos  en 
gran  parle  efectos  robados  Colonia.  Estos  resultados 
se  obtuvieron  sin  lucha  ni  derramamiento  de  sangre. 
Tribunales  fallarán  respecto  á criminales.  Fuerzas 
expedicionarias  regresarán  mediados  Enero,  quedan- 
do guarnición  Ponapé  dos  compañías.  Salud  inme- 
jorable. Raciones  abundantes  en  Yap.  Sin  novedad, 
Sale  mañana  Fina  no  relevar  l:9zot» 
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El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Ruiz  Capdepon):  Si 
al  Congreso  le  parece,  cnlieiulo  que  por  unanimidad 
debe  acordar  haber  oido  con  satisfacción  el  telegra- 
ma de  que  acaba  de  darse  cuenta.  El  Sr.  Secretario 
se  servirá  hacer  la  pregunta  al  Congreso.» 

Hecha  la  pregunta  por  el  Sr.  Secretario  Ibarra, 
el  acuerdo  fué  tomado  por  unanimidad. 


El  Sr.  VICEPRESIDENTE  (Iluiz  Capdcpon):  Con- 
tinúa la  discusión  pendiente,  y el  Sr.  Santa  María  en 
el  uso  de  la  palabra. 

El  Sr.  SANTAMARIA:  Después  de  dar  las  gra- 
cias más  expresivas  al  Sr.  Presidente  y d la  Cámara 
por  la  excesiva  benevolencia  que  ha  usado  con  un 
orador  do  tan  escasos  merecimientos  como  yo,  al  per- 
mitirme este  ligero  descanso,  prosigo  mi  tarea  para 
probar  que  el  dictámen  de  la  Comisión  responde,  no 
solo  á exigencias  científicas,  sino  también  al  estado 
actual  de  la  cuestión  de  lo  contencioso-administrativo 
en  Europa. 

De  los  diversos  sistemas  que  he  enumerado  en  la 
parte  anterior  de  mi  discurso,  he  de  decir  que  no  co- 
nozco país  alguno  en  donde  exista  en  toda  su  pureza 
ni  el  sistema  administrativo  ni  el  sistema  judicial.  No 
sé  de  Monarquía  alguna  en  Europa  donde  exista  ese 
sistema  administrativo  puro,  tal  como  lo  presentaba 
el  Sr.  Danvila;  y como  S.  S.  venía  aquí  sosteniendo 
la  tésis  de  que  no  podíamos  nosotros  defender  un  pro- 
yecto de  jurisdicción  delegada  en  lo  contencioso- 
administrativo  sin  contrariar  los  principios  funda- 
mentales déla  institución  monárquica,  bueno  es  que 
se  sepa  que  ni  en  Inglaterra,  ni  en  Alemania,  ni  en 
Austria,  ni  en  Portugal,  existe  la  jurisdicción  reteni- 
da, ni  siquiera  la  consulta  del  Consejo  de  Estado. 

Tampoco  existe  el  sistema  judiciaL  en  toda  su  pu- 
reza en  ninguna  parte  de  Europa;  porque  aunque  se 
citen  los  ejemplos  de  Italia,  de  Francia,  de  Inglaterra 
y de  los  Estados-Unidos,  yo  demostrarla,  si  fuese  ne- 
cesario, que  no  lo  es,  porque  no  ha  venido  la  oposición 
por  parte  do  los  que  defienden  el  sistema  judicial,  que 
nada  de  esto  es  cierto,  porque  Italia  y Bélgica  se  en- 
cuentran en  ei  camino  de  volver  á lo  contencioso- 
administrativo  por  medio  de  una  solución  ecléctica, 
y porque  Inglaterra  y los  Estados-Unidos  se  hallan 
en  un  período  de  formación,  digámoslo  asi,  de  su  le- 
gislación administrativa,  como  demostró  ayer  per- 
fectamente el  Sr.  Cárdenas,  porque  aquellos  jueces  de 
paz  de  que  hablaba  S.  S.,  que  no  son  los  que  se  cono- 
cían en  España  con  el  mismo  nombre,  sino  que  son 
los  administradores  del  Condado,  revelan  la  confusión 
que  allí  reina  entre  lo  judicial,  lo  administrativo  y lo 
político,  asumiendo  en  sí  atribuciones  de  todos  los 
órdenes,  hasta  el  punto  de  votar  impuestos  é imponer 
penas;  y gracias  á la  fuerza  que  allí  tiene  la  Opinión 
pública,  es  como  puede  ponerse  un  límite  al  poder 
omnímodo  de  esas  autoridades,  impidiendo  que  en 
virtud  de  tales  atribuciones  caigan  en  el  abuso.  Así 
es  que  yo  he  de  desentenderme  de  estos  sistemas  ex- 
tremos, porque  repito  que  ni  el  judicial  ni  ei  adminis- 
trativo, á mi  entender,  existen  en  ninguna  parte. 

Voy  á demostrar  que  hoy  es  una  tendencia  en 
Europa  la  solución  que  la  Comisión  propone,  y para 
esto  voy  á exponer  el  desenvolvimiento  que  ha  tenido 
lo  contencioso-administrativo,  reduciéndolo  á lo  que 
pudiéramos  llamar  tres  períodos  de  evolución  histó- 


rica: uno  de  tésis,  otro  de  antitésis  y otro  de  síntesis, 
como  diria  Ilegel;  ó uno  de  afirmación,  otro  de  nega- 
ción y otro  de  conciliación,  como  diria  Krausse.  El 
primer  periodo,  de  tésis  ó de  afirmación,  es  el  de  la 
aparición  de  lo  contencioso-administrativo;  el  segun- 
do período,  de  antítesis  ó de  negación,  es  el  de  com- 
bate y el  de  lucha  contra  lo  contencioso-adrainistra- 
tivo;  el  tercer  período  es  el  de  conciliaciou  ó de  sínte- 
sis, en  el  que  procuran  resolverse  las  contradicciones 
y llegar  á un  sistema  como  ei  que  la  Comisión  pro- 
pone; el  primer  período  representado  por  Francia;  el 
segundo  período  representado  por  Italia  y por  Bélgi- 
ca, y el  tercer  período  representado  por  Naciones  co- 
mo Alemania,  Austria  y Portugal,  que  son  monár- 
quicas. 

Francia  es  la  patria  originaria  de  lo  contencioso- 
administrativo.  No  temáis  que  yo  os  moleste  con  una 
historia  de  la  evolución  de  lo  eonlencioso-adm ilus- 
trativo en  aquel  país.  Voy  á llegar  inmediatamente  á 
la  conclusión,  porque  después  de  todo,  no  hago  más 
que  presentará  aquel  país  como  ejemplo.  En  Francia 
comenzó  lo  contencioso-administrativo  en  aquellos 
dias  de  la  revolución  de  1789.  La  Asamblea  Consti- 
tuyente discutió  este  asunto,  y allí  se  presentaron  las 
tres  soluciones  que  serán  ios  tres  sistemas  que  eter- 
namente dividirán  á los  pensadores  de  lo  contencioso- 
administrativo:  el  sistema  judicial,  el  sistema  admi- 
nistrativo y el  sistema  de  la  conciliación:  el  sistema 
judicial,  representado  por  Chabroud;  el  sistema  ad- 
ministrativo, representado  por  Pezons,  y el  sistema 
de  la  conciliación,  representado  por  la  Comisión  de  la 
Cámara  de  1791.  La  Constituyente,  sin  embargo,  es- 
taba recelosa  del  Poder  judicial;  le  consideraba  afecto 
á las  instituciones  del  antiguo  régimen,  y optó  por 
la  solución  de  Pezons,  y así  se  estableció  lo  conten— 
cioso-administrativo,  como  una  revisión  de  los  actos 
de  la  Administración  pública,  encomendándola  á ios 
Directorios,  que  eran  la  representación  do  los  depar- 
tamentos, mezcla  á la  vez  de  autoridad  consultiva  y 
de  autoridad  activa,  y reservando  ciertos  asuntos,  los 
de  más  importancia,  los  que  afectaban  á la  Adminis- 
tración central,  para  que  los  resolviese  la  Asamblea, 
ó en  su  caso  los  Ministros.  La  Convención  pasó  por 
ei  mismo  sistema,  sin  más  cambio  que  el  de  llevar 
los  asuntos  en  que  entendían  los  Directorios  á las 
Administraciones  departamentales. 

Viene  el  Consulado,  y trasforma  aquel  régimen 
administrativo.  El  genio  ilustre  de  Napoleón,  tan  ilus- 
tre por  sus  reformas  en  el  orden  jurídico,  en  el  polí- 
tico y en  el  administrativo,  como  por  sus  grandes 
proezas  en  la  guerra,  encomendó  á uu  gran  estadista, 
á Rocderer,  la  organización  administrativa  de  Fran- 
cia; y aquel  hombre,  que  fué  la  mano  derecha  de  Na- 
poleón en  todas  estas  cuestiones,  proclamando  el 
principio  de  que  «agir  clest  le  fait  d‘un  seul,  delibe- 
rer  de  piusieurs,»  distinguió  la  autoridad  activa  de 
la  autoridad  consultiva  y deliberante,  encomendando 
á los  prefectos  las  funciones  de  acción  y de  mando  y 
á los  Consejos  departamentales  las  funciones  delibe- 
rantes, creando  ai  mismo  tiempo  los  Consejos  de  pre- 
fectura, especie  de  lo  que  luego  fueron  nuestros  Con- 
sejos provinciales,  y por  sustitución  son  hoy,  hasta 
cierto  punto,  las  Comisiones  provinciales.  Se  creó 
también,  aunque  con  posterioridad,  el  Consejo  de  Es- 
tado; y por  virtud  de  esta  trasformacion  en  la  orga- 
nización administrativa,  lo  contencioso-administrativo 
fué  á parar  en  vía  consultiva  á los  Consejos  de  pre- 
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lectura  en  primera  instancia,  y al  Consejo  de  Estado 
las  apelaciones  de  éstos  y la  única  instancia  de  los 
recursos  contra  la  Administración  central.  Quedaron 
establecidas  así  las  bases  de  lo  contencioso  adminis- 
trativo, con  la  jurisdicción  retenida,  con  consejeros 
asesores  de  la  Administración  activa  amovibles,  que 
es  la  misma  forma,  poco  más  ó ménos,  que  hoy  existe 
en  España.  Vino  la  Restauración,  que  conservó  la 
obra  del  Consulado,  si  bien  en  aquella  época  que  me- 
dia desde  1814  cá  1830  se  agitó  la  cuestión  de  lo  con- 
tencioso-administrativo  de  una  manera  casi  febril  en 
Francia,  aparecen  todos  esos  nombres  de  Gormenin, 
Delamalle,  Henrion  de  Pensey,  Maccarei,  el  Duque  de 
Broglie,  á quienes  podernos  considerar  como  los  fun- 
dadores, no  solo  de  la  ciencia  administrativa,  sino  de 
lo  conLencioso-adininistrativo;  siendo  de  notar  que 
precisamente  en  esa  época  y en  esa  discusión  célebre, 
Gormenin  y Maccarei  iuician  la  idea  de  los  Tribunales 
especiales  Contcncioso-administraLivos.  Véase  cómo 
no  es  una  novedad  que  desdiga  de  la  ciencia  y del 
movimiento  de  la  opinión  acerca  de  este  asunto  lo  que 
la  Comisión  propone. 

La  Monarquía  de  Julio  conservó  el  mismq  siste- 
ma; pero  la  discusión  lué  avivándose;  aparecieron  al- 
gunas nuevas  soluciones,  y sobre  todo,  bien  puede  de- 
cirse que  la  cuestión  délo  contencioso-administrativo 
vino  á caracterizar  toda  aquella  época:  díganlo  todos 
esos  nombres  no  méuos  ilustres  en  la  ciencia,  de  Da- 
lloz,  Odiilon-Barrot,  Tocqueville  y Vivien,  los  cuales 
sostienen  opiniones  diversas  acerca  de  esta  cuestión, 
cada  cual  dentro  de  su  criterio  y poniendo  en  tela  de 
juicio  los  mismos  sistemas  que  ya  se  habían  iniciado 
en  la  Constituyente,  aunque,  como  es  natural,  ya  con 
mayor  rigor  científico,  siendo  de  notar  también  que 
en  toda  esta  época  de  la  Monarquía  de  Julio  las  Cá- 
maras se  preocupan  de  tales  asuntos  con  un  interés 
grandísimo,  hasta  el  punto  de  que  se  presentan  siete 
proyectos,  versando  casi  todas  las  discusiones  acerca 
de  si  la  jurisdicción  había  de  ser  retenida  ó delegada, 
y dándose  varios  casos  de  conflicto  entre  la  Cámara 
de  los  Pares,  que  defendía  la  jurisdicción  retenida,  y 
la  Cámara  de  los  Diputados,  que  defendía  la  delegada. 
Allí,  por  aquella  época  y en  sus  últimos  tiempos, 
Courvoisier  presentó  \\n  proyecto  muy  semejante  á 
la  solución  que  ha  presentado  aquí  la  Comisión  de 
notables.  De  toda  esta  discusión  científica  y legisla- 
tiva quedaron  como  mejoras  de  este  procedimiento 
la  publicidad  y oralidad  del  juicio,  la  representación 
fiscal  y mayores  garantías  para  el  particular  en  la 
sustanciaron,  según  las  leyes  de  1831  y 1845. 

Viene  la  revolución  de  1848,  se  vuelven  á presen- 
tar las  mismas  cuestiones,  y la  Asamblea  se  decide 
por  el  sistema  administrativo  ecléctico  y por  la  cons- 
titución de  una  Bala  en  el  Consejo  de  Estado,  com- 
puesta de  consejeros  inamovibles  y con  jurisdicción 
propia;  petó  sobrevienen  los  acontecimientos  de  1852, 
oi  Imperio  restablece  el  antiguo  estado  de  cosas,  y 
vuelven  á quedar  los  asuntos  contencioso-adminis- 
trativos,  poco  más  ó ménos,  en  la  misma  situación  en 
que  se  encontraban  en  la  época  de  la  Monarquía  de 
Julio.  Cae  el  Imperio,  y la  actual  República  francesa 
organiza  en  1 872,  1875  y 1879  lo  contencioso-admi- 
nistrativo  sobre  la  base  de  una  Bala  en  el  Consejo  de 
Estado,  compuesta  también  de  consejeros  inamovibles 
con  jurisdicción  propia. 

No  hay  para  qué  decir  que  nosotros  hemos  segui- 
do esta  evolución  de  Francia.  Acostumbramos  á ins- 


pirarnos en  la  moda  francesa;  así  como  cuando  se,  in- 
trodujo aquí  lo  contencioso-adminislrativo  en  1845, 
tomamos  el  ejemplo  de  lo  que  existia  en  Francia  en 
el  período  de  la  Monarquía  de  Julio,  así  ahora,  al  ha- 
cer los  notables  su  proyecto  de  reforma,  no  tuvieron 
otro  ejemplo  eu  que  inspirarse  que  el  que  les  había 
dado  la  República  francesa  de  1872. 

La  legislación  francesa  representa  el  período  que 
llamo  de  afirmación  de  lo  contencioso-administrativo; 
pero  á este  primer  momento  de  la  evolución  de  lo 
contencioso-administrativo  hay  que  contraponer  la 
reacción  que  hubo  en  Europa  contra  la  exageración 
del  sistema  de  la  jurisdicción  retenida,  y Bélgica  é 
Italia  representan  esta  otra  tendencia.  Bélgica,  que 
había  organizado  su  administración  sobre  la  base  del 
sistema  francés,  también  había  organizado  lo  conten- 
eioso-administrativo  como  se  hallaba  establecido  en 
Francia.  Las  ideas  liberales  prevalecieron  en  aquel 
país  sobre  el  sistema  de  la  jurisdicción  retenida,  y 
sustituyó  á este  sistema  el  de  la  negación  de  lo  con- 
tencioso-administrativo, pero  de  una  manera  especial, 
encomendando  á las  autoridades  administrativas  la 
resolución,  por  la  vía  gubernativa,  de  las  cuestiones 
que  antes  se  venían  tratando  en  la  vía  contenciosa,  y 
las  incidencias  de  contribuciones,  de  elecciones,  de 
empréstitos,  de  reemplazo  del  ejército,  de  organiza- 
ción de  los  tribunales  de  comercio,  de  organización  de 
los  Jurados  llamados  de  prudhommes , fueron  á parar 
á las  Diputaciones  permanentes,  que  aquí  llamamos 
Comisiones  provinciales,  pero  no  en  forma  contencio- 
sa, sino  realmente  en  forma  de  autoridad  activa  por 
procedimientos  gubernativos;  fenómeno  que  no  debe 
exLraiiar,  porque  eu  todos  los  países  donde  se  ha  ne- 
gado lo  contencioso-administrativo,  como  hacía  notar 
con  mucho  acierto  el  Sr,  Cárdenas,  se  ha  observado 
que  en  fuerza  de  querer  librar  al  particular  de  esta 
justicia  administrativa,  se  le  ha  dejado  sin  justicia, 
llevando  los  asuntos  contencioso-adm ilustrativos  4 la 
autoridad  activa,  como  se  viene  observando  en  In- 
glaterra y en  los  Estados-Unidos,  por  lo  cual  en  es- 
tos países  se  viene  produciendo  un  movimiento  muy 
acentuado  á favor  de  lo  contencioso-administrativo, 
por  medio  de  los  sistemas  eclécticos. 

Italia  había  recibido  también  de  Francia  lo  con- 
tencioso-administrativo, aunque  desenvolviéndolo  se- 
gún la  diversidad  de  sus  Estados,  hasta  la  ley  de  1865 
que  se  dice  lo  suprimió.  Y ya  que  de  Italia  hablo,  debo 
rectificar  al  Sr.  Cárdenas  una  especie  que  atribuía  á 
mi  querido  amigo  y compañero  de  Comisión  el  señor 
González  (D.  Alfonso),  en  cuanto  le  hacía  decir  que 
en  Italia  existían  actualmente  todos  los  sistemas  de 
lo  contencioso-administrativo;  siendo  así  que.  lo  que 
el  Sr.  González  liabia  querido  significar  es,  que.  dada 
la  variedad  de  Estados  en  que  Italia  se  dividia  antes 
de  su  unidad  nacional,  era  posible  encontrar  en  cada 
uno  de  estos  Estados  un  ejemplo  vivo  de  cada  uno  de 
los  diferentes  sistemas  de  organización  de  lo  conten- 
cioso-administrativo. Pues  bien;  al  verificarse  este 
movimiento  de  unidad  de  la  Nación  italiana  en  1805, 
se  formó  un  Consejo  de  Estado,  suprimiéndose  todos 
aquellos  Consejos  particulares  de  esos  Reinos  que  se 
llamaban  Gerdéña,  Toscana,  Ñapóles  y Palcrmo,  y la 
ley  de  20  de  Marzo  de  1865  se  ha  considerado  por 
muchos  como  la  negación  de  lo  contencioso  adminis- 
trativo, no  siéndolo  en  rigor,  en  mi  concepto,  en  pri- 
mer lugar,  porque,  según  esta  ley,  á los  tribunales  de 
justicia  no  les  corresponde  conocer  más  que  de  aqiie- 
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lias  reclamaciones  contra  la  Administración  que  ver- 
san sóbrelos  derechos  civiles  ó políticos,  Pero  aun  tra- 
tándose de  los  conceptos  que  caen  dentro  de  la  juris- 
dicción ordinaria,  siempre  que  se  trata  del  Estado,  la 
ley  de  1865  no  da  ocasión  á los  tribunales  ordinarios 
pava  llevar  á efecto  la  sentencia,  ni  mucho  ménos 
para  embargar  las  rentas  del  Estado,  ni  aun  siquiera 
para  revocar  los  actos  administrativos,  sino  solo  para 
decidir  de  los  efectos  de  la  disposición  en  lo  que  se 
refiere  á los  intereses  peculiares  del  demandante. 

Por  lo  demás,  en  Italia  ha  continuado  la  jurisdic- 
ción contencioso-administrativa  en  diversos  tribuna- 
les. Allí  se  conserva  la  jurisdicción  del  Tribunal  de 
Cuentas,  la  jurisdicción  del  Consejo  de  Estado,  la  ju- 
risdicción del  Tribunal  de  reemplazo  del  ejército,  la 
jurisdicción  del  Consejo  de  instrucción  pública,  y 
todo  esto  ha  hecho  decir  á algunos  escritores  que  lo 
coutencioso-administrativo  existe  en  Italia,  aunque 
de  una  manera  fraccionada.  De  suerte  que  bien  po- 
demos afirmar  que  el  sistema  contencioso  administra- 
tivo judicial,  no  solo  no  existe  en  ninguna  parte,  sino 
que  en  Italia  y en  Bélgica,  que  se  presenLan  ordinaria- 
mente como  prototipos  de  este  sistema,  se  practica  real 
y verdaderamente,  aunque  de  una  manera  imperfecta, 
lo  contencioso-administrativo.  De  todos  modos,  es  lo 
cierto  que  contra  la  exageración  del  sistema  francés 
de  la  jurisdicción  retenida,  rtalia  y Bélgica,  cuando 
ménos  en  su  tendencia  general,  significaron  la  pro- 
testa, la  negación. 

Y hoy  nos  hallamos  en  lo  que  yo  llamo  período 
de  síntesis,  ó período  de  conciliación,  cuya  fecha  po- 
demos fijarla  en  tiempos  muy  cercanos,  el  año  1870, 
la  guerra  de  Francia  y de  Prusia.  Alemania,  Austria, 
Portugal  son  la  representación  de  este  sistema  nuevo. 

Tiempo  bacía  que  en  Alemania  la  opinión  se  agi- 
taba encareciendo  la  necesidad  de  llegar  á una  orga- 
nización de  lo  contencioso-administrativo.  Hombres 
tan  ilustres  en  la  ciencia  política  y en  la  ciencia  ad- 
ministrativa como  Roberto  Moht  y Grcist  habían 
constantemente  predicado  acerca  de  la  necesidad  de 
establecer  un  sistema  bueno  ó malo  de  lo  contencioso- 
administrativo. La  gente  se  retraía  por  no  querer  co- 
piar á Francia,  que  hasta  'aquí  había  venido  siendo 
la  personificación  nacional,  digámoslo  asi,  del  siste- 
ma de  lo  contencioso-administrativo;  pero  al  fin  la 
razón  se  ha  abierto  paso,  y Prusia,  al  trasformar  su 
organización  administrativa  con  las  leyes  de  1872, 
de  1875  y de  1883,  repartiendo  el  territorio  en  pro- 
vincias, subdividiéndolas  en  distritos  y éstos  en  círcu- 
los urbanos  ó rurales,  ha  planteado  sobre  la  base  de 
esta  división  su  sistema  de  lo  coiUencioso-adm ilus- 
trativo, poniendo  Tribunales  Gontencioso-administra- 
tivos  en  el  círculo  y en  el  distrito,  y por  último,  for- 
mando un  Tribunal  superior  Gontencioso-administra- 
livo  independiente  del  orden  jurídico  y del  orden  ad- 
ministrativo, compuesto  de  elementos  procedentes 
del  orden  judicial  y del  orden  administrativo  tam- 
bién, encargado  de  resolver,  con  jurisdicción  propia, 
las  cuestiones  contcncioso-administrativas.  Y no  es 
Prusia  aislada,  sino  que  otros  Estados  de  Alemania, 
como  Badén,  como  Baviera,como  Wurtembcrg,  como 
el  Electorado  de  Hesse,  lian  seguido  el  mismo  siste- 
ma do  constitución  de  Tribunales  especiales  Conten- 
cioso-administrativos. 

Austria,  por  sus  leyes  de  1875  y 1876,  lia  esta- 
blecido también  el  Tribunal  Superior  Contcncioso-ad- 
miuistrativo,  que  viene  d ser  uu  Tribunal  de  Casación 
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de  las  providencias  administrativas;  habiendo  encare- 
cido el  ilustre  Kishing  las  ventajas  de  este  sistema,  y 
siendo  verdaderamente  digna  de  estudio  su  organi- 
zación y sus  funciones. 

Hungría,  no  hace  mucho,  continuando  en  esta 
misma  tendencia,  ha  organizado  su  Tribunal  espe- 
cial Contencioso -administrativo,  aunque  por  ahora 
solo  en  materias  de  Hacienda. 

Y Portugal,  al  reformar  su  Código  administrativo 
en  1870,  ha  pagado  tributo  también  á esta  corriente 
que  lleva  á los  tribunales  especiales  de  carácter  mix- 
to, organizándolo  como  la  cúspide  de  la  organización 
de  los  Tribunales  Contencioso-administrativos. 

De  mañero  que  ya  ve  ci  8r.  Cárdenas,  ya  ve  el  se- 
ñor Danvila,  cómo  al  proponer  la  Comisión  del  Con- 
greso español  el  sistema  de  los  tribunales  especiales 
sobre  la  base  de  la  composición  mixta,  no  se  ha  ins- 
pirado en  una  elucubración  científica  ni  ha  traído 
aquí  una  novedad  que  no  tenga  realidad  histórica, 
sino  que  no  lia  hecho  otra  cosa  más  que  seguir  el 
movimiento  contemporáneo. 

Pero  es  más:  aun  en  aquellos  países  que  hasta 
ahora  habían  parecido  más  refractarios  á este  nuevo 
sistema  de  la  constitución  de  los  tribunales  mixtos, 
se  observa  una  tendencia  que  hace  sospechar  que  no 
se  tarde  mucho  en  que  la  fuerza  de  la  opinión  lleve  á 
aquellos  pueblos  á implantar  también  este  sistema. 

Ya  he  dicho  cómo  en  Francia  la  idea  del  Tribunal 
Contencioso-administrativo,  como  independiente  de  lo 
administrativo  y de  lo  judicial,  fué  iniciada  por  la 
Comisión  de  la  Constituyente  de  1791,  sostenido  des- 
pués por  Cormenin  y Maceare!  en  la  época  de  la  Res- 
tauración, y propuesta  en  la  Cámara  francesa  duran- 
te la  revolución  del  48  por  el  ilustre  Vivien,  á quien 
yo  considero  casi  como  el  fundador  de  la  doctrina  de 
lo  contencioso-administrativo,  por  su  clarísima  dis- 
tinción de  las  facultades  regladas,  de  las  facultades 
discrecionales  á que  aludí  al  principio  de  mi  discur- 
so. Y hoy  mismo  hay  un  movimiento  de  la  opinión 
en  Francia,  representado  por  Dubois,  Ancoc  y Saint- 
Girons  y otros,  que  tiende  á separar  esta  Sala  de  lo  Con- 
tencioso-administrativo, inamovible  y con  jurisdic- 
ción propia,  del  Consejo  de  Estado;  diciendo  alguno 
de  ellos  que  solo  falta  cortar  el  cordon  umbilical  que 
liga  la  Sala  al  Consejo  de  Estado,  para  que  se  consti- 
tuya como  debe  constituirse,  como  verdadero  Tribu- 
nal especial  Contencioso-administrativo. 

En  Italia,  aunque  es  cierto  que  se  presentó  al  Se- 
nado el  año  1884  por  el  Sr.  Depretis  aquel  proyecto 
de  ley  á que  aiudia  el  Sr.  Cárdenas,  reorganizando 
lo  contencioso-administrativo  sobre  la  base  del  Con- 
sejo de  Estado,  aunque  no  constituyendo  una  Sala  es- 
pecial, como  decía  S.  S.,  sino  distribuyendo  la  juris- 
dicción entre  las  diferentes  Secciones  del  Consejo  de 
Estado,  es  lo  cierto  que,  ai  menos  que  yo  sepa,  este 
proyecto  no  ha  llegado  á ser  ley,  y en  cambio  se  va 
marcando  cada  vez  más  la  opinión  en  sentido  favora- 
ble al  sistema  del  Tribunal  especial  Contencioso- 
administrativo,  representada  por  Pessico,  el  gran  tra- 
tadista de  derecho  administrativo,  y hasta  cierto  punto 
también  por  Mantellini  y Mancini. 

En  Bélgica  también  recientemente  ha  defendido 
la  idea  del  Tribunal  Contencioso-administrativo  de 
carácter  especial  un  escritor  de  tan  merecida  repu- 
tación como  VanZuylen  en  un  artículo  notable  de  la 
Revista  judicial . 

En  cuanto  al  movimiento  legislativo,  podemos» 
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considerarlo  en  la  misma  tendencia,  puesto  que  Bél- 
gica, no  hace  muchos  anos,  en  1881,  ha  llevado  todos 
aquellos  asuntos  que  he  dicho  antes  quedaron  fuera 
de  la  jurisdicción  ordinaria  y entregados  á manos  de 
las  Diputaciones  permanentes,  y que  aquí  llamaría- 
mos Comisiones  provinciales,  á una  Sala  especial  que 
ha  constituido  sobre  la  base  de  los  tribunales  de  ape- 
lación, lo  cual  para  mí  signiíica  una  corriente  hácia 
la  solución  armónica  por  el  camino  que  yo  he  llama- 
do judieiai.  Suiza,  refractaria  también  á lo  contencio- 
so-administrativo,  por  los  anos  de  1877  y 1878,  en 
su  Cantón  de  Valais,  ha  seguido  la  misma  corriente, 
organizando  Tribunales  Contencioso-administrativos 
especiales,  aunque  sobre  la  base  también,  como  Bél- 
gica, de  los  Tribunales  de  apelación.  Y los  Estados- 
Unidos  revelan,  á mi  entender,  igual  tendencia  hácia 
la  solución  armónica,  aunque  viniendo  del  camino  ju- 
dicial, desde  el  instante  que  han  organizado  su  tribu- 
nal de  reclamaciones  contra  el  Estado  (Court  of  ¿he 
Claims),  aunque  con  apelación  al  Tribunal  Supremo  de 
la  Federación. 

¿Qué  quiere  decir  todo  esto?  Pues  la  conclusión 
que  se  infiere  de  este  estudio  ligerísimo  que  he  hecho 
de  la  legislación  extranjera  acerca  de  lo  contencioso- 
administrativo  es  que  todas  las  corrientes  vienen  á la 
solución  conciliadora  que  la  Comisión  propone,  ya 
por  el  camino  de  lo  administrativo  en  los  países  que 
lo  habiau  establecido  en  toda  su  pureza,  como  Fran- 
cia, ya  por  el  camino  de  lo  judicial  en  los  países  que 
si  no  lo  habían  establecido  en  toda  su  pureza,  por  lo 
méuos  habían  sido  refractarios  á lo  contencioso-admi- 
nistrativo,  como  Inglaterra,  los  Estados-Unidos,  Bél- 
gica, Italia  y Suiza. 

De  manera  que  ai  proponeros  la  Comisión  un  sis- 
tema de  Tribunales  Contencioso-administrativos  inde- 
pendientes del  orden  judicial  y del  órden  administra- 
tivo, no  ha  venido  aquí  á presentar  un  idealismo  sin 
realidad  histórica,  como  decia  el  Sr.  Dauvila,  sino 
que  no  ha  hecho  más  que  inspirarse  en  las  corrientes 
de  la  opinión  y en  el  estado  del  derecho  administra- 
tivo novísimo. 

Demostrado  este  punto,  paso  al  último,  y es  el  de 
indicar  que  esta  solución  que  la  Comisión  propone  es, 
á mi  entender,  la  única  que  puede  servir  de  base  para 
una  concordia  entre  todos  los  partidos,  á lin  de  resol- 
ver de  una  vez  y para  siempre  la  cuestión  de  lo  con- 
tencioso. No  hay  que  desconocer  que  así  como  por 
mucho  tiempo  cada  partido  ha  tenido  su  Constitu- 
ción, los  moderados  la  de  1845,  los  liberales  la  de 
1837  después  de  la  de  1812,  y que  los  cambios  de 
partidos  políticos  han  significado  cambio  de  Consti- 
tución, en  lo  contencioso-administrativo  el  partido 
conservador  ha  tenido  también  su  sistema  de  Consejo 
de  Estado  con  jurisdicción  retenida,  y el  partido  libe- 
ral ha  tenido  su  sistema  de  sacar  los  asuntos  conten- 
cioso-administrativos  de  aquella  alta  Corporación  y 
llevarlos  á los  tribunales  ordinarios.  Pues  hora  es  ya 
que  cese  esta  discordia;  hora  es  que  lleguemos  á un 
acuerdo;  y yo  entiendo  que  no  puede  haber  ninguna 
otra  solución  para  esta  concordia  y para  esta  conci- 
liación entre  todos  los  partidos,  que  el  sistema  que  la 
Comisión  propone,  más  ó ménos  modificado,  porque 
la  Comisión  no  lo  hace  cuestión  de  amor  propio  y ha 
tenido  buen  cuidado  de  consignarlo  así  en  su  dic- 
támen. 

Porque,  en  efecto,  ese  decantado  proyecto  de  la 
Comisión  de  notables  no  me  parece  que  puede  ser  la 


base  de  una  conciliación  dentro  de  la  que  estén  re- 
presentadas las  tendencias  de  todas  las  escuelas  polí- 
ticas. 

El  Sr.  Cárdenas  leyó  en  la  tarde  de  ayer  los  nom- 
bres de  las  personas  que  firman  ese  dictámen.  Son 
15  las  firmas,  si  no  las  he  contado  mal,  y entre  es- 
tas 15  firmas  no  veo  yo  las  de  más  representantes  de 
la  escuela  liberal  que  los  respetabilísimos  Sres.  Col- 
meiro  y Becerra;  pero  ya  sabemos  todos  que  ei  señor 
Colmeiro  era  partidario  de  la  jurisdicción  retenida;  y 
en  cuauto  al  Sr.  Becerra,  no  puedo  decir  cuáles  fue- 
sen sus  ideas  acerca  de  lo  conteucioso-admuiistrati- 
vo,  aunque  desde  luego  no  dudo  que  representan  la 
tendencia  más  liberal,  pero  fijándose  acaso  con  mrts 
empeño  en  otras  reformas  de  carácter  general,  en  las 
cuales  es  más  competente.  Si  en  dicha  Comisión  hu- 
bieran entrado  las  fuerzas  por  igual;  si  hubieran  en- 
trado no  solo  elementos  de  la  derecha,  sino  elemen- 
tos de  la  izquierda,  no  solo  partidarios  de  la  jurisdic- 
ción retenida,  sino  partidarios  de  la  jurisdicción  dele- 
gada, no  solo  partidarios  del  sistema  administrativo 
puro,  sino  partidarios  del  sistema  judicial,  sí  que  po- 
dría tener  valor  como  una  transacción  de  escuela  y 
de  principios  el  proyecto  suscrito  por  los  dignísimos 
individuos  pertenecientes  á esta  Comisión  de  notables; 
pero  desde  el  instante  en  que  ei  partido  conservador 
que  organizó  la  Comisión  de  notables  hizo  el  reparto 
del  león  y se  quedó  no  solo  con  la  mayor  parte,  sino 
con  casi  todos  los  cargos,  puesto  que  los  elementos 
representantes  de  las  ideas  liberales  estaban  en  una 
insignificante  minoría,  claro  es  que  lo  que  SS.  SS.  pro- 
ponen no  puede  tener  bajo  el  punto  de  vista  de  la  con 
ciliacion  toda  la  importancia  que  de  otra  suerte  tu- 
viera. 

En  cambio,  la  solución  que  nosotros  proponemos 
puede  ser  una  solución  de  concordia,  y pudiéramos 
decir  que  responde  también  al  estado  de  la  opiuion 
en  España.  El  Sr.  Alfaro  expuso  la  idea  hace  ya  al- 
gunos anos  en  su  notable  obra  sobre  lo  contencioso-ad- 
ministrativo. El  Sr.  Gallostra  presentó  en  el  Senado 
un  proyecto  de  lo  contencioso-administrativo  con 
Tribunal  especial  y único,  suscribiendo  además  ese 
proyecto  personas  tan  respetables  como  los  Sres.  Du- 
que de  Tetuan,  Ruiz  Gómez,  Saavedra  y otros.  Los 
ponentes  del  Congreso  de  jurisconsultos  celebrado  el 
año  pasado  en  Madrid,  los  Sres.  Rodríguez  (D.  Gabriel, 
Gallostra,  Maluquer  y Ilcelay,  personas  de  tan  dis- 
tintas procedencias,  propusieron  también  este  mis- 
mo sistema  de  los  Tribunales  Contencioso-administra- 
tivos  independientes  de  uno  y otro  orden. 

Vea,  pues,  el  Sr.  Cárdenas,  cómo  la  solución  que 
proponemos  tiene  sus  raíces  en  la  opinión  y puede  ser- 
vir de  base  de  verdadera  conciliación,  mientras  que  la 
solución  de  SS.  SS.  podrá  satisfacer  á los  partidarios 
del  sistema  administrativo  puro,  pero  no  puede  satisfa- 
cer á los  partidarios  del  sistema  judicial.  Es  como  si 
hubiéramos  de  dividir  un  metro  y SS.  SS.  se  quedaran 
en  los  primeros  25  centímetros;  lo  que  nosotros  pro- 
ponemos es  que  se  divida  por  mitad,  tomando  por 
términos  opuestos  los  extremos.  Sistema  administra- 
tivo puro  de  una  parte,  sistema  judicial  puro  de 
otra.  Soluciones  intermedias,  sistema  ecléctico-ad- 
ministrativo,  sistema  ecléctico  judicial;  SS.  SS.  se 
quedan  en  el  sistema  administrativo  ecléctico.  Nos- 
otros huimos  por  igual  del  sistema  administrativo 
ecléctico  y del  ecléctico  judicial,  y proponemos  la  so- 
lución armónica  de  los  tribunales  independientes  de 
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los  dos  ordenes,  y compuestos  de  personas  competen- 
tes de  la  administración  y de  personas  competentes  de 
la  justicia,  para  que  infundan  el  espíritu  dei  derecho 
publico  y del  derecho  privado  en  las  resoluciones  de 
estos  asuntos  en  que  han  de  contender  ambos  inte- 
reses. 

Con  esto  he  concluido  la  demostración  de  que  el 
dictamen  de  la  Comisión,  no  solamente  resuelve  este 
problema  de  acuerdo  con  la  ciencia,  sino  de  acuerdo 
también  con  el  estado  de  la  legislación  en  Europa,  y 
puede  servir  de  base  de  concordia  entre  Lodos  ios 
partidos. 

\ ahora  dos  palabras  nada  mas  acerca  del  proce- 
dimiento. La  Comisión  creyó  que  al  hacerse  una  nue 
va  ley  de  lo  contencioso-admioistrativo  convenía  que 
desapareciera  toda  esa  ambigüedad  que  hoy  existe 
por  la  multitud  de  disposiciones  legales,  reglamentos 
y Reales  decretos,  para  la  sustanciacion  del  juicio 
contenci090-administrativo;  y al  presentar  codifica- 
do  este  procedimiento,  ha  creído  además  que  lo  sim- 
plificaba y mejoraba  uotablemcnte.  El  Sr.  Cárdenas 
entiende  que  no,  y yo  no  me  lie  de  empeñar  en  hacer 
ahora  una  completa  exposición  de  estos  trámites,  por- 
que sería  molestar  demasiado  la  atención  dei  Con- 
greso después  de  lo  mucho  que  ya  he  abusado  de 
ella,  y sobre  todo  porque  no  conduciría  á nada  la  de- 
mostración, como  podría  conducir  si  por  parte  de  sus 
señorías  se  pidiera  la  supresión  de  todos  aquellos  trá- 
mites que  realmente  considerasen  redundantes.  Apla- 
zo, pues,  la  demostración  de  esa  tésis  para  cuando 
SS.  SS.  apoyen  las  enmiendas  que  crean  conducentes 
á simplificar  la  sustanciacion  del  juicio. 

Fijóse  el  Sr.  Cárdenas  cu  dos  cuestiones  que  son 
las  últimas  de  que  me  voy  á ocupar,  siendo  la  pri- 
mera de  ellas  la  conveniencia,  á juicio  de  S.  S.,  de 
que  los  abogados  del  Estado  representen  á la  Admi- 
nistración pública  en  los  asuntos  contencioso-admi- 
nistrativos.  No  tengo  para  qué  exponer  ahora  el  tem- 
peramento que  ha  adoptado  la  Comisión  en  cuanto  á 
la  defensa  de  ios  intereses  del  Estado;  bástame  hacer 
coustar  que,  con  arreglo  á la  segunda  disposición 
transitoria  del  proyecto  de  esta  Comisión,  cada  Mi- 
nisterio podrá  designar  los  letrados  que  han  de  defen- 
der los  negocios  de  sus  respectivos  ramos,  de  entre 
los  abogados  del  Estado,  de  acuerdo  con  el  director 
de  este  Cuerpo,  siempre  que  en  el  Ministerio  no  haya 
letrados  adscritos  al  mismo.  Si  esta  declaración  ó este 
precepto  que  se  consigna  en  el  dictámen  no  satisface 
al  Sr.  Cárdenas,  como  S.  S.  ha  anunciado  una  en- 
mienda sobre  esto,  cuando  la  presente  veremos  en 
qué  forma  está  redactada,  y entonces  podremos  dis- 
cutir este  punto. 

Finalmente,  insistió  el  Sr.  Cárdenas  acerca  dei  re- 
curso extraordinario  de  revisión  establecido  en  el  dic- 
támen de  la  Comisión  de  notables.  Dijo  S.  S.  que  ese 
recurso  había  sido,  digámoslo  así,  el  precio  de  la  re- 
nuncia hecha  por  el  partido  conservador  de  la  juris- 
dicción retenida,  porque  creyó  ver  en  ese  recurso  la 
salvaguardia  de  la  prerrogativa  de  la  Corona.  Yo  de- 
bo manifestar  á S.  S.  que  el  mismo  objeto  que  se  pro- 
ponía el  recurso  de  revisión  de  la  Comisión  de  nota- 
bles, se  ha  propuesto  la  Comisión  en  los  arts.  77,  78 
y 79  de  su  dictámen  que  se  discute. 

El  reoAirso  extraordinario  de  revisión,  según  el 
proyecto  de  la  Comisión  de  notables,  no  procedía  más 
que  por  incompetencia  de  los  Tribunales  Contencioso- 
administrativos,  y tenia  por  objeto,  á mi  entender,  el 


dejar  á salvo  la  facultad  que  Liene  el  Poder  modera- 
dor de  resolver  las  competencias  cuando  un  tribuual 
! administrativo  invadiera  la  esfera  de  acción  de  los 
tribunales  ordinarios.  ¿No  era  este  el  objeto  del  recur- 
I so  extraordinario  de  revisión?  Si  el  Sr.  Cárdenas  se 
sirviera  contestarme,  aunque  fuera  con  un  signo  afir- 
mativo ó negativo  de  cabeza,  me  ahorraría  tener  que 
molestar  al  Congreso  con  la  lectura  de  algunos  ar- 
tículos (El  Sr . Cárdenas:  No  es  asunto  que  puede  con- 
testarse así.)  Pues  entonces,  suplico  á la  Cámara  que 
me  dispense  la  lectura  de  estos  textos,  que  considero 
de  suma  importancia,  y con  ello  voy  á concluir  mi 
discurso. 

Según  la  Comisión  de  notables,  había  lugar  aire- 
curso  extraordinario  de  revisión  por  incompetencia 
de  la  jurisdicción  con  tencioso-adm  ilustrativa,  en  los 
casos  y núnis.  I.°  y 3.°  del  art.  24,  á que  hace  re- 
ferencia el  28.  El  art.  24  dice:  «.Yo  corresponde  á la 
jurisdicción  de  los  tribunales  contencioso-adminis- 
L rali  vos  de  provincia  (el  art.  28  aplica  este  precepto 
al  Consejo  de  Estado):  primero,  las  cuestiones  que  por 
la  naturaleza  de  los  actos  de  que  nazcan  ó de  las  ma- 
terias sobre  que  versen  pertenezcan  al  orden  político 
y de  gobierno,  ó ai  civil  ó penal;  tercero  (leo  el  ar- 
Lícuio,  no  como  está  concebido  en  el  dictámen  de  la 
Comisión  de  notables,  sino  como  aparece  redactado 
en  el  proyecto  presentado  en  el  Senado  por  el  señor 
Cánovas),  las  que  tengan  su  origen  en  decisiones  que, 
con  arreglo  á una  ley  ó un  reglamento  dictado  con 
las  solemnidades  legales,  estén  expresamente  exclui- 
das de  la  vía  contencioso  administrativa.»  Re  demues- 
tra, pues,  con  la  lectura  de  este  artículo,  que  el  re- 
curso extraordinario  de  revisión  establecido  por  los 
conservadores  se  refiere  única  y exclusivamente  á los 
casos  de  incompetencia  en  materia  contencioso- ad- 
ministrativa, ó más  claro,  on  que  la  materia  ño  sea 
coutencioso-administrativa. 

La  Comisión,  en  lugar  de  este  recurso  extraordi- 
nario, establece  que  pueda  suscitarse  contienda  de 
competencia  al  Tribunal  Conteucioso-administrativo 
cuando  indebidamente  haya  declarado  contencioso- 
administravo  lo  que  es  civil,  ó lo  que  es  penal,  ó lo 
que  es  discrecional.  Entonces,  dice  el  art.  79  que  «los 
conflictos  á que  se  refieren  los  dos  artículos  anterio- 
res se  resolverán  por  el  Rey  en  la  misma  forma  y por 
iguales  trámites  que  las  contiendas  de  competencia  y 
los  recursos  de  queja  por  abuso  de  autoridad.» 

Pidiendo  perdón  á la  Cámara  por  lo  mucho  que 
he  molestado  su  atención,  voy  á terminar  diciendo 
que  puesto  que  el  proyecto  de  la  Comisión,  seguu  he 
procurado  demostrar,  no  es  una  obra  de  partido,  sino 
obra  de  verdadera  transacción  y de  concordia,  debe- 
mos unirnos  todos  para  sacar  lo  couteucioso-admi- 
nistrativo  de  la  lamentable  situación  en  que  lioy  se 
encuentra.  Si  no  lo  hacéis,  sobre  vosotros  caerá  la 
responsabilidad;  nosotros  habremos  cumplido  con 
nuestro  deber,  y cuando  ménos  tendremos  la  gloria 
de  haberlo  intentado. 

El  Sr.  CARDENAS:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  8. 

El  Sr.  CARDENAS:  Muy  poco  tengo  que  rec- 
tificar. 

El  Sr.  Santamaría,  digno  individuo  de  esa  Comi- 
sión, lia  justificado  en  su  discurso  lo  que  yo  lije  ayer 
tarde:  que  es  el  alma  de  la  Comisión,  que  es  el  espí- 
ritu de  la  Comisión.  Hoy,  en  efecto,  hemos  sabido  lo 
que  es  el  espíritu  de  ese  dictámen  por  boca  de  su  au- 
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Lor.  Claro  os  que  a la  exposición  metódica  y razona- 
da que  ha  hecho  de  la  materia  contenciosa  nada  ten- 
go que  rectificar;  estoy  conforme  con  ella;  y en  punto 
á la  reseña  histórica,  es  evidente  por  lo  que  yo  deje 
expuesto  en  mi  discurso,  si  lo  recuerdan  los  Sres.  Di- 
putados, que  en  las  mismas  fuentes  hemos  bebido  el 
Sr.  Santamaría  y yo.  Hay,  sin  embargo,  una  diferen- 
cia: el  Sr.  Santamaría  para  salir  de  ciertos  apuros 
Liene  un  recurso  extraordinario,  cual  es  el  de  la  ar- 
monía que  establece  entre  las  cosas;  no  ya  aquella 
armonía  que  reúne  dos  puntos  equidistantes  al  cen- 
tro, no  ya  una  armonía  que  se  refiera  tanto  á lo  que 
califica  de  sistema  puro  administrativo,  es  decir, 
sencillamente  la  revisión  del  acto  ministerial,  como  al 
sistema  administrativo  ecléctico,  que  es  el  tribunal 
administrativo  con  las  condiciones  que  existe  en  Fran 
cia  y en  Espaüa;  porque  entre  estos  dos  extremos, 
entre  el  puro  administrativo  y el  administrativo  ecléc- 
tico, puede  establecerse  una  armonía,  como  asimis- 
mo entre  el  sistema  judicial  puro  y el  ecléctico  ju- 
dicial, .que  con  los  mismos  fundamentos,  diferencia 
y separa  para  tener  el  gusto  de  resolver  el  problema, 
sino  por  medio  de  la  armonía  entre  estos  dos  grupos, 
que  en  realidad  son  cuatro  términos  de  la  cuestión 
entre  los  cuales  existe  una  armonía  relativa.  Tal  ha 
sido  la  base  del  sistema  sobre  que  ha  fundado  con  al- 
guna violencia  en  su  aplicación  el  Sr.  Santamaría  la 
lógica  del  dictámen  que,  como  obra  suya,  sostiene  y 
defiende,  na  empleado  S.  S.  en  todo  este  difícil  em- 
peño el  rigorismo  de  escuela  que  le  caracteriza,  para 
establecer  la  clasificación  filosófica  y científica  de  la 
materia.  Nada  tengo  que  oponer  á ello;  me  parece 
muy  bien  pensado  y muy  bien  dicho. 

Sin  embargo,  aunque  hemos  bebido  en  las  mis- 
mas fuentes  respecto  de  los  hechos  históricos,  en 
punto  á su  desenvolvimiento,  en  punto  á esta  que  po- 
demos llamar  ciencia  ó institución,  si  al  Sr.  Santa- 
maría le  place,  de  lo  contencioso  administrativo,  aun 
podríamos  deducir  consecuencias  diferentes;  y esto 
consiste  en  que  elSr.  Santa  maría  pone  siempre  por  de- 
lante el  dictámen  de  la  Comisión  para  clasificarle  en 
un  sistema  científico,  y yo  no  recojo  de  los  hechos 
más  que  la  enseñanza  que  en  sí  prestan.  Por  eso  yo 
veo  en  Alemania,  por  ejemplo,  que  antes  de  la  unidad 
no  hay  que  buscar  en  los  Estados  que  hoy  la  consti- 
tuyen el  elemento  administrativo,  los  tribunales  con 
este  carácter:  de  ninguna  manera.  El  límite  impuesto 
á la  competencia  judicial  era  soberanamente  apre- 
ciado ó por  la  autoridad  administrativa  ó por  una 
jurisdicción  especial  donde  dominaba  el  elemento  ad- 
ministrativo, que  resolvía  si  la  vía  de  derecho  se  abría 
ó no  se  abría  á las  partes.  Este  sistema  se  ha  modifi- 
cado, se  ha  mejorado,  pero  en  el  fondo  conserva  su 
antiguo  carácter. 

El  derecho  público  aieman  á que  se  sujetan  las 
reglas  de  competencia  reconoce  dos  caracteres  en  el 
Estado:  el  de  Poder  público  y el  de  fisco;  pero  este 
fisco  significa,  entiéndase  bien,  lo  que  podría  llamarse 
la  personalidad  civil  del  Estado  en  cnanto  celebra 
contratos  y otros  actos  de  esta  índole,  que  no  se  ha- 
llan comprendidos  en  el  límite  de  lo  contencioso-ad- 
minislrativo,  sino  que  caen  de  lleno  en  la  competencia 
judicial.  De  modo  que  asuntos  que  por  su  naturaleza 
son  judiciales,  quedan  sin  embargo,  por  este  carácter 
personal  que  el  derecho  público  de  Alemania  da  al 
Estado,  quedan,  digo,  reservados  á la  x\dministracion 
activa. 


También  ha  hecho  el  Sr.  Santamaría  una  clasifi- 
cación admirable  como  cuestión  de  método,  de  los  di- 
versos sistemas  seguidos  en  el  asunto,  para  venir  en 
su  aplicación  á comprender  la  manera  como  las  Na- 
ciones han  realizado  el  desenvolvimiento  de  lo  con- 
tencioso-administrativo.  En  esto,  como  en  cuanto  el 
Sr.  Santamaría  trata,  se  revela  el  erudito  catedráti- 
co, el  inteligente  maestro,  el  discreto  filósofo. 

Pero  repito  que  las  deducciones  que  saca  no  se 
conforman  con  la  realidad  de  los  hechos  expuestos. 
Así,  Bélgica,  demás  lo  sabe  el  Sr.  Santamaría,  ha 
cambiado,  en  materia  contcncioso-administrativa,  de 
sistema  tantas  veces  cuántas  han  sido  las  dominacio- 
nes por  que  ha  pasado.  Dominada  por  Francia,  llevó 
á la  exageración  la  influencia  del  sistema  francés;  do- 
minada por  los  Países-Bajos,  recobró  su  predominio 
la  acción  de  la  justicia,  y aun  la  extremó  con  exceso; 
al  recobrar  su  independencia  en  1830,  se  halló  en  sus 
tradiciones  con  tan  encontrados  predominios,  y hubo 
de  venir  naturalmente  la  lucha  de  sistema  y de  inte- 
reses, con  que  quiso  acabar  en  1831,  quedando,  sin 
embargo,  como  los  más  temidos,  los  abusos  cometidos 
por  la  Administración  activa. 

Pero  esta  sería  materia  para  hablar  mucho,  y aun- 
que realmente  algo  he  de  bajar  por  la  fama  que  me 
dan  de  ser  demasiado  extenso  en  mis  discursos,  vien- 
do que  el  Sr.  Santamaría,  tan  metódico  y razonador, 
y por  tanto  de  aquellos  que  pueden  encerrar  las  ma- 
terias más  complejas  en  términos  concretos,  ha  em- 
pleado más  tiempo  que  yo  necesité  ayer,  no  por  eso 
he  de  abusar  de  vuestra  paciencia  sino  por  breve 
rato. 

Después  de  todo,  lo  que  yo  venía  exponiendo  no 
tiene  otro  objeto  que  poner  de  relieve  la  distinta  apli- 
cación que  hacemos  de  los  hechos  históricos  para  tra- 
tar en  síntesis  general  la  cuestión  de  lo  contencioso- 
administrativo.  Yo  he  creído  sostener  resueltamente 
lo  que  considero  verdad  indudable:  que  la  materia  de 
que  tratamos  se  ha  formado,  se  ha  constituido  en  las 
diversas  Naciones  según  los  principios  del  derecho 
público,  la  organización  de  los  Poderes  tradicionales, 
las  costumbres  y hasta  la  extensión  del  territorio, 
que  no  con  ménos  elementos  se  relaciona  la  obra  de 
lo  contencioso-administrativo.  Y dicho  esto,  me  que- 
dan poquísimos  puntos  que  rectificar. 

Será  una  nimiedad,  pero  deseo  rectificar  que  yo 
no  he  llamado  de  gracia  á las  plazas  de  libre  elección 
del  Consejo  de  Estado;  al  contrarío,  dije  «las  mal  lla- 
madas de  gracia,»  y agregue  que  precisamente  esas 
plazas  mal  llamadas  de  gracia  eran  las  más  de  justi- 
cia, porque,  según  la  ley,  habían  de  darse  á quienes 
no  teniendo  las  condiciones  estrechas  y taxativas  de 
la  misma  ley,  deberían  reunir,  sin  embargo,  los  más 
grandes  merecimientos,  la  mayor  ilustración,  las 
cualidades  más  eminentes;  por  lo  tanto,  teniendo  yo 
estas  ideas  de  las  mal  llamadas  plazas  de  gracia,  no 
quiero  pasar  por  que  se  me  dé  el  diploma  de  autor  de 
esa  impropia  denominación. 

Respecto  de  Italia,  Sr.  Santamaría,  si  yo  no  estoy 
mal  informado,  y me  parece  que  no,  el  proyecto  á 
que  S.  S.  lia  hecho  referencia  es  el  de  Depretis,  de 
que  también  me  ocupé  yo  ayer.  Esc  proyecto,  presen- 
tado al  Senado,  allí  quedó;  y hoy  se  trata  del  proyec- 
to del  actual  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  se- 
ñor Crispí.  En  este  proyecto  actual,  que  está  en  el 
Senado,  se  crea  la  Sección  de  lo  Contencioso  de  la 
manera  y forma  que  asimismo  en  el  dia  de  ayer  tuve 
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el  honor  de  exponer  al  Congreso;  es  decir,  se  crea 
una  Sección  de  lo  Contencioso  análoga  á la  que  tene- 
mos nosotros.  Hablo  en  punto  de  organización.  Y paso 
ahora  á una  cuestión  al  parecer  de  escasa  importan- 
cia, y que  tiene  sin  embargo  mucha  en  el  órden  de  las 
ideas  que  estamos  tratando,  es  á saber:  Italia,  que  le- 
gisla ahora  teniendo  á la  vista  lo  legislado  en  todos  los 
países,  y habiendo  pasado  por  tan  opuestos  cambios 
y reformas,  como  también  nos  ha  dicho  hoy  el  Sr.  San- 
tamaría, al  propio  tiempo  que  da  la  inamovilidad  á 
los  individuos  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  por  ra- 
zón del  cargo  que  desempeñan  como  consejeros,  esta- 
blece por  razón  de  sus  especiales  funciones  una  amo- 
vilidad entre  ellos  cada  ano,  por  medio  de  la  remoción 
de  dos  y hasta  cuatro  de  los  mismos. 

Es  decir,  hay  una  renovación  cada  año  dentro  de 
la  Sección  de  lo  Contencioso,  que  obedece  al  princi- 
pio fundamental  de  toda  esta  materia,  principio  que 
es  imposible  pueda  anularse;  es  á saber:  el  interés 
público,  que  no  puede  quedar  desarmado  por  com- 
pleto. Su  señoría  ha  expuesto  el  concepto  de  lo  con- 
tencioso con  la  claridad  que  le  distingue,  y está  su 
definición  en  el  proyecto;  no  la  hallaron  sus^compa- 
ueros;  S.  S.  fuó  el  que  la  puso,  xjor  eso  sabía  dón- 
de estaba.  Por  lo  tanto,  Italia  viene  á colocarse  ahora 
en  las  condiciones  en  que  está  España. 

De  Francia  creo  inútil  añadir  una  palabra  á las 
muchas  que  ha  empleado  sobre  ella  el  Sr.  Santama- 
ría; daré  solamente  algunos  datos:  aquí  se  dice,  y se 
dice  con  verdad,  que  liay  un  gran  atraso  en  los  ne- 
gocios, sin  considerar  la  escasez  de  medios,  el  poco 
personal  y los  contados  dias  de  audiencia.  Pues  bien; 
en  Francia,  sin  esos  defectos,  según  las  noticias  que 
yo  tengo,  hay  ahora  pendientes  más  de  1.000  nego- 
cios; y hasta  el  Tribunal  especial  de  Berlin,  el  Tri- 
bunal de  Prusia,  el  Tribunal  superior,  constituido  á 
la  manera  que  ha  citado  S.  S.,  Tribunal  más  bien  de 
competencia,  habiendo  despachado  ochocientos  y tan- 
tos negocios  en  un  año,  aun  le  quedaron  atrasados 
otros  tantos.  Es  verdad  que  ese  Tribunal,  como  sabe 
S.  S.,  entre  otras  mil  cosas  tiene  la  jurisdicción  dis- 
ciplinaria en  último  resorte;  y la  jurisdicción  disci- 
plinaria representa  allí,  más  que  aquí,  todo  ese  cú- 
mulo de  negocios  que  van  en  consulta  al  Consejo,  por 
esa  monomanía  de  que  todo  asunto  ha  de  recorrer 
todos  los  trámites,  todas  las  oficinas,  todas  las  depen- 
dencias, hasta  la  última,  sea  de  la  importancia  que 
quiera.  Pero  después  de  todo,  S.  S.  se  coloca  en  tér- 
minos de  conciliación,  y yo  voy  á manifestar  mi  opi- 
nión personal,  valga  por  lo  que  valiere. 

Dejando  en  el  Consejo  de  Estado  la  jurisdicción 
contencioso-administrativa,  y sin  que  yo  sepa  si  se 
le  podrá  ó no  cortar  el  cordon  de  que  S.  S.  hablaba, 
todo  lo  que  no  sea  crear  nuevo  tribunal,  nuevo  edi- 
ficio, nuevo  material,  nuevos  gastos,  todo  lo  que  no 
sea  eso,  podrá  ser  objeto  de  transacción.  Todo  lo  que 
en  forma  de  recurso  extraordinario  de  revisión  ó ele 
competencia,  y no  en  la  forma  determinada  por  el 
dictámen,  á pesar  de  las  razones  alegadas  por  S.  S.,  y 
no  tenemos  aquí  para  qué  discutir  sobre  cierLas  cosas, 
porque  los  que  contamos  con  cierta  práctica  de  los  ne- 
gocios sabemos  lo  que  significan  las  cosas,  constitu- 
ya un  resorte  decidido  y claro  para  el  Poder  público 
en  los  grandes  intereses  á que  tiene  que  acudir  mu- 
chas veces,  será  aceptado. 

Con  estos  términos,  que  me  parecen  bien  sencillos, 
es  fácil  una  transacción.  Esta  es  mi  opinión  personal, 


y añado  que  todo  otro  término  de  transacción  lo  con- 
sidero completamente  ineficaz  é inútil,  porque  saldría 
de  aquí  el  proyecto  más  ó ménos  trabajosamente, 
pero  al  llegar  al  Senado,  tengo  la  convicción  profun- 
da de  que  allí  moriria.  De  modo  que  el  dictámen  de 
la  Comisión  y el  proyecto  de  notables  y el  proyecto 
del  Sr.  Sagasta  y el  proyecto  del  Sr.  Cánovas  consti- 
tuirán elementos  de  una  nueva  armonía.  Haga  S.  S. 
una  cosa:  ponga  como  uno  de  los  puntos  para  venir 
á la  solución  armónica  el  dictámen,  y nosotros  pon- 
dremos las  ideas  que  venimos  á defender,  y entonces 
se  dará  la  solución  armónica;  que  no  ha  de  tener  su 
señoría  el  privilegio  de  querer  que  sea  el  dictámen 
de  la  Comisión  el  que  resuelva  armónicamente  este 
asunto. 

No  me  parece  suficientemente  garantida  la  repre- 
sentación del  Estado,  ni  me  parece  tampoco  que  á los 
abogados  del  Estado  se  les  da  en  el  dictámen  el  pues- 
to que  les  corresponde  por  derecho;  pero  este  es  un 
punto  fácil  de  transigir,  y yo  creo  que  la  Comisión 
admitirá  la  enmienda  que  tendré  el  honor  de  pre- 
sentar. 

Por  último,  señores,  lo  dije  ayer  y lo  repito  hoy: 
todos  nuestros  deseos  van  encaminados  á un  mismo 
fin.  No  ha  de  querer  el  Sr.  Santamaría  que  la  respon- 
sabilidad caiga  sobre  nadie  si  el  proyecto  no  sale  ade- 
lante, porque  no  ha  de  Lener  S.  8.  la  pretensión  de 
creer  que  la  Comisión  acierta  y que  los  demás  se 
equivocan;  con  tanto  más  moLivo,  cuanto  que , créa- 
me S.  S.,  estas  ideas  que  hemos  expuesto  aquí  son 
muy  templadas,  son  ideas  muy  suaves,  están  muy 
distantes  de  las  que  profesan  muchos  individuos  de 
la  mayoría.  Aquí  tiene  S.  S.  ai  Sr.  Suarez  Inclán,  que 
en  tanto  que  S.  S.  hablaba , llevaba  sus  opiniones  á 
los  extremos  más  grandes.  (El  Sr.  Suarez  Inclán  pide 
la  palabra). 

Si  se  quisiera  provocar  un  debate  abierto,  oyendo 
las  opiniones  de  cada  cual,  ya  vería  la  Comisión  cómo 
algunos  individuos  de  la  mayoría  misma  no  tienen 
el  criterio  que  vamos  á buscar  aquí;  un  criterio  do 
verdadera  conciliación. 

Y termino  repitiendo  lo  que  antes  he  dicho:  pon- 
ga S.  S.  para  la  solución,  de  una  parte  la  del  dictá- 
men; nosotros  pondremos  de  otra  parte  todo  lo  que 
aquí  hemos  defendido,  y entonces  podrá  tener  lugar 
la  armonía  entre  los  dos  extremos , y con  esto  nos- 
otros nos  daremos  por  satisfechos. 

Y no  tengo  más  que  decir,  sino  felicitar  á S.  S. 
por  el  brillantísimo  discurso  que  ha  pronunciado,  y 
darle  las  gracias  por  las  palabras  lisonjeras  con  que 
me  lia  favorecido  en  este  dia. 

El  Sr.  SANTAMARIA:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Santamaría  tiene  la 
palabra  para  rectificar. 

El  Sr.  SANTAMARIA:  Unicamente  para  darlas 
gracias  al  Sr.  Cárdenas  por  las  benévolas  frases  que 
me  ha  dirigido  y por  la  oferta  que  ha  hecho,  aunque 
no  sé  si  ha  sido  con  la  representación  de  su  partido, 
de  buscar  los  medios  de  llegar  á una  conciliación  en 
este  punto.  Mucho  habremos  adelantado  si  S.  S.  se  co- 
loca en  términos  de  avenencia.  Yo  creo  que  el  sistema 
de  los  tribunales  especiales  es  el  que  puede  servir  ver- 
daderamente de  base  para  la  concordia,  porque  la  ver- 
dadera conciliación  se  ha  de  hacer,  no  cortando  la  dis- 
tancia entre  la  mitad  y un  extremo,  sino  entre  los  dos 
términos  opuestos.  Si  así  fuese,  si  esta  conciliación  so 
lograse,  yo  me  felicitaría  de  haber  discutido  con  S.  S., 
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aparte  de  los  motivos  que  tengo  de  reconocimiento  á 
su  galantería,  por  haber  contribuido  á sentar  los  pre- 
liminares de  paz  para  la  concordia  entre  todos  los  par- 
tidos acerca  de  esta  cuestión,  cuya  solución  espero 
reconocerá  el  Sr.  Cárdenas  que  no  ha  sido  traída  por 
la  Comisión  en  modo  alguno  guiada  por  espíritu  de 
partido,  sino  inspirada  en  estos  altos  móviLes  que  dejo 
referidos. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Sr.  Suarez  Inclán  tiene 
la  palabra. 

El  Sr.  SUAREZ  INCLAN:  Poco  he  de  decir,  se- 
ñores, por  dos  razones:  porque  carezco  de  preparación 
para  hablar  de  esta  materia,  y por  lo  avanzado  de  la 
hora. 

Yo  no  entiendo  por  qué  los  señores  que  militan  en 
el  partido  conservador  no  aceptan  por  completo  el 
dictámen  de  la  Comisión ; no  lo  entiendo , porque  á 
mi  ver,  en  este  dictámen  están  consignados  todos  los 
principios  que  el  partido  conservador  defiende  y pue- 
de desear  en  cualquier  caso,  siquiera  lo  deseemos 
también,  inspirados  en  el  sentido  democrático,  quienes 
militamos  en  campo  político  bien  distante  del  de  es- 
tos señores.  En  el  dictámen  de  la  Comisión  está,  en 
mi  concepto,  lo  que  el  Sr.  Santamaría  ha  ¡calificado 
de  administrativo  puro;  en  el  dictámen  de  la  Comi- 
sión está  en  su  integridad  la  jurisdicción  retenida,  se- 
gún se  advierte  leyendo  el  art.  64  del  proyecto,  que 
autoriza  para  suspender  la  ejecución  de  las  sentencias 
de  los  tribunales  contenciosos;  y como  estos  son  los 
dos  principios  en  que  descansa  el  más  exclusivo  cri- 
terio conservador,  yo  no  comprendo  por  qué  los  seño- 
res conservadores  discrepan  de  los  juicios  emitidos 
por  el  Sr.  Santamaría  y de  las  bases  del  proyecto  que 
se  discute. 

Llegando  á soluciones  concretas,  y examinando 
algunas  de  las  consideraciones  expuestas  por  mi  au- 
tiguo  y buen  amigo  el  Sr.  Santamaría,  con  quien 
vuelvo  á contender  después  de  muchos  años  de  pa- 
réntesis y á renovar  aquellas  luchas  científicas  en 
que  S.  S.  por  su  talento  y por  sus  conocimientos  ha 
salido  siempre  triunfante,  entiendo  que  el  Sr.  Santa- 
maría ha  hecho  grandes  esfuerzos  por  definir  lo  con- 
tencioso-administrativo;  pero  entiendo  también  que 
después  de  esta  definición,  hasta  cierto  punto  clara, 
de  S.  S. , habrían  de  subsistir  las  mismas  dificulta- 
des si  fuese  ley  el  dictámen,  porque  muchos,  y yo 
el  primero,  continuamos  ignorando,  no  obstante  haber 
oido  sus  explicaciones,  cuáles  son  los  asuntos  con- 
tencioso-administrativos  y cuáles  son  los  asuntos  de 
carácter  civil,  á juicio  déla  Comisión.  Su  señoría,  por 
ejemplo,  se  ha  fijado  en  las  minas  y nos  ha  dicho 
que  la  materia  de  minas  es  una  materia  contencioso- 
administrativa. 

Pues  bien;  yo  opongo  á esta  afirmación  de  S.  S. 
otra  afirmación,  y es  la  de  que  los  asuntos  de  minas 
caben,  si  no  en  su  totalidad,  en  su  inmensa  mayoría, 
dentro  de  la  esfera  del  derecho  civil,  y por  consi- 
guiente corresponde  á los  tribunales  de  justicia  el  co- 
nocimiento de  las  cuestiones  que  acerca  de  ellos  se 
susciten. 

Y no  es  posible  poner  en  duda  esta  aseveración. 
Figurémonos  que  una  mina  ha  incurrido  en  caduci- 
dad; que  en  su  virtud  yo  la  denuncio,  y que  se  suscita 
controversia  litigiosa  sobre  la  caducidad  y mi  dere- 
cho de  denunciante.  Nadie  negará  que  todo  esto  real- 
mente no  es  más  que  una  cuestión  entre  particulares, 
perteneciente,  por  lo  tanto,  al  derecho  civil. 


Y lo  mismo  que  digo  de  las  minas  podría  decir,  y 
con  más  razón  quizá,  de  las  incidencias  de  ventas  de 
bienes  nacionales  y de  otros  muchos  asuntos;  lo  cual 
prueba  que  después  de  las  explicaciones  explícitas  y 
científicas  de  S.  S.,  quedamos  en  la  duda  y no  sabe- 
mos cuál  es  la  materia  administrativa.  ¿Y  cómo  he- 
mos de  saberlo,  si  discutiendo  no  hace  mucho  tiempo 
en  el  Senado  sobre  el  proyecto  de  Código  civil  el  se- 
ñor Comas  con  el  Sr.  Silvela,  dos  autoridades  dentro 
del  derecho,  no  iludieron  ponerse  de  acuerdo  acerca 
de  cuál  es  el  contenido  propio  del  derecho  adminis- 
trativo, ni  acerca  de  la  determinación  de  dónde  em- 
pieza el  derecho  administrativo  y dónde  acaba  el  de- 
recho civil? 

Por  consiguiente,  será  difícil  la  enumeración  de 
las  cosas  contenciosas;  pero  con  el  sistema  de  S.  8. 
continuarán  el  embrollo,  y la  duda,  y la  vacilación, 
no  ya  en  el  vulgo,  sino  en  los  jurisconsultos  más  en- 
tendidos y en  los  magistrados  más  avezados  á admi- 
nistrar la  justicia  administrativa. 

Respecto  al  punto  concreto  de  lo  administrativo, 
creo  que  no  es  un  absurdo  sostener  lo  administrativo 
puro.  Si  fuera  uu  absurdo,  consideraría  que  eran  unos 
ignorantes  hombres  de  tanta  autoridad  y prestigio  en 
la  ciencia  administrativa  como  Ü.  Francisco  Agustín 
Silvela  y D.  José  de  Posada  Herrera,  y,  francamente, 
todavía  no  me  he  atrevido  y no  me  atreveré  nunca  á 
aplicarles  tal  calificativo.  Si  el  Sr.  Santamaría  pre- 
tende que  lo  administrativo  no  es  de  derecho  civil  y 
no  se  debe  entregar  á los  tribunales  de  justicia,  ha  de 
convenir  conmigo  que  contra  las  resoluciones  de  ca- 
rácter administrativo  no  puede  haber  más  recurso 
que  la  revisión. 

Si  se  trata  de  un  asunto  administrativo,  las  auto- 
ridades administrativas  deben  decidirlo;  si  se  trata  de 
uno  judicial,  el  Poder  judicial  debe  dirimirlo,  y por 
lo  mismo  que  yo  entiendo  que  la  autoridad  judicial 
constituye  un  Poder  aparte  de  las  funciones  guber- 
nativas; por  lo  mismo  que  profeso  este  principio  de- 
mocrático de  mi  partido,  sostengo  que  en  ningún 
caso  y bajo  ningún  pretexto,  aun  cuando  sea  dando 
gato  por  liebre,  y perdónaseme  lo  vulgar  de  la  frase, 
como  S.  S.  quería  darnos  con  esos  tribunales,  para 
que  á una  luz  parezcan  administrativos  y á otra  ju- 
diciales, debe  inmiscuirse  el  Poder  judicial  en  atribu- 
ciones que  no  son  suyas,  porque  lo  contrario  condu- 
cirla á la  negación  del  orden  y de  los  organismos  ne- 
cesarios á la  vida  del  Estado. 

Su  señoría,  sin  embargo  de  todo,  aunque  ha  re- 
vestido la  doctrina  que  defiende  con  un  aparato  y 
una  suma  habilidad  que  desorienta  y confunde  ai 
contrincante,  opina  en  el  fondo  que  lo  contencioso 
reviste  caractéres  exclusivamenle  administrativos  y 
no  judiciales:  lo  único  que  S.  S.  quiere,  es  que  no 
resuelvan  los  Ministros,  que  son  los  jefes,  que  son 
las  cabezas  del  régimen  gubernativo,  y que  en  cam- 
bio decidan  de  lo  contencioso  unos  tribunales  con 
jurisdicción  delegada,  y á quienes  muy  difícilmente 
podrá  exigirse  la  responsabilidad  si  en  ella  incurren. 
Yo,  por  el  contrario,  entre  el  sistema  de  un  tribunal 
con  jurisdicción  propia  delegada  de  la  verdadera  au- 
toridad gubernativa,  que  en  su  grado  superior  son 
los  Ministros,  y el  sistema  de  la  jurisdicción  retenida, 
para  que  ese  tribunal,  que  no  es  tribunal,  sino  Conse- 
jo, consulte  lo  que  deba  consultar  sobre  cada  uno  do 
los  casos  que  se  lo  sometan,  opto  por  la  jurisdicción 
retenida,  porque  después  de  todo,  si  el  Ministro  de- 
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linque,  podremos  exigir  la  responsabilidad  al  Minis- 
tro que  hollando  el  derecho  se  atreva  á llevar  á la 
Gaceta  una  resolución  injusta,  apártese  ó no  de  lo  que 
haya  consultado  el  Cuerpo  á quien  competa  lo  con- 
tencioso. 

Yo,  señores,  dado  el  sistema  actual  de  publicidad, 
encuentro,  aun  cuando  esto  parezca  una  herejía  ju- 
rídica, más  garantías  en  un  acto  ministerial  que  en 
una  sentencia  de  un  tribunal  de  justicia.  Si  un  Minis- 
tro comete  un  desafuero,  vosotros  podéis  exigirle  aquí 
la  responsabilidad  conforme  á la  Constitución;  ya  sa- 
béis lo  difícil  que  es  exigir  la  responsabilidad  á un 
tribunal  de  justicia.  Vuestra  memoria  recordará  se- 
guramente un  caso  en  que  tomaron  parte  en  la  de- 
fensa y en  la  acusación  nuestros  más  distinguidos 
jurisconsultos.  Probóse  la  prevaricación,  y cayó  la 
justicia  sobre  el  magistrado  ponente;  los  demás  que 
firmaron  la  sentencia  fueron  absueltos. 

Pues  bien;  puesta  la  mira  en  esos  resultados  y en 
casos  recientes,  no  ya  de  España,  sino  de  otros  países 
en  que  la  responsabilidad  ministerial  se  hace  efectiva, 
yo,  como  sistema  mucho  más  liberal,  opto  por  que  los 
Ministros  asuman  la  responsabilidad  que  les  corres- 
ponda, y no  la  declinen  sobre  un  tribunal,  para  decir 
que  no  han  tenido  arte  ni  parte  en  la  sentencia  que 
se  haya  dictado. 

Pero  después  de  todo,  vuelvo  á decir,  S.  S.  no  fluc- 
túa entre  el  sistema  administrativo  puro  y el  sistema 
administrativo  ecléctico;  S.  S.  no  fluctúa  entre  el  sis- 
tema judicial  puro  y el  sistema  judicial  ecléctico;  su 
señoría  entiende,  lo  mismo  que  yo,  que  lo  contencioso 
es  administrativo  puro;  lo  que  no  quiere  S.  S.,  y en 
ello  estamos  también  conformes,  es,  que  si  algunos 
individuos  del  Consejo  de  Estado,  por  ejemplo,  han 
informado  en  algún  asunto  en  vía  gubernativa,  sean 
llamados  esos  mismos  consejeros  á entender  más  tar- 
de en  el  propio  negocio  cuando  se  trate  de  revisar  el 
expediente  en  juicio  administrativo-contencioso.  Y en 
este  punto  he  de  decir  también  á S.  S.  que,  con  un 
criterio  reaccionario  manifiesto,  la  Comisión  cohibe 
ia  facultad  indiscutible  de  los  ciudadanos  á reclamar 
contra  las  resoluciones,  ya  ministeriales,  ya  de  las  ofi- 
cinas inferiores,  en  ios  casos  en  que  aquéllos  juzguen 
lesionado  su  derecho.  ¿Por  qué  razón  se  ha  de  exigir 
la  constitución  de  determinado  depósito  para  inter- 
poner un  recurso  contencioso— administrativo?  ¿No  es 
un  derecho  de  los  ciudadanos  el  pedir  que  se  les  ad- 
ministre justicia?  Si  hasta  en  lo  judicial,  y singular- 
mente en  materia  criminal,  deben  desaparecer  esos 
depósitos,  y únicamente  podrán  subsistir  para  los  ca- 
sos en  que  interpongan  los  recursos  de  casación  los 
acusadores  privados,  porque  ai  particular  debe  con- 
cedérsele siempre  el  derecho  de  recurrir  en  todas  las 
instancias  por  los  medios  que  la  ley  le  conceda,  con 
mucha  más  razón  debe  suprimirse  ese  depósito  en  el 
caso  de  que  se  trata. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Señor  Suarez  Inclán,  el 
Presidente,  como  todo  el  Congreso,  está  oyendo  á su 
señoría  con  mucho  gusto;  pero  verdaderamente  debe 
considerarse  que  S.  S.  excede  los  límites  naturales  y 
aun  los  artiíiciales  de  una  alusión  personal.  Este  dic- 
tamen ha  de  dar  materia  á más  amplios  debates  con 
motivo  de  la  discusión  y exámen  de  varios  de  sus 
importantes  artículos,  y entonces  sería  ocasión  más 
oportuna  para  que  S.  S.  usase  de  toda  la  libertad 
que  necesitase  eu  la  exposición  de  sus  propias  opi- 
niones. 


El  Sr.  SUAREZ  INCLAN:  Señor  Presidente,  dos 
palabras  nada  más,  y concluyo.  Comprendo  que  vivía, 
digámoslo  así,  en  este  momento,  no  como  orador,  por- 
que no  lo  soy,  sino  como  disertante,  de  la  benevolen- 
cia del  Sr.  Presidente;  y por  consiguiente,  si  S.  S.  es 
au  benévolo  conmigo  que  me  deje  concluir,  nada 
más  que  exponiendo  un  nuevo  concepto,  yo  lo  agra- 
deceré mucho  á S.  S. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Puede  continuar  S.  S.  Mi 
objeto  era  que  S.  S.  pudiera  reservarse  para  hablar 
con  más  libertad  en  otras  circunstancias  y sin  el 
apremio  del  Reglamento.  De  todas  suertes,  puede  su 
señoría  continuar. 

El  Sr.  SUAREZ  INCLAN:  Pues  voy  A concluir. 

Señores,  debatiendo  yo  con  el  Sr.  Posada  Herrera, 
en  los  últimos  dias  de  la  vida  de  este  distinguido  é 
inteligente  estadista,  sobre  esta  materia  contenciosa, 
recuerdo  una  idea  suya  que  debo  exponer  aquí. 

«Me  han  vencido,  me  decía;  yo  establecí  ó coadyu- 
vé á establecer  un  procedimiento  para  lo  administra- 
tivo contencioso,  sumamente  breve,  sumamente  expe- 
dito y nada  costoso.  Los  vientos  soplan  por  otro  lado. 
La  ley  de  enjuiciamiento  civil,  con  todo  el  aparato  de 
lucro  para  los  abogados,  ha  invadido  lo  contencioso 
y el  Consejo  de  Estado;  y hoy,  si  algún  ciudadano  se 
considera  agraviado  porque  se  le  hayan  recargado  in- 
justamente 100  pesetas  de  contribución,  si  ha  de  acu- 
dir por  la  vía  contenciosa,  habrá  de  gastar  1.500  ó 
2.000  pesetas  para  que  se  remedie  el  error.» 

Esto  demostrará  al  Congreso  que  con  el  procedi- 
miento del  dictamen,  que  es  largo,  no  podemos  lle- 
gar al  fin  que  deseamos.  Reconociendo  la  razón  que 
al  Sr.  Posada  Herrera  asistia,  por  lo  ménos  podrían- 
se dividir  ios  asuntos  contenciosos  en  dos  clases,  re- 
servándose para  los  difíciles,  para  los  de  gran  entidad 
é importancia,  los  trámites  dispendiosos  procesales, 
aunque  soy  enemigo  de  ellos  en  absoluto,  porque  las 
cosas  más  arduas  pueden  resolverse  sin  grandes  dila- 
ciones, y aplicando  á los  modestos,  como  el  caso  de  la 
contribución  que  acabo  de  exponeros,  un  procedi- 
miento sencillo,  análogo  al  del  juicio  verbal,  y que  no 
por  ser  sencillo  babria  de  dejar  sin  garantir  en  abso- 
luto el  cumplimiento  de  la  ley. 

De  esta  suerte  podrian  resolverse  casi  de  plano 
1.500  ó más  expedientes  al  ano;  quedarían  300  ó 400 
difíciles  sometidos  á mayores  pruebas;  y con  un  poco 
más  de  asiduidad  en  las  tareas  de  la  Sección  de  lo 
Contencioso,  ó como  quiera  que  se  la  llamase,  alige- 
raríamos ese  inmenso  peso,  esa  inmensa  carga  que 
grava  hoy  sobre  el  Consejo  de  Estado.  He  dicho. 

El  Sr.  santamaría  :Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  SANTAMARIA:  Faltaría  á un  deber  de 
cortesía  si  no  dijera  dos  palabras  en  contestación  al 
breve  discurso  que  acaba  de  pronunciar  mi  querido 
amigo  el  Sr.  Suarez  Inclán. 

Realmente  no  he  de  contender  ahora  con  S.  S. 
acerca  del  concepto  de  lo  contencioso-administrativo, 
porque  he  molestado  largamente  á la  Camara  sobre 
ello,  y por  consiguiente,  me  remito  á lo  mucho  que 
he  dicho. 

En  cuanto  á las  soluciones  concretas  qne  el  señor 
Suarez  laclan  pueda  traer  para  remediar  el  mal  que 
deplora,  la  Comisión  tendría  mucho  gusto  en  aceptar 
todo  aquello  que  responda  á este  pensamiento,  y por 
consiguiente,  puede  S.  S.  ó formularlas  en  términos 
oficiales,  digámoslo  así,  presentando  las  correspon- 
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dientes  enmiendas,  ó acercarse  privadamente  á la  Co- 
misión, que  tendrá  mucho  gusto  en  oir  á S.  S. 

El  Sr.  SUAREZ  INCLAN:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S.  para  rec- 
tificar. 

El  Sr.  SUAREZ  INCLAN:  Para  dar  gracias  al 
Sr.  Santa  María  y para  ofrecerle,  aunque  mi  concur- 
so significa  y vale  muy  poco,  que  bien  por  medio  de 
eumiendas,  ó acercándome  á la  Comisión,  expondré 
lo  que  creo  necesario  en  este  asunto. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  Se  suspende  esta  discusión. 

Señores  Diputados:  S.  M.  la  Reina  Regente  se  ha 
dignado  distinguir  con  su  alta  elección  al  Diputado 
Sr.  Marqués  de  la  Vega  de  Armijo  para  que  desem- 
peñe sin  sueldo  una  comisión  que  consiste  en  repre- 
sentar á la  augusta  Persona  de  S.  M.  la  Reina  cerca 
del  Sumo  Pontífice,  con  motivo  de  las  ceremonias  y 
fiestas  del  jubileo  de  Su  Santidad. 

¿Acuerda  el  Congreso  autorizar  al  Diputado  señor 
Marqués  de  la  Vega  de  Armijo  para  aceptar  esta  alta 
comisión,  y le  da  licencia  para  ausentarse  el  tiempo 
que  exija  su  desempeño? 

El  Sr.  PEDREGAL:  Pido  la  palabra. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  La  tiene  V.  S. 

El  Sr.  PEDREGAL:  Señores  Diputados,  la  alta 
representación  del  Sr.  Marqués  de  la  Vega  de  Armijo, 
y su  carácter  de  embajador  extraordinario  que  ha  te- 
nido en  otras  ocasiones,  le  dan  autoridad  sobrada  para 
que,  sin  discusión  de  ninguna  clase,  el  Congreso  otor- 
gue desde  luego  el  permiso  que  solicita  para  él  el  se- 
ñor Presidente,  al  efecto  de  que  desempeñe  una  comi- 
sión, ora  esta  se  la  confiera  el  Gobierno,  ora  se  la 
confíe  S.  M.  la  Reina,  con  tal  que  sea  sin  sueldo.  Pero 
el  objeto  de  esa  comisión  habrá  de  revestir  al  señor 
Marqués  de  la  Vega  de  Armijo  de  un  carácter,  que 
será  el  de  embajador  extraordinario  cerca  del  Pontí- 
fice Romano,  lo  cual  significa  tanto  como  que  va  á 
desempeñar  un  empleo  sin  sueldo,  y este  empleo  Ne- 
vadísimo de  embajador  extraordinario  no  lo  puede 
desempeñar  el  Sr.  Diputado  Marqués  de  la  Vega  de 
Armijo  sin  que  incurra,  á nuestro  juicio,  en  caso  de 
incompatibilidad  con  arreglo  á la  Constitución  del 
Estado. 

Esta  minoría  no  se  propone  discutir  de  una  ma- 
nera irregular  sobre  el  caso  sometido  á la  votación 
de  la  Cámara;  pero  se  reserva  su  voto  y declara  que, 
en  su  concepto,  el  Sr.  Marqués  de  la  Vega  de  Armijo 
no  puede  conservar  el  carácter  de  Diputado  si  acepta 
el  cargo  de  embajador  extraordinario  cerca  de  Su 
Santidad. 

El  Sr.  PRESIDENTE:  El  Presidente  respeta 
como  debe,  la  opinión  de  un  Diputado  tan  ilustre 
como  el  Sr.  Pedregal,  del  propio  modo  que  respetarla 
la  opinión  de  otro  cualquiera  Sr.  Diputado.  En  virtud 
de  la  que  el  Presidente  tiene,  considera  que  no  ha  in- 
currido el  Sr.  Diputado  Marqués  de  la  Vega  de  Ar- 
mijo en  ningún  caso  de  incompatibilidad,  puesto  que 
es  una  comisión,  no  un  destino,  el  que  ha  de  recibir 
en  todo  caso,  y aun  esto  dando  la  mayor  muestra  de 
consideración  que  puede  darse  al  Parlamento,  pidién- 
dole su  prévia  autorización.  Si  el  Presidente  enten- 
diera otra  cosa  y creyera  que  el  Sr.  Marqués  de 
la  Vega  de  Armijo  habia  incurrido  en  alguno  de  los 
casos  de  incompatibilidad,  como  ahora  el  Presidente 
tiene  el  derecho  y la  obligación  de  declararlo  así 
en  todos  los  casos,  cumpliendo  el  artículo  consti- 
tucional como  el  de  la  ley  de  incompatibilidades,  hu- 


biera hecho  uso  de  esa  facultad;  no  lo  hace  porque 
no  entiende  lo  propio  que  el  Sr.  Pedregal.  Por  lo  tanto, 
insiste  en  preguntar  á la  Cámara  si  autoriza  al  Sr.  Di- 
putado Marqués  de  la  Vega  de  Armijo  para  aceptar 
la  comisión  sin  sueldo  que  S.  M.  la  Reina  Regente, 
de  acuerdo  con  su  Gobierno  responsable,  se  ha  servi- 
do confiarle,  y si  le  da  licencia,  como  tal  Diputado, 
para  ausentarse  por  el  tiempo  necesario  para  desem- 
peñar esa  comisión.» 

Hecha  la  pregunta  por  el  Sr.  Secretario  (Ibarra), 
el  acuerdo  del  Congreso  fué  afirmativo. 


El  Congreso  quedó  enterado  de  que  la  Comisión 
que  entiende  en  la  proposición  de  ley  dividiendo  en 
secciones  el  Ayuntamiento  de  Grádeles  en  el  distrito 
electoral  de  León,  había  elegido  presidente  al  señor 
Muro,  y secretario  al  Sr.  Becerro  de  Bengoa. 


Se  leyeron  por  primera  vez  y pasaron  á la  Comi- 
sión, acordando  se  imprimieran  y repartieran  á los 
Sres.  Diputados,  las  siguientes  enmiendas  al  dicta— 
men  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley  sobre 
el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso-adminis- 
trativa: 

Del  Sr  González  y González  Blanco,  á los  artícu- 
los 24,  47,  49,  G6,  74  y á la  1.*  de  las  disposiciones 
transitorias. 

Del  Sr.  Alvarado  á los  arts.  20,  21  y 38. 

Del  Sr.  Matos  á los  arts.  14,  15  párrafo  2.°,  4.°, 

y 8.' 

Del  Sr.  Ochando  una  adición  al  art.  4.° 

( Véase  el  Apéndice  2.°  á este  Diario.) 


Se  leyó  y quedó  sobre  la  mesa  acordando  se  im 
primiera  y repartiera,  el  dietámen  de  la  Comisión  re- 
lativo á la  proposición  de  ley  variando  la  división  en 
secciones  del  Ayuntamiento  de  Gradefes,  distrito  de 
León.  (Véase  al  Apéndice  3.°  á este  Diario.) 


Igualmente  se  leyó  acordando  se  imprimiera  y 
repartiera  el  dictamen  de  la  Comisión  mixta  referen- 
te al  proyecto  de  ley,  acordando  la  manera  de  satis- 
facer al  Ayuntamiento  de  Vitoria  los  créditos  recono- 
cidos á su  favor  por  indemnización  de  guerra.  (Véase 
el  Apéndice  4.°  á este  Diario.) 


El  Sr.  PRESIDENTE:  Orden  del  dia  para  mañana: 
Dictámenes  de  la  Comisión  de  actas  y de  la  de  in- 
compatibilidades, proponiendo  la  aprobación  de  la  del 
distrito  de  Marchena  y admisión  de  D.  Cándido  Ruiz 
Martínez;  ídem  de  Comisión  mixta,  relativo  al  proyecto 
de  ley  sobre  abono  al  Ayuntamiento  de  Vitoria  del 
crédito  reconocido  á su  favor  por  el  importe  de  las 
fortificaciones  que  construyó  durante  la  guerra  civil; 
dietámen  sobre  la  proposición  de  ley  relativa  á la  di- 
visión en  secciones  del  Ayuntamiento  de  Gradefes 
(León),  y los  asuntos  pendientes. 

Se  levanta  la  sesiou.» 

Eran  las  siete  y cinco  minutos. 

CUATRO  APENDICES 


APÉNDICE  l.°  AL  NÚM.  11 


Dictámenes  de  las  Comisiones  de  actas  y de  incompatibilidades,  proponiendo  la 
aprobación  de  la  del  distrito  de  Marchena  (Sevilla)  y admisión  del  Sr.  Iluiz 

Martínez  ( I ).  Cándido). 


La  Comisión  de  acias  lia  examinado  el  expediente 
relativo  á la  elección  parcial  verificada  en  el  distrito 
de  Marchena,  provincia  de  Sevilla,  y no  consignán- 
dose en  ninguna  de  las  actas  protestas  ni  reclamacio- 
nes, tiene  la  honra  de  proponer  al  Congreso  se  sirva 
aprobar  dicha  acta  y admitir  como  Diputado  por  el 
referido  distrito  á D.  Cándido  Iluiz  Martínez,  que  ha 
presentado  su  credencial,  y cuya  aptitud  legal  no 
ofrece  duda. 

Palacio  del  Congreso  5 de  Diciembre  de  1887.= 
Vicente Nuñez  de  Velasco,  vicepresidente.=Luis  Díaz 
Moren. =Antonio  García  Alix.=Emilio  de  Alvear.= 
Félix  Martínez  Villasante.=Cárlos  Groizard.=Anto- 
nio  Molleda.=Miguel  Villalba  Hervás.=Miguel  de  la 
Guardia.=José  del  Perojo,  secretario. 


La  Comisión  de  incompatibilidades  tiene  el  honor 
de  manifestar  al  Congreso  que  la  siluacion  del  te- 
niente del  cuerpo  de  Estado  Mayor  en  activo  servi- 
cio, pero  de  reemplazo,  que  ocupa  el  Sr.  D.  Cándido 
Ruiz  Martínez,  Diputado  electo  por  Marchena,  no  está 
comprendida  en  caso  alguno  de  incompatibilidad, 
procediendo  su  admisión  por  el  Congreso. 

Palacio  del  Congreso  13  de  Diciembre  de  1887.= 
El  Marqués  de  Valdeterrazo,  presidentc.=José  Her- 
nández Prieta.=Emilio  Drake.=El  Conde  de  Gomar. 
Joíé  Alvarez  Mariño.=Isidro  Boixader.=Julio  Bu- 
rell.=Manuel  de  Eguilior.=Manuel  de  Azcárraga.= 
Eduardo  Baselga.=Faustino  Rodríguez  San  Pedro. 
Senen  Cánido,  secretario. 
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DE  LAS 


Enmiendas  al  dieMmen  de  la  Comisión,  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción  eonlencioso-adminisl cativa. 


Del  Sr.  GONZALEZ  Y GONZALEZ  BLANCO,  al 

art.  24: 

Los  Diputados  que  suscriben  Lienen  el  honor  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  al  art.  24  del  pro- 
yecto de  ley  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso administra  ti  va: 

El  párrafo  tercero  de  dicho  articulo  se  redactará 
de  este  modo: 

«Si  la  autoridad,  Corporación  ó dependencia  que 
se  citan  en  el  párrafo  primero  no  remitieran  el  expe- 
diente gubernativo  en  el  plazo  de  treinta  dias,  conta 
dos  desde  la  entrega  en  la  respectiva  dependencia  de 
la  comunicación  de  la  Sala  reclamando  dicho  expe- 
diente, se  reproducirá  la  reclamación,  fijando  un  nue- 
vo plazo  de  veinte  dias  á la  autoridad  á quien  se  di- 
rija,  para  remitir  el  expediente  á la  Sala,  y conminan- 
do á dicha  autoridad  con  que  de  no  remitirlo  se  de- 
clarará por  el  tribunal  allanada  la  Administración  á 
la  demanda. 

Si  A pesar  de  esta  segunda  reclamación  conmina- 
toria, de  la  cual  se  recogerá  también  el  oportuno  res- 
guardo, no  se  recibiera  el  expediente  en  la  Sala,  decla- 
rará ésta,  A instancia  de  parte,  allanada  la  Adminis- 
tración A la  demanda,  bajo  la  responsabilidad  perso- 
nal de  la  autoridad  ó funcionario  culpable  de  la  fal- 
ta, quien  deberá  indemnizar  A la  Administración  de 
los  perjuicios  que  por  su  morosidad  se  le  hayan  irro- 
gado. 

La  Sala  acordará  después  las  providencias  que 
procedan  para  ejecutar  dicha  declaración,  como  si  se 
tratase  de  una  sentencia  firme,  y el  fiscal  del  Tribu- 
nal Supremo  dictará  las  órdenes  oportuuas  para  que 
por  aquel  de  sus  subordinados  que  corresponda  se 
proceda  inmediatamente  A exigir  ante  la  jurisdicción 
ordinaria  la  responsabilidad  civil  en  que  haya  incu- 


rrido la  autoridad  ó funcionario  causante  de  los  per- 
juicios A que  se  alude  en  el  párrafo  anterior.» 

Palacio  del  Congreso  1 4 de  Diciembre  de  1887.= 
José  González  y González  Blánco.=Félix  Suarez  In- 
clAn.=José  Hernández  Prieta.™  Luis  del  Rey.=An- 
tonio  Botija  y Fajahlo.=Raíael  Iluiz  Martinez.=Joa- 
quin  Oriol. 


Del  mismo,  A los  arts.  47  y 49: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
presentar  la  siguiente  enmienda  A los  arts.  47  y 49 
del  proyecto  de  ley  sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdic- 
ción contencioso-administrativa: 

Después  del  párrafo  primero  del  art.  47  se  dirá: 

«Ei  recurso  de  aclaración  procederá  cuando  en  la 
sentencia  hubiese  algún  concepto  oscuro  ó se  hubiese 
padecido  cualquiera  omisión  sobre  punto  discutido 
en  el  litigio. 

Si  no  se  interpusiere  el  recurso  de  aclaración  en 
el  término  fijado  en  el  párrafo  primero,  se  entenderá 
firme  la  sentencia  sin  necesidad  de  declaración  al- 
guna.» 

Art.  49.  Se  suprimirá  el  núm.  l.°,  que  trata  de  la 
procedencia  de  la  revisión  en  caso  de  haberse  dejado 
de  tratar  ó resolver  en  la  sentencia  alguna  de  las  cues- 
tiones controvertidas  en  el  pleito,  y quedará  en  io  de- 
más como  está,  sin  más  que  alterar  la  numeración 
de  los  párrafos  siguientes  al  señalado  con  dicho  nú- 
mero l.°,  poniendo  ai  2.°  el  núm.  l.°  y así  sucesiva- 
mente. » 

Palacio  del  Congreso  1 4 de  Diciembre  de  1 887.= 
José  González  y González  Blanco.=Antonio  Botija  y 
Fajardo.™  Luis  del  Rey.  ==  Rafael  lluiz  Martínez,™ 
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José  Hernández  Prieta. = Joaquín  Oriol.=  Juan  Ca- 
üellas. 


Del  mismo,  al  art.  66: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  enmienda  al  art.  66  del  proyec- 
to de  ley  sobre  el  ejercicio  déla  jurisdicción  conten  - 
cioso-administrativa: 

El  párrafo  primero  de  dicho  artículo  se  redactará 
de  este  modo: 

«Se  entenderá  desobediencia  punible  ó denegación 
de  auxilio  y será  caso  de  responsabilidad  civil  y cri- 
minal, conforme  al  art.  380  y siguientes  del  Código 
penal,  la  infracción  de  lo  preceptuado  en  los  artículos 
anteriores  acerca  de  la  ejecución  de  las  sentencias  de 
los  tribunales  contencioso-administrativos.» 

Palacio  del  Congreso  14  de  Diciembre  de  1887.= 
José  González  y González  Rlanco.= Antonio  Botija  y 
F aj  ardo. = José  Hernández  Prieta. =Luis  del  Rey.= 
Rafael  Ruiz  Martinez.  = Joaquín  Oriol.  = Juan  Ca- 
ndías. 


Del  mismo,  al  art.  74: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  enmienda  al  art.  74  del  proyecto 
de  ley  sobro  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa: 

«La  Sala  cuarta  del  Tribunal  Supremo  se  dividirá 
en  dos  Secciones,  presididas,  la  primera  por  el  presi- 
dente de  la  Sala  y la  segunda  por  el  magistrado  más 
antiguo,  para  la  vista  y fallo  de  los  asuntos  que  se  le 
encomiendan  por  esta  ley. 

En  todo  caso  será  necesaria  la  presencia  de  siete 
magistrados,  no  solo  para  pronunciar  sentencias  defi- 
nitivas, sino  también  para  dictar  autos  resolviendo 
sobre  excepciones  dilatorias  ó práctica  ó denegación 
de  pruebas;  para  dictar  otras  resoluciones  bastarán 
tres  magistrados.» 

El  párrafo  segundo  de  dicho  artículo  quedará 
como  está,  sin  más  que  sustituir  las  palabras  «Tri- 
bunal en  pleno,»  con  que  termina,  con  las  de  «Sala  en 
pleno.» 

Palacio  del  Congreso  1 4 de  Diciembre  de  1887.= 
José  González  y González  Blanco.=Antonio  Botija  y 
Fajardo.=  Luis  del  Rey.  = Rafael  Ruiz  Martinez.= 
José  Hernández  Prieta.=Joaquin  Oriol.  = Juan  Ga- 
ñellas. 


Del  mismo,  á las  disposiciones  transitorias: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  el  honor  de 
proponer  la  siguiente  enmienda  á las  disposiciones 
transitorias  del  proyecto  de  ley  sobre  el  ejercicio  de 
la  jurisdicción  contencioso-administrativa: 

«1.a  Terminado  el  despacho  de  los  pleitos  pen- 
dientes en  el  Consejo  de  Estado,  se  suprimirá  una  de 
las  Secciones  de  la  Sala  cuarta,  quedando  excedentes 
los  cuatro  magistrados  más  modernos,  aunque  con 
derecho  á ocupar  las  primeras  vacantes  que  ocurran 
en  el  Tribunal  Supremo,  en  el  Consejo  de  Estado  y en 
la  misma  Sala  cuarta.» 

Las  demás  disposiciones  transitorias  del  proyecto 
de  ley  se  conservarán  en  cuanto  no  se  opongan  á las 
enmiendas  formuladas  por  los  Diputados  que  sus- 
criben. 

Palacio  del  Congreso  14  de  Diciembre  de  1887.= 
José  González  y González  Blanco.=Luis  del  Rey.= 


Antonio  Botija  y Fajardo.=Rafael  Ruiz  Martincz.= 
José  Hernández  Prieta. = Juan  Caüellas.  = Joaquin 
Oriol. 


Del  Sr.  OCHANDO  (D.  Federico),  al  art..  4.": 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  al  Congreso  la  siguiente  adición  al  art.  4." 
del  dictámen  referente  al  proyecto  de  ley  sobre  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción  coutencioso-administra- 
tiva: 

«Contra  las  soberanas  resoluciones  que  se  dicten, 
consultadas  por  el  Consejo  Supremo  de  Guerra  y Ma- 
rina como  asamblea  de  las  Órdenes  militares  do  San 
Hermenegildo,  San  Fernando  y Mérito  militar,  no  se 
admitirá  recurso  en  vía  contenciosa,  ni  tampoco  con- 
tra las  Reales  órdenes  que  aprueben  las  clasificacio- 
nes definitivas  que  en  materia  de  retiros  militares 
haga  dicho  alto  Cuerpo  por  virtud  de  las  atribuciones 
que  le  confieren  las  leyes. 

Las  Reales  órdenes  dictadas  de  acuerdo  con  la 
Junta  superior  consultiva  de  Guerra  sobre  clasifica- 
ción de  aptitud  para  los  ascensos  de  los  jefes  y oficia- 
les del  ejército  y sobre  recompensas  á los  mismos, 
no  serán  susceptibles  de  recurso  conteucioso-adminis- 
trativo,  ni  tampoco  las  que  se  dicten  sin  oir  á dicha 
Corporación,  pero  que  se  refieran  á ascensos  y recom  - 
pensas  de  campaña  concedidas  á propuesta  de  los  ge- 
nerales que  manden  las  tropas.» 

Palacio  del  Congreso  13  do  Diciembre  de  1887.= 
Federico  Ochando.=Antonio  Daban . = An t onio  Sán- 
chez Campomanes.= Enrique  de  Orozco.=Crescente 
García  San  Miguel.=José  Cort.=  Rafael  Ruiz  Mar- 
tinez. 


Del  Sr.  MATOS,  á los  arts.  1 4 y 1 5: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  á la  Cámara  las  siguientes  enmiendas  al 
dictámen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley 
sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso- ad- 
ministrativa: 

El  art.  i 4 se  redactará  en  la  siguiente  forma: 

«En  cada  población  donde  exista  Audiencia  terri- 
torial, etc.» 

El  párrafo  segundo  del  art.  1 5 se  redactará  en  los 
siguientes  términos: 

«Las  Diputaciones  de  las  provincias  donde  exista 
Audiencia  territorial,  etc.» 

El  párrafo  cuarto  del  mismo  art.  1 5 se  redactará 
como  sigue: 

«Cuando  no  llegaren  á cuatro  los  diputados  sor- 
teables,  se  verificará  el  sorteo  entre  los  que  haya,  y 
para  completar  el  número  de  dos  titulares  y dos  su  - 
plentes  se  sortearán  lodos  los  funcionarios  vecinos  de 
la  población  donde  resida  la  Audiencia  territorial, 
comprendidos  en  las  categorías  siguientes,  etc.» 

El  párrafo  octavo  del  mismo  art.  15  se  redactará 
en  los  siguientes  términos: 

«Los  gobernadores  de  las  provincias  en  que  exis- 
tan Audiencias  territoriales  remitirán,  etc.» 

Palacio  del  Congreso  14  de  Diciembre  de  1887.= 
Antonio  Matos— Juan  Alvarado.=Enrique  8antana, 
Juan  Talero.=Ramon  Cepeda.=Miguel  de  La  Guar- 
dia.=Joaquiu  Gil  Berges. 
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Del  Sr.  AL  VARADO,  á los  arts.  20,  21  y 38: 

Los  Diputados  que  suscriben  tienen  la  honra  de 
proponer  á la  Cámara  las  siguientes  enmiendas  al 
dictamen  de  la  Comisión  referente  al  proyecto  de  ley 
sobre  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contcncioso-ad- 
ministrativa: 

Al  art.  20.  A las  palabras  que  acrediten  la  persona- 
lidad del  demandante , se  añadirán  las  siguientes:  «y 
la  del  que  comparezca  en  su  nombre,»  suprimiéndo- 
se el  resto  del  articulo. 

Al  art.  21:  El  párrafo  segundo  de  dicho  artículo 
se  redactará  en  los  siguientes  términos:  «Las  diligen- 
cias de  prueba  relativas  á este  punto  se  practicarán 
ante  el  Juzgado  que  designe  el  que  solicite  el  benefi- 
cio, en  quien  delegará  el  Tribunal  Contencioso,  el 
cual,  con  vista  de  dichas  pruebas,  otorgará  ó negará 
la  declaración  de  pobreza.» 


El  art.  38  se  redactará  en  los  términos  siguien- 
tes: «Cuando  las  partes  hayan  hecho  uso  de  este  de- 
recho, pasarán  las  actuaciones  á un  ministro  ponen- 
te, que  lo  será  para  todo  el  curso  ulterior  del  pleito 
y que  se  designará  por  turno.  El  Tribunal,  oyendo  su 
propuesta,  resolverá  dentro  del  término  de  quince  dias, 
contados  desde  el  en  que  se  presentara  el  escrito  de 
contestación  á la  demanda,  si  se  recibe  el  pleito  á 
prueba.  Caso  afirmativo,  se  prevendrá  á las  partes  que 
en  el  término  de  diez  dias  improrrogables  proponga 
cada  una  loda  la  que  le  interese,  y se  lijará  el  térmi- 
no dentro  del  cual  haya  de  practicarse,  sin  exceder 
del  señalado  en  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. 

Palacio  del  Congreso  14  do  Diciembre  de  188?.= 
Juan  Alvarado.=Ántonio  Matos.=Ramon  Cepeda.  = 
Miguel  de  la  Guardia.  == Juan  Talero.  = Joaquín  Gil 
Berges.=Josó  Muro. 
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APÉNDICE  3 ° AL  NUM.  11 


Dicidm.cn  de  la  Comisión , referente  A la  proposición  de  ley  variando  la  división 
en  secciones  del  Ayuntamiento  de  Grade  fes,  distrito  de  León. 


AL  CONGRESO. 


Secciones.  Cabeza  tic  aecciou.  Pueblos  que  comprende. 


La  Comisión  nombrada  para  dar  dictamen  acerca 
de  la  proposición  de  ley  variando  la  división  en  sec- 
ciones del  Ayuntamiento  de  Grádeles,  distrito  de 
León,  después  de  haberse  cerciorado  por  virtud  del 
testimonio  de  dos  de  sus  miembos,  Diputados  por  la 
provincia  de  León,  de  que  es  exacto  el  hecho  de  es- 
tar dividido  el  Ayuntamiento  de  Gradcfcs  de  una 
manera  ;l  todas  luces  irregular  é insostenible,  así 
como  el  de  coincidir  la  qué  se  propone,  conforme  con 
la  que  rige  para  las  elecciones  de  Diputados  provin- 
ciales, tiene  la  honra  de  someter  á la  deliberación  y 
aprobación  del  Congreso  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Articulo  único.  El  Ayuntamiento  de  Grádeles  se 
dividirá  para  las  elecciones  de  Diputados  á Cortes, 
en  la  forma  siguiente: 


1.* 


2.a 


3.a 


Grádeles 


Santibañez 


IValdealiso. 
Valdealcon. 
Villanofar. 
Garün. 

¡Santibañez. 
Villacidayo. 
Carbajal. 

San  Bartolomé. 
, Yalporquero. 


/ Rueda  del  Almirante 
| Val  de  San  Miguel. 
1 Mellanzos. 

Rueda  del  Almiran-J  Val  de  San  Pedro. 

te ) Valduvieco. 

l Villarratel. 

1 Cañizal. 

''Casasola. 


Secciones. 


1.a 


Cabeza  de  sección  Pueblos  que  compreude. 


i Grádeles. 

Grádeles Ciíuentes. 

' Nava. 


Palacio  del  Congreso  14  de  Diciembre  de  1887.= 
José  Muro,  presidentc.=Vicente  Nuñez  de  Velasco.= 
Enrique  Santana.=Gumersindo  de  Azcárate.=Manuel 
Pedregal.  = Antonio  Molleda.  = Ricardo  Becerro  de 
| Bengoa,  secretario. 
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CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS 


Dictamen  de  la  Comisión  mixta,  referente  al  proyecto  de  ley  acordando  la  manera 
de  satisfacer  al  Ayuntamiento  de  Vitoria  los  créditos  reconocidos  á su  favor  por 

indemnización  de  guerra. 


AL  CONGRESO  DE  LOS  DIPUTADOS. 

La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opi- 
niones de  los  dos  Cuerpos  Colegisladores  acerca  del 
proyecto  de  ley  (pie  determina  la  manera  de  satisfa- 
cer al  Ayuntamiento  de  la  ciudad  de  Vitoria  el  cré- 
dito reconocido  á su  favor  en  concepto  de  indemniza- 
ción por  las  fortificaciones  que  construyó  durante  la 
última  guerra  civil,  después  de  una  detenida  delibe- 
ración, lia  acordado  someter  á la  aprobación  del  Se- 
nado y del  Congreso  de  los  Diputados  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°  Se  abonará  al  Ayuntamiento  de  Vi- 
toria el  crédito  reconocido  á esta  ciudad  por  el  Real 


./ 

/r 


decrcto-seutencia  de  5 de  Marzo  de  1885,  importante 
225.605  pesetas  42  céntimos,  en  concepto  de  indem- 
nización por  las  fortificaciones  que  construyó  durante 
la  última  guerra  civil. 

Art.  2.°  La  cantidad  á que  se  refiere  el  articulo 
anterior  se  hará  efectiva  por  medio  do  un  crédito 
extraordinario  en  el  ejercicio  económico  actual. 

Palacio  del  Senado  13  de  Diciembre  de  1887.= 
El  Marqués  de  Miravalles,  presidente.=Martin  de 
Zal)ala.=Pedro  Calderón  y Herze.=Vorcmundo  Ruiz 
de  Galarrcta.=Cipriano  Segundo  Montesino.  =4 uan 
Manuel  de  Urquijo.=Federico  Hoppc.  = Francisco 
Ausaldo.=Antonio  María  Fabié.=Eladio  Pcualva.= 
Manuel  Ibarra.=Juan  de  Ibargoitia.=Manuel  de  Az- 
cárraga  — Ricardo  Becerro  de  Bengoa,  secretario. 


